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RESOLUCIONES   DEFINITIVAS 

DXL 

fMBDNAL  m  U  COimCIOSOADIINmAIlYO  M  1892 


Auto  (4  de  Enero  de  1899).— JEbMqMiofM»  üíatmaB,  DtftcU  UgeX  m 
d  mudo  de  preponer  la  demoMid.— Se  declara  prooedente  la  exección 
dilatoria  de  defeeto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  donanda,  alegada  por 
al  Fiaod  en  pleito  promoyido  por  el  Ayuntamiento  de  Ooeyaa,  aobre  revo- 
cadión  de  la  Beal  <nrden  de  14  de  Julio  de  1887,  referente  al  pago  del  im- 
puesto  de  oonanmos  por  la  Sociedad  Stolberg  y  Weetfalia.  y  ae  eatablece: . 

X.0  One  eottforme  álodiipueito  eh  el  aeffwndo  apartado  del  ami.  86  do  la 
mgtmte  ley  Mwme^ly  yáh  eoneignado  en  la  eon§ta$Uejurieprudeneia,  deben 
¡m  AyumtamemtQi  adoptar  me  aenerdoepara  UHgarpremo  dkktmon  confor- 
me do  do$  Letradoo; 

so  One,  eegún  ¡o prevenido  en  el  pámtf o  4,o  del  ari.  35  de  la  ley,  que 
regnia  lajnriedkeián  eontendeeo-adtmnietroHva,  á  loe  domandae  kUépnee- 
too  por  loo  AffunUunientoe  debe  aeompañaree  doemnonto  gtie  aeredUe  haber- 
eecmiwlido  por  la  Corporaoián  mnnie^  la  formalidad  que  queda  mon- 
eionaéuLf 

Y  B<^  Que  la  omieién  de  eete  requieito  ooneíUuye  notoriamente  él  drfeeto 
kúoien  dmodo  de  proponer  la  demanda  áqueee  refiere  la  eooo^peión  3.*  dd 
ert.46delaeUadal^. 

Por  Beal  orden  de  14  de  Jolio  de  1887,  ae  confirmó  la  proyidenda  de 
la  Delegaddn  de  Hacienda  de  la  provincia  de  Almería,  por  la  coal^eati- 
mando  atendible  la  reclamación  hecha  por  la  Sociedad  Stolberg  y  w  eat- 
Mtn,  aolidtando  la  ezclnaidn  del  reparto  de  la  oontribadón  de  conanmoa 
M  pueblo  de  Cneraa  dnranto  el  afio  económico  de  1886-87,  ae  declaró  qne 
ae  dtebia  eonaiderar  á  dicha  Sodedad,  para  loa  efectoa  del  reparto,  como 
bacCTidado  loraatero»  pacato  que  tenía  aa  domicilio  én  otro  pneblo,  anulan- 
do, en  an  conaecnencia,  laa  caotaa  aefialadaa  j  ordenando  qne  figoraae  la 
Saciedad  en  la  eatogoria  correapondiente» 
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Contra  eeta  Beal  orden  dednjo  reeorao  contendoao  el  Ayuntamiento  de 
CoeTas,  7  al  «er  emplatado  el  Fiscal  para  oonteatar  la  demanda,  propaso 
on  tiempo  las  excepciones  1>  y  8>  del  art.  46  de  la  ley.  recayendo  en  4  de 
Enero  de  1892  el  anto,  cnya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  segundo  apartado  del 
art.  86  de  la  vigente  ley  Municipal  y  á  lo  consignado  en  la  constante  ju- 
risprudencia establecida  por  este  Tribunal,  deben  los  Ayuntamientos 
adoptar  sus  acuerdos  para  litigar,  previo  dictamen  conforme  de  dOs^Le- 
irados: 

Considerando  que,  según  lo  prevenido  en  el  párrafo  4.o  del  art  86  de 
la  ley  vigente,  que  regula  el  ejercicio  de  la  jurisdicción  contencioso  admi- 
nistrativa, á  las  demandas  interpuestas  por  los  Ayuntamientos  debe  acom- 
pallarse  documento  que  acredite  haberse  cumplido  por  la  Corporadón 
munidpal  la  formalidad  que  queda  mendonada: 

Considerando  que  la  omisión  de  este  requidto  constituye  notoriamente 
el  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda  á  que  se  r^ere  la  ex- 
cepdón  8.*  del  art  46  de  la  dtada  ley  sobre  el  ejerddo  de  esta  jurisdio- 
don,  alegada  por  el  representante  de  la  Administradóm 

T  considerando  que  es  consecuencia  legal  desestimar  tal  excepdón  que 
la  demanda  quede  sin  curso,  y  no  es  neceÍMurio,  por  consiguiente,  en  este 
caso  examinar  la  de  incompetencia  de  jurisdicdón,  que  también  ha  alega- 
do elilscal. 

Vistos  los  artículos  86  de  la  ley  de  2  de  Octubre  de  1877  y  los  46  y  60 
de  la  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Se  declara  procedente  la  excepdón  dilatoria  de  defecto  legal  que  ha 
propuesto  el  fiscal;  se  declara  sin  curso  la  presente  demanda;  archívese  el 
rollo  y  devuélvase  el  expediente  al  Ministerio  de  Hadenda,  con  inserdón 
de  este  auto,  que  se  publicará  oportunamente  en  la  Gaceta  de  Madrid  y 
Coleeoián  l^laUva.-^AvLto  fecha  4  de  Enero  de  1892,  ó  inserto  en  la  Ca- 
seta de  16  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 


Auto  (7  de  Enero  de  1892).— J2voQ>cioMet  düatoriat.  Ineompeteneía  de 
jttKstfícctd».— 49e  dedara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompeten- 
cia propuesta  por  la  representación  de  D.  Gumersindo  Bamón  Peinador,  en 
pldto  promovido  por  el  Ayuntamiento  de  Mondarii  contra  varias  Reales 
órdenes  relativas  á  la  apertura  de  un  estableeimiento  de  aguas  minerales 
solidtado  por  Peinador,  y  se  establece: 

i.^  Que  WMtenteneiaeñ  cuyo  falh  se  declara  rewHUida  y  anulada  una 
Beal  orden  y  firmes  en  la  vía  aúbemaHtfa  otras  anteriores^  por  má$  que  se 
hmiiase  suslancialmenie  á  decidir  cuestiones  deprocedknientogubernedivo  re- 
laUvasáUiincompeUncia  con  que  fué  dictada  la  Beal  orden  que  se  impugna- 
ba en  el  pleito,  y  aunque  su  alcance  no  fuera  otro  que  el  de  eetáblecer,  sin  en- 
??*'  ?,  f*  fondo  del  onctito,  cuáles  de  entre  las  tforias  resoluciones  que  se  ha- 
hían  dictado  en  el  cabiente  debían  eetimarse  como  d^nitivas,  no  abrió  ni 
prorrogó  d  plato  determinado  por  la  ley  para  redamarlas  y  pedir  su  revoca- 
cuín  en  vía  contenciosa,  sin  que  se  oponga  á  eeta  doctrina  la  reserva  de  ac- 
ciones qu^  se  consignase  en  £cha sentencia, si  dichareserva  nourefirió  ni 
podía  rrfenrse  á  otros  derechos  que  áloe  de  carácter  civü  quepudieran  asis- 
tir alas  partes  para  ventUar  ante  los  Tribunales  ordinarios  una  cuestión  de 
propiedad  promovida  en  dpleUo: 

^'^    Que  la  doctrina  que  antecede  y  que  tiene  p<frba$e  a  prine^  funda- 
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sEsouiciona  i>Bf.  tbdüval  ooinmrcnroso-AüiciintTSiLTiyo      7 

>  oémMttraHffO,  de  qw  ewmio  $e  etUábUm  wñttú 
i  rwmr90é  ámthUo$  de  loe  que  eorreependen  eegim  loe  leyee,  no  $e 
■ihiiMwiDcii>  m  nupend/en  loe  térmmee  fjadoej^ara  uHlixar  loe  recurtoe  lega- 
JmpreeAeeíe»,  ee  \aüa  eanekmada por  jUi  iuritprudeneia^  qne  no  ha  diñado 
üofikaría  ton  wntfiprmidad  máe  qne  en  of^n  eaeo  fartíoular por  rotan  de 
ketpeeialidad  del  utiemo  y  por  vía  de  eoBcepcián  jnet^fieada  que  eirvedecon- 
fnmaóñ  á  la  meneionada  regla  general; 

73  o  Qne  entablada  la  demanda  que  da  origen  al  pleito  fuera  del  plato 
le§al  fijado  para  interponerla^  esMeen^  Tribunal  fara  conocer  de  la  mii- 
melatncompeteneiadejurieMcciándetermmadaenelari.iOdelaley  de  13 
éíStpiiembre  de  1888. 

Por  orden  del  Gobierno  de  la  Bepáblka  de  16  de  Junio  de  1878,  le  con- 
cedió á  D.  GnmeTeindo  Bunón  Peinador,  bajo  ciertaa  condicione!,  la  anto- 
findón  que  babla  iolidlado  para  la  apertora  de  nn  eitablecimiento  de 
agua  minerales  en  Mondaris,  en  nn  predio  de  aa  propiedad,  donde  nada 
u  manantial  denominado  Ohan  da  Gándara,  j  para  qne  ntiliiaee,  en  nnión 
de  ka  de  aa  predio,  laa  qne  nacían  en  el  manantial  denominado  del  Tron- 
eoao,  filtración  de  la  orilla  del  río  Tea,  y  reconoddaa  oientíñcamente  como 
idénticaa  á  laa  del  manantial  Ohan  da  JGándara;  concedón  que  á  virtnd  de 
•aera  reclamación  de  Peinador,  en  qne  ae  qnejaba  de  dertaa  dificnltadea 
poeataa  por  el  Alcalde  de  Monduriz  al  cumplimiento  de  la  orden  de  16 
de  Jimio,  fnó  ratificada  y  aclarada  por  orden  de  8  de  Agosto  dgniente,  en 
la  que  ae  encargaba  al  Gobernador  hidera  entender  al  Alcalde  d  dignsto 
eoD  qne  ae  había  yieto  an  modo  de  entorpecer  d  cumplimiento  de  laa  dia- 
poddonee  snperiorea  y  la  neceddad  que  había  de  imponerle  el  oportuno 
correctivo  d  no  atemperaba  au  conducta  d  eetricto  cumplimiento  de  su 
deber. 

Interpuesto  recurso  contendoso  ante  la  Sda  correspondiente  del  Tri- 
bunal Supremo  por  D.  Domingo  Antonio  Gomales,  como  denundador  con 
sMfjor  derecho  de  las  aguas  medidndes  del  Troncóse,  y  por  el  Ayunta- 
miento de  Mondaria,  se  promovió  nuevo  expediente  á  instanda  de  Pdna- 
dor  con  motivo  de  haber  dispuesto  la  Dirección  de  Propiedades  y  Derechos 
dd  Estado  qne  ae  sacase  á  subasta  el  manantial  del  Troncóse;  y  persona- 
do en  él  el  Ayuntamiento  y  después  de  diversos  .trámites^  en  10  de  Di- 
ciembre de  1873  se  resolvió  por  orden  del  Gobierno  de  la  República  que 
binador  se  limitase  á  la  explotadón  de  las  aguaa  que  brotaban  en  su  pre- 
dio Ohan  da  Gándara,  reintegrándose  al  vecindario  dd  Troncóse  y  d  Mu- 
md^  de  Mondaria  en  libre  dispoddón  de  la  fuente  que  había  disfrutado 
hasta  qne  por  cnrden  anperior  se  puso  á  dispoddón  de  Peinador,  todo  sin 
perjnido  de  lo  qne  decidieran  los  Tribundes  ordinarios  sobre  la  cuestión 
de  propiedad: 

£n  viata  de  esta  dispoddón,  Peinador  pidió  en  vía  gubernativa  la  re- 
voeadón  de  la  ordoi  de  10  de  Didembre,  y  que  se  declarasen  vigentes  en 
«idM  BUS  partea  las  de  16  de  Junio  y  O  de  Agosto;  y  habiendo  desistido 
éA  recurso  contendoso,  tanto  el  Ayuntamiento  de  Mondaria,  por  haber 
eons^nido  de  Ja  Administracdón  activa  y  merced  á  la  orden  de  10  de  Di- 
dembre una  resolndón  que  dejaba  á  salvo  su  derecho  d  manantial  del 
TroDooso,  como  D.  Domingo  Ahtonio  Gonaález,  y  devuelto  el  expediente 
d  Ministerio,  ae  expidió  por  éste  la  Red  orden  de  4  de  Septiembre  de 
1877,  declarando  vigentes  en  todaa  sus  partes  las  de  16  de  Junio  y  »  de 
Agosto  de  1878;  pero  habiendo  reclamado  de  nuevo  en  vía  gubernativa  el 
Ayuntamiento  de  Mondaria  para  que  se  le  refaitegrase  en  1»  P<>^»^»  ^ 
manantial  dd  Th>ncoso,  de  acuerdo  con  lo  propuesto  por  la  Sección  de  Go- 
bemadón  dd  Ck>nse]o  de  Estado,  se  dictó  Red  orden  en  8  de  Febrero  de 
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1881  deelfunndo  definitiya  en  la  yía  gabeinattva  la  orden  de  10  de  Di- 
ciembre de  1878,  por  la  qoe  ae  reconoció  la  poaeaión  del  manantial  del^ 
Troncóse  á  favor  del  Aynntuniento  de  Mondaria  y  reservando  á  los  per- 
jadicados  sns  derechos  para  qne  los  dednjetan  en  la  yía  y  forma  correspon- 
diente. 

Solicitada  por  Peinador  la  nnlidad  de  esta  resolución  por  falta  de  atri- 
buciones en  el  Ministro  para  dictarla,  se  remitió  el  expediente  á  informe 
del  Oonsejo  de  Estado  en  pleno,  y  de  acn«rdo  oon  el  mismo,  se  resolvió,, 
por  Beal  orden  de  4  de  Mayo  de  1881,  qo»  el  Ministro  era  ya  incompe- 
tente para  resolver  la  última  instancia  del  concesionario  de  los  bafios  de 
Mondaria,  qne  no  había  motivo  para  declarar  lesiva  á  los  intereses  del 
Estado  la  Beal  orden  de  8  de  Febrero,  y  qne  contra  ésta  podría  acndir  en 
vía  contenciosa  dicho  concesionario,  paesto  qne  entendía  qne  con  ella  se 
habían  vnlnorado  sos  derechos. 

Dictada  esta  resolnción,  acudió  Peinador  en  vía  contenciosa  contra  la 
de  8  de  Febrero,  y  tramitado  el  pleito,  en  el  que  se  mostró  parte  coadyu- 
vante el  Ayuntainiento  de  Mondariz,  se  dictó  sentencia  en  26  de  Septiem- 
bre de  1888,  por  la  cual  se  revocó  la  Beal  orden  impugnada,  declarando 
firmes  y  definitivas  las  órdenes  de  16  de  Junio  y  8  de  Agosto  de  1878  re- 
caídas en  el  expediente,  sin  perjuicio  de  los  ddeehos  de  la  Administra- 
ción activa  y  del  Ayuntamiento  de  Mondaria  para  que  pudieran  deducir* 
los  en  la  vía  y  forma  que  fuera  procedente. 

Notificada  esta  sentencia  á  las  psjrtes,  dedujo  oontra  ella  recurso  ée  re- 
visión la  representación  del  Ayuntuniento  de  Mondaria,  y  sustanciado  ei 
recurso  por  todos  sus  trámites,  se  dictó  sentencia  declarando  no  haber  lu- 
gar al  recurso;  y  sabedor  de  esta  resolución  el  Ayuntamiento  recurrente 
acordó  promover  el  contencioso-administrativo  que  interpuso  en  28  de 
Agosto  de  1800  contra  las  órdenes  de  16  de  Junio  y  9  de  Agosto  de  1878 
y  4  de  Septiembre  de  1877. 

Habiéndose  abstenido  el  Fiscal  de  intervenir  en  estos  autos,  el  deman- 
dado D.  Gomeisindo  Bamón  Peinador  alegó  en  tiempo  la  excepción  dila- 
toria de  incompetencia  de  jurisdicción,  y  tramitado  en  forma  el  incidente, 
se  dictó  por  el  Tribunal  el  auto  de  7  de  Enero  de  1892,  cuya  parte  sustan- 
cial es  la  siguiente: 

Gonsiderando  que  la  sentencia  de  26  de  Septiembre  de  1888,  en  cuyo 
fallo  se  declararon  revocada  y  anulada  la  Beal  orden  de  8  de  Febrero  (1) 
de  1881  V  firmes  en  la  vía  gubernativa  las  órdenes  de  16  de  Junio  y  8  de 
Agosto  de  1878,  si  bien  se  limitó  sustandalmente  á  decidir  cuestiones  de 
procedimiento  gubernativo  relativas  á  la  incompetencia  con  que  fué  dieta- 
da  la  Beal  orden  que  se  impugnaba  en  aquel  pleito  por  D.  Gumersindo 
Bamón  Pdnador,  y  aunque  su  alcance  no  fué  otro  que  el  de  establecer,  sin 
entrar  en  el  fondo  del  asunto,  cuáles  de  entre  las  varias  resoluciones  que 
se  habían  dictado  en  el  expediente  debían  estimarse  como  definitivas,  no 
abrió  ni  prorrogó  el  plazo  determinado  por  la  ley  para  reclamarlas  y  pedir 
BU  revocación  en  vía  contenciosa,  sin  que  se  oponga  á  esta  doctrina  la 
reserva  de  acciones  qne  se  consignó  en  dicha  sentenoia,  porque  semejante 
reserva  no  se  refirió  ni  podía  referirse  á  otros  derechos  que  á  los  de  carác- 
ter dvil  qne  pudieran  asistir  á  las  partes  nara  ventilar  ante  los  Tribuna- 
les ordinarios  la  cuestión  de  propiedad  del  manantial  de  aguas  minerales 
del  Troncóse: 
. 
(1)  ÍUn  dadft  por  error  material  s»  miríbnye  &  esta  Beal  orden  en  la  Gaceta  la. 
Iboha  de  10  de  Diciembre,  tiendo  aai  qne  según  resnli*  de  |a  reUeión  de  anteoe- 
dentes,  U  Beal  opden  revocada  por  la  lentenoia  de  16  de  Septiembre  de  1888  ea- 
de  fecha  de  8  de  Febrero  de  1881. 
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OoDfidemndo  que  la  doetriiiA  qae  antecede  y  qoe  tíene  por  btae  el 
prmdpio  fandamental  en  el  procedimiento  administratívo  de  que  cnaado 
■e  enttbitn  contra  una  reaoladón  recnreoa  dietintoa  de  los  qae  correepon- 
dea  legún  1m  leyes,  no  ae  intomimpen  ni  soapenden  loa  términoa  fijadoa 
paiiütilixu  los  recaraoa  legalea  procedentea,  ae  halla  aancionada  por  la 
jorteprodencia,  qae  no  ha  dejado  de  aplicarla  con  uniformidad  máa  que- 
en  algún  caso  particiilar  por  raaón  de  la  eapecialidad  del  mismo  y  por  yla 
de  excepción  jastificada»  que  airye  de  confirmación  á  la  mencionada  regla 
fenenl: 

Gonaiderando,  p<Mr  tanto,  que  la  presento  demanda  entablada  por  el 
Ayuntamiento  de  Mondaria  contra  laa  órdenea  de  16  de  Junio  y  8  de 
A^oetode  187d,  28  de  Agoato  de  1890,  después  de  dictada  la  aentoncia  de 
S6  de  Septiembre  de  1888  y  de  fallado  el  recurao  de  revisión  que  contra 
la  misma  se  interpuso,  lo  eatá  fuera  del  plazo  de  aeia  meaea  detorminado 
por  las  dispoaicdonea  vigentea  cuando  laa  órdenea  impugnadaa  ae  expidie- 
ran para  acudir  á  la  vía  oontoncioaa,  ain  que  paeda  entenderae  interrum- 
I»ldo  dicho  tónnino  por  la  alaada  gubematiya  del  Ayuntamiento,  que  ter- 
minó en  la  orden  de  10  de  Diciembre  de  1873,  y  que  está  declarada  impro- 
cedente^ ni  por  los  tránStea  ulteriorea  aeguidoa  en  yla  gubemativa,  induao 
la  alaada  que  la  Corporación  municipal  entabló  contra  la  Real  orden  de  4 
de  Septiembre  de  1877,  ni  por  la  anatandación  del  pleito  referido: 

Oonalderando  que  ademáa  la  actual  demanda  del  Ayuntamiento  de 
Mondaria  ae  dirige  de  mi  modo  expreao  contra  dicha  Real  orden  de  4  de 
Septiembre  de  1877,  por  la  cual  ae  confirmaron  laa  órdenea  de  16  de  Ju- 
nio y  8  de  Agoato  de  1878,  y  aunque  no  ae  dirigiera  expreaamento  contra 
ella,  nempre  reanltaría  enyuelta  en  la  reclamadón,  dado  su  carácter  eon- 
firmatoiio  de  laa  resoluciones  anteriores  que  se  impugnan,  y  con  aplica» 
don  á  esto  punto  de  la  doctrina  que  queda  eatabledda,  es  indudable  que 
la  Real  orden  de  4  de  Septiembre  de  1877  no  puede  ya  aer  objeto  de  de- 
manda contendoso-administratiya,  una  yes  feneddo  el  plazo  para  pedir 
en  esta  yia  su  reyocadón,  ni  puede  entonderse  que  la  sentonda  de  1888 
prorrogara  ó  abriera  de  nneyo  dicho  plaao,  ni  que  la  alaada  gubematiya 
equiyocadamentodedudda  contra  aquella  Real  orden  "reapondiera  el  tér- 
mino indicado: 

Oonalderando  que  la  drcunstanda  de  haberse  acudido  á  su  tiempo  en 
la  yia  contendoso4dministratiya,  como  ae  acudió  por  el  Ayuntomiento  de 
Mondaria  contra  las  órdenes  de  16  de  Junio  y  8  de  Agosto  de  1878,  no 
disminuye  la  fuerza  de  loa  razonamientoa  que  anteceden,  ni  puede  inyo- 
carae  yálidamento  en  la  actualidad,  supuesto  que  el  desistimiento  de  aquel 
pldto  priyó  por  completo  de  toda  eficacia  á  la  acción  entablada,  de^uerto 
que  debe  reputarse  como  no  ejercitada  y  como  no  utilizada  entoncea  la- 
Tía  oontencioaa;  y  que  aun  cuando  se  alegue  el  carácter  condidonal  con 
que  aquel  deaiatimiento  ae  produjo  en  la  obtondón  por  la  yia  gubematiya- 
de  una  resoiudón  fayorable  al  Ayuntamiento  que  era  á  la  aazón  y  es  hoy 
demandante,  d  error  en  que  incurrió  al  renunciar  á  la  proaecudón  del 
pleito,  y  al  aquietarse  con  una  deddón  gubematiya  que  no  podría  subsis- 
tir como  dictada  con  incompetenda  por  reyocar  otraa  que  habían  causado 
eslado,  no  puede  aproyecharle  para  pretender  fuera  de  tiempo  el  renad- 
miento  de  una  acdón  abandonada  y  extinguida: 

Y  ocmaiderando,  en  yirtud  de  lo  expueato,  que  por  haberae  entablado^ 
la  demanda  del  Ayuntamiento  de  Monduriz,  que  ha  dado  origen  al  pre- 
sento pleito  fuera  del  plazo  legal  fijado  para  interponerla»  existe  en  el 
Tribonal  para  conocer  de  la  miama  la  incompetencia  de  juriadiedón  deter- 
~  k  en  el  afft.  46  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  J1888. 
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Visto  el  art.  1.^  y  18  del  Real  decreto  de  21  de  Mayo  de  1858,  14  dei 
de  20  de  Janio  de  1858  y  el  65  de  la  ley  de  17  de  Agosto  de  1860: 

Vistos  los  articalos  46  y  60  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1883; 

Se  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  Ja- 
risdiceión  alegada  por  el  Procurador  Montero  y  Casal  en  representación 
^e  D.  Gamersindo  Ramón  Peinador,  como  coadyavante  de  la  Administra- 
ron, y  en  sn  virtnd  qneda  sin  cnrso  la  demanda;  archívese  el  rollo  y  de- 
vuélvase el  expediente  gubernativo  al  Ministerio,  con  certificación  de  este 
auto,  que  se  publicará  en  la  Qaceta  de  Madrid  ó  insertará  en  la  Colecdán 
iegiilaUva.'-lAnto  fecha  7  de  Enmro  de  1893,  é  inserto  en  la  Gaceta  de  16 
4e  Septiembre  del  mismo  afio.) 

3 

AüTO  {8  de  Enero  de  1893).— ^a^Mpeione»  düaioriae.  Ineompetefíéla  de 
Jwriedicciin, — Se  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompeten- 
cia de  jurisdicción  alegada  por  el  Fiscal,  en  pleito  promovido  por  el  Sin- 
dicato de  riegos  de  Lorca  contra  la  Real  orden  de  18  de  Julio  de  1891, 
^ae  aprobó  ciertas  modificaciones  introducidas  en  la  antigua  Ordenania 
por  que  se  r^a  el  Sindicato,  y  se  establece: 

1.0  Que  dictado  un  Beal  decreto,  en  virtud  de  ¡a$  faeuUadei  diecredona' 
les  propias  de  la  potestad  reglamentaria  que  corresponde  al  Oohiemo,  de  e»e 
carácter  fartio^,  9in  duda  alguna^  «na  Real  orden  que  significa  el  eetricto 
cuiíwlifntento  de  aquella  soberana  resolución; 

X  2fi  (¡¡ue  él  carácter  de  ensayo  que  remete  una  Ordenanza  de  riego  apro- 
bada por  la  Beal  orden  que  se  mpugna  en  él  pleito,  impide  su  discusión  en 
via  contencisa  por  no  concurrir  á  requisito  esendaí  de  causar  estado,  ó  sea 
poner  término  álavia  gubernativa^  a  la  cual  pueden  acudir  todos  los  intere- 
sados exponiendo  las  observaciones  que  estimen  oportunas  á  la  mayor  garan* 
Ha  de  sus  derechos^  y  que  podrán  ser  tenidas  en  cuenta  al  redactar  la  Orde* 
nanxa  definitiva^  transcurrido  él  tiempo  fijado  para  su  ensayo. 

Por  Real  decreto  de  11  de  Julio  de  1887  quedó  autorizado  el  Gobier- 
no para  reglamentar  sobre  nuevas  bases  la  venta  de  las  aguas  destinadas 
al  riego  y  modificar  en  otros  puntos  la  antigua  Ordenanza  por  que  se  re- 
gía el  Sindicato  de  riegos  de  Lorca,  y  en  su  virtud  se  formó  por  el  Dele- 
gado regio  del  Sindicato  una  Ordenanza  provisional,  de  la  cual  se  dio  co- 
nocimiento á  todos  los  interesados,  siendo  después  aprobada  por  Real  or- 
den del  Ministerio  de  Fomento  en  18  de  Julio  de  1891. 

Goñtra  esta  Real  orden  dedujo  recurso  contencioso  el  Sindicato  de  ríe- 
los de  Lorca,  y  emplazado  el  Fiscal  para  contestar  la  demanda,  propaso 
•en  tiempo  la  excepción  dilatoria  de  incompetenda  de  jurisdicción,  que  fué 
estimada  por  auto  de  8  de  Enero  de  1892,  cuya  parte  sustancial  es  como 
sigue: 

Considerando  que,  según  se  declaró  en  auto  de  este  Tribunal  fecha  18 
de  Mayo  de  1888,  el  Real  decreto  de  11  de  Julio  de  1887  fué  dictado  en 
virtud  de  las  facultades  discrecionales  propias  de  la  potestad  reglamenta- 
ria que  corresponde  al  Gobierno,  de  cuyo  carácter  participa,  sin  duda  al- 
guna, la  Real  orden  reclamada  de  18  de  Julio  de  1891,  porque  significa  el 
estricto  cumplimiento  ide  aquella  soberana  disposición: 

Considerando  que  el  requisito  de  oir  á  los  interesados  para  la  redac- 
ción de  la  Ordenanza  provisional,  ha  sido  también  estrictamente  eumpli- 
do,  como  acreditan  las  comunicaciones  de  los  mismos  qne  obran  en  el  ex- 
pediente gubernativo: 
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CkMitídenndo,  por  úlfciDM),  qoe  el  carácter  7  enMyo  qa0  roTMe  U  Or- 
deoftim  aprobada  por  la  Beal  orden  que  ee  impagna,  impiden  en  diecn- 
iión  en  vía  ecmftaicioaa  por  no  concurrir  el  reqoiaito  eeenoial  de  canear 
catado,  ó  sea  poner  término  á  la  vía  gabematiya,  á  la  caal  pueden  acndir 
todos  loa  intereaadoe  exponiendo  laa  obeenradonea  qne  eatlBien  oporto- 
naa  á  la  mayor  garanua  de  ana  derechoa,  y  qne  podrán  aer  tenidas  en 
coflota  al  redactarae  la  Ordenania  definitiva,  tranacnrrido  el  plaao  fijado 
para  el  enaayo. 

Vistos  los  articnlos  l.o  4.o,  núm.  l.o,  46  y  60  de  la  ley  de  18  de  Sep- 
tiembre de  1888; 

Se  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jnris- 
diedón  alegada  por  el  Fiscal,  y  en  sn  virtud,  qneda  la  demanda  ain  cor- 
so; archiveae  el  rollo  y  devnélvase  el  expediente  gobernativo  al  Miniats- 
lio,  con  certificación  de  cate  aato,qae  ae  pablicará  en  la  Chceta  de  Ma- 
drid y  se  insertará  en  la  CoUodán  legíúaHva,'-{Á.xiio  fecha  8  de  Enero  da 
1892,  é  inserto  en  la  Qaoeta  de  16  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 


SBHTBfOKA  (11  de  Enero  de  1892).— Cíatet ponsot .  Derecho  á  pemMm.^ 
Se  revoca  el  ácaerdo  de  la  Jnnta  de  Penaionea  dvilea  de  8  de  Septiembre 
de  1884,  recaído  en  expediente  de  Dofia  Francisca  Siles,  y  se  establece: 

t9  (¡ite  Um  reglamaUoe  y  demáe  di^Mnicionee  que  regulan  la$  pemumeB 
€oneeden  egte  derecho  á  U$  vtudat,  y  en  la  aeepeián  legal,  lo  mimuo  que  en  la 
cosnbi,  Mo  90  entíendepor  viuda  la  mn^er  cuyo  marido  ha  muerto  natural' 
miente,  y  por  lo  tanto,  no  puede  eetimaree  tal,  para  el  ditfrute  de  la  peneiám 
del  Tesoro^  ein  violentar  el  texto  de  loe  ditpomaones  le^alee^  á  una  iniereeada » 
jpor  el  ooio  fundamento  que  acogió  la  Junta  de  FeneUmeB  emles  del  auto  de 
«m  Juzgado  deprvm/era  «iftoficMi,  que  reconoeió  $u  atado  de  viudeg  ñu  otra 
juM^fieadán  que  él  dicho  de  varice  te^igoiy  que  no  ateetiguaron  cobre  elfaUe- 
cimiento  de  eu  nutrido,  dno  Jo6r»  tu  ameenaú  i  ignorado  paradero; 

Y 30  One  la  interecada  no  ettá  obligada  á  la  devolución  de  la$ canOdO' 
deeperdhidai  mientrae  el  acuerdo  de  la  Junta  qws  la  declaró  con  derecho  á 
penkán  hayaestado  en  vigor, porque  debe  eer  coneideraday  eegún  ha  declarado 
yalajurüprudencia.  comopoeeedora  de  buena  fe,  y  por  tener  adema»  lapen- 
eión  A  carácter  de  aUmentuia. 

Habiendo  ¿dlecido  en  26  de  Noviembre  de  1877  Dofia  Alejandra  Gon- 
lálex,  qne,  como  vioda  de  D.  Vicente  Siles,  disfrutó  la  penaión  vitalicia  del 
Tesoro  de  600  pesetas,  su  hija  Dofia  Francisca  Siles  solicitó  que  se  le  trans- 
mitiera esta  pensión,  y  no  estando  definido  su  estado  civil,  toda  vez  que  á 
los  seis  meses  de  haber  contraído  matrimonio  con  D.  Antonio  Bianchi,  en 
-2  de  Mano  de  1866  se  ausentó  éste  de  Madrid,  ignorándose  desde  aquella 
fecha  su  paradero,  presentó  primero  una  infon^udón  adperpduam^  y  no 
estimada  suficiente  por  la  Junta  de  Pensiones  civiles,  presentó  después  nn 
testimonio  del  auto  dictado  por  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de 
la  Inclusa  en  14  de  Agosto  de  1884,  en  el  que  se  aprobaba  otra  informa- 
ción análoga  á  la  anterior  y  se  admitía  la  presunción  de  muerte  de  Bian^ 
dii;  y  en  so  vista,  la  Junta,  en  acuerdo  de  8  de  Septiembre  del  mismo  afio, 
concedió  á  la  Dofia  Francisca,  considerándola  como  viuda,  la  pensión  que 
•solidaba. 

Declarado  este  acuerdo  lesivo  á  los  intereses  del  Estado  con  motivo  de 
Ittber  sido  citado  como  precedente  en  una  reclamadón  análoga,  el  Fiscal 
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dedillo  demancU  contra  el  miamo  en  aolicitad  de  que  faera  revocado,  y  ar 
goldo  el  pleito  por  todoa  ana  trámitea  en  rebeldía  de  la  parte  demandada^ 
«B  11  de  Enero  de  1892  recayó  aentenda,  cnya  parte  aoatancial  ea  e<Mno 
tágaei 

Oonaiderando  qne  laa  cneationea  planteadaa  y  qge  han  de  aer  objeto  de 
leaolndón  en  eate  pleito  ae  rednoen  á  ai  ae  ha  de  declarar  qoe  Dofia  Fran- 
«¡acá  Silea  debe  dejar  de  percibir  la  penaión  qne  le  loé  concedida  por 
«cnerdo  de  la  Jonta  de  Penaionea  civilea  en  8  de  Septiembre  de  1884,  y  ai 
«I  an  eaao  eatá  la  intereaada  en  la  obligación  de  devolrer  al  Teaoro  laa 
caatidadea  qne  ha  percibido: 

Oonaiderando,  en  cnanto  á  la  primera  cneatión,  qne  loa  Beglamentoa  y 
damáa  diapoaicionea  qne  regnlan  laa  penaionea  conceden  eate  derecho  á 
laa  vindaa  que,  en  la  acepción  legal,  lo  miamo  qne  en  la  común,  aólo  ae 
«atiende  por  rinda  la  mnjer  cnyo  marido  ha  mnerto  naturalmente,  y  qne, 
por  lo  tanto,  no  pnde^eatimarae  tal  para  el  diafmte  de  la  penaión  del  Teao- 
ro  ain  violentar  el  texto  de  laa  diapoaidones  leealea  á  Dofia  Franciaca  fitt- 
lee,  por  el  aolo  fundamento  qne  acogió  la  Junta  de  Penaionea  ciyilea  del 
«oto  del  Juzgado  de  primera  inatancia  de  la  Incluaa  de  eata  corte,  que  re- 
conoció an  eatado  de  vindea  ain  otra  justificación  qne  el  dicho  de  varioa 
toetígoa  qne  no  atestiguaron  aobre  el  fallecimiento  de  an  marido  P.  Anto- 
nio Bianchi,  sino  aobre  su  auaenda  é  ignorado  paradero: 

Oonaiderando,  por  lo  qne  ae  refiere  á  la  devolndón  de  laa  cantidades 
peidbidaa  por  la  intereaada  como  conaecuenda  del  abono  dé  la  pendón^ 
^oe  debiendo  aer  condderada  la  demandada,  según  ha  dedarado  ya  la  jn- 
napmdenda  del  Tribunal,  como  poaeedora  de  buena  fe  y  teniendo  ademáa 
la  pendón  el  carácter  de  alimenticia,  la  devolndón  ea  improcedente,  mien- 
traa  qne  el  acuerdo  de  la  Junta  de  Pendonea  dvilea  que  ae  impugna  haya 
«atado  en  vigor; 

Fallamos  qne  débanos  revocar  y  levocamos  el  acuerdo  de  la  Junta  de 
Pendonea  civilea  de  8  de  Septiembre  de  1884,  y  en  an  lugar  dedaramoe 
qne  Dofia  Frandsca  Silea  debe  dejar  de  perdbir  la  pensión  que  ha  venida 
diafmtando  en  virtud  de  aquel  acuerdo,  y  que  no  ae  hdla  obligada  á  de- 
volver laa  cantidadea  que  por  td  concepto  haya  perdbidc— (Sentencia  pn- 
Uicada  d  11  de  Bnero  de  1893,  é  inaerta  en  la  Oaceta  de  16  de  Septiembre 
óék  miamo  afio.) 


SsHmrcdA  (11  de  Enero  de  1893).-— TeZ^<m<w.^6e  revocan  laa  Beale» 
órdenea  dictadaa  en  19  de  Octubre  de  1887  y  6  de  Marco  de  1888,  impug- 
aadaa  por  la  Sodedad  de  Tdéfonoa  de  Madrid,  y  ae  establece: 

i.o  Que  con  arreglo  á  la  ¡Hue  9.^  art  Í.o  dd  Éeal  decreto  de  13  de  Junio^ 
de  1886,  laie$taeione8telrf(hiica$$ecla${fiean,paralo$rfeeto$de  la  cuota  de 
abono,  en  tree  cate^oriae,  á  eaber:  primera^  eetaeioneepartiadarea  dentro  del 
término  mwMCípalen  aue  $e  haUe  eetableeida  la  central  de  la  red;  eegunda,  e$- 
tadonee  para  Jincae  urbanas  ocupadoM  porvarioi  inquitínoe^  pudiendo  hacer 
todoeéUoeuio  del  tdtfono;  y  tercera,  etíacionee para  eoiinoi,  circuios,  oocieda- 
desderecreo,  fondas,  cítfñ,  teatros,  est(iciones  de  ferrocarriles,  etc.^  etc.,  en. 
igmepuedan  hacer  uso  ddtel^ono  los  socios  ó  el  púbtí^ 

F  J9.*  Q^e  la  clas{ficaei¡n  rrfertda  tiene  por  ba»e  d  uso  más  ó  m/enosfrcr 
emente  gue  de  la  red  tdtfánica  puede  hacerse,  fu>  pudiendo  admitirse  el  ente- 
9Ío  dd  eual  resulte  que  estadones  puedas  al  senncio  de  considerable  wímfn^ 
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InctaladM  eiteeioiiM  toleMnicat  en  el  Coarto  de  henderte  del  Begl- 
miento  de  Húaeree  de  le  Prinoeee  7  en  el  PaUdo  lUmedo  de  la  Indnetrii^ 
lito  en  el  paeeo  del  Hipódromo,  la  Sociedad  de  Teléfonos  ecdialó  á  cada 
ma  de  dichas  estaciones,  indicadas  respectiTamente  oon  loe  númeroe  4S8 
y  1008,  la  cnota  de  1.000  peeetas  annalee  por  sn  abono;  pero  instroído  ex- 
pediente, se  reeoMó  por  Real  orden  de  19  de  Octabre  de  1887,  qae  la 
cootm  qne  correspondia  á  cada  ana  de  dichas  instaladonee  era  la  de  800  pe- 
jetee,  eon  el  40  por  100  de  deecoento. 

La  misma  Sociedad  de  Teléfonos  asignó  alas  instaladonee  hechas  eea 
loe  númeroe  91  7  61,  reepectiTamente,  en  el  Senado  7  Congreso  de  loe  Di- 
potados,  la  cnota  de  1 .000  peeetas  á  cada  nna,  con  el  40  por  100  de  desenentoi, 
7  habiendo  llegado  d  hecho  á  conodmientodela  Direcdón  de  Telégraloe^ 
feeolyió  7  así  se  confirmó  por  Beal  orden  de  6  de  Mano  de  1888,  qoe  am- 
bas estadonee  íoeran  dasiflcadas  en  la  primera  categoría. 

Qoe  contra  dichas  Reales  órdenes  dedojo  la  Sodedad  de  Teléfonoe  6m 
Hadxid  demandas  ante  el  Consejo  de  Estado,  7  acomolados  ambos  pldto* 
TtBrttndftdos  por  todos  sos  trámites  legalee,  se  dictó  aentenda  en  11  da 
£nero  de  1892, 0070  parte  sostandal  es  como  signe: 

Considerando  qoe,  con  arreglo  á  la  base  9.*,  art  1.®  dd  Real  decreto 
de  18  de  Jonio  de  1886,  las  estedones  telefonicas  se  dasiflcan,  pera  loa 
efectos  de  la  cnote  de  abono,  en  tree  categorías,  á  mhw.  primera,  eetado- 
nee  perticnlares  dentro  del  término  monidpal  en  qoe  ee  halle  estebledda 
la  Central  de  la  red;  segonda.  estadonee  para  fincas  orbanas  ocopadaa 
por  Torios  inqoilinos,  podiendo  hacer  todos  ellos  oso  del  tdéfono;  7  leí- 
cera,  estadonee  para  cadnos,  círcolos,  Sodedadee  de  recreo,  fondas,  caféL 
teatros,  estadonee  de  ferrocarriles,  etc.,  etc.,  ea  qoe  poeden  hacer  oso  del 
teléfono  los  sodos  ó  el  público: 

Condderando  qoe  la  coeetión  qoe  ha  de  resolverse  por  este  sentencia 
consiste  en  determinar  d  las  estedonee  telefónicas  qoe  al  ttempo  de  ini- 
ciaiee  los  expedientes  gobematiyos  esteban  dedgnadae  con  los  núme- 
ros 91, 61, 1008  7  428,  correepondiendo  respectiyamente  al  Senado,  al  Coa- 
*  greeo  de  loe  Dipotadoe,  al  Pelado  de  la  Expoddón  de  Bellas  Artee  7  al 
Coarto  de  banderas  dd  regimiento  de  Húsaree  de  la  Princeea,  deben  eeti- 
maree  comprendidae  en  la  primera  ó  en  la  tercera  de  las  categoriae  expía» 


Considerando  qoe  la  clasificadón  referida  tiene  por  baee  el  oso  más  6 
menoe  frecoenteqoe  de  la  red  telefónica  poede  hacerse,  7  atendiendo  á 
este  drconstanda.  es  manifiesto  qoe  las  estadones  de  qoe  se  trata  no  poe> 
'  den  eqoipararse  a  las  de  qoe  se  sirve  on  sólo  particolar,  7  por  d  contra- 
rio, ofrecen  entera  analogía  con  aqoellas  C070  oso  pertenece  d  público  ó  á 
ana  colectividad  nommrosa: 

Condderando,  además,  qoe  al  admitirse  el  crit^o  de  las  Redes  órde- 
nes impognadas  vendría  á  resoltar  qoe  eetadones  poeetaa  d  servido  da 
condderable  número  de  personas  satisfarían  ona  coote  mo7  inferior  á  la 
qoe  pugan  otras,  qoe  sólo  poeden  otíUzar  los  inqoilinos  de  ona  misma  casa. 

Visto  el  art  l.o,  base  9.*  del  Red  decreto  de  18  de  Jonio  de  1886; 

Fallamos  qoe  debemos  revocar  7  revocamos  las  Reales  órdenee  impog- 
nadas expedidas  por  el  Ministerio  de  la  Gobernación  en  19  de  Ociobre 
de  1887  7  6  de  Bilarso  de  1888,  declarando  en  so  logar  qoe  deben  indoirse 
en  la  tercera  categoría  de  las  esteblecidas  en  la  baee  9>  del  art  l.o  del 
Red  decreto  de  18  de  Jonio  de  1886  las  estadonee  telefónicas  designadas 
d  tiempo  de  pronv>ver8e  la  coestión  en  vía  gobernativa  con  loa  núma- 
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wfM  01,  51 1.008  y  428,  correspondientes  respectivamente  al  Senado,  Con- 
greso de  los  Diputados,  Palacio  de  la  Exposición  de  Bellas  Artes  j  Coarta 
de  banderas  del  regimiento  de  Húsares  de  la  Princesa.— (Sentencia  pnbli- 
eada  el  11  de  Enero  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  16  de  Septiembra 
del  mimo  afio.) 


:i 


^y^. 


6 

SmvTSNoiA  (14  de  Enero  de  IB^^ySxcedeneia.  QfieialeB  dd  Consejo  dé- 
Atoio.— Se  revoca  la  Real  orden  de  20  de  Diciembre  de  1888  impugnada 
por  D.  José  Gómez  Acebo,  D.  Ricardo  Díaz  Merry,  D.  Luis  María  Loren^ 
7  D.  Luis  de  ürqoiola,  relativa  á  derecho  de  excedencia  como  Oficiales  del 
Consejo  de  Estado,  j  se  establece: 

1  o  Que  loe  OJMalee  del  Oomejo  de  Eetado  dirfrutan,  con  arreglo  áhee^ 
iabUcidopor  el  art  30  de  la  ley  de  JPteeupueetos  de  21  de  Julio  de  1876,  lot 
tmewioe  dereehoe  que  áloe  CkttedráHcos  conceden  loe  articuloe  177  y  178  de  la 
ley  de  Inetruecián jpúbliea  de  9  de  8qi>tieinbre  de  1857,  ó  sean  hedepodereer 
nombradoe  de  nuevo  cuando^  deepuée  de  haber  eervido  en  propiedad  eue  plazas 
por  espado  de  diez  años,  las  hayan  dejado  para  pasar  á  otros  destinos  púbU^ 
ees,  y  el  de  poder  volver  á  sus  cargos  y  percQnr,  sin  sujeción  á  años  de  servi- 
cios, las  dos  terceras  partes  del  sueldo  que  dirfrutaran,  hasta  tanto  que  vuel- 
van á  ser  colocados  en  d  Profesorado,  cuando,  por  supresión  ó  reforma,  quí- 
dam ttM  oolocaeián  endmismo: 

$.0  Que,  por  lo  que  se  refiere  á  este  último  derecho,  los  requisitos  exigidos^ 
por  el  art,  178  delalejj/  de  Instrucción  pública,  para  que  pueda  hacerse  efec» 
sivo,  son:  Ifi,  que  los  interesados  queden  sin  oolocaeián  en  el  Profesorado;  y 
2fi,  que  su  oesantia  sea  decretada  por  supresión  ó  r^orma  de  las  plazas  que^ 
desempeñaban;  ^' 

Y  SO  Que  en  nada  puede  perjudicar  al  derecho  de  excedencia  á  que  se  re- 
fiere el  art,  178  delalejj  de  Instrucción  pública,  la  circunstancia  de  desem- 
peñar otro  destino,  cualesquiera  que  sean  sus  condiciones  y  ventajas,  pues 
aquella  dreunstancia  en  lo  único  que  puede  influir  es  en  que  no  se  abonen  á  ^ 
¡os  interesados  las  dos  terceras  partes  de  su  sueldo  de  excedentes  á  gue,  en  caíO 
de  no  tener  otra  colocación  distinta,  tendrían  también  derecho,  por  imjpedirlo 
d  art.  1.0  de  la  ley  de  9  de  Junio  de  1855,  que  prohibe  la  simultaneidad  de 
dos  ó  más  destinos,  sueldos,  comisiones  y  cuaksqukra  otros  emolumentos  en 
todas  las  dependencias  del  Estado  y  que  se  paguen  con  fondos  generaHes,  pro- 
vitudales  ó  munidpales. 

i 

Kombrados  D.  José  Gómez  Acebo,  D.  Ricardo  Días  Merry,  D.  Lnis  Ma- 
ría Lorente  y  D.  Lnis  de  ürqniola.  Secretarios  de  Sala  del  Tribonal  de  lo 
Contencioso -administrativo  á  la  creación  de  éste,  con  supresión  de  las  pla- 
cas dé  Oficiales  del  Consejo  de.  Estado  qne  venían  desempefiando,  y  que 
habían  obtenido  por  oposición,  solicitaron  qne  se  les  declarase  excedentes 
en  este  tütímo  Cuerpo,  y  habiendo  sido  denegada  su  pretensión  por  Real 
orden  expedida  por  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros,  de  acuerda 
eon  el  Consejo  de  Estado  en  pleno,  en  20  de  Diciembre  de  1888  dedujeron 
contra  esta  resolución  recurso  contencioso-  administrativo  que,  sustanciado 
por  todos  sus  trámites  legales,  terminó  por  sentencia  de  14  de  Enero  d» 
1892,  que  en  su  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  la  euestión  del  presente  litigio  está  reducida  á  deter- 
minar  si  los  demandantes  Oficiales  que  fueron  de  la  Sección  de  lo  Conten- 
ckwo  del  Consejo  de  Estaco  tienen  derecho  á  figurar  en  concepto  de  exea- 
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deatet  en  el  Escalafón  de  Oficialea  de  dicho  alto  Cuerpo  como  coneecoen 
da  de  haber  eido  saprimidaB  ras  plazas  por  virtud  de  lo  prevenido  en  la 
disposición  4>  transitoria  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888: 

Considerando  qoe  para  resolver  eata  caestión  se  hace  necesario  tener 
€D  cn«ita  qoe  loa  Oficiales  del  Consejo  de  Estado  disfmtan,  con  arreglo  á* 
lo  esteblecido  por  el  art.  80  de  la  ley  de  Presopnestos  del  81  de  Jolio  de 
1876,  los  mismos  derechos  que  á  los  Catedráticos.conceden  los  artícnlos  17  T 
y  178  de  la  ley  de  Instrocdón  pública  de  8  de  Septiembre  de  1867,  ó  sean 
ks  de  poder  ser  nombrados  de  nuevo  cuando  después  de  haber  servido  en 
pn^edad  bob  piases  por  espacio  de  diéa  afios,  los  hayan  dejado  para  pa- 
sar á  otros  destinos  públicos,  y  el  de  poder  volver  á  sus  cargos  y  percibir 
sin  sujeción  á  afios  de  servicios  las  dos  terceras  partes  del  sueldo  que  dis- 
frotaban  hasta  tanto  que  vuelvan  á  ser  colocados  en  el  Profesorado,  cuando 
por  supresión  ó  reforma  quedan  sin  colocación  en  el  mismo: 

Considerando,  por  lo  que  se  refiere  á  este  último  derecho,  único  que 
los  demandantes  invocMi,  que  los  requisitos  exigidos  por  el  art.  178  de  la 
ley  de  Instrucción  pública  para  qi^e  pueda  hacerse  efectivo,  son :  primero,. 
que  los  interesados  queden  sin  colocación  en  el  Profesorado;  y  segundo, 
que  su  cesantía  sea  decretada  por  supresión  ó  reforma  de  las  plazas  que 
desempeflaban: 

Considerando  que  es  de  todo  punto  indudable  que  los  mencionados  re- 
quisitos concurren  en  los  demandantes,  toda  vez  que  han  quedado  sin  co- 
locsdón  en  el  Cuerpo  de  Oficiales  del  Consejo  de  Estado  á  que  pertenecían, 
y  su  cesación  como  tales  Oficiales  ha  obedecido  á  la  reforma  introducida 
en  d  servicio  por  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  y  á  la  supresión  de  las 
plazas  que  desempeflaban,  ordenada  de  una  manera  terminante  por  la  dis- 
posición  4.*  transitoria  de  la  misma  ley: 

Considerando  que  en  contra  de  esta  apreciación  no  puede  sostenerse 
que  el  pase  al  Tribunal  de  los  Oficiales  de  la  Sección  de  lo  Contencioso 
hsya  sido  potestativo  y  voluntario  en  los  interesados,  ya  porque  la  pres- 
cripción antes  citada  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  dispone  de 
una  manera  imperativa  y  terminante  que  aleja  toda  posibilidad  de  opción, 
que  el  Mayor  y  los  Oficiales  que  pertenecían  á  la  Sección  de  lo  Conten- 
cioso continuaran  sus  servicios  como  Secretario  Mayor  y  Secretarios  de 
Sala  del  nuevo  Tribunal,  ya  porque  suprimidas  simultáneamente  sus 
plazas  por  esa  disposición,  según  queda  expresado,  no  podían  optar  por 
permanecer  en  destinos  que  legalmente  dejaron  de  existir  desde  el  mismo 
día  en  que  quedó  promulgada  la  ley  que  los  suprimió: 

Considerando  que,  por  lo  expuesto,  no  puede  ponerse  en  duda  el  dere- 
cho que  á  los  demandantes  asiste  á  seguir  figurando  como  excedentes  en 
el  Escalafón  de  Oficiales  del  Consejo  de  Estado,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  178  de  la  ley  de  Instrucción  pública,  ínterin  no  vuelvan  á  tener 
colocación  en  aquél  Cuerpo,  sin  que  en  nada  pueda  perjudicarles  la  circuns- 
tancia de  desempefiar  otro  destino,  cualesquiera  que  sean  sus  condiciones 
y  ventajas,  puesto  que  de  todos  modos  han  dejado  de  pertenecer  al  Cuerpo 
en  que  ingresaron  por  oposición,  y  aquella  circunstancia  en  lo  único  que 
puede  influir  es  en  que  no  se  les  abonen  las  dos  terceras  partes  de  sus 
sueldos  de  Oficiales  á  que  en  caso  de  no  tener  otra  colocación  distinta  ten- 
drían también  derecho,  por  impedirlo  el  art.  1.*  de  la  ley  de  9  de  Julio  de 
1866,  que  prohibe  simultaneidad  de  dos  ó  más  destinos,  sueldos,  comisio- 
nes y  cualesquiera  otros  emolumentos  en  todas  las  dependencias  del  Es* 
lado  y  que  se  paguen  con  fondos  generales,  provinciales  ó  municipales. 

Vistos  los  artículos  177  y  178  de  la  ley  de  Instrucción  pública,  el  30  de 
ia  ley  de  Presupuestos  de  21  de  Julio  de  1876,  la  disposición  4.*  transito^^ 
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ria  de  la  lejr  de  18  de  Septiembre  de  1883  y  el  urt  6.o  de  la  ley  de  13  dé 
Suero  de  1888; 

Fallamos  qae  debemos  revocar  y  revocamos  la  Beal  orden  de  20  de  DI- 
•ciembre  de  1888,  y  en  su  lagar  declaramos  qne  D.  José  Oómez' Acebo  y 
Cortina,  D.  Bicardo  Diai  Merry,  D.  Luis  María  Lorente  y  Armesto  y  Don 
liáis  María  de  Urqoiola  y  Martines  tienen  derecho  á  figurar  como  exce- 
dentes por  supresión  y  reforma  en  el  Escalafón  del  Onerpo  de  Oflcialev 
del  Consejo  de  Estado,  á  los  efectos  del  art  6.o  de  la  ley  de  17  de  Enero 
4e  1888.— (Sentencia  pnblioada  en  Sala  el  14  de  Enero  de  1893,  é  inserta  en 
ia  &aeeta  de  16  de  SepÜembre  del  mismo  afio.) 


SxKTKVOiA  (16  de  Enero  de  1892).— Banco  de  Etpaña.  Eeoaudacióñ  de 
^ontrümcume$,—8e  absuelve  á  la  Administraeión  de  la  demanda  interpuesta 
á  nombre  del  Banco  de  Espafia  contra  la  Beal  orden  de  9  de  Jalio  de  1887, 
relativa  á  la  prescripción  de  débitos  por  contribudones  de  varios  poebloa 
de  la  provincia  de  Goadalajara,  y  se  establece: 

i.o  Que,  según  la  ba$e  5>  del  convenio  celebrado  con  el  Banco  de  EtpoMa 
«n  1867  para  la  recaudacián  de  contrUmcionee,  la  cobranza  debía  veríficarst 
del  mismo  nwdo  y  forma  qne  establecían  loe  reglamentoe  v  duposicumes  en- 
ionces  vigenteepara  loe  recaudadoree,  con  responsabilidad  directa  a  la  Hacien- 
da, loe  Agentes  noítibrados  por  el  Banco  debían  practicarla,  según  se  disponía 
en  la  base  6\  dentro  de  los  pUuos  fijados  en  la  Instruccián: 

J90  Que  el  art.  61  del  Bealdeereto  de  23  de  Mayo  de  18i5,  el31  delalns- 
truceión  de  21  de  Sqttietnbre  del  mismo  año.  y  el  15  de  la  de  3  de  Diciembre 
de  1869,  declaran  responsables  á  los  recaudadores  de  todos  los  descubiertos 
en  que  por  su  negligencia  incurriesen  los  contribuyentes: 

3fi  Que  para  perseguir  los  débitos  por  contribuciones,  es  indispensable  la 
certificación  de  los  descubiertos,  con  arreglo  al  art  4.^  de  la  Instrucción  citada, 
úue  considera  descubiertos  líquidos  á  favor  de  la  Hacienda  pública^  tratán- 
dose de  primeros  contribuyentes,  las  cuotas  ó  cantidades  que  ristUten  de  la  re- 
lación ó  certificado  expedido  por  el  funcionario  encargaao  directamente  de  la 
eobranea  en  la  forma  que  determina  d  art.  2,^  de  la  ley  de  19  de  JuUo 
de  1869: 

4.0  Que  éRcKo  art,  2  o  previene  que  la  base  de  los  procedimientos  de  apre- 
mio ha  de  ser  la  resolueión  ó  certificado  expedido  por  el  funcionario  directa- 
mente encargado  de  la  cchransa,  en  el  que  se  acredite  el  descubierto  después 
de  hacerse  constar  haber  sido  invitado  al  pago  el  deudor  con  la  antelación 
y  en  la  forma  que  determinan  las  disposiciones  ctdministrativas; 

Y  5.0  Que  transcurridos  con  exceso  los  dos  años  que  señalan  los  artícu- 
los 58  del  Beal  decreto  de  23  de  Mayo  de  1845  y  13  de  la  Instrucción  de  3  de 
Diciembre  de  1869,  para  hacer  efectivas  de  los  contribuyentes  las  cuotas  que 
les  hubieran  r^^artido^  no  es  ponble  su  exacción  después,  con  arreglo  altermi- 
nante  precepto  de  dichas  disposiciones. 

En  1876  se  fugó  el  Becaudador  nombrado  por  el  Banco  de  Espafia  Don 
Di^:o  de  Casas,  resultando  alcanzado  en  la  suma  de  1 17.419,06  pesetas  por 
éi  cupo  de  Pastrana,  y  formalizado  por  el  Banco  de  Espafia  en  1887  el  im- 
porte de  dicho  alcance,  del  que  en  parto  se  reintegró  con  la  fianza  del  Be- 
caudador fugado,  la  Delegación  del  Banco  solicitó  de  la  Hacienda  de  la 
provincia  de  Gnadalajara  el  auxilio  y  concurso  necesarios  para  la  cobranza, 
de  unos  recibos  de  contribución  correspondientes  al  afio  de  1872-78,  no  sa- 
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\  por  Um  oontribayentei,  7  qoe  oorrotpondian  á  la  recaadftcida  que 
tovo  i  0Q  e«rgo  D.  DMgo  Gmm. 

DeoegMlo  este  «izilio  por  la  Pelegación  de  Haei«aday  en  atendón  á 
que  Ua  caotaa  á  que  tales  documentos  se  referían  habían  dejado  de  ser 
exigíbles  á  los  oontribnyentes,  conforme  al  art.  58  del  Beal  decreto  de  28 
de  Mayo  de  1846, 7  á  qoe  de  prestar  él  auxilio  que  se  interesaba,  tendría 
qpe  sn»p«iiderse  en  el  momento  en  que  se  presentase  cualquiera  redama- 
«ióo  con  arreglo  al  derecho  Gom4n.  que  habría  de  ventilarse  ante  los  Tri- 
bxmsles  ordinarios,  la  Delegación  oel  Banco  dedujo  recurso  de  sisada  ante 
«1  Ministerio  de  Hacienda,  7  resultando  acreditado  del  expediente  que  no 
se  habisB  publicado  en  los  BoleHnei  oJleiale$  los  anundos  para  verificar  la 
eebnuiisa  de  las  contribuciones  correspondientes  á  los  afios  á  que  los  red- 
bos  se  referían,  7  que  en  los  expedientes  de  apremio  instruidos  por  el  Re- 
«uidador  Casas  no  constaban  tampoco  los  anuncios  ni  certiflcadón  auto- 
rizada por  Autoridad  local  que  justificase  haberse  cumplido  por  el  citado 
Besaudador  lo  prevenido  en  la  Instmcdón  respecto  de  los  referidos  anun- 
dos, por  Real  orden  de  19  de  Junio  de  1887  se  confirmó  el  acuerdo  apelado. 

Contra  esta  Real  orden,  7  en  solidtud  de  que  fuera  revocada,  dedujo 
demanda  el  Banco  de  Espafia;  7  seguido  el  pleito  por  todos  sus  trámites, 
se  dictó  s^tencia  en  16  de  Enero  de  1802,  confirmando  dicha  resolución, 
7  siendo  sa  parte  sustancial  la  dguiente: 

Considerando  que,  según  la  base  6>  del  convenio  celebrado  con  el 
Banso  de  Espafia  en  1867  para  la  recaudación  de  contríbudones,  la  co- 
branza debía  verificarse  del  mismo  modo  7  forma  que  establecían  los  Re- 
^amentos  7  disposidones  entonces  vigentes  para  los  Recaudadores,  con 
responsabilidad  directa  á  la  Hadenda,  7  los  Agentes  nombrados  por  el 
Banco  debían  practicarla  según  se  disponía  en  la  base  6>  dentro  de  los 
I^azos  fijados  en  la  Instmcdón: 

Considerando  que  el  art  61  del  Real  decreto  de  2S  de  Ma70  de  1846, 
el  SI  de  la  Instrucción  de  6  de  Setiembre  del  mismo  afio,  7  el  16  de  la 
de  8  de  Didembte  de  1869,  declarando  responsables  á  los  Recaudadores 
de  todos  kM  descubiertos  en  que  por  su  negligencia  incurriesen  los  con- 
4riba7entes,  7  en  el  caso  de  autos  se  han  cometido  infracciones  7  descui- 
dos indisculpables  porque  el  Recaudador  Casas  no  había  entregado  opor- 
tunamente á  los  contribu7entes  la  cédula  ó  papeleta  que  previene  el  art  01 
4d  Real  decreto  de  28  de  Ma70  de  1846,  ni  publicado  los  anuncios  que 
pre^tone  el  art  16  de  la  Instrnodón  de  8  de  Diciembre  de  1869;  7  el  Banco 
no  pidió  cuentas  al  Recaudador  hasta  seis  aftos  después  de  empezar  á  exis- 
tir los  descubiertos: 

OoDsideraodo  que  para  perseguir  los  débitos  por  contribuciones,  es  in- 
dispensable la  certificada  de  los  descubiertos,  con  erreglo  al  art  4.o  de  la 
Instmcdón  citada,  que  considera  descubiertos  líquidos  á  favor  de  la  Ha 
cíeoda  pública,  tratándose  de  primeros  oontribu7entee,  las  cuotas  ó  canti- 
dades qne  resulten  de  la  rdadón  ó  certificado  expedido  por  el  fundona- 
rio  encargado  directamente  de  la  cobranza  en  la  forma  que  determina  el 
art  2.0  de  la  107  de  19  de  Julio  de  1869: 

Considerando  qne  dicho  art  2.^  previene  que  la  base  de  los  procedi- 
nd^tos  de  apremio  ha  de  ser  la  resolución  ó  certificado  expedido  por  el 
fondoBArio  directamente  encargado  de  la  cobranza  en  el  qne  se  acredite 
d  descubierto  detpuéi  de  hacene  €on$tar  haber  sido  invitado  al  paao  él  deu- 
^lar  con  la  antelación  7  en  la  forma  que  determinan  las  disposidíones  ad- 
mlnirtratívas: 

Condderando  que  transcurridos  con  exceso  los  dos  afios  que  sefialan 
los  artículos  68  del  Real  decreto  de  23  de  Ma70  de  1846  7 18  de  la  lostruc- 
<ióa  de  8  de  Didembre  de  1869,  para  hacer  efectivas  de  los  contribu7eu- 
rouo  45  2 
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tea  1m  caotas  qae  se  les  hnbiésen  repartido,  no  ei  poeible  ni  exaocléa 
después  con  arreglo  al  terminante  precepto  de  dichas  disposiciones,  por 
cnya  rasón  no  se  ha  declarado  por  la  Administración  activia  qné  hnbieran 
prescrito  las  cnbtas  no  exigidas  en  aqnel  período  en  el  ¡sentido  qne  sos- 
tiene el  demandante,  sino  qne  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  lá  legislación 
aplicable  al  caso  de  satos,  no  se  pneden,  sin  faltar  á  la  misma,  e¿gir  des- 
paés  de  los  dos  años  las  cuotas  no  reclamadas  oportunamente,  y  por  lo 
tanto,  no  procede  tampoco  prestar  su  concurso  al  efecto,  tal  como  el  Banco 
solicita,  sin  infringir  abiertamente  los  textos  legales  que  lo  prohiben: 

Considerando  que  la  omisión  de  los  anuncios  en  los  BoUtiñes  oficíate^ 
invitando  al  pago  de  las  contribuciones,  no  puede  atribuirse  á  las  circuns- 
tancias anormales  del  país,  pues  no  se  ha  probado  que  éstas  fuesen  de  tal 
importancia  que  hayan  impedido  la  publicación  referida: 

Considerando  que  no  se  ha  probado  tampoco  por  el  actor  que  hubient 
sido  anunciada  la  cobranza  de  la  contribución  de  dichos  pueblos  por  lo» 
otros  medios  que  previenen  las  Initfneclones  vigentes  en  los  afios  refe- 
ridos. 

Vistos  los  artículos  68  7  61  del  Real  decreto  de  28  de  Mayo  de  1845, 
los  18  y  16  de  la  Instrucción  de  8  de  Diciembre  de  1869; 

Fallamoa  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  del  Banco  de  España 
contra  la  Real  orden  de  9  de  Julio  de  1887,  la  cual  queda  firme  y  subsis- 
tente.—(Sentencia  publicada  el  18  de  Enero  de  1892,  é  inserta  en  las  Gü^ 
ceta9  de  16  y  16  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 


8 

Sbntvkoia  (16  de  Enero  de  lB92),—Contr<Ui$ta$  de  obr<u  púl>lica$^ 
Abono  de  irUeretee  por  el  Estado.—Qe  absuelve  á  la  Administración  de  la 
demanda  interpuesta  por  D.  Antonio  Femándes  y  Fernández  contra  la 
Real  orden  de  1.^  de  Diciembre  de  1888,  relativa  al  abono  de  intereses 
por  demora  en  el  pago  de  obras  ejecutadas  en  el  lazareto  sudo  de  La  Pe- 
drosa  (Santander),  y  se  establece: 

IP  Que  en  la$  contratas  reaUxadai  por  él  Eitado  no  ea  procedente  el 
abono  de  intereses  n%ás  que  en  los  casos  prevenidos  por  las  disposiciones  lega" 
léSyó  en  aqueUos  en  que  se  est<á>leoen  y  pactan  expresamnente; 

T20  ijite  el art.  39  del  pliego  de  condiciones  generales  se  hcUla  mod^" 
codo  por  la  Beal  orden  de  30  de  Septiembre  de  ldS6^  eot^forme  á  cuyos  pre- 
ceptos el  abono  de  intereses  sólo  procede  desde  el  mis  siouiente  á  la  aprobaeiátt 
final  de  las  liquiiaciones  de  las  obras^  antes  de  lo  cual,  conforme  ha  decidid» 
la  jurisprudencia,  no  hay  más  que  situaciones  proffisUmales  y  no  saldos  d^ 
nitivos  q%te  devenguen  intereses  por  la  demora  en  el  pago* 

D.  Benigno  Chíes  y  D.  Antonio  Fernández  contrataron  las  obras  de 
construcción  y  reparación  proyectadas  en  el  lazareto  sucio  de  La  Pedresa, 
bajo  los  correspondientes  pliegos  de  oon4iciones  facultativas  y  económi- 
cas,  en  la  primera  de  las  cuales  se  estableció  que  regirían  las  condioionea 
económicas  del  proyecto  general  en  cuanto  no  estuvieran  modificadas 
por  el  pliego,  y  en  la  sexta  que  se  abonaría  al  contratista,  mediante  certi- 
ficación del  Arquitecto  director  de  las  obras,  el  importe  de  las  ^eoutadaa 
á  buena  cuenta  hasta  la  recepción  final  en  dos  plazos,  el  primero  cuando 
estuvieran  ejecutadas  la  mitad  de  las  obras  proyectadas,  y  el  segundo 
cuando  se  terminasen  todas  las  obras,  descontando  ea  eada  uno  dé  alloa 
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Ift  rebaja  hecha  en  la  sabasta  y  el  10  por  100  qoe  qoedaría  en  depódto 
baeta  to  aprobacióii  por  la  Superioridad  del  aota  de  recepción  flnaL 

En  16  de  Diciembre  de  1884,  el  Gobernador  remitió  laa  eertificaeionee 
de  la  mitad  de  las  obras  contratadas  por  Ghies,  y  acordado  nn  pago  en  2S 
de  Enero  de  1886,  «e  verificó  en  19  de  Febrero  algniente;  y  remitida  la 
eertíficadóa  referente  á  la  otra  mitad  qae  había  quedado  terminada  en  6 
de  Agosto  de  1886,  en  7  de  Diciembre  siguiente  se  acordó  la  recepción  de- 
finitiva por  Real  orden  da  28  de  Septiembre  de  1886,  y  pagándote  en  18 
de  Noviembre  de  ese  mismo  afio  y  28  de  Marzo  de  1887  dicha  segunda 
laltad  y  nn  aumento  de  obra  que  se  aprobó  por  Real  orden  de  28  de  Enero 
de  1887. 

En  26  de  Febrero  de  1885  se  terminó  la  primera  mitad  de  las  obras 
eon^ratadaa  por  Femándes  y  la  segunda  en  80  de  Marzo  siguiente,  y 
spiobadas  las  certificaciones,  por  Real  orden  de  22  de  Octubre  de  1886,  ee 
luso  efectivo  su  importe  en  15  de  Noviembre  siguiente. 

La  lecepdón  ddinitiva  de  las  obras  ejecutadas  por  Ohíes  se  verificó 
SB  26  de  Marzo  de  1887,  y  fueron  aporobadas  por  Real  orden  en  11  de 
Mayo  del  mismo  afio,  tanto  aquélla  como  la  recepción  definitiva  de  las 
obns  r«dizadas  por  Fernández,  acordándose  en  80  de  Mayo,  respecto  de 
smbos  coniratistAs,  la  devolución  de  las  fianzas  y  del  10  por  100  de  ga- 
vsstia,  cuyo  abono  se  practicó  en  22  de  ^nnio  del  expresado  afio  1887. 

iki  24  de  Septiembre  siguiente,  D.  Antonio  Fornándes,  por  sí  y  como 
spoderado  de  D.  Benigno  Ohíes,  elevó  instancia  al  Ministerio  de  la  Qo- 
bemación,  pidiendo  que  se  le  abonase  la  cantidad  que  fijaba  en  concepto 
de  intereses  de  demora  al  6  por  100  por  el  retraso  en  los  pagos  del  im- 
porte de  la  referida  obra  y  del  10  por  100  de  garantía  retenido;  pretensión 
que  fué  denegada  por  Real  orden  de  1.^  de  Diciembre  de  1888. 

Contra  esta  Real  orden  dedujo  recurso  contencioso  el  interesado,  con 
la  súplica  de  que  se  le  abonasen  los  intereses  de  demora  durante  el  tiempo 
toanscurrido  desde  que  se  expidieron  las  certificaciones  de  las  obras  hasta 
d  día  en  que  se  satisfizo  su  importe;  y  tramitado  el  pleito,  se  dictó  sen- 
teoda  en  16  de  Enero  de  1892,  siendo  su  parte  sustancial  la  siguiente: 

Gonsáderando  que  en  las  contratas  realizadas  por  el  Estado  no  es  pro- 
eedente  el  abono  de  intereses  más  que  en  los  casos  prevenidos  por  las  dis- 
poeiciopes  legales,  ó  en  aquellos  en  que  se  establecen  y  pactan  expresa- 
mente: 

Considerando  que,  ai  bien  en  el  pliego  de  con<Uciones  facultativas  y 
económicas,  formado  para  la  ejecución  de  las  obras  de  construcción  y  re- 
paraóto  en  el  lazareto  sucio  de  La  Pedresa,  se  determinó  por  la  primera 
qoe  respecto  á  las  condiciones  ecoi^ómicas  regirían  las  del  proyecto  general, 
también  se  deteftninó  que  no  regiría  éste  más  que  en  aquello  que  no  fuera 
Biodiflcado  por  el  pliego  especial  de  la  contrata,  y  por  consigniente,  como 
en  la  ^Uisnla  sexta  se  fixó  la  época  del  pago,  no  en  relación  con  la  expe- 
dielóa  de  laa  certificaciones  de  obra  realizada,  sino  para  cuando  estUTÍe- 
laa  ejeentades  las  dos  mitades  de  la  obra  adjudicada,  y  en  consecuencia, 
coaado  estuvieran  aprobada  y  recibidas  por  la  Superioridad,  puesto  que 
SBtre  tanto  no  nacía  el  derecho  al  cobro  del  importe,  es  indudable  que  ca- 
lece de  aplicación  al  caso  presente  lo  preceptuado  en  el  art  89  del  pliego 
de  oondidonss  generales  de  10  de  Julio  de  1861,  por  hallarse  esencial' 
malte  modificado  en  la  citada  cláusula  sexta,  y  que  no  hay  disposición 
legal  que  establesca  el  derecho  á  los  intereses  que  se  reclaman  en  la  de- 


Considerando  que  por  no  hallarse  estipulado  expresamente  en  la  men- 
skwada  oláuaola,  ni  en  otra  alguna  del  pliego  especial  de  condiciones, 
laii^oco  existe  paoto  del  que  se  origine  aquel  derecho: 
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Oonaiddrando  qae  annqne  se  entendiera  aplicable  al  caao  actual  el  ar- 
tículo 89  del  pliego  de  condidonea  generales,  ésto  se  halla  modificado 
por  la  Real  orden  de  80  de  Septiembre  de  1866,  conforme  á  cuyos  precep 
tos  el  abono  de  intereses  sólo  procede  desde  el  mes  siguiente  á  la  aproba- 
ción final  de  las  liquidaciones  de  las  obras,  antes  de  lo  cual,  conforme  há 
decidido  la  Jurisprudencia,  no  hay  más  que  situaciones  provisionales  y 
no  saldos  definitivos  que  devenguen  intereses  por  la  demora  en  el  pago: 

Considerando  que  en  dicho  supuesto,  y  á  tenor  de  la  mencionada  Real 
ord^i,  como  quiera  que  la  liquidación  final  á  que  se  refiere  este  pleito,  de 
las  obras  Contratadas  y  del  aumento  ejecutado  sin  contrato  y  aprobado, 
se  verificó  en  11  de  Mayo  de  1887,  y  el  pago  de  la  mitod  se  había  reali- 
zado anteriormente,  y  el  de  la  sefimnda  mitad  tuvo  lugar  en  22  de  Junio 
del  mismo  afio,  esto  es,  antes  del  mes  fijado  en  la  Real  orden  de  1866,  es 
evidente  que  no  nació  el  derecho  del  demandante  al  abono  de  los  intere- 
ses por  no  haber  transcurrido  el  plazo  necesario  al  efecto;  y 

Considerando,  en  cuanto  á  la  devolución  de  las  fianzas  y  depósitos  de 
garantía,  que  por  raaón  de  la  refeiida  cláusula  sexto  no  debía  verificarse 
basto  la  aprobación  del  acto  de  recepción  final,  la  cual  tuvo  exacto  cum 
plimiento.  toda  vez  que  se  verificó  sin  más  dilación  que  la  necesaria  para 
practicar  las  operaciones  consiguientes  á  la  devolución  y  dentro  del  tér- 
mino estoblecido  por  la  Real  orden  de  1866,  en  cuya  virtud  tampoco  en 
este  puiíto  se  originó  derecho  nin^no  á  favor  del  demandanto  para  el 
abono  de  intereses  que  pretende. 

Vistos  el  art  89  del  pliego  de  condiciones  generales  para  las  contratas 
de  obras  páblicas  y  la  Real  orden  de  20  de  Septiembre  de  1866; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Antonio  Fernández  y 
Fernández  Oallostra  contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministorio  de 
la  Gobernación  en  l.o  de  Diciembre  de  1888,  la  cual  queda  firme  y  sub- 
sistonto.— (Sentencia  publicada  el  18  de  Enero  de  1892,  ó  inéerto  ea  )a 
Gaceta  de  16  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 
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Sbntbkoia  (16  de  Enero  de  lB92).'-OrédUo$  contra  el  Estado.  Caduci- 
dad de  créditoB.^ñe  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  inter- 
puesto á  nombre  de  D.  Antonio  Mercader  y  otros  contra  la  Real  orden  d« 
22  de  Cctobre  de  1884,  relativa  á  la  caducidad  de  un  crédito,  y  se  esta- 
blece: 

!•  Qne  lo»preeepto$  del  Real  decreto  de  16  de  Febrero  de  1836  son  termi- 
nantes y  claree,  y  g u«,  oeg^  los  artículos  6^  y  7fi,  no  puede  prosperar  reeHa- 
macián  de  crédito  alguno  emiítra  la  Nadan  si  la  solicttud  justificada  no  se 
presentaba  en  las  ojídnas  liquidadoras  dentro  del  plago  que  como  fatal  señalé 
dicho  Beal  decreto,  y  que  concluyó  en  31  de  Diciembre  delmismoaño  1836: 

2.0  Que  las  disposiciones  del  precitado  Beal  decreto.  U¡jos  de  estar  deroga- 
daki  han  sido  robustecidas  y  estimadas  como  de  ineludíole  cumplimiento  en  el 
art.  7.0  de  la  ley  de  l.o  de  Agosto  de  1851,  en  el  35  del  Beglamento  de  17  de 
Octubre  siguiente,  en  el  1.^  de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1889^  en  él  4P  de  la 
Instrucción  de  8  de  Diciembre  del  mismo  afio,  y  en  d  19  de  la  Uy  de  Conta- 
büidadf  que  no  condenten  se  abra  plazo  (üguno  que  estuviese  anteriormente 
ñnado; 

Y30  Queel  art,9^dela  ley  de  19  de  Julio  de  1869  haeertferenda  á 
los  créditos  por  d^sitos  en  que  hubiese  mediado  reclamadán. 
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Begoido  pleito  entre  loe  pooMoa  del  Condado  de  Bnfiol  y  éí  Miniaterio 
públioe  de  ona  pArte^  7  el  Marqnéa  de  Mmlíerít  de  la  otra,  aobre  ino<Mrpo« 
mdAa  á  la  Corona  de  loa  poebloa  qne  oomponlan  el  Condado  de  Bnfiol 
pertenedentea  al  Marqneaado  de  M aiíérit,  el  repreaentonto  de  éatoa  depo- 
ntó  en  la  Beal  Caja  de  Amortísadón  en  1799  la  aama  de  70.588  realea  7  8 
marayediaea  á  laa  reanltaa  del  pleito,  7  por  aentencia  de  reviata  que  eanad 
ijaeatoria,  aagún  ae  deolaró  en  ana  Beal  orden  diotada  en  1839,  ae  decla- 
ró la  incorporación  á  la  Corona  de  loa  dtadoa  pnebloa,  mandando  qne  ae 
«itregaae  al  Marquóa  de  Malferit  ó  qne  ae  impnaiera,  caao  de  pertene* 
eer  á  2na7oraago,  la  anma  depoaitada,  7  qne  ae  otorgaae  la  eacritnra  de  r^ 
troTenta  á  favor  de  la  Corona. 

Loa  intereaadoa  perdbieron  loa  intereaea  correapondientea  al  capital 
depoeitado  haata  26  de  Enero  de  1808,  ain  qne  poateriormente  ae  practica- 
ra gealión  ala:ana  haata  20  de  Diciembre  1872,  en  qae  ae  aolidtó  la  entrega 
del  capital  7  ana  intereaea  deade  el  22  de  Mario  de  1817,  declarando  la 
Dirección  áe  la  Denda  la  cadoddad  del  crédito  oomo  comprendido  en  el 
ari  S6  del  Beglameato  de  17  de  Ootobre  de  1861,  qne  confirmó  el  plaio 
aafialado  en  el  Beal  decreto  de  16  de  Febrero  de  1836  á  que  ae  refiere  el 
art  l.«  de  la  107  de  l.o  de  Jnlio  de  1869.  ^ 

Confirmada  eata  reíoladón  por  Beal  orden  de  22  de  Octubre  de  1884, 
intaitpQaieron  loa  intereeadea  contra  ella  recurao  oontendoao;  7  aoatancia- 
do  el  pleito  por  todoa  ana  tarámitea,  íné  oonfiroaada  por  aentenda  de  16  de 
Enero  de  1892,  qne  en  an  parte  anatandal  ea  eomo  aigne; 

On— tdeíaiido  qne  loa  precepto»  del  "Beal  decrete  de  16  de  Febrero  de 
1836  aon  tenninantea  7  clarea,  7  qne,  aegún  loa  de  loa  articnloa  6.0  7  7.«,  no 
poede  prosperar  reclainadón  de  crédito  algnno  contra  la  Nación  ai  la  ao* 
Udtnd  jnatificada  no  ae  presentaba  en  laa  ofidoaa  liqnidadoraa  dentro  del 
plato  qne  como  fatal  aefialó  dicho  Beal  decreto  7  qne  concla7ó  en  31  de 
Dtdembre  del  miamo  afio  1836: 

Conaiderando  qne  laa  diapoaiek»iea  del  prediado  Bed  decreto,  lejoa  de 
eatav  toogadaa,  han  ddo  roboateoidaa  7  eatimadaa  como  de  ineladible 
cumplimiento  en  el  art  7.o  de  la  le7  de  1.®  de  Agoato  de  1851,  por  d  35 
dd  Beglamento  de  17  de  Octobre  dgaiente,  por  el  Ifi  de  la  107  de  19  do 
Jnlio  de  1869,  por  d  4.o  de  la  Inatmcdón  de  8  de  Didembre  del  miamo 
alio  7  p<»  d  19  de  la  107  de  ContabiUdad,  qne  no  condente  ae  abra  plaio 
algnno  qne  eetnvieae  anteriormente  finado: 

Cbuaiderando  qne  no  ea  aplicable  d  caao  de  antoa  la  preacripdón  con- 
tenida en  el  art  9.o  de  la  107  de  19  de  Jnlio  de  1869,  porqne  con  arreglo  á 
kddart4.odeUde8de  Agoato  de  1851,  d  crédito  de  qoe  ae  traU  qne- 
46  eomiMrendido  entre  loa  qae  conatitoian  la  Denda  del  material,  7  porque 
wáamáa  aquella  diq>odción  hace  referencia  á  loa  créditoa  por  depóaitoa  en 
que  hnbieee  mediado  reclamación,  drcnnatanda  qne  no  concorre  en  d 
de  qne  ae  trata,  toda  vez  qoe  éata  no  ae  preaentó  haato  el  20  de  Diciem- 
bre de  1S72: 

Conaiderando,  á  ma7or  abundamiento,  que  conaignada  en  laa  aenten- 
daa  de  viata  7  de  reviataa,  dictadaa  en  26  de  Septiembre  de  1804  7  19  de 
Abril  de  1816,  por  el  auprímido  Oonaejo  de  Hadenda,  la  condición  deque 
el  Marqués  de  lídferit  otorgaae  la  eacritnra  de  retroventa  de  la  juriadic- 
eión,  regaliae  7  derechoa  de  laa  villaa  que  componían  d  Condado  de  Bu: 
fiol,  para  qne  pndiera  perdbir  el  importe  dd  depódto  constituido  por  di- 
dias  villas;  7  no  resultando  que  haata  la  fecha  se  ha7a  cumplido  por  el  re- 
feriéo  Marqnéa  ni  por  ana  herederoa  dicha  condición,  7  mucho  menoa  que 
la  ha7an  degado  en  apo70  de  au  pretendido  derecho  al  crédito  de  que  ae 
ftnia,  es  evidente  qne  no  han  practicado  geatión  alguna  7  que  ae  halla 
ajnsteda  á  derecho  la  cadnddad  dd  miamo  crédito,  que  7a  habia  preacrito. 
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Vistos  los  artículos  6.0  y  7.0  del  Real  decreto  de  16  de  Febrero  de  1886, 
4.*  de  la  ley  de  8  de  Agosto  de  1851,  86  del  Beglamento  de  17  de  Octubre 
del  mismo  afio,  l.o  7  9.0  de  la  ley  de  19  de  JaHo  de  1869,  Afi  de  la  Instrac- 
cíón  de  8  de  Diciembre  de  este  mismo  afio  y  19  de  la  ley  de  Contabilidad; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administradón  ge- 
Beral  del  Estado  de  la  demuida  deducida  á  nombre  de  D.  Antonio  Merca- 
der, Marqués  de  Malf erit,  y  D.  Luis  Santonja,  como  marido  de  Doffa  Julie 
Mercader,  Condesa  de  Baftol,  contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Minis- 
terio de  Hacienda  en  22  de  Octubre  de  1884,  la  cual  queda  flime  y  subms- 
tente.— (Sentencia  publicada  el  15  de  Enero  de  1892,  é  inserta  en  la  face- 
to de  16  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 


10 

SsMTBNOiA  (15  de  Enero  de  1892).— J^aM^epcú^  petentaria  de  ineompe- 
Uncia  de  jurisdiedón.  Facultades  regladas  de  Ité  Adminiitraeión.  DesUno$ 
militares.— Be  declara  improcedente  la  excepción  perentoria  de  incompe- 
tencia de  jurisdicción,  y  se  revoca  la  Real  orden  de  27  de  Mayo  de  1887, 
impugnada  por  D.  Enrique  Enciso  de  la  Joya,  y  que  dispuso  el  regreso 
del  demandante  á  la  Península,  relevándole  del  cargo  de  Auditor  de  Gue- 
rra de  Filipinas,  y  se  establece: 

Jt.o  Qne  aun  cuandú  una  ley  confiera  áí  Foder  lyecuHwfaouUades  Mé- 
rrimas en  los  asuntos  á  que  se  contrae^  si  para  su  pereieio  ha  estableoidú  el 
mismo  Foder  ciertas  v  determinadas  reglas^  es  preciso  que  las  observe^  sm  que 
pueda  prescindir  de  las  limitaciones  que  en  eUas  se  haya  impuesto  cuando 
llegue  el  caso  de  aplicarlas,  á  menos  que  prefiera  derogarlas  antes  de  dictar 
la  resolución  que  proceda: 

2*  Que  desde  el  momento  que  haya  una  ley  y  un  reglamento  ú  otra  di^o- 
sición  ó  precinto,  á  los  que  haya  de  acomodar  sus  actos  la  Administración  ge- 
neral, se  entiende  que  ésta  obra  en  el  i^'ercicio  de  sus  facultades  regladas,  y, 
por  consiguiente,  si  con  ellas  infringe  cualquiera  de  dichas  reglas,  mUneran- 
do  un  derecho  reconocido  por  las  mismas  en  favor  de  quien  recurre  al  Tribu- 
nal, éste  tiene  perfecta  competencia  para  entender  sobre  las  reclamaciones  in- 
terpuestas para  que  se  restablezca  el  estado  jurídioo  alterado. 

3.^  Que  á  pesar  de  establecer  el  art.  30  de  la  ley  constitutiva  del  Míjér- 
cito,  que  del  destino,  comisión  ó  cargo  délos  militares  puede  libremente  dis- 
poner el  Gobierno,  esto  no  obsta  para  que  haya  podido  observar  lo  estabkcidú 
en  las  Instrucciones  aprobadas  en  12  de  Enero  de  1884,  que  reglamentaron 
el  fase,  permanencia  y  regreso  de  los  Jefes  y  Oficiales  de  los  Cuerpos  de  es- 
sala  cerrada  á  los  I¡jercitos  de  Ultramar; 

Y  4.0  Que,  según  el  último  párrafo  del  art.  28  de  dichas  Instrucciones^ 
para  ordenar  el  regreso  á  la  Península  de  un  militar  debe  instruirse  pre- 
viamente expediente  Justificativo,  no  teniendo  aplicación  al  caso  d  art*  39  de 
las  mismas  Instrucciones  cíMndo  no  se  demuestra  lo  eoícepcional  del  mismo 
para  tomar  la  medida  por  conveniencia  del  servicio. 

Por  Real  orden  de  27  de  Mayo  de  1887  se  dispuso  el  regreso  á  la  Pe- 
nínsula del  Auditor  de  la  Capitanía  general  de  Filipinas  D.  Enrique  En- 
ciso de  la  Joya,  y  que  fuese  dado  de  baja  en  aquel  Ejército  y  de  alta  en 
el  de  ésta,  fundándose  esta  resolución  en  queja  cdevada  al  Ministerio  de  la 
Guerra  por  el  Capitán  general  de  Filipinas,  manifestando  la  convenien- 
cia del  relevo  de  dicho  Auditor,  no  sólo  por  haber  sido  varias  las  -causas 
en  que  aquella  Autoridad  se  había  visto  precisada  á  disentir  de  la  opi- 
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slÓA  dfil  Andlloc,  que  ae  iiuii»iraba  nura  vei  en  loi  boenos  principiot  mili- 
taita,  ^no  por  babar  detenido  ana  anmaria  á  petar  de  laa  órdenes  qae  ae 
le  hablan  eomonicado  y  de  la  aencilles  7  urgencia  del  caso,  máa  de  ena- 
lenta  y  nneve  días,  y  no  ser,  por  conaigoiente,  conveniente  la  permanen- 
cia del  inleceaado  en  ra  deatino,  tanto  máa  cnanto  qne  bajo  en  firma  ex- 
pteaiba  el  Capitán  general  de  Fillpinaa  que  podría  joatifioar  con  raionea 
de  índole  diveraa  el  relevo  qne  proponía. 

Contra  esta  Beal  orden  dednjo  recqrao  conteneioao  D.  Enrique  Enci- 
ao,  pidiendo  en  definitiva  qne  se  le  repnaieae  en  an  plaza  de  Auditor  de 
la  Capitanía  general  de  Fillpinaa  7  que  ae  le  abonasen  las  dilerenciaa  de 
sneldo  7  laa  gratificacionea  qne  había  dejado  de  percibir  desde  que  ceaó 
«B  éí  deaempefio  de  la  miama»  7  emplasado  el  Fiacal,  después  de  haber 
eontestado  en  el  fondo  á  la  demanda,  alegó  en  el  acto  de  la  viata  la  ex- 
espetón de  incompetencia,  fundándose  en  que  la  reaoludón  miniaterial 
impognada  pertenecía  á  laa  facnltadea  discrecionales  del  Gk)biemo.  £1 
Tdbonal,  por  aentencia  de  16  de  Enero  de  1892.  declaró  improcedente 
asta  exe^pdón,  7  revocó  la  Beal  orden  impugnada,  alendo  la  parte  ana- 
taaetal  de  eata  reaolneión  la  aigniente: 

Considerando  qne  la  primera  cueatión  que  ha  de  reaolver  ea  ai  la  Real 
ocden  qoa  ae  impugna  ha  aido  diotada  en  el  ejercicio  de  laa  facnltadea  ;re* 
giadaa  del  Poder  J^ecntivo  ó  en  el  nao  de  la  poteatad  diacrecional: 

Conaiderando  qne  aan  cuando  una  ley  confiera  al  Poder  Ejecutivo  fa 
caltadea  libórrimaa^en  loa  aauntoa  á  que  se  contrae,  ai  para  au  ejerdi^io 
ha  eatableeido  el  miamo  Poder  dertaa  7  determinadaa  reglaa,  es  preciso 
que  las  obaerven  sin  que  pueda  presdndlr  de  laa  limítadonea  que  en  ellaa 
aa  baya  impuesto,  cuando  llegue  el  caao  de  aplicarlas,  á  mónoa  que  pre- 
fiera dm>garlaa  antea  de  dictar  la  reaoludón  que  proceda: 

Conaiderando  qoe  desde  el  momento  que  ha7a  una  le7,  un  reglamento 
t  oUa  diapoaidón  ó  precepto  á  loa  que  haya  de  acomodar  ana  actos  la  Ad- 
miiiiatraeión  general^  ae  entiende  qne  éata  obra  en  el  ejerddo  de  aos  fa- 
caltadea  regladaa,  7,  por  oonaigniente,  ai  con  aquélloa  infringe  cualquiera 
de  duchas  r^laa,  vulnerando  un  derecho  reconocido  por  las  mismas  en  fa- 
vor de  quien  recurre  al  Tribunal,  éate  tiene  perfecta  competencia  para 
entender  aobre  laa  redamaciones  int^rpuestaa  para  que  se  restablesca  el 
eatado  jorídico  alterado: 

Conaiderando,  por  consiguiente,  que.  á  pesar  de  establecer  el  árt.  30 
de  la  ley  conatitntiva  del  Ejército,  que  del  deatino,  comiaión  ó  cargo  de 
ka  militarea  puede  libremente  disponer  el  Grobiemo,  eato  no  obsta  para 
qoe  haya  podido  observar  lo  eatableeido  en  laa  Inatruccionea  aprebadaa 
aa  IS  de  Enero  de  1884,  que  reglamentaron  el  pase,  permanencia  y  re- 
gí ao  de  los  Jefea  y  Oficialea  de  los  Cuerpos  de  escala  cerrada  á  loa  E^jér- 
citoa  de  Ultramar: 

Conaiderando  qne,  según  el  último  párrafo  del  art.  28  de  dichaa  Ina- 
tenedonea,  para  ordenar  el  regreso  á  la  Península  del  Auditor  de  Guerra 
deHUi^nas  D.  Enrique  Endso  de  la  Joya  debió  instruir  previamente  el 
expediente  joatificativo,  lo  cual  no  se  ha  verificado,  puesto  que  en  la  Real 
orden  impugnada  ae  mandó  formar  dicho  expediente  para  venir  en  cono- 
cimiento de  d  el  intereaado  se  había  hecho  realmente  acreedor  á  la  me- 
dida con  él  tomada  de  su  regreso  á  la  Península  ó  á  otra  determinación: 

Connderando  que  no  es  aplicable  al  caao  de  autos  el  art.  39  de  las  re- 
feridas Instrucciones,  porque  ao  se  ha  demostrado  lo  excepcional  del  mis- 
mo para  tomar  la  medida  por  conveniencia  del  servicio,  siendo  una  prue- 
ba de  que  así  no  se  ha  estimado  por  el  Ministerio  de  la  Guerra,  qne  no  le 
han  otoigado  al  demandante  las  ventajas  á  que  tendría  derecho  en  tal  au- 
puesto. 
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yiBtoB  él  Último  párrafo  del  art  38  y  el  89  de  las  Inatmodonee  apro 
badas  en  12  de  Enero  de  1884  y  el  80  de  la  ley  eonstitntiya  del  EjérdtoK 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  qne  el  Tribunal  de  lo 
Oontenciosoadministrativo  es  competente  para  conocer  de  la  demanda 
interpuesta  por  D.  Enrique  Enciso  de  la  Joya  contra  la  Beal  orden  de  27 
de  Mayo  de  1887,  y  debemos  revocar  y  revocamos  la  precitada  Real  or- 
den, declarando  no  haber  lagar  á  hacer  pronunciamiento  alguno  respecto 
de  aiferencias  de  sueldos,  gratiñcaciones  é  indemnisación  reclamadas  por^ 
el  demandante,  por  no  haber  sido  objeto  de  discusión  ni  de  petición  en  la- 
vía  gubernativa.— (Sentencia  publicada  el  16  de  Enero  de  1892,  ó  inserta 
en  la  Qaeda  de  16  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 
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AnvTBNciA  (18  ^e  Enero  de  lS92).^8m9peH9Íán  de  un  Seoretario  de- 
Ayuntamiento,  Abone  de  iueldoa  durante  ia  euípeneián.—Se  absuelve  á  la 
Administración  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Carlos  Flores 
Bollan  contra  la  Rebl  orden  de  24  de  Abril  de  1889,  relativa  á  abono  de 
suidos  y  perjuicios  al  interesado  durante  su  destitución  y  suspensión  del 
cargo  de  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Almendralejo,  y  se  establece: 

i  .0  Que  la  redamadán  del  abono  de  aueldoe  dmranteM  tienden  que  un 
intereiBddo  se  halkt  suepenao  de  un  cargo  y  de  abono  de  perjuicios  en  el  mkmo- 
concepto,  es  improcedente^  porque  la  suspensión  de  su  cargo,  sUuaeián  sh  que 
¡effalmenie  se  ha  encontrado^  üevaba  aneja  la  del  sueldo  mientras  eñtuínese  en 
suspenso  en  sus  funciones; 

Y  2fi  Que  la  reclamación  rrferente  al  (¡^nmo  de  sueldo»  durante  el  tiempo 
en  que  se  halló  destituido  ikgalmente  y  al  de  perjuicios  en  el  mismo  coneepto^ 
no  es  de  estifhar  tampoco^  si  el  no  haber  ejercido  el  cargo  el  interesado  y  ein» 
haber  percibido  su  sueldo^  en  consecuencia,  en  todo  el  tiempo  indicado,  no  de- 
pendió propiamente  de  Ic^destitueión  declarada  ilegal,  sino  de  la  prolongación 
de  la  suspensión  en  el  cargo,  que,  aunque  fuera  indebida,  fué  consentida  por 
el  interesado,  que  no  la  reclamó  en  ténnino  hábil  y  por  medio  de  los  recurso»^ 
legales. 

En  sesión  de  9  de  Septiembre  de  1886,  el  Ayuntamiento  de  Almendra- 
1^0  acordó  la  destitución  de)  Secretario  D.  Carlos  Flores;  en  6  de  Octubre^ 
siguiente,  el  destituido  dedujo  ante  el  Gobernador  recurso  de  queja  contra 
el  Alcalde,  fundado  en  que  éste  no  había  dado  cono  al  de  aliada;  y  revo- 
cado el  acuerdo  por  esta  Autoridad,  y  habiendo  deducido  el  Alcalde  re- 
curso de  alzada,  por  Beal  orden  de  17  de  Noviembre  de  1887,  y  teniendo* 
en  cuenta  que  la  providencia  del  Gobernador  no  había  mdo  diotada  en 
virtud  de  apelación,  sino  de  recurso  de  queja  del  Secretario  destituido,  so 
declaró  nulo  todo  lo  actuado,  reponiendo  el  expediente  al  estado  en  que -el 
Ayuntamiento  acordó  la  destitución  de  aquél  y  disponiendo  que  ésta  se 
notificase  al  interesado  para  que  pudiera  utilizar  su  derecho. 

Notificada  á  Flores  esta  Beal  orden  y  el  acuerdo  de  destitución,  dedujo- 
recurso  de  alzada,  primero  ante  el  Gobernador  de  la  provincia,  y  despné» 
contra  la  providencia  de  éste  ante  el  Ministro  de  la  Gobernación,  expi- 
diéndose Beal  orden  en  24  de  Abril  de  1889,  por  la  cual  se  revocó  la  pro- 
videncia apelada,  declarando  nula  la  destitución  de  Flores,  sin  que  faubie* 
ra  lugar  á  la  indemnización  de  perjuicios  por  él  mismo  pretendida,  toda 
ves  que  había  consentido  la  suspensión,  y  encargando  al  Gobernador  que 
ordenase  al  Alcalde  de  Almendralejo  que  limitase  la  suspensión  decretada 
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é  qvft  el  Aymatuukato  liidaie  oio  del  dereeho  que  le  oorreepondíe,  á  i%- 
Mr  de  lo  establecido  en  el  ari  124  de  Im  ley  Manicipel. 

Sd  camplimiento  de  eeto  Beal  orden  ee  limitó  á  treinta  diaa  la  soipen- 
iión  del  interoeado,  y  ae  le  reputo  en  wa  cargo  de  Secretario;  y  habiendo 
■oiküado  ^e  ae  le  abonuam  lea  baberea  eorreapondientea  al  tiempo  en 
fae  eafta^o  aoapenao  y  deatitoído,  ae  dietó  Beal  orden  en  8  de  Agoato  dea- 
eatimaado  diAa  weleaaián. 

Contra  la  Beal  orden  de  84  de  Abril  dedojo  Florea  recarao  eontencioaa 
an  ledtfnacióo  de  loa  aoeldoa  qoe  devengó  dorante  in  destitodón  y  ana- 
pnnaiáa  y  de  loa  peijoidoa  orli^nadoa  de  talea  aetoa,  y  aaatanciado  el 
pleiÉo  por  feodoa  aaa  trámitea  lei^ea»  ae  dictó  en  18  de  Enero  de  1891  la 
MntBnda,  que  enatandalmete  ea  como  aigne: 

OMMJdeíando  que  la  reclamación  de  D.  Oarloa  Florea  BoUán  del  abono 
de  aneldoa  dorante  el  tiesipo  en  qne  ae  bailó  en  aoapenao  del  eargo  do 
SeneCario  del  Aymtamiento  de  Ahnendralejo,  y  de  abono  de  perjnicioa- 
en  el  miamo  coiwepto.  ea  improcedente,  porqoe  la  soapeneión  de  an  cargo^^ 
Mtoaoióii  en  qm  legalmente  ae  ha  encentrado»  llevaba  aneja  la  del  aoeldo 
aieatraa  eatnvieae  anapenao  en  ana  fonoioneai. 
.   T  eoaaiderando  qne  la  reclamaoióo  del  demandante,  en  cnanto  ae  re* 

I  al  aboBO  de  aoeldoa  dorante  el  tiempo  en  qoe  ae  halló  deetitaido  ile- 
ettlOy  y  al  de  perjaieioa  en  el  miamo  concepto,  no  ea  de  eatimar  tam- 
^aopoeato  qoe  el  no  haber  ejercido  el  cargo  de  Seorotarío  y  el  no  ha* 

r  percibido  ao  aoeldo,  en  conaecoencia,^ea  todo  el  tiempo  indicado,  no  de« 
pendió  propiamente  de  la  deatitnoión  qae  ae  ha  declarado  ilegal,  aino  de 
la  praleñgaeión  de  la  anapanaión  en  el  eargo  qne,  aonqoe  foera  indebida,. 
laé  cQüaentida  por  el  iatereaado,  toda  vea  qoe  éste  no  la  redamó  en  t^-^ 
aaino  hábil  y  por  medio  de  lea  recnraoa  legaiea. 

Viato  el  art  124  de  la  ley  Municipal; 

KaUamoa  qne  debemoa  ahadver  y  abaolvemoa  á  la  Adminiatradón  ge» 
nena  del  Eatado  de  la  demanda  iaterpneata  por  D.  Oarloa  Florea  Bollan 
ecmtra  la  Beal  orden  añedida  por  el  Miniaterio  de  la  Gobernación  de  24 
de  Abfíl  da  1889,  la  coaí  queda  firme  y  aobeiatente.— (fientenda  poblicada 
ai  18  deEaero  de  1892,  ó  inania  en  la  Ooeeta  de  16  de  Septiembie  del 
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StaramciA  (18  de  Enero  de  1892).~i2eeMrfo  de  akada.  Impuesto  de  de* 
^m  reaies^—Be  revoca laBealorden  de  12  de  Septiembre  de  1889,  impog- 
pognada  por  D.  Joaó  Maria  Abad  y  Jimeno,  relativa  á  la  improcedencia  de 
on  recivao  de.  aleada  en  expediente  aobre  liqoidadón  dd  impoeato  de  de- 
redioa  realea,  y  ae  eatablec^: 

X.«  Que  timitada  la  Beal  crékn  impugnada  á  dtseeimar  im  reemreo  de 
alMoáúj  no  exieíe  potibiHdad  legal  en  ningún  caeo  de  reeolver  la  cuestión  de 
/MMb  delpleitOf  puesto  fue  no  decidida  esa  cuestión  por  la  Beal  crden^  no  ha 
siáo  sijeto  de  resaimcián  en  el  eoepediente; 

Y  2.^  Tratándose  de  urna  redamación  en  la  cual  se  pide  la  devolución  de 
¡a  eaiUidad  que  el  actor  envende  sati^echa  de  más^  á  causa  de  habémete  aplú 
eadú  en  la  Uquidadón  un  concepto  dietinto  del  que  cree  corresponderle^  se  haUa 
este  caso  cen^^renáido  en  los  preceptos  del  art  144  del  reglamento  de  31  de 
Dstksnbre  de  1661,  y  en  sú  consecuenciOy  habiendo  el  interesado  reclamado 
essára  la  kqué^teión  antes  del  téhnéno  de  un  afio  Jijado  en  dicho  arüeulo,  mte 
M  de  csntarse^oon  arreglo  al  art.  4.^  damismo^  desde  la  fecha  en  quesetfec^ 
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^lie  dpagOy  debe  entendene  que  dkÑia  reelamadán  se  ver^M  en  tiempo  hábil 
para  qtte  eurtiera  efectos  legaks. 

D.  José  Vicente  AbiMl  adoptó  por  hijo  á  D.  José  María  Jimeno,  j  ha- 
biéndole instituido  heredero  de  la  mitad  de  avia  bienea,  al  ocorrir  aa  lall^ 
cimiento  ae  presentaron  iaa  particioi^ea  en  laofldna  ttqnidadora^de  Ma- 
drid, la  cnal  giró  la  liquidación  por  lo  qae  se  referíaá  la  parte  de  faerenet» 
dejada  al  hijo  adoptivo,  al  tipo  de  9  por  100,  conaiderándc^e  como  esrtrafio, 
liquidación  qae  fué  satisfecha  por  el  interesado  en  14  de  Agosto  de  1888 
y  confirmadirpor  la  Delegación  de  Hacienda,  ante  la  cual  rdamó  Jimeno 
en  11  de  Mayo  de  1889,  por  entender  que  dicha  liquidación  debió  haberae 
girado  al  tipo  del  1  por  100. 

Gontra  esta  providencia  se  alzó  en  tiempo  hábil  el  propio  interesado 
ante  el  Ministerio  de  Hacienda  por  el  cual  ae  e^qiidió  Beal  orden  en  18  da 
Septiembre  de  1889,  deaestimando  dicha  alzada  por  no  haber  aido  redamada 
en  tiempo  hábil  la  liquidación  que,  por  consiguienteL  quedó  firme. 

Contra  esta  Heal  orden  acudió  I>.  José  María  del  Abad  y  Jimeno  á  la 
vía  contenciosa,  formalizando  la  demanda  con  la  súplica  de  que  ae  decla- 
rase que  había  acudido  en  tiempo  y  forma  á  la  Delegación  de  Hacienda 
solicitando  la  ref oima  de  la  liquidación^  y  qae  por  tener  el  concepto  legal 
de  hijo  legítimo  para  loa  finea  del  impuesto,  debía  serle  devuelta  la  éif a- 
rencla  que  asistía  entre  la  liquidación  practicada  al  9  por  100  y  la  ^oa 
al  1  por  100  había  de  practicarse. 

Emplazado  el  Fiscal,  alegó  como  perentoria  la  excepción  de  inoompe- 
tMioia,  pidiendo,  para  el  caso  de  que  fuera  deasatimada,  que  ae  absolviera 
de  la  demanda  á  la  Administración  general  del  Eatado;  y  por  aentenda 
de  18  de  Enero  de  1892  el  Tribunal  revocó  la  Beal  orden  impugnada,  alen- 
do la  parte  sustancial  de  dicha  sentencia  la  aiguiente: 

Considerando  que  por  limitarae  la  Beal  orden  impugnada  á  deaeati- 
mar  el  recurso  de  alzada  que  interpasa  D.  José  Bliuría  Abad  contra  al 
acuerdo  del  Delegado  de  Hadenda,  en  reladón  á  que  la  liquidación  no  fué 
reclamada  en  tiempo  hábil,  no  eidate  podbilidad  legal  en  ningún  caso  da 
que  se  resuelva  por  el  presente  pleito  la  cueatión  de  fondo,  ó  sea  la  qna 
ae  refiere  á  determinar  si  tiene  ó  no  derecho  el  demandante  á  que  ae  la 
devuelva  lo  que  estima  pagado  de  máa  á  consecuencia  de  la  liquidadón 
girada,  porque  esta  cuestión,  no  deddida  en  la  Beal  orden,  no  ha  aido  ob- 
jeto de  resolución  definitiva  en  el  expediente: 

Considerando  que  en  cuanto  al  único  punto  reauelto  en  la  vía  guber- 
nativa y  que  puede  ser  por  tanto  objeto  del  fallo  en  este  litigio,  que  por 
tratarse  de  una  reclamación  en  la  cnal  se  pide  la  devoludóa  de  la  canti- 
dad que  el  actor  entiende  satisfecha  de  máa  á  cansa  de  habéraele  aplicada 
en  la  liquidadón  un  concepto  distinto  del  que  eree  correkponderle,  y  va 
tipo  correlativo  superior  á  aquél  por  que  á  su  juido  debe  tributar,  ae  halla 
este  caso  comprendido  en  los  preceptos  del  ait.  144  del  Beglammto  daSl 
de  Diciembre  de  1881,  y  en  su  consecuenchi,  y  habiendo  el  interesado  re- 
clamado contara  la  liquidación  en  11  da  Mayo  da  1889.  ó  sea  antea  del  t^ 
mino  de  un  afio,  fijado  en  dicho  artículo,  y  que  ha  de  contarse  con  arre- 
glo al  núm.  4.o  del  mismo,  por  no  ser  necesaria  providencia  que  airva  da 
punto  de  partida  desde  14  de  Agosto  de  1888,  fecha  en  que  ae  efectuó  el 
pago,  debe  entenderse  que  la  redamadón  se  verificó  en  tiemi>o  hábil  para 
<)ue  surtiera  sus  efectos  legales: 

Considerando,  en  virtnd  de  io  expuesto,  que  la  alzada  de  D.  José  Ma- 
ría Abad  contra  el  acuerdo  del  Delegado  de  Haéienda  no  ha  podido  leaal^ 
mente  ser  desestimada  en  la  Beal  orden  de  19  de  Septiembre  de  1889  en 
el  concepto  que  lo  ha  sido,  sino  que  ha  debido  ser  reandta  e&  el  fondo  da 
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ViiiiiflBim^  7  q[iie  lo  procedente  en  la  mctaalidad  m  reponer  el  expediente 
ti  «Ékado  en  que  ee  hAllabn  cnando  la  Real  orden  impugnada  ae  dictó: 

Vkto  loa  azte.  141  y  144  del  reglamento  proviaional  para  la  adminia- 
tod&n  7  reeliaación  dbel  iaftpneeto  de  dereehoe  reales  de  81  de  Diciembre 
de  1S81, 7  loa  ariicalos  4.o,  núm.  8.o,  7  48,  párrafo  legando  de  la  107  de 
It  4e  Bep  tiembre  de  1888; 

Filbmoa  qne  debemoe  revocar  7  revoeamoa  la  Beal  orden  expedida 
poc  él  Minietttio  de  Hacáeoda  en  12  de  Septiembre  del  89,  reponiendo  el 
expediente  al  eelado  en  que  ae  encontraba  cuando  faé  diotada,  á  fin  de 
qae  te  leeoebra  en  el  irado  la  altada  interpaeata  por  D.  Joaó  María  Abad 
7  Jimeno,  7  declarando  qneao  ha  lagar  á  lo  demás  qoe  en  la  demanda 
•e  pretende.— (Sentencia  pnblicada  el  18  de  Enero  cki  1882,  é  inserta  en 
la  OoDda  de  17  de  Septiembre  del  miamo  afio.) 
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SssmciA  (19  de  Bnero  de  1898).— BieiiM  duamorivMáoi.  NniUdad  de 
soite.— Se  eonürma  la  Beid  orden  de  16  de  Octabre  de  1886,  impngnada 
por  D.  Bei^o  Ssaabria  7  Fnentea,  relativa  á  la  nnlidad  de  la  snbaita  de 
ma  finca  desamortisada,  7  ae  establece: 

Í.o  Qmtmnfiadaá  la  ÁdmmtArmnón  a€Hffa  la  ejecución  dela$le^e$  iee- 
fltseiftgflJsrsi,  ctrneyeiide  ála$  fiieHUade$  de  aqíUüa  ruolver  la$  tmeiden' 
ekude  loe  reatat  de  ¡rienee  naeUmalee,  y  en  tu  caso  la  nulidad  de  loe  $%UH»»ta$ 
aerificada»  ton  eteits  eeendaiee  qua  la$  invútíden; 

Y  2.^    Que  enmenadar  una  finca,  perdió  el  Eetado  la  propiedad  de  I 


^  fuepa»á  atecmpradar,  yp^toanBecueneia^  la  eegunda  iubasta  adole- 
cía de  úncrrcr  eeendal  aue  la  mvoHda  y  que  hizo  indiepensahle  la  declara- 
dám  de  nuHdad,  no  tiendo  baéiantt  á  impedir  eta  declaración  la  drcunttan 
ma  de  haber  initriio  eZ  tejfundo  comprador  en  él  Begittro  de  la  propiedad  la 
eteriíura  de  compra  otorgada  á  tujator^  porque,  tegún  reiterada  juriepru- 
deneia  del  Conejo  de  Eetado  y  dd  Tribunal  Contendoto^  lat  disposidonet  de  la 
ley  S^poteearia,  envirh^deiatcualetlat  acdonet  retdtoriatyretolutoriatno 
te  dan  contra  tercero  que  hayaintcrito  lot  títulos  de  tus  reepectivot  derechoe, 
no  afectan  á  lat  faculíadet  que  ala  Adminittradón  conceden  lat  leyet  den- 
amtrfitadorat  para  decidir  todat  lat  cuettionet  de  inddendat  de  ventas,  por 
la  nasán  de  que  n  una  de  tttatventat  et  nula  de  derecho^  la  nueva  intcripeión 
as  la  imudida^ y  adhrectnoce  la  nmsma  ley  Wpotecaria  ensuart,  33. 

B.  Lanreano  Herreros  remató  en  1868  la  finca  denominada  Laderas  de 
la  Bodega,  otorgándose  á  su  favor  en  81  de  Enero  de  1877,  la  correspon- 
diente  escritura  por  babor  satialeoho  loa  doce  primeros  plazos  é  incribién* 
dose  la  venta  en  el  Begistro  de  la  propiedad  correspondiente,  pero  al  ooa- 
teüsele  la  posesión  judicial  fué  protestado  el  acto  por  D.  Regino  Sana* 
bria,  manifestando  que  por  subasta  celebrada  en  1871,  babía  adquirido  la 
misma  finca  de  que  se  trataba,  7  otorgado  en  38  de  Octubre  de  1872  es- 
critura de  renta,  que  fué  también  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad: 

Promovido  expediente  con  este  motivo,  fué  resaelto  en  definitiva  par 
Beal  orden  de  16  de  4)etnbre  de  1886,  por  la  cual  se  declaró  firme  7  subsis- 
tente la  vMita  heoha  á  Herreros  7  sin  ningún  valor  ni  efecto  la  verificada 
á  Sanabria,  en  laaón  á  haberse  hecho  esta  subsiatiendo  la  primera. 

Impugnada  esta  Beal  orden  en  vía  contenciosa  por  Sanabria,  el  Tribu- 
nal tal  oonfiímó  por  sentencia  de  19  de  Enero  de  1892,  cu7a  parte  sustan- 
cial es  como  signe: 
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Considerando  qne  confiada  á  la  Adminiatradón  aoÜTa  la  «Jecndón  de 
laa  leyes  desamorüaadoraa,  corresponde  á  las  íacnltades  de  aqnélla  resol* 
ver  las  inddenoias  de  las  ventas  de  bienes  nadonales,  y  decretar,  en  so 
caso,  la  nulidad  de  las  sabastas  verificadas  coa  vidos  esenciales  qoe  la» 
invaliden: 

Gondderando  qne  enajenada  en  1868  la  finca  á  qne  este  litigio  se  refiere, 
perdió  el  Estado  la  propiedad  de  la  misma,  qne  pasó  á  D.  Lanreaáo  He- 
rreros, y  por  conseenenda,  la  segonda  sobaste  cdebrada  en  1871  adoledé. 
de  nn  error  esencial  qne  la  invidida  y  qne  hizo  in<Uspensable  la  dedarm^ 
don  de  nulidad  formulada  por  las  Aatoridades  gobernativas  al  tener  oo- 
nodmientodel  conflicto  originado  por  la  doble  venta: 

Considerando  qne  no  es  bastante  á  impedir  esta  deciaradón  la  drcone* 
tanda  de  haber  inscrito  D.  Begino  Sanabria  en  el  Rci^idaro  de  la  propiedad 
la  escritora  de  compra  otorgada  á  so  favor,  porque,  según  rdterada  joris- 
prudencia  del  Consejo  de  Estado  y  de  este  Tribonal,  las  dispoddones  de 
la  ley  Hipotecaria,  en  virtod  de  las  coales  las  acdones  resdsorias  y  reso- 
lutorias no  se  dan  contra  tercero  que  haya  inscrito  los  títulos  de  sus  ree- 
pectivos  derechos,  no  afectan  á  las  facultades  que  á  la  Administración  con- 
ceden las  leyes  desamortisadoras  para  decidir  todas  tas  cuestiones  de  in- 
ddendas  de  ventas,  por  la  raión  de  que  d  una  de  estas  ventas  es  nula  de 
derecho,  la  mera  inscripción  no  la  convalida,  y  así  lo  reconoce  la  misma, 
ley  Hipotecaria  en  su  art.  88: 

Conmderando  que,  á  pesar  de  lo  expuesto,  ii6  existen  mjáritos  para  de- 
clarar que  D.  Begino  Sanabria  haya  sostenido  su  acdéa  en  este  pleito  eoo^ 
notoria  temeridad: 

Visto  el  Real  decreto  de  21  de  Febrero  de  1887.  el  «ri  88  de  la  ley  Hi- 
potecarla y  el  88  de  la  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge^ 
neral  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Begino  Sanabria  coik< 
tra  la  Beal  orden  de  18  de  Octubre  de  1888,  que  queda  firme  y  subsiststt- 
te.-^(Sentenda  publicada  el  18  de  Enero  de  1883,  ó  inserta  en  la  Qücekt 
de  18  de  Septiembre  dd  mismo  afio.) 
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Sbhtbnoia  (19  de  Enero  de  lS92).^JB¡aDee»eUme$  de  la  deiomúrtígaoióm 
— Se  confirma  la  Beal  orden  de  18  de  Abril  de  1888,  impugnada  por  ti 
Ayuntamiento  de  Villalba  de  los  Barros,  relativa  á  la  excepdón  de  venta 
del  monte  titulado  El  Encinar,  y  se  establece: 

Que  eon  arreglo  á  lo  diipuesto  en  el  art.  B,^y  párrerfo  mH/eno^  de  la  ley  á^ 
1,0  de  Mayo  de  1855,  sólo  ettá  obliaada  la  Adnmiitraoián  áoiriU  Trihunal 
de  lo  Contencioso  ó  al  Cuerpo  que  haga  8U8  veces  euando  exigía  eomformidad 
de  pareceres  entre  la  Diputación  y  el  Ayuntamiento^  y  qué,  por  tanto,  cuando 
no  existe  esa  conformidad,  está  la  Admmistraeián  relevada  decir  si  au^amess 
de  ningún  Cuerpo  consultivo. 

Denegada  por  orden  de  la  Begenda  del  Beino  de  18  de  Noviembre  de 
1869  la  excepción  de  la  desamortización  del  monte  £1  Encinar  que  el 
Ayuntamiento  de  Villalba  de  los  Barros  había  solicitado,  la  Corporadón 
municipal  acudió  á  la  vía  contenciosa,  y  la  Sala  coarta  del  Tribunal  Sup 
premo  dictó  sentencia  en  6  de  Febrero  de  1873,  dejando  sin  efecto  la  re- 
solución impugnada,  y  ordenando  que  r^uesto  el  expediente  al  estad<> 
que  tenía  cuando  se  libró  por  el  Secretario  del  Gobierno  dvil  una  certifi- 
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tatíán  hadando  coubím  que  didui  finos  habít  sido  •rbitrada  alffniKM  afio0» 
m  oomplatMe  mdemáa  1a  instmodóa  á»  dioho  expediente  con  el  nenltado 
f  vMoIndón  del  piouMíVido  por  loe  recinoe  granjeroe  que  ee  titalebea 
«alroctaftríoe  éti  moAte^  ee  eompUeee  eon  lo  prevenido  en  el  ert.  2.^,  pá- 
tnÍQ  noTeno  de  la  ley  de  1.^  de  Mayo  de  1866,  y  en  el  68  de  la  Inatrac- 
iidn  de  SI  de  loe  minnoe  mee  y  afio,  y  ee  dietaee,  ett  en  virtod,  la  reeoln- 
dóB  cooreepondieBte. 

Ampliado  el  expediente  en  omnplimiento  de  eeta  eentencia,  ee  miió 
eertifl«adón  liluraida  por  el  Secretario  de  la  Dipntaeión  proTincial  referente 
i  Im  eantídadee  percibidas  por  el  Ayontamiento  por  arbitrios  sobre  el 
monte  El  Encinar  deede  1846,  se  oyó  de  naevo  á  la  Dipatación  proYindal, 
■in  qne  hubiera  posibilidad  de  encontrar  el  expediente  promovido  por 
loe  vecinos  granjeros,  á  peear  de  laa^iestiones  que  al  efecto  se  practicaron. 

Ffx  Beal  orden  de  13  de  Abril  de  1886  se  desestimó  la  solicitad  del 
Ajmitsmiento,  y  habiendo  éste  acndido  á  la  vía  contenciosa,  se  confirmó 
aqiwBa  resolnetón  por  sentencia  de  19  de  Enero  de  1892,  cay  a  parte  sas* 
taneial  es  la  rtgniente: 

Considerando  qoe  la  cuestión  objeto  del  presente  litigio,  segte  los 
lérmittoe  en  qne  se  ha  planteado  por  las  partes,  se  redaoe  á  determinar  si 
«D  la  ampliación  del  expediente  gabemativo,  acordada  por  la  Sala  enarta 
M  IVibimal  Sapremo  en  sentencia  de  6  de  Febrero  de  1872,  se  han  oam- 
pudo  por  la  Administración  todos  y  cada  ano  de  los  extremos  qae  dicha 
leeolndón  compraidía.  ó  si,  por  el  contrario,  se  ha  omitido  algnno,  y  si  ha 
habido  en  sn  caso  Jostíficado  motivo  para  dicha  omisión: 

Considerando  qae  los  extremos  qae  abarcaba  la  resolación  de  la  Sala 
coarta  del  Sapremo  cm  f  andones  de  Trtbanal  de  lo  Oontenoioso,  eran: 
primero,  qae  se  expidieee  naeva  ceiüfioación,  svfldentemente  ampliada, 
por  el  Secretario  del  Gobierno  de  la  provinda  de  Badajos,  respecto  á  si 
kablan  sido  ó  no  arbitrados  los  aprovechamientos  del  monte  El  Encinar; 
segando,  qae  se  aniera  al  expediente  el  instraído  á  instancia  de  la  Oomn- 
Bídad  de  granjeros,  acerca  del  propio  asante;  y  tercero,  qae  se  toviera  en 
coenta,  en  la  tramitación  del  asante,  lo  dispaesto  en  el  art.  2.*,  párrafo 
noveno  de  la  ley  de  Ifi  de  Mayo  de  1866: 

Oonaiderando  qae  d  bimí  la  oertifioadón  qae  obra  en  el  expedlMite 
gobernativo  ha  ddo  expedida  por  el  Secretario  de  la  Dipatadón  provin- 
dal  de  Badajos,  y  no  por  el  Secretario  del  Gobierno  de  la  provincia,  eeto 
lia  dimanado  de  qae  aqiral  fandonarío  era  el  único  en  cayo  poder  obra- 
ban los  antecedentes  del  asante,  dendo  sa  certificación  tan  amplia  que 
no  omite  el  más  peqoeffo  dato  qae  paeda  condacir  al  esclarecimiento  de 
la  coeaüón: 

Oonaiderando  qoe  despoós  de  haberse  practicado  todas  las  diligendas 
necesarias  para  incorporar  á  estos  autos  el  expediente  gabemativo  ios- 
tro^  á  instanda  de  la  Oomoiidad  de  granjeros  de  Yillalba  de  los  Barros, 
Bo  ha  ddo  podble  encontrarlo,  ni  aun  paede  determinarse  con  datos  d  ar- 
tos d  se  in^rayó,  d^Mendo,  por  tanto,  la  fteHa  de  cumplimiento  de  lo  or- 
denado sobre  este  extremo  m  la  sentcnida,  á  impodbilidad  material;  por 
lo  cual,  como  nadie  eetá  obligado  á  lo  imposible,  no  puede  hacerse  respon- 
sable á  la  Administradón  de  la  omisión  de  an  requidto  cuya  realisación 
oo  dep^dió  de  en  ▼olantad: 

Connderando  qae,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  2.o,  párrafo  no- 
veno de  la  ley  de  1.^  de  Mayo  de  1866,  sólo  está  obligada  la  Administra- 
don  á  oír  al  Tribimal  de  lo  Contendoeo,  ó  al  que  haga  sus  veces,  cuando 
•zfata  eonformidad  da  pareceres  enUe  la  Dipatadón  y  el  Ayuntamiento, 
eosa  qne  no  aacedia  en  el  presóte  caso,  estando,  por  tanto,  relevada  la 
Admizdttrsddn  de  oír  el  dictamen  de  ningún  Cuerpo  consultivo. 
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Visto  el  art.  2.o,  párrafo  noveno,  ley  de  l.o  de  Mayo  de  18ft5; 

Fallamos  ^nedebemoa  declarar  y  declaramos  que  la  Administoacidn 
general  del  Estado  ha  cumplido  en  todas  sos  partes»  en  cnanto  le  ha  sido 
dable  hacerlo,  lo  pieoeptnado  en  la  sentencia  diotada  por  la  Salft  cHartA 
del  Tribunal  Supremo  en  6  de  Febrero  de  1672,  no  habiendo  lugar,  por 
tanto,  á  reponer  el  e^>ediente  al  estado  que  pretende  la  parte  demandan- 
te; y  que,  en  su  consecuencia,  quede  firme  y  subsiste  la  Beal  orden  ezpe* 
dlda  por  el  Ministerio  de  Hadenda  en  18  de  AbrU  de  1886.--(8ent«ncÍA 
publicada  el  19  de  Enero  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaeeta  de  19  de  8ep* 
tiemltara  del  mismo  afio.) 


15  . 

8BMTBÑ0IA  (20  de  Enero  de  lS92),^ExcipGJOHe$  perentorias.  De$%tH- 
miento.  Canal  de  Isabel  IL  Indénsnieación  deperjuieias.'-Se  revoca  1»  B«»| 
orden  de  2  de  Junio  de  1890,  impugnada  por  D.  Eustaquio  de  la  Orus,  y 
relativa  á  indemnisación  de  daños  causados  en  una  finca  de  la  propiedad 
de  aquél  por  la  rotura  de  una  cañería  del  Ganí^  de  Isabd  n,  y  se  establece: 

i.^  Que  desistiendo  expresamente  el  JpHscal  déla  exe^^eión  propuesta  comió 
perentoria,  no  procede  dictar  resolución  acerca  de  este  exéremo; 

Y2S*  Que  reeonoeidopor  una  Be(ü  orden  el  dere^Ao  del  interesado  á  ser 
indemniiado  por  los  perjuicios  causados  en  una  casa  de  su  propiedad  á  eonos- 
euencia  de  la  rotura  de  una  cafkria  del  Oanal  de  Isabel  II,  es  indispensable, 
para  el  debido  cumplimiento  de  aqudla  resolucián,praetiear  una  peritación,  i 
fin  de  que  Im  peritos  nombrados,  uno  por  el  propietario  y  otropor  el  Estado^ 
y  tercereen  caso  de  discordia,  fijen  la  verdadera  cantidad  indánnÍMoble. 

Por  Real  orden  del  Ministerio  de  Fomento  de  14  de  Enero  de  1889^ 
á  consecuencia  d^  haber  reclamado  D.  Eustaquio  de  la  Gnu  que  se  le  in* 
demnisase  de  los  perjuicios  ocasionados  en  una  casa  de  su  propiedad  por 
la  rotura  de  una  cafiería  del  Oanal  de  Isabel  U,  se  declaró  que  dicho  inte* 
resado  tenia  derecho  á  ser  indemnisado,  y  que  eo  cuanto  á  la  cantidad  da 
4.700  pesetas  á  que  aquél  hacia  ascender  los  perjuicios,  segán  tasación  del 
director  de  las  obras,  informase  la  Dirección  del  Oanal,  después  de  oir  al 
propietario,  quien  podria  asistir  á  las  operaciones  de  reconocimiento  y  va- 
luación. 

Practicado  el  reconocimiento,  la  Dirección  del  Oanal  propuso  se  conce- 
dieran al  interesado  700  pesetas  por  vía  de  indemnización  graciosa,  advir^ 
tténdole  que  por  no  haber  precedido  reconocimiento  alguno  á  la  ejecución 
de  las  obras  que  llevó  á  cabo  por  sU  cuenta  y  riesgo  sin  interveneión  del 
Estado,  había  renunciado  de  hecho  á  reclamar  de  éste  responsabilidad  al* 
gana. 

Por  Real  orden  de  2  de  Julio  de  1890  se  dispuso  que  se  pagasen  á  D.  Eus- 
taquio de  la  Oros  700  pesetas  como  indemnización  prudeneUl  del  peijuioio 
sufrido,  é  impugnada  esta  Real  orden  en  vía  contenciosa,  pretendiendo  ea 
ella  el  interesado  que  se  le  declarase  con  derecho  á  perdbir  la  suma  de 
4.700  pesetas;  y  emplazado  el  Fiscal,  alegó  como  per^itoria  la  excepción 
de  incompetencia  de  jurisdicción,  de  la  que  desistió  en  el  acto  de  la  viita, 
suplicapudo,  para  el  caso  que  fuera  desestimada,  que  se  absolviera  de  la  de* 
manda  á  la  Administración,  y  se  confirmase  la  Real  orden  recurrida. 

El  Tribunal  revooé  la  resolución  impugnada  de  2  de  Julio  de  1890,  por 
sentencia  de  20  de  Enero  de  1892,  cuya  p¿rte  sustancial  es  convo  síflde; 

Oonsiderando  que  por  haber  desi^&do  expresamente  el  Fiscal  de  la  ex* 
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«epdAn  qve,  ecmio  perentoria  habla  propa«0fto,  B0  Iwoc«de  ao  Mte  0^ 
lar  fetolodto  acarea  de  eale  extremo: 

OoB^derando  qae  la  Real  orden  de  14  de  Enero  de  lS8d,  que  ee  firme» 
d«elexa  él  dnecho  de  D.  Enateqnio  de  la  Gmi  á  eer  indemnisado  por  loa 
toperfecioa  qne  la  caaa  de  en  propiedad  enfrió  á  coneeenencia  de  las  in- 
TMkmea  de  laa  agoaa  d^  Gaati  de  Isabel  IL 

Ckmnderando  qne  para  eom]^  debidamente  lo  diapoeato  ea  dicha  Real 
orden,  ie  hace  predao,  ante  todo,  determinar  la  oaantia  de  talea  perjaicioe^ 
detewainaidón  qae  no  ecmata  he^  en  el  ucpediente  gobernativo,  so  puesto 
qae  apredadoa  aqoélloe  per  el  demandante  en  4.700  pesetea,  la  Dirección 
del  Oanal,  qne  lepieaentaba  al  Estado,  prescindiendo  de  los  docamentos 
pwsontadoa  por  aqaól,  se  limitó  á  afirmar  qne  no  tenía  medios  para  cono- 
ear  la  yerdadera  importanoia  de  talea  peijnicios  7  á  proponer  qoe  gracio- 
samente se  coneediertti  á  D.  Eoataqnio  de  la  Oras  700  pesetas: 

Ooneiderando  qne  tal  cantidad,  aprobada  4>or  la  Beid  orden  qne  hoy  se 
ledama,  ea  á  todaa  Inees  insofioiente,  puesto  qne  no  alcanza  á  reintegrar 
laa  aomaa  qoe  el  intereeado  abonó  al  Ayontamiento  de  Madrid  por  laa  li- 
eendas  j  arbitrios  indiapeasables  para  laa  obras; 

Y  eonaiderando,  en  sa  consecuencia,  qne  la  citada  Beal  orden  de  14  de 
Enero  de  1881)  se  halla  hoy  incumplida,  y  qne  para  su  debido  cumplimiento 
es  indispensable  practicar  una  peritación,  á  fin  de  qae  dos  peritos,  nom- 
brados uno  por  el  propietario  y  otio  por  el  Estado,  y  tercero  en  caso  de 
diwtMrdia,  fijen  la  verdadera  cantidad  indemnisable. 

Viato  la  Beal  arden  de  14  de  Enere  de  188d; 

Fallamoe  qne  debemos  revocar  y  revocamos  la  Beal  orden  reclamada 
de  3  de  Julio  ^e  1890,  y  mandamos  que  por  peritos  nombrados  por  el  Es- 
tado y  por  el  demandante,  y  tercero  en  caao  dediacordia,  ae  fije  la  cantidad 
qoe  en  concepto  de  indemnixadón  debe  entregarae  á  D.  Eostaquto  de  la 
Onis.~(Sentencia  publicada  el  30  de  Enero  de  1892,  ó  inserta  en  la  Gaceta 
de  17  de  Septiembre  del  miamo  aflo.) 
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SMfTgHüíA  (20  de  Enero  de  1892).— i>etidat  de  Um pueblos.  Compensacián. 
Be$oimeiáH  previa  gubemaíiwL'^Se  revoca,  en  parte,  la  Beal  orden  de  26  de 
Emco  de  1889,  impugnada  por  el  Ayuntamiento  de  £1  Molar  y  referente  al 
pago  de  débitos  anteriores  á  1886-80,  y  se  establece: 

i¡me  em  via  contenciosa  no  puede  dictarse  resolución  alguna  respecto  duna 
efmpensaeián  de  deudas  entre  un  AywiUamiento  y  la  Hacienda,  cuando  la 
AámMstracián  activa  nada  hit  resuelto  acerca  de  este  extremo. 

En  20  de  Enero  de  1888  la  Intervención  de  Hadenda  de  la  provincia 
de  Madrid  certificó  qpe  él  Ayuntamiento  de  El  Molar  debía  á  la  Hacienda 
por  presupuestos  anteriores  la  cantidad  de  7.644  pesetas  38  céntimos,  y  el 
Ayuntamiento,  notidoao  de  esta  liquidación,  formuló  otra  por  sa  parte, 
expresando  qne  la  cantidad  adeudada  era  únicamente,  según  la  demoetra* 
iióB  que  ha<^  de  2.949,08  pesetas,  cuyo  crédito  debia  reducirse  aun  en 
S46jB0  pesetas  qne  la  Hadenda  debía  al  Ayuntamiento,  y  que,  compensan- 
ddA,  dejaban  reducido  el  débito  de  éste  á  2.403,28  peseta. 

OonfirmadA  por  la  Delegadón  de  Hadenda  la  liquidación  hecha  por  la 
iotarvendón,  dedaip  el  Ayuntamiento  de  El  Molar  recurso  de  alxada  para 
ante  el  Ministerio  oe  Hadenda,  que  fué  desestimado  por  Beal  orden  de  2i 
de  Enero  de  1889,  confirmatoria  dd  acuerdo  hnpugnado. 
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Oontra  esta  Beal  ordMi  acudió  á  Ja  vis  contendosa  el  AytmtamieiitQte 
£1  Molar,  pretendiendo  bq  nalidad  ó  reyocadóo,  y  ^oe  líe  declarase  que  el 
Ayuntamiento  no  adendaba  ni  venía  obligado  á  pagar  3.046,19  peeetae  qae 
ee  le  exigían  por  consumos,  ni  486  de  cédnlas  de  empadronamiento,  ante- 
riores al  afio  de  1874  76,  que  de  la  liqnidadón  debían  rebajarse  9.191  pe- 
setas, como  aumento  indebido  hecho  al  encabezamiento  Ajado  por  Beat 
orden  de  13  de  Junio  de  188S,  que  se  declarasen  solventadas  98  pesetas, 
procedentes  de  códulas  personales  de  1888  84  y  1884'S6  entregada  opor- 
tunamente en  la  Administración,  y  que,  en  su  consecuencia,  Is  únkMi  can- 
tidad que  adeudaba  el  Ajruntamiento^ra  de  3.948,98  pesetas,  procedentes 
de  consumos  de  1877-78  se  hallaba  comprendida  dentro  de  los  beneficios 
de  la  ley  de  l.o  de  Agosto  de  1877»  y  que  se  acordase,  al  mismo  tiempoi» 
que  por  la  Delegación  de  Hacienda  se  compensase  á  la  Oorporación  miHii- 
cipal  de  todos  los  créditos  que  tenía  contra  la  misma. 

Seguido  el  pleito  por  todos  sus  trámites,  el  Tribunal  revocó,  en  parte, 
la  Beal  orden  de  36  de  Euero  de  1889.  por  sentencia  de  30  de  Enere  de 
1893,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  el  Ayuntamiento  de  El  Molar  alega  no  adeudar  é  ki 
Hacienda  las  3.046  pesetas  19  céntimos  por  consumos  y  485  por  cédnlas  de 
eQÍi)adronamiento  que  se  comprende  en  la  liquidación  de  1888  como  crédi- 
tos posteriores  á  1874  á  76,  fundado  principalmente  en  que  aqiMllas  canti- 
dades no  constan  en  la  liquidación  total  de  1877: 

Considerando  que,  aparte  de  que  esta  circunstancia  no  consta  demos- 
trada en  el  expediente,  supuesto  que  esta  última  liquidación  «emprende 
cifra  mayor  que  la  primera,  como  débito  por  consumos,  es  lo  cierto  qde  el 
demandante  no  ha  justificado  en  manera  alguna  haber  satisfecho  las  eaiw 
tidades  de  que  se  trata,  ni  siquiera  afirma  el  hecho  del  pago,  puesto  qué 
alega,  sin  presentar  demostración  alguna,  que  deben  hallarse  compensa^ 
das,  condonadas  6  considerarse  prescritas: 

Considerando,  en  cuanto  á  las  98  pesetas  procedentes  de  cédulas  perso- 
nales de  los  años  1888  á  84  y  84  á  86,  que,  si  bien  el  Ayuntamiento  afirma 
que  corresponden  á  las  cédulas  devueltas  en  dichos  afios,  tampoco  ha  pre- 
sentado documento  alguno  que  lo  demuestre: 

Considerando,  por  lo  que  se  refiere  al  débito  por  consumos  de  1875  4 
76  y  1884  á  86,  que  la  diferencia  entre  las  6.070  pesetas  19  céntimos  que  la 
Hacienda  exige  al  Ayuntamiento  que  demanda  y  las  2.948  pesetas  que  éste 
confiesa  adeudar,  procede  de  la  diferencia  entre  el  cupo  que  sefialó  la  Beal 
orden  de  37  de  Junio  de  1883  y  el  que  posteriormente  fijó  la  Dirección  ge- 
neral en  acuerdo  que  el  Ayuntamiento  tiene  apelado  ante  el  Ministerio  úb 
Hacienda,  y  por  tanto,  mientras  no  se  dicte  resolución  por  aquel  Oentra 
ministerial,  no  puede  conocerse  con  exactitud  la  cuantía  del  cupo,  ni,  por 
tanto,  la  cantidad  que  por  ese  concepto  debía  satisfacer  al  Ayuntamiento 
de  que  se  trata; 

Y  considerando  que  en  vía  contenciosa  no  puede  dictarse  resolución 
alguna  respecto  á  la  compensación  que  el  Ayuntamiento  solicita,  porque 
la  Administración  activa  nada  ha  resuelto  acerca  de  este  extremo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  la  cuantía  del  débito 
del  Ayuntamiento  de  El  Molar  de  los  afios  1876  á  76  y  1884  á  86  por  oott- 
snmos,  no  puede  determinarse  hasta  que  ef  Ministerio  de  Hacienda,  resol- 
viendo el  recurso  de  alzada  pendiente,  fije  el  cupo  que  debe  sátisfacef;  en 
cuanto  la  Real  orden  reclamada  esté  conforme  con  esta  declaración,  la  oott- 
firmamos,  y  la  revocamos  en  cuanto  no  lo  esté. — (Sentencia  publicada  el 
30  de  Enero  de  1893,  é  inserta  en  la  Qaoeta  de  17  ^e  Septiembre  del  mis- 
mo afio.) 
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Suttkhcu.  (20  da  Eaero  de  1892).  ^Cuerpo  pericial  de  Aiiuínae,  Foée- 
«^  ^  útiomos.— Se  oonfirm*  la  Reai  orden  de  18  de  Abril  de  1888,  im 
imanada  por  D.  Arturo  Galán  Moreno,  y  por  la  eoal  ee  negó  valides  á  loa 
efectos  del  aacenao  por  concorao  en  el  Caerpo  de  Adaanaa  á  loa  ezáma- 
sea  de  I rancéa  é  ingléa  aaírldoa  por  el  intereaado  en  el  Inatitato  profia- 
yinclal  de  Málaga,  y  ae  declara: 

1.0  Que,  según  el  ari,  6.0  de  la  Real  arden  de  31  de  Julio  de  1886,  no  fs 
mrfidente  kabpr  obtenido  la  aprohamón  de  loe  idiomas  f  rancie  ¿  inglés  en  un 
establo/amiento  del  Gobierno  en  que  $e  enseñan  oficialmente,  sino  que  es  indis 
pauable  haberlos  cursado  también  en  él  para  acreditar  que  se  poseen  á  los 
rfeetos  del  derecho  á  ascender  en  los  concursos  del  Cuerpo  pericial  de  Adua 
nos,  habiendo  podido  e-xigir  dicha  condición  el  Ministerio  de  Hacienda  para 
otorgar  el  derecho  al  ascenso  por  concurso  á  los  empleados  de  dicho  Cuerf*^, 
m  sujetarse  á  las  disposiciongs  de  Instruían  pi^lica,  porque  sólo  qm^, 
en  uso  de  sus  íitribueiones,  conceder  ciertas  ventajas  mediante  determimaim 
requisitos; 

Y 2,^  Que  al  exigir  el  haber  cursado  los  idiomas  no  hizo  de  m^or  eomái- 
tián  á  loe  empleados  de  Aduanas  que  tuvieran  sus  destinos  en  poblacum  *» 
donde  hubiera  establecimientos  oficiales  de  enseñanMa  de  los  mismos,  que  á  ios 
que  residieron  donde  no  los  hubiese,  porque  \para  todos  {d^aba  expedito  el 
snedio  de  acreditar  la  posesión  de  dichos  idiomas  por  examen  especial  ante  la 
Dirección. 

Por  Beal  orden  de  18  de  Abril  de  1888  ae  confirmó  el  acuerdo  de  la 
Dirección  general  de  Adoanas,  denegatorio  de  la  solicitad  deducida  t  or 
D.  Artaro  Galán  Moreno,  Auxiliar  Viata  de  la  Aduana  de  Biálaga,  en  I* 
que  pretendía  que  para  los  efectos  de  ascensos  por  concarso  se  le  acredi- 
tasen los  idiomas  francés  ó  inglés  que  en  26  de  Enero  había  probado  en 
ri  Instituto  de  Málaga. 

Contra  esta  Beal  orden  dedujo  el  intereaado  recurso  contencioso,  que, 
seguido  por  todos  sus  trámites,  terminó  por  sentencia  de  20  de  Enero  de 
1893,  cuya  parte  aoatancial  es  como  sigue: 

Gottsiderando  que  la  cueatión  del  presente  litigio  se  reduce  á  determi- 
nar ai  D.  Arturo  Galán  Moreno  tiene  derecho  á  que  ae  le  reconoscan  con 
Talidei  para  el  ascenso  por  concurso  en  el  Cuerpo  de  Aduanas  la  apro- 
badón  obtenida  en  el  Instituto  de  Málaga  de  los  idiomaa  francés  é  inglés 
d  dia  25  de  Enero  de  1887: 

Considerando  que,  aegún  el  art.  8.®  de  la  Real  orden  de  31  de  Julio  de 
1888,  no  es  suficiente  fa^ber  obtenido  la  aprobación  de  dichos  idiomas  en 
vn  establecimiento  del  Gobierno  en  que  ae  enaeftan  oficialmente, .  nno 
que  es  indispensable  haberlos  cursado  también  en  él,  para  acreditar  que 
se  poseen,  á  los  efectos  del  derecho  á  asoender  en  los  concursos  del  Caer- 
po pericial  de  Aduanaa: 

Cousid^ando  que  el  Ministro  de  Hacienda  ha  podido  exigir  dioha 
condición  para  otorgar  el  derecho  al  aacenso  por  concurso  á  los  emplea- 
dos de  Aduanas,  sin  sujetarse  á  ias  diaposiciones  de  Instrucción  póblioa, 
porque  sólo  quiso,  en  uso  de  sus  atribucioaes,  conceder  eiertaa  ventiKJis 
Buedlante  determinados  raquiritos: 

Considerando  que  al  exigir  el  habar  cursado  loa  idiomaa  mencio»ad9^ 
90  hiao  de  m^jor  ooadioión  álos  empleados  de  Aduanas  quortUTieiMt  sus 
i6  t 
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deotinos  en  poblaciones  donde  habiera  establecimiento  oficial  de  ente- 
fianza  de  las  mismas,  que  á  los  qae  residieran  donde  no  lo  hubiese,  por- 
que para  todos  dejaba  expedito  el  medio  de  acreditar  la  posesión  de  di- 
chos idiomas  por  examen  especial  anto  la  Dirección. 

Visto  el  art.  6.0  de  la  Real  orden  de  31  de  Julio  de  1886; 

Fallamos  que  debemos  absolyer  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Arturo  Ga- 
lán Moreno  contra  la  Real  orden  de  18  de  Abril  de  1887,  la  cual  queda. 
firme  7  subsistonto.— (Sentmioia  publicada  el  20  de  Enero  de  1892,  ó  in- 
serta en  la  Gaceta  de  17  de  Septiembre  del  mismo  año. 


^^ 
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Sbntsnsia  (21  de  Enero  de  lS92).''Aprovechamientoi  depastos.  Reden- 
ción de  aprovechamientos.— 'Qe  revoca  la  Real  orden  de  12  de  Enero  de  1885^ 
impoguada  por  D.  Eloy  Domínguez  y  relativa  á  los  aprovechamientos  de 
la  dehesa  Millar  del  Moral  en  Badajoz,  y  se  establece: 

Qne  ¡as  redenciones  de  aprovechamientos  que  implican  una  infracción  de 
¡o  que  al  rfecto  disponen  ¡os  artículos  7  o  y  P.o  de  ¡a  ¡eu  de  15  de  Junio  de  1866, 
n^  pueden  estimarse  ejicaces  y  valederas,  y  ¡os  derechos  y  acciones  de  que  los 
redi$nentes  se  crean  asistidos,  en  virtud  de  esta  deciaradon  de  ineficacia,  pue* 
den  hacerios  valer  donde  corresponda  y  en  ¡aforma  que  procoda. 

En  el  suplemento  al  Boletin  oficial  de  Badajos,  correspondiente  al  18  de 
Julio  de  1866,  se  anunció  el  remato  de  la  finca  rústica  siguiente:  «El  apro- 
vechamiento de  hierbas  y  pastos  en  el  año  y  en  la  parto  que  no  esté  sem- 
brado en  la  dehesa  denominada  Millar  del  Moral,  de  secano,  termino  de 
eata  capital  y  perteneciente  á  sus  Propios,  y  cuyo  suelo  en  la  extensión  de 
1.681  fanegas  de  á  d.216  varas  cuadradas  cada  una,  ó  sean  1.018  hectáreas, 
9  áreas  y  7  centiáreas,  corresponde  á  particular  dominio,  pero  sólo  el  dere- 
cho de  labor.» 

Celebrado  el  remate,  se  hizo  la  adjudicación  á  D.  José  María  Domín- 
gues,  y  se  otorgó  á  su  favor  la  correspondiente  escritura,  expresándose  en 
ésto  que  la  cosa  vendida  la  constituían  los  referidos  aprovechamientos,  con 
todo*  los  derechos  que  les  eran  anejos,  y  en  1881,  D.  Eloy  Domínguez  so- 
licito de  la  Administración  económica  de  Badajoz  se  fijasen  la  extensión  y 
límites  del  derecho  á  los  aprovechamientos  de  que  se  trata,  y  que  su  di- 
funto padre  luibía  adquirido  en  1866. 

La  Delegación  de  Hacienda  dicto  providencia  en  12  de  Mayo  de  1882, 
declarando  que  teles  aprovechamientos  comprendían  todos  los  que  el  Ayun- 
tamiento de  Badajoz  había  disfrutado  baste  su  enajenación;  é  interpuesta 
apdadón  por  el  Interventor  de  Hacienda  de  la  provincia,  fundándose  en 
que  aquella  resolución  implicaba  la  nulidad  de  las  redenciones  de  aprove- 
chamientos otorgadas  por  la  Hacienda  en  1877  á  D.  Fernando  Montero  de 
Estuosa,  Dofia  María  Coca  y  Pizarro,  Dofia  Juana  Feliú  y  otros,  de  las  hier- 
bas y  pastos  de  varias  rozas  enclavadas  en  la  misma  dehesa,  y  en  que  po- 
día oiclia  resolución  lesionar  los  derechos  del  Estado  si  contra  ella  recia» 
maban  los  mencionados  redimentes,  el  Ministerio  de  Hacienda,  por  Real 
orden  de  29  de  Noviembre  de  1892,  revocó  el  acuerdo  del  Delegado,  dispo- 
niendo que  el  expediente  se  repusiera  al  estado  de  revisión  y  de  prueba,, 
para  que  se  oyera  á  los  redimentes  de  los  aprovechamientos  de  hierbas  7 
pastos  antes  de  dictar  fallo  definitivo. 

Dietada  esta  Beal  orden»  aendieron  á  la  Delegación  D.  Femando  Mon- 
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teco  de  Espinosa  y  I>.  Pedro  Coca  Pisarro,  BoliciUndo  se  decUraae  qae 

DoaángQttK  «ólo  tenia  derecho  al  aproyechAmiento  de  hierbaa  j  paatoa  en 

d  afio  7  en  \a  parte  qae  no  eetayiera  sembrada  la  dehesa,  pero  no  al  de  la 

«oMga,  deapoioa  de  la  siembra  y  raatrojoa  qae  aprovechaba  el  Ajonta- 

«MDto.  Oídoe  loa  demáa  redimentea,  el  Delegado  acordó,  en  14  de  Septiem- 

ke  de  188B,  qne  loa  aprovechamÍMitoa  enajenadoa  en  1866  comprendían 

Moa  loa  qoe  ^dafmtaba  el  Municipio  de  Badajos. 

Contra  esto  acuerdo  interpoaieron  recarao  de  alsada  Montero  y  Coca,  y 
por  Beal  orden  de  12  de  Enero  de  1885  se  revocó  el  acaerdo  del  Del^^o, 
dedarando: 

1l9  Qae  D.  Bloy  Domingaes  tenía  únicamente  derecho  al  aprovecha* 
Báeato  de  hierbas  y  pastos  del  Millar  del  Moral  en  la  parte  y  en  el  afio  qae 
Im  ddiesa  no  eataviera  sembrada,  poesto  qae  sólo  f oó  eso  lo  ofrecido  en  el 
anando  de  aabasta. 

S.*  Qne  era  firme  y  sabsistente  la  redención  de  aprovechamientos  ef  ec- 
toada  en  1877  por  D.  Femando  Montero  de  Eapinoaa; 

Y  S.o  Qae  debían  reservarse  á  los  interesados  los  derechos  de  qae  se 
cseyeran  añatidos,  para  qae  los  ejercitaran  donde  vieran  convenirles. 

Contra  esta  Real  orden,  y  en  súplica  de  qae  íaera  revocada,  dedo  jo  re- 
coiao  contendoeo  D.  Eloy  Domingaes;  y  seguido  el  pleito  por  todos  sos 
tiimites,  ée  dictó  sentenda  en  21  de  Enero  de  1892,  caya  parte  sastandal 
es  eomo  dgae: 

Considerando  qne  ana  de  las  principales  caestiones  qae  el  presente 
pWto  entrafia  consiste  en  la  interpretación  del  anando  del  Boletín  oficiai 
da  la  provincia,  qae  sirvió  de  base  para  la  sabasta  y  enajenación  de  laa 
hierbas  y  paatos  de  la  dehesa  Millar  del  Moral,  realizada  en  186i  á  favor 
<i6l  padre  del  actnal  demandante  D.  Eloy  Domiogaez,  para  determinar,  en 
aa  eonaecnencia,  los  derechos  qae  en  la  referida  venta  ae  otorgaron  d  com* 
pcador: 

Omdderando  qae,  d  bien  en  la  primera  parte  del  anando  se  dice,  como 
re^fte  la  Beal  orden  impagnada,  que  los  aprovechamientos  de  pastos  y 
hierbas  objeto  de  la  venta  eran  los  correspondientes  á  los  afios  y  en  la 
parte  mi  qae  la  dehesa  no  eataviera  sembrada,  es  también  evidente  qae  al 
sefislarae  en  la  aegnnda  parte  los  derechos  de  los  particalares  sobre  las  ro- 
wam  enclavadas  en  la  misma  dehesa,  se  expresa  con  toda  claridad  qne  éstos 
tísnen  exclodvamente  d  derecho  áe  labrar  y  sembrar  en  las  mismas: 

Considerando  qne  de  esta  exdadón  se  dednce  la  mayor  amplitud  de  los 
deredios  qae  faeron  objeto  de  la  venta,  y  qne,  por  lo  mismo,  en  ésta  enajenó 
H  Ayontamiento  de  Badajoz  loa  derechos  de  aprovechamiento,  talca  codea 
él  kM  dlsfrataba  como  de  sos  Propios: 

Condderando  qae  en  el  afio  1877  no  tenían  ni  podían  tener  los  redi- 
Bosotes  Montero,  Coca  y  otros  el  carácter  de  daefioa  ezcladvos  de  las  rosaa 
osflsTiins  en  la  dehesa,  ni,  por  lo  tanto,  redimir  las  cargas  qae  sobre  las 
siisnr^T  existían,  toda  ves  qae,  como  se  ha  dicho,  tenían  tan  aólo  el  derecho 
de  labrar  y  sembrar,  según  se  confirma  en  d  referido  anando  del  Boletín 
y  en  las  cláosalas  de  la  escritora  de  venta  otorgada  en  16  de  Diciembre 
ds  1866  en  favor  de  D.  José  María  Domlngaez: 

Condderando  qae  las  redondones  otorgadaa  en  1877  á  los  Sres.  Mon- 
taso.  Coca  y  otros,  implican  ana  infracdón  de  lo  qae  d  efecto  diaponen  los 
aitícalos  7. o  y  9.o  de  la  ley  de  16  de  Jnnio  de  1.866,  y  no  paeden,  por  tanto, 
osHmsrse  eficaces  y  valederos: 

Condderando  qne  los  derechos  y  acciones  de  qae  los  redimentes,  qae 
ya  foeron  oídos  en  el  expediente  gobernativo  en  sazón  oportana,  ae  crean 
asistidos  en  vlrtnd  de  esta  declaradón  de  ineficacia,  podrán  hacerlos  vder 
éoade  conesponda  y  en  la  forma  qae  proceda. 
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Viitos  lo0  artícaloa  7.o  y  9.o  de  la  ley  de  15  de  Junio  de  1866; 

Fallamot  qne  debemos  revocar  y  revocamos  la  Beal  orden  expedida  por 
el  Ministerio  de  Hacienda  en  12  de  Enero  de  1886,  declarando  en  su  Ingar 
qne  los  aprovechamientos  enajenados  por  el  Ayuntamiento  de  Badajos  á 
D.  José  María  Domínguez,  padre  del  actual  reclamante,  en  1865,  son  tales 
cuales  el  mismo  Ayuntamiento  los  había  disfrutado  como  de  sus  Propios 
hasta  la  referida  fecha,  sin  perjuicio  de  los  derechos  de  que  se  crean  asis- 
tidos los  redimentes,  y  que  podrán  ejercitar  en  la  vía  y  forma  que  estimen 
procedente. 


Dos  Consejeros  Ministros,  disintiendo  del  parecer  de  la  mayoría,  for- 
mularon el  siguiente  voto  particular: 

Aceptando  los  resultandos  de  la  anterior  sentencia. 
Considerando  que  el  objeto  de  un  contrato  es  el  que  se  desprende  de 
las  palabras  empleadas  por  los  contratantes  para  manifestar  su  voluntad, 
sin  que  sea  posible  hacerlo  extensivo  á  casos  y  cosas  distintos  de  los  ex- 
presamente estipulados: 

Considerando  qne  esta  doctrina  adquiere  mayor  fuerza  y  eficacia  en  el 
caso  de  que  la  ampliación  del  objeto  de  un  contrato  haya  de  perjudicar 
forzosamente  derechos  adquiridos  por  tercero: 

Considerando  que  lo  vendido  por  el  Estado  á  D.  José  María  Domíngucx 
en  1865  fué  únicamente  el  aprovechamiento  de  hierbas  y  pastos  en  el  aflo 
y  en  la  parte  que  no  esté  sembrado  en  la  dehesa  Millar  del  Moral,  según 
literalmente  expresan  el  anuncio  de  subasta  y  la  escritura  de  venta: 

Considerando  que  la  indicación  en  el  anuncio  de  qne  el  suelo  oorespon- 
día  á  particular  dominio,  pero  sólo  el  derecho  de  labor,  hubo  por  objeto 
determinar  con  entera  claridad  las  circunstancias  de  la  finca,  y  en  manera 
alguna  pudo  hacer  que  se  considerase  enajenado  más  que  aquello  que  se 
ofrecía,  como  lo  prueba  el  hecho  de  que  posteriormente  la  Administración 
se  creyó  autorizada  para  otorgar,  y  otorgó  en  efecto,  la  redención  de  varios 
Aprovechamientos  que,  de  haber  ¿do  comprendidos  en  la  subasta  de  1865, 
hubieran  privado  al  Estado  de  todo  derecho  sobre  el  inmueble  de  qne  se 
Uata: 

Considerando  que,  aparte  de  las  razones  expuestas,  no  es  posible  dictar 
on  fallo  que  implica  la  nulidad  de  las  redenciones  mencionadas  cuando  no 
han  sido  citados  y  emplazados  en  el  presente  pleito  aquellos  á  quienes  as 
concedieron  en  virtud  del  principio  de  derecho,  que  prohibe  que  nadie  sem 
vencido  en  juicio  sin  oirle; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Eloy  Domínguez  conka 
la  Real  orden  de  12  de  Enero  de  1885,  que  queda  firme  y  subsistente. — 
(Sentencia  publicada  el  21  de  Enero  de  1892,  é  inserta  en  la  Qaeeta  de  17 
de  Septiembre  del  mismo  afio.) 
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SsKTSNOiA  (21  de  Enero  de  lS92).—Exe^^n  de  ttenta,  CapeUania$f0í' 

miliares  colativas.— Be  confirma  la  Real  orden  de  17  de  Septiembre  de  1887, 

hnpugnada  por  Dofia  María  Latorre  Pastor  y  otros,  relativa  á  la  exoepcióa 

de  venta  de  los  bienes  de  cierta  capellanía,  y  se  establece: 

i.o    Que  según  el  art.  i.o  del  Beal  decreto  de  12  de  Agoito  de  1871,  km 
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fK  ae  cr«m  eon  derec^  á  lo$  bienes  de  CapeUankii  famüiare$  ó  de  sangre  v 

«CMvnot  piodoaos,  deberán  acompañar  á  ía  solicitud  de  excepción  laspartt- 

te  Mcromaitales  9«e  jMttt^gnM  ¿/  en/r^gtce  con  el  fundador  y  la  deseen- 

teda  de  los  lineas  üamcídas  al  goce  de  los  patronatos  activo  y  pasivo^  no 

sicMto  posible  legoteenle  admitir  otro  medio  de  prueba; 

T2P  Que  desestimar  la  solicitud  de  excepción  no  implica  la  incautaeián 
Je  Im  Menee  dótales  de  una  capellanía,  lo  cual  sólo  seria  oportuno  cuando  re- 
wmUosfor  la  inveMg€íeión  los  docutnentos  que  para  acreditar  el  carácter  de 
ia/miaeián  requiere  el  Beal  decreto  citado^  resultase  de  los  mismos  que  la 
de  que  se  tratara  no  había  sido  nunca  familiar,  ó  que  habiéndolo  sido  en  su 
erigen,  había  perdido  dicho  carácter,  con  arreglo  á  las  disposiciones  del  dere- 
Ae  ctB^ánieo,  úmeos  casos  en  que  tienen  ó  adquieren  los  bienes  de  esta  clase  el 
tómenlo  legal  de  eclesiásticos,  que  es  el  que  los  sujeta  á  la  desamortización,  se- 
gms  las  leyes  eknles  y  las  concordadas  con  la  Santa  Sede,  que  regulan  esta 


P6r  «0eritiira  de  fandación  otorgada  en  Valencia  en  Jnnio  de  1668,  Don 
itsfael  Selles,  como  albacea  y  ejecutor  del  testamento  de  Dofia  Violante 
Cantó,  institayó  nn  simple,  perpetuo  y  eclesiástico  beneficio  en  el  alt«r 
del  Santo  Gracifijo  de  U  iglesia  de  Penágaila.  En  la  propia  fundaeión, 
Ddtts  Violante  nombró  patronos  del  beneficio  á  D.  Lais  Cantó  y  Maese 
hám»  Cantó,  sos  hermanos;  en  defecto  de  éstos,  á  los  hijos  y  descendien- 
tkw  de  aqnél,  por  orden  de  primogenitura,  y  á  falta  de  estos  y  por  el  mismo 
orden,  á  su  sobrino  D.  Pedro  Qil  y  á  sns  descendientes. 

Vacante  el  indicado  beneficio  en  14  de  Febrero  de  1769.  se  promovió 
fitigio  sobre  obtención  de  aqnél  entre  varias  partes,  y  segnidos  los  antos 
sn  eA  Tribonal  eclesiástico  de  Valencia,  se  dictó  sentencia  definitiva  en  2 
éb  Septiembre  de  1774,  por  la  cnal  se  falló  que  la  parte  de  Francisco  Jime- 
to>,  oomo  presentado  por  el  Doctor  D.  Vicente  Jimeno  su  padre«  existente 
en  la  linea  y  descendencia  de  Mariana  Cantó,  nieta  de  Jaime  Cantó,  her- 
Biaoo  do  la  fondadora,  habla  justificado  su  intento  como  debía,  mandando 
qne  capacitado  que  fuese  el  referido  Francisco  Jimeno  con  la  primera  ton- 
sora,  so  le  confiriese  el  beneficio  con  plenitud  de  sus  derechos. 

£n  Abril  de  1842,  la  Comisión  provincial  de  los  bienes  del  clero  so- 
calar do  la  provincia  de  Alicante  declaró  que  la  heredad  titulada  El  Peni- 
fot,  en  el  término  de  Penágoila,  que  constituía  la  dotación  de  la  fundación 
oomo  do  beneficio  familiar,  se  hallaba  exenta  de  la  ley  de  2  de  Septiembre 
do  dicho  aílo. 

£n  16  de  Noviembre  de  1882,  D.  Antonio  Jimeno  Seropere',  por  sí  y 
como  apoderado  de  otros  interesados,  acudió  á  la  Delegación  de  Hacienda 
do  Alicante,  haciendo  relación  de  los  antecedentes  expuestos,  acompafiAU- 
do  la  escritora  de  colación  de  los  tres  últimos  Capellanes,  las  partidas  sa- 
reamen  tales  que  justificaban  el  entronque  de  los  recurrentes  con  el  que 
apflreee  patrono,  según  la  ejecutoría  de  1774,  que  también  presentó,  y  la 
rriaeión  de  bienes  dótales  de  la  Capellanía;  y  pidiendo  en  definitiva 
qm»  se  instruyera  el  oportuno  expediente,  con  sujeción  al  procedimiento 
marcado  en  la  ley  y  Reglamento  de  81  de  Diciembre  de  1881,  y  por  su  re- 
sottado  se  confirmase  el  acuerdo  de  la  Comisión  provincial  de  bienes  del 
Cloro  socolar,  recaído  en  19  de  Abril  de  1842,  declarando,  en  su  consecuen- 
cia^ qno  los  bíMies  dótales  del  beneficio  familiar  fundado  en  la  parroquial 
Sg^ssia  de  Penágnila,  bajo  la  invocación  del  Santo  Cristo,  se  hallan  eom- 
ptondidos  en  la  excepción  del  art.  3.o  de  la  ley  de  11  de  Julio  de  1866,  y 
'tgBsás  disposiciones  concordantes,  y  por  lo  tanto  exentos  de  la  incauta- 
ción y  venta  por  el  Estado: 

Informado  iavorabiemente  el  expediente  por  la  Delegación  de  Haden- 
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da,  lo  remitió  á  la  Dirección  general  de  Propiedades  v  Derechos  del  Esta- 
do, la  coal  fné  de  parecer  que  no  procedía  la  excepción,  porqne  ni  la  Oa- 
peilania  conservaba  so  origen  familiar,  ni  se  había  acreditado  el  entrón* 
qae  de  los  solicitantes  con  el  fandador,  ni  los  nombramientos  de  los  Oa- 
peilanes  aparecían  hechos  por  los  que  se  decían  patrones;  y  pedido  infor- 
me á  la  Dirección  general  de  lo  Ck>ntencioso,  lo  eracuó  adaciendo  las  ra- 
zones indicadas  por  la  de  Propiedades,  y  además  qne  la  solicitud  fné  de- 
dacida  fuera  del  placo  señalado  por  el  Real  decreto  de  17  de  Agosto  de 
1873,  en  el  sentido  de  que  debía  desestimarse  la  reclamación,  acordando 
que,  con  arreglo  al  art.  17  del  Real  decreto  de  12  de  Agosto  de  1871,  se 
ejerciera  la  acción  investigadora  para  los  efectos  que  en  él  se  determíua- 
ban,  si  bien  teniendo  presente  lo  qne  se  disponía  en  la  regla  4>  de  la  or- 
den de  la  República  de  12  de  Marzo  de  1874. 

Por  Real  orden  de  17  de  Septiembre  de  1887,  se  acordó  no  haber  lugar 
á  la  excepción  solicitada  y  se  ordenó  la  investigación  de  los  bienes  do- 
tales. 

Contra  esta  Real  orden,  y  á  nombre  de  D.  Antonio  Jimeno  Sempere  y 
copartícipes,  se  dedujo  recurso  contencioso,  formulando  demanda  con  ík 
súplica  de  que  se  deje  sin  efecto,  revocándola  ó  anulándola,  la  Real  orden 
citada  de  17  de  Septiembre  de  1887,  y  en  su  lugar  se  declaren  exceptua- 
dos de  la  desamortización,  por  su  carácter  familiar,  los  bienes  de- la  fun- 
dación de  que  se  trata,  ó  cuando  menos,  se  determine  que  continúe  en  la 
vía  gubernativa  la  instrucción  del  expediente,  si,  contra  lo  que  debe  creer- 
se, ^tara  alguna  en  el  mismo  para  completar  la  justificación  que  se  esti- 
mase precisa  de  la  subsistencia  del  referido  carácter  familiar  de  la  Cape- 
llanía, no  verificándose  en  ningún  caso  la  venta  de  los  bienes  que  consti- 
tuyen su  fundación,  en  observancia  de  lo  dispuesto  en  la  orden  ministe- 
rial de  12  de  Marzo  de  1874:       . 

Emplazado  el  Fiscal  y  seguido  el  pleito  por  todos  sus  trámites  legales, 
el  Tribunal  dictó  sentencia  confirmando  la  Real  orden;  siendo  su  parte 
sustancial  la  siguiente: 

Considerando  que  según  el  art.  i*^  del  Real  decreto  de  2  de  Agosto  de 
1871,  los  que  se  crean  con  derecho  á  los  bienes  de  Capellanías  familiares 
ó  de  sangre  y  memorias  piadosas,  deberán  acompaílar  á  la  solicitud  de  ex- 
cepción las  partidas  sacramentales  que  justifiquen  el  entronque  del  recu- 
rrente con  el  fundador,  y  la  descendencia  de  las  líneas  llamadas  al  goce  de 
los  patronatos  activo  ó  pasivo: 

Considerando  que  determinado  en  esta  forma,  no  sólo  el  hecho  que  debe 
resultar  justificado,  sino  también  el  modo  de  acreditarlo,  no  es  poisible  le- 
gal mente  admitir  otro  medio  de  prueba,  y  por  lo  tanto,  la  sentencia  del 
Tribunal  de  la  Curia  eclesiástica  de  Valencia,  presentada  por  Jimeno  Sem- 
pere, es  insuficiente  para  llenar  el  vacío  que  aparece  en  la  documentación 
traída  al  expediente: 

Considerando  que  desestimar  la  solicitud  de  excepción  no  implica  la 
incautación  de  los  bienes  dótales  de  una  Capellanía,  lo  cual  sólo  sería 
oportuno  cuando  reunidos  por  la  inyestigadón  los  documentos  que  pora 
acreditar  el  carácter  de  la  fundación  requiere  el  Real  decreto  citado,  resul- 
tase de  los  mismos  que  la  de  que  se  trata  no  ha  sido  nunca  familiar,  ó  que 
habiéndolo  sido  en  su  origen,  ha  perdido  en  la  actualidad  dicho  carácter 
con  arreglo  á  las  disposiciones  del  derecho  canónico;  únicos  casos  en  que 
tienen  ó  adquieren  los  bienes  de  una  institución  de  esta  clase  el  concepto 
legal  de  eclesiásticos,  que  es  el  que  los  sujeta  á  la  desamortización,  según 
las  leyes  civiles  y  las  concordadas  con  la  Santa  Sede,  que  regulan  esta 
materia: 

Considerando  que  en  el  estado  actual  del  asunto,  lo  procedente  es,  en 
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Vix\ad  de  k>  que  dispone  el  art.  17  del  Beel  decreto  ja  ciUdo  de  IS  da 
Agoeio  de  1871,  y  la  regla  4.»  de  )a  orden  del  Presidente  del  Poder  Ejeco* 
tÍTO  de  la  República,  fecha  13  de  Mano  de  1874.  reiterada  por  la  Diree- 
dón  general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estaao.  expedida  en  4  de  Fe< 
breio  de  1888,  que  la  Administración  ejersa  sa  acción  inyestígadora  para 
detwminar  el  carácter  qne  ofrecen  los  bienes  dótales  de  la  Capellán^  ins- 
tituida por  Dofia  Violante  Oantó,  respetando  entre  tanto  el  estado  pose- 
sorio de  los  mismos;  y 

Considerando  qne  la  Beal  orden  impugnada,  no  por  desestimar  la  soli- 
citad de  excepción  formnlada  por  D.  ijitonio  Jimeno  Sempere,  dispone  la 
incautación  por  el  Estado  de  los  bienes  de  las  Capellanías  en  cnestiótt  y 
sa  Tsnta,  sino  qoe  manda  proceder  á  la  inyestígación  de  dichos  bienes, 
siendo  por  lo  timto  notorio  qae  se  halla  de  acuerdo  con  los  principios  da 
respeto  á  la  propiedad  familiar  consignados  en  las  disposiciones  mendo- 
nadas,  por  lo  cual  procede  confirmarla,  absolviendo  dé  la  demanda  á  hi 
Admiiiistración  general  del  Estado. 

Vistos  los  artículos  2.o  y  17  del  Beal  decreto  de  19  de  Agosto  de  1871, 
la  orden  de  12  de  Marco  de  1874,  y  la  disposición  4>  de  la  circular  de  la 
Dirección  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado  de  4  de  Febrero  de  1888; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  el  licenciado  D.  Faustino 
Eodrígoes  San  Pedro  á  nombre  de  D.  Antonio  Jimeno,  hoy  su  viuda  y 
obos,  contra  la  Beal  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  17 
de  BeptiemlMre  de  1887,  la  cual  queda  firme  y  8ubsÍ8tente.~(SentencÍa  pu- 
blicada el  21  de  Enero  de  1892,  ó  inserta  en  las  Oacetas  de  17  y  18  de  Sep- 
tiembre del  mismo  afio.) 
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SxvTKKOiA  (21  de  Enero  de  1S92). —Derecho  á  petuión,  Faüeeimimt^ 
tñ/úneión  de  guerra.— Se  confirma  la  Beal  orden  de  22  de  Mayo  de  1889 
impugnada  por  Dofia  Concepción  Arana  y  relativa  á  derecho  á  pensión,  y 
se  establece: 

1.0  Que  eomtando  en  él  expediente  que  la  muerte  del  causante,  si  bien  oeu- 
trió  á  mano  airada  y  en  época  en  que  se  encímtraha,  durante  la  guerrm  ds 
€W6a,  d/e  servido  de  eampcOía  con  su  batallan  en  el  poblado  de  Maniahán,  «a 
tueedió  siquiera  en  actos  del  servido,  sino  en  ocasión  de  ausentarse  del  pobla- 
do MU  orden  ni  autorización  competente,  no  es  posible  estimar  que  dicha  muerte^ 
atea  causada  por  losenánigos,  ocurriera  en  función  de  guerra,  como  taxativa- 
mente exige  la  ley  de  8  de  Julio  de  1860,  para  que  se  originasen  los  derecko9 
úpenmón  guepor  la  misma  se  establecen; 

T^jo  Que  la  Beal  orden  de  26  de  Julio  de  1884  se  dirige  á  consignar  en 
favor  ds  las  viudas  y  huérfanos  de  los  militares  desaparecíaos  en  función  de 
guerra  el  ben^do  de  suponerles  faUeddos  para  d  efecto  del  goce  de  la  pe$món 
correspondiente,  determinando  asimiemo^  como  requisito  para  los  derechos  que 
eoneede,  que  la  destgmrídón  ocurra^  no  simplemente  en  tiempo  de  eampoMa^ 
eino  enfundan  de  guerra. 

^¡a  12  de  Octobre  de  1874  desapareció  D.  Emilio  Blanich,  Teniente 
del  batallón  Casadores  movilisados  de  Matanzas,  núm.  2,  con  el  cual  em- 
prendió la  ma^ha  para  Maulaban,  Jurisdicción  de  Holguln,  eentio  de 
operadones  del  batallón.  ...       . . 

Formado  expediente  en  averiguación  del  paradero  de  Blanich,  y  a  ina- 
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tancíft  de  80  etpoM  Dofia  Concepción  Arana,  para  fijar  sa  estado  civil,  en 
vitta  de  laa  diligencias  practicadas,  el  Asesor  de  Guerra  sastitato  caliñcó- 
de  jnstiñcado  el  fallecimiento,  y  también  qne  la  muerte  había  sido  debida 
á  on  asesinato  cometido  por  íneraa  de  la  insurrección  ó  por  una  persona 
indeterminada  que  le  sacrificó  á  una  venganza  ai  ausentarse  de  Maniabáa 
ain  permiso  ni  autorización  de  nadie. 

De  conformidad  con  este  dictamen  y  el  del  Auditor,  el  Oapitán  gene- 
ral de  Cuba  decretó  que,  con  autorización  del  Subdelegado  castrense  del 
Anoblspa4á>.  se  asentara  en  los  libros  la  partida  de  defunción  del  Oficial 
1>.  Emilio  Hlltnicb. 

Solicitada  por  Dofia  Ooncepción  Arana,  para  sí  y  su  hija,  Dofia  Rita  la 
X^ensión  que  pudiera  corresponderles,  fué  denegada  esta  pretensión  por 
Keal  orden  del  Ministerio  de  la  Querrá  de  22  de  Mayo  de  1889;  y-recla- 
mada  en  vía  contenciosa  esta  resolución  por  Dofia  Concepción  Arana,  fué^ 
confirmada  por  el  Tribunal  en  sentencia  de  21  de  Enero  de  1892,  cuya 
parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  la  cuestión  objeto  del  presente  litigio  se  reduce  á 
determinar  si  Dofia  Concepción  Arana  y  Bermeo  tiene  derecho  á  la  pen* 
áón  como  viuda  del  Teniente  del  batallón  Cazadores  movilizados  de  Ma- 
tansas,  en  razón  á  encontrarse  su  causante  comprendido  en  las  prescrip- 
nes  de  la  ley  de  8  de  Julio  de  1860: 

Considerando  que  por  constar  en  el  expediente  que  la  muerte  de  Don 
Emilio  Blanich,  si  bien  ocurrió,  según  fundadamente  se  supone,  á  mana 
airada  y  en  época  en  que  se  encontraba  durante  la  guerra  de  Cuba  de  ser- 
vicio de  campafia  con  su  batallón  en  el  poblado  de  Mamaban,  no  sucedió^ 
ni  siquiera  en  actos  del  servicio,  sino  en  ocasión  de  ausentarse  del  pobla- 
do ain  orden  ni  autorización  competente,  no  es  posible  estimar  que  dicha 
muerte,  aun  causada  por  los  enemigos,  ocurriera  en  función  de  guerra» 
como  taxativamente  exige  la  mencionada  ley  para  que  sé  originen  los  de- 
rechos á  pensión  que  por  la  misma  se  establecen: 

Considerando  que  la  Beal  orden  de  26  de  Julio  de  1884,  invocada  por 
la  recurrente,  se  dirige  á  consignar  en  favor  de  las  viudas  y  huérfanos  dé- 
los militares  desaparecidos  en  función  de  guerra  el  beneficio  de  suponer- 
les fallecidos  para  el  efecto  del  goce  de  la  pensión  correspondiente,  la  cual 
no  ea  objeto  de  duda  en  este  caso,  toda  vez  que  se  halla  justificada  la: 
muerte  del  Teniente  Blanich,  y  dicha  Real  orden,  de  conformidad  con 
aquella  ley,  asimismo  determina,  como  requisito  para  los  derechos  que 
concede,  que  la  desaparición  ocurra,  no  simplemente  en  tiempo  de  campa- 
fia, sino  en  función  de  guerra; 

T  cousiderando  que,  por  tanto,  la  Real  orden  ix^pugnada  que  negó  á  la 
interesada  en  este  concepto  el  derecho  á  percibir  pensión,  se  halla  ajus- 
tada^ la  legislación  vigente. 

Vistos  el  art.  6.o  de  la  ley  de  8  de  Julio  de  1860  y  la  Real  orden  de  26^ 
de  Julio  de  1884; 

Fallamos  qae  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge* 
nerai  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  Dofia  Concepción  Arana 
contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  la  Guerra  en  22  de 
Mayo  de  1889,  la  cual  queda  firme  y  subsistente.— (Sentencia  publicada 
el  21  de  Enero  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  18  de  Septiembre  del 
mismo  afio.) 
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80RKHCIA  (11  de  Enero  de  1892).— ¿cuto  de  iünanof.— Se  confirm* 
laBeal  orden  de  26  de  Septiembre  de  1888,  impugnada  por  D.  Juan  MaIu- 
•ada  7  relativa  al  pago  de  dereehoe  de  Adoanaa,  7  ae  establece: 

Qiie  tneitrre  tvidimtemmte  en  la  falta  que  eoitiga  el  párrafo  quinto  del 
mi,  249  de  Iq9  Ordenangai  de  Áduana$,  el  coneignatario,  cuando  en  el  numi- 
fnU  se  declara  que  lo§  buUoe  ó  cargamentoe  contienen  ufia  mercancia  que 
remdta  desjmés  9er  dútinta  de  la  expresada  en  dicho  manifieeto^  además  de 
fue  si  en  ate  se  cometió  error  pudieron  los  interesados  pedir  su  rectificación, 
aftaefWH^o  laa  formalidades  prevenidas  en  el  art.  45  de  las  mismas  Orde- 

Por  Beal  orden  de  26  de  Septiembre  de  1888,  se  confirmó  el  fallo  de  la 
JvBta  arbitral  de  Alicante,  que  estimó  bien  impuesta  á  D.  Jatn  Malacas) a 
la  nuilta  de  6.360  peaetaa,  con  arreglo  al  art  240  de  las  Ordenanzas,  porqae 
es  el  manifiesto  del  rapor  Játiva  se  expresó  qne  conducía,  entre  otraa 
■MKaneias,  126  barriles  con  peso  bmto  de  10.800  kilos  de  aiúcar  consip:- 
— doe  en  Biarsella  á  dicho  Malacada;  7  en  la  declaración  presentada  por 
éste  ae  hixo  constar  qne  esos  barriles  contenían  azúcar  de  nva,  7  resnUó 
4el  reconocimiento  que  pesaban  11.660  kilos. 

Impngnada  en  vía  eontendosa  esta  resolución  por  Malucada,  fué  coa- 
ftcnada  por  el  Tribunal  por  sentencia  de  21  de  Enero  de  1892,  cn7a  parte 
■Mtsmlal  es  como  sigue: 

Considerando  que  de  los  antecedentes  consignados  aparece  que  en  el 
■ruttrifieato  del  yapor  Játiva  se  hizo  mérito  de  que  los  126  barriles  conté- 
misD  acucar  con  peso  bruto  de  10.800  kilos,  siendo  así  que  del  reconoci- 
miento que  se  practicó  en  la  Aduana  resultó  que  la  partida  importada  era 
de  asúcar  de  uva  7  que  el  peso  de  la  misma  era  de  11.660  kilos: 

Oomiderando  que  el  consignatario  Malucada  ha  incurrido  evidente* 
menta  en  la  falta  que  castiga  el  párrafo  quinto  del  art.  249  de  las  Ordenan- 
sa%  pneeto  que  en  el  manifiesto  se  declaró  que  los  bultos  ó  cargameotce 
f^THtwnían  una  mercancía  que  ha  resultado  después  ser  distinta  de  la  ex- 
jueaBila  en  dicho  manifiesto. 

Considerando,  además,  que  si  en  éste  se  cometió  error,  como  asegura 
el  demandante,  pudieron  los  interesados  pedir  su  rectificación  obserractlo 
laa  formalidades  prevenidas  en  el  art.  46  de  las  Ordenanzas,  7  presentan* 
<lo  loe  docomentos  expedidos  por  las  dependencias  de  la  Aduana  de  Mar- 
aella  qne  intervinieron  en  el  transbordo  para  comprobar  de  este  modo  la 
abeointa  identidad  de  los  artículos  mencionados  en  el  manifiesto  del  va- 
r<or  Jática  con  los  expresados  en  el  manifiesto  del  vapor  que,  según  Fe 
dice,  transportó  la  mercancía  desde  el  puerto  de  la  nación  de  que  procedía 
hasU  Marsella: 

Gonelderando  que  la  Real  orden  impugnada  se  ajusta  á  lo  prevenido 
ea  el  citado  art.  248  de  las  Ordenanzas,  7  por  tanto,  debe  ser  confirmadla. 

Vistoa  los  párrafos  catorce  7  quince  del  art.  46,  7  el  párrafo  quinto  del 
S49  de  las  Ordenanzas  de  Aduanas  de  19  de  Noviembre  de  1884; 

miamoa  qne  debemos  absolver  7  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
Beati  del  Estado  de  la  demanda  deducida  á  nombre  de  D.  Juan  Malucada 
costra  la  Beal  orden  de  26  de  Septiembre  de  1888,  qne  queda  firme  7  sub- 
aislLiute.— (Sentencia  publicada  el  21  de  Enero  de  1892,  é  inserta  en  la 
Oaetia  de  18  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 
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SENTBsroiA  (21  de  Enero  de  lS92).-'8egregación  de  términos  mumcipa- 
ies.^Se  confirma  la  Real  orden  de  16  de  Septiembre  de  1876  impugnada 
por  el  Ayantamiento  de  Beocín,  y  ae  estoblece: 

Qífe  8i  la  instrucción  del  ea^^iente  en  primera  instancia  y  la  ampUacidn 
del  mismo  ordenada  por  él  Ministerio  de  la  Oobemación  para  la  segregación 
departe  de  su  término  municipal  y  su  agregación  ó  otro,  llenan  todos  los  re- 
quisitos prevenidos  por  las  U^es  y  disposuiiones  vigentes,  debe  confirmarse  di- 
cha segregación. 

La  Diputación  prorindal  de  Santander  acordó  en  11  de  Noviembre 
do  1885,  á  instancia  de  loe  vecinos  de  Mercadal  y  sn  barrio  de  Sierra  Elaa» 
que  se  les  segregase  del  término  municipal  de  Reocín,  para  anexionarlos 
al  de  Oartes,  teniendo  para  ello  en  cuenta  que  lo  hablan  pedido  la  ma- 
yoría de  los  vecinos  del  pueblo  interesado  y  que  era  cierto  lo  manifestado 
por  éste,  de  ser  menor  la  distancia  que  los  separaba  de  Oartes  y  de  que  á 
Reocín  le  quedaba  número  suficiente  para  constituir  municipio:    - 

Interpuesto  recurso  de  alzada  contra  este  acuerdo  por  el  Ayuntamienta 
de  Reocín,  se  desestimó  por  Real  orden  del  Ministf^río  de  la  Gobemacióa 
de  16  de  Diciembre  de  1886,  después  de  haberse  reclamado  y  unido  al  ex- 
pediente un  croquis  del  terreno  y  el  informe  de  los  Ayuntamientos  de  lo« 
pueblos  limítrofes,  los  cuales,  á  excepción  de  uno,  se  declararon  favorable* 
á  la  segregación: 

Impugnada  esta  Real  orden  en  vía  contenciosa  por  el  Ayuntamiento 
de  Reocín  para  que  se  dejara  sin  efecto  la  segregación  ordenada,  el  Tribu- 
nal la  confirmó  por  sentencia  de  21  de  Enero  de  1892,  cuya  parte  softan- 
cial  es  como  sigue: 

Considerando  que  la  única  cuestión  que  esta  sentencia  debe  deeidir  tm 
la  de  si  fueron  ó  no  segregados,  con  arreglo  á  la  ley,  del  término  de  Reo- 
cín el  pueblo  de  Mercadal  y  su  barrio  de  Sierra  Elsa,  para  agregarles  al  de 
Oartes: 

Considerando  que  la  instrucción  del  expediente  en  primera  instancia 
y  la  ampliación  del  mismo  ordenada  por  el  Ministerio  de  la  Gobernación, 
en  virtud  de  recurso  de  alsada  de  que  conoció,  llenan  todos  los  requisitos 
prevenidos  por  las  leyes  y  disposiciones  vigentes: 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  el  Ayuntamiento  de  Reo- 
cín, contra  la  Real  orden  de  16  de  Diciembre  de  1886,  que  queda  firme  y 
subsistente.— (Sentencia  publicada  el  21  de  Enero  de  1892,  é  inserta  en  la 
Gaceta  de  18  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 
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SxNTBNOiA  (22  de  Enero  de  lS^2),^Aprovechamientos  de  aguas.  Plaxo 
para  acudir  ala  via  contenciosa.  Nulidad  de  las  actuaciones.—Qe  declara 
nula,  á  instancia  de  la  Administración  y  de  D.  Pedro  Eacárraga  en  auto* 
con  el  Ayuntamiento  de  Barbadillo  del  Mercado,  la  sentencia  dictada  por 
la  Comisión  provincial  de  Burgos  en  21  de  Julio  de  1886,  que  dejó  sin 
efecto  cierta  concesión  de  aguas  hedía  por  el  Gobernador  á  favor  de  dicho 
Ezcárraga,  y  se  establece: 
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1.^  Qlitepor  wMi  Betú  ordm  no  ha  podido  interrwMpine  el  ¡apwdelplago 
j&sáofor  el  art,  2Sl,párrafo  2.^  de  laleydeAguoi  de  13  de  Junio  de  1879 
éU  ¿zón  vigente,  quejyáoa  d  término  de  un  mee  para  reelamar  en  vía  eon- 
fmeioia  contra  las  províienciae  de  lo$  Qobemadoree  en  materia  de  agna»  ff 
que  había  tramaeurrido  eon  exoeoo  cuando  la  Beal  orden  $e  dictó; 

Y  Z^  Que  $on  vieioe  9u$tanciale$  que  no  pueden  menoe  de  producir  la  nm- 
Sded  de  todo  lo  actuado  el  que  un  Afuntamiento  no  juetifique  haber  tomad» 
d  tímerdo  para  Utkfor,  previo  d  dictamen  de  letrados,  ni  que  obtuviera  vara^ 
éh  pamito  de  la  Diputación  provincial  ó  aereditaee  que  no  lo  neeeoitaba,  y 
d  que  no  cénete  que  esta  corporación  emitiera  la  neceSaria  consulta  que  iU- 
Ua  de  preoeédr  a  la  autoriMadón  de  la  vía  contenciosa  otorfada  por  los  Bo- 
bemadores,  requisitos  que  el  Tribunal  de  primera  instancia  debió  exigir  jf 
em^rdbar  eon  anterioridad  á  la  prosecución  del  litigio^  y  por  cuya  otmsiám 
no  puede  subsistir  la  sentencia  dictada. 

En  el  Boletín  oficial  de  Im  provincia  de  Bargoe  oorreepondiente  al  Iñ 
de  Abril  de  1886  ee  publicó  la  conceeión  que,  previos  los  trámites  legaletr, 
Mxo  el  Gobernador  en  10  de  dicho  mes  y  afio  á  D.  Pedro  Ezcárraga  para 
edificar  nn  molino  harinero,  y  ntilisar  nn  salto  de  aguas  del  rio  Arlansa, 
en  término  de  Cascajares  de  la  Sierra,  sitio  titulado  Hoyo  Vacas,  y  se  eo- 
monieó  asimismo  la  concesión  al  Alcalde  de  Barbadillo  del  Mercado  psva 
^e  faici6Ta  saber  la  resolnción  á  los  particnlares  qne  se  habían  opuesto  i 
la  obra. 

Interpuesto  recurso  de  alzada  para  ante  el  Ministro  de  Fomento  por 
dicho  Ayuntamiento,  se  dicló  Beal  orden  en  17  de  Julio  de  1886  trasla- 
dándola al  Alcalde  en  6  de  Agosto  siguiente,  por  la  cual,  fundándose  ea 
que  lo  resuelto  por  el  Gobwnador  causó  estado,  se  mandó  devolver  la  al- 
aada  al  mismo  á  fin  de  que,  reponiendo  el  expediente  al  estado  que  tenis 
al  diciar  la  resolución  de  10  de  Abrü  de  aquel  afio,  no  sufriera  perjuicio  el 
Ayuntamiento  apelante  y  pudiera  entablar  el  recurso  ante  la  Oomisión 
proTindal  si  lo  estimaba  eportuno. 

En  22  de  Septiembre  siguiente,  el  Ayuntamiento  de  Barbadillo  presen* 
tó  sa  demanda  ante  la  Comisión  provincial,  y  autorizada  la  vía  contencio- 
sa por  el  Gobernador,  se  dictó  sentencia  en  21  de  Julio  de  1886,  por  la  que 
se  declaró  sin  efecto  la  concesión  hecha  á  Escárraga  en  10  de  Abril 
de  1885. 

Contra  esta  sentencia  interpusieron  recurso  de  apelación  para  ante  el 
Consejo  de  Estado  D.  Pedro  Escárraga  y  el  Abogado  del  Estado  en  te^rth 
sentadóa  de  la  Administración,  y  sustanciado  el  recurfo,  el  Fiscal  y  la  re- 
pieseniación  de  Escárraga,  como  coadyuvante,  pidieron  la  nulidad  de  todo 
lo  aetnado  por  no  haberse  interpuesto  el  recurso  dentro  del  término  legal 
y  no  tener  el  Ayuntamiento  capacidad  legal,  puesto  que  no  había  adopta- 
do el  acoerdo  para  litigar,  previa  audiencia  de  letrados  y  con  autoriíadóa 
de  la  Diputación  provincial. 

£1  Tribunal  de  lo  Contencioso,  á  quien  pasaron  los  autos,  declaró  nulo 
lodo  lo  actuado  en  primera  instancia  por  sentencia  de  22  de  Enero  ds 
1892,  coya  parte  sustancial  es  la  siguiente: 

Considerando  que,  sean  cualesquiera  los  fundamentos  sobre  los  cuales 
descansa  la  sentencia  recurrida,  es  lo  cierto  que  publicada  en  el  Boletín 
ofiMd  de  la  provincia  del  16  de  Abril  de  1886  la  concesión  hecha  por  el 
<jobeimador  de  Burgos  á  D.  Pedro  Escárraga,  y  comunicada  en  tiempo 
oportono  al  Ayuntamiento  de  Barbadillo  del  Mercado  esta  resolución,  no 
podia  prevalecer  contra  la  misma  una  demanda  interpuesta  por  la  Coípo- 
ladóo  monicipal  el  22  de  Septiembre  de  1886: 

Considerando  que  si  bien  la  Beal  orden  de  17  de  Julio  de  iffual  afia 
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«landó  reponer  el  expediente  al  estado  que  tenia  con  anterioridad  á  la  al- 
iada gobernativa  del  Ajontamiento,  á  fin  de  que  ti  lo  estimaba  oportuno 
ntílisara  el  recurso  contencioso,  dicha  Real  orden  no  interrumpía  el  lapso 
ilel  plaao  fijado  por  el  art.  261 ,  párrafo  segando  de  la  ley  de  Aguas  de  18  do 
Junio  de  1879,  á  Ja  sazón  yigcúate  en  esta  parte,  y  que  fijaba  el  término  do 
tin  mes  para  reclamar  en  vía  contenciosa  contra  las  providencias  de  los 
<lobemadores  en  materia  de  aguas,  término  que  habría  transcurrido  con 
exceso  cuando  la  Beal  orden  se  dictó: 

Oonsiderando,  por  otra  parte,  que  la  demanda  presentada  adolece  do 
vicios  sustanciales  que  no  nueden  menos  de  producir  la  nulidad  de  todo 
lo  actuado,  puesto  que  ni  el  Ayuntamiento  justificó  liaber  tomado  el  acner- 
'io  para  li ligar  previo  dictamen  de  Letrados,  ni  que  obtuvo  para  ello  per- 
toiso  de  la  Diputación  provincial,  ó  que  no  lo  necesitaba;  y  por  último,  no 
consta  que  esta  Oorporación  emitiera  la  necesaria  consulta  que  había  do 
preceder  á  la  autorización  de  la  vía  contenciosa  otorgada  por  los  Goberna* 
éoies,  y  como  el  Tribunal  de  primera  instancia  debió  exigir  y  comprobar 
la  concurrencia  de  todos  estos  requisitos  legales  con  anterioridad  á  la  pro- 
seendón  del  litigio,  es  evidente  que  no  puede  subsistir  la  sentencia  recaí- 
4ia  en  el  mismo  litigio. 

Visto  el  párrafo  segundo  del  art  26  de  la  ley  de  18  de  Junio  de  1879i 

Visto  el  art.  66  de  la  ley  Municipal: 

Visto  el  art  93  de  la  ley  de  26  de  Septiembre  de  1868; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  nulo  el  procedimiento 
seguido  ante  la  Comisión  provincial  de  Burgos  á  nombre  del  Ayuntamien- 
to de  Barbadillo  del  Mercado,  y  en  su  virtud,  nula  la  sentencia  objeto  del 
presente  recurso.— (Sentencia  publicada  el  22  de  Enero  de  1892,  é  inserta 
aa  la  Oaeeta  de  18  de  Septiembre  del  mismo  aílo.) 
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Auto  (U  de  Febrero  de  1892).— JSecMma  de  aclaración.  Costas.— 8e  de- 
idara  no  haber  lugar  al  recurso  de  aclaración  interpuesto  á  nombre  de  Dovt 
Pedro  Ezcárraga  contra  la  anterior  sentencia  de  22  de  Enero  de  1892,  y  so 
establece: 

i.^  Que,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art  45S  del  Reglamento,  el  recurua 
de  adamción  procederá  cuando  los  autos  ó  sentencias  cfrezcan  ambigüedad 
ú  oscuridad  en  su  parte  dispositiva: 

J8.0    Que  no  solicitando  que  se  aclare  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia^ 
MO  que  se  adicUme  el  fallo  con  la  declaración  de  á  gat^n  corresponde  elpago^ 
«U  costas,  es  doctrina  corriente  en  los  Tribunales  la  de  que  cuando  en  lasen 
fenda  no  se  hace  expresa  condenaeián  en  costas,  cada  parte  satirface  las  que 
respectivamente  le  corresponden; 

YB,o  Que  no  es  de  tener  en  cuenta  h  prescrito  respecto  á  la  declaración 
ile  núkdad  de  actuaciones  en  los  artículos  456  al  461  del  Reglamento^  euanáxk 
los  vicios  que  motívaron  la  sentencia  no  proceden  de  faltas  en  la  sustandación^ 
para  que  puedan  aplicarse  los  indicados  preceptos. 

Pedida  aclaración  de  la  sentencia  recaída  en  el  pleito  anterior  en  el  sen- 
tido de  que  se  expresase  á  quién  correspondía  el  pago  de  costas  de  la  ape- 
lación y  el  de  las  causadas  en  el  procedimiento  declarado  nulo,  el  Trlba- 
ral  declaró  no  haber  lugar  á  dicha  aclaración  solidtada  por  la  representa* 
ción  de  D.  Pedro  Ezcárraga  en  auto  de  14  de  Febrero  de  1892,  cuya  parto 
austancial  es  como  sigue: 
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Oonaidftrmdo  que  oonlonue  á  lo  preTenido  en  el  art  468  del  Regla- 
mento, el  reeimo  de  aclaradóii  proeederá  ciuuido  loe  aatoe  ó  sentendM 
efreiean  ambigüedad  ú  oecarídad  ea  ra  parte  diepoeitiva: 

.  Coneidemido  qae  en  el  caao  presente  el  actor  no  aolidta  qne  se  aclare 
la  parte  dispositiva  de  la  senteadia,  sino  qae  se  adicione  el  fallo  con  la  de- 
claración de  á  quién  corresponda  el  pago  de  costas,  y  es  doctrina  corriente 
en  los  Tríbtuuües  la  de  qne  cnando  en  la  sentencia  no  se  hace  expresa  cod- 
deeadón  en  oostas,  cada  parte  satisface  las  qne  respectlTamente  le  corre»^ 
poedan: 

Oonsiderando  qae  no  es  de  tener  en  cnenta  lo  prescrito  respecto  á  I« 
dedsradón  de  nnlidad  de  actnaciones  en  loe  artícalos  466  al  461  del  Re- 
glamento, porqne  los  vicios  qae  en  el  caso  de  este  pleito  motivaron  la  ex- 
presada sentencia,  no  proceden  de  faltas  en  la  snstanciación  para  qoe  pat> 
dan  aplicarse  los  indicados  preceptos: 

Vistos  los  artícalos  66,  77  y.78  de  la  ley,  y  los  488,  458  y  454  del  Re- 
glamento; 

No  ha  lagar  al  reenrso  de  aclañción  dednddo  por  la  representación  do 
D.  Pedro  Escirraga.— (Aoto  fecha  14  de  Febrero  de  1892,  é  inserto  en  la 
Gaceta  de  18  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 
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Sbktbvgia  (22  de  Enero  de  lB92).—Arrendatario$  de  coneumoe. — Se 
confirma  la  sentencia  dictada  por  la  Oomisión  provincial  de  Sevilla  en'27 
de  Jamo  de  1888,  en  autos  promovidos  por  D.  Miguel  Jiménez  Marlel, 
arrendatario  del  impuesto  de  consumos  de  Herrera,  sobre  liquidación  de 
cuentas  de  dicho  impuesto,  y  se  establece: 

Qae  Guáleuqmera  que  sean  loe  requiiüoa  formalee  de  que  carezcan  loé  W 
hroe  de  nUerveneióu  de  un  Ayuntamienio,  eobre  ser  loe  únteos  documentos  le- 
fíües  de  comprobadán  de  los  ingresos  y  pagos^  no  cabe  recusarlos  sin  probar 
su  diferencia  y  acreditar  debidamente  la  omisián  de  asientos  ó  su  inexactitud. 

De  los  antecedentes  del  asunto  resalta  que  habiendo  tomado  Jiménes 
Mnriel  el  arriendo  de  consumos  de  Herrera  y  sus  recargos  por  el  alio 
de  1882-83  en  la  cantidad  de  40.000  pesetas,  cayo  contrato  se  amplió  des- 
poés  con  los  requisitos  legales,  á  los  afios  de  1888  á  86  por  la  de  62.678 
pesetas  y  un  céntimo  en  cada  uno,  hecha  la  cuenta  ó  liquidación  de  las 
samas  entregadas  por  el  arrendatario  y  por  el  primero  de  dichos  tres  afioip, 
arrojó  en  sn  fttvor  un  saldo  de  4  pesetas  61  céntimos,  de  qne  el  Ayunta 
miento  acordó  expedirle  certificación  en  11  de  Agosto  de  1888,  presea- 
tsndo  posteriormente  la  cuenta  correspondiente  al  afio  de  1883  á  81,  en 
la  que  resultó  on  saldo  de  9.242  pesetas  88  céntimos,  también  á  favor 
soyo,  y  las  de  1884  á  86,  en  la  cual  aparean  nivelados  el  cargo  y  la  data, 
m  bien  incluyendo  para  ello  en  ésta  el  saldo  de  la  cnenta  anterior;  qne 
examinadas  por  el  Ayantamiento  en  19  de  Septiembro  de  1888  las  de  loa 
dos  áltimoa  afios,  rechaió  las  partidas  sighientes:  una  de  2.600  pesetas  j 
otra  de  2.860  pesetas,  contenidas  en  la  data  de  1888  á  84,  ingresadas  por 
Jiménes  Mnriel  en  la  Depositaría  municipal,  la  primera  en  80  de  Abril 
de  1883,  según  cargareme  núm.  26,  y  la  segunda  el  28  de  Junio  del  propio 
afio,  s^ún  cargarle  núm.  83,  por  corresponder  ambas  entregas  al  afio 
económico  anterior,  ó  sea  al  de  82  á  88,  y  haberse  datado  ya  en  la  liqni- 
dación  respectiva  al  mismo,  y  además  879  pesetas  8  céntimos,  y  87  con  6S 
qae  comprendían  indebidamente  por  el  8  por  100  de  oobransa,  que  la  mu- 
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BldpAlidad  declaró  eorresponderle;  disponiendo  éaU,  en  ta  consecnencia» 
que  se  le  exigiesen  1m  6.036  peseUui  76  céntimos,  importe  de  las  cnatro 
'PHriidas,  y  que  si  no  las  entr^graba,  se  hiaesen  efectivas  por  la  vía  de 
apxetnio;  qae  Jiménez  Moriel  reclamó  contra  este  acaerdo,  fundándose  en 
que  dorante  el  afio  1882  á  83  había  entregado  en  la  Tesorería  de  Hacienda 
^  en  la  Depositaría  del  Ajontamiento,  por  el  arrendatario  del  iáipneeto^ 
cantidades  qne  en  jonto  ascendían  á  44.854  pesetas  con  51  céntimos,  6^ 
•ean  4.864  pesetas  con  61  céntimos  más  qne  el  cnpo  de  aqnel  afio,  acce- 
diendo á  las  exigencias  del  Monicipio;  pero  creyendo  qae  en  la  cuenta  co- 
rrespondiente al  mismo  sólo  debía  datar  las  necesarias  á  completar  el 
cupo  á  él  respectivo,  al  formalisarla  omitió  las  dos  partidas  de  3.500  y 
ItMO  pesetas,  dejándolas  para  la  siguiente,  en  que,  presentada  aquéllft^ 
^con  sus  comprobantes,  fué  aprobada  por  el  Ayuntamiento,  reconociéndole 
^  saldo  de  4  pesetas  61  céntimos  á  su  favor,  y  en  qne  no  era  culpa  suya 
qne  no  pareciesen  en  las  oficinas  municipales,  donde  quedaron  dicha 
cuenta  y  comprobantes,  los  que  demostrarían  no  estar  comprendidos  etk 
ma  data  las  dos  partidas  mencionadas;  que  el  Sr.  Gobernador  de  la  provin- 
cia, de  conformidad  con  el  dictamen  de  la  Comisión  provincial,  y  consi- 
derando que,  según  lo  resultivo  del  expediente,  no  estaba  probado  que 
Jiménez  Muriel  presentase  en  Agosto  de  1888  la  cuenta  de  1882  á  83  y  sus 
comprobantes,  y  que  unos  y  otros  quedasen  en  las  oficinas,  apareciendo 
qne,  hecha  entonces  á  petición  suya  la  liquidación  del  arriendo  de  aquel 
afio,  con  presencia  de  las  cartas  de  pago  que  exhibiera  y  retirara,  arroj6 
el  saldo  de  4  pesetas  61  céntimos;  pero  incluyendo  en  la  data  las  dos  par- 
tidfM  de  2.600  y  8.860  pesetas  entregadas  en  30  de  Abril  y  23  de  Junio  del 
propio  afio,  considerando  comprobada  la  liquidación  en  esta  forma  con  loa 
acentos  de  los  libros  de  intervención  de  los  fondos  municipales,*  como 
también  que,  habiéndose  practicado  otra  antes  con  asistencia  del  intere- 
sado, en  28  de  Abril  de  1883,  resultó  adeudar  éste  10.796  pesetas  51  cénti- 
aoos,  no  era  verosímil  que  desde  este  día  al  80  de  Junio,  ó  sea  en  el  espa- 
do de  dos  meses,  cuando  venía  retrasado  en  los  pagos,  abonase  esta  canti- 
dad y  4.860  pesetas  más;  y  estimando  que  el  hecho  que  se  deducía  de  es- 
tos antecedentes,  de  comprender  dos  veces  unas  mismas  parladas  en  sua 
cuentas,  constituía  una  tentiva  de  defraudación,  dicha  Autoridad  superior 
confirmó  el  acuerdo  reclamado  y  ordenó  se  pasase  el  tanto  de  culpa  á  loa 
Tribunales  para  que  procediesen  á  lo  que  hubiere  lugar  con  relación  á  este 
extremo;  lo  cual  tuvo  efecto,  exigiéndose  además,  y  por  la  vía  de  apremio, 
al  referido  arrendatario  el  pago  de  las  6.036  pesetas  75  céntimos  expre- 
aadas. 

Interpuesta  demanda  ante  la  Gomisión  provincial  por  enmones  Muriel^ 
con  la  súplica  de  qne  se  dejase  en  su  día  sin  efecto  la  resolución  del  Go- 
bernador, por  ser  injustos  los  reparos  puestos  á  sus  cuentas  por  el  Ayan- 
tamiento,  y  seguido  el  pleito  por  todos  sus  trámites  con  audiencia  de  la 
Corporación  municipal  demandada,  se  unieron  á  los  autos  la  sentencia  ab- 
aolutoria  dictada  por  la  Audiencia  de  Osuna  en  la  causa  seguida  contra 
Jiménez  Muriel  á  consecuencia  del  tanto  de  culpa  que  se  le  pasara,  testi- 
nonio  de  algunas  de  las  actas  de  las  sesiones  celebradas  por  el  Ayunta- 
miento de  Herrera  en  el  afio  de  1883,  las  diligencias  practicadas  en  cum- 
plimiento de  auto  dictado  para  mejor  proveer,  de  las  que  resulta  que  re 
queridos  los  Depositarios  municipales  que  fueron  de  Herrera  en  el  ejerci- 
do de  1882  88  para  qne  presentaran  las  cuentas  de  caudales,  ó  en  su  de 
fecto  los  libros  de  caja,  manifestaron,  el  uno  no  poder  rendir  por  enton- 
ces las  suyas  ni  aparecer  en  el  período  que  comprendía  ningún  ingreso 
por  recargos  sobre  consumos,  agregando  ambos  que  no  podían  exhibir  los 
übroa  por  no  haberlos  Uevado;  j,  finahnente,  oertifloación  literal  de  loe 
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cvgwémes  de  ingresos  yerificadoe  por  Jiménes  Mariel  en  la  Depodtoria 
onmicipal  por  recargos  sobre  censamos  en  el  referido  afio  económico  qae 
resoltaban  ser  once,  ó  importaban  16.184  pesetas  70  céntimos,  con  inclu- 
sión de  los  dos  de  30  de  Abril  y  23  de  Jnnio  de  1883,  números  25  y  83, 
de  2.600  pesetas  y  2.350  respectivamente. 

La  Comisión  provincial  de  Sevilla  dictó  en  27  de  Jonio  de  1888  sen- 
tencia confirmando  en  sa  primera  parte  la  providencia  impugnada,  y  sien- 
do so  parte  sustancial  la  siguiente: 

Considerando  que  redadda  la  cuestión  ventilada  en  este  litigio  á  de- 
tecnünar  si  D.  Miguel  Jimónes  Muriel  satisfizo  las  40.000  pesetas  por  que 
tomó  en  arrendamiento  el  impuesto  sobre  consumos  del  afio  económica 
da  1882  á  83,  y  4.854  pesetas  51  céntimos  más,  ó  si  sólo  entregó  40.004  con 
51  céntimos,  y  por  consiguiente,  si  formaban  ó  no  parte  de  esta  suma  las 
partidas  de  2  JSOO  y  2.850  pesetas  que  ingresó  en  la  Depositarla  del  Ayun- 
tamiento por  el  recargo  municipal  sobre  dicbo  impuesto  en  30  de  Abr^ 
y  23  d^  Junio  de  1883,  Jiménez  Muriel  no  ha  justificado,  como  era  necesa- 
rio, que  las  dio  con  exceso,  fundando  su  afirmación  únicamente  en  que  ha- 
báendo  presentado  á  principios  de  Agosto  de  1883  cuenta  acompafiada  de 
las  cartas  de  pago  originales,  sin  recoger  recibo  y  sin  incluir  en  ella  las 
4.850  pesetas  importe  de  las  dos  partidas  mencionadas:  le  fué  aprobada 
por^  Ayuntamiento  en  11  de  aquel  mes;  reconocido  á  favor  del  arreo  da- 
tsrio  un  saldo  de  4  pesetas  51  céntimos,  circunstancia  que  en  modo  alguno 
psede  i»t)bar  la  preterición  de  dichas  partidas;  primero,  por  no  ser  vero- 
sbnil  qoe  resultando  alcanzado  en  10.795  pesetas  51  céntimos  en  la  liqui- 
dación que  con  su  asistencia  se  hizo  en  28  de  Abril  «de  1883  (folio  61)^ 
abonase  en  los  dos  meses  siguientes  esta  cantidad  y  las  «orresi>ondientes 
i  ellos,  máa  las  4.850  pesetas  expresadas;  segundo,  por  no  serlo  tampoco 
qoe  en  el  caso  de  no  haber  hecho  este  anticipo,  se  reservase  las  dos  car- 
ta de  pago  que  las  componen,  y  dejara  de  consignarlo  en  la  cuenta  para 
qoe  ésta  apareciese  nivelada  cuando  al  cabo  arroja  un  saldo  de  4  pesetas 
61  céntimos,  que  nada  impedia  fuese  de  mayor  cantidad,  aplicable  en  todo 
CS0O  á  la  renta  de  los  dos  afios  siguientes;  tercero,  por  no  presentar,  como 
pareda  natural,  el  de  haberse  extraviado  la  cuenta  y  sus  comprobantes 
sn  las  oficinas  del  Ayuntamiento,  una  relación  detallada  de  los  ingresos 
qoe  hobiese  hecho  en  la  Tesorería  de  Hacienda  y  en  la  Depositaría  muni- 
cipal, demostrando  que  cubría  las  40.000  pesetas  de  sn  compromiso,  sin 
contar  las  4.850  pesetas  expresadas,  relación  que,  á  ser  exacta,  no  habría 
podado  menos  de  comprobarse  por  los  libros  y  documentos  de  cargo  de  las 
oAdnaa  provinciales  y  municipales;  cuarto,  por  negar  la  entrega  de  la 
ensota  y  cartas  de  pago  el  Alcalde  de  aquel  tiempo,  á  quien  se  supone 
hecha  (folio  229),  hallíndose  confirmada  su  negativa  por  el  acta  de  la  se- 
sión edebrada  por  el  Ayuntamiento  en  11  de  Agosto  de  1883  (folfo  279). 
cnyo  contrato  no  ha  podido  variarse  después  en  este  punto  por  ser  igual 
al  qoe  ccmtiene  en  la  certificación  dada  á  Jiménez  Mariel  al  día  siguiente» 
y  qne  éste  acompafió  al  escrito  que  dirigió  al  Gobernador  en  11  de  Octu- 
tara  de  1885,  y  en  cuya  acta  consta  que  lo  que  presentó  fué  una  solicitud 
pidiendo  certificado  de  haber  cubierto  las  obligaciones  del  afio  económico 
de  1882  á  83,  á  lo  que  accedió  el  Ayuntamiento  leída  la  liquidación  prac- 
ticada; y  quinto,  por  no  haberse  demostrado  que  esta  liquidación  en  que 
figonn  las  6.850  pesetas  entregadas  en  30  de  Abril  y  el  23  de  Junio 
de  1888,  qoe  debió  practicarse  #in  duda  con  presencia  de  todos  los  docu- 
mentos qoe  obrasen  en  las  oficinas  municipales  y  acreditasen  cuantos  pa- 
gos hiciese  Mnriel,  así  á  la  Hacienda  como  al  Ajruntamiento,  y  que  resul- 
ta foé  el  único  dato  en  qne  se  basó  el  acuerdo  de  11  de  Agosto^  adolecía 
de  defecto  algoao»  sin  qne  sean  suficientes  á  suponer  se  alterase  posterior- 
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mente  las  qae  tenga  en  aa  fonna  el  libro  de  actas,  cuando  ningún  repara 
concreto  y  positivo  se  le  ha  opuesto  ni  justificado  al  impugnarla: 

Considerando  que  cualesquiera  que  sean  también  los  requisitos  forma- 
les de  que  careicau  los  libros  de  intervención  del  Ayuntamiento,  sobre  ser 
los  mismos  documentos  legales  de  comprobación  de  los  ingresos  y  pagos, 
no  cabe  recusarlos  sin  probar  eü  diferencia,  y  acreditar  debidamente  In 
omisión  de  asientos  ó  su  inexactitud,  lo  que  no  ha  hecho,  ni  aun  inten- 
tado, Jiménez  Murie),  por  lo  que  hay  que  estar  á  los  que  en  ellos  apareo, 
mocho  más  cuando  resultan  comprobados,  como  sucede  en  el  presente 
afio,  respecto  de  los  verificados  por  el  mismo,  con  los  cargaremes  origina- 
les (folios  268  al  273  y  488  á  446),  no  encontrándose  entre  ellos  otros  im- 
gresos  que  los  consignados  en  la  liquidación  aprobada  en  11  de  Agosta 
de  1888,  que,  comprendiendo  los  de  80  de  Abril  y  23  de  Junio  del  propia 
«fio,  no  arroja,  sin  embargo,  más  saldo  en  su  favor  que  el  de  4  pesetas  51 
céntimos: 

Considerando  que  limitado  á  28.121  pesetas  el  cargo  de  Jiménez  Mu- 
riel,  por  el  cupo  del  Tesoro  en  el  año  de  1882  á  83,  y  16.879  el  recar$?o  mu- 
nicipal á  causa  de  la  rebaja  hecba  en  la  segunda  subasta,  total  40.000,  de 
las  certificaciones  dadas  por  la  Intervención  de  Hacienda  (folios  196  y  202), 
sólo  figuran  entregadas  por  él  en  el  primer  concepto  hasta  el  11  de  Agosto 
de  1883,  y  en  cinco  partidas  10.622  pesetas  y  22  céntimos,  y  de  los  libros 
de  la  Secretaría  municipal  en  el  segundo  concepto,  hasta  la  misma  fecha 
y  en  11  partidas,  16.184  pesetas  70  céntimos,  total  26.806  pesetas  92  cén- 
timos, habiendo  por  lo  tanto  una  diferencia  de  18.193  con  8  céntimos,  que 
en  la  liquidación  ^e  saldan  con  diversas  partidas  satisfechas  á  la  Ha- 
cienda por  Jiménez  Muriel,  y  aun  por  otras  persogas  y  por  diversos  im- 
puestos á  nombre  del  Ayuntandento,  lo  cual  revela  que  fueron  com- 
prendidas  en  ella  cuantas  partidas  podían  servirle  de  descargo,  y  que  na 
debieron  dejar  de  serlo  las  4.860  pesetas  en  cuestión,  puesto  que  en  aque 
lia  fecha  aparecen  adeudando,  aun  contando  con  esta  cantid¿l,  la  de  69* 
pesetas  30  céntimos  por  el  recargo  municipal: 

Considerando  que  aun  cuando  se  concediera  en  hipótesis  la  ineficacia 
de  dicha  liquidación  y  hubiera  de  practicarse  una  nueva  por  los  datos 
oficiales  conocidos,  ésta  arrojaría  un  alcance  mucho  mayor  que  el  reclama- 
do, puesto  que  no  podrían  admitirse  en  ella  como  data  varias  partidas  que 
aparecen  satisfechas  á  la  Hacienda  por  el  Ayuntamiento: 

Considerando  que  los  datos  oficiales  contradicen  las  alegaciones  del 
actor,  qnien  por  otra  parte  no  puede  explicar,  sino  por  una  incuria  extre- 
ma, y  que  le  es  exclusivamente  imputable,  la  carencia  absoluta  de  mediae 
eon  que  contrarrestarlos,  como  lo  serían  el  recibo  de  la  cuenta  y  compra 
bantes^que  dice  entregó  al  Alcalde;  el  de  copia  de  la  liquidación  aprobada' 
si  es  que  no  se  los  devolvieron,  y  un  libro  ó  apuntes  que  parecía  natuiml 
llevase  de  sus  cuentas  con  el  Ayuntamiento,  y  que  no  probando  aquéllas 
no  pueden  ser  estimadas: 

Considerando  inadmisibles  las  reclamaciones  hechas  por  el  misma 
en  su  demanda  respecto  del  8  por  100  de  cobransa,  en  razón  á  haberse 
obligado  á  entregarlo  al  Ayuntamiento  en  la  cláusula  4.»  de  la  escritora 
que  otorgara  el  11  de  Septiembre  de  1882,  folio  286: 
^  Considerando,  por  tanto,  que  subsistentes  los  fundamentos  de  la  pro 
videncia  dictada  por  el  GK>biemo  de  la  provincia  en  este  asunto  el  17  de 
Febrero  de  1886,  por  la  que  declaró  ajiménez  Muriel  responsable  al  rein- 
tegro de  las  6.086  pesetas  76  céntimos,  excluidas  por  el  Ayuntamiento  de 
las  cuentas  que  presentó  en  1886,  cumplida  la  eual,  aun  en  el  extremo  da 
depurar  ante  los  Tribunales  si  había  fraude  en  la  inclusión  en  ellas  de  las 
4.860  pesetas,  repetidamente  mencionadas,  en  cuyo  proceso  ha  obtenida 
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Mo  «baohitoilo,  como  qniera  que  no  Mtán  rendidaí  todavía  las  cnentea 

4»  candaba  del  afto  de  1882  á  88,  y  al  aerlo  padieran  resaltar  en  yista  de 

Im  VnlonnaUdades  con  qne  yenía  Heyándoae  por  loe  dependientes  del 

A^antamienU»  la  contabilidad  de  loe  íondoa,  naoTai  partidas  de  cargos 

liíaloaBepoñtarioB  que  airyieran  á  la  yes  de  descargo  á  los  arrendatarios 

deloi  Impaeatoa  públicos,  no  cabe  en  este  litigio  calificar  de*  temerario  al 

^ne  k>  ha  promovido; 

Falla  qne  debe  confirmar  en  primera  parte  la  providencia  gobernativa 
impagnada,  en  cnanto  por  ella  se  declaró  á  Jlménei  Mariel  responsable  de 
las  6.0S8  pesetas  71  cóntímos  expresadas,  desestimando  en  su  consecosB' 
dala  demanda  deducida  por  el  mismo;  y  qne  se  haga  por  ambas  partes  li- 
tigantes el  reintegro  del  papel  sellado  en  qne  hubiesen  debido  extenderse 
hm  respectivas  aetnaciones. 

Contra  esta  sentencia  dedojo  recurso  de  apelación  para  ante  el  Conse- 
jo de  Estado  D.  Migael  Jiménes  Mnriel,  y  personado  el  Fiscal,  como  ape- 
lado, en  el  acto  de  la  vista  el  representante  de  la  parte  apelante  hiso  alga- 
ñas  insinoadones  referentes  á  la  validez  de  las  actas  del  Ayantamiento  de 
Herrera,  por  lo  cual  se  dictó  auto  para  mejor  proveer,  reqoiriendo  al  Le- 
trado á  fin  de  qne  aclarara  el  concepto,  y  como  consecaencia  de  este  re- 
qnerímiento,  manifestó  qne  algunas  de  las  actas  de  la  Corporación  munici- 
pal no  estaban  extendidas  en  la  forma  correspondiente. 

El  Tribunal  confirmó  el  fallo  apelado  por  sentencia  de  83  de  Enere 
de  1898,  que  en^u  parte  sustancial,  es  como  sigue: 

Aceptando  los  resultandos  y  considerandos  de  la  sentencia  recurrida;  y 

Considerando  que  las  faltas  aducidas  por  el  Letrado  de  la  parte  ape- 
lante en  el  acto  de  la  vista,  respecto  á  la  forma  en  qae  fueron  extendidas 
las  actas  del  Ayuntamiento  de  Herrera,  caso  de  que  se  compruebe  su  exis- 
tencia, pueden  ser  corregidas  por  el  Superior  jerárquico  del  Ayuntamien- 
to, y  no  afectan  en  nada  á  la  validez  de  aquellos  documentos  ni  á  la  de 
loe  acuerdos  en  loa  mismos  transcritos; 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  en  todas  sus  partee 
la  sentencia  objeto  del  presente  recurso.~(8entencia  publicada  el  82  de 
Eo€so  de  1892,  é  inserta  en  la  Qaceta  de  18  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 


26 

SBSTBirciA  (22  de  Enero  de  l892).-*jBea{0t  órdenes  que  canean  eetado, — 
8e  revoca  la  Real  orden  de  18  de  Septiembre  de  1884  impugnada  por  Don 
Pedio  Caseiaro  Lobato  y  relativa  á  concesiones  de  terrenos  ganados  al 
Boar  en  el  puerto  de  Cartagena,  y  se  establece: 

Qjtie  no  pu^e  motUfioaree  por  otra  poeterioruna  Real  orden  ^ue  eama 
mtttdOy  reconociendo  derechos  en/avor  de  particularee. 

Por  Real  orden  de  9  de  Julio  de  1880  se  autorizó  á  D.  Pedro  Caseiaro 
paca  qae  padiera  ejecutar  las  obras  necesarias  á  fin  de  ganar  al  mar  ciertos 
terrenos  en  la  bahía  de  Cartagena,  considerándole  al  mismo  tiempo  con  de- 
reebo  de  prioridad  y  preferenda  á  cualquier  otro  peticionario  para  obtener 
¡M  eoaceeión  de  los  terrenos  ganados  al  mar  en  el  puerto  de  aquella  ciudad, 
neoBodeDáo  á  fsvoT  de  Caseiaro  derecho  á  cierta  indemización  por  la  oca- 
Dififóa  temooral  qa®  ^®  los  terrenos  había  hecho  la  Jauta  del  puerto. 

TV^M*  ñor  1»  JonU  de  Obras  del  puerto  la  nulidad  de  esto  Real  orden, 
«wSvíó  por  otra  de  14  de  Noviembre  de  1882,  á  propuesto  del  Consejo 
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de  EsUdo  en  pleno,  qae  Jiquélla  era  firme  ó  irrevocable  en  la  yía  gaber^ 
natiya,  y  se  previno  á  la  Junta  que  le  diese  inmediato  cumplimiento. 

Esto  no  obstante,  por  otra  Beal  orden  de  13  de  Septiembre  de  1884  se 
modificaron  esencialmente  los  derechos  concedidos  á  Casciaro  por  la  de 
1880;  7  habiendo  acudido  aquél  á  la  vía  contenciosa,  el  Tribunal  revocd 
aquella  resolución  por  sentencia  de  22  de  Enero  de  1892,  cuya  parte  sustan* 
cUd  es  como  sigue: 

Oonsiderando  que  no  puede  modificarse  por  otra  posterior  una  Beal 
orden  que  cansa  estado,  reconociendo  derechos  en  favor  de  particulares: 

Considerando  que  por  esta  razón  es  insostenible  la  Real  orden  impug- 
nada,  en  cuanto  viene  á  menoscabar  y  desconocer  los  derechos  concedi- 
dos a  D.  Pedro  Oasciaro  por  la  Beal  orden  de  9  de  Julio  de  1880,  que 
además  de  causar  estado,  fué  firme  en  vía  gubernativa  y  mandada  cum- 
plir por  la  de  14  de  Noviembre  de  1882,  dictada  de  conformidad  con  el  dic- 
tamen del  Consejo  de  Estado  en  pleno: 

Considerando  que  lo  expuesto  no  se  opone  á  las  facultades  que  corres- 
ponden á  la  Administración  acti?a  para  proceder  en  los  casos  de  expro- 
piación forzosa  por  causa  justificada  de  utilidad  pública,  en  el  tiempo  y  en 
la  forma  que  las  leyes  previenen; 

Fallamos  que  debemos  dejar  y  dejamos  sin  efecto  la  Real  orden  de  18 
de  Septiembre  de  1884,  sin  perjuicio  de  las  facultades  que  á  la  Adminis- 
tración conceden  las  leyes  para  la  ocupación  temporal  ó  expropiación  for- 
aoea  por  razones  de  utilidad  pública. — (Sentencia  publicada  el  22  de  Ene- 
ro de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  18  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 


2T 

SxMTBKOiA  (22  de  Enero  de  1892).— Der^c^  á  pensión.  Pensionei  de 
Montepío.  Femionen  del  Tfforo.— Se  confirma  la  Real  orden  de  12  de  Octu- 
bre de  1889,  impugnada  por  Dofia  Jesusa  Pulido  y  Alvarez  sobre  derecho^ 
á  pensión,  y  se  establece: 

i.o  Que  el  art.  21  de  la  Instrucción  de  26  de  Diciembre  de  1831  declara 
caducado  el  derecho  de  aquellas  huérfanas  que  sólo  fueron  copartícipes  de  la 
pensión  con  la  viuda  ó  hermanos  al  tiempo  de  tomar  estado  de  matrimonio: 

2.^  Que  si  bien  la  Beal  orden  de  11  de  Mayo  de  1840  especialmente  con- 
éradiee  la  disposición  antes  citada,  al  declarar  que  las  viudas  y  huérfanos  del 
Montepío  de  Correos  que  se^casaran  después  de  haber  poseído  las  pensiones 
que  les  correspondieran,  podrían,  en  caso  de  viudez,  gozar  del  derecho  de  re- 
troacción en  las  pensiones,  este  deredu)  vino  Á  quedar  derogado  por  el  decreto- 
ley  de  22  de  Octubre  de  1868,  por  el  art.  10  de  la  ley  de  Presupuestos  de  28 
de  Febrero  de  1873  y  por  la  regla  i.a  del  art.  1.^  del  Beal  decreto  de  29  de 
lunero  de  1889,  según  ha  declarado  ya  la  jurisprudencia  repetidamente; 

TS.o  Qwe  con  arreglo  á  h  di^uesto  en  el  art  69  del  proyecto  de  ley  de 
20  de  Mayo  de  1862,  las  viudas  y  huérfanos  cupos  causantes  hubiesen  falle' 
ádo  antes  de  híUlarse  en  vigor  dicho  proyecto,  unicanunte  adquieren  derecho 
á  laspensiones  del  Tesoro  por  no  htdlarse  incorporados  ó  incluidos  en  alguno 
ie  ios  Montepíos,  circmtstaneias  que  no  concurren  en  quien,  habiendo  tenido 
derecho  á  esta  última  clase  de  petiián,  lo  ha  perdido  con  arreglo  á  las  disj^osir 
cienes  por  las  que  la  muma  se  regula. 

Por  acuerdo  de  la  Junta  de  Clases  pasivas  de  4  de  Julio  de  1857  se  con- 
oedió  á  Dofia  Agustina  Alvarez  la  pensiji^n  de  Montepío  de  760  pesetas 
anoalea  eomo  vioda  de  D.  José  Pulido,  Interventor  de  la  Administración 
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éñ  OorreM  de  Bailen  j  Oficial  1  o  de  la  de  Lérida,  qae  habla  sido  dorante 
mÍM  de  dos  afioe.  De  eete  matrimonio  qoedaron  trea  hijoa  llamadoa  Don 
Joaqoia  Joaé,  Dofia  Franeiaca  y  Dofia  Jeaoaa,  loa  cnalea,  por  ser  menores 
de  edad,  entraron  en  el  disfrate  de  la  pensión  en  copar Üoi  pación  con  la 
sadré,  y  habiendo  ésta  fallecido,  la  hija  Dofia  Jesosa  Pálido  y  Alvares 
acudió  en  23  de  Janio  de  1889  á  la  Jnnta  de  Clases  oasiTse,  solicitando 
%Qe  se  le  tranamitiera  integra  la  penaión,  y  justificando  al  efecto  ser  vinda 
de  D.  Begino  Páramo,  con  qnien  había  contraído  matrimonio  en  17  de  Ju- 
nio de  1868,  falleciendo  en  9  de  Enero  de  1889,  y  qne  sn  hermana  mayor 
carada  de  aptitod  para  aspirar  á  la  pensión  por  estar  casada.  La  Jnnta  de- 
coró á  la  intereaada  sin  derecho  á  la  pensión  qne  solicitaba,  y  este  acuerdo 
fué  confirmado  por  el  Ministerio  de  Hacienda  á  virtud  de  recorso  de  alia- 
da interpuesto  por  Dofia  Jesusa  Pálido  en  Real  orden  de  12  de  Octubre  de 
1889,  en  la  que  ae  declaró  qoe  la  reeorrente  carecía  de  derecho  á  lá  pen- 
sión de  Montepío  y  á  la  del  Tesoro. 

Impugnada  eata  Real  orden  en  vía  contenciosa  por  la  interesada,  en  so- 
licitad de  qoe  se  la  declarase  coa  derecho  á  la  pensión  de  Montepío  qoe 
había  disfrutado  su  madre,  ó  en  su  caso,  á  la  del  Tesoro,  el  Tribunal  con- 
firmó la  resolución  recurrida  por  sentencia  de  S2  de  Enero  de  1892,  cuya 
parte  anstancial  es  como  signe: 

CJonsiderando  que  la  cuestión  objeto  de  este  pleito,  en  lo  que  se  refiere 
á  la  pensión  de  Montepío,  está  terminantemente  resuelta  por  el  art.  21  de 
la  Instrucción  de  26  de  Diciembre  de  1881,  que  declara  caducado  el  dere- 
cho de  aquellas  huérfanas  que  sólo  fueron  copartícipes  de  la  pensión  con 
la  Tinda  ó  hermanos  al  tiempo  de  tomar  estado  de  matrimonio,  y  que  lo 
ánioo  que  viene  á  discutirse  es,  si  se  halla  ó  no  vigente  hoy  esta  disposi- 


Considerando  que,  si  bien  la  Real  orden  de  lá  de  Mayo  de  1840  espe- 
ciidmente  contradice  la  disposición  antes  citada,  ai  declarar  que  las  vln* 
^18  y  huérfanos  del  Montepío  de  Correos  qne  se  casaran  después  de  haber 
poseído  laa  pensiones  que  les  correspondieran,  podrían  en  caso  de  viudes 
goiar  del  derecho  de  reitroacción  en  las  pensiones,  este  derecho  vino  á 
qoedar  derogado  por  el  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868,  por  el  ar- 
tioalo  10  de  la  ley  de  Presupuestos  de  28  de  Febrero  de  1873  y  por  la  re- 
f^  IMrimera  del  art  l.o  del  Real  decreto  de  29  de  Enero  de  1889,  según  ha 
decúvado  ya  la  jurisprudencia  repetidamente: 

Considerando,  en  cuanto  á  la  pensión  del  Tesoro,  que  también  solicita 
IXtfla  Jesusa  Pulido,  que  con  arreglo  á  lo  dispuesto*en  el  art.  69  del  pro- 
yecto de  ley  de  20  de  Mayo  de  1862,  las  viudas  y  huérfanos  cuyos  cansan- 
tea  hubieren  fallecido  antes  de  hallarse  en  vigor  dicho  proyecto,  única- 
mente adquieren  derecho  á  las  pensiones  de  Montepío  (1),  por  no  hallarse 
incluidos  ó  incorporados  á  alguno  de  ellos,  circunstancias  que  no  concu- 
mn  en  la  demandante,  que  habiendo  tenido  derecho  á  esta  última  pen- 
ñon,  lo  ha  perdido  con  arreglo  á  las  disposiciones  por  las  que  la  misma  ae 
sígala: 

VlaCoa  el  art  21  de  la  Instrucción  de  26  de  Diciembre  de  1831,  la  Real 
ovden  de  14  de  Mayo  de  1840,  el  art  12  del  decreto-ley  de  28  de  Octubre 
da  1868,  el  10  de  la  ley  de  Presupuestos  de  28  de  Febrero  de  1873,  el  69 


O)  Debe  «sistír  im  «rror  iiistaiteiál  «n  la  redaooión  d«  eate  oontidtnuido,  qii« 
ya  Imbkm  snliMaado  al  iiao«r  «1  «xtraoto  d«  la  doctrina  contenida  en  la  sentencia, 
paie  lo  fnc  indndablemente  ha  qnerido  deoirce  m  qne  «únicamente  te  adquiera 
áaiiiuUo  á  laa  penaionee  del  Atere  por  no  hallanc  inoloidof  ó  inoorporadot  4  al* 
Jiaao  da  los  IConiepíot» . 
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del  proyecto  de  ley  de  20  de  Mayo  1863  pneeto  en  yigor  por  el  16  de  la  ley 
de  Preeapneotot  de  26  de  Jallo  de  1864  y  éí  l.\  regla  1.*  del  Beal  decreto 
de  29  de  Enero  ^e  1889; 

Fallamoe  que  debemoe  abaolver  y  aboolvemoa  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpneata  por  el  Licenciado  D.  €^erank> 
Oampo  y  Yagfte,  á  nombre  de  I>ofia  Jeenaa  Pálido  y  Alvares,  contra  la 
Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  12  de  Octubre  de 
1889,  la  coal  qaeda  Arme  y  aabeistente.— (Sentencia  pnblioada  el  22  de 
Enero  de  1892,  4  inserta  en  la  Oaeeta  de  18  de  Septiembre  del  mismo 
afio.) 
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SnfTBNMA  (25  de  Enero  de  lS9%),^Cla$e$  pativas.  Eeviiión  de  expe- 
dienies,'-'8e  declara  nnla  la  Real  orden  de  21  de  Marso  de  1890,  impug- 
nada por  D.  José  María  Alonso  Navarro  y  recaída  en  virtud  de  revisión 
hecha  en  su  expediente  de  jubilación,  y  se  establece: 

1.^  Que  el  art.  2S^  del  Beal  decreto  de  29  de  Enero  de  1889  diepone  que 
¡a  Junta  de  CUuee  paeivae  continuará  con  toda  aetitndad  la  revi$ión  general 
de  expedienta  decretada  en  32  de  Octubre  de  1868,  de  donde  lógicamente  se 
sigue  que  la  Junta  no  debia  comenzar  una  nueva  reviiión,  $ino  que  había  de 
continuar  la  decretada  en  la  citada  fecha: 

2.0  Que  el  art.  i.o  del  decreto  ky  de  22  de  Octubre  de  1868  ordené  la 
revisión  general  de  los  expedientes  de  los  iné^viduos  que  en  aquella  fecha 
pertenecían  á  Clases  pasivas,  no  délos  que  en  lo  sucesivo  pertenecieran: 

Y  3.0  Que  esta  misma  doctrina  se  halla  establecida  en  la  Beal  orden  (¡ue 
de  conformidad  con  el  Consmo  de  Estado  en  pleno  expidió  el  Ministerio  de 
Hacienda  en  7  de  Oct9Ü}re  de  1890,  declarando  que  en  la  esfera  gubernativa 
no  cabe  revocar  ni  modificar  á  título  de  revisión  general  las  clasificaciones 
y  declaraciones  de  derechos  pasivos  posteriores  al  22  de  Octubre  de  1868. 

La  Junta  deOlases  pasivas,  en  sesión  de  16  de  Septiembre  de  1888» 
reconoció  á  D.  José  María  Alonso  Navarro,  Registrador  de  la  propiedad 
que  había  sido,  treinta  y  seis  afios,  cuatro  meses  y  quince  días  de  servi- 
cios, incluyendo  en  ellos  dos  afios,  dos  meses  y  veinticinco  días,  mit^d 
del  tiempo  que  había  desempeflado  el  cargo  de  Juei  de  pas,  seftaiándole 
el¡haber  de  4.400  pescas,  cuatro  quintas  partes  del  sueldo  regulador  de 
i.600,  sueldo  asignado  á  los  Jueces  de  primera  instancia  de  téimino  á  qne 
estaba  asimilado  el  interesado  por  su  categoría  de  Registrador  de  segun- 
da clase. 

En  cumplimiento  de  lo  prevenido  en  el  art.  2.<>  del  Real  decreto  de  29 
de  Enero  de  1889,  la  Junta  de  Ciases  pasivas,  en  sesión  de  16  de  Marso 
del  miámo  afio,  reconoció  en  juicio  de  revisión  á  D.  José  María  Alonso 
treinta  y  cnatro  afios,  un  mes  y  veinte  días  de  servidos,  y  le  declaró  con 
derecho  al  haber  anbal  de  8.300  pesetas,  tres  quintas  panes  del  sueldo 
regulador,  siendo  confirmada  esta  resolución  por  Real  orden  del  Minis- 
terio de  Hacienda  de  21  de  Marzo  de  1890,  á  virtud  de  recurso  de  alasada 
interpuesto  por  el  interesado. 

Contra  esta  Real  orden  dedujo  D.  José  María  Alonso  recurso  conten- 
cioso, formalizando  la  demanda  con  la  sáplica  de  que  se  revocase  dicha 
resolución;  en  la  cual  se  eliminaron  de  los  servicios  prestados  por  el  de- 
mandante dos  afios,  dos  meses  y  veinticinco  días,  ó  sea  la  mitad  del  tiem- 
po que  desempefió  el  cargo  de  Juez  de  paz. 


Digitized  by  VjOOQ  IC  . 


1CB40U3GIOHSB  XMOs  TRIBUHAL  OONTXMClIOBO-ABIflHmmÁTIVO  US 

Begiúdo  QliAelto  xm>t  todos  ros  trámites,  el  Tribona)  declaró  nula  la 
llsftL  of  den  Impugnada  y  el  aeoerdo  de  la  Janta  de  Glasés  pasivas  qae  la 
■iana  couftnñiba,  por  sentencia  de  26  de  Enero  de  1892,  oaya  parte  sos- 
lukdai  es  conio  ^gue: 

Oonmdecando  que  el  art  2.«  del  Beal  decreto  de  20  de  Knero  de  1889, 
diapone  qoe  la  Jonta  de  Clases  pasivas  continnará  con  toda  actividad  la 
lerisión  general  de  expedientes  decretada  en  22  de  Octubre  de  1868,  de 
ionde  léxicamente  se  signe  qne  la  Junta  no  debía  comensar  nna  nneva 
x«?isión,sino  qne  babía  de  continnar  la  decretada  en  la  citada  fecha: 

Considerando  que  el  art  l.o  del  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868 
ordenó  la  revisión  general  de  los  expedientes  de  los  individuos  que  en 
aqsidla  fecha  pertenecían  á  Clases  pasivas,  no  de  los  que  en  lo  sucesivo 
pertenecieran,  y,  por  tanto,  es  claro  que  la  revisión  no  alcanza  al  expe- 
díante del  demandante,  el  cual  no  se  incoó  hasta  26  de  Noviembre  de  1887: 

Considerando  que  esta  misma  doctrina  se  halla  establecida  en  la  Beal 
orden  que,  de  conformidad  con  el  dictamen  del  Consejo  de  Estado  en 
p!sfio,  expidió  el  Ministerio  de  Hacienda  en  7  de  Octubre  de  1890,  decla- 
rando que  en  la  esfera  gubernativa  no  cabe  revocar  ni  modificar  á  título 
de  revisión  general  las  clasificaciones  y  declaraciones  de  derechos  fiasivos 
posteriores  al  22  de  Octubre  de  1868: 

Conuderando  qne,  en  virtud  de  lo  expuesto,  son  nulos  en  el  caso  pre- 
sente, como  dictados  con  notoria  incompetencia,  el  acuerdo  de  la  Junta 
de  Clases  pasivas  de  16  de  Mario  de  1889  y  la  Beal  orden  reclamada,  que 
privaron  al  demandante  del  abono  de  la  mitad  del  tiempo  que  desempeñó 
el  cargo  de  Juez  de  paz,  debiendo  quedar  firme  y  ejecutorio,  en  su  con- 
secoeneia,  el  acuerdo  de  la  propia  Junta  de  16  de  Septiembre  de  1888, 
qae  reconoció  dicho  abono  y  sefialó  al  interesado  el  haber  de  4.400  pese- 
tas anuales,  en  cuyo  percibo  no  debió  cesar,  sin  qne  á  ello  obste  la  facul- 
tad de  la  Administración  activa  para  declarar  lesivo  dicho  acuerdo,  si  así 
lo  estímase  justo; 

Y  considerando  que  declarada  la  nulidad  de  la  Beal  orden  que  se  im- 
pogna,  no  es  pertinente  hacer  declaración  alguna  en  cuanto  al  fondo. 

Vistos  el  art.  l.o  del  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868,  el  art.  2.« 
del  Real  decreto  de  29  de  Enero  de  1889  y  la  Beal  orden  de  7  de  Octubre 
de  1890; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  es  firme  y  ejecuto- 
rio el  acuerdo  que  la  Junta  de  Clases  pasivas  dictó  en  el  expediente  ori* 
gen  de!  presente  pleito  en  16  de  Septiembre  de  1888,  y  nulos,  como  dio- 
tados con  incompetencia,  el  acuerdo  de  la  propia  Junta  de  16  de  Marzo 
de  1889  y  la  Beal  orden  reclamada  de  21  de  Marzo  de  1890,  debiéndose 
es  sn  consecuencia,  devolver  al  demandante  las  cantidades  que  por  vir- 
lad  de  diclia  Beal  orden  se  le  hayan  descontado.^  (Sentencia  publicada 
el  26  de  Enero  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  18  de  Septiembre  del 
\  afio.) 


29 

Sbvtkvgia  (26  de  Enero  de  1892).— 0»i^*atot  púhlieo$,  Foitores.  Fér- 
éiia  de  la  Jlanza.^SQ  confirma  la  Beal  orden  de  27  de  Octubre  de  1882, 
ionpiignada  por  D.  Antonio  del  Bío  y  Arango,  y  después  por  sus  herede- 
ros, relativa  á  una  subasta  de  papel  cinta  para  el  ramo  de  Telégrafos,  y  se 
dsclaim; 
Ij^    Qme  d  acto  depreietUar  una  propo$ioión  par  medio  depliegoe  eerror 
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<iot  jtMira  heuser  un  servicio  público,  produce  obligaciones  y  derechos  reciproco9, 
por  viríud  de  los  que,  ni  la  Administración  puede  reckcuar  el  plieao,  si  éste 
está  arreglado  á  las  condiciones  establecidas,  ni  el  postor  reHrano,  y  estoM 
obligaciones  y  derechos  sólo  por  el  consentimiento  de  ambas  partes  pueden  em- 
tinguirse; 

X  2,^  Que  para  admitirse  la  idea  del  error  ó  la  equivocación  en  la  desig- 
nación de  la  cantidad,  por  la  que  se  compromete  un  postor  á  verificar  el  ser- 
vicio que  se  subaste,  es  necesario  aue  tal  circunstancia,  no  sólo  aparezca  como 
evidente,  sino  que  se  manifieste ae una  maneraclara  en  el  acto  de  la  suba9ta, 
tan  pronto  como  el  postor  se  aperciba  de  su  error, 

£q  6  de  Ootabre  de  1882  se  adjadicó  á  D.  Antonio  del  Bío  y  Arftngo, 
como  mejor  postor,  el  servicio  para  el  sn  ministro  de  rollos  de  papel  cinta 
para  las  estaiciones  telegráficas,  por  aparecer  de  sa  proposición  qae  ofrecí* 
dar  el  millar  de  rollos  á  18  pesetas  10  céntimos. 

En  ese  mismo  día,  qne  fné  el  en  qne  la  subasta  se  celebró,  acndió  del 
Río  á  la  Dirección  general  de  Correos,  manifestando  qne  al  fijar  el  precio 
había  padiicido  nna  equivocación,  pnes  el  qae  quiso  expresar  fué  el  de 
218  pe^tas  10  céntimos,  por  lo  que  solicitaba  que,  sin  perjuicio  de  indem- 
niiar  por  su  parte  á  la  Administración  de  los  gastos  materiales  de  subasta 
7  denlas,  no  se  le  adjudicase  definitivamente  el  servicio,  y  se  le  devolviese 
el  depósito  que  constituyó  para  tomar  parte  en  la  subasta,  menos  en  la 
parte  afecta  á  aquellos  perjuicios. 

En  su  vista,  por  Real  orden  de  37  de  Octubre  de  1882,  se  declaró  ñuta 
la  adjudicación,  pero  con  pérdida  de  la  fiansa  de  25.0ü0  pesetas,  quft  oons 
tituyó  dicho  interesado  para  tomar  parte  en  la  subasta. 

Oontra  esta  Real  orden  dedujo  demanda  D.  Antonio  del  Río  ante  el 
Consejo  de  Estado,  con  la  súplica  de  que  se  revocase  en  cuanto  se  refería 
á  la  pérdida  de  la  fianza;  y  pasados  los  autos  al  Tribunal,  se  personaron 
en  ellos  la  viuda  é  hijos  de  D.  Antonio  del  Río,  sustanciándose  el  pleito 
por  todos  sus  trámites,  y  siendo  confirmada  la  Real  orden  impugnada  por 
sentencia  de  26  de  Enero  de  1892,  euya  parte  sustancial  es  como  signe: 

Considerando  que  el  acto  de  presentar  nna  proposición  por  medio  de 
pliegos  cerrados  para  hacer  un  servicio  público  produce  obligaciones  y 
derechos  recíprocos  por  virtud  de  los  que  ni  la  Administración  puede  re- 
chasar  el  pliego,  si  éste  está  arreglado  á  las  condiciones  establecidas,  ni 
el  postor  retírarlo,  y  que  estas  obligaciones  y  derechos  sólo  por  el  consen- 
timiento de  ambas  partes  pueden  extinguirse: 

Considerando  que  para  admitirse  la  idea  del  error  ó  equivocación  en  la 
designación  de  la  cantidad  por  la  que  se  compromete  un  postor  á  verificar 
el  servido  que  se  subaste,  es  necesario  que  tal  circunstancia,  no  sólo  apa- 
rexca  como  evidente,  sino  que  se  manifieste  de  una  manera  clara  en  el 
acto  de  la  subasta  tan  pronto  como  el  postor  se  aperciba  de  su  erron 

Considerando  que  en  el  caso  de  autos  D.  Antonio  del  Río,  lejos  de  ha- 
cer presente  la  equivocación  en  la  cantidad  que  dice  cometió  en  su  pliego 
de  proposición  en  el  acto  de  la  subasta,  no  hlso  protesta  ni  manifestación 
alguna,  y  suscribió  el  acta  notarial  de  la  liquidación,  con  lo  que  demostró 
su  conformidad  con  la  liquidación  provisional  que  en  ella  se  consigna  le 
fué  hecha  del  servicio  subastado: 

Considerando,  por  consiguiente,  que  admitida  esta  adjudicación  provi- 
sional, estaba  en  el  deber  de  otorgar  en  el  término  que  marca  la  condi- 
ción 6  *  del  pliego,  de  las  que  se  publicaron  para  la  celebración  de  es?  a 
subasta,  la  correspondiente  escritura  de  contrato  y  consignar  la  oportuna 
fianza  bajo  la  pena  de  la  pérdida  del  depósito  provisional  que  constituyó 
par»  tomar  parte  en  la  lieitadón; 
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Y  oouideraDdo,  por  lo  tanto,  qne  ot  perfeetamento  aplicable  al  eaao 
^  que  ae  trata  la  preaeripeión  dé  la  referida  condición  6.%  porqoe  del  Rio 
ni  otorgó  la  escritora  de  contrato,  ni  oonatítnyó  la  oportuna  fianza  dentro 
^el  pUuio  consignado  en  dicha  condición. 

Visto  el  pliego  de  condiciones  bajo  las  qne  se  sacó  á  pública  sabasta  el 
serricio  de  qne  se  trata,  en  el  qne  se  consigna  la  siguiente:  cQainta,  en  el 
ténnino  de  qolnce  días,  á  contar  desde  la  fecha  en  qne  se  lejcomnniqne  la 
aprobación  7  adjudicación  de  la  subasta,  deberá  el  contratista  consignar 
por  Tía  de  fianza  para  responder  del  cumplimiento  de  su  compromiso  en 
la  Caja  general  de  Depósitos,  el  10  por  100  de  la  cantidad  en  que  se  haya 
rematado  el  servicio  por  un  afio,  7  otorgará  el  correspondiente  contrato, 
en  la  inteligencia  de  que  si  en  dicho  plazo  no  constituyese  dicha  fianza  ó 
no  otorgase  el  contrato,  perderá  el  depósito  proyisional  que  hizo  para  to- 
mar partq  en  la  subasta,  quedando  anulada  la  adjudicación  1; 

Fallamos  qne  debemos  absolrer  7  absolTcmos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  deducida  á  nombre  de  D.  Antonio  del  Kfo 
7  Aranso,  ho7  de  sus  herederos,  contra  la  Real  orden  de  27  de  Octubre 
^  1883,  la  cual  queda  firme  7  subsistente.— (Sentencia  publicada  el  S6  de 
Enero  de  189S,  é  inserta  en  la  Oaeeta  de  18  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 
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Auto  (S6  de  Enero  de  !1892). — Excepciones  dilat&riai.  Ineompetenda  de 
JmrUdieeián.  BesoUtcionet  de  carácter  general,  Púte$tad  di»creeumal  de  ¡a  Ad- 
wtmÍ9traeián.^Qe  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompe- 
tencia de  jurisdicción  alegada  por  el  Fiscal,  en  pleito  promovido  por  I>on 
Ricudo  Rodrigues  Alonso,  contra  Real  orden  del  Ministerio  de  Fomtoto 
de  28  de  ICarzo  de  1891,  que  le  declaró  cesante  en  el  cargo  de  Inspector  es- 
pedal  de  ferrocarriles,  7  se  establece: 

i.^  Qite  tí  art,  61  de  la  ley  general  de  Ferroearrüee  de  23  de  Jfoviembre 
de  1877,  dedara  que  ee  ^'ercerápor  el  Minieterio  de  Fomento  la  tfigüaneia 
eme$obre  la  coneervadén  y  e^lotaeián  de  loe  ferrocarriles  compete  al  G^- 
iiemo,  reservando  al  Reglamento  y  alas  instmeoiones  especiales  que  se  dic- 
ten  para  d  ewnpUmiento  de  dicha  ley,  el  determinar  la  organisadón  del  per* 
eonal  destinado  á  este  servicio,  sus  tundiciones  de  aptitud  y  las  fundones  qne 
habrá  de  desempeñar;  pero  no  ^tableee  bases  ^¡ue  ddneran  ser  desenvueltas 
por  los  reglamentos  al  organisar  d  servido,  m  ddermina  tanq>oeo  d  ambas 
intpeedones  adminidrativa  y  técnica  hablan  de  ejeroerse  con  separadán  6  por 
unos  ndsmos  fundonarios: 

2*  Que  en  virtud  déla  facultad  que  el  dtado  art,  61  le  confiere,  elFoder 
Bfeeutivo  organisó  d  servido  y  reguló  las  candidones  para  el  ingreso  y  per- 
manenda  de  la  Inspeedán  itdministrativa,  no  sólo  en  el  Reglamento  de  24  dé 
Ma^  de  1878,  sino  en  los  Reales  deordos  de  7  de  Enero  de  1887  y  18  de 
Juho  de  1889,  los  cuales,  en  uso  de  la  misma  potestad,  pudo  el  GobieSrno  mo- 
d^fioar  ó  revocar  por  el  de  20  de  Mareo  de  1891,  sin  que  por  eüo  pueda  en- 
tenderse en  manera  alguna  infringido  d  referido  art,  61  de  la  ley  de  Ferrv- 
'Carriles: 

B.ot  Que,  en  consecuencia,  d  r^pdido  Real  decreto  de  20  de  Marzo  de  1891 
eonsdtuye  un  acto  de  gdtiemo  propio  de  la  potestad  discrecional,  y  del  cual 
no  pueden  conocer  ¡os  Tribunales  de  lo  Contencioso  administrativo,  según  ter- 
mdnantemente  prescribe  d  núm.  L^,  art,  4.^  de  la  ley  de  13  de  Septiembre 
de  1888: 

4.0    Que  d  bien  d  art,  3.^  de  esa  misma  l^autorisád  recurso  contendoso 
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contra  la$  reiolueione»  dietadoB  como  con$ecuem!Ía  de  una  di^oiicián  df  oo- 
r^cier  general  cuando  con  ésta  $e  infringe  la  ley  en  que  se  orwinaron  loo  dé* 
reehoB  del  actor ^  tal  precito  no  puede  invocarse  cuando  aun  dictada  la  reofh 
ludan  impugnada  como  comecuenda  de  un  Real  decreto  de  carácter  aeneral^ 
ó  sea  el  de  20  de  Marzo  de  1891^  además  de  constituir  la  forma  práctica  d¿ 
la  ejecución  de  éste,  resulta  que  los  derechos  que  el  actor  alega  haber  sido  wd- 
nerados  tienen  su  origen,  no  en  una  ley,  sino  en  el  Reglamento  de  24  de  Maya 
de  1878  6  en  Ibs  Reales  decretos  de  7  de  Enero  de  1887  y  18  de  Julio  de  1889^ 
hoy  derogados: 

5.0  Que  el  art,  36  de  la  ley  de  Presupuestos  de  1890-91  autoriza  al  Oo- 
biemo  para  hacer  economías  conservando  los  servicios^  y  en  virtud  de  este 
precepto  pudo  legalmente  reorganizar  el  servicio  de  la  Inspección  facultativa 
y  administrativa,  encargando  de  ésta  á  las  Divisiones  de  Ferrocarriles  para 
Mener  la  economía  de  183.000  pesetas  que,  según  expresa  el  Beal  decráo  der 
20  de  Marzo,  produce  la  níteva  organización,  sin  que  á  ello  sea  obstáculo  el 
quejaren  en  los  presupuestos  los  sueldos  de  los  funcionarios  de  dicha  Ins- 
pechón  administrativa  en  su  organización  anterior,  en  razónÁ  que  las  econo- 
mdas  que  autoriza,  el  art,  3fí  han  de  obtenerse  sin  duda  eUguna  de  las  partidas 
detalladas  en  el  mismo  prceupuesto-, 

Y  6,*  Que  lo  expuesto  hace  ver  que  no  se  suprimió  por  él  Real  decreto  de 
20  de  Marzo  servicio  alguno,  ni  se  ampliaron  plantillas,  ni  se  aumentaron 
eneldos,  que  tales  eran  las  limitaciones  que  á  la  facultad  otorgada  al  Qóbierno^ 
para  introducir  economías  puso  el  art,  36  de  la  citada  ley  de  Presupuestos^ 

Impagnada  en  vía  oonteDoiosa  por  D.  Ricardo  Rodrígaos  Alonso  la 
Real  orden  de  21  de  Marzo  de  1891,  qae  le  declaró  cesante  del  cargo  de 
lospector  especial  de  ferrocarriles  qae  había  sido  suprimido  por  Real  de- 
creto del  día  anterior,  el  Fiscal  alegó  la  excepción  dilatoria  de  incompe- 
ttsnda,  qae  el  Tribanal  declaró  procedente  en  anto  de  26  de  Enero  de  1802^ 
cuja  parte  sastancial  es  como  signe: 

Considerando  que,  si  bien  la  demanda  dedacida  por  el  Licenciado  La> 
lira  á  nombre  de  D.  Ricardo  Rodrigues  Alonso  concreta  la  pretensión  en> 
•os  términos  literales  á  que  se  revoque  la  Real  orden  de  21  de^Marso  úl- 
ttmo  por  la  caal  se  declaró  á  aquél  cesante  en  su  destino,  es  lo  cierto  que- 
en  el  fondo  dicha  demanda  se  dirige  contra  el  Real  decreto  de  20  del  min- 
ino mes,  puesto  que  las  alegaciones  contenidas  en  la  misma  tienden  á. de- 
mostrar que  dicho  Real  decreto  infringe,  no  sólo  la  ley  general  de  Ferro* 
carriles  de  28  de  Noviembre  de  1877,  sino  también  la  de  Presupuestos  de 
99  de  Junio  de  1890: 

Ck>nsiderando  que,  aun  cuando  así  no  fuese,  es  indudable  que  la  Rea^ 
orden  de  21  de  Marzo  constituye  la  forma  práctica  de  ejecución  del  ReaL 
decreto  de  20  del  mismo  mes,  hasta  tal  punto  que,  si  éste  hubiere  de  sub- 
•iattr,  no  se  concibe  que  pudiera  accederse  á  la  revocación  de  dicha  Real, 
orden,  según  solicita  el  demandante: 

Considerando  que  el  art.  61  de  la  primera  de  las  leyes  citadas  declara 
que  se  ejercerá  por  el  Ministerio  de  Fomento  la  vigilancia  que  sobre  la 
conservación  y  explotación  délos  ferrocarriles  compete  al  Gobierno,  re* 
servando  al  Reglamenlio  y  á  las  Instrucciones  especiales  que  se  dictéis 
para  el  cumplimiento  de  dicha  ley  el  determinar  la  organización  del  per- 
•onal  destinado  á  este  servicio,  sus  condiciones  de  aptitud  y  las  funcionen 
qae  habrá  de  desempeílar;  pero  no  establece  bases  que  debieran  ser  des* 
envueltas  por  los  Reglamentos  al  organizar  el  servicio  de  que  se  trata,  ni* 
estatuía  tampoco  si  ambas  Inspecciones  administrativa  y  técnica  habían. 
de  jorcarse  con  separación  ó  por  unos  mismos  funcionarios: 

Considerando  que  en  virtud  de  la  laeoltad  que  el  citado  art  61  lacen- 
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»,  el  Podttr  EjecoÜTo  organiíó  el  leryicio  7  rególo  1m  condiciones  para 
al  ingreso  y  permanencia  en  la  Inapeccián  administrativa,  no  sólo  en  el 
Begfaunento  de  24  de  Mayo  de  1878,  sino  en  loa  Bealea  decretos  de  7  de 
Enero  de  1887  y  18  de  Jnlio  de  1889,  los  cuales,  en  oso  de  la  misma  po> 
tostad,  podo  el  Gobierno  modificar  ó  revocar  por  el  de  20  de  Marso  de 
1891,  ain  qoe  por  ello  poeda  entenderse  en  manera  algona  infringido  el 
ssimdo  art.  61  de  la  ley  de  Ferrocarriles» 

Goosideraado,  en  consocoencia  de  todo  lo  dicho,  qoe  el  repetido  Real 
decreto  de  ^  de  Marso  último  obnstitaye  on  acto  de  gobierno  propio  de 
la  potestad  discrecional  y  del  coal  no  poeden  conocer  los  Tribonales  de 
lo  Oonleneioso  administrativo,  s^ún  terminantemente  prescribe  el  núme* 
10  1.^,  art.  4.0  de  la  ley  de  IS  de  Septiembre  de  1888,  siendo,  por  tanto, 
ptoeedente  la  excepción  de  incompetencia  alegada  por  el  Fiscal  en  cnanto 
la  demanda  ae  dirige  contra  dicho  Real  decreto: 

Considerando  qoe  si  bien  el  art  8.^  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  ao- 
tsiisft  el  recorso  contencioso  contra  las  resolociones  dictadas  como  conse- 
caencia  de  ona  disposición  de  carácter  general  coando  con  ésta  se  infringe 
la  ley  en  qoe  se  originaron  los  derechos  del  actor,  tal  precepto  no  poede 
invocarse  por  el  demandante  para  impognar  la  Real  orden  de  21  de  Mar- 
so,  porque  aon  coando  ésta  se  dictó  como  eonsecoencia  de  ona  disposi- 
áéa  de  carácter  general,  esto  es,  el  Bewl  decreto  de  20  del  mismo  mes» 
soostitoyeodo  fa  forma  práctica  de  so  ejecoción,  es  lo  cierto  que  los  dere- 
dlMM  que  el  actor  alega  haber  sido  vahuerados  tienen  so  origen,  como 
qoeda  demostrado,  no  en  ona  ley,  sino  en  el  Reglamento  de  24  de  Mayo 
de  1878,  ó  en  los  Reales  decretos  de  7  de  Enero  de  1887  y  18  de  Jolio  de 
1889,  hoy  derogadoa;  y  por  tanto,  en  cnanto  la  demanda  se  dirige  contra 
k  Real  orden  de  21  de  Marso,  es  también  procedente  la  excepción  de  in- 
competencia: 

Gonaiderando  qoe  el  art  86  de  la  ley  de  Presopoestos  de  1890-91  aoto- 
fisa  al  Gobierno  para  hacer  economías  conservando  los  servicios,  y  qoe 
en  virtud  de  ese  precepto  podo  legalmente  reorganiaar  el  servicio  de  la 
lospecciÓQ  facoltativa  y  adminiatrativa,  encargando  de  ésta  á  las  Divisio- 
Dss  de  Ferrocarriles  para  obtener  la  economía  de  188.000  pesetas  qoe, 
seaén  expresa  el  Real  decreto  de  20  de  Marso,  prodoce  la  noeva  organiasa- 
cí4d,  ain  que  á  ello  sea  obatácolo  el  qoe  figuren  en  los  nresopoestos  los 
soeldos  de  ios  fondonarios  de  dicha  Inspección  administrativa  en  so  or- 
ganisadón  anterior,  en  raxón  á  qoe  las  economías  qoe  aotorisa  el  art  86 
kan  de  obtenerse  sin  doda  algona  de  las  psrtidas  detalladas  en  el  mismo 
psssopoesto: 

Considerando  qoe  lo  expoesto  hace  ver  qoe  no  se  soprimió  por  el  Real 
decveto  de  20  de  Marzo  mencionado  servicio  algono,  ni  se  ampliaron  plán- 
tulas, ni  se  aomentaron  soeldos,  qoe  tales  eran  las  limitaciones  qoe  á  la 
iscoiud  otorgada  al  Gobierno  para  introdocir  economías  poso  el  art.  8<^ 
da  la  citada  ley  de  Presopoestos,  y  por  tanto,  qoe  ésta  no  ha  sido  infrin- 
gida en  modo  algono. 

Vistos  los  artíoolos  61  de  la  ley  de  28  de  Noviembre  de  1877;  86  de  la 
da  Presopoestos  de  29  de  Jonio  de  1890,  y  8.0,  4.^  nüm.  l.o,  46  y  60  de 
la  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

fie  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jo- 
riadiedón  aletada  por  el  Fiscal,  y  en  so  virtod,  qoeda  sin  corso  la  deman- 
éÉz  archívese  el  rollo  y  devnélvaae  el  expediente  gubernativo  al  Miníate* 
fio  da  Fomento  con  certificación  de  este  auto,  que  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta de  Madrid  y  ae  insertará  á  su  tiempo  en  la  CoUceion  legiilativa,-- 
iámto  fseha  26  de  Enero  de  1892,  é  inserto  en  la  Gocetode  18  deSeptieía^ 
ave  del  mismo  afio.) 
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Auto  f2<(  de  Enero  de  lS92).^Exeep€ume$  düatoriat.  Incompetencia  de 
JHriidiedón,  Defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda.  Falta  de  de- 
recho vulnerado.^&e  declara  procedente  la  excepción  dilatoij^  de  ÍDCom- 
petencia  de  jarisdicoión  alegada  por  e!  Fiacal,  en  pleito  promovido  por 
D.  Críspalo  Lopes  contra  Real  orden  de  31  de  Agosto  de  1889,  que  le  se- 
paró del  cargo  de  Oficial  de  coarta  clase  de  la  Administración  do  Propie- 
dades ó  Impuestos  de  Sevilla,  y  se  establece: 

1,*  Que  no  invocando  el  actor  en  apoyo  de  8U  pretendido  derecho  ni  ley 
ni  diepoBieión  alguna  de  carácter  general,  que  estaolexca  la  inamoviliddd  aS- 
soluta  ó  relativa  de  los  funcionarios  dependientes  del  Ministerio  de  Hacien- 
da, y  no  habiéndose  per  lo  tanto  vulnerado  ni  podido  wUnerar  ningún  dere- 
cho preexistente  del  actor  al  destituirle  del  cargo  que  ^ercia^  la  Beál  orden 
impugnada  carece  del  reamtito  exigido  por  el  art.  l.\  núm.  3.^  de  la  ley  de 
13  de  Septiembre  de  1888  para  que  pudiera  ser  revisada  en  via  conten- 
ciosa; 

Y  2fi  tiue  aprobada  por  lo  expuesto  la  excepei^  de  incot^^petenciOf  es  ln- 
necesario  entrar  á  examinar  si  procede  la  de  defecto  legal. 

Por  Real  orden  de  21  de  Agosto  de  1889,  se  destitayó  de  empleo  á 
D.  Críspalo  López,  oficial  de  caarta  clase  de  la  Administración  de  Propio- 
dades  ó  Impuestos  de  Sevilla,  y  se  dispaso  qoe  se  anotase  esta  resolacióa 
en  sa  expediente. 

Impugnada  la  Real  orden  por  el  interesado  en  vía  contenciosa,  el  fis- 
cal alegó  en  tiempo  las  excepciones  de  incompetencia  de  Jarisdicoión  j 
defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  7  el  Tríbonal  declaró 
procedente  la  primera  por  aato  de  26  de  Enero  de  1892,  qoe  en  sa  parle 
sustancial  es  como  signe: 

Considerando  que  el  actor  no  invoca  en  apoyo  de  sa  pretendido  dere- 
cho ni  ley  ni  disposición  alguna  de  carácter  general,  que  establezca  Im 
inamovilidad  absoluta  ó  relativa  de  los  funcionarios  dependientes  del 
lünisterio  de  Hacienda: 

Considerando  que,  por  lo  tanto,  no  habiéndose  vnlnerado  ni  podido 
vulnerar  ningún  derecho  preexistente  de  D.  Críspalo  López  al  destituirle 
del  cargo  que  ejercía,  la  Real  orden  impugnada  carece  del  requisito  exi- 
gido por  el  art.  l.<>,  núm.  Z,^  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  para 
que  pudiera  ser  revisable  en  vía  contenciosa: 

Y  considerando  que  aprobada  por  lo  expuesto  en  los  anteriores  f  anda- 
mentos la  excepción  de  incompetencia,  es  innecesario  entrar  á  examinar 
si  procede  la  de  defecto  legal. 

Visto  el  art  l.<>  de  la  ley  de  18  de  Sempiembre  de  1888; 

Se  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  juris- 
dicción propuesta  por  el  Fiscal;  en  su  consecuencia,  queda  sin  curso  la 
demanda;  archívese  el  rollo  y  devuélvase  el  expediente  al  Ministerio  coii 
certificación  de  este  auto,  qae  se  insertará  en  la  Gaceta  de  Madrid  y  se  pu- 
blicará á  su  tiempo  en  la  CoUecián  legislativa. — (Auto  fecha  26  de  Enero 
de  1892,  é  inserto  en  la  Gaceta  de  18  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 
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SofTsvciA  (26  de  Ibiero  de  1892).— if<Efei¿^*of  de  e$emekL  Smttiimeéóm.  Jm 
UlaeiÓH,^8e  coofirma  la  Real  orden  de  17  de  Febrero  de  1890  impugnada 
por  D.  Frandaeo  Bonet  7  Esposa,  qae  le  declaró  jabilado  en  en  cargo  de 
Maestre  de  escaela^  y  ne  establece : 

Qme,  etm/arme  a  la$regla$  2^  y  B.^  déla  Beal  arden  de  22  de  8epiiembr€ 
de  1887,  pudo  el  intere$ado  9olicUar  tu  vuelta  al  eervieio  antee  del  31  de  Di- 
ciembre áe  aqnei  año  en  qne  terminaba  el  plazo  fatal  é  in^inwroffobie  eeñalado 
en  ofueüa  dupaeieión  para  que  loe  Maeetroe  y  Maeetraeemtitmdoededuíeeen 
•em^ante  preteneián;  y  que  habiendo  dejado  traneeurrir  el  expreeado  tétmmo 
em  pedir  coloeación  alguna  en  el  Magiderio,  conforme  á  lo  prevenido  enlaei- 
iada  regla  3\  debió  coneideráreele  juhüado  deede  !.•  de  Enero  de  1888. 


D.  Francisco  Bonet,  Maestro  de  escuela  de  VillanneTa  y  Qeltrú,  faé  1 
ütoido  en  yirtad  de  Real  orden  de  28  de  Abril  de  1884,  qae  aprobó  la  sus* 
títodóo;  7  poblieada  la  Real  orden  de  22  de  Septiembre  de  1887,  pidió  en 
2é  de  Marao  de  1888  á  la  Jnnta  central  de  Derechos  pasivos  7  en  14  7  20 
de  Jallo  del  mismo  aflo  al  Miniaterio  de  Fomento,  qoe  se  le  reservase  el 
derecho  qoe  le  asistía  para  aspirar  por  traslado  ó  por  ascenso  á  piases  como 
li  cmitínaara  en  activo  servido,  siempre  qne  desaparecieran  las  cansas  qne 
motivaron  la  snstítación,  permaneciendo  interinamente  en  clase  de  Maea- 
tro  Bostítaído  ó  jobilado. 

Denegada  en  definitiva  esta  pretensión  por  Real  orden  del  Ministerio  de 
Fooiento  de  17  de  Febrero  de  1890,  en  la  qae  se  dispaso  qae  el  interesado, 
tomo  jabilado  7a  en  virtad  de  la  Real  orden  de  22  de  Septiembre  de  1887, 
debCa  formaliaar  7  remitir  el  expediente  de  clasificación  á  la  Janta  central 
de  Derechos  pasivos  del  Magisterio  de  primera  enseñanza,  acndió  Bonet  á 
la  via  contenciosa  con  la  misma  pretensión  qae  había  íormolado  en  la  ga- 
bemativa;  7  snstanciado  el  pleito  por  todos  sas  trámites,  el  Tribanal  con* 
firmó  la  Real  orden  por  sentends  de  2(B  de  Enero  de  1892,  qne  en  en  parte 
enstancial  es  como  rigoe: 

Ooneiderando  qoe,  conforme  á  las  reglas  2>  7  8.a  de  la  Real  orden  de 
22  de  Septiembre  de  1887,  D.  Francisco  Bonet  7  Esposa,  Maestro  sastitafdo 
de  Villanoeva  7  Geltrá,  pndo  solicitar  sa  vuelta  al  servicio  antee  de  81  de 
Diciembre  de  1887  en  qae  terminaba  el  plazo  fatal  é  improrrogable  sella- 
lado  en  aqnella  disposición  para  qae  los  Maestros  7  Maestras  sostitaídoa 
dedojeeen  semejante  pretensión: 

Ooiisiderando  qae  Bonet  dejó  transenrrir  el  expresado  término  sin  pe- 
éír  colocación  alguna  en  el  Magisterio,  7  por  tanto,  conforme  á  lo  preve- 
nido en  la  dtada  regla  8>,  debió  conriderársele  jobilado^esde  1.^  de  Enero 
de  1888: 

Conaiderando  qae  tas  solicitades  de  Bonet,  fechas  26  de  Marzo,  14  7  20 
de  Janio  de  1888,  no  contienen  otra  pretensión  qne  la  de  qae  se  le  reeer- 
Tsee  sa  dereeho  á  volver  al  servido  aottVo,  lo  caal,  segúa  qaeda  demos- 
trado, era  notoriamente  improcedente,  paesto  qae,  á  partir  de  la  indicada 
fedia  de  I  o  de  Enero  de  1888,  Bonet  se  hallaba  constitaído  de  ana  manera 
definitiva  en  la  sitaadón  de  jabilado; 

T  condderando,  por  lo  ezpaesto,  qae  la  Real  orden  impagnada  de  tT 
de  Febrero  de  1890  qne  desestima  esta  petidón  de  Bonet,  se  halla  ajoatada 
á  derecho  7  debe  confirmarse. 
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Vittta  1m  difpoticioiiM  3.»  y  8>  de  la  Real  orden  de  S2  de  SepÜembre- 
de  1887; 

Fallamoi  qae  debemoe  abaolver  j  absolvemoa  á  la  Administración  ge^ 
neral  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Francisco  Bo- 
tiet  y  Esposa,  contra  la  Real  orden  de  17  de  Febrero  de  1890,  qne  qneda 
firme  y  sabsistente.— (Sentencia  publicada  el  26  de  Enero  de  1892,  é  in> 
aerta  en  la  Qaoeta  de  18  de  Setiembre  del  mismo  afio.) 
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Auto  (26  de  Enero  de  l^^%),Sxcepei(me$  dilaiaria».  Ineompeteneia  <lr 
jmtiidéceián,  Be$o¡meiane$  owfirmatoriat  de  acuerdn  e(mienHdo$.—Be  de- 
«larm  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jarisdicción 
alegada  por  el  Fiscal,  en  pleito  promovido  por  D.  Nicanor  Santo  Domiuga 
eobre  revocación  de  la  Beal  orden  del  Ministerio  de  la  Gobernación  de  8  d» 
Abril  de  1891,  que  le  declaró  obligado  á  la  devolución  de  ciertas  cantida- 
dea  al  Ayuntamiento  de  Ontoria  del  Pinar,  y  se  establece: 

Que  no  corresponde  á  lo»  Trtlmnalei  de  ¡o  OontenoioeO'admmietraHvo  et 
conocimiento  de  ki  reeolucionee  eonfirmatoriae  de  aenardoi  ooneenüdoe  por  no- 
haber  tido  apeladoo  en  Hempo  y/arma^  á  tenor  de  lo  di$pme$to  en  d  núm.  3/^ 
del  art.4.^  de  la  ley  de  13  de  Setiembre  de  1888, 

£1  Gobernador  de  la  provincia  de  Burgos,  en  7  de  Noviembre  de  1881^ 
declaró  á  D.  Nicanor  Santo  Domingo  responsable  al  reintegro  de  variaa 
cantidades  al  Ayuntamiento  de  Ontoria  del  Pinar,  como  Alcalde  que  babia. 
«ido  del  referido  ínnnicipio;  y  habiendo  reclamado  el  mismo  interesada 
«ate  la  propia  autoridad,  previo  pago  de  las  cantidades  exigidas,  el  Gober* 
aador  le  declaró  irresponsable  por  acuerdo  de  11  de  Agosto  de  1890: 

Redamada  esta  resolución  por  el  Ayuntamiento  ante  el  Ministerio  de^ 
la  Gobernación,  por  Real  orden  de  8  de  Abril  de  1891  se  resolvió  que  se 
anulase  todo  lo  actuado  con  posterioridad  á  la  providencia  de  7  de  noviem- 
bre de  1889,  é  impugnada  esta  Real  orden  en  vía  contenciosa  por  D.  Nicn- 
xior  Santo  Domingo,  el  Fiscal  alegó  en  tiempo  la  excepción  dilatoria  de  in- 
competencia de  jurisdicción,  que  el  Tribunal  declaró  procedente  por  auto 
de  26  de  Enero  de  1892,  que  en  su  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  no  corresponde  al  conocimiento  de  los  Tribunales  de^ 
lo  Ckmtencioso-adn^inistrativo  el  conocimiento  de  las  resoluciones  confir* 
matoriss  de  acuerdos  consentidos  por  no  habar  sido  apelados  en  tiempo  y 
focma,  á  tenor  de  lo  dispuesto  ea  el  núm.  S.o  del  art  4.o  de  la  ley  de  18  de 
Septiembre  de  1888. 

Y  considerando  que  es  indudable  que  tiene  semejante  carácter  la  Real 
orden  impugnada  en  el  presente  litigio,  toda  ves  que  se  limita  á  declarar 
ilrme  y  subsistente  la  providencia  del  Gobernador  de  Burgos  de  7  de  No- 
viembre  de  1889,  por  no  haber  sido  apelada  en  tiempo  y  forma. 

Visto  el  núm.  8.^,  art  4.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

6e  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  juris- 
dicción propuesta  por  el  Fiscal;  en  su  consecuoicia,  queda  sin  cnrso  esta, 
demanda;  archívese  el  rollo  y  devuélvase  el  expediente  al  Ministerio  coi^ 
certificación  de  este  auto,  que  se  publicará  en  la  Oaeeta  de  Madrid  y  se  in- 
aertara  á  su  tiempo  en  la  Colección  legidatitML—iAnto  lecha  26  de  Enero 
ée  1892,  é  inserto  en  la  Gaceta  de  18  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 
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8nrmfciA  (26  de  Enero  de  l99t),—Eetra4!to  deflueoi  ifendidtt$por  dé- 
éttM  de  eaniribuckmeB. — 8e  coDflnna  Ja  Real  orden  de  17  de  Noviembre  do 
MO  impogniMla  por  D.  Lorenso  Peres  Pedrero  y  relativa  al  retracto  de 
OBM  fincas,  y  se  establece: 

1.0  Qae  el  art.  !•  de  la  ley  de  20  de  Julio  de  1888  oi&rga  el  derecho  de 
retnuio  dentro  dH  primer  periodo  de  tre$  me$e$,  á  km  eontrtbut/entee  deudo- 
ret,  é  les  qme  periet%eeian  Uujlneae  óáeue  heredero»,  eñtendiénaoee  por  tal  y 
mi^onme  á  lo  prevenido  en  la  legielaeián  etvi/,  loe  que  por  el  »oA  hecho  delfa- 
^-^-•—^'  gmeeden  á  la  pereona  del  deudor  en  todo$  tus  dereánoe  y  Mtget- 


2^  Que  el  derecho  á  la  herencia  no  exiete  haeta  que  Uene  lugar  la  muerte 
de  iapermma  de  cuya  eueeeián  $e  trata,  y  por  tanto,  al  eoneederee  el  retracto 
en  primer  lugar  al  deudor  ó  áloe  herederoe,  talo  puede  referirte  laley  áUm 
fiK,  teniendo  ya  adquirido  eemejante  carácter  en  el  citado  plazo^  habUm  nm- 
UbMo  al  finado  en  tus  derechot  y  Migacionet. 

SP  Qme  deepuét  del  retracto  ettahlecido  en  tegundo  término  en  favor  da 
he  emddfíisnos,  la  ley  teñóla  un  tercer  termino  para  que  lot parientes  del  deu- 
dor^ dentro  del  cuarto  grado  civil,  puedan  ^ereitar  tut  derechot,  y  en  esta 
seepeián  de  parientes  no  pueden  menos  de  comprenderse  los  hijos,  no  tolo  por- 
fue  asi  lo  exige  el  sentido  gramatical  de  dicha  palabra,  sino  porque,  segim  los 
preceptos  de  la  legislaeián  civil,  la  proximidad  dd  parentesco  se  dtrmina  por 
d  uámevo  de  generaciones,  cada  una  de  las  cuales  forma  un  grado,  constitu- 
yendo la  serie  de  éstos  la  linea  que  puede  ter  directa  ó  colateral; 

Y  4J^  Que  solicitado  el  retracto  por  la  hija  y  heredera  del  dueño  de  lafin^ 
ea,  sm  derecho  era  preferente  al  del  colindarUe^  toda  ves  que  la  ley  taló*  otorga- 
ba é  Me  el  retracto  en  el  cuarto  placo,  y  en  defecto  de  pariente  del  deudor^ 
dentro  del  cuarto  grado. 

InTOcando  loe  preceptos  de  la  ley  de  30  de  Jallo  de  1888,  Dofia  AdrísBA 
Salcedo  solicitó  el  retracto  de  dos  fincas  adjadicadas  á  la  Hacienda  por 
déliitos  de  contribuciones  de  D.  Juan  José  Salcedo»  é  igual  pretensión  de- 
éojo  en  26  de  Junio  siguiente  D.  Lorenaso  Peres  Pedrero,  en  concepto  de 
«(lindante  de  una  finca  perteneciente  á  Salcedo. 

La  Delesración  de  Hacienda  accedió  al  retracto  solicitado  de  la  finca 
SftBffde  en  Nava  y  Gabesas  por  Peres  Pedrero,  y  desestimó  la  petición  de- 
ducida por  Dofia  Adriana  Salcedo  respecto  de  la  misma  finca,  ínndándoee 
en  qjae  ésta  la  había  deducido  extemporáneamente  y  en  que  además  había 
RBoneiado  á  la  herencia  de  su  padre,  según  aparecía  de  un  auto  judicial 
anido  al  expediente. 

-  Interpuesto  recurso  de  sisada  por  Dofia  Adriana  Salcedo,  el  Ministerio 
de  Hacienda,  en  Real  orden  de  17  de  Noviembre  de  1890,  revocó  el  acuer- 
do apctodo  y  el  retracto  concedido  á  Póres  Pedrero,  y  habiendo  éste  acu- 
dido á  la  yía  contenciosa,  el  Tribunal  confirmó  dicha  Real  orden  por  aen- 
leaeia  de  26  de  Enero  de  1892,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

CoBsiderando  que  la  cuestión  del  presente  litigio  se  reduce  á  determi- 
nar si  Dofia  Adriana  Salcedo,  hija  de  D.  Juan  José  Salcedo,  pudo  utilisar 
la  faeoltad  de  retraer  la  finca  de  la  Nava  y  Cabezas,  adjudicada  á  la  Ha- 
cienda para  pago  de  contribuciones,  en  el  tercer  plaso  sefialado  por  la  ley 
de  20  de  Julio  de  1888: 

OoMíderBiido  que  el  art  L*  de  esta  ley  otorga  el  derecho  de  retracto 
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^teatro  del  primer  periodo  de  tree  meeee  á  loe  contribayentee  dendores,  4 
loe  que  pertenecían  lee  fincae  ó  á  ene  herederoe,  entendiéodoee  por  tafee^ 
eoBÍorme  á  lo  orevenido  en  la  legislación  civil,  loe  qne  por  el  solo  hecho 
del  fallecimiento  eaceden  á  la  persona  del  deador  en  todoa  sos  derechos  y 
obligaciones: 

Considerando  que  el  derecho  á  la  herencia  no  existe  hasta  que  tiene 
logar  la  maerte  de  la  persona  de  cuya  sacesión  se  trata,  y  por  tanto,  al 
concederse  el  retracto  en  primer  logar  al  deodor  ó  á  los  herederos,  sólo 
puede  referirse  la  ley  á  los  que,  teniendo  adquirido  ya  aemejante  carácter 
«a  el  citado  plaxo,  habían  eostitaido  al  finado  Qn  sus  derechos  y  obliga- 
ciones: 

Considerando  qne  después  del  retracto  establecido  en  segando  término 
en  favor  de  los  condóminos,  la  ley  sefiala  un  tercer  término  para  que  ios 
]»arientes  del  deudor,  dentro  del  cuarto  grado  civil,  puedan  ejercitar  sus 
derechos,  y  en  esta  acepción  de  parientes  no  pueden  menos  de  comprenr 
derse  los  hijos,  no  sólo  porque  así  lo  exige  el  sentido  gramatical  de  dicha 
palabra,  sino  también  porque,  según  los  preceptos  de  la  legislación  civil| 
ia  proximidad  del  parentesco  se  determina  por  el  número  de  generaciones^ 
cada  ana  de  las  cuales  forma  un  grado,  constituyendo  la  serie  de  éstos  la 
linea  que  puede  sor  directa  ó  colateral: 

Considerando  qne  del  expediente  aparece  comprobado  que  el  falleció 
«lento  del  deudor  D.  Juan  José  Salcedo  no  ocurrió  hasta  después  que 
transcurrió  el  primer  plaso  sefialado  para  el  retracto,  por  lo  cual,  no  te- 
niendo durante  el  mismo  el  carácter  de  heredera  su  hija  Dofia  Adrianm 
Salcedo,  no  podía  esta  interesada  deducir  su  acción  en  dicho  período,  x 
únicamente  podía  ejercitarla,  como  la  ejercitó,  en  el  tercero: 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  solicitado  en  tiempo  hábil  el  re- 
tracto por  Doíla  Adriana  Saloedo,  su  derecho  era  preferente  al  de  D.  Lo- 
renao  Peres  Pedrero,  que  lo  dedujo  en  el  concepto  de  colindante,  toda  vez 
que  la  ley  sólo  otorgaba  á  éste  el  retracto  en  el  cuarto  plaso  y  en  defecto 
de  pariente  del  deudor  dentro  del  cuarto,  grado: 

Considerando,  á  mayor  abundamiento,  que  en  las  diversas  descripcio- 
nes de  la  finca  la  Nava  y  Cabezas,  que  consta  en  el  expediente  gubernati- 
vo, no  aparece  que  dicho  inmueble  linde  por  ninguna  parte  con  finca  de 
la  propiedad  de  Pérez  Pedrero; 

T  considerando  que  la  Beal  orden  impugnada,  en  la  que  se  deelam 
procedente  el  recurso  interpuesto  por  Dofia  Adriana  Salcedo,  y  se  revoca 
el  retracto  concedido  á  Pérez  Pedrero,  se  halla  ajustada  á  derecho  y  debo 
confirmarse. 

Vistos  los  artículos  1.®,  2.o  y  8.0  de  la  ley  de  30  de  Junio  de  1888; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  gene- 
ral del  Estado  de  la  demanda  deducida  á  nombre  de  D.  Lorenzo  Pérez  Pe- 
drero contra  la  Real  orden  de  17  de  Noviembre  de  1890,  que  queda  firme  y 
anbsistento.— (Sentencia  publicada  el  36  de  Enero  de  1892,  é  inserta  en  la 
OmsIs  de  18  deSeptiembre  del  mismo  afio.) 


35 

8KHTSNCIA  (36  de  Enero  de  1898).— ¿anco  de  Eupaña,  BecaudoMn  de 
c9ntrilmcione$,'^Be  confirma  la  Beal  orden  de  19  de  Julio  de  1890,  impug- 
nada por  el  Banco  de  Espafia  y  relativa  á  la  cobranza  de  descubiertos  del 
jmeblo  de  Villaluenga  de  la  Sagra,  y  se  establece: 
i.o    Que  en  vkiud  de  ¡a$  bases  aj^robadoBj^  EealiHrdmde  19  de  Dkiem-' 
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ere  de  1867,  el  Banco  de  E$paña  tomó  á  iu  carao  la  recaudación  de  laa  contri- 
huiones  deide  1.^  de  Enero  de  1868  ha$ta  30  de  Junio  de  1876,  de  donde  16- 
Ricamente  te  infiere  que  la  principal  obligación  de  dicho  eetabíeeimiento  con- 
mdia  en  obtener  y  reaUxar  el  pago  de  la$  cuotai  correspondiente$  á  lo$  añoB 
dmranie  lo9  cuales  iuhñetió  el  convenio,  prorrogado  detpuét  hasta  30  de  Juniú 
áe  1888  por  Eeal  orden  de  4  de  Agosto  de  1876; 

Tj9.o  Que  procediendo  ciertos  descubiertos  de  un  pueblo  de  ejercicios  en 
fM  el  Juaneo  se  hallaba  encargado  del  servicio  de  la  recaudación,  en  cumpli- 
miento del  contrato  que  tenia  celebrado  se  hallaba  obligado  á  realizarlos,  aun 
denués  de  la  fecha  en  que  terminó  dicho  convenio,  como  consecuencia  lógica  é 


Por  Real  orden  de  14  de  Mano  de  1889  se  reeolvió  la  forma  en  qne  de- 
bia  Taificarse  la  cobranza  de  loa  deacabiertos  del  paeblo  de  Villalaenga 
por  eontiibadón  territorial  de  los  afios  1878-74  y  1874-76,  expresando  qne 
se  harían  efectivos  en  .determinados  trimestres  de  los  afios  económicos  de 
1888^89  á  1891  93. 

En  1.^  de  Jonio  de  1889  el  Director  de  la  Socnrsal  del  Banco  en  Toledo 
BS  dirigió  á  la  Delegación  de  Hacienda  para  qne  determinase  qnién  había 
de  hacer  efeetiyos  esos  descubiertos,  toda  vez  qne  la  Real  orden  no  lo  deter- 
minaba, j  á  que  había  terminado  la  gestión  recaudadora  del  Banco,  por  lo 
cual,  el  Gobernador  de  este  establecimiento  le  había  ordenado  manifestase 
á  la  Delegación  si  se  hallaba  dispuesta  á  recibir  para  el  cobro  aquellos 
▼alores. 

La  Del^ación  de  Hacienda  en  Ifi  de  Julio  acordó  que  no  podía  acce- 
I  á  lo  solicitado  por  el  Banco,  y  habiendo  solicitado  éste  de  la  Direc- 
ción de  Contribuciones  que  se  revocase  el  acuerdo  de  la  Delegación,  y  se 
declarase  que  procedía  el  cobro  por  los  agentes  recaudadores  del  Estado^ 
se  expidió  la  Real  orden  de  19  de  Julio  de  1890,  por  la  cual  se  confirmó  el 
acuerdo  de  la  Delegación  de  Hacienda  de  Toledo. 

Gontra  esta  Real  orden  acudió  á  la  vía  contenciosa  el  Banco  de  Espafia,. 
reprodnciendo  la  pretensión  formulada  en  la  gubernativa;  y  sustanciado  el 
pleito  por  todos  sus  trámites  legales,  el  Tribunal  confirmó  la  resolución 
impugnada  por  sentencia  de  26  de  Enero  de  1892,  cuya  parte  sustancial  es 
como  sigue: 

Considerando  que  la  cuestión  del  presente  litigio  se  reduce  á  determi- 
nar si  el  Banco  de  Espafia  tiene  obligación  de  recaudar  las  cuotas  de  con- 
tribución de  loe  afios  de  1878  á  74  y  1874  á  76  del  pueblo  de  Villaluenga 
de  la  Sagra,  que  habrán  de  hacerse  efectivas  con  arreglo  á  lo  determinado 
en  la  Real  orden  de  14  de  Mano  de  1889,  en  determinados  trimestres  de 
hM  afioe  económicos  de  1888  á  89,  1889  á  90  y  1890  á  91  y  1891  á  92: 

Considerando  que  para  resolver  esta  cuestión  es  preciso  tener  en  cuenta 
que  en  virtud  de  las  bases  aprobadas  por  Real  orden  de  19  de  Diciembre 
de  1867,  el  Banco  d¿  Espafia.tomó  á  su  cargo  la  recaudación  de  las  contri- 
buciones desde  l.<>  de  Enero  de  1868  hasta  30  de  Junio  de  1876,  de  donde 
lógicamente  se  infiere  que  la  principal  obligación  de  dicho  establecimiento 
consistía  en  obtener  y  realizar  el  pago  de  las  cuotas  correspondientes  á  los 
afios  dorante  los  cuales  subsistió  el  convenio,  prorrogado  después  hasta 
80  de  Junio  de  1888  por  la  Rieal  orden  de  4  de  Agosto  de  1876: 

Considerando  que  los  descubiertos  del  pueblo  de  Villaluenga  proceden 
de  ejercicios  en  que  el  Banco  se  hallaba  encargado  del  servicio  de  la  re- 
eandación,  y  por  tanto,  en  cumplimiento  del  contrato  que  tenía  celebrado, 
se  hallaba  obligado  á  realizarlos  aun  después  de  la  fecha  en  que  terminó 
didio  convenio,  como  consecuencia  lógica  é  indudable  del  mismo: 

Considerando,  además,  que  las  prórrogas  otorgadas  al  pueblo  de  Villa- 
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loeDga  para  el  pago  de  loa  atraaoa  de  las  contribaciones  de  loa  afioa  ám 
1878  á  74  7  1874  á  76,  terminaron  en  80  de  Junio  de  1886,  toda  ves  que  el 
art.  S.^  de  la  ley  de  18  de  loe  miamoa  mea  j  afio  diapneo  qne  laa  moratoria* 
legalmente  concedidaa  ae  harían  efectiyaa  en  el  término  de  cuatro  afioa,  é 
contar  desde  l.o  de  Julio  de  1886: 

Considerando  que  á  partir  de  esta  fecha,  en  la  cual  aun  eubaistía  el 
contrato  con  el  Banco,  debió  este  Establecimiento  comenzar  la  recaudacióu 
de  los  atrasos,  y  con  este  objeto,  sin  duda,  se  hizo  cargo  de  los  recibos  de 
loa  expresados  afios,  según  se  refiere  en  la  Beal  orden  de  14  de  Marao 
de  1889: 

Considerando  que  en  el  caao  de  que  el  Banco  no  hiciera  efectivos  dicboe 
atraaos,  debió  instruir  en  tiempo  hábil  y  en  la  forma  eatablecida  por  las 
disposiciones  vigentes  loa  oportunoa  expedientea  para  obtener  la  adjudican- 
ción  de  fincas  á  la  Hacienda  ó  la  declaración  de  partidaa  fallidaa  que  ks 
airviesen  de  data  en  ana  cuentaa  con  el  Teaoro : 

Conaiderando  que  aun  cuando  por  la  Real  orden  de  14  de  Mario  de  1889 
ae  otorgó,  de  acuerdo  con  lo  propuesto  por  el  Banco,  una  prórroga  para  el 
pago  de  loa  indicados  atrasos,  y  se  establecieron  loa  plazca  en  que  éstos 
debían  de  ser  satisfechos,  en  modo  alguno  puede  deducirse  de  aquella  dis- 
posición que  el  Banco  no  tenía  obligación  de  recaudar  tales  débitos,  porque 
ai  bien  esta  prórroga  se  otorgó  en  época  en  qne  el  contrato  con  aquel  £a- 
tablecimiento  había  concluido,  semejantea  atraaos  procedían,  como  queda 
indicado,  de  la  época  anterior  y  debió  el  Banco  haberlos  hecho  efectivoa 
en  tiempo  oportuno,  instruyendo  en  otro  caso  los  expedientes  á  que  ae  ha 
aludido: 

Conaiderando  que,  de  lo  expuesto,  se  infiere  que  por  constituir  cuando 
menos  una  verdadera  incidencia  de  su  contrato,  tiene  el  Banco  la  oblifca- 
ción  de  proceder  al  cobro  de  loa  reciboa  de  contribución  del  pueblo  de  Vi- 
llaluenga  en  los  afios  de  1873  á  74  y  1874  á  76.  y  por  tanto,  la  Real  orden 
reclamada  en  la  que  se  le  impone  semejante  obligación  ae  halla  ajuatada  á 
derecho  y  debe  confirmarae. 

Vistos  las  Realea  órdenea  de  19  de  Diciembre  de  1867  y  4  de  Agoslo 
de  1876  y  el  art.  8.o  de  la  ley  de  18  de  Junio  de  1886; 

Fallamoa  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Adminiatración  ge- 
peral  del  Estado  de  la  demanda  deducida  á  nombre  del  Banco  de  Espafia 
contra  la  Real  orden  de  19  de  Julio  de  1890,  que  queda  firme  v  aubsiatente. 
—(Sentencia  publicada  el  26  de  Enero  de  1892,  é  inaerta  en  la  Gaceta  de 
18  de  Septiembre  del  miamo  afio.) 
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Sbntsnoia  (26  de  Enero  de  lS9^).^ExeepGÍóne$ perentorioi.  Ineompetem- 
da  dejuriidicetón.  Plazo  para  acudir  ala  vía  contencio8a,S^  declara  pro- 
cedente la  excepción  perentoria  de  incompetencia  de  jurisdicción  alegada 
Por  el  Fiscal  en  pleito  promovido  por  la  Compi^Lía  arrendataria  de  Taba 
coa  contra  la  Real  orden  de  18  de  Julio  de  1889,  relativa  al  pago  de  dere> 
chos  realea,  y  ae  establece: 

i.o  Que  con  arreglo  al  art  7, o  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888,  H 
plazo  para  acudir  ala  via  contendosa  es  de  tres  meses,  á  contar  desde  la 
fecha  de  la  notificadán  de  la  resoludán  reclamada,  y  ese  plazo  debe  compu- 
tarse en  la  forma  establecida  en  el  art,  94  de  la  misma  ley,  ó  sea  por  metf 
enteros^  nn  tomar  en  cuenta  el  número  de  días  de  que  se  compongan,  ni  los 
feriados^  y  entendiéndose  los  meses  de  trdnta  dias\ 
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7  2>    <}ii6  tiendo  iwiitt<iqMtfi<rftiewilp<toiioto  <l¿^  Trí^tmsZ  ^rtf  eonMer 
4daiwito,ttoeabeeiUrar  á  iJ<i»tow sobre d  fondo  déla  oueoMnqueMa 

GMáteáxmpOK  la  Oompafiía  «irtiídstaito  de  Tabaeo»  dietintot  oontralM 
daMmimstios,  y  reclamadas  las  respectivas  escritoras  por  la  AdminisCra- 
ciée,  se  piaokicaron  laa  Hqnidadoaes  correspotndieotes  por  el  impéeéto 
éo  Derei^ios  reales,  impanieiido  ademár-á  la  Ooittpsfifa  ana  malta. 

Bedamada  eeta  Uqaidaoite  ante  la  Dele^ióa  dsrHeeieBda  primeva 
yante  el  Ministerio  despaés,  fué  confirmada  por  Real  orden  de  19  de 
Mío  de  1889.  ^ 

Ooatcaeata  resolooión  aendió  la  Oompaílía  á  la  Tía  oonteaofosa  en  4  4 
de  I^dembre  de  1889,  manifestando  en  el  escrito  de  interpoeicidn  del 
leeaiao  qae  la  Real  orden  impugnada  le  había  sido  notificada  en  14  de 
Septiembre  anterior. 

Segnido  el  pleito  por  todoa  sos  trámites,  el  Fiscal  alegó  eomo  perán- 
toria  la  excepción  de  incompetencia,  q«s  el  Tribunal  declaró  procedente 
por  sentencia  de  26  de  Eaeio  de  189Í,  enya  parte  sastandal  es  cerno  sfgo^ 

Considerando  qae  con  arreglo  ai  ari  7.o  de  la  ley  de  13  de  Septiembre 
ée  1888,  el  plasoparaasodir  á  la  vía  contenciosa  es  el  de  tres  meses,  4 
contar  desde  la  fecha  de  la  notifieacíÓB  de  la  resolución  reclamada,  y  qne 
esa  plaso  debe  compatarse  en  la  forma  establecida  en  el  aft.  94  ée  Ja  mis- 
na  iej^  ó  sea  por  meses  eotero^etn  temar  en  cuenta  el  número  de  días  de 
qae  se  compongan,  ai  los  feriados,  y  entendiéndose  los  meses  de  treinta 
días: 

Gonaiderando  que  computado  en  esa  forma  el  plazo  en  el  prelMRjta 
esao,  y  habiéndose  noÉificadp  á-la  Oompafiia  demandante  la  Real  orden 
impugnada,  aegóa  se  resonóos  .7  declara  en  el  escrito  de  interposidón  del 
fasarao,  el  día  14  de  Septiembre  de  1889,  es*  indudable  que  el  pláso  <)e 
loa  tres  meaos  de  treinta  días  reneló  el  dU  18  de  Diciembre  siguíétit^,  y 
no  habiéndose  presentado  el  recurso  basta  el  14  de  este- mismo  mes^  se 
halla  manifiestamente  fuera  del  plaso  legid; 

Ck>nmderando  que  siendo  indudable,  por  lo  expuesto,  la  incompetencia 
M  Tribunal,  no  cabe  entratr  á  resolver  sobre  el  fondo  de  la  euestióa  que 
sa  el  litigio  se  ventila. 

Vistos  loa  artículos  7.o  y  94  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

FaUamoa  que  debemos  declarar  y  declaramos  la  incompetenda  de  este 
Tríbonal  para  conocer  de  la  demanda  interpuesta  por  la  Óbmpafiía  arren- 
dataria de  Tabacos  contra  la  Real  orden  de  18  de  Julio  de  1889,  estiman* 
í  por  tanto  la  exeepdón  perentoria  de  incompetencia  de  jurisdicción 
»la  por  el  fl8eaL-r.(SeatcÉida  publicada  el  28  de  Enwo  de  (893»  é 
,  en  la  Oaoeta  de  18  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 


37 

SssrrBHGXA  (27  de  Enero  de  lSW).^£xeqfdone8  poreiftoirümi  FálHde 
fwomMUdad,  A^enteode  Ádumum.  OofM^)tatortd.*-^ededara  procedente  la 
excepción  perentoria  de  falta  de  personalidad  alegada  por  el  Fiscal,  en 
pleito  piomoTido  por  D.  Pablo  Ferrer  y  Mary  oontca  Reales  órdenes  de  18 
7  18  de  Jolio  de  1887  relaÜTas  al  pago  de  dezeebosde  Aduanas,  y  se  ea- 


i.o     Que  oegén  W  artSádeiao  Orimaniía»d6  Aémmuude  19  de  Noffiem- 
bre  de  1884,  una  veg  admitida  la  con9ÍgnaciáH,M  eoneignaiano  e$  directm^ 
WMO  á$  6 
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m^enU  r^apomahle  á  lá  Bdcienia  deki  áerethtm^  vmUaé  ^ue  Mga  de'p'a(ff<nr 
ei  ¡mqH9  ^  elóorgammit^  de  que  lo  tea,  y  9i^emrve  de  agmie^para  el  despá*- 
cho,  éste  tendrá  sólo  la  responsabilidad  subsidiaria  respecto  de  tualqwierpa^ 
que  aquél  no  haga  efectivo,  á  menos  que  gestione  el  despacho  con  documento 
^rmoflo  por.  ¡OB  consignaiitrios,  m  cuyo  ea»  tOntrcBtrá  la  responsahiWiái  de 

Yá'^  .  Que,  como  de  este  precepto  legal  se  deduce,  loa  multas  impueetas  á 
los  eo7isignatarios  no  pueden  aleanzar  ai  agente  mientras  no  llegue  el  caso  ^ 
k^e^r  rfectiva  su  responsabilidad  subsidiaria,  y  silos  interesados  no  han  can- 
s«dido  poder  ni  amuiizacián  de  ningún  géneto  ai  agente  para  reclamar  en  via 
eotUenciosa,  aun  cuando  haya  podido  representarles  por  su  carden  de  agenr 
te  .em4a.  via  gtd^emativa,  carece  de  •  personalidad  en  el  pleito,  toda  vez  qUe  el 
ini^ado  caráeter  en  ninguna  manera  autorita  para  mtablar  Htigios  de  este 
srdw.^    ■ 

^  ]^ov  BeakB  ordenes  d^  18  y  28  de  Julio  de  1887,  se  confirmaron  las 
iRoUlu»  y  dereeboa  largüieelludos  ioMmestos  pcnr  variae  partidas  d»  vino  oa- 
iMQas(li;^iBpQrtadas  por  la  Adaanade  Tarragona  á  la  consignación  de 
Jai(|oa9.G|oardóa  y  de  h.  Grnyer  y  .Oonipafiia,  y  presentadas  al  despacho 
por  D«  j^abio  Fe^rer  y  Mary»  Afrente'  de  Aduanas,  que  con  este  carácter 
g^etíonó  los/ie;ípedientes. en  vía  gubernativa. 

Oontca  Qsas*  Reales  jérdenes  acndió  el  mismo  Ferrer  por  si  á  la  via 
conteAOiosA;  f  sustanciado  el  pleito  por  todos  sus  trámites,  el  Fiscal  alegó 
la  exo^Msión  perentoria^de  falta  de  personalidad,  que  el  IMbnnal  declard 
procedente  por  sentencia  de  27  de  Enero  de  1803,  cuya  parte  sustancial 
aa  cQono. signe: 

CkmsId^rMido  que  D.  Pablo  Ferrer  y  Mar;*,  demandante,  que  en  elte 
pl^t^  delude  sns-  derechos  propios,  y  en ial  eoocepto  ha  otorgadopo* 
der  á.  favor  del  Licenciado  D<  Cipriano  Garijo,  es  nn  apoderado  de  los  se- 
i&ores  L.  Grayer  y  Coái|>afiitf.y  Jaques  Qonrdón;  en  cuyo  nombre  biso  las 
d^laffaciones  que  dieron  origen  á  las  maltas  de  que  se  trata: 

Oonsiderando  que,  según  el  art  64  de  las  Ordenanaas  de  Adtianas  de  10 
de  Noviembre  de  1884,  una  vez  admitída  la  consignación,  el  consignatario 
es  ^espoiisable  directamente  á  la  Hadendade  los  derechos  y  maltas  ^tie 
haya  de  pagar  el  buque  ó  el  cargamento  de  que  lo  sea,  y  ai-  se  sirve  de 
agente  para  el  despacho,  éste  tendrá  sólo  la  responsabilidad  subsidiaria 
respeeto  de  eaalqaier  pago  que  aquél  no  haga  efectivo,  á  meaos  ^ué  ges- 
tione el  despacffo  con  documento  firmado  por  los  consignatarios,  en  <cayó 
caso  contraerá  la  responsabilidad  de  éstos: 

:  Considerando  que  como  de  este  precepto,  legal  se  deduce,  las  multas 
impuestas  en  los  expedientes  afectan  á  Jitqaes  Goardón  y  L.  Grayer  y 
Compáfiía,  consignatarios  del  vino  importado,  y  no  poeden  alcanzar  4^ 
agente  Ferrer  por  no  haber  llegado  el  caso  de  hacet  efectiva  su  responsa- 
bilidad subsidiaria: 

Oonsiderando  que,  los  referidos  interesados  no  han  conferido  poder  ni 
autorisación  de  ningóii  género  á  Ferrer  para  reclamar  en  via  contenciosa» 
y  por  lo  tanto,  aun  cuando  éste  haya  podido  representarles  por  su  carácter 
4e  agente  ea  la  via  gubematiya,  carece  de  personalidad  en  el  presente  plei  • 
tc\  t¿da  ves  que  el  indieado  carácter  en  ningoaa  manera  autorisa  para  en* 
tablar  litigio  deesteorden-j 

'.  i  Considerando  qoe  no  esdsten  motivos  para  estimar  que  el  demandante, 
aunqne  carece  de  acción,  haya  procedido  con  notoria  temeridad. 

Vistos  los  párrafos  primero  y  segundo  del  art  64  de  las  Ordenanaas  4q( 
Aduanas  de  19  de  Novieknbiie  de  1884,  y  el  párrafo  primero  del  art.  98  de 
la  ley:de  18.de  Sef»tiembiede  1889;  ' 
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miunoc  que  debluiKMr  déclsror  7  dédarámóei  procedente  la  ejccepeidn' 
penatorlft  de  falta  de  peitonalidad  en  el  demandante  D.  Pabló  Feíter, 
pcopneata  por  el  Kscal  en  el  presente  pleito;  en  sa  confecnencia,  archítese 
el  rcAo  y  devnélTOM' el  expediente  gabémativo  al  Miníetérfo  de  Haciehda. 
^(Sentencia  pnblioada  el  37  de  Enero  dé  1899,  ó  inuérta  en  la  Oaoeta  did 
Ift  de  Septiembre  del  mkuño  afio.) 


38 
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AtJTO  (37  de  £nero  dé  ÍB92),-^ExcepóUfHe$  dilataria$.  Ineompeteneta  de 
jmnMceión.  Vía  eontenchia  en  materia  de  minaB.-^Qe  declara  procedente 
U  excepción  dilatoria  de  incompetencia .  de  jariadicción  alegada  por  el 
Flieal,  en  pleito  proihoyido  por  D.  Ramón  Sálaa  contra  Re^l  orden  de  26 
da  Mayo  de  ISO  1,  relativa  ala  demarcación  de  la  mina  San  Pablo,  y  9e 
establece: 

1.0  Que  conforme  á  lo  prevenido  en  el  núm.  2.^  del  att,  86  de  la  ley  de 
Mmat,  reformada  en  4  de  Marzo  de  1868,  sólo  cabe  recurso  contencioso  en 
mtímaria'conérd  fas  Reales  órdenes  por  las  que  se  confirman  ó  se  desestiman 
Improvidencias  dictadas  por  los  GM>emadores,  concediendo  ó  negando  la.pro- 
piedad  Éimerá: 

2.^  <lue  tratándose  dé  una  resolución  adniinistratixa  expresamente  ex- 
dsMapor  lale¡f  de  Minas  dé  la  vía  contenciosa,  es  procedente  la  excepción 
áíUdoria  de  incompietencia,  fondada  en  el  núm,  á.*  del  art,  4.o  de  la  ley  de  IH 
de  Septiembre  de  1888; 

Y  3*  Q;ue  estimada  la  excepción  de  incompetencia^  no  es  preciso  exami- 
nar la  otra  excepción  de  falta  de  personalidad  propuesta  por  el  Fiscal, 

"Por  Real  orden  de  26  de  Mayo  dé  1891  se  acordó:  primero,  revocar  el 
decreto  del  Gobernador  de  Lérida  por  el  que  se  canceló  el  expediente  del 
regMro  Concordia;  segando,  devolver  al  Gobernador  los  expedientes 
Oñteordia  y  San  Pablo,  para  qne,.  retrotrayéndolos  al  estado  que  tefifan 
antes  de  la  demarcacfón,  se  practicase  ésta  de  naevo  á  costa  del  Ingenie- 
ro Pinilla;  tercero,  sefialar  en  los  planos  de  nna  manera  precisa  la  pos!* 
ci6n  qne  oenpa  la  ampliación  á  la  7\irbosa  con  respecto  á  la  Concordia, 
Stm  Pablo  y  á  la  ampliación  á  la  Dolores;  y  coarto,  recordar  al  menciona- 
do Ingeniero  la  estricta  observancia  de  la  ley  y  reglamento  sobre  las  de 
laareacionee  y  formación  de  planos: 

Contra  eeta  Real  orden  dedqjo  recurso  contencioso  D.  Ramón  Salas 
formalfsando  la  demianda,  con  la  súplica  de  qae  se  annlase  dtcba  resólo- 
áfyi  en  cnanto  se  bailaba  dictada  sin  competencia,  y  en  otiro  caso  qoe  se 
revocase  aprobando  la  demarcación  de  la  mina  San  Pablo. 

Empla^aido  el  fiscal,  alegó  las  fvxcepoiones  dHatorias  de  incompetencia 
de  jurisdicción  y  falta  ae  personalidad,  y  el  Tribunal  declaró  procedente 
b  primera  por  anto  de  27  de  Enero  de  1892,  cuya  parte  sustancial  es 
flomo  signe:  «  ^ 

Considerando  qne.'conforme  á  lo  prevenido  en,  el  ndm.  2.o  d^l  art.  86 
ds  la  ley  de  Mlñaé  reformada,  de  i  de  Marzo  dé  1868,  sólo  cabe  recurso 
eontencioso  administrativo  en  minería  contra  las  Reales  órdenes  por  las 
qoe  se  confirman  ó  se  desestiman  las  providencias  dictadas  por  los  Gober- 
nadores, concediendo  ó  negando  la  propiedad  minera: 

Condderando  t)tte  la  Real  orden  reclamada  se  limita  á  revocar  el 
acuerdo  del  Gobernador  por  el  que  sé  canceló  el  expediente  Concordia,  y 
i  otdoDar  qne  se  practique  la  demalrcación  dé  las  minas  Concordia  y  San 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


6i8  jv^sfií^Mwm^xÁ.ÁjimKíBmAxiwA 

'  JPablOf  y  por  coniigfyeote,  ni  ooncede  ni  mem  U'  propiedad  avlaeni, 
ppji:  lo  cual,  ^egún  el  «rticolo  antea  citado,,  no^  ea  ceclamable  qd  yia  coa- 
tenjoloaa: 

Oo^^lderandp  qoe  por  tratarae  en  eate  oaao  de  ana  reaoloción  /adfni- 
nisir^tiTa,  expresau^enfe  .exclaída  por  la  ley .  ^e  >Mlnaa  de  la  Tía  conten- 
cioaa,  ea  procedente  la  excepción  dilatoria  de  inoompeteii^ciar  fandadpi  aa 
el  núm.  4.o  del  art.  4.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888: 

Oonaiderando  qoe  eato  no  chata  para'  qae  continaada  la  anatandacióa 
de  loa  expedientea  como  la  miama  Real  orden  previene,  paeda  la  Admi- 
niatración  activa,  antea  de  conceder  ó  negar  la  propiedad  de  laa  minaa, 
tomar  en  cuenta  laa  razonea  qne  alegue  en  favor  de  ana  derechoa  ó  de  las 
opoaicionea  qae  dednaca  D.  Ramón  Salas  y  Qiooma,  y  éate  en  todo^caao 
utiÜaar  loa  recurapa  qae  en  vía  gabematiya  ó  x^pntencioaa  aean  proo^en- 
tee  contra  las  reaoiacionea  qoe  ae  dicten; 

Y  conaid^rMido  que  eatimada  la  excepción  de  incompetep^úa  no  ea 
preciao  examinar  la  otra  exqepción  de  lalta^de  peraonalidad  propaeata  por 
el  Fiscal. 

Vistos  loa  artículos  89  de  la  ley  y  8<S  4^  Reglamento  de  Minaa,  y  el 
á.o,  caao  4.0,  el  46  y  .60  de  l|i  íey  de  13  de  Septiembre  de  1888; 

Se  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  ipcompeíencia  de  ja- 
risdiccióQ  propuesta  por  el  Fiacw;  en  su  xsonsepuencía,  queda  ain  carao  la 
demanda;  archívese  el  rollo  y  devuélvase  el  expediente  gubernativo  al 
Itfinisterio  de  Fomento,  con  certiftcación  de  este  auto,  que  se  publicará 
en  la  Gaceta  de  Madrid  y  se  insertará  á  au  tiempp  «n  la  Goleceión  legi$la' 
Hva.^Xixto  fecha  27  de  Bnero  de  1892,  é  inaerto  en^la.  Gócete^  4é  18  de 
Septiembre  del  mismo  afio.) 


c  39       .  ,' 

A  OTO  (28  de  Enero  de  1892^.  Excepcumes  dii^Uoriat.  IncímpeteiMia.  dé 
jurisdicción.  Ouestionea  de  derecha  dvil.Se  declara  procedente  la  excepr 
cióh  dilatoria  de  incompetencia  de  jariadicción  alagada  p^r  el  Fiscal^  en 
pleito  promovido  por  D.  Antonio  ÓómezCano  spbre  revocación  de  la  Real 
orden  de  27  de  Septiembre  de  1890,  relativa  á  la  transmisión  de  un  cenao, 
y  se  establece: 

1,0  Qt4€  no  teniendo  la  Seal  orden  que  §e  impugna  en  el  pleito  má^  alean- 
ce  que  el  deponer  finálavia  gubernativa,  equivale  en  este  concepto  y  según  ha 
declarado  repetidamente  lajurisprí^deneia  en  casos  anilogo$,  ci  acto  Se  eon- 
eiliacúfn  necesario  para  entablar  acciones  dvües  contra  d  JEetado  aaUs,  ioa 
Tribunales  ordinarios; 

Y  2. o  Qu6  en  este^entido  y  tratándc¡se  de  t^na  occt^  civil  á  l(t  purisdáo- 
don  ordinaria  compete  estimar  la  procedencia  6  improcedencia  de  la  deciara- 
ción  contenida  en  la  resolución  mencionada,  y  por  consiguiente  se  halla  fuerm 
del  alcance  déla  vía  contenciosa,  á  tenor  deh  di^^%¿sto  en  el  párrafoL^  del 
art  4.<^  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1SB8: 

Don  Antonio  Gómez  Cano  solicitó  y  obtuvo,  de  la  Delegación  de  Ha- 
eienda  de  Cádiz  la  transmisión  de  cuatro  censos  pertenecientes  al  Estado» 
y;  habiendo  acudido  el  propietario  de  la  caaa  sobre  que  dichoa  cenaos  gra 
▼aban  á  los  Tribunales  oxdinarioa  para  que  se  declaraae  la  ineflc^ia  d^ 
k  tranamiaión,  el  adquirente  acudió  á  la  misma  Delegación  de  Hacienda 
primerp,  y  al  Ministerio  después,  con  la  aúpücáde  que  ^e  tuviera  por  inai^ 
gurada  la  vía  gubernativa  á  loa  efectos  de  citar  al  ¿atado  de  evicción  éa 
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te  dasandft  interpuesta  por  el  prppietario  de  la  casa  cernida,  pretensión 
qae  fné  denegada  por  Real  orden  de  27  de  Septiembre  de  1090^  por  la  qae 
■e  declaró  qae  el  Estado  no  tenía  obligación  de  evlcdonar  en  el  presente 
cMO,  ni  el  8oli<ñtante  derecho  ningono  á  promover  caalqniera  de  las  ao- 
dones  á  qoe  se  eontrae  el  art  4.*  del  Beal  decreto  de  6  de  Janio  de  1886. 

Contra  esta  Real  orden  dedojo  Gómez  Gano  recurso  contencioso  en  el 
qae  tí  Fiscal  alególa  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jarisdicción, 
que  ei  Tribanal  declara  procedente  en  anto  de  ^8  de  £nero  de  189ÍI,  cuya 
p«rte  sostanclal  es  como  signe: 

Oonnderando  qne  la  Real  orden  qae  se  impagna  en  este  litigio  no 
tiene  más  alcance  qne  el  de  poner  fifi  A  la  vía  gtíbematlYa,  equivaliendo 
en  este  concepto,  j  según  ha  declarado  repetidamente  la  jaríspradencia 
en  easos  análogos,  al  a<^  de  conciliációii  necesario  en  todo  eaSó  para 
entablar  acciones  civiles  contra  el  Estado  «nte  los  tribanales  ordinarios: 

ODnsiderando  qne'eii  este  sentido,  y  por  tratarse  de  ana  acción  civil, 
á  la  jnrifldicción  ordinaria  compete  el  estimar  la  procedencia  ó  improce- 
dSBi^  de  la  declaración  contenida  en  la  resolodón  mencionada,  y  que,  por 
ooBslgttiente,  se  halla  ínera  del  alcance  de  la  vía  contenciosa,  á  tenor  de 
lo  dispuesto  en  el  párrafo  l.<^  del  art  4.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre 
de  1888,  y  es  por  tanto  de  estimar  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia 
ée  jnrisdicdón  qne  el  fiscal  ha  alegado. 

Vistos  los  artículos  i.\  núm.  l.o,  46  y  50  de  la  ley  de  18  de  Septiembre 
de  1888; 

8e  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jone- 
dicción  alegada  por  el  Fiscal,  y  en  sü  Y{rtod,  queda  sin  corso  la  demanda; 
archívese  el  rollo  y  devuólvase  el  expediente  gul>emativo  al  Ministerio 
de  Hacienda,  con  certificación  de  este  anto,  el  cnal  se  publicará  en  la  Ga- 
ceta de  Madrid  ^y  se  insertará  á  so  tiempo  en  la  Colección  kgUlativa. — (Au- 
to fecha  28  de  Enero  de  1892,  é  inserto  en  las  Gacetas  de  II  y  21  de 
S^ytiembre  del  mismo  año). 
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SinmoffciA  (29  de  Enero  de  1892).— Vapores  correos,  Multas.—Be  con* 
firma  la  Real  orden  de  6  de  Junio  de  1888,  relativa  á  la  prórroga  para  la 
valida  del  vapor  Vcraerue  impugnada  por  el  Marqués  de  Campo,  y  se  es- 
tablece: 

Que  el  Gobernador  general  de  Cuba  no  podia  detener  la  s(^lida  de  los  va- 
p0res-oorreos  más  qne  por  veinUcuatro  horas  sin  indemnizacióny  y  esto  en  ca- 
S0S  wraentesy  extraordinarios^  de  conformidad  con  lo  estMecido  en  el  qri»  7P 
dd  fíiego  de  conéReiones  para  la  contrata  del  servicio  de  vapores  correos  es- 
paMes  entré  las  islas  de  (Ma  y  Puerto  Bioo  y  él  golfo  de  M^ico  y  mar  de 
las  Antíiku. 

El  vapor  SanÁgustdn  de  la  Ckmipafiía  de  Vapores  correos,  después  de 
terminar  uno  de  sus  viajes  oficiaies»  embarrancó  al  entrar  en  el  puerto  de 
Vigo,  por  lo  que  no  pudo  estar  dispuesto  el  día  que  debiera  salir  para  la 
Habana,  y  la  apresa  concesionaria  del  servido  solicitó  y  obtuvo,  aunque. 
con  la  reserva  de  alcansar  la  aj^obación  suprema  una  prórroga  de  cinco  días» 
dorante  los  cuales  disposo  el  Veraoruz  que  sustituyó  al  San  ÁgñstiH. 

Por  Real  orden  del  Ministro  de  Ultraipar,  de  6  de  Junio  de  1888,  se 
declard  nula  la  expresada  prórroga  concedida  á  la  Oompafiía  por  él  Go- 
bernador general  de  Cuba,  imponiendo  además  á  la  Empresa  la  multa  de 


Digitized  by  VjOOQIC 


70  JUBISPKUPJPNGIA  A^WaHUmUTlYA 

• 

60.000  pesetas  prefijada  en  el  co^tratoi  ó  impogoada  esta  Real  orden  «n 
yía  contenciosa  v  seguido  el  pleito  por  .to9os  sus  trámites  legales,  sil  Tri- 
bunal absolvió  á  la  Administración  de  la  demanda  per  sentencia  de  29 
de  Enero  de  1892,  cuya  parte  sustancial  es  la  sigui/anto: 

Considerando  que  las  cuestiones  que  se  bai^  discutido  en  este  pleito  os 
reducen  á  determinar  si  el  Gobernador  general  de  Cuba  tenia  átribado- 
oes  para  conceder  la  prórroga  que  se  otorgó , al  contratista  del  sei^vic^ode 
que  se  trata  para  la  salida  del  vapor  correo,  que  debió  verifiosjr  el  18  dm 
Noviembre  de  1882;  y  si  el  referido  contratista  incurrió  en  la  malta  que 
le  impuso  la  Real  orden  impugnada  por  no  baber  tenido  dispuesto  opor- 
tunamente^  en  el  puerto  de  la  Habana  .na  yaporcorreo  que  hici^e^e  la  expe- 
dición en  aquella  fecha: 

Considerando,  respecto  de  la  nrimera  cuestión«'que  una  vez  organisadp 
el  servicio,  según  previene  el  art.  l.o  del  pliego  de^condioiones  que  sirvió^ 
para  la  contrata,  el  Gobernador  general  de  Cuba  no  podía  deten^  la  sa- 
lida de  los  vapores  correos  más  que  por  veinticuatro  hqras  sin  i^^oiniaa- 
ción,  y  esto  en  casos  urgentes  y  extraordinarios,  de  conformidad  o^  lo 
establecido  en  el  art.  7.^  de  dicho  pliego: 

CoDsiderendo  qué  la  falta  de  atribuciones  para  ponceder  la  prórroga  dQ 
cinco  días  fué  debidamente  apreciada  por  el  mismo  Capitán  genenil  de 
Cuba,  quien  al  acceder  á  lo  solicitado  por  la  Empresa  lo  hiso  con  la  res^va 
de  la  aprobación  suprema: 

Considerando,  respecto  de  la  segunda  cuestión,  que  la  solicitud 4^  la 
prórroga  se  fundaba  en  que  el  buque  destinado  por  elcontri^tiata  para  ve- 
rificar la  expedición  que  debía  comensar  el  18  de  I^oyienibre  de  1882  ha- 
bía embarrancado  enias  aguas  de  Vigo,  y  el  que  debía  sustitulile  no  po- 
día estar  en  el  puertp  de  la  Rabana  en  el  expresado  día;  poi:  donde  resolta 
manifiesto. que  el  contratista  no  tenía  preparado  en  dícmo.pij^erto  ningún 
vapor  que  ^ciese  la  expedición: 

Considerando  que  no  hay  necesidad  de  determinar  si  el  accidénte.oca- 
rrido  al  vapor  San  Agustín  constituye  ó  no  caso  de  fuerza  mayor  para  los 
efectos  del  contrato,  porque  la  varadura  ocurrió  fuera  de  la  línea  del  ser- 
vicio á  que  debía  estar  destinado: 

Considerando  que  si  el  contratista,  por  su  convenienciit,  y  faltando  á  lo 
convenido  en  el  art  4.^  del  mencionado  pliego  de  condiciones,  distrajo  el 
vapor  jSan  AfiusUn  en  otros  servicios  no  incluidos  en  el  contrato,  4^aí  mi^no 
deibió  imputarse  los  accidentes  que  le  ocurríeron,.sÍQ  que  puedan  redoa- 
dar  éstos  en  perjuicio  de  los  intereses  públicos; 

Visto  el  pnego  de  condiciones  para  contratar  en  pública  subasta  el  ser- 
vicio de  vapores  correos  espafioles  entre  las  islas  de  Cuba  y  Puerto  Bino 
y  el  golfo  de  Méjico  y  mar  ge  laé  Antillas,  que  dice:  c  Art.  l.o  Betos  servi- 
dos se  combinarán  y  ordenarán  por  el  Gobernador  geineral  de  la  isla  ele 
Cuba,  de  acuerdo  con  el  de  Puerto  Rico  y  oyendo  al  contratista,  de  forma 
que  enlacen  coa  las  llegadas  y  salidas  de  los  vapores  correos  transatíán ti- 
cos, y  qué  el  tercero  y  cuarto  enlace  también  con  el  primero. — Art.  4,^  Lqs 
buques  no  podrán  hacer  escala  ó  arribada  en  otros  puntos  que  los  desig- 
naos en  este  pliego  de  condiciones  ó  en  los  que  nuevamente  se  designa- 
sen, conforme  á  Ip  prescrito  en  los  artículos  anteriores,  á  no  ser  obligados 
por  fner:m  mayor  debidamente  acreditada.— -Art.  7.^  É¡i  casos  ^urgentes  y 
extraordinarios^  los  Gobernadores  generales  de  {as  is^s  de  Cut>a  y  Pi^eirto 
Rico  podrán  detener  1^  salida  de  los  vapores  de  las  capitales  de  dichas  is- 
las veintipúa^ro  horas  consecutivas  sin  abonO  de  indeinjo^zación  ajjrana; 
si  la  retardaseis  por  más  tiempo,  se  abonará  al  oontratisU  If^  i^tntidad 
de  I.OOO  pesetas  por  c^da  día  de  retn^io.— Art  £2,  Si  la  salida  4^  los,  bu- 
ques se  retardase  por  culpa  del  contratista,  pagará  és^  una  multa  de  6.0(K> 
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■,  y  ae  «unentarán  8.000  por  cada  día  Ompesado  dn  ^ae  salga  el 
im^tie,  hasta  él  quinto  día,  sn  qoe  se  declarará  no  hecha  la  expedición  é 
incniso  el  contratista  &a,  la  multe  de  50.000  pesetas.— Llegado  el  oaso  de 
aplicar  esta  malta  por  falte  de  la  ezpedidón,  no  se  exi^rán  las  mnltas 
pardales  qae  quedan  establecidas»; 

Fallamos  que  debemos  absolrer  y  absolvemos  á  la  Adminlstmdón  ge* 
nerd  del  Estado  de  la  demanda  interpoeste  por  la  representedón  del  WLnr- 
«o^  de  Campo  contra  la  Seal  orden  de  5  de  Junio  de  1888,  la  enál  qneda 
firme  j  subsistente.— (Sentsnda  publicada  el  29  de  Enero  de  189t,  é  in- 
serte en  la  Qaeeta  de  31  de  Septiembre  del  mismo  afio.)     ' 
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SiBTKirciA  (29  de  Enero  de  ÍS92).—CrédUé$  cmtra  el  Estado:  Caduci- 
dad de  eridUoa.—Se  confirma  la  Real  orden  de  119  de  Enero  de  1881,  rela- 
tiva á  la  caducidad  de  un  crédito  é  impugnada  por  D.  Manuel  Peces^  Cora 
párroco  de  la  iglesia  de  San  Pedro  de  éste  corte,  j  se  esteblece:  ** 

i.o  Que  tramcurrido  elploMO  fue,  tcñno  unprairregabte,  Btñal^  el  art.  7, o 
de  ia  ley  de  31  deJuUo  ie  1876^  9in  queee  preeentara  documenté  aigwo  á 
emver9ián,  ni  aun  eiquifra  $e  solicitara  ni  $e'  acre^UaBe  eon  la  presentación 
de  la$  e9criiura$fundaeiona¡le$  d  derecho  que  al  reclamante  pudiera  atitíti¥ 
alpaironatOy  ni  él  carácter  de  la  fundación^  la  caducidad  se  ajusta  etineta- 
mente  al  precepto  legal  citado; 

Y  2.^  Que  es  jurisprudencia  constante  que  la  Administración  tiene  eom- 
pdeneiapara  establecer  reglas  á  que  ha  de  sujetarse  la  conversión  de  los  cré- 
ditos comprendidos  en  el  Voncordato  con  la  Santa  Sede  y  para  castigar  su  in- 
fracción con  la  pena  de  caducidad^  sin  qtte  le  sea  necesario  recurrir  á  nuevos 
convenios. 

Por  Beal  orden  de  29  de  Enero  de  1881  se  confirmó  él  acuerdo  de  la 
Junte  de  la  Deuda  de  9  de  Micao  de  1880,  que  declaró  la  cadnddaédel 
capital  é  intereses  de  un  crédito  reclamado  por  el  Oura  párroco  de  laif^e- 
da  de  San  Pedro  de  este  corto,  por  no  bd>erse  presentado  las  jnstifk»- 
dones  necesarias  dentoo  del  placo  ^ue  sefialó  el  art.  7.<>  de  la  ley.de  91  de 
Julio  de  1870,  puesto  que  haste.90  de  Enerado  1877  no  se  habla  pedido 
la  converdón  dd  capital  j  d  Jkbono  de  los  intoveses,  y  esto  dn  acompaflar 
ios  documentos  jnsóficativos. 

Contra  este  Real  orden  acudió  á  la  vte  contenciosa  el  Cuca  de  San  An- 
drés, con  la  súplica  de  que  se  dbE^ura  sin  efecto,  y  de  que  se  liquidasen  y 
abonssen  el  capitd  y  los  intereses  devengados  ha^a  $0  de  Junio  de  IMi 
por  d  expresado  crédito.        :.        ^ 

Seguido  d  pleito  por  todos  sus  trámites,  el  Tribunal  absolvió  de  tede- 
Bianda  á  la  Administradón  por  sentenda4e  ^9  de  Enero  de  1898,  cOja 
parte  sustancial  es  como  dgoe^ 

Considerando  que  de  loe  hedios  que  constan  en  el  expediente  gubec^ 
oatívo  resulte  que  baste  d  dia  20  de  Enero  de  1877  no  solidtero]i>k)S.ÍB* 
teresados  en  este  crédito  su  eonversién  en  Deuda  d  8  nos  100^  posque  to- 
das sus  anteriores  instandas  fueron  encaminadas  énic^nfentoAobifeSBes 
d  pago  de  los  intereses  devengados  baste  80  de  Septiembre  de  1841,  el 
csdtavo efecto:  >'■  *.' r'    ,■".       -  ■  '  'i    • 

Condderando  me  tempoeo  reclamaron  la  devolución  de  la  lámina  de 
qoe  se  incautó  el  ¿stedo  en  1842,  ni  la  ernidón  en  su  equivalenda  de  ins- 
oipdones  intxansferibieB  4e  Deuda  al  8  por  100^*  j  4»^  ^  prinieaagedióa 
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practicada  en  este  aeiitido  por  D.  Jiían  Cairo  ao  la  instancia  qoe  prcaast^ 
en  SO  da  Enero  de  1677,  no  poede  admitirae  cúmo  yaledera  para  int»-* 
mmpir  el  plato  de  la  caducidad,  porqoe  no  acompafió  docnmento  algnnoi 
que  jnatificase  la  representación  que  se  atribula: 

Considerando  qae  transcurrido  el  plMO  que  como  improrrogable  se^ 
Haló  el  art  7.P  de  la  ley  de  21  de  Julio  de  18^  sin  que  ni  D.  Manuel  Pe> 
oes  ni  so  sucesor  en  el  curato  presentara  documento  alguno  á  conyersióii, 
n!  aun  siquiera  la<solicitara,  ni  acreditase  con  la  presentación  de  las  esori^ 
turas  fundacionales '  el  derecho  que  pudiera  aaistirle  al  patronato  y  el  ca* 
ráctar  de  la  fundación^  la  caducidad  decretoda  ie  ajusta  estrictamttite  a¡k 
pteoepto  legal  citado; 

Y  considerando  que  es  jurisprudencia  constante  que  la  Admioistraciói^ 
tiene  competencia  para  establecer  reglaa  á  que  ha  de  sujetarse  la  conver- 
sión de  les  créditos  comprendidos  éa  el  Concordato  con  la  Santa  Sede  y 
para  castigar  su  infracción  con  la  pena  de  caducidad,  sin  que  le  sea  necesa- 
rio recurrir  4  nuevos  convsnioa.   .         . 

Yistoael  art.  16  de  la  ley  de  1  o  de  Agosto  de  1861;  la  de  28  de  Enera- 
do 1860,  en  su  punto  6.^;  el  art*  8.*  de  la  ley  de  19  de  Julio  del  mismo.afio» 
7  el  7.0  de  la  de  21  de  Julio  de  1876; 

Fallamos  que  debemoa  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  deducida  á  nomfbre  de  D.  Manuel  Pece»^ 
oontnk  la  Beal  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  29  d» 
Snsvode  1881,  la  cual  queda  firme  y  subsistente.— (Sentencia  pobücadá» 
el  29  de  Eoeró  de  1892,  ó  inserta  en  la  Qaceki  de  21  de  Septiembre  del^ 
mismo  afio.) 
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SnmnroiÁ  (29  de  Enero  de  1892).— ¿7toef  panvas.  Sueldo  regulador^ 
CaUirátieos  de  Ultramar.^-&e  couíirata  la  Beal  orden  de  26  de  Julio  de  1884, 
Inipsgnada  por  Dofia  Dolores  Sirven  sobre  derecho  á  pensión,  y  se  de* 
clara: 

/.^  Que  habiendo  tido  d  eauBarde  de  la  Mereeada  empleada  anterior  of 
Beglamento  orgánico  de  3  de  Junio  de  1866,  oon  wjedán  al  párrafo  2/^  dei 
mrt  113  de  eeie  Reglamento,  deben  recetarte  en»  dereckoe  adqutridoB,  mus 
eum^  u  trate  de  aeeeneoe  poiteriorei  al  miemó,  atendiindoee  i  la  eateeorim^ 
y  dase  y  ateniéndoie  á  Um  sueldo»  señalado»  en  el  preet^j^uesto  de  186^-66  p 
enMl  decreto  de  16  de  JuHo de  1363: 

S.o  Que  e»te  decretó  excluue  de  »u»  preeeripeume»  al  Profeeorado,  que  f  e- 
rigepor  dupoeiehne»  etpedcae»,  y  por  consiguiente,  el  tipo  regulador  para 
pensián  de  Montepío  ha  debido  fijarse  á  tenor  del  art,  113  del  Beglamento- 
antes  citado; 

T3.^  (^»e*si bien  posteriormente  H  asignó  ¿los  CatedráUcos  de  ténnino 
de  la  Universidad  de  la  Habana,  por  el  plan  de  estudios  de  7  de  Dieiembre^ 
ée^iSSO;el  sueldo  de  Jí.SOO^^esos,  <Me  tenerte  en  cuenta  que  este  sueldonoes^ 
personal  y^  que  le  constituyen  el  suddo  y  sehreeueldo  englobados,  y  que  el  suel- 
do (I^mo  debe  sompnitarse para  lar^fsdaeión de  deredkos pasivos,  sigún^áí 
tet  'minatíU  nunte  prevenido. 

Dofia  Dolores  Sirven,  viuda  de  D.  Juan  M.  Sanchas  de  Bnstamante^ 


Aiidiss  la  €KiMtf(sv  9«]to  ftiduaablS&iittts  ha  ^fátcido  dsoir  éobrmmld». 
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■oiíeil6«ii  Jmdo  de  1 88t  Im  pennón  qne  imdiera  correflpoitdorle,  y  1«  JübU 
de  p^iuonee  driles  la  concedió  la  de  Montepío  de  S76  peeoe  annalee, 
eoHte  parte  de  ka  IJ^OO  peaoe  de  «neldo  aeignado  en  los  preeapneetoa  de 
1066^66  al  empleo  de  OÉtedrátíoo  de  Anatomía  deaeriptiTli  de  la  Univeiei- 
dad  de  la  Habana  qne  el  oaosante  había  dearaipefiado. 

Confirmado  este  acaerdo  per  Beal  orden  del  Minieterio  de  Ultramar 
de  SS  de  Jolio  del  1884,  acndió  la  intereeada  á  la  Tía  eontendoea,  preten- 
dieodo  e»  ella  qne  ee  rerbcara  dicha  reeokidión  y  te  declarara  ser  aplií*a> 
ble  al  eaeo  d  art  SS7  del  plan  de  eetndioe  de  1880,  y  que  le  oorreepondía 
per  raaón  ^e  Montepío  la  penaióa  annal  de  696  peeoe,  coarta  parte  del 
aaeldo  ^ne  disfrutó  so  esposo. 

El  Tribvnal,  despoés  de  sastendado  el  pleito  por  todos  sos  trámitee» 
sbscrfTió  á  la  Administradón  de  la  demanda  por  sentencia  de  29  de  Enero 
de  18M,  coya  parte  sustancial  es  la  siguiente: 

Oonaideíando  qoe  la  cqestión  qne  se  plantea  en  esta  demanda  está  re- 
^MJda  á  determinar  d  el  tipo  reiKolador  para  fijar  la  pensión  de  riadedad 
qee  corre^Kmde  á  Dofla  Dolores  Sirven  ha  de  ser  el  de  1.600  pesos,  saeldo 
penonal  del  cansaole,  consignado  en  los  presnpoestos  de  1886  á  66,  ó  el 
de  %bO0  salgaado  á  los  Cat¿Mtiees  de  término  por  el  plan  de  estadios 
ds  la  isla  de  Oaba  de  7  de  Didsmhre  de  1880: 

Oondderando  qae  D.  Joan  Manael  Sánchez  Bostamante,  cansante  de 
Dola  Dolores  Sirreoyinó  empleado  anterior  al  S^lsmento  orgánico  de 
S  ds  Joalo  de  1866,  y  qne  con  enjedón  al  párrafo  3.o  del  art.  US  de  este 
Beglsmento,  deben  respetarse  sos  derechos,  adquiridos,  ann  cnando  se 
tiate  de  sooensos  pssterlores  al  mlssoo,  atendiéndose  á  la  categoría  y  elase 
y  stonlóadeao  á  los  sneldos  ssfialados  en  el  presnpoesto  de  1866  á  66  y  en 
d  decreto  de  16  de  Jnüo  de  186S: 

Osasidecando  qne  este  decreto  no  es  aplicable  al  caso  de  aotos,  porque 
terminantemente  exdoye  de  sos  presoripdones  al  Profesorado,  q«e  se- 
^ige  per  disposiciones  especiales,  y  por  consiguietite,  qne  el  tipo  regola- 
dot^  á  teaor  dd  art  116  dtads,  para  fijar  la  pendón  de  Montepío  cenes* 
pondiente  á  Dofia  Dolores  Sirven,  es  el  sn^o  qne  disfrutaba  su  marido 
y  IsBla  consignada  la  plasa  que  desempeíiaba  en  el  presnpoesto  de  1866 
á  66,  qoe  era  d  de  8.000  esoados,  ó  ssan  1,600  pesos,  adoptado  por  la  Seal 
orden  impognada: 

Ooodderiado  qne  d  bien  postsrionaenle  se  aaignó  á  los  Catedráticos 
dsrttrm^o  de  la  XJniveiddad  de  la  Habana,  pos  el  plaa  de  estadios  de  7 
de  Diciembre  de  1880,  d  sueldo  de  2.^00  pesos,  debe  tenerse  en  cuenta, 
qaa  esta  soddo  as  es  personal  y  que  lo  constituyen  d  sueldo  y  sobre- 
saeldo  englobados,  y  que  el  s^ddo  no  debe  oompotarse  para  la  reguladóiK 
de  dsredios  padvoi^  según  está  terminantemente  prevenido. 

Vistes  d  art  118  dd  Reglamento  de  8  de  Junio  de  1866,  el  18  del  Real 
destelo  de  18  de  Jnnio  de  1880  y  el  227  del  plan  de  estadios  de  la  isla  de 
Coba  de  7  de  Didembre  de  1880; 

Aliamos  qoe  debemos  ábsolvéruy  absolviemos  á  la  Administradón  ge- 
aend  dd  Bstado  de  la  deínand^  dedudda.á  nombre  de  Do&a  Dolores  Sir^ 
ven  contra  la  Bed  orden  df  M  de  Julio  de  188á,  la  cud  queda  firme  y^ 
snhsiiii  i  mía --(Sentenda.  publicada  el  30  de  Enero  de  1892,  é  inserta  en  la 
Gúceia  de  21  de  Septiembre  del  mismo  sfio.) 
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Bkbptkmcia  (SOjde  Enero  de  1822).<^&nHoio  müéiar.  ^eáendátk  á  meta- 
ÜM.— 8e  confirma  la  Bed  orden  de  18  de  Octubre  de  1820,  impugnada  por 
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D.  Cristóbal  OHré,  relativa  á  lá  devolnción  de  lai  8.000  pesetas  coto  qvm 
aqaei  redimió  un  auerte  del  servicio  militar,  y  se  esti^>l0ce: 

1,0  Qn«  verificada  la  redencián  á  metáUco  del$ennci(rmiHtar,  la  etUr^$a. 
de  km  Ü.OOO  petetae  eomtUuye  un  ingreeopara  d  Teeoroá  virtud  de  un  pag9 
Ufialy  UgUimo,  y  ri  nace  dupuée  el  derecho  á  la  devolución  por  qttedar  el  re- 
dtmiio  excedente  de  eujMy,  eete  derecho  viene  ú. crear  un  crédito  contra  d  Se- 
iadú  y  á  favor  del  interesado; 

Y  .9.0  Que  en  tal  sentido  d  rrferido  crédito  entra  en  lat-  condveknet^j 
neralea  de  todoe  loa  que  revieten  aquel  carácter,  y  por  eon$iguientek.e$,apUr 
cable  el  art,  19  de  la  ley  de  Contabilidad,  eegún  d  ouíU  queda  prescrOe  ioáe 
crédito  contra  el  Estado  que  no  hajfá  eido  reclamado  por  d  acreedor  dhniro  de 
loe  etftco  año$  eiguientee  á  la  ternunadán  del  eervicie  de  que  proceda. 

En  el  reemplazo  de  1877,  faé  declarado  soldado  por  el  capo  de  Folleo- 
sa  D.  Oritóbal  Oífré,  qae  se  redimió  ámetálico,  y  habiendo  quedado  exce- 
dente de  copo  en  1879,  en  instancia  de  6  de  Febrero  de  1890,  solieitó  la 
devoinción  de  las  9.000  pesetas. 

Denegada  esta  pratensión  por  Real  orden  de  18  de  Ootobre  de  1890^ 
y  hábieiulo  acudido  el  interesado  á  la  via  contenciosa,  el  Tribonal  !•  odd» 
firmó  por  sentencia  de  SO  de  Enero  de  1898,  coya  parte  sostanoial  é»ooi»a 
Bigne:  -,...'.-  ■■■•  f 

Considerando  qne  alegada  por^  Fiscal  la  excepción  de  preécHpdóto 
respecto  de  la  reclaihacióníonmüada  por  el  actor,  se  hace  antes,  neossaiio 
decidir  acerca  desa  procedencia,  pues  sólo  eouel  caso  de  ser  desestimad» 
lialtfá  lugar  á  examinar  el  fondo  de  la  cnesüón  qne  en  el  litigio  se  ventila, 
ó  sea  la  de  Si  el  demandantei  tiene  ó  no  derecho  á  la  dévolocíón  de  bs 
2.000  pesetas  con  que  se  redimió  del  servicio  militar: 

Considerando  qne  verificada  la  redencién^  la  entrega  de  laa8.^NM)  pe- 
setas constitaye  nn  ingreso  para  el  Tesoro  á  virtud  do  un  pago  legal  y  le- 
gitimo, y  si  nace  después  el  derecho  á  la  devolución  por  quedar  el  redi* 
mido  excedente  de  cupo,  este  derecho  viene  á  crear  un  crédito  -eontniel 
Estado  y  á  favor  del  interesado: 

Considerando  que  en  tal  séátido  el  referido  crédito  entra  «n  las  ooadi* 
Clones  generales  de  todos  los  que  revisten  aquel  caricter,  y  por  \conki- 
guíente  le  es  aplicable  el  art.  19  de  la  ley  de  Contabilidad,  aeg^n  el  sóal 
queda  prescrito  todo  crédito  contra  el  Estado  que  no  hay a^«ido  redamado 
por  el  acreedor  dentro  de  los  cinco  afios  siguientes  á  la  terminación  dsl 
servicio  de  que- proceda: 

Considerando  que  por  haber  dejado  transcurrir  el^aofeor  más  de  ciiieo 
os  desde  que  quedó  excedente  de  cupo,  y^pndo,  por  tanto,  nacer  sa  dero- 
go á  la  devolución  hasta  que  dirigió  su  instancia  al  Ministerio  de  la^Go- 
chrnación  solicitando  la  devolución,  es  evidente  ^ue  había  ya  preeerito  su 
beredio,  con  arreglo  al  precepto  legal  citado  de  perfecta  aplioaoióD  al 
<lecaso  de  que  se  trata.  "« 

Visto  el  art  29  de  la  ley  de  Contabilidad  deM  j)e  Junio  de  1870,  que 
dice:  «Todo  crédito  cuvo  reconodiniento  y  liquidación  no  se  ÍMiya.mici> 
tado  con  la  presentación  de  sus  documentos  }<istificativos  dentro  de  los 
cinco  afios  mg^entea  i  la  conclusión  del  servicio  de  que  proceda^'ipMda* 
ráprescríto»;  •  ^  :  '    ^'      -  - 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  deducida  á  nombre  de  D.  Cristóbal  Cifré 
Beunasar  contra  la  Real  orden  de  18  de  Octubre  de  1890,  que  queda  firme 
y  sabsistente.— (Sentencia  pablicada  el  80  de  Enero  de  1892,  é  inserta  en 
la  Oaceta  de  il  de  Septiembre  del  mismo  eMoJ) 
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8DTSBCIA  (SO  Eaero  de  lB02).--fiírvMú  mt/tton  Medeueión  4  wKtdlico. 
—86  conflnns  la  Baal  orden  de  21  de  Abril  de  1890  impagnada  por  Don 
Jorgf  Montaaer  j  Poot^  relativa  á  la  devolución  de  laa  2.000  peeeUa  con 
qse  aqoel  redimió  anp  intereaea  del  aervicio  iniUtar. . 

8e  hacen  laa  miamaa  declaracionea  qne  eq  la  sentencia  antedor,  por 
nsiütar  de  loa  aatecedentcb  que  el  intereeado  loé  aorteado  en  el  reempl^* 
zo  de  1878  por  al  capo  de  Sao  Lorenio^  y  habiendo  aida  el  penAUimo  de 
loa  ingujaadoa  personalmente  en  Caja,  toé  dedurado  excedente  de  cnpo 
«a  la  reviaión  de  expedientea  practicada  en  137 9.. no  habiendo  aolicltado 
hMla  27  de  Koviemhre  de  1899  U  derol ación  de  laa  2.000  peaetaa  qjoe  de- 
Iiodtó  en  13  de  Majo  de  1878  pi^ra  redimirie  del  aervicio  militar. 

Segada  ln  devolodón  por  el  Miniaterio  de  la  Gobernación  en  Real 
orden  de  21  de  Abril  de  1890,  y  habiendo  acodido  el  intereeado  á  1%  vía 
coatoicioea,  el  Tribanal  absolvió  de  la  demanda  á  la  Administración  ^• 
aeial  del  Eatado  por  #entei)(BÍa  de  80  de  £oero  de.  1892,,0Qya  parte  aaa- 
taadal  ea  enierame9te  ignal  á  la  dci  la.aentencia  anterior.— (Sentencia  pn  - 
bdeada  el  30  de  Enerp  de  1892,  ó  inserta  en  la  Oaceta  de  21  de  Septiem,- 
bre  del  miamo  afia) 
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&armrciA  (80  de  Enero  de  lB92).'^Participe$  lego$  en  diesanoa,  i>ffNai>- 
da»  éeiaeidaB fuera  de  pku»*S^  declara,  la  incompetenoU  del  Tribanal 
par»  eeonocer  de  lá  demanda  dedocida  á  nombre  de  Dolía  Salomé  Qmreiti  y 
abacia  sobre  levof^ación  de  la  Beal  orden  de  2  de.  Mayo  de  1889,  relelíva 
á  iademnisaeión  por  diesmoe,  y  se  establece: 

Í.O  Qm  con  arreglo  aljfrt.  7fidelak¡f  de  IB  de  SepUemkre  de  1888,  et 
píaiopara  acudir  atavia  eonteneioea  e$  el  de  iree  mene^  á  contar  deede  la/e- 
<ka  de  la  noi^lcaeián  de  la  reeolueián  recla$nada,  y  este  plazo  debe  coh^h- 
tone  en  la  forma  eetableeida  en  el  art.  94  de  la  miema  ley,  ó  seapormeeee 
eníeroe  tm  tomar  en  cuenta  d  número  d^  diae  de  que  $e  compongan,  ni  Um/e 
nadas,  y  efUendiéndoee  loe  me$e$  de  tremía  diae: 

Z9  Qme  constado  en  e$a  forma  el  plazo,  y  noUficada  la  JEM  orden  «I 
demandante  el  día  3  ie  Jumo,  ea.induda^  que  el  plazo  de  tree  meeee  de 
ireifUa  diae  $é  kaüaha  ya  ^eeneido  cuando  en  2  de  Setiembre  eiguiente  ee 
meió  enferma  legal  y  con  loe  dooumentoe  SmtificdHvoe  de  perecmalidad  el 
nemreo  ooniemeioeO'admimieírativoi 

T 30  qite  eietido  indudable,  por  It^  eoppueeto.  la  inoompetenoia  del  Trihm- 
nal,  no  cabe  entrará  reeolter  eobre  el  fondo  deM  otc^ftt^  que  onel  lüigiajee 
tnitUe. 

Fw  Beal  erd«i  de  3  de  JNUfO  .4e  1889,  oe  confirmó  el  aenesdo  de  la 
Jonta  de  la  Deada  pábliea,  por  el  ^oe  ee  aigiOrdó  deeeatimar  la  pretensión 
dedadda  pof  Dofla  Dolores  GaiQíbt  y  #0.  hijo  D.  José  Angri  Qarcia  y  Gar- 
ds,  relativa  al  reoooocimiento  del  deMcho  de  los  interesados  á  ser  indeaa^ 
sisados  de  los  diesmoe  q«>9  p«tcibian  «»  Íes  parroqaiaa  de  SanaUvad^r 
deSeeobre  j8aDiaMar<adeOrtiseeii».  .  • 

Cbatee  eefe»  BeiU  «edén»  q«s  faé.&etí6oeda  á  Dofta  Salomé. daroía  en  8 
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de  JonlOy  acudió  dicha  interevada  á  la  yía  contendoaa;  j  habiendo  acor- 
dado el  Tribunal  no  tener  por  interpneato  el  recarao  por  no  joaüficar  U 
demandante  ao  carácter  de  heredera  de  D.  José  Ángel  García,  en  2  de 
Septiembre  eigaiente  presentó  la  recurrente  testimonio  del  testamenta 
otorgado  por  D.  José  García  Femándex,  esposo  de  Dofia  Dolores  García^ 
«n  el  qoe  cenata  instítayó  herederos  i  sos  hijos  D.'Joeé  Ángel,  Doña  Sa- 
lomé y  otros. 

8€^ido  el  pleito  por  todoé  sos  trámites,  el  fiscal  contestó  ala  de- 
manda pidiendo  que  se  ábsolriera  de  ella  á  la  Administración  general  del 
Bstado  y  se  conflrmana  la  Beal  orden  impugnada,  á  pesar  de  lo  cnal  el 
Tribunal  se  declaró  incompetente  para  conocer  d^l  asunto  por  sentencia 
de  SO  de  Enero  de  180S,  cuya  parte  sustancial  ea  como  sigue: 

Considerando ii)ue  con  arreglo  al  árt.  7.^  de  la  ley  de  IB  de  Septiembre 
de  1888,  el  plaio  para  acudir  á  la  vía  contenciosa  es  de  tres  meses,  á  con- 
tar desde  la  ítítAA  de  la  notificación  de  la  resolución  reclamada,  y  que  eie 
plaso  debe  computarse  en  la  forma  eatablecida  en  el  art:  94  de  la  misma, 
ley,  ó  sea  por  meses  enteros  sin  tomar  en  cuenta  él  número  de  días  de 
que  se  compongan,  ni  los  feriados,  y  entendiéndose  los  meses  de  treinfii 
diss: 

Considerando  que  computado  en  esa  iorma  el  phtso  en  el  pr^ente  esiea 
y  habiéndose  notificado  al  demandante  la  Real  orden  impugnadk,  según 
ae  reconoce  y  declara  en  el  escrito  de  interposición  del  recurso  el  día  S 
de  Junio  de  1889,'  es  indudable  que  el  plazo  de  los  tres  meses  de  tníintli 
días  se  hallaba  ya  vencido  cuando  en  3  de  Septiembre  de  1889  se  inidd 
en  forma  legal  y  con  los  documentos  jnstificativoa  de  personalidad  el  re> 
corso  contenciosoadministrativo: 

Considerando  que  siendo  indudable,  por  lo  expuesto,  la  incompetencia 
del  Tribuna],  no  cabe  entrar  á  reaolver  sobre  el  fondo  de  la  cuestión  que 
en  el  litigio  se  ventila. 

Vistos  los  artículos  T.o,  46  y  94  de  la  ley  de  18  de  Sepüeinbre  dé  1888; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  la  incompetencia  de  eele 
Tribunal  t>ara  conocer  de  la  deibanda  interpuesta  por  Doffa  Salomé  G«r> 
cía  contra  la  Real  orden  de  3  de  Mayo  de  1889. — (Sentencia  publicada  el 
30  de  Enero  de  1893,  é  inserta  en  la  Ckneta  de  31  de  Septiembre  del  mla^ 
moafio.) 
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ammoiotA  (do  de  Enero  de  1893).— iSb-meio  mOJCar.  IMendtfa  á  méiá- 
it0o.<— Se  confirma  la  Real  orden  de  7  de  Junio  de  18éO  impugnada  por 
D.  Antonio  Tomás  Alberti,  relativa  á  la  devohidón  de  laa  3.060  peéetae 
coa  que  redimió  á  su  hijo  del  servido  militara 

Se  hacen  las  mismas  declaradones  que  en  laa  aenténdai  núineroa  4i  y 
44,  pOr  resultar  de  los  antécedentea  que  en  el  reemplaio  de  1887  toeó  la. 
aeerte  de  soldado  con  el  núm.  "t^  por  él  cupo  de  Benalbufar.  al  moao  An^ 
nio  Tomás  Alberti,  que  fué  redimido  á  metálico  por  su  paore  D.  Jnaíl  Al« 
berti  en  10  de  Septiembre  simiiente;  y  habiendo  quedado  el  intereaado  ex- 
eedente  de  cepo  en  1880,  en  Instancia  de  18  íe  Didembre  de  1889  "aoliei- 
16  an  ]>adre  la  devolodón  de  laa  3.000  peáetaa* 

Denegada  eala  pfetenaión  por  Real  orden  de  7  de  Junio  de  1890,  aísn- 
dió  el  intereaado  á  la  vía  oontendoaa^  y  él  Tribunal  la  confirmó  pcír  eeu- 
tenda  de  80  de  Bneio  de  1893,  euya  pttté  anstandd  eaenteramenle  ígoal 
A  la  de  laa  aentenciaa  números  43  y*  44.^Seniencia'^nbHcada  el  80  d^ 
£neio  deI893,  é  hiserta  sn  la  Ooieto  de  3l  de  Se^ttantne  M  miamo  aCo.) 
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SniTsirciA  (30  de  En^ó  de  lS99),^Á¡nrtrioi  mumcipaie». — Se  oobÚmum 
laM&tencU  dicUdt  por  el  Tribniuu  proxindsl  de  Katgrca  en  pli^ito  peo- 
Borido  por  D.  Eoeebio  Mímeioa  coo^  el  acuerdo  de  j^e  Dipatacidii  pro> 
Tindal  de  «qoella  capiUl.qe  16  de  EDero  de  1886,  qae  aprobó  el  impaeeio 
establecido po^ el  Ajontamiento  de  Oorella  de  ona  pepeUpor  oi^da  carg& 
de  nm  que  ae  introdajera  ea  esU  ciudad  procedenle  de  otra  jorisdieei^ 
sranieipa],  y  ae  eatabtece:  ;  ^ 

i.o  Qme  em  ammUm  admiMidrahvo;  la  provincia  de  Navarra  u  rige  por 
m  kgietaeióis  eepeeial,  am  arregla  ala  ley  de  16  de  Ago$k>  de  1841  eotnre  mm- 
ijfitieiák  de  Fueros: 

i.^  Que  loe  lege^privativae  de  Navarra  autorigan  deede  tie$upo  inmem^a- 
fia!  á  loe  Ayuntamientoe  de  la  miimajtramneia  para  eeiabUcer  efspedientee  4 
arbOrioe  y  atender  con  em  produetot  á  cubrir  la$  ne<pe$idqde$  de  loe  puebtm, 
per9  eomdiendo  m  aprebanná^  á  la  Autoridad  euperior  aanUmetrativa  de  im 
prwkteia: 

3J>  Que  habiendo  itistituidQ  la  Dipultaciájí^  provincial  aX  Coneejo  Beal  da 
Jftforra  en  loe  aMbudonee  adminiiirativq»  que  deeempeñaba^,  eegún  $e  diqto- 
me  en  la  citada  ley  de  Mod\ficacién  di-  fueroe,  4  la  miema  cop^prende  lafa- 
evitad  de  autoriMr  á  lee  pu^loepara  ee^ablecer  arbiirioi; 

Y  jLo  Que  obtenida  por  un  Apuntamiento  autorización  de  la  DiputacUm 
provincial  para  eetableeer  un  ítrbUrio^  e$  indudable  que  éste  ee  legal  y  puede 
y  debe  cobrarlo  el  Ayuntamiento. 

La  Diputación  provincial  de  Niv^rra,  por  acuerdo  de  16  de  Enero  de 
1885,  declaró  no  haber  lugar  á  lo  aolioitado  por  D.  Ensebio  Migueloa  en 
eacrilo  de  8  de  KpTiembre  de  1888  dirigido  á  ^quelle,  Oorpoxaoióo,  y  ea 
el  qoe  exponía  que  por  esti^  dedicado  á  la  elaboración  y  exportación  de 
TÍnoe,  había  eompraido  en  loa  pneblof  inmediatoa  á  Coreóla  el  frato  de 
nra  en  baaCaqte  cantidad;  y  que  ^hiendo  de  introdncirU#ai  su  eatableei- 
miento^  ee  veía  cohibido  á  virtud  del  bando  publicado  por  el  Ayunta- 
miento  de  Corella  en  6  de  Octubre  anterior,, (»n  eí  que  ae  imponía  una  pe* 
aela  en  cada  carga  de  uva  que  ae  introdujera  en  la  expresada  localidad 
piocedente  de  otros  pueblos,  por  lo  que  suplicaba  se  declaraae  libre  la  in- 
tiodfaoción  de  uva  en  Oorella,  ó  A  lo  menos  se  anulara  por  aquel  afio  el  im- 
puesto, ó  en  últímo  término,  se  le  conpedieee  el  debido  reintegro  á  medi- 
da que  el  vino  resultante  se  sacase  para  el  consumo  de  fuera. 

Coolrm  el  acuerdo  de  la  Diputación  acudió  Miguek>a  A  la  vía  oonften- 
doeai  peraoniodoae  en  los  autos  como  demandado  el  Ayuntamiento  de 
Oorella;  y  auatandado  el  pleito  poir  todes  sus  trámites,  el  Tribunal  provin- 
cial de  Navarra,  en  12  ^  Abril  de  jld89  dictó  aenteAciai  cuya  parte  ene- 
tancial  ea  como  sigue: 

Consideraiido  que  ei^  asuntos  administrativos  esta  provincia  de  Ña* 
varra  ae  rige  por  au  legislación  especial^  oon  arreglo  A.  le^  ley  de  16  de 
Agosto  de  184Ljpobre  Modificación  de  fueros: 

Considerando  que  las  leyes  privativaa  de  J^avarra  autorisan  deede 
tiempo  inmemorial  A  los  apuntamientos  de  la  misma  provincia  para.esta^ 
biecer  expedientes  ó  arbitnos  y  atepder  con  sus  productos  Á  cubrir  laa  ne- 
eesidades  de  los  pnebloa,  pero  sometiendo  su  aprobiu^ón  A  la  Autoridad 
eoperior  admínietrativa  de  esta  prouincia: 

0(ws|4er%ndo  qa)e  h^iendo  ani^i^ído  la.Dipnta^vproviiftoiat  el  jQm- 
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mjo  Beal  de  Navarra  en  laa  atribodonea  admiDiatratívas  que  deaemp^la- 
ba,  aegún  ae  diapone  en  la  citada  ley  de  Modiflcaoión  de  foeroa,  4  la  mf s^ 
lua  comprende  la  {acuitad  de  aatorlaar  á  loa  poebloa  para  eatableoer  ar- 
bitrioa: 

Xk>naiderando  qae  habiendo  obtenido  el  Ayuntamiento  de  OorelU  ao- 
t6i£¿a6lón  de  la  Dipatáteión  proTÍncial  de  Naví^  para  éatablecfet  el  arbl- 
ido  de  ona  peseta  en  cada  carga  de  ora  q^e  ae'  iptrodnzca  en  dicha  tbat- 
dad  procedente  9e  otros  térm^oa  juriadiecíoñilléB.  es  indudable  qne  dicbt^ 
•ibitrio  eÍB  legal  y  puede  y  debe  cobrarlo  el  Á^ttn&miento  de  Corella. 

Vistos  los  aftículos  6  y  10  de  la  mencionada  le^  de  t6  de  Agosto  ñé 
1841  sobre  Modificación  de  fueros  de  esta  provincia,  citados' por  la.  defen- 
sa de  la  parte  demandada,  los  mismos  que  se  aceptan  y  bftaii  por  este  Tri- 
bunal como  únicos  atinentes  á  la  cuestión  debatida,  los  cttales  -dlspón*éii: 
el  6.<>/que  las  atribüdónes  de  los  Ayuntamientos  relatlfas  á  la  adminia- 
traeión  económica  interior  de  los  fondos,  derechos  y  propiedades  dé  Um^ 
pueblos  se  ejercerán  bajo  la  dependencia  de  la  Diputación  provincial,  con 
arreglo  á  su,  legislación  especial;  el  10;  qué  la  Diputación  provincial,  en 
cnanto  á  la  admiprátración  de  productOa  de  los  f^ropios,  rentas,  efectos  de- 
cimales, arbitrio  y  propiedades  de  los  pueblos  y  de  la  provincia,  tendrá 
las  miamas  facultades  que  ejercía  el  Consejo  de  Navarra  y  la  Dipulaciói^ 
ilel  Reino,  y  además  las  que  siendo  compatibles  con  listas,  t^ngkn  ó  la- 
mieren las  otras  Diputaciones  provinciales  de  la  Monarquía,  y  los  tl^'^t  y 
1Ú5  dé  la  ley  de  18  de  Septiembre  ya  citada; 

Fallamos  que  debemota  absolver  y  absolvemos  al  Ayuntamiento  de  la 
dudad  de  Oorella  de  la  demanda  interpuesta  contra  el  mismo  á  nonibre  j 
representación  de  D.  Ensebio  l^igueloa,  vecino  de  la  miáma,  sin  hacei  e»- 
peciaJ  condenación  de  coatas. 


Contra  esta  aentencfa  dedujo  Mlgpeloa  recurso  de  apelación,  que  su0^ 
tandado  por  todoS  sus  trámites,  terminó  por  sentencia  de  80  de  Enero  dé 
1898,  por  la  cual,  aceptando  los  resultandos  y  considerandos  de  la  senten- 
cié recorrida,  se  confirmó  ésta  en  todas, sus  partes  por  el  Tribunal  de  lo 
Contencioso  administrativo/— (Sentencia  publicada  el  30' de  lEInero  de 
1802,  é  inserta  en  la  baceta  de  21  de  Septiembre' del  mismo  afio.) 
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8«HTBBrorA  (80  de  Enero  de  lS92).-^8arfféHto8  de  Infanteria  de  Marina^ 
R^Im  órdenes  ^ué  catisan  e«fa(fa.— Se  revoca  la  Real  orden  de  17  de  Junio 
de  1890  impugnada  por  D.  José  Daárte  y  otros  Sargentos  de  Inhmterl» 
de  Marina,  Mativa  á  su  ascenso  á  Ofidales,  y  se  establece: 

i.o  Que  declarado  par  una  Refd  orden  que  el  art  iB  del  Realamenio  de 
a  Academia  general  central  de  Infantería  de  Marina  y  la  SecU  orden  de  & 
ie  Octubre  de  1687^  no  perjudidaban  á  loé  Sargentos  no' pro(xdentá  dé  dióKa 
Academia  por  tener  reservadas  las  cuartas  vacantes,  y  que  ¿kon  deben  contar 
tres  años  de  antigüedad  en  su  empleo  pUra  ascenaer  a  Alféreces^  mientrasi 
que  á  los  procedentes  de  la  Academia  bastaban  tná  meses  para  optar  al  quinUo 
puesto  de  las  vacantes  de  OftciaL  esta  Itéal  orden,  firme  y  ejeeuXoriá  y  dio- 
toda  por  la  Administración  én  el  uso  de  sus  facultades,  regladas^  entre  otras 
dispowiciones,  por  el  Reglamento  dtodb.  nopúedé  ser  amida  sin  ^ectopor  el 
jmíMio  Mnisterio  de  Marina  m  vía  gúbérnatim^  supumó  que,  como  declara^ 
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1mti^dedtr*^o$^  Wfo  p0dfaf$m  reclamada  «n  váa  oimtencioea  p&r  Ja  Admi- 
miHradón  general  en  el  caso  de  ser  lesiva  á  UmAntereses  dd  Estado; 

Fj8.o  Qna^  en  vúiud  dé  loñepmsia^  es  indudable  qus  la  Meal  ^rden  que 
é^  mn  efecto  h  resuelUeH  aquélk^  eeiá  dictada  «on  ti^amfissta  inoompdm' 
eía^  jf  adoUce  de  unvidé  de-mUidad  fuela  kac^in^flcoft  delfiendo  quedar 
WÉWf  frute  la  primera, 

OoD  focha*  il^  !tO  de  Noviembre  ál  SO  da  Diciembre  de  1887,  dirigieron 
insteiieias  el  ülnietecio  de  Biarioíii  Caeimiro  Peres,  Timoteo  Sobrae  j 
oUoe  cíqoo  Sergenkoe  primeree  de  laCanterle  de  Marina,  alegando  qae  el 
ail  48  del  Reglamento  de  81  de  Enero  de  aqeel  afio  y  la  Real  orden  aela- 
ntotia  de  6  de  Octubre  sigaiente,  lattímaba  atu  derechos  para  el  aeeeneo 
eleeapleo  de  Alférez,  ea  rasdn  á  qoe,  el  bien  el  Reglamento  de  31  de  Mayo 
de  1878,  qoe  creó  la  Academia^  general  central,  reepetó  loe  derechos  ad- 
vwidee  por  loe  Sargentos  pifmerof,  loe  oualea,  aprobados  en  el  exan>en 
que  prevenía  la  Real  orden  de  2  de  Septiembre  de  1886,  optaban  por  antl- 
gftsdad  al  empleo  de  Alléres,  oontinnando  en  el  mismo  esoakilón,  según 
soeoligüedad,  los  demás  Sargentos,  aanqne  procedieran  de  la  Academia, 
k  Real  orden  de  6  de  Octubre  de  1887  habia  venido  á, alterar  el  criterio 
és  le  antigüedad  para  el  ascenso  que  se  había  sestuido -desde  la  creación 
del  Oeerpo,  pdeeto  que  ordenaba  formar  dos  escalafones;  uno  con  los  anti- 
gaos Sargentos  primeree  que  optaban  á  las  enartas  vacantes  de  Alférez,  y 
otio  con  los  procedentes  de  la  Acsdemia,  á  quien  se  reservaba  las  quin^ 
tasii  lo  coal  daba,  por  resaltado  qne  éstos  últimos,  al  salir  de  la  Academia 
sosM»  Sargentos  segundos,  ascendían  á  primeros  por  antigüedad;  y  si  á  loe 
tras  meaee  de  desempefiar  este  cargo  occmría  vacante,  obtenían  el  empíeo 
de  AUérez,  anteponiéndose  á  los  reclamantes  que  lleraban.  siete  y  laoáa 
ellos  como  Sargentos  primeros,  los  cuales  venían  á  ser  subordinados  de 
quienes  bebían  sido  sus  inferiores  por  tantee  afies;  y  terminaban  supli- 
cando que  se  tuviera  On  eveáita  los  p^oidos  que  se  lee  irrogaban,,  y  que 
BO  se  alterase  et  escalafón  de  SQ  clase: 

Tramitada  esta  instancia,  el  Ministerio  de  Marina  expidió  la  Real  or- 
den de  l.o  de  Octubre  de  1889,  declarando  que  el  art.  48  del  Reglamento 
y  la  Real  orden  de  6  de  Octubre  de  1887  no  perjudican  á  los  Sargentos 
BO  psoeedentee  de  la  Academia,  toda  ves  que  tiene  reservado  el  cuarto 
fointo  de  las  vacantes  de  Oñcial  que  les  concedía  el  decreto  de  1869,  des- 
estimando las  instancias  de  los  reclamantes,  y  declarando  además  que  és- 
tos deben  eontar  tres  aílos  de  antigüedad  en  el  empleo  de  primero  para 
iSBseder  á  Alteres,  al  paso  que  á  les  procedentes  de  la  Academia  les 
baatn  tener  sm  meses  para  optar  al  quinto  de  las  vacantes  de  Oficial. 

Mientrae  tanto,  en  10  de  Diciembre  de  1888,  D.  Manuel  Jordán  Oar^ 
jBflsi,  Sargento  primero  de  Infantería  de  Marina,  dirigió  una  instancia 
al  Ministerio,  exponiendo  qne,como  Sargento  más  antiguo  de  la  Acade- 
mia^ debía  conreepofiderle  la  primera  de  las  quintas  vacantes  no  solici- 
tada por  condestable,  no  obstante  lo  cual  había  sido  provista  una  de  ellas 
en  nn  Sargento  no  procedente  deki  Academia,  por  lo  cual  suplicábase 
le  pusiera  en  posenón  del  empleo  de  Alléres  con  la  antigüedad  del  día  en 
qae  ocurrió  dicha  vacante. 

Cursada  esta  instancia,  fué  resuelta  en  definitiva  por  Real  orden  de  2T 
de  Junio  de  1890,  por  la  cual  se  resolvió  que  todos  los  Sargentos  primeros 
de  Infantería  de  Marina  que  reunieran  las  condiciones  para  ascender  al 
empleo  inmediato,  según  las  prescrif^iones  que  respectivamente  les  fue- 
ran aplicables,  debían  optar  por  orden  de  antigüedad,  dentro  de  un  solo 
escalafón,  á  lat  dos  quintas  partes  de  láá  vacantes  dé  iL^éres,  en  el  con- 
cepto de  iixim  nalgona  pódrl«>ascen(ter  irin  lleviir  tres  aflos^en  posesión  del 
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empleo  de  Gtaurgento  primevo,  dejando,  por  tento^  do  efecto  lae  dlepoeieio* 
nes  dictadas  en  sentído  conmrío. 

Impugnada  eata  Real  orden  en  vía  eootencloaa  por  D.  Joaé  Duarte  y 
otroe  Sargento*  de  Infantería  de  Marina  proeedentee  de  la  Academia  ge< 
neral  central,  y  aegoido  el  pleito  por  todoa  enetrámitea,  foé  revocada  por 
el  Tribunal  por  sentencia  de  30  de  Enero  de  1892,  coya  parte  sostandal 
es  como  signe: 

^Considerando  que  la  Real  orden  de  1.^  de  Octnbre  de  1889,  dictada  eo 
el  expediente  origen  del  presente  pleito,  al  desestimar  1m  inslaneiaa'd» 
Oaaimiro  Peres  y  otros,  declara  qne  el  art.  48  del  Reglamento  de  la  Aea- 
cademia  general  central  de  Infiíntería  de  Marina  y  la  Real  orden  de  6  de 
Octubre  de  1887,  no  perjudican  á  los  Sargentos  no  procedentes  de  dictM 
Academia,  por  tener  reservadas  las  cuartas  vacantes,  y  que  éstos  deben 
contar  tres  ifioe  de  antigüedad  en  su  empleo  par»  ascender  á  Alféreces, 
mientras  que  á  los  procedentes  de  la  Academia  bastan  seis  meses  pava 
optar  al  quinto  puesto  de  las  vacantes  de  Oficial: 

Considerando  qne  esta  Real  orden,  firme  y  ejecutoria  y  dictada  por  Im 
Administración  en  el  ejercicio  de  facultades  regladas^  entre  otras  dispoel- 
oiones,  por  el  Reglamento  dtado,  no  pudo  ser  dejada  sih  efecto  por  el 
mismo  Ministerio  de  Marina  en  vía  gobernativa,  como  lo  foé  por  la  de  17 
de  Junio  de  1890,  hoy  impugnada,  supuesto  que,  como  declaratoria  de 
derecho,  sólo  podía  ser  reclamada  en  vía  contenciosa  por  la  Administnir 
clon  general,  en  el  caso  de  ser  lesiva  á  ioi  inteiídses  del  Estado: 

Considerando*  qne,  en  virtud  de  lo  expuesto,  es  indudable  qne  la  sk* 
presada  Real  orden  de  37  de  Junio  de  1890,  eomo  dictada  con  manifieela 
incompetencia,  adolece  de  nn  vicio  de  nulidad  <|ne  la  bace  ineftcaa,  de 
hiendo  quedar  subsistente  la  de  l.o  de  Octubre  de  1889,  la  cual  por  tiadie 
ha  sido  redamada: 

OonsvderandO)  en  su  eonselmeneta,  que  ios  demandantes,  eomo  Sargen- 
tos primeros  procedentes  de  la  Academia,  tieaen  derecho  á  ascended  ai 
empleo  de  Alféreces  de  Infantería  de  Marina  con  sólo  seis  meses  de  antí- 
gQedad  en  dicho  empleo  de  Sargentos,  ocupando  las  quintas  vacañtee, 
como  si  la  Real  orden  de  27  de  Junio  de  1890  no  se  hnbiera  dictado. 

Visto  el  art.  l.o  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888,  segdn  el  citfü» 
el  recurso  contencioso  administrativo  podrá  interponerse  por  la  Adminí» 
tración  ó  por  los  particulares  contra  las  resolociohes  administrativas 4|«e 
reúnan  los  requisitos  siguientes:  primero,  qne  causen  estado;  segando,  q«» 
emanen  de  la  Administración  ^  el  ejercicio. de  sus  facultades  regladaa; 
y  tercero,  que  vulneren  nn  derecho  eitablecido  anteriormente  en  feerov 
del  demandante  por  nna  ley,  un  Reglamento  ú  otro  precepto  adminte- 
trativo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  es  nula,  oomo  dlda- 
da  con  incompetencia,  la  Real  orden  impugnada  de  27  de  Jnnie  de  1899; 
quedando  firme  y  subsistente  la  de  1. o  de  Octubre  de  1889,  y  que  los  de< 
mandantes  tienen  derecho  al  ascenso  A  Alféreces  de  Infanteria  de  Mar&i« 
con  sólo  seis  meses  de  antigüedad  en  el  empleo  de  Sargentos,  en  las  qaha- 
tas  vacantes,  como  si  la  Real  orden  de  1890  no  se  hubiese  dictado. — (6ea- 
tencia  publicada  el  30  de  Enero  de  1892,  é  inserti^ea  las  ffaeeta$  de  :tl 
y  22  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 
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SnBTTSifoi^  (89  de  Ekiero  de  1892).— jBonco  ie  Btpaña:  Mecaudad^eB  de 
tomMbtuioneB.  Apremk».^Q9  tbnñiiDA.\9í^Bi&UaKáeade  10  de  jEnero  da 
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1889,  relatiTa  al  apremio  segoido  contra  variot  recaudadores  de  contrilia- 
dones  en  la  provincia  de  Albacete,  y  ae  establece: 

Qms  aunque  d  Banco  de  EspafUi,  para  lo$  ^ectoé  de  la  eohranga  de  con- 
tríbuekmes,  e$tá  tuftUuido  á  la  Hacienda  y  dufruta  de  todoi  $ui  dereckoi, 
mna  vez  Hquidadas  y  satisfechas  las  cuentas  con  sus  agentes,  las  cuestiones 
que  suíTJan  relatioas  á  dudas  ó  errores  en  dichas  liquidaciones  ó  tengan  or^m 
en  el  contrato  de  fianza  que  tienen  cdebrado,  son  de  la  competencia  de  los  ÍH- 
ivmúes  ordinarios^ 

La  Delegación  de  Hacienda  de  la  provincia  de  Albacete,  accediendo  á 
b  solicitad  deducida  por  la  Sacnrsal  del  Banco  de  Espafia  en  aquella  ca- 
pital, autorizó  que  se  expidiese  apremio  contia  varios  agentes  recaudado- 
res que  estaban  en  descubierto  con  el  Banco  por  algunos  expedientes  dt 
finow  adjudicadas  á  la  Hacienda  por  débitos  de  contribución  que  faeron 
desestimados  por  Reales  órdenes  de  21  de  Agosto  y  29  de  Octubre  de  1886, 
habiendo  tenido  el  Banco  que  reintegrar  á  la  Hacienda  el  importe  de  di- 
áa»  expedientes. 

Habiéndose  aliado  de  este  acuerdo  para  ante  el  Ministerio  de  Hacienda 
k»  recaudadores  apremiados,  por  Real  orden  de  10  de  fioero  de  18S9  se 
revocó  dicho  acuerdo,  anulándose  el  apremio  despachado  por  el  Banco 
contra  los  recaudadores  recurrentes,  reservando  al  Banco  su  derecho  para 
que  pudiera  utiliaarlo  ante  quien  correspondiera. 

Impugnada  esta  Real  orden  por  el  Banco  en  vía  contenciosa,  en  la  que  se 
mostraron  parte  como  coadyuvantes  los  recaudadores  interesados,  el  Tri- 
bimai  la  confirmó  por  sentencia  de  80  de  Enero  de  1892,  cuya  parte  sustan- 
dal  escomo  signe: 

Considerando  que  la  única  cuestión  que  hay  que  decidir  en  este  pleito 
consiste  en  determinar  si  procede  ó  no  el  apremio  pedido  á  la  Administra 
G^  de  Contribuciones  de  Albacete  por  la  Dirección  .de  la  Sucursal  del 
Banco  de  Eepafia  en  aquella  provincia,  contra  los  agentes  recaudadores 
que  resultaban  con  descubiertos  por  haber  sido  desestimados  expedientes  de 
adjudicación  de  fincas  d  la  Hacienda  en  Reales  órdenes  de  21  de  Agosto  y 
39  de  Octnbre  de  1886: 

Considerando  que,  si  bien  el  Banco  de  España  ha  sustituido  á  la  Admi- 
nistración en  la  cobranza  de  contribuciones,  tiene  respecto  á  eus  recand»- 
doies  los  mismos  derechos  que  la  Hacienda  podía  ejercitar  respecto  de  Io« 
suyos,  en  el  caso  de  autos  había  aceptado  en  cuenta  á  los  recaudadores  el 
importe  de  los  expedientes  de  adjudicación,  cuyo  importe  estaba  también 
admitido  en  concepto  de  data  interina,  hasta  que  fué  desechado  por  las 
Reales  órdenes  citadas  en  el  anterior  considerando: 

Considerando  que  estas  Reales  órdenes  fueron  reclamadas  en  la  vía 
eonteneiosa  por  la  representación  del  Banco,  única  con  personalidad  para 
poder  hacerlo,  y  no  había,  por  consiguiente,  resolución  definitiva  hasta  que 
se  fallara  el  pleito  contencioso  entablado,  ni  podía  saberse  si  el  importe  de 
los  expedientes  de  adjudicación  eran  baja  en  las  cuentas  de  los  recaudo- 
dores: 

Ccmsiderando  que,  además  de  lo  expuesto,  i  las  certificaciones  presen- 
tadas por  el  Banco  para  que  sobre  ellos  pudieran  librarse  los  apremios^ 
faltaba  la  conformidad  de  los  recaudadores  que  hubiera  podido  salvar  las 
faltas  anteriormente  expuestas; 

Y  considerando,  por  último,  que  aunque,  como  se  dice  en  el  primer 
considerando,  el  Banco,  para  los  efectos  de  la  cobranza  de  contribuciones, 
está  sivrtitnido  á  la  Hacienda  y  disfruta  de  todos  sus  derechos,  una  vez  li- 
quidadas y  sati^echas  las  cuentas  con  sus  agentes,  las  cuestiones  que  sar- 
jan r^ativas  á  dudas  ó  errores  en  dichas  liquidaciones,  ó  tengan  origen  en 
45  6 
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el  contrato  de  fianza  qae  tienen  cdebrado,  son  de  la  competencia  de  lo«  Tri* 
banales  ordinarios. 

Vistos  los  artículos  69  y  60  de  la  Instmcción  para  el  procedimiento 
contra  desdores  á  la  Hacienda  pública  de  30  de  Mayo  de  1884; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  el  Banco  de  Espafla  contra, 
la  Beal  orden  de  10  de  Enero  de  1889,  la  cual  queda  firme  y  subsistente. — 
(Sentencia  publicada  el  SO  de  Enero  de  1892,  ó  inserta  en  la  Qnoeia  de  2% 
de  Septiembre  del  mismo  afio.) 


^^ 
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Sbntjbncia  (80  de  Enero  de  1S92).— -Secretarios  de  Ayuntamisnio.  Jubi^ 
laaones.Se  revoca  la  Real  orden  de  4  de  Abril  de  1889  impugnada  por 
D.  Gil  Gallego  y  relativa  á  derecho  á  jubilación  de  este  interesado  conio 
Secretario  del  Ayuntamiento  de  Oastrobeza,  y  se  establece: 

i.o  Que  según  el  texto  expreso  del  art.  2S^  del  Beal  decreto  de  2  de  Mayiy 
ds  1858,  los  empleados  municipales  que  retmieran  ciertas  condiciones  tenían 
derecho  á  la  jubilación  y  ala  pensión  consiguiente  determinada  en  el  mismo 
d^reto, 

2S>  Qí^e  habiéndose  dictado  éste  como  complemento  del  párrafo  19  del  ar- 
ticulo 81  de  la  ley  Municipal  de  1845,  es  indudable  que  derogada  esta  ley  par 
las  de  1870  y  1877  no  pueden  estimarse  subsistentes  los  preceptos  de  aquél^ 
sino  en  cuanto  no  coarten  la  libre  facultad  que  según  las  últimas  tienen  ¡09 
Ayuntamientos  para  el  gobierno  y  direccián  de  los  intereses  peculiarss  de  /os 
pueblos, 

3.0  Que,  por  consiguiente,  desde  la  publicación  de  dichas  leyes,  y  en  cuanto 
no  perjudiquen  los  derechos  adquiridos,  los  Ayuntamientos  pueden  conceder  á 
negar  pensiones  á  sus  empleados,  si  bien  en  el  caso  de  otorgarlas  han  de  ate- 
nerse á  las  prescripciones  del  Meal  decreto  de  2  de  Mayo  de  1858, 

4.'*  Qtu  esta  díoctrina  se  halla  consignada  en  diferentes  resoluciones  de  la 
Aébministracián  activa,  y  especialmente  en  la  Beal  orden  de  carácter  general 
de  l,o  de  Junio  de  1886,  que  armoniza  las  disposiciones  del  decreto  de  1856 
con  las  de  las  leyes  de  1870  y  1877. 

5.0  Que,  no  obstante  lo  expuesto,  debe  reconocerse  que  los  empleados  «m- 
nidpales  que  empezaron  aprestar  servicios  antes  de  la  promulgación  de  la  ley 
de  1877,  tienen  derecho  á  la  pensión  de  jubilación  establecida  en  el  Real  de- 
creto de  1858,  siempre  que  reúnan  las  condiciones  determinadas  en  el  mismo,. 
pues  de  otro  modo  se  daria  á  aquella  ley  efecto  retroactivo  y  se  vulnerarian 
los  derechos  adquiridos  con  arreglo  éi  las  prescripciones  de  aquél  decreto. 

6.0  Que  esta  doctrina  guarda  perfecta  analogia  con  la  que  se  aplica  á  loa 
pensionesdel  Tesoro,  en  la  cual  se  respetan  los  derechos  adquiridos  antes  del 
decreto  de  22  de  Octubre  de  1868,  que  declaró  en  suspenso  las  ditposicioneo 
que  establecieron  y  regularon  aquellas  pensiones; 

Y  7.0  Que  reuniendo  el  reclamante  las  condiciones  establecidas  en  él  cita- 
do Real  decreto  de  2  de  Mayo  de  1858,  por  contar  más  de  sesenta  años  de 
edad  y  veinte  de  servicios,  aona  de  indiccuiible  derecho  á  que  se  le  conceda 
por  €¡  Ayuntamiento  la  jubilación  que  le  corresponda, 

Bor  Beal  orden  de  4  de  Abril  de  1889  se  revocó  el  acuerdo  del  Gtober- 
nador  de  la  provincia  de  Yalladolid,  qoe  declaró  con  derecho  á  jnbilació» 
á  D.  Gil  Gallego  y  Asnar,  Secretario  qne  había  sido  del  Aynntamiento  de 
Gaatrobesa  desde  1844  hasta  18«6,  en  qae  hiso  dimisión  de  sa  cargo. 
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Impognada  esta  Real  orden  en  vía  contenciosa  por  D.  Qil  Gallego,  fué 
lerocada  por  el  Tríbanal  por  aentencia  de  80  de  Enero  de  1892,  cnya  parte 
MUÉancial  es  la  aigoiente: 

Gonaiderando  qae,  según  el  texto  expreso  del  art  2.o  del  Real  decreto 
^  2  de  Mayo  de  1868,  los  empleados  municipales  qne  reunieran  dertas 
eondicionea,  tenían  derecho  á  la  jubilación  y  á  la  pensión  consiguiente  de- 
tsminada  en  el  mismo  decreto: 

Gonaiderando  que  habiéndose  dictado  éste  como  complemento  del  pá- 
rrafo dies  y  nueve  del  art.  81  de  la  ley  MunicipalHie  1846,  es  indudable 
qas  derogada  esta  ley  por  las  de  1870  y  1877,  no  pueden  estimarse  subsis- 
tentes los  preceptos  de  aquél  sino  en  cuanto  no  coarten  la  libre  facultad 
que  según  las  últimas  tienen  los  Ayuntamientos  para  el  gobierno  y  direc- 
ción de  loa  intereses  peculiares  de  los  pueblos: 

Gonaiderando,  p<Mr  consiguiente,  que  desde  la  publicación  de  dichas 
leyes,  y  en  cuanto  no  p^udiquen  los  derechos  adquiridos,  los  Ayunta- 
mientos pueden  conceder  ó  negar  pensiones  á  sus  empleados,  si  bien  en 
el  caso  de  otorgarlas  han  de  atenerse  á  las  prescripciones  del  Beal  decreto 
de  2  de  Mayo  de  1868: 

Gonaiderando  que  esta  doctrina  se  halla  consignada  en  diferentes  reso- 
tacfonea  de  la  Administración  activa,  y  especialmente  en  la  Real  orden  de 
carfteter  general  de  1.^  de  Junio  de  1886,  que  armónica  las  disposiciones 
del  decreto  de  1868  con  las  de  las  leyes  de  1870  y  1877: 

Gonsiderando  que,  no  obstante  lo  expuesto,  debe  reconocerse  aue  los 
empleados  municipales  que  comenzaron  á  prestar  sus  servicios  antes  de  la 
promul^pción  de  la  ley  del  77,  tienen  derecho  á  la  pensión  de  jabilación 
establecida  en  el  Real  decreto  de  1868,  siempre  que  reúnan  las  condiciones' 
determinadas  en  el  mismo,  pues  de  otro  modo  se  daría  á  aquella  ley  efecto 
retroactivo  y  se  vulnerarían  los  derechos  adquiridos  con  arreglo  á  las 
prescripciones  de  aquel  decreto: 

Gonsiderando  que  esta  doctrina  guarda  perfecta  analogía  con  la  que  se 
wpBoL  «tk  las  pensiones  del  Tesoro,  en  las  cuales  se  respetan  los  derechos 
adquiridos  antes  del  decreto  de  22  de  Octubre  de  1868,  que  declaró  en 
suspenso  las  disposiciones  legales  qne  establecieron  y  regularon  aquellas 
psnaiones: 

Gonsiderando  que,  reuniendo  D.  Gil  (allego  y  Aanar  las  condiciones 
sstebleddas  en  el  citado  Real  decreto  de  2  de  Mayo  de  1868,  pueato  qa^ 
conteba  más  de  sesenta  afios  de  edad  y  veinte  de  servicios,  goza  de  indis- 
cutible  derecho  á  que  se  le  conceda  por  el  Ayuntamiento  la  jubilación  que 
CQoesponda. 

Vistos  el  art  l.o  del  Real  decreto  de  2  de  Mayo  de  1868,  el  67  de  la  ley 
Municipal  de  20  de  Agosto  de  1870,  el  62  de  la  vigente  de  2  de  Octubre 
de  1877  y  los  párrafos  l.o  y  2.o  de  la  Real  orden  de  l.o  de  Junio  de  1886; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  impuflcnada 
de  4  de  Abril  de  1889,  y  en  su  lugar  declaramos  que  D.  Gil  Gbdiego  tiene 
derecho  á  aue  por  el  Ayuntenuento  de  Oastrobeza  se  le  otorgue  la  pensión 
eorrsspondiente  con  arreglo  al  Real  decreto  de  2  de  Mayo  de  1868.— (Sen- 
taneia  publicada  el  80  de  Enero  de  1892,  é  inserte  en  la  Ghceta  de  22  de 
Bepttembrv  del  mismo  afio.) 

51 

GansfciA  (SO  de  Enero  de  18#2).— TeZ^fonoi.  Interpreiacián  de  lo$  een^ 
Irsfee.— Se  confirma  la  Real  orden  de  7  de  Febrero  de  1887,  relativa  á  la 
inte^enda  del  contrato  de  arriendo  de  la  red  telefónica  de  Barcelonai  é 
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impagnada  por  la  Sociedad  Española  de  Electricidad,  y  se  eetatableee: 

i.^  Qu6  en  los  eontratoi  administrativos  como  en  todo  contrato^  es  ley  fun- 
damental para  resolver  las  dudas  que  puedan  ofrecerse  en  su  aplicaeión  la  vo- 
luntad de  los  contrayentes  formulada  en  las  cláusulas  del  mismo  contrato  nn 
que  pueda  extenderse  á  casos  y  cosas  no  comprendidos  en  los  términos  de  la 
estipulaeiótiy  ni  admitirse  excepción  alguna  a  las  reglas  generales  en  aquéUaa 
ettablecidas^  como  no  se  halle  clara  y  explicUamente  determinada. 

2fi  Que  tratándose  de  un  contrato  ae  arriendo  de  una  red  telefánica^  ha}f 
que  tener  en  cuenta^  nctsólo  lo  que  dispone  la  regla  L^  de  la  base  10  dá  ar- 
ticulo 1.0  del  Beal  decreto  de  13  de  Junio  de  JL886,  eino  lo  que  preceptúa  la 
hase  P>  del  mismo  art.  Í.o,  en  la  que,  además  de  fijar  la  tarifa  de  abono  anual 
al  que  corresponde  á  cada  estación  particular  dentro  del  término  m/umeipai 
en  que  se  haüa  establecida  la  red  telefónica  y  la  que  corresponde  á  cada  esta- 
ción para  fincas  urbanas  ó  para  casinos^  circuios  de  recreo,  etc.,  que  están  si- 
tuadas dentro  del  mismo  término  municipal,  se  fija  también  un  suplemento 
por  cada  100  metros  de  linea  ó  fracción  de  eUos  que  pase  del  término  muni- 
cipal, suplemento  que  cede  en  beneficio  del  concesionario  y  que  tiene  derecho 
á  cobrarlo, 

3.0  Que  de  esto  se  deduce  que  las  460  pesetas  de  que  habla  la  regla  i  •  (U 
la  base  10,  no  se  refieren  más  que  á  cada  una  de  las  estaciones  de  abonaioo 
situadas  dentro  del  término  municipal;  y  si  bien  esta  base  no  habla  de  las  li- 
neas que  salgan  fuera  del  radio,  que,  sin  embargo^  produjeran  al  Estado  pse 
las  construyó  un  exceso  de  gasto  real,  es  lo  cierto  que  temendo  el  coneesionm- 
rto,  por  virtud  del  contratOy  el  derecho  á  cobrar  un  beneficio  extraordinario, 
lo  tiene  también  el  Estado  en  justa  compensación  á  cobrar  del  concesionario 
aquel  exceso  de  gastos  de  construcción; 

Y  4.9  Que  en  cualquiera  contrato  con  la  Administración  para  servieioo 
públicos  está  expedito  y  es  inconcuso  el  derecho  del  Gobierno  para  resolver 
las  dudas  que  ofrezca  su  cwmpUmifffAo, 

Subastada  por  la  Sociedad  Eepafiola  de  Electricidad  la  red  telefónica 
de  Barcelona,  la  Dirección  general  de  Correos  y  Telégrafos  comttnicó  al 
Jefe  del  Centro  de  Barcelona  las  instrucciones  para  la  liquidación  y  en- 
trega de  la  red  telefónica,  advirtiendo  quet,  en  aquélla  había  de  figurar 
como  cargo  del  concesionario  el  número  de  estaciones  de  abonados  qne 
figuren  en  la  relación  de  entrega  á  rasón  de  460  pesetas  cada  una,  jr  el 
ralor  total  de  los  kilómetros  de  línea  auplementaria  ó  que  excedan  del 
término  municipal,  teniendo  en  cuenta  qne  su  coste  puede  graduarse  en 
800  pesetas  por  kilómetro,  con  la  rebaja  proporcional  de  un  6  por  100 
anual  por  el  tiempo  que  lleva  de  servicio  el  material. 

La  misma  Dirección  general,  contestando  á  una  comunicación  de  la 
Sociedad  Espafiola  de  Electricidad,  la  declaró  en  orden  de  7  de  Enero  de 
1887  que  la  cuota  adicional  de  abono  para  las  líneas  qne  pasan  del  térmi- 
no municipal,  tiene  por  objeto  cubrir  los  gastos  que  ocasionen  la  cons- 
trucción de  las  líneas  suplementarias,  correspondiendo  al  Estado  cobrar 
del  concesionario  el  importe  de  las  mencionadas  líneas  en  la  parte  qne 
exceda  del  término  municipal  de  la  población  en  que  se  halla  instalada  )a 
Central  telefónica. 

Practicada  la  liquidación,  en  la  que  figuraba  una  partida  de  cargo  de 
18.217,76  pesetas  por  94  kilómetros,  600  metros  de  línea  suplementaria» 
fué  aprobada  por  Real  orden  de  7  de  Febrero  de  1887,  desestimando  la 
reclamación  de  la  Compafiía,  y  previniendo  que  en  este  caso  y  otros  aná- 
logos se  considere  de  abono  al  Estado  el  valor  de  las  líneas  telefónicas  en 
la  parte  qne  pasen  del  término  municipal  de  la  población  en  que  seiudie 
instalada  la  Central  de  la  red. 
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Ckm  anterioridad  á  esta  Seal  orden,  la  Empreaa  oonceeionaria  pre- 
Motó  noa  inaUncia  en  29  de  Enero  pidiendo  se  la  devolviera  las  18.217 
poseías  exigidas  por  los  trozos  de  líneas  de  abonados  situados  f aera  del 
t^míno  mnnieipal,  contestándose  por  la  Administración  qne  dicho  re- 
esfso  de  aleada  quedaba  resuelto  por  la  Real  orden  de  7  de  Febrero  de 
1887. 

Contra  esta  Beal  orden,  y  en  solicitad  de  qne  fnera  revocada,  acudió 
á  ia  vía  contenciosa  la  Sociedad  Española  de  Electricidad,  y  seguido  el 
pl^topor  todos  sus  trámites,  el  Tribunal  absolvió  de  la  demanda  á  la  Ad- 
minis^ación  general  del  Estado  por  sentencia  de  80  de  Euero  de  1892, 
coya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Oonsiderando  que  por  tratarse  en  este  pleito  de  fijar  la  verdadera  in- 
terpretación del  contrato  de  arriendo  de  la  red  telefónica  de  Barcelona, 
se  baoe  necesario  tener  en  cuenta  todas  y  cada  una  de  las  condiciones 
que  forman  parto  de  dicho  contrato,  para  determinar  en  su  consecuencia 
si  la  Real  orden  impugnada  las  ha  infringido,  ó,  por  el  contrarío,  se  halla 
ajustada  á  ellss: 

Considerando  que  en  los  contratos  administrativos,  como  en  todo  con- 
trato, es  la  ley  fundamental  para  resolver  las  dudas  que  puedan  ofrecerse 
en  su  apHcaeión,  la  voluntad  de  los  contrayentes  formulada  en  las  cláu- 
solas  del  mismo  contrato,  sin  que  pueda  extenderse  á  casos  y  cosas  no 
comprendidos  en  los  términos  de  la  estipulación,  ni  admitirse  excepción 
alguna  á  las  reglas  generales  en  aquéllas  establecidas,  como  no  se  halle 
dará  y  explícitamente  determinada: 

Considerando  que  en  el  caso  de  autos  hay  que  tener  en  cuenta,  no  sólo 
lo  qne  dispone  la  regla  1.^  de  la  base  10  del  art  l.o  del  Real  decreto  de  13 
de  Junio  de  1886,  sino  lo  qu» preceptúa  la  base  9  a  del  mismo  art.  l.<>,  en 
la  qne  además  de  fijar  la  tarifa  de  abono  anual  que  corresponde  á  cada 
estación  particular  dentro  del  término  municipal  en  que  se  halla,  estable- 
oda  ta  red  telefónica,  y  la  que  corresponde  á  cada  estación  para  fincas 
aifasnas  ó  para  casinos,  círculos,  ete.,  que  están  situados  dentro  del  mis- 
mo término  municipal,  se  fija  también  un  suplemento  por  cada  100  me- 
taos de  linea  ó  fracción  de  ellos  que  pase  del  termino  municipal,  suple- 
saento  qne  cede  en  beneficio  del  concesionario  y  que  tiene  derecho  á  co- 
brarlo: 

Considerando  que  de  esto  se  deduce  que  las  460  pesetas  de  que  habla 
la  regla  1.*  de  la  base  10,  no  se  refieren  más  que  á  cada  una  de  las  esta- 
cionea  de  abonados  situadas  dentro  del  termino  municipal;  y  que  si  bien 
eiU  base  no  hábta  de  las  líneas  que  salgan  fuera  del  radio,  que,  sin  em- 
bargo, produjeron  al  Estado  que  las  construyó  un  exceso  de  gasto  real, 
es  lo  cierto  que  teniendo  el  concesionario  por  virtud  del  contrato  el  dere- 
cho á  cobrar  un  beneficio  extraordinario  proporcionado,  lo  tiene  también 
perfecto  el  Estado,  en  justa  compensación,  á  cobrar  del  concesionario 
aqntí  exceso  de  gastos  de  construcción: 

Con^derando  que  esta  compensación  es  la  que  ha  eaitablecido  la  Real 
orden  impugnada,  qne  al  fijarse  en  ella  el  tipo,  teniendo  presentes  los 
cálenlos  más  equitativos  y  lo  dispuesto  en  el  art.  l.o,  base  14  del  referido 
Real  decreto  de  18  de  Junio  de  1886,  ha  resuelto  en  justicia  las  dudas 
qne  ha  suscitado  la  parte  actora  al  precederse  al  cumplimiento  y  ejeeu- 
cidn  del  contrato,  poniendo  en  armonía  las  cláusulas  de  que  éste  consta 
sin  inírinrirlas  en  nada; 

T  considerando  que  en  cualquier  contrato  con  la  Administración  para 
servicios  públicos,  esta  expedito  y  es  inconcuso  el  derecho  del  Gobierno 
para  resolver  las  dudas  que  ofrezca  su  cumplimiento,  y  que  en  el  caso 
pieaenteasí  lo  ha  hecho  sin  haber  lesionado  el  derecho  de  que  se  cree 
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aiistido  el  concesionario,  por  lo  qne  la  Beal  orden  impugnada  se  hMm 
ajastada  á  derecho. 

Yiatofl  loa  artícoloa  primeros  de  laa  baaea  9.»,  10  y  14  del  Real  decreto 
de  18  de  Junio  de  1886; 

Fallamos  qne  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admiáistradón  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  deducida  á  nombre  de  D.  Evaristo  Carde- 
fiosa  contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  la  Oobernación 
en  7  de  Febrero  de  1887,  la  cual  queda,  firme  y  subsistente.— (Sentencift 
publicada  el  80  de  Enero  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  29  de  Sep- 
tiembre del  mismo  afio.) 
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8KNTSN0IA  (80  de  Enero  de  1 892).  — Tejónos.  ConáieUmes  impuettoM  á 
lo8  abonados. — Se  confirma  la  Real  orden  de  8  de  Septiembre  de  1890  ina- 
pugnada  por  la  Sociedad  general  de  Teléfonos  de  Madrid  y  relativa  á  la 
duración  de  los  contratos  de  los  abonados,  y  se  establece: 

i.o  Que  8i  bien  la  condición  18  del  pliego  aprobado  por  Beal  orden  de  13 
de  Jimio  de  1886  anUoriga  al  conceñionario  para  establecer  con  los  particMXa- 
res  U^  condiciones  que  crea  convenienteSy  eita  facultad  se  halla  limitaday  se* 
gún  la  misma  condición^  por  las  prescripciones  del  Beal  decreto  de  la  misma 
fecha  y  por  las  bases  de  la  concesión; 

Y  2,^  Que  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  2.^  del  mismo  decreto^quedam 
en  vigor,  en  cuanto  no  se  hallen  por  él  modificados,  los  preceptos  del  Seal  de- 
creto de  11  de  Agosto  de  1884,  y  del  Bolamente  de  12  de  los  mismos  mes  y 
añOy  en  cuyo  art,  15  se  establece  para  la  duración  del  abono  que  éste  se  hiciera 
por  semestres  naturales,  pagándose  por  adelantado. 

Habiendo  denunciado  el  Inspector  Delegado  de  redes  telefónicas  á  la 
Dirección  del  ramo  el  hecho  de  que  la  Sociedad  general  de  Teléfonos  im- 
pone la  obligación  de  aceptar  el  abono  por  un  afio,  se  expidió  por  el  Minia* 
terío  la  Real  orden  de  8  de  Septiembre  de  1890,  en  la  que  se  dispuso:  1.^, 
que  dentro  de  lo  prevenido  en  la  base  18  del  Real  decreto  de  18  de  Junio  de 
1886,  puede  autorisarse  á  la  Sociedad  de  Teléfonos  de  Madrid  para  exigir 
á  los  nuevos  abonados  un  tiempo  de  duración  del  abono  de  dos  trimestres 
para  las  estaciones  de  la  zona  urbana  y  de  cuatro  para  las  del  extrarradior 
2.0,  que  no  se  debe  autorizar  á  la  referida  Sociedad  para  cobrar  á  los  abe- 
nados  por  adelantado,  y  en  concepto  de  abono,  más  cantidad  que  la  que 
sefiala  la  condición  18  de  las  generales  de  subasta: 

Impugnada  esta  Real  orden  en  vía  contenciosa  por  entender  la  Socie- 
dad de  Teléfonos  que  la  ley  del  contrato  la  autorizaba  para  hacer  con  kw 
particulares  abonos  anuales  y  dentro  de  ellos  cobros  trimestrales  antid> 
pados,  el  Tribunal,  después  de  sustanciado  el  pleito  por  todos  sus  trámi- 
tes, absolvió  á  la  Administración  de  la  demanda  por  sentencia  de  S}0  de 
Enero  de  1892,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 
'  Considerando  que  la  cuestión  del  presente  litigio  se  reduce  á  determi- 
nar si  la  Sociedad  demandante  puede  concertar  libremente  laa  condiciones - 
y  el  plazo  del  abono,  ó  si  debe  sujetarse  á  la  prescripción  establecida  en 
la  Real  orden  que  se  impugna,  en  la  cual  se  determina  que  sólo  tiene  de- 
recho á  exigir  de  los  nuevos  abonados  que  celebren  el  contrato  por  doe 
trimestres  para  las  estaciones  de  la  zona  urbana  y  por  cuatro  para  las  del 
extrarradio: 

Considerando  qne  si  bien  la  condición  18  del  pliego  aprobado  por  Real 
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^orden  de  1%  de  Janio  de  1886  aatorisa  *1  oonceeiontrio  para  eitableoer 
«oa  loa  partiealarea  laa  condioionea  qae  orea  coiiTenientea,  eata  facultad 
.ae  halla  limitada,  aegda  la  miema  eondición,  por  laa  preacripcionea  del 
Beal  decreto  de  U  miamá  fecha  y  por  laa  baaea  de  la  conceaión: 

Gonaideraiido  qae,  á  tenor  de  lo  diapoeato  en  el  art.  2. o  del  miamo  cto- 
«rato,  quedan  en  vigor,  en  cnanto  no  ae  hallen  por  él  modiflcadoa,  loa 
^receptoa  del  Beal  decreto  de  11  de  Agoato  de  1884  y  del  Reglamento  de 
12  de  loa  miamoa  mea  y  afio,  en  cayo  art  16  ae  eatablece  para  la  daradón 
d^  abono  qoe  éate  ae  hará  por  aemeatrea  nataralea,  pagáadoae  por  ade- 
lantado: 

Gonaiderando  qae  el  precepto  de  eate  artículo  ea  de  evidente  aplica- 
ción, en  cnanto  á  la  daración  del  abono,  al  oaao  actoal,  toda  ves  que  ni  en 
«el  Beal  decreto  de  18  de  Janio  de  1886,  ni  en  laa  condicionea  aprobadaa 
por  la  Beal  orden  de  la  miama  fecha,  eziate  ninguna  dlapoaición  qoe  ton- 
«reta  y  aapedalmente  lo  modifique;  porque  la  baae  9.&  del  art  l.o  de  di- 
tho  decreto  aólo  determina  la  caantía  ináxima  del  «bono  calculada  por 
«fioa,  pno  nada  eatablece  reapecto  al  tiempo  del  miamo  abono,  y  la  con* 
^dto  18  únicamente  otorga  derecho  al  conoeaionario  para  exigir  él  pago 
4»  laa  cuotaa  por  trimeatrea  anticipadoa: 

Gonaiderando  que  extendida  la  limitación  contenida  en  el  art  16  del 
Beal  decreto  de  12  de  Agoato  de  1884,  ae  halla  ajoatada  á  derecho  la  pii- 
moa  parte  de  la  Beal  orden  reclamada,  que  aólo  autoriza  á  la  OompafÜa 
^onandante  para  exigir  abonoa  aemeatralee  en  la  zona  urbana  de  Madrid» 
j  debe,  por  tanto,  deaeatimarae  la  pretendón  contenida  en  la  demanda» 
«B  aue  implícitamente  ae  aolidta  la  declaradón  de  que  la  Sociedad  puede 
^gir  que  la  duradón  del  abono  eea  de  un  afio. 

Viatoa  el  art.  16  del  Beglamento  de  12  de  Agoato  de  1884,  laa  condido- 
oea  18  y  18  del  plieito  aprobado  por  Beal  orden  de  18  de  Junio  de  1888  y 
loa  tfticuloa  I.""  y  2.o  del  Beal  decreto  de  la  miama  fecha; 

Fallamoa  que  debemoe  abaolver  y  abaolvemoa  á  la  Adminietradón  ge- 
neral del  Eatado  de  la  demanda  interpueata  á  nombre  de  la  Sodedad  de 
Tdéfonoa  de  Madrid  contra  el  primer  extremo  de  la  Beal  orden  de  S  de 
Septiembre  de  1890,  que  queda  firme  y  eubdetente  en  la  parte  que  ha  aldo 
impugnada. — (Sentenda  publicada  el  80  de  Enero  de  1892,  ó  inaerta  en  Is 
•aserto  de  22  de  Septiembre  del  miamo  afio.) 
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SVTTKSCUL  (M  de  Febrero  de  1892).— OZosetjpantMW.  Peruúme$  de  Mm- 
Igiio.— 6e  confirma  la  Beal  orden  de  6  de  Junio  de  1888,  impugnad»  por 
Dofia  Benita  Ferreiro  y  por  la  que  ae  declaró  á  eata  intereaada  ain  dere- 
dio  á  penaión  de  Montepío,  y  ae  eatablece: 

i.o  Que  con  arreglo  á  lo  diipuegto  en  la  Beal  imUncdén  de  26  de  Didem^ 
^  de  1831,  cuyo  exacto  y  rigiroio  cumplimiento  $e  mandó  por  el  decreUhley 
de22de  Octubre  de  1868,  laehuétfanas  que  enviuden  no  pueden  rékabüUar' 
Menü  goce  de  lapeneión  que  pudo  corre$ponderle$  al  fallecimiento  de  «tía 
padres  cuando  no  la  perdbteron  antee  de  contraer  matrimonio  ó  la  ditfruta- 
ron  en  partictpadán  con  ati  madre  viuda  ó  hermanee,  $in  que  pueda  prevaie- 
eer  la  eepedoea  doctrina  de  mte  las  Bealee  órdenes  de  14  de  Mayo  de  1850  y 
29  del  mismo  mes  de  1855,  dictadas  en  resolución  de  casos  particulares,  for* 
man  parte  integrante  de  la  Beal  instrucción  citada  como  adahunon  de  la 
mkma,  y  aue, por  consiguiente,  nose  refiere  á  ella  élpreoepto  del  decrdo-lm 
ds22de  OcMre  de  1868  para  que  no  se  i^^li^ne  dios  casos  que  eon^^rmiOM 
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ninguna  disposición  de  a^Ua  clase,  porque  no  es  racional  sentante  inter- 
pretación por  ser  c^mtrarxa  á  su  letra  yásu  espíritu; 

Y  2/>  Que  la  ley  de  Presupuestos  de  1670.  al  declarar  que  el  decreto-leí^ 
de  22  de  Octubre  de  1868  no  tenia  ni  debía  dársele  carácter  ni  fuerza  retro- 
activa f  no  tiene  aplicación  al  caso  en  que  él  derecho  que  se  invoca  no  esté  re- 
conoce por  ninguna  disposición  de  carácter  legislatiro  anterior  al  expresado^ 
decreto-ley. 

Por  Beal  orden  de  6  de  Janio  de  1886,  se  confirmó  el  acuerdo  de  la 
Junta  de  Clases  pasivas,  por  el  qae  se  negó  á  Doña  Benita  Ferreiro,  haér- 
lana  de  D.  Antonio,  conductor  de  número  de  Correos,  la  pensión  de  Mo]i> 
tepío  que  había  solicitado,  Inndándose  dicha  negativa  en  qae  la  interesa- 
ék  no  había  disfrutado  íntegramente  con  anterioridad  la  pensión  que  re* 
clamaba. 

Impugnada  esta  Real  orden  por  Dofia  Benita  Ferreiro  en  vía  conten» 
do0a,  el  Tribunal  la  confirmó  por  sentencia  de  l.o  de  Febrero  de  1892, 
cuya  parte  sustancial  es  como  signe. 

Considerando  que  con  arreglo  á  lo  diapuesto  en  la  Real  instrucción  de 
26  de  Diciembre  de  1881,  cuyo  exacto  y  riguroso  cumplimiento  se  man'dd 
por  el  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868,  las  huérfanas  que  enviuden 
no  pueden  rehabilitarse  en  el  goce  de  la  pensión  que  pudo  corresponderles 
al  fallecimiento  de  sus  padres  cuando  no  la  percibieron  antes  de  contraer 
matrimonio  ó  la  disfrutaron  en  participación  con  su  madre  viuda  ó  her- 
manos, también  huérfanos,  en  cuyo  caso  se  encuentra  Doña  Benita  Ferrei- 
ro, porque  ni  sola,  ni  aun  tan  siquiera  en  participación  con  aquélla  la  día- 
frotó  y  quedó  vacante  y  amortizada  al  propio  tiempo,  sin  que  pueda  pre- 
valecer la  especiosa  doctrina  de  que  las  Reales  órdenes  de  14  de  Mayo  de 
1850  y  29  del  mismo  mes  de  1866,  dictadas  en  resolución  de  casos  partí» 
culares,  forman  parte  integrante  de  la  Real  instrucción  citada  como  acia- 
radón  de  la  misma,  y  por  consecnencia  no  se  refiere  á  ella  el  precepto  del 
decreto  ley  de  22  de  Octubre  de  18^8  para  que  no  se  aplique  á  los  caso» 
que  comprende  ninguna  disposición  de  aquella  clase,  porque  no  es  ra> 
donal  semejante  interpretación  por  ser  contraria  á  su  letra  y  á  su  espirita: 

Considerando,  por  último,  que  la  ley  de  presupuestos  de  1870  al  de- 
darar  que  el  decreto  ley  de  22  de  Octubre  de  1868,  tantas  veces  repetido^ 
no  tenia  ni  debía  dársele  carácter  ni  fuerza  retroactiva,  no  tiene  aplica^ 
don  al  presente  caso,  porque  á  Dofia  Benita  Ferreiro  no  le  concedió  el 
derecho  que  supone  ninguna  disposición  de  carácter  legislativo,  pues  la 
única  que  lo  tiene,  ó  sea  la  Real  instrucdón  citada,  cuyo  escrupuloso  com- 
plimiento  por  aqnélUa  se  encarga,  se  lo  niega  del  modo  más  terminante. 

Vistos  el  art.  21  de  la  instrucción  de  26  de  Diciembre  de  1881  y  lo» 
artículos  l.o  y  12  del  deceto  ley  de  22  de  Octubre  de  1868; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
aeral  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  Dofia  Benita  Ferreiro  y^ 
Hermida  contra  la  real  orden  de  6  de  Junio  de  1886,  que  queda  firme  y 
•nbdstente.— (Sentencia  publicada  el  l.o- de  Febrero  de  1892,  ó  inserta  en 
la  Baceta  de  22  de  Septiembre  del  mismo  afio,) 
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Sentencia  (4  de  Febrero  de  \ñ^7).^Eesoluciiones  que  causan  estado,  Der 
mandas  deducidas  fuera  de  plaxo,^8^  declara  nula  la  sentencia  dictada  por 
la  Comisión  provindal  de  Ahneria  en  29  de  Octubre  de  1886,  apelada  por 
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M  Ayiintuni«iito  de  Laojar,  en  aaioe  con  D.  Iimacio  Martínex  Gatiérres,  y 
m  «itablece: 

i.*  (¡ue  á  tenar  de  lo  pre$ento  en  la$  Ujfee  que  rigen  el  ejercicio  de  la 
jmiedmjción  eonteneio$o^aamini$traHva,  es  indiepemable  que  la  reeoludón 
tmÉra  la  cual  ee  dirija  el  reeureo  haya  caneado  eetado  y  que  pueda  eupanerse 
fue  loMtima  dereehoe  que  el  recurrente  intfogue,  en  ninguno  de  cuyoe  ca$o$  u 
emtmenira  um  acuerdo  de  un  Ayuntamiento^  porque  ni  cauea  e$tado,  tiendo 
cmno  e»  redamable  ante  la  autoridad  del  Oobemador  de  la  provincia,  ni 
tmma  agravioo  de  dereehoe  al  limitaree  á  declarar  la  incompetencia  de  la 
Cbegoraeión  mmñcipal  para  reeolver  el  aeunto; 

xS,^  Que  una  aliada  deducida  ante  autoridad  incompetente^  no  puede 
el  lapeo  del  término  para  acudir  álavia  contencio$a. 


B  Ayuntamiento  de  Lanjar,  en  27  de  Septiembre  de  1886,  acordó  dea* 
timar,  declarándoae  Incompetente  para  resolverla,  )a  reclamación  de  da- 
fioe  j  perjoicioa  dedadda  por  D.  Ignacio  Martinei  Gatiérres,  arrendata- 
rio del  impneato  de  conanmos,  y  íandada  en  haberse  establecido  por  el 
Ayentamiento  de  dicha  localidad  cordón  sanitario  y  adoptádose  otras  me- 
didas que  te  creyeron  oportunas  para  evitar  el  contagio  evitando  la  en- 
trada de  personas  y  efectos,  con  lo  cual  se  había  ocasionado  nna  disminn* 
elóB  en  loa  ingresos  grandemente  sensible. 

En  vista  de  esta  negativa,  acudió  el  interesado  á  la  Administración  de 
Hadenda  de  la  provincia,  cnya  dependencia  estimó  procedente  la  recla- 
mación, fijando  en  8.750  pesetas  el  importe  de  los  dafios  y  perjuicios  re- 
damados; pero  habiendo  acudido  el  Ayuntamiento  al  Ministerio  de  Ha- 
denda ee  dictó  Beal  orden  en  7  de  Marzo  de  1886  comunicada  en  16  de 
Abril  siguiente,  por  la  que  se  declaró  que  la  cuestión  surgida  era  de  la 
competencia  de  la  jurisdicdón  eontendoso  administrativa  con  arreglo  á  la 
ley  Provincial,  y  en  su  consecuencia,  D.  Ignacio  Martínez,  en  2  de  Junio 
de  1886y  dedujo  demanda  ante  la  Comisión  provincial  de  Almería;  y  sus- 
tamdado  el  pleito  por  todoa  sus  trámites^  con  emplazamiento  del  Ayunta 
miento  de  Laujar  como  demandado,  se  dictó  sentenda  en  29  de  Octubre 
de  1886,  por  la  que  se  declaró  que  el  demandante  tenía  derecho  á  que  por 
d  Ayuntamiento  de  Laujar  se  le  abonaae,  en  concepto  de  perjoicios,  la 
cantidad  de  8.750  pesetas. 

Apelada  esta  sentenda  por  el  Ayuntamiento  de  Laujar,  y  habiendo 
comparecido  en  los  autos  también  como  apelado  D.  Ignacio  Martínez  Gu- 
titees,  el  Tribunal  declaró  la  nulidad  de  las  actuaciones,  y  por  consi- 
guiante  del  fallo  dictado  por  la  Comisión  provincial  de  Almería  por  sen- 
tanda  de  4  de  Febrero  de  1892,  cuya  parte  sustancial  ea  la  siguiente: 

Gondderando  qne,  á  tenor  de  lo  prescrito  en  laa  leyes  que  rigen  el 
ejeiddo  de  la  jurisdicdón  contendoao-administrativa,  es  indispensable 
qne  la  resoludón  contra  la  cual  se  dirija  el  recurso  haya  caneado  estado, 
y  qne  pueda  suponerse  que  lastima  los  derechos  que  el  recurrente  invoca, 
y  el  aeuerdo  dd  Ayuntamiento  de  Laujar,  de  27  de  Septiembre  de 
1886  que  motiva  el  preaente  pleito,  no  se  halla  en  ninguno  de  los  expre- 
sado* casoa,  porque  ni  causa  estado,  deudo  como  lo  era  reclamable  ante 
la  autoridad  del  Gobernador  de  la  provincia,  ni  agravio  en  los  derechos 
de  que  el  autor  se  creyera  adstido,  puesto  que  en  el  referido  acuerdo  se 
Hmitó  la  Gorporadón  munidpal  á  declarar  que  carecía  de  competencia 
para  feaolven 

Gondderando,  por  otra  narie,  que  la  demanda  presentada  en  2  de  Ju- 
nio de  1886  no  podía  prevalecer  contra  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  de 
27  de  fi^ytfembre  de  1885,  por  resultar  notoriamente  deducida  fuera  del 
flSTO  leffá,  ya  que  la  alzada  de  D.  I^piado  Martínez  al  Delegado  de  Ha- 
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cienda  no  podo  interrampir  el  lapso  del  término  por  haberte  dedaddo 
ante  antoridad  incompetente,  segán  declaró  la  Beal  orden  de  T  de  Man» 
de  1886: 

Considerando  qne,  por  tanto,  el  procedimiento  incoado  y  sostenido 
ante  la  Comisión  provincial  de  Almería,  á  nombre  de  D.  Ignacio  Marti- 
tínez,  adolece  de  vicios  sustanciales  que  le  invalidan  y  annlan. 

Visto  el  art.  1.*  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888: 

Vistos  también  los  artículos  171  y  172  de  la  ley  Municipal  de  3  de 
Octubre  de  1877; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  nulo  todo  lo  actuado  en 
el  presente  pleito,  y  nula,  en  su  virtud,  la  sentencia  dictada  por  la  Comi- 
sión provincial  de  Almería  el  29  de  Octubre  de  1886,  objeto  del  actual 
recurso.^  (Sentencia  publicada  el  4  de  Febrero  de  1802,  é  inserta  en  la 
Oaceia  de  22  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 
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Skktencea  (6  de  Febrero  de  IB^ty-^Excepciones perentarioB,  Falta  de 
perBonalidad.^Sé  declara  procedente  la  excepción  de  falta  de  personalidad 
propuesta  por  el  Fiscal  al  contestar  la  demanda  deducida  por  la  Compe- 
fiia  de  los  ferrocarriles  de  Madrid  á  Cáceres  y  Portugal,  sobre  revocación 
de  la  Beal  orden  de  26  de  Agosto  de  1800,  relativa  al  pago  de  derechoe 
reales,  y  se  establece: 

1.0  Que  por  más  que  en  el  poder  presentado  en  via  contenciosa  por  el  re- 
presentante de  la  Sociedad  demandante  se  acrediten  las  facultades  que  al 
Director  de  la  Sociedad  competen  para  representarla  en  juicio,  no  consig- 
nándose fue  al  otorgante  correspondiera  el  carácter  de  Director  que  se  atrú 
bula,  la  justificación  de  este  particular  es  requisito  imprescindible  para  que 
pueda  estimarse  justificada  la  personalidad  del  demandante: 

Y  2,0  Que  el  hecho  de  haber  sido  admitida  por  la  Administración  en  la 
via  gubernativa  la  personalidad  del  poderdante,  no  es  motivo  st^ciente  partí 
que  se  admita  en  la  via  contenciosa  después  de  ptiblicada  la  ley  de  13  de 
Septiembre  de  1888,  que  modificó  esencialmente  en  este  funto  la  legidaeiám 
anterior  y  la  jurisprudencia  de  la  Sala  de  lo  contencioso  del  Conejo  de 
Estado. 

Por  escritura  de  22  de  Diciembre  de  1885  emitió  la  Compafiía  de  fe- 
rrocarriles de  Madrid  á  Cáceres  y  Portugal  26.000  obligaciones  de  500 
pesetas  cada  una,  y  presentada  esta  escrituia  en  la  oficina  liquidadora  óA 
impuesto  de  derechos  reales,  se  giró  la  liquidación  al  tipo  de  0,60,  náme- 
ro  210  de  la  tarifa  sobre  el  importe  de  dichas  obligaciones,  liquidación 
^ue  fué  confirmada  por  la  Delegación  de  Hacienda  primero,  y  por  el  Ifi- 
nisterio  después  en  Real  orden  de  26  de  Agosto  de  1800. 

Contra  esta  Real  orden  dedujo  recurso  contencioso  á  nombre  de  la 
Compafiía  D.  Pablo  Rózpide,  con  poder  otorgado  á  su  favor  por  D.  Juan 
Róspide  y  Béris,  como  Director  de  la  expresada  Sociedad,  en  que  le  ante- 
rizaba  para  representnr  á  ésta  en  todos  los  asuntos  oontencioso-adsiiinie- 
trativos. 

Formalizada  la  demanda,  con  la  súplica  de  que  se  declarase  que  las 
4ichas  obligaciones  estaban  exentas  del  pago  del  impuesto,  ó  debían  tri- 
butar á  lo  sumo  el  tipo  de  0,10  por  100;  y  emplazado  el  Fiscal,  alegó  la 
excepción  perentoria  de  falta  de  personalidad,  que  el  Tribunal  declaró 
procedente  por  sentencia  de  6  de  Febrero  de  1802,  cuya  parta  sustaneiai 
es  como  sigue: 
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Oonaidennido  que  d  bien  en  el  poder  presentado  por  D.  Pablo  Aós- 
pide  ae  acreditan  las  faenltades  qne  al  Director  de  la  Sociedad  de  loa  Fe- 
Eroearríles  de  Marid  á  Oáceres  y  Portugal  competen  para  representaría  en 
jnido  no  se  consigna  que  corresponda  á  D.  Jnan  Rózpide  y  Bóris  el  ca- 
láeter  de  IHrector  qne  se  atribuye,  y  que  la  jastificación  de  este  partienlar 
es  requisito  imprescindible  para  qne  pueda  estimarse  jostificada  la  per- 
«Mudldad  d^  demandante: 

Oonsiderando  qne  [el  becbo  de  baber  sido  admitida  por  la  Adrainia- 
iiaei^n  en  la  vía  gnbematiTa  la  personalidad  del  poderdante,  no  es  motivo 
«eficiente  para  que  se  admita  en  la  yia  oontendosa,  despnés  de  pobli- 
«ada  la  Tigente  ley  de  IS  de  Septiembre  de  1888,  qne  modificó  esencial- 
'ttcfite  en  este  ponto  la  legislación  anterior  y  la  jarisprodencia  de  la  Sala 
da  lo  contencioso  del  Consejo  de  Estado: 

Vistos  loe  artículos  46  y  48  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  y 
^8  y  Sil  del  Bellamente  de  29  de  Diciembre  de  1890; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedente  la  excepción 
de  falta  de  personalidad  en  el  actor,  propuesta  como  perentoria  por  eg 
fteal  al  contestar  la  demanda  promovida  contra  la  Real  orden  de  15  d^ 
Agosto  de  1890,  que  queda  firme  y  subsistente.— (Sentencia  publicada  el 
4  de  Febrero  de  1892,  é  inserta  en  la  Oaeeta  de  23  de  Septiembre  del 
mismo  afio.) 
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tarmroiA  (6  de  Febrero  de  lS9^).—Re€wr§08  de  tugada.  Aeuerdoé  de  loM 
D^nOaekmet  provinekUe$.  Non^amiento  y  Beparación  de  lo$  empleado»  pnh 
«íadalet. — Se  revoca,  como  dictada  con  incompetencia,  la  Real  orden  ex- 
pedida por  el  Ministerio  de  la  Gobernación  en  14  de  Agosto  de  1890,  que 
dejó  sin  efecto  el  acuerdo  de  la  Diputación  provincial  de  Zaragosa,  sepa- 
taodo  del  cargo  de  Secretario  contador  de  los  establecimientos  de  benefi- 
esnda  á  D.  Juan  Iznardo,  é  impugnada  por  aquella  Corporación,  y  se  es- 
tablece: 

i  o  Om  9egÚH  h  prevenido  en  el  art  87  de  la  Uy  FrovilMsial  de  99  de 
Jfoeío  de  1889,  a  reeureo  de  altada  eontra  ¡o$  amerdoe  de  loe  D^mtoeiefi^ 
960  procede  e»  he  eaeoe  previetoe  en  el  art.  79,  ó  eea  cuando  recaiga  en  anm- 
Ueqweno  eean  de  la  exdmha  competencia  de  la  Diputación,  cuando  we  «t- 
Jríaijoen  maniflettamente  la»  leye»  con  perjuicio  de  lo»  intereee»  genérale»  del 
E»tado  ó  de  otra  provincia^  y  cuando  »e  haya  incurrido  en  delincuenoia: 

%fi  Que  d  nomfrtramiento  y  separación  de  lo»  empleado»  frovinciale»  ca- 
rrteponde  de  una  manera  peeuHar  y  w-ivativa  á  la»  JHputacume»  provincia- 
to,  |f  et,  por  tanto,  materia  de  »u  excluoiva  competencia,  limitada  tan  oólopor 
4»  dupuetto  en  la»  leye»,  reglamento»  y  di»po9icione»  genérale»  en  cuanto  á 
édenuinado»  funcionario»,  »egún  lo  e^ábl^ñdo  en  lo»  art».  74  y  104  de  la 

Y  30  Que  ft  hien  la  Adminiotraeión  central  puede  conocer  de  lo»  recurtoa 
fue  90  utilicen  eontra  lo»  acuerdo»  de  la»  Dhutaeione»  que  han  recaido  en 
ammto»  de  »u»  atrUmáone»,  cuando  endlo»  »e  han  infringido  la»  ditpooieione» 
kgale»  vigente»  que  deiermünan  y  lunitan  la  eompetmeia  de  aquella»  eorportt- 
tkme»,  no  invocando  el  recurrente  precepto  alguno  de  carácter  general  quefa- 
-voretea  ous  pretenoione»,  la  Beal  orden  que  revoca  el  acuerao  recurrido  se 
éaOa  dictada  con  inoo»^etoneia  y  oónm  de  poder. 

La  DiputadóB  provincial  de  Zaragosa  acordó  en  sesión  de  26  de  No- 
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Tiemble  de  1889  0ep«rar  del  cargo  de  Secretorio  contodor  de  loe  eetabled- 
iiiientoe  de  beneficenci*  de  eqaeUa  capítol  á  D.  Jaan  Iinardo,  conforme  al 
art  88  del  reglamento  interior  de  la  Corporación,  aprobado  en  80  de  Majro 
de  1878. 

Becnrrído  esto  acuerdo  por  el  interesado,  se  expidió  Real  orden  por  el 
Miniaterio  de  la  Gobernación  en  14  de  Agoeto  de  1890,  por  la  coal  ae  re- 
vocó el  acuerdo  de  la  Diputodón  y  se  ordenó  que  fuera  repuesto  Isnardo 
en  su  destino  con  el  abono  de  los  haberes  devengados  desde  la  fedba  de 
■a  separación. 

Contra  esto  Real  orden  acudió  á  la  vía  contenciosa  la  Diputación  de 
Zaragoza  pidiendo  que  se  declarase  nula  y  sin  valor,  como  dictoda  con  ver- 
dadero abuso  de  poder;  y  sustanciado  el  pleito  por  todos  sus  trámites  lé- 
anles, el  Tribunal  revocó  dicha  resolución  por  sentencia  de  6  de  Febrero  de- 
1899,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  según  lo  prevenido  en  el  art.  87  de  la  ley  Provincial 
Ae  39  de  Agosto  de  1882,  el  recurso  de  aliada  contra  los  acuerdos  de  lae^ 
Diputaciones  sólo  procede  eQ  los  casos  previstos  en  el  art.  79,  ó  sea  cuan- 
do recaiga  en  asuntos  que  no  sean  de  la  exclusiva  competencia  de  la  Di- 
putación, cuando  se  infrinjan  manifiestamente  las  leyes,  con  perjuicio  de 
los  intereses  generales  del  Estodo  ó  de  otra  provincia,  y  cuando  se  haya, 
incurrido  en  delincuencia: 

Considerando  que  el  nombramiento  y  separación  de  los  empleados  pro- 
T'«nciales  corresponde  de  una  manera  peculiar  privativa  á  las  Diputacio- 
nes provinciales,  y  es  matoria,  por  Unto,  de  su  exclusiva  competencia,  li- 
mitada tan  sólo  por  lo  dispuesto  en  las  leyes,  reglamentos  y  disposiclonee 
generales  en  cuanto  á  detorminados  funcionarios,  según  lo  estoblecido  ea 
los  artículos  74  y  104  de  la  misma  ley: 

Considerando  que  de  lo  expuesto  se  infiere  que  el  acuerdo  de  la  Dipu- 
tación provincial  de  Zaragosa,  de  36  de  Noviembre  de  1889,  que  recayó  en- 
asunto  propio  de  las  facultades  de  dicha  Corporación,  no  era  susceptible 
en  modo  alguno  de  recurso  de  alzada  anto  el  Ministro  de  la  Gobernación^ 
el  cual  carecía  de  competoncia  para' resolver  en  la  reclamación  que  contra 
el  mismo  entobló  Iznardo: 

Considerando,  además,  que  si  bien  la  Administración  central  puede 
c<mocer  de  los  recursos  que  se  utilicen  contra  los  acuerdos  de  las  Diputa- 
ciones que  han  recaído  en  asuntos  de  sus  atribuciones,  cuando  en  ellos  se 
han  infringido  las  disposiciones  legales  vigentes  que  determinan  y  limi- 
tan la  competoncia  de  aquellas  Corporaciones,  es  lo  cierto  que  D.  Juan  Im- 
nardo  no  ha  podido  invocar  en  su  tovor  precepto  aJguno  de  caráctor  gene- 
ral que  favorezca  sus  pretensiones,  todo  lo  cual  demuestra  la  improceden- 
cia del  recurso  que  utilizó: 

Considerando  que  el  art.  94  del  Reglamento  de  la  Diputación  provin- 
cial de  Zaragoza,  única  disposición  aplicable  al  caso  concreto  de  que  ae 
trata,  estoblece  precisamento  que  la  Diputoción  puede  separar  á  sus  em- 
pleados por  cansa  que  esti$ne  fundada^  previa  audiencia  del  intoresado,. 
tramito  que  en  esto  asunto  se  ha  observado,  no  sólo  porque  la  Corporación 
oyó  verbalmento  las  explicaciones  que  en  descargo  de  su  conducto  diera 
Isnardo,  sino  tombién  porque  postoriormento  alegó  esto  funcionario  por 
escrito  cnanto  estimó  conveniento  á  su  derecho,  á  pesar  de  lo  cual  la  Di- 
putoción, en  8  de  Julio  de  1890,  insistió  en  la  determinación  que  tenía 
adoptada: 

Conaiderando,  en  virtad  de  lo  expuesto,  que  la  Real  orden  que  se  im- 
pugna debe  ser  revocada  por  hallarse  dictóla  con  incompetoncia  y  abusa 
áe  poder. 

Vistos  los  arto.  74, 87  y  104  de  Uley  Provincial  de  39  de  Agosto  de  1883^ 
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Fallftmos  qne  debemos  dejar  7  dejamoi  ain  efecto  la  Real  orden  expe- 
dida por  el  lí^iaterio  de  la  Gobernación  en  14  de  Agoato  de  1890,  como 
dictada  con  incompetencia,  diaponiendo  ae  esté  á  lo  resselto  por  la  Dipn- 
lidón  proTincial  en  mcnerdo  de  26  de  Noviembre  de  1889,  por  el  qne  ae  ae- 
paró  á  D.  Jnan  Isnardo  del  cargo  de  Secretario  Contador  de  loa  Eatablecf- 
Bñentoe  de  Beneficencia  de  Zaragoxa.— (Sentencia  publicada  en  6  de  Fe- 
brero de  1892,  é  inserta  en  las  (íoeetoB  de  22  y  28  de  Septiembre  del  mia- 
looafio.) 
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ScHTSNciA  (6  de  Febrero  de  1892).— jRrtmtidn  de  cátedras,  CatedráHcm 
de  Ultramar.— 8e  revoca  la  Real  orden  de  16  de  Abril  de  1891,  qne  decía- 
lo desierto  él  cononrao  para  la  provisión  de  la  cátedra  de  Historia  crítíc« 
de  la  Medicina,  de  Biadrid,  imoagnada  por  D.  Ildefonso  Rodrígaos,  7  ae 
«atablece: 

Qii«  ae^n  el  Real  decreto  de  9  de  Ahrü  de  1871,  Ion  Frofe$ore$  de  laida 
de  (Siba  qne  hayan  obtenido  8u$  eátedrae  con  sujeción  á  lo  dispuesto  para  H 
taso  por  el  plan  de  estudios  de  15  de  Julio  de  1863  y  el  Reglamento  de  7  de 
JuHo  de  1867,  tienen  derecho  á  optar  por  concurso  alas  vacantes  queupny^ 
f/ean  por  este  medio  en  la  Península, 

Vacante  en  la  Facultad  de  Medicina  de  la  Univeraidad  Central  la  aafg- 
natnra  de  Hiatoria  crítica  de  la  Medicina,  ae  ananció  á  tamo-  de  traala> 
ción,  aolicitándola  D.  José  Letamendi,  que  después  desistió  de  la  preten- 
sión, 7  D.  Ildefonao  Rodrigues  7  Fernández,  Catedrático  de  laa  Ciencina 
médicas  de  la  univeraidad  de  la  Habana. 

Por  Real  orden  de  16  de  Abril  de  1891  ae  reaolvió  qne  Rodrígaos  es- 
leeia  de  derecho  á  optar  por  traalación  á  la  citada  cátedra,  qae  el  con- 
carao  por  traslación  qaedaae  deaierto  7  qae  ae  convocaae  á  concarao  por 
ascenso,  por  aer  el  tamo  correapondiente. 

Impugnada  eata  Real  orden  en  vía  contencioaa  por  Rodrigoea  para 
«¡oe  ae  dedaraae  qoe  á  él  le  correapondía  la  cátedra  por  traalación,  7  aas> 
tsadado  el  pleito  por  todoa  aaa  trámitea  legales,  el  Tribunal  revocó  la 
Beal  orden  por  aentencíade  6  de  Febrero,  ca7a  parto  sustancial  ea  la  ai- 
goiente: 

Conaiderando  que  al  publicarae  en  la  Qaeeta  de  26  de  Marzo  de  1888 
el  anuncio  de  la  vacante  de  la  cátedra  de  Hiatoria  crítica  de  la  Medicina, 
se  hizo  constar  que  sólo  podían  aspirar  á  ella,  por  traslación  7  con  arreglo 
á  las  diapoaidonea  vigentea,  loa  Proíeaorea  qne  deaempefiaaen  ó  hubieaea 
desempeñado  en  propiedad  otra  de  igual  asignatura  7  sueldo,  7  tovieaea 
d  titulo  científico  exigido  por  la  vacante  7  el  proíeaional  que  lea  corres- 
pondiera: 

Considerando  qoe  D.  Ildefonso  Rodríguez,  que  solicito  en  tiempo  Is 
referida  cátedra,  tenía  las  condiciones  exigidas  por  dicho  anuncio;  puesto 
que  como  Catedrático  de  Historia  de  laa  Cienciaa  médicaa  en  el  Docto- 
rado de  la  Facultad  de  Medicina  de  la  Univeraidad  de  la  Habana,  diafra- 
telm  del  aneldo  de  900  pesos,  igual  al  de  la  vacante,  7  ambas  asignatoras 
del  Doctorado  eran  esoicialmente  idénticas;  diferenciándose  ton  sólo  en 
la  nwTor  extensión  é  importancia  de  la  explicada  por  Rodrígaos: 

Contiderando  qne  el  hecho  de  ser  el  demandante  Catedrático  de  la 
Universidad  de  Is  Habana  no  le  privaba  de  au  derecho  á  optar  por  traala- 
ción á  la  vacante  de  antea,  pneato  que,  aegún  el  Real  decreto  de  9  de 
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Abril  de  1871,  los  Proíeeofes  de  la  isla  de  Oaba  que  hayan  obtenido  su» 
cátedras  con  sujeción  á  lo  dispaesto  para  el  caso  por  el  plan  de  estadios  de- 
is de  Jallo  de  1863  y  el  Reglamento  de  7  de  Jalio  de  1867,  tienen  dere- 
cho á  optar  por  concurso  á  las  vacantes  qne  se  provean  por  este  media 
en  la  Península; 

Y  considerando  que,  por  lo  ezpaesto,  y  siendo  D.  Ildefonso  Rodri- 
gues el  único  aspirante  que  solicitó  por  traslación  la  cátedra  de  Historia- 
critica  de  la  Medicina,  la  Real  orden  impugnada,  al  no  otorgarle  dicha^ 
cátedra  y  declarar  desierto  el  concurso,  agravia  sus  legítimos  derechos. 

Vistos  el  art.  127  de  la  ley  de  Instruccidn  pública  de  9  de  Septiembre 
de  1857,  el  284,  párrafo  primero,  del  Real  decreto  de  15  de  Julio  de  1863^ 
•1  44  del  Reglamento  de  7  de  JuUo  de  1867,  el  2.o,  párrafo  primero,  del  de- 
creto ie  15  de  Enero  de  1870,  el  l.o  y  2.o  del  Real  decreto  de  9  de  Abril  de^ 
1871,  el  1.0  y  5.o  del  de  20  de  Septiembre  de  1878,  el  11  y  13  del  de  18  de 
Junio  de  1880  y  el  l.o  del  de  24  de  Octubre  de  1884; 

Fallamos  que  debemos  dejar  y  dejamos  sin  efecto  la  Real  orden  im- 
po;;i;nBda  de  15  de  Abril  de  1891,  declarando  en  su  lugar  que  D.  Ildefonao- 
Rodríguez  tiene  derecho  á  ser  nombrado  para  la  cátedra  de  Historia  crí- 
tica de  la  Medicina,  vacante  en  la  Universidad  Central. — ^(Sentencia  pa- 
blicada  el  6  de  Febrero  de  1892,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  23  de  Septiem^ 
bre  del  mismo  afio.) 
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SsKTSNOiA  (6  de  Febrero  de .  1892).— Parceto  sobrante»  de  la  tiapú^ 
Jílica.  Acuerdoi  de  los  Ayuntamientos.  Éeeursos  de  altada.  Providencias  d^ 
¡o9  Oobemadores,—8e  declara  nula  la  Real  orden  de  13  de  Enero  de  1890^ 
impugnada  por  D.  Manuel  Alvares,  que  confirmó  un  acuerdo  del  Qober- 
na  lor  de  Pontevedra  revocatorio  de  unos  acuerdos  del  Ayuntamiento  de 
Salvatierra,  referentes  á  la  venta  de  una  parcela  sobrante  de  la  vía  públi^ 
ca,  y  se  establece: 

.  i.o  Que  con  arreglo  á  los  preceptos  de  la  ley  Municipal  vigente,  los  Goher^ 
nadares  sólo  pueden  revocar  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos,  en  virtud  de 
los  recursos  de  áUtada  que  contra  los  mismos  se  interpongan  en  él  plato  y  con^ 
2a»  formalidades  establecidas  en  dicha  ley: 

2P  Que  con  arreglo  al  párrafo  Í.o  del  art  65  de  la  ley  Municipal,  lo^ 
Ayuntamientos  tienen  facultad  para  enajenar  y  permutar  U>s  terrenos  sobran- 
tes de  la  via  pública,  carácter  que  únicamente  puede  atribuirse  á  lasparcelam 
^m  no  constituyen  solar  edificable,  según  tiene  declarado  la  jurisprudencia 
administrativa,  entre  otras  resoluciones,  en  las  de  13  de  Septiembre  de  18ZB 
y  9  de  Mayo  de  1881: 

3,*  Que  para  la  enqjenadón  de  dichos  terrenos,  los  Ayuntamientos  débete 
observar  las  formalidades  prevenidas  en  el  Eeal  decreto  de  28  de  Septiembre 
de  1849  y  en  la  Beál  orden  de  2  de  Agosto  de  1861,  de  modo  que  la  enajena-- 
ción  vergueada  sin  estos  requisitos  debe  reputarse  viciosa  é  HegaL- 

^o  Que  esto  no  obstante,  la  Real  ordm  de  30  de  Abril  de  1875  tiene  es- 
tabUMo  que,  aunque  las  ventas  reaUsadas  sin  sem^antes  formalidades  sean 
nulaSf  esta  nulidad  no  puede  decretarse  administrddivamente  cuando  el  com- 
prador se  haUe  en  posesión  durante  año  y  dio,  debiendo  ^ereitarse  ante  loa 
Tribunales  la  acción  reivindieatoria,  si  así  lo  ñtima  el  Ayuntamiiento,  y  sin 
j^juicio  de  la  responsabilidad  á  que  haya  lugar; 

Y5,o  Que  el  art.  7,0  de  la  Uíf  de  13  de  Septiembre  de  1888  estábleeeei 
j^kass  dentro  delcual,  la  Admimistración  en  oualqmera  de  sus  gradospmd» 
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f^Uíkar  d  recurw  eonUncioto  contra  las  pravidmcioi  declaradan  le$iva$  de 
jM  wierete»,  y  el  art.  14  del  Beglamento  de  29  de  Diciembre  de  1890  previe- 
ne pteloB  Diputaciones provincialei  y  Af/untamientos  están  comprendidos  en 
ks  grados  de  la  Administración  á  que  dicho  articulo  se  refiere, 

£a  1881,  el  Ayuntamiento  de  Salvatierra  cedió  áD.  Manuel  Alvares  un 
terreno  como  «obrante  de  la  vía  pública,  ceaión  qoe  á  instancia  de  vario* 
Tednos,  promovida  en  27  de  Septiembre  de  1889,  fué  declarada  nula  por 
•1  Gobernador  de  la  provincia,  y  confirmada  esta  nulidad  por  el  Mlniste- 
zío  de  la  Gobernación  por^Beal  orden  de  18  de  Enero  de  1690,  á  virtud  de 
mcurso  de  alzada  deducido  por  Alvares. 

Interpuesto  por  éste  recurso  contencioso,  pidiendo  se  declarase  válida 
la  venta  hecba  á  su  favor  por  el  Ayuntamiento  de  Salvatierra,  y  seguido 
d  pleito  por  todos  sus  trámites  legales,  el  Tribunal  declaró  la  nulidad  de 
lodo  k>  actuado  por  sentencia  de  6  de  Febrero  de  1892,  cuya  parte  sustan- 
cial es  como  aigne: 

Considerando  que  la  cuestión  del  presente  litigio  se  reduce  á  determi- 
lar  el  es  válido  el  acuerdo  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Pontevedra 
de  28  de  Octubre  de  1889,  que  declaró  nula  la  enajenación  del  terreno  de 
12  áreas  y  SO  centiáreas,  enajenado  á  D.  Manuel  Alvares,  en  concepto  de 
Ábrante  de  vía  pública,  en  11  de  Septiembre  de  1881: 

Considerando  que  con  arreglo  á  los  preceptos  de  la  ley  Municipal  vi- 
jQBbte,  loa  Gobernadores  sólo  pueden  revocar  los  acuerdos  de  los  Ayunta- 
BBifcBtoa  en  virtud  de  los  recursos  de  als&da  que  contra  los  mismos  se  in- 
terpongan, en  el  plaso  y  con  las  formalidades  establecidas  en  dicha  1^: 

Conaiderando  que  contra  el  acuerdo  de  11  de  Septiembre  de  1881  no  se 
interpuso  recurso  ante  el  (jk>bemador  de  la  provincia,  y  por  tanto,  esta  Au- 
toridad carecía  de  competencia  para  anularle  en  vía  gubernativa  después 
éb  haber  tranacurrido  más  de  ocho  años  desde  que  se  adoptó: 

Considerando  que  con  arreglo  al  párrafo  primero  del  art  86  de  la  ley 
Municipal,  los  Ayuntamientos  tienen  facultad  para  enajenar  y  permutar 
kM  léñenos  sobrantes  de  la  vía  pública,  carácter  que  únicamente  puede 
aidbairse  á  las  parcelas  que  no  constituyen  solar  edificable,  según  tiene 
declarado  la  jurisprudencia  administrativa,  entre  otras  resoluciones,  en  la 
és  19  de  Septiembre  de  1878  y  9  de  Mayo  de  1881': 

Considerando  además,  que  para  la  enajenación  de  dichos  terrenos  los 
Ayuntamientos  deben  observar  las  formalidades  prevenidas  en  el  Real 
decreto  de  28  de  Septiembre  de  18á9  y  en  la  Real  orden  de  2  de  Agosto  de 
1S61,  de  modo  que  la  enajenación  verificada  sin  estos  requisitos  debe  re- 
potaise  viciosa  ó  ilegal: 

Considerando  que,  esto  no  obstante,  la  Real  orden  de  30  de  Abril  de 
1876  tiene  establecido  que,  aunque  las  ventas  realizadas  sin  semejantes  for- 
Malidadee  sean  nulas,  esta  nulidad  no  puede  decretarse  administrativa- 
mente cuando,  como  en  el  caso  actual  ocurre,  el  comprador  se  halla  en  po- 
sesión dorante  afio  y  día,  debiendo  ejercitarse  ante  los  Tribunales  la  ac- 
ción r^vindicatoria  si  así  lo  estima  el  Ayuntamiento  y  sin  perjuicio  de  la 
responsabilidad  á  que  haya  lugar: 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de 
Pontevedra  carecía  de  facultades  para  anular  la  enajenación  hecha  en  fa- 
vor de  Alvares  por  el  Ayuntamiento  de  Salvatierra,  cualesquiera  que  sean 
k»  vicios  que  puedan  existir  en  dicha  enajenación: 

Considmuido  además  que  el  art  7.o  de  la  lev  de  18  de  Septiembre  de 
1888  estobleee  el  plazo  dentro  del  cual  la  Administración,  en'.cualquiera 
de  sos  grados^  puede  utilisar  el  recurso  contencioso  coníra  las  providen- 
e^  daelaradas  lesivas  de  sos  intereses,  y  que  el  art.  14  del  Reglamento 
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de  20  de  Diciembre  de  1890  previene  qae  laa  Diputaciones  proyindale» 
j  los  Ayuntamientos  están  comprendidos  en  los  grados  de  la  Administra- 
ción á  que  dicho  artícalo  se  refiere,  de  donde  se  infiere  qae  el  Ayunta- 
miento de  Salratierra  pnede  entablar  en  tiempo  y  forma  la  oportana  de- 
manda contenciosa  contra  el  acaerdo  de  11  de  Septiembre  de  1881,  si  lo 
considera  lesivo  de  sus  intereses; 

Y  considerando,  por  todo  lo  expuesto,  que  debe  anularse  todo  lo  actua- 
do en  el  expediente  á  partir  del  acaerdo  del  Gobernador  de  Pontevedra 
de  28  de  Octubre  de  1889. 

Vistos  el  art.  86  de  la  ley  Municipal  de  2  de  Ocrtiubre  de  1877,  el'párra- 
ío  último  del  art.  7.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  y  el  art.  14  d«! 
Reglamento  de  29  de  Diciembre  de  1890; 

Fallamos  que  debemos  declarar  la  nulidad  de  todo  lo  actuado  deade 
que  se  dictó  la  resolución  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Pontevedra, 
de  28  de  Octubre  de  1889,  que  anuló  el  acaerdo  del  Ayuntamiento  de  Sal- 
vatierra de  11  de  Septiembre  de  1881,  sin  perjuicio  de  los  derechos  que  cJ 
mismo  Ayuntamiento  puede  utilizar  contra  este  acuerdo  en  la  vía  y  forma 
que  proceda.— (Sentencia  publicada  el  6  de  Febrero  de  1892,  é  inserta  en 
la  Gaceta  de  23  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 
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.SnTBNoiA  (S  de  Febrero  de  \B92),^De8taeamento$  de  África.  Pate$iad 
discrecional  Inaemnieacián  de  perjuicios.  Ouestiones  de  competeneia,^8e  ab- 
suelve á  la  Administración  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Joaqniíi 
Acüfia  y  Gómez,  contra  las  Reales  órdenes  del  Ministerio  de  la  Guerra  de 
25  de  Febrero,  8  de  Abril  y  20  de  Julio  de  1887,  relativas  al  relevo  de  laa 
guarniciones  de  Af  rica^  y  se  establece: 

1.^  Que  las  disposicumes  dictadas  por  el  Ministerio  de  la  Guerra  para  el 
relevo  de  los  destacamentos  de  las  plazas  de  África,  son  propiamente  de  régi- 
men y  gobierno^  y  corresponden  for  siu  naturaleza  á  la  j^testad  diserecional^ 
y  cumao  tales  disposiciones  ocaztonan  daños  y  perjuicios  á  alguna  persoma, 
la  indemnizacián  que  ésta  crea  procedente  debe  pedirla  en  tiempo  oportuno  y 
enlavia  gi^>emativa; 

T  2.^  Que  refiriéndose  las  Reales  órdenes  imptwnadas  á  materia  de  la 
facultad  discrecional  de  la  Administración,  el  Trtbufuil  carece  de  eompeiem- 
da  para  erUender  y  conocer  en  el  asunto;  y  las  c^nesüones  de  competencia  de 
jurisdicción,  por  ser  de  orden  público,  pueder^  plantearse  de  oficio  ó  á  instancia 
departe,  y  deben  decidirse  en  cíuüquier  estado  del  pleito^  según  la  jurispru- 
dencia constarUe,  "" 

En  8  de  Mayo  de  1892  se  adjadioó  á  D.  Joaqoín  Acalla  en  subasta  el 
servicio  de  transporte  militar  entre  Málaga  y  las  plazas  de  África,  que- 
dando afecto  á  este  servicio  el  vapor  Numancia;  y  la  misma  casa  propie- 
taria de  este  vapor  propuso  ampliar  su  contrato  ofreciendo  el  servicio  de 
transporte  á  otros  puntos  de  Espafia  en  otro  buque  de  su  propiedad  lla- 
mado Nuevo  Acuña,  en  atención  á  haber  quedado  desiertas  las  dos  sabaa- 
tas  celebradas  para  este  servicio,  otorgándose  en  su  consecoenda  la  co- 
rrespondiente escritura,  en  19  de  Mayo  de  1886. 

Por  Real  orden  de  26  de  Febrero  de  1887,  se  mandó  al  Capitán  gene- 
ral de  Oatalufía  que  procediese  á  anunciar  la  subasta  para  la  contratadóa 
de  un  buque  de  vapor  que  pudiese  en  1.^  de  Abril  siguiente  transportar 
á  Malilla  el  Regimiento  Infantería  de  Albaera  y  otros  servidos  aoálogosii 
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j  por  otra  Real  oiden  de  la  misma  fecha,  te  preyinieron  los  servidos  qa  e 
«I  TEpor  Nuevo  Acuña  había  de  realizar,  y  remitidas  á  informe  de  la  Seo- 
ééa  de  Gaerra  y  Marina  del  Consejo  de  Estado  la  primera  de  dichas  Rea- 
les órdenes  y  la  escritara  de  contrata  para  qae  informase  sobre  el  alcance 
y  compatibilidad  de  ambos  documentos,  de  acoerdo  con  lo  propuesto  por 
ésta»  qoe  informó  en  el  sentido  de  qoe  la  casa  Acnfta  no  podría  reclamar 
indemnisaeión  alguna,  se  expidió  la  Real  orden  de  8  de  Abril  de  1887 1 
fionando  la  anterior  de  25  de  Febrero. 

D.  Joaquín  Acuña,  en  30  de  Abril  de  dicho  afio,  solicitó  se  deds 
«n  ningún  efecto  la  Real  orden  de  26  de  Febrero  y  se  acordase  que  el  ser- 
Tido  mandado  subastar  lo  realixara  el  vapor  Nuevo  Acuña  en  camplimieB- 
lo  de  lo  estipulado  en  la  escritura,  siendo  desestimada  esta  pretensión  por 
Real  orden  de  8  de  Julio  que  confirmó  las  dos  anteriores. 

Contra  las  Reales  órdenes  de  26  de  Febrero,  8  de  Abril  y  8  de  Jallo  de 
1887,  acndió  á  la  vía  contendosa  D.  Joaquín  Acufia  pidiendo  su  revoca- 
don  y  qae  se  declarase  válida  y  en  toda  so  fueria  la  escritura  de  19  de 
Hayo  de  1886,  concediendo  la  indemnisadón  de  dafios  y  perjoidoe  por 
valor  de  61.152  pesetas  ,  en  que  había  incurrido  la  Administración  por 
la  inobservancia  y  falta  de  cumplimiento  de  la  referida  escritura. 

&istandado  el  pldto  por  todos  sus  trámites  legales,  el  Tribunal,  á  pe- 
stf  de  no  haberlo  solicitado  el  Fiscal,  se  declaró  incompetente  para  cono- 
cer del  asunto,  por  senlencia  de  8  de  Febrero  de  1892,  cuya  parte  sustan- 
dai  ea  como  sigue: 

Considerando  que  las  dispodciones  dictadas  por  el  Ministerio  de  la 
Guerra  para  el  relevo  de  los  destacamentos  de  las  plasas  de  África,  y  eoii- 
tenidas  en  las  Reales  órdenes  impugnadas,  son  propiamente  de  régimen  j 
flobiemc^  y  corresponden  por  su  naturaleza  á  la  potestad  discredonal: 

Considerando  que  cuando  tales  disposidones  ooadonan  dafios  ó  per- 
Joidos  á  alguna  persona,  la  indemnisaeión  que  ésta  crea  procedente  debe 
pedirla  en  tiempo  oportuno  y  en  la  vía  gubernativa: 

Considerando  que  en  el  caso  presente,  ni  en  la  instancia  de  80  de 
Abril  de  1887,  ni  en  otra  alguna  se  solidtó  ante  la  Administración  activa 
por  D.  Joaquín  Acufia  y  Qémez  la  indemnisadón  de  dafios  y  per|nidoe 
que  reclama  en  su  demanda: 

Condderando  que,  en  razón  de  lo  expuesto,  este  Tribunal  carece  de 
competencia  para  entender  y  conocer  del  asunto  de  autos,  ya  por  veraar 
k»  Realea  órdenes  citadas  sobre  materia  de  la  facultad  discrecional,  ya 
por  no  haberse  pedido  la  indemnisadón  qoe  se  pretende  en  la  vía  guber- 
nativa, y  no  haber,  por  condguiente,  respecto  al  particular,  resolución  ad- 
Buinistrativa  que  cause  estado: 

Condderando  que  las  cuestiones  de  competenda  de^jurisdicdón,  por 
ssr  de  orden  público,  pueden  plantearse  de  ofido  ó  á  instancia  de  partey 
y  deben  deddirse  en  cualquier  estado  dd  pleito,  según  la  jurispradenda 
constante. 

Vistos  los  artículos  l.o,  núm.  l.O;  2.<»  y  4.o,  núm.  1.^,  de  la  ley  de  18  de 
Septiembre  de  1888; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  la  incompetencia  de  ja- 
risdiceión  de  este  Tríbonal  para  conocer  jde  la  demanda  interpuesta  por 
D.  Joaquín  Acufia  y  Gtómez  contra  las  Reales  órdenes  de  25  de  Febrero,  8 
de  Abril  y  20  de  Julio  de  1887— (Sentencia  publicada  el  8  de  Febrero  de 
1893,  é  inserta  en  la  (kueta  de  28  de  Septiembre  dd  mismo  afio.) 
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ÁüTO  (9  de  Febrero  >de  1893).— JSbcoiepciohes  düatorioi.  Incompetencia  der, 
jnH$dioción.  Oonngnadón  en  arca$  del  Tesoro.^Se  declara  procedente  la 
ezcepcióQ  dilatoria  de  incoiapetencia  de  jarisdicción  alegada  por  el  Fiscal, 
en  pleito  promovido  por  D.  Joaquín  de-Cáreer,  Marqnéi  de  Oaétellbell,  so- 
bie  revocación  de  la  Real  orden  de  24  de  Julio  de  1891,  qae  le  obligó  á 
oontriboir  á  cierto  reparto  vecinal,  acordado  por  el  Ayantamiento  de  San 
Eeteban,  y  ae  establece: 

Que  no  puede  intentarse  la  via  conteneiota  en  lo$  asuntos  sobre  cobranza 
de  c&ntribucimes,  mientras  no  se  realice  el  pago  en  las  Cajas  del  Tesoro  pú-, 
Mico,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  6,^  ck  la  le^  de  13  de  Septiembre  de 
1888  y  9.0  de  la  ley  de  Contabilidad,  y  que  las  disposiciones  de  esta  última 
99n  aplicables  á  los  créditos  reclamados  por  los  Ayuntamientos,  según  lo  esta- 
Usddo  en  el  art,  132  de  la  lev  Munic^l,  sin  que  el  haber  consignado  la  ctm- 
tidad  reclamada  en  el  Banco  ae  España,  aunque  se  haya  hecho  dentro  de  plato, 
pueda  equiwiler  al  ingreso  en  arcas  mmnidpales,  que  es  lo  que  las  referidas 
leyes  exigen. 

Por  Real  orden  de  24  de  Jalio  de  1891  ae  eatimó  el  recnrao  del  Ayan- 
tamiento de  San  Esteban,  referente  á  la  obligación  de  D.  Joaquín  de  Car- 
oer,  Marqués  de  Oastellbell,  de  contribuir  en  cierto  reparto  vecinal  por 
290  pesetas  76  céntimos. 

Contra  la  referida  Real  orden  presentó  en  tiempo  demanda  el  Procura- 
dor D.  Antonio  Bendlcho,  en  nombre  del  Marqnés  de  Castellbell,  y  emp la- 
xado el  Fiscal,  propuso  también  en  tiempo  la  excepción  dilatoria  de  incom> 
potencia  de  jurisdicción,  por  no  haberse  verificado  el  ingreso  de  la  canti- 
dad líquida,  á  cuyo  pago  se  condenó  al  demandante. 

El  Tribunal  declaró  procedente  esta  excepción  por  auto  de  9  de  Febrero' 
de  1892,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  no  puede  intentarse  la  vía  contenciosa  en  los  asun- 
tos sobre  cobranza  de  contribuciones,  mientras  no  se  realice  el  pago  en  las 
CÉjas  del  Tesoro  público,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  6.o  de  la  ley  de 
18  de  Septiembre  de  1888  y  9  o  he  la  ley  de  Contabilidad: 

Considerando  que  las  disposf dones  de  esta  última  son  aplicables  á  lov 
créditos  reclamados  por  loa  Ayuntamientos,  y  según  lo  estableéidó  en  el 
art.  182  de  la  ley  Municipal;  y         y 

Considerando  que  el  actor  no  justificó  dicho  requisito  al  interponer  sa 
daoMuida  y  el  haber  consignado  con  posterioridad  dicha  suma  en  el  Banoo 
de  Espafia,  á  más  de  estar  fuera  de  plaio,  no  podría  equivaler  al  ingreso 
•n  arcas  municipales,  que  es  lo  que  las  referidas  leyes  exigen. 

Visto  ei  art.  6.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  y  el  9.o  de  la 
ley  de  Contabilidad; 

Se  declara  procedente  la  excepeión  dilatoria  de  incompetencia  pro- 
pnesta  por  el  Fiscal;  en  «u  conseóaencia,  queda  sin  curso  la  demanda;  ar- 
chívese el  rollo  y  devuélvase  el  expediente  al  Ministerio,  con  certifleación 
de  este  auto,  que  se  púbhcarA  en  la  Gaceta  de  Mí^rid  y  se  insertari  á  sa 
tiempo  en  la  Odeedán  legidativa,--{AnXo  fecha  9  de  Febrero  de  1892,  é  in- 
serto en  la  Gaceta  de  28  de  Septiembre  del  jnismo  afio.) 
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Skstshoia  (9  de  Febrero  de  1892).—- Médicos  titulares,  Excepcionei  pe- 
faltonas.  BesoíneumeM  eonfirmatoriaa  de  acuerdos  consentidos.^HQ  declar* 
pcoeede&te  U  ezcepoión  de^incompetenoia  de  jariidicción  alegada  por  el 
Fiíeal  en  pleito  promoyido  por  D.  Vicente  Oasares  y  Gonsález  y  otrof,ao- 
bte  revocación  de  la  Real  orden  de  13  de  Febrero  de  1886,  relativa  á  la 
le^Kmsabilldad  al  pago  de  loe  haberes  deyengadoa  por  el  Módico  titalar 
de  Viana  del  Bollo,  D.  Glodio  Avila,  y  se  establece: 

Que  oon  arreglo  á  los  preceptos  del  párrafo  tercero  del  art.  4.^  déla  ley 
éeÚ  de  Septiembre  de  1888^  no  corresponden  al  conocimie^ito  de  tos  Tribu- 
nales de  lo  Contencioso  administrativo  las  resoluciones  que  sean  confirmato- 
rias de  acuerdos  consentidos  por  no  haber  sido  apelados  en  tiempo  y  forma. 

£q  so  de  Marxo  de  1884  el  Ayantamiento  de  Viana  del  Bollo  acordó 
hacer  responsables  al  Alcalde  y  Ooncejales  oae  acordaron  la  destitución 
del  Médico  titalar,  D.  Olodio  Avila,  y  el  nombramiento  de  otro  en  sa  la- 
gar, de  la  cantidad  qae  había  de  abonarse  por  el  Manicipio  al  primero  de 
dicíios  Faenltativos,  como  consecuencia  de  ana  Real  orden  de  19  de  Febre- 
ro de  1884,  qae  dejó  sin  efecto  dicha  destitución  y  mandó  que  se  abona- 
sen al  destituido  los  sueldos  devengados  desde  que  fué  separado  hasta 
qoe  volviese  á  tomar  posesión  de  su  plaza. 

Kotifícado  este  acuerdo  al  ex  Alcalde  D.  Vicente  Casares  y  á  loa  Con- 
eejalea  qae  con  él  formaban  la  Corporación  municipal  declarada  respon- 
sable, dedujeron  demanda  civil  ordinaria  ante  si  Juzgado  correspon- 
dieate,  que  suspendió  el  acuerdo  reclamado,  en  vista  de  lo  cual  acudió  el 
Ayuntamiento  al  Ministerio  de  la  Gobernación,  expidiéndose  la  Real  or- 
eas de  13  de  Febrero  de  1886,  por  la  qoe,  estimándose  las  pretensiones 
de  fat  Corporación  municipal,  se  declaró  la  responsabilidad  de  D.  Vicente 
OsMree  y  litissocios,  disponiendo  que  el  Alcalde  podía  solicitar  del  Go- 
beniador  qae  se  dirigiese  al  Jaez  para  qae  dejase  de  conocer  del  asanto. 

Contra  las  Reales  órdenes  de  19  de  Febrero  de  1884  y  13  de  igual  mes 
ée  1886,  y  con  la  súplica  de  qae  se  revocasen,  acodieron  á  la  vía  contcü* 
Casares  y  los  demás  interesados,  y  declarada  procedente  única- 

Dte  en  cnanto  se  dirigía  contra  la  segunda  de  dichas  Reales  órdenes, 
los  antos  al  Tribunal  de  lo  Contencioso  administrativo;  y  empla* 
)  el  Fiscal,  alegó  como  perentoria  la  excepción  de  incompetencia  de 
joiMicción,  que  el  Tribunal  declaró  procedente  por  sentencia  de  9  de  Fe* 
bfwo  de  1892,  coya  parte  sustancial  es  como  signe: 

Considerando  que  decluada  la  procedencia  de  la  vía  contenciosa  para 
arta  demanda,  tan  sólo  en  cnanto  se  dirige  contra  la  Real  orden  de  IS 
4e  Febrero  de  1886,  á  esto  qaeda  únicamente  reducido  el  punto  litigioso: 

Considerando  que  esta  Real  orden  es  conñrmatoria  del  acuerdo  adop* 
lado  por  el  Ayontamiento  de  Viana  del  Bollo  en  80  de  Marzo  de  1884, 
qae  fné  notificado  á  los  demandantes,  y  qae  quedó  firme  y  consentido  por 
•floa  porqoe  no  interpusieron  centra  él  en  tiempo  y  forma  el  recurso  de 
alaada  en  la  víagabernativa  qae  autoriza  la  ley  Manicipal  "vigente: 

Omsíderaodo  qae  con  arreglo  á  los  preceptos  del  párrafo  tercero  del 
«ft  4.0  de-la  ley  de  18  de  Septiembife  de  1888,  no  correspondep,  al  conoció 
adeato  de  los  Tribnnalea  de  lo  Conteiidoso  administrativo  las  resolución 
asa  qae  sean  conftrmatodaa  de  cnerdos  consentidos  por  nb  baber  si<k^ 
ajelados  en  tiraipo  7  íorauu 
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Y  coneiderando,  por  lo  tanto,  y  sin  entrar  á  discutir  la  competenef  s 
con  qne  el  Ministerio  de  la  Gobernación  ha  dictado  la  Real  orden  de  18  de 
Febrero  de  1885,  qne  este  Tribunal  no  la  tiene,  con  arreglo  al  texto  referido, 
para  conocer  de  este  asunto. 

Vistos  Ids  artículos  4.o,  párrafo  tercero,  y  48  de  la  ley  de  18  de  Sep- 
tiembre de  1888; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedente  la  excepción 
dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción  alegada  como  perentoria  por  el 
Fiscal;  archívese. el  rollo  y  devuélvase  el  expediente  al  Ministerio  de  la 
Gobernación.— (Sentencia  publicada  el  9  de  Febrero  de  1892,  ó  inserta  en 
la  Qaeeta  de  28  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 
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AüTO  (10  de  Febrero  de  1892). — Excep€Íone$  dUatarioB.  Inam^i>eieñcia 
de  juriadicción.  Eeioktciones  eonfirmatorioM  de  otrae  anteriores. — Se  declara 
procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción  ales*- 
da  por  el  Fisca),  en  pleito  promovido  por  D.  Antonio  Guillen  Flores  sobre 
revocación  de  la  Real  orden  de  7  de  Diciembre  de  1890,  relativa  á  indem- 
nización por  el  oficio  de  medidor  de  líquidos  de  Sevilla,  y  se  establece: 

(^  no  corresponden  al  conocimiento  de  los  Tribunales  de  lo  Ckmtenoio90' 
administrativo  las  resoluciones  que  sean  reproducción  de  otras  anteriores  que 
hayan  causado  estado,  según  se  establece  en  el  núm.  3  o  del  art,  4,^  déla  ley  de 
13  de  Setiembre  de  1888. 

Instruido  expediente,  á  instancia  de  D.  Antonio  Guillen  Flores  y  otroa 
interesados,  sobre  indemnisadones  por  el  oficio  de  fiel  medidor  de  líqui- 
dos de  Sevilla  y  sus  dos  Tesorerías,  se  dictó  Real  orden  en  17  de  Manso 
da  1884,  declarando  en  suspenso  el  expediente  hasta  que  se  publicase  la 
ley  anunciada  en  l.«  de  Agosto  de  1851. 

Habiendo  interpuesto  recurso  contencioso  los  interesados,  el  Tñbanal 
se  declaró  incompetente  para  conocer  en  la  demanda,  respecto  á  D.  Anto- 
nio Guillen,  por  haber  interpuesto  su  demanda  fuera  del  plaso,  y  confirmó 
la  Real  orden  respecto -á  los  demás  demandados. . 

Dé  nuevo  acudieron  los  reclamantes  al  Bíinisterio  de  Hacienda  solici- 
tando se  les  indemnizara  en  el  referido  oficio,  en  el  concepto  de  carga  de 
justicia,  y  por  Real  orden  de  7  de  Diciembre  de  1890  se  desestimó  aqueta 
solicitud  confirmando  el  acuerdo  de  la  Dirección. 

Oontra  esta  Real  orden  dedujeron  demanda  D.  Antonio  Guillen  y  Deffa 
Micaela  Sodupe,  y  emplazado  el  Fiscal,  propuso  también  en  tiempo  la  ex- 
cepción dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción,  que  el  Tribunal  declaró 
procedente  por  auto  de  10  de  Febrero  de  1892^  cuya  parte  sustancial  ea 
•omo  signe: 

Considerando  qne  no  corresponden  al  conocimiento  de  los  Tribunales 
de  lo  Oontenciosoadministrativo  las  resoluciones  que  sean  reproducdón 
de  otras  anteriores  que  hayan  cansado  estado,  segán  se  establece  en  el 
núm.  8.0  del  art  4.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888: 

OoBsiderando  que  la  Real  orden  que  se  impogna  tieneeee  earáoter, 
puesto  que  por  la  de  17  de  Mano  de  1884  se  ^áBpvun  que  lee  intereeadoe 
DO  tenían  otro  derecho  qne  la  indemnisaeióB  que  se  estableciese  enla  ley 
«■pedal  que  ha  de  publicaras  según  le  prevenido  en  la  de  1.^  de  Aguate 
de  1861,  y  como  dicha  Real  orden  causó  estado  por  haberse  desestimada 
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kt  nenraos  que  eo&trm  ella  se  interpntferon,  no  ei  ya  podble  volyer  lobre 
■v  disporidosee: 

CoDtideimndo  qne,  por  lo  expneeto,  proeede  7  es  de  estimar  la  excepción 


Visto  el  ndm.  8.^  art.  i.<^  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Se  deelara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  pro* 
ponta  por  el  Fiscal;  en  sn  consecnenda,  qneda  sin  cnrso  la  demanda;  ar- 
ddtese  el  rollo  y  devuélvase  el  expediente  al  Ministerio  con  certiflcadón 
de  este  aoto,  qne  se  insertará  en  la  Oaeeta  de  Madrid  y  se  pnblicará  á  sn 
tiempo  en  la  OoleeMn  legí$laHva,^{ÁnU>  fecha  10  de  Febrero  de  1898,  é 
I  en  la  ChueUí  de  88  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 
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fiMTaBrciA  (10  de  Febrero  de  ISW^.^-Ofmtnbueián  ttuiMatrtal.— Se  re- 
k  18  Real  orden  de  14  de  Noviembre  de  1884,  impugnada  por  D.  Ma- 
aoel  Oasanova  /  Agoilar,  relativa  al  pago  de  la  contribución  industrial,  y 
as  establece: 

Qite noha podido  variar$e  ni  modUicane  por  tma  Beal  orden  la  reiolu- 
tián  de  un  Ddegado  de  Hacienda  en  los  extremoe  en  loe  cualee  quedó  firme 
perfMa  de  apüaMn. 

D.  José  Martines  y  D.  Ismael  Rizo,  dependientes  déla  Inspección  ge- 
oenü  de  la  Ck>ntribudón  inÜostrial,  practicaron  reconodmientos  en  dis- 
tintos establedmientos,  y  entre  ellos  en  el  de  D.  Manuel  Oasanova,  de 
Valenda,  quien  manifesté  qne  ejercía  la  industria  de  especulador  de  gra- 
nos y  de  otros  géneros  que  vendía  al  por  mayor,  y  que  aun  cuando  por 
eocnta  ajena,  también  venia  dedicándose  á  la  de  tratante  en  ganado  de 
cerda,  hallándose  inscrito  en  la  matrícula  y  pagando  la  cuota  de  98  pe- 


Ittstruldo  el  oportuno  expediente,  la  Administración  de  Contribudo- 
nes  de  la  provinda  condenó  á  Oasanova,  como  incluido  en  el  párrafo  se- 
gando dsl  epígrafe  80  de  la  tarifa  8.^  del  Reglamento  de  1881,  á  pagar  la 
tnota  de  690  pesetas  con  los  recargos  correspondientes,  con  arreglo  al  ar- 
ticulo 110  de  dicho  Reglamento. 

Interpuesta  apeladón  por  el  interesado  ante  la  Delegación  de  Haden- 
da,  ésta  absolvió  al  recurrente  de  la  penalidad  qne  le  había  sido  impuesta; 
é  interpuesto  recurso  de  alsada  por  el  Inspector  Rizo  para  ante  el  Minis- 
leno  de  Hacienda,  este  Oentro,  de  conformidad  con  el  parecer  de  la  Di- 
reedón  general  de  Oontribndones  y  la  de  lo  Oontencioso  del  Estodo,  de- 
claró por  la  Real  orden  de  14  de  Noviembre  de  1884,  que  Oasanova  venía 
sbGg»do  á  contribuir,  con  arreglo  al  párrafo  segundo,  epígrafe  80,  tarifa 
8.*  del  Reglamento  correspondiente,  con  la  cantidad  anual  de  690  pesetas, 
que  debía  serle  exigida  desde  los  dos  afios  precedentes,  d  bien  no  había 
higar  á  reclamarle  el  importe  del  recargo  acordado  por  la  Administración 
de  Gontribadones,  por  no  resultar  de  manera  clara  en  el  expediente  la 
Uendón  de  defraudar  al  Estado  que  se  atribuía  á  Oasanova: 

Confoa  esta  Real  orden  acudió  D.  Manuel  Oasanova  á  la  vía  contendo- 
sa^  y  sostandado  el  pldto  por  todos  sus  trámites  legales,  el  Tribunal  re- 
voeó  dicha  resolndón  por  sentencia  de  10  de  Febrero  de  1898,  cuya  parte 
sostandal  es  como  dgue: 

Condderando  qne  d  acuerdo  de  la  delegadón  de  Hacienda  de  Valen- 
cia^ fecha  17  de  Julio  de  1884,  no  fué  apelado  por  el  Interventor  de  la 
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provineia»  ui  por  D.  Maonel  Oossoiova,  que  eran  laf  partei  queteiiüiB 
penonalidad  para  recurrir  en  alzada  reapecto  á  la  fíjadón  de  la  cuota 
contributiva: 

Considerando  que  el  Investigador  D.  Ismael  Rizo  se  alzó  del  referido 
acuerdo  únicamente  en  cuanto  le  interesaba  se  declarase  que  existía'  de- 
fraudación en  el  caso4  que  se  oontraia  el  expediente,  por  la  participación 
que  del  recargo  pudiera  corresponderle: 

Considerando  que  desestimado  el  recurso  reaoecto  de  este  punto,  j 
confirmado  el  acu^do  en  cuanto  á  que  no  existe  defraudación,  no  ha  po» 
dido  variarse  ni  modifiearse  por  la  Beal  orden  impugnada  la  resolncióii 
del  Delegado  de  Hacienda  de  Valencia  en  los  demás  extremos  qoe  eam^ 
prende,  porque  respecto  de  ellos  quedó  firme  por  falta  de  apelación. 

Vista  la  base  8>  de  la  ley  de  81  de  Diciembre  de  1881,  y  el  art.  110  del 
Reglamento  de  la  misma  fecha; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  de  14  deKo- 
Tiembre  de  1884,  en  cuanto  por  ella  se  impone  á  D.  Manuel  Casanova  una 
cuota  distinta  de  la  señalada  por  el  Delegado  de  Hacienda  de  Valensia  en 
sn  acuerdo  ide  17  de  Julio  del  mismo,  afio^  el  cual  queda  firme  en  todas 
sus  partes.— (Sentencia  publicada  el  10  de  Febrero  de  1898,  é  inserta  en 
la  Gaceta  de  2S  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 
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Sbntsnoul  (11  de  Febrero  de  1S92). -^Emjfieadoi  de  la  Dirección  de  Fe- 
nales,  Meeolucionea  que  causan  estado.— Se  revoca  la  Real  orden  de  29  de 
Agosto  de  1890,  impugnada  por  D.  León  Teruel,  ^  relativa  al  puesto  que 
éste  debía  ocupar  en  el  escalafón  del  Cuerpo  de  la  Dirección  de  Penales^ 
y  se  declara: 

1.^  Que  es  definitiva,  causé  estado  y  determinó  derecho  la  Eeal  orden  de 
6  de  Diciembre  de  1889,  por  la  cual  se  aprobó  el  escalafón  especial  de  losfwih 
donarios  de  la  Dirección  general  de  Estableeimientos  penales,  mandado  for- 
mar por  el  art  6J>  del  Real  decreto  de  28  de  Octubre  del  mismo  año; 

Y  2.^  Q,ue  por  ser  permanente  el  escaUrfón  respecto  de  los  funcionarios  em 
él  comprendidos,  es  indudable  que,  colocado  uno  en  higar  preferente,  no  pudo 
legalmente  ser  ponuesto  á  otro  en  razón  á  la  mayor  antigüedad  de  éste  en  ¡a 
cateqoria  dentro  del  Cuerpo  especial  de  que  se  trata,  porque  con  arreglo  al  ar- 
ticulo 7,0  del  Beal  decreto  de  28  de  Octubre  de  1889j  la  antigüedad,  dentro 
de  oada  una  de  las  categorías  que  comprende  él  escalafón,  deUrmina  la  pre- 
ferencia para  el  ascenso. 

D.  León  Teruel  y  Cancelad»  fué  nombrado  en  28  de  Mayo  de  &887, 
Oficial  de  Administración  de  segunda  clase,  auxiliar  del  Ministerio  de  la 
Gobernación,  con  destino  á  la  Dirección  general  de  Establecimientos  pe- 
nales, y  continuó  en  este  cargo  al  pasar  dicha  Dirección  general  al  Minis- 
terio de  Gracia  y  Justicia;  y  D.  Santiago  Díaz  Benito,  que  desde  l,^  de 
Enero  de  1886  desempeñaba  una  plaza  de  igual  categoría  en  aquel  Centro 
del  Ministerio  de  la  Gobernación,  fué  declarado  cesante  en  80  de  Junio  ds 
1887  y  nombrado  en  l.<>  de  Julio  siguiente  Oficial  de  Administración  ds 
tercera  clase  de  la  misma  Dirección  en  el  Minif  terio  de  Gracia  y  Justicia^ 

Suprimida  la  Dirección  general,  quedaron  ambos  funcionarios  asigna^ 
dos  á  la  Sección  correspondiente  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  eu  las 
categorías  expresadas;  y  al  restablecerse  la  Dirección  general  de  Estable- 
cimientos penales  por  Real  decreto  de  28  de  Octubre  de  188t,  se  dispuso 
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«O  va  art  6.0  la  formación  de  on  escalafón  especial  de  ena  empleadoa, 
desde  Oficial  de  Adminiatración  de  tercera  clase  en  adelante,  siempre  qne 
leanieran  loa  requisitos  exigidos  en  los  artículos  anteriores,  haciendo  cons- 
tar los  cargos  qne  cada  una  desempeflara,  su  antigüedad  y  el  tiempo  da 
•ervicfos  en  la  Dirección  desde  qne  fué  incorporada  al  Ministerio  de  Gra- 
da 7  Justicia. 

En  este  escalafón,  que  se  aprobó  por  Real  orden  de  6  de  Diciembre 
de  1889  7  se  publicó  en  la  Gaceta  del  7,  aparecen  D.  León  Teruel  como 
,  Oficial  de  Administración  de  segunda  clase,  con  antigüedad  de  28  de  Ma70 
de  1887  f  tiempo  de  servicios  en  el  Ministerio  desde  l.o  de  Julio  dé  1887, 
7  D.  Santiago  Diaa  Benito  entre  los  Ofícialsa  de  Administración  de  teicera 
dase,  sin  expresarse  la  antigüedad  en  la  categoría»  sino  por  las  palabras 
^  comiMn,  y  sirviendo  en  el  Ministerio  desde  l.o  de  Julio  de  1887. 

Ocurrida  en  estas  circunstancias  una  vacante,  se  promovió,  por  Beal 
•orden  de  28  de  Diciembre  de  1889,  ala  plaxa  de  Oficial  de  Administración 
de  segunda  clase,  á  D.  Santiago  Díaz  Benito,  introduciéndose  posterior- 
mente en  el  escalafón  las  modificaciones  que  se  estinuu'on  piooeidentea»  7 
-entre  otras,  la  de  ser  antepuesto  Díaz  Benito  á  Teruel;  modificación  qoe 
filé  i^robada  por  acuerdo  ministerial  de  99  de  Agosto  de  1890. 

D.  León  Teruel  acudió  á  la  vía  contenciosa  para  que  se  declarase  qua 
le  correspondía  ocupar  en  el  escalafón  de  su  clase  puesto  preferente  al  da 
D.  Santiago  Díaz  Benito;  7  personado  éste  en  concepto  de  coad7uvante  da 
la  Administración,  7  sustanciado  el  pleito  por  todos  sus  trámites,  el  Tri- 
bunal revocó  el  acuerdo  impugnado  por  sentencia  de  1 1  de  Febrero  de  1890, 
€U7a  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  es  definitiva,  causó  estado  7  determinó  derecho  la 
£eal  orden  de  8  de  Diciembre  de  1889,  por  la  cual  se  aprobó  el  escalden 
^eq>ecial  de  los  funcionarios  de  la  Dirección  de  Establecimientos  penales, 
mandado  formar  por  9I  art  9.o  del  Beal  decreto  de  28  de  Octubre  del 
mismo  afio: 

Considerando  que  D.  Santiago  Díaz  Benito,  que  en  dicho  escalafón  Aga- 
raba en  categoría  inferior  á  la  de  D.  León  Teruel,  consintió  aquella  Beal 
oiden,  por  cuanto  no  hizo  reclamación  de  lugar  preferente  á  eate  último 
para  el  caso  de  que  por  ascenso  posterior  volviera  á  ocupar  la  misma  ca- 
tegoría: 

Considerando  que  ascendido  Díaz  Benito  á  Oficial  de  Administración 
de  segunda  clase  dentro  de  la  citada  Dirección,  por  Beal  orden  de  28  da 
Diciembre  de  1889,  continuó  figurando  en  el  escalafón  con  posterioridad  á 
Teruel,  sin  que  en  el  expediente  conste  reclamación  alguna  del  interesado: 

Considerando  que  por  ser  permanente  el  escalafón  respecto  de  los  fnn- 
-donarios  en  él  comprendidos,  es  indudable  que,  colocado  Teruel  en  lugar 
preferente,  no  ha  podido  legalmente  ser  pospuesto  á  Díaz  Benito,  en  ra- 
zón á  su  ma70r  antigüedad  en  la  categoría  dentro  del  Cuerpo  espcítdal  de 
<que  se  trata,  porque,  con  arreglo  al  art.  7.^  del  Beal  decreto  de  28  de  Oo- 
tobre^  la  antigüedad  dentro  de  cada  una  de  las  categorías  que  comprende 
«I  escalafón  determina  la  preferencia  para  el  ascenso. 

Vistos  los  artículos  6.0  7  7.0  del  Beal  decreto  de  28  de  Octubre  de  1889; 

Fallamos  que  debemos  revocar  7  revocamos  la  Beal  orden  de  29  de 
Agosto  de  1890,  en  la  parte  que  ha  sido  objeto  del  presente  pleito,  7  en  su 
lugar  declaramos  que  D.  León  Teruel  debe  precederá  D.Santiago  Días 
Balito  en  el  escalafón  especial  de  los  funcionarios  de  la  Dirección  de  £s- 
Ubledmientos  penales.r--(8entencia  publiqída  el  11  de  Febrero  de  1892,  é 
inserta  en  la  Gaceta  de  28  de  Septiembre^  del  mismo  alio.) 
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8b£(tehcia  (11  de  Febrero  de  1892).— Fundacionei  de  beneficencia.  Ben-- 
didón  de  cuenta8.—Qe  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  inter- 
puesta á  nombre  de  D.  Joan  Alyiac  y  Alver4,  Rector  de  la  parroquia  de 
Maella,  sobre  revocación  de  la  Real  orden  de  20  de  Febrero  de  1890,  que 
obligó  á  dicho  interesado  á  rendir  cuentas  como  patrono  de  cierta  funda- 
don,  7  se  establece:  * 

Oue  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  7S^  de  la  Instrucción  de  Bewjí- 
cénela  de  2T  de  Abril  de  1875,  corresponde  al  OoMemo  el  protectorado  de 
Udoi  la»  instituciones  benéficas  que  afecten  á  colectividades  indeterminada»,, 
y  »egún  »e  preceptúa  en  el  art,  8.\  se  exceptúan  del  deber  de  presentar  »U9^ 
cuentas  al  protectorado  las  instituciones  en  que  el  fundador  haya  reUvado  de 
t»te  deber  á  los  patronos,  y  aquélla»,  cuyo  cumplimiento,  por  disposición  expUr 
dita  dtH  in»tUu(dor^  quedase  a  la  fe  y  conciencia  de  los  patronos  y  administro- 
dore». 

Por  escritura  de  7  de  Noviembre  xle  1867,  D.  José  Bermúdez  de  Oastra 
instituyó  un  hospital  para  pobres  forasteros  en  el  pueblo  de  Maella,  con- 
fiando  el  patronato  al  Rector  de  la  iglesia  parroquial  y  la  administración 
directa  á  un  Procurador  que  aquél  nombraría,  estableciendo  que  si  llegase 
en  algún  tiempo  el  caso  de  quererse  introducir  en  el  patronato,  adminis- 
tración y  manejo  de  las  rentas  y  caudales  de  dicho  hospital  otros  qué  lo» 
arriba  mencionados,  todos  los  caudales  que  por  dicha  escritura  se  adjudi- 
can al  hospital,  se  entiendan  por  no  cedidos,  donados  ni  adjudicados,  sino 
que  se  agreguen  al  Monte  de  Piedad  fundado  por  el  mismo  Bermúdei  de 
Castro  en  la  misma  villa. 

Reclamadas  cuentas  al  Rector  D.  Juan  Alviac,  se  opuso  á  rendirlas,  por 
entender  que  la  fundación  estaba  comprendida  en  el  art.  8.^  del  Real  de 
ereto  de  37  de  Abril  de  1875,  siendo  desestimada  esta  oposición  por  Real 
oirden  de  20  de  Enero  de  1890. 

Contra  esta  Real  orden  acudió  el  mencionado  Alviac  á  la  vía  conten- 
ciosa, y  sustanciado  el  pleito  por  todos  sus  trámites  legales,  el  Tribunal 
la  confirmó  por  sentencia  de  II  de  Febrero  de  1892,  cuya  parte  sustancial 
es  como  sigue: 

Considerando  que,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art  7.^  de  la  Ins- 
tracción  de  Beneficencia  de  27  de  Abril  de  1876,  corresponde  al  Gobierna 
el  protectorado  de  todas  las  instituciones  benéficas  que  afecten  á  colecti- 
vidades indeterminadas;  y  según  se  preceptúa  en  el  art.  8.%  se  exceptúas 
del  deber  de  presentar  sus  cuentas  al  protectorado,  las  instituciones  en 
que  el  fundador  haya  relevado  de  este  deber  á  los  patronos,  y  aquella» 
cuyo  cumplimiento,  por  disposición  explícita  del  instituidor,  quedase  á  la 
fé  y  coneiencia  de  los  patronos  y  administradores: 

Considerando  que  el  hospital  de  Maella,  como  institución  benéfica  que 
afecta  á  una  colectividad  indeterminada,  se  halla  sin  duda  alguna  com- 
prendida dentro  de  las  prescripciones  del  art.  7.o  antes  citado,  y  por  tanto 
debe  hallarse  sometida  al  protectorado  del  Gobierno: 

Considerando  que  de  la  escritura  de  fundación  no  aparece  que  el  fun- 
dador relevase  expresamente  á  los  patronos  del  deber  de  rendir  cuentas^ 
ni  tampoco  que  explícitamente  confiara  el  cumplimiento  de  su  voluntad 
á  la  fe  y  conciencia  dé  aquéllos,  y  de  consiguiente,  por  no  hallarse  com- 
prendida la  fundación  de  que"  se  trata  en  ninguna  de  las  dos  expresada» 
excepciones  del  art  8.«,  es  indudable  la  obligadón  en  que  se  halla  de  pre 
sentar  sos  cuentas  al  protectorado: 
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Oonñdenuido  qae  li  Uen  la  fandmdón  contiene  noa  cláatnla»  aegún  la 
mdy  llegado  éí  caao  da  quererte  inirodacir  eq  el  patronato,  adminiatra- 
cidD  f  manejo  de  laa  rentaa  y  candalea  del  hoapital  otroa  qae  loa  deaigna- 
daa  par  el  fondador,  ae  entiendan  por  no  cedidos  loa  bienea  con  qae  dot6 
dicha  íondaeión.  ea  lo  cierto  qae,  limitado  el  protectorado,  aegún  el  ar- 
tieiilo  8.0,  á  laa  mcnltadea  neceaariaa  para  lograr  qae  aea  cnmplida  la  yo- 
tentad  de  loa  fnndadorea,  no  pnede  aflrmarae  qne  ae  entrometa  en  el  mm- 
ftfljo  f  adminiatración  dé  laa  rentaa,  ni  por  tanto,  en  manera  algana  qae 
ae  mié  en  el  caao  de  aplicar  dicha  cláoanla. 

YíéUm  loa  artícaloa  7  o  y  8  o  Oe  la  Inatracción  de  S7  de  Abril  de  1876;. 

Fallamoa  qoe  debemoa  abaolver  j  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  deducida  por  el  Doctor  D.  Tomáa  Mon- 
t^io  á  nombre  de  D.  Jaan  Alyiac,  contra  la  Real  orden  expedida  por  el 
Miniafeerio  de  la  Gobernación  en  20  de  Enero  de  1890,  la  caal  qneda  firme 
y  snbsíatenta.— (Sentencia  pnblicada  el  11  de  Febrero  de  1893,  é  inaerta 
en  la  Cheeta  de  38  de  Septiembre  del  mismo  alio.) 
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Bkktskcia  (12  de  Febrero  de  1892).~i2ecar^s  municipa¡e$.  Conirünt 
€Í^  4áduttrudyGait08  de  eobrang(L^8e  revoca  la  Real  orden  de  28  de 
Mano  de  18907lmpagnada  por  el  Banco  Hipotecario  de  España,  relativa  al 
pago  de  recargoa  aobre  la  contribnción  industrial  para  atenciones  munici- 
palea  y  aaatoa  de  eobranaa,  y  ae  eatablece: 

L^  Que  ti  Irieñ  el  art.  2.<>  de  la  Uy  de  18  de  Junio  de  1885facuUa  al  Qo- 
^ — 1  para  redactar  de  nuevo  la$  tarifa§  de  la  ewKlrilmcián  industrial  y  de 
¿•o>  y  para  dio,  y  en  la  forma  que  juzgue  conveniente^  le  autoriza  entre 
r  eo$a$  en  el  núm.  5.^  para  llevar  á  la  tarifa  2,^  á  contribuir  por  la$  uti- 
Mdadei  las  industriae  en  que  aquéUoi  puedan  eer  conocida$  de  un  modo  feha- 
ciente y  ojleial^  en  párrafo  distmto  de  ese  mismo  número,  sin  estar  grama- 
tioabnente  regido  por  el  futuro  tpodrá^,  que  rige  los  anterioreSy  é  indica  la 
faadiad  potestativa,  establece  de  un  modo  terminante  que  las  Sociedades  y 
ComfoñAas  mercantiles  comprendidas  en  la  tarifa  J?>,  continnarán  con^pu- 
tmiia  como  parte  del  itnpuesto  que  deban  pagar  sobre  sus  dividendos  la  con- 
iríbmeián  territorial  «ae  hubiesen  satisfe^  por  los  inmuebles  de  su  propie- 
dad; fue  los  recargos  se  exigirán  sobre  la  cuarta  parte  de  la  cuota  del  Tesoro 
fse  corresponda  satisfacer  á  las  Sociedades  y  Oompañias  mencionadas,  por 
ti  eomeepto  de  la  eocpresada  tarifa;  y  que  el  de  cobranza  se  limitará  al  tanto 
por  siento  que  perciba  como  premio  el  estábUximiento  que  tenga  contratado  et 
oerwieh  de  la  reoaudéeián: 

2  o  Que  asi  el  tenor  literal  de  las  palabras  que  se  dejan  subrrayadas  como 
d  sentido  lógico  y  gramatical  del  núm.  5.0,  del  ari.  2P  de  la  referida  ley, 
perssuden  dé  un  modo  evidente  aue  la  autorisacián  que  por  el  mismo  se  con- 
cedía  al  CMnemo  estaba  ¡imitada  pura  y  simplemente  a  poder  llevar  ala  ta- 
rifa 2,^  á  contribuir  por  las  utilidades  tas  industrias  en  que  aquéllas  pudie- 
sen ser  eoneeidas  de  un  modo  féhasiente  y  oficial,  constituyendo  en  lo  demás 
ese  precepto  legal  un  mandato  imperativo  y  categórico  independiente  del  uso 
pie  se  hiciera  de  aquella  facultad^  y  ya  se  llegara  6  no  á  hacer  uso  déla 

B.o  Que  esta  misma  distindán  entre  lo  que  era  potestativo  y  preceptivo 
snlaky  del8  de  Junio  de  1885,  ha  sido  reconocida  por  ellUnisterio  de  Ea- 
eknda  en  elpreámbuh  del  Seal  decreto  de23de  Febrero  de  1886, puesto  que 
sA  emunerar  y  reproducir  los  extremos  que  comprendía  la  autorización  con- 
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<;e(iúfa  por  aqwMa  ley,  y  á  cuyo  U80  renunciaba,  inserta,  rM^do  del  número 
5.®  del  art  2P,  únicamente  el  párrafo  primero,  haciendo  inferir  con  la  omi- 
$ión  de  los  demás  que  dicho'número  comprende  que  no  entraban  en  los  limi- 
tes de  dicha  auiorizacióny  sino  que  constituirán  un  precepto  legal  def^tofiQ  jf 
necesofio  cumpUmiento:  '  ^ 

áfi  Que  no  cabe  sostener  que  del  articulado  dt.  dicho  Real  decreto  resulte 
la  derogación,  que  en  todo  caso  seria  fíirt^al  y  tácita,  y  nunca  expresa,  delj^re- 
cepto  de  que  se  trata,  pues  aparte  de  que  no  debe  suponerse  que  haya  contra- 
dicción entre  el  pensamiento  expresado  en  el  preámbulo  y  ^u  desarrqUo  en  la 
parte  dispositiva,  los  ariiculos  i.o  y  2fi  delUe^l  decreto  se  Umüan  áfkevar 
al  Reglamento  de  13  de  Julio  de  1882  Iqs  articulas  1.^  al  ^.%  con  exdnsiám 
del  segf^ndo  de  la  ley  de  1885,  siendo  é§te.el  único  y  exclusjivo  objeto  de 
disposiciones: 

5,p  Que  tampoco  puede  deducirse  semejante  derogación  del  art,  3,o  < 
mismo  Beal  decreto^  puesto  que  la  disposición  de  éste  de  que,  Ínterin  por  i._ 
dio  de  una  ley  no  se  disponga  otra  cosa,  continúan  en  toao;  su  vigor  las  tari- 
fas unidas  al  Reglamento  de  13  de  Julio  de  1882.  no  implica  contradiodám 
alguna  con  el  precepto  en  cuestión,  pues  éste  se  refiere  concretamente  álo§  re- 
cargos para  atenciones  municipales  y  gastos  de  cobranza,  v  ^«  tarifas  ctiytt 
vigor  se  respeta  no  comprenden  más,  según  el  art,  3,^  del  Reglamento,  que  la 
cuota  fija  del  Tesoro,  independiente  en  absoluto  de  los  recargos  con  que  puede 
ser  gravada; 

T6,°  Que  aun  cuando  asi  no  fuera,  nunca  podria  reconocerse  enelSeed 
-decreto  de  23  de  Febrero  de  1886  virtualidad  suficiente  para  derogar  la  ley 
de  1865  en  taparte  que  en  este  pleito  se  discute,  ni  cabe  sostener  que  fuera 
dictado  en  virtud  de  la  autorización  concedida  al  Ministro  de  Macienda  eu 
la  ley  d^  12  de  Enero  de  1886;  porgue  ni  se  invocan  los  preceptos  de  ésta  en 
el  preámbulo  ni  en  la  parte  dispositiva  del  Real  decreto,  ni  la  autorisaeiám 
gmérica  por  la  misma  concedida  se  raería  más  que  á  la  organización  de  loe 
servicios  propio^  del  Departamento  de  Hacienda^  en  cuyo  concepto  parece  im- 
dudable  que  no  trató  el  legislador  de  referirse  ni  quiso  comprender  las  ca»- 
tribuciones  ó  recargos  con  que  las  mismas  pueden  ser  gravadas, 

£1  Banco  Hipotecario  de  Espafia  presentó  en  la  Adminietrteión  áe 
Oontribuciones  ana  liqaidación  de  lo  qne  Je  correspondía  satisfacer  pos 
los  beneficios  obtenidos,  tanto  en  el  primero  como  en  el  s^sundo  sem^a- 
tre  de  1887,  sobre  las  cantidades  repartidas  á  los  accionistas,  qne  ascen- 
dían en  cada  nno  á  600.000  pesetas,  fijando  los  recargos  mnnicipales  si 
tipo  de  16  por  100  sobre  la  cuarta  parte  dé  la  cuota  de  contribución  psirm 
el  Tesoro,  y  el  premio  de  cobranza,  al  tipo  de  3,40  por  100.  y  posterior- 
mente presentó  otra  ¡en  que  hizo  conatar  que  las  ntiUdades  del  piríi^oro  j 
segundo  semestre  de  dicho  afio,  ascendían  á  peseta^  08^2.290  oxm  8  ctetf- 
mos,  7  á  pesetas  850.168  con  52  céntimos,  respectivamente: 

La  Administración  de  Oontribnciones,  en  10  de  Julio  de  1888,  teniendo 
en  caenta  que  ya  había  sido  liquidada  la  cuota  correspondiente  á  600*000 
pesetas  por  cada  semestre,  giró  la  liquidación  sobre  382.500  pesetas  y  0 
céntimos  del  primer  semestre  al  10  por  100,  y  sobre  250.168  pesetas  y  62 
«éntimpB  del  segundo  semestre  al  IS  y  i  por  100  en  la  forma  figuiente; 


é^:.^ 
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JMmer  $eme$Éré  de  1887,  6  segundo  »emettre  dd  Mo  econámioo 
dé  1886  á  87. 

Peseta». 

tO  por  100  sobre  S82.69<y  p^ietM  y  8  céotimos ; 88.969 

10  por  100  sobre  esta  cuota  en  snstitüdóii  de  la  sal 8.826,90 

ÜDOta  para  el  Tesoro • 42^84,90 

16  pov  roo  de  esta  euota  i>or  reeargos  manicipales 6.73S.58 

48.818,4a 
«  por  100  sobre  esta  eantidad  por  gastos  de  cobrania 2.020^11 

61.747^ 


8eg%mdo$ewit§íife  de  1887,^6  primer  eemetire  del  año  eeonámioe 

de  1887  á  1888. 

12,50  por  100  sobre  260.168,62 ^ 81.271,06 

10  por  100  sobre  esta  cuota  en  snstitación  de  la  sal 8.127,11 

Cuota  para  el  Teioro ^ 84.898,17 

16  por  100  de  esta  cuota  por  recargos  municipales. . . « 6.608,71 

80.901,88 
6  por  100  sobre  esta  cantidad  por  gastos  de  cobranza 2.294,11 

42.195,99 


£1  Banco  impugnó  esta  liquidación  en  oficio  dirigido  al  Delegado  da 
Haeienda  de  Madrid  en  16  de  Julio  de  1888,  sostenieodo  que  la  cantidad 
finida  en  concepto  de  recargos  municipales,  no  debía  ser  el  16  por  100  de 
«nota  del  Tesoro,  sino  soiamento  el  16  por  100  de  la  cuarta  parto  de  esta 
euc^  ó  sea  el  4  por  100,  y  que  la  comisión  de  cobranza  defaia  limitarse 
al  tipo  de  8,40  por  100,  alegando  en  apoyo  de  estas  reclamaciones  el  pre- 
cepto de  la  ley  de  18  de  Junio  de  1886.  .,   ..  '  r ' 

Confirmada  la  liquidación  por  la  Delegación  de  Hacienda,  lo  fué  en 
definitiva  por  el  Ministerio  en  Real  orden  de  28  de  Marzo  de  1800.  que 
impugnada  por  el  Banco  en  ría  contonciosa,  fué  revocada  por  el  Tribunal 
ensentenda  de  12  dieS'ebrero  de  1892,  >cuya  parto  sustancial  es  como 
sigue: 

Considerando,  que  la  cuestión  objeto  del  presento  litigio  está  reducida 
i  determinar  sí  los  recargas  exigidos  al  Banco  Hipotecario  de  Espafla  so- 
bre la  oontril^ución  industrial  en  el  ejercicio  á  que  se  refiere  el  expediente 
paia  atenciones  municip^es  y  gastos  de  cobranza,  han  debido  regularse^, 
«orno  se  ha  hecho  en  la  liquidación  aprobada  por  la  Real  orden  impugna- 
da^ á  razón  del  16  y  6  por  100  respectlvamento,  con  relación  á  U  cuota 
•d^  Tesoro,  ó  si  los  recargos  municipales  debieron  exigirse  sobre  la  cuarta 
psito  de  la  referida  cuota,  y  limitarse  los  de  cobranza  al  tanto  por  ciento 
que  percibiera  cojup  premio  el  Estab^cimiento  encargado  de  la  recauda 
óón,  á  tenor  de  ló  prescrito  en  el  párrafo  último  del  núm.  6.o,  art  2.^  da 
ia  ley  de  18  de  Janio  de  1886: 

Considerando  que  pai;^  resolver  esta  onestión  se  hace  anto  todo  necs;- 
etdo  detenpánar:  primero,  si  ^  el  art  2.o  de  diclta  ley  «contiene  en  toda 
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■a  exteoBión  una  facnltad  meramente  poteatatiya  concedida  al  GobieriM^ 
para  loa  finea  qne  en  el  miamo  ae  expreaan;  aegando,  ai  didio  artículo  hm 
quedado  derogado  por  el  Beal  decreto  de  28  de  Febrero  de  1886;  y  terce» 
ro,  ai  en  todo  caso,  eete  Beal  decreto  ha  podido  legalmente  derogarlo  por 
catar  dictado  como  ae  aopone  en  la  Beal  orden  reclamada,  en  yirtnd  de  1» 
antoriaación  concedida  al  Miniaterio  de  Hacienda  por  la  ley  de  12  de  Ene- 
lo  de  1886  para  reformar  la  organiaación  de  loa  aeryicioa  propioa  del  ]>e- 
partamento  de  an  cargo,  aon  cuando  eatuvieaen  eatableddoa  por  medio  de 
una  ley: 

Oonaiderando  que  ai  bien  el  art.  2.o  de  la  ley  de  18  de.  Junio  da  188S 
faculta  al  Gobierno  para  redactar  de  nuevo  laa  tarifaa  de  la  contribución 
induatrial  y  de  comercio,  y  para  ello,  y  en  la  forma  que  juzgue  conye- 
niente,  le  autoriza,  entre  otraa  coaaa,  en  eH  núm.  6.^  paca  llevar  á  la  tarite 
2.*  á  contribuir  por  laa  utilidadea  laa  industriaa  en  que  aquóllaa  puedan 
aer  conocidaa  de  un  modo  fehaciente  y  oficial,  en  párrafo  diatinto  de  eae 
miamo  número,  sin  eatar  gramaticalmente  regido  por  el  futuro  cpodrá», 
que  rige  loa  anteriorea,  é  indica  la  facultad  poteatativa,  eatablece  de  un 
modo  terminante  que  laa  Sociedadea  y  Ckonpafiíaa  mercantilea  compren- 
didaa  en  la  tarifa  2.^,  continuaré^  computando  como  parte  á^  impneata 
que  deban  pagar  aobre  Bua  dividendoa  la  contribnción  tenritorial  que  hn- 
bieaen  aatiafecho  por  loa  inmueblea  de  au  propiedad;  que  loa  recargoa  ae 
ítxigirán  aobre  la  cuarta  parte  de  la  cuota  del  Teaoro  que  corresponda  aa- 
i¡«&eer  á  laa  Sociedadea  v  Compafiíaa  mencionadaa,  por  el  concepto  de  Ik 
expresada  tarifa;  y  que  el  de  cobranza  ae  limitará  al  tanto  por  ciento  qne 
perciba  como  premio  el  eatablecimiento  que  tenga  contratado  el  aervicio 
de  la  recaudación: 

Oonaiderando  que  asi  el  tenor  literal  de  las  palabrea  que  ae  dejan  aub- 
rrayadaa  como  el  sentido  lógico  y  gramatical  del  núm.  6.<^^  del  art.  2.^  de 
la  referida  ley,  perauaden  de  un  modo  evidente  que  la  autorización  que 
por  el  mismo  ae  concedía  al  GN>biemo  cataba  limitada  pura  y  simplemen- 
te á  poder  llevar  á  la  tarifa  2>  á  contribuir  por  laa  utilidades  laa  indua- 
triaa  en  que  aquéllaa  pudieaen  aer  conocidaa  de  un  modo  fehaciente  yofi* 
elal,  conatituyendo  en  lo  demáa  eae  precepto  legal  un  mandato  imperativo 
y  categórico  independiente  del  uso  que  ae  hiciera  de  aquella  facultad,  y 
ya  ae  llegara  ó  no  á  hacer  uso  de  la  misma: 

Oonaiderando  que  esta  misma  distinción  entre  lo  que  era  poteatativo 
y  preceptivo  en  la  ley  de  18  de  Junio  de  1885,  ha  sido  reconocida  por  ^ 
Miniaterio  de  Hacienda  en  el  pre^bulo  del  Beal  decreto  de  28  de  Fehre* 
ro  de  1886,  puesto  que  al  enumerar  y  reproducir  loa  extremoa  que  com- 
prendía la  autorización  concedida  por  aquella  ley,  y  á  cuyo  uso  renuncia- 
ba, insertiL  respecto  del  núm.  5.o  del  art.  2.o,  únicamente  el  párrafo  prime- 
ro, haciendo  inferir,  con  la  omisión  de  los  demáa  que  dicho  número  com- 
prende, que  no  entraban  en  loa  límitea  de  dicha  autorización,  sino  que 
conatituían  un  precepto  legal  de  forzoso  y  necesario  cumpllnüento: 

Oonaiderando  que  no  cabe  aostener  que  del  articulado  de  dicho  Beal 
decreto  resulte  la  derogación,  que  en  todo  caso  sería  virtual  y  tácita,  y 
nunca  expresa,  del  precepto  de  qne  se  trata,  puea  aparte  de  que  no  debe 
auponerae  que  haya  contradicción  entre  el  nénaamiento  expreaado  en  el 
preámbulo  y  su  desarrollo  en  la  parte  dispositiva,  loa  artículoa  l.o  y  a.«^ 
del  Beal  decreto  se  limitan  á  llevar  al  Beglamento  dé  18  de  Julio  de  1882 
loa  artículoa  1.®  al  9.0^  con  excluaión  del  segundo  de?  lá  ley"  de  1885,  siendo 
cate  el  único  y  excluaivo  objeto  de  ana  disposiciones: 

Oonsiderando  qne  tampoco  puede  dedudrae  semejuite  derogación  áék 
Jtti,  8.«  del  mismo  Beal  decreto,  presto  que  la  diaposición  de  éste  deque^ 
ínterin  por  medio  de  bna  ley  no  ae  diq;K>iiga  otra  coaa,  continúan  en  todo 
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«iTisor  Itm  tarifas  OBido  al  Reglamento  de  18  de  Jolio  de  1882,  no  fm- 
pfiea  oontiadiocidn  algona  eon  el  precepto  en  oaestión,  pues  éste  se  ndlle- 
le  ooneratamente  á  los  recargos  para  atenciones  manieipales  y  gastos  de 
eobtansa,  7  las  tarifas  tnjo  Tigor  se  respeta  no  comprenden  más,  segiin  el 
art  S.o  del  Reglamento,  qae  la  enota  fija  del  Tesoro,  independiente  en  ab^ 
«teto  de  los  recargos  con  qae  paede  ser  gravada: 

Considerando  qae,  ann  ooando  así  no  íaera,  nanea  podría  reconocería 
sn  d  Beal  decreto  de  28  de  Febrero  de  1886  virtoalidad  snfleiente  para 
derogar  la  ley  de  1886  en  la  parte  qae  en  este  pleito  se  discote,  ni  cabe 
sostener  qne  íaera  dictado  en  virtad  de  la  aatorisación  concedida  al  Mi- 
nistro de  Hacienda  en  la  ley  de  12  de  Enero  de  1886,  porqoe  ni  se  íoto- 
oui  los  preceptos  de  ésta  en  el  preámbulo  ni  en  la  parte  diapositiva  del 
Beal  decreto,  ni  la  aatorisadén  genérica  por  la  misma  concedida  se  refe* 
lia  más  qne  á  la  organisadén  de  los  servidos  propios  del  Iftioisterlo  ds 
Hadenda,  en  cayo  concepto  parece  indudable  qae  no  trató  el  legisbidor 
de  referíne  ni  qaiso  comprender  las  contribadones  ó  recargos  con  qae 
1m  mismas  paedan  ser  gravadas: 

Considerando,  por  lo  expaesto,  qae  hallándose  en  todo  sn  vigor  la  lev 
de  1886  al  inidarse  este  expediente,  la  liqaidación  objeto  del  mismo  ha 
debido  girarse  al  Banco  Hipotecario  de  Eepafia  coa  arreglo  á  lo  dispae^t.) 
en  aqaélla,  ó  sea  exigiendo  los  recargos  sobre  la  coarta  parte  de  la  coota 
del  Tesoro  qae  dicho  establedmiento  debía  satisfacer  y  limitando  el  de  co- 
brsnsa  al  tanto  por  dentó  adgnado  eomo  premio  de  la  reeandadón. 

Vistos  el  art  8.0  del  Reglamento  de  18  de  Jallo  de  1882,  el  2.*  de  la  ley 
de  18  de  Janio  de  1886,  el  l.<>,  párrafo  primero,  de  la  ley  de  12  de  Entero 
de  1886,  el  2.*  de  la  misma  ley,  y  los  l.o,  2.o  y  8.0  dd  Beal  decreto  de  22 
de  Febrero  de  1886; 

Fallamos  qae  debemos  ravocar  y  revocamos  la  Real  orden  de  28  de 
llano  de  1890,  y  en  sa  lagar  declaramos  qae  los  recargos  para  atencio- 
nes mnnidpales  y  gastos  de  oobransa  han  debido  exigine  al  Banco  Hipo- 
tecario de  Eflpafla,  en  la  forma  prevenida  en  el  último  indso  del  núm.  6.o, 
art  2,0  de  la  ley  de  18  de  Janio  de  1886,  y  qae  en  este  sentido  debe  recti- 
ücane  la  liqcddadón  practicada  en  d  expediente.— (Sentencia  pnblicada 
«1 20  de  Febrero  de  1892,  é  inserta  en  las  Ch/oeta»  de  23  y  26  de  Septiem- 
l»e  del  mismo  afio.) 
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Skhtbhoia  (12  de  Febrero  de  \%%%).--(Jontr%imeián  vUmtrM.—ñB 
absaelve  á  la  Administradón  de  la  demanda  interpoesta  por  D.  Ildefonso 
Ckmaáles  sobre  revocadóa  de  la  Real  orden  de  16  de  Didembra  de  1886, 
teCerente  al  pago  de  la'contribndón  indastrial,  y  se  establece: 

ij^e  tanto  él  nkm,  28  de  la  tarifa  2.\  eofho  á  art.  27  del  Beglamento  dt 
U  etmtribueián  indmtruU  de  13  de  Jutío  de  1882,  $ólo  amtwüanparareeibir, 
remitir,  comprar,  vender  6  exportar  al  por  mayor^por  m  cuemta  ó  em  eomi- 
mámj  toda  elaee  de  mereaneuu  ágéneroe  naeionalee,  eolonialee  ó  extraníeroe, 
exUtiendo  en  latar^a  i>  im  epifrofe,  fueeeel  14,  elaee ^.*,  dei  art.  26  dfi 
propio  RegUmendo,  en  él  que  ee  dietmgue  eon  toda  claridad  entre  la  venta  al 
per  mapor  y  al  por  menor,  jmta  é  eeparañamente. 

D.  Ildefonso  Gonsáles  figaró  síganos  s|ios  como  inscrito  para  el  pago 
de  la  eontribadón  indastrial  eñ  la  tarifa  2>,  epígrafe  28;  é  instmido 
i  él  expediente,  en  el  qae  se  aersditó  qae  en  sa  establedadenlo  sa 
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vendímn  también  géneros  al  pot  menor,  ae  acordó  que  el  interesado  fberv 
inserito  en  la  tarifa  1>,  claee  6.%  epígrafe  14,  obHgándole  á  aatiaiaeer  Ja» 
cuotas  de  dos  afios,  más  el  recargo  sellaiado  ea  el-ait.  110  dri  Beglameuto? 
acnerdo  qne  fné  confirmado  por  el  Ministerio  de  Haeiéiida  en  Real  orden* 
de  16  de  Diciembre  de  1886.  .      .  " 

Contra  esta  Real  orden  acndió  Gonsáles  á  la  Tte  oontendosa  con  1» 
súplica  de  que  se  declarase  qne  cataba  lintoriíado,  por  el  hecho  de  ser 
comerdante,  indnido  en  la  tarifa  2.\  ctese  28,  para  vender  al  por  tnayor 
y  menor  los  géneros  objeto  de  sn  indostria,  y  qne  en  todo  caso  no  debia 
ser  considerado  como  defraudador. 

Sustanciado  el  pleito  por  todos  sns  trámites  legales,  el  Tribnnal  oon* 
firmó  la  Real  orden  impugnada  por  sentencia  de  12  de  Febiero  de  1893, 
cuya  parte  sustancial  es  como  signe: 

Considerando  qu&  la  industria  en  que  be  hallaba  matriculado  D.  Ilde- 
fonso Gonsález,  cuando  se  hizo  la  visita  de  inspección  á  sn  estableeimiea* 
to,  es  la  que  sefiala  el  nám.  28  de  la  tarifa  2.*,  y  tanto  dicho  número  conEK> 
e]  art.  27  del  Reglamento,  sólo  autorizan  para  recibir,  r^nitir,  comprar^ 
vender  ó  exportar  al  por  mayor,  por  su  cuenta  ó  en  comisión,  toda  clase 
de  mercancías  ó  géneros  nacionales,  coloniales  ó  extranjeros; 

Considerando  qne*  existe  en  la  tarifa  1.^  un  epígrafe,  que  es  el  14^ 
clase  8.%  del  art.  26  del  propio  Reglamento,  en  el  que  se  distingue  con  toda 
claridad  entre  la  venta  al  por  mayor  y  al  por  menor,  junta  ó  separada- 
mente, y  con  arreglo  á  dicho  epígrafe  debía  estar  matriculado  D.  Ildefonso- 
González  para  vender  en  esta  última  forma  géneros  ultramarinos  ó  co- 
mestibles: 

Considerando  que  confesado  por  el  mismo  González  que  vendía  géne- 
ros ultramarinos  al  por  menor  en  su  establecimiento,  sin  haber  cumplido 
lo  que  previene  el  art.  76  del  Reglamento  de  la  contribución  industrial, 
f  s  preciso  admitir  como  consecuencia  que  ha  incunrido  en  el  caso  de  de- 
fraudación  señalado  en  el  párrafo  primero  del  art.  100  de  dicho  Regla* 
mentó: 

Considerando  que,  por  lo  expuesto,  la  Real  orden  contra  la  que  se  ha 
reclamado,  está  ajustada  á  las  disposicíonea  vigentes  en  la  materia. 

Vistos  el  núm.  23  de  la  tarifa  8.»,  y  los  artículos  28, 109  y  110  del  Re- 
glamento de  18  de  Julio  de  1882; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  Manuel 
Marafión,  á  nombre  de  D.  Ildefonso  González,  contra  la  Real  orden  expe- 
dida por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  16  de  Diciembre  de  1886,  la  cual 
queda  firme  y  subsistente. — (Sentencia  publicada  el  12  de  Febrero  de 
1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  25  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 

68 

SBKTraciA  (12  de  Febrero  de  1892).— £«<trot.— Be  absuelve  á  la  Admi- 
nistración  de  la  demanda  deducida  por  D.  Frandseo  Tirado  Pérez,  contra 
la  Real  orden  del  Ministerio  de  la  Guerra  de  19  de  Diciembre  de  1890,  por 
la  qne  se  concedió  el  retíro  á  dicho  interesado,  y  se  establece: 

Qi»e  la  de  retiro  e$  una  9Umción  legal  para  loé  Jrfei  y  Ofidatu,  én  fot 
ame  que  se  eetahlecen  endart.^$iéUlaley  eimeHIuiim  dd  J^énsUó,  entre 
loe  cualee  se  haUa  el  en  que  los  interesadlos  piden  por  volunüd  propia  su 
retiro. 

D.  Francisco  Tirado  Pérez,  Teniente  coronel  de  la  Goardia  dvil  da 
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Oabft,  preéentó  instancia  dócnmentada  en  ^  de  Agosto  de  1890,  en  solici- 
tad de  que  se  le  concediera  por  razones  de  familia  el  retiro  del  servicio 
para  Madrid,  mondóle  concedida  la  gracia  por  el  Capitán  general  en  9  del 
lüano  mes,  elevando  en  esta  misma  fecha  el  asnnto  al  Ministerio  para 
SD  aprobación. 

JBn  dos  instancias  fechadas  en  7  del  mismo  mes  y  afio  7  diHgidas  al 
Ministerio  de  la  Gaerra,  solicitó  Tirado  qae  se  dejase  sin  efecto  sn  peti- 
ción de  retiro,  por  haber  desaparecido  las  cansas  de  familia  qne  la  habían 
moüvado,  j  en  otra  instancia  de  2  de  Septiembre  signienle  manifestó  qne 
deseaba  continnar  al  servicio  del  Estado  y  pidió  qne  se  le  concediera  nn 
destino  civil  en  la  isla  de  Onba  ó  en  la  de  Paerto  Rico  qne  estuviese  en 
lelaeto  con  sn  categoría. 

£1  )iinisterío  de  la  Guerra,  por  Real  orden  de  18  de  Diciembre  de  1890, 
concedió  el  retiro  á  D.  Francisco  Tirado,  é  impugnada  por  éste  la  Beal 
orden  en  vía  contenciosa,  y  sustanciado  el  pleito  por  todos  sus  trámites 
legales^  el  Tribunal  confirmó  la  resolución  impugnada  por  sentencia  de 
la  de  Febrero  de  1893,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Oonsiderando  qne  la  cuestión  que  debe  resolverse  en  el  presente  liti- 
gio se  refiere  á  determinar  si  fné  procedente  la  concesión  de  retiro  que  se 
ezpWó  á  D.  Francisco  Tirado  Pérez  en  Real  orden  de  18  de  Diciembre  de 
IMO,  ó  ai,  por  el  eontorario,  no  pudo  declarársele  retirado  en  aquella  reso- 
lodón  y  debe  continuar  en  la  situación  de  actividad,  con  los  demás  pro> 
neoclamientos  que  bajo  este  supuesto  se  solicitan  en  la  demanda: 

Considerando  que  la  de  retiro  es  una  situación  legal  para  los  Jefes  y 
Oficialee,  en  los  casos  que  se  establecen  por  el  art.  32  de  la  ley  constituti- 
va del  Ejército,  y  qne  determinado  como  se  halla  en  este  articulo,  entre 
los  eaaoa  indicados,  aquel  en  que  los  interesados  piden  por  voluntad  pro- 
pia an  retiro,  no  puede  negarse  que  una  vez  expresada,  como  D.  Francis 
eo  Tirado  Pérez  expresó,  de  un  modo  explícito,  su  voluntad  de  retirarse, 
sn  la  instancia  de  2  de  Agosto  de  1890,  escrita  y  firmada  por  él  mismo, 
eojaaatenticidad  no  se  ha  puesto  en  duda,  el  resultado  legal  de  aquel  acto 
ao  debió  ser  otro  que  el  de  acceder,  como  se  hizo,  á  su  solicitud  y  conce- 
dénele  el  retiro,  como  se  efectuó  en  la  Real  orden  reclamada: 

Considerando  qne  no  se  opone  á  la  eficacia  de  la  primera  petición  de 
D.  Francisco  Tirado  ni  á  la  consecuencia  lógica  y  legal  qne  ha  producido 
y  qoe  en  la  actualidad  impngnfi,  obrando  al  hacerlo  contra  sus  propios 
aeloA,  la  drcnnatancia  de  haber  deducido  con  posterioridad  las  demás  ins- 
taocias  qne  figuran  en  el  -expediente,  con  las  que  pretendió  desvirtuar 
^néiia,  y  entre  las  cuales,  la  de  2  de  Septiembre,  en  que  pidió  la  conoe- 
Bíóa  de  nn  destino  civil,  es  una  implícita  confirmación  de  la  solicitad  de 
weúro  mencionada,  porque  aun  cuando  se  estimase  como  escrita  la  teoría 
éel  actor  qne  equipara  los  retiros  á  un  contrato,  resulta  del  expediente 
^oe  la  solicitad  de  2  de  Agosto  se  hallaba  aceptada  por  el  Capitán  gene* 
nd  enando,  en  las  inmediatas  de  7  y  17  del  mismo  mes.  Tirado  manifestó 
sa  deseo  en  contrario,  y  por  consigniente,  cuando  el  vínculo  ó  relación  que 
ennanó  de  la  voluntad  de  aquél  ya  no  podía  romperse;  y  en  todo  caso, 
porque  aunque  se  admita  igaaldad  de  eficacia  en  las  contradictorias 
instancias  de  lirado,  no  puede  desconocerse  el  derecho  del  Gobierno  á 
optar  entre  ellas  por  la  que  consignó  de  un  modo  terminante  la  voluntad 
de  retirarse: 

Considerando  como  cuestión  subordinada  que  la  concesión  del  antici- 
po de  retiro,  confirmada  en  la  Real  orden  que  se  impugna,  fné  un  acucordo 
propio  de  las  facultades  del  Capitán  general  que  le  atribuye  el  Reafde- 
oelo  de  9  de  Eneró  de  1894; ' 

Y  eonsideranda  qoe  en  su  virtud  debe  declararse  válida  y  legal  la 
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concesión  de  retiro  á  D.  Francieco  Tirado  Peres,  deseetimando  Im  pretm» 
aionee  formoladaa  por  ei  miamo  en  aa  demanda  contra  la  Beal  orden  re- 
clamada. 

Viatoa  loa  artícaloa  l.o,  8.0,  81  y  82  de  la  ley  conatitntiya  del  Bjóroito, 
7  el  art.  4.o  del  Beal  decreto  de  8  de  Enero  de  1867; 

Fallamoa  qne  debemoa  absolver  y  abaolvemoa  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Francisco  Tirado 
Pérez  contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  la  Gaerra  en 
18  de  Diciembre  de  1890,  la  cnal  qaeda  ñrme  y  aubsistente.— (Sentencia 
publicada  el  12  de  Febrero  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  25  de  Sep- 
tiembre del  mismo  afio.) 
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Auto  (11  de  Marso  de  1892).— ¿ecurio  de  oelaraeiáH.Se  declara  no 
haber  Ingar  á  la  aclaración  de  la  anterior  aentencia  aolicitada  por  el  re- 
presentante del  actor,  y  ae  eetablece: 

Que  limitado  el  fallo  á  absolver  de  la  denianda  á  la  Adminiitraeión  geme- 
ral  del  E$tadOy  decidiendo  que  queda  firme  la  Beal  orden  impugnadOy  la  Ca- 
ridad de  estas  resoluciones  es  evidente  y  elfaüo  no  ofrece  en  su  contenido  o6a- 
curidad  ni  ambigüedad  alguna  que  dyicuUe  $u  comprensión  y  cumplimlenio. 

Pedida  aclaración  de  la  anterior  sentencia  por  la  representación  de 
D.  Francisco  Tirado,  el  Tribunal  declaró  no  haber  Ingar  al  recorso  por 
aato  de  11  de  Marao  de  1892,  caya  parte  sustancial  es  como  signe: 

Vistos  los  artículos  66,  77  y  78  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888, 
y  los  488,  453  y  454  del  Reglamento  de  29  de  Diciembre  de  1890: 

Considerando  que  aólo  es  procedente  el  recurso  de  aclaración  de  niui 
sentencia  definitiva,  cuando  en  la  parte  dispositiva  de  la  misma  existe 
ambigüedad  ú  obscuridad,  y  por  consiguiente,  no  sólo  son  completamente 
ajenos  á  la  índole  de  eate  recurso  todos  los  razonamientoa  expuestos 
por  el  Procurador  Fernándes  Brihuega  en  su  escrito  de  9  del  actual,  enca> 
minados  á  sustentar  que  las  sentencias  no  examinan  ni  resuelven  la  tota- 
lidad de  los  puntos  ó  cuestiones  planteadas  en  la  demanda,  y  que  omÍ%« 
varias  de  laa  citas  legales  aducidas  en' la  misma,  sino  q«e  baata  la  aimplo 
lectura  del  fallo  cuya  aclaración  se  pretende,  pura  comprobar  que  por  luí- 
liarse  limitado  á  absolver  de  la  demanda  á  la  Administración  general  del 
Estado,  decidiendo  que  queda  firme  y  subsistente  la  Real  orden  de  18  de 
Diciembre  de  1890,  la  claridad  de  cuyas  resoluciones  es  evidente,  y  el 
expresado  fallo  no  ofrece  eñ  su  contenido  obscuridad  ni  ambigüedad 
alguna  que  dificulte  au  comprensión  y  cumplimiento,  no  procede  el  recnr' 
so  de  aclaración  que  ie  ha  entablado; 

No  ha  lugar  á  la  aclaración  solicitada  de  la  aentenda  de  12  de  Febieto 
último,  y  publíqnese  eate  auto  en  la  misma.— (Auto  feeha  11  de  Marso  de 
1892,  é  inserto  en  la  Gaceta  de  25  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 
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8nrrBNOLA.(12  de  Febrero  de  l^%l).^TmpuesU  de  derechos  reales,  Fum- 
daciones  benificas.Se  absueWe  á  la  Adminiatradón  de  la  demanda  Ínter- 
pacata  por  la  Junta  de  compatronos  del  Hospidoaailo  de  la  Oaridad  ám 
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Bate  ■obreNrevocmcióa  de  la  Real  orden  de  12  de  Jalio  de  1881,  relativa  al 
ftgo  M  impoeato  de  derechoa  realea,  y  ae  eatablece: 

Que  no  teniendo  una  fundación,  a^nque  de  carácter  eeencialmente  hené- 
p»,  ¡a  naturaleza  propia  de  la»  inetitndone»  de  Imtrucción  públioa,  no 
fuóie  di^rutar  de  la  exención  del  impuesto  de  derechos  realce  y  tranewMáu 
4e  lÁenee,  otorgada  en  el  mm.  8.^,  art.  28  del  Reglamento  de  14  de  Enero 
iel873. 

Por  testamento  otorgado  en  36  de  Octubre  de  187S,  D.  Joan  Orfaóa- 
tomo  Mangas  Sánchez,  en  unión  de  su  esposa  Dofia  Juana  Roldan,  bajo 
coya  disposición  fallecieron  ambos,  erigió  y  dotó  una  obra  pía  para  el 
coito  de  Dios  y  limosna  para  el  infante,  el  enfermo,  la  viuda,- el  haóifano 
y  el  anciano  desvalido,  que,  impedidos  para  trabajar,  no  tienen  medion 
de  subsistir  y  de  curarse  sus  dolencias;  encomendando  á  sus  albaceas  e) 
eomplimiento  de  esta  última  voluntad,  para  lo  cual  estableció  minuoiosaa 
TSgUis,  consignando  en  una  de  ellas  que,  en  el  caso  de  que  esta  obra  pía 
fio  pudiera  establecerse  con  el  carácter  de  nueva  fundación,  sus  rentas  in- 
glesaran en  el  hospital  fundado  en  la  misma  villa  de  Rute  por  D.  Alfonao 
de  Castro,  ó  se  aplicaran  á  Hospicio  ó  á  coalesquier  otro  Instituto  benéfloo 
6  de  ensefiansa,  dotes  para  monjas  ó  cualesquiera  otros  medios  que  pudie- 
itn  adoptarse  para  que  de  ningún  modo  quedara  frustrado  su  pansa 
miento. 

Ocurrido  el  fallecimiento  del  testador  en  1878  y  presentada  á  liquida 
cíón  la  hijaela  de  adjudicación  de  bienes,  formada  á  la  mencionada  obra 
Té^  fué  calificada  de  herencia  entre  extrafios,  graduándola  al  8  por  100; 
Hqoidación  que,  en  definitiva,  fué  confirmada  por  el  Ministerio  de  Ha- 
cienda, á  virtud  de  recurso  de  alzada,  por  Real  orden  de  12  de  Julio 
de  1888. 

Impugnada  esta  Real  orden  en  vía  contenciosa  por  la  Junta  de  compa- 
tronos, por  entender  que  la  fundación  estaba  exenta  del  pago  del  im 
puesto,  el  Tribunal  absolvió  de  la  demanda  á  la  Administración  general 
del  Estado  por  sentencia  de  12  de  Febrero  de  1892,  cuya  paHe  sustancial 
es  como  sigue: 

Oonsiderando  que  el  Hospicio  asilo  de  Rute,  erigido  en  virtud  del  tea- 
lamento  de  D.  Juan  Grisóstomo  Mangas,  aunque  de  carácter  esencial- 
mente benéfico,  no  tiene  la  naturaleza  propia  de  las  instituciones  de  ins 
tmcdón  pública,  según  demuestra  el  texto  mismo  de  las<cláusulas  fnnda- 
donalea,  para  que  pueda  disfrutar  de  la  exención  del  impuesto  de  dere- 
chos reales  y  transmisión  de  bienes  otorgada  en  el  núm.  8.o,  art.  28  del 
B^lamento  de  14  de  Enero  de  1873; 

Y  considerando  que  ocurrido  el  fallecimiento  del  fundador  en  el 
afio  1876,  y  transmitidos  por  este  hecho  los  bienes  de  que  se  trata  al  Hes- 
pido asilo,  deben  contribuir  al  Estado  en  la  forma  y  cuantía  determina- 
dos por  la  ley  de  Presupuestos  de  26  de  Diciembre  de  1872  y  art.  9.^  del 
Beglamento  precitado,  aplicables  por  sn  fecha  al  caso  de  autos. 

Vista  la  mencionada  ley  en  su  apéndice  letra  O  y  los  artículos  9.<»,  28 
y  31  del  Reglamento  para  la  administración- y  ¿ealizaéión  del  impuesto  de 
derechos  r^es,  aprobada  por  Real  orden  de  14  de  Enero.de  1873; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  la  Junta  de  Compatronos 
del  Hospicio  asilo  de  la  Caridad  de  Rute,  contra  la  Real  orden  expedida 
por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  12  de  Julio  de  1888,  la  cual  queda  firme 
y  8ul>sistente.-^Sentencia  i^ublicáda  el  12  de  Febrero  de  1892,  é  inaerta 
en  la  Gaceta  de  25  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 
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Sbmtknoia  (13  de  Febrero  de  lS92).^Cuerp0  pericial  de  ÁdtMtuu.  P<y- 
$e$ién  de  idiomaa.^Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  enta- 
blada por  D.  José  María  Lleó  y  Bolas  contra  la  Beal  orden  de  5  de  Noviem- 
bre de  1885,  qoe  negó  valides,  para  los  efectos  de  ascenso  por  concarao  ei^ 
el  Oaerpo  de  Aduanas,  á  los  exámenes  de  idioma  inglés  sufridos  por  el 
interesado  en  los  Institutos  de  San  Sebastián  y  Madrid,  y  se  establece: 

Que  con  arreglo  á  la  Beal  orden  de  6  de  Marzo  de  1887 ^  iólo  puede  acre- 
ditane  la  posesión  de  idiomas^  para  los  rfectos  de  ascenso  en  d  Cuerpo  de 
Aduanas,  mediante  examen  sufrido  ante  la  Dirección  general  del  ramo,  ¡f 
que^  por  consiguiente^  úmcamente  wtUiMando  e$te  medio  puede  adquirírae  u- 
meante  derecho,  , 

Don  José  María  Ueó  aprobó  en  el  curso  académico  de  1876-76  en  el 
loatitato  de  San  Sebastián  el  primer  curso  de  idioma  inglés,  y  el  segando 
en  el  Instituto  del  Cardenal  Oisneros  de  Madrid  en  1886  87,  y  habiendo 
pedido  en  instancia  de  31  de  Agosto  de  este  último  año  que  se  le  acredita- 
se la  posesión  de  dicho  idioma  para  los  efectos  de  ascenso  por  concurso  en 
el  Cuerpo  de  Aduanas  á  que  pertenecía,  le  fué  negada  esta  pretensión  por 
Real  orden  de  5  de  Noviembre  del  mismo  afio  1887. 

Contra  esta  Real  orden  acudió  ei  interesado  á  la  vía  contenciosa,  y 
sustanciado  el  pleito  por  todos  sus  trámites  legales,  el  Tribunal  absolvió 
de  la  demanda  á  la  Administración  por  sentencia  de  13  de  Febrero  de 
1892,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  la  cuestión  discutida  en  este  pleito  se  reduce  á  de- 
terminar si  D.  José  María  Lleó  tiene  derecho  á  que  se  le  reconozca  ccn 
váüides,  para  el  ascenso  por  concurso  en  el  Cuerpo  de  Aduanas,  la  aprobs- 
eión  de  los  dos  afios  de  idioma  inglés,  que  obtuvo  en  loa  Institutos  de  San 
Sebastián  y  del  Cardenlü  Cisneros  de  esta  corte: 

Considerando  que  á  la  publieación  de  la  Real  orden  de  5  de  Mano  de 
1887,  D.  José  María  Lleó  no  tenía  aprobado  más  que  el  primer  afio  de  di- 
cho idioma,  y  la  citada  disposición  dispuso  que  en  adelante  sólo  pudiera 
acreditarse  la  posesión  de  idiomas,  para  los  efectos  de  ascenso  por  con- 
corso  en  el  Cuerpo  de  Aduanas,  mediante  examen  sufrido  ante  la  Direc- 
ción general  del  ramo,  y  por  consiguiente,  únicamente  utilizando,  este  me- 
dio, podía  adquirirse  semejante  derecho: 

Considerando  que,  en  ves  de  someterse  el  demandante  á  la  única  inrae- 
ba  que  dicha  disposición  establece,  no  lo  verificó,  pudiendo  hacerlo»  pues- 
to que  se  encontraba  en  esta  corte  cursando  dicho  idioma  en  ei  Inátitato 
del  Cardenal  Cisneros; 

Considerando  que,  por  las  razones  expuestas,  el  examen  del  segundo 
afio  de  inglés,  sufrido  en  dicho  Institoto,  no  podía  surtir  el  efecto  legal 
que  pretende  el  actor,  y  la  Real  o^den  impugnada  resulta  ajustada  á  la» 
diaposiciones  vigentes  cuando  se  mctó. 

Vistas  las  Reales  órdenes  de  31  de  JuUo  de  1888,  art.  i.o,  y  d^  4  d» 
Marzo  de  1887; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  intc^oesta  á  nombre  de  D.  José  M.  Lle6 
p  Bolas»  contra  la  Real  orden  de  6  de  Noviembre  de  1887,  la  caal  qaeda 
firme  y  subsistente.— (Sentencia  publicada  el  38  de  Febrero  de  1898»  é  tnr 
serta  en  la  Qaeeta  de  86  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 
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Skhtsnoia  (13  de  Febrero  de  lS9%).^£yéreUo.  Guardia  eivilSe  re- 
Toom  1m  Bealee  órdenes  de  22  de  Enero  y  12  de  Febrero  de  1891,  reUti* 
▼M  mi  ingreso  de  Ofieialee  y  ascensos  en  ia  Goardia  civil,  impugnadas  por 
D.  Manuel  Geniales  y.Garda  y  D.  Casimiro  Martin  y  Martín,  y  se  establece: 

Ifi  Que  i€fún  el  precepto  del  orí.  12  del  realamenlo  de  1866,  debia  fro- 
veerte  en  Ofidalei  delJS¡jércUo  la  cuarta  parte  de  la»  vacante»  correipandieH' 
te»  al  tumo  de  a»eenso  del  Cuerpo  de  la  Guardia  oivil  en  lo»  empleo»  de  Alfé- 
re»^  Teniente,  Capitán  y  Teniente  Coronel,  habiéndoee  limitado  de»pué»  ate 
tumo  á  la»  vacante»  de  Teniente  y  Capitán  por  lo»  articulo»  19  y  20  del  Rt- 
§kmento  de  la  Guardia  civü  del*  de  Mayo  de  1871: 

2fi  Que  para  deeidir  »i  »ub»i»ten  e»to»  preog^toi^  e»preci»o  atender  princi- 
palmente al  eipiritu  y  letra  de  la  ley  de  19  de  JuUo  de  1889,  en  la  cual  »e  de- 
termina el  carácter  V  fines  del  £¡j¿r(DÍto,  la  organiMoción  d^»ut  arma».  Cuer- 
po» é  instituto»,  y  el  modo  de  ingre»ar  y  a»cender  en  ellos: 

B.^  Que  »egún  d  art  5.o  de  e»ta  ley,  ti  bien  toda»  la»fuergas  militares  de 
la  Nación  constituyen  un  sólo  Eiérdto,  cada  Arma,  Cuerpo  ó  Instituto  tie- 
ne »u  escalafón  particular ,  obteniendo  los  ascensos  con  arreglo  áü^de  donde 
se  inJUre  que  únicamente  lo»  individuos  que  figuran  en  él  escalafón  especial  y 
peculiar  de  cada  Cuerpo  tienen  derecho  a  cubrir  las  vacantes  anteriores  que 
en  d  mismo  ocurran,  y  á  obtener  en  su  caso  lo»  a»cen90S  oorreepondiente»: 

4fi  Que  atendido  tan  terminante  precepto,  deben  eetimaru  derogada»  de 
una  manera  expre»a  la»  di»po»ieione»  anteríore»  que  otorgaban  el  pase  en  ca- 
ndad de  ascenso,  y  en  las  cuarta»  vacante»  de  Capitán  y  Teniente  de  Guardia 
civil  y  Carabineros,  á  los  Oficiales  de  las  otras  armas,  no  sólo  porque  de  este 
modo  ingresarian  en  el  escalafón  de  aquellos  Cuerpospersonas  que  no  figura- 
ban en  él,  sino  porque  se  prwaria  dA  asceneo  inmediato  á  los  Oficiales  que 
per  hallarse  en  los  primeros  luaares  de  las  clases  inmediatamente  superiores, 
tuvieran  derecho  inconcuso  á  obtenerlo: 

5.0  Que  el  prine^^  indicado  de  que  los  ascensos  que  todas  las  vacante» 
proáuuan  se  otorauen  exclusivamente  á  los  individuos  de  las  armas  respecti- 
va», se  halla  ratificado  explicitamente  en  el  art.  8.*  de  la  citada  ley,  en  el  cuut, 
is^ués  de  establecerse  que  no  se  concederá  ascenso  alguno  sin  vacante  que  lo 
motive,  se  expresa  que  lo»  Oficióle»  particulare»  de  toda»  la»  arma».  Cuerpo» 
¿In»tituto»  del  Ejército  a»oenderán  en  Hempo  depa»,  ha»ta  el  empleo  de  Co- 
renel  inelueive,  por  riguro»a  antigüedad,  stn  drfecto»: 

6p  Qué  por  ser  eontrarios  al  objeto  jf  fines  de  la  lev  adicional  á  la  cons- 
titutiva del  Ejército  de  19  de  Julio  de  1889,  los  preceptos  del  art.  12  del  Be- 
glamento  de  31  de  Agosto  de  1866,  y  délos  articulas  19  y  20  del  Reglamento 
de  la  Guardia  civil  det9de  Mayo  de  1871,  están  virtualmente  derogados^ 
ésda  ve»  que  d  art,  13  déla  misma  ley  únicamente  deja  subsistentes  las  dis- 
prnáone»  de  la  Cbiit^tMiwi  dd  ^éroUo,  de  29  de  Noviembre  de  1878,  y  de 
atdquiera  oirá  en  la  actualidad  vigente,  sialvo  en  aquello»  punto»  que  eo^e- 
semente  reeultabem  deroaado»  ó  modificado»  por  la  repdida  ley  adicional: 

7fi    Que  d  precepto  de  h»  articulo»  19  y  20  dd  Bigla$ne$Uo  de  la  Guardia 
mil  de  i.o  de  Mayo  de  1871,  que  modificó  esencialmente  d  dd  art,  12  dd 
decreto  de  31  de  Ago»to  de  1866,  no  pftide  eetimarn  que  tenga  carácter  le- 
yidativo,  ni  por  eon»igideníecampren¡Udo  entre  lo»  texto»  légale»  que  d^ 
éslalty  adicional  dadora  vigente»: 

9,9  Que  la  doctrina  esg^ueeta  »ehaüa  también  eetáblecida  en  lo»  articulo» 
2,*y  3.9  dd  BegUmetdo  éU  29  ie  Octubre  de  1890,  en  lo»  euale»  se  consignan 
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lo$  principioB  de  que  no  «e  concederá  aacemo  algtmo  sin  vacante  que  lo  wu^- 
ve,  y  que  todos  los  destinos  de  plantilla  producirán  vacantes^  esti$nándose 
eomo  tales  las  causadas  por  baja  d^itiva  ó  por  ascenso,  asi  como  por  los  pa- 
ses á  la  situación  de  supemumerarws  sin  sueldo  ó  ala  de  empleado  con  des- 
tino extraño  á  la  carrera  militar: 

P*  Que  asimismo  lo  corrobora  el  precepto  del  art,  5  o  del  mismo  Begla- 
mentó,  puesto  que  al  determinar  que  el  ascenso  en  todos  los  empleos  de  la  ca- 
rrera miUtar,  desde  el  de  segundo  Teniente  hasta  ei  de  Coronel  tnclusive  y  sus 
asimilado$,  será  por  antigüedad,  sin  defectos,  dentro  de  la  escala  de  cada  arma. 
Cuerpo  é  Instituto,  ha  prohibido  los  pases  de  unas  armas  á  otras,  prescribien- 
do que  sólo  pueden  obtener  colocación  y  ascenso  en  los  destinos  de  un  Cuerpo 
los  que  figuren  en  su  escalafón; 

Y 10.^  Oue  así  lo  entendió  también  el  Poder  ^ecutivo  al  dictar  la  Beal 
orden  de  28  de  Marzo  de  1890,  ccncemiente  al  Beal  Cuerpo  de  Alabarderos. 

Los  Alféreces  de  U  Gaardia  dvll  D.  Benito  Pardo  y  D.  Valentín  Cer- 
vato solicitaron  qae  el  ingreso  en  el  expresado  Oaerpo  f  aese  sólo  por  la 
clase  de  Alfóre^s,  pretensión  qne  íaé  negada  por  Beal  orden  de  8  da 
Enero  de  1891,  por  la  qae  se  dispaso  quedase  en  toda  sa  faersa  y  vigor 
lo  preceptuado  respecto  al  pase  de  anas  armas  á  otras  en  el  reglamento  de 
SI  de  Agosto  de  1866  pablicado  para  la  ejecación  del  Real  decreto  de  80 
de  Julio  anterior,  declarado  ley  por  la  de  17  de  Mayo  de  1867,  confirmán- 
dose por  el  art.  18  de  la  ley  adicional  á  la  Constitutiva  del  Ejército  de  li^ 
de  JuUo  de  1889: 

Por  otra  Real  orden  de  81  de  Enero  de  1891  se  resolvió  que  la  anterior 
se  entendiese  aplicable  solamente  á  la  provisión  de  las  cuartas  vacantes 
de  Capitanes  y  subalternos  que  corresponden  al  tumo  del  Ejército  en 
aquéllos  Institutos,  debiendo  continuar  dicha  provisión  en  la  forma  qae 
se  practica  en  la  actualidad  y  sin  modificación  alguna,  según  determinan 
los  reglamentos  militores  vigentes. 

Por  otra  Real  orden  de  22  de  los  citados  mea  y  afio»  se  dispuso  que 
los  Capitanes  y  subalternos  de  la  Guardia  civil,  comprendidos  en  la  rela- 
ción que  principiaba  con  D.  Eduardo  Entralvo  y  terminaba  con  D.  Joan 
Plfiero,  pasasen  á  servir  los  destinos  que  en  la  misma  se  les  sefialaban^  y 
por  otra  Real  orden  de  12  de  Febrero  del  mismo  afio  se  concedió  el  em- 
pleo inmediato  y  el  ingreso  en  la  Guardia  civil  á  los  Jefes,  Oficiales  y  8ar 
gentos  comprendidos  en  la  relación,  y  que  eran  los  más  antiguos  en  sos 
respectivos  empleos  y  estoban  declarados  aptos  para  el  ascenso,  debiendo 
disfrutar  la  efectividad  que  en  la  misma  relación  se  les  asignaba. 

Contra  las  Reales  órdenes  de  8,  22  y  81  de  Enero  y  12  de  Febrero  de 
1891,  acudieron  á  la  vía  contenciosa  D.  Manuel  Gonzalos  García  y  D.  Ca- 
simiro Martín  y  Martín,  y  el  Tribunal  las  dejó  sin  efecto  por  sentencia  de 
18  de  Febrero  de  1892,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  la  cuestión  del  presente  litigio  se  reduce  á  determi- 
nar si  se  hallan  vigentes  los  preceptos  del  art  12  del  Reglamento  de  as 
censos  de  81  de  Agosto  de  1886  y  de  los  artícalos  19  y  20  del  Reglamento 
del  Cuerpo  de  la  Guardia  civil  de  l.o  de  Mayo  de  1871,  en  los  que  se  an- 
toriza  el  pase  á  los  Cuerpos  de  la  Guardia  dvil  y  de  Carabineros  en  las 
enartas  vacantes  dé  primeros  Tenientes  y  Capitanea  á  los  Oficiales  de  las 
armas  del  Ejército:  ** 

Considerando  que,  segán  el  precepto  del  ari  12  del  Reglamento  de  1886, 
debía  proveerse  en  Oficiales  del  Ejército  la  coarta  parte  de  las  vacantes 
correppondientes  al  tumo  de  ascenso  del  Caerpo  de  la  Guardia  civil  en 
los  empleos  de  Alférez,  Teniente,  Capitán  y  Teniente  Coronel,  habiéndo- 
te limitado  después  este  turno  á  las  vacantes  de  Teniente  y  Capitán  por 
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iM  trUcolot  19  y  20  del  Beglameoio  de  la  Guardia  dyil  de  1.^  de  Mayo 
de  1871: 

GoDuderando  qne  para  decidir  d  sobaisten  eatoe  preceptos  es  precito 
«tender  principalmente  al  eapíritn  y  letra  de  la  ley  de  19  de  Jalio  de  1889, 
«  la  cnal  ae  determina  el  carácter  y  Anea  del  £jóroito,  la  organixación  de 
•na  armas,  Gnerpoa  é  Institutos,  y  el  modo  de  ingresar  y  ascender  en 
ellos: 

Considerando  qoe,  según  el  art.  B.o  de  esta  ley,  si  bien  todas  las  luer- 
tts  militares  de  la  Nacidn  constituyen  nn  solo  Ejército,  cada  Arma,  Oaer- 
po  ó  Inalitato  tienen  su  escalafón  particular,  obteniendo  los  ascensos  con 
arreglo  á  él,  de  donde  se  infiere  qne  únicamente  los  individuos  qne  fign- 
nn  en  el  escalafón  especial  y  pecnliar  de  cada  Cuerpo  tienen  derecho  á 
cabrir  laa  Tacantes  anteriores  qne  en  el  mismo  ocurran,  y  á  obtener  en  su 
esso  los  ascensos  correspondientes: 

Considerando  que  atendido  tan  terminante  precepto,  deben  estimarse 
derogadas  de  una  manera  expresa  las  disposiciones  anteriores  que  otor- 
gaban el  pase  en  calidad  de  ascenso,  y  en  laa  cuartas  vacantes  de  Capitán 
I  Teniente  de  Guardia  civil  y  Carabineros,  á  los  Oficiales  de  laa  otras  ar- 
Bas,  no  sólo  porque  de  este  modo  ingresarían  en  el  escalafón  de  aquellos 
Cuerpos  personas  que  no  figuraban  en<él,  sino  porque  se  privaría  del  as- 
censo inmediato  á  los  Oficiales  que  per  hallarse  en  los  primeros  lagares 
de  las  elaaes  inmediatamente  superiores,  tuvieran  derecho  inconcuso  á 
obtenerlo: 

Considerando  que  9¡L  principio  indicado  de  que  los  ascensos  que  todas 
hs  vacantes  produzcan  se  otorguen  exclusivamente  á  los  individuos  de 
las  armas  respectivas,  se  halla  ratificado  explícitamente  en  el  art.  8.o  de 
la  citada  ley,  en  el  cual,  después  de  establecerse  que  no  se  concederá  as- 
censo alguno  ain  Tacante  que  lo  motive,  se  expresa  qne  los  Oficiales  par- 
tícularea  de  todas  las  armas,  Cuespos-é  Institutos  del  Ejército  ascenderán 
en  tiempo  de  pas,  hasta  el  empleo  de  Coronel  inclusive,  por  rigorosa  an- 
tigüedad, sin  defectos: 

Considerando  que  por  ser  contrarios  al  objeto  y  fines  de  la  ley  adicío- 
Bal  á  la  Constitutiva  del  Ejército  de  19  de  Jolio  de  1889,  los  preceptos  del 
irt  12  del  Reglamento  de  81  de  Agosto  de  1866,  y  de  los  artículos  19  y  20 
del  Reglamento  de  la  Guardia  civil  de  1.*  de  Mayo  de  1871,  están  virtual- 
aiente  derogados,  toda  ves  que  el  art  18  de  la  misma  ley  únicamente  deja 
sabdstentes  laa  disposiciones  de  la  Constitutiva  del  Ejército  de  29  de  No- 
viembre de  1878,  y  de  cualquiera  otra  en  la  actualidad  vigente,  salvo  en 
aquellos  puntos  que  expresamente  resultaban  derogados  ó  modificados 
por  la  repetida  ley  adicional: 

Considerando  que  el  precepto  de  los  artículos  19  y  20  del  Reglamento 
de  la  Guardia  civü  de  l.o  de  Mayo  de  1871,  que  modificó  esencialmente 
el  del  art.  12  del  decreto  de  81  de  Agosto  de  18G6,  no  puede  estimarse  que 
tenga  carácter  legislativo,  ni  por  consiguiente  comprendido  eiltre  ios  tex- 
tos legales  que  el  art  88  de  la  ley  adicional  declara  vigentea: 

Conaiderando  que  la  doctrina  expuesta  se  halla  también  establecida 
en  los  artícaloa  2.^  y  8.»  del  Reglamento  de  29  de  Octubre  de  1890,  en  los 
cuales  se  consignan  los  principios  de  que  no  se  concederá  ascenso  alguno 
sin  vacante  que  lo  motive,  y  que  todos  los  destinos  de  plantilla  produci- 
rán vacantes,  estimándose  como  tales  las  causadas  por  baja  definitiva  6 
por  ascenso,  aaí  como  por  los  pases  á  la  aitaación  de  supernumerarios  sin 
soeldo  ó  á  la  de  empleado  con  destino  extraño  á  la  carrera  militar: 

Considerando  qne  asimismo  lo  corrobora  el  precepto  del  art.  6.^  del  mis- 
■10  Reglamento,  pneato  que  al  determinar  que  el  aaoenso  en  todos  los  em- 
I  de  la  carrera  militar,  desde  el' de  segundo  Teniente  hasta  el  de  Coro^ 
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nel  ioclotive  7  bus  asimiladoB,  será  por  antigaedad,  sin  defecto*,  dmitro 
de  la  eacala  de  cada  arma,  Onerpo  é  Inatitoto,  ha  prohibido  loa  paaea  de 
anaa  armaa  á  otraa.  pretoribiendo  qae  lólo  pueden  obtener  colocación  7 
aicenao  en  loa  deatlnoa  de  nn  Ooerpo  loa  qne  figvren  en  an  eaoalafón: 

Conaiderando  qae  aaí  lo  entendió  también  el  Poder  ejecatiyo  al  dictar 
la  Real  orden  de  28  de  Marao  de  1890,  concerniente  al  Real  Onerpo  de 
Alabarderoa; 

Y  conaiderando  qae  laa  Reales  órdenes  de  S  7  81  de  Enero  de  1891  in- 
fringen las  dispoaicioneapegales  de  qne  qneda  hecho  mérito,  7  por  lo  tanto 
proeje  el  recurso  contencioso  contra  laa  Realea  órdenea  de  29  de  Enero 
7  12  de  Febrero  de  dicho  afio,  dictadaa  en  conseonenda  de  aqaélla,  á  te- 
nor de  lo  prevenido  en  el  art.  8.0  de  la  107  de  18  de  Septiembre  de  1888: 

Viatoa  el  art  12  del  Real  decreto  de  12  de  Agosto  de  1888;  loa  19,  M 
7  21  del  Reglamento  de  la  Gkiardia  civil;  los  6.<^,  8,0  7  18  de  la  107  de  19  de 
Jnlio  de  1889;  loa  2.%  8.^  7  6.0  del  Reglamento  aprobado  por  Real  decreto 
de  29  de  Octnbre  de  1890,  7  el  8.<>  de  la  le7  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Fallamoa  qoe  debemos  revocar  7  revocamos  las  Reales  órdenes  de  tt 
de  Enero  7  12  de  Febrero  de  1891,  en  cnanto  aplican  en  perjuicio  de  loe 
demandantes  D.  Mannel  Gonsálea  7  García  7  D.  Casimiro  Martín  7  Mar* 
tfn  laa  de  8  7  81  de  Enero  de  dicho  afio,  contrarias  á  la  le7  adicional  i  la 
Caijstitntiva  del  Ejército  de  19  de  Jnlio  de  1889  7  al  Reglamento  de  29  de 
Octnbre  de  1890,  declarando  qae  los  demandantes  debieron  ascender  al 
empleo  inmediato,  cuando  lea  correspondió  por  orden  de  antigüedad,  y 
dejando  sin  efecto  los  nombramientos  qae  impidieron  dicho  aacenso. 

Dos  Consejeros  Ministros,  disintieron  del  parecer  de  la  ma7oría  en  la 
anterior  aentenda  7  formularon  el  slgaiente  voto  particular. 

Aceptando  la  relación  de  los  hechos  expuestos  en  la  sentenda: 

Conaiderando  que  la  cueatión  propneata  en  eate  litigio  ea  la  de  ai  con- 
forme á  laa  Reales  órdenes  de  8,  22  7  81  de  Enero  de  1891,  de  carácter  ge- 
neral, está  en  su  fuerza  7  vigor  el  Reglamento  de  la  Gkiardia  civil  de  81  de 
Agoato  de  1866,  en  lo  que  ae  refiere  á  la  proviaión  de  las  cuartas  vacan- 
tea;  7  ai  por  ello  el  Ministerio  de  la  Gaerra  ha  podido  dar  laa  ocurddte 
en  dicho  Cuerpo  á  los  Tenientes  del  Ejército  qae  reunían  las  condicionte 
necesarias  para  ocuparlas: 

Considerando  que  eata  cuestión  entrafia  la  de  organixación,  manera  de 
ser  7  constituirse  un  Instituto  armado  que  forma  parte  del  Ejérdto  de  la 
Nadón,  materia  dertamente  excluida  de  la  competenda  de  eate  Tribanal» 
llamado  aólo  á  amparar  en  sus  derechos  administrativoa  á  loa  individuoe 
del  Ejérdto  cuando  aea  de  todo  punto  indudable  que  una  disposidón  ad- 
ministrativa loa  ha  establecido  en  au  favor: 

Conaidéirando  que  los  derechos  que  se  pretende  hacer  valederoa  son  el 
de  qne  el  ingreso  en  el  Cuerpo  de  la  Guardia  dvil  sea  sólo  por  el  grado 
de  segundo  Teniente,  7  el  de  que  MUu  Uu  vacantes  que  en  el  mismo  oca- 
vran  se  den  á  la  antigfiedad,  contra  lo  terminantemente  dispuesto  en  ^ 
Reglamento  de  81  de  Agosto  de  1866: 

Considerando  que  en  la  demanda  no  ae  dta  dispoddón  alguna  qae 
reconosca  á  favor  de  los  demandantes  ni  el  primero  ni  el  segando  de  talea 
pretendidos  derechos: 

Considerando  que  esta  rotunda  afirmadón  se  compmeba  al  observar  laa 
únieaa  diapoaidonea  citadas  por  el  art  14  del  Reglamento  de  4  de  Abril 
de  1871;  el  6.0  7  8.0  de  la  le7  adidonal  á  la  Constitutiva  del  Ejérdto 
de  19  de  Julio  de  1889,  7  d  4.9  del  Reglamento  de  9  de  Octabre  de  1890» 
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lot  qm  ni  ^OiecU  ni  indirectamente  establecen  qne  el  ingreeo  en  la  Onar 
dtt  d?il  haya  de  ser  por  el  grado  de  aegnndo  Teniente,  ni  qne  todoi  la» 
«aosfifet  le  den  á  la  antioUedad^  pneato  qne  dichoa  i^receptós  ae  limitan  á 
-qoe  loa  aacenaoa  en  la  Gaardia  eivfl  aean  por  rigtaroaa  antigüedad  y  eon 
arreglo  á  an  escalafón,  de  donde  ciertamente  ee  dedoce  qne  todaa  laa  va- 
«antea  han  de  darse  precisamente  al  ascenso,  aino  qne  todaa  laa  qoe  á  él 
•correspondan  se  den  por  antigüedad,  y  no  de  otra  manera;  en  cnyo  caso 
Bo  se  encuentran  las  cuatro  vacantes,  reservadaa  por  disposiciones  vigen- 
tes á  los  individnos  del  Ejército  qne  reanan  los  requisitos  para  ocnparias: 

OMisiderando  qne  el  ar^  IS  de  la  ley  de  19  de  Jnlio  de  1889  declaró  en 
toda  an  fneraa  y  vigor  laa  disposiciones  contenidas  eñ  la  ley  €k>n8titntiva 
del  Ejército  de  39  &  Noviembre  de  1878,  ó  cualquiera  otra  vigente,  salvo 
en  aquellos  puntos  que  expresamente  resulten  derogados  ó  modificadoa 
por  sos  preceptos;  y  que  es  incuestionable  que  el  Reglamento  de  aacenaca 
de  81  de  Agosto  de  1866,  declarado  ley  por  la  de  17  de  Mayo  de  1867.  no 
ha  sido  derogado  tai  Codificado  expresamente  en  el  punto  de  este  litigo» 
ó  sea  en  cuanto  reserva  la  provisión  de  las  cuartas  vacantes,  como  era  la 
ky  de  1889,  para  que  dejara  de  tenerse  por  vigente: 

Considerando  qne  tampoco  existe  la  derogación  tácita  por  contrade- 
clrse  entre  los  preceptos  de  la  ley  y  los  del  Reglamentó,  porque  oosaa  dis- 
tintas son  el  ascenso  y  la  manera  de  proveerse  las  vacantes: 

T  considerando,  por  último,  que  lo  qne  solicitan  los  demandante»  es 
que  cada  vacante  produzca  necesariamente  un  aacenso;  y  esto,  ni  está  es 
crito  en  ninguna  ley,  ni  existe  en  ningún  Cuerpo  ni  Instituto  del  EjércitOt 
puesto  que  en  todos  se  reserva  cierto  número  de  vacantes  para  extinguir 
¿  reemplazo  ó  la  excedencia;  y  que,  por  lo  tanto,  de  accederás  á  la  de- 
manda, se  cambiarfa  radicalmente  la  organisación  de  la  Guardia  civil  y  se 
«oneederia  á  este  Cuerpo  un  privilegio  que  nó  tiene  ningún  otro  en  el  l^ér- 
€ito  de  la  Nadón; 

Fallamos  que  debemos  ^)t>soIver  á  la  Administración  general  del  Es- 
tado de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Manuel  Gonzalos  y  Don 
Cssimiro  Martín  contra  las  Reales  órdenes  de  n  de  Enero  y  12  de  Fe- 
brero de  1891,  las  cuales  deben  quedar  firmea  y  subsistentes.— (Sentencia 
publicada  el  18  de  Febrero  de  1892,  é  inserta  en  la  Oaeeta  de  25  de  8ep- 
itíembre  del  mismo  afio). 
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HxsmacjA  (18  de  Febrero  de  l99t),—ü(mMbueián  industrial — Se  re- 
boca la  Real  orden  de  21  de  Julio  de  1884,  impugnada  por  D.  Juan  Anto- 
nio Oonsález,  relativa  al  pago  de  la  contribución  industrial,  y  se  es- 
tablece: 

lo  Que  la  ctmtribucián  industrial,  txn'  BU  esencia  j  en  armania  can  km 
4isposieUme8  legales  vigentes,  sólo  puede  recaer  y  exigirse  per  el  ejercicio  de 
apidlas  prqfeskmes,  industrias^  artes  y  oficios  en  los  cuales  se  obtenga  hierú 
4  ^r€PHjeria¡ 

Y  2.0  Oue  él  hecho  aislado  de  remitir  diferentes  partidas  de  Urna  á  um 
mismo  eonstgnaiariOy  no  es  por  sí  solo  suficiente  para  suponer  ^  se  eferm  la 
iudmHa  de  comisionista^  máxime  si  no  se  justifica  gue  d  remitente  dbtueiese 
un  hiero  ó  ganancia  por  efectuar  dichas  remesas. 

Instruido  expediente  contra  D.  Juan  Antonio  Gonzalos,  del  oomerdo 
^e  Oáoeres,  por  haberse  acreditado  que  en  seis  distintas  expediciones 
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habia  exportado  á  Fortagal  TariM  partidaí  de  lanrn  f  oda,  y  no  obstunte' 
haber  maDÍfestado  el  intereeado  que  la  lana  exportada  no  era  de  sa  pro- 
piedad ni  la  había  exportado  por  en  cuenta,  sin  recibir  retriboción  algaaa^ 
■ino  sólo  como  un  favor  diapenaado  al  remitente,  y  que  además  se  halla- 
ba inelnido  en  la  matricnla  como  almacenista  de  maderas,  se  declaró  por 
Beal  orden  de  SI  de  Jolio  de  1884  inonrso  á  Gtonsáles  en  la  penalidad  ea- 
tablecida  en  el  art.  118  del  reglamento  del  ramo,  como  comprendido  en 
el  núm.  l.o  del  art  109  del  mismo,  á  consecaencia de  ejercer  la  indoatiia. 
marcada  en  el  epígrafe  79  de  la  tarifa  %^  desde  1.*  de  Agosto  de  1888. 

Contra  esta  Real  orden  acndió  el  interesado  á  la  vía  contencioaa,  y 
•nstandado  el  pleito  por  todos  sos  trámites  legales,  el  Tribunal  la  revocó- 
per  sentencia  de  18  de  Febrero  de  1893,  cuya  parte  sustanciid  es  como 
aigue: 

Considerando  que  la  contribución  industrial,  por  su  esencia  y  en  ar- 
monía con  las  disposiciones  vigentes,  sólo  puede  recaer  y  exigirse  por  el 
ejercicio  de  aquellas  industrias,  profesiones,  artes  y  oficios  en  los  cualea 
se  obtenga  lucro  ó  granjeria:  « 

Considerando  que  el  hecho  aislado  de  remitír  diferentes  partidas  de 
lana  á  nn  mismo  consignstario  no  es  por  sí  solo  suficiente  para  suponer 
que  se  ejerza  lá  industria  de  comisionista,  máxime  si  se  tiene  en  cuenta 
qne^no  se  ba  justificado  en  el  expediente  que  Gonsález  obtuviese  un  Inoro 
ó  ganancia  por  efectuar  dichas  remesas; 

Y  considerando  que,  por  estas  razones,  falta  la  base  esencial  para  exi- 
gir el  impuesto  y  la  Real  orden  impugnada  causa  un  agravio  de  derechoe 
al  suponer  á  Gonsáles  defraudador,  imponiéndole  las  multas  y  recargoe 
correspondien  tes. 

Vistos  el  epígrafe  79  de  la  tarifa  3>,  y  los  artículos  109  y  110  del  Re- 
glamento de  la  contribución  industrial  de  18  de  Julio  de  1882; 

Fallamos  que  debemos  dejar  y  dejamos  sin  efecto  la  Real  orden  expe- 
dida por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  21  de  Junio  de  1884.— (Sentencia 
publicada  el  18  de  Febrero  de  1892,  é  ins^rtiTen  las  Gacetas  de  26  y  27  de 
Septiembre  del  mismo  afio.) 
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Skntskcia  (18  de  Febrero  de  1892).— C2a<e9  pasivos.  Abanode  tiempo  de- 
wervieioB.  Milicianos  movilizados.  Destinos  en  comisián.^Se  confirma  la 
Real  orden  de  27  de  Mayó  de  1891  impugnada  por  D.  Juan  Domíngoes^ 
relativa  á  abono  de  tiempo  de  servicios,  y  se  establece: 

1.0  Qhc  la  jurisprudencia  tiene  repetidamente  declarado  que  el  abono  de 
moviUzaeién  acordado  por  la  ley  de  30  de  Mayo  de  1886  exige  base  de^  ca- 
rrera^ ó  sea  el  desempeño  con  anterioridad  de  un  cargo  al  que  vaya  4mejo  ei 
$oee  6  peroepdén  de  haberes  pasivos, 

JS.o  Que  también  tiene  establecido  con  r^tetición  la  jurisprudencia  admi- 
fmtroHva  que,  con  arreglo  á  la  regla  5,^  de  la  disposioián  ¿6  de  la  ley  de  26 
de  Mayo  de  1835,  sólo  son  abonables  los  servicios  que  reúnan  la  condidán 
precisa  é  ineludible  de  haberse  prestado  en  destino  en  propiedad,  lo  cual  eso- 
tíwue  el  abono  de  los  en  comisión,  carácter  que  tienen  los  Jueces  interinos; 

X  ^.*  Q,ue  nopudiendo  atribuirse  el  carácter  de  funcionario  de  la  carre- 
ra judicial  v  fiscal  al  que  únicamente  ha  d^empeñade  el  cargo  de  Juee  inte^ 
riño,  no  se  le  puede  reconocer  derecho  al  abono  de  los  ocho  años  de  carrera^ 

D.  Joan  Domüigues  fué  miliciano  nacional,  movilisado  los  días  6  y  T 
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áe  Mano  de  1887,  7  en  8  de  Dieiembfe  de  1841  tomó  pofleaión  del  cargo 
deJeei  interino  de  Faenteeaúeo  por  nombramiento  del  Regente  de  1» 
Audiencia  de  Yalladolld,  confirmado  por  otro  del  Begente  del  Reino,  ha- 
laendo  cesado  «1  dicho  cargo  en  16  de  Mayo  de  1844! 

Deede  aé  de  Noviembre  de  1866  haata  14  de  Agosto  de  1871,  en  que 
tmó  por  reforma,  deeempefió  loe  cargos  de  Auxiliar  primero  del  Consejo 
Beal  y  Oficial  primero  del  Consejo  de  Estado,  reconociéndole  entonces  el 
Tdbonal  de  Clases  pasivas  catorce  afios,  ocho  meses  y  veintidós  días  de 
sarvidoe,  inclayendo  los  dos  días  qne  faé  miliciano  nacional,  y  declarán- 
dole haber  de  cesantía  de  1.260  pesetas,  coarta  parte  del  aneldo  rega- 
lador. 

Por  Real  orden  de  8  de  Diciembre  de  1876,  dictada  á  instancia  del  in- 
teresado, se  le  declaró  con  derecho  á  qne  le  fnese  abonado  en  su  clasifi- 
cmón  el  tiempo  qne  desempefió  el  cargo  de  Jaes  interino  de  Faentesaú- 
so;  y  en  virtud  de  Real  orden,  la  Janta  de  Clases  pasivas  le  reconoció 
diedsiete  afios,  dos  meses  y  seis  días  de  servicios,  y  le  declaró  con  dere- 
cho al  haber  «nnal  de  1.666,66  pesetas,  tercera  parte  del  sueldo  de  6.000 
que  le  servia  de  regalador. 

Posteriormente,  Domíngnes  desempefió  los  destinos  de  Oficial  prime- 
ro y  Oficial  Mayor  del  Consejo  de  Estado  desde  1.®  de  Julio  de  1874 
hasta  80  de  Junio  de  1890,  en  que  fué  jubilado,  y  la  Junta  de  Clases  pasi- 
fas,  al  hacer  la  claaifieación,  acordó  eliminar  los  dos  afios,  cinco  meses  y 
silofce  días  qne  deeempefió  el  cargo  de  Jues  de  primera  instancia  interi> 
■o,  reconociéndole  treinta  afios,  ocho  meses  y  veintidós  días  de  serví- 
flios,  y  declarándole  con  derecho  al  haber  pasivo  de  4.500  pesetas  anua- 
les, tres  quintas  partes  del  regulador  de  7.600. 

Oontra  eete  acuerdo  dedujo  Domíngnes  recurso  de  aliada  para  ante  el 
Ifiaisterío  de  Hacienda,  en  'solicitud  de  que  se  le  abonasen  los  servicios 
de  Joes  interino  y  los  ocho  afios  de  carrera,  y  desestimada  esta  preten- 
sión por  Real  orden  de  87  de  Mayo  de  1891,  dedujo  el  interesado  recurso 
oontSBciosOy  y  sustanciado  el  pleito  por  todos  sus  trámites  legales,  el  Tri- 
bunal confirmó  la  Real  orden  impugnada  por  sentencia  de  16  de  Febrera 
de  1898,  cuya  parte  sustancial  es  como  signe: 

Oonaiderando  que  las  cuestiones  planteadas  en  la  demanda  y  que  de- 
ben resolverse  en  la  definitiva  se  reducen  á  determinar:  primero,  si  son 
abonables  al  demandante  los  servicios  que  prestó  como  miliciano  nacio- 
nal, mOTilisado  los  días  6  y  7  de  Mano  de  1887;  segundo,  si  lo  son  los 
senMoa  de  Juei  interino  de  Fuentesadco,  que  igualmente  prestó  desde  2 
de  Diciembre  de  1841  hasta  16  de  Mayo  de  1844;  y  tercero,  si  deben  abo* 
■ane  al  actor  los  ocho  afios  por  rasón  de  carrera: 

O^msiderando,  en  cuanto  á  la  primera  cuestión,  que  la  jurisprudencia 
Heoe  repetidamente  declarado  que  el  abono  de  moviliaación  acordado 
por  la  ley  de  80  de^Mayo  de  1866  exige  base  de  carrera,  ó  sea  el  desem- 
pefió con  anterioridad  de  un  cargo  al  que  vaya  anejo  el  goce  ó  percep- 
«ióii  de  liaberes  pasivos: 

Oonaiderando,  respecto  á  la  segunda  cuestión,  que  también  tiene  es- 
lableeido  con  repetición  la  jurisprudencia  administrativa,  que  con  arreglo 
álareí^  6.*  de  la  disposición  26  de  la  ley  de  26  de  Mayo  de  1886,  sólo  son 
abonablee  los  servicios  que  reúnan  la  condición  precisa  é  ineludible  de 
haberle  prestado  en  destino  en  propiedad,  lo  cual  excluye  el  abono  de 
Iss  en  comisión,  carácter  que  tieneh  los  qne  deeempefió  Domínguez  como 
Jasa  interino  de  Fnentesaúco: 

Ooasidefando  que  si  bien  por  la  Real  orden  de  8  de  Diciembre  de  187& 
ss  auuidafon  abonar  estos  servicios,  la  expresada  resolución  adolece  de 
■fi  vido  originario  que  la  inviüida,  como  lo  es  el  de  haberse  revocado  por 
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^lU  implícitamente  el  aenerdo  del  Tribunal  de  Clases  pasivas  delS  de 
Marxo  de  1872,  consentido  por  Domingaez.y  qne,  portante,  quedó  firme, 
y  en  el  caal  se  declaró  qne  no  era  abonable  el  tiempo  en  qae  el  deman- 
dante desempefió  el  indicado  cargo: 

Considerando,  además,  qae  dicha  Eeal  orden  no  puede  tener  eficacia 
más  que  en  expediente  de  clasificación  por  cesantía  de  Domínguez,  en  el 
qne  recayó,  por  lo  que  el  abono  acordado  en  ella  no  puede  tener  electo 
para  la  clasiñcación,  como  jubilado,  de  que  ahora  se  trata: 

Considerando  que  resuelta  en  el  sentido  indicado  la  segunda  cuestióiiy 
lo  está  de  hecho  la  tercera,  toda  ypz  que  no  pudiendo  atribuirse  á  Domín- 
guez por  los  servicios  de  que  queda  hecho  mérito  el  carácter  de  funciona- 
rlo de  la  carrera  judicial  y  fiscal,  es  bidente  que  carece  de  dereclSo  al 
abono  de  los  ocho  años,  por  razón  de  carrera,  que  igualmente  solicita; 

Y  considerando  que  la  Real  orden  impugnada,  que  deniega  las  pretrá- 
-siones  del  demandante,  se  halla  ajustada  á  derecho,  y  procede,  por  tanto^ 
•a  confirmación. 

Vistas  las  reglas  6  *  y  9.»  de  la  disposición  26  de  la  ley  de  Presupuestos 
de  26  de  Mayo  de  1886  y  el  art  6.^  del  decreto  ley  de  22  de  Octubi^'  de 
1868; 

FaTlamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración, 
general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Juan  Domínguez  y 
Fernández  contra  la  Real  orden  dictada  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en 
27  de  Mayo  de  18^1,  la  cual  queda  fixme  y  subsistente.— Sentencia  publi- 
cada el  16  de  Febrero  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  27  de  Septiembre 
del  mismo  afio.) ' 
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Skntbnoia  (16  de  Febrero  de  lS9^).—EoDcepci(mei  perentorioi.  Jfteoiit- 
petencia  de  jurisdicción.  CHeationes  de  dereeho  civü.  Devolución  de  valores. —  ' 
Se  declara  procedente  la  excepción  perentoria  de  incompetencia  dé  juris- 
dicción alegada  por  el  Fiscal  al  contestar  la  detúanda  deducida  por  Don 
Luis  de  Oteiza  contra  la  Real  orden  de  81  de  JuHo  de  1889,  referente  á  le 
devolución  de  ciertos  valores,  y  se  establece: 

^e  la  Real  orden  que  declara  nulo  todo  lo  actuado  en  el  expediente  (te 
motiva  elpleitOy  por  reputar  el  asunto  propio  del  conocimiento  de  loa  2W&im«- 
les  del  orden  civil  con  arreglo  al  Código  de  Comercio^  ala  vez  que  pone  iér- 
mino  álavia  gubernativa  como  previa  á  lajudiciált  no  vulnera  ningún  dere- 
cho del  demandante  preestablecido  en  disposusiones  de  carácter  administrativa 
á  su  favor ^  por  lo  cual  la  resolución  impugnada  carece  de  una  de  las  condi- 
ciones exigidas  en  el  tü.  l.o  de  la  ley  de  13  de  SepHembrede  1888  para  poder 
ser  impugnada  en  via  contenciosa. 

Don  Luis  de  Oteiza  adquirió  la  propiedad  de  468  anualidades  de  10 
pesos  de  la  Deuda  de  Cuba,  de  las  qne  entregó  400,  con  expresión  de  sce 
números,  en  19  de  Agosto  de  1886  al  Corredor  Notario  de  Bolsa  de  la  Ha- 
bana, D.  Roberto  Reinleín,  en  calidad  de  depódto,  y  por  haber  dispuesto 
más  tarde  el  depositario  de  aquellos  valores,  negociándoles  parttcnler- 
mente  á  D.  Lorenzo  Coaraza,  Cajero  de  la  Tesorería  Central,  é  inooadm  le 
acción  criminal  correspondiente,  el  Juzgado  del  distrito  de  la  Oatednü 
ofició  al  Tesorero  central,  á  fin  de  que  manifestara  si  existÍMi  en  Oajs  loe 
títulos  de  referencia,  á  lo  que  contestó  qne  sólo  aparecían  211  de  la  neme>^ 
ración  referida;  qne  en  el  arqueo  practicado  desde  26  de  AgoÉfco  á  iO  4* 
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Hofiembre  apsreeieron  916  títulos  sueltof  de  númerot  Mlteados,  tin  qoa 
«o  ú  seta  de  dicha  operación  te  expreaara  caálea  fueran,  habiéndose  dis- 
puesto el  embargo  de  las  correspondientes  á  las  de  qae  Oteiza  alegaba  set 
l^pietario. 

Por  sentencia  de  28  de  Majo  de  1887  el  Jasgado  condenó  á  Reinleín  á 
la  pena  correccional  correspondiente,  y  declaró  no  haber  lagar  á  la  pre- 
teottóo  deducida  por  Oteka,  de  que  se  le  reetHayesen  los  títnlos  existsa^ 
tes  es  Tesoreria«  se  le  indemnisase  por  el  Estado  del  valor  de  los  qne  fal- 
tabas; rsserváiMMe  sa  deredia  para  qoe  pudiera  ejercerlo  en  la  tía  y  f6r> 
as  piecedente: 

Fugado  fieinleín  y  suspendida  por  eRo  la  cansa,  acudió  Oteisa  á  Im 
latendeneia  general  de  Hacienda  en  10  de  Octubre  de  1888,  solicitando  la 
entrega  de  los  Talores  de  que  se  trata,  por  no  aparecer  operación  aigmn 
ée  ingreso  de  los  mismos  en  la  Tesorería,  y  levado  el  asunto  al  Goberna- 
dor genera],  después,  de  otros  incidentes,  á  propuesta  de  la  Intendencia» 
acordó  por  decreto  de  9  de  Abril  de  1889  antoiiiar  la  eaaisión  y  entrega 
«1  redamante  de  los  400  títulos  de  anualidades  de  á  10  pesos,  como  dero- 
híátoL  de  los  de  su  propiedad;  y  por  otro  decreto  de  20  siguiente  dejó  sin 
efecto  el  del  día  9  citado,  disponiendo  la  remisión  del  expediente  al  Mi- 
aisterio  de  Ultramar,  en  atención  á  la  responsabilidad  que  en  otro  caso 
pndiera  resultar  por  estar  declarado  por  la  Autoridad  iudidal  no  haber 
higar  á  la  pretensión  que  e&  tal  sentido  formuló  Oteisa. 

El  Ministerio,  al  cual  acudió  también  el  interesado,  expidió  Real  orden 
en  SI  de  Julio  de  1889,  por  la  cual  se  dedaró  nulo  todo  lo  actuado  en  M 
expediente,  aeordando  se  manifestase  á  D.  Luis  de  Oleisa  que,  según  In 
ley,  debía  aendir  á  hacer  Taler  su  derecho  ante  el  Tribunal  competente. 

C(nitra  esta  Real  orden  acudid  Oteisa  á  la  Tía  eontenciosa,  con  lasdpli- 
«a  de  que  se  le  declarase  con  derecho  á  los  400  títulos  que  reclamaba,  y  si 
á  este  no  hubiese  lugar,  que  se  derolvi^a  el  expediente  al  Ministerio 
para  que  dictara  nueva  Real  orden  concediendo  ó  negando  al  reclamante 
el  derecho  de  qne  se  trata  para  acudir  á  los  Tribunales  de  |usticia. 

Emplasado  el  Fiscal,  alegó  como  perentoria  la  excepción  de  inoempe- 
tsBcia  de  jurisdicción  que  el  Tribupid  declaró  procedente  por  sratendn 
de  16  de  Febrera  de  1892,  cuya  parte  soslandal  es  como  sigue: 

Oonsiderando  que  la  Real  orden  impugnada,  al  declarar  nulo  todo  lo 
actudo  en  el  expediente  que  motitra  el  pleito,  por  repetar  el  asunto  pro- 
pk»  del  conocimiento  de  los  Tribunales  del  orden  civil,  con  arreglo  al  06- 
^;o  de  Gomenáo,  á  la  ves  qoe  pone  término  á  la  vía  gubernativa,  si  en 
este  caso  pudiera  estimarse  como  necesariamente  previa  á  la  judloía],  nc^ 
vilaera  ningún  derecho  del  demandante  preestablecido  en  dlsposlclonen 
de  carácter  admlnistratívo  á  su  faver: 

Considerando  qne  por  ello  la  resolución  impugnada  carece  de  una  de 
iiscondi^ones  exigidas  en  el  tit.  \P  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  188S 
pan  poder  ser  impugnada  ante  este  Tribunal,  y  es  procedente  la  eocoep- 
dan  de  incompetencia  formulada  por  el  Fiscal  en  tal  concepto  como  pn- 
lestoria. 

Vistos  los  artículos  l.o,  #«  y  48,  párrafo  2.^  de  U  ley  de  18  de  SepUent- 
brede  1888; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  la  jurisdicción  de  lo 
eoQtencioso-administratlvo  es  incompetente  para  resolver  respecto  de  In 
demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Luis  de  Oteisa  contra  la  Real  orden 
expedida  por  d  Ministerio  de  ultramar  ea  81  de  Julio  de  1889.— (Senten* 
eU  publicada  el  16  de  Febrero  de  1892,  é  inserta  en  la  QaoOa  de  2T  do 
Sefilñabre  del  miañe  afio.) 
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SmrsNciA  (16  de  Febrero  de  1893).— JBsDcejMtofief  perentorioi,  Ineam- 
jMteneia  de  4wi»áiccián,  Demanda»  aámUiiae  de  Beal  crden.  Ferr^carriiee. 
Ferroeanriíde  Alar  á  Santander,  Freeeripetón  de  derecho  eomún. — Se  de- 
clera  improcedente  la  exoepción  pereDt<^  de  incompetenoU  de  |iirisdic* 
don  alegada  por  la  representación  del  Aynntamiento  de  Torrelavega,  en 
^eito  promovido  por  la  Gompaftia  de  Oamiaoe  de  hierro  del  Norte,  con- 
tra Beal  orden  de  91  de  Mano  de  1886,  en  qne  se  declara  obligada  á  la. 
citada  Oompafiía  á  la  construcción  de  nn  runal  desde  la  estación  de  To- 
TrelaTega  al  pnerto  de  la  Beqaejada;  se  declara  asimismo  firme  y  anbais- 
tente  la  expresada  Beal  orden,  y  se  establece: 

lo  <lue  en  virtud  de  lo  dieptieeío  en  el  art.  12  del  Beal  decreto  de  19  do 
Octubre  de  lfi60y  nota  aclaratoria  átpámtfo  tercero  del  art.  66  del  Begla- 
9unJto  do  30  de  Diciembre  de  1846,  la  excepción  de  incon^^etencia  no  puede- 
proponeree  en  loe  demandae  que  el  Oobiemo  hubiere  declarado  procedentee: 

ít.o  Que  la  obl^ación  impueeta  á  la  primitiva  OompalUa  del  ferrocarril 
de  AJlmr  á  Santander  por  la  Real  orden  de  2  de  Junio  de  1854,  de  oonetruér 
un  ramal  deede  la  eetacián  de  Torrelavega  alaria  de  la  Bequejada,  está  hoy 
viva  y  eubeietente,  y  e$  exigible  á  la  ComwMa  de  Caminoe  de  hierro  del  Norte, 
eeeionaria  de -aquéua,  porque  dicha  Beeu  orden  forma  parte  intearante  de  loe 
9omdieione$  de  la  concesión,  modificó  en  parte  elprimiHvo  tratado  y  anchura 
de  la  via,  y  l^os  de  eludirse  su  observancia  por  la  Compañáa  á  quien  favo- 
recía, se  cumplió  por  la  misma  emprotegtani  reclamación  alguna: 

S.^  Que  por  la  ley  de  9  de  Marzo  de  1S$5  sólo  se  derogaron  Un  Reales 
decretos  de  19  de  Diciembre  de  1861, 28  de  Abril  de  1852  y  3  de  Febraro 
de  1854,peronola  Beal  orden  de  2  de  Junio  de  1854,  la  cual  quedó  envi- 
gar y  se  eumpUÓ  en  sus  cuatro  primeras  disposiciones,  no  siendo  argumento- 
baetante  á  probar  que  esta  Beal  orden  había  quedado  sin  eficacia,  el  incumpU- 
miento  de  su  disposición  5.^  y  el  que  la  rrferida  ley,  al  hablar  en  su  art.  9.^ 
de  los  platos  en  que  debía  terminarse  eí  camino,  no  mencionase  el  ramal  de 
fue  se  trata,  porque  no  describiéndose  en  ella  el  tratado,  se  refería,  sin  gé- 
nero alguno  de  dma,á  lo  que  ccmt<ü)a  en  Un  proyectos  modifioados  por  la  re- 
petida Beal  orden  de  Jumodel854: 

4.^  Que  etta  Beal  orden  tanwoco  ha  sido  derogada  por  la  Iw  de  22  de 
Abrü  de  1865,  taqúese  limitó  aautoritar  la  constitución  de  la  CompaMia  de 
Alar  á  Santander  y  á  improbar  sus  Estatutos,  en  los  cuales  no  puede  tratarse 
del  ramal  de  Torrelavega  á  la  Bequejada,  porque  fueron  formados  en  1852,. 
cuando  aun  no  se  había  impuesto  i  la  Empresa  tal  obligación, y  por^  elle- 
girador,  alaprobarlos,  ni  deroaó  ni  reátate  loe  condiciones  preeetahlecidas, 
como  lopruebí^el  hecho  deque  la  referida  Beal  orden  continuó  eumpUéndese 
denués  de  la  publicarán  de  ceta  lev: 

50  Que  el  Beal  decreto  de  6  de  Mayo  de  1868,  que  declaró  dis%telta  la  pri- 
mitiva Compañía,  a§i  como  la  Beal  orden  de  SOde  Mayo  de  1S71,  que  aprobó 
la  tranrferencia  ¿favor  de  la  €Nueva  de  Alar  á  Santander^,  tampoco  alte- 
raron en  lo  má$  minimo  los  derechos  y  obligaciones  inherentes  á  la  concesión, 
que  con  é^a  se  traspasaron  íntegramente  á  la  nueva  Entesa,  siendo  una 
de  ellat  la  itiwueeta  en  la  Beal  orden  de  2  de  Junio  de  1854,  que  por  no  ha- 
berse cumplido  por  nealipencia  de  la  anterior  Oompañia,  no  dejé  poroso  de 
eeremgible  y  Citar  subsistente  en  bendieio  del  Eeiado; 

T6.0  Que  la  prescrwción  ettableetda  por  el  derecho  común  no  es  üptíeO' 
ble  alas  obligaciones  y  derechos  que  tienen  su  origen  en  leyes  administrati' 
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^Mi,f(n9fue4e,par  tatUa,  obieimne  amera  ¡09  aemerékm  ie  egta  indéle,  ma- 
¿et¿wera  que  ietm  la§  año§  iran$cwrido$. 

Por  Beal  ordea  de  2  de  Julio  de  1864  ee  dispuso,  entre  otrms  cosae,  qn 
la  Ckmpafiia  eonceeionarie  del  ferrocarril  de  Alar  á  Santander  habla  de 
eoDStniir  un  ramal  que  desde  la  estación  de  Torrelarega  fuera  á  desembo- 
eer  en  la  inmediata  ría  de  la  Beqa^]ada;  Beal  orden  qne  f  oé  coáeentida 
por  la  Oompallia,  qnien  cumplió  con  las  demás  oondidones  que  la  misma 
eontenia. 

Por  ley  de  32  de  Abril  de  1665  se  aatorisó  la  constitaoión  de  la  Em- 
presa del  ferrocarril  de  Isabel  II  de  Santander  á  Alar  del  Bey,  con  ol^eto 
de  qne  se  construyese  y  explolsae  la  expresada  linea,  arreglándose  á  lea 
cottdicioiies  de  la  ooncedón;  y  por  Real  decreto  de  6  de  Mayo  de  1868  se 
declaró  disoelta  dicha  Oompafila  y  cadacada  la  concesión,  disponiendo 
qoe  nn  consejo  nombrado  por  el  Ministerio  de  Fomento  se  incautara  dri 
«iBiino  y  ana  dependencias. 

Formada  una  nueva  Oompafiía  por  los  accionistas  y  deudores  de  la  Em- 
presa anterior,  por  Real  orden  de  16  de  Febrero  de  1871  se  mandó  que  ce> 
«ara  el  Oonsejo  de  incautación,  y  que  se  entregase  el  camino  á  la  nueva 
Empresa  que  se  constituyó  con  el  título  de  cNueva  Oompafila  del  ferroca- 
nil  de  Alar  á  Santander»,  aprobándose  definitivamente  la  transferencia  , 
por  Beal  orden  de  80  de  Mayo  de  1871. 

Por  otra  escritura  pública  de  27  de  Junio  de  1874,  la  nueva  Compali^ 
enajenó  á  la  de  los  ÜMninos  de  hierro  del  Korte  la  concesión  y  usufructo 
del  ferrooirril  de  Alar  á  Santander,  cuya  transferencia  fué  aprobada  por 
orden  del  Qobiemo  de  la  República  de  28  de  Agoeto  de  1874,  que  declaró 
á  la  Oompafiía  del  Norte  snbrrogada  en  todos  los  derechos  y  dbligadonea 
mherentes  á  la  concesión. 

Por  Real  orden  de  81  de  Mano  de  1886,  diotada  á  virtud  de  instancia 
promovida  por  el  Ayuntamiento  de  Torrelavega,  se  dispuso  que  la  Oom- 
pallkk  del  Norte  debía  presentar  á  la  aprobación  del  Gobierno,  en  el  plaso 
de  seis  meses,  los  planos  y  proyecto  del  ramal  de  la  estación  de  Tórrela- 
vega  á  la  ría  Requejada,  y  que  una  vea  aprobado,  se  fijaría  el  término 
dentro  del  cual  habían  de  ejecutarse  las  obras. 

0<mtra  esta  resolución  acudió  á  la  vía  contenciosa  ante  el  Oonsejo  de 
Estado  la  Oompafiía  del  Norte,  siendo  declarada  procedente  la  vía  conten- 
ciosa por  Real  orden  de  19  de  Abril  de  1887,  al  sólo  efecto  de  determinar 
sí  por  virtud  de  las  transmisiones  realisadas  y  de  la  legislación  vigente 
em  exilie  á  la  Oompafiía  demandante  la  obligación  que  á  la  primitiva 
impuso  la  Real  orden  de  1864;  y  contestada  en  el  fondo  la  demanda  por  el 
Fisinü,  la  representación  del  Ayuntamiento  de  Torrelavega  alegó  la  exc^ 
don  perentoria  de  incompetencia  que  el  Tribunal  desestimó,  confirmando 
la  Real  orden  impugnada  por  sentencia  de  16  de  Febrero  de  1892,  cuya 
parte  sustancial  es  como  sigue: 

Oonsiderando  que  alegada  por  el  representante  del  Ayuntamiento  de 
Torrelavega,  como  perentoria,  la  excepción,  dilatoria  de  incompetencia  de 
Juiadicción,  esta  es  la  primera  de  las  cuestiones  que  debe  ser  resuelta, 
según  el  párrafo  segundo  del  art  48  de  la  ley  de  18  de  Septiembre 
de  1888: 

Oonsiderando  que  esta  demanda,  de  conformidad  con  lo  propuesto  por 
ia^Riprimida  Sala  de  lo  Oontencioso  del  Oonsejo  de  Estado,  fué  admitida 
ea  pute  por  Real  orden  de  19  de  Abril  de  1887: 

Oonsiderando  qne  en  virtud  de  lo  .^puesto  en  el  art.  12  del  Real  de- 
creto de  19  de  Octubre  de  1860  y  nota  aclaratoria  del  párrafo  tercero,  ar- 
tteais  86  del  Befamente  de  Z0  de  Diciembre  de  1846|  la  excepción  de  In- 
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oompetoneia  no  t^uede  ]>ro|M>n6rM  en  Im  demandM  que  el  QobieTna  1»^ 
biere  decUrado  procedentes: 

CkHisiderando  qne,  por  lo  tanto,  no  ee  de  estimar  la  referida  excepción, 
j  ^ae  el  Tribonal  tiene  competencia  para  conocer  del  asnntOy  competencia, 
qiie  le  lia  sido  por  otra  parte  atriboida,  si  bien  con  tas  oportunas  limita- 
ciones, en  la  Beal  orden  de  admisión  de  la  demanda: 

Considerando  qae  la  caestíón  de  fondo  qoe  debe  decidirse  se  limite 
ú  ri  por  virtud  de  las  transmisiones  realisadas  y  con  arreglo  á  la  legisla- 
ción vigente  es  boy  exigible  á  la  Oompafiía  demandante  la  obligación  qne 
Iniposo  á  la  de  Alar  á  Santander  la  Beal  orden  de  2  de  Jonio  de  1864^  por^ 
que  declarada  la  procedencia  de  la  vía  contenciosa  para  discutir  tan#óla 
«ste  extremo,  á  él  queda  únicamente  reducido  el  punto  litigioso: 

Ckmsiderando  que  la  obligación  impuesta  á  la  primitiva  Oompafiía  del 
ienocarril  de  Alar  á  Santander  por  la  Real  orden  de  S  de  Junio  de  1854^ 
está  hoy  viva  y  existente  y  es  exigible  á  la  Ck>mpafiia  de  los  Oaminos  de- 
hierro del  Norte,  cesionaria  de  aquélla,  porque  dicha  Real  orden  forma 
parte  integrante  de  las  condiciones  de  la  concesión,  modificó  en  parte  el 
primitivo  traxado  y  anchura  de  la  vía,  y  lejos  de  eludirse  su  observancia: 
pot  la  Oompaltía  concesionaria  á  quien  favorecía,  se  cumplió  sin  protesta 
Má  reclamación  alguna: 

CkHisiderando  que  por  la  ley  de  9  de  Marso  de  1866  sólo  se  derogaron 
los  Reales  decretos  de  19  de  Diciembre  de  1861,  28  de  Abril  de  1852  y  » 
de  Febrero  de  1864,  pero  no  la  Real  orden  de  2  de  Junio  de  1854,  la  cuwl 
^iiedó  en  vigor  y  se  cumplió  en  sus  cuatro  primeras  disposiciones,  no 
«endo  argumento  bastante  á  probar  que  esta  Real  orden  habla  quedada 
sin  eficacia  por  el  incumplimiento  de  su  disposición  6.%  y  el  que  la  referida 
ley^  al  hablar  en  su  art.  9.o  de  los  plasos  en  que  debía  terminarse  el  ca- 
mino, no  mencionase  el  ramal  de  que  se  trata,  porque  no  describiéndose 
en  ella  el  tratado,  se  refería,  sin  género  alguno  de  duda,  á  lo  que  constaba 
«n  los  proyectos  modificados  por  la  repetida  Real  orden  de  Junio  de  1854: 

Gonsiderando  que  esta  Real  orden  tampoco  ha  sido  derogada  por  la 
ley  de  22  de  Abril  de  1866,  la  que  se  limitó  á  autorisar  la  constitución  de 
la  Oompafiía  de  Alar  á  Santander  y  á  aprobar  sus  Estatutos,  en  los  coalea 
no  puede  tratarse  del  ramal  de  Torrelavega  á  la  Requejada,  porque  fueron 
formados  en  1862,  cuando  aun  no  se  había  impuesto  á  la  Empresa  tal  obli- 
gación, y  porque  el  legislador,  al  aprobarlos,  ni  derogó  ni  rechasó  las  con* 
didones  preestablecidas,  como  lo  prueba  el  hecho  de  que  la  referida  Real' 
orden  continuó  cumpliéndose  después  de  la  publicación  de  esta  ley: 

Considerando  que  el  Real  decreto  de  6  de  Mayo  de  1868,  que  declaré^ 
dlsoelta  la  primitiva  Oompafiía,  así  como  la  Real  orden  de  SO  de  Mayo- 
de  1871,  que  aprobó  la  transferencia  á  favor  de  la  cNueva  de  Alar  á  San- 
tander», tampoco  alteraron  en  lo  más  mínimo  los  derechos  y  obligadonea 
inherentes  á  la  concesión,  que  con  ésta  se  traspasaron  íntegramente  á  la 
nueva  Empresa,  siendo  una  de  ellas  la  impuesta  en  la  Real  orden  de  t  de 
Junio  de  1864,  que  por  no  haberse  cumplido  por  negligencia  de  la  ante- 
flor  Oompafiía,  no  dejó  por  eso  de  sw  exigible  y  esbtr  subsistente  en  be> 
neficio  del  Estado: 

Oonsiderando  que  adquirida  por  la  Oompafiía  de  los  Oaminos  de  hierro* 
del  Norte,  por  escritura  pública  de  27  de  Junio  de  1874,  la  línea  de  Alar 
á  Santander,  quedó  subrrogada  en  todos  los  derechos  y  obligacionea  de 
la  Oompafiía  cedente  ó  vendedora,  y  aceptó  expresamente  en  la  c1áa> 
aula  6.*  las  obligaciones  qoe  la  concesión  del  camino  llevaba  eondgo  re- 
lativamente al  Qobiemo,  y  se  comprometió,  por  tanto,  á  dar  por  concluí-^ 
das  todas  las  obras  de  toda  especie  necesarias  para  el  fin  de  ponerlo  en 
perfecto  y  buen  estado  de  eiplotaoidn,  y  siendo  una  de  las  obligadosfla 
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^(•É  Uermba  aneja  la  concesión  la  úe  constniir  el  ramal  de  Torrelavega  á 
ik  Baqo^ada,  foé  aceptada  por  virtad  de  dicha  clámala  por  la  Gompafiía 
demandante,  la  qne,  por  consiguiente,  no  paede  excusar  sn  camptimiento: 

Considerando  qne  la  legislación  vigente  no  se  opone  á  que  se  exija 
A  k  Gompafiía  de  los  Caminos  de  hierro  del  Norte  la  constmcción  del  ex- 
prasado  ramal;  porqne  éste  es  nn  aneje  de  la  línea  de  Alar  á  Santander,  y 
por  eonsignlente,  se  halla  comprendido  en  el  plan  general  de  Ferrocarriles 
Aque  alnde  el  art  4.®  de  la  ley  de  23  de  Noviembre  de  1877,  no  siendo 
pMa  ello  obstAcolo  el  qae  este  ramal  no  se  mencione  en  la  designación  que 
kmediatamente  hace  dicho  artículo,  porqne  la  omisión  obedece  á  qae  no 
liabiéndose  presentado  aún  los  planos  y  proyectos  del  mismo,  no  podía 
■i  d^>fa  comprenderse  entre  las  líneas  oonstniídas  ó  en  coustrncción: 

Y  considerando  que  la  prescripción  establecida  por  el  derecho  común 
j  aleada  por  la  parte  actora  no  es  aplicable  á  las  obligaciones  y  derechos 
que  tienen  sn  origen  en  leyes  administrativas,  y  por  tanto  qne  no  oaede 
objeterse  contra  los  acuerdos  de  esta.  índole,  cualesquiera  que  sean  los 
aftos  transcorridos. 

Visto  el  art.  12  del  Real  decreto  de  19  de  Octubre  de  1860,  que  dice 
ssi:  «La  decisi<te  que  dictare  mi  Gobierno  con  presencia  de  este  dictamen, 
asri  irrevocable»: 

^sta  la  disposición  M  de  la  Beal  orden  de  2  de  Junio  de  1864,  que 
£ce  asi:  cLa  Empresa  construirá  un  ramal  que  desde  la  estación  de  Torre- 
lavega  vaya  á  desembocar  en  la  inmediata  ría  de  la  Reqnejada,  y  presen* 
luá  loa  planos  de  esta  nueva  obra  á  la  mayor  brevedad  posible»: 

Vista  la  cláusula  6>  de  la  escritura  de  cesión  y  venta  á  la  Gompafiía 
de  los  Gaminos  de  hierro  del  Norte  del  ferrocarril  de  Alar  á  Santander, 
SB  la  qne  se  dice:  cLa  Gompafiía  del  Norte,  al  admitir  la  subrogación  de 
Isa  derechos  de  la  concesión  del  camino  de  Alar  á  Santander,  acepta  las 
sUigaciones  que  la  misma  lleva  consigo  relativamente  al  Gobierno,  y  se 
eompromete,  por  tanto,  á  dar  por  concluidas  las  obras  de  toda  especie  que 
son  necesarias  para  el  fin  de  poner  el  camino  en  perfecto  buen  estado  de 
explotación,  conservándole  después  de  igual  modo,  adquiriendo  el  mate- 
rial útíl  necesario,  renovando  la  vía  y  haciendo  las  convenientes  repara- 
cksiea,  para  que  en  nada  se  aminore  el  valor  de  la  hipoteca.  Esta  será 
espedal  del  camino  y  sus  dependencias;  entendiéndose  que  será  extensiva 
á  todas  las  obras  que  se  ejecuten  en  lo  sucesivo  y  al  material  de  todo  gé- 
■ero  qne  se  adquiera»: 

Visto  el  art.  4.»  de  la  ley  general  de  Ferrocarriles  de  28  de  Noviembre 
de  1877,  en  qne  se  preceptúa:  cForman  el  plan  general  de  ferrocarriles» 
para  los  efectos  de  esta,  ley  las  líneas  construidas  y  las  comprendidas  en 
k  1^  de  2  de  Julio  de  1870,  sus  anejas  y  especiales»: 

Visto  el  art  21  de  la  misma  ley,  según  el  cual:  <E1  concesionario 
podrá,  previa  autorización  del  Ministerio  de  Fomento,  transferir  sos  de- 
sachos,  quedando  obligado  el  qne  los  adquiera  en  los  mismos  términos 
7  con  las  mkmas  garantías,  al  cumpliíniento  de  las  condiciones  estipu- 

Fallamos  que  debemos  desestimar  y  desestimamos  la  excepción  de 
facompetoncia  alegada  como  perentoria  por  el  representante  del  Ayunta- 
aúento  de  TorreUrega,  y  absolver  como  absolvemos  á  la  Administración 
general  del  Estado  de  la  demanda  deducida  por  la  Gompafiía  de  los  Fe- 
rrocarriles del  Norte  de  Espafia  contra  la  Keal  orden  de  81  de  Marso  de 
I8Q6,  U  cnal  queda  firme  y  subsistente. — (Sentencia  publicada  en  16  de 
Y^bráco  de  1808,  é  inserta  en  k  Gaceta  de  27  de  Septiembre  del  mis^ 
swafio.) 


Digitized  by  VjOOQIC 


128  JUBISPBÜDBMOIÁ  ADKZVUnntATIVA 


77 

Sbmtbnoia  (1((  de  Febrero  de  lB92),^Ingeniero$  agrónomo$,  Eitackme$ 
cgr<mómka$.  Be$olucione$  que  causan  estado,— Se  revoca,  en  parte,  la  Beal 
orden  de  10  de  Marzo  de  1887,  y  en  todo,  las  de  18  de  Abril  del  mitmo  afio 
impugnadas  por  D.  Nicomedes  Porfirio  Adán,  relativas  á  la  provisión  de 
placas  de  Directores  de  las  Estaciones  agronómicas  de  Santa  Clara  y  Pi- 
nar del  Río,  y  se  establece: 

1.0  Que  $on  firmes  é  irrevocables  en  vía  gubernativa  por  causar  estoék, 
las  BieaUs  órdenes  que  establecen  derechos  en  favor  de  un  particular: 

Y  ;3.o  Que  siendo  requinto  indispensable,  según  la  convocatoria  origen  de 
un  concurso,  para  tomar  parte  en  el  mismo  presentar  con  la  solicitud  el  titulo 
de  Ingeniero  agrónomo,  fué  procedente,  por  carecer  de  aquel  documento^  la  ex- 
clusión de  un  interesado,  qmen  carece  de  acción  para  impugnar  los  nombra- 
mientos hechos  como  consecuencia  del  concurso. 

Por  Beal  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Ultramar  en  8  de  Di' 
ciembre  de  1884,  y  teniendo  en  cnenta  lo  resnelto  respecto  de  los  Ingenie* 
ros  indostriales  por  otra  de  20  de  Abril  del  mismo  afio,  se  determinó,  á 
instancia  de  D.  Nicomedes  Porfirio  Adán,  residente  en  la  isla  "Ae  Coba, 
que  poseía  título  de  Ingeniero  agrónomo  obtenido  en  Bélgica,  qne  los  In- 
genieros agrónomos  extranjeros  babían  de  someterse  á  iguales  ejercidon 
de  examen  y  pagar  con  el  aumento  de  real  fuerte  por  real  de  vellón,  los 
derechos  del  grado  y  expedición  de  título  qne  pagan  los  que  han  hecho 
sus  estudios  y  obtenido  su  título  en  escuela  oficial  espafiola,  debimido 
componerse  el  Tribunal  de  Ingenieros  agrónomos,  supliéndose  la  falta  de 
uno  ó  dos  de  éstos  con  Ingenieros  de  Montes  de  los  existentes  en  la  isla, 
falta  qne,  en  virtud  de  otra  Beal  orden  de  6  de  Octubre  de  1885,  se  suplió 
también  con  el  Catedrático  de  Agricultura  del  Instituto  de  la  Habana,  Li- 
cenciado en  Ciencias  naturales. 

Ante  el  Tribunal  así  nombrado,  practicó  el  interesado  los  ejercicios  ne- 
cesarios para  la  incorporación  de  su  título  en  Espafia,  no  expidiéndose  in- 
mediatamente el  título  por  las  dudas  que  ocurrieron  respecto  de  la  Auto- 
ridad que  debía  hacerlo;  y  habiéndose  anunciado  eneétas  circunstancias 
la  provisión  por  concurso  de  las  plazas  de  Directores  de  las  Estadooes 
agronómicas  de  Santa  Clara  y  Pinar  del  Bío,  se  presentó  al  mismo  D.  Ni- 
comedes Porfirio  Adán,  acompañando  certificación  de  los  ejercicios  de 
examen,  pero  no  el  título  de  Ingeniero  agrónomo,  que  no  le  hiü^ía  sido  ex- 
pedido; y  por  Beal  orden  de  10  de^larzo  de  1887,  se  declaró  ilegal  ladeS 
de  Diciembre  de  1884,  como  contraria  al  Beglamento  para  el  régimen  del 
Instituto  Agrícola  de  Alfonso  XII,  negándose,  en  su  consecuencia,  al  in 
teresado,  aptitud  legal  para  tomar  parte  en  el  concurso,  y  declarando,  ade- 
más, qne  aun  cuando  se  reconociese  validez  á  los  ejercicios  que  había 
practicado,  á  pesar  de  la  forma  en  que  se  constituyó  el  Tribunal,  no  podía 
ser  admitido  por  no  habérsele  expedido  el  título. 

Por  Beales  órdenes  dictadas  ambas  en  18  de  Abril  de  1887,  fueron 
nombrados  para  ,las  plazas  de  que  se  trata  D.  José  Cadenas  y  D.  José  Bi- 
oarte.  Ingenieros  agrónomos  espafioles,  que  también  acudieron  al  con- 
curso. 

Contratas  Beales  órdenes  de  !.<>  de  Marzo  y  18  de  Abril  de  1887,  acu- 
dió á  la  vía  contenciosa  D.  Nicomedes  Porfirio  Adán  por  entender  que  ha- 
bía sido  indebidamente  excluido  del  concurso;  y  sustanciado  el  pleito  poc 
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tote  fln»  trámites  legales,  el  Tribuntl  dictó  en  16  de  Febrero  de  1892  ten- 
tnde,  ea  jm  parte  anstaiicial  es  como  signe: 

CoDsideraiido  qne  las  Reales  órdenes  de  S  de  Diciembre  de  1884  y  6  de 
Oetabre  de  1886,  son  firmes  é  irrevocables  en  yía  gobernativa  por  baber 
cansado  estado  estableciendo  derecho  en  favor  de  D.  Nicomedes  Porfirio 
Adán: 

Oonsiderando  qne,  en  virtnd  de  lo  expuesto,  es  improcedente  negar, 
como  lo  hace  la  Real  orden  reclamada  de  10  de  Marzo  de  1887,  la  valides 
7  eficacia  de  los  ejercicios  de  incorporación  verificados  por  el  actor  con 
arreglo  á  aquellas  resolnciones: 

Oonsiderando  que  aunque  dichos  ejercicios  sean  válidos,  y  deba  expe- 
dirse por  consecuencia  á  Adán  el  título,  de  Ingeniero  agrónomo  espafiol^ 
€•  lo  derto  que  tal  expedición  no  habría  tenido  efecto  al  presentarse  aquéi 
«1  el  concurso  para  provisión  de  la  plaza  de  que  se  trata: 

Considerando  que,  según  la  convocatoria  origen  del  concurso,  era  re- 
quisito indispensable  para  tomar  parte  en  el  mismo,  presentar  eon  la  sol! 
citnd  el  título  de  Ingeniero  agrónomo,  y  por  lo  tanto,  aunque  carezca  de 
fundamento  la  Real  orden  de  10  de  Marzo  en  la  apredación  que  hace  de 
la  valides,  resulta  que  fué  procedente  la  exdusión  del  hoy  demandante, 
ti  cual  carece  de  acción  para  impugnar  los  nombramientos  recaídos  en  Don 
José  Cadenas  y  D.  José  Ricarte; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  D.  Nicomedes  Por 
Srio  Adán  debió  ser  excluido  del  concurso  para  providón  de  las  plazas  de 
Directores  de  las  Estaciones  agronómicas  de  Santa  Clara  y  Pinar  del  Río, 
por  no  tener  el  título  oficial  de  Ingeniero  agrónomo  espafiol  cuando  pre- 
sentó susolidtud;  en  cuanto  la  Real  orden  reclamada  de  10  de^arzo  de 
1887  no  esté  conforme  con  esta  declaración,  se  revoca,  quedando  confir- 
mada en  lo  demás,  y  confirmamos  también  las  otras  dos  Reales  órdenes 
impugnadas  de  18  de  Abril  del  mismo  afio  de  1887.— (Sentenda  publicada 
d  16  de  Febrero  de  1892,  é  inserta  en  la  Oaceta  de  27  de  Septiembre  del 
mismo  afio.) 
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SESTrarcLA.  (16  de  Febrero  de  1892).— ^^nto  de  AdtMtuu,  Delito  de  de- 
frmdaeiáñ, — Se  absuelve  á  la  Administradón  de  la  demanda  interpuesta 
por  D.  Manuel  Rueda  contra  la  Real  orden  de  27  de  Junio  de  1882,  relativa 
al  pago  de  derechos  de  Aduanas,  y  se  establece: 

1.^  Que  el  hecho  de  introducir  en  territorio  español  (géneros  extranjeros  mn 
pagar  loe  derechos  eorrespondienteSy  constitut/e  el  delito  de  defraudación: 

I  2.^  Que  según  el  art.  208  de  las  Ordenanzas  de  Aduanas  de  15  de  Ju- 
lio de  1870,  los  delitos  se  castigc^n  administrativamente  eon  una  multa  igual 
al  fxdor  oficial  del  género  y  sus  derechos  de  Arancel, 

A  virtud  de  encargo  de  D.  Miguel  Caro,  dd  comerdo  de  Madrid,  Don 
Manuel  Rueda,  agente  de  Aduanas  de  Bilbao,  presentó  al  despacho  dos 
cajas,  conteniendo  algodón  torddo,  que  fueron  aforadas  por  la  partida  17 
del  Arancel,  pagando  en  junto  por  derechos,  la  suma  de  628,75  pesetas» 

Instruido  expediente  de  investigación,  á  causa  de  haber  advertido  In 
DirecdÓD  general  de  Aduanas  raspaduras  en  los  números  indicativos  de  la 
partida  ás\  Arancel  porque  debían  aforarse  las  mercandas,  se  acreditó  por 
medio  de  factura  original  de  la  fábrica  remitente,  que  las  dtadas  cajaa 
contenían  algodón  torddo  á  tres  diámetros,  y  que  el  agente  Rueda  había 
áff  9 
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cargado  al  oonaignafcarío  en  la  caenta  1.367,60  pesetas  por  el  algodón  afo- 
rado por  la  parttda  99  del  Arancel  que  era  la  qae  efectívamente  correspon* 
día,  por  ser  el  algodón  de  tres  diámetros;  y  habiendo  manifestado  el  In* 
lerventor  y  el  Administrador  qae  coando  se  despachó  la  declaración  no 
contenia  tales  enmiendas,  se  instmyó  el  expediente  administratiyo- jiidi- 
dal,  qae  faó  resaelto  en  seganda  instancia  por  Real  orden  de  27  de  Janio 
de  1882,  por  la  cnal,  teniendo  en  caenta  qae  se  había  cometido  el  delito 
de  defraadación  qae  determina  el  art.  10  del  Real  decreto  de  20  de  Jonio 
de  1852,  se  impaso  á  D.  Manad  Raeda  y  al  Vista  D.  José  Pareja,  manco- 
munada y  solidariamente,  el  valor  oñcial  y  derechos  de  Arancel  de  lo» 
géneros  á  qae  se  contraía  el  expediente,  mandando,  además,  pasar  las  res- 
pectivas copias  al  Jasgado  por  el  delito  conexo  de  alteración  de  docamen- 
tos  públicos. 

Contra  esta  Real  orden  acadió  á  la  vía  contenciosa  D.  Mannel  Rueda;  y 
•egoido  el  pleito  por  todos  sus  trámites  legales,  el  Tribunal  la  confirmó  por 
sentencia  de  16  de  Febrero  de  1802,  cuya  parte  sustanciid  es  como  sigue: 

Ck>nsiderando  que  la  demanda  sólo  fué  admitida  en  cuanto  la  Real  or- 
den impugnada  aplica  al  recurrente  los  preceptos  y  disposiciones  de  las 
Ordenanxas  de  Aduanas: 

Gonsiderando  que  si  bien  no  resulta  probado  que  D.  Manuel  Rueda 
hiciese  las  alteraciones  de  la  declaración  presentada  en  la  Aduana  de  Bil- 
bao el  día  7  de  Junio  de  1881  para  el  despacho  de  las  dos  cajas  de  alsodón 
referidas,  es  indudable  que  él  se  aprovechó  de  dichas  alteraciones,  puesto 
que  no  verificó  el  pago  de  los  derechos  correspondientes  al  género  que  in- 
troducía: 

Considerando  que  el  hecho  de  introducir  en  territorio  espafiol  géneros 
extranjeros  sin  pagar  los  derechos  correspondientes,  constituye  el  delito 
de  defraudación: 

Gonsiderando  que  no  es  creíble  que  D.  Manuel  Rueda  procediese  con 
error  ó  ignorancia,  puesto  que  por  la  carta  de  pago  tuvo  conocimiento  de 
que  había  abonado  la  mitad  de  los  derechos  que  debió  satisfacer,  y  cu3^ 
importe  no  ignoraba  desde  el  momento  en  que  puntualizó  la  partida  del 
Arancel,  y  cuando  en  el  mismo  día  en  que  verificaba  el  ingreso  de  628  pe- 
setas y  76  céntimos  cargó  en  cuenta  al  dueño  del  género  1.267  pesetas  y 
60  céntimos: 

Gonsiderando  que,  según  el  art.  208  de  las  Ordenanzas  de  Aduanas,  vi- 
gentes en  la  época  en  que  se  realizaron  los  hechos  de  autos,  los  delitos  se 
castigaban  administrativamente  con  una  multa  igual  al  valor  oficial  del 
género  y  sus  derechos  de  Arancel. 

Vistos  el  art.  10  del  Real  decreto  de  20  de  Junio  de  1882  y  el  208  de  las 
Ordenanzas  de  16  de  Julio  de  1870; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Manuel  Raed» 
contra  la  Real  orden  de  27  de  Junio  de  1882,  la  cual  queda  firme  y  subáis- 
tente.^(Sentencia  publicada  el  16  de  Febrero  de  1802,  é  inserta  en  la  Qck 
ceta  de  27  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 
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SiNTSUGiA  (17  de  Febrero  de  1802).— ^tincíonanof  de  la  carrera  judi- 
cial. Abono  de  los  oeho  años  de  carrera.— Qe  revoca  la  Real  orden  de  26  de 
Abril  de  1801,  que  negó  á  D.  Juan  de  Iraola  y  Bivero  el  abono  de  los  ochCK 
afios  de  carrersi  y  se  establece: 
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I.""  Qiée  aunque  m  $1  art.  Í.o  dü  deeraoUy  de  22  de  Octubre  de  1868, 
hformado  en  un  espíritu  restrictivo,  $e  inctUoa  la  escrupuioea  observancia  de- 
ka  leyes  generales  vigentes  en  materia  de  elas^icaeián,  con  exclusión  de  las 
Reales  árdenes  dktaías  peora  casos  especiales  y  déla  jurisprudencia  estable- 
de,  que  estuvieren  en  oposición  con  el  texto  y  letra  de  dkfias  leves,  es  lo  cierta 
que  por  la  regla  P>  de  su  art.  6.0  se  manda  kaeer  el  abono  de  los  ocho  años  de 
terrera  que  concedieron  las  leyes  de  1835  y  1862  á  los  Juecesy  Ministros  de 
bf  Tribunales  y  á  los  funcionarios  del  Ministerio  fiscal,  siempre  que  hubieren 
ieiempeñado  en  propiedad  sus  empleos,  siendo  éstos  de  planta  reglamentaria, 
coa  sueldo  señalado  en  los  presupuestos  generales  del  Estado  y  con  non^a- 
Miento  Real  de  las  Cortes,  de  la  Regencia  del  Reino  ó  del  Gobierno  pro^Mo- 
saL,  y  después  de  cun^^üda  la  edad  de  dieciséis  años: 

i.o  Que  aun  admitido  el  hecho  de  que  las  leyes  de  1865  y  1867,  que  limi- 
teron  el  abono  de  los  ocho  años  de  carrera  á  los  Jueces,  Magistrados  y  Fisca» 
ks  nombrados  cmtes  de  1865.  contuvieran  una  derogación  tácita  de  las  leyes 
snteriores,  en  elpur^  concreto  á  que  este  ütigio  se  rtfierc,  siempre  habrá  que 
etHmar  los  preceptos  de  ésta  como  nuevamente  puestos  en  vigor  por  voluntad 
expresa  del  legislador,  claramente  manifiesta  en  la  referida  regla  9.^  del  de- 
crüs^ky  de  22  de  Octubre  de  1868: 

$/^  Que  siendo  éste  el  estado  de  derecho  al  promulgarse  la  ley  Provisional 
mbre  organización  del  Poder  judicial  de  15  de  Septiembre  de  1870,  á  él  tenia 
ffureferirse  necesariamente  la  prescripción  con£snida  en  el  art.  241,  al  esta- 
bUeer  que  á  los  Jueces  y  Magistrados  se  les  compute  en  sus  clasificaciones  el 
Mnieüto  de  tiempo  que  por  rosón  de  carrera  les  corresponda: 

á9  Qne  recientemente  ha  reconocido  d  legislador  la  eficacia  y  virtualidad 
id  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868  y  délas  leyes  de  1835  y  1862,  á  que 
«fuéÍM  r^ierejfll  conceder  por  d  art.  14  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888 
ti  éartcho  al  ahono  de  los  años  de  carreréJfie  Abogado  á  los  Ministros,  Fiscales 
f  Secretarios  de  este  Tribunal,  por  la  analogía  de  las  funciones  propias  de 
aqudlos  cargos  con  los  déla  carrera  judicial  y  fiscal,  precito  que  no  tendría 
imüfieaeión  ni  podría  explicar.se,  dada  la  vaguedad  con  que  aparece  redacta^ 
do,  si  no  estuviesen  subsistentes  las  disposiciones  á  que  indudablemente  alúde- 
las cuales  determinan  que  son  ocho  los  años  de  servicio  que  por  razón  de  ca- 
rrera deben  abonarse; 

Y  5.^  Que  por  loquen  refiere  á  la  Beal  orden  de  22  de  Marzo  de  1889, 
ssbre  no  haberse  publicado  en  la  Gaceta  de  Madrid,  no  tiene  más  alcance 
qsedde  una  instruceión  dada  por  d  Ministerio  de  Hacienda  á  la  Junta  de 
7uues  pasivas  como  aclaración  al  Eeal  decreto  de  29  de  Enero  anterior^  que 
imguna  dúsponeidn  contiene  respecto  de  esta  materia,  sino  la  de  no  compren- 
der d  abono  de  los  ocho  añes  á  los  Catedráticos  de  Institutos,  á  más  de  que^ 
orno  disposición  interpretativa,  no  puede  prevalecer  contra  la  letra  y  espi- 
rku  délos  preceptos  legales  á  que  u  refi^e. 

Por  Beal  orden  de  36  de  Abril  de  1891,  recaída  en  el  expediente  de 
jobüación  de  D.  JvMa  Iraola  7  Bivero,  Magistrado  de  Audiencia  territo- 
lial,  7  4  qnien  la  Jonta  de  Olaaea  paaivaa  reconoció  dieciocho  afioa,  nneve 
Bewt  7  nueve  días  de  servioioa,  declarándole  ain  derecho  á  haber  de  ju- 
hiJadón,  ee  negó  á  dicho  interesado  el  abono  de  loa  ocho  afioa  de  carrera. 

Oontra  eeta  Beal  orden  acudió  el  interesado  á  la  vía  contenciosa  en 
sápUea  de  que  se  le  reconociera  dicho  abono,  7a  considerándole  como  ínn- 
tienario  judicial  anterior  á  186i,  puesto  que  por  Beal  orden  de  16  de  Oc- 
tabte  de  1863  fué  nombrado  Vicesecretario  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  7a 
Forqae  de  todos  modos  le  oorrespondia  con  arreglo  á  los  fundamentos  que 
•iciíaba. 

Seguido  él  pleito  por  todos  sus  trámites  lei^eS)  el  Tribunal  revocó  lft^ 
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Real  orden  impng&ada  por  sentencia  de  17  de  Febrero  de  1892,  coya  par* 
te  snitancial  ea  como  sigue: 

Considerando  qne  para  resolver  la  onestión  del  presente  litigio,  6  se» 
la  de  si  D.  Joan  de  Iraola  tiene  derecho,  por  los  cargos  qne  ha  desemp*- 
fiado  en  las  carreras  jadicial  y  fiscal,  al  abono  de  los  ocho  afios  qne  reela- 
ma,  es  de  todo  pnnto  indiferente,  con  arreglo  á  la  Jnrispradencia  estable- 
cida, qne  el  interesado  ingresara  en  las  referidas  carreras  antes  ó  despnét 
de  1866,  por  lo  cnal  no  se  hace  necesario  resolver  si  por  el  cargo  de  Vice- 
secretario de  la  Andjencia  de  Sevilla,  para  el  qne  D.  Joan  de  Iraola  foé 
nombrado  por  Real  orden  de  !•  de  Octubre  de  1868  estaba  ó  no  asimilado 
áéa  carrera  judicial: 

Considerando  que  aunque  en  el  art.  l.o  del  decreto-ley  de  S2  de  Octu- 
bre de  1868,  informado  en  un  espíritu  restrictivo,  se  inculca  la  escrupu- 
losa observancia  de  las  leyes  generales  vigentes  en  materia  de  clasifica- 
ción, con  ezclasión  de  las  Reales  órdenes  dictadas  para  casos  especiales  y 
de  la  jarisprndencia  establecida  que  estuvieron  en  oposición  con  el  texto 
y  letra  de  dichas  leyes,  es  lo  cierto  que  por  la  regla  9.»  de  su  art  6.<>  se 
numda  hacer  el  alxmo  de  los  ocho  afios  de  carrera  que  concedieron  las  le- 
yes de  1836  y  1862  á  los  Jueces  y  Ministros  de  los  Tribunales  y  á  los  fnn* 
donarlos  del  Ministerio  fiscal,  siempre  que  hubieren  desempeñado  sd  pro- 
<-  piedad  sus  empleos,  siendo  éstos  de  planta  reglamentaria,  con  sueldo  aeffa- 

lado  en  los  Presupuestos  generales  del  Estado,  y  con  nombramiento  Real, 
de  las  Cortes  de  la  Regencia  del  Reino  ó  del  Gobierno  provisional  y  des- 
pués de  cumplida  la  edad  de  dieciséis  afios; 

Considerando  que  aun  admititido  el  hecho  de  que  las  leyes  de  1865  y 
1867,  que  limitaron  el  abono  de  los  ocho  afios  de  carrera  á  los  Jueces» 
Magistrados  y  Fiscales  nombrados  antes  de  1866,  contuvieran  una  dero- 
gación tácita  de  las  leyes  anteriores,  en  el  punto  concreto  á  que  este  liti- 
gio se  refiere,  siempre  habrá  que  estimar  los  preceptos  de  ésta  como 
'  nuevamente  puestos  en  vigor  por  voluntad  expresa  del  legislador,  elara- 

mente  manifiesta  en  la  referida  regla  9>  del  decreto  ley  de  22  de  Octubre 
de  1868: 

Considerando  que  siendo  éste  el  estado  de  derecho  al  promulgarae  la 

ley  provisional  sobre  organización  del  Poder  judicial  de  16  de  Septiembre 

de  1870,  á  él  tenía  que  referirse  necesariamente  la  prescripción  contenida 

^  en  el  art.  241  al  establecer  que  á  los  Jueces  y  Magistrados  se  les  compute 

'^>-^  en  sus  clasificaciones  el  aumento  de  tiempo  que  por  raaón  de  carrera  lee 

^  corresponda. 

^  Considerando  que  recientemente  ha  reconocido  el  legislador  la  efieaeía 

y  virtualidad  del  decreto  ley  de  Octubre  de  1888  y  de  las  leyes  de  1885  y 
r^;  -  1862,  á  qne  aquél  se  refiere,  al  conceder  por  el  art  14  de  la  ley  de  18  de 

^'  Septiembre  de  1888  el  derecho  al  abono  de  los  afios  de  carrera  de  Abo- 

y^  gado  á  los  Ministros,  Fiscales  y  Secretarios  de  este  Tribunal,  por  la  ana- 

;;  logia  de  las  funciones  propias  de  aquellos  cargos  con  los  de  la  carrera  jú- 

/i;  ^  dicial  y  fiscal,  precepto  que  no  tendría  justificación  ni  podría  explicarse, 

;f  rr  dada  la  vaguedad  con  que  aparece  redactado,  si  no  estuviesen  subsisten- 

'  í^f  tes  las  disposiciones  á  que  indudablemente  alude,  las  cuales  determinan 

'^  '^  que  son  ocho  los  afios  de  servicio  que  por  razón  de  carrera  deben  abo- 

VjC' '  narse;  \ 

W^  Y  considerando,  por  lo  que  se  refiere  á  la  Real  orden  de  22  de  BCarso 

^i*'-;^  de  1889,  que  sobre  no  haberse  publicado  en  la  Oaaeta  de  Madrid^  no  Úea^ 

¡M^i,  más  alcance  que  el  de  una  instrucción  dada  por  el  Ministerio  de  Haeien- 

^^^  da  á  la  Junta  de  Clases  pasivas  como  aclaración  al  Real  decreto  de  29  da 

''i^'  £nero  anterior,  qne  ninguna  disposición  contiene  respecto  de  esta  mate- 

;/t .  da,  sino  la  de  no  oomprender  el  abono  de  los  ocho  afios  á  los  Catedráti- 
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COT  de  InstítaUx,  á  mam  de  qne,  oomo  dkpotidón  interpretativa,  no  pne- 
de  prevalecer  contra  la  letra  y  eapiíita  de  loa  prec^toa  legalea  á  que  ae 


TiatoB  el  art  26,  reglaa  6>  y  7.%  de  la  ley  de  Preaopaeatoa  de  26  de 
Mm  de  1886,  el  11  de  laa  de  4  de  Mayo  de  1862  y  16  de  Julio  de  1866;  el 
19  de  la  de  29  de  Julio  de  1867;  el  l.o  y  6.«  del  decreto-ley  de  22  de  Octu- 
bre de  1868;  el  241  de  la  ley  orgánica  del  Poder  jadicial;  el  l.o,  re- 
^  2.*  del  Beal  decreto  de  29  de  Enero  de  1889,  y  la  regla  1.»  de  la  Beal 
ofdfln  de  22  de  Marxo  de  1889,  en  la  qoe  ae  eatablece  qne  el  abono  de 
loe  echo  afioa  de  carrera,  lo  mismo  ai  ae  trata  de  Catedráticoa  de  UniTer* 
ndadea  qae  de  Jnecea  y  Ministroa  de  loa  Tribunalea,  Miniaterio  fiacal  y 
Begiatiadoree  de  la  propiedad,  á  qoienea  laa  leyea  ban  declarado  igual  de- 
redio,  aólo  alcanza  á  los  que  bubieaen  comensado  á  desempeñar  sn  cargo 
ó  tuviesen  adquirido  dicbo  derecho  antes  de  la  publicación  de  la  ley  de 
16  de  JuHo  de  1866; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Beal  orden  de  26  de 
Afadl  de  1891;  y  en  su  lugar  declaramos  que  D.  Juan  de  Iraola  y  Rivero 
tiene  derecho  á  que  se  le  computen  en  su  clasificación  los  ocho  afios  de  la 
i  de  Abogado.~(Sentencia  publicada  el  17  de  Febrero  de  1892,  ó  in- 
i  la  Oaeeta  de  27  de  Septiembre  del  mismo  aflo). 
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SnmDiciA  (18  de  Febrero  de  1892).—  Venta»  de  hiene$  nacimak».  Abono 
de  M^brtES.  Ifulidad  de  twito.— Se  revoca  la  Real  orden  de  28  de  Julio  de 
1887  mipognada  por  D.  Rosendo  Rodríguez,  relativa  al  abono  de  mejoras 
walhaiUia  en  una  finca  que  adquirió  del  Estado,  cuya  venta  fué  anulada» 
y  m  eatableee: 

Qiie  la»  mejora»  neee»aria»  y  úHle»  ton  abonable»  al  pouedor  de  buena 
/c,  aeyéa  lo  diípueeio  en  la  ley  44,  iit.  28,  Partida  d.<^ 

D.  Roeendo  Rodrigues  adquirió  en  pública  anbasta  en  1873  una  here- 
dad procedente  de  bienea  nacionales;  y  declarada  posteriormente  la  nuli- 
dad de  la  venta,  dicho  Rodrigues  reclamó,  no  aólo  la  devolución  de  los 
pisaos,  aino  también  el  importe  de  las  mejoras  hechas  en  la  finca,  aaoen- 
destes,  s^ún  peritos  nombradoa  por  la  Administración,  i  la  cantidad  de 
12 J86.76  pesetas,  resolviéndose  por  la  Dirección  de  propiedades  y  dere- 
chos oel  Estado  que,  siendo  el  Capellán  D.  Vicente  García,  i  cuya  instan- 
cia m  había  declarado  la  nulidad  de  la  venta,  usufructuario  de  los  bienes, 
y  habiendo  éstos  de  paaar  al  Estado  á  la  muerte  de  aquél,  á  dicho  Cape- 
Báa  le  correspondía  el  abono  de  las  mejoras  solicitadas. 

interpuesto  por  ambos  interesados  recurso  de  alzada,  se  expidió  la 
Real  orden  de  23  de  Julio  de  1887,  por  la  cual  se  declaró  á  D.  Rosendo 
Rodríguez  sin  derecho  al  abono  que  solicitaba;  é  impugnada  esta  Real  or- 
den en  vía  contenciosa,  y  seguido  el  pleito  por  todos  sus  trámites  legales, 
si  Tribunal  la  revocó  por  sentencia  de  18  de  Febrero  de  1892,  cuya  parte 
saelaaeial  es  como  sigue: 

Considerando  que  la  cuestión  discutida  en  este  pleito  se  reduce  á  de- 
tetminarde  si  son  ó  no  abonables  á  D.  Rosendo  Rodríguez  las  mejoraa 
^oe  hizo  en  la  casa  que  formaba  parte  de  la  heredad  que  compró  al  Estado 
en  el  tánnino  de  Canales  y  la  Magdalena,  provincia  de  León,  y  cuya  venta 


OoBsiderando  qne,  según  resulta  del  expediente  administrativo,  cuando 
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«e  sabMtó  la  cmb  en  cae«tión,  constaba  lólo  de  planta  baja,  mala  cons- 
tracción  y  cubierta  de  teja;  y  las  mejoras  hechas  en  ella,  según  la  tas»- 
ción  practicada  por  los  peritos  nombrados  por  la  Administración,  asciende 
á  la  suma  de  12.886,75  pesetas: 

Considerando  que  las  expresadas  mejoras  consisten  en  la  constraeclón 
de  la  fachada,  paredes,  tabiques,  tejado,  puertas  y  ventanas,  por  lo  que  no 
es  posible  considerarlas  de  adorno  y  recreo,  sino  necesarias  y  útiles  parm 
la  conservación  de  la  finca  y  aumento  de  su  valor: 

Considerando  que  las  mejoras  necesarias  y  útiles  son  abonables  al  po- 
seedor de  buena  fe,  según  lo  dispuesto  en  la  ley  44,  tit  28,  Partida  8.»: 

•  Oonsiderando  que  el  Capellán  D.  Vicente  Qarcía  es  únicamente  usu- 
fructuario de  los  bienes  de  la  capellanía  de  que  forma  parte  la  casa  en  qne 
han  sido  hechas  las  mejoras,  de  las  cuales,  lo*  mismo  que  de  los  demás 
bienes  de  dicha  capellanía,  podrá  disponer  el  Estado  libre  y  legalmente 
cuando  el  mencionado  Capellán  obtenga  un  beneficio  eclesiástico  que  le 
proporcione  los  elementos  necesarios  para  su  subsistencia. 

Vista  la  ley  44,  tít.  28,  Partida  8>,  que  dice:  cDespensas  fazen  los  ornea 
en  las  casas  e  en  las  heredades  ajenas  que  tienen,  non  fasiendo  y  denuevo 
alguna  cosa,  más  refaslendo  ó  enderesando  los  edificios  en  los  lugares  do 
es  menester  ó  faziendo  y  lügunas  otras  cosas  que  son  provechosas  á  la 
casa  ó  á  la  heredad.  E  en  tal  caso  como  este  dezimos  que  aquel  que  las 
despensas  flziere,  que  sean  menester  de  f  aserias,  que  las  deue  e  las  puede 
cobrar,  etc.»; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Beál  orden  de  23  de  Ja- 
llo de  1887,  declarando  que  D.  Rosendo  Rodríguez  tiene  derecho  á  que  se 
le  abonen  por  el  Estado  las  12.886,76  pesetas  qne  importan  las  mejoras 
que  hizo  en  las  casas  que  compró  al  mismo,  y  cuya  venta  fué  anulada. — 
(Sentencia  publicada  el  18  de  Febrero  de  1892,  ó  inserta  en  las  Oaceiaz  de 
27  y  29  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 
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Sentencia  (18  de  Febrero  dé  l^^2),~-FeirrooarrüeB,  Fiantca.—B^  ab- 
suelve á  la  Administración  de  la  demanda  deducida  por  la  Compafiía 
denominada  del  Castillo  de  los  Guardas  contra  la  Real  orden  de  18  de 
Julio  de  1888,  relativa  á  la  suspensión  de  plazo  para  constituir  una  fianza, 
y  se  declara: 

Qüu  iefkUado  en  una  ley  de  una  manera  temUnaniey  no  $ólo  el  plazo  dentro 
del  cual  $e  había  de  eanstUnir  la  ¡tanza  por  la  CompaMa  conceeionaria  de 
un  ferrocarril^  $ino  también  el  dia  que  habia  de  $ervir  de  punto  de  partida 
para  contar  eseplazOf  la  Adminutracián  actipa  tiene  el  deber  de  cumplir  el 
precepto  establecido,  puesto  q¡ue  carece  de  atrUmeionee  para  suspender  plazos 
taxativamente  marcados  en  Jas  leyes. 

Por  ley  de  4  de  Mayo  de  1888  se  autorizó  al  Gobierno  para  conceder, 
sin  subvención  del  Estado,  á  la  Compafiía  de  las  minas  del  Castillo  de  loa 
Guardas  la  construcción  y  explotación  de  un  ferrocarril  económico  qile 
partiendo  de  la  mina  Admirable^  terminara  en  el  barrio  de  Triana,  previ> 
niendo  el  art.  4.«  que  en  el  término  de  dos  meses,  contados  desde  la  pnbli- 
«ación  de  la  ley,  consignara  el  concesionario  una  fianza  equivalente  al 
3  por  100  del  knporte  del  proyecto. 

En  6  de  Julio  del  mismo  afio  1888  el  Subdirector  de  la  Compafiía  soli- 
citó que  se  suspendiera  el  plazo  para  la  constitución  de  la  fianza,  empe- 
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rüBdo  á  coixt»do  para  el  eoneeaionario  qae  llegase  á  serlo  desde  el  dia  en 
•qoe  se  otorgare  la  concesión;  y  negada  esta  pretensión  por  Real  máen  de 
18  del  mismo  mes  de  Julio,  aoadló  la  Oompafiía  á  la  via  contenciosa  cmi 
la  súplica  de  qoe  se  declarase  qne  no  venia  obligada  á  oonstitair  la  fiansa 
ikasta  qoe  se  le  otorgase  la  concesión;  y  si  á  ello  no  hubiese  lagar,  qne  se 
le  admitiese  la  fiansa  que  estaba  dispuesta  á  constituir  con  arreglo  al  pro- 
yecto presentado. 

Seguido  el  pleito  por  todos  sus  trámites  legales,  el  Tribunal  absohHó 
-de  la  demanda  á  la  Administración  por  sentencia  de  18  de  Febrero  de  1892, 
coya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que,  si  bien  es  cierto  que  en  la  actualidad  no  puede  con* 
^ceptnaise  concesionaria  del  ferrocarril  de  que  se  trata  á  la  Bocinad  Minas 
del  Osstillo  de  los  Guardas,  por  no  haberse  aún  expedido  al  efecto  la 
oportuna  Beal  orden,  no  lo  es  menos  que  á  ninguna  otra  entidad  que  á  la 
expresada  puede  la  Administración  activa  otorgar  la  concesión,  porque 
a^  lo  dispone  la  ley  de  4  de  Mayo  de  1888  en  su  artl.o; 

Oonsiderando  que  presentodos  por  la  Sociedad  demandante  en  el  Mi- 
nisterio de  Fomento,  con  anterioridad  á  que  se  publicase  la  ley  autorisan- 
do  la  concesión,  el  proyecto,  planos  y  presupuestos,  á  éste  es  al  que  sía 
duda  alguna  se  refiere  el  art.  4fi  de  la  indicadada  ley,  y  por  lo  tanto  existe 
«entidad  determinada  de  que  poder  deducir  el  8  por  100  qne  se  fija  como 
üaosa: 

Considerando  que  sefialado  en  dicho  art.  4.^  de  una  manera  terminas- 
te, no  sólo  el  plazo  dentro  del  cual  se  ha  de  eonstituir  la  fiansa,  sino  tam- 
biéa  el  día  que  ha  de  servir  de  punto  de  partida  para  contar  ese  plaso,  la 
Administración  activa  tiene  el  deber  de  cumplir  el  precepto  establecido, 
puesto  que  carece  de  atribuciones  para  suspender  plazos  marcados  taxati- 
vamente en  las  leyes: 

Considerando  que  no  son  aplicables  al  asunto  de  autos  los  preceptos 
«que  se  han  dictado  por  la  parte  actora  de  la  ley  dé  28  de  Noviembre  de 
1877,  tino  los  de  la  ley  especial  de  4  de  Mayo  de  1888,  que  modifica  aqué- 
llos para  este  caso  particular: 

Y  considerando  que  la  petición,  que,  como  subsidiaria,  formula  el  actor 
^n  su  dmnanda,  de  que  se  le  admita  desde  luego  la  fianza,  no  puede  ser 
objeto  de  resolución  en  la  vía  contencioso  administrativa,  por  no  haber 
sido  aducida,  ni  menos  resuelta  esta  pretensión  en  la  vía  gubernativa. 

Visto  el  art.  16  de  la  ley  de  28  de  Noviembre  de  1877,  que  dice:  <N6 
podren  en  ningún  caso  expedirse  títulos  de  concesión  de  líneas  de  servi- 
do especial,  mientras  el  concesionario  no  acredite  haber  depositado,  eet 
garantía  de  sus  obligaciones,  el  6  por  100  del  importe  del  presupuesto,  A 
la  concesión  fuese  subvencionada,  y  el  8  por  100  si  no  lo  fuese.  6i  el  con- 
^cesionario  dejase  transcurrir  quince  días  sin  verificar  este  depósito,  se 
declarará  sin  efecto  la  adjudhmdón,  con  pérdida  de  la  fianza  prestada, 
y  se  volverá  á  subastar  la  concesión  de  la  línea  en  el  término  de  cuarenta 
dlasv. 

Vistos  los  artículos  1  o  y  4.o  de  la  ley  de  4  de  Mayo  de  1888,  que  pre- 
vienen lo  siguiente:  «Art.  1.^  Se  autoriza  al  Gobierno  para  conceder  sin 
subvención  del  Estado,  á  la  Sociedad  ó  Oompafiía  de  las  Minas  del  Cas- 
tillo  de  los  Guardas  y  ferrocarril  á  Sevilla,  domiciliada  en  esta  ciudad,  la 
construcción  y  explotación  por  noventa  y  nueve  afios  de  un  ferrocarril  ece- 
nómico,  ó  de  vía  estrecha,  de  servicio  particular  y  uso  público  que,  par- 
tiendo de  la  mina  Admirable,  de  las  del  grupo  del  Castillo  de  los  Guardas» 
«se  dirija  por  las  inmediacianes  del  pueblo  de  este  nombre,  los  de  Garrobo, 
Serena,  Santiponce  y  Camas,  todos  de  la  provincia  de  Sevilla,  á  terminar 
«o  las  inmediaeioi^es  de  esta  última  ciudad,  en  su  barrio  de  Triana,  con 
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camales  que  enlacen  á  eeta  vía  el  pneblo  y  minas  de  AinalcoUar  y  minafl 
de  Aznalfarache,  en  el  mnelle  del  río  Goaidalqnivir.»  <Art.  4.o  £n  el  tér- 
mino  de  doa  meses,  contados  desde  la  publicación  de  esta  ley,  consignara 
ei  ooncesionario  ana  flanea  en  metálico  ó  efectos  de  la  Denda  pública^ 
equivalente  al  8  por  100  del  importe  del  presnpnesto,  qne  no  será  demel- 
ta  hasta  la  terminación  de  las  obras»; 

Fallamos  qne  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
nenü  del  Estado  de  la  demanda  deducida  contra  la  Beal  orden  expedida 
por  el  Ministerio  de  Fomento  en  18  de  Jnlio  de  1888,  la  cual  queda  ñrme 
y  subsistente.— (Sentencia  publicada  el  18  de  Febrero  de  1892,  é  inserta 
en  la  Oaecta  de  99  de  Septiembre  del  mismo  aflo.) 

82 

SsKTXKCiA  (18  de  Febrero  de  1892).~(7etMOf  deiomartigahles.  Preécrip^ 
tiáñ,  DenMiñdag  de  b%ene$  del  Egtado.^-Se  revoca,  en  parte,  á  instancia  del 
Ayuntamiento  de  Madrid,  la  Beal  orden  de  28  de  Mayo  de  1886,  relativa  á 
la  denuncia  de  un  censo,  y  se  establece: 

1.0  Que  la  cuestión  de  derecho,  relativa  áai  ha  ó  no  lugar  á  la preicripción 
por  lo  que  remeda  al  capital  de  un  eeneo,  eepor  9U  indoü  esencialmente  civil,, 
y  por  tantOt  de  la  competencia  de  loa  Tribunales  ordinarios,  lo  cual  no  imj^i- 
ca  que  la  Administraeién  deba  comparecer  ante  istoe  como  demandante,  pri- 
vada de  atribuciones  propias  para  proceder  por  si,  previoe  determinados  trá- 
mites, al  recobro  de  una  propiedad  que  estime  usurpada: 

2.*  Que  esas  atribueioneSf  aunque  excepcioneles  y  derogatorias  del  derecho 
común,  u  fundan  evidentemente  en  las  disposiciones  dictadas  para  la  Recu- 
dan de  la  ley  de  Í.o  de  Mayo  de  1855  y  demás  leyes  posteriores  relativas  á  la 
desamortieaeión,  y  señaladamente  en  el  art.  81  de  la  Instrucción  de  31  de  di- 
cho mes  y  alio,  y  en  el  16  de  la  Beal  orden  de  10  de  Junio  de  1856,  y  han  sido 
confirmadas  esas  atribuciones  por  la  jurisprudencia  casi  constantemente /or- 
inada sobre  este  punto^  y  de  nuevo  han  sCdo  declaradas  en  la  orden  de  27  de^ 
Agosto  de  1869^  que  en  cor^ormidad  á  estos  principios  v  alas  consultas  emi- 
tidas por  las  Secciones  de  Estado  y  Orada  y  Justicia  del  Consejo  de  Estado^ 
estableció  la  procedencia  de  la  incautación  administrativa,  sin  perjuicio  de 
que  los  censatarios  interesados  pudieran'Jhacer  valer  ante  los  Tribunales  la 
prescripción  que  alegaban: 

3*  Que  la  existencia  y  ejercido  de  esa  prerrogativa  por  parte  de  la  Ad- 
ministración pública^  no  suponen  necesariannente  ocultación  punible  ni  mata 
fe  en  la  detentación  á  q%te  níediante  su  incautación  la  misma  pone  término: 

4,^  Que  la  pena  del  20  por  100  del  capital  del  censo,  impuesta  por  d  ar-^ 
UchIo  12  de  la  Meal  orden  de  10  de  Junio  de  1856,  no  es  aplicable,  según  de 
su  contexto  resulta,  dno  á  los  que  se  hallen  comprendidos  en  el  art.  36  déla 
precitada  Instrucción  deSlde  Mayo,  óslalos  que  por  virtud  de  ella  venían^ 
obligados  á  presentar  relación  de  los  bienes  que  poseían  ó  administraban  per- 
tenecientes al  número  de  los  declarados  por  tu  ley  en  estado  de  venta; 

Y 5.0  Que  esa  obligación  impttesta por  los  articules  32  al 36  déla  misma^ 
Instrucción,  se  refiere  al  dueño,  poseedor  ó  Administrador  de  los  bienes^  ó  Uh 
que  es  igual,  tratándose  de  censos,  al  censualista;  y  que  sólo  se  hace  mérito- 
dsl  censatario,  y  precisamente  en  unión  del  colono^  arrendatario  ó  inquüino, 
en  d  últimoperíodo  de  dicho  art.  36,  extendiendo  á  tales  personas  la  obUga- 
dón  susodicha  cuando  continuasen  pagando  la  renta  por  predios  rústicos,  ur- 
banos ó  censos  no  comprendidos  en  las  rdadones. 

Lsk  Comunidad  de  Clérigos  Regulares  de  San  Cayetano  cedió,  por  eacrl- 
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to  de  84  de  Abril  áer  1817,  al  Ayuntamiento  de  Madrid  cierta  propiedad  i 
cambio  de  on  censo  de  6.400  reales  sobre  los  bienes  de  Propios  y  fondos 
f  áblieos  del  eomihi. 

Deanndado  el  gravamen  como  desamortisable,  alegó  el  Ayuntamiento 
balkiee  prescrito;  pero  en  definitiya  recayó  Beal  orden  en  26  de  Mayo  de 
1889,  confirmatoria  del  acuerdo  de  la  Delegación  de  Hacienda,  qne  estimó 
ffocédente  la  dennnds,  acordando  qne  se  adicionara  el  inventario  con  el 
censo  de  qne  se  teata,  y  qne  el  Ayuntamiento  estaba  obligado  á  satistacer 
Iss  pensiones  no  pagadas  desde  el  23  de  Jalio  de  1867  y  el  derecho  al  pre- 
mio del  17  por  100  del  capital,  y  el  6  por  100  de  las  pensiones  para  el  in- 
vestigador, y  el  S  por  100  á  los  comisionados  de  ventas,  é  incorsos  en  la 
snlta  del  20  por  100  del  capital  al  Mayordomo  de  Propios  y  Concejales 
que  constitoyeron  la  Corporación  municipal  en  los  afios  de  1856  y  18^6. 

Centra  esta  Beal  orden  acudió  el  Ayuntamiento  i  la  vía  contenciosa, 
coa  la  súplica  de  que  fuera  revocada  en  todas  sus  partes,  y  si  á  ésto  no 
babiese  logar,  en  la  parte  que  condenaba  al  Ayuntamiento  á  la  pena  del 
20  por  100  del  capital  del  censo  y  á  la  otra  multa  de  igual  cantidad  im- 
puesta al  Mayordomo  de  Propios  y  Concejales  que  constituían  la  Corpo- 
ración en  1866  y  1866,  y  declarándose  que  la  Hacienda  debía  acudir  á  los 
Tribunalea  de  justicia  para  obtener  el  reconocimiento  del  censo,  ó  que  la 
caestíón  relativa  á  su  existencia  ó  prescripción  correspondía  á  los  Tribu- 

(ordinarios. 


Seguido  el  pleito  por  todos  sus  trámites,  el  Tribunal  revocó,  en  parte, 
la  Beal  orden  por  sentencia  de  18  de  Febrero  de  1892,  cuya  parte  sustan- 
cial es  eomo  sigue: 

Considerando  que  la  Beal  orden  sobre  que  versa  el  pleito,  al  confirmar 
ea  todas  sus  partes  el  acuerdo  de  la  Delegación  de  Hacienda  de  esta  corte 
de  S  de  Septiembre  de  1884,  comprende,  como  éste,  tres  puntos:  declara- 
cióo  de  la  procedencia  de  la  denuncia;  imposición  de  la  multa  del  20  por 
100  del  capital  délos  censos,  ó  imposición  además  del  6  por  100  de  las 

stas  sdeodadas,  todas  laa  cuales  son  objeto  de  impugnación  en  el  pre- 
I  litigio: 

Considerando  que  el  A3runtamiento  demandante  alega  el  hecho  no 
eemtauUcho  de  que  el  censo  no  se  había  pagado  durante  más  de  treinta 
afios  con  anterioridad  á  la  fecha  de  la  denuncia: 

Craialderando.  en  cuanto  á  la  prescripción,  que  la  cuestión  de  derecho 
relativa  á  si  ha  o  no  lugar  á  ella  por  lo  qne  respecta  al  capital  del  censo, 
coiDO  la  concreta,  7  en  todo  caso  de  hecho,  relativa  al  pleito,  son  por  su 
índole  esencialmente  civiles,  y  por  tanto  de  la  competencia  de  los  Tribu- 
nales  ordinarios,  lo  cual  no  implica  que  la  Administración  deba  compare- 
cer ante  éstos  como  demandante,  privada  de  atribuciones  propias  para 
pioceder  por  sí,  previos  determinados  trámites,  al  recobro  de  una  propie- 
dad que  estime  usurpada: 

considerando  que  esas  atribuciones,  aunque  excepcionales  y  derogato- 
rias del  derecho  común,  se  fundan  evidentemente  en  las  disposiciones  dic- 
tadas para  la  ejecución  de  la  ley  de  1,^  de  Mayo  de  1856  y  demás  leyes 
posteriores  relativas  á  la  desamortización,  y  sefialadamente  en  el  art.  81 
da  la  Instrucción  de  81  de  dicho  mes  y  afio,  y  en  el  16  de  la  Real  orden 
de  10  de  Junio  de  1866,  y  han  sido  confirmadas  esas  atribuciones  por  la 
joriapiudencia  casi  constante  formada  sobre  este  punto,  y  de  nuevo  han 
ddo  declaradas  en  la  orden  de  27  de  Agosto  de  1869,  qne  en  conformidad 
á  estos  principios  7  á  la  consulta  emitida  por  las  Secciones  de  Hacienda  7 
XsCado  y  Gracia  7  Justicia  del  Consejo  de  Estado^  estableció  en  un  caso 
^aaálogo  al  presente  la  procedencia  de  la  incautación  administrativa,  sia 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


188  JUBISPBXTDKHOIA  ADMIKISTBATIYA 

perjtiieio  de  qae  los  censatarios  interesados  padieran* hacer  valer  ante  lo» 
Tribnnales  la  prescripción  qne  también  alegaban: 

Gonsiderando  qae  la  existencia  y  ejercicio  de  esa  prerrogativa  por  parte 
de  la  Administración  pública  no  suponen  necesariamente  ocaltación  pu- 
nible ni  mala  fe  en  la  detentación  á  qae  mediante  sa  incautación  la  mis- 
ma pone  término: 

Considerando  que  la  pena  del  20  por  100  del  capital  del  censo  impuesta 
por  el  art.  12  de  la  Real  orden  de  10  de  Janio  de  1856,  no  es  aplicable, 
según  de  sa  contexto  resalta,  sino  á  los  qae  se  hallen  comprendidos  en  el 
art.  S6  de  la  precitada  Instracción  de  81  de  Mayo,  ó  sea  á  los  qae  por  vir- 
tud de  ella  venían  obligados  á  presentar  relación  de  los  bienes  que  poseían 
ó  administraban,  pertenecientes  al  número  de  los  declarados  por  la  ley  en 
estado  de  venta: 

Gonsiderando  que  esa  obligación  impuesta  por  los  artículos  82  al  86  <ie 
la  misma  Instrucción,  se  refiere  al  dnefio,  poseedor  ó  Administrador  de 
los  bienes,  ó  lo  que  es  igual,  tratándose  de  censos,  al  censualista;  y  que 
sólo  se  hace  mérito  del  censatario,  y  precisamente  en  unión  del  colono, 
arrendatario  ó  inqailino,  en  el  último  período  de  dicho  art.  86,  extendien- 
do á  tales  personas  la  obligación  susodicha  cuando  continuasen  pagando 
la  renta  por  predios  rústicos,  urbanos  ó  censos  no  comprendidos  en  lae 
relaciones: 

Gonsiderando  que  el  Ayuntamiento  de  Madrid,  mero  censatario  ó  dea- 
dor, no  se  hallaba  en  este  caso,  pues  no  consta  que  hubiere  pagado  el 
censo  desde  mucho  antes  de  la  publicación  de  la  ley  é  Instrucción  de  Mayo 
de  1865,  ni  por  tanto  puede  sostenerse  que  hubiese  estado  obligado  á  dar 
relación  de  él,  faltando  por  consiguiente  el  necesario  fundamento  esti- 
marlo incurso  en  la  pena  del  art.  12  de  la  mencionada  Beal  orden  de  10 
de  Junio: 

Gonsiderando,  por  último,  que  sin  embargo  de  la  susodicha  irrespon- 
sabilidad, aparece  deudor  el  Ayuntamiento  de  Madrid  de  ventinueve  anoa- 
lidades  y  dos  tercios  de  renta  del  censo  de  qne  se  trata,  cuya  suma  ha  re- 
tenido y  utilizado,  y  por  las  que  es  aplicable  en  favor  ael  denunciador  la 
multa  del  6  por  100,  según  dispone  la  regla  8.*  de  la  Instrucción  de  2  de 
Enero  de  1856,  sin  perjuicio  de  su  devolución  en  el  caso  de  que  fuere  ven- 
cida la  Administración  en  el  pleito  que  pudiera  promover  el  Ayuntamiento 
referido. 

Vistos  los  artículos  88, 35,  86  y  81  de  la  Instrucción  de  81  de  Mayo  de 
1855,  la  regla  8.»  de  la  Instrucción  de  2  de  Enero  de  1856,  los  artículos  1% 
y  16  de  la  Real  orden  de  10  de  Junio  de  1856  y  la  orden  de  27  de  Agosto 
de  1869; 

Fallamos  qne  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  el  Ayuntamiento  de  Ma- 
drid, en  cuanto  á  la  declaración  solicitada  de  que  la  Hacienda  pública, 
«omo  subrrogada  á  la  Oomunidad  de  Glérigos  regulares  de  San  Gayetano, 
en  cuyo  favor  fué  constituido  el  censo,  nó  tiene  otras  facultades  que  lae 
que  á  ésta  misma  competían,  y  debe  en  su  caso  comparecer  en  calidad  de 
demandante  ante  los  Tribunales  de  justicia,  y  declarar  como  declárame* 
que  el  referido  Ayuntamiento  no  debe  ser  considerado  como  ocultador 
ÍY  -  para  los  efectos  de  la  penalidad  establecida  en  el  art.  12  de  la  Beal  orden 

&jV  de  10  de  Junio  de  1856,  si  bien  ha  incurrido  en  la  multa  del  6  por  100  de 

|/  ^  las  rentas  adeudadas,  impuesta  por  la  regla  8.^  de  la  Instrucción  de  2  de 

^^^ .  Enero  del  precitado  afio.  En  lo  que  con  estas  declaraciones  se  halle  con> 

i*.í  '-  forme  la  Real  orden  impugnada  de  28  de  Mayo  de  1886,  se  confirma,  y  en 

lo  que  no,  se  revoca.—  (Sentencia  publicada  el  18  de  Febrero  de  1892^  é  In- 
eerta  en  la  Gaceta  de  29  de  Septiembre  del  mismo  afio.) 
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SnrrEHOiA  19  de  Febrero  de  1892).— &fi(a  de  Aduanoi.  Delito  de  de- 
JrmtdaeiáH,—BQ  ooDÍKnnm  )a  Real  orden  de  18  de  Mayo  de  1888,  relatÍTft 
a\  pago  de  derecho*  de  Adnana,  é  impugnada  por  la  Oompafiía  de  loa  Fe- 
noevríles  del  Norte  de  Eapafia,  y  te  declara: 

i.*  Que  el  hecho  de  dedarar  nt%08  iejidot  como  auinealla,  faeturándolo§  á 
nembre  de  «fi  remUenie  tupuato,  demuettra  el  evidente  propóiito  de  eludir  «I 
jpago  de  loe  dereehoe  correspondientes,  constituyendo  ^  por  consiguiente,  n^ 
unafaUa^  sino  un  delito  de  defraudación,  comprendido  en  si  caso  3.^  del  ñr- 
Hesiú  19del  Real  decreto  de  20  de  Junio  de  1852,  y  penado  en  el  art.  UQ 
-délas  Ordenanzas  de  19  de  Noviewibre  de  1884: 

2.^  Que  citada  la  Compañía  responsable^  y  no  habiendo^  sin  embargo^ 
tou^parecido  en  la  Junta  administrativa,  no  existe  motivo  de  nulidad  dnde 
ti  SMmento  en  que  concurrió  el  comerciante  nombrado  al  tfeeto,  en  eumpH- 
miento  de  lo  que  previene  el  núm.  5. o  del  art.  280  de  las  Ordenanzas: 

3.^  Que  facturados  los  géneros  que  dieron  origen  al  expediente,  sin  de- 
terminarse quién  fuera  el  remitente,  y  sin  haberse  podido  averiguar  después^ 
-es  intíiudtble  la  responsabilidad  de  la  compaiñia  de  ferrocarriles  q%^e  los  admi- 
tiS,  con  arreglo  á  las  Beales  órdenes  de  6  de  Marzo  de  1871  y  15  de  No- 
viembre de  1876,  en  las  que  terminantemente  se  previene  que  las  Empresat 
de  ferrocarriles  son  responsables  de  las  multas  impuestas  por  delitos  y  faltas 
de  contrabando  y  dtfraudadón  cuando  no  aparezcan  facturados  ó  lo  estén 
porunapersona  desconocida  ó  supuesta  losgéneroá  que  dieran  margenádi- 
dios  ddUos  ó  faltas; 

Y  4,^  Q^e  el  abandono  de  los  géneros  aprehendidos  no  excluye  la  respom^ 
so&tlijai,  toda  vez  que  no  puede  tener  m¿is  alcance^  con  arreglo  al  art.  222, 
párrafo  segundo  de  las  Ordenanzas^  que  el  de  eximir  del  pago  de  los  dere-- 
<:hos;jpero  no  délas  multas  y  recargos  en  que  los  interesados  hayan  incurrir 
do,  SI  deducidos  los  derechos  y  gastos,  el  remanente  del  producto  en  venta  de 
la  mereancia  no  alcanzase  á  dtbrir  aquellas  penas. 

Deacobierto  qne  dos  cajas  factaradaa  como  de  qafncalla  en  la  eetadóa 
de  Irún,  y  de  las  qae  figuraba  como  remitente  D.  J.  Olano,  contenían  teji- 
dos extranjeros  sin  marchamo,  y  no  habiéndose  podido  averiguar  qniéa 
fuera  el  remitente  qne  figuraba  en  la  partida  del  ferrocarril,  la  Aduana 
-de  Irún,  considerando  el  hecho  como  falta  comprendida  en  el  núm.  1.^ 
del  art  268  de  las  Ordenanzas,  aplicó  Ja  penalidad  de  cinco  veces  los  de- 
rechos de  Arancel;  pero  elevado  el  expediente  á  la  Dirección,  ésta  lo  re- 
mitió á  la  resolución  de  la  Junta  administrativa  de  San  Sebastián,  la  cual» 
entendiendo  que  se  trataba  de  un  delito  de  fraude,  impuso  á  la  Oompa- 
Ch  del  Ferrocarril  del  Norte,  en  cuyas  dependencias  se  descubrió  la  in- 
fracción, una  multa  equivalente  al  valor  oficial  del  género,  más  los  dere- 
chos de  Arancel,  de  conformidad  con  lo  prevenido  en  el  art.  340  de  las  Or- 
denanzas; y  notificada  esta  resolución  á  la  Oompafiía,  que,  no  obstante 
haber  sido  citada,  no  compareció  ante  la  Junta,  dedujo  recurso  de  alsade 
ante  el  Ministerio,  dictándose  en  consecuencia  la  Real  orden  de  18  de 
Mayo  de  1888,  por  la  cual  se  confirmó  el  fallo  apelado  de  la  Junta  admi> 
mstnitíva  de  San  Sebastián. 

Contra  esta  Real  orden  acudió  la  misma  Oompafiía  á  la  vía  contencio- 
sa, solicitando  se  declare  nulo  todo  el  expediente  administrativo  judicial, 
^  cuando  menos  desde  la  Junta  administrativa  inclusive  en  adelante,  y 
^edsnndo  en  otro  caso,  si  á  dichas  nulidades  no  hubiere  lugar,  exenta  4 
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la Compafiia  de  toda  responaabilidad  en  elaannio,  6  que  el  limite  de  éste 
era  el  abandono  de  loe  géneros  de  que  ee  trataba.  Saetanciado  el  pleito 
IKMT  todoa  eos  trámitee,  el  Tribonal  abeoMó  de  la  demanda  á  la  Adminia- 
traeión  por  sentencia  de  10  de  Febrero  de  1892,  coya  parte  soatanoial  em 
f3omo  aigne: 

Goneiderando  que  atendidos  loi  términofl  de  la  súplica  del  escrito  de 
formalización  de  la  demanda,  las  cnestiones  que  se  ventilan  en  el  pré- 
sbite pleito  están  reducidas  á  determinar:  primero,  si  ha  debido  califi- 
ficarse  de  íata  y  no  de  delito  el  hecho  de  haber  aparecido  en  las  cajas  fac- 
turadas en  la  estación  de  Irán  géneros  extranjeros  sin  el  requisito  del 
marchamo,  siendo,  en  consecuencia,  nulo  el  expediente  al  efecto  instrui- 
do; segundo,  si  en  todo  caso  debe  declararse  la  nulidad  de  la  Junta  ad- 
ministrativa, por  no  haberse  celebrado  con  todos  los  requisitos  exigido» 
por  las  Ordenanias  de  Aduanas,  y  tercero,  si  cualquiera  que  sea  la  califi- 
cación que  se  dé  al  hecho  es  responsable  del  mismo  la  Oompafiia  de  loe 
Cioninos  de  hierro  del  Norte,  y  si  su  responsabilidad  ha  quedado  extin- 
guida por  el  abandono  del  género  aprehendido: 

Considerando  que«  da£i  la  forma  en  que  el  hecho  se  cometió,  decla- 
rando los  tejidos  como  quincalla^  y  faotur^dolos  á  nombre  de  un  remi- 
tente supuesto,  es  evidente  el  propósito  que  hubo  de  eludir  el  pago  de  lo» 
derechos  correspondientes,  y,  por  lo  tanto,  que  se  cometió,  no  una  falta,, 
sino  un  delito  de  defraudaÍDión,  comprendido  en  el  caso  9.^  del  art  19  áeí 
B^al  decreto  de  20  de  Junio  de  1862,  penado  en  el  art.  240  de  las  Orde- 
nanzas, y  á  cuyas  disposiciones  se  ajustó  el  fallo  dictado  por  la  Junta  ad- 
ministrativa de  San  Sebastián: 

Considerando,  en  orden  á  la  segunda  cuestión,  que  citada  como  fué  la 
expresada  Compañía,  y  no  habiendo  ésta  comparecido,  como  se  expresa 
en  el  acta  del  fallo  de  la  expresada  Junta,  falta  el  motivo  en  que  funda  la. 
nulidad  su  Letrado,  porque  á  esta  Junta  concurrió  el  comerciante  nom- 
brado al  efecto  en  cumplimiento  de  lo  que  previene  el  núm.  6fi  del  ar- 
ticnlo  280  de  las  Ordenanzas: 

Considerando  que,  en  cuanto  á  la  responsabilidad  de  la  Compafiia,  ea 
ineludible,  con  arreglo  á  lo  establecido  en  las  Beales  órdenes  de  6  de  Mar- 
zo de  1871  y  16  de  Noviembre  de  1876,  en  las  que  terminantemente  se 
previene  que  las  Empresas  de  ferrocarriles  son  responsables  de  las  mul- 
tas impuestas  por  delitos  y  faltas  de  contrabando  y  defraudación,  cuando 
no  aparezcan  facturados,  ó  lo  estén  por  una  persona  desconocida  ó  sa- 
puesta,  los  géneros  que  han  dado  margen  á  dichos  delitos  ó  faltas: 

Considerando  que  el  abandono  de  los  géneros  aprehendidos  no  ^- 
eluye  la  responsabilidad,  toda  vez  que  no  puede  tener  más  alcance,  con 
arreglo  al  art.  222,  párrafo  segundo  de  las  Ordenanzas,  que  el  de  eximir 
del  pago  de  los  derechos,  pero  no  de  las  multas  y  recargos  en  que  los  in- 
teresados hayan  incurrido,  si  deducidos  los  derechos  y  gastos,  el  rema- 
nente del  producto  en  venta  de  la  mercancía  no  alcanzase  á  cubrir  aque- 
llas penss. 

Visto  el  art  19  del  Real  decreto  de  20  de  Junio  de  1862,  los  artículo» 
S22,  párrafo  segundo,  240  y  280,  núm.  6.o  de  las  Ordenanzas  de  Aduanas» 
aprobadas  por  Real  decreto  de  19  de  Noviembre  de  1884,  y  las  Seales  ór- 
denes de  6  de  Marzo  de  1871  y  16  de  Noviembre  de  1876; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  la  Compañía  de 
los  Caminos  de  hierro  del  Norte  contra  la  Beal  orden  de  18  de  Mayo  de 
1888,  la  cual  queda  firme  y  subsistente.-*(8entencia  publicada  el  19  de 
Pebrero  de  1892,  é  inserta  en  la  Oaoeta  de  29  de  Septiembre  del  mis- 
mo afio.) 
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SiBTBsrciA  (20  á%  Febrero  de  lB92y-^In(!(mpaHbüidad  de  haber€9,  CV 
iflirátíoo».  8m9HhUo8  permmaleM.'Se  reroca,  á  instancia  de  D.  Gregorio  Ber- 
nabé Pedrasaela,  la  Real  orden  de  7  de  Diciembre  de  1890,  relativa  á  oom- 
p^bilidad  de  haberes,  y  ae  establece: 

Í.o  iiue  para  que  la  ean^^tibilidad  entre  dos  sueldoe  ó  habere$  exitUL  9e 
ha»  neoeeario  que  el  ca$o  no  te  halle  comprendido  en  el  orí,  l.o  de  la  ley  áe  9 
de  Jumo  de  1865,  pte  de  una  manera  general  y  abeoluta  prohibe  la  nmti//(i- 
nddad  dedo$ó  mat  deitino»,  tueldoe,  eominonet  y  eualeeouiera  otroe  emotn- 
«cute,  man  cuales  fueren^  en  todas  loe  dependencias  del  Estado  y  giie  oepa- 
$mm  con  fondos  generaleSy  provinciales  ó  municipales: 

2,^  Que  es  un  derecho  reconocido  á  los  Catedráticos,  con  arreglo  al  art,  S4 
dd  Begkanento  de  15  de  Enero  de  1870,  el  de  que  cuando  por  impedimento 
Jmoo  ó  isUdeetual  que  les  inhabilite  para  la  enseñanza  pidan  su  jubilación  y 
na  tengan  derecho  a  haber  pasivo,  hayan  sido  nombrados  legabninte  y  Uevtm 
fmnee  aHos  de  servicios  en  el  ProfesoradOy  se  les  nombre  un  sustituto  quf^, 
taso  de  ser  designado  por  ellos,  habrá  de  ser  nombrado  desde  luego  sin  otro 
requiMio  que  la  aprobación  del  Claustro  correspondiente  y  del  Rector  del  din- 
'^ito,  y  cuyo  sustituto  ha  de  ser  retribuido  con  la  mitad  del  sueldo  asignado  á 
k  eátedrOy  conservando  el  sustituido  el  resto  del  que  disfrute: 

3J^  Que  de  los  términos  de  esta  disposición  se  deduce  que  en  los  nombra- 
wdentos  hechos  en  esta  forma  no  tiene  el  Estado*  otra  intervención  que  la  in- 
dispensable al  efecto  de  que  recaigan  en  personas  que  tengan  las  condiehnn 
necesarias  para  la  enseñansa,  pero  sin  que  los  nombrados  adquieran  verdur 
dero  carácter  de  funcionarios  públicos  en  el  sentido  legal  de  la  palabra,  pnetH 
fne  ni  figuran  en  presupuestos  ni  para  su  pago  se  consigna  en  éstos  crédito  al- 
guno^ m  ü  tiempo  que  desempeñan  su  cargo  se  les  cítenta  como  de  servieioSy  m 
aiqmeren  otro  derecho  que  el  de  percibir  la  mitad  del  sueldo  del  Catedrátíeo 
propietario,  sin  que  por  eüo  se  considere  legahnenle  vacante  la  cátedra: 

4.^  Que  en  tal  sentido,  los  sustitutos  personales  de  los  Catedráticos  na 
perciben  en  realidad  sueldo,  aratyicaeión  ni  emolumento  alguno  dd  Estado, 
sino  del  Catedrático  sustituido^  cuya  consignación  sigue  figurando  enpresu- 
Ffe^ios  y  á  quien  impone  esta  obligación  el  art,  54  del  Éeglamento  de  15  de 
Msero  de  1870.  como  compensación  al  derecho  de  no  desempeñar  personalmen- 
te su  cátedra,  de  percibir  él  resto  del  sueldo  y  de  nombrar  sustituto,  y  que,  por 
eottoiffuiente,  dicho  cargo  nopueéíe  estimarse  comprendido  en  la  Idra  ni  en  el 
espíritu  del  art.  1.^  de  la  ley  de  9  de  Junio  de  1855  al  efecto  de  ser  su  desem- 
peño ineowspatible  con  el  de  otro  destino  público; 

Y5fi  Que^por  otra  parte,  en  el  sistema  de  nuestra  legislación,  se  ha  cem^ 
sMercído  siempre  compatible  el  cargo  de  Catedrático  sustUuto,  auxiliar  y  su- 
pemmmerario  con  todo  otro  destino  del  Estado,  y  al  establecerse  la  incompa- 
tibilidad por  el  Beal  decreto  de  28  de  Agosto  de  1888,  se  ha  limitado  en  dar 
Ürnlo  2,^  de  eda  disposición  á  los  Profesores  auaciliares  de  número,  en  cm/o 
toneq^  no  pueden  estar  comprendidos  los  sustitutos  personales  nombradú& 
eon  arreglo  al  Beglamento  de  1870. 

Siendo  D.  Gregorio  Bernabé  Pedraznela  snstitato  personal  deOatedrá- 
Heo  de  Psicología  del  Institnto  de  Segovia,  percibiendo  en  tal  concepto  el 
haber  de  1.600  pesetas,  mitad  del  eneldo  asignado  á  dicho  Oatedrátíeo,  faé 
nombrado  Arcbiyeiro  de  la  Delegación  de  Hacienda  de  aqnella  provincia 
eoB  el  Mwldo  de  2.000  pesetas,  y  íormnlada  oonsalta  por  la  Interveneiói^ 
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de  1a  provincia  sobre  la  compatibilidad  de  loa  aaeldoa  qae  el  interesada 
dlafmtaba^  por  Real  orden  de  7  de  Diciembre  de  1890  ae  declaró  la  incon:^ 
patíbilidad,  declarando  obligado  á  Pedrazaela  al  reintegro  de  las  cantida* 
des  que  hubiere  percibido  como  Catedrático  snstitato  desde  que  íné  nom- 
brado Archivero  de  la  Delegación  de  Hacienda  de  Segovia. 

Impugnada  esta  Beal  orden  por  el  interesado  en  vía  eontenciosa,  et 
Tribunal  la  revocó  después  de  seguido  el  pleito  por  todos  sus  trámites  por 
sentencia  de  20  de  Febrero  de  1892,  cuya  parte  sustancial  es  como  signer 

Ck»nsiderando  que  la  cuestión  que  se  ventila  en  el  presente  litigio  está 
reducida  á  determinar  si  es  ó  no  compatible  con  el  suádo  que  D.  Gregoría 
Bernabé  Pedrazuela  disfruta  como  Archivero  de  la  Delegación  de  Haciea- 
dá  de  Segovia,  la  percepción  por  el  mismo  de  U  mitad  del  sueldo  corres- 
pondiente al  Catedrático  de  Psicología,  Lógica  y  Etica  de  aquel  Instítoto». 
que  también  disfruta  como  sustituto  personal  de  dicho  funcionario: 

Considerando  que  para  que  la  compatibilidad  exista  se  hace  necesario 
^ue  el  caSo  no  se  halle  comprendido  en  el  art.  !.<>  de  la  ley  de  9  de  Janio 
de  1855,  que  de  una  manera  general  y  absoluta  prohibe  la  simultaneidad 
de  dos  ó  más  destinos,  sueldos,  comisiones  y  cualesquiera  otros  emolu- 
mentos, sean  cuales  fueren,  en  todas  las  dependencias  del  Estado,  y  qn» 
•e  paguen  con  fondos  generales,  provinciales  ó  municipales: 

Considerando  que  es  un  derecho  concedido  á  los  Catedráticos,  coi», 
arreglo  al  art  54  del  Reglamento  de  15  de  Enero  de  1870,  el  de  que  coaa* 
do  por  impedimento  físico  ó  intelectual  que  les  inhabilite  para  la  ensefian- 
aa,  pidan  su  jubilación  y  no  tengan  derecho  á  haber  pasivo,  liayan  sido 
sombrados  legalmente  y  lleven  quince  afios  de  servicios  en  el  Profesorado» 
se  les  nombre  un  sustituto  «que,  caso  de  ser  designado  por  ellos,  habrá  de 
ser  nombrado  desde  luego  sin  otro  requisito  que  la  aprobación  del  Cíaos- 
tro  correspondiente  y  del  Rector  del  distrito,  y  cuyo  sustituto  ha  de  ser 
retribuido  con  la  mitad  del  sueldo  asignado  a  ia  cátedra,  conservando  el 
sustituido  el  resto  del  que  disfrute: 

Considerando  que  de  los  términos  de  esta  disposición  se  deduce  qn» 
en  los  nombramientos  hechos  en  esa  forma,  no  tiene  el  Estado  otra  inter- 
vención que  la  indispensable,  al  efecto  ¿e  que  recaigan  en  personas  que 
tengan  las  condiciones  necesarias  para  la  ensefiansa,  pero  sin  que  los  nom- 
brados adquieran  verdadero  carácter  de  funcionarios  públicos  en  el  senti- 
do legal  de  la  palabra,  puesto  que  ni  figuran  en  presupuestos,  ni  para  su 
pago  se  consigna  en  éstos  crédito  alguno,  ni  el  tiempo  que  desempeñan  el 
cargo  se  les  cuenta  como  de  servicios,  ni  adquieren  otro  derecho  que  et  de 
percibir  la  mitad  del  sueldo  del  Catedrático  propietario,  sin  que  por  ella 
se  considere  legalmente  vacante  la  cátedra: 

Considerando  que  en  tal  sentido  los  sustitutos  personales  de  los  Cate- 
dráticos no  perciben  en  realidad  sueldo,  gratificación  ni  emolumento  algu- 
no del  Estado,  sino  del  Catedrático  sustituido,  cuya  consignación  sigue^ 
:figarando  en  presunuestos,  y  á  quien  impone  esta  obligación  el  art.  54  del 
Reglamento  de  15  de  Enero  de  1870,  como  compensación  al  derecho  de  no 
desempeftar  personalmente  su  Cátedra,  de  percibir  el  resto  del  sueldo  y 
de  nombrar  sustituto,  y  que,  por  consiguiente,  dicho  cargo  no  puede  esti- 
marse comprendido  en  la  letra  ni  en  el  espíritu  del  art  1.^  de  la  ley  de  9 
de  Junio  de  1855,  al  efecto  de  ser  su  desempefio  incompatible  con  el  de 
otro  destino  público: 

Considerando,  por  otra  parte,  que  en  el  sistema  de  nuestra  legislación 
se  ha  considerado  siempre  compatible  el  cargo  de  Catedrático  sustituto» 
auxiliar  y  supernumerario,  con  todo  otro  destino  del  Estado,  y  que  al  es- 
tablecerse la  incompatibilidad  por  el  Real  decreto  de  28  de  Agosto  d» 
J888,  se  ha  limitado  en  el  art.  2.«  de  esta  disposicióo  á  los  Profesores  ao^ 
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sBsra  de  númeio,  en  cuyo  concepto  no  paeden  estar  comprendidos  lo» 
«■titatOB  pecBonalee  nombrados  con  arreglo  al  Reglamento  de  1870: 

Considerando  que  es  consecnencia  de  las  anteriores  declaraciones  la 
de  que  se  devuelvan  al  demandante  las  cantidades  qae  tavo  qae  consignar 
al  acudir  á  la  vía  contenciosa  y  las  qae  haya  dejado  de  percibir  por  con- 
seeoenda  de  lo  dispuesto  en  U  Beal  orden  impugnada. 

Vistos  el  art.  1.^  de  la  ley  de  9  de  Jalio  de  1865,  el  54  del  Reglamento 
pTOTÍsional  para  el  ingreso  en  el  Profesorado  de  15  de  Enero  de  1870  y 
«i  %9  del  Real  decreto  de  2S  de  Agosto  de  1888; 

Fallamos  qne  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  de  7  de  Di- 
ciembre de  1890,  y  en  sn  lagar  declaramos  qae  es  compatible  con  el  sueldo 
^ue  D.  Gr^^río  Bernabé  Pedraauela  percibe  como  Archivero  de  la  Dele- 
gación de  Hacienda  de  Segovia,  la  retribación  que  disfruta  como  sostituto 
personal  del  Catedrático  de  Psicología,  Lógica  y  £tica  de  aquel  Instituto, 
y  qa%  en  sa  consecuencia,  le  debe  ser  devuelta  la  cantidad  de  562  pesetas 
50  céntimos,  importe  de  la  carta  de  pago  que  acompañó  al  escrito  de  in- 
terposición de  recurso,  abonándole  las  mensualidades  que  hsya  dejado  de 
petdbir.  • 

*    * 

Disintiendo  del  parecer  de  la  mayoría  en  esta  sentencia  dos  Consejeros 
Ifinistros,  formularon  el  sigaiente  voto  particalar: 

Aceptando  los  hechos  consignados  en  la  sentencia: 

Considerando  que  el  precepto  contenido  en  el  art.  1.*  de  la  ley  de  9  de 
Jonio  de  1855,  es  general  y  absolato,  y  por  él  se  prohibe  de  una  manera 
terminante  la  simultaneidad  de  dos  ó  más  destinos,  sueldos,  comisiones  y 
iniera  otros  emoluoientos,  sean  cuales  fueren,  en  todas  las  depen* 
i  del  Estado,  y  que  se  pagaen  con  fondos  generales,  provinciales  y 
sramcipales: 

Ooofliderando  que  el  presente  caso  se  halla  de  lleno  comprendido  en  el 
espirita  y  en  la  letra  de  las  mencionadas  disposicioaes,  toda  vez  que  Don 
CIfSgorio  Bernabé  Pedrazuela  percibe  de  una  parte  el  sueldo  asignado  al 
ovgo  de  Archivero  de  la  Delegación  de  Hacienda  de  Segovia,  y  de  otra  la 
jBítad  de  la  consignación  hecha  en  presapnestos  para  el  cargo  de  Cátedra- 
fieo  de  Psicología  de  aquel  lustitato,  siendo  de  todo  panto  indiferente  á 
esto  propósito  la  denominación  que  á  este  último  sueldo  deba  darse,  pues 
es  lo  cierto  que  ambos  se  satisfacen  de  loa  fondos  generales  del  Estado, 
«¡leonstancia  que  por  sí  sola  es  suficiente  para  determinar  la  incompatibi- 
lidad con  arreglo  al  precepto  de  que  se  trata: 

Considerando  qae  en  ninguno  de  los  casos  de  excepción  establecidos 
por  la  ley  de  21  de  Diciembre  de  1855  se  encuentra  comprendido  el  de- 
mandante, pues  el  art  6.o  de  la  misma  que  invoca  en  sa  favor  en  cuanto 
dedsra  compatibles  con  los  sueldos  de  empleados  activos  los  premios,  re- 
muneraciones ó  indemnizaciones  con  que  el  Gk>biemo  estime  jasto  retri- 
boiriesy  se  refiere  concreta  y  exclosivamento  á  servicios  especiales  y  extra- 
ordinarios, de  carácter  paramente  transitorio,  y  no  puede,  por  consiguiente^ 
comprender  ni  hacerse  extensivo  á  cargos  que,  como  los  de  sustitutos  per- 
sonales de  los  Catedráticos,  tienen  un  carácter  permanente: 

Oonmd^ando  que  establecido  el  principio  de  la  incompatibilidad  abso* 
loto  pcnr  nna  ley,  no  paeden  admitírse  otras  excepciones  respecto  del  mis- 
no  que  las  que  en  igual  forma  hayan  sido  deelaradas,  por  lo  cual  no  se 
liaoe  necesario  examinar  el  alcance  del  art.  54  del  Reglamento  de  15  de 
Enero  de  1870,  no  sólo  porque  cualquiera  que  sea  el  espíritu  de  esta  dispo- 
líkiátk  no  ha  podido  alterar  las  de  la  ley,  sino  también  porque  para  dedn- 
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cir  de  aquel  precepto  la  compatibilidad  qoe  el  demandante  pretende,  em 
preciso  eetableeer  distinciones  donde  la  ley  no  las  hace  ni  las  aatorisa; 

Y  considerando  que  no  existe  precepto  alguno  de  carácter  legal  en  etL 
que  terminantemente  se  declare  la  compatibilidad  del  cargo  de  sustitato 
personal  de  un  Catedrático  con  otro  destino  público. 

Vistas  las  disoosiciones  que  se  dictan  en  la  sentencia»  y  además 

Visto  el  art.  6.®  de  la  ley  de  21  de  Diciembre  de  1855,  que  dice:  cSon 
compatibles  con  los  sueldos  de  empleados  activos  los  premios,  remunera- 
ciones ó  indemnizaciones  que  en  determinados  casos  les  concede  la  ley  do 
Presupuestos  ó  con  el  que  el  Oobierno  estime  justo  retribuirles»; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Gregorio  Ber- 
nabé Pedrazuela  contra  la  Real  orden  de  7  de  Diciembre  de  1890,  la  caal 
queda  firme  y  subsistente.— Cándido  Martines. — Cayo  López.— (Rentencm 
publicada  el  20  de  Febrero  de  1803,  é  inserta  en  la  Queeta  de  89  de  Sep- 
tiembre del  mismo  afio;) 
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Sentencia  (22  de  Febrero  de  1892).— .á&ono  de  Bueldoi.  Toma  de  pose- 
sión. Freconizacuín,  Congagracián,—8e  absuelve  á  la  Administración  de  isi 
demanda  deducida  por  D.  Valeriano  Menéndez  Conde,  Obispo  auxiliar  del 
Arzobispado  de  Toledo,  contra  Real  orden  de  6  de  Agosto  de  1889,  relativa 
al  abono  de  sueldos,  y  se  establece: 

i.o  (¿ue  es  prificipio  fundamental  en  nuestro  moderno  derecho  administra- 
tivo, aii  en  lo  civil  como  en  lo  canánico,  jfue  loa  cargos  no  se  retribuyen  sino 
desde  que  empiezan  á  ser  servidos,  y  sin  perjuicio  ae  lo  que  en  lo  antiguo  se 
observara  en  orden  á  la  percepción  de  frutos  an^os  á  la  dignidad  episcopal, 
es  lo  cierto  que  el  derecho  á  la  dotación  que  sésatttface  á  los  Prelados  del  pre- 
supuesto de  culto  y  clero,  sigue  la  regla  general  de  todos  los  sueldos  que  paga  d 
Estado,  los  cuales  no  se  devengan  stno  desde  que  se  toma  posesión  del  cn^pfeo; 

Y  2.0  Que  el  precepto  del  ConciUo  de  Trento,  sesión  23 ^  capitulo  2.^^  em 
que  se  manda  que  el  Obispo  que  no  se  haya  consagrado  á  tiemjfo,  devuelva  lom 
frutos  que  anteriormente  hubiese  percibido,  demuestrOy  que^  ni  según  el  refe- 
rido Concilio  jpodia  estimarse  procedente  la  percepción  de  frutos  sin  la  eonóa- 
gradan. 

En  el  Consistorio  celebrado  el  25  de  Noviembre  de  1887,  fué  preconi- 
zado previos  los  trámites  indispensables,  D.  Valeriano  Menéndez  Conde^ 
Obispo  in  partibm  infidelium  de  Tamasso  y  auxiliar  del  Arzobispado  de 
Toledo,  recibiendo  la  consagración  en  16  de  Abril  de  1888;  y  babióndose 
ofrecido  dudas  respecto  de  la  f ecba  desde  la  cual  babía  de  empezar  á  per- 
cibir el  baber  de  10.000  pesetas  asignado  al  cargo,  fueron  resueltas  por 
Real  orden  de  6  de  Agosto  de  1889,  en  el  sentido  de  que  D.  Valeri«io  Bfs- 
nóndez  Conde  debía  percibir  los  naberes  asignados  al  cargo  de  Obispo 
auxiliar  del  Arzobispado  de  Toledo  desde  la  fecha  en  que  fué  consagrado, 
que  era  desde  la  que  debía  considerarse  que  había  tomado  posesión  d^ 
cargo. 

Contra  esta  Real  orden  acudió  el  interesado  á  la  vía  contenciosa,  y  se- 
guido el  pleito  por  todos  sus  trámites  legales,  el  Tribunal  confirmó  dicha 
resolución  por  sentencia  de  22  de  Febrero  de  1892,  cuya  parte  sustancial 
es  como  signe: 

Considerando  que  la  cuestión  debatida  en  este  pldto  se  reduce  á  d  el 
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leeiutgüte  eomo  Obispo  aQxüiar  de  Toledo  ha  de  cobrar  m  oonaignadÓB 
daade  tí  día  de  mi  preconisacióii  ó  deede  el  de  aa  cooaagración: 

Conaíderaiido  qoe  ee  prinoipk^^ftmdanieatal  de  nneatro  moderno  dore 
dto  adminiítrativo,  aai  en  lo  ciril  como  en  lo  ecleaiáatíco,  que  loa  cargoa  ^ 

no  ae  retribuyen  aino  deade  qne  empieaan  á  aer  aervidoa:  '  ^ 

Cooaiderando  qne  ain  perjoicio  de  lo  qoe  en  lo  antigoo  ae  obaervara,  ^ 

en  orden  á  la  percepción  de  írotoa  ancjoa  á  la  dignidad  epiacopal»  ea  lo  /^ 

derto  qoe  el  derecho  á  la  dotadón  qne  ae  aatiaíace  á  loa  Preladoa  del  pre-  V  j 

aopoeato  del  cnlto  y  clero,  rigoe  la  regla  general  de  todoa  loa  aaeldoa  que  ^;l 

paga  el  Eatado,  loa  coalea  no  ae  deTengan  aino  deade  qne  ae  tonoia  poae 
aión  del  empleo: 

Conaiderando  qne  el  miamo  argomenio  del  Letrado  del  demandante^ 
dadnddo  del  precepto  del  Oondlio  de  Trente,  aeaión  28,  capitulo  S.«,  «n 
qoe  ae  manda  qne  el  Obiapo  qne  no  ae  haya  conaagrado  á  tiempo  deviiel 
Ta  loa  írotoa  qoe  anteriormente  hnbieae  perdbido,  demneatra  qoe  ni  ae 
gún  el  referido  Concilio  pedia  eatimarae  procedente  la  percepdón  de  Im- 
toa  dn  la  oonaagradón,  qne  ea  cabalmente  lo  qne  ae  reaaelve  hoy  con  rea- 
pecto  á  D.  Valeriano  Menóndea  Conde  al  negarle  la  parte  de  dotadón  oo- 
iieipondiente  al  tiempo  tranaoorrido  deade  aa  preconiaadón  haataan 
eoniBgradón: 

Condderando,  por  último,  qoe  no  reanlta  del  expediente  gabematiTO 
que  á  D.  Valeriano  Menóndea  Conde  ae  le  haya  aatiaf echo  haber  algono 
antea  del  16  de  Abril  de  1888,  fecha  de  aa  conaagración  y  toma  de  po- 
waión  conngoiente,  por  lo  caal  ea  notorio  qne  no  tiene  qoe  devolver  can- 
tidad alguna  al  Teeoro  por  dicho  concepto. 

^^ato  el  art.  U  del  Beal  decreto  de  18  de  Junio  de  1862; 

Fallamoa  que  debemos  absolver  y  abaolvemoa  á  la  Adminiatradón  ge- 
neral del  Eftado  de  la  demanda  interpaesta  por  la  repreaentación  de  I^n 
Valeriano  Menóndea  Conde,  Obiapo  auxiliar  del  Araobiapado  de  Toledo, 
eontia  la  Beal  orden  de  6  de  Agoato  de  1889,  la  cual  queda  firme  y  aub- 
aistente.HSentenda  publicada  el  22  de  Febrero  de  1892,  ó  inaerta  en  la 
Baceta  de  29  de  Septiembre  del  miamo  afio.) 
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SKimHCiA  (23  de  Febrero  de  lS92).'-'Ferroearrüe$,--8e  abauelve  á  la 
Adminiatiadón  general  del  Eatado  de  la  demanda  deducida  por  la  Com- 
pafiia  de  los  íerrocarrilea  de  Puerto  Rico  contra  la  Real  orden  de  8  de  Fe- 
brero de  1890,  relativa  al  replanteo  de  un  troso  de  dichoa  ferrocarrilea,  y 
le  establece: 

Que  habiendo  quedado  tujeta  wml  Oomjpaltía  deferroearrüei,  con  arreglo 
ü  in  eondieúmei  aeneraUi  que  iirvieron  de  baee  á  la  tuba^a,  entre  atrae  ais* 
peeiekmee,  alas  de  carácter  general  que  en  lo  euceeivo  se  dictaran  para  eePi 
dae  de  Empre$a$;  y  no  pud^endo  poneroe  en  duda  el  carácter  general  del 
Reglamento  para  la  ejecueián  de  la  ley  de  Ferroearrilee  en  la  tela  de  Puerto 
Bk»  de  14  de  Diciembre  de  1887,  tu  cmlicacióná  la  Con^^ñia  era  ineludible, 
eos  arreglo  á  loe  términoe  mitmoe  de  ¡a  eonoeeián. 

Por  Real  decreto  de  17  de  Didembre  de  1886  ae  antoriaó  la  concesión 
mediante  anbaata  de  la  constmadón  y  explotadón  de  laa  llneaa  f  órreaa  de 
Puerto  Bioo,'oon  areglo  á  loa  pliegoa  de  condidonea  aprobadoa  por  loa  ar- 
tícoloa  4.0  y  6  o  del  miamo  Real  decreto. 

11b  d  pUe^ode  coodSdonea  generales  ftgofaba,  entre  oiraa,  la  aigniente : 

45  10 
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€ Art.  85.  Ademáa  de  estM  oondioiones  Qma  expretad«i  en  Iob  «rtienlos  mk* 
terioras)  quedan  obligadas  laa  Empreay  á  obeeryar  todaa  laa  marcada»  en 
la  ley  general  de  Ferroearrílee  de  23  d#Noviembre  de  1877  y  Reglamento 
par»  en  ejeenoión  en  la  ley  de  Policía  de  la  miama  fecha  y  su  Beglamento^ 
y  en  las  demáa  diapoalcionet  aobre  la  materia  yigentea  en  la  Peninanla^ 
en  CQimto  no  ae  opongan  á  lo  prevenido  en  laa  le3rea  de  Preaupaeetoa  de 
Puerto  Rico  de  32  de  Junio  de  1887,  de  1882,  y  en  la  Intamcoién  de  27  á% 
Agoato  de  1880,  quedando  au jetas  también  á  laa  diapoeicionee  de  carácter 
feneral  que  en  lo  sucesivo  se  dictaren  para  esta  clase  de  Empresas.» 

Asimismo  en  el  pliego  de  condiciones  facultativas,  particulares  y  eeo- 
nómicas  figuraban  las  de  que  el  concesionario,  á  medida  que  lo  exija  el 
avance  de  las  obras,  formara  los  proyectos  de  los  diversos  modelos  que  en 
las  lineas  hayan  de  construirse,  sometiéndolos  á  la  aprobación  del  Gober- 
nador general  por  conducto  de  la  jefatura  de  Obras  públicas,  que  deberá 
emitir  sobre  ellos  raaonado  informe  oyendo  al  Ingeniero  Inspector,  po- 
diendo escoger  el  concesionario  libremente  la  forma  y  disposición  de  di- 
chos modelos  mediante  laa  condiciones  técnicas  que  en  el  mismo  articulo 
•e  determinan  (art  12);  que  cuando  transcurriesen  dos  meses,  á  conti» 
desde  la  fecha  en  que  el  concesionario  preÉente  los  proyectos  de  los  di* 
versos  modelos  de  obras  sin  que  el  Gobernador  hubiere  resueUo,  se  enten- 
derá que  dichos  proyectos  están  aprobados  (art.  14);  que  se  estableoeráa 
asimismo  las  seflales  á  las  distanciaa  que  se  conceptúen  necesarias  en  la» 
estaciones,  túneles,  en  curva,  etc.,  cuyo  número  y  distribución  se  deta- 
llMfá  para  cada  línea  en  loa  respectivos  proyectos  que  deben  someteree 
á  la  aprobación  del  Gobierno  (art  21,  párrafo  cuarto);  que  el  concesio- 
nario podrá  dar  principio  á  las  obras  por  cualquiera  de  las  líneas  que 
son  objeto  de  la  concesión,  ó  por  varias  ó  todas  á  la  ves,  y  dentro  de  cad» 
líaea  por  el  paraje  ó  parajes  que  juegue  más  aonveniente  á  sus  intereses; 
pero  deberá  preceder  á  todo  trabajo  el  replanteo  general  del  troso  coni> 
prendido  entre  las  dos  estaciones  contiguaa  al  lugar  en  que  el  trabajo  se 
emprenda;  que  este  replanteo  se  hará  por  los  empleados  del  concesionario^ 
con  intervención  del  Ingeniero  Inspector,  y  se  levantará  acta,  á  la  que  ee 
acompañará  el  plano  y  perfil  longitudinal  del  trozo  replanteado  y  nota  de 
los  modelos  de  obras  de  fábrica  elegidos  para  salvar  los  diversos  acciden- 
tes que  ofrezca  el  torreno;  que  el  acta  aaí  documentada  ae  someterá  á  la 
aprobación  del  GU>bemador  general  por  conducto  de  la  jefatura  de  Obraa 
públi(ias,  que  deberá  emitir  sobre  ella  informe  razonado;  y  que  en  este 
caso,  como  en  el  art.  14,  si  el  Gobernador  no  hubiese  resuelto  en  el  plazo 
de  dos  meses,  se  entenderá  que  el  replanteo  está  aprobado  (art  84). 

En  ejecución  de  la  concesión  y  con  motivo  de  examinar  el  acta  del  re- 

Slaateo  de  uno  de  los  trozos  d^  ferrocarril,  el  Gobernador  general  de  ha 
»la,  con  vista  de  lo  dispuesto  en  el  art.  35  del  pliego  de  condiciones  ge- 
nerales de  la  coneesión,  según  el  cual  era  aplicable  á  la  construcción  la 
ley  de  Ferrocariles  de  9  de  Diciembre  de  1887  y  la  condición  6.»  del  art  15 
del  Reglamento  para  su  ejecución,  hecha  extensiva  por  el  art.  44  del  mismo 
á  las  concesiones  subvencionadas,  dispuso  que  la  Gompafiía  debía  seguir 
las  bases  de  que  debía  partirse  para  hacer  los  replanteos,  entondiéndoee- 
por  baaea  las  instrucciones  que,  previo  examen  de  los  antoproyeotos  que 
ae  presentasen  y  del  reconocimiento  del  terreno,  redactase  la  jefactuia  de 
Obras  públicas,  en  las  que  se  habrían  de  consignar  laa  modificaciones  que^ 
á  juicio  de  la  misma,  debieran  introducirse  en  los  indicados  antoproyectos^ 
no  podiendo  la  Gompafiía  separarse  de  estas  bases  é  instrucciones  sin  la 
debida  justificación. 

De  esto  acuerdo,  y  entendiendo  la  Gompafiía  que  no  estaba  obligada  A. 
la  iKsaantación  de  anteproyectos  ni  al  eamplimiento  de  los  artículos  16  j 
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U  M  «Kprasa^o  Reglamento,  ••  alió  para  ante  el  Miniaterío  de  Ultramar» 
MBdo  deaftimado  el  Tecnrao  por  Real  orden  de  8  de  Febrero  de  1890. 

Ooirtra  eeta  Real  orden  aoadid  la  miama  Oompaftla  á  la  vía  contendo- 
la,  eoD  la  aápliea  de  qae  ae  declaraee  qne  laa  obligacionea  de  la  Oompa- 
*fitt  eoneeaionana  en  hk  preaentación  de  loa  proyectoa  ae  limitaban  á  lo 
pactado  en  loa  artícnloa  13, 14,  21  y  84  del  pliego  de  oondicionea  faenlta- 
tivai,  oon  la  idánaola  alH  expreaamente  eatableeida  de  que  loe  proyectoa 
ae  entenderían  aprobadoa  n  no  ae  dictaba  reaolnoión  en  el  plazo  de  doa 
BHMa,  eontadoa  deade  aa  presentación. 

Sagoido  el  pleito  por  todoa  ana  tránütea,  el  Tribnnal  abaolvió  de  la  de- 
aanda  á  la  Adminiatradón  general  del  Estado  por  aentenda  de  28  de  Fe- 
Who  de  1892,  coya  parte  anatandal  ea  como  aigne: 

Oonaiderando  qne  por  haberae  fundado  el  aoaerdo  del  Gobernador  ge- 
aeral  de  Pnerto  Rico,  qne  la  Real  orden  impugnada,  confirma,  en  la  dia- 
poaidón  8  •  del  art.  16  del  Reciamente  de  14  de  Diciembre  de  1887,  hecha 
esftenaÍTa  por  el  44  del  miamo  á  laa  conoeaionea  anbTencionadaa,  toda  la 
Boaatián  del  preaente  litigio  eatá  redndda  á  determinar,  ai  no  obstante  laa 
coadidonea  en  qne  la  concedón  fnó  hecha,  y  el  haberae  diclado  con  poa- 
tadoridad  á  an  otorgamiento  el  mendonado  Reglamento,  son  aplicablea 
las  dispoñdonea  de  ésto  á  la  Oompafiia  demandante: 

Oonaiderando  qne  con  «rreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art  85  del  pliego 
4a  laa  eondidonea  generales  qne  se  copia  en  el  resultando  segando,  la 
Oompaflia  de  qne  ae  trata  quedó  sujeta,  entre  otraa  dispoddonee  que  en 
MAo  artíenlo  ae  eapecifiean,  á  laa  de  carácter  general  que  en  lo  anceaivo 
sa  dictaren  para  sata  clase  de  Empresas,  y  que  no  pudiendo  ponerse  en 
dada  el  earáeter  general  de  dicho  Reglamento,  en  aplicadón  á  la  Oompa- 
fila  demandante  era  ineludible  con  arreglo  á  loa  términos  mismos  de  la 
caaeedón: 

Oonaiderando  que  limitado  el  acuerdo  dd  Gobernador  general  de 
Posrto  Rico,  de  5  de  Septiembre  de  1889,  y  sustandalmente  )a  Real  orden 
hapognada  á  exigir  que  en  lo  sucedvo  la  Ck>mpafiía  siga  las  bases  de  qne 
iÁe  partirse  para  hacer  loa  replanteos,  entendiéndose  por  bases  laa  ins- 
tnwdonee  qne  previo  examen  de  los  antoproyectoa  redacto  la  Jefatura  de 
de  Obras  públicas,  en  laa  qne  se  habrán  de  consignar  las  modificadenea 
qae  á  jnido  de  la  misma  deban  introdudrae  en  los  indicados  antoproyec- 
toa, ae  ajusta  en  un  todo  á  lo  dispuesto  en  el  art  15,  condidón  6>  del  Re- 
glamento  de  14  de  Didembre  de  1887,  aegdn  el  cual,  entre  las  condiciones 
téeaieas  de  traaado  y  ^ecudón,  es  riquidto  indispensable  que  figuren  laa 
bases  de  qne  debe  partirse  para  liacer  el  replanteo  de  la  línea,  y  detormi- 
aar  la  dmentadón  de  las  obraa  de  fábrica: 

Oondderando  que  en  nada  ae  opone  á  laa  anteriorea  declaraciones  la 
dreonstanda  de  que,  según  loa  artícnloa  12  y  21  del  pliego  de  eondiciones 
particnlares  ¿usnltativas  y  económicas,  la  presentación  de  los  proyectoa 
por  parto  de  la  Compafiía  haya  de  limitarse  á  los  casos  por  los  mismos 
pnvistOy  y  de  que  con  sojedón  al  art.  34  dd  mismo  pliego  haya  de  prece- 
der á  todo  tralMtjo  el  replantoo  general  del  troio  comprendido  entre  laa 
dos  estaciones  contiguas  al  lugar  en  que  el  trabajo  se  comprenda,  sin  exi- 
gir eo  esto  pnnto  la  previa  preaentadón  de  proyectos;  pues  aun  dando  á 
astas  dispoddones  la  interpretación  y  alcance  que  la  parto  demandanto 
pratande,  dempre  reaultará  que  la  última  de  dichas  condiciones  fué  modi- 
ficada por  el  art.  15  dd  referido  Reglamento  de  1887,  y  que,  por  consi- 
C^eote,  como  la  Real  orden  impugnada  dispcme,  la  Compafiía  se  halla 
alagada  á  presentar  loa  proyectos  de  las  obraa  que  se  proponga  ejecutar» 
le  ademo  de  explanadones  y'  obraa  de  fábrica  que  de  accesorios  y  mate- 
dal  fijo  y  móvil  qae  el  eaUbledmiento  de  laa  lineaa  haga  necesario; 
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T  considonindo  que  lo  expuesto  no  afecta  al  derecho  qae  á  la  Gompa- 
fila  conceden  loe  artícnloe  14  y  94  del  pliego  de  condidonee  últimamieDte 
eitado«  respecto  al  plaso  en  qoe  han  de  f  er  aprobados  los  proyectos  por  la 
Aatoridad  superior  de  la  isla,  sin  qne  sobre  este  panto  pneda  hacerse  de- 
claración algona  concreta  en  la  yía  contenciosa,  por  no  haber  sido  objeto» 
de  resolución  en  la  gobernativa. 

Visto  el  art  1§,  condición  6>,  del  Reglamento  para  la  ejecución  de  le 
ley  de  Ferrocarriles  en  la  isla  de  Puerto  Rico,  que  dice:  cLas  lineas  decla- 
radas de  servicio  general  á  que  se  refiere  este  capitulo,  podrán  ser  oléelo 
de  concesión  por  el  Gobierno  sin  necesidad  de  que  se  redacte  previamente 
su  proyecto,  según  se  expresa  en  el  art.  26  de  la  ley  especial  de  Ferro- 
carriles; pero  entre  las  condiciones  téenieas  de  trasado  y  ejecución  qoe 
han  de  sustituir  á  dicho  proyecto,  es  requisito  indispensable  que  figerea 
las  siguientes:  Sexta,  las  bases  de  que  debe  partirse  para  hacer  el  replan- 
teo de  la  línea  y  determinar  la  cimentación  de  las  obras  de  fábrica»: 

Visto  el  art  44  del  mismo  Reglamento,  que  en  su  párrafo  tercero  ex- 
presa: cOuando  hayan  de  hacerse  concesiones  de  ferrocarriles  con  subven- 
ción en  la  forma  de  garantía  de  interés,  y  sin  aprobación  previa  del  pro- 
yecto, en  virtud  de  lo  que  establece  el  art  26  de  la  ley,  deben  figurar  las 
que  se  detallan  en  el  art.  16  de  este  Reglamento,  y  además  las  necesarias 
para  fijar  el  máximo  coste  kilométrico  anual  de  explotación  que  servirá 
de  base  para  la  determinación  del  beneficio  líquido»; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  f^ 
neral  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nmnbre  de  la  Oompaffía 
concesionaria  de  los  ferrocarriles  de  Puerto  Rico,  contra  la  Real  orden  de 
8  de  Febrero  de  1890,  la  cual  queda  firme  y  subsistente. — (Sentencia  pa- 
blicada  el  23  de  Febrero  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  29  de  Septiem- 
bre del  mismo  año.) 
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SsNTBNoiA  (28  de  Febrero  de  1892).— Jmpiietto  ds  derechoi  reales.  B^ 
cursas  deducidos  fuera  del  plato  legal.  ÁUadas.—Qt  absuelve  á  la  Adminis- 
tración general  de  la  demanda  deducida  por  el  Ayuntamiento  de  Madrid 
sobre  pago  del  impuesto  de  derechos  reales,  j  se  establece: 

i.o  Que  presentado  un  documento  en  la  qficma  liquidadora,  la  liquidaeiám 
debe  girarse  dentro  del  plazo  de  ocho  dias,  sefúnelart,  56  del  BMlatnmto 
dele  de  Enero  de  1873,  vigente  cuando  se  imció  el  expediente^  y  el  pago  Aa 
de  verificarse  precisamente,  con  arreglo  al  art.  87,  en  el  plago  de  dieciséis  dias^ 
contados  en  u»u>j/  otro  caso  desde  d  de  la  presentación; 

Y  2.^  Que  J^ados  de  este  modo  las  operaciones  y  sus  términos  respecHvoSf 
no  cabe  akfar  ignorancia  de  los  mismos,  por  tratarse  de  preceptos  leales, 
cuyo  conocuuiento  es  obliaatorio  para  toaos,  y  especialmente  para  las  Úorpo- 
raciones  de  carácter  péblieo. 

Por  escritura  de  29  de  Mayo  de  1876,  el  Ayuntamiento  de  Madrid  ad- 
quirió para  ensanche  y  regularisación  de  la  vía  pública  una  casa,  siendo 
presentado  dicho  documento  en  la  oficina  liquidadora  el  28  de  Junio  del 
mismo  año  por  el  Notario  auterisante,  que  obró  en  este  particular  como 
representante  del  Municipio,  girándose  la  liquidación  en  2  de  Julio  si- 
guiente. 

En  1877,  el  Ayuntamiento,  protestando  no  haber  tenido  conocimiento 
oportunamente  de  la  liquidación,  pidió  se  declarase  ésta  nula,  por  hallares 
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il  heeho  exento  del  pago  del  impaeeto;  pero  la  Adminietración  econó* 
Bii€%  considerando  que  había  tranacorrido  con  exceao  el  plaio  de  qnince 
áiaBy  marcado  en  el  art  160  del  Begtamento  de  14  de  Enero  de  1878,  dea- 
eetimó  el  recniso  int^pnesto,  reaolnción  qne  faé  confirmada  por  Real  or- 
den de  19  de  Septiembre  de  18S0,  dictada  á  virtnd  de  aliada  de  la  mitma 
Corporadón  interesada. 

Impngnada  eeta  Real  orden  en  vía  contencioaa  por  el  Ayuntamiento 
púa  qne  ae  dejase  sin  efecto  la  liquidación  practicada  con  devolación  al 
mismo  de  las  cantidades  qne  habla  satisfecho,  el  Tribnnal,  después  de 
SBSÉan ciado  el  pleito/ confirmó  la  Tesoludón  impugnada  por  sentencia 
de  81  de  Febrero  de  1892,  cuya  parto  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  qne  por  limitarse  la  Real  orden  reclamada  á  confirmar 
m  aenodo  que  declaró  extemporáneo  el  recurso  interpuesto  por  el  Ayun- 
tsmiento  demandante  contra  la  liquidación  girada  por  la  oficina  del  ramo, 
k^nica  cuestión  qne  esta  sentencia  debe  resolver  es  la  de  si  dicho  re- 
curso fué^  no  deducido  en  tiempo  hábil: 

Oonsiderando  qne  la  escritura  de  29  de  Mayo  de  1875  fué  presentada 
por  el  Notario  que  la  antorisó,  el  cual  obró  en  esto  particular  como  repre> 
ssntsnte  del  Ayuntamiento  en  la  oficina  liquidadora  dentro  del  plazo  de 
treinta  días,  qoe  establece  al  efecto  el  art  41  del  Reglamento  de  14  de 
Enero  de  1878: 

Oonsiderando  que  presentado  un  documento  en  dicha  oficina,  la  liqui- 
dación debe  girarse  dentro  de  ocho  días,  según  el  art.  66  de  aquel  Regla- 
noito,  y  el  pago  ha  de  verificarse  precisamente,  con  arreglo  al  art.  87,  en 
d  piaao  de  dieciséis  días,  contados  en  uno  y  otro  caso  desde  el  de  la  pre- 


Considerando  que  fijados  de  esto  modo  las  operaciones  y  sus  términos 
lespettivos,  no  cabe  alegar  ignorancia  de  los  mismos  por  tratarse  de  pre- 
eeptos  legales,  cnyo  conocimiento  es  obligatorio  para  todos,  y  especial- 
manto  para  las  Oorporadones  de  carácter  público;  y 

Oonsiderando  qne  ei  Ayuntomiento  de  Madrid  reclamó  contra  la  liqui- 
émáóa  de  qne  se  trata  coaado  ya  habla  pasado  con  exceso  el  plazo  de 
qoince  días,  prescrito  en  el  art  160  del  repetido  Reglamento,  á  contar 
deade  qne  se  hiio  la  operación,  y  aun  también  desde  que  por  medio  de  su 
f^iesentanto  debió  acndir  á  realiaar  el  pago  en  cumplimiento  de  lo  que 
dispone  el  citado  art.  87. 

Vistos  los  artículos  41,  66,  87  y  160  del  Reglamento  del  impuesto  de 
derechos  reales  de  14  de  Enero  de  1878; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  intorpuesta  por  el  Ayuntamiento  de  esto 
«orto  contra  la  Real  orden  dictada  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  19  de 
Septiembre  de  1880,  la  cual  queda  firme  y  subsistente.— (Sentencia  publi> 
cada  el  28  de  Febrero  de  1892,  é  inserto  en  las  Oaoda$  de  29  de  Septiem- 
We  y  8  de  Octubre  del  mismo  afic^. 


88 

BnmacxA  (28  de  Febrero  de  1892).— dm^otof  de  semcú»  y  obras  pú^ 
Uka$,  Aummií  depredo  en  loe  eontratoe.  Freeioe  eontradietorio$,—89  ab- 
soehre  á  la  Adminátradón  de  la  demanda  interpuesto  por  D.  José  Arregui 
y  Qncm  contra  la  ResA  orden  de  18  de  Febrero  de  1886,  relativa  á  la  fija- 
dóB  de  precio  contradictorio  para  ciertas  obras,  y  se  estobleoe: 

Qu9^fémelart.4Tdelfmgodeeondickneegenerak$para¡a$eof^ 
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de  Obra$  públieoi  de  10  de  Julio  de  1661,  ei  requisito  indí$peñiabUwm»q%m' 
proceda  fijar  el  precio  etpeeial^  que  $e  ínUe  de  en^lectr  materiatei  óejoouimr 
obr<m  que  no  figuren  en  dprem^meito  de  la  contrata. 

Por  Be«l  orden  de  18  de  Febrero  de  1876,  ee  adjudicó  á  D.  Ramón  Lo- 
pes Falcón  la  conatmcción  de  nn  troco  de  la  carretera  de  Jaca  al  Qrado>  y 
y  en  26  de  Mayo  de  1886  el  oontratlata  pidió  ae  fljaae  precio  contradicto 
rio  para  la  ezcaTación  del  metro  cúbico  de  la  roca  llamada  madñoefuooidem 
que  ae  habla  encontrado  en  yarioa  deamontea,  fundando  sn  pretenaión  en 
qoe  ae  trataba  de  nna  unidad  nueva  no  prevista  ni  comprendida  en  el 
cuadro  de  precioa  del  preanpueato. 

Negada  eata  pretenaión  en  definitiva  por  Real  orden  de  18  de  Febrero 
de  1886,  acudió  á  la  vía  contencioaa  D.  Joaé  Arregui,  oeaionario  de  lo« 
derechoa  de  Falcón,  y  el  Tribunal,  deapuéa  de  auatandado  el  pleito  por  to- 
doa  aus  brámitea  leigalea,  confirmó  la  reaoludón  impugnada  por  aentends 
de  28  de  Febrero  de  1892,  cuya  purte  auaancial  ea  como  aigue: 

Oonaiderando  que  la  cuestión  sobre  que  versa  este  pleito  se  reduce  á 
determinar  si  debe  ó  no  sefialarae  á  la  piedra  maeiñoe  un  precio  eapedal 
contradictorio  en  la  forma  prevista  por  el  art.  47  del  pliego  de  condiciones 
generales  para  las  contrataa  de  obraa  públicaa,  aprolwdo  por  Beal  deeselo 
de  10  de  Julio  de  1861: 

Oonaiderando  que,  según  dicho  art.  47,  es  requisito  indispensable, 
para  que  proceda  fijar  el  precio  eapecial,  que  se  trate  de  emplear  maieri«p 
lea  ó  ejecutar  obras  que  no  figuren  en  el  presupuesto  de  la  contrata: 

Oonaiderando  que,  según  el  presupuesto  base  del  convenio  á  que  este 
litigio  se  refiere,  todas  laa  excavaciones  de  roca  ae  reducen  á  áoa  dase*, 
floja  y  dura,  y  es  indudable  que  en  una  ú  otra  debe  figurar  la  piedra  de 
que  se  trata,  la  cual,  por  lo  tanto,  no  puede  ser  considerada  como  unidad 
nueva  y  no  comprendida  en  el  presupuesto. 

Visto  el  art.  47  del  pliego  de  condiciones  generales  para  laa  contiafae 
de  Obras  públicas,  aprobado  por  Beal  decreto  de  10  de  Julio  de  1861; 

Fallamoa  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  AdministiÍKite 
general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  José  Arregui,  euyoe 
derechos  ostenta  hoy  D.  Frandsco  Revueltas,  contra  la  Real  orden  de  18 
de  Febrero  de  1886,  la  cual  queda  firme  y  aubdstenté.— (Sentenda  pu- 
blicada el  28  de  Febrero  de  1892,  é  inaerta  en  la  Oéuxta  de  8  de  Octnbm 
dd  miamo  alio.) 
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SumsoiA  (28  de  Febrero  de  lB9V).^Oontrtítoi  de  $ervicio9  y  obraBp4k' 
hlieai.  Fliegoe  de  condidoneB.-^Be  revoca,  en  parte,  la  Beal  orden  de  IP  de 
Didembre  de  1886  impugnada  por  loa  cÜMÜonarios  de  D.  Juan  Bautista  La- 
aserré,  relativa  á  la  rescisión  de  un  contrato,  y  se  establece: 

QiM  en  loe  eontratoe  admmetratitfOi,  el  pliego  de  eondicionee  previamenio 
aceptadas  por  las  partes,  es  leu  ó  norma  con  arreglo  á  la  cual  ddm  resoiverm 
¡as  dtferencias  que  entre  aquéllos  ocurren. 

Subastado  el  suministro  de  acero  y  hierro  para  la  constracdóa  del  ere- 
cero  Alfonso  XII,  se  dividió  el  servido  en  tres  lotea,  cada  uno  de  loa  cu»* 
lea  podía  contratarse  separadamente  y  tenía  adgnado  depódto  proviaioaai 
distinto  y  fiaoaa  definitiva  eapedaL 

AiQndieado  el<remateá  D.  Joan  Bautista  Lssserre  presentó  loametaria' 
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1m  q«»  pov  dM  vocea  MgnidM  Ifi  fneron  reehftMdc»,  7  en  tal  ertado  aeodié 
al  Ministerio  de  Marina,  ofredendo  reponer  dichoa  materialea  ai  ae  le  otor- 
pba  nn  plaao  finidencial  para  Terificaf  lo,  y  por  Real  orden  de  9  de  Febrero 
de  1886  ae  aeoedió  á  eata  aolidtad  coneediendo  al  oontratiata  nn  plaao  imr 
pronogable  de  treinta  diaa  para  preaentar  de  noevo  loa  materialea. 

Dentro  del  plaao  expreaado  en  eaa  reaolncióo,  preaentó  el  oontratíat» 
ktnalerialee  objeto  del  contrato,  alendóle  admitidoa  loa  correapondlentea 
i  )of  lotea  1.0  j  3.0^  j  rechasadoa  loa  referentea  al  S.o;  é  ioatmido  con  eato 
motíTO  expediente,  por  Beal  orden  de  1.»  de  Diciembre  de  1886  ae  reaol  vio 
^oe  ae  reoeindieza  el  contrato^  adjndicándoae  á  la  Hacienda  en  totalidad  ]m 
áanaa  preatada,  y  exigiendo  al  oontratiata  laa  mnltaa  en  qoe,  con  aireglo 
ai  contrato,  había  ineorrído,  poeato  qne,  para  todoa  loa  eíectoa  le^a^ea» 
lee  trea  lotes  en  qne  hubiera  podido  dividirae  la  licitación  habían  Tenido 
á  formar  ana  aola  coaa,  dada  la  manera  como  el  compromiao  ae  había  £or> 
Budisado. 

Impugnada  eata  Real  orden  por  D.  Juan  Bantíata  Laaaerre,  y  aoatenido 
deapnéa  el  pleito  por  ana  acreedorea  como  ceaionarioa  para  qne  la  reaciai6n. 
malta  y  pérdida  de  la  fianaa  ae  limitaae  exclaeÍTamente  al  tercer  lote,  el 
Tríbonal,  deapnéa  de  anatandado  el  aannto  por  todoa  aoa  trámitea,  dictó 
eo  S8  de  Febrero  de  1892  la  aenteada,  coya  parte  anatancial  ea  como  aigae. 

Considerando  qne  en  loa  contratoa  adminiatratiyoa  el  pliego  de  eondi- 
cioDea  previamente  aceptadaa  por  laa  partea,  ea  la  ley  ó  norma  con  anegio 
i  la  coal  deben  reaolverae  laa  diferendaa  qne  entre  aqnélloa  ocorran: 

Oqnaiderando  qne,  aegún  el  pliego  de  condidonea,  baae  del  contrato  á 
^ne  eate  pleito  ae  refiere,  el  aominiatro  de  materialea  objeto  del  miamo  a« 
dividía  en  trea  lotea,  cada  ano  de  loa  cnalea  podía  contratarae  aeparada- 
aente  y  exigía  ana  fianza  eapedal  diatlata  en  aa  cnantía  de  la  de  loa  otros 
doa,  lo  enal  demoeatra  qne  habo  trea  contratoa  independientea  en  ana  efeo- 
toa  anos  ds  otroa: 

Considerando  qne  eato  miamo  ae  declara  expreaamente  en  la  novena 
condidón  del  pliego,  la  cnal  eatablece  qne  ai  ocnrre  algono  de  loa  casos  ds 
tmtídUk  ae  readndirá  el  oontimto  del  lote  á  que  oorreaponda  la  falta,  ad jo- 
dícándose  la  fianaa  reapeetiva  á  favor  de  la  Hadoida,  y  qaedando  snbais- 
tontaa  las  moltaa  qoe  ae  hnbieaen  impoeato  al  oontratiata: 

Ccmsiderando  qoe  en  virtnd  de  loa  anteriorea  fandamentoa,  ea  impoai- 
ble  legalmente  confondir,  como  lo  hace  la  Real  orden  reclamada,  loa  efee- 
toa  de  loe  trea  contratoa,  y  deben,  por  io  tanto,  examinarae  aeparadaments 
los  de  cada  ano,  dn  qoe  sea  tampoco  podble  afirmar  qne  la  conf  osidn  se 
^rodnjo  por  la  Real  (¿den  ds  O  de  Febrero  de  1886,  paeo  esta  dispoddte 
se  limitó  á  oonoeder  nn  nnevo  plaao  para  la  presentadón  de  materiales^ 
sin  modificar  las  condidones  esenciales  de  la  aabaata  ni  loa  deberes  y  d^ 
radios  qne  á  las  partea  redprocamente  correapondían: 

Condderando,  reapecto  á  loa  contratoa  relativoa  á  loa  lotes  l.o  y  2  •, 
^ne  presentados  y  admitidos  los  materiales  dentro  del  plaao  de  la  Real  of^ 
den  mendonada  de  O  de  Febrero  de  1886,  no  exiate  canea  ningona  qne  |a»> 
tifiqne  la  reacisión,  ni,  por  tanto,  la  pérdida  de  la  fiansa: 

Conaiderando  qoe  ea  procedente  la  readdón  en  cnanto  al  contrato  del 
iote  8.0,  en  virtad  de  la  condidón  10  del  pliego  qne  la  preacribe,  con  pér- 
dida de  la  fianaa,  para  el  caso  de  qne  se  desedien  loa  materialea  preaentsr 
doa  á  nnevo  reconocimiento,  ensnatitodón  de  otroa  anteriormente  redi»* 
aadcs,  y  con  arreglo  también  á  la  repetida  Real  oxden  de  9  de  Febrero,  en 
la  cnal  ae  previno  al  contratista  qne  de  no  presentar  loe  materiales  admi- 
sibles en  el  plaao  qne  se  le  otorgó,  se  encargarían  directamente  á  Inglsr 
térra: 

Con  dderandp  qoe  otra  de  las  cnsstiones  qoe  esta  ssntsnda  dsbe  lesol- 
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Ter,  ie  refiere  las  maltas  de  que  la  Beel  orden  impognada  hace  reapooMi* 
ble  á  Laaserre  y  qoe  éste  estima  improcedentes: 

Considerando  qne  según  la  ya  citada  condición  9.*  se  impondrá  al 
contratista  la  malta  del  2  por  100  sobre  el  importe  á  los  precios  de  adja- 
dicadón  de  loe  materiales  y  efectos  pendientes  de  entrega  por  cada  éím 
qoe  demore  la  presentación  de  éstos  ó  la  reposición  de  los  desecbado» 
despnés  del  Yencimiento  de  los  plasos  qoe  para  ano  y  otro  objeto  estable- 
ce la  condición  7.^ 

Oonsiderando  qne,  según  la  condición  7.^  el  contratista  presentari  mk 
el  Abnacén  de  Recepciones  del  Arsenal  del  Ferrol,  con  las  faetnras  guia» 
qne  exige  el  Beglamento  de  la  contabilidad  del  material,  todos  los  ártica- 
los  qoe  abrace  su  contrato,  dentro  del  plaso  de  cuarenta  días,  contado» 
desde  la  fecba  en  qne  otorgoe  la  escritora,  cayo  plaso  se  consideraírá 
ampliado  por  qoince  días  más.  en  el  caso  de  qoe  los  materiales  y  elec- 
tos presentados  antes  de  finalizar  dicbos  coarenta  días  resoltase  inad- 


Oonsiderando  qne  D.  Joan  Bautista  Lasserre  oomplió  so  compromiso 
en  lo  qne  dice  relación  á  los  plasos,  poes  otorgada  la  escritora  á  sa  tavor 
en  10  de  Septiembre  de  1886,  biso  la  primera  presentación  de  efectos  en 
20  de  Octubre  siguiente,  reponiéndolos  en  24  del  mismo  mes,  y  babiéndo- 
sele  concedido  on  nuevo  término  por  baber  sido  rechazados  aquellos, 
presentó  dentro  del  mismo  los  que  fueron  admitidos  en  la  parte  corres 
pondiento  á  los  lotes  l.o  y  2.o: 

Oouriderando  que  por  no  babor  incurrido  en  mora,  es  improcedente 
aplicar  al  contratista  las  multas  que  sólo  para  tal  caso  prescribe  la  oondi- 
cidn  9>,  y  por  lo  tanto,  su  responsabilidad  debe  limitarse  á  la  rescisión 
áéí  contrato  relativo  al  loto  S.%  con  pérdida  de  la  fianza  correspondiente' 
al  mismo,  según  establece  la  condición  10,  debiendo  serle  devuelta  la  can- 
tidad total  de  las  multas,  y  la  de  las  fianzas  de  los  dos  primeros  lotes: 

Visto  el  pliego  de  condiciones  administrativas  para  la  subasta  de  qne 
se  trats.  publicaco  en  la  Gaceta  de  12  de  Julio  de  1886,  la  primera  de  lae 
cuales  dice:  cLa  licitación  tiene  por  objeto  la  adqoisión  de  planchas  de 
acero,  planchas  de  hierro  Lowmoor,  cabillas  de  aceio  y  cabillas  de  hierro, 
hierro  en  ángulo  y  remaches  de  hierro  que  se  necesitan  para  la  constme* 
den  de  10  cidderas  con  destino  al  crucero  Ay^amo  XUy  y  para  facilitarlaa 
se  se  divide  el  servido  en  los  lotes  que  la  unida  relación  expresa,  cada  une 
de  los  eoales  puede  contratarse  separadamente»: 

Vista  la  condición  7.^  del  propio  pliego,  la  cual  expresa  qoe  el  contra- 
tista presentará  en  el  Abnacén  de  Becepciones  de  este  Arsenal,  con  lae 
facturas  que  exige  el  Beglamento  de  la  Oontabilidad  del  material,  todos 
los  artículos  que  abrace  su  contrato  dentro  del  plazo  de  cuarenta  días, 
oontados  desde  la  fecha  en  que  otorgue  la  escritura  ó  se  le  comunique  le 
orden  de  adjudicación  en  el  caso  de  no  ser  necesario  la  escritura,  coye 
plaso  se  considerará  ampliado  por  quince  días  más  en  el  caso  de  que  los 
SMtoríales  y  efectos  presentados  antes  de  finalizar  dichos  cuarenta  días 
resaltasen  inadmisibles,  por  no  reunir  las  condiciones  estípulsdas  en  el 
reconocimiento  que  ha  de  practicarse  en  la  forma  que  determina  el  Be- 
glamento citado.  Los  efectos  desechados  deberán  retirarse  del  Arsenal  eo 
el  término  de  setMita  y  dos  horas,  pues  de  lo  contrario  procederá  la  Ad- 
ainistrsciónn  á  venderlos  por  cuenta  da  su  propietario,  reservándose  el 
10  por  100  del  producto  por  razón  de  multa,  más  el  importado  losgsstos: 

Visto  la  condición  8.<>,  qoe  dice:  cSe  considera  consumada  la  falta  de 
cumplimiento  del  contrato  por  parte  del  contratista:  primero,  cuando  ne 
presente  los  materiales  en  el  plazo  que  indica  la  condición  anterior;  se* 
cundo,  cuando  presentados  en  dicho  plaso  jr  rechazados  no  se  repon-' 
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fui  en  elminno  ó  ea  el  da  implÍAdón  lefiaUdo  par»  este  cmo;  y  ier- 
taOy  cuando  repoeetot  en  la  época  debida,  se  rechacen  definitivamente»  i 
Vista  la  condición  9.^^  con  arreglo  á  la  qne  <se  impondrá  al  contratista 
Is  multa  de  2  por  100  sobre  el  importe  de  los  preeios  de  adjadicadón  de 
los  materiales  j  electos  pendientes  de  entrega  por  cada  día  que  demore 
h  pressntadón  de  estos  ó  la  reposición  de  los  desechados  deapaés  del 
TSBdmiento  de  los  plasos  qne  para  ano  j  otro  objeto  establece  la  condi- 
ción 7.^  7  si  U  demora  excediese  en  el  primer  caso  de  ocho  días,  ó  do 
dies  en  d  segundo,  se  resdndirá  el  contrato  del  lote  á  qne  corresponda  la 
ltíta,adJQdicáDdose  la  fianza  respectiva  á  favor  de  la  Hacienda,  y  que- 
dando subsistentes  las  maltas  qae  se  le  habieron  impuesto»: 

Vista  la  condición  10.^  qae  dispone:  clgualmente  procederá  la  resci- 
don  del  contrato  con  pérdida  de  la  fiania,  aun  cuando  no  resulten  per 
ioidos  ai  Estado,  en  el  caso  de  que  se  desechen  los  materiales  presen 
tadosá  noeyo  reconocimiento  en  sustitución  de  otros  también  reoha- 


Fiülamos  gne  debemos  revocar  y  revocamos  la  Keal  orden  de  1.^  de 
Diciembre  de  1886,  en  enante  rescinde  los  contratos  correspondientes  á  loa 
lotes  1.0  y  2.0  del  suministio  á  qUe  éste  litigio  se  refiere,  é  impone  á  Don 
Joan  Bautista  lasserre  las  multas  que  para  el  caso  de  morosidad  del  con- 
tiatísta  establece  el  pliego  de  condiciones;  en  su  consecuencia,  devuélvase 
á  los  acreedores  de  lasserre,  que  ostentan  actualmente  en  este  pleito  los 
doechos  del  mismo,  el  importe  de  las  multas  y  el  de  las  fianzas  de  loa 
«mtiatos  referidos,  los  cuales  se  declaran  subsistentes  y  eficaces;  quedan- 
do confirmada  la  Beal  orden  en  cuanto  rescinde  el  contrato  del  lote  S.o  é 
impone  al  contratista  la  pérdida  de  la  fianza  referente  at  mismo.— (Sen- 
tencia publicada  el  23  de  Febrero  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  8  de 
Octobf»  del  mismo  afio.) 
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BmntMOUL  (36  de  Febrero  de  lS92).'-'Exoipewne$  pereiUona$.  Inccmfe- 
imeím  dé  jmrimHeoiám.  OratíficaeUmei  á  km  fmusianaríoi  púbUeo$.  Serviao» 
lygtg/gf.— 8e  declara  la  incompetencia  del  Tribunal  para  conocer  de  la 
tonada  dedodda  á  nombre  de  D.  Manuel  Ansó  y  Arenas  contra  la  Beal 
crdsD  de  Si  de  Mano  de  1886,  relativa  al  abono  de  honorarios  devengados- 
for  aqnti  en  cierta  comisión,  y  se  establece: 

Lo  Que  €$  eondicián  indiipeniahle  para  la  procedencia  del  recwreo  ctrnUn- 
ciüs,  ffu  la  reiohicián  reclamada  emane  de  la  Adminüiraeián  en  el  percutió 
iemmfaeuUadee  reglada»  y  que  u  eMÜme  lemnado  un  derecho preexiitenie 
empetrado  ver  un  precepto  legal  eocpreeo  y  categórico^  á  que  la  Autoridad  gu- 
henutUva  hMera  debido  ojuetar  eui  aetoe: 

2,0  Que^  tegúñ  eM  declarado  en  repetida»  dedoume»,  la  regutadán  de^ 
fmkmtntü»  é  grat^fieaeúme»  á  funcionario»  público»  que  preeten  tervicíoa 
eipedaU»,perteneeeálapote»taddi»erecUmaldelaÁd»nmi»traciáncuandono 
üyleyni  reglamento  que  fije  la  recompenoa  que  deba  otorgar»»,  doctrina  que 
batido  confirmada  por  el  art.  á.o,  núm.  8S>  del  Beglamento  publicado  en  29^ 
i»  Diciembre  de  1890  para  la  tuetandacián  de  lo»  atunto»  oontendooo^admi- 
uittrúHioo»  y  »u»  incidente»! 

TB*  Que  lo»  Utigio»  deben/aUaree  con  arréalo  á  lo  pedido  y  alegadogor 
koparte»,  y  la  exondan  de  ñuxmuoetenda  puede  »er  fropueeta por  aqumao- 
4  eeUmadapor  d  lUbunal  en  cualquier  eetado  ddpleUo. 

Bm  Maaoel  Anaó»  Sobdelegado  de  Medidna  de  AlicaatOi  foé  encarga- 
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do  de  ezftminar  la  enfermedad  que,  según  rumor  público,  ae  padecía  Mr 
Santa  Pola,  y  habiendo  reclamado  por  el  camplimiento  de  «n  mirión  5.00O 
pesetas  de  honorarios,  el  Ministerio  de  la  Gobernación,  en  Real  orden  de 
31  de  Mario  de  1885,  fijó  dichos  honorarios  en  24  escudos,  á  tenor  de  Im 
Beal  cédala  de  18  de  Jonio  de  1867. 

Contra  esta  Real  orden  acodió  el  interesado  á  la  vía  contenciosa,  y  ha- 
biendo alegado  el  Fiscal  en  el  acto  de  la  vista  la  excepción  perentoria  da 
incompetencia  de  Jurisdicción,  el  Tribunal  la  declaró  procedente  por  sea- 
tencia  de  25  de  Febrero  de  1892,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  qne  es  condición  indispensable  para  la  procedencia  del 
recurso  contencioso  que  la  resolución  reclamada  emane  de  la  Administra- 
ción en  el  ejercicio  de  sus  facultades  regladas  y  que  se  estime  lesionada 
un  derecho  preexistente  amparado  por  un  precepto  legal  e:^reso  y  cate- 
górico, á  que  la  Autoridad  gubernativa  hubiera  debido  ajustar  sus  aetoar 

Considerando  que,  según  está  declarado  en  repetidas  decisiones,  la  re* 
gulación  de  emolumentos  ó  gratificaciones  á  funcionarios  públicos  que 
presten  servicios  especiales  pertenece  á  la  potestad  discrecional  de  la  Ad- 
ministración cuando  no  hay  ley  ni  Reglamento  que  ñje  la  recompensa  que 
deba  otorgarse,  doctrina  que  ha  sido  confirmada  por  el  art  4.®,  núm.  8.* 
del  Reglamento  publicado  en  20  de  Diciembre  de  1800  para  la  sustancia» 
ción  de  los  asuntos  contencioso  administrativos  y  sus  incidentes: 

Considerando  que  el  actor  fonda  su  demanda  en  la  afirmación  de  uq 
serle  aplicable  la  Real  orden  de  18  de  Junio  de  1857,  por  tratarse  de  un 
servicio  especial  distinto  de  los  que  como  Subdelegado  de  Medicina  estaba 
obligado  á  practicar,  con  lo  cual  es  notorio  que  él  mismo  coloca  la  cues- 
tión en  terreno  que  no  es  el  de  la  jurisdicción  de  este  Tribunal: 

Considerando  que  los  litigios  deben  fallarse  con  arreglo  á  lo  pedi^  j 
alegado  por  las  partes,  y  que  la  excepción  de  inoompetoieia  puede  aer 
propuesta  por  aquéllas  ó  estimada  por  el  Tribunal  en  cualquier  estado  del 
pl^to. 

Visto  el  art  4.®  del  Reglamento  citado  de  20  de  Diciembre  de  1890,  en 
su  núm.  8.0; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  incompetente  á  esto  Tri> 
i>unal  para  conocer  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Manuel  Ansó  y  Ata> 
naa  contra  la  Real  orden  de  81  de  Mano  de  1885.^(6entencia  publicada 
el  25  de  Febrero  de  1892,  é  inserta  en  la  Qaoeta  de  8  de  Oetnbre  del  i 
aoaílo.) 
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Sbntbnoia  (26  de  Febrero  de  1892).-*-(7rácii^  etmtra  d  íkíado.  Oadm- 
eidad  de  er¿dito$  canira  el  Estado.  Bime$  defundaehnéi pmdoeae.  8e  ab- 
anslve  á  la  Administración  de  la  demanda  deducida  á  nombre  de  D.  Joan 
Büonis,  Ministro  de  la  Venerable  Orden  Tercera  de  Penitencia  da*  San 
Francisco  contra  Real  orden  de  25  de  Diciembre  de  1882  jrelativa  á  la  oon- 
conversión  de  una  lámina,  v  se  establece: 

(¡ue  él  art.  2  o  de  la  ley  de  2  di  Septiembre  de  1841  declara  nucísaatos  lem 
hienes,  derechos  y  accumes  de  cualquier  modo  eorre$p<mdietUe8  á  Oofradm,  y 
la  orden  de  28  de  Enero  de  1869  ordenó  la  oanedaoián  y  omortiMamn  de  km 
créditos  de  dichas  fundactones^  cuyos  productos  estmriesen  t^Ueadn  al  sitfAs. 

La  Venerable  Orden  Tercera  de  Penitencia  del  Seráfico  Padre  San  ¥nm 
<siseo  promulgó  en  11  de  Agosto  de  1579  sos  Constituciones^  da  las  quo  re- 


'\ 
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■alia  ler  objeto  de  U  Coagiegedón  la  práotice  de  ejercidos  eepiritatlee, 
cdebwdAn  deproeedonee  y  adetenda  á  los  entienoa  y  hoorae  fánebrea 
de  loe  hennaooa  difimtoa,  cnyoe  gaatoe  habrian  de  eoateane  con  las  li- 
nonaa  de  loa  congregantes,  de  las  ondea  habría  de  recogerse  también  la 
fiBfwario  para  d  socorro  de  los  pobres  Y^gonzantes,  enf ennos,  neeedl*- 
des  7  presos  de  la  cAroeL 

£o  SI  de  Mano  de  18S9  se  expidió  por  la  Red  Caja  de  Amortisadón  á 
&for  de  dicha  Venerable  Orden  ana  lámina,  nüm.  11.4S7,  al  6  por  100  de 
réditos  7  con  tm  capild  de  466.1S4  reales  8S  maraTedises,  eqniyaleftte  al 
crédito  de  8  por  100  de  76S.658  reales  qne  le  correspondía  por  yirtnd  de  los 
doneeptoe  dgaientes:  primero,  S80.000  redes  oitregados  en  la  Red  Oaj* 
por  D.  Luis  Antonio  de  Rirera  7  Dofia  Josefa  de  Rivera,  como  predo  en 
^ae  se  remató  á  sa  favor  nna  casa  sita  en  la  cdle  del  Beaterío  de  la  di»- 
dad  de  Oádis,  perteneciente  á  la  Orden  Tercera,  7  qne  faé  enajenada  eo 
observancia  de  los  Reales  decretos  de  26  de  Febrero  7  19  de  Septiembre 
de  1798;  segundo,  186JM)0  redes  entregados  en  la  misma  Caja  por  DcAs 
Maria  die  los  Dolores  Oonsáles,  valor  de  una  casa  propia  de  la  Venerabl» 
Orden  7  vendida  como  la  anterior;  tercero,  228.600  redes  entregadoe  por 
D.  Ciistóbal  de  Arenilla,  como  precio  de  otra  cadi  de  la  minna  pertenen^ 
da  7  rematada  como  las  dos  anteriores;  coarto,  4.460  reales  7  22  marave- 
dises  entregados  por  D.  Diego  Rodrigóos  de  la  TonciB,  Administrador  judi- 
ad dd  Pa^nato  fondado  en  dicha  dndac^  de  Gádis  por  Dofia  Jádnta 
Tíartíne»  de  Zoloaga,  como  capital  de  on  censo  que  contra  d  tenía  dicho 
Pdronato  á  favor  de  la  Tenerable  Orden  Tercera  de  San  Francisco  á  los 
unes  qne  dispnso  la  ínndadón;  quinto,  6.600  reales  entregados  por  dmis^ 
BO  D.  Diego  Rodrígaos,  con  igoal  repreaentadón,  mitad  del  capitd  dotado» 
de  la  memoria  fondada  por  la  propia  Dofia  Jadnta  para  pan  á  pobres,  á 
cargo  de  la  repetida  Orden,  á  qne  están  afectas  las  fincas  del  Patronato  re- 
Mdo;  *7  sexto,  4.617  redes  7  22  maravedises  entregados  por  D.  Bdtasar 
Hiddgo  en  concepto  de  capitd  de  on  censo  redimido  correspondiente  á 
las  memorias  de  Dofia  Jos^  Mirasd  para  d  alambrado  de  Noestro  Padre 
lesos,  en  d  convento  de  San  Franoiseo  de  Oádis. 

Abonados  los  intereses  de  la  lámina  hasta  fin  de  SepHembre  de  1841» 
^evia  la  declaradón  de  la  sobsistonda  7  la  legitimidad  de  la  misma,  en 
^  de  Mano  de  1860  se  solicito  so  conversión  7  el  abono  de  los  intereses 
iMsta  80  de  Jonio  de  1861, 7  habiendo  pedido  el  Fiscal  qoe  se  presentasen 
tBstimonios  originales  de  las  fondadones  á  qoe  pertoneda  la  lámina,  coa 
estancia  fecha  21  de  Enero  de  1870,  acompdió  D.  Agostín  Olgoera  testf- 
monio  notarid  debidamente  compolsado  de  las  contribodones  de  la  Ve- 
nerable Orden  Tercia  de  San  Fraadsco,  dta  en  el  extingoido  convente 
'Oaaa-grande  de  la  dodad  de  Oádis;  7  habiendo  la  Fiscalía  opoestoel  repa- 
ro de  qne  las  memorias  qoe  didios  docomentos  enomera  no  eran  los  qoe 
formaban  parto  dd  ciq^itd  representado  por  el  crédito  en  coestión,  el  ids- 
mo  interesado  presento,  en  j^de  Agosto  de  1876,  tres  testimonios  expedi> 
dos  por  d  Notwio  del  Ool^o  de  dUcha  capitd  D.  Francisco  Hemándes, 
legalisados  en  forma,  oomprendvos  de  las  escritoras  de  censtitadón  de 
las  dgaientes  fondadones:  primera,  memoria  de  misas  erigida  en  8  de 
lla70  de  1710  por  Dofia  Francisca  Jiméaes  en  favor  de  la  Venerable  Or- 
^den  Tercera  de  Penitenda;  segonda,  legado  de  1.000  dooados  de  capitd 
7  60  de  rento  asad,  dejado  por  Dofia  Jacinta  Martines  de  Zoloaga  en  su 
testamento  de  26  de  Marso  4e  1798  en  benefido  de  la  misma  Venerable 
Orden,  para  qoe  se  invirtieran:  26  docados  d  afio  en  e7ada  de  repártimien- 
todepan  á  loe  pot>res  vergonsantes  hermanos,  7  los  otros  26  en  la  admi- 
aistadto  á^X  Patronato  qoe  á.  la  Oongfegadón  dejaba  encomendado;  7- 
toeera,  Patronato  7  Obra  pía  establecida  en  29  de  Agosto  de  1776  por 
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PofU  Josefa  MirafoL  confiando  el  patronazgo  al  Miniítro  y  Vocalea  qo« 
ÍQOfen  de  la  Venerable  Orden  Tercera,  y  ordenando  qne  del  producto  de 
loe  bienea  dótales,  deepoéa  de  reparadas  las  casas  y  pagado  el  personal 
trabajo  del  Administrador,  se  hiciesen  castro  partes,  ana  para  ana  misa 
cantada,  adorno  de  capilla,  cera,  Yestoario,  etc.;  otra  para  los  Padres  Car- 
melitas Descalaos,  para  ana  misa  cantada  de  aniversurio  y  varias  rosadas; 
otra  para  limosna  á  la  casa  de  crianza  de  nifios  expósitos  de  la  Gasa  cnna 
de  la  dodad  de  Gádis;  y  la  última  cnarta  parte  para  repartirla  anoalmente 
en  obras  de  misericordia  corporales  entre  familias  de  honor. 

En  vista  de  estos  antecedentes,  el  Departamento  de  emisión  inform6 
4|ae  teniendo  la  Congregación  carácter  rdigioso,  debía  declararse  la  cada- 
ddad  de  la  lámina  núm.  11.487  respecto  de  los  créditos  procedentes  d# 
£ncas  pertenecientes  á  la  misma;  qne  no  había  para  qaé  ooaparse  de  Ui. 
fondadón  de  Dofia  Francisca  Jiménes,  por  no  componer  parte  del  capitai 
de  la  lámina;  qoe  procedía  abonar  el  de  8.800  reales  qae  corresponde  á  1» 
fundación  de  Dofia  Jacinta  Martines  de  Zuloaga  emitiendo  al  efecto  una 
lámina  noeva;  y  que  debía  incluirse  en  esta  nueva  lámina  la  segunda  mi- 
tad del  capital  de  la  fundadón  de  Dofia  Josefa  Mirasol  (1.856  reales  29  ^ 
céntimos)  destinada  á  obras  de  caridad  ó  miserioordis,  no  pudiendo  haoer- 
se  le  mismo  respecto  á  las  dos  primeras  de  Iss  cuatro  partes  en  que  la  di-> 
yidió  la  instituidora  por  s^  puramente  espirituales. 

De  conformidad  con  este  dictamen  y  con  el  que  en  el  mismo  sentido* 
emitió  el  Fiscal,  la  Junta  de  lá  Deuda  pública  acordó,  en  sesión  de  11  d» 
Didembre  de  1677,  la  conversión  en  una  inscripdofi  de  la  cantidad  d»> 
4.666  reales  29  céntimos,  el  abono  de  8.269  reales  41  céntimos  por  interft- 
aes,  y  la  cancelación  de  460.479  reales  8  céntimos,  parte  dd  capital  do  la 
lámina  núm.  11.427,  todo  en  la  forma  propuesta  por  d  referido  Departa- 
meiito  de  Emidón. 

Interpuesto  recurso  de  alsada  contra  este  acuerdo,  fué  confirmado  por^ 
Real  orden  de  26  de  Diciembre  de  1882,  é  impugnada  estanresoludón  en^ 
via  contendosa,  al  objeto  de  que  se  acordara  la  con  verdón  de  la  parte  man- 
dada cancelar.de  la  lámina,  el  l'ribunal,  después  de  seguido  el  pldto.por- 
todos  sus  trámites,  confirmó  la  Bed  orden  en  sentencia  de  26  de  FebierO' 
de  1892,  cuya  parte  sustandd  es  como  sigue:- 

Considerando  que  el  art  2.®  de  la  ley  de  2  de  Septiembre  de  1841  de- 
daió  nadonales  los  bienes,  derechos  y  aodones  de  ^udquier  modo  co- 
rrespondientes á  Cofradías,  y  la  orden  de  28  de  Enero  de  1869  ordenó  la 
cancelación  y  amortización  de  los  créditos  de  dichas  fundaciones,  cnyoa 
productos  estuviesen  aplicados  d  culto: 

Condderando  que  de  los  seis  créditos  que  concurrierott  á  formar  d  oa^ 
pitd  de  la  lámina  núm.  11.427,  los  tres  primeros,  cuyo  importe  compren- 
de la  cad  totdidad  de  la  suma,  procedían  dd  precio  en  que  fueron  vendi- 
das varias  casas  pertenecientea  á  la  Venerable  Orden  Tercera,  la  eud  des- 
tinaba Us  rentas  excludvamente  al  culto,  pues  d  bien  tuvo  desde  su  ea 
tabledmiento  otras  atendones,  como  el  socorro  de  pobres,  enformoa  y* 
presos,  á  ellas  acudía  y  acude  con  d  producto  de  las  limosnas  que  recoce,, 
según  10  condgnado  en  los  Estatutos: 

Condderandoque  las  restantes  cantidades  de  la  lámina,  prooedentea 
de  las  memorias  fundadas  para  objetos  benéficos  por  Dofia  Jadnta  Marti 
jMNt  de  Zuloaga  y  Dofia  Josefa  Mirasol,  han  ddo  e^tceptuadas  en  la  parte* 
oorrespondiente  á  aquellos  objetos  por  la  Bed  orden  impugnada,  qma 
manda  expedir  una  nueva  lámina  en  equivdenda  de  las  mismas: 

Condderando  que,  en  virtud  de  k)  ezpuestOi  resulta  procedente  la  can- 
eeladón  y  conceden  decretadas  por  didba  Beal  orden,  la  cud  debe  ser 
QonficDiada» 
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Vutoselart  S.odelAleydeSdeSeptiflmbredelMl  jéínúm.  S«do 
borden  de 38 de  Enero  de  1869; 

EaDamoe  que  debemoe  ebeolv^r  y  abeolvemoe  á  U  Administrteióo  g9- 
oenl  del  Eitodo  de  la  demanda  interpaeata  por  D.  Joan  SUonii  j  Ortia 
eomo  Miniairo  de  la  Venerable  Orden  Tercera  de  San  Franoiaeo,  eatable- 
dda  en  la  dadad  de  Oádis,  contra  la  Real  orden  de  26  de  Diciembre  de 
1882,  qae  qoeda  ürme  y  aabdaiente.— (Sentencia  pabHcada  el  26  de  Fe- 
teño  á»  1899,  ó  inaerta  en  la  Oaeeta  de  8  de  Oetalm  del  miamo  afto.) 
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Skhtbvoia  (^6  de  Febrero  de  1892).— Jgbceq^ctofiet  permíoria»,  Ineotn- 
fdmeia  de  jun$diceián.  Be$(ducume$  que  caman  etíado.  Acuerdoa  de  Um 
Aywntanden!toe,—B^  revoca  la  aentenda  diotada  por  el  Tribonal  provindai 
de  Madrid  m  19  de  Mayo  de  1890,  declarando  en  «n  logar  la  incompeten- 
cia de  la  jnriadicdón  oontendoao-adminiatrativa  para  conocer  del  a«anto, 
en  antoa  aegoidoa  por  la  Oompafiía  Madrilefia  de  Alumbrado  y  Galefac- 
cito  por  Gaa  y  el  Aynntamiento  de  Madrid,  aobre  revocadón  de  aonerdoe 
de  la  Corporación  monidpal,  relatiyoa  al  tendido  de  cablea  para  la  loa 
eléctrica,  y  ae  eatablece: 

Que^Begún  tiene  declarado  ¡a  jurUprudenchyieJuilkí  envigar  y 
de  coligar  d precepto  de  laBeal  orden  de  26  de  Mayo  de  1880,  eegún  el  cual 
Im  aaíerdoe  ae  lo$  Áyuntamientoi  que  $e  supongan  lerivoe  á  loe  derechoa  de 
b$  particuHaree  son  redamablei  ante  los  reejfectivos  Chbemadore»  de  loe  pro- 
«mcios,  atando  evidente  que  tales  acuerdos  no  reúnen  las  condiciones  para  ser 
remados  en  tia  contenciosa,  puesto  que^  á  tenor  del  art.  2,<^  de  la  ley  de  IH 
de  Sej^iemJbre  de  1888^  párrt^o  primero,  no  causa»  estado  ni  pueden  aulori- 
tmr  dieáo  recurso. 

Por  aenerdoe  de  8  de  Marso  y  6  de  Janio  de  1889  antorixó  el  Ayunta- 
siento  de  Madrid  á  D.  Amallo  Jimeno,  bajo  dertaa  oondidonee,  para  ten- 
der cablea  anbterráneoa  ó  aéreoa,  á  fin  da  eatablecer  en  eata  capital  el 
alambrado  eléctrico,  y  ha|;>iéndoae  dado  conodmiento  de  la  coneeaión  al 
Director  de  la  Oomp^BLla  de  Alambrado  y  Oalefacdón  por  Qaa,  acndió  á 
la  Tía  contendoaa  ante  el  Tribmtal  proyindal  de  Madrid,  con  la  adplica 
de  qoe  ae  reyocaae  la  conoeaión  hecha  á  D.  Amallo  Jimeno  y  ae  conde- 
ane  al  Aymitamiento  á  indemniaar  dafioa  y  perjnidoa  á  la  Oompafiía: 

Peraonado  ea  antoa  d  Ajmntamiento,  an  repreaentadón  conteató  á  la 
demanda  alegando  hi  ineompetenda  del  Tribonal,  por  no  haber  nítimado 
la  Yla  gnbematiya  loa  acoeidoa  de  la  Oorporadón  monidpal;  y  el  Triba- 
Bil  dictó  aentenda  en  19  de  Mayo  de  1890,  abaolviendo  al  Ayontamieato 
de  la  demanda  contra  el  miamo  interpaeata. 

De  eata  aentenda  apeló  para  ante  d  Tribonal  de  lo  Oontendoao-admi- 
Bírtrativo  la  OompttSia  Madrilefia  de  Alambrado  y  Oalefacdón  por  Gaa, 
y  ea  d  acto  de  la  yiata  aa  repreaentante  maniíeató  qae  refería  aa  aúplica 
i  qoe  ae  dedaraae  la  nulidad  de  todo  lo  actuado,  en  rasón  á  la  ezcepdón 
perentoria  qae  preaMitaba  de  no  resultar  aparada  la  vía  gubematiya  al 
proponer  la  denmnda,  y  el  Letrado  del  Ayuntamiento  ae  adhirió  á  la  anto- 
liinr  adplica,  pero  con  la  de  qne  en  fneraa  de  la  miama  ezcepdón  ae  «ati* 
aiira  la  incompetmcia  del  Tribunal  para  conocer  del  eaao. 

El  Tribonal  reyocó  d  faUo  apelado,  declarando  la  incompetencia  de  la 
joriedicdón  eontendoao  adminiatratiya  para  conocer  dd  aauato  por  aen- 
leoda  de  26  de  Febrero  da  1899,  cuya  pwte  aoatandal  ea  como  aigue: 
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OoiMidarando  qae,  Mgún  tíene  declarado  la  joria^rodenoia  de  eato  Tri- 
Imnal,  ae  baila  en  vigor  y  con  faersa  de  obligar  el  precepto  de  la  Real  or- 
den de  86  de  Mayo  de  1880,  aegún  el  cnal  loa  acaerdoa  de  loa  Ayontamien- 
loa  que  ae  aupongan  leaivoa  á  loa  derechoa  de  loa  parücalarea  aon  recda- 
mablea  ante  loa  reapectívoa  Gobernadorea  de  laa  provineiaa,  y  como  la 
Compafiía  demandante  no  reclamó  en  la  yia  gnbmiatiya  el  acuerdo  dei 
Ayuntamiento  de  Madrid  contra  el  cual  preaentó  la  demanda,  ea  eyidento 

Sue  á  la  lecha  en  que  la  intorpuao  carecía  el  acuerdo  reelamado  de  laa  oon- 
idonea  eaencialea  para  aer  reviaado  en  vía  contoncioaa,  pueato  que,  á  te- 
nor del  art  2.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  párrafo  primero»  no 
caneó  catado  ni  pudo  autorizar  dicho  recurao: 

Oonaiderando  que,  por  tanto,  ea  de  admitir  la  excepción  perentoria  do 
incompetencia  de  juriadicción  propueata  por  laa  partea  en  el  acto  de  la 
Tiata  de  eate  apelación. 

Viata  la  Real  orden  de  S6  de  Mayo  de  1880: 

Viato  el  art.  9.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Fallamoa  que  debemoa  revocar  y  revocamoa  la  aentencia  dictada  por 
fA  Tribunal  provincial  de  Madrid  en  10  de  Mayo  de  1890,  y  en  au  lugar 
deelaramoB  la  incompetencia  de  la  juriadicción  contoncioaoadminiatrativa 
para  conocer  en  la  demanda  interpueata  por  la  Oompafiía  Madrilefta  do 
Alumbrado  y  Calefacción  por  Ghw  que  motivó  ^  {preaente  pleito.— (Sen- 
tnncia  publicada  el  26  de  Febrero  de  1892,  é  inaerta  en  la  OacHa  de  S 
ú%  Octubre  del  miamo  afio.) 
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SxMTKNcarA  (26  de  Febrero  de  lS92).'-Afrovechamimto$  wmimalet,  J3^ 
ieneión  de  aprovechamierUoi.  Dominio  mü.  ihminio  directo.  Deret^  de  tan' 
feo, — Se  abaoelve  ala  Adminiatradón  de  la  demanda  deducida  por  el 
Ayuntamiento  de  Bofiuel  contra  Real  orden  expedida  en  28  de  Diciembre 
de  1888,  relativa  á  la  redención  de  oiertoa  aprovechamientoa,  y  ae  eata- 
bieee: 

Que  el  art.  9  o  de  la  ley  de  15  Junio  de  1866  ddermi^  que  en  loe  eti$fm 
en  que  te  enajene  la  parte  que  eorreepanda  al  Eetado  en  fincan,  cuyo  immni^ 
m  haüe  dividido,  tendrá  el  derecho  de  tanieo  d  condueño.  ^ 

En  eacritura  de  concordia  ó  tranaacción,  eatipnlada  entre  el  Ayunta- 
miento  de  Bofiuel  y  el  Conde  de  Altamira  en  22  de  Septiembre  de  1756, 
Me  adquirió  el  dominio  directo  y  reconoció  el  derecho  del  pueblo  al  apro- 
Teehamiento  de  hierbaa,  caía  y  lefia,  en  la  finca  MontecillO|  y  á  roturarla^ 
sembrarla  y  romperla  para  au  máa  cómodo  cultivo. 

Enajenado  el  dominio  directo  de  la  finca  por  el  Conde  de  Altamira  á 
B.  Tomáa  Moreno,  éate  aolidto  la  redención  de  loa  aprovechamientoa,  é 
Inatruido  expediente  con  eate  motivo,  recayó  la  Real  orden  de  28  de  Bi- 
membre de  1888,  en  la  que  ae  reaolvió  que  exlatiendo  en  el  terreno  llama- 
do Montecillo  doa  claaea  de  dominio,  el  directo,  único  que  ae  reaervó  et 
C<Mide  de  Altamira,  y  que  por  ceaión  de  éate  correapondía  á  Moreno,  y  el 
¿til,  que  diairuteban  loa  vednoa  y  concho  de  Bufiael,  y  pudiendo  éate 
enajenarae  á  nombré  del  Eatado,  con  arreglo  á  laa  leyea  de  deaamortisa- 
don  vigentea,  procedía  que  aal  ae  verificaae,  ain  perjuido  del  derecho  de 
tanteo  que  al  aefior  dd  dominio  directo  ae  coneede  por  d  art.  9.o  de  la  ley 
de  16  de  Junio  de  1866. 

Contra  eata  Real  ofden  aendió  d  Ayuntamiento  de  Bsfiud  á  la  vía  eoa^ 
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taidon  «1  solicitad  de  qoe  m  decUre  qoe  no  puede  precederte  por  el 
Sitado  á  la  TenU  de  loe  derechos  que  sobre  los  aproTechsmientos  del 
Moniedllo  tenían  el  concejo  j  vecinos  de  la  villa  de  BDflael,  y  si  á  esto  no 
bnbiese  lugar,  que  se  declarase  qae  los  alndidos  derechos  no  podían  ser 
CBsjenados  ínterin  expresamente  no  se  invalidase  el  carácter  del  doco- 
laento  qne  jnetiflcase  sn  jnsto  títalo  por  Tribonal  competente,  y  sin  qne 
en  iorms  legal  se  decidiera  la  excepción  ó  la  declaración  de  venta. 

Sonido  el  pleito  por  todos  sas  trámites,  el  Tribunal  confirmó  la  Beat 
oiden  impognada  por  sentencia  de  26  de  Febrero  de  1892,  cuya  parte  tus- 
tandal  es  como  signe: 

Considerando  qne  del  examen  de  la  escritura  de  22  de  Septiembre  de 
1756  aparece  claramente  qoe  en  virtud  de  la  concordia  ó  transacción  que 
en  la  misma  se  pactó  entre  el  Conde  de  Altamira  y  el  Ayuntamiento  de 
Bnfinel,  se  estableció  que  al  primero  correspondería  el  dominio  directo 
dd  término  denominado  Montecillo,  y  á  los  vecinos  v  concejo  de  Bufiuel 
el  aprovechamiento  de  hierbas,  caza  y  lefia,  con  facultad  de  roturar,  rom- 
per y  sembrar  las  tierras  del  expresado  inmueble  para  su  más  cómodo 
coltívo: 

_  Considerando  que,  atendidos  los  términos  del  expresado  documento  pú- 
blieo,  es  preciso  reconocer  que  en  él  se  divido  la  plena  propiedad  de  la 
finca  Montecillo,  otorgándose  el  disfrute  de  ella  con  ciertas  condiciones 
al  Municipio  de  Bufiuel,  y  reservándose  al  Conde  de  Altamira  el  dominio 
directo,  aunque  no  se  estableciere  un  verdadero  contrato  de  censo  enfi- 
lÓQtico: 

Oondderando  que  por  el  conjunto  de  los  derechos  reconocidos  á  los 
vednos  de  Bufiuel,  no  puede  sostenerse  oue  se  constituye  sólo  en  favor 
de  ellos  una  servidumbre  de  aprovechamiento  de  pastos  y  lefias,  sino  más 
bien  el  dominio  útil  de  la  finca  Montecillo,  como  lo  comprueban  las  mis^ 
mas  palabras  de  la  citada  escritura  en  que  se  expresa  que  se  cedía  á  la ' 
vüla  de  Bufiuel  todo  el  disfrute  del  término  Montecillo  en  todos  tiempos: 

Considerando  que  de  los  antecedentes  expuestos  aparece  que  es  de 
indudable  aplicación  al  caso  actual  el  precepto  del  art.  9.o  de  la  ley  de  )  $ 
de  Junio  de  1866,  en  que  se  determina  que  en  los  casos  en  que  se  enajene 
la  parte  en  que  corresponda  al  Estado  en  fincas  cuyo  dominio  se  halle  di* 
vidido,  tendrá  el  derecho  de  tanteo  el  conduefio,  por  lo  cual  al  enajenar 
el  Estado  como  subrrogado  en  los  derechos  del  concejo  y  vecinos  de  Bu- 
Saei  la  participación  que  á  los  mismos  correspondía  en  la  finca  Monteci- 
llo, ha  debido  reconocer,  como  lo  ha  hecho  en  la  Beal  orden  impugnada, 
si  derecho  de  tanteo  en  el  conduefio,  ó  sea  en  favor  de  D.  Tomás  Moreno, 
csnsahabiente  del  Conde  de  Altamira: 

Considerando,  por  otra  parte,  que,  lejos  de  favorecer,  perjudicaría  los 
intereses  del  Ayuntamiento  de  Bufiuel,  otorgar  el  concepto  de  mera  ser- 
vidumbre de  pastos  y  lefias  á  los  derechos  de  que  se  trata,  porque  en  este 
caso  hubiese  podido  D.  Tomás  Moreno  utilizar  la  facultad  qoe  para  redi- 
mir esta  dase  de  aprovechamientos  concede  el  art.  7.*  de  la  dtada  ley: 

Considerando  que  no  puede  ponerse  en  duda  la  competencia  de  la  Ad- 
flünístradón  activa  para  declarar  en  estado  de  venta  los  derechos  recono- 
cidos al  vecinduio  de  Bufiuel,  lo  cual  no  impide  que  si  se  hubiera  solid- 
tado  en  tiempo  y  forma  por  el  Ayuntamiento  de  Bufiuel  la  declaración  de 
<ioe  son  de  aprovechamiento  común  los  derechos  de  que  se  trata,  pueda 
issdverse  el  expediente  de  excepción  de  venta  en  los  términos  que  la  le- 
pdadón  vigente  autoriza. 

Vistos  el  art  l.o  de  la  ley  de  l.o  de  Mayo  de  1856  y  los  artículos  7.«  y 
t.^  de  la  de  15  de  Junio  de  1866; 

fallamos  qoe  debemos  absolvsr  y  absolvmnos  á  la  Administradón  ge- 
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neral  del  Estado  de  la  demanda  deducida  á  nombre  del  Ayantamiento  de 
Bofiael  contra  la  Real  orden  de  28  de  Diciembre  de  1888,  qne  qaeda  fir- 
me y  subeietente.— (Sentencia  publicada  en  26  de  Febrero  de  1892,  é  in- 
aerta  en  la  Oaceta  de  8  de  Octabre  del  mismo  afio.) 
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Sentencia  (26  de  Febrero  de  1892).— CofUratot  de  iervicioBy  obratwk- 
blicaa  munioipale$.—Se  confirma  la  aenteneia  dictada  en  10  de  Diciembre 
de  1889  por  el  Tribunal  proTincial  de  Ciudad  Real  en  autos  entre  el  Aton- 
tamiento de  aquella  ciudad  j  D.  Ángel  Cbacón,  sobre  revocación  del 
acuerdo  del  Gobernador  de  la  provincia  de  26  de  Octubre  de  1888  que 
dejó  sin  efecto  otros  de  la  Corporación  municipal  referentes  al  contrato 
de  construcción  de  casetas  que  habían  de  instalarse  en  la  plaza  pública 
con  motivo  de  la  feria,  y  se  establece: 

i.o  Que  tratándose  de  la  ^fiatcia,  validez  ó  ntUidad  de  acuerdoi  adoptadoi 
par  un  Ayuntamiento  con  relación  al  arriendo  de  un  servicio  municipal,  es 
evidente  que  el  Ayuntamiento  tenia  facultades  y  atribuciones  propias  para 
dictarlos  por  recaer  en  asuntos  de  su  exclusiva  competencia,  conforme  á  los 
buenos  principios  de  derecho  administrativo,  y  si  uno  de  dichos  acuerdos  dié 
origen  á  un  contrato  de  arrendamiento  de  servicios  munieipcdes,  ese  contrato 
es  pef^ectamente  válido  y  legal  y  originario  de  derechos  legítimos  que  los  Wr 
bundíes  deben  proteger  y  amparar: 

J8.0  Que  la  circunstancia  de  haber  acordado  el  Ayuntamiento  primera- 
mente que  el  servicio  se  adjudicase  en  fública  subasta,  no  puede  en  manera  air 
guna  estimarse  como  causa  bastante  ó  impedir  al  Ayuntamiento  verilearlo  en 
otra  forma,  pues  desde  el  momento  en  que  anunciada  aquélla  no  día  resulta- 
do por  falta  de  licitadores^  la  Oorporadán  se  reintegró  desús  facultades  para 
acordar  el  medio  que  estijnase  más  conveniente: 

^.o  Que  aun  en  el  caso  de  no  tener  aplicación  los  articulos  72  y  137,  nq^Is 
2^^  de  la  ley  Municipal  en  cuanto  á  la  convencía  de  la  Corporación  nmmdr 
pal  en  el  asunto,  y  aunque  pudiera  suscitarse  alguna  duda  sobre  sn  aléame^ 
significación  ó  inteligencia,  ésta  desapareceria  con  sólo  tener  en  cuenta  las 
prescripciones  del  Heal  decreto  dea  de  Enero  de  1883,  que  es  la  ley  vigente 
en  la  materia^  puesto  que  reguló  el  procedimiento  que  debia  seguirse  en  toda 
clase  de  contratos  sobre  servicios  públicos: 

4,0  Que  dado  el  espiritu  que  ir\forma  el  Real  decreto  de  4  de  Enero  de 
1883,  que  no  es  otro  que  el  de  dar  facultades  á  ios  municipios  en  todo  lo  rtfe- 
rente  a  los  contratos  que  celebran,  con  arreglo  á  los  principios  deseentraksa- 
dores  ^ue el  Chbiemo  profesa,  es  incuestionable  que  sus  acuerdos  sobreestá 
materia  no  tienen  otra  norma  á  que  atenerse  sino  la  que  les  marca  esta  dii- 
posición  legal- 

5,o  Que  es  materia  inconcusa  de  derecho  administrativo^  y  asi  está  esn- 
signado  en  múltiples  resoluciones  y  entre  otras  en  los  Reales  íecretos-sentenr 
das  de  26  de  Mayo  de  1869  y  de  7  de  Septiembre  de  1864,  que  las  cuesUsnes 
relativas  al  uso  y  distribución  de  los  bienes  y  aprovechamientos  comunes  f  p 
eumj^limientOf  rescisión  y  efectos  de  los  contratos  celebrados  con  las  adtuínis-' 
tracumes  municipales  para  toda  especie  de  servicios  públicos  euait^  pas^  f 
ser  contenciosos,  competen  á  los  Constes  provineUües  como  Tribunídes  adm- 
nistrativos,  conforme  alart,8o  déla  ley  de  2  de  Abril  de  1845,  y  por  esta 
razón  y  por  io  prevenido  en  la  Real  orden  de  4^fie  Junio  de  1862,  i  Sis  Auto- 
ridades de  provincia  corresponde  resolver  las  cuestiones  indiadas  en  la  via 
gubema^va,  porque  si  pudiera  resolverlas  d  Oobiemo,  se  alicaria  d  orden 
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¡mal  Mproeedimiemto  y  $e  privaría  i  lo$  Ckm$ej(m  protnmmln  dséajuri»- 
Áeión  y  á  log  parUeiüares  ie  laagarqnHoM  da  aeierto  aue  puede  preetarle^ 
m  TríSmal  conocedor  de  loe  ¡oeamadee  y  má$  inmeSato  al  lugar  de  tea 


6,^  i¡ue  el  Tribunal  Supremo  deJuetícia,  en  eenteneia  de  23  de  Harto  ie 
1874^  ka  establecido  ammismo  como  doctrina  Ugalque  la$  cueetiana  rekUiwm 
id  cmnpHmiento  é  inteliaencia  de  ¡o$  contra^  celeoradoe  con  la  Administra- 
déupara  toda  eepecie  de  eerviciot  y  obrat  públicas  del  BttadOy  de  laa  provin- 
tui6del9mme^,»ondéla  oompeteneia  de  loe  Tribunalee  conienctoio»,  y 
üáaid  también  cmui^nado  en  él  art  84  de  la  ley  de  25  de  Septiembre  de 
J8$B  y  lo  Ka  establecSdo  la  jurisprudencia  constante  del  Consejo  de  Estado: 

7.0  Queen  análúgoo  rasonamíentot  sefundan  las  Beaks  érdemes  de  26  fe 
Mayo  de  1$80,  22  de  Diciembre  de  1881  y  3  de  Febrero  de  1982,  estable- 
áhmse  que  los  acuerdos  de  los  ÁMntamientos  sobre  la  materia  de  los  ar- 
Usólos  82,83y84delaUyde25  de  Setiembre  de  1863, son  reclamadles 
mte  d  Gobernador,  y  contra  las  resolucumes  gue  éste  dicte  en  el  aémUoprs- 
tsie  d  recurso  contencioso j  y  for  tanto  las  cu¿tkmes  sobre  el  cum^imUnto  i 
inteligencia  de  contratos  admnistrativos  no  pueden  elevarse  al  Ministerio  sn 
siaoubema&vaj  sino  que  han  de  resolverse  en  la  contenciosa; 

I  8.0  Que,  en  consecuencia,  en  tales  casos  concurren  todos  y  cada  ums  de 
Iss  requisitos  necesarios  con  arreglo  al  orí,  Ifi  de  la  ley  de  13  de  Septiembre 
4e  1888,  que  reguló  el  proeedimicntQ  sobrp  el  ejercicio  de  esta  jurisdicción  para 
qse  pueda  interponerse  la  demanda,  siendo  competentes  los  Tribunales  pro- 
mseiales  para  conocer  de  «Ua,  con  arreglo  á  las  facultades  quedkha  ley  les 
ms^e, 

£1  Ayontamiei^  de  Ciudad  Beat,  «a  iesiÓD  de  IS  de  Jalio  de  1888» 
eoordó  por  miaiiiiiiídad  adjadiear  á  D.  Igxiaeio  Lorente»  qpe  lo  había  ao  i 
citado^  deapoéa  de  haber  quedado  deiierta  la  «nbaata  celebrada  al  efecto» 
M  Mrrleio  de  oonalnioeióa  ó  ieilalaci^  de  80  caaetaa  en  el  real  de  la  fe- 
ria por  término  de  diez  afioa  y  en  la  cantidad  di»  150  peeetaa  anaalee»  4iiie 
habiaa  de  ingresar  en  arcaa  nnuiiGipriea  p<Mr  dicho  amendo. 

Coo  facha  16  del  ezpreiado>mea  y  afio  acodió  al  Ayuntamiento  D.  Án- 
gel Chacón  en  «olicitnd  de  q«e  ws  le  adjndieaae  el  lervicio»  ofreciendo  pa- 
gir  al  Ayontemiento  la  cantidad  de  600  peeetaa  anuales  por  eepaoio  de 
^es  afios»  y  habiendo  sido  desestimada  esta  pretensión  píor  la  Corpora- 
éisa  Bonidpal  en  sssióo  de  28  de  dicho  mea,  scudió  Qhaoón  en  alsada  al 
Gobeniador  de  la  provincia,  enjuk  Autoridad  resolvió  en  26  de  Octabre  ai- 
guiante,  declarando  niilos  y  sin  ningún  Tidor  los  acnerdos  del  Ayonta- 
siento  de  13  y  28  de  JiOio. 

Gontra  esta  resolución  acudió  el  Ayuntamiento  en  vía  contenciosa  ante 
«1  Tribunal  provincial  de  Oindad  Beal^  eon  la  súplica  de  que  se  declarase 
k  anudad  de  la  resolución  impugnada  y  firmes  y  subsistentes  loa  acuer- 
dos de  la  mnnicipaliéad.        \ 

Smplaaadóa  el  Abogado  del  £sti^o  y  p.  Ángel  Ohac(Sn)qne  ae  moslió 
parte  coadyuvante  de  la  AdmAnlstradón,  contestaron  en  el  fondo  á  la  de- 
tanda,  alegando  además  sonao  perentoria  la  exeepdón  de  inoompeteneia. 
su  atención  4  ao  hallarse  apurada,  la  vía  gubepaatíva;  exeepeión  que  fn6 
^Irsoatimadra  por  el  Tríbunu  provincial  de  Citidad  Beal,  que.  accedió  ade- 
máa  i  la  denumda  por  sentcoda  de  10  de  Diciembre  de  1889,  cuya  parte 
soatandal  ea  como  sigue: 

Oonslderaado  que  tratándese»  coaoo  wsXasMs  en  el  presente  pleito  ccai- 
taadoso,  de  hi  ^cada,  validez  6  nulidad  de  loa  acuerdoa  lomados  por  el 
Ayuntamiento  de  esta  cap&tal  ea  las  sssiones  4e  18  y  28  de  Julio  de  1888, 
esevideate  qae  el  Aynnteadento  tenia  facttU^des  y  stribacionps  propias 
46  11 
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para  díctarloi,  por  recaer  en  aiuntoe  de  0q  e;](cra8iva  competencia,  confor- 
me á  loe  boeúoe  prljieipioa  de  derdiho  admUiistrativo,  y  por  conaigalente^ 
ai  por  el  primer  acuerdo  eé  otorgó  á  D.  Ignacio  Lorente  la  antorización. 
para  coxistrair  ó  inatalar  laa  caaetaa- tiendas  pan^  la  feria  bajo  las  condi- 
ciones impaestas^  dicho  acuerdo  díó  origen  á.tití  contrato  de  arrenda- 
miento de  servicios  manicipal^l,  pontrato  f^ne  és  perfectamente  válido  j 
le^I  f  orfg^^nario  de  derechos  Yégítlmoá  qae  los  Tiibonalea  deben  proteger 
y  amparar:  '         . 

Considerando  qne  lactrcnñaii^hcl^  de.  haber  acordado  el  Ayantamien- 
to  ptimeramente  qne  el  servicio  municipal  de  qne  se  trata  se  adjudicase 
previa  subasta,  no  puede  en  manera  alguna  estimarse  como  causa  bas- 
tante á  impedir  al  Ayuntamiento  lo  verificase  en  otra  forma,  pues  des- 
de el  momento  en  que  anunciada  aquélla  no  diójesultado  alguno  por  falta 
de  Ucitadotes,  la  (Corporación  se  reintegró  de  sus  facultades  para  acordar 
el  medio  que  estipGuue  más  conveniente,  y  sin  revocar  el  acuerdo  anterior, 
ó  sea  el  de  la  subasta,  que  fué  cumplido  con  su  celebración,  pudo  libre- 
mente adoptieor  el  del  concierto  particular,  máicime  cuando  la  ley  por  que 
se  regía  el  acto  le  autorizaba  para  ello,  en  virtud  á  no  exceder  de  la  canti- 
dad de  2.000  pesetas,  según  aparece  del  presupuesto  que  sirvió  de  tipo  á 
dicha  subasta: 

Considerando  que!  el'  acuerdó  de  28  de  Julio  tomado  por  el  Ayunta- 
miento, por  virtud  del  que  desestimó  la  pretepsión  de  D.  Ángel  Chacón,. 
está  asimismo  ajustado  á  los  prÍn,cií>ios  légalea  y  facultades  que  tienen  las 
Ctorporacionés  municipales  por  la  razón  antee  dicha,  ó  sea  porque  estando 
en  sus  atribuciones  elegir  el  medio  más  adecuado  para  el  servicio  de  la 
oonstrucción  é  instalación  de  casetas  tiendas  para  la  feria,  aoeptó  el  con- 
cierto admitiendo  la  proposidóti  única  que  se  le  presentó,  y  como  al  pre- 
soltarla  D.  Ángel  Chacón  no  podía  volver  sobrtf  su  acuerdo  último,  por- 
que con  ello  vulneraba  derechos  adquiridos  A  favor  de  tercero,  desesthnó 
como  extemporánea  la  reelamadóa  del  8f.  Chacón,  cfuyo  acuerdo  tiene 
aiámismo  valides  y  eficacia  legal: 

Considerando  que  no  puede  en:  buenos  principios  de  derecho  admi- 
niatrative  negarse  competencia ->al  Ayuntamimito  de  esta  capital  para 
dictar  ios  acuerdos  de  12  y  ^8  de  Julio,  puesto  que  al  hacerlo  se  atemperó 
á  las  facultades  que  le  están -eonferidas  por  el  art.  72  y  IS7,  regla  2.*  de  la 
ley  Municipal: 

^nsiderando  que  si  aun  en  el  caso  actual  no'paeden  tener  aplica* 
cióB  los  artículos  de  la  ley  Mutiicipal  antea  dtados,  ó  pudiera  sascitane 
algauá  duda  •sobre  su  alcance,  aignificación  é  inteligencia,  ésta  desaparees 
con  sólo  tener  en  cuenta  las  prescripciones  del  fteal  decreto  de  4  de  JBnsro 
de  1883,  que  es  la  ley  vigente  en  la  materia,  puesto  que  reguló  el  procedi- 
miento que  debe  seguirse  en  toda  clase  de  contratos  sobre  servicios  pú- 
blicos: 

Considerando  que,  dado  el  espíritu  que  informad  Beal  decreto  de  4  de 
Enero  de  1888»  qoe  nb  ea  otro  que  de  dar  fSaculiades  á  los  Municipids  en 
todo  lo  referente  á  los  contatos  qne  celebran  con  arreglo  á  los  prindpioi 
deacentralisadoces  que  el  Cobiemo  profesa,  es  incnMiti<mable' que  sus 
acuerdos  sobi^esta  materia  no  tienen  otra  oorma  á  que  atenerse  sino  la 
qoe  les  marca  esta  disposición  legal:  (s 

Considerando  que  con  arreglo  á  ella  lormó  el  Ayuntamiento  el  pio- 
yecto  y  presupuesto  del  servicio  de  que  se  trata,  acordando  sacarlo  á  pú- 
blica subasta,  si  bien  no  x)l^edó  resultado  aígnno  la  verificada  al  ^ecto^ 
Svr  eoya  razón  y  cbs  igual  ooupeteneia  de  atribuciones  acordó  otro  me- 
o,  cual  fué  el  del  lóonéierlo,  para  el  cual  eetaba  igualmente  autorísado,. 
toda  vea  que  el  gasto  que  po(U»  producir  no  exeedia  4e  S.OOO  pesetas,  es> 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


BISOLTTGIOBa»  SBC  TUnnr4£  MKlCirGIOeO'ADMIiriBTlUTIVO        IM 

toado,  por  tanto,  exee|)tiMÍdó  de  la  fDVtttaUdad  de  la  subasta,  como  com- 
prendido en  «1  eaao  Ifi  áéí  art.  S6  del  citado  Real  decrete  de  4  de  Enero 
delS83: 

Ckmaidenuido'  que  er  ttflCeito  fneenoasa  ife  deredio  ádmtaistratito, 
j  aMl  está  consignado  en  múltiples  resoladones,  7  entre  otras  en  los  Bea- 
tos decreto^senteucias  de  Sé^  cíe  Majo  de  1869  y  7  dC'Beptiembre  de  1864, 
qm  las  cuestiones  relativas  al  oso  y  distribacSdn  de  los  bienes  y  aprove- 
Zumientos  oomnoeS)  y  «1  cnmplimientD,  rescisión  y  eleeio  de  los  centra- 
,  tos  celebrados  son  tos  Administraciones  monidpales  para  toda  espede  de 
servicios  públicos,  Csaid^  pasan  á  ser  contendosas  competen  á  los  Oonse- 
jo0  prrovlDdaAes,  coma  Tríbiinales  administrativos,  cíOníorme  al  art.  8.^  de 
la  1^  de  a  de  Abril  de  l94í6r¡ypoT  eSta  ras6n,  y  por  lo  prevenido  en  la 
Beal  orden  de  4  de  Jonio>de  1869-,  á  las  Antoridades  de  provinda  corres- 
ponde resolver  las  cuestiones  indicadas  en  la  vía  gabematíva^  porqne  si 
jMufiera  resolverlas  el  Gobierno  se  alterarla  el  orden  legal  del  procedi- 
miento, y  se  privarla  á  los  Consejos  provindales  de  sn  jurisdicción  y  á  los 
paiücnlares  de  las  garantías  de  acierto  que  pnede  prestarles  nn  Tribunal 
eooocedor  de  las  localidades  y  más  inmediato  al  logar  de  los  hechos,  doc* 
tHiia  que  tiene  aplieadótf  td/stmo  de  autos,  toda  vez  que  por  ella  se  declara 
fai  ooinpetenda  dé  esto  Tribunal  pft>vinda!,  que  ba  sustituido  á  los  anti- 
0SOS  Gons^os,  á  (j^éoevse  enoomebdabá  la  resoludón  de  éstos  asuntos: 

Considerando  que^el  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  en  sentencia  de 
SS  de  Mano  de  1874,  ba  establecido  asimismo  como  doctrina  legal  que  las 
eoestiones  retativaaal  cumplimiento  é  intolígencia  de  los  contratos  oe- 
lí^>rados  coa  la  Admiiflslrsció&  para  toda  espede  de  servidos  y  obras  pú- 
Uicas  del  Estado,  de 'las  ptovindas  6  dd  Municipio  son  de  la  competonda 
ám  los  Tribunales  contondosos.  y  asi  está  tombión  condenado  en  el  art.  84 
ékB  la  ley  deM  de  Septiembre  de  I668,  y  lo  ha  estobleddo  la  jurispruden- 
¿f»  constante  del  Consejo  de  Bsiadoi 

CondéenUKio  qjie  ed  análogos  rasonimieutos  se  fundan  las  Reales 
^edenes  de  9Crdé  Mayo  de  1860,  29  de  Diciembre  de  Í881  y  8  de  Febrero 
<iiD  1883,  sstabledéndose  qsn  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  sobre  la 
nMktorÜ  de  los  artículos  89, 88  y  84  de  la  ley.  de  90  de  Septiembre  de  1868, 
mam.  réclauaiables  anto  d  •Gobernador,  y  contra  las  resoluciones  que  ésto 
Acta  en  d  asunto,  procede  el  recurso  contendoso,  y  por  tanto,  las  cuestio- 
nas sobre  d  cumplhulento^  intoügendía  de  contratos  ádministratiTos  no 
ptseden  devarse  al  Ministerio  en  vía  gubernativa,  sino  quevhan  de  resol- 
verse  en  la  contendosa,  doctrina  lesral  que  Hene  perfecta  aplicación  al 
•^00  de  autos  y  demuestra  que  el  asunto  es,  por  su  naturaleza,  contencioso 
f  d)d  ezdudvo  conodmtonto  de  esto  Tributial  sentondador: 

Considerando  que  la  resoludón  del  Sr.  Gobernador  civil  de  la  pro- 
vltftda  al  anular  los  acuerdos  del  Ayuntamiento  de  19  y  28  de  Julio  causó 
nsCAdo,  apurándose  la  vía  gultomaüva,  sin  que  contra  ella  pudiera  inter- 
pcmerse  ningún  Otro  recurso  duo  el  de  ^ue  selvata; 

Oondderando  que  Concurren  todos  y  cada  uno  de  los  requidtos  que  son 
■ftirrssrini,  con  arreglo  al  art.  l.«'de  la  ley  da  18  de  Septiembre  de  1888,  que 
reculó  el  procedimiento  sobre  el  ejercicio  de  esto  jurisdicción  para  que  pue- 
dft  interponerse  esto  demanda^  y  es  éompetento  esto  Tribunal  provincial 
pem  conotter  de  ella,  con  arre^  á  las  facultades  que  dicha  leyle  confiere. 

Tlstas  las  dispoddones  le^es  antes  dtadas  y  jurisprudencia  estoble- 
Mm,  el  Real  decreto  de  4  de  Enero  de-  188S,  en  sus  artículos  i.o  y  86,  y 
fam  1.^  9.0,  8^,  60)  61  y  68  ée  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  y  demás 
diS  aplicadón; 

SUlámos  que  dedaráddonós  competentes  para  conocer  del  asunto  que 
moCiFa  la  demanda  interpuesta  por  el  Ayuntamiento,  debemos  revocar  y 
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levocMttOi  la  veaokidÓD  del  Qd»enwlor  oítU  de  la  pvoTiiidA  de  leeha  SS 
de  Octubte  de  1$S8,  deolaiándola  nnU  7  eim  niMgúii  ralor  ni  efeeto,  y  en 
aa  Tirtad  finnee  y  sabeietentea  los  acnerdoe  del  A^^antamiento  de  eeta  ca- 
pital de  12  y  S8  de  Jallo  ée  dieho  lAo^  iin  haafrr  ezpieea  oondenadón  de 


Notificada  eeta  eentendaá  lea  parl6i,  9l  Abogado  del  Eetado,  en : 
bxedela  Adminiatraoióo  y  D.  Ángel  Ohaeón^eomo  ooadyavante  d*  la 
miaina,  interpnaieron  reeniao  de  apelaciónt  gne  in4  admitido»  eon  dtaokWa 
y  eaiplamiento  para  ante  el  Tribunal  de  lo  Contenoieao  adminietratívo;  y 
aostanciadae  en  éete  lae  actoadonee,  el  Tribnad  dietó  tenfeenda  en  2ft  de 
Febrero  de  1893,  por  la.eoal  ee  eenfirmó  en  todae  ana  partee  la  eenteiaeia 
4ipelada  del  Tribonal  provindal  de  Oiodad  BeaL^Sentenda  publicada  el 
96  de  Febrero  de  1893,  ó  ineertaen  laa  Úaoe$€$  da  8  y  9  de  Oetnbra  del 
mismo  afio.) 


95 


m^ 


SxMTKiroiA  (26  de  Febrera  de  1898).— £i«^d<met  permioriai,  üteont- 
p¡teneia  de  juH$diecUn.  Beale$  4réenm  e^nfitnnikliimm  de  oirat  onlcriorca. 
jEmp¡eado$  de  Adwmtm,  Sobreeemienioe,  Abono  de  eueído9  dm^mte  la  oeoem- 
Üo.'-Se  revoca  la  Beal  orden  de  84  de  Jonio  de  1889,  impugnada  por  Doa 
Eagenlo  Cordero  Faz,  y  relativa  á  cepoeÍ6Í6n  en  «I  defetino  qoa  el  inteae> 
sado  desempefiaba  en  el  coerpo  de  Adoimea,  ¥:se  establece: 

i.o  Que noeede  e^imar  Íü  eoooqiftión  de  momhpététutia  dejmHodiecUm 
pnwueeta  por  el  Fieeal  eomo  perefUoria,  et^M  mipuetto  de  ^^ei  actor  carlee 
de  derecho  preeaoi$kfUe,leeioiado  por  haber  coneeiuido  OH  ee 
po  de  Adwmas,  decretada  en  una  Htal  orden  de  la  cual  ttmne  eer  mcraw^ 
producción  la  reclamada,  oí  resuUa  que  ni  (kqueUaBésál  orden  dietada  á  cmm- 
eccueneia  de  la  inctruccivn  de  loe  eaepedientes  §ub$maUvo  y  judkial  deUsr- 
wmó  loa  tfectoe  de  laoeeantia  misma,  que  luego  eceetabkeiermporUiin^^W' 
nada^  ni  tuvo  otro  aHea/noe  que  el  ded^^ir  pranHonalmente  la  eOí^ación  <£l 
funcionario  eometido  ú  wn  expediente  y  á  un-proeeeo  iin  perjuicio  de  lú  qme 
de  é$to$  r^mUtOée;  y  una  veg  termiinadoe^  fué  uceada  ia^oeaeión  de  deducir^  W 
interesado  su  neí^¿naoián  de  ser  rq^to  en  el  ooryOy  partiendo  de  la  resoim 
cián  que  recaba  ala  misma  en  la  Mal  anden  impumíada  un  nuevo  estado  4e 
derecho  ya  d^fi$uHvo  para  el  interesado,  que  hapomdo  agramar  por  su  natsh 
raleza  loe  derechos  del  mismo. 

B.^  Que  auuque  se  estimen  apMeáhles  al  Cuerpo  petiáol  de  Aduanas  que 
se  rige  por  un&gUmento  orgánico  de  fecha  posÍ0rim\  en  el  cual  se  estakíoee 
la  garantía  de  la.  inamstirilidad^  las  prescripciones  del  Beal  decreto  dedde 
Enero  de  1875,  es  indudable  que  la  s^aaradán  de  los  funcionarios  á  que  el 
.  a0i^  Ifi  de  esáe  Beal  decreto  se  rejlere^  dt^entondersc  subordinada  .á  to  fue 
preceptúa  el  árt.  42  del  mismo  B^lamento,  y  por  tanto^  la  eesacián  en  H  des- 


tino no  debe  in^plioat*  la  s^xuradán  del  Ouofpo  sino  cuando. ésta  resulte  justí- 
fioada  en  cirtud  de  expediente  formado,  con  suifeeián  á  lo  prevenido  enelar- 
tículúdi.. 

^o  Qt^g^  gn  suwrtud^  no  hehiendc  dejado  el  interesado  de  pertenecer  al 
Cuerpo  persoial  de  Aduanas,  u  no  hallándose  tasctUieamente  cov^^rendida  en 
hs  casco  de  excedencia  mareatos  en  el  Beglamenie  en  situación^  .d^pués  de 
haber  sido  <tí>sueUo.por  los  Tribunales^  y  aiunque.hc^  nHurrido  en  ufUM.  falta 

^grave  quepodf^á  en  su  caso  surtir  ios  efectos  jqm  esrre^pofUlani  eon  arregle  al 
citado  art  44y  no  puede  ser  otra  legabnente  que  la  de  reingreso  en  d  servicio 
activo,  retrotrayéndolas  cosas  al  ser  y  cstaáoqlm  Icnian  cmmdoffsidetlaira' 

ido.eesante; 
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afi»  la  rqptwcirf»  del  imttruaé),  imowtmuma  el  ábin»  del  tU»9^  gfte  hg^a 
di»keaeeeti9oe  fue  htitmpodiiQearrenümda^ie  durante  eu  teeÜMa,  inehuú 


lee  de  elaee  á  €Íáee,poraue  es  derivaeión  natural  de  la  mpoUdaaiém  de  fue 
fweda  keeho  mérUo  A  mtíeañar  loe  perjuidoe  fue  el  Mereeado  haya  ettfrtdo 
f  no  müitando  la  mkma  ragén  en  favor  del  abono  de  loe  enddoe 
porque  éetoe  eon  recompenea  del  eervieio  y  no  eaciete 
no  ee  preda. 


turne  carrera^  no  mtiitamo  le 
mee  Jmhier^  aeoenaado,  porq[ 
mereeka  ápereüMoe  euemdo 


D.  Sagttsio  Oordéio,^IatorfMi«or  Yiits  de  AdnMMH,  fné  aometído  á  un 
expediente  jodioial  qne  tenninó  por  «uto  de  eobreMimiento  de  8  de  Mayo 
de  1887, 7  á  oiragabenietíTo  en  el  cnal  la  Dirección  geneiral  de  Adnanae 
eeoffdó,  en  80  de  Enero  de  1888,  imponerle  trea  faltaa  graves  qne  á  initan- 
cta  del  interesado  faeron  reducidas  á  ana  por  Real  orden  de  24  de  Abril 
de  1887,  habiendo  sido  declarado  cesante  por  otra  Beal  orden  de  19  de 
A^oeio  de  1888. 

SI  interesado  solicitó  sn  Toelta  al  serrieio  con  recovoctmiento  de  la 
eatigQedad,  á  partir  del  número  con  qne  figomban  en  el  escalafón,  aseen* 
ee«  y  aneldos  qne  le  hnbieimn  correspondido  durante  el  tiempo  de  sn  oe- 
eeratta,  como  coBseenenciaée  haberse  sobvsseido  en  la  cansa  criminal  in- 
dicada, pretensiones  qne  ínsvon  denegadas  por  Beal  orden  de  3i  de  Jnnio 
de  1888,  por  la  coal  se  declaró  al  interesado  en  la  sitnación  de  excedente. 

Impopiada  esta  Beal  orden  por  D.  EagenAo  Cordero  en  Tia  conteneio- 
ee»  el  Tribonal  la  revoeó  per  mméeaáuát  16  lie  Febrero  de  1899,  tnya 
paorte  anstancial'es  como  signe: 

Coorderando,  en  primer  tónnino,'  qne  no  es  de  estimar  la  excepción 
4e  iaeompeteneia  de  jorisditeión  propuesta  por  el  Fiscal  como  perentotía, 
eo  éí  Supuesto  de  que  el  aclor  carece  de  derecho  preeodstente,  lesionado 
pov  haber  consentido  sn  cesantía  decretada  en  la  Beal  orden  de  19  de 
Agosto  de  1886,  de  la  ceal  ce  inem  repiN>diiceión*la  reclamada,  porque  ni 
jwineQaBeal  orden,  dirtada  á  conseoneecia  de  la  instrucción  de  los  expe-' 
dkieÉBs  gubernativo  y  iudicial,  determinó  loe  efectos  de  la  cesantía  mi»> 
Mam,  qnelaego  se  establedeion  por  la  de  24  de  Jnnio  de  1889,  ni  tuvo  otro 
elcimee  qne  el  de  definir  provisionalmente  la  situadóa  del  fundonarío 
cometido  á  m^  expediente  y  á  un  proceso,  sin  perjuicio  de  lo  que  de  óstos 
le— hará,  y  una  vea  óslos  terminedoe,  fué  Uegada  la  ocasión  de  deducir 
I>«  Eugenio  Cordero  de  Fas  sn  reclamación,  como  lo  hiao  partiendo  de  la 
refloludón  que  recayó  A  la  miama  en  la  Beal  orden  de  24  de  Junio  de  1S89 
om  nuevo  e^ado  de  derecho  ya  definitivo  para  el  interesado,  que  ha  podido 
agcnviar,  por  su  naturalesa,  los  derechos  del  mismo: 

Considerando,  por  lo  que  se  refiere  á  la  cuestión  de  fondo,  que  ésta  se 
rednee  i  determinar  si  D.  Eugenio  Cordero  de  Fas  tiene  derecho  á  ser  re- 
puesto desde  luego  en  el  eervücío  activo  coii  abono  del  tiempo  que  ha  per- 
fleaaeeido  cesante,  reeoneeiaiienlo  de  todos  loe  ascensos  que  le  hubieran 
correapoodido  y  peroeqpdÓB  de  los  sueldos  y  haberes  <)ne  hubiera  deven- 
flMo»  óai  ha  de  quedar  sn  la  situación  de  eKced^nte,  sin  abono  de  haberes 
y  toa  inclusión  en  el  escalafón  del  Cuerpo  sobre  la  bsee  d^  numero  «ue 
hablera  obtenido  á  la  fecha*  en  qué  fué  absoí^,  y  recóaodmlento  de  los 
ascensoe  qee  hokdera  obtsnido,  pero  sólo  dentro  de  la  misma  clase: 

Oonsideraado  que  aunqve  ^e  estimen  i9li«iables  en  eáte  caso  al  Cuerpo 
pericial  de  Aduanas  qne  se  rige  por  un  Beglnmento  orgánieo  de  lecha 
posterior,  en  el  c«al  se  eeteblece  la  garantjía  de  la  inamovittdad,  las  pres- 
ct^dónee  del  deerelo  dé  ^  de  Euero  de  1876,  es  mdndabie  que  la  separa* 
'  \  loe  fnneJenlsTloe  i  qtte  rt  srt  l>»  de  eeté  decrete  eerefieroi  debe  en* 
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tmkáfítÉe  mibordSn«¡Ut  á  lo  qfie  pieeépfeúa  el  art  42  de^áicho  B0g:laméiito, 
y  poc l^tantO)^» óebaci^ etk el.deitilne no debeimplioar  la «epuri^ñóB del 
Cuerpoy  «Qi»  ciuiiido^  ésta  nMolte  jiiatU9áa(fai  e&  tirtctd*  da  eapediéate:  Ioin  , 
mado,  «on  sejecióii  4  lo  prevenido  «n  el  art.  A^^  lo  oaAluo  ha  mcantmAáo 
eneltureeiínteiMao:..  .,  .    i  -.'    . 

Oonsiderando  qne,  en  «a  yirtad,  y  por  no  haber  dejado  B.  ikigenio 
Cordero  de  Pas»  de  pérteneeer  al  Oaerpp.  pericial  de  Aduanaa  oi  hallane 
taxativamente  comprendido  en  loa  caaoa  de  ezced^neia  mateados  en  «i^ 
Beglamentb,  sa  sitoación,  déapaés.de  idjuraeito  por  loa  Xribaaal^  yami-^ 
qoe  haya  incnrrldo  en  luia  falta  grave,  que  podrá  en  an  caao  enrtir  los 
efectos  qiíe  correapondan  con  arreglo  id' sitado  art.  44,  no.pnede  ser  otra 
legfldniente  que  la  de  reingreao  én«al  aervicio  activo,  retrotrayendo  láa  cp- 
sas  al  ser  y  estado  qoe  tetían  cuando  fnó  declarado  cesante,  itoda  vés  qia» 
los  motívos  de  aquella  declaración  no  han  resoltado  joatlficadoa  con  po«>. 
terioridad:  .  ;    •     '  .     '    :       .  í.  -  -     -    . 

Considerando  «qoe  ea^oonsecaenoia  delaanolacióndftloa  efectos  dtt  ki 
cesantía,  no  sólo  la  reposición  solicitada  por  el  interesado,  sino  asimismo 
el  abono  del  tiempo  que  ha  permanecido  sün  eaoéa  f andad*  en  dicha,  ai- 
tnatión,  y  el  reoonocimientb.  de  todos  loa  aacenisoft  qne  hayan  podido  oo- 
rresponderle  dorante  sft  eeianla,  indoso  ios  de;  dase  A  alase,  p<urqn9  mm 
derivación  natural  de  la  initf Ahdadón  de  qne  queda  hecho  mérito  ^  subsa- 
nar los  perjuicios  que  el  interesado  haya  auíridofin  ^a  oarrem; : .    . 

Y  considerando  que  no  miJita  la  mismas  raaón  en  iavor>de  su  redam»^ 
clon  del  abono  de  lofl>)niddoÉ  que  hubiera  devengado,  p<Mrq<ie  éstos  son 
recompensa  del  servicio,  y  no  exiata  derecha  4  perdbirib  caandoha  ae 
presta.  i      .¡    • 

Vistos  el  art.  l.o  del  Reglamento  del  Cuerpo  pedciai  djB  AdnanM>de  25 
de  Abril  do  1870  y  loa  43  y  44  del  Begl^amentó  dd  mismo  Onerpo  de  "SO 
de  Septiembre  dea884{  y  el  l.f  del  decreto  de  4  de  ünero  de  18'^6; 

.  Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramoa  que  D.  Eugenio  Cordero 
de  Pea  iáene derechera. ser, ifepuasta  desde  luego  en  d  servMo.acftívadel 
Cuerpo  pericial  de  Aduanas  y  i^  abona  del  tiempo  qi;a  ha  permanesKlo 
en  dtuación  de  <Seaantia  desda  el  día  en  qáe  fué  dedaradójcesante  y  bsco- 
nodmiento  de  todoa  loa  aacensos  qne  h^biecan  debida  oor^eapoodei^a 
desde  la  misma  feeha^  y  revocamoa  la  Real  ordeniimpügnadade  M  de  J*- 
nio  de  1880,  en  cuanto  ae  oponga  á  esta  dedaraeión.<r^6entancia  pobii- 
cada#i  26  de:Fehrero  de  189^ é inseataen  la  á'atfflfode  9  de.Oetahrééal 
►  afio.)  '   ,.     .4.^  >  •       '     .     >:   •  -     j  'j  V  n  ; 
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QBNTiNOia.  <»7  de  Febrero  de  1892),r^^etr^ú§f9'üe$.8utiveneÍ0m$.-*-fB9. 
absuelva  á  la  Admiaistrasión  da  la  demanda  ii^arpuaala  perla  Compaftia 
dd  laifrocanril  de  Salamanca  á.  la  frontera  poiítiUEaeai|  eoatra  Red  or- 
dende  ada  Junio,  de.  I888|  que  redujo  Ja  M^tfeiMd^oqn'oédidaiil  disba. 
lioea^y  se  eataMeeac  t  .:■,  •- 

JA..  Qm^egíim£lati.l9  4$  la  l^  dá.Fúnrúcuimks dt  MB  dé  NMtímr, 
bredel87ZijmemdQ:par'Coniee»téiiieieidáíai  nma€Í$HeBjMí9roif^té9  9etímni- 

nnoida  te  iHbveii^ne$  ctírmtas. 


$ddd¡itmeqmla,<KmUw»qn«c(mtí^ 
vención  BerUi  4tii  rfiáneMn  al$m^  at^a  mimjplm  mnttmíi9Uñ:áDmid  mítcJU^ 


al  onql  ^kko  la  eaneetlény  me 
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^ílaleude  F^nrroearriks,  pf^rqm'OqyfiUq  di^^máón  ieiiíci  ináQe$aríammÍ€ 
^  rtf orine  á  que  la  <t^9«;ttcía»  núpmtira  »fr  gra^aía  con  dc$cuen$08,  im 
jMe$to8  «i  tributos  de  ninguna  e^eci^.  |xro  ^  modo  ál^no  al  cobo  de  %u^  §e 
oUímera  economía  en  la  reaíigae:^,  aerfás  pbra^ 

F^.o  Que  e»  nada  ü  opofie  á  Jai  ÓJü^^r^M  decfaracióne$  la  circúntium' 
da  de  g[ne  la  ley  de  Ferrocarriles  seapos^efior  á  Za  que  autorizó  al  (30biemo 
para  otorgar  la  concesión^  si  resuda  que  hi  pliegos  de  qóndiddti^  no  se  qprcíba'^ 
ron  hasta  que  ya  estaba  vigente  a^^ma,  Isj^y  ^^t^pgr  consig¡meni^y pudieran  ser 
tenidas  en  cuenta  sus  ditposiciones. 

Por  ley  de  22  de  Diciembre  de  1876^  ae  atUori^  al  GpbieniQ^  para,  otor- 
gar la  coxKseeión  de  cm  í^xxocarfjLI  d^  Salamanca  á  la  frontera  partogoeaa 
eoa  üoa  Bobvención  igual  ala  coarta  parte  dé  aa  preanpneato,  alezoi^re 
ilüt  no  excediera  del  tipo  máxlQip  de  iip.OOO  pctoetaa  por  kil^peiro,  eata* 
bleciéndoee,  entre  otras,  ea  e)  pliego  de  eoc^ci^^ea  particalarea  de  la 
conoeak^n,  aprobado  en  6  da  Jozuo  de  188^,  f¿J^e  ^  íerrocarril  diajfratavía  la 
«obTendón  de  11.866.708  peaetaa  ain  ledac^^ón  alguna,  (^rt..  Í6^,.7  qué  a» 
(Porgaba  la  concedón  con  anjeoión  á  laa  lejef  4^  23  d^  Koviembre  de 
1877  7  Beglamentoa  para  so  ejecq^^n  5^  á  1^  dé.  la  ley  ^pedal  de  22  de 
Diciembre  de  1876.  ,  ,  >     .  , 

Hecha  la  concesión  y  realizada  1^  ej^pción  d^.  las  obras,  resaltó  ha- 
beise  obtenido  una  discnínncíónó  eoonojoaia  e^  c¡l  ^oate  total  de  laa  mis- 
mas de  8.485.707(t5  pesetas,  y  ep>o  conaecoeñcia,  por  9^i  orden  4^  Mi- 
nisterio de  Fomento  y  tanieñdq  ejfk  cuenta,  la  lípy  .^peciat  ^e  conces^,  lo 
dispuesto  en  el  árt  15  del  plieeó  de  condiciones  párticalares.  el  anuncio 
ds  la  subasta  en  el  ^ue  se  es^pr^ba^  c[ue^  la  lipitacjóa  había, ¿e  versar  en 
primer  ténnino  sobre  la  rebaja  del^'poifta  déla  subvención,  ¿I  resoltado 
de  la  misma  subasta  por  el  que  se  adjudípo  .la.  conceaíón  á  D.  Enrique 
Bomay  y  Oompafiía,  que  rebajó  la  auliivehclón  aefialada  en  el  art.  15  en 
100  pesetas,  y  el  art  19  d^  la  ley  de  Fen:ocarriIeff^  ae  reaolvió  eíi  2  de  Jolio 
de  1888^  entre  otroa  extremos,  qué  en  cumplimiento  de  lo  preceptuado 
per  esta  última  disposición,  quedaba  re^opfLda  la  subvención  jtQtal  con  que 
sa  adjudicó  la  concesión  á  ll.2tl.949,2d  pesetas. 

Impugnada  «sta  Beal  orden  eq  v^i  contenciosa^  por  la  Oompafiía  con- 
cesionaria para  que  se -declarara  su  derecho  á  percibir  íntegra  lá  subven- 
ción, fué  confirmada  por  el  Tribunal,  de^ués  de  seguido  el  pleito  por  to* 
dos  sus  trámites,  en  sentencia  de  27  dé  Febrero  de  18^2,  cuya  parte  sna-! 
taadal  es  eomo  sigue: 

OoDsiderando  que  atendidos  los  términos  de  la  súplica  de  la  demanda, 
la  cuestión  del  {Hresente  litigio  estíi  reducida  á  detenninar  si  la  Oompafiía 
eoncesionaria  de  los  ferrocarriles  deCBalamanea  á  la  frontera  portugaeaa 
tíeae  derecho  á  que  la  aubvendón  de  11.886.708  peaetaa  concedida  por 
^  art  15  del  pHeao  de  condiciones  particularef^eoiii^rQ^glo al enal  seotorgó 
k  concenón,  y  re}>ajada  ep  4.00  peaetaa  en  él  aqto  ^e.^  aubaajtá,  ae  le  abo- 
ne íntegramente  ain  redncdóp  de  lU^guná  claaé,  no  qbatante  la  jeconomüa 
de  8.485,707  pesetas  75  ..cóntíikioá  o^j^enida.eB.ll^qópftrucción  de  las 
ébras;   '"  *    *"      "     '    .. ' .!;  ,^.'.  ^«  v  .  ^  -  •    .. 

Gonsider|uidoqnel|»M^esadf  ^anti^  de  n.986r708  pesetas  conce- 
dida como  subvención  ¿1%  Oóqipafiia  deii)fl«)da;U|«k  1^  lué^cgn  soledóii  á 
las  bases  establecidas  por  1%  ley  de  ^2  dé^  piciembre  4e  1876  y  en  rela- 
dóa  con  la  cantidad  de  61.418.474  .ii^taa  ^en.qoe  ae  pi^eaiipoeftaron  laa 
obiaa;  pero  h^biei^do  dian^ooídi^^t  el  ci^te  de  iataa,  las  /conaee^encias  de 
eata  variación  ..ó  mo^caclón  en  el  pripyeqto  prim^^viamei^ta  aprobado 
tei^en  que W  necesañupente  las  que,  establece ,e|L^ *^^  ^V,^^,  la  ley  oe 
' «focaarües  d^  23  de^  Noviembre  0/^18^7^  por  dispoiierlo  así  el,  art  2.e 
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del  püego  de  eoñdielonet  paiücotoet  One  airvió  de  base  á  lá  tubaetar 

Cónridérando  que,  Éeflrún  el  art  19  4e  la  referida  ley  dé  FerrocanileaL. 
enatido  pot  conaecoeáeia  de  M  Tariadooea  del  proyecto  ie  dismlnaya  er 
ooate  de  las  c^raa,  deben  rebajarte  própórdonalmente  á  eata  diimhiacito 
lav  etibyeiiclioiieé  «Breciaa^  y  qae»  pcnt  conaigniente,  con  arreglo  á  eaté  pre- 
eepto,  lá  anbvención  directa  concedida  á  la  Oompafiía  demandante  déb^ 
■úmr,  como  la  Real  orden  impugnada  dispone,  ana  disminución  propor* 
cioaal  á  la  economía  de  l6iS.485.7d7  peaelas  76  céntiinos  obtenida  en  la 
ejecadón  de  las  obras: 

Considerando  qne  entendido  de  esta  manera  el  precepto  del  art.  2.^ 
del  pliego  de  ¿ohdiciones  particulares,  en  relación  con  el  19  de  la  ley  de 
Ferrocarriles,  no  existe  la  cont^dicción  qne  la  parte  demandante  supone 
entare  aquella  disposición  y  la  del  art  15  del  mismo  pliego,  pues  si  oien 
en  ésta  se  dedara  que  la  sUbvendón  será  de  11.885.708  pesetas  sin  redae- 
dón  alguna,  esta  dis^idón  tiene  necesariamente  que  referirse  á  qne 
lio  pneda  ser  gravada  con  descuentos,  impuestos  ni  tributos  de  niogana. 
eepede/neró  en  mot^o  alguno  al  caso  en  que  se  obtenga  economía  en  la 
rt^aUzación  dé  las  obras  (|ue  prevé  el  art  2.®  citado: 

Considerando  que  en  nada  se  opone  á  las  anteriores  declaracioDes  la 
drcnnstanda  de  que  la  ley  de  Ferrocarriles  de  28  de  Noviembre  de  1877* 
sea  posterior  á  la  de  81  de  Dldembre  de  1876  por  la  que  se  autorisó  al 
Gobierno  paria  otorgar  lá  concesión  dé  que  se  trata,  tocu  ves  que  loa  pile* 
goa  de  cóndidoQét  nó  se  aprobaron  lüíata  6  de  Junio  de  1881,  y  hallan^ 
dose  va  vigente  en  esta  lecba  aquella  ley,  pudieron  ser  tenidas  en  cuenta 
ana  dispodciobea: 

Oobsidétando  que  la  Real, orden  impugnada,  al  hacer  aplicadón  de  laa 
referidaa  disposiciones'  en  loi  términos  expuestos,  se  acomoda  estricta- 
mente á  las  condidones  con  ahreglo  á  las  cuales  se  otbrgó  la  concesión  y 
qae  fueron  aceptadas  por  la  Oompafiía  demandante:  . 

Visto  el  ar.  19  de  la  ley  gekieral  de  Ferrocarriles  de  28  de  Noviembre 
de  18^7; 

Fallaihos  qne  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Eatado  de  la  demanda  interpuesta  por  la  Oompafiía  del  ferroca- 
iril  de  Salamanca  á  la  frontera  portuguesa  contra  la  Real  orden  de  2  de 
Jnlió  de  1888.  la  cual  queda  firme  y  subsistente.— (Sentencia  publicada  el 
^  de  Febrero  de  1802,  é  inserta  en  la  Qaceta  de  9  de  Octubre  del  misma 
ano.) 


BÉsrsstcixCiiáé'fpbk^áB  ie9^.^(M¿tUo$  contra  a  Bitdáú,  CahtH*^ 
$ióñ  de  cféditói  ooátratl  Sitado.  Abono  deintere$e8.'-^  Se  absuelve  á  la  Aá* 
ministrádón  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Gontalo  Sbarbi  y  Osunü». 
contra  la  Real  orden' d^  2T  de  Manó  de  1882,  rdativa  á  la  conversión  de- 
varios  créditos,  y  se  establece: 

i.^  ^  Id  Ééal  oráen^  dé  29  dé  OdíUí^  de  lBf9  no  tiene  apMeac&hi  áorér 
Utos  eonhér^^é  con  'úf^fmiridttd^pueiii>  que  m  t^rdenat^en  su  parte  dü^^ori- 
Uva  que  el  Éétádó  há^a  dé  oficio*  loe  coíhíer$Um8  correspondientes,  coniign» 
Caramente  qué  eélé  ohliaaoián  será  par^  lo  süoodvo; 

TítP  (Aiiliechá la eonverüén coitfohhé  en nn  todo  á  to  ptescrito en  d 
art.  S.ódelql^  de  Ifi  de  AfOgtóde  1882/^  al  TO  del  r^lámenio  de IT  (k- 
inbre  del  mwno'añcl/  ifíte^reta  áeeríáiamente  dkíuu  dtspoéieknes  la  SM 
üfáen  qué  dedada  quepaa^a  adquirir  deretho  á  (otintéf^ies  desde  i.e  de  MHé 
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éiÉ8Sl,  iiMá  aoUeiiarm  la  em^wenián  ieiUro  de  ikk$  ^ñé,  y  que  Un 

áim  m  $e  hada  ie  ojldo,  eotno  lo  demueeira  el  mkmo  ari.  70  del  wtencionado- 


Sé  Septimbn  ám  1877  ]*DiMfld6iifNiena  dePiooMadesy  I>«rtoho» 
^riXMado,  pflérU  fedanuietóiicn  íorm»,  teord^  qM  m  deTolvieran  á  lof  he- 
Aden»  ée  D.  Joaquín  Egnl*  einkm  TalovM  depositadot  en  la  Oaja  genera^ 
ffocadeotaa  de  títoloa  j  coptom  oonaignadee  en  ealidad  de  flanaa  en  la 
Ohfacto  Amortiíadón,  con  objeto  de  garantir  la  geetión  de  la  Encomienda 
de  Ia¡orden  de  Oalalraya,  qne  id  miamo  D.  Joaquín  Egoia  le  había  aido 
conferida. 

Keelaraado  á  la  Dirección  de  la  Deuda  por  la  Caja  de  Depóeitoe  qne  prao- 
üeaie  la  conTeraión  para  la  entrega  de  loa  nneyoe  valorea,  dicho  Gentro 
&<ectiyo  ee  negó  por  haber  aqoélloe  incnrrido  en  caducidad,  con  arreglo 
aififosfo  2.«del  art  7/  de  la  ley  de  SI  de  JuHo  de  1876;  pero  reenelta 
por  Beal  orden  ée  33  de  Oetdbi»  d»  187»  osa  conaolta  elerada  á  laM^»»- 
lioridad,  la  Direcdén  é»  la  Deoda  ptoeedió  á  la  conyeraidn  de  aquello» 
valoiea  pteaentadoe  poi*  D.  Gonsalo  8barbi  y  Oeuña  en  nombre  de  loa  be- 
lederoa  de  ^uía,  haciéndole  entrega  de  loa  valorea  con  el  cupón  Mguien* 
«iilde  la  leeha  de  la  emidón,  ó  aeael  de 80  de  Joniode  1880. 

Beekanado  eete  acuerdé  por  Sbarbi,  en  tolicltud  de  que  ee  le  abonaaei» 
ka  intereaee  corretpondientee  deede .  l.<»  de  Julio  de  1861,  fué  negada  en 
ddhdtíva  eata  pretensión  por  Beal  orden  de  97  de  Marco  de  1883;  y  ha- 
Idndo  acudido  el  ndaino  Sbarbi  á  la  vía  contencioaa,  reproduciendo  en 
eOa  dicha  pretentíón,  el  IVibunal,  deapuéa  de  suatanciado  el  pleito  por 
Mee  ana  trámitea,  cohfirtnó  la  reeoludón  impugnada  por  aeutencia  de  3» 
de  Febrero  de  1893,  cuya  parte  auatandal  ea  como  aigue: 

Conaiderando  que  la  cuestión  única  que  eete  pleito  entrafía  es  la  de 
piedaar  ai  el  demandante  tiene  ó  no  derecho  al  abono  de  loa  intereses  qne 
sattdta  á  partir  desde  el  afio  1961,  alegando  al  electo  la  Real  orden  de  sa 
íb  Octubre  de  1879: 

Ckmaiderando  que  la  referida  Beal  orden  no  puede  tener  aplicación  al 
pnaente  eaao,  tanto  porqne  al  ord^ar  en  su  parte  disposiva  que  el  Ea- 
taio  haga  de  oficio  laa  conveniioiiefi  correapondientes  consigna  claramen- 
is  qne  esta  obligación  seréiMiraio  siicestvo,  cuanto  porque  ei  capital  de 
csTa  coa  versión  ae  trata  había  sido  con  Interioridad  entregado  á  loa  in- 


Oooaideraado  qne  la  eoBveiefón  de  qne  se  trata  se  Meo  eenfocaae  en- 
•atede  á  lopuescrito  en  el  ari.  8>  de  la  lear  de  l.ode  Agosto  de  1861,  y  alr 
70  del  Beglamento  de  17  de  Octubre  del  mismo  afio^  que  non  las  dispoid- 
doBsa  apliesMee  al  caso  do'antos: 

Oeiiaidewuido  qae  la  Beal  (»4sn  iaspngnada  interpreta  acertadamente 
ékSbÉB  diepoaicfiesea  al  dtodarar  qnerpara  adquirir  derecho  á  loa  interese» 
dMde  l.e  de  Julia  de  1851,  debiáaqliettarée  biooaveraión  dentro  de  dicha 
eMm^  j  que  kkctmvexaión  nasehaeía  deafUdo,  como  lodemuealra  el  aaisma 
artiónlo  70  del  mencioiíado  Bsgbunento:  ^ 

VisU  la  parte  dispositiva  de  la  BeÉd  orden  de  38  de  Octnbre  de  1879^ 
que  dieet  «8.  IL  el  Bey,  deeoaloitiúdad  con  le  propueato  por  el  Ooüseja 
de  BsMo  en  pleno;  se  haaervldo  leacdver  que  no  deben  ser  caducadoa  y 
sf  adadüdoa  á  la  conversién  los  válosea  qne  en  la  aotnalidad  reaponden  * 
slgnaa  gaisniía  ó  eonstítiqpení:fiaiiia»|io  liberadaa  y  que  eatán«en  la  Cejar 
gfiamai  de  Pepósiloa,  aaí  como  toa  igoehaysto  aldo  entregados  á  ana  dne» 
Sss  déspoéa  de  transearrido  U  plazo  de  sois  mMes  que  para  pedir  la  €tm^ 
9emé»  aefialó  la  ley  de  31  de  Julio  de  1876»  y  que  en  Ip  anceaívo,  la  eoa^ 
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Teiéiéxi  de  ettot  valorefl  m  hags  d«  ofiok)  >pof  la  Adjnlaiifcraoióii  páy 
bllca»:     -  ..    ',^      -.     .        -. 

Viatos  el  art.  8.0  de  la  ley  de  l.o  de  Agosto  de  1861,  y  el  70  del  Bcg]^- 
mentó  de  17  de  Octubre  del  mismo  afio; 

Fallamoa  qiie  debfmtoe  absolver  yábsolvemos  á  la  Admimétnidóii  ge- 
neiial  del  Eatado  de  la deioa&da>iatevpfieBta ánombie de D-Gonzálo-Sbas* 
bi  Of  ana  contra  la  Real  orden  expedida  por  el  MiniaterÍD  de  Háeiaada  (Bm. 
27  de  MarKO  de  1882|  la  cual  qneda  ñrmay  aabaiateiite.— (Sentencia  pnbii- 
cada  en  39  dé  Febrero  deiSdd^é  inetrtaen  I|i6^ace¡tade9.de<0ctabi»id«l 
miaftioáfió.)  '■        >     <  .  ..  .'        ,    ' ■.    * 


SnrrKKOu  («9  de  Febrero  de  lB9Sí).-'4J(mtribttíAó»:mdam 
idacién  de  la  contribueián  indmtriah . Be$eiiééiáñ  prwin  pihematimé'*^^^ 
absuelve  á  la  Ádministraeión  dé  la  demanda  inteifiaasta  jmt.IX  José  Ma^ 
ría  Otmte  contra  la  Real  orden  dé  29  de  .Febrero  de  ^889,  relatim  ai  imi«o 
de  la  contribución  indoatríal,  y  ae  eatableoe:  i  n  i 

1.0  Que  con  arregio  á  lo  di$pU98to  jen  ^  ari.  106  dd  BMlamenladel$  dé 
Julio  d6  1882,  laint^vcneián de^.- Abogado  ^  J3fM<>  ^ ^i^reqtfa eif  loa 
eo^ediente^^He  versen  9fihre^na. im^tioik de  dertí^:        u     .>      .^    t    . 

^.o  Que  no  pmde  eo^tenero^  q%e,  J^ya  falta  ¿^  pU^rvencifn  en,  ¿L  expa^ 
áÁenÍe>  por  parte  del  interesado,  cuanio  feiuUa  qm  se  ié  dio,  osidi^cia  en,  el 
mismo  y  se  le  conqjedió  tmpUuo  de  qwnce'diasfara  q^e presentase  ffooic^iim* 
ios  ¿  hiciese  las  alegaciones  que  <;reyera  ooiwementes:    '  ,v         . 

3.0  Que  existe  defraudación  y  se  inmrre  en  la  penalidad  que  eqtaíleoe  et 
art,  109  del  citado  UeglamentOy  cuando  se  da  por  el  contribuyente  parte  i  la 
Administradán  del  ejercicio  de  una  ini^tria  distinta  álaqut  en  realidad 
ejerce:  \  '.  'f. 

T  á.o  Que  n6  pueden  hacerse  declaraciones  m  íÁa  contenciosa  respecto  di 
pretensiones  no  aducidas^  ni  miucho  menos^  refueUas  en  la  gubernativa. 

ínstinido  ez|)ediente  de  defrandioión  por  la  Adminiatradón  de  Oon- 
^bttdones  de  Oádiz  contra  D.  José  María  Ooüte,  por  resultar  gae  ée  9m- 
<X)ntrab^  inscrito  «n  }a  matricula  como  comerciante,  con  arreglo  al  ndnu  fS 
de  fa  tarifa  2.»^  y  que  se^dedi&ba  á  la  industria  de  criador  deviniis, 
comprendida  en  la  tarifa  8>,  epígrafe  206,  se  dispuso  que  se  exif^eiia  id 
interesado  la  diferencia  entn  k  eoótaliue  Tenia  pagando^y  la  qna^se- 
fSÚxi  tarifa,  le  oenoaspóndía,  oob  más  el  recargo  de  609  pesetas,  iasp^ito 
deditbaoiíeraBeímeiiUkafio.  ..  -  ..>..%.,': 

Sustanciado  el  expediente,  fué  resudlO' en 'deflaitiia,poihBeal  cades^ 
dé  29  de  Febrero  de  1A88,  por  la  qmse  dadalráA  Ck>nt^  defra»iUldff>;^<li*- 
poniendo  queae  le  incluyera  en  lam^tvlonkflnconóeptadeíeriador  4mtU 
nos^  y  se  le  eidgieranlaa  cantidades  qae  fatobi^ra  d^^édOide  satisfSa^srum 
los  dos  afios  anteriores  á  la  época  en  qne  aéloooó  el«ipedie«ti^  «on  mkm 
d  recargo  equivalente  á  la  diferenoím  deciiptft  pór-nn  «ftcentre  lala^sa- 
tria  de  com¿ciaate  y  la  de  criador  da^j^inoa.   .    -  ..w. 

Contra  esta  Real  orde^  acudió  rt  interesado,  á  la  Wa  contenciosif.pavm 
que  Ée  declarase  qno  no  babáa  kienrrido  en  tdstandadóii,  y  iQoe  ae  ht  de* 
íím  derolTer  lo  ingresado  indriii^aBianlsi,  á)ettisodo  caso,4iQesKi  debtepar 
gar  más  de  una  caota  contribaüva^pas  Ja  IndMriibqoe  ejeroíac,  j  soatjiknr 
dado^  pleito  por  todosaaaérámltea^legalea*  ¡el  Tffibanaitooaíknió  la  Mal 
orden  impugnada  por  sentencia  de 39« di  ^ebreitotde  18fi|,  cojmi 
iandai  es  como  ai¿ne:     \  ¿     . 
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Oonádflmido  que  la  falto  del  informe  del  Abolido  del  Eetado,  qoe 
ilflga  el  bcUmt  cchoo  vicio  de  nulidad  de  qne  adolece  el  expediente,  bo  lo 
ÍDTtiida,  porqae  con  arreglo  á  lo  dispaeeto  en  el  art  106  del  Beglameato 
de  13  de  Julio  de  1882,  la  intervenMon  de  dieho  fnndonario  eólo  ee  pre- 
dM  n  loe  expedientes  qoe  yersan  lobre  nna  cneetión  de  derecho,  y  en  el 
de^oe  ee  trato  ^o-exMáa  ptooteada  cneitidn  algnaá  de  esto  natiuialeMK 

Coaeíderando  qoa  tottpoco  existo  al  otro  rkio  denmUdad  qne  alega 
üatíor  delaltodeinterrelioito  em  el  espediente,. pwqoe  en  éstoteaoha 
qao  je  le  di6  amttencia  en  ainMsnKV7«elB<eeoc¿dió  implase  de  qnince 
d¿M  pira  qne  pieseptaso  dúcw náfes:é  hioiessí  isaatetaétoaes  ^yie  icief  ese 
tonrenientcflc  .    .     *  '     -.  ^   i- 

Ccmsideíando  qne  existo  deftandaoiáSniy  S9 tocoki»  en  )a  penalidad  gny 
«toUeee  el  art  109  del  Bi^laiMntot.ds  18  de  Joliode>lB82t  enando,  eena 
«tíeasodeantoSySadaporel  ooakribcrjFento  psito4Ja  A^mÉnistmoito 
éA  iqonnelo  de  ana  inátiatria  distintá-á  la.  qne  en  leáüdad  ejefcet- 


Considerando  qne  probado  como  se  halla  en  el  floqf>edáikito  hsstnMv 


\  del  demándanto,  qné.ésto  venía  ejeiniendo;dende  lSt8  la  i 
táa  de  criador  y  ,expertadsr^  vinos,  y  sin  euiJanr90,«ontribnto  «Mo  eomo 
BMeeiíJiMitc^  siendo  asii9i«een.flíi.priinsr«íci^  le  eia  anUoafale  la  eonu 
■sreada  en  el  epígrafe  206  de  Isítsrila  8,§  y  en  elne^indiií^l  Si  de  toS^, 
existe  defrandadón;  y  la  Real  impugnada,  al  declararlo  asC^Impasnrle  la 
«orresponcHento  penaJidad,  se  halla  ajustoda  á  derecho,  y  en  nada  infringe 
ks  preceptos  qne  regalan  la  exacción  de  la  oontribndón  industrial;  y 

Considerando,  respecto  de  la  pretensión  adudda  por  el  actor,  como 
subsidiaria  en  su  demanda,  de  que  sé  declare  que  no  tiene  que  pagar  mia 
qie  una  cuoto  contributiTa  por  la  industria  que  ejerce,  que  tal  dedaradón 
as  puede  haoeise  en  ia  vía  enntenoiosn  administüativa,  por  no  haberse 
aisddo,  y  mneho menoaiesueltó  enia-gubemativa.  :    '  . 

YmtoB  los  artJkmlos  106  y  10»  y  el  e^grafenúaii  306^  Isira  ^  dela.to^ 
lüa  3>  del  Baglamdtito  de  la  Ooirtiibiidón  industrial  ^  18  d*  Jnlia 
de  188);  >       *^  '. «  .  f"  í'         ->  f  .r.      >      M  .-' 

FaOssDOs  que  debemos  absolver  gK^absolvemos  -á;  la  Axiadnistradón  ge« 
isnl del  Estado  dala  demmiéa.dQdnddaí  é  nombre  den D.  Oosé  María 
Costo  y  Lerdo  de  a?^^ida  eoatca  to  Beal  órdea  ^expedida  pos  el  Ministerio 
deHsckasda  mS^.deFehvBio^  1868,^  enal  queda  ftime  y  staMstento. 
HBintendapnbttoMiaeiüd  dB.FalMnsedea888^  éinisieto  enla^aaecto 
de  9  de  Octobre  dd  mismo  afio.)  .    :    m    ..     ^./ 


iáUeo.-^Se  absuelve  á  1»  Administradte  dato  éetnánda  intoiycieBto  por 
D.  Amaldo  Mnnar  contra  la  Beal  orden  de  l.<>  de  Mayo  de  1890,  rdatí  va  á  ia 
derolndón  de  las  2.000  pesetas  con  que  se  redimió  dd  servido  militor,  ha- 
ciéndose iguales  declaradones  A  las  contenidas  en  la  sentencia  núm.  43 
inseito  en  la  pág.  78,  por  resultar  dé  los  hechos  qne  Amaldo  Mnnar  soii- 
dtó  en  81  de  Octubre  de  1890,  qne  se  le  devolvieran  las  2.000  peeetas  que 
Uto  sond^Hido  en  2§dn  Abc&de  1978  para  Mdfanissedd  servida  mi- 
Btor  por  haber  qnedadaaxf>edepto  és  enipo  en  1879,.  piatsndónflue  fné  ne- 
fsda per  Beal  ordéada  l.<f'de  Mayado  1890: 

HaMentoacttdádodintefesÉdojte  vía  contsqpinsa  contra  esto  Béal  or^ 
den,  d  Tdhnnal  to^canfirnsé  |k»aentenctode  29^  da  eebieiro  da  1892,  si^ra. 
parto  snstandal  es  igual  á  la  núm.  48  antee  dtada.--<8entenda  irabfet-. 
.  d  8 da Jf«raD.4e  1892».é.inidrto  «n  to  JShattoé^ i^dp  Octubre  dd 
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ésmifcaA  (2»def0breiodél899).r--A0rvH0Jofiitf^ 
láÜNk— 8e  ttbM^ye  á  la  AdmiobtiiMléD  de  la  4iBU»da  intarpimte  por 
Aa0il  Af «achal  oontpi  la  fieal  oideii  d»  8  4e  tfoBlo  de  1900,  rdativa  á  la 
deroteite  de^laa  1.QQÚ  peaetaa een. q«e«e  ledivló  del  aerricio  milUarf 
•ehaeen  iyalea dedaraeionaa que éa Ja>  anterior  y  mt  Ul  nüm.  4i  por 
reanltar,  i^aimiamo,  de  loa  hechoa  que  Ángel  Argaohal  aolicitó  an  90  de  fV 
braro  de  1809  qne  ae  le  déTalyieniL  taa  tlOOO  paaetaa  qué  habia  eeaiig' 
nado  69  38  de  Jm^  de  1877  pamiédlaAiíaa  del  Éarrioio  militar,  en  ateo» 
cióoAliafaar  qaedadoera^edantodeiettpo  Tpaaadoáeiliiaoiónde  vedata 
diqf>onib]e  ea  8  de  Majo  de  1879,  aiéodole  segada  la  devotaaíto  por  la 
Becl  arden  de  8  de  Jiwio  de  1890^ 

ímpogaada  eata  Keal  ordoi  por  Argadial  en  Tía  eonteneioaa,  el  Tribi»^ 
sal  la  eeafifinó  por  eeataneia  da  29  de  f^breio  de  189»,  oiya  parte  ioa^ 
taacialeÉ  igoal  é  la  anterior  y  á  la  aallabtda  ce»el  núm.  48.-<-(Senlia«ia 
pabiicada  el  8  da  Mano  de  1891,  é  inaarta  en  la  Oaoda  de  9  de  OeMre 
ilalmiaBmaftew)     . 
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Skhtxholii  (39  de  Febrero  de  189i)..'*-&rtMo  mUiiar.  Bedentíüñ  ámf^ 
táüeo.Se  abanelve  á  la  Adminiatradan  de  la  demanda  dedneida  por  B?a* 
Tiate  Orona,  costra  la  Beal  orden  de  li  de  Noriembre  de  1890,  lelatí? i^  i 
la  develncldn  de  laa  3.000  peaetaa  eoa  qae  ae  redimid  del  aérvieie  mflitMr, 
y  ae  hacen  laa  miamaa  declaradoaea  qne  en  laa  doa  anteriorea  y  en  la  bA> 
mero  48  por  aparecer  arimiamó  de  loa  iMchoa  que  Erarialo  Omna  aolidtd 
en  19  def^rero^e  1890  qne  ae  le  devoWlevan  laa  9.060  píeaetaa  que  ha* 
bía^onalgnádo  es  1879  paraiédimiraé  del  aer¥Ício  militar,  eii  ateocltei 
haber  qnadado  excedente  de  eapo  y  paaada  á  aMnacidn  da  tectata  ákfo- 
nibleen  31  de  Abril  de  1884,  pretenden  que  le  faé  negada  por  ReaToiotB^ 
de  15  de  Noviembre  de  1890: 

Oontra  eata  Beal  orden  aendió  el  interoardo  á  la  vía  oontenoioaa,  dendo 
confirmada  por  el  Tribanal  por  aenlaUcJa  de  39  de  Febrero  de  1893,  coy^ 
paite  aostandal  ea  igual  á  laa  doa  anteriorea  y  á  la  comprendida  con  el  nú- 
jiMro48¿--(8MitenekLpnblieadael8de  Mano  'delOOf,étoaettaeala€a- 
0Bia  de  9  de  Octubre  del  iriania  afta.) 
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8KBtBiKJiA{39^  Fébaero^  a898V*JNpélitffroi  ia  CaiMáaof,  OmuJm^ 
JS¡ufi$$.  auptírmmtrmrioM.  Siupetmón  d$  mífiím^tmldá.  CaM9M  erimmtn^ 
_Oon  impoaidón  de  laa  coataa  al  ador,  ae  abaoelve  á  iá  AdaoütiatcaOT» 
deUdtaiaadadedaddaporB.  AgnatánOaroía  Garmona  contra  la  fie^ 
orden  dorl^de  Octubre  1889,  por  la  qnetaaol»  4edan  /anpeqwBwerariOt  t 


Jlful 


tal^riiHfinmy  eommHda, e$ vurnettionable  que  mmdra»  n^M^ 
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i^  y  <<ü  ferjwim  d$  la  fm  h$  JS'ümnolm  pmfétm  rewf 

ulummio  orgámeo  dd  Cuerpo: 

j9.o  QmnbimHMealdeor^AeB6deMahndel881vmmáÍ9clarar 
m^ermwmrarío  á  tod»  InamÍBr$  que  áfeHmánpríípiaeese  tmtppralmemié  eit 
«( «rvécto  M  SUado,  «o  habieitdo  cemulo  el mteremd&tn  dieka  ta^trido  ó  |m- 


memcíonúdo  BeeU  d&treh^  fUe  dHermma,  mUpe  úÉro$  patHtmlate^  que  te  J»> 
gemkro9fuepw  euaJauier  motivo  ee$euimt^porúimenteemdMrvieiodeObimñ 
jrfMíflffi  a  <«rya  fl<¿  JÜtiaio,  eerátk  deüaradoe  mpenmmfirarioe  eu  la  meóla 
dd  Cfuerpo,  y  producirán  una  voeantCy  gUe^erá  eubi$rta  een  art^egie  á  h  fue 

^Y3j»  ijuededudda  wMdemmkdajcoHnatmatemendad, deben mipmmr 
m  te  eotte  al  ador. 

Por  BímI  ord«B  d«  34  4e  üknriembí»  de  1887.  m  décburó  «aap^iHnr  de 
«npleo  y  «Boldo»  á  yirtiid  do  ospeditoteinilniído  contra  «I  miaño  al  Ing^ 
BÍ6IO  P.  Agustín  Gareía  Oannon%  diaponiendo  <)oe  eeaaae  inmadiaiamaB- 
i»  6B  el  aervieio  del  BaladOi  y  ^oe,  con  aojeeión  á  lo  eatableoido  en  el  ar- 
Keolo  85  del  Reglamento  orgánico  del  Cuerpo,  aa  remátieaa  el  expediente 
al  Miniaterio  de  Gracia  y  Jaatícia  para  qne  los  Tribunales  competentes 
ezigieTan  al  referido  Ingeniero  las  reaponaabilidadea  á  que  hubleae  lugat; 
7  por  otra  Real  orden  de  12  de  0(|tvbre  de  1889,  se  dispuso  que  d.  inlwa* 
Siido  paaaae  inmediatamente  á  la  situación  de  supernumerario,  y  que  coa- 
finnaae  en  ella,  oonauapeaaión  de  todo  «deieoho  á  aacender,  en  tanto  no 
laara  rahalHiltado  en  todo»  sus  deraebea  por  aentSMsia  abaolntoda  de  kw 
Tribwialea  ordinadoa. 

Oontra  eata  Real  orden  acudió  Oarmeoia  á  la  vía  conteneiaaa,  oos  la 
suplica  de  que  fuera  revocada  y  ae  hiéieta  la  daciamdán  de  que  era  pro* 
eedeote  <iiie  en  la  sitaación  da  anspaBSO  eonaervaae  el  derecho  de  colocar- 
ae  en  el  momento  en  que  ae  dictara  la  sentencia  abaolutoria  por  loa  Tri- 
bUBalea. 

Soataneiado  el  pleito  por  tddoa  wm  trámites,  el  Tr^bofial  eoofiraaó  la 
Real  orden  impi^Mda,  imponiendo  las  costea  al  actor  por  aentencia  iteS9 
da  Fébseio  de  1892,^mlya  parte  euatandal  aa  c^mo  signe: 

Gk>aaideraodo  qae  suspendido, como  fué  de  empleo  y  aneldo  el  üage^ 
niero  D.  Agustín  García  Carmena  por  la  Real  orden  Ae  24  de  Noviendire 
de  1887,  qne quedó  &rme porno beben»  alzado  de  eHa  el  isteresade,  ea 
incosatíonable^ne  mieatias  sufre  esta  corrección  diaciplinaria  q«e  le  ha 
«kk» impneala,  sin  pevjoido  dalo  qfne  loa  Tribunales  puedan  reaolrer, 
eodale  la  imposibUidad de  que  dsaempafie  «aeryido  y  sot^ie. aneldo >6  mto- 
Iniafintodel  Estado,  eoo  amglo4  V>'ti«e  ^preacriben  los  artículos  25  y  8-S 
dd  Reglamento  orgánico  dal  Cuerpo  de  Ingei^erea  de  Caminoa,  Canales 
yPnartoa: 

Cooaiderawdo  qaetf  bien  ^^Betí  decreto  de  S5  de  Mario  de  1881  vie- 
ne  á  declarar  supetmunerario  á  todo  Ingeaiflvo  iqike  á  .pé^oióp  psopia  eeae 
temporalmente  en  el  servicio  del  Estado,  como  el  de  que  se  trata  no  ba 
ffWMJo  en  dicho  aervida  á  psti«^n.  suya,  aino  en  virtnd  de  ñiltaa  califica- 
dea  como  iniciadairaa  de  dalitOí,  que  han  venido  á  ook)carl6  enaituaetóa 
da  no-poder  praatar  a^  Estado  loaaervieioa  propioa  tte  aa  tinátituto,  debe 
anftflD4eise  «emprendido  .el  caaa  actual  ea.el  «art  8A  ^1  mencionado 
Real  decreto,  qne  determina,  entre  otirarplotibQAaaM,  i%ne  lea  Ingenfetoa. 
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KfOB  poi  ca«b|iiier  méGW  oemnietaponlamáé  m  cA  mshkHdéé  Obra» 
púbÜcUii  e«rgo'<iel  EÉtcdoy>8e(ráti<ded«vmdoérap6ii^^  «tea* 

ía  del  Oaerpo  y  ^rétecixái»  lúis. v«eiurt«,^é&ii«rá  Cubierta  e^1l^ah^glb  á  lo 
que  disponen  los  Reglamentos:  .      \i    ,'  «,    .^    .^     , 

ConsidoMBdcqóe  gieodo'nxr  hediio'clérto^ne  Gctfdadánnóóa  no  pue- 
de mr  colocado  en  destila  de  so  dase;  ni  cobrar  einorDmento  algduo,  te- 
niendo en  cuenta  qae,  según  dispone  la  Real  orden  cnya  ¿lerogaoíéii  a» 
p^e;  la  snspeniidn  le  será^  levantada  j  Itoe^brflíHi  «n  pinato  y  el  asoentfo 
qne  le  padiese  cortesponder  si  obtiene^  sentenMa  absoliiftbria  en  lacaaáa; 
^minal  qne  se  leaigae,  fa  eorpresada  E«a(  orden  impugnada  dé  18  de  Ce- 
tfabio  de  188»  qne'le  deoiara  sapemaneerário  hasta  qtre  llegase  ese  dia,  na 
laa  podido  eavsárle  eA  menor  agmie;      <  ' 

Considerando,  según  se  dednce'  de*  lo  ^expnesto,  que  *  la  demanda  se  ha 
h^erpnesto  con  notoria  temeridad;    • 

Vistos  los  artículos  26  y  85  del  Reglamento  aprobado  en^8  de  Octobio» 
de  186S,  el  8.o.delReal>)écff^to<de'25  de  Martode  Í88l  y  el  $8  de  la  ley 
de  18  de  Septiembre  de  1888;  .     .  < 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge> 
nene  del  Bstado  óó  la  demaáda  interpuesta  {Mr  la  repreientáelóii  dé  Don 
Aflústín  García  Oarmoná'«oMra  la  Real  orden  de  12'de  Octubre  de  1^89^ 
la  oaal  queda  firme  y  snbsistente,  coú  expresa  condenación  de  costas  al  ae- 
tor.^Sentencfa  publicada  el  89  de  Febrero  dé  1898,  é  inserta  en  te  (Té- 
Mis  de  9  deOctñbse  del  mismo  afió.) 


m 


;        -ios    .         •    - 

SmTBKCiA  (1:<»  de  Mareo  de  iS92)'.-^Mmirión^lMdmaHd(LBM^cip- 
nei  pertnhrioi.  IneompétencíadeJMrÍ9diánón.  Oiterpo  dipUnHátioik  AlqutierH 
de  ¡as  casas-Legaciones.  Se  declara  improcedente  la' excepción'  perentoria 
deinoompetencia  de  jurisdicción,  y 'Se  revoca  la  Real  Orden  de  21  de  Agoeta 
de  1885  impugnada  por  D.  Manmn  Pastor  y  Bedoya,  que  le  negó  el  abom> 
del  alquiler  de  la'casa-ocupada  por  lalaegaelón  de  Eipafia  en  el  Japón,  y 
se/ establece:  .  .  •         . 

Í.o  Que  comunicada  al  Ministerio  de  Sitado  la  consulta  de  la  Sección,  de 
U>  Osnteneioso  proponiéndola  admisión  dé  Uí  úenumda,  y  no  habiendo  oomu- 
nkúdo  el.  Qob&rno  sm'resoitsoián  en  -el  UmUnoée  un  mes,  por  este  solo  hecho 
es  preciso  entender  oonoeáida  la  mitorixaeión' para  admitir  la  demanda,  á  te- 
ñor  de  lo  dispuesto  en  el  art  60  de  la  ley  orgánka  del  Consto  dé  Instado  de 
ir  de  Agosta  dé  IdéO; 

Fj8.e  Oue  siendo  láúnioarasán  sAegada  poruña  Beal  orden  para  declarar 
que  na  es  de  i¿bono  eí  importe  délos  álquüeres^  ^ama  sosa-Legación  en  el  esc- 
traníero,  la  de  qtteeiart.Sfi  ddBefiaménh  tmieamentesert^kre á  hs alqui- 
leres garantidos  por  el  Gobierno,  sus  distinguir  éuáles  son  los  aarantidosyL 
cuáles  no  losan,  Is  únieo  pte  importa  pree&or  es  si  áidios  alqmteres  fueron 
neaesoHos;  y  esta  condioión  está  demostrada  por  dkeeho  de4ener'^  colocar 
en  la  casa  el  Archivo  de  la  Legación,  los  muebles  de  la  perteneneea  del  'Go- 
biernoy  cuanto  etúigé  la  representación  decorosa  de  Eepafía  en  el  egetrof^ero^ 
iodo  h  oual  imt{fiea  s^fioientemetUe  el  alquiler  mdi^ 

Par  Seal  ordende  91  de  Agosto  de  1)885,  se  iq[>robaron  ciertos  gaatoa 
heehos  por  el  Encargado  de  Negoeíosde  Bspafia  en  Yokoama^  deolaraaído 
que  no  ptooedía  al  abanó  dalas  ineosaididades  del  Uquiler  de  tácaaa  de  W 
Lagadón,  porqae*el  stíí  6,o  del  reglaiaento  únicamente  se  nsf  eria  á  tos  ai- 
qnilsfea  gaiwitidMS  por  ai  €fablemo>^ 
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P*  MvumI  P«atoc  y  Bedoya,  •Binttaioiftdiiigida  al  lünMnrio  ea  l^de 
Oetabre  del  mismo  afío^ezpaeo ka raaonee  qae  en  au  «entir  jüatífioaban 
•liteno  denegado,  y  por  oftmBeal  orden  de  4  de  Enero  áñ  1686  ae  le  con- 
taal6  que,  eos  «ireglo  á  lea  Ima  vigentea,  podía  preae&tar  diaha  reclama- 
ddD  ante  el  Conaejo  de  Eataoe^ 

£a  au  vlata,  D.  M«nael  Paatar  dedajo  demanda  ante  aquel  alto  Oaerpo 
ea  i.»  de  Jonio  de  1^86,  oóa  la  aápUca  de  queae  revocase  la  Beal  orden  de 
l.^de  Aipoato  de  1886,  y  de  qneow  declaraaen  de  abono  los  alqüilerea  en 
coeatíón  durante  el  tiempo  en  que  el  recurrente  desempeñó  el  cargo  de 
ffarargado  de  Negocioa,  aiendo  declarada  eata  demanda  procedente  en  vía 
eontendoaa,  no  obstante  haberse  opuesto  á  ello  el  Fiscal,  por  considerar 
^ae  habla  aido  presentada  fuera  de  plazo  legal. 

FormaUsada  la  demanda  con  arreglo  á  la  ley  de  13  de  Septiembre  de 
1S88,  y  emplazado  el  Fiscal,  pidió  se  estimase  la  excepción  de  incompeten- 
da  ya  alegada,  qne  proponía  eoiíio  perentoria,  y  que  si  á  esto  no  había  la- 
fv  mb  eonfixmaaela  Baal  orden  impugnada,  abaolyiendo  de  la  demanda  i 
la  Addüniatración  general  del  Estado. 

JBl  T^ibonal,  por  sentencia  de  l.^  de  Marao  de  18d2,  deaeatimó  la  ex- 
eepdón  y  revocó  la  Beal  orden  impugnada,  nendo  la  parte  aostaneíal  de 
tfdha  aenleada  eomo  sigue; 

OonaideiaBdo,  reapecta  i  la  excepción  de  incompetencia  alegada  por  el 
Flaca!,  q«e  comunicada  por  el  Uini¿erio  de  Estado  en  23  de  Febiero  de 
1888  la  eonsult»  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  proponiendo  la  admisión 
da  la  demanda,  y  no  habiendo  comunicado  el  Gobierno  su  resolución  en 
d  término  de  un  mes,  por  este  solo  hecho  es  preciso  entender  concedida 
faiaiilcffisaeión  para  admitir  k  demanda,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tiailo  60  de  la  ley  orgáaiea  delGonsejo  de  Estado  de  17  de  Agosto  de  1860: 

Oonaideraado  que^  á  mayor  abundamknto,  pedido  por  el  actor  que  se 
tUTOae  1»  déBian&  por  admitida,  eate  Tribunal  dictó  providencia  man- 
dando se  dirigiese  comonioaeióti  al  Mlniaterio  de  Estado,  para  que  mani- 
faalaae  la  reac^nción  que  hnbieae  recaído  á  Isr consulta  remitida  en  28  de 
FMNBero  de  1888,  y  en  au  virtud,  se  expidió  la  Beal  orden  de  81  de  Enero 
de  1889, 8o  que  aa  diapose  que  no  hay  inconveniente  en  que  se  admita  la 
daaúiida  de  referencia; 

Oónaiderando  que,  por  lo  expuesto,  ea  neceaario  estimar  admitida  la 
danzada  y  declarar  improcedente  la  excepción  alegada  de  incompetencia: 

Gonaiderando,  respecto  del  fondo  del  pleito,  que  la  cuestión  se  reduce 
á  dfltotmtnar  ai  ea  ó  no  abonable  al  demandante  el  importe  de  los  alquile- 
rea  de  la  eaaa- Legación  dnnuite  el  tiempo  que  fué  encargado  de  Nei^ocios 
da  BapaQa  en  el  Japón: 

Oooaideaando  que  la  úiüea  raaón  alegada  en  la  Beal  orden  que  se  im- 
]pQgna  para  declarar  que  no  ea  de  abono  dicha  suma,  ea  que  el  art.  6.o  del 
BagkuneBto  únicamente  se  ceUere  á  loa  alquUerea  garantidos  por  el  Go- 
Uno,  y  el -dtado  artíeolo  no  distingue  cuáles  son  los  garantidoa  y  cuáles 
■oloaon: 

Ouiaiderando^  p(Hr  eonaiguiente,  QUe  la  ónico  que  importa  precisar  ea 
al  dSehoa  alqüilerea  fueron  neceaajaos,  y  eate  condición  eatá  demostrada 
pot  tü  lieehei  de  tener  que  colocar  en  la  casa  el  archivo  de  la  Legación,  loa 
mneMea  de  la  pertenencia  del  Gobierno  y  cuanto  exige  la  representadón 
dacofoaa  de  Eapafia  en  el  extranjero,  todo  lo  cual  juanea  suficientemente 
al  al^ler  de  60  paaca^memoalea: 

Yiato  el  art  6.Ó  delj^glamenlo  de  33  de  Julio  de  1883,  que  dice: 
cOvmdo  nn  Jefedanúaióo  oeaeen  el  deaempefiode  un  pargo  ó  se  apéente 
tanpoffalmeiile  de  au  4eatino,  el  Gobierno  pagará  la  qaaa  de  la  Legacióq, 
j  al  Secretario  que  quede  como  Eacargado  de  Negocios,  percibirá,  adernáa 
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de«a4otadéop«rtoiial,lm  MfgiMda  {mmi  gMtos  oréHaufoi,  jlátereers 
paito  de  la  sefiaUda  al  Jefe  para  loa  de  repreaenUoión»; 

Fallaúioa  qoe  debemoa  declarar  y  deoláramoa  impioéedento  la  eacaep- 
eión  de  inoompetenda  alegada  por  el  Flseal,  y  debemoa  teroear  y  we/rmcm- 
mo8  la  Real  orden  de  21  de  Agoaio  de  18S6.  declarando  qoe  I>.  Manila 
Faator  y  Bedoya  tiene  derecho  á  que  ae  le  abonen  loa  800  peaoa  qoe  pagó 
por  loe  alqnllerea  de  la  cata-Legación  de  Eapafla  eñ  el  Japón.— (Senieoeia 

Snblicada  el  1.*  de  Marzo  de  1892,  é  inaarta  en  la  Oúceta  de  O  de  Octabfe 
el  miamo  afio.)    , 
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BKNTmsoík  (2  de  Biarso  de  1992).^Mmá$,  Oimae$ionm  mimermt,  Rcó^fi- 
€üeián  de  pertmeneia$,—8e  abanelve  i  la  Admlnfitraoión  de  la  doaninda 
por  D.  Ángel  Fernándes  Zamora  contra  la  Real  orden  da  •  de  AMl  4e 
1880.  relativa  á  la  demarcacióa  de  la  mina  FtíMuto,  en  (ormino  de  I^oroa, 
provincia  de  Marola,  y  ae  eatableoe: 

Que  anulada  por  una  Eeal  wden  confirmada pofr  tm  BmX  étar^h-mmUm^ 
<jia  ü  eoneeiión  ae  una  mina^  tan  sólo  en  la  parie  en  queeeBuperpomíaáatrm, 
la  conceiión  de  aquélla  quedó  firtne  y  iuhsktente  en  todo  lo  demat,  y  e$  9átíéta 
y  leaál  la  reeUfioaeión  de  loe  pertenencias  que  en  tol  úoneepto  déSUm  coman- 
tuitia^ 

Saacitádaa  cneatíonea  entre  loa  dnelioa  de  laa  minaa  Vulo&m  y  Fiiniila, 
ae  reaolvió  por  Real  orden  de  28  de  Febrero  de  1884,  qne  faé  cóttflmMdm 
por  Real  decreto  sentencia  de  11  de  Febrero  de  1887,  anular  la  coneeaión 
de  la  mina  Vicenta  en  la  parte  que  ae  saperpaalera  á  la  Vuleam  y  reoCfñ* 
ear^n  aa  oonaecnencia,  la  demarcación  de  aquélla. 

Dispuesto  por  el  Gobernador  el  cumplimiento  de  lo  manato  en  previ- 
dencia de  8  de  Mayo  de  1887,  ae  hiao  saber  i  laa  partea»  aaf  como  al  Regia- 
trador  de  las  minaa  Jacinto  y  Cándido,  cuyos  expedientea  incoadoé  en  M 
de  Octubre  y  11  de  Noviembre  de  1882  se  encontraban  en  anapenao  faaaNí 
que  ae  ventilase  la  cueatión  suscitada,  y  por  otro  deoreto  de  la  miama  An- 
loridad  de  14  del  mismo  mes  se  remitió  al  expediente  lU  Ingeniero  pam 
que  practicase  la  rectificación  acordada. 

El  Ministerio  de  Fomento  expidió  la  Real  orden  de  8  de  Enero  da  1B88». 
por  la  cual  se  resolvió:  primero,  deaeatimar  el  recurso  de  aliada  de  D.  Bft- 
fael  Larío,  representante  de  Fernández  Zamora,  autor  de  loa  regiatroie  Ja- 
4!Íntoy  Cándido,  contra  la  providencia  ée  8  de  Mayo  por  ealsr  ajoatada  á 
derecho,  declarándole  firme  y  aobsistente;  seguncito^  declarar  tambián^m 
en  el  estado  del  expediente  no  procedía  resolver  sobre  la  preteaaióadate- 
eida  por  el  miamo  interesado  de  nulidad  de  la  mina  FtOfMto,  porque  «obi» 
ella  no  había  recaído  providencia  gubernativa;  y  tercero,  ordenar  al  Q^ 
bemador  de  la  provinda  de  Murcia  que  ana  ves  praetícada  la  reotiAcacióa 
de  la  Vicenta  dieae  la  tramitación  legal  á  loa  registros  Cándido  y  Jaciwta» 
desestimando,  por  último,  el  recurso  de  aliada  formulado  por  el  regiatra- 
dor  de  la  mina  Vicenta  contra  la  providencia  de  14  de  fifayo  de  1887iqae 
4e  confirmó  en  todas  sus  partes.       -  ^ 

El  Gobernador,  en  20  de  Octubre  de  1888,  aprobó  «I  plana  y  «eta  d« 
rectificación  del  terreno  correspondiente  á  la  mina  Vicenta  y  deaeatUnó  á 
la  vea  la  protesta  formulada  ^n  el  acto  por  el  regiataador  de  las  minaa  Jsh 
dnto  y  Cándido,  y  apelado  dicho  acaerdo  por  Femándea  Zaknova,  iaé  i 
flrmlido  por  Real  Orden  de  8  de  Abril  de  1880. 
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Oéntn  esta  Be»!  orden  mcndió  Zamora  á  1»  tía  conteocloM,  pretendicn- 

-tSo  qoe  M  decUraten  Tálidoa  y  robfiatentet  mm  regiatrot,  j  nula  deade  ■«• 

origim  en  todas  ana  partea  la  conoedón  de  la  mina  VieeiUa  por  no  haber 

-términoe  hábiles  para  qne  snbiista  tal  como  qneda  después  de  declarada 

It  procedencia  de  la  Vuloano. 

Sagoido  el  pleito  por  todos  sos  trámites,  el  Tribnnal  confirmó  la  Beal 
ordoi  impognada  por  sentencia  de  3  de  Ma^rao  de  189S,  cnya  parte  sostaa- 
dai  es  como  aigoe: 

Oottsiderando  que  la  Beal  orden  de  39  de  Febrero  de  1884,  conflnnada 
notoriamente  por  Beal  deereto-sentenda  de  11  de  Febrero  de  1687, anu- 
ló la  concesión  de  la  mina  Vicenta  tan  sólo  en  la  parte  en  qne  se  soperpo- 
siera  á  la  VuleanOy  por  lo  qne  la  concesión  de  aquélla  quedó  firme  y  sob- 
dstente  en  todo  lo  demás,  y  es  válida  y  legal  la  rectificación  de  las  perte- 
nendaa  que  en  tal  concepto  debían  constituirla,  laa  cuales,  según  los  ]^ 
nos  obrantes  en  el  expediente,  no  ofrecen  entre  sí  solndones  de  eonii* 
niüdad: 

Y  considerando,  en  su  virtud,  que  no  son  de  estimar  laa  alegadonea 
•que  en  eontra  de  la  referida  concesión  ha  formulado  el  autor  de  los  regis- 
tros Jaemco  y  Cándido^  quien  en  todo  caso  podrá  obtener  el  teneno  qne 
leaulte  franco  en  eondldones  legales,  después  de  rectificada  la  designadón 
de  loa  de  la  mina  Vioenta. 

^^^stoe  el  art  82  de  la  ley  de  Minas,  reformada,  de  4  de  Marso  de  1888 
7  el  art  12  del  decreto-ley  de  Bases  de  29  de  Didembre  del  mismo  afio; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administradón  ge> 
neral  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  contra  la  Beal  orden  expedida 
por  d  Ministerio  de  Fomento  en  8  de  Abril  de  1889,  la  cual  queda  firme  y 
SHbsistente.~(Sentencia  publicada  el  6  de  Mano  de  1892,  é  inserta  en  la 
Gaceta  de  9  de  Octubre  del  mismo  afio.) 
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SnrtSMCUL  (3  de  Manto  de  1892).--J^r(M;petkmef  perentariae.  Inoompe- 
éenda  de  jwHBdtedón.  Beales  órienee  reproducción  de  atrae  anteriora.  Oré- 
^fóoa  eimtra  d  Ettado.  Caducidad  de  erédüoe.—Se  declara  la  incompetenda 
del  Tribunal  para  conocer  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  Don 
Faustino  Días  de  Velasco  contra  la  Beal  orden  de  21  de  Marzo  de  1890,  re- 
lativa á  la  cadnddad  de  una  certificación  de  Deuda  consolidada,  y  se 
establece: 

i  e  Qtte  con  arreglo  al  art  4P  del  Beal  decreto  de  12  de  Ahrü  de  1881^ 
k9aeit^do$  de  oadukdaÜ  de  créditos  $e  mMioan  en  la  Gaceta  de  Madrid, 
jfudiendo  los  interesadas  alzarse  ante  el  Ministerio  en  el  término  de  treinta 
SoMy  á  oonktr  desde  que  aquella  pul^licación  se  rfectúe,  y  por  tanto,  la  exis- 
iemda  de  unEnXñnáQy  puesto  en  d  expediente  con  fecha  posterior  por  d  inte- 
rmaiio^  no  puede  alterar  ni  modificar  el  cómputo  del  plaxo  en  la  forma  esta- 
iledda; 

Y  j9.o  Que  no  corresponden  al  conocimiento  de  los  Tribunales  de  lo  con- 
iené/sso  admmistratitfo  las  resoluciones  confirmatorias  de  acuerdos  consenti- 
dos por  no  haber  sido  apelados  en  tiempo  ¡/forma,  á  tenor  del  núm.  3  o,  art.  é,o, 
¿eial^delSde  8eptimíbre de  1888 . 

En  la  Oaceta  de  Madrid  del  20  de  Octubre  de  1888,  sei>ublicó  el  acuer- 
do de  la  Direcdón  de  la  Deuda  declarando  la  caducidad  de  una  certifica- 
ron de  6  por  100  de  renta  consolidada  no  transferlble,  cuya  converdón  y 
TOKO  45  12 
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liquidación  solicitó  D.  Lázaro  Esteban  Bustos  y  sostavo  posteriormente 
D.  Faustino  Díaz  de  Velasco. 

En  el  expediente  aparece  otra  notificación  personal  del  acaerdo  de  ea- 
daddad  hecha  en  81  de  Diciembre  del  mismo  «fio  1888  al  interesado,  quien 
en  2  de  Enero  signiente  dedajo  el  correspondiente  recurso  de  alzada  para 
ante  el  Ministerio  de  Hacienda,  por  cuyo  centro  se  expidió  Real  orden  en 
91  de  Mano  de  1890  declarando  extemporáneo  el  recurso. 

Impugnada  esta  Real  orden  en  vía  contenciosa  por  Díaz  de  Yelaseo^ 
el  Fiscal  alegó  como  perentoria  la  excepción  de  incompetencia  de  jurisdic- 
ción, como  comprendida  en  el  caso  8.0  del  art  4.o  de  la  ley  de  18  de  Sep- 
tiembre de  1888,  y  el  Tribunal  declaró  procedente  dicha  excepción  por 
sentencia  de  2  de  Mayo  de  1892,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  con  arreglo  al  art.  4.^  del  Real  decreto  de  12  de  Abril 
de  1881,  los  acuerdos  de  caducidad  de  créditos  se  publican  en  la  (faceta 
de  Madrid,  pudiendo  los  interesados  alzarse  ante  el  Ministerio  en  el  tér- 
mino de  treinta  días,  á  contar  desde  que  aquella  publicación  se  efectúe: 

Considerando  que  en  el  caso  de  autos  el  acuerdo  de  caducidad  se  pa> 
blicó  en  la  Gaceta  de  20  de  Octubre  de  1888,  y  por  consecuencia,  el  recur- 
so de  D.  Faustino  Díaz  de  Velasco,  interpuesto  en  2  de  Eúero  de  1889, 
estaba  notoriamente  fuera  del  plazo,  sin  que  la  existencia  de  un  Enterado, 
puesto  en  el  expediente  con  fecha  posterior  por  el  propio  interesado,  pue- 
da alterar  ni  modificar  el  cómputo  del  plazo  en  la  forma  establecida  por  la. 
legislación  aplicable  y  que  acaba  de  citarse: 

Considerando  que,  por  lo  expuesto,  la  Real  orden  impugnada,  al  de- 
clarar extemporáneo  el  recurso,  no  puede  vulnerar  ningún  derecho  pre- 
existente de  D.  Faustino  Diaz: 

Considerando  que  no  corresponde  al  conocimiento  de  los  Tribunales 
contencioso  administrativos  las  resoluciones  confirmatorias  de  acuerdo» 
consentidos  por  no  haber  sido  apelados  en  tiempo  y  forma,  á  tenor  del 
núm.  8.0,  art.  4.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888. 

Visto  el  art  4.0  del  Real  decreto  de  12  de  Abril  de  1881; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  la  incompetencia  de  este 
Tribunal  para  conocer  en  la  demanda  interpuesta  contra  la  Real  orden  de 
21  de  Marzo  de  1890,  que  queda,  por  lo  tanto,  subsistente,  y  lo  acordado. — 
(Sentencia  publicada  el  2  de  Marzo  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  9  de 
Octubre  del  mismo  año.) 
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SsKTBVOiA  (2  de  Marzo  de  lS9^).'-Exeepcume$perentoria$.  Incampeim^ 
da  defurisdiocián.  Reales  árdenee  reproduccián  de  atrae  anteriores.—So  de- 
clara la  incompetencia  del  Tribunal  para  conocer  de  la  demanda  promo^ 
vida  á  nombre  del  Banco  de  Espafia  contra  la  Real  orden  de  22  de  Agosto 
de  1889,  denegatoria  del  proeedimimito  de  apremio  contra  un  recaudador 
de  Contribuciones,  y  se  establece: 

Que  tiendo  la  Éealorden  impugnada  reprodueeión  de  lo  resuelto  en  otra 
mUeríor  dictada  en  el  mttmo  expediente^  la  cual  fué  firme  y  ^eeutoria  por  na 
háberee  deducido  contra  ella  en  tiempo  oportuno  el  recurso  contencioso  admi- 
nistrativo,  único  procedente,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  núm,3fi,  art  4.^  i2s 
laletf  de  13de  Septiembre  de  1888,  está  excluida  del  conocimiento  de  esta^'u- 
risdí^eián  la  euestián  promovida  en  la  demanda,  y  es  de  admitir  la  exeepc%án 
perentoria  formulada  en  tal  conoeptopor  elJíiseaJ  en  uso  déla  facultad  ^ne 
eoneede  dpárrqfo  segundo  del  art  46, 
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Ixmknido  expediente  á  instancia  de  la  Sacnrsal  del  Banco  de  Eapafia, 
«nOaatellÓD,  qne  en  11  de  Octubre  de  1887  remitió  al  Delegado  de  Ha- 
deuda  de  la  provincia  nna  certificación  de  alcance  contra  el  AyontamieDto 
de  ixaebar  en  concepto  de  recaudador  de  Oontríbiicionea,  con  el  fin  de 
qoeeiqpidieee  el  correapondieate  mandamiento  de  apremio,  se  dictó  Real 
orden  en  29  de  Febrero  de  1888,  mandando  que  el  Delegado  de  Hacienda 
spiicaae  al  eaao  lo  diapaesto  en  la  Aeal  orden  de  17  de  Mayo  de  1887,  en  la 
que  se  tentó  la  jnrispmdencia  de  que  en  aaantos  de  ajaste  y  liquidación  de 
enentaa  entre  el  Banco  y  sos  agentes  ó  recandadores  sean  loa  Tribonalea 
loe  qne  entiendan  en  los  litigios. 

Comonicada  esta  Real  orden  á  la  Sacoraal  del  Banco,  insistió  en  so 
pr^ensión  de  qne  se  despachase  el  apremio;  y  habiendo  sido  denegada 
por  la  Delegación  de  Hacienda,  acudió  el  Banco  al  Ministerio,  por  cuyo 
departamento  se  expidió  nueva  Beal  orden  en  23  de  Agosto  de  1889,  en 
la  que  snataneialmente  se  declaró  que  no  [podía  prosperar  una  reclama- 
ción que  aunque  indirectamente  se  dirigía  á  lograr  la  revocación  de  nn 
aenerdo  ya  fiíme  en  su  esfera,  y  se  dese^dmó,  en  consecuencia,  el  recurso 
fnomovido. 

Impugnada  esta  Beal  orden  por  el  Banco  en  vía  contenciosa,  alegó  el 
flseal,  como  perentoria,  la  excepción  de  incompetencia  de  jurisdicción, 
que  el  Tribunal  declaró  procedente  por  sentencia  de  %  de  Marzo  de  1892, 
cojrm  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  la  Real  orden  impugnada  que  expidió  el  Ministerio. 
de  Hacienda  en  22  de  Agosto  de  1889,  es  una  reproducción  de  lo  resuelto 
en  Ui  de  29  de  Febrero  de  1888,  dictaaa  en  el  mismo  expediente,  la  cual 
fné  firme  y  ejecutoria,  por  no  haberse  deducido  contra  ella  en  tiempo 
oportuno  el  recurso  contencioso- administrativo,  único  procedente;  y 

Considerando  que,  en  su  virtud,  y  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  núm.  S.o^ 
art.  4.0  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  está  excluida  del  conoci- 
miento de  esta  jurisdicción  la  cuestión  promovida  en  la  presente  deman- 
da, 7  es  de  adnütir  la  excepción  i>erentoria  formulada  en  tal  concepto  por 
el  Fiscal,  en  nao  de  la  facultad  que  consigna  el  párrafo  segundo  del  ar- 
llcolo48. 

Vistos  los  artículos  4.o,  núm.  8.*,  46  y  48,  párrafo  segundo  de  la  ley  de 
13  de  Septiembre  de  1888; 

Fallainos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  incompetente  á  la  juris- 
dicción  de  lo  Oontencioso-administiiitivo  para  conocer  de  la  demanda  pro- 
movida á  nombre  del  Banco  de  Espafia  contra  la  Real  orden  expedida  por 
el  Ifinisterio  de  Hacienda  en  22  de  Agosto  de  1889.— <8enteneia  publicada 
él  2  de  Marzo  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  9  de  Octubre  del  mismo 
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SomENCiA  (2  de  Marzo  de  lS^^).—Catedrático8.  Pravisián  de  Cate- 
éras.'-Be  revoca,  á  instancia  de  D.  Arturo  de  Redondo,  la  Real  orden  de  19 
de  Febrero  de  1891.  por  la  que  se  nombró  Catedrático  de  Patología  mó- 
diea  de  la  Universidad  Central  á  D.  Amallo  Jimeno,  y  se  establece: 

1<>  Que  reuniendo  uno  deloedoe  aepiraniee  á  una  Cátedra  anunciada  á 
tumo  de  traelaeión  el  requieito  exigido  como  esencial  de  haber  áeeefMpeñado 
Cátedra  de  igual  asignatura,  la  circunstancia  de  ser  Catedrático  de  universi- 
dad de  provmcia  no  le  privaba  de  aptitud  para  ser  trasladado  á  la  Central 
por  razón  do  la  diferencta  desudaos  gueexiste  entre  las  Cátedras  de  esta  üni- 
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verpidad  y  las  de  distrito^  puesto  que  las  1.000  pesetas  que  ditftuian  las  Gb- 
tedráticos  de  Facultad  de  Madridj  según  él  art,  236  de  la  ley  de  Instrueeiát^ 
púbUea.  constituyen  un  aumento  lobre  el  loeldo  por  razón  de  los  mayore9 
aastos  de  residencia  y  no  una  variadán  de  haber,  que  es  el  mismo  para  toda» 
la»  Cátedras  de  üniijersidades,  sin  más  distinción  que  la  que  correwonde  é 
las  categorías  de  entrada,  ascenso  y  término  que  la  repetida  ley  estalHece; 

Y  2y  Que  de  acatar  otro  criterio^  vendria  á  sancionarse  v^ustamente  y 
contra  el  espíritu  y  letra  de  las  disposiciones  ingentes  en  la  materia  que  em 
ningún  caso  fuese  posible  la  traslación  á  la  Universidad  Central  de  los  Cate- 
drátieoe  de  Universidades  de  distrito,  puesto  que  ninguna  de  las  de  esta  clase 
dirfruta  del  aumento  de  sueldo  mencionado. 

En  camplimiento  de  Beal  orden  del  Ministerio  de  Fomento,  ee  anunció 
en  la  Gaceta  de  Madrid^  para  su  provisión  por  concorao,  la  Oátodra  de  Pa- 
tología médica,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art  47  ded  Beglamento 
de  16  de  Enero  de  1879  y  en  el  decreto  de  SO  de  Noviembre  de  1883,  á  fia 
de  qne  los  Oatodrátícos  qne  deseasen  ser  trasladados  á  ella  ó  los  qoe  es- 
tuviesen comprendidos  en  el  art  177  de  la  ley  de  Instrucción  púWca,  6 
se  hallasen  excedentes,  pudieran  solicitarla  en  el  plazo  improrrogable 
de  20  días,  expresándose  también  que  sólo  podrían  aspirar  á  la  Oátedra 
los  profesores  que  desempefiaaen  ó  hubiesen  desempefiado  en  propiedad 
otra  de  igual  asignatura  y  sueldo  con  el  título  científico  que  exigía  la  va- 
cante y  el  profesional  correspondiente: 

Dentro  del  plazo  del  concurso,  aspiraron  á  la  vacante  D.  Arturo  de  Re- 
dondo que  había  explicado  en  propiedad  la  misma  asignatura  en  Zaragosm 
y  era  á  la  sacón  profesor  de  Clínica  médica  en  Valladolid,  y  D.  Amallo  li- 
meño, Catedrático  de  Higiene  pública  en  la  Universidad  Central,  reca- 
yendo el  nombramiento  en  este  último,  en  virtud  de  Beal  orden  de  19  de 
Febrero  de  1891: 

Contra  esta  Beal  orden  acudió  Bedondo  á  la  vía  contenciosa,  y  seguido 
el  pleito  por  todos  sus  trámites,  el  Tribunal  la  revocó  por  sentencia  de  2 
dd  Marzo  de  1892,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  en  el  anuncio  publicado  en  la  Gaceta  de  Madrid 
de  9  de  Enero  de  1889  para  proveer  por  traslación  la  Cátedra  de  Patolo- 
gía médica  de  la  Facultad  de  Medicina  de  la  Universidad  Central,  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  Beglamento  de  16  de  Enero  de  1870  y  Beal 
decreto  de  SO  de  Noviembre  de  1888,  fueron  llamados  los  Catedráticos  qne 
desearan  ser  trasladados  á  ella  y  estoviesen  comprendidos  en  el  art  177 
de  la  ley  de  Instrucción  pública  ó  se  hallaran  excedentes,  consignando  á 
la  vez  que  sólo  podrían  aspirar  á  dicha  Cátedra  los  Profesores  que  desem- 
peñasen ó  hubiesen  desempeñado  en  propiedad  otra  de  igual  asignatura 
y  sueldo  con  los  títulos  profesional  y  cientíñco  correspondientes: 

Considerando  que  de  los  dos  aspirantes  que  la  solicitaron  en  tiempo 
hábil,  si  bien  ambos  reunían  los  títulos  necesarios  científicos  y  profesio- 
nales al  efecto  requeridos,  sólo  D.  Arturo  de  Bedondo  tenía  además  el  re- 
quisito exigido  como  esencial  de  haber  desempefiado  Cátedra  de  igual 
asignatura,  á  fin  de  pod«r  optar  á  la  traslación  de  que  se  trata: 

Considerando  que  la  circunstancia  de  ser  D.  Artero  de  Bedondo  Cate- 
drático de  la  Universidad  de  Valladolid,  no  le  {privaba  de  aptitud  para  po- 
der ser  trasladado  á  la  Central  por  razón  de  la  diferencia  de  sueldos  ^ue 
se  supone  existe  entre  las  Cátedras  de  este  Universidad  y  las  de  distrito, 
puesto  que  las  1.000  pesetas  que  disfrutan  los  Catedráticos  de  Facultad  en 
Madrid,  según  el  art.  286  de  la  ley  de  Instrucción  pública,  constituyen  un 
aumento  sSfre  el  sueldo  por  razón  de  los  mayores  gastos  de  residencia,  y 
no  una  variación  de  haber,  que  es  el  mismo  para  todas  las  Cátedras  de 
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TJoiYenidadea,  sin  más  distmción  qne  lat  qne  corresponden  á  lat  catego- 
TÍMM  de  entrada,  aaoeneo  y  término  qne  la  repetida  ley  eetableee: 

Omaiderando  qne  de  aceptar  otro  criterio  vendría  á  sancionarte  injne- 
tamente  y  contra  el  eapfíitn  y  letra  de  las  disposiciones  vigentes  en  la  ma* 
leii^  qne  en  ningún  caso  f  aese  posible  la  traslación  á  la  universidad  Cen- 
tral ios  Catedráticos  de  Universidades  de  distrito,  poesto  qne  ningnna  de 
las  de  esta  clase  disírntan  del  anmento  de  sueldo  mencioniúo; 

Y  considerando  qne  por  carecer  D.  4-mAlio  Jimeno  de  la  circunstancia 
de  haber  deeempefiado  Cátedra  de  asignatora  ignal  á  la  annnciada  á  tras- 
lación y  reonir  el  actor  esta  condición  y  las  demás  exigidas  por  la  ley  y 
disposiciones  reglamentarias,  es  procedente  la  pretensión  deducida  en  la 
demanda: 

Vistos  el  art  M7  de  la  ley  de  Instrucción  pública;  el  l.o,  párrafo  2.o 
y  O  áéí  Reglamento  de  16  de  Enero  de  1870;  el  2.o  del  Real  decreto 
de  80  de  Noviembre  de  1888;  el  1.^  del  decreto  de  24  de  Octabre  de  1874, 
y  el  Beal  decreto  de  14  de  Enero  de  1887; 

Fállamofl  qne  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  impugnada 
de  11  de  Febróro  de  189^1,  por  la  qne  se  nombró  á  D.  Amallo  Jimeno  y  Ca- 
bafias  Catedrático  de  Patología  médica  de  la  Facultad  de  Medicina  de  la 
universidad  Central,  declarando  en  su  lugar  que  D.  Arturo  de  Redondo  y 
Osnaneeia  tiene  derecho  á  ser  trasladado  á  la  expresada  Cátedra.— (Sen^ 
teocia  publicada  el  8  de  Marzo  de  1892,  é  inserta  en  la  baceta  de  9  de  Ce- 
tabre  del  miamo  afio.) 


108 

StasnoroiA  (8  de  Marzo  de  1892).—  Conirilmción  de  efmmtmoi.  De- 
JraMdtttí&n  de  la  eontribucián  de  consumos, — Se  absuelve  á  la  Administra- 
ción de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Ildefonso  Ortega  contra  la  orden 
de  la  Direcdón  de  Contribuciones  indirectas  de  11  de  Marzo  de  1890,  re* 
Iatí?a  á  la  defraudación  del  impuesto  de  consumos,  y  se  establece: 

i.*  Que  á  tenar  de  lo  dispwesto  en  él  art.  290,  caso  7. o  del  Reglamento 
fora  la  imposMón,  adminittraeión  y  cobranza  del  imp%ie9to  de  eon#iimo«  de 
21  de  Junio  de  1889.  son  contraventores  ala  ley  y  B/Sglamento  dd  impuesto 
los  fue  kauan  introducido  especies  fraudulentamente  cuando  éstas  sean  apre- 
henMa»  después  de  su  ivUroducción^  resultando  la  ntulta  impuesta  á  dichos 
eaUraventores  ajustada  á  lo  dispuesto  en  él  art.  294  dd  mismo  Beglamento: 

2^  Que  aun  en  él  caso  de  haberse  omitido  el  advertir  al  interesado  el  de- 
recho que  tenia  de  aeisMr  á  la  Junta  adminietrativay  acompañado  de  un  ve- 
mo,  no  hubiera  constiiuidírtal  omisián  un  vicio  de  nuUdad  en  el  procedí' 
miento  por  nú  exigir  d  Beglamento  de  una  manera  preceptiva  su  cumpli» 
miento  y  por  nopoder  servir  de  excusa  la  ignorancia  de  las  disposiciones  vi- 

Y 3o  Oue al  desianar  la  Junta  odnwnietraHva  el  Vocal  que  ha  de  re- 
presentar al  denunciado  cuando  éste  no  lo  hace^  se  ajueta  etirictamente  á  lo 
prevenido  en  d  art.  302  del  citado  Beglamento. 

Perseguidos  varios  matuteros  que  llevaban  aceite  á  la  fábrica  de  ja- 
bón de  D.  Ildefonso  Ortega,  situada  en  la  calle  de  Ercilla,  de  Madrid,  sa 
practicó  un  reconocimiento  en  la  misma,  hallándose  86  vejigas,  dos  petos 
y  dos  safras,  con  126  kilogramos  de  dicha  especie,  manifestando  el  inte- 
resado ctt  él  acto  del  reconocimiento  que  el  aceite  lo  adquiría  de  perso- 
nes qune  lo  vendían  en  pequefias  partidas. 
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La  Jauta  adminisfcnttiva,  ante  la  cnal  compareció  Ortega,  annqaeaiii 
ir  acompañado  de  on  vecino,  por  lo  cnal  se  le  designó  por  el  Presidente, 
le  impaso  la  malta  correspondiente  al  triplo  de  los  derechos  7  recargos 
además  del  correspondiente  á  los  126  kilogramos  de  aceite  íraadolenta* 
mente  introdacidos. 

Confirmada  esta  resolación  por  la  Delegación  de  Hacienda.  I9  f  aó  en 
definitiva  por  acuerdo  de  la  Dirección  de  Gontribuciones  indirectas  de 
11  de  Marzo  de  1890. 

Impagnado  este  acaerdo  en  vía  contenciosa  por  el  mismo  Ortega»  el 
Tribunal,  despnés  de  sustanciado  el  pleito  por  todos  sus  trámites,  lo  con- 
firmó por  sentencia  de  8  de  Manso  de  1892,  cuya  piurte  sustancial  es  como 
sigue: 

Considerando  que  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  290«  ca«o  1.^  del 
Beglamenta  para  la  imposición,  administración  7  cobranaa  del  impuesto 
de  consumos  de  21  de  Junio  de  1889,  son  contraventores  á  la  ley  7  Re- 
glamento del  impuesto  los  que  hayan  introducido  especies  íraudulen- 
tamente,  cuando  éstas  sean  aprehendidas  después  de  su  introducci^i: 

Considerando  que  en  este  caso  se  encuentran  comprendidas  las  apre- 
hensiones hechas  en  la  tienda  de  la  calle  de  Eroilla,  núm.  8,  de  la  propie- 
dad del  demandante,  toda  ves  que  las  especies  aprehendidas  no  consta 
que  se  presentaran  al  adeudo,  fueron  perseguidas  por  los  agentes  admi- 
nistrativos, y  el  mismo  interesado  reconoce  en  el  acta  que  figura  por  ca- 
beza del  expediente  que,  si  no  todas,  la  mayor  parte  de  ellas  eran  de  sa 
propiedad,  y  que  las  había  adquirido  de  personas  desconocidas,  sin  ale- 
gar siquiera  que  por  ellas  hubiera  pagado  los  correspondientes  oerechos: 

Considerando  que  en  este  sentido  la  multa  impuesta  resulta  ajustada 
á  lo  dispuesto  en  el  art.  294  del  Beglamento,  sin  que  en  este  punto  haya 
sido  objeto  de  impugnación  por  el  demandante  la  resolución  reclamada: 

Considerando  que  al  ser  dtado  para  la  Junta  administrativa  D.  Ilde- 
fonso Ortega,  se  le  instruyó  del  derechpque  tenía  de  asistir  acompafiado 
de  un  vecino,  según  aparece  de  minuta  que  obra  en  cd  expediente;  pero 
aun  en  el  caso  de  haberse  omitido  el  cumplimiento  de  este  requisito,  ao 
hubiera  constituido  tal  omisión  un  vicio  de  nulidad  en  el  procedimiento, 
por  no  exigir  el  Beglamento  de  una  manera  preceptiva  su  cumplimiento 
7  por  no  poder  servir  de  excusa  al  demandante  la  ignorancia  de  las  dis- 
posiciones vigentes; 

Y  considerando  que  al  designar  la  Junta  el  Vocal  que  había  de  repre- 
sentar al  denunciado,  se  ajustó  estrictamente  á  lo  prevenido  en  el  art  302 
del  citado  Reglamento. 

Vistos  los  artículos  290,  caso  7.o,  294  7  802  del  Beglamento  para  la  im- 
posición, administración  7  cobranza  del  impuesto  de  consumos  de  21  de 
Junio  de  1889; 

Fallamos  que  debemos  absolver  7  absolvemos  á  la  Administradón 
general  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Ildefonso  Ortega  contra  la  Or- 
den de  la  Dirección  de  Contribuciones  indirectas  de  11  de  Marzo  de  1890^ 
la  cual  queda  firme  7  subsistente.— (Sentencia  publicada  el  8  de  Marzo 
de  1892,  é  inserta  en  la  Oaceia  de  9  de  Octubre  del  mismo  afio .) 
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Sentbvcola  (4  de  Marzo  de  1892).— JKasd^pcitmdf  pereniorioi.  Ineompe- 
teticia  de  juriBdicdón.  Huit^ieiencia  de  poder.  Beeunoi  deducidos  yuera  de 
plazo  legaL^Qe  declara  procedente  la  excepción  de  incompetenn  de  ja- 
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sidieeidQ,  alegada  como  perentoria  por  el  Fiecal  en  pleito  promoTido 
poT  D.  Manuel  Baillo,  gerente  de  la  sociedad  aalinera  de  Pinilla,  contra  la 
Jteal  (vden  de  l.o  de  Enero  de  1889,  relativa  á  la  conoeaión  de  la  mina 
£aiUa  Harta,  en  la  provincia  de  Albacete,  y  ae  establece: 

V  Que  no  cabe  atrümir  inn^feiencia  á  un  poder  oonelque  eomjMrtfít  ai 
fi»iÍMeir<pretefi¿an<e(2eimiMxrtícM¿ar,|Hr  f»M»  qm  tn  aqyid  áoeim&ido  we 
¡eeomfieranfacuUadeB  e$pecia¡ei  para  reclamar  contra  una  Real  ordm  detig- 
atándola  con  una  fecha  que  no  coincide  con  la  verdadera  de  tu  expedirán  m 
eonladetu  ineeréián  en  el  Boletín  de  la  provincia,  $%  abarte  de  esto,  no  mh 
lamente  aparece  indicada  la  re$olucián  que  Kabia  de  $er  objeto  dd  recurÉO  con 
lafedui  en  que  firmó  el  traelado  para  eu  publicadán  en  el  Boletín  d  Oober- 
nadar  de  la  provincia,  fino  que  ademái  se  desprende  de  todo  el  contexto  de  la 
€teHtm^delpoder,elarayan^^tia»nentedeterminadaf  la  Beal  orden  p^  habia 
de  impugnarse,  eapresémdo  en  reoAmen  d  contenido  de  fu  di^sicián,  de  tal 
maneroy  que  no  puede  haber  lugar  á  duda  acerca  de  que  d  poder  se  ototyó  para 
impugnar  en  vü  contenciosa  la  misma  Beal  orden  contra  la  cual  se  interpuoo 
d  recurso,  y  no  otra  distinta; 

Y  2.0  One  no  acreditándose  niend  poder  con  que  se  interpuso  d  recurso, 
ai  en  otro  documento  ajarte,  la  cuoKdíA  de  gerente  con  que  d  ador  se  pre- 
sentaba en  juicio^  requisito  terminantemente  exigido  vor  d  art.  35  de  la  Uy 
de  13  de  Septiembre  de  1888,  y  cuya  omisián^  que  produjo  d  tfecto  denoin" 
ierrmnpir  d  lapso  dd  término  para  acudir  atavia  contenciosa,  no  se  subsa- 
nó hasta  detpués  defenecido  d  plazo  de  tres  meses  señalado  en  d  art,  7fi  de 
OAa  ley,  debe  reputarse  motivo  de  la  excepción  de  iñ¥¡ompdencia  en  d  con- 
cc^  de  haberse  deducido  d  recurso  fuera  dd  término  de  la  ley,  coftforme 
é  la  jurisprudencia  establecida  por  d  Tribun^d. 

En  el  Boldin  oficial  de  la  proyinda  de  Albacete,  correapondiente  al 

15  de  Abril  de  1889,  ae  publicó  ana  Real  orden  de  l.^  de  Enero  de  aqnel 
afio,  por  la  cnal,  deeeatimando  d  recarao  de  alaadainterpaeato  contra  ana 
providencia  del  Gobernador  de  la  provincia,  por  D.  Manael  Baillo,  gerente 
de  la  Sociedad  aalinera  de  Pinilla,  ae  aprobó  el  expediente  de  conoeaión 
de  la  mina  Santa  Marta,  solicitada  por  D.  Ramón  Palomar  Canales,  y  en 
COJO  expediente  se  había  dictado  con  anterioridad  en  9  de  Enero  de  1888 
otra  Real  orden,  por  la  cnal  se  ordenó  al  Gobierno  de  la  provincia  de  Al- 
bacete que  decretara  la  demarcación  de  laa  únicas  18  pertenencias  mine- 
ras qae  podían  adjadicarae  á  la  concesión  de  la  mina  oanta  Marta. 

La  Real  orden  de  l.o  de  Enero  de  1889  faé  ademáa  notificada  el  día 

16  de  Abril  al  apoderado  de  D.  Manael  Baillo.  y  en  8  de  Jallo  sigoiente» 
el  Licexiciado  D.  Antonio  Manra  dedajo  á  nombre  de  dicho  interesado  na- 
corso  contencioso  adminiatrativo  acompafianda  poder  de  Baillo  en  éí  con- 
ecto expresado,  y  en  27  del  mismo  mes  y  con  la  misma  representación 
compareció  el  Procarador  D.  Fidel  Serrano,  qnien  preaentó  documento  jae- 
tifioativo  de  la  personalidad  y  lacaltadea  del  poderdante. 

Snatandado  el  pleito  por  todos  sus  trámites  legales,  y  habiendo  alega* 
do  el  fiscal  y  la  representación  de  D.  Ramón  Palomar,  que  se  mostró 
parte  en  los  autos  como  coadyuvante  de  la  Administración,  la  excepeión 
de  incompetencia  como  perentoria,  el  Tribunal  la  declaró  procedente  por 
aeotencia  de  4  de  Marzo  de  1892,  cuya  parte  sustancial  ea  como  sifue: 

Considerando  que  con  preferencia  á  la  cuestión  de  fondo,  objeto  de 
este  litigio,  debe  ser  examinada  y  decidida  la  de  competencia  de  juriadio- 
cíón  planteada  por  el  Fiscal  y  de  1^  dos  excepciones  alegadas  como  pe- 
rentoríaa  por  éste  en  tal  concepto,  una  bajo  el  supuesto  que  nace  de  esli- 
Jttr  consentida  la  Real  orden  dictada  en  el  expediente  á  9  de  Enero  de 
1888,  y  otra  fondada  en  haberse  dedacido  el  recurso  fuera  de  plaao,  ex- 
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cepdón  ettA  tegnnda  qne,  por  lo  carácter  formal  y  relaÜTO  al  procedió 
miento,  debe  ante  todo  ser  reeaelta: 

Gonaiderando  qoe  do  es  de  eatimar  en  apoyo  de  la  miama  el  motivo  é^ 
la  inaofioiencia  qae  el  Fiacal,  en  el  acto  de  la  yiata,  lia  atribuido  al  poder 
otorgado  por  D.  Manuel  Baillo,  y  con  el  que  compareció  á  interponer  el 
recoraoel  Licenciado  Maara,  en  razón  i  que  ai  bien  en  aqnel  doca* 
mentó  ae  le  conferían  facoltadea  eapecialea  ^ara  reclamar  la  Beal  or« 
ámk  de  1.%  dedgnándola  con  ana  fecha  que  no  coindde^on  la  fecha  ver* 
dadora  de  en  expedición,  ni  con  la  de  bu  inaerción  en  éiBoleHn  oficial  de^ 
la  provincia  de  Albacete,  no  aclámente  aparece  indicada  la  retfolación  qoe 
había  de  aer  objeto  del  recarao  con  la  fecha  en  qoe  firmó  el  traslado  para 
aa  pnblicación  en  el  Boletín  el  Gobernador  de  la  provincia,  aino  qae  de 
de  todo  el  conte^Kto  de  la  eacritara  de  poder  resalta  clara  y  ampliamente- 
,  determinada  la  Bealorden  de  l.o  de  Enero  de  1889,  qae  había  de  impog- 
'  naiae,  expresando  en  reaumen  el  contenido  de  sa  dispoaicióD,  de  tal  ma- 
nera, qae  no  hay  lagar  á  dada  acerca  de  qae  el  poder  ae  otorgó  para  im* 
pagnar  en  vía  contenciosa  la  misma  Beal  orden  contra  la  caal  interpaso  el 
racimo  el  Licenciado  Maara,  y  no  otra  resolación  distinta: 

Ckmsiderando  qae  el  segando  fundamento  de  la  excepción  de  incom- 
petencia por  raión  del  plaso,  expaesto  en  el  acto  de  la  vista  por  el  Fiscal^ 
si  debe  ser  estimado,  porqae  publicada  la  Real  orden  qae  ae  impagna  en 
el  número  del  Boletín  oficial  correspondiente  al  día  16  de  Abril  de  1880,  y 
notificada  en  el  sigaiente  día  16  al  apoderado  de  D.  Manuel  Baillo,  ai  bien^ 
el  Licenciado  Maara  acudió  con  poder  de  este  Interesado,  como  qaeda  di- 
cho, á  interponer  el  recurso  en  8  de  JoUo  del  mismo  afio,  ni  en  didio  po* 
der,  ni  en  otro  documento  aparte  se  acreditó  entoneea  la  caalidad  conque* 
el  actor  se  presentaba  en  juicio,  ó  aea  la  de  Gerente  de  la  Sociedad  aaline*- 
im  de  Pinilla,  requisito  terminantemente  exigido  por  el  art.  85  de  la  ley 
de  18  de  Septiembre  de  1888,  y  coya  omisión,  que  produjo  el  efecto  de  no- 
interromphr  el  lapso  del  término  para  recurrir  á  la  vía  contenciosa,  no  se* 
snbaanó  haata  que  el  Procurador  Serrano  ae  personó,  á  nombre  de  D.  Ma- 
nnel  Baillo,  con  nuevo  poder  y  testimonio  bastante  de  la  expresada  per- 
sonalidad en  27  de  Julio  aiguiente,  ó  sea  despuóa  de  fenecido  el  plaso  de 
tres  meses  seílado  en  el  art.  7  ^  de  dicha  ley;  por  lo  cual  debe  repulirse 
motivo  de  la  excepción  de  incompetencia,  en  el  concepto  de  haberse  de- 
daddo  el  recurso  fuera  del  término  de  la  ley,  conforme  á  la  jorisprudeD- 
da  eatablecida  por  este  Tribunal;  y 

Ck>nBiderando  qae  ana  ves  estimada  esta  excepción  por  el  expresado 
fondamento,  se.  hace  innecesario  para  decidir  el  pleito  examinar  la  misma 
en  el  otro  sentido  en  que  ha  sido  propuesta  por  el  Fiscal,  no  menos  que 
la  cneatión  de  fondo  materia  del  litigio. 

Viatos  el  art.  7.o,  nóm.  2  o  del  85,  el  46  y  el  48  de  U  ley  de  18  deSep- . 
tiembre  de  1888; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramoa  procedente  la  excepcióa 
alegada  por  el  Fiacal  como  perentoria^  de  incompetencia  de  jarisdicdÓD» 
para  conocer  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Manuel  Bailh), 
contra  la  Beal  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento  en  l.<^  ^^ 
Enero  de  1889.— (Sentencia  poblicada  el  4  de  Marzo  de  1892,  é  inserta  sd 
la  Oaeela  de  9  de  Octubre  del  mismo  año.) 
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SxNRNOiA  (4  de  Mano  de  1892).— CMn^iicidH  de  coneumoe.  Arrendó- 
miaUa  de  loe  eontumoe.'^^  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda 
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i  é  nombre  de  D.  MArüuio  Colabí,  contr»  le  Beal  orden  de  16  de 
Octabfe  de  1889,  relatíT»  mi  «rrendemiento  del  impuesto  de  consomoe  en 
fitidajos,  7  ee  establece: 

i.o  Qie  emtforwM  á  hprtwmdo  en  lo$  artieuloi  17  y  18  del  BeglamenUy 
Mléie  Jwtio  de  1886,  al  ee$ar  en  el  arriendo  toda  adminiUraeióH  de  eanen- 
«Mt  ktm  dejpraetiear$é  aforoe  á^deane  el  arrendatario  ealiente  abone  al 
enirmUe  lo$  dereehoe  eorreepondieniee  i  loe  eepeeiee  que^  habiéndoloe  eatirfe- 
di^  «e  hawm  $ido  eonemmdae,  ein  que,  conforme  al  art  18,  ohete  á  la  práctica 
de  ialea  aforoe  que  el  arrendatario  taliente  hubieee  renunciado  á  loe  que  debie- 
ron weri/taroe  a  eu  entrada; 

Y  2/^  i^  d  art.  17  ante^  citado  previene  que  loe  aforoe  se  hagan  al  ceear 
Ma  mdmimetracián  de  conmonoe^  e$  decir,  inmediatamente  deepués  de  termi- 
uaéo  €Í  eentraio, 

Al  beeerse  esrgo  I>.  Mariano  Colabi  del  arrendamiento  del  impnesto^ 
de  wimoe  en  Badajea,  ae  practicó  en  loa  díaa  7  al  S8  de  Abril  de  1888 
fü  afloro  de  laa  espedea  aajetaa  al  impneato,  i  la  aazón  exiatentea,  y  qne 
ya  lo  bebían  aatiafeobo,  eomi^endiénaoae  en  ellaa  el  Tino,  Tinagre  y  aceite 
ke  en  laa  bodegaa  de  loe  coaecberoe,  cnyo  adendo  importó  28.933,18 
,  qoe  ftieron  abonadaa  i  Oolnbi,  en  tirtod  de  lo  diapoeato  en  Real 
\  del  Ministerio  de  Hacienda  de  92  de  Jallo  de  1889. 
I  80  de  Jnnio  de  1888  terminó  el  contrato  de  Oolnbi.  y  arrendado  de 
>  et  impneato  i  D.  Lánro  Balleateroa,  ae  procedió  al  aforo  de  los  ar- 
» qne  prevenía  el  ait.  17  de  la  Inalniccfón  entonces  vigente,  acor- 
I  la  Delegación  de  Hacienda  en  17  de  Jallo  aigaiente  que  dicbos  afo- 
ros ae  entendieran  reapecto  de  loa  mismoa  fntereaado0,  á  qaienea  como 
cosacberoa  ae  bici«ren  en  Abiil  de  1886  y  de  los  cnalea  exiatía  relación  en 
el  espediente. 

Kotííleado  eate  acnerdo  al  apoderado  de  Golnbí,  en  camplimiento  del 
nilwiin,  «n  los  dlaa  98  y  99  de  Jnlio  se  practicaron  loa  aforoa  á  loa  coae- 
clieraa  de  vinoa  comprendidos  en  la  relación,  y  se  lucieron  extenaiyoa  á 
oins  16  qoe  se  bailaban  en  idénticaa  condldonea. 

inpugoaéa  la  liqoidaeión  con  eate  motivo  practicada,  ae  resolvió  en 
deAittiva.  por  Beal  orden  del  Ministerio  de  Hadenda  de  16  de  Octabre 
de  1889,  declarar  qoe  el  arrendatario  aaliente  debía  abonar  al  entrante 
97.799,67  pesetas  qae  resaltaban  de  la  liqaidación,  y  reservar  al  Aynnta- 
^  de  Badajos  el  derecho  de  reclamar  i  títalo  de  equidad  laa  cantida- 


des qao  bebiera  dejado  de  perdbir  por  los  aforoa  y  liqoldadones  practica- 
das en  los  depódtos  de  cosecheros  a  qae  ae  refería  la  Beal  orden  de  92  de 

Den  Mariano  Oolabí  deda  jo  contra  la  anterior  Beal  orden  recnrso  en 
vis  sontendosa,  y  formaliaó  en  tiempo  la  demanda,  aaplicando  qae  aqae- 
Da  resofaidón  sea  revocada  y  qae  ae  declare:  primero,  qae  como  á  Golobl 
ao  ae  permitió  á  so  entrada  en  el  arriendo  practicar  y  cobrar  aforoa  en 
bodegas  de  vino  y  aedte  de  coaecheros,  por  oponerse  á  ello  ana  reaoladón 
de  la  Direodón  de  Impoestos  de  14  de  Abril  de  1882  y  ana  providencia  de 
la  Dslegadón,  qne  no  qaedó  sin  efecto  haata  qae  se  dictó  la  Beal  orden  de 
18  de  Oetobre  de  1889,  no  ppede  exigirsele  que  á  so  salida  practiqae  y 
abone  los  aforoa  qae  no  ae  le  permitió  cobrar;  segando,  qae  tampoco  viene 
obQgado  á  sstiafacer  el  importo  de  otros  aforos  qae  los  hechos  con  opor- 
tonfdad  de  ley,  esto  es,  al  terminar  el  arriendo,  y  por  tanto,  no  loa  16  que 
ae  bideron  coando  terminada  la  operación  'de  aforar  habían  quedado  los 
fielatos  catorce  días  sin  intervendón;  tercero,  qae  de  loe  aforos  hechos  en 
operkmSdad  reglamentaria,  deben  dedadrse  loe  qae  ya  rebajó  d  Ddega» 
de,  por  aer  becboa  en  casas  particalares;  caarto,  qae  de  loa  expresado» 
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BÍorofl,  loB  de  carne  introdacida  en  freeco  y  deipnóe  salada  deben  mt  abo- 
nados al  tipo  que  se  les  cobró,  sin  perjoicio  del  derecho  qae  tiene  el  airen- 
datarlo  entrante  L  exigir  la  diferencia  del  adendo;  y  en  caso  qne  no  pcoee* 
diera  la  primera  de  estas  declaraciones  y  se  estímase  qne  Ballesteros  tiene 
derecho  á  qne  Oolabí  le  abone  á  su  salida  aforos  qne  no  percibió  á  sa  en- 
trada, se  declare  también  el  derecho  de  Oolobl  á  cobrar  éstos  de  quien  le 
precedió  en  el  arriendo. 

Seguido  el  pleito  por  todos  sus  trámites  con  intervención  del  Fiscal  j 
de  D.  Lázaro  Ballesteros  como  coadyuvante  de  la  Admixüstración,  d  Tri- 
bunal confirmó  la  Beal  orden  impugnada  por  sentencia  de  4  de  Mano  de 
1892,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que,  conforme  á  lo  prevenido  en  los  artíenlos  17  y  18  del 
Reglamento  de  16  de  Junio  de  1886,  al  cesar  en  el  arriendo  toda  adminie- 
tración  de  consumos,  han  de  practicarse  aforos,  á  fin  de  que  el  anrende- 
tario  saliente  abone  al  entrante  los  derechos  correspondientes  á  las  espe- 
cies que  habiéndolos  satisfecho  no  hayan  sido  consumidas,  sin  qne.  con- 
forme al  art  18,  obste  á  la  práctica  de  tales  aforos  que  el  arrendatario  ee- 
líente  hubiese  renunciado  á  los  que  debieron  verificarse  á  eu  entrada: 

Considerando  que  en  el  caso  presente  consta  del  expediente  que  é  le 
entrada  de  Colubí  en  iü  arrendamiento  de  los  consumos  de  Baanjoa  ee 
practicaron  aforos  en  las  bodegas  de  los  cosecheros  de  vino  y  aceite,  y  le 
fueron  abonadas  las  25.029  pesetas  que  importaron  los  derechos;  de  suerte 
que  no  puede  oponerse  á  la  valides  de  los  aforos  de  salida,  preteztendo 
que  no  ee  practicaron  los  de  entrada,  lo  cnal  no  es  exacto,  y  en  todo  caso» 
tampoco  invalidaría  los  últimos  aforos,  y  sólo  podría  dar  lugar  á  idefluU- 
seación: 

Considerando  que  el  art  17  antes  citado,  previene  que  los  aforos  ee 
hagan  al  cesar  toda  administración  de  consumos,  es  decir,  inmediatamente 
después  de  terminado  el  contrato,  y  así  consta  ael  expediente  que  se  veri- 
ficó en  el  caso  presente,  supuesto  qne  habiendo  terminado  el  arriendo  de 
Colubí  en  80  de  Junio  de  1888,  oomensaron  aquellas  operaciones  el  t9  de 
Julio  siguiente,  y  continuaron  sin  otra  interropcLón  que  la  de  catoree 
días,  indispensables  para  sustanciar  y  resolver  el  expediente  á  que  diertm 
lugar  las  reclamaciones  de  Ballesteros  y  del  mismo  Colubí  á  propósito  de 
loa  aforos  de  las  bodegas;  de  suerte  que  no  pueden  impugnarse  por  extemr 
poráneas  las  operaciones  verificadas  en  los  días  28  y  29  del.mismo  mes  de 
Junio,  para  las  coales  fué  oportunamente  citado  el  arrendatario  salientes 
en  la  persona  del  representante  que  legítimamente  había  constituido: 

Considerando  que  los  aforos  que  el  demandante  supone  hechos  en  casas 
particulares,  lo  fueron,  según  consta  en  las  correspondientes  actas,  epiloe 
locales  en  que  los  duefios  de  puestos  pú'blicos  en  la  plaza  custodiaban  loe 
artículos  que  no  podían  permanecer  en  dichos  puestos  terminadas  las  ho 
ras  de  mercado: 

Y  considerando  que  aforadas  las  carnes  ssladas  en  el  estado  en  que  ae 
encontraron  y  según  la  tarifa  correspondiente,  en  nada  se  lastiman  por 
esto  los  derechos  de  Colubí,  ya  por  no  constar  demostrado  que  tales  car- 
nes fueran  introducidas  en  fresco,  ya  porque  Colubí  pudo  en  tiempo  opor- 
tuno reclamar  de  los  interesados  la  diferencia  de  derechos  entre  los  que 
abonaron  por  las  carnes  frescas  y  los  que  cofrespondían  después  qne  fbe- 
ron  saladas,  pues  á  ello  le  da  derecho  lo  resuelto  en  Real  orden  de  29  de 
Octubre  de  1886,  sin  que  por  otra  parte  haya  deouMrtrado  qne  dejasa  de 
acreditar  ese  derecho. 

Vistos  los  artículos  17  y  18  del  ficiglamento  de  16  de  Junio  de  1885  y 
la  Beid  orden  de  29  de  Octubre  de  1886,  dictada  en  expediente  promovido 
por  D.  Antonio  Ruis  sobre  adeudo  de  Igs  derechos  de  consumos  de  lae 
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eanu0  de  cardo  que  w  lacrificaii  e»  el  matadero  de  Dos  Hermanat— Sevi- 
lla,—la  cnal  declara  que  Baiz  eatá  obUgado  al  pago  de  la  diferencia  de  de> 
ledioa  entre  el  adeado  de  laa  carnea  qne  aatíiifixo  en  freaco  y  las  saladas 
de  qoe  se  trataba; 

Fallamos  qne  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  deducida  por  el  Licenciado  D.  Francisco 
Silyela,  á  nombre  de  D.  Mariano  Oolabí,  contra  la  Real  orden  expedida 
por  d  Ministerio  de  Hacienda  en  16  de  Octubre  de  1889,  la  cnal  qaeda 
ílnne  y  snbsistente. — ^entenda  publicada  el  4  de  Mano  de  1892,  ó  inser- 
ta en  la  Gaceta  de  10  ae  Octubre  del  mismo  ailo.) 
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SnmHOiA  (4  de  Marzo  de  1892).— C7rta;  de  San  Femando,  Abonos  par 
¡ai  Cajas  de  Ultramar,  Awnento  de  peso  fuerte  por  eseudo.S^  absuelve  á  la 
Administración  de  la  demanda  deducida  por  D.  Eugenio  Aguilar  y  Galludo 
contra  la  Beal  orden  de  31  de  Agosto  de  1888,  por  la  que  se  dispuso  que 
se  abonase  al  recurrente  sin  aumento  alguno  la  pensión  anual  de  2.600  pe- 
scas qne  le  correspondía  por  hallarse  en  posesión  de  la  cruz  de  segunda 
dase  de  San  Fernando^  y  se  declina: 

Ís  no  hay  disposiown  alguna  ¡egal  qm,  conceda  la  pensián  remunéralo- 
la  cnu  de  Ban  Femando  con  el  aumento  de  moneda,  cuando  d  nUere- 
sado  reside  en  la  Feninsula. 

Por  Beal  orden  de  81  de  Agosto  de  1888  se' concedió  el  retiro  defini- 
tivo si  Coronel  de  infantería  D.  Antonio  Aguilar  y  Galludo,  asignándole 
loa  90  céntimos  del  sueldo  de  su  empleo  con  el  aumento  de  peso  fuerte 
por  esouf^o  á  qne  tenía  derecho  como  comprendido  en  la  Beal  orden  de  28 
de  Septiembre  de  1868«  cuya  cantidad  le  había  de  ser  satisfecha  por  las 
Gajes  de  la  isla  de  OulM^  como  asimismo  la  pensión  anual  de  2.6()0  pese 
tes  correspondiente  á  la  cruz  de  San  Fernando  de  segunda  clase  de  que  se 
hallaba  en  posesión,  sin  aumento  alguno,  según  lo  dispuesto  en  |la  orden 
de  19  de  Aeoato  de  1874,  duiante  el  tiempo  que  permaneciera  fuera  de  loe 
dominios  de  Ultramar,  y  pudiendo  residir  en  la  Península,  para  lo  cnal  le 
autorizaba  la  Beal  orden  de  9  de  Noviembre  de  1859. 

Contra  didia  Beal  orden  de  81  de  Agosto  de  1888  acudió  el  interesado 
á  la  vía  contenciosa  para  que  se  declarase  qne  el  aumento  de  peso  fuerte 
por  escudo  debía  hacerse  extensivo  i  la  pensión  que  le  correspondía  por 
la  cruz  de  San  Fernando;  y  sc^do  el  pleito  por  todos  sus  trámites,  el  Tri- 
bunal confirmó  la  Beal  orden  por  sentencia  de  4  de  Marzo  de  1892,  cuya 
parte  sustancial  es  como  signe: 

Considerando  qne  el  retiro  y  la  pensión  remuneratoria  de  la  cruz  de 
8in  Femando  de  segunda  dase  le  fueron  reconocidos  á  D.  Eugenio  Agni 
lar  Galindo  en  la  mkma  forma  que  se  concedió  al  Coronel  D.  Manuel  San 
ehez  Lámela,  por  la  orden  del  Gobierno  de  19  de  Agosto  de  1874,  que  se 
dta  en  la  Bnl  orden  impugnada  en  este  pleito,  de  81  de  Agosto  de  1888: 

OMuáderando  que  la  Beal  orden  de  6  de  Enero  de  1875  que  alega  el 
actor,  recaída  en  el  expediente  del  mencionado  Sánchez  Lámela,  otorgó  á 
alte  el  cobro  por  las  Cajas  de  Puerto  Bico  de  la  {pensión  correspondiente 
á  ia  cruz  de  San  Femando,  sin  perjuicio  de  que  el  interesado  residiera  en 
la  Península,  por  ser  una  resolución  de  carácter  particular,  y  por  consi- 
goieiite,  concreta  sólo  al  caso  á  que  se  refería,  fué  dejada  sin  efecto  por  la 
Administración  activa,  en  virtud  de  Beal  oraen  de  ,16  de  Diciembre  de 
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1886;  7  si  ei  cierto  qne  se  revocó  en  vía  contencioea  por  Real  decreto-sen- 
tencia de  11  de  Jnlio  de  1887,  loe  fandamentoa  de  eata  última  reaohicióii 
fueron,  no  la  coeatíón  de  fondo,  tino  laa  conalderadones  legales  qae  ae 
deducen  del  hecho  de  qae  otorgado,  por  Beal  orden  qne  caneó  catado  de 
16  de  Diciembre  de  1885,  nn  beneficio  á  Sánchez  Lámela,  sólo  podía  ser 
revocada  eata  disposición  dando  instrucciones  al  Fiscal  para  qne  la  im- 
pugnase en  vía  contenciosa: 

Considerando  que  no  hay  disposición  algnna  legal,  y  por  lo  mismo  no 
se  cita  por  la  representación  del  demandante,  qne  conceda  la  pensión  re- 
mnneratoria  de  la  cmz  de  San  Femando  con  el  anmento  de  moneda,  como 
se  pretende,  residiendo  en  la  Penínsnla,  qne  es  la  única  cnestión  qne  hJi 
promovido  el  demandante  y  qne  debe  resolverse  en  este  pleito. 

Visto  el  Real  decreto  sentencia  de  11  de  Jnlio  de  1887,  dictado  en  el 
pleito  segnido  por  el  Coronel  D.  Mannel  Sánchez  Lámela  contra  la  Beal 
orden  relativa  al  abono  de  la  pensión  correspondiente  á  la  cms  de  San 
Femando  de  segunda  clase,  inserta  en  la  Gaceta  de  27  de  Julio,  y  que  se 
acompaña  al  escrito  de  demanda; 

Fallamos  qne  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  la  representación  de  Don 
Eugenio  Aguilar  y  Galludo  contra  la  Real  orden  de  81  de  Agosto  de  IS8B^ 
en  la  parte  relativa  al  abono  de  la  pensión  que  le  corresponde  por  la  cms 
de  segunda  clase  de  San  Femando,  la  cual  qt^eda  firme  y  subsistente. — 
(Sentencia  publicada  el  4  de  Marco  de  1899,  é  inserta  en  la  Oaeeta  de  lO 
de  Octubre  del  mismo  aflo.) 
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SsimiroiA  (8  de  Marzo  de  1899).— iVsKefod  de  venia  de  Mese»  naeUma-- 
As».  DerechoB  de  carácter  eívtJ.^Se  revoca  la  Real  orden  de  98  de  Mayo  de 
1886  impugnada  por  Dofia  Carolina  ArgOelles  y  otros,  relativa  á  la  nu- 
lidad de  una  venta^  y  se  establece: 

Qme  Címeedido  a  wiospaHicíüaree  Uevadaree  de  unatflñcaBj^  acuerdo9^ 
de  la  Junta  8f¡periorde  Venta»  y  déla  Direeeián  general  de  Fropiedadee  y^ 
Derechúi  del  Éitado,  el  derecho  i  redimir  él  dominio  directo  de  e$ae  miema» 
fincae^  quedando  aei  coneotídada  m  propiedad,  y  vendidoé^  no  chitante^  esoa 
tnkmas  fincas  por  d  Eetado  á  otra  pcírticularee,  loe  expresadoe  tituioe  kan 
producido  en  una  y  otra  parte  dereehoe  de  carácter  eivil^  originando  á  la  ve» 
un  conflicto  que  afecta  á  loa  duefíOB  de  a^[uetlo$  deretkoe^  pero  no  áloe  intere- 
90$  genérale»  cuya  defenea  se  halla  cot\fiada  á  la  Adminietración  como  poder 
del  Estado,  y  en  su  virtud,  la  Administracián  activa,  ai  anular  la  venta  de 
lasflnca»,  ka  obrado  como  poder  sociaiy  no  como  persona  jurídica,  en  cuyo 
concef¡to  no  tendría  ni  tiene  mayores  ficMades  m  derechos  que  los  que  pue- 
dan ejercitar  los  demás  ciudadanos,  'siendo  de  la  competeneta  del  Tríbunat 
conocer  únicamente  de  la  cuestión  originada  por  el  acto  administrativo  Üeva^ 
do  á  efecto  con  aquel  carácter  para  restablecer  él  estado  posesorio  y  juridic» 
do  las  partes  al  que  tenían  antes  de  declararse  la  nulidad  de  la  venta^pero 
no  para  entender  en  las  que,  teniendo  carácter  civii,p%iedansuseiiarsedenues 
enire  los  particulares  entre  sióconla  AdministraMn  como  persona  jurÜica 
capa»  de  derechos  y  obligaciones. 

La  Junta  Superior  de  Bienes  Nacionales  declaró  en  acuerdos  de  9  y  It 
de  Noviembre  de  1848,  conforme  al  art  6.o  del  decreto  de  11  de  Mano  del 
propio  afio,  el  dominio  útU  de  las  juguerías  de  Monnegro  y  La  Meruea  á 
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fftTOK  de «M llevadores,  qoe  veníui  siéndolo  deede  el  afio  1600,  y  áloe 
callee  ee  otorgó  en  18  y  19  de  Noviembre  de  1861  la  conreepondiente 
eocñlnim  de  leconociiniento  de  eee  donúiiio,  qae  loé  insciite  en  el  Begie- 
tío  de  U  propiedad  oonreepondiente. 

Beto  no  obstante,  en  1869  j  1874  ee  yendieron  por  el  Estado  eomo  bie- 
nes dd  dero  algunas  tierras  de  las  referidas  jognerías.  qae  faeron  rema- 
tadas por  D.  Blanoel  Gomales  Bibaya,  qoe  las  oedió  a  D.  VictcNriano  Ar* 
guales,  á  qnien  se  otorgó  eseritnra  de  renta  en  18  de  NoTiembre  de  1878. 

Los  Ueyadores  ó  daefios  directos  se  opusieron  á  reconocer  la  propie- 
dad de  las  tierras  á  los  compradores  de  ellas,  promoviéndose  expediente» 
^ee  resolTÍó  primero  la  Delegación  de  Hacienda  de  Oviedo,  y  en  aliada  el 
JíiniBtefio  por  Real  orden  de  28  de  Mayo  de  1886,  declarando  lá  nnlidad 
de  \im  yantas  de  las  jagnerias.  y  rseonociendo  el  derecbe  de  los  compra- 
dores á  la  devoloción  de  los  plazos  y  gastos  satisfechos. 

Dontra  esta  Beal  orden  aoadieron  á  la  vía  oontendosa  Dolía  Carolina 
Arguelles  y  otros  cansahabientes  del  oom|«ador  D.  Victoriano  Argttelles, 
con  Ift  sáplica  de  qae  se  declarasen  válidas  las  ventas;  y  segaido  el  pleito 
por  todos  sos  tráznites,  el  Tribonai  revocó  la  Beal  orden  impugnada,  de- 
clarAndose  incompetente  para  conocer  de  otros  iHmtos  y  cuestiones  pro- 
movidos en  la  demanda,  por  sentencia  de  8  de  liarse  de  1892,  cuya  parte 
aostancia]  es  como  sigue: 

GoDsiderando  que  el  derecho  de  los  demandantes  sobre  las  fincas  pro- 
csdsotes  de  la  jugueria  de  M(mñtgro  á  que  esto  pleito  se  refiere,  tiene  su 
odgeo  en  la  subaeta  de  13  de  Enero  de  1869,  cuyo  rmnatanto  fué  D.  M«- 
Bsel  González  Bibaya,  y  en  la  escritura  de  venta  judicial  otorgada  en  IS 
de  Noviembre  de  1876  á  favor  de  D.  Victoriano  Arguelles,  cesionario  de 
JBibaym  y  causanto  de  los  actores: 

Considerando  que  el  derecho  de  los  antiguos  llevadores  se  funda  en 
los  aeoerdos  de  la  Junta  Superior  de  Ventas,  dictados  en  9  y  12  de  Ko- 
viembre  de  1843,  en  la  escritura  de  concesión  del  dominio  útil  de  18  de 
I^oviembre  de  1861,  que  fué  inscrita  en  el  Begistro  de  la  propiedad,  y  en 
ios  acuerdos  de  la  Dirección  general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Esta 
do,  eo&  arralo  á  los  coales  se  les  permitió  redimir  el  dominio  directo, 
qoedando  así  consolidada  su  propiedad: 

OoDsideíando  que  los  títulos  ezjpresados  han  producido  en  una  y  otra 
parte  derechos  de  carácter  civil,  originando  á  la  ves  un  conflicto  que  afeó- 
la á  los  particulares,  dueftos  de  aquellos  derechos,  pero  no  á  los  intereses 
genermles,  cuya  defensa  se  halla  contada  á  la  Administración  como  poder 
del  Estado: 

Considerando,  en  virtud  de  lo  expuesto,  que  la  Adoünistración  activa, 
al  dictar  la  Beal  orden  reclamada  anulando  la  venta  de  las  fincas  remata- 
das pov  D.  Manuel  Cíonzález,  ha  obrado  como  poder  social  y  no  como  per- 
•ozuí  jurídica,  en  cuyo  concepto  no  tendría  ni  tiene  mayores  facultades  ni 
derechos  que  los  que  puedan  ejercitar  los  demás  ciudadanos,  siendo  de  1« 
coo^etenda  de  esto  Tribunal  conocer  ihiicamente  de  la  cueatión  (origina- 
da pcv  el  acto  administrativo  llevado  á  efecto  con  aquel  carácter  para  res- 
tablecer el  estado  posesorio  y  jurídico  de  las  partes  al  que  tenían  antes  de 
dictarse  la  Beal  orden  reclamada,  pero  no  para  entender  en  las  que,  te- 
niendo carácter  civil,  puedan  suscitarse  después  entre  los  particulares  en- 
tre sí  ó  con  la  Administración  como  persona  jurídica  capaz  de  derechos  y 
obligaciones. 

Vistos  el  art.  76  de  la  Oonstitución  del  Estado,  ^  267  de  1*  ley  orgáni- 
ca del  Poder  judicial,  el  51  de  la  de  Enjuiciamiento  civil  y  el.4.o  núm.  2  o 
de  ta  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Beal  orden  de  23  de 
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Mayo  de  1885,  declarando  qae  la  Admintetradón  carece  de  íacaltades 
para  anular  la  venta  otorgada  A  D.  Manuel  González  Ribaya  en  18  de  Ene- 
ro de  1869  de  las  fincaí  númeroe  8048  al  8050  del  inventario,  procedentes 
de  la  jagueria  de  Monnegro;  declarándose  incompetente  el  Tribunal  para 
conocer  de  los  demás  puntos  y  cuestiones  que  comprende  la  demanda  y  la 
Real  orden  que  i>or  la  misma  se  impugna,  que  podrán  ser  ventiladas  en 
los  Tribunales  ordinarios  en  la  forma  procedente  por  cuantos  han  sido  par- 
te en  este  pleito.— (Sentencia  publicada  el  8  de  Manso  de  1892,  ó  inseHa 
en  la  Qaceta  de  10  de  Octubre  del  mismo  afio.) 
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8XNTBNCIA  (B  de  Marzo  de  1892).— ^«untoi  de  la  exclusiva  competencia 
de  loa  Ayuntaintent08.  Acuerdos  de  loa  ÁyuntanUeñtoi.  Beeolucianea  que  eau- 
$an  eetaao.—Se  absuelve  á  la  Administración  general  del  Estado  de  la  de- 
manda interpuesta  por  el  Ayuntamiento  de  Málaga  contra  la  Real  orden  de 
17  de  Diciembre  de  1887,  que  declaró  extemporáneo  cierto  recurso  de  si- 
sada, y  se  establece: 

i.o  Que  habiendo  recaído  el  acuerdo  de  un  Ayuntamienio  en  asunto  de  su 
eocdusiva  competencia^  ptfesto  que  se  rtferia  á  materia  de  policía  urbanay  es- 
pecialmente ala  aUneacién  de  oaUes,  siendo,  por  tanto,  inmediatamente  ^> 
outoriú,  salvo  los  recursos  que  determinan  las  leyes,  eetahlecido  el  de  ap^cmon 
por  el  particular  perjudicado  y  resueUoporel  Oobemadorde  la  provincia,  la 
providencia  de  esta  Autoridad  puso  término  ala  vía  gubernativa  y  solamente 
era  reclamahle  por  la  contenciosa,  según  ló  preceptuado  en  la  ley  Provincúd; 

Y  2.^  Que  esta  doctrina  se  halla  dejinída  de  una  manera  terminante  en 
la  Beal  orden  de  26  de  Mayo  de  1680,  dictada  de  acuerdo  con  lo  consuUadú 
por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno,  siendo  desde  entonces  de  constante  apUM- 
eián  y  consignándose  en  repetidas  sentencia». 

£1  Ayimtamiento  de  Málaga,  en  acuerdo  de  16  de  Octubre  de  1885, 
obligó  á  D.  Francisco  Mitjana  á  derribar  ^  muro  de  fachada  de  una  cftia 
de  su  propiedad  hecho  sin  la  oportuna  licencia  y  sin  sujetarse  á  la  alinea* 
don  aprobada  para  la  calle. 

£1  Gobernador  de  la  provincia,  en  virtud  de  alsada  interpuesta  por  Mit' 
jana  revocó  dicho  acuerdo,  siendo  notificada  la  providencia  en  12  de  Agos- 
to de  1887  al  Ayuntamiento,  que  interpuso  contra  la  minna  recun»)  de  al* 
xada  ante  el  Ministerio,  presentándolo  en  el  Gobierno  civil  y  hadendo 
constar  el  Secretario  por  nota  marginal  que  se  había  redbido  el  día  26  de 
Agosto  del  dtado  alio  1887. 

Por  Real  orden  de  17  de  Dieiembre  del  mismo  afio,  se  desestimó  por 
extemporáneo  el  recurso  en  razón  á  haberse  deducido  fuera  del  plazo  de 
10  días  estableddo  al  efecto  por  el  art.  146,  en  relación  con  el  144  de  la  ley 
Provincial. 

Oontra  esta  Real  orden  acudió  el  Ayuntamiento  á  la  vía  contendosa 
para  que  se  declarase  que  el  Ministerio  debía  resolver  en  el  fondo  la  alza- 
da interpuesta  por  la  Oorporadón  municipal,  y  habiéndose  acreditado  en 
el  período  de  prueba  que  la  alzada  salió  de  las  ofidnas  del  Ayuntamiento 
el  22  de  Agosto  de  1887  y  la  comunicación  que  la  acompafiaba  se  liabia 
redbido  en  la  Secretaría  del  Gobierno  dvil  el  25  de  los  mismos  mesy  afiOi 
el  Tribunal,  no  obstante,  confirmó  la  Real  orden  impugnada  por  senteneift 
de  8  de  Marzo  de  1892,  cuya  parte  sustancial  es  como  dgue: 

Considerando  que  ^  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  Málaga  de  16  de 
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Oddbie  de  1885  recayó  en  aronto  de  va  exclnaiva  competencia,  puesto  qne 
Miseria  á  materia  de  polida  orbana,  y  especialmente  á  la  alineación  de 
etlIei,nendo,  por  tanto,  inmediatamente  ejecntorio,  salvo  los  recarsos  qae 
deleniünan  laa  leyea: 

Gmuiderando  qne  establecido  el  de  apelación  por  D.  Francisco  Mit  ja- 
nayiesaelto  por  el  Gk>bemador  de  Málaga,  esta  providencia  poso  térnii- 
10  á  la  vía  gpibemativa  y  solamente  era  reclamable  por  la  contenciosa, 
s^(ún  lo  preceptuado  en  la  ley  Provincial,  puesto  que  sostiene  el  Ayunta- 
■liflDto  qne  cansó  perjuicio  A  sua  intereses  y  derechos: 

Oonslderando  que  eata  doctrina  se  halla  definida  de  una  manera  termi- 
Biate  en  la  Real  orden  de  26  de  Mayo  de  1880,  dictada  de  acuerdo  con  lo 
sonsultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pleno,  siendo  desde  entonces  de 
constante  aplicadón  y  consignándose  en  repetidas  sentencias: 

OHiaiderando  qne  aunque  el  recurso  de  alaada  interpuesto  por  el  Ayun- 
tamiento de  Málaga  ante  el  Ministro  de  la  Gobernación,  según  resulta  de 
k  prueba  practicada,  fué  pres^itado  en  tiempo  hábil,  es  manifiesto,  con 
aoegjk)  á  los  fundamentos  anteriores,  que  dicho  recurso  era  improceden- 
te, debiendo,  por  consecuencia,  ser  confirmada  la  Beal  orden  que  así  lo 


Yistos  los  artículos  83  y  92.  núm.  l.o  de  la  ley  Municipal,  el  48  de  la 
ley  Provineial,  el  88,  núm.  11  de  la  de  25  de  Septiembre  de  1863  y  la  Beal 
adem  de  26  de  Mayo  de  1880; 

fallamoa  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
nenl  del  Estado  de  la  demanda  intenrpuesta  por  el  Ayuntamiento  de  Má- 
laga eontra  la  Real  orden  de  17  de  Diciembre  de  1887,  que  queda  firme  y 
sobaiatente.— (Sentencia  publicada  el  8  de  Maizo  de  1892,  é  inserta  en  la 
Oaeeia  de  16  de  Octubre  del  mismo  afio.) 
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SnrFBNdA  (8  de  Marso  de  1S92).— Excepciones  perentorioB.  íneompe» 
ienda  de  juríMáieeión.  FormaUzacián  de  la  demanda.^8e  declara  la  iucom- 
peteneia  del  Tribunal  para  conocer  de  la  demanda  interpuesta  por  el  Ca- 
bildo Oatadral  de  Cuenca  contra  la  Beal  orden  de  8  de  Julio  de  1886,  rela- 
tiva al  abono  de  los  intereses  de  unas  láminas,  y  se  establece: 

Í.o  Que  gegún  pre$cr^pcián  terminanie  de  ¡a  ley  de  13  de  Sepiimbre 
de  1888,  la  demanaa  debe  formaliasarH  necesariamente  dentro  de  los  trei7tta 
Has  sigmentes  alen  que  hubiesen  sido  puestos  de  manifiesto  al  actor  las  ac- 
haáonesp  easpediente^  bajo  pena  de  eadueidady  sin  que  este  plazo  pueda  re- 
dmeirsent  ampliarse^  según  pretnene  el  art.  Sá^porque  la  ley  no  concede  al 
JVAwuJ  autorisacián  easpresapara  ello: 

2,^  Que  habiendo  comentado  á  correr  el  plazo  para  formalizar  la  de- 
manda, no  pudo  interrumpirse  por  la  presentación  posterior  de  un  Letrado 
como  representante  del  actor,  y  que,  por  tanto,  presentado  él  escrito  por  dicho 
Letrado  después  de  transcurrir  con  exceso  él  plazo  de  treinta  dios  que  marca 
d  art.  dúdela  ley,  es  procedente  la  excepción  perentoria  de  incompetencia, 
toda  vez  que  espirado  dkiho  término^  el  Tribunal  carece  de  cotnpetencia  para 
seguir  entendiendo  ddpkiio;  • 

Y  3,^  Que  no  se  opone  al  fallo  indicado  la  circunstancia  de  haberse  ini- 
ciado H  recurso  antes  de  la  publicación  de  Ih  ley  de  13  de  Setiembre  de  1888,. 
porque  la  disposición  i.&  transitoria  de  la  misma  ordenó  que  los  pleitos  pen- 
dientes en  aquélla  fecha  se  sustanciaran  y  decidieran  con  arreglo  á  laspres- 
sr^ekmes  de  la  propia  ley. 
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A  nombre  del  Oabildo  Catedral  de  Oaenca  dedujo  recano  oontonekMO 
ante  el  OonBejo  de  Estado  el  Licenciado  D.  Tomáa  Bernardo  Canraaoo  eoia- 
ira  ana  Real  orden  expedida  en]8  de  Julio  de  1886  por  el  Ministerio  de  Ha- 
cienda, que  fijó  la  fecha  desde  la  cual  debían  abonarse  al  Cabildo  los  in> 
tereses  correspondientes  á  ciertas  láminas,  cuya  declaimeión  de  oadneidmd 
había  sido  dejada  sin  efecto  por  un  Beal  oeoreto-senteneia. 

Declarada  la  procedencia  de  la  vía  contenciosa  y  pasados  los  astos  «I 
Tribunal,  éste,  por  providencia  de  36  de  Sj&ptiembre  de  1888,  notificada  wá 
representante  del  actor  el  6  de  Cctubre  siguiente,  acordó  se  le  pusiera  ée 
manifiesto  el  expediente  gubernativo  para  que  formalizase  la  demanda  en 
el  término  de  veinte  días. 

£n  12  del  mismo  mes  de  Octubre  se  mostró  parte,  á  nombre  del  Oabilto 
demandante,  el  Licenciado  D.  Vicente  Romero  Girón,  y  por  providiada 
de  34  del  referido  mes,  notificada  el  37,  se  mandaron  entender  coa  el 
mismo  las  sucesivas  diligencias  y  que  se  le  pusieran  de  manifiesto  los  au- 
tos para  que  formalizase  la  demanda  dentro  del  término  de  Is  ley,  presen- 
tando en  19  de  Noviembre  siguiente  el  referido  Letrado  el  escrito  de  for- 
malización. 

Emplazado  el  Fiscal,  contestó  á  la  demanda  pidiendo  que  el  Tribunal 
se  declarase  incompetente  para  conocer  del  asunto,  y  así  se  declaró  por 
sentencia  de  8  de  Marzo  de  1892,  cuya  parte  sustaneiflí  es  como  sigue: 

Considerando  que,  según  prescripción  terminante  de  la  ley  de  19  de 
Septiembre  de  1888,  la  demanda  debe  formalizarse  necesariamente  dentro 
•de  los  treinta  días  siguientes  al  en  que  huUesea  sido  puestos  de  n;ianifieate 
«1  actor  las  actuaciones  y  el  expediente,  ba]o  pena  de  caducidad: 

Considerando  que  este  plazo  no  puede  reducirse  ni  ampliarse,  según 
previene  el  art.  94,  porque  la  ley  no  concede  á  este  Tribunal  en  el  eaao 
presente  autorización  expresa  para  ello: 

Considerando  que  el  plazo  para  formalizar  la  demanda  á  que  este  pleito 
se  refiere  comenzó  á  correr  desde  que  se  notificó  al  Letrado  D.  Tomás  O»- 
rraseo  la  providencia  de  36  de  Septiembre  de  1888,  y  no  pudo  interrum- 
pirse por  la  presentación  posterior  de  D.  Vicente  Romero  Girón  como  re- 
presentante del  actor: 

Considerando  que  el  escrito  de  formalización  fué  presentado  por  el  b»> 
^ndo  de  dichos  Letrados  después  de  transcurrir  con  exceso  el  ptaso  de 
treinta  días  que  marca  el  art  40  de  la  ley,  y  en  tal  concepto,  es  procedente 
la  excepción  perentoria  propuesta  por  el  Fiscal,  tods  vez  que  expirado  di< 
cho  término,  el  Tribunal  carece  de  competencia  para  segcir  entendiendo 
del  pleito;  y 

Considerando  que  no  se  opone  al  fallo  indicado  la  circunstancia  de  ha- 
berse iniciado  este  recurso  imtés  de  la  publicación  de  la  ley  de  IS  de  8^r 
iiembre  de  1888,  porque  la  disposieión  transitoria  1.*  de  la  misma  ordenó 
que  los  pleitos  pendientes  en  aquella  fecha  se  sustanciarán  y  deliran 
con  arreglo  á  las  prescripciones  de  la  propia  ley. 

Vistos  los  artículos  40,  46,  50  y  94,  y  la  di^midón  transitoria  L*  de 
la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  incompetente  á  este  Tri- 
bunal para  conocer  de  la  demanda  interpuesta  por  el  Cabildo  Catedral  de 
Cuenca  contra  la  Real  orden  dictada  por  el  Ministerio  de  Haciende  en  8 
de  Junio  de  1886.— (Sentencia  publicada  el  8  de  Marzo  de  1898,  é  iasMta 
en  la  Gaceta  de  10  de  Octubre  del  mismo  afio.) 
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SnrmoiA  (8  á»  Mmeto  de  IMl).— £mAx  de  Aámmas.  OsrtyieaioB  dé 
4r^— Se  abeaelve  á  Im  Admimetrtción  de  1a  denumd*  interpuesta 
i  nombre  de  la  Sociedad  A.  Oonrad  y  Oompafifa,  de  Bilbao,  eontra  la  Real 
XKdea  de  9  de  Mayo  de  1890,  relativa  al  aforo  de  ana  partida  de  eacao,  j 
eseiiablece: 

I*  Que  la  regla  1 »  de  la  ditpoeieián  12  del  Aramsei^  exige  qyte  d  eertífi- 
-todo  de  erigen  sea  expedido  per  elproduetor  ófaMeante  ó  pereona  auAerina- 
dapor  él  ante  la  Autoridad  local  dd  punto  de  producción  ó  de  depóiito,  de 
fue  la$  mercanciaa  á  que  $e  rtfiera  el  certificado  ion  de  »u  fábrica  ó  producto 
ie  iu  industria; 

Y  2,^  Que  no  reuniendo  eetoe  refuieita  d  certificado^  es  nulo,  conforme  á 
ia  regla  7.*  de  dicha  dieponción,  y  wooede  exigir  loe  derechos  de  las  naciones 
meonvenidas,  según  se  ha  declarado  en  sentencia  de  12  de  Abril  de  1889. 

Presentada  en  la  Adoana  de  Bübao  bajo  declaración  raacrita  por  la  ra- 
ían áodal  A.  Gonrad  y  Compafiía  nna  partida  de  cacao,  en  parte  proceden- 
te  de  fiotterdam,  ae  practicó  el  aforo  por  la  primera  columna  del  Arancel, 
no  obetante  haberse  acompafiado  nn  certificado  de  origen,  en  el  cnal  el 
Burgomaestre  de  Amsterdam  declaraba,  bajo  el  testimonio  de  Bensdorp  j 
Compafiía  remitentes  del  cacao  y  comerciantes  de  aqneUa  plaaa,  qne  la 
e^iresada  mercancía  era  de  origen  holandés. 

Oonfírmado  en  definitiva  este  aforo  por  Real  orden  de  9  de  Mayo  de 
1890,  la  Sociedad  A.  Oonrad  acudió  á  la  vía  contenciosa  con  la  súplica  de 
queae  aplicase  A  la  exacción  la  segunda  columna,  siendo  confirmada  dicha 
resolodón  por  el  Tribunal  en  sentencia  de  8  de  Marso  de  1892,  cuya  parte 
sirntancial  es  como  signe: 

Gonmderando  que  la  única  cuestión  que  en  el  presente  pleito  se  dis- 
^nite  se  lednee  á  determinar  si  el  certificado  que  la  razón  social  deman- 
dante presentó  al  practicáis  en  la  Aduana  de  Bilbao  el  reconocimiento 
4e  la  mercancía  de  que  se  trata,  reúne  ó  no  las  condiciones  exigidas  por 
la  regia  1.a  de  la  disposición  12  del  Arancel,  por  ser  éste  el  único  preoep- 
lo  l^al  aplicable  al  caso: 

Considerando  que  la  regla  citada  exige  que  el  certificado  sea  expedido 
por  el  productor  ó  fabricante  ó  persona  autorizada  por  él,  ante  la  Autori- 
dad local  del  punto  de  producción  ó  de  depósito,  de  que  las  mercancías  A 
que  ee  refiera  el  certificado  son  de  su  fábrica  ó  producto  de  su  industria:  ^ 

Ooosiderando  que  en  el  presente  caso,  si  bien  el  certificado  resulta  ex- 
pedido por  el  Burgomaestre  de  Amsterdan,  no  se  expresa  en  él  que  Bens- 
dorp y  Ccnnpafiía,  bajo  cuyo  testimonio  se  libra,  sean  los  fabricantes,  sino 
implemento  los  remitentes,  no  acreditándose,  por  consiguiente,  que  la  paa  • 
ta  de  cacao  sea  producto  de  su  fábrica  ó  industria: 

Considerando  que,  por  lo  expuesto,  dicho  certificado  no  reúne  todos 
los  leqoisitos  que  exige  la  dtada  regla  1.*,  y  por  tanto,  conforme  á  la  re- 
gia 1A  de  dicha  disposición  12,  es  nulo,  y  procede  exigir  los  derechos  de 
laa  naciones  no  convenidas,  según  se  ha  declarado  en  caso  análogo  al  pre- 
eeote  en  sentencia  de  este  Tribunal  de  12  de  Abril  de  1889. 

Vista  la  regla  1.»  de  la  disposición  12  del  Arancel,  que  dice:  cEl  certi- 
ficado de  origen  que  el  importador  debe  presentar  al  tiempo  del  despacho, 
eonsistirá  precisamente  en  una  declaración  oficial  del  productor  ó  el  fabri- 
eaate  ó  persona  antorisada  por  él  ante  la  Autoridad  local  del  punto  de 
TOMO  46  IS 
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producción  ó  de  depósito,  de  qae  lu  mercanclae  á  qne  le  refiera  el  oertífi- 
cado  son  de  ea  fábrica  ó  producto  de  so  indnitria;  loa  Oóneulea  eapafioles 
reapectiyos  legalizarán  sin  derechos  ó  gastos  las  firmas  de  dichaa  Aoto- 
ridadesi: 

Vista  la  regla  7.*  de  la  misma  disposición,  según  la  cnal  si  los  certífi- 
cados  no  tuviesen  todos  los  requisitos,  serán  nnloa  7  se  exigirán  los  dere- 
chos de  las  naciones  no  convenidas; 

Fallamos  qne  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpaesta  á  nombre  de  la  Sociedad 
A.  Oonrad  y  Oompafiía,  de  Bilbao,  contra  la  Real  orden  de  9  de  Mayo  de 
1890,  la  cual  qaeda  firme  y  snbsistente.— (Sentencia  publicada  el  8  de^ 
Marzo  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  10  de  Octubre  del  mismo  afio.) 
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Skmtsnoia  (10  de  Marzo  de  1892).— Jn^^eset.  Abono  de  intereses  por  el 
Estado.— Be  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  deducida  por 
O.  Eugenio  Bomillo  contra  la  Real  orden  de  17  de  Marzo  de  1887,  por  Uk 
cual  se  desestimó  la  reclamación  de  intereses  por  el  capital  de  mejoras  que 
fué  reconocido  al  demandante  como  consecuencia  de  la  nulidad  de  venta 
de  cierta  finca  comprada  al  Estado,  y  se  establece: 

Que  según  jurisprudencia  constante  del  Consejo  de  Estado  y  del  TrilmneU 
Supremo^  la  Administración  no  viene  obligada  al  <ibono  de  int^^es  de  capiia» 
les  que  deba  entregar^  sino  ciuxndo  disposiciones  leales  terminaniemente  se  lo 
ordenan  ó  se  han  estipulado  en  algún  contrato  celebrado  con  arreglo  á  eUoa» 

Por  Real  decreto  sentencia  de  80  de  Septiembre  de  1880  se  declaró  en 
definitiva  la  nulidad  de  la  venta  de  una  casa  procedente  del  Patrimonio 
de  la  Corona,  hecha  por  el  Estado  á  D.  Eugenio  Romillo,  y  promovidas 
por  éste  reclamaciones  sobre  devolución  del  capital,  gastos  é  importe  de 
las  mejoras  realizadas  en  la  finca  y  de  los  perjuicios  áque  tuviere  derecho, 
previa  tasación  de  peritos  nombrados  por  ambas  partes  que  valoraron  las 
mejoras  en  90.000  pesetas,  se  dispuso  su  abono  por  Reusl  orden  de  26  de 
Octubre  de  1886. 

Dictada  esta  resolución,  pidió  Romillo  que  se  le  abonasen  además  loa 
intereses  legales  correspondientes  desde  el  día  en  que  se  vio  desposeído 
de  la  finca,  pretensión  que  fué  desestimada  por  Real  orden  de  1 7  de  M«so 
de  1886. 

Contra  esta  Real  orden  aendió  el  mismo  interesado  á  la  vía  contencio- 
sa, pretendiendo  que  le  fueran  abonados  los  intereses  de  las  90.000  pese> 
tas  desde  l.o  de  Junio  de  1881  en  qne  el  Estado  se  incautó  de  la  casa  qne 
le  vendió,  y  sustanciado  el  pleito  por  todos  sus  trámites,  el  Tribunal  con- 
firmó* la  Real  orden  por  sentencia  de  10  de  Marzo  de  1892,  cuya  parte  sns> 
tancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  la  cuestión  discutida  en  este  pleito  se  reduce  á  de- 
terminar si  D.  Eugenio  Romillo  tiene  derecho  á  los  intereses  del  importe 
de  las  mejoras  hechas  en  la  casa  que  compró  al  Estado,  en  la  plaza  de  la 
Armería  de  esta  corte,  y  cuya  venta  fué  anulada,  desde  el  día  en  qne  fué 
desposeído  de  la  expresada  finca  hasta  el  de  la  percepción  del  capital  de 
las  mejoras  mencionadas: 

Considerando  qne  en  el  expediente  qne  se  siguió  para  la  determinadón 
de  dichas  mejoras  reclamó  D.  Eugenio  Romillo,  no  solamente  éstas,  sino. 
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también  lo«  perjuicios  á  que  tayiere  derecho,  y  eo  loe  perjaícioe  eo  com* 
piendeD  loe  iatereeee  qoe  se  dejan  de  percibir: 

Oonaiderándo  qoe  ú  Real  orden  de  26  de  Octubre  de  1885  qae  paso  fin 
á  didio  expediente  fnó  consentida  por  el  demandante,  puesto  qoe  no  pidió 
ra  re?ocación  en  yía  contenciosa,  como  debió  haberlo  hecho  si  estimó  que 
eaosaba  algún  agravio  A  sos  derechos,  en  ves  de  incoar  nuevo  expediente 
sobre  nn  objeto  que  lo  había  sido  ya  de  otro  anterior: 

Considerando  que  en  el  supuesto  de  qoe  no  fuera  firme  y  consentida 
la  Beal  orden  mencionada,  y  admitiendo  que  haya  podido  reclamarse  y 
diieatirse  el  abono  de  intereses  en  un  segando  expediente,  despaós  de  ha- 
ber pedido  en  el  primero,  no  procede  estimar  la  pretensión  del  actor,  por- 
qse  según  la  jarispradenÍBia  constante  del  Oonsejo  de  Estado  y  del  Tribu- 
nal Si^remo,  la  Administración  no  viene  obligada  al  abono  de  intereses  de 
capitales  que  debe  entregar,  sino  cuando  disposiciones  legales  terminan- 
temente se  lo  ordenan,  ó  se  han  estipulado  en  algún  contrato  celebrado  con 
srr^;Io  A  ellas: 

Vista  la  Beal  orden  de  11  de  Agosto  de  1872,  que  en  su  parte  disposi- 
tiva dice:  cLos  compradores  de  bienes  nacionales  sólo  tendrán  derecho  A 
qoe  el  Estado  les  devuelva  el  importe  de  los  piases  satisfechos  y  el  de  las 
m^ras  qoe  justificadamente  procedan,  en  los  casos  de  nulidad  de  venta, 
reputándose  los  productos  y  utilidades  como  indemnisación  del  anticipo 
ÚÁ  capital,  sin  que  en  ningún  caso  pueda  sustituirse  esta  indemnización 
con  el  abono  de  11  por  100  de  los  platos,  como  hoy  se  verifica  cuando  los 
interesados  lo  pideni; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  A  nombre  de  D.  Eagenio  Ro- 
mulo  contra  la  Real  orden  de  17  de  Marso  de  1887,  la  cual  queda  firme  y 
subcutente.— (Sentencia  publicada  el  10  de  Marso  de  1892,  é  inserta  en  la 
Q^íteUi  de  10  de  Octnbre  d^  mismo  afio.) 
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SiHTiHCiA  (10  de  Marzo  de  1892).— Jtt^ewieros  de  Caminoi,  Canales  y 
Pitaioi.  (hrre(¿ione$''3i$ciplÍ9Uíria8,  JPotestad  di$erecional,—8e  declara  la 
incompetencia  del  Tribunal  para  conocer  de  la  demanda  interpuesta  por 
D.  Enrique  Lagasca  como  heredero  de  D.  Francisco  Lagasca,  Inspector  ge- 
sacal  del  Onerpo  de  Ingenieros  de  Caminos  contra  la  Real  orden  de  9  de 
Dídembre  de  1884,  por  la  que  se  dispuso  la  suspensión  de  empleo  y  sueldo 
de  didio  Inspector  por  el  tiempo  de  seis  meses,  y  se  establece: 

i.o  Que  iti^^ttetta  á  un  In$peetor  del  Cvaerpo  de  (kmiince^  en  virtud  de  las 
faetUtade$  pte  determina  el  art.  83  del  Ref  lamento  orgánico  del  Cuerpo,  dé 
^ de  Ocmbre  de  1863,  tma  conreccián  diaetplmaria  que  no  implica  la  sepa- 
rmin;  f  eorrenondiendo  la  impo9Íeián  de  Ude$  eorreccionee  á  la  potestad 
üsereii^nal,  tat  resolueián,  por  roMÓn  de  la  materia,  no  es  susceptible  de  re- 
ssrso  en  via  contenciosa,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  núm,  Ifi  del  art,  4,o 
ie  la  ley  de  13  de  SMÜembre  de  1888; 

YfL^  Qms  esia  doctrina  se  haUa  corroborada  por  el  precepto  del  art.  Hfi 
MBeglamífíüo  de  29  de  Diciembre  de  1890,Hgún  el  cual  no  son  materia  del 
mmrso  contencioso  administrativo  las  correcciones  disc^linarias  impuestas  á 
los  fimeionarios  públicos  civiles  y  müUares,  excepto  las  fue  implican  separa- 
dan  dd  cargo  de  empleados  inamovibles  según  la  ky. 

Per  Real  orden  de  9  de  Diciembre  de  1884  se  impuso,  en  virtud  de  ex- 
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pediente,  al  Iiwpeetor  D.  Frandseo  Logaaca  la  aoapenaión  de  empleo  y 
aneldo  por  tiempo  de  aeia  meaea;  j  reclamada  eata  Beal  orden  en  Tía  coa- 
tencioaa  por  el  heredero  del  intereaado,  el  Tribunal,  no  obatante  haber 
conteatado  el  Fiacal  en  el  fondo  A  la  demanda,  ae  declaró  ineompetmite 
para  conocer  del  recurso  por  sentencia  de  10  de  Mano  de  1892,  enya  parte 
aoatancial  ea  como  aigue: 

Considerando  qne  por  la  Beal  orden  impugnada,  en  virtud  de  laa  facul- 
tades que  determina  el  art.  83  del  Beglamoito  orgánico  del  Cuerpo  de  In- 
genieroa  de  Caminoa,  Canales  y  Puertos,  de  28  de  Octubre  de  1868,  se  im- 
puso al  demandante,  como  Inapector  de  Ingenieroa,  una  corrección  disci- 
plinaria que  no  implica  la  separación  de  aquél  del  mencionado  Cuerpo: 

Considerando  que  la  imposición  de  tales  correcciones  corresponde  á  1« 
potestad  discreccional,  y  por  tanto  la  resolución  reclamada,  por  rasón  de 
la  materia,  no  es  susceptible  de  recurso  en  yía  contenciosa,  con  arreglo  ú 
lo  prevenido  en  el  núm.  l.o,art  4.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888: 

Considerando  que  esta  doctrina  ae  halla  corroborada  por  el  precepto 
del  art  6.o  del  Be^amento  dictado  para  la  ejecución  de  esta  ley  en  29  de 
Diciembre  de  1890,  s^^n^n  el  cual  no  son  materia  del  recurso  contencioso 
administrativo  las  correcciones  disciplinarias  impuestas  A  los  funcionarios 
públicos  civiles  y  militares,  excepto  las  que  implican  separación  d^  cargo 
de  empleados  inamovibles  según  la  ley. 

Visto  el  art  4.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  qne  dice:  cNo 
corresponderán  al  conocimiento  de  los  Tribunales  de  lo  Contencioso  ad- 
ministrativo: 1.0  Las  cuestiones  que  por  la  naturalesa  de  los  actos  de  loe 
cuales  procedan  ó  de  la  materia  sobre  que  versen,  se  refieran  á  la  potestad 
discrecionali: 

Visto  el  art  6.0  del  Reglamento  de  29  de  Diciembre  de  1890,  que  dice: 
cNo  son  materia  del  recurso  contencioso  adminiatrativo ...:  2.o  Las  correc- 
ciones disciplinarias  impuestas  á  los  funcionarioa  públicos  civiles  y  mili- 
tares, excepto  las  que  impliquen  separación  del  cargo  de  empleados  inamo- 
vibles según  la  ley>; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  Tribunal  es  incom- 
petente para  conocer  del  presente  recurso.-^Sentencia  publicada  el  10  de 
Marzo  de  1892,  é  inserta  en  la  (faceta  de  10  de  Octubre  del  miamo  afio.) 
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Sentencia  (11  de  Marzo  de  1892).— *E0ca^f<ln  ie  la  carrera  judicial^-' 
Se  absuelve  á  la  Administración  de  las  demandas  interpuestaa  por  D.  Se- 
gismundo Carrasco  y  D.  Tomás  Gúdal^  contra  el  Beal  decreto  de  20  de 
Octubre  de  1890,  y  se  establece: 

i.o  Que  par  no  haber  precieado  el  art,  144  de  la  ley  orgánica  del  Poder 
judicial  de  15  de  Septiembre  de  1870,  oémo  había  de  computarte  la  mayor 
antigüedad  de  los  MagietradoB  para  $u  promocián  al  IVibunal  Supremo^  la 
juri^rudencia,  teniendo  en  cuenta  hu  dieponeionei  dd  Beal  dwreto  de  13  de 
Septiembre  de  1867  y  el  art,  196  de  lamitma  ley  orgánica,  dedaré  en  rabu- 
dos casoe  que  dMa  contarse,  no  desde  otie  ¡os  Magistrados  oommzaron  í  ad- 
ministrar justicia  en  la  Audiencia  de  Madrid,  sino  desde  que  tomaron  pose- 
sión de  empleos  de  la  misma  clase  ó  categoría,  siempre  hajoel  supuesto  de  que 
eran  Maoístrados  de  Madrid  al  ocurrir  la»  vacantes;  pero  publicada  la  ley 
adicional  de  14  de  Octubre  de  188íi,  no  puede  caber  duda  alj^funa  en  presencia 
dd  párrafo  segundo  de  su  art.  50^  en  cuanto  á  que  la  antigüedad  de  que  se 
trata  corresponde  á  quienpor  mayor  número  de  anos  haya^erádo  d  cargo 
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ü  Magidraio  de  éUeha  Áudieneiajy  no  al  quepor  haber  $ervido  cargos  de  la 
mkmaeaiegoriahaga  adquirido  étUietm  anterioridad,  precq>to^ 
dQrt.2.o  del  Real  decreto  de  26  de  Diciembre  de  1886,  al  expresar  que  el 
itreáú  del  Mametrado  más  antiguo  de  la  Audiencia  de  Madrid  para  ascen- 
der al  Tribunal  Supremo^  corresponde  únicamente  al  que  ejerza  por  mayor 
námero  de  aiños  plaza  efectiva  en  dicha  Audiencia: 

2.0  Que  ¡a  jurispridenda  tiene  declarado  que  dicho  art.  SO  no  puede  te- 
ner rfeeto  retroactivo  con  agravio  de  los  derechos  adquiridos  al  amparo  de 
l^fes  anteriores: 

F3,o  Que  el  mencionado  art,  144  exige  dos  condiciones:  primera,  ser  Ma- 
gistrado de  la  Audiencia  de  Madrid;  segunda,  ser  el  más  antiguOjdetal  suer- 
k,  que  el  funcionario  que  contara  en  la  categoría  antiqUedaa  mayor  que 
tnanioe  desempeñaran  las  plazas  de  Magistrados  de  Madrid,  evidentemente 
nopodia  ser  promovido  al  Tribuiuü  8i»premo,  á  virtud  de  la  aptitud  de  que 
se  trata  si  no  llegaba  á  ocupar  real  y  lectivamente  el  eargo  de  Magistrado 
de  dicha  Audiencia,  de  donde  se  sigue  que  sólo  cuando  se  rewnian  ambas  con- 
iidones  resultaba  adquirido  el  derecho  á  la  t^itud  en  cuestión,  cottforme  al 
citado  precepto  UgaL 

Nombrado  por  Beftl  decreto  de  20  de  Oetabre  de  1890  Magistrado  del 
Tríbimal  Supremo  D.  Victoriano  Hemándea,  que  lo  era  de  la  Audiencia  de 
Madrid  deade  el  11  de  Enero  de  1881,  fecha  de  la  poaeaión,  impngnaron 
aquel  decreto  D.  Segismundo  Carrasco  y  D.  Tomás  Gúdal,  alegando  res- 
pectivamoite  sn  preferente  derecho,  el  primero  como  Magistrado  de  la 
mkma  Andloicia  con  antigüedad  de  l.o  de  Junio  de  1870,  fecha  de  su  po- 
sesián  de  igual  cargo  en  la  Audiencia  de  la  Habana,  y  el  segundo  como 
Magistrado  de  la  Audiencia  de  Madrid,  ex  Presidente  de  la  de  Sevilla,  de 
enyo  cargo  tomó  posesión  el  20  de  Octubre  de  1880. 

£1  Tribunal  contencioso  dictó  la  sentencia^  cuya  parte  sustancial  es 
como  tlgoe: 

Oondderando  que  la  cuestión  fundamental  que  en  el  presente  pleito  se 
discute  se  reduce  á  determinar  si  P.  Victoriano  Hernándes  y  García  de 
Qoeíada  era  ó  no  en  20  de  Octubre  de  1890  el  Magistrado  más  antiguo  de 
la  Audiencia  de  Madrid,  al  efecto  de  poseer  la  aptitud  que  para  ser  promo- 
Tido  al  Tríbimal  Supremo  concede  el  art.  144  de  la  ley  provisional  sobre 
orgaoixaeión  del  Poder  judicial  de  15  de  Septiembre  de  1870: 

Considerando  que  por  no  haber  precisado  el  artículo  que  se  acaba  de 
dtar  cómo  había  de  computarse  esa  mayor  antigüedad,  la  jurisprudencia, 
teniendo  en  cuenta  las  disposiciones  del  Beal  decreto  de  18  de  Diciembre 
de  1867  y  el  art  196  de  la  misma  ley  orgánica,  declaró  en  repetidos  casos 
qae  debía  contarse,  no  desde  que  los  Magistrados  comensaron  á  adminis- 
trar jurticia  en  la  Audiencia  de  Madrid,  sino  desde  que  tomaron  posedóii 
de  empleos  de  la  misma  clase  ó  categoría,  siempre  bajo  el  supuesto  de 
que  eran  Ms^trados  de  Madrid  al  ocurrir  las  vacantes;  pero  publicada  la 
ley  adicional  de  14  de  Octubre  de  1882^  no  puede  caber  duda  alguna  en 
presencia  del  párrafo  segundo  de  su  art  60,  en  cuanto  á  que  la  antigüedad 
de  que  se  trata  corresponde  á  quien  por  mayor  número  de  afios  haya  ejer- 
cido el  cargo  de  Magistrado  de  dicha  Audiencia,  y  no  al  que  por  haber 
wrvido  cargos  de  la  misma  categoría  haya  adqiürido  ésta  con  anteriori- 
dad, precepto  que  corrobora  el  art.  2.o  del  Beal  decreto  de  26  de  Diciem- 
bre de  1886,  al  expresar  que  el  derecho  del  Magistrado  más  antiguo  de  la 
Audiencia  de  Madrid  para  ascender  al  Tribunal  Supremo,  corresponde 
faicsmente  al  que  ejersa  por  mayor  número  de  afios  plaáa  efectiva  en 
dicha  AndiencÜL- 

GonMdexando  que  modificada  en  la  fonpa  que  queda  expuesta  por  el 
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«rt.  60  de  la  ley  adicional,  la  manera  de  computar  la  antigüedad,  al  pro- 
pósito de  qne  en  este  pleito  se  trata,  la  jariapradenda  tiene  declarado  que 
dicho  artícolo  no  puede  tener  efecto  retroactivo  con  agravio  de  loa  dere- 
choa  adqniridoa  al  amparo  de  leyea  anteriores: 

Considerando  qne  en  el  presente  caao,  los  demandantes  D.  Segismondo 
Carrasco  y  D.  Tomás  Gúdal,  si  bien  faeron  nombrados  Magistrados  de  la 
Andiencia  de  Madrid  en  1886  y  1886  respectivamente,  esto  es,  despnóe  de 
pablicada  la  ley  adicional  de  Octnbre  de  1882,  alegan  qne  sn  art  60  no  les 
es  aplicable,  en  razón  á  qne  por  hallarse  en  posMión  de  la  categoría  con 
mticha  anterioridad,  tienen  derechos  adquiridos  al  amparo  del  art.  144  de 
la  ley  de  1870,  los  cuales  es  preciso  respetar: 

Considerando  que  para  resolver  esta  cuestión  se  hace  necesario  tener 
en  cuenta  que  la  aptitud  concedida  por  dicho  art.  144  exige  dos  condicio- 
nes, á  saber:  primera,  ser  Magistrado  de  la  Audiencia  de  Madrid;  segunda, 
ser  el  más  antiguo,  de  tal  suerte,  que  el  funcionario  que  contara  en  la  ca- 
tegoría antigüedad  mayor  que  cuantos  desempeñaran  las  plazas  de  Magis- 
trados de  Madrid,  evidentemente  no  i>odía  ser  promovido  al  Tribunal  Su- 
premo, á  virtud  de  la  aptitud  de  que  se  trata,  si  no  llegaba  á  ocupar  real  y 
efectivamente  el  cargo  de  Magistrado  de  dicha  Audiencia,  de  donde  se  si- 
gue que  sólo  cuando  se  reunían  ambas  condiciones  resultaba  adquirido 
el  derecho  á  la  aptitud  en  cuMtión,  conforme  al  citado  precepto  legal: 

Considerando  que  si  bien  Carrasco  y  Gúdal  se  hallaban  en  posesión  de 
la  categoría  de  Magistrados  de  Madrid  cdando  se  publicó  la  ley  de  1882, 
es  lo  cierto  que  en  aquella  fecha  no  habían  desempeñado  en  esta  Audien- 
cia tal  cargo  de  Magistrados,  y  por  tanto,  es  evidente  que  no  tenían  adqui- 
rido derecho  á  la  aptitod  de  que  se  trata,  en  razón  á  que  sólo  habían  cum- 
plido la  segunda  de  las  condiciones  que  exige,  sino  tan  sólo  la  esperansa 
de  adquirirle  cuando  reunieran  la  primera,  viniendo  efectivamente  á  ocu- 
par plaza  de  Magistrado  en  esta  Audiencia,  hallándose,  de  consiguiente, 
en  caso  distinto  qne  los  funcionarios  en  favor  de  los  cuales  declaró  la  )ii> 
risprudencia  del  Consejo  de  Estado  que  el  art.  60  no  podía  tener  efecto 
retroactivo,  porque  éstos  antes  de  publicarse  la  ley  adicional  eran  Magis- 
trados de  Madrid  y  tenían  mayor  antigüedad  en  la  categoría  al  ocurrir  las 
vacantes: 

Considerando  que  en  virtud  de  lo  expuesto  y  demostrado  que  los  de- 
mandantes antes  de  la  ley  de  1882  no  tenían  adquirida  la  aptitud  para  ser 
promovidos  al  Tribunal  Supremo,  es  indudable  que  cuando  en  1890  iba  á 
proveerse  una  plaza  de  Magistrado  en  ese  Tribunal,  debían  ineludiblemen- 
te aplicarse  los  artículos  60  de  la  ley  adicional  y  2.*  del  Real  decreto  de 
1886,  computando  la  antigüedad  en  la  forma  que  dichos  preceptos  estable- 
cen; y  como  D.  Victoriano  Hernández  era  Magistrado  de  Madrid  desde  11 
de  Febrero  de  1881,  mientras  que  Carrasco  y  Gúdal,  cualquiera  que  fuera 
su  antigüedad  en  la  categoría,  sólo  desempefiaban  efectivamente  el  cargo 
en  esta  Audiencia  desde  11  de  Febrero  de  1886  y  7  de  Enero  de  1886,  re- 
sulta evidente  la  may ofr  antigüedad  del  primero  al  efecto  de  que  mi  el 
pleito  se  trata: 

Vista  la  ley  provisional  sobre  organización  del  Poder  judicial  de  16  de 
Septiembre  de  1870: 

Visto  el  art.  60  de  la  ley  de  14  de  Octubre  de  1892: 

Visto  el  art.  2.o  del  Real  decreto  de  26  de  Diciembre  de  1886; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ^ 
neral  del  Estado  de  las  demandas  deducidas  por  el  Licenciado  D.  Luis 
Díaz  Cobefia  y  por  el  Procurador  D.  José'María  Cordón,  á  nombre  respec- 
tivamente de  D.  Segismundo  Carrasco  y  Moret  y  D.  Tomás  Gúdal  y  Casti- 
llón,  contra  el  Real  decreto  expedido  por  el  Ministerio  de  Gracia  y  Josti- 


■'■'^ ,:  Digitizedby  VjOOQIC 


UES0LIKIIOHSS  DBL  TBIBOirAL  OOHTHVCIOBa-ADICUnBTKATiyO       199 

-da  «n  M  de  Ociobie  de  1890,  el  cual  queda  finne  y  •obrátente.  -  (Senten- 
áa  publicada  el  11  de  Mano  de  1892,  ó  inserta  en  la  Qaeeta  de  17  de  Oe- 
tobie  del  miimo  aflo.) 
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SsHTSNCiA  (11  de  Mano  de  1892).~06raf  púibticM  (f encocan  üe$), — 
Se  declara  improcedente  la  excepción  perentoria  de  íalta  de  pereonalidad 
aletada  por  el  Fiscal,  y  se  revoca  la  Real  orden  de  8  de  Qctabre  de  1890, 
impagnada  por  la  Sociedad  Manila  Railway  Company  Limited,  y  se  esta- 
Díeoes 

i.0  Que  eoff^wmt  aX  art,  311  del  Be§lmnmto  de  h  ConteneioBO,  la  falta 
de  penanalidad  existe  cuando  el  actor  careciese  de  las  cualidades  necesarias 
^ara  comparecer  ante  el  Tribunal^  ó  cuando  no  acreditase  el  caréu^er  6  repre 
sentadón  con  que  reclama;  y  respecto  del  representante  del  actor^  por  «ntH/f - 
cieneia  ó  üegaUdad  del  peder: 

J9.0  Que  no  es  de  estimar  dicha  exepción  respecto  de  una  Sociedad  que 
comparece  por  medio  de  sus  representantes  legales^  y  demuestra  documental- 
wsemie  ceta  árcwnstaneia,  como  exige  el  art,  35  de  la  ley  de  13  de  Setiembre 
ie  1888  al  imdar  él  recurso  contencioso^  administrativo: 

30  i¿ue  el  art,  32  de  dicha  ley,  al  autorizar  á  las  partes  para  conferir  su 
r^rese^tación  á  Letrado  ó  Procurador  con  poder  al  efecto^  ha  significado 
con  esta  frase  que  d  poder  sea  bastante;  pero  en  manera  alguna  ha  exigido 
que  dicho  poder  sea  especial  para  el  pleito,  de  donde  se  sigue  que  siendo  bas- 
tante el  poder  general  para  litigar  ante  todos  los  Tribunales  de  España,  que 
d  demandante  presenta,  otorgado  con  los  requisitos  legales,  no  proisede  tam- 
poco la  excepción  de  falta  de  personalidad  en  el  representante,  que  sólo  proce- 
dería estimar  por  inít^fieiencia  ó  ilegalidad  del  poder; 

Y  4.0  Que  tratándose  de  obras  públicas,  procede  cumplir  las  condiciones 
id  contrato  en  los  términos  y  casos  previstos  en  sus  cláusulas, 

Introdacidas  por  Aatoridad  competente  algonas  variantes  en  el  tra- 
tado del  ferrocarril  de  Manila  A  Dagapán,  solicitó  la  Oompafiía  constrae- 
Una  el  cumplimiento  de  la  clánsnla  del  contrato,  en  caja  virtud  y  en  el 
oso  expuesto  se  tendrían  en  cuenta  dichas  modificaciones  para  el  au- 
Bento  ó  disminución  correspondiente  del  capital  determinado  al  hacerse 
laeoncedón.  Desestimó  esta  pretensión  la  Real  orden  reclamada,  y  opuesta 
por  el  Fiscal  la  expresada  excepción  perentoria,  el  Tribunal  contencioso 
dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

OMiaiderando,  en  cuanto  á  la  excepción  de  falta  de  personalidad  ale- 
gada por  el  Fiscal,  que  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  811  del  fiegla- 
mentó,  dicha  falta  de  peraonalidad  existe  cuando  el  actor  careciese  de  las 
cualidades  necesarias  para  comparecer  ante  el  Tribunal,  ó  cuando  no  acre- 
ditase el  carácter  ó  representación  con  que  reclama;  y  respecto  del  repie- 
MBtante  del  actor,  por  insuficiencia  ó  ilegalidad  del  poden 

Considerando  que  en  el  caso  presente  la  Sociedad  demandante,  y  en 
«a  nombre  el  Consejo  de  Administración,  autorizó  á  uno*  de  sus  Adminis- 
tradores y  al  Secretario  para  otorgar  el  poder  con  que  se  interpuso  el  re- 
cono,  según  resulta  demostrado  por  el  documento  fehaciente  que  se  in- 
apta en  el  poder  mismo,  y  por  tanto,  es  indudable,  no  sólo  qae  dicha  So- 
ciedad ha  comparecido  en  juicio  por  medio  de  sus  representantes  legales, 
uno  que  eeta  circunstancia  se  demostró  documentalmente,  como  exige  el 
art  36  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  al  iniciar  el  recuno  conten- 
tioso  administrativo: 
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16  el  art  %2  de  la  ley  citada,  al  aatorizar  á  lae  i>arte» 
^reeentadón  A  Letrado  ó  Procurador  oon  poder  al  tftdíú^ 
»ta  frase  qne  el  poder  aea  bastante;  pero  en  manera  al- 
ie dicho  poder  sea  especial  para  el  pleito,  de  donde  se 
kstante  el  poder  general  para  litigar  ante  todos  los  Ttí- 
qne  el  demandante  presenta,  otorgado  eon  los  reqolai- 
Bde  tampoco  la  excepción  de  falta  de  personalidad  eii^ 
LO  sólo  procedería  estimar  por  insuficiencia  ó  ilegalidad 

Mpecto  al  fondo  del  plato,  qne  la  única  caestión  que  vot 
trae  á  determinar  si  procede  ó  no  aplicar  lo  preyenido 
do  de  la  6>  de  las  condiciones  partícolares  á  las  modi- 
das  en  el  troco  4.<>  de  la  primera  Sección  del  ferrocarril 

lae  presentada  por  la  Gompafiía  concesionaria  al  Go- 
e  Filipinas  la  propuesta  de  replanteo  de  dicho  cnarta 
ijeción  al  proyecto  aprobado,  acordó  aquella  Autoridad^ 
^9,  que  se  deyolviera  dicha  propuesta  á  la  Gompafiía, 
rmara,  eleyando  las  rasantes  entre  los  puntos  kilomé- 
&  la  altura  necesaria  para  que  la  plataforma  de  )a  yi» 
I  inundaciones,  y  que  en  yista  de  los  planos  y  cómputos 
m  por  la  Empresa,  no  era  conyeniente  la  yariadón  del 
y  procedía  continuar  la  linea  por  San  Femando: 
ae  de  lo  expuesto  se  deduce,  con  toda  eyidenda,  qu» 
leyar  las  rasantes  de  la  yla  entre  los  citados  puntos  ki- 
to  de  la  Empresa  concesionaria,  sino  de  la  Autoridad 
ago  filipino  Ueya  la  representación  del  Gobierno,  y  por 
I  de  ningún  género,  se  está  en  el  caso  de  aplicar  la  oon- 
a  ley  del  contrato,  supuesto  que  aquella  modificaciói^ 
as  obras. 

las  condiciones  particulares  aprobadas  por  Beal  orden- 
¡86; 

abemos  declanur  y  declaramos  improcedente  la  exeep- 
sonalidad  alegada  por  el  Fiscal  como  perentoria;  y  eit 
[  pleito,  que  debemos  reyocar  y  revocamios  la  Beal  or- 
)  de  Octubre  de  1890.  declarando  en  su  lugar  que  e» 
igen  del  presente  pleito  la  6.*  de  las  condiciones  par- 
scritas.— (SMitenda  publicada  el  11  de  Marso  de  1892^ 
;to  de  17  de  Octubre  del  mismo  afío.) 
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de  Marso  de  1892).— ^^iier^po  Jtcri(iíco-m»¿t¿ar.-^Se  ab- 

stración  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Juan  Morera- 

in  de  20  de  Noyiembre  de  1890,  y  se  establece: 

f  dñ  la  organigaeión  dada  al  Ovlerpo  JuridieomüUar por 

19  de  Octubre  de  1866^  elinarem}  en  el  mismo  habia  de  U" 

^atae  de  FUeal  de  tercera  cíoie  y  previa  oponcián: 

t,  10  del  migmo  decretóse  eetahíeetóy  en  justo  respeto  á  fo» 

,  que  mientras  existiesen  personas  gue  tuvieran  coneediéUh 

n  el  Cuerpo,  se  proveerían  en  eUas  una  de  cada  dos  va- 

otorgándose  la  otra  á  la  oposidán: 

]o  articulo  prohibió  terminantemente  qy^e  se  otorgara  ctnu- 
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móñ  algmM  tn  virtud  de  laque  pudiera  pedine  él  ingreso  e»  el  citado 
(kerpo; 

Y  4.^  (¡ue  ecn  el  exelutivo  olijeto  de  reepetar  loe  dereehoe  adquiridoe  á  la 
Jecka  del  mencionado  decreto,  ee  ordenó  la  formación  del  BecaUtfán^  en  el 
auUhabian  de  eomprenderee  loe  individuee  que  tuvieeen  ya  reconocido  eu  de- 
ndioalingremK 

Fot  BombnuDiieiito  de  19  y  80  de  Jqdío  de  1867,  ee  otorgó  á  D,  Joan 
Mofera  la  plaia  de  Fieeel  de  íoi  Josgedoe  priyativoe  de  Artillería  ó  Inge- 
lierai  de  Faerto  Bico,  y  la  deMmpefió  haata  la  aapreaión  de  diehoe  Jos* 
pdoa  por  el  deereto  de  nniflcación  de  íaeroa,  por  lo  que  aolieitó  i^aél  ae 
didaraae  aa  derecho  al  ingreao  en  el- meneionado  Cuerpo,  y  te  dictó  la 
Beil  orden  denegatoria  nteida. 

£1  Tribanal  dictó  la  aentenda,  coya  parte  soatancial  ea  como  aigne: 
Oonñderando  qae,  á  partir  de  la  organiaacióQ  dada  al  Oaerpo  Jurídico* 
aáStar  por  el  Real  deereto  de  10  de  Octabre  de  1886,  el  ingreso  en  el  mia- 
ño había  de  tener  logar  por  laa  plasaa  de  Fiscal  de  tercera  ciase  y  previa 


Considerando'  qoe  en  el  art  10  dül  mismo  decreto  |se  estableció,  en 
josto  respeto  á  los  deredios  adqoirídos,  qoe  mientras  existiesen  personas 
qae  tovieraai  concedido  derecho  al  ingleso  en  el  Coerpo,  se  proveerían  en 
eilaa  ona  de  cada  dos  vacantes  de  entrada,  otorgándose  la  otra  á  la  opo- 
átíéni 

Considerando  qoe  atendidaa  laa  disposiciones  qoe  se  dejan  citadas,  es 
de  todo  ponto  evidente  qoe  Morera,  qoe  foé  nombrado  por  Real  orden  de 
U  de  Enero  de  1868  Fiscal  de  los  Jugados  lurivativoa  de  Artilleria  é  In- 
goderoade  Foerto  Bico,  caiedade  aptitod  legal  para  el  ingreso  en  el 
Gkerpo  Jorídico-militar.  toda  vea  qoe  no  tenía  derecho  adqoirido  á  la  fe- 
cha de  la  publicación  del  citado  decreto,  y  qoe  además  éste,  en  el  art  10, 
profait^  terminantemente  qoe  se  otorgara  conceaión  aigona  en  virtod  de 
laque  pudiera  pedirae  el  ingreso  en  el  citado  Coerpo: 

Considerando  qoe  con  el  ezelosivo  objeto  de  respetar  los  derechos  ad- 
qidridos  á  la  fecha  drt  mencionado  decreto,  se  ordenó  la  formación  del 
BKalafón,  en  el  eoal  habían  de  comprenderse  loa  individoos  qoe  toviesen 
j%  reeonoddo  so  derecho  al  ingreso,  cnalidad  qoe  ciertamente  no  oonco- 
nia  en  Morera,  poeato  qoe  el  único  titolo  qoe  invoca  ea  posterior  á  dicha 


Considerando  qoe  aonqoe  se  estimase  qoe  Morera  poseía  los  reqoisi- 
tos  legales  necesarios  para  el  ingreso  en  el  referido  Coerpo,  es  lo  derto 
qae  no  se  halla  com]»endido  entre  los  aapirantes  mencionados  en  los  Es- 
ealalmes  qne  se  han  formado  y  qoe  ha  consentido;  y 

Oonaiderando,  por  las  rasones  ezpoestas,  qoe  la  Real  orden  impognada 
al  denegar  laa  pretensiones  de  Morera  de  qoe  se  le  estimase  de  reemplaao 
y  con  derecho  á  figorar  en  el  Coerpo  Jorídico-militar,  se  halla  ajostada 
«tlrictamente  á  las  disposiciones  aplicables  al  caso,  y  por  tanto,  debe  ser 
eoofinnada. 

Visto  los  arta.  4.o  y  10  del  Real  decreto  de  19  de  Octabre  de  1866; 

lallamos  qoe  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
aeral  del  Estado  áo  la  demanda  intMpoesta  á  nombre  de  D.  Joan  Morera 
y  Marttnea  contra  la  Real  orden  de  20  de  Noviembre  de  1890,  qoe  qoeda 
íbB»ey8nbdstente.--(8enteneiapoblicadart  14  de  Mario  de  189S,éinr 
aertaen  la  Oaeeta  de  17  de  Octobre  del  mismo  afio.) 
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Sbntskoia  (16  de  Mano  de  1892}.-^C¡tmniiM<»  (odeiMloO*— 8e  absoalTe 
á  la  AdmÍDÍ8traclón  de  la  demanda  interpuesta  por  ¡D.  Nicandro  Farifia 
contra  la  Real  orden  de  38  de  Janio  de  1890.  y  te  establece: 

i.o  Que  al  derogar  ¡aíeyde29de  Jwiio  de  1889  la  dictada  en  26  de  Ju- 
nio de  1888,  estableció  en  cu  art,  Í.o  un  impuesto  especial  de  25  pesetas  par 
hectolitro  á  los  alcoholes  y  aguardientes  que  se  importaran  del  extranjero  p 
de  Ultramar,  y  además  en  el  art  6.o  restobtedó  en  todo  su  mgor  laleyde  16 
de  J[unio  de  1885  en  lo  relativo  al  impuesto  de  consumos  sobre  los  alcoholes, 
aguardientes  y  licores  destinados  al  consumo  personal; 

Y  2.0  (¿ue  habiendo  satisfecho  una  partida  de  aquardiente  de  caña  el  im  - 
puesto  especial  de  1888,  ie  hallaría  exenta  del  también  especial  de  1889,  que 
era  su  equivalente,  pero  no  del  de  consumo  al  ser  desUnaao  al  uso  permmal, 
después  de  la  publicación  de  la  ley  de  1889,  que  terminasUemente  restabUee 
en  su  art.  6.o  las  pi^eripciones  de  la  de  1885  en  lo  relativo  á  esta  materia. 

Confirmado  por  la  mencionada  Real  orden  el  fallo  del  Delegado  de  Ha- 
cienda de  la  Oomfia,  denegatorio  de  la  pretensión  de  Nicandro  Farifia  so- 
bre qae  se  exima  de  los  derechos  de  consamo  de  la  ley  de  21  de  Jonio  da 
1889  ana  partida  de  aguardiente  de  cafia  qae  había  satisfecho  los  arance-. 
lariofl  del  especial  de  ccmsamos  con  arreglo  A  la  ley  vigente  en  el  afio  eco- 
nómico de  1888  al  89;  é  interpuesta  por  aquél  la  oportuna  demanda,  dictó 
el  Tribunal  Contencioso  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es  como  signe: 

Considerando  que  la  única  cuestión  que  en  el  presente  pleito  se  disonte 
se  reduce  á  determinar  si  el  aguardiente  de  cafia  por  el  cual  se>saÜi^so  el 
impuesto  especial  establecido  por  la  ley  de  26  de  Junio  de  1888,  debió  6 
no  satisfacer  el  impuesto  de  consumos  al  ser  destinado  al  consimio  pesio- 
nal  en  1889: 

Considerando  que  al  derogar  la  ley  de  29  de  Junio  de  1889  la  dictada 
en  26  de  Junio  de  1888,  estableció  en  su  art  1.^  un  impuesto  especial  de 
25  pesetas  por  hectolitro  á  los  alcoholes  y  aguardientes  que  se  importasao 
del  extranjero  y  de  ultramar,  y  además  en  el  art.  6.<^  restableció  en  todo  sa 
vigor  la  ley  de  16  de  Junio  de  1886  en  lo  relativo  al  impuesto  de  cooeii- 
mos  sobre  los  alcoholes,  aguardientes  y  licores  desuñados  ai  consamo 
personal: 

Considerando  que  el  aguardiente  de  cafia  de  que  se  trata,  por  haber 
satisfecho  el  impuesto  especial  de  1888,  se  halla  exento  del  tamUén  espe- 
cial de  1889,  que  era  su  equivalente,  pero  no  del  de  consumo  al  ser  desti- 
nado al  uso  personal,  después  de  la  publicación  de  la  ley  de  1889,  que  ter- 
minantemente restablece  en  su  art.  6.o  las  prescripciones  de  la  de  1886  en 
lo  relativo  á  esta  materia; 

Y  considerando  que  en  virtud  de  lo  expuesto,  la  Beal  orden  reclamada 
ha  resuelto  el  asunto  conforme  á  derecho  y  procede  su  confirmación. 

Vista  la  ley  de  26  de  Junio  de  1888,  en  sus  artículos  l.o  y  2.0: 

Vista  la  ley  de  29  de  Junio  de  1889,  artículos  l.o  y  6.0; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Adcninistración  ce- 
neral  del  Estado  de  la  demanda  deducida  por  el  Licenciado  D.  Ángel  Go- 
rostizaga  en  nombre  de  D.  Nicandro  Farifia,  contra  la  Beai  orden  expedida 
por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  28  de  Junio  de  1890,  la  cual  queda  firme 
y  subaÍ8tente.—(Sentencia  publicada  el  16  de  Mano  de  1892,  é  inserta  en 
la  Gaceta  de  17  de  Octabre  del  mismo  afio.) 
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SsnsHdA  (16  de  Marzo  de  lB92).^C<msumoi  {arrenelamtenibj).— Se  ab- 
mtive  á  la  Adminiatraeido  de  la  demanda  interpneeta  por  D.  Doroteo  Man- 
teóla contra  la  fieal  orden  de  18  de  Septiembre  de  1889,  y  se  establece: 

19  Que  tratándote  de  determinar  en  qué  forma  ha  debido  aumentaree  el 
precio  del  arriendo  de  commnos  en  una  capital  de  provincia,  una  vez  ettáhle- 
eiiopor  la  ley  decide  Jumo  de  1B89  él  impue$to  eohre  loe  alcohoks,  aguar- 
dienta  y  lieoree  que  habia  sido  euptimidopor  la  ley  de  26  de  Junio  del  año  an 
ierior,  ¡procede  tener  en  cuenta  que  por  eer  obligatoria  para  loe  arrendatarioe 
la  eoídmuadón  de  los  arriendoi  deipuéi  de  publicada  taprimera  de  las  expre- 
mda$  ley  es j  tegén  se  ha  declarado  por  lae  tenteneiae  del  Tribunal  Supremo  de 
10  de  JuUo  de  1890  y  7  de  O^bre  de  1891,  recaidas  en  pleitos  promovidos  por 
los  arrendatarios  de  Cáeeres  y  Alicante,  es  indudable  que  esa  obligación  üeva 
impüeitamente  contigo  la  del  arriendo  del  cupo  que  previene  el  art  79  de  la 
rdtrida  ley,  puesto  que  la  conti$maeión  deí  contrato  únicamente  podiá  tener 
efecto  con  arreglo  á  la  legalidad  nuevamente  atableeida,  y  no  con  st^edán  á 
b  que  habia  ptedado  eacpresamente  deroaada: 

29  Que  en  ial  caso  no  cabe  k%vocat  las  cláusulas  del  pliego  de  condicioneM 
relatíoao  á  la  alteracián  en  aka  de  un  articulo  sujeto  al  impuesto  de  consu- 
moSj  porque  se  trata  más  bien  de  un  nuevo  impueeto  creado  por  el  art.  69  de 
la  ley  de  1889,  y  que  debe  regularnpor  ésta: 

39  Que  por  igual  razón  no  es  aplicable  tampoco  la  disposición  transitoria 
ddarL  10  dd BegUmento  de  26  de  Junio  de  1688,  toda  vez  que  se  refiere  á 
les  aUeraciones  jfne  en  los  cupos  de  conzumos  pudieran  resultar  como  cense- 
cueneia  de  las  dupoziáones  pte  sobre  el  gravamen  individual  se  contenian  en 
Uureglaz  procedentes  del  mumo  articulo: 

á9  Qmc  el  principio  de  la  no  alteración  en  los  contratos  ^ue  dicha  dispozi- 
den  sanciona,  pugna  abiertamente  con  el  de  la  proporcionalidad  que  pretenda 
hacer  valer  el  arrendatario,  y  es  inaplicable  cuando  no  puede  Jijarse  de  un 
modo  concreto  la  espesada  proporciondlidad,  por  no  haberse  conformado 
oqM  con  la  cantidad  rebajada  del  precio  del  arriendo  al  suprimirse  el  im- 
puesto sobre  los  alcoholes,  v  no  eaDÍatir,por  tanto,  típofjo  de  comparación  para 
sacer  d  aumento  al  reztabíeoerse  dicho  impuezto: 

59  Que  la  ley  de  1889  no  autoriza  la  distinción  entre  d  radio  y  el  extra- 
rra^; 

Y  $9  Que  no  puede  ser  ol^do  de  resolución  en  via  contenciosa  una  eues- 
Han  nueva  no  propuesta  ni  resuelta  en  la  gubernativa. 

Ea  expediente  promovido  por  D.  Doroteo  Manteóla,  arrendatario  de 
eoommoB  en  Palma  de  Mallorca,  se  diapnso  por  la  Real  orden  reclamada 
que  iqaél  estaba  obligado  A  recaudar  por  su  caenta  el  impuesto  á  que  se 
raflete  el  art  6.o  de  la  lej  de  21  de  Junio  de  1889,  abonando  el  aumente 
de  precio  de  su  contrato  que  determina  el  art.  7.o,  y  quedando  eubrrogado 
tt  los  derechos  de  la  Hacienda  para  los  efectos  á  que  se  contrae  la  dispo 
tidón  19  transitoria  del  Reglamento  de  igual  fecha,  j  el  Tribunal  conten- 
cioso dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es  como  signe: 

Considerando  que  la  cuestión  principal  del  presente  litigio  está  redu- 
cida á  determinar  en  qué  forma  ha  debido  aumentarse  el  precio  del  arriendo 
de  los  consumos  de  Palma  de  Mallorca  al  arrendatario  D.  Doroteo  Manteó- 
le, nna  vez  establecido  por  la  ley  de  21  de  Junio  de  1889  el  impuesto  sobre 
los  alcoholes,  aguardientes  y  licores  que  habla  sido  suprimido  por  la  ley 
de  H  de  Junio  del  afio  anterior: 


Digitized  by  VjOOQIC 


904  jxnusPBDinnrcQUL  AiiMDnsrsATivA 

Gontiderando  que  pcnr  ler  obligatoria  para  loa  arrendatarioa  la  eocti- 
noación  de  los  arriendos  deapnéa  de  pabUcada  la  primera  de  laa  ezpreaa- 
daa  leyes,  según  se  ha  declaimdo  por  las  sentencias  de  este  Tribunal  de  10 
de  Julio  de  1890  y  7  de  Octubre  de  1891,  recaídas  en  pleitos  promovidoa 
por  los  arrendatwios  de  Oáceres  y  Alicante,  es  indudable  que  esa  obligsi- 
ción  lleva  implícitamente  consigo  la  del  arriendo  áéí  cupo  que  previene  ék 
art.  7.0  de  la  referida  ley,  puesto  que  la  continuación  del  contrato  únicsr 
mente  podía  tener  efecto  con  arreglo  á  la  legalidad  nucTamente  establecida 
y  no  con  sajeción  á  la  que  habla  quedado  expresamente  derogada: 

Oonsiderando  que  en  contra  de  la  anterior  apreciación  no  puede  válida- 
mente  invocarse  la  cláusula  30  del  pliego  de  condiciones,  con  arref^o  al 
cual  se  celebró  la  subasta  del  impuesto  de  consumos  en  Palma  de  Mallor- 
ca, puesto  que  aquí  no  se  trata  de  la  alteración  en  alsa  de  un  artículo  sujete» 
al  impuesto  de  consumos  y  cuya  alteración  debe  producir  el  aumento  pro- 
porcional en  el  precio  del  arrendamiento,  sino  más  bien  de  un  nuevo  im- 
puesto creado  por  el  art.  6.o  de  la  ley  de  1889,  que  debe  regularse  exdu^- 
vamente  por  la  ley  de  su  creación: 

Considerando  que  por  igual  razón  no  es  aplicable  tampoco  la  disposi- 
ción transitoria  del  art  10  del  Reglamento  de  26  de  Junio  de  1868,  toda 
ves  que  se  refiere  á  las  alteraciones  que  en  los  cupos  de  consumos  pudieran 
resultar  como  consecuencia  de  las  disposiciones  que  sobre  el  gravamen  in- 
dividual se  contenían  en  las  reglas  procedentes  del  mismo  artículo,  á  mte 
de  que  el  principio  de  la  no  alteración  en  los  oontiatos  que  dicha  disposi- 
eión  sanciona,  pugna  abiertamente  con  el  de  la  proporcionalidad  que  la 
parte  demandante  pretende  hacer  valer  en  este  caso: 

Ck>nsiderando  que  no  es  posible  tampoco  fijar  de  un  modo  concreto  la 
expresada  proporcionalidad  que  el  demandante  d^a  al  arbitrio  del  Tribu- 
nal, toda  ves  que  no  habiéndose  conformado  D.  Doroteo  Manteóla  con  la 
cantidad  de  31.899  pesetas  que  se  le  rebajaron  del  precio  del  arriendo  «1 
suprimirse  el  impuesto  sobre  los  alcoholes,  licores  y  aguardientes,  no  existe 
tipo  fijo  de  comparación  para  hacer  el  aumento  al  restablecerse  dicho  im- 
puesto, toda  ves  que  la  base  para  este  aumento  tendría  que  ser  necesaria» 
mente  la  cantidad  rebajada,  y  ésta  se  halla  sin  fijar  y  determinar  todavía, 
y  pendiente  de  la  resolución  gubernativa  que  sobre  este  extremo  recaiga; 

Considerando  que  al  aplicarse  por  la  Real  orden  impugnada  el  precej^ 
contenido  en  el  art.  7.o  de  la  ley  de  1889,  sin  distinguir  entre  el  radio  y  éí 
extrarradio,  porque  dicho  precepto  no  antorisa.  la  distinción,  ño  se  le  da 
efecto  retroactivo,  porque  el  impuesto  de  consumos  sobre  la  especie  aleo< 
hólica  se  exige  tan  sólo  desde  la  fecha  en  que  la  1^  comensó  á  regir,  y  no 
se  aplica  á  época  anterior: 

Considerando,  por  lo  que  se  refiere  á  la  última  parte  de  la  súplica  de  U 
demanda,  relativa  á  que  se  declare  que  el  importe  del  aforo  practicado  en 
Julio  de  1889,  es  abonable  al  arrendatario  con  arreglo  á  la  escritura  do 
arriendo,  y  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  128  del  Reglamento  de  21  de 
Junio  de  1889,  ó  en  su  defecto,  que  se  reconosca  y  reserve  el  derecho  del 
arrendatario  para  reclamar  la  oportuna  indemnisadón  de  dafios  y  perjui* 
cios,  que  por  tratarse  de  una  cuestión  nueva,  no  promovida  ni  resuáta  en 
la  vía  gubernativa,  no  puede  ser  objeto  de  resolución  en  la  contenciosa. 

Visto  el  art  20  del  pliego  de  condiciones,  con  arreglo  al  cual  se  celebró 
la  subasta  de  Pahua  de  Mallorca,  cuya  condición  11  establece  que  si  se 
alterasen  los  derechos  en  alsa  ó  baja,  se  aumentará  ó  disminuirá  propor* 
donalmente  el  precio  del  arriendo  sin  resdndhr  éste: 

Vista  la  regla  transitoria  del  art  10  del  Reglamento  de  20  de  Junio 
4el888: 

Vistos  los  artículos  O.o  y  7.o  de  la  1^  de  21  de  Junio  de  1889; 


^' 
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Eill«mo0  qae  debenuM  «biolyer  7  «biolTamos  á  la  Adminittnción  ge> 
BOtl  del  Ettedo  de  la  demanda  intcorpueeta  á  nombfe  de  D.  Doroteo  Man- 
teóla eontra  la  Real  orden  de  18  de  Sepüanbre  de  1889,  la  eoal  queda 
ílnie  7  ■Qbcistenle.^Seatencia  pablioada  el  16  de  Mano  de  1892,  é  in- 
nrtaen  la  Gaceta  de  17  de  Octabre  del  miamo  afio. 
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Smtmuia  (15  de  Mano  de  lS92),^Adtuma8(defraHdaeián).'''8ereYO- 
em  doe  Bealea  órdenes  de  12  de  Febrero  de  1890,  impagnadaa  por  la  G<un- 
pafiia  de  lerroearrOea  de  Madrid  á  Zaragoia  7  Alicante,  7  ee  eetableee: 

1.^    Qite  no  pnede  derivarse  retpimtaibüidaa  algmña  dire^ 
de  mereanda  embarcada  fraudulentamenU^  ei  u  acredita  que  aqueUafiU  em- 
traída  al  miemo  y  reatísaren  el  embarfue  ütceroMpertonae: 

2,"  Que t<mmoeovuede  egcig<r$ele reepeneabiUdad subsidiaria  si  la itUer- 
eeneiáfh  de  sus  dependentes  apoíreee  iKmtaáa  cX  delito  de  hurto,  á  más  de  no 
poder  sostenerse  que  aquéllos  obraran  en  d  desempeño  de  sus  ol^aeiones  ó 
strpieiOf  como  en  todo  cato  seria  necesario  para  la  eooisteneia  de  la  responsa- 
bUidad  subsidiaria,  con  arreglo  á  lo  establecido  en  el  art,21  del  Código 
fenol; 

TB/>  Que  no  puede  tener  qpUcaeián  al  caso  la  Beal  orden  de  15  de  No^ 
eiembre  de  1876^  porque  u  refiere  concreta  y  exclusivamente  á  declarar^  des- 
estimando  una  instancia  formulada  por  varias  Oonqutíiiias  deferrooarrUes^ 
fse  éstas  son  responsables  por  el  contrabando  que  se  deseubra  en  los  bultos  que 
transporten,  aun  cuando  no  opareMcan  los  consignatarios  ó  remitentes. 

Impoeeta  á  la  Gompafila  mencionada  por  la  correspondiente  Jnnta  ad- 
miiditratiFa  la  malta  de  qne  trata  el  párrafo  tercero  del  art.  2é0 delaa  Or- 
dwMtnma  de  Aduanas,  por  el  embarañe  como  hierro  viejo  de  varías  purti- 
tidas  de  carriles  pertenecientes  á  la  misma,  ésta,  acreditando  haberle  sido 
aqnéliss  sustraídas  por  terceras  personas,  qne  cometieron  también  la  de* 
fraodadón,  impugnó  las  Beales  órdenes  coiíflrmatorias  de  dicho  fallo,  7  el 
Dtíbunal  contencioso  dictó  la  sentencia,  cu7a  parte  sustancial  es  como 
signe: 

Considerando  que  la  cnestión  del  presente  litigio  está  reducida  á  de- 
tenninar  si  la  Oompi^fiia  de  Madrid  >  Zaragoza  7  Alicante  es  ó  no  respon- 
sable del  delito  de  defraudación,  consistente  en  haber  embarcado  en  las  go- 
letas Inés,  Paquita  7  Tres  Amigos  carriles  viejos  procedentes  de  la  misma, 
sin  la  competente  autorización  de  la  Dirección  de  Aduanas,  7  sin  haberse 
acreditado  que  dicho  material  era  inútil  para  el  servicio  7  qne  procedía 
del  introducido  con  franquicia,  si.  por  consiguiente,  ha  incurrido  ó  no  la 
mencionada  Empresa  en  la  penah<uul  que  las  Beales  órdenes  impugnadas 
le  imponen: 

Considerando  qne  para  qne  la  Oompafiía  demandante  fuera  directa- 
m^iie  responsable  de  aquel  delito  sería  menester  que  apareciera  comple- 
tamente comprobado  que  el  embarque  de  los  carriles  en  las  menciona- 
das goletas  se  hidera  por  su  orden  7  cuenta,  7  lejos  de  esto,  lo  que  re- 
mita de  la  sentencia  que  se  ha  tmido  á  los  autos  en  el  período  de  prue- 
ba, es  que  dichos  carriles  fueron  sustraídos  de  los  almacenes  de  la  Oom- 
pafiía por  el  guarda-almacén  D.  Remigio  Gamarra,  en  connivencia  con 
D.  Antonio  Oarratiüá  7  Dmüa,  que  aparecía  como  remitente,  que.el  embar- 
qoe  le  hizo  según  factura  autorizada  por  los  Agentes  de  negocios  Guisot 
é  Icardo,  7  á  la  consignación  de  Molla  7  Molí,  de  Barcelona: 
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Considerando  oae  de  la  referida  lentencia  aparece  atiiniamo  qae  eitot 
hechos,  constitntiv'os  de  an  lado  del  delito  de  harto,  y  de  otro  del  de  de- 
íraadación  de  la  renta  de  Aduanas,  faeron  realiz|ulos  con  ocasión  de  fle- 
tarse otras  varias  embarcaciones  por  cuenta  y  orden  de  la  Oompafiia  á  la 
consignación  de  Raggio  y  Ratto,  de  Genova,  y  á  virtud  del  contrato  que 
sobre  venta  de  ralis  y  desxás  material  de  hierro  inntilisado  tenía  aqaéila 
celebrado  con  éstos,  con  la  competente  autorización  de  la  Dirección  gene- 
ral de  Aduanas,  como  lo  demuestra  la  circunstancia  de  que  la  carga  del 
WmzofUe,  que  era  la  que  verdaderamente  realizaba  la  Compaftía,  no  fnen 
aprehendida  ni  detenida  al  ser  descubierta  la  defraudación: 

Considerando  que  del  hecho  de  ser  la  Empresa  demandante  duefia  de 
los  ralis  embarcados  en  las  goletas  á  que  se  refieren  loa  expedientes,  no 
puede  derivarse  responsabilidad  alguna  directa  para  la  misma  desde  el 
momento  en  que  resulta  plenamente  acreditado  y  pasado  en  autoridad  de 
cosa  juzgada  que  le  fueron  sustraídos,  así  como  tampoco  de  que,  como  en 
la  Real  orden  impugnada  se  consigna,  fueron  conducidos  los  referidoi 
ralis  al  puerto  por  empleados  de  la  Compañía,  en  material  y  por  la  vía  or- 
dinaria de  la  misma,  puesto  que  la  conducción  se  hacía  para  los  vaporee 
que  aquélla  fletaba  por  su  cuenta,  y  por  hallarse  al  mismo  tiempo  qne  és- 
tos en  el  puerto  las  goletas  que  Carratalá  cargaba,  podía  cometerse  por 
éste  la  defraudaeión: 

Considerando  que  tampoco  puede  reputarse  á  la  Compaíiía  subsidiarisr 
mente  responsable  é  imponerle  en  este  concepto  la  penalidad  correspon- 
diente, pues  es  lo  cierto  que  en  el  deUto  de  defraudaición,  único  á  que  los 
expedientes  se  refieren,  no  intervino  empleado  alguno  de  la  Compafila, 
y  que  D.  Remigio  Gamarra,  si  bien  participó  de  los  efectos  de  éste  com- 
partiendo con  Carratalá  la  ganancia  obtenida,  su  intervención  dixects 
aparece  limitada  al  delito  de  hurto,  de  que  fué  víctima  la  misma  Com- 
pañía, á  más  de  que  no  puede  en  manera  alguna  sostenerse  que  aqnél 
obrara  en  el  desempeño  de  sus  obligaciones  ó  servicio,  como  en  todo  caso 
sería  necesario  para  que  la  responsabilidad  subsidiaria  existiera,  con  arre- 
glo á  lo  establecido  en  el  art  21  del  Código  penal: 

Considerando  qne  la  Real  orden  de  15  de  Noviembre  1876,  citada  por 
el  Fiscal,  no  puede  tener  aplicación  al  presente  caso,  toda  vez  que  esta  dis- 
posición se  refiere  concreta  y  exclusivamente  á  declarar,  desestimando  v¡n» 
instancia  formulada  por  varias  Compañías  de  ferrocarriles,  que  éstas  son 
responsables  por  el  contrabando  que  se  descubra  en  los  bultos  qne  trans- 
porten, aun  cuando  no  aparezcan  los  consi^atarios  ó  remitentes,  y  por 
consiguiente,  por  mucha  que  sea  la  extensión  que  se  le  dé,  no  puede  con- 
siderarse comprendido  en  ella  el  hecho  del  trailsporte  de  carriles  viejo* 
por  personas  extrañas  á  la  Compañía,  y  que  han  sido  sustraídos  de  los  al* 
manecenes  de  la  misma: 

Considerando  que  por  no  ser  la  Compañía  demandante  responsable,  di- 
recta ni  subsidiarimente,  de  los  hechos  realizados,  sino  los  que  resaltan 
plenamente  probados  que  fueron  sus  autores,  aun  cuando  aquéllos  sean 
verdaderamente  constitutivos  del  delito  de  defraudación  y  deban  ser  Mr 
tigados  en  la  forma  que  dispone  el  párrafo  último  del  art.  240  de  las  0^ 
denanzas,  no  ha  podido  imponerse  á  la  Empresa  penalidad  alguna,  y  debe, 
por  consiguiente,  devolvérsele  el  importe  de  las  multas  impuesttf  y  4^ 
satisfizo  para  acudir  á  la  vía  icontenciosa:  . 

Visto  el  art  240,  párrafo  último  de  las  Ordenanzas  vigentes  de 
Aduanas: 

Visto.el  art.  21,  apéndice  14  de  las  mismas  Ordenanzas: 

Visto  el  art  21  del  Código  penal; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  las  Reales  órdenes  impQS* 
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nadas,  en  coanto  á  la  poialidad  que  por  1m  miimas  se  impone  á  la  Oompa* 
tLa  de  loa  ferrocarrilea  de  Madrid  á  Zaragoza  y  Alicante,  y  en  su  lagar  de- 
f^namoa  qoe  no  ha  debido  exigirae  á  éala  reaponsabilidad  algona  por  loa 
beehoa  4  ae  contraen  loa  expedientea,  y  que,  en  an  consecaencia.  le  deben 
a»  deroeltas  laa  cantidadea  qne  en  concepto  de  mnltaa  ha  aatiafecho. — 
(8eoteiic&a  publicada  el  16  de  Mano  de  1892,  é  inaerta  en  la  Gaceta  de  17 
de  Osiabie  del  miamo  afio.) 
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tozTBErcDLA  (15  do  Márao  de  IS9V). --Bienei  de  propio».  Nulidad  de 
omAl— Se  confirma»  en  parte,  la  Beal  orden  de  2  de  Junio  de  1836,  im- 
pagnada  por  D.  Joaó  Faentea,  y  ae  eatablece: 

L*  Que  el  exce$o  en  más  de  una  quinta  parte  de  la  cabida  de  unafinea^ 
produce  lanuUdad  de  la  iubaeta.  con  arreglo  á  la  Beal  orden  de  11  de  No» 
metábre  de  1863 y  ala  orden  del  Poder  meoutivo  de  7  de  Abril  de  1869; 

Y  2.^  Que  en  tal  caco  el  rematante  iólo  debe  recponder,  en  cuanto  álade- 
volueión  de  renta»,  de  la$  producida»  por  la  finca. 

Por  dicha  Beal  orden  ae  confirmó  el  acuerdo  de  la  Adminiatración  de 
Propledadea,  declaratorio  de  la  nulidad  de  la  venta  hecha  por  el  Estado  á 
D.  Fkmndaco  Pulido  de  una  finca,  por  resultar  en  la  cabida  de  éata  un  ex* 
oeao  de  máa  de  la  quinta  parte,  imponiéndose  al  mismo  el  abono  de  laa 
lentaa correapondientea  ala  totalidad  de  la  finca.  Interpuesta  por  Don 
Joaé  Puertea,  como  eeaionario  de  D.  Francisco  Pulido,  la  oportuna  de- 
manda, ae  dictó  por  el  Tribunal  de  lo  Contencioao  la  sentencia,  cuya  parte 
aoatandal  ea  como  aigue: 

ConaideTando  que  la  venta  de  la  hoja  de  laa  Navaa  hecha  por  el  Eata- 
do  «1 1860  hubo  un  exceao  de  cabida  que  excede  en  mucho  á  la  qointa 
paite  de  la  anunciada;  exceao  que  produce  la  nulidad  de  la  subasta,  con 
arreglo  á  la  Beal  orden  de  11  de  Noviembre  de  1863,  y  á  la  orden  del  Po- 
der ejecutivo  de  7  de  Abril  de  1869: 

Conaiderando,  en  cuanto  á  la  devolución  de  rentas,  que  los  demandan- 
tea  aólo  deben  reaponder  de  laa  producidas  por  la  finca  de  que  ae  trata. 

Viata  la  Beal  orden  de  11  de  Noviembre  de  1863: 

YiaU  la  Beal  orden  del  Poder  Ejecutivo  de  7  de  Abril  de  1869; 

Fkllamoa  que  debemoa  confirmar  y  confirmamoa  la  nulidad  de  la  venta 
que  en  24  de  Marzo  de  1860  biso  el  estado  á  favor  de  D.  Francisco  Puli- 
do, declarando  que  loa  demandantes  deben  devolver  las  rentas  prodaci- 
daa  por  la  finca  que  lué  objeto  de  dicha  vei^ta;  en  cuanto  á  la  Beal  orden 
de  2  de  Junio  de  1886  no  ae  halle  conforme  con  esta  declaración,  se  re- 
roea  y  queda  confirmada  en  lo  demáa. — (Sentencia  publicada  el  16  de 
Marao  de  1892,  é  inaerta  en  la  Gaceta  de  19  de  Octubre  del  mismo  afio.) 
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6EVTXNCIA  (15  de  Marao  de  1892).— Ebse^peúmes  perentoria».  Falta  de 
jpermmatídad. — Se  declara  procedente  la  propueata  por  el  Fiscal  en  el  pleito 
pnmiovido  por  D.  Baailio  del  Camino  y  Hermanea  contra  la  Beal  orden 
4a  21  de  Mano  de  1890,  y  ae  eatablece: 

Que  extinguida  ma  Sociedad,  lo»  heredero»  de  lo»  óptela  con»tituyeron,  ai 
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him  pueden  gettkmar  gubemathamente  é  ineoar  prooedimmúoe  iuáioMeB, 
haeimdo  valer  loe  dereehae  que  como  á  talee  hereámn  lee  aeieten  por  loe  le- 
yee  oomumee,  no  pueden  hacerlo  en  nombre  de  la  razan  eoeial  á  que  aqu&ios 
perteneeteron: 

Denegada  por  la  Real  orden  impugnada,  la  pretensión  de  loa  eoff orea 
del  Camino  7  Hermanos,  acerca  de  la  sabiiatencia  de  la  venta  de  dertoa  bie- 
nes de  Propios  7  entablada  por  los  herederos  de  aquéllos  la  oportona  de- 
manda, opuso  el  Fiscal  la  excepción  perentoria  de  falta  de  personalidad 
de  los  mismos,  fondada  en  el  hecho  de  la  disolnción  de  dicha  Sociedad,  j 
el  IMbanal  contencioso  dictó  la  sentencia,  coTa  parte  sostancial  es  como 
signe: 

Considerando  qne  por  la  base  9  *  de  la  escritura  de  la  Sociedad  qne 
en  8  de  Junio  de  1870  constitU7eron  los  hermanos  D.  Basilio,  D.  Manuel, 
D.  Francisco  7  D.  León  Camino  7  Camino,  bajo  la  razón  social  de  Basilio 
del  Camino  7  Hermanos,  se  estipuló  que,  una  ves  fallecidos  los  cuatro  so- 
cios, cesaba  el  fin  ú  objeto  que  se  habían  propuesto  7  la  conflania  que 
mutuamente  se  tenían,  7  por  consiguiente  en  este  caso  se  daría  la  Socie- 
dad por  terminada,  aun  cuando  no  hubiesen  transcurrido  los  diez  afioa  por 
los  cuales  se  constituía: 

Considerando  que  si  bien  por  la  base  19  de  la  referida  escritura  se  es- 
tipuló también  que  la  Sociedad  se  podría  ir  prorrogando  de  afio  en  afio  si 
no  se  diere  el  oportuno  aviso  de  su  terminación,  esta  facultad  estaba  siem- 
pre subordinada  á  la  condición  de  que  no  hubiesen  fallecido  los  cuatro 
hermanos  asociados;  por  lo  cual,  mientras  alguno  de  ellos  existiese,  era 
legal  la  continuación  de  la  Sociedad,  7  así  se  verificó  haciéndose  constar 
en  escritura  de  24  de  Diciembre  de  1887,  cuando  7a  no  quedaba  con  vida 
más  que  D.  Manuel  del  Camino: 

Considerando  qne,  una  vez  fallecido  éste  en  17  de  Agosto  de  1888,  la 
continuación  de  la  Sociedad,  estipulada  ocho  meses  antes  para  el  afio  que, 
según  la  base  19,  había  de  cumplir  el  24  de  Diciembre  de  1888,  no  era  ya 
posible,  7  por  lo  tanto  la  Sociedad  quedó  terminada,  al  tenor  de  lo  conve» 
nido  en  la  base  9>: 

Considerando  qne  extinguida  la  Sociedad  Basilio  del  Camino  Herma- 
nos en  17  de  Agosto  de  1888,  loa  herederos  de  los  que  la  constitu7eron 
en  1870  7  de  los  que  la  declararon  prorrogada  en  1887,  si  bien  pudieron 
después  haber  gestionado  gubernativamente  é  incoado  procedimientos  ju- 
diciales haciendo  valer  los  derechos  que  como  á  tales  herederos  1^  asía- 
ten  por  las  le7es  comunes^  no  podían  hacerlo  en  nombre  de  una  razón  so- 
cial qne  7a  no  existía: 

Considerando  que  sin  embargo  el  recurso  origen  del  presente  pleito  ae 
interpuso  en  14  de  Julio  de  1890  en  nombre  7  representación  de  la  refe- 
rida razón  social  7  los  poderes  otorgados  al  Letrado  D.  Alejandro  Groi* 
zard  7  al  Procurador  D.  Antonio  Bendlcho  7  Rodríguez  en  80  de  Junio 
7  8  de  Julio  de  dicho  afio  1890,  fueron  extendidos  en  nombre  de  la  misms 
7  como  tal  Sociedad  Basilio  del  Camino  7  Hermaneas  7  no  de  otra  manera 
han  incoado  7  seguido  el  pleito  Dolía  Dolores  Martínez  7  Ortáz  de  Villate, 
D.  Hilario  del  Camino  7  Martínez  7  D.  Basilio  del  Camino  7  Martínez, 
viuda  7  sobrinos  respectivamente  del  asociado  fundador  D.  Basilio  del  Ca- 
mino 7  Camino;  por  lo  cual  es  visto  que  han  ostentado  una  personalidad 
de  que  carecían: 

Considerando  que  la  consecuencia  ineludible  de  este  hecho  es  la  pro- 
cedencia de  la  excepción  de  falta  de  personalfdad,  propuesta  por  el  Flscrt 
en  primer  término  en  su  escrito  de  contestación  á  la  demanda,  7  admitida 
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Mta  «zoepdón,  «I  Tribnntl  es  incompetente  para  conocer  de  la  cneetión 
de  fondo: 

VM>  el  pénalo  aegnndo  del  art.  48  de  la  ley  de  18  de  Septiembre 
de  1888;  ^ 

Miamos  qne  debemoe  declarar  j  declaramoa  procedente  la  ezoepdón 
de  falta  de  penonalidad  de  los  demandantea,  propneeta  como  perentoria 
por  el  Fiscal,  y  en  sn  consecnencia  arehívcíee  el  rollo  y  demélvase  al  lii- 
niiterio  de  Hacienda  el  expediente  gobernativo. — (Sentencia  pabllcada 
d  15  de  Marco  de  1892,  é  inserta  en  la  (faceta  de  19  de  Octubre  del  mis- 
no  afio.) 
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Amo  (1%  de  Mano  de  lB92).—Excepoume8  diíatarioi.  Incompdethcia  de 
j»i9iú¡dán,—8e  declara  proceaente  la  opuesta  por  el  Fiscal  á  la  demanda 
del  Marqnés  de  Bedmar  contra  la  Beal  orden  de  34  de  Enero  de  1891,  y 
le  eftablece: 

i.o  Que  loM  rmohicUmei  qvenaBon  áefiwUvoM  m  eawan  ettado,  se  kaüan 
txMdoM  ie  la  tria  eonteneioM,  eottfanne  á  ¡o  iiipueeto  en  ¡o$  artúmUm  i  *  y 
$0  de  ¡a  leude  IB  de  Sepíiembre  de  1888; 

72,0  Qtte  en  tal  caso  ee  encuentra  la  Beal  arden  qney  no  eólo  no  adopta 
^ttolueián  alguna  deñnUitfa  respecto  de  una  ety^eUania,  sino  que  precisamen- 
te ordena  fue  se  suspenda  la  enqjenadón  de  sus  bienes. 

El  Marqués  de  Bedmar,  patrono  de  cierta  capellanía,  impugnó  la  Real 
erdoi  dtada  que,  en  cuanto  á  una  de  aquéllas,  decide  en  los  términos  ex- 
poeetos  en  el  precedente  extracto,  y  el  Tribunal  contencioso,  estimando  la 
excepción  ^liúoria  de  incompetencia  propuesta  por  el  Fiscal,  dictó  la  sen- 
tencia, cuya  parte  sustancial  es  como  signe: 

Goasidenindo  que  en  la  demanda  lo  único  que  se  solicita  es  que  se  de- 
elareqne  una  de  las  capellanias  fundadas  por  el  Cardenal  D.  Alonso  de  la 
<!hieTa,  corresponde,  lo  mismo  que  las  otras  dos,  al  demandante  D.  Ernes- 
to Heiédia,  Marqués  de  Bedmar: 

Considerando  que  respecto  á  dicba  capellanía  la  Beal  orden  impugna- 
da, no  sólo  no  adopta  resolución  alguna  definitiya,  sino  que  precisamente 
ordena  que  se  suspenda  la  enajenación  de  los  bienes  de  ella,  con  arreglo 
á  lo  prevenido  en  la  orden  de  12  de  Mar«o  de  1874: 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  la  Real  orden,  en  la  parte  que  se 
Impugna,  no  es  definitiva  ni  causa  estado,  y  se  baila  excluida  de  la  vía 
ccmtenciosa,  conforme  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  Ifi  y  2.o  de  la  ley  de 
18  de  Septiembre  de  1888: 

ConsíderMido  que  estimada,  como  debe  serlo,  por  las  rasones  consig- 
nadas, la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción,  no  es  pre- 
ciso tantrax  á  examinar  la  otra  excepción  de  defecto  legal  en  el  modo  de 
proponer  la  demanda,  alegada  también  por  el  Fscal: 

Considerando  que  la  notoria  temeridad  con  que  ha  procedido  en  el  pre- 
sente caso  la  parte  demandante,  exige  que  se  imponga  á  la  misma  las  eos- 
taedel  litigio,  según  previene  el  art  93  de  la  ley  de  18  de  Septiembre 
de  1888. 

Vistos  el  Beal  decreto  de  12  de  Agosto  de  1871,  la  orden  de  12  de  Mar- 
so  de  1874  y  los  artículos  l.o,  2.o  46,  60  y  98  de  la  ley  de  18  de  Septiembre 
4e  1888; 

Se  declara  procedente  la' excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  ju* 
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litdiedón  propsMte  por  el  Fkcal^  oon  expresa  impoeidós  de  ooetae  á  la. 
parte  actora;  en  aa  virtud,  qaeda  sin  carao  eata  demanda;  devaólTaae  el  ex- 
pediente al  Miniaterio  Inego  que  ae  haga  efectiyo  el  importe  de  la  taaacióit>« 
de  costaa,  y  archiveae  el  rollo. — (Auto  fecha  10  de  Mano  ée  1892,  é  iaaer- 
to  en  la  uiteta  de  19  de  Oetabre  del  mümo  afio.) 
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AüTO  (17  de  Mano  de  IS^^y-^Eocc^íCumeB  dUatoriat.  Incompetenoia  de 
jurisdicción,'^Se  declara  procedente  la  opoeata  por  el  Fiacal  á  la  demanda 
de  D.  Narciso  Ullastres  y  otro  eontra  el  Real  decreto  de  20  de  Marzo  de 
1891,  y  se  establece: 

1.0  Que  á  tenor  de  ¡o  ditpítesto  en  el  ari,  3,o  de  la  ley  de  13  de  Septiembre 
de  1888^  la$  dispaticianes  de  carácter  general  qne  la  Adminietración  dieta  na 
pueden  $er  objeto  de  impugnaeián  en  vía  contmdoBa^  procediendo  únicamente 
el  reeuno  eontra  la$  reeoluciones  adoptadoi  como  ooneecuencia  de  una  de  ca- 
rácter general^  y  min  en  este  como  e$  neceearioque  con  día  «e  itrfrinja  algún» 
ley  en  la  cual  se  originen  loe  derechos  que  se  estimen  vulnerados: 

^.o  Que  el  art.  4.^  del  Beal  decreto  de  20  de  Manto  de  1881,  no  infringe 
ley  alguna  en  la  cual  se  haya  podido  originar  un  derecho  para  los  Sobrestoíh 
tes  de  Obras  públicas,  toda  ves  que  este  Cuerpo  no  ha  sido  organitado  por  una 
ky,  sino  que  lo  fué  por  el  Ghbiemo  en  el  Beal  deoreto  de  12  de  Abril  de  1894,, 
y  por  consiguiente,  el  Ministro  de  Fomento,  en  uso  de  la  misma  facultad  ean 
que  dicho  decreto  fué  dictado,  pudo  modificarlo  6  revocarlo  y  reorgamMor  ei 
Cuerpo,  como  lo  reorganizó  por  dicho  Beal  decreto  de  1891; 

3fi  Que,por  otra  parte,  autorizado  el  CMnemopor  el  art  36  dehlegde 
Predispuestos  de  29  de  Junio  de  1890  para  introducir  en  el  presupue^  de 
gastos  las  eeonomias  que  sean  eompatibles  con  el  mantenimiento  de  los  servi- 
cios públicos,  el  Real  decreto  de  que  se  trata  resulta  dictado  en  virtud  de  esta 
autorizacián,  puesto  que  del  conjunto  de  sus  disposiciones,  ó  sea  de  la  supre- 
sión de  los  Inipectores  Jefes,  Inspectores  especiales.  Comisarios  y  VigUmtes 
de  las  divisiones,  y  de  la  reorganización  del  Cuerpo  de  Sobrestantes  de  Obras 
públicas  que  en  el  mismo  se  aecretan,  resulta,  según  se  expresa  en  el  preámbu- 
lo, una  economía  para  el  Justado  de  183,000  pesetas; 

Y  ^.o  Que  en  consecuencia  de  todo  lo  dicho,  por  no  ser  el  repetido  Beal 
decreto  contrario  al  texto  expreso  de  ninguna  Uy,  y  por  aparecer,  además^ 
dictado  enusodela  ampUa  autorización  concedida  al  GMA^mopor  la  referi- 
da ley  de  Presupuestos,  constituye  un  acto  de  gobierno  propio  de  la  potestad^ 
discrecional  jf  del  cual  no  pueden  conocer  los  Tribunales  de  lo  Oputendoso- 
administrativo,  según  terminantemente  prescribe  el  núm,  1.^,  art.  4fi  de  la- 
ley  de  13  de  Septiembre  de  1888, 

DemandiUfon  D.  Narciso  Ullastres  y  D.  Cándido  Baacones  que  se  d^a- 
se  sin  efecto  el  art.  4.o  del  citado  Real  decreto  orgánico  del  servicio  de  Ins- 
pección  en  los  ferrocarriles,  y  el  Tribunal  eontendoso,  estimando  la  refe- 
rida excepción  dilatoria,  dictó  la  aentencia,  coya  parte  sustancial  es  coma 
sigue: 

Considerando  que  á  tenor  de  lo  dispueato  en  el  art  Z/^  de  la  ley  de  IS 
de  Septiembre  de  1888,  las  disposiciones  de  carácter  general  que  la  Admi- 
nistración dicta  no  pueden  ser  objeto  de  impugnación  en  vía  contenciosa, 
procediendo  únicamente  el  recurso  contra  las  resoluciones  adoptada» 
como  eonaecnenda  de  una  de  carácter  general,  y  aun  en  este  caap  es  ne- 
cesario que  con  ella  ae  infrinja  alguna  ley  en  la  cual  se  originen  los  dere^- 
chos  que  se  estimen  vulnerados: 
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OttMideaado  qo»  en  el  preeente  pleito  loe  demandantei,  no  iólo  hmn 
teofttdo  dUreciaineate  á  1*  vía  contendoM  contia  el  art  4.^  del  Bed  decre- 
to te  21  de  llano  de  1891,  iino  qae  adeoiáe  eaU  dlepoeieión  no  inírin^e 
\d5  ftls^ma  en  1»  cual  ee  baya  podido  originar  nn  derecho  para  lea  Sobrea- 
tntoa  de  Obraa  públicaa,  toda  vea  qne  eate  Caerpo  no  ha  aido  organiaado 
por  ana  ley,  aino  qoe  lo  íaó  por  el  €U>biemo  en  el  Real  decreto  de  IS  de 
Abril  de  1854,  y  por  conaígnieate,  el  Mlnietro  de  Fomento,  en  nao  de  la 
miama  iacnltad  eon  qne  dicho  decreto  íné  <Uetado,  pado  modificarlo  6  re» 
voctflo  y  reorganiaar^I  Onerpo,  eomo  lo  reorganiaó,  por  el  Beal  decreto 
ÚQjNignado: 

Conaiderando,  por  otra  parte,  qne  antorisado  el  Gobierno  por  el  artíon* 
lo  S6  de  la  ley  de  Preavpneatoa  de  90  de  Jnnio  de  1800  para  introducir  en 
el  Preanpneato  de  gaatoa  laa  eoonomíaa  qae  aean  compatiblea  oon  el  man- 
tenimiento de  loa  aerricioa  públicoa,  el  Beal  decreto  de  qne  ae  trata  reanl- 
ta  dictado  en  virtud  de  eata  antoriaadón,  pneato  qne  del  oonjnato  de  ana 
diapoaicionea,  ó  aea  de  la  an^reaión  de  loa  Inapei¿orea  Jetea,  Inapectorea 
mpecialee,  Comiaarioa  y  Vigilantea  de  laa  diviiionea,  y  de  la  reorganiza- 
eiéa  del  Gnerpo  de  Sobreatantea  de  Obraa  púbUcaa  qne  en  el  miamo  ae  de- 
cretan, reaulta,  según  se  expreaa  en  ^  preámbulo,  naa  eoonomía  para  el 
Estado  de  188.000  peaetaa: 

Omaiderando,  en  conaecnencia  de  todo  lo  dicho,  qne  por  no  ara  el  re- 
petido Beal  decreto  contrario  al  texto  expreao  de  ningnna  ley,  y  por  apa- 
lecar,  ademáa,  dictado  ea  nao  de  la  amplia  antoriaación  concedida  al  Go» 
Memo  por  la  referida  ley  de  Preaapneatoa,  conatitnye  nn  acto  de  gobierno 
propio  de  la  poteatad  diacredonal  y  del  onal  do  pueden  conocer  loa  Tribn- 
nalea  de  lo  Contencioao-adminiatrativo,  aegún  terminantemente  preacñbe 
elnúm.  l.o  del  art  4.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  siendo,  por 
tanto,  pvoeedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jnriadicción 
alegada  por  el  FiaoaL 

Viato  el  Beal  decreto  de  12  de  Abril  de  1864,  el  art.  86  de  la  ley  de 
Preaapneatoa  de  20  de  Junio  de  1800,  loa  artícnloa  1.^  y  4.o,  númeroa  I.®, 
46  y  60  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Se  daelara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jnris- 
diadóa  idegadla  por  el  Fiscal,  rin  hacer  expreaa  condenación  de  costas;  y 
aa  sn  conaecneacia,  an^vese  el  rollo  y  devnélvaae  el  expediente  guber- 
nativo al  Miniaterio  de  Fomento  con  certificación  de  eate  auto,  que  se  pu- 
blicará en  la  Qúceta  deMadridyañ  insertará  en  la  CoUcdán  legitlativa.--' 
(Auto  fecha  17  de  Mano  da  1892,  ó  inserto  en  la  Qaeekí  de  10  de  Octubre 
del  miamo  afio.) 


128 

SamcBHcaA  (17  de  Marao  de  1802).~iáÍNafMW  (defraudación), —Be  ab- 
aoelve  á  la  Administración  de  la  demanda  interpueata  por  D,  Bernardo 
Sonbré  contra  la  Beal  orden  de  28  de  Abril  de  1887,  y  se  establece: 

Xo  Que  la$  ra^^aduroi  y  mmiendoi  cmUnidoB  en  wna  papeleta  compren' 
mma  de  la  deeiaradán  de  loe  géneroe  preeentadoe  en  ana  Aduana,  ein  apare- 
cer eaiuadae  oportunamente  por  fereonae  autorieadae  para  ello,  y  la  oircune* 
tmmDia  de  eseifftrse  al  ooneignatarto  loe  derechoe  correepondientee  á  cueree  ee- 
am  cuando  habia  eat^fecho  en  la  Aduana  loe  de  loe  cueree  húmedoe,  iitferiO' 
rea  á  aauéüoe,  ee  prueba  palmaria  de  que  ialee  modifioacionee  tumeron  por 
^¡feto  aefraudar  la  renta  de  Aduanae: 

Zfi    qucH  Um  ü  núm,  lí.o  dd  art.  $8  de  loe  Ordena$uae  de  1878  niño  á, 
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derogar  elnúm.  2,^  dd  art  19  dd  Beal  decreto  de  20  de  Junio  de  1852,  uno 
y  airo  preowto  eon  hutplieáblee,  o^n  u  declaró  por  Beal  orden  de  11  da 
SqfUembre  de  18S8,  cuando  vor  exietir  drfraudadon  y  connivencia  con  fun- 
eianarioe  púbüeoe,  ee  kaUe  el  acto  comprendido  también  en  ¡o$  arUeuloi  que 
de  esto»  oa$o$  tratan: 

3,o  Que  al  hecho  anteriormente  mantf estado,  reatíeado  en  connivencia  con^ 
¡0$  empleadoi  de  la  repetitiva  Adnana,  es  apUcable  el  núm.  11  del  diado  ar- 
ticulo 19  dd  Real  decreto  de  1852,  d  cual  ctutiga  como  deUto  de  d^rauda- 
dan  toda  viohu!Íán  de  las  r^las  administraUvas  que  tensa  tetidencia  mani- 
fiesta  y  directa  á  eludir  ó  disminuir  dpa^o  de  loque  legüima$nente  dd^  sa- 
iüfaeerpor  raxán  de  una  cowtribudán  durecta  ó  indirecta; 

Y  4,^  Que  no  puede  (lUerar  esta  calijioacióny  la  penalidad,  ooftformecon 
la  miema,  la  drcunstancia  de  haber  sido  d  defraudador  absudio  por  la  ju 
risdiccián  ordinaria,  por  cuanto,  con  arreglo  á  los  articuloe  53y  61dd  Meal 
decreto  de  1852  y  al  287  de  las  Ordenanzas  de  Aduanas  de  19  de  Noviembre 
de  188á,  loe  procedimientoe  administrativoe  y  judieialee  para  perseguir  los 
dditos  de  eontrí^ndo  y  defraudación  ddten  tramitarse  f/  deddtree  con  abeo- 
luta  independencia,  lo  cual  demuestra  que  no  pueden  ni  deben  influir  en  uno 
de  estos  ordene»  las  reeolucione»  dictada»  en  d  otro,- 

La  Baal  orden  impagada  confinna  el  fallo  de  la  Junta  adminiatratíva, 
qne  en  el  caio  expuesto  en  el  precedente  extracto  impuso  al  declarante  de 
la  mercancía  la  malta  correapondiente;  j  el  Tribunal  Oonteneioao  dictó  la 
sentencia,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  el  no  haber  sido  salvadas  ni  aparecer  hechas  por 
]>ersona  autoriíada  las  raspaduras  y  enmiendas  que  ofrece  la  declaración, 
demuestra  su  ilegitimidad;  y,  por  otra  parte,  la  circunstancia  acreditada  en 
el  expediente  de  que  la  Agencia  internacional  exigió  del  consignatario  loa 
derechos  correspondientes  á  cueros  secos  cuando  había  satisfecho  en  la 
Aduana  los  de  los  cueros  húmedos,  inferiores  á  aquéllos,  es  prueba  palma- 
ria de  que  tales  modificaciones  tufieron  por  objeto  defraudar  la  renta  de 
Aduanas: 

Oonsiderando,  en  cuanto  á  la  calificación  juridiea,  el  hecho,  que  si  bien 
el  núm.  2.o  del  art.  98  de  las  Ordenanxas  de  1878  vino  á  derogar  el  nú- 
mero 9.<^  del  art  19  del  Beal  decreto  de  20  de  Junio  de  1862,  mío  y  otro 
precepto  son  inaplicables^  según  se  declaró  por  Beal  orden  de  11  de  Sep- 
tiembre de  1888,  cuando  por  existir  defraudación  y  connivencia  con  fun- 
cionarlos públicos,  se  halla  el  acto  comprendido  también  en  los  artíeuloa 
que  de  estos  casos  tratan: 

Oonsiderando  que  en  el  presente  caso  es  indudable  que  hubo  conni- 
vencia con  los  empleados  de  la  Aduana,  puesto  que  dentro  de  ella  se  veri- 
ficó la  enmienda  de  la  declaración,  y  por  tanto  debe  estimarse  aplicable 
el  núm.  11  del  citado  art  19  del  Beal  decreto  de  1862,  el  cual  castiga  como 
delito  de  defraudación  toda  violación  de  las  reglas  administrativaa  qne 
tenga  tendencia  manifiesta  y  directa  á  eludir  ó  disminuir  el  pago  de  k>  qae 
legítimamente  debe  satisfacer  por  razón  de  una  contribución  directa  ó  in- 
directa: 

Oonsiderando  que  no  puede  alterar  esta  calificación  y  la  penalidad  con- 
forme con  la  misma  que  se  ha  impuesto  á  D.  Bernardo  Soubré  en  este  ex>< 
podiente,  la  circunstancia  de  haber  sido  absoelto  el  mismo  por  la  jurisdic- 
ción ordinaria  en  la  causa  que  se  le  siguió,  por  cuanto  con  arreglo  á  loa 
artículos  68  y  61  del  Beal  decreto  de  1862  y  al  287  de  las  Ordenuicas  de 
Aduanas  de  19  de  Noviembre  de  1884,  los  procedimientos  administratívo« 
y  judidales  para  perseguir  loa  delitos  de  contrabando  y  defraudación  de- 
ben tramitarse  y  decidirse  con  absoluta  independenoiai  lo  cual  demuestra 
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^ne  no  poedcn  ni  deben  infliiir  en  ano  de  eetoe  órdenee  kw  reeolndonee 
éitUdaí  en  el  otro. 

Viitoe  loe  urticaloe  19,  68  y  61  del  Beel  decreto  de  80  de  Jnnio  de  1863, 
«1 315,  núm.  2.0  de  Im  Ordenansae  de  Adoanai  de  1878  y  el  387  de  las  Or- 
deraoM  de  1884: 

Viste  le  Real  orden  de  11  de  Septiembre  de  1888; 

FAlImmoe  qne  debemoe  ebeolver  y  abeolvemos  á  la  Adminietradón  ge* 
oeral  del  Estado  de  la  demanda  interpneeta  por  D.  Bernardo  Soubré  con- 
te  la  Beal  orden  de  28  de  Abril  de  1887,  la  cnal  queda  firme  y  rabeietente. 
—(Sentencia  publicada  el  17  de  Mano  de  1893,  é  inserta  en  la  Gaceta  de 
19  de  Octubre  del  mismo  sfio.) 
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SnrrsHGZA  (17  de  Mano  de  1893).— Iforcas  iefáibrka  (imeiipeián).'- 
6e  absnelTo  á  la  Administración  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Fran* 
císeo  fiánehea  Galnares  contra  la  Beal  orden  de  28  de  Agosto  de  1890,y  se 
estsUece: 

Que  la»  marca$  de  fábrica  son  eignoe  que  loe  eomercimUee  de  buena  fe 
emi^eamparadktw^mreH^mereadoUmprodmctoe  de  eue  eetableeimientoe 
f  emtar  que  $e  etmfímdan  ccnloede  otroe  eomereiarUee  ó  induetrialee,  y  qine 
eom  arreglo  á  eete  principio  m  eMbleoe  en  el  párrqfo  eexto  del  art,  6.^  del 
Beal  decreto  de  91  de  Agoeto  de  1884^  que  ee  negará  la  ineer^^eián  de  una 
marea  de  fábrica  cuando  ya  exieta  regietrada  otra  con  la  cualpueda  ooftfw^ 
diñe  la  que  h  pretende  regietrar^  induciendo  á  error  á  loe  coneumidore». 

Por  dicha  Beal  orden  se  desestimó,  la  alzada  interpuesta  por  D.  Fran- 
cisco Sáncbes  Qalnares  confirmando  el  acuerdo  del  Gobierno  general  de 
Guba,  que  negó  la  inscripción  de  una  marca  de  fábrica,  propiedad  del  de- 
mandante, y  titolada  La  Nueva  Yifia,  por  hallarse  matriculada  con  ante» 
liorídad  otra  titulada  La  Vifia,  con  la  cual  cabía  se  confundiese  y  equivo* 
cara  la  de  propiedad  del  8r.  Bánches  Galnares,  á  causa  de  tener  las  dos 
Igual  carácter  y  estar  destinadas  á  los  mismos  objetos. 

Interpuesto  recurso  contra  dicha  Beal  orden,  el  Tribunal  contendoso 
dicto  la  sentencia,  cuya  parto  sustancial  es  como  sigue: 

Oonsiderando  que  las  marcas  de  fábrica  son  signos  que  los  comercian- 
tes de  buena  fe  emplean  para  distinguir  en  el  mercado  los  productos  de 
sos  establecimientos  y  evitar  que  se  confundan  con  los  de  otros  comer- 
ciantes ó  industiiales,  y  que  con  arreglo  á  esto  principio  se  establece  en 
él  párrafo  sexto  del  art  6.o  del  Beal  decreto  de  21  de  Agosto  de  1884,  que 
se  negará  la  inscripción  de  una  marca  de  fábrica  .cuando  ya  exista  regis- 
tiada  otra  con  la  cual  pueda  confundirse  la  que  se  pretende  registrar,  in- 
duciendo á  error  á  los  consumidora: 

Oonsiderando  que  la  confusión  á  que  se  refiere  el  anterior  precepto  se 
encneoka  en  la  marca  objeto  de  esto  pleito  denominada  La  Nueva  Yifia, 
cuyo  registro  ó  inscripción  solicito  el  dmnandante,  puesto  que  comparado 
el  disefio  de  ésto  con  el  de  la  antorionnento  registrada  con  el  nombre  de 
La  ^^fia  que  obran  en  el  expediento  gubernativo,  sin  entrar  en  los  detar 
Use  que  contienen,  vienen  á  confundirse  con  la  particularidad  de  que  en 
ambas  se  expresa  el  domicilio  del  establecimiento,  que  la  primera  es  Bei- 
na,  81,  y  en  la  segunda  Beina.  31;  confusión  que  el  demandanto  ha  podido 
evHar  eligiendo  otro  título  diferento  nara  su  marca,  si  su  nropósito  al  so- 
licitarla ora,  como  debe  suponerse,  el  darla  crédito  con  la  bondad  de  los 
productos  de  so  establecimiento. 
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visto  •!  BmI  decreto  de  21  de  Agosto  de  1884,  pánafe  texto  del  ar- 
tioalo  6.0,  sobre  propiedad  indastrial  en  Ultramar; 

Fallamos  qae  debemos  absolyer  y  absolyemos  á  la  Administraeite  ge- 
neral del  Estado  de  la  demaada  interpuesta  á  la  representación  de  Don 
Francieco  Sánches  Galnares  contra  la  Real  orden  de  38  de  Agosto  de  1890, 
la  caal  queda  firme  j  sabsistente.->(Sentoncia  pablieada  el  17  de  Mano 
de  1892,  é  inserta  en  la  Oaeeta  de  19  de  Ootobre  del  mismo  alio.) 
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Sbhtkkcia  (17  de  Marco  de  1892),— JWdadtmef  benéficas,  Bevenión 
de  biene$.—Be  revoca,  en  parto,  la  Beal  orden  de  17  de  Marco  de  1888, 
impugnada  por  el  Doqne  de  Fernán  Kúfies,  j  se  establece: 

1.0  Qme  declarándose  por  Bentenda  firme  de  ¡os  Tribmídes  ordéktrioM 
que  el  Estado  viene  obligado  á  entte§ar  al  particular^  en  cuyo  favor  deektró 
Ofuélla  ¡4  reversián  de  dertoe  ¡nenes,  ¡os  valores  en  que  éstos  nubiisen  sido  re- 
matados, frocede,  para  cumplir  este  fallOy  aue  el  Estado  entreaue  ¡os  mismo9 
valores,  stexisíen,  y  cuando  no,  ks  que  se  hayan  emitido  ó  dekan  emitirse  en 
equivalencia  de  aqu&los,  con  arreglo  á  ¡as  leyes  de  oonversián  de  ¡a  Deuda 

9.0  Que  es  improeedenle  apUoar  a¡  propio  caso  el  art.  éfi  dela¡eyde  3 
de  Agosto  de  1861,  cuando  nose  traiadeun  crédito  representado  por  Ubran- 
sos,  cartáM  de  pago  ú  otros  documentos  expedidos  por  cuenta  6  cargo  del  Te- 
soro, ó  que  conste  en  ¡as  cuentas  corrientes  de  ios  dependencias  del  Gobierno, 
sino  pura  y  sencillamente  de  la  obügacián  impuesta  á  ¡a  Hacienda  de  des- 
prenderse en  favor  de  «m  particular  de  ciertos  valores  que  hibia  recado 
comopreciode  uno  ó  varios  contratos  cdebrados  con  otros  particulares; 

Y  3.0  Que  ¡imitándose  una  Bea¡  orden  aprevenir  alas  oficinas  provist- 
dales  lapráfCtica  de  una  liquidiaeión  que  ¡a  Superioridad  se  reserva  aechar, 
es  notorio  que  noprejuzga  ¡a  euestián  ni  dieta  un  fallo  que  cause  estado,  y, 
por  tanto,  ssa  susoq^le  de  impugnación  en  via  contenciosa. 

En  pleito  cítU  ordinario,  sostenido  por  el  Daqne  de  Fernán  Núfies  con 
el  Estado  sobre  reyersión  al  primero  de  ciertos  bienes,  foé  asta  acordad» 
en  sentencia  firme  de  14  de  Janio  de  1870,  por  la  qne  se  condenó  al  Esta- 
do á  la  doTOlnción  de  didios  bienes  y  áqae  por  los  vendidos  abonase  loa 
Talores  en  que  hubiesen  sido  rematados. 

Solicitada  por  Fernán  Núfies  la  entrega  del  precio  de  la  enajenadón, 
se  decidió,  en  lo  principal  de  la  Real  orden  impugnada,  reconocer  á  favot 
de  aquél,  por  ios  bienes  vendidos,  el  derecho  á  percibir  lo  que  le  oorres- 
pond»  en  deuda  del  material  del  Tesoro,  con  arreglo  al  vi^or  efectivo  qii« 
aMos  precios  de  cotisación  en  la  fecha  en  que  se  pagaron  los  pisaos  por 
los  compradores,  representen  los  valores  de  la  Deoda  en  que  ñies^  rea- 
lisados, por  constituir  las  expresadas  ventas  un  crédito  comprendido  en 
el  art.  4.o  de  la  ley  de  8  de  Agosto  de  1861. 

Impugnada  dicha  Real  orden  por  el  Duque  de  Fernán  Núfies,  dictó  el 
Tribunal  contencioso  la  sentencia,  cuya  puto  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  la  sentencia  firme,  dictada  por  la  Audiencia  de  Se- 
villa en  14  de  Junio  de  1870,  mandó  que  el  Estado  entregase  á  la  Duque- 
sa de  Fernán  Núfies  los  valores  en  que  hubieran  sido  rematados  los  bie- 
nes de  la  fundación  de  Dofia  Beatris  de  los  Ríes,  enajenados  desde  1817 
á  1844: 

Ck>nBiderando  que  para  cumplir  esto  fallo,  debe  el  Esta^  entregar  loa 


W.': 
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'vdiBMM,  I&  existen,  y  eoaiido  bo,  los  qne  se  hayan  emitido  ó  deban  emi- 
\áxte  en  eqnivalenci»  de  aqnéUos,  con  arreglo  á  las  leyes  de  eonrersión  de 
la  Deuda  pública: 

Oonnderuido  qne  ee  improcedente  aplicar,  como  lo  hace  la  Beal  orden 
impugnada,  el  art.  4.<>  de  la  ley  de  8  de  Agosto  de  1861,  porqne  no  se  trata 
de  na  crédito  repieeentado  por  Mbranzas,  cartas  de  pago  ú  otros  docn* 
SBSDtos  expedidos  por  cnenta  ó  á  cargo  del  Tesoro,  ó  qne  conste  en  las 
enentas  corrientes  de  las  dependencbM  del  Gobierno,  Mno  pnra  y  senci- 
Hsmente  de  la  obligación  impuesta  á  la  Hacienda  de  desprenderse  en  ta 
▼or  de  nn  particular  de  ciertos  yalores  qne  había  recibido  como  precio  de 
oso  ó  Tarios  contratos  celebrados  con  otros  particulares: 

OoQsiderandoqnesiesde  atenderla  demanda  en  este  principal  ex- 
tremo, no  ocurre  lo  mismo  reepecto  al  pago  de  intreees,  que  también  se 
•eolicit*,  porque  limitándose  en  este  punto  la  Real  orden  reclamada  á  or 
denar  á  las  Oficinas  proTinciales  la  práctica  de  una  liquidación  que  la  Su- 
prioridad  se  reeerva  iq»robar.  és  notorio  que  no  prejuiga  la  cuestión  ni 
dicta  nn  íalio  que  cause  estado,  y,  portante,  sea  susceptible  de  impng 
oadón  en  Tía  contenciosa. 

Visto  el  art.  á.^de  la  ley  de  8  de  Agosto  de  1861  sobre  liqaidadón  de 
la  Deuda  del  Teroro: 

^^stas  las  leyee  de  Gonrersión  de  la  Deuda  de  1  .<»  de  Agosto  de  1861  y 
M  de  Mayo  de  1883; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  lo  que  el  Estado 
debe  entregar  á  Dofia  María  del  Pilar  Ossorio  y  Gutiérrez,  Duquesa  de 
Fernán  Ñafies,  en  equivalencia  de  los  bienes  vendidos  procedentes  de  la 
íandadón  de  Dofia  Beatriz  de  los  Ríos,  son  losvaloresen  que  fueron  rema- 
tados dichos  bienes;  y  no  existiendo,  los  qne  se  hayan  emitido  ó  deban 
emitirse  en  equivalencia  de  los  niismos,  con  arreglo  á  las  leyes  de  Con- 
Teraión  de  la  Deuda  pública;  en  cnanto  la  Real  or<^n  impugnada  de  17  de 
Marco  de  1888  no  se  hidle  conforme  con  esta  declaración,  la  revocamoe, 
jr  en  lo  demás  queda  confirmada. — (Sentencia  publicada  el  17  de  Mano 
de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  19  de  Octubre  del  mismo  afio.^ 
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amo  (17  de  Mano  de  1892).— JbDMtpeúmet  düaiwria»,  Ino<mpeteneia  ée 
Jmriadieeión.'-Be  declara  procedente  la  opuesta  por  el  Fiscal  á  la  demanda 
de  D.  Manuel  Julbe  contra  k  Real  orden  de  6  de  Julio  de  1891,  y  se  esta 
bleoe: 

i.e  <2tie  lot  eiremmtaneiai  de  címtar  en  el  expediente^  bajo  la  firma  del 
imtereiadOy  qw  ha  teñido  luqar  la  no^ficaeión,  y  darse  tí  miemo  por  enterado 
db  la  reeohicián  que  ocntenía,  mm  beíitautes  para  tener  aqiUüa  por  hechOy  eon 
-earreaio  á  lo  prevenido  en  el  art  7^  éklaley  delS  deSepUembre  de  1888: 

ür  Qmcon<arreglo  al  art  94  de  la  ley  de  IS  de  Septiembre  de  1888,  eólo 
Me  deeeuenian  loe  dm  feriadoe  al  oompntar  loe  plazoe  eeñaladoa  por  dia$, 
jfero  no  cuando  se  cosiputon  los  qne  se  señalan  por  míese»: 

3.0  Que  eonforme  á  lo  ¡¡revenido  en  d  art.  46  de  la  ley  de  h  Contencioso, 
procede  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia,  cuando  el  recurso  se  deduce 
juera  del  plazo  que  marea  el  art.  7.^  de  la  miema  ley; 

40  (^  la  resolución  que,  desestimando  la  peHcián  dd  interesado  de  de 
jar  sin  tfeeto  otra  anterior,  no  impugnada  por  el  miame  en  via  contenciosa, 
ladp¡a  sivMMUmte,  no  pueden eetmarse  stso  como  reprodmecián  deésta,y 
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jMT  lo  ionio  excMda  del  eononoeimienio  de  loe  Tnbunalee  de  lo  OorUmekm- 
por  el  núm.  8.0,  ari,  áP  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Y  5.0    Q^e  con  arreglo  al  ari.  98^  procede  la  impoticián  de  coetao,  emmij^ 
el  ador  oostMtiae  tu  aecián  en  el  pleito  con  notoria  temeridad. 

Por  la  Beal  orden  de  referencia  ee  dejó  sin  efecto  la  oonoeaióB  del  grado 
de  Teniente  Coronel  otorgado  á  D.  Manoel  Jalbe.  Beclamada  por  el  inte- 
resado la  nulidad  de  esta  dispoeición  en  instancia  de  28  de  Julio  de  1891. 
manifestando  le  había  sido  notificada  el  88  del  propio  mes,  se  dictó  la  Beai 
orden  de  21  de  Septiembre  del  mismo  afio,  denegatoria  de  aquella  pe> 
tfdón: 

Contra  estas  dos  Reales  órdenes  se  interpuso  el  oportuno  recurso,  y^ 
Tribunal  de  lo  Contencioso  dictó  la  sentencia,  cuya  parte  snstanciai  e» 
eomo  signe: 

Coniáderando,  por  k>  que  se  refiere  á  la  Beal  orden  de  6  de  Julio,  qoe 
aparte  de  que  fué  legalmente  notificada  al  interesado  por  medio  de  tras- 
lado del  Coronel,  á  cuyas  órdenes  servía,  no  puede  ponerse  en  duda  que 
en  28  del  mismo  mes  el  interesado  hizo  constar  en  el  mismo  expediente»^ 
bajo  su  firma,  que  la  notificación  había  tenido  lugar  en  28,  y  se  dio  por 
enterado  de  la  resolución  que  contenía,  circunstancias  bastantes  para  te- 
ner por  hecha  la  notificación,  según  lo  prevenido  en  el  art.  7.*  de  la  ley  de 
18  de  Septiembre  de  1888: 

Considerando  que  aun  cuando  se  compute  el  plazo  tan  sólo  desde  la 
citada  fecha  de  28  de  Julio,  es  indudable  que  el  recurso  deducido  en  3  de 
Noviembre  lo  fué  notoriamente  fuera  de  los  tres  meses  que  al  efecto  con- 
cede el  citado  artículo  7.o,  supuesto  que  con  arreglo  al  art.  94  de  la  misma 
ley,  sólo  se  descuentan  los  días  feriados  al  computar  los  plazos  sefialadoe 
por  días,  pero  no  cuando  se  computan  los  que  se  sefialan  por  meses: 

Considerando  que,  á  virtud  de  lo  expuesto,  y  conforme  á  lo  prevenido 
en  el  art.  46  dé  la  ley,  procede  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  en 
cuanto  en  la  demanda  se  impugna  la  Eeal  orden  de  6  de  JuUo,  por  haberse 
deducido  el  recurso  fuera  del  plazo: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  21  de  Septiembre  no  puede  eeti- 
marse  sino  como  reproducción  de  otra  anterior  (Ia  de  6  de  Julio),  la  cnal 
no  fué  reclamada  en  tiempo,  y  por  tanto  se  halla  excluida  del  conocimiento 
de  los  Tribunales  de  lo  Contencioso  administrativo  por  el  núm.  8.0  kt- 
tículo  4.*  de  la  ley: 

Y  considerando  que  con  arreglo  al  art.  98,  procede  la  imposición  de 
costas  cuando,  como  sucede  en  este  caso,  el  actor  sostuviese  su  acción  en 
el  pleito  con  notoria  temeridad: 

Vistos  los  artículos  4.o,  núm.  8.*¡  7.o  46,  60  y  98  de  la  ley  de  18  de 
Septiembre  de  1888; 

Se  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  fn- 
risdicdón  alegada  por  el  Fiscal  con  imposición  de  costas  al  ador;  en«i 
virtud,  queda  la  demanda  sin  curso;  archívese  el  rollo  y  devuélvase  el  ex- 
pediente gubernativo  al  Ministerio  de  la  Guerra  con  certifieación  de  este 
auto,  que  se  publicará  en  la  Qaeeta  de  Madrid  y  se  insertará  en  la  Colección 
legi$íativa,^lA.nio  fecha  17  de  Marso  de  1892,  é  inserto  en  la  Qaeeta  de  19- 
de  Octubre  del  mismo  afio.) 
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AiTTO  (17  de  Mano  de  1892).— £eo0|»cúme»  dUatoriae,  Incompetencia  do- 
jwri9diccián.^89  declara  procedente  la  alegada  por  el  Fiscal  en  la  dsr 
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■tuda  de  1a  CondeM  de  TorreciiélUur  contra  le  Beel  orden  de  27  de  Mayo 
de  1891, 7  ee  establece: 

QHe  m  materia  de  enajenación  par  el  Sitado  de  biene$  naciana¡e$f  ton  de 
la  empetmeia  de  la  jnrudieeión  oontencioioadminütraHva  la§  cue8tione$ 
fue  fe  originan  de  la  venta  ó  eanttüuyen  incidencias  de  la  miema  entre  el  Ee- 
todo  f  dpartieuiar  eempradar;  pero  no  pertenecen  á  eeta  juritdiedán^  ttno 
fite  eorráponden  áladelo$  Ikrumnaki  ordinarioM  loi  cuegtione$  sobre  domi- 
nio 4  pnptedad^  y  aqnelkn  ene  turgen  entre  elEetadoyun  tercero^ $in inter- 
weeáán  en  la  venta  de  lo$  ¡neneSyp  en  este  género  de  cne$tione$  se  comprenden 
lesgneeom  anUrioriiad  á  la  venia  misma^  can  independencia  de  ella  y  deducid 
des  mediatUe  reclamaciones  á  que  sirven  de  base  Otulos  de  derecho  civü,  se 
prommevenpor  el  propietario  para  excluir  determinada  finca  de  la  incauta- 
eién  p  de  ¡a  venta, 

En  el  expediente  de  renta  de  ciertos  bienee  procedentes  de  los  Pro- 
pios de  Marida,  se  solicitó  por  la  Condesa  de  Torrecnéllar  la  sospensión 
de  la  snbasta,  por  estar  inclaidos  en  la  misma  nnos  terrenos  de  sn  pro- 
piedsd. 

Interpoesto  recnrso  de  sisada  contra  el  fallo  de  la  Dirección  general 
de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado,  que  desestimó  dicha  pretensión, 
se  dictó  la  Beal  orden  citada,  confirmatoria  del  acuerdo  apelado  dé  la  Di- 
rección, en  virtod  de  no  hallarse  Jnstificado  qne  en  la  finca  vendida  por  el 
Estado  te  encontrase  la  de  propiedad  de  la  apelante.  Interpuesto  ocHitra 
esta  Beal  orden^  recurso  contencioso,  el  Tribunal  dictó  la  sentencia,  cuya 
parte  sostandal  es  como  sigue: 

Ck>Dsid«ando  que  la  cuestión  propuesta  en  la  demanda,  ó  sea  la  ez« 
chulón  de  derta  parte  de  terreno  subastado  en  concepto  de  bienes  nacio- 
nales, no  impHca,  ni  por  la  ocasión  en  qne  se  inició,  ni  tobre  todo  por  su 
natoraleía  oaisma,  una  contienda  qne  deba  eetímaree  como  incidencia  de 
la  sabssts,  sino  que  es  pura  y  simplemente  una  cuestión  nacida  de  la  pro- 
piedad del  terreno  mendonado  entre  el  particular,  que  alegó  y  sostiene 
•a  dominio  psra  impedhr  la  inclusión  de  la  finca  en  los  terrenos  objeto  de 
Is  Tenta,  y  el  Estado,  que  ha  desatendido  esta  reclamadón: 

Considerando  que  en  materia  de  enajenadón  por  el  Estado  de  bienes 
Bseionales  son  de  la  competencia  de  la  jurisdicción  contenciosoadministra- 
tira  las  cuestiones  que  se  originan  de  la  venta  ó  constituyen  incidencias 
de  la  misBoa  entre  el  Estado  y  el  particular  comprador,  pero  no  pertenecen 
á  esta  jarisdicdón,  sino  que  corresponden  ala  de  los  Tribunales  ordina- 
rios Iss  cuestiones  sobre  dominio  ó  propiedad,  y  aquellas  qne  surgen  en* 
fare  el  Estsdo  y  un  tercero,  sin  intervención  en  la  venta  de  los  bienes,  y 
eo  este  género  de  cuestiones  se  comprenden  las  que  con  anteriorídd  á  la 
venta  nüsma,  con  independencia  de  ella  y  deducidas  mediante  reclama- 
cíoaes  á  que  sirven  de  base  títulos  de  derecho  dvil,  se  promueven  por  el 
proi^etario  para  excluir  determinada  finca  de  la  incautación  y  de  la  venta; 

Y  considerando  que  en  virtud  de  esta  doctrina  aplicada  al  presente 
csso,  es  indudable  que  la  exdudón  solldtada  en  la  demanda  es  una  cues- 
tión para  cuya  resoludón  carece  de  competencia  el  Tribunal  de  lo  Conten- 
cioso administrativo,  por  lo  cual  es  de  estimar  la  excepción  dilatoria  en 
este  sentido  simada  por  el  Fiscal. 

.  Vistos  el  srt.  15  de  la  ley  de  Contabilidad  de  25  de  Junio  de  1872  y  los 
artleolos  4.^  núm.  2.o,  45  y  50  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

fie  estima  la  excepción  dilatoria  de  incompetenda  de  jurisdicdón  alO" 
gada  por  el  Fiscal,  y  en  su  virtud,  queda  sin  corso  la  demanda;  archívese 
el  jrdlo,  y  devuélvase  el  expediente  al  Ministerio,  con  certificadón  de  este 
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auto,  qne  ee  insertará  en  la  Gaceta  de  Madrid  j  publieará  en  la  CoheciáK 
Ugi$laÍiva,'-{AuU>  fecha  17  de  Maiso  de  1892,  ó  inaerto  en  la  Oaeeta  de  Sí 
-de  Octubre  del  miamo  afio.) 
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SxKTBKOLL  (18  de  Marzo  de  lS9t).^Bíéne8  eoDceptuadoi  de  la  detamor- 
iisacián.  Cc^lanias.-^Sé  declara  incompetente  el  Tribunal  contendoao 
para  conocer  de  la  demanda  de  Dofia  Mercedes  Molina,  contra  la  Real  or* 
'den  de  10  de  Marso  de  1888,  y  ae  establece: 

Oue  las  cueitiones  que  i>er8aH  sobre  domimo  de  ¡nenes  eamprendidús  em 
las  disposiciones  desamortizadoras  ó  cualesquiera  oíros  dereenes  sábre  íes 
mismos,  ^  Se  funden  en  HMos  anteriores  y  posteriores  á  ta  subasta  ó  sean 
independientes  de  ella,  están  atribuidas  al  conocimiento  de  los  Juzgados  y 
Tribunales  del  fuero  ordinario  por  el  art.  l.o  del  Beal  decreto  de  $0  de  Sep- 
tiembre de  1852,  doctrina  sancionada  por  el  núm.  4.^  de  la  ley  de  13  de  Sq^- 
Uembre  de  1888  al  exduir  de  las  sometidas  á  los  Tribunales  de  lo  Conten- 
doso-administrativo  las  de  Índole  civü,  entendiendo  por  tales  aquéUas  et^  que 
^  derecho  vulnerado  tenga  dicho  carácter. 

Solicitado  por  Dofia  Josefa  Ríos  qne  faeran  etceptoadoa  de  la  dea* 
amortisación  los  bienes  dótales  de  variaa  capellaniaa,  se  desestimó  esta  pre- 
tensión por  Real  orden  de  16  de  Marzo  de  1877.  por  no  ser  aquéllas  de  ca- 
ráoter  familiar,  en  vista  de  la  cual  el  Teniente  ae  Alcalde  de  aquella  yilla, 
en  18  de  Marzo  de  1878,  se  incautó,  en  nombre  del  Estado,  de  varias  fincas 
pertenecientes  á  la  dotación  de  dichas  capellaníaa,  j  entre  las  cuales  filt- 
raban algunas  inscritaa  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  aquél  término, 
desde  el  12  de  Junio  de  1877,  á  favor  de  D.  Santiago  del  Saz.  Vendidas 
estas  últimas  por  dicho  sefior  en  28  de  Febrero  de  1879  á  Dofia  Mercedes 
Molina,  las  enajenó  el  Estado  posteriormente  en  subaata  pública  oelebr»- 
da  el  20  y  24  de  Marzo  de  1880. 

Solicitado  por  Dofia  Mercedea  que  se  dejase  sin  efecto  la  posesión  deda 
á  los  compradores,  se  desestimó  su  pretensión,  recurriendo  entonces  la 
misma  en  alzada  ante  el  Ministro  de  Hacienda,  que  dictó  la  Real  orden 
impugnada,  confirmatoria  del  acuerdo  recurrido. 

Interpuesto  contra  esta  Real  orden  el  oportuno  recurso,  el  Tríbanal 
contencioso  dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Gonsiderando>que  las  cuestiones  que  versan  sobre  dominio  de  bienes 
comprendidos  en  las  disposiciones  desamortizadoraa  ó  cualesquiera  otros 
derechos  sobre  los  mismos,  que  se  funden  en  títulos  anteriores  y  posterio- 
res á  la  subasta,  ó  sean  independientes  de  ella,  están  atribuidas  al  conoci- 
miento de  los  Juzgados  y  Tribunales  del  fuero  ordinario  por  el  art  1.^  del 
Real  decreto  de  20  de  Septiembre  de  1862,  doctrina  sancionada  por  el  nú- 
mero 4.0  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888,  al  excluir  de  las  sometidaa 
á  los  Tribunales  de  lo  Oonteneioso  administrativo  las  de  índole  civil,  en- 
tendiendo por  tales  aquellas  en  que  el  derecho  vulnerado  tenga  dicho  ca- 
rácter: 

Considerando  que  es  indudable  que  Dofia  Mercedes  Molina  funda  su 
derecho  en  escrituras  de  compraventa  anteriores  á  la  subasta  de  los  bienes 
de  qne  se  trata  y  en  una  inscripción  efectuada  en  el  Registro  de  la  inrople- 
dad  de  Lora  del  Río  con  anterioridad  también  al  acto  administrativo  que 
motiva  sn  recurso,  y  que  por  eUo  apn  de  aplicar  al  caso  las  disposícionee 
antea  citadas: 
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Yuto  ^  BMd  deoreto  de  30  je  Septiembre  de  1862,  urt.  l/h 
Vkto  el  art.  4.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembie  de  1888,  núm.  t.o; 
IdlaiBoe  qne  debemoe  deelsrar  y  declaramos  incompetente  á  este  Tri- 
tamal  pan  oonooer  de  la  demanda  interpaeeta  á  nombre  de  Dofia  Meree- 
daa  M<dina  oontvm  la  Real  orden  de  10  de  Mano  de  1888.— (Sentencia  p«- 
Uieadael  18  da  Mano  de  1899,  ó  inoerU  en  la  Gius^a  de«l  de  Ootnbie 
dai  míatio  alio.) 
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SamEsouL  (18  de  Mano  de  lS9t\—Expr<ipia€Íán  fono9a.^8^  revoea 
la  Baal  orden  de  81  de  Diciembre  ié  1886  impugnada  por  D.  Jorge  Lo- 
iÍDg,  y  ae  establece: 

L^  Q^e  a  muy  wñfwmt  al  etpirUu  que  predoimina  en  ¡a  ley  de  Mkpr^ 
pmMmferMoea  atender  y  reepeíar  con  prtfereneia  á  loe  yesHonee  de  la  aecián 
■rfiiaiVfnrffao,  loe  amvemioe  ó  C(mtrat09  que  hagan  entre  $i  el  exprepiante  y 
el  esprapiado,  noita  el  punto  de  prevenir  que  antee  de  úcudir  á  loe  trámUee  y 
fermatíSkídeo  ofletaieey  contradictoriae  para  eljuetipredo  de  la»  ftncae,  m- 
tenlem  loe  intereeadúe  la  avenencia  pringada;  y  si  éeta  »e  e&neigue,  la  Ádmúm- 
éraeián  da  por  termuudae  $ue  yeetionee: 

S.^  Q^e  de  ette  etpiritu  ó  criterio  de  la  ley  se  deduce  ein  violencia  ni  exa- 
ytraaán  aue  de  la  mima  manera  que  previene  la  inteligencia  de  loe  intereea- 
dee  cuando  la  creepoeíble.  como  euceae  en  d  jueHpreoio,  la  hubiera  precep- 
tmado  al  tratar  dd  depóeiío  en  loecaeoede  ocupación  previa,  ei  hubiese  pedido 
mfcmer  respecto  de  este  punto  la  avenencia  entre  el  expropiante  y  el  expro- 
podo: 

3,^    Oue  existiendo  esta  avenencia,  la  Administración  obra  lógicamente 

aanio  la  tfieada,  forque  se  halla  dentro  del  espíritu  déla  ley  y  dentro 
iéndehs  prine^^toe  generales  del  derecho,  con  arréalo  á  loe  cuales  cuando 
¡espartes  convienen  acerca  de  un  punto  liHgioeo,  la  Autoridad  que  de  él  en- 
Uedia  ó  debki  entender  suspende  su  aoeión  tan  luego  como  aquel  convenio  le 
es  ofieiabnente  conocido; 

T4,<>  Que  admitido,  á  los  tfeetoe  de  la  i$idemmsaciónj  d  valor  de  umos 
reeSms  presentados  por  d  esepropiante,  y  expresivos  de  haber  d  mismo  entre 
gado  en  depósito,  previamenU  á  la  eonsñtuHón  dd  oficial,  una  cantidad  que 
resultó  ser  igual  á  la  después  Moda  como  importe  de  la  indemnisadén^  es 
mtsrio  que  st  dé  ^leada  al  definió  privado  con  prrferencia  al  depósito  ofi- 
cial, y  por  lo  tanto,  la  lógica  exige  que  cuando  se  trata  dd  pago  de  intereses 
u  tenga  en  cuenta  estafr^ertnda,  y  se  interpreta  recta  v  equitativamente  la 
ley  ordenando  dpago  de  les  intereses  dd  dipósHo  privado  en  vez  de  los  de  la 
eantídad  dd  dipósito  qficial, 

Kjada  por  Beal  orden  la  cantidad  qne  la  Oompafiia  del  ferrocarril  de 
Meante  á  Morcia  había  de  abonar  A  loe  oropietarioe  de  loe  terrenoa  ex- 
propiados por  la  miama,  depositada  por  ésta  la  flanaa  qne  se  le  exigió  para 
proaegnir  las  obras  por  si  se  entablaba  recorso  contencioso  oontra  dicha 
Beal  orden,  y  habiéndose  estimado  hecho  el  pago  con  la  cantidad  equiva- 
lente al  precio  de  los  terrenos,  qne  Ja  Compafiía  había  previamente  entre- 
gado á  loa  propietarios,  A  las  resoltas  de  la  indemnización,  ae  resolvió  por 
Beal  orden  de  81  de  Diciembre  de  1886^  entre  otros  extremos,  qne  los  ex- 
profOados  deben  perdbir  el  interés  amial  de  4  por  100  desde* la  ocapateión 
de  los  terrenos  sobre  la  cantidad  depositada  en  las  Oajaa  de  la  respeetiva 
Administración  económica. 
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Impagnadü  efU  Beal  orden  por  U  GompAfiia,  el  Tribniud  oontendoio 
dictó  la  BenteneíA,  onya  perte  enstandal  ea  como  aigae: 

Oonaiderando  qne  ea  muy  conforme  al  eapíritn  qoe  predomina  en  la 
ley  de  Expropiación  íoraoaa  atender  y  reapetar  con  preferencia  á  laa  gea- 
tionea  de  la  acción  adminiatrativa,  loa  convenioa  ó  contratoa  qnehagao 
entre  sí  el  expropiante  y  el  expropiado,  liaata  el  pnnto  de  prevenir  qae 
antea  de  acudir  á  loa  trámitea  y  formalidadea  ofidalea  y  contradictorias 
para  el  joatipredo  de  laa  fincaa,  intenten  loa  intereaadoa  la  avenencia  pri- 
vada; y  ai  óata  ae  conaigne,  la  Adminiatración  da  por  terminadaa  ana  gee- 
tionea : 

Oonaiderando  qne  de  eate  espirita  ó  criterio  de  la  ley  ae  deduce  sin  tío- 
lencia  ni  exageración  qne  de  la  miama  manera  que  previene  la  inteligen- 
cia de  loa  intereaadoa  cuando  la  cree  posible,  como  ancede  en  el  justipre- 
cio, la  hobiera  preceptuado  al  tratar  del  depósito  en  los  caaoa  &  ocupa- 
ción previa,  ai  hubiese  podido  suponer  respecto  de  este  punto  la  avenen- 
cia entre  el  expropiante  y  el  expropiado: 

Considerando  que  por  haber  existido  esta  avenencia  en  el  eaao  actoal» 
la  Administradón  ha  obrado  lógicamente  al  otorgarle  eficada,  poiqae  as 
halla  dentro  del  espíritu  de  la  ley  y  dentro  también  de  loa  prindpios  ge- 
neralea  del  derecho,  con  arreglo  á  loa  cuales  cuando  laa  partes  convienen 
asercade  un  punto  litigioso,  la  Autoridad  que  de  él  entendía  ó  deb(a  en- 
tender suspende  su  acción  tan  luego  como  aqud  convenio  le  es  ofidal* 
mente  conoddo: 

Considerando  que  admitido  el  valor  de  loa  redboa  presentados  por  el 
exoropiante  para  d  efecto  de  que  airvan  de  documento  de  pago  á  loa  ex- 
propiados, es  notorio  que  se  ha  dado  eficacia  al  depódto  privado  con  pre- 
ferencia al  depósito  oficial,  y  por  lo  tanto,  la  lógica  exige  que  cuando  se 
trata  del  pago  de  intereses  se  tenga  en  cuenta  esta  preferencia: 

Conmderando  qne  al  determinar  como  lo  hizo  d  €k>bemador  de  la  pro- 
vincia y  lo  propuso  la  mayoría  del  Conse|o  de  Estado,  que  se  paguen  á  loe 
propietarios  expropiadoa  loa  intereses  de  laa  cantidades  que  redbieron  en 
15  de  Julio  de  1688,  no  sólo  se  interpreta  recta  y  equitativamente  la  ley, 
dno  que  se  obedece  á  la  justida,  dado  que  los  expropiadoa  redben  el  ré- 
dito legal  de  la  suma  que  valían  bus  terrenos;  mlentraa  que  d  hubiera  de 
pagársdes  el  de  la  cantidad  en  que  consistió  d  depósito  oficial,  resultaría 
el  absurdo  de  que  un  capital  de  6.486  pesetea  87  céntimos  había  producido 
durante  aflo  y  medio  eacaso  intereses  por  valor  de  16.776  peseUs  96  oéa- 
timos: 

Vista  la  ley  de  Expropiadón  forsosa  de  10  de  Enero  de  1879,  y  en  es* 
pedal  auaartículoa  86, 87,  29  y  80; 

Fallamoa  qne  debemoa  revocar  y  revocamoa  la  Beal  orden  de  81  de 
Didembre  de  1886  en  el  extremo  que  ha  sido  objeto  de  impugnadón» 
declarando  en  bu  lugar  que  D.  Alejo  y  Dolía  Magdalena  Molina  tienen  de- 
recho á  que  Be  les  abonen  los  intereses  al  4  por  100  anual  de  Im  cantida- 
dea  que  percibieron  en  16  de  Julio  de  1888,  pero  no  al  de  laa  sumaa  que 
fueron  conaignadas  en  la  Caja  general  de  Depódtos. — (Stfitencia  publi- 
cada el  18  de  Mano  de  1892,  é  inserta  en  la  Oaeda  de  81  de  Octubre  del 
miamo  afio.) 
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SnrTKHcaA  (18  de  Marso  de  1892).— Cq^eOofiteB.  S^n^^enMñ  de  Fétram. 
— 8e  revoca  la  Beal  orden  de  80  de  Junio  de  1890,  impugnada  por  D.  Fe- 
lipe Galbán,  y  se  establece: 
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QHe  aiiii^[iie  el  Ifimstro  ile  la  Gobemadán  pueda  aeordar  la  mt^enHón 
ttíPííMcarg(mdelMBaironó9delaifwidachHe$om^l(^  mpreeiioparadh 
ft/tfrtwiamenteae  instruya  expedileiUe  al  rfeet^ 
conde  alguna  de  la»  cama»  egcpreeadae  en  elatt  33  de  ¡a  Imtrueeián  de 2T 

AltrüdelSrS. 


i: 


Por  la  Beál  orden  mendoiuula  le  oonfinnó  Ui  lUipeBsión  del  Patrono 
de  dertaa  o^ellaniaB  acordada  por  el  reapeetivo  €k>bernador,  j  ae  encargó 
ék  Patronazgo  á  la  Jonta  de  Beneficencia;  y  enéí  recareo  oontendoeo  pro- 
Hiorido  por  D.  Felipe  Galbán,  dictó  el  Tribonal  la  eentenda,  cuya  parte 
fliütancial  ea  como  aigoe: 

Ckmaiderando  qoe  del  examen  del  expediente  gnbematiyo  aparece  qne 
él  Gobernador  de  Hnelya  no  ha  acordado  la  anapenaión  del  Patrono  de  la 
üondadón  eatabledda  por  D.  Jerónimo  Infante  del  Beal,  porqne  la  expre- 
aada  Autoridad  entendió  eqoiyocadamente  qne  la  Dirección  general  lo  ha- 
bía ordenado  en  an  acnerdo  de  11  de  Agoeto  de  1886,  alendo  aaí  qoe  en 
éate  únicamoite  ae  diaponla  qne  ae  inatrayera  el  expediente  de  anapendón 
dd  Patrono: 

Ocmaiderando,  por  tanto,  qoe  no  aparece  decretada  por  la  Autoridad 
provincial  la  anapenaión  del  Patrono  de  la  exreaada  fondadón,  por  la  cnal 
la  Bed  orden  impognada  que  confirma  aemejante  auapendón  parte  de  an 
fopoeato  inexacto  que  debe  rectificarae: 

Oondderando,  ademáa,  que  aunque  el  Mlniatro  de  la  Gtobernadón  pue- 
da acordar  la  euapenaión  en  aua  cargoa  de  loa  Patronea  de  las  fnodadonea 
beoéficaa,  ea  predao  para  ello  que  proviamente  ae  inatruya  expediente  al 
efecto,  en  d  cud  aean  aqnélloa  oidoa  y  conato  dguna  de  laa  cauaaa  expre^ 
ladaa  en  d  art  33  de  la  Inatracdón  de  27  de  Abril  de  1875: 

0<tadderando  qne  en  d  preaente  eaao  no  puede  aoatenerae  que  el  ex- 
pediente de  auapenaión  ae  haya  inatruido  con  todae  laa  íormalidadea  exi- 
gidaa  por  la  citada  Inatracdón,  porque  lo  único  que  aparece  ea  que  con 
Botiro  de  la  rondidón  de  cuentea  de  la  inatitución  benéfica  erigida  por 
D.  Jerónimo  Infante  del  Beal,  correapondientea  al  año  1884  á  86,  y  por  ro- 
nltado  dd  examen  de  ellaa  y  de  otroa  anteoedentea,  la  Direcdón  genenü 
de  Beneficencia  reaoMó  en  11  de  Agoato  de  1888  que  ae  inatruyera  dicho 
«ipediente,  á  peear  de  aem^ante  orden  no  cenata  que  deede  entoncea  ae 
practicasen  diligencias  de  ninguna  claae  ni  que  ae  dieae  traslado  d  Patrono 
de  loe  cargoa  que  ae  le  hadan: 

Oondderando  que  eata  paralisadón  dd  aaunto  ae  demueatra  por  el 
acuerdo  de  la  dtada  Direcdón  de  12  de  Marzo  de  1890,  en  que  ae  reitera 
d  Gobernador  la  orden  para  que  inatruya  el  expediente  de  auapenaión, 
que  tampoco  cenata  que  ae  hubieae  inatruido  ni  ioidado  cuando  en  30  de 
Jndo  de  1890  ae  dictó  la  Bed  orden  reclamada; 

T  eondderando  que  d  reaolverae  en  ésta  la  confirmación  de  la  auspen* 
don  del  Patrono  de  la  indicada  f  undadón,  que  ae  aupone  decretada  por  el 
Gobnnador  de  Huelva,  ae  ha  partido  de  datoa  inexactoa,  y  de  todoa  modoa 
roaalta  demostrado  que  no  ha  precedido  la  formación  del  expediente  ne- 
ceaarío  qoe  la  Administradón  actiTa  puede  ordenar  que  ae  inatruya  con  el 
objeto  de  depurar  loa  cargos  que  aparedesen  contra  loa  representantea  de 
jl#!hii  fondación. 

Ylato  d  art  8á  de  la  Instrucdón  de  37  de  Abril  de  1876; 

Fdlamos  que  debemos  revocar  y  royocamoa  la  Bed  orden  impugnada 
de  80  de  Junio  de  1890,  declarando  que  d  Patronato  de  la  fundación  de 
B.  Jerónimo  Infante  del  Red  debe  aer  deeempefiado  por  el  Mayordomo- 
Praddente  de  la  Cofradía  dd  fieflor  San  Pedro  y  Pan  de  Pobrea  de  Aia- 
» ínterin  no  ae  instruya  en  íotma  legd  el  expediente  de  auapendón  de 
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éUko  Patronato  y  feeaiga  ea  el  mismo  la  rMolnoióii  qtm  aea  procedente. — 
(Sentencia  publicada  el  18  de  Marao  de  1892,  ó  inserta  en  la  Gaetta  de  21 
de  Ootnbre  áéí  mismo  afio*) 
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SumvGiA  (18  de  Mano  de  1892).— ilyímtoNftan^of  (cantrato9),—Qef' 
Tooa  la  sentencia  de  la  Gomislón  provincial  de  Pontevedra  apelada  por  el 
Ayantamiento  de  Vigo  y  por  D.  Francisco  Sannier,  j  se  estableoec 

1,0  (¡ue  hatiándom  /tjjfsia  una  Oorporaeión  mutmipalf  m  virtud  de  tBcri- 
tura  púbU^  al  cumplumento  de  un  oontrato^  la  inelueián  eu  preeupuetto  de 
parte  de  la  cantidad  contratada^  y  el  pago  de  eeta  parte  al  acreedor,  no  puede 
menee  de  eetobtecer^  con  reepecto  á  loe  cowtratamtee^  un  estado  legal  que  no  ce 
Udto  innovar  por  la  voluntad  de  una  eola  de  lae  partee: 

Sfi  Que  la  inclueián  en  unoe  preeupusetoe  munidpake  del  crédito  neccto- 
rio  para  una  obligacián,  eupone  necesariamente  la  exietencia  de  un  acuerdé 
previo  del  Ayuntamiento  reconociendo  la  procedencia  de  aquel  pago,  y  sea 
eualfueee  ¡a  forma  que  en  eete  caoo  empleímn  el  Ayuntamiento  para  aüptar 
d  acuerdOy  como  creó  derecho,  no  siendo  redamado^  no  puede  aquél  ie^faU- 
darlo  por  medio  de  otro  act^erdo  posterior; 

Y  3.0  .  Que  esto  no  obsta^  ni  se  opone  á  que  si  la  Corporadán  munieipat 
estima  que  produce  lesión  ásus  intereses  á  eun^Uu^eento  de  lo  estípulado^ 
pueda  dercttar  ante  la  Autoridad  competente  loe  recursos  que  para  tales  ea^ 
sos  establecen  las  leyes. 

Por  escritora  pública  de  18  de  Enero  de  188S,  se  comprometió  el  Ayun- 
tamiento de  Vigo  á  pagar  á  la  Oompafiía  de  Alambrado  y  Oaleíacci^  por 
Gas  finido  de  Corofia  y  Vigo,  encargada  del  establecimiento  de  este  alum- 
brado en  aqnella  villa,  la  diferencia  de  coste  del  terreno  necesario  para  la 
instalación  de  la  fábrica  de  gas,  si  dicbo  coste  excediese  de  S6X)00  peso- 
tas  y  los  gastos  de  mayor  tobeiía,  siempre  qne  todo  ello  no  excediera  de 
16.000  pesetas,  pagaderas  por  plasos  anuales. 

Oomprado  el  terreno  por  D.  Francisco  Sannier,  Director  de  dicha  Oom- 
pafiía,  en  62.600  pesetas,  el  Ayuntamiento  de  Vigo  consignó  en  ptaesn* 
puesto  el  pagd  del  primer  plazo.  Pagado  éste  y  consignado  en  igual  forma 
el  del  serrando,  el  Ayuntamiento  acordó  que  se  considerase  esta  consi^a- 
ción  como  sobrante  y  se  reclamase  del  contratista  la  devolución  del  plaio 
pagado.  Revocado  este  acuerdo  por  el  €k>bemador,  interpuso  el  Ayunta- 
miento mencionado  demanda  contenciosa  ante  la  Oomisión  provincial  so- 
licitando la  revocación  de  este  acuerdo,  recayendo  sentencia  del  Trlbonal 
provincial,  revocatoria,  en  parte,  de  aquel  acuerdo  gubernativo. 

Apelada  esta  sentencia  por  ambas  partes,  el  Tribunal  de  lo  contencioso 
dictó  la  siguiente,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  sin  entrar  en  el  examen  de  si  por  acompafiar  el  re- 
presentante del  Ayuntamiento  de  Vigo,  para  justificar  su  personalidad^ 
escritura  de  mandato  otorgada  por  el  Alcalde  Presidente,  sea  legitima  sa 
representación  en  esta  segunda  instancia,  porque  la  Sección  de  lo  Oonten* 
doso  del  Oonsejo  de  Estado,  en  su  pvoveído  de  16  de  Septiembre  de  1887» 
la  tuvo  por  bastante  y  no  se  ha  producido  reclamación  de  contrario,  con- 
viene determinar  que  la  cuestión  objeto  del  presente  litigio  se  refiere  á 
declarar  si  debe  ser  firme  y  subsistente  eü  acuerdo  del  Ayuntamiento  de 
Vigo  de  2  de  Diciembre  de  1886,  revocado  por  la  resolodóa  del  (xoberoa- 
dor  de  la  provineta  de  16  de  Febrero  de  1886: 
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Oooiídenuido  que  etUrMoIudáo  del  Gobernador  aparece  oroeedenie, 
porque  sean  cualesquiera  loe  fondamentoe  sobre  loa  coalet  la  Corporación 
iHiniftiiml  ae  apoyara  para  adoptar  so  acaerdo  de  3  de  Diciembre  de  1886^ 
m  lo  cierto  qae  dicha  Oorporadóu  ae  hallaba  ligada  en  virtud  de  eecritara 
iniUlea  al  campUmiento  de  on  contrato,  y  qne  la  inclosión  en  preaapnee- 
toe,  aií  como  d  pago  á  la  Compafiia  del  gaa  de  parte  de  la  soma  eetipa- 
bda  en  la  eecritora,  no  pndo  menoe  de  eetablecer,  con  reepecto  á  loe  con* 
tmtantee,  on  eatado  legal  qne  no  era  licito  innovar  por  la  volontad  de  ana 
aoia  de  laa  partos;  tanto  más  cnanto  que  la  inclosión  en  presupuestos  del 
crédito  necesario  para  una  obligación,  supone  predeamente  la  existencia 
de  un  acuerdo  previo  del  Ayuntamiento  reconociendo  la  procedencia  da 
aquel  pago,  y  sea  cual  fuese  la  forma  que  en  este  caso  empleara  el  Ayun- 
tamiento para  adoptar  el  acuerdo,  como  creó  derecho  y  no  fué  redamado^ 
no  podo  el  mismo  Ayuntamiento  invalidaiio  por  medio  de  otro  acuerdo 
poiierior:  , 

Oonaiderando  que  esto  no  obsta,  ni  se  opone  á  que  si  la  Corporación 
■umieipal  estima  qne  produce  lesión  á  sus  intereses  el  cumplimiento  de 
lo  estipulado,  dada  la  lorma  y  manera  en  que  la  CompafLía  de  alumbrado 
por  gas  cumplió  su  compiprniso,  pueda  la  misma  Corporación  ejercitar 
anta  la  Autoridad  competente  los  recursos  que  para  tales  casos  establecen 
las  leyes; 

Fallamos  que  debemoe  revocar  y  revocamos  la  sentencia  de  la  Comi- 
sión provindfd  de  Pontevedra,  objeto  del  preeente  recurso,  y  mantenemos 
eomo  ñnne  y  subsistente  la  resolución  del  Gobernador  de  la  provincia  de 
16  de  Febrero  de  1886.— ^Sentencia  publicada  el  18  de  Marso  de  1802,  é 
'  ^  en  la  Qacda  de  21  de  Octubre  del  mismo  afio.) 
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BMmoiouL  (18  de  Marso  de  1893).  -  Cla$e8 pa$iva$.Pen8Íón  del  Temuro,-^ 
Se  revoct  la  Beal  orden  de  8  de  Mayo  de  1890  impugnada  por  Dolía  Au- 
ros»  Blanco  y  Trigueros,  y  se  eetablece: 

jr«o  Que  á  partir  del  decreto- 9enieHcia  de  22  de  Agoito  de  1865,  el  Tribu- 
nal de  lo  OmUneiooo  tiene  repetidamente  declarado  que»  9%  ¡fien  laspreecrip- 
ckme»  ddproyeeto  de  ley  de  20  de  Mayo  de  1862  quedaron  en  $%upen$o  en 
wirimd  del  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868,  la  dispoiicián  contenida  en 
itie  no  puede  tener  rfecto  retroactivo  respecto  á  los  derechos  fikndados  en  U' 
yes  anteriores,  con  arreglo  á  lo  preceptuado  en  el  art.  10  de  la  ley  de  iVesw- 
fuettos  de  28  de  Febrero  de  1863: 

9.^  Que  ajuMtándose  á  esta  declaración,  tajurisprudencia  ha  venido  reco- 
nociendo eomo  regulador  éte  las  pensiones  del  lísoro  el  mayor  que  se  haya  dis- 
frsstado  durante  dos  años,  aun  después  de  1868\ 

YS.^  i¿ue  fjadospor  la  jurisprudencia  él  verdadero  sentido  y  alcance 
del  art,  13  del  decreto-leí/  de  22  de  Octubre  de  1868,  en  relación  con  el  art  10 
de  la  ley  de  Presiupuestos  de  1873,  ambos  preceptos  legislativos  sólo  pueden 
omedar  «tu  rfecto  en  virtud  de  diS]^osiciones  contenidas  en  una  ley,  según  so 
aa  dedarado  ya  en  varias  sentencias  del  Tribunal  de  lo  Contencioso. 

Por  dicha  Beal  orden  se  revocó  el  acuerdo  de  la  Junta  de  Clases  pasi- 
vas que,  de  conformidad  con  lo  solicitado  por  Dofia  Aurora  Blanco  y  Tri- 
gueros, la  reconoció  derecho  á  percibir  del  Tesoro  con  arreglo  al  aneldo 
leigolador  que  hubiera  disfmta4o  su  padre  D.  Mariano  Blanco. 
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lateipaetto  el  oportano  reeano  eontra  em  Real  orden,  el  Tribonal 
Ck)nteiicio«o  dictó  la  lentencia,  caya  parte  ■netaneial  ee  como  eigae: 

Oonslderando  que,  á  partir  del  decreto  aeDtencia  de  3S  de  Agoeto  de 
1866,  eite  Tribanal  de  lo  Oontencioeo  llene  repetidamente  declarado 
que,  d  bien  las  preecripcionee  del  proyecto  de  lejr  de  20  de  Mayo  de  1861 
quedaron  en  luf  penao  en  virtnd  del  decreto-ley  de  22  de  Oetnbre  de  1868. 
la  dispofidón  contenida  en  éete  no  pnede  tener  efecto  retroactiyo  respec- 
to á  los  derechos  fondados  en  leyes  anteriores,  con  arreglo  á  lo  precep- 
toado  en  el  art.  10  de  la  ley  de  Presupuestos  de  28  de  Febrero  de  1868: 

Considerando  que  ajustándose  á  esta  declaración,  la  iurispmdenda  ha 
venido  reconociendo  como  regulador  de  las  pensiones  dd  Tesoro  el  mayor 
que  se  haya  disfrutado  durante  dos  afios,  ann  después  de  1868,  y  por  con- 
siguiente, Dofia  Aurora  Blanco  tiene  derecho  á  que  la  pensión  del  Tesoro 
que  reclama  se  regule  con  relación  al  mayor  sueldo  que  el  cansante  haya 
percibido  durante  el  indicado  período  de  dos  aflos: 

Considerando  que  no  puede  tener  aplicación  al  presente  caso  la  praa- 
cripción  contenida  en  la  regla  7.*  del  Beal  decreto  de  29  de  Enero  de  1889, 
porque  fijados  por  la  jurisprudencia  el  yerdadero  sentido  y  alcance  del 
art.  IS  del  decreto  ley  de  22  de  Octubre  de  1868,  en  relación  con  el  art  10 
de  la  ley  dé  Presupuestos  de  1878,  ambos  pireceptos  legislativos  sólo  pae- 
den  quedar  sin  efecto  en  virtud  de  disposiciones  contenidas  en  una  ley, 
según  se  ha  declarado  ya  en  varias  sentencias  del  Tribunal  de  lo  Oonten- 
cioso. 

Visto  el  art.  18  del  decreto  ley  de  22  de  Octubre  de  1868; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  impugnada 
de  8  de  Mayo  de  1890.  declarando  en  sn  lugar  qne  Dofia  Aurora  Blanco 
tiene  derecho  á  percibir  desde  el  día  siguiente  al  fallecimiento  del  cansan- 
te, la  pensión  del  Tesoro  regulada  por  el  mayor  sueldo  disfrutado  por  el 
mismo  durante  dos  afios,  bien  sea  con  anterioridad  ó  con  posterioridad  al 
decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868.— (Sentencia  publicada  el  18  de  Mar- 
so  de  1892,  é  inserta  en  la  Oaceia  de  21  de  Oetnbre  del  mismo  afio.) 
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Sbntkncia  (18  de  Marzo  de  lSd2).—Exe^^elonei  peretUarioi,  ifioos^- 
tencia  de  jurÍBdícción,--tíe  declara  procedente  la  opuesta  por  el  Fiscal  á  la 
demanda  de  D.  Francisco  Ramón  Ban  contra  la  Real  orden  de  19  de  Fe- 
brero de  1890,  y  se  establece: 

i.o  Que  no  puede  irUentar$e  la  via  eanUndotoadminktraHva  en  loe  anm- 
toe  eohre  cobranza  de  contnbueionee  ydemáe  rentae  públicae  ó  cridUoe  defbd- 
tivamente  liquidadle  en  favor  de  la  Maeienda  en  loi  caeoe  en  que  procede  eon 
arreglo  á  loe  leyes,  mientras  no  se  realice  élpaao  en  las  Cajas  dd  Tesoro  p6- 
hUco,  según  se  previene  en  el  art,  5.o  de  la  ley  ae  13  de  Septienibre  de  1888; 

Y  2,^  Que  la  disposición  del  citado  articulo  de  la  ky  de  13  de  Septiembre 
es  terminante,  habiendo  sido  derivadas  por  el  mismo  cuantas  disposiciones  es* 
pedales  rigiesen  con  anterioridad  para  eximir  de  ese  requisito  determinados 
débitos. 

Por  la  Real  orden  impugnada  se  confirma  el  fallo  de  la  Junta  adminis  - 
trativa  que  declaró  al  recurrente,  Alcaide  de  la  Aduana  del  Grao,  de  Va- 
lencia, autor  del  delito  de  defraudación;  y  el  Tribunal,  estimando  la  ezoep  • 
ción  de  incompetencia  opuesta  como  perentoria  por  á.  Fiscal,  dictó  la  sen- 
tencia, cuya  parte  sustancial  es  como  siguet 
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Ooiwideraiido  que  no  pnede  Inleiitaiiw  U  ria  ooBtanoioao-admiBiitra- 
tíra  en  los  asante*  sobre  cobrsnss  de  oontribaoiones  y  demás  rentes  pa- 
quees 6  eféditos  definitivamente  liqaidados  en  faror  de  la  Hadenda  en 
los  casos  en  qne  procede  con  arreglo  á  las  lejes,  mientras  no  se  realice  el 
pago  en  las  Oajas  del  Tesoro  público,  según  se  preriene  en  el  art.  6.0  de  la 
1^  de  13  de  Septiembre  de  1688: 

Gonsideíando  qne  D.  Francisco  Ramón  Bao,  per  virtod  de  las  declara* 
cionee  consignadas  en  la  Beal  orden  que  impugna,  ha  sido  condenado  á 
satisfiacer  88.109  pesetas  81  céntimos,  sin  qne  conste  qne  haya  ingresado 
dicha  snma  previamente  á  la  interposición  del  recurso;  y 

Ckinsiderando  qne  la  disposición  del  citado  artícnlo  de  la  ley  de  13  de 
fcptíembre  es  terminante,  habiendo  sido  derogadas  por  el  mismo  cuantas 
^íQKMiciones  especiales  rigiesen  con  anterioridad  para  eximir  de  ese  re- 
q^daito  determinados  débitos. 

Visto  el  art.  6.0  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888; 

FallAmos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  la  incompetencia  de  esta 
jnrisdicción  para  entender  de  la  demanda  entablada  por  D.  Francisco  Ba- 
■ón  Ban,  contra  la  Beal  orden  de  19  de  Febrero  de  1890.— (Sentencia  pn 
Mieada  el  18  de  Marso  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  SI  de  Ootnbre 
del  misaao  alio.) 
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fixzrrxNCLA.  (21  de  Marzo  de  1992).— Sxcepeionei  perentorioi,  Incompe- 
' ;  ¿U  jnriadiceián. — Se  declara  procedente  la  opuesta  por  el  Fiscal  en 
la  demanda  de  D.  Toribíó  Sáncheas  contra  la  Beal  orden  de  18  de  Agosto 
de  1888,  y  se  establece: 

Qmc  las  re$oJincione8  que  san  reproducción  de  otras  anteriorei,  que  por  no 
haber  sido  reclamadas  se  estiman  consentí  das^  no  corresponden  al  conoeimien- 
tQ  délos  Tribunales  de  lo  ContendosoadministraHvo. 

Denegado  al  militar  D.  Toribio  Sánchez  por  Beal  orden  de  9  de  Enero 
4I0  1883  el  ingreso  en  el  Cuerpo  de  Inválidos,  promovió  dicho  sefior  nuevo 
«(zpediente  de  inutilidad  física,  solicitando  su  ingreso  en  el  citado  Cuerpo, 
recayendo  en  este  expediente  la  Beal  orden  impugnada  confirmatoria  de 
la  anterior. 

Interpuesto  contra  la  Beal  orden  de  Agosto  de  1888  el  oportuno  recur- 
00,  se  opuso  por  el  fiscal  la  excepción  perentoria  de  incompetencia,  y  el 
Tribunal  contencioso  dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es  como 
fligne: 

Considerando  qne  las  resolociones  que  son  reproducción  de  otras  an- 
teriores, que  por  no  haber  sido  reclamadas  se  estiman  consentidas,  no  co- 
rresponden al  conocimiento  de  los  Tribunales  de  lo  Contencioso  adminis 
trativo: 

Considerando  que  la  Beal  orden  impugnada  de  13  de  Agosto  de  1888, 
<iae  denegó  á  D.  Toribio  Sánches  y  Sánchez  sn  ingreso  en  el  Cuerpo  de 
Inválidos,  es  nna  mera  confirmación  de  la  de  9  de  Enero  de  1888,  de  la 
cual  no  reclamó  d  interesado  en  vía  contandosa,  quedando  firme  por  sn 
tádto  consentimiento:    . 

Considerando  que  la  oonaeenenda  ineludible  de  lo  expuesto  es  la  pro- 
eodsnda  de  ht  excepción  de  iaeompetencia  del  Tribunal  para  conocer  de 
lapr^endón  dd  reonrrente,  propuesta  por  d  Fiscal  en  su  escrito  de  con- 
tostadóB  á  la  demanda. 

46  16 
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VittO0  lot  aitieolot  4.^  7  46  7i»árniío  2.odel  48:d6  la  ley  é%  18  de  Sep- 
tiembre de  1838; 

FftUamoe  qae  debemoe  declarar  7  declaramos  procedente  la  exeepdto 
de  incompetencia  dé  jorisdioción  propuesta  como  perentoria  por  el  Fiscal» 
7  en  SQ  consecnencia,  archlyese  el  rollo  7  devoélyase  al  Ministerio  de  1¿ 
Querrá  el  expediente  gabernatiyo.~(Sentencia  pablicada  el  21  de  Mana 
de  1898,  é  inserta  en  la  Qaoita  de  28  de  Octnbre  del  mismo  afio.) 
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SnmvoiA  (22  de  Mano  de  IB^^y-^SxeepcumeiperetUoriaB,  Inc&mpetm-- 
€ia  de  juti9diceíán,''-8e  declara  procedente  la  opaesta  por  el  Fiscal  ala  de- 
manda de  D.  Julián  Bafols,  contra  la  Beal  orden  d^  14  de  Julio  de  1890, 7 
se  establece: 

Que  no  realiMondú  el  ador  el  papo  en  ku  oreas  del  Tesoro,  como  deudor 
de  éste,  de  la  cantidad  giie  debiera  tngresar^  según  la  Real  orden  reclamada, 
correnonde  declarar  sin  curso  la  demanda,  á  tenor  de  lo  que  dispone  él  ari.  $.0- 
de  la  ley  délo  Contencioso. 

Por  dicha  Real  orden  se  declaró  incluido  al  recurrente,  contra  las  pre- 
tensiones de  éste,  en  el  concierto  gremial  de  líquidos  de  6áh  Martín  de 
Barroca  7  el  Tribunal  oontendoso,  estimando  la  incompetencia  opuesta  por 
el  fiscal,  dictó  la  sentencia,  cu7a  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Oondderando  que  no  habiendo  D.  Julián  Bafolf  7  Fontanela  realisado 
el  pago  en  las  arcas  del  Tesoro  de  la  cantidad  á  que  ha  sido  condenado  á. 
pagar  por  la  Beal  orden  que  impugna,  corresponde  declanr  sin  curso  la. 
demanda,  á  tenor  de  lo  que  dispone  el  art  6.0  de  la  107  de  13  de  Septiem- 
bre de  1888: 

Oonsiderando  que  es  procedente  la  excepción  que  por  tal  motivo  pro- 
pone, en  primer  término,  el  Fiscal  en  su  escrito  de  contestación  á  la  de- 
manda, 7  que  admitida  esta  excepción,  el  Tribunal  es  incompetente  para 
conocer  la  cuestión  de  fondo. 

Vistos  los  artículos  6.*,  48  7  párrafo  segundo  del  48  de  la  107  de  18  d» 
Septiembre  de  1888; 

Fallamos  que  debemos  declarar  7  declaramos  procedente  la  excepción 
de  incompetencia  de  jurisdicción  propuesta  como  perentoria  por  el  Fiscal^ 
7  en  su  eonseccuencia,  archívese  el  rollo  7  devuélvase  al  Ministerio  de  Ha- 
éienda  el  expediente  gubernativo.— (Sentencia  publicada  el  22  de  Marso 
de  1892,  é  inserta  en  U  Gaceta  de  28  de  Octubre  del  mismo  afio.) 
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Skntxnoia  (22  de  Marso  de  lS92).^HabüUados  del  JSSército.  Devduoiós^ 
de  eantídad.^8»  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Uamllo 
Paradela  contra  la  Real  orden  de  8  de  Junio  de  1887,  7  se  establece: 

Q^e  tratándose  de  ca$Uidades  oustraidas  á  «»  Eabiláado  del  i^'^retto,  sm»  . 
rstponsabiUdad  del  mismo,  no  le  son  de  abono  por  el  Estado  las  correspo$^iem' 
tes  á  particulares  á  quienes  las  hubiese  satirfecho  tin  obUgaáón, 

La  Beal  o  rdeo  reclamada  d^egó  la  pretensión  del  recurrente,  Oapitáa 
Habilitado  d  e  €k»misiones  activas  del  servicio  7  Es^do  Ma7or  de  Plasas,. 
deque  se  le  abonasen  por  la  Hacienda  las  cantidades  que  le  fueron  roba^ 
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ém  de  la  Caja  de  Habilitadón  qne  le  costodiAbft  en  el  Minieterio  de  U 
QoBtx^  y  que  él  habla  eatiafecho,  ain  qae  le  aleansaae  reaponaabilidad  al- 
sena  en  el  delito,  aegán  ee  declaró  en  el  correap<»idienle  proceao.  Prevlaa 
▼arlaa  diligendae  7  leeolocionea  caja  mención  detallada  no  ea  de  interéa 
pava  el  pleito,  el-Tríbonal  contendoao  dictó  en  éate  la  aentenda,  eaya  parte 
aiMttitnal  ea  como  aigoe: 

O(»iaideiando  qne  laeaeatión  que  ha  de  deddir  eata  aeotenda  ae  re* 
dDoe  i  determinar  ai  entre  laa  cantidadea  qne  foeron  robadaa  haj  algonaa 
eo  idéntieaa  coodicionea  qne  laa  qne  ae  mandaron  abonar  al  demandante 
por  el  Beai  deereto^entenda  de  6  de  Agoeto  de  1881,  ea  dedr,  deatinadaa 
á  ntírar  contra  Jetee  j  Oficialea  qne  pertenedendo  á  laa  daaea  repreaen* 
tadaa  por  aquél  como  Habilitado,  cobraron  an  aoddo  en  loa  Ejórdtoa  de 
operadonea  donde  preataban  sna  aervidoa: 

Oondderando  qne  la  oertíficadón  expedida  por  el  Sobintendente  mili- 
litar  de  eate  diatriio,  y  aoompafiada  por  Paradda  á  aa  redamadón  en  la 
Tia  gabematiya,  expreaa  laa  íechaa  7  aplicadón  de  loa  cargoa  retiradoa  por 
&ho  interoaado  antea  7  deepoéa  del  l.o  de  Abril  de  1876,  pero  no  dice 
que  todoaelloa  foeron  procedentea  de  laa  anmaaeziatentea  en  poder  del 
Habilitado  d  día  qne  tnyo  Ingar  d  robo,  por  lo  coal  eate  doemnento  no 
tiana  <4ro  yalor  qne  d  de  nna  relación  de  operadonea  propiaa  del  cargo 
que  deaempefiaba  Paradda,  7  ma7  frecnentea  en  la  época  de  qne  ae  trata: 

Oondderando  qne  laa  dúigendaa  praeticadaa  para  mejor  proveer  Uat 
peco  ofrecen  reanltado  fayorable  á  la  pretenden  dd  demandante,  porque, 
aegán  laa  remitidaa  por  d  Miniaterio  de  la  Querrá,  loa  antecedentea  que 
allí  exiaten  ae  reducen  á  hallarae  eondgnadaa  en  el  libro  de  rdntegroa  de 
la  In^cryendón  laa  partidaa  qne  eontiene  la  cortifleadón  antea  referida ;  7 
en  cnanto  á  laa  certificadonea  preaentadaa  por  el  lieendado  Figuerola  con 
su  últímo  eacrito,  aon  notoriamente  extrafiaa  á  la  cueatíón,  debiendo  aer  de^ 
yoidtaa  i  dicho  repreaentante: 

Oondderando  que  aparte  de  eata  £dta  de  juatlflcadón,  auflciente  por  d 
•ola  pira  que  no  pueda  aer  eatimada  la  demanda,  exiate  en  el  expediente 
giúMvnatíyo  un  dato  podtiyo,  7  que  merece  entero  crédito,  el  informe  de 
de  ia  Andaría  de  Querrá  del  distrito,  según  el  cual,  entre  laa  77.067  pesO' 
tas  73  céntimos  exiatentea  en  caja  cuando  tuyo  lugar  el  robo,  sólo  había 
1S.S18,02  pea^aa,  para  retirar  cargoa,  correspondiendo  en  cambio  67.926,96 
peedss  i  libramientos  de  Mano  para  pago  de  haberea;  7  deudo  esta  última 
cantidad  de  propiepad  particular,  no  puede  ni  debe  sufrir  su  pérdida  el 
Katado,  como  7a  se  declaró  en  el  Bed  decretoHMntenda  de  6  de  Agosto 
de  1881: 

Omdderando  que  la  dnrazón  de  la  demanda  se  hace  máa  notoria  d  ae 
Heae  en  cuenta  que  la  cantidad  auatraída  quedó  redudda  á  62.688  pesetas 
n  oénilmoa,  por  haberse  recuperado  14.624  en  d  registro  practicado  des- 
poém  dd  robo,  7  por  lo  tanto,  d  Paradda  obtuyieae  laa  67.806  peaetaa  28 
cóiitímos  que  en  este  pldto  pide,  sobre  las  16.018,02  pesetea  qne  hiso  efec- 
tiraa  en  1881,  había  conaegnido  el  pago  de  78.424,26  pesetas;  es  decir,  unas 
11.000  pesetea  máa  de  las  robadaa; 

Yiato  d  art  441  del  Heglamento  gwieral  publicado  en  29  de  Diciembre 
de  1890  para  la  ejeoodón  de  la  107  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Pallamoa  que  debemoa  abaolyer  7  absolyemos  á  la  Administración  ge- 
aeial  dd  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Camilo  Para- 
déla,  contra  la  Beal  orden  de  8  de  Jimío  de  1887,  que  queda  firme  7  aub- 
■fastente,  ein  hacer  expreaa  oondeaaBn  de  coatar,  7  deynélyanse  d  licen- 
ciado Figoerda  laa  certiAcadonea  qn^ha  preeentado  con  su  último  escrito. 
— {^Sentencia  publicada  d  22  de  Marao  de  1892,  é  inaerU  en  la  OtMota  de 
JS  de  Octubre  dd  mismo  afio*) 
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Sentkvoiá  (3S  de  Htno  de  lS9t).^Timbre  del  Atocle.— Se  reyoem,e« 
parte,  la  Real  orden  de  14  de  Julio  de  1887,  impugnada  por  la  Oompaflin 
de  loa  Oaminoa  de  hierro  del  Norte,  y  ae  eatableoe: 

i.o    Que  ^convenio  por  el  cual  u$tmG(mqKtñiaferroviaHaad^ 
¡a$  cmceehnee  y  umtfrudoi  perienecientee  á  otra,  obUgándoee  en  oamkm  á 
Motitfaeer  en  metáUco  Uu  obtígaeianee  kipaleeariai  de  la  eegunda,  eomHImifé 
mn  verdadero  ooníraío  de  eompraiveHia  á  Um  rfeetoe  de  la  Itqmdadén  del  m- 
pueeto: 

j^.o  Que  loe  i$Uere$e$  y  amoríkaeión  de  diehae  Miaaeionee  $on  cantídadee 
fjae  exigiblee  eñ  día  cierto  y  detenmuadó,  y  comprenaidoM,  porlotanto,  en  el 
núm,  1,0,  art  13  de  la  ley  M  Timbre: 

Y  3,0  Que  cualquiera  otra  carga,  no  eoneietente  en  cantidad  cierta  y  exi- 
g%l>le,  no  puede  $er  tomada  en  cuenta  para  determinar  d  precio  dd  eofUratOp 
al  menoi  méentrae  no  llegue  á  haoeree  tfecHva. 

La  Gompafiía  de  loa  ferroearrilea  del  Noroeate  traapaaó  j  enajenó  por 
eaoritara  pública  á  la  del  Norte  laa  oonceeionea  j  oanfractoa  de  ana  lineas» 
obligándoae  U  aegnnda  á  pagar  loa  intereaea  y  amortiaación  de  laa  oUigs- 
eionee  hipoteoariaa  de  la  primera,  j  á  entregar  la  cantidad  qne  éata  había 
de  aatiafacer  al  (Gobierno,  eqniyalente  á  un  determinado  tanto  por  ciento 
de  loa  prodactoa  líqnidoa.  En  él  expediente  aobre  liquidación  del  impaeato 
del  Timbre,  eorreapondiente  á  dicho  contrato,  ae  dictó  la  Real  orden  recla- 
mada, fijando  la  cantidad  que  en  aquel  concepto  habla  de  aatiafacer  la 
Gompafiía  del  Nortea  j  el  Tribunal  Gontencioao  pronunció  )a  aentencia, 
cuya  parte  sustancial  ea  como  aigue: 

Gonaiderandó  que  el  convenio  de  que  ae  trata  y  por  el  cual  la  Gompa- 
fiía del  Norte  adquirió  todaa  las  concedonea  y  nsuíructoa  que  pertenedan 
á  la  de  Aaturiaa,  Gallda  y  León,  obligándoae  en  cambio  á  satisfacer  en 
metálico  ciertaa  cargaa  que  peaaban  aobre  éata,  conatituye  un  verdadaro 
contrato  de  comprayenta,  y  aaí  ae  expreaó  efectiyamente  en  el  art  1.^  de 
la  eacritura  otorgada  en  18  de  Mayo  de  1886: 

Gonsiderando,  en  cuanto  á  laa  cargaa  cuyo  importe  conatituye  el  pre- 
cio de  la  compra,  que  loa  intereaea  y  amortiaación  de  laa  obligacionea  de 
primera,  segunda  y  tercera  hipoteca  son  cantidadea  fijaa  exigiblea  en  dia 
cierto  y  determinado,  por  lo  cual  la  Beal  orden  impugnada  lea  ha  aplicado 
con  acierto  el  nám.  I.o  art.  18  de  la  ley  del  Timbre: 

Gonaiderando,  reapecto  á  la  obligación  de  entregar  el  80  por  100  de  loa 
productoa  líquidos  haiita  la  suma  de  40  millonea  de  peaetaa,  que  aobre  aec 
incierto  el  tiempo  ea  que  dicha  entrega  ha  de  comensar,  pueato  que  antea 
deben  quedar  aatíafechaa  todaa  laa  cargaa,  no  ae  trata  de  cantidad  cierta  j 
exigible,  porque  ai  no  hubiera  productoa  ííqoidoa,  ea  claro  que  la  Gompa- 
fiía del  Norte  Quedaría  exenta  de  llenar  dicha  obligación,  y  por  oonaecnen- 
da  no  puede  aer  ésta  tomada  en  cuenta  para  detenninar  Á  precio  del  con- 
trato, al  menoa  mientraa  no  llegue  á  hacerse  efectiya. 

Visto  los  artíouloa  IS,  pámlo  I.o,  y  it  de  la  ley  del  Timbre  de  81  de 
Diciembre  de  1881;  V 

Fftllamoa  que  debe  exdnirae  de  Bliiiiiidadto  de  que  ae  trata  la  canti- 
dad de  40  millonea  de  peaetaa  qne  la  Gompafiía  del  Norte  ae  obligó  á  pa- 
gar al  €K>biemo  ea  el  contnito  á  que  aquélla  ae  refiere  mientraa  no  cenata 
que  ae  haya  pagado  dieha  cantidad;  reyoeamoa  la  fiaal  orden  de  14  de  Jn* 
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flo  de  168S  en  lo  que  no  se  halle  confonne  con  eita  deoUrmclón,  y  U  con- 
iraimoe  en  todo  lo  demái. — (Sentencia  publicada  el  28  de  Mano  de  1893» 
é  inserta  en  la  Qaeeta  de  28  de  Octobre  del  miimo  aílo.) 
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JtermrcTfA  (2»  de  Mano  de  1892).— íUInipum  (afarú$).^'89  abanelve 
ik  la  Adminiitración  de  la  demaada  de  la  OompaíÜa  de  loa  íerrooarrilea 
Mitote  contra  la  Beal  orden  de  10  de  Enero  do  1884,  y  eeeetablece: 

Í.o  Qm  d  aré.  15  del  MéiMetlB  de  loe  Ordeiumgae  de  Áduanae  de  Sé$ 
ie  JuMo  de  1876,  deifmée  de  determinar  ¡a  forma  en  qm  debe  eolieitaree  el 
ientifieio  ccneedidopor  loe  leyetd0  21deJuUúdelS76flldeJuUodelS77, 
freiaribe  qne  lafa&a  de  cibeervanda  de  laefarmaUdadee  eetabUoidai  fora  el 
damaeko  de  maíerial  deferrocarriiea  implica  la  pérdida  de  loe  ben^fletoe  oior- 
feütrn  y  deja  eujeto  d  cato  á  Uu  preecripcionet  de  la  legielaeián  eomún; 

Y  2fi  Que  el  art,  17  del  mitmo  apéndice  prohibe  d  deepadw  eon  frangi- 
da, d  nú  ee  fúne  é  la  pieta  la  rdactán  aprdMda  á  la  autorigadán  promeiO' 
nal  de  que  trata  d  art.  10. 

PreaentadoB  al  despacho  de  la  Adoana  de  Santander,  por  la  Oompafiia 
M  Noria,  -varioa  ele<¿)a  j  piesas  del  material  deetinado  á  una  de  ana  li- 
nea* en  eonatmcdóny  expresando  que  debía  pagar  por  la  tarifa  especial 
máttL  2,  como  comprendida  la  expedición  en  ^  art.  19  de  la  lej  de  Preso- 
sopoeatoa  de  1876  á  77,  y  alorada  aquélla  con  los  derechos  del  arancel  ge- 
neral, se  confirmó  por  la  Beal  orden  impugnada  el  acuerdo  de  la  Dirección 
general  de  Adnanaa,  apelado  por  la  Oompaflia,  y  en  cuya  virtud,  teniendo 
en  cuenta  que  eata  dase  de  despachos  se  subordinan  siempre  á  las  reglaa 
Alea  est^leddaa  en  el  apéndice  18  de  laa  Ordenanaaa,  se  resolvió  mante- 
ner el  aforo  proteatada  El  Tribunal  contencioso  dictó  la  sentencia,  cuya 
pote  snstaneial  ea  como  aigue: 

Ocmaiderando  que  el  art.  18  del  apéndice  18  de  laa  Ordenanias  de  Adna- 
ñas  de  28  de  Julio  de  1878,  después  de  determinar  la  forma  en  que  debe 
solícitane  el  benefido  concedido  por  las  leyes  de  21  de  Julio  de  1876  y  11 
.  de  Julio  de  1877,  prescribe  que  la  falta  de  observancia  de  laa  formalidades 
estableddaa  para  el  despacho  de  material  de  ferrocarriles  implica  la  pér- 
dida de  loa  benefidos  otorgados  y  deja  sujeto  el  caao  á  las  prescrípdonea 
de  la  legisladón  común: 

Conaiderando  que  puesto  en  armonía  dicho  artículo  con  el  17  del  nda- 
BO  ^»óndice,  que  prolübe  el  deapacho  con  franquicia  s)  no  se  tiene  á  la 
vista  la  r^acito  aprobada  ó  la  autoricadón  provisional  de  que  trata  el  ar- 
líenlo  10,  se  demueatra  la  in^rocedenda  de  la  demanda,  toda  ves  que  ni 
nao  ni  otio  de  aqudloa  requisitos  eziatía  á  la  fecha  de  la  introducdón  del 
aateríal  de  que  ae  trata: 

Viato  loa  artíeuloa  18  y.  17,  apéndice  18  de  laa  Ordenanaas  de  Adnanaa 
de  28  de  JuUo  de  1878; 

FaUamoa  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Adminiatradón  ge- 
aeial  ád  Estado  de  la  demanda  interpueata  por  la  Oompaf&ía  de  loa  ferro* 
canüea  del  Norte  do  Eapafia,  como  conceaionaria  de  la  línea  de  Vülalba  á 
las  canteraa  del  Berrocal,  contra  la  Real  orden  de  10  de  Enero  de  1884, 
^ue  queda  firme  y  aubaiatente.— (Sentencia  publicada  el  28  de  Mano  de 
1892,é  inaerta  en  la  Oaetta  de  28  de  Octubre  d^  miamo  afSo.) 
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Yiite  1»1^  de  Badaadón  7  tnoMmiaíóii  de  eeneoe  de  11  de  Jelio  de 
í  «78,  arte,  a.%  4.0  y  » .•: 

Yiita  U  Beel  orden  de  19  de  Septiembre  de  1886; 

Fellamoe  que  dtobeaioe  ebe<riv«r  y  ebeobremoe  á  le  AdminietreeMí  |e- 
I  dd  firtftdo  de  1»  demande  interpoeeta  á  nombre  de  D.  Oeoilio  Fren* 
^..^  Aím  eontom  le  Beel  ordra  de  4  de  Agoeto  de  1887.  le  cnel  qnede 
flnae  y  nbeíeiente.^(8enfeetieie  pnblicede  ^  S8  de  Mano  de  1893,  é  ineer- 
ta  ee  la  Qacda  de  18  de  Octubre  del  miamo  afio.) 


145 

AvTo  (94  de  Harao  de  18d3).— JSmwpeíoiief  dtlnlonM.  Ino&mp^kmia  ie 
,jmrÍ9dÁceián. — Se  deelara  improcedente  la  opoeata  por  el  Kieeal  á  la  de> 
nunda  de  D.  Oamilo  García,  contra  la  Beel  orden  de  18  de  Octubre  de  1881, 
j'ee  eetablece: 

IS^    iimñlimü  cargo  de  CkmeefiAe$Migat(hrio,Umm  ^0% 

mrreglúilart.  43  de  ¡a  ley  del  Municipal,  el  derecho  de  excucane  de  aceptarlo 
€9kmdo  en  éUoe  ecneitrre  alguna  de  la$  cau$a$  legitimae  de  excuea  q^e  dicho 
mrtimlú  expreea,  ó  etumdo  ejercen  tm  car^o  gne,  con  arreglo  al  nmmo  arücnlo, 
09  imeompatible  con  d  de  Conejal  ó  loo  inot^pacita  para  oudeoempeño; 

Y  2,^  Que  por  $er  ko  Ayuntamienioo,  oegún  el  ari.  71  de  la  mioma  ley, 
-omyoraeioneo  econámioO'admimotraHva»,  aquel  derecho,  como  oiroo  que  mi 
mtimoa  ley  regula,  tienen  tm  carácter  eoendalmenU  aimimiotroHvo,  por  lo 
cmaLoegim  oe  ha  declarado  en  Beal  decreto-oentendadolíOde  Mayo  de  1882, 
loe  Bealeo  árdenos  en  que  el  Gobierno  confirme  ó  revoque  loo  acuerdoo  de  lao 
C^mmoioneo  frotn$íeiaíe$  y  que  00  r^/leran  á  inoapacidadeo  pueden  laoUmar 
daereehoo  indwidualeo,  y  en  ate  oonoepto  mm  rooioaibleo  onlavia  anUemeiooa. 

Por  la  Beal  orden  impugnada  ae  denegó  la  ezeuaa  alegada  por  el  recu* 
fc«nle  paia  aer  Ckmoeial  del  Asrontamiento  de  Qetafe.  Opueo  el  Flacal  á  la 
<laeianda  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia,  fundada  en  aer  de  ca« 
cácter  político  y  no  adminiatratiyo  el  derecho  que  en  todo  caao  puede  au* 
B  lealonado  por  dicha  Beal  orden,  y  el  Tribunal  de  lo  Oontendoeo 

i  el  auto,  coya  ptfte  auatanelal  ea  como  aigue: 

OonMderando  que,  ai  bien  el  cargo  de  Concejal  ea  obligatorio,  tienen 
\om  degidoa,  con  arreglo  al  art  48  de  la  ley  Municipal,  el  derecho  de  ez- 
eoBarae  de  aeeptarlo  cuando  en  elloa  concurre  alguna  de  lea  cauaae  legíti- 
ma» de  exeuaa  que  dieho  artículo  e^^ireaa,  ó  cuando  ejercen  un  cargo  que^ 
eoai  arreglo  al  miamo  artículo,  ea  incompatible  con  el  de  Concejal  ó  loe 
jaraperHa  para  en  deaempefio: 

OonÉlderando  que  por  aer  loa  Ayuntamientoa,  aegún  el  art.  71  de  la 
ñiflma  lajr,  oorporaoioneaeconómicoadminietratiyaa,  aquel  derecho,  come 
otvoa  que  la  miama  ley  regula,  tienen  un  carácter  eaendalmente  adminie* 
tratiFO,  por  lo  cual,  aegún  ae  ha  declarado  en  el  Beal  decreto  aentende 
d»  80  da  Mayo  de  1889,  laa  Bealea  órdenea  en  que  el  Gobierno  confirme 
^  veroque  loe  aeoerdoe  de  tea  Comiaionea  proTincialea  y  que  ae  refieran  á 
iseapacidadea  pueden  laatimár  derechoa  individualea,  y  en  eete  concepto 
eoB  teyiaablee  en  la  Tía  oontendoiM: 

Coüaidetando  que  el  apreciar  ai  la  ezouaa  alegada  en  el  preaente  caae 
e0óiio  legítima^ y 4M>ió^ no  admitírae,  eela  oueatión  que  entraftaei 
fondo  del  litigio  y  no  puede  eer  tratad  ni  reenelta  en  el  eetado  aetnalde 
Jovatttoe. 
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YkfUm  lOB  nrticolofl  4S  y  71  de  U  ley  MonidpAl  vigente  j  loe  arte.  1.^ 
y  SO  de  le  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

8e  declara  improcedeate  la  ezoepdón  dilátotia  de  hkoompetencla  de  ja- 
riadiotlÓB,*y  vneíyaii  loa  aatoa  al  Fkcal  para  que  eonteale  á  la  demanda  en 
^  ténnino  de  qnince  díar,  pnblíqaoae  este  auto  en  la  Gaceta  de  Madrid  é^ 
inaérieae  á  an  tiempo  en  la  Ooleecián  legí§laU9a.---{knU>  fedia  24  de  líano* 
de  1893,  é  inaerto  en  la  Qaeeta  de  28  de  Oetnbie  del  miamo  alto.) 
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Auto  (24  de  Mano  de  1892).— £íxü(^ci(m««  dilatoriae,  Inccmpetencia  de 
juriediceián.—BQ  declara  improcedente  la  opaeata  por  el  Fiscal  i  la  de- 
mi^da  del  Ayuntamiento  de  Santoe  de  la  Homoaa  conira  la  Real  orden 
de  24  de  Abril  de  1891,  y  ee  etUblece: 

i.o  Quepreeentado  el  eserito  inidando  el  recurso  dentro  del  plazo  lefft^ 
fue  eeñala  d  art  7.o  de  la  ley,  ccmpuiado  en  la  forma  diepueetapor  dMde 
h  mismOt  ó  tea  dentro  de  loe  noventa  dios,  contados  desde  el  siguiente  al  de  la 
noUJlcacián^  no  es  de  estimar  la  excepción  de  incompetencia  deducida  en  el  su- 
puesto  contrario; 

Y  2,^  Que  para  que  una  Beal  orden  sed  reproduedán  ó  conftrmaeiát^  d^ 
otra  anterior,  no  basta  que  en  la  segunda  de  ellas  se  exprese  que  lo  es,  sms^ 
que  efeetiffámente  se  requiere  que  lo  sea,  por  recaer  sobre  prettimiones  de  un 
modo  firme  y  ejecutorio  resuenas  por  la  primera  en  un  mwmo  expediente^  con 
relación  á  los  mismos  interesados  y  en  fuerza  de  análogos  fundamentos  é* 
idéntico  estado  de  derecko, 

Inatnxido  expediente  eobre  excepción  qne  solicitó  el  Aynntamiento  de^ 
Santos  de  la  Hnmoaa,  de  la  dehesa  denominada  Ubera,  se  dictó  ona  Real* 
orden,  fecha  8  de  Diciembre  de  1862,  expresando  que,  en  vista  del  expe- 
diente instroido  por  el  mismo  Aynntamiento  sobre  excepción  del  monte 
Robledal,  se  declaraba  éste  exceptuado  de  la  deaamortisación  como  dehe- 
sa boyal. 

Acogiéndose  después  el  Ayuntamiento  á  los  beneficios  de  la  ley  de  8 
de  Mayo  de  1888,  pretendió  la  excepción  de  la  dehesa  laRibeía,  cuyo  ex- 
tremo fué  denegado  por  la  Real  orden  impugnada  y  declaratoria  de  que  la« 
exo^Msión  pretendida  fué  ya  implícitamente  resuelta  por  la  Real  Orden  de 
8  de  Diciembre  de  1862,  que  cansó  eatado.  £1  Tribunal  Contencioso»  des-: 
estimando  la  excepción  de  incompetencia  que  fundó  el  Fiscal  en  aquella* 
misma  consideración,  dictó  el  auto,  cuya  parte  sustancial  es  como  signe: 
>  Considerando,  por  lo  que  hace  al  primer  fundamento  de  la  excepción, 
propuesta,  que  si  bien  el  traslado  de  la  Real,  orden  impugnada  qne  seco- 
mnnicó  por  la  Delegación  de  Hacienda  de  esta  provincia  al  Aynntamiento 
de  Santos  de  la  Hnmoaa  lleva  fecha  l.o  de  Junio  de  1891,  y  oonata,  por  el^ 
sello  de  salida  de  aquella  oficina  estampado  en  el  expresado  documento», 
que  en  dicho  día  fue  remitido  al  Ayontamiento,  por  resaltar  de  la  oertíA- 
cadón  traída  á  los  autos  que  no  pudo  llegar  á  poder  del  Alcalde  á  quien 
iba  dirigida  hasta  el  día  siguiente  2,  en  que,  por  consiguiente,  qoedd  h0- 
cha  la  notificación  administrativa,  es  evidente  que  presentado  el  eaciüo 
iniciando  el  recurso  por  el  Procurador  Meg^  el  día  81  de  Agosto,  lo  loé» 
manifiestamente  dentro  del  plaso  legal  que  sefiala  el  art  7.o  deila  ley» 
computado  en  la  forma  dispñest»  por  el '94  de  la  mtena,  ó  sea  dentro  da 
los  noventa  días,  oonÉadas  desde  el  siguiente  al  de  la  notificación: 

Considerando,  en  lo  qne  se  refiere  al  aegundo  motivo  en  que  la  exeep*- 
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éte  M  fuBdm,  q[iia  pan  qne  una  Beftl  orden  let  reproducción  ó  xsonfirma- 

dtei  de  otra  m&terior,  no  buU  que  en  la  legnnda  de  eUaa  ee  expreee  qno 

W  ca,  ñno  q««  eiectivamaBte  ae  requiere  qae  lo  eea,  por  recaer  eobre  pre- 

trarilonea  de  na  modo  firme  y  ejeentorio  rematas  por  la  primera  en  na 

sMmo  expediente,  coa  relación  á  loe  miamoe  intereaadoe  y  en  íneraa  do 

•aAkcoa  fondasianioa  ó  idéntico  eetado  de  derecho: 

C¿MÍderando  qoe  en  el  preaente  caao  no  poede  eoetenerae  qne  la  Beal 
•leen  impugnada  aea  reprodnodón  ó  confirmación  de  la  de  8  de  Diciem- 
bie  de  18€2,  pneato  qne  embae  han  recaído  gobte  materia  dietínta,  todat 
vei  qne  mientraa  aqnólla  ee  limita  á  negar  en  an  parte  diepoeitiva  k  ex< 
cepck^  de  Tenta  de  la  dehesa  llamada  Ribera,  la  ée  1892  diapone  qna^ 
qpide  eoce^ytoado  el  numte  denomiiydo  Robledal: 

Omaiderando  que  ann  en  el  enpseeto  de  qne  eeta  Real  orden»  ai  con- 
ceder la  excepción  de  venta  del  monte  Robledal,  implícitamente  habiea» 
negado  la  de  la  debeea  Ribera  qne  el  Ayuntamiento  había  eolicitado  en  an 
ineíanda  de  6  de  Diciembre  de  1858,  no  podría  tampoco  estimarse  ta  Real 
«den  hnpngnada  como  reproducción  de  aquélla,  porque  la  Corporación 
demandante,  al  formular  de  nuevo  su  pretensión  en  88  de  Jonio  de  1888» 
lo  iiiao  acogiéadose  á  los  beneficios  de  la  ley  de  8  de  Mayo  del  mismo  afio,. 
qae  creó  un  estado  de  derecho  distinto  y  que  no  pudo  ser  tenido  en  cuen- 
laal  dictarse  la  Real  orden  de  1862, 

Vistos  los  artículos  4.o,  núm.  I.O;  1.^^  46,  60  y  (Té  de  la  ley  de  18  de^ 
Septiembre  de  1888; 

Be  declara  improcedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de 
jaiisdíccíón  alegada  por  el  Fiscal,  y  en  su  consecuencia,  vuelvan  al  mismo 
ios  satos,  pkra  qne  en  el  término  de  quince  días  conteste  á  la  demanda, 
y  publíquese  este  auto  en  la  Qaeeta  de  Madrid^  é  insértese  á  su  tiempo  en 
la  CoUfiién  tegi$iativa.^(Anto  fecha  24  de  Marso  dé  1892,  é  inserto  en  la 
Oaetta  de  23  de  Ootubre  del  mismo  afio.) 
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▲uto  (24  de  Harso  de  1822).^Jb9eepeioitei  düataria$.  Ineempetenáia  de 
jmri§dicMn.'—Qe  declara  procedente  la  opuesta  por  el  Fiscal  á  la  demanda 
de  D.  Carlos  Lopes  Boiafios  contra  la  Real  orden  de  26  de  Septiembre 
de  1801,  y  se  establece: 

Que  eonfarme  á  loprevemdo  en  el  núm,  ^.o,  art  éfi,  de  la  ley  de  13  dé 
Stftiaiüfre  de  1888,  no  oorreepcnden  al  cmoemietdo  de  loe  Tríbunalee  de  la^ 
Omíemcie$Q  aámmittrativo  loe  reeolucumea  que  eean  rqnrodueeión  de  atrae  en^ 
teñoree  que  hayan  eaueado  eetada  y  no  hayan  eido  reclamadas,  y  que,  por 

de  incompeteneia  de  juriadiecián  que  el  I^- 


eewtfuientey  procede  la  excepción 
tal  ha  ak§aao  cerno  düateria. 

Por  Real  orden  de  16  de  Noviembre  de  1880  se  desestimó  la  instancia 
de  D.  Garlos  Lopes  Boiafios,  ea  la  qne  solicitaba  mayor  antigüedad  mi  el 
tscalafón  del  Cuerpo  de  Penales. 

Beinoducida  esta  petición  en  Agosto  de  1801,  se  dictó  la  Real  orden 
impugnada,  ó  sea  la  de  26  de  Septiembre  de  1891,  confirmatoria  de  la  de 
loviembre  de  1889,  y  el  Tribunal  dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustan- 
dal  es  como  signe: 

Considerando  que  las  pretensiones  áeA  actor  respecto  á  su  mayor  anti- 
gftedad  ea  el  Ooerpo  de  Establedmientoa  penales  desde  la  fecha  del  Real 
dscrelo  de  18  de  Junio  de  1886,  fueron  desestimt^dsa  por  la  Real  oniea 
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de  16  de  Noviembre  de  1889,  que  ee  definlÜTa,  ceoeé  eetado  y  fué  < 
tidA  por  el  intereeado: 

CoBiiderando  qoe  reproducida  poateriormeiite  la  mitma  aolioitad,  fué 
denegrada  por  la  Beal  orden  de  26  de  Septiembre  último,  hoy  redamada» 
la  caal  no  poedeeonaidefaiae  eino  eomo  mera  reprodocdón  de  la  anterior, 
en  rasóQ  á  qae  aparece  dictada  en  el  miemo  expediente,  reaneWe  la  ndanift 
pretensión  y  ee  ínnda  en  loe  miemoa  preceptoe  legalea: 

Ooneiderando  qoe,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  núm.  8.^,  art  á.<»,  da  la 
ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  no  corresponden  al  conocimiento  de  loa 
Tribunales  de  lo  Oontendoeo-administratíTO  las  reeólociones  qoe  sean  f#- 
prodocción  de  otras  anteriores,  qae  hayan  cansado  estado  y  no  hayan  aldo 
redamadas,  y  que,  por  condgniente,  procede  en  d  caso  presente  la  ezee^ 
ci6n  de  incompetencia  de  jnrisdicdóléqoe  el  Fiscal  ha  alegado  como  dilmr 
loría. 

Vistos  los  articoloB  4  o,  86,  8.o  46  y  60  de  la  ley  de  18  de  Septiembf^ 
de  1888; 

Se  declara  procedente  la  excepdón  dilatoria  de  incompetenda  de  joria- 
dicción  alegada  por  el  Fiscal,  y  en  sa  virtad  queda  dn  curso  la  demanda; 
archívese  el  rollo,  devuélvase  el  expediente  al  Ministerio  con  certíficacite 
de  este  auto,  que  se  publicará  en  la  Chteeta  de  Madrid  y  se  insertará  á  asi 
tiempo  en  la  Colección  legislativa. — (Auto  fecha  24  de  Mano  de  18M,  é  m* 
^erto  en  la  Oaeeta  de  28  de  Octubre  del  mismo  afio.) 
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SKrmrcxA  (24 de Marao de  1892).— 4pc2aotdii(íe ocucrtlo ^M&eniat¿«s. — 
'Se  revoca  la  Real  orden  de  1.®  de  Octubre  de  1889  impugnada  por  D .  8na- 
tos  García,  y  se  establece: 

i.o  Que  tratándote  de  determinar  m  debe  ónoeer  admitida  la  alzada  im- 
terpueeta  por  un  Concejal  á  quien  en  este  concito  se  le  declaró  por  acuerdo 
gubernativo  reepomabU  de  cierta  suma  procedente  de  la  venta  de  Propioe  dei 
Municipio,  no  es  de  estimar  la  eoccepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jurtt • 
dicción  fundada  en$erel  caso  del  conocmiento  dd  Tribunci  de  Cucf^toB,  por- 
que  tal  excepción  $ólo  podría  $er  discutida  y  resuelta  tratá$idose  del  femés 
M  asunto:  / 

2,0  (^  intervuesto  un  recurso  de  alsada  contra  el  acuerdo  de  un  Gober- 
nador, ftn  hacer  la  previa  consignación  de  la  cantidad  por  éste  redamada,  y 
eolicitada  por  el  recurrente  del  respectivo  departamento  minsstsrial  dentro  dei 
plato  leoal  de  la  apétadión,  sin  que  la  providencia  recurrida  $e  haya  hecho 
firme,  la  relevado^  del  previo  pago,  enueodd  derecho  que  le  conoede  d  ar- 
ticulo 39  dd  Beglamento  de  24  de  Junio  de  1885,  dd>e  quedar.en  suspemoo 
dicho  recurso  hasta  que  recaiga  y  se  comunique  d  acuerdo  ministerial  ooneo- 
diendo  ó  denegando  esa  relevación,  según  dispone  el  mismo  art,  39,  y  por  cem- 
oiguiente,  hasta  entonces  la  Autoridad  que  dictó  aquella  providencia  careos 
de  facultades  para  dictar  resoludán  alguna  respecto  de  la  procedencia  de  la 
altada: 

3,0  Que  d  drfeoto  de  no  presentarse  a»Ue  el  Oobemador  la  solidtud  de  re- 
levación de  pago,  quedaría  subsanado  en  d  hecho  de  haberla  remitido  d  Mi- 
nisterio á  informe  de  a^ueüa  Autoridad; 

Y  4,^  (¿iie  por  la  mmna  rasón  y  una  ves  emitido  d  informe  por  d  Ghber- 
nador,  el  Ministerio  debió  limitarse,  en  uso  délas  facultades  diseredonales 
que  el  art.  38  dd  Reglamento  le  osnilere,  á  eeneederé  deneoof  la  rdfesiwiá» 
M  pago  sdidtada,  sm  perjuicio  de  lo  que  em  d^/lmitioa  hubiera  de  resstoerea, 


Digitized  by  VjOOQIC 


XMQCÜGEQHM  BHb  TBOímAX,  €Nnrnnrox«M>-Aininii8TSÁTiTO     SW 
wAmtlf&mio  de  la  enesMi^,  y  9i«  4  dtelturmr  impr&>dAm^t  «na  d&rocia  «Mb- 

Interpuesto  por  D.  Buitot  García  reenrao  de  altada  eontra  el  aesord* 
del  Gobernador  de  Bargoe  de  qoe  isgreaaM  en  el  Ayuntamiento  de  Oo  Tft> 
irabiaa,  en  el  eonoepto  de  Oonoejal  de  éate,  cierta  «santidad  procedente  de 
la  Tenia  de  Prc^oe,  reaolyió  aquella  Autoridad  dejar  ein  cano  la  alsada 
por  no  haber  ingreeado  el  recurrente  en  la*  aroaa  mnnldpalea  la  cantidad 
tedanaada.  Sin  perjuicio  de  eae  recureo,  eoHoitó  el  interesado  direetamen  le 
del  Minlsteiio  déla  Gobernación,  dentro  del  plaio  legal  de  la  apetaoióa^ 
<fam  se  le  rderase  del  prcTio  pago  de  la  cantidad  exigida,  dttctudose  la 
Beal  ord«i  impugnada  que  desestimó  la  alsada  de  referencia. 

Por  carta  de  pago  de  anterior  fecha  á  la  de  esta  Real  orden,  y  posterior 
á  la  de  la  solicitod  de  la  releradón  de  aquel  pago,  se  acreditó  haber  con- 
signado el  demandante  á  los  efectos  del  recorso  la  cantidad  reclamada; 
opuso  el  Fiscal  la  excepción  de  incompetencia,  por  considerar  el  asante 
Á  la  jurisdioción  del  Tribunal  de  Cuentas,  y  desestimada  por  el  Oonten- 
elosoy  dictó  este  la  sentenda,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigoe: 

Oonsiderando  que  la  cuestión  del  presente  litigio  está  reducida  á  de^ 
terminar  si  debió  ó  no  ser  admitida  la  alsada  interpuesta  en  IV  de  Janle 
4e  188V  por  D.  Santos  Garda  OrtigOela  contra  el  acuerdo  dictado  por  el 
Gobernador  de  la  prorinda  de  Burgos  en  6  dd  mismo  mes  t  ^^  7  >M>ti- 
ficado  á  dicho  interesado  el  día  18: 

Oondderando  que  en  td  sentido  y  redudda  á  tales  términos  la  enea- 
tiÓD,  es  de  todo  punto  improcedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetes- 
eia  de  jorisdicdón  alegada  como  perentoria  por  el  Fiscal  al  contestar  le 
demaiida,  y  fondada  en  corresponder  d  asunto  d  conodmiento  dd  THbn^ 
nal  de  Ooentas,  con  arreglo  d  art  21  de  su  ley  Orgánica,  toda  tos  qoe 
-dScha  excepdón  únicamente  podría  sw  discutida  y  resuelta  d  se  trataae 
^óel  fondo  dd  asunto  y  éste  hubiera  sido  resudto  por  la  Real  orden  im- 
tM^pmda;  pero  no  limitándose,  como  se  limita  ésta,  á  desestimar  el  recorae 
-^  alsada  interpuesto  por  el  demandante  contra  el  acuerdo  del  Goberna- 
dor de  Burgos  de  5  de  Junio  de  1889,  por  no  haber  condgnado  preTÍa> 
mente  la  cantidad  á  cuyo  pago  estaba  condenado,  y  apHcando  por  anale- 
$^  á  eate  caso  las  dispodciones  del  Ralamente  de  34  de  Junio  de  1885: 

Oondderando  que  d  bien  D.  Santos  García  Ortigúela,  d  interponer 
€B  19  de  Junio  de  1889  el  recurso  de  alsada,  no  condgnó  ni  depodt^  en 
las  áreas  munidpales  la  cantidad  que  se  le  reclamaba,  es  lo  derto  que 
en  4  de  Julio  dguiente,  ó  sea  antes  de  rencer  el  plazo  legd  de  la  apela* 
«ion,  y  dn  que  la  providencia  del  Gobernador  se  hubiera  hecho  firme,  acu^ 
dió  al  Ministerio  de  la  Gobemadón  solidtando  la  rdeyación  dd  previo 
pego  y  utüiaando  d  derecho  que  le  concedía  el  art.  89  del  Reglamento  an- 
^ea  citado,  por  tratarse  de  una  req[K>nsabllldad  que  le  había  ddo  impuesta 
como  Ooncejd  del  Ayuntamiento  de  Covarrubias,  y  por  tanto,  como  fun- 
cionario público: 

Oondderando  que  en  este  estado  debió  quedarse  suspenso  d  recurso 
de  abada  hasta  que  recayera  y  se  comunicara  el  acuerdo  concediendo  é 
éanegsndo  la  relevación  del  pago  previo^  según  el  mismo  art.  89  dispone. 
y  que,  por  consiicuiente,  el  €k>bemador  de  Burgos  carecía  de  facultadea 
para  dictar  readudón  alguna  en  el  asunto,  como  lo  biso  en  su  segundo 
«eaerdo  de  6  de  Julio  de  1889,  dedarando  improcedente  la  alsada  por  ha- 
bano dedoddo  aln  las  con^donea  legalea: 

Oondderando  que  la  referida  resoludón  del  €K>bemador  de  la  pro  vin> 
«ia  no  puede  justificarla  la  circunstanda  de  que  no  se  presentara  ante  d 
pord  ittteresadoia  sdíottud  de  rslevadón  de  pago,  pásale  q«e 
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mtb  def«eto  quedó  MibMUMulo  «i  al  hedió  de  hid>er  remitido  el  Miniete^ 
rio  dicha  instende  á  informe  de  aqaelle  Antoridád,  eampliéndoee  de  eete 
modo  loe  trámitee  qne  el  Beglamento  exige  para  la  eoetanciacióii  de  eeta 
elaee  de  redamadonee: 

Goodderando  que  por  la  misma  raaón,  y  nna  Tea  emitido  fu  iníom» 
por  el  Qobemador,  el  Minieterio  debió  Hmitaree,  en  neo  de  lae  facoltade» 
dieeredonalea  qoe  d  art.  88  del  Reglamento  le  confiere,  á  conceder  ó  de- 
negar Iñ  releradón  de  pago  eolidtada,  ain  perjuicio  de  lo  qne  en  definí- 
t&va  hubiera  de  reeolyeree  eobre  el  fondo  de  la  cneetión,  y  no  á  dedanm 
improcedente  «la  aliada  dedadda  dentro  del  plaso  legal,  y  mucho  n^á» 
cuando  de  la  certificadón  traída  á  la  yía  contendoea  reeulta  que  d  intere* 
eado  había  condgnado  la  cantidad  redamada  antea  de  dictaree  la  Bed  or- 
den que  ae  impugna. 

Vietoe  loe  articuloe  87, 88  y  89  del  Beglamento  para  d  procedimienta 
económico-adminiatratiyo  de  S4  de  Junio  de  1885; 

Fallamoa  que  dehemoa  reyocar  y  reyocamos  la  Real  orden  de  1.^  da- 
Octubre  de  1889,  y  en  eu  lugar  dedaramoa.  prooedttdte  d  recurso  de  ftl- 
aada  interpuesto  por  D.  Santos  Qwcdñ  Ortigúela  contra  el  acuerdo  dd  O^ 
bemador  dyil  de  la  proyinda  de  Burgos  de  6  de  Junio  de  aqud  aílo,  y  que,, 
en  su  eonsecuenda,  debe  ler  tramitado  y  resuelto  dicho  recurso  con  arre- 
glo á  derecho.— (Sentenda  publicada  d  84  de  Marao  de  189S,  é  inserta  e& 
la  Gaceta  de  28  4e  Octubre  del  mismo  afio. 
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SmmENOiA  (24  de  Marao  de  1893).— CZoset  pa9iva$  (derecho  ápemmém). 
—fie  abeuelye  á  la  Administradón  de  la  demanda  de  Dofia  Joaquina  Bann 
y  otras,  contra  la  Real  orden  de  18  de  Didembre  de  1892,  y  ae  eetablecei 

1.^  Que  no  jmedm  qprectorM  como  de  abono  loe  eervieioe  predadoo  á  üt. 
Adminiotraeián  pro9meial  y  no  á  ¡a  general  dd  Eetado,  que  ce  ¡o  qm  debo 
tcmeree  en  cnentapara  otorgar  pemián  que  pague  el  TeooropMieo: 

;8.o    <¡ue  ian^^oco  eon  comptüablee  al  propio  efecto  loe  scrvicioe  no  compro 


3i9  Que  ce  jeonéRcián  mdicpeneaMcpara  que  loe  ecrtndoe  ecan  de  otoio^ 
que  se  deecmpeñcn  en  propiedad  y  con  Ucál  nombramietUo: 

4fi  Que  CMÚn  lo  queditpone  terminantemente  la  regla  S.^'ddart.  S.^  dd- 
decreto-ley  de  Ss  de  Octubre  de  1668,  no  pueden  rceonocerec  ¡oe  eeroieioe  preo- 
tadoe  en  el  can^  carUeta  por  quien  tM  ee  acogió  al  Convenio  de  Vcrgara,ant^ 
que  lo  verileó  á  conecouencia  del  Beal  decreto  de  amnietia  de  19  de  Abril 
ée  1848: 

S.o  Que  no  dan  derecho  ápeneián  del  Montcpio  müUar  loe  empiece  no  fui- 
Utaree,  eegíin  ee  rceokfió,  de  acuerdo  con  el  Tribunal  Supremo  de  Ouerror 
y  Marina,  por  Beal  orden  del  Minieterio  de  la  Guerra  de  25  de  Abril 
de  1888: 

O  Que  tany^oeo  dan  derecho  ápeneián  de  Montcpio  civily  ni  de  Mimeto- 
rioe,  loe  eermcioepreetadoeá  una  pro9Ínciae^eta^  como  la  de  Navarra^  áum 
régimen  eepcdal  y  que  no  goeabm  de  loe  ben^/lcice  de  aqudloe  ceiabhch 

Y7fi  Que  traiándcee  de  eervieioe preetadoe  antee  de  la  ¡ey  de  Frcet^fuea- 
toe  de  25  de  Junio  de  IBfiij  no  eon  con^mtablee  al  efecto  de  la  pcneián  loe  que 
no  llegan  á  quince  añoe,  minimo  de  tiai^  para  obtenerla^  conforme  á  la  a^ 
¡toda  eeu* 

For  la  Bed  orden  redamada  se  dsMCó  la  pensión  solidtada  por  lae 
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Keuumtw  eomo  faijcs  de  D.  Flofendo  8«ni,  qoienef  fondaron  ra  paiidóa 
«a  les  MTvieioi  que  «qoél  pfMl6  en  concepto  de  Oidal  de  la  IMpotfnió« 
prerindel  de  NmyarrSy  eoldado  dietíngaido  de  on  botellón  realieta,  Ofldel 
de  SeeretariA  d^  Viminftto  de  Nsvam,  Secretario  de  U  Junta  gnbetna- 
ÜTft  de  Ift  misma  proyincia  y  Oficial  del  Miniaterio  de  la  Chierra  en  el  éaná- 
po  cMrUata,  revalidado  en  eeta  segando  cargo,  y  Vocal  de  la  Oomieiós  pto- 
Tindsl  de  Eatadfetica  de  la  repelida  provincia. 

81  Tribunal  contencioso  dictó  la  aentanda,  coya  parle  anatanelal  es 
como  signe: 

Oottfláderando  qne  la  cneetión  qne  hay  qne  renlilar  en  eete  pleito  seta 
rsdneida  á  determinar  ei  aon  de  eetimarse  para  Is  dedaraoión  de  peniite 
qae  soHcitan  lae  recnrrenlee  los  aervicioe  qoe  prestó  andlfanto  psdxs  Dea 
Florencio  8ans  y  Baeaar 

Gonaiderando  qne  no  pneden  apreciarae  como  de  abono  loe  dos  afie% 
oefao  mease  y  cnatro  dfaa  qne  airrió  el  cargo  de  Oficial  aegondo  ds  la  8s> 
cretaría  de  la  Dipnladón  provincial  de  Navarra,  porqne  eata  declino  per- 
tenece á  la  i  dminiatración  provincial  y  no  á  la  general  del  Salado,  qne  es 
io  qne  debe  tenerae  en  cnenta  psra  olorgar  penaión  qne  pagne  el  Teeoro 
-pébticov  y  además  no  m  han  podido  comprobar  eatoa  aervieioa,  porqne 
tedio  el  nombramiento  por  la  Dipolseión  provincial  de  Na^iarra  el  ato  de 
IMO,  ae  ba  perdido  el  libro  de  aclaa  de  aqnel  afio^  qoe  había  de  aorvirpsts 
«smprobar  esloa  aervidos: 

Oondderando  qne  no  pneden  abonarse  loa  noeve  meaea  y  veintíodio 
días  qne  ae  dice  airvió  como  acidado  diatingnido,  porqne  no  aparece  jnali^ 
ficante  algnno  qne  compmebe  qne  el  aervicio  ae  realisaae: 

Gonaiderando  qne,  alendo  condición  indiapenaable  para  qne  loa  aervi- 
doe  aean  de  abono  qne  ae  deaempefien  en  propiedad  y  con  Éeal  nombra- 
miento, no  le  es  de  abono  el  tiempo  de  nn  afio,  dnco  meaea  y  oeho  días 
qne  drvió  como  interino  el  cargo  de  Oficial  de  la  Secretaría  del  Miniaterio 
en  la  Capitanía  general  de  Navarra;  aon  de  abono  loe  ocho  afioe,  dnco 
sieaea  y  ocho  díaa  qne  sirvió  en  propiedad  dicho  declino,  y  el  aflo,  tres 
naeaea  y  vdntiocho  díaa  ccMno  Vocal  de  la  Oomiaión  de  eatadística  de  Na' 
Tsrra,  tampoco  ea  de  abono,  porqne  ni  el  cargo  ceta  retribuido  con  fondoa 
generalea  del  Eetado,  ni  faó  deaempefiado  por  Real  nombramienlo,  y  debe, 
pom,  eUndnsrae: 

OoDdderando  qne  D.  Pknrendo  Sana  y  Baeaa  no  ae  acogió  al  Oonvsnis 
^  Vergara,  y  annqne  lo  verificó  á  conaecneoda  del  Beal  decreto  de  am- 
Bíatta  de  19  de  Abril  de  1848,  loa  cnatro  afioa,  veinta  meaea  y  veinlinnevs 
«díaa  de  aervidoa  qoe  prealó  en  el  campo  caruata  como  Secretario  de  la 
Jnnta  gobernativa  y  Ofldal  del  Miniaterio  de  la  Onerra  en  propiedad,  no 
IMieden  reconocerae  como  baae  de  penaión,  porqne  aaí  lo  diapone  termi> 
iMHitemente  la  regla  8>  del  art  6.o  del  decreto-ley  de  M  de  Octubre 
de  1868: 

Gonaiderando  qne  deudo  loa  únicoa  aervidoe  abonablea  á  D.  i^lorendo 
8ans  y  Baeía  loa  preatadoa  en  la  Secretaría  del  Virrdnato  de  Navarra,  no 
dsn  derecho  á  ana  hi  jaa  á  penaión  dd  Montepío  militar,  por  no  tratarae  de 
empleoa  militarea,  aegón  ae  resolvió,  de  acnerdo  con  el  Tribunal  Supremo 
de  Querrá  y  Manila,  por  Real  orden  del  Miniaterio  de  la  Guerra  de  26  de 
Abril  de  1888: 

Condderando  qoe  tampoco  lea  da  derecho  á  pensión  de  Montepío  dvü 
ai  de  Ministerios,  porque  los  ezpresadoa  aervicfoa  no  están  incorporado*» 
por  no  aer  preatadoa  al  Salado,  aino  á  una  provinda,  con  ao  régimen  esp«r 
«ísl,  qne  no  gosabsn  de  los  benefldoyle  aqnelloa  establedmienlos;  j 

Condderando  qne  no  lea  oorresponde  la  pensión  del  Tesoro,  porqne 
basta  observar  qoe  d  caoaanta  prestó  loé  referidos  servidos,  como  todos 
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Im  demás  de  que  06  hA  heeko  mérito,  entei  de  U  ley  de  FrattqmesUM  d* 
S5  de  Junio  de  1864,  7  qae  loe  eerrioios  abonebleí  no  Uegea  á  ^¡nino» 
•fiofl»  mínimo  de  tiempo  perk  legar  pensión  de  esto  clase,  ooníonne  á  la 
eiteda  ley  de  Piesopnestos: 

Visto  el  CkmTenio  de  Vergara,  que  en  sa  art  2.o  leconoció  los  gtados^ 
esipleos  y  condeooraeiones  de  los  Generales,  Jefes  y  Oficiales  dependien- 
tes del  Teniente  general  D.  Rafael  Maroto,  hadttido  extensivo  dicho  ber 
nefldo  el  art  6.0  á  todos  los  empleados  eíTiles  qne  se  presentaran  á  lo» 
doce  días  de  ratificado  el  mismo  Oonvenio: 

Visto  el  Real  decreto  de  IV  de  Abril  de  1848,  qne  declaró  comprendi- 
dos en  los  beneficios  del  OonTenio  de  Vergara  á  los  qne  habiendo  servida 
•a  las  filas  de  D.  Garlos  lo  soUdtaran  en  el  plaao  improrrogable  de  wa 
SMS,  si  estnTiesen  en  España,  y  de  cnarento  y  cinco  días  si  estOTieren  em 
si  estsanjero: 

Visto  la  regla  8>  del  art  8.0  del  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  188S¿ 
Visto  el  art  15  de  la  ley  de  Presnpnestos  de  26  de  Jonio  de  1884: 
Visto  el  art  48  del  proyecto  de  ley  de  20  de  Mayo  de  1862: 
Visto  el  art.  10  de  la  ley  de  Presnpnestos  de  28  de  Febrero  de  1881; 
Fallasoos  qne  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge* 
Wtnl  del  Retado  de  la  demanda  interpuesto  por  la  repreeentación  de  la» 
xeearrentes  Dofia  Joaquina,  Dolía  María  Josefa  y  Dofia  Librada  Sans  j 
Larrambe  contra  la  Real  orden  de  18  de  Diciembre  de  1889,  la  cuál  qnedk 
Útmñ  y  sobdstente.--(8entencia  publicada  el  24  de  Marso  de  1892,  é  inserí 
la  en  la  Cfacda  de  28  de  Octubre  del  mismo  afio.) 
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Ai?To  (24  de  Marso  de  1892}.-*J20oi;pctofie9  düataria$.  Dtfeeto  legml  e» 
éi  «iodo  de  proponer  ¡a  demanda, — Se  declara  procedente  la  opuesto  por  et 
Fiscal  á  la  demanda  de  D.  Rafael  Benvenuty  contra  la  Real  orden  de  27  de 
finero  de  1891,  y  se  estoblece: 

i  «  Que  el  art  42  de  la  ley  de  13  de  Setiembre  de  1868  exige  de  «hm  smi- 
mora  preceptiva  q}ne  en  el  e$criío  deformalüacián  de  la  demanda  $e  coneignem 
km  megacume»  reUdwae  á  la  con^teneia  del  Trilnmal,  á  loo  oondicUmef  de 
Jm  reeolueián  reclamada,  á  la  peroonaHdad  del  demandante  y  ai  iun^  en  que 
«I  recurso  ee  tnierponga; 

Y  2fi  Q!^,  con  arreglo  á  lopretfenido  en  d  art.  46  de  la  ley  dtada  y  em 
el  313  del  ÉeglamenUp^  exiiie  defecto  legal  cuando  la  demanda  ee  hubiere  for- 
tnaUtado  sin  loo  requieiioe  de  la  ley,  omitiendú  todae  ó  algunoi  de  la$  r^eri- 
da$  tUegaeianei, 

Por  la  Real  orden  impugnada  se  confirma  el  acuerdo  del  Delegado  de 
Hacienda  de  Málaga,  declarando  completamente  libres  del  impuesto  de 
•sonsnmos  las  existencias  de  vinos  que  hubiese  en  la  misma  en  IS^  de  Jor 
üo  de  1889. 

Opuesto  por  el  Fiscal  la  excepción  dilatoria  de  defecto  legal  en  el  modo- 
de  proponer  la  demanda,  el  Tribunal  Gontencioso  dictó  el  auto,  cuya  parle 
sustancial  es  como  sigue: 

Oonsiderando  que  el  art.  42  de  la  ley  de  18  de  Septí^nbre  de  1888  exige 
4e  «na  manera  preceptiva  que  en  el  escorito  de  f  ormiüisación  de  la  demande 
se  consignen  lasjUegaciones  r^tivas  á  la  eon^Mtencia  del  Tribunal,  á  lae 
condidones^e  lA  resolución  reclamada,  á  la  personalidad  del  demandante 
^  el  tiempo  en  que  el  recurso  se  interpoi^^ 
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OoBiideniido  que,  eon  arreglo  á  lo  |»eTenido  «n  el  art  46  de  1»  ley  dr 
ttda  7  en  él  913  del  Reglanento,  existe  defecto  legal  cuando  la  demanda 
Mhatíere  &>nnalisado  ain  loa  reqnlaitoa  de  la  ley,  omitiendo  todaa  ó  al- 
ftoa  de  laa  referida*  alegadonea: 

OoB^devando  que  por  haberae  omitido  en  el  eacrito  de  íormaUíaeión 
de  la  dmnanda  preaentada  á  nombre  de  loa  herederoa  de  Benyenaty  laa 
^«gadonea  relatiyaa  á  la  competencia  del  Tribunal,  á  laa  condicionea  de 
k  liK^oeite  redamada,  á  la  personalidad  del  demandante  y  al  término,. 
fiecade  en  este  eaao  eatimar  la  exoepcito  de  defecto  legal  piopaeata  como 
Alatoria. 

Vlatoa  los  artícnloa  43. 46  y  50  de  la  ley  de  16  de  Septiembre  de  1888»- 
j  el  SIS  del  Reglamento  ae  29  de  Diciembre  de  1890; 

8e  dedara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  defecto  legal  en  el  modo 
de  proponer  la  demanda  alegada  por  el  Fiacal,  y  en  an  yirtnd  qneda  aqné- 
Qadn  corso;  archireae  el  rollo  y  deynélyase  el  expediente  al  Miniaterio 
eon  certíficaeión  de  este  auto,  qae  se  publicará  en  la  Oaetta  de  Madrid  y 
se  insertará  á  sn  tiempo  en  la  Coledsián  legíilaHva.-~(Ánio  fecha  24  de 
i  de  1892,  ó  inaerto  en  la  Qaetía  de  28  de  Octabre  del  mismo  afio.) 
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SnrsBrGiA  (26  de  Harso  de  1892).— 0[mM¿«ic«meff.  Eoepedkión  de  reeí- 
hedmpHeadae, — Se  absaelTO  á  la  Administración  de  la  demanda  del  Bance 
de  E^afla  contra  la  Real  orden  de  12  de  Jalio  de  1887^  y  se  establece: 

<l¿e  habiendo  deeapareeido  par  fuerMa  mayw  del  domtcüio  de  un  Delega- 
fsd»  dd  Banco  de  Enana  loe  réeiboe  de  la  recaudacián  de  eontrihucionee^  e$- 
UMieya  eaei  reatímido  eti  m  totalidad  el  col>ro  de  algunoe  trimetiree,  ee  im- 
fnoBdavte  txpedkrloe  nmvoe  por  laa  cuotae  ya  saüef echas: 

Habiendo  aido  sorprendida  el  15  de  Mayo  de  1874  por  una  partida  car- 
filia  la  residencia  de  D.  Joeé  Paz,  Oobrador  de  contribocionea  de  la  villa 
de  Bndia  (Gnadalajara),  se  apoderó  aquélla  y  qoemó  á  presenda  de  varias 
peisonaa  los  redbos  de  la  recaadación  y  demáa  decnmentoa  qae  obraban 
so  so  poder. 

laotmída  la  correspondiente  información  jostificativa  de  estos  hechos,, 
d  Bstegado  de  Hadenda  de  aquella  provincia  dictó  so  fallo  declarando 
qoe,  como  quiera  qae  la  qoema  había  tenido  logar  el  15  de  Mayo  de  1874^ 
eséddr^  coando  la  cobranza  de  los  tres  primeros  trimestres  del  afio  econó- 
nieo  de  1878-74  debía  estar  ya  terminada,  no  correspondía  expedir  segan« 
dos  redbos  por  las  cootas  de  estos  tres  últimos  plazos. 

Intmrpoesto  por  el  Delegado  del  Banco  de  Espafia  en  Qoaddajara  re- 
eme  de  alzada  contra  esta  reaolodón,  ae  dictó  la  Real  orden  citada,  con- 
firmatoria dd  acoerdo  recorrido,  y  el  Tribonal  contendoso  pronunció  1& 
aentenda,  coya  parte  sostancial  ea  como  dgoe: 

G(»idderando  que  cuando  ae  verificó  la  quema  de  documentos,  ó  sea 
mt  15  de  Mayo  de  1874,  estaba  ya  cad  realizado  en  su  totalidad  el  cobro 
de  los  tres  primeros  trimestres  del  afio  económico  entonces  corriente,  se* 
gán  lo  ha  reconoddo  el  mismo  Banco  de  Espafia  en  una  comunicación  fir^ 
mada  por  su  Delegado  en  Gnaddajara,  la  cual  obra  en  el  expediente  gu- 
lienwtívo: 

Condderando  que  por  esta  razón  es  improcedente  expedir  nuevos  re- 
dbos por  cootas  ya  satísfedias,  sin  qoe  pueda  evitar  este  abuao  la  preven* 
ciéB  de  qoe  no  paguen  de  nuevo  los  contriboyentes  que  conservan  y  ex- 
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hiban  lof  recibos,  porqae  en  yirtad  del  Urgo  tieaipe  traneeorrido  ««rfjuí 
may  contados  loa  qae  pudieran  oamplir  eato  reqoiaito: 

Oonaiderando  qae  la  falta  de  oonocimiento  de  loe  contribnjeniee  ^im 
dejaron  de  pagar  aaa  caotae  no  habría  exiatldo  al  el  Banco  hubiera  pre- 
sentado oportanamente  ia  relaci<Vn  de  dendorea  en  la  forma  marcada  por 
el  art  41  de  la  Inatmcción  de  8  de  Diciembre  de  186d,  reformada  por  Real 
orden  de  6  de  Agosto  de  1871: 

Considerando  qne  no  existen,  sin  embargo,  mctíTOs  saflcientss  par« 
estimar  qae  la  parte  actora  haya  sostenido  su  acción  ea  el  pleito  cen  no- 
toria temeridad. 

Visto  el  art  41  de  la  Instrnoción  dtada  y  el  08  de  la  ley  de  IS  de  Sep- 
tiembre de  1888; 

Fallamos -qae  debemos  absolver  y  absolvemos  á  1»  Administradótt  g«> 
neral  del  Estado  de  la  demanda  deducida  á  nombre  del  Banco  de  Bsp¿A 
oontra  la  Real  orden  de  12  de  Julio  de  1887,  ]a  cnal  queda  Arme  y  subsia- 
tente.— (Sentencia  publicada  el  96  de  Marco  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaee- 
4a  de  28  de  Octubre  del  mismo  afio.) 
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SsNTBNOiA  (26  de  Mano  de  1892).— J^ancionarios  péblieoi.  Abona  d€ 
hahereg  y  tiempo  de  «¿rtiícto.—- Se  absaelye  á  la  Administración  de  la  de- 
manda de  D.  Andrés  Eduardo  Blasco  contra  la  Real  orden  de  O  de  Mano 
de  1888,  y  se  establece: 

1.^  Que  el  8%teldo  del  empleado  acHtfO  es  remwteraeión  del  $erviciú  fme 
presta^  y  sea  cualquiera  la  coum,  ^e  impida  prestar  loe  eertfidoe  por  e$e  con- 
cepto^  no  ee  procedente  abonar  $fiddo$  por  eervieioe  no  prestados: 

2,^  Que  esta  doctrina  está  eonsignada  en  el  art  35  del  Beal  decreto  de  19 
de  Junio  de  1852^  según  el  cual^  el  derecho  apercibir  los  sueldos  de  un  destí- 
uo  se  adquiere  con  la  toma  de  posesión; 

T3'  Ques^n  la  regla  1*  del  art  6.<^  del  Baal  decreto  de  22  de  Ostu- 
bre  de  1868^  únicamente  son  abofuíhles  Us  servicios  prestados  en  las  carreras 
del  Estado  en  destinos  en  propiedad  de  planta  regUmentaria, 

Por  la  Real  orden  reclamada  se  denegó  la  petición  d^  recurrente  do 
^ne  se  le  abonase  la  diferencia  de  sueldo  entre  cesante  y  em^Oeado  ai^ro 
durante  el  tiempo  en  que  Indebidamente  estuvo  privado  del  cargo  de  Oon- 
tador  del  Tribunal  de  Cuentas,  y  se  le  concediese  el  abono  de  servicio  por 
el  mismo  plato,  y  el  Tribunal  contencioso  dictó  la  sentenda,  cuya  piute 
sustancial  es  como  signe: 

Ck>nsiderando  que  la  pretensión  deducida  por  el  demandante  abrozm 
dos  extremos:  nno,  referente  á  que  se  le  abone  la  diferencia  de  sueldo  eo- 
tre  cesante  y  empleado  activo,  mientras  estuvo  indebidamente  en  la  pri- 
mera situación;  y  otro,  á  que  se  le  abone  el  tiempo  de  servicio  dnraate  la 
misma: 

Considerando  que  el  sueldo  del  empleo  activo  es  remuneración  del  ser^ 
vicio  que  presta,  y  sea  cualquiera  la  causa  que  haya  impedido  al  deman- 
dante prestar  los  servicios  de  empleado  activo,  no  es  procedente  abonar 
«neldos  por  servicios  no  prestados: 

Considerando  que  este  doctrina  está  consignada  en  el  ari  85  del  Real 
decreto  de  18  de  Junio  de  1862,  según  el  cnal,  el  derecho  á  perdbir  loa 
sueldos  de  un  destino  se  adquiere  con  la  toma  de  posesión^  y  siendo  noto 
rio  que  el  demandante  no  estuvo  en  posesión  del  destino  ae  Ckmtedor  da- 
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Tiato8aoea«ntí%e8ÍBdocUbleqii«aopc«M)edeqii»elEetedAÍa  ftbone  la 
dütrancÜL  de  neldoi  que  reclama: 

CoDeiderando,  reepeote  al  aegondo  iMUito  de  la  reolamedón  del  aeier, 
^ne^tegán  la  regla  1>  del  art  6.0  dei  Beal  decreto  de  22  de  Octabrn 
de  1868,  únicamente  eon  abonablee  loe  eervicioe  preetadoe  en  lae  carreraa 
del  Estado  en  deetinoe  en  propiedtj^.  de  planta  veglamenUria,  y  D.  Andrés 
Bdoardo  Blaeoo  no  renne  eetae  ooadicionee,  porqae  mieotrae  eetavo  ce^ 
«ante  no  preetó  loe  eervioios  cuyo  abono  redaoM, 

Yuto  el  ait.  85  del  Real  decreto  de  18  de  Joaio  de  IWt: 

Viato  el  Beal  decreto  de  23  de  Ootabre  de  1888,  art  6.0; 

Fallamoe  qne  debanoe  absolver  y  absolveoMMi  á  la  Admlnietradóo  ge- 
neal  del  Estado  de  la  demanda  interpueeta  por  D.  Andrés  Eduardo  Blas* 
en  eontni  la  Besl  orden  de  9  de  Merso  de  1888,  la  cnal  qneda  firme  y  sab* 
skteote.— (Sentencia  publicada  tí  26  de  Mano  de  1882,  é  iaserU  en  U  é^ 
tda  de  28  de  Octobre  del  mismo  afio«). 
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ScBTiHCiA  (28  de  Mano  de  ISn). '-'D¿$amorHMaeián.  PenmUaMn  de 
KeiMt— Se  abeoelre  á  la  Administración  de  la  demanda  del  OapitoloScIe- 
^litíao  de  Graos  contra  la  Beal  orden  de  21  de  Jallo  de  1880,  y  seeata^ 
bieoe: 

lo  Que,  conforme  á  lo  dispueeto  en  el  art.  22  de  la  leu  detfi  deMof^ 
4k  1B5S,  ytnlae  di$po$ioiom$  oonoordadam  con  la  8mUa  Sede  en  equivalencia 
^pemúíaeión  de  loebieneedel  CofilMo  Eotmátíicó  de  la  villa  de  Groms 
mía  emitiree  ttaa  inecr^^eióm  in&tranrferibU  de  la  Deuda  eoneoUdada  dd  S 
ver  100.  aufiáetUe  á  producir  una  renta  igual  al  prodetelo  anual  de  dickoa 
ttietm^  i  importando  ¿ele  1.461  peeetoi  y  éS  chUimoe,  ee^emdenie  que  deeho 
MMerepreientaria  eólo  un>  eapUal  de  48715  peeetam 

S.o  Qm  él  art^l.''  del  decreto  de  29  de  Mayo  de  1882  mandó  proceder 
á  la  coneeniónde  la  Deuda  coneolidada  del  3 por  100  en  Deuda  perpetua 
e&máper  100  de  interée  mmal,  verifioándoee  ceta  eonvereián  mediantela  en- 
trcga  de  una  caanJMad  de  Deuda  perpetua  del  4  por  100  igualaldSy  7S  cén^ 
iimocper  100  de  la  eoneoUdada  al  B  por  100; 

YS.o  Queprooede  oot^mar  una  tiqmdaoiánojiuilada  á  loe  arte,  i.o  y  il 
dd  citado  Real  decreto. 

Por  la  Beal  orden  impugnada  se  aprobóla  liquidación  praetieada  e» 
el' espediente  de  permatacióft  de  los  bienes  del  expreáado  Qapítnlo,  y  el 
IhÜNual  oontearíoso  diirtó  la  sentencia,  onya  paite  snstanciai  es  eoma 


Gooaidsraado  qoe,  conftirme  alo  dispnérto  en  el  ait  2t  de  la  ley  da 
1.*  de  Mayo  de  186fi,  y  en  las  disposiciones  concordadas  oon  la  Sant* 
Sede  en  eqoivalenda  y  permata  de  los  bienes  del  Oapítolo  Boleeiástioo 
de  le  Tilla  de  Oraos,  debía  emitine  nna  inscripción  iastransferible  de  la 
Deuda  ooasolidadadel  8. por  ÍÚO^  sofioiente  á  prodocir  nná  renta  igoal  ai^ 
peedeefto  aaoal  de  dichoebienesv  é  importando  éste  1.461  pesetaay  é5  oén- 
tÍMioa,  ea  eridante  qne  diofao  tátnlo  repsesentaria  eólo  na  capital  de  48.71{^ 


Coaaidenaado  que  el  arl;  l.o  del  decreto  da2ft  de  Mayo  de  1882  mandó 
pfeedst  á  la.0Dev«rsióe  de  la  Daede  coasoUdada  del  a  por  ICO*  en  Dea  - 
de*peqielaa.eeik  4  pea  100  da  iataMés  anaal^  ▼esifioándosa  eata  oonvarsióni 
joaediaata  le  entrega  de  una  eaatoded.  de  Deeda  del  4poi  lOa  igeal  al  4^ 
T  7éi^Bttnpaipnr  IM  da  le  eeiiselldaée  al  »>  poe  180: 
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Oonsideraiido  qae^  atendido  evte  precepto,  la  Inecripoión  de  Beoda  con- 
■olídada  de  48.716  pesetas  á  favor  del  Oapítalo  de  la  yilla  de  Graos,  coa' 
renta  anoal  de  3  por  100,  había  de  liqoidarse  j  convertirse  en  Deoda  per- 
petoa  del  4  por  100  de  interés  por  on  capital  á  rasón  de  48  y  75  por  100,  & 
sea  por  la  cantidad  de  21.812  pesetas: 

Oonsiderando  qoe  la  iiqoidación  practicada  por  las  oficinas  de  la  Deo- 
da  y  qoe  apraeba  )a  Real  orden  reclasíiAula,  se  ha  hecho  de  acoerdo  con- 
las  bases  qne  qoedan  consi^adas,  y  se  ajosta  á  los  preceptos  de  los  ar- 
tícolos  !.<'  y  18  del  citado  Real  decreto,  por  lo  coal  debe  confirmarse. 

Vistos  los  articolos  l.<»  y  18  del  Real  decreto  de  29  de  Mayo  de  1892;^ 

Fallamos  qne  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  del  Oapítolo  Ecle- 
siástico de  la  villa  de  Graos  contra  la  Real  orden  de  21  de  Jolio  de  1890^ 
qoe  qoeda  firme  y  sobsistente.— (Sentencia  poblicada  el  26  de  Mario  dr 
1892,  é  inserta  en  la  Oaeeta  de  28  de  Oetnbre  del  mismo  año.) 
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SsNVKNOiA  (29  de  Marso  de  1892). — Frapieiad  indMtMeU.  Marea  defá- 
Mea.Se  absoelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  la  rasón  eodal 
Menéndes  Villar  y  Compafiía  contra  la  Real  orden  de  16  de  Noviembre  de 
1889,  y  se  establece : 

Que,  tanto  el  núm.  6,o  del  art.  5. o  del  Real  decreto  decide  Agoito  de  1884, 
temo  el  núm,  4.<>  del  art.  12  del  propio  Beal  decreto,  al  exceptuar  de  loe  ditim' 
Uwm.que  para  marcas  de /ábri^  pueden  adoptaree  los  que  tengan  parecido' 
con  otros  ya  otorgados,  y  al  autorisar  la  oposieián  á  concesiones  de  marcas 
iguálei  é  parecidas  á  otras  registfadas  ya,  expresamente  se  refieren  á  las  se- 
nu^ansas  que  puedan  indmdr  á  oonfusÜn  ó  error  en  los  conjuradores  de  <or 
productos. 

Por  la  Real  orden  impognada  se  denegó  la  petición  de  la  parte  reen- 
rrente,  propietaria  en  ültramaar  de  la  marca  indostrial  c  A  la  Espafiola», 
■obre  anolación  de  la  inscripción  de  la  marca  cLa  Espafiola»  de  la  propie- 
dad de  la  razón  social  Robini  ó  Hijos,  y  ei  Tribonal  oontencios  dictó  la 
sentencia,  coya  parte  sostancial  es  como  signe: 

Oonsiderando  qoe  por  la  forma  alternativa  qoe  se  ha  dedocido  en  la  sú- 
plica de  la  demanda,  se  hace  necesario  resolver  dos  coestiones,  á  saber  si 
procede  alegar  la  R^  orden  impugnad»  y  reponer  el  expediente  al  estado 
qne  alcanzaba  coando  Menóndez  Villar  y  Oompafiia  entablaron  so  primera 
reclamación,  á  fia  de  qoe  se  sostancie  y  se  resoelva  por  el  Capitán  general 
de  la  isla  de  Oc^a  si  es  procedente  revocar  la  Real  orden  reclamada,  por 
haberse  dictado  con  infracción  de  los  artículos  6.^  y  12  del  Real  decreto 
de  81  de  Agosto  de  1884: 

Oonsiderando,  en  orden  á  la  primera  coestión,  qne  si  bien  la  Sociedad 
hoy  demandante  se  alzó  del  acuerdo  del  Grobemador  general,  qne  se  limitó 
á  declarar  la  impodbilidad  legal  en  qne  aquella  Autoridad  se  haUab*  de 
resolver  sobre  el  asunto,  esteno  implica  qne  fuese  la  continoáción  del  ex- 
pediente la  única  materia  de  la  alzada,  no  sólo  porqoe  al  interponerlo  la 
Sociedad  Menéndez  ViUat  y  Oompaflía  manifiestamente  se  sometió  á  la 
reaolooión  qoe  por  el  Ministerio  se  dictara,  s^no  porqoe,  en  todo  caso,  no 
puede  deeconoeerse  la  competencia  deesto  último  para  entrar  á  decidir»  en 
uso  de  ans  facultades,  come  lo  hizo,  el  fondo  del  expediente  mismo: 

Oonsiderando,  por  lo  que  se  sefléie  á laasguada  cuestión, que,  tanto  él 
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vAxxL  6,^  del  art.  6.0  del  Re*I  decreto  de  31  de  Agoeto  de  1884,  como  el  nú- 
mero 4L^  del  art.  12  del  propio  Beal  decreto,  al  exceptuar  de  loa  diatintlvoe 
que  para  marcaa  de  fábrica  pueden  adoptarte  loa  qae  tengan  parecido  con 
otroa  ya  otorgadoa,  y  al  antoriaar  la  oposición  á  concetionea  de  marcaa  igna- 
lea  6  pareddaa  á  otraa  regiatradaa  ya,  expreeamente  ae  refieren  á  laa  ae- 
mejanxaa  qoe  poedan  inducir  á  oonfnaión  ó  error  en  loa  compradorea  de 
loa  prodootoa,  y  en  eate  caao  el  simple  examen  superficial  de  la  enyoltnra 
adoptada  por  la  rasón  aodal  Rnbine  é  Hijos,  ofrece,  con  respecto  á  lo  que 
ea  propiedad  de  la  Sociedad  Menéndei  Villar  y  Oempafiia,  notables  difé- 
reiMsiaa  «i  mnchoa  de  loa  elementoa  que,  conforme  al  art  l.o  del  Real  de- 
sreto otado,  conatituyen  la  marca  7  aparecen  en  ambas  envolturas,  de  tal 
manera,  que  no  puede  dedrse  que  él  parecido  entre  ellaa  pueda  inducir  á 
error  ó  oonfnaión  entre  loa  productos  que  distinguen;  y 

Considerando  que,  en  consecu^icia,  no  es  de  anular  la  Real  orden  im- 
pugnada, por  cuanto  fué  dictada  en  el  ejercido  de  laa  facultades  corres- 
pondientes al  Miniatetio  como  fallo  de  una  aliada  que  sometió  integro  el 
expediente  á  su  resolución,  y  que  es,  por  el  contrario,  de  confirmar,  toda 
Tes  que,  lejos  de  infringirla,  ae  atempera  á  laa  disposiciones  legales  inyoca- 
das  por  la  parte  demandante: 

Viato  el  Real  decreto  de  21.de  Agosto  de  1884,  sobre  propiedad  de  mar- 
eas de  fábrica  en  Ultramar,  artículos  l.o,  «o  y  13. 

Fallamos  que  debemos  abaolyer  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Eatado  de  la  demanda  interpuesta  por  la  razón  social  Menéndes 
Villar  y  Oompafiía,  contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Ul- 
tramar en  16  de  Noviembre  de  1889,  la  cual  queda  firme  y  subsistente.— 
(Senteneia  publicada  el  29  de  Mano  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  28 
lie  Octubre  del  miamo  afio.) 
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8KBTKI70IA  (29  de  Mano  de  1892). — Oficiale$  de  Marina.  Mejora  de  re* 
Uro.—Qe  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Melchor  Gas- 
tón, D.  Joaquín  Qarnüda,  D.  Eduardo  Churay  y  D.  Francisco  Carrasco  con- 
tra laa  Reales  órdenes  de  2  de  Abril  y  28  de  Mayo  de  1889,  y  se  esta- 
bleoe: 

i.o  Q^e  la  dremutaneia  de  ehfí(mírar$e  pendiente  de  acuerdo  del  Consejo 
Hit  Mmutro$  la  aplioaeián  de  Um  ben^/lcioe  de  una  ley  á  una  determinada 
(íam  de  funcionarice^  no  puede  impedir  que  el  Tribunal  eontencioeo  entienda 
«A  la  eonfirmacián  ó  revoeaeián,  eegún  §e  hallen  ó  no  dictadae  de  conformi- 
dad eon  la  legielaeián  vigente^  de  loe  Beales  órdenes  reeaidas^  en  la  materia  é 
impugnadas  en  tía  emteneiosa  9&r  algunos  de  aquéllos; 

X  íi.o  Que  las  ventabas  ó  beneficios  en  el  retiro  establecidas  por  la  ley 
iranmtaria  de  9  de  Enero  de  1887,  están  concedidas^  por  regla  general^  á  las 
élams  acHoas  del  J^jércUo,  sin  más  excepdán  que  la  que^expresa  su  articulo 
adieio9Uily  en  euyo  tessto  nofigurany  ni  expresa  ni  implícitamente  ^  las  clases  de 
ia  Armada^  y  con  independencia  de  qucá  espíritu  de  aquella  disposición,  fa- 
vorable al  propósito  de  descargar  la  escala  actitfa  del  HjércitOy  tenga  ó  no 
eipücaeióin  en  la  Marina^  es  ¡o  cierto  que  el  contenido  literal  y  sustancial  del 
art.  5,^  no  permite  dudar  que  los  exptesados  beneficios  son  extensivos  á  los 
Jefes  y  unciales  y  asimilados  de  las  dases  de  la  Armada  análogas  á  las  acti- 
vas del  JBjéreito,  analogía  que  sólo  existe  eon  las  clases  activas  de  aguóla, 
jfera  no  eon  Id  escala  de  reserva,  perqué  además  de  la  ew^espmdenda  de  de- 
momvMmón  que  se  r^ieH  ü  ooncepUt  oomíám  del  activo  servido  en  lame/no^ 
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naétd  eicaki  de  reterifa  ds  la  Armttda,  $e  prettan  serwieioB  qm  no  Mevesi  tí 
€ará^!Ur  pecnlkur  del  §9nricio  activa  prq^  dé  la  Marina, 

Por  las  Beftles  drdenes  impagnadaf  le  denegó  á  los  reonrrentes^  Oficia* 
let  da  Hacina  de  la  eacala  de  reeerra^  el  gooe  de  loa  beneflcioa  de  la  le  j 
de  9  de  Enero  de  1887,  y  el  Tribanal  oonteaoioao  dictó  la  aenteada,  cayn 
parte  aoatancial  ei  como  aigue: 

Oonaiderando  qoe  por  loa  tóeminoa  en  qne  ae  eneoentra  íormaladn  la. 
1&  súplica  de  las  coatro  demandas  en  estos  aoUos^  aon  dos  laa  cnestiones 
qae  deben  decidirse  en  la  sentencia,  i  aaJber:  ai  es  procedente  la  revoca- 
ción de  las  Bealea  órdenea  qoe  ae  impugnan,  declarando  qne  para  reaolTer 
loa  expedientea  en  qne  aparecen  recaidaa  d^>e  eaoerarae  por  la  Adminis- 
tración activa  á  qne  se  dicte  previamente  la  diapoaidón  de  carácter  gene-, 
ral  que  ae  encuentra  pendiente  de  acuerda  del  Oonsejo  de  Ministros,  y  si 
es  procedente  la  indicada  revocación  reconociendo  á  loa  demandantes 
desde  luego  el  derecho  á  los^  beneficios  que  solicitan: 

Considerando,  en  cuanto  á  la  primera  cuestión,  qne  la  cirounatancia 
de  haberae  remitido  por  el  Ministerio  de  Marina  en  8  de  Noviembre  de 
1887  el  expediente  de  D.  Pedro  Asnar  al  C(Hia6jo  de  Minlatroa  nara  qne 
se  decidiera  el  punto  auscitado  por  la  Direceión  del  Personal  de  si  debía 
^  no  hacer  extensivo  con  carácter  general  á  los  Jefes  y  Oficiales  de  la  cá- 
cala de  reserva,  el  beneficio  de  la  mejora  de  retiro,  pnnto  informado  en 
sentido  negativo  por  el  Oonaejo  Supremo  de  Guerra  y  Marina  y  la  Sec- 
ción correspondiente  del  de  Estado,  y  dicha  circunstancia,  ane  no  impidió 
la  denegación  posterior,  de  acuerdo  con  aquel  Consejo,  del  expresado  be- 
neficio al  Capitán  de  Infantería  de  Marina  D.  Nicanor  Soria,  dándola  ca- 
rácter de  generalidad,  no  puede  limitar  la  competencia  de  esta  jurisdic- 
ción para  conocer  del  fondo  del  asunto  qne  le  ha  sido  sometido  por  loe 
propios  demandantes,  ni  puede  ser  fundamento  para  que  se  devuelvan  á 
la  decisión  de  la  Administración  activa  unos  particulares  en  los  cuales,  sin 
yicio  que  anule  los  expedientes,  ha  dictado  ya  sus  resoluciones  definitivae 
y  firmes,  ni  puede  impedir  qne  el  Tribunal  entienda  en  la  confirmación  6 
revocación  de  laa  mittnas,  según  que  se  hallen  ó  no  dictadas  de  eonlor- 
midad  con  Ja  legislación  vigente  en  la  actualidad: 

Considerando,  en  orden  á  la  segunda  de<  las  dos  cuestíoneaanaaciadaa» 
^e  las  ventajas  ó  beneficios  en  el  retíro  establecidos  por  la  ley  traaaito- 
ria  de  9  de  Enero  de  1887,  y  negados  á  los  demandantes  en  las  Beales  ór- 
denea qne  redaman,  están  concedidos  en  aquella  ley  por  regla  general  á 
las  claaea  activas  del  Ejército^  sin  más  excepción  que>la  que  expresa  sa 
artículo  adicional,  en  cn^a  texto  no  figuaan,  nieapresa  ni  implícitamente, 
laadasea  de  la  Armada,  y  con  independencia  de  que  d  espíríliu  de  aque- 
lla diaposición,  favorable  al  psopósito  de  descargar  la  eacala  activa  del 
EJérdto,  tenga  ó  no  aplioadón  en  la  Marina,  es  lo  derto  qne  el  contenido 
literal  y  sustancial  dd  art.  5.»  no  permite  dudar  que  loa  expreaadoa  bene- 
fldos.son  extendvos  á  loa  Jefes  y  Ofidalea  y  admilados  de  las  dases  de 
la  Aleada  análogas  á  las  actívaadd  ^ército,  analogía^qne  sólo  existe  ooa 
las  daaes  aotivaa.de  aqnéllai  pero  no  eon  la  escala  de  reserva,  á  laeoal 
perteneoen.  loa  interesados»  porqoe  además  de  la  oorraspondeneiade  deno^ 
minación  que  se  libere  al  concepto  oomún  áfil  activo  servido  en  Jamen- 
eionada  escala  de  reserva  de  la  Aunada,  se  prestan  servicioa  que  no  lie- 
nen  el  carácter  peenliar  del  senddo  activo^  propio  de  la  Marina* 

Vista  lal^  de.Retínoa  de  V  de  Bnero4e  1887,  afflíonlos>6/  y  adicionaU 

Esliamos  qne  debesaos  absolver  y  absolvemos  4  la  Admiíaséi^ión  ge- 
neral del  Estado  de^la  demanda  intorpuesfta  á  nombre  de  D.  Melchor  Chas- 
tea»  D*  Joaqoín  OaEgeaUn,  D^  Bdoaido,  QanagF  y  JK  Saaadaoo  (katmeo^ 
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coBtrt  1m  cxistro  Bmlm  ^denea  ezpedidM  por  «1  Ministerio  do  Marina 
«n  S  de  Abril  7  M  de  Mayo  de  18SSL  iaa  enalea  qtiedan  firmea  7  anbaia- 
tontea.— /8entenda  pobiicada  el  t$  de  Mano  de  1898,  é  inaerta  en  la  ^ih 
«te  de  10  de  Oetabre  del  miamo  afio.) 
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SniTKVGiA  (80  de  Marzo  de  1892).— CZatet  jMftiMif.  Júbilaeión.—Bt  re- 
voca la  Real  orden  de  4  de  Agoato  de  1891,  impugnada  por  D.  Pedro  Mo- 
mo, 7  ae  eatablece: 

i.o  Que  aum^ue en  elart,  l.o  del deeretoley  de  22  de  Octuln-e4el868,ÍH' 
fenmdo  m  un  etpirUu  restrictivo,  H  ineúlea  eBcrupuloéa  úbservaneia  delaele- 
y€$generale$  vigentes  en  materia  de  clasificaciones^  con  exclusión  de  las  Beales 
irdenes  dictadas  para  casos  especiales,  y  déla  jutisprudencia  establecida  que 
mtuvie»en  en  oposieidn  eon  el  texto  y  lára  de  dichas  leyes,  es  lo  cierto  que  por 
la  regla  9,*  de  su  art.  6.0  se  manda  hacer  el  abono  de  m  ocho  años  de  carrera 
ne  eoneedieron  las  leyes  de  18S!ky  1862  á  los  Jueces  y  Ministros  de  los  Tri- 
nmales  y  álos  funeionserios  del  Ministerio  fiscal,  siente  que  hubiesen  des- 
impeñadif  en  propiedad  sus  empleos^  y  siendo  éstos  de  planta  reglamentaria 
am  sueldo  señalado  en  les  presupueios  generales  del  Estado  y  con  nombra- 
mkiUo  Beal  de  las  Cortes,  de  la  Begeneia  del  Beino  6  del  Gobierno  proviskh 
nal,  V  después  de  cundida  la  edad  de  dieciséis  años: 

2.0  Que  aun  admitido  el  hecho  de  que  las  leyes  de  1865  y  1867  que  limi- 
taron el  abono  de  los  ocho  años  de  carrera  á  los  Jueces,  Magistrados  y  Fisca- 
les nombrados  antes  de  1865  contuvieran  una  derogarán  tácita  de  las  leye$ 
wteriores,  tiende  habrá  que  estimar  los  preceptos  de  ésta  como  nuevamente 
puettos  en  vigor  por  voluntad  eamresa  del  Ugislador,  claramente  manifiesta  en 
M rrferida repta  $•'  del dficretoíey  de  22  de  Octubre  de  1868: 

30  Que  siendo  éste  el  ettado  de  derecho  al  promulgarse  la  ley  provisional 
stbre  orgamtaeión  del  Poder  judicial  de  15  de  Septiembre  de  1870,  á  él  tenia 
fse  rrferkse  necesariamente  la  prescripción  contenida  en  el  art.  241  al  esta- 
Mecer  que  á  los  Jueces  y  Magitírados  se  les  compute  en  sus  elae^ficaciones  el 
aumento  de  tiendo  que  por  razan  de  carrera  les  corresponda: 

4.0  Q^e  si  bien  el  art.  297  de  la  ley  Hipotecaria  reconoce  únicamente  el 
derecho  al  abono  de  los  ocho  años  de  carrera  á  los  registradores  de  la  propie- 
dad que  ingresaran  en  el  Cuerpo  antes  de  15  de  JúÚo  de  1865,  ó  á  tos  pte  ha- 
biendo ingresado  después  tuviesen  ese  derecho  adquirido  con  anterioridad,  tal 
disposiá&i  no  se  kiso  en  igual  forma  extensiva  álos  Jueces,  Magistrados,  in- 
dividuos del  Ministerio  fiscal  y  Catedráticos^  como  en  todo  caso  seria  necesa- 
rio para  q[ue  dicha  limitacián  íes  fuese  apUoable, 

5.0  Que  recientemente  ha  reconocido  el  legislador  la  Reacia  y  virttMlidad 
dd  decreto  ley  de  Octubre  de  1868  y  délas  leyes  de  1835  y  1862  á  que  aquél 
se  rdlere,  al  conceder  por  el  árt  14  de  la  de  IS  de  Febrero  de  1888  el  derecho 
al  abono  de  los  años  de  la  carrera  de  Abogado  á  los  Ministros,  Fiscales  y  8e- 
eretariús  de  este  Trünmal^por  la  anatoeia  de  lasfunoiones  propias  de  aque- 
Uos  caraos  tontos  déla  carrera  íudieid  y  fincal,  precepto  que  no  tendría  ju»- 
tifieaeiínm  podía  apHcarse  dada  la  vaguedad  oon  que  aparece  redactado,  si 
no  estmvistun  subsistentes  las  disposiciones  á  que  indudablemente  alude,  las 
cuales  determinan  que  son  ocho  los  años  de  servicio  que  por  rasan  de  carrera 
deben  abonarse^ 

Y6fi    Que  la  Beal  orden  áe22de  Mano  de  1889^  sobre  no  Aoierse  pu 
bUeado  sn  ía  Gaeeta,  no  tkne  más  álcanoe  que  el  de  una  instruccién  dada  por 
si  MMsterisdsEseknda  ala  Juntada  Clases  pasivas  como  adaroMn  al 
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Beal  decreto  de  $9  de  Enero  anterior,  que  ningwia  dkpotMán  eonüene  reo- 
vedo  de  é$ta  materia^  tino  la  de  no  comprender  el  abono  de  loo  ocho  añ09  é 
loo  CaiedráUcon  de  InoüMo,  á  máo  de  qne  oomo  dUpooieión  interpretativa^ 
no  puede  prevalecer  contra  la  letra  y  eopiritu  de  lo»  pree^ptoi  legaüi  á  que  $o 
refiere. 

Por  U  Beal  orden  impagnftdft  le  denegó  «1  recarrente  el  abono  para  en 
clasiflcación  como  jabilado  de  los  ocho  afioa  de  carrera  de  Abogado;  y  el 
Tribunal  Contencioso  dictó  la.  sentencia,  coya  parte  sostancial  es  como 
sigue: 

Ck>n8iderando  que  la  cuestión  que  se  ventila  en  el  presente  litigio  está 
reducida  á  determinar  si  D.  Pedro  Moreno  Gonsález  que  ingresó  en  la  ca- 
rrera judicial  en  1871,  tiene  ó  no  derecho  á  que  se  le  oomputen  los  ocho 
afios  de  carrera,  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  decreto  ley  de  22  de  Ceta- 
bre  de  1868: 

Considerando  que  aunque  en  el  art  l.o  de  este  decreto  ley,  informado 
en  un  espíritu  restrictivo,  se  inculca  escrupulosa  observancia  de  las  leyes 
generales  vigentes  en  materia  de  olaslflcaciones,  con  exclusión  de  las  Rea- 
les órdenes  dictadas  para  casof  esneciales  y  de  la  jurisprudencia  estable- 
cida que  estuvieren  en  oposición  con  el  texto  y  letra  de  dichas  leyes,  es  lo 
cierto  que  por  la  regla  9 >  de  su  art.  6.o  se  manda  hacer  el  abono  de  lor 
ochos  afios  de  carrera  que  concedieron  las  leyes  de  1886  y  1862  á  los  Ju»> 
ees  y  Kinistros  de  los  Tribunales  y  á  los  funcionarios  del  Ministerio  fiscal, 
siempre  que  hubiesen  desempeñado  en  propiedad  sus  empleos  y  siendo 
éstos  de  planta  reglamentaria  con  sueldo  sefialado  en  loft  presupuestos  ge- 
nerales del  Estado  y  con  nombramiento  Beal  de  las  Cortes,  de  la  Regen- 
cia del  Reino  ó  del  Gobierno  provisional,  y  después  de  cumplida  la  edad 
de  dieciséis  afios:  : 

Considerando  que  aun  admitido  el  hecho  de  que  las  leyes  de  1865  y 
1867,  que  limitaron  el  abono  de  los  ocho  afios  de  carrera  á  los  Jueces,  Ma- 
gistrados y  Fiscales  nombrados  antes  de  1866,  contuvieran  una  derogación 
tócita  de  las  leyes  anteriores  en  el  punto  concreto  á  que  este  litigio  se  re» 
fiere,  siempre  hal>rá  que  estimar  los  preceptos  de  ésta  oomo  nuevamente 
puestos  en  vigor  por  voluntad  expresa  del  legislador,  claramente  manifiesta 
en  la  referida  regla  9>  del  decreto  ley  de  22  de  Octubre  de  1868: 

Considerando  que  siendo  éste  el  estado  de  derecho  al  promulgarse  la 
ley  provisional  sobre  organización  del  Poder  judicial  de  16  de  Septiembre 
de  1870^  á  él  tenia  que  referirse  necesariamente  la  prescripción  contenida 
en  el  art.  241  al  establecer  que  á  los  Jueces  y  Magistrados  se  les  compute 
en  sus  clasificaciones  el  aumento  de  tiempo  que  por  rasón  de  carrera  les 
corresponda: 

Considerando  que  por  haber  ingresado  D.  Pedro  Moreno  Gonsáles  en 
la  carrera  judicial  en  1871,  y  aclarada  en  los  términos  expuestos  en  el  con- 
siderando anterior  la  referencia  contenida  en  el  art  241  de  la  ley  orgánica 
del  Poder  judicial,  es  innegable  su  derecho  al  abono  de  los  afios  de  ca- 
rrera: 

Considerando  que,  esto  no  obstante,  habiéndose  fundado  la  Adminis- 
tración para  negar  el  derecho  del  demandante  en  el  <nriterio  adoptado  id 
reformar  el  art  297  de  la  ley  Hipotecaria,  según  la  de  21  de  JuMo  de  1867 
y  en  la  Beal  orden  de  22  de  Marzo  de  1889,  aclaratoria  del  Beal  decreto 
de  29  de  Enero  del  mismo  afio,  se  hace  necesario  exanánar  el  aloanpe  de 
dichas  disposiciones  en  relación  con  el  derecho  de  que  se  trata: 

Connderando,  en  cuanto  al  art  297  de  la  ley  Hipotecada^  que,  si  bien 
reconoce  ánicamente  el  derecho  al  abono  de  los  o<^o  afios  de  earrera  á 
ios  registradores  de  la  propiedad  que  ingresaran  en  el  Oaer^  antes  de  if 
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^  Julio  de  1865,  ó  á  lot  qoe  habiendo  ingrendo  deipaét  tnrieMn  eM  de- 
recho adquirido  con  anterioridad,  tal  diapoaición  no  ae  hiio  en  igual  loniA 
extenaiTa  á  loa  Jaecea,  Magiatraaoa»  individnoa  del  Miniaterio  fiacal  7  Oa- 
tedráticoa,  como  en  todo  caao  aería  neceaarío  para  que  diclia  limitaei6n 
lea  faeae  aplicable: 

Conaiderando  que  reeientemante  ha  reconocido  el  legialador  la  eficacia 
j  Tirtoalidad  del  decreto-ley  de  Octubre  de  1868  y  de  laa  leyea  de  188§ 
j  1862  á  qoe  aqaói  ae  refiere,  al  conceder  por  el  art.  14  de  la  de  IS  de  Fe- 
brero de  1888  el  derecho  al  abono  de  loa  afioa  de  la  carrera  de  Abogado  á 
loa  Miniatroa,  Fiacalea  7  Secretarioa  de  eate  Tribanal,  por  la  analogía  de 
laa  íoncionea  propiaa  de  aqaelloa  cargoa  c<»k  loa  de  la  carrera  jadidal  7 
fiacal,  precepto  qoe  no  tendría  juatifiñtción  ni  podía  aplicarae,  dada  la  va- 
guedad con  qae  aparece  redactado,  ai  no  eatayieran  anbaiatentea  laa  dia- 
poaicionea  á  qae  indodablemente  alado,  laa  cnalea  determinan  que  aon 
ocho  loa  afioa  da  aeryicioa  qae  por  razón  de  carrera  deben  abonarae: 

Conaiderando  que,  por  lo  qae  áe  refiere  á  la  Real  orden  de  22  de  Mana 
de  1889,  qne  aobre  no  haberae  publicado  en  la  Chceta  de  Madrid  no  tiene 
máa  alcance  qae  el  de  ana  inatnicción  dada  por  el  Miniaterio  de  Hacienda 
á  la  Janta  de  Glaaea  paaivaa  como  aclaración  al  Real  decreto  de  2d  de  Enero 
anterior,  qne  ningnna  diapoaición  contiene  reapeeto  de  eata  materia,  aino 
la  de  no  comprender  el  abono  de  loa  afioa  á  loa  Catedráticoa  de  InatitntOp 
A  máa  de  qae  como  diapoaición  interpretativa,  no  paede  prevalecer  contra 
la  letra  7  eapírita  de  loa  preceptoa  legalea  á  qae  ae  refiere; 

T  conaiderando  qae  no  procede  en  el  preaente  caao  la  impoaidón  da 
eoataa  aoUcitada  por  el  demandante,  en  atanción  á  qae  al  dictarae  la  Real 
orden  reclamada  en  eate  pleito,  únicamente  era  conocida  en'el  Miniaterio 
da  Hacienda  la  aentencia  de  18  de  Diciembre  de  1890,  que  por  ai  aola  no 
podía  conatitoir  jariapradencia. 

Yiato  el  art.  26  de  la  le7  de  Preanpneatoa  de  26  de  Ma70  de  1886,  re- 
glaa  1  .•  7  7>: 

Yiato  el  art  11  de  la  107  de  Preaapneatoa  de  4  de  Ma70  de  1862: 
Yiato  el  art  11  de  la  107  de  Preaapaeatoa  de  15  de  Jalio  de  1865: 
Yiato  el  art  19  de  la  107  de  Preaapoeatoa  de  29  de  Jalio  de  186T: 
Yiatoa  loa  artícaloa  l.<»  7  6.0  del  decreto  107  de  22  de  Octabre  de  1868: 
Yiato  el  art  241  de  la  107  Proviaional  aobre  organiaadón  del  Poder  Ja- 
HÜoial  de  15  de  Septiembre  de  1870: 

Yiato  el  art  297  de  la  107  Hipotecaria,  reformada  por  la  107  de  21  da 
Jnfio  de  1876: 

Yiato  el  art.  l.o  del  Real  decreto  de  29  de  Enero  de  1889  en  an  rag^  2.a: 
YiaU  la  regla  \>  de  la  Real  orden  de  22  de  Blarso  de  1889: 
YiaU  la  aentencia  de  eate  Tribanal  de  qae  qaeda  hecho  mérito; 
Fallamoa  qae  debemoa  revocar  7  revocamoa  la  Real  orden  de  4  da 
Agoato  de  1891,  7  en  aa  logar  declaramoa  qae  D.  Pedro  Moreno  7  Qonsá- 
les  tiene  derecho  á  qae  ae  le  compate  en  aa  claaificación  loa  ocho  afioa  da 
carrera  de  Abogado.— (Sentencia  pnblicada  el  80  de  Mano  de  1892,  ó  in- 
.  en  la  Qcíceta  de  80  de  Octabre  del  miamo  afio.) 
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Snrmrc  ia  (80  de  Mano  de  1892).-^/mimefto  de  derecha  realei  (premm 
4e  ¿eiitMUM;.— 8e  revoca  la  Real  orden  de  28  de  Diciembre  de  1890  impog- 
aliada  por  ia  Dipotaeión  del  Hoapital  da  la  Santíaima  Trinidad  de  Salaman- 
ca» 7  ae  eatabUÍoe: 
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(¡ue  Wfffctmt  á  h  diipwito  en  el  art.  117,  péarrafo  cuarto^  del  MegUh- 
«Mfito  del  impue9$ú  de  Derecha  reales  y  transmíkén  de  bienee  de  81  de  IH^ 
tftemdre  de  l981y  debe  de§c9timar$e  teda  denuncia  que  $e  refiera  á  aetee^  t^m- 
Éraioe  eonoddoepre^kímentepor  la  AdmMtiracián, 

Por  m  Beal  orden  impngoftdft  ae  declaró  el  dereeho  de  D.  Pedro  Serr»- 
flK)  al  prenk)  correeposdíeiite  como  de&uncUdor  del  hedió  de  no  haber 
pagado  el  Hoapital  de  la  Santíaima  Trinidad  de  Salamanca,  loa  de  tranami- 
alón  del  dominio  de  loa  bienea  qne  á  an  falledmienlo  dejó  D.  Joan  de  6a- 
liagthi  en  primer  tórmino  á  aa  eapoaa  Dofia  María  de  laa  Nievea  Salamanca, , 
y  por  nnierte  de  éata  al  mencionado  Hoapital,  cnya  Diputación  recnnrió^en 
Tía  oontencioaa  contra  dicha  Beal  orden,  dictándoae  por  el  Tribunal  laven- 
tencla,  onya  parte  auatandal  ea  como  «igne: 

Conaidenmdo  que  atendidoa  loa  términoa  en  que  ae  halla  planteada  la . 
demanda,  la  cueatión  del  preaente  litigio  eatá  redocida  á  determinar  ai  ee 
baila  ajuiítada  á  derecho  la  retoiución  que  contíene  la  primera  parle  de  la 
Bmü  orden  reclamada,  en  la  que  ae  dedara  procedente  la  denuoda  qne 
presentó  D.  Pedro  Serrano  contra  el  Hoapital  de  la  Santísima  Trinidad  dé 
Salamanca: 

Considerando  que,  conforme  á  lo  diapueato  en  el  art.  117,  párrafo  cuarto 
del  Reglamento  del  impuesto  de  derechos  realea  y  transmisión  de  bienea 
de  81  de  Didembre  de  1881,  debe  desestimarse  toda  denuncia  que  ae  re- 
Aera  á  actos  y  contratoa  conoddoa  previamente  por  la  Administradón,  de 
donde  se  infiere  que  para  reaolver  la  cuestión  de  este  pleito,  es  predso 
averiguar  si  era  conocido  de  la  Adminiatración  activa  el  hecho  objeto  de 
la  denuncia  presentada  por  Serrano: 

Oonsiderando  que  del  expediente  aparece  acreditado  que  al  transnil- 
tirae  al  Hoapital  las  fincas  donadas  por  D,  Juan  Sahagún  al  iallecimiento 
de  la  uaufructuaria  Dofla  Nieves  Salamanca  en  1864,  ae  dio  conocimiento- 
de  la  transmisión  á  laa  ofidnas  de  Hadenda: 

Considerando  que  este  conocimiento  se  halla  plenamente  demostrado- 
por  loa  ofidos  de  16  y  17  de  Julio  de  1867,  cuya  autenticidad  ha  recono- 
ddo  el  Fiscal  7  de  los  cuales  aparece  que  la  Direcdón  guteral  de  Contri- 
budonea  había  ordenado  que  ae  rectificase  la  liquidación  practicada  por 
el  impuesto  de  que  se  trata,  conocido  antea  con  el  nombre  de  impueaio  áu 
hipoteeaa,  y  que  el  Hospital  satisfidese-loa  derechos  correspondientee  ae- 
fialadoa  en  la  ley  de  26  de  Julio  de  1864,  que  importaban,  según  liquida- 
«ion,  la  cantidad  de  8.469  eacudoa: 

Considerando  que  de  estos  documentos  se  infiere  clara  y  terminante- 
mente  que  no  sólo  la  sucesión  de  que  se  trata  era  conocida  de  laa  oficina 0^ 
de  Hadenda,  dno  que  éstas  giraron  la  liquidación  correspondiente,  y  que 
para  el  pago  de  la  cantidad  que  la  misma  arrojaba  pi^ce  ae  apremió- 
variaa  veces  al  Hospital  de  Salamanca,  ai  bien  este  último  dato  no  conatj^ 
acreditado  de  un  modo  eficaz  por  el  estado  del  archivo  de  la  Delegación 
de  Hacienda  de  dicha  provincia: 

Considerando  que  la  misma  Beal  orden  reclamada  reconoce  virtual* 
mente  que  no  era  deaconocido  por  la  Hadenda  pública  el  hecho  de  la  sa- 
cedón  y  de  la  liquidación  del  impueato,  toda  vea  que  ordena  que  se  hs^a^ 
este  efectivo  por  Ja  vía  de  apremio,  continuando  d  expediente  queparetíst 
haberse  incoado  ó  instruyendo  qtro  nuevo,  á  pesar  de  lo  cual  la  dtada  re- 
aolndón  declara  procedente  la  denuncia  de  Serrano: 

T  considerando  que  de  cuanto  queda  expueato  se  deduce  que  esta  de- 
nunda  no  debió  estimarse  con  arregló  al  7>árrafo  cuarto  del  art  117  diA 
Reglamento,  ni  otorgarae  tampoco  al  denunciante  el  importe  de  la  mnlta^^ 
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eottiofine  al  art.  116  del  oUraio,  por  lo  cnal  la  Beal  orden  que  ae  impugna 
ét¡ám  aer  reTOcada  en  la  parte  qne  ha  aido  objeto  de  la  demanda. 

Vi^o  loa  artfcoloa  116  j  117  del  Beglamento  del  impoeato  de  Derecho» 
xoaka  y  tranamiaión  de  bienes  de  11  de  Diciembre  de  1881; 

lUlamoa  qne  debemoa  rOTOcar  y  rcTOcamoe  la  Beal  orden  de  38  de 
Dlctesbre  de  1890  en  la  parte  que  ha  aido  impagnada,  y  declaramoa  im- 
ptoeedcnte  la  denonda  preaentada  por  D.  Pedro  Serrano  contra  el  Hoapi- 
tai  de  la  Santiaima  Trinidad  de  Salamanca,  qne  queda  deaeathDada.~-(Sen- 
taaria  pobHcadá  el  80  de  Marao  de  1899,  é  inserta  en  la  QacHü  de  80  de* 
Oelnbre  del  miamo  afio.) 
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OomBciA  (81  de  Mario  de  1899).— jDetomoWifocM^.  íxeepuiáñ  de 
'  k— 8e  roTOca  la  Real  orden  de  27  de  Septiembre  de  1886,  impugnada 
por  el  Ayuntamiento  de  Velada,  y  ae  establece: 

Quepar  ti  art.  T. o  de  la  ley  de  8  de  Mayo  de  1888^  $e  mandó  examinar  de 
numfo  la$  txeepcumtt  de  Heitet  de  aprovechamienío  común^  negadae  per  ex- 
iampmúnea»  6  imjmHfleaáoMy  cm  tal  que  ktefineae  no  hubi^en  eido  vendidae 
f  íoapmMoe  9olküa$en  la  revieián  en  el  plano  de  tre$  meu$y  y  la  acredita- 

Per  la  Beal  orden  impngnada  se  deniega  la  petición  de  la  parte  reca- 
móla, deducida  en  1884,  de  que  ae  exceptué  de  la  venta  una  deheaa,  por 
teses  el  canácter  de  aprovechamiento  común,  fundándose  aquella  en  ha 
berse  presentado  dicha  solicitud  fuera  del  plaso  legal,  y  el  Tribunal  con- 
tencioso dictó  la  sentencia,  cuya  parte  auatandal  es  como  sigue: 

Considerando  que  todas  laa  resoludones  recaídas  en  el  expediente  gu* 
bemsfcivo  reconocen  la  legitimidad  del  derecho  invocado  por  el  Ayunta- 
mlsiito  de  Velada  para  que  ae  exceptúen  de  la  venta  los  aprovechamientos 
toe  disfruta  en  la  dehesa  £1  Alcornocal,  y  únicamente  niegan  la  excepdóu 
pos  haberse  pedido  fuera  del  plaso  legal: 

Ooosiderando  que  este  fiuidamento  perdió  eu  eficacia  desde  el  momen- 
to 60  qne  por  el  art  1.^  de  la  ley  de  8  de  Mayo  de  1888,  se  mandó  exami* 
aar  dé  nuevo  las  excepciones  de  esta  clase,  negadaa  p(Mr  extemporáneas  ó 
inJonCificadas,  con  tal  qne  laa  fincaa  no  hubieeen  sido  vendidas  y  los  poe- 
Idos  soHcitassn  la  reviaión  en  el  plaso  de  trea  meaea,  y  la  acreditaaen  de- 
bidamente: 

Conaiderando  qne  al  publicarse  dicha  ley  se  hallaba  pendiente  dicha 
^sito,  en  el  cual  el  Ayuntamiento  de  Velada  ha  deducido  y  mantiene  una 
peticiéa  idéntica  á  la  exigida  por  el  artículo  citado,  rasón  por  la  que  es 
Mj  oonioraie  al  espíritu  de  la  ley  estimar  que  tal  petición  debe  surtir  los^ 
efscCes  que  la  misma  eatablece: 

Oooaiderando  que,  en  virtud  de  lo  expuesto,  es  procedente  acordar  que 
ynétwm  el  asunto  á  la  vía  gubernativa,  á  fin  de  que  estimándose  pedida  la 
excepción  en  el  término  y  para  loa  efectos  que  determina  el  art.  7.o  antes 
xeierido,  se  dicto  la  resolución  procedente  con  arreglo  á  laa  leyea. 

Visto  el  art.  7.*  de  la  ley  de8  de  Mayo  de  1888; 

YlaUamoa  qne  debemos  revocar  y  revocamos  la  Beal  orden  de  97  do 
SepáieDibre  de  1886,  y  acordamos  que  vuelva  el  asunto  á  la  vía  gubemati- 
▼n  á  fin  de  qne,  eaUmándose  pedida  la  excepción  en  el  plaso  y  para  loa 
dedos  concedidos  por  el  art.  7.«  de  la  ley  de  8  de  Mayo  de  1888,  se  dicte 
Inscsolneién  que  proceda  con  arreglo  á  laa  leyes.— (Sentencia  publicada 
«1  ti  de  Mareo  de  1899,  é  inaesta  en  la  43aeeia  de  80  de  Octubre  M  mis- 

K) 


Digitized  by  VjOOQIC 


'^!W' 


JUmilHLUHMJiOIA  ABMIHIWriiAJIVl. 


159 


rmrciA  (81  de  Mano  de  1892).^Bs69Mt  del  EHad».  Nuliiad  ie  «ente. 
)voca  U  Real  orden  de  17  de  Septiembre  de  1887,  impognada  pof 
odío  MontaKut,  y  se  establece: 

Qf^e  nopuede  obligar  para  can  la  Eaeimda  á  terceraiper$(ma9^qmm 
idita  la  repreaentacián  de  aquiüas: 

Que  procede  estimar  como  productos  de  una  finca  los  que  deba  proék- 
ún  el  uso  y  destino  natural  de  la  misma,  y  no  los  que  de  hecho perdha 
lo.  Quien  no  puede  alegar  que  no  ha  producido  mientras  la  haya  utiU- 
rectamente: 

Que  nopuede  ser  okjeto  de  decisión  en  vía  contenciosa  lo  que  no  seis 
EÍd  ni  tramitado  debidamente  en  la  gubernativa; 
o  Que  el  interés  anual  á  que  se  r^ere  el  art,  25  de  la  ley  de  Contahi' 
le  25  de  Junio  de  1870,  sólo  es  debido  por  el  importe  de  los  akamces, 
saciones  y  desfalcos  de  los  fondos  de  la  Sacienaa,  y  no  es  apUeabU  á 
rosee  de  buena  fe  una  cantidad  que  indebidamente  le  entregó  ^uéUa  m 
ud  de  una  liquidación  hecha  por  la  misma, 

ilarada  la  excepción  y  nulidad  de  venta  de  la  Oaaateatro  deTortoM, 
eiéndose  el  derecho  del  comprador  á  la  devolación  de  loe  gtstot  de 
a  y  plasoe  ■atiefechos.  y  dedarAndoee  de  caenta  de  la  Janta  moDi- 
e  Beneficencia  de  dicha  población  el  importe  de  las  mejoras  y  re* 
>ne8,  se  reintegró  á  D.  Francisco  Despachs,  como  apoderado  de  Dos 
o  Rikfael  Montagni,  la  cantidad  equivalente  á  dichos  piases  y  gastos, 
\b  el  apremio  de  6  por  100: 

>asada8  por  el  Tribunal  de  Oaentas  las  qae  presentó  el  Montagiit,y 
ada  la  oportuna  liquidación,  se  dispuso  por  la  Real  orden  impugna- 
9  los  herederos  de  aquél  abonasen  la  cantidad  que  resultaba  peiei* 
le  más  por  los  compradores  de  la  Gasa-teatro  y  los  intereses  corree* 
ntes  hasta  verificarse  el  reintegro,  y  el  Tribunal  contencioso  dietó  la 
cis,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

isiderando  que  en  este  pleito  se  han  disentido  cuatro  cuestiones 
a,  si  la  Hacienda  ha  debido  exigir  solamente  á  D.  Antonio  Monta- 
)riol,  como  causahabiente  de  su  padre  D.  Antonio  Rafael  Montagot, 
)lución  de  las  cantidades  recibidas  de  más  por  el  abono  de  plaaoe 
chos  y  gastos  de  subasta,  como  consecuencia  de  1»  nulidad  de  to 
le  la  Casa  teatro  de  Tortoea;  segunda,  si  los  productos  dedudblesdei 
de  dichos  plazos  son  los  realmente  percibidos  ó  los  que  pudieron 
irse;  tercerea  si  procede  el  abono  de  las  mejoras  hechas  en  la  expíe- 
nca  por  los  compradores;  y  cuarta,  si  el  actor  está  obligado  á  abonar 
ereses  legales  de  las  mencionadas  cantidades  recibidas  con  exceso 
>lver  la  Hacienda  el  importe  de  los  piases  satisfechos: 
isiderando,  respecto  de  la  primera  cuestión,  que  D.  Antonio  Ri^sw 
gut,  al  otorgar  el  poder  al  D.  Francisco  Despacha  para  que  ledbiess 
lacienda  el  importe  de  los  plazos  satisfechos  y  gastos  de  snbista  de 
I-teatro  de  Tortosa,  si  bien  manifestó  que  le  otorgaba  en  nombcs 
y  en  él  de  los  demás  compradores,  no  justificó  que  tuviese  la  re- 
tación  de  éstos,  y  no  habiéndose  entendido  la  Hacienda,  pan  ^' 
dicho  capital,  con  ningún  otro  que  con  D.  Antonio  Rafael  Monta- 
lógico  que  sólo  á  éste  ó  al  causahabiente  de  sus  derechos,  que  boy 
a  hijo  D.  Antonio  Montagut  y  Oriol,  exija  la  parte  del  mencionada 
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cipttál  qne  wdMó  de  máf,  iin  perjoloio  del  derecha  de  écte  á  rechontr  d« 
lot  otros  compradores  ó  sae  herederos  la  parte  proporcional  correspon- 
diente  de  la  cantidad  abonada  con  exceso  por  la  Hadenda: 

Oonsiderando,  respecto  á  la  seronda  «aestión,  qae  deben  estimarse 
«HDO  pfodoctos  de  ana  finca  los  cpie  deba  ptodadr  según  el  oso  y  destino 
iiatoral  de  la  misma  7  no  los  qoe  de  hecho  perdl>a  el  daefio,  qnien  no 
puede  alegar  que  no  ha  producido  mientras  la  haya  utilisado  directamente, 
f  por  tanto,  los  productos  de  la  Casa  teatro  de  Tortosa,  dedndbles  del  im- 
porte de  los  plasos  7  gastos  abonados  por  la  Hacienda,  son  los  qoe  pndo 
piodneir  7  no  los  qne  produjo  efectivamente  á  los  compradores  durante  el 
ttopo  que  la  pose7eron: 

Considerando,  respecto  de  la  tercera  cuestión,  que  no  tiene  estado  para 
ser  resuelta,  porque  las  m^ras  CU70  abono  se  pide  no  han  sido  reclama- 
dii  á  la  Junta  municipal  de  Beneficencia  en  cuyo  favor  se  anuló  la  venta 
déla  finca  tantas  veces  mencionada,  7  no  puede  ser  objeto  de  decisión  en 
Tía  contenciosa  lo  que  no  se  ha  discutido  ni  tramitado  debidamente  en  la 
Til  gubernativa: 

Oonsidtrando,  respecto  de  la  coarta  cuestión,  que  no  es  aplicable  al 
caso  de  autos  el  art.  26  de  U  107  de  Contabilidad  de  S6  de  Junio  de  1870» 
porque  el  interés  anual  á  que  éste  se  refiere  sólo  es  debido  por  el  importo 
de  los  alcances,  malversaciones  7  desfalcos  de  los  fondos  de  la  Hacienda, 
en  cuyo  caso  no  se  halla  el  demandante,  ni  ninguno  de  los  compradores 
de  la  C^Ma  teatro  de  Tortosa,  quienes  pose7eron  de  buena  fe  una  canüdad 
que  les  entregó  indebidamente  la  Hacienda  en  virtud  de  liquidación  hecha 

^sto  el  art  26  de  la  107  de  OontaUUdad  de  25  de  Junio  de  1870; 

Fallamos  que  debemos  revocar  7  revocamos  la  Beal  orden  de  17  de 
4Septiembre  de  1887,  en  cuanto  dispone  el  abono  de  los  intereses  de  demo- 
ra, los  cuates  declaramos  que  no  estaba  obligado  el  demandante  á  satíefa- 
eer,  7  ^le,  por  tanto,  procede  se  le  devuelvan  las  cantidades  que  se  le  han 
eai^dopor  este  concepto,  7  debemos  confirmar  7  confirmamos  dicha 
Real  orden  en  los  demás  extremos  que  comprende.— (Sentencia  publicada 
el  SI  de  Mano  de  1892,  é  inserU  en  la  Gaceta  de  80  de  Octubre  del  mis- 
■mallo.) 
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SnmrüíA  (81  de  Mano  de  1892).— Deeosiortíseicídii  (exóepdáH  de 
sesfo).-^  revoca  la  Real  orden  de  3  de  Agosto  de  1887  impugnada  por 
Br  Mioiuel  mvera,  7  se  estableoe: 

Ifi    Q!iteoon$tandomlae9oritmradepoderpordeolaraeiánde 
jmoifef  á  8H  atorgaimento,  el  cargo  e»  cuya  virtud  litiga  el  poderdante  se 
amata  él  carácter  eonqueéete  ee-prceenta  enjuicio  rin  necesidad  de  nütgún 
Uro  decumento: 

^.o  Que  h$  huertoi  y  campos  anexos  á  las  casas  rectorales  conocidos  coa 
ksmntí>res  de  iglesiarios,  mansos  ú  otros  por  las  leyes  concordadas,  están 
exceptuados  de  la  desamortvtadón: 

3fi  Que  no  pierden  tal  cualidad^por  no  haber  sido  soUcitada  su  excep- 
ción en  él  térmuno  que  prescribe  la  circular  de  19  de  Enero  de  1887,  puesta 
fneuuaeireular  no  tiene  tnrtualidad  bastante  para  anuiar  los  derediosfun- 
4utdos  en  las  leyes; 

YL^    Que  en  todo  caso  dkha  eirtular  no  prescribe  la  pena  de oadueidaS 
4d derecho á ser exosptmtáoe  déla  dmuáwHMaeeán  tos  mencianadoe bienes 
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Eo  Mcpeákiiie  por  d«niiBcia  coAtra  «1  Barroco  do  San  Salvador  de 
fiando  por  OKceto  de  capacidad  del  baortojreetomly  ae  dictó  la  Beal  oide» 
impogoada,  Doe  eatimó  la  procedencia  do  la  denoccia. 

tj^oao  el  Fiacal  á  la  d^anda  la  ozoepeióii  perentoria  de  falta  de  fMr* 
•onalidad,  y  dictó  el  Tribunal  contencéoao  laaentenda,  coya  parto  anatan- 
«ialeaeomo  signe: 

Coneiderando  goe  la  excepción  de  defecto  legal  en  el  modo  de  peo- 
poner  la  demanda  alegada  por  el  Fiícal  se  fonda  en  qne  D,  líannel  Uve- 
cánoacompaHó  aleacrito  dé  formaliíadón  delamiama  ti  doeomenta 
qne  aereditaae  en  carácter  de  Cnra  ecónomo  de  dan  Salyador,  de  fiando: 

Gonaiderando  qne  el  Notario  ante  quien  otorgó  el  poder  D.  Mamiel 
JSiTera  para  qne  le  repreaentaae  en  eatoa  aatoa,  el  Lc^toado  D.  Ángel  If  oa- 
quera,  da  fe  de  que  loe  teatigoe  aaegnraron  eer  el  otorgante  el  micmo  Doi» 
Manuel  Rivera,  y  tener  la  cualidad  de  Cura  ecónomo  de  San  Salvador,  de^ 
Sande,  con  lo  cual  está  acreditado  el  carácter  con  qne  el  actor  ae  presenta 
en  juido,  ain  necesidad  de  ningún  otro  documento,  no  sittido,  por  tanlo^, 
de  estimar  la  excepción  propneéta  por  el  Fiscal: 

Gonaiderando,  en  cuanto  al  fondo  del  litJgiQ,  qne  loa  hoectoa  y  caní  • 
P|oa  anexes  á  las  casas  rectorales,  conocidos  con  los  nombres  de  igleda- 
rioa,  manaes  ú  otros  por  las  leyes  coneordadaa,  catán  exceptoadoa^de  la, 
ásaamortisadón: 

Gondderando  que  por  virtud  de  lo  dispuesto  en  dichas  leyes,  bao  te- 
nido aquella  cnalidad  loa  bienea  disfrutadoa  por  el  Párroco  de  San  Salva- 
dor, de  Sande  en  concepto  de  diestralea  ó  huerto  rectoral,  y  qne  han  «ida 
ol^^to  de  la  denunoia: 

Omdderando  que  la  mendonada  cualidad  no  han  podido  perdeiie 
por  no  haber  ddo  solidtada  su  excepdón  en  el  tónnino  que  prescribe  la 
circnlar  de  19  de  Enero  de  1867^  puesto  que  una  drcular  no  tiene  virtftia- 
lidad  bsstante  para  anular  los  d^echos  fundadoa  en  liúi  leyea: 

€k>nBÍderando  que  en  todo  caso  dicha  drcular  no  prescribe  la  pena  de 
caducidad  del  derecho  á  ser  exceptuados  de  la  desamortisación  los  mea- 
donados  bienes  cuando  no  se  haya  pedido  su  excepdón  en  el  plaso  de 
sesenU  días,  sefialado  en  la  misma  ley. 

Visto  el  art.  88  del  Concordato  de  1861,  en  su  párrafo  tercero: 

Visto  el  art.  6.o  dd  Convenio  con  la  Santa  Sede  de  29  de  Agoato  de 
1869,  que  exceptúa  dichos  bienes  de  la  desamortisadón: 

Visto  el  art.  Ifi  dd  Beal  decreto  de  4  de  Knero  de  1867; 

Fdlamos  que  debemos  declarar  y  dedarsmoa  improcedente  la  exoep- 
eepdón  alegada  por  el  Fiscal,  y  que  debemos  revocar  y  revocamoo  la  Itcal^ 
orden  de  8  de  Agoato  de  1887,  declarando  qne  las  finesa  dennndadaa  á. 
qne  hace  referenda  eMn  exceptuadaa  de  la  deaamortisadón.— (Senton- 
da  publicada  d  81  de  Marao  de  189S|  é  inserta  en  la  boceto  de  80  deOe- 
inhire  del  mismo  afio.) 
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SntavoiA  (1.0  de  Abril  do  1898).— JEbeMpcítmct  permiaria^.  JUto<lr 
j^amalidad.'^Be  declara  procedente  U  opueata  por  el  Flaca!  á  la  demaada 
4a  ia  Compaília  dé  loa  FerrocarriM  de  Madrid  á  Cácerea  y  Portagal,  oon- 
Ira  la  Keai  orden  da  18  da  Jallo  do  1690,  y  ae  aataUaee: 
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^ááid^t>defado,laíud{/Uaeiámdde(mupi04H  qm  le  otorgó  m  rej^reBem^ 
iamin  ü  foderíkmt$; 

r^o  Que  éL  hecho  de  haber  $ido  admitida  por  la  Admitíietraeióm  em  Im 
iria  g^ibemaiiva  la  peroonatidaéL  del  poderdatUe^  no  eo  fmtioo  mtfieimUe  parm 
me  ee  admita  a^  la  o4a  eoniondoea  detptiée  de  publioada  lalep  de  1$  da 
Septimbre  de  1888,  qm  modi^fieá  e$eñeiahmm%ie  en  eete  punió  la  legielaeiéH 
anterior  y  la  jmré^mdeneia  do  laSala  de  lo  Gontendooo  del  Conoijo  da 


Por  la  Beal  orden  impngiiadm  m  flió  la  UqoidaclóQ  del  impaaet»  que  te 
to  de  abonar  la  Ck>m|Mfiía  por  la  emüáóB  de  eiertae  obligaoionea  hlpoteca- 
lip,  7  opoeeU  por  éí  Fifloai  oomio  perentoria  la  exoepiBiéa  de  falta  da 
piMonaUdad,  el  Tribunal  oenleaaioee  dictó  la  aenteneia,  enya  parte  ana- 
tineial  ee  eomo  algoec 

Oonaidefaiido  qoe  m  bien  enel  poder  preeeaftado  por  D.  Pablo  Bóspi 
de  te  aereditaa  lae  facnltadee  qa»  al  Director  de-  la  OompafUa  de  loa  Fe' 
noeanilea  de  üadrid  á  OAoerea  j  PoKtogal  eon^Mten  paca  repreeentaria 
en  jfdde^no  ee consigna  qoe  coneapoMl^á  D.  Joan  Rócpide  y  Bánris  el 
ceiietOT  de  Director  qne  se  atribay»y  qae  la  Jaetifieadón  de  eete  partlcn* 
lar  ae  veqaieito  impreeeindible  para  qae  paeda  eetimaree  joetiftcado: 

Gomáderando  qae  ei  hecho  de  haber  eido  admitida  por  la  Adminiatra- 
«ion  en  la  vía  gobematiya  la  peraonalidad  d^  poderdante,  no  ee  iniotíro 
enfidente  para  qae  ee  admita  en  la  vía  contenciosa  deepaéá  de  pnblicadit 
la  ley  de  19  de  Septiembre  de<  1888,  qae  modificó  esencialmente  en  este 
panto  la  leisislaeión  anterior  y  la  ioiiapradencia  de  la  Sala  de  lo  Goatea- 
dato  del  Consejo  de  Bilado! 

Gonsidecando  qoe  loa  (tocomentos  últünamente  traídoerá  loaantos  por 
el  Licenciado  Róspide  no  paeden  sabeanar  los  defectos  de  qae  adolece  el 
poder  qoe  se  acompafió  al  escrito  interponiendo  el  recarso: 

Vistos  los  artícalas  48  y  48  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Vistos  los  artícnlos  248  y  Sil  del  Reglamento  de  29  de  Diciembre  de 
1890; 

Fallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  procedente  la  excepción 
de  faUta  de  personalidad  en  el  actor  propaesta  como  perentoria  por  el 
Ilseal  al  contestar  la  demanda  promovida  por  le  CompaSia  del  Ferrocarril 
ks  dsMftdrid  á  Oáoeres  y  Portagal  contra  la  Beal  orden  de  22  de  Jalio 
de  1890,  la  eoal  qneda  firme  y  sabsistento.— (Sentencia  pnblicada  el  L«  da 
Abdl de  1892,  élasartaen  la  Oeootn de  8(K da Obtabre  del  miamo  afto.> 


lea 

BnrtwaciA  (l.<>  de  Abril  de  Iñ^ty-^EoeoqHnonetperentoriao,  Ineompeten- 
tkLdepuri$dieei4m,'-8o  deelam  la  del  Tribunal  oontoncieso  para  conocer 
deltdeaiandadoD.  Joaqnín  da  Carear  contra  la  Beal  orden  de  2l\l# 
Octebre  de  1890,  y  se  establece: 

!•  dfienofmidointBntareo  la  nlaoonionekeaen  loe  ammftke  oobre  oobram- 
^ieeontrilmeionee.mknlraenooeaeiredUeel  pa§oen  laoareaodü  Teooro^ 
pébHeo^átenm'dolodiemmtoomel  arká/>dela  ley  de  IS  de  Sepüemhr^ 
demSvB.odelaleydeO^niMUdad; 

Y2.0  qmlaeákpMmneOiéeei^taéifymmm  aptíoableo á ¡ee  erédüooá 
Jwtor  de  loe  AymUamieñtoe,  oegún  lo  e^ableeide^ond  ae^t.  U^  do  laley  Mm 
méeipaL 
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Por  la  Beal  orden  impaKo^^  m  uraló  el  aenerdo  de  U  Dipntadto' 
proTÍncial  de  BMcelona  excluyendo  de  nn  reparto  yednal  al  recurrente, 
7  el  Tribonal  contencioao  dictó  la  tentenciai  coya  parte  iturtandal  ee  como 
migue: 

Coneideruido  qoe  no  puede  Intontane  la  vía  contendoea  en  loe  aaon- 
toa  aobre  cobranxa  de  oontribadonee,  mientraa  no  ae  acredite  d  pago  en 
laa  arcaa  del  Teaoro  público,  á  tenor  de  lo  diapneato  en  el  art.  6.0  de  la 
ley  de  13  de  Septiembre  de  188$  y  9.0  de  la  ley  de  Contabilidad: 

Conaiderando  que  laa  diapoaicionea  de  eata  última  aon  aplicablea  á  loa> 
eréditoa  á  favor  de  loa  Ayuntamientoa,  aecún  lo  eatablecido  en  el  art  ISt 
de  la  ley  Munidpab 

Conaiderando  que  el  actor  no  faa  juatificado  el  complimiento  de  dicbo- 
requiaito  en  el  preaente  caao,  con  relación  á  la  cantidad  á  cuyo  pago  re- 
aulta  en  definitiya  condenado  por  la  Real  orden  impugnada,  alendo  en  tid 
sentido  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  juriadie- 
eión  alegada  como  peientoria  por  el  Fiacal  al  contestar  la  demanda: 

Yiato  el  art  9.0  de  la  ley  de  Contabilidad,  aegún  el  cual  no  podrán  hm- 
eerae  contenciosos  loa  asuntos  relativos  á  laa  contríbucionea  y  demás  reti- 
ras públicas  y  créditos  deinititamente  liquidados  á  faror  de  la  Hacienda 
mientras  no  se  realice  el  pago  ó  la  consignación  de  lo  liquidado  en  la» 
cajas  del  Tesoro  público: 

Visto  el  art  182  de  la  ley  Municipal: 

Visto  el  párrafo  primero  del  art  6.0,  y  46  y  48  de  la  ley  de  13  de  Bep» 
liembre  de  1888; 

Fallamos  que  debemos  declsrar  y  declaramos  la  incompetencia  de* 
este  Tribonal  para  conocer  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  Doi»- 
Joaquín  de  Carcer,  Marqaés  de  Caatelbell,  contra  la  Beal  orden  de  23  Octu- 
bre de  1890.— (Sentencia  publicada  el  l.o  de  Abril  de  1892,  é  inserta  esk 
la  Oaeeta  de  30  de  Octubre  del  mismo  afio.) 
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Auto  ^6  de  Abril  de  1892).— JSeci^pcioftet  düatorta».  Incompetencia  de 
juriadiecián. — Se  declara  improcedente  la  opoesta  por  el  Fiscal  á  la  de- 
manda del  Ayuntamiento  de  Cáoeres  contra  la  Beal  orden  de  23  de  Abril 
de  1890,  y  se  establece: 

Que  trasladada  por  un  Delegado  de  Hacienda  á  un  Ayuntamiento  de  la 
provincia  una  Beal  orden  contra  la  que  é$te  trate  de  interponer  recurso  con- 
tencioao^  la  fecha  para  computar  el  plazo  de  interposición  no  se  cuenta  desde 
eldiam  que,  se^un  el  Begtstro  correspondiente^  iüió  aquella  Beal  orden  de 
la  Delegación,  sino  desde  el  en  que  ingresó  en  las  Oficinas  de  la  Corporación 
municipal,  si  ésta  no  hubiera  tenido  antes  conocimiento  de  dicha  disposición. 

Por  dicha  Beal  orden  se  declaró  anulada  la  excepción  de  venta  de  una 
d^esa  de  la  provincia  de  Cáseres^  mandando  se  procediera  á  su  enajena- 
don. 

Comunicada  aquélla  al  Ayuntamiento  con  fecha  9  de  Mayo  de  18iK)^ 
consta,  sin  embargo,  por  la  certificaron  oportuna,  qne  no  ingresó  en  las 
Oficinas  de  la  Corpoiadón  municipal  hasta  el  12  dd  mismo  mes  y  sfio. 

Interpuesto  contra  esa  Beal  orden  recurso  contendoso  y  opuesta  por 
•1  Fiscal  la  excepción  dilatoria  de  inccHupetenda,  d  Tribunal  dictó  d  aato^ 
«oya  parte  sustandal  es  oomo  dgue:- 

Condderando  que,  d  bien  aparece  de  las  diligencias  practicadas  pmtst 
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vejor  proveer,  qae  el  ofido  de  la  Delegadón  de  Hacienda  de  la  proTÍnda 
de  Cáceiee,  ^aelado  de  la  Beal  ord«i  de  28  de  Abril  de  1890,  ee  anotó  en 
d  Begletro  de  salida  de  aquella  dependencia  en  9  de  Mayo  eígniente,  cons- 
ta tamkHén  por  maniléetadón  oficial  y  escritora  del  Alcalde  qae  aquel  ofi- 
do tnvo  ingreso  en  las  ofldnas  del  Ayuntamiento  de  la  capital  en  12  del 
«presado  mes: 

Oolisiderando  qne  este  hacho^  no  contradicho  en  el  expediente,  se  halla 
corroborado  por  los  datos  traídos  dltimámente  i  los  autos,  sin  que,  por 
otra  psrta»  se  haya  aoeditado  que  con  anterioridad  á  la  precitada  fecha  de 
12  de  Mayo  hubiera  tenido  conocimiento  la  Corporación  municipal  de  Oá* 
eaies  de  la  resolndón  que  trata  de  impugnar;  y 

Oendderando,  por  lo  expuesto,  que  computado  el  plazo  para  la  inter- 
posidóa  del  recurso  desde  18  de  Mayo  de  1890,  y  presentada  la  demanda 
SB  9  de  Agosto  del  mismo  afio,.lo  ha  ddo  notoriamente  dentro  del  término 
Wgd. 

Vistoa  los  artículos  7.o,  46,  ^  y  94  de  la  ley  de  18  de  Septiembre^ 
dBl888; 

Se  declara  improcedente  la  excepdón  dilatoria  de  incompetencia  íor- 
mulada  por  el  Fiscal;  y  Tuelvan  los  autos  al  mismo  para  que  conteste  á  la 
demsnda  en  el  tórmino  de  quince  días,  publicándose  este  auto  á  su  tiem- 
po eo  la  Gaceta  de  Madrid  y  en  la  Ooleceión  legislativa. — (Auto  fecha  5  de 
Abril  de  1892,  é  inserto  en  la  Gaceta  de  80  de  Octubre  dd  mismo  afio.) 
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BrarrraroiA  (6  de  Abril  de  1892).^^<(m9tiiii09  (adeudo).— 8e  absuelve  é 
la  Administradóo  de  la  demanda  de  D.  Ignado  Angniano  contra  la  Beal 
orden  de  16  de  Marzo  de  1888,  y  se  establece: 

IP  Que  no  procede  la  revocación  de  una  Beal  orden  arreglada  á  lo  pac- 
tado por  Uu  partes; 

Fi.o  Que  e$  improcedente  la  condenación  en  costas  de  que  trata  el  art,  9S 
ie  la  lev  délo  (hntencioso,  cuando  se  trata  de  litigios  incoados  antei  de  la  pu- 
hUeaeiM  de  ésta. 

Adjudicado  el  arriendo  de  consumos  de  la  villa  de  Cenicero  á  D.  Igna- 
cio Angoiano,  á  excepción  del  vino,  cuyo  cupo  se  hada  efectivo  por  enca> 
basamiento  gremial  en  la  forma  convenida  con  d  Ayuntamiento,  se  esti- 
puló en  el  contrato  que  quedaba  excluido  dd  pago  de  aquel  impuesto  el 
vino  intrododdo  con  destino  á  la  especulación  ó  ol  comercio  exterior,  pero- 
né el  qne  se  introdujese  para  el  conanmo. 

.  Introdudda  por  D.  Francisco  Rniz  una  partída  de  vino  sin  presentarlo 
d  adeudo,  fundáudose  para  hacerlo  ad  en  que  formaba  parte  del  concierto 
gremial  que  los  cosecheros  tenían  celebrado  con  el  Ayuntamiento,  y  de- 
nundado  este  hecho  por  el  arrendatario,  recayó  la  Real  orden  de  referen- 
cia, dedarando  libre  dd  responsabilidad  á  dicho  8r.  Ruiz.  Interpuesto  con- 
tra esta  Beal  orden  recurso  contendoso  y  opuesta  por  el  Fiscal  como  pe- 
rentoria la  excepdón  de  fdta  de  peraondidad  dd  demandante,  se  dictó 
por  d  Tribunal  la  sentenda,  coya  parte  sostandd  es  como  dgne: 

Oondderando  que  no- tratándose  en  este  ptdto  pura  y  exclusivamente 
de  la  exaodóaddrimpuesto  de  consumos  y  de  la  multa  en  qne  haya  po- 
dido incurrir  na  defraudador,  sino  que  además  se  discute  la  intdigenda 
7  alcance  del  contrato  celebrado  con  la  Administración,  que  ea  el  ínnda^ 
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mentó  de  la  demande,  na  he  Ingar  á  le  excepción  de  hüim  de  penwneMed 
^tt  el  demándente  propaeete  por  el  Fiecel: 

Ck>neiderendo«  reepeeto  el  fendo  del  pleito,  qne  loe  Jereefaoe  del  enen- 
deterio  de  oonenmoe,  D.  Ignedo  Angoleño,  pete  exifuir  el  pega  de  lee  cae* 
tldadee  qoe  adendeeen  laa  eepedee  introdneidaa  en  Oenicero,  nacen  de  ns 
contrato  de  arriendo  con  el  Aynntamiento,  y  eegún  la  condición  eezta  de 
dicho  contrato,  no  podía  exigir  derechoe  por  el  Tino  qne  ee  introdc^jete 
deetinado  á  la  eepecolaclón  y  al  comercie  exterior: 

Ooneiderando  qne  ann  cnando  el  expreeado  arrendatario,  en  yirtnd  M 
mencionado  contrato  de  arrendamiento,  hubiere  tenido  derecho  á  exfgii 
el  impneeto  de  consnmoa  por  el  Tino  qne  ee  introdojeee  en  Oenicero  dce* 
tinado  al  concomo  exterior,  eete  derecho  no  podía  ejercitarlo  respecto  de 
D.  Fraodeoo  Bola  Ascárraga,  por  haberlo  eni^^^do  eo  16  peeetae  ibm- 
eoalee,  eegún  pacto  Terbal  de  encebeaamientoe 

Ooneiderando  qne  no  ha  probado  el  demandante  qne  el  Tino  introde- 
ddo  por  D.  Francisco  Rnls  Ascárraga  en  dicha  Tilla  dnranie  loe  días  t,  4 
y  6  de  Enero  de  1888,  háblese  sido  deetinado  al  conanmo  dentro  de  la  p(^ 
blaclón-, 

Y  ooneiderando  qne  fondada  la  petición  de  qne  ee  condene  á  la  paite 
«otora  al  pago  de  las  coetae  en  la  preecripción  contenida  en  el  art  9t  de 
la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  no  procede  hacer  tal  declaración  en  d 
presente  litigio,  por  haber  eido  incoado  con  anterioridad  á  la  pnUicaeión 
de  la  referida  ley. 

Vista  la  dáosala  6>  del  pliego  de  condiciones  del  arriendo  de  censa- 
rooe  en  la  Tilla  de  Oenicero,  de  1887  á  88,  qne  queda  copiada  en  el  dódine 
reenltando; 

Fállamoe  qne  debemoe  absolTcr  y  absolTcmos  á  la  Administración  ge* 
neral  del  Estadq  de  la  demanda  interpaesta  á  nombre  de  D.  Ignacio  An- 
galano  y  DaTalillo  contra  la  Real  orden  de  16  de  Mario  de  1888,  la  cual 
<}aeda  firme  enbsistente.-- (Sentencia  pablicada  el  6  de  Abril  de  1809,  éia- 
eerta  en  la  Oaoeta  de  80  de  Octubre  del  mismo  afia.) 
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Amro  (6  de  Abril  de  IB^^y—Excepeumei  düatorioB.  IneompeteMcia  éf 
JHrisdiceián.'-'Qe  declara  procedente  la  opneeta  por  el  Fieoal  á  la  demanda 
de  la  Sociedad  £1  Orédito  Bspaíiol  contra  la  Real  orden  de  6  de  Septiembrs 
de  1890.  y  ee  eetablece: 

1*  Que,  conforme  á  lo  áiipueetoen  eiart  46delaleydelS^de8^^tkmbn 
de  1888,  procede  la  exeepeión  diiatoria  de'moompeteneia  euando  el  rocwm  em^ 
ieiichoo  $e  hubiera  interpuesto  fuera  de  ¿es  pUuoe  oeMadoe  en  el  ^»  ^^ 
compuiadoe  en  la  forma  queprec^^túa  el  94  delaexpreeada  ley; 

YüJ"  ()ue,  en  el  propio  ca$o,  tiendo  feriado  el  Mimo  dia  delplam  kgel, 
n»  cabe  (üegar  que  debiera  prorrogarHkaeta  el  eiguien^  hábil,  porque  no  ¡o 
4iutoriMa  lal^nid  Beglamento, 

Por  dicha  Beel  orden,  notificada  á  la  Sociedad*  demandante  en  19  de 
Enero  de  1891,  se  accedió  á  la  eolicitod  de  retracto  fbrmolada  por  el  Msr- 
qnés  de  Villamediana,  con  referencia  á  nnoe  ceneoe  qne  gravan  nna  flaca 
rástlca  en  termino  de  Sarriái 

l>edQdde  contra  la  Beal  orden  citada  reeorsooootencioao en 90 de 
AbrU  del  miemo  afto^  y  opneeta  por  el  Fleca!  la  esoepeiéñ  dilatoria  de  io; 
compefeeaoi%  ae  dictó  porel  TriMinal  la^eentencia,  onyi^  parte  eostaneial 
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OoiM¡d6T«ndo  qoe,  coBlorme  á  lo  dispaefto  en  el  srt  46  de  la  ley  4* 
IS  de  Septiembre  de  1888,  procede  la  excepción  dilatoria  de  qné  te  traía 
fOttido  el  recarao  contendoeo-adminletratiTO  ae  hubiera  inierpneato  fuera 
delot  plasoa  aefialadoa  en  el  arl.  7.o,  qne  para  el  preaente  eaao  ee  el  de  trea 
mmm  de  treinta  dias,  eompatadoa  en  la  forma  qve  preceptúa  el  art  94  de 
le  ley  expieaada: 

Ooneiderando  <|Qe  comunicada  á  la  Sociedad  Crédito  Espafiol  en  It  de 
Knero  de  1891  la  Beal  orden  objeto  del  recargo,  é  interpneeto  éste  en  10  dé 
AImü  dgnienfe,  lo  ha  rido  á  loe  norenta  y  nn  díae,  eato  ee,  ano  deepnéa 
del  en  qoe  terminó  el  plaio  legal; 

Y  eonaiderando  qoe  ei  bien  el  último  día  de  dicho  plaio  faé  feriado,  no 
«be  alegar  qne  debiera  prorrogarle  haata  el  eigaiente  hábil,  pneato  qne^ 
•yate  de  no  aotorísailo  la  ley  ni  el  Beglamento,  en  el  nüemo  día  19  de 
Abñi  podo  la  parte  demandante  depositar  en  recareo  en  el  boión  aotomá^ 
tieo^  eetableeido  predaamente  al  efecto  en  eete  Tribnnal. 

Viatoa  loe  artícnloe  7.o  y  46  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  y  él 
«rt  264  del  Beglamento  de  99  de  Diciembre  de  1890; 

Se  eetima  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  joriedieción  ale 
0ida  por  ei  Flaca);  en  en  yirtad,  ee  dedata  aín  careo  la  demanda;  archiyeae 
d  relio,  y,  oon  devolodón  del  expediente,  póngate  en  oonodmiento  del 
maieterio  de  Hadenda  eete  anto,  publicándolo  á  ea  tiempo  en  la  G'oeela 
4e  MaJkid  y  en  la  CoUtsáón  Ugislativa.-^iJLuU)  fecha  6  de  Abril  de  1891,  ó 
ÍBMrto  en  la  Oñceia  do  SO  de  Ootabre  del  mlemo  afioj 
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AxTTO  (6  de  Abril  de  1892}.— .fib^^yicíofie»  dUaiorioB.  Incompetencia  de 
jmi»iieció».--8e  confirma,  en  parte,  nn  anto  del  Tribunal  prorineial  de 
Barcelona,  apelado  por  D.  José  Vilaeeoa  y  otro  en  pleito  contra  la  Dipata- 
eióB  provincial  de  aqadla  capital,  eobre  indemnisación  de  dafioa  y  perjni- 
doe,  y  ae  eetableee: 

19  Qne,  con  arreglo  áJaUy  Orgánka  de  la  jnrudkeión  oontendoea,  eáHa 
Henen  acceso  ala  vía  eontendoeo-adminieírativa  ¡oh  que  $e  eetimen  agravia- 
doevor  reeolueionee  de  la  Ádminietraeión  activa  qne  caneen  estado  y  puedan 
lastwnar  un  deredM  oreado  á  favor  del  redamanU  en  virtud  del  precepto  ad- 
mimstraiivo: 

2.0  Que  declarada  nula  éin^ficas  una  demanda  indebidamente  presentada 
ante  los  Tribunales  ordinarios  contra  una  resolución  administrativa,  no  puedo 
ser  t^predada  la  fecha  de  la  presentacián  de  aquélla,  más  que  para  ei  fin  és 
dem/ístrar  que  (os  interesados  no  JUcwrofi  abandono  de  los  derechos  que  oreiam 
esrmponderles; 

Y  39  Que  á  tenor  de  lo  prescrita  en  el  párrafo  segundo  del  art,  6$  de  la 
ley  deis  de  Septiembre  de  1888,  el  cmBdazamiento  á  que  se  refiere  él  art.  iá 
de  la  misma  ley  hade  hacerse  por  los  Tribunales  provinciales  al  Letrado  quo 
él  Qébemador  6  la  Corporación  demandada  designe,  en  los  casos  en  que  la  re- 
solmeión  de  dicha  Corporadán  huHera  causado  estado. 

£o  ooncarao  abierto  en  8  de  Boero  de  1877  por  la  Diputación  provin- 
cial de  Barodona  peca  la  eonetrooción  de  an  edificio  público,  expreeando 
d  aolar  deatinado  á  eete  fin  y  loe  bmnefidos  de  aator  del  proyecto  apro- 
bado, lo  fnó  el  anaerlto  por  D.  Loia  VUaaeoa  y  D.  Loia  Domeaech,  á  quie- 
aea  por  acoerdoe  poatedoree  oMdó  la  DipiitadóD,parael  oaaodepfea^- 
46  IT 
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tir  la  docnmantación  qne  se  les  pidió,  una  indemnisación  j  el  nombra - 
oojuento  de  DirectoTM  con  aneldo  fijo. 

La  miama  Corporación  ditpoao,  por  acaerdo  de  28  de  Abril  de  IfiSé,. 
enajenar  el  mencionado  aolar,  y  enaa  virtad  Vilanova  y  Domenech  ente- 
blaron  ante  la  jariadi^cdón  ordinaria  demanda  de  indemniaación  de  dafio» 
y  perjaicioa.  Beeaeita  en  1885  á  favor  de  la  Administración  la  eompetencia 
promovida  por  ésta,  el  Gobernador  de  la  proTinda  remitió  en  10  de  Jallo 
de  1889  al  Tribunal  provincial  laa  aotoacionea  seguidas  ante  el  Tríbonal 
de  primera  instancia.  Acndleron  ante  éste  loa  demandantes,  reprodociendo 
su  reclamación,  y  emplasó  á  la  Diputación  en  la  persona  de  su  Vicepresi- 
dente; propuso  el  Procurador  de  la  misma  la  excepción  de  incompet«iGÍa 
por  presentarse  la  demanda  fqera  del  plaso  legal;  y  estimada  por  el  Tribu- 
nal provincial,  apelaron  de  esta  resolución  los  demandantes,  dictándose^ 
por  el  Contencioso  el  auto,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  en  la  demanda  interpuesta  ante  ei  Jnes  de  primer» 
inatancia,  asi  como  en  la  adacida  ante  ei  Tribunal  provincial,  consigna  ex- 
presamente el  actor  que  dirige  su  recurso  á  obtener  la  indemnisación  de* 
dafioa  y  perjuidos  qqe  suponía  haberle  irrogado  el  acuerdo  de  la  Diputa- 
don  provincial  de  28  de  Abril  de  1884,  y  como,  según  conste  en  la  como^ 
nicadón  dirigida  al  Tribunal  provindal  el  8  de  Octubre  de  1889  por  el- 
Gobernador  de  la  provinda  de  Barcelona,  sin  que  contradij^an  los  inte- 
resados, dicha  reclamación  no  se  habla  presentedo  en  la  vía  gubernativa, 
ni  por  tente  sobre  la  misma  dictara  resoludón  alguna  la  Autoridad  com- 
petente, falte  en  d  caso  del  presente  litigio  materia  aobre  la  cual  pueda 
versar  la  contención  que  se  promete,  dado  que.  con  arreglo  á  la  ley  Orgá- 
nica de  este  jurisdicción,  sólo  tienen  acceso  á  la  vía  contencioso  admiiüa- 
tratlva  los  que  se  estimen  agraviados  por  resoluciones  de  la  Administra- 
don  activa,  que  causen  estedo  y  puedan  lastimar  un  derecho  creado  á  fa- 
vor del  reclamante  en  virtud  de  precepto  adminiatrativo: 

Considerando  que  este  hecho  que  conste  en  los  autos,  aaí  como  el  pro- 
pósito de  los  demandantes  de  no  combatir  el  acaerdo  de  23  de  Abril  de 
1884,  en  lo  que  en  sí  contiene,  y  que  demuestra  la  falte  de  competencia  en 
d  Tribunal  provindal  para  conocer,  excusaría  entrar  en  d  examen  de  al 
la  demanda  se  presentó  dentro  del  plazo  legal,  copio  quiera  que  sea  inda- 
dable  que  declarado  por  el  Real  decreto  de  14  de  Diciembre  de  1885,  qae 
competía  á  laa  Autoridades  y  Tribunales  de  la  Administradón  entender 
en  la  queja  de  los  Arquitectos,  dicha  queja,  para  que  pudiera  prosperar, 
tuvo  que  sujetarse  á  laa  leyes  y  preceptos  que  regulan  el  procedimiento 
en  laa  relaciones  entre  las  Autoridades  y  Tribunales  ya  dichos,  por  lo  que^ 
y  en  su  virtud,  quedó  nula  ó  ineficax  la  demanda  presentada  al  Jnes  de 
primera  instánda  del  distrito  dd  Pino,  no  pudiendo  ser  apredada  la  fe- 
cha de  su  presentadón  más  que  para  el  fin  de  demostrar  que  los  interesa- 
dos no  hlQleron  abandono  de  los  derechos  que  creían  corresponderles: 

Considerando  que,  á  tenor  de  lo  prescrito  en  el  párrafo  segundo  del  ar> 
tículo  63  de  la  ley  de  19  de  Septiembre  de  1888,  el  emplazamiento  á  qae 
s8  refiere  el  art.  46  de  la  misma  ley  ha  de  hacerse  por  los  Tribunales  pro- 
viudales  al  Letrado  que  él  Gobernador  ó  la  Corporación  demandada  de- 
signe, en  los  casos  en  que  la  resolución  de  dicha  Oorporadón  hubiera  can- 
sado estedo,  por  lo  que  el  Tribunal  provindal  de  IBarcelona,  al  emplaaar 
primero  al  Presidente  de  la  Diputación  y  posteriormente  al  Vicepredden- 
te  de  la  misma,  dejó  de  cumplir  el  expresado  precepto. 

Vistos  los  artículos  1.%  46  y  68  de  la  ley.  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Se  confirma,  el  auto  del  Tribnnal  provindal  de  Barcelona  de  9  de  Jallo 
de  1890,  en  cuanto  declara  la  incompetencia  de  juris^dón  para  conocer^ 
ea  el  recareo  presentado  á  «^mbre  de  D.  José  Vilaseca  y  Dl  Luis  Dome-- 
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taech,  7  dlgaae  á  dicho  Tríbanal  qae  en  lo«  empla^mUntot  para  conteatar 
Im  demandat  contra  la  Administración,  obsérveae  lo  preacrUo  en  el  pá- 
mfo  legando  del  art  68  de  la  ley.— (Aoto  fecha  6  de  Abril  de  1892,  é  in- 
ferto  m  la  Qaeeta  de  80  de  Octobre  del  miamo  afio.) 
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SorTXüciA  (6  de  Abril  de  1892).— Jurof  (cadMCÍdai).^Be  abenelve  á  la 
Ádminiatración  de  la  demanda  del  Aynntamiento  de  Alearas  contra  la 
fieal  orden  de  19  de  Noyiembre  de  1880,  y  se  eatablece: 

i.*  Que  lo$  erédUoi  qne  en  derecho  $e  calijisan  de  jura,  no  ion  úfUea- 
mente  ¡o$  que  euponen  un  préetamo  hecho  al  íkiado,  9inú  una  eepecie  de  pen- 
tión perpetua  concedida  iohre  loe  renta»  púbiiea»,  ya  uan  por  merced  gra- 
ciosa, vapor  recompensa  de  servicios,  ó  yapor  viade  réiitos  de  un  capital 
rtcibido^  eomoseí^rma  en  la  Beal  orden  de  2  de  Junio  d9  1870: 

2P  Que  no  hUfiéndose  solicitado  el  reconocimiento  y  liquidación  de  un 
juro  dentro  dd  plato  que  señala  el  art,  SSf  del  Reglamento  de  17  de  Octubre 
de  1851,  procede  su  caducidad,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art,  Í.o  de  la  ley 
de  19  de  Julio  de  1869: 

3.0  Que  aun  en  e¿  supuesto  de  que  se  trate  de  un  eréáUo  contra  él  Estado 
ie  otra  naturaleza,  se  considerará  caducado  en  virtud  del  art.  3o  del  Regla 
wunio  citado,  cuando  el  que  soücUe  su  liquidación  y  conversión  no  cumpla 
h  preceptuado  en  el  Beal  decreto  de  16  de  Febrero  de  1836^  que  fijó  como  tér- 
mm  perentorio  y  fatal  para  la  presentación  de  los  documentos  de  crédito  el 
31  de  Diciembre  de  aquel  año,  y  conforme  ala  ley  de  26  de  Junio  de  1837, 
en  cuuo  art,  1.^  se  consignó  que  no  se  concedia  más  prórroga  para  la  admi- 
áÓH  a  liquidación  de  créditos  contra  el  Estado: 

4.0  (¿ue  la  expreeión  carcas  de  jasticia  es  una  denominación  genérica 
tonqúese  califican  aquellos  créditos,  á  que  el  Entado  se  ha  reconocido  obliga- 
do por  haber  egredido  deélá  Ututo  oneroso,  como  premio  de  grandes  servi- 
dos ó  por  otras  causas; 

74,0  Que  el  Tribunal  contencioso  no  puede  hacer  declaraciones  sobre 
cuestiones  distintas  en  la  vía  gubernativa. 

Solicitada  por  el  Ayuntamiento  de  Alearas  el  reconocimiento,  liquida- 
don  y  conversión  de  nn  jaro  concedido  por  el  Rey  D.  Felipe  11  á  aquella 
Corporación  en  virtud  de  Real  carta  privilegio,  se  dictó  la  Real  orden  im- 
patriada  que  declara  la  caducidad  de  aquel  crédito,  y  el  Tribunal  conten- 
óoso  pronunció  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  la  primera  cuestión  que  se  ha  de  resolver  en  este 
Htígio  es  si  el  crédito  contra  el  Estado,  cuyo  reconocimiento  y  liquida- 
ción reclama  el  Ayuntamiento  de  Alearas,  es  un  Juro  ó  una  carga  de  jus- 
tícia  ú  otro  crédito  de  naturalesa  análoga: 

Considerando  que  los  créditos  qae  en  derecho  se  caliñcan  de  jaros,  no 
son  únicamente  los  que  suponen  un  préstamo  hecho  al  Estado,  como  sos^ 
tiene  el  actor,  sino  una  especie  de  pensión  perpetua  concedida  sobre  las 
reatas  públicas,  ya  sean  por  merced  graciosa,  ya  por  recompensa  dé  ser- 
vidos, ó  ya  por  vía  de  réditos  de  un  capital  recibido,  como  se  afirma  en 
la  orden  de  2  de  Junio  de  1870: 

Considerando  que  respecto  al  crédito  á  que  se  refiere  este  i\leito,  no 
puede  ponerse  en  duda  que  tiene  el  carácter  de  juro,  porque  expresamente 
lo  califica  así  la  carta  de  privilegio  presentada  como  título  original  del 
mismo,  donde  se  dice:  «£  agora^  por  cuanto,  por  partes  de  tos  el  Conseja 
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de  la  dicha  dadad  de  Rearas,  me  fné  suplicado  e  pedido  por  merced  qom 
eonflrmando  y  aprobando  el  dicho  mi  albalá  aaao  yncorporado  e  todo  lo  ea 
él  contenido,  tos  mandaae  dar  m(  carta  de  piiyilegio  de  loa  dichos  450.000 
maravedises  de  juro^^  para  que  los  tengáis  de  mi  en  cada  un  afio  por  joro 
de  heredad,  etc.»: 

Ck>nsiderando  que  como  juro  le  califica  y  reconoce  el  mismo  Ayunta- 
miento en  sus  instancias  de  14  de  Octubre  de  1880  á  la  Junta  de  la  Dea- 
da  pública  y  al  Ministro  de  Hacienda; 

Oonsiderando  que  demostrado  que  el  mencionado  crédito  es  un  juro, 
procede  su  caducidad,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  d  art  1. o  de  la  ley  19  de 
Julio  de  1869,  porque  el  Ayuntamiento  demandante  no  solicitó  el  recono- 
cimiento y  liquidación  dentro  del  plaso  que  sefiála  el  art  89  del  Regla- 
mento de  17  de  Octubre  de  1861: 

Oonsiderando  que  aun  en  el  supuesto  de  que  se  tratase  de  un  crédito 
de  otra  naturaleza,  había  de  considerarse  caducado  en  virtud  del  art  86 
del  Reglamento  de  17  de  Octubre  de  1851,  por  no  haber  cumplido  la  parto 
actora  lo  preceptuado  en  el  Real  decreto  de  16  de  Febrero  de  1836,  que 
fijó  como  término  perentorio  y  fatal  para  la  presentación  de  los  documoo* 
tos  de  crédito  el  81  de  Diciembre  de  aquel  afio,  y  conforme  á  la  ley  de  M 
dé  Junio  de  1887,  en  cuyo  art  l.<>  se  consignó  que  no  se  concedía  máo 
prórroga  para  la  admisión  á  liquidación  de  créditos  contra  el  £stado: 

Oonsiderando  que  la  expresión  ^rga$  dejuitida  es  una  denominación 
genérica  con  que  se  califican  aquellos  créditos^  á  que  el  Estado  se  ha  re- 
conocido obligado  por  haber  egredido  de  él  á  título  oneroso,  como  pranio 
de  grandes  servicios  ó  por  oirás  causas,  y  aun  en  el  supuesto  de  que  Im 
recompensa  por  salinas  de  que  se  trata  mereciera  tal  consideración,  no  hm 
sido  reconocida  ni  declarada  con  aquel  nombre  antes  de  ahora  m  se  he 
solicitado  jamás  en  la  vía  gubernativa,  por  lo  que  este  Tribunal  no  puede 
hacer  hoy  semejante  declaración. 

Visto  el  art.  l.o  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1869: 

Vistos  los  arts.  85  y  39  del  Reglamento  de  17  de  Octubre  de  1851: 

Visto  el  Real  decreto  de  16  de  Febrero  de  1836: 

Visto  el  art  1/"  de  la  ley  de  28  de  Junio  de  1837; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  del  Ayuntamiento 
de  Alearas  contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Haciende 
en  19  de  Noviembre  de  1880,  la  cual  queda  firme  y  subsistente.— (Sen- 
tencia publicada  el  6  de  Abril  de  1893,  é  inserta  en  la  úhíceta  de  80  de 
Octubre  del  mismo  afio,} 
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Sehtsncia  (6  de  Abril  de  1892).— (7onai«mo«  ('adeudo),-^Qe  revoca  le 
Real  orden  de  3  de  Abril  de  1886  impugnada  por  D.  José  López  y  otroe,  y 
se  establece: 

1.0  Que  el  Reglamento  de  Congimos  vigente,  en  su  art.  6,0,  supone  desu- 
ñadas al  consumo  inmediato  las  especies  que  satitfacen  hs  derechos  de  ta- 
rifa al  llegar  al  casoo  ó  radio  de  las  poblaewnes,  salvo  las  que  van  de  trá»^ 
sUo  ó  á  depósUo  constiMdo: 

2fi  Qjue  con  arreglo  á  dicho  articulo,  las  especies  adquiridas  por  los  áme- 
nos de  establecimientos  pitbücos  con  destino  á  la  venta,  deben  estimarse  con- 
sumidas, para  los  tfectos  dd  impuesto,  si  hubieren  pagado  los  derechos  á  mu 
entrada  en  lápoblacián: 
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$/^  (¡He  ¡as  emtÜHcioM  que  remiten  en  loe  rrferidoe  eeiablecimienioe  al 
€mmbiarm  la»  tarifas,  atan  exenta»  del  pago  de  la  deferencia  de  gravamen  de 
mma»  á  oira»,pMe»  de  entenderu  lo  contrario,  aparte  de  que  te  aaria  álaUy 
um  rfeeto  retroactivo  que  no  tiene,  te  impondría  á  la  Hacienda  la  obligación 
da  reintegrar  á»u  vétalo»  intere9ado»  la»  diferencia»  cuando  la»  tarifa» 
fmaen  menor e»,  lo  cuál  ocationaria  verjuido»  al  Teeoro: 

áJ^  Que  con  arreglo  al  art.  17  del  citado  Reglamento,  tale»  aforo»  »ólo 
pmeden  efeetuaree  en  el  ca»o  de  ce»ar  una  Admini»tración  para  elexclu»ivo 
e^feto  de  abonar  á  la  que  le  sueeda  la»  eantidade»  que  haya  percibido  por  lo» 
¿ereeÁo»  y  recargo»  de  la»  etpecie»  gravada»  que  a^  exietente  en  ello»,  é  de 
peroegwÍTU  alguna  introducción  fraudulenta, 

£1  tirendatario  de  Ck>nsamot  de  Oviedo  practicó  en  1885  el  aloro  de 
laB  especies  edetentes  en  loa  almacenes  de  la  localidad,^  exigiendo  á  sns 
propietarios  el  importe  de  las  diferencias  enire  la  tarifa  anterior  y  la  qae 
eo  dicha  lecha  había  de  regir.  Reclamada  por  aonéllos  la  nulidad  del 
•foso,  fué  esta  petición  desestimada  por  la  citada  Real  orden,  y  el  Tribunal 
Contencioso  dictó  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  la  excepción  de  incompetencia  del  Tribunal  alegada 
por  el  Hscal  en  el  acto  de  la  vista  del  pleito,  se  funda  en  que  los  deman- 
dantes no  ingresaron  en  las  arcas  del  Tesoro  las  cantidades  que  reclaman 
paim  interponer  el  recurso  contencioso,  y  según  consta  de  la  carta  de  pago 
unida  al  expediente,  dichas  cantidades  fueron  consignadas  en  la  Oonta- 
doria  de  Hacienda  ae  la  provincia,  por  lo  cual  procede  desestimar  la  ex- 
espeión  alegada: 

Considerando,  respecto  al  fondo  del  pleito,  que  el  Reglamento  de  Con- 
somos  vigente,  en  su  art  6.o,  supone  destinaoas  al  coneumo  inmediato  las 
especies  que  satisfacen  los  derechos  da  tarifa  al  llegar  al  casco  ó  radio  de 
los  poblaciones,  salvo  las  que  van  de  tránsito  ó  á  depósito  constituido: 

Conñderando  que,  con  arreglo  á  dicho  articulo,  las  especies  adquiridas 
pos  los  doefios  de  establecimientos  públicos  con  destino  á  la  venta,  deben 
eolimarae  consumidas,' para  los  efectos  del  impuesto,  si  hubieren  pagado 
loo  derechos  á  su  entrada  en  la  población: 

Considerando,  por  tanto,  que  las  existencias  que  resulten  en  los  refe- 
ridos estabiedmi^tos  al  cambiarse  las  tarifas  están  exentas  del  pago  de 
la  diferencia  de  gravamen  de  unas  á  otras,  pues  de  entenderse  lo  contra- 
rio, aparte  de  que  se  daría  á  la  ley  un  efecto  retroactivo  que  no  tiene,  se 
impondría  á  la  Hacienda  la  obligación  de  reintegrar  á  su  vea  á  los  intere- 
sadDS  las  diferencias  cuando  lap  tarifas  fuesen  menores,  lo  cual  ocasiona- 
ifo  perjuicios  al  Tesoro: 

Considerando  que  el  aforo  practicado  es  igualmente  improcedente  si  no 
toro  otro  objeto  que  el  de  exigir  la  diferencia  de  gravamen  en  las  tarifas, 
porque  con  arregló  al  art  17  del  citado  Reglamento,  sólo  pueden  efec- 
Uunse  en  el  caso  de  cesar  una  Administración  para  el  exclusivo  objeto 
de  abonar  á  la  que  le  suceda  las  cantidades  que  haya  percibido  por  los  de- 
lochos  y  recargos  de  las  especies  gravadas  que  deje  existente  en  ellos,  6 
do  perseguirse  alguna  introducción  fraudulenta: 

Visto  el  Reglamento  de  16  de  Junio  de  1885; 

Fallamos  que  bebemos  declarar  y  declaramos  improcedente  la  excep- 
éútk  do  incompetencia  propuesta  por  el  Fiscal,  y  debemos  revocar  y  re- 
Tocarnos  la  Real  orden  de  8  de  Abrü  de  1886^  declarando  que  los  deman- 
dantes están  exentos  del  pago  de  la  diferencia  de  gravamen  que  se  les 
oodge,  y  que  deben  devolvérseles  las  cantídades  que  en  tal  concepto  tié- 
■on  depoaitadas.— (Sentencia publicaiáá  el  6  de  Abril  de  1893,  é  inserta  en 
lo  Oaüia  do  80  de  Octubre  del  miamo  afio.) 
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Skmtbhcia  (7  de  Abril  de  1992).-- Aprovechamiento  fare$tal(redenciónj. 
—Se  absuelve  á  la  AdminiaUadón  de  la  demanda  de  D.  Manuel  Lopes 
contra  la  Real  orden  de  26de  Janlo  de  1887,  y  ae  establece: 

i.o  Que  noiímde  eetimar  ía$  excepckmee  perentariae  fundadae  eobre  U 
fue  conetUuye  el  fondo  del  ^pleito: 

$.0  Que  ei  art.7.0 déla  lev  de  15  de  Juniode  1866 no e$ aflieable  al  ca$^ 
de  la  redendán  del  arbolado  ae  una  finea^  pretendida  por  qmen  eólo  acredita 
$er  dueño  del  euelo: 

3,9  Que  en  ial  supueeto^  tiene  aplicacián  el  art,  9.^  que  concede  al  condu$» 
ño  él  derecho  de  tanteo  cuando  el  Éetado  enqjena  la  parte  que  le  oorresponde 
de  la  finca  cuyo  dominio  te  halle  dividido; 

Yé*  Qne  H  bien  el  dueño  del  terreno  puede  eoUeitar  la  redendáf^  depof^ 
toe  y  hierboifunddndoee  en  dicho  art.  T.^,  debe  conoedérHle  únicamente  en  kg 
parte  á  que  alcance  tu  dotkinio. 

Dofia  Engracia  García,  representando  á  so  hijo  D.  Manuel  Lopes,  soli- 
citó  la  redención  del  aprovechamiento  de  arbolado  que  gravaba  un  terre- 
no en  favor  de  los  Propios  de  Benquerencia.  Acordada  aquélla,  se  declaró 
su  nulidad,  á  instancia  del  Ayuntamiento,  por  la  Real  orden  impugnada, 
ye)  Tribunal  contencioso,  desestimando  la  excepción  perentoria  de  in- 
competencia opuesta  por  el  Fiscal,  dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial 
es  como  sigue: 

Considerando,  respecto  á  la  excepción  de  incompetencia  alegaba  por  al 
Fiscal,  que  redudda  la  cuestión  de  este  liügio  á  determinar  si  procede  la 
valides  ó  nulidad  de  las  redenciones  á  que  la  parte  actora  se  cree  con  de- 
recho, es  preciso  resolver  sobre  este  punto  que  constituye  el  fondo  del 
pleito,  y  por  tanto,  no  ha  lugar  á  estimar  la  cuestión  propuesta,  fundada 
en  la  falta  de  un  derecho  persistente  que  haya  sido  lesionado  por  la  Real 
orden  impugnada  y  en  que  ésta  no  es  definitivs,  porqae  deja  á  salvo  los 
que  tuviere  éldemandante  para  que  los  ejercite  cuando  y  como  en  la  mis- 
ma ae  previene: 

Considerando,  en  cuanto  á  la  redención  del  arbolado  de  la  dehesa  Mo- 
rana, que  D.  Manuel  López  de  Ayala  sólo  ha  acreditado  ser  duefio  del  sue- 
lo de  la  misma,  y  no  del  vuelo,  por  lo  que  no  es  aplicable  al  presente  caso 
el  art.  7.0  de  la  ley  de  15  de  Junio  de  1866,  y  sí  el  art  9.o,  que  concede  al 
condueño  el  derecho  de  tanteo  cuando  el  Estado  «uijéna  la  parte  que  le  co- 
rresponde de  las  fincas  cuyo  dominio  se  halle  dividido,  h)  cual  se  declara 
en  la  Real  orden  recurrida,  reservando  este  derecho  al  demandante:  . 

Considerando,  respecto  á  la  redención  de  pfkstos  y  hierbas,  que  si  biea 
el  actor  ha  podido  solicitarla  fundándose  en  el  art.  7.<^  de  la  ley  menciona- 
da de  16  de  Junio  de  1866,  ha  debido  concedérsele  únicamente  al  terreno 
de  que  era  duefio,  y  no  respecto  á  toda  la  dehesa,  cuya  propiedad  en  piMrte , 
corresponde  á  los  Sres.  Godoy:  , 

Considentndo  que  la  Real  orden  que  se  impugna,  aun  cuando  anuló 
por  esta  caus^  la  redención  del  aprovechamiento  de  pastos,  hierbas  y  es- 
I^gás  de  toda  U  dehesa  Moruna,  reconoce,  no  obstante,  al  actor  el  derecho 
á  redimir  cuando  limite  su  solicitud  á  la  porción  que  posea  de  aquella 
finca.  .  . 

Vistos  los  artícoilós  7.o  y  ^.^  de  la  ley  de  15  de  Junio  de  1866; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  i  la  Administración  ^r 
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de  Ayala  contra  la  Beal  orden  de  25  de  Janio  de  1887,  la  eoal  qneda  firma 
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SnrxNciA  (7  de  Abril  de  189)).— CMH&MCMmei.  PaHUa  i/álHioM.^ 
Sereyoca  la  Real  orden  de  38  de  Febrero  de  1889,  impagnada  por  el  Ban- 
eo  de  Eipalla,  j  se  catableee: 

Que  €9  prttieÜHo  gtneral  de  ¿eredkr,  en  el  cual  9e  iftepinm  ¡oearHcuUm 
SOp  S7  del  JStegíxmmtodeproeedmiehtQ  eeanámieo-admimeiratiw}  de  1881, 
p^naáUfuedemr  condenado  emeeroido  previamente, 

For  dkha  Beal  orden  ee  acordd  )a  aaaladón  de  nnaa  partidas  fallí  daa» 
cootínoándoee  por  la  Inspección  de  Hacienda  la  inyeetigación  d  e  loa  ex- 
pedientes formalisadoa  dorante  el  periodo  de  loe  conyenios  oelebr  adoe  con 
el  Banco  de  Espafla,  7  qoe  se  instmya  expediente  gobematiTO  pa  ra  exigir 
h  responsabilidad  correspondiente  á  los  fandonarios  qne  interyin  ieron  en 
k  lormaliíación  de  aquellas  partidas. 

£1  Tribonal  contencioso  dictó  la  sentencia,  cnya  parte  sustancial  ea 
como  signe: 

Gensidimttido  qne  es  principio  general  de  derecho^  en  el  cnal  se  inspi- 
nn  los  artícnloa  80  7  87  del  Ralamente  de  procedimiento  eeonómico*ad- 
alnisbratiyo  de  1881,  qoe  nadie  puede  ser  condenado  sin  ser  oído  preyia- 
mente: 

Y  conriderando  qoe  en  el  caso  presente  no  se  dio  andiencia  al  Banco 
de  Espafia  en  el  expediente  qne  dio  por  resoltado  la  Beal  orden  impng- 
nada  de  S8  de  Febrero  de  1889,  lo  coal  con8titQ7e  na  violo  sostandal  qne 
•Bola  el  procediiBiento  desde  que  en  él  se  incurrió: 

Visto  los  arte.  80  7  87  del  Beglamento  de  81  de  Didembre  de  1881; 

Faliamoa  qoe  debemos  revocar  7  revocamos  la  Beal  orden  de  28  de 
Febrero  de  1889,  reponiendo  el  expediente  al  estado  que  tenía  cuando  de- 
bió oiise  al  Banco  de  Espafia,  para  que  con  su  audiencia  se  sustancie  7  ter- 
mine con  arreglo  á  laa  disposidones  vigentes.— (Sentencia  publicada  el  7 
^  Abril  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  80  de  Octubre  del  mismo  afio.> 
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SxanoroiA  (7  de  Abril  de  1892).--i>esaiiior<isad<ffi  (nuHdad  de  venH), 
-Se  revoca,  en  parte,  la  Beal  orden  de  19  de  Agosto  de  1886,  impugnada 
por  D.  Juan  Soldevilla,  como  apoderado  de  Dofia  Frandsca  Qarcia  7  Don 
-Jasa  ViUalón,  7  ae  eatábleee: 

!•  Qne  aun  cuando  d  poder  dd  demandante  contenga  algún  drfeo^aeerem 
Mk»/aenU(ide9alnmmoeonfMda$por9mrtpre$entadoe,9uboanada$áqme' 
Uaeáefieieneiae por  un  nuew poder eodMdoímtee déla admieián  déla demem- 
^p  y  for  el  emlfué  d  primero  rat\ficadOi  naeíoiete,  en  tal  concepto,  lafuMa 
deperwnaUdad  del  éetor: 

9.0  Que  no  diecnéOndoee  enekpkUoLundereeko  dopropiedad  pa  dedmmáo 
por  h»Trilmnaleeordinario$,$ino  la  forma  }ü  hacer  la  liquidaetán  de  nna$ 
Jnttt»  indcMomente  eneíenadaepor  dBfindo  p  d  odono  á  km  dnettoo  da 
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SP  Que  iegún  la  fwrUprudencia  tiene  eeiábkeido,  declarada  la  proeeden- 
eiadelavia  contencwea  respecto  á  uno  de  loe  extremen  reeueUoe  por  la  Beal 
orden  iuMpugnadaj  á  éete  queda  únicamente  reducido  elpunto  lüigioeo: 

i.o    (¿ue  reconocida  por  Eeal  orden  la  ohUgacián  que  tiene  el  Sitado  de  tu- 
demnúar  á  lo$  dueiíoe  de  unae  fincae  por  aquél  indebidamente  ¿najenadae,. 
para  cumplir  esta  obUgacián,  debe  entregár$ele$  lo$  miemoe  valoree  reeibidoa 
peír  aq^t  ei  esdeten,  y  cuando  no,  lo$  queee  hayan  emitido  ó  deban  emütíree 
en  en  equivalendaji^on  arreglo  á  loe  leyee  de  conoertión  de  la  Deuda  pMicar 

5.0  (¿ue  ee  improcedente  aplicar  la  ley  de  3  de  Agoeto  de  1651,  cuando  fi» 
le  trata  de  éSfitoi  repreeeniadoe  por  Uhranta$,  cartee  de  paao  ú  okoe  docu- 
mentceeQspeMdcepor  cuenta  vcargodel  Teeoro,  ni  de  he  aemáe  conejea 
enumeradoi  en  el  art  4s>  de  diehaley,  einopura  y  eimplemente  de  entregar  á 
loe  legitimoB  dueños  de  fincas  que  indebidamente  vendió,  los  valores  recündoe 
como  precio  de  los  eontratos  céMn^tdos  con  tosfaréictUaree  que  laseompraron: 

6fi    Que  privados  dichos  dueños  de  laproptedáid  de  lasfineasy  de  smfru-  > 
tos  y  rentas,  tienen  derecho  á  que  el  Estado  lee  indemnice,  no  eólo  del  preda 
enque  se  vendieron,  eino  de  losintereses  oue  éete  hubiera  podido  producir  deade 
el  diadela  venta  haeta  elenquesske  naya  entregado  la  efectiva  del  mismos 

Y  7.0  Que  en  el  propio  caso,  limitándose  Ja  Beal  orden  in^mgnada  á  reco^ 
nacer  enprincijno  que  esjueta  la  indemnización  que  Hjfretenda  por  la  venta 
indebida  de  un  inmueble,  pero  que  debe  justificarse  previamente  que  el  Bsiad»' 
eetuvo  enpoeesián  deél,no  tiene  oendioiotiee  la  eueetión  para  ser  reeudta  por 
el  Tribunal  oontenoioee. 

Por  U  Real  orden  impugnada  se  liqoida  y  fija  la  cantidad  abonable  ár. 
Um  reoorrenfeee,  dnefioa  de  ciertas  facas  vendidas  por  el  Estado,  y  cnyo 
dereelK)  fué  previamente  declarado  de  los  Tríbnaales  ordinarios.  Opuest» 
el  Flseal  á  la  demanda,  por  estimar  deficiente  el  poder,  y  ratificado  y  am^ 
pilado  éste  por  el  qae  antea  de  la  adminisión  de  la  demanda  exhibió  la  re* 
presentación  del  actor,  dictó  el  Tfibonal  contencioso  la  sentencia,  coya, 
parte  sostancial  es  como  signe: 

Considerando  que,  respecto  á  la  primera  de  las  excepciones  propoesta«y. 
ó  sea  la  de  lalta  de  pcssotailidad,  qne  ana  cuando  el  poder  en  viitad  del 
cnal  O.  Joan  Soldevüla  hizo  la  sostitnción  en  favor  del  Dr.  Silvelaooatengft: 
alaún  defecto  ó  eiq^resión  acerca  de  las  facultades  que  habían  conferido  sA 
pnmero  sus  mandatarios  Dofia  Francisca  García  y  D.  Juan  Villalón,  lae^ 
deficiencias  de  la  expresada  escritura  fueron  subsanadas  por  el  nuevo  po- 
der presentado  por  el  Letrado  demandante,  puesto  que  en  éste  se  ratifica 
y  confirma  el  anterior,  explicando  que  las  facultades  concedidas  en  él  ee 
extendían  á  la  de  acudir  á  la  vía  contenciosa,  y  se  aprueba,  además,  el  ha- 
berlo hecho,  ratificando  igáidmente  el  nombramiento  del  Dr.  Silvela  para 
lepreseatatios  en  este  pleito: 

Considerando,  respecto  á  la  segunda  de  las  excepciones  propuestas,  ó 
eea  á  la  incompetencia  del  Tribunal,  que  el  derecho  qoe  se  discute  en  este^ 
ungió  n6  es  el  de  propiedad,  el  dul  ha  eido  ya  declarado  por  los  Tribuna- 
lee  de  ia  Jmisdiociiki  ordinaria,  sino  la  folrma  de  hacer  la  liquidación  del 
peecio  de  las  fincas  enajenadas  indebidamente  por  el  Estado,  y  ei  abono- 
que  be  de  hacerse  á  loe  dueíloe  de  ellaS|  las  cuales  son  cuestiones  de  ea- 
licter  administrativo  desde  el  momento  que  ha  sido  resuelto  por  la  Adml> 
ilsiiailóB  aefiva  en  la  dSspMción  origiMte  del  recorse: 

ConSideraado,  respecto  del  fondo  del  litigio,  que,  según  lajurisprude»-- 
sia  tiene  establecido,  dedaifdakt  procedencia  de  la  vía  eontendosa  tem^ 
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pecio  á  ano  de  lo*  extraños  reraeltoe  por  la  Real  ordea  impagaada,  á  éaie 
qasda  úaicamente  reducido  el  ponto  litígioeo,  y  por  oonaigniente,  admitida 
k  demanda  eólo  cuando  le  propone  combatir  la  liquidación  aprobada  por 
leBeal  orden  de  19  de  Agoeto  de  1886,  eate  panto  ee  el  único  que  poede- 
oM^trenderae  en  la  deddón  qne  termina  este  pleito: 

Coaaderando  que  rsoonodda  por  la  Real  orden  expresada  la  obligadóa 
qse  tiene  el  Estado  de  indemnizar  á  los  dnefios  legítimos  de  las  fincas  por 
lüberlis  «Mijenado  indebidamente,  para  complir  esta  obligación  debe  enr 
iBigiiseles  los  mismos  yalores  recibidos  por  aqnól.  ai  existen,  j  coando  no,, 
loe  que  se  bajan  emitido  ó  deban  emitirse  en  eqmTalenda  de  los  mismos» 
eoo  tiieglo  á  las  lejes  de  eooTersión  de  la  Deoda  pública: 

Oooeiderando  qoe  es  improcedente  aplicar,  como  lo  hace  la  Real  orden 
ImIbs  Teces  citada,  la  ley  de  8  de  Agosto  de  1861,  porqoe  no  se  trata  de 
los  d^Ntos  representados  por  libraasas,  cartas  de  pago,  ú  otros  doen- 
■estos  expedidos  por  cnenta  j  cargo  del  Tesoro,  ni  se  refiere  á  ningon» 
do  les  demás  conceptos  enamerados  en  sa  art  4.o,  sino  qoe  pnra  j  simple- 
«eate  de  la  obligación  qne  tiene  la  Hacienda  de  entregar  á  los  demandan- 
te los  Tslores  qne  hnbiese  recibido  como  precio  de  los  contratos  celebra- 
eos  eon  les  partienlares  qne  compraron  las  fincss: 

<]lonsideraiMÍo  qne  privados  Dofia  Francisca  García  y  D.  Joan  Vill^ón 
do  la  propiedad  de  las  fincas  mencionadas  y  de  sos  frates  y  rentas,  tienea 
áneefae  á  que  el  Estado  les  indemnice,  no  §^\o  del  precio  en  qne  se  yendie- 
fes,  eiao  de  los  intereses  qoe  éste  hubiera  podido  producir  desde  el  día  de^ 
de  k  venta  hasta  el  en  que  se  les  haya  entregado  la  efectiva  del  mismo:. 

Considerando  que  la  pretj^nsión  deducida  en  la  demanda  respecto  á  di- 
dKM  intereses,  se  limita  á  que  el  Estado  las  abone  á  rasón  del  5  por  lOQ 
•Bsal,  y  este  tipo  es  el  adoptado  por  la  Hacienda  ai  hacer  la  liquidación 
fie  eprueba  la  Real  orden  objeto  de  este  recurso: 

Ocmsiderando,  respecto  á  las  rentas  producidas  por  el  cortijo  de  Val- 
dentoia  en  los  afios  de  1887  á  1848.  que  esta  cuestión  no  tiene  estado  para 
eer  leeoelta,  porque  la  Real  orden  impugnada  se  limita  á  reconocer  en 
prindaio  que  es  justa  la  indemnixación,  pero  que  debe  justificarse  previa* 
méate  que  el  Estado  estuvo  sn  posesión  de  él. 

Visto  el  art  86  del  Reglamento  de  80  de  Diciembre  de  1846: 

Visto  el  párrafo  segundo,  art  48  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888r 

l^sto  el  art  4.o  de  la  ley  de  8  de  Agosto  de  1861; 

Fallamos  que  debemos  dedarar  y  declaramos  que  el  Estado  está  obli- 
fido  á  entregar  á  Dofia  Francisca  García  y  á  D.  Juan  Villalón,  duefios  de 
las  tres  fincas  que  enajenó  indebidamente»  el  precio  de  las  mismas  en  igual 
efaaede  valores  qfie  redbió  de  los  compradores,  ó  en  aquellos  qoe  se  bu* 
)ámm  convertido  ó  hayan  de  convertirse  por  virtud  de  las  leyes  y  demáa 
diepcsidones  de  conversión  de  la  Deuda  pública,  debiendo  hacerse  la  11- 
Vodadón  de  lo  que  hava  de  entregárseles  partiendo  de  esta  base,  así  coma 
las  rentas  producidas  desde  la  fecha  de  la  incautación  hasta  la  que  se  haga 
k  entrega  de  los  títulos  representativos  de  aquellos  valores,  al  tipo  del 
>  por  IM  anual;  en  lo  que  la  Real  orden  recorrida  se  aparte  de  esta  decía- 
neióa,  qoeda  revocada,  y  en  lo  demás,  queda  firme  y  subsistente.— (Sen- 
'  i  publicada  el  7  de  Abril  de  1892,  é  inserto  en  lalk^etode  l.^'deNo- 
i  áú  anisnso^aflo.) 
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n±  (7  de  Abril  de  1892).— Bteiief  de  prapioi.  NwUdad  de  vok- 
M»,  en  parte,  k  Beal  orden  de  16  de  Jallo  de  1880  Impugnada 
cisco  Domingnes,  y  ee  e^blece: 

para  que  p%íáa  deeretar$e  leealmente  por  la  AdtnUnUtración  ae- 
'reglo  á  la  Beal  orden  do  11  de  Noviembre  de  1863,  la  nulidad 
unafinea  rútHca  por  exeeto  en  la  eabida^  e$  requmtoeoeneiatqno 
de  un  modo  indudable  la  diferencia  de  exteniión  entre  la  enaj^- 
Ettado  y  laque  realmente  poeea  el  comprador: 
mientras  no  9e  acredite  de  un  modo  indubitado  la  exiotenda  dd 
xy  razan  legal  bastante  para  decretar  la  nulidad  de  la  venta  de 
no  obstante  lo  cuald  Estado  tiene  siempre  expedito  suderei^á 
lerála  medición  y  deslinde  de  la  ñnoa  redamada^  para  después 
da  la  existencia  del  exceso  de  cabida,  adoptar  la  resolución  pie 
m  las  di^oiiciones  vigentes  en  la  ínaieria; 
\ie  no  cabe  esti$nar  cumplido  dicho  requisito  cuando  no  se  demues- 
odo  fehaciente  el  supuesto  exceso  de  cabida,  porque  la  nueva  me- 
ilizósin  asistencia  de  los  periios  que  hicieron  la  tasAciánparm  la 
n  tener  en  cuenta  los  datos  que  sirvieron  de  base  á  la  misma,  y 
mpoeo  claramente  que  en  dicha  medición  se  eliminasen  todas  m 
particulares  comprtndidas  dentro  del  perímetro  del  predio  objeto 


do  pQ4r  el  Asrontamiento  de  Almendro  expediente  para  prooe- 
jenación  de  unoa  terrenoa  qne,  como  de  apnrrechamieoto  co- 
in  en  aqaél  término  municipal,  y  habiendo  acudido  á  la  Dele- 
lacienda  D.  Francisco  Domínguez,  protestando  contra  esta 
itar  comprendidos  ésos  terrenos  en  ItM  que  eon  ^1  nombre  de 
i  casa  de  tío  Cano  y  Quemadillas  había  adquirido  del  Estado^ 
or  la  Dirección  de  Propiedades  la  nueya  medición  y  deaiindl» 
iemandada,  dando  por  resultado  un  exceso  de  cabida  de  ésta 
)  adquirió  el  demandante. 

asunto  recayó  la  Beal  orden  impugnada  que  anuló  la  Tenta 
1  Estado  en  íaTor  del  D.  F.randsco,  y  el  Tribunal  contencioso 
tencia,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 
raudo  que  para  que  pueda  decrétame  legalmeate  por  la  Admi- 
(eneral,  con  arreglo  á  la  Real  orden  de  11  de  l^oviembia  de 
idad  de  venta  de  una  finca  rústica  por  exiceso  en  la  cabida,  ea 
encial  que  se  justifique  de  ún  modo  indudable  la  diferencia  da. 
ntre  la  enajenada  por  ei  Estado  y  la  que  realmente  poaea  el 

raudo  que  en  el  preseute  caso,  si  bien. se  instruyó  expedíante 

ar  el  extremo  referido  en  lo  referente  á  la  finca  Restoa  de  la 

Oano  y  Quemadillas,  que  adquirió  del  Estado  D.  Francisoo 

Carraseoí  preyia  subasta  pública,  por  la  cantidad  de  70.600 

0  de  Julio  de  1868,  es  lo  cierto  que  las  diligencias  practicadas 
demuestran  de  un  modo  fehaciente  el  exceso  de  cabida  sa 
ine  la  nueva  medición  se  realisó  sin  asistencia  de  los  perítoa 

1  la  tasación  para  la  subasta,  y  sin  iener  en  cuenta  loe  datoa 
n  de  base  á  la  misma,  y  no  resulta  tampoco  claramente  que  en 
ion  se  eliminasen  todas  las  propiedades  particulares  compren- 
9  del  perímetro  del  predio  objeto  del  pleito: 
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T  flonridecmndo  que  mientrM  no  le  acredite  de  un  modo  indobitado  Im 
«ifatenda  del  exceso,  no  hay  raióii  legal  baata^(e  para  decretar  la  nalldad 
de  h  veota  de  qae  se  trata;  y  que  eL  ]^atado  tiepe  siempre  expedito  aa  de> 
fBcbo  á  fln  de  proceder  á  la  medición  y  deslinde  de  la  Anca  Beatos  de  la 
(Mi  de  tío  Cano  y  Qaemadillas»  y  ks  colindantes  y  enclayadas  en  sn  pe- 
fíD^ro,  para  después  de  comprobada  la  existencia  del  exceso  de  cabida 
«doptar  la  resolndón  qne  prooBda,  según  las  disposiciones  rigentes  en  la 
oiteria;  vista  la  Real  orden  de  11  de  Noviembre  de  1868,  qne  dispone  qne 
eaaado  se  sasdten  reclamaciones  respétete  á  la  venta  de  fincas  desamorti 
jidfls  sobre  exceso  ó  falta  de  cabida,  y  del  expediente  resnlte  qne  la  falta 
6  txeeso  ignala  á  la  qninta  parte  de  la  expresada  en  el  annndo,  sea  nnla 
h  venta,  quedando,  por  el  contrario,  firme  y  sin  derecho  á  indemniíaoióa 
«1  Eetado  y  los  comprad<wes,  si  el  exeeso.ó  falta  no  llegan  á  la  qninta  par- 
te indicada; 

Fallamos  qne  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  de  16  de  Ja- 
Ko  de  1S89  en  la  parte  qne  ha  ddo  objeto  da  impngnadón  por  la  demaa* 
dada,  declarando  en  en  logar  qne  por  el  resoltado  qne  ofiece  este  expe- 
dente no  existen  méritos  bastantes  para  annlar  la  venta  de  la  finca  sobre 
<|ae  versa  el  pleito.— (Sentencia  publicada  el  7  d«  Abril  de  1893,  é  inssr- 
ti  en  la  Gaeaa  de  l.o  de  Noviembre  del  Biismo  alio.) 
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AüTO  (7  de  Abril  de  1892).— JSscc^g^aes  düatwoi.  Incompetmuia  de> 
j»i9áieeián, — Se  dedara  procedente  la  opuesta  por  el  Fiscal  á  la  demanda 
de  E.  (krloa  Félix  de  Losa  contrn  la  Real  orden  de  21  de  Abril  de  189 1,  y 
ee  establece: 

1^  Que  eon  arreglo  al  art  TfidehUy  wgenJte.  el  término  para  acudir  i 
kviaeoHteneiosa  e$  él  de  tra  me$e$,  eon¡lado$  de$de  la  noiificaeión  admim$' 
traüva  de  la  retolución  impugnada; 

TS.o  Que  no  m  Udto  mponér  que  dicha  plazo  queda  en  euepenoo  eon  Im 
pneentadén  de  un  eoerito  que^  por  carecer  de  la$  formaUd<ilde$  esoinidao  por 
híley,t»oadmiUióla8ala, 

Frevia  la  presentadón  sncesira  de  dos  escritos  que  por  defectos  lega- 
les rsebasó  la  Sala,  formalizó  el  recurrente  an  demanda  en  12  de  Hoviem- 
bie  de  1891,  y  el  Tribupa)  contencioso  dictó  el  aoto,  cuya  parle  sustancial 
escomo  signe: 

Considerando  que,  con  arreglo  al  art.  7.o  de  la  ley  vigente,  el  término 
para  acudir  a  la  vía  contenciosa  es  el  de  tres  meses,  contados  desde  la  na- 
üficadón  administrativa  en  la  resolndiin  impugnada: 

Oonaiderando  que  D.  Garlos  Félix  de  Losa  se  dio  por  enterado  de  la 
sesolndón  en  m^  escrito  4e  29  de  M#yo  de  1891,  y  per  consecuencia  habia 
lonscurrido  ccm  exceso  coM^do  en  12  de  Noviembre  siguiente  se  persona 
sn  forma  el  Licenciado  Soáres  García; 

Oonaiderando  que,  por  lo  expuesto,  resulta  Int^puesto  el  recurso  f  aer& 
éA  placo  legal  al  efecto  ^bM<lo,  sin  que  sea  lídto  suponer  que  sa 
tianséurso  quedase  en  suspenso  por  la  presentado^  del  escrito  de  ,29  de 
Hayo  qne,  por  carecer  de  las  formalidodep.  exigidas  por  la  ley,  no  faé  ad- 
atdudo  por  la  Sala,  y  a^  se  le  jioUficó  al  demandante  cuando  aon  eataba^ 
en  tíempo  de  acudir  en  debida  formck  ^ 

Visto  el  art  7.o  de  la  ley  4a  1?  de  Seiptiembre  de  1888; 

Sededar»  procedente  lafi^|^oapGÍ<>n  dilatjorla  de  incompetencia  d^Jn- 
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risdiedóii  piopaetta  por  el  Fiscal;  en  en  oonsecnende,  qneda  sin  cnrso  hi 
¿emenda;  archíveee  el  rollo  y  deyo^vaae  el  expediente  al  Minietorio»  con 
«erilficadón  deeete  aoto,  qnéee  pnblicará  en  ía  Oaeeta  de  Madrid  y  mb 
ioeertará  á  en  tiempo  en  la  Ck^eeáán'legislathxL'-^Á.nio  fecha  7  de  Abril 
de  t8M,  é  inaerto  en  la  Baceta  de  l.<^  de  KoTiembre  del  mismo  afio.) 


174 

▲oto  (7  de  Abril  de  lS9%),^Exiepci<me$  dUatoriat.  Inóon^etenda  de 
Jwritdtcctdii.— 8e  declara  procedente  la  opneeta  por  el  Fiscal  á  la  demanda 
de  D.  Antonio  Senderee  contra  la  Real  orden  de  3  de  Didembre  de  1800» 
j  ee  establece: 

Que  $ólo  procede  el  reemrio  ctmtmeioio  cotUra  loe  Eeake  árdcHee  que  cau- 
so»  eetado  per  cer  deflnüima  entapia  guberfuUiva,  á  tenor  de  ¡ú  dkpueeió  en> 
el  art.  l.^delaky  ffigewte. 

Por  la  Beal  ordmi  impegnada  se  biso  responsable,  con  carácter  provi- 
Tidonal.  al  demandante,  Goardaalmaoéti  de  efecto^  etotancados,  de  ciertA 
cantidad  de  tabaco,  disponiendo  se  depurasen  otros  extremos  qne  enu- 
meraba. 

Opnesta  por  el  Fiscal  la  excepdón  de  incompetencia,  el  Tribunal  con- 
lendoso  dictó  d  anto,  cnya  parte  soitancial  es  como  signe: 

Considerando  qne  sólo  procede  d  recurso  contendoso  contra  las  Bea- 
les  órdenes  que  causan  estado  por  ser  definitivas  en  la  vía  gubernativa^  4 
tenor  de  lo  dispuesto  en  el  ari  l.o  de  la  ley  vigente: 

Oonáiderandó  qne  la  Real  orden  que  se  impugna  en  d  presente  litigio 
no  tiene  semejante  carácter,  deudo  sólo  una  dispoddón  de  trámite,  que« 
si  bien  dedara  la  responsabilidad  de  Senderos,  es  sólo  providonalmenie  y 
á  condición  de  que  se  dicte  en  su  día  la  reeoludón  definitiva  después  de 
verificadas  las  diligencias  cuya  práctica  ordena. 

Visto  el  art.  l.«  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Be  declara  procedente  la  exoepdón  dilatoria  de  incompetencia  de  jnri»- 
dicdón  propuesta  por  el  Fiscal;  en  su  consecuencia,  queda  sin  curso  1*  de- 
manda; arcnivese  el  rollo  y  devuélvase  el  expediente  d  Mioieterio  con 
certificación  de  este  auto,  que  ee  publicará  en  la  Ghteeta  de  MaárH  y  se 
insertará  á  sií  tiempo  en  la  Cbkcci^  legittaHva. — (Auto  fecba  7  de  Abril 
de  1898,  é  inserto  en  luQueeta  de  l.«  de  J^oviemure  dd  mismo  afio.) 
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SsnwciA  (8  de  Abril  de  1802).— CVáeKtot.  contra  el  Eitado  (fimitsiie- 
Ires}.— 8e  abeudve  á  la  Administradón  de  la  demanda  de  D.  Mannd  Tra- 
Uenqne  contra  la  Bed  orden  de  29  de  Enero  de  1891,  y  se  establece: 
'  L^    Que  §0H  requMtoe  hidMepeneablei  de  toda  cert^fieaeión,  para  qm 
mmefeet09enf¥lkio,elqueUebeel$eüode¡a^fieiMqmelaeag^^        V.^S.^ 
dei  Jtfe  de  dicha  depeudesucia. 

J.«  Que  tratánáoee  dew^  ceriffioado  eompreMvode  mh  crédiU  contra  U 
Motado^  por  euminktroe  durante  lá  guerra  dé  ¡a  Jndmndefida,  y  eoq^edÜ^ 
por  loe  ojicinae  provinciálee,  to  drcunetauciai  de  jno  Mber  dado  éeta»  par- 
te dé  wu  toepedidán-á  la  Cbmtttdn  oetUral^  m  haber  Mo  regietrado  ni  enpu^ 
éaélaiémaderoMán,  een  defeetoe  pte  demHUMion  fue  d  citado  doewmñmfm 


k-'^**- 
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#0fi0  tm  earacUr  mtermo  y  m  vm^idei^  para  d  r^tmockmiemto  de  agutí 

T3.^    Que  Um  erédSUm  emUra  él  Hitado  perteMoienUi  al  Clero  eeemlar, 
dAemrq^armcaneelado9yaw%ortÍMado$ée$defmelOobier^ 
arreólo  á  Uu  Ityee,  de  loe  Uenee,  deredioe  p  aeeionee  correepoñdieate»  al  oe- 
pmiú. 

Por  1a  Beal  orden  impagnada  se  declaró  la  cadaddad  de  an  crédito  re- 
clamado del  Estado  por  la  Real  Junta  de  diesmos  de  Málaga,  por  sumi- 
nistros á  las  tropas  espafiolas  dorante  la  gnerra  de  la  Independencia,  j  el 
Tribuna!  contencioso  dictó  la  sentencia,  cnya  parte  sustancial  es  como 
t^;ne: 

Considerando  que  la  certificación  en  que  fonda  el  actor  sos  prefeMisia- 
B6S»  expedida  por  la  Comisión  de  liquidación  de  atrasos  de  Goerra  del 
dMrito  de  Granada.  7  suscrita  oon  la  antefirma  P.  J.,  no  lleva  el  sello  ds 
la  oficina  ni  el  V.o  B.o  del  Je6  de  la  Comisión,  reqoisitos  ordinarios  é  lo- 
dÍQ>ensabIes  en  docomentos  de  esta  naturaleza: 

Considerando,  además,  que  tampoco  se  dio  participación  á  la  Comión 
Central  de  la  expedición  del  certificado,  ni  éste  se  registró  ni  envió  á  la 
toma  de  razón,  cuyos  defectos  demuestran  qoe  el  citado  docomento  tenía 
on  carácter  interino  7  era  iosnfidente  para  el  reconocimiento  del  crédito» 
7  qoe  la  Comisión  se  excedió  al  expedirlo  sin  aotoriaación  de  la  Soperio- 
ridad,  según  también  opinaba  la  Sección  de  Créditos  de  goerra  en  loa  in- 
formes emitidos  en  los  afios  de  1887  7  1888: 

Considerando  que  laá  gestiones  practicadas  para  demostrar  la  legitimi- 
dad de  la  certiflcadóny  no  han  prododdo  resolitado  atgono  favorable  á  la 


Considerando  qoe  aon  eo  la  hipótesis  de  haberse  demostrado  la  exis- 
tolda  del  crédito  qoe  se  reclaoia,  ño  procedería  dejar  sin  efecto  la  resolo- 
den  impugnada,  porqoe  pertenedendo  dicho  crédito  al  Clero  secular,  debe 
renutarse  cancelado  7  amortizado  desde  que  el  Gobierno  se  incautó,  coa 
arreglo  á  las  le7es,  de  los  bienes,  derechos  7  acciones  qoe  á  aqoél  corres- 
pondían: 

Vista  la  orden  de  28  de  Enero  de  1868,  cuya  dispoddón  segunda  con- 
ddera  cancelados  7  amortiíados  todos  los  créditos  de  la  exclusiva  perte- 
nencia del  Clero  secular,  por  haber  quedado  extinguidos  de  hecho  7  da 
dflcedio  desde  qoe  el  Gobierno,  oon  arreglo  á  las  le7es  7  dieposidonea 
qoo  dta,  se  incaotó  de  todos  )os  bienes,  derechos  7  acdones  qoe  á  aqoél 
coirespondian,  reoniendo  en  d  la  cualidad  de  deudor  7  acreedor; 

Fallamos  que  debemos  absolver  7  absolvemos  á  la  Admüiistradón  de 
la  demanda  dedudda  por  B.  Hanuel  TruUenque,  Comisionado  liquidador 
de  atrasos  de  diezmos  de  la  dióceds  de  Málaga,  7  confirmamos  la  Real  or- 
den de  29  de  Enero  de  1881  expedida  por  el  Ministerio  de  Hadenda,  la 
cual  queda  firme  7  subsistente.— (Sentencia  publicada  el  8  de  Abril  de 
1892,  é  inserta  en  la  Qaceta  de  Ifi  de  Noviembre  dd  mismo  afio.) 
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SiRTEiroii.  (8  de  Abril  de  18^2}.— uüicanat  Cq/oro9>.— Se  absuelve  á  la 
Administración  de  la  demanda  de  la  Sociedad  Calandre  7  Lisana  contra 
la  Bed  orden  de  7  de  Junio  de  1886,  7  se  establece: 

1.^    QueporBealdeeretode5deOcMredel88á,entHart,2.^^$edÍ9pu$o 
fne  los  axúeares  de  Coba  y  Fmrto  Mico,  eondueidoe  directamente  á  la  Foním- 
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mUa  é  ula»  BaUare$  en  lindera  nacional,  quedaten  eaoentoi  del  derecho  aram- 
«ttorto  que,  con  arreglo  ala  ley  de  30  de  Junio  de  1882,  d^^Aam  eaJtirfacor 
loMta  i.o  de  Julio  de  1892: 

S.^  Que  iegún  el  art.  3*  de  dicho  Beal  decreto,  los  azucare»  de  Cuba  ^ 
Dátrto  Mico  importador  en  la  Feninsula  é  i»la$  Baieare»  en  bandera  extran- 
jera^ hábian  de  pMar  deede  la  mitma  fecha  por  cada  100  kiiógramoi  el  dere- 
cho de  8peseta$  7océntipio$  cuando  nú  exceaieeen  del  núm.  14  de  la  claeifica-^ 
dan  holandesa,  y  17  peeeta»  SO  céntímoe  cuando  fueran  míperiora  al  «aqpre- 
Bodonámero: 

3.0  Que  por  el  articíUo  único  de  la  Uy  de  7  de  Julio  de  1885  u  hicie- 
ron extennva$  á  lot  azúcareé  que  fueran  producto  y  procedieeen  de  Filipi- 
nas, loa  disposiciones  que  para  los  de  Cuba  y  JPuerto  Bioo  estableció  el  Meal 
decreto  de  5  de  Octubre  de  1884: 

Y4,o  Oue  aun  cuando  los  productos  de  FilipinaSy  según  la  disposidán 
undicHna  del  Arancel  de  1882,  conservaban  los  beneficios  de  procedencias  di- 
rectas,  no  obstante  que  hubieran  sufrido  trasbordo  en  él  viaje,  es  indispensa- 
ble que  el  buque  receptor  fuese  también  español,  según  dispone  el  art.  164  de 
las  Ordenanzas  de  Aduanas  de  1884,  para  que  aquellos  productos  obtengan 
dichos  beneficios. 

Por  íft  Real  orden  impugnada  ae  fijan  loa  derechoa  correapondientea  4 
«na  partida  de  azúcar  fiüpino,  aforada  en  la  Aduana  de  Cartagena,  condu- 
cida en  barco  eapafid  y  procedente  de  Gibraltar,  traabordo  de  Manila,  y  el 
Tribunal  contencioao  dictó  la  aentencia,  cuya  parte  auatanciai  ea  como 
aigue: 

Gonaiderándo  que  por  Real  decreto  de  5  de  Octubre  de  1884  ae  diapusa 
en  an  art.  2.o  qne  loa  azúcares  de  Cuba  y  Puerto  Rico,  conducidoa  directa- 
mente á  la  Penínaula  é  islas  Balearea  en  bandera  nacional^  quedaaen  exen- 
tos del  derecho  arancelario  que,  con  arreglo  á  ía  ley  de  80  de  Junio 
de  1883,  debían  aatiafacer  baata  1.*^  de  Julio  de  1892: 

Conaiderando  qne,  según  el  art.  3/  de  dicho  Real  decreto,  loa  azucare» 
de  Cuba  y  Puerto  Rico,  importadoa  en  la  Penínaula  ó  ialaa  Balearea  en 
bandera  extranjera,  habían  de  pagar  deade  la  miama  fecha  por  cada  100 
kilogramos  el  derecho  de  8  pesetas  76  céntimos  cuando  no  excedíeaen  del 
núm.  14  dé  la  claaifícación  holandesa,  y  17  peaetaa  50  céntimoa  cuando 
fueran  auperiorea  al  expreaado  número: 

Conaiaerando  que  por  el  artículo  único  de  la  ley  de  7  de  Julio  de  18B& 
ae^  hicieron  extensivaa  á  los  azúcarea  que  fueran  producto  y  procedieaeik 
de  Filipinas,  laa  diaposiciones  que  para  loa  de  Cuba  y  Puerto  Rico  eato.- 
bleció  el  Real  decreto  de  6  de  Octubre  de  1884: 

Conaiderando  que  loa  azúcarea  de  que  se  trata  no  fueron  conducidoa 
directamente  desde  Manila  á  Cartagena  en  bandera  nacional,  puesto  que 
habían  sido  traabordadoa  y  conducidos  en  bandera  extranjera  desde  Sin^ 
gapoore  á  Gibraltar,  por  más  que  de  Manila  á  Binfirapoore  y  de  Gibraltar 
á  Cartagena  fueaen  conducidoa  en  bandera  nacional: 

Considerando  que,  aun  cuando  loa  productoa  de  Filipinaa,  según  la. 
disposición  undécima  del  Arancel  de  1882,  conservaban  loa  beneficioa  de 
procedenciaa  directas,  no  obstante  que  hubieran  aufrido  trasbordo  en  el 
TÍaje,  en  el  caso  de  autos  sería  preciso  que  el  buque  receptor  hubiese  sido 
también  eapafiol,  aegún  dispone  el  art.  164  de  laa  Ordenanzas  de  Aduanas 
de  1884,  para  que  loa  azúcarea  en  cueatión  obtuvieaen  aquellos  beneficioa. 

Vistos  los  artículoa  2.o  y  8.^  del  Real  decreto  de  6  de  Octubre  de  18S4i 

Yiata  la  ley  de  9  de  Julio  de  1885: 

Tiata  la  disposición  11  del  Arancel  de  1882: 

Yiato  el  art  164  de  laa  Ordenanzas  de  Aduanaa  de  1884; 
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-  Fi^lmmos  qoe  debemoe  absolrer  j  abtolyemoi  á  la  Administración  ge- 
jmml  del  Estado  de  I»  demanda  interpuesta  á  nombre  de  la  Sociedad  oo^ 
leetíya  Calandre  y  Lisana  contra  la  Real  orden  de  7  de  Jonio  de  1886»  la 
«nal  qoeda  firme  y  BQbsistente.~(8entencia  {publicada  el  8  de  Abril  de 
1892,  é  inserta  en  la  Oaeeta  de  1.*  de  Noyiembre  del  mismo  afio.) 
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Sbrtsncia  (8  de  Abril  de  199%),'-Eoeeépeitme$p€rentoria$,  Incompetencia 
ie  jmri$dieoión.^8e  declara  l&de  la  jurisdicción  contencioso  administrativa 
para  eonocer  de  la  demanda  de  la  Gompafiía  de  los  Oaminos  de  hierro  del 
Korte  contra  la  Real  orden  de  24  de  Noviembre  de  1800,  y  se  establece: 

1.^  Que,  conforme  á  lo  prevenido  en  $1  art  20  del  Beglamento  de  Folieia 
de/errooarríÍ€$  de  1859,  y  también  en  el  de  1878,  corresponde  al  Ministerio 
4e  Fomento  adoptar  las  medida$  que  el  interés  públwo  reclame  cuando  á  su 
juicio  no  fuesen  suficientes.para  conseguir  la  seguridad  de  la  explotación,  los 
medios  empleados  por  las  Empresas  de  ferrocarriles; 

Y  J9.0  Que  conforme  á  lo  prevenido  en  el  núm,  1.^,  art.  4,o  de  la  ley  de  13 
de  Septiembre  de  1888,  no  corresponden  al  conocimiento  de  los  Tribunales  de 
lo  Contencioso  administrativo  las  cuestiones  resueltas  por  la  Administradán , 
en  uso  de  su  potestad  discrecional,  y  en  su  consecuencia,  procede  en  estos  casos 
la  excepción  perentoria  de  incompetencia, 

F^resentado  por  la  Gompafiía  de  los  ferrocarriles  del  Norte  nn  proyecto 
de  encía vamiento  de  sefiales  para  proteger  el  cnxce  á  nivel  de  la  línea  de 
Zfiragosa  á  Barcelona,  de  qne  es  concesionaria,  con  la  carretera  de  Riba», 
por  la  qne  pasa  el  tranvía  á  vapor  de  San  Andrés  de  Palomar,  se  dictó  la 
Real  orden  impugnada,  antorisando  la  ejecución  del  proyecto  con  algunas 
modificaciones,  y  disponiendo  qne  la  Gompafiía  demandante  no  tiene  de- 
recho á  imponer  á  la  del  tranvía  de  Barcelona  á  Ban  Andrés  de  Palomar 
otros  gastos  do  instalación  qne  los  que  venga  satisfaciendo  con  arreglo  á 
las  bases  de  la  concesión;  y  opuestas  por  el  Fiscal  como  perentorias  las 
excepciones  de  incompetencia  y  falta  de  personalidad,  se  pronunció  por 
el  Tribunal  contencioso  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es  como  signe: 

Considerando  qne,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  20  del  Reglamento 
de  Policía  de  ferrocarriles  de  1869,  y  también  en  el  de  1878,  corresponde^ 
al  Ministerio  de  Fomento  adoptar  las  medidas  que  el  interés  público  re 
dame  cuando  á  su  joicio  no  fuesen  suficientes,  para  conseguir  la  seguridad 
de  la  explotación,  los  medios  empleados  por  las  Empresas  de  ferroca- 
iriles: 

Considerando  que  en  el  caso  presente  el  Ministerio,  usando  de  la  facul- 
tad discredonal  que  dicho  art.  20  le  concede,  y  no  estimando  suficiente» 
Jos  medios  empleados  por  la  Gompafiía  del  Norte  para  conseguir  la  segu- 
ridad en  el  paso  á  nivel  de  que  se  trata,  no  sólo  de  la  explotación  del  fe 
TTocarril  de  Zaragoza  á  Barcelona,  sino  de  la  carretera  de  Ribas,  por  la 
coal  drculan,  además  del  tranvía  de  vapor  de  San  Andrés  de  Palomar, 
peatones  y  carruajes,  acordó  en  la  Real  orden' reclamada  las  medidas  que 
«stimó  convenientes  para  obtener  aquella  seguridad,  é  impuso  á  la  Gom- 
pafiía la  obligación  de  realizarlas,  sufragando,  en  su  consecuencia,  los  gas- 
tos Indispensables  para  ello: 

Considerando  que  por  «manar  didia  Real  orden  de  la  potestad  discre 
donal,  es  indudable  qué,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  núm.  l.o,  art.  4> 
de  la  ley  de  18  de  Beptiembrai  de  1888,  no  corresponde  este  asunto  al  co^ 
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Bocimiento  de  k>»  Tribanales  de  lo  OonteneioaoadmiDiitnti  vo,  j  proosde, 
en  tu  conteeaéncift,  eetiauur  la  excepción  de  incompetencia  de  joriadicddB| 
alegada  como  perentoria  por  el  Fiscal; 

Y  oontideraado  qae  declarada  la  incompetencia  del  Tribunal,  ee  inn»- 
cesarlo  examinar  en  eete  caao  la  excepción  de  falta  de  peraonaUdad»  q«# 
también  ha  aido  alegada  por  el  Fiscal. 

Visto  el  art  30  del  Reglamento  de  Polida  de  ferrocarriles  de  8  de  JFv- 
lio  de  1869: 

Visto  el  Reglamento  de  8  de  Septiembre  de  1878,  cayo  art  30  es  repro- 
ducción á  la  letra  del  anterior: 

Visto  el  art  4.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  según  el  eoal, 
no  corresponderán  al  conocimiento  de  los  Tribonales  de  lo  Gontenoioao* 
administrativo:  primero,  las  cnestiones  qne  por  la  natnralesa  de  los  aetos^ 
de  los  cuales  proceden,  ó  de  la  materia  sobre  que  versea  se  refieran  á  ki 
potestad  discrecional; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  la  incompetencia  de  Im 
jurisdicción  eontencioso-administrativa  para  conocer  de  este  asunto.** 
(Sentencia  publicada  el  8  de  Abril  de  1893,  é  inserta  en  la  Qaceia  de  1.^ 
de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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SuffTSNoiA  (8  de  Abril  de  1893).— CZa<ef  panvas.  Derecho  ápenMn, — 
8e  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  Dofia  Antonia  Mirsaol 
de  la  Cámara  y  otraa  contra  la  Real  orden  de  39  de  Octubre  de  1890,  y  wm 
establece: 

1,0  Que  el  hecho  de  otorganepor  el  Estado  áwna  persona  los  honores  y 
preeminencias  de  determinado  cargo,  no  implica  el  reoonoeUmenio  por  aqsM 
de  derechos  pasivos,  los  cwdes  no  se  conceden  impUdiamente  oon  los  honSret: 

;9.o  Qne  él  Real  decreto  de  IS  de  Diciembre  de  1867  tuvo  por  objeto,  como 
se  eaopresa  en  su  preámbulo^  fijar  regla»  para  proveer  las  plazas  de  lajudiea- 
tura^  de  la  Magistratura  y  del  Ministerio  fiscal,  y  determinar  los  disHnie^ 
grados  que  forman  la  ierarquía  de  estas  carreras;  y  sólo  á  este  propósito,  dsa- 
pu¿s  de  enumerar  en  d  art.  Ifi  los  grados  de  jerarquía  judicial,  determina  em 
el  2.0  quiénes  por  asimilacián  hablan  de  considerarse  comprendidos  en  elk9. 
figunmdo  en  el  séptimo  grado  los  Edatores  del  TribunA  Supremo  y  de  ioa 
Audiencias,  y  añade,  en  su  párrafo  final,  que  losfu$unonarios  eow^renáidOB 
en  didu>  art.  2,*  tendrán  todos  los  derechos  declarados  á  sus  respectivos 
grados: 

^.0  Que  estas  últimas  palabras  muedran  claramente  que  el  ol^et»  éM 
Real  decreto  era  conceder  a  los  individuos  que  por  asimilación  comprendía^ 
no  todos  los  derechos  de  los  funciotuirios,  sino  tos  inherentes  á  su  retpeetíwa 
grado  en  orden  al  ascenso  dentro  de  la  carrera,  siendo  de  eUo  buena  prueba 
qm  art  los  restantes  articulos,  y  al  tratar  de  la  provisión  de  las  átfereuHes pla- 
za» de  la  carrera  judicial^  dispone  que  para  las  vacante»  que  ocurran  en  to- 
dos los  arados,  excepción  hecha  del  Ivibunal  Supremo^  se  propongan  persvnam 
que  hwnesen  detempeñado  por  do»  año»  plaza»  dd  grado  inferior,  ó  por  cua- 
tro ó  »ei»  de  lo»»iguientes  a  éste: 

4.*  Queaun  cuando  d  referido Be<d decreto  hubiese  tenido  d propósito  de 
incorporar  los  Relatores  al  Montej^,  concediéndoles  ad  derechos  pemvos,  hm* 
hiera  »ido  en  este  punto  completamente  ineficaz,  por fue  deede  la  pubUe¿dém> 
ddart.lSdelaleyde  Fre»upue»tos  de25de  Julio  de  1864,  toda  dMaraésk» 
de  derecho»  pa»Í90»  á  cualp^iera  cla»e  de  fundonario»  dd  B»tado^  y  toda  ai- 
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4eraeión£n  ka  que  cada  ckm  ditfrutepor  la  legülacián  vigente,  deberán  ser 
-^Ho  de  ley: 

5.*  Que  con  arreglo  á  lo  di$pue$to  en  el  art,  12  del  decreioUyrde  22  de 
Octubre  de  1868.  que  en  efita  parte  no  hace  otra  cosa  que  reproducir  el  pro- 
tepto  gtie  acaba  de  citarse^  ii  se  hubiera  veriflcado  la  incorporación  á  Monte- 
pío de  un  Bdator,  con  la  consideración  de  Juex  de  término,  por  d  Real  decre- 
to de  1867  habría  quedado  ein  rfecto^  en  ratón  á  no  haber  sido  objeto  de  ley, 
mipunto  que  la  de  16  de  Abril  de  1856^  incorporó  á  los  Jueces  de  primera  ins- 
tancia y  a  los  Promotores  fiscales,  pero  no  á  los  Relatores: 

6,^  Que  de  lo  expuesto  se  deduce  con  toda  evidencia^  quepor  no  hallarse  el 
eargo  de  Relator  incorporado  á  Montepío^  ni  menos  por  disposición  alguna 
que  tenga  carácter  de  ley^  carecen  los  huérfanos  de  loe  que  desempeñaron 
€iquel  cargo  de  derecho  á  la  pensión  de  que  se  trata; 

Y  ?.•  Q%ie  si  bien  la  jurisprudencia  en  diferentes  resoluciones  ha  conce- 
dido pensiones  de  Montepio  á  viudas  ó  huérfanos  de  Relatores^  tal  jurispru- 
dencia no  puede  fundarse^  como  queda  demorado,  en  él  estricto  derecho^  sino 
tm  consideraciones  de  equidad,  como  lo  demuestra  el  Real  decreto  senteneia  de 
de  20  de  JuHo  de  1881,  al  otorgar  unapensión^  no  por  hallarse  el  caso  taxa 
Uoamente  comprendido  en  él  Reglamento  de  Mont^io,  sino  porque  la  juris- 
prudencia viene  mitiga»ido  el  riaor  de  una  legislación  que  se  considera  incom- 
pleta hasta  que  se  apruebe  una  ley  general  de  Clases  pasivas: 

Por  la  Beal  orden  impagnad*  se  declaró  á  las  demandántea  ain  dere 
cbo  á  la  pendón  de  Montepío  qae  eolidtaron  como  haérfanas  de  D.  Pedro 
Mirasol,  Belator  de  la  Audiencia  de  Granada,  á  qaien  por  Real  orden  de 
Zú  de  Abril  de  1854,  se  concedió  la  consideración  y  categoría  de  Juez  de 
iérmino,  y  el  Tribunal  contencioso  dictó  la  tentencia,  cnya  parte  sustan- 
cial es  como  sigue: 

Considerando  que  la  cuestión  que  en  este  pleito  se  discute,  se  reduce  á 
determinar  si  las  demandantes  tienen  ó  no  derecho  á  pensión  de  Monte- 
pio, en  concepto  de  huérfanos  del  Belator  que  fué  de  la  Audiencia  de  Gra 
nada^  D.  Pedro  Mirasol: 

.^.''Considerando  que  aun  cuando  éste  obtuvo  por  Beal  orden  de  80  de 
Abril  de  1854  la  consideración  y  categoría  de  Juez  de  primera  instancia 
de  término,  dicha  Real  orden  y  el  título  que  en  su  consecuencia  se  expidió 
al  otorgarle  tal  honor,  preeminencia  y  consideración,  es  indudable  que  no 
le  concedieron  al  mismo  tiempo  y  por  modo  indirecto  derechos  pasivos, 
loa  cnales  no  se  conceden  implíeitamente  con  los  honores: 

Oonsiderando  que  el  fundamento  esencial  que  sirve  de  base  á  la  de- 
manda consiste  en  afirmar  que  asimilados  los  Relatores  á  los  Jueces  por 
el  Beal  decreto  de  13  de  Diciembre  de  1867,  é  incorporados  éstos  al  Mon- 
tepío en  virtud  de  la  ley  de  16  de  Abril  de  1856,  la  incorporación  alcanza 
á  dichos  Relatores;  y  por  tanto,  sus  familias  tienen  derecho  á  la  pe&sión 
de  Montepío  que  los  demandan  tea  pretenden: 

Oonsiderando  que  el  referido  Real  decreto  de  13  de  Diciembre  de  1867 
tavo  por  objeto,  corseo  se  expresa  en  su  preámbulo,  fijar  reglas  para  pro- 
Teec  laa  plasas  de  laindicatura,  de  la  Magistratura  y  del  Ministerio  fiscal, 
j  determinar  los  distmtos  grados  que  forman  la  jerarquía  de  estas  carre- 
r«0;  y  que  sólo  á  este  propósito,  después  de  enumerar  en  el  art.  l.<^  los  gra- 
dos de  la  jerarquía  judicial,  detenolaa  en  el  2.<>  quiénes  por  asimilación 
h^Mttti  de  considerarse  comprendidos^  en  ellos,  figurando  en  el  séptimo 
grado  loe  Relatores  del  Tribonal  a^pren^o  y  de  las  Audiencias,  y  afiade,  en 
0a  párrafo  final,  que  los  iundoaaries  comprendidos  en  dicho  art  2.o  ten- 
darán  todos  los  derechos  declarados  d  sus  retpeetivos  grados: 

Coosideraado  qoe  estas  últivias  pakims  «mestsaa  clai»mente  que  el 
xmo  46  li 
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•1  objeto  del  Real  decreto  era  conceder  á  loa  indiyidaoa  qae  por  aaímila-^ 
eión  comprendía,  no  todos  loa  derechos  de  los  funcionarios,  sino  los  inhe- 
rentes á  sn  respectivo  grado  en  orden  al  ascenso  dentro  de  la  carrera, 
siendo  de  ello  baena  prueba  qne  en  los  restantes  articalos,  y  al  tratar  de^ 
la  provisión  de  las  diferentes  plazas  de  la  carrera  jadidal,  dispone  qne 
para  las  vacantes  qne  ocurran  en  todos  los  grados,  excepción  hecha  del 
Tribnnal  Supremo,  se  propongan  personas  que  hubiesen  deeempefiado  por 
dos  afios  plaaas  del  grado  inferior,  ó  por  cuatro  ó  seis,  de  los  siguientes 
á  ésto: 

Considerando  que  aun  cuando  el  referido  Beal  decreto  hubiese  tenida 
el  propósito  de  incorporar  los  Relatores  al  Montepío,  concediéndoles  así 
derochos  pasivos,  hubiera  sido  en  esto  punto  completamento  ineficax,  por- 
que desde  la  publicación  del  art  15  de  la  ley  de  Presupuestos  de  25  de 
Julio  de  1864,  toda  declaración  de  derechos  pasivos  á  cualquiera  clase  de 
funcionarios  del  Estado,  y  toda  altoración  en  los  que  cada  clase  disfrute 
por  la  legislación  vigente,  deberán  ser  objeto  de  ley: 

Considerando,  además,  que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art  12  del 
decreto  ley  de  22  de  Octubre  de  1868,  que  en  esta  parto  no  hace  otra  cosa 
qne  reproducir  el  precepto  que  acaba  de  citarse,  si  la  incorporación  á  Mon- 
tepío se  hubiera  verificado  como  se  pretende,  por  el  Real  decreto  de  1867 
habría  quedado  sin  efecto,  en  razón  á  no  haber  sido  objeto  de  ley,  supues- 
to que  la  de  16  de  Abril  de  1856  que  las  demandantes  invocan,  incorporó 
á  los  Jueces  de  primera  instancia  y  á  los  Promotores  fiscales,  pero  no  á 
los  Relatores: 

Ck>n8iderando  que  de  lo  expuesto  se  deduce  con  toda  evidencia,  que 
por  no  hallarse  el  cargo  de  Relator  incorporado  á  Montepío,  ni  menos  por 
disposición  alguna  que  tenga  carácter  de  ley,  carecen  los  demandantes  de 
derecho  á  la  pensión  de  que  se  trata: 

Considerando  que  si  bien  la  Jurisprudencia  en  diferentes  resoludonea 
ha  concedido  pensiones  de  Montepío  á  viudas  ó  huérfanos  de  Relatores, 
tal  jurisprudencia  no  puede  fundarse,  como  queda  demostrado,  en  el  es- 
tricto derecho,  sino  en  consideraciones  de  equidad,  como  lo  demuestra  el 
Beal  decreto  sentencia  de  20  de  Julio  de  1881,  al  otorgar  una  pensión,  no 
por  hallarse  el  caso  taxativamente  comprendido  en  el  Reglamento  de  Mon- 
topío,  sino  porque  la  jurisprudencia  viene  Aitigando  el  rigor  de  una  legis- 
lación que  se  considera  incompleta  hasta  que  se  apruebe  una  ley  general 
de  Clases  pasivas. 

Vista  la  ley  de  16  de  Abril  de  1866,  art.  88: 

Visto  el  art.  20  del  Real  decreto  de  13  de  Diciembre  de  1867: 

Viste  la  ley  de  Presupuestos  de  25  de  Janio  de  1864: 

Visto  el  art.  12  del  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  deducida  por  el  Procurador  D.  Fidel  Se- 
rrano, á  nombre  de  Dofia  Antonia,  Dofia  Francisca  y  Doña  Carmen  Mira- 
sol de  la  Cámara,  contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Ha- 
cienda en  29  de  Octubre  de  1890,  la  cual  queda  firme  y  subsistente.— (Sen- 
tencia publicada  el  8  de  Abril  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  1.^  de  No- 
viembre del  mismo  afio.) 
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SrarrRNOTA  (8  de  Abril  de  1892).— Jíbnfcrpio  müitar.  Derecho  ápeñitán, 
— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  Dofia  Emilia  Henero 
oontra  la  Real  orden  de  4  de  Julio  de  1891,  y  se  esteblece: 
i.^    Que  para  re$olverH  la  vimda  de  un  miiUarUene  derecho  ápeimiñ  de 
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mk  M9«Up4o,  ée  hace  necétario  aplicar  can  estricto  rigor  las  disposicimes 
id  Moni^pio  milUar  {improbado  por  Real  cédula  de  i.o  de  Enero  de  1796, 
cerno  de  una  manera  terminante  dispone  el  art  12  del  decreto  ley  de  22  de 
0Mbredel868: 

2P  Que  si  hien  aisladamente  examinado  el  art,  2S>  dd  capüútd  8*  del  re- 
ferido Éeglamento,  pudiera  entenderse  por  sus  palabras  que  la  sola  posesián 
del  grado  de  Oapiián  al  contraer  matrimonio  por  parte  de  los  Oficiales,  es 
hadante  para  que  éstos  leauen  á  sus  familias  dereiho  á  pensión,  un  estudio 
atento  y  detenido  de  las  demás  disposiciones  de  dicho  Beglamento,  con  las 
eiudes,  la  que  se  dría  citada  no  puede  hallarse  en  contradiccián,  porque  nece- 
scariamente,  y  tratándose  de  un  mismo  cuerpo  legal  ha  de  haber  presidido  en 
tedas  el  mismo  espíritu,  persuade  de  un  modo  evidente  de  que  la  palabra 
grado  se  usa  en  equitfíUencia  y  como  sinánima  de  la  de  empleo,  y  que,  por 
eonsigmente,  lo  que  el  citado  articulo  exige  es  la  posesián  del  empleo  de  Capi- 
tón al  contraer  matrimonio  y  no  la  del  grado: 

3.^    Que  esta  apreciación  se  halla  corroborada  por  las  disposiciones  conte- 
nidas en  los  artículos  3.o  y  4.<*  del  mismo  Beglamento,  que  al  tratar  de  las  re- 
tenciones y  descuentos  á  favor  del  Monte,  expresan  que  sólo  se  descontará  ó 
retendrá  a  los  interesados  en  sus  asoentoa  á  mayor  grado  la  diferencia  que 
corresponde  del  sueldo  del  WM  al  otro,  puesto  que  si  en  estos  preceptos  se  to- 
mara la  palabra  grado  en  su  significación  literal  y  no  como  sinónima  de  em- 
pleo, resiUtarian  sm  alcance  ni  sentido,  y  completamente  impracticables,  U>da 
vcM  que  la  concesión  de  un  grado  no  implica  aumento  de  sueldo  con  relación 
al  empleo  que  disfruta  el  agraciado,  ni  constituye  en  tal  concepto  un  ascenso: 
4.*    Que  la  frase  grado  de  Capitán  ó  aneldo  correapondiente,  que  asi 
mÍ9mo  se  usa  en  el  art  12  del  capítulo  8.0,  es  también  una  demostración  de 
que  la  palabra  grado  se  %ua  como  equivalente  de  la  de  empleo,  porque  sólo  con 
relación  á  éste,  que  eselquelo  Ueva  anaco,  cabe  hablar  de  sueldo  correspon- 
diente, y  no  con  referencia  al  grado  que,  según  el  art  Í.o,  tratado  2. o,  Ut.  26 
de  las  ÉeaUs  Ordenanea»,  no  produce  más  efecto  que  el  de  que  el  Oficial  ad- 
quiera la  anligüedad  del  empleo  superior  desde  la  concesión  del  grado,  pero 
no  el  sueldo  correspondiente,  que  sólo  se  consigue  mediante  la  posesión  real  y 
efectiva  del  empleo: 

5.0    Que  esta  misma  conformidad  entre  ambas  palabras,  demostrativa  de 
«K  eq[uivalencia,  según  el  lenguaje  usado  en  el  Beglamento,  se  advierte  de 
muU  modo  en  las  tarifas  que  á  aquél  van  unidas,  no  sólo  porque  al  espeei- 
fearse  en  eUas  las  pensiones,  y  no  obstante  no  haber  existido  nunca  el  «rado 
en  las  distinta  jerarquías  del  generalato,  al  tratar  de  las  pensiones  corres- 
pondientes á  los  individuos  de  las  compañías  de  Guardias  de  Corps,  Alabar 
^eroa,  regimientos  de  Reales  Guardias  de  Ittfanteria  y  brigada  de  Carabine- 
roe  Beaies,  habla  respectivamente  de  Capitanes  que  fallezcan  sin  más  ara- 
dnaeión  que  la  de  Teniente  Coronel,  y  de  Tenates  sin  más  grado  que  él  de 
Bric^idier,  de  Cápitány  primero  y  segundo  Teniente,  sin  grado  de  Oenercd; 
de  Uorcneles,  Tenientes  Coroneles  y  Sargento  mayor,  sin  grado  de  General; 
de  Comandante  en  Jefe,  seaundo  Oómandante  y  sargento  maybr,  sin  gradna- 
QÓn  ie  General,  sino  tanunén  porque  á  pesar  de  que,  como  queda  dicho,  el 
sueldo  va  anexo  al  empleo,  y  no  al  señalar  las  pensiones  que  corresponden  al 
Beal  Cuerpo  de  AftiUería  y  al  de  Ingenieros,  y  tratando  de  la  del  Coman- 
dante aeneral  de  ambos  Cuerpos,  se  refiere  al  gradó  de  Ejército  que  ditfrute, 
y  no  {¡empleo: 

6fi  Qmc  ti  él  hecho  de  haber  contraído  maMmonio  teniendo  los  causantes 
tan  sólo  el  grado  de  Capitán  fuera  suficiente  para  que  sus  viudas  y  huérfanas 
tuvieran  derecho  á  la  pensión  dé  Montepío  militar,  no  se  comprendiera  con 
relación  á  ellos  la  disposición  dd  art,  6.0  del  cap.  8.^,  dada  la  genercUidad  con 
fue  edá  redactada,  que  por  excepción  concede  derecho  á  pensión  á  las  viudas. 
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huérfanoi  y  madres  viudas  de  ¡o$  Oficiales  que  falleseau  en  función  de  gm- 
rra,  aunque  se  hayan  casado  de  subalternos,  pues  en  la  denominación  genérica 
de  sabalternof  van  con^rendidos  lo  mkmo  los  Alféreces  y  Tenientes  send- 
üos  que  los  graduados  de  Capitán,  y  no  se  explicaría  ni  seria  necesario  que 
la  excepción  alcanzase  á  éstos  como  visiblemente  les  alcansa,  si  en  todo  caso 
legasen  á  sus  familias  derecho  á  pensión  por  el  art.  2S>  del  mismo  capitulo; 
Y  7.*  Que  deduciéndose  con  toda  evidmuna  del  conjunto  de  las  disposiesa- 
nes  del  Reglamento  de  Montepío  mtixtar  que  la  palabra  grado  está  siempre 
usada  en  el  sentido  de  la  de  empleo,  es  asimismo  indudable  que  el  Real  de- 
creto de  30  de  Ociubrede  1855^  aun  cuando  exprese  que  es  derogatoria  delar- 
Uculo  2P  del  cap.  8,"*  de  aquél,  no  es  en  realidad,  ni  en  su  esencui^  sino  adaror 
torio,  puesto  que  tú  disponer  que  no  tienen  opción  á  los  beneficios  del  Monte- 
,pio  los  Graduados  de  Capitán,  no  hace  sino  acomodarse  estrictamente  á  lo  pre- 
ceptuado en  el  Beglamento,  por  lo  cual  es  de  todo  punto  ocioso  d  resolver  si 
dicho  Beal  decreto  ha  sido  ó  no  derogado  por  el  decreto  ley  de  1868, 

Por  dicha  Real  orden  te  negó  á  la  demandante  la  pensión  de  Montepío 
militar  como  viada  del  Capitán  D.  Adolfo  Martines,  oon  quien  oontrajo 
matrimonio  siendo  aquél  Teniente  con  grado  de  Capitán,  y  el  Tribonal 
contencioso  dictó  sentencia,  fundada  en  considerandos  de  los  que  sólo  re- 
producimos á  continuación  el  primero,  porque  los  restantes,  por  los  tór> 
minos  generales  de  su  redacción,  quedan  literalmente  copiados  en  la  ca- 
beza de  este  extracto: 

Considerando  que  para  resolver  la  cuestión  del  presente  litigio  que  está 
reducida  á  determinar  si  la  demandante  tiene  derecho  á  la  pensión  dm 
Montepío  militar  que  solicita  por  haber  contraído  matrimonio  cuando  aa 
causante  se  hallaba  en  posesión  del  grado  de  Capitán,  se  hace  necesario 
aplicar  con  estricto  rigor  las  disposiciones  del  Montepío  militar  aprobado 
por  Beal  cédula  de  l.o  de  Enero  de  1796,  como  de  una  manera  terminaako 
dispone  el  art.  12  del  decreto  ley  de  22  de  Octubre  de  1868:   . 

Vistas  las  Ordenanzas  de  S.  M.  para  el  xégimen,  disciplina,  subordina- 
ción y  servicios  de  sus  Ejércitos,  en  su  tratado  2.o,  tít.  26,  art  l.o,  párrmfb 
tercero: 

Visto  el  cap.  6.o  del  Reglamento  de  Montepío  militar,  arts.  8.^  y  4.o: 

Visto  el  capítulo  8.o  del  mismo  Reglamento,  en  sus  arts.  2.o,  6.^  y  12: 

Vistas  las  tarifas  unidas  á  dicho  Reglamento,  que  al  sefialar  las  pen- 
siones cqrrespondientes  á  las  compañías  del  Real  Cuerpo  de  Guardiao  de 
Corps,  enumera,  las  de  Capitanes  que  fallezcan  sin  más  graduación  que  la 
de  Teniente  General;  de  Tenientes  sin  más  grado  que  el  de  Brigadier;  en- 
tre las  de  la  Real  Compafiía  de  Alabarderos;  la  de  Capitán  sin  grado  de 
General;  de  primer  Teniente,  id.;  de  segundo  Teniente,  id.;  de  Ayudante,  id.; 
en  los  regimientos  4e  Reales  Guardias  de  Infantería;  de  Coroneles  sin 
grado  de  General;  de  Tenientes  Coroneles,  id.;  en  la  brigada  de  Carabine- 
ros Reales;  de  Comandante  en  Jefe  sin  griíduación  de  General;  de  segando 
Comandante,  id.,  de  Sargento  Mayor  id;  y  entre  la  del  Real  Cuerpo  de 
Artillería  y  Cuerpo  de  Ingenieros,  la  de  Comandante  general  según  el  grado 
de  Ejército: 

Visto  el  art  2.o  del  Real  decreto  de  80  de  Octubre  de  1866: 

Visto  el  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  Do&a  Emilia  He- 
rrero y  Gutiérrez  contra  la  Real  orden  de  4  de  Julio  de  1891,  la  cual  qneda 
firme  y  subsistente.T-(Sentencia  publicada  el  8  de  Abril  de  1892,  é  insería 
en  la  Gaceta  de  1.^  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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8SHTSH0IA  (9  de  Abril  de  1892). — Excepciones  perentorioi.  Incompeten- 
cia de  jumdicción.'Se  declara  la  del  Tribunal  de  lo  Gontenciosoadminis- 
trativo  para  conocer  de  la  demanda  de  Dofia  Elvira  Soárez  contra  la  Beal 
orden  de  27  de  Noviembre  de  1889,  j  se  establece: 

QMe,  según  raudamente  tiene  consignado  el  Tribunal,  las  resolucio- 
nes mmisteriales  ^  declaran  fenecido  y  sin  curso  legal  un  eo^pediente  mine- 
ro, no  resuelven  m  deciden  sobre  la  concesión  de  propiedad,  por  lo  cual^  y  con- 
forme á  lo  dispuesto  en  el  núm.  2.^,  art,  89  de  la  ley  de  Minas,  no  causan 
estado  y  carecen  de  uno  de  los  requisitos  exigidos  por  el  art.  Ifi  de  la  le^  de 
13  de  Septiembre  de  1688  para  que  pueda  interponerse  contra  las  mismas  el 
recurso  contendoso^idministrativo. 

Por  dicha  Beal  orden  ae  declararon  íenecidoa  y  sin  carao  varios  expe- 
dientes mineros,  y  opnesta  i>of  el  Fiscal  la  excepción  perentoria  de  incom- 
petencia, se  dictó  Uk  sentencia,  cuya  parte  soatancial  es  como  signe: 

Consideíando  que,  según  respeotivamente  tiene  consignado  este  Tribu- 
nal, las  resolnoionea  ministeriales  qne  declaran  fenecido  y  sin  corso  legal 
nn  expediente  minero,  no  resoelven  ni  deciden  sobre  laconoenón  de  pro- 
piedad, por  lo  cnal,  y  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  núm.  2.o,  art.  89  de  kk 
ley  de  Minas,  no  cansan  estado  y  carecen  de  nno  de  los  reqnisitos  eii|^- 
dos  p<»  tH  ttrt.  1.»  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  para  qne  pneda 
interponerse  contra  las  mismas  el  reoorao  contencioso  administrativo: 

Considerando  qtíe,  por  tanto,  es  procedente  la  excepción  de  incompe- 
tencia de  jorisdieción  qne  por  el  expresado  f andamento  opone  el  Fiscal, 
en  concepto  de  perentoria,  á  la  demanda  seguida  por  Dofta  Elvira  Soáres 
Bodrigaea  contra  la  Beal  orden  de  27  de  Noviembre  de  1889,  qae  declaró 
íeneddoe  y  sin  corso  los  expedientes  de  los  registros  San  Fedro^  San  Juan^ 
BMra,  La  IMre  y  Osn^: 

Considerando  qne  después  de  otorgado  el  dereeho  de  propiedad  á  los 
registros  Otero  fHim.  1,  Otero  ném.  2,  Oanaks  nkm.  i,  Canales  núm,  2  y 
VMayOy  podrá  aqa^la  interesada  ntiliaar  los  recnrsos  qne  correspondan 
en  defensa  de  los  derechos  de  qne  se  crea  asistida. 

Visto  el  ari  l.o  de  la  ley  de  la  de  Septiembre  de  1888»  qoe  antorisa  la 
interposición  del  recurso  contendoso-administralivo  contra  las  resolaeio- 
nes  administrativas  que  rennan  los  reqoisitos  siguientes:  l.o  que  causen 
estado...: 

Yistofl  los  artículos  48  y  48,  que  autorisan  al  Fiscal  para  proponer  como 
perentorias,  al  contestar  á  la  demanda,  si  antes  no  la  hubiera  opuesto  en 
concepto  de  dilatoria,  la  excepción  de  incompetencia  de  jurisdicción: 

Vista  la  ley  de  18  de  Julio  de  1869,  reformada  en  4  de  Marzo  de  1868, 
que  en  su  art.  89,  núm.  2.®,  previene  qne  acerca  de  las  Beales  ordenes  en 
minería,  cabe  reoiirso  contendoso-administrativo  contra  aquéllas  por  las 
que  se  confirmen  ó  desestimei  las  providencias  dictadas  por  los  Goberna- 
dores, concediendo  ó  negando  la  propiedad  de  minas,  escoriales,  terrenos 
y  galerías  generales; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  Tribunal  de  lo 
Contendoso-administrativo  es  incompetente  para  resolver  respecto  de  la 
demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Pedro  Suárez  Villapadiema,  y  coi^- 
Boada  por  su  hija  Dofia  Elvira  Suáres  Bodrígaet  oontra  la  Beal  orden  ex- 
pedida por  el  Minnterio  de  Fomento  en  27  de  Noviembre  de  1889.— (Sen^ 
tenda  publicada  el  9  de  Abril  de  1892,  é  inserU  en  la  Gaceta  de  2  de  No^ 
viembre  del  mismo  afio.) 
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LA.  (11  de  Abril  de  1802).-JE!sBeeyeúmet  perentorioi,  Incompe- 
isdiccián, — Se  declara  la  del  Tribunal  para  conocer,  de  la  de- 
Jnan  Fábregas  contra  la  Real  orden  de  8  de  Mayo  de  18S9« 
íe: 

n  ha  declarado  repetidamente  la  juritprudeneia,  e$  pnramernte 
m  la  Adminiitracián  el  admitir  6  deeeetimar,  con  arreglo  á  lo9 
ninütren  lo$  expedientee  gubernativos,  la»  denuncias  que  ante  la 
mulen  rrferentes  á  bienes  nacionales  ó  de  Ben^flceneia/y  que  sólo 
que  dichas  denuncias  sean  estimadas,  adquieren  los  denunciado^ 
^adores  derecho  al  premio  que  las  disposiciones  vigentes  les  reoo- 


ft  Real  orden  ae  declara  improcedente  la  denuncia  de  bienes 
ea  á  la  Oaaa  de  Misericordia  de  Barcelona,  é  impagnada  por 
),  comisionado  de  ventas,  por  denegársele  el  premio  de  inTe«- 
i6  el  Tribonal  Oontencioso  la  sentencia,  cnya  parte  aostancial 
ae: 

ando  qae,  según  ha  declarado  repetidamente  la  jorisprudeneia, 
s  discrecional  en  la  Administración  el  admitir  ó  desestimar, 
á  los  datos  que  snministren  los  expedientes  gubernativos,  las 
ne  ante  la  misma  se  formula  referentes  á  bienes  nacionales  6 
icia,  y  que  sola  en  el  caso  de  que  dichas  denuncias  sean  esti- 
lieren  los  denunciadores  ó  investigadores  derecho  al  premio 
•osiciones  vigentes  les  reconocen: 

'ando  que  desestimada  en  el  preÉente  caso  por  la  Administra- 
l  oso  de  aquella  facultad  la  denuncia  á  que  el  expediente  b« 
nan  Fábregas  no  pudo  adquirir  derecho  alguno  al  premio  que 
a  denuncia  solicita,  á  más  de  que,  según  doctrina  repetí  da - 
onada  también  por  la  Sala  de  lo  Ck>ntencioso  del  Oonsejo  de 
r  este  Tribunal,  los  investigadores  y  denunciadores,  por  su  ea- 
entes  auxiliares  de  la  Administración,  carecen  de  personalidad 
nar  resoluciones  que  desestiman  las  denuncias: 
raudo,  por  otra  parte,  que  la  Beal  orden  contra  la  que  se  di> 
rao  no  ha  vulnerado  derecho  alguno  preexistente  de  carácter 
ivo,  que  sólo  podría  originarse  para  al  actor,  según  queda  di-  . 
dmisión  de  la  denuncia,  y  por  consiguiente  falta  en  este  caso 
esencial  exigido  por  el  núm.  8.o,  art  l.o  de  la  ley  de  18  de 
de  1888  para  que  dicha  resolución  sea  revisable  en  vía  con- 

rando  que  en  tal  sentido  es  indudable  la  incompetencia  del 
ira  conocer  de  esta  demanda,  á  tenor  de  lo  establecido  en  el  ar- 
I  la  referida  ley. 

OB  artículos  l.o  y  46,  en  su  párrafo  6.o,  de  la  ley  de  IS  de  8ep- 
1888; 

m  que  debemos  declarar  y  declaramos  la  incompetencia  de  la 
n  eontencioso-administrativa  para  conocer  de  la  demanda  in* 
nombre  de  D.  Juan  Fábregas  contra  la  Real  orden  de  8  de  Bíayo 
Sentencia  publicada  el  11  de  Abril  de  1808,  é  inserta  en  la  ^- 
e  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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SnmfoxA  (13  de  Abril  de  1802).— jP^rrocamíét  (bdroO.— Se  abnielye 
á  1a  AdministrAción  de  la  demande  de  la  Ooini>afi(a  de  loa  ferrocarriles  de 
Puerto  Kico  contra  la  fieal  orden  de  20  de  Abril  de  1800,  j  ae  eetab)<K!e: 

V>  Que  en  la$  obras  de  la$  linea»  férreat,  las  CcmpalUan  eangtructoroB 
deben  mmuiene,  no  solamente  á  las  eliusulai  del  pliego  de  condiciones  f  o  cul' 
iaiivaSy  sino  á  los  acuerdos  de  la  Administracián  que  hubieran  consentido: 

Y  2,^  Que  no  cabe  hacer  enlavia  contenciosa  declaración  alguna  respecto 
de  ¡a  forma  en  que  en  general  dd>en  practicarse  las  notificaciones  de  las  reso- 
hieiones  administrativas. 

Según  las  condieionea  14  y  84  del  pliego  para  la  conétmcción  j  explo- 
tación de  laa  líneaa  férreas  de  Paerto  Rico,  te  entenderían  aprobados  loe 
projectos  de  obraa  y  el  replanteo  general  á  loa  dos  meaea  de  preaentadoa 
al  Gobernador,  no  dictando  éste  reaoludón  alguna.  La  miama  Aatoridad, 
por  aeoerdo  qne  consintió  la  Compafiía,  la  exigió  al  efecto  de  dicha  apro- 
bación dertoa  requisitos.  Sin  cumplirlos  presentó  aquélla  un  proyecto  de 
replanteo,  que  por  tal  razón,  y  de  orden  del  Gobernador  la  fué  deynelto,  y 
eomo  esto  ocurriera  pasados  dos  meses  de  la  presentadón  de  los  docu- 
mentos, se  alaó  la  Compafiía  invocando  los  mencionados  artículos  del 
pliego  de  condieionea  y  se  dictó  la  Beal  orden  impugnada,  en  cuya  virtud 
«e  (Mseatimó  el  recnrao  de  aquélla,  declarando  que  el  plazo  de  dos  meses 
debía  contarse  desde  la  fecha  de  presentación  de  los  proyectos  con  los  do- 
eumentos  exigidos. 

£1  Tribunal  contendoso  pronundó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial 
es  como  sigue: 

Gcmsiderando  que  la  cuestión  del  presente  litigio  está  redudda  á  de- 
terminar si  íaé  procedente  la  reaoludón  del  Gobernador  general  de  Puer- 
to Bico  de  2  de  Didembre  de  1889,  que  dispuso  la  suspensión  de  las  obras 
del  fernH^urnl  de  la  isla,  referentes  á  los  kilómetros  47  al  64  de  la  aección 
primera  de  la  línea  il,  ó  si^  x>or  el  contrario,  debe  estimarae  tádtamente 
aprobado  el  replanteo  del  expresado  trozo,  con  arreglo  á  los  artículos  14 
y  34  del  pliego  de  condiciones  facultativas,  particulares  y  económicas  de 
la  concesión,  por  haber  transcurrido  loa  dos  meses  de  que  dichos  artículos 
tratan  sin  haberse  dictado  reaoludón  alguna  por  la  expresada  Autoridad: 

Considerando  que  d  bien  los  documentos  que  la  Compafiía  remitió  al 
Ingeniero  inspector  en  24  de  Agosto  de  1880  eran  los  exigidos  por  el  refe- 
rid) art.  84  del  pliego  de  condiciones,  es  lo  derto  que,  con  arreglo  al 
aenerdo  del  Gobernador  general  de  27  de  Junio  anterior,  debió  acompafiar, 
además,  loa  perfiles  tipos,  cuya  presentación  no  podía  en  modo  alguno 
eludir,  pues  aun  en  el  supuesto  de  que  esa  obligación  impuesta  á  la  Em- 
presa resultara  contraria  á  las  condidones  de  la  concesión,  era  para  aqué- 
lla de  inevitable  cumplimiento,  x>or  haber  consentido  el  referido  acuerdo 
de  27  de  Junio  de  1880,  en  que  se  le  impuso: 

Condderando  que  por  no  habme  presentado  el  expresado  documento 
no  pudo  empezar  á  correr  el  plazo  de  loa  dos  meses  sefialado  en  los  artícu- 
los 14  y  84  del  pliego  de  condidones,  desde  2^  de  Agosto,  en  que  el  Inge- 
niero inspector  acusó  el  recibo  de  los  documentos  remitidos  por  la  Com- 
pafiía; pues  si  bien  el  indicado  plazo  es  indudable  que  constituye  una  ga- 
rantía para  aquélla,  au  derecho  no  puede  hacerse  efectivo  mientras  que 
la  parte  no  cumpla  con  las ,  obügadones  y  condidones  que  le  están  im- 
puestas: 
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Considerando  qne,  en  este  sentido,  ettá  en  tn  lagar  la  reaolnción  deF 
Gobernador  general  de  Poerto  Rioo  ófi  2  áe  Noviembre  de  1889,  por  la- 
que, 7  á  los  fines  qne  la  misma  indica,  se  devolvieron  á  la  Compafiía  con- 
cesionaria los  documentos  correspondientes  al  replanteo  de  que  se  trata, 
y  consentido  asimismo  este  acuerdo  por  no  haberse  entablado  el  recurso^ 
de  alzada  procedente,  el  de  2  de  Diciembre  siguiente,  único  que  la  Socie- 
dad demandante  ha  reclamado  al  ordenar  la  suspensión  de  las  obras,  no  es^ 
más  que  una  consecuencia  lógica  y  natural  del  anterior,  por  no  haber 
cumplido  la  Compafiía  la  prevención  que  en  éste  se  le  hacía: 

Considerando  que  el  plazo  de  los  dos  meses  no  puede  menos  de  enten- 
derse 7  contarse  en  la  forma  que  la  Eeal  orden  Impugnada  lo  hace,  ó  sea 
para  la  resolución  del  Gobernador  general,  pues  el  art  84  del  repetida 
pliego  de  condiciones  expresa  de  una  manera  clara  v  terminante  que  si  la 
expresada  Autoridad  no  resuelve  en  el  indicado  piszo,  se  entenderá  que 
el  replanteo  está  aprobado,  deduciéndose  de  estas  palabras  que  el  plazo  se 
refiere  única  y  exclusivamente  á  la  resolución,  y  que  no  puede  computarse 
en  él,  como  la  parte  demandante  pretende,  el  tiempo  que  el  Ingeniero  ina^ 
pector  invierta  en  emitir  el  informe  previo  y  razonado  que  el  mismo  ar» 
tículo  84  preceptúa: 

Considerando  que  no  cabe  hacer  en  la  vía  contenciosa  declaración  al- 
guna respecto  de  la  forma  en  que  en  general  deben  practicarse  las  notifi- 
caciones de  las  resoluciones  administrativas; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  la  Compafiía  de 
los  ferrocarriles  de  Puerto  Rico  contra  la  Beal  orden  de  20  de  Abril  de 
1890,  la  cual  queda  firme  y  subsistente. — (Sentencia  publicada  el  12  de 
Abril  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  2  de  Noviembre  del  mismo  afio.) ' 
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SsVTXKOiA  (12  de  Abril  de  1892).— Ofrras  públkat.  IndemniMaeión  d& 
da^oi.—ña  absuelve  á  la  Administración  de  la  demandado  D.  Antonio  Za- 
yas  contra  la  Real  orden  de  1.*  de  Diciembre  de  1890,  y  se  establece: 

i.o  Que  para  ser  eficaz  y  prodticir  efectos  legales  la  instancia  de  um 
contratista  de  carreteras  sobre  indemnización  de  daños  por  caso  de  fuerza 
mayoTy  seria  menester  gue,  ctm  arreglo  al  art,  5.o  del  Meglamento  de  17  de 
Julio  de  1868,  se  hubiera  deducido  dentro  del  improrrogable  plazo  de  diez 
días,  contados  dlesde  la  fecha  del  acontecimiento,  y  expresanao  en  ella  Um 
causa»  que  hubieren  producido  la  averia,  desastre  ó  perjuicio^  y  el  lugar  ó- 
sitios  en  que  hubiere  ocurrido,  los  medios  que  el  contratista  hubiere  empleado- 
para  evitarlo,  y  la  naturaleza  y  entidad  ó  importe  aproximado  délos  dañtm 
maridos:        * 

2.<>  Que  igucdmente  seria  preciso  determinar  el  caso  ó  casos  del  art.  Ifi  a» 
que  los  daños  ó  fer juicios  ocurridos  se  consideraban  comprendidos  por  el  re» 
clamante^  y  designar  con  precisián  y  exactitud  los  puntos  á  que  cucanzanm 
los  efectos  del  siniestro; 

Y3S*  Que  la  audiencia  del  Consefo  de  Estado  se  exige  por  el  art,  5.*  de^ 
dicho  Begtamento  para  la  declaración  y  abono  de  los  perjuicios  ó  para  el' 
caso  en  que  por  estar  bien  instruido  el  expediente  se  haga  necesario  resolver- 
sobre  el  fondo  de  la  reclamación,  cmcediendo  ó  negando  la  indemnización  so- 
UeUada^pero  no  para  declarar  la  nulidad  del  expediente  por  defectos  ó  vicios 
esenciales  cometidos  en  su  tramitación  y  que  alcanzan  á  la  mizma  redamacióm 
dd  interesado. 
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Por  la  Real  orden  impugnada,  se  declaró  ntilo  el  expediente  promoTÍdo 
]K»r  D.  Anlonio  Zajae^  contratreta  de  carreterae,  para  la  indemnisación  de- 
étñtíb  acaecidos  por  la  aTcnida  de  on  rio,  fondándoee  aqaella  réeolneite 
€o  las  rasones  inencionadM  en  la  eentenda  que  dictó  el  Tribunal  Conten- 
doeo»  cuya  parte  snatandal  ee  como  eigne: 

Considerando  qne  la  caestión  del  presente  litigio  está  reducida  á  deter- 
mluDr  si  de  la  nulidad  del  expediente  que  la  Real  orden  impugnada  de- 
oten  debe  ó  no  ser  excluida  la  instancia  del  contratista  D.  Antonio  Zayas, 
origen  de  aquél,  y  reponerse  el  asunto  al  estado  que  tenia  á  la  fecha  de  su 
presentaeión  para  que  se  tramite  y  resuelva  con  arreglo  á  derecho,  ó  si  la 
Bulidad  debe  limitarse  exelnsiTamente  á  la  Real  orden  por  no  haber  sido* 
dictada  previa  audiencia  del  Conoejo  de  Estado: 

Considerando  que  para  que  la  mencionada  instancia  fuera  eficas  y  hu* 
bierm  producido  efectos  legales,  seria  menester  que,  con  arreglo  al  art  8.0 
del  Reglamento  de  17  de  Julio  de  1868,  se  hubiera  deducido  dentro  del 
improrrogable  plazo  de  diez  dias,  contados  desde  la  fecha  del  aconted- 
nnento,  y  expresando  en  ella  las  causas  que  hubieren  producido  la  averia^ 
ñesaatrn  ó  perjuicio,  y  el  lugar  ó  sitios  en  que  hu1>iere  ocurrido,  los  me- 
dios que  el  contratista  hubiera  empleado  para  evitarlo,  y  la  naturaleza  y 
entidad  ó  importe  aproximado  de  los  dafios  sufridos: 

Considerando  que  si  bien  el  apoderado  del  contratista  especificó  en  lar 
instancia  origen  del  expediente  las  causas  que  produjeron  el  dafio,  cuya 
indenmindón  redamaba,  y  la  cuantía  á  que  ésta  debía  ascender,  nada 
expresó  en  ella  respecto  de  la  fecha  en  que  tuvo  lugar  el  acontedmiento 
ni  de  loa  medios  que  Mnpleó  para  evitar  sus  efectos,  requisitos  ambo» 
esenciales;  el  primero,  que  no  puede  estimarse  cumplido  por  la  informa- 
dan  para  perpetua  memoria  traída  á  la  vía  contenciosa  para  apredar  la 
oportunidad  con  que  la  reclamación  se  formulaba;  y  el  segundo,  para  acre- 
ditar que  el  contratista  por  su  parte  había  hecho  todo  lo  podble  para  im- 
pedir el  dafio,  y  que  éste  era,  por  tanto,  inevitable: 

Considerando  que  tampoco  se  determinó  en  la  instancia  el  caso  ó  caso» 
del  arL  l.o  del  Reglamento  en  que  los  diferentes  dafios  ó  perjuicios  ocu- 
rridos se  consideraban  comprendidos  por  el  reclamante,  ni  se  designaron 
con  preddón  y  exactitud  los  puntos  á  que  alcanzaron  los  efectos  del  d- 
niesiro,  requirito  tanto  más  indispensable  en  el  presente  caso,  cuanto  que 
por  abrazar  los  trozos  de  la  carretera  de  que  el  interesado  era  contratista 
varios  tomines  munidpales,  se  hada  imposible  conocer,  por  la  forma  de 
la  peUdón,  el  paraje  en  que  los  referidos  dafios  ocurrieron: 

Considerando  que  las  indicadas  omisiones,  que  demuestran  que  la  ins- 
tancia formulada  en  M  de  Mayo  de  1888  no  se  ajustó  á  las  prescripcione» 
legales,  privan  á  la  reclamadón  de  todo  alcance  y  eficacia,  como  en  la 
Beai  orden  se  declara,  y  resulta  por  consiguiente  ajustada  á  derecho  la. 
diapoaidón  en  ésta  contenida: 

Considerando  que  para  dictar  la  expresada  Real  orden  no  se  hacía  ne- 
eaaario  en  el  presente  caso  la  audiencia  del  Consejo  de  Estado,  únicamente 
exigida  por  el  art.  6.0  del  Reglamento  para  la  declaración  y  abono  de  loa 
parjuidofl  ó  para  el  caso  en  que  por  estar  bien  instruido  el  expediente  se- 
haga  necesMio  resolver  sobre  el  fondo  de  la  reclamación,  concediendo  ó 
UBgUkAo  la  indemnizadón  solicitada,  pero  no  para  declarar  la  nulidad  del 
expediente  por  defectos  ó  vicios  esenciales  cometidos  en  su  tramitadón  y 
qoe  alcanzan  á  la  misma  reclamadón  del  interesado. 

Visto  el  Ref^aasento  de  17  de  Junio  de  1888  para  la  declaración  y  abo- 
no de  los  perjuidos  causadas  en  los  casos  de  fuerza  mayor,  en  sus  ártica» 
loa  l.«  90  y  6.0; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administradón  ge- 


Drgitized  by  VjOOQIC 


^"^"m^ 


'362  JUBISFBCDJnrOIA  ADMIXI0XEiiTIVA 

nerml  del  Estado  de  la  demanda  interpaeata  á  nombre  de  D.  Antonio  Za- 
yaa  MQfioz  contra  la  Real  orden  de  l.<>  de  Diciembre  de  1890,  la  cnal  qa»- 
^  firme  y  aabaiatente.— (Sentencia  publicada  el  13  de  Abril  de  1803,  «ó  in- 
aerta  en  la  Qaetía  de  3  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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SxRTSNGiA  (12  de  Abril  de  1892).— 05nxf  públiea$,  Oumplumento  de 
eantnxto.—Qe  confirma  la  sentencia  de  la  Sección  de  lo  contendoao  del 
Ck)n0ejo  de  Administración  de  la  isla  de  Cuba  de  11  de  Mayo  de  1886, 
apelada  por  la  razón  social  Saari,  Músqniz  y  Gompafiia,  y  se  establece: 

Que  no  procede  reconocer  á  los  contratiftat  de  Obra»pibKoai  otrog  dere- 
chos qyye  los  pactados  en  el  pliego  de  condiciones, 

£1  Ayuntamiento  de  la  Habana  adjadicó  á  la  Compañía  recurrente  la 
construcción  de  un  mercado,  cediéndola  por  cierto  tiempo  sus  derechos 
respecto  al  arrendamiento  de  las  casillas,  mesillas  y  puestos,  y  sin  hacer- 
se referencia  alguna  á  igual  cesión  con  respecto  á  Ios-derechos  del  prioie- 
ro  por  el  acometimiento  á  las  cloacas.  Verificado  éste  á  la  central  del  mer 
cado  por  varios  propietarios  de  las  casillas  exteriores  del  mismo,  y  co- 
brados por  el  Ayuntamiento  los  correspondientes  derechos,  interpusieron 
los  concesionarios  demanda  contenciosa  en  reclamación  de  aquéllos,  y 
desestimada  por  la  mencionada  Sección,  dictó  el  Tribunal  contencioso  la 
sentencia,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que,  según  claramente  expresa  el  pliego  de  condiciones 
para  la  reconstrucción  del  mercado  de  Tacón,  la  concesión  hecha  por  el 
Ayuntamiento  da  la  Habana  á  la  raaón  social  Suari,  Máaquis  y  Compa- 
fiia,  tuvo  por  único  objeto  la  reconstrucción  expresada,  estableciendo 
como  pago  al  contratista  el  percibo  durante  cierto  período  de  todos  los 
emolumentos  que  por  razón  del  dicho  Mercado  pudieran  obtenerse  y  qae 
se  enumeran  en  el  pliego  de  condiciones,  sin  que  en  su  virtud  se  produ- 
jera la  trausníisión  á  los  constructores  de  un  usufructo  de  carácter  pura- 
mente civil  sobre  la  finca  construida,  que  consintiera  aumentar  los  pro- 
ductos de  la  misma  por  accesión  ú  otro  título  de  los  quQ  redundan  en  pro- 
vecho de  todo  usufructuario: 

Considerando,  en  su  virtud,  que  si  bien  la  alcantarilla  de  deiyigüe  del 
Mercado  es  indispensable  para  su  limpieza  y  salubridad,  y  por  tal  razón, 
el  antedicho  pliego  de  condiciones  exigía  que  se  construyera  la  alcantari- 
lla, por  si  no  constituye  para  el  mercado  materia  imponible  sobre  la  cual 
pueda  cifrar  esperanza  de  lucro  el  concesionario,  y,  por  el  contrario,  en 
subsistencia  es  una  carga  para  el  mismo,  como  lo  comprueba  el  hecho  de 
que  el  Ayuntamiento  eatablepiera  el  auxilio  que  por  razón  del  mayor  des- 
agüe concedía  el  Municipio  al  contratista:  x 

Considerando  que,  por  tanto,  la  resolución  del  Gobernador  general  de 
la  isla  de  Cuba  de  8  de  Agosto  de  1882  aparece  procedente; 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  la  sentencia  dictada 
por  la  sección  de  lo  Contencioso  del  Coftsejo  de  Administración  de  la  isla 
de  Cuba  en  11  de  Mayo  de  1886,  objeto  del  presente  recurso,  y  en  sa  vir- 
tud, firme  y  subsistente  la  resolución  del  Gobernador  general,  contra  la 
cual  presentó  la  demanda.-— (Sentencia  publicada  el  12  de  Abril  de  1892» 
4  inserta  en  la  Oaceta  de  2  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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SomoBLáL  (19  de  Abril  d«  19^7),^D^rauáación,  FrenUo  par  dmunoia, 

'^  í  «bfloelve  á  D.  Antonio  PoebU  j  otros  de  la  demanda  interpaeeU  por 
fai  Administración  eontra  la  Beai  orden  de  16  de  Septiembre  de  1888,  y  se 
establece: 

i  o  Q%te  «m  arreglo  al  art.  IBdeUu  Ordenaneoi  de  Adwma»,  e$  un  dere- 
dio  de  todoe  ¡o$  apréhemora  de  iahacot^  cualquiera  que  $ea  la  elaee  á  que 
perttMeMoan^  üquenlee  eeñale  partioipamón  m  d  importe  de  la$  múUas,  en 
la  proporeión  que  reepecHvamenie  lee  corresponda^  con  arreglo  á  lo  dUpuedo 
en  d  apéndice  Sfi,  y  á  euveg  el  orí,  5.o  determina  que  cuando  la  apre- 
hamón  ue  haya  hecho  con  reo  ó  reo$y  km  muUai  que  $e  impongan  eorreepon- 
den  integramente  á  loe  c^eheneorei,  dn  má$  deduecián  que  fot  gados  de  que 
tratan  los  artfeuhs  7*  y  8*  de  este  apéndice: 

ü*  Q^e  dd  texto  de  estas  disposiciones  no  se  desprende  en  modo  alguno 
que  las  multas  á  que  las  mismas  se  refieren  sean  las  impuestas  en  d  procedi- 
miento administrativo,  y  ñolas  que  impongan  á  los  reos  los  Tribunales  ordi- 
narios en  el  procedimiento  seguido  con  arreglo  al  Real  decreto  de  20  de  Junio 
de  1852,  puesto  que  en  la  palabra  genérica  c  multas»  van  comprendidas  lo 
mismo  las  unas  que  las  dras,  y  no  existe  ningún  otro  precepto  que  ni  directa 
m  indirectamente  autorice  á  establecer  esa  distinción; 

Y  3,0  Que  d  bien  en  principio  puede  resultar  impropio  que  las  multas 
impuestas  por  los  Tribunales  en  la  represián  deu/n  delito  redunden  en  bene- 
Jlao  de  terceras  personas  y  no  dd  Estado,  esta  consideraeián  no  puede  en 
nudo  alguno  ser  bastante  á  establecer  distinciones  donde  los  preceptos  vigen- 
tes, que  ddfcn  ser  estrictamente  apUcados,  no  las  hacen  ni  las  autorisan. 

Por  la  Real  orden  impugnada  se  declaró  el  derecho  de  los  demanda- 
dos,  como  aprehenaores  en  ISS^  de  tabaco,  y  efectos  de  elaboración  Irán- 
dolenta,  á  la  malta  impuesta  al  defraudador  por  el  Juzgado  correspondien- 
te. Demandada  por  el  Fiscal  la  reyocadón  die  aquélla,  dictó  el  Tribunal 
«ontendOBO  la  sentencia,  coya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  la  cuestión  del  presente  litigio  está  reducida  á  de- 
tamdnar  si  D.  Antonio  Puebla,  D.  José  López  Malo,  D.  Bicardo  Segura  y 
D.  José  €ktlán  tienen  derecho  á  ftartidpar  como  premio  de  la  multa  que 
jndieialmente  fué  impuesta  á  D.  Dámaso  Palomeqne  en  el  proceso  contra 
el  miamo,  seguido  por  yirtud  de  aprehensión  de  tabaco  que  aquéllos  reali- 
aaion  en  el  domicilio  de  éste  en  16  de  Enero  de  1886: 

Oonmderando  que  con  arreglo  al  art  18  de  las  Ordenanzas  de  Aduanas 
ee  un  derecho  de  todos  los  aprehenaores  de  tabacos,  cualquiera  que  sea  la 
dase  á  que  pertenescan,  el  qtm  se  lefe  seflale  participación  en  el  importe 
de  las  multas,  en  la  ponáón  que  respectivamente  les  corresponda,  con  arre- 
gle á  lo  dispuesto  en  el  apéndice  6.^^  que  á  su  vez  el  art  6.o  determina 
^ne  cuando  la  aprehensión  se  haya  hecho  cen  reo  ó  reos,  las  multas  que 
«e  impongan  corresponden  integramente  á  los  aprehenaores,  sin  más  de- 
ducción que  los  gastos  de  que  tintan  los  artículos  7.o  y  8.o  de  ests 
mpéadáe^: 

Considerando  que  del  texto  de  estas  dispodciones  no  se  desprende  en 
modo  alguno  que  Us  multas  á  que  las  mismas  se  refieren  sean  las  impnes* 
ias  en  éí  procedimiento  administratiyo,  y  ne  las  que  impongan  á  los  reos 
los  Tribuealea  ordinarios  en  el  procedimiento  seguido  con  arreglo  al  Real 
«deereto  de  20  de  Jimio  de  1868,  pnsirto  que  en  la  palabra  genérica  mmüa^ 
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Tmn  eomprendidaa  lo  mitzno  las  nnaa  qne  las  otras,  y  no  existe  ningún 
otro  precepto  qoe  ni  directa  ni  indirectamente  autorice  á  establecer  esa. 
distinción: 

Considerando  qne  si  bien  en  principio  pnede  resaltar  impropio  qne  las 
mnltas  impuestas  por  los  Tribunales  en  la  represión  de  un  delito  redun- 
den en  beneficio  de  tercwas  perwnas  y  no  del  Estado,  esta  consideración 
no  puede  en  modo  alguno  ser  bastante  á  establecer  distinciones  donde  lo» 
preceptos  vigentes,  que  deben  ser  estrictamente  aplieados,  no  las  hacen  zd 
las  antorisan: 

Considerando  por  lo  ezpnestd,  que  la  Eeal  orden  impugnada  no  hm 
vulnerado  derecho  alguno  de  la  Adininistración,  sino  que  antes  al  contrm* 
rio,  resulta  ajustada  id  texto  de  las  disposiciones  que  se  dejan  citadas. 

Vistos  los  artículos  6.0  y  18  del  apéndice  6.0  y  9.*  de  las  Ordenanias 
de  Aduanas  aprobadas  por  fieal  decreto  de  19  de  Noviembre  de  1884; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  D.  Antonio  Puebla» 
D.  José  López  Malo,  D.  Ricardo  Segura  y  D.  José  Galán  de  la  demanda 
interpuesta  á  nombre  de  la  Administradón  general  del  £stado  contra  la 
Beal  orden  de  16  de  Septiembre  de  1888,  la  cual  queda  ñrme  y  subsistía- 
te.~(8enteada  publicada  el  12  de  Abril  de  1898,  é  inserta  en  la  Oaeeta  de 
a  de  Noviembre  del  mismo  alio.) 
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Auto  (12  de  Abril  de  l%92),^Eaoeepeume8  düaiorias  (faUa  depertonaU- 
dad), — Se  declara  procedente  la  opuesta  por  el  Fiscal  á  la  demanda  de  la, 
Oompafila  de  los  ferrocarriles  del  Norte  contra  la  Real  orden  de  26  de  Fe- 
brero de  1891,  y  se  establece: 

Que  procede  ¡a  excepdán  de  falta  de  penanalidad  en  el  actor  cuando  na 
remUta  comprobada  la  delegaciáñ  á  tufavor^  por  parte  delafer$ona  em  euyo^ 
nombre  eomparect^  de  las  faenUadeg  para  repreemtarla  enjuiouK 

Demandada  por  la  Compafiia  la  revocación  de  la  mencionada  Beai  or- 
den sobre  abono  de  servicios  por  aquélla  prestados  durante  la  guerra  ci- 
vil, y  opuesta  por  el  Fiscal  dicha  excepción,  fundada  en  la  insuftcíeiicia 
del  poder  exhibido  por  los  representantes  de  la  Compafiia,  dictó  el  Tribu- 
,  neA  contencioso  el  auto,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  ni  de  los  documentos  acompafiados  á  la  demanda^ 
ni  de  la  certificación  traída  después  á  los  autos,  aparece  comprobada  la 
delegación  por  el  Consejo  de  Administración  de  la  Compafiia  recurrente 
A  favor  del  Comité,  de  las  facultades  de  representarla  en  juicio  y  otorgar 
poderes  para  litigar. 

Visto  el  art  46  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  que  autorisa  mt 
su  art.  2.0  al  demanckido  para  proponer,  .dentro  de  ios  dies  días  siguien^ 
tes  al  emplasamiento,  la  excepción  dilatcma  dé  falta  de  p^sonalidad  ett 
el  actor  ó  en  su  representante. 

Visto  el  art.  311  del  Reglamento  de  29  de  IHciembre  de  189a,  según  el 
eoal,  se  entenderá  que  existe  falta  de  personalidad  cuando  no  acredite  el 
carácter  ó  representación  con  que  reclama,  y  producirá  falta  de  personali- 
dad en  los  representantes  del  aótor  la  insuficiencia  y  la  ilegalidad  del 
poder. 

Se  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  alegada  por  el  Fiscal;  ei» 
su  consecuencia,  queda  sin  curso  esta  demanda;  archívese  el  rollo,  y  coa 
devahudón  del  expedienten  póngase  en  oonoebniento  del  Ministerio 
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«■to»  que  ro  publicará  á  m  tiempo  en  la  Oaoeta  de  Mairid  y  en  la  Oole§' 
€iéñ  legk¡aiiva.—(A.nto  12  de  Abril  de  1892,  é  inserto  en  la  Gfacda  de  4  de 
If  oviambre  del  núemo  afio.) 
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Auto  (16  de  Abril  de  19^2). ^Eoíe^eiones  düatorias  (ineampeímcia).— 
8a  reroca  el  aoto  dictado  por  el  Tribunal  provincial  de  Madrid,  denegato- 
rio de  dicba  excepción,  Opneata  por  el  Ayuntamiento  de  Madrid  á  la  de- 
manda de  la  Oompafiia  Madrilefia  de  Alumbrado  contra  un  acuerdo  del 
primero,  y  ae  establece: 

i.^    <lue,9efff¡m  tiene  éM(miáo  la  jurit^ 
U  Beal  arden  de  26  de  Mauo  de  1880  fijando  ¡o$  ea»o$  en  que  lee  acuerdos  de 
iot  Áyuntiumentoi  mm  reeíama¡>ki  ante  el  €hbemador  de  la  provincia,  e$ü 
en  vigor  mientroi  que  no  reeuUen  eonereta  y  egttjjfreeamente  derigadae  algunae 
de  mi  reMolucionee: 

2,^  Que,  en  virtud  de  lo  di^^uetto  en  di/^ía  Beal  orden,  $on  redamablee 
ante  loe  (Memadoree  de  lasprovinciae  he  acuerdoe  de  loe  Ayuntamientoe  que 
M  mi^fongan  leeiooe  de  loe  derechos  previamente  comtituidos: 

3^  Que  no  uHUzándoie  tal  reoureo  ce  evidente  que  carecen  aqueUoe  acuer- 
dos de  la  debida  preparación  para  ser  reclamados  en  via  contenciosa; 

Y  4.0  Que  la  falta  de  duSw  recurso,  produee  la  del  trámUe  del  precio  con- 
eüiatorio  que  dAe  preceder  á  todo  pleito,  dado  que  aquél  hace  las  veces  de 
éste. 

Por  auto  de  81  de  Marco  de  1801  desestimó  el  Tribumá  proyincial  de 
Jíadríd  la  mencionada  excc^ón,  y  apelado  el  mismo,  ínó  revocado  por  el 
que  dictó  el  Tribunal  contencioso,  cuya  parte  sustancial  es  como  signe: 

Considerando  que,  seg^n  tiene  declarado  la  jurisprudencia  de  este  Tri- 
bunal, la  Real  orden  de  26  de  Mayo  de  1880  fijando  los  casos  en  que  loa 
acuerdos  de  los  Ayuntamientos  son  reclamables  ante  el  Gobernador  de  la 
ptüvincia,  está  eo  vigor  mientras  que  no  resulten  concreta  y  expresamente 
decofladas  algunas  de  sus  resoluciones,  y  como  quiera  que,  en  virtud  de  lo 
dispuesto  en  la  antedicha  Beal  orden,  son  reclamables  ante  los  Gobema- 
dOTes  de  las  provincias  los  acuerdos  de  tos  Ayuntamientos  que  se  supon- 
gan lesivos  á  derechos  previamente  constituidos,  no  habiendo  utilixado  la 
Compafiía  el  dicho  recurso  al  Gobernador,  es  evidente  que  en  la  fecha  en 
<|ue  interpuso  la  demanda,  el  recurso  contra  el  acuerdo  de  la  Oorporación 
municipal  carecía  de  la  debida  preparación  por  no  haberie  apurado  la  via 
gubernativa,  que  era  la  que  correspondía  en  primer  lugar 

Gonsiderwtdo,  además,  nmo  la  falta  de  esta  reclamación  en  la  via  guber- 
nativa por  parte  de  la  Compafiía,  produce  en  el  presente  Utígio  que  no  se 
haya  cumplido  el  trámite  previo  conciliatorio  que  debe  preceder  á  todo 
pt¿to,  dado  que  la  dicha  reclamación  hace  las  veces  del  juicio  de  ooncilia- 
óón:  ^ 

OoDsidecando  que,  por  todo  lo  expuesto,  es  de  admitir  la  excepción  de 
falta  de  competencia  en  el  Tribunal,  propuesta  por  la  parte  del  Ayunta- 
aúsnto  de  Madrid  al  oontestsr  la  demanda. 

Visto  el  art  46  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  y  los  808  y  si 
feotes  del  Bei^amento  para  su  ejecución; 

Se  revoca  el  auto  diotado  por  el  Tribunal  provincial  de  Madrid  objeto 
del  presente  recurso,  y  en  su  higsr  se  admite  la  excepción  propuesta  por 
la  parte  demandada^  quedando  sin  onxso  si  procedimiento;  devuélvanse  4 
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dkho  Tribniud  las  aotaaciones  de  primera  initanciA  para  ao  archivo,  acom- 
pafiaodo  la  eorrespondiente  certiftcsción  de  eate  auto,  el  cual  eerá  oportti- 
ñámente  pablicado  en  la  Gaceta  de  Madrid  y  en  la  CóUedán  legklí^iwL — 
(Aato  fecha  16  de  Abril  dé  1892,  ó  inaerto  en  la  Gaceta  de  4  de  NoTÍembre 
del  mismo  afio.) 
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Sbntbvoia  (16  de  Abril  de  1892).— Jli^díeo  de  ¡a  Armada  (abono  de  ier 
mcfO«).— Se  abanelye  á  la  Adminiatración  de  la  demanda  de  D.  Alfredo 
Pérez  contra  la  Beal  orden  de  18  de  Mayo  de  1888,  y  ae  establece: 

i.o  Que,  con  arregle  dios  preceptos  delate^  de  2  de  JmUo^  de  1865,  sólo 
Umeii  derecho  al  abono  de  los  añoepor  razón  de  eitudúm  loa  tndividuoi  que 
A  la  publicacián  de  dicha  ley  formaban  porté  de  loe  Ouerpoe  juridieoe  de  Set- 
nidad  y  de  Capellanes  dd  Ejército  y  Armada,pero  no  los  que  ingresaren  en 
lo  sucesivo: 

2.^  Que  él  hecho  de  que  él  demandante,  dd  Cuerpo  de  Sanidad  de  la  Ar- 
§naday  obtuviera  en  1863  una  plaga  de  alumno  pensumado  por  el  Minieteria 
de  Marina,  no  implica  el  que  desde  aquel  momento  formase  parte  de  dicho 
Cuerpo  para  ingresar  en  á  que  era  preciso  tener  un  titulo  de  que  aquél  ca- 
recia. 

F5  o  Que  el  derecho  al  abono  de  los  años  de  estudios  salo  lo  han  tenida 
los  individuos  que  antes  del  2  de  Juiio  de  1866  formaban  parte  del  Cuerpo 
de  Sanidad  de  la  Armada,  y  que  los  alumnos  pensionados  ni  pertenecían  á 
dicho  Cuerpo  ni  siquiera  tenían  la  consideración  de  miUtares  al  servicio  déla 
Marina,  consideración  q%te  no  adquirían  hasta  que,  una  ves  obtenido  el  titulo 
profesional,  eran  nombrados  segundos  Ayudantes,  última  de  las  categorías  de 
dicho  Cuerpo. 

D.  Alfredo  Pérez  obtavo  en  1868  ana  plaza  de  alnmno  de  Medicina, 
pensiotiada  por  el  Ministerio  de  Marina,  con  la  obligación,  una  vez  obte- 
nido el  grado  de  Licenciado,  de  ingresar  en  la  Armada  con  el  empleo  de 
segando  Ayudante  de  Sanidad  y  servir  doce  afios  en  el  Oaerpo.  Hizo  esto 
último  coando  en  1866  terminó  la  carrera,  y  en  1887  solicitó  el  retiro  oon 
los  beneficios  de  la  ley  de  9  de  Enero  del  propio  afio.  Denegó  esta  peü- 
tl6a  la  Real  orden  impagni^a,  y  el  Tribanal  contencioso  dictó  la  senten> 
cia,  coya  parte  sastanoial  es  como  signe; 

Considerando  qae,  con  arreglo  á  los  preceptos  de  la  ley  de  2  de  Jnlio' 
de  1865,  sólo  tienen  derecho  al  abono  de  afios  por  razón  de  estadios  los 
individuos  qae  á  la  pablicación  de  dichs  ley  formaban  parte  de  los  Caer- 
pos  jurídicos  de  Sanidad  y  de  Capellanes  del  Ejéréito  y  Armada,  pero  no 
los  que  ingresaren  en  lo  sucesivo: 

Considerando  que  Pérez  Bamecha  no  tuvo  ingreso  en  el  Cuerpo  de 
Sanidad  de  la  Armada  hasta  el  día  28  de  Junio  de  1866,  en  que  fué  nom- 
brado  segundo  Ayudante  con  la  asimilación  á  Alférez  de  Navio,  y  que, 
por  lo  tanto,  no  tenia  derecho  alguno  adquirido  antes  de  la  publicación  de 
la  ley  de  2  de  Junio  de  1866: 

Considerando  que  el  demandante  no  formaba  parte  antee  del  afio  1865 
del  Cuerpo  de  Sanidad  de  la  Armada,  pues  el  hecho  de  qae  en  ^  afio 
1868  obtuviera  una  plaza  de  alumno  pensionado  por  el  Ministerio  de  Ma- 
rina, no  implica  ni  lleva  consigo  el  que  desde  aquel  momento  formase 
parte  de  un  Cuerpo  para  ingresar  en  el  que  era  preciso  tener  on  título* 
que  en  dicha  fecha  no  tenía  sún  Pérez  Bamecha: 
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Considerando  que  éí  dereeho  al  abono  de  loa  afioa  de  eetadioa  aólo  lo 
kan  tenido  loe  in&Tidooe  qoe  antea  del  2  de  Janio  de  1806  formaban 
parte  del  Cuerpo  de  Sanidad  de  la  Armada,  y  qne  loa  alamnoa  penaiona- 
doa  ni  pertenecían  á  dicho  Coerpo  ni  aiqaiera  tenían  la  consideración  de 
militares  al  servido  de  la  Marina,  consideración  qne  no  adquirían  hSMa 
qae^ mayes  obtenido  el  tltalo  profesional,  eran  nombrados  ségnndoa 
Ayodantes,  última  de  las  categorías  de  dicho  Cuerpo: 

Considerando,  por  lo  tanto,  que  Peres  Bamecha  no  tiene  derecho  al 
abono  de  los  años  que  por  razón  de  estudios  pretende,  ni,  por  consiguien- 
te, ala  mejora  del  haber  de  retiro  «que  se  le  tiene  sefialado  por  la  Real  or- 
den impugnada. 

Vista  la  Real  orden  de  16  de  Junio  de  1868,  en  su  núm.  8.*: 
Vistos  los  arts.  l.o  y  8.0  de  la  ley  de  8  de  Julio  de  1866: 
l^sta  )a  regla  8  *  de  la  Real  orden  de  18  de  Noviembre  de  1876; 
FaHamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  deducida  por  D.  Alfredo  Pérez  Bamecha 
contra  la  Real  orden  de  18  de  Mayo  de  1888,  que  queda  firme  y  subsis- 
tente.^ (Sentencia  publicada  el  16  de  Abril  de  1898,  é  inserta  en  la  Oace- 
^  de  4  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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SxRTKNCiA  (16  de  Abril  de  1898).~Ca|M¿¿anes  ca9Íren$e$  (abono  de  reti- 
ro^.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Pío  Pinto  con- 
tn  la  Real  orden  de  81  de  Mayo  de  1888,  y  se  establece: 

I."*  Que  el  art  42  del  Beglamento  delude  Octubre  de  185S,  quee$el  que 
düpone  el  abono  de  cinco  años  por  rasión  de  eitudioi  á  los  Capellanes  castren- 
saque  no  hubiesen  ingresado  en  el  Cuerpo  por  Ofosiciány  exiae  que  para  que 
prcieda  dicho  abono  es  preciso  que  acrediten  prevtamente  que  los  estudios  jíara 
la  carrera  eclesiástiea  los  ha  aprobado  en  Universidad,  Seminario  conciliar 
ú  otro  cualquier  establecimiento  público  aprobado  por  el  Gobierno: 

2*  Que  los  estudios  de  segunda  enseñanza,  necesarios  para  cualquiera 
carrera  profesional,  no  constituyen  los  de  la  eclúiástica,  que  son  los  que  exige 
d  mencionado  art,  42; 

Y3*  Que  la  situación  de  retirado  es  d^nitiva  y  no  puede  volverse  sobre 
día. 

Por  dicha  Real  orden  se  denegó  al  demandante.  Capellán  castrense,  el 
abono  de  los  cinco  afios  de  la  segunda  enseñanza,  y  el  Tribunal  Conten- 
cioso dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  el  art.  42  del  Reglamento  de  18  de  Octubre  de  186S, 
qne  es  el  que  dispone  el  abono  de  cinco  afios  por  razón  de  estudios  á  los 
CapeUanes  castrenses  que  no  hubiesen  ingresado  en  el  Cuerpo  por  oposi- 
ción, exige  que  para  que  proceda  dicho  abono  es  preciso  que  acrediten 
previamente  que  los  estudios  para  la  carrera  eclesiástica  los  ha  aprobado 
en  Universidad,  Seminario  conciliar  ú  otro  cualquier  establecimiento  pú> 
buco  aprobado  por  el  Gobierno: 

Considerando  que  los  estudios  que  el  demandante  ha  acreditado  tener 
hechos  en  el  Instituto  adjunto  á  la  Universidad  de  Valladolid  son  los  de 
segunda  ensefianza,  necesarios  para  emprender  cualquiera  carrera  profe- 
sional, pero  que  no  constituyen  los  de  la  eclesiástica,  que  son  los  que  exige 
el  mencionado  art  48: 

Considerando  que  por  no  haber  Justificado  el  actor  que  tiene  heohoa 
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«n  la  forma  prevenida  en  el  precitado  artícalo  loa  eatadioa  espedáleí  de 
la  carrera  ecleaiástica,  carece  de  derecho  al  abono  de  los  cinco  afios  qi&a 
pretende,  ylaBeal  orden  impugnada,  al  denegarle  eate  derecho,  aeha 
litenido  estrictamente  al  eepírito  j  letia  del  Reglamento  que  regola  este 
zmMAría: 

Y  considerando  qae  respecto  á  las  demás  pretensiones  qne  el  actor  da- 
tinoe  en  sn  demanda,  qne  la  sitoación  de  retirado  es  definitiva  y  no  puede 
volverse  sobre  ella,  y  qae  á  dicha  situación  llegó  el  interesado  por  sa  pro- 
pia volnntad,  acogiéndose  para  ello  á  las  ventajas  qne  le  ofrecía  la  leiy  de 
9  de  Enero  de  1887,  qae  le  han  sido  otorgadas. 

Visto  el  art.  42  del  Reglamento  de  12  de  Octubre  de  1858; 

Fallamos  qae  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  dedacida  por  D.  Pío  Pinto  y  Mafios  con- 
tra la  Real  orden  de  81  de  Mayo  de  1888.  la  caal  queda  firme  y  sabsisten- 
te.~(Sentencia  publicada  el  16  de  Abril  de  1892,  é  inserta  en  la  Oaceia  de 
4  de  Noviembre  del  mismo  año.) 
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Axrro  (16  de  Abril  de  lS9t). Sxcepeianei  dilatorias.  Incompetencia  de 
jurÍ8diceión,—Be  confirma  el  aato  del  Tribunal  local  de  Puerto  Rico  dene- 
gatorio d^e  dicha  excepción  opuesta  por  el  Fiscal  á  la  demanda  de  D.  Au- 
gusto DuckLvitz  contra  un  acuerdo  del  Gobernador  general,  y  se  establece: 

i.o  Que  el  recurso  eontendoso-admimsírativo  puede  interponerse  contra 
ios  resoluciones  administrativas  que  causen  estado  y  emanen  de  la  Admini»^ 
tradón  en  el  ejercicio  de  sus  facultades  raladas,  y  que  vulneren  un  derecho 
de  carácter  administrativo  establecido  en  leyes  anteriores  á  favor  del  dfma»- 
dante;  entendiéndose  para  tales  efectos,  que  causan  estado  las  resoluciones  da 
la  Admmistraeión  cuando  no  son  susc^tibles  de  recurso  por  la  vía  guberna- 
tiva, ya  sean  difinitivas,  ya  de  trámites,  si  estas  últimas  deciden  directa  ó  i»- 
directamente  el  fondo  del  asunto,  de  tal  modo,  que  pongan  término  á  aquéOa 
ó  hagan  imposible  su  continuacián: 

2,^  Que  según  el  art,  5.o  de  la  ley  de  lo  Contencioso,  y  conforme  á  lo  dís- 
puesto  en  el  art.  41  del  Reglamento  para  la  imposición  administrativa  y  eo- 
bransa  de  la  contribución  territorial  de  esta  isla  de  10  de  Junio  de  1881,  con- 
tinuarán atribuidas  á  la  jurisdicción  contenciosoadministrativa  aquellas  cue»- 
tienes  respecto  de  las  que  se  otorgue  el  recurso  especialmente  en  una  ley  ó  Be- 
glamento,  si  no  estuviesen  comprendidas  en  las  excepciones  del  art.  4P  de  di- 
cha ley,  que  no  lo  están  en  el  presente  caso; 

Y  3,<>  Que  tratándose  de  una  demanda  contra  d  acuerdo  oubemativo  que 
confirmó  el  de  un  Ayuntamiento,  denegatorio  de  la  reclamación  de  un  |Mir#i- 
eu^r,por  exceso  en  la  imposición  de  contribuciones,  fundándose  la  negativa 
en  el  hecho  de  haberse  presentado  la  redamación  fuera  del  término  que  señala 
el  Reglamento,  si  el  recurso  contencioso  se  interpusiere  dentro  del  plazo  l^al, 
no  oabe  fundar  la  exeepdón  de  inoompetenda  en  aquél  hecho  por  oont^^tuir 
precisamente  la  cuestión  de  fondo  de  la  demanda,  que  debe  resolverse  por  loa 
trámites  legales. 

Habiendo  reclamado  el  demandante  eontra  él  acuerdo  del  Ayunta- 
miento  de  Arecibo  per  exceso  en  la  imposición  de  oontribadones  de  unos 
ienrenos  de-sn  propiedad,  fué  confirmado  este  aenerdo  por  el  Oobkomo  ge- 
neral, y  el  interesado  presentó  eontra  él  demanda  ante  el  Consigo  Conten- 
eioso  administntivo. 


^í-/ 
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Opfiflttft  por  el  Fiscal  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia,  compren- 
^da  en  el  art  46  de  la  ley,  fandándoae  en  qne,  tanto  aqndl  Aynnlamiento 
^omo  el  (xobierno,  deaestímaron  la  reclamación  del  actor  por  haberse  pre- 
aentado  faera  del  plazo  legal,  dictándose  por  el  Tribunal  local  el  anto  qoe 
declaró  la  improcedencia  de  aquella  excepción.  Apelado  este  anto  por  el 
Fiscal,  el  Tribunal  contencioso,  aceptando  los  fundamentos  de  aquél,  dictó 
el  que  contiene  el  auto,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  el  recurso  contencioso  administrativo  puede  inter- 
ponerse contra  las  resoluciones  administrativas  que  causen  estado  y  ema- 
nen de  la  Administración  en  el  ejercicio  de  sus  facultades  regladas,  y  que 
vulneren  nn  derecho  de  carácter  administrativo  establecido  en  leyes  ante- 
riores á  favor  del  demandante;  entendiéndose  para  tales  efectos,  que  can- 
tan estado  las  resoluciones  de  la  Administración  cuando  no  son  suscepti- 
bles de  recurso  por  la  vía  gubernativa,  ya  sean  definitivas,  va  de  trámites 
fiestas  últimas  deciden  directa  ó  indirectamente  el  fondo  del  asunto,  de  tal 
modo,  qne  pongan  término  á  aquélla  ó  hagan  imposible  su  continnadón: 

Gonsiderando  que  es  indudable,  por  tanto,  que  la  resolución  reclamada 
ansa  estado,  puesto  que  pone  término  al  asunto,  y  no  es  susceptible  de 
recurso  alguno  por  la  vía  gubernativa,  de  donde  se  infiere  lógicamente  la 
competencia  de  este  Tribunal  para  conocer  de  la  demanda  establecida,  su- 
pae¿o  que,  según  el  art  5.o  de  la  ley  de  lo  Oontencioso,  y  conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  41  del  Beglamento  para  la  imposición  administrativa  y 
eobransa  de  la  contribución  territorial  de  esta  isla  de  10  de  Junio  de  1881, 
continuarán  atribuidas  á  la  jurisdicción  contenciosoadministrativa  aqne- 
llu  cuestiones  respecto  de  las  que  se  otorgue  el  recurso  especialmente  en 
uaa  ley  ó  Beglamento,  si  no  estuviesen  comprendidas  en  las  excepciones 
del  art  4.o  de  dicha  ley,  qne  no  lo  están  en  el  presente  caso: 

CkMisiderando,  adeinás,  qne  el  recurso  contencioso  administrativo  se  ha 
interpuesto  dentro  del  plazo  legal,  cuyo  exceso  seria  el  que  originaría  mo- 
tivo para  excepción  dilatoria,  mas  no  el  que  el  recurrente  estableciera  en 
recurso  de  agravios  ante  el  Ayuntamiento  fuera  del  plaao  que  para  ello 
otorga  la  ley,  lo  cual  es  predsamente  la  cuestión  de  fondo  de  la  demanda, 
que  debe  decidirse  por  los  trámites  legales. 

Vistos  los  artículos  l.o,  2.o  y  60  de  la  ley  de  lo  Oontencioso-administra- 
tivo  vigente; 

Se  declara  sin  lugar  la  excepción  dilatoria  alegada  por  el  representante 
de  la  Administración;  y  vuelvan  los  autos  al  miamo,  para  que  conteste  de- 
rechamente la  demandii  en  el  término  de  quince  días. — (Auto  fecha  16  de 
Abril  de  1892,  é  inserto  en  la  Gaceta  de  4  de  Noviembre  del  mismo  aflo.) 
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SsNTSVCiA  (16  de  Abril  de  1S92). —DesamcM^tización.  Nulidad  de  venta, 
— ^  revoca  la  Real  orden  de  8  de  Mayo  de  1887  impugnada  por  D.  Marcos 
Biaza  y  otros,  y  se  establece: 

1^  Que  indado  el  pleito  con  arreglo  al  procedimiento  anterior  ala  ley  de 
IB  de  Septiembre  de  1888,  y  no  habiendo  mandado  el  Tribunal  que  el  actor 
fonmdaee  la  demanda  conforme  á  las  prescripeionee  de  dicha  ley,  no  tenia 
obUgadén  de  eoneignar  en  aquélla  las  alegaciones  del  art.  42}ie  la  expresada 
diaposición  legislatioa: 

2.^  Q;ue  vendiendo  la  Haeienda  una  finca  en  concepto  delibre  de  toda  car- 
ga, está  obligada  é  indemnitar  al  comprador  de  las  que  resntten  y  aquél  hesya 
reconocido  por  sentencia  de  los  Tribunales  ordinarios: 

TOMO  45  If 
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S,o    Que etta  obUgadán  m  encuentra  terminantemente eanei^nada melar 
Houlo  171  de  la  Inetruceián  de  31  de  Mayo  de  1855,  y  e$  exigible  cuando  e^ 
comprador  cumple  todos  loe  requieitoe  que  prescribe  el  orí,  172: 

4.0  Que,  según  el  art  174  de  la  mencionada  Instrucción,  si  después  de  ve- 
rificada la  venta  de  cualquier  finca  como  libre  de  toda  carga  se  descubriese  la 
exietencia  de  algún  gravamen  leaiti$namente  impuesto  con  anterioridad,  y  el 
comprador  se  auana  á  reconocerlo  á  condición  de  ser  indemniModo,  tiene  aére- 
te ala  indemnisadán; 

Y  5.0  Que,  según  tiene  declarado  la  jurisprudencia  en  el  Real  decreto- 
sentencia  de  20  de  Junio  de  188U  el  Estado  no  puede  decidirse  por  la  nulidad 
de  la  venta,  sino  per  motivos  fundados,  y  cuand/o  sea  imposible  aplicar  el  prin- 
cipio de  la  indemnigacián. 

Por  ■entencia  qae  consintió  el  Figcal,  citado  de  eyiooión,  ae  condenó  á 
D.  Antonio  Biasa  j  otros  al  otorgamiento  en  favor  de  D.  Eloy  Lecanda  de 
eacritora  de  reconocimiento  de  un  foro  «dátente  aobre  fincaa  que  loa  de- 
mandados adquirieron  del  Estado,  libre  de  cargas  y  en  virtod  de  escritam 
jadioial,  por  la  qae  se  obligó  la  Hacienda  á  la  evicción  y  saneamiento  del 
contrato. 

Promovido  por  aquéllos  expediente  para  la  oportuna  indemnisadón. 
declaró  la  Real  orden  impugnada  la  anulación  de  la  venta,  y  el  Tribunal 
contencioso,  desestimando  la  excepción  de  defecto  legal  opuesta  por  el 
Fiscal,  dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando,  respecto  á  la  excepción  de  defecto  legal  en  el  modo  de 
proponer  la  demanda,  que  incoado  eate  pleito  con  arreglo  al  procedimiento- 
anterior  á  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  y  no  habiendo  mandado  ei 
Tribunal,  como  lo  ha  efectuado  otras  vecea,  que  la  parte  actora  formulase 
dicha  demanda  conforme  á  las  prescripciones  de  esta  última  ley,  no  tenía 
obligación  de  congignar  en  ella  las  alegaciones  del  art.  42  de  la  expresad» 
disposición  legislativa,  siendo,  por  lo  tanto,  improcedente  la  excepción 
propuesta  por  el  Fiscal: 

Oonsiderando,  respecto  á  la  cuestión  discutida  como  fondo  del  pleito- 
que  vendido  el  quifión  de  tierras  de  la  Obra  pía  del  Dr.  Gómea  en  con, 
oepto  de  libre  de  toda  carga,  la  Hacienda  está  obligada  á  indemniaar  á  la 
compradora  del  mismo,  hoy  á  sus  derechohabientes,  por  el  censo  ó  rentar 
foral,  que  se  han  visto  obligados  á  reconocer  sobre  las  fincas  del  exprMado 
quifión  á  favor  de  D.  Eloy  Lecanda.  en  virtud  de  la  sentencia  de  12  de  Ju> 
lio  de  1888,  dictada  por  la  Audiencia  de  Valladolid,  que  fué  consentida 
por  haber  desistido  el  Fiscal,  autorizado  para  ello,  del  recurso  de  casación 
que  había  interpuesto: 

Oonsiderando  que  esta  obligación  de  la  Hacienda  está  terminantemente 
consignada  en  el  art.  171  de  la  Instrucción  de  81  de  Mayo  de  1866,  y  ea 
exigible  á  la  misma  en  el  caso  de  autos;  porqué  Dofia  Antonia  Gutiérrea 
cumplió  todos  los  requisitos  que  prescribe  el  art  172  de  dicha  Instrucción, 
puesto  que,  al  verse  demandada  pk>r  el  8r.  Lecanda,  pidió  se  citara  de  evic- 
ción y  saneamiento  á  la  Hacienda,  y  acordada  la  citación,  el  Fiscal,  en  re- 
presentación  del  Estado,  fué  parte  en  el  pleito,  que  terminó  por  la  aenten 
da  referida: 

Oonsiderando  que,  según  el  art  174  de  la  mencionada  Instrucdón,  ai 
después  de  verificada  la  v.enta  de  cualquier  finca  como  libre  de  toda  carga^ 
se  descubriese  la  existencia  de  algún  gravamen  legítimamente  impuesto 
con  anterioridad,  y  el  comprador  se  allana  á  reconocerlo  á  condición  de 
ser  indemizado,  tiene  derecho  á  la  indemnisadón;  cuya  doctrina  es  apli^ 
cable  á  los  demandantes  que  no  reoonoderon  voluntariamente  al  censo,  sina 
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fM  Mdiftsaioo  el  reconodmieiito  y  •ostoTieron  tin  pleito  en  qne  se  declaró 
Je  legítíme  existencia  de  tal  gravamen: 

Gonaiderando  qne,  eegún  tiene  declarado  la  jariapmdencia  en  el  Real 
decretoeenteneiadeSOde  Jnnio  de  1881,  el  Estado  no  puede  decidirse 
por  la  nnlidad  de  la  yenta,  sino  por  motivos  fondados,  y  caando  sea  impo- 
dble  i^licar  el  principio  de  la  indemnización: 

Ckmsiderando  qoeenel  caso  á  qae  se  refiere  el  expediente.de  este 
^sito,  existe  además  ana  circnnstancia  qne  impedía  á  la  Hacienda  decía- 
xsr  ta  nnlidad  de  la  venta,  y  es  que  desde  el  momento  en  qne  citada  de 
evieelóo  concnrrió  al  pleito  é  impugnó  las  pretensiones  de  Lecanda,  reco- 
noció la  validez  de  la  venta,  y  se  obligó  á  indemnizar  el  gravamen  y  demás 
gastos  qne  sean  consecnenda  de  ól: 

Considerando  qne  el  único  panto  sobre  qne  debió  recaer  resolación  del 
Ministerio  es  éí  relativo  á  la  forma  de  la  liquidación  é  importe  de  la  In- 
demnisaeión  que  es  necesario  dar  á  los  demandantes,  los  cuales,  para  este 
woko  ñOj  apelaron  del  acuerdo  de  la  Administración  de  Hacienda  de  Valla- 
Míd. 

Vista  la  Instrucción  de  31  de  Mayo  de  1866; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  de  8  de  Mayo 
de  1887,  declarando  válida  y  subsistente  la  venta  cuya  nulidad  en  la  misma 
se  decreta;  y  que  procede  devolver  el  expediente  al  Ministerio  de  Hacienda 
para  que  se  resuelva  acerca  de  la  liquidación  de  lo  que  debe  abonarse  como 
iademnisación  á  los  demandantes  á  consecuencia  del  gravamen  que  se  ban 
visto  obürados  á  reconocer  sobre  las  tierras  del  quifión  que  á  su  causante 
vendió  el  Estado  como  libres  de  toda  carga. — (Sentencia  publicada  el  16  de 
Abril  de  1892,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  4  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Sbetbhgia  (18  de  Abril  de  1892).— Clfotes  jxmíMit  (derecho  á  pentián).— 
Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  Dofia  Antonia  de  los 
Santos  contra  lá  Real  orden  de  26  de  Marzo  de  1889,  y  se  establece: 

i.<^    Qite  no  9Íendo  la  Beal  orden  impugnada  reproducción  exacta  de  otra 
mUerior,  no  procede  la  excepción  de  incompetencia  fundada  en  el  $upue9to 


T2.0  Que  e$tt¡hleeiéndo$e  por  la  ley  especial  de  concesión  de  una  pensión 
fl  derecho  aVdirfruie  de  ésta  en  favor  de  los  sucesores  de  la  pensionista  hasta 
«ae  tomasen  estado,  Uegaéto  este  caso  cesa  definitivamente  tal  derecho,  aun 
atando  vengan  aquiéllos  al  estado  de  viudez,  con  arreglo  á  dicha  ley,  al  ar- 
tículo 21  de  la  Instrucción  de  26  de  Diciembre  de  18S1,  ala  de  Sanidad  de  28 
de  Noviembre  de  1855  y  al  Bolamente  para  su  ejecución  de  15  de  Junio  de 
1860,  dispcsieiones  estas  dos  iUtimas  aplicables  si  fuese  la  pensionista  viuda 
ie  sm  Médico  nsuerto  en  tiempo  de  epidemia. 

Por  ley  especial  de  8  de  Enero  de  1862  se  concedió  á  Dofia  María  Glon- 
sález,  viuda  de  D.  Marcos  Gk>nsález,  Médico,  que  falleció,  del  cólera,  una 
pensión  ttansmisible  á  sus  bijas  hasta  que  tomasen  estado.  Muerta  la  pen- 
sionkta,  contrajo  matrimonio  una  de  aquéllas;  enviudó  después,  y  de  Real 
orden  le  fué  negada  la  coparticipación  con  otra  hermana  que  continuaba 
soltera;  y  habiendo  ésta  fallecido,  solicitó  aquélla  el  abono  de  la  totolidad 
de  la  pensión,  que  igualmente  le  denegó  la  Real  orden  re<^amada. 

Si  Tribunal  contenici'óso,  desestimando  la  excepción  perentoria  de  in- 
eompetenclA  deducida  por  el  Fiscal  en  el  supuesto  de  ser  la  segunda  da 
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dichas  Reales  órdenea  confirmación  deja  primera»  dictó  la/ientenda^  i 
parte  snstancial  es  como  signe: 

Gonsiderando  que  si  bien  es  cierto  qne  Dofia  Antonia  de  ios  Santos 
(González  consintió  el  acnerdo  de  la  Junta  de  Glasés  pasivas  de  11  de  Fe- 
brero de  1882,  qne  la  declaró  sin  derecho  á  volver  á  ser  coopartlcip^  en  9I 
goce  de  la  pensión,  la  Real  orden  impugnada  no  puede  entenderse,  como 
pretende  el  Fiscal,  confirmatoria  de  dicho  acuerdo,  puesto  que  se  contrae 
á  negar  á  la  demandante  el  derecho  á  percibir  toda  la  pensión,  y  por  lo 
tanto,  no  procede  la  excepción  de  incompetencia  de  jqrisdicción»  propues- 
ta como  perentoria  por  el  FiscaL 

Gonsiderando  que  Dofia  Antonia  de  los  Santos  Gonsáles  perdió,  al  ca- 
sarse, su  derecho  á  la  pensión,  según  terminantemente  disponen,  ño  sólo 
el  art.  21  de  la  Instrucción  de  26  de  Diciembre  de  1831,  qne  la  Íbj  espe- 
cial de  Gonceslón  de  8  de  Enero  de  1862  previene  se  aplique  al  caso  en 
cuanto  no  se  oponga  á  la  de  Sanidad  de  28  de  Noviembre  de  1865,  y  el  Re- 
glamento dictado  para  su  ejecución  en  16  de  Junio  de  1860,  sino  que  tam- 
bién la  misma  ley  de  Goncesión,  en  la  cual  se  establece  que  la  pensión  es 
transmisible  á  los  hijos  de  Dofia  María  Gonsáles,  con  arreglo  á  lo  prescri- 
to en  el  art  7.o  del  precitado  Reglamento^el  que  no  da  derecho  á  las  haér- 
f  anas  á  gozar  de  la  pensión  sino  hasta  el  día  que  tomen  estado. 
Visto  el  art  21  de  la  Instrucción  de  26  de  Diciembre  de  1881: 
Visto  el  art.  76  de  la  ley  de  Sanidad  de  28  de  Noviembre  de  1865: 
Visto  el  art.  7.o  del  Reglamento  de  16  de  Junio  de  1860,  dictado  paim 
la  aplicación  de  la  ley  anterior  de  Sanidad,  en  lo  relativo  á  la  concesión 
de  pensiones: 

Vista  la  ley  de  8  de  Enero  de  1862,  por  la  cual  se  concede  á  Dpfia  Ma- 
ría González,  viuda  del  Girujano  D.  Marcos  González,  que  falleció  del  có- 
lera morbo  en  la  ciudad  de  Oviedo  en  el  afio  de  1864,  la  pensión  anual  de 
4.000  reales,  ó  sea  de  1.000  pesetas,  qne  le  corresponde  con  arreglo  al  ar- 
tículo 76  de  la  ley  de  Sanidad  de  26  de  Noviembre  de  1866,  y  á  los  ártica- 
los  3.0  y  6.0  del  Reglamento  de  16  de  Junio  de  1860,  cuya  pensión  será 
transmisible  á  sns  hijos,  según  lo  qne  dispone  el  art  7»^  ¿el  minne  JEtsgla- 
mento: 

Visto  el  art  12  del  decreto  ley  de  22  de  Octubre  de  1868: 
Visto  el  párrafo  segundo  del  art  48  de  la  ley  de  18  de  Septiembre 
de  1888; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  á  «la  ex- 
cepción de  incompetencia  de  jurisdicción  propuesta  como  perentoria  por 
el  Fiscal,  absolviendo  á  la  Administración  general  del  Estado  de  la  do- 
mada interpuesta  por  Dofia  María  dejos  Sainos  González  oontra  la  Real 
orden  de  26  de  Marzo  de  1889,  la  cuál  queda  firme  y  subsisiente.--(Seii- 
ténda  publicada  el  18  de  Abril  de  1892^  é  inserta  en  la  Cj^oc^  de  4  de  No- 
viembre del  mismo  afio.) 
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SsHTKifoii,  (19  de  Abril  de  lS^2).^NuUdad  de  ocfiioctoncf.— Se  declara 
la  de  las  practicadas  en  el  pleito  sostenido  ante  el  Tribunal  provincial  de 
Madrid,  por  la  Gompafiía  Madrilefia  de  Alumbrado  contra  varios  acuerdos 
del  Ayuntamiento,  y  se  establece: 

i.*  Que  según  ie  ha  declarado  e<m  repetición  en  cofot  análogoe,  iot  ociicr- 
doedelas  Aywntamientoe  que  $e  suponga  eaueen  figravio  á  loe  dere^oo  de 
que  un  particular  se  crea  asistido,  son  redamabUs  par  él  mismo  pfxrticuUur 
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mt9laA%Uorídad  del  Gobemad&r  de  laprovineia,  ó  tenor  de  lo  declarado  en 
hBeal orden  de  26  de  Mayo  de  18S0,  q^eno  eitá  derogada  en  el  dia; 

Y  2,0  Que  no  haliéndoee  apurado  debida  y  previamente  la  via  guberna- 
tiva para  acudir  á  la  contencioea,  adolece  el  procedimknto  de  un  vicu>  de  nu- 
lidad, pte  no  puede  menoe  de  invalidar  la  eentencia  que  se  kúbieee  dictado  en 
primera  imiancia. 


La  mencionada  Ck>2npafiía  interpnto  recaño  contencioso  ante  el  Tñba- 
nal  jiroYincial  de  Madrid  contra  vario«  acaerdoa  del  Ayontamiento  con- 
cediendo á  D.  Pedro  Paator  el  tendido  de  cablea  para  el  alambrado  eléc- 
trico. Opoeeta  por  loa  demandados  ja  excepción  perentoria  de  incompe- 
tencia pK>r  no  haberae  oltimado  la  vía  gobernativa,  pronnnció  el  Tribnnal 
■entenda  abaohitoria,  y  apelada  por  el  demandante,  con  la  petición  de  nu- 
lidad de  lo  actoado,  se  dictó  la  sentencia,  caya  parte  sostandal  es  como 
iigne: 

Ck>nsiderando  qne,  según  se  ha  declarado  con  repetición  en  casos  aná- 
logo», loa  acuerdos  de  los  AyontamientoS  qne  se  suponga  causen  agravio 
á  los  derechos  de  qne  un  pwticular  se  crea  asistido,  son  reclamables  por 
ü  mismo  partieulát  Itnte  la  Autoridad  del  Gobernador  de  la  provii^cia,  á 
tenor  de  lo  declarado  en  la  Real  orden  de  26  de  Mayo  de  1880,  que  no  está 
derogada  en  el  dia,  y  por  lo  tanto,  como  consta  que  la  Compafiia  Madri- 
lella  de  Alumbrado  y  Calefacción  por  Qas,  no  sólo  dejó  de  exponer  su 
queja  á  la  Corporación  municipal,  á  fin  de  qne  dictara  sobre  la  misma  re- 
solución concreta  que  fuera  revisable  ñor  el  Superior  jerárquico,  sino*que 
además  no  reqhunó  al  €k>bemador  de  la  provincia  contra  el  acuerdo  del 
Ayantamiento\>bjeto  de  la  demanda,  aparece  en  el  caao  de  este  pleito  ene 
no  se  ha  apurado  debida  y  previamente  la  via  gubernativa  para  acudir  á 
la  contenciosa,  por  lo  que  adolece  el  procedimiento  de  un  vicio  de  nuli- 
dad que  no  puede  menos  de  invididar  la  sentencia  dictada  por  el  Tribunal 
jnovincial;. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  nulo  todo  lo  actuado  en 
este  pleito  desde  la  admisión  de  la  demanda,  y  en  su  virtud,  revocamos  y 
dejamos  sin  efecto  la  sentenda  objeto  del  presente  recurso.— (8ent|^nda 
publicada  el  19  de  Abril  de  180S,  é  inserta  en  la  Oaceta  de  4  de  Noviem- 
bre del  minno  afio.) 
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terrstroiA  (19  de  Abril  de  199^),^Servidumbre  peeuaria.—Be  declara 
la  aaUdad  de  la  Real  ohien  de  11  de  Abril  de  1881,  impugnada  por  Don 
Esequiel  Uaguno,  j  se  establece: 

i.o  Que  no  procede  la  excepción  de  falta  de  personalidad  del  actor,  n  é$ta 
fué  admitida  $in  inconveniente  en  la  vía  gubernativa  y  expreeamente  recono- 
tOa  por  el  Fieeal  en  el  eoerito  aobre  procedencia  de  la  via  contencioea; 

Y2S>  Que  loe  acuerdos  gubemcaivoe  que  cauoan  estado  sólo  son  reclama- 
bles  en  la  via  contenciosa,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  83  de  la  ley  de 
M9 de  Septiembre  de  1863,  yenlo^  articulos  16y  11  del Beal  decreto  de  3  de 
Mamá  1877.  ^ 

En  expediente  promovido  por  el  Ayuntamiento  de  Cedillo  sobre  exis* 
leacía  y  dealind'e  de  servidumbres  en  una  finca  procedente  de  sus  propios 
/adquirida  del  Estado  por  D.  Valentín  de  la  Arena,  declaró  el  Goberna- 
dor qaé  no  inroeedia  resolver  el  aaonto  por  la  via  gubernativa,  aino  por  1a 
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jodicUl,  j  reclamado  eate  acuerdo  por  el  Aimntamiento  ante  el  Minluteri». 
de  Fomento,  te  mandó  por  la  Beal  orden  Impngmida  ejecntar  el  mwtío- 
nado  deslinde,  y  el  Tribunal  contencioso  dictó  la  sentencia,  cnja  paite 
BQStancial  es  como  si¿ue: 

Considerando,  respecto  de  la  nnlídad.4^  las  actnaclones. solicitada  por 
el  Fiscal,  qae  éste  funda  su  pretensión  en  no  haber  justificado  Dofia  Ma- 
ría de  Ángulo  su  personalidad  como  heredera  de  su  esposo  D.  Valentín  de 
la  Arena: 

Considerando  que  esta  personalidad  fué  admitida  sin  inconveniente  «n 
la  vía  gubernativa  y  además  ha  sido  reconocida  por  el  mismo  Fiscal  de 
una  manera  expresa  en  el  escrito  sobre  la  procedencia  de  lia.vía  oontei»- 
oiosa,  y  de  un  modo  tácito  pero  inequívoco,  en  el  hecho  fie  solicitar  queee 
citase  á  los  herederos  de  Dofia  María  de  Ángulo  para  que  acudieran  á  aoe- 
tener  la  demanda  deducida  por  dicha  interesada: 

Considerando,  además,  que  la  propiedad  que  la  citada  sefiora  tenía  po- 
bre el  monte  adquirido  por  su  esposo,  se  encuentra  Justificada  por  la  es- 
critura de  partición  de  sus  bienes  que  después  de  inscrita  en  el  Begiairo 
de  la  propiedad,  ha  traido  á  los  autos  D.  Esequiel  Llagnno,  á  quien  se  ad- 
judicó aquella  finca  en  pago  de  los  créditos  que  le  eorrespondían  osnIrA 
Dofia  lüaría  Ángulo: 

Considerando,  en  cuanto  al  fondo  del  asunto,  que  fué  ilegal  la  alaada 
deducida  por  el  Ayuntamiento  de  Codillo  de  la  Torre  contra  el  acuerdo  del 
Gobernador  de  Segovia  de  22  de  Enero  de  1889.  porque  este  acuerdo  caesó 
estado  en  vía  gubernativa  y  sólo  era  reclamaole  en  la  contenciosa,  eon 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art  83  de  la  ley  de  26  de  Septi^bre  de  ISSt, 
y  en  los  artículos  10  y  11  del  Beal  decreto  de  8  de  Marao  de  1877: 

Considerando  que,  en  virtud  de  lo  expuesto,  procede  anular  la  Beal  or- 
den reclamada  v  las  diligencias  del  expediente,  posteriores  al  acuerdo  ci- 
tado, el  cual  debe  ser  declarado  firme  y  consentido  por, no  haberse  utiliiBr 
do  en  tiempo  y  forma  el  recurso  contencioso  en  primera  instancia: 

Visto  el  art.  88  áp  la  ley  de  26  de  Septiembre  de  18Q8,  que  declara  que 
dos  Consejos  provinciales  oirán  y  fallarán  cuando  pasen  á  ser  oontendo- 
sas  las  cuestiones  relativas  á  las  intrusiones  y  usurpaciones  en  los  cnmiase 
y  vías  públicas  v  servidumbres  pecuarias  de  todaf  clases»: 

Visto  el  Beal  decreto  de  8  de  Marzo  de  1877,  reorganiíuuido  la  Aaocia^ 
ción  general  de  ganaderos  del  Beino,  art  10: 

Visto  el  art  11  del  propio  Beal  decreto; 

Fallamos  que  debemos  anular  y  anulamos  la  Beal  orden  dictada  por  el 
Ministerio  de  Fomento  en  11  de  Abril  de  1881  y  todas  las  diligencias  del 
expediente  gubernativo,  á  partir  desde  el  acuerdo  del  Gobernador  de  Se- 
govia de  22  de  Eidero  de  1870.  el  cual  queda  firme  y  subsistente.— Sen- 
tencia publicada  el  19  de  Abril  de  1892,  é  ingerta  en  la  O^ctta  de  6  de  No> 
▼iembre  del  mismo  afio.) 
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Skhtkkgia  (19  de  Abril,  d^  1892).— 0on(rí6iío»(me«  (n^partímientúy—ñ^ 
confirma  la  sentencia  de  la  Sección  de  lo  Contencioso  del  Cqnsejo  de  A4» 
ministradón  de  Cuba,  apelada  por  el  Fiscal,  en  autos  con  D.  Diego  Peres 
y  otros,  y  se  establece: 

i.o  Que  cuando  un  aremio  np  lUgart  á  coputar  M.  10  inditiduoB^  la 
éloMifioacián  de  é§to$  y  el  reparümimt^  de  la  cantribucián  ee  h(Vie.p<fr  tidm 
elloi  en  la  /arma  quej^re$cnbe  el  ari,  5S,ynoel60del  Begtflmenito  citado: 
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2,0  Qiiie  no  probándf^  que  varios  individuoi  de  un  gremh  hayan  f(^ 
SíKieiad  legal  para  explotar  en  común  la  induetria  que  ejeretn^  únieo  caso 
m  que  sería  procedente  que  se  les  concediera  sólo  un  voto  en  las  operaciones 
ie  aquü,  y  apareciendo^  por  el  contrarío,  que  cualesquiera  que  sean  los  con- 
fenios piarticulares  que  entre  si  hayan  celeorado  para  la  venta  más  lucrativa 
de  SMS  productos,  conservan  cada  uno  su  personalidad  industrial,  propia  é  in- 
dependiente de  las  de  los  demás,  no  es  licito  prívarles  de  ninguno  de  hs  dere- 
é¡o&  inherentes  á  su  condición; 

Y  3,0  Qne  en  el  propio  caso,  si  el  rq>artimiento  gremial  adolece  de  algún 
vicio  ó  defecto  legal,  la  misma  ley  da  medios  de  corregirlo^  sinprívar  ¿los 
ixmtrQmyentee  de  ninguno  de  los  derechos  que  ella  les  otorga. 

Por  acuerdo  del  Gobernador  fi;enerAl  de  la  Habana  ie  anoló  el  reparti- 
miento de  la  contribución  indaetrial  entre  loa  individnoa  del  gremio  de 
fftbricantes  de  íóeforoe,  para  el  cual  ae  habían  computado  loa  votoa  indi- 
TÍdoalea  de  D.  Diego  Pérez  7  Oompafifa,  7  otroe,  por  eatimar  qne  forma- 
ban nna  aola  entidad  mercantil.  Recurrieron  aqnélloa  en  vía  contencioea, 
7  eatímando  el  Tribunal  local  que  no  habían  constituido  Sociedad  alguna 
para  la  explotación  de  su  industria,  sino  que  se  habían  limitado  á  estable- 
ctf  con  este  objeto  un  sólo  depósito,  percibiendo  cada  uno  el  producto  de 
la  manufactura  que  entregase  para  la  venta,  revocó  dicha  providencia  gu- 
bernativa, 7  en  virtud  de  apelación  del  Fiscal,  dictó  el  l^ibnnal  conten- 
^oso  la  sentencia,  cu7a  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  cuando  un  gremio,  como  en  el  presente  caso  su- 
cede, no  llegare  á  constar  de  10  individuos,  la  clasificación  de  éstos  7  el 
repartimiento  de  la  contribución  se  hace  por  todos  ellos  en  la  forma  que 
prescribe  el  art  68, 7  no  el  $0  del  Reglamento  citado: 

Considerando  que  P.  Coll  7  Compañía,  7  Guinart,  Portas  7  Compafiía 
no  justificaron  el  perjuicio  que  pretenden  les  irrogaba  el  reparto  cuya  anu- 
lación obtuvieron: 

Conaiderando  que  tampoco  se  ha  probado  que  loa  demandantes  hayan 
formado  Sociedad  legal  para  explotar  en  común  la  industria  que  ejercen, 
único  caso  en  que  sería  procedente  que  se  les  concediera  sólo  un  voto  en 
las  operaciones  del  gremio  á  que  pertenecen,  aino  que,  por  el  contrario, 
aparece  de  los  antecedentes  que  tiene  á  la  vista  el  Tribunal  que,  cuales- 
quiera que  sean  loa  convenios  particulares  que  entre  sí  hayan  celebrado 
para  la  venta  máa  lucrativa  de  sus  productos,  conservan,  sin  embargo, 
cada  uno  su  personalidad  industrial  propia  é  independiente  de  las  de  los 
demás,  en  CU70  concepto  no  es  lícito  privarles  de  ninguno  de  los  derechos 
inherentes  á  su  condición: 

Considerando  que  si  el  repartimiento  de  que  se  trata  adolecía  de  algún 
vicio  ó  defecto  legal,  la  misma  107  da  medios  de  corregirlo,  sin  privar  á 
los  contribn7entes  de  ninguno  de  los  derechos  que  ella  lea  otorga. 

Vistos  los  artículos  Se,  60,  68  7  68  7  siguientes  del  Reglamento  de  16 
de  Abril  de  1888  para  la  impoaición,  administración  7  cobransa  de  la  con- 
tribución industrial,  reformado  por  virtud  de  Real  orden  de  24  de  Julio 
de  1886; 

Pallamos  que  revocando  como  revocamos  la  providencia  del  Goberna- 
dor eeneral  de  18  de  Julio  de  1886,  debemos  declarar  7  declaramos  eficas 
7  subsistente  el  repartimiento  de  la  contribución  industrial  por  aquélla 
anulada  7  hecho  entre  los  individuos  del  gremio  de  fabricantes  de  fósfo- 
ros de  esta  capital  para  el  ejercicio  de  1886  á  87.— (Sentencia  publicada  el 
19  de  Abril  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  6  de  Noviembre  del  mismo 

4tíIO.) 
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Sestescia  (21  de  Abril  de  1802).— CWtsot.  Indemnización,— 8e  revoctt 
la  Beal  orden  de  16  de  Noviembre  de  1882,  impugnada  por  el  Real  Pa- 
tronato  de  Atocha,  y  se  establece: 

i  o  t¿ue  una  vet  reconocida  la  exiitencia  del  Patronato  de  la  Corona  so- 
bre una  iglesia,  cuya  ¡nena  á  la  fecha  en  que  el  Estado  se  incautó  de  cUos^. 
no  eran  ya  de  la  comunidad  á  que  pertenecieron,  sino  del  mismo  Patronato^ 
forzoso  es  reconocer  también  que  á  éste  pertenecen  todos  los  destinados  á  le- 
vantar las  cargas  anejas  al  mismo,  porque  de  no  ser  asi^  el  Fatronato  se  con- 
vertiría en  un  iyusto  gravamen: 

2.0  Que  la  Éacienda  no  pudo  vender  como  de  regulares  en  los  años  de 
1836  y  siguientes^  bienes  de  un  convento  suprimido  que  ya  no  eran  desamor- 
sables  como  de  comunidad  religiosOy  y  tampoco  pudo  venderlos  como  del  Patri- 
monio Beal,  al  que  pertenecieran^  porque  las  leyes  desamortizadoras  del  pe- 
riodo comprendido  entre  el  año  1828  en  que  se  restahledó  el  antiguo  Patri- 
monio de  la  Oorona,  y  el  de  1865  en  que  se  hizo  nuevo  deslinde  de  los  bienes 
que  le  constituían,  no  autorizaban  para  enajenarlos^  y  si  además  fueron  ex- 
ceptuadospor  la  ley  de  13  de  Mayo  del  propio  año  de  1865: 

30  Que  en  corroboración  de  este  concepto  de  inalienabilidad  favorable  á 
los  bienes  de  que  se  trata^  existe  el  precepto  del  art  i.o  de  la  misma  ley  de 
Junio  del  76^  en  que  se  declara  que  para  ws  Patronos  de  la  Corona,enumera- 
dosenel  art  ^.*,  regirán  las  mismas  di^osidones  legales  y  administrativae 
adoptadas  por  regla  general  para  loe  Patronatos  particulares^  radicando  el 
Protectorado  en  la  Seal  Casa; 

Y  3.0  Que,  por  lo  expuesto,  procede  que  la  Hacienda  indemnice  al  Beal 
Patrimonio  del  capital  representado  por  las  enajenaciones  que  aquélla  kMere 
hecho  de  dichos  bienes^  asi  como  de  los  intereses  correspondientes  desde  el  dia 
en  que  las  mismas  se  verificaron,  hasta  elenu  haga  completo  pago  del  mes^ 
donado  capital. 

Por  la  Beal  orden  impugnada  ae  denególa  indemnlsadón  solicitada  por 
el  Beal  Patronato  de  la  Basílica  de  Atocluí  con  relación  á  las  fincas  y  cen- 
■os  de  la  extinguida  comunidad  de  la  misma,  donados  por  ésta  al  Bey 
Don  Felipe  UI,  á  quien  al  propio  tiempo  ofreció  el  Patronato,  para  el  caso 
de  cerrarse  el  convento  por  falta  de  frailes.  Y  el  Tribunal  contencioso 
dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  la  cuestión  que  hay  que  resolver  en  este  pleito  ea 
si  procede  indemnizar  á  la  Beal  Gasa  y  Patrimonio,  como  Patrono  del  ex- 
tinguido convento  de  Dominicos  de  Atocha,  por  las  fincas  y  censos  perte- 
necientes á  aquella  comunidad,  que  fueron  enajenados  por  el  Estada 
eomo  bienes  de  regulares  en  el  afio  183«  y  siguientes: 

Considerando  que  á  la  fecha  en  que,^e  incautó  el  Estado  de  los  referi- 
dos bienes  y  los  enajenó^  no  eran  ya  éstos  de  1^  comunidad  suprimida^ 
sino  del  Patrono  particular  que  venían  ejerciendo  sobre  la  Basílica  y  con- 
vento de  Atocha  y  sus  bienes  los  Beyes  de  Efpafia^  por  haberse  cumplida 
la  condición  expresamente  consignada  en  la  solemne  declaración  que  ea 
el  afio  1648  hizo  la  expresada  comunidad  al  Bey  D.  Felipe  IV,  según  1a 
cual:  «si  en  algún  tiempo  por  falta  de  fraUes  se  cerrase  el  convento  ó  por 
otra  razón,  retuviera  éste  sus  rentas,  bienes  y  exenciones  para  que  se 
cumpliesen  sus  cargos  por  la  Corona  Beal»: 

Considerando  que  aun  cuando  no  hubiera  hecho  la  comunidad  de  Do- 
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adnieos  de  Atocbm  Mmejtnte  declaración,  nna^vez  reconocida  la  existen- 
cía  del  Patronato  de  ]a  Corona  sobre  la  iglesia  de  Atocha,  por  haberlo 
aceptado  el  Bey  D.  Felipe  HI  en  la  Real  Cédala  de  1602,  hecho  qoe  iamá» 
as  ha  pneato  en  dada  por  la  Administración,  y  qae  ha  sido  declarado  ex< 
presamente  en  namerosaa  resolnciones,  entre  ellas  el  decreto  de  6  de 
Agosto  de  1874  y  laBeal  orden  de  10  de  Jollo  de  1876,  es  forzoso  reco- 
nocer también,  como  lógica  consecnencia,  que  á  ese  Patronato  pertene- 
cen todos  loa  bienea  destinados  á  levantar  las  cargas  anejas  al  miamo, 
poique  de  no  ser  asi  el  Patronato  se  convertiria  en  nn  injusto  gravamen i 

Considerando  qae  ai  la  Hacienda  no  pado  vender  como  de  regnlarea 
en  km  afioa  1836  y  ngaientes  los  bienes  del  saprinúdo  convento  de  Ato- 
cha, porqne  ya  no  eran  bienes  desamortizables  como  de  comunidad  reli- 
giosa, tampoco  pado  venderlos  como  del  Patrimonio  Real,  porque  laa  le- 
yes deaamortizadoras  del  periodo  comprendido  entre  el  año  1823,  en  qoe 
se  restableció  el  antiguo  Patrimonio  da  la  Corona,  y  el  de  1866  en  que 
ae  Mao  nuevo  dealindie  de  loa  bienes  que  le  constituian,  no  autorizaban  á 
enajenarlos  ni  tampoco  lo  autorizaba  la  ley  de  13  de  Mayo  del  referido 
afio  66,  que  los  exceptuó  de  un  modo  genérico  en  el  núm.  10  de  su  ar- 
ttalo  l,^y  y  la  de  36  de  Junio  del  76,  que  también  los  exceptuó  en  el  apar- 
tado 6.0  del  art.  2.o,  bajo  la  expresión  sintética  de  « Beal  Basílica  de 
Atochal: 

Conaiderando  que  en  corroboración  de  este  concepto  de  inalienabili- 
dad  favorable  á  los  bienes  de  que  se  trata,  exiate  el  precepto  del  art.  4.o^ 
'le  la  misma  ley  de  Junio  del  76,  en  que  se  declara  que  para  los  Patro- 
natos de  la  Corona,  enumerados  en  el  art  2.o,  regirán  las  mismas  disposi- 
ciones legales  y  administrativas  adoptadas  por  regla  general  para  les  Pa- 
tronatos particulares,  radicando  el  Protectorado  en  la  Real  Caaa: 

Conaiderando  que  en  confirmación  de  que  la  ley  desamoitizadora  de 
29  de  Julio  de  1887  no  se  aplicó  á  los  bienes  del  convento  de  Atocha» 
como  con  evidente  inexactitud  ae  afirma  en  la  Real  orden  reclamada» 
existe  el  hecho  elocuente  de  que  las  prescripciones  más  esenciales  de 
esta  ley,  como  son  la  17,  la  20  y  la  26,  no  se  cumplieron  ni  consta  que  se 
tratara  de  cumplirlas  respecto  de  esta  comunidad,  pues  ni  la  iglesia  de 
Atocha  fné^igida  en  parroquia,  ni  fueron  vendidos  el  templo  y  el  con- 
vento, ni  m  extensa  huerta  y  olivar,  ni  los  objetos  del  culto,  ni  sus  va- 
liosas alhaias,  ni  sus  titules  de  Si$a$^  ni  el  de  la  penaión  de  16.000  peseta» 
de  que  se  hace  mérito  en  el  expediente,  ni  sus  cuadros,  archivo  y  libro» 
se  aplicaron  á  Bibliotecas  y  Museos  provinciales,  sino  que  fueron  respeta- 
dos, y  loa  documentos  de  que  en  un  principio  se  incautó  la  Hacienda  pú- 
blica fueron  devueltos  al  Real  Patrimonio  por  el  Miniaterio  del  ramo,, 
como  le  ha  devuelto  el  Ministerio  de  la  Gobernación  los  expedientes  ins- 
truidofl  en  el  mismo,  referentes  al  Patronato; 

T  considerando,  por  óltimo,  que  ai  por  todo  lo  dicho  laa  fincaa  y  cen- 
sos que  fueron  del  convento  de  Atocha,  y  que  la  Hacienda  pública  ven- 
dió y  redimió,  pertenecían  al  Real  Patrimonio  como  de  su  patronato  par- 
ticular, desde  el  momento  en  que  se  extinguió  aquella  comunidad  y  no 
pudieron  legalmente  aer  enajenadas  en  los  afios  1886  y  siguientes,  ni 
como  bienes  de  regulares^  ni  como  bienes  de  la  Corona,  procede  que  1» 
Hacienda  indemnice  al  Real  Patrimonio  del  capital  que  representan  di- 
chas enajenaciones,  aaí  como  de  los  intereses  correspondientes  desde  el 
día  en  que  éataa  ae  verificaron  Jiaata  el  en  que  se  haga  oompleto  pago  del 
mancioiiado  capital* 

YisU  la  Real  Cédula  de  1^  de  Noviembre  de  1602  y  el  acU  de  20  de 
JIoviembre  de  1648»  de  laa  cuales  queda  copiada  en  loe  resultando»  de^ 
este  aentencift  la  paite  pertinente: 
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Vista  la  ley  de  29  de  JaUo  de  1887,  arU.  17,  20  y  ^5: 
ViBla  la  ley  de  18  de  Mayo  de  1865,  art.  l.o,  núm.  10: 
Visto  el  decreto  de  5  de  Agosto  de  1874,  en  el  caat  se  expresa  cqae  el 
Patronato  de  Atocha  para  cumplir  con  sns  bienes  las  obligaciones  qae  le 
son  propias,  pertenecen  los  bienes  subsistentes  de  los  que  fueron  del  an- 
tiguo conrento  de  Dominicos  de  Atocha,  y  las  equivalencias  en  valores 
de  la  Deuda  pública  emitidos  ó  que  deban  emitirse  por  los  bienes  del 
mismo  origen  que  hayan  sido  desamortizados»: 
Vista  la  Real  orden  de  10  da  Julio  de  187^: 
Vista  la  ley  de  26  de  Junio  de  1876; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  de  15  de 
Noviembre  de  1882,  declarando  que  el  Estado  debe  abonar  al  Real  Patri- 
monio, como  Patrono  del  exconvento  de  Atocha,  previa  la  correspondiente 
liquidación  de  capital  é  intereses,  las  sumas  que  haya  percibido  por  las 
enajenaciones  de  fincas  y  censos  del  expresado  convento»  verificadas  en 
los  años  1886  y  siguientes.-— (Sentencia  publicada  el  21  de  Abril  de  1892, 
é  inserta  en  la  Gaceta  de  6  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Sentsvoiíl  (21  de  Abril  de  1892).— Oírlos  de  jKS^tcia.— Se  absuelve  á 
la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Miguel  Olmedilla  y  otros  eontis 
ia  Real  orden  de  21  de  Septiembre  de  1887,  y  se  establece: 

i.o  Que  $i  la  obligación  de  abanar  á  los  Capellanes  cumplidores  de  una 
fundación  cierta  cantidad^  no  trae  origen  de  un  contrato  fundado  en  titulo 
oneroso,  y  por  consecuiencia  del  cual  ingresase  en  las  area$  del  Tesoro,  directa 
ni  indirectamente,  cantidad  alguna^fcuta  el  requisito  esencial  f  ara  que  exista 
carga  de  justicia,  sin  el  cual  en  ningún  caso  procede  el  reconocimiento; 

x2.o  Que  esto  no  supone  el  incumplimiento  de  la  voluntad  del  fundador, 
si  en  la  Beal  orden,  dictada  de  conformidad  con  la  anterior  doctrina,  se  esta- 
blece el  medio  de  que  sigan  levantándose  las  cargas  de  la  institución  con  arre- 
glo  á  los  preceptos  legales  aplicables  al  caso. 

En  1760  el  Marqués  de  Esquilaohe,  en  nombre  del  Rey  Carlos  m,^ 
fundó  una  memoria  de  misas  con  la  dotación  del  producto  de  ana  dehesa 
perteneciente  á  la  Orden  de  Santiago,  y  privativamente  al  Rey  como  Ad- 
ministrador perpetuo  de  todas  las  Ordenee  militares.  Dicha  finca  fué 
enajenada  como  libre  de  toda  carga  al  Monasterio  de  El  Escorial,  y  por 
éste  al  Príncipe  de  la  Paz,  quedando  dicha  memoria  gravando  loa  bienes 
de  las  Mesas  Maestrales  de  Santiago,  Oalatrava  y  Alcántara.  Revisado  el 
expediente,  se  declaró  por  la  Real  orden  impugnada  la  caducidad  de  la 
canticad  que,  en  concepto  de  carga  de  justicia,  venia  pagándose  hasta  1886 
á  los  Oapellanes  de  la  fundación,  expresándose  por  aquélla  que  se  tensa 
en  cuenta  el  importe  del  gravamen  al  fijarse  la  cantidad  alsada  que  por 
razón  de  cargas  eclesiásticas  ha  de  reconocerse  al  clero,  en  cumplimiento 
del  art.  11  del  Convenio  de  4  de  Abril  de  1860.  Y  el  Tribonal  contenddw 
dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando,  en  cuanto  á  la  fiílta  de  responsabilidad  de  los  deman- 
dantos,  que  el  Fiscal  funda  esta  excepción  perentoria  en  razones  que  ya 
invocó  al  alegar  como  dilatoria  la  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer 
la  demanda,  que  fué  desestimada  por  el  Tribunal: 

Considerando,  respecto  al  fondo  del  asunto,  qué  la  obUgadóii  de  abo- 
nar á  los  Capellanes  cumplidores  de  la  fundación  á  qtie  eate  pleito  se  re- 
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-ficre  la  oantidad  de  6M0  pesetM,  no  tne  origen  de  nn  contrato  fondado 
flB  títolo  oneroso,  ni  por  eoneeonencia  de  él  ingresó  en  las  arcas  del  Te- 
soro, directa  ni  indirectamente,  cantidad  alguna,  íaltsnde  por  lo  mismo  al 
reqiúsito  esencial  para  qne  «data  carga  de  justicia,  7  sin  el  qne  en  ningún 
ciso  procede  el  reconodiniento: 

Considerando  qne  esto  no  snpone  el  incsmi^miento  de  la  yolontai 
del  iimdador,  por  cuanto  en  la  misma  Seal  orden  impugnada  se  establece 
el  medio  de  que  sigan  levantándose  las  cargas  de  la  institocMo  con  ain* 
^  á  loo  preceptos  legales  aplicables  al  caso: 

Goninderando  que  cuando  se  haga  efectiva  esta  prescripción  de  la  Beal 
orden  será  el  momento  oportuno  para  reclamar  las  pensiones  á  qne  tengan 
derecho  los  Capellanes  cumplidores  desde  el  acuerdo  de  caducidad  dio> 
tado  por  la  Dirección  de  la  Deuda,  sin  qne  hoy  sea  posible  negar  todoa 
sos  ^ectoe  á  dicho  acuerdo,  confirmado  por  la  resolución  ministerial,  7 
por  esta  sentencia. 

Vistas  las  leyes  de  29  de  Abril  de  1866  j  23  de  Mayo  de  1869. 

Visto  d  art  11  del  Convenio  de  4  de  Abril  de  1860; 

Fallamos  que  debemos  desestimar  y  desestimamos  la  falta  de  pereona- 
lidad  alegada  por  el  Fiscal,  y  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la 
Administración  general  del  Sstado  de  la  demanda  dedadda  á  nombre  de 
i>.  Miguel  Olmedilla  y- otros  contra  la  Beal  orden  de  21  de  Septíembro 
de  1887,  qne  queda  firme  7  subsistente. — (Sentencia  publicada  el  21  de 
Abiil  de  1892,  é  inserta  en  la  Oacfta  de  6  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Sestshou.  (21  de  Abril  de  lS^).^ExeepeUme$  perentorioi,  Ineímpetm- 
-da  de  juri9dicción.—8e  declara  procedente  la  opuesta  por  el  Fiscal  á  la  de- 
manda de  D.  Anastasio  Gaida  y  otros  contra  la  Beal  orden  de  18  de  Sep- 
tiembre de  1890,  y  se  establece: 

Que  la»  di»po9Íohne$  de  earáeter  gemral  telo  sen  reelamMe$  en  vía  eom- 
iettcio$a^  eoñfcrmt  á  lo  prevenido  en  el  ari.  3.^  de  la  ley  de  13  de  Septiemkre 
de  1888y  cuando  apUoadat  á  eaeoe  paniteularee  keUman  derecho»  etUMecido» 
6 reconocido» poruña  ley. 

Por  la  Beal  orden  impugnada  se  decidió  proveer  en  concurso,  bajo  de- 
terminadas condiciones,  dos  plasas  de  Médicos  Directores  de  bafios  vacan- 
tes en  Filipinas.  Y  el  Tribunal  contendoeo,  estimando  la  mencionada  ex- 
-eqKñón  opuesta  por  el  Fiscal^  dictó^la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es 
como  signe:  ... 

Considerando  qne  la  Beal  orden  reclamada  de  18  de  Septiembre  de 
1890,  al  detemdnar  la  manera  de  proveer  las  vacantes  de  Médicos  Direo^ 
toree  de  bafios  para  establecimientos  balnearios  de  Ultramar,  oonstitiqre 
ana  disposición  de  carácter  general: 

Conaideíando  que  las  disposiciones  de  esta  índole  sólo  son  reclamablea 
en  vía  contenciosa,  conforaae  á  lo  prevenido  en  el  art.  8.<^  de  la  1^  de  It 
de  Septiembre  de  1888,  cnaado  aireadas  á  casos  particulares  lesionen  de> 
techos  establecidos  ó  reconocidos  per  una  ley; 

Considerando  que  en  el  caso  presente,  ni  loe  demandantes  impugiian 
tesoludón  alguna  particnlas,  dictada,  como  aplicación  de  la  expresada  de 
carácter  genmü,  ni  invocan  tampoco  como  lesionado  derecho  establecido 
^  reconocido  por  la  ley: 

Ccmsiderando  que,  en  su  eonascaencia,  procedo  estimar  la  exeepeíóft 
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dtt  incompateneia  de  jurisdicción  que,  como  perentoria,  alega  el  FiacaU 
Vieto  el  ark  8.0  de  la  ley  de  It  de  Septiembre  de  1888; 
Failamoe  qne  debemoe  declarar  7  deelaramoe  la  incompetencia  de  1» 
joriadiecidn  conteneioeo^idminietratíTa  para  conocer  de  la  demanda  deda- 
cida  por  D.  Anastasio  García  Lopes  j  otros  oontia  la  Beal  orden  expedida 
por  el  Ministerio  de  Ultramar  en  18  de  Beptiembre  de  1890.— -{Senteancia 
publicada  el  21  de  Abrü  de  1882,  é  inserta  en  la  Qaeeta  de  6  de  Novieask 
bf»  del  misBM>  alio  A 
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SBarsNOXA  (22  de  Abril  de  1892).-'CZaiei  pa9ha$.  Abono  de  oervieUm* — 
8e  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Celestino  Femándes 
contra  la  Beal  orden  de  27  de  Diciembre  de  1890,  y  se  estableee: 

Que  lot  tubaUemoi  eareoen  de  opMn  á  hcAerptmvo^  $egún  lo  dúpttettQ 
melBeal  decreto  de  18  de  Jumo  de  1852: 

Por  la  Beal  orden  impugnada  se  denegó  la  petición  del  recurrente  de^ 
que  se  tuvieran  en  cuenta  para  su  jubilación  los  afios  que  sirvió  como 
mese  de  planta  por  nombrankiento  del  Subsscretario  del  Ministerio  de  hk 
^bemadón.  Y  el  Tribunal  contencioso  dictó  la  sentencia,  cuya  parte  noeh 
tancial  es  como  sigue. 

Considerando  que  la  cuestión  sobre  que  versa  el  pleito  se  reduce  á  de* 
tenuinar  si  deben  ó  no  abonarse  en  la  clasificación  de  jubilado  á  D.  Celee- 
lino  Femándes  los  servicios  que  prestó  desde  12  de  Noviembre  de  1858- 
hasu  18  de  Enero  de  1866,  y  desde  28  de  dicbo  mes  á  6  de  Febrero  si- 
guiente, como  meso  de  planta  por  nombimmiento  del  Subsecretario  dsl^  Mi- 
nisterio de  la  Gobernación: 

Considerando  que  aquel  cargo  no  confirió  á  Femándes  el  carácter  óm 
empleado,  con  arreglo  al  Beal  decreto  de  18  de  Junio  de  1862,  sino  tan  sólo 
el  de  subalterno,  que  carece  de  opción  á  baber  pasivo,  según  lo  dispuesta 
en  el  mismo  Beal  decreto; 

Y  considerando  que  eliminado  déla  dasiflcación  del  demandante  el* 
tiempo  de  servicios  sobre  que  versa  el  pleito,  no  llega  á  reunir  el  mínimum- 
exigido  por  la  ley  para  que  pueda  reconocérsele  con  derécbo  á  baber  pssi- 
vo  en  concepto  de  jubilado: 

Visto  el  Beal  decreto  de  18  de  Junio  de  1862,  que  en  su  art  Ifi  divido 
en  cinco  categorías  á  los  empleados  de  la  Administración  activa  del  Esta- 
do, la  última  de  Aspirante  á  Oficial,  determinando  que  los  subaltemos  no 
tienen  el  carácter  de  empleados  públicos  para  los  electos  del  missM)  do 
eieto,  salvos  los  derecbos  adquiridos: 

Visto  el  art.  6.0,  que  preceptúa  que  los  subalternos  ó  dependientee  uo 
tendrán  opción  á  sueldo  de  cesantía  ó  jubilactóni 

Vista  la  ley  de  26  de  Mayo  de  1886,  previniendo  en  su  disposictóa  2^ 
%ae  para  graduar  el  baber  de  los  jubilados  de  las  clases  civiles  servirá  ^o 
base  el  sueldo  del  mayor  empleo  que  bayan  desempefiado  en  propiedad  eos 
nombramiento  Beal  ó  de  las  Cortes,  y  exige  veinte  afios  efectivos  para  el 
disfrute  de  las  dos  quintas  partes  del  sueldo; 

j  Fallamos  que  debemos  absolver  y.  absolvemos  á  la  Administradón  go 
nmnX  del  Estado  de  la  demanda  intsírpnesta  á  nombre  de  D.  Celestino  Fes- 
nándes  contra  la  Beal  orden  de  27  de  Diciembre  de  1890,  la  cual  queda 
firme  y  sabsi8tente.-~(8entencia  publicada  el  22  de  Abrü  de  1892,  ó  inserta 
en  la  C^flssto  de  «  de  Noviembre  da  misBM»  afio.) 


í 
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Sbhtsnciia  (28  de  Abril  de  ÍS92).-^Cla$e$  pti$iva$,  Pm$ión  de  MantB* 
ffio.—Be  absuelve  á  la  AdmÍDÍBtración  de  la  demanda-de  Dofia  Inéa  D'Oia- 
berriagae  confera  la  Beal  orden  de  7  de  Enero  de  1884)  y  se  ettableoe: 

l.<^  q^  éL  art,  21  de  la  Instrwieiáñ  de  26  de  Diciembre  de  1831,  mm^ 
dada  obiervar  eetrieíametUe  p^  el  art.  12  del  decreto-ley  de  22  de  Octubre, 
de  1868,ypor  el  10  de  la  ley  de  Freewfueetoe  de  28  de  Forero  de  18T3, 
eólo  reconoce  el  derecho  á  petmán  de  Montepío  á  las  hijas  que  enpiudam 
atando  antes  de  contraer  matrimonio  han  di^nUado  de  la  pensión  misma, 
pero  de  ninyún  modo  alas  que  en  ningún  tiempo  anterior  ¿su  matrimonia 
ia  han  percibido,  ni  en  todo  ni  en  parte: 

2P  Que  tanto  el  art.  21  de  la  referida  Instruceión  como  los  preceptos  del 
deereto-ley  de  1866,  se  hicieron  extensivos  á  las  provincias  de  Ultramar  por 
Beal9rdende  23  de  Octubre  de  1641  y  por  decreto  de  24  de  Abril  de  1869; 

Y 3*  Qite las dieposieiones dd  proyecto  deleyde  20  de  Mayo  de  1862, 
puestas  en  vigor  por  d  art  15  de  la  l^  de  Presupuestos  de  25  de  Junio  ée 
1864^  no  son  ni  pueden  apUoarse  á  las  pensiones  de  Montepío  que  se  rigm 
por  Beglamentos  espeeiales,  sino  únieamente  á  las  del  Tesoro^  que  son  las 
que  establece  y  regida. 

Fot  la  Beal  orden  impngnada  ae  denegó  el  derecho  de  la  recarrente  á 
pensión  del  Montepío  de  Ultramar,  cómo  hija  de  D.  Félix  D'OIaberriagae, 
Intendente  qne  faó  de  Filipinas,  y  el  Tríbnud  contencioso  dictó  la  sen- 
ttticia,  cnya  parte  snstancial  es  como  signe: 

Considerando  qoe  el  art  21  de  la  Instmcción  de  26  de  Diciembre  de 
1831,  mandada  observar  estrictamente  por  el  art  12  del  decreto-ley  de  22 
4e  Octnbre  de  1868,  y  por  el  10  de  la  ley  de  Presupuestos  de  28  de  Febre- 
ro  de  1878,  sólo  reconoce  el  derecho  á  pensión  de  Montepío  á  las  hijas 
qne  envindan  cuando  antee  de  contraer  matrimonio  han  disfrutado  de  la 
pensión  misma,  pero  de  ningún  modo  á  las  qne  en  ningún  tiempo  ente 
ríor  á  sn  matrimonio  la  han  percibido,  ni  en  todo  ni  en  parte: 

Considerando  que.  tanto  el  art.  21  de  la  referida  Instrucción  como  loa 
preceptos  del  decreto-ley  de  1868,  se  hicieron  extensivos  á  las  provincias 
de  Ultiamar  por  Real  orden  de  28  de  Octnbre  de  1841  y  por  decreto  de 
de  24  de  Abril  de  1869: 

Considerando  que  Dofia  Inés  D'Olaberriague  contrajo  matrimonio  en 
el  afio  1836  antes  del  fallecimiento  de  su  padre  D.  Félix,  y  no  di^mtó  de 
la  pensión  por  éste  legada,  por  lo  qne  carece  en  el  presente  caso  de  dere> 
cho  al  goce  de  la  de  Montepío  de  ultramar  que  hoy  solicita,  con  arreglo 
al  precepto  claro  y  terminante  de  las  disposiciones  citadas: 

Considerando  que  las  disposiciones d^  proyactode ley  de  20  de Majfo 
de  1862,  puestas  en  vigor  por  el  art.  16  de  la  ley  de  Presupuestos  de  2& 
de  Jnnio  de  1864,  y  que  la  parte  ac^ra  cita  en  apoyo  de  su  pretendida 
derecho,  no  son  ni  pueden  aplicarse  á'  las  pensiones  de  Montepío  que  se 
rigen  por  Reglamentos  especiales,  sino  únicamente  á  las  del  Tesoro,  que 
son  las  qne  establece  y  legnla: 

T  considerando  qne  al  dictarse  la  Real  orden  impugnada  se  ha  obser- 
vado estrictamente  la  prescripción  del  art  21  de  la  Instrucción  de  26  da 
Diciembre  de  ISai,  única  dii^osición  aplicable  al  presente  caso: 

Vistoel  art  21  de  la  citada  Instmcción: 

Visto  el  art  12  del  decreto-ley  de  22  de  Octnbre  de  1868 : 
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Viste  la  Real  orden  de  28  de  Octubre  de  1841,  por  la  que  se  hace  ex- 
teneivo  á  laa  proTinciaa  de  Ultramar  el  citedo  art  21  de  la  Inatmcdói^ 
de  1831: 

Visto  el  art.  16  del  decreto  de  24  de  Abril  de  1869,  en  que  se  dispone 
qoe  se  aplicarán  estrictamente  los  Reglamentos  aprobados  en  7  de  Febre- 
ro  de  1770  y  18  de  igual  <&es  de  1774,  asi  como  el  art.  21  de  la  Instmc- 
don  de  26  de  Diciembre  de  1881; 

Fallamos  qne  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  deducida  á  nombre  de  Dofia  Inés  D'Ola- 
berriague  contra  la  Real  orden  de  7  de  Enero  de  1864,  la  cual  queda  fir- 
me y  subsistente.^(8entencia  publicada  el  23  de  Abril  de  1892,  ó  inserta 
en  la  Gaceta  de  6  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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BxsTBNOiA  (23  de  Abril  de  18921 — Ftrito$  del  Befada  (hoiwrarvm), — 
te  absuelve  á  la  Administración  de  Ja  demanda  de  D.  Manuel  Ohápuli  eon- 
Ira  la  Real  orden  de  28  de  Febrero  de  1884,  y  se  estebleee: 

Que  la  Hacienda  ffiene  obligada  á  abonar  Um  honorarios  devengados  por 
mn  perito,  pero  no  lo$  fue  éstos  pretendan  percibir  por  la  realixacidn  de  traba- 
joshechos  porsuprcpta  voluntad  y  con  extraUniitacián  del  encargo  que  de 
aquéUa  hubieren  recwido, 

# 

Nombrado  el  recurrente  por  Ja  Hacienda  perito  tasador  de  las  obras 
ejecutodas  en  un  inmueble,  solicitó  aquél  además  el  pago  de  otros  traba- 
jos no  comprendidos  en  aquel  concepto,  cuya  petición  se  le  denegó  por 
la  Real  orden  reclamada.  Y  el  Tribunal  contendoso  dictó  la  sentenda, 
cuya  parte  sustancial  es  como  dgue: 

Ck)nsidenmdo  qne  nombrado  D.  Muiuel  Ohápnli  para  tasar  como  Ar- 
quitecto las  obras  qne  debían  ejecutarse  en  la  Casa  de  Misericordia  de 
Alicante  y  el  importe  de  los  alquileres  que  babía  de  perdbir  el  Obispo 
de  Orihuela  en  cumplimiento  de  la  ejecutoria  de  10  de  Octubre  de  1879, 
la  Hacienda  viene  obligada  á  abonarle,  como  reconoce  la  Real  orden  re 
clamada,  los  honorarios  que  por  dichos  conceptos  haya  devengado,  pero  no 
los  que  pretende  percibir  por  la  realisadón  de  trabajos  li^chos  por  su 
pronia  voluntad  y  con  eztralimitación  del  encargo  que  había  recibido: 

Considerando  que  por  esta  razón  no  es  de  estimar  la  demanda  y  debe 
confirmarse  la  Real  orden  que  ella  impugna; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpueste  á  nombre  de  D.  Manuel  Ohá- 
pnli contra  la  Real  orden  de  28  de  Febrero  de  1884,  la  cual  queda  firme  y 
subsistente,— (Bentenda  publicada  el  28  de  Abril  de  1892,  ó  inserta  en  la 
baceta  de  6  de  Noviembre  del  mismo  afio,) 
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BxKTKNOiA  (28  de  Abril  de  IMi),-^ Aduanas  (tnaterial  )de  ferrocarrilesy. 
^8e  confirman  las  Reales  órdenes  de  16  de  Febrero  de  1882  y  7  de  Mano 
de  1883,  y  se  revocan  las  dé  14  de  Marzo  de  1884,  2  de  Marso  de  1886  y  4 
de  Marzo  de  1887,  y  12  de  Enero  y  18  deDidembre  de  1888,  impugnada» 
por  la  Oompafiía  concesionaria  dd  ferrocarril  de  la  Orconera  á  Luchana^ 
y  se  estebleee: 
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IP  Que  no  es  de  tstmar  la  excepcián  dedefecto  legal,  fundada  en  no 
mam^añar  el  actor  á  la  demanda  loa  expedientes  gubernativos  que  motivaron 
las  Éeales  órdenes  recurridas,  cuando,  si  bien  es  cierto  que  en  el  expediente 
general  aducido  por  aquél  no  aparecen  todos  los  datos  que  especifiquen  los  de- 
talles del  asunto  objeto  de  dichas  disposiciones^  constan  los  acuerdos  ministe- 
rióles  oriainales  que  los  produjeron,  y  bastan  éstos  por  si  solos  para  la  di^n- 
siónyfculo  de  la  cuestión  puramente  de  derecho  sobre  que  versa  el  pleito: 

2fi  Que  no  cabe  considerar  lesivas  de  los  intereses  del  Tesoro  las  Reales 
órdenes  aprobatorias  de  las  relaciones  de  material  introducido  por  la  Com- 
pila concesionaria  de  una  linea  férrea  con  la  franquicia  otorgada  á  la 
misma,  si  aqutílas  fueron  dictadas  durante  el  plazo  originariamente  y  por 
sucesivas  prórrogas  señalado  para  la  contírucción  á  los  rfectos  de  dtcha 
franquicia: 

YB.^  Que seoún lalev  dellde  Julio  de  1877, sus  beneficios  se  referían  á 
la  Empresa  que  hubiera  disfrutado  franquicia  durante  la  construcción  y  dies 
primeros  años  de  explotación,  y  días  que  no  gozaron  de  ella  ni  de  anticipo  ó 
subvención,  pero  no  á  las  que  tuvieron  franquicia  durante  la  construcción 
solamente,  interpretación  confirmada  por  la  Real  Of*den  de  Ifi  de  Abril  de 
1878,  dictada  de  acuerdo  con  el  parecer  del  Oonstjo  de  Estado  en  pleno. 

Por  ley  de  6  de  Jonio  de  1876  se  declariuron  libres  de  derechos  aran- 
eekríofl  los  efectos  y  material  neceflarios  para  la  constnicción  y  explota- 
eíón  de  la  lioea  férrea  de  la  Orconera  á  Luchana,  á  cayo  fin,  por  Real  or- 
den de  5  de  Mayo  de  1877,  se  fijó  el  plazo  de  caatro  años  sacesiramente 
prorrogados  hasta  Mayo  de  1888.  Aprobaron  las  Reales  órdenes  impagna- 
áaa  Un  relaciones  de  material  qne  con  aquel  objeto  presentó  la  Compañía 
eoncesionaria,  y  reclamadas  aquéllas  por  el  Fiscal,  como  lesivas  de  los  in- 
teroBoe  del  Tesoro,  el  Tribunal  contencioso,  desestimando  la  excepción  de 
defecto  legal  opuesta  por  la  Gompafiia  demandada,  dictó  la  sentencia^ 
cuya  parte  sustancial  es  como  signe; 

Considerando  que  no  es  de  estimar  lá  excepción  de  defecto  legal  que 
foimnla  el  demandado,  fundada  en  que  el  Fiscal  no  acompañó  á  la  do 
manda  loe  expedientes  gubernativos  qne  motivaron  las  Reales  órdenes 
recorridas,  porque  si  bien  es  cierto  que  en  el  expediente  general  aducido 
por  el  actor  no  aparecen  todos  los  datos  que  especifiquen  los  detalles  del 
valor  y  cantidad  del  material  y  efectos  importados,  constan  loa  acuerdos 
ininieteriales  originales  que  produjeron  las  resoluciones  impugnadas,  los 
euaieé  por  sí  solos  bastan  para  la  discusión  y  fallo  de  la  cuestión  pura- 
mente de  derecho  sobre  que  versa  el  pleito: 

Considerando  que  el  plazo  de  construcción  del  ferrocarril  minero  de 
la  Orconera  á  Luchana,  que  se  fijó  en  cuatro  afios  por  Real  orden  de  7  de 
Mayo  de  1877,  fué  prorrogado  por  cuatro  afios  más  en  virtud  de  las  de. 
17  de  Junio  de  1879  y  3  de  Agosto  de  1880,  y  qne  por  ello  es  evidente 
qne  en  virtud  de  lo  acordado  en  la  Real  orden  que  el  Ministerio  de  Ha- 
cieuda  habla  expedido  en  11  de  Diciembre  de  1876,  la  Compafiía  conce- 
sionaria disfmtó  de  la  exención  concedida  por  la  ley  del  6  de  Junio  del 
mismo  afio,  hasta  que  las  expresadas  prórrogas  finalizaron  en  16  de  Mayo 
de  1883: 

Considerando,  en  su  virtud,  qne  no  cabe  estimar  como  lesivas  de  los 
intereses  del  Tesoro  las  resoluciones  impugnadas  de  15  de  Febrero  y  8  de 
Mayo  de  1882  y  7  de  Marzo  de  1883,  que  en  dicha  época  autorizaron  la 
introducción  del  material  y  efectos  necesarios  para  la  construccióii  y  ex^ 
plotación  de  aquella  linea  férrea: 

Considerando,  en  cuanto  á  las  Reales  órdenes.de  14  de  Marzo  de  1884, 
%  de  Marso  de  1886,  4  de  Marzo  de  1887  y  12  de  Enero  y  13  de  Diciem^ 
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bre  de  188B,  qne  después  de  finado  el  plazo  para  constniir  la  línea  férrea, 
permitieron  la  importación,  con  los  beneficios  concedidos  por  la  lej  de  11 
de  Jnlio  de  1877,  deben  ser  revocadas,  porqne,  según  dicha  ley,  sos  bene- 
¿cios  se  referían  á  las  Empresas  qne  habiesen  disfratado  franquicia  du- 
rante la  constracción  y  diez  primeros  afios  de  explotación,  y  á  las  qne  do 
gozaron  de  ella  ni  de  anticipo  ó  subvención;  pero  no  á  las  que,  como  la 
de  que  se  trata,  tuvieron  franquicia  durante  la  construcción  solamente, 
interpretación  confirmada  por  la  Real  orden  de  l.o  de  Abril  de  1878,  dic- 
tada de  acuerdo  con  el  parecer  del  Consejo  de  Estado  en  pleno;  y 

Considerando  que,  en  virtud  del  hecho  consignado  en  el  último  resul- 
tando de  esta  sentencia,  no  es  preciso  hacer  declaración  alguna  con  rela- 
ción á  las  Reales  órdenes  de  8  de  Mayo  de  1882  y  18  de  Enero  de  1886, 
ni  á  la  petición  genérica  consignada  por  «1  Fiscal  en  su  escrito  de  de- 
manda, con  respecto  á  las  demás  resoluciones  á  que  pudiera  referirse  ia 
de  18  de  Noviembre  de  1890: 

Vista  la  ley  de  Presupuestos  generales  del  Estado  de  11  de  JTulio  de 
1877,  art.  34: 

Vista  la  Real  orden  de  l.o  de  Abril  de  1878: 

Vista  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888,  en  su  art.  41. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos:  primero,  que  no  hi(  lu- 
gar y  la  excepción  perentoria  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la 
demanda;  segando,  que  son  firmes  y  subsistentes  las  Reales  órdenes  ex- 
pedidas por  el  Ministerio  de  Fomento  en  16  de  Febrero  de  1882  y  7  de 
Marzo  de  1883,  y  tercero,  que  debemos  revocar  y  revocamos  las  dictadas 
en  14  de  Marzo  de  1884,  2  de  Marzo  de  1885,  4  de  Marzo  de  1887, 12  de 
Enero  y  18  de  Diciembre  de  1888,  declarando  en  su  lugar  que  la  Oom- 
pafifa  demandada  no  tiene  derecho  al  disfrute  de  franquicia  alguna 
por  el  concepto  á  que  el  pleito  se  refiere  desde  que  terminó  el  plazo  y 
prórrogas  del  mismo  para  la  construcción  de  la  línea  férrea  de  la  Orcone- 
ra  á  Luchaua,  y  que  está  obligada  á  reintegrar  al  Tesoro  público  las  can- 
tidades que  en  virtud  de  las  cinco  Reales  órdenes  últimamente  citadas 
dejó  de  abonar,  con  arreglo  á  los  Aranceles  de  Aduanas,  por  los  útiles  y 
material  importados  del  extranjero  desde  16  de  Mayo  de  1888.^8enten 
cia  publicada  el  28  de  Abril  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaeda  de  6  de  No- 
viembre del  mismo  afio.) 

*^ 

203 

Sentencia  (23  de  Abril  de  lS97).—Detamor ligación.  Nulidad  de  venUu 
— Se  revoca  la  Real  orden  de  29  de  Febrero  de  1884,  impugnada  por  Don 
Calixto  Paz,  y  se  establece: 

i.o  Que  según  orden  del  Ministerio  de  Hacienda  de  10  de  Mayo  de  1S79, 
cuando  por  causas  independientes  de  la  voluntad  dé  los  compraaores  trans- 
curra más  de  un  año  desde  la  subasta  á  la  adjudicación,  ó  cuando  después  de 
satitf echo  el  primer  plazo  pase  igiMl  término  sin  poder  darle  posesión  de  Im 
finca,  es  potestativo  en  los  adquirentes  quedarse  con  eÜa  ó  rescindir  el  cofs- 
trato; 

Y  2S>  Que  vendiendo\él  Estado  unafinca\euyo  dominio  nopodia  transmítíir^ 
procede  que  se  anule  la  venta  y  se  devuelva  al  conprador  la  cantidad  que  A^a 
satisfecho,  con  más  los(  intereses,  daños  y  perjuicios,  previa  la  liquidatÁán  ee- 
rrei^pwkdiente. 

En  81  de  Jnlio  de  1881  enajenó  el  Estado  un  inmueble  i  D.  An^lí  n 
Saens,  quien  después  de  abonar  el  primer  plazo,  le  issdió  á  D.  Oalixto  Fsa¿ 
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Ift  misma  finca,  gravada  con  varias  cargas,  resaltó  comprendida  entre  los 
bienes  de  ana  capellanía  adjadicados  por  sentencia  de  los  Tribanales  or- 
dinarios á  terceras  personas;  solicitó  aqaól  se  le  diese  posesión  del  mendo- 
ntdo  inmaeble  ó  se  le  reintegrase  en  los  gastos  y  plazo  ingresado,  y  por  la 
Beal  orden  impagnada  se  mandó  ponerle  en  posesión  material  del  mismo. 

El  Tribunal  contencioso  dictó  la  sentencia,  coya  parte  snstancial  es 
«orno  signe: 

Considerando .qne  la  caestión  disentida  en  este  pleito  es  si  procede  de- 
clarar la  nulidad  de  la  venta  de  la  casa  solar  sita  en  la  calle  de  San  Vicen- 
te, núm  46  novísimo  de  la  dndad  de  Sevilla^  realizada  por  el  Estado  á 
^vor  de  J>,  Calixto  Pac  Domingoez: 

Considerando  qne  según  orden  del  Ministerio  de  Hacienda  de  10  de 
Mayo  de  1879,  cuando  por  causas  independientes  de  la  voluntad  de  los 
compradores  transcurra  mis  de  un  afio  desde  la  subasta  á  la  adjudicada, 
ó  cuando  después  de  satisfecho  el  primer  plazo  pase  igual  término  sin 
poder  darle  posesión  de  la  ñnca,  es  potestativo  en  los  adquirentes  quedar 
se  con  ella  ó  rescindir  el  contrato: 

Considerando  que  en  el  caso  de  autos,  por  razones  que  no  son  imputa- 
bles al  comprador  D.  Calixto  Paz  Domínguez,  el  £stado  no  ha  podido  po- 
nerle en  posesión  de  la  mencionada  casa,  á  pesar  de  haberlo  pedido  aquól 
con  insistencia  á  la  Autoridad  correspondiente: 

Considerando  que  la  dtada  fíuca  fué  enajenada  como  libre  de  toda 
csrga,  y  después  han  apareddo  sobre  ella  diferentes  gravámenes  de  que 
el  Estado  no  ha  podido  librarla,  lo  que  hace  que  el  contrato  no  se  haya 
cumplido  por  su  parte: 

Considerando,  además,  que  después  de  hecha,  respecto  de  la  expresada 
ftnea  en  el  Registro  de  la  propiedad  de  Sevilla,  la  anotación  preventiva  de 
tS  de  Noviembre  de  1881,  se  dictó  la  sentencia  de  18  de  Enero  de  1888 
por  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Vicente  de  dicha 
dudad,  en  la  que  se  declaró  que  los  bienes  que  constituyen  la  dotación 
de  la  capeUania  fundada  en  la  iglesia  del  Salvador  de  la  misma  por  Don 
Domingo  Clemente  de  Luque  y  Doña  María  Gertrudis  del  Álamo,  tocan 
y  pertenecen  á  D.  Manuel,  Doña  Vicenta  y  Dofia  Patrocinio  Ortíz,  á  quie- 
nes se  adjudicaron  en  concepto  de  libres,  y  entre  ellos  está  comprendida 
la  casa  en  cuestión: 

Condderando,  por  lo  expuesto,  que  el  Estado  vendió  á  D.  Calixto  Paz 
Domínguez  una  ñnca,  cuyo  dominio  no  podía  transmitirle,  y  por  tanto» 
procede  que  se  anule  la  referida  venta  y  se  devuelva  al  comprador  la  can- 
tidad que  haya  satisfecho  del  precio,  con  más  los  intereses,  daños  y  per- 
joidos,  previa  la  liqnidadón  correspondiente; 

Vista  la  orden  de  10  de  Mayo  de  1869: 

Vista  la  ley  68.  tít  6.*,  Partida  6 .*; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  de  39  de 
Febrero  de  .1884,  declarando  nula  la  venta  hecha  por  el  Estado  de  la  casa 
dta  en  la  calle  de  San  Vicente,  núm.  46  novísimo,  de  la  ciudad  de  Sevilla, 
á  D.  Calixto  Paz  y  Domínguez,  al  caal  procede  abonar  la  parte  del  procio 
que  tiene  salásteoha,  con  sus  intereses,  daños  y  perjuicios,  previa  la  liqui- 
dadón  correspondiente  — <Sentenda  publicada  el  28  de  Abril  de  1892,  ó 
inserta  en  la  Gaceta  de  6  de  Hoviembre  del  mismo  afio.) 
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Sbntkhoia  (28  da  Abril  de  1892).— Aduanat  (pago  de  derecho$),'^B^ 
absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  la  Gompafiía  de  loa  Fe- 
rrocarrilea  de  Medina  del  Campo  á  Zamora  eontra  la  Real  orden  de  18  de 
Julio  de  1881)  y  se  establece: 

i.o  Que  el  art  15  del  apéndice  13  de  las  Ordenangas  de  Aduanoi  de  23 
de  Jvlio  de  1878,  de^mée  de  determinar  la  forma  en  que  debe  $oUeitar$e  et 
beneficio  concedido  por  la$  leyes  de  21  de  Julio  de  1676  y  11  de  JuUo  de 
1877,  prescribe  que  la  falta  de  observancia  de  las  formalidades  establecidas 
para  el  despacho  de  material  de  ferrocarriles,  implica  la  pérdida  de  los  bene- 
ficios otorgados  y  deja  sujeto  el  caso  á  las  prescripciones  'de  la  legisladóvs 
com/{in\ 

Y  2.0  Que  puesto  en  armenia  dicho  articulo  con  el  17  del  mismo  apéndice^ 
que  prohibe  el  despacho  con  franquicia,  si  no  se  tiene  á  la  vista  lareladán 
aprobada  ó  la  autorixatAón  provisional  de  qt^e  trata  él  articulo  10,  se  de- 
nnuestf^a  la  improcedencia  de  la  demanda  formulada  contra  los  derechos  de 
Aduanas  impuestos  al  material  de  ferrocarriles  de  una  compañía  ferrovia- 
ria que  no  cumplió  aquellos  requisitos, 

Ck>ncedida  la  constmeción  y  explotación  de  la  línea  férrea  de  Gailla* 
rey  á  Miño  á  D.  Ramón  Aranal  y  otro  eximiéndoles  del  pago  de  los  dere- 
chos de  Adaanas  correspondientes  al  material  que  importasen  del  extran> 
jero,  faé  trasmitida  la  concesión  á  la  Gompafiía  demandante.  Posterior- 
mente/á  esto,  se  presentó  en  la  Aduana  de  Vigo  una  partida  de  carrilee 
de  hierro,  solicitando  la  Empresa,  en  virtud  del  beneficio  de  la  conceaióii» 
el  aforo  libre  de  todo  derecho. 

La  Aduana  desestimó  ésta  pretensión  fundándose  en  que  la  mercancía, 
no  venía  consignada  expresamente  á  la  línea  mencionada,  y  en  que  no  se 
le  había  comunicado  relación  del  material  aprobado,  ni  autorización  espe- 
cial para  el  despacho  libre  de  derechos,  obligando  á  la  Gompafiía  al  pago 
de  la  cantidad  correspondiente  con  arreglo  á  Arancel.  Recurrido  por  la  de 
mandante  este  acuerdo,  se  dictó  la  Real  orden  impugnada,  confirmatoria 
del  aforo  practicado.  Y  el  Tribunal  contencioso  dictó  la  sentencia,  cuya 
parte  sustancial  es  como  sigue: 

Gonsiderando  que  el  art.  16  del  apéndice  18  de  las  Ordenanzas  de 
Aduanas  de  23  de  Julio  de  1878,  después  de  determinar  la  forma  en  que 
debe  solicitarse  el  beneficio  concedido  por  las  leyes  de  21  de  Julio  de 
1876  y  11  de  Julio  de  1877,  prescribe  que  la  falta  de  observancia  de  las 
formalidades  establecidas  de  material  de  ferrocarriles,  implica  la  pérdida 
de  los  beneficios  otorgados  y  deja  sujeto  el  caso  á  las  prescripciones  de 
la  legislación  común. 

Gonsiderando  que  puestos  en  armonía  dicho  artículo  con  el  17  del  mis- 
mo apéndice,  que  prohibe  el  despacho  con  franquicia,  si  no  se  tiene  á  la 
vista  la  relación  aprobada  ó  la  autorización  provisional  de  que  trata  el 
art  10,  se  demuestra  la  improcedencia  de  la  demanda,  toda  vez  que  ni 
uno  ni  otro  de  aquellos  requisitos  existia  á  la  fecha  de  la  introducción  del 
material  de  que  se  trata: 

Visto  los  arts.  16  y  17,  apéndice  18  de  las  Ordenanzas  de  Aduanas  de 
23  de  Julio  de  1878; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
nexml  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  la  Gompafiía  de 
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torocarrilet  de  MedinA  del  Campo  á  Zamora  y  de  Orense  á  Vigo,  contara 
k  Beal  orden  de  13  de  Julio  de  1881,  qne  qaeda  firme  y  ■nbalatente.— 
Sentencia  pablicada  el  23  de  Abril  de  1891,  é  inaerta  en  la  Qaceta  de  i 
ae  Noviembre  del  miamo  afio.) 
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ÁJJTO  (23  de  Abril  de  l%^),^NuUdad  de  ochiaetofMt.—Se  declara,  en 
parte,  la  de  las  praotícadaa  por  el  Tríbanal  provincial  de  Sevilla,  en  el 
pleito  de  Dofia  Dolorea  Dasa  y  otras  contra  an  acaerdo  del  Gobernador,  y 
se  revoca  el  anto  dictado  por  aquél  Tríbanal  en  6  de  Diciembre  de  1890, 
y  se  establece: 

i.o  Que  á  tenor  de  la»  disponciones  vigenie$  ofm  anterioridad  á  la  ley  de 
13  de  Septiembre  de  1888,  el  trámite  previo  de  admitían  de  loe  demanda»  te^ 
nia  el  concepto  de  expediente  gubernativo,  v  en»u  virtud^  la  re»olución  de  %m 
Gobernador  declarando  la  improcedencia  de  una  demanda  contencio»a  de  fe- 
cha anterior  ala  de  aquella  ley,  f^  puede  e»timar»e  como  auto,  y  mucho  mo- 
no» cuando  contra  la  mi»ma  re»olución  u  hubiera  presentado  el  reeur»o  que  au- 
torizaba el  art  9á  de  la  ley  de  25  de  Septiembre  de  1863,  que  hacia  no  fuera 
m  retolución  final  en  el  orden  avhemativo;  por  lo  que^  concediéndola  un  ca- 
rácter o%te  no  tenia  y  sujetándola  al  recurso  de  apelacián^  »e  infringen  lo»  pre- 
cito» de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888,  que  fijan  lo»  ca»o»  enqueproeedé 
aqvel  recur»o; 

Y2^>  Que  ugún  la  di»po9Íción  i>  tran»itoria  de  la  ley^  la»  demanda»  an- 
teriore»  á  la  mienta^  pendietUe»  de  admieién^  han  de  e»timaru  como  recureo 
inieiando  el  procedimiento  contencioto  admini»traHiH>. 

D.  Manuel  Dasa  recurrió  ante  el  Ministerio  de  la  Gobernación  de  un 
acuerdo  del  Gobernador  de  Sevilla,  íecba  14  de  Mayo  de  1887,  revocatorio 
de  otro  del  Ayuntamiento  de  aquella  capital,  y  por  Real  orden  de  6  de  Ju- 
lio de  1887  se  declaró  improcedente  la  vía  gubernativa  por  haber  causado 
estado  la  resolución  reclamada.  Contra  esta,  el  propio  Daza  en  7  de  Sep- 
tiembre del  mismo  afio  entabló  demanda  ante  la  Comisión  provincial,  la 
cual,  en  vista  de  la  fecha  de  dicha  demanda  y  de  la  resolución  de  su  re- 
ferencia, propuso  y  resolvió  el  Gobernador  en  27  de  Septiembre  que  no 
procedía  autorizar  la  vía  contencioso  administrativa. 

Acudió  Dasa  al  Ministerio  con  el  recurso  á  qne  alude  el  art.  84  de  la 
ley  de  25  de  Septiembre  de  1883,  y  publicada  la  de  18  de  Septiembre  de 
1888,  sin  que  aquél  hubiera  sino  resuelto,  remitió  el  Ministerio  los  antece- 
dentes al  Tribunal  provincial,  el  cual,  previos  varios  incidentes,  mandó  en 
5  de  Diciembre  de  1890  emplazar  al  demandante  y  al  Abogado  del  Estado 
para  que  acudieran  á  sostener  la  apelación  ante  el  Tribunal  contencioso. 
Este  dictó  el  auto,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  en  el  estado  del  procedimiento,  en  el  presente  litigio 
no  existe  materia  sobre  la  cual  pueda  versar  el  recurso  de  apelación  que 
el  Tribunal  provincial  de  Sevilla  dio  por  admitido  en  su  auto  de  6  de  Di- 
ciembre de  1890: 

Considerando  que,  á  tenor  de  las  disposiciones  vigentes  con  anteriori- 
dad á  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  el  trámite  previo  de  admisión 
de  las  demandas  tenía  el  concepto  de  expediente  gubernativo,  y  en  su  vir- 
tud, la  resolución  del  Gobernador  de  Sevilla  de  6  de  Julio  de  1887,  decla- 
rando improcedente  la  vía  contenciosa  para  la  demanda  de  D.  Manuel 
Dasa,  no  poede  estimarse  como  anto,  y  mucho  menos  cuando  contra  la 
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misma  resoladón  se  había  presentado  el  recarao  que  aatorizaba  el  art  0# 
de  la  ley  de  26  de  Septiembre  de  1863,  qae  hacía  no  laera  bu  reaolación 
final  en  el  orden  gabematívo,  por  lo  qne,  al  conceder  el  Tribunal  prqyúi' 
cial  de  Sevilla  nn  carácter  qae  no  tenía  y  sajelarla  al  recurso  de  apelación 
desconoció  por  completo  el  alcance  y  eficacia  de  la  ya  repetida  resolución 
é  infringió  los  preceptos  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  que  fijan 
los  casos  en  que  procede  el  recurso  de  apelación  para  ante  el  Tribunak 

Considerando  que,  según  la  disposición  1>  transiroria  de  la  ley  de  1888, 
la  demanda  de  D.  Miguel  Daza,  pendiente  de  admisión,  no  puede  menos 
de  estimarae  como  reeurao  iniciando  el  procedimiento  contencioso  admi- 
nistrativo, y  el  Tribunal  de  Sevilla,  reclapiado  el  expediente  y  formalixadn 
la  demanda  por  el  actor,  debió  emplazar  para  que  la  contestara  al  Abogjudú 
del  Estado  que  designara  el  Gobernador,  colocando  de  este  modo  el  pco> 
cedimiento  al  trámite  dentro  del  cual  el  demandado  pudiera  presentar,  si 
lo  estimaba  debido,  como  excepción  dilatoria,  los  fundamentos  alegados 
por  el  Gobernador  en  1887,  ó  los  que  creyera  procedentes,  fallando  Inego 
el  Tribunal  sobre  los  mismos^  y  normalizando  de  esta  manera  el  procedi- 
miento á  lo  que  la  ley  prescribe. 

Vistos  los  artículos  34,  45,  46  y  69  d||  la  ley  de  18  de  Septiembre  ám 
1888,  así  como  la  disposición  1>  transitoria  de  la  misma: 

Visto  el  art.  94  de  la  ley  de  25  de  Septiembre  de  1863; 

Se  declara  nulo  todo  lo  actuado  en  este  pleito,  á  partir  de  la  providen- 
cia de  12  de  Noviembre  de  1888,  y  en  su  virtud  se  revoca  el  auto  de  6  ds 
Diciembre  de  1890  antes  referido.  Publíquese  este  auto  en  la  Gaceta  da 
Madrid  é  insértese  á  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa. — (Auto  fecha 
23  de  Abril  de  1892,  é  inserto  en  la  Gaceta  de  6  de  Noviembre  del  mis- 
mo afio) 
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Sbntbkcii.  (25  de  Abril  de  1892}.~Ae/os  áe  la  Administradón.^^^  ice- 
voca,  en  parte,  la  Real  orden  de  10  de  Diciembre  de  1889  impugnada  por 
la  Comisión  de  propietarios  de  Salobrefia,  y  se  establece: 

i.o  Que  la  Adminidradón  no  puede  legalmente  volver  sobre  sus  deeitU- 
nes,  cucmdo  crean  óbligacionee  y  derechos; 

Y  J9.0  Que  las  Reales  órdenes  que  alteran  éstos,  no  tienen  el  carácter  de 
resoluciones  de  mero  trámite^  por  ío  que  es  improcedente  la  excepción  de  «n- 
competencia/undada  en  el  supuesto  contrario  que  se  deduzca  contra  las  de- 
mandas en  que  se  interesa  la  revocación  de  aquellas. 

Por  Real  orden  de  23  de  Agosto  de  1889,  se  autorizó  á  los  hacendados 
úe  las  vegas  de  Salobrefia  y  Lobres  (Granada)  para  que  ejecutasen  las 
obras  de  defensa  proyectadadas  contra  las  avenidas  del  río  Guadalfeo,  da- 
clarándose,  con  sujeción  el  artículo  55  de  la  ley  de  18  de  Junio  de  1879^ 
obligatorio  el  costearlas  todos  los  propietarios  que  hubiesen  de  ser  bene- 
ficiados con  las  mismas,  y  reservando  á  los  que  no  se  creyesen  en  este  es^ 
60  el  derecho  á  eximirae  de  aquella  obligación,  siempre  que  lo  justiflea- 
sen  por  el  oportuno  expediente.  Posteriormente  á  esto  y  en  virtud  de  la 
reclamación  formulada  por  varios  vecinos  de  Salobrefis,  Motril  y  Molvi- 
aar  contra  el  cumplimiento  de  la  anterior  resolución,  se  dictó  la  Real  or- 
4en  impugnada  modificativa  de  las  condiciones  de  aquella  autorización,  y 
el  Tribunal  oontenoioso,  desestimando  la  excepción  en  competencia 
opuesta  por  el  Fiscal,  dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sentencial  es  como 
sigae: 
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Gonsidenmdo  qua  por  Ia  Real  orden  de  28  de  Agoeto  de  1889)  finne  j 
•jéCQoríA  §1  no  haber  sido  objeto  de  recarao  en  vía  contendoaa,  ee  antori- 
aó  ála  Ck>miaión  de  hacendadoa  de  laa  Vegaa  de  Salobreña  y  Lobrea,  en 
en  la  proyinda  de  Granada,  para  ejecntar,  dentro  del  plaso  de  ocho  afioa, 
riertaa  obraa  de  deíenia  por  la  margen  del  rio  Gnadalfeo,  eegún  precep- 
to faenltatiyo,  j  ae  declaró  i  la  vez,  con  arreglo  al  art.  66  de  la  ley  de 
Agoaa,  qae  aea  obligatorio  coatearlaa  á  todoa  loa  propletarioa  que  lo  fue- 
•ea  dentro  de  la  extenaión  de  terreno  fijado  por  la  mayoría: 

Oonaiderando  que  en  la  mencionada  Real  orden,  y  con  el  fin  de  armo- 
nizar el  qne  laa  obraa  no  sairieaen  paralización  ni  demoraa,  y  el  justo  rea- 
peto  á  loa  derechoa  de  loa  propietarioe,  qne  con  razón  bastante  pudieran 
aer  comprendidos  entre  loa  obligados  al  pago  proporcional  de  aquéllas,  se 
consignó  la  reaerra  de  derecho,  para  que  loa  que  se  creyeran  en  dicho  ca- 
ao  pndieían  eximirae  de  la  obligación  impueata,  mediante  la  formación 
del  oportuno  expediente: 

Oonaiderando  que  la  Administración,  una  vez  adoptadas  las  reaolucio- 
aea  expreaadaa,  no  pudo  legalmente  modificarlaa  aun  cuando  sus  íaculta- 
d(>a  reglamentarias  alcancen  á  establecer  los  trámites  y  requisitos  á  que 
hayan  de  ajuatarse  el  expediente  ó  expedientea  que  para  eximirse  del  pa- 
go de  laa  obras  intenten  loa  que  no  ae  crean  comprendidos  en  dicha  obli- 
gadóñ: 

Oonaiderando,  por  todo  ello,  que  la  Real  orden  impugnada,  al  poner 
ée  nuevo  á  jnido  la  forma  y  proporción  con  que  loa  propletarioa  de  que 
ae  trata  han  de  contribuir  á  laa  obraa,  y  al  dificultar  de  eate  modo  la  in- 
mediata ejecudón  de  las  mismas,  no  tiene  el  carácter  de  reaolución  de  me- 
ro trámite,  por  lo  cual  es  improcedente  la  excepción  perentoria,  que,  fun- 
dada en  tal  supuesto,  ha  formulado  el  Fiacal: 

Oonaiderando  qne  ya  porque  la  Real  orden  de  28  de  Agosto  de  1889 
cansó  estado,  va  también  por  la  imposibilidad  de  qne  la  Administradón 
activa  vuelva  legalmente  sobre  sus  decisiones  cuando  crean  obligacionea 
7  derachos,  no  debe  reputarse  válida  ni  eficaz  la  Real  orden  recurrida,  si 
no  en  cnanto  no  altere  ni  modifique  lo  diapneato  en  la  de  28  de  Agoato  al 
prindpio  mencionada: 

Vista  la  ley  de  Aguaa  de  13  de  Junio  de  1879,  cap.  6.o  art.  66;  qne  al 
tratar  en  su  cap.  6.o  de  la  defensa  contra  las  aguas  públicas,  dispone  por 
al  art  66,  que  cuando  laa  obraa  proyectadaa  sean  de  alguna  consideración, 
el  Ministro  de  Fomento,  á  solicitud  de  los  que  laa  promuevan,  podrá  obli- 
gar á  coatearlaa  á  todoa  loa  propletarioa  que  hallan  de  ser  beneficiados 
por  ellaa,  ñempre  que  preete  su  conformidad  la  mayoría  de  éatoa  compu- 
tada por  la  parte  de  propiedad  que  cada  uno  represente  y  qne  aparezca 
cumplida  y  ¿icultatlvamente  justificada  la  común  utilidad  que  las  obraa 
hayan  de  producir.  En  tal  caso,  cada  cual  contribuirá  al  pago  según  laa 
ventajas  que  reporte; 

Fallamoa  que  debemoa  declarar  y  declaramos:  primero,  que  no  ha  la- 
gar á  la  excepción  perentoria  de  incompetenda  de  jurisdicción  alegada 
por  el  Fiacal;  segundo,  que  es  firme  y  ejecutoria  la  Real  Orden  de  28  de 
Agosto  de  1889,  que  autorizó  la  ejecución  de  laa  obraa  de  defensa  á  que 
se  refiere  el  expediente  y  determinó  la  forma  en  que  los  interesadoa  han 
de  contribuir  á  las  mismas,  y  tercero,  que  debemos  revocar  y  revocamoa 
ia  Reíd  orden  impugnada  de  10  de  Diciembie  de  1889,  en  cuanto  se  opon- 
ga al  cumplimiento  de  lo  mandado  en  la  anterior,  confirmándola  en  todo 
k>  demás.— (Sentencia  publicada  el  26  de  Abril  de  1892,  é  inserta  en  la 
(hcda  de  tí  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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SKirrsifciA  (25  de  Abril  de  1892).— Ouar dios  munidpalei  (reqíUsitot 
para  desempeñar  estos  cargas),-^^  abtaelve  á  la  Ádminiatración  de  la  de- 
manda del  Áyantamiento  de  Madrid  contra  la  Beal  orden  de  21  de  Febrero, 
de  1891,  y  se  establece: 

1,0  Qiie  las  f  lazas  de  Ouardias  municipales  están  comprendidas  en  las 
preceptos  contenidos  en  el  art,  3.*  de  la  ley  de  10  de  Junio  de  1885,  y  en  la 
primera  de  las  categorías  de  destinos  ^  establece  el  Reglamento  de  10  de  Oc- 
tubre de  dicho  año,  toda  vez  que  las  disposiciones  de  la  ley  prescriben  que  han 
de  continuar  reservados  á  los  licenciados  de  la  clase  de  tropa,  á  menos  au« 
lo  solicitase  algún  sargento,  que  será  prrferido,  los  destinos  cuyo  sueldo  noUe- 
gue  á  1,000  pesetas,  y  que  seaún  el  art,  i.*  del  Reglamento  mencionado  fara 
su»  efectos  y  los  de  la  ley  en  la  primera  categoría  de  destinos,  cuya  provisión 
ha  de  verificarn  con  aplicación  de  la  ley  misma,  se  incluyen  los  empleos  ac- 
cesibles con  escamen  ó  con  sólo  condiciones  de  moralidad,  buenos  servicios  y 
saber  leer  y  escribir,  como  los  de  vigilancia,  guardería,  mozos  de  oficios,  es- 
tancos y  otros  análogos: 

2,0  Que,  per  consiguiente^  á  estas  terminantes  prescripciones  debe  atenerse 
el  Alcalde  Presidente  del  Ayuntamiento  de  Madnd  para  el  nombramiento  de 
Guardias  municipaies,  sin  que  pueda  exigirles  otros  requisitos  de  instrucción, 
talla  V  edad  que  no  se  encuentran  exigidos  por  aquéllos; 

Y3,o  Que  esto  no  obstante,  dicha  Autoridad  tiene  expedito  el  procedi- 
miento abierto  por  la  Real  orden  de  23  de  Septiembre  de  1891,  si  entendiera 
que  debe  exigir  determinadas  condiciones  de  aptitud  en  el  desempeño  de  las 
plazas  de  Guardias  de  policía  urbana  para  obtener  una  declaración  superior 
en  tal  sentido,  que  no  pueden  hacer  por  si  mismo  ni  el  Alcalde  ni  el  Ayunta- 
miento. 

Bemitida  al  Ministerio  de  la  Gaeira  ana  relación  de  vacantes  de  Guar- 
dias municipales,  manifestándose  por  el  Ayuntamiento  de  Madrid  que  los 
aspirantes,  además  de  ser  licenciados  del  Ejército  sin  nota  desfavorable, 
debían  reunir  determinados  requisitos  exigidos  por  Real  orden  de  12  de 
Dideipbre  de  1888,  se  dictó  por  {dicho  Ministerio  la  de  21  de  Febrero  de 
1891,  impugnada  por  el  demandante,  declarando  que  á  los  que  solicitasen 
aquellas  placas  no  pueden  exigirseles  otros  requisitos  que  los  sefialados 
en  el  art.  10  del  Reglamento  dictado  para  la  ejecución  de  la  ley  de  10  de 
Julio  de  1885,  ordenando  se  publicasen  aquellas  vacantes  en  la  Oaceta^  ha- 
ciendo caso  omiso  de  las  condiciones  que  no  estén  en  armonía  con  dicha 
ley.  T  el  Tribunal  contencioso  dictó  sentencia,  cuya  parte  sustancial  e9 
como  sigue: 

Oobdderandó  que  la  cuestión  que  debe  resolverse  en  este  litigio  se  re- 
fiere á  determinar  si  el  Alcalde  Presidente  del  Ayuntamiento  de  Madrid 
tiene  derecho  á  exigir  á  los  individuos  que  aspiran  á  servir  las  plazas  de 
Guardias  municipales,  además  de  la  condición  de  ser  licenciado  del  Ejér- 
cito sin  nota  desfavorable,  la  de  saber  leer  y  escribir  correctamente,  no 
exceder  de  cuarenta  años  de  edad  y  alcanzar  la  talla  mínima  de  un  metro 
676  milímetros: 

Oonsiderando  que  las  plazas  de  que  se  trata  están  comprendidas  en  los 
preceptos  contenidos  en  el  art  S.o  de  la  lev  de  10  de  Julio  de  1885,  y  en 
primera  de  las  categorías  de  destinos  que  establece  el  Reglamento  de  10  de 
Octubre  de  dicho  afio,  toda  ves  que  las  disposiciones  de  la  ley  prescriben 
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<^iie  han  de  continiuur  retenrados  á  los  lioendadcMi  de  la  oíase  de  tropa,  á 
menos  qae  los  solicitase  algún  sargento,  qae  será  preferido,  los  destinos 
^oyo  sneldo  no  llegne  á  1.000  pesetas,  y  qae  según  el  art  l.o  del  Begla- 
mentó  mencionado  para  sns  efectos  y  los  de  la  ley  en  la  primera  categoría 
de  destinos,  cnya  provisión  ha  de  verificarse  con  aplicación  de  la  lev 
misma,  se  incluyen  los  empleos  accesibles  con  examen  ó  con  sólo  condi- 
ciones de  moralidad,  buenos  servicios  y  saber  leer  y  escnbir,  como  los  de 
vigilancia,  guardería,  mozos  de  oficios,  estancos  y  otros  análogos: 

Considerando  qae,  por  consigniente,  á  estas  terminantes  pres<aipcio- 
nes  debe  atenerse  d  Alcalde  Presidente  del  Ayuntamiento  de  Madrid  para 
ei  nombramiento  de  Guardias  municipales,  dn  que  pueda  exigirles  o^os 
requisitos  de  instmedón,  talla  y  edad  que  no  se  encuentran  exigidos  por 
aquéllos;  y 

Considerando  que,  esto  no  obstante,  didia  Autoridad  tiene  expedito  ei 
procedimiento  abierto  por  la  Beal  orden  de  38  de  Septiembre  de  1991,  se 
entendiera  que  debe  exigir  determinadas  condiciones  de  aptitud  en  el  des- 
empefio  de  las  plazas  de  Quardias  de  policía  urbana  para  obtener  una  de- 
claración superior  en  tal  sentido,  que  no  pueden  liacer  por  sí  mismo  ni  el 
Alcalde  ni  el  Ayuntamiento: 

Vistos  los  artículos  3.o  de  la  ley  de  10  de  JuUo  de  1885;  l.o,  9.o  y  10  del 
Seglamento  de  10  de  Octubre  del  propio  afio  y  la  Beal  orden  de  28  de  Sep- 
Httnbrede  1891; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  el  Ayuntamiento  de  Ma- 
drid oontra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  la  Guerra  en  31 
de  Febrero  de  1891,  la  cual  queda  firme  y  subsistente,  sin  perjuicio  de  que 
el  Ayuntamiento  use  de  su  derecho  en  la  forma  establecida  por  la  Beal 
'Orden  de  32  de  Septiembre  de  1891,  acudiendo  á  proponer  lo  que  estime 
eonveniente  á  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros.— (Sentencia  publi- 
cada el  26  de  Abril  de  1892,  é  inserta  en  la  Oaceta  de  6  de  Noviembre  del 
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Auto  (28  de  Abril  de  1892).— JSHictfpcionet  düatarioB,  Incompetencia  de 
immíieeión.—8e  declara  procedente  la  opuesta  por  el  Fiscal  á  la  demanda 
de  B.  Enrique  Baena  contra  la  Beal  orden  de  24  de  Marzo  de  1891,  y  se 
•establece: 

(^  tratándose  de  una  demanda  contra  una  Beal  orden  que  $ea  v^o- 
^ueetán  y  ec^firmacián  de  otra  Beal  orden  anterior,  firme  y  comentida,  pro- 
eede  ¡a  eaca^pcián  dilatoria  de  incompetencia. 

Por  Beal  orden  de  27  de  Junio  de  1889,  se  autorizó  la  transferencia  del 
contrato  de  arrendamiento  de  una  mina  que  con  la  Hacienda  tenía  celebra- 
do la  Sociedad  Viuda  de  Villanova  ó  Hijos,  disponiendo  que  ingresasen  en 
el  Tesoro  los  créditos  que  resaltasen  contra  los  arrendatarios.  En  cumpli- 
miento de  esta  resolución  se  formó  por  la  Dirección  de  Propiedades  la  co- 
Respondiente  relación  de  débitos. 

Impugnada  ésta  por  aquella  Sociedad,  recayó,  la  Beal  orden  reclamada 
eonfirmatoria  de  aquella  relación. 

Interpuesto  por  el  demandante  en  nombre  de  dicha  Sociedad  el  opor- 
'tnno  recurso,  y  opuesta  por  el  Fiscal  la  excepción  dilatoria  de  incoinpe- 
tenda,  se  dictó  por  el  Tribunal  contendoso  el  auto,  cuya  parte  suataneial 
^es  como  sigue: 
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Considerando  qne  por  haber  qaedado  firme  y  consentida  la  Real  ordei» 
de  S7  de  Jonio  de  1889,  toda  vea  qne  contra  ella  no  ae  interpaso  el  recnrso^ 
contencioso  administrativo,  único  qne  contra  la  misma  procedía,  era  inela- 
dible  para  la  Sociedad  Viada  de  Villanova  é  Hijos  el  pago  de  los  intereses 
de  demora  con  arreglo  á  dicha  resolación: 

Considerandi^QO  en  tal  sentido  la  Real  orden  impagnada,  en  cnanto 
al  confirmar  el  aenerdo  de  la  Dirección  de  Propiedades  j  derechos  del  Es- 
tado de  S  de  Marzo  de  1890,  desestima  la  instancia  dedncida  en  ▼!» 
gubernativa  por  la  Sociedad  demandante  para  qne  se  la  relevase  del  pago 
de  dichos  intereses,  no  es  más  qne  ana  reprodnción  y  confirmación  de 
la  anterior,  siendo,  por  tanto,  procedente  la  excepción  dilatoria  de  in- 
competencia de  jurisdicción,  a  tenor  del  número  3.o  del  artículo  4.o  de 
la  ley. 

Vistos  los  artículos  l.o,  4.0,  núm.  S.o,  46  y  50,  de  la  ley  de  13  de  Sep- 
tiembre de  1888; 

Se  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jaria- 
dicción  propuesta  por  el  Fiscal;  en  su  consecuencia,  queda  sin  curso  la 
demanda;  archívese  el  rollo  y  devuélvase  el  expediente  gubernativo  al 
Ministerio  de  Hacienda,  con  certificación  de  este  auto,  que  se  publicará  ea 
la  Oaeeta  de  Madrid  y  en  la  Colección  kgiilativa.—iAuto  fecha  26  de  Ahril 
de  189S,  ó  inserto  en  la  Oaeeta  de  6  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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SsNTENOiA  (26  de  Abril  de  lB92),—ImpueiU>  de  derechos  reala, — Se  ab* 
suelve  á  D.  Enrique  Gosálvez  y  otros  de  la  demanda  del  Fiscal  contra  la 
Real  orden  de  12  de  Julio  de  1888,  y  se  establece: 

i.o  Que  con  arreglo  al  art.  2.o  de  la  ley  de  31  de  Diciembre  de  1881,  el 
impue$to  80  devenga  según  el  grado  de  parenteoco  entre  el  causante  y  el  ad- 
quirente: 

2fi  Que  el  art  49  del  Reglamento  previene  que  los  arados  de  parentesco 
se  regulan  por  la  ley  civil,  de  donde  se  sigue  la  necesidad  de  examinar  si,  con 
arreglo  á  esta^  corresponde  ó  no  á  los  hijos  adoptivos  la  cualidad  de  hijos  le- 
gitimos: 

3,^  Que  causada  una  sueesián  antes  del  alio  1889,  es  indudable  qm  la  le- 
gislaeián  civil  aplicable  al  caso  para  determinar  el  grado  de  parentesco  entre 
el  causante  y  sus  herederos^  es  la  contenida  en  los  antiguos  Cedíaos  y  no  la  es- 
tablecida én  el  novisimo  Código  civil,  que  no  empezó  á  regir  hasta  1/*  de  Moyo 
de  1889: 

i.o  Que  la  ley  7>,  tít,  7fi  de  la  Partida  dí>,  después  de  eapresat  que  el 
porfijamiento  ó  la  adopción  es  una  manera  de  parentesco,  alíade  que  tal  paren- 
tesco^es  dicho,  según  las  leyes,  alleganza  derecho,  de  porfijamiento  que  hacen 
los  hombres  con  el  deseo  de  dejar  quien  herede  sus  bienes,  y  ea^resando  la  fra- 
se alleganza  derecho  el  vinculo  que  nace  de  las  justas  nupcias,  no  puede  du- 
darse que  la  ley  de  que  se  trata  otorga  á  los  hijos  adoptivos  ¡apropia  conside- 
ración que  á  los  le^imoSf  precepto  que  se  corrobora  en  el  proemio  del  ttí.  16^^ 
de  la  misfha  Partida  al  expresar  que  porjijados  son  una  manera  de  hijoi  que  ^ 
Un  hcmbres  reciben  por  hijos,  aunque  no  nacen  ellos  de  casamiento; 

Y5S^    Qtie  atribuido  por  la  ley  civil  carácter  de  hijos  latimos  álosadop- 
tivos,  sin  duda  alguna,  jse  hallan  comprendidos  para  ¡os  efectos  del  impuesto- 
en  el  concepto  de  ^ascendientes  y  descendientes  legttitáoi*,  y  por  tanto,  dében^ 
contribuir  por  la  herencia  delpadte  adqptanite  al  Upo  de  1  por  100  que  ¡a  <c|r 
establece. 
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Por  la  Real  orden  Impagnada  le  anuló  la  liquidación  practicada  por  la 
oficina  conreapondiente  del  impaoato  de  Derechos  reales,  en  la  herencia 
de  loa  demandantee,  hijea  adoptiyoa  que  eran  de  D.  Modesto  Qosályes^ 
fallecido  el  25  de  Mayo  de  1887,  y  cnya  Uqnidación,  considerándolos  como 
eztrafios,  fué  girada  al  tipo  de  9  por  100.  Y  el  Tribunal  contencioso  dictó 
la  aeotenda,  cnya  parte  sustancial  es  como  sigue; 

Conaiderando  que  la  cuestión  que  en  este  pleito  se  discute  se  reduce  á 
determinar  d  los  demandados,  en  concepto  de  herederos  é  hijos  adoptiToa 
de  D.  Modesto  Qoeálves,  deben  satiafacer  el  impueato  de  Derechos  rcMÜea 
por  la  herencia  de  su  padre  adoptante,  al  tipo  de  1  por  100  qne  la  ley  de 
SI  de  Diciembre  de  1881  sefiala  para  los  ascendientes  y  descendientes  le- 
gítimos, ó  al  9  por  100  qne  eorresponde  á  los  eztrafios: 

Considerando  que  para  resolver  esta  cuestión  se  hace  preciso  tener  en 
eaeiita  qne,  con  arreglo  al  art.  2.o  de  la  ley  citada,  el  impuesto  se  devenga 
aegán  el  grado  de  parentesco  entre  el  causante  y  el  adquirente,  y  que  el 
art.  it)  del  Reglamento  de  la  nueva  fecha  previene  que  los  grados  de  pa- 
rentesco se  regulan  por  la  ley  civil,  de  donde  se  sigue  la  neceaidad  de  exa- 
minar si,  con  arreglo  á  ésta,  corresponde  ó  no  á  ios  hijos  adoptivos  la  cua- 
lidad de  hijos  legítimos: 

Gooaiderando  qne  causada  la  sucesión  de  D.  Modesto  Gosálvez  en  26^ 
de  Mayo  de  1887,  es  indudable  que  la  legislación  civil  aplicable  al  caso 
para  determinar  el  grado  de  parentesco  enire  aquél  y  sus  herederos,  es  la 
eootenida  en  los  antiguos  Códigos,  y  no  la  establecida  en  el  novísimo  Có- 
digo civil,  que  no  empeió  á  regir  hasta  l.o  de  Mayo  de  1889: 

Considerando  que  la  ley  1.\  tít  7.o  de  la  Partida  4>,  después  de  ex- 
presar que  éí  porfijamiento  ó  la  adopción  es  una  manera  de  parentesco, 
aftade  que  tal  parentesco  es  dicho,  según  laa  leyes,  alleganza  derecho  de 
porfijamiento  que  hacen  los  hombres  con  el  deseo  de  dejar  quien  herede 
sus  bienes,  y  expresando  la  frase  aUeganxa  derecho  el  vínculo  que  nace  de 
las  justas  nupcias,  no  puede  dudarse  que  la  ley  de  que  se  trata  otorga  á 
los  hijos  adoptivos  la  propia  oonsideradón  qne  á  los  legítimos,  precepto 
qne  se  corrobora  en  el  proemio  del  tít.  l^  de  la  misma  Partida  al  expresar 
que  iK>rfijados  son  una  manera  de  hijos  que  los  hombres  reciben  por  hi- 
jos, aunque  no  nacen  ellos  de  caaamiento: 

Considerando  qne  atribuido  por  la  ley  dvil  carácter  de  hijos  legítimos, 
á  los  adoptivos,  sin  duda  alguna  los  demandados  se  hallan  comprendidos 
para  los  efectos  del  impuesto,  en  el  concepto  de  cascendientes  y  descen- 
dientes legítimos»,  y  por  tanto,  deben  contribuir  por  la  herencia  del  pa- 
dre adoptante  al  tipo  de  1  p<^r  100,  que  la  ley  establece; 

Y  considerando  que,  resuelta  en  ese  sentido  la  cuestión  por  la  Beal  or- 
den de  12  de  Julio  de  1888,  reclamada  por  el  Fiscal,  es  evidente  que  la  re- 
solvió con  arreglo  á  derecho,  y  que,  por  consiguiente,  debe  confirmarse 
aquella  resolución. 

VIsU  la  ley  1.\  tít.  7.o,  Partida  4.»: 

Visto  el  proemio  del  tít.  16  de  la  misma  Paitida: 

Vlrtos  los  articnloa  2.o,  20  y  49  del  Reglamento  de  81  de  Diciembre 
de  1881; 

Pallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  D.  Enrique,  Dofia  Ma- 
tilde y  Dofia  Adelaida  Gosálvez  Fuentes  y  Alvares  de  la  demanda  deduci- 
da por  el  Fiscal  contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Ha- 
eienda  en  12  de  Julio  de  1888.  la  cual  queda  firme  y  subsistente.— (Senten- 
cia publicada  el  2fi  de  Abril  de  1892,éin8erU  en  la  Oaeeta  de 6  de  No» 
vismbre  del  mismo  afio.) 
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HssTESOiA  (26  de  Abril  de  1892}.— .fiSrcepcíonei  perentoriat.  Ineoii^e- 
tencia  de  jurüdicción  y  falta  de  pisrsanalidad  en  el  actor. — Se  declaran  pro- 
cedentea  laa  opueataa  por  el  Fiscal  á  la  demanda  de  Dofia  María  Garcis 
Delgado  contra  la  Real  orden  de  20  de  Mano  de  1891,  y  se  eatablece: 

i.o  Que  con  arreglo  áloaue  disponeelart  l.^delaúy  de  13  de  Septiem- 
bre de  1888,  salo  son  reelamáhles  en  via  eonte»oio$a  ¡as  resoluciones  que  sobre 
otros  requisitos  reúnan  el  de  vulnerar  un  derecho  de  carácter  administrativa 
establecido  en  favor  del  demandante;  * 

Y2P  Que  el  poder  otorgado  para  impugnar  una  Beal  orden,  no  pueás 
entenderse  ampUado  para  reclamar  contra  otra  anterior. 

Por  Beal  orden  de  SO  de  Octabre  de  1890,  ae  concedió  á  la  demandante 
ana  pennión  como  madre  del  soldado  Francisco  Oaartero,  fallecido  en  Ul- 
tramar, sin  perjuicio  de  los  mayores  atrasos  á  qne  pudiera  tener  derecbo 
coando  se  resolviera  un  expediente  análogo  que  se  hallaba  á  infame  del 
Oonsejo  de  Estado. 

Por  la  Real  orden  impugnada  se  declaró  que  la  interesada  no  tMiía  de- 
recbo á  mayores  atrasos  qae  los  concedidos  en  la  anterior  Real  orden. 

Interpaesto  por  la  demandante  el  oportuno  recurso  contra  la  Real  or- 
den de  20  de  Marzo  de  1891,  formalisó  la  demanda  con  la  súplica  de  qne 
se  rectifícase,  en  cuanto  á  los  atrasos,  la  de  SO  de  Octubre  de  1890. 

Opuestas  por  el  Fiscal  las  citadas  excepciones,  se  dictó  por  el  Tribunal 
contencioso  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  con  arreglo  á  lo  qne  dispone  el  art.  I.o  de  la  ley  de 
13  de  Septiembre  de  1888,  sólo  son  reclamables  en  vía  contenciosa  las  re- 
soluciones que  sobre  otros  riquisitos  reúnan  el  de  yulnerar  nn  derecbo  de 
carácter  administrativo  establecido  en  favor  del  demandante;  y  que  en  el 
asMo  presente,  la  Real  orden  de  SO  de  Octubre  de  1890,  por  la  cual  se  con- 
cedió á  la  interesada  la  pensión  que  se  reclamaba,  sin  perjuicio  de  los 
atrasos  á  que  pudiera  tener  derecbo  cuando  se  resolvía  otro  expediente 
análogo,  es  notorio  que  no  vulnera  ni  puede  vubierar  derecbo  alguno  de 
la  demandante: 

Considerando  qne  si  bien  se  interpaso  el  recurso  contencioso  oontra  la 
Real  orden  de  80  de  Marzo  de  1881  que  denegó  aquellos  atrasos,  es  lo 
cierto  que  respectó  de  ella  no  se  llegó  á  formaUcar  la  demanda,  formali- 
zándose en  cambio,  en  cuanto  á  la  de  ^0  de  Marzo,  á  pesar  de  no  haberse 
interpuesto  contra  ella  el  reeursq  dentro  del  plazo  legal: 

Considerando  que,  en  virtud  de  lo  expuesto,  es  indudable  que  procede 
estimar  la  excepción  de  incompetencia  de  jurisdicción  que,  como  perento- 
ria, ha  propuesto  el  Fiscal: 

Considerando  qne  otorgado  el  poder  para  impugnar  la  Real  orden  de 
28  de  Febrero  de  1891,  comunicada  en  20  de  Marzo,  es  lo  cierto  que  aun 
suponiendo  autorizado  al  Licenciado  Agnilar  y  Cuadrada  para  impognar 
la  Real  orden  de  20  de  Marzo  de  1891,  por  no  existir  ninenna  de  fecha 
28  de  Febrero,  no  puede  entenderse  ampliada  tal  autorisación  para  recla- 
mar la  de  80  de  Octubre  de  1890,  respecto  de  la  coal  ee  formalisó  la  de- 
manda, y  por  tanto  existe  también  la  excepción  de  falta  de  personalidad 
por  insuficiencia  del  poder. 

Vistos  los  artículos  6.o  y  7.o  de  la  ley  de  1*8  de  Septiembre  de  188S: 

Visto  el  art  811  del  Reglamento,  que  dispone,  que  prodndrá  falta  de 
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penoDalidad  en  Io«  lepreMotaniei  del  aetor  ó  del  Remandado  la  inanfideB  • 
«ia  ó  la  ilegalidad  del  poden 

Fallamos  qae  debemos  declarar  y  declaramos  procedentes  las  ezeep  - 
tiooes  de  incompetencia  de  jorisdicción  y  de  ialta  de  personalidad  en  e  I 
representante  del  actor,  aleaos  por  el  Fiscal  en  concepto  de  perentorias . 
H[8entencia  publicada  el  26  de  Abril  de  1892,  ó  inserta  en  la  C^ootto  de 
6  de  NoTiembre  del  mismo  aflo.) 
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8KHTKHCIA  (26  de  Abril  de  1892).^CZaief  poiivai  (m^ora  de  reür^). — 
8e  declara  la  incompetencia  de  la  jorisdicción  contencioso-administratiTa 
para  conocer  de  la  demanda  de  D.  Gregorio  IsqQierdo  contra  la  Beal  ordea 
de  8  de  Mayo  de  1890.  y  se  establece: 

I.^  Q^e,  conforme  á  lofr^enido  en  él  núm,  3,o,  art.  á.odelaley  de  13  de 
SqMembre  de  1868,  lajurtadiccián  oonteneioeo  adminietrativa  carece  de  eom- 
jpeieiteia  para  conocer  de  loe  demandae  formuladai  contra  Bealeg  órdenes  que 
sean  rqfroduecián  de  otras,  no  reclamadas  en  tiempo  y  forma; 

FjS.o  Que,  según  tiene  declarado  con  repetictón  la  juriwmdencia,  lap 
CHestumes  de  competentía  pueden  proponerse  y  resolverse  de  oficio  ó  á  instan  - 
dadeparte. 

Por  Beal  orden  de  8  de  Agosto  de  1889  se  confirmó  el  sefialamiento  de 
haber  pasivo  qae,  como  proyisional,  se  biso  por  la  Real  orden  de  22  de 
Mayo  del  mismo  afio  en  favor  del  militar  retirado  D.  Gregorio  Izquierdo. 

£n  instancia  de  22  de  Octnbre  de  1889  solicitó  dicho  sefior  qae  se  le 
tn^orase  la  asignación  concedida  por  aquellas  Beales  órdenes,  dictándose 
la  de  8  de  Mayo  de  1890,  qae  desestimó  la  pretensión  del  demandante.  T 
el  Tribanal  contencioso  dictó  la  sentencia,  caya  parte  sustancial  es  como 
sigue: 

Considerando  que  los  derechos  de  D.  Gregorio  Isquierdo,  en  cuanto  á 
su  haber  pasivo  como  retirado,  quedaron  definitivamente  decididos  en  vía 
gubernativa  por  la  Real  orden  que  el  Ministerio  de  la  Guerra  expidió  en 
8  de  Agosto  de  1889,  confirmando  como  definitivo  el  retiro  concedido  pro- 
visionalmente al  actor  por  otra  Real  orden  de  22  de  Mayo  del  mismo  afio: 

Considerando  que  dicha  Real  orden  de  8  de  Agosto  fué  definitiva  y 
causó  estado,  y  por  tanto,  si  el  interesado  creía  vulnerado  su  derecho  por 
no  haberle  reconocido  todos  los  servicios  que  estimaba  de  abono,  debió 
-recurrir  contra  ella  en  vía  contenciosa,  en  lugar  de  solicitar  en  la  guberna- 
tifa  el  reconodmiento  de  tales  derechos: 

Considerando  que,  á  virtud  de  lo  expuesto,  la  Real  orden,  hoy  impug- 
nada, de  8  de  Mayo  de  1890,  que  desestima  esta  última  pretensión  del  de- 
mandante,  no  puede  considerarse  sino  como  mera  reproducción  de  la  de 
8  de  Agoiio  de  1889,  que  quedó  consentida  en  rasón  á  no  haber  sido  recla- 
mada en  tiempo  y  forma,  y  por  tanto,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  nú- 
mero 8.0,  art.  4.0  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888,  la  jorisdicción  con- 
-tencioso-administrativa  carece  de  competencia  para  conocer  de  la  demanda 
deducida  contra  la  Real  orden  citada  de  8  de  Mayo  de  1890: 

Considerando  que,  según  tiene  declarado  con  repetición  la  jurispruden- 
cia, las  cuestiones  de  competencia  pueden  proponerse  y  resolverse  de  oficia 
ó  á  intancia  de  parte. 

Visto  el  art.  4.*  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888 ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  la  incompetencia  de  la 
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jurisdicción  coDiencioso-admlnistratiTa  par»  conocer  de  la  demanda  dedu- 
cida por  D.  Gregorio  Iiqaierdo  contra  la  Beal  orden  expedida  por  el  Minia> 
terlo  de  la  Guerra  en  8  de  Mayo  de  1890,— (Sentencia  publicada  el  26  de 
Abril  de  1892,  é  inaerta  en  la  Gaceta  de  8  de  Noviembre  del  mismo  afio.>. 
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SsMTBNüíA  (28  de  Abril  de  1891}.— .FWroeami.  Impuutm  mimieipakM.. 
— 8e  abtaelve  a  la  Adminietración  de  la  demanda  del  Aynntamiento  de  la 
Habana  contra  la  Real  orden  de  18  de  Noviembre  de  1884«  y  ee  establecer 

1.^  Que  en  l(m  contratos  bilaterales  celebrados  por  la  Administración  no^ 
puede  una  de  las  partes  alterar  las  condiciones  de  los  mismos  sin  el  consentí- 
miento  de  la  otra: 

J?.«  Que  en  talcasose  encuentra  la  concesión  de  una  linea  férrea  otorgada 
por  el  ílstado; 

YSfi  Que  el  art.  132  de  la  ley  Municipal  de  Cuba  de  21  de  Jumo 
de  1878,  sólo  autorisa  el  establecimiento  de  arbitros  sobre  aquellas  ábraa^ 
4  servicios  costeados  con  fondos  municipales,  cuyo  aprovechamiento  no  se 
^eetúe  por  él  común  de  vecinoSy  sino  por  personas  o  clases  determinadas, 
mempre  que  U^  interesados  no  le  hayan  adquirido  anteriormente  por  tíMa 


Por  escritura  pública  de  19  de  Mano  de  1842  vendió  el  Estado  á  ht 
Compafiía  de  caminos  de  bierro  de  la  Habana  el  ferrocarril  á  Güine,  con 
obligación  del  transporte  gratuito  de  ^opas  y  con  exención  de  todo  im- 
puesto. Exigido  por  el  Aynntamiento  de  la  Habana  el  de  un  tanto  por 
ciento  del  capital  social  realisado,  y  satisfechas  por  la  Oompafiia  algunas 
cantidades  en  este  concepto,  reclamó  la  misma  su  devolución  y  la  exen- 
ción de  pago,  acordándolo  asi  la  Real  orden  impugnada,  y  el  Tribunal  con- 
tencioso dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  la  escritura  de  19  de  Mano  de  1842.  otorgada  por  el 
Gobernador  general  de  Cuba,  en  representación  del  Estado  y  por  la  Oom- 
pafiia de  los  Caminos  de  Hierro  de  la  Habana,  fué  un  contrato  bilateral, 
cuyas  condiciones  no  puede  variar,  sin  el  consentimiento  de  la  otra,  Qin- 
inina  de  las  partes  que  lo  celebraron: 

Considerando  que  establecido  por  la  condición  18  del  contrato  que  el 
camino  de  hierro  de  la  Habana  á  Güines  y  sus  ramificaciones  estarían  li- 
bres en  lo  sucesivo  de  todo  impuesto,  obligándose  á  la  conducción  gratuita 
de  tropas  y  efectos  de  guerra  en  los  términos  que  dictara  la  condición  12^ 
no  puede  la  Administración  en  ninguno  de  los  órdenes,  ni  por  consi- 
guiente el  Ayuntamiento  de  la  Habana,  sujetar  á  tributo  los  rraidimiento» 
de  la  expresada  línea: 

Considerando,  además,  que  ninguna  disposición  legal  autorisa  á  1» 
Corporación  demandante  para  cobrar  el  impuesto  de  que  se  trata,  por 
cuanto  la  ley  Municipal  de  Cuba  de  21  de  Junio  de  1878,  además  de  ser 
posterior  á  la  escritura  y  acuerdos  referidos,  sólo  autoriza  en  su  art  1Z2 
el  establecimiento  de  arbitrios  sobre  aquellas  obras  ó  servicios  costeados 
con  fondos  municipales,  cuyo  aprovechamiento  no  se  efectúe  por  el  co- 
mún de  vecinos,  sino  personas  ó  Clases  determinadas,  siempre  que  los  in- 
teresados no  le  hayan  adquirido  anteriormente  por  título  oneroso,  y  en 
sste  caso  precisamente  se  encuentra  la  Compafiía  de  los  Ferrocarriles  d» 
Ja  Habana. 

Vista  la  ley  Mnsicipal  aplicada  á  la  isla  de  Cuba  por  el  decieto  de  tt 
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<de  Janio  de  1878,  cuyo  «rt  ISa  aatoriía  el  eitabledmiento  de  arbitrios 
faofaunente  sobre  aqaellaa  obraa  y  aeryioioa  coateadoa  con  loa  íondoa.mti- 
meipalea,  cuyo  aprorechamiento  no  ae  efectúe  por  el  común  de  vecinoa^ 
sino  por  pereonaa  ó  clasea  determinadaa,  siempre  qae  loa  intereaadoa  na 
le  hayan  adquirido  anteriormente  por  titulo  oneroso»; 

Pallamoa  qne  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Adminiatraclón  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpaeata  á  nombre  del  Ayuntamiento 
de  la  Habana  contra  la  Real  orden  de  18  de  Noviembre  de  1884,  la  coal 
queda  firma  y  anbaistente.— (Sentencia  pnblicada  el  28  de  Abril  de  1861, 
é  inaerta  en  la  Qüoeta\de  8  de  Noviembre  del  miamo  afio.) 
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Bbhtbnoxa  (28  de  Abril  de  1892).— jB«¿tro  mtlitor.— Se  absaelve  á  la 
Administración  de  la  demanda  de  D.  Tomáa  Caatro  contra  la  Beal  orden^ 
^e  20  de  Enero  de  1887,  y  ae  eatablece: 

i.o  Que  sotíctíada  por  un  militar  la  pensián  de  ttimtilizado  en  eampatía,  jr 
denegada  por  BeaU$  órdeneB  en  virtud  de  informes  técnicoi  y  legales^  dich¿ 
soberanas  di^09icione$  no  pueden  menee  de  producir  8u$  naturales  efectos^  y 
mucho  más  si  han  sido  consentidas  por  el  interesado,  por  no  haber  deducid» 
amtra  dios  el  recurso  procedente; 

Y  2fi  Ove  en  el  propio  caso,  y  reconocido  el  derecho  del  solicitante  por 
wiud  de  nuew  expediente  y  reconocimiento,  el  alcance  de  la  Beal  orden  quñ 
le  conceda  la  pennin  no  puede  retrotraerse  á  ¿popa  anterior  á  laen  que  se- 
meante  derecho  quedó  justificado. 

Por  Realea  ordenes  de  6  de  Marzo  de  1877  y  8  de  Febrero  de  1881»  y 
de  aenerdo  con  lo  informado  por  la  Dirección  de  Sanidad  militar,  ae  dene^ 
gó  la  pensión  solicitada  por  el  demandante  como  soldado  inntilisado  en 
campaña. 

Promovido  por  Oaatro  en  Mayo  de  1886  nnevo  expediente,  y  habiendo 
informado  aquél  Centro  Directivo  en  el  aentido  de  que  el  citado  Caatro  aa 
hallaba  inútil  para  el  aervicio  de  las  armaa,  se  dictó  la  Real  orden  impug- 
nada por  la  que  se  le  concedió  pensión  que  se  le  había  de  aatisf  acer  desde 
7  de  Agosto  de  1886  en  quQ.se  verificó  el  último  reconocimiento  faculta- 
tivo que  airvió  de  base  justificante  de  su  derecho.  T  el  Tribunal  Conten- 
cioso dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  qne  denegada  en  un  principio  la  pensión  de  retiro  soli- 
citada por  el  demandante  por  Beal  orden  de  6  de  Mano  de  1877  y  8  de 
Febrero  de  1881  y  á  virtud  de  informea  técnicos  y  legales,  dichas  sobera- 
nea dispomciones  no  pueden  menos  de  producir  ana  naturales  efectos,  y 
mucho  más  habiendo  sido  consentidas  por  el  intereeado,  que  no  dedujo 
eontra  elJaa  el  recurao  procedente: 

Considerando  que  los  efectos  de  la  mencionada  disposición  no  han 
podido  aer  otroa  que  loa  de  que  el  interesado  no  disfrute  pensión  en  todo 
il  tiempo  de  vigor  de  laa  miamaii,  y  qne,  por  tanto,  reconocido  su  derecho 

Sor  virtud  de  nuevo  e3q>ediente  por  la  Beal  orden  impugnada,  el  alcance 
e  ésta  no  puede  retrotraerse  á  época  anterior  á  la  en  que  aemejante  dóre- 
lo quedó  justificado,  ó  aea  al  7  de  Agosto  de  1886: 

Ck>nsidefando,  por  lo  expuesto,  qne  la  Beal  orden  impugnada  resalta» 
poetada  á  derecho  en  los  extremos  que  resuelve. 
Visto  el  art.  l.o  de  la  ley  de  8  de  Julio  de  1860: 
Vista  la  Beal  ordep  de  9  de  Agosto  de  1878: 
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Ylita  la  Beal  orden  de  28  de  Febrero  de  1879; 

FaUíunoe  qne  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Adminlstracióii  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  dedncida  contra  la  Beal  orden  de  20  de 
Snero  de  1887,  la  cnal  qoeda  firme  y  snbsistente.— (Sentencia  publicada 
el  28  de  Abril  de  1892,  é  inserta  en  la  ffaoeta  de  8  de  Noviembre  del  mié- 
me  aflo.) 
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SxiiTEVOiA  (28  de  Abril  de  1892).— iütcanas  (íei/orof).— Se  confirma  la 
sentencia  dictada  por  el  Tribunal  local  de  la  isla  de  Onba  en  l.o  de  Marzo 
de  1890y  apelada  por  el  Fiscal  en  el  pleito  promovido  por  D.  Francisca 
Yolta  contra  una  resolución  de  la  Intendencia  general  de  Hacienda,  y  se 
establece: 

i.®  Que  según  resolución  de  la  Intendencia  general  de  SadenéUt^  dictada 
en  31  de  Diciembre  de  1885,  de  acuerdo  con  el  parecer  de  la  Junta  de  Aran- 
celes, sometida  á  decisión  del  Gobierno  Supremo  y  publicada  luego  ai  el  nú- 
mero de  la  Graceta  de  esta  capital,  correspondiente  aldia7de  Enero  de  1886, 
las  tiras  de  percal  bordadas  que  no  pasen  de  22  hilos,  deberán  ser  qf oradas 
por  la  partida  381  del  primer  grupo  del  Arancel^  con  recargo  del  20  per  100, 
fue  se  determina  en  la  partida  393  grupo  del  tercero: 

2.^  Que  aprobada  dicha  resolución  por  la  Beal  orden  de  19  de  Febrero^ 
de  1866,  que  con  él  cúmplase  del  OoUemo  general  fué  publicada  en  la  Gaceta 
de  esta  ciudad,  correspondiente  al  11  de  Abril  del  propio  año,  no  cabe  decla- 
ra que  las  prescripciones  de  esa  soberana  disposición  obl^an  á  todas  las  clases 
del  Mktado,  desde  la  fecha  de  su  publicación; 

F3.0  Que  vigente  como  se  encuentra  la  citada  Beal  orden^  los  preceptos 
en  ella  contenidos  son  de  estricta  aplicación  para  el  aforo  de  tejidos  que,  no 
pasando  de  22  hilos^  se  encuentren  comprendidos  en  la  partida  del  primer 
grupo  del  AranceL 

En  Abril  de  1888  D.  Francisco  Volta  presentó  en  la  Aduana  de  la. 
Habana  una  partida  de  tiras  bordadas,  que  fueron  aforadas  con  arregla 
á  las  partidas  889  y  393  del  Arancel.  Beclamado  este  aforo  por  dicho  sefioc 
con  la  pretensión  de  oue  se  le  devolviese  el  exceso  del  importe  que  arro- 
jaba eete  aforo,  sobre  el  que  se  practicase  con  arreglo  á  la  partida  881  de 
dicho  Arancel  á  que  correspondía,  por  tratarse  de  tiras  bordadas  que  no 
jpasan  de  22  hilos,  fué  confirmado  por  la  Intendencia  general  de  Ha> 
eienda. 

Interpuesto  recurso  contencioso,  en  el  periodo  de  prueba  se  manifestó 
por  el  perito  mercantil  D.  Ignacio  Grarrido,  que  en  el  expediente  formadofse 
encontraba  una  tira  bordada  que  fué  objeto  de  reconocimiento,  resultando 
de  éste  que  la  expresada  tira  correspondía  al  género  de  tegidos  llanos 
blancos,  estando  formado  su  tejido  con  21  hilos  de  urdimbre  por  20  de 
trama. 

El  Tribunal  local  de  la  isla  dictó  la  sentencia  revocatoria  del  aforo  prac- 
ticado, declarando  que  el  de  los  tejidos  de  que  se  trata  debe  verificarse 
por  la  partida  381.  Apelada  aquélla  por  el  Fiscal,  fué  confirmada  por  la  del 
Tribunal  contencioso,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que,  según  resolución  de  la  Intendencia  general  de  Ha> 
«ienda,  dictada  en  81  de  Diciembre  de  1886,  de  acuerdo  con  el  parecer  de 
la  Junta  de  Aranceles,  sometida  á  decisión  del  Crobiemo  Supremo  y  publi- 
cada luego  en  el  número  de  la  Gaceta  de  esta  capital,  correspondiente  aT 
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•día  7  de  Enero  de  1886,  lae  tírae  de  percal  bordadaa  qae  no  paaen  de  22 
Mioe  deberán  aer  aforadaa  por  la  partida  881  del  primer  grapo  del  Aran- 
eelt  eon  recargo  del  20  por  100,  qae  se  determina  en  la  partida  89S  del 
grupo  tercero: 

Gonaiderando  qne  aprobada  dicha  reaolnción  por  la  Real  orden  de  1^ 
Febrero  de  1886,  qae  con  el  cúmplase  del  Gobierno  general  fué  pablic»da 
en  la  €hieeta  de  eatadadad,  correspondiente  al  11  de  Abril  del  propio%fio, 
Bo  cabe  declarar  qne  las  prescripciones  de  esa  soberana  disposición  obli- 
gan á  todas  las  clases  del  Estado  desde  la  fecha  de  sn  pablicación: 

Considerando  qne  vigente  como  se  encuentra  la  citada  Real  orden,  los 
iveceptos  en  ella  contenidos  son  de  estricta  aplicación  para  el  aforo  de  te- 
jidos qne,  no  pasando  de  22  hilos,  se  encoentren  comprendidos  en  la  par- 
tida del  primer  gmpo  del  Arancel: 

Considerando  qne  apreciándose  con  sujeción  á  las  reglas  de  la  crítica 
ndonal  el  dictamen  emitido  por  el  perito  D.  Ignacio  Grarrido  y  Montero, 
es  de  estimarse  como  probado,  qae  las  tiras  de  qne  se  trata  en  el  presente 
caso  corresponden  al  género  de  tejidos  llanos  blancos,  vnlgarmente  cono- 
cidos con  el  nombre  de  tiras  bordadas  de  algodón,  con  ana  densidad  apa- 
rente á  la  de  los  géneros  de  calicó  y  madapolán,  y  formado  sa  tejido  coir 
22  hilos  de  urdimbre  por  20  de  trama: 

Considerando  que  por  este  propio  dictamen  resulta  acreditado  que  la» 
tiras  bordadas  que  han  sido  objeto  de  este  pleito,  guardan,  por  sus  circuns* 
tandas  y  condidones,  perfecta  identidad  con  las  que  motivaron  la  citada 
lesoludón  de  la  Intendencia  general  de  Hacienda  de  81  de  Didembre 
de  1885; 

Aceptando  los  resultandos  y  considerandos  de  la  sentencia  recurrida; 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  la  sentencia  dictada 
por  el  Tribunal  local  de  la  isla  de  Cuba  en  l.o  de  Marzo  de  1890,  objeto 
del  presente  recurso.— (Sentencia  publicada  el  28  de  Abril  de  1892,  é  in- 
serta en  la  Gaceta  de  8  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 


215 

SsHTXNCiA  (29  de  Abril  de  lS92)).'^Ferrocarrüei.  Becar§o  municipal, — 
Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  del  Ayuntamiento  de  Ma- 
drid contra  la  Real  orden  de  13  de  Agosto  de  1886,  y  se  establece: 

1.^  Que  al  establecer  el  art.  9. <^  de  la  ley  de  Presupuestos  de  21  de  Julio 
de  1878^  que  las  Compañías  de  ferrocarriles  satinarían  por  impuesto  indus- 
trial el  5  por  100  de  los  beneficios  líquidos  que  repartiesen  á  sus  accionistaSr 
declaró  que  este  impuesto  no  podía  ser  gravado  con  recargo  alguno: 

2*  Que  dicho  precepto  legislativo  no  fué  derogado  por  la  ley  de  bases  de 
31  de  Diciembre  de  1881,  ni  por  el  Reglamento  de  igual  fecha  para  la  admi- 
nistración y  cobranza  de  la  contribución  industrial,  porque  el  art  l.o  de  la 
ley  sólo  auiorizó  al  Oobiemo  para  reformar  el  Reglamento  y  las  tarifas  en- 
tonees  vigentes,  y  el  art,  2,^  de  la  misma^  al  autorviar  á  los  Ayuntamientos 
para  recargar  las  cuotas  en  un  18  por  100,  no  pudo  referirse  a  otras  cuotas 
que  á  las  que  lepalmente  venían  recargándose  para  atenciones  municipales^ 
tin  extender  la  imposición  del  recargo  á  las  que  por  la  ley  estaban  excep- 
tuadas; 

Y  3,^  Oue  si  la  repetida  ley  no  autorisó  al  Oobiemo  para  derogar  el  ar^ 
iículo  P.o  de  la  de  Presupuestos  de  1878,  no  es  posible  que  lo  derogara  el  Be- 
glamenío  de  1881,  ni  el  de  1882^  puesto  que  ambos  se  derivan  de  aqueüa  au- 
imtaeién. 
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Solicitada  por  la  Oompafiía  de  los  Oaminoa  de  hierro  del  Norte  la  é«* 
volación  de  las  tamas  exigidas  á  dicha  Empresa  por  el  Ayuntamiento  de 
Madrid  á  titalo  de  recargo  para  gastos  mnnicipales  y  de  cobranaa,  al  ha- 
cer etectiyo  el  impaesto  del  6  por  1 00  sobre  los  beneficios  repartidos  á  ana 
accionistas  por  el  ejercicio  del  aflo  1882,  se  desestimó  sa  pretensión  por  el 
Delegado  de  Hacienda.  laterpnesto  recurso  de  alzada  contra  este  acaerdo, 
«e  dictó  la  Beal  orden  imougnada  confirmatoria  del  acuerdo  apelado,  y 
disponiendo  que,  respecto  al  18  por  100  qoe  en  concepto  de  recargo  mani- 
dpal  se  habla  impaesto  á  la  Compañía,  se  accediese  á  lo  solicitado  por 
^sta. 

Y  el  Tribunal  contencioso  dictó  la  sentencia,  cnjra  parte  sostaadal  e» 
«orno  sigue: 

Considerando  que  la  cuestión  que  se  ha  de  resolver  es  puramente  de 
derecho  y  se  reduce  á  determinar  si  la  Compafiía  de  los  ferrocarrílea  del 
Norte  está  obligada  á  pagar  al  Ayuntamiento  de  Madrid,  en  concepto  de 
recargo  municipal,  el  18  por  100  de  la  cuota  que  correspondió  á  dicha 
Compafiía  por  el  subsidio  industrial  de  6  por  100  impuesto  sobre  los  be* 
neficioB  repartidos  á  sus  accionistas  como  utilidades  del  aflo  natond 
de  1882: 

Considerando  que  al  establecer  el  art.  9.o  de  la  ley  de  Presupuestos  de 
21  de  Julio  de  1878,  que  las  Compafiías  de  ferrocarriles  satisfarían  por  im- 
puesto industrial  el  5  por  100  de  los  beneficios  líquidos  que  repartiesen  A 
sus  accionistas,  declaró  que  este  impuesto  no  podía  ser  gravado  con  reeac:- 
1^0  alguno: 

Considerando  que  dicho  precepto  legislativo  no  fué  derogado  por  la 
ley  de  bases  de  81  de  Diciembre  de  1881,  ni  por  el  Reglamento  de  igral 
fecha  para  la  administración  y  cobranza  de  la  contribución  industrial,  por- 
<]ae  el  art  l.<>  de  la  ley  sólo  autorizó  al  (3h)bierno  para  reformar  el  fila- 
mento y  las  tarifas  entonces  vigentes,  y  el  art  2.*  de  la  misma,  al  autora 
jsar  á  los  Ayuntamientos  para  recargar  las  cuotas  en  un  18  por  100,  no 
pudo  referirse  á  otras  cuotas  que  á  las  que  legalmente  venían  recargando- 
ae  para  atenciones  mnnicipales,  sin  extender  la  imposición  del  recargo  á 
las  que  por  la  ley  estaban  exceptuadas: 

Considerando  que  si  la  repetida  ley  no  autorizó  al  Gobierno  para  dero- 
gar el  art  9.o  de  la  de  Presupuestos  de  1878,  no  es  posible  que  lo  derogara 
el  Reglamento  de  1881,  ni  el  de  1882,  pnesto  que  ambos  se  denvan  de 
aquella  autorización: 

Visto  el  art  9.o  de  la  ley  de  Presupuestos  de  21  de  Julio  de  1878: 

Vista  la  ley  de  81  de  Diciembre  de  1881; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  ¿  nombre  del  Ayontaoaieiita 
de  Madrid  contra  la  Real  orden  de  13  de  Agosto  de  1886,  la  coal  qeeda 
firme  y  subsistente.— (Sentencia  publicada  el  29  de  Abril  de  1892,  ó  inser- 
ta en  la  Oaoeta  de  8  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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SaNTEKOiA.  (80  de  Abril  de  1892).— ^xeepoíonet  perentorias.  Ineompe- 
Uncia  de  juriadiceida.— Se  declara  la  del  Tribunal  de  lo  Contencioso  para 
conocer  de  la  demanda  del  Ayuntamiento  de  Bsparraflcaera  contra  la  Real 
orden  de  19  de  Mayo  de  1890,  y  se  establece: 


dda, 


1.0    (^  loM  retolwcionei  de  mero  trámite  que,  ademái  de  tener  eeta  coh«K- 
in,  d^an  á  bmIvo  el  derecho  del  intereeado  dentro  de  determinadae  owímm^ 
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iamáoM»  no  retinen  lo9  requintos  que  elartículo  Í.o  d«;  la  ley  exige  para  que 
una  reioludón  sea  impugnada  en  via  contenciosa^  puesto  que  ni  causan  eíta- 
4o,  ni  vulneran  derecho  alguno  del  actor  fundado  en  precepto  adminiitraüwo: 

2^  Que  en  este  caso  y  en  tal  sentida^  es  procedente  la  excepción  perento- 
ria de  incompetencia; 

T3.0  Qii0  las  cnestioneo  no  traiadae  y  reeuelta»  en  la  vía  gubema$iva, 
no  pueden  ser  dkieto  de  remlucián  en  la  contendoea^ 

B.  Andrés  B(»déa,  maestro  de  párvulos  de  EipurragaerA,  scadió  en 
instancia  al  Rector  de  la  üniversidad  de  Barcelona,  exponiendo  qne  al  to- 
mar posesión  de  aquella  Escoela  se  le  participó  por  el  Alcalde  qne  se  re- 
ñía consignando  en  los  presapoestos  municipales  para  dicho  cargos  la 
omtidad  de  600  pesetas,  que  percibía  el  maestro  como  compensación  de 
retribuciones^  y  que,  después  de  varias  consignaciones,  en  Julio  de  183S 
recibió  una  comunicación  en  la  que  se  lenarticipaba  qne  á  causa  de  la  pe- 
nuria ds  loe  fondos  municipales,  dejaría  de  percibir  la  cantidad  asigne^Ja. 

Por  la  Beal  orden  impugnada  se  reconoció  el  derecho  deí  reolamaatsii 
hadando  entender  al  Ayuntamiento  que  ai  no  consideraba  que  existia 
verdadero  convenio  para  el  abono  de  dicha  retribución,  procediese  á  fcu^ 
maularlo,  según  dispone  la  Real  Orden  de  18  de  Abril  de  18S6,  sin  qm» 
deba  suspenderse  el  pago  de  la  consignación,  hasta  terminarse  el  ez- 
pedieste  que  se  había  de  instruir  para  realisar  el  nuevo  oonvenio.  Y  el 
IMbunal  contencioso  dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  ee  epvi» 
«gue: 

Ck)nsiderando  qne  la  Real  orden  impugnada  no  resuelve  de  nn  modo 
definitivo  sobre  las  cuestiones  surgidas  entre  el  Maestro  Bordas  y  el 
Ayuntamiento  de  Esparraguera,  sino  que,  por  el  contrario,  expresa  de  on 
modo  terminante  qne  si  la  Corporación  municipal  no  estimaba  queepiftis 
verdadero  convenio  para  el  abono  de  retribuciones  al  Maestro,  debía  prp- 
ceder  á  íormalixarlo;  pero  sin  suspender  el  pago  hasta  que  terminase  el 
expediente  que  para  realizar  el  nuevo  convenio  se  había  de  instmir: 

Ck>nslderando  que  así  por  dejar  á  salvo  dicha  disposición  el  derecho 
del  Ayuntamiento  para  cuando  se  instnya  el  mencionado  expedient*^ 
eomo  por  ser  un^  resolución  del  mismo  trámite^  no  reúne  los  requisitos 
qne  el  ari  l.o  de  la  ley  exige  para  que  una  resolución  sea  impugnable  «b 
▼ia  contenciosa,  puesto  que  ni  cansa  estado  ni  vulnera  derecho  algono 
4el  actor  fundado  en  precepto  administrativo: 

Considerando  que  en  tal  sentido  es  procedente  la  excepción  dilatoria 
de  incomfletencia  de  jurisdicción  alegada  como  perentoria  por  el  Fiseal, 
ein  que  pueda  ser  bastante  á  desvúiecer  el  fundamento  en  que  la  misma 
ee  apoya,  la  cnestión  promovida  por  el  actor  de  haber  quedado  firmes  loe 
acuerdos  del  Ayuntamiento  y  del  Gobernador  de  la  provincial  ne  sólo 
porque  no  constando  estos  acuerdos  en  el  expediente  más  que  por  mera 
referencia,  no  es  posible  juzgar  de  su  significación  y  alcance»  sino  tam- 
bién porque  no  habiendo  sido  tratada  y  resuelta  esta  cnestión  en  la  vía 
Cnbemativ%  no  puede  ser  o^eto  de  resolución  en  la  contenciosa. 

Vistos  los  arts.  1.0,  46  y  48  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declifiramos  la  incompetencia  de  es- 
ta Tribooal  para  conocer  d»  te  demanda  interpuesta  A  nombre  del  Aynn- 
ftamiento  de  Esparraguera  contra  la  Qeal  Orden  de  10  de  Mayo  de  18^. 
—(Seténela  publicada  el  30  de  Abril  de  1892»  ó  inserta  en  la  Qaoda  dfA 
8  de  líoviembre  del  nusmo  afio.) 
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teRTBKOiA  (80  de  Abril  de  1892).— StatílNCtdfi  mUitar.Se  abeaelve  á 
la  Admioistración  de  la  demanda  de  D.  Le6ii  Laín  contra  la  Real  orden 
de  14  de  Abril  de  1890.  y  se  establece: 

1.^  Oue  tratándose  de  la  devolueión  de  una  eantidad  ingresada  en  el  Te- 
soro pwblico  por  redención  del  servicio  militar^  pero  no  de  impugnar  el  act<y 
aduwnisiraiivo  que  declaró  soldado  al  recurrente,  la  Beal  orden  denegatoria 
de  hi  pretensión  de  éste  en  aquel  extremo,  y  dictada  con  aplicación  é  interpre- 
tación de  disposiciones  de  carácter  administrativo,  es  suse^tible  de  revisión  en 
vía  contencwsa,  y  competente  el  Tribunal  para  conocer  dd  asunto  y  decidir 
ti  tales  preceptos  han  sido  ó  no  bien  aplicados: 

2,^  Que  en  el  propio  caso  es  improcedente  la  excepción  de  falta  de  perso- 
nalidad en  el  actor  ai  se  halla  reconocida  en  el  expediente  administrativo,  toda 
ves  que  se  extendió  á  tu  nombre  la  carta  de  pago  de  la  cantidad  impMe  de 
su  redención  del  servicio  militar,  v  sino  se  justifica  que  fuese  mavor  de  edad 
en  la  época  en  que  su  paire  entabló  la  reclamación  eníavia  gubernativa  y 
en  la  eontendoso-administrativa  ante  el  Consejo  de  Estado: 

3.0  Que  según  las  Beales  órdenes  del  Ministerio  de  la  Querrá  de  29  y  28 
de  Mario  de  1876,  los  mozos  de  la  reserva  extraordinaria  de  125.000  howlbret 
fueron  llamados  para  frestar  el  servicio  de  guarniciones  y  demás  análogotr 
en  sus  respectivas  provincias  durante  el  tiempo  de  la  guerra  civil  y  seis  me8e$ 
más  ti  el  Oóbiemo  consideraba  necesaria  esta  prórroga  y  obtuvieron  todos  tu 
licencia  abtoluta  después  de  pasada  la  revista  de  Abril  de  1876; 

Yáfi  Que  solicitada  dicha  devolución  por  el  interesado  por  haber  sido 
dado  de  b^a  como  excedente  de  cupo  cuando  ya  había  terminado  el  servicio 
de  la  mencionada  reserva^  y  habían  obtenido  todos  Iob  en  ella  comprendidot 
tu  licencia  absoluta,  la  redención  verificada  por  el  mismo,  prodigo  en  tu  favor 
todot  lot  efectos  legales,  puesto  que  no  prestó  el  servicio  al  que  sin  la  reden- 
ción venía  obligado,  y  no  son,  por  tanto,  aplicables  al  caso  las  prescripciones 
del  art.  153  de  la  ley  deSOde  Enero  de  1856,  por  cuanto  su  plata  no  liego  á 
ser  cubiertapor  otro, 

Inclaldo  el  recurrente  en  el  alistamiento  para  la  reserva  extraordinaria 
llamada  por  decreto  de  18  de  Julio  de  1874,  y  declarado  excedente  de  cupo 
por  Real  orden  de  18  de  Mayo  de  1876,  solicitó  su  padre,  D.  Andrés,  la  de- 
volución de  la  cantidad  satisfecha  por  redención  del  servicio  militar  de  se 
hijo.  Desestimada  esta  pretensión,  el  mismo  D.  Andr^  dedujo  ante  el  Con- 
sejo de  £stado  demanda  contencioso  administrativa,  cuya  procedencia 
consultó  la  suprimida  Sala  de  lo  contencioso,  y  sin  que  llegase  á  recaer  re- 
solución sobre  este  extremo,  acudió  D.  León  al  Tribunal  mostrándose  parte 
y  formalisando  la  demanda. 

£1  Tribunal  contencioso  desestimando  las  excepciones  perentorias  de- 
incompetencia  y  falta  de  personalidad  dictó  sentencia,  cuya  parte  sustan- 
cial es  como  sigue: 

Considerando,  respecto  de  la  primera  de  las  excepciones  dilatorias  que 
como  perentorias  alega  el  Fiscal,  ó  sea  de  la  de  incompetencia  de  juris- 
dicción, que  la  pretensión  del  actor  formulada  en  la  vía  gubernativa  y  d^ 
negada  por  Real  orden  contra  la  cual  se  dirige  esta  demanda,  tuvo  por  ob- 
jeto la  devolución  de  una  cantidad  que  inarresó  en  el  Tesoro  público  con 
objeto  de  jredimirse  del  servicio  de  las  armas,  pero  no  el  de  impugnar  el 
acto  administrativo  por  el  que  fué  declarado  soldado: 
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Conoidenmdo  qne  para  dictarse  por  la  Adminiítradón  la  Real  orden 
tpate  ae  ímpogDa,  ae  bim  aplicadp  ó  interpretado  diapoaicionea  de  carácter 
adminiatrativo,  y  en  tal  concepto  éata  ea  aoaceptible  de  reviaión  en  la  ría 
eoiitencioao^adnünistrafiva,  y  competente  el  Tríbonal  para  conocer  del 
aannto  {^anteado  en  la  preaeate  demanda  y  decidir  ai  loa  referidoa  pre- 
eeploa  han  aido  ó  no  bien  aplicadoa: 

Considerando  qne,  en  an  conaecaencia,  no  procede  eatimar  la  excepción 
de  incompetencia,  aai  como  también  la  dé  falta  de  peraonalidad  en  el  ao- 
tor^  porqne  la  de  éate  ae  halla  reconocida  en  el  expediente  adminiatrativo, 
toda  Tez  qoe  se  halla  extendida  á  an  nombre  la  carta  de  pago  acreditativa 
de  la  entrega  en  laa  arcaa  del  Teaoro  de  la  cantidad  importe  de  au  reden- 
ción del  aeryicio  militar,  coya  dcToloción  pretende  en  eate  pleito,  y  porqne 
no  ae  ha  joatificado  qne  el  actual  demandante  f ueae  mayor  de  edad  en  la 
época  en  qoe  an  padre  D.  Andrea  Lain  entabló  la  reclamación,  tanto 
eo  Tía  gubernativa  como  en  la  oontencioaoadminiatrativa: 

Oonaiderando,  reapecto  de  la  cneatión  de  fondo,  qae  aegún  laa  Bealea 
órd^wa  expedidaa  por  el  Miniaterio  de  la  Querrá  en  19  y  98  de  Mario 
éo  1876,  loa  mosoa  de  la  reaerva  extraordinaria  de  126.000  hombrea  fue- 
ron llamados  para  preatar  el  aervido  de  gnamicionea  y  demáa  análogos 
en  ana  reapeetivaa  provinciaa  durante  el  tiempo  de  la  guerra  civil  y  aeia 
meses  más  si  el  Gk>bierno  consideraba  neceaaria  eata  prórroga,  y  obtuvie- 
ron todoa  an  licencia  abaoluta  deapnóa  de  pasada  la  revista  de  Abril 
del87<k 

Considerando  que  D.  León  Lain  Quis  redimió  su  soerte  con  la  entrega 
de  1.350  pesetas^  y  poateriormente  fué  dado  de  baja  como  excedente  del 
cupo  de  Yuncler  por  virtud  de  la  Beal  orden  de  18  de  Mayo  de  1876 
coando  ya  habia  terminado  el  aervicio  de  dicha  reaerva  y  hablan  obtenido 
todos  los  en  ella  comprendidos  su  licencia  absoluta: 

Conaiderando  qne  la  redención  verificada  por  él  expreaado  Lain  ha 
producido  en  su  favor  absolutamente  todos  los  efectos  legales,  puesto  que 
no  ha  prestado  el  servicio  á  que  venían  obligadoa  los  mosos  comprendidos 
«n  la  tercera  reserva  de  1874  y  que  él  debió  preatar  por  completo,  como  lo 
han  hedió  loa  que  hallándose  en  idénticaa  drcunatandaa  no  optaron  por 
si  beneficio  de  la  redondón: 

Considerando,  por  lo  tanto,  que  no  es  aplicable  al  caso  de  autos  las 
francripdones  del  art.  158  de  la  ley  de  80  de  Enero  de  1856,  por  cuanto 
la  placa  de  Lain  no  llegó,  aegán  se  expreaa,  á  aer  cubierta  por  otro  mozo: 

Vistos  los  artículos  46  y  48  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Yiato  el  art  158  de  la  ley  de  80  de  Suero  de  1866; 

Fallamos  que  debemos  desestimar  y  desestimamoa  laa  excepdonea  de 
ineompetencia  de  juriadiodón  y  de  falta  de  personalidad  propuestaa  como 
peienioriaa  por  el  Fiscal,  y  abaolver  como  absolvemos  á  la  Adminiatracíón 
genial  del  Estado  de  la  demanda  deducida  por  D.  León  Lain  contra  la 
Beál  orden  de  22  de  Febrero  de  1878,  la  cual  queda  firme^  aobaistente.— 
CSentencia  pubUcada  el  80  de  AbrU  de  1892,  é  inaerta^la^ToMta  de  11  de 
'  Jfoviembre  del  miaao  afto.) 
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anrmioayk  (80  de  AMl  de  l&W).^Ola$eB  pamvat.  Pm$ión  de  Montepío 

f  M  IViore.— 8e  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  Doña 

María  Várela  contra  la  Real  orden  de  14  de  Abril  de  1890,  y  se  establece: 

1.^    Q^  para  ad^iUrir  el  derecho  á  pcHiUn  de  Jlon^pio  loe  hidae  de  lee 
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empUaáoB  en  la  Banco$  de  San  Carla,  de  San  Femando  pdeJBkpaMa,9eHm^ 
meneeterque  hnbieran  ntfrido  íof  deeeuentoe  eorre8p<mdietUe$  en  lafonmm 
preécrüapor  el  artS.o  de  la  Insirueeión  de  Íí6  de  Diciembre  de  188 í,  que  im- 
pone á  lo$fimeionano$  que  n»  eirven  en  oficina  dependáentee  del  Eeiaáe*  Im 
Migadán,  para  caneervar  en  loe  famüiae  el  derecho  ápeneián  quepudiermn 
tener  adquirido,  de  continuar  entregando  en  la$  TesoreAu  de  provincia  caim 
me  me$e$  el  importe  de  lee  deecmnioe  que  se  lee  hieieeen: 

2fi  Que  esta  obHgaeián  no  puede  estimarse  eun^j^ida  por  los  desememts& 
que  w^untariamente  se  impusiera  el  causante: 

3,0  Que  elart.  ^.o  del  cap.  2  o  del  Reglamento  del  Montepío  de  Oficinas, 
que  dice:  que  las  viudas  y  huérfanos  de  los  quealtiemjw  desuwsuerte  queda 
sen  á  deber  alguna  eantuiad  de  Monte,  no  percibirán  sino  la  mitad  haiüa  qme 
queden  reintegrados  sus  fondos  por  este  medio  ó  por  otro,  y  que  el  que  la  de- 
mandante invoca  en  su  favor  quedó  derogado  por  el  expresado  art,  5>  deía 
Instruccián  de  1831,  deüe  cuya  fecha  la  única  manera  de  conservar  el  deredéo 
era  satirfaciendo  puntualmente  los  descuentos  en  las  Tesorerías  de  provindae; 

Yéfi  Quesibienél art.  75  dd  proyecto  deleydeüO  de  Mayo  de  IS&M 
eonoediá  derecho  d  iltcfta  elase  de  pensión  á  las  viudas  y  huérfanos  de  ha  os* 
tiguos  empleados  del  Banco  Español  de  San  Carlee,  esta  ecnassián  debe  enten- 
derse subordinada  á  las  condiciones  que,  respecto  de  los  empleadoe  del  Estada 
á  quienes  con^prende,  exige  el  mencionado  proyecto  de  ley. 

Por  la  Real  orden  impagnada  se  deniega  la  petición  de  la  recorrento 
•obre  pago  de  pendón,  «orno  huérfana  de  D.  Tomás  Várela,  empleado  qaa 
loé  dorante  sesenta  y  tres  afioo  del  antiguo  Banoo  de  San  Garlos,  del  áa 
San  Femando  y  del  de  Bspafia,  y  fallecido  cuando  desempefiaba  en  el  úl- 
timo nn  destino  de  7.600  pesetas^  El  Tribunal  Oentencioso  dictó  la  sentan- 
da,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

OonsiderandO)  en  cuanto  á  la  pensión  dé  Montepío,  que  la  interesada 
reclama:  que  para  que  Dofia  María  Várela  hubiera  podido  adquirir  ese  de- 
recho con  relación  ai  sueldo  de  7.6O0  pesetas,  último  que  por  espacio  de 
más  de  dos  años  disfrutó  el  causante^  sería  menester  que  éste  hubiera  su- 
frido ios  descuentos  correspondientes  en  la  forma  prescrita  por  el  art  6.^ 
de  la  Instrucción  de  26  de  Diciembre  de  1831,  que  impone  á  los  fundoaa- 
riea  que  no  sirrenen  oáoinas  depandientss  del  Estado  la  obligación,  "para 
consenrar  en  las  familias  el  deredio  á  pensién  que  pudieran  tener  adq«i- 
ridO|  de  continuar  entregando  en  las  Tesorerias  de  piOTindia  cada  wsda 
menea  el  importe  de  los  descuentos  que  se  les  hiciesen: 

Considerando  qna  esta  obligación  no  puede  estimarse  cumplida  por 
D/.  Juan  Vasela^  que  desde  1.^  de  Enero  de  18é8  dejó  de  ingresar  en  las 
ofidnas  de  Hadenda  los  descuentos  propordonados  á  los  diferentes  aael- 
dos  que  percibió  hasta  su  failedmienlo,  da  que  en*  este  sentido  puedaA 
tener  alcance  alguno  legal  los  descuentos  que  voluntariamente  se  impnaOL 
puesto  que  con  ello  no  cumplía  loe  preceptos  legales,  ni  su  propódto  fue 
otro,'eegte  resulta  dd  sarpediente,  que  deponerse  en  condiciones  d  por 
acaso  llegaba  á  dictarse  una  nueva  ley  que  d^  un  mode  deflnitfcvd  legulitse 
las  pensiones  vitalicias: 

Considerando  que  el  art.  8.o  del  cap.  2.o  del  Beglamento  de  Montepío 
de  Oficinas,  que  dice:  que  las  viud^  y  huérfanos  de  los  que  al  tiempo  de 
eu  muerte  quedasen  á  deber  alguná«¿ntidad  de  Monte,  no  percibirán  dno 
la  mitad  hasta  que  queden  reintegrados  sus  fondos  por  este  medio  ó  por 
otro,  y  q«s  d  que  la  demandante  invoca  en  su  favor  qi»dó  defogedse  por 
el  expresado  ari  6.<»  de  la  Instmcdón  de  18S1,  desde  enya  fecha  le  úaiee 
maneta  de  conservar  el  derecho  era  satisfadendo  puntudmente  loa  dee- 
enentee  en  las  Te^tprism  de  provindar. 
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Oooiy^raiido»  |Kn  lo  40«  M  raflar»  á  la  i^eiidón  d«l  Tttoro,  qvM,  ii  bien 
ékuL  74  del  proyecto  de  \9f  de  SO  de  Meyo  de  1S62  concedió  derecho  á 
didm  eltee  de  peneito  á  1m  Tindee  y  hnérienoi  de  loe  entígiioe  em^ft- 
doe  del  Beneo  Eepefiol  de  fian  Garlee,  eeta  concesión  debe  entenderee  en- 
beidinada  á  lae  eondidonee  qoe,  respecto  de  los  empleadoe  del  Estado  á 
^¡nienes  comprende  exige  el  menetonado  proyecto  de  ley,  y  que,  por  con- 
sigaieate,  habiendo  contraído  matrimonio  D.  Tomás  Várela  antes  de  ha- 
ber diafratado  daranto  doe  allos  soeldo  de  8.000  pesetas,  no  ha  podido  le- 
gar á  «as  hnérfanoa  deüseho  á  pensión,  con  arrezo  al  art  iO  del  mismo 
psoyeoto  de  ley. 

Visto  el  Beglamento  de  Montepío  de  Oficinas  de  EU^ienda  de  86  de 
Jnlio  de  1797,  en  el  cap.  8.o,  art.  8.o: 

Víato  el  art.  6.»  de  la  Instmeción  de  26  de  Diciembre  de  1881: 

Vistos  loa  artkaloa  60  y  76  del  proyecto  de  ley  de  SO  de  Mayo  de  1862» 
pacato  en  vigor  por  la  ley  de  Preatipnestos  de  26  de  Junio  de  1864; 

FallamoB  qoe  debemos  absolrery  absolTtmos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  Dofia  María  Vá- 
rela Medech  costra  la  Beal  orden  de  14  de  Abril  de  1890,  la  coal  qaede 
iraie  y  snbsütente.— (Bentencia  pobMcada  el  80  de  Abril  de  1802,  ó  in- 
k  en  la  tímceta  de  11  de  üoyiembre  del  mismo  afio.) 
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Bcttmsoia  (8  de  Mayo  de  1802).— OMiat.— Se  revoca  la  Beal  orden  de 
6  de  Mano  de  1888  impagoada  por  D.  Gabriel  Gocsáles,  y  se  establece: 

Í.o  Que  tratándoie  del  cumplimiento  por  la  Administracián  de  una  96»- 
iemeia  dictada  por  los  Tribunales  ordinarios,  y  en  euffa  virtud  se  impusieron 
íag  costas  á  la  representación  del  Estado  en  autos  civües  seguidos  con  un  par- 
Uemlar,  d  aeunto  es  esencialmente  de  earécter  administrativo,  toda  vez  que, 
can  arreglo  ala  ley  de  Qmtabilidad,  toca  á  los  agentes  de  la  Administración 
la  ^¡eeuáón  de  las  sentencias  enquevor  la  jurisdicción  ordinaria  se  declaren 
kadeteehoa  de  Un  partieukirt»  al  ¿obro  de  alguna  cantidad: 

Mfi  (¿ueeoñdenadala  Adnmi9trae90n  en  senÉendaJlrms  y  consentida  al 
pago  ieoogtas,  es  indudable  que  debe  prooederse  por  sHa  á  la  ejeomaión  de  dá- 
eka  sentencia  en  la  forma  quepreviene  el  art.  16  de  la  ley  de  Coniabitídad; 

TSfi  4im  no  es  obetácUlo  para  que  se  haya  ejecutado  la  sentencia  rrferiia 
elftcdto  de  que  el  Ministerio  fiscal  no  consultase  á  la  Administración  general 
ée  Is  OmUendoso  antes  de  interponer  la  opélaMn  centra  la  del  inferior^  ni  es 
Mee,  por  tanto,  ni  exime  ala  Hacienda  del  pago  de  las  costosa  que  ha  eido 
amdenada  por  sentmcia  que  ha  consentido. 

Tw  la  Seal  orden  reclamada  se  deniega  al  recarreate  el  pago  de  las 
costas  impoestas  al  Fiscal  en  incidente  de  pobresa  qoe  aigoió  el  primero, 
ean  la  opoaidón  del  segando,  ante  la  jarisdicdón  ordinaria,  y  el  Tribunal 
esMteudüSo,  desestimando  la  excepción  perentoria  de  incompetencia  opnea- 
la  por  el  Fiscal,  dicto  la  aentenda,  coya  parto  sostancial  ea  como  signe: 

Ck>nsideranao  qne  en  esto  pleito  se  trato  del  cumplimiento  por  la  Ad- 
jniaistración  de  una  sentenda  dictada  por  loa  Tribonalea  de  la  jurisdicción 
Sfdinsria,  y  qne»  por  lo  tanto,.el  asunto  es  esendalmento  de  carácter  admi- 
aíetiatíTO^  toda  vea  que,  coa  arreglo  á  los  preceptos  de  la  ley  de  Contabili- 
4id  de  loe  agentes  de  la  Administradón,  toca  la  ejecodón  délas  sentencias 
«n  qoe  por  la  jnrisdicdón  ordinaria  se  declaren  loa  derechos  de  los  particn> 
iiSM  i4.e(te9  4ie  alguna  cantidad: 
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Ck>iifidenuido,  eo  wa  eonsecaeneU,  qoe  por  ser  de  oaráotor  administn- 
tiro  la  oaMtíón  qae  m  debate,  y  por  reanir  la  Real  orden  impugnada  \om 
reqniaitoe  qne  previene  la  ley  como  neoeearíoe  paraHMr  impugnada  en  ria 
contencioea,  eete  Tribunal  ee  competente  para  conocer  del  preaente  pleito, 
y  debe  deieetimar,  por  tanto,  la  excepción  dilatoria  de  incompeteneia  de 
jariedicdón,  propoeata  como  perentoria  por  el  Fieeal: 

Oonaiderando,  en  cnanto  al  fondo  del  pleito,  qne  lacneatión  qne  le  de- 
bate en  el  miamo  qneda  reducida  á  determinar  ai  la  Administración  eatá  6 
no  obligada  á  aatíaíacer  el  importe  de  lai  oottaa  á  qne  ha  aido  condenada 
en  el  incidente  de  iK>breza  segtiido  ante  el  Tribanal  competente,  á  nombre 
de  D.  Gabriel  Gontáles: 

Considerando  qne  condenada  la  Administración  en  sentencia  firme, 
qne  ha  consentido,  al  pago  de  las  indicadas  costas,  es  indudable  que  ha 
debido  precederse  por  ella  á  la  ejecución  de  dicha  seatencia  en  la  forma 
que  previene  el  art  16  de  la  ley  de  Oontabilidad: 

Considerando  que  no  ea  obstáculo  para  que  se  haya  ejecutado  la  sen- 
tencia referida  el  hecho  de  que  el  Ministerio  fiscal  no  consúltese  á  la  Ad^ 
ministración  general  de  lo  Contencioso  antes  de  interponer  la  apelación 
contra  la  del  inferior,  ni  ea  óbice,  por  tanto,  ni  exime  á  la  Hacienda  del 
pago  de  las  costas  á  que  ha  sido  condenada  por  sentencia  qne  ha  consen* 
tido. 

Visto  el  art  16  de  la  ley  de  Contabilidad  de  26  de  Junio  de  1870; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  este  Tribunal  tiene 
competencia  para  conocer  de  este  asunto,  y  asimismo  que  debemoa  re- 
vocar y  revocamos  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Hadenda 
en  5  de  Mano  de  1886. — (Sentencia  publicada  el  6  de  Mayo  de  189S,  é  In- 
serta en  la  Oaeeta  de  11  de  Noviembre  del  miamo  afto.) 
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Auto  (4  de  Mayo  de  1892).— JEre«pcioiiet  dü<Uaria$.  IñeompeU$Ma  á$ 
juri$du3cián,-'8e  declara  procedente  la  opuesta  por  el  Fiscal  á  la  demanda 
del  Ayuntamiento  de  Burgos  contra  la  Real  orden  de  7  de  Enero  de  1891, 
y  se  establece: 

i.o  Qitepwr  earre$p(mder  al  Gobierno  elprotedoradode  toét<u  Im  rntUtrn- 
cionei  de  Bm^fieeneia^  con  arreglo  al  art  7,<^  de  la  Imtrueeián  de  37  de  Abril 
de  1875,  e$  dieereoumal  en  el  Mimieterio  de  la  Oobemaeión^  eegún  elnúm.  j9.* 
del  art.  11  de  la  mitma  Inetruedón^  cuanto  se  refiere  á  la  agregación  y  ee- 
gregación  defundacionee  y  sue  captialee: 

2.0  Qne  á  tenor  del  núm.  1.0  del  art.  4.^  de  la  lev  de  13  de  8q>tiembre  dé 
1888,  no  procede  la  via  contencioea  contra  una  Meaí  orden  dictada  en  neo  da 
aquella  facultad  y  con  la»  formalidaáee  debidae; 

Y  3.0  Qmc  con  arreglo  al  núm.  3.o  del  miemo  articulo,  m  hallan  tambiém 
eaocluída»  del  alcance  de  lavia  contencioea  loe  Bealee  árdenee  que  eon  rtpr^ 
ducdán  y  eonfiírmaeián  de  atrae  aniorioree  coneeniidas. 

Por  Real  orden  de  8  de  Febrero  de  1886,  consentida  por  el  Ay«aUi- 
miento  de  Burgos,  se  mandó  devolver  á  la  Cofradía  de  la  Concepción  del 
Hospital  de  este  título,  sito  en  Burgos,  y  del  cual  se  había  aquél  iacaolad^ 
conservando  en  su  poder,  28  inscripdones  intraneferibles  emitidas  peí' el 
Estado  cuando  enajenó  loa  bienes  dótales  de  dicho  Hospital 

Dispuso  la  Real  orden  impugnada  que  oon  el  ei^ital  de  aquellas  ins^ 
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edpdonea  m  emitiera  otro  del  4  por  100  á  favor  del  Hospital.  Y  el  Tríbo  - 
aal  Contencioso  dictó  el  aato,  caya  parte  snstancial  es  como  signe: 

Considerando  qne  por  corresponder  al  Gobierno  el  protectorado  de  to* 
das  las  instituciones  de  Beneficencia,  con  arreglo  al  art  7.o  de  la  Insirae- 
•eión  de  27  de  Abril  de  1876,  es  discrecional  en  el  Ministerio  de  la  Gober- 
nadóo,  según  el  núm.  2.o  del  art.  11  de  la  misma  Instmcción,  cnanto  se 
refiere  á  la  agregación  y  segregación  de  fundaciones  y  sus  capitales,  y  qne 
dictada  la  Real  orden  qne  se  impogna  en  nso  de  aquella  facnltad  y  con  las 
formalidades  debidas,  no  procede  contra  ella  la  vía  contenciosa,  á  tenor 
del  núm.  l.o  del  art.  4.o  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888: 

Considerando  qne,  por  otra  parte,  habiéndose  dispuesto  por  Real  orden 
de  8  de  Febrero  de  1886,  qne  fné  consentida  por  el  Ayuntamiento  deman- 
dante en  el  hecho  de  no  haber  sido  impugnada  en  vía  contenciosa,  que 
procedía  devolver  á  la  Cofradía  de  la  Concepción  el  Hospital,  con  todos  los 
bienes  y  derechos  anejos  al  mismo,  la  de  7  de  Enero  de  1891  resulta  dio- 
tada  en  ejecución  de  aquólla,  y  no  viene  á  ser  más  que  una  reproducción 
y  confirmación  de  la  misma,  por  lo  cual  se  halla  también  excluida  del  al- 
cance de  la  vía  contenciosa,  con  arreglo  al  núm.  3.^  del  mismo  art.  4.*  de  la 
referida  ley: 

Considerando  que  siendo,  por  lo  expuesto,  procedente  la  excepción  di- 
latoria de  incompetencia  de  jurisdicción  alegada  por  el  Fiscal,  no  se  hace 
necesario  resolver  sobre  la  de  falta  de  personalidad  en  el  actor,  ni  sobre 
ki  de  defecto  legal,  propuesta  por  el  coadyuvante  de  la  Administración  en 
eate  pleito. 

Vista  la  Instrucción  de  27  de  Abril  de  1876,  y  los  artículos  4.®,  núme- 
ros 1.0  y  3.0, 46  y  60  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

8e  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  dejuris- 
dicción,  sin  hacer  expresa  condenación  de  costas;  en  su  consecuencia,  queda 
sin  curso  esta  demanda;  archívese  el  rollo  y  devuélvase  el  expediente  gu 
bernativo  al  Ministerio,  con  certificación  de  este  proveído,  que  se  publicará 
en  la  Qaeeta  de  Madrid,  insertándose  á  su  tiempo  en  la  CoUceión  l¿gi$laHva. 
— (Auto  fecha  4  de  Mayo  de  1892,  é  inserto  en  la  Gaceta  de  11  de  Nov^em- 
Im  del  mismo  afio.) 


»1 

BmtmmciA  (6  de  Mayo  de  IS92),— Excepciones perentoria$.  Incompeten- 
cia de  jurÍMdieeián,—8fi  declara  la  del  Tribunal  para  entender  en  la  deman- 
da de  D.  Juan  Moruja  contra  las  resoluciones  de  la  Dirección  de  Contabi- 
lidad del  Ministerio  de  Marina^  de  9  de  Agosto  j  19  de  Noviembre  de 
•1S88,  y  se  establece: 

Í.o  Qite  no  puede  prosperar  una  demanda  interpuesta  contra  resoJueio- 
dones  administraHvas.  dictadas  para  ¡a  ^ecueión  de  otra  anterior  que  haya 
sido  consentida  por  el  interesado,  y  mucho  más,  si  estando  expedita  para 
úqueüas  resoluciones  la  tria  gubernativa^  no  han  sido  reclamadas  ante  el  su  • 
jierwr  jerárquico; 

TS.o    Que  en  este  COMO  es  de  admitir  la  excepción  de  falta  de  competencia 
-en  el  Tribunal  para  conocer,  porque  dichas  resoluciones  carecen  de  las  conii 
dones  exigidas  en  el  art,  1,^  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888. 

Adjndicado  á  D.  Juan  Moruja  el  suministro  de  maderas  de  BaUaín 
para  los  arsenales  de  la  Feninsula,  y  como  aquél  manifestase  la  imposi- 
bilidad de  cumplir  el  contrato,  se  dispuso  por  Real  orden  de  11  de  Jallo 
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de  1SS8)  cobtentida  por  el  miimo,  una  nbeva  Uoitációii)  aieiido  la  dife- 
rencia de  mayor  prseio  qne  padiera  resaltar  entre  loa  doe  remate*  de^ 
atenta  de  Mom ja. 

En  Cumplimiento  de  la  citada  Real  orden,  acordó  la  Dirección  de  Con- 
tabilidad del  Ministerio  de  Marina  en  9  de  Agosto  la  instmcción  del 
oportano  expediente;  7  en  19  de  Noviembre,  proveyendo  á  redamadte 
de  Moraja,  desestimar  las  cansas  por  éate  alegadas  para  la  absolación  de 
la  penalidad  impuesta.  Y  el  Tribunal  Gontendoso  dictó  la  sentencia,  cuya 
parla  sustancial  es  como  signe: 

Considerando  qne  laa  resolodonea  de  la  Dkecdón  de  Contabilidad  átií 
Ministerio  de  Marina,  adoptadaa  en  9  de  Agosto  y  19  de  Noviembre  de 
1888,  contra  las  cnales  concreta  el  actor  sn  demanda,  aparecen  diotadas 
para  la  ejecndón  de  la  Beal  orden  de  11  de  Junio  del  expresado  afio,  que 
mandó  sacar  á  nueva  licitación  el  suministro  de  maderas  con  cargo  al  an- 
terior adjudicatario  de  la  diférenda  por  el  mayor  precio  á  que  pudiera  re- 
sultar el  nuevo  remate,  y,  por  tanto,  consentida  por  el  interesado  la  ex- 
presada Beal  orden,  bo  puede  prosperar  su  demanda  contra  las  dicbas  re* 
solociolies,  tanto  más  cuanto  que  dirigidas  á  llevar  á  efecto  aquella  reao- 
ludón,  eran  reclamables  en  vía  gubernativa  ante  el  superior  Jerárquloo^ 
dado  que  en  sus  prescripdonea  bailara  el  actor  ledón  para  los  derecho» 
de  qiie  se  creyera  asistido: 

Considerando,  en  su  virtud,  que  es  de  admitir  como  perentoria  la  ex- 
eepdóft propuesta  por  el  Fiscal  de  falta  de  oompetenda  en  el  Tribonal 
para  conocer,  porque  las  resoludones  objeto  del  litigio  carecen  de  laa  ocm- 
didonet  exigidas  en  el  art.  l.o  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888, 
puesto  que  no  causaron  estado  ni  innovaron  el  deredio  de  laa  partea  inte 
reaadas: 

Viatos  loa  arta.  Ifi  y  46  de  dicha  ley; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  Tribunal  carece- 
ré oompetenda  para  entender  en  la  demanda  propuesta  por  D.  Juan  Mo- 
nja contra  las  resoluciones  de  la  Dirección  de  Contabilioad  del  Miníate- 
rio  de  Marina,  objeto  del  frésente  recurso.— (Sentencia  pnblicada^  el  5  de 
Mayo  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  11  de  Noviembre  delniaflK)  aflo.>c 


SnrrEFCiA  (h  de  Mayo  de  lB9t),—Nuüdad  de  venia.  De9oku¡iáñ  ie/m- 
loa.— Se  absuelve  á  la  Adminiattadón  de  la  demanda  de  D.  Andrea  Dayee-> 
ten  contra  la  Real  orden  de  11  de  Octubre  de  1886,  y  se  establece: 

1.^  iim  el  ácmerdú  de  la  Jwnta  Superior  de  Veniae,  deelaratoriú  deianu' 
tídad  de  una  enajenación  par  determinado  exeeeo  de  cabida,  y  co9^rmado  por 
resolwoioneá  firmes  del  Fóder  J^écutivo^  conttituye  la  verdad  legal;  y  hade 
admitirse  inexcusablemente  para  determinar  la  extensión  de  terreno  que  aquél 
detentó^  al  efecto  de  reintegrar  á  la  Hacienda  los  frutos  percibidos  oon  rts- 
poeto  á  dicha  detentación: 

Y  2,^  Que  en  tal  caso,  asi  como  el  Estado  devuelve  los  platos  satirfechoa^ 
por  el  comprador,  dele  éste  entregar  los  frutos  percibidos  en  kt  porción  de  te- 
rreno que  constituya  el  exceso  de  cabida^  causa  de  lanuUdad  de  la  venta. 

Por  acuerdo  de  la  Junta  Superior  de  Ventas,  confirmado  por  orden  de 
9  de  Abril  de  Y874  y  en  vía  contendosa  por  Beal  decreta  sebtenda  de  8 
de  Julio  de  1877,  se  declaró  nula  y  sin  efecto  la  venta  de  la  debeaa  Im^ 
Háva,  rematada  á  iavor  de  D.  Andrés  Dayesten,  en  raión  á  exiatir  nn  ez^ 
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» de  cabidA  de  814  fanega*,  7  le  ordenó  la  reciproca  devolación  de  loe 
g».Joe  eaUefecboe  por  el  comprador,  y  de  las  rentas  por  éste  percibidat  7 
eeneapondientea  al  exceso  de  cabidla.  ^ 

Para  este  último  efecto  calculó  aquél  nn  exceso  de  111  fanegas,  cojo* 
dalo  taé  reehaatdo  por  laBeal  oiden  reclamada,  que  mandó  giras  la  üqoi- 
dación  de  los  frutos  «1  respecto  del  exceso  de  814  fanegas. 

En  el  período  de  pmeba,  el  recmveoile,  para  demostrar  qoe  aqaél  no 
liabla  sido  objeto  de  la  venta,  7  además  formaba  parte  de  nn  monte  de 
D.  Pensando  Femándés  Faloón,  exhibió  ana  sentencia  de  ia  Andienciifc  de 
Albacete,  de  4  de  Mayo  de  188B,  qne  declaró  nnla  la  venta  de  la  dehesa 
Bava,  hcÑeh»  por  el  Estado  á  favor  de  D.  José  Precioso^  en  cnanto  se  rcfiere- 
á  loa  terrenos  del  oeto  de  Falcóou  7  á  las  111  fanegas  procedentes  de  otra^ 
dehesa,  7  de  la  exclosiva  propiedad  del  último. 

Kl  Tribunal  Contencioso  dictó  la  sentencia,  coya  parte  sastandal  em 


GeosideraDdo  qoe  la  Junta  Boperior  de  Ventas,  al  deolarar  en  tS  de 
Mayo  de  1872  la  nulidad  de  la  sobsat»  de  la  deheaa  Nava,  se  fundó  en 
q«e  existía  nn  exceso  de  cabida  de  814  fanegas  7  8  celemines,  y  es  nc- 
torio  qoe  si  el  rematante  D.  Andrés  Da7esten  no  hubiera  poseído  dicho- 
exeeso,  ai  habría  tenido  lugar  ia  detentación,  ni  hubiera  sido  posible  acre- 
ditar su  existencia  7  akance: 

Geaslderando  qne  ék  expresado  fallo  de  la  Junta  Superior  de  Ventas^ 
ffMriinnado  por  la  ordendel  Poder  Ejeeativo  de  9  de  Abril  de  1877  7  por 
ei  Real  decreta  sentencia  de  2  de  Julio  de  1877,  constitu7e  la  verdad  lega) 
y  ha  de  admitirse  inexcusablemente  para  determinar  la  extensión  de  te 
rrsDO  detentado  por  Da7esten: 

OoBsidenndo  qne  la  sentencia  pronunciada  por  la  Audiencia  de  Al- 
baoeta  en  4  de  Mayo  de  1882  se  refiere  á  una  subasta  distinta  de  la  en  que 
faé  rematante  dicho  interesado,  el  cual  no  ha  sido  parte  ni  ha  tenido  in- . 
terveadóB  de  ningún  género  en  el  litigio  á  que  pone  término  aquella  de- 
^nón: 

Goaaidenttido  además,  que  no  se  encuentra  acreditado  en  la  misma,  ni 
nor  otio  medie  lo  ha  Justificado  el  demandante,  que  las  814  fanegas  de  ex- 
esso  que  hubo  en  la  venta  de  la  dehesa  Nava  sean  precisamente  los  terre- 
nos moi^oosos  del  coto  de  Fakón,  las  111  fanegaa  de  terreno  labrantío- 
eon  vina  y  arbolado,  y  las  74  procedentee  de  la  dehesa  de  Remires,  que  la 
Aadieneia  de  Albacete  dedara  propiedad  de  los  hevederos  de  Femándes^ 

Considerando  que  aunque  existiera  la  identidad  de  terrenos,  el  hecho- 
de  pertenecer  los  mismos  á  dwninio  privado  no  demostraría  que  Dayestea 
dejara  de  detentarlos,  cerne  los  ha  detentado  después  el  segundo  compra- 
dor, á  quien  los  Tribunales  ordinarios  han  considerado  poseedor  de 
aula  is,  osndauándola  á  devolver  los  frutos  recibidos  y  debidos  per- 
cibir: 

Considerando  que,  en  virtud  de  lo  expuesto,  es  procedente  confirmar  la 
Beal  orden  impugnada,  con  arreglo  á  la  cual,  así  como  el  Estado  devuélve- 
los piases  satisfechos  por  Dayeste^,  éste  debe  entregar  los  frutos  percibí- 
doe  de  las  814  fanegas  y  tres  celemines  que  constituyeron  el  exceso  de  ca- 
bida, causa  de  la  nulidad,  según  ejecutoriamente  declaró  el  Real  decreto- 
«snteoeia  de  a^  Jnliode  X877: 

Fallamos  ^ne  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Andrés  Da- 
yesten  esetM  la  Beal  orden  d0  11  de  Octubre  de  1886,  la  cual  queda  firme^ 
j  «obsistente.--(8etttenda  publicada  el  6  de  Mayo  de  1892^  ó  inserta  en  la 
AMdte  de  11  de  ]bk>viembre  del  mismo  afio.) 
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■vciA  (6  de  Mmjo  de  lñ^l).Sxeq^oiíme$  ptrmtvrUm.  Inoompeim- 
ri8dicción.-^8e  declara  procedente  la  opuesta  por  el  Fiscal  á  la 
I  del  Áynntamiento  de  Madrid  contra  la  Real  orden  de  26  de 
B  1888,  j  se  establece: 

tegún  previene  el  art,  46  déla  ley  de  13  de  8q»He9nbre  de  1888,  el 
I  de  lo  Oonteneioso  e$  incompetente  para  conocer  de  la  demanda  for- 
wntra  una  Beal  orden  que  carece  de  lo$  requieitoe  ^  para  eer  ene- 
k  reviiión  en  tria  eontencioia  exige  como  neceeartoe  el  tit.  !.•  de 
ey. 

a  Real  orden  impugnada  se  ordenó  al  Ayontamiento  de  Madrid 
lase  á  D.  José  Barca  las  cantidades  qne  le  adendaba  reclamadas 
ismo,  y  se  dispuso  qne  si  la  referida  Corporación  hubiese  apli- 
lebidamente  á  otras  obligaciones  la  cantidad  sefialada  para  este 
»,  forme  nn  presnpnesto  extraordinario,  en  cumplimiento  de  lo 
iado  en  el  art.  148  de  la  ley  Municiptal.  Y  el  Tribunal  Contencioso 
lenteocia,  cuya  parte  sustancial  es  dome  sigue: 
Iderando  que  la  Real  orden  impugnada  se  limita  á  ordenar  al 
liento  el  pago  del  crédito  reclamado  por  Barca,  y  qne  sólo  para  ot 
[)ne  la  cantidad  á  que  asciende  se  hubiese  aplicado  indebidamen- 
ra  el  que  dispone  la  formación  de  un  presupuesto  extraordinario: 
iderando  que  el  Ayuntamiento  sostiene  en  su  demanda  que  no  h« 
»licadón  indebida  de  cantidades  incluidas  en  sus  presupuestos,  j 
tanto  se  deduce  lógicamente  que  la  Real  orden  impugnada  no  lo 
do  agrayio  alguno,  puesto  que  por  ella  no  se  le  obliga  á  formar 
puesto  extraordinario,  sino  sólo  para  el  caso  en  que  hubiese  ha- 
Icadón  indebida  de  cantidades: 

iderando  que,  por  lo  tanto,  la  Real  orden  impugnada  carece  de 
[sitos  que  para  ser  susceptibles  de  revisión  en  vía  contenciosa 
mo  necesarios  el  tít  I  o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  j 
u  consecuencia  este  Tribunal  es  incompetente  para  conocer  del 
le  autos,  según  se  previene  en  el  art.  46  de  la  referida  ley: 
Ni  los  artículos,  l.o,  46,  párrafo  segundo,  y  48  de  la  ley  de  19  do 
bre  de  1888; 

mos  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedente  la  exoepcióii 
de  incompetencia  de  jurisdicción  propuesta  como  perentoria  por 
;  archívese  el  rollo  y  devuélvase  el  expediente  gubernativo  al  Mi- 
de la  Gobernación.— (Sentencia  publicada  el  6  de  Mayo  do  18M, 
i  en  la  Gaceta  de  11  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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SHoiA  (6  de  Mayo  de  1892).*- ^onfridudÓM  iinámMaL'^&%  ob- 
la Administración  de  la  demanda  de  D.  León  Lltsfoasse  contra  la 
en  de  14  de  Mayo  de  1886,  y  se  establece: 

}ue  el  art,  81  del  Beglamento  de  13  de  Junio  de  1883^  diefont  que  s< 
irial  ejerce  doe  ó  má$  induetriae  eomprendidae  en  he  tarifa»  ;9>,  3.\ 
debe  pagar  loe  cuota»  correspondiente»  á  cada  una,  aumque  periénes- 
a  rnüma  tarifa  y  la»  ejerzan  en  él  mi»mo  local: 
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ÍL»  Qm»  to  <n¿mft^ía»  de  afwmeen i$ia$  éU  oardowet  y  carro  pora  git  <rttti»> 
pvrUnom  encmnirím  amqn'mdidái  émiro  de  la$  exemdoneM  que  con$igfum 
MAaM  tarifas: 

3.9  Que  el  preee^  f  la  doctriné  preeedentee  mm  apUeablee  á  umt  Sode- 
dad  anáHvnapara  la  fabricación  degoi  y  explotación  de  carbón: 

4.0  Que  esta  última  ii%dmtria  no  se  halla  comprendida  en  la  tarifa  3^^ 
V  por  tanto,  debe  contribuir  con  independen(na  del  núm,  4.^  de  la2.\por 
¡es ^fígre^es  62  y  118 de  la  misma  tartfa^que  comprende  indmUrias  com^- 
iomente  iisHnta»  de  ¡a  de  fabricación  del  gas; 

75.0  Qfne  ^  art,  82  del  Reglamento  solamente  permite  á  los  fabricantes 
iegasla  venta  del  cok  procedente  de  su  fabricación^  mn  que  por  eUa  induo 
tria  satisfagan  otraeuotaque  la  señalada  en  el  núm.  147  de  la  tarifa  3.«( 
pero  no  lemautoma  para  tdmaoenar  y  vender  combustibles  de  todas  da^es. 

Por  I»  Beal  orden  reclamAdm  te  denegó  la  petición  del  recurrente,  tv- 
pieteotante  en  Bargoe  de  1»  OompAflía  Madrilefia  de  Alumbrado  y  Cale- 
facción por  gas,  de  qneie  le  diera  de  baja  en  la  contribución  industrial 
qoe  te  le  habla  eefialado  y  venia  aatiaf aciendo  por  venta  de  carbón  de 
piedra  y  por  un  carro  de  transporte,  en  atención  á  ser  la  Sociedad  anóni* 
ma  y  hall^ne  comprendida  en  el  nám.  4.o  de  la  tarifa  2.a,  por  la  que  pn- 
^tba  el  10  por  100  de  ana  utilidadee  líquidas.  Y  el  Tribunal  Gontenoioeo 
dietó  la  sentencia,  cuya  parte  anatanoial  es  como  signe: 

Considerando  que  la  cuestión  que  se  ha  de  resolver  por  este  litigio  se 
ndooe  á  determinar  si  la  Oompafila  Madrilefia  de  Alumbrado  y  Of^fae- 
eiótt  por  gas  por  las  industrias  de  almacenistas  de  carbón  de  piedra  f  por 
■n  enrro  de  transporte,  que  ejeroe  en  Burgos,  debe  ó  no  satisfacer  la  cuota 
«onespondiente,  y  si  por  tanto  le  es  ó  no  aplicable  el  art  89  del  Kegla- 
BDsnto  de  1%  de  Junio  de  1882: 

OoBsiderando  que  este  artículo  es  perfectamente  anlioafole  á  la  Cena* 
IMÜa  demandante,  porque  en  él  se  dispone  que  si  un  industrial  «"jerea 
dos  ó  más  industrias  de  las  comprendidas  en  las  tarifas  2.^;  8.*  4.»  y  6.\ 
debe  pagar  las  cuotas  correspondientes  á  cada  una,  aunque  p«rtenesoaa 
á  una  misma  tarifa  y  las  ejerzan  en  el  mismo  local;  y  porque  las  indna* 
trias  leferidaa  de  almacenistas  de  carbones  y  carro  para  su  transporte  no 
se  encuentran  comprendidas  dentro  de  las  exenciones  que  consignan  di*  * 
«hastariíar. 

Oonsiderando  que  la  disposición  de  que  la  Sodedad  demandante  como 
anónima,  contribuye  por  el  nám.  4.<>  de  la  tarifa  2  «,  y  no  por  el  epígra- 
fe 147  de  la  8.^,  no  alcanaa  á  las  industrias  comprendidas  en  diclia  tari- 
fa 2.*,  porque  la  neta  aclaratoria  de  la  8>  sólo  se  refiere  á  laa  comprendi- 
das en  ésta,  y  en  la  8.»  no  se  establece  exención  alguna: 

Considerando  que.  aun  cuando  uno  de  los  fines  de  la  Sociedad  demaa- 
dante  sea  el  de  la  explotación  del  carbón,  hay  que  tener  preeente  que  esta 
industria  ao  se  halla  comprendida  en  la  tarifa  8.^  y  que,  por  tanto,  debe 
eontriboir  eon  independencia  del  núm.  4.o  de  la  2.^  por  los  epígrafes  68  y 
118  de  la  misma  tarifa,  que  comprende  industrias  completamente  distii»» 
tas  déla  fabricación  del  gas: 

Considerando  que  el  art.  82  del  Reglamento  solamente  permite  á  loe 
fabricantes  de  gas  la  venta  del  cok  procedente  de  su  fabricación,  sin  que 
por  esta  industria  satisfagan  otra  cuota  que  la  sefialada  en  el  núm.  14T 
de  la  tarifa  8.*;  pero  no  les  autorisa  para  almacenar  y  vender  combusti- 
bles de  todas  diasss,  que  es  lo  que  ha  venido  haciendo  la  Oompafila 
demandanteenBurgos,  satisfaciendo  por  esta  industria  la  eontribaoióa 
eorrsspendiente  sin  protesta  alguna^  hasta  que  se  creyó  en  el  caso  de  qua 
debía  figurar  y  eontribair  tan  sólo  en  el  núm.  4.o  de  la  tarifa  2>. 
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Y  coDMensdo^  p«r  lo  tasto,  qne  Im  Bml  oides  impaga  Ada  m^  ajto> 
tadoen  imiodoálaapveicnpoioBMrdtl  Itoglamento  da  18  de  Julio  d^ 
1888,  qve  es  la  legialación  vigente  aobre  la  materia: 

Yivtoa  lea  artlcaloa  S.«  tS,  Sí,  9^  y  IB  4el.  Begiafldeato  da  18  de  Jnlio^ 
de  188S: 

Viatea  loa  epígraíea  4.o,  82  y  118  de  la  tarUa  2.»: 

Yiato  el  epígrafe  núm.  147  de  la  tarifa  8A 

Viata  la  nota  fiaal  de  la  tarifa  3>; 

Fallamos  qae  debemos  absolver  y  absolvemos é  la  Administradéa  ge-- 
oeraldel  Estado  de  la  demanda  dedtíeida  por  D.  León  látafoosse,  Direc- 
tor  de  la  Compafiia  Madrikfiade  Alumbrado  y  Oalefaedón  por  gaa,  contra 
la  Real  orden  de  14  de  Mayo  de  1886,  la  ooal  qneda^  firme  y  aabsistente. — 
(Sentencia  pnblioada  el  6  da  Mayo  da  188»»  éúMSita  enla^Gacitodall  d* 
noviembre  del  mismo  afio.) 
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(á  de  Mayo  de  1892).-^Btmet  dd  Estaék>.  Be$cmáñ  dep^r- 
í  absuelve  á  la  Adminiatradén  de  la  demanda  de  la  Dipotadóa 
IHrovincial  de  Barcelona  contra  la  Real  orden  de  10  de  Dicienü^rede  1886^ 
yaeeatabiece:  - 

Q^e  iratámdoH  de  eoncetiám  groúitma  de  terrenoe  para  un  objeto  enpemti,  ai 
érfs  i¡hwre(úi»a,9Míd€perfeeUicplieaei6naleaMeUefreicepiUmdidBM 
aetto  de  MI  de  Marto  de  1871,  sé^íift  ÍM^woáetjprosedf  <o  twgaatocidn  laaic- 
dáate  de  los  jnviíms  MdtdMi 

Por  Baalea  órdanea  de  2»  de  Maye  de  1866  y  11  de  Diciembre  de  1866 
aoneedió  el  Eatado  á  la  D^rntadón  provincial  da  Baroeloaa  varioa  aokif 
qae  la  misma  pidió  para  eatablecer  en  elloa  na  Inatituto  deaegoada  «nae- 
fian»,  ofreciendo  por  sa  parte  el  valor  de  loa  oonventoa  del  Oarmen  y  de* 
San  Sebaatián. 

Eatoa  dea  Altimoa  tnmoeblea,  en  virtud  de  Bealea  órdenes,  bebían  sid^ 
«adidoa  so  1887  y  1888  á  la  Universidad  y  ala  Jnata  de  Oomereio  de  Bar- 
celona, reapectivamente;  por  caya  raxón  y  por  haber  desistido  laDipntaeiósk 
ysavincftal  delpr^ecAe  de  Inalitato,  ae  acosdó  en  la  Beal  orden  leelamadar 
laineantaaión  pev  el  Bstado.de  loa  mensionadoa  ierrenoa.  T  el  Tribanal 
Cotttencioao  dictó  la  sentencia,  caya  parte  anstandal  ea  eoipo  slgnai 

Considerando  qne  loa  edificios  conventos  da  dórigoa  manoesa  de  Saa 
fiebaatián  y  del  Carmen  Calzado  foefon  oedidoa  por  elJBatadoen  virtod^e- 
Isa  Bealea  órdenea  de  30  de  Septiembre  de  1888,  no  á  la  Bipntaeióa  pro- 
vincial, aino  á  la  Jonta  da  Comercio  y  á  la  Univeraidad  de  Banelona,  lea- 
fiaetivamente;  y  qne  si  bien  por  otia  resolución  de  1 1  de  Diciembre  de  186^ 
aa  eenoedieroo  á  la  Dipotación  loa  sedases  no  enajenadea  del  enaaache  de 
la  población,  en  laa  manaanaa  nómsroa  60, 68  y  68,  con  obisto  de  eatabie* 
eer  en  ellos  nn  Instituto  de  segunda  ensefiansa^  á  cambio,  qoeoCracióudel 
valor  que  ae  diera  ea  tasación  á  lostKmvMites  mencionados,  y  abonando  1» 
diferencia  que  reaultaae  en  el  precio  de  loa  prodioa  p«rmntadoa,es  lo  eiaitcK 
que  tal  permuta  no  llegó  á  perfeecionarse  y  qnsdótín  efecto  alguno  deade- 
qae  por  orden  de  la  Dirección  general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Ea> 
tado,  en  11  da  Ageato.de  1868,  se  acordó  sospender  la  pnaeslán  mandade 
dar  á  la  Corporación  provincial  dalos  referidos  aolarea,  por  no  estiniar  Jna- 
tiftcadoa  en  todo  ni  en  parto  los  derechos  de  propiedad  que  la  i 
satia  reapaoto  de  loa  convantoa  dal  Canneii  y  San  Sebaatián: 
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habtoie  Uegmdo  á  jnsUflcir  daveoho  4e  piopiedad  iobr«  »qiiellM  flncat»  j 
de  que  tavient  baée  legal  la  permata  qoe  aotoriió  la  Real  or4eii  de  11  da 
Dteíeiabre  de  1866,  iavipoee  aesáa  éeta  eoetenibleí  poique  otorgada  bajo  !• 
«ondieióii  de  qae  loa  iolaMa  habrían  de  deatinarae  á  la  editoddB  de«ft 
Iiifltiteiadeei^OQdaeiiaafiaDaa,'apareeeeoelexpedien|eqae  la  Dlpoin- 
ekSn  proyincial  de  Barcelona  acordó  en  el  mea  de  Abril  de  1884  deaiatir  da 
eale  proyecto,  aaá  oamo  deapoéa  daaiatió  taaibién  del  de  eiiaieiiar4>trqa  pre- 
díoB  para  aplicar  an  importe  á  la  oonakiicoión  de  nn  loatitato  de  mepor 
impctftancia  qne  el  projreotado  con  anterioridad,  acnerdoe  dj»  que  ae  di6 
eooooimiento  oficial  á  la  Direodón  genecal  de  Adminiatración  loeai,  aegdft 
eooata  en  la  orden  del  miamo  Oentro  directiro  de  28  de  Septiembre  de 
1886,  y  en  la  de  6  de  Octnbre  de  1885,  á  qne  aqnólla  baee  referencia: 

Ckwaiderando  qne,  en  Tirtod  de  lo  ezpoeato»  el  acto  qne  vealisó  el  Sa- 
tado  en  lavor  de  la  Dip«taai4n  proTindal  4a  Barcelona  ep  11  de-Dieiembe» 
de  1866,  aólo  tnvo  el  carácter  de  conceaión  gradoaa  de  terrenoa  para  on 
objeto  eapecial,  y  al  ao  haberae  éate  realiaado,  aon  de- perfecta  aplicación 
al  eaao  loa  pceceptoa  del  Beal  decreto  d#  21  de  Mano  de  1871,  aegán  loa 
eoalea  procede  la  incautación  inmediata  de  loa  predioa  cedidoa,  qae  ea  lo 
acordado  jnatamente  por  la  Beal  orden  objeto  de  impognaeióa  «d  aala 
pl«ito;7 

Gonaiderando  qae  por  el  hecho  qne  ae  menciona  como  último  en  la  i#> 
kdón  de  loa  qae  airren  de  f  andamento  á  eata  aentencia,  no  procede  hacev 
dedaración  algnoa  reapecto  de  la  excepción  de  defecto  legal  en  el  moda 
de  proponer  la  demanda,  qae  en  concepto  de  perentoria  alegó  el  Flacal  eft 
na  eacrito  de  conteatadón.  .  '^ 

Viato  el  Beal  decreto  de  21  de  Marso  de  1871,  artícaloa  \.\  7.a  y  8.at 

FattamoaqUdMMmoaabaelTerjabaoUeaioaála  Admialatraaiéii  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpneata  á  nombre  de  la  Dlpntacién 
prorindal  de  Barcelona  eontra  la  Beal  orden  expedida  por  el  MiniateriO' 
de  Hadenda  en  19  de  Diciembre  de  1888,  la  caal  qaeda  firme  y  anbaiatenla. 
— ^SeateadapobUcadael  14deMajodel802,éiA8eitaen  la  Qaceta  da 
la  de  KoTieoíjMre  del  miamo  afio.) 
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a»? aacu.  «^  de  Mayo  da  1893^f^>-^JB5octycton«  pmrmiUiricm. 
cim  d$junBdieeión.^B%  declara  la  del  Tribunal  de  le  Qontencioao  pan  op- 
Bocer  de  la  demanda  de  D.  Joan  GUrcia  contra  la  Beal  orden  de  S  de  Ju- 
lio de  1887,  y  ae  eatablece: - 

Qm<  aiy«a  está  declarado  rt^petidametUe  par  el  Otme^o  de  Estado  f  por 
4d  Tribwai  Gon^ndoio,  cuando  una  Eeal  orden  deoettma  wm  eolicUnd  de  es- 

Xiéndela  desamortigaeiénp^forqne  el  recurrente  no  ka  demoetrado  tener 
e  los  bienes  el  derecho  qnetnvooap  u  para  discnHr  y  reconocer  esto  dere- 
eko,sshaoe  necesario  apreciar  Ututos  de  carácter  civil,ta  cuestión  esdetaeoo- 
otmioacompetencic^detos  Tribunales  arenarios,  tenimdo  en  tal  caso  la  reda- 
maeián  gubernativa  el  carácter  de  un  uñero  requisito  exigido  por  las  kjfcs  pf^ 
sesalssparm  auUablar  dsman4(U  contra  el  Estado, 

fioUdtado  por  el  demaa4ant^  qne  ae  exceptuase  da  la  deaamorüaadón 
tma  Gapellaoía  fondada  por  JPofia  Tereaa  Gonaále^  y  demoetrado  por  el 
miamo  ao  parenteeeo  con  el  primer  Capellán  y  loa  demáa  d^aignadoa  en  la 
fondadón^peioainacneditar  en  deaaendencia  del  llamado  en  último  léiw 
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■uno,  recayó  It  Beal  orden  impognada,  denegatoria  de  aquella  petle!da«. 
T  el  Tribunal  Contencioio  dictó  la  aentencia,  cuya  parte  •oataacial  es 
como  ■igoe: 

CSoneiderando  que  la  Beal  orden  reclamada  ee  fanda  para  negar  la  per- 
«Kmalidad  de  D.  Joan  Garda  Oliyaf ,  en  que  éete  no  ha  justificado  su  en> 
tronque  con  la  última  linea  llamada  por  el  fundador  de  la  Gapellanái  de 
^oe  ee  trata: 

Considerando  que,  según  está  declarado  repetidasoenle  por  el  Gonaejo 
de  Estado  y  por  este  Tribunal,  cuando  una  Beal  orden  desestima  una  so- 
licitud  de  excepción  de  la  desamortisación,  porque  el  recurrente  no  ha  de- 
mostrado  tener  sobre  los  bienes  el  derecho  que  invoca,  j  para  discutir  j 
reconocer  este  derecho  se  hace  necesario  apreciar  títulos  de  carácter  cíTíl^ 
la  cuestión  es  de  ia  exclusiva  competencia  de  loa  Tribunales  ordinarios,, 
teniendo  en  tal  caso  la  reclamación  gubernativa  el  carácter  de  un  mero  re- 
quisito exigido  por  las  leyes  procesales  para  entablar  demandas  contra  el 
Estado. 

Visto  el  art.  4.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembí^  de  1888; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  incompetente  á  este  Tri- 
bunal para  conocer  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Juan  Gar- 
cía Olivas  contra  la  Beal  orden  de  8  de  Julio  de  1887.— (Sentencia  publi- 
cada el  5  de  Mayo  de  1892,  é  inaerta  en  la  Oaeeta  de  12  de  Noviembre  del 
mismo  afio.) 
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SsKTBiroiA  (7  de  Mayo  de  199t),^BÍ0ñe$  iü  Estaiú,  NúUdúd  de  miboB- 
fti.— 8e  confirma  la  sentencia  del  Tribunal  local  de  Puwto  Bico',  de  11  de 
Diciembre  de  1890,  apelada  por  el  Fiscal  en  pleito  con  D.  Manuel  Ama^ 
dor,  y  se  establece: 
i.<»  Que  ¡a  ^luniad  de  ¡a$  parteé  e$  ley  síiprema  m  maierim  de  contratos:' 
2,^  Que  no  es  imputable  la  responsabilidad  por  el  immmpUmiento  de  im 
contrato  á  la  parte  á  quien  no  lo  sea  el  hecho  determinante  de  aquél; 

TS.o  Que  obra  en  uso  de  un  perfecto  derecho  el  rematante  del  arrenda- 
miento de  un  inmuebley  negándose  ápooesionarse  de  éste  por  resultar  con  me- 
nos cabida  que  la  anunciada, 

Bematado  por  la  Intendencia  de  Puerto  Bico  el  arrendamiento  de  un 
solar  en  favor  de  B.  Manuel  Amador,  y  como  se  negase  éste  á  poseÉionar- 
se  del  mismo  iK>r  resultar  con  menos  cabida  de  la  anunciada,  y  también  á 
verificarlo  con  la.rebaja  proporcional  á  la  diferencia  de  menos  de  la  super- 
ficie, según  pretendió  la  Intendencia,  advirtióndole  que  de  no  aceptar  res- 
cindirla la  Administración  el  contrato  y  anunciaría  nuevas  subastas,  ee 
celebraron  éstas  sin  postor,  por  lo  que  la  Intendencia  le  requirió  al  pago 
del  arrendamiento  vencido;  y  entablada  por  aquél  contra  dicha  acuerdo 
demanda  contenciosa  ante  el  Tribunal  local  de  Puerto  Bico,  dictó  éste  sen- 
tencia revocatoria,  que,  apelada  por  el  Fiscal,  fué  confirmada  por  la  del  Tri- 
bnnal  Ck)ntencioso,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue:  . 

Considerando  que  siendo  la  voluntad  de  las  partes  ley  suprema  en  nia> 
tena  de  contratos,  aun  suponiendo  eficas  y  valedera  en  derecho  la  adver- 
tencia que  en  el  acto  del  remate  se  hizo  al  rematista  Bodrígues,  de  que  se- 
rian á  su  peijuició  las  subastas  sucesivas,  caso  de  no  cumplir  las  condicio- 
nes del  arriendo,  lo  que  sería  más  discutible  no  habiéndose  incluido,  como 
jio  se  incluye,  eütre  las  condiciones  del  pliego  publicado  en  la  Gaceta 
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umnciáiidolo,  en  el  caso  prefento  nnnc*  lerla  reeponiable  el  Rodríguez, 
por  cnanto  él  no  ha  dejado  de  camplir  condición  algnna  del  arriendo,  y  no 
lif  ha  dejado  de  cnmplir  por  la  conveniente  raión  de  qoe  el  arriendo  no 
ie  ha  lleTado  á  electo,  ain  qne  en  ello  preetaae  colpa  algnna  el  Rodrigues, 
nao  dehido  única  y  exclnaivamente  al  lamentable  error  padecido  por  la 
outma  Intendencia  al  anunciar  que  arrendaba  nn  aolar  de  209  metroa  y 
alguna  fracción  cuando  el  que  tenia  no  era  de  esta  auperficie,  sino  aólo  de 
190  metro0«  ain  que  al  objeto  de  eate  pleito  ae  pueda  alegar  que  la  di  fe 
rancia  aea  de  poca  importancia  y  que  no  son  frecuentea  loa  errorea  en  me- 
dicionea  de  terrenoa,  lo  que  aeria  de  mucha  fuerza  caso  de  que  al  que  ha 
padecido  la  equivocación  ae  exigieran  dafioa  y  perjuicioa  por  ello,  pero  no 
tn  el  preaente,  en  que  ae  trata  de  responsabilidad  impuesta  al  que  no  ha 
cometido  el  error  y  ae  quiere  sufra  sus  consecuendaa: 

Oonaiderando,  en  otro  concepto,  que  p.  Manuel  Amador  Rodríguea 
obró  en  uso  perfecto  de  ana  derechoa  al  no  poaeaionarse  del  solar  que  se  le 
satregaba  de  190,metroa  cuando  el  que  remató  lo  era  de  200,  puea  no  exis- 
te diapoaición  legal  alguna  que  á  lo  contrarío  le  obligue,  mucho  máa  cuan- 
do en  la  publicación  del  arriendo  que  remató  no  se  coosignó  qne  de  un  so 
lar  de  tal  anperfide  ó  de  la  que  resultaae  de  medición: 

Conaiderando,  además,  que  por  la  misma  razón  antea  expuesta  de  que 
la  voluntad  de  laa  partea  ea  ley  en  materia  de  contratos,  el  realizado  por 
Rodrigues  quedó  reacindido  sin  condición  alguna  deade  el  momento  que 
una  de  ellaa,  ó  aea  la  Intendencia,  propuao  á  la  otra,  ó  aea  Rodrigues,  el 
perfeccionar  el  contrato  en  loa  térmínoa  que  era  poaible  llevarlo  á  cabo, 
sato  es,  tomando  éate  el  solar  con  la  superficie  que'tenía,  prorrateando  el 
precio,  y  que  de  no,  quedarla  reacindido  lisa  y  llanamente,  ain  contener  re- 
serva alguna  tal  reaciaión;  y  no  habiendo  aceptado  Rodrigues,  ea  evidente 
que  de  hecho  quedó  reacindido  de  mutuo  acuerdo: 

Conaiderando,  en  au  conaecuencia,  que  de  ello  se  desprende  no  sólo  la 
procedencia  en  derecho  de  la  demanda,  aino  también  la  temeridad  de  la 
oposád^ 

Vistos  los  artículos  00  y  61  de  la  ley  de  lo  Contencioso  adminiatrativo 
de  28  de  Noviembre  de  1888: 

Fallamoa  que  debemoa  confirmar  y  confirmamos  la  sentencia  dictada 
por  el  Tribunal  local  de  Puerto  Rico  en  11  de  Noviembre  de  1890,  objeto 
del  preaente  recurso.— (Sentencia  publicada  el  7  de  Mayo  de  1892,  é  inaer* 
ta  en  la  Oaeeta  de  12  de  Noviembre  del  miamo  afio.) 
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8x5TBNcaLA.  (7  de  Mayo  de  1892).— Iíi9ta«.— Se  absuelve  á  la  Adminis- 
tración de  la  demanda  de  la  Sociedad  Manchega,  Bética  Viscaína  contra  la 
Real  orden  de  18  de  Septiembre  de  1889,  y  te  establece: 

i.o    (¡ue  la$  pravideñcioM  de  mero  trámüe  no  eaman  eeiado; 

Y  2,^  Que  no  procede  la  revocación  de  la$  Mealee  Míeneeporla»  fue  no 
se  agravian  dertekoe  preewitteniei. 

La  Sociedad  recurrente,  alegando  intruaión  de  laa  minaa  San  Bofael  y 
La  Iberia  en  loa  tertenoe  de  la  Evelina,  esta  última  de  su  propiedad,  aoli- 
dtó  del  Gobernador  de  Bilbao  el  reconocimiento  de  laa  labores  de  aqué^ 
liaa,  y  en  aa  caao,  la  indemnización  correspondiente.  Acordó  dicha  Auto- 
ridad en  16  de  Febrero  de  1888  la  auapenaión  de  laa  laborea  y  el  informe 
dd  Ingeniero  acerca  del  particular. 
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Por  otro  acuerdo  de  80  de  Abril  ■igaienta,  diepaso  q«e  se  entrégate  é 
la  Sociedad  Manchega,  á  ifiatancia  de  éeta,  una  certíAcaciÓQ-  de  aquel  íb* 
forme  y  denegó  la  petición  de  la  Sociedad  La  Iberia  de  qne  se  eosteasem 
pof  la  recórvente  loa  trabajos  de  fortificación  interesados  por  el  Ingeniero^ 
Por  Beal  orden  de  l.o  de  Abril  de  1889  se  desestinió  la  aleada  interpoes!» 
por  La  Iberia  contra  el  segundo  de  los  eiqpresados  acuerdos  j  se  mandé 
que  un  Inspector  del  Gnerpo  de  Minas  levantase  el  plano  del  terreno: 

Proseguido  el  expediente,  se  dictó  la  Real  orden  redamada,  por  la  qam 
se  declaró  qne  no  existía  intrusión,  sino  superposición  de  labores  y  se  dia- 
puso la  rectíficadón  de  demarcaciones. 

£1  Tribunal  Contencioso  pronnndó  la  sentencia,  cujra  parte  sustancial 
es  some  dgue: 

Oonsiderando  que  de  los  informes  técnicos  que  obran  en  el  expediealeiy 
resulta  sin  género  alguno  de  duda,  que  en  la  demarcación  de  la  mina  Au» 
£e/ael  tercero  hubo  una  soperpoddón  sobre  la  mina  Evelina: 

Oondderando  qne  dicha  prueba  no  ha  sido  contradicha  por  otra  alga- 
ña,  ni  el  demandante  ha  intentado  practicarla  en  el  corso  del  litigio: 

Oonsiderando  que,  per  lo  expuesto,  y  partiendo  del  hecho  derto  de  que 
ha  existido  superposidón  de  demarcaciones,  es  indiscutible  que  no  se  te 
oometido  intrusión  de  labores,  como  supone  d  demandante,  puesto  que  la 
mina  San  Rafael  tercero  no  ha  rebasado  nanea  los  limites  de  su  danaar- 
oaeión: 

Oonsiderando  que  el  acuerdo  dd  Oobomador  de  le  de  Febrero,  i 
proTidenda  de  mero  trámite,  no  pudo  causar  estado  y  no  adquirió  i 
ejecutoria  sino  á  partir  del  30  de  Abril  dgoiento,  en  qoe  se  dictó  el  i 
do,  centra  el  cual  interpuso  la  Sodedad  Iberia,  deoteo  dd  plaao,  él  re- 
oorso  de  sisada  origen  de  la  Beal  orden  que  hoy  se  iatpugna; 

T  oondderando  qoe  en  so  oonseenenda  no  existe  agimTio  ninguno  és 
dereeho  preexistente  que  en  apoyo  de  so  redamación  poeda  invocar  la 
parte  demandantr, 

Fallamos  qoe  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administradén  lea» 
nerai  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  la  Sociedad  Manchega  Hé- 
tica Viicaína  contra  la  Real  orden  de  18  de  Septiembre  del889,  que  qnedn 
firme  y  subsistente»— (Sentencia  publicada  el  7  de  Mayo  de  ISS^%  é  inaarta 
on  la  Gaceta  de  13  de  Noviembre  dd  mismo  afio.) 
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SsHTBKoiA  (9  de  Mayo  de  1893).— JLiwafiaf  (a/oro).— Se  revoca  la  Real 
orden  de  24  de  Marzo  de  1891,  reclamada  por  la  Sodedad  generd  Mallor- 
quína, y  se  establece: 

1.0  Que  oonforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  3^  del  Bealdeereto  dc2áde 
Diciembre  de  1890,  correeponde  aplicar  el  Arancel  de  1882  para  el  adenda 
de  una  mercancía  ame  hubiere  caUdo  del  puerto  de  última  prooedcnda  antes 
4d»7deDieicmhredeleUadoatíol890; 

Y  $0  Que  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  wim*  1.9,  diepodción  lldcUm 
generala  para  la  aplieación  del  Arancel^  loe  mercanciac  coneervan  d  ben^ 
tío  de  procedencia  cuando  tac  buquee  condubtorec  mUren  cnpuertoe  extranje- 
roe  para  retíbir  árdeme  eninma  de  mercado  y  «t»  haeer  operatíenee  ie 
carga  6  deecarga. 

Por  la  Real  orden  redamada  se  deniega  la  petídón  de  la  Sodedad  r#- 
«urrente  de  qoe  se  aforase  por  la  primera  colnmandel  AsaMsl  de  lS8Jt 
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OBA  partida  de  trigo  que  talió  del  puerto  Marianópolit  el  6  de  NoTiembre 
de  1890,  llegó  á  Malta  el  27  de  Diciembre  para  recibir  órdenes,  y  sin  veri- 
flcar  operación  algana  de  carga  salió  el  29  para  Palpia  de  Mallorca,  y  s* 
aprueba  el  aforo  practicado  según  los  derechos  fijados  por  el  Beal  decreto 
de  24  de  Diciembre  de  1890. 

£1  Tribonal  Contencioso  dictó  la  sentencia,  cnya  parte  sostsapial  ^ 
como  signe: 

Considerando  qoe  la  única  cnestión  goe  en  este  pleito  se  disente  se  re- 
doce á  determinar  si  el  cargamento  de  trigo  en  la  barca  Alexandro  Trip- 
cowich  7  llegada  á  Palma  de  Mallorca  en  11  de  Enero  de  1891,  debe  satis- 
iicer  los  derechos  de  Aduanas  con  sajeción  al  Arancel  de  1882  ó  oon  arre- 
glo al  Real  decreto  de  24  de  Diciembre  de  1890: 

Considerando  que  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art  S.o  del  citado 
Beal  decreto,  no  puede  ponerse  en  duda  que  si  la  mercancía  de  que  se 
teta  hubiese  salido  del  puerto  de  última  procedencia  antes  del  27  qe  Di- 
ciembre de  1890,  correspondería  aplicar  para  su  adeudo  el  Arancel  de  1882: 

Considerando  que  en  virtud  de  los  documentos  unidos  al  expediente 
gubernativo,  consta  probado  que  la  barca  de  vela  Alexaftdro  Tripcowick^ 
con  cargamento  de  trigo,  salió  del  puerto  de  Marianópolis  en  6  de  No- 
viembre de  1890;  que  dicho  cargamento  fué  comprado  por  la  Sociedad  de- 
mandante en  20  de  Diciembre  siguiente:  que  la  barca  Uei^  á  Malta 
en  27  del  mismo  mes  para  recibir  órdenes  respecto  á  su  destino  definitivo, 
j  que  ain  verificar  operación  alguna  de  carga  salió  el  20  para  Palma: 

Considerando  que  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  núm.  l.o,  disposi- 
ción 1 1  de  las  generales  para  la  aplicación  del  Arancel,  las  mercancías 
conservan  el  beneficio  de  orocedencia  cuando  los  lauques  conductores  en- 
tren en  puertos  extranjeros  para  recibir  órdenes  en  busca  de  mercado  y 
én  hacer  operaciones  de  carga  ó  descarga,  y  por  consiguiente  en  este  caso 
no  puede  estimarse  Malta  el  puerto  de  última  procedencia: 

Considerando  que  necesariamente  ha  de  tener  tal  consideración  el 
puerto  de  Marianópolis,  de  donde  el  barco  en  cuestión  salió  el  6  de  no- 
viembre, y  por  tanto,  con  arreglo  al  art.  S.o  del  Real  decreto  de  24  da  Di- 
ciembre de  1890,  procede  aplicar  el  Arancel  de  1882: 

Visto  el  Beal  decreto  de  24  de  Diciembre  de  1890,  arts.  2.o  y  8.^: 

Vista  la  disposición  11  del  Arancel  de  1882,  según  la  cual  «conserva- 
lán  las  mercancías  los  beneficios  de  las  procedenciM  directas  en  los  casoe 
siguientes:  primero,  cuando  los  buques  conductores  por  arribada  forsosa 
ó  para  recibir  órdenes  en  busca  de  mercado,  y  sin  hacer  operaciones  dé 
sarga  6  descarga,  entren  en  puertos  extranjeros»; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  expedida 
por  el  Hinísterjo  de  Hacienda  en  24  de  Mano  de  1891,  declarando  que  el 
cargamento  de  trigo  de  que  se  trata  sólo  debe  abonar  loa  derechos  de 
Aduanas  establecidos  en  los  Aranceles  generales  de  1882.— (Sentencia  pu- 
blicada el  9  de  Mayo  de  1892,  é  inserta  en  la  Qaceta  de  12  de  Noviembre 
del  mismo  afio.)  ^ 
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BwsraxcíA  (9  de  Mayo  de  1892).— Ji«6i2actdn.— Se  absuelve  á  la  Admi- 
nistración de  la  demanda  de  D.  Víctor  Ozcéris  contra  las  Reales  órdenes 
de  1.0  de  Agosto  y  9  de  Noviembre  de  1888,  y  se  establece: 

Qtie  tiendo  lajubüadán^  segfitL^l  art  11  id  d^or^  ley  de  324$  Oeftikn 
ieZaea,  la  separación  d^nUiva  dd  Merv^i  j^fff^  phtcntdaf^  f$pmkle 
d4^¡A,9Í^tfecto. 

TOMO  46  21 
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El  recnrrente,  Catedrático  del  iQftitato  de  Zamora,  solicitó  en  16  de- 
Abril  de  1888  sa  jabilación  por  enfermo.  En  28  de  Mayo,  estando  en  tm- 
Hiitación  el  expediente,  pretendió,  alegando  mejoría  acreditada  por  certi- 
eadón  facnltativa,  qne  se  taviera  por  no  presentada  la  primera  instancia 
ó  se  le  concediera  la  prórroga  de  la  jabilación  hasta  el  mes  de  Jnlio 
de  1889,  cuya  petición  faó  desestimada  por  Beal  orden  de  l.^  de  Agosta 
de  1888,  qne  le  concedió  la  jabilación. 

Notificada  aqaóUa  al  interesado,  de  naevo  solicitó  éste  qae  se  annlare 
BQ  jobilación,  lo  qae  le  f aé  negado  por  Real  orden  de  9  de  Noviembre 
de  1888. 

El  Tribunal  Contencioso  dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es 
como  signe: 

Considerando  qne  D.  Víctor  Qscáris,  en  instancia  de  16  de  Abril 
de  1888,  pidió  sa  jabilación  espontáneamente  y  sin  limitación  algnna,  por 
no  serle  posible  continuar  en  el  desempeño  de  su  cátedra  á  cansa  de  la 
grave  enfermedad  qae  le  aquejaba,  calificada  de  incurable  por  tres  Facul- 
tativos que  así  lo  certificaron,  y  que  por  este  motivo  se  acordó  su  jubila- 
don  por  Real  orden  de  l,^  de  Agosto  siguiente,  primera  de  las  reclama- 
das, conforme  á  lo  que  disponen  los  artículos  68  y  64  del  Reglamento  pro- 
visional de  16  de  Eaero  de  1870: 

Considerando  qae  sieudo  la  jubilación,  según  el  art.  11  del  decreto^ley 
de  22  de  Octubre  de  1868,  la  separación  definitiva  del  servicio  activo,  una 
ves  obtenida  no  es  posible  dejarla  sin  efecto,  como  sé  pretendió  por  el  in- 
teresado en  su  instancia  de  24  de  Septiembre  de  1888,  y  es  por  lo  mismo 
acertada  y  jaata  la  resolución  de  la  Real  orden  de  9  de  Noviembre  si- 
gniente,  segunda  de  las  impugnadas. 

Vistos  los  artículos  61, 68  y  64  del  Reglamento  provisional  de  16  de 
Bbero  de  1870: 

Visto  el  art  11  del  decreto  ley  de  22  de  Octubre  de  1868; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  las  demandas  acumuladas  interpuestas  por  la  repre- 
sentación de  D.  Víctor  O^cáriz  y  Lasaga  contra  las  Reales  órdenes  de  Ifi 
de  Agosto  y  9  de  Noviembre  de  1888,  las  cuales  quedan  firmes  y  subsis- 
tentes.-^(Sentencia  publicada  el  9  de  Mayo  de  1602,  ó  inserta  en  la  Gaceta 
de  12  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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SSHTEKCIA  (9  de  Mayo  de  1892).— /mpuettof  (grandeza), --Qb  declara 
la  incompetencia  del  Tribunal  para  conocer  de  la  demanda  de  D.  Luis  Mar- 
eilla  contra  la  Real  orden  de  27  de  Septiembre  de  1890,  y  se  establece: 

^ i.o  Que  surgiendo  un  cofijlicto  de  jurüdieción  y  atribuciones  entre  dos  Mi- 
nisterios, debe  ser  resuelto  en  la  forma  prevenida  por  el  Real  decreto  de  8  de 
Septiembre  de  1887,  careciendo,  por  tanto,  la  jurisdicción  contendoso-admp 
nistrativa  de  competencia  para  entender  en  el  asunto,  puesto  que  la  resolueián 
corresponde  á  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros,  previo  dictamen  del 
Consejo  de  Estado  en  pleno; 

Y2S^  Que  las  cuestiones  de  competencia,  cómo  de  orden  público,  pueden 
$er  planteadas  y  resueltas  en  cualquier  estado  del  juicio. 

Por  Real  orden  de  27  de  Mayó  de  1890  se  mandó  expedir  á  D.  Antonio 
Hardlla,  Real  carta  de  sucesión  en  el  título  de  Duque  de  Moctesums,  Ih 
bie  del  impuesto  especial  para  las  sucesiones  directas.  Trasladada  aqnélla 
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id  HinÍBterio  de  Had«nd«.  éfte,  por  Real  orden  de  27  de  Septiembre,  de- 
cburó  al  recnrreDte  obligmdo  al  pago  de  dicho  impoesto.  £1  Tribonal  don- 
teniéoeo  dictó  la  eenteacia,  coya  parte  auatancial  ea  como  aigoe: 

Conaideraodo  que  por  la  Beal  orden  qae  en  27  de  Hayo  de  1890  dictó 
el  Miniaterio  de  Gracia  y  Joaticia,  ae  diapnao  qae  ae  expidieae  á  D.  Laia 
Marcilla  carta  de  ancedón  en  el  títalo  de  Doqne  de  Mocteaoma  con  gran- 
4eaa»  libre  del  impneato  eapecial  de  grandeaaa  y  titoloa,  alendo  el  fonda- 
aMnto  de  eateacoerdo  lo  diapoeato  en  la  de  l.o  de  Diciembre  de  1864: 

Gonaiderando  qoe  la  Real  orden  impognada,  dictada  por  el  Miniaterio 
de  Hacienda,  contradice  lo  reaoeHo  en  la  de  Gracia  y  Joaticia,  toda  Tea 
qoe  declara  ao jeta  la  aoceaión  al  pago  del  impoeato.  dando  diatinto  alcance 
i  la  Beal  orden  de  l.o  de  Diciembre  de  1864  y  á  la  legialación  aplicable 
aleaao: 

Gonaiderando  qoe,  por  lo  expoeeto,  ha  aorgido  on  conflicto  de  loriadle- 
don  y  atribodonea  entre  doa  Miniaterioa,  qoe  debe  aer  reaoelto  en  la  forma 
prerenida  por  el  Beal  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  careciendo,  por 
tanto,  la  joriadicción  oontendoao-adminiatrativa  de  competenda  para  en- 
tender en  el  aaonto,  pueato  qoe  la  reaQjodón  correaponde  á  la  Preddencia 
del  Gonaejo  de  Míniatroa,  proTio  dictamen  del  Oonaejo  de  Eatado  en  pleno; 

Y  condderando  qoe  laa  coeationea  de  competenda,  como  de  orden  pú- 
blico, poeden  aer  planteadaa  y  reaoeltaa  en  ooalqoier  eatado  del  joicio; 

Fallamoa  qoe  debemoa  declarar  y  dedaramoa  la  incompetencia  de  eate 
Tribonal  para  conocer  de  la  demanda  interpoeata  por  D.  Luia  Mardlla, 
Boqoe  de  Mocteaoma,  contra  la  Beal  orden  de  27  de  Septiembre  de  1800, 
dedarando  qoe  oorreaponde  el  conocimiento  y  reaolodón  del  cooflicto  aor- 
Cidaá  la  Preddencia  del  Gonaejo  de  Miniatroa.— (Sentencia  poblicada  el 
9  de  Majo  de  1892,  ó  inaerta  en  la  Gaceta  de  12  de  Noviembre  del  miamo 
•fio.) 
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Sbttxxcia  (10  de  Mayo  de  IS^^y-^Excepeionei  perentorias.  Defecto  le- 
gal  en  el  modo  de  proponer  ¡a  demanda. — Se  declara  procedente  la  opaeata 
por  el  Fiacal  á  la  demanda  de  la  Gompafiía  de  loa  ferrocarrilea  de  Madrid 
á  Gáeerea  y  Portogal  contra  la  Beal  orden  de  17  de  Enero  de  1891,  y  le 
eatablece: 

i.<»  Que  elart.  35  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888  exige  en  el  nú- 
mero  2,^  que  con  el  eecrito  interponiendo  el  recurso  se  presente  el  documento  á 
doeumentos  que  aorediien  el  carácter  con  que  el  actor  se  presente  en  juicio^  en 
H  caso  de  tener  representación  legal  de  alguna  persona  ó  Corporación: 

2S*  Que  no  se  cumple  est^  requisito  acompañando  dichos  documentos  con 
^  escrito  deformaügadón  do  la  demanda; 

Y  30  Que  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art  313  del  Reglamento  de  29 
de  Diciembre  de  1890^  eoMe  defecto  legal  en  él  modo  de  proponer  la  demanda 
cuando  el  recurso  no  se  hubiera  interpuesto  con  las  formaUdates  prevenidas 
mn  el  art  35  de  la  ley. 

Yeriflcada  la  liqoidadón  del  impoeato  de  derechoa  realea  correapon- 
dientea  á  ona  emiaión  de  obligadonea  de  la  Gompafiía  demandante,  y  ha- 
biendo éata  reclamado  contra  dicha  liqoidadón,  recayó  la  Beal  orden  im- 
pugnada confirmatoria  de  la  miamJa, 

Interpoeato  el  oportono  leoorao  por  aqoella  Empreaa,  repreaentada  por 
ma  JDireetor,  éate  eon  el  eacrito  de  formaliaadón  de  la  demanda  preaentó 
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lew  doeomentos  acreditativoi del  oarácterooii  que  como  DIrMtor  déte 
Oompafiía  comparecía  en  jaieio.  Y  el  Tribunal  Oontendoao  dictó  la  wtm- 
tencia,  caya  parte  eoetanoial  es  como  eigae; 

Oonaiderando,  en  cnanto  á  la  excepdón  de  delecto  legal  en  ^  iftodo  de 
proponer  la  demanda,  alegada  por  el  Fiacal  como  perentoria,  qaeel  art.  M 
de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  exige  en  el  núm.  9.o  que  con  el  ee- 
erito  interponiendo  el  recurso  ee  presente  el  docnoiento  ó  docomeirtofl 
que  acrediten  el  carácter  con  qne  el  actor  ee  presente  en  juicio,  en  el  eamo 
de  tener  representación  legal  de  alguna  persona  ó  OerporacióB: 

Oonsiderando  que  en  el  caso  presente  no  se  presentó  con  el  escrito  á% 
interposición  del  recurso,  sino  el  de  formalisación  de  la  demanda,  el  dooé- 
mentó  que  acredita  el  carácter  con  que  comparece  el  actor  como  Director 
de  la  Oompafiía  de  ferrocarriles  de  Madrid  á  Gáceres  y  Portugal: 

Considerando  que  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  818  del  Begla- 
mento  de  29  de  Diciembre  de  1800,  existe  defecto  legal  en  el  modo  ée  pro- 
poner la  demanda  cuando  e\  recurso  no  se  hubiera  interpuesto  con  las 
formalidades  prevenidas  en  el  art.  86  de  la  ley; 

Y  considerando  que,  en  virtud  de  lo  expuesto,  procede  estimar  la  ex- 
cepción de  defecto  legal  alegada  por  el  Fiscal,  y  habiendo  de  quedar  ki 
demanda  sin  curso  con  arreglo  á  lo  dispuesto ^en  éí  art  60  de  la  Isy,  as 
innecesario  entrar  en  la  cuestión  de  fondo. 

Visto  el  art  86  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888: 

Visto  el  art.  818  del  Reglamento  de  29  de  Dtdembre  de  1890; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedente  la  exoepcióii 
perentoria  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  deducida 
por  el  Licenciado  D.  Pablo  Róspide,  á  nombre  de  la  Oompiüíaíde  ferroca- 
rriles de  Madrid  á  Oáceres  y  Portugal,  contra  la  Real  orden  espedida  por 
el  Ministerio  de  Hacienda  en  17  de  Enero  de  189 1«  la  cual  queda  fiím»  j 
subsistente.— (Sentencia  publicada  el  10  de  Mayo  de  1892,  é  inserta  en  la 
Gaceta  de  12  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Arrro  (10  de  Mayo  de  1892).— ¿Beepctonsí  ^latorku.  IneompeUntía  á$ 
jurüdiccián.  --Se  declara  procedente  la  opuesta  por  el  Fiscal  á  la  demanda 
de  D.  Manuel  Burgos  contra  la  Real  orden  de  2  de  Septiembre  de  1891»  f 
se  establece: 

i.o  Que  ean  arreglo  al  nAm.  1^>  de  ¡a  le¡f  de  13  de  Septiembre  de  1888, 
para  que  pueda  interpenene  ti  recureo  eontetícioee  tonlra  loe  reeoluokme» 
administrativoi,  eepreeieo  que  caueen  eetado^emaneu  de  la  Admmiehtteión 
enelueode  etu  facultadei  regladae,  y  ademfie  mUneren  un  derecho  de  earáe- 
ier  también  adminiBírativo^  establecido  anteriormente  en  favor  del-demandanie 
por  una  ley  ó  reglamento; 

T2,e  Que  la  r^esentaeián  de  im  término  mmnieipat  correeponde  iMeo- 
mente  al  Ayuntamiento. 

Por  la  Real  orden  impugnada  se  dispone  que  el  Ayuntamiento  de  Cha- 
Biartín  de  la  Rosa  continúe  en  su:  local  de  Tetoáa  basta  que  tsrmüie  el 
contrato  de  arrendamiento  de  la  casa  que  ocupa,  y  que  durante  «ste  tiempo 
rerifique  las  obras  necesarias  para  la  reedifioaíeién  de  la  casa  municipal. 

El  Tribunal,  estimando  la  excepdóo  dilatoria  opuesta  por  ^Fiscal, 
dictó  el  auto,  cuya  parte  sustancial  es  coma^igne: 

Considerando  qne  oon  ansglo  al  art.  1.»  de  la  ley^de  18  de  S^áismbsa 
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^  1B88,  fMOft  qoa  pueda  intoiponene  el  feeano  oonteneioeo  contra  laa  re- 
•alndoiiea  aáminiatrativaa  es  precito  <|€ie  caoiea  eatado,  emanen  de  la  Adr 
aaiaialraeién  en  el  nao  de  ene  faeoltadea  regladas,  y  ademáa  vulneren  on 
derecho  de  carácter  también  adminiatrativo,  eatablecido  anteriormente  ea 
favor  del  deaiandante  por  ana  ley  ó  reglamento: 

Conaideraiido  que  la  Beal  orden  impugnada,  no  aólo  ee  de  carácter  pro- 
Yieioaal  é  interino,  aiso  qne  no  ha  podido  vulnerar  derecho  alguno  del 
reeorrente,  qoáen  alega  como  fundamente  eiencial  para  la  interposición 
de  la  demanda,  ao  ^calidad  de  vecino  del  término  municipal  de  Chamartín 
de  la  Bosa,  cuya  representación  corresponde  únicamente  al  Ayunta- 
miento: 

CkmsideEando,  en  su  virtud,  que  por  no  concurrir  en  la  Real  orden  de 
%  de  Septiembre  de  1891  los  requisitos  exigidos  á  fin  de  que  pudiera  ser 
Impugnada  en  vía  contenciosa,  es  incompetente  este  Tribunal  para  enten- 
der en  el  recurso  promovido  á  nombre  de  D.  Manuel  Burgos  y  Martines; 

Y  considerando  que  estimada  la  excepción  de  inodmpetencia  de  juria- 
dicción,  ea  innecesario  discutir  y  resolver  acerca*  de  la  de  defecto  legal  en 
el  modo  de  proponer  la  demanda. 

Visto  el  art.  l.^de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888,  que  determina 
las  condiciones  que  deben  reunir  las  resoluciones  adminiatrativas  para  po- 
der ser  objeto  del  recurso  contencioso-administratívo: 

Visto  el  art  48,  aegún  el  cual  se  entenderá  incompetente  el  Tribunal, 
cuando  por  la  índole  de  la  resolución  reclamada  no  se  comprenda,  á  tenor 
éel«rt  1.^,  dentro  de  la  naturaleza  y  condiciones  del  expresado  recurso; 

8e  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  joris- 
^yedÓA  repuesta  por  el  Fiscal  y  á  que  se  ha  adherido  la  parte  coadyu- 
wuitede  la  Administración  general  del  Bstado;  en  su  consecuencia,  queda 
•ía  earso  la  demanda,  archívese  el  rollo,  y  con  devolución  del  expediente 
póngase  en  conocimiento  del  Ministerio  de  la  Gobernación  este  auto,  que 
•e  publicaré  á  su  tiempo  en  la  Oaoeia  de  Madrid  y  en  \a  Colección  legiila' 
Hva.^(Aü%o  lecha  10  de  Mayo  da  1892,  é  inserto  en  la  Gaceta  de  12  de 
Xoiisabre  del  mismo  afio.) 
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Auto  (11  de  Mayo  de  IS^^^-Sxeepeumei  diUUoría$.  Incampeiencia  de 
jmtwHúeión.'^Qe  declara  improcedente  la  opueata  por  el  Fiscal  á  la  de- 
manda de  D.  Ceferino  Gutierres,  y  se  establece: 

Que  preBentándoie  el  recuno  dentro  del  plato  de  tree  me$€$  que  marca  el 
mi.  T,f^  de  la  ley  délo  OmtencieeOy  no  procede  laexoepeiónde  incímpetenda, 
deducida  en  el  tupueeto  contrario. 

Per  la  Beal  orden  impugnada  se  d^egó  la  petición  de  D.  Ceferino 
Gutierres,  de  que  se  le  ahornen  los  haberes  ccmrespondientes  al  tiempo 
en  que,  por  virtad  de  un  auto  de  suspensión,  permaneció  cesante  del  car- 
go de  Presidente  de  la  Audiencia  de  Gerona.  El  Tribunal  Contencioso, 
desestimando  la  excepción  opuesta  por  el  Fiscal,  dictó  el  auto,  cuya  parte 
sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  ao  constando  en  el  expedirte  la  fecha  en  que  fué 
notificada  la  Beal  orden  impugnada,  no  hay  méritos  bastantes  para  suponer 
que  lo  fuera  el  sismo  día  80  de  Junio  de  1891,  en  que  aparece  extendido 
el  traslado  que  se  le  dirigió,  mucho  más  si  se  tiene  en  cuenta  que  el  inte- 
nsado, por  rasón  de  su  destino,  debia  permanecer  fuera  de  esta  corte, 
lio  justiflcftel  poder  que  acredita  la  personalidad  de  au  Letrado: 
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Ooneidenundo  qoe,  en  yirtad  de  lo  ezpaeito,  no  procede  eetímtr  U  ex- 
cepción  de  inoompetencift  de  jariedicción  aleg^td*  por  el  Fieca^  porque 
reeolta  qoe  el  recano  ae  presentó  dentro  del  plazo  de  loa  trea  meaea  que 
marca  el  art  7. o  de  la  ley  de  lo  Oontencioao. 

YÍBtoa  el  art.  46  de  la  citada  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888,  qoe  re- 
conoce como  la  primera  de  las  ezcepcioaea  dilatorias  la  incompetencia  de 
jariedicción,  y  el  art.  60,  qne  previene  cqoe  ai  ae  deseatimaaes  las  exeep- 
doñea  dilatorias,  se  dispondrá  qne  el  demandado  y  ana  coadyuvantes,  ei 
los  hubiere,  contesten  la  demanda  dentro  del  término  de  qaince  diaa,  pr^ 
rroicables  por  otros  dnco»; 

Se  declara  improcedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de 
jurisdicción  alegada  por  el  Fiscal,  y  emplácesele  para  qne,  dentro  del  tér- 
mino de  quince  días,  prorrogables  port>tros  cinco,  conteste  la  demanda; 
publiquese  este  auto  en  la  Qaetia  de  Madrid  é  insértese  en  la  CoUedám  U- 
^¿a^ua.— (Auto  fecha  11  de  Mayo  de  1802,  é  inserto  en  la  (Toseto  de  11 
de  Noviembre  del  miamo  afio.) 
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SnrriNCiA  (11  de  Mayo  de  1892).— JSsDCépciofiet  penwUnrin,  Intamp^- 
ieneia  de  juri$dtcción.^8e  declara  procedente  la  opuesta  por  el  Fiscal  á  la 
demanda  de  Dofia  Dolores  Biartín  contra  la  Real  orden  de  20  de  Diciembre 
de  1888,  y  se  establece: 

i.o  Que  eegún  pre$cr^^ñ  terminaiUe  de  la  ley  de  13  de  SepHmbre  dé 
1888,  la  demanda  debe  formaUtane  neee$ariamente  dentro  de  los  treinta  díoB 
iiguientes  al  en  que  hubieren  §ido  puestoe  de  man\fieito  al  ador  el  eocpedienia 
y  la$  aetuacione$,  bajo  pena  de  caducidad: 

2.^  Que  este  plazo  no  puede  reducir$e  ni  ampliarH^  9egún  previene  ü  ar- 
ticulo 94,  porque  la  ley  no  concede  al  TributuU  autoruiacián  para  ello: 

3.^  Que  pre$entado  el  aerito  defonnalisacián  deepuéi  de  tranoemrrir  H 
floMO  de  treinta  diai  que  marca  el  art.  40  de  la  ley ^  procede  la  éxcepdán  de 
incompetencia; 

Y  4,^  Que  no  $e  opone  á  ¿$ta  la  eircumtancia  de  háberee  iniciado  él  rt- 
curso  antee  de  la  prcmulgacián  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888,  por^ 
la  dispciieión  primera  traneitoria  de  la  misma  ordenó  que  los  pleitos  pendien- 
tes en  aquella/echa  se  sustanciaran  con  arreglo  á  las  prescripciones  de  to 
jpfopia  ley. 

Pretendió  el  recurrente  en  su  demanda  la  revocación  de  la  mencionada 
Beal  orden,  en  el  sentido  de  que  se  le  devuelva  la  cantidad  qne  como  tes- 
tamentario y  heredero  del  Vizconde  de  Villandrando  depositó  para  reca- 
rrir  contra  resoluciones  administrativas  que  le  exigían  aquellito  sumas.  Se 
le  notificó  la  providencia  para  formalizar  la  donanda  en  6  de  Octubre  de 
1888;  en  10  del  mismo  pidió  la  prórroga  autorizada  por  el  art.  40  de  la  ley, 
y  le  fué  concedida  el  26,  como  también  la  reclamación  de  antecedentes 
con  euspensión  del  término  en  17  de  Noviembre;  por  providencia  notifica- 
da el  28,  ae  le  puso  de  nuevo  el  expediente  de  manifiesto  para  formalizar 
la  demanda  dentro  del  término  le¿ü,  y  lo  verificó  en  eecrito  que  presenté 
el  18  de  Diciembre. 

£1  Tribunal  Contencioso,  estimando  la  excepción  opuesta  por  el  Fiscii, 
dictó  la  sentencia,  cuya  parte  enstanoial  es  como  sigue: 

Considerando  que,  según  preecripción  terminante  de  la  ley  de  18  ém 
Septiembre  de  1888,  la  demanda  debe  formalisarse  aeoesariamente  deslio 
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d«  lo8  treinta  días  sigaientea  al  en  que  habieren  sido  paeitoa  de  manifiea- 
to  al  actor  el  expediente  y  laa  actaacionea,  bajo  pena  de  caducidad: 

Conaiderando  qae  este  plazo  no  paede  reducirse  ni  ampliarse,  aegún 
proviene  el  art  94,  porque  la  ley  no  concede  á  este  Tribunal,  en  el  caao 
presente,  autorización  expresa  para  ello: 

Conaiderando  que  el  plazo  para  formalizar  la  demanda  á  que  este  plei- 
to se  refiere,  comenzó  á  contarse  en  6  de  Octubre  de  1888,  quedó  üite- 
rnunnido  en  26  del  mismo  mes  y  volvió  á  correr  en  23  de  Noviembre  ai- 
guíente: 

Considerando  que  el  escrito  de  íormalización  fué  presentado  en  18  da 
Diciembre,  después  de  transcurrir  con  exceso  el  plazo  de  treinta  días  qae 
marca  el  art.  40  de  la  ley,  y  en  tal  concepto  ea  procedente  la  excepción  pe- 
rentoria propuesta  por  el  Fiscal,  toda  vez  que,  espirado  dicho  término,  el 
Tribunal  carece  de  competencia  para  seguir  entendiendo  del  pleito: 

Considerando  que  no  se  opone  al  fallo  indicado  la  circunstancia  de  ha- 
berse iniciado  este  recurso  antes  de  la  promulgación  de  la  ley  de  18  da 
Septiembre  de  188A,  porque  la  disposición  primera  transitoria  de  la  miama 
ordenó  que  loa  pleitoa  pendientes  en  aquella  fecha  se  sustanciaran  oon 
arreglo  á  laa  prescripciones  de  la  propia  ley. 

Viato  el  art.  40  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888: 

Visto  el  art  94  de  la  misma  ley,  el  cual  ordena  en  su  párrafo  úlümo 
que  loe  términos  fijadoa  en  esta  ley  no  podrán  reducirse  ni  ampliarse  por 
A  Tribunal,  sino  en  los  casos  en  que  se  le  ordena  expreaamente  la  facnllad 
de  hacerlo: 

Vista  la  disposición  transitoria  primera  de  la  propia  ley; 

Fallamos  que  debemoa  declarar  y  declaramos  incompetente  á  este  Tri- 
imnal  para  conocer  de  la  demanda  interpueata  á  nombre  de  D.  Juan  Mo- 
nedero, hoy  su  viuda  Dofia  Dolores  Martín  Qil,  contra  la  Real  orden  dic- 
tada por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  29  de  Diciembre  de  1886.— (Sentea- 
da  publicada  el  11  de  Mayo  de  1892,  é  inserta  en  la  Qaceta  de  12  de  No- 
viembre del  miamo  afio.) 
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AiTTO  (11  de  Mayo  de  1892).— JBxcfpcionet  düatariai.  Incompetencia  dé 
juriidieción.Se  declara  procedente  la  opueata  por  el  Fiscal  á  la  demanda 
de  D.  Constantino  López  contra  la  Beal  orden  de  4  de  Agosto  de  1891,  j 
se  establece: 

Que  conforme  á  lo  di$pue$to  en  el  art  46  de  la  Uy  de  13  de  Septiemhrede 
168S,  procede  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  cuando  el  recHr$o  oon- 
tencioio^adminiitrativo  ie  hubie$e  interpuesto  fuera  de  loe  plazo%  marcadoe  en 
üartr.^ 

Por  la  Beal  orden  impugnada  ae  denegó  la  petición  del  recurrente  so* 
bre  rescisión  de  la  venta  que  le  hizo  la  Hacienda  de  un  inmueble.  El  Tri' 
bunal  Contencioso,  estimando  la  excepción  opuesta  por  el  Fiacal,  dictó  el 
auto,  cuya  parte  austancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art  46  de  la  ley  de  18 
de  Septiembre  de  1888,  procede  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia^ 
cuando  el  recurso contenciosoadministrativo se  hubiese  interpuesto f aera' 
délos  plazoa  marcados  en  el  art  7. o,  que  para  el  presente  caao  ea  el 
de  tres  meses  de  treinta  días,  computados  en  la  forma  que  preceptúa  el 
art  94  de  la  ley  erxpresadar 
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OoDdderaodo  que  coDÍerído  traslado  de  la  Real  orden  impugnada  á; 
D.  Constantino  Lopes  Brea,  en  t  de  Septiembre  de  1891,  según  se  reco- 
noce en  el  escrito  de  interposición  del  recurso,  es  evidente  qne  el  plaso- 
para  acudir  á  la  Tía  contenciosa  yenció  en  l.o  de  Diciembre  de  1891,  y  por 
tanto  que  el  recurso  deducido  por  Lópeí  Brea  en  el  siguiente  dia  2  ha  ddo 
presentado  fuera  del  plazo  legal; 

Y  considerando  que  estimada  la  excepción  de  incompetencia,  no  em 
preciso  examinar  la  otra  excepción  de  delecto  legal  en  el  modo  de  propo- 
ner la  demanda. 

Vistos  los  artículos  7.o  y  46  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Se  estima  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción  ale- 
gada por  el  Fiscal;  en  su  virtud,  queda  sin  curso  la  demanda;  archívese  el 
rollo  y  con  devolución  del  expediente,  póngase  en  conocimiento  del  Mi- 
nisterio de  Hacienda  este  auto,  publicándolo  á  su  tiempo  en  la  Gaceta  de 
Madrid  y  en  la  Colección  leoislativa.'-{kxito  fecha  11  de  Mayo  de  1892,  é 
inserto  en  la  Gaceta  de  12  de  Noviembre  del  mismo  año.) 
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Adto  (12  de  Mayo  de  IS^^y—ExcepcUmeé  dilatoria».  Incompeteikcia  de 
/Hrisdtcctdfi.— Se  declara  procedente  la  opuesta  por  el  Fiscal  á  ia  deman- 
da del  Ayuntamiento  de  Lucena  contra  la  Real  orden  de  2  de  Octubre  de 
1890,  y  se  establece:     . 

!•  Que  ri  bien  el  art  7. o  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888  dUpo- 
ne.  f%e.el  plazo  para  que  la  Adminiitración  en  cualquiera  de  tus  gradee 
uítÍL%ce  el  recurBo  conteficioeo  administrativo  terá  de  tres  meses,  contados  desde 
el  día  siguiente  al  en  que  por  quien  proceda  se  declare  lesiva  para  ios  intere- 
ses de  aquélla  la  resolución  ^npugnada,  no  puedan  entenderse  por  ese  articu- 
lo autertgados  los  Apuntamientos,  que  constituyen  el  grado  inferior  de  la  je- 
rar^ia  administrativa,  para  deelwrar  lesivas  las  Beales  órdenes  dictadas  en 
les  asuntos  que  les  interesen,  sino  que  racionalmente  ha  de  estimarse  limitada 
la  facultad  de  hacer  aquella  declaraoián  á  los  acuerdos  que  hubieran  dietede 
loe  mismos  Ayuntamientos  y  que  kMeren  quedado  firmes  por  no  haber  sido 
redamados: 

J9,o  Que  la  jurisprudencia  constante  tiene  declarado  que  los  Ayuntamien- 
ios^  cuando  impugnan  resoluciones  de  la  Administración  central^  están  someU- 
doeálos  mismos  preceptos  que  los  particulares  y  deben  presentar  el  recurso 
dentro  del  mismo  término  que  para  éstos  señalan  las  disposiciones  vigentes; 

T8.^  Que  con  arreglo  al  art,  93 ^ procede  la  imposición  de  costas  cuando 
se  sosUene  la  acción  en  el  pleito  con  notoria  temeridad. 

Dictada  la  mencionada  Real  orden  en  expediente  sobre  cobransa  de 
arbitrios  y  consumos,  y  notificada  en  12  de  Noviembre  de  1890  al  Ayun- 
tamiento recurrente,  acordó  éste  en  22  de  Agosto  de  1891  declarar  aqué- 
lla lesiva  para  sus  intereses  y  reclamar  en  vía  contenciosa  su  revocación, 
como  lo  verificó  en  5  de  de  Octubre  del  propio  afio. 

Ei  Tribunal  Contencioso,  estimando  la  excepción  opuesta  por  el  Fiscal,, 
dic£ó  el  auto,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  si  bien  el  art.  7.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de 
1888  dispone  que  el  plazo  para  que  la  Administración,  en  cualquiera  de- 
sos  grados,  utilice  el  recurso  contencioso  administrativo  será  de  tres  me- 
ses, contados  desde  el  día  siguiente  al  en  qne  por  quien  proceda  se  decía- 
le lesiva  para  los  intereses  deaquóUa  la  resolución  impugnada,  no  poe- 
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étn  entenderse  por  eee  trücnlo  aatoriiedoB  los  Ayontamientos,  qnecons' 
«Hiijen  el  grado  inferior  de  la  jerarquía  administrativa,  para  declarar  lesi' 
iraa  Isa  Bealea  órdenes  dictadas  en  los  abantos  qne  les  interesen,  sino  qne 
racionalmente  ha  de  estimarse  limitada  la  facultad  de  hacer  aquella  de-, 
slsracióp  á  los  acuerdos  que  hubieran  dictado  los  mismos  Ayuntamiento» 
7  que  hubieren  quedado  Armes  por  no  haber  sido  reclamados: 

Considerando  que  la  juriq>rudencia  constante  tiene  declarado  que  loa 
Ayuntamientos,  cuando  impugnan  resoluciones  de  la  Administración  cen- 
Inl,  están  sometidos  á  los  mismos  preceptos  que  los  particulares  y  deben 
pieaeotar  el  recurso  dentro  del  mismo  término  que  para  éstos  sefialan  la» 
üspnsidonea  yigentes: 

Considerando  que  el  Ayuntamiento  de  Lucena,  si  estimaba  lesiva  é 
sus  derechos  la  Heal  orden  de  2  de  Octubre  de  1890,  debió  iniciar  el  re 
cvrao  como  previene  el  citado  art.  7.*,  dentro  de  los  tres  meses  siguientes 
é  la  notificación,  que  tuvo  lugar  en  12  de  Noviembre,  y  que  deducido  en  6 
deKoviembre  de  1891,  lo  fué  notoriamente  fuera  de  plaso,  siendo  por 
consecuencia  incompetente  esta  jurisdicción  para  conocer  del  asunto,  A 
tenor  de  lo  que  dispone  el  art.  46  de  la  misma  ley: 

Considerando  que  con  arreglo  el  art.  93  procede  la  imposición  de  cos^ 
las  cuando,  como  sucede  en  este  caso,  se  sostuviere  la  acción  en  el  pleito 
eoB  notoria  temeridad. 
•    Vistos  los  arta.  7.o,  46,  60  y  98  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1889; 

Se  declara  procedente  la  ezc^Kdón  dilatoria  de  incompetencia  de  jo- 
lisdieción  alegada  por  el  Fiscal,  con  imposición  de  costas  al  Ayuntamien 
to  de  Lucena,  y  en  su  vista,  queda  la  demanda  sin  curso;  archívese  el  rollo 
y  devuélvese  el  expediente  al  Ministerio  de  la  Gobernación  con  certiflca- 
dóB  de  este  auto,  que  se  publicará  en  la  Oaceta  de  Madrid  y  se  insertará 
eo  la  elección  legUlativa,^  (Auto  fecha  12  de  Mayo  de  1892,  é  inserto  en 
la  Gaceta  de  12  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Auto  (12  de  Mayó  de  lS92).'^Exeepeúme$  düatarioB.  Incompetencia  de 
JMnediceián.'-Be  declara  procedente  la  opuesta  por  el  Fiacal  á  la  demanda 
del  Banco  Espafiol  de  Puerto  Bico  contra  la  Beal  orden  de  19  de  Noviem- 
hte  de  1891,  y  se  establece: 

Qae  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  núm.  3P,  art  4.^  de  la  ley  de  13  de 
8epHewU>re  de  1888,  no  correiponde  al  conocimiento  de  loe  Trihunale$  de  h 
CSñteneio90<ídminiitraHvo  la$  re$olucionei  que  sean  reproducción  de  otras 
anteriores  que  hayan  causado  est(tdo  y  no  hayan  sido  reclamadas. 

Fút  Beales  órdenes  de  14  de  Mayo  y  23  de  Septiembre  de  1890,  y  1 7  de 
Bnero  y  6  de  Agosto  de  1891,  no  reclamadas  en  vía  contenciosa,  se  previno 
A  la  parte  recurrente  que  abonase  á  su  Gobernador  D.  Juan  Bózpide  los 
aaeldos  correspondientes  durante  el  tiempo  que  aquél  residió  en  la  Penín- 
sula en  comisión  del  servicio.  Solidtó  el  mismo  el  cumplimiento  de  lo  man- 
dado, y  aaí  se  acordó  en  la  Real  orden  redamada.  T  el  Tribunal  Oontendo- 
•o,  eetimando  la  excepción  opueata  por  el  Fiacaf|  dictó  el  auto,  cuya  parte 
aostandal  ea  como  sigue : 

Consideraiido  que,  con  atreglo  á  lo  prevenido  en  el  núm.  3.o,  ar  t.  4.«  de 
de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  no  corresponde  al  conodmiento  de 
loe TkttMmalee  de  lo  Contendoao- administrativo  las  resolndones  quesean 
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reprodoceión  de  otras  anteriore*  qae  hayan  cansado  estado  y  no  hayan  sido 
reclamadas: 

Considerando  qae  las  Reales  órdenes  de  14  de  Mayo  y  28  de  Septiem- 
'hre  de  1890  y  las  de  17  de  Enero  y  5  de  Agosto  de  1891,  todas  las  coales 
amasaron  estado  y  no  faeron  reclamadas  en  vía  contenciosa,  declararon 
qne  el  Banco  Espafiol  de  Paerto  lUoo  debe  abonar  á  D.  Joan  Bózpide  los 
haberes  devengados  dorante  el  tiempo  qne  doró  la  comisión  desempefiada 
por  éste  en  la  Peninsola,  mientras  íoé  Gobernador  de  aqoel  Estableci- 
miento de  crédito,  y  por  consigoiente,  no  pnede  caber  dada  algona  de  qne 
la  Real  orden,  hoy  impugnada,  de  19  de  Noviembre  de  1891^  en  cnanto  se 
refiere  al  tiempo  dorante  el  coal  deben  ser  abonados  los  haberes,  es  mera 
reprodoceión  de  las  cuatro  Reales  órdenes  anteriores  qoe  se  dejan  citadas: 

Considerando  qoe  si  bien  las  Reales  órdenes  de  Mayo  y  Septiembre 
de  1890  no  determinaron  expresamente  la  coantía  de  los  haberes  á  qne 
declaraban  con  derecho  á  Rózpide,  suscitada  por  el  Banco  la  cuestión  de  si 
considerando  aqoél  como  foncionario  público,  consentía  ó  no  la  legislación 
vigente  el  percibo  del  total  haber  asignado  á  so  cargo  mientras  permaneció 
en  la  Peoínaola,  ó  procedía  considerar  dicho  haber  dividido  en  sueldo  y 
sobresoeldo,  las  Reales  órdenes  de  17  de  Enero  y  6  de  Agosto  de  1891  vi- 
nieron á  resolverla  denegando  las  pretensiones  del  Banco  y  ordenando 
que  se  cumpliera  lo  mandado  en  las  resoluciones  de  1890,  abonando  á  Ró»- 
pide  los  SMe¿(2os  que  legal  mente  devengó,  sueldos  qoe  racionalmente  no 
pueden  ser  otros  que  los  asignados  á  su  cargo,  así  en  el  Real  decreto  de 
nombramiento  como  en  los  Estatutos  de  aquel  Establecimiento  de  cré- 
dito: 

Considerando  que,  en  virtad  de  lo  expuesto,  la  Real  orden  redamede 
de  19  de  Noviembre  de  1891,  en  cuanto  consta  y  determina  la  cuantía  de 
los  haberes  á  cuyo  abono  tiene  derecho  Rózpide,  no  puede  menos  de  esti- 
marse como  reproducción  de  las  de  17  de  Enero  y  6  de  Agosto  de  1891, 
que,  como  queda  dicho,  quedaron  consentidas  y  causaron  estado: 

Considerando,  en  su  consecuencia,  que  procede  estimar  en  este  caso  la 
excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción,  alegada  por  el  Fiscal. 

Vistos  los  artículos  4.o,  núm.  S.o,  46  y  60  de  la  ley  de  13  de  Septiembre 
de  1888; 

8e  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  ja- 
risdicción,  y  en  su  virtud,  queda  la  demanda  sin  curso;  archívese  el  roUo, 
devuélvase  el  expediente  al  Ministerio  de  ültramarcon  certificación  de  este 
auto,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de  Madrid  y  en  la  Coleceión  legklaUva, 
—(Auto  fecha  12  de  Mayo  de  1892,  é  inserto  en  la  Oaeeta  de  12  de  Noviem- 
i>re  del  mismo  afio.) 

239 

Auto  (12  de  Majro  de  1892).— JSbsoepotonef  dUaíoria$,  Incompeteneiad€ 
jurisdicción  y  faUa  de  personalidad  en  el  actor.— Se  declaran  improceden- 
tes las  opuestas  por  D.  Federico  García  Patón»  coadyuvante  de  la  Admi- 
nistración, á  la  demanda  de  D.  José  Montesttnqoe  y  otros  contra  la  Real 
orden  de  7  de  Mayo  de  1891,  y  se  establece: 

i.*  Q,ue  la  cuestión  denla  Admvmtrwnán  ha  podido  transmitir  un  em- 
so  no  obstante  haberse  soUmado  con  anterioridad  su  redención,  f(  cuando  to- 
davía se  hallaba  pendiente  la  resolución  de  este  extremo,  es  esen<Salmente  ad- 
ministrativa y  en  ella  chra  la  Administración,  no  Ubre  y  discredonabnenio, 
iino  en  uso  de  sus  facultades  regladas: 

^.^    Que  por  lo  esepuesto,  la  Ueal  orden  que  en  aquélla  reeaijfa  es  tuoeqf' 
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éSMe  ie  revisión  en  la  pía  nanieneioeo-adminiitraHva,  eegún  $e  ha  declarad  # 
papar  el  Tribunal  en  auto  de  18  de  Febrero  de  1839  y  dictado  en  pleU  # 
promovido  á  nombre  de  D.  Juan  González  Bemal,  contra  una  Beal  orde  m 
mte,  anulando  un  acuerdo  de  la  Delegación  de  Hacienda  de  e$la  provinci  a, 
denegó  ó  dicho  interesado  la  iranemwón  de  un  cerno; 

Y  3.^  Que  lafaUa  de  derecho  ó  acción  dd  recurrente  para  obtener  lo  qtm 
pretende,  et  materia  propia  del  fondo  del  pleito,  que  en  nada  afecta  ala  dia 
permnaHdad  jurídica. 

Denegada  al  recurrente  la  redención  de  an  cenao  por  conaiderarae  car 
gaeeleaiéalica,  y  dnrante  la  tramitación  del  recorto  de  aliada  por  el  miamo 
interpoeato,  ae  otorgó  á  D.  Joan  O.  Laríón  la  tranimisión  del  referido  gra- 
Tamen,  j  eomo  de  ella  redámate  Montettmqae,  aolicitando  á  tn  yes  Don 
Federico  Garda  Patón,  actnal  poieedor  del  gravamen,  qne  ae  declaraaa 
anbttatente  la  venta,  ae  dictó  la  Real  orden  reclamada,  confirmatoria  de  la 
tranamiaión. 

£1  Tribunal  Contencioao,  deaeatimando  laa  excepcionea  opneataa  por 
^García  Patón,  dictó  el  auto,  coya  parte  tnttanoial  ea  como  tigne: 

Conaiderando  qne  por  eatar  reducida  la  cnettión  qne  ae  yentila  en  al 
preaente  litigio  A  determinar  ai  la  Adminiatración  ha  podido  trantmitir  el 
-cenao  de  qne  te  trata,  no  obttante  hafoerae  tolicitado  con  anterioridad  an 
redención  y  cuando  todavía  te  hallaba  pendiente  la  reaolnción  de  eate  ex- 
iremo,  ea  indudable  qne  te  trata  de  nna  materia  etendalmente  admlnia- 
4ratÍTa  y  en  la  cnal  la  Adminittradón  no  obra  libre  y  diacredonaimente^ 
aiao  en  nao  de  ana  facnltadea  regladaa: 

Conaiderando  qne,  por  lo  expoeato,  la  Real  orden  impugnada  ea  ana- 
«Rtible  de  reviaión  en  la  vía  contencioto-adminittrativa,  aegón  ae  ha  de- 
«llorado  ya  por  eate  Tribunal  en  auto  de  18  de  Febrero  de  1889  y  dictado 
en  pl^to  promovido  por  el  miamo  Letrado,  coadyuvante  de  la  Ad  minia- 
tradón  en  el  preaente,  á  nombre  de  D.  Juan  Gonzáles  Bemal,  contra  una 
Beal  orden  que,  anulando  un  acuerdo  de  la  Delegación  de  Hacienda  da 
eata  provinda,  denegó  á  dicho  intereaado  la  trantmimón  de  un  cenao,  y 
que,  por  tanto,  ea  improcedente  la  excepdón  dilatoria  de  incompetencia 
Aú  jñiadicdón: 

Conaiderando  que  la  ialta  de  derecho  ó  acción  del  recurrente  para 
obtener  lo  que  pretende,  y  que  en  eate  caao  podría  nacer  de  la  circunttan- 
da  de  no  ter  loa  demandantea  duefiot  de  la  cata  tobre  qne  ^pravaba  el 
-ceoao  cuando  ae  verificó  la  tranamiaión,  ea  materia  propia  del  fondo  del 
pleito,  que  en  nada  afecta  á  la  impertonalidad  jurídica,  tegún  atimitmo 
«e  declaró  también  en  el  auto  dtado  en  el  contiderando  anterior,  por  \^ 
cual  no  ea  tampoco  procedente  la  aegunda  de  Ifm  excepdonea  alegadas 
por  el  coadyuyante  de  la  Adminittradón: 

Conaiderando  que,  á  tenor  de  lo  ditpueato  en  el  párrafo  primero  del 
ari  9S  de  la  ley,  loa  Trlbunalea  de  lo  Contencioao-adminittrativo  deben 
Imponer  laa  eoataa  á  laa  partea  que  promovieren  loa  inddentea  con  noto- 
ria temeridad,  como  tucede  en  el  pretente. 

Yiatoa  loa  artículot  l.o  y  4.0,  núm.  2.o,  46  y  60  de  la  ley  de  IS  de  Sep- 
tiembre de  1888  y  ana  concordantea  del  Reglamento; 

Se  declaran  improcedentea  laa  excepdonea  dilatoriaa  de  incompetencia 
de  juritdicdóny  falta  de  peraonalidad  en  el  actor  alegadat  por  el  coadya* 
▼ante  de  la  Adminiatración  en  eate  pleito,  con  expreaa  impoaición  de  laa 
«oataa  al  ndamo,  que  deberá  conteatar  á  la  demanda  en  el  término  de 
quince  díaa;  pnblíqueae  eate  auto  en  la  Ghceta  de  Madrid  é  intérteae  á  aa 
tiempo  en  la  Colección  legitíaHva.-^knto  fecha  12  de  Mayo  de  1802,  é  in- 
aerto  en  la  Gaceta  da  12  de  Noviembre  del  miamo  afio.) 
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SsKTSvaA  (12  de  Mtyo  de  1892).— OMmwMW  (reeaudaeióny.-^Be  lero- 
«I  la  Beal  orden  de  9  de  Mayo  de  1890,  reclamada  por  D.  BanMte  Femáa» 
des,  y  ee  establece: 

i  .0  Que  con  arreglo  al  párrafo  primero  del  art.  127  del  Bealamento  de 
Qmewmoe  de  21  de  Jwnio  de  1869^  que  rtprodMce  textualmente  el  miemó  pá- 
rrafo del  art  17  M  anterior  Beglamento^  toda  Adminietracián  de  Oontmmm^ 
al  cesar,  e$tá  obligada  á  abonar  a  la  que  le  iuoeda  loe  eantidadee  que  haya 
percibido  por  dereehoe  y  reeargoe  de  la$  e$peo6e$  gravadas  que  deje  exigtentes^ 
en  loe  eetableeimientoé  pubUooe  de  venta: 

j8L*  Que  para  loe  rfeetos  de  esta  diepoeieián^  no  pueden  menos  de  eetimarm 
oomo  establecimientos  de  ventas^  no  sólo  aquellos  en  que  éstas  se  realiMam^  ema 
también  los  aünaeeius  en  que  los  indMsinales  tienen  depositadas  las  especies 
aUjjetas  al  impuesto^  puesto  que  dichos  almacenes  forwum  parte  integrante  de 
ios  mismos  etíablecimientos  y  no  pueden  dejar  de  tenerse  en  cuenta  pera  el 
eámputo  de  las  existencias  y  para  su  ítfaro,  en  el  caso  en  que  legalmentehayam 

Y3*  Que  el  art.  30  dd Reglamento  de  la  Contribución  industrial  de  1^ 
de  Junio  de  1883^  al  disponer  que  ninpwn  i$idustrial  pagará  cuota  s^paraéks 
por  el  local  que  tenga  destinado  exclusivamente  á  depósito  de  los  géneros  i  or-- 
tieulos  proptos  de  su  comercio,  siempre  que  éstos  sólo  U  sirven  para  dsurHde- 
de  su  almacén  ó  tienda^  y  que  el  dq^sito  se  haüe  situado  en  la  mitmá  pMa- 
don  y  esté  completamente  cerrado  al  público,  á  más  de  referirse  concrétemela 
te  ala  contribución  industrialy  comÁora  la  doctrina  expuesta  en  los  anterie- 
res  considerandos,  puesto  que  al  no  exigir  que  los  industriales  paguen  edUri- 
buciónpor  los  loca&s  que  tengan  destinados  á  depósitos  ó  almacenes,  es  por  la 
ratón  de  que  éstos  forman  parte  de  los  eetábledmentos  púbtícos  de  eenta,  no^ 
eiendOypor  oontigmente, procedente  d  eatitfaoer  una  doble  cuotapor  un 


Gon  BBOÜTO  de  terminar  en  80  de  Janio  de  1889  el  arriendo  del  im^ 
pneato  de  consnmoe  de  Pontevedra,  á  cargo  de  D.  Antonio  Torrea,  y  eo^ 
mensar  el  adjodicado  á  D.  Bamón  Femándes,  aloró  el  Ayuntamiento  la» 
eepeciea  aojetaa  á  dicho  impneato,  y  entre  ellas  las  existencias  qne  yaiio» 
Indastriales  tenían  almacenadas  en  locales  distintos  de  los  destinados  para. 
Ja  venta.  Apelado  por  Torres  ante  el  Ministerio  el  acnerdo  de  la  Delega- 
ción confirmatorio  del  aforo,  se  dictó  la  Real  orden  impognáda,  declaran- 
do qoe  sólo  poede  conceptuarse  abonable  el  importe  de  los  derechos  etf 
tos  establecimientos  matricolados  ó  qoe  tengan  existencia  legal  oonlorme 
al  Reglamento  de  la  Ckmtribación  industrial,  sin  perjuicio  de  que  la  Ocm- 
tríboción  de  Consumos  depure  los  que,  no  estándolo,  deben  ponerse  en 
condiciones  legales. 

El  Tribunal  Contencioso  dictó  la  sentencia,  cuya  parte  austandal  ee 
como  sigue,  limitándonos  aquí  á  la  inserción  d^  primero  de  sus  conside- 
sandos,  porque  los  restantes,  por  los  términos  generales  de  su  redaeoión,. 
^edan  literalmente  copiados  en  el  ingreso  de  este  extracto: 

Conaidcrando  que  la  cuestión  del  presente  litigio  está  reducida  á  de- 
terminar si  el  demandante  D.  Ramón  Femándes  Carvajal,  al  hacesse  car^ 
go  del  arrendamiento  del  impuesto  de  consumos  de  Pontevedra,  tenía  de- 
recho á  que  por  el  arrendatario  saliente  D.  Antonio  Torres  Bodrígnes  e& 
le  abonasen  las  cantidades  á  que  ascendían  los  derechos  y  recargos  de  k» 
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I  qve  km  doee  indostrislet  á  qnienes  m  contrae  el  expediente  teníaa 
I  en  locales  distíntoe  de  loe  deetinadoe  para  la  venta. 

Visto  el  art  17,  párrafo  primero,  del  Reglamento  de  16  de  Jnnio  de  1S8S 
pera  la  administración  y  cobransa  del  impuesto  de  consamos,  reprodocida 
en  igoal  párrafo  del  art  127  del  Reglamento  de  21  de  JoHo  de  1889: 

Visto  el  art.  80  del  Reglamento  de  la  Contribodón  industrial  de  18  ám 
JliHodel882; 

FaUamoe  qae  debemos  revocar  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministe- 
rio  de  Baoíenda  en  9  de  Mayo  de  1890,  declarando  qoe  el  demandante 
B.  RoBón  Femáadei  Carvajal  tiene  d^echo  á  qae  por  D.  Antonio  Torree 
Rodrignoa  se  le  abonen  los  derechos  y  recargos  correspondientes  á  las  es- 
pecies qne  los  doce  indostriales  á  quienes  se  refiere  el  expediente  tenias 
almacenadas  en  locales  distintos  para  la  venta  al  cesar  este  último  intere- 
sado  en  el  arrendamiento  del  Impaesto  de  los  consamos  de  Pontevedra. -- 

Snteneia  publicada  el  12  de  Mayo  de  1892,  é  inserta  en  La  Oauía  de  ÍS 
noviembre  del  mismo  afio.) 
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Ameo  (12  de  Mayo  de  lS^2).^'Jneompetenciade  ímrÍ9dioeión,^^9  confi  r- 
flsa  el  aato  del  Triboaal  provincial  de  Navarra,  fecha  18  de  Septiembre 
de  1890,  en  el  recurso  promovido  por  el  Ayuntamiento  de  Villatuerta,  y  se 
establece: 

1.0  Que  á  temm,  de  h  preeúrüo  en  d  párrafo  final  del  art,  85  de  la  ley  de  lí 
de  Septiembre  de  1888^  no  deben  eurearee  loe  eeerUoe  inieiando  la  vía  eonttnoU- 
madmmktratkm  queeareeoan  de  loe  formatídadee  expreeada»  enel  mtsmo  ar 
tienlo,  y  entre  ellas  loe  doeumentoe  que  acrediten  el  cumplimienito^  por  parte  de 
ke  Ayuntamientoe  demandantes^  de  las  formalidades  que  para  entablar  de- 
mandas  previene  la  ley  Municipal: 

Zp  Que  por  lo  expuesto  no  puede  darseeursoála  demandadeun  Ayuntrn- 
mtenfo,  si  na  se  acompaña  con  la  misma  poder  otorgado  por  el  Sindico,  ni  co- 
pia eerUfieada  del  parecer  del  letrado,  que  la  Corporacián  debió  oir  antes  da 
proponer  el  recurso,  ni  la  autoritacíón  para  litigar  de  la  Diputación  pra- 

Y3*  Que  cabe  acordar  en  cnalqwer  estado  del  Jmeio  acerca  dclasfdtOB 
determinantes  de  la  incompetencia  de  jurisdicción. 

El  citado  Ayuntamiento  entabló  demanda  ante  dicho  Tribonal  contra 
na  acuerdo  de  la  Diputación  provincial  sobre  pago  de  cantidad  por  la  Oor- 
pcoadón  á  un  particular,  recayendo  á  la  misma  el  auto  apelado,  por  el  que 
•e  declara  no  haber  logar  á  su  admisión.  Y  el  Tribunal  Oontencioso  dictó 
el  de  12  de  Mayo  de  1892,  cuya  pturte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  á  tenor  de  lo  prescrito  en  el  párrafo  final  del  ai^ 
tíeulo  15  de  lalley  de  18  de  fientlembre  de  1888,  no  deben  cursarse  loe  escri- 
toe  iniciando  la  vía  contendoso-administrativa  qoe  cnreacan  de  las  formar 
lidades  expresadas  en  el  mismo  articulo,  y  entre  ellas  los  docummitoe  que 
acrediten  el  cumplimiento,  por  parte  de  los  Ayuntamientos  demandantes, 
de  lae  formalides  qne  para  enlabiar  demandas  previene  la  ley  Municipal; 
por  lo  que,  como  ni  al  escrito  del  Procurador  Velasoo  se  aoompafió  poder 
otoneado  por  el  Síndieo  det  Ayontamiento  ni  copia  certificada,  del  parecer 
4el  Letrado,  que  la  Oorposaeión  municipal  debió  oir  antes  de  proponer  et 
teeatno,  ni,  por  úlUmo,  la  autoriasfliáa  para  litigar  de  la  Diputación  pro- 
cipa],  es  evidente  qae  el  Tribanal  no  pudo  dar  curso  al  antedicho  escrito; 
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7  «i  bien  el  trámite  en  qne  el  Tribunal  adoptó  en  proveído  no  ero  ^  apio> 
piado  para  ello,  determinando  laa  prenotadas  faltas  la  incompetencia  áe 
ia  jDrisdicción,  sobre  lo  qne  es  dado  acordar  en  cualquier  estado  del  pleito,. 
la  resolación  adoptada  resalta  procedente  y  debe  confirmarse. 

Vistos  los  artículos  84  7  85  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888: 

Vistos  los  artículos  56  y  86.de  la  ley  Municipal; 

8e  confirma  el  auto  del  Tribunal  provincial  de  Navarra  de  80  de  Sep- 
tiembre de  1890,  en  cuanto  rechazó  el  recurso  presentado  ante  el  mismo  4 
sombre  del  Ayuntamiento  de  Villatuerta;  publíquese  este  auto  en  la  Arab- 
ia de  Madrid,  ó  insértese  á  su  debido  tiempo  en  la  Oolecdán  legMiüva.-- 
(Auto  fecha  12  de  Mayo  de  1892,  é  inserto  en  la  Oaoeta  de  12  de  Noviemr 
ht%  del  mismo  afio.) 
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Auto  (12  de  Mayo  de  lS92).—Bxcepeúme9  dilatmas.  Ineímpeteneia  dé 
jwi8dicción,—Be  declara  improcedente  la  opuesta  por  el  Fiscal  á  la  de- 
manda del  Ayuntamiento  de  Barcelona  contra  una  Real  orden  de  8  de  Ju- 
lio de  1891,  y  se  establece: 

i  .0  Que  ofreciéndose  dudas  acerca  de  la  verdadera  fecha  de  la  notificadám 
de  la  Beal  orden  impugnada  al  Ayuntamiento  recurrente,  se  hace  necesaria 
eteeptar  la  que  resulta  de  un  docnmento  público  y  solemne,  como  lo  es  la  eerts- 
Jicacián  expedida  por  el  Secretario  de  la  Corporacién,  si  se  ajusta  á  las  for- 
muílidades  déla  lev  y  no  hubiere  sido  expresamente  impugnada  por  el  Fiicai; 

y  2S>  Q,ue  si  a  partir  de  aquella  fecha  fué  presentado  d  recurso  denir& 
del  plazo  de  tres  meses  que  séllala  el  art.  7.^  de  la  ley^  contado  en  la  forma 
fU€  dispone  el  párrafo  primero  del  art,  94  de  la  misma,  es  improcedente  U 
eaceepcíán  de  incompetencia  deducida  en  el  supuetto  contrario. 

La  mencionada  Beal  orden  recayó  en  el  expediente  sobre  ensanche  de 
Barcelona,  y  fué  comunicada  á  la  Corporación  municipal  por  conducto  del 
Capitán  general  el  20  de  Agosto.  £1  Ayuntamiento  recurrente  acompafió 
con  la  demanda  una  certificación  librada  por  su  Secretario,  haciendo  cons- 
tar que  la  Beal  orden  fué  recibida  ó  iuscrita  en  el  Begistro  de  la  Seoeta- 
ría  el  día  21  de  aquel  mes.  £1  Tribunal  Contencioso,  desestimando  la  ex- 
cepción opuesta  por  el  Fiscal,  dictó  el  auto,  cuya  parte  sustanciales  como 
sigue: 

Considerando  que  las  dudas  á  que  haya  podido  dar  luitar,  respecto  de 
la  verdadera  fecha  de  la  notificación  de  la  Beal  orden  impugnada,  la  cir- 
cunstancia de  haber  expresado  los  representantes  del  Ayuntamiento  al 
otorgar  el  poder  que  la  referida  resolución  fué  trasladada  en  20  de  Agosto» 
ó  sea  en  la  fecha  misma  de  la  comunicación  del  Capitán  general  en  que  la 
Beal  orden  se  insertaba,  han  quedado  cumplidamente  desvanecidas  por  la 
certificación  traída  á  los  autos  por  el  Letrado  demandante,  y  en  la  que  se 
hace  constar  que  la  Beal  orden,  no  sólo  fué  inscrita  en  el  registro  de  en- 
trada el  día  21  de  Agosto,  sino  que  se  recibió  en  el  mismo  día: 

Considerando  qne,  por  tratarse  de  un  documento  público  y  solemne,, 
expedido  con  todas  las  formalidades  de  la  ley,  y  no  impugnado  expresa- 
mente por  el  Fiscal,  se  hace  necesario  aceptar  lo  que  del  mismo  resulta,  y 
apareciendo  del  mismo  que  la  Beal  orden  fué  notificada  el  día  21  de  Agosto, 
•s  indudable  que,  presentado  el  recurso  en  19  de  Noviembre  siguiente,  lo 
fué  manifiestamente  dentro  del  plaao  legal  de  los  tres  meses  que  sefiála  el 
art.7.0  de  la  ley,  contado  en  la  forma  que  dispone  el  párrafo  primero  del 
>«rL  94  de  la  misma. 
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TIetot  los  artículos  7.*,  46  y  94,  párrafo  primero,  y  60  de  la  ley  de  18  de 
8q>UOTabre  de  1888; 

86  declara  improcedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de 
jorisdicdón  alegada  por  el  Iflscal,  y  vnelyan  los  satos  al  mismo  para  qne 
•n  el  término  de  quince  días  conteste  á  la  demanda;  publíqaese  este  anto 
en  la  Gaceta  de  Madrid  é  insértese  á  sn  tiempo  en  la  Colección  legislativa^ 
— (Anto  fecha  \%  de  Mayo  de  1802,  é  inserto  en  la  Qaeeta  de  12  de  no- 
viembre del  mismo  afio.) 
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SramrcTA  (18  de  Mayo  de  1892).— ConfH&nciotiff.  Partida»  falUdoi. — 
te  absnelye  á  la  Administración  de  la  demanda  del  Banco  de  Espafia  con 
tim  la  Real  orden  de  26  de  Jnlio  de  1887,  y  se  establere: 

Que  el  art.  2,^  de  la  Real  arden  de  3  de  Enero  de  1885  concedió  eniu  re- 
jfial,^  ala  Becaudación  de  OontribueianeB,  entonces  á  cargo  del  Banco  de 
JB/paña,  y  ásui  agentes,  una  prórroga  de  tres  meses  para  presentar  á  la  Ad- 
wtinistracián  de  (hntribuciones  y  Bentas  los  expedientes  ejecutivos  y  de  falli- 
dos, par  todos  conceptos,  épocas,  é  impuestos,  que  obrasen  en  su  poder,  aña- 
diendo que  las  sumas  correspondientes  á  los  que  no  se  presentaran  dentro  de 
dicho  plazo  serian  definitivamente  de  cuenta  del  Banco, 

La  sncarsal  del  Banco  de  Ciudad  Real  acudió  en  9  de  Mayo  de  1888  á 
ia  Administración  de  Contribuciones,  en  queja  de  que  el  Ayuntamiento 
de  VUlarrubia  retenía  indebidamente  las  relaciones  de  deudores  por  con- 
.  tribudones  del  cuarto  trimestre  de  1873-74  y  de  los  afios  74  á  76,  por  lo 
que  la  Administración  concedió  al  Ayuntamiento  ocho  días  para  terminar 
el  «ervicio  reclamado,  y  como  no  lo  verificase,  se  le  declaró  responsable 
en  26  de  Septiembre  del  importe  de  dichas  relaciones,  sin  que  conste  que 
llegara  á  su  poder  la  comunicación  en  que  se  le  hacía  conocer  esta  resolu- 
eión.  Hombrado  el  comisionado  de  apremio  para  la  solvencia  de  los  des- 
cubiertos, no  llegó  á  ejercer  su  cometido  por  cansas  que  no  resultan  del 
expediente: 

En  27  de  Octubre  de  1886  presentó  el  Banco  los  expedientes  de  sdju- 
dicación  de  fincas  y  de  fallidos  del  mencionado  pueblo.  Por  la  Real  orden 
inspugnada  se  confirmaron  las  decisiones  de  la  Delegación  declarando  la 
exención  del  Ayuntamiento  de  Villarrubia  y  mandando  devolver  aquellos 
expedientes,  como  presentados  fuera  del  plazo  legal: 

£1  Tribunal  Contencioso  dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es 
como  signe: 

Considerando  que  el  art.  2.o  de  la  Real  orden  de  3  de  Enero  de  1886 
eoneedió  en  su  regla  1.»  á  la  Recaudación  de  Contribuciones,  entonces  á 
eargo  del  Banco  de  Espafia,  y  á  sas  agentes,  una  prórroga  de  tres  meses 
para  presentar  á  la  Administración  de  Contribuciones  y  Rentas  los  expe- 
dientes ejecutivos  y  de  fallidos,  por  todos  conceptos,  épocas  é  impuestos, 
^ue  obrasen  en  sn  poder,  afiadiendo  que  las  sumas  correspondientes  á  los 
que  no  se  presentaran  dentro  de  dicho  plazo  serían  definitivamente  de 
enenta  del  Banco: 

Considerando  que  los  expedientes  de  adjudicación  de  fincas  y  de  falli- 
doe,  motivo  del  presente  litigio,  fueron  presentados  por  el  Banco  de  Es- 
paila  en  27  de  Octobre  de  1886,  es  decir,  cuando  había  transcurrido  con 
«xeeco  el  plazo  fijado  en  ki  Real  orden  de  8  de  Enero  del  mismo  afio: 

Conddeíando  que  esta  circunstancia  basta  para  que  las  sumas  que  re^ 
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l^resratan  dichoi  expedientes  sean  definitivamente  de  enent»  de  U  Becma* 
dación,  según  la  preacripción  terminante  qae  se  deja  invocada,  j  por  oq«- 
eecnencia  ningana  reaponaabilldad  pnede  alcaniar  por  este  concepto  «I 
Ayuntamiento  de  Villarrabia  de  los  Ojos: 

Considerando,  además,  qae  el  acoerdo  dictado  por  la  Admlnistraoióit  ds 
Oontribaciones  y  Rentas  de  Oindad  Real  con  fecha  25  de  Septiembre 
de  1888,  en  el  caal  pretende  el  Banco  f  andar  la  responsabilidad  del  Ayun- 
tamiento, recayó  sin  previa  audiencia  de  éste  y  no  se  le  biso  saber  ni 
consta  todavía  qae  se  le  haya  notificado  en  forma  reglamentaria,  estando 
por  otra  parte  acreditado  en  el  expediente  qae  el  comisionado  de  apremio 
nombrado  para  llevarlo  á  ejecución  no  llegó  ni  empezó  siqalera  á  camplif 
su  cargo; 

Y  considerando  que  el  propio  Banco  de  Espafia  ha  reconocido  de  una 
manera  tácita,  pero  ineqaivoca,  que  la  responsabilidad  de  los  expediente* 
e  afecta  á  él  y  no  al  Ayuntamiento,  en  el  hecho  de  presentarlos  á  la  Ha- 
cienda con  el  propósito  de  ampararse  en  la  concesión  que  otorga  la  Beal 
orden  de  8  de  Enero  de  1885. 

Vista  la  Real  orden  de  8  de  Enero  de  1885,  art.  2.o,  regla  h^; 

Eallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  del  Banco  dé  Bs- 
pafia  oontra  la  Real  orden  de  25  de  Julio  de  1887,  que  queda  firme  y  aob- 
sistente. —(Sentencia  publicada  el  18  de  Mi^o  de  1892>  é  inserta  en  la 
Gaceta  de  12  de  Noviembre  del  mismo  aSo.) 
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Sditbnou  (18  de  Mayo  de  lS^t).—De$amorUzación  {exendón),'-^ 
absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Pedro  Rodrigues  con  tea 
laHeal  orden  de  9  de  Jalio  de  1887,  y  se  establece: 

i.o  Que  procede  de^atimar  por  extemporánea  la  coUcUud  de  que  m  «tsoto- 
rsfi  eooceptuadoc  de  la  desamortización  loe  bienee  dotalea  de  una  eapeUania^  H 
se  presentó  fuera  del  plazo  de  seis  meses  que  al  ^e^o  marca  él  art.  i.®  del 
Beal  decreto  de  12  de  Agosto  de  1871,  sucesivamente  prorrogado  por  losjle  13 
de  Febrero  y  27  de  Agosto  de  1872  hasta  él  31  de  Diciembre  del  propio  año; 

Y  2,^  Que  la  existencia  de  un  pleito  sobre  los  expresados  bienes,  penídienie 
ante  los  Tribunales  ordinarios,  no  pudo  ser  obst£íulo  para  pedir  en  tiempo 
epi^tuno  la  excepción,si  aquél  empegó  en  1876,  ó  sea  tn el  cuí^io  (tíUt desfiéa 
de  terminado  él  plazo  para  solicitarla. 

Por  sentencia  de  los  Tribanales  ordinarios  entró  á  poseer  los  bienes  ám 
ana  capellanía,  fundada  por  D.  Manuel  Fonseea,  el  Oonde  de  los  Billarea» 
á  quien  heredó  en  1834  su  hijo  D.  Pedro  Rodrigues,  el  cual  en  otro  pleito 
y  por  sentencia  de  4  de  Mayo  de  1878,  fué  condenado  á  d^ar  aquóiloa  á 
disposición  del  Administrador  general,  por  lo  que,  al  efecto  de  recobrar- 
los, solicitó  en  27  de  Abril  de  1882  que  fuesen  declarados  exceptuados  d« 
la  desamortiEación,  cuya  petición  desestimó  por  extemporánea,  la  Real 
orden  impugnada;  y  el  Tribanal  Contencioso  dictó  la  sentenda,  cnya  parta 
sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  la  única  cuestión  que  se  ha  de  resolver  es  si  la  soU- 
eitud  de  D.  Pedro  Rodrigues  del  Toro  para  que  los  bienes  de  la  capellanía 
mendonada  fuesen  exceptuados  de  la  desamortisadón,  ha  ddo  dedudda 
loara  del  tiempo  marcado  por  las  dispoddones  vigentás  para  verifioacl«i 

Oonaidacando  que,  según  el  art.  l.«  dd  Beal  decreto  de  12  da  Agosto 


t^t 


i^^ 


Digitized  by  VjOOQIC 


íLvmaxxB  DtL  rmtBumAL  oomñMcnmO'ÁsnaxnftnAxiYO     Bit 


dé  1871,  dicha  solicitad  debió  tar  presentad»  en  el  plaio  de  tela  mease, 
eoBtadoa  deade  la  irablioación  del  diado  decreto,  cayo  plaio  faé  ampliada 
•ew  meaes  máa  por  el  de  13  de  Febrero  de  1879,  j  por  el  de  17  de  Agosta 
silente  faé  prorrogado  haata  81  de  Didembre  del  mismo  afio,  sin  que 
so  haya  concedido  ningana  otra  prórroga  ni  noevo  plaso: 

OoDsiderando  qoe  presentada  la  solldtad  del  demandante  en  17  da 
Abril  de  1882,  es  visto  qae  sa  pretensión  faé  extemporánea  por  haber 
iransearrido  varios  afios  desde  qae  el  plaso  para  presentarla  habla  e^^• 
lado: 

Oonsiderando  qae  la  existencia  del  pleito  sobre  los  expresados  bienes» 
pendiente  ante  loa  Tribanales  ordinarios,  no  pado  ser  obstáoalo  para  pe- 
dir en  tiempo  oportono  la  excepción  de  los  mismos  de  la  desamortisadón« 
porqae  dicho  pleito  empesó  en  1876,  ó  sea  en  el  coarto  afio  despoés  de  ha- 
ber terminado  el  plaso  para  solldtarla. 

Visto  el  art  1.*  dd  Beal  decreto  de  12  de  Agoeto  de  1871: 

Visto  el  Real  decreto  de  18  de  Febrero  de  1872: 

Visto  d  Real  decreto  de  27  de  Agosto  de  1872,  articalos  1.^  y  2.<>; 

Fallamos  qne  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  g e- 
aeral  dd  Estado  de  la  demanda  interpaesta  á  nombre  de  D.  Pedro  Rodrí 
¿«es  dd  Toro  contra  la  Real  orden  de  9  de  Jolio  de  1887,  la  caal  qaada 
Arme  y  sabdstente.— (Seotenda  pablicada  el  IS  de  Mayo  de  1802,  é  in- 
serta en  la  Qoceta  de  II  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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fiMTBVCiA  (U  de  Mayo  de  1892).~(7Z(iiet  potisoi.  AlU)9  de  sertnciss.— 
Se  revoca  la  Real  orden  de  29  de  Octabre  de  1890,  redamada  por  D.  Martin 
dd  Castillo,  y  se  establece: 

1.0  Que  aunque  en  el  art.  i.o  del  decreto  ley  de  22  de  Octubre  de  1868^  in 
fifrmado  en  un  espíritu  restrictivo,  se  inculca  la  escrupulosa  obserwmda  de 
las  leyes  generala  vigentes  en  materia  de  clas^ación,  con  exclusión  de  las 
Beaíes  órdenes  tetadas  para  casos  especiales  y  de  la  jurisprudencia  estable- 
cida que  estuvieren  en  oposición  con  el  texto  p  let^a  ¿le  dichas  leyes,  es  lo  cierto 
rpor  la  regla  P>  de  su  art.  6.o  se  manda  hacer  el  abono  di  los  ocho  años 
carrera  que  concedieron  las  leyes  de  1S35  y  1862  á  los  Jueces,  Ministro$ 
de  ¡os  Tribunales  y  á  hs  funcionarios  del  Ministerio  ñscal,  siempre  que  húbie 
len  desempeñado  en  propiedad  sus  empleos,  siendo  éstos  de  planta  reglamen- 
taria, con  sueldo  señala^h  en  los  presupuestos  generales  del  Estado  y  con  nom- 
bramiento Beal,  de  las  Cortes,  de  la  Blenda  del  Reino  ó  del  Gobierno  provi* 
9Íonal,  y  después  de  cumplida  la  edad  de  dieciséis  años: 

2fi  Que  aun  admitido  el  hecho  de  que  las  leyes  de  1865  y  1867,  que  limi 
tmr&n  td  abono  de  los  ocho  años  de  carrera  á  los  Jueces,  Magistrados  y  Fisca- 
les nombrados  antes  de  1865,  contuvieran  una  derogación  tácita  de  las  leyes 
atUeriores,  en  el  punto  concreto  á  que  este  litigio  se  refiere,  siempre  habrá  que 
esUmar  los  preceptos  de  ésta  como  nuevamente  puestos  en  vigor  por  voluntad 
expresa  del  legislador,  claramente  manifiesta  en  la  referida  regla  9.^  del  de- 
ereto-ley  de  1868: 

S.9  Que  siendo  éste  el  estado  de  derecho  al  promnlgarse  la  le^  provismnal 
oobre  organiMadón  del  Foder  judicial  de  15  de  Septiembre  de  1870,  á  él  tema 
fm  rrferérwe  necesariamente  la  preseripeián  oentenida  en  él  art.  241,  mi  esta- 
mecer  ^máUm  Jueces  y  Magitírados  se  les  compute  en  sus  elasi/íoadmm  el 
aumenté  ée  (ksipe  qm  perr  remen  de  msrrera  les  omvmpmtda: 
éf   ÍtmúbienHaA9rd€laUyH^pcit9cariareoonsoeimioamieiUeét^ 
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«lio  oí  abono  de  lo$  ocho  añoi  de  carrera  á  los  Begútradoree  de  la  propiedai 
fue  ingresaren  en  el  Cuerpo  awles  del  15  de  Julio  de  1865,  ó  dios  quehabiendo 
tugr^ado  después  tutUsen  ese  derecho  ad^airido  con  anterioridad,  tal  di^^on- 
eán  no  se  hizo  en  igual  forma  extensioa  a  los  Jueces,  Magistrados,  individuos 
del  Ministerio  fiscal  y  Catedráticos,  como  en  todo  caso  sena  necesario  para  qm 
dicha  Hmitadán  les  fuera  aplicable: 

5.0  Que  recientemente  ha  reconocido  el  legislador  la  eficacia  y  virtualidad 
dd  decreto  ley  de  Octubre  de  1868,  y  de  loe  leyes  de  1835  y  1862,  á  queaquél 
se  refiere,  al  conceder  por  el  art.  14  de  la  leu  de  13  de  Septiembre  de  18&S  el 
derecho  al  abono  de  los  años  de  carrera  de  Abogado  á  los  Ministros,  Fiscales 
y  Secretarios  del  Tribunal  Contencioso,  por  la  analogía  de  las  funciones  pro- 
pias de  aquellos  cargos  con  los  de  la  carrera  judicial  y  fiscal,  precepto  que  no 
te9kdria  justificación  m  podría  explicarse,  aada  la  vaguedad  con  que  apáreos 
redactado,  si  no  estuviesm  suJbeistentes  las  disposiciones  á  que  indudablemente 
alude,  las  cuales  determinan  que  son  ocho  los  años  de  servicio  que  por  razan 
de  carrera  deben  abonarse; 

Y60  Quepor  lo^se  refiere  á  la  Eeal  orden  de 22  de  Mano  de  1889, 
sobre  no  haberse  pubhoado  en  la  Gaceta  de  Madrid,  no  tiene  más  alca$ice  que 
el  de  una  instruoÁán  dada  por  el  Ministerio  de  Hacienda  á  la  Junta  de 
Clases  pasiviu,  como  aclaración  al  Beal  decreto  de  29  de  Enero  anterior, 
que  ninguna  disposición  contiene  respecto  de  esta  materia,  sino  la  de  no  con*- 
prender  el  abono  de  los  ocho  años  á  los  Catedráticos  de  Institutos,  á  más  de 
que,  como  disposición  interpretativa,  no  puede  prevalecer  contra  la  letra  y  es- 
píritu de  losprtxeptos  legales  á  que  se  refiere. 

Por  la  Real  orden  imputada  se  denegó  al  recurrente  el  abono  de  loe 
ocho  afioe  de  carrera  qoe  el  mismo  solicitó  para  sa  clasificación  por  loe 
servicios  prestados  en  la  carrera  judicial  j  fiscal  desde  1869  hasta  188d. 

SI  Tribunal  Contencioso  dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es 
como  sigue,  limitándonos  aquí  á  insertar  los  considerandos  l.o,  6.o  j  6.o, 
porqae  los  restantes,  por  los  términos  generales  de  su  redacción,  quedan 
litenlmente  reproducidos  en  el  ingreso  de  este  extracto: 

Considerando  que  la  cuestión  que  se  ventila  en  el  presente  litigio  está 
redodda  á  determinar  si  D.  Martín  del  Castillo,  que  ingresó  en  la  carrera 
judicial  en  1869,  tiene  ó  no  derecho  á  que  se  le  computen  los  ocho  afios  de 
carrera  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de 
1868: 

Considerando  que  por  haber  ingresado  D.  Martin  del  Castillo  en  la  ca» 
rrera  judicial  en  1869,  y  aclarada  en  los  términos  expuestos  en  el  conside- 
rando anterior  la  referencia  contenida  en  el  art  241  de  la  ley  orgánica  del 
Poder  judicial,  es  innegable  su  derecho  al  abono  de  los  ocho  afios  de  ca- 


Considerando  que,  esto  no  obstante,  habiéndose  fundado  la  Adminir 
tración  para  negar  el  derecho  del  demandante,  en  el  anterior  adoptado  al 
reformar  el  art.  297  de  la  ley  Hipotecaria,  según  la  de  21  de  Julio  de  1876^; 
y  en  la  Real  orden  de  22  de  Marzo  de  1889,  aclaratoria  del  Real  decreto  de 
29  de  Enero  del  mismo  afio,  se  hace  necesario  examinar  el  alcance  de  di- 
chas disposiciones,  en  relación  con  el  derecho  de  que  se  trata. 

Visto  el  art.  26  de  la  ley  de  Presupuestos  de  26  de  Mayo  de  1835,  en 
sos  reglas  6.*  y  7.*: 

Visto  el  art.  11  de  la  ley  de  Presupuestos  de  4  de  Mayo  de  1862: 
Visto  el  art  11  de  la  ley  de  Presupuestos  de  15  de  Julio  de  1866: 
Visto  el  art  19  de  la  ley  de  Presupuestos.de  29  de  Julio  de  1867: 
Vistos  los  artículos  l.o  y  6.o  del  decreto-ley  de  22  de  Octubre  da  1868t 
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Visto  6l  «rt.  241  de  Im  ley  provisioiud  sobre  org«DÍiación  del  Poder  ja- 
dki«l  de  16  de  Beptíembre  del  70: 

Visto  el  mrt  397  de  U  ley  Hipotecaria,  reformada  por  la  ley  de  21  de 
Julio  de  1866: 

Visto  el  art  l.o  del  Beal  decreto  de  29  de  Enero  de  1889,  en  sa  regla  2.*: 

VisU  la  regla  1.*  de  la  Real  orden  de  22  de  Mano  de  1889; 

Fallamos  qae  debemos  revocar  y  revocamos  )a  Beal  orden  de  29  de 
Octubre  de  1890,  y  en  sa  lagar  declaramos  qae  D.  Martin  del  Oastillo  Ca- 
lahorra tiene  derecho  á  que  se  le  com poten  en  sa  clasificación  los  ocho 
sfios  de  carrera  de  Abogado,  con  el  contigaiente  aumento  en  sa  haber  de 
jabiladón  desde  la  fecha  en  qae  faé  acreditado.^Sentencia  publicada  el 
14  de  Mayo  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  18  de  Noviembre  del  mis- 
Boafio.) 
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SmTKNCiA  14  de  Mayo  de  1S92).^  Cla$e$patixa8  (añoi  de  iervicioi). — 
8e  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Miguel  Martines  de 
(^pos,  y  se  establece: 

i.o  Que  el  requerimiento  de  inhibición  $ólo  procede^  conforme  al  art.  lOB 
ie  dtcha  ley,  en  el  caw  de  q%u  el  Tribunal  carezca  de  competencia  ó  incurra 
en  abuMO  de  Poder,  «  demoitrado  que  la  Beal  orden  impugnada  cb  iuecepti- 
Ue  de  revieión  en  vía  contendoea,  e$  evidente  que  el  Tribunal  tiene  juriedie- 
üectdn  y  competencia  para  resolver  sobre  las  pretensiones  de  la  demanda: 

2. o  Qw  en  la  regla  22  de  la  ley  de  Fre»mpuestos  de  26  de  Mayo  de  1835, 
se  dice:  tLos  Secretarios  del  Despacho  y  Consejeros  de  Estado  que  hayan  des> 
empeñado  estos  destinos  en  propiedad,  se  les  abonará  el  sueldo  de  30.000  real 
les  sin  sujeeián  á  años  de  servicio»,  cuyas  palabras,  ni  gramatical,  ni  lógica^ 
ni  legalmente pueden  apUearse  á  otros  Consejeros  que  á  los  que  habian  perte- 
necido al  Consejo  de  Estado  que  se  declaró  en  suspenso  por  el  art  L^  del  Real 
decreto  de  24  de  Marzo  fie  1834: 

3.^  Que  la  palabra  sueldo  y  no  cesantía,  consignada  en  la  ley,  corres- 
ponde á  la  sihíación  especial  de  aqueUos  Consejeros,  partes  componentes  de 
un  Consejo  en  suspenso^  en  cuyo  caso  no  se  encuentra  quien  cesa  en  aquel 
cargo,  no  por  suspensión  del  Cmsejo^  sino  por  Beal  decreto  de  cesantia: 

4fi  Que,  según  lo  dispuesto  en  la  ley  13,  tit,  i.o.  Partida  1,\  tentender 
se  deben  las  leyes  bien  e  derechamente,  parando  siempre  mientes  á  la  más 
sana  parte  é  más  provechosa»;  y  en  verdad  que  no  se  entendería  la  citada  ley 
de  26  de  Mayo  de  1836  bien  e  derechamente  suponiendo  que  habia  sido  he- 
cha para  un  Consejo  de  Estado  que  se  creara  veinticinco  años  después,  ni  se 
ptrtría  mientes  en  el  verdadero  entendimiento  á  la  parte  más  provechosa 
it  H  accediera  á  la  demanda,  pues  en  proveclio  de  la  sociedad  se  hacen  las  le- 
yet,yno  en  exclusivo  beneficio  de  los  intereses  particulares: 

Sfi  Que  de  lo  expuesto  se  deduce  que  no  hay  tales  pretensos  derechos  de  ce- 
santia creados  para  los  Consejeros  de  Estado  en  la  mencionada  ley  de  26  de  Mayo 
de  18B5;  pero^  aunque  los  hubiera,  no  serian  valederos  hoy, porque  el  art,  3,^  de 
¡a  ¡es  de  Presupuestos  de  22  de  Mayo  de  1845  acabó  con  las  cesantías  para  los 
empleados  que  ingresaran  en  el  servicio  después  de  aquella  fecha,  toda  ves 
qne  en  dicho  art.  3.^  dispuso  que,  á  partir  de  su  publicación,  ningún  emplea- 
do de  nueva  entrada  tendría  derecho  al  goce  de  sueldo  por  cesantía,  y  que 
ningún  ascenso  de  los  actuales  empleados  ó  délos  cesantes  daría  derecho  al 
flUflii^o  del  haber  de  cesantia  si  el  nu^o  empleo  se  servía  menos  de  dos  años: 
6,0    Que  no  puede  aceptarse  la  afirmación  de  que  los  Consejeros  de  Ikta- 
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dono$(m  empleadoi  públicos,  y  que  por  tXlo  no  eirián  comprendidos  en  fd»- 
Ueulo  3.0  de  la  citada  ley  de  22  de  Mayo  de  18á5,  porque  en  la  mkma  Up 
que  sirve  de  fundamento  á  la  demanda,  se  dice:  ci.  los  Uonséeros  de  Eetaao 
gue  hayan  deflempefiado  estos  destinos  en  propiciad'^',  y  álos  que  desempe- 
ñan destinos,  empleados  y  no  otra  cosa  se  les  llama  en  el  lenguaje  corriente 
en  que  se  escriba  y  deben  escribirse  loe  leyes  para  que  todos  las  entiendan: 

7.0  Que,  además^  sobre  no  haber  razón  alguna  para  dejar  de  eontiderar 
empleado  á  todo  funcionario  público  dependiente  del  Poder  ^eoutivo,  la  lep 
de  30  de  Abrü  de  1856,  al  declarar  que  el  cargo  de  Ministro  de  la  Corona  es  5 
empleo  público  de  más  importancia  en  el  Gobierno  déla  Nación,  da  á  entender 
de  manera  clara  que  no  hay  fundonarifi  alguno  del  Estado,  por  elevada  que 
sea  su  categoría  y  el  ramo  de  la  Administración  pública  en  fuefrestesus  ser- 
vicios que  pueda  considerarse  exceptuado  de  aquella  denominación: 

8.*  Que  una  ley  de  Presupuestos,  cualesquiera  que  sean  los  preceptos  en 
ella  contenidos,  puede  derogarse  por  otra  de  igual  Índole  y  naturaleza^  ein 
que  en  la  de  26  de  Mayo  de  1835  haya  nada  especial  ni  de  privilegio  que  nece- 
site derogación  especial  y  expresa,  y  que  deba  quedar  subsistente  después  de 
publicada  la  de  22  de  Mayo  de  1845: 

P.o  Que  aun  prescindiendo  de  la  doctrina  antes  expuesta,  se  demuestra 
plenamente  que  la  ley  de  Presupuestos  de  1845  derogó  la  reala  22  déla  de 
1835,  por  el  hecho  de  que  para  convalidar  la  cesantía  de  los  Ministros  de  la 
Corona  fué  preciso  dictar  la  ley  de  30  de  Abrü  de  1856,  en  cuyo  art.  2^  ee 
establece  que  las  condiciones  exigidas  en  el  párrafo  primero  para  el  derecho 
á  cesantía,  comprendían,  no  sólo  á  los  que  en  lo  sucesivo  fueren  Conejero»  de 
la  Corona,  sino  también  á  los  que  habían  sido  desde  que  se  declararon  extm- 
guidas  las  cesantías  de  todos  los  empleados  públicos,  con  lo  cual  claramente  §e 
expresa  que  desde  la  publicación  de  la  ley  de  1845  no  estaba  en  vigor  la  dio- 
posición  de  la  de  1835,  que  concedía  en  absoluto  sueldo  á  los  Secretarios  del 
Despacho  y  álos  Consejeros  de  Estado  que  hayan  desempeñado  estos  destimoe 
en  propiedad- 

10.  Que  las  leyes  de  25  de  Julio  de  1865  y  de  22  de  Octubre  de  1868  au^ 
pliaron  á  las  jubilaciones  y  pensiones  de  Montepío  el  precepto  establecido  ya 
para  las  cesantías  en  el  párrafo  segundo  del  art.  3,^  déla  ley  de  1845,  do 
que  ningún  sueldo  sirviese  de  regulador  si  no  se  había  disfrutado  dos  años^  de 
donde  se  infiere  que  si  este  párrafo  ha  podido  derogar  ó  modifican  la  regla  M 
de  la  ley  de  1835,  que  no  exigía  sem^ante  requisito  para  el  ditfrute  dd  ha- 
ber que  señalaba,  dd  propio  modo  debe  entenderse  que  el  párrafo  primero  de 
diclw  articulo  piído  también  derogar  la  mencionaaa  regla  22,  extinguiesuU 
para  lo  sucesivo  los  derechos  paeivos  de  cesanOa.que  la  misma  señalaba  en 
favor  de  los  Secretarios  del  Despacho  y  Consejeros  de  Eitado; 

Y  11,0  (¿ue  la  sentencia  de  este  Tribunal  de  21  de  Febrero  de  1890,  que 
declaró  á  D.  José  Luis  Retortillo  sin  derecho  á  haber  pasivo  de  cesanfia, 
como  Consejero  de  Estado  for  no  haber  servido  el  cargo  durante  dos  años, 
confirma  la  doctrina  anteriormente  expuesta,  porque  si  la  jurisprudencia  do 
este  Tribunal  tiene  ya  reconocido  que  la  ley  de  1835  está  modificada  por  loo 
leyes  de  1855  y  1878,  que  reproducen  lo  consignado  en  la  ley  de  1845,  la  cmeU 
preceptúa  que  se  ha  de  disfrutar  un  sueldo  durante  dos  aOos  para  qae  sirva 
de  regulador  del  haber  de  cesantía,  es  lógico  establecer  que  la  misma  ley  de 
1845  ha  tenido  Reacia  y  virtualidad  para  derogar  la  regla  22  de  la  ley  do 
Z845,  extinguiendo  el  haber  que  ésta  señalaba  en  favor  de  los  Sserelarios  deH 
Despacho  y  Consto  de  Estado^  por  la  disposición  contenida  en  aquéllo^  oo- 
gún  la  cual,  desde  la  públicae%on  de  la  misma  ningún  empleododo  mmowm 
entrada  tendrá  derec^  algoee  de  sueldo  por  cesantía. 

Por  1a  Beal  orden  impagnadase  deniega  al  reoorrente  derecho  d»  iHb- 
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^m  pMívo,  como  Conejero  de  Estado  qoe  íaé,  por  no  tener  biie  de  ea- 
rnr»  anterior  al  sfio  1846. 

Bl  Tríbluial  Contencioso  dictó  la  sentencia»  coya  parte  sustancial  es 
tomo  signe,  limitándonos  aqni  á  insertar  los  consideri^dos  I.®,  S.o,  6,0  j 
14y  porqne  los  restantes,  por  los  términos  generales  de  sn  redacción,  qne- 
dan  literalmente  copiados  en  el  ingreso  de  este  extracto. 

Considerando  qne  la  resolnción  contra  la  qoe  se  ha  interpuesto  el  re- 
corso  7  se  ba  íormalisado  la  demanda  renne  todos  los  requisitos  exigidos 
por  el  arl  1.*  de  la  ley  de  19  de  Septiembre  de  1888  para  que  pueda  ser 
redamada  en  vía  contenciosa,  j  no  se  halla  comprendida  en  ninguna  de 
las  excepciones  que  el  art.  4  o  ¿e  la  misma  ley  establece,  por  lo  cual  este 
Tribunal  tiene  manifiesta  competencia  para  entender  del  asunto,  así  por 
la  naturalesa  como  por  razón  de  la  materia  del  mismo: 

Considerando  que  la  cuestión  planteada  en  la  demanda  y  qne  debe  re- 
solverse en  esta  sentencia  se  reduce  á  determinar  si  el  demandante  Don 
Miguel  Martínez  de  Campos  y  Antón,  como  Consejero  de  Estado  en  si- 
tnaeión  de  cesante,  tiene  derecho  al  haber  que  para  los  Secretarios  del 
Deapadio  y  Consejeros  de  Estado  que  hayan  desempeílado  estos  destinos 
6D  propiedad  sefiala  la  regla  22  de  la  ley  de  Presupuestos  de  26  de  Mayo 
deISSff: 

Considerando  que  la  palabra  tneldo  y  no  efiantia^  consignsda  en  la 
ley,  corresponde  á  la  situación  especial  de  aquellos  Consejeros,  partes 
eomponeniea  de  un  Consejo  en*  suspenso,  en  cuyo  caso  no  se  halla  el  de- 
mandante que  ha  cesado  en  su  cargo,  no  por  suspensión  del  Consejo 
doode  prestara  sus  servicios»  que  queda  vivo  y  subsistente,  sino  por  un 
Besl  decreto  de  cesantía  que  no  se  expidió  á  ninguno  de  aquellos  Conse 
roa  á  quienes  preterido  igualarse; 

Y  considerando,  por  las  razones  expuestas,  que  la  Real  orden  impug 
omd*  se  ajusta  á  los  preceptos  legales  de  que  queda  hecho  mérito,  y  pro 
cede,  por  tanto,  su  confirmación. 

Vistos  los  artículos  l.o  y  2.0  del  Real  decreto  de  24  de  Marzo  de  1884: 

Vista  la  disposición  22  de  las  generales  de  Clases  pasivas  contenida 
en  la  ley  de  Presupuestos  de  28  de  Mayo  de  1886: 

Visto  el  art.  8.^  de  la  ley  de  Presupuestos  de  28  de  Mayo  de  1846: 

Visto  el  art.  14  de  la  ley  de  26  de  Julio  de  1866: 

Visto  el  art  8.0  del  decreto  ley  de  22  de  Octubre  de  1888: 

Vistos  los  arta,  l.o  y  2.o  de  la  ley  de  80  de  Abril  de  1866: 

Visto  el  art.  l.o  de  la  ley  de  17  de  Agosto  de  1860: 

Vistos  los  arta,  l.o  y  108  de  Ik  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  la  competencia  de  este 
Tribunal  para  conocer  del  recurso  que  ha  dado  origen  á  este  pleito;  y  que 
d^Mmos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  general  del  Estado 
de  1a  demanda  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  Miguel  Martínez  de  Cam< 
pee  y  Antón  contra  la  Real  orden  de  4  de  Diciembre  de  1890,  que  queda 
firnse  y  subsistente.— (Sentencia  publicada  el  10  de  Mayo  de  1802,  é  in- 
k  en  la  Oñceta  de  18  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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innmciA  (16  de  Mayo  de  lS92)—Aduana$  (defraudaeiónX—Be  rero- 
se  la  Real  orden  de^SO  de  Junio  de  1800  reclamada  por  D.  Ricardo  Mes- 
tie,  y  se  establece: 

1.9    <lu¿  con  arreglo  á  hpretfenHú  en  el  ñrt.ST  dehs  OrdenanMOi,  la$ 
/idási  fN€  jMf  ii»/r«cet((n  de  <o  (KQmetfe  en  los  Nft^^ 
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de  Aduanas  de  cualquiera  cla$e,  serán  castigados  según  prescribe  él  Regla- 
mento especial  del  Cuerpo; 

Y  2fi  Que  la  responsabilidad  que  se  atribuya  por  consecuencia  de  un  de- 
lito de  defraudación  á  un  Vista  á  la  sazón  dado  de  baja^  y  í[ue  no  imtervms 
como  empleado  pericial  en  los  hechos  determinantes  de  aquélla,  debe  serU 
exigida  por  los  Tribunales  ordinarios  y  no  por  la  Dirección  del  ramo. 

Por  la  Beal  orden  reclmmadft  se  declaró  al  recorrente  baja  en  el  Oaer- 
po  de  Aduanas  como  comprendido  en  el  art.  46  del  Reglamento  de  80.  de 
Septiembre  de  1884  y  en  las  circnnstancias  qne  determina  el  caso  4.«  del 
mismo,  habiéndose  aqaélla  dictado  en  expediente  sobre  defraudación 
descubierta  en  la  Aduana  de  Barcelona  y  en  el  cual  se  imputó  á  Mestre 
el  hecho  de  haber  puesto  en  relación  entre  sí  á  los  dos  principales  autores 
del  delito.  El  Tribunal  Contencioso  dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustan- 
cial es  como  signe: 

Considerando  que,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  87  de  las  Orde- 
nansas,  las  faltas  qne  por  infracción  de  lo  dispuesto  en  las  mismas  come- 
tan los  empleados  de  Aduanas  de  cualquiera  clase,  serán  castigadas  según 
prescribe  el  Reglamento  especial  del  Qaerpo: 

Considerando  que,  según  resulta  del  expediente  gubematiyo,  D.  Ri- 
cardo Mestre  no  intervino  como  empleado  pericial  de  Aduanas  en  los 
despachos  de  las  mercancías  que  dieron  lugar  á  la  defraudación  en  el 
mismo  perseguido,  ni  ejecutó  acto  en  el  ejercicio  de  su  cargo,  constando 
además  que  por  hallarse  dedicado  á  la  redacción  de  la  Memoria  de  Valo- 
raciones, estaba  dado  de  baja  para  desempeñar  las  funciones  de  Vista: 

Considerando,  en  su  consecuencia,  que  de  haber  incurrido  en  respon- 
sabilidad por  el  único  hecho  que  se  le  atribuye  de  haber  presentado  Bia- 
sana  á  Andrés  Martines,  aquélla  debió  serle  exigida,  no  por  la  Dirección 
general  del  ramo,  sino  por  los  Tribunales  ordinarios: 

Y  considerando  que  en  el  expediente  consta  que  en  la  cansa  abierta 
ante  el  Tribunal  competente  con  motivo  de  las  defraudaciones  de  que  se 
trata,  no  fué  procesado  D.  Ricardo  Mestre; 

Visto  el  art.  87  de  las  Crdenanzas  de  Aduanas; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  reclamada 
de  80  de  Junio  de  1890,  y  en  su  lugar  declaramos  que  á  D.  Ricardo  Mestre 
no  debió  imponerse  falta  alguna  gubernativamente,  y  que  en  su  consecuen- 
cia, no  debió  ser  separado  del  Cuerpo  de  empleados  de  Aduanas,  en  él 
cnal  debe  reintegrársele  en  el  lugar  que  le  corresponda  como  ai  no  hubie- 
ra sido  dado  de  baja  en  él.— (Sentencia  publicada  el  16  de  Mayo  de  1Í9S» 
é  inserta  en  la  Qaeeta  de  18  de  Noviembre  del  mismoafio.) 
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Sbmtknoiá  (16  de  Mayo  de  lS^^),^Ingenieros  agrónomos  (asciensos), — 
Be  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Fabriciano  Lopes 
contra  las  Reales  órdenes  de  13  de  Febrero  y  12  de  Junio  de  1888,  y  se 
establece: 

i.®  Que  el  Bealamento  de  9  de  Diciembre  de  1887,  que  creó  la  clase  do 
Ingenieros  Jefes  del  Cuerpo  de  agrónomos,  prescribe  en  su  art,  7*  que  mm- 
gún  Inaeniero  podrá  obtener  ascenso  sin  haber  cumpUdou»  año  por  lo  siefMS 
en  la  clase  á  mte  corresponda: 

2*  (iue  el  tiempo  sertfpdo  en  la  Junta  Superior  Intpedora  creada  per 
BealDeoretode  14  de  Febrero  de  1879,no  otorga  aptitud  para  el  aseeneoper 
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terdeargode  Vocal  de  la  mi$ma  gratuito  y  honorifieo,  9egún  la  boie  4Mel 
^ado  Beal  decreto: 

3,""  Quedart.SSdel  RealametUo  orgánico  de  14  de  Ágoeto  de  1892,  exi- 
fe,  para/ormar  parte  de  dicha  Junto,  el  deeempeño  del  cargo  oficial  con  reei- 
déñcia  en  Madrid. 

Y  4.^  Qwe  ii  bien  el  mencionado  Reglamento  declara  en  eemicio  aetiwo 
fcremart  9.^  á  loe  Ingeniera  que  deeempeñen  dnreicio  agronómico  en  la 
Junta  CóneulHva,  esta  dispoeición,  dictadit  con  conosimiento  de  lo$  requieitoi 
fuepreecribe  el  art,  33,  no  puede  apticaree  á  hechos  anteriores,  en  viHud  del 
principio  general  déla  no  retroaetividad  de  loe  leyee^  y  ti  con  mayor  motivo 
cuando  loé  condicionee  eran  dietintaepor  no  ir  anejo  ¿cargo  qfictal  el  de  in- 
dividuo de  la  Junta  Superior. 

Organizado  el  servicio  profesional  agronómico  por  Real  decreto  de  14 
de  Febrero  de  1879,  faé  nombrado  el  recncrente  en  6  de  Noviembre  do 
1S80  Ingeniero  agrónomo  sapemnmerario  de  primera  cíate  con  destino  á 
la  Gorufia,  y  á  sn  instancia  como  Vocal  de  la  Janta  Superior  creada  por 
mqnel  Real  decreto,  se  le  declaró  excedente  en  6  de  Diciembre  del  referi- 
do afio,  7  continuó  en  la  Jonta  hasta  el  26  de  Septiembre  de  1882.  Il  sq 
instancia  también  se  le  concedió  por  Real  orden  de  12  de  Febrero  de  1888 
la  vnelta  al  servicio  activo  con  la  categoría  de  Ingeniero  de  primera  clase 
destinado  á  la  provincia  de  Alicante.  Y  por  otra  Real  orden  de  12  de  Ja- 
nio  del  mismo  afio  se  confirmó  la  anterior,  y  se  denegó  la  petición  del  re- 
currente de  qne  se  le  ascendiese  á  la  categoría  de  logeniero  Jefe  creada 
por  Real  decreto  de  9  de  Diciembre  de  1887. 

£1  Tribanal  Contencioso  dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es 
como  signe: 

Considerando  qne  el  Reglamento  de  9  de  Diciembre  de  1887,  qae  creó 
la  dase  de  Ingenieros  Jefes  del  Caerpo  de  Agrónomos,  prescribe  en  sa 
art.  7.0  qne  ningan  Ingeniero  podrá  obtener  ascenso  sin  haber  cumplido 
on  afio  por  lo  menos  en  la  clase  á  que  corresponda: 

Considerando  que  D.  Fabriciano  López  Rodríguez,  Ingeniero  Agróno- 
mo de  primera  clase  desde  5  de  Noviembre  de  1880»  fué  declarado  á  su 
instancia  excedente  en  6  de  Diciembre  siguiente  y  continuó  en  esta  situa- 
ción basta  el  12  de  Febrero  de  1888: 

Considerando  qne  el  tiempo  servido  en  la  Junta  Saperíor  Inspectora, 
creada  por  Real  decreto  de  14  de  Febrero  de  1879,  no  puede  otorgarle, 
como  pretende,  aptitud  para  el  ascenso;  por  cuanto  la  excedencia  se  le 
concedió  precisamente  para  ser  Vocal  de  dicha  Junta,  cargo  gratuito  y 
honorífico,  según  la  base  4  *  del  citado  Real  decreto,  siendo  de  notar 
qne  dejó  de  ejercerlo  al  publicarse  el  Reglamento  orgánico  de  14  de  Agos- 
to de  1882,  que  exige  en  su  art.  88,  para  formar  parte  de  la  Junta  Consol- 
tiva,  el  desempefio  del  cargo  oficial  con  residencia  en  Madríd: 

Considerando  que  si  bien  el  mencio^iado  Reglamento  declara  en  servi- 
cio activo  por  su  art.  9.o  á  los  Ingenieros  que  desempefien  el  servicio 
.agronómico  en  la  Junta  Consultiva,  esta  disposición,  dictada  con  conoci- 
miento de  los  requisitos  que  prescribe  el  art.  88,  no  puede  aplicarse^  á  he- 
chos anteriores,  en  virtud  del  principio  general  de  la  no  retroaetividad 
de  las  leyes,  y  sí  con  mayor  motivo  cuando  las  condiciones  eran  distintas 
por  no  ir  anejo  á  cargo  oficial  el  de  individuo  de  la  Junta  Saperíor: 

Visto  el  art  7.o  del  Reglamento  orgánico  del  Cuerpo  de  Ingenieroe 
Agrónomos  de  9  de  Diciembre  de  1879: 

Vista  la  base  4.*  del  Real  decreto  de  14  de  Febrero  de  1879: 

Vistos  los  arts.  88  y  9.»  del  Reglamento  orgánico  de  14  de  Agosto  de 
1882: 
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FalltBQOt  que  debemos  abioWer  7  mbaolvemot  á  1«  Admlnittneióii  g^ 
n«r  al  de)  EMado  de  Im  demanda  loterpaesta  á  nombre  de  D.  Fabriciui^ 
Le  pea  Bodriguei  contra  las  Reales  órdenes  de  IS  de  Febrero  7  19  de  Jn> 
ni  o  de  1888,  Jas  cnales  qoedan  firmes  7  aobaiatentes.— (Sentencia  publica- 
da el  16  de  Mayo  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  15  de  Noviembre  del 
mismo  afio.) 
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SxKTKxraÁ  (15  de  Mayo  de  1892).~-lfttiat  (c<mce9iimet).—ñe  absuelve 
á  la  Adnúníslración  de  la  demanda  de  la  Sociedad  Doce  Apóstola  contra 
la  Beal  orden  de  2  de  Septiembre  de  1886,  7  se  establece: 

Oice,  ccn  arreglo  al  ari,  SO  del  decreto  de  ha$e$  de  29  de  Diciembre  de 
1S6¿,  cuando  en  un  terreno  exi$ten  ni$tancia$  de  la  tegunda  y  de  la  tercera 
Seccián  y  $e  explotan  eólo  la$  de  iegunda  por  ser  impoltible  extraer  á  la  vtM 
UtM  de  ambaSy  necesita  el  interesado  una  eonceeián  nueta  para  explotar  cual- 
quiera de  las  de  la  tercera.  • 

Dicba  Sociedad,  por  haberse  agotado  las  sustancias  de  la  segunda  Sec- 
ción de  la  mina  de  su  título,  solicitó  en  Abril  de  1883  la  adquisición  en  el 
propio  terreno  de  cuatro  pertenencias,  á  cu7a  petición  se  opusieron  los 
dnefios  de  las  minas  Qién  Pensara  7  otras,  declarándose  por  la  Real  orden 
reclamada  fenecido  7  sin  curso  el  expediente;  7  el  Tribunal  Contencioso 
dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es  como  signe: 

Ck>nsiderando  que  acogida  la  concesión  minera  Doce  Apóstoles  á  Im  li- 
quidación establecida  por  el  decreto-bases  de  29  de  Diciembre  de  1868  en 
18  de  Febrero  de  1878,  desde  esta  fecha  quedó  necesariamente  sujeta  á 
las  prescripciones  de  aquel  decreto: 

Considerando  que,  con  arreglo  al  art  20  del  mismo,  cuando  en  un  te- 
rreno existen  sustancias  de  la  segunda  7  de  la  tercera  Sección  7  se  explo- 
tan sólo  las  de  segunda  por  ser  imposible  extraer  á  la  vea  laa  de  ambas, 
necesita  el  interesado  una  concesión  nueva  para  explotar  cualquiera  de 
las  de  la  tercera: 

Considerando  que  la  Sociedad  Doce  Apóstoles  vino  extra7endo  desde 
su  fundación  minerales  de  la  segunda  SecMÜÓn  7  cuando  pidió  en  16  de 
Abril  de  1888  la  adquiaicióu  de  cuatro  pertenencias  de  mineral  de  hierro 
que  corresponde  á  la  tercera  Sección,  hablan  obtenido  7a  el  mismo  terreno 
con  arreglo  á  la  liquidación  vigente,  las  minas  Batnses  Segundo^  Increíble 
y  Quién  Pensara^  por  lo  cual  es  notoria  la  improcedencia  7  caducidad  de 
la  solicitud  conforme  la  declara  la  Real  orden  que  impugna  la  demandiu* 

Visto  el  art  20  del  decreto- bases  de  29  de  Diciembre  de  1868; 

Fallamos  que  debemos  absolver  7  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
nend  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  la  Sociedad  Juoce 
A9Moles  contra  la  Real  orden  de  2  de  Septiembre  de  1885,  que  queda  fir- 
me 7  aobsisten te.-— (Sentencia  publicada  el  16  de  Bia70  de  1892,  é  inserta, 
en  la  Gaceta  de  Ib  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 


260 

fisRTXKOTA  (17  de  Ma70  de  IS^^.Sxcepciones  perentorias.  Incompe- 
tencia (feyicrM¿Pcí^.-*6e  declara  procedente  la  opueata  por  el  Fiscal  á  la 
demanda  de  D.  !^teban  7  Dofia  María  Serondo  contraía  Real  orden  de  IT^ 
de  Marzo  de  1888, 7  se  establece: 
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i.  o  Que  tegún  prf$eripeián  iermiñünie  de  dkka  ley  de  13  de  Septiembre 
de  188Sy  la  dtmumda  debe  formalitaree  neceeariámente  dentro  de  loe  tremitk 
iía$  mguUntea  al  en  fw  Mibiera  Mo  pueeto  de  manifi^to  al  actor  el  expedim- 
k  üdwmütrativo,  bajo  pena  de  caducidad; 

7^.0  (¿ue  este  plato  no  puede  reducirte  ni  ampliaree,  según  previene  ei 
art,  94  de  dicha  ley,  porque  &ta  no  concede  al  Tribunal  en  el  presente  oaso 
e»torÍMaéán  expresa  para  eHio. 

Por  ]a  Beal  orden  reclamada  se  f  jó  la  cantídad  abonable  á  loa  recn- 
rrentea  como  dn«fioa  de  nn  terreno  ocnpado  por  el  Cuerpo  de  logeoieroe 
nilitaree;  y  el  TriboDal  Conteneioao,  eatimando  la  mencionada  ezcepcióny 
iki(i  la  eentencia,  coya  parte  anatandal  es  como  signe: 

Conaiderando  qoe  por  proTidencia  de  8  de  Octubre  de  1888,  ae  pnao  de 
nanifieato  el  expediente  gubematlTO  al  Letrado  D.  Pedro  Gonaáles  Peres 
ptrt  que  formalisaae  la  demanda,  cuya  providencia  fué  notificada  en  15 
del  mismo  mes,  según  manifestación  del  mismo  Letrado  en  su  escrito  del 
día  17  siguiente: 

Connderando  que  el  referido  Letrado  presentó  el  escrito  de  formalixa- 
dóo  de  la  demanda  en  80  de  Noviembre  del  expresado  afio  1888,  ó  sea  des 
poes  de  haber  transcurrido  con  exceso  los  treinta  dias  que  sefiala  el  ar- 
ticulo 40  de  la  ley: 

Gonsiderando  que,  según  prescripción  terminante  de  dicba  ley  de  18  de 
Septiembre  de  1888,  la  demanda  debe  formalisarse  necesariamente  dentro 
de  los  treinta  dias  siguientes  al  en  que  hubiera  sido  puesto  de  manifiesto 
al  actor  el  expediente  administrativo,  bajo  pena  de  caducidad: 

Considerando  que  este  plaso  no  puede  reducirse  ni  ampliarse,  según 
previene  el  ari  94  de  dicha  ley,  porque  ésta  no  concede  al  Tribunal  en  el 
presente  caso  autorisadón  expresa  píura  ello: 

Considerando  que,  por  lo  expueato,  es  procedente  la  primera  de  las  ex- 
eepcioD'es  propuestas  por  el  Fiscal,  toda  vez  que  transcurrido  aquel  plaso 
de  treinta  días,  carece  de  competencia  el  Tribunal  para  conocer  del  re- 
eurso; 

Y  considerando  qne  estimada  la  excepción  de  incompetencia  de  juris- 
dicddn,  no  es  necesario  ya  eatr*r  on  el  examen  de  la  segunda  de  las  pro- 
pnestts,  ó  sea  la  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda. 

Vistos  los  artículos  40,  46,  50  y  94  de  la  ley  de  18  de  Septiembre- 
4el888; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  que  este  Tribunal  es  in- 
eompetente  para  conocer  de  la  demanda  deducida  á  nombre  de  D.  Esteban 
y  Dofia  Haría  Serondo  y  Aristisábal  contra  la  Real  orden  de  17  de  Mano» 
de  1888,  y  lo  acordado.— (Sentencia  publicada  el  17  de  Mayo  de  1898,  é  in 
•arta  en  la  Qaoeia  de  16  de  Noviembre  del  miamo  afio.) 
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8CXTSVCIA  (19  de  Mayo  de  1893).— ^yutitomientot  (reoMán  de  esn- 
^to>— Se  confirma  la  sentencia  de  la  Comiaión  provincial  de  Valónela. 
<ecba  S  de  Enero  de  1884,  apelada  por  el  Ayuntamiento  de  aquella  ci^ital 
en  pleito  con  D.  José  Corbí,  y  se  establece: 

IS*  Que  es  nn  principio  fundamental  de  derecho  adminiitraiivo,  coneig- 
nado  en  el  núm.  2.^  del  art.  27  del  Eeal  decreto  de  4  de  Julio  de  1861,  en  el 
»t.S4delaUvde24de  Septiembre  de  1863,  vigen  tecnia  materia,  que  tofUa 
mketfera  gubemalipa  eomo  la  conieneioea  oorrapende  exdusivamenUáU 
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Ádmi*Mraeión  aetioa, y  enau coto  á  lo$  TrihunaUi  centeHci&soadminittra' 
iMPOf  conocer  de  la»  cmvtwne»  referentee  al  cumplimiento,  inteligeneia,  reta- 
Mn  y  efectos  de  loe  contratoi  celebradoi  con  la  Administración,  ya  general, 
ya  provincial,  ya  municipal,  por  tratarse  de  intereses  colectivos,  cuya  drfensa 
y  amparo  les  está  enoomendiado  por  las  leyes: 

^.o  Que  para  la  resolución  de  las  cuestiones  á  que  pueda  dar  lugar  el  eum  - 
plimienio  de  un  contrato,  hay  que  atenerse  estrictamente  á  lo  establecido  en 
las  condiciones  con  que  éste  se  ha  celebrado,  por  ser  lo  convenido  en  él  ley  para 
los  contratistas,  debiéndose  decidir  las  dudás  suscitadas  acerca  de  su  inteli- 
gencia por  las  reglas  que  las  leyes  y  jurisprudencia  han  establecido  para  la 
más  recta  interpretación  de  las  estipulaciones: 

3,0  Que  al  tratarse  de  la  aplicación  de  las  cláusulas  de  un  contrato,  si  es 
tas  están  hechas  con  arreglo  á  derecho  y  con  aptitud  legal  de  las  partes  que 
estipulan  dichas  condiciones  á  él  anexas,  son  ley  las  mismas,  se^n  asi  lo 
ha  declarado  en  repetidas  decisiones  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  eiendo 
un  principio  de  derecho,  aceptado  por  dicho  Tribunal  superior,  que  una  de  las 
causas  por  las  que  pueden  rescindirse  los  contratos,  es  la  falta  de  cumplimiento 
de  las  condiciones  estipuladas  por  cualquiera  de  las  partes,  quedando  en  este 
caso  á  la  otra  el  derecho  de  reclamar  los  daños  que  se  le  han  ocasionado  en 
perjuicio  de  sus  legitimes  intereses; 

Y  é.^  Que  en  los  contratos  de  arrendamiento  con  la  Administración,  el 
arrendador  está  obligado  á  mantener  al  arrendatario  en  el  uso  y  disfrute  de 
la  cosa  arrendada,  y  cuando  asi  no  lo  hace,  no  tiene  derecho  á  exigir,  siendo 
la  rescisión  del  contrato  una  consecuencia  de  esa  falta  de  cumplimiento,  omí 
como  tiene  el  deber  de  indemnizar  al  mismo  arrendatario  los  daños  y  menos- 
cabos que  se  sigan  por  vedarle  el  aprovechamiento  y  uso  de  lo  arrendado, 
según  lo  dispuesto  por  el  referido  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  10  de 
Marzo  de  1879  y  de  conformidad  á  lo  ordenado  en  la  ley  5.\  tit,  6,o,  Par- 
tida 6 A,  cuya  doctrina  ha  sido  aceptada  por  senten  da  de  dicho  Tribunal  su- 
perior de  25  de  Junio  de  1860. 

Adjudicado  por  el  Ayantamiento  de  Valencia  el  arrendamiento  de 
poeatoa  públicoa  en  loa  meroadoa,  alquiler  de  aillaa,  íeriaa  y  otroa  arbitrios 
en  favor  de  D.  Joaé  Oorbí,  reclamó  ate  la  atención  de  aqnél  en  10  de  Sep- 
tiembre de  1881  aobre  el  eatado  precario  de  la  recaudación  por  aboaoe  qne 
el  miamo  detalló;  y  por  Iq^  miamoa,  en  18  de  Octubre  del  propio  afio,  aoU- 
citó  la  reaciaión  del  contrato,  que  fué  acordada  por  decreto  del  Gobernador 
de  10  de  Diciembre  aiguiente,  confirmado,  á  virtud  de  aliada,  en  vía  con- 
tencioaa  del  Ayuntamiento  por  el  referido  fallo  de  la  Gomiaión.  Y  el  Tri- 
bunal Contencioao,  aceptando  loa  reaultandoa  y  conaiderando  de  aquél, 
dictó  la  aentencia,  cuya  parte  auatandal  ea  como  aigue: 

Conaiderando  que  ea  un  principio  fundamental  de  derecho  admlniatra- 
tívOy  oonaignado  en  el  núm.  2.o  del  art  27  del  Beal  decreto  de  4  de  Julio 
de  1861,  en  el  art.  84  de  la  ley  de  34  de  Septiembre  de  1863,  vigente  en  la 
materia,  que  tanto  en  la  eafera  gubernativa  como  la  oontencioaa  correa- 
pende  ezcluaivamente  á  la  Adminiatración  activa,  y  en  au  caao  á  loa  Tri- 
bunalea  contencioao  adminiatrativoa  conocer  de  laa  cueetionea  referentes 
al  cumplimiento,  inteligencia,  reaciaión  y  efectoa  de  loa  contrato»  celebra- 
dea  con  la  Adminiatración,  ya  general,  ya  provincial,  ya>  municipal,  por 
tratane  de  intereaea  coleotivoa,  cuya  defenaa  y  amparo  lea  eatá  encomen- 
dado por  laa  leyea: 

Oonaiderando  que  para  la  reaolución  de  laa  cueationee  á  que  pueda  dar 
lugar  el  cumplimiento  de  un  contrato,  hay  que  atenerae  eatrictamenle  alo 
«atablecido  en  laa  condicionea  con  que  éate  ae  ha  celebrado^  por  aer  lo  coik 
-venido  en  él Jey  para hMicontratiataa,  debiéadoae  deddir  laa  dudaa i 
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tadti  aeerca  de  ta  intdigeiida  por  1m  reglu  que  las  leyes  y  Jurispnidea- 
deada  ha  establecido  para  la  más  recta  interpretación  de  las  estípula  » 
dimes: 

GoDsideraodo  qne  el  arrendatario  reclamó  en  tiempo  oportuno  al  Ajmn- 
tamiento  de  Valencia  y  Alcaldía  el  apoyo  á  que  tenia  derecho  por  la  ci- 
tada clánsnla  19  para  qne  se  hidera  efectivo  el  impuesto  establecido  ea 
la  l.ft  respecto  á  los  poestos  pábiicos  de  las  plasas  y  mercados  de  esta  cia- 
dad  titaladas  de  Oollado,  San  Jnan,  Oonde  de  Casal,  de  la  Paja,  como  asi- 
mismo de  las  vendedoras  en  ambolancia  de  las  espedes  de  pan,  carbón, 
cerveza,  petróleo  y  otras,  y  de  los  vendedores  del  ganado  vacnno,  sito  ai 
efecto  en  el  canee  del  río,  y  qne  esta  josta  reclamadón  del  arrendatario  in- 
terpuesta ante  el  Ayuntamiento  y  alegada  en  autos,  se  halla  probada  en 
los  mismos  por  la  declaración  de  cuatro  testigos  contestes  que  dieponeo 
sobre  la  resistencia  al  pago  del  impuesto  marcado  en  la  tarifa  por  los  ven- 
dedores de  reses  vacunas,  por  la  declaración  del  cobrador  que  tenía  el 
arriendo  para  la  plaza  del  Casal  y  de  San  Juan,  que  en  1¿  actualidad 
ejerce  el  mismo  cargo  por  parte  del  Ayuntamiento: 

Gonsiderando  que  interpuestas  las  redamaciones  referidas  ante  la  Mu- 
nidpalidad  y  probadas  por  los  testigos  mendonados,  sin  que  ninguno  ó» 
elloe  haya  sido  recusado,  antes  bien  merece  más  crédito  por  ser  en  la  ac- 
tualidad dependiente  del  Ayuntamiento  para  la  cobranza  del  mismo  im- 
puesto, se  halla  confirmada  la  verdad  y  la  jastida  de  la  reclamadón  del 
arrendatario  por  los  dictámenes  de  las  Comisiones  de  Hadenda  y  Repeso, 
toda  vez  que  la  primera,  en  su  dictamen  de  11  deX>ctttbre  de  1881,  al  fo- 
lio 18  de  autos,  afirma  textualmente  cque  no  puede  alegarse  por  los  ex- 
pendedores motivo  alguno  poderoso  para  evadirse  al  impuesto,  del  qu# 
sólo  estaban  exceptuados,  oon  arreglo  á  la  condidón  88  del  contrato,  los 
ganados  que  concarriesen  á  la  feria  de  Jalio;i  y  al  folio  14,  ocupándose 
de  la  reclamadón  sobre  el  pago  de  los  puestos  públicos  á  dertas  plasas, 
dice:  cLa  reclamadón  6.*  se  refiere  á  la  recaudadón  de  25  céntimos  de  pe 
•seta  por  carro  de  frutas,  patatas  y  hortalisas  que  se  lleven  á  las  plasas  de 
Collado,  Casal,  Comunión  de  San  Juan  y  San  Sebastián;  el  contratista 
eetá  en  su  perfecto  derecho  para  cobrar  este  arbitrio,  derecho  que  nadie 
le  disputa,  pues  si  hay  resuelto  un  caso  particular  dispensando  del  pago 
al  Interesaco,  se  debe  á  drcunstandas  espedales  que  ne  concurren  en 
los  demás  expendedores.»  Y  más  adelante,  ocupándose  de  las  reda- 
maciones referentes  á  los  carros  que  se  dedican  á  la  venta  en  ambulan- 
cia de  cerveza,  carbón  de  cok,  petróleo  y  demás  artículos,  sin  negar  el  de- 
recho al  contratista  al  cobro  del  impuesto  que  pesa  sobre  estas  espedes, 
se  concreta  á  consignar  que  de  los  expresados  artículos  únicamente  el 
pan  ha  satisfecho  el  arbitrio  de  ambulancia  mientras  el  Ayuntamiento  ha 
tenido  á  su  cargo  la  recaudadón,  pero  sin  que,  á  pesar  de  reconocer  el  de< 
recho  del  contratista,  ordenase  ninguna  disposidón  para  qne  el  pan  y  de« 
más  espedes  qne  se  vendían  en  ambulanda  psgasen  los  derechos  estable- 
cidos en  la  tarifa  que  aoompafia  al  contrato,  como  era  su  deber,  según  la 
cláusula  19  del  mismo: 

Considerando  que  probadas  las  reclamadones  interpuestas  por  el  con- 
tratista ante  el  Ayuntamiento,  ya  por  medio  de  testigos,  ya  por  el  dicta- 
men de  la  Comisión  del  Bepeso  en  lo  que  se  refiere  fd  ganado  vacuno,  á 
los  puestos  públicos  de  ventas  de  las  plazas  de  Collado,  San  Juan,  Casal 
y  peso  de  la  paja,  á  las  ambulancias  de  carbón,  petróleo  y  otras  espedesii 
es  evidente  el  derecho  que  le  asistía  al  contratista,  y  no  habiéndosele  am- 
parado, infringió  con  ello  el  Ayuntamiento  las  olánsulss  1.*  y  Ift  del  con> 
^rato: 

Considerando  qne  aun  snando  el  Oficial  de  la  Secretariadel  Ayont*- 


■  Digitized  by  VjOOQIC 


164  jmatfSQDioioiA  jjumnsnuTivA 

adleiito,  D.  Jote  Bargof,  qae  es  mío  de  lot  tettigoi  qne  deponen,  «1  fo- 
lio 190,  como  Secretario  de  la  Comiaión  del  Bepeao,  al  pedir  el  contratíata 
al  AyoDiamieoto  loa  docnmeotoa  qoe  neceaitaba  para  la  marcha  del 
arriendo  con  arreglo  al  derecho  qae  le  daba  la  condición  16  del  contrato^ 
loe  anteoedentea  qoe  neceaitaba  la  ezpreaada  Comiaión,  dice,  como  tea- 
tigo,  al  folio  expreaado,  que  cea  cierto  pidió  el  arrendatario  anteoedentea 
á  la  Comiaión,  y  le  parece  ae  le  dieron»,  eato  ae  halla  en  contradicción  con 
lo  afirmado  por  la  referida  Comiaión  en  ao  dictamen  de  34  de  Octubre 
de  1881,  la  enal,  al  folio  S2,  aaegnra  qoe  centre  laa  raaonea  que  alega  el 
contratiata  para  qoe  ae  le  negaae  la  entrega  de  liataa  de  nombrea  de  laa 
peraonaa  qae  ocupaban  loa  poeatoa  públicoa  del  mercado  central,  era  la 
de  ser  nn  trabajo  de  aeia  ó  aiete  meaea»;  y  dice  la  Comiaión  qae  eato  úl- 
timo, como  ae  comprende,  no  arguye  negativa,  aino  que  ae  neceaita  para 
practicar  dicho  trabajo,  no  aeia  meaea,  pero  ai  baatantea  dlaa;  puea  aabido 
«a  que  nueatroa  mercadoa  encierran  muchoa  centenarea  de  pueatoa  fijoa» 
que  éatoa  ae  habían  de  reaefiar  uno  por  uno,  claaificándoloa  con  reapecto 
á  au  preferencia  y  expreaando  el  nombre  de  au  conceaionario,  con  lo  cual» 
no  aólo  ae  demueatra  que  el  Ayuntamiento  ha  infringido  la  cláusula  16^ 
4el  contrato,  que  literalmente  dice:  cQue  para  el  mejor  aervicio  público»  el 
arrendatario  podrá  pedir  loa  anteoedentea  que  neceaite  á  la  Comiaión  del 
Kepeao»,  aino  que  ha  infringido  á  la  vea  el  art.  84  del  Repeao,  que  ex- 
preaa:  c£l  Secretario  debe  llevar  una  liata  de  loa  pueatoa  públicoa  qoe 
exiaten  en  el  mercado»,  y  la  cláoaula  19  del  contrato  inconscientemente  6 
por  negligencia,  que  conaigna  que  el  Avuntamiento  y  la  Alcaldía  ae  obli- 
gan á  preatar  al  rematante  y  ana  dependientea  todo  el  apoyo  legal  que  ae- 
ia reclame: 

Considerando  que  el  Ajruntamiento  ha  infringido  la  cláusula  27  del 
contrato,  que  dice:  cenando  el  Ayuntamiento  crea  conveniente  al  meior 
aervicio  público  suprimir  algún  puesto,  indemnisará  al  rematante  eata  ¿al- 
ta de  arbitrio  con  el  76  por  100  de  au  valor,  con  arreglo  á  la  tarifa,  y  por 
loa  nuevos  pueatoa  fijoa  que  ae  eatablecieaen  por  el  Ayuntamiento,  pagará 
ai  contratiata  el  76  por  100  de  au  valor,  con  arreglo  también  á  la  tarifa; 
puea  que  sibien  es  cierto  que  el  Municipio  ha  tenido  muy  buen  cuidado, 
at gún  se  expresa  en  sus  comunicacionea,  que  constan  á  loa  folioa  100  y  101 
de  autoa,  de  pedir  199  pesetea  60  céntimoa  por  la  primera,  y  76  céntimo» 
por  la  aegunda,  con  motivo  de  loa  nuevoa  puestos  creadoa,  incurre  en  cani- 
bio  en  notoria  negligencia  para  abonar  al  arrendatario  eae  mismo  tanto- 
por  ciento  á  que  hace  referencia  el  párrafo  aegundo  de  la  citada  cláuaula 
27,  tanto  reapecto  á  loa  26  pueatoa  ambulantea  de  quincalla  que  quedaron 
auprimidoe  con  la  creación  de  loa  cinco  números,  como  por  la  alteradón 
en  el  precio  de  un  real  que  venían  aatiafaciendo,  aegún  la  tarifa,  á  4  realea 
que  debían  aatiafacer  aegún  eata  alteración  introducida  en  el  contrato  por 
el  Ayuntamiento,  ain  la  aquieacencia  ni  siquiera  la  consulta  del  arrendata- 
rio, hadéndoae  notar  máa  la  negligencia  del  Ayuntamiento  en  lo  que  ae 
refiere  al  cumplimiento  de  lo  diapueato  en  el  párrafo  aegundo  de  la  dáo- 
la  27,  pueato  que,  con  arreglo  á  su  contexto  y  su  espíritu,  debió  tomar 
cuenta,  al  hacer  la  liquidación  á  que  se  refieren  laa  comunicacionea  que 
figuran  en  loa  folioa  100  y  101  de  autoa,  lelativaa  á  loa  pueatoa  de  nueva 
creación,  lo  que  importaban  loa  pueatoa  auprimidoa  al  arrendatario  por  el 
kioako  diel  mercado  de  Rusafa,  reapecto  á  cuyos  puestos  la  Comiaión  de 
Hacienda  del  Ayuntamiento,  en  au  dictamen  de  27  de  Septiembre  de  18S1,. 
dice  que:  tDonde  el  contratiata  aolidta  con  raaón,  en  au  novena  reclamar 
ción,  porque  ordenado  por  la  Comiaión  el  levantamiento  de  nn  kiosko  e» 
el  mercado  de  Rusafa,  al  efecto  ae  ocuparon  12  pueatoa  de  venta  con  pér- 
dida del  arbitrio  por  el  arancel»;  todo  lo  cual  demueatra  que  por  parto  del 
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19  del  contrato: 

Ooneiderando  qne  el  Ayuntamiento,  y  lobre  todo  la  Alcaldía,  han  in- 
flingido ignal mente  la  citada  cláoaola  19  del  contrato  en  lo  qne  ae  refiera 
al  auxilio  qne  debían  prestar  al  arrendatario  respecto  al  expediente  in«- 
tmído  contra  D.  Francisco  Alos  y  D.  Jaime  Manso,  paeeto  qne  resistién- 
dose á  satiefacer  los  derechos  de  tarifa  qne  les  correspondía  abonar  por  ta 
ocopación  de  los  puestos  de  aguas  heladas  en  la  feria  de  Julio  de  1880,  s» 
les  instmyó  expediente  de  apremio,  qne  por  negligende  de  la  Alcaldía  no 
■e  ha  terminado  á  pesar  de  haber  transcurrido  tres  aflos,  según  se  acredita 
por  la  declaración  del  recaudador  del  Ayuntamiento  D.  José  Oocart»  al  fo- 
lio 128  yaelto  de  autos,  y  por  informe  de  la  Ck)misión  del  Repeso,  la  cual, 
al  folio  1 1 ,  manifiesta  en  su  dictamen  que  se  procedió  al  embargo  de  sus 
muebles,  nombrándose  al  efecto  un  depositario  con  arreglo  á  Instrucción, 
á  disposición  de  la  Alcaldía,  sin  que  por  esta  Autoridad  local  se  ha  ja  to- 
mado disposición  alguna,  á  pesar  de  las  reclamaciones  del  arrendatario: 

Ooneiderando  que  examinada  con  el  debido  detenimiento  la  resultan- 
da  de  aatos,  aparece  de  una  mandra  clara  y  evidentemente  demostrado 
que  el  Ayuntamiento  de  Valenda,  lo  mismo  que  la  Alcaldía,  dejaro»  de 
prestar  al  arrendatario  de  puestos  públicos  el  apoyo  que  debían  prestarle 
paia  el  ejercido  de  sus  derechos  como  tal  arrendatario,  faltando  abierta- 
mente, onas  veces  por  exceso  de  celo  en  favor  de  los  interés  del  Municipio 
y  sus  administrados,  otras  veces  por  negligencia  y  otras  por  errónea  in 
lerpretaoión  de  las  cláusulas  del  contrato,  al  cumplimiento  de  los  deberes 
que  éste  le  preceptuaba,  infringiendo  con  ello  las  cláusulas  1  .*,  16, 19  y  2T^ 
10  y  81  de  dicho  contrato: 

Considerando  que  al  tratarse  de  la  aplicación  de  las  cláusulas  de  im 
contrato,  al  éstas  están  hechas  con  arreglo  á  derecho  y  con  aptitud  loga  I 
de  las  partes  qne  estipulan  dichas  condiciones  á  él  anexas,  son  ley  en  ías 
nüsmas,  según  así  lo  ha  declarado  en  repetidas  decisiones  el  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia,  deudo  un  prindplo  de  derecho  aceptado  por  dicho  Tri- 
bunal superior,  que  una  de  las  causas  por  las  que  pueden  rescindirse  los 
tontratoB  es  la  falta  de  cumplimiento  de  las  condiciones  estipuladas  por 
cualquiera  de  las  partes,  quedando  en  este  caso  á  la  otra  el  derecho  de  re. 
damar  los  dafios  qne  se  le  han  ocadonado  en  perjuido  de  sus  legítimos  ia- 


Oondderando  que  en  los  contratos  de  arrendamiento  con  la  Adminis* 
tradón,  el  arrendador  está  obligado  á  mantener  al  arrendatario  en  el  nso 
y  disfrute  de  la  cosa  arrendada,  y  cuando  así  no  lo  hace,  como  sucede  en 
d  presente  caso  por  parte  del  Ayuntamiento,  no  tiene  derecho  á  exigir» 
siendo  la  rescisión  del  contrato  una  consecuencia  de  esa  falta  de  cumpli- 
miento, así  como  tiene  el  deber  de  innemnizar  al  mismo  arrendatario  los 
dafios  y  menoscabos  que  se  sigan  por  vedarle  el  aprovechamiento  y  uso 
de  lo  arrendado,  según  lo  dispuesto  por  el  referido  Tribunal  Supremo  en 
sentencia  de  10  de  Marzo  de  1879  y  de  conformidad  á  lo  ordenado  en  la 
ley  6  *,  tít.  5.0,  Partida  6.*,  cuya  doctrina  ha  sido  aceptada  por  sentencia 
de  dicho  Tribunal  superior  de  26  de  Junio  de  1860; 

¡Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  la  sentencia  recurrida 
de  3  de  Eoero  de  1884,  objeto  del  presente  recuro.--(Sentencia  publicada 
d  19  de  Msyo  de  1892,  é  inserta  en  la  Qdáeta  de  16  de  Noviembre  del 
luiamoafio.) 
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Skstskcia  (19  de  Mayo  de  1892).— CZatet  paHvaa  (derecho  á  pen$iám)^ 
—Se  absuelve  á  la  AdmiDistración  de  la  demanda  de  Dofia  Tereaa  Maa- 
p6oa  contra  la  Beal  orden  de  10  de  Marso  de  1890,  y  te  establece: 

i.9  Que  el  Beal  decreto  de  13  de  Diciembre  de  1867  tuvo  por  otjetí,  como 
$e  txpreua  en  $u  preámbulo,  fijar  realas  para  proveer  platas  de  la  Judiádura, 
de  la  Magiitraiura  y  del  Ministerio  fiscal,  y  determinar  los  distintos  grados 
fue  forman  la  jerarquia  de  estas  carreras,  y  que  sólo  á  este  propósito^  des- 
pués de  enumerar  en  d  art.  1.^  los  grados  de  la  jerarquia  jud¿cialj  determina 
en  el  2,^  quiénes  por  asimilación  nabian  de  considerarse  comprendidos  en 
ellos,  fiaurando  en  el  séptimo  grado  los  Belatores  del  Tribunal  Supremo  y  de 
las  Audiencias,  y  añade  en  su  párrafo  final  que  los  funcionarios  comprendi- 
dos en  dicho  art  2.^  tendrán  todos  los  derechos  dedarados  en  sus  respectivos 
grados:  . 

2.^  Que  estas  últimas  palabras  demuestran  claramente  fue  el  objeto  del 
Real  decreto  era  conceder  a  los  individuos  que  por  asimüaeuín  comprendía^ 
no  todos  los  derechos  de  los  funcionarios,  sino  los  inherentes  á  su  respectivo 
grado  en  orden  al  ascenso  dentro  de  la  carrera^  siendo  de  ello  buena  prueba 
que  en  los  restantes  artículos,  y  al  tratar  de  la  provisión  de  las  diferentes 
platas  de  la  carrera  judicial,  dispone  q%ie  para  las  tacantes  que  ocurran  en 
todos  los  grados^  excepción  hecha  del  Tribunal  Supremo,  se  propongan  perso- 
nas que  hubiesen  desempeñado  por  dos  años  plazas  del  grado  inferior^  ó  peor 
cuatro  ó  seis  de  los  siguientes  á  éste: 

3.0  Que  aun  cuando  el  referido  Beal  decrdo  hubiese  tenido  el  propósito 
de  incorporar  los  Belatores  al  Montepío,  concediéndoles  asi  derechos  pasivos, 
hubiera  sido  en  este  punto  completamente  ineficaz,  porque  desde  la  publicación 
del  art,  15  de  la  ley  de  Presupuestos  de  25  de  Junio  de  1664^  toda  declaracián 
de  derechos  pasivos  á  cualquiera  clase  de  juneionarios  del  Estado  y  toda  al- 
teración en  los  que  cada  clase  dit/rutepor  la  legislación  vigente,  deberán  ser 
objeto  de  ley: 

4,*  (¿ue  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  12  del  decreto  Uy  de  22  de 
Octubre  de  1666,  que  en  esta  parte  no  hace  otra  cosa  que  reproducir  el  pre- 
cepto que  acaba  de  citarse,  si  la  inrorporadón  á  Montepío  se  hubiera  verificado, 
como  se  pretende  por  el  Beal  decreto  de  1667,  kabia  quedado  sin  ffecto^  en  ra* 
zón  ó  no  haber  stdo  objeto  de  ley^  supuesto  que  la  de  16  de  Abril  de  1656,  que 
la  demandante  invoca,  incorporó  á  los  Jueces  de  primera  instancia  y  álos 
Fromotores  Fiscales^  pero  no  álos  Belatores: 

5.*  Que  de  lo  expuesto  se  deduce  ^ue  por  no  hallarse  el  cargo  de  BetatOr 
incorporado  al  Montepío,  ni  menos  por  disposidón  alguna  que  tenga  caráder 
de  ley,  carece  de  derecho  á  pensión  la  viuda  de  quien  desempeñó  aquel  cargo 
con  categoría  y  consideradón  de  Juez  de  primera  instancia; 

Y  6,*  Que  si  bien  aparece  en  algunas  resoludones  haberse  concedido  pen- 
siones de  Montepío  á  viudas  ó  huérfanas  de  Belatores,  tal  jurisprudencia  no 
puede  fundarse,  como  queda  dtmodrado,  en  el  estricto  derecho,  único  vigente 
en  el  día,  sino  en  condiciones  de  equidad,  como  lo  demuestra  el  Beal  decreto- 
sentenda  de  20  de  JuUo  de  1661,  mitigando  el  rigor  de  una  legislación  que 
se  consideraba  incompleta  hasta  que  se  aprobara  una  ley  general  de  Clases- 
podóos. 

Por  la  Beal  orden  reclamada  se  negó  la  pensión  de  Montepío  solicitada 
po  r  la  reclínente  como  vinda  de  D.  Pedro  Alcocer,  Relator  que  fué  de  la 
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JLudienei*  de  lÍAllorea  desde  el  4  de  limno  de  1859,  y  á  qaien  por  Real 
orden  de  12  de  Septiembre  de  1868  ee  concedió  la  categoría  j  conaidera- 
don  de  Joea  de  primera  inataneia: 

El  Tríbanal  Oontendoao  dictó  la  sentencia,  coya  parte  sastancial  ea 
como  signe,  limitándonos  aqai  á  insertar  los  considerandos  l.o,  2.o  y  8.o, 
porqoe  los  restantes,  por  los  términos  generales  de  sn  redacción,  qnedan 
literalmente  reproducidos  en  el  ingreso  de  este  eztracto: 

Considerando  qne  la  cuestión  que  en  este  pleito  se  discute  se  reduoe  á 
deCeorminar  si  la  demandante  tiene  ó  no  derecho  á  pendón  de  Montepío  en 
concepto  de  i^iuda  del  Relator  que  (ué.  de  la  Audiencia  de  Palma  de  Ma- 
llorca D.  Pedro  Alcocer  y  Jaume; 

Considerando  que  aun  cuando  éste  obtuvo  por  Real  orden  de  12  de  Sep- 
tkmbre  de  1868  la  categoría  de  Jues  de  primera  instancia  de  término,  di- 
cha Real  orden  y  el  título  que  en  su  consecuencia  se  expidió  al  otorgarle 
tal  honor,  preeminencia  y  consideración,  es  indudable  que  no  le  conche* 
ron  al  mismo  tiempo  y  por  modo  indirecto  derechos  pasivos: 

Gonsiderando  que  el  fundamento  esencii^  que  sirve  de  base  á  la  de- 
msnda,  consiste  en  afirmar  que  asimilados  los  Relatores  á  los  Jueces  por 
el  Real  decreto  de  18  de  Diciembre  de  1867,  é  incorporados  éstos  al  Mon- 
tepío en  virtud  de  la  ley  de  16  de  Abril  de  1866,  la  incorporación  alcansa 
á  dichos  Relatores,  y  por  tanto  sus  familias  tienen  derecho  á  la  pensión 
del  Montepío  que  la  demandante  pretende. 
VisU  la  ley  de  16  de  Abril  de  1856,  art.  88: 
Visto  el  art.  20  del  Real  decreto  de  18  de  Diciembre  de  1867: 
Vista  la  ley  de  Presupuestos  de  25  de  Junio  de  1864,  art  15: 
Visto  el  art  12  del  decreto  ley  de  22  de  Octubre  de  1868; 
Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  deducida  por  la  representación  de  Dofia 
Teresa  Maspóns  y  Serra  contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio 
de  Hacienda  en  10  de  Mario  de  1890,  la  cual  queda  firme  y  subsistente. — 
(Sentencia  publicada  el  19  de  Mayo  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  15^ 
de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Skktbkcia  (21  de  Mayo  óe'lS92),'^I>e8amortixación  (excepción),S^ 
revoca  la  Real  orden  de  23  de  Abril  de  1889,  reclamada  por  D.  José  Iba- 
fies,  y  se  establece: 

i.o  Que  9i  bien  el  art  2,^  del  decreto  de  12  de  Agosto  de  1871,  previene 
fue  alas  Bolieitudee  de  excepción  se  acompañarán,  entre  otros  documentos,  el 
titulo  de  colación  del  reclamante,  es  justo  y  equitativo  suspender  la  resolución- 
del  expediente  hasta  que  desaparezca  la  causa  que  impida  el  cumplimiento  de 
aquel  requisito,  si  esta  fuese  la  existencia  de  un  pleito  acerca  del  mejor  dere- 
cho al  disfrute  y  obtención  de  la  capellania  de  que  se  trate^  y  en  el  cual 
fuese  parte  el  recurrente; 

Y  2.0  Que  el  art.  7.o  del  citado  decreta)  no  es  aplicable  al  caso  referido,, 
toda  vez  que  Hílala  un  plazo  improrrogable  de  treinta  días  para  presentar 
datos  ó  comprobantes  de  titules  de  colocación  que  demuestren  la  subsistencia 
del  beneficio  por  conservarse  el  patronato  pasivo  en  las  lineas  llamadas  á  su^ 
obtención,  pero  no  se  refiere  á  la  presentación  del  mismo  titulo  de  colación  de^ 
laoapellania: 

Por  la  Real  orden  reclamada  se  acordó  desestimar  por  injustificada  lar 
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•olicitnd  da  Don  Jofé  Ibáfies  sobre  excepción  de  áeíaiBortbftclón  de  ím 
bienes  de  Im  capellanÍA  qae  fandó  D.  Domingo  Marín,  y  como  reenltaaé 
de  anto  para  mejor  proTeer  qae  no  ee  había  expedido  títnlo  de  colación  ni 
recorrente  por  impedirlo  el  pleito  pendiente  entre  aquél  y  otroe  sobre  me 
jor  derecho  á  dicha  capellaoía,  el  Tribunal  Contencioso  dictó  la  sentencia» 
onya  parte  sustancial  es  como  signe: 

Considerando  que  la  caestión  del  presente  litigio  se  redoce  á  determi- 
nar si  debe  suspenderse  la  resolución  del  expediente  de  desamortisadón 
de  los  bienes  de  la  capellanía  fundada  en  la  ermita  y  altar  de  San  Juan 
Bautista  de  la  ciudad  de  Almausa,  hasta  que  se  expida  el  título  de  cola* 
oión  de  dicha  capellanía  en  favor  del  Capellán  que  ostente  mejor  de- 
redio: 

Considerando  que  el  demandante  D.  José  Ibáfies  de  Navarra  dedujo  \ú 
solicitud  de  excepción  de  los  bienes  de  dicha  capellanía  dentro  del  plaso 
que  sucesivamente  fijaron  los  Reales  decretos  de  13  de  Agosto  de  1871  y 
18  de  Febrero  y  27  de  Agosto  de  1872: 

Considerando  que  si  bien  el  art.  2.«  del  citado  decreto  de  12  de  Agos- 
to de  1871  establece  que  á  las  solicitudes  de  excepción  se  acompafia 
rán,  entre  otros  documentos,  el  título  de  colación  que  D.  José  Ibáfies  de 
Mavarra  no  ha  presentado,  ni  al  deducir  dicha  solicitud  ni  en  los  pla> 
sos  que  sucesivamente  se  le  han  sefialado,  es  lo  cierto  que  ha  habido 
una  causa  justificada  que  ha  impedido  y  que  impide  en  el  presente  caso 
que  pueda  cumplirse  por  ahora  aquel  requisito,  toda  ves  que  se  ha  promo- 
vido litigio  sobre  la  colación  y  posesión  de  dicha  capellanía: 

Considerando  que  la  existencia  de  este  litigio  se  ha  demostrado  plena- 
mente en  las  diligencias  que  para  mejor  proveer  ha  acordado  este  Tribu- 
nal por  las  cuales  se  acredita  que  deáde  el  fallecimiento  del  último  posee- 
dor de  la  capellaoía  se  ha  seguido  pleito  ante  este  Tribunal  eclesiástico  dd 
U  diócesis  de  Cartagena,  que  se  halla  pendiente  de  la  resolución  del  Tri- 
bunal eclesiástico  metropolitano,  y  en  el  cual  figura  como  uno  de  los  liti- 
gantes D.  José  Ibáfies  de  Navarra: 

Considerando  que  es  de  todo  punto  evidente  que  no  puede  presentarse 
el  título  de  colación  de  la  capellanía  hasta  que  se  decida  acerca  del  mejor 
derecho  de  las  personas  que  se  crean  con  derecho  á  su  disfrute  y  obten- 
ción, por  lo  cual  es  justo  y  equitativo  suspender  la  resolución  del  expe- 
diente de  desamortisación  de  los  bienes  hasta  que  desaparezca  la  causa  que 
hoy  impide  el  cumplimiento  de  aquel  requisito: 

Considerando  que  el  art.  7.o  del  citado  Real  decreto  de  12  de  Agosto 
de  1871,  invocado  en  la  Real  orden  que  se  impugna,  no  es  aplicable  $X 
presente  caso,  toda  vez  que  sefiala  un  plazo  improrrogable  de  treinta  días 
para  presentar  datos  ó  comprobantes  de  títulos  de  colación  que  demues- 
tren la  subsistencia  del  beneficio  por  conservarse  el  patronato  pasivo  en 
laa  líneas  llamadas  á  su  obtención,  pero  no  se  refiere  á  la  presentación  del 
mismo  título  de  colación  de  la  capellanía: 

Y  considerando,  por  las  razones  expuestat,  que  procede  la  revoca- 
ción de  la  Real  orden  reclamada  y  la  suspensión  del  expediente  de  des- 
amortización incoado  por  Ibáfiez  de  Navarra  y  de  la  Encina,  hasta  que  re- 
suelto el  litigio  pendiente  ante  los  Tribunales  eclesiásticos  pueda  exigír- 
eele  la  presentación  del  título  de  colación,  caso  de  que  recaiga  en  su  favor 

Visto  el  art  2.0  del  Real  decreto  de  12  de  Agosto  de  1871,  que  establece 
qee  á  las  solicitudes  de  excepción  de  bienes  de  capellanías  deberá  acom- 
paflarse,  entre  otros  documentos,  el  título  de  colación: 

Yisto  el  art  7.*  del  mismo  decreto,  que  dice:  cSiendo  el  título  de  oolm* 
eión  indispensable  para  d^rminar  si  la  capellanía  ó  beneficio  está  seb- 
stotsnte,  los  Letrados  le  examinarán  eMHmpulosameate;  y  ai  fuere  neoeea- 
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xk)  Buerocdiitoa  6  comprobantet,  solicitarán  del  Jele  eoonómioo  raqnicn 
i  loa  intereaadoa  para  qaa  loa  preaenten  an  nn  placo  improrrogable  da 
treinta  díaa,  y  con  apercibimiento  de  declarar  injaatíftcada  la  solicitud»;  aa- 
gún  lo  dispnesto  en  la  Beal  orden  de  20  de  Agosto  de  1866,  la  conceaióa 
de  nuevos  plaxos  por  cansa  justificada  corresponde  únicamente  á  la  Dirae* 
don  general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  impugnada 
de  23  de  Abril  de  1889,  y  en  su  lugar  declaramos  que  debe  anapenderaa 
al  ejercicio  de  la  acción  investigadora  sobre  los  bienes  de  la  capellanía 
fundada  en  Almansa  por  D.  Domingo  Marín,  ínterin  se  expide  el  Útnlo  de 
odadón  correspondiente,  terminado  que  sea  el  litigio  que  en  la  actualidad 
pende  ante  los  Tribunales  del  fuero  eclesiástico.— (Sentencia  publicada  el 
21  de  Hayo  de  1892,  é  inserta  en  la  Qaceia  de  16  de  Noviembre  del  mia- 
moafio.) 
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Airro  (21  de  Mayo  de  IB^t).— Incompetencia  de  J%ui$iieción.^S^  revo* 
ca  el  auto  del  Tribunal  provincial  de  Madrid  fecha  4  de  Abril  de  1891, 
.  apdado  por  el  Ayuntamiento  de  la  capital  en  pleito  con  D.  Valentín  da 
D  omingo,  y  se  establece: 

i  o  Que  á  tenor  de  lo  declarado  en  el  art,  Ifidelaley  de  IB  de  Septiem- 
¡ne  de  1888,  para  que  proceda  el  recur»o  contencioio  administrativo  cernirá 
ka  raoluciones  de  la  Adminiitraeión  activa  se  requiere  que  dichas  resoludo- 
Mes  oausen  estado,  emanen  de  la  Administración  en  el  ejerció  de  susfaeuUa- 
des  regladas  y  qws  puedan^vulnerar  un  derecho  de  carácter  admimstraUm 
establecido  anteriormente  en  favor  del  reclamante: 

2s>  Que  en  el  caso  de  declararse  incompetente  un  Gobernador  para  co- 
nooer  dd  recurso  de  alfada  contra  el  acuerdo  de  un  Ayuntamiento  sobre  cum- 
pUmiento  de  un  eontrcUo,  aqiMa  resolución  no  causa  estado,  porque  no  loe§ 
id  derecho  alegado  por  d  solicitante,  el  cual,  con  arréalo  al  art  143  de  ¡a  ley 
Pfovineial,  debió  acudir  en  alzada  al  Ministerio  respectivo  para  que,  resolvien- 
do sobre  la  competencia  propuesta,  hiciera  que  la  Autoridad  del  Qobemador 
üetase  la  resolMción  que  en  su  caso  habría  de  fundar  el  recurso  en  via  eonien- 
áo$a,  dado  que^  en  virtud  de  laBeal  orden  de  26  de  Mayo  de  1880^  losaeMer- 
ios  de  los  Ayuntamientos  que  lesionen  derechos  de  los  particulares,  no  son 
üredamentereclamables  ante  los  Tribunales  de  esta  jurisdicción; 

Y  3,0  Que  no  apareciendo  apurada  la  via  gubernativa,  corresponde  ^^ 
car  al  recurso  lo  clara  y  expresamente  consignado  en  el  art.  46  de  la  ley  4^ 
13  de  Septiembre  de  1888. 

Adjudicada  á  D.  Valentín  de  Domingo  por  el  Ayuntamiento  de  Madrid 
la  adquisición  de  tubería  de  hierro,  con  la  condición  de  pagar,  entre 
otros,  el  primero  ios  gastos  de  escritura,  copiaa  y  demás  que  originara  i  a 
■nbasta,  fe  deacontó  el  segundo  la  cantidad  que  por  derechos  satisfiso  al 
Tesoro  público.  Desestimó  el  Ayuntamiento  la  oposición  á  dicho  descuen- 
to formulada  por  el  contratista,  y  como  el  Gobernador  se  declaraae  incofn- 
pétente  para  resolver  i  a  alzada  del  mismo,  acudió  éste  al  Tribunal  pro- 
Tindal  de  Madrid ,  el  cual  desestimó  la  excepción  dilatoria  de  defecto  le- 
pi  opuesta  por  el  Ayuntamiento;  y  apelado  este  fallo  por  dicha  Ooipo- 
nción,  el  Tribunal  contencioso  dictó  el  auto,  cuya  parte  austandal  ea 
^eomo  sigue: 

.    Oonttderando  que,  á  tenor  de  lo  declarado  en  d  art  !.•  da  la  ley  da 
20MO  46  24 
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13  de  Septiembre  de  1888, para  que  proceda  el  recurso  contencioaoadmi- 
nistrativo  contra  las  reeolnciones  de  la  Admistración  actíva,  se  requiere 
que  dichas  resoluciones  causen  estado,  emanen  de  la  Administración  eir 
el  ejercicio  de  sus  facultades  regladas  á  que  puedan  vulnerar  un  derecbo- 
de  carácter  administrativo  establecido  anteriormente  en  favor  del  recla- 
mante, por  lo  que  si  bien  la  resolución  del  Crobernador  de  la  provincia  de 
Madrid  de  28  de  Septiembre  de  1890,  que  motivó  la  presente  demanda^ 
pudo  suponerse  definitiva  por  la  Autoridad  que  la  dictó,  no  causó  estado 
en  cuanto  que  al  inhibirse  y  declararse  incompetente  aquella  Autoridad 
para  conocer,  no  resolvió  acerca  del  derecho  alegado  por  el  solicitante,  el 
cual,  con  arreglo  al  art.  148  de  la  ley  Provincial,  debió  acudir  en  alzada 
al  Ministerio  respectivo  para  que,  resolviendo  sobre  la  competencia  pro- 
puesta, hiciera  que  la  autoridad  del  Gobernador  dictase  la  resolución  que 
en  su  caso  habría  de  fundar  el  recurso  en  la  vía  contenciosa,  dado  que,  en 
virtud  de  la  Real  orden  de  26  de  Mayo  de  1880,  los  acuerdos  de  los  Ayun- 
tamientos que  lesionen  derechos  de  los  particulares,  no  son  directamente 
reclamables  ante  los  Tribunales  de  esta  jurisdicción: 

Ck>nsiderando,  por  tanto,  que  aparte  de  los  defectos  de  forma  de  que 
adolece  la  demanda,  ésta  no  era  de  admitir  por  falta  de  competencia  en  el 
Tribunal,  puesto  que  no  apareciendo  apurada  la  vía  gubernativa  en  el 
expediente  de  su  razón,  correspondía  aplicar  al  recurso  lo  clara  y  expresa- 
mente consignado  en  el  art.  46  de  la  ley  citada  de  18  de  Septiembre  de 
1888: 

Vistos  los  artículos  l.o  y  46  de  la  ley  de  18  de  Seotiembre  de  1888: 

Visto  el  art.  18S  de  la  ley  Provincial  de  9  de  Agosto  de  1882; 

8e  revoca  el  auto  recurrido  de  4  de  Abril  de  1891,  y  se  declara  sin: 
curso  la  demanda,  sin  perjuicio  del  derecho  de  D.  Valentín  de  Domingo 
para  utilizar  en  la  vía  gubernativa  los  recursos  que  correspondan  en  de- 
fensa de  los  derechos  de  que  se  crea  asistido;  publíquese  este  auto  en  la 
Gaceta  de  Madrid  é  insértese  á  su  debido  tiempo  en  la  Golecdón  legiilativa^ 
—(Auto  fecha  21  de  Mayo  de  1892,  é  inserto  en  la  Oaoeta  de  16  de  Noviem- 
bre del  nüsmo  afio.) 

2B5 

SxNTXKCiA  (21  de  Mayo  de  1892).— Iforina.  Hahere»  pa$ivo8,'Se  ab* 
suelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  Doña  María  Ardúy,  contra 
la  Beal  orden  de  81  de  Marzo  de  1890,  y  se  establece: 

1.^  Que  el  art.  8.0  del  capítulo  8,<^  del  Beglamentú  de  Contramaestres  de 
20  de  Enero  de  1886,  establece  que  las  viudas,  huérfanos  y  madres  viudas 
de  Oficiales  y  Ministros  políticos  inclusos  en  el  Montepío  tmdrán  derecho  á 
pensíán  cuando  éstos  hayan  contraído  matrimonio  teniendo  á  lo  menos  el  ara» 
do  de  Capitán  ó  él  sueldo  de  40  escudos  de  vellón  al  mes  en  las  demás  clases 
políticas; 

Y  2.^  Que  en  él  supuesto  de  que  él  art,  S6  del  Reglamento  dd  Observato- 
rio Astronómico  y  el  143  del  Reglamento  de  Contramaestres  establecieran  una 
verdadera  incorporación  en  favor  de  los  dependientes  del  Observatorio  y  de 
los  Contramaestres  al  Montado  militar,  y  aun  el  supuesto  también  de  que  di- 
cha  incorporación  tenaa  efiaicia  l^goLes  lo  cierto  que  en  todo  caso  la  viuda  de 
un  Contramaestre  y  dependiente  del  Observatorio  de  San  Femando^  salo  ten- 
dría ofción  á  los  beneficios  del  expresado  Montepío^  ti  reuniese  las  condiciones 
exigidas  por  él  Reglamento  de  l.o  de  Enero  de  1796. 

Por  la  Beal  orden  impugnada,  en  atendí  á  haber  contraído  matrimo»^ 
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lüa  la  interefáda  caaado  su  marido  era  primer  Oontramaeatre  con  sueldo 
oMDor  de  40  eacodoe  menaaalea,  se  deaeetimó  la  petición  de  haber  pasivo 
de  la  recarre&te  como  viada  de  D.  Fraacisco  Lacedonia,  Oontramaestre 
mayor  de  la  Armada  ]r  Conserje  del  Observatorio  de  San  Fernando;  y  el 
Tnbanal  Contencioso  dictó  la  sentencia,  cnya  parte  sostancial  es  como 
signe: 

Considerando  qne  la  cuestión  del  presente  litigio  se  rednce  á  determi- 
nar si  Dofia  María  Ardáy  tiene  derecho  á  pensión  como  vinda  de  D.  Fran- 
dooo  Lacedonia,  Contramaestre  mayor  de  la  Armada  y  Conserje  del  Ob- 
servatorio Astronómieo: 

Considerando  qne  en  el  supnesto  de  que  el  art.  66  del  Reglamento  del 
ObsOTvatorío  Astronómico  y  el  art  148  del  Reglamento  del  Cnerpo  de  Con- 
tramaestres de  la  Armada  de  20  de  Enero  de  1886,  establecían  nna  verda- 
dera incorporación  en  favor  de  los  dependientes  del  Observatorio  y  de  los 
Contramaestres  al  Montepío  militar,  y  ann  en  el  supuesto  también  de  qne 
dicha  incorporación  tenga  eficacia  legal,  es  lo  cierto  qne  en  todo  caso  la 
demandante  sólo  podía  tener  opción  á  los  beneficios  del  expresado  Mon- 
tepío en  el  caso  de  rennir  las  condiciones  exigidas  por  el  Reglamento  de 
l.o  de  Enero  de  1796: 

Considerando  que  el  art.  2.o  del  cap.  8.0  del  mismo  Reglamento  esta- 
blece qne  las  viadas,  huérfanos  y  madres  viudas  de  Oficiales  y  Ministros 
políticos  inclosos  en  el  Montepío  tendrán  derecho  á  pensión  cuando  éstos 
hayan  contraído  matrimonio  teniendo  á  lo  menos  el  grado  de  Capitán  ó 
el  sueldo  de  40  escudos  de  vellón  al  mes  en  las  demás  clases  políticas: 

Considerando  que  Dofia  María  Ardúy  contrajo  matrimonio  con  Don 
Frandaco  Lacedonia  hallándose  éste  en  posesión  del  empleo  de  primer 
Contramaestre  de  la  Armada,  disfrutando  sueldo  menor  de  .40  escudos 
mensuales,  por  lo  cual  es  evidente  que  la  demandante  carece  de  derecho 
á  la  pensión  que  solicita; 

Y  considerando  que  la  Real  orden  impugnada  que  deniega  la  pensión 
pretendida  por  la  parte  actora  se  halla  ajustada  á  las  disposiciones  que 
quedan  citadas,  y  por  tanto  debe  confirmarse. 

Visto  el  arl.  148  del  Reglamento  del  Cuerpo  de  Contramaestres  de  la 
Armada,  de  20  de  Enero  de  1886: 

Visto  el  art.  2.o  del  cap.  8.0  del  Reglamento  del  Montepío  militar  apro- 
bado en  1.0  de  Enero  de  1796; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
aeial  del  Estado  de  la  demanda  deducida  por  Dofia  María^ Ardúy  contra 
la  Beal  orden  de  81  de  Mano  de  1890,  que  queda  firme  y  subsistente.— 
(Sentencia  publicada  el  21  de  Mayo  de  1892,  é  inserta  en  la  Oaceta  de  17  de 
Noviembre  del  inismo  afio.) 
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SumiiGiA  (28  de  Mayo  de  1892).— i^tamoffísocufn.  Bxenctón.Se  ^ 
absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Ángel  Quei jo  contra  la 
Beal  orden  de  14  de  Septiembre  de  1886,  y  se  establece: 

Qtie,  con  arreglo  al  artieiUo  106  del  Beglamento  de  31  de  Diciembre  de 
1881 9á»re  el procedimieiUo  en  la»  reclamaciones  económicoadminiatrativas, 
laeproMenaai  deprimera  iMlanoia  »on  apelable»  para  ante  el  Ministerio 
ienbro  ddpUuo  de  quince  día»  improrrogable»,  á  contar  de»de  el  »iguiente  al 
d»lanot{/kaeián. 

£b  17  de  Jmdode  1871  denegó  la  Direcdón  de  Propiedades  la  petí- 
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don  del  recarrente  de  qoe  se  le  conoedieie  el  dominio  úül  de  rarioe  bi»- 
nei  perteneciente*  al  igleeario  de  Santa  Golnmba  de  Qeetera.  Notificado 
eate  acuerdo  en  28  de  Marzo  de  1885,  en  25  de  Mayo  eigniente  interpoao 
aquél  recurao  de  alaada,  que  deeeatimó  por  extemporáneo  la  Real  ordea 
reclamada.  Y  el  Tribunal  Oontencioflo  dictó  la  sentencia,  cnya  parta  ana- 
tancial  es  como  ligue: 

Ck>n0iderando  que,  con  arreglo  al  art.  106  del  Reglamento  de  81  de  Di- 
ciembre de  1881  aobre  el  procedimiento  de  las  redamaciones  eoonómioo- 
administrativas,  las  providendas  de  primera  inatanda  son  apelables  para 
ante  el  Ministerio  dentro  del  plazo  de  quince  días  improrrogables,  á  con- 
tar desde  el  dguiente  al  de  la  notificación: 

Considerando  que  la  providencia  de  primera  instancia  dictada  por  la 
Dirección  general  de  Propiedades  en  el  expediente  á  que  este  pleito  se  re- 
fiere, se  notificó  á  D.  Ángel  Queijo  en  28  de  Marzo  de  1885,  y  dicbo  inte- 
resado presentó  un  recurso  de  alzada  para  ante  el  Ministerio  de  Hadendm 
en  25  de  Mayo  dguiente;  es  decir,  cuando  había  transcurrido  con  exceeo 
d  plazo  improrrogable  que  sefiala  el  citado  artículo  106  del  Reglamento 
de  1881: 

Gonnderando  que  d  recurso  fué  deducido  extemporáneamente,  y,  por 
tanto,  la  Red  orden  que  adío  declara  resulta  ajustada  á  las  dispoddonea 
vigentes. 

Visto  el  ari  106  del  Reglamento  de  31  de  Diciembre  de  1881  sobre  el 
procedimiento  en  las  reclamaciones  económico-administrativas,  que  dice: 
cLas  providoacias  de  primera  instancia  son  apelables  para  ante  d  Minlal 
terio  dentro  del  término  de  quince  días  improrrogables,  á  contar  desda  e- 
siguiente  al  de  laa  notificación»; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración 
general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Ángel 
Queijo  contra  la  Real  orden  de  14  de  Septiembre  de  1886,  la  cnd  queda 
firme  y  subsistente,  y  lo  acordado.— (Sentencia  publicada  el  23  de  Mayo 
de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  17  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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SsNTSsroiA.  (28  de  Mayo  de  1802).— O&rot  púbUcoi  (reeepeión  y  pago), 
—Se  absuelve  á  la  Adi^inistradón  de  2a  demanda  de. la  Sociedad  interna* 
dond  de  Obras  públicas  contra  laa  Redes  órdenes  de  25  de  Agosto 
de  1888,  y  se  establece: 

i.o  Que  no  procede  la  revocación  de  una  Beal  orden  queenpunto  á  recem- 
dan  y  pago  de  Obras  púhUcas  $e  atiene  á  lo  consignado  en  la$  cláusulas  M 
oontrato; 

Y  2,0  Que  no  se  da  la  vía  contenciosa  no  habiendo  recaido  acuerdo  en  la 
gubernativa. 

Por  dos  Reales  órdenes  del  Ministerio  de  Fomento,  expedidas  en  26 
de  Agosto  de  1888,  se  aprobó  el  acta  de  recepción  provisiond  de  las  obraa 
dd  Palacio  de  la  Industria  de  Madrid,  y  se  fijó  d  plazo  para  la  definitiva. 
Reclamadas  aquéllas  por  la  Sociedad  constructora,  el  Tribunal  Oonten- 
cíoso  dictó  la  sentenda,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  son  tres  laf  cuestiones  planteadas  por  la  demanda: 
la  primera,  relativa  d  precio  que  deba  abonarse  por  el  zócalo,  cornisa  y 
archivoltas  del  Palado  de  la  Industria  y  de  las  Artes;  la  segunda^  refe- 
rente á  la  época  en  que  debieron  redbirse  providonal  y  defUutívamiBQte 
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Jm  oIvm  por  la  AdminiftrfteióB  gtneral  del  Estado;  j  como  tareera  y  úl- 
tima, la  de  indemnfiadóB  de  dalloa  7  perjoidoa  toUcitada  por  la  Sociedad 
éemandante: 

Ckmaideimndo»  en  eoanto  á  la  primera,  que,  eegún  lo  i^reeorito  en  lae 
dánenlai  §.*,  8.*^  y  7.*  del  pliego  de  condieionee  íaoaltatíÍYae  para  la  eona- 
tmeción  del  Palacio  de  qae  ee  trata,  el  lócalo,  coraieat  y  archivoltea  de- 
bieron eer  de  piedra,  no  obstante  lo  cnal  aparece  del  expediente  qae  loe- 
ron  tebricadae  de  ladrillo  preneado,  y  el  lócalo  con  solo  nn  chapeado  de 
cantería,  y  qae  si  bien  esta  variación  pndo  ser  admisible  sin  qae  produ- 
jera alteración  en  los  precios  de  contrata,  se  reqaería  para  ello,  á  falta  de 
preceptos  particalares  en  la  misma  qae  determinen  las  formalidades  á  qae 
debieran  ajastarse  los  cambios  en  la  constracción,  qne  con  arreglo  al  ar- 
ticulo 19  del  pliego  de  las  generales,  aprobadas  por  Real  decreto  de  10  de 
Jolio  de  1861,  de  aplicación  también  á  la  contrata  referida,  constase  la  or- 
den escrita  del  Ingeniero  ó  funcionario  facnltativo  qne  autorizara  dicha 
alteración,  y  la  Sociedad  demandante  no  ha  presentado  documento  alguno 
en  que  la  autorisación  aparexca  expresamente  concedida: 

Oonsiderando  que  por  ello  la  Administración  general,  que,  según  el  re- 
ferido art.  19,  tenía  facultades  hasta  para  ordenar  la  demolición  de  las 
obras  realiaadas  en  forma  distinta  de  la  contratada,  no  ha  podido  lesionar 
los  derechos  jii  los  intereses  de  la  Sociedad  recurrente,  sino  que,  por  el 
contrario,  ha  usado  de  un  procedimiento  de  equidad  beneficioso  para 
aquélla  al  limitarse  á  mandar  que  se  abone  el  precio  de  las  obras  referi- 
das por  su  yalor  real,  al  precio  contradictorio  que  se  determine,  según  lo 
dispuesto  para  casos  análogos  en  el  referido  pliego  de  condiciones  gene- 
rales: 

Considerando  respecto  á  la  época  en  que  debió  realizarse  la  recepción 
provisional  del  Palacdo  de  las  Artes  y  de  la  Industria,  que,  si  bien  había 
de  efectuarse  inmediatamente  después  de  terminadas  las  obras,  y  el  con- 
tratista manifestó  en  el  mes  de  Junio  de  1887  que  el  edificio  se  hallaba  en 
condiciones  de  entrega,  es  lo  cierto  que  la  Junta  inspectora  demostró  que 
todavía  faltaban  obras  por  ejecutar,  las  cuales  fueron  mandadas  realizar 
por  la  Beal  orden  de  2  de  Febrero  de  1888,  que  fué  consentida  por  la  So- 
ciedad construotora^  y  no  aparece  que  se  terminasen  hasta  el  11  de  Agosto 
de  1888,  en  que  la  expresada  Junta  levantó  el  acta  de  recepción  provisio  • 
nal,  dando  así  debido  cumplimiento  á  lo  dispuesto  en  el  art.  64  del  men- 
cionado pliego  de  eondiciones  generales  de  10  de  Julio  de  1861: 

Oonsiderando  que,  por  ello,  y  conforme  al  art  65,  la  recepción  defini- 
tiva no  pudo  tener  efecto  legalmente  hasta  que  transcurriera  el  plazo  de 
seis  meaes  fijado  en  la  décima  de  las  condiciones  económicas  de  la  con- 
contrata, durante  cuyo  término  quedaba  el  contratista  obligado  á  la  repa- 
ración de  las  obras; 

y  considerando,  en  lo  referente  á  la  indemnización  de  perjuicios,  soli- 
citada en  la  demanda  por  demora  en  la  ratrega  de  parte  de  los  terrenos 
sobre  que  había  de  efectuarse  la  constracción,  y  por  retraso  en  los  pagos 
y  en  la  recepción  del  edificio,  que  aparte  de  lo  que  queda  expuesto  res- 
neeto  de  este  último  punto  del  expediente,  consta  que  la  Empresa  preten- 
dió ante  el  Ministerio  de  Fomento  en  20  de  Octubre  de  1888  la  indemni- 
ladón  referida  de  dafios  y  perjuicios  por  todos  conceptos,  sin  que  iqM- 
tasca  haya  recaído  acuerdo  en  vía  gubernativa  respecto  de  tal  solicitud,  y 
en  su  virtud,  la  cuestión  propuesta  carece  todavía  de  estado  para  ser  dÚs- 
cutfda  ni  resuelta  por  la  jurisdicción  de  lo  Oontenoiosoadmiiüstraitivo. 

Vistes  las  condiciones  faooltotivas  y  económicas  para  la  constroedón 
del  e<Ufieio  permanente  de  la  Expoeidón  general  espafiola,  insertas  en  la 
•eeritura  de  81  de  Mayo  de  1882: 
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Visto  el  pliego  de  condiciones  para  Ia«  contratas  de  Obraa  p«U>Iicaa, 
aprobado  por  Beal  decreto  de  lÓ  de  Jallo  de  1861; 

Fallamos  qne  debemoa  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  la  Sociedad  anó- 
nima internacional  de  constmcdón  y  explotación  de  Obras  públicas  con- 
tra las  Beales  órdenes  expedidas  por  el  Ministerio  de  Fomento  en  25  de 
Agosto  de  1888  á  qne  el  pleito  se  refiere,  las  cuales  qnedan  firmes  y  snb- 
sÍ8tentes.--(Sentencia  publicada  el  28  de  Mayo  de  1892,  é  inserta  en  la 
Gaceta  de  17  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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AüTO  (28  de  Mayo  de  1892).— JEb^o^pcttmet  düatorias.  Falta  de  penona- 
lidad,—&e  declara  procedente  la  opnesta  por  D.  Antonio  Flores,  coadyu- 
vante de  la  Administración,  á  la  demanda  de  D.  Bodrígo  F.  Marques  y 
otro  contra  la  Real  orden  de  19  de  Septiembre  de  1885,  y  se  establece: 

1.0  Que  ngún  el  art  60  del  Beglamento  de  30  de  Diciembre  de  1846,  el 
drfensor,  tutor,  cUhacea,  heredero,  Adminütrador  y  cualquier  otro  que  com- 
parezca enjuicio  como  parte  en  representación  ajena,  ju¿{ficará  documental- 
mente  la  personalidad  que  se  atrwuya,  no  dándose  curso  á  ninguna  sotíoitud 
que  carezca  de  este  requisito,  pena  de  \nulidad. 

Y  2,0  Que  esta  misma  justificación  documental  exige^  como  requisito  «uftt • 
pensable  para  que  puedan  tramitarse  los  recursos,  el  art  35  de  la  ley  de  13  de 
Septiembre  de  1888. 

Los  recarrentes,  herederos  de  D.  Joan  y  D.  Pedro  Gano,  demandaron 
la  revocación  de  dicha  Real  orden  qne  fijó  el  precio  de  ana  expropiacióo 
minera  solicitada  por  D.  Antonio  Flores,  quien  opuso  á  la  demanda  la 
mencionada  excepción;  y  el  Tribunal  Contencioso  dictó  el  auto,  cuya  parte 
sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que,  según  el  art.  60  del  Reglamento  de  80  de  Diciembre 
de  1846,  vigente  cuando  se  presrató  la  demanda,  el  defensor,  tutor,  alba- 
cea,  heródero.  Administrador  y  cualquier  otro  que  comparezca  en  juicio 
como  parte  en  representación  ajena,  justificará  documentalmente  la  perso- 
nalidad que  se  atribuya,  no  dándose  curso  á  ninguna  solicitud  que  caresca 
de  este  requisito,  pena  de  nulidad: 

Considerando  que  esta  misma  justificación  documental  exige,  eomo 
requisito  indispensable  para  que  puedan  tramitarse  los  recursos,  el  ait.  S5 
de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888: 

Considemdo  que  los  demandantes  que  han  acudido  en  el  concepto  de 
herederos  de  D.  Juan  y  de  D.  Pedro  Cano  Ctsanova,  np  han  acreditado  do- 
cumentalmente ni  en  la  víatguvemativa  ni  en  la  contenciosa  administrativa 
el  carácter  que  se  atribuyen  de  tales  herederos; 

Y  considerando  que  propuesta  la  excepción  dilatoria  de  falta  de  per- 
•  sonalidad  dentro  del  término  qne  al  efecto  sefiala  el  artículo  46  de  la 
ley  de  13  de  Septiembre  de  1888,  debe  ser  estimada  por  las  razones  antea 
expuestas. 

Vistos  el  art  60  del  Reglamento  de  80  de  Diciembre  de  1846,  y  los  85, 
46  y  50  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Se  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  falta  4e  personalidad 
en  tos  demandantes,  alegada  por  el  coadyuvante  de  la  Administración;  y 
ea  su  consecuencia,  queda  sin  corso  la  demanda;  archívese  el  rollo  y  de- 
vuélvase al  Ministerio  de  Fomento  el  expediente  gubernativo,  con  eertifi* 
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Sentencia  (24  de  Mayo  de  1892}.— ifinoa  (demarcacián).Se  absoelve 
á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  José  Mannel  Agodrre  contra  la 
Beal  orden  de  11  de  Noviembre  de  1889,  y  se  establece: 

Que  conforme  se  e$tablece  en  el  art,13  del  decreto-ley  de  Ba$e$  de  29  de 
Diciembre  de  1868,  no  puede  concederse  un  espacio  irreguJiar  que  sea  menor 
ie  cuatro  hectáreas  ó  que  no  se  preste  á  la  división  por  pertenencias,  sin  que 
haya  sido  renunciado  por  los  dueños  de  la  minas  que  tengan  linea  de  contacto 
con  aquél,  sin  que  á  esto  se  oponga  lo  preceptuado  en  el  art.  22  del  citado  Re- 
glamento, porque  no  puede  conceptuarse  como  renuncia  la  no  adjudicación  de 
h  demasía  en  el  término  que  dicho  articulo  señala. 

Solicitado  por  el  recnrrente  como  demasía  con  el  título  de  ííueva  Borja 
nn  espacio  de  terreno  entre  las  minas  Luisa  y  otras,  y  habiéndose  proce- 
dido á  la  demarcación,  íaé  ésta  protestada  por  D.  Ramón  Sota  por  tener 
solicitado  el  mismo  espacio  como  demasía  para  su  mina  Luisa.  Aprobó  el 
'Gobernador  la  demarcación;  y  apelado  este  acuerdo  por  Sota,  fué  revocado 
por  la  Real  orden  reclamada,  que  mandó  continuar  el  expediente  y  declaró 
nulo  el  registro  de  la  mina  Nueva  Borja.  Y  el  Tribunal  Contencioso  dictó 
la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es  como  y  sigue: 

Considerando  que  el  demandante  solicitó  en  la  vía  gubernativa  una  de 
masía  de  terreno  comprendida  entre  las  minas  que  cita,  por  lo  que  no 
acompafió  la  designación  que  previene  el  párrafo  tercero  del  art  21  de  la 
'  vigente  ley  de  Minas  y  el  art.  29  del  Reglamento  para  su  ejecución: 

Considerando  que  es  indeterminado  el  terreno  pedido,  porque,  según 
los  Underos  ^vlq  se  expresan  en  la  instancia  que  dio  origen  al  expediente, 
puede  referirse  por  lo  menos  á  tres  de  los  espacios  triangulares  que  tienen 
líneas  en  contacto  con  la  mina  Luisa: 

Considerando  que,  conforme  se  establece  en  el  art.  18  del  decreto  ley  de 
Bases  de  29  de  Diciembre  de  1868,  no  puede  concederse  un  espacio  irre- 
gular que  sea  menor  de  cuatro  hectáreas  ó  que  no  se  preste  á  la  división 
por  pertenencias,  sin  que  haya  sido  renunciado  por  los  dueños  de  las  mi- 
nas que  tengan  línea  de  contacto  con  aquél,  sin  que  á  esto  se  oponga  lo 
preceptuado  en  el  art.  22  del  citado  Reglamento,  porque  no  puede  concep- 
tuarse como  renuncia  la  no  adjudicación  de  la  demasía  en  el  término  que 
dicho  artículo  sefiala: 

Considerando  que  el  terreno  demarcado  al  registro  Nueva  Borja,  no 
sólo  no  ha  sido  renunciado  por  los  dueños  de  las  minas  limítrofes,  sino 
que,  por  el  contrario,  dicho  espacio  se  solicitó  como  demasía  á  la  mencio- 
nada mina  Luisa,  según  consta  dcil  expediente  administrativo. 

^^to  el  art.  21  de  la  ley  de  4  de  Marzo  de  1868,  en  su  párrafo  S.o-. 

Visto  el  Reglamento  de  24  de  Junio  del  mismo  año  de  1868,  dictado 
Pira  la  ejecución  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1869^,  reformada  por  la  ante- 
rior de  4  de  Marxo,  art.  22: 

Visto  el  art.  18  del  decreto  ley  sobre  bases  para  la  nueva  legislación  de 
minas  de  20  de  Diciembre  de  1868; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  José  Manuel  de  Aguí- 
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SxKTsvoiA  (24  de  Mayo  de  lS^2),^Nulidad  de  actuacione$.'-&e  declara, 
la  de  la  aentencla  del  Tribunal  provincial  de  Ciudad  Real  de  9  de  Diciem- 
bre de  1889,  en  pleito  de  D.  Julián  Serrano  con  la  Administración,  y  aa 
eatablece: 

Que  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art  9,<>  de  la  ley  de  25  de  Junio  de  1870^ . 
ei  requisito  indi^ensabíe  para  ititentar  la  via  Contencioso-administrativa,  en 
asuntos  que  se  refieren  á  cantidades  d^nitivamente  liquidadas  en  favor  de 
la  Hacienda,  la  previa  consignación  ó  pago  en  las  Cajas  del  Tesoro  publico 
de  la  cantidad  reclamada,  y  la  entreaa  dá  5  por  100  de  la  misma  cantidad, , 
no  satitfacen  ni  puede  dar  por  cumpÜdo  el  indicado  precito. 

Por  la  mencionada  sentencia  se  rebajó  á  80  pesetas  la  multa  de  414 
impuesta  por  el  Gobernador  de  Ciudad  Real  á  D.  Julián  Serrano  por  en- 
trada y  |>a8to  de  ganado  de  éste  en  un  monte  del  Estado.  Apelada  aquélla 
por  el  mismo,  pretendió  el  Fiscal  la  nulidad  de  todo  lo  actuado  por  no  ha- 
ber ingresado  el  apelante  con  anterioridad  á  su  demanda  el  importe  de 
dicha  multa;  y  el  Tribunal  Contencioso  dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sua- 
tancial  ea  como  sigue: 

Considerando  que  d,e  laa  actuaciones  aeguidas  en  primera  instancia « 
aparece  que  el  demandante  no  consignó  en  las  arcas  del  Tesoro,  al  enta* 
blar  su  reclamación,  la  cantidad  á  cuyo  pago  fué  condenado  por  el  acuerdo 
del  Gobernador  de  Ciudad  Real,  sino  que  únicamente  ingreaó  en  Tesore% 
ría  la  quinta  parte  de  dicha  cantidad,  según  comprobaba  con  la  carta  de 
pago  expedida  por  la  Tesorería  de  Hacienda  de  la  provincia  el  30  de  Marso 
de  1887: 

Considerando  que,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art  9.0  de  la  1^  de  Sfr 
de  Junio  de  1870,  ea  requisito  indispensable  para  intentar  la  vía  conten- 
cioso administrativa,  en  asuntos  que  se  refieren  á  cantidades  definitiva- 
mento  liquidadas  en  favor  de  la  Hacienda,  la  previa  consignación  ó  pago 
en  las  Cajas  del  Tesoro  público  de  la  cantidad  reclamada,  y  la  entrega  del 
6  por  100  de  la  misma  cantidad  no  satisface  ni  puede  dar  por  cumplido  el 
indicado  precepto: 

Conaiderando  que  la  falta  de  cumplimiento  del  expresado  requisito- 
por  parto  de  D.  Julián  Serrano  en  el  caso  de  esto  pleito  tiene  necesaria* 
mento  que  producir  la  nulidad  de  todo  io  actuado  en  la  vía  contondoaa. 

Visto  el  &rt.  9.o  de  la  ley  de  26  de  Junio  de  1870; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  nula  la  sentencia  dictada 
por  el  Tribunal  provincial  de  Ciudad  Real  en  9  de  Diciembre  de  1889,  con 
todo  lo  actuado  en  vía  contenciosa,  y  firme  y  subsistente  la  resolución  del 
Gobernador  de  la  provincia  de  Ciudad  Real  contra  la  que  ae  dirigía  la 
demanda.— (Sentencia  publicada  el  24  de  Mayo  de  1892,  é  inserte  vi  l^ 
Gaceta  de  17  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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finrnrciA  (24  de  Mayo  de  lS92).^C(mMbueiones  (apremié).— Be  ab- 
■oelTe  á  la  Adminiatraeión  de  la  demanda  del  Banco  de  Espafia  contra  la 
Seal  orden  de  14  de  NoTÍembre  de  1885,  y  ae  eatablece: 

Que  fratánioie  de  un  eijcpediente  de  apremio  promovido  cuando  ¡a  finca 
Í€uáora  $e  hallaba  en  poder  de  un  acreedor  hipotecario,  y  habia  tranecurrido 
ai  tiempo  oportuno  para  realizar  el  cobro  del  deecubierio  con  arreglo  alpá* 
rrafo  tegundo  del  art  218  delakif  Hipotecaria,  adolece  el  procedimiento  de 
wn  vicio  de  nulidad,  por  el  que  iijue$e  imputable  á  negligencia  de  la  Becau- 
eUeián  de  OontrQmctones,  habría  é$ta  incurrido  en  la  resvoniabilidad  tubsi- 
ékria  de  que  habla  el  art.  61  de  la  Imtrucción  de  3  de  iHciembre  de  1869. 

Por  la  Beal  orden  reclamada  se  declaró  la  nulidad  del  procedimiento 
de  lerendo  promovido  para  el  cobro  de  contribuciones  atraeadaa  de  la 
Inca  Orocbava,  y  qne  D.  Francisco  Cnbelle,  propietario  de  la  misma,  á 
qvien  le  fué  adjudicada  como  acreedor  hipotecario  del  primitivo  duefio, 
Bo  tiene  obligación  de  satisfacer  aquéllas,  debiendo  hacerlo  como  subsi- 
diariamente responsable  la  Recaudación  de  Contribuciones.  Y  el  Tribunal 
Contencioso  dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  la  cuestión  objeto  del  pleito  es  la  de  si  el  Banco  y 
ama  agentes  recaudadores  deben  ó  no  ser  subsidiariamente  responsables 
del  importe  de  la  contribución  en  que  la  finca  Orocbava  aparece  en  descu- 
bierto durante  los  afios  de  1874  al  de  1877,  con  más  la  cuota  correspon- 
diente  con  que  la  referida  ñuca  debió  tributar  al  empréstito  de  176  millo- 
sea  que  en  la  misma  época  se  realisó: 

Considerando  que,  si  bien  aparece  que  la  Recaudación  instruyó  unos 
expedientes  de  apremio,  lo  hiio  de  tal  suerte  y  adolecían  los  mismos  de 
defldendae  tales,  que  fueron  Ineñcaees  para  conseguir  el  pago  de  las  con- 
tribudonea  adeudadas  por  la  finca  en  cuestión: 

Considerando  que  cuando  en  el  afio  de  1882,  la  Recaudación,  prescin- 
^toido  de  lo  anteriormente  actuado,  promovió  nuevamente  la  vía  de  apre^ 
rnlOy  ya  la  finca  se  hallaba  en  poder  del  acreedor  hipotecario,  D.  Francisca 
Qibells,  y  había  también  transcurrido  con  exceso  el  tiempo  oportuno  para 
qve  la  recaudación,  en  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  párrafo  se- 
gundo del  art  218  de  la  ley  Hipotecaria,  hubiera  podido  realizar  el  cobro 
del  descubierto  adeudado  por  la  finca  Orochava: 

Considerando  que  el  procedimiento  seguido  por  la  Recaudación  ado- 
leee  de  vido  de  nulidad  por  haberse  incoado  fuera  de  tiempo  hábil,  sieiído 
evidentemente  imputable  esta  negligencia  á  la  Recaudación  de  Contribu- 
ciones que,  no  obrando  con  la  debida  diligencia,  incurrió  en  la  responsa- 
bilidad subddiaria  de  que  habla  el  art  61  de  la  Instrucdón  de  8  de  Di- 
alambre  de  1860. 

Visto  el  párrato  segundo  del  art.  218  de  la  ley  Hipotecaria: 

Viatoa  loa  artículos  12  y  61  de  la  Instrucdón  de  8  de  Didembre 
éb  1860; 

Fallamoa<ue  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administradón  ge- 
aeial  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Luis  Días  Cobefia  á 
nombre  del  Banco  de  Espafia  contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Minia- 
isrio  de  Hadenda  en  14  de  Noviembre  de  1886,  la  cual  queda  firme  y  sub- 
aislente  en  todaa  sus  partes.~(8entenda  publicada  el  24  de  Mayo  de  1892^ 
é  inserta  en  la  Gaceta  de  17  de  Noviembre  del  miamo  afio.) 
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SmmsKcu.  (25  de  Mayo  de  1892).— GW»ra.  ^cefiMf.~Se  rerooft  la 
Beal  orden  de  8  de  Noviembre  de  1890  fanpagDada  por  D.  Eduardo  Gó- 
mez, D.  Pedro  Romo  y  D.  Felipe  Arce,  y  se  establece: 

Ifi  Que  tratándose  de  una  Real  orden  que  no  e$  reproduocián  de  dra  an- 
terior, no  procede  la  excepción  de  incompetencia  deducida  en  el  tupuetio  con- 
trario: 

2.^  Que  m  los  demandantes^  sargentos  en  él  Ejército  de  Ultramar^  ampa- 
rados por  las  prescripciones  del  Real  decreto  de  20  de  Julio  de  1885^  cu$npt%e- 
ron  con  las  condiciones  á  que  aquéllas  les  obligaban  mucho  tiempo  antet  de 
que  fueran  alteradas  por  el  Beal  decreto  de  27  de  Octubre  de  1886  ^  hecho  ex- 
tensivo á  los  Ejércitos  de  Ultramar  por  Real  orden  de  24  de  Enero  de  1888, 
una  vez  nacido  el  derecho  á  aquéllos  por  la  eficacia  de  los  preceptos  del  rffe- 
ridjo  Real  decreto^  y  por  virtud  del  cumplimiento  de  la  condición  que  al  mismo 
imponía  para  el  ascenso^  no  podía  quedar  la  existencia  de  su  derecho  á  nur- 
eed  del  tiempo  en  que  se  hiciera  la  propuesta  reglamentaria: 

3,^    Que  ajustada  ésta  á  lo  gue  prescribe  el  Real  decreto  de  20  de  Julio 
de  1885  y  alo  dispuesto  por  el  art  15  del  Reglamento  aprobado  por  Real  or 
den  de  i.*  de  Marzo  de  1867 ,  debe  ser  la  misfna  coftfirmada  y  reconocido  el 
derecho  de  los  demandantes  para  obtener  el  ascenso  al  empleo  de  segundas  te- 
nientes de  la  escala  activa; 

Y  i.o  Que  por  el  art,  16  del  mismo  Reglamento  se  dispone  que  la  antigiU' 
dad  de  los  ascensos  comience  á  contarse  desde  el  primer  día  del  mes  en  que  se 
hiciere  la  propuesta. 

Loa  demandantet,  sargentos  del  Ejército  de  Paerto  Bloo,  acogidos  á 
los  beneficios  del  Beal  decreto  de  20  de  Jallo  de  1885,  obtuvieron  el  em- 
pleo de  Alférez  con  destino  á  la  Escala  de  reserva  de  la  Penínsala.  Com- 
prendidos en  las  prooaestas  de  Enero  y  Marzo  de  1888  para  el  ascenso  á 
Alférez,  formularon  la  petición  de  que  se  les  coneediese  el  emoleo  de  se- 
gundos Tenientes  de  la  escala  activa,  siéndoles  negada  por  la  Beal  orden 
de  8  de  Noviembre  de  1890,  en  atención  á  que  habían  sido  elimlDados  de 
la  propuesta  por  corresponder  las  vacantes  al  tumo  de  la  Península.  Y  al 
Tribunal  (Contencioso  dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es  otimo 
sigue: 

Considerando  que  la  Beal  orden  impugnada  de  8  de  ^Noviembre  da 
1890  no  puede  decirse  que  sea  reproducción  de  la  de  26  de  Mayo  de  1888, 
y  que  por  ello  hayan  perdido  su  derecho  al  ascenso  los  demandantes  Aros 
y  Gómez  Bozas,  pues  si  bien  en  ésta  se  declara  que  las  vacantes  ezbtan- 
tes  en  el  mes  en  que  se  hizo  la  propuesta  correspondían  al  torno  de  la  Pe- 
nínsula, tal  razón  qo  pudo  ser  alegada  en  la  primera  de  dichas  resolacio- 
nos,  puesto  que  los  interesados  en  sus  instancias  lo  que  solicitaban  era  qna 
se  les  reconociera  el  derecho  al  ascenso  en  absoluto  y  no  con  relación  á 
determinadas  vacantes,  sino  para  cuando  éstas  ocurrieran,  y  por  oonsi 
guíente,  en  tal  sentido  debieron  ser  resueltas  las  pretensiones  formuladas 
en  la  vía  gubernativa: 

Considerando  que  por  esta  razón  es  improcedente  la  excepción  dilato- 
ria de  incompetencia  de  jurisdicción  alegada  como  perentoria  por  el  Fia- 
cal,  y  debe,  por  consiguiente,  entrarse  en  el  fondo  del  asunto  y  en  el 
men  de  la  cuestión  de  si  los  demandantes  tienen  ó  no  derecho  al 
que  solicitan: 
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Oonaiderando  que  amparadot  los  demandantet  por  las  pretcrípcionec 
€l«l  Beal  decreto  de  30  de  Julio  de  1886,  cumplieron  con  lae  condiciones  á 
que  aquéllM  lee  obligaban  mucho  tiempo  antee  de  que  fueran  alteradas 
por  el  Real  decreto  de  87  de  Octubre  de  1886,  hecho  extensivo  á  los  Ejér- 
citos de  Ultramar  por  la  Real  orden  de  24  de  Enero  de  1888^  puesto  qus 
probaron  la  aptitud  exigida  para  el  ascenso  en  80  de  Abril  de  1886,  16  y 
18  de  Enero  de  1888,  en  cuyas  fechas  es  eyidente  que  se  hallaba  en  toda 
su  fuerza  y  yigor  el  Real  decreto  de  1886,  cuyas  disposiciones  abonan  y 
justifican  la  solicitud  de  los  interesados: 

Considerand  que  una  vez  nacido  el  derecho  de  éstos  por  la  eficacia  de 
los  preceptos  del  referido  Real  decreto  y  por  virtud  del  cumplimiento  de  la 
condición  que  el  mismo  imponía  para  el  ascenso,  no  podía  quedar  la  exis- 
tencia de  su  derecho  á  merced  del  tiempo  en  que  se  hiciera  la  propuesta 
reglamentaria,  cuya  oportunidad,  sin  menguar  en  nada  el  derecho  adquiri- 
do, debió  ser  y  fué  sin  duda  estimada  en  vista  de  diversas  razones  pro- 
pias del  servicio  por  el  Capitán  general  de  Puerto  Rico: 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  estando  dicha  propuesta  ajustada 
4  lo  que  prescribe  el  repetido  Real  decreto  de  20  de  Julio  de  1886,  y  á  lo 
dispuesto  por  el  art  16  del  Reglamento  aprobado  por  Real  orden  de  1. o  de 
Marzo  de  1867,  debe  ser  confirmada  y  reconocido  el  derecho  de  los  de- 
mandantes para  obtener  el  ascenso  que  solicitim: 

Considerando  que  por  el  art.  16  del  mismo  Reglamento  se  dispone  que 
la  antigüedad  de  los  ascensos  comience  á  contarse  desde  el  primer  día  del 
mes  en  que  se  hiciere  la  propuesta,  y  por  lo  tanto,  procede  que  se  cuente  á 
D.  Pedro  Romo  la  antigüedad  en  el  empleo  de  segundo  Teniente  de  la  es- 
cala activa  desde  1.®  de  Enero  de  1888,  y  á  D.  Felipe  Arce  y  D.  Eduardo 
Gómez  Rozas  de  l.<>  de  Marzo  del  mismo  año,  por  haber  sido  incluidos  res- 
pectivamente en  las  pcopuestas  reglamentarias  de  los  indicados  meses. 

Yisto  el  Reglamento  para  la  aplicación  ó  inteligencia  del  Real  decreto 
de  30  de  Julio  de  1866  en  lo  relativo  al  pase  y  ascenso  de  los  Jefes  y  Ofi- 
eiales  de  los  Ejércitos  de  Ultramar,  aprobado  por  Real  orden  de  1.^  de 
Marzo  de  1867,  en  su  art.  16: 

Visto  el  art.  14  del  Reglamento  de  29  de  Abril  de  1867: 

Visto  el  Real  decreto  de  20  de  Julio  de  1886,  artículos  44  y  46: 

Visto  el  Real  decreto  de  27  de  Octubre  de  1886,  art.  21: 

Vista  la  Real  orden  de  24  de  Enero  de  1888,  que  hizo  extensivo  á  los 
Ejércitos  de  Ultramar  el  Real  decreto  de  27  de  Octubre  de  1886,  regla  8.^; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  la  excep- 
ción perentoria  de  incompetencia  de  jurisdicción  alegada  por  el  Fiscal;  y 
que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  de  8  de  Noviembre  de 
1890,  y  en  su  lugar  declaramos  que  los  demandantes  D.  Pedro  Romo  Se- 
rrano, D;  Eduardo  Góijaez  Rozas  y  D.  Felipe  Arce  Jorge  tienen  derecho  al 
ascenso  á  segundos  Tenientes  de  la  escala  activa  del  arma  de  Infantería; 
^  primero  con  la  antigüedad  de  l.o  de  Enero  de  1888,  y  los  otros  dos  con 
la  de  L?  de  Marzo  del  mismo  afio — (Sentencia  publicada  el  26  de  Mayo 
4e  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  17  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Auto  (26  de  Mayo  de  lS92).^Exeepcione8  dilatorioB,  Incompetmcia  de 
jurisdiocián.'-^^  declara  procedente  la  opuesta  por  el  Fi  scal  á  la  demanda 
de  Dofia  María  Rebosedo  eontra  lá  Real  orden  de  24  de  Marzo  de  1891,  y 
«e  establees: 
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Que  ¡08  reiolucione$  eonfirmatoriiu  de  acuerdoe  que  no  kan  eidú  ajfélado^ 
en  Hempoy  forma,  ae  e$timan  coneentidos  y  no  corresponden  al  conoctmieni^ 
de  ¡08  Tribunales  de  lo  Contencioso  adminütrativo. 

Por  acaerdo  de  ht  anprimida  Jnoto  de  U  Denda,  de  7  de  Abril  de  1874^ 
■e  mandó  convertir  la  inital  del  capital  de  nna  lámina  perteneciente  al 
vinculo  fondado  por  D.  Luis  Sánchex,  recogiendo  en  el  propio  mes  y  afio 
laa  respectivas  carpetas  resgniardos  Dofia  Mannela  Reboredo,  como  daefia 
de  los  bienes  de  la  fundación.  En  1877  solicitó  la  misma  sefiora  que  se  rec- 
tiflcase  la  liquidación  practicada,  y  por  la  Real  orden  recurrida  se  declaró 
firme  el  mencionado  acaerdo  de  la  Jnnta. 

El  IVibnnal  Contencioso,  estimando  la  referida  excepción  del  Fiscal,, 
dictó  el  anto,  cuya  parte  sustancial  es  como  sigue: 

Considerando  que  las  resoluciones  confirmatorias  de  acuerdos  que  no 
han  sido  apelados  en  tiempo  y  forma,  se  estiman  consentidos  y  no  corres- 
ponden al  conocimiento  de  los  Tribunales  de  lo  Contendoso-adminis- 
trativo: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  24  de  Marzo  de  1801,  emanada  del 
Ministerio  de  Hacienda,  y  de  la  cual  reclama  Dofia  María  Reboredo  y  Orn- 
ees, Condesa  de  Yergara,  es  una  perfecta  confirmación  del  acuerdo  de  la 
suprimida  Junta  de  la  Deuda  pública  de  7  de  Abril  de  1874,  del  cual  no  se 
alaó  la  representación  de  la  interesada  utilizando  los  recursos  legales  en 
los  plazos  reglamentarios  para  obtener  su  revocación,  por  lo  que  causó  es- 
tado y  quedó  además  consentido  y  firme  en  el  momento  que  el  apoderada 
recogió  las  carpetas  resiraardos  expedidos  en  virtud  de  dicho  acuerdo. 

Vistos  los  artículos  4.o  y  46  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Se  admite  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción  ale- 
gada por  el  Fiscal;  se  declara  sin  curso  la  demanda  interpuesta  á  nombre^ 
de  Dofia  María  Reboredo  y  Cruces,  Condesa  de  Vergara;  archívese  el  rollo 
y  devuélvase  el  expediente  gubernativo  al  Ministerio  de  Hacienda,  publi- 
cándose este  auto  en  la  Gaceta  de  Madrid  y  en  la  Colección  leaislativa.— 
(Auto  fecha  25  de  Mayo  de  1892,  é  inserto  en  la  Oaceta  de  18  de  Noviem- 
bre del  mismo  afio.) 


MU 

Sentencia  (27  de  Mayo  de  l892y^I¡!teepciones  perentorias.  Incompeten- 
cia de  jurisdicetán.'^Be  declara  procedente  la  opuesta  por  el  Fiscal  á  la  de- 
manda de  D-  Manuel  Toca  contra  la  Real  orden  de  2  de  Ahril  de  1887,  y  se 
establece: 

Q^e  con  arreglo  alo  que  de  una  manera  temmante  se  premene  en  dar- 
Oeulo  85  del  Reglamento  de  24  de  Junio  de  1885,  no  puede  intentarse  la  via 
contencioso  administrativa  en  los  asuntos  sobre  cobranza  de  contribuciones  y 
demás  rentas  públicas  mientras  no  se  realice  elpago  de  lo  liquidado  eníasCih 
jas  del  Tesoro. 

Por  la  Real  orden  reclamada  se  fijó  el  importe  de  las  cuotas  exigibles 
por  Contribucfón  industrial  al  recurrente,  y  el  Tribunal  Ck>ntencioso,  esti- 
mando la  referida  excepción,  dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustandal  es 
eonio  sigue: 

Considerando  que,  con  arreglo  á  lo  que  de  una  manara  terminante  se 

E reviene  en  el  art  86  del  Reslamento  de  84  de  Junio  de  1886,  no  puede 
itentarse  la  via  contencioso-administrativa  en  los  asuntos  sobre  cobianaa 
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«de  eontribobioBM  y  demái  renUa  públioM  mieotraa  no  se  realice  el  pego 
4e  k>  liquidado  en  las  Oajaa  del  Teeoro: 

Oonaiderando  que  condenado  el  demandante  al  pago  de  dos  anualida- 
des anteriores  al  4  de  Mayo  de  188S,  más  las  devengadas  desde  esta  fecha 
iiasta  que  la  Sociedad  Ellas  de  Toca  y  Hermano  se  disolvió,  no  ha  jastifi- 
^Cftdo  liaber  efectoado  el  de  toda  la  cantidad  líqnida  prescrita  por  la  Beal 
<nden  impugnada,  sino  tan  sólo  de  una  parte  de  ella: 

Considerando,  por  lo  tanto,  que  este  Tribunal  carece  de  competencia 
para  conocer  de  la  presente  demanda,  y  que  es  de  estimar  la  excepción 
propuesta  como  perentoria  por  el  representante  de  la  Administración. 
Visto  el  art.  86  del  Reglamento  de  24  de  Junio  de  1885: 
Vistos  los  arts.  6.o,  46  y  48  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 
Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedente  la  excepción 
perentoria  de  incompetencia  de  jurisdicción  alegada  por  el  Fiscal;  archí- 
Tase  el  rollo  y  devuélvase  el  expediente  al  Ministerio  de  Hacienda.— (Sen- 
tencia publicada  el  27  de  Mayo  de  1802,  é  inserta  en  la  Oacda  de  18  de 
Noviembre  del  mismo  afio.) 
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SsmnrciA  (27  de  Mayo  de  lS92).—Arquitecto$.  H<morario8,-^e  revoca 
la  Beal  orden  de  17  de  Septiembre  de  1880  reclamada  por  D.  Frandseo 
Jarefio,  y  se  establece: 

Que  lo»  ArquUeetoB  del  Estado  tienen  derecho  al  pago  de  honorarios  por 
¡08  servkioe  que  u  les  encomienden. 

Por  la  Real  orden  reclamada  se  denegó  al  recurrente  el  abono  de  hono 
Carlos  devengados  en  la  demarcación  y  deslinde  del  templo  de  San  Jeróni- 
mo; y  el  Tribunal  Contencioso  dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es 
como  sigue. 

Considerando  que  la  cuestión  objeto  de  este  litigio  consiste  en  deter- 
minar ti  el  Arquitecto  que  fuó  de  la  Hacienda,  D.  Francisco  Jarefio,  tiene 
ó  no  derecho  á  percibir  el  importe  de  las  1.600  pesetas  que  por  vía  de  ho- 
norarios reclamó,  como  sus  compañeros,  el  Arquitecto  de  la  diócesis  y  el 
del  Municipio,  por  haber  practicado  la  demarcación  del  templo  de  San  Je- 
Ttoimo  y  terrenos  necesarios  para  la  conservación  del  mismo: 

Considerando  que  U  Real  orden  que  se  impugna,  al  denegar  al  recla- 
mante el  abono  de  los  honorarios  que  por  dicho  servicio  pretende,  sólo 
alega  como  fundamento  el  hecho  de  que  en  la  práctica  de  la  demarcación 
no  se  ajustó  el  Arquitecto  B.  Francisco  Jarefio  á  lo  que  al  efecto  se  le 
prescribía  en  la  Real  orden  de  19  de  Julio  de  1878: 

Considerando  que  en  esta  Real  orden  no  aparece  se  hicieran  al  referido 
Arquitecto  otras  prevenciones  que,  de  acuerdo  con  sus  compafieroa  el  del 
Diocesano  y  el  del  Municipio,  demarcase  y  fijase  el  terreno  que'  compren- 
dióla el  templo,  sacristía  y  entradas  indispensables  para  su  servicio,  levan- 
tando un  pequefio  croquis  de  esta  demarcación  para  evitar  toda  dificultad 
en  lo  sucesivo,  lo  cual  resulta  cumplido,  según  certificación  de  los  tres  Ar- 
quitectos, que  obra  en  autos. 

Visto  el  contenido  de  la  Real  orden  de  19  de  Julio  de  1878: 

Vista  la  ley  17,  tít  8.o,  Partída  6.*; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  expedida 
por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  27  de  Septiembre  de  1880,  declarando  en 
so  logar  qoe  el  Arqoite^  qoe  fué  de  dicho  departamento  ministerial,  Don 
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Fraiici0oo  Jarefio,  tiene  derecho  á  percibir,  y  debe  abonársele,  Isa  l.ííOO 
pesetas  qae  reclama,  como  importe  de  sos  honorarios  por  la  demarcaci6ii 
ó  deslinde  objeto  de  este  pleito. — (Sentencia  publicada  el  27  de  Mayo  da 
1892,  é  inserta  en  la  Qaceta  de  18  de  Novij^mbre  del  mismo  afio. 
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Sektbncia  (27  de  Mayo  de  1892).— JV^rocamÍM.  ContribuciÓH  indui^ 
¿Ha/.— Se  absuelve  á^la  Administración  de  la  demanda  de  laCompafiiade 
los  Caminos  de  hierro  del  Norte  contra  la  Real  orden  de  21  de  Abril  de 
1887.  y  se  establece: 

Que  lo  dispuesto  en  una  ley  puede  ser  derogado  por  otra. 

Por  la  Real  orden  reclamada  se  denegó  la  petición  de  la  Compafif»  re- 
currente, subrrogada  en  los  derechos  de  la  de  Alar  á  Santander,  sobre 
exención  de  esta  última  del  pago  de  la  contribución  industrial;  y  el  Tribu- 
nal Oontencioso  dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es  como  signe: 

Gonsiderando  que  la  cuestión  discutida  se  reduce  á  determinar  si  la 
línea  de  Alar  á  Santander  está  obligada  al  pago  de  la  contribución  indns- 
trial  impuesta  por  la  ley  de  Presupuestos  de  1878  á  79  á  las  Compafiíaa  de 
ferrocarriles: 

Considerando  que  la  exención  del  pago  de  la  contribución  industrial 
disfrutada  por  la  línea  de  Alar  á  Santander  hasta  1878  se  consignó  en  el 
art  8.0  de  la  ley  de  9  de  Manso  de  1866,  la  cual,  desunes  de  rectiñcar  la 
exención  de  contribuciones  sobre  bienes  inmuebles,  dice:  €y  sé  le  concede 
la  exención  de  las  contribueione»  industrial  y  de  comercios,  cuya  declaración 
hubiera  sido  innecesaria  si  anteriormente  la  hubiese  tenido  concedida  6 
bien  se  la  habría  ratificado  como  se  verificó  respecto  de  la  de  inmuebles: 

Considerando  que  lo  dispuesto  en  ana  ley  puede  ser  derogado  por 
otra,  y  la  de  Presupuestos  de  21  de  Julio  de  1878,  al  llamar  á  contribuir 
por  el  impuesto  industrial  á  las  Compafiíaa  de  ferrocarriles,  derogó  en 
esta  parte  la  de  9  de  Marzo  de  1866: 

Considerando  que  si  otra  hubiera  sido  la  intención  del  legislador,  ha> 
bría  exceptuado  expresamente  á  la  línea  de  Alar  á  Santander  de  dicho 
impuesto  en  la  misma  ley  de  21  de  Julio  de  1878,  ó  se  habría  consignado 
la  exención  entre  las  que  sefialan  los  Reglamentos  posteriores  del  repetido 
impuesto. 

Visto  el  art.  8.^  de  la  ley  de  9  de  Marso  de  1866: 

Visto  el  art.. 9.^  de  la  ley  de  Presupuestos  de  21  de  Julio  de  1878: 

Visto  el  epígrafe  cuarto  de  la  tarifii  2.*,  anexa  al  Reglamento  de  81  de- 
Diciembre  de  1881  y  al  vigente  de  18  de  Julio  de  1882; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  la  Oompafiía  dí^  los  Cami- 
nos de  hierro  del  Norte  de  EspafLa  contra  la  Real  orden  de  21*  de  Abril  de 
1887,  la  cual  queda  firme  y  subsistente.— H(Sentencia  publicada  el  27  de 
Mayo  de  1892,  é  inserta  en  la  Oaeeta  de  18  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Skhtbncia  (27  de  Mayo  de  1B92).— Clases  pativas  ídereciho  ápensián),-' 
Se  absuelve  i  la  Administración  de  la  demanda  de  Dofia  Carolina  Mtfí% 
y  se  establece: 
i.o    Que  las  viudas  de  los  en^pteaios  que  no  desempeñaron  destino  alguno^ 
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tm  anterioridad  al  22  de  Octubre  de  1868,  carecen  de  derecho  á  pensión  del 
Te$oro,  toda  vcm  que  por  virtud  del  decreto-ley  de  igual  fecha  quedaron  en 
tuipeneo  loe  preceptoe  del  proyecto  de  ley  de  1862,  en  que  se  establecian  aque- 
llas pensiones: 

2.0  Q^e  con  arreglo  áUí  ley  de  26  de  Mayo  de  1835,  decreto  ley  de  1868 
y  ley  de  Presupuestos  de  28  de  Febrero  de  1873,  es  requisito  indispensable 
para  transmitir  derecho  á  pensién  que  los  destinos  sean  de  nombranUento 
Real  adelas  Cortes; 

Y  3.^  Que  los  empleados  del  Ministerio  de  Fomento  no  se  hallan  incorpo- 
rados por  virtud  de  una  disposición  de  carácter  legal  al  Montepío  de  Qfi- 


Por  la  Seal  ordea  reclamada  se  deniega  el  derecho  á  pensión  á  la  re- 
eerrente  como  yinda  de  D.  Alejandro  Alvares,  qaien,  desde  Febrero  de 
1876  en  adelante,  desempefió  los  cargos  de  Auxiliar  de  la  Intervención 
genera],  por  nombramiento  del  Interventor  y  del  Ministerio  de  Fomento 
conferido  de  Real  orden. 

£1  Tribnnal  Contencioso  dictó  la  sentencia,  cnya  parte  sostancial  es 
eomo  sigoe: 

Considerando  qae  por  no  haber  desempefíado  el  cansante  de  la  deman- 
dante destino  algono  con  anterioridad  á  22  de  Octabre  de  1868,  carece 
ésta  de  derecho  á  pensión  del  Tesoro,  toda  vez  qne  por  virtud  del  decreto- 
ley  de  ignal  fecha  se  había  declarado  qne  quedaban  e^  suspenso  loa 
preceptos  del  proyecto  de  ley  de  1862,  en  que  se  establecian  las  referidas 
pensiones: 

Considerando  qne  los  destinos  desempeñados  por  dicho  causante  en  la 
Intervención  general  del  £stado,  lo  fueron  por  nombramiento  del  Inter- 
ventor, y  no  por  Real  orden,  y  qne,  por  tanto,  éstos  no  dan  opción  á  la 
viada  á  la  pensión  del  Montepío  de  Oficinas,  porque  con  arreglo  á  los  pre- 
eeptos  de  la  ley  de  26  de  Mayo  de  18S5,  del  decreto-ley  de  1868  y  de  la  de 
Presupuestos  de  28  de  Febrero  de  1878,  es  requisito  indispensable  para 
transmitir  derecho  á  pensión  que  los  destinos  sean  de  nombramiento  Real 
ó  de  las  Cortee,  requisito  que,  como  se  ve,  no  concurre  en  los  desempefia- 
dos  por  Alvares  en  la  referida  dependencia: 

Considerando  que  tampoco  dan  opción  á  la  interesada  á  dicha  pensión 
loe  servicios  prestados  por  su  cansante  como  Auxiliar  en  el  Ministerio  de 
Fomento,  porque  loe  empleados  de*  este  Centro  ministerial  no  se  hallan 
incorporados  por  virtud  de  una  disposición  de  carácter  legal  al  Montepío 
de  Oficinas: 

Y  considerando,  por  las  rasones  expuestas,  qiae  la  Real  orden  impng- 
nada  en  estos  antos  se  halla  dictada  con  arreglo  á  las  disposiciones  vigen- 
tes, y  procede,  en  sn  consecnencia,  confirmaría. 

Visto  el  art  18  del  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868: 

Visto  el  art  6.<>  del  mismo  decreto  ley,  en  sn  regla  1.* 

Vistas  las  disposiciones  26  y  28  de  la  ley  de  26  de  Mayo  de  1886; 

Visto  el  art  10  de  la  ley  de  Presupuestos  de  28  de  Febrero  1878; 

Fallamos  qne  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  deducida  á  nombre  de  Doña  Carolina  Ma- 
rín y  Campanero  contra  la  Real  orden  de  28  de  Noviembre  de  1887,  la 
ena!  qneda  firme  y  subsistente.—- (Sentencia  publicada  el  27  de  Mayo  de 
199),  é  inserta  en  la  (faceta  de  18  ae  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Skmtsvcia  (27  de  Mayo  de  1892).---Pí(Utt«  de  ^orof.— 8e  absoelte  &  U 
Administración  de  la  demanda  de  la  Junta  de  la  Oaaa  de  Beneficencia  óm 
Valladolid  contra  la  Real  orden  de  81  de  Mavo  de  1890,  y  ae  estableoec 

i.o  Que  las  leyes 6^y  r>  del  Ht.  33,  libro  7. o  de  la  Novísima  Beeopüa- 
iíió%  que  prohibían  en  España  la  celebración  de  corridas  de  toros,  aun  cuandm 
no  aparezcan  expresamente  derogadas  por  otra  ley  especial,  lo  han  sido  por  la 
costumbre  y  por  disposiciones  posteriores  en  ku  cuales  se  ha  reglamentado  ese 
espectáculo,  reconociendo  como  licito  lo  que  en  aquellas  leyes  se  prohibía,  seyún 
lo  demuestran  los  preceptos  contenidos  en  la  neal  orden  de  31  de  Octubre  de 
1882  y  Real  decreto  de  27  del  miemo  mes  de  1885:  . 

j3.«  Que  ni  en  estas  disposiciones  ni  en  ninguna  otra  se  consigna  él  principio 
prohibÜivo  de  construir  plazas  de  toros  ni  de  celebrar  corridas  en  euas,  stno 
que  lo  único  que  se  ha  hecho  ha  sido  reglamentar  esta  materia,  ya  sometiéi^- 
dola  á  las  disposiciones  generales  y  comunes  á  toda  cíase  de  espectáculos  públi- 
cos, ya  dictando  reglas  apropiadas  á  la  Índole  especial  de  las  corridas  de  torom 
y  referentes  á  la  mayor  seguridad  de  las  personas  gve  á  ellas  concurren,  á  Iom 
condiciones  de  la  localidad  en  que  se  celebren  y  ala  necesidad  de  evitar  en- 
gracias: 

3fi  Que,  por  lo  expuesto,  así  como  por  ser  un  derecho  innegahle  en  lospr^ 
pietarios  él  de  poder  destinar  sus  fincas  á  los  fines  que  tengan  por  conveniente, 
siempre  que  al  hacerlo  se  sometan  á  la  legislación  vigente,  carece  de  funda- 
mento y  es  contraria  al  espíritu  y  aun  á  la  letra  de  los  preceptos  que  rigen  em 
la  materia  la  reclamación  contra  el  acuerdo  municipal,  autorizando  la  eone- 
trucción  de  una  plaza  de  toros; 

Y  4fi  Que  el  mismo  propósito,  y  tratándose  de  una  industria  hoy  libre^  «9 
es  posible  conceder  fuerza  para  desvirtuar  hi  anteriores  razonamientos  á  su 
antiguo  privilegio  local,  prohibiendo  dU^  construcción. 

Por  la  Real  orden  impugnada  se  deniega  la  petición  de  que  se  prohibm 
á  varíoa  particalarea  la  conatracción  de  nna  plaza  de  toros  en  VaHadolid, 
alegando  al  efecto  la  parte  recurrente,  sin  exhibirlo,  un  privilegio  de  Fer- 
nando VII  que  la  otorgó  la  concesión  de  dar  corridas  de  toros. 

El  Tribunal  Contencioso  dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es 
como  sigae: 

Considerando  que  las  leyes  6 A  y  7>  del  tit,  83,  libro  7.o  de  U Novísima 
Recopilación,  que  prohibían  en  Espafia  la  celebración  de  corridas  de  toros, 
aun  cuando  no  aparezcan  expresamente  derogadas  por  otra  ley  especial, 
lo  han  sido  por  la  costumbre  y  por  disposiciones  posteriores  en  las  cuales 
se  ha  reglamentado  ese  espectáculo,  reconociendo  como  lícito  lo  que  ea 
aquellas  leyes  se  prohibía,  seRÚn  lo  demuestran  los  preceptos  contenidos 
en  la  Real  orden  de  31  de  Octubre  de  1883  y  Real  decreta  de  27  del  mismo 
mes  de  1885: 

Considerando  que  ni  en  estas  disposiciones  ni  en  ninguna  otra  se  con- 
signa el  principio  prohibitivo  de  construir  plazas  de  toros  ni  de  celebrar 
corridas  en  ellas,  sino  que  lo  único  que  se  ha  hecho  ha  sido  reglamentar 
esta  materia,  ya  sometiéndola  á  las  disposiciones  generales  y  comunas  á 
toda  clase  de  espectáculos  públicos,  ya  dictando  reglas  apropiadas  á  la  ín- 
dole especial  de  las  corridas  de  toros  y  referentes  á  la  mayor  seguridad  ám- 
las  personas  que  á  ellas  concurren,  á  las  condiciones  de  la  localidad  en  qmn 
«e  celebren  y  á  la  necesidad  de  evitar  desgracias: 
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Conddonmdo  qu%  por  lo  expaettOi  asi  oomo  por  mt  nn  derecho  loDe- 
fftble  en  loe  propieterioi  el  de  poder  deetíner  ene  fincM  á  loe  Anee  que 
leogao  por  coaTeDiente^  elempre  qne  el  hacerlo  ee  eomelu  á  lee  diepoei- 
Qíonee  de  le  legieieción  ? igente^  carece  por  oomplelo  de  fondamento  le  re- 
clamaeiéa  prodooida  ea  la  Wa  gobernatíva  j  eoetonida  por  el  demandante 
«a  eele  pleito,  por  cnanto  reeolta  contraria  al  eepíríta  y  aun  á  la  letra  de 
hm  precepioe  qne  rigen  en  la  meterie: 

Coneiderando  que  á  la  f  nersa  y  eficacia  de  loe  anteriorea  tasonamien- 
toe»  no  ee  opone  en  lo  máe  mínimo  el  pririlegio  qne  ee  dice  oonoedido  por 
«1  Rey  IX  Femando  VII  en  1828  á  la  Oaaa  de  Benefloenda  de  Valladolid, 
imee  aparte  de  qne  por  no  haberae  exhibido  dicho  docamento,  ha  quedado 
aítt  jaetifiear  el  alcancen  importancia  del  pririlegio,  habiendo  deeaparecido 
la  prohibición  exietente  ociando  el  privilegio  ee  aapone  expedido,  y  tratán- 
deee  hoy  de  naa  indnatría  libre,  no  ee  poeible  concederle  la  íaersa  qne  la 
parte  demandante  pretende. 

Vietae  lae  leyea  M  y  7.«,  tit.  83,  libro  Ifi  de  la  Noviaima  Recopilación: 

Vieia  la  Real  orden  de  81  de  Octobre  de  1882,  en  la  qne  ae  dictan  reglae 
para  la  apertura  de  plasae  de  toroa  y  para  la  eonoeeién  de  permieoe  para 
celebrar  corrídae: 

Vieto  el  Reglamento  para  la  eonatrooción  y  reparación  de  edificioa  dee* 
tinadoe  á  e^>e¿ácnloe  pdbliooa,  en  aa  art.  6.o; 

Fallamoe  que  debemoa  abeolver  y  abaolvemoe  á  la  Adminiatradón  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpnesta  á  nombre  de  la  Junta  de  la 
Casa  de  Beneficencia  de  Valiadolid  contra  la  Real  orden  expedida  por  el 
Miniaterio  de  la  €h>bemación  en  81  de  Mayo  de  1890,  la  cual  queda  firme 
y  aubsietente.— (Sentencia  publicada  el  27  de  Mayo  de  1892,  é  inserta  en 
la  Uaceta  de  18  de  Noriembré  del  miamo  afio.) 
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.Skmtsnciíl  (27  de  Mayo  de  1891).-«G(mtri6uMOiiM.-^e  revoca  la  aen- 
tencia  del  Tribunal  local  de  Puerto  Rico  de  21  de  Diciembre  de  1889, 
apelada  por  el  Fiscal  en  pleito  con  D.  Juan  Pona  y  otro,  y  ee  eatablece: 

i.o  QuS  ai  bien  la  obligaeión  al  pago  de  lot  impuesto$  repartido$  gobre  to- 
ém  lotprediM  nii^ícoa,  aH  como  ku  únoa$  ^hanoi,  ofeotan  para  8u  cébro 
en  prtmcr  lugar  á  lo$frulo$  queproatuean,  e$  h  cierto  que  á  afecto  de  eetcs 
frutoe  exkte  oonetümCia  hipoteca  legal  stt  d  fialor  de  la  fia^ea,  i  eea  sobre  el 
capital  que  la  miema  repreoenta,  p  en  tal  ooncqpto,  tanto  la  Báciendapubtiea 
&omo  la  provincial  ó  munio^nú  tienen  perfecto  derecho  d  hacer  rfeotivot  loe 
deeeubiertoB  que  por  el  referido  concepto  resnUtn  iobre  el  valor  que  el  inmue- 
ble afedo  alpaga  repreeente; 

x2.o  QuCypor  la  expueeto^  puede  un  Ayuntamiento  dirigir  desde  luego 
su  acción  contra  la  finca  deudora  $in  tener  en  cuenta  quién  fuera  el  llevador 
de  la  mimnaon  la  época  en  que  $e  prodigo  el  descubierto^  ein  perjuicio  deque 
elposeedútr  que  efectúe  el  pago  ^¡erdte  contra  su  antecesor  los  derechos  de  que 
ae  crea  asistidú. 

Por  virtud  de.aubaata,  celebrada  el  11  de  Junio  de  1887,  ee  adjudicó  la 
hacienda  Mcmaecrate  á  D.  José  Pons,  ejecutante  oomo  acreedor  hipoteca- 
cío  en  el  jnido  en  que.  aquélla  fué  decretada,  y  como  el  Ayuntamiento 
respectivo  le  esigieee  la  contribución  eorieepondiente  al  año  1886*87,  acu- 
dió en  alzada  ante  el  Tribunal  local  de  Puerto  Rioo,  que  revocó  el  acuerdo 
A  la  Comtsióo  provincial,  oonficmatorio  del  del  Ayuntamiento. 

TOMO  46  26 
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El  Tríbimal  Conteadoao  dictó  la  tenteaoift,  oaya  parto  laatAnelal  e« 
oomo  tigue: 

Ooaaideraodo  qae  si  bien  la  oUigaoión  al  pago  de  loa  impoeetoe  re- 
partidoe  tobre  todot  loa  predios  nlstieoe,  así  oooio  sobre  las  flooas  arba- 
ñas,  afectan  para  ea  cobro  en  primer  Ingar  á  los  f  ratos  qoe  prodnsoan,  em 
lo  cierto  qne  á  delecto  de  estos  frutos  existe  constituida  bi  potoca  le- 
gal en  el  valor  de  la  finca,  ó  sea  sobre  el  eapital  que  la  misma  represeaU^ 
y  en  tal  concepto,  tanto  la  Hacienda  pública  oomo  la  proTÍneial  ó  mnniel- 
pal,  tienen  perfecto  derecho  á  hacer  efectivos  los  deseabiertos  qoe  por  e) 
referido  concepto  resulten  sobre  el  valor  que  el  inmueble  afeoto  al  pago 
represente: 

Considerando,  por  tanto,  qoe  el  Ayuntamiento  del  Dorado  pndo  dirlgii 
•n  acción  desde  luego  contra  la  flaca  Monserrate,  sia  tener  en  cuenta  onát 
fuera  el  llevador  de  la  misma  finca  en  la  época  en  que  se  produjo  el  dee- 
cubierto,  sin  perjuicio  de  que  el  poseedor  qne  efectúe  el  pago  ejercite 
contra  su  anteeesor  los  derechos  de  que  se  crea  asistido^ 

Fallamos  qae  debemos-revocar  y  revocamos  la  sentencia  dictada  por 
-el  Tri banal  local  de  Puerto  Rico  el  21  de  Diciembre  de  1880,  objeto  del 
presente  recurso,  y  en  au  lugar  declaramoa  firme  y  aubaiatente  el  acuerdo 
del  Gobernador  general  de  la  lela,  contra  el  qne  se  preaentó  la  demanda. 
—(Sentencia  publicada  el  27  de  Mayo  de  1892,  é  inaerta  en  la  Qaeeía  de 
18  de  Noviembre  del  miamo  afio^) 
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Ssntkmciíl  (27  de  Mayo  de  1892).— Coaaumof  (arrendamiento),'^B  ab- 
•uelve  á  la  Adminiatración  de  la  demanda  del  Ayuntamiento  de  Zamora 
«ontra  la  Real  orden  de  6  de  Enero  de  1886,  y  ae  eatablece: 

Que  $egún  el  art.  17  del  Reglamento  delude  Junio  de  188S,  la  A4minÍB' 
iración  que  ce$a  está  obligada  ¿abonar  á  la  que  le  suceda  las  cantidades  q*ée 
ha^  percibido  pot  deroMOS  y  recargos  ds  las  especies  gravadas  qne  dtffe  exis- 
tentes  en  los  establecimientos  públi^  ds  v^Ua,  para  lo  cual  se  practicarán 
ios  a>rresp(mdientss  aforos. 

Por  eacritora  pública  ae  adjudicó  el  arriendo  de  eonaamoa  en  Zamora 
dorante  loa  afioa  económicoa  de  1884  á  87,  á  P.  Bernardo  Alonso,  paotnií- 
doae  que  para  evitar  moleatiaa  á  loa  contrayentes  no  ae  practicarían  afo 
roa  ni  liqoidacionea  en  loa  poeatoa  de  venta  al  por  inenor  al  poner  al 
arrendatario  en  poaeaión  del  contrato,  pero  que  tampoco  ae  practicarían 
dichaa  operacionea  al  terminarle. 

Terminó  el  contrato  en  30  de  Junio  de  1886  por  no  aceptar  el  arren  U* 
tarío  laa  condicionea  que,  aegún  la  ley  del  mÜMmo  mea  y  afio,  imponía  la 
Hacienda  para  loa  existentea.  Celebrada  aobaata  en  cumplimiento  de  la 
mencionada  ley,  fuá  adjudicado  el  arrendamienlo  al  miamo  Aloiieo,  qnlea 
al  eacargarae  de  la  recaadadón  nractioói  con  arreglo  al  art  17  de  ia  Ids- 
trucclón,  un  aforo  de  laa  exiatenciaa  de  articuloa  gravadoa  ea  loa  poeatoa 
públicoa  de  venta,  cuyo  abono  reclamó  del  Ayuntamiento,  negándolo  éste 
porque  con  arreglo  á  la  loatruoción  únicamente  cataba  obligado  á  abonarlo 
¿1  Admiuiatrador  aalieate  y  de  ninguna  manera  la  Oorporaeión  manicipaU  ' 
Por  la  Beal  orden  ceclamada  se  revocó  diebo  acnerdoi  y  el  Tribunal  Coa* 
ieacjoao  dictó  la  aentenela,  cuya  parte  auatandal  ea  como  algue: 

Considerando  qne  para  reaolver  la  cueatión  objeto  de  eate  litigio  ea 
aeceaario  distingnir  loa  derechos  y  obligacioneaque  aaeea  de  cada  aao  da 
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ioe  doa  contrato!  celebrado!  por  D.  Bernardo  Alonao  Carbajoaa,  coma 
4irrendatarlo  de  conaamoa  de  Zamora,  el  primero  con  el  Ajrontamiento  de 
-«ata  caj^tal,  y  el  aegando  con  el  Eatado: 

Conaiderando  qae  por  yirtod  de  lo  convenido  con  el  Ayuntamiento  en 
1884,  ai  bien  el  arrendatario  Oarbajoaa  no  cobró  el  importe  de  loa  aforos 
de  entrada  á  qne  en  otro  caao  hubiera  tenido  derecho,  y  coya  cantidad,  por 
«oaaigniente,  ea  de  cargo  del  expreaado  Ajontamiento,  tampoco  tenía  obli* 
gadón  de  abonar  el  de  loa  qne  ae  hicieaen  á  la  terminación  del  contrato, 
eompenaándoae  de  eate  modo  lo  que  debió  percibir  cuando  comenaó  á  aer 
arrendatario  con  lo  que  hobiera  tenido  qne  abonar  á  la  aalida  de  dicho 
arrendamiento: 

Oonaiderando  que  terminado  éato  en  80  de  Junio  de  1885,  eonclojreroa 
MQM  efectoa  entre  Oarbajoaa  y  el  Ayuntamiento,  no  debiéndoae  mútoa* 
mente  cantidad  alguna  por  el  mencionado  concepto  de.aforoa  de  entrada 
y  de  aalida,  pero  quedando  el  Ayuntamiento  deade  l,o  de  Julio  en  poa»- 
«iÓQ  jurídica  de  la  Adminiatración  aaliento  con  relación  al  Eatado,  que  ihié 
la  Adminiatración  entrante  á  la  expreaada  fecha: 

Oonaiderando  que,  según  el  art  17  del  Beglamento  de  16  de  Junio  de 
1886,  la  Adminiatnu^ión  que  ceaa,  que  en  eate  caao  ea  el  Ayuntomienks 
eatá  obligada  á  abonar  á  la  qne  le  auceda,  que  aquí  ea  el  EaUdo,  aegéaaat 
ha  di^io,  ó  quien  le  repreaente,  laa  cantidadea  que  haya  percibido  por  de- 
rechos y  recargos  de  laa  especies  gravadaa  que  deje  exiatentea  en  los  esta- 
blecimientos públicos  de  Tanta,  para  lo  cual  ae  practicarán  loa  correspoa- 
dientes  aforos: 

Oonsiderando  q«e  D.  Bernardo  Alonso  Oarbajoaa,  como  conaecueocia 
del  aegundo  contrato,  ó  aea  el  celebrado  oon  la  Hacienda»  sustituyó  á  ésta 
en  todos  sus  derechos,  y  por  lo  tanto  en  si  de  qne  se  le  abonara  lo  psrei- 
iudo  por  la  anterior,  en  virtud  ds  lo  diapnoatoen  el  citodo  art  17  del  lo* 
glamento: 

Oonaiderando  que  ai  bien  Oarbajoaa  había  percibido  eataa  canUdadea 
-en  coacepto  de  arrendatario  del  Ayuntemlento^  como  reemplazan  á  laa  que 
dejó  de  percibir  al  entrar  en  el  arrendamiento  de  1884,  y  laa  coalea  aon 
targo  de  la  expresada  Oorporación,  éate  resulte  deudora  del  importe  de  loa 
Aforos  de  una  de  las  dos  veces  que  ha  aido  Adminiatración  aaliente;  mas 
^mo  los  de  la  primera  quedaron  compenaadoa  con  loa  de  aalida,  ae  de- 
daoe  lógicamente  que  ea  deudor  del  importe  de  loa  aforoa  de  la  aegnnda» 
^  tea  de  los  practicadoa  en  1886: 

Ocmaiderando,  en  reaumen,  que  D.  Bernardo  Alonao  Oarbajoaa  fué  dos 
Teces  Adminiatración  entrante,  una  á  nombre  del  Ayuntamiento  en  1884, 
y  otra  representendo  al  Eatedo  en  1886,  y  por  consiguiente  hay  dos  mo- 
mentoa  en  que  ha  tenido  el  deredio  á  que  ae  le  abonen  por  la  Oorporadto 
manicipal  loa  aforoa  de  laa  existendaa  en  loa  eateblecimientos  públicoa 
de  vente;  pero  habiéndosele  hecho  el  abono  únicamente  de  la  primera  vea» 
por  compeneación  con  el  de  aalida,  tiene  derecho  á  que  ae  le  haga  el  de 
la  segunda,  ó  aea  el  de  loa  aforos  practicadoa  en  1886  al  encargarae  del 
arriendo  á  nombre  del  Estado. 

Viste  la  cláusula  81  d^  pliego  de  condiciones  para  el  arrendamienlo 
en  pública  subaate  de  la  recaudación  del  impueato  de  conaumos  en  Zamoi^r 
fecha  16  de  Abril  de  1884. 

Viato  el  art  17  del  Beglamento  de  18  de  Junio  de  1886; 
Fallamos  que  debemos  abaolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge* 
nerai  del  Estado  de  la  demanda  interpueate  á  nombre  del  Ayuntamiento . 
de  Zamora  contra  la  Real  orden  de  6  de  Enero  de  1886,  la  cual  queda  firma* 
y  snbeiatonto.— (Sentencia  pubUcada  el  27  de  Mayo  de  1892,  é  inaerU  aa 
la  Caseto  de  18  de  Noviembre  del  miamo  afio.) 
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Auto  (27  de  Mayo  de  1892).—- JZbeepcúmet  düat^Hai.  Incompetencia  de- 
jttHediedán  y  falta  de  permnHUidad.'^'BB  deelarAn  profiedentea  las  opoeatar 
per  el  Fiacal  y  el  ooady  ovante  de  ia  Adminiatración  á  la  demanda  de  Don 
Magín  Oampmany  contra  la  Beal  orden  de  4  de  Diciembre  de  1890,  j  a» 
eatableee: 

i.o  Que  correeponden  al  conocimiento  del  Tribunal  Coniendoeo  la$  ree»- 
híokmee  oonfirmatoriae  de  acuerdos  coneentidoe,  ótaeoue  sean  reproduecióm 
de  otras  que  hayan  causado  estado,  á  tenor  de  lo  estahlecido  en  el  art  4.^  dé 
9aíey  de  Í3de  Septiembre  de  1888,por  lo  cual,  á  tenor  de  lo  prevenido  en  el 
mi,  46  déla  misma  ley,  procede  la  exoepeián  de  incompetencia  dejurisdic^ 


2,0  Que  no  reúne  los  requieitos  del  art,  Í.o  de  dicha  lev,  para  aue  pueda 
a#*  impugnada  en  tfia  contenciosa,  la  Beal  orden  que  no  lesiona  derecho  al- 
yuHo  de  oaráeter  administratíioo,  establecida  anteriormente  por  ley,  Regla- 
mento ú  otro  precepto  administrativo; 

TS,o  Queconforme  á  lo  establecido  en  el  art.  46 de  la  leff  y  Sil  del  jBe- 
gkmtento,  debe  chimarse  la  excepclán  de  faüa  de  persoHahdad  en  el  actor 
cuando  éste  no  acredite  la  peroonatídad  con  que  oomparsoe. 

Por  aentencia  de  la  Andiencia  de  Barcelona  en  pMte  promovido  por 
el  "Eatodo,  ae  declaró  nnla  la  inaoripoión  á  nombre  de  D;  Magín  C^mp- 
nian^.  Párroco  de  8an  Gervado  de  Oaaaolaa,  como  atbacea  laico  t!e  Don 
Jetó  Oomia  de  loa  bienea  perteneoientea  á  ana  memoria  de  mfaaa  eelable* 
cida  por  el  último,  y  la  de  la  redención  de  la  carga  eclesiástica  de  mfaa» 
qae  obtuvo  Gampobany  de  la  Delegación  de  Cansas  pías  de  Barcelona^ 
siendo  aqoél  declarado  detentador  de  los  expresados  bienes  por  Real  or- 
den de  7  de  Jnnio  de  1886,  con  las  veaponsabilidades  que  las  leyes  dee^ 
«nortizadoras  determinan.  Posteriormente  solicitó  Oampmany  la  naHdad^ 
de  los  bienes  de  dicha  procédenda,  verificada  por  la  Hadenda,  por  no  ha- 
ber precedido  la  cesión  canónica  y  la  permutación  con  las  inscripciones 
equivalentes,  y  qne  ae  le  devolviesen  acjnéllos  como  Administrador  y  cum- 
plidor de  la  mencionada  obra  pía,  coya  petición  denegó  la  Real  orden  re-  - 
clamada.  El  Tribunal  Oontencioso  dictó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial 
es  como  sigue: 

Considerando,  en  cuanto  á  la  excepción  de  incompetencia,  que  pov  1» 
Real  orden  de  7  de  Jnnio  de  1886  se  resolvió  de  una  manera  ejecutoria 
que  la  finca  llamada  Oamoo  de  Jesás  debía  adicionarse  á  los  inventarios^ 
y  que  era  detentador  de  ella  D.  Magín  Campmany,  de  donde  se  infiere  que 
la  Real  orden  ahora  impugnada  de^4  de  Diciembre  de  1S90,  que  declara 
véRda  y  subsistente  la  venta  de  los  solares  en  que  sé  dividió  dicha  finca, 
ea  una  confirmación  necesaria  de  la  anterior,  que  por  no  haber  sido  recia- 
mééi^  en  tiempo  y  forma  por  Oampmany,  lia  quedado  virtualmente  con-- 
sentida: 

Considerando  que  no  corresponden  al  conocimiento  de  este  Tribunal 
las  resoluciones  confirmatorias  de  acuerdos  consentidos,  ó  las  que  sean, 
renroducdón  de  otras  que  hayan  causado  estado,  á  tenor  de  lo  estable- 
cido en  el  art.  4.^  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  18S8.  por  lo  cual,  á  te- 
nor de  lo  prevenido  en  el  art.  46  de  la  misma  ley,  proceae  laexoepcMi  de 
iaeompetenda  de  jnrisdiodón  alegada  por  el  Fiscal: 

Considerando  que  procede  aádmlMBió  esta  excepdón  ai  se  tiene 
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cnenU  qae,  no  tenieado  el  ftctor,  tegúo  luego  ee  demoetrará,  el  oaráder 
ó  repreeenUción  con  qae  ee  reclama,  ee  evidente  qae  la  Rea)  orden  im^ 
pognada  no  ha  podido  leeionar  derecho  algano  de  (Hurácter  adminiítrativo 
eetablecido  anteriormente  en  sa  favor  por  ana  ley,  an  Reglamento  ú  otro 
precepto  administrativo,  y  por  tanto,  no  reone  loa  reqoieitoe  ezigidoe  por 
el  art.  l.o  de  dicha  ley  para  qae  paeda  ser  impagnada  en  vía  contenoioea: 

Considerando  qae  D.  Magín  Gámpmanj,  como  Gara  párroco  de  Sao 
Gervasio  de  Gateólas,  no  paede  atribairse  el  carácter  de  albacea  ni  rejlre- 
sentante  legal  de  la  fandadón  establecida  en  el  testamento  de  D.  José  Go 
mis,  toda  ves  que  semejante  carácter  le  está  negado  ejeootoriamente  por 
la  sentencia  de  la  Sala  seganda.  de  lo  civil  de  la  Aadiencia  de  Barcelona 
de  6  de  Marso  de  1884,  qae  precisamente  se  fnndó  para  annlar  las  ins 
cripeiones  en  el  Registro  de  la  propiedad  á  favor  de  Gampman j,  en  qae 
éste  no  era  albacea,  neredero  ni  pariente  de  Gomis: 

Considerando  qae  el  carácter  de  mero  camplidor  de  las  misas,  único 
qae  pudiera  atribairse  Gampmany,  además  de  qne  no  paede  conferirle  la 
representación  de  la  fondación,  según  se  reconoció  en  dicha  sentencia, 
desapareció  desde  qae  solicitó  Gampmany  la  redención  eclesiástica  de  di- 
cha  carg^  qae  gravaba  la  finca  denominada  Campo  de  Jeaús: 

Considerando  qae  la  aatorísación  del  Reverendo  Obispo  de  Barcelona* 
qoe  el  actor  acompafia  al  escrito  de  demanda»  no  confirma  la  personalidad 
del  actor,  en  primer  término,  porqae  en  ella  no  se  antorisa  á  Gampmany 
para  gestionar  ni  para  promover  el  litigio  en  nombre  de  dicho  Prelado,  y 
«demás,  porqae  en  todo  caso  el  citado  docamento  debió  presentarse  con 
«Rescrito  de  interposición  del  recomo,  según  previene  terminantemente 
«1  art.  35  de  la  ley: 

Considerando,  además,  qae  el  Reverendo  Obispo  no  ha  deducido  im 
Tía  i^ibernativa  pretensión  contraria  á  los  actos  qae  la  Administración  Iba 
realizado  respecto  á  la  finca  Campo  de  Jesús,  ni  ha  promovido  reonrso 
4;ontendoso  contra  la  Real  orden  de  7  de  Jnnio  de  1886,  ni  contra  la  de  4 
de  Diciembre  de  1890,  qae  ahora  impugna  D.  Magín  Gampmany,  con  lo 
«nal  se  demaestra  qae  el  Prelado  no  se  op<Hie  á  (os  acaerdos  adoptado» 
por  la  Hacienda  en  este  expediente: 

Considerando,  además,  qae  la  aatoriEación  referida  se  ha  otorgado  á 
J>.  Magín  Gampmany  para  qae,  como  albacea  del  difunto  D.  José  de  Go 
mis  y  camplidor  de  la  carga  eclesiástíca,  gestionase  ante  los  Tribasalee 
la  reivindicación  ó  i^idemnizadón  de  la  finca  Campo  de  Jesús,  y  qa«dft 
demostrado  qn^  Gampmany  no  paede  ostentar  el  carácter  de  represen- 
tanta  de  la  fondación  de  Gomis,  qae  la  jarifdicción  ordinaria  le  ha  no 
:gado,  además  de  qoe  en  este  litigio  no  se  pide  ni  poede  pedirse  la  reivin 
dicación  de  la  finca,  ni  cabe  disentir  la  indemnisación  qae  por  ella  bi^a 
de  darse  á  la  diócesis  de  Barcelona,  toda  vez  qae  esta  caestión  no  ha  sido 
resaelta  en  la  Real  orden  impagnada,  ni  se  ha  disentido  en  vía  gnber 
nativa; 

Y  considerando,  por  las  razones  expnestas,  qae  no  podiendo  atribniífe 
D.  Magín  Gampmany  el  carácter  de  representante  de  la  indicada  fonda 
don,  debe  estimarse  la  excepción  dilatoria  de  falta  de  personalidad  en  e\ 
«ctor,  conforme  á  lo  establecido  en  el  art.  46  de  la  ley  y  en  el  811  del  ](e- 
^lamento. 

Vistos  los  artícalos  l.o,  4.o  y  46  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  188^, 
:y  el  art  811  del  Reglamento  de  2«  da  Dici«nbre  de  1890; 

8e  declaran  procedentes  las  excepciones  dilatorias  de  ineompetencla 
de  jarisdicción  y  de  falta  de  personalidad  pxopoestas  por  el  Fiscal  y  la 
{Mirte  coadyuvante  de  la  Adminis^aolón;  sn  so  virtod,  qneda  sin  onrso 
«esta  dtmandm  archíveae  el  rollo,  y  devnélvase  el  expediente  al  Minietario; 
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pnbüq^ese  este  auto  en  la  Oaceta  de  Madrid,  é  inaérteffe  á  aa  tiempo  en  Ur 
Colección  leg%8laHva,-'(Á\iio  fecha  27  de  Mayo  de  1892,  ó  inserto  en  la* 
éúceta  de  18  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Auto  (27  de  Mayo  de  1892).— JSbroepcúm^  dilatorias.  Incompetencia  de- 
/NfiMÍfcct^.— 6e  declara  procedente  la  opueeta  por  el  Fiscal  á  la  demanda 
d^  Banco  de  Espafia  contra  la  Real  orden  de' 21  de  Agoiíto  de  1891,  y  se- 
60Ublece: 

Que  ti  incompetente  la  jurisdicción  contencioso  administrativa  para  emio- 
eer  de  las  demandas  contra  resolutoiones  confirmatorias  de  otras  anteriores 
comsentidas. 

Por  acuerdo  de  la  Dirección  del  Tesoro  de  8  Mayo  de  1889  se  denegó- 
la aprobación  de  dos  cnentss  parciales  de  pagos  que  por  Denda  pública 
babia  verificado  el  Banco  y  el  abono  délos  intereses  correspondientes.  Sn 
eomnnicación  de  19  de  Noviembre  de  1890  impugnó  ante  el  Ministro  de 
Hacienda  el  Gobernador  de  aqnéi  Establecimiento  el  mencionado  acaerdo,^ 
qoe  íaé  confirmado  por  la  Real  orden  reclamada.  Y  el  Tribunal  Conten* 
eioso,  estimando  la  referida  excepción,  dictó  el  auto,  cnya  parte  sTXstancial 
es  como  signe: 

C3oneiderando  qne  la  Real  orden  de  21  de  Agosto  de  1891,  diotada  por 
el  Ministerio  de  Hacienda,  y  de  la  cnal  se  alza  el  Banco  de  Espafia,  es  una 
mera  confirmación  del  acuerdo  de  la  Dirección  general  del  Tesoro  de  8  de 
Mayo  de  1889,  que  fué  consentido  por  no  baberse  apelado  de  él  en  tíempa 
y  forma: 

Considerando  que  por  ello  es  incompetente  la  jurisdicción  Contencioso 
«dministrativa  para  conocer  de  esta  demanda,  y  procede  la  excepción  d)* 
Imioria  propuesta  por  el  Fiseal. 

Viito  el  art.  4.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888: 

Vistos  el  art.  48  de  la  propia  ley,  que  reconoce  como  la  primera  de  las^ 
excepciones  dilatorias  de  incompetencia  de  jurisdicción,  y  el  art  60; 

8e  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  juris- 
dieeión  alegada  por  el  Fiécal;  se  declara  sin  curso  la  demanda;  arcbivese 
el  it>no  y  devuélvase  al  Ministerio  de  Hacienda  el  expediente  gobernativo» . 
piMicándose  este  auto  en  la  Oaeeta  de  Madrid  y  en  la  Colegien  legislaH- 
tMf.— (Auto  fecba  27  de  Mayo  de  1892,  é  inserto  en  la  Oaceta  de  18  de  No<^ 
Tiembre  del  mismo  afio.) 
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Aü¥o  (27  de  Mayo  de  1892).--.Eb96fpc<Sfi€f  Mlatorias.  Falta  de  persona-- 
líelocf.— 6e  declara  procedente  la  opnesta  por  el  Fiscal  á  la  demanda  de  Doír 
Antonio  Arenas  contra  la  Real  orden  de  22  de  Octubre  de  1891,  y  sé  esta- 
blece: 

i.o    Que  conforme  alo  prevenido  em  él  art,  91  úe  la  ley  de  IS  de  Septiem- 
hrt  de  1S89,  tanto  el  escrito  interponiendo  ^  reoUrsa  como  todos  los  demás- 
qm  se  presenten,  serán  firmados  por  hm  Abogado  fue  ejerza  la  profesián: 

S,^  (¿ue  eoirforme  al  art,  Jffa  del  Begkmento,  sm  tienen  el  earáeier  da 
asuntos  prcpioe  los  del  mknn  litigante,  los  de  su  mn^  por  los  Hénes  au^es^^ 
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adminiiíraúién  eorre$pónde  almaridá,  kmdeloB  k^o$  no  emanc^Midas  y  ¡o$ 
de  lo$  pupUa; 

Y3,^    Que  dun  Letrado  iniemté  haeermo  deldereí^  que  el  art  876  de 
la  ley  orgániea  dd  Bader  íudteialeoneéds  á  loe  Abogadoe  fUeno  ejereen 
defender  loe  dereehoe  de  9úe  parieutee  deñíro  del  euarto  grado  de  eoneangui- 
nidad,  deM  preeentar  dentro  depUuo,  con  el  primer  teerüo,  la  ha¡nlita!ciói% 
ooneedida  por  el  Deeano,  que  exige  dicJio  arHeiék, 

Por  Btal  orden  reclamad»  le  declaró  firme  el  nombramiento  de  Médico 
titular  de  Navalmoral.  Interpuesta  la  demanda  contenciosa  por  D.  Ángel 
Arenas,  en  nombre  de  D.  Antonio  Arenas,  el  Tribunal  estimando  la  men- 
cionada excepción  del  Fiscal,  dictó  el  anto,  cnya  parte  snatanciai  es  como 
•igae: 

Considerando  que,  conforme  á  lo  preyenido  en  el  art.  91  de  la  ley 
de  18  de  Septiembre  de  1888,  tanto  el  escrito  interponiendo  el  recurso 
como  todos  los  demás  qne  se  presenten,  serán  firmados  por  un  Abogado 
que  ejena  la  profesión: 

Considerando  que  en  el  caso  presente,  asi  el  escrito  de  interposición 
oomo  el  de  formaliaaeión  de  la  demanda  aparecen  snscritos  por  el  Licen- 
ciado D.  Ángel  Arenas,  que  fignra  en  la  Unta  del  Colegio  de  Abogados  de 
esta  corte  entre  loa  qoe  no  ejercen  la  profesión,  sin  qae  despaés  baya 
joetíficado  haberse  dado  de  alta  con  aqnel  objeto: 

Considerando  qne  no  puede  alegar  válidamente  qoe  defienda  asonto 
propio,  porque,  conforme  al  art  260  del  Reglamento  de  lo  Contencioso,  sólo 
tienen  aquel  carácter  los  del  mismo  litigante;  los  de  s«  mnjer,  por  los  bie- 
ne»  coja  administración  oorresponde  al  marido;  los  de  los  liijoe  no  eman- 
ei  pidos,  y  tos  de  les  pnpüos;  y  por  tanto  el  caso  presente  no  se  encnentra 
oomprendido  en  ninguno  de  los  que  sefiala  el  citado  articulo;  y 

Considerando  que  si  dicho  Letrado  intentó  hacer  uso  del  derecho  que 
el  arfc.  875  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judldal  concede  á  los  Abogados 
qu%  no  ejercen  para  defender  los  derechos  de  sus  parientes  dttitro  dei 
cofnlo  grado  de  consanguinidad,  debió  presentar  dentro  del  plaso,  con  el 
primer  escrito,  la  habiUtación  concedida  por  el  Decano,  qne  exige  dicho 
ardeoio: 

Vistos  ios  arts.  4ft,  6a  y  »1  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Se  declara  i^ocedente  la  excepción  dilatoria  de  falta  de  personalidad 
en  el  representante  del  aotor^  alegada  por  el  Fiscal,  y  en  su  Tirtud  queda 
bi  demanda  sin  cnrso;  archívese  el  rollo  y  devuélvase  el  expediente  al  Mi- 
nisterio con  certíflcaeión  de  este  auto,  que  se  poblicavá  en  la  Gaceta  de 
Madrid  y  se  insertará  en  la  Oeieceión  kgislatioa.-^Afíio  fecha  27  de  Ma 
yo  de  1892,  é  (inserta  en  la  Qctceta  de  18  de  Noviembre  d^  mismo  afie). 
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SvnmoiA  (2S  do  Mayo  de  Iñ^y-^EoBoepeionee  perentoriae,  Inc&mpe- 
ieneia  de  jmrndieeián.-^Be  revoca  la  sentencia  del  Tribunal  provincial  de 
Albacete,  de  28  de  Kovieabre  de  1890,  apelada  por  la  representación  del 
Balado  en  pl^to  con  D.  Santos  Bodrl^uea,  y  se  esUbleoe: 

!•  Queelart.8é,párr^fo9€gmdo,delaleyde2Sde0eptÁen^redel8$3, 
4strUmye  al  eenoeimieñi^yfallofdelee  Canefíoe  provmeialee^  cmxndo  lleguen 
á  Mer  eontendoios^  loe  úueitionee  relativas  al  deetínde  y  amojonamiento  de  he 
montee  que  perteneoeti  al  Eetúdo,  á  loe  puebhe  ¿áloe  eetableeimientee  púbU- 
€o$,re$erfHmd0la$demáeeuettioneidedere^eimléloe  TrUntnalei  eompe- 
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ienUt;  y  tiaH.  ^dela  mUma  ley^  m  ¡aúÜimaparU  de  tu  primar  párrrfo,. 
fija  el  plazo  de  treinta  dia$  dentro  de  un  año^  contado  de»de  la  feAa  dé  la 
eomunicáeióH  al  tnieretado  del  Oobemador  de  la  jprovtueta,  para  que  la  Ad- 
mmiafracián  pueda  m^^ugnar  en  vía  eantendeta  (Hoka  retolición: 

J9.0  Que  uae9(!^ieahle  el  precepto  del  art.  7,^  de  la  ley  de  IB  dé  SepHem- 
bre  de  ISSS.áeque  el  plago  para  ^uelaAdminiitracián/emímalqméradém» 
gradoM,  utiíice  el  recurto  coníenetoeo^  empiéMa  á  eontw^ee  de$de  el  día  él  em' 
oue.por  quien  proceda,  se  declare  knva  para  los  intereses  de  aquélla  la  reso- 
lucían  impugnada,  eiNtndd  la  Adminittraclán  tuvo  sefUtíado  d  térmmo  dentro 
ád  cual  pudo  ejjercitar  eu  derecha  y  na  lo  too; 

F5.0  Qme  nopudienáo  la  AdmitMraoián  litígar  con  s%is  dekaaáos en  ioe 
pleitos  que  promueva  contra  resoluciones  de  Mchas  delegados  ó  de  la  Admimis- 
tracián  misma  que  ca%tsan  estado,  la  defensa  de  tales  acuerdos  incumbe  á  km 
particulares  por  eüos  favorecidos,  según  daramonteeseprssa  H  ari.  45  de  la 
IqfdelSée  SeptUMÍbre  de  188». 

Ordenado  por  el  Gobernador  civil  de  Albacete  el  deslinde  de  on  viO0l# 
qae  tenia  el  Eetado  en  término  de  Elche,  «n  la  parte  dd  mismo  qne  lindase 
c«n  propiedad  particnlar,  y  practicado  aq^l  en  SO  de  Jalia  lie  1686,  en  lar 
parte  correspondiente  á  D.  Santos  Rodrigues,  en  12  de  Diciembre  de  1889 
se  dednjo  por  el  Abeldó  del  Estado  demanda  contenciosa  ante  el  Tribn 
nal  provincial.  Se  oposo  por  si  demandado  Rodrigues  como  perentoria  Hi 
•Kcepcidn  de  incompetencia,  y  el  Tribunal  proyincial  dictó  sentencia  des* 
estimándola.  Apelada  ésta,  se  dictó  por  el  de  lo  Oontencioso  la  que  con- 
tiene los  siguientes  cottsimrandoB,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  ol  art  84,  párrafo  segundo,  de  la  ley  de  96  de  6ep« 
tiembre  de  1868,  atribuye  «1  conocimiento  y  fallo  de  los  Oonsejos  piovin- 
dales,  cuando  lleguen  á  ser  contenciosas,  las  cuestiones  relativas  al  de» 
linde  y  amojonamiento  de  los  montes  que  pertenecen  al  Estado,  á  los  pue- 
blos ó  á  los  establecimientos  públicos,  reservando  las  demás  cuestiones 
de  derecho  civil  á  los  Tribunales  competentes;  y  el  art  98  de  la  misma 
ley,  en  la  última  parte  de  su  príkner  párrafo,  fija  el  plaao  de  treinta  dias 
dentro  de  un  alio,  contado  desde  la  fecha  de  la  comunicación  al  interesado 
del  Gobernador  de  la  provincia,  para  que  la  Administnusión  pueda  impug* 
nar  en  v£a  contenciosa  dicha  resolución;  por  tanto,  comunicada  en  6  de 
Mayo  de  1886  la  resolución  del  Gobernador  de  Albacete  aprobando  el  des- 
linde del  monte,  propiedad  de  D.  Santos  Rodrigues,  es  evidente  que  dkho  ' 
deslinde  adquirió  la  firmeza  de  una  ejecutoria  administrmtivm  por  el  trans- 
curso del  plaso  pasa  reclamar,  sin  haberio  hecho  el  representante  de  la 
Administración;  y  en  su  virtud,  que  la  demanda  presentada  el  12  de  Di- 
ciembre, de  1889  no  d^ió  prevalecer,  á  tenor  de  lo  prescrito  en  las  leyes 
vigentes,  cuando  se  practicó  el  deslinde: 

Gonsiderando  que  no  es  de  tener  en  cuenta  ni  puede  ser  aplicable  al 
presente  litigio  lo  consignado  en  el  art.  7.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre 
de  1888,  de  que  el  plazo  para  que  la  Administración  en  cualquiera  de  stts 
grados  utilice  el  recurso  contencioso  administrativo  empieza  á  contarse 
desde  él  día  siguiente  al  en  que  por  quien  proceda  se  declare  lesiva  para, 
los  intereses  de  aquélla  la  resolución  impgnada,  porque  en  la^sspeeialfdaü 
óei  case  del  pleito,  la  Administraelón  tuvo  sefialado  éí  término  dentro 
del  cual  pudo  ejercitar  su  derecho^  «in  haberio  hecho,  y  sería  infringir  «te 
estado^  legal  preestablecido  ampliar  el  término,  ó  más  bien  oonóeder  doe 
piases  á  la  Administración  si  sometiera  este  espediente  A  los  efectos  de  la 
leydel888f 

Oottdderando  qae,  en  rasóil  de  lo  e^neeto^  es  de  admitir  la  ea:eepcióii 
perentoria^  incompetencia  de  jurbdioeión  alegada  por  la  paite  demaa- 
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<did»  ut»  el  TfibnM]  proTkid*],  j  maütanida  en  eete  teganda  ineleiida» 
pneelo  que  dedM  toe  feehae  de  la  reeolod^  y  la  en  qoe  el  recnreo  ae 
adujo,  no  podía  ya  ahiine  el  juicio  qoe  el  Abogado  del  Eatado  intentaba 
profldOTeR 

Conaíderando  qoe  el  emplaaamiento  becbo  y  la  rebeldía  aeaaada  «1 
'Gobernador  de  la  pvoTineia  de  Albacete  por  el  Tribnnal  proYindal,  arce- 
diendo  á  la  eáplioa  del  aetor,  eran  de  todo  ponto  improoedentea,  porqna 
como  la  Adminiatraelén  no  poede  litigar  coa  eoa  delegados  en  loe  pleito» 
qoe  promneTa  contra  reeoliwionea  de  dicboe  ddegadoa  ó  de  la  Adminie 
tradón  miama  qoe  canean  eetade,  la  defenea  de  talea  aonerdoe  ineombe  á 
loe  partkttkrea  por  elloa  faToreddoe,  según  daramente  ezpieaa  d  art.  4( 
de  la  ley  de  IS  de  Septiembre  de  1888. 

Viato  d  pámifoeegnndo,art.  84  de  la  ley  de  S6  de  Septiembre  de  186S: 

Viato  d  ari  'dS  de  la  miama  ley: 

Vietoe  loe  artícnloa  7.o  y  i6  de  la  ley  delS  de  Septiembre  de  1888; 

Fdlamoaqoe  debemos  reroear  y  rerocamos  la  sentencia  dictada  pos 
«1  Ttíbond  pro¥Índd  de  Albacete»  de  98  de  NoriemlNre  de  1890,  y  en  aa 
lagar  dectaramoe  incompeteiítes  á  los  Tribonalee  de  esta  proTiada  para 
conocer  dd  reonrso  intevonesto  por  d  Abogado  del  Eatado  contra  D.  San- 
-toa  Bodrígnea,  sin  perjoido  de  toe  aooeeorias  qne  para  la  defensa  de  Um 
dttecbos  de  qoe  se  crea  adeudo  entienda  la  Administración  le  correspon* 
da  ejerdtar  ante  loa  Tribonalee  de  la  joriadicdón  ordioaria;  y  digaae  al 
Tiibnnd  prorineid  qoe  en  lo  socestro,  so  loa  pldtoe  qoe  prommra 
el  Abogado  dd  Estado  contra  lee  reeoiodonea  administraüvaa»  ledTae  á 
loa  intereses  públicos,  emplace  para  eonteatar  la  demaíida  á  los  particolares 
fftToreddos  por  dichas  resolociones,  por  ser  la  parte  llamada  á  defender- 
la8.-^(8entenda  pnblicada  d  18  de  Mayo  de  1892,  é  inserta  en  la  faceto 
de  18  de  Koriembre  dd  mismo  afio.) 
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SBvmciA  (88  de  Mayo  de  1899).— JToai^pie  mUUar.  M^ara  de  jm«- 
^síáa.— 8s  absndve  á  la  Adminiítradón  da  la  demanda  de  Dolía  Maiia  Jo- 
nefa  8arda  Qúmes  contra  (a  Red  orden  de  1.®  de  Jonio  de  1887,  y  ae,<«- 
Ublece: 

jL»  ijiteüBegtttmmté  de  Mohi^  néUUar  dé  1796  oonoeie  áUutMUm 
y  Imbrfamm  gtie  te  cncsen^rcfi  en  loa  etrcMnttofieúu  ga«  dtierwikña  ptnmmm 
para  eldiamte  [úcmrra  el  faüeeimietUú  de  mm  eamuniti^  ¡^  e$ta$  penmnee 
no  $m  idéiiteaepBra  todos  ia$  yentrnae  á  pdeim  $e  teoomoee  eete  dere^o, 
-aíao  queee  rtsmktn  en  la  iarifa  umda  al  mkmo  Beglamenio,  con  arregU  al 
úliimw  empleo  d^fnáadoenmda  por  diekq  ooMoarnte: 

2fi  Qns  d  Reglamento  de  Moniefio  müiíar  exhe  lapo$eeión  del  empleo 
^gmmo  eeüemedeedeel  dia  en  fuenaee  el  derecho  á  U,  y  tolo  eftíetecmHdo 
uobHene  d  Beal  Deepaeho,  en  virtud  del  que  únicamente  pueden  ^eeulU^reo 
aeioi  propioe  de  tal  empleo; 

TS.o  Que  en  loe  tartfae  unidae  á  dtdbo  Bealamento,  al  determinar  lao 
jwfUNmes  que  correeponden  á  loe  viudae  y  huirfanoe  de  loe  müUaree  y  den»- 
minar  he  en^leoe  de  loe  oaueantee,  añade  lafraee  teon  ^erdaoit. 

Ocorridoen  tO'de  Jnnio  de  1886  d  fldlédmiento  de  D.  Mignd  García, 
4ine  Agoraba  eon^  n«m«  !.<>  en  to  aseda  de  reaerta  de  Tenientea  Oprona 
lea  de  la  Goardia  dvih  se  solidté  par  la  demandante,  come  vbida  de  «H* 
^o  a^or,  la  penslte  de  Oorond»  fandándose  en  qoe  correspondía  al  Doa 
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Migoel  nns  Tacante  de  aquel  empleo,  ocurrida  en  7  del  mieiDO  Junio.  Tn* 
eoado  el  oportano  expediente,  ae  diotó  la  Real  orden  impugnada,  oonce- 
dieado  á  la  demandante  la  penaión  aefialada  para  laa  iamiliaa  de  Ten5^n- 
tea  Coroneles,  7  el  Tribanal  Oontencioeo  dictó  la  aentencÍQ,  qne  oontieiio^ 
toa  algiiientea  eondderandoa,  Tiatoe  y  fallo: 

Oonaiderando  qne  el  Reglamento  de  Montepío  militar  de  1796  oonceJe 
á  la*  viudu  y  hnérfanoB  qne  ae  encoentren  en  laa  drcmiatanclaa  qne  de- 
termina, penaionea  para  el  dia  qne  ocurra  el  íalledmlenlo  de  cus  eanaan- 
tea,  y  qoe  eataa  penaionea  no  aon  idénticas  para  todaa  laa  peraonaa  á  quie- 
sea  ae  reconoce  eete  derecho,  aino  qne  ae  regulan  en  la  tarifa  unida  al 
miamo  Reglamento,  con  arreglo  al  último  empleo  diafrutado  en  vida  por- 
dicho  caneante: 

Oonlríderando  qne  el  de  Dofia  María  Joaefa  Ckircía  Oómea  eetaba  en  el 
dia  de  au  fallecimiento  en  posesión  del  empleo  de  Teniente  Ooronel  de  la 
Chiardia  ciril,  pero  no  en  el  de  Coronel,  y  qne  aun  cuando  existiera  va- 
«ante  de  este  último  emplee  á  qne  tuviera  derecho,  ni  llegó  á  aer  propuesto 
para  ocuparla,  ni  á  expedírsele  Real  despacho,  ni  mucho  menoa  á  ejercer 
fancionea  propias  de  dicho  cargo: 

Considerando  qne  el  Reglamento  de  Montepto  milltar'exige  la  poae^ 
aión  dol  empleo  que  no  se  tiene  desde  el  día  en  qne  nace  ^  doreého  á  él» 
y  que  sola  existe  cuando  se  obtiene  el  Real  deapacho,  en  virtod  del  qne 
foioamente  pueden  e}eentarse  actos  proploa  de  tal  empleo: 

Considerando  qne  en  laa  tarifas  unidaa  á  dicho  Reglamento,  ahdeter» 
minar  laa  penaionea  qué  correaponden  á  laa  Tiudaa  y  hnérfknoa  de  loa  mi* 
Htarea  y  denominar  loa  empleoa  de  loa  cauaantea,  afiade  la  ftaae  ceon  ejer^ 
deios: 

Considerando,  por  lo  tanto,  que  al  concederse  por  la  Real  orden  redar 
Biada  á  Dofia  María  Josefa  García  Qómes  la  penden  correspondiente  «1 
empleo  de  Teniente  Coronel  en  ejerddo,  de  que  se  hallaba  en  posesión  sa 
cansante  cuando  ocurrió  au  fallecimiento,  se  ha  atenido  estrictamente  4 
loa  preceptos  consignadoa  en  el  referido  Reglamento; 

Y  considerando  qoe  laa  Reales  órdenes  citadaa  por  la  parte  adora» 
como  resolotorías  de  casos  particulares,  no  tienen  carácter  general  ni  máa 
fversa  obligatoria  que  para  d  aaunto  qoe  reaolvieron,  y  que,  por  lo  tanto, 
no  pveden  aplicsrae  al  oaao  de  autoa,  por  aer  ademáa  centrMiia  á  loa  pre^ 
oeptoa  qoe  contiene  el  Reglamento  de  Mont^ío  militar,  única  legialadón 
aplicable. 

Viatoa  loa  artíenloa  l.o  j  s.o  del  cap.  8 .«  del  Reglamento  de  Montepío- 
nrilkar  de  1796: 

Vista  la  tarifa  de  pendottea  nnida  á  dicho  Reglamento: 

•Fallamoa  qne  defoemoa  díMolTer  y  abselTemoa  á  la  Adadniatradón  ge^ 
aeral  del  Estado  de  la  dUmanda  dedudda  por  Doña  María  Josefa  -Oarcia. 
«ontra  la  Real  orden  expedida  por  el  Miniatnlo  de  la  Guerra  en  1.®  de 
Joiiie  de  1687,  la  cud  queda  firme  7  aubdstente.---<Sentenda  publicada 
el  a8  de  Mayo  de  189S,  é  inserta  en  la  boceto  de  18  de  Koyiembra  del 
mismo  afia) 
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8BKTKKCXA  (10  de  lúyo  de  1891).— £rph)plad^  Jmtíij^rtmÁtfinM», 
~-8e  retoca,  en  parte,  la  Real  orden  de  18  de  Septiamhre  de  1890,  impng- 
saila  por  t>.  Antonio  Agofrre,  y  ae  eatahleoee 
l.<^    QíM*  Ukleyt$ptdal  de  Entrnohe  de  18T6^  tuyej^ríne^  ekjéh  fmt 
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fteüiínr  ^fmhetíar  Im  Cómtrmemnm  en  púrajei  maquen»  existieran  y  e9  de^ 
Jttka  mUfior  áia  áe  Exfr^piaeián  fmtttmm,  y  etta  Uy  posterior,  éUetada 
pmm  el  desarroUo  y  tmHp&mimUo  M  precepto  eontenido  en  el  art.  10  de  Jet 
(ymM%íiúm  de  la  Momarquia^  noeede  earáeter  general  y  íMrticular  á  todos 
Issauoien  §««  se  trate  de  la  propiedad  ttmméble,  ugún  la  terminante  é^spo* 
sitian  de  sst  art.  1.^ 

M,9  Qmepor  etío^  aadmiik^  la  eg^Uoaeián  única  ó  preferente  de  la  ley  de 
Snsam^  eqmwdéfia  á  destruir  las  aarantias  que  la  de  10  de  Enero  de  1879- 
sems^né  en  sahaymardia  dd  sagrado  derecho  de  propiedad  y  la  infracción 
numi^esta  de  sm  precepto  oonstitmeional: 

3L«  Qne  entre  otras  dewtosítraeionea  qne  pudieran  hacerse  de  este  aserto, 
eaasta  coau>  frineipal  la  deque  si  se  prescindiera  de  la  ley  referida  en  el  jus- 
tipreeio  del  inmueble  expropiahle,  jf  en  especial  de  la  disposición  con^nida  etk 
su  art,  34^  qne  Umita  las  facultades  de  Us  Gobernadores  de  provincia  para 
de^rmiinar  precio  entre  el  mínimum  y  el  máximum  señalado  por  los  peritos^ 
de  las  partes  expropiante  ff  expropiada^  podria  darse  el  caso  inadmisible  da 
qne,  sin  que  cupiese  exeneián  de  responsabilidad,  aquellas  Autoridades  Jijasen' 
amOdades  nctoriamente  exiguas  ó  exeenvamente  alias  como  precio  awmable, 
M  más  razón  que  su  opinión  arbitraria; 

Yd/*  Que  la  ley  de  Rx^propiadón  forzosa  en  su  art  6S  derogó  todas 
ks  le^es^  decretos,  reglamentos  ú  órdenes  eonlrarias  á  la  misma,  d  cuyo 
precepto  derogatorio  hay  que  someter,  por  tanto,  en  primer  término,  no- 
sóh  las  disposiciones  que  se  la  opongan  del  cap.  5.o  del  Éeglamento  de  13  de 
Junio  de  1879,  sino  también  las  de  la  ley  de  23  de  Diciembre  de  1876  y  su 
M^Umento  de  19  de  Febrero  de  1677. 

Acordado  por  el  Ayontamiento  de  Madrid  la  completa  apertura  de  laa 
Ues  de  Velásqaes,  Húñez  de  Balboa  y  Villaniieva,  la  Comisión  monici- 
pal  de  Ensanche  convocó  á  reunión  á  loa  propietarios  de  terrenos  sobre 
la  nueva  vía,  determinándose  en  aquélla  el  precio  de  la  expropiación.  El 
expropiado  J>.  Antonio  Aoniirre  impugnó  la  tasación  practicada  por  el  Ar- 
quitecto municipal,  y  aprobada  ésta  por  aquella  Corporación,  ba  alzó  el  de- 
mandante contra  este  acuerdo,  dictándose  por  el  Ministerio  de  la  Qober- 
nación  la  Beal  orden  reclamada,  confirmatoria  de  dicho  acuerdo,  determi- 
nando como  únicamente  aplicable  al  caso  la  legislación  de  ensanche;  y  el 
l'ribnnal  Contencioso  pronunció  la  sentencia  que  coutieneu  los  siguientes 
eoipiderandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  la  Real  orden  impugnada  de  18  de  Septiembre  de 
189Q  declara  en  primer  logar  que  la  legislación  aplicable  al  caso  de  que  se 
trata  es  la  ley  de  Ensanche  de  poblaciones  solamente;  en  segundo,  qne  el 
Ministerio  de  la  Gobernación  es  el  competente  para  atender  y  resolver  en 
el  asento;  en  tercero,  la  confirmación  del  acuerdo  del  Gobernador  de  la 
piOTincia  de  Madrid  de  39  de  Diciembre  de  1886,  y,  por  último,  dispone- 
la  e|ecución  de  los  acuerdos  y  resoloéiones  que  consintieron  los  propieta- 
rios interesados  en  la  apertura  de  la  calle  de  Velázquez,  á  excepción  de 
I>.  Antonio  Agulrre,  para  qne  no  pudiera  sufrir  demora  su  cumplimiento 
por  virtud  del  recurso  contencioso-admlnistrativo  que  aquél  pudiera  in- 
teponer  y  ba  interpuesto: 

Considerando  que  de  estos  cuatro  extremos,  los  únicos  qne  pueden  dar 
Ingar  á  disensión  y  íSsIlo  en  este  pleito  son  el  primero  y  el  tercero,  en 
tnanto  alacia  á  los  dersehos  alegados  por  el  actor;  pero  no  el  segundo,  qne 
no  Im  sido  objete  d«  Impogosdón  en  la  demanda,  ni  el  última,  qne  ade- 
ikiis  en  nada  perjiÉdica  al  demandante: 

Oónsidsnutdo  respecto  de  la  enestión  essnefad  del  pleito,  ó  sea  la  de  si 
Is  sspropladán  de  la  linca  de  D.  Antonio  Agnirrs  debió  regirse  por  la  1er 
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««pecial  de  Eosaache  de  pobladooM  de  ti  d»  Dieiesbra  de  18t(l»  ó  por  la 
general  de  Expropiación  íorsoaa  de  10  de  Eneco  de  lB7ft,  <}aeai  bien  p^ 
tratarse  de  un  inmueble  que  derra  y  tecmimiiKir  ia  eaUe  de  Aléala  I»  de 
Veláaquei,  enclavada  en  la  sona  de  enaanche  de  Madrid,  j  ann  emtmAf^ 
éata  ae  baila  ya  unida  á  la  pobladé%  pasap»  qoe  debieran  serle  aplicable* 
loB  preceptor  que  al  enaancbe  ae  refieren,  hay  que  tener  en  eoenta  pat» 
eatimi^r  lo  contrario  que  la  ley  emdal  de  lS7f ,  cuyo  principal  objeto  foé 
fadlitar  y  fomentar  laa  coaatraecionea  en  parajea  en  qoe  no  existieran,  e« 
de  fecha  anterior  á  la  de  Expropiación  lonosa^  y  que  esta  ley  posleiior^ 
dictada  para  el  deearroUo  y  cumplimiento  del  precepto  contenido  en  ol  ar- 
tículo 10  de  la  Oonstüudón  de  la  Monarquía^  no  es  de  caráetergeneral  y 
pertinente  á  todos  los  casos  en  que  se  trate  do  la  propiedad  inmueble^  se- 
gún la  terminante  disposición  de  so  ari  l.<h 

Ck>nsiderando  que  por  ello,  el  admitir  la  aplieadén  única  6  preferente 
de  la  ley  de  Enaanche  equivaldría  á  destruir  las  garantías  que  la  de  10  do 
Enero  de  1879  consignó  en  salvaguardia  del  sagrado  derecho  de  propiedad 
y  la  infracción  manifiesta  de  un  precepto  constitucional: 

Oondderando  que,  entre  otras  demostradones  qoe  pudieran  haoeise 
de  este  aserto,  existe  como  príndpal  la  de  que  d  se  presdndiera  de  la  1^ 
referida  en  el  justiprecio  del  inmueble  oxpropiable,  y  en  especial  do  ik 
disposidón  contenida  en  su  art.  84,  que  limita  las  facultades  de  los  €K>ber- 
nadores  de  provincia  para  determinar  precio  entre  el  mínimum  y  d  in4> 
ximum  señalado  por  los  peritos  de  las  partes  expropiante  y  expronlads^ 
podría  darse  el  caso  inadmidble  de  que,  sin  que  cupiese  exención  de  reo* 
poDsabüidad,  aquellas  Autoridades  fijasen  cantidades  notoriamente  exK 
guas  ó  excesivamente  altas  como  precio  abonable,  sin  más  rasón  que  se 
opinión  arbitraría: 

Considerando  además  que  la  ley  de  Expropladón  forsoia  en  su  ari  8S 
derogó  todas  las  leyes,  decretos,  reglamentos  ú  órdenes  contrarias  ale 
misma,  á  cuyo  precepto  derogatorio  hay  que  someter,  por  tanto,  en  prí» 
mer  término,  no  sólo  laa  disposiciones  qué  se  la  opongan  del  cap.  6.^  det 
Beglamento  de  18  de  Junio  de  1879,  dno  también  las  de  la  ley  de  8S  de 
Diciembre  de  1878  y  su  Reglamento  de  19  de  Febrero  de  1877; 

Y  considerando,  en  su  virtud,  que  por  haberse  prescindido  de  la  ley  de 
Expropiación  forzosa  en  la  instrucción  y  resolución  del  expediente  pare 
expropiar  á  D.  Antonio  Aguirre  la  parte  de  solar  y  fábrica  del  inmueble 
de  BU  propiedad  sobre  que  versa  el  pleito,  adolece  dicho  expediente  dautt 
vicio  sustancial  que  lo  invalida.   . 

Visto  el  ari  10  de  la  Oonstitudón  de  la  Monarquía  de  80  de  Junio 
de  1878: 

Visto  el  ari  U  de  la  ley  de  82  de  Bidembro  do  1876  pfra  x^uladBar 
el  ensanche  de  las  pobladones: 

Visto  el  art.  19  del  Beglamento  de  19  de  Febrero  de  1877  para  le  Sa- 
cudón de  la  ley  anterion 

Visto  el  ari  t9  de  la  ley  de  Expropiación  forzosa  de  10  de  Enero  de 
1879: 

Visto  el  art.  107  dd  Beglamento  de  18  de  Junio  de  1879  para  la  ^jeca- 
don  de  la  ley  anterior; 

Fallanaos  que  debemos  declaiar y  dedaramos:  piüneroi  qoe-  la  Insteno* 
Otón  y  resoleeión  dd  expediente  pare  le  ezpvopiadén  do  la  Anee  do  Ams 
Antonio  Aguirre  y  Días  ha  debido  ajostaies  á  loe  preospAos  de  la  l^y  do 
Expropladón  forsosa  de  10  de  Eneto  de  1879;  segundo,  que  por  no«  he- 
Wse  cumplido  aquellos  preceptos,  m  JvUo  todo  lo  aoUiado  en  d  nílf  rido^ 
expediente  en  perjuido  do  los  dovedios  del  donumdaele,  Y  eo.oe 
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caeoda,  leToeamoi  la  Real  orden  de  18  de  Septiembre  de  1890  en  cnanto 
«e  oponga  á  eetaa  deelaraciones  y  en  loe  extremoe  de  la  miama  qne  ha»^ 
aldo  objeto  del  preeente  litigio. 

•  « 

BMatiendo  del  parecer  de  la  mayoría  en  eata  sentencia  trea  Oonaeje- 
lea  MinietnW,  formoiarou  el  elgeienle  yeto  particnlar: 

AeeplaBido  loe  reeoltandoa  y  loe  dos  prlmeroa  conaiderandoa  de  la  etn- 
Miela  f«e  antecede: 

OMttld^tado  ademáe,  qne  por  tratarse  de  nn  edificio  eitnado  en  la 
Bona  de  ensanche  de  Madrid,  la  ley  aplicable,  ▼  por  la  qae  debe  regirse  la 
expropiación  del  miamo,  ee  la  de  12  de  Diciembre  de  1878,  pneato  qne  por 
sn  earácter  especial  no  pnede  suponerse  qne  haya  sido  derogada  por  otra 
algona  general,  y  porque  la  miema  ley  de  Expropiación  forsoea  de  10  de 
Raero  de  1879  la  respeta  al  eonsagrar  la  sección  6.«  de  sn  tit.  t.o  A  la  re- 
loiVM  de  laa  grandes  poblaciones,  haciendo  referencia  á  la  loy  especial  de 
Hasanche,  oonfirmándolo  así  el  texto  del  art  107  del  Reglamento  de  18  de 
Jnnlo  del  mismo  alio  1879: 

Considerando,  en  sn  virtad,  qne  no  son  admisibles  las  alegaciones  reía- 
tifas  A  las  infracciones  qne  el  actor  supone  de  la  Iegi8laci<3ti  de  expropiación 
teaosa,  y  qne  únieamente  cabe  disentir  y  resolver  en  este  pleito  respecto 
é  laa  qne,  en  retádón  ;Con  Hi  ley  de  28  de  Diciembre  de  1878  y  sn  Regla- 
iMoto  de  19  de  Febrero  de  1877,  también  ha  dednddo: 

Oonslderando  que  por  haberse  citado  en  los  periódicos  oficiales  á  loa 
pvopletarloa  interesados  en  la  apertura  de  la  calle  de  Veláxqaes,  entre 
«üoa  á  D.  Antonio  Agnlrre,  para  la  reonión  en  qne  habís  de  eonrenirse  el 
precie  y  cesión  en  an  oaao  de  parte  de  loe  terrenos  objeto  de  la  expropia- 
ción, y  por  no  exigir  la  ley  ni  el  reglamento  qne  el  Gobernador  en  la  ta- 
sación definltlTa  de  la  finca  hvMera  de  seflalar  precio  precisamente  entre 
el  mínimum  y  el  máximum  fijado  por  loa  peritos  de  las  partes  expropian- 
tea  y  expropiada,  no  puede  aostenerae,  ni  conforme  al  art.  11  de  la  ley  de 
1878,  ni  al  ti  de  sn  Reglamento,  qne  el  expediente  adoJeaca  de  vicio  al- 
guno de  nnlidad^  y  sí,  por  el  contrario,  qne  han  tenido  debido  cumpli- 
miento aquellos  preceptos  y  los  demás  aplicados  de  la  ley  y  reglamento 
veleridoa; 

T  eonaideran^,  por  úlUmo,  que  no  existe  ni  pnede  existir  la  lesión  que 
M  aetor  aupone  en  el  fuetipreolo  de  su  finca,  puesto  que  no  sólo  el  articu- 
ló 11  concede  á  los  €M>émadoree  amplias  facultades  para  valorar  sin  su- 
JecMn  laa  tasaeionea  peiiciales,  sino  que  el  precio  de  los  terrenos  quedó 
éefinHivamente  fijado  y  eeiMentido  en  lasedón  de  18  de  Julio  de  1881, 
cMgatoria  para  Agnirre,  según  la  disposición  contenida  en  el  art  81  del 
diado  Regfamentü  de  19  de  Felnrero  de  1877. 

Vistas  las  disposicionea  legales  preinsertas.  El  voto  de  los  Cons^Jeroa 
Mlnlsftros  que  suscriben:  qne  se  debe  absolver  á  la  Administración  gene- 
tal  del  astado  de  la  demanda  interpueita  á  nombre  de  D.  Antonio  Agnirre 
7  Días,  eontra  la  Real  oi<den  expedida  por  el  Miniaterio  de  la  Gtobemaeión 
en  18  de  Septiembre  de  1890,  declarándola  firme  y  subsistente.— Ángel 
Marfa  Dacartete^-^caé  María  Tal  verde.— José  Ifúfies  de  Prado.— (Sen- 
tencia publicada  el  80  de  Mayo  de  1893,  é  Inserta  en  la  Gaceta  de  18  de 
üevlembre  d^  mismo  afio.) 
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SBNTESoiá.  (80  de  Mayo  de  IS92).-^ DemmorHMación.  Biene$  fxóepinaiim 
-como  de  aprovechamiento  común.Se  revoca,  en  parte,  la  Real  orden  de  IS 
de  Didembre  de  1888,  imfHígnada  por  D,  Antonio  Bellver,  f  ee  efteVIece: 

l.o  Que  demiitrada  la  wieta  y  paeifica  p^eeM^  p  propiedad  en  i¡m  ^m 
particular  9e  halla  de  um$  oienei,  es  evidente  0m  no  pnódemiteranotl<$ia4o 
posesorio  por  la  Administración  activa,  que,  por  el  contrario,  deke  respsíaréos 

Y  2  o  Que  las  acciones  oportunas  para  4Íftener  la  deelaraoióm  dé  pnspkdaá 
^óbre  unos  bienes,  sólo  oabe  ejercitarlas  ante  los  Tribunales  de  la  jurisditmém 
ordinariay  promoviendo  al  efecto  la  demandé  correspondiente. 

Por  la  Real  orden  reclamada  se  exoeptnaron  de  U  deeanwrtiíatk^o^ 
eomo  de  aprovechamiento  común,  anoe  bienes  del  Ayuntamiento  de  Ta- 
bernas. Habiendo  solicitado  un  particular,  del  Ministerio  de  Hacienda, 
•qae  Be  considerasen  exceptuadas  oorao  de  aprovechamiento  común  «ñas 
ancas  de  en  propiedad  entre  aquéllos  comprendidas,  acompafiando  «I 
efecto  los  títulos  justificativos  de  su  derecho,  se  acordó  por  dicho  Ce^txo 
'Conservar  en  vigor  aquelU  resolución,  declarando  ^ue  la  documenfslrtii 
presentada  por  el  D.  Antonio  no  ofrecía  indicio  alguno  contrario  á  !•  Ift- 
gitimidmd  y  flrmesa  de  los  derechos  de  propiedad  que  Invocaba  sobre  loa 
mencionados  bienes.  Y  el  Tribunal  Contencioso  dictó  la  sentencia,  q«« 
«ontiene  los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  la  cuestión  del  presente  pleito  se  reduce  á  detona 
car  si  deben  considemrse  exceptuados  de  la  desamortisación,  como  péna- 
«eoientes  al  común  de  vecinos  del  pueblo  de  Tabernas,  las  178  heotáieaa 
de  terreno  que  Bellver  alega  ser  de  su  exclusiva  propiedad: 

Considerando  que  por  los  documentos  aportados  por  Bellver,  asi  aa  la 
Tía  gubernativa  como  en  la  contenciosa^  se  acredita  la  posesión  y  propla- 
-dad  en  que  ee  halla  de  los  seis  trozoa  de  terreno  que  componen  la  ^xpae- 
aada  superficie,  toda  yes  que  oonstaa  inscritas  en  ed  Registro  de  la  pv«>- 
piedad  desde  1881  las  dos  suertes  de  tierra  de  mont^  una  en  los  LlamM^ 
-de  118  hectáreas,  y  otara  en  el  paraje  de  Moray  la,  de  67  heetáreast 

Considerando  que  el  mismo  Ayuntamiento  de  Tabernas  ha  reoonoelda 
la  posesión  legítima  en  que  se  halla  Bellver  de  los  expresados  tenrea^^, 
dado  que  en  acuerdo  firme  de  11  de  Febrero  de  1883,  y  en  virtnd  á^  km 
documentos  que  dicho  interesado  presentó,  resolvió  que  no  estaban  in 
'Clnídos  en  la  subasta  de  espartos  de  montas  comunales  qoe  la  expresada 
▼illa  trataba  de  efectuar,  y  además,  al  ejecntarae  la  misma  Real  orden  isa- 
pngnada,  el  propio  A  jmntamianto  de  Tabernas  dej6  de  lomar  poseitíén  4a 
los  indicados  terrenos,  porqoe  reconoció  que  eran  de  la  pertenencia  del 
demandante,  en  virtud  de  los  documentos  qne  exhibió: 

Considerando  qne  la  Administraron  activa  ha  reconocido  aaimiaaialn 
procedencia  de  la  redamación  del  actor,  puesto  qne  en  la  Real  orden  da  4 
de  Julio  de  1891  ka  consignado  qne  .el  conjunto  da  la  docdmentación  |ira- 
aentada  por  Bellvar  no  ofrecía  indicio  alguno  contrario  á  la  legitimidad  y 
firmesa  de  los  derechos  que  Invocaba  sobre  loa  mencionados  terrenos:  - 

Considerando  que  demostrada  la  quieta  f  pacifica  poseaión  en  qaa 
Bellver  se  halla  de  sus  fincas,  es  evidente  que  no  puede  alterarse  al  astMo 
posesorio  por  la  Administración  activa;  que,  por  el  contrarío,  debe  respe- 
tarlo: de  donde  se  infiere  que  proeede  la  revocación  de  la  Real  orden  redn- 
mada  en  la  parte  qne  estima  qne  los  referidos  terrenos  deben  conaideraxan 
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«xeeptnadM  ^  U  dtMmoftíaadióiif  p^rtieiido  del  enóneo  sopoetto  de  on« 
M  hsllft  ea  Ja  pooiidn  y  «o  el  aprevecliMnieftfte  de  dloe  el  pneUo  de  Ta- 
bernai: 

CoAádenuido  qam  eeto  ao  impide  4«e  el  Ayuntamiento  de  Tabemaa,  é 
el  EiMo,  en  eo  eeeo,  paedea  eterdter  lae  aeoionee^poftanee  para  obteacr 
«D 10  ítTor  la  dedareción  de  propiedad  sobre  loe  indioadoe  bienee,  uxi^»- 
oes  qoo  iólo  cabe  ejercüar  aaie  loa  TríboDalee  de  la  joriediceióa  ordinanai, 
pfomoTlondo  al  afecto  la  demanda  oerreepoadieDte; 

Y  coDddefando  qoe  lee  raionee  expueetae  jaetiflcan  la  aatoriuoióii 
coDcedida  al  Fieeal  en  la  Beal  orden  de  19  de  Febrero  de  189S  para  alia 
aaite  á  la  demande  qae  be  dado  origen  é  eete  pleito. 
Vieto  el  art  lí4  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888: 
Vteto  el  art  4.*  del  Jteal  deereto  de  10  de  Julio  de  1865: 
Fallamoe  qne  debemoe  rerocer  y  revaeamoe  la  Beal  orden  impugnada 
de  18  de  Dieienibre  de  1888  en  la  parte  en  qae  eonaidera  exceptnadoe  da 
la  deeamortiaacíén,  eomo  perteneoieatee  al  común  de  yecinoe  de  Taberaae, 
\u  m  hectáreaa  de  terreuo  de  qoe  el  demándenle  D:  Antonio  Belhrer  y 
Qaa  ha  jnetiAeado  ballarae  en  poeeeión  y  tener  ineeritaa  á  ea  nooLbffe  eu 
elBegiatro  de  la  propiedad  4  titalo  de  dominio^  deelarando,  ea  en  Tirtad« 
que  loe  expreeadoe  terrenos  ne  debea  eetimaree  comprendidoa  entra  lea 
exoeptoadoe de  la  deeemortíeación,  per  no  faaberee  demoeliado  qne  ae  ha- 
lla en  la  poeeeión,  diaf  rute  y  aprovechamiento  de  elloe  el  común  de  yecinoe 
de  Taberaee.— (Senteada  publicada  al  80  de  Mi^^o  de  1892,  4  inserta  en  la 
Sateta  de  28  de  Noviembre  del  miamo  afio.) 
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Airro  (31  de  Mayo  de  1892).— Deman/ia  eonteneio$a,  DommenUm  atljun- 
iOi.--Se  revoca  el  auto  dictado  por  el  Xribnnal  local  de  Filipinae  en  20  oa 
Jallo  de  1889,  apelado  por  D.  Antonio  Vizqaez,  en  pleito  con  la  Admii>)e- 
UedóB  sobra  deredio  á  ana  asalta  como  Ooatador  de  la  Aduana  da  Ma- 
sila,  y  ae  eelablaae: 

Í.o  Que  $i  bien  el  Mieglammh  de  oédulat  pencmale$  exige  eem»  r^gla  ge- 
ímalfueéBprtBenU  la  cédula  0ot^lúBeiorito$  que  96' aáu$ean  ante  he  7Vi6a 
ndee,  e9te  éoeumente  ne  aparece  eompreudido  entre  he  que  neeeeariamenU 
km  de  acompañará  íoe  rtcureoe  mioiando  la  vía  eonteneioea  para  que  eraa 
admitidoB,eefAm^art.  36  étl  Real  deereto  de  23  de  Noviembre  deJ8Ba^  /mt 
k  que  la  falta  de  preeentaeián  de  la  cédula^  cuando  acurra,  ee  e^bManahi^; 

Y 2.0  Queeegúnelart  472  del  Beglamento  de 29  de  J[>ieiembre  de  1390. 
«o  puede  el  Tribunal  Conteneioeo  fallar  tobre  ningún  punto  quenoee  kubime 
propuedo  á  la  decisión  del  Tribunal  inferior,  calvo  ei  ee  tratase  de  la  eueitíót 
de  incompetencia  dejnriedioeián  por  nutén  de  la  materia^  con  arreglo  al  H- 
telo  1.0  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1S88. 

Presentado  por  el  demandante  un  eecrtto  iniciando  el  procedimiento 
contendoeo  ooatca  aa  acaerdo  de  la  Intendencia  de  Hacienda,  denegaiu 
río  del  derecho  de  aquél  á  ana  malta  por  apreheneión  de  una  partida  4a 
plata,  manifeeté,  que  no  pudiendo  exhibir  eu  cédula  pereonal,  indicaba  el 
«bneía,  fecha  y  punto  de  ezpedicién  de  la  míeoia.  £1  Trlbaaal  local  .áictK% 
el  anto  apelado,  nafrando  al  P»  Antonio  el  dereoho  á  entablar  la  carre« 
pondieata  demanda  por  la  no  preeeatación  de  dicho  doonmento,  y  el  da 
lo  Ckmteneíoee  pranoaeié  el  qaa  oootiene  loa  aigoientea  oonaiderandes^ 
vistee  y  fallo: 
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Oonsldanuido  qae  si  bien  el  BegUmeato  de  oMaUe  pe^eonalee  ezige^ 
como  regla  genend  qoe  se  ipresente  Is  cedáis  eon  los  ssemos  que  sesdos- 
«an  snte  los  Tribanales,  este  docamento  no  aparece  comprendido  eotr» 
losqse  neeesaríaoMnte  han  de  aeoaapafisr  á  los  recoffsos  inicisndo  la  tía. 
«sttÉSBelosa  para  quesean  admitidos,  según  el  «rt.  S4  del  Besl  decreto  d* 
St  de  Noviembre  de  188d;  por  lo  que,  la  íaUa  de  presentación  de  la  cédala 
osando  ocurra,  es  snbssnable,  j  en  el  caso  presente  apareoe  ssplida,  puesta 
^oe  resalta  por  fe  de  Notario  qoe  el  11  de  Janio  de  1889  tenía  D.  Anto- 
ido  Vásqaes  en  sa  poder  ei  dooomento  qse  debió  exhibir  el  lé  del  dicho 
anes  y  que  refeHa  en  sa  escrito;  j  por  lo  tanto,  qoe  había  satisfecho  el 
impuesto  especial,  que  es  el  fin  á  qoe  obedaoe,  fMura  comprobar  la  antedi- 
eha  presentación: 

Gonskierando  qoe  no  cabe  resolver  en  esta  segonda  Instancia,  respecto 
á  si  el  recurso  presentado  despoés  de  los  tres  meses,  oompotados  á  rtsón 
de  treinta  días,  á  contar  de  la  notíftcaeióD,  se  halla  dentro  del  plaso  legal, 
porqoe  este  punto  no  ha  sido  propaeeto  en  la  primera  instancia,  j  según 
el  art  472  del  Reglamento  de  le  de  Diciembre  de  180(>,  no  poede  este 
Tribunal  falkr  sobre  ningún  ponto  que  no  se  hubiese  propuesto  á  la  de- 
cisión del  Tribunal  inferior,  salvo  si  se  tratase  de  la  coestión  de  incompe- 
esnda  de  jurisdicción  por  rssón  de  la  materia,  con  arreglo  al  tit  Ifi  de  la 
ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  en  cuyo  caso  no  se  halla  el  extremo  de 
i|aese  trata; 

Se  revoca  el  auto  recurrido  de  SO  de  Julio  de  1880,  y  devoólvase  el 
lollo  ai  Tribunal  local  de  Filipinas  para  lasostsnoisción  del  Htigio.  Poblí- 
quese  este  auto  en  la  Oaceta  de  Madrid,  é  insértese  oportunamente  en  la- 
VoleGción  legislativa.-^Aixto  fecha  81  de  Mayo  de  1892,  ó  inserto  en  li^ 
0€t6eia  de  23  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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SsxmMoiA  (31  de  Mayo  de  1802).— Ctous  jNufoot.  .ateas  ie  sermiof. — 
Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Jenaro  Vaiera  con- 
Isa  la  Real  orden  de  11  de  Julio  de  1891,  y  se  establece: 

i.o  Que  oonfarfñé  á  loprevenido  en  el  art.  ifi  del  Bealdeerete  d^lSde 
Jm^  de  165^,  109  ^Ubñlterncm  no  tienen  el  carácter  de  fnnáanarios  púbUcoe; 

F  j9.*  Qss  en  virtud  de  lo  que  Oepone  el  orí.  6/*  del  miemo  Seal  decreto, 
las  eubaltetnoe  no  tienen  cpdán  á  éuddo  de  eeeaníia  y  iubÜaoiéi^  ni  por  tmUa 
procede  elébono  dd  tiempo  eervido  con  e$e  carácter^  oupueeto  que  dlAo  ar- 
Henio  concede únicamenie  talabono  á  loo  empleadoe  de  la  quinta  categoría,  á 
— ' — I  también  nieffa  derecho  á  eneldo  de  ceeautia  y  jubilación. 


Por  la  Real  orden  Impugnada  se  negó  al  demándente  el  abono  del  tiem* 
po  servido  como  portero  de  la  Tesoreriade  Qadeiida  de  Jaén,  oon  nom» 
bramiento  de  la  Dirección  del  Tesoro,  y  el  Tribunal  Contencioso  dictó  la 
sentettcis  que  contiene  los  siguientes  considsssndos,  vistos  y  Mío: 

Considerando  que  Is  única  cueHióii  que  se  discute  ea  este  pleito  se  re* 
dnee  á  determinar  ai  ^demandante  tiene  ó  »o  derecho  si  abono  para  |n* 
biiadón  del  ti<mpo  transcorride  desde  18  de  JuHo  de  1867  basto  18  de 
Abril  de  1884,  que  sirvió  como  portero  de  Is  Tesorsvís  de  Hacienda  pá- 
bUca  de  Jaén:  con  nombramiento  de  la  Dirección  del  Tesoro: 

Conaiderando  que  conforme  á  lo  prevenido  en  el  añ,  l.e  déí  Real  de- 
creto de  18  de  Junio  de  t882,  vigente  cuando  D.  JsMve  Velera  pssstó  los 
jp^eridos  servicios,  los  subalternos,  concepto  en  que  sin  dodU.  alguna 
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m  ballm  comprendido  «I  cargo  deaempeflado  por  «qoél,  no  tionen  el  c» 
ládM  de  f  oncionarioe  públicoe: 

CkkBciderMido  que,  en  virtod  de  lo  que  diepone  el  art  6,0  del  miemo 
Beal'deereto,  loe  eabaltemoe  no  tienen  opción  á  eneldo  de  ceeantía  7  jabí- 
kddií,  ni  por  tanto  procede  el  abono  del  tiempo  eeryido  con  etecarácter^ 
•opoeito  qne  dicho  arlicnlo  concede  únicamente  tal  abono  á  loe  empleadoe 
de  la  qninta  categoría,  á  qnienee  también  niega  derecho  á  eneldo  de  ce- 
■astiaj  jubilación. 

Vietoe  loe  arfclonloe  l.o  j  6.0  del  Real  decreto  de  18  de  Junio  de  186S: 
Fallamos  qne  debemoe  abeolver  y  abeolvemoe  á  la  Administración  ge- 
neral del  Kst»do  de  la  demanda  deducida  por  D.  Jenaro  Valere  Jiménea 
contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  1  i  de  Julio 
de  1891,  la  cual  queda  firme  y  subsietenie.— «(Sentencia  publicada  el  81  de 
Mayo  de  1803,  é  inserta  en  la  Oaceta  de  28  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Auto  (81  de  Mayo  de  iS92).^Eoooepcione$  diiataria$.  Incompetencia  de 
jwntáÁoción. — Se  revoca  el  auto  diotado  por  el  Tribunal  de  Albacete  en  20 
de  Ufoyo  de  1890,  y  se  admite  la  propneeta  por  D.  Nicolás  Mufiox  y  litiso- 
dos,  en  pleito  con  la  Administración  sobre  nulidad  de  nn  deelinde,  y  se 
establece: 

1.®  Que  $egún  se  ditpone  en  el  úUimo  párrafo  del  art.  7S*  de  la  ley  de 
13  de  Septiembre  de  18S8,  el  plato  para  que  la  AdMiniitración  en  cual- 
pdera  de  tute gradoe  pueda utüizar  el  recur$o  conteneio9oadminiitrativo,  es 
d  de  ire$  me$e$,  contadoi  deede  el  dia  tiguiente  al  en  que  por  quien  correspon- 
da te  deciare  leiiva  para  la  intetcMee  de  aquélla  la  resoluoión  impugnada: 

2fi  Que  eegún  el  art.  94dela  mitma  tey^  loe  plaxoe  que  ésta  eeñalapor 
me$e$,  $e  entenderán  de  treinta  diai: 

3.®  Que  el  hecho  deinterponer  el reemwcontencioeo-adminieiratko  fuera 
i€  lo$]^£08fijado$  en  el  art  7.*delaleff  orgánica  de  e$to$  Tt^nalee,  pro- 
duce incompetencia  de  juriediocián  para  conoctt*,  en  tririud  deloqueconeigna 
tlort46áela  eamreeada  l»ff; 

Y  Bfi  Que  eóío  OMando  se  iemtieslre  nníoria  temeridad  en  loe  liHganteB  al 
muener  st»  acetan^  procede  la  condena  en  eoetae,  á  tenar  del  art.  93  de  la  ley 


Por  Real  orden  de  2  de  Octubre  de  18S9,  se  dedavó  lesiva  para  la  Ad- 
siinisttación  una  providencia  del  Oobemador  de  Albacete,  aprobando  el 
deslinde  del  monte  del  Estado  cOafiada  de  Provencio>,  coa  motivo  de  los 
límites  que  aseguraron  tener  D.  Nicolás  Mufioz  y  otros. 

Recurrida  esta  providencia  en  vía  contenciosa  por  el  Abogado  del  Es- 
tado, se  propuso  por  el  D.  Nicolás  la  menctonada  excepción,  por  presenta- 
ción del  recurso  fuera  del  término  legal,  ideado  desestimada  ésta  por  el 
auto  revocado,  qne  apeló  dicho  sefior.  Y  el  Tribunal  contencioso  dictó 
el  que  contiene  los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que,  segón  se  dispone  en  el  último  párrafo  del  art.  7.o 
de  U  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888,  el  plaso  para  qne  la  Administración 
an  caalqniera  de  sus  grados  pueda  utllisar  ei  recurso  oontencioeo-adminis 
tiatifo  ee  el  de  tres  meses»  contadoa  desde  el  día  sigdiente  al  en  que  por 
qiden  eorresponda  se  dedáre  lesiva  para  loe  intereses  de  aquélla  la  rsso- 
iadón  impugnada,  y  com6  el  ar¿  94  de  la  misma  ley  expresa  que  los  pía- 
los que  en  ella  se  sefialan  por  meses  ee  entenderán  de  treinta  dias,  es  evi- 
TOMO  á5  26 
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dente  qaeel  presente  reonreo,  tdaddo  el  día  2  de  Enero  de  1800  «nto  el 
Tribanel  provincial  de  Albacete,  lo  fué  faera  del  placo  legal,  poeeto  que 
expedida  el  2  de  Octubre  de  ÍB9%  la  Beal  orden  qae  declaró  lealro  á  loa 
intereeea  de  la  Adminiatraoión  el  deslinde  de  qne  se  trata,  el  plaso  pam 
interponer  el  recncso  empesó  á  correr  el  día  8  d^  antedicho  mes  de  Oci«- 
bre  y  espiró  el  día  81  del  mes  de  Diciembre  siguiente: 

Oonsiderando  qoe  el  hecho  de  interponer  el  recurso  oontenciosoadmi- 
ministrativo  fuera  de  los  plazos  fijados  en  el  art  7.0  de  la  ley  orgánica  ém 
estos  Tribunales,  produce  incompetencia  de  jurisdicción  para  conocer,  en 
virtud  de  lo  que  consigna  el  art.  46  de  la  expresada  ley: 

Oonsiderando  que  sólo  cuando  se  demuestre  notoria  temeridad  en  Yon 
litigantes  al  sostener  su  acción,  procede  la  condena  en  costas,  á  tenor  del 
art  98  de  la  ley  citada,  y  en  el  caso  del  litigio  no  aparece  comprobado  que 
se  haya  procedido  con  temeridad  por  ninguna  de  las  partes. 

Vistos  los  artículos  7.o,  46,  98  y  94  de  la  ley  de  18  de  Septiembre 
de  1888; 

Se  revoca  el  auto  dictado  por  el  Tribunal  de  Albacete  en  20  de  Mayo 
de  1890;  se  admite  la  excepción  propuesta  á  nombre  de  D.  Nicolás  Mufioz 
y  litisocios,  y  queda  en  su  virtud  sin  curso  la  demanda;  devuélvase  el 
rollo  al  Tribunal  de  Albacete,  y  lo  acordado;  publicándose  este  auto  en  la 
Oaceta  de  Madrid  é  insertándose  á  su  tiempo  en  la  Celeccián  legislaÜva. — 
(Auto  publicado  el  81  de  Mayo  de  1892,  é  inserto  en  la  Qúceta  de  28  de 
Noviembre  del  mismo  afio.) 
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SsNTBNOiA  (31  de  Mayo  de  1892).--lfanfia.  Ahmo  de  premios  de  eowa- 
Concia.— Se  revoca  la  Beal  orden  de  10  de  Septiembre  de  1887,  impugnada 
por  D.  José  Sevillano,  y  se  establece: 

i.o  Que  la  ley  de  »6  de  Abrü  de  188&  y  eitrae  diipoeieione$  poríeriore$  de- 
terminanm  el  importe  de  1o$  premi9$  de  eenitaneia  que  habían  de  abonorse  á 
¡0$  §argenU>8  del  Ejército  y  Armada^  y  o^ncetü^ron,  oomo  á  talee  earaenioe^  á 
lo$  Condeetahlee  el  derecho  á  ocupar  él  quinto  de  la»  vacantes  de  Swtemenim 
de  Inf  arteria  de  Marina,  y  si  optasen  por  la  petpetua/dón  en  el  «erréis,  as 
les  darían  ciertas  fíentelas  en  eamkio  de  su  renuncia  al  ascenso; 

Y  2.^  Que  las  prescripciones  del  Reglamento  de  la  Brigada  de  ArtfUet  ia 
y  Ouerpode  Oondestahles  de  la  Armada^  de  20  de  Enero  de  1886^  en  lo  con- 
cerniente  á  la  stmresián  de  los  premios  de  eenstanoia^  sólo  son  aplicables  á  loa 
^ue  en  aqneUa  fecha  no  tenían  deretjio  á  ellos  y  á  loe  que  con  ^sterioridad 
ingresasen  en  ¿ícAo  Cuerpo,  pero  no  é  los  que  tenían  ya  adqt^rtdo  el  derecha 
por  virtud  de  una  ley. 

Solicitado  por  él  demandante,  Teniente  graduado,  Oondestable  de  la 
Armada,  los  premios  de  constancia  y  demás  beneficios  concedidos  per  la 
ley  de  80  de  Abril  de  18(^6,  Beal  decreto  de  «  de  Mayo  de  1857  y  Beg la- 
mento del  Cuerpo  de  20  de  Enero  de  1886,  se  dictó  la  Beal  orden  denega- 
toria impugnada.  Y  el  Tribunal  Contencioso  pronnndó  la  sentencia,  qoe 
contiene  los  signientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  qae  te  ley  de  26  de  Abril  de  1866  y  oáras  disposiden^s 
posteriores  determinaron  Á  importe  de  los  premios  de  eonstancia  que  ha- 
otea  de  abonarse  á  los  sargentos  del  E^'érdto  v  Armada,  y  ooncedieroii, 
como  á  teles  sargentos,  á  ios  Condestables  el  derecho  á  oconar  el  qainto 
de  las  vacantes  de  Subteniente  de  bifantería  de  Marina»  y  que  d  op 


Digitized  by  VjOOQIC 


BBSOLUCIOKXS  DEL  TBIBÜHAL  OOHTKKCIOSO  ADimnaTBÁTIVO       40S 

por  la  perpetoadón  en  el  Berrido,  se  les  darían  dertas  yentajae  en  cam 
bio  de  ta  renmicia  al  ascenso: 

Considerando  que  D.  José  Serlllano  estaba  en  posesión  de  los  premios 
de  eoDStanda  qne  le  correspondían  por  virtad  de  los  preceptos  indicados 
al  amparo  de  los  qne  habían  adquirido  el  derecho  á  disfrotarlos: 

Considerando  qne  de  este  derecho  no  ha  podido  ser  desposeído  por  Tir- 
tod  del  Reglamento  de  la  Brigada  de  Artillería  y  Caerpo  de  Condestables 
de  la  Armada  de  30  de  Enero  de  18M,  porque  las  prescripciones  de  este 
Reglamento,  en  lo  concerniente  á  la  snpresión  de  los  premios  de  constan- 
cia, sólo  son  aplicables  á  los  qne  en  aquella  fecha  no  tenían  derecho  á  ellos 
7  á  los  que  con  posterioridad  ingresasen  en  dicho  Cuerpo,  pero  no  á  los 
que  tenían  ya  adquirido  el  derecho  por  virtud  de  una  ley; 

Y  considerando,  por  tanto,  que  la  Real  orden  reclamada,  al  denegar  á 
D.  José  Seyillano  qne  se  le  volviera  á  poner  en  posesión  de  los  premios 
de  constanda  que  dejaron  de  abonársele  desde  l.o  de  Jnlio  de  1886,  ha  in- 
fringido los  preceptos  contenidos  en  la  ley  citada,  puesto  que  Sevillano 
tiene  derecho  á  percibirlos,  toda  vez  que  las  ventajas  qne  en  cambio  se  le 
of redan  se  dejaron  sin  efecto. 

Visto  el  art.  2  o,  reglas  1.»  y  6^  de  la  ley  de  20  de  Abril  de  1856: 
Visto  el  art  3.<>  del  Real  decreto  de  6  de  Mayo  de  1866: 
Visto  el  art.  3.o  del  Real  decreto  de  6  de  Mayo  de  1867: 
Visto  el  art  369  del  Reglamento  de  30  de  Enero  de  1886; 
Fallamos  qne  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  de  10  de 
Septiembre  de  1887,  y  declarar,  como  declaramos,  que  D.  José  Sevllfano 
y  Saco  tiene  derecho  á  que  se  le  abonen  los  premios  de  constancia  qne  ha 
dejado  de  perdbir  desde  l.o  de  Julio  de  1886,  y  á  que  se  le  rdntegre  en 
todos  los  demás  derechos  que  tenía  adquiridos  como  clase  de  tropa  al  po- 
nerse en  vigor  en  dicha  fecha  el  Reglamento  de  30  de  Enero  de  1886.— 
^86ntenc*a  publicada  el  81  de  Mayo  de  1893,  é  inserta  en  la  Oaceta  de  28 
de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Sentencia  (I.o  de  Junio  de  1893).— il^uat.  Venta.— 8e  absnelve  á  \% 
Administradón  de  la  demanda  interpuesta  por  el  Sindicato  de  riegos  de 
Lorca  contra  la  Real  orden  de  2  de  Julio  de  1884,  y  se  establece: 

1.0  Que  el  Tribunal  Conteneioeo  e$  competente  para  conocer  de  una  de- 
manda, cuando  la  Real  orden  impugnada  reúne  toda$  la9  condiciones  gne 
para  $er  objeto  de  d%$emión  en  via  eontencioea  exige  el  art,  Í.o  de  la  Iffp  de 
13  de  Septiembre  de  1888,  y  ku  prevenidas  como  necesarias  por  las  disposi- 
ciones (mteriorts  á  dicha  lejf,  vigentes  al  entablarse  el  recurso; 

Y2.0  Que  reconocida  por  ¡a  Administración  en  todo  el  curso  del  expe- 
iients  la  personalidad  del  demandante,  no  es  dable  dudar  que  la  tiene  en  el 
jtdeio  contencioso. 

Otorgada  en  publica  subasta  á  D.  Pedro  Pablo  Aynso  la  reconstrncdón 
de  nn  pantano  en  término  de  Lorca,  provinda  de  Murcia,  y  transferida  ñor 
si  mismo  la  concedón  ánna  Sociedad  anónima,  se  accedió  por  la  Real  orden 
impngnada  á  la  petición  de  aquélla  de  vender  el  agua  que  qoisleran  com- 
prarla los  regantes.  Impugnada  dicha  disposición  por  el  Sindicato  de  rie- 
gos de  Lorca,  se  dictó  por  el  Tribunal  Contendoso  la  sentencia  qne  cob- 
tiene  los  dgnientes  condderandos.  vistos  y  fallo: 

Oondderando  qne  este  Tribunal  tiene  competencia  para  conocer  de  este 
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Monto,  porque  la  Real  orden  qae  en  la  demanda  te  impugna  reúne  todas.' 
las  condicione*  qne  para  ser  objeto  de  discoaión  en  la  vía  contencioaa 
exige  el  ar(.  l.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  y  prevenían  como 
nttoeaariaa  las  diepoaicionea  anteriores  á  dicha  ley,  vigentes  al  entablarse 
el  presente  recurso: 

Oonaiderando  que  por  eeta  raxón  no  procede  estimar  la  excepción  pe- 
rentoria de  incompetencia  propuesta,  porque  fundada  ésta  en  que  el  deman- 
dante no  puede  alegar  derecho  algunp  de  carácter  administrativo  vulne- 
rado por  la  Real  orden  impugnada^  resulta,  por, el  contrario,  que  el  dere- 
cho que  el  Sindicato  de  riegos  de  Lorca  supone  le  ha  sido  agraviado  por 
dicha  Real  orden,  lo  funda  en  una  diapoaición  esencialmente  administra- 
tiva, como  lo  es  el  Real  decreto  de  13.  de  Junio  de  1879: 

Considerando,  respecto  de  la  segunda,  ó  sea  la  de  falta  de  personalidad 
en  el  demandante,  que  reconocida  ésta  por  la  Administración  activa  en 
todo  el  curso  del  expediente,  no  es  dable  dudar  de  que  la  tiene  en  el  jui- 
cio cootencioao  seguido  en  estos  autos: 

Considerando,  respecto  del  fondo  del  pleito,  que,  cualesquiera  que  fue- 
sen los  derechos  que  los  regantes  de  Lorca  tuvieran  á  usar  las  aguas  del  río- 
Gnadalentín,  desde  el  momento  en  qne  consintieron,  por  no  haberlo  im- 
pugnado debidamente,  caso  de  que  lo  hubiesen  creído  lesivo  de  sus  dere- 
chos, el  Real  decreto  de  Junio  de  1889,  únicamente  hay  que  examioar  si 
los  reconocidos  y  respetados  por  éste  han  aido  lesionados  por  la  Real  or- 
den impugnada: 

Considerando  que  esta  soberana  diapoaición  no  crea  ningdn  derecha 
nnevo  ni  concede  facultades  distintas  á  la  Sociedad  Pantano  de  Puentes, 
sino  que  tan  sólo  anticipa  de  un  modo  proviaional  el  ejercicio  de  las  que 
van  anejas  á  la  concesión  otorgada  por  el  Real  decreto  antes  n^encionado^, 
cuyas  bases  tamnoco  resultan  infringidas. 

Vistas  las  condiciones  8.^  y  10  del  Real  decreto  de  Í3  de  Junio  de  1870;,. 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  la  representación  del  Sin- 
dicato de  riegos  de  Lorca  contra  la  Real  orden  de  2  de  Julio  de  1884,  la 
eoal  Queda  ñrme  y  subsistente.— (Sentencia  publicada  el  l.o  de  Junio  de 
1892,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  28  de  Noviembre  del  mismo  afio«) 
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SsKTSNoiA  (i.o  de  Junio  de  1^92).— Clases  pa8iva$.  Abono  de  servicios. — 
Se  revoca  la  Real  orden  de  12  de  Abril  de  1884,  impugnada  por  la  Admi- 
nistración en  pleito  con  D.  Tiburcio  María  Tomé,  y  se  establece: 

i.o  Que  según  lo  preceptuado  en  el  art.  12  del  Real  decreto  de  7  de  Febrera 
de  182?. y  en  la  Real  orden  de  11  de  Octubre  de  1833,  los  escribientes  de  Ha- 
aetula  no  adquirían  la  consideración  de  empleados  ni  el  derecho  á  haber  de 
cesantía: 

2fi  Que  cuando  el  haber  de  cesantía  ha  sido  declarado  por  autoridad  com- 
p¡éUnte,  no  puede  negarse  al  interesado  el  carácter  de  poseedor  de  buena  fe; 

Y  3,0  Que  la  jurisprudencia  administrativa  tiene  reconocido  que  no  e» 
debido  el  reintegro  de  ws  haberes  pasivos  por  su  calidad  de  pensiones  alimen- 
ticias. 

Por  la  Real  orden  impugnada  se  reconpeieron  al  demandado,  para  el 
abono  de  cesantía,  los  servicios  prestados  como  escribiente  de  la  Contadu- 
ría de  Bienes  Nacionales  de  Segovia,  y  como  escribiente  supernumerario 
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-dd  la  Dirección  general  de  Oontribneionea  dfrectaa,  alendo  revocada  eatm 
Beal  orden  por  )a  de  4  áe  Agoeto  de  1891,  qne  declaró  no  eran  abonable* 
aqaelloe  servicioe,  y  qne  debía  el  D.  Tibnrcio  reintegrar  al  Teeoro  las  can* 
tidadea  percibidas  por  tal  concepto.  Y  el  Tribunal  Contencioso  dictó  la 
fentenda,  qne  contiene  los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  qne,  según  lo  preceptaado  en  el  art.  12  del  Real  decreto 
4e  7  de  Febrero  de  1827  y  en  la  Real  orden  de  11  de  Octubre  de  1888,  loa 
escribientes  de  Hacienda  no  adquirían  la  consideración  de  empleados  ni 
el  derecho  á  haber  de  cesantía,  y  qne,  en  su  virtud,  D.  Tibnrcio  Marta 
Tomé  careció  de  derecho  á  que  para  su  clasificación  como  cesante  le  fueran 
compntados  los  servicios  de  aquella  dase  prestados  desde  el  16  de  Abril 
de  1844  hasta  l.o  de  Diciembre  de  1849,  y  no  debió  abonársele  eti  ningún 
tiempo  haber  pasivo  en  el  mencionado  concepto,  por  falta  de  base  de  ca- 
-rrera  anterior  á  la  ley  de  Presupuestos,  promulgada  en  28  de  Mayo  de  1846; 

Y  considerando,  no  obstante,  que  sería  injusto  exigir  á  Tomé  la  devo- 
lución de  lo  percibido  en  la  referida  situación,  porqne  aparte  de  que  el  ha- 
ber de  cesantía  le  fué  declarado  por  autoridad  competente,  y  no  puede  por 
eUo  negársele  el  carácter  de  postor  de  buena  fe,  la  jurisprudencia  admi- 
nistrativa tiene  reconocido  en  casos  análogos  al  presente,  qne  no  es  debido 
el  reintegro  de  los  haberes  pasivos  por  su  calidad  de  pensiones  alimett- 
ticiaB. 

Vistos  los  artículos  9  o  y  12  del  Real  decreto  de  7  de  Febrero  de  1827: 

Viata  la  Real  orden  de  11  de  Noviembre  de  1888,  en  su  regla  2.«: 

YisU  la  ley  de  28  de  Mayo  de  1845 ; 

Fallamos  qne  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  impugDa«la 
de  12  de  Abril  de  1884,  declarando  en  su  lugar  que  D.  Tiburcio  María  Tomé 
carecía  de  derecho  á  haber  de  cesantía  por  falta  de  servicios  abonables 
al  efecto,  anteriores  á  la  ley  de  28  de  Mayo  de  1846,  y  qne  no  está  obliga- 
do, sin  embargo,  al  reintegro  de  las  cantidades  que  en  tal  concepto  perci- 
biera-— (Sentencia  publicada  el  1  o  de  Junio  de  1892,  é  inserta  en  la  Oaeetm 
^  28  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Jluto  (2  de  Junio  de  ISny-^Ejxepcionet  dilatorioi.  Incompetencia  de 
ÍarÍKÍtoctán.— Se  declara  procedente  la  alegada  por  el  Fiscal,  en  pleito  pro- 
movido por  D.  Serafín  Lopes  contra  la  Real  orden  de  6  de  Febrero  de 
1879,  sobre  mejora  de  haber  pasivo,  y  se  establece: 

l.o  (¡ue  la  revieián  del  deereto-lev  de  1868  en  loa  expediente»  de  Ch$e$ 
panvae,  veri/iqueie  óno  á  initanda  de  loi  intereeadoB^  no  puede  tener  c4ro 
e¡t¿eto  que  aquel  que  se  propuso  el  citado  decreto,  ó  tea  corregir  ks  erroree 
que  en  perjuicio  del  Eétado  »e  hutneien  cometido  en  la$  elasificacionee,  pero 
en  manera  alguna  rehabilitar  dereehoe  pre$crito$  y  caducadoepor  la  voluntad 
expreea  6  tácUa  de  loe  particularee; 

Y2S^  Que  na  correepondcn  al  conocimiento  de  lo»  Trihunale»  de  lo  Con- 
teneio9Q-admini»traiivo  la»  retohtcione»  que  eean  reproducción  de  otra»  ante- 
riore»  que  hayan  cawado  eetado  y  no  hayan  »ido  reclamada». 

Por  Real  orden  de  13  de  Febrero  de  1888  se  reconoció  al  demandante 
como  haber  pasivo  la  mitad  del  sueldo  de  1.200  escudos,  que  se  estableció 
•como  regulador.  Revisada  á  instancia  del  interesado  su  clasificación,  ia- 
lormó  el  Fiscal  conformándose  coa  aquella  resolneióa,  firmando  ei  D.^a- 
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rali  O  a)  pie  de  este  dictameiu  c  conforme  con  el  anterior  dictamen  ñtcal^ 
ain  perjuicio  de  reclamar  lo  que  á  au  derecho  oorrfH>onda». 

rpr  la  Real  orden  impugnada  ae  deaestimó  la  alaada  del  intereaado- 
contra  el  acuerdo  de  la  Junta  de  Clases  paaivaa,  que  reaolTÍó  de  conformi- 
dad con  ei  informe  ¿acal,  y  el  Tribunal  Oontenoioao,  estimando  la  excep- 
ción dilatoria  opneeta  por  el  Fiscal,  dictó  el  auto,  que  contiene  los  siguien- 
tes considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  Ja  Beal  orden  impugnada  de  6  de  Febrero  de  lS7d 
es  reproducción  de  ia  de  13  de  Febrero  de  1868,  no  combatida  en  el 
presepte  litigio,  pues  que  no  fué  objeto  del  escrito  de  interposición,  m 
pudo  válidamente,  por  tanto,  ampliarse  á  ella  en  el  de  formaiiaación  de  la 
demanda: . 

Considerando  que.  aun  dado  por  supuesto  que  la  citada  Real  orden  á^ 
It  de  Febrero  de  1868  no  se  notificase,  que  no  tuviere  conocimiento  de 
ella  el  interesado  al  ñrmar  el  conforme  en  el  dictamen  del  Fiscal  ni  al  in- 
terponer su  segunda  alzada,  es  lo  cierto  que  al  interponer  el  recarao  ori- 
gen de  estos  autos  tuvo  legal  é  indiscutible  conocimiento  de  ella,  y  al  no 
impngotírla  dentro  del  plazo,  quedó  conaentida: 

^  Considerando  que  la  revisión  del  decreto-ley  de  1868  en  los  expedien- 
tes de  Clases  p^sivas^  verifiqúese  ó  no  á  instancia  de  los  interesados,  no 
puede  tener  otro  objeto  que  aquel  que  se  propuso  el  citado  decreto»  ó  sea 
corregir  los  errores  qne  en  perjuicio  del  litado  se  hubiesen  cometido  en 
las  clasiiicacioiief,  pero  en  manera  alguna  rehabilitar  derechos  nrescrítoS' 
y  caducados  por  la  voluntad  expresa  ó  tádta  de  los  particulares; 

Y  considerando  que  no  corresponden  al  oonocinaiento  de  los  Tribuna- 
les de  lo  Contencioso  administrativo  las  resoluciones  quesean  reproduc- 
lúóu  de  otras  anteriores  que  hi^an  causado  estado  y  no  hayan  sido  recla- 

Visto  el  niio).  3.^,  art  4.o  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888¡ 
Se  deqlara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jurís- 
dictión  alegada  por  el  Fiscal;  en  su  consecuencia,  queda  sin  curso  la  de- 
manda; archívese  el  rollo,  y  devuélvase  el  expediente  al  Ministerio  con 
c«-rtífícación  de  este  auto,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de  Madrid  y  se 
insertará  á  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa.^ (Á,\xto  fecha  2  de  Junio 
de  1892,  é  inserto  en  la  Gaceta  de  23  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Auto  (2  de  Junio  de  1892).— t£)b?c«powitfs  dilatoriaB.  Incompetencia  de 
JHrtídieción  y  falta  de  personalidad  en  d  actor, *^Qe  dedarMí  procedentes 
las  alegadas  por  el  Fiscal,  en  pleito  promovido  por  D.  Jorge  Lásaro  contra 
la  Real  orden  de  6  de  Junio  de  1891,  sobre  reparto  de  riegos^  y  se  esta- 
Wece: 

(¡Me  con  arreglo  al  art,  Sfi  del  Begiaéienta  de  29  de  Dieiemhre  de  1890^^ 
no  pueden  ser  reclamadas  en  vía  contenciosa  las  resobioiones  admimstraíivas  ■ 
por  los  particulares,  cuando  obten  por  dekgeuíión  ó  como  meros  agentes  é  man- 
éatürios  de  la  Adméniotraeió». 

No  habiendo  satisfecho  D.  José  María  Soto  su  cuota  por  riegos  en  el 
ppeb(<(>.de  Santa  Eulalia  a^,  comiaionó  por  la  Junta  de  Aguas  al  desban- 
dante ^ra  instrnir  contra  aquél  el  cojjí^uceQte  apremio.  Reclamado  éste 
por  el  D.  José,  se  dictó  la  Real  orden  impugnada,  imponiendo  al  agente  la^ 
Ainlta  que  procediera  y  anolai^do  el  i^premio,  sin  perjuicio  dOila  responsa 
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biHdad  críminiü  en  qoe  habiere  incarrldo.  OpaetU*  por  el  Fiscal  como 
«Historia*  las  mencionadas  excepciones,  se  pronandó  por  el  Tribunal  Con- 
tencioso el  auto,  qne  contiene  los  sigoientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  qne,  con  arreglo  al  art.  6.^  dol  Beglamento  de  29  de  Di- 
ciembre de  1890,  no  pueden  ser  reolamadat  en  vía  contenciosa  las  resola- 
ekkoes  administrativas  por  los  parüoulares  cuando  obren  por  delegación  ó 
oomo  meros  agentes  6  mandatarios  de  la  Administración: 

Comderando  qne  ese  carácter  tieno  D.  Jorge  Lásaro,  cómo  comisiona- 
do por  un  organismo  administrativo,  cual  es  la  Junta  de  Aguas»  para  in- 
coar un  expediente  de  apremio,  y  en  tal  concepto  carece  de  personalidad 
para  entablar  y  se^^uir  este  pleito,  y  el  Tribunal,  de  competencia  para  re 
•olverlo  en  deñnitiva. 

Visto  el  art.  42  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  y  el  6.0  del  Re- 
glamento de  29  de  Diciembre  de  1890; 

Se  declaran  procedentes  las  exeepeionee  dilatorias  de  incompeteacia 
de  jurisdicción  y  falta  de  personalidad  en  el  actor,  alegadas  por  el  Fiscal; 
•n  su  consecuencia,  queda  sin  curso  la  demanda;  arcbívese  el  rollo  y  de- 
vuélvase el  expediente  al  Ministerio»  con  notificación  de  este  auto,  qne  se 
Miblicará  en  la  Gaceta  de  Madrid  y  se  insertará  á  su  tiempo  en  la  Ooleooián 
Íe§i»Uitim.-'{AnU)  fecba  2  de  Junio  de  1892,  é  inserto  en  la  Gaceta  de  23 
de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Sentencia  (2  de  Junio  de  lS^2).-^Ferrocarrile8.  Agua8.Se  absnelve  á 
la  Administración  de  4a  demanda  de  la  Compafiía  de  ios  ferrocarriles  del 
Korte  y  de  la  Comisión  gestora  de  los  de  Asturias,  Galicia  y  León  contra 
la  fieal  orden  de  27  de  Octubre  de  1890,  y  se  establece: 

i.^  <¿ue  con  oi-reglú  al  art.  17  delpUego  de  eondki<me$  generalei  para  la 
coHcesión  de  heferrocarrüee  de  uervido  geni/eral,  es  obUgadíán  de  loe  Empre- 
me  reetablecer  y  asegurar  el  cutíq  de  Id»  agua$  que  se  Buependa  ó  modifique 
por  tra¡beJQ9  que  de  eüa$  depeném: 

2.^  (¿ae  el  término  de  veinte  dtos  que  »eñala  d  Beal  decreto  deláde  Junio 
ie  1854,  en  su  mi.  8*,  se  refiere  al  txp^iente  general,  pero  no  impide  su 
iranseurso  el  que  los  interesados  puedan  hacer  por  separado  las  reclamaciones 
que  estimen  convenientes  en  uso  de  su  derecho: 

3.0  Que  el  art.  9.o  de  la  ley  de  19  de  Diciembre  de  1879  no  exime  á  las 
Compalíiasjerroviarias  de  la  obligoáán  de  restablecer  el  curso  de  las  aguas 
suspendido  ó  modificado  por  los  trabajos  que  de  ellas  dependan; 

Y  4,0  Que  cua9ido  la  personalidad  de  un  litigante  ha  sido  reconocida  y 
aceptada  sin  protesta  enlavia  gubernaéiva,  no  puede  ser  objeto  de  impugna- 
ción en  la  contenciosa, 

Beelamado  por  el  Marqués  de  Villaverde  de  Umia  el  restablecimiento 
del  curtfo  de  aguas  potables  cOnduddas  á  una  finca  de  su  propiedad,  y  cor- 
tadas con  motivo  de  la  ocmatrnccióa  del  túnel  núm.  65  de  la  línea  de  Fa- 
lencia á  la  Cornfia,  se  manifestó  por  la  Compafiía  de  ios  ferrocarriles  del 
Norte  que  no  podía  precisarse  si  habían  desaparecido  las  aguas  por  aque- 
lla causa,  porque  perforado  el  túnel  en  1870,  no  se  reclamó  contra  la  pri- 
vación de  Jas  mismas  basta  1884;  y  que  el  perjuicio,  si  lo  había,  fué  cau- 
sado por  la  primitiva  ^oupresa  de  los  f^^rrocarriles  del  Noroeste,  estando 
exento  la  del  Norte  de  toda  responsabilidad,  en  virtud  del  art.  9.o  de  la  ley 
de  Cooficsión  de  las  mencioiiibdiui  lineas»  de  19  de  Dídembre  de  1879. 
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Por  la  Real  orden  impagnada  ae  condenó  á  la  Oompafiía  eonceaionaria 
á  reatablecer  el  corso  de  las  agnas;  y  el  Tribnnal  Oontenoioso  dictó  la  aen- 
tenda,  qoe  contiene  los  signientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Oonsiderando  qoe,  con  arreglo  al  art.  17  del  pliego  de  condiciones  ge- 
nerales para  la  concesión  de  ios  ferrocarriles  de  servicio  general,  es  oUi- 
gación  de  las  Empresas  restablecer  y  asegorar  el  corso  de  las  agoas  que  se 
suspenda  ó  modiflqoe  por  trabajos  qoe  de  ellas  dependan: 

Oonsiderando  qoe  fondada  en  este  precepto  legal  la  reclunadón  del 
Marqoés  de  Villaverde  de  Limia,  es  inelodible  el  complimiento  de  dScha 
obligación  por  parte  de  la  Compafiía  demandada,  toda  ves  qoe  resolta 
comprobado  en  el  expediente  gobernativo  qoe  con  la  conttrocción  del  tú- 
nel núm.  66  de  la  linea  de  Patencia  á  la  Oorufia  qoedaron  cortadas  las 
agoas  potables  qoe  sortían  la  anca  La  Marqoesa,  de  la  propiedad  del  re- 
damante: 

Oonsiderando  qoe  el  derecho  de  éste  no  poede  decirse  qoe  baya  pree 
crito,  ni  con  arreglo  á  las  disposiciones  del  derecho  civil,  ni  con  sojeoión 
á  las  del  administrativo,  poes  el  término  de  los  veinte  días  qoe  sefiala  el 
Real  decreto  de  14  de  Jonio  de  1864,  en  so  art.  8.o,  se  refiere  al  expediente 
general,  pero  no  impide  so  transcorso  el  qoe  los  interesados  poedan  haoef 
por  separado  las  reclamaciones  qoe  estimen  convenientes  en  oso  de  sa  de- 
recho: 

Oonsiderando  qoe  el  art.  9.o  de  la  ley  de  19  de  Diciembre  de  1870  no 
exime  tampoco  á  la  Oompafiía  demandante  de  la  obligación  de  qne  se 
trata,  poesto  qoe  ésta  no  procede  de  contrato,  crédito  ni  obligación  de  la 
antigua  Empresa  del  Noroeste,  sino  de  obras  terminadas  por  la  noeva  Oom- 
pafiía coDcesionaria,  y  á  la  coal  no  se  impide  por  tal  cansa  la  explotación 
de  la  línea: 

Oonsiderando  qoe  la  personalidad  del  apoderado  del  Marqués  de  VUkK 
verde  ha  sido  reconocida  y  aceptada  sin  protesta  alguna  en  la  vía  gober- 
nativa, por  lo  coal  no  poede  ser  objeto  de  impognadón  en  la  contendoeac 
Oonsiderando  qoe  notificada  la  providenda  del  Crobemador  de  la  pro- 
vinda  de  Lugo  en  28  de  Abril  de  1890,  no  poede  tener  aplicadón  al  caso, 
al  efecto  del  plaso  dentro  del  coal  debió  ser  interpoesto  el  recorso  de  si- 
sada, el  Reglamento  de  28  de  aqoel  mes  y  aflo,  qoe  con  arreglo  á  so  art  9Q 
no  empeaó  á  regir  hasta  1,^  de  Mayo  siguiente. 

Visto  el  srt.  8.o  del  Real  decreto  de  14  de  Jonio  de  1854: 
Visto  el  art  17  del  pliego  de  condidones  generales  para  la  conosslóii 
de  los  ferrocarriles  de  servido  general: 

Vistos  los  artícolos  l.o  y  9.0  de  la  ley  de  19  de  Diciembre  de  1879: 
Visto  el  art  76  del  Reglamento  providonal  del  procedimiento  adminie- 
trativo  para  el  Ministerio  de  Fomento,  de  28  de  Abril  de  1890; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administradón  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  ik>r  el  Licenciado  Rodrígeea 
San  Pedro,  á  nombre  de  la  Oompafiía  de  los  ferrocarriles  del  Norte  y  de 
la  Oomisión  gestora  de  los  de  Asturias,  Qalida  y  León,  contra  la  Real  or- 
den expedida  en  27  de  Octubre  de  1890  por  el  Ministerio  de  Fomento,  la 
cual  queda  firme  y  subsistente.— (Sentencia  publicada  el  2  de  Jonio  de 
1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  28  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Auto  (2  de  Jonio  de  IS^^y-^Estcepeionei  dilaioria$,  InoompeUnda  de 
JHrÍ8dicción,'"8e  declara  procedente  la  alegada  por  el  Fiscal,  en  pleito  pto- 
movido  por  Dofia  María  del  Rosario  Rivero  y  otros^  oontra  la  Seal  orden 
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de  11  de  Septiembre  de  1891,  sobre  «rrendamlento  de  tin  edificio  psrm  la 
Imprenta  Nacional,  y  ee  establece: 

Que  la$  eantratoB  para  la  ejecución  de  lot  servicioM  públteú$,  con  arreglo  at 
mrt,  SMelaley  de  IB  de  Septiembre  de  1868  y  de  la  jurisprudencia  eongtom- 
te,  están  ntribuidos,  en  cuanto  á  las  incidencias  á  que  pueden  dar  lugar,  á  Um 
TViUmnales  de  ¡o Oóntenciosoadministrativo, 

Por  la  Real  orden  impugnada  ae  deseetimó  la  pretensión  de  los  de  roa»- 
dantes  qae,  como  propietarios  de  una  casa  de  la  calle  de  Torija,  pedían  9% 
otorgase  la  escritora  de  arrendamiento  de  sn  finca  para  nn  servido  pú- 
blico, por  haberse  concertado  con  anterioridad  las  bases  de  este  cont  vhUk 
£1  Tribanal  Contencioso,  aceptando  la  excepción  dilatoria  opuesta  por  el 
Fiscal,  dictó  el  auto,  qne  contiene  los  siguientes  considerandos,  vist  os  y 
tallo: 

Considerando  qne  la  coestión  qne  en  la  demanda  se  plantea  es  de  ís- 
dolé  esencialmente  civil,  por  tratarse  de  nn  convenio  en  el  qne  la  Admini#> 
tración  no  tiene  otro  carácter  qne  el  de  persona  jurídica,  y  no  de  nn  eoii- 
trato  para  la  ejecución  de  un  servicio  de  los  llamados  públicos,  qne  son 
los  unióos  que,  con  arreglo  al  art.  5.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1889 
T  de  la  jnrisprodencia  constante,  están  atribuidos,  en  cuanto  á  las  inddea- 
eias  á  qoe  puedan  dar  lugar,  á  los  Tribunales  de  lo  Contencioso  adminis- 
irativo; 

Y  considerando  que,  por  lo  expuesto,  procede  la  exoepeión  alegada  por 
el  Fiscal. 

Vistos  el  núm.  3  o  del  art.  4  o  y  el  art  60  de  la  ley  de  IS  de  Septiembre 
de  1888; 

Se  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jnrf»- 
-dicción  alegada  por  el  Fiscal;  en  su  consecuencia,  queda  sin  curso  la  d«> 
manda;  archívese  el  rollo,  y  devuélvase  el  expediente  al  Ministerio,  coa 
eertiflcadón  de  este  auto,  que  se  publicará  en  la  Oacéta  de  Madrid  y  se  In- 
-sertará  á  su  tiempo  en  la  CoteodAn  legi$lativa.-^{Anto  fecha  9  de  Junio  da 
1892,  é  inserto  en  la  Gaceta  de  38  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Bestkscul  (1  de  Junio  de  1892).— Cía««f  pasivas.  Derecho  ápenmén. — 
-Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  Dofia  Amalia  Rabasso 
contra  la  Real  orden  de  2  de  Mano  de  1891,  y  se  establece: 

i.o  Que  conforme  á  los  preceptos  de  la  ley  Procesal^  el  Tribunal  Omten- 
tioso  carece  de  competencia  para  conocer  de  las  cuestiones  no  resueltas  em  la 
vía  gubernativa  previos  los  trámites  legales: 

2,^  Que  según  el  art.  tíldela  Instruceián  de  26  de  Dieiembre  del8Bl,  se 
declara  caducado  e¡  derecho  de  aquellas  huérfanas  que  sólo  fueron  eooparfi- 
^pes  de  h  pensión  con  la  viuda  ó  huérfanos  al  tiempo  de  tomar  estido  da 
snatrimonio; 

T3.<>  Que  si  bien  la  Beai  orden  de  29  de  Mayo  de  185S  contradice  ia 
disposición  antes  citada^  al  dedarar  que  las  hijas  casadas  en  vida  de  sus  pa- 
dres, cuando  enviuder^  pueden  recobrar  lasvensiones  aunque  las  havan  dis^ 
frutado  en  oooparticipaeién,  el  precepto  de  dicha  Beal  orden  quedó  derogada 
jpor  el  ari.  8^  del  decreto  ley  de  22  de  Océubre  de  1869  y  por  la  regla  i  * 
ddart.l*  del  Beal  decreto  de  29  de  Enero  de  1889,  según  ha  declarado  i^ 
la  jimsprudmeia  repeíidammte. 
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Dofia  Amalia  Babasso  diafrotó  de  la  penaión  de  lAontepío  de  Oficioaír^ 
que  cotno  huórfaoa  de  D.  Miguel,  le  correapondia  en  cooparticipaoióa  con 
tu  herinana  y  la  viada  del  caneante.  Habiendo  contraído  matrimonio  la 
Dofia  Amalia,  solicitó  al  enviudar  qae  ae  la  transmitiera  aquella  pensión 
|K«r  haber  íallecido  sos  copartícipes.  Denegada  éata  por  la  Beal  orden  da 
i^íerencia,  se  dedujo  el  oportuno  recurso,  pidiendo  se  deelare  á  la  deman- 
dante con  derecho  al  disfrute  d^  dicha  pensión  igualmente  que  á  la  del  Te- 
soro, y  el  Tribunal  Contencioso  dictó  ia  senUncia,  qae  contiene  los  si- 
guientes considerandos,  vistos  y  íallo: 

Conaiderando  que  las  cuestiones  planteadas  en  la  demanda  se  reduoea 
á  ileterniinar  si  la  recurrente  Dofia  Amalia  Babasso  y  Vidal  tiene  derecha 
á  la  penaión  del  Montepío  ó  á  la  del  Tesoro,  como  huérfana  de  D.  Miguel 
Ki^aaso  y  Andreda; 

€k>nsiderando  que  dicha  interesada  solicitó  de  la  Junta  de  Clases  pasi* 
Taa,  en  so  instancia  de  8  de  Enero  de  1889,  que  se  le  tranamitieta  la  pen- 
SBóo  ¿e  Montepío  disfrutada  por  au  hermana  Doña  María  Luiaa  Babasso;. 
pretensiÓD  que  denegó  la  Junta  en  el  acuerdo  de  i^  de  Septiembre  de  dicho 
«ño,  confirmado  Dor  la  Beal  orden  reclamada: 

Considerando  que  de  estos  antecedentes  se  desprende  que  en  la  pri- 
mera  ineuncia  de  la  vía  gubernativa  no  se  ha  discutido  otro  ponto  que  el 
lelativo  á  la  nensión  de  Montepío,  y  annque  ea  cierto  que  la  Besl  orden 
impugnada,  en  los  fundamentos  que  contiene,  trata  las  dos  cuestiones  re» 
f«freales  al  derecho  de  la  reclamante  á  penaión  de  Montepío  y  del  Tesoro^ 
no  lo  es  menos  que  en  su  parte  resolutiva  se  limita  á  conñrmar  el  referido 
iu*.iierdo  de  la  Junta,  y  en  el  cual,  como  qoeda  indicado,  se  denegó  á  Dofia 
Amalia  Babasso  la  transmisión  de  la  pensión  de  Montepío: 

Considerando,  por  lo  expue  to,  que  en  atención  á  no  habeme  resuelto 
•n  vía  gubernativa,  previos  los  trÁmites  legales^  aceroa  del  derecho  de  la 
tfcorrente  á  pensión  del  Tesoro^  es  evidente  que  no  puede  someterse  esta 
coeatiÓB  al  conocimiento  del  Tribunal,  que  carece  de  competencia  para  en- 
tender de  ella,  conforme  á  los  principios  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de- 
1888  y  á  ^as  constantes  declaraciones  de  la  jurisprudencia: 

Considerando,  respecto  á  la  pensión  de  Montepío,  qne  es  teripinante  el 
precepto  del  art.  21  de  la  Instrucción  de  26  de  Diciembre  de  1881,  se^ón 
el  cual  se  declara  caducado  el  derecho  de  aquellas  huérfanas  qne  sólo  fue- 
ron coopartícipes  de  la  pensión  con  la  viuda  ó  huérfanos  al  tiempo  de  to- 
mar estado  de  matrimonio,  y  que  lo  único  que  viene  á  discotírse  es  si  se 
halla  vigente  en  el  día  esta  disposición: 

Considerando  qne  si  bien  la  Beal  orden  de  2Q  de  Msyp  de  1865  contra- 
dice la  disposición  antes  citada,  al  declarar  que  las  hijas  casadas  en  vida 
de  sus  padres,  cuando  enviuden  pueden  recobrar  las  pensiones  aunque  lat^ 
lisyan  diafratado  en  coparticipación,  el  preoepto  de  dicha  Beal  orden 
4|iiedó  derogado  por  el  art  8.o  del  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868  y 
por  la  regla  1>  del  art.  1  o  del  Beal  decreto  de  29  de  Enero  de  1889,  segán 
ha  declarado  ya  la  jnrispmden<;ia  repetidamente; 

Y  considerando  que  la  Beal  orden  impugnada,  qne  deniega  á  Dofl* 
Anaialia  Babasso  la  penaión  de  Montepío,  se  ajusta  estrietamen^  á  ests» 
disposiciones,  y  procede,  por  tanto,  su  confirmación. 

Visto  el  art  21  de  la  Instrocción  de  26  de  Diciembre  de  1881: 
Visto  el  art.  X2  del  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868; 

fallamos  qu»  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Adminietración  s^ 
xiesfld  del  EaUda  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  Dofia  ^^.^r: 
Babasso  contra  la  Beai  orden  de  2  de  Mario  de  1891,  que  denegó  á  moos 
interesada  la  trenunisión  de  la  pensión  de  MontepíOi  euya  ^^.^^^ 
queda  firme  y  subsistente,  y  que  debemos  deelarac  y  déclaramo«  1a  mcom* 


má 
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peteneia  de  este  Tribunal  para  resolver  acerca  del  derecho  de  la  recnrrecte 
á  peneiÓD  del  Tesoro.— (Sentencia  publicada  el  2  de  Janio  de  1892,  é  iu- 
•erta  en  la  Gaceta  de  23  de  Noviembre  del  miamo  año.) 
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Auto  (3  de  Junio  de  lS^2).^Excq)ckmes  dilatoriat.  Incompetencia  de 
juritdiceión  y  falta  de  per90na(idad  en  el  actor. -^Se  declaran  improcedentoa 
iaa  opaestas  por  el  Fiacal  á  la  demanda  de  D.  José  Frodeaa  contra  la  Real 
oidan  áei  6  de  Abril  de  1891,  y  ae  establece: 

JL^  Que  no  puede  eMtimar$e  reproducción  de  otra  anterior,  la  Real  orden 
reíaHva  á  expedienten  y  coiaa  ditUntas  de  las  que  fueron  objeto  de  aquélla; 

Y  j2.o  (¿ue  no  puede  deci$'9e  que  una  parte  carece  de  personalidad  oara  in- 
terponer una  demanda^  porque  no  ie  la  naya  caueado  letión  en  sus  derechos^ 
emandé  precisamente  este  extremo  ha  de  determinarse  al  renoloer  el  asunto  en 
eífondo. 

Seg:vddo  el  expediente  de  demaaia  de  una  mina,  el  propietario  de  nnaa 
eoUmlantes  ae  alsó  del  acuerdo  gubernativo  mandando  expedir  el  titulo 
de  propiedad  al  Kegiatrador  de  la  demasía,  y  asimismo  recurrieron  smboa 
contra  la  posterior  resolución  del  Gobernador,  que  declaró  fenecido  el  ex- 
pediente por  no  haberse  presentado  el  papel  de  reintegro  para  la  expedi- 
ción del  titulo.  Por  la  Heal  orden  impugnada  ae  revocó  este  último  acuer- 
do, y  opuestas  por  el  Ministerio  fiscal  las  excepciones  dilatorias  menciona- 
das, s«  dicfó  por  el  Tribunal  Contencioso  el  auto,  que  contiene  los  siguien- 
tea  considerandos  y  fallo: 

Conatderando  que  la  Real  orden  impugnada  no  es  reproducción  de  la 
de  81  de  Marxo  de  1886,  toda  ves  que  ae  refiere  á  expedientes  y  cosas 
diatíniaa: 

Cooaiderando  que  D.  José  Frodesa  interpuso  su  recurso  como  propie- 
tario de  la  mina  Amistad^  colindante  de  la  demaaia  solicitada  á  la  mina 
Ünión^  y  no  como  Registrador  de  eae  miamo  terreno,  en  el  expediente  que 
aqutrlla  Real  orden  declaró  fenecido: 

Cenalderando  que,  por  lo  expuesto,  no  puede  decirse  ni  que  Frodesa 
carece  de  personalidad  para  interponer  la  demanda  ni  que  no  se  le  haya 
podido  causar  lesión  en  sus  derechos,  cnyo  extremo  precisamente  había 
de  determinarse  al  resolver  el  asunto  en  el  fondo  y  apreciar  el  alcance  y 
extensión  de  los  que  invoca  en  au  carácter  de  prcpietario  colindante;. 

8e  declara  no  haber  lugar  á  las  excepciones  alegadas  por  el  Fiscal,  y 
hágasele  saber  que  en  término  de  quince  díaa  conteste  la  demanda;  pablí- 
qiies<»  t-Bte  auto  en  la  Gaceta  de  Madrid^  ó  insértese  á  su  tiempo  en  la  Co- 
íeeeión  legistativa^-^Ánto  fecha  3  de  Junio  de  1892,  é  inserto  en  la  Gaceta 
de  23  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Skutxycxa  (3  de  Junio  de  l^^^y-Sscpropiación,  Justiprecio  de  terrenos. 
--  8e  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Juan  Antonio 
Uaveriay  oUoa  centm  Ja  Real  orden  de  28  de  Julio  de  1886,  y  ae  esta- 
blece: 

i.«    Que  según  lo  dtspucMto  en  el  art,  31  de  la  ley  de  10  de  Enero  de  1879^ 


Digitized  by  VjOOQIC 


412  JÜBISPEUDXXrOtA  ÁDMINIBTBATITA 

cuando  no  exiite  acuerdo  entre  h$  veritoe  nombradn  por  la$  parta,  d  Jnet 
del  distrito^  dentro  de  los  ocho  díoM  de  haber  recibido  la  comunicadán  del  Go- 
bernador y  bajo  $u  responsabilidad,  designará  de  oficio  el  perito  tercero,  con- 
Miañará  9u  aceptación  y  la  participará  al  Gobernador ,  sin  admitir  ni  eonsen* 
tir  reclamación  de  ninguna  clase; 

Y  2.^  Q^e  la  ley  no  determina  que  él  Gobernador  ni  él  Ministerio  tengan 
ue  aceptar  necesariamente  ninguna  valoración,  ni  aun  siquiera  que  hayan 
Je  encerrarse  dentro  del  importe  jijado  for  el  perito  tercero;  antes  bien  per- 
mite apreciar  libremente  el  conjunto  de  los  datos  aportadas  al  expediente  para 
Jijar  A  justo  precio. 


t 


A  instancia  de  la  Sociedad  Ferrocarril  y  minaa  de  San  Joan  de  las  Aba* 
deeaa,  se  instmyó  expediente  de  expropiación  dennos  terrenos, -propiedad 
de  los  demandantes.  Nombrados  los  peritos  por  ambas  partes,  y  no  babiéo- 
doae  puesto  de  acoerdo  respecto  del  valor  de  aqoél,  el  Gobernador  de 
Barcelona  lo  comanicó  al  Jaez  de  primera  instancia  para  qne  procediese 
al  nombramiento  de  perito  tercero,  siendo  aatorbcado  éste  por  el  Gobwna- 
dor  para  desempeñar  el  cargo. 

Por  la  Real  orden  impagnada  se  confirmó  la  resolución  del  Goberna- 
dor, qne  de  acuerdo  con  el  dictamen  de  la  Comisión  provincial,  fijó  «1  va- 
lor del  terreno  en  cantidad  distínta  de  la  determinada  por  los  tres  peritos. 
Y  el  Tribunal  Oontencioso  dictó  la  sentencia,  que  contiene  los  sigoientes 
considerandos,  vistos' y  fallo: 

Oonsider&ndo  qne  la  caestión  versa  sobre  si  debe  anularse  el  nombra- 
miento de  perito  tercero  por  vicio  sustancial  en  el  procedimiento  para  ve- 
rificarlo, j  en  caso  negativo,  si  procede  rectificar  la  valoración  del  terreno 
expropiado  por  lesión  mayor  de  la  sexta  parte  del  verdadero  {usto  precio 
del  mismo: 

Considerando  respecto  al  primer  punto,  que  según  lo  dispuesto  en  el 
art  81  de  la  ley  de  10  de  Enero  de  1870,  cuando  no  existe  acuerdo  entre 
los  peritos  nombrados  por  las  partes,  el  Juez  del  distrito,  dentro  de  los 
ocho  días  de  haber  recibido  la  comunicación  del  Gobernador  y  bajo  sa  tf^ 
ponsabilidad,  designará  de  oficio  el  perito  tercero,  consignará  su  acepta- 
ción y  la  partícipará  al  €K)beniador,  sin  admitir  ni  consentir  reclamados 
de  ninguna  especie: 

Considerando  que  estas  prescripciones  han  sido  observadas  en  e!  nom- 
bramiento del  perito  tercero,  que  recayó  en  D.  Pedro  García  Fárfa,  Inge- 
niero Jefe  qne  era  de  Obras  públicas  de  la  provincia  de  Barcelona,  el  cnal 
reunía  las  cualidades  que  exige  el  art.  91  de  la  citada  ley: 

Considerando,  respecto  al  Valor  del  terreno  expropiado,  que  la  ley  no 
determina  que  el  Gobernador  ni  el  Blinisterio  tengan  que  aceptar  neessa- 
riamente  ninguna  valoración,  ni  aun  siquiera  qtie  hayan  de  encerrarse 
dentro  del  importe  fijado  por  el  perito  tercero;  antes  bien  permite  apreciar 
libremente  el  conjunto  de  loe  datos  aportados  al  expediente  para  fijar  el 
justo  precio: 

Considerando  que  por  la  relación  de  datos  y  planos  de  la  finca  que  for- 
maron y  suscribieron  de  común  acuerdo  los  peritos  de  ambí^  p^rtm^  de 
cuyo  documento  se  deduce*  que  se  trata  de  una  finca  rústica,  aunque  pae«lt 
•er  urbanisable  por  el  precio  qne  alcanzaron  otras  de  análogas  condicio- 
nes, y  por  el  amillaramiento  y  la  contribución  que  satisfacían  loe  propie- 
tarios, se  viene  en  conocimiento  de  la  justicia  de  la  indemnización  acor- 
dada. 

Vistos  los  artículos  SI,  80  y  81  de  la  ley  de  10  de  Enero  de  187f: 

Vistos  los  artículos  82  y  49  del  Reglamento  de  18  de  Junio  de  187f; 

Fallamos  que  debemoe  absolver  y  abiolvemos  á  la  Administmciótt  g*- 
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aenl  del  Ectado  de  la  demtnda  iaterpaesta  por  D.  Joap  Antonio,  D.  Ole- 
gario y  Dofia  Josefa  LlaYeria  7  Verdagaer  contra  la  Real  orden  de  38  de 
Jalio  de  1886,  la  cnal  qneda  firme  y  subdaten te.— (Sentencia  publicada  el 
-S  de  Junio  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  23  de  Noviembre  del  miamo 
afio.) 
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SsBTKNOiA  (3  de  Junio  de  }S^2).^MonUpio  militar.  Derecho  á  pensión. 
— 8e  abaoelye  á  la  Administración  de  ia  demanda  de  Doña  Dolores  Ven- 
tora contra  la  Real  orden  de  16  de  Julio  de  1891,  y  se  establece: 

i.*  Que  9i  bien  aisladametUe  examinado  el  art.  2,^  del  cap.  8,0  del  Regla- 
fment^  de  Montepio  militar,  pudiera  entenderse  por  sus  palabras  que  la  sola 
9Q$esián  del  gradó  de  Capitán  al  contraer  matrimonio  por  parte  de  los  Oficia- 
u»,  es  bastante  para  que  éstos  leguen  á  sus  familias  derechos  á  pensión^  un  es- 
ImBo  atento  y  detenido  de  las  donas  disposiciones  de  dicho  Reglamento,  con  las 
cuales  la  que  se  deja  citada  no  puede  Jiallarse  en  contradicción^  porque  nece- 
9ariamente  y  tratándose  de  un  solo  cuerpo  leoal  ha  de  haber  presidido  en  todas^ 
ti  mismo  espíritu,  persuade,  de  un  modo  evidente  de  que  la  palabra  grado  se 
usa  en  equivalencia  y  como  sinónima  de  empleo,  y  por  consiguiente,  Jo  que  el 
estado  articulo  exige  es  la  posesión  del  empleo  de  Capitán  al  contraer  maíHmo- 
mo,  y  no  la  del  grado:  • 

j9.*  (^  esta  apreciación  se  halla  corroborada  por  las  disposiciones  conte- 
nidas en  los  artículos  3.^  y  4.^  del  mismo  Reglamento,  que  al  tratar  de  las 
retenciones  ¡f  descuentos  á  favor  del  Montepio ^  expresan  que  sólo  se  descontará 
ó  retendrá  a  los  interesaáíos  en  sus  ascensos  á  mayor  grado  la  diferencia  que 
corresponda  del  sueldo  del  uno  al  otro  puesto;  v  sien  estos  preceptos  se  to- 
snara  la  palabra  grado  en  su  significación  literal,  y  no  como  sinónima  del  em- 
yleo,  rtmdtarian  mn  alcance  en  su  sentido  y  completamente  impracticables, 
toda  VfZ  que  la  concesión  de  un  grado  no  implica  aumento  de  sueldo  con  rela- 
ción al  empleo  que  disfruta  el  agraciado^  m  constituye  en  tal  concepto  un  as- 


3/>  Que  la  frase  grado  de  Capitán  ó  sueldo  correspondiente,  que  asi- 
tmsmo  se  usa  en  el  art,  i^  del  cap.  8,0,  es  también  una  demostración  de  que 
ia  palabra  grado  se  usa  como' equivalente  déla  ie  empleo,  porque  sólo  con  re- 
kíoén  á  éste^  que  es  el  que  lo  Ueva  amQO,  cabe  hablar  de  sueldo  correspon- 
diente, y  no  con  referencia  al, grado,  que,  según  d  art.  1.",  tratado 2.^,  tii  26 
ds  las  Reales  Ordenanzas^  no  produce  más  efecto  que  el  de  que  el  Oficial  ad 
qmera  la  antigüedad  del  empleo  siu>erior  desde  la  concesión  del  grado,  pero 
«o  el  sueldo  correspondiente,  que  sólo  se  consigue  mediante  la  posesión  real  y 
lectiva  del  empleo: 

4.^  Que  esta  linisma  conformidad  entre  ambas  palabras,  demostrativa  de 
9U  equivalencia,  según  el  ¿¿iguale  usado  en  el  Reglamento,  se  advierte  de  igual 
ssuhU  en  las  tarifas  que  á  aqudvan  unidas^  no  sólo  porque  al  especificarse  en 
^dlas  las  pensiones,  y  no  obstante  na  haber  existido  nunca  el  grado  en  las  dis 
Untas  fsrarquias  del.  Generalato,  al  tratar  de  las  pensiones  corespondientes  Á 
los  individuos  de  las, compañías  de  Guardias  de  Corps,  Alabarderos,  regimien- 
tos de  Reales  Guardias  de  ¿ifanteria  y  Brigada  de  Carabineros  Reales,  ha 
hla  respectivamente  de  Qapiúnes  que  fallezcan  sin  más  graduación  que  la  de 
Teniente  general,  y  de  Tenientes  sin  más  grado  que  el  de  Brigadier,  de  Capi- 
tán, primero  y  segundo  .Teniente  sin  grado  de  General;  de  Coroneles,  Tenien- 
tes Coroneles  y  Sargento  mayor  sin  grado  de  General;  de  Comandante  en  Jefe, 
segundo  Comandante  y  Sargento  mayor  sin  graduación  de  General,  sino  tam- 
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hiénporque^  á  pesar  de  que,  como  queda  dicho^  él  sueldo  va  anejo  al  empleo  y 
no  al  grado,  áC señalar  las  pensiones  que  corresponden  al  Real  Cuerpo  de  Ar- 
tilleria  y  al  de  Ingenieros,  y  tratando  de  la  de  Comandante  general  de  amboB 
Cuerpos,  se  refiere  al  grado  de  EjércUo  que  ditfruten,  y  no  al  empleo: 

5.0  Que  por  otra  parte,  si  el  hecho  de  haber  contraído  mairimonio  te$nen' 
do  los  causantes  tan  sólo  el  grado  de  Capitán  fuera  suficientepara  que  nm 
viudas  y  huérfanas  tuvieran  derecho  á  la  pensión  de  Montepío  müitíir,  no  se 
comprendería  con  relación  á  ellos  la  disposición  del  art.  6.^  del  cap.  8.;  éfada 
la  generalidad  con  que  está  redactada,  que  por  exeepdán  concede  derrukt  á 
pensión  á  las  viudas,  huérfanos  y  madres  viudas  de  los  Oficiales  quefaUez- 
can  en  función  de  guerra  aunque  se  hayan  casado  de  «nbalternofl,  pues  en  Us 
denominación  genérica  de  Bobalteraos  van  comprendidos  lo  mismo  Alfére- 
ces ^  Tenientes  sencillos  que  los  graduados  de  Capitán;  y  no  se  expliearia  ni 
sena  necesario  que  la  excepción  alcanzase  á  éstos,  como  msiblemente  les  alean- 
za,  si  en  todo  caso  legaren  á  sus  familias  derecho  á  pensión  por  el  art.  jí .•  M 
mismo  capitulo; 

Y  6.*  Que  por  lo  expuesto,  dedueUndose  con  toda  evidencia,  dd  eon- 
junto  de  las  disposiciones  del  Reglamento  de  Montepío  müitar  ^áe  la  pátahrst 
grado  está  siempre  usada  en  el  sentido  de  la  de  empleo^  es  asimismo  indwta- 
ble  que  el  Real  decreto  de  SO  de  Octubre  de  1855,  aun  cuando  exprese  que  et 
derogatorio  del  art.  2. o  del  cap,  8fi  de  aquél,  no  es  en  realidad  ntensu  esm- 
da  sino  aclaratorio^  puesto  que  al  disponer  que  no  tienen  opción  á  los  benrfi- 
dos  del  Montepío  los  graduados  de  Capitán,  no  hace  sino  acomodarse  enit^ 
tómente  á  lo  preceptuado  en  el  Reglamento^  por  lo  cual  es  de  iodo  punto  itcioeo 
el  resolver  d  dicho  Real  decreto  ha  sido  ó  no  derogado  por  el  decreto  leu 
de  1868. 

Por  la  Real  orden  impugnada  se  negó  A  la  demandante  la  pensión  qné 
eolicitaba  como  viada  de  D.  Fi^ancieco  Amador  Reynale,  qae  hiHedó  ha- 
liándose  en  posesión  del  grado  de  Capitán,  y  el  Tribunal  Oontencioeo  dic- 
té la  sentencia,  qne  contiene  loa  siguientes  considerandos,  vistos  j  fallo: 

Considerando  qae  para  resolver  la  cuestión  del  presente  litigio,  que 
está  reducida  á  determinar  si  la  demandante  tiene  dereeiio  á  la  pensi^a 
del  Montepío  militar  que  solicita  por  haber  contraído  matrimonio  ca«n<to 
sn  causante  se  bailaba  en  posesión  del  grado  de  Capitán,  se  hace  ueoesa* 
río  apirear  con  estrícto  rigor  las  disposiciones  del  Montepío  militar,  apro- 
bado por  Real  cédala  de  1.®  de  Enero  de  1796,  como  de  una  manera  ter- 
minante dispone  el  art.  12  del  decreto  lej  de  22  de  Octubre  de  1868: 

Considerando  que  si  bien  aisladamente  examinado  el  art  ^.^  del  csi- 
pítnlo  B.^  del  referído  Reglamento,  que  la  parte  demandante  invoca  en  su 
favor,  pudiera  entenderse  por  sus  palabras  qne  la  sola  posesión  del  grado 
de  Capitán  al  contraer  matrimonio  por  parte  de  los  Oflciates,  es  bacante 
para  que  éstos  leguen  á  sus  familias  derechos  á  pensión,  un  estadio  atento 
y  detenido  de  las  demás  disposiciones  de  dicho  Reglamento,  con  las  cna> 
les  la  que  se  deja  citada  no  puede  hallarse  en  eontradioción,  porque  bsao- 
sariamente  y  tratándose  de  un  solo  cuerpo  legal  ha  de  haber  presidido  ea 
todas  el  mismo  espíritu,  persuade  de  un  modo  evidente  de  que  la  palahrm 
grado  se  usa  en  equivalencia  y  como  sinónima  de  empleo,  y  que  por  eott- 
siguiente,  lo  que  el  citado  artículo  exige  es  la  posesión  del  empleo  de  Ca- 
pitán al  contraer  matrimonio,  y  no  la  del  grado: 

Considerando  que  esta  apreciación  se  halla  corroborada  por  las  dispo- 
siciones contenidas  en  los  artículos  8.o  v  4.o  del  mismo  Reglamento,  q«e  al 
tratar  de  las  [retenciones  y  descuentos  á  favor  del  Montepío,  expresaa  Qoe 
sólo  se  descontará  ó  retendrá  á  los  interesados  en  sus  ascensos  á  mayor 
grado  la  diferencia  qne  corresponda  del  sueldo  del  uno  al  otro  puesto;  quft 
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ti  en  evtofl  preceptos  ee  toman  la  palabra  grado  en  en  aignifieaeión  tfteraY« 
y  DO  como  sinónima  del  empleo,  reenltarian  ain  alcance  en  wa  aeniido  j 
completamente  impracticablet,  toda  rea  qne  la  eonceaión  de  nn  grado  no 
implica  aumento  de  eneldo  con  relación  al  empleo  qoe  disfruta  el  agraeñb^ 
do  ni  constituye  en  tal  concepto  nn  ascenso: 

Considerando  que  la  frase  grado  de  Capitán  ó  tueldo  comnpovdienf^ 
que  asimismo  se  usa  en  el  art.  12  del  cap.  8.<>,  es  también  nna  demostré- 
'Ción  de  qoe  la  palabra  grado  se  usa  como  equivalente  de  la  de  empUvj, 
porque  sólo  con  relación  á  éste,  que  es  el  que  lo  lleva  anejo,  cabe  hablar 
4e  sueldo  correspondiente,  j  no  con  referencia  al  grado,  que,  según  el  si- 
tíenlo 1.*,  tratado  2.^,  tít.  26  de  las  Reates  Ordenanzas,  ne  produce  Buác 
efecto  que  el  de  que  el  Oñclal  adquiera  la  antigüedad  del  empleo  auperf^^r 
desde  la  concesión  del  grado,  pero  no  el  sueldo  correspondiente,  que  m6U> 
ee  consigue  mediante  la  posesión  real  y  efectiva  del  empleo: 

Gonsiderando  que  esta  misma  conformidad  entre  ambas  palabras,  de- 
mostrativa de  so  equivalencia,  según  el  lenguaje  usado  en  el  Reglamento, 
«e  advierte  de  igual  modo  en  las  tarifas  que  á  aquél  van  unidas»  so  «Ala 
porqoe  al  especificarse  en  ellas  las  pensiones  y  no  obstante  no  haber  exia- 
iido  nnnca  el  grado  en  las  distintas  jerarquías  del  Generalato  al  tratar  «t^i 
las  pensiones  correspondientes  á  los  individuos  de  laa  compafiías  de  Gnar- 
-dias  de  Oorps,  Alabarderos,  regimientos  de  Reales  Guardias  de  Infantería 
y  Brigada  de  Carabineros  Reales,  habla  respectivamente  de  Capitanea  qa« 
fallezcan  sin  más  graduacián  que  la  de  Teniente  general,  y  de  Tenienntr 
«in  más  grado  que  el  de  Brigadier,  de  Capitán,  primero  y  aegundo  Teoierae 
•in  grado  de  General;  de  Coroneles,  Tenientes  Coroneles  y  Sargento  mavor 
sin  grado  de  General;  de  Comandantes  en  Jefe,  segundo  Comandanta  y 
Sargento  mayor  sin  graduación  de  General,  sino  también  porque,  á  prear 
de  que,  como  queda  dicho,  el  sueldo  va  anejo  al  empleo  y  no  al  grado,  al 
aefialar  las  pensiones  qoe  corresponden  al  Real  Cuerpo  de  Artillería  y  al  d« 
Ingenieros,  y  tratando  de  la  de  Comandante  general  de  ambos  Cuerpos^ 
me  refiere  al  grado  de  Ejéndlo  qoe  disfruten,  y  no  al  amphó: 

Considerando,  por  otra  parte,  que  si  el  hecho  de  haber  contraído  mai^H- 
monio  teniendo  los  causantea  tan  sólo  el  grado  de  Capitán  fuera  suficiente 
para  que  sus  vindas  y  huérfanas  tuvieran  derecho  á  la  pensión  de  Monte- 
pío militar,  no  se  comprendería  con  relación  á  ellos  la  disposición  del  ar- 
píenlo 6.®  del  cap.  8.<^,  dada  la  generalidad  con  que  eatá  redactada,  que  por 
«xoepción  concede  derecho  á  pensión  á  las  viudas,  huérfanos  y  madree 
viadas  de  los  Oficiales  qne  fallescan  en  fundón  de  guerra  aunque  ae  ha- 
yan casado  de  tubaUemoi,  pues  en  la  denominación  genérica  de  tubMer- 
fio9  van  comprendidos  los  mismos  Alféreces  y  Tenientes  sencillos  qne  1<^ 
^^raduados  de  Capitán;  y  no  se  explicaría  ni  seria  necesario  que  la  ematg- 
«ion  alcanzase  á  éstos,  como  visiblemente  lea  alcanza,  si  en  todo  caso  !^ 
l^ren  á  sus  familiaa  oerecho  á  pensión  por  el  art  2.®  del  mismo  capíteM», 
«orno  la  parte  demandante  pretende: 

Considerando,  por  lo  expuesto,  qne  dedociéndose  con  toda  evidencia 
del  conjunto  de  las  disposidones  del  Reglamento  de  Montepío  militar  que 
la  palabra  grado  está  siempre  usada  en  el  sentidp  de  la  de  empleo,  ea  Má- 
mismo  indudable  que  el  Real  decreto  de  80  de  Octubre  de  1655,  aon  cuan- 
do exprese  que  ea  derogatorio  del  art.  2.*  del  cap.  8.«  de  aquél,  no  ea  en 
realidad  ni  en  so  eaenda  sino  aclaratorio,  pneeto  qne  al  disponer  qne  do 
tienen  opdón  á  los  benefidos  del  Montepío  los  gradoadoa  de  Capitán,  «te 
hace  sino  acomodsjrse  estrictamente  á  lo  preceptuado  en  el  Reglamenro^ 
IKnr  lo  cni^  ea  de  todo  ponto  odoso  el  resolyer  d  dicho  Real  decrete  hsi 
«ido  ó  no  derogado  por  el  deeteto-ley  de  1868: 


Digitized  by  VjOOQIC 


41S  JUSI8PBUI>SHCXA  ADiMDa9T»^TITA 

Vitto  el  tít  36,  art  l.o,  párrafo  Z.o,  de  la»  Ordenanaaa  de  S.  M.  para  el 
végimeo,  diaciplioa,  aobordinación  y  aervído  de  ana  Ejércitoa: 

Vtato  el  capitulo  6.0,  artieoloa  8.0  y  4.o,  del  Beglamcuto  de  Montepío 
aúlitar: 

Viato  el  cap.  8.^,  artícaloa  3.o,  6.0  y  12  del  miamo  Reglamento: 

Viataa  laa  tariíat  onidae  á  dicho  Reglamento,  qae  al  sefialar  laa  peniio- 
aea  correspondientes  á  laa  compafiíaa  del  Real  Cuerpo  de  Gaardiat  de  Gorpt, 
enomera  laa  de  Capitanea  qoe  falleacan  ain  máa  graduación  que  la  de  Te 
alenté  general;  de  Teniente  ain  mát  «rado  que  el  de  Brigadier,  entre  las 
de  la  Real  Compañía  de  Alabarderos;  la  de  Capitán  ain  grafio  de  General, 
de  primer  Teniente  ídem;  de  Ayudante  ídem,  en  loa  regimi^ntoa  de  Reale» 
Qnardiaa  de  Infantería,  de  Coronelea  ain  grado  de  General;  de  Teniente» 
Ooronelea  ídem,  en  la  Brigada  de  Carabineros  Reales;  de  Comandantes  eá 
Jefe  ain  graduación  de  General;  de  segando  Comandante  ídem,  de  Sar- 
gento Mayor  ídem,  y  entre  loa  del  Real  Cuerpo  de  Artillería  y  Cuerpo  de 
Ingenieros,  la  de  Comandante  general,  según  el  grado  de  Ejército: 

Visto  el  art.  2.o  del  Real  decreto  de  80  de  Octubre  de  1856: 

Visto  el  decreto  ley  de  21  de  Octubre  de  18G8; 

Fallamoa  que  debemos  abaolver  y  abaolvetñoa  á  la  AdminfatradóB  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  deducida  á  nombre  de  Dofia  Dolorea  Ven- 
tara contra  la  Beat  orden  de  16  de  Julio  de  1891,  la  cual  queda  firme  y 
•nbataten te.— (Sentencia  publicada  el  8  de  Junio  de  1892,  é  inserta  en  la 
GacHa  de  28  de  Noviembre  del  miamo  afio.) 
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Sbntbnou  (8  de  Junio  de  lS^).^C(miribucimie$.  Sui^racción  de/oniw^ 
— 8e  abaoeive  á  la  Administración  de  la  demanda  del  Banoo  de  Espafia 
«ontra  la  Real  orden  de  9  de  Marzo  de  1888,  y  ae  establece: 

i.o  VNe  según  la  dU^^aaicián  i.a  de  ¡a  Ee<U  orden  de  Bl  de  Diciembre 
ie  1BT2,  desde  el  momenU^  en  que  fuese  inminente  la  invasión  de  las  fuertes 
enemigas,  el  funcionario  que  tuviera  á  su  cargo  valares  del  Estado  debía  im- 
petrar de  la  Autoridad  local  el  ^mbramiento  de  un  delegado  de  su  autori 
dad  que  fosara  á  certificar  la  entrega  de  los  valores  cuando  se  verificase,  y  á 
inten^entr  las  operaciones; 

Y  2.^  Que  no  justificándose  suficientemente  la  preexistencia  de  los  fondos 
procedentes  de  la  recaudación  de  contribuciones  que  se  suponen  sustraidos^no 
procede  declarar  responsable  al  Recaudador,  porque  folia  uno  de  los  requisi- 
tos aue  para  ello  exige  la  base  17  del  convenio  ae  19  de  Diciembre  de  1867, 
cdebraao  con  el  Banco  de  España, 

El  Recaudador  de  Contribucionea  de  Seforbey  Viver,  D.  José  Tarraga, 
pidió  que  ae  le  admitiese  información  teatiflcal  para  acreditar  que  el  80 
de  Agosto  de  1878  le  fueron  sustraídaa  por  loa  carlistas  27.250  pesetas 
pertenecientes  á  la  recaudación,  y  en  ella  decUucaron  algunos  testigos  con 
tacha  legal,  con  referencia  al  día  mencionado,  que  fueron  colocadaa  para 
MVL  custodia  en  la  cárcel  de  mujerea  doa  cajonea  y  dos  carteras  que.  según 
el  Recaudador,  contenían  dicha  cantidad;  y  qoe  habiendo  entrado  loa  car- 
listas en  la  población,  ae  apoderaron  de  los  .cajonea  y  carteras,  ain  dar  re- 
cibo al  referido  Tárrega. 

Por  la  Real  impugnada  ae  acordó  no  admitir  al  Banco  de  Espafia  como 
dau  definitiva  en  au  cuenta  la  cantidad  «nstiaida,  y  el  Tribunal  Contenr 
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do«o  dletó  la  tenteiicis,  qo«  contiene  loi  ligaientei  contidenindoe, ' 
jfaüo: 

Oootiderando  qne  U  enesüóii  qne  ee  ha  de  resolver  eoDeiite  en  deter- 
minar si  procede  qne  ae  admita  al  Banco  de  Eepafia  oomo  data  en  ana 
caentaa  de  recaudación  la  cantidad  qne  el  Becandador  de  oontribodoDea 
que  f  aé  del  partido  de  Segorbe,  D.  Jceó  de  Tárrega,  dice  le  íné  anttraida 
por  loa  carliatae  que  penetraron  en  la  población  de  Saganto  el  día  80  de 
Agosto  de  1878: 

Conaiderando  qoe  aon  cuando  la  información  teatifloal  practicada  re- 
úne laa  condiciones  qae  la  ley  Procesal  exige,  no  resulta  probado  el  hecho 
que  es  objeto  de  ella  con  eTidencia,  ni  de  modo  que  prodnsca  el  coBTenci- 
miento  racional  necesario  para  afirmar  su  existencia  sin  duda  alguna: 

Conaiderando  qne  tampoco  se  ha  probado  que  la  sustracción,  en  caso 
de  babeise  veriñcado  por  los  carlistas,  fuera  precisamente  de  27.260  pese- 
tas, pues  los  testigos  qne  primeramente  depusieron  en  la  información  no 
declararon  la  cantidad  sustraída,  habiéndose  limitado  á  decir  que  aquéllos 
se  llevaron  dos  cajones  j  dos  carteras: 

Considerando  que  aun  cuando  afirman  dos  testigos  que  la  mencionada 
cantidad  se  contó  á  su  presencia  y  fué  colocada,  en  las  cajas  y  carteras  re- 
feridas, dichos  testigos  eran  empleados  en  la  Recaudación,  dependientes 
de  Tárrega,  cuya  circunstancia  disminuye  el  valor  de  su  declaración,  y 
además  no  se  levantó  acta  ni  se  practicó  formalidad  alguna  que  acreditase 
qoe  las  expresadas  cajas  y  carteras  contenían  las  sumas  qne  se  dice: 

Considerando  que  no  se  cumplió  por  el  Recaudador  D.  José  de  Tárrega 
la  disposición  1.*  de  la  Real  orden  de  81  de  Diciembre  de  1872,  según  la 
cual,  desde  el  momento  en  que  fuese  inminente  la  invasión  de  las  f nereas 
enemigas,  el  funcionario  que  tuviera  á  su  cargo  valores  del  Estado  debfa 
impetrar  de  la  Autoridad  loaal  el  nombramiento  de  un  delegado  de  su  au- 
toddad  que  pasara  á  certificar  la  éntrese  de  los  valores  cuando  se  verifi- 
case, y  á  intervenir  las  operaciones: 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  no  se  ha  justificado  suficiente- 
mente la  preexistencia  de  los  fondos  procedentes  de  la  Recaudación  de 
contribuciones,  que  se  suponen  robados,  y  por  consiguiente  no  procede 
declarar  á  ésta  irresponsable,  puesto  que  falta  uno  de  los  requisitos  que 
para  ello  exige  la  base  17  del  convenio  de  19  de  Diciembre  de  1867,  eele 
orado  con  el  Banco  de  España: 

Vista  dicha  base  17; 

Vista  la  disposición  1.»  de  la  Real  orden  de  81  de  Diciembre  de  187S: 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  del  Banco  de  Es- 
paña contra  la  Real  orden  de  9  de  Marzo  de  1888,  la  cual  queda  firme  y 
subsistente.— (Sentencia  publicada  el  3  de  Junio  de  1892,  é  inserta  eh  la 
'QmBdta  de  28  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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SsNTBNOiA  (8  de  Junio  de  1892).^lf(m«epio  miUUir.  Derecho  á  pemmán. 
«-6e  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  Dofta  Pascuala  Agut- 
iné contra  la  Real  orden  de  16  de  Julio  de  1891,  y  se  establece: 

1.0    (¡lueihien  aieladfmtnte  examinada  el  art.  ».o  del  eap.  8.0  dd  Begla- 

miento  de  Montepío  militar,  pudiera  enienderee  poriuepiOcdnraB  que  lafolm  pe- 

9e$ión  del  grado  de  Capitán,  al  oontraer  matrimonio  por  parte  de  Um  Ofidake, 

0$  ba9tante  para  que  éetoe  ¡eguen  áeue  famiUae  derecho  á penoión,  «e  eetudim 

TOKO  46  ^"^ 
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atei%to  y  detenido  de  iae  dispoticiones  de  dieho  Reglamento,  eon  loe  cualee  la 
que  86  deja  citada  no  puede  hallarse  en  contradicción,  porque  necesariamente, 
y  traiánaose  de  un  miémo  cuerpo  legal,  ha  de  Aoóér  presidido  en  todos  el 
miemo  espíritu,  persuade  de  un  modo  evidente  de  que  la  palabra  grado  se  «mi 
en  equivalencia  y  como  mnónima  de  la  de  empleo,  v  por  eonsiguiente,  lo  que  d' 
articulo  exige  es  la  posesión  del  empleo  de  ÓapUán  al  contraer  matrimonio, 
y  no  la  del  grado: 

2.<*  Que  esta  apreciación  se  halla  corroborada  por  las  disposiciones  conte- 
nidas en  los  arOculos  3.^  y  4.^  del  miemo  Reglamento,  que  al  tratar  de  loe  re 
tenciones  y  descuentos  á  favor  del  Montepío^  expresan  que  sólo  sedesconiará  ó- 
retendrd  á  los  interesados  en  mvm  ascensoe  á  mayo^r  grado,  la  diferencia  que 
corresponde  del  sueldo  del  uno  al  otro  puesto;  y  M  en  estos  preceptos  se  Uh 
mará  la  palabra  grado  en  su  significación  literal  y  no  como  sinónána  de  em- 
pleo, resultarían  sin  alcance  ni  sentido  y  completamente  impracticables,  toda 
vez  que  la  concesión  de  un  grado  no  implica  aumento  de  sueldo  eon  relación 
al  empleo  que  disfnUa  el  agraciado,  ni  constituye  en  tal  concepto  un  ascensor 

d.o  Que  la  frase  grado  de  Capitán  ó  aaeldo  correspondiente,  que  asimts- 
moseusa  en^elart,  12  del  cap,  d.o,  es  también  una  demostración  de  que  la  pa- 
Udn-a  grado  es  una  como  equivalente  de  la  de  empleo,  porque  sólo  conr elación 
á  éste,  que  es  el  que  lo  lleva  anejo,  cabe  hablar  de  suMo  correspondiente,  yesa 
con  referei^cia  al  grado,  que  según  el  art  IS*,  tratado  2.o,  tit  26  de  las  Meó- 
les Ordenanzas,  no  produce  mas  efecto  que  el  de  que  el  Oficial  adquiera  la  an- 
tigüedad del  en^Uo  superior  desde  la  concesión  del  grado,  pero  no  el  suelda 
correspondiente,  que  sólo  se  consigue  mediante  la  posesión  real  y  efectiva  dH 
empleo: 

dí.o  Que  esta  misma  conformidad  entre  ambas  paldbrM,  demostrativas  de 
su  equivcUencia,  según  el  lenguaje  usado  en  el  Reglamento,  se  advierte  de  iguai 
modo  en  las  tarifas  que  á  aquü  utm  unidas,  no  sólo  porque  al  especificarse  em 
eUas  las  pensiones,  v  no  obstante  no  haber  exi^do  nunca  el  grado  en  las  dis- 
tintas  jerarquías  del  generalato,  al  tratar  de  las  pensiones  correspondientes  ¿ 
las  individuos  de  las  compañías  de  G^uardias  de  Corps,  Alabarderos,  regimien- 
tos de  Reales  Guardias  de  Infantería  y  brigada  de  Carabineros  Reales,  habla 
respectivamente  de  Capitanes  que  fallezcan  sin  más  graduación  que  la  de  Te- 
niente General,  y  de  Tenientes  sin  más  grado  que  H  de  Brigadier,  de  Capi- 
tán, primero  y  segundo  Teniente,  sin  grado  de  General;  de  Coroneles,  Tedien- 
tes  Coroneles  y  Sargento  mayor,  sin  grado  de  General,  de  Comandante  ets 
Jefe,  segundo  Comandante  y  Sargento  Mayor,  sin  graduación  de  General, 
sino  también  porque,  á  pesar  de  que,  como  queda  dicho,  el  sueldo  va  anejo  ei 
en^pleo  y  no  al  grado,  al  señalar  las  pensiones  que  corresponden  al  Real 
Cuerpo  de  Artillería  y  al  de  Ingenieros,  y  tratando  de  la  del  Comandante  ge- 
neral  de  ambos  Cuerpos,  se  r^re  al  grado  de  JS¡jército  que  disfruten  y  no  al 
empleo: 

5,0  Que,  por  otra  parte,  si  el  hecho  de  haber  eantraido  matrimonio  te- 
niendo los  causantes  tan  solo  el  grado  de  Capitán,  fuera  st^ficiente  para  que^ 
sus  viudas  y  huérfanos  tuvieran  derecho  á  la  pensión  de  Montepío  militar,  na 
se  comprendería  con  relación  á  ellos  la  disposición  del  art,  6.0  del  cap,  8,0, 
dada  la  generalidad  con  que  está  redactada,  que  por  excepción  concede  dere- 
cho Á  pensión  á  las  viudas,  huérfanos  y  madres  mudas  de  los  Oficiales  quefa- 
Uezoan  en  función  de  guerra,  aunque  se  hayan  casado  de  subalternos,  van  com- 
prendidos lo  mismo  los  Alfáreees  y  Tenientes  sencillos  qUe  los  graduados  de 
Capitán,  ynoH  esepliearia  ni  sería  necesario  que  la  exeq>ción  alcanzase  á 
éstos  eomo  visiblemente  los  alcanza  si  en  todo  caso  legasen  a  sus  fmmUas  de- 
recho Á  pensión  por  él  art  2,^  del  mismo  capitulo; 

TS,o  Que,  por  lo  expuesto,  áeiueiéndose  can  todo  etideneia  del  eon- 
junio  ée  las  di^posMones  del  Reglamento  de  3&mt^^  militar,  que  la  palabra 
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grada  eM  $iempre  M$ada  en  el  BCfUido  de  la  de  empleo^  ea  atimiimo  induda- 
ble qm  el  Beal  decreto  de  30  de  Octubre  de  1855,  {xun  euando  expreee  que  es 
derúgatona  del  art  2fi  del  cap,  8,^  de  aquél,  no  ee  en  realidad  nieneu  esen- 
cia sino  aclaratorio,  puesto  que  al  disponer  que  no  tienen  opción  á  los  benefi- 
cios dd  Montepío  los  graduados  de  Capitán,  no  hace  sino  acomodarse  estricta- 
mente á  lo  preceptuado  en  el  Beglamento,  por  lo  cual  es  de  todo  punto^ocioso  el 
resolver  tádiáiffSecA  decreto  ha  sido  ó  no  derogado  por  el  decreto  ley  de  1868, 

Fox  la  Beal  impugnada  te  negó  á  la  demandante  la  pensión  qne  floli<*i- 
taba,  como  yinda  de  D.  Franciaco  Montero^  en  atención  á  haber  contraído 
matrimonio  con  el  cantante  hallándote  étte  en  poeetión  del  grado  de  Ca- 
pitán. £i  Tribonal  Gontencloeo  dictó  la  aentencia,  qoe  contiene  los  slgnien- 
tes  eonaiderandot,  vittoa  y  fallo: 

Oonaiderando  qne  para  resolver  la  coettión  del  presente  litigio,  qne 
está  fedndda  á  determinar  si  la  demandante  tiene  derecho  á  la  pensión  de 
Montepío  militar,  qne  solicita  por  haber  contraído  matrimonio  cuando  sn 
eaoMote  se  hallaba  en  posesión  del  grado  de  Capitán,  te  hace  necesario 
apliear  con  estricto  rigor  las  disposiciones  del  Montepío  militar  aprobadas 
por  Beal  cédala  de  l,^  de  Enero  de  1796,  como  de  una  manera  terminante 
dnpone  el  art.  12  del  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868: 

Connderando  que  ti  bien  aitladamente  examinado  el  art.  2.o  del  capí- 
tulo 8.0  del  referido  Begl amento,  qne  la  parte  demandante  invoca  en  su 
favor,  pudiera  entenderse  por  sus  palabfas  que  la  sola  posesión  del  grado 
de  Capitán,  al  contraer  matrimonio  por  parte  de  los  Oficiales,  es  bastante 
para  qoe  éstos  leguen  á  sus  familias  derecho  á  pensión,  un  estudio  atento 
y  detenido  de  las  disposiciones  de  dicho  Reglamento,  con  las  cuales  la  que 
se  deja  citada  no  puede  hallarse  en  contradicción,  porque  necesariamente, 
j  tratándose  de  un  mismo  cuerpo  legal,  ha  de  haber  presidido  en  todos  el 
mismo  espíritu,  persuade  de  un  modo  evidente  de  que  la  palabra  grado  se 
osa  en  equivalencia  j  como  sinónima  de  la  de  empleo,  y  que,  por  consi* 
goieote,  lo  que  el  artículo  exige  es  la  posesión  del  empleo  de  Capitán  al 
coofciaer  matrimonio,  y  no  la  del  grado: 

Oonaiderando  que  esta  apreciación  se  halla  corroborada  por  las  dispo- 
sicioiies  contenidas  en  los  artículos  8.o  y  4.o  del  mismo  Reglamento,  qne 
al  tzatar  de  las  retenciones  y  descuentos  á  favor  del  Montepío,  expresan 
que  sólo  se  descontará  ó  retendrá  á  los  interesados  en  sus  ascensos  á  mayor 
gradoy  la  diferencia  que  corresponde  del  su^dodel  uno  al  otro  puesto;  que 
si  en  estos  preceptos  se  tomara  la  palabra  grado  en  su  signifinacióniiteral 
y  no  como  sinónima  del  empleo,  resultarían  sin  alcance  ni  sentido  y  com* 
pletamente  impracticables,  toda  vez  que  la  concesión  de  un  grado  no  im- 
püoa  aumento  de  sueldo  con  relación  al  empleo  que  disfruta  el  agraciado, 
ni  constituye  en  tal  concepto  un  ascenso: 

Considerando  que  la  frase  grado  de  Capitán  ó  suddo  correspondiente, 
qoe  asimismo  se  usa  en  el  art  12  del  cap.  8.o,  es  también  una  demostra- 
dóa  da  que  la  palabra  ^itulo  es  una  como  equivalcmte  de  la  de  empleo, 
posque  sólo  con  relación  á  éste,  qtra  es  iel  que  lo  lleva  anejo,  cabe  hablar 
da  soeldo  correspondiente,  y  eso  con  r^erenoia  al  gfado,  que  segén  el  ar- 
Ucolo  1.0,  tratado  2.<>,  tít  26  de  las  Reales  Ordenanns,  no  produce  más 
efecto  qne  el  de  que  el  Oficial  adquiera  la  antigüedad  del  empleo  superior 
desde  la  concesión  del  grado,  pero  no  el  sueldo  correspondiente,  que  sólo 
se  consigue  mediante  la  posesión  real  y  efectiva  del  empleo: 

'  Considerando  que  esta  misma  conformidad  entre  ambas  palabras,  de- 
mostrativas de  su  equivalencia,  según  el  lenguaje  usado  en  el  Reglamento, 
se  advierte  de  igual  modo  en  las  tarifas  que  á  aquél  van  unidas,  no  sólo 
porque  al  especificarse  en  ellas  las  pensiones  y  no  obstante  no  haber  exis- 
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tido  nanea  el  grado  en  las  dietintaa  jerarquías  del  generalato,  al  tratar  ém 
las  pensiones  correspondientes  á  los  individaos  de  las  eompafiías  de  Guar- 
dias de  Oorps,  Alabarderos,  regimientos  de  Reales  Guardias  de  Infantería 
y  brisada  de  Carabineros  Reales,  habla  respectivamente  de  Capitanea  qoa 
fallescan  sin  más  graduación  que  la  de  Toniente  General,  j  de  Tenientes 
sin  más  grado  qae  el  de  Brigadier;  de  Capitán,  primero  y  segando  Te- 
niente,  sin  grado  de  General;  de  Coroneles,  Tenientes  Coroneles  y  Sar- 
gento mayor,  sin  grado  de  General;  de  Comandante  en  Jefe,  segando  Co- 
mandante y  Sargento  Mayor,  sin  gradaación  de  General,  sino  también  por- 
que, á  pesar  de  qae,  como  qaeda  dicho,  el  sueldo  va  anejo  al  empleo  y  no 
al  grado,  al  señalar  las  pensiones  que  corresponden  al  Real  Cuerpo  de  Ar- 
tillería y  lü  de  Ingenieros,  y  tratando  de  la  del  Comandante  general  de 
ambos  Cuerpos,  se  refiere  al  grado  de  Ejército  que  disfruten  y  no  al  empleo: 
Considerando,  por  otra  parte,  que  si  el  hecho  de  haber  contraído  ma- 
trimooio  teniendo  los  causantes  tan  sólo  el  grado  de  Capitán,  fuera  sufi- 
ciente para  que  sus  viudas  y  huérfanos  tuvieran  derecho  á  la  pensión  de 
Montepío  militar,  no  se  comprendería  con  relación  á  ellos  la  disposick^n 
del  art.  6.0  del  cap-  8.^,  dada  la  generalidad  con  que  está  redactada,  que 
por  excepción  concede  derecho  á  pensión  á  las  viudas,  huérfanos  y  ma- 
dres viadas  de  los  Oficíales  que  faliescan  en  función  de  guerra,  aunque  ae 
hayan  casado  de  subalternos,  pues  en  la  denominación  genérica  de  subal- 
ternos van  comprendidos  lo  mismo  los  Alféreces  y  Tenientes  sencillos  que 
los  graduados  de  Capitán,  y  no  se  explicaría  ni  sería  necesario  que  la  ex- 
cepción alcanzase  á  éstos  como  visiblemente  los  alcanza  si  en  todo  oaso 
legasen  á  sus  familias  derecho  á  pensión  por  el  art.  2.o  del  mismo  eapítnlOy 
como  la  parte  demandante  pretende- 
Considerando,  por  lo  expuesto,  que  deduciéndose  con  toda  evidenoia 
del  conjanto  de  las  disposiciones  del  Reglamento  de  Montepío  militar, 
que  la  palabra  grado  está  siempre  usada  en  el  sentido  de  la  de  empleo,  es 
asimismo  indudable  que  el  Real  decreto  de  80  de  Octubre  de  1666,  aun 
cuando  exprese  que  es  derogatorio  del  art  2.o  del  cap.  8.0  de  aquél,  no  ea 
en  realidad  ni  en  su  esencia  sino  aclaratorio,  puesto  que  al  disponer  que 
no  tienen  opción  á  los  beneficios  del  Montepío  ios  graduados  de  Capitán, 
no  hace  sino  acomodarse  estrictamente  á  lo  preceptuado  en  el  Reglamento, 
por  lo  cual  es  de  todo  punto  ocioso  el  resolver  si  dicho  Real  decreto  ha 
sido  ó  no  derogado  por  el  decreto  ley  de  1868. 

Visto  el  tratado  a.o,  tít  26,  art  l.o,  párrafo  8.0,  de  las  Ordenansas  de 
8.  M.  para  el  régimen,  disciplina,  subordinación  y  servicio  de  sus  ^érsHos: 
Visto  el  cap.  6.0,  artículos  S.o  y  4.o  del  Reglamento  de  Montepío  mU 
litar: 

Visto  el  cap.  8.0  del  mismo  Reglamento,  artículos  2.0, 6.0  y  12: 
Vistas  las  tarifas  unidas  á  dicho  Reglamento: 
Visto  el  art.  2.o  del  Real  decreto  de  80  de  Octubre  de  1866: 
Visto  el  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge> 
ñeral  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  Dofia  Pascniüa 
Agnilué  eontra  la  Real  orden  de  16  de  Julio  de  1801,  la  cual  queda  firm» 
y  subsistente.— (Sentencia  publicada  el  8  de  Junio  de  1892,  é  inserta  eals 
Oaceta  de  28  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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SEirrsvoiA  (8  de  Jonio  de  1892).— Ifofit^  dvU.  Derecho  ápenstón,-- 
Se  abeaelve  á  la  AdmiDÍetración  de  la  demanda  de  Dofia  Jaana  del  Boato 
eontra  la  Beal  orden  de  t  de  Jonio  de  1886,  j  ae  eatablece: 

Í.o  Que  el  ari.  21  de  la  Instrwxión  ¿e  26  de  Diciembre  de  1831  $e  opone 
áfuelae  hijae  iucedan  á  la  madre  en  el  d^frute  de  lapenMn  del  Mont^io 
de  Correoe  gue  aquüla  hvhiete  po9eido\ 

-  Y  2.^  Que  loe  cineo  afUm  de  atra$0B  depenñón  que  la  ley  de  Contabilidad 
mUoriga  §e  abonen,  deben  eóntaree  deede  el  dia  en  que  la  intere$ada  preeentó 
¡o$  documentos  neceiarioe. 

Habiendo  aolieitado  la  demandante,  de  eatado  viuda,  qne  le  faeae 
tranamitida  la  penaión  qne  en  madre  había  diaíratado  basta  sn  falleci- 
miento, eomo  yinda  de  D.  Joan  del  Baeto,  Capitán  qne  fné  de  Correoe 
marítimoa  y  Teniente  de  Navio  de  la  Armada,  y  én  aa  defecto  la  pensión 
ééí  Tesoro,  ae  resolvió  por  Real  orden  de  2  de  Julio  de  188S  qne  la  recla- 
mante no  tenia  derecho  á  la  primera  pretensión;  y  por  la  de  4  de  Jolio  de 
tS86,  expedida  por  el  Ministerio  de  Marina,  ae  la  concedió  la  del  Tesoro, 
1^  460  pesetas.  Y  el  Tribnnal  Oontencioso  dictó  la  aentencia,  qne  contiene 
los  sigoientes  eonsiderandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  qne  li^  cuestión  qne  se  ha  de  resolver  en  este  litigio  com- 
prende  lois  rignientes  extremos:'  prímeto,  ét  lá  demandante  tiene  derecho 
á  qne  se  le  Iranamita  la  pensión  de  Montepío  qne  disfrutó  su  madre;  y  se- 
gundo, ai  tiene  derecho  á  la  penaión  del  Tesoro  seíialada  por  la  Beal  orden 
qoe  se  impugna,  ó  á  otra  mayor,  como  pretende: 

Consi&rando,  respecto  á  la  pensión  de  Montepío,  que  Dofla  Juana  del 
Basto  no  puede  suceder  á  su  madre  en  el  disfrute  de  la  que  éata  poseyó, 
so  solamente  porque  se  opone  á  ello  el  art.  21  de  la  Instrucción  de  26  de 
Didembre  de  1831,  sino  también  porque  dicha  pretensión  fué  desestimada 
definitivamente  por  la  Real  orden  de  2  de  Junio  de  1888,  la  que  aparece 
eoeaentáda  por  la  Interesada: 

Conaiderando,  reapecto  á  la  pensión  del  Tesoro,  que  la  aefialada  por  el 
Ministerio  de  Marina  en  la  Real  orden  que  impugna,  ea  la  que  correaponde 
id  mayor  sueldo  disfrutado  por  el  padre  de  la  demandante  en  empleo  de 
carácter  militar,  ó  sea  el  de  Teniente  de  Navio: 

Conaiderando  que,  aun  cuando  pudiera  corresponder  á  Dofia  Juana  del 
Boato  una  pensión  del  Tesoro  mayor  que  la  aefialada  en  la  Real  orden  que 
se  impugna,  tomando  por  baae  para  graduarla  el  sueldo  mayor  que  como 
empleado  civil  su  padre  disfrutase,  esta  declaración  no  podía  hacerla  el 
Ministerio  de  Marina,  el  ctial,  dando  al  expediente  la  tramitación  consen- 
tida por  la  interesada,  lo  resolvió  ajuatánm)se  á  las  disposiciones  legales 
aplicablea  al  caso, 

T  eonsiderando  que  los  cineo  afios  de  atraaos  de  penaión  que  la  ley  de 
Contabilidad  autoriza  se  abonen,  deben  contarse  desde  el  día  en  qne  la  in- 
teresada presentó  los  documentos  necesarios,  y  siendo  uno  de  ellos  el  jus- 
tífleativo  de  no  eobrar  la  demandante  otro  sueldo,  pensión  ni  gratificación, 
el  cual  fué  presentado  en  7  de  Julio  de  1885,  es  visto  que  la  Real  orden 
impugnada  tampoco  se  aparta  en  este  punto  del  precepto  del  legislador. 

Viato  el  áit.  21  de  la  Instrucción  de  26  de  Diciembre  de  1881: 

Vistos  loa  artículos  48,  49  y  61  de  la  ley  de  20  de  Mayo  de  1862: 

VÜto  el  iurt  19  de  U  ley  de  ConUbiUdad  de  25  de  Junio  de  1860.* 
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Fallamos  qae  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administradón  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  Dofia  Juana  del 
Busto  y  Blanco,  contra  la  Real  orden  de  6  de  Jonio  de  1886,  la  coal  qaed« 
firme  y  subsistente. — (Sentencia  publicada  el  8  de  Junio  de  1892,  é  inserta 
en  la  Oaceta  de  28  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Skntskoia  (6  de  Junio  de  1892).— JSe¿iros.  M^om  áepmtión.^^  ab- 
suelve á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Mariano  Omedes  ^lítrm 
las  Reales  órdenes  de  27  de  Febrero  y  17  de  Noviembre  de  1890^  y  se  ••• 
tablece: 

1.0  Que  9%  bien  la  Btal  orden  de  19  de  Abril  de  1883  establece  en  su  re- 
ala 11  que  la  campaña  de  Cuba  en  el  seeundo  periodo  se  estime  empegada  para 
las  Comandancias  generales  de  las  Villas  en  9  de  Noviembre  de  1879  y  ter- 
minada en  11  de  Noviembre  de  1880,  la  disposición  12  de  la  oitaia  Beal  orden 
exige  como  condición  indispensable  para  el  abono  de  servicios  áe  oamp^laque 
el  müLitar  haya  concurrido  á  dos  acciones  de  guerra  ó  haya  guarnsoüe  pie- 
zas atacadas  por  el  enemigo; 

T2,'^  Que  conforme  á  lo  dispuesto  en  d  art  46  d^  la  ley  de  IS  de  Se- 
tiembre de  1888,  él  Tribunal  Contencioso  es  inoompetentepara  cemioopr.de  íse 
recursos  interpuestos  fuera  de  los  plazos  determinados  en  el  art  7.®        :     .; 

Habiendo  solicitado  su  retiro  el  Comandante  de  infantería  D.  Mariano 
Omedes,  con  el  máximum  del  sueldo  de  su  empleo,  se  le  concedió  por  la 
Real  orden  de  27  de  Febrero  de  1890,  con  los  84  céntimo^  de  aquel  sueldo. 
Reclamada  ésta  por  el  D.  Mariano,  pidiendo  los  90  céntimos  del  mencio- 
nado sueldo,  6  en  su  defecto  la  vuelta  al  servicio  activo,  se  dictó  la  de  17 
de  Noviembre  del  mismo  afio,  comunicada  al  interesado  en  22  de  Enero 
de  1891,  denegando  esta  pretensión  y  confirmando  el  sefialamiento  hecho 
por  la  primera  de  estas  disposiciones. 

Recurridas  estas  dos  Reales  órdenes  en  vía  oontendoÍMt  en  19  ^  Fe- 
brero de  1891,  ee  pronunció  por;el  Tribunal  Gontencioso  la  sentencia,  que 
contiene  los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  las  cuestiones  planteadas  en  la  demanda  se  reduoen 
á  determinar:  primero,  si  Omedes  tiene  derecho  ai  miximum  de  su  retira^ 
ó  sea  á  los  90  céntimos  del  sueldo  de  su  empleo;  y  segundo,  si  en  el  cmo 
de  no  otorgársele  el  retiro  en  estas  condiciones,  tiene  igualmente  derecho 
á  que  se  le  otorgue  la  vuelta  al  servicio:  * 

Considerando,  en  cuanto  á  la  primera  cuestión,  que  para  solicitar  ^ 
máximum  de  su  retiro  se  funda  Omedes  en  que  deben  abonársele  los  seis 
meses  y  dieciséis  días  que  estuvo  de  guarnición  en  territorio  declarado  ea 
estado  de  guerra,  aplicándole  para  ello  los  preceptos  de  la  Real  orden  de 
19  de  Abril  de  1888: 

Considerando  que  si  bien  esta  disposición  establece  en  su  reg^  11  que  la 
campafia  de  Cuba  en  el  segundo  periodo  se  estime  emplasadapara  las  Co- 
mandancias generales  de  las  Villas  en  9  de  Noviembre  de  1879  y  termi- 
nada en  11  de  Diciembre  de  1880,  en  cuya  época  permaneeió  el  4<>oaaa- 
dante  en  las  plazas  de  Trinidad  y  Cienfuegos,  la  disposición  12  de  U  cir 
tada  Real  orden  exige  como  condición  indispensable  para  el  abono  de  ser 
vicios  de  campafia  que  el  militar  haya  concurrido  á  dos  aooiones  de  gue- 
rra ó  haya  guarnecido  plasas  atacadas  pox  el  enemigo: 

Considerando  que  por  no  reunir  Omedes  estas  condiciones  indisp^nsa- 
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tím  y  preeLuui  para  el  aboso  indicado^  ea  indadable  que  carece  de  todo 
desecha  a)  miamo,  y  por  tanto,  ae  halla  ajnatada  á  loa  preceptoa  legiriee  ▼!• 
feotes  la  Beal  orden  de  17  de  Noriembre  de  1890,  qne  aaignó  á  Omedea  loa 
M  céntimoa  del  aneldo  de  an  empleo,  en  logar  del  máxlmomMe  retiro,  de 
90  céntimoa: 

Cooalderando  reapecto  i  la  aeganda  cneatión,  qne  por  la  Real  orden 
de  27  de  Febrero  de  1890  ae  expidió  definitivamente  el  retiro  al  deman- 
dante, j  ae  diapnao  que  faeae  baja  en  el  arma  á  qne  perteneció,  y  qne  de 
la  expreaada  reaolación  ae  dló  por  enterado  Omedea  en  la  inatancia  de  4 
de  Mano  de  dicho  afio,  onida  al  expediente  gnbematiyo,  por  lo  cn&l  ea 
de  todo  ponto  evidente  qne  el  recnrso  contencioao  interpneato  contra  di- 
cha Beal  orden  en  19  de  Febrero  de  1891,  ae  ha  dedncido  fnera  del  plaso 
legal; 

Y  conaiderando  qne  conforme  á  lo  diapneato  en  el  art.  46  de  la  ley  de 
U  de  Septieúibre  de  1888,  eate  Tribunal  ea  incompetente  para  conocer  de 
k»  recoraoa  inierpneatoa  fnera  de  loa  plaioa  determlnadoa  en  el  art.  7.« 

Viata  la  diapoaición  12  de  la  drcnlar  de  19  de  Abril  de  1888: 

Yiatoa  loa  arta.  7.o  y  46  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

FaUamoa  qne  debemof  abaolver  y  abaolvemoa  á  la  Adminiatración  ge- 
WBn\  ée\  Eatado  de  la  demanda  dedacida  á  nombre  de  D.  Mariano  Orno- 
dea  contra  la  Beal  orden  de  17  de  Noviembre  de  1890,  qne  qneda  íhxne  f 
aobaiatente;  y  ei^e  debénioa  declarar  y  declaramoa  Im  incompetencia  de 
eate  Tríbnnal  p«ra  conocer' del  recnrao  interpoeato  por  el  miamo  intere* 
aado  eofititt  la  Beal  orden  de  27  de  Febrero  de  dicho  afio.^SentenotÉ  pti- 
bücada  él  6  de  Jania  de  1892,  é  inaerta  en  la  Úae$ia  de  24  de  NovieBabi% 
dtí  alaBao  aña) 
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Sbmtxkoia  (6  de  Jtaniode  }99t).^Exeq>€Íone$  perenUpna$,  Falta  de 
penonalidad  e%  ti  aetor,*^Be  declara  procedente  la  opneata  por  el  Fiacal  á 
la  demanda  de  la  V^erable  Orden  Tercera  de  Servitaa  de  Cádií  contra  la 
Baal  orden  de  6  de  Mayo  de  1890,  y  ae  eatablece: 

i .«  Que  la  poderes  otorgados  con  anterioridad  al  Código  civU,  no  owile- 
niendo  la  eléusula  de  susH^íeión,  no  pneden  ser  wUidamenie  snsUt^idos; 

Y  2!"  Que  el  i%uii¡Mo  no  puede  ostentar  ni  ejercitar  facultades  fusnose 
concedieron  al  apoderado. 

Por  la  Beal  orden  redamada  se  denegó  la  prelmiaión  de  la  parte  de- 
mandante aobre  eonveraión  de  nna  lámina  de  la  Denda. 

Dedncido  recnrao  contendoao  por  el  Procarador  D.  Daniel  Doce,  con 
poder  de  D.  Joan  Germán,  apoderado  de  D.  Joaé  Moróte,  habilitado  del 
pÉeanpneato  ecleaiáatico  y  Mayordomo  de  la  mendonada  Orden  Tercera; 
08  dictó  por  el  Tribunal  Oontencioao,  aceptando  la  exeepdón  opneata  por 
el  Fiacal,  laaentencia  qne  contiene  loa  aignientea  conaiderandoa  y  fallo: 

Conaiderando  qne  el  Procarador  Doce  ha  preaentado  en  eetoa  antoa 
vna  enatltncion  de  poder  otorgada  á  an  favor  con  fecha  12  de  Septiembre 
de  1890  ante  el  Notario  D.  Joaé  María  Olavereo,  por  D.  Joan  Germán, 
Upoderado  de  D.  Joaé  Moróte  y  Vargaa,  habilitado  de  loa  partídpea  del 
pfeaapneato  ecledáatiéo,  aegún  el  qne  otorgó  á  favor  del  miamo  en  16  da 
Mayo  de  1888  ante  el  Notorio  de  Sevilla  D.  Joaé  Navarro: 

Conaiderando  qne  eate  último  poder,  otorgado  con  anterioridad  al  Có- 
digo dvil,  no  conteniendo  clánaola  de  anatitndón,  no  podo  aer  validar 

Qte  anatítoldo; 
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Y  coniiderando  qae  tampoco  ee  fácalttbfton  él  i  D.  Joan  Germán 
paia  aegnir  eaaaaa,  pieitoa  ni  negocloa  jadicialea  ó  oontendoao  admini*- 
tralivoa  de  ningún  género,  y  por  consecuencia,  61  snatitnto  ni  puede  os- 
tentar ni  ejercitar  facoltadea  que  no  ae  concedieron  al  apoderado; 

Fallamoa  qne  debemoa  ettimar  y  eatimamoa  procedente  la  excepoión 
de  falta  de  peraonalidad  en  el  actor  alegadiippor  el  Fiacal,  declarando  en 
su  ooüaecuencia  firme  y  aabaiatente  la  Beal  orden  impugnada  de  5  d» 
Mayo  de  1890.^  (Sentencia  publicada  el  6  de  Junio  de  1^93,  é  inaerta  aii 
ia  éaeeta  de  2é  de  lioviemlñre  del  miamo  alio.) 
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Sbhtkkoia  (6  de  Junio  de  1692).— Cla8e$'patha9i  Abano  de  $emcio9.^^  - 
Se  abauelve  á  D.  Nicoláa  Groatán  de  la  demanda  interpneata  por  la  repte^ 
•entación  del  Estado  contra  el  aicuerdo  de  la  Junta  de  Glasea  paaiVae  de  6> 
de  Enere  de  1887,  y  ae  eatableee: 

i.o  Quñ  atm  cuando  tn  el  art  i.o  del  deerela^ky  de  22  de  Octubre  de  1868,  . 
informado  en  un  eepirüu  reHrictivo,  $e  ÍÑieuieala^eeerufulU)UíoheerííaníÁadm 
m  Uffee  generalee  vigentee  en  maieria  át  okiá{fioáeum¿$^  con  exdumén  de  Um 
Beake  órdenee  diotadae  para  oaeoa  t^eeiaUé  y  de  la  iurieprudenoia  ftabto* 
dda  que  esinvieren  en  opomeián  oon d  texio  f  ktradeiickae  leyee^^iocie^t^ 
que  por  la  regla  9  A  de  eu  art  6p  ee  marida  kaoer  éL  abono  ae  loe  oefto  aila# 
de  carrera  qu^  ^moedieron  loe  leyea  de  188!^u'1862  á  he  Jmeeee  y  MinieMm 
de  los  Tribunalea  y  á  los  funcionarioe  del  Ministerio  fisealy  siempre  ^¡ue  kd^ 
biesen  desempeñado  en  propiedad  sus  empleos^  y  siendo  éstos  de  planta  re- 
glamentaria, con  sueldo  señalado  en  los  presupuestos  generales  del  Estado,  y 
con  nombramiento  Beal,  de  las  Corteé,  de  la  Begencia  del  Eeino  ó  del  Qo- 
biemo  provisional,  y  después  de  cumplida  la  edad  de  dieciséis  años: 

2/>  Que  aun  admitido  el  hecho  de  que  las  leyes  de  186S  y  1867^  que  Umi- 
taron  ei  abono  de  los  ocho  años  de  carrera  á  loe  Jueces,  Magisiradoe  y  Fieea* 
lee  nombrados  antes  de  1865,  contuvieran  una  derogadén  tácita  de  las  leyea 
anteriores  respecto  del  abono  de  estos  ocho  años,  ekmprehabrá  que  estimar  kke 
preceptos  de  Ata  eOHio  nueinmente  puestos  en  vigor  por  voluntad  taspresa  del 
tegielador,  claramente  manifiesta  en  la  referida  regla  9j^  deldeoretoley  de  2^ 
de  Octubre  de  1868: 

3.^  Que  siendo  éste  el  estado  de  derecho  alpromulgarH  l^  ley  provieiomd 
sobre  organieación  del  Poder  judicial,  de  15  de  Septiembre  de  1870,  á  él  tenia 
que  referirse  rStceeariaimeintt  la  prescripción  contenida  en  el  art.  241,  al  esta- 
blecer que  á  los  Jueces  y  Magistrados  se  lee  eon^^ute  en  sus  etas^ieanonea^ 
aumento  de  Uempo  que  por  razón  de  carrera  les  corresponda: 

4.0  Que  si  bien  el  art,  297  de  la  ley  Bipotecaria  reconoce  únicamente  el 
derecho  al  abono  de  los  ocho  años  de  carrera  á  los  Begistradoree  de  la  pttyMa» 
dad  aue  ingresaron  en  el  Cuerpo  antes  de  15  de  Julio  de  1865,  óálos  que  to* 
bienio  ingresado,  despuée  tuviesen  este  derecho  adquirido  con  onteHoridiad,  tal 
disposicián  no  se  hieo  en  igual  forma  extensiva  á  los  Jueces,  MagietradoSi  tn- 
dimduos  del  Ministerio  fiscal  y  Catedráticos,  como  en  todo  eaeo  seria  neceea* 
rio  para  que  dicha  limitación  tes  fuera  aplicable: 

5.^  Que  recientemente  ha  reconocido  el  legislador  la  eficacia  y  virtuaUdaá 
del  decreto  ley  de  Octubre  de  1868,  y  de  las  leyes  de  1835  y  1862  á  que  aquU 
se  refiere,  al  conceder  por  el  art.  14  de  la  de  13  de  8eptien^>r€  de  1888  el  de- 
reehe  al  abono  de  les  ocho  años  de  la  carrera  de  Abogadea  loe  Ministros,  Fie- 
eales  y  Secretarios  del  Tribunal  Contendoeo,  por  la  analogía  de  las  funcionen 
propias  de  aquellos  cargos  con  los  de  la  carrera  judicial  y  fiscal;  pretep^  qma- 
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m0  im^driajud^kaeiáHm  podría  eamtíear$e,  dada  lawuuedad  ootifue  apa-^ 
reos  redactado,  H  »o  eotufrícram  $uBmtente$  las  ditpo9%cume§  á  qw  ttiduda- 
bUmeniB  ahtde,  lat  atalm  determitutn  que  ion  ocho  los  año$  do  oervieio  quo 
por  roMÓn  do  carrera  dfiben  abonaroe; 

Y60  QHclaEealordendejaa  doMargodol889,§obronohaber$opm^ 
blieado  en  ¡a  Gae«U  de  Madrid^  tieno  máo  alcance  qao  d  de  una  inoiruo^ 
eiám  dada  por  el  3íim&terio  de  Macienda  á  la  Junta  de  Claeee  pativao^  como 
odarainén  al  Real  deoréto  de  29  de  Enero  anterior,  qm  ninauna  diepomciám 
oontíeno  renecto  de  eeta  materia,  $ino  la  de  comprender  el  ¿>ono  de  km  odia 
añoo  á  loe  Cátedrátioos  de  Jnetitnto,  á  má$  de  que,  como  diepoeieián  interprO' 
tativa,  na  puede  prevaieeer  contra  la  letra  y  eepiriiu  de  loepreoepioo  legaléa 
á  que  oe  refiere. 

Habiendo  ingreíado  el  demandado  en  la  carrera  Jadioial  en  1866,  Ia6- 
iobüado  en  1886. 

Pov  el  aooerdo  impugnado  ae  recenoderon  á  dicho  aefior  como  de 
abeoo^  para  loe  efee^  de  U  penalón,  ocho  afioa  de  earrera,  j  el  Tribunal 
Oonteadoeo  dictó  la  aentencia»  que  contiene  loa  aignientea  conaiderandoa, 
Tiatnay  fallo: 

Ooflittderando  qaela  cneati6ci  ooe  ae  vtentila  en  el  preaente  litigio  eatá 
ledacida  á  determlaac  ai  0.  Joaó  Klcoláa  Gmatán,  qoe  ingraaó  en  la  ca- 
irem  jadicial  ^  :1866iy  tiene  6  no. derecho  á  qoe  ae  íe  compoten  loa  ocha 
afioa  de  carrera,  eo»  araeiclo  alo  pfeacrito  en  el  decreto-ley  de  2%  de  Octof 
bred»lS68:         .  i  . 

Oonaiderando  qoe  ann  cuando  en  el  art.  l.o  de  eate  decreto-ley,  inlon 
mado  nñ  «n  eüplritn  reatiActiTO,  -oa-  In^nlea  la  eacrapaloaa  obaerranda  de 
laa  leyea  fMiendea  vigeotea  en  materia  de  elaaificacionea,  con  exdaaióo 
de  laa  itaalea  órdeQee^diotadaa  para  oaaoa  eaptoialea  y  de  la  jofiapmden* 
da  eetabledda  que  eatuTÁerea  en  opoaición  con  el  texto  j  letra  de  dichaa 
lejea,  ea  lo  derto  qof  por  la  regla  9.*  de  ao  art.  6.o  ae  manda  hacer  el 
abono  de  loa  ocho  atkNi  de  carrera  qne  concedieron  laa  leyea  de  1886 
y  1862  A  loa  Jnecea  y  Miniatroa  de  loa  Tdbonalea  y  á  loa  foncionarioa  del 
Mittiaterlo  flaoal,  aiempre  qoe  hobieaen  deaempefiado  en  propiedad  ana 
empleoa,  y  dendo  éatoa  de  planta  reglamentaria,  con  aneldo  aefialado  en 
loa  preaQfmeatoa  geneíalea  del  Eetado,  y  con  nombramiento  Beal,  de  laa 
Cortea^  de  la  Begenela  del  Reino  ó  del  Gobierno  proviaional,  y  deapoéa 
de  cnanplida  la  edad  de  dieoiaéia  afioa: 

Gandderando  qne  ann  admitido  el  hecho  de  qne  laa  leyea  de  1866 
y  1867,  qne  limitaron  d  abono  de  loa  ocho  afioa  de  carrera  á  loa  Jnecea» 
Ifagiatradoa  y  Fiacalea  nombradoa  antea  de  1866,  contnvieran  nna  dero* 
gacl6n  tádta  de  laa  Icnrea  anteriores  en  el  pnnto  concreto  á  qne  eale  litigio 
ae  refiere,  aiempre  habrá  qne  eatimár  loa  preceptoe  de  éata  como  nnevat 
Bieafte  pneatoa  en  vigor  p«r  volontad  expreaa  del  legialador,  claramente 
aianifieata  en  la  referida  regla  9.*  del  decreto  ley  de  22  de  Octubre  de  1868: 

Gondderando  que  dendo  eate  d  eatado  de  derecho  al  promulgarae  la 
ley  provldond  aobre  organiaadóa  del  Poder  jadicial,  de  16  de  Septiembre 
de  1870,  á  él  tenia  que  referirae  neceaariamente  la  preacripción  contenida 
•n  d  ari.  341,  d  eatableoer  qne  á  loa  Juecea  y  Magiatradoa  ae  lea  compute 
en  ana  elaaificacionea  el  aumento  de  tiempo  que  por  razón  de  carrera  lea 
eoneaponda: 

Gondderando  que  por  haber  ingreaado  D.  Nicoláa  Grnatán  en  la  ca- 
rrera judicial  en  1866,  y  aclarada  en  loa  términoa  expueatoa  en  el  cond- 
derando  anterior  la  referencia  contenida  en  el  art  241  de  la  ley  orgánica 
dd  Poder  judidd,  ea  innegable  au  derecho  d  abono  de  loa  ocho  afioa  de 
tuieta: 
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GonvideraBdó  qae,  eito  no  obstante,  habiéndote  fondado  la  Admlñfe» 
tración  para  negar  el  derecho  del  demandante  en  el  criterio  adoptado  al 
reformar  el  art  297  de  la  ley  Hipotecaria,  aegáa  la  de  21  de  Jalio  de  1S76» 
y  en  la  Real  orden  de  22  de  Marzo  de  1S89,  aclaratoria  del  Real  deereto 
4le  29  de  Enero  del  mismo  afio,  se  hace  necesario  ezamtiiar  el  alcanoe  de 
•dichas  disposiciones,  en  relación  con  el  derecho  de  que  se  trata: 

CkMiaideíando,  en  cnanto  al  art  297  de  la  ley  Hipotecaria,  qne  si  bien 
feconoce  únicamente  el  derecho  al  abono  de  los  ocho  afios  de  carrera  A  loé 
Registradores  de  la  propiedad  qne  ingresaron  en  el  Onerpp  antes  de  11^  de 
JoUo  de  1866,  ó  á  los  qne  habiendo  ingresado  después  tuviesen  este  dere- 
cho adqoirido  con  anterioridad,  tal  disposición  no  se  hiio  en  ignal  fbraia 
extensiva  á  los  Jaeces,  Magistrados,  individuos  del  MinisteHo  flecal  y  Ca- 
tedráticos, como  en  todo  caso  seria  necesario  para  qne  dicha  limitación 
las  fuera  afriicable: 

€k>nBÍderando  que  recientemente  ha  reconocido  el  legislador  la  effeadik 
y  vhrtnalidad  del  decreto  ley  de  Octubre  de  1S08  y  de  las  leyes  d»18S6 
y  1862,  á  qne  aquél  se  refiere,  al  conceder  por  el  art  14  de  la  de  I^  d^8ep> 
tiembre  de  1888  el  derecho  al  abono  de  los  ocho  aftos  dé'  la  carreí^  áé 
Abogado  á  los  Ministros,  Fiscales  y  Secretarios  de  este  Tribunal,  ñor  )a 
analogía  de  las  funciones  propias  de  aanellor  cargM  con  loe  de  la  cartera 
^didal  y  fiscal;  precepto  que  no  tendría  justifioadón  ni  podría  explicttisev 
dada  la  vaguedad  con  que  aparece  redactado,"  «I  no  e^tta Vieran  subsittleiii' 
tes  las  disposlcioneé  á  que  ándudab)eifiente%kiée,  las  cuales  deteñnhiAti 
que  son  ocho  los  afios  de  servicio  que,  por  razón  de  carrera,  débenf  abo* 


Y  -consideraado,  por  lo  que  se  releve  á  la  R«Wl  ordeki  de  22'  de  Maíllo 
de  1889,  que  sobre  no  haberse  publisado  en  la  Oac^á  áé  Madrid^  no  lleM 
más  alcance  que  el  de  una  instrucción  dtfda  por  el  Ministerio  tle  Hádenda 
41a  Junta  de  Oiases  pasivas,  como  aclaradón  al  Real  decreto  de  29  de 
Bnero  anterior,  que  ninguna  disposición  <x>ntiene  respecto  de  etfta  imt^ 
ría,  sino  la  de  comprender  el  abono  de  los  ocho  afibs  á  los  Catedráticos  áé 
Instituto,  á  más  de  qne,  como  disposición  intérpretativ«,  nó  puede  privar 
lecer  contra  la  letra  y  espíritu  de  los  preceptos  legi^es  á  qne  se  refiere^ 
Visto  el  art  26  de  la  tey  de  26  de  Mayo  de  1836: 
Visto  el  art  11  de  la  ley  de  Presupuestos  de  4  de  Mayo  de  1862^ 
Visto  el  art  11  de  la  ley  de  Presupuestos  de  16  de  Julio  de  1865t 
Visto  el  art  19  de  la  ley  de  Presupuestos  de  29  de  Julio  de  1867t 
Vistos  loe  artículos  l.«  y  6.o  del  decreto-1^  de  22  de  Octubre  de  1868: 
Visto  el  art.  241  de  la  ley  provisional  sobre  órganisación  del  Poder  ju- 
didal,  de  16  de  Septiembre  de  1870} 

Visto  el  art.  297  de  la  ley'  Hipotecaria,  reformada  por  la  ley  de  21  éé 
Julio  de  1876: 

Visto  el  art  l.o  del  Reíd  decreto  de  29  de  Enero  de  1889,  en  aa  rtt- 
gla2.»: 

Vista  la  regla  1.*  de  la  Real  orden  de  22  de  Marso  de  1889; 
Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  D.  Nicolás  €kustáa  de 
la  denianda  interpuesta  contra  el  acuerden  de  6  de  Enero  de  1887,  que 
queda  firme  y  subsistente.— (Sentencia  publicada  el  6  de  Junio  de  léM ,  é 
inserta  en  la  Gaceta  de  24  de  Noviembre  dd  mismo  alio.) 
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SiHTKHou  (8  de  Josio  de  1893).— jfiboe^pcíeiiei  díktoriaf.  Jn^m^peleiieM 
ie  fvrtf ¿itcci^-rSe  eatima  le  opaeste  por  el  Fiieal  á  le  desaende  de  loe 
hijos  de  D.  Jean  Agredo  coniím  laeB^lee  órdenes  de  38  de  Juaio  y  8  de 
Octabre  de  1888  lobre  eiirendesiiento  de  una-  cese  pere  la  Imprenta  Na- 
dooa),  7  se  eatablecei  r 

Í.o    (¡ue  la  c<m^peímcia  airibuídot  oH  par  la  láfitlueiót^  md^r^ 
la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888,  á  ¡a  jwrisdiceuin  contemeio^ú^admmúirá' 
twapara  e$Uender  de  Jai  CHeitúmu  f)elaHfM»  al  cumplimiento^  inteUgeneia^ 
reicisión  y  efectos  de  loa  contraU»  i»kbrado$  por  la  Aiminiik'aeián^  $$  tímit^ 
á  I»  fue  iUnempor  objeto  un  $ervició  públioo  é  una  obra  de  mta  daoec 

2.^  (¡ue  lo$  contratoe  en.que  la  Ádminitiracíán  intervenga,  y  que  na  ver- 
sen de  una  manem  direcUt  é  inmediata  sobre  la  ^ecueián  de  una  obra  4  ser- 
vicio público^  no  tienen  carácter  éáministrativOt  y  en  su  conseeuencid,  obrando 
en  ellos  la  Administración  cofmo  persona  jurídica,  el  eonoeimiento  delú§  cues- 
tienes  á  que  den  lu^ar  eorreiponde  é  laiurisdioeián  ordinaria^  según  timo  do- 
dorado  con  repetiaán  la  jurisprudencia: 

3J^  Que  el  contrato  de  arrendami^to  de  una  casa  para  establecer  en  eüa 
o^una  dependencia  del  Estado,  no  puede  estimarse  como  un  contrato  admi- 
nutralioo sobre. smn)ieioi pAbUcos^ parqueen  il  obra  la  Admini^aoián  somo 
persona  juridica^  y  no  puede  confundirse  el  objeto  áquom  dostine  la  cosa 
orrendada  conioauo  perdaderammteopnsiiiuffeh.iossm'vieios  púbUoqs,  éeyún 
deelaraeioneo  estoíieeidaM  también  por  la  jnri^nrudaneia^  oonsignadas,  imtre 
otro^^en  el  Meal  ieoretooentomia  Ae  JU  doBioiembre  dé  1880  y  mía  orntsm- 
eiadelTVibunalContenfíiosode  ISÍ  .de.JHctsmbre  delS90,  recaídos  on  daoos 
análogos  al  presente; 

Y  ifi  (¿te  $egún  la  jmrisprudenoia  del  Consejo  de  Estado  y  del  Tribunal 
Csnlendoso,  lao  cuestiones  de  competencia^  eomo  do  orden  puíMco,  puedenpro- 
moverse  por  loo  partes  y  de  oficio^  y  deben  ser  rosueUa»  con  preferencia^  $ea 
cual  quiera  el  emadoddpUUok 

Okoigada  ea  arrendamiento  al  iUttado  ana  oaaa  propiedad  de  kw  de' 
mandantea  para  instalar  en  ella  Ja  Imprenta  Naeieaal,  ae  dictó  la  Real  or 
den  de  28  de  Junio  de  1888,  disponiendo  se  entendiera  terminado  ei 
arriendo  el  día  80.4el. mismo  mes.  Reclamada  ésta  por  los  hijos  de  Don 
Joan  Aguado,  ae  expidió  por  el  Ministerio  de  la  Gobernación  la  de  8  de 
Oetobre  de  dicho  aflo,  eonfirmaioria  de  la  anterior,  j  el  Tribunal  Conten- 
cioeo,  aceptando  la  mencionada  excepción,  pronunció  la  sentencia,  qae 
.  etmtiene  los  siguientes  oonsiderando%  Tistos  y  fallo: 

Conaiderando  que  laoempetenoia  atribuida,  aaí  por  la  legislación  ante- 
rior como  por  la  leiy  de  18  de  Septiembre  de  1888,  á  la  jurisdicción  eon- 
toneioso-administratiTa  parai  entender  de  las  cnestionea  lelatiTas  al  eom^ 
plimiento,  inteligencfa,  resdaión  y  efectos  de  los  contratos  celebrados  por 
la  Administración,  se  limita  á  ios  que  tienen  por  objeto  un  servicio  pú* 
bUeo  ó  una  obra  de  esta  dase: 

Considerando,  por  tanto,  ene  los  contrates  en  que  la  Administradón 
intervenga,  y  que  no  Tersen  de  una  manera  di»Mta  é  inmediata  sobre  la 
^jacodón  de  uqa  obra  ó  servido  público,  no  tienen  carácter  administra- 
tívo,  jr  en  su  conaecuendá,  obrando  en  ellos  la  Adminiatradón  como  per^ 
•ona  jurídica»  al  eonodnUento  4a  las  eoestiones  á  que  den  Ingar  correa^ 
pende  á  la  jurisdicdón  ordinaria,  según  tiene  declando  con  repetidón  la 
jarisprudenciag 
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Coneiderando,  además,  qoe  el  contrato  de  arrendamiento  de  noa  can 
para  establecer  en  ella  algnna  dependencia  del  Eatado.  no  pnede  eatimane 
como  nn  contrato  administrativo  sobre  servidos  púDÜoos,  porque  en  él 
obra  la  Administración  como  persona  jmrídica  j  no  pnede  confandirse  el 
objeto  á  qne  se  destise  la  cosa,  arrendada  con  lo  que  Verdaderamente  cons- 
tituyen los  «eryicios  públicos,  según  dedaradonea  estableddas  también 
por  la  jorispmdeneia,  consignadas,  entre  etree,  en  el  Real  decreto  senten- 
da  de  31  de  Diciembre  de*  1880,  y  en  la  sentenda  de  este  Tribonal  de  11 
de  Didembre  de  1890,  recaídos  en  casos  análogos  al  presente; 

T  condderaado  qoe,  según  la  jorispmdeneia  dd  Consejo  de  Estado  j 
la  de  eate  Tribonal,  las  coestionea  de  competencia,  como  de  orden  público, 
poeden  promorerse  (por  las  partes  y  de  oficio,  y  deben  ser  resodtas  con 
preferencia,  sea  coidqaüera  el  estado  del  pldto. 

Vistos  loe  artícolos  4 .•  y  6.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Vallamos  qoe  debemos  decllarar  y  dedaramos  la  Incompetencia  de  esta 
jorisdicdón  para  entender  de  la  demanda  interpoesta  por  la  representa- 
don  de  D.  Higlnio  Oacbavera,  [en  Iconeepto  de  corador  y  legítimo  repre- 
•eotaote  de  los  hijos  menores  de  D,  Joan  Agnado,  contra  las  Realeo  órde- 
nes de  38  de  Jonio  y  8  de  Octobre  de  1888. 


<  £1  Ministro  qoe  soscribe  didente  dd  paieoerde  la  Sala,  y  formóla  el 
•igoiente  voto  partiot^lan 

Aceptando  loe  reráltandos  de  la  eenteoda  de  la  minoría: 

Ooodderando  en  cnanto  á  la  competendadd  Tribunal,  qoe  esta  coee 
tíóü,  tratada  por  el  Ministerio  ^soal  en  el  acto  de  la  Tinta,  fié  y  aresodtft- 
eootrasos  preteosioneeál  desestimar  la  Correspondiente  exeepdón  dilato; 
ria  por  el  aoto  de  l.o  de  Mayo  de  1889,  en  qoe  se  declaré  corresponder  el 
ooDodmiento  de  esté  litigio  á  la  jorisdiodón  Contendoso  adn^istrativa, 
y  no  á  los  Tribonales  de  loero  comúo,  por  afirmarse  cdmo  se  afirmó  de  on 
modo  expreso  en  aqoella  reoolodón,  qoe  d  contrato  otorgado  entre  el  de- 
mandante y  la  Administración  general  del  Estado^  por  so  finalidad,  por  la 
personalidad  de  los  contratantes  y  por  las  formalidades  con  qoe  se  con- 
trajo, reviste  todos  loa  caracteres  de  on  contrato  adminietrativo  para  on 
servicio  público  de  los  comprendidos  en  d  párrafo  primero  del  art  6.«  de 
la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888: 

Oonsiderando  qoe  d  bien  esta  deelaradón  no  oonstitaye  ona  verda- 
dera ejeootoria  ad[ministrativa,'no  hay  rasón,  sin  embargo»  para  qoe  el 
Tribonal  modifique  so  criterio  coando  desde  qoe  lo  afirmara  en  d  mencio- 
nado aoto  no  se  ha  adodda  ningona  razón  qoe  ya  entonces  no  se  hoblera 
alegado  soficientemente,  qoedando  defraodadfl«  lasesperansas  de  la  parte, 
legítimamente  concebidas  por  virtod  del  aoto  mencionado  de  qoe  so  pre- 
tendón  foera  reeoelta  por  sentenda  definitiva  en  el  pldto,  qoe  por  td 
eaosa  ha  continoado  con  los  dispendios  y  pérdida  de  tiempo  eondgoien- 
tes,  qoe  en  síganos  casos  podría  ser  cansa  de  prescribir  so  derecho  paia 
hacerlo  efectivo  ante  los  Tribonalee  ordinarios: 

Oonsiderando,  aparte  de  estas  rasones  esendales^  qoe  otorgado  d  con- 
trato qoe  ha  motivado  el  presente  pleito,  según  las  reglas  espedales  estar 
bleddas  por  el  Red  decreto  de  3  de  Mayo  de  1878,  no  poede  menos  de 
reconocerse  como  nn  contrato  para  el  tert^teio  fébUeo.  ya  qoe  con  estsa 
propias  palabrae  se  dedgnan  en  d  caso  1.^  de  dicha  oispoddón  legal  y 
«n  d  epígrafe  con  qoe  se  pobllcó  en  la  iJUBedón  legislativa  todos  los  qee 
á  sn  tenor  se  celebren: 

Oonsiderando,  en  cnanto  á  la  primera  eoestión  de  fondo,  ó  ees  la  reta- 
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tíTa  á  la  duadón  del  contrato,  qae  los  hechos  constantea  en  el  expediente 
gobematívo  no  dejan  Ingar  á  dcula  de  qne  aquélla  debió  ser  de  cinoo  afiot, 
á  c<mUr  desde  37  de  Mayo  de  1885  á  igual  día  de  1890,  porque  con  estos 
tónninos  fonnnló  el  Negociado  sn  nota  de  10  de  Junio  de  1885,  qne  fué 
aprobada,  porqoe  requerido  en  consecuencia  de  ella  Oachavera  para  qne 
prestara  ó  no  su  conformidad,  la  otorgó  en  88  de  Junio  de  1885,  con  expre- 
sión terminante  de  que  estaba  conforme  con  la  prórroga  por  dnco  afios 
del  contrato,  y  porque  en  presencia  de  esta  conformidad,  asi  prestada  por 
el  interesado,  se  dictó  la  Beal  orden  de  10  de  Julio  de  1885: 

Considerando  que  contra  esto  no  procede  alegarse  con  razón  efioas  que 
la  prórroga  de  dneo  afios  no  fuese  obligatoria  para  d  Estado  sino  por  tres 
afios,  en  virtud  de  la  cláusula  correspondiente  de  la  escritura  de  12  de  Ju- 
lio de  1876,  toda  vea  que  ya  al  celebrarse  el  nueyo  convenio  aprobado  por 
Beal  orden  de  3  de  IMciembre  de  1878,  se  estableció  que  su  duración  seria 
de  dnco  afios,  obligatoria  para  ambas  partes,  y  en  rasón,  además,  á  que 
d  prestar  Cachavera  su  conformidad  á  la  prórroga  por  cinco  afios,  ex- 
presó qne  quedarían  vigentes  las  demás  dáusulaa  de  la  escritura,  con  lo 
cual  no  pudo  significarse  otra  cosa  dno  qne  subsistieran  todas  las  exoep- 
dones  de  la  úniea  relativa  á  la  duración  del  arriendo: 

Condderando,  en  cuanto  á  la  segunda  cuestión  de  fondo,  ó  sea  la  rda- 
tiva  á  qne  se  indemnice  al  demandante  de  los  desperfectos  con  que  se  le 
restituyó  el  inmueble  arrendado  al  darse  por  terminado  el  ccmtrato,  y  que 
se  hideron  constar  en  al  acta  notarial  de  29  de  Octubre  de  1888,  que  con- 
forme á  los  artículos  1555  y  1561  del  Código  civil,  que  reproducen  los  pre- 
ceptos de  las  leyes  7>  y  S.\  tit  8.o,  Partida  5>,  el  arrendatario  está  obli- 
gi¿io  á  usar  de  la  cosa  arrendada  como  un  diligente  padre  de  familia,  y 
debe  devolver  la  finca  al  concluir  el  arriendo  tal  como  la  recibió,  sobre  lo 
que  hubiese  poseído  ó  se  hubiera  menoscabado  por  el  tiempo  ó  por  causa 
inevitable: 

Considerando  que  á  tenor  de  los  principios  generales  del  derecho  y  de 
la  moral  en  materia  de  contratación,  el  que  por  negligencia  ó  abandono 
deja  de  cumplir  sus  obligaciones,  queda  sujeto  á  la  correspondiente  in- 
demnizadón  de  dafios  y  perjuidos; 

Insistiendo  en  la  competenda  del  Tribunal  ya  declarada  anteriormente, 
el  voto  del  que  suscribe  es  que  se  deben  revocar  las  Reales  órdenes  de  28 
de  Junio  y  8  de  Octubre  de  1888,  y  declarar  que  la  Adnúnistradón  gene- 
ral del  Estado  viene  obligada  á  satisfacer  al  demandante  el  predo  estipu- 
lado por  el  alquiler  de  la  casa  calle  del  Cid,  núm.  i,  dta  en  esta  corte, 
hasta  d  día  25  de  Mayo  de  1890,  así  como  á  indemnisarle,  setgán  justa  re- 
galadón  pericial,  de  los  desperfectos  q«e  se  hicieron  constar  en  el  acta 
noUurial  de  39  de  Octubre  de  1888.— Cayo  Lópes.-^Sentencia  publicada  el 
8  de  Junio  de  1892,  é  inserta  en  la  Oaceta  de  24  de  Noviembre  del  mismo 
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Auto  (10  de  Junio  de  1892).— (^^pH^rt^üdoNet.  Aumento  de  ct^.--8e 
confirma  el  auto  dictado  por  el  Tribunal  provindal  de  Navarra  en  17  de 
Octubre  de  1890,  apelado  pOr  D.  Luis  Urdapilleta  como  Gerente  de  la  8o- 
dedad  La  Navarra,  y  se  establece: 

2.0  Que  elart.  e.oip  la  ley  de  13  de  Siembre  de  1888 preecrib^  que  ^ 
$e  podrá  intentar  la.wia  contenaioBO-admnktrativa  en  loe  aeuntos  Mre  eo- 
krmua  de  emtnbuewnee  y  demée  rentae  púbUeae  6  erédUoa  d^nUdvanm^e 
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Uquidudót  en  favor  de  la  Hacienda,  mientras  nú  6e  reaUee  él  pago  de  la  can- 
Háad  reclamada,  exceptuando  tan  soto  á  loe  recurrentes  que  al  interponer  de- 
numéa  eolicüen  declaración  de  pobreta;  pero  que  ú  ésta  lee  fuese  denegada  ó 
si  no  se  terificaie  el  pago  dentro  del  término  de  un  mes,  á  contar  desde  la  ncH- 
ficaeián  del  auto  denegatorio  de  la  pobreta,  no  se  dará  ulterior  tramitación  al 
recurso,  y  se.  le  tendrá  por  cad^étúdo  de  ofibk^ 

»,o  Que  con  arreglo  al  arí,  262  del  Reglamento  de  29  de  Diciembre  de 
1990,  el  documento  original  justificativo  <(á  pago  debe  necesariamente  aeom- 
pañar  el  rectirso,  y  la  falta  eft  aereditar  esite  exüemo  produce  la  caducidad  de 
la  demanda; 

Y  3,^  Que  la  jurisprudencia  adminititrativa  tiene  declarado  que  el  requi- 
sUo  de  la  previa  consignación  aleansa  iguabnente  á  los  créditos  á  favor  de 
los  Ayuntamientos^  y  la  frase  de  demás  rentas  |>úbUcss,  qne  emplea^l  art.  6,^ 
cHi^j  demuestra  que  es  de  aplicar  iíuando  de  la  Hacienda  munic^l  ó  pro- 
vMksl  se  trate, 

laterpoestD  recurso  por  el  demándente  eoatAi  el  Aytmtamfento  de  Vi* 
Haba  por  aamento  de  capo  at  capital  <le  la  hoja  catastral,  se  dictó  el  aoto 
apelado,  confirmatorio  del  de  10  de  Octabre,  quedando  en  snspenso  la  tra- 
mitaoión  del  recnrso  mientras  aqaél  no  acreditase  el  pago  de  la  cantidad 
reclamada  por  dicho  Ayantámiento.  Y  el  Tribunal  Oontencioso  pronunció 
e(  que  contiene  los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  el  art  6.o  de  la  ley  de  It  de  Septiembre  de  188a 
prescribe  que  no  se  podrá  intentar  la  yia  contencioso  administrativa  en 
los  asuntos  sobre  cobranza  de  contribuciones  y  demás  rentas  póblicas  ó 
créditos  definitivamente  liquidados  en  favor  de  la  Hacienda,  mientras  na 
se  realice  el  pago  de  la  cantidad  reclamada,  exceptuando  tan  sólo  á  lo» 
recnnrentes  que  al  interponer  demanda  soliciten  declaración  de  pobreza; 
pero  que  si  ésta  les  fuese  denegada  ó  si  no  se  verificase  el  pago  dentro  del 
término  de  un  mes,  á  contar  desde  la  notíficactón  del  anto  denegatorio  de 
la  pobreta,  no  se  dará  ulterior  tramitación  al  recurso,  y  se  le  tendrá  pcnr 
caducado  de  oficio: 

Considerando  que  es  de  aplicar  el  antedicho  precepto  al  caso  del  pre» 
senté  pleito,  puesto  que  el  actor  se  propone  con  él  resistir  el  pago  de  €76 
pesetas  con  20  céntimos,  qne  se  le  exigen  por  aumento  del  cupo  de  contri- 
bución á  la  ho|a  catastral  de  1888,  y,  por  tanto,  es  evidente  que  no  Ha- 
biendo solicitado  declaración  de  pobreza,  tiene  que  acreditar  el  ingreso  en 
las  arcas  públicas  de  la  dicha  suma,  tanto  más,  cuanto  que^  con  arreglo  al 
art.  262  del  Reglamento  de  29  de  Diciembre  de  léOO,  el  documento  origi- 
nal justificativo  de  haberlo  efectuado  debe  necesariamente  acompafiar  al 
recurso,  y  la  falta  en  acreditar  este  extremo  produce  la  caducidad  de  la 
demanda: 

Considerando  que  no  empece  ni  puede  tenerse  en  cuenta  la  duda  pro* 
puesta  respecto  á  si  por  correr  la  recaudación  á  cargo  del  Ayuntamiento 
de  Villaba,  la  referida  suma  se  exigía  en  concepto  de  contribución  muni- 
cipal ó  provincial,  porque,  aun  en  el  supuesto  de  que  no  se  tratase  de  ren- 
tas del  Estado,  sino  de  rentas  del  Ayuntamiento,  la  jurisprudencia  admi- 
nistrativa tiene  declarado  que  el  requisito  de  la  previa  consignación  alcan- 
za igualmente  á  loe  créditos  á  favor  dé  ios  Ayuntamientos,  y  la  frase  de 
desüo  renta»  p^Heas^  que  emplea  el  art  tS^  citado,  demuestra  que  es  de 
apHear  cQan<k>  de  la  Hacienda  municipal  ó  provincial  se  tratei 

Considerando  que,  si  bien  el  Tribunal  provincial  de  Navarra,  en  sos 
aotos  da  10  y  de  17  de  Octubre  de  1:800,  consigna  resultandos  y  eoosid» 
randos,  la  falta  de  denominación  al  proveído  y  la  forma  que  en  ellos  ém^ 
plea  de  poner  al  margen  de  la  reaolución  cLos  Ifinlstros  que  la  adopt»> 
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ron»,  hte  qve  apnreden  joBtifieada  la  dnda  qne  alegó  el  actor  de  si  aqoe- 
llM  ptoreiáon  Imüm  carácter  de  aatoe  ó  de  providenciae,  7  al,  por  tanto» 
piooedía  contra  elloe  el  recnrao  de  reposición  qne  se  propuso  y  qne  fué  re- 
chaawlo. 

Visto  el  art  6.0  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888: 
Visto  el  art  8G8  del  Reglamento  de  29  de  Diciembre  de  1890; 
Be  confirma  «i  anto  dictado  por  el  Tribunal  jiroTlncial  de  Navarra  en 
17  de  Oetobre  de  1890,  en  cnanto  declaró  caducado  el  recurso  presentada 
por  D.  Juan  Urdapilleta;  y  dígase  al  mismo  Tribunal  qne  en  lo  sucesivo 
proenre  en  estos  pleitos  redactar  sus  autos  de  manera  que  claramente  de- 
DolSB  la  Índole  del  proveído  que  contienen;  publíquese  en  la  Gaceta  de 
Madiidé  insértese  asa  tiempo  en  la  Ookceián  legiilativa. - (kxxto  fecha  10 
de  Junio  de  1893,  é  inserto  en  la  Gaceta  de  24  de  Noviembre  del  mismo 
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Skhtbicia  (10  de  Junio  de  lB92),^NuUdad  de  actuaeioneB.—Se  declara 
la  de  las  oractieadas  por  el  Tribunal  provincial  de  ValladoUd,  en  pleito 
ptoeaovido  por  la  Oompafiía  Madrilefia  de  Alumbrado  y  Oalefacción  por 
Gas,  eontra  el  acuerdo  del  €k>bemador  de  4  de  Diciembre  de  1889  sobre 
instalsoión  «i  la  vía  pública  del  alumbrado  eléctrico,  y  se  establece: 

i.*  Qu6  $egún  la  Real  arden  de  26  de  Mayo  de  1880,  en  la$  cuestiones  que 
mueUen  ios  partieularee  een  motivo  de  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  en  ma- 
teria de  em  exduiitas  atritmeionet,  que  se  supongan  lesivos,  la  resolución  del 
Gobernador  causa  estado,  ultima  la  vía  gubernativa  y  es  la  que  puede  moti- 
sor  el  recurso  en  via  eonteneioea: 

2.0  Que  en  él  propio  eaeo,  estableciendo  la  ley  de  23  de  Septiembre  de  1888^ 
d  orden  que  se  ka  de  observar  en  la  sustanciación  de  los  pleitos  administrati- 
ws$,  ff  diepomendo  el  art,  25  de  la  misma  ley  Que  representarán  á  la  Admi- 
msttÍMeián  en  loe  Tr^tmnaiee  provineiales  los  Abogados  del  Estado,  al  empla- 
utr  éiehoe  Tríbumaks,  para  contestar  la  demanda,  á  los  Ayuntamientos,  in- 
fringen  el  precepto  del  citado  art.  25: 

3.0    Que  el  art  94  de  la  ley  oroánica  de  la  jurisdioeión  contenciosa  cons^ 
que  I08  Tribunake  no  podrán  reducir  ni  ampliar  los  términos  Jijados  en  la  ley, 
mmo  en  los  caeos  en  que  se  les  conceda  empreeamente  la  facultad  de  hacerlo; 

Y  4.^  Que  en  ninguno  de  los  artieulos  de  dicha  ley  se  faculta  la  susfcn- 
eián  del  procedimiento  para  reeñir  instrueeiones  de  las  Autoridades  adminie- 


For  ta  resolUGión  impugnada,  eonflrmatoria  del  acuerdo  del  Ayunta- 
miento de  26  de  Noviembre  de  1889,  se  desestimó  la  reclamación  de  la 
Gompallía  deñíandaiile  contra  la  autorización  concedida  por  aquella  Gor- 
poradón  para  instalar  en  la  via  pt&blica  el  alumbrado  eléctrico. 

Bacorrida  en  vía  contenciosa  la  resolución  del  Gobernador,  el  Tribunal 
provineial  dio  por  interpuesto  el  recurso  contra  el  acuerdo  del  Ayunta- 
miento de  31  de  Mano  de  1887  autorlaando  dicha  instalación,  y  emplasó 
A  esta  Cknrpofadón  para  eontestar  la  demanda. 

8s  eomoniearon  los  autos  al  Abogado  del  Estado,  y  éste  solicitó  y  ob- 
tuvo del  Tribunal  la  suspensión  de  las  actuaciones  por  tres  meses,  en  tanto 
se  resolvía  por  la  Dirección  de  lo  Ck>ntencioso  la  consulta  que  había  ele- 
vado lespaeto  del  caso.  Y  el  Tribunal  competente  pronunció  la  sentencia» 
qoe  eonúene  los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 
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Oonaiderando  qae^el  actor  en  ra  escrito  interponiendo  el  lecnnio 
nifíesta  dirigirlo  contra  la  resolución  del  Gobernador  4e  Ja  proTÍnda  de 
ValladoUd,  de  4  de  Diciembre  de  1889,  confirmatoria  del  aenerdo  del  Aynn- 
tamiento  de  la  capital,  de  26  de  Noviembre  de  igaal  afio,  resol ncioneaqoe 
«aponía  haberle  cansado  agravio,  y  por  tanto,  la  providencia  del  Tribimal 
provincial  de  ValladoUd  de  28  de  Marzo  de  1890,  qne  da  por  interpQMto 
el  recurso  contra  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  21  de  Marao  de  1887,  no 
■ólo  innova  el  propósito  del  recurrente,  sino  que  resuelve  la  cuestión  ob- 
jeto del  litigio,  pues  justamente  lo  que  había  de  sujetarse  á  controversia  y 
constituCa  la  materia  del  juicio  era  si,  como  dedaró  el  Gobernador  en  i  de 
Diciembre  de  1889,  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  1887,  pos  no  haber 
•ido  reclamado  en  tiempo,  resultaba  definitivo,  ó  podía  aer  reformado  á 
instancia  de  la  Compañía  del  Gas: 

Considerando  qne  según  la  Real  orden  de  26  de  Mayo  de  1880,  en  las 
cuestiones  que  susciten  los  particulares  con  motivo  de  acuerdos  de  los 
Ayuntamientos,  en  materia  de  sus  exclusivas  atribuciones,  que  se  supongan 
lesivos,  la  resolución  del  Gobernador  cansa  estado,  ultima  la  vía  guberna- 
tiva y  es  la  que  puede  motivar  el  recurso  en  vía  contenciosa;  por  lo  que 
el  Tribunal  provincial  de  Valladolid  debió  dar  por  presentado  el  recurso 
contra  la  resolución  del  Gobernador. 

Considerando  que  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888  eatableee  el  or- 
den que  se  ha  de  observar  en  la  sustentación  de  los  pleitos  adminiatnti- 
vos,  y  como  el  art  26  de  la  misma  ley  dispone  que  representarán  á  la  Ad* 
ministración  en  los  Tribunales  los  Abogados  del  Estado,  al  emplaaar  el 
Tribunal  provincial  de  Valladolid,  en  providencia  de  11  de  Junio  da  1890, 
al  Ayuntamiento  para  que  oonteatara  la  demanda,  infringió  el  precepto 
del  citado  art.  26,  tanto  más,  cuanto  que  el  GK>bcvnador  de  la  provincia 
había  deaignado  el  defensor  de  la  Administración,  y  que,  en  viata  de  lo 
manifestado  por  el  actor,  el  Ayuntamiento  de  Valladolid  sólo  pudo  tener 
acceso  al  oleito  en  concepto  de  coadyuvante  de  la  Administración: 

Considerando  que  el  art.  94  de  la  ley  orgánica  de  esta  jurisdicción  íson- 
signa  que  los  Tribunales  no  podrán  reducir  ni  ampliar  loA  tórminos  fijados 
en  la  ley,  sino  en  los  casos  en  que  se  les  conceda  expresamente  la  facuMad 
de  hacerlo;  y  como  en  ningún  otro  de  los  artículos  de  dicha  ley  se  faaüto 
la  suspensión  del  procedimiento  para  recibir  instmociones  de  las  Antod- 
dades  administrativas,  es  visto  que  el  Tribunal  provincial  de  Valladolid 
no  pudo  acceder  á  lo  pedido  por  el  Abogado  del  EirtadOy  de  democar  por 
tres  meses  la  sustanciación  del  litigio:  '  ^     ^ 

Considerando  que  loa  prenotados  vicios  no  pneden  menos  de  producir 
la  nulidad  de  todo  lo  actuado  en  este  pleito  desde  sn  principio,  sin  oue  sea 
necesario  hacer  pronunciamiento  especial  sobre  el  cambio  de  acción  en 
esta  segunda  instancia,  realizado  por  el  representante  de  la  Compafiía  de 
Alumbrado  por  Gas,  puesto  qne  el  incidente  objeto  de  la  presante  senten- 
cia no  afecta  al  derecho  que  á  la  Compafiía  pueda  asiatir. 

Vistos  los  artículos  26,  46  y  94  de  la  ley  de^lS  de  ^ptiembre  de  1888: 

Vistos  los  artículos  466  al  461  del  Beglamento  de  d9  de  Diciembre  de 
1890; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  nulo  todo  lo  actuado  en 
este  pleito,  desde  la  presentación  del  recnrao;  y  dígase  al  Tribunal  provin- 
cial de  Valladolid  que  en  lo  sucesivo  no  ampÁfe  los  plaaos  sefialiidos  por 
la  1^  en  más  casos  que  en  los  que  se  halle  expresamente  facultado  psra 
hacerlo.— (Sentencia  publicada  el  10  de  Junio  de  1^2^  é  inaerta^  J«  ^' 
ce¿a  de  24  de  .noviembre  del  mismo  afio.) 
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Sbntxkcia  (10  de  Junio  de  1892).  —Nnlidad  deacíwuione$.^Bñ  decYara 
la  de  las  practicadas  por  el  Tribanal  provincial  de  Valladolid,  en  pleito 
promovido  por  D.  Doroteo  Estébanes  contra  on  acuerdo  del  Gobernador 
qae  antorizó  las  obras  de  constrncción  one  D.  Onofre  Monsal ve*  estaba 
realizando  en  ana  casa  de  so  propiedad,  y  se  establece: 

V  Que  Jijando  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888  el  orden  míe  ie  ha  de  ob- 
mrvar  en  la  suitanciación  de  lo$pleüo8  adminütraüvo»,  recurrido  en  via  eon- 
íenei$$a  él  acuerdo  de  wn  Qobemador^  el  Tribunal,  en  úboervaneia  de  lo  diepueo- 
tóenlos  tsrticulos  25  y  45  de  dicha  ley,  debe  emplazar  para  eonte$tar  la  donan* 
áaal  Ahogado  del  Estado^  y  de  no  eitimarlo  aH,  infringe  Í09  prenotado» 
preceptos  y  hace  que  el  prooedimierUo  incurra  desde  luego  en  um  vicio  que  no 
pmde  menos  de  producir  la  nuHdad  de  todas  las  actuaciones  ulteriores; 

Y  2.^  Que  la  ley  orgánica  de  la  jurisdieeián  contenciosa  no  autoriza  la 
suspensión  del  procedimientüy  y  por  el  oontrariOy  él  art.  94  de  la  misma  ley 
pretfiene  que  en  los  términos  fijados  en  ella  no  podrán  reducirse  ni  ampliarse 
sino  en  m  casos  en  que  se  conceda  expresamente  al  Tribunal  la  facultad  de 
hacerlo. 

Promovido  el  pleito  mencionado,  el  Tribanal  provincial  emplasó  para 
contestar  la  demanda  á  Dr  Onofre  Monsalve. 

Se  eomanicaron  los  antos  al  Abogado  del  Estado,  y  éste  solicitó  y  ob- 
tavo  del  Tribanal  la  sospensión  del  curso  del  litigio,  en  tanto  se  resolvía 
por  la  Dirección  del  ramo  ana  consalta  one  había  elevado  respecto  del 
caso.  Y  el  Tribanal  Contencioso  dictó  la  sentencia,  que  contiene  los  si- 
gnienies  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888  fija  el  orden  que 
Bs  ha  de  observar  en  la  sastanciadón  de  los  pleitos  administrativos,  por 
le  qae,  como  D.  Doroteo  Estébanes,  según  reconoció  el  Tribanal  provin- 
cial de  Valladolid  en  la  providencia  de  80  de  Agosto  de  1890,  dirigía  el 
rsenrso  contra  la  resoloelón  del  Gobernador  de  la  provincia,  comunicada 
el  80  de  Mayo  de  aquel  afio,  el  Tribanal,  en  observancia  de  lo  dispuesto 
tu  el  art.  26  y  en  el  45  de  dicha  ley,  debió  emplazar  al  Abogado  del  Es- 
tado que  se  le  designara  para  defender  la  resolodón  reclamada,  á  fin  de 
que  contestara  la  demanda  dentro  del  plazo  legal;  y  como  en  vez  de  hacerlo 
asi,  el  dicho  Tribanal,  por  providencia  de  18  de  Octubre  de  1890,  despachó 
el  emplazamiento  contra  D.  Onofre  Monsalve,  es  visto  que  infringió  los 
prenotados  preceptos  é  hizo  que  el  procedimiento  incurriera  desde  luego 
en  un  vicio  que  no  podía  menos  de  producir  Ja  nulklad  de  todas  las  actúa- 
cíoDss  ulteriores: 

Considerando,  por  otra  parte,  que  el  Tribunal  provincial  de  Valladolid 
no  pudo  acceder  á  la  súplica  del  Abogado  del  Estado,  de  que  se  suspen- 
diera el  procedimiento  por  tres  meses,  porque  la  ley  orgánica  de  esta  ju- 
riadieción  no  autoriza  tales  suspensioues,  y  por  el  contrario,  el  art.  94  de 
la  misma  ley  previene  que  en  los  términos  fijados  en  ella  no  podrán  redu- 
cirse ni  ampliarse  sino  en  los  casos  en  que  se  coaceda  expresamente  al 
Tribanal  la  facultad  de  hacerla 

Vistos  los  artículos  26  y  45  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888: 

Vistos  los  artículos  456  al  461  del  Reglamento  de  29  de  Diciembre  de 
1890; 

Pallamos  qoe  debemos  declarar  y  declaramos  nulo  todo  lo  actuado  ea 
«ovo  45  28 
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este  litigio,  á  parür  de  la  providencia  de  30  de  Agosto  de  1890;  y  dígase  al 
Tribanal  proyineial  de  Valladolid  qae  en  lo  aaceaivo  observe  lo  pres- 
crito en  el^art  94  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  no  ampliando  más 
términos  qne  aqaellos  para  los  caales  se  halle  expresamente  facaltado.— 
(Sentencia  publicada  el  10  de  Jnnie  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  24 
de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Auto  (10  de  Jnnio  de  1892).— JPlroce(ftmiento  contencio$oadmÍHÍ8traHvo. 
Suípenaián  de  ochtactotMt.— Se  confirma  el  anto  dictado  por  el  Tribunal 
provincial  de  Madrid  en  80  de  Janio  de  1891,  apelado  por  la  representa- 
ción del  Estado,  en  pleito  con  el  Ayuntamiento  sobre  maltas  impuestas  al 
contratista  del  material  del  servicio  de  incendios,  y  se  establece: 

Que  laleyde  13  de  Septiembre  de  1888  establece  el  procedimiento  que  te 
ha  de  obíerifar  en  la  suítanciación  de  loe  pleitos  admintstraUvot,  y  alfiiar  en 
su  art.  45,  part^-eontestar  las  demandas,  á  plazo  de  freinte  diaspara  cada  una 
de  las  partes,  asi  eowto  al  declarar  en  el  art  94  que  los  términos  fijados  par  la 
ley  no  son  ptorrogabUs  por  el  Tribunal  más  que  cuando  expresamente  se  le  fa- 
culta para  ello,  y  por  último,  al  encargar  en  el  art.  35  á  los  Abogados  del  Es- 
tado que  representen  á  la  Administración  ante  los  Tribunales  protnnciales,  re- 
dbiendú  las  instrucciones  de  la  autoridad  de  la  cual  etnana  la  resolución  imptuf- 
nada  en  via  contenciosa,  ó  del  Fiscal  en  su  caso,  según  las  artiaUos  68  y  64 
del  Reglamento  de  29  de  Diciembre  de  1890,  se  demuestra  de  modo  incontro- 
vertible que  para  efita  dase  de  litigios  no  riae  el  precepto  del  art,  14  del  Beai 
decreto  de  16  de  Manso  de  1886,  y  como  á  la  buena  aaministracüninterem  ¿s 
celeridad  en  estos  procedimientos,  no  es  dado  autorisar  moratorias  que,  si  son 
de  admitir  para  ante  los  Tribunales  de  lajurisé^ccián  ordinaria  por  la  Índole 
de  las  cuestiones  queden  ellos  se  ffentilan,  no  alcanza  igual  procedencia  á  las 
^  se  someten  á  ¡os  del  orden  administrtUivo,  en  que  se  trata  de  revisar  los 
fundamentos  sobre  los  cuales  descansa  la  denegacán  ó  concesión  de  un  derecho 
que  se  supone  exisHa,  y  en  que  para  la  acensa  del  acto  de  la  Administración 
suministra  el  expediente  por  lo  general  cua9Uos  datos  y  razonamientos  son 
apetecibles  por  el  demandado,  sin  más  ampliaciones  que  las  que  se  puedan  ob- 
úner  de  la  autoridad  que  adoptó  la  resolución,  respecto  á  las  cansas  ocasiona- 
les que  la  movieron  á  dictarla. 

El  Ayuntamiento  de  Madrid  recurrió  en  vía  contenciosa  contra  al 
acuerdo  del  Gobernador  que  revocó  el  de  la  Corporación  municipal  en 
que  se  imponían  dichas  multas. 

Por  el  auto  apelado  se  denegó  la  pretensión  del  Abogado  del  Estado,  da 
que  se  suspendiera  el  curso  de  las  actuaciones  en  tanto  se  resolvía  por  la 
Dirección  del  ramo  una  consulta  elevada  sobre  el  particular;  y  el  Tribunal 
Oontencioso  dictó  el  que  contiene  los  siguientes  considerandos,  vistos  j 
iallo: 

Considerando  que  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  establece  él  pro- 
cedimiento que  se  ha  de  observar  en  la  sustanciación  de  los  pleitos  admi- 
nistrativos, y  al  fijar  en  su  art  45  para  contestar  las  demandas  el  plazo  da 
veinte  días  para  cada  una  de  las  partes,  así  como  al  declarar  en  el  art.  01 
que  los  términos  fijados  por  la  ley  no  son  prorrogables  por  el  Tribuaal 
más  que  cuando  expresamente  se  le  faculta  para  ello,  y  por  último,  al  en 
cargar  en  el  art  36  á  los  Abogados  del  Estado  que  representen  á  la  Admi- 
nis&ación  ante  los  Tribunales  provinciales,  recibiendo  las  instrucciones  da 
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la  «otoridAd  de  la  cual  emana  la  reaolución  impagnada  en  vía  contenciosa, 
-ó  del  Fiscal  en  su  caso,  según  los  artionlos  63  y  64  del  Reglamento  de  39 
de  Diciembre  de  1890,  se  demuestra  de  modo  incontrovertible  que  para 
«sta  clase  de  litigios  no  rige  el  precepto  del  art.  14  del  Real  decreto  de  16 
de  Marso  de  1886,  y  qoe,  como  á  la  bnena  administración  interesa  la  cele- 
ridad en  estos  procedimientos,  no  es  dado  aatorizar  moratorias  qae,  si  son 
de  admitir  para  ante  los  Tribanales  de  la  jurisdicción  ordinaria  por  la  ín- 
dole de  las  caestiones  qoe  en  ellos  se  ventilan,  no  alcanza  ignal  proceden- 
cia á  las  que  se  someten  á  las  del  orden  administrativo  en  qae  se  trata  de 
revisar  los  fundamentos  sobre  los  cuales  descansa  la  denegación  ó  conce- 
sión de  un  derecho  que  se  supone  existía  y  en  que  para  la  defensa  del  acto 
de  la  Administración  suministra  et  expediente  por  lo  general  cuantos  da- 
tos y  razonamientos  son  apetecibles  por  el  demandado,  sin  más  ampliacio- 
nes que  las  que  se  puedan  obtener  de  la  autoridad  que  adoptó  la  resolti 
dóD,  respecto  á  las  cansas  ocasionales  que  la  movieron  á  dictarla: 

CJonaiderando,  por  tanto,  que  al  denegar  el  Tribunal  provincial  de  Ma- 
drid la  prórroga  del  plazo  solicitada  por  el  Abogado  del  Estado  para  con- 
tesüur  la  demanda  motivo  de  este  pleito,  interpretó  y  aplicó  rectamente  el 
•«•Díritu  y  letra  de  la  ley  y  reglamento,  y  procede  que  sea  confirmado  su 
proveído. 

Vistos  los  artículos  36,  46  y  94  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888: 

Vistos  los  artículos  68  y  64  del  Reglamento  de  29  de  Diciembre  de  1890: 

Visto  el  art.  14  del  Real  decreto  de  16  de  Marzo  de  1886; 

8e  confirma  el  auto  recurrido  del  Tribunal  provincial  de  Madrid,  de  30 

Hle  Junio  de  1891,  y  devuélvanse  las  actuaciones  al  Tribunal  provincial 

para  que  continúe  la sustanciación  con  arreglo  á  derecho;  publíqnese  este 

«uto  en  la  €hceta  de  Madrid  é  insértese  en  la  Colección  Ugt8lativa,—(JLnto 

fecha  10  de  Junio  de  1892,  é  inserto  en  la  Oaceta  de  26  de  Noviembre  del 

mismo  afio.) 
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Sbhtxnoia  (U  de  Junio  de  IH92), --OonMbueumei,  D^raudación.—Be 
absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Rafael  Benvenuty  con 
tra  la  Real  orden  de  5  de  Mayo  de  1888,  y  se  establece: 

1,^  Que  el  art  76  del  Reglamento  para  la  impo9%ción,  adminiitracián  y 
cobranza  de  la  contribución  induatriaUy  aprobado  por  Real  decreto  de  13  de 
^uUo  de  1882,  prescribe  de  un  modo  terminante  que  todo  el  que  hubiese  de 
dar  prine^  al  ^ercicio  de  una  ináuetria  de  las  comprendidas  en  las  tarifas, 
está  cbUgado  á  presentar  preúiamente  una  relacián  duplicada  y  expresiva  á 
¡a  Autoridad  que  forme  la  matricula: 

2  o  Que  el  art.  109  del  propio  Reglamento  declara  que  son  dtfraudadores 
de  la  eontribucián  industrial  las  personas  que  ejertan  cualquiera  industria 
de  las  sujetas  á  la  misma^  sin  haber  presentado  prmamente  la  declaración 
duMeaaa  de  alta; 

Y 30  Que  no  basta  á  librar  de  esta  responsabilidad  la  obligación  que  el 
art.  20  del  Realamento  impone  á  las  Autoridades  de  todos  los  órdenes  de  dar 
jparte  á  las  Administraciones  respectivas  de  los  contratos  que  celebren  y  estén 
SMJetos  al  pago  de  la  contribución,  porque  el  mismo  artvsulo  añade  que  este 
deber  no  eximirá  al  industrial  respectivo  de  presentar  á  su  debido  tiempo  la 
declaración  que  previene  el  art.  76. 

Denunciado  por  el  Deleffado  de  Hacienda  de  Málaga  el  hecho  de  qoe 
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el  demandante,  como  arrendatario  de  la  recaudación  de  loa  derechos  de 
coDsnmoa  en  dicha  proyincia,  no  hnbiese  dado  parte  á  la  Administración 
de  Contribuciones  para  qae  se  le  considerase  ssjeto  al  pago  de  la  indus- 
tria, recayó  la  Real  orden  impugnada,  revocatoria  del  fallo  de  aquella  Ad- 
ministración,  considerando  á  D.  Rafael  Benvenuty  como  defraudador  de 
la  contribución  industrial;  y  el  Tribunal  Contencioso  dictó  la  senteqda, 
que  contiene  los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  el  art.  76  del  Reglamento  para  la  imposición,  admi- 
nistración y  cobranza  de  la  contribución  industrial,  aprobado  por  Real  de- 
creto de  13  de  Julio  de  1882,  prescribe  de  un  modo  terminante  que  todo 
el  que  hnbiese  de  dar  principio  al  ejercicio  de  una  industria  de  las  com- 
prendidas en  las  tarifas,  está  obligado  á  presentar  previamente  una  rela- 
ción duplicada  y  expresiva  á  la  Autoridad  que  forme  la  matricula: 

Considerando  que  el  art  109  del  propio  Reglamento  declara  que  son. 
defraudadores  de  la  contribución  industrial  las  personas  que  ejeraan  cual- 
quiera industria  de  las  sujetas  á  la  misma,  sin  haber  presentado  previa- 
mente la  declaración  duplicada  de  alta: 

Considerando  que  no  basta  á  librar  de  esta  responsabilidad  la  obllga- 
oión  que  el  art.  20  del  Reglamento  impone  á  las  Autoridades  de  todoe  lo» 
órdenes  de  dar  parte  á  las  Administraciones  respectivas  de  los  contratos 
que  celebren  y  estén  sujetos  al  pago  de  la  contribución,  porque  el  mismo 
artículo  añade  que  este  deber  no  eximirá  al  industrial  respectivo  de  pre- 
sentar á  su  debido  tiempo  la  declaración  que  previene  el  art.  76: 

Considerando  que  D.  Rafael  Benvenuty  .Garrey  comenaó  en  l.o  de 
Agosto  de  1886  á  recaudar  los  derechos  de  consumos  correspondientes  á 
los  artículos  adicionados  sin  haber  presentado  la  relación  que  exige  el  re- 
ferido art.  76,  y  por  tal  omisión  quedó  comprendido  en  la  responsabilidad 
que  establece  el  art.  109. 

Vistos  los  artícnlos  20,  76  y  109  del  Reglamento  citado  de  18  de  Junio 
de  1882; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Rafael  Ben- 
venuty, hoy  sus  herederos,  contra  la  Real  orden  de  5  de  Mayo  de  1888,  la 
cual  queda  firme  y  subsistente.— (Sentencia  publicada  el  11  de  Junio  de 
1892,  é  inserta  en  la  Oaceta  de  35  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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SsNTSNOiA  (11  de  Junio  de  1892).-^¿r<msum(W.  Tarifas, — Se  absuelve  á.. 
la  Administración  de  la  demanda  de  D.  José  María  Alcázar  contra  la  Real 
orden  de  14  de  Febrero  de  1884.  y  se  establece: 

i.o  Que  ^erifiaado  un  arriendo  de  eonsumoB  con  la  condioíán  de  ituetarse 
en  la  cobranza  el  contratista  á  la  tarifa  yálas  reglas  establecidas  en  la  Ins- 
írueción  de  31  de  Diciembre  de  1881,  el  necho  de  naber  entregado  la  Admi- 
nistración Económica  al  arrendatario  tarifas  de  diferente  slase  que  las  seña-, 
¡odas  según  aquella  di^osición^  no  es  ineficiente  para  modificar  el  contetMo 
éel  contrato; 

Y  2.0  Que  en  el  propio  caso,  las  swnas  recaudadas  de  más  por  el  eonira- 
tisia  deben  ingresar  en  el  Tesoro  público. 

Verificado  el  arriendo  de  Consumos  de  Ciudad  Real  en  favor  del  de- 
mandante, con  la  condición  de  sujetarse  en  la  cobranza  el  contratista  á  la 
taclla  y  á  las  reglas  establecidas  en  la  Instrucción  de  81  de  Diciembre  de 
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1981,  ae  entregaron  al  arrendatario  por  la  Adminlítraclón  Económica  iaa 
tarifas  de  la  clase  8.a 

Depurada  la  verdadera  población  de  dicha  provincia,  resultó,  por  el  nú- 
mero de  sns  habitantes,  corresponderle  las  tarifas  do  la  clase  ^.\  en  vista 
de  lo  coal  solicitó  el  contratista  la  devolución  de  los  iSepósitos  constitnídoa 
«n  fiansa.  Se  estimó  esta  pretensión  por  )a  Real  orden  impugnada,  requt- 
riendo  á  D.  José  María  Alcázar  para  que  entregase  las  diferencias  exígi 
das  y  no  satisfechas,  y  el  Tribunal  Contencioso  dictó  la  sentencia  que  con- 
tiene  los  siguientes  considerandos  y  fallo. 

Considerando  que  la  cuestión  debatida  en  este  pleito  consiste  en  deter- 
minar si  habiendo  exigido  D.  José  María  Alcázar  los  derechos  de  consu- 
mom  durante  el  tiempo  en  que  fué  arrendatario  con  arregló  á  las  tarifas 
de  la  clase  8>  de  población,  la  diferencia  entre  lo  que  así  recaudó  y  lo  que 
bahria  producido  la  cobranza  hecha  según  las  tarifas  de  la  clase  2.*,  debe 
ser  un  beneficio  del  demandante  ó  un  ingreso  para  la  Hacienda: 

Con^derando  que  el  contrato  celebrado  entre  ésta  y  Alcázar  imponía 
al  arrendatario  la  condición  de  que  los  derechos  se  exigirían  con  arreglo  á 
las  tarifas  de  la  clase  2.*,  por  entender  que  la  población  de  Ciudad  Real  no 
llegaba  á  12.000  habitantes  én  el  casco  y  radio. 

Considerando  que  el  hecho  de  haber  entregado  la  Administración  Eco- 
nómica al  hoy  demandante  las  tarifas  de  la  clase  8 .*,  no  es  suficiente  para 
modificar  el  contenido  del  contrato;  y  por  consecuencia,  al  aplicar  Alcázar 
dichas  tarifas,  infringió  lo  estipulado,  obteniendo  un  lucro  indebido: 

Considerando  que  las  sumas  recaudadas  de  más  por  el  contratista  de 
ben  ingresar  en  el  Tesoro  público,  porque  s!  bien  el  contrato  fijó  como 
baae  la  clase  2>,  la  cual  priva  á  Alcázar  del  derecho  de  cobrar  de  otro 
-modo,  fué  en  virtud  de  un  error,  toda  vez  que  la  población  es  inferior  á 
12.000  habitantes  y  pertenece  á  la  clase  8.^  por  lo  que  es  procedente  ad- 
mitir el  criterio  indicado  como  medio  de  reparar  el  perjuicio  ocasionado 
por  aquel  erro^, 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  José  María 
Alcázar  contra  la  Real  orden  de  14  de  Febrero  de  1884,  la  cual  queda  firme 
y  snbsistente.— (Sentencia  publicada  el  11  de  Junio  de  1892,  é  inserta  en 
la  Gacela  de  25  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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SiEirrBNcrA  (11  de  Junio  de  1802).— Tta  pnhlka.  Paréelas  sodmn*».— 
8o  revoca  la  Real  orden  de  8  de  Abril  de  1891,  impugnada  por  el  Ayunta^ 
aliento  de  Trnjillo,  y  se  establece: 

i.*  Que  sóndela  exclusiva  competencia  de  los  Ayuntamientos  los  aswñiés 
de  poUcia  urbana,  y  especialmente  les  de  alineación  de  calles;  y  portaní^^  las 
resoluciones  dictadas  en  eUos  por  dichas  Corporaciones,  son  inmediatamente 
■ejecutivas,  salvo  los  recursos  que  determinan  las  leyes: 

j?.®  Que  en  tales  casos,  los  recursos  de  apelación  ante  el  Gobernador,  y 
por  éste  desestimados,  ponen  término  ala  tia  gubernativa,  y  solaw^te  son 
reelamables  por  la  contenciosa,  según  lo  preoeptuado  enUil^  Provineial  ri- 
ffonte; 

Yí.o  Que  esta  doctrina  se  halla  sancionada  por  la  Beal  orden  de  ^  m 
MayodelSSOy  dictada  de  acuerdó  con  to  consultado  por  el  Oonsejo  de  Estad» 
€H  pleno  y  por  repetidas  decisiones  de  este  mismo  Tribunal. 
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El  AyuDUmiento  de  Trujillos  acordó,  en  10  de  Julio  de  1800,  coneeder 
á  D.  Norberto  Vidarte  una  parcela  de  terreno.  Desestímada  por  el  Gober- 
nador de  Gácerea,  en  i  de  Agosto  aigniente,  la  apelaoión  interpueeta  por 
▼arioB  vecinos  contra  aquel  acuerdo,  fué  confirmado  éste  por  dicha  Auto- 
ridad. Recurrieron  en  alzada  loa  apelantes  contra  la  providencia  guberna- 
tiya,  dictándose  entonces  la  Real  orden  impugnada,  revocatoria  de  los  men- 
cionados acuerdos.  Y  el  Tribunal  Contencioso  pronunció  la  sentencia  que 
contiene  los  siguientes  considerandos,  vistos  7  fallo: 

Considerando  que  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  Trujillo  de  10  de 
Julio  de  1890  recayó  en  asunto  de  su  exclusiva  competencia,  paesto  que  se 
refería  á  materia  de  policía  urbana,  y  especialmente  á  la  alineación  de  ca- 
lles, siendo  por  tanto  inmediatamente  ^ecutivo,  8alv<M  loe  recursos  qo» 
determinan  las  leyes: 

Considerando  que  establecido  en  e^  de  apelación  por  varios  vecinos  de 
la  localidad,  y  deaestimado  por  el  Gk>bmiador  de  la  i;m)vineia  de  Cácerer 
en  4  de  Agosto  siguiente,  esta  resolución  puso  término  A  la  vía  guberna- 
tiva, y  solamente  fué  reclamable  por  la  contenciosa,  según  lo  preceptoado- 
en  la  ley  Provincial  vigente: 

Considerando  que  esta  doctrina  se  halla  sancionada  por  la  Real  orden 
de  26  de  Mayo  de  1880,  dictada  de  acuerdo  con  Jo  consultado  por  el  Con- 
sejo de  Estado  en  pleno  y  por  repetidas  decisiones  de  este  mismo  Tri- 
bunal: 

Considerando,  por  tanto,  que  el  Ministerio  de  la  Gobemaóión  careció  de 
competencia  para  entender  en  la  alsada  interpuesta  contra  la  resolución 
del  Gobernador,  la  cual  quedó  firme  v  subsistente  por  no  haber  sido  re- 
clamada ante  el  Tribunal  provincial  de  lo  Contencioso  administrativo,  y 
en  este  concepto  la  Real  orden  reclamada  de  8  de  Abril  de  1891  adolepe 
de  un  vicio  de  nulidad,  como  diotada  con  manifiesta  incompetencia,  siendo  - 
jurisprudencia  constante  que  cuando  aparece  error  esencial  en  el  procedi- 
miento, deben  declararse  nulas  las  actuaciones  practicadas  con  posteriori- 
dad á  la  últioMi  disposición  ajustada  á  derecho; 
Vistos  los  arts.  72,  88  y  171  de  la  ley  Municipal: 
Vista  la  ley  Provincial  de  27  de  Agosto  de  1882: 
Visto  el  art  88  de  la  ley  de  26  de  Septiembre  de  1868,  según  el  cual- 
los  Consejos  provinciales  oirán  y  fallarto,  cuando  pasen  á  ser  contencio- 
sas las  cuestiones  relativas:  til.  A  la  deipolición,  reparación  de  los  edi- 
ficios ruinosos,  alineaciones  y  alturas  de  los  que  se  construyan  de  nuevo, 
cuando  la  ley  ó  reglamentos  del  ramo  declaren  procedente  la  vía  conten- 
ciosa!: 

VistA  la  Real  orden  de  26  de  Mayo  de  1880; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  nula  la  Real  orden  im- 
pugnada de  ^  de  Abril  de  1891,  en  cuyo  concepto  la  revocamos;  y  qne  asi- 
mismo debemos  declarar  que  la  resolución  del  Gobernador  de  la  provin* 
cia  de  Cáceres  de  4  de  Aeosto  de  1890  es  firme  y  subsistente.^ (Sentencia 
p^iblicada  el  11  de  Junio  de  1892,  é  inserta  en  la  Oaceta  de  26  de  Noviembre 
del  mismo  afto.) 
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8SKT1U9CIA  (13  de  Junio  de  1892).— JSxce^^ciofMt  perentorias.  ^^^¡T 
imcia  de  jurisdiceión.^Se  declara  la  de  la  jurisdicción  contencioso^fl^- 
nistrativa  para  conocer  de  la  demanda  del  Marqués  de  Casariego  contra 
la  Real  orden  de  14  de  Agosto  de  1890,  sobre  indemniíacióo  de  dafioe  T 
perjuicios,  y  se  establece: 
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Qtíe  no  e&nemrriendo  m  una  Beal  orden  lo$  requintoi  qtie  el  art  Ifi  de  la 
kj^  de  13  de  Septiembre  de  1688  exiffe  para  que  pueda  ter  recurrida  en  via 
oontencioea,  e$  de  admitir  la  excepetón  perentoria  di  incompetencia  de  jurii- 
diceián. 

Ordenada  la  claasara  de  nna  fábrica  de  bojíaa,  propiedad  de  una  So' 
eiedid,  presidida  por  el  demandante,  é  instroído  el  expediente  de  expro' 
piadóii  foraota,  ee  propoao  por  el  Oonsejo  de  Eatado  qae  pasase  aqnól  á 
informe  del  Ayontamiento.  8Ín  qae  recayese  resolución  á  esta  consolta,  se 
solicitó  por  el  recurrente  qne  la  Administración  indemnizase  á  la  Sociedad 
por  la  ciaosnra  de  la  fábrica.  Por  la  Real  orden  impugnada  se  declaró  qne 
la  eoestión  de  indemnisación  no  puede  ser  previa,  sino  consecuencia  del 
acuerdo  qae  hubiese  de  recaer  sobre  aquel  expediente.  Y  el  Tribunal  Con- 
teadoso,  aceptando  la  mencionaba  excepción  dictó  la  sentencia,  que  con- 
tíMie  los  siguientes  considerandos,  vistos  7  fallo. 

Ooiwiderando  que  la  Beal  orden  de  14  de  Agosto  de  1890  no  causó  es- 
lado,  porqtie  ni  concede  ni  deniega  en  definitiva  la  indemnisación  preten* 
dida  por  el  actor,  limitándose  á  declarar,  según  se  consigna  en  sus  funda- 
■leotos,  que  para  resolver  sobre  la  expresada  solicitud,  debe  expresarse  la 
decisión  previa  de  los  expedientes  de  ruina  7  expropúición  de  la  fábrica 
de  que  se  trata,  qne  aun  no  se  hallan  ultimados: 

Considerando  que,  en  tal  concepto,  la  resolución  que  se  impugna  no  ha 
vulnerado  ni  podido  vulnerar  derecho  alguno  establecido  con  anterioridad 
en  favor  del  demandante  por  leyes  ó  disposiciones  de  carácter  adminis- 
trativo: 

Considerando  que  por  no  concurrir  en  la  Beal  orden  reclamada  los  re- 
quisitos que  el  art.  l.o  de  la  107  de  18  de  Septiembre  de  1888  exige  para 
que  pueda  ser  recurrida  ante  este  Tribunal,  es  de  admitir  la  excepción 
opuesta  como  perentoria  por  el  Fiscal  á  la  demanda  que  motiva  el  pleitc». 

Vistos  los  artículos  l.o,  46  7  50  de  la  107  de  18  de  Septi^nbre  de  1888; 

Fallamos  que  debemos  declarar  7  declaramos  que  la  jurisdicción  de  lo 
ccnitencioso-administrativo  es  incompetente  para  decidir,  respecto  de  la 
demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Juan  Travesedo  7  Canet,  Marqués 
de  Casariego,  como  Presidente  de  la  Junta  de  gobierno  de  la  Sociedad 
anónima  Compafiía  espafiola  para  la  fabricación  de  bujías  esteáricas,  con- 
tra la  Beal  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  la  Qobemación  en  14  de 
Agosto  de  1890.— (Sentencia  publicada  el  13  de  Junio  de  1892,  é  inserta 
en  la  Oaetía  de  26  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Sbstbnoia  (14  de  Junio  de  1898).— /)0tamor (trocid.  Denunoia.— Se  re- 
voca la  Beal  orden  de  4  de  Agosto  de  1887,  impugnada  por  D.  Agapito 
Cantera  7  otros,  7  se  establece: 

i.o  Qne  $i  varios  vecinos  de  un  término  municipal  adquirieron  de  un  par- 
ticular el  dominio  útü  de  «mat/ncút,  y  lo  transmitieron  por  titulo  universal 
ó  smfular  á  sus  herederos  y  sucesores^  la  circunstancia  puramente  accidental 
y  veSmiairia  de  tenerlo  y  ditfrutarío  proindiviso  no  puede  alterar  el  con 
eepto  de  propiedad  particular,  y  menos  convertirle  en  tienes  de  Propios,  una 
ves  fue  ¡i  eans/n  ó  pensián  que  á  estos,  como  á  los  demás,  afecte,  lo  vengan 
satisfaciendo  puntualmente  los  dueños  útiles  al  señor  del  dominio  directo; 

Yi.o    Qiue  demandada  en  via  contenciosa  la  declaración  de  ser  ilegal  é 
•és^^rooedentt  la  denunda  de  unas  fincas  como  ¡nenes  de  Propios,  y  habiéndose 
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demostrado  ser  las  wñsmas  de  propiedad  partieular,  dic^a  deehraciánet  de 
Índole  administrativa^  y  a  improcedente  en  este  cato  la  excepción  de  incom- 
petencia dejurisdieoián. 

Denunciadas  por  D.  Jalián  Mendoza  anas  fincas  como  pértenecleniee  á 
los  Propios  de  Oihnri  (Logrofio),  se  manij^estó  por  el  Alcalde  qae,  babi^»- 
do  pertenecido  aquéllas  al  saprimido  Monasterio  de  San  Millán  de  la  Co- 
gulla, estaban  afectas  al  canon  que  yendió  la  Nación  al  Marqués  de  Mon- 
teas y  á  D.  Casimiro  Fernández,  quienes  eran  poseedores  del  dominio  di- 
recto, perteneciendo  el  útil.á  la  major  parte  de  los  vecinos  que  pagabAD 
dicho  canon. 

Por  la  Real  orden  impugnada  se  declaró  la  procedencia  de  la  denuncia; 
j  el  Tribunal  Oontencioso  dictó  la  sentencia  que  contiene  los  siguiente* 
considerandos,  yistos  y  fallo: 

Considerando  que  la  cuestión  que  se'ha  de  resolver  consiste  en  deela 
tar  si  es  ó  no  procedente  la  denuncia  hedía  por  D.  Julián  Mondan  de 
pertenecer  á  los  Propios  de  Cihuri,  y  por  tanU^  que  están  soJetMM  á  Isüdm- 
aiaortización  los  bienes  de  que  se  ha  hecho  mérito: 

Considerando  que,  para  decidir  esta  cuestión,  es  preciso  determinar  «i 
los  bienes  de  qus  se  trata  pertenecen  á  dicho  pueblo  ó  son  de  partioulare*, 
aunque  disfrutados  en  comunidad: 

Considerando  que,  si  bien  en  la  escritura  otorgada  por  el  Abad  y  Mon- 
je del  Monasterio  de  San  Millán  de  la  Cogulla  en  el  afio  1605,  ae^tiee: 
«(tamos  á  enfiteusis  perpetuo  á  vos  el  Concedo  é  hombres  buenos  de  Olflpsffi 
loa  nuestros  lugares^  etc.»,  sin  embargo,  tanto  porque  se  designan  indivi- 
dualmente los  diez  vecinos  á  quienes  se  entregaban  los  bienes  en  eutteo- 
sis,  cuanto  porque  en  dicha  escritura  se  expresan  condiiciones  y  circons* 
f sacias  bastantes  para  estimar  que  se  le  transfería  el  dominio  tUH*  á  te 
de  que  lo  tuviesen  como  particulares,  no  es  posible  dejar  de  apredarloa  en 
este  concepto: 

Considerando  que  corroboran  esta  afirmación,  entre  otras  estipolado- 
nes  de  la  expresada  escritura,  la  que  autoriza  á  los  mencionados  vecinos 
para  disponer  de  aquellos  bienes  por  testamento;  la  que  previene  no  pue- 
dan suceder  en  los  mismos  y  pagar  la  renta  otros  que  sus  hijos  y  henea- 
ros, y  la  cláusula  de  aceptación  del  contrato  en  la  que  manifiestan  los  di- 
chos diez  individuos  que  reciben  el  útil  sefio^o  y  posesión  como  osa» 
propia: 

Considerando  que  si  los  diez  vecinos  que  se  expresan  nominaüm  en  ía 
escritura  de  1606  adquirieron  el  dominio  útil  de  las  referidas  fincas,  y  lo 
transmitieron  por  t(tnlo  universal  ó  singular  á  sus  herederos  y  sucesores, 
los  cuales  lo  han  tenido  y  vienen  disfrutando  como  particulares,  sin  inter- 
vención del  Municipio;  la  circunstancia  puramente  accidental  y  volontariA 
de  tenerlo  y  disfrutarlo  proindiviso  no  puede  alterar  el  concepto  de  pro 
piedad  particular,  y  menos  convertirle  en  bienes  de  Propios,  doa  ves  que 
el  canon  ó  pensión  que  á  éstos  como  á  los  demás  afecta,  lo  vienen  utiafm- 
ciendo  puntualn^ente  los  dnefios  titiles  al  sefior  del  dominio  directo: 

Considerando  que  una  ves  resuelto  que  los  bienes  en  cuestión  no  «on 
del  Municipio  de  Cihuri,  procede  desestimar  la  excepción  dA  falta  de  per- 
sonalidad en  el  demandante,  propuesta  por  el  Fiscal,  fundada  en  qn»  al 
Letrado  representante  de  la  parte  actora  no  se  le  había  conferido  el  poder 
por  el  Síndico  del  Ayuntamiento: 

Considerando  que  igualmente  procede  no  estimar  la  segunda  e^osnoiéii 
alegada  por  el  Fiscal,  fundada  en  que  el  derecho  que  se  reclama  es  de  ca- 
rácter civil^  porque  lo  reclamado  en  la  demanda  es  que  se  declare  ilegal  é 
improcedente  la  denuncia  de  P.  Julián  Mendoza^  puesto  quo  los  bionsp 
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^enimeiftdoc  &«  ■on  de  Ptopie»,  tino  de  propieded  pertíooler,  y  dicha  de- 
•dAEidóa  ee  de  índole  admieielretíve. 

Vietea  i^  ley  9.»  y  10,  tít.  38.  Pertíde  8.*; 

FalUunoe  que  debemoe  revoear  y  revocamoeje  Reel  orden  de  4  d« 
Agoeto  de  1857,  decüurendo.  ^ue  ee  improcedente  le  deouDCie  heche  por 
D.  Jolün  Mendos»,  pneeto  qne  loe  bienee  deoondados  no  perteneces  4 
loe  Propioe  del  paeblo  de  Oibilri.*— (Sentencia  pablicada  el  14  de  Joftio 
4e  1898,  é  ineerto  en  la  Ooceía  de  85  de  Noviemfcnre  del  miamo  alio.) 


308 

SramroiA  (U  de  Joaio  de  lS$%).'-EttMeemimto$pmale$,  Batitm  tar- 
usUarií».'-^^  abeoelveá  la  Adminiatradón  de  la  demanda  de  la  Dipnteeite 
provincial  de  Barcelona  oontra  la  Beal  orden  de  88  de  Agoeto  de  1887^  y 
ee  cetabloee: 

i.o  Que  la  bam  de  18,50  par  100  para  ga9to8  de  la  eároel  de  Andiettma, 
adoptada  en  loe  prttupu^tae  de  188081  y  1881 82,  en  virtud  del  convtma 
he^  par  loe  representantee  de  la$  DiputaeUmee  catalanaey  el  Ayuntamienta 
de  Borcelana,  en  eumplumento  de  la  Real  orden  de  13  de  Diciembre  de  1880^ 
no  puede  ser  aplicada  á  loe  pre$upue$to§  anteriora,  pueeto  que  para  elloe  venia 
rigiendo  la  de  62,66  por  100  deide  el  preeupueeto  de  1875  76,  Hn  apandan  de 
la  Dipmtaeián  de  dicna  provimeia; 

T 2.0  Omno  procede  reeelver.en  via  coniUneiMa  eobre  la$  alegaeieneo  fue 
no  han  atio  olleta  del  expediemte  ante  la  Admimetraeián  aoHva. 

Inatmido  expediente  aobie  paco  de  laa  onotaa  qne  laa  provindaa  eata- 
laae»  debko  aatiafacer  para  ia¿oe  de  la  cárcel  de  Aadienda,  le  dicté  la 
Beal  orden  do  30  de  Oetnbni  de  1886,  determinando  laa  cantidadee  qne 
aqaéliaa  debían  pagar  reapectiyamente.  Habiendo  manifeetado  la  Dipata 
4&n  de  Barcelona  qne  en  la  anterior  diapoeidón  no  ee  mencionaban  laa 
emtidadea  que  para  el  indicado  objeto  tenia  entregadaa,  ee  expidió  la  Beal 
odden  impiií^nada  qne,  rectificaado  la  anterior,  determinó  la  cantidad  qoe 
había  de  abonar  la.Dipnladón  demandante.  Se  alegó  por  éata  en  el  acto  de 
la  Tiata  qne  en  la  liquidación  practicada  había  errorea  de  cálenlo;  y  el  Tri- 
hnaal  Contendoeo  prononeló  la  aentenda,  qne  contiene  loe  eigoiealea 
eonaiderandoa,  Tialea  y  fallo) 

Ooaaideíando  qse  eatá  admitido  por  la  Dipntadón  demandante  <|iie  la 
«oma  totaMegaetoa  de  cárcel  de  Andienda  y  da  partido  de  Barcelona  deade 
1876  76  á  1881 88,  amboe  inclndye,  ea  la  de  1.0704468  peaetaa,  qoeea  la  qae 
fijó  en  an  liquidación  la  Jaata  de  eáreelea,  y  la  coal  ha  aenrido  de  baae  paia 
la  dtatribnción  hecha  por  la  Beid  orden  impugnada: 

Oonaiderando  que  aceptada  dicha  «urna,  la  única  cueatión  que  ee  pre- 
-dao  reaolver  conaiate  en  determinar  qué  parte  de  aquella  cantidad  coiri8' 
ponde  á  loe  gaatoa  de  cárcel  de  partido,  y  cuál  á  loa  de  cárcel  de  Audiencia^ 
Viviendo  eata  última  eatre  laa  cuatro  proviaciaa  catalaoaa: 

Oondderando  qne  en  el  preaapoeato^  1876-76^  aprobado  por  Real  or> 
^en  de  18  de  Jnlio  de  1877,  ae  eonaignó  pava  gaatoa  de  cárcel  de  Andüt»a> 
da  un  68,68  por  100,  é  igual  pcopordóa  reaulta  en  loe  cuatro  aftoa  aocceí' 
▼oa,  oayoa  preanpneetoo,  al  bien  no  fueron  aprobaéoa,  tampoco  poedea 
hoj  Tadarae  laa  baeea  de  la  praporekmalidad  qua  eatablecen;  porqv»  el 
Real  deeretoaenteoda  de  9  de  M atao  de  1886  declaró  qne  eran  juataa»  y 
•que  dkha  proporcionalidad  pueda  úaicamenta  eetableeerla  la  Diíaccioa 
«rwapaiidiauta  del  Miaiaierioi 
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Considerando  aiie  la  base  de  18^60  por  100  para  gaatoi  de  la  eAreel  d» 
Aadiencia,  adoptada  en  loa  presopaestoa  de  ia80-81  y  1681 -83,  en  virtad  del 
conyenio  hecho  por  loé  repreientantea  de  laa  DipUtacionea  oatalanaa  y  el 
AyoDtamiento  de  Barcelona,  en  complimiento  de  la  Real  orden  de  18  de 
Diciembre  de  1880,  no  puede  aer  aplicada  á  loa  preanpaestoa  anteriores,, 
paeato  qae  para  elloa  venia  rigiendo  la  de  63,46  por  100  desde  el  prean- 
faMSto  de  1876  76,  ain  oposición  de  la  Diputación  demandantes 

Oonaiderando,  reapecto  á  la  alegadón  del  actor  en  el  acto  de  la  yisf a, 
que  no  procede  resolver  en  cnanto  á  ella,  por  no  haber  aido  hecha  en  el 
expediente  ante  la  Administración  activa,  á  la  cnal,  en  todo  caao,  correa- 
*pondería  aobsanar  loa  errores  de  cálenlo  aritmético,  ai  se  hiciese  la  opor* 
tena  reclamación. 

Viato  el  art.  8.o  del  Beal  decreto  de  18  de  Abril  de  1876; 

Failamoa  qae  debemoa  absolver  y  abaolvemos  á  la  Administración  ge- 
imal  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  la  Dipatadón 
provindal  de  Barcelona  contra  la  Real  orden  de  33  de  Aitosto  de  1887,  la 
coal  queda  firme  y  sobsistente.— (Sentencia  pnblicada  el  14  de  Junio  de- 
im,  é  inaerta  en  la  Oaeeta  de  86  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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8K^TBHCIA  (16  de  Junio  de  1893}.— Adnonat.  D^^raudaeiáH.-Se  revocik 
H  Real  orden  de  8  de  Enero  de  181M>,  impugnada  por  la  rasen  social  Liaa- 
ritnrry  y  Reaola,  y  se  establece: 

(iue  al  duponerse  por  Real  orden  que  %n  parUcnkír  $ea  re^^on$able  tuh^ 
mtíariamente  de  loe  ade^Ooe  y  penalidades  ^t^tieftot  á  otro  como  defrauda^ 
dor  de  la  renta  de  Aduanoi,  eoorela  ¡Hüe  denn  comentimiento  qwe  noreeutta 
ketber  exieüdo,  $e  canea  al  primero  tm  verdadero  agravio  de  derecho. 

Introducidas  fraudulentamente  por  la  Aduana  de  Pasajes  unaa  paita- 
das de  aguardiente,  se  expidió  el  B«al  decreUhaantenoia  de  3  de  Setiem- 
bre de  1888,  eonaiderando  reaponaablea  de  aquel  delito  á  D.  Eduardo  Du- 
pony* y  á  la  Sociedad  demandante,  el  primero  oon  relación  á  laa  mercan- 
efaa  que  recibiera  y  expidiera  por  su  propia  cuenta,  y  la  segunda  por  lae 
eantidades  de  alcohol  que  recibió  y  exportó  de  su  cuenta,  ain  Juatificar  aa 
procedencia,  ni  adeudar  loa  derechoa  correapondientea. 

Practicada  la  oportuna  liquidación,  as  dictó  la  Real  orden  Impugnada, 
di^[K>niendo  que  la  parte  actora  fuese  responsable  subsidiariamente  de  loa 
adetfdoa  y  penalidadea  impueatoa  á  Dupony,  partiendo  del  hecho  de  haber 
gasantisado  volnntaríamente  la  primera  al  aegundo,  por  haber  consignado 
aquélla  el  total  importe  de  laa  cantidadea  exigida  á  amboa.  Y  al  Tribunal 
Oontendoao  pronunció  la  aentencia  que  oonliene  los  siguientes  consideran- 
dea  y  fallo. 

Oonaiderando  que  la  cneatión  del  preaente  litigio  ae  reducá  en  primer 
término  á  establecer,  si  por  la  Real  orden  impugnada  ae  oontrarian  laa  de- 
^anuiionea  del  Real  decreto  aentenda  de  3  de  Septiembre  de  1888; 

Considerando  que  p<Hr  dicho  Real  decreto  se  estableció  lareaponaabili- 
dad  de  Lisariturry  y  Reaola  en  relación  á  laa  cantidadea  de  alcohol  que  re- 
cibieron y  expidieron  por  su  propia  cuenta  sin  haber  juatíficado  su  prooe- 
deeeiá  ni  adeudado  loa  derechoa  eorreapondienteé,  por  lo  cual,  la  solicitud 
^•e  en  primer  término  se  deduce  de  ka  deoMUida  reapecto  á  que  ae  dedaie 
ia  irreaponaábilidad  de  loa  demandantea,  aa  de  notoria  impiecsdanoia: 

Considerando  que  la  liquidación  practicada  de  ka  cantidadea  fue  laa- 
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peciíf «neaie  debían  adeudar  Dapony  y  LiKariturry  y  Rezóla,  ee  ajustó  á 
iO0  datoB  del  expediente,  ain  qae  eatoa  últimoa  intereaadoa  hayan  practi- 
cado la  prneba  plena  y  concinyente  qne  en  ao  caao  hubiera  debido  practi- 
carse para  demostrar  el  error  qoe  por  parte  de  laa  Antoridedea  adminiatra- 
ÜYta  se  bnbieae  padecido: 

Conaiderando  que  la  Beal  orden  impagnada,  al  disponer  en  sa  tercer 
extremo  que  Lizaritnrry  y  Besóla  aran  reaponaables  aabaidiariamiente  de 
loa  adeudos  y  penalidades  impuestas  á  Dupony,  parte  del  hecho  inexacto 
da  que  Toluntaríamente  garantisaran  á  eate  último,  en  el  mero  hecho  de 
liaber  conaignado  el  total  importe  de  las  cantidades  que  á  ambos  se 


onsiderando  que  en  loa  antecedentes  que  ae  han  traído  al  pleito  re- 
aalta  todo  lo  contrario,  ó  sea  oue  Lisariturry  y  Reaola  conaignaron  el  total 
de  Jaa  responsabilidades,  porque  aaí  ae  lo  exigió  la  Adminiatración;  que 
Ineron  amenazadoa  con  el  apremio  adminiatrativo,  deapuéa  de  haber  con- 
aignado la  mitad  del  total  de  la  cantidad  exigida,  y  que  au  aleada  de  la  or- 
den de  pago  no  fué  curaada; 

Y  conaiderando  que,  en  su  virtud,  el  establecer  esa  responsabilidad 
anbsidiaria  sobre  la  base  de  un  consentimiento  que  no  resulta  haber  exis- 
tido, es  causar  un  Terdadero  agravio  de  derecho  á  la  raxón  aocial  deman- 


Fallamoa  que  debemoa  revocar  y  rerocamoa  la  Real  orden  impugnada. 
en  aa  tercer  extremo,  ó  aea  en  cnanto  declara  á  Lizariturry  y  Besóla  res- 
I^óBsables  subsidiarios  de  las  cantidades  adeudadas  por  Dopony,  y  la  con- 
firmamos en  sua  extremos  primero  y  segundo,  declarando  sin  lugar  las  de* 
más  pretensiones  de  la  demanda.— (Sentencia  publicada  el  16  de  Junio  de 
1^93,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  26  de  Noviembre  del  mismo  afio.)  ^^ 
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SmTXVoiA  (16  de  Junio  de  lS92).^Médieoi  tíiulare$.  Separaeián  deV 
_  ».-— 8e  revoca  la  aeotenda  del  Tribunal  provincial  de  Orense,  de  80  de 
^mño  de  1891,  apelada  por  la  representación  del  Estado  en  pleito  promo- 
Tido  por  D.  José  Marki  i^rsa,  y  se  establece: 

4¡iie  á  tenor  de  lo  pre$crito  en  el  art.  5.*  de  la  ley  de  13  de  Septiembre 
de  1888,  ee  indudable  la  eompetemcia  de  la  juriedieeión  conteneioiO'admim»' 
Éndiivapara  conocer  de  km  efeotoe  de  un  contrato  para  eenneio  público,  cele- 
brado por  un  Ayuntamiento  con  un  pctrticular, 

Inatruído  expediente  por  el  Ayuntamiento  de  Egos  á  su  Médico  titular 
]>.  Joaé-MaríaGaraa,  por  incumplimiento  del  contrato  celebrado  con  el 
Itniítcipio,  ae  dictó  la  Beal  orden  de  6  de  Julio  de  1889,  anulando  el 
acuerdo  de  la  Comiaión  provincial,  que  resolvió  conservar  en  au  empleo 
al  mencionado  €kaaa.  Comunicada  eata  Beal  cM-den  al  Ayuntamiento,. 
.aeoidó  éste  separar  al  demandante  del  cargo  de  Médico  titular;  reaolución 
qae  fué  confinnada  por  el  Gobernador  en  7  de  Agosto  de  1889.  Por  el  fallo 
¿Dpognado  ae  revocó  eata  providencia,  y  el  Tribunal  Oontencioao  pronun- 
ció la  sentencia,  que  coatiene  loa  aignientes  considerandos»  viatos  y  fallos 

Considerando  que  en  el  presente  litigio  se  plantean  en  la  demanda  y 
han  sido  objeto  de  discusión  dos  cueationesy  á  saber:  primera,  la  de  la 
eompetencia  de  loa  Tribunales  administrativoa  para  conocer;  y  segunda, . 
la  de  la  nalidad  é  ineficacia  del  acuerdo  contra  el  cual  se  alia  el  recn- 
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Considerando  que  á  tenor  de  lo  prescrito  en  el  art  5.^  de  la  ley  de  tS 
<ie  Septiembre  de  1888,  es  indodable  la  competencia  dé  esta  jarísdicdótt 
eontencioso  administrativa,  porque  la  coestión  propuesta  versa  sobre  lo» 
efectos  de  nn  contrato  para  servicio  público  celebrado  por  el  Ayantamlento 
de  £sgos  on  1886  con  el  Médico  titnlar  D.  .fosé  María  Garsa,  y  la  reaolv- 
ción  del  Gobernador,  aplicando  á  dicbo  contrato  la  coadición  fesotntoiük 
del  mismo,  causó  entado  y  dÍ6  por  apotrada  la  vía  gubernativa: 

Considerando  que  consignado  por  el  actor  en  su  demanda  que  el  fln.á 
-que  se  dirigía  era  demostar  la  nulidad  é  ineflcada  de  la  resolución  del  Go- 
bernador de  7  de  Agosto  de  1889,  única  que  podía  ser  objeto  de  reclama- 
ción contenciosa,  no  resulta  que  haya  justificado  su  propósito,  puesto  que 
no  sefiala  vicio  alguno  que  pueda  invalidar  el  expediente  gubernativo  so- 
bre el  que  recayó  dicha  resolución,  y  la  prueba  traída  al  pleito,  si  bisé 
tiene  por  objeto  desvirtuar  los  fundamentos  sobre  que  d^cansa  la  resd* 
flión  del  contrato,  no  acusa  que  al  adoptar  este  acuerdo  se  haya  intñnf^\do 
ley  ó  reglamento,  tanto  más,  cuanto  que  á  su  tiempo  fué  subsanada  ln 
falta  de  audiencia  al  interesado  por  parte  del  Ayuntamiento  de  Esgos,  aSÍ 
como  por  la  Real  orden  de  O  de  Julio  de  1889  se  anuló  el  acuerdo  de  la 
Comisión  provincial,  que  era  improcedente. 

Visto  el  art  8.^  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1868; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  sentencia  del  TdtítñM 
-provincial  de  Orense  de  80  de  JuHo  dé  1891,  en  cuanto  dejó  sin  efeéio  !a 
resolución  del  (Gobernador  de  la  provincia,  de  7  de  Agosto  de  1^89,  fá  elml 
queda  firme  y  subsistente. — (Sentencia  publicada  el  15  de  Junio  a6  f89t, 
é  inserta  en  la  Ghoda  de  26  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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A'.TO  (16  de  Junio  de  1892).— i^BCé^eionei  düatorioM.  Ineompeienela  4a 
Juritdkción  y  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  ía  éemanda. — Se  declara 

Sroeedente  la  opuesta  en  primer  término  por  el  Fiscal  á  la  deoMoáa  ém 
K  Antonio  Gavilán  y  otros,  contra  la  Beal  orden  de  18  de  Agosto  de  18ttl 
sobre  incapacidad  para  ejercer  el  cargo  de  Concejal,  y  se  establece:        v 

1.0  Que  la  rc$olucióm  qne  no  vulnera  derecho  alguno  de  carácter  purth 
úñente  administraiiiHí,  eeéaoleeido  anteriortnenie  en  favor  dd  reclamtmte  fmr 
una  ley,  reglamento  ú  otro  precepto  admmktratioo,  carece  de  km  eonétci^ 
neB  necetartas  para  q%te  pueda  $er  revioada  en  vía  eomteneioea,  á  tenor  át  la 
dispuesto  en  el  art.  I."*  de  la  Uy  de  IB  de  Septiembre  de  1888: 

ft*  Qiue  eota  doctrina  9e  halla  confirmada  en  repeHda$  deckionesdo  la  /«• 
risprudencia,  entre  loe  que  figuran  el  Beal  deef^to-oentenda  de  15  de  Noviem- 
bre de  1886  y  el  auto  del  Tribunal  de  lo  Conteneiooo  de  3  de  Dioiemktm 
de  1889; 

Y  3.^  Que  la  jurisprudencia  tiene  ta$nbi¿n  tetableoido  que  cuando  ss  esti- 
ma la  excepción  dilatoria  de  incompetenoia  dejuriodiceión,  no  debe  iiis^ssisfl 
Éobre  ninguna  otra  álaveg  propwetia.  • 

Por  la  Real  orden  impugnada  se  declaró  á  los  demandantes  inea* 
pacitados  para  ejercer  el  cargo  de  Concejal;  y  ^el  Tribunal  Contencioso^ 
aceptando  la  mencionada  azcepción  de  tooompetencia,  dictó  la  seatancia 
^ue  contiene  los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  la  Real  ordeáf  reclamada  no  vulnera  derecho  alg^iaa 
4e  carácter  puramente  administrativo,  establecido  anteriormente  ea  te^or 
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d!^  loe  demapdaatei  por  una  lej ,  tin  teglamenlo  ú  otro  precepto  adminie- 
tnÜTo: 

Considerando  qoe,  por  lo  tanto,  la  reaolnción  impugnada  carece  de  laa 
eondicionea  neceeanaa  para  qae  paeda  aer  revisada  en  vía  contenciosa,  4 
t^nor  de  lo  dispoesto  en  el  art.  l.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888: 

Considerando  que  esta  doctrina  se  halla  confirmada  en  repetidas  deci- 
riones  de  lá  jarispradencia,  entre  las  que  figuran  el  Real  decreto  seoteD- 
da  de  16  de  Noviembre  de  1886  y  el  auto  de  esto  Tribunal  de  3  de  Di- 
ciembre de  1889; 

Considerando  qne,  por  las  rasones  expuestas,  procede  estimar  la  ex- 
eepciÓB  dilatoria  de  ineompetonda  en  la  Inrisdicción  oontencioeo-admi- 
aüsirativa  para  entonder  del  asunto: 

Considerando  que  la  jariaprudencia  tiene  también  establecido  que 
cuando  se  estima  la  excepción  dilatoria  de  incompetoncia  de  jurisdicción, 
BO  debe  resolverse  sobre  ninguna  otra  á  la  vea  propuesta; 

Vistos  los  artículos  l.o,  40,  caao  l.^,  y  60,  de  la  citada  ley  de  18  de 
Septiembre  de  1888; 

8e  declara  procedento  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  ju- 
risdicción propuesta  en  primer  término  por  el  Fiscal;  en  su  virtud,  queda 
mn  curso  la  demaoda;  archívese  el  rollo  y  devuélvase  el  expediento  ad- 
nainlstrativo  al  Ministorio  de  la  Gobernación;  pubUqnete  esto  auto  en  la 
Gaoeta  de  Madrid  y  en  la  CoUeción  Ugu¡ativa,—(kvíto  fecha  16  de  Junio 
de  1892,  ó  inaerto  en  la  Oaceta  de  26  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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45«jiTBNCiA  (iS  de  Junio  de  lS^2),r-Aduana8.  D^fraudación.SQ  re- 
▼ooa  la  sentoncia  diotada  por  el  Tribunal  local  de  la  isla  de  Cuba  en  8  de 
Cuero  de  189 1,  apelada  por  la  representación  del  Estado,  en  pleito  con  Don 
Manuel  Victor  Zenón  de  Iturralde,  y  se  establece: 

Quo  el  art  6. o  del  Real  decreto  de  23  de  Noviembre  de  1888  di»pone  que 
wto  se  podrá  intentar  la  via  contencioso  administrativa  en  los  aswUos  sobre 
e^ranMa  de  contribucionesy  demás  rentas  públicas  ó  créditos  definitivamente 
üfpddados.  en  favor  de  la  Hacienda,  mientras  no  se  realice  el  pago  «n  las  Ca- 
ja» del  Tesoro,  salvo  si  al  interponer  la  demanda  solicitare  el  recurrente  la 
declaración  de  pobreza,  y  si  le  fuere  denegada,  no  tendrá  el  recurso  tUterior 
iramitacián,  an  como  tino  se  acreditara  el  ingreso  de  la  cantidad  dentro  del 
tírmino  de  un  mes,  á  contar  desde  la  notificación  del  auto  denegatorio  de  la 
j^cbreta,  se  tendrá  por  caducado  de  oficio  el  recurso  contencioso  administratifío, 

lEl  Gobernador  general  de  la  isla  de  Cuba  condenó  á  D.  Manuel  Victor 
Z^moa  de  Iturralde  á  satisfacer  el  importo  de  una  multa  por  defraudacio- 
nes observadas  al  despachar  en  la  Aduana  unos  bultos  de  su  pertenencia. 
Oontra  este  acuerdo  recurrió  el  intereaado  en  vía  contenciosa;  y  el  Tribu- 
nal local,  á  instancia  del  recurrente,  acordó  la  suspensión  de  la  resolución 
reclamada,  previa  la  correspondiento  fianza.  No  admitida  la  personal  ofre- 
cida por  el  actor,  quedó  sin  efecto  la  suspensión,  dictándose  por  el  Tribu- 
nal local  de  la  isla  el  fallo  impugnado,  revocatorio  del  acuerdo  del  Gtober- 
nador  general;  y  el  Tribunal  de  lo  Contoncioso  pronunció  la  sentoncia  que 
contiene  los  siguientes  considerandos,  visto  y  fallo: 

Considerando  que  el  art  6.o  del  JReal  decreto  de  23  de  Noviembre  de 
1S8|B  dispoifie  que  no  se  podrá  intontar  la  vía  contoncioso  administrativa 
«a  los  asuntos  sobre  cobranza  de  contribuciones  y  demáa  rentas  públicas 
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ó  créditos  definitivamente  liquidados  en  favor  dé  la  Hacienda,  mientras 
no  se  realice  el  pago  en  las  Oajas  del  Tesoro,  salvo  si  al  interponer  la  de- 
manda solicitare  el  recarrente  la  declaración  de  pobresa,  y  si  le  f aere  de- 
negada,  no  tendrá  el  recurso  nlterior  tramitación,  así  como  si  no  acredi- 
tara el  ingreso  de  la  cantidad  dentro  del  término  de  an  mefe,  á  contar 
•desde  la  notificación  del  anto  denegatorio  de  la  pobreza,  se  tondrá  por  ea- 
dncado  de  oficio  el  recarso  contoncioso  administrativo: 

Considerando  que  en  observancia  del  indicado  precepto  aplicable  á  la 
demanda  de  D.  Victor  Zeuón  Itarralde,  porqae  se  refería  á  nn  crédito  con- 
tra el  Tesoro,  cnyas  bases  de  liquidación  estal>an  determinadas  definitiva- 
mento,  no  pudo  dictar  el  Tribunal  local  de  la  isla  de  Guba  su  providencia 
de  21  de  Marzo  de  1890,  ni  continuar  la  sustanciación  del  pleito,  sin  que 
se  demostrahi  el  ingreso  de  la  suma  reclamada  en  las  arcas  de  la  Haden- 
da,  pues  si  bien  obtuvo  el  recnrrento  que  se  suspendiera  la  ejecución  d« 
la  resolución  reclamada,  como  no  constituyó  la  flanea  requerida,  ^uedó 
iBdn  efecto  la  suspensión,  y  obligado  el  actor  al  cumplimiento  de  lo  pres- 
crito por  el  Gobernador  general  para  sostener  el  litigio. 

Visto  el  art.  ñ.^  del  Real  decreto  de  28  de  Noviembre  de  1888; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  sentencia  dictada  por  el 
Tribunal  local  de  la  isla  de  Coba  en  8  de  Enero  de  1891,  y  declaramos 
nulo  todo  lo  actuado  en  este  pleito.— (Sentencia  publicada  el  15  de  Junio 
de  1892,  é  inserta  en  la  (faceta  de  26  de  Noviembre  del  mismo  afió.) 
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Auto  (17  de  Junio  de  1892).— J^rcepctonef  dUatoriai,  Incompetencia  ie 
jurhdiccián.^Be  admite  la  opuesta  por  el  Fiscal  á  la  demanda  de  DofiA 
Manuela  Rodrigues  contra  la  Real  orden  de  8  de  Agosto  de  1889  sobre  de- 
recho á  pensión,  y  se  establece: 

S}ue  lajuriidicción  ccntencioBO-adminiitraHva  ec  incompetente  para  cono- 
e  las  áemanda»  interpneHai  fuera  dd  término  de  Un  tre$  me$e$  qnefijfi  el 
art  T*  de  la  ley  Procesal. 

Por  la  Real  orden  impugnada  se  negó  á  la  demandante  la  pensión  que 
«olicitaba  como  viuda  del  soldado  que  filé  del  Cuerpo  de  Inválidos,  Mannst 
Peres.  Trasladada  esta  resolución  á  la  interesada  en  12  de  Agosto  de  1889, 
la  reclamó  en  vía  contenciosa  en  4  de  Junio  de  1890;  y  el  Tribunal  compe- 
iente,  aceptando  la  mencionada  excepción,  dicto  el  auto  que  contiene  los 
siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  8  de  Agosto  de  1880,  que  dessftlasA 
á  Manuela  Rodríguez  la  solicitud  de  pensión,  fué  definitiva  en  la  vía  fo- 
bemativa,  y  que  habiéndose  dado  por  enterada  de  ella  la  interesada  ea  la 
instencia  que  promovió  en  14  de  Septiembre  siguiente,  resulto  que  el  re- 
curso interpuesto  en  4  de  Junio  de  1890  fué  presentado  fuera  del  ténnino 
de  los  tres  meses  que  fija  el  art.  7.^  de  la  citoda  ley: 

Considerando  que  en  virtud  de  lo  expuesto  es  incompetente  la  Juris- 
dicción contencioso-adminístrativa  para  conocer  de  esta  demanda,  y  qos 
procede  por  lo  mismo  la  excepción  dilatoria  propuesta  por  el  Fiscal. 

Vistos  los  artículos  7.o  y  46  de  la  mencionada  ley  de  18  de  Septiembre 
de  1888; 

8e  admite  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción  pto- 
puesta  por  el  Fiscal;  se  declara  sin  curso  la  demanda;  archívese  el  Tono 
j  devuélvase  el  expediente  administrativo  al  Ministerio  de  la  Querrai  po- 
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1>Ik!éadoie  eite  auto  en  la  Gaceta  ée  Madrid  j  en  la  CoUeeián  le^kUtü* 
M.— (Aato  ieeha  17  de  Jenio  de  189ft,  é  inserto  ea  la  Chiceta  de  ae  de  Ka- 
firaibie  del  náamo  afio.) 
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AoTO  (18  de  Junio  de  l992),—Mhí€€peionm  dUaiorioB.  Incmnveteneia  de 
ptri$aeMn.-'Se  deelara  procedente  ia  opneeta  por  el  FiacAil  á  la  demanda 
da  D.  Luis  Morell  y  otro  eontra  la  Real  orden  de  26  de  Janio  de  18  9 1»  so- 
bre promisión  de  nna  BserilMmia  de  actuaciones,  y  se  establece: 

i/^  (Im  no  earrapondeñ  al  wnoeimUnio  de  he  Tribunálee  de  lo  Cóniem^ 
^io9(Hutmmiitrativo  m  eueetíonee  otie  por  la  nainraleza  de  ¡ú$  aetoe  de  lea 
cnaUi  procedan  adela  materia  eoore  que  venen,  $e  refieran  á  la  p  oteetad 
dieereekmal; 

YSfi  Que  eon  arréalo  á  lo  dinueeto  en  el  Beal  decreto  de  14  de  Ágoata 
de  1894,  eorreeponde  á  ¡ae  faeultadee  dieereeionalee  del  Ministerio  de  Oraeim 
yJuikeia  M  aeordar  laprovieión  ó  la  e^^^reeián  de  la$^  Eecribaniae  de  aetita- 
eieiw  fue  paguen,  eegún  §ea  oonvemeuie  á  laeneeeeidadee  p^Hoae. 

Fot  la  Seal  orden  impngHuula  se  dispaso  la  provisión  de  ana  Bseriba- 
oís  en  el  Juzgado  de  Gbtndía.  Reclamada  aquélla  por  los  demandantes,  se 
dictó  por  el  Tribanal  Oontenoioso,  aceptando  la  mencionada  excepcién,  la 
•entencia  qne  contiene  ios  sigoientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

OonMderando  qae  no  corresponden  al  conocimiento  de  los  Tríbanale^ 
ds  lo  Contencioso  administratiro  las  caestiones  qae  por  la  nataralesa  de 
los  setos  de  los  coides  procedan  6  de  la  materia  sobre  qae  versen,  se  re  fie- 
raa  á  la  potestad  discrecional: 

Oonsideraade  qae,  con  arreglo  á  lo  dispoesto  en  el  Real  decreto  de  14 
de  Agosto  de  1884,  corresponde  á  las  facaltades  discrecionales  del  Mints^ 
terio  de  Gracia  y  Josticfa  et  aoordar  la  provisión  ó  la  supresión  de  las  Es- 
cribanías de  actaadones  que  vaquen,  según  sea  conveniente  á  las  necesi- 
dades públicas: 

Considerando  que  además  la  Real  orden  impugnada  no  ba  podido  vol- 
aerar  ningún  dereciio  de  carácter  administrativo  que  estuviese  reconocido 
anteriormente  en  fovor  de  los  demandantes  por  ley  ó  reglamento. 

Visto  el  núm.  l.o,  art  4 .•  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  y  el 
Beal  decreto  de  14  de  Agosto  de  1884; 

8e  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jnris» 
dicción  propuesta  por  el  Fiscal,  con  imposición  de  las  costas  á  los  deman- 
dantes; y  en  su  consecuencia,  quede  sin  curso  la  demanda  y  devaélvase 
el  expediente  al  Ministerio,  con  certiñcación  de  este  aoto,  que  se  publi- 
cará en  la  Oaeeta  de  Madrid  y  se  insertará  en  la  Cbleeeión  Ugielativa.—- 
(Aoto  fecha  18  de  Janio  de  1892,  é  inserto  en  la  €hiceta  de  28  de  Movieni- 
bie  del  mismo  afio.) 
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SnmnroiA  (18  de  Junio  de  1892).— ifoniej^ia  miUtar.  Abono  de  atraeoe. 
—Se  revoca,  en  parte,  la  Real  orden  de  8  de  Abril  de  1891,  impugnada  por 
Dofia  María  Ref  gia,  y  se  establece: 

t^  QmieaAnelBMldeeretode5de]l£<iU<>^  ^^^^»  9^  i»^terpreta  loa 
dispo$ÍGione9  de  lee  arHeuloe  5  o  de  la  ley  de  8  de  Julio  de  1860  y  89  del  prn- 
yeetode  ley  de  90  de  Mayo  de  1862,  lo$ padree  y  madree  viudae  <l9  ios  mjist- 
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dwú$  del  Eiército,  sólo  pueden  obtener  la$  peMioneé  e&neeHiat  por  t^uelloa^ 
preceptos  legales  en  ti  easo  de  ^justifiquen  $u  euaUdád  depcbreea: 

J9.^  Que  por  esta  rasan  no  es  aplicedle  á  estas  penmones  h  dispuesto  en  ¡a 
Seal  orden  de  16  de  Octubre  de  1860,  que  fijó  el  sentido  del  art,  18  de  la  ley 
és  Contabilidad  de  1850,  concordado  tó^  el  19  de  la  de  25  de  Junio  de  1870, 
en  cuanto  al  abono  de  los  atrasos  de  pensión; 

Y3fi  Que  estas  aolaradones  son  aesri^das,  porque  la  po^eza  es  una  dr- 
eunstaneia  aecidental  de  la  vida,  que  ca^^bia  con  frecuencia,  por  lo  ^^  puede 
oosteneroe  racionalmente  que  ü  interesado  que  tiene  derecho  á  una  pensión,, 
fuediante  lajustificadán  de  supobrcMOt  y  deja  transcurrir  los  años  sin  practi- 
Cisr  la  prueba  indispensable,  da  á  ^mtender  que  mi  earauiia  de  recursos  ha  eo- 
mmntado  en  la  época  en  que  solicUa  justificaria^y  no  at^es. 

Solicitado  por  la  demandante  el  beneficio  de  pobreza,  y  la  penalóa  que 
Je  oorreapondia  como  madr^  del  aolda4o  íi^l^ido  eo  Últramari  Manoel 
Vlia,  ae  dictó  ia  Beal  orden  impugnada,  concediéndoaela,  mientra*  perma* 
nacieM  viuda,  dnade  la  lecha  en  que  había  jaatifiei^do  a^^nel  eptado.  Ba- 
clamó  la  interesada  de  «sta  disposición,  son  ]sk  st^plica  de  que  se  la  «bonaee 
la  pensión  desde  la  fecha  de  la  presentación  oficial  de  aquella  instancia; 
j  el  Tribunal  Contencioso  pronunció  la  senteneia  que  contiene  los  si- 
l^aientes  considerandos^  vistos  y  fallo: 

Considerando  que,  según  el  £te#il  decreto  d^  5  de  Mayo  de  1887,  que 
Interpreta  las  disposicionee  de  los  articuloa  5fi  de  la  ley  de  8  de  Julio  de 
1860  y  63  del  proyecto  de  ley  de  20  de  Maya  de.  1862,  los  pudres  y  madree 
viudas  de  los  individuos  del  Ejército,  sólo  pueden  obtei^er  las  pensione» 
ooneedidas  por  aquellos  preceptos  legales,  en  el  caso  deque  justifiquen  so 
coalidad  de  pobreza: 

Ckmsiderando  que  por  esta  razón  no  es  aplicable  á  estas,  pensiones  lo 
dieonesto  en  la  Real  orden  de  16  de  Octubre  4s  1860,  que  fijó  el  sentido  . 
del  art.  18  de  la  ley  de  Oontabilidivd  de  4850,  concordado  con  el  19  de  1* 
de  36  de  Junio  de  1870,  en  cuanto  al  abonp  de  los  atrasos  de  pensión: 

Ck)nsiderando  que  estas  aclaraciones  son  acertadas,  porque  la  pobreza 
es  ana  circunstancia  accidental  de  la  vida,  qi^e  cambia  con  frecuencia,  por 
lo  que  puede  sostenerse  racioaaiaieate  queel  interesado  que  tiene  derecho 
á  una  pensión,  mediante  la  justificada  de  su  ppbreaa  y  deja  traiMCurrír  loe 
ellos  sin  practicar  la  prueba  indispensable,  da  á  entender  que  su  carencia 
de  recursos  ha  comenzado  en  la  época  en  que  solicita  jusUficarla,  y  no 


€k>naiderando  que  en  el  caso  de  este  pleito  la  recurrente  alegó  su  po- 
breaa  y  pidió  se  la  admitiera  la  justificación  en  instancia  preaentada  en  7 
de  Abril  de  1884,  y  no  habiendo  teraiinado  la  información  hasta  el  10  de 
Mayo  del  propio  afio,  no  seria  justo  que  se  la  privase  del  importe  de  la 
peiisión  en  ese  periodo,  eataodi»  justificado  qae  ew  .pelare  en  la  época  en 
que  pretende  hacer  valer  este  requisito. 

Vistos  los  artículos  61,  62  y  63  del  proyecto  de  ley  de  20  de  Mayo  de 
1862,  puestos  en  vigor  por  el  ait.  16  de  la  ley  de  Presupuestos  de  26  de 
Junio  de  1864: 

Vistos  los  artículos  l.o  y  2.0  del  Real  decreto  de  6  de  Mayo  de  1887; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  María  Reigia  Bello 
tiene  derecho  al  abono  de  pensión  desde  el  dái  7  de  ÁbHl  de  1684,  fecha 
de  la  presentación  oficial  de  )a  instancia  en  que  solicitó  se  Instruyera  la 
información  de  pobreza;  confirmándose  la'Real  ordeti  reclttoiada  de' 3  de 
Abril  de  1891,  en  cuanto  no  se  oponga  á  esta  declaración.  — (Sentencia  pu- 
blicada el  18  de  Junio  de  1892,  é  Inserta  en  la  Qaeeta  dé,26  de  Noviembre 
4iel  mismo  afio.) 
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Sámame  (38  d*  Joaio  d*  íB^^y-^JBoMpdonet  permtorim.  Dffect^ 
kgol  m  d  modo  d¿ proponer  la  dtmtmda.'^Sé  dedun  imi^rocedenle  U  oj^om- 
te  por  el  Fiscal  á  ki  d««Mtfda  del  Ajantaisieiilo  de  la  anteigletia  de  Man- 
gaii  oeatra  la  Beat^osden  de  4  de  Noyiendm  de  1886,  aobre  eottdneeláii  de 
ágata,  7  ae  eetableee: 

V  Qite  prt$mia4amHí  demanda  dmpuéo  de  emnpUr  todoo  ¡o$  requioiáoo 
tíBÍMo$porMi$ri.66doíaUy  IhméoipiU;  no  procede  eoíknar  ¡Meao^^oién 
ieéffoUo  kgal  m4l  modo  de  proponer  a fnéllo: 

2.""    Qneroekmad0enalMdnonUmM.I>^p9ámoiánprovmM 
Oetadopor  la  mioma,  é  interpueoto  el  procedente  reomreo  dentro  de  loodieg 
diasde  haber  tenido  conocimiento  de  la  reoolueión  recurrida^  e$  notorio  que 
ka  mdo  deducido  enferma  y  tiempo  oportuno,  conforme  á  lo  dupueeto  en  loo 
artkuloe  144  y  146  de  la  ley  Provincial: 

3.0  Qiuo  aídeoeetimar  una  Beal^orienpor  esetemporáneo  el  recureo  de  al- 
zada interpueoto  con  arreglo  á  loo  articuloo  144  y  146  de  la  ley  Provincial^ 
ineurre  en  epidonU  error  de  AéotAo^  ^ue  Imoe  neoeoaria  ou  revooadén,  á  fin  de 
que  él  Mimetro^  en  meo  de  tm  fiteultadeOy  adopte  la  reoolueián  que  eotímo 
oportunek  oobro  el  mencionado  f^eeuHo; 

Y  4^  (jue  loe  IVibemedee  de  lo  üontenciooo-admmiotroHoo  no  pueden  co- 
noeer  de  loo  ejtkvnoo  q^uenahaifem  eido  objeto  de  reookueán  enlaoia  gubtír- 

En  4  de  Abril  de  1884  deaeaUmó  la  Dipotadón  provincial  de  Vizcaya 
ima  ^oeja  lormolada  per  la  paiteaeter a  en  al  ezpedienteeobre  conducción 
4le  acoaa  á  la  TilJa  de  Mongeia. 

Con  leeh»8  del  mismo  mes  y  alio  se  ecoaanleó  aqoel  acuerdo  al  Aynn- 
tamieato  de  la  aatei^eaia  de  Mongoía,  é  interpneato  por  éste  recorso  de  al- 
zada en  18  del  mismo,  se  dictó  la  Real  orden  impognada  desestimando 
di^u>  lesnno  per  ffirtenKperáiMot  y  el  Tribunal  Oonteodoso  pronnncló  la 
eantenflla  que  soottene Jos  dgnientea  eoosiderandoe,  vistos  y  fallo:    ~ 

Úonaidarande  que  la  demanda  inioiai  de  este  pleito  fué  presentada  des- 
pués de  cumplir  todos  los  requisitos  exigidoa  por  el  art..  86  de  la  ley/lfn- 
aisipel,  según  elMamente  le  diee  la  resultancia  de  los  autos,  y  por  tanto, 
no  prooedeestkoar.  la  excepción' de  delecto  legal  en  el  modo  de  profoner 
aqfióHa,  que  ha  alegado  como  perentoria  et  Fiscal; 

Considerando,  en  cuanto  al  fondo  del  asunto,  que  el  acuerdo  de  la  I)&- 
initftdén  de  Viaoay*,  dictado  en  8  de  Abril  de  1884,  no  llegó  A  conoci- 
miento del  Ayualaittiflttto  de  la-  anteiglesia  de  Mangue  basta  el  8  del  mis- 
mo mes,  y  presentado  el  recurso  de  sisada  ante  la  misma  Corporación 
piOTkíeÚ  et  dibktl8y  es  notorie^qoe  fné  deducido  en  forma  y  tiempo  opor- 
tono,  conforme  á  le  dlspaeitQ  en  los  articolos  144  y  146  de  la  ley  Fxor 
▼incial: 

Coatíderandoqueí  al  supoa«r  lo  contrario,  la  Real  orden  impugnada 
incurre  en  evidente  error  de  hecho,  que  hace  necesaria  su  se^ocaciÓD^  á 
fin  de  que  el  Ifinistro»  en  uso  de  eus  facnHades,  adopte  la  reaolucióa  que 
aertme  opertonajeobre  el  r^BCurao  de  aleada: 

Considerando  qae  esta  sentencia  no  puede  decidir,  como  se  pide  tam- 
bién en  la  súplica •de;la4emanda,  acerca  de  las  pretensiones  que  contiene 
dicho  recfliao  de  aleada  sobreel  fondo  del  asunto,  por  oaanto  no  habiendo 
aídn  ebjetoiests^pmi|to  de  resolnsión  en  la  vía  gubernativa,  lalAa  la  oepdV 
TOMO  48  28 
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ción  eiencial  para  qne  puedan  conocer  del  miemo  loa  Tribonalee  de  lo 
Contencioao  adminiatraüvo. 

Viato  el  art.  8tf  de  la  ley  Manic<pal  de  2  de  Octubre  de  1877: 
Viatoa  loa  artfcnloa  144  y  14^  de  la  ley  Provincial  de  29  de  Agoato 
de  1882: 

Fallaaoa  que  debemoa  deaaatímar  y  dceeatkaamea  I*  ezeepdte  peren- 
locia  alegada  por  el  Fiaoal  da  defecto  legal  en  el  moído  de  proponer  la  de- 
manda; que  debemoa  revocar  y  fevooamoa  la  Seal  orden  de  6  de  Ageile 
4h  188ft)  deponiendo  en  an  lugar  qne  el  Mlniatio  de  la  Gobernaddn  debe 
reaolver  en  el  fondo  el  recarao  de  aliada  interpaeatopor  el  Ayanlnmiento 
de  la  aotelgleaia  de  Mnngnla  contra  el  acnerdó  qne  en  SI  de  Abril  de  1884 
dictó  la  Dlpotaci6n  prorincial  de  Vlacaya;  y  no  ha  Ittgar  á  proveer  aebre 
loa  demáa  extremoa  comprendidoa  en  la  aikpliiia  de  la  dettiMda.'-*(Seotea- 
«iapnblicadaelsadeJoiilodelSM,  éioaerUen  M  Ooofte de 36  de  No- 
Tfombre  d^  miamo  aflo.) 


817 

SvHTsnoiA  {2%  de  Janio  de  IW^.-^DmUnde.  Tkmimm  mmUe^MOm,-' 
43e  revoca  la  dictada  por  el  Tribanal  provincial  deOriedo  en  17  de  AbHl 
de  1800,  apelada  por  el  Ayantami^nto  de  Oaatrillén^  y  ae  eatableoe: 

ifntpar  una  metm  remMMeián  gub^rnatiha  fie  mpmdm  tanet^r  derecha 
kgUmtuiíenté  eptt»do$  m  nkrU»d  d$  mmetém  kmmi&^fak$  pm,  per  na  hohtr 
Mo  reclamada»,  aiqmrieran  él  carácter  de  re90¡íi¥!Wñe»  finale$  de  la  Áámá 
nietradán. 

Aprobado  por  lea  Ayontamientoa  de  AvU4a  y  OaalrillóQ  el  deiUnda 
practicado  en  24  de  Janio  de  1888,  entre  eatoa  doe  tárminoa,  ae  pretendié 
ñor  el  de  Aviléa  en  el  afio  1888  realisar  otro  naevo.  8e  epoao  á  acto  el  de 
Oaatrillón,  y  el  €k>bemador»  en  8  de  Noviembre  de  1888,  aanló  el  dedinde 
anterior. 

Por  teatimonio  de  la  eacrünra  de  9  de  Mayo  ée  1868,  preaentada  en  el 
expediente  gabemativo,  cenata  qne  la  parle  actora  oettd  á  ana  Bsipfeaa 
el  terreno  del  Eapartal,  alto  en  término  de  Oaatdllón,  y  confinante  con  el 
rüo  qne  divide  éate  del  de  AvUda. 

Recorrido  en  via  eontencioaa  el  anterior  acodída  gabemativo,  na  na- 
nifCató  por  el  Abogado  del  Batado  qne  en  el  dealinde  ae  ae  habían  obacr 
^lado  las  aolemnidadea  del  Beal  decret»inaU  uccidn>4a  18  de  Didenuie 
de  18T0. 

El  Tribunal  provincial  de  Oviedo  dictó  la  aeatencla  apelada,  y  el  de  le 
Contencioao  pronandó  la  qae  contieno  loa  aigoiMtat  oonaiderandoe,  vil» 
toa  y  fallo: 

Oonaiderando  que  el  propóaito  del  actor  en  el  preaente  litigio  ae  di- 
rige á  obtener  qae  ae  révoqae  la  reaolación  del  Gobernador  de  la  provin- 
cia de  Oviedo  de  8  de  Noviembre  de  1888,  en  cnanto  declaró  nalael  dcc- 
llttde  practicado  en  24  de  Janio  de  1888  eatre  loe  téradnoe  joriedieeioiía- 
lea  de  Aviléa  y  de  Oaatrillóm 

Oonaiderando  qne  loa  docnmentoa,  traídoa  al  pleito,  aaí  eomo  loa  qae 
ae  anieron  al  expediente  gabematito,  compraeban  qne  laaoperadonea  da 
dealinde  realiMtdaa  en  1888  por  loa  Oomiaionadoa  de  amboa  Ayontamicn- 
tos,  ae  practicaron  de  común  aoaerdo  y  merecieron  la  conlormidad,  en 
cnanto  á  aa  reanltado,  de  laa  reapectivaa  Oorporadonea  mankinalec,  por 
lo  qne  crearon  nn  catado  definitivo  de  derecho  conalganda  en  W  «di% 


Digitized  by  VjOOQIC 


mOLÜdOMXft  DK.  TBXBUVAL  GOmnVOIOfO^AlHfDnSTBATXTO      Uá 

^q«e  loe  AyaDtAmlentos.dt  Avilói  y  OjMtrillte  c«fledi«bMi  mot  mm  «rchi* 
TOS,  tín  qoe  pueda  alterar  ea  valides  y  efieaeia  las  iopoestas  ioteodeasp 
del  procedimiento  qoe  se  lodieao, porque  oo faeron  reolamadasea  tiiüpo 
qportaoo,  ni  la  falta  qoe  se  hace  notar  da  no  iMber  partieipado  al  Gobev* 
nador  de  la  provincia  el  acaerdo  recaído  sobre  dichas  operaciones»  pttsel5 
^ne  éstas  se  referían  al  hecho  de  la  posedán  en  qno  oadi^  Ayviitamf entó 
se  hallaba,  en  cnanto  al  alcance  de  sa  territovio  jorisdiccionaly  lo  qo»  htt 
cnmbe  determinar  á  laa  Autoridades  monfcipales  por  ser  do  su  ezelMhm 
competencia,  j  también  p^urqne,  caso  de  qna  reeokara  falta,  no  sta  ^ssn- 
eial,  sino  eobeanable,  visto  qoe  ninguna  de  las  partes  inleresadae  slsgé 
agravio  sobre  el  cqal  tuviera  que  decidir  el  expresado  Oobetnadon 

Considerando,  por  otra  parte,  que  del  testimonio  de  la  eserikira  de  186i 
sonata  que  ya  en  aquel  aflo  poseía  el  Ayuntanieiite  de  Oastrillóo  el  la- 
rreno  del  £spartal,y  que  el  río  Balees  era  divisorío  desujuiisdaeciófi  eon 
la  de  Aviles: 

Considerando  qoe  la  resolnoión  4el  Gobernador  de  S  de  Nováembve 
de  1888,  al  anular  el  deslinde  de  1883,  resulta  inlandi^da  y  debe«eTOoaise^ 
va  porque  la  instancia  del  Ayuntamiento  de  Aviles  no  es  bastante  pam 
iniiovjur  lo  que,  apoyado  en  la  verdad  de  loa  hachoa,  venia  snbiistiendo 
«on  el  asentimiento  de  los  reprepententes  del  mismo  Municipio,  y  ya  lana- 
hién  porque  por  una  mera  resolución  gubernativa  no  se  pueden  canadar 
derecho»  legítímamente  oreedos  en  virtud  de  acsecdes  mnnieipales,  que 
Dor  Bo  haber  sido  reolamadoe  adquirieron  el  oaráoter  4e  resolaeioiifle  ñna- 
iee  de  la  Administración. 

Visto  el  decreto  de  98  de  Dicie«dMre  de  1870  y  la  InsAcueeiéKk  pera  lle> 
vario  A  efecto; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  jrevocamos  la  senleneia  dietada  por 
el  Tribunal  provincial  de  Oviedo,  en  17  de  Abril  de  1890,  y  asiflalsÉfte  m^ 
vocamos  la  resolución  del  Gobernador  de  dioha  provincia  de  8  de  Keyieai- 
bre  de  1888,  en  cuanto  dedaró  buIo  el  deslinde  practicado  en  84  de  Junio 
de  1888,  de  los  términos  luriedieeionales  de  Aviles  y  OastriUón,  el  jsnal 
queda  firme  y  subsistente.— (Sentencia  publicada  el  28  de  Junio  de  1802, 
é  inserta  en  la  Gaceta  de  28  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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ScNTBNoiA  (24  de  Junio  de  1892).— CSopeliofíiai.  O^dmeidad  dé  muí  iA> 
aiífia  de  la  Deuda,— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de 
Dofia  Conoepoión  Paya  y  otros  oon  la  Beal  orden  de  4  de  Febrero  de  Í88a» 
y  se  establece: 

Q^e  intimido  un  expediente  eobre  caducidad  de  una  lámina  de  la  DeUdm, 
no  habiendo  preeentado  los  itUereeadoe  lo»  doomnentoB  que  juM§ue  imdiepemeík- 
hlee  él  Fiacal  de  la  Deuda,  ni  dentro  de  los  seis  meses  quepara  t^er^feiria 
fia  como  improrrogable,  y  hajopefí^  de  eaducidúA^  el  att.  7,^  delmley  éf  21 
de  Jiitto  de  1876^  ni  aun  demUs  de  espirado  éste,  ha  lu§ar  á  eetimaír  $mU^ 
t^  procedente  la  dedaraeián  ae  la  mencionada  eaduoidad. 


Solicitado  por  la  paite  actora  el  abono  del  capital  é  intereses  de  i 
lámina  de  la  Deuda  prooedent(^da  la  Oi9>el]goía  fundada  por  D.  Blas  Füyá, 
•e  exigieron  por  el  Fiscal  de  la  Deuda  los  documentos  ^istlficalivos  de 
beberse  adjudicado  á  los  reclamantes  como  de  libre  disposición  los  bienes 
de  aquélla;  ó  de  ssguir  subsistaoU  dieha  Capellanía,  quién  de  loe  hilbre- 
«•dos  tenía  prefefenfte  defeeho  i  peccibif  lo  que  reclameben* 
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Tnmieortido  o*ii  exo6to  el  plmo  de  seie  métoef  eio  que  loe  intereíadoé 
imeeenleimn  loe  meadoiMuloe  doonmetttoe,  ee  dictó  la  Real  orden  impag- 
nada  deeluaBdo  lacadoddad'de  la  lámina;  y  elTribnnai  Contencioeo^ 
ptoaabdó  la  aeotenda  m»  contiene  loe  dgnientea  condderandoe,  yletoe 
y  fallo: 

Conetóerando  ^e  del  expediente  gobematitre  apareee  qne  elapodé- 
lad»  de  loe  detnandanCee  qtied6  entevado  oportnnamente  dé  qae  el  Fiecil 
de  la  Direedón  general  de  la  Deuda  pública  eetímaba  neceearíae  nttevae 
jneUfieaeioaee  para  acreditar  d  ee  habian  adjudicado  á  loe  reclamante, 
«ome  de  Ubre  diepoddto,  loe  bienee  correepondientee  á  la  capellanía  f  o- 
latida  fondada  en  la  parroquial  de  Santa  María  de  Alcoy  por  D.  Blas  PayAt 
d  aiál  de  loe  redamaatee  tenia  derecho  preferente  á  perdbtr  lo  qne  recia* 
«aban  en  el  eaeo  de  eegoir  enbeietente  la  referida  capellanía: 

OoneideffaBdo  qae  loe  demandantee  no  han  preeentado  loe  docnmentoe^ 
qne  jazgaba  indiepeneablee  el  Fiecal  de  la  Deoda,  ni  dentro  del  plaao  de 
Meeiemeeeé,  qne  pera  i^nriflcarlo  #|ó  como  Improrrogable,  y  bajo  pena 
de eadnddad, elart  t  o  de  la  toy  de 21  de  Jallo  de  1876,  ni  aun  deepoée 
dn^eeptrado  eete: 

Obndderando,  por  lo  taoito^  qne  ha  logar  á  eetlmar  joeta  y  procedente 
la  ^todaredte  de  oádnddÉd  contenida  en  la  Real  orden  qoe  ee  impagna 
ea^eatepldto. 

VIetoe  )oe  arKenloe  l.o  y  10  de  la  ley  de  11»  de  Agoeto  de  1841: 

Yiato  el  pArralo  eegondo  del  art  •.<>  de  hi  orden  de  38  de  Enero  de 
1869: 

Yletoe  loe  pámf óe  eegondo  y  teroero  del  art.  7.o  de  la  ley  de  ti  dé  Ja- 
llo de  1876; 

JPellamoe  qoe  debemoe  abeolver  y  abeolvemoe  á  la  Adminietraddn  ge- 
neral -del  Eetado  de  la  demanda  promdvida  á  nombre  de  DoQa  Ooncepcidn 
Fayá  y  otroe  contra  la  Real  orden  de  4  de  Febrero  de  1888,  la  coal  qneda 
firme  y  aobdatente.— (Sentencia  poblieada  el  S4  de  Jnnio  de  1892,  é  in- 
en  la  Gaceta  de  27  de  Noviembre  del  miemo  afto.) 
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Skhtsncia  (24  de  Jonio  de  lS9Í).^'BieHe$  naoUmaUi.  IneidmeUu^Sé 
revoca  la  Real  orden  de  9  de  Mano  de  1888,  impognada  por  D.  Sotero  Ga- 
aadOi  y  ee  eati%leee: 

'  <}m  mprocede  etümar  te  exo^pcián  de  defecto  kaat  en  el  modo  de  propo- 
nerla demináa,  €U¿md&  vereémdo  éeéa  eehre  et  cNiíiii&Nilefi^O  de  ufí  ^^J^ 
areitoeeniencia,  queeeeapone  incumplido  por  una  j(Uiü  orden  poeterhrrma^ 
Mtada  por  ^  demandante^  alega  éste  las  reglas  jurídicas  y  leyes  que  ásuj^ 
ei^resutiemittftingiias  por  esta  íOtSmar^íí^ueiá^ 


i¿us  vendida  por  la  Eaeienda  á  un  partieuiar  una  determinada  f^'^^^ 
dé  isrrem,  f  haoUndoee  mandado  con  posterioridad,  por  Real  decreto-éenten" 
eia^queee  complete  al  intereeado  dMa  cantidad,  si  ya  no  lo  estuvieee,  ^V^' 
etfo  jue  se  cumpla  este  fallo  ^ecutivo  en  la  misma  forma  que  en  ¿I  ee  me- 
wieMea»  ^  ,^^ 

4¡Ue  en  el  propis  caso  no  procede  la  reelamaeián  de  dañe»  y  P^'Vfjf^^ 
'>m  han  sido  ocasionadoep&r  eulpa  imputable  á  la  4dministramn. 


Vendidae  por  la  Hadenda  á  D.  Í9oiero  OéeMMle,  171  hectáreae  y  40  át^ 
de  terreno  prooedente  de  la  deheea  boyal  de  Torrelodonee,  ee  ñ6soúwo^ 
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-que  dicho  terreno  eontenía  nn  exceeo  de  74  faoegis  j  pico.  OrdentdA  \m 
Tenta  de  eete  lobnuite,  previo  el  oportano  expediente  de  ocaltftdón,  m 
opuso  á  ellft  d  aetor,  manifestando  que  le  faltaban  f  8  fanegas  para  oons- 
pletar  las  qne  había  adqoirido  del  Estado. 

Por  Beal  deoretasentenda  de  6  de  /olio  de  18S1  m  mandó  oompletar 
ai  demandante  las  171  hectáreas  que  le  había  ymMóo  laHadenda,  tonáa* 
dolaa  de  las  ad}adicadas  á  aquel  pueblo  como  dehssaJwyaL 

No  habiendo  existido  conformidad  en  la  medidén  de  la  citada  ñéoM^ 
entie  los  peritos  de  la  Administradón,  Ingenieros  Alfares  y  Edieranía, 
se  expidió  la  EeaLordea  impngnada,  deslarand»  nd  habsr  logm*  á  eomple* 
tar  al  interesado  cantidad  alguna  de  terreno;  y  el  Tribunal  OoBtendeao 
pronundó  la  pentenda  que  oontiene  los  dgnísptes  considerandos»  tííIos 
7  fallo: 

Ck>nsiderando,  respecto  á  la  excepdón  propuesta  como  perentoria,  que 
aparece-  fundada  ánicamcnte  en  que  la  demanda  no  contiene  alegadóé  al- 
guna de  derecho  en  cuanto  al  fondo  del  pkko,  y  ▼srsande  éste  «obse  si 
est4  ó  no  cumplido  el  Beal  decreto  sibteiida  de  (» de  Julio  de  1881,  alegtt 
d  actor  las  reglas  jurídicas  y  leyes  qne  á  an  jaic&o  lesultati  Inftrtiígldas  pos 
la  Real  orden  reclamada,  lesionando  con  ello  sus  derechos,  lo  cual  beírta 
para  llenar  aquel  requisito,  por  lo  que  procedían  oonseeueoda  dsiestlmar 
la  referida  excepdón: 

Ck>iisiderando  que  vendidas  pof  la  Hadeadá  á  D.  Botero  Casado  1  TI 
hectáreas  y  40  áreas  de  la  dehesa  llamada  Boyal  de  TórteMones,  y  ha- 
biéndoee  mandado  por  el  Beal  decieto-Bsiitaad^de  «  de  Jidio  de  1881  que 
se  le  <íompletase  dicha  cantidad  de  terreno,  es  preciso  que  se  ctmpki  ctfl» 
faUo  eiecutorio  em  la  misma  forma  que  es  él  se  establece,  ó  km  toosando 
las  hectáreas  que  falten  á  Casado  de  las  adjudieads*  al  ]^«d>laooaio  débsa» 
boyal: 

Considerando  que  en  las  medidones  hedías  de  ladshesade  qde«o 
trata  por  los  Ingenieros  Alvares  y  Edievarria^peritoe  amboe  por  parte  4e 
la  Administración,  aparece  una  disconformidad  que  da  logar  á  dnda^  y-so 
permite  afirmar  que  Casado  tenga  la  cantidad  de  leneoo  eompiada  ypa- 
gida  4  le  Hecienda: 

Considerando  que  no  puede  estjmstoe,  por  tanto,  oumplkb  el  Beal  de- 
creto-sentencia de  6  de  Julio  de  1881,  oootinoandey  de  eondguiante,  vivo 
el  derecho  del  actor  á  que  se  le  completso,  d  solo  estuviesen,  las  171  beo* 
tareas  y  40  áreaa  que  le  perteoecen: 

Considerando  que  no  es  de  estimar  la  redamadén  de  ios  datos  y  ^sr- 
jaldos  que  pide  el  demandante,  puesto  que  tío  ha»  dde  ocadoaades  por 
culpa  imputable  á  la  Admüiistfodón,  quien  no  se  ha  opuerto  i  qoé  se 
pcosa  en  posedóo  á  D.  Botero  Casado  dd  terreno  eoshprado  á  la  misma, 
dáqoe  se  le  complete  d  le  faltare  alguna  pereión.  ^     . 

Vlststla  parte  dlspodtha^  dd  Beal  decrete oentencia  de  8  de  MU* 
de  188^1  . 

rAllumoa  q^e  debemos  revocsr  y  revooaaissla  Beal  orden  de  8  áá 
Harzo  de  1888,  declarando  que  prooede  hacer  onamedidóü  definitiva  4el 
terreno  que  posee  D.  Botero  Cando  en  la  antigua  dehesa  de  Torrelodonea^ 
nombrando  para  practicarla  dos  peritos,  una  por  parte  de  la  Administra- 
ción y  otro  por  parte  de  dicho  interesado,  designando,  caso  de  discordia, 
un  tercero  el  Jues  de  primera  instatda  del  partido;  y  si  de  dicha  medidón 
resultare  que  no  tiene  D.  Botero  Casado  las  171  hectáreas  compradas  á  la 
Badenda,  que  ae  le  epmpleteik  de  las  qtte  resolten  de  exceso  de  tas  88  en 
la  parto  iMljadicada  al  pueblo  dooso  dehesa  beyaL*-*(8enteQda  poUiesaa. 
en  U  de  Jnnio  de  1893,  é  inserto  en  U  iioódaáe  n deNoViesdm  ^Imte^ 
loeafio.) 
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BKKTtKOU,  (14  áeJnmio^  de  lB9t),-^Mmoria$  y  imyctazgo$,  Cánver- 
firf»decfitf(itiot.-49a  «béiieÍT»ál«  AdmiiiMrftdóii  .de  la  demanda  de  la> 
Marqveea  yinda  de  Bmt  FéUcei  oontra  la  Beal  orden  de  19  de  Noviembre 
de  186»,  j  ie  eetableoec 

qm  diti.70  4é¡akp  de  J91  de  Julio  de  1876  eetableoe  ia  caduMad  de 
U$€réiUeemeñdie»ieedec9illmarMH^9i  éeta^  eelieitaee  en  el  término  de 
t  aconta 


( contar  detíleel  diadeú  prémulgaeián  de  uta  ley,  ó  duranie  et 
wtiemo  plato  no  §e  hicieeen  la»  jwet^aeienee  deper$onaíidade$tablecida$voir 
loe  diepoeidonei  vigente». 

Du  Hariaoo  BtílegOy  como  apodenk^  de  la  parte  aetora,  patrona  de  lat 
Meatfiia»  hadádae  por  D.  Peáro  Ramfreí  y  poseedora  de  loe  mayorasgoe- 
taidadoe  por  loe  eet>QM«  D*  Siego  tta^aya  y  TMítk  María  de  la  Hoc,  eoii- 
eit^  en  Febeeiú  de  ld«6  la  eoQTerÉión  y  liquidadón  de  TOioe  ei€ditoe  coa* 
ImalBetedo. 

Por  la  Beal  ordee  iaipiigaada  m  aeordó  la  caducidad  de  loe  neneioMp 
doe  crédiloe,  y  el  Tribunal  Gontendoeo  dictó  la  eentenoia  qne  oontieoe 
loe  eigmentea  ceniideraiiáoe»  Tietoe  y  falk). 

OoqaideBaBdo.qiie  el  art.  7.o  de  la  ley  de  al  de  Jollo  de  1376  establece 
la  eadaeidad  de  loe  cróditM  eeadlentea  de  oonvereión,  ei  éeta  w>  Be  tdi- 
eíteaeea  el  tétmioo  de  eeie  meeee  á  contar  deede  el  día  de  la  promulgft^ 
cíÓB  de  eeta  Jey,  ó  dorante  el  miamo  placo  no  ee  bicieeen  lee  jostiicacto- 
mm  de  penonalída^  eetableeidaa  por  las  diepoeickmee  vigentee: 

Ck>njiiderando  qoe  al  iolicitar  la  liqnidación  y  conversión  de  los  crédi- 
tai  4Bt  qeé  ee  tMa,  noacesapefió  la  Condesa  de  Mollina  documento  alguno 
^oe  jnaklficsra  ser  patmna  de  las  memoiias  y  poseedora  de  loe  mayoMS^ 
gm  á  que  pertsneoisa  tales  oréditor. 

'  OoBsideraiido  qae  ea  kw  vbiiite  afloe  transcurff dos  deede  la  prlmem 
inetancia  de  su  apoderado  D.  Mariano  Milego  hasta  que  se  dictó  la  Rssl 
osdea  impugaáda^  tampoco  as  preesatinsn  los  docomentoe  necesarios  qne 
aoreditasen  qoa  aquellea  cbcconsÉancias  concurrían  en  la  persona  redar 
maate,  átisssr  de  habeiaeyíbücado  en  el  transcurso  de  aquel  tiempo  la 
ley  de  21  de  Julio  de  1S76,  que  establéelo  la  ^sadoeidad  de  los  tírédftes  m 
ea  el  plaae  de  seis'meeeaa»  ae  había  dlelia  justtfioación. 

Visto  el  airt  7.«  de  liklsy  de  B|  de  Jallo  de  1876: 

Visto  el  art  7.0  de  la  onlen«kry  de  M  de  Buerb  de  1869; 

PaUamoa  que  debemos  abaolrer  y  absolvemos  á  la  Adúadalelracféfl  8^ 
neral  del  Eetado  de  la  «demanda  isterpoetta  aof  Dofia  Jasas  Pifleiro  y 
Bokévetri^  Márqwsa  viada  de  San  Pélioee>r  Condesa  de  MolIte%  eonU? 
la  Beal  orden  de  19  de  Noviembre  de  1886,  la  cual  oueda  firme  y  subfti' 
lBBte.-(Sentencia  pubftaadaal  U  de  Jonia  >de  1898,  é  inserta  MÜt  Ga- 
4eéa  de  S7  de  Noviembre dal  misáio  afioO'  ' 
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damamiA^  de  Juaio  de  íM%).^£iene$deJ^€piM.IMidadiiJf^ 
— 8e abeqehre  éia  Admimstradéa  de  iademabda  de  D.  Martáa  OM^f 
atraaeonivaAa  Jteal«rd«n  de  14  de  JuUe  i»  t887,  y  se  eelableset  "''^^ 

Que  vendida  una  finca  en  yúbUea  eubaeta,  y  demoetrándoec  pm^mr- 
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VendióMá  I00 defliaÉatiitot  «DpúbttoA  «ib— tu  tmwMVtw  dai 
dehesa  denominada  Ladera*  de  U  Sierra,  procedentea  del  pueblo  de  Al> 
madéo  de  ia  Plata,  pioviaflia  da  tterilla,  aa  aoordd  por  la  Béal  orvlea  Im- 
pogaada  la  nalidad  de  la  aabaata^  por  eonaicheiar  la  Anca  aobaalada  com* 
prendida  en  el  Catálogo  da  menlea  ajKepinadaa  da  la  daaamortiaaoióB. 

Ordenada  la  rániMda  de  la  memdria  deacriptiva  y  plano  del  taont» 
eoBap-eodido  en  el  Mm.  7>  del  Cataloga  de  moatee  púUicoa  de  la  propia* 
da  de  fieHlla,  eiibeptMdoa  de  la  deaamerlitaflidtt,  y  femltidoe  eatoe  doco- 
mentoe  por  el  lagenieio  del  diatrito,  m  pronondó  por  el  Tribmal  Con- 
teneioeo  la  aenteneia,  ^e  contiene  loa  Bigniebtea  eonalderandoB,  viatoa  y 
falle: 

Oonaiderando  qne  la  eoeatión  fandamental  diacotída  en  eata  pleito  ee 
rednce  A  determinar  al  la  finta  áqnepeÉrfeeaeeenlaatrea  anertea  de  ierre- 
noe  eenapradoa  por  loe  deaMindiPtoa  eetá  ó  no  indaída  en  el  Catálogo  da 
loe  montea  eoieeptaedoe  déla  deaamortisaoión,  y  por  eonaigaiente,  ai  debe 
d  ae  nnalafai  la  ivntadelaa  mianiBa: 

Oonaiderando  qae  por  la  memoria  deaeriptftva  y  plano  del  mente  dene- 
minado  Asor  7  LadevaÉ  del  Bie,  aito  en  ^  término  de  Ahnadán  de  la 
Plat%  fannadoepor  el  Ingeniero  Jete  del  diatrilo  de  8e?ilia,  ae  viene  en 
eoneeinúenlo  deqne  la  ñnm  llamada  Loa  Barraneoa  ea  ona  parte  de  In 
qaeae  eonoee  cea  el  liombré  de  Laderaa  del  Bio  7  Asor: 

OmMeían^  qné>en  ék  Boki(m  ^fiókU  en  qne  ae  anuncia  la  anbaata  de 
laa  tren  anertce  de  tiatia  eompradaa  per  loa  demandantea^  ae  dice  qne  ea* 
tan  al  ütio  de  Loa  Batrancoa,  en  el  tánniao  de  Almadén  de  la  Platay  7 
proeedentee  de  eoa  Paopioa,  Hndande  eon  el  término  de  Beal  de  la  Jara  7 
el  rio  Vlar,  7  eataai  eoiidieionee  eoncnnren  en  la  parte  del  monte  Aior  7 
laderae  del  rio  qne  lleya  el  nombre  de  Loa  Barraneoa: 

Oonaiderando  que  lea  demandaataa  no  han  probado  aea  nna  finca  dia* 
tiata  ée  la  indicada  la  qoe  ooa^praton,  ni  cenata  qno  en  el  término  de  Al» 
mádén  de  la  Plata,  f  precedente  de  ana  Pfo^oa,  lava  otra  finoa  no  ezeep- 
taadn  de  la  deaamoáritaatlén  qne  ae  llame  lÁderaa  de  Bío  7  Barranooac 

Oondderiuido  qne  ai  la  finca  qne  llera  eata  denominadón  ea,  eomO' 
•parece,  nne  parte  de  ia  eompiendlda  en  el  uúm.  7.o  del  Catálogo  de  m<m^ 
tes  de  Sarilla,  exo^rtnedoe  de  ladeaamortiaadón^  reanlU  e?idente  que  di- 
día  pnrte  ae  halla  iveeptaada,  7  ea  cokiaaenenda  procede  annlar  la  venta 
de  laa  tree  anertea  en  qne  f oé  dividida  para  au  eni^^nadón. 

Víala  U 1^  de  l.«  de  Ifayo  de  1856.  art.  !.•: 

Víate  el  ait.  t.^  de  la  1^  deS4  de  liaaro  de  18eS; 

Fallamoe  qne  debemoa  abaolver  y  abaolvemoa  á  la  Adminiatracióa  ge« 
aeial  del  Batedó  ^  la  demainda  inlerpoeata  por  D.  Martin  Ortla,  D.  Vi- 
cente Bamoe  f  0.  Jaan  Huerta  Caatella  eontra  la  Beal  orden  dé  14  dé*  Ju- 
lio de  1887,  la  cual  oneda  firme  7  aubaiatettte.-^Sentenda  publicada  ei  27 
deJoidedel89t,  diaaerUenla  Ba9eUá%21  de  Noviembre  del  ndamb 
tfio^ 

saa 

Auto  (27  de  Junio  de  1892).— Obdacidad  de  la  demanda.  Shminietro  de 
popti  aeOedc.— Se  revoca  el  auto  dictado  por  el  Tribunal  provincial  de  Sé- 
tilla  en  80  de  Julio  de  1891,  apelado  por  el  A7untamiento  de  Binconada, 
7  ae  eatablece: 
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'^4imdaferdbmimUúÍB  p^e  habla  wl  útrl  »1  dd  Mitímmenté  de  M  de 
Dkiembre  de  1890,  tiene  par  objeto  mmlpar  á  Ukj^átiedeM  deiemiS»  del 
pldío,  y  fijar  de  modo  cierto  en  tal  ea$o  ¡a  fecha,  á  partir  de  la  q%e  ha  de 
ami¡tavée  ¿aña  á  qm  mt^fiem  dart.954eia  ¡e^deiíaQimtenéiam^ 

.  EiL«l  pleito  promovido  pot  la  paiié  •dtomcoatn  It  provideiicift  del 
Gobomador  que  idiipoto  m  ntiifaeier»  porol  citodo  ATuntomiento  1*  in- 
demniíacián  MilieiljidA  por  D.  3<má  Moílos^  ■eaaordé  por  al  Tiibonál  pro- 
▼Ittdai  dti8aTÍll«,  en  7  de  Julio  de  1891,  <)«e'«n  ellánnino  de  teieero  día 
eet aaiiiiniietraiiapor lae partea éí  oofieapoadl6D«e papel aelfaido,  bajo aper- 
oibifldento,  en  eaao  oontrado,  de  oonafederadoa.  doéaiitoe.'de  as  derecho: 

lSk>  habiendo  tcaiiq[>lidQ  laa  partea.  k>  dÍBt>iieato  «a  la  providencia  ante* 
ri.ory  ae  difitó.el  auto  da  18  de  Ji^a4le  lfi91v  .^oe  deoftaró  abandonado  el 
pleito,  cadacada  la  demanda  y  conaentida  la  reaolodón  gobernativa  eri- 
IPHidÁlf  miamaz 

iSolieitada  por  el  Ayuntamiento. de  Rinconada  la  npoaición  do  eate 
anto,ae  dictó  el  de  8Q  de  Jnlio  del891  denegando  dicha  repaaidón  y  con - 
fiimand<^  el  de  18  de  Jnlio;  apelado  «ate  áltiaot  t>oa>a4aalla  CkMrporadón 
monicipal,  ae  pronnnció  por  el  Tribnnal  de  lo  tíonCcndoae  al  ^na  contiene 
ka  aigaientea  oonaiderandoa,  vialo*  y  laUo^ 

€k>naiderando  qne  en  el  preaenterBcaiaolapaooiénídal' recórrante  tiene 
qae  eatimarae  dirigida  contra  el  antodel  ^Diibnnaljqne  declaró  abando> 
nado  el  pleito  y  conaentida  la  veaolnción  tedamada,  pnaato  ^qne  la  ropo- 
tídón  pedida  por  el  actor  del  nato  de  13  de  Jnlio  de  1801,  qne  aai  le  de* 
daró,  y  el  incidente  inatraid¿  con  tal  motivo,  Ineron  de  todo  ponte  impro 
oedentee,  paca  el  Tribnnal  ni  debió  admitir  el  eacriteni  aoatandar  el  in* 
ddente,  y  como  el  proveído  de  8i9  de  Julio  de  18ftl  viene  á  leprododr  lo 
acordado  en  18  del  miamo  mea,  la  I4>eladón.  admitida  no  poede  menoa  de 
entenderae  qne  afecta  al  primer  anto^  ó  aea  al  qne  dio  por  abandonado  el 
pleito:  f        '      í      ■         .. 

.  Conaiderando  qne  el  término  fijado,  por  el  Siibnnalen  an  pievideoda 
dé'7  de  Jnlio  de  1881  para  qne  laa  partea  aoaániatramn  papel,  esa  por  an 
n^toialeaa  prorregable,  á  tenor  dettapreacrito  enel^ri  84  de  hi  ley  de  18 
de  Septiembre  de  1888,  y  el  Tribonal  lo  podo  pae^iogar,  ain  ^ne  íoeíraobr 
táonle  para  ello  lo  diapneato  en  el  art  871  del  Beglamettlo  de  88  de  Di- 
dambie  de  189Ú,  potqoe  el  aperdbmieato  qneeate^atCícnlo-aotorisa  tiene 
pte  ol]geto  incnlpar  4  la  parte  de  .la  detendón  del  pleito,  j  ñjar  de  modo 
dsrtoentalcaaolafechaipartítde  laqnehadr  cootaraeiel  afloáqoe 
ae  refiere  el  art  85  déla  ley:  > 

Gooaiderando,  por  tanto^  qoe^aa^e-reflocar  el  ante  dictado  por  el'  Tri- 
bonal de  Sevilla  de  80  de  Jcdio  de  1881,  en  cnanto  repi^dottia  y  éAéfñr- 
meza  al  de  18  del  miamo  meei' 

Vistee  loa  articnh>a  81y  98  de  l^  ley  de  18  de^si^tiembre  dé  1888: 
Viato  d  art  871  del  Bdo^lamento  de  89  de  Pidembre  dé  1880i 
.    Se  líevoca  el  anto  recorrido  en  ooanto  declaró  abandonado  el  ;|ildto  por 
el  Ayntítámiento  de  la  Rinconada;  y  devmélvaaae  lai  adsmdoiieaiiL'Trf 
bonal  provincial  de  Sevilla,  para  qne  continúe  ao  aoatanciación  con  $3fTé- 
.  glo  á  derecho;  poblíqaeee  eate  aoto  en  la  CHieeta  de  Madrid  é  insértele  i 
ao  tiempo  en  la  Cokásión  ¿oMÍo^tva.— (Aoto  fecha  27  de  Jonio  de  1893,  é 
inaerto  exi  la  Gaceta  de  87  de  Noviembre  dd  miamo  afio.) 
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Auto  (27  de  Joalo  de  IB^t^.-^-^JPr^eMmiento  cofém%ei$m  miwUmkirM9^ 
&ttfemiáti  de  oihumomm.-'^  oonftrmm  el  Mfto  dktado  por  el  TriboBel 
ptOTÍDcl«l  de  Mediid  en  6  de  Janie  de  1891,  epekdo  por  le  repreeenteeión 
del  Eetado  en  pleito  con  el  A  jirntemiente  de  Madrid,  y  ee  eeleblece: 

l.o  Qtie laieydelSie StpUmkré de  1868 teíabieee el frecedimienie ^ 
mhMde  obeermr  m  ¡a  emkmeiaeíóm  delae  pleitee  admnieiraUeoe^  y  <Afymr 
m  f»  oH.  45ypéra  eimteetait  km  dememdm^  ti  pkute  de  vemie  dám  á  <¿dm 
tmadeloepaíUe.mieemañléeeUfúit  em  el  wt  94  que  he  Urmánee  fiimde% 
por  la  ley  no  eon  prorrogablee  por  el  Tribunal  máe  que  cuando  eaqpreeametnlt 
et le/aeuliá para  elle, yperúUime. al enearyar  en  d art.  25 áloe  Ahopaám 
del  Éeíado  ^  repreeenten  á  la  Ádmimelraeión  ante  loe  Trilnmalee  prowem 
eialee,  reeUnende  lae  inetrmeekmee  de  la  Autoridad  de  la  cual  eména  la  rewa- 
heeién  impugnada  en  via  eontmdoea,  ó  del  Fieeal  en  eu  eaeo^  eegfkn  leo  ar^ 
tkuloe  63  y  94  del  Reglamento  de  29  de  Diciembre  de  1890,  $e  di'iiniiXia  ia 
modoineontrovertibUqueparaeeéaelaeedeUiigioenorigeelpreeeptodelar' 
Ueulo  14  del  Bed  decreto  deUde  Mareo  de  188$,  y  que  como  á  la  buemm  aá- 
mmitíraeián  intereea  la  celeridad  en  eetee  proeedunientoe,  no  ee  dado  amiút  iV 
tar  moratoriae,  que  ei  eon  de  admUir  para  ante  loe  Trebunalee  de  la  jm'iedic 


yacíon  o  eeneeet&n  ae  un  aereeko  aue  ee  eupone  eamna,  y  en  que  para  la  iw- 
Jenea  dd  acto  de  la  AdmmiitraciSn  ommietrm  d  expediente,  por  la  general, 
enante  d4doe  y  raeonamientoe  eon  apeteciblee  por  d  demandíado,  ein  mde  am- 
pUadanee  que  lae  que  ee  pueden  d^ener  de  la  Autoridad  que  adoptó  lareedn 
din.  reepeeto  á  lae  camae  eeamnada9  pee  la  moderon  á  dictarla; 

Y  2,^  One  d  bien  d  art.  93  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888  faeuiteí 
d  Trünmaípara  impe/ner  ¡ae  oe&tae  ai  atipante  que  eodudera  eu  aodán  en 
dpldta  é  promodere  loe  imddenéee  eon  notoria  temeridad,  no  cabe  admitir 
fue  concurra  Mta  cuando  por  aqudeej^roeodió  eon  error  de  eone^^  en  cuam- 
toálaprocedendadeunapreMripdónlegaL 

En  el  pjeito  premorido  nnle  el  OMbonnl  protinciel  por  el  AynBtanileB- 
to  de  Madrid  eobre  ooa  multa  Impneeta  al  eontratiata  D.  Mannel  Dlai,  na 
eolidtó  por  el  Abogado  del  Eatado  la  eoepeiiaión  de  lae  actoadonee  por 
término  de  tree  meeee,  en  tanto  reeolvia  la  Dirección  del  ramo  la  conenlta 
á  ella  dirigida,  según  lo  diepneeto  po»  el  art.  U  del  Jteal  decreto  de  16  de 
Marzo  de  1886.  Denegada  eata  preteniión  por  el  anto  impognado.  ee  dictó 
por  el  Tribunal  OontoMioao  ^.qne  contiene  loe  eigaiéniee  eomAdenadoa» 
vietesylallo: 

Conaidefando qna le leorde M  deSeptiettibie de  1888 eetaMece el  pra- 
cedimiento  qoe  se  ba  de  obeecvaten  Inenitanclacftón  de  loe  pleltoniadinl- 
nietraüvee^  7  lú  fljAr  es  en  art.  i§|  pare  oonteetár  lee  demandae,  el  piase  de 
Tciale  días  á  e^d»  una  de  lae  pavlea,  asi.  cqbbo  el  dedarar  ep  el  ark  té 
^oe  loe  términos  fijados  por  la  ley  no  son  nrorrogablea  por  el  Trttnnal 
náa  qaa  cuando  eoqureaaaientaaek  faculté  pataieUoi  y  pee  últimp,  al  en- 
calcar en  el  art  28  á  loa  Abocad^  del  fielaáo.qne  repreeenten  á  la  Adosl* 
nistraeión  ante  loe  Tribonalea  proihwialss»  eedMendo  ka  inatmccioMa 
da  la  Autoridad  da  la  cual  ammmá  la  leaolneíéa  iaapugnadaen  tía  eonién* 
«loaa,  ó  ád  FiMal  en  su  caao,  aiitúa  ka  aitículoa  68  y  84  del  f 
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de  19  de  Diciembre  de  1890»  ee  demoeitra  de  modo  ineontrovertíbfe  que 
peift  esta  claee  de  litígioi  úo  rige  éí  precepto  del  «ri.  14  del  Real  decreto 
de  16  de  Mano  de  1886,  y  qae  como  á  la  baena  administración  interesa  la 
celeridad  en  estos  procedimientos,  no  es  dado  aotorisar  moratorias,  qae  si 
son  de  admitir  para  anto  los  Tribonales  de  la  iarisdicción  ordinaria,  por  la 
índole  de  las  enestiones  qne  eñ  ella  se  Tentllan.  no  alcansa  ignal  próce- 
deneia  á  las  one  se  someten  á  los  del  orden  admínistnitivo,  en  qne  se  tra- 
ta de  revisar  los  íondamentos  sobre  los  cuales  descansa  la  denegación  ó 
concesión  de  on  derecho  qne  se  supone  existía,  y  en  qne  pam  la  detessa 
del  acto  de  la  Administración  suministra  el  expediento,  por  lo  general, 
enantos  datos  y  rasonamientos  son  apetecibles  por  el  demñdado,  sin  mil» 
ampliaciones  qne  las  qne  se  pneden  obtener  de  la  Aotoridad  qne  adoptó 
la  resoloeión,  respecto  á  las  cansas  ocarionadas  qne  lo  morleron  á  dic^ 


Gonslderando,  por  tanto,  qne  al  denegar  el  Tribnnal  proyindal  de  Ma- 
drid la  prórroga  de  plaao  solicitada  por  el  Abogado  del  Estado  para  con- 
tester  la  demanda  motiro  de  esto  pleito,  intorpretó  y  aplicó  rectamente  el 
espirito  y  letra  de  la  ley  y  reglamentos,  y  procede  qne  sea  eonflrmado  sn 
proveídos 

Considerando  qne  no  procede  la  condsna  en  eostss  pedida  por  las  pn- 
tea  apeladas,  pnes  si  bien  el  art  98  de  la  citada  ley  de  id  dé  Septiembre 
de  1866  fticttlto  al  Tribunal  para  imponer  las  costas  al  litiganto  qne  sostn- 
Tiera  so  acción  en  el  pleito  ó  promovióle  los  incidentes  oon  notoria  teme> 
ridad,  no  cabe  admitír  qne  en  d  caso  de  autos  concurra  seta  temeridad, 
^no  mes  bien,  que  por  el  reclamanto  se  procedió  oon  error  de  concepto  en 
cuanto  á  la  pro<»d«icla  de  una  prcseripoión  legal,  sin  toner  en  cuenta  que 
no  era  aplicable  en  virtad  de  los  preeeptos  antes  citados,  y  á  que  obedeoe^ 
el  ejercicio  de  esto  Jurisdiccióii  especial. 

Vistos  los  artículos  26,  #8, 1^8  y  94  de  la  ley  de  16  de  Beptiembie 
de  1688: 

Vistos  los  artículos  68  y  64  dd  Regiamento  de  69  de  Didembí^ 
de  1690; 

Sé  confirma  el  auto  recurrkto  del  Tribunal  provincial  de  Madrid  de  8> 
de  Junio  de  1891,  y  devuélvanse  las  actuaciones  á  dicho  Tribunal  para 
que  eotttiniie  la  sostandaoión  con  arreglo  A  derecho,  sin  hacer  especial 
condenación  de  costas;  poblíquese  esto  anto  en  la  Gaeékí  de  Maérid^  é  in* 
•éctese  oportonamento  en  la  Coleceiín  ¡eai$kUipa,—(JLuUi  fecha  27  de  Ju- 
sto de  1696, 4  inserto  en  \M^Qa$da  de  67  d» noviembre  del  mismo  a6o.) 
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AOTi>(tf  de  Junto  de  199Uy^Jh^€9élmmt0is^m^m0h9ó'admkék^^ 
Apelaeión»^6e  revoca  el  auto  dictodo  por  el  Tribunal  local  á^WipbMmuk 
lideBeptiémbte  áé  1890,  apelado  por  la  tasen  «ocial  Iw^aas^yOonipt- 
Bia  aobie  falto  de  personalidad,  y  ee  eotobtocei 
!.•    íiiiedBe^ékiortiodéMdelhi^embf^éeieesm 

> quem k» ék  oh§e$mir  m  Ut  $mtannikcéÍH  dem pkMm admim- 


M.^  Qm  to  tii^ac¿tds<f|Ml0rcDii^  sl'uoéor  tmmpaMala  dmumda 
€mmNium  én  famr  del  demondmd^  la  aftnpei^n  ^dilaloné  4$  fMa  deperiomr 
Miad  áfmé  9»  P^kre€lpáfríifo^efmtaa£laH.M  de  dkka 


ñ$,  «n*  wáfúniuUwáda  la  demémda,  pfimiámdo$9  en  la  folia  deperetmor 
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SiaiM  admr^  ^ ñfuil  fmtha  mhn  mameñio  iedtmmdú  no  /Ufter  h§ar 
á i» rfipMiiirfii,  tm qm previunumk  ata promowido y  9¥tiammíid9  elimaidenU- 
ie  exeqpeián,  m  el  cual  pudiera  recaer  aquella  reiolueián, 

PieMotada  demanda  eontanoieaa  anta  d  Tribmial  local  de  FiMpinaa 
por  un  Procurador,  dio  aquél  por  interpoeato  el  reeurao,  formaliaó  el  ae-  • 
f  do  la  demanda,  y  en  tal  eaUdo  declaró  a^piél  no  haber  lagar  á  la  mia- 
»aper  no  tener  didio  Prooorador  Ib  repraoentación  qne  oatentM>a.  Ape* 
lado  eote  prcereído,  el  Tribanal  Gonteneioao  dictó  el  auto  qne  contiene  lo» 
giHileiilfia  conddemndoa,  Tiatoa  y  fallo: 

Oonaiderando  qne  el  Real  decreto  de  28  de  lüoyiembre  de  1886  fl je  el 
eoíen  7  procedimiento  qne  oe  ha  de  obaerrar  en  la  cnataneiadón  de  loe* 
pMioa  adminiatrativoa,  j  eeoM  la  ineficacia  del  poder  eon  qoe  el  aetor 
oeooB^ofló  el  recnrao  conatlinye  en  fitvor  del  demandado  la  excepción  di- 
latoria de  ftilta  de  peraenaiidad  á  qoe  ae  feflere  el  párrafo  aegnado  del  ar- 
tiaalo  46  éeH  dtado  Real  deerelo  nna  yes  dictado  por  el  Tribanal  local  de 
nüpáoM  en  proyeido  dando  por  interpoeole  el  recnrao,  no  podo,  en  el 
trámite  en  qoe  ae  hallaba  el  procedimiento,  yolyer  eobre  en  acuerdo  ain 
qveloera  piomoyido  j  enatanciade  preytamente  el  incidente  de  excepción, 
OQ  oijoaal  podOera  reáier  la  leaolodón  qne  el  Tribunal  adoptó: 

Oúnrideoondo,  por  tanto,  que  en  el  preaente  caao  reanlta  infringido  el 
IMnoeodlmiuiito,  dado  que  tampoco  en  la  oasón  en  qoe  ae  aplicó  era  de  te- 
Bor  en  cuenta  lo  preyenido  en  el  art.  86  del  miaoK»  Real  decreto. 

Tiatoa  loa  articoloa  85  j  46,  párrafo  aegundo,  del  Real  decreto  de  28 
de  Koyiembre  de  1888; 

8e  reyoca  el  auto  apelado  de  18  de  Septiembre  de  1890, 7  deynélyanee 
loa  aetuadonea  al  Tribunal  local  de  Hüpinaa  para  que  continúe  au  auatan- 
dadón  eon  arreglo  á  derecho.  Publiqueae  eate  auto  en  la  Gaceta  de  Ma- 
dridé  inaérteae  á  au  tiempo  en  la  Coleeeiáñ  fmf(aNea.->(Auto  fecha  S7  de^ 
Jui»  de  18M,  ó  inaerto  en  la  Oaeeta  de  27  Moyiembre  del  ndemo  afio.) 
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aaiüBÉaciA  (18  de  Jnnio  de  Í9n).^0(mmmú$.  Señalamiento  de  ciqm.— 
8e  abauelye  á  la  Adminiatración  de  la  denumda  de  D.  Ramón  Pardo,  arren- 
datario del  impnaato  de  Oonaomoé  de  Mondofiedo,  contia  la  Real  orden 
émn  de  JoUo  de  1886,y  ae  eatableee: 

^  ju$tijlcada$ por  te  AimitMraeiáñ  activa  laee^peeiei gra9ada$i»nd 


metió  ie  Conhmoofue  exietán  en  el  eoBtrarradio  de  una  fohlaéión,  ttyr 
ém^lm^nndátapio  4é  Adbd  impamtó-haga  probado  la  erntrarñ^  porkm  me^ 
dmék§aké,  aljtíar  H  Apunkmmto-el  cigpo  del  eitadú  écDtrarradto  con  arre- 
^éufésHoo  dko$,  $a  d^utla  áU»  preempHonee  M  Begiamento  dtí6de 

l^lir  Real  orden  de  tO  de  Mano  de  1867  ee  mandó  formar  esípe^ate 
eéki  arreglo  d  art  Sédet  Reglamento  de  OonaunMé,  paia  fijar  el  cupo  de 
note  impoeato  d  extrarradio  de  Mondofiedo. 

Por  la  Red  orden  impugnada  ae  confirmó  el  acuerdo  del  Ayuntamiento 
^omÉ^  eH  lOOOOpéietaa  d  meadonáda  cupo;  7  el  Titfounal  Ooatencfoao 
pronafació  la  aenlencia  qo9r  óontiene  loe  aigoientoa  conaideíandoa,  yido»- 

Gondderando  que  eatá  juatíficado  en  autoa  por  la  Adminiatración'  oo- 
Hns  4iié  Éii«l  exAaaiíate  de  Mondaflede  aélD  oe  coaedián  «eveako»  ain. 
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-qott  tetidüven  «1  oUto  y  la  wiá^  ni  m  fangm  •copiot,  é  •aotpciép  d#  ls\nl, 
ni  cxSitenlabrioMitM  jr  deméi  pvotectoreaáe  jHrtícmlosaaJaios  idiaipaecto 
deOoDtumos: 

Oonf  iderando  qne  el  arrendatario  no  intentó  tlquiera  probar  por  I09 
medioa  legales,  ni  en  la  yía  gliberBathr%  ni  en  la  conteneioaa,  ningún  eoc* 
tremo  contrario  á  loe  que  preceden: . 

Considerando  qne  el  Aynntamiento  de  MondofiodO|  al  fijar  deflnMin- 
mente  en  10.000  pesetas  el  copo  del  extrarradio»  se  ajnató  á  lo  dlspusite 
en  la  Beal  orden  de  dO  de  Mano  de  1887,  á  las  prescripcimiea  dbl  Begla» 
mentó  de  16  de  Junio  de  1886, 7  á  la  dáosnla  7>  del  pliego  de  eoadieia^ 
nee  que  rigió  para  la  sobaste: 

Oonsiderando  que,  por  lo  tanto,  no  se  infringió  texto  algnno  qna  á^ 
termine  la  nnlidad  de  la  Beal  orden  impugnada. 

Vistos  los  articolos  168  7  174  del  Bei^menlo  de  16  de  Jonlo  de  1886; 

Visto  el  pliego  de  condiciones  qne  sinrió  de  baas  para  el  arriando  dn 
que  as  trata,  qne  dice:  cSéptima.  Son  óbttgatorioa  los  encabeaamienion 
para  los  babitantes  del  extrañadlo;  el  remétanle  se  atendrá  á  lo  qne  al 
efecto  establece  el  cap.  20  del  mencionado  Beglameirto»; 

Fallamos  que  debemos  absolrer  7  absolvemos  á  la  Adnrinistradón  w^ 
neral  dei  Estado,  de  la  demanda  interpoesta  por  D.  Bamón  Fardo  LnaesSi 
contra  la  Beal  orden  de  27  de  Jolio  de  1888,  la  cnal  qaeda  fime  7  sdbils- 
tente.--(Sentencia  publicada  el  28  de  Jonio  de,18e8,  é  inserta  en  In  úfmmitm 
de  27  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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SranNOiA  (80  de  Junio  de  1882).*-AdiiaMM.  JbBdcdmte  dd  Cherpé.^ 
8e  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Frandaoo  ütriBa, 
contra  la  Beal  orden  de  22  de  Enero  de  1888,  7  se  establece: 

1?  Que  declarado  cesante  de  su  caroQ  «n  empleado  dd  Cuerpo  de  Aduar 
na»,  y  adoptada  esa  reeolucián  en  fnrtud  de  la$  facultades  concedidas  por  d 
último  párrqf o  del  art.  42  del  BealammUo  de  30  de  Septiembre  de  1884,  es 
evidente  que  no  por  ese  hecho  d^ó  de  pertenecer  al  Cuerpo,  sino,por  deontror 
rio,  fuedó  sujeta  la  resolusián  deests  earfrane  sd  resuiMo  dd  sacpsdieuÉs  ad-  . 
mimsiraíino  que  hubiese  de  insitrmitrse:  ^^ 

2,0  Que  en  el  propio  caso,  no  hálriendo  itouliado  dd  ooopsdienie  taárfls» 
bastantes  pura  eofulsar  dd  Cuerpo  al  imt&esMds,  se  haee  noéesaHo  ddsmi* 
nar  eutí  era  su  sUuaeién  como  empisado  ieAJmsiim:  . 

$!"  Que  el  aW.  éS  dd  Be§kms0n^  do  aQds8fídsdmlbrs^doX$8á,  eilsjtoi 
Usdortdu^dehs  doslmradoá  es^DoéMes^pstm^^írmedisdúptm^mui^f^ 
quiera^  ^tre  ¡as  jcwdes  no  pmds  manoxtreiif  i»¿wae  Bosytuftdüa  U  ^*jg! 
dücuptenscesariam^^^meda  dempleída  do  Adsumasdedm^áásossamo 
por  las  facultades  que  al  Ministerio  confiere  al  art.  42,  y  que,  sin  emíui^u 
pesar  de  dicha  cesantia,  no  ha  ddeido  de  pertenecer  al  Cfuerpo;  ^^ 

YSfi    Que  el  derecho  á^hMrkmnúasañÉ09usoeurmau^.pe9ÚBri^^ 
dad  en  ouanio  á  Um.rftdm  ddesoa¡s/án,  4rfls>,iMfieetfc  efofisif  ^to** 
clarados  excedentes  por  supresiáné^ifinrmá.  *• 

Pfooesadb  D.  Francisco  UtfEilla,  émplsadoie»  la  AAsima  de  BaregiMr 
se  le dQolaróroesaal»deau tíargo  »ot  Beal ocdende  7  de Boerede  iwjr 
ae  instm7Ó  expediente  para  depurar  las  responsabilidades  adminlstiallei* 
de  dkho  eefior.  .     •  .....  1.  .       •  j.'_ 

BeasMa  sentencia  absolutoria  en  la  sansa «iidnid  ceguida al  a.^F^ 
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j  ■ottcitó  éito  tu  TiMlt»  al'iarddo  é  fumedMa  eolocaeidn,  dtétándotí» 
1^  Bmü  orden  impugnada  que  lo  dedaró  excedente  en  el  Ooérpo  de  Adoa- 
-am  y  con  deieebe  á  oenpar  la  primera  vacante  qne  ocnrriera  en  tnnio  re- 
flamentariOy  sin  perjoido  de  eegtiir  en  ceno  el  dtado  expediente;  y  el 
IMbottai  Contendoao  pronimdó  la  eentenda  que  contiene  los  eiguientee 
eonaidetandoe,  viatoe  y  falto. 

Coneiderando  qne,  declarado  D.  Franciaco  Utrílla  cesante  en  el  cargo 
que  deeempefiaba  en  el  Onerpo  de  Aduanas  por  Real  orden  de  7  de  Enero 
ém  1887,  7  adoptada  eea  reeolnción  en  Yirtad  de  las  facnitades  concedidas 
per  idWUtimo  pánmfó  del  art  4)  del  Reglamento  de  SO  de  Septiembre  de 
1884,  es  eridente  qne  no  por  ese  heeho  dejó  de  pertenecer  al  Onerpo,  s&ib, 
iwr  mí  eontniio,  qnedó  snjela  la  teeolneión  de  este  extremo  al  reanltado 
4ék  expediente  administrativo  qné  bebiese  de  instmirse: 

Oooslderando  qne  el  haberse  abeaelto  á  Utrilla  en  la  cansa  criminal 
qae  ae  le  signió,  y  el  no  haber  resaltado  del  expediente  méritos  bastantea 
par»  la  expalaión  del  Coerpo,  hicieron  necesarios  el  determinar  cnál  era  aa 
■Üwieidn  oomo  empleado  de  Adoanaa,  y  de  aqní  qne  la  Real  orden  impng- 
msíAa  lo  dedaraaé  excedente,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  46  del  cita- 
do  Reglamento; 

Considerando  qne  el  referido  artículo  establece  los  derechos  de  loe  de- 
dasAdoa  excedentes  por  enfénnedad  ú  otra  causa  cualquiera,  entre  laa 
C8ale0  no  puede  menos  de  entenderse  comprendida  la  excedencia  en  que 
aeeaaariamente  queda  el  empleado  de  Aduanas  declarado  cesante  por  laa 
facnitades  qne  al  Ministerio  confiere  el  art  43,  y  qne,  sin  embargo,  á  pesar 
da  dlclia  oeeaatíaw  no  ha  dejado  de  pertenecer  ¿I  Cuerpo; 

Y  considerando  qne  lo  pretendido  por  el  demandante  sólo  lo  concede 
él  sut.  47  á  los  declaradoa  exeedentea  por  supresión  ó  reforma,  en  cuyo 
caso  no  se  encuentim  D.  Francisco  Ctrilla. 

Vistos  el  último  párrafo  del  ark  42  y  el  46  del  Reglamento  de  tO  de 
Septiembre  de  18$4; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administradón  ge- 
aeaal  del  Estado  de  la  demanda  interpneata  por  D.  Frandsco  Utrilla,  con- 
tra la  Real  orden  de  22  de  Enero  de  1889,  que  queda  firme  y  subsistente.— 
£HitMela  publicada  el  80  de  Jualo  de  1882,  ó  inaerta  en  la  Qaeeta  de  8a 
Koviambi%  dd  mismo  afio.) 
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flbDrrairciA  <80  de  Janio  de  lS^%).-^I>eredto$  realet.  Liquidaeián  de$ 
iwyiirtrp.— 8e  confirma,  en  parte,  la  Real  orden  de  11  de  Febrero  de  188L 
iaspognada  por  Don  JoéK]piín  Baflón,  y  te  estableee: 

i.^  ifm  la»  liqmiaeione$  girada»  por  Uu  aficmas  liqMadora»,  eanstitU' 
fm^tmm  d  art  lál  dü  Befíamento  dd  in^^utto  de  3ereek0»  realei,aeto8 
mámimttraHiHm  eínéra  los  mte  »álo  procede  redamación  ante  elDdegadode 
B»ñtndamiirmkiodeamhmdia$:    '' 

Jo  ^M  mopiíede  qfirmaree, emmdú  mdiseitiá  delaetoó  ooniratú  de- 
Émtgñ  6  ff  impieiíhf'qyieel  Urnúño  para  M  wcolamaeMn  $ead  demn  aílo 
fmccmededcH:  14á,enragá»  á  que  etie  artimlc  $e  refiere  tan  »óbi  ó  de- 
mandan de  canHdadee  eaté^há»  dé  máe^tiendo  de  tUo  buena  prueba  que  el 
mkmf  precepto  prMké  la  detfokicián  de  lo  que  $e  crea  pagado  de  má$  á  vir- 
tud de  imaiíquidáeián  ó  acuerdo  eoéaentido: 

$.0  (¡me en e^ propio oaeou^puaeinieoearm viudamente,  mte  mediando 
-una  condicián  euependva,  hada  que  eda  ee  cumpla^  eea  poeiMe  leg^Omente 
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^yftor  áe  ¡a  Uqmdtirián,  por§m  trútánéhtedéditmtüi^  9l€m$$pi9,  $iU  MfHi^ 
daoión  no  86  ii^da  en  t¿rmÍ9io  d$  onmee  diae,  queda  QO^wmHdOt  prodncimé$ 
aqnelU  eonO^ón,  €0ftf4>rme  al  orí.  dSí  del  Bolamente,  élúmeo^eeta d$ fur 
haMa  en  enmpümienie^no  ee  haga  rfedípo  ^  impueete: 

Y  4.^  Que  ewtfonne  ai  art  74  del  RegUm^nie.  debe  eeHmareeeemoearpí 
reducible  de  un  erédito  toda  cantidad  que  vengeí  a  dkmvmur  %^eeáméwit  el  «•> 
jl^Ualdeaquü: 

Por  escritora  de  26  de  Agoeto  de  1886,  D.  (HiUertno  Bdtauíd  seoUiflft 
á  vender  á  D.  Joaqain  Bafión  onoe  terrenoi  de  to  pertenettciAi  eMtípiíláo- 
doee  qae  el  valor  total  lo  pagaría  el  aegando  al  primero  an  el  término  da 
t^n  afioa,  y  qae  Bafióa  podría  convenir  la  venta  de  díoha  aaperílda  ee» 
«aalqoiera  persona  ó  Oorporaci^,  designando  áBollaad  la  qae  teesi^ 
para  otorgar  á  sa  favor  la  eseritara  de  venta»  en  cayo  oaso  ai  el  piedo  ex- 
asedia  de  cierta  cantidad,  el  sobrante  qaedaria  á  favor  de  Bafi^a: 

Según  eacritora  de  17  de  Febreroide  1888,  el  Ayuntamiento  eonipi6á 
Bolland  dichoa  terrenos,  y  otros  solares  á  Bafi(Vn,  importando  e^  preda  dm 
las  dos  enajenaciones  S24.908  péselas  y  eéntimosv  qae  debían  ábnnmsa  á 
Bafión  en  diversos  plasos,  de  caya  cantidad  había  qae  dediNár  704MIÍ  pe- 
setas qae  éste  había  de  entregar  en  el  acto  á  BoHaad: 

Por  íalledniiento  de  la  esposa  de  Bafión,  se  comprendió  en  la  esdügra 
de  partición  de  bienes  nn  crédito  contra  el  Ayontamiento  de  Madrid  px^ 
cadente  de  la  venta  de  loa  solares,  el  cnal  se  valaó  en  76.000  poietas»  en 
Tirtod  de  convenio  entre  Bafión  y  fioUand: 

En  10  de  Abril  de  1888,  se  pagó  U  liqíüdaf  ion  girada  á  la  esciitara  da 
Agosto  de  1886,  y  presentada  la  de  partidóa  de  Menei  en  la  ofieiAft  da 
improbación,'  elevó  el  erédito  á  224.098  posetast 

Peaeatimó  la  Real  orden  impugnada  la  reolamadóB  qae  en  20  de  Jliqpa 
de  1889  fórmalo  el  actor  contra  la  Uqaidadón  y  aameato  de  ciédilo  dta- 
^os;  y  el  Tribanal  contencioso  preñando  la  sentencia  que  oontíaneloasl- 
goientea  eondderandos,  visto  v  fallo: 

Considerando  qae  la  Uqaidadón  girada  por  la  ofldna  liqoidadem  4e 
esta  eorte,  con  reladón  á  la  escritora  otorgada  entre  Bafión  y  Bothuul  en 
S6  de  Agoato  de  1886,  constituye,  segó»  al  mrt  141  del  Reglamenta  d^l 
impnesto  de  Derechos  realea,  an  acto  administrativiOi  contra  el  que  sól0 
procedía  reclamadón  ante  el  Delegado  de  Hadenda  en  término  de  qninea 
díaa: 

Oondderando  qoe  no  paede  afirmarse,  como  el  demandante  sopone» 
4iae  el  término  para  tal  reclamadón  fnera  el  de  nn  afio  qae  concede  el  ai- 
tícolo  144,  en  razón  á  qae  este  artícalo  se  sefiere  tan  sólo  á  devolndón  de 
cantidades  satisf  echaa  de  máa;  y  no  al  caso  en  qoe  se  dlacnta,  eeai^6ii  d 

S rósente,  si  el  acto  ó  eontrato  devenga  ó  no  impuesto;  Bieldo  da  eM* 
nena  praeba  qae  el  miamo  precepto  prohibe  la  devoladón  de  lo  f  D*^ 
crea  pi^do  de  más  á  virtud  de  una  liquldadóa  ó  acuerdo  oonaentíoo: 

Oondderando  que  tampooo  puede  invoaarse  válidamente  qoe  en  d  csn- 
trato  de  1886  mediara  una  condidón  aospendra,  y  por  coiisigdsnts^^j>> 
liaste  transcurridos  los  sds  afioa  á  qae  éata  ae  raieila,  ana  posibla  togir 
mente  apelar  de  la  liquidados,  en  ptímer  lugar,  porque  tratándose  dadis- 
eotir  si  concepto,  d  la  liquádsdón  no*  sa  apelaba  en  térmiaQ  degdny 
días,  qoadalM  consentida;  pnedneiendovl*  ooodidén  saspendv%coaloiM 
al  art,  62  del  Reglamento»  el  Anieo  efecto  der  q«a  hasta  so  eumplisdeii^ 
no  se  hidese  efectivo  d  in4mest0;  y  sn  segundo,  poique  le  Uqui<MáB 
de  dicha  eacritura  de  1886  se  glsó,  y  d  inteaesado  pagó  au  importe  d0t 
puéa  de  otorgada  la  dé  37  da  Fabcerada  L888,  es  dadr,  después  i»  r^~~ 
l»Uda  la  eondidón: 
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OoBiUeEABdo  que»  á  virtod  da  lo  ezpwwto,  Mindodable»  por  lo  qt»  ■• 
nflero  á  la  Uqnidacióa  girada  on  10  do  Abril  do  1888,  qoo  qoodó  fimo  y 
consantída  por  ol  intorooado  al  bo  loclamar  contra  olia  haota  SO  de  Mayo 
de  1889: 

Gonaiderando  qao  comprendido  por  D.  Joaqain  Bafión,  entre  loa  bio- 
aea  de  la  teatameotaría  de  aa  eapoaa,  el  crédito  qoa  contra  el  Ayvota- 
miento  de  eata  oorte  tenia,  por  yirtad  de  la  Tcnta  del  terreno  á  qoe  oo  re- 
fiere la  citada  eacritnra  de  {I7  de  Febrero  de  1888,  y  preaentadaa  dicha* 
operadonea  de  teatamentaria  á  liquidación  proviaional,  y  loego  á  la  defi- 
nitiva, la  Adminiatración  no  poede  menoa  de  eatimar,  como  el  intereaado^ 
qoo  aqnel  crédito  correapoaáia  á  la  aodedad  conyogai,  y  a^r  la  liqvida- 
den  correapottdiente: 

Conaideraodo  qne  ai  en  la  eacritnra  do  aprobación  de  laa  operadonea 
de  teatamentaria  ae  valnó  on  7$M0  peaetaa  la  importanda  de  tal  crédito» 
y  la  Adnüniatradón  al  comprobar  loa  valorea  le  elevó  á  S24.998  paafifaay 
cf  gún  reaalta  de  la  eacritnra  de  27  de  Febrero  de  1888,  ea  lo  derto  qne 
Bafión,  en  virtud  de  la  de  1886,  debía  aatiafaoer  á  Bollaad  74.880.7a  peae- 
taa, aama  que  debe  eatimarae  como  carga  redudble,  conlarme  al  ark  74 
dd  Beglamanto»  pneato  qoa  la  utilidad  que  Bafión  reportaba  dd  contrate 
ae  reduela  á  la  diferencia  entre  234.998  peaetaa  qne  recibía  del  Ayuntar 
atento,  y  laa  74.S89  72  peaetaa  que  venia  obligado  á  entregar  á  Bolland: 

Viatoa  loa  arta.  82,  74, 141  y  144  del  Beglamento  del  impueato  de  Da> 
rechoi  reales; 

Fallamoa  que  debemoa  declarar  y  dedaramoa  que  para  laa  efectoa  del 
impueato  de  Deredioa  realce,  por  la  teatamentarria  á  que  ae  refiere  la  ea- 
crítora  de  aprobadón  de  9  de  Junio  de  1888,  del  crédito  contra  d  Ayun- 
tamiento de  Madrid,  cuyo  importe  fijó  la  Adadniatradón  en  224^98  pea*- 
tac,  deben  dedudiae  74.889  peaetaa  72  céutimoa,  devolviéndoae,  en  en 
eoocecnencia,  á  D.  Joaquín  Bafión  la  auma  que  por  ella  h%ya  aatiaféeho; 
aa  lo  qne  oon  eata  dedaradóa  caté  oonlorme  la  Beal  orden  redamada  ám 
11  de  Febrero  de  1891.  la  confirmamoa,  y  en  lo  que  no,  la  revooamoa.— 
(Sentencia  publicada  el  80  de  Junio  de  1892,  é  inaerta  en  la  Oüoéta  de  SO 
de  Noviembre  dd  miamo  afio.) 
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8BKTKH0IA  (80  de  Junio  de  1892).— Aeciirw  ceaiefioioi^^pdaiMflralMiaL 
Nfiüáad  de  aduacumei.'SB  declaran  oulaa  la  Beal  orden  de  8  de  Diciembre 
da  1881,  y  laa  actnadonea  practioadaa  en  la  vía  gubernativa,  con  motiva 
dd  recnrao  de  alaada  del  Ayuntamiento  de  Murábante  contra  d  acnerdo 
dd  Gobernador  de  Navarra  de  6  de  Septiembre  de  1881,  y  ae  eatablaoec 

lo    ^JüaMpor  la  Beal  arden  de  26  de  Uaiyo  de  1880  ¡m  í$Miigeném 
^pktdebedaruálmariíki^UaedelaleifMfmú^Mílq^ 
píe  cabe  mülUtar  eotUra  km  aenerdoe  de  loe  Q^rparaeimee  muiMpalee,  hú§ 
fue  ateneneáeUa^emameeaUcUoaaj^iarahaeiiUerprekie^^ 
u  halla  declarado  r^ettdamente  en  vartae  eentendae; 

$fi  Que  redamado  amU  el  Gobernador  el  acuerdo  de  un  AyuntamienU 
tomo  leehxf  de  loe  deredkoe  de  un  piirüoular  contra  la  reeoluoián  dictada  par 
dicha  Autoridad  aubematlva,  no  puede  uüUgaree  otro  reeureo  gue  el  ooniem- 
eioeo'édminietraiíeo  §nU.d  Tribmal proomeial: 

S.o  Que,  en  el  propio  cmto,  interfueetoreeurm  de  altada  contra  la  reooUh 
ciándd  Qobernaior,  al  reeoUfer  el  Minioterio  por  Beal  orden  aquel  reemrp0^ 
lo  kaoe  oon  notoria  incoifi^feiencia  oon  motitfo  de  una  akada  que  e$  de  toda 
punto  improeedenio: 
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Táfi  Que,  tegún  la  jwrisprudmda  eitaUéHia,  tkmpte  fite  en  «m  eame- 
diimt»  se  note  err<^r  eeemíial  en  el  procedimiento,  procede  decktrat  mUáelm 
aeimaeionei  praetieadai  con  poeterioridad  á  la  Útkna  dwpoeieión  acuitada  á 
derecho. 

D.  Fecmin  Agatdo  reeUuBÓ  ante  eü  Qobenitdor  de  NAvarta  nn  aeoerdo 
dictado  por  el  Ayontemiento  de  Morchante,  eobre  reparactón  de  loe  dea- 
perfeetoa  caneados  á  una  finca  de  éa  propiedad. 

loterpneeto  por  dicho  AyoolaiBiento  recureo  de  alaada  ante  el  Minfote- 
irlo  de  la  Gobernación,  contra  la  providencia  del  Ooberáador  de  6  de  Sep- 
tíembve  de  1881,  resolviendo  aqnella  reclamiaeión,  se  dictó  por  el  mismo 
Blinlsterio  la  Real  orden  de  8  de  Diciembre  de  1881,  dejando  sin  electo  la 
providencia  apelada;  j  el  Tribonal  de  lo  Ck>ntencioso  pronunció  la  seaten* 
cia  qne  contiene  los  ¿gnientes  considerandos,  vistos  j  fallo: 

Oeaslderando  qne  fijada  por  la  Real  orden  de  26  de  Mayo  de  1880  la 
iaMigencia  qne  debe  darse  á  los  artículos  de  la  ley  Municipal  qne  ee  re- 
fltten  á  los  recursos  que  cabe  utílinur  contra  ios  acuerdos  de  tas  Oorporado* 
nea  municipales,  hay  qne  atenerse  á  ella,  sin  que  sea  lícito  aceptar  otras  in- 
terpretaciones, según  así  se  halla  dedarádo  repetidamente  en  varias  seli- 


Oonsiderando  que  D.  Fermín  Aguado  usó  de  an  perfecto  derecho  al  re- 
damar ante  el  €k>bemador  de  la  provincia  de  Navarra  contra  el  acuerdo 
del  Ayuntamiento  de  Murchante,  que  entendía  vulnerado  su  derecho,  sin 
^ne  contra  la  resolución  dictada  por  dicha  Autoridad  pudiera  utilisaise 
oteo  recurso  que  el  contencioso-administrativo  ante  la  Gomisión,  hoy  Tri- 
Iwnal  provincial: 

Considerando  que  el  Ayuntamiento  de  Murchante,  en  ves  de  utíliiar  d 
Tscorso  legal  que  tenía  contra  la  providencia  del  Gobernador  de  Navatf% 
acudió  en  aliada  ante  el  Ministerio  de  la  Gobernación,  quien  por  la  Besl 
orden  impugnada  en  este  pleito  resolvió  con  notoria  Incompetencia  ai  re» 
▼ocar  el  acuerdo  del  Gobernador,  con  motivo  de  una  alsada  que  era  de 
todo  punto  improcedente: 

Considerando  que,  segán  la  jurisprudencia  estaMedda,  siempre  qne  en 
mn  expediente  se  nota  error  esencial  en  el  procedimiento,  procede  declarar 
milas  las  actuaciones  practicadas  con  posterioridad  á  la  última  disposición 
i^|ostada  á  derecho. 

Vistos  los  artículos  72,  88, 172  y  178  de  U  ley  Municipal  vigente,  y  la 
Beal  orden  de  28  de  Mayo  de  1880: 

Vista  la  ley  Provincial  de  28  de  Agosto  de  1882; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declanunos  nula  la  Real  orden  de  8 
4e  Diciembre  de  1881,  en  cuyo  concepto  la  revocamoe;  declarando  así- 
mismo  la  nulidad  de  las  actuaciones  practicadaa  en  la  vía  gubernativa  eom 
noUvo  del  recurso  de  alsada  eetableddo  por  el  Ayuntamiento  de  Mur- 
ciante contra  el  acuerdo  del  Gobernador  de  Navarra  de  6  de  Septiembre 
de  1881,  qne  queda  firme  y  subsistente.— (Sentencia  publicada  el  80  de  Jo- 
1^  de  1882,  é  inserta  en  la  Gaeeia  de  80  de  Noviembre  del  mismo  aSo.) 
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SnfTBHOiA  (80  de  Junio  de  l992y^OmiribuirioHe9.  Smtraeeián  de  fon- 
éM.— tSd  absuelve  á  la  Administración  de  la  denMaida^del  banco  de  £ips8* 
«ontra  la  Re  al  orden  de  20  de  Febrero  de  1888.  y^  se  establece: 

í,o    Que  no  reme  loercouieUeef^  eit^neéan^  qtte  tí^gmUuftjm^ 
y  6.^  de  la  orden  de  26  de  Enero  de  1874,  la  n^ormadán  pracftlMáá  é  «M» 
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temeia  de  un  Recaudador  de  Contribuciones;  cuando  lo»  testigos  lo  son  de  refe* 
rencUiy  no  aparece  demostrado  que  en  la  custodia  de  los  fondos  sustraídos  $e 
tmaranpor  aquél  iodos  ku  precauciones  necesarias  á  impedir  la  sustracci&n, 
y  tampoco  resulta  just^lcado  en  dicha  informacián  la  preexistencia  de  la 
suma  que  se  supone  robada; 

Y  2P  Que  conforme  á  lo  atahleeido  en  la  base  18  dd  convenio  eelébraáo 
entre  el  Oobiemo  y  el  Banco,  aprobado  por  Real  orden  dea  de  Ago9to  de  16Z6^ 
se  út^one  como  condición  precisa^  para  que  sean  de  adHnw  al  Banco  los  fondos 
susitiidos  ék  9U9  Recaudadores^  que  se  justifique  el  robo^  la  fuerza  mayor  y  la 
preexistencia  de  los  caudales. 

Practicada  á  instancia  del  Becaadador  de  contríbaciones  D.  Antonio 
Bamraa,  información  ad  perpetuam  para  jaatificar  que  le  habían  aaatraído 
«arta  cantidad  procedente  de  la  recaudación,  se  dictó  la  Real  orden  im- 
pugnada declarando  que  no  procedía  el  abono  al  Banco  de  Eitpafia  en  ana 
cnentaa  de  recaudación,  de  la  suma  robada;  y  el  Tribunal  Contencioso  pro 
nuncio  la  sentencia  que  contiene  los  siguientes  considerandos,  vistos  y 
iallo: 

Considerando  que  la  información  practicada  á  instancia  del  Recauda- 
dor D.  Antonio  Barreras  y  presentada  en  el  expediente  no  reúne  los  requi- 
sitos y  dreunstancias  que  exigen  las  reglas  2>,  8.a  y  6>  de  la  orden  de  26 
de  Enero  de  1874,  porque  los  testigos  que  en  ella  han  declarado,  además 
de  no  ser  presenciales  sino  de  referencia,  no  aseguraron  la  exactitud  del 
hecho,  porque  no  aparece  demostrado  que  en  la  custodia  de  los  fondos 
que  se  dicen  sustraídos  se  tomaran  por  el  Recaudador  todas  las  precailcio- 
aes  necesarias  á  impedir  la  sustracción,  y  porque  tampoco  resulta  justifi- 
cado en  dicha  información  la  preexistencia  de  la  suma  que  se  supone 
robada: 

Considerando,  por  lo  tanto,  que  no  tiene  aplicación  al  caso  de  autos  lo 
establecido  en  la  base  18  del  convenio  celebrado  entre  el  Gobierno  y  el 
Banco,  y  aprobado  por  Real  orden  de  4  de  Agosto  de  1876,  porque  en  di- 
cha búe  se  impone  como  condición  precisa  para  que  sean  de  abono  al 
Banco  los  fondos  sustraídos  á  sus  Recaudadores,  que  se  justifique  el  robo^ 
la  fuerza  mayor  y  la  preexistencia  de  los  caudales,  y  esta  condición  no  se 
ha  cumplido  en  el  caso  presente: 

Y  considerando  que  por  no  haberse  justificado  los  relacionados  extra* 
mos  no  procede  abonar  al  Banco  de  Espafia  en  sus  cuentas  la  partida  de 
que  se  trata,  y  sí  la  confirmación  de  la  Real  orden  que  se  impugna  por  ha- 
llarse ajustada  á  derecho. 

Vista  las  reglas  2>  y  8.»  de  la  orden  de  26  de  Enero  de  1874: 
vista  la  base  18  del  convenio  aprobado  por  Real  orden  de  4  de  Agosto 
de  1876; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  deducida  á  nombre  del  Banco  de  España 
contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  20  de  Fe- 
bero  de  1883,  la  cual  queda  firme  y  subsistente.— (Sentencia  publicada  el 
SO  de  Junio  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  30  de  Noviembre  del  mis- 
mo afio.) 
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SavTBNCiA  (1.0  de  Julio  de  lS^2).-^CapeUanias,  Suspensión  de  una  su- 
hatta  de  bienes.Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  Don 
Manuel  Jiménez  contra  la  Real  orden  de  9  de  Octubre  de  1884,  y  se  esta- 
blsce: 

TOMO  45  SO 
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l.<^  Q,%K  la  excepción  de  bienes  de  la  detamortizoMn  debe  aoUcitarse  de%- 
t$*o  del  plazo  señalado  en  el  Real  decreto  de  12  de  Agosto  de  1871^  prorrogado 
por  el  de  18  de  Febrero  de  1872  y  ampliado  por  el  de  27  de  Agosto  del  mis- 
moa1ío\ 

Y  2.^  Que  no  habiéndose  otorgado  la  excepción  que  determina  el  primero 
de  ¡os  Beales  decretos  citados,  ni  constando  se  haya  solidiado  en  tiempo  opor- 
tuno, procede  la  investigación  con  todas  sus  consecuendaSf  á  tenor  de  lo  pre^ 
petado  en  el  art,  17  del  mismo  Real  decreto. 

En  16  de  Octabre  de  1883  solicitó  D.  Manuel  Jimónes  MarUnez  qne 
se  suspendiese  la  subasta  de  unos  bienes  pertenecie»  á  la  Capellanía  fon- 
dada por  el  P^e^blt6ra  D.  Juan  Manuel  Martínez,  por  ser  heredero  de  los 
mismos  y  sucesor  del  fundador.  Desestimada  esta  reclamación  por  la  De 
legación  de  Hacienda  de  Soria,  se  dictó  la  Real  orden  impugnada,  confir- 
mando lo  acordado  por  esta  oficina,  y  el  Tribunal  Contencioso  pronunció 
la  sentencia  que  contiene  los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  la  cuestión  objeto  de  este  pleito  se  reduce  á  deter- 
minar si  procede  ó  no  dejar  sin  efecto  la  subasta  de  los  bienes  pertene- 
cientes á  la  Capellanía  fundada  por  el  Presbítero  D.  Juan  Manuel  Martí- 
nez en  la  villa  de  Agreda,  provincia  de  Soria,  diócesis  de  Tarazona: 

Considerando  que  en  el  caso  de  que  el  demandante  hubiera  creido  que 
los  bienes  de  que  se  trataba  estaban  exceptuados  de  la  desamoriización, 
debió  haber  solicitado  dicha  excepción  dentro  del  plazo  sefialado  en  el 
Beal  decreto  de  12  de  Agosto  de  1871,  prorrogado  por  el  de  13  de  Febrero 
de  1872  y  ampliado  por  el  de  27  de  Agosto  del  mismo  afio: 

Considerando  que  no  teniendo  á  su  favor  otorgada  la  excepción  que 
determina  el  primero  de  los  Reales  decretos  citados,  ni  constando  la  hu- 
biese solicitado  en  tiempo  oportuno^  fué  procedente  la  investigaciÓD  con 
todas  sos  ciHisecuencias,  á  tenor  de  lo  prevenido  en  el  art.  17  del  mismo 
Real  decreto: 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  la  Real  orden  impugnada  no  ha  in- 
frÍDgido  precepto  alguno  al  confirmar  la  providencia  del  Delegado  de  Ha- 
cienda de  Soria,  que  declaró  no  haber  lugar  á  la  suspensión  de  la  subasta 
de  los  bienes  mencionados,  puesto  que  no  se  ha  acreditado  que  estén  ex- 
centuados  de  la  desamortización. 

Vistos  los  artículos  l.o  y  17  del  Real  dereto  de  12  de  Agosto  de  1871; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Manuel  Jiménez  Mar- 
tínez contra  la  Real  orden  de  9  de  Octubre  de  1884,  la  cual  queda  firme 
y  subsistente. — (Sentencia  publicada  el  1.^  de  Julio  de  1892,  á  inserta  en 
la  Gaceta  de  30  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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SBKTBirciA  (2  de  Julio  de  1S92).— Obras  pias.  Cargas  de  justíoia^Se 
absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Faustino  Díaz  Bello 
contra  la  Real  orden  de  19  de  Julio  de  1882,  y  se  establece: 

i.o  Que  la  ley  de  22  de  Junio  de  1880  declaró,  en  su  art,  é.^,  que  oerian 
caducadas  las  carcas  de  iustida  no  comprendidas  en  los  Presupuestos  gene- 
rales del  Estado,  cuyos  dueños  no  presentasen  dentro  del  plago  de  un  oMú  en 
/«  Dirección  de  la  Deuda  los  documentos  justificativos  de  su  derecho,  es^ped- 
ficfidtss  per  la  Real  orden  de  30  de  Mayo  de  1855: 

2.^    Que  esta  Real  orden  exige  á  los  participes  en  cargas  de  justicia^  por 
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9fieio8  y  derechos  enajenado»  de  la  Corona,  la  presentación,  entre  otros  justi- 
ficantes,  de  la  cédula  de  confirmación  del  último  reinado  en  que  la  hayan  ob- 
tenido, con  declaración  de  no  haber  alcanzado  otra  posterior; 

Y  3.0  Que,  según  está  declarado  ya  en  anteriores  decisiones  de  pleitos  con- 
tencioso adminisirativos,  esta  cédula  es  in^spensahle,  y  no  puede  suplirse 
con  ningún  otro  documento,  4 

IBi  Oftbiido  Catedral  de  Oádis,  como  patrono  de  la  Obra  pía  para  dotar 
doneellas,  fondada  por  Dolía  Beatriz  del  Alba,  solicitó  el  reconocimiento 
como  carga  de  justicia  de  una  renta  á  que  se  consideraba  acreedor. 

Redamada  por  la  Dirección  de  la  Deuda  la  Real  cédala  de  confirma- 
ción, con  la  que  se  justificase  qoe  aquel  derecho  no  se  incorporó  á  la  Oo- 
roña  por  consecuencia  de  las  órdenes  dictadas  en  el  reinado  de  D.  Felipe  Y, 
•e  contestó  por  el  Cabildo  que  no-  existía  dicho  documento.  Se  denegó 
squella  solicitud  por  Real  orden  de  19  de  Julio  de  1882,  impugnada  por 
el  demandante  en  nombre  de  la  mencionada  Corporación,  y  el  Tribunal 
Contencioso  pronunció  la  sentencia  que  contiene  los  siguientes  conside- 
ruidos,  vistos  7  fallo: 

Considerando  que  la  ley  de  22  de  Junio  de  1880  declaró,  en  su  art  4.<^, 
que  serían  caducadas  las  cargas  de  justicia  no  comprendidas  en  los  Presa- 
puestos  generales  del  Estado,  cuyos  duefios  no  presentasen  dentro  del 
plaso  de  on  afis  en  la  Dirección  de  la  Deuda  los  documentos  justificativos 
de  su  derecho,  especificados  por  la  Real  orden  de  80  de  Mayo  de  18^. 

Considerando  que  esta  Real  orden  exige  á  los  partícipes  en  cargas  de 
jostída,  por  oficios  y  derechos  enajenados  de  la  Corona,  la  presentación, 
entee  otros  justificantes,  de  La  cédula  de  confirmación  del  úliimo  reinado 
an  que  la  hayan  obtenido,  con  declaración  de  no  haber  alcanzado  otrs 
posterior: 

Considerando  que,  según  está  declarado  ya  en  anteriores  decisiones  de 
pleitos  contencioso  administrativos,  esta  cédula  es  indispensable  y  no 
puede  suplirse  con  ningún  otro  documento: 

Considerando  que  en  el  presente  caso,  no  sólo  dejó  de  presentarse  la 
^dnla  de  confirmación  en  el  plazo  señalado  por  la  ley  de  22  de  Junio  de 
'  n80,  sino  que  requerido  el  Cabildo  Catedral  de  Cádiz  para  que  lo  veri- 
ficase, 8U  representante  manifestó  que  no  existía  aquel  documento. 

Visto  el  art.  2.o  de  la  ley  de  22  de  Junio  de  1880: 

Vista  la  Real  orden  de  80  de  Mayo  de  1866; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
leral  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Faustino  Diaz 
Bello  contra  la  Real  orden  de  19  de  Julio  de  1882,  la  cual  queda  firme  y 
■absistente.—CSentenda  publicada  el  2  de  Julio  de  1892,  é  inserta  en  la 
Baceta  de  80  de  Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Sevtbkcia  (2  de  Julio  de  1892).— DeracAos  reales.  Fago  del  impuesto.-^ 
8e  absudve  á  la  Administradón  de  las  demandas  acumuladas  del  Banco 
^  Bspafia  contra  las  Reales  órdenes  de  14  de  Agosto  de  1886  y  2  de  Abril 
^  1887,  y  se  establece: 

i.«  Que  ^ecutoriamente  esiableciday  por  Beal  orden  declarada  firmo  en 
vis  ccnkneiosa,  la  obligación  por  parte  de  un  establedmi^sto  fintrneioro  de 
9aW<icer  el  imp%testo  de  Derechos  reales,  únicamente  puede  ya  discutvrse  si 
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la»  Uquidacione»  girada»  par  la  Hacienda  para  ^ue  Be  haga  efeetiffa  dkka 
obligación  »onóno  ajuitada»  á  lo»  precepto»  que  rtgen  ata  materia: 

2.^  Q^e  con  arreglo  á  la  ba»e  2.\  c^péndice  letra  O.  de  la  ley  de  Ftetu- 
pue»io»de2fí  de  Diciembre  de  1872,  y  él  art.  16^  párrafo  primero  del  Regla- 
mento de  14  de  Uñero  de  1873,  lo»  bvene»  de  cucuqmer  género  y  lo»  Derecho» 
reale»  aportado»  á  la  con»titución  de  toda  cla»e  de  Sociedade»,  excepto  la  con- 
yugal,  debían  pagar  el  O' 50  céntimo»  por  100  de  »u  valor: 

3,0  Que  d  párrafo  tercero  del  art,  16  del  Reglamento  de  14  de  Enero 
de  1873,  »e  rtfiere  á  la  a4íudicación  de  biene»  innmeble»  ó  Derecho»  reate», 
carácter  que  no  tienen  la»  accione»  del  Banco  de  Eepaña: 

4,o  Que  »egán  declaración  del  Tribunal  Ccmtendoeo,  el  fondo  de  reeerva 
del  Banco  de  Eepaña  »e  halla  tuíeto  al  impuetto  de  Derecho»  reate»,  por 
con»titmr  una  apartación  que  el  Banco  puede  deetinar  á  operadane»  corrien- 
te», con  arreglo  al  art,  20de»%t»  E»tatuto»; 

Y  5.0  Que  »egún  el  art,  207  del  Beglamento  de  14  de  Enero  de  1873,  lo» 
contribuyente»  que  incurrie»en  en  multa  por  falta  de  pre§eniaeión  de  docu- 
mento» ó  de  pago  del  impueeto  de  Derecho»  reate»,  dentro  de  lo»  plato»  eeáa- 
lado»,  aun  cuando  »ean  relevado»  de  dicha  pena,  abonarán  en  iodo»  lo»  oa»»9 
el  interé»  de  6  por  100  anual,  á  contar  de»de  el  día  eiguiente  inclu»ive  á  la 
fecha  en  que  »e  haya  incurrido  en  la  muUa  condonada. 

Por  Real  orden  de  16  de  Jalio  1884,  declarada  firme  en  yiá  conteneioes, 
■e  impaso  al  Banco  Nacional  de  Eapafia  la  obligadón  de  ■atisfaeer  eUm- 
pneato  de  Dereohoa  reales  correspondientes  á  sa  constítadte  en  1874: 

Giradas  las  correspondientes  liquidaciones  en  cumplimiento  de  dicha 
Beal  orden,  faeron  reclamadas,  dictándose  la  de  14  de  Agosto  de  1886, 
que  aprobó  las  liquidaciones  practicadas,  mandó  girar  ana  naevapor 
el  IQ  poT  100  de  aumento  sobre  el  capital  destinado  i  fondo  de  reserva  y 
declaró  que  aunque  el  Banco  era  responsable  de  la  multa  ó  intereses  de 
demora  correspondientes,  por  falta  de  presaitación  en  el  plaso  reglamen- 
tario de  los  documentos  precisos  para  la  práctica  de  la  liquidación,  se  tu- 
yiese  por  condonada  aquella  multa.  Be  cumplimentó  esta  Real  orden, 
y  reclamada,  se  expidió  la  de  2  de  Abril  de  1887,  que  confirmó  la  provi- 
dencia apelada: 

Impugnadas  estas  dos  últimas  resecaciones  en  vía  contenciosa,  ^lOfro- 
nuncio  por  el  Tribunal  Contencioso  la  sentencia  que  contiene  loe  rigmen- 
tes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  declarada  en  vía  contenciosa  firme  y  subsistente  la 
Beal  orden  de  16  de  Julio  de  1884^  quedó  ejecntoriamente  establecida  la 
obligación,  por  parte  del  Banco  Nacional  de  Espafia,  de  satisfacer  el  im- 
puesto de  Derechos  reales  correspondientes  á  su  constitución  en  1874; jr 
por  consecuencia,  en  este  pleito  únicamente  puede  ya  discutirse  si  las  li- 
quidaciones giradas  por  la  Hacienda  para  que  se  hiciera  efectiva  dicha 
obligación  fueron  ó  no  ajustadas  á  los  precet>tos  que  rigen  esta  matei^ 

Considerando,  en  cuanto  á  las  dos  que  confirmó  la  Real  orden  de  14  de 
Agosto  de  1886,  primera  de  las  reclamadas  en  este  litigio,  que  el  actb  ori- 
gen de  las  mismas  fué  la  creación  en  virtud  del  decreto  de  10  de  Mano 
de  1874,  de  un  nuevo  organismo  financiero,  denominado  Banco  Nacional 
de  Espafia,  en  el  coal  viniídron  á  refondirse  el  antiguo  Baneo  de  ^'V^ 
establecido  en  1866,  y  todos  los  Báñeos  de  Emisión  y  Descaento  QO®^** 
tian  en  la  Península  é  Mas  adyacentes,  teniendo  el  nuevo  EstableciflOMO»<> 
condiciones  y  privilegios  que  le  distinguen  esencialmente  de  los  *°^^^ 

Considerando  que  oon  arreglo  á  la  base  8>,  apéndice  letra  O,  ^^f^ 
de  Presupuestos  de  26  de  Diciembre  de  1873.  y  el  art  16,  párrafo  primero 
del  Beglamento  de  14  de  Enero  de  1878^  los  bienes  de  cualquier  género  y 
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loa  Derechos  reales  aportados  á  la  oonstiiación  de  toda  oíase  de  Socieda- 
des, excepto  la  eonyagal,  debían  pagar  el  0*60  céntimos  por  100  de  so  va- 
lor, 7  habiéndose  practicado  conforme  á  esta  regla  las  liquidaciones  de  que 
se  trata»  es  notoria  so  procedencia  y  la  de  la  Beal  orden  qne  las  sanciona: 

Considerando  qne  annqne  se  estimase  que  el  decreto  de  19  de  Mano 
de  1874  motiTó  tan  sólo  ana  reorganisación  del  primitivo  Banco  de  Es* 
pafia.  resnltar^m  dichas  liqnidadones  ajustadas  á  derecho,  en  virtad  de  lo 
que  dispone  el  párrafo  segando  del  art.  16  antes  citado,  sin  que  pneda  ser 
apUcable,  como  el  demandante  alega,  el  párrafo  tercero  del  mismo  articulo, 
porque  se  refiere  á  la  adjudicación  de  bienes  inmuebles  ó  Derechos  reales, 
carácter  que  no  tienen  las  acciones  del  Banco  de  Espafia: 

Considerando  que  la  liquidación  relativa  al  fondo  de  reserva,  aprobada 
por  la  Beal  orden  de  2  de  Abril  de  1887,  segunda  de  las  reclamadas,  es 
también  procedente,  porque,  como  ya  declaró  la  sentencia  de  2  de  Noviem- 
bre de  1888,  dicho  fondo  se  halla  sujeto  al  impuesto  por  constituir  una 
aportación  que  el  Banco  puede  destinar  á  operaciones  corrientes,  con  arre- 
glo al  art.  20  de  sus  Estatutos: 

Considerando  que  no  pueden  excluirse  de  esta  liquidación,  como  el 
B^Dco  pretende,  ni  las  10.000  acciones  que  constituían  su  capital  antes  de 
la  re<Mrganisación  de  1874,  ni  las  29^.500  que  á  consecuencia  de  las  mismas 
Be  entregaron  á  los  Bancos  regionales,  éstas  últimas  porque  fueron  cedi- 
das con  el  recargo  del  10  por  100  con  destino  al  fondo  de  reserva  en  uso 
de  la  autoriíadón  otorgada  por  el  art.  14  del  decreto  de  19  de  Marzo,  y 
las  lOO.ObO  primeras,  porque  en  1874  estaba  formada  ya  la  reserva  corres- 
pondiente á  las  mismas,  y  este  aumento  constituyó  una  aportación  á  la 
nueva  Sociedad,  que  debía  contribuir,  según  su  cuantía,  como  todas  las 
demás: 

Considerando,  por  último,  que  la  liquidación  referente  á  intereses  de 
demora  satisface  el  precepto  terminante  del  art.  207  del  Reglamento 
de  14  de  Enero  de  1873,  según  el  cual,  los  contribuyentes  que  incurriesen 
en  multa  por  £alta  de  presentación  de  documentos  ó  de  pago  del  impuesto 
de  Derechos  reales,  dentro  de  los  plazos  señalados,  aun  cuando  sean  rele- 
vados de  dicha  pena,  abonarán  en  todos  los  casos  el  interés  de  6  por  100 
anual,  á  contar  desde  el  día  siguiente  inclusive  á  la  fecha  en  que  se  haya 
incnrrido  en  la  multa  condonada: 

Vistos  los  arta.  16  y  207  del  Reglamento  de  14  de  Enero  de  1878: 

Vistos  los  arta.  I.""  y  14  del  decreto  de  19  de  Marzo  de  1874: 

Visto  el  art.  20  de  los  Estatutos  del  Banco  de  Espafia; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neaal  del  Estado  de  las  demandas  acumuladas  interpuestas  á  nombre  del 
Banco  de  Espafia  ccmtra  las  Reales  órdenes  expedidas  por  el  Ministerio  de 
Hadenda  en  14  de  Agosto  de  1886  y  2  de  Abril  de  1887,  las  cuales  que- 
dan firmes  y  subsistentes.— (Sentencia  publicada  el  2  de  Julio  de  1892, 
é  inserta  en  la  Gaceta  de  80  de  ^Noviembre  del  mismo  afio.) 
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Bbbtuígia  (2  de  Julio  de  1892).— ^^imi«.  ^dodeetimento.— Se  absuelve 
á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Eugenio  Salamier  contra  la  Real 
orden  de  l.o  de  Febrero  de  1888,  y  ae  establece: 

Que  ti  bien  la$  parte$  cmtratan^  tienen  derecho  para  pedir  que  $e  ree- 
diten íof  dereekoB  eetipu¡ado$  á  eu  favor  en  loe  eontratoe,  no  ¡o  tienen  á  tx%^ 
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gir  tnáa  de  aqí*e¡lo8  que  fueron  reeonocidoB,  ni  á  Imitar  ka  faCuUades  de  la 
otra  parte  en  todo  lo  que  no  $e  halleUmitado  expregamente  en  el  contrato. 

Aceptada  por  el  Ayantamieoto  de  Oindad  Real  la  propoBición  de  Dob 
Eugenio  Salarnier  aobre  abaatecimiento  de  aguaa  potables  x>era  la  capital, 
«e  otorgó  la  correspondiente  eacrítnra  en  1869,  siendo  de  cuenta  del  Don 
Eagenio  el  establecimiento  de  determinado  número  de  fuentes  en  la 
ciudad. 

En  vista  de  que  las  fuentes  establecidas  no  bastaban  á  cubrir  las  nece- 
sidades del  vecindario,  se  acordó  por  el  Ayuntamiento  en  1887  aceptar  la 
proposición  de  D.  Patricio  Redondo  para  conducir  á  la  población  aguas 
potables  alumbradas  en  una  finca  de  su  propiedad. 

Becurrido  en  alzada  este  acuerdo  por  la  parte  actora,  se  dictó  la  Beal 
orden  de  l.<>  de  Febrero  de  1888  autorizando  al  Ayuntamiento  para  elevar 
á  escritura  pública  las  bases  de  esta  última  proposición,  y  desestimando  ei 
recurso  interpuesto. 

Impugnada  esta  resolución  en  vía  contenciosa,  y  opuesta  por  el  Físral 
como  perentoria  la  excepción  de  incompetencia  de  jurisdicción,  el  Tribu- 
nal competente,  desestimando  dicha  excepción,  pronunció  la  sentencia 
que  contiene  los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando,  en  cuanto  á  la  excepción  de  incompetencia  propuesta 
como  perentoria  por  el  representante  de  la  Administración  general  del 
Estado,  que  es  de  estimarse  en  el  caso  presente,  por  cuanto  la  demanda 
incoada  á  nombre  de  Salarnier  se  dirige,  no  contra  la  declaración  conte- 
nida en  la  Real  orden  ijnpugnada,  por  la  que  se  desestima  el  recurso  de 
alzada  interpuesto  por  dicho  interesado  contra  la  declaración  de  utilidad 
pública  del  proyecto  de  abastecimiento  de  aguas  presentado  por  D.  Patri- 
cio Redondo,  sino  contra  las  demás  declaraciones  que  se  hacen  en  dicha 
Beal  orden,  y  por  virtud  de  las  que  se  autoriza  al  Ayuntamiento  de  Ciudad 
Real  á  elevar  á  escritura  pública  las  bases  convenidas  con  este  interesada* 

Considerando  que  por  esta  razón  es  competente  el  Tribunal  para  cono- 
cer de  la  presente  demanda  y  decidir  si  existe  el  agravio  que  Salarnier 
alega  le  ha  inferido  la  Real  orden  que  impugna,  y  si  ésta  ha  lesionado  los 
derechos  que  el  actor  cree  le  asisten  por  virtud  de  la  Real  orden  de  IS  de 
Febrero  de  1869,  aprobatoria  del  contrato  que  celebró  con  el  referido 
Ayuntamiento  de  Ciudad  Real  para  el  abastecimiento  de  aguas  á  la  po- 
blación: 

Considerando,  en  cuanto  al  fondo  del  asunto,  que,  si  bien  las  pt^t^ 
contratantes  tienen  derecho  para  pedir  que  se  respeten  los  derechos  e^* 
polados  á  su  favor  en  los  contratos,  no  lo  tienen  á  exigir  más  de  aquéllos 
que  fueron  reconocidos,  ni  á  limitar  las  facultades  de  la  otra  parte  en  todo 
lo  que  no  se  halle  limitado  expresamente  en  el  contrato: 

Considerando  que  el  Ayuntamiento  de  Ciudad  Real,  al  celebrar  con  Sa- 
lanier  en  1869  el  contrato  para  abastecimiento  de  aguas  de  la  capital,  no 
le  concedió  monopolio  alguno,  ni  se  privó  de  la  facultad  de  proceder  en 
BU  día  á  la  celebración  de  nuevas  contratas  con  idéntico  objeto,  psxñ  el 
caso  en  que  considerase  insuficientes  las  aguas  facilitadas  por  Salarnier 

Considerando  que,  en  su  virtud,  la  nueva  proposición  de  D.  Patricio 
Redondo,  que  autorizó  la  Real  orden  reclamada,  no  afecta  ni  perjudica  ^ 
la  de  Salarnier,  y  por  tanto,  no  le  lesiona  derecho  alguno  perfecto  como 
supone,  según  lo  prueba  el  hecho  de  que  no  hidese  en  tiempo  oportuno 
oposición  ni  reclamación  alguna  al  proyecto  referido  de  Redondo,  ni  p>^ 
sentase  nueva  proposición  para  aumentar  el  surtido  de  aguas,  por  lo^  qve, 
y  por  haberse»  observado  en  la  tramitación  del  expediente  las  presonpcio- 
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nes  legales,  procede  confirmar  la  Rea]  orden  impugnada  en  esta  demanda* 
Visto  el  art  «.•  de  la  ley  general  de  Obras  públicas: 
Vistos  los  artícalos  141,  142  y  146  del  Reglamento  de  6  de  Jallo 
de  18t7: 

Visto  el  art.  17  del  Reglamento  de  18  de  Jan  lo  de  1870: 
Visto  el  art.  86  del  Real  decreto  de  4  de  Enero  de  1888: 
Visto  el  art.  48  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888; 
Fallamos  qne  debemos  desestimar  y  desestimamos  la  excepción  dilato- 
ria de  incompetencia  de  jarísdioción,  propuesta  por  el  Fiscal  como  peren- 
toria; y  absolver  como  absolvemos  á  la  Administración  general  del  Estado 
de  la  demanda  deducida  á  nombre  de  D.  Eagenio  Salamier  contra  la  Real 
orden  de  1.^  de  Febrero  de  1888,  la  cnal  qneda  firme  y  sabsistente.— (Sen- 
tencia pnblicada  el  2  de  Jalio  de  1892^  é  inserta  en  la  Oaeeta  de  80  de  No- 
viembre del  mismo  afio.) 
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SnsTBKciA  (4  de  Jallo  de  1S92). ^Montepío  militur.  Derecho  ápemión, 
—Se  absnelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  Dofia  Eugenia  Jimé- 
nes  y  Baya  contra  las  Reales  órdenes  de  18  y  29  de  Julio  de  1891,  y  se 
establece: 

l.o  Que  si  bien  aUladamenie  examinctdo  el  art.  2,o  del  cap,  8.^  del  Begla- 
menio  de  M&ñtepio  tmUtar,  pmdiera  entenderse  por  sm  palabras  que  la  solapo^ 
señan  del  grado  de  Capitán,  al  contraer  matrimomo  por  parte  de  loe  Oftciaíes^, 
es  bastante  para  que  éstos  leguen  á  sus  familias  derecho  ápensión,  un  estudio 
atento  y  detenido  de  las  demás  disposieumes  de  dicho  Ee^lamento,  con  las  cua- 
les la  que  Se  deja  citada  no  puede  hallarse  en  contradicción,  porque  necesaria 
mente  y  tratándose  de  un  mismo  cuerpo  legal,  ha  de  haber  presidido  en  todos  el 
miimno  espíritu,  persuade  de  un  modo  evidmte  de  que  la  palabra  grado  se  usa 
en  eqtmivateneia  y  como  sinónima  de  ¡a  de  empleo,  y  por  consiguiente,  lo  que  el 
orHculo  exige  es  la  posesión  del  empleo  de  Capitán  al  contraer  matrimonio, 
y  n^'ta  del  grado: 

2fi  Q^e  esta  apredaeión  se  halla  corroborada  por  las  disposiciones  conté 
nidas  en  ios  articules  S,o  y  4,0  del  mismo  Reglamento,  que  al  tratar  de  las  re 
tenciones  y  descuentos  á  favor  del  Montepio,  expresan  que  sólo  se  descontará  ó 
retendrá  á  los  interesados  en  sus  ascensos  á  mayor  grado,  la  diferencia  que 
corresponde  del  sueldo  del  uno  al  otro,  puesto  que  si  en  estos  preceptos  se  to- 
mara la  palabra  grado  en  su  significación  literal  y  no  como  sinónima  de  em- 
pleo, resultarian  sin  alcance  ni  sentido  y  completamente  impracticables,  toda 
vez  que  la  concesión  de  un  grado  no  implica  aumento  de  sueldo  con  relación 
al  empleo  que  dis/nuta  el  agraciado,  ni  cot^stituye  en  tal  concepto  un  ascenso: 

3.^  Que  la  frase  grado  de  Capitán  ó  sueldo  correspondiente,  que  (mmis- 
mo  se  usa  en  el  art,  12  del  cap,  8.^,  es  también  una  demostración  de  que  la  pa- 
labra grado  se  usa  como  equivalente  de  la  de  empleo,  porque  sólo  con  relación 
á  éste,  que  es  el  que  lo  lleva  an^o,  cabe  hablar  de  suddo  correspondiente^  y  eso 
con  referencia  al  grado,  que,  según  el  art.  1.^,  tratado  2.^,  tit  26  de  las  Rea- 
les Ordenanzas,  no  produce  más  efecto  que  el  de  que  el  Oficial  adquiera  la  an- 
tigüedad del  empleo  superior  desde  la  concesión  del  grado,  perit  no  el  sueldo 
correspondiente,  que  sólo  se  consigtte  mediante  la  posesión  real  y  ífectiva  del 
empleo: 

4*  Qmc esta  nñema  cortformidad  entre  ambas pak^nns,  demostrativas  de 
su  equivalencia,  segúH  el  lenguaje  usado  en  él  Reglamento,  se  advisHe  de  igual 
modo  en  las  tarifas  que  á  aquél  van  unidas,  no  sáh  porqu»  al  espee^fioam  en 
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ella»  la»  penaiones,  y  no  chitante  no  haber  exúiido  nunca  el  grado  «»  los  dir 
Hniae  jerarquía»  del  generalato^  al  tratar  de  la»  pefmone»  eorre»pondiente»  á 
¡o»  miwiduo»  de  la»  compalUas  de  Guardia»  d»  Corp»,  Alabardero»,  xegimkn- 
tú»  de  Beale»  Ghiardia»  de  Infantería  y  brigada  de  Carabinero»  Beale»,  habla 
retpeetivamente  de  Oapitane»  que  fallezcan  »in  má»  graduación  que  la  de  Te- 
niente Oeneral,  y  Teniente»  »in  má»  grado  que  el  de  Brigadier;  de  Capi- 
tán, primero  y  »egundo  Teniente,  »in  grado  de  General;  de  Ckfronele»,  Tenien- 
te» Corónele»  y  Sargento  mayor,  »in  grado  de  General;  de  Comandante»  en 
Jefe,  eegundo  Comandante  y  Sargento  Mayor, ^  »in  graduación  de  GeneraL 
»ino  ta»ibién  porque,  á  pesar  de  que,  como  queda  didko,  el  »ueldo  va  anejo  al 
empleo  y  no  al  grado,  al  teñalar  la»  pen»ione»  que  corresponden  al  Beal 
Cuerpo  de  Artillería  y  al  de  Ingeniero»,  y  tratando  de  la  del  Comandante  ge- 
neral de  ambo»  Cuerpo»,  se  refiere  al  girado  de  ajéreito  que  di^ruten  y  no  al  ^ 
empleo; 

5.0  Que,  por  otra  parte,  si  el  hecho  de  haber  contraído  matrimonio  te- 
niendo lo»  caneante»  tan  8olo  el  grado  de  Capitán,  fuera  suficiente  para  que 
sus  viudas  y  huérfano»  tuvieran  derecho  á  lapeneión  de  Montepío  militar,  no 
»e  comprendería  con  relación  á  ello»  la  di»po»ición  del  art  6,^  del  cap.  8,^, 
dada  la  generalidad  con  que  e»tá  redactada,  que  por  excepción  concede  dere 
cko  á  peneián  á  las  viudm,  huérfanos  y  madres  viudas  de  los  Oficiales  qvc 
falkscan  en  función  de  guerra,  aunque  »e  hayan  ca»ado  de  subaUemos,  pues 
en  la  denomÍDacióii  geuérica  de  aubalternoa  van  contendidos  lo  mismo^ 
lo»  Alférece»  y  Teniente»  sencillo»  que  lo»  graduado»  de  Capitán,  ynoeeex- 
plicaria  ni  seria  necesario  que  la  excepcián  alcanzase  á  éstos  como  visible- 
meñle  les  alcanza  si  en  todo  caso  legasen  á  sus  familias  derecho  á  pensión 
por  el  art.  2fi  del  mismo  capituloi 

6,^  Que  deduciéndoee  por  lo  expue»to  con  toda  evidencia  del  conjunto 
de  la»  di^»icione»  del  Meglamento  de  Mont^ío  müitar,  gue  la  palabra  grado 
está  siempre  u»ada  en  el  eentido  de  la  de  emplea,  e»  a»imismo  indudable  qut 
el  Real  decreto  de  30  de  Octubre  de  185^,  aun  cuando  ea^resc  que  es  dero^ 
torio  del  art.  2.o  del  cap.  8.^  de  aquél,  no  e»  en  realidad  nien»u  eeenda  esno 
aclaratorio,  pueeto  que  al  dii^ner  que  no  tienen  opción  á  lo»  benefieio»  del 
Montepío  lo»  graduado»  de  Capitán,  no  hace  sino  acomodarse  e»trictaments  á 
lo  preceptuado  en  el  Beglamento,  por  lo  cual  e»  de  todo  punto  odooo  el  resslr 
ver  si  dicho  Beal  decreto  ha  sido  ó  no  derogado  por  el  deereto-ky  de  1868; 

Y  r.o  Que  en  el  propio  caso,  la  circunstaneia  de  haber  muerto  el  causante 
á  consecuencia  de  enfermedad  adquirida  en  campaña,  no  concede  derecho  a 
pensión, cm^orme  al  decreto  de  las  Cortes  de 28  de  Octubre  de  1811,porqvs 
su  art  3/*  ewige  que  Ips  interesados  ntueran  en  poder  de  hs  enemigo»  ó  is 
epidemia  en  plaza  »itiada. 

Por  las  Reales  ordene»  impagnadaa,  ae  negó  á  la  demandante  el  dere- 
cho de  pensión  qne  solicitaba  como  viuda  del  Capitán  de  Infantería  Pon 
£miUo  Egoagnirre^  fallecido  á  oonaeooencia  de  enfermedad  contraída  en 
campafia,  7  la  de  Montepío  qne  la  misma  pretendió  por  hallarse  su  marido 
en  posesión  del  grado  de  Capitán  á  la  fecha  de  su  matrimonio.  £1  Tribu- 
nal dictó  la  sentencia  qne  contiene  los  sigoientes  considerandos,  vistos  f 
faUo: 

Considerando  qne  para  resolver  la  cuestión  relativa  á  determinar  ii^ 
Dofla  Eugenia  Jiménes  7  Ba7a  tiene  derecho  á  la  pensión  de  Montepío 
militar  que  solicita,  por  haber  contraído  matrimonio  cuando  su  eausaote 
se  hallaba  en  posesión  del  grado  de  Capitán,  se  hace  necesario  aplicar  coa 
estricto  rigor  las  disposiciones  del  Montepío  militar  aprobado  pof  ^^^ 
cédala  de  l.o  de  Enero  de  1796,  como  de  una  manera  terminante  ^spon» 
el  act.  12  del  deereto-lej  de  22  de  Octobre  de  1868: 
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CSontideíando  qoe  d  bien  aisladamente  examinado  el  art.  3.o  del  capí- 
)nlo  8.0  del  referido  lUglamento,  qne  la  parte  demandante  invoca  en  sa 
lairor,  padiera  entenderse  por  sai  palabras  qne  la  sola  posesión  del  grado 
de  Capitán,  al  contraer  matrimonio  por  parte  de  los  Oficiales,  es  bastante 
para  que  éstos  legoen  á  sos  familias  derecho  á  pensión,  nn  estadio  atento 
y  detenido  de  las  disposiciones  de  dicho  Keglamento,  con  las  caales  la  qae 
se  dcga  citada  no  pnode  hallarse  en  contradicción,  porqae  necesariamente. 
7  tratándose  de  un  mismo  caerpo  legal,  ha  de  haber  presidido  en  todos  el 
mismo  espirita,  persuade  de  an  modo  evidente  de  qae  la  palabra  grado  se 
vaa  en  equivalencia  y  como  sinónima  de  la  de  empleo,  y  qne,  por  consi- 
guiente, lo  que  el  artícolo  exige  es  la  posesión  del  empleo  de  Capitán  al 
contraer  matrimonio,  y  no  la  del  grado: 

Ck>nsiderando  qne  esta  apreciación  se  halla  corroborada  por  las  dispo- 
tf  eiones  contienidas  en  los  artículos  d.o  y  4.<>  del  mismo  Reglamento,  qoe 
al  tratarse  de  las  retenciones  y  desoaentos  á  favor  del  Montepío,  expresan 
que  aólo  se  descontará  ó  retendrá  á  los  interesados  en  $U8  ascensos  á  mayor 
grado,  la  diferencia  qoe  corresponde  del  sueldo  del  ono  al  otro,  puesto  qne 
si  eo  estos  preceptos  se  tomara  la  palabra  grado  en  su  significación  literal 
y  no  como  ¿nónima  del  empleo,  resultarían  sin  alcance  ni  senüdo  y  com- 
pletamente impracticables,  toda  vez  que  la  concesión  de  un  grado  no  im- 
plica aumento  de  sueldo  con  relación  al  empleo  que  disfruta  el  agraciado, 
ni  constituye  en  tal  concepto  un  ascenso: 

Considerando  que  la  frase  grado  de  Capitán  ó  sueléU)  correspondiente, 
que  asimismo  se  usa  en  el  art.  12  del  cap.  8.o,  es  también  una  demostra- 
ción de  que  la  palabra  ^rroio  se  usa  como  equivalente  de  la  de  empleo, 
porqae  sólo  oon  relación  á  éste,  que  es  el  que  lo  lleva  anejo,  cabe  hablarse 
de  sueldo  correspondiente,  y  no  con  referencia  al  grado,  que  según  el  ar- 
tienlo  1.0,  tratado  3.o,  tít  26  de  las  Beales  Ordenanzas,  no  produce  más 
efecto  que  el  de  que  el  Oficial  adquiera  la  antigüedad  del  empleo  superior 
deade  la  concesión  del  grado,  pero  no  el  sueldo  correspondiente,  que  sólo 
se  consigne  mediante  la  posesión  real  y  efectiva  del  empleo: 

Considerando  qne  esta  misma  conformidad  entre  ambas  palabras,  de- 
moatrativas  de  su  equivalencia,  según  el  lenguaje  usado  en  el  Reglamento^ 
se  advierte  de  igual  modo  en  las  taiifas  que  á  aquél  van  unidas,  no  sólo 
porqae  al  especificarse  en  ellas  las  pensiones  y  no  obstante  no  haber  exis- 
tido nunca  el  grado  en  las  distintas  jerarquías  del  generalato,  al  tratar  de 
las  pensiones  correspondientes  á  los  individuos  de  las  compañías  de  Guar- 
dias de  Oorps,  Alabarderos,  regimientos  de  Reales  Guardias  de  Infantería 
y  brisada  de  Carabineros  Reales,  habla  respectivamente  de  Capitanes  que 
lallcacan  sin  más  graduación  qua  la  de  Teniente  General,  y  Tenientes 
sin  más  grado  que  el  de  Brigadier;  de  Capitán,  primero  y  segundo  Te^ 
nlente,  sin  grado  de  General;  de  Coroneles,  Tenientes  Coroneles  y  Sar- 
gento mayor,  sin  grado  de  General;  de  Comandante  en  Jefe,  segundo  Co- 
mandante y  Sargento  Mayor,  sin  graduación  de  General,  sino  también  por- 
que, á  pesar  de  que,  como  queda  dicho,  el  sueldo  va  anejo  al  empleo  y  no 
al  gradío,  al  sefialar  las  pensiones  que  corresponden  al  Real  Cuerpo  de  Ar- 
tillería y  al  de  Ingenieros,  y  tratando  de  la  del  Comandante  general  de 
ambos  Cuerpos,  se  refiere  al  grado  de  Ejército  que  disfruten  y  no  al  empleo: 

Considerando,  por  otra  parte,  que  si  el  hecho  de  haber  contraído  ma- 
trimonio teniendo  los  causantes  tan  sólo  el  grado  de  Capitán,  fuera  sufi- 
ciente para  que  sus  viudas  y  huérfanos  tuvieran  derecho  á  la  pensión  de 
Montepío  militar,  no  se  comprendería  con  relación  á  ellos  la  disposición ' 
del  art.  G.<>  del  cap.  S.o,  dada  la  generalidad  con  que  está  redactada,  qUe 
por  excepción  concede  derecho  a  pensión  á  las  viudas,  huérfanos  y  ma- 
dres Yindas  de  los  Oficiales  qne  fallezcan  en  función  de  guerra,  aunque  se 
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hayan  casado  de  Bubalternos,  pues  en  la  denominación  genérica  de  sabal- 
temos  van  comprendidos  lo  mismo  loe  Alféreces  y  Tenientes  sencillos  que 
los  graduados  de  Capitán,  y  no  se  explicaría  ni  sería  necesario  que  la  ex- 
cepción alcanzase  á  éstos  como  visiblemente  les  alcanza  ai  en  todo  caso 
legasen  á  sus  familias  derecho  á  pensión  por  el  art  2.o  del  mismo  capítulo, 
como  la  parte  demandante  pretende: 

Considerando  que  deduciéndose  por  lo  expuesto  con  toda  evidencia 
del  conjunto  de  las  disposiciones  del  Reglamento  de  Montepío  militar, 
que  la  palabra  grado  está  siempre  usada  en  el  sentido  de  la  de  empleo,  es 
asimismo  indudable  que  el  Real  decreto  de  80  de  Octubre  de  1866,  aun. 
cuando  exprese  que  es  derogatorio  del  art.  2P  del  cap.  8.o  de  aquél,  no  es 
en  realidad  ni  en  su  esencia  sino  aclaratorip,  puesto  que  al  disponer  que 
no  tienen  opción  á  los  beneficios  del  Montepío  los  graduados  de  Capitán, 
no  hace  sino  acomodarse  estrictamente  á  lo  preceptuado  en  el  Reglamento, 
por  lo  cual  es  de  todo  punto  ocioso  el  resolver  si  dicho  Real  decreto  ha 
sido  ó  no  derogado  por  el  decreto  ley  de  1868. 

Considerando  respecto  á  la  pensión  que  con  arreglo  al  decreto  de  las 
Cortes  de  28  de  Octubre  de  1811,  solicita  también  Dofia  Eugenia  Jiménez, 
que  si  bien  alega  haber  muerto  su  causante  á  consecuencia  de  enfermedad 
adquirida  eñ  campaña,  tal  circunstancia  no  concede  derecho  á  pensión, 
conforme  al  citado  decreto,  porque*  su  art.  3.o,  invocado  por  la  deman- 
dante, exige  que  los  interesados  mueran  en  poder  de  los  enemigos,  ó  de 
epidemia  en  plaza  sitiada,  condiciones  que  no  concurren  en  el  caso  pre- 
sente; 

Visto  el  art.  2.^  del  Reglamento  de  Montepío  militar:  . 

Visto  el  art.  2.o  del  Real  decreto  de  30  de  Octubre  de  1865: 

Visto  el  art.  12  del  decreto  ley  de  22  de  Octubre  de  1899: 

Visto  el  art.  S.o  del  decreto  de  las  Cortes  de  28  de  Octubre  de  1811; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  deducida  por  Dofla  Eugenia  Jiménez  y 
Baya  contra  las  Reales  órdenes  expedidas  por  el  Ministerio  de  la  Guerra 
en  IS  y  29  de  Julio  de  1891,  las  cuales  quedan  firmes  y  subsistentes.— 
'  (Sentencia  publicada  el  4  de  Julio  de  1892,  é  inserta  eii  la  Gaceta  de  2  de 
Diciembre  del  mismo  afio.) 


8a5 

Skntknoia  (4  de  Julio  de  1892).— MfkM.  Concesión  de  una  demaáa.-^ 
Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Celestino  Arambu- 
sabala,  contra  la  Real  orden  de  l.o  de  Abril  de  1889,  y  se  establece: 

i.o  Que  las  concesiones  mineras  después  de  otorgadas,  impiden  al  6Mfiem0 
revisarlas,  y  menos  anularlas  ó  caducarías  por  otro  motivo  que  no  sea  per 
falta  del  pago  del  canon  correspondiente: 

2.^  Que  para  otorgar  la  demasía  á  una  mina,  no  es  necesario  que  el  te- 
rreno esté  del  todo  cerrado;  en  primer  lugar,  jorque  este  requisito  no  lo  exige 
el  art.  13  del  decreto  ley  de  bases;  y  en  segundó  lugar,  porque  la  excluye  ex 
presamente  la  Real  orden  de  Marzo  de  1877,  dictada  para  la  inteligeneui  y 
aplicación  de  dicho  articulo; 

,  Y3.0  Que  en  esta  Real  orden  citada  se  previene  que  cualquier  e^ptícup 
franco  comprendido  entre  dos  ó  más  minas  que  no  reúna  la  medida  legal  p^ 
construir  propiedad  minera,  háUese  ó  no  completamente  cerrada,  deberá  éter- 
garse  como  demasía  á  aquel  de  los  dueños  que  primeto  lo  soUeite. 
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Solicitada  por  el  daefio  de  la  mina  Pepita  la  concetión  á  ésta  de  tiua- 
demasía  de  eapacio  franco,  suficiente  para  ana  concesión  regalar,  y  traini- 
mltado  en  forma  el  oportuno  expediente,  se  otorgó  por  el  Gobernador  de 
Vizcaja,  en  decreto  de  9  de  Diciembre  de  1886,  el  título  de  propiedad  á  fa- 
vor del  mencionado  daefio. 

Pretendió  la  parte  aotora,  como  doeflo  de  la  mina  XUsa  la  concesión  de 
ana  demasía  insofldente  para  una  concesión  regalar.  Oomprobado  haberse 
concedido  esta  demasía  al  daefio  de  la  mina  Pepita,  j  denegada,  en  sa  con- 
seenencia,  la  pretensión  del  demandante,  solicitó  éste  se  dejase  sin  efecto 
la  providencia  gobemativa  de  9  de  Diciembre  ya  citada;  y  el  Tribunal  Con- 
tencioso pronunció  la  sentencia  qae  contiene  los  siguientes  considerandos, 
vistos  y  fallo: 

Considerando  que  la  providencia  del  Gobernador  de  Vizcaya  de  9  de 
Diciembre  de  1886,  que  concedió  la  propiedad  de  la  demasía  al  daefio  de 
la  mina  Pepita,  fué  dictada  como  resolación  final  del  expediente  instraído, 
con  arreglo  á  las  disposiciones  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1869,  reformada 
por  la  de  4  de  Marzo  de  1868  y  del  Reglamento  de  24  de  Jallo  del  mismo 
tfio,  consentida  por  los  duefios  de  las  minas  limítrofes,  y  qae  por  lo  mis- 
mo causó  estado  y  fué  definitiva  en  1^  vía  gobernativa: 

Considerando  qne  la  nnlldad  de  esta  providencia,  que  pretende  la  parte 
racarrente  de  D.  Celestino  Arambuzabala,  no  puede  sostenerse,  porque  las 
concesiones  mineras,  después  de  concedidas,  impiden  al  Gobierno  revisar- 
las y  menos  anularlas  ó  caducarías  por  otro  motivo  que  no  sea  por  falta 
del  pago  del  canon  correspondiente;  en  cuyo  caso  no  se  encuentra  la  mina 
PépUa,  y  porque  la  anulación  debería  de  fundarse,  en  todo  caso,  en  un  de- 
fecto, y  en  el  expediente  de  concesión  no  hay  ninguno,  teniendo  en  cuenta 
que  para  otorgar  la  demasía  no  es  necesario  que  el  terreno  esté  del  todo 
cerrado;  en  primer  lugar,  porque  este  requisito  no  lo  exige  el  art.  13  del 
decreto-ley  de  baseS;  y  en  segundo  lugar,  porque  la  excluye  expresamente 
la  Beal  orden  de  14  de  Marzo  de  1877,  dictada  para  la  inteligencia  y  ai^i 
cadón  de  dicho  artícnlo: 

Considerahdo  qne  en  esta  Real  orden  citada  se  previene  que  cualquier 
espacio  franco  comprendido  entre  dos  ó  más  minas  que  no  reúna  la  me 
dida  legal  para  constituir  propiedad  minera,  hállese  ó  no  completamente 
cerrada,  deberá  otorgarse  como  demasía  á  aquél  de  los  duefios  que  primero 
lo  solicite,  y  habiendo  declarado  el  Ingeniero  Jefe  de  la  provincia  que  no 
se  podían  demarcar  enatro  hectáreas  en  el  terreno  solicitado  como  demasía 
á  Fq^a,  la  concesión  de  esta  demasía  se  verificó  con  arreglo  al  art.  18  del 
decreto-ley  de  19  de  Diciembre  de  1868,  y  de  la  Real  orden  que  se  examina, 
iin  incurrir  por  ello  en  defecto  alguno; 

Y  considerando,  por  consigniente,  que  la  Administración  carece  de  com- 
petencia para  anular  la  concesión  de  la  demasía  á  la  mina  Pepita, 

Vistos  los  artículos  4.o  y  G.o  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1869,  reformada 
por  la  de  4  de  Marzo  de  1868: 

Visto  el  art.  88  de  la  misma  ley  de  1859,  que  concaerda  con  ef  88  del 
Reglamento  de  34  de  Junio  de  1868: 

Vista  la  segunda  de  las  disposiciones  generales  de  dicho  Reglamento: 

Visto  el  decreto-ley  de  99  de  Diciembre  de  1868,  y  en  especial  los  ar. 
tícnlos  8.0  y  28: 

Vista  la  Real  orden  de  14  de  Marzo  de  1877; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  la  representación  de  Don 
Odestiao  Arambuzabala  é  Isart,  contra  la  Real  orden  de  l.o  de  Abril  de  1889, 
la  cual  queda  firme  y  sobsñtente.— -(Sentencia  publicada  el  4  de  Jallo  de 
1898,  é  inserta  en  la  Gtióeia  de  2  de  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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BxNTSNOiA  (4  dé  Jalio  de  1692).— JüiMit.  ^cc^í^Scaoidn  ¿0  ¿iifttfM.-*Se 
abinelve  á  la  Adminiatración  de  la  demanda  de  D.  José  Peres  contra  la 
Real  orden  de  IG  de  Septiembre  de  1884,  7  m  establece: 

2.0  Que  $eaún  el  párrafo  cuarto  delart.87del  Beglammto  de  24  de  JW' 
uto  dt  1868,  ¡as  eueetíones  promovidoB  aeerea  de  superpoBicionee  y  reeUfiea- 
dones  de  limitei  de  la$  pertenencia»  y  labores  mi»ieras,  asi  en  la  superficie 
como  en  el  interior  de  las  minas,  son  de  la,  competencia  exclusiva  de  la  Aami- 
nistraeión: 

2.^  Qnie  no  es  posible  anular  la  cmcesián  de  mna  mina,  confirmada  por 
Beal  orden  declarada  firme  y  subsistente; 

Y  3.0  Que  la  falta  de  pago  del  canon,  por  forte  del  concesionario  de  una 
mina,  es  la  única  causa  que  produce  la  caducidad  de  la  misma,  según  el  d^ 
creto-bases  de  29  de  Disiembre  de  1868. 

Concedida  nna  pertenencia  minera  á  nn  nnevo  registro  llamado  VUar, 
■olicitó  la  parte  actora  otras  varias  que  comprendían,  al  parecer,  teireno  de 
aquéllas,  obteniendo  el  correspondiente  titalo  de  propiedad  minera  con  el 
nombre  de  San  Luis. 

Descabierto  por  el  propietario  de  la  mina  Vilar,  que  no  sólo  se  expío* 
taba  el  terreno  de  ésta  para  la  mina  San  LuiSj  sino  que  sn  daefio  htbíA 
retirado  el  mineral  extraído,  solicitó  del  Grobernador  de  Haelva  se  retira- 
sen los  linderos  de  las  dos  minas,  porque  podía  existir  supwposición  entre 
ellas,  y  que  se  dispusiera  la  suspensión  de  las  labores  de  la  de  San  Luis. 

Becayó  en  este  asunto  la  Real  orden  de  14  de  Abril  de  1882.  confir- 
mando la  concesión  Vilar^  y  mandando  deyolTor  el  expediente  u  Gober- 
nador para  que  dictase  la  providencia  correspondiente*  Praetioado  el  des- 
linde de  las  dos  concesiones,  7  reclamado  éste  por  D.  José  Peres,  se  dictó 
la  Real  orden  de  15  de  Septiembre  de  1884,  confirmatoria  del  acuerdo 
apelado.  Se  impugnó  ésta  en  vía  contenciosa,  con  la  pieteasión  de  que  se 
declare  que  la  resolución  de  estas  cuestiones  corresponde  á  los  Tribunales 
ordinarios,  y  que  los  minerales  arrancados  que  yacían  en  la  mina  no  pse- 
den  disponer  de  ellbs  ninguna  de  las  dos  partes,  mientras  no  decidan 
acerca  de  su  propiedad  los  Tribunales  eompetentesi 

Y  el  Tribunal  Contencioso  pronunció  la  sentencia  que  contiene  los  si* 
guientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  según  el  párrafo  cuarto  del  art  87  del  Reglam^^ 
de  24  de  Junio  de  1868,  las  cuestiones  promovidas  acerca  de  superposi- 
ciones y  rectificaciones  de  límites  de  las  pertenencias  y  labores  ininerss, 
así  en  la  superficie  como  en  el  interior  de  las  minas,  son  de  la  competen- 
cia exclusiva  de  la  Administración: 

Considerando  que  la  Real  orden  impugnada  se  limita.á  aprobar  la  rec- 
tifieanón  de  límites  de  las  minas  Vüar  y  San  LuiSy  por  lo  cual  es  notorio 
que  el  Ministerio  de  Fomento,  al  dictarlai  ha  «sado  facultades  que  ^^  P^ 
tenecen,  y  no  procede  atribuir  el  conocimiento  de  la  cuestión  á  ios  Trino- 
nales  ordinarios,  como  se  pide  en  el  primer  extremo  de  la  demanda: 

Considerando,  en  cnanto  al  segundo,  que  tampoco  es  posible  anuisr  ja 
concesión  de  la  mina  VHar,  porque  esta  concesión  fué  confirmada  p<^w 
Real  orden  firme  y  subsistente  de  14  de  Abril  de  1882;  y  á  partir  de  es» 
fecba,  no  consta,  ni  siquiera  se  ba  alegadOi  que  el  oonceaionado  ^y^J?¡l 
jado  de  satisfacer  el  canon,  única  cansa  que  prodsse  la  oadaddad,  segó» 
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•I  deereto-basefl  de  39  de  Diciembre  de  1868,  rigente  ya  caando  se  otorgé 
la  propiedad  de  la  mina  menoionada: 

O^iderando,  por  último,  qae  la  Beal  orden  reclamada,  si  bien  re- 
anelye  ^  declara  qae  ba  babido  intrusión  del  concesionario  de  la  mina 
Stm  ImÍ8  en  el  terreno  de  la  VUar,  no  contiene  disposición  algona  sobre 
la  propiedad  de  los  minerales  extraídos,  y  por  tanto,  no  invade,  como  la 
demanda  snpone  en  sn  extremo  tercero,  el  campo  en  qne  ejercen  sn  jaris- 
dicción  los  Tribunales  ordinarios,  ante  qoienes  podrán  ejercitar  los  intere- 
sados el  derecho  de  qae  se  crean  asistidos. 

Visto  el  párrafo  4.o  del  art  87  del  Reglamento  de  24  de  Janio  de  1883: 

Visto  el  párrafo  l.o  del  art  28  del  decreto-bases  de  29  de  Diciembre 
de  1868; 

Fallamos  qtíe  debemos  abs<^ver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  )a  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  José  Pérez 
Vásqnez  contra  la  B^  orden  de  16  de  Septiembre  de  1884,  la  cual  queda 
firme  y  subsistente.— (Sentencia  publicada  el  4  de  Junio  de  1892,  é  inserta 
en  la  Gaceta  de  2  de  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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SsMTKNOiA  (4  de  Julio  de  1892).— OtoetiNmvat.  Derecho  á  petmán.^ 
8e  revoca  la  Iteal  orden  de  29  de  Junio  de  1890  impugnada  por  Dofia  Jo- 
sefa Solórzano,  y  se  establece: 

l/>  -  Que  á  partir  dei  Beal  decreto  ientenda  de  32  de  Agosto  de  1885,  de- 
clarado  potteriormente  medida  de  carácter  general  en  Beal  orden  de  12  de 
Junio  de  1888^  la  Sala  de  lo  Oonteneioeo  del  Gomejo  de  E$tado,y  e$te  Tribu- 
nal deepuée,  han  reeonúcido  repetidamente,  que  ñ  bien  la$  prescripcioueB  del 
proyecto  ley  de  20  de  Mayo  de  1862  quedaron  en  tuepenao  en  tfirtud  délo  eg- 
tableeido  en  el  art,  13  del  decreto-ley  de  1868  la  dispoeidán  contenida  en  éste, 
nofUede  tener  rfecto  retroaetivo  respecto  á  los  derechos  fundados  en  leyes  an 
tertores,  con  arreglo  á  lo  precq>tuado  en  el  art.  10  de  la  ley  de  Presupuestos 
de  28  de  Febrero  de  1873: 

2,^  Que  ajustándose  á  esta  declaraeión,  la  jurisprudencia  ha  venido  reco- 
nociendo como  sueldo  regulador  para  las  pensiones  del  Tesoro  el  mayor  que 
H  haya  disfrutado  por  espacio  de  dos  años,  aun  de^ués  de  1868; 

T  3.^  Que  fijados  por  la  jurisprudencia  el  verdadero  sentido  y  aleanee  del 
art.  13  del  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868,  en  relaoión  con  el  10  de  la 
ley  de  F^esupuestos  de  1873,  ambos  precitos  legislativos  únicamente  p.%eden 
quedar  sin  e/esto  en  virtud  de  disposiciones  contenidas  en  una  ley,  según  se 
ha  declarado  ya  en  varias  sentencias  de  este  Tribunal. 

Beconocido  á  D.  Joaquín  Lagunilla  como  sueldo  regulador  para  los  efec- 
tos de  la  jubilación  el  de  10.000  pesetas,  que  babía  disfrutado  por  más  de 
dos  afios  como  Gobernador  civil  de  Gerona;  y  fallecido  dicho  sefior,  se 
solicitó  por  su  viuda,  Dofia  Jos^  Solórsano,  la  psnsión  que  le  correspon- 
diera. 

Por  la  Beal  orden  impugnada  se  declaró  á  la  demandante  con  derecho 
á  la  pensión  del  Tesoro,  con  arreglo  al  sueldo  regulador  de  5.000  pesetas 
que  D.  Joaquín  Lagunilla  disfrutó  en  aquél  cargo,  antes  de  publicarse  el 
decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868;  y  el  Tribunal  Contencioso  dictó  la 
sentencia  qne  contiene  los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Oonsiderando  que  la  cuestión  del  presente  litigio  está  reducida  á  de- 
terminar si  Dofia  Josefa  Solónaao  y  Boenechea  tiene  derecho  á  que  la 
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pensión  del  Tesoro  que  le  corresponde  se  regale  por  el  sueldo  de  10.000 
pesetas,  que  sa  marido  disfrutó  por  más  de  dos  afios  como  Gobernador 
civil  de  la  provincia  de  Gerona,  con  posterioridad  al  decreto-ley  de  23  de 
Octabre  de  1868: 

Oonsiderando  qne,  á  partir  del  Real  decreto  sentencia  de  22  de  Agosto 
de  1885,  declarado  posteriormente  medida  de  cas'ácter  gei>eral  en  Real 
orden  de  12  de  Jnnio  de  1888,  la  Sala  de  lo  Contencioso  del  Consejo  de 
Eetado,  y  este  Tribnnal  después,  han  reconocido  repetidamente,  qoe  si 
bien  las  prescripciones  del  proyecto-ley  de  20  de  Mayo  de  1862  quedaron 
en  suspenso  en  virtud  de  lo  establecido  en  el  art.  18  del  decreto-ley  de 
1868,  la  disposición  oontenida  en  éste  no  puede  tener  efecto  retroactivo 
respecto  á  los  derechos  fundados  en  leyes  anteriores,  con  arreglo  á  lo  pifi"* 
ceptuado  en  el  art.  10  de  la  ley  de  Presupuestos  de  28  de  Febrero 'de  1878: 
Considerando  que,  ajustándose  á  esta  declaración,  la  jurisprudencia  ha 
venido  reconociendo  como  sueldo  regulador  para  las  pensiones  del  Tesoro 
el  mayor  que  se  haya  disfrutado  por  espacio  de  dos  afios  aun  después  de 
1868,  y  por  consiguiente,  Dofia  Josefa  Solórzano  y  Boenechea  tiene  dere- 
cho á  que  la  pensión  que  reclama  se  regule  con  relación  al  sueldo  mayor 
qne  disfrutó  su  marido  por  espacio  de  más  de  dos  afios: 

Considerando  que  no  puede  tener  aplicación  al  presente  caso  la  pres- 
cripción contenida  en  la  regla  7.*  del  art.  l.o  del  Real  decreto  de  29  de 
Güero  de  1889,  porque  fijados  por  la  jurisprudencia  el  verdadero  sentido 
y  alcance  del  art,  IS  del  decreto  ley  de  22  de  Octubre  de  1868,  en  relación 
con  el  10  de  la  ley  de  Presupuestos  de  1878,  ambos  preceptos  legislativos 
únicamente  pueden  quedar  sin  efecto  en  virtud  de  disposiciones  conteni- 
das en  una  ley,  según  se  ha  declarado  ya  en  varias  sentencias  de  este  Tri- 
bunal. 

Visto  el  art  13  del  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868: 
Visto  el  art.  10  de  la  ley  de  Presupuestos  de  28  de  Febrero  de  1878: 
Visto  el  Real  decreto-sentencia  de  22  de  Agosto  de  1885: 
Vista  la  Real  orden  de  12  de  Junio  de  1888,  distada  de  acuerdo  con  lo 
propuesto  por  el  Consejo  de  Estado,  que  declara  dicho  Real  decreto  sen- 
tencia medida  de  carácter  general: 

Vista  la  disposición  7>  del  art  l.o  del  Real  deoaeto  de  29  de  Enero 
de  1889; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  de  29  de 
Jnnio  de  1890,  y  en  sñ  lugar  decliúramos  que  Dofia  Josefa  8olórsano  Boe- 
nechea tiene  derecho  á  que  la  pensión  del  Tesoro  que  reclama  se  regule 
por  el  sueldo  de  10.000  pesetas  qne  su  marido '  D.  Joaquín  Lagonilla  dis- 
frutó más  de  dos  afios.—- (Sentenciü  pubUoada  el  4  de  Julio  de  1892,  é  in- 
serta en  la  Gaceta  de  2  de  Diciembre  dét  mismo  afio.) 


338 

BjuffTXNCiA  (4  de  Julio  de  1892).— (Tlases  poHvai,  Derecho  á  pensiáñ.-- 
Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  Dofia  Cafmen  Alarcón 
oontra  la  Real  orden  de  80  de  Junio  de  4891,  y  se  establece: 

!•  qtu  el  art.  21  de  la  InMirwsción  de  26  de  Diciembre  de  1831,  dedM 
cadmado  el  derecho  de  aquellas  htférftmai  que  Mo  fueron  copartieipa  de  la 
peneión  con  la  viuda  ó  hermanos  ai  ttempo  de  tomar  estado  de  matrimonfo: 

2.*  Que  el  precepto  de  dicho  art.  21  de  la  rtferida  Instrucdán,  «•  «^^ 
dabie  que  se  halla  frigenUy  como  lo  prueban  eí  decretóle^  de  22  de  Ostubre  ai 
leea,  el  art  10  de  la  le¿  de  Presupuestos  de  28  de  JMrero  ás  18T3  y  la  re- 
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gla  jf.*  del  art  Jf.o  del  Real  decreto  de  29  de  Enero  de  1889,  según  ha  decía, 
rodo  va  la  jurisprudencia  repetidamente^ 

F5.0  Que  con  arreglo  ato  dispuesto  en  el  art.  69  del  proyecto  de  ley  de 
20  de  Mayo  de  1862,  loa  vúidas  y  huérfanos  cuyos  causantes  hubiesen  falle- 
cido antes  de  hallarse  aquel  en  vxgor,  únicamente  adquiérete  derecho  á  las  pen- 
siones por  el  mismo  creadas,  cuando  no  lo  tuvieren  ala  de  Montepío  por  no  ha- 
llarse incorporado  á  alguno  de  ellos. 

Habiendo  ditfrntado  la  parte  actora,  en  unión  de  sa  hermana  Dofia 
Jaana  la  pensión  del  Montepío  de  Loterías,  como  bnérfanaa  del  empleado 
D.  Antonio  Alarcón,  y  contraído  matrimonio  la  Dofia  Carmen,  se  otorgó  á 
sn  hermana  toda  la  pensión.  Fallecida  esta  última  interesada,  solicitó  la 
primera  la  pensión  que  su  hermana  había  disfrutado,  en  atención  á  haberse 
quedado  viuda,  denegándose  dicha  pretensión  por  Real  orden  de  80  de 
Junio  de  1891.  Se  impugnó  ésta  en  vía  contenciosa,  con  la  súplica  de  que  se 
declarase  que  la  demandante  tiene  derecho  á  aquella  pensión,  y^  que  igual- 
mente  le  correspondía  la  del  Tesoro,  de  mayor  importancia;  y  e]  Tribunal 
Gontensioso  pronunció  la  sentencia  que  contiene  los  siguientes  conside- 
randos, vistos  y  fallo. 

Considerando  que  la  cuestión  objeto  de  este  pleito,  en  lo  que  se  refiere 
á  la  pensión  de  Montepío,  está  terminantemente  resuelta  por  el  art.  21  de 
la  InstlrucCión  de  26  de  Diciembre  de  1831,  que  declara  caducado  el  dere- 
cho de  aquellas  huérfanas  que  sólo  fueron  copartícipes  de  la  pensión  con  la 
viuda  ó. hermanos  al  tiempo  de  tomar  estado  de  matrimonio: 

Oensiderando  que  el  precepto  de  dicho  art.  21  de  la  referida  Instruc- 
ción, es  indudable  que  se  halla  vigente,  como  lo  prueban  el  decreto  ley  de 
22  de  Octubre  de  1868,  el  $rt.  10  de  la  ley  de  Presupuestos  de  28  de  Febre- 
ro de  1878  y  la  regla  1>  del  art.  l.o  del  Real  decreto  de  29  de  Enero  de 
1889,  según  ha  declarado  7a  la  jurisprudencia  repetidamente: 

Gonsideraildo,  en  cnanto  á  la  pensión  del  Tesoro  que  también  solicita 
Dofia  Carmen  Alarcón,  que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  69  del 
proyecto  de  ley  de  20  de  Mayo  de  1862,  las  viudas  y  huérfanos  cuyos  cau* 
•antee  hubiesen  fallecido  antes  de  hallarse  en  vigor  dicho  proyecto,  úni- 
camente adquieren  derecho  á  las  pensionea  por  el  mismo  creadas,  cuando 
carecieren  de  derecho  á  la  pensión  de  Montepío  por  no  hallarse  incluidos 
ó  incorno^dos  á  alguno  de  ellos,  circunstancias  que  no  concurren  en  la 
demandante,  que  habiendo  tenido  derecho  á  esta  última  pensión,  lo  ha  per- 
dido con  arreglo  á  las  disposiciones  por  las  que  la  misma  se  regula. 

Visto  el  art.  21  de  la  Instrucción  de  26  de  Diciembre  de  1881: 

Visto  el  art.  12  del  decreto  ley  de  28  de  Octubre  de  1868: 

Visto  el  art  10  de  la  ley  de  Presupuesto»  de  28  de  Febrero  de  1878: 

Visto  el  art.  69  del  proyecto  de  ley  de  %0  de  Mayo  de  1862,  puesto  en 
vigor  por  el  16  de  la  ley  de  Preémpnestós  de  25  de  Julio  de  1864: 

Visto  el  art.  1.0,  regla  l,\  del  Real  decreto  de  29  de  Biiiero  de  1889; 

Fallamoa  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  \A  deínanda  deducida  por  Dofia  Carmen  Alarcóo  7 
Quintana  contra  la  Real  orden  de  80  de  Junio  de  1891,  la  cual  queda  firme 
y  subsistente.— (Sentencia  publicada  el  4  de  Julio  de  1892,  é  inserta  en  la 
Gaceta  de  2  de  Diciembre  del  mismo  afio.) 

339 

Sbsctxmcía  (5  de  Julio  de  1S92),— Aguas.  Alumbramiento.-— Be  absuelve 
á  la  AdmiiiilitraeiÓB  ^  Itm  demandas  de  D.  Francisco  Perellada  y  otros 
contra  la  tteal  oraen  de  28  dé  Diciembre  de  1886,  y  se  establece: 
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Que  no  procede  la  revosacián  de  ía  Beál  orden^  por  ¡a  jue  te  autoriza  4  un 
particular ^ara  alumbi^ar agua$8uhilveak  dfi  tm  no,  tumdofár'ia  m/d^ma  se 
ad<mtan  m^ecaucionét  neóéseHae para  dejar  á$alviofo$  iereehoe pit¿n$ 
tetaee^,  se  reconoce  et  estádé^ posesorio  de  lotl  kiuarios^  y  ik  éstc^deoe  el  plazo 
para  ejecutar  lasohratí,  ¡afianza  que  hadepréstaru  y  los  casos  ¿te  cadtMaad 
de  ta  concesión,  ' 

Solicitó  !>•  Nicolás  Becúlez  las  pertenenciat  miiierM  de  agota  nibta- 
rráneaa  en  el  cauce  del  Beaóa  y  poateriormeiite  permiao  para  conatniif  laa 
obm  deacritaa  en  la  Memoria  y  plano  que  acompañaba  y  para  aprovéphac 
laa  aguas  que  resultaren  alumbradas.  Opusiéronse  á  la  concesión  varias 
Corporaciones  y  particulares,  por  creerla  peijodicial  á  aprovechamientos 
anteriores.  Terminó  el  expediente  por  la  mencionada  Eeal  orden  de  con- 
cesión, y  reclamada  ésta  por  los  demandantes,  el  Tribndal  Oontencioso 
dictó  ja  sentencia  que  contiene  los  siguientes  considerandos,  vistos  y 
fallo: 

€k>nsiderando  que  la  cuestión  que  se  lia  de  resolver  por  este  Ilt!^  se 
reduce  á  determinar  si  en  vista  de  la  alegación  del  agnivlo  de  derechos 
preexistentes,  hecha  por  los  demandantes,  debe  ó  no  prevalecer  la  copce- 
sión  otorgada  á  D.  Nicolás  Recules,  como  apoderado  de  la  Sociedad  gene- 
ral de  Barcelona,  para  ntiüsar  dertá  cantidad  de  aguas  subterráneas  én  el 
cauqe  del  río  Besos: 

Considerando  que  no  existen  en  la  petición  de  D.  Nicolás  Recules  íof 
defectop  designado»  por  los  demandantes,  puesto  que  por  la  Memoria 
unida  a  la  insUuoia  de  Recules  de  29  de  Diciembre  de*  lÍB8d,  se  expHca  el 
objeto  á  que  han  de  ser  destinadas  las  aguas  despuéf  ooncedldeSf  y  ^  el 
escrUo  de  19  de  Marco  de  1884  se  £ja  en  80.000  metros  cúbicos  dlaríps  él 
límite  máximo  de  agua  que  la  Sociedad  podrá  aprovechar 

Considerando  que  el  aforo  exigido  por  la  ley  para  otorgar  nuevait  con- 
cesiones, como  garantía  de  derechos  anteriores,  se  llevó  á  cabo  por  los  In- 
genieros con  asistencia  de  los  opositores,  dando  por  resultado,  según  los 
infprmós  de  aquellos  funcionarios,  más  de  60.000  metros  cúbicos  diarios 
de  agua  sobrante,  después  de  ser  atendidos  los  aprovecliamientos  exis- 
twOes:  '  •.      , 

Considlrando  que  el  procedimiento  empleado  para  llevar  á  cabo  el 
aforo  no  infringe  ninguna  disposición  legal,  siendo,  por  otra  parte,  el  úñieo 
poiáble  para  realizarlo,  por  tratarse  de  una  corriente  subteirr&nea  que  no 
permite  utilizar  ningún  método  directo  de  comprebación:  A 

Considerando  que,  según  el  cálculo  realizado  per  funcionarios  y  yen- 
tros  técnicos,  está  demostrada  la  existencia  en  el  río  Beaós  de  un  serrante 
de  ^gMM  superior  á  la  cantidad. solicitada  y  obtenida  po^  Becúiez,  ^¿^ 
juicio  de  lo  cual  la  Real  ord^a  impugnada  adopta  las  precaúeiones  necy 
rías  parfk  dejar  á  salvo  ios  derechos,  que  ea  otro  caso  pudieran  ser  s/p^ 
viados  al  presentir  que  el  concesionarío  lia  de  completar  con  el  agiui4^ 
alumbre  ú  otra  equivalente  los  caudales  de  las  minas  y  póio»  que  dismi- 
nuyan por  los  efectos  de  la  concesión,  y  que  de  no  hacerlo  así,  rebupeiaba 
Sil  ^^rcido  de  ésta,  y  siendo  de  cuenta  del  concesionario  el  coste  áfi  1<* 
aforos  que  hayan  de  practicarse,  para  fijar  el  npo  medio  de  los  aprovecha- 
mientos: 

Considerando  que  la  Real  ordei^  redamada  reconoce  los  antiguos  apro- 
vechamientos y  el  estado  posesorio  díalos  usuarios,  y  establece  además  el 
plazo  para  ejecutar  las  obras,  la  fií^za  que  iMt  de  preet^urse  7  Im  casos  <>• 
caducidad  de ia concesión.  -*-»..        ,       c        '   \'/^^ 

Vistas  las  reglas  1.»  y  9.a  dé  la  Real  ordeii4<e  5  3o  ionio  dé;iW' 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  AdíniídiMeién  ge* 
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nenl  del  Estado  de  1m  demandas  dedaeidaí  por  D.  Frandaoo  Perellada, 
D.  José  Kicoláa  AUina  y  la  Junta  directiva  de  agoaa  de  la  aoeqnia  Condal 
y  tos  minas»  contra  la  Beal  orden  de  2S  de  Diciembre  de  1886,  la  eoal 
qaeda  firme  j  sobsistente.— (Sentencia  poblicada  el  6  de  Jallo  de  1892,  é 
inserta  en  la  Gaceta  de  2  de  Diciembre  del  mismo  alio.) 
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SrarrxNCiíA  (6  de  Jnlio  de  1892).— 6hiardaf  jwrados,  De$titueión.^Qe 
confirma  la  Real  orden  de  4  de  Abril  de  1889,  reclamada  por  D.  Pedro  Ba- 
liester,  y  se  establece: 

Ifi  Que  ¡a  deckión  de  quién  dedoeiwtereeadoe  e$  el  verdadero  Gerente  de 
WM  Sociedad,  e$  punto  que  eorreeponde  al  orden  ctviZ,  pero  á  la  Adminietra- 
eión  compele  resolver  quién  de  los  dos  ostenta  y  demuestra  con  efioaeifi  eno(m' 
traru  en  posesión  de  la  gerenda^  ensuamto  inUeresaálas  relaciones  de  ésta 
con  la  misma  Admmistracián; 

Y  2.0  (¡ue  lo  expUe^  es  apUeable  al  caso  de  disvuiarse  aquéllos  dieko 
carácter  con  ocasión  del  desarme  de  los  Guardas  jurados  al  servido  de  la  So- 
ciedad,  reclamado  por  el  uno  y  resistido  por  el  otro, 

A  instancia  de  D.  Pedro  Ballsster,  como  Gerenti^  de  una  Sociedad,  acor- 
dó el  Gobernador  de  Tarragona  el  desarme  de  los  guardas  jarados  de  la 
misma.  Beclamó  de  esta  proyidencia  D.  Agnstín  Forcadell,  alegando  co- 
rresponderle  dicba  gerencia,  de  la  que  se  había  desposeído  á  Ballester,  y 
tramitado  el  expediente  y  en  vista  de  las  pruebas  á  él  aportadas,  se  dictó 
la  Beal  orden  declaratoria  de  la  falta  de  personalidad  de  Ballester  para  la 
mencionada  petidón.  £1  Tribunal  Ckmtencioso  dictó  la  sentenda  que  con- 
tiene los  siguientes  considerandos,  vistos  y  Mío. 

Considerando  que  conforme  á  lo  declarado  en  el  auto  de  6  de  Diciem- 
bre de  1869,  esta  jurisdicdón  es  competente  para  conocer  de  la  Real  orden 
de  4  de  Abiil  del  mismo  afio,  y  de  la  demanda  en  que  se  impugna,  no  sólo 
en  cuanto  á  decidir  si  aquella  resoludón  ministerial  fué  dictada  con  las 
debidas  facultades,  sino  señaladamente  para  determinar  si  su  parte  dispo- 
sitíva  lesionó  los  derechos  que  en  el  orden  administrativo  pudieran  corres- 
pondbr  á  D.  Pedro  Ballester,  como  Gerente  de  la  Sociedad  SI  Euealiptus 
para  el  efecto  de  reclamar  el  desarme  de  los  guardas  jurados  de  la  misma: 

Considerando,  en  orden  á  este  segundo  aspecto  de  la  competencia  del 
Tribunal,  que  á  él  se  refiere  toda  la  cuestión  litigiosa  ventilada  en  el  plei- 
to, porque  ella,  se  reduce  sustandalmente  á  resolver  si  fué  procedente  la 
providencia  del  Gobernador  de  80  do  Abril  de  1888,  en  que  para  el  efecto 
mendonado  reconoció  como  Gerente  á  D.  Pedro  Ballester  Senús,  y  accedió 
á  BU  instancia  de  que  se  recogiera  el  armamento  de  los  guardas,  que  es 
lo  que  oonstituje  la  súplica  capital  de  la  demanda,  ó  si  fué  por  el  contra- 
río procedente  la  providencia  de  6  de  Mayo  del  dtado  año,  en  que  para  el 
propio  efecto,  aunque  utilizado  en  el  sentido  inverso  de  pedir  y  obtener  la 
devolución  á  los  guardas  de  sus  armas  y  documentos,  reconoció  aquella 
Autoridad  como  Gerente  á  D.  Agustín  Foreadell  y  Mongalef,  que  es  lo  que 
ha  resuelto  la  Real  orden  reclanuuia  en  el  pleito  y  lo  que  solicita  el  coad- 
jnvante,  subddiariamente,  para  el  caso  en  que  ¿  Tribunal  declare  su  in- 
competencia: 

Considerando  que,  así  planteada  la  cuestión,  esta  eompetencia  que  no 
alcanzaría  propiacúente  á  deddir  quién  de  los  dos  interesados  es  el  verda- 
dero Gerente  de  la  Sodedad,  porque  este  punto  coiírespondé  sin  duda  al- 
TOMO  46  81 
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gana  por  an  naturAlesa  a1  orden  civil,  ni  de  consigniente  par»  diaponer, 
como  el  actor  pretende,  qae  se  obligae  á,aii  contrarío  é  reconocerle  como 
Gerente,  ai  ae  extiende  á  resolver  aqnélla  en  el  mismo  sentido  en  aae  apa- 
rece del  litigio,  á  saber;  en  el  sentido  de  qne  liabiendo  existido  relaeioMa 
de  la  Sociedad  El  Eucaliptua  por  medio  de  Balleater  y  de  Forcadell  con  la 
Administración  á  fln  de  qae  ésta  preatara  an  concarao  en  el  deaarme  óde- 
Yolación  de  laa  armaa  á  loa  gnardaa  joradoa,  la  Adminiatraclón  ha  tenido 
necesidad  de  apreciar  por  ai  miama  qaién  de  loa  doa  intereaadoa  óatentaba 
con  la  debida  aatenticidad  el  carácter  de  Gerente  para  mantener  aqaellas 
relacionea,  y  habiéndoae  dictado  en  eate  particular  las  resol  aciones  contra- 
dictorias qoe  quedan  indicadas,  ésta  jarísdicción  puede  y  debe  decidir  en 
el  presente  pleito  cuál  de  aquellas  resoluciones  fué  la  procedente;  esto  es, 
cuál  fué  la  que  para  los  efectos  administnttivoB  repetidos,  y  sin  perjuicio 
de  la  decisión  del  orden  civil  que  corresponda,  fué  la  que  apreció  debida- 
mente quién  ostentaba  y  demostró  con  eficacia  encontarse  en  posesión  de 
la  gerencia  de  la  Sociedad: 

Considerando  que  reducido  á  estos  términos  el  punto  que  ha  de  deci- 
dirse por  el  fallo,  no  es  posible  dudar  que  para  la  Administración  ha  sido 
D.  Agustín  Forcad^l  quien  ha  ostentado  y  demostrado  el  carácter  de  Ge- 
rente de  la  Sociedad,  porque  mientras  la  providencia  de  80  de  Abril  de 
1888,  favorable  en  su  concepto  á  Ballester,  se  dictó  sin  prueba  de  que  le 
correspondiera  aquella  calidad,  la  de  5  de  Mayo  del  mismo  afio  recayó  des- 
pués de  presentarse  las  actas  de  6  de  Marzo  y  de  14  de  Abril,  de  las  que 
aparecía  como  Gerente  Forcadell,  y  si  bien  D.  Pedro  Ballester  alegó  pos- 
teriormente en  pro  de  su  derecho  ciertas  rasónos  fundadas  en  la  interprs- 
tación  del  mismo  contrato  y  escritura  socia),  éstas  eran,  como  otras  adu- 
cidas por  Forcadell,  de  las  que  caen  bajo  la  competencia  del  orden  civil  y 
de  los  Tribunales  ordinarios;  y  no  de  las  que  podía  apreciar  la  Admisis- 
tradón,  la  cual  debía  atenerse  á  lo  que  resultara  desde  luego  de  docomea- 
tos  fehacientes  y  no  argüidos  de  falsedad: 

Considerando  que,  por  el  mismo  mismo  motivo,  la  Beal  orden  impog- 
nada,  que  confirmó  el  acuerdo  del  Gobernador  de  5  de  Mayo  de  1888,  tam- 
bién en  presencia  de  los  documentos  de  aquella  índole,  y  sin  entrar  en  el 
examen  de  cuestiones  que  no  eran  propias  de  las  facultades  de  la  Admi- 
nistración, fué  procedente  al  declarar  demostradn,  como  lo  estaba  entón- 
eos para  los  efectos  administrativos,  la  personalidad  de  Forcadell: 

Vistos  los  artículos  l.<>  y  4.o  núm.  3.o  de  la  ley  de  13  de  Septiembs» 
de  1888; 

Fallamos  que  declarando  la  competencia  del  Tribunal  para  eonocer  de 
la  demandii,  debemos  confirmar  y  confirmamos  la  Real  orden  expedida 
por  el  Ministerio  de  la  Gobernación  en  4  de  Abril  de  1889,  la  cual  queda 
firme  y  subsistente.— (Sentencia  publicada  el  8  de  Julio  de  1892,  é  inserta 
en  la  Gaceta  de  5  de  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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AüTO  (7  de  Julio  de  1892).— JEbsc^eiotí^  düatoriat.  Falta  depenomU- 
dad  é  incompeUncia  de  jtumdioeión.^Se  declaran  improcedentes  las  opues- 
tas per  el  Fiscal  á  la  demanda  de  la  Sociedad  T.  Gil  contra  la  Beal  ordc» 
de  26  de  Febrero  de  1891,  y  se  establece: 

i.«  Que  loi  eueitwnm  qwqfectan  aliando  del  asunio  no  pueden  $er  dt9- 
úiUidaini  remeltae  en  Ui  meidentke  eobre  exoepeimm  dUatoriae: 

M.^    Que  iienel  poder  adjunío  al  eecHto  en  qne  un  Froeurader  imkrpim 
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-d  recmtú  O0fil«tidofo  otorgado  por  el  QeretUe  de  una  Sociedad  $e  hace  cono- 
iar  de  una  manera  explícita  por  el  Notario  autorizando  que  aquél  te$tia  el 
carácter  de  tal  Gerente  á  virtud  de  %ma  cláuoula  de  la  eeeritura  oociaí,  Im 
áreunttaneia  de  no  inmrtaru  aquélla  literalmente  en  él  poder,  no  e$  maHwo 
iHutanUparanégarlapereonaUdaddelaetor,  mucho  má$  9i  en  el  periodo  de 
prueba  del  indiente  $e  hubiere  comprobado  la  eaactiiítd  de  la  referencia  á  Im 
eteriiura  eocial  contenida  enlaie  mandato; 

Y  3,0  Que  por  eeta  raeón  no  era  neeeeario  acompañar  al  enerito  interpo- 
mendo  el  recuno  ningún  otro  documento  que,  con  arreglo  al  art.  35  déla  ley, 
justificase  el  carácter  con  que  el  actor  oempareda  enjuicio,  puesto  que  lajue- 
Hficacián  resultaba  del  poder,  no  siendo,  por  tanto,  aplicable  al  caso  el  ar^ 
Uculo  313  del  Reglamento  para  la  ^ecucion  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  da 
1888,  según  el  cual  existe  defecto  Ugal  en  el  modo  de  proponer  la  demanden 
cuando  el  recurso  no  se  hubiera  interpuesto  con  las  formalidades  prevenádoB 
en  d  art.  35  déla  ley. 

El  Procarador  D.  Lais  Montiel  dedajo  recarso  eonteneioso  á  nombre 
de  la  Sociedad  T.  Qil  contra  la  Real  orden  mencionada,  y  por  la  qne  ae 
adjudicó  á  la  Sociedad  Vila  y  Oompafiía  la  conatracoión  de  trea  aviaos 
torpederos.  Opuestaa  por  el  Fiícal  laa  citadaa  excepciones,  dictó  el  Triba- 
nal  Gontencioao  el  auto  qne  contiene  loa  aignientea  cona<derandoa,  ciatos 
y  fallo: 

Ck>nBÍderando  qne  ai  bien  era  ditcrecional  en  el  Ministerio  de  Marina 
el  adjudicar  la  eonstraceión  de  los  tres  avisos  torpederos  de  qac^se  trata 
á  ana  ó  á  otra  de  las  doa  caaas  llamadaa  en  la  Real  orden  de  conToeato- 
ria,  tal  facultad  tenia  necesariamente  qne  qaedar  sabordinada  á  la  condi- 
ción de  qne  por  parte  de  ambas  se  babieran  llenado  todos  los  reqnisitoa 
exigidos  para  el  concurso,  paes  sólo  en  este  concepto  podían  adquirir  el 
derecho  á  qae seles  otorgase  la  constmodón: 

Gon^iderando  qne  impugnada  la  Real  orden  de  26  de  Febrero  de  1801» 
por  la  que  se  biao  la  adjudicación  á  la  eaaa  A.  Vila  y  Oompafiía,  en  el  su- 
paesto  de  que  ésta  carecía  de  personalidad  por  no  baber  juatifioado  aa 
exiitencia  legiU  dentro  del  plaso  de  la  convocatoria,  la  cuestión  relativa  á 
M  la  joatificaoión  resulta  hecha,  á  ai  era  ó  no  necesaria,  dados  los  térmi- 
nos del  concurso,  y  á  si,  aun  no  habiéndose  verificado,  pudo  ó  no  tener 
lagar  la  adjudicación  con  arreglo  á  laa  condiciones  á  que  la  misma  debía 
«jostarse,  afecta  al  fondo  del  asunto  y  no  puede,  por  consiguiente,  ser 
discutida  m  resuelta  en  el  estado  actual  del  mismo: 

Oonaiderando  que  en  tal  sentido,  y  limitada  única  y  exclusivamente  á 
It  referida  cuestión,  es  innegable  la  competencia  del  Tribunal  para  cono- 
cer de  la  demanda  origen  de  eate  pleito,  puesto  que  la  Real  orden  de  28 
de  Febrero  de  1891  reúne  todos  los  requisitos  aue  exige  la  ley  de  18  de 
Septiembre  de  1888,  para  que  una  resolución  pueda  ser  impugnada  en  la 
vía  contencioso  administrativa : 

Oonaiderando  que  en  la  sustitución  de  poder  que  el  Procurador  M<ní- 
tlel  acompafió  ai  escrito,  interponiendo  el  recurso  otorgado  por  D.  Ber- 
nardo Mac  Oastello,  apoderado  á  su  vez  de  D.  Toribio  (Hapar  Gil  y  Qavi- 
lotkdo,  se  hace  constar  de  una  manera  explícita  por  el  Notario  autorisante» 
<lQe  aquél  tenía  el  carácter  de  Gerente  de  la  Sociedad  T.  Gil  y  Oompafiía 
^  virtud  de  la  dáusala  6>  de  la  escritura  de  reforma  y  ampliación  de  dicha 
^edad.  sin  que  la  circunstancia  de  no  haberse  insertado  dicha  olánauli 
^>  literalmente  en  el  poder  pueda  aervir  de  motivo  baatante  é  negar  la 
Penonalidad  del  demandante,  mucho  máa  habiéndose  comprobado  en  el 
P|»tíodo  de  prueba,  por  los  documentos  traídos  á  los  autos,  la  exacCitad  da 
tt  referencia  á  la  escritura  sodal  contenida  en  la  de  mandato: 
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Oonsiderando  qae  por  «fta  rasóa  no  era  neoeiarío  aeompalUr  a1  escrito 
interponiando  el  recorto  ningún  otro  documento  qae,  con  arreglo  al  ar- 
ticulo 86  de  la  ley,  jostificaee  el  carácter  con  que  el  actor  comparecía  en 
jaicio,  pnef  to  qne  la  joatüSoación  resoltaba  del  poder,  no  alendo,  por  tanto, 
aplicable  al  caso  el  art.  81S  del  Reglamento  para  la  Secación  de  la  ley 
de  18  de  Septiembre  de  1888,  según  el  coal  existe  defecto  legal  en  el  modo 
de  proponer  la  demanda  coando  el  recorso  no  se  hobiera  interpoesto  con 
las  formalidades  prevenidas  en  el  art  86  de  la  ley. 

Visto  el  tit  1.0  y  los  artícolos  86,  46  y  60  de  la  ley  de  18  de  Septiem- 
bre de  1#88  y  sos  concordantes  del  Reglamento; 

Se  declaran  improcedentes  las  excepciones  dilatorias  alegadas  por  el 
fiscal;  y  yael?an  los  aotos  al  mismo,  para  qoe  conteste  á  la  demanda  en 
el  término  de  qoinoe  días;  pnblíqoese  este  aoto  en  la  Ckieeta  de  Madrid  é 
insértese  á  so  tiempo  en  la  Ooleoción  ¿«^tsto^oa.— (Aoto  fecha  7  de  Julio 
de  1892,  é  inserto  en  la  Qaceta  de  6  de  Diciembre  del  mismo  alio.) 
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Skntbvcia  (7  de  Jolio  de  1892).— i>eiamor<tMcitfti.  Excepción  de  ventüi 
— Se  revoca  la  Real  orden  de  21  de  Marzo  de  1890,  impognada  por  D.  Ma* 
noel  Moran,  y  se  establece: 

Lo  Que  loe  huertos  y  campos  anejos  á  ¡as  easas  rectorales,  conocidos  con 
los  nombres  de  iglesiariús,  mansos  ú  otros,  están  exceptuados  de  la  desamortisa- 
dan,  en  virtud  de  ¡as  leyes  concordadas,  y  no  puede  entenderse  que  lo  mandado 
en  la  circular  de  19  de  Enero  de  1867  y  en  ¡a  Éeal  orden  de  Ig  de  Abril  de  187Í 
tenga  virtualidad  bastante  para  anular  dkhos  derechas  fundados  en  aqudlas 
leyes,  según  ha  reconocido  la  jurisprudencia  administrativa,  y  especialmente 
el  Beal  decreto-sentencia  de  24  de  Agosto  de  1888,  asi  como  la  sentencia  del 
Trüfunal  Contencioso  de  31  de  Marzo  de  1892; 

Y  2S>  Qve  en  tanto  que  ¡a  Administradán  activa  no  haya  declarado  si  un 
huerto  es  rectoral  y  en  tal  concepto,  se  haHa  comprendido  en  ¡a  exceupcián,  es 
necesario  que  solfre  este  extremo  recaiga  resotucián  por  parte  del  MnMerio  de 
Hacienda  antes  de  declarar  ¡a  nulidad  de  la  venta  de  aquéL 

D.  Manoel  Moran,  Oora  párroco,  solicitó  en  ti  de  Diciembre  de  1371 
la  excepción  de  la  desamortización  en  favor  de  ona  hoerta  contígoa  á  la 
rectoría.  Instroído  el  oportono  expediente,  la  Dirección  de  Propiedades 
mandó  archivarlo  por  ser  posterior  dicha  solidtod  al  plazo  concedido  por 
la  drcolar  de  19  de  Enero  de  1867,  y  por  Real  orden  de  12  de  Abril  de  187  ^ 
diaponiendo,  en  so  consecoenda,  la  incaotadón  y  venta  de  la  huerta,  la 
coal  foé  poesta  en  venta  y  adjudicada  á  mej<»  postor.  Redamó  el  Párroco^ 
de  tal  enajenadón,  y  foé  so  recurso  desestimado  por  la  Real  orden  de  21 
de  Marzo  de  1890.  Impognada  ésta,  dictó  el  Tribonal  Oontendoso  lasenten- 
da  que  contiene  los  sigoientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  qoe  el  acoerdo  de  la  Dirección  de  Propiedades  y  Dereeboe 
del  Estado  de  27  de  Abril  de  1888,  así  como  la  Real  orden  redamada  de 
21  de  Marzo  de  1890,  al  mandar  el  primeo  qoe  se  archivara  d  e^P^^^^ 
y  al  desestimar  la  segonda  la  alzada  dd  Párroco  de  San  Migad  ^^^^¿ 
se  fondan  en  qoe  la  excepción  de  la  hoerta  de  qoe  se  trata  foé  ^^^^* 
con  posterioridad  á  la  circular  de  19  de  Enero  de  1867,  y  á  la  Real  oraen 
de  12  de  Abril  de  1871:  ^_^,^ 

Oondderando  qoe  loa  hoertos  y  campos  anejos  á  las  casas  ^^^^^"^ 
conoddos  con  los  nombres  de  igledarios,  mansos  ú  otros,  están  excapva* 
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úxm  de  la  deManortísadóii,  en  Tirtad  de  lejee  coneordtdM,  j  nopaede  eo- 
tendene  qne  lo  mandado  en  la  circnlar  de  19  de  Enero  de  1867  j  en  la  Real 
orden  de  12  de  Abril  de  1871  tenga  yirtnalidad  baatante  para  analar  de^ 
leehoa  fondados  en  aquellas  leyes,  según  ha  reconocido  la  jarispmdeneia 
administratiya,  y  especialmente  el  Real  decreto  sentencia  de  34  de  Agosto 
de  1888,  asi  como  la  sentencia  de  este  Tríbnnal  de  81  de  Mano  de  1892: 

Cbnsiderando  qne  en  el  caso  del  presente  litigio  la  Administración  ac- 
tiva no  ha  declarado  aún  si  el  hnerto  á  qne  se  refería  la  instancia  del  Pá- 
rroco de  Anleo  era  efectivamente  el  hnerto  rectoral,  y  si ,  en  tal  concepto, 
se  halla  comprendido  en  la  excepción,  por  lo  qne  es  necesario  qne  sobre 
este  extremo  recaiga  resolndón  por  parte  del  Ministerio  de  Hacienda,  an- 
tes de  pronunciar  acerca  de  la  nulidad  de  la  venta  pedida  por  el  actor  en 
ia  demanda. 

Vista  la  ley  de  4  de  Abril  de  1860,  mandando  pnblicar  y  observar  eonu) 
ley  del  Estado  el  convenio  celebrado  con  la  Santa  Sede  en  S6  de  Agosto 
de  1859  y  ratificaclo  en  7  y  24  de  Noviembre  de  igual  afio: 

Visto  el  art  6.o  de  este  Convenio: 

Vista  la  circnlar  de  19  de  Enero  de  1867,  dictando  reglas  para  el  cnm> 
plimiento  del  Real  decreto  de  4  del  mismo  mes: 

Visto  el  Real  decreto  sentencia  de  24  de  Agosto  de  1888  y  la  sentencia 
de  este  Tribunal  de  81  de  Marso  de  1892; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  expedida 
por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  21  de  Marso  de  1890,  y  en  su  lugar,  de- 
daiamos  por  presentada  en  tiempo  hábil  la  solicitud  de  excepción  del 
hnerto  de  qne  se  trata,  á  fin  de  que  por  la  Administración  activa  se  sulrtan- 
eie  y  resuelva  con  arreglo  á  derecho.  ^(Sentencia  publicada  el  7  de  Julio 
de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  $  de  Diciembí^  del  mismo  afio.) 
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8XKTIK0L&  (8  de  Julio  de  1892).->jBíaief  de  (^rovechamietUo  eomún. 
Excepción  de  venta.—Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  in- 
terpuesta por  el  Ayuntamiento  de  Jumilla  contra  la  Real  orden  de  20  de 
Mano  de  1889,  y  se  establece: 

1.0  Queenelart,l*delBealdecretode23deAgo9U>del868,$epreme' 
ne  que  los  Ayuntamientiu  podrán  $olieUar  la  concesión  de  dehesas  boyales  ó 
de  terrenos  de  aprovechamiento  común  dentro  del  plazo  de  cuatro  meses,  con- 
tados desde  la  publicación  de  didM  decreto  en  el  Boletín  oficial; 

Ymo  Que  se  ajusta  á  los  preceptos  legales  ingentes  una  Beal  orden  dio- 
tada en  1889,  por  la  ^  se  declara  extemporánea,  con  arreglo  á  la  legisla- 
ción anterior,  la  solicttud  deducida  por  un  Ayuntamiento  de  1860  para  la  ex- 
cepción de  tienta  de  ciertos  bienes  como  de  aprovechamiento  común,  y  se  deja  á 
salvo  de  modo  expreso  el  derecho  del  propio  Municipio  para  formular  dicha  pe- 
tición en  la  forma  y  términos  de  la  leyde8deMayo  ae  1888  y  en  la  Instruc- 
ción dictada  para  su  cumplimiento. 

En  28  de  Julio  de  1870  solicitaron  varios  vecinos  de  Jumilla  fuesen  ex 
oeptuados  de  la  desamortización  los  montes  del  propio  pueblo  que,  por 
concesión  de  D.  Pedro  I  y  D.  Enrique  H,  venían  disfrutando  aquéllos  en 
aprovechamiento  común.  Dictóse  en  el  expediente  la  Real  orden  denegato- 
ria reclamada,  y  el  Tribunal  Contencioso  dictó  la  sentencia  que  contiene 
ios  siguientes  considerandos,  visto  y  fallo: 

Considerando  que  si  bien  no  ofrece  duda  de  ninguna  especie  que  deda* 
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rado  por  )a  misma  Beal  orden  impugnada  que  quedaban  á  salvo  los  dere- 
chos qae  al  pueblo  de  Jamilla  asisten  con  arreglo  á  la  lej  de  8  de  Mayo  é^ 
Instmcción  de  21  de  Junio  de  1888,  y  habiendo  dicho  pueblo  deducido  j 
justificado  de  nuevo  la  solicitud  de  excepción  de  sus  montes,  ajustándose* 
á  la  citada, ley,  el  Ministerio  de  Hacienda  habrá  de  resolver  en  su  día  esta* 
solicitud,  para  lo  que,  así  como  acordar  la  excepción  pretendida  si  procede 
en  virtud  de  aqaella  ley  y  Reglamento,  en  nada  perjudicaría  ni  entorpece 
las  resoluciones  de  )a  Beal  orden  reclamada: 

€k>nsiderando  que  en  este  concepto  la  cuestión  de  si  los  montes  del 
pueblo  de  Jumilla  han  de  quedar  ó  no  exceptuados  en  definitiva  de  la 
venta,  es  una  cuestión  á  resolver  por  la  Administración  activa,  y  que  esto 
explica  que  para  ésta,  así  como  para  el  Fiscal  que  la  representa,  la  preten- 
sión de  la  demanda,  que  en  último  término  se  encamina  á  qoe  el  caso 
•e  decida  con  arreglo  al  nuevo  estado  de  derecho  creado  por  la  ley  é  Ins- 
trucción de  1888,  sea  una  pretensión  á  la  que  el  Fiscal  ha  entendido  que 
no  le  era  necasario  oponerse,  porque  sin  prejuzgar  el  resultado  que  en 
cuanto  á  los  intereses  públicos  hayan  de  producir,  se  refiere  sólo  á  las  in- 
discutibles facultades,  que,  según  las  citadas  disposiciones,  corresponden 
al  Ministerio  de  Hacienda: 

Considerando  que  la  Real  orden  reclamada  se  limita  á  resolver,  en  pri- 
mer término,  que  la  solicitud  de  excepción  presentada  por  los  propietarios, 
ganaderos  y  Mradores  de  Jumilla,  debe  desestimarse  por  falta  de  perso- 
nalidad en  los  reclamantes^  en  cuyo  punto  se  halla  ajustada  á  derecho,  así 
como  en  el  otro  extremo  en  que  declara  que  debe  igualmente  desestimarse 
por  extemporánea  la  otra  solicitud  de  excepción  deducida  por  el  Ayunta- 
miento, toda  ves  que  fué  presentada  después  de  terminado  el  plazo  sefiala- 
do  en  el  Real  decreto  de  23  de  Agosto  de  1868: 

Considerando  que  en  el  art  1,^  de  este  decreto  se  previene  que  los 
Ayuntamientos  podrán  solicitar  la  concesión  de  dehesas  boyales  ó  de  te- 
rrenos de  aprovechamiento  común  dentro  del  plaso  de  cuatro  meses,  con- 
tados desde  la  publicación  de  dicho  decreto  en  el  Boletín  oficial^  por  lo  cual 
es  evidente  qae  la  pretensión  de  excepción  del  Ayuntamiento  de  Jumilla, 
lecha  9  de  Febrero  de  1871,  fué  deducida  después  de  transcurrido  el  indi- 
cado plsso; 

Y  considerando  que  la  Real  orden  impugnada  se  ajusta  á  los  preceptos 
legales  vigentes  al  declarar  extemporánea  con  arreglo  á  la  legislación  an- 
terior la  solicitud  del  Ayuntamiento  de  Jumilla,  y  además  deja  á  salvo  de 
un  modo  expreso  el  derecho  que  ha  utilisado  el  referido  Municipio,  de  pe- 
dir la  excepción  en  la  forma  y  términos  consignados  en  la  ley  de  8  de 
Mayo  de  1888,  y  en  la  Instrucción  dictada  para  su  cumplimiento. 

Visto  el  art.  l.o  del  Real  decreto  de  21  de  Agosto  de  1868; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  deducida  á  nombre  del  Ayuntamiento  de 
Jamilla  contra  la  Real  orden  de  20  de  Marzo  de  1889,  que  queda  firme  y 
subsistente.— (Sentencia  publicada  el  8  de  Julio  de  1802,  é  inserta  en  la 
~  üaeeta  de  9  de  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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Behtinoia  (8  de  Julio  de  1B92).- Contribuciones,  Aprobación  de  cuen- 
tas del  Banco  de  España.-Se  revoca  la  Real  orden  de  8  de  Noviembre  de 
1885,  impugnada  por  el  Banco  de  España,  y  se  establece: 
i.*    ^ue  esjprincipio  general  de  derecho^  en  el  cual  se  in/g^iran  ¡osprec^ 
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U»  de  loa  articídoa  80  v  87  del  Beglamento  de  prooedimiefUo  eeonómieo  admi- 
nktraüvo  de  1881  y  el  67  del  orgánico  de  ¡a  Direcdán  de  Contabilidad  de 
1871  y  qy^e  nadie  puede  ser  condenado  tin  9er  oido  previamente: 

2.*  Que  $egún  jurieprudencia  constante,  la  faUa  de  audiencia  del  intere- 
$aiú  en  estos  casos  constituye  un  vicio  sustancial  que  anula  elptoeeiimiento 
desde  f%te  en  él  se  incurrió; 

Y3.0  Que  el  conocimiento  de  los  delitos  de  falsedad,  es  de  la  exclusiva 
competencia  de  los  Tribunales  ordinarios. 

Lft  comiaión  nombrada  para  el  examen  de  laa  enentaa  de  la  Sucnraal 
d^  Banco  de  Eapafia  en  Palma  de  Mallorca,  con  referencia  á  la  recauda- 
ción de  contríbncioneA,  remitió  á  la  Delegación  de  Hacienda  doenmentos 
demotürativos  de  no  jnetífiearae  variae  partidas  qne  se  saponían  ingresa- 
daa.  Informó  el  Banco  acerca  del  hecho  de  la  aprobación  de  dichas  coen- 
taS)  y  por  la  Real  orden  reclamada  se  resolrió  la  baja  de  dichas  partidas 
7  pasar  el  tanto  de  cnlpa  á  los  Tríbnnales  por  la  falsedad  qae  aqaéllas  im- 
plicaban. £1  Tribnnal  Contencioso  dictó  la  sentencia  que  contiene  los  si- 
gaieates  considerandosi  vistos  j  fallo: 

Gonsiderando  qne  es  principio  general  de  derecho,  en  el  coal  se  Inspi- 
ran  los  preceptos  de  los  artículos  80  y  87  del  Reglamento  de  procedimiento 
económico  administratíTO  de  1881  y  el  67  del  orgánico  de  la  Dirección  de 
Contabilidad  de  1871,  que  nadie  pnede  ser  condmiado  sin  ser  oido  pre- 
viamente: 

Considerando  qne  en  el  caso  presente  no  fué  oído  el  Banco  de  España 
en  la  primera  instancia  de  la  vía  gabematíva,  ó  sea  en  el  expediente  en 
que  se  prestaron  declaraciones  y  se  practicó  prueba,  que  dio  por  resultada 
el  acuerdo  del  Delegado  de  Hacienda  de  las  Baleares,  por  el  que  se  decla- 
ró no  eran  admisibles  las  partidas  de  qne  se  trata,  supuesto  que  tan  sólo 
se  le  reclamaron  datos  concretos,  los  cuales  facilitó,  pero  sin  qne  se  le  pu- 
siese de  manifiesto  todo  el  expediente  para  oír  sus  descargos;  falta  que  ha 
reconocido  la  misma  Real  orden  impugnada,  previniendo  á  dicho  Delegado 
que  evite  su  repetición  en  lo  sucesivo: 

Considerando  que,  según  jurisprudencia  constante,  la  falta  de  audien- 
cia del  interesado  en  estos  casos  constituyen  un  vicio  sustancial  que  anula 
el  procedimiento  desde  que  en  él  se  incurrió: 

Considerando  que,  esto  no  obstante,  por  ser  de  la  exclusiva  competen- 
cia de  los  Tribunales  de  la  jurisdicción  ordinaria  el  conocimiento  de  los 
delitos  de  falsedad,  es  de  confirmar  la  Real  orden  reclamada  en  cnanto 
manda  pasar  el  tanto  de  culpa  á  dichos  Tribunales: 

Visto  el  art.  67  del  Reglamento  orgánico  de  la  Dirección  de  Contabili- 
dad é  Intervención  general  de  la  Administración  del  Estado,  de  8  de  tío- 
viembre  de  1871: 

Vistos  los  artículos  80  y  87  del  Reglamento  del  procedimiento  econó- 
mico administrativo  de  SI  de  Diciembre  de  1881; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  impugnada 
de  2  de  Noviembre  de  1886,  én  cuanto  confirmando  lo  resuelto  por  el  De 
legado  de  Hacienda  de  las  Baleares  declara  no  admisibles  en  cuenta  de  re- 
caudación las  partidas  de  que  se  trata,  reponiendo  el  expediente  al  estado 
que  llnía  cuando  debió  oirse  al  Banco  de  Espalla,  para  que  con  su  an- 
disnda  se  sustancie  y  termine  con  arreglo  á  las  disposiciones  vigentes;  y 
que  debemos  confirmar  y  confirmamos  dicha  Real  orden  en  cnanto  manda 
P«ar  el  tanto  de  cnlpa  á  los  Tribunales  de  la  jurisdicción  ordinaria.-— 
(Sentencia  publicada  el  8  de  Julio  de  1892,  é  inserU  en  la  Qaeeta  de  9  de 
Diciembre  del  mismo  afio.) 
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SsjüTXifoiA  (8  de  Jalio  de  lB92).^Ferroearr%le$.  Caniratoé.'-Be  reroei 
la  Real  orden  de  l.o  de  Febrero  de  1887,  impoRiiada  por  Dofia  Julia  Na- 
varro, y  ae  establece:  ^ 

i.o  Que  fiiados  por  Real  orden  qne  eau9Ó  estado  ¡o$  respectivos  dereeítoi 
de  un  particular  y  de  una  Compañía  de  ferrocarriles  acerca  del  uso  de  un 
apartadero  para  d  servicio  del  primero,  no  puede  iti^nmerse  al  mismo  por  la 
Compañía  la  aceptación  de  condiciones  que  afecten  á  la  subsistencia  desu  de- 
recho; 

Y  2.^  Q^e  la  posesión  de  larqo  tiempo  en  que  viniese  dicho  particular, 
canstituiria  un  titulo  que  nopodria  ser  atropellado,  sino  en  un  caso  discutido 
por  los  Tribunales,  carecimMO  cutre  tanto  la  Administración  de  facultad  para 
alterar  el  estado  posesorio. 

Por  Real  orden  qne  oanaó  estado  te  dispoao  el  restablecimiento  de  an 
apartadero  de  empalme  con  la  linea  de  Alar  á  Santander,  y  en  cnya  pose- 
■ion  Tenía  de  largo  tiempo  la  demandante,  sin  perjuicio  de  la  conveniea- 
da  de  qne  aqnélla  y  la  Oompafiía  se  pusieran  de  acuerdo  para  qne  la  Tia 
del  apartadero  empalmase  con  la  general  en  un  determinado  punto.  A  re- 
clamación de  Dofia  Julia  Navarro^  á  quien  por  la  Oompafiía  se  trataba  de 
imponer  ciertas  condiciones,  se  dictó  la  Real  orden  impugnada,  en  cuya 
virtud,  si  la  Empresa  juagase  dafioao  á  sus  intereses  la  continuación  del 
servicio  de  transporte,  pediría  permiso  al  Ministerio  de  Fomento  para  res 
cindir  el  contrato.  £1  Tribunal  Contencioso  pronunció  la  sentencia  que 
contiene  los  siguientes  considerandos  y  fallo: 

Oonsiderando  que  la  Real  orden  firme  y  ejecutoria  de  80  de  Abril  de 
1886,  después  de  declarar  en  sus  fundamentos  que  las  bases  para  el  esta 
blecimiento  del.  apartadero  de  Portolín  debieron  arrancar  de  la  perpetui- 
dad en  el  disfrute,  ordenó  que  la  Ck>mpafiía  restableciese  deade  luego,  con 
las  condiciones  ordinariaa,  el  serTioio  que  indebidamente  y  con  manifiesta 
ligeresa  había  interrumpido,  y  que  independientemente  de  esto,  teniendo 
en  cuenta  la  proximidad  de  laa  agajas  oon  la  estación  de  Portolín,  era  con- 
veniente qne  se  pusieran  de  acuerdo  las  partes  interesadaa  para  que  la  vía 
del  apartadero  empalmase  con  la  general  en  la  referida  estación,  sin  que 
esto  constituyese  para  Dofia  Julia  Navarro  obligación  expresa: 

Considerando  que  circunscrito  en  esta  forma  el  punto  ú  objeto  sobre 
el  cual  debía  recaer  el  acuerdo  de  los  interesados,  y  declararado  de  un 
modo  expreso  que  esto  era  independiente  del  derecho  reconocido  de  Dofia 
Julia  Navarro  á  disfrutar  su  apartadero,  el  convenio  propuesto  á  ésta  por 
la  Oompafiía  sólo  debía  referirse  al  extremo  indicado  ó  sea  al  empalme,  y 
no  poáiñ  obligarla  á  aceptar  contra  su  voluntad  condiciones  que  afectassa 
directa  y  esencialmente  á  la  subsistencia  de  aquel  derecho: 

Considerando  que  las  condiciones  10  y  11  del  contrato  referido,  tai 
como  han  sido  aprobadas  por  la  Real  orden  que  hoy  se  impugna,  constitu- 
yen á  Dofia  Julia  Navarro  en  la  desfavorable  situación  de  perder  ain  in- 
demnixación  alguna  el  uso  del  apartadero,  si  alguna  vea  la  Compallia^niga 
perjudicial  á  sus  intereses  la  continuación  del  servicio,  ó  si  de  eualqnisr 
manera  faltase  dicha  sefiora  á  la  más  inaigniflcanie  de  las  condlcionefl  del 
contrato,  lo  cual  «a vuelve  una  infracción  notoria  de  la  Real  orden  de  80  de 
Abril  de  1886,  que  reconooe  derechos  en  favor  de  la  demandante,  cansó 
estado  y  ea  irrevocable  en  vía  gubernativa,  sin  que  tampoco  haya  sido  re- 
clamada en  la  contenciosa: 
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tloiindentido  que  e»ta  infrsooióii  no  ie  tubMna  con  la  obligación  dm 
tener  qoe  solicitar  la  Empresa  aatorisación  del  Gobernador  para  rescindir 
el  contrato,  porqae,  según  declaró  también  la  Real  orden  ya  invocada,  )a 
posesión  del  ramal  de  Portolín,  dnrante  el  largo  tiempo  qoe  Dofia  Jolim  Na- 
Tarro  y  sns  cansantes  lo  yienen  utilizando,  constitnye  un  titnlo  qne  oo 
poede  ser  atropellado,  sino  en  sn  caso  disentido  por  los  Tribonales;  y  hasU 
tacto  qne  los  mismos,  en  el  jaldo  correspondiente,  no  priven  á  la  deman- 
dante de  en  propiedad,  la  Administración  carece  de  facultad  para  akerar 
el  estado  posesorio: 

Considerando  qne,  en*  virtnd  de  lo  expnesto,  procede  revocar  la  Roal 
orden  impugnada,  á  fin  de  qne  Dofia  Jnlia  Navarro  continúe  en  pacífica  j 
legal  posesión  del  apartadero  de  Portolín,  sin  perjuicio  de  que  las  partee 
se  pongan  de  acuerdo  relativamente  al  punto  de  empalme,  celebrando  el 
convenio  qoe  declaró  oanvenimíe  la  Real  orden  de  80  de  Abril  de  1886; 

Fallamos  qoe  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  de  1. o  de  Fe- 
brero de  1887,  declarando  que  subsiste  en  todo  so  vigor,  y  debe  llevarse  á 
ejecución  la  de  30  de  Abril  de  1885.— (Sentencia  publicada  el  8  de  Julio 
^  1892,  é  inserta  en  la  Oaceta  de  9  de  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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Sentsnoia  (8  de  Julio  de  1892).— (7¿aMf  pa$iva$,  P^ntión  de  M<mtepio. 
—Be  revoca  la  Real  orden  de  21  de  Mano  de  1890  impugnada  por  Dofia 
Antonia  García,  y  se  establece: 

1.0  Que  par  la  fííeal  orden  de  3  de  Marzo  de  1825,  $e  dispone  que  Um  Ofi- 
tiake  de  loe  Architfoe  de  loe  Seereiariae  de  Sitado  y  del  Deepaeko,  y  loe  jMr- 
teroe  de  las  mismae^  quedan  inoorgorados  al  Mont^io  de  MinÍ9terio$,haeién' 
dolee  Ice  deeeuentos  que^seaún  tu  Reglamento,  lee  correeponda: 

2*  Que  la  citada  Éeaí  orden  tiene  fuerza  de  leu  por  haber  eido  dictada 
«a  époea  en  que  exietia  en  Eepaña  el  régimen  abaofuto,  y  por  tanto  eubeiete  y 
debe  apUcaree  con  arreglo  alartl2del  deeretwley  de  22  de  Octubre  de  1869; 

Y  3.*  Que  el  Minieterio  de  la  Oobemación  tiene  á  su  cargo  importante» 
tervieioe  que  se  hallaban  en  lo  antiguo  encoptendadoe  á  la$  Seeretariae  del 
Deapacko,  por  lo  cual  ee  una  eontinuaeión  neceearia  de  éetae,  de  donde  ee  im- 
fi^e  que  loe  Oficialee  deeue  Árchivoe  y  loeporteroe  de  dicho  Minieterio  lie 
1KH  deredw  á  gozar  de  loe  benejioio»  eoncedidoe  en  la  mencionada  Beal  orden. 

Por  la  Real  orden  impugnada  se  denegó  á  la  demandante  el  derecho  á 
pensión  de  Montepío  como  viuda  de  D.  Mariano  Sanchos,  que  desempefló, 
entre  otros  cargos,  el  de  portero  segundo  del  Ministerio  de  la  Qobema* 
eión  desde  1884'á  1887,  y  el  de  portero  hasta  1888,  en  ambas  ópocas  con 
•oeldo  de  2.000  pesetar,  y  el  Tribunal  Contencioso  dictó  la  sentencia  qoe 
contiene  los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  en  la  demanda  tan  solo  se  solicita  la  concesión  de  la 
pensión  de  Montepío  de  Ministerios,  por  lo  cual  no  es  preciso  eaaiinfaar 
ii  la  recurrente  tiene  derecho  á  la  pensión  del  Tesoro  que  le  niega  la  Real 
Orden  reclamada: 

Considerando,  respecto  á  la  pensión  de  Montepío,  ooe  para  resolver  si 
la  parte  actora  puede  ejercitar  so  deredio  á  la  indicada  pensión,  es  pre- 
ciso tener  en  cuenta  la  eficacia  de  la  Real  orden  de  8  de  Marzo  de  1826, 
^  la  cual  se  dispone  que  los  Oficiales  de  los  Archivos  de  las  Secretarías 
^e  Estado  y  del  Despacho  y  los  porteros  de  las  mismas  quedan  inoorpota- 
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do»  al  Montepío  do  Miniíteriofl,  haoióndoles  loi  deecaeotot  qoe,  según  uvt 
BeglftmentOy  lee  correepondan: 

Coneiderando  qne  en  la  miima  reeoltioión  impognada  ee  reconooe  ex> 
píceamente  qne  la  citada  Keal  orden  de  8  de  Mano  de  1826  tiene  fnena 
de  ley  ppr  haber  sido  diotada  en  época  en  qoe  exktía  en  Eepafia  el  régi- 
men abeoloto,  y  por  tanto  la  expresada  dispoaidón  subsiste  y  debe  apli- 
Ottse  eon  arreglo  al  art.  IS  del  decreto-ley  de  33  de  Oetobre  de  1868: 

Considerando  qne  el  Ministerio  de  la  Gobernación  tiene  á  sa  cargo  im- 
portantes servicios  qne  se  hallaban  en  lo  antígno  encomendados  á  las  Se 
cretarías  del  Despacho,  por  lo  cnal  es  ona  continuación  necesaria  de  éstas^ 
de  donde  se  infiere  qne  los  Oficiales  de  sns  Archiros  y  los  porteros  de  di 
cho  Ministerio  tienen  derecho  á  gosar  de  los  beneficios  concedidos  en  la- 
mencionada  Beal  orden; 

Y  considerando,  por  las  razones  expuestas,  que  Dofia  Antonia  García 
Centeno,  como  viuda  de  D.  Mariano  Sándies,  portero  que  fué  dé)  Miois 
terio  de  la  €K>beniación,  tiene  derecho  á  la  pensión  correspondiente  de 
Montepío  regulada  por  el  mayor  sueldo  disfrutado  por  el  causante  durante 
dosafios. 

Vista  la  Real  orden  de  8  de  Marso  de  1886: 

Visto  el  art  12  del  decreto  ley  de  23  de  Octubre  de  1868; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  impugnada,. 
y  en  su  lugar  declaiamos  qne  Dofia  Antonia  García  Oenteno,  como  viada 
de  D.  Mariano  Sánchez  y  Sainz,  portero  que  fué  del  Ministerio  de  la  6o- 
bOTnación,  tiene  defecho  á  la  pensión  de  Montepío  de  Ministerios  regulada 
por  el  mayor  sueldo  disfrutado  por  el  causante  durante  dos  afios.— (Sen 
tencia  publicada  el  8  de  Julio  de  1893,  é  inserta  en  la  Onceta  de  9  de  Di- 
ciembre del  mismo  afio.) 
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Sestekoijl  (8  de  Julio  de  1892).— Bienet  de  iVc^^ioe.  NuUdad  de  venta. 
—Se  deja  sin  efecto  la  Real  orden  de  34  de  Marzo  de  1887,  impognada 
por  D.  Francisco  Oortés.  y  se  establece: 

í.o  Que  con  arreglo  a  lo  preceptuado  en  loe  artieúloi  15T  de  la  Ineifweiá» 
de  31  de  Mayo  de  1865 y  7.o  del  Realdeereto  de  10  deJuHo  de  1866,  loeeem 
pradoree  de  bienee  de$amortixado$  sólo  pueden  reclamar  por  la  falta  de  la  ca- 
bida de  lasfincae  en  el  anuncio  de  8%tba9ta  al  tomar  poeuián,  ó  en  el  término 
improrrogable  de  quince  iia$  deede  el  de  la  poeeeiánjV  que  cuando  hayan  de- 
jado de  tomar  éeta,  gubernativa  ó  judicialmente,  vcnfieaéo  que  $ea  el  pago  del 
jfrimer  plato  y  paiado  un  mee,  $e  lea  coneiderará  como  poceedorec  para  lo$ 
efeeíoc  del  relaeionado  art.  7.^; 

T2.0  Que  la  prescripcián  del  párrafo  eegundo  de  dicho  art.  7.^  ^^J^ 
rrferencia  á  loe  compraaoree  ^ue  no  eotícUan  la  peeemón  judicial  ó  ad$nini»- 
Érativa,  ó  que,  una  vez  concedida,  noquieren  tomarla, 

<  En  18  de  Enero  de  1888  solicitó  el  demandante  la  posedón  administ» 
Uva  de  ciertas  fincas,  que  por  escritora  de  venta  judidal  le  liebían  tíao 
adjudicadas  el  día  anterior  á  nombre  del  Estado.  Otorgada  que  1^!°^ 
•quélla,  y  en  el  acto  de  tomaila,  protestó  de  la  misma,  por  falta  ^^^^ 
de  aquéllas,  en  cuya  dronnstancia  fundó  la  petición  de  nulidad  de  U| 
▼enta,  á  cuyo  extremo  se  dictó  la  Real  orden  denegatoria  r^^^^^^iZ! 
Tribunal  Oontencioso  pronunció  la  sentencia  que  contiene  los  sigoientes 
considerandos,  vistos  y  fallo: 
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OODttdenuido  qae,  con  arreglo  á  lo  establecido  en  loe  artíeiiloa  167  de 
la  Instmcdón  de  81  de  Mayo  de  1866  y  7.o  del  Beal  decreto  de  10  de  Ju- 
lio de  1866,  los  compradores  de  bienes  desamortíaados  sólo  pneden  recia- 
asar  por  la  falta  de  la  cabida  de  las  fincas  en  el  anondo  de  sabasta  al  to- 
nar posesión  ó  en  el  término  improrrogable  de  qnince  días  desde  el  de  la 
posesión,  y  qne  cuando  hayan  dejiulo  de  Uanai  ésta,  gobernativa  ó  jodi- 
dalmente,  Terificado  que  sea  el  pago  del  primer  plasío,  y  pasado  nn  mes^ 
ae  lea  considerará  como  poseedorea  para  los  efectos  del  relacionadb  ar- 
tfcolo  7.0: 

Considerando  que  D.  Frandseo  Cortés  Amat  satisfizo  el  primer  plaxo 
del  importe  por  qne  le  fomon  adjudicadas  las  finesa  en  6  de  Enero- 
de  1888,  y  trece  días  después,  ó  sea  el  18,  solicitó  que  se  le  diese  la  opor- 
tana  posesión  administrativa  de  ellas,  y  que  ésta,  por  morosidad  de  la 
Administración,  no  le  fué  dada  hasta  el  día  6  de  Enero  de  1884: 

Oon^derando  que  en  el  acto  de  la  posesión  hizo  consignar  su  protesta 
alegando  el  defecto  ó  falta  de  cabida  de  las  fincas  de  que  se  trata  el  apo- 
derado de  Ck>rtés,  y  formalizó  su  pretenden  de  nulidad  del  remate  el 
día  14  de  dicho  mes  y  año,  ó  sea  dentro  de  los  quince  días  siguientes  al 
de  la  toma  de  posesión: 

Considerando,  en  su  oonseeuencia,  qne  la  reclamación  de  Oortés  fué 
presentada  dentro  del  término  que  fija  el  art  7.^  del  Beal  decreto  antes  ci- 
tado» y  que  no  es  aplicable  á  dicho  interesado  la  prescripción  del  párrafo 
segando  de  dicho  ¿rticulo,  que  aólo  hace  referencia  á> aquellos  comprado- 
res, que,  ó  no  solicitan  la  posesión  judicial  ó  administrativa,  ó  que  no  quie- 
len,  una  vez  concedida,  tomarla: 

Considerando  que  por  no  haberse  resuelto  por  la  Administración  ac- 
tiva respecto  del  fondo,  ó  sea  en  lo  relativo  á  la  nulidad  del  remate,  por 
eonalderar  extemporánea  la  reclamación  de  Oortés,  carece  de  facultado» 
este  Tribunal  para  haeer  declaración  alguna  sobre  dicho  extremo,  y  pro- 
cede, en  su  consecuencia,  declarar  aólo  la  nulidad  de  lo  actuado  en  el  ex- 
pediente, único  punto  litigado,  y  repcmerle  al  estado  que  tenia  cuando  se 
dictó  por  el  Delegado  de  Hacienda  de  Almería  el  acuerdo  de  20  de  Sep- 
tiembre de  1886,  á  fin  de  que  por  el  Ministerio  de  Hacienda  se  dicte  la  re- 
solución que  proceda. 

Viato  el  art.  167  de  la  Instmcoión  de  81  de  Mayo  de  1^56: 

Visto  el  art.  7.o  del  Real  decreto  de  10  de  Julio  de  1866; 

Fallamos  que  debemos  dejar  y  dejamos  sin  efecto  la  Real  orden  de  24 
de  Marso  de  1887,  y  mandar' que  se  reponga  el  expediente  al  estado  en 
qne  estaba  cuando  el  Delegado  de  Hacienda  de  Almería  dictó  so  acuerdo 
de  20  de  Septiembre  de  1886,  nara  que  el  Ministerio  de  Hacienda  resuelvar 
lo  que  proeeda.-*(Sentencia  publicada  el  8  de  Julio  de  1892,  é  inserta  en 
la  Gü'^ita  de  O  de  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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SomoroiA  (8  de  Julio  de  1892).— ^errooomfes.  Subvendón^—S^  revoca* 
la  B*)al  orden  de  9  de  Septiembre  de  1891,  impugnada  por  la  Oompafiía  de 
los  ferrocarriles  Andaluces,  y  se  establece: 

^ac  «o  procede  eetmar  eubiietente  ¡a  renuncia  de  la  subvención  para  la 
tometrueeión  de  afta  linea  Jérrea,  tt  •huí  ley  poiterior  declaró  la  nulidad  de 
apUUa^  y  faitó  además  la  eauea  déla  miema. 

Por  Beal  orden  de  18  de  Mayo  de  1886,  se  reconoció  á  D.  Jorse  Lo- 
liilg  el  derecho  á  la  concesión  del  ferrocarril  de  Paente  Qenii  á  Linares^ 


Digitized  by  VjOOQIC 


T-'H 


492  jrUBISFBÜDnrCIA  ADMXimiTBÁTITA 

Posteriormente»  d  misino  Loríng  fórmalo  y  le  faé  «eeptada  Im  renanelA  del 
anxílio  qoe  podiera  correeponderle  eon  arreglo  á  la  ley,  con  respecto  á  vm 
troio  común  á  dicha  linea  y  á  la  de  Menglbar  á  Martoa,  si  la  identidad  de 
ambos  en  el  referido  troao  habla  de  ser  obstáculo  para  la  concesión.  Tras> 
pasado  ésta  á  la  Oompafila  de  los  ferrocarriles  Andalnces,  por  la  Beal  o^ 
den  impugnada  se  desestimó  sn  instancia  para  el  otorgamiento  de  la  snb- 
vención  á  qne  creía  tener  derecho  por  el  troso  comprendido  entre  Mengl- 
bar y  Martos;  y  el  Tribonal  Oontencioso  pronunció  la  sentencia  qne  coa- 
tiene  los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Oonsiderando  que  la  cuestión  oel  presente  litigio  se  reduce  á  determi- 
nar si  la  Oompafila  demandante  tiene  deredio  á  la  subvención  de  28.8(M 
pesetas  por  kilómetro  por  el  trozo  de  Menglbar  á  Martos,  qne  forma  parte 
de  la  linea  férrea  de  Puente  Genil  á  Linares,  de  que  es  concesionaria  la  ci- 
tada Oompañla: 

Ck>nBiderando  que  para  resolver  esta  cuestión  es  preciso  tener  én  cora- 
ta  el  precepto  de  la  ley  de  23  de  Julio  de  1887,  en  la  cual  se  establece  que 
el  ferrocarril  de  Campamento  á  Málaga  es  equivalencia  del  auxilio;  que 
4iegún  su  ley  de  concesión,  deberla  cobrar  en  oblifaeiones  del  Estado  por 
ferrocarriles  28.800  pesetas  por  kilómetro,  que  será  pagada  en  metálico  y 
«in  deducción  alguna  en  la  forma  que  dispone  su  ley  de  concesión;  que  en 
todo  lo  demás  queda  subsistente,  y  que  esta  disposición  legal,  anulando 
todo  lo  que  en  contrario  á  ella  resulte  en  ios  expedientes  respectivos^  se 
aplicará  á  los  ferrocarriles  que,  estando  comprendidos  en  la  misma  ley  de 
7  de  Marzo  de  1873,  tienen  en  suspenso  el  auxilio  que  debe  darles  el  Esáidoc 

Oonsiderando  que  la  linea  de  Puente  Oenil  á  Linares  se  halla  compren- 
dida, asi  como  la  de  Oádiz  á  Málaga,  en  la  ley  de  7  de  Marso  de  187S,  y 
por  lo  tanto  es  evidente  que,  con  arreglo  al  texto  de  la  de  22  de  Julio  de 
1887,  tiene  derecho  á  la  subvención  de  28.800  pesetas  por  kilómetro,  paga- 
dera en  metálico  y  sin  deducción  alguna,  anulándose  cuanto  en  contrario 
á  esto  resulte  ea  los  expedientes  respectivos: 

Oonsiderando  que  si  bien  en  el  expediente  de  la  concesión  de  la  cits^Hi 
linea,  que  se  otorgó  á  D.  Jorge  Loring,  quien  la  transfirió  i  la  Oompafita 
demandante,  consta  que  Loring  renundó  á  la  subvención  en  el  troso  de 
Menglbar  á  Martos,  esta  renuncia  se  halla  expresamente  anulada  por  ta 
citada  ley,  no  sólo  en  virtud  del  precepto  de  ésta,  en  que  se  consigna  que 
la  sabvención  á  dicha  linea,  asi  como  á  la  del  Oampamento  á  Mál^^  si^rá 
de  28.800  pesetas,  sin  reducción  alguna,  sino  por  la  frase  contenida  en  el 
mismo  precepto  de  que  se  anula  todo  lo  que  resulte  en  los  expediostes 
respectivos  qae  sea  contrario  al  pago  de  la  subvención  en  la  extentrión  y 
forma  que  quedan  indicadas: 

Oonsiderando,  por  tanto,  que  atendido  el  texto  expreso  de  la  ley,  re- 
sulta evidente  la  nulidad  de  la  renuncia  referida,  que  se  demoesim  ede- 
mas por  la  voluntad  manifiesta  del  Poder  legislativo,  toda  vez  que  en  el 
proyecto  de  ley  presentado  en  1885,  aprobado  definitivamente  en  el  Con- 
greso, y  qne  también  fué  discutido  en  ei  Senado,  se  concedía  á  la  linea  de 
Puente  Genil  á  Linivres  una  subvención  de  40.000  pesetas  por  kilómetro, 
csn  exclusión  del  troso  de  Menglbar  á  Martos,  subvención  que  es  mayor 
en  sn  totalidad  que  la  que  resulta  de  otorgarse  las  28.800  pesetas  porcada 
kilómetro  de  dicha  linea;  con  inclusión  de  dicho  trozo: 

Oonsiderando,  además,  que  tal  motivo  de  la  indicada  renuncia  kedia 
por  Loring,  no  fué  otro  que  el  de  que  estando  entorilada  la  ooaceidón  del 
ferrocarril  de  Menglbar  á  Granada  con  subvmición  directa,  y  teniendo  esta 
linea  un  trozo  de  Menglbar  á  Martos,  paralelo  al  otro  trozo  comprendido 
entre  los  mismos  puntos  en  la  linea  oe  Puente  Genil  á  Linares,  existiría 
una  subvención  doble  para  dos  lineas  paralelas  y  muy  próximas;  pera 
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como  no  ha  habido  Ucitadorea  para  la  linea  de  Mengíbar  á  Granada,  tam- 
pooo  ha  tenido  haata  ahora  lagar  el  abono  de  la  robv^neión  ofrecida,  y  por 
tanto,  ha  deaapareddo  la  cansa  de  la  rennncia  qne  biso  Loring: 

Coaeiderando  qae,  si  bien  está  subsistente  la  ley  de  concesión  de  la  li- 
nea de  Granada,  la  falta  de  licitadores  en  las  subastas  celebradas  hace 
qne  hasta  ahora  no  se  hayan  adquirido  derechos  por  los  qoe  pudieran  ser 
eoncesionaríos  de  ella,  y  por  consigniente,  el  peligro  de  la  doble  sabven- 
ci6n  poede  desaparecer  desde  el  momento  en  qne  por  los  medios  legales 
procedentes  se  modifique  el  expresado  proyecto,  limitando  la  expresada 
eoncesión,  como  ha  indicado  la  Dirección  general  de  Obras  públicaí^  y  el 
Consejo  de  Estado  en  pleno,  al  trayecto  de  Alcaudete  á  Finos  Puente,  con 
lo  coal  se  obtendría  una  gran  economía  en  favor  de  los  intereses  del  Es- 
tado; 

T  considerando,  por  las  raaones  expuestas,  qne  la  Compañía  deman- 
dante tiene  perfecto  derecho,  con  arreglo  á  la  ley  de  22  de  Jallo  de  1887,. 
á  qoe  se  le  abone  la  indicada  subvención,  por  lo  cual  debe  revocarse  la 
S¿U  orden  impugnada  en  que  se  ha  desestimado  esta  pretensión. 

Vista  la  ley  de  7  de  Mano  de  1873:  • 

Vista  la  ley  de  32  de  JuUo  de  1887; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Keal  orden  de  9  de  Sep- 
tíanbre  de  1891,  y  declaramos  que  la  Oompafiía  denuindante  tiene  dere- 
cho á  la  subvención  de  28.800  pesetas  por  kilómetro  por  el  troco  de  Men- 
gíbar á  Martes,  parte  integrante  de  la  línea  de  Puente  Genil  á  Linares,  y 
que  por  consiguiente  carece  de  fundamento  la  advertencia  hecha  por  la 
Dirección  general  de  Obras  públicas  al  Ingeniero  Jefe  de  la  División  de 
Sevilla  en  16  de  Junio  de  1888.->(Sentencia  publicada  el  8  de  Julio  de 
1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  9  de  Diciembre  del  mismo  afk).) 
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Sjdttsnoia  (8  deJaliodel892).— CofUrt6ticú)ft«9.  Computación  de  tuma9 
M/tt/sd^.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  ia  demanda  de  la  Oompa- 
fiía general  de  Tabacos  de  Filipinas  contra  la  Real  orden  de  17  de  Enero 
de  1891,  y  se  establece: 

i.<>  (¿ue  $i  bien,  c(m  arreglo  á  la  adieián  á  la  números  4,^  y  5.^  de  la  ta^ 
tifa  eegunda  del  Ésgla$nento  de  la  contribudán  industrial  y  de  comercio,  las 
Sociedades  por  acciones  tienen  derecho  á  q^k/e  se  les  compute  en  la  cuota  de  la 
emUribttción  industrial  lo  satisfecho  por  territorial,  por  los  inmuebles  de  su 
propiedad,  no  hay  razan  alguna  vor  la  que  pueda  estimarse  que  el  impuesto 
de  exportación  de  tabaco  satisfecho  en  ÉiUfinas  por  la  Compañía  general  de 
Tabacos  sea  equivalente  al  de  la  contribución  territorial,  como  lo  d&nuestra  la 
exi»teneia  de  ésta,  al  par  que  de  aquél,  en  la  Feñinsula,  Cuba  y  Puerto  Rico; 

Y  2P  (¡ue  por  no  tener  el  carácter  de  contribucián  territorial,  6  sea  sobre 
km  immuebles,  las  cantidades  pagadas  en  Filipinas  por  la  Compañía  de  Taba- 
cos, resulta  demostrado  que  semejantes  mmas  no  pueden  imputarse  en  pago  de 
la  contribución  industrial,  que  tiene  ^ue  satisfacer  en  la  Península,  como  So- 
ciedad  mercantil  ^ue  tiene  su domidho  en  Barcelona,  y  que  es  anónimaypor 


Solicitó  la  Compafkia  demandante,  dondciliada  en  Barcelona,  que  en 
pago  de  la  contribucción  asignada  por  beneficios  repartidos  en  el  ejercicio. 
de  1886,  se  le  computaran  las  sumas  satisfechas  en  Filipinas  por  exporta- 
ción de  tabaco  en  rama  y  elaborado  y  por  contribución  industrial.  Girada 
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Im  liquidación  de  dichos  beneficios  mi  típo  del  10  por  109,  reclamó  la  parte 
«ctora,  haciendo  notar  qoe  era  Sociedad  anónima  por  accionea,  y  qne,  al 
bien  estaba  saleta  al  pago  de  contribución  indostrial,  no  venía  obligada  á 
otro  tributo  que  el  impuesto  sobre  utilidades  liquidas;  y  que  de  no  serle  ám 
abono  aquellas  sumas,  resultaría  duplicada  la  contribución  por  un  solo  oott- 
cepto. 

Por  la  Real  orden  impugnada  se  denegó  aquella  reclamación;  y  el  Tri- 
bunal Contencioso  pronunció  la  sentencia  que  contiene  los  siguientes  eon- 
aíderandos,  Tistos  y  fallo: 

Ckmsiderandt)  que  la  cuestión  del  presente  litigio  se  reduce  á  detemü- 
nar  si  la  Compafiia  general  de  Tabacos  de  Filipinas,  domiciliada  en  Barce^ 
lona,  tiene  derecho  á  que  en  pago  de  la  contribución  industriatpor  el  ejer- 
cicio de  1886  se  la  computen  las  sumas  satisfechas  en  Filipinas  por  dife- 
rentes impuestos,  y  en  especial  por  los  derechos  de  exportación  de  tabaeoc 

Oonsiderando  que  no  es  exacto  que  de  no  admitirse  esta  imputación  eñ. 
el  pago  se  exijan  á  la  Oompafiía  dos  cuotas  por  el  ejercicio  de  su  industria, 
ni  que  se  infrinja  el  art.  S.o  del  Reglamento  de  la  Contribución  industrial, 
porque  las  cantidades  satisfechas  en  Filipinas  y  que  la  Oompafiía  pide  ae 
le  admitan  á  cuenta  para  el  pago  de  dicha  contribución,  lo  fueran,  no  en 
concepto  de  impuesto  industrial,  sino  por  los  derechos  de  exportación  del 
tabaco  elaborado  y  en  rama,  y  por  tanto,  es  evidente  que  no  se  ha  exigid» 
un  doble  pago  por  un  mismo  concepto: 

Oonsiderando  que  la  liquidación  de  los  beneficios  obtenidos  por  la  Osm- 
paffía  demandante  en  el  ejercicio  de  1886  se  ha  girado  al  tipo  de  10  por  100, 
teniendo  en  cuenta  las  utilidades  líquidas  que  arroja  el  balance,  con  dedao- 
ción  de  todos  los  pagos  realizados  y  gastos  hechos  en  Filipinas  por  otros 
impuestos  distintos  del  de  la  contribución  industrial,  por  lo  cual  es  noto- 
rio que  al  practicarse  la  expresada  liquidación  se  ha  ajustado  la  Administrm- 
ción  activa  al  precepto  del  núm.  4.o  de  la  tarifa  segunda  del  Reglamentoe 

Considerando  que,  si  bien  con  arreglo  á  la  adición  á  los  números  4.^  y 
5.0  de  esta  tarifa,  las  Sociedades  por  acciones  tienen  derecho  á  que  se  lea 
compute  en  la  cuota  de  la  contribución  industrial  lo  satisfecho  por  terri- 
torial, por  los  inmuebles  de  su  propiedad,  no  hay  raaón  alguna  por  la  qu% 
pueda  estimarse  que  el  impuesto  de  exportación  de  tabaco  satisfeeko  en 
Filipinas  por  la  Oompafiía  demandante  sea  equivalente  al  de  la  contriba- 
ción  territorial,  como  lo  demueatra  la  existencia  de  ésta,  al  par  qoe  da 
aquél,  en  la  Península,  Cuba  y  Puerto  Rico: 

Oonsiderando  que  por  no  tener  el  carácter  de  contribución  territorial^d 
sea  aobre  los  inmuebles,  las  cantidades  paginas  en  Filipinas  por  la  Oom- 
pafiía de  Tabacos,  resulta  deniostrado  que  semejantes  sumas  no  pueden 
imputarse  en  pago  de  la  contoibución  indr^B^'^^U  Q^®  tiene  que  satistecer 
en  la  Península,  como  Sociedad  mercantil  que  tiene  su  domicilio  en  Bar- 
celona, y  que  es  anónima  y  por  acciones: 

Considerando,  por  las  razones  expuestas,  que  la  Real  orden  impugnada 
que  deniega  las  pretensiones  de  la  Oompafiía  debe  ser  confirmada. 

Visto  el  art  8.o  del  Reglamento  de  la  Ootítribndón  industrial  y  de  co- 
mercio de  18  de  Julio  de  1882: 

Yiata  la  tarifa  segunda,  nám.  4.<>,  dermismo  Reglamento; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administraeión  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  la  Oompafiía  ge- 
neral de  Tabacos  de  Filipinas  contra  la  Real  orden  de  17  de  Enero  de  1891, 
que  queda  firme  y  subsistente.— (Sentencia  publicada  el  8  de  Julio  de  1899^ 
4  inserta  en  la  Qaceéa  dé  9  de  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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Sbvtbnoia  (9  de  Jolio  de  189B).— iíon^  públicos.  Deslinde,'-8e  con- 
firma, en  parte,  la  Real  orden  de  19  de  Abril  de  1887,  impngnadtf  por  don 
3iannel  Eacamilla,  y  se  eetablece: 

i.o  Que  tratándose  de  montes  públieoi,  el  Real  iecteto  de  17  de  May0  de 
1865  no  fija  el  térmno  vara  t^Uur  de  las  resoluciones  gobernativas  sobre  se- 
ikUannento  de  zonas  duMsas: 

2.0  Que  no  es  dado  á  los  Tribunales  contenciosos  apreciar  la  proeedeneim 
^el  recurso  interpuesto  contra  aqueUas  resoluciones,  cuyo  extremo  corresponde 
ú  la  exclusiva  competencia  de  la  Administracián  activan- 
do Que  señaladas  las  ganas  dudosas  de  unos  montes  de  propiedad  parH- 
euiar,  y  decretado  por  Beal  orden  el  deslinde  de  los  miswtos,  manteniendo  di- 
chas zonas  dudosas  mientras  que  aquel  se  reaiiee,  se  lia  alterado  el  estado  po- 
sesorio de  los  interesados,  siendo  ineludible  su  restablecimiento;  y  en  tal  co»^ 
tepto  Uene  aquella  Real  orden  el  carácter  de  d^nüiva,  reuniendo  los  requi 
mtos  necesarios  para  ser  impugnada  en  via  contenciosa: 

4.^  Que  en  el  mismo  caso,  alterado  el  estado  posesorio  de  los  interesados^ 
sin  que  sus  montes  linden  con  otros  públicos,  requmto  indispetisable  para  fijar 
las  zonas  dudosas,  se  les  priva  á  aquéllos  de  un  derecho  tan  respetable  y  sm- 
^rado  como  el  que  se  deriva  del  estado  posesorio: 

6,0  Que  las  cuestiones  que  no  hayan  sido  objeto  de  impugnacián  ante  im 
Administracián  activa,  no  pueden  serlo  en  viaí  contenciosa: 

YS.o  Que  la  Administracián  activa  tiene  facultad  incuestionable  parm 
tnandar  te  proceda  ül  deslinde  de  los  montes  pMicos  v  de  fijar  las  zonas  du- 
dosas en  los  que  linden  con  eHos, 

Comenzó  D.  Mannel  Eeeamilla  la  corta  y  aproyechamiento  de  los  pi- 
floe  exiatentes  en  poseeiones  de  ene  caneantes  D.  Jnan  Ohico  y  otroe,  fió- 
las enclavadas  en  Haólamos  (Onenca). 

Acordada  por  el  Gobernador  la  suspensión  de  aquélla  y  eL  embargo  de 
las  maderas  cortadas,  resaltó  del  oportuno  expediente  qae  por  acuerdo 
del  Gobernador  de  23  de  Junio  de  1878,  se  excluyeron  aquellas  posesio- 
nes del  Catálogo  de  montes  públicos,  autorizando  á  sus  dnefios  para  día 
poner  de  ellas  como  mejor  les  conviniera,  previo  el  sefialamiento  de  zona 
dudosa  en  las  que  lindasen  con  montes  públieos. 

Sefialadas  Us  zonas  dudosas  por  el  Ingeniero  D.  Antonio  Salasar  «a 
28  de  Agosto  de  1882,  acordó  el  Gk>bemador,  en  31  de  Octubre  del  miaño 
afio,  aprobar  las  zonas  sefialadas  y  suspender  todo  aprovechamiento  dwt- 
tro  de  aquéllas. 

Bn  15  de  Noviembre  de  1883  la  parte  actora,  previa  la  fianza  de  87.dGO 
pesetas,  se  alzó  ante  el  Ministerio  de  Fomento  de  esta  última  providencia^ 
desestimándose  dicha  redamación  por  la  Real  orden  impugnada  que  d« 
cretó  el  deslinde  de  los  montes  explotados  por  Escamilla,  conservando  ínm 
sonas  dudosas  mientras  aquel  se  realizase;  y  el  Tribunal  contencioso  pro- 
nunció la  sentencia  que  contiene  los  siguientes  considerandos,  visloo  j 
fallo. 

Considerando  que  las  cuestiones  ventiladas  en  este  pleito  se  refieran 
Á  la  incompetencia  del  Tribunal  en  primer  término,  segÚA  afirma  el  Mi> 
nisterio  fiscal,  alegando  las  excepciones  dilatorias  con  el  carácter  de  pe- 
rentorias por  no  haberlas  propuesto  en  tiempo,  de  que  se  hace  mendóm 
detallada  en  los  sucesivos  considerandos;  y  en  segundo,  á  resolver  si 
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puede  precederse  á  la  demarcación  de  las  zonas  dudosas  en  montes  de  do> 
Tierno  particular  que  no  lindan  con  otros  públicos:  ^     * 

Considerando  que  el  primer  motivo  de  incompetencia  alegado,  refe- 
rente á  que  la  pretensión  del  €h>bemador  de  Ouenca  de  31  de  Octubre  de 
1882,  aprobando  el  sefialamiento  de  zonas  dudosas  fué  notificada  á  Esca- 
milla  en  28  de  Noviembre  siguiente,  sin  que  contra  ella  dedujera  recurso 
alguno  hasta  el  16  de  igual  mes  del  afio  de  1888,  por  cuya  cansa  debe  te- 
nerse por  consentida,  no  puede  tener  este  alcance,  porque  ni  la  instancia 
del  actor  tiene  el  carácter  de  alzada  ante  el  Ministro  de  Fomento,  sino  el 
de  una  reclamación  para  que  se  declarase  subsistente  y  en  toda  su  faem 
y  vigor  la  providencia  de  aquella  Autoridad  de  28  de  Junio  de  1878,  ni  el 
Beal  decreto  de  17  de  Mayo  fija  término  para  apelar,  dado  el  caso  de  que 
el  recurso  de  Escamilla  hubiera  tenido  tal  objeto;  ni  es  dado,  en  fin,  á  los 
Tribunales  contenciosos  apreciar  este  extremo,  de  la  ezclnsiva  oompeteo- 
cia  de  la  Administración  activa,  la  que  apreció  lo  contrario  de  lo  que  ale- 
ga el  fiscal,  dándole  curso,  instruyendo  el  expediente  necesario  y  resol- 
Tíéndolo  por  la  resolución  reclamada,  de  la  que  únicamente  puede  y  debe 
entender  este  Tribunal: 

Considerando  que  la  afirmación  de  que  la  Real  orden  de  19  de  Abril 
de  1887  del  Ministerio  de  Fomento,  al  decretar  el  deelinde  de  los  montea 
explotados  por  Escamilla  manteniendo  las  zonas  dudosas  sefialadas  mien- 
tras que  aquél  se  realiza,  no  es  definitíya  ni  vulnera  derecho  alguno,  es  la 
seignnda  razón  en  que  funda  el  Fiscal  su  excepción  de  incompetencia,  so- 
bre la  que  basta  tener  en  cuenta  que,  alterando  el  estado  posesorio  en  que 
el  referido  Escamilla  y  sus  causantes  se  hallaban  desde  1878  y  mucho  an- 
toja, su  restablecimiento  es  ineludible,  y  en  tal  concepto  tíene  el  carácter 
de  definitiva,  teniéndolo  además  del  propio  modo,  porque  aquella  opera- 
ción da  por  cierto  que  los  montes  en  que  se  ha  realizado  lindan  con  otros 
públicos,  que  es  precisamente  el  punto  polémico  que  ha  de  fallarse  en  de* 
finitiva,  razones  por  las  que  la  disposición  reclamada  reúne  los  requisitos 
neeeearios  para  ser  impugnada  ante  este  Tribunal: 

Considerando  que  la  petición  del  demandante,  encaminada  á  que  se  le 
devuelvan  27.500  pesetas  que  consignó  como  fianza  para  la  extracción  de 
ím  maderas  cortadas  en  los  montes  referidos,  no  habiéndola  producido 
ante  la  Administración  activa  ni  resuelto  por  consiguiente  sobre  ella  la 
Beal  orden  impugnada,  no  puede  tampoco  ser  motivo  de  sentencia: 

Considerando  que  la  resolución  del  Gobernador  de  la  provincia  de 
Gnen^  de  28  de  Junio  de  1878,  recaída  en  expediente  instruido  al  efecto 
mandiando  respetar  la  propiedad  y  posesión  de  los  terrenos  qae  se  men- 
cionan en  el  acta  del  reconocimiento  practicado,  en  loe  que  se  compreo- 
deo  los  titulados  Cuevas  de  las  Orajtu,  Solana  del  Horcajo,  Sonteeüla§^ 
Vaidoras  y  VMeminguete,  donde  las  cortas  se  han  verificado,  dejando  en 
libertad  á  los  daeños  de  los  mismos  para  disponer  de  sus  productos  como 
mejor  les  conviniese,  debiendo  eliminarse  del  catálogo,  es  firme  y  estable 
por  no  haber  sido  objeto  de  reclamación  alguna,  como  asimismo  lo  reco- 
noce la  Beal  orden  que  ha  dado  origen  á  la  cuestión  que  se  decide  por  la 
presente  sentencia: 

Considerando  que  en  dicha  resolución  del  Gobernador  de*Ouettca  se 
manda  proceder  al  sefialamiento  de  zonas  dudosas  en  los  terrenos  y  mon- 
tes que  confronten  con  otros  públicos,  cuya  disposición  no  aparece  cnzn- 
plida,  una  vez  que  las  marcadas  por  el  Ingeniero  1>.  Antonio  Salazar  en 
23  de  Agosto  de  1882,  á  consecuencia  del  decreto  de  dicha  Autoridad  pro- 
vincial de  1.*  de  Junio  del  mismo  afio,  no  fueron  hechos  en  montes  conti- 
guos con  otros  públicos,  sino  en  aquellos  que,  según  ei  acta  del  reconocí- 
miento,  que  sirvió  de  base  á  la  primera  de  diclna  disposiciones,^  no  se  en- 
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oneniran  en  esta  litiiaeióii  aqae)lotf  en  qae  ee  han  fijado  laa  eonaa  dfi- 


Oonaidérando  qae  al  disponer  la  Real  orden  impirgnada  qae  ee  reepe- 
lea  lae  ñjadáa  en  Agosto  de  1882  mientras  que  se  verifica  el  deslinde  qne 
se  manda  ejecutar,  altera  el  estado  posesorio  en  qae  se  hallan  los  causaha- 
bientea  de  b.  Joan  Ohico  Iiorente,  D.  Joan  Manuel  Bolarfn  y  otros  á  cayo 
favor  se  dictó  la  resolocién  de  28  de  Jonio  de  1888,  cayo  carácter  tiene 
D«  Mánnél  Escaosilla,  pnesto  qne  no  lindando  sos  montes  con  otros  pú- 
bttooa»  reqnisito  indispensable  para  fijar  las  zonas  dudosas,  se  les  pnva 
de  onr  derecho  tan  respetable  7  sagrado  como  el  que  se  deriva  del  estado 
poaeaorio: 

Considerando  qoe  la  Admiaistraeión  activa  tiene  facaltad  incaestiona- 
Ué  para  mandar  se  proóeéa  ai  desHnde  délos  montes  públicos  y  dr  fijar 
hm  aonas  dodosas  en  loa  que  Ikiden  con  ellos: 

Vistos  los  arts.  10, 11  7  él  del  Reglamento  de  17  de  Mayo  de  1865: 
Vistos  los  arts.  1.*  7  48  de  la  le7  de  18  de  Septiembre  de  1889: 
Fallamos  que  debenioa  declarar  7  declaramos  inadmisible  la  excepción 
de  ineempeteBcia  propuesta  p<Mr  el  Fiaoal;  que  es  firme  7  está  subsistente 
la  disposición  del  Qoberaador  dvil  de  Oueaea  de  28  de  Junio  de  1878, 
siendo  nulas  las  sonas  dudosas  fijadas  en  los  terrenos  deslindados  en  el 
aela  de  reconooimieato  qoé  sirvió  de  base  á  la  misma,  en  cuanto  no  apa* 
reeen  lindar  con  montes  púbHoos  7  en  la  extensión  7  cabida  que  en  las 
canitaras  de  adqoisioión  se  detalla,  sin  perjuicio  de  llevarse  á  eífleto  el 
deslinde  acordado  pos  la  Beal  orden  de  10  de  Abril  de  1887  en  los  que 
tengan  aquel  carácter,  7  de  fi^  si  es  preciso  las  tonas  dudosas  conve- 
nientes en  ios  que  oon  eálos  lindan.  JBn  lo  que  con  esta  nuestra  sentencia 
esM  eonforme  la  Reíd  orden  impagnada,  la  eonfinnamos,  7  en  lo  que  no, 
laievoeamos,  sin  hacer  d^okaradóñ  sobre  la  devolución  de  las  27.660  pe* 
eetss  por  no  habióse  redamado  en  la  vía  gubéraatíva. — (Sentencia  publi- 
cada el  9  de  Julio  de  1892,  é  inserta  en  la  G^0óéta  de  20  de  Diciembre  del 
iniamo  año.) 
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SjBArasoiA  (J9  de^^nUo  de  lS9A).^OmMbwiÍ0He$.  Exención  de  pago,— 
Se  absuelve  á  la  Adanoi^tración  áb  ia  demanda  del  Banco  de  España  eon* 
tea  la  Real  ord|iki4e<5^  der  EÉier^^de  1887^  i  se  establece: 

(¡m  99ffMo  ^^mdeviáét, por  la  Bñoemiacián  de  eentrihueiones  eneometf^ 
éúia ml^ai^o  de^Etgfomííei boKre^tmiienié esnedietUe  d^  «gremio  per  dá- 
Uto  de  aquéUae,  kabtende^  á^áde  íraneetirrir  aplazo  de  do$  añon  para  recia- 

r  y  ha^r  afectiva»  la»  oHoéae,  deben,  éetae  r^utar9$pre$crita8. 


Solicitadapor  IX  Melchor  Morales  7  otooe  la  sni^>enslón  de  les  proce- 
^mieatoe  de  apremio,  qne  las  ss^oia  la  Recandaciónde  .contribuciones ^or 
d^Hlos  oorre^^ondiebtes|lkloe.áfios  1878*74  7  1877  á  81,  en  atención  á  es- 
tar  pieseríto  por  el  ari  18  delalnslnieoite  de  8  de  Diciembre  de  1889;  7 
habiendo  acompañado  I08  interesados  dos  cédulas  de  notificación  lecha  15 
de  Septiembre  de  1886,  expresando  que  los  débitos  eran  por  contribución 
territorial  de  loe  años  1870  á  i878  7 1870  80,  la  Delegación  de  Hacienda  de 
Sofiá^eaviatadela  Qxpnestoy  aeorc^  la  soi^Mosión  de  dichos  procedí 
müente^.  Recorrió  eontca  estepaonerdo  el  Banco  de '  Espalla  alegando  que 
loe  ei^|>edientei  de  cefereiuia:  estovieron  en  poder  de  la  AdministraeiÓQ 
~  i  1881  á  1886»  imlKMdbUitando  la  acción  recaadadora,  7  qne  á  la  can- 
TOMO  46  82 
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iidad exigida á ano  de losinter^adof  no  podía  apüoane  la preteilpdóa 
por  ser  procedente  del  empróetito,  recayendo  entoncet  la  Real  orde&  im> 
pugnada  conftmuLto^ia  del  acuerdo  de  la  Delegacidn;  f  el  Tcibtinal  Con- 
lencloao  dictó  la^  aentenoia  qoe  contiene  lo»  aignieatos  conaidera^dea,  ¥is- 
toa  y  fallo: 

Conai4erando  quja  el  BancOfde  Eapafia  aa  jaatified  que  hubíeae  mela- 
xnado  á  D.  Mel<^r  MoraUa,  D.  MaiMielGcaisafto  7  D.  Víaente  Boeqoe.  de 
pabilo  laa  caotaa  de  contribMción  qne.adapdaban  por  lo»afb>ft  de  Mt  á 
18^1  y  1879-80,  dentro  del, término,  de  doa  alloa  mavcadoa  por  la  Lnkiae 
cióik  ni  la  feclía  en  que  comenaó  i  Inatrair  oonti»  aqnéUoa  loa  espadien- 
tea  de  apremio,  y  que  por  lo  contrario,  de  iaa  cédniaa  de  reqnerimieala  aa 
ÍA&ece  que  haata  1886  no  fueron,  reclamadaa  díohaá  eootaa: 

Considerando  que  tampoco  probó  au  afirmación,  que  oontiadiee  la  Ha- 
cienda, de  que  ésta  tuviera  en  a«  j^oderdeade  1881  á  1885  loa  expedienlea 
incQi^<^  contra  loa  expreaadoa  contribuytntaa,  iaspoalbilitaBdo  aai  lá  ac- 
ción récaodadonu  !      . 

Oonaiderando  que  ninguno  de  loa  contriboyentea  aparece  eomo  deodor 
por  el  empréatito  de  175^0.000  porque  de  laasienoionadaa  cédalaa  de  re- 
querimiento consta  que  todoa  loa  débitoaaon  por  territorial  en  loa  áfioa 
de  1870  á  1878  y  1879  8Q: 

Considerando  que  toda  ves  que  el  Banco  de  Eapafla  no  dirigió  el  pro- 
cedimiento de  apremio  contra  loa  repetídoa  dettdoiea  baata  d  «fio  <^e  1886, 
dejando  tranacorrir  con  exceao  el  plaso  da  doaafioa  para  üeclamar  y  haasr 
efeetivaa  laa  cuotaa,  deben  éataá  repatarse  preéciitaa* 

Vistos  ios  artículOjB  141  y  17  de  la  InatrmedóB  de  8  de  Dieiembre  de  1869; 

Fallamos  que  debemos  abaolver  y  abÉoUemoa  á  la  AdminiatraeióD  ge- 
neral del  Estado  de  1&  demanda  interptieatapor  el  Baneo  de  Eapafia  son- 
tra  la  Real  orden  de  6  de  £nero  de  1887,  la  cual  queda  fimw  y  anbsisteafta. 
—(Sentencia  publicada  el  9  de  Julio  de  1892,  é  inaerta  en  la  Gaceta  da  SO 
da  Diciembre  del  miasao  mIUk) 
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SumNOiA  (9  de  Julio  de  1892).— C(m¿rt6NCÍ(mei.  8u$traceióndef<mdo$, 
— 6e  abaoelye  á  la  Adminiatradón  de  la  demanda  del  Banoo  de  BiVAfia, 
Qpntxa  la  Beal  orden  de  8^  de  Noviembre  de  1886.  y  aaeatableoe: 

1.0  Que  at  bien  ¡akof^ir  éei  cómenio  asneado  pí^  la  Real  oftk»  aef 
ie  J)ieimbre4e  1863  exme  de  r^p&néabitídad  al  Banca  de  Em^a  eMu» 
por/u^ga  ma^or/ueien  eaetraidoe  Ió$  fmidoe  de  la  raca»daMñ  de  lút^paaim 
ó  arcae  en  que  lo9eu$todieñ  tas  d^Mndenekte  dedkka  eettMeaimientí^t  eeneee 
Mario,  para  otorgar  la  eooeneión,  que  ee  ¿uü^íjmen  la  tdolmela  ejercida  y  fa  1^' 
eociitencia  de  loe  fondee,  quedando  la  apreciacián  de  e$ta  prueba  eometiaa  ai 
erikrio  deljuegador,  impirade  en  lae'realae  de  la  eritíed  raehnál; 

Tii.o    Queaimquee$tuMeeeaárediia¡Uíla9Í(aenew,9eriaMBaneoreepen^ 

sable,  sí  mi  agente  recaudador  na  mmptíóél  precepto  de  la  base  XT,  <n»<^J[|' 
vocada,  cmtodikmdo  loe  fondos  enpmtos  6  arcas  oenhispreeaíaoUmeemci^' 
rias.  * 

Sorprendido  eí  Beeandador  de  Oontribudonea  pornnoa hoihbrsa Mtf- 
doa,  al  parecer  caaliataa,  quale  intimaron  la  enlrega  de  loa  fondos  ^  ^ 
recandadón,  nkaoifeató  no  aeoedería  á  eato  ain  que  preaanoiaae  el  *J[^^ 
Alcalde  y  algnooa  veoinoa.  £n  .viata  da  este,  peraonadoes  el  higAr  <)^°¡^ 
«1  Sindica  del  Aynntamiento,  en  auaeada  del  AleaWai  y  ranófe  vedno^  y 
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liabiendo  parecido  larga  á  loi  autores  de  la  aorpreia  la  operación  de  contar 
-el  dinero,  se  petó  éste  en  nna  i^mana,  arrojando  la  cantidad  de  54.71 9,iS0 
reales,  por  cn/a  cantidad  suaeribió  un  recibo  el  Jefe  de  aqoélloa. 

En  Tiata  de  laa  informacionea  practicadas,  se  declaró  por  la  Real  ordeh 
impugnada  qtte  el  Becaadador  no  era  irresponsable,  7  qne  al  Banco  de  Es- 
pafiE  se  le  podía  admitir  como  data  definitira  en  sns  cneñtas  de  recaadti- 
don  la  cantidad  sostraída;  y  el  Tribunal  Qontendoso  dictó  la  sentencia 
qae  contiene  los  siguientes  considerandos,  vistos  7  fallo: 

Considerando  que  si  bien  la  base  17  del  convenio  aprobado  por  la  Bepl 
orden  de  19  de  Diciembre  de  1808  exime  de  responsabilidad  al  BanCO  de 
Eapafia,  cuando  por  fuerza  mayor  fuesen  extraídos  los  fondos  de  la  recau- 
dación de  los  puntos  ó  arcas  en  que  los  custodien  fas  dependencias  d»  di- 
cho establecimiento,  es  necesapo,  para  otorgar  la  exención,  qqe  ae  justífl- 
quen  la  violencia  ejercida  y  la  preexistencia  de  los  fondos,  quedando  la 
Apreciación  de  esta  prueba  sometida  al  criterio  del  jusgador,  inspirado  tfú 
las  reglas  de  la  crítica  racional: 

Considerando  que  en  el  presento  caso  se  halla  justificada  la  preexfitan- 
cia  de  los  fondos,  pero  en  cuanto  á  la  violencia  ó  intimidación  de  qne  se 
supone  víctima  el  Recaudador  D.  Laureano^Oasero,  la  relación  de  los  he- 
ehoB,  tal  como  resultan  de  las  informaciones  7  pruebas  practicadas  por  los 
agentes  del  Banco,  ofrecen  singularidades  tan  oBgnas  de  atención  como  la 
-á»  haber  arrojado  hasta  céntimos  de  real  el  recuento  de  la  cantidad  robada, 
hecho  el  peso  con  una  romana  y  la  de  habe^  buscado  Ida  presuntos  carlis- 
tas, por  complacer  á  Casero,  la  presencia  é  intervención  de  lafe  Autoridades 
7  ve<ános,  que  no  tenían  conocimiento  de  lo  que  ocurrís,  7  que  fácilmente 
hubieran  podido  evitar  la  comisión  del  robo: 

Considerando  qne  estos  datos  y  los  demás  que  forman  el  expediente 
han  sido  causa  que  la  Real  orden  qne  hoy  se  imnugna  estime  que  no  sb  ha 
justificado  la  violencia,  apreciación  que  el  Banco  no  ha  desvirtuado  eo  Ui 
Tía  contenciosa: 

Considerando,  además,  que  aunque  dicho  requisito  estuviese  acredi- 
tado, el  Banco  sería  responsable,  porque  su  agente  Recaudador  no  cumplió 
el  precepto  de  la  base  17,  antes  invocada,  custodiando  los  fondos  en  pon- 
tos ó  arcas  con  las  precauciones  necesarias,  7  tampoeo  cuidó  en  lo  mlte 
mínimo  de  defender  los  intereses  del  Tesoro,  limitándose  á  buscar  medios 
de  delar  á  salvo  su  responsabilidad  personal. 

Tiste  la  base  17  de  la  Real  orden  de  19  de  Diciembre  de  1863  apro- 
bando el  convenio  celebrado  con  el  Banco  de  Eapafia  para  la  recaudaelóii 
de  contribuciones  directas ; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge 
neral  del  Bstedo  de  la  demanda  interpueste  ñor  el  Banco  de  Espafia  contra 
la  Real  orden  de  8  de  Noviembre  de  1886,  la  cual  queda  firme  7  atibéis- 
tente.— (Sentencia  publicada  el  9  de  Julio  de  1899,  é  inserte  en  la  &aeetm 
de  20  de  Diciembre  del  mismo  afio.) 
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SxirmrciA  (9  de  Julio  de  199t).^B3Beepohné$  perentorias.  Ineomp^en- 
cía  dejuiri»dÍGCión,^BQ  declara  la  del  Tribunal  de  lo  Contencioso  para  co- 
nocer de  la  demanda  del  Banco  de  Eapafia  contra  la  Real  orden  de  9  de 
Jnlio  de  188.7  sobre  apremio  de  contribuciones,  7  se  esteblece: 

Ifi    Que  eegún  nreaeripcidt^  terminante  de  ¡a  ley  de  13  de  Septiemih^ 
-de  1888,  ta  demanda  debe  fortnaUMane  necesariamente  dentro  de  loe  treinta 
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éia$  sigmeniei  alen  que  kMe9eñ  Ma pue$túB  de  tnan^ietio  al  actor  el  ex¡^ 
áUnU  y  la$  aUuaeionee^  bajo  pena  de  caducidad: 

2.0  Que  e$te  plato  no  puede  reducirse  m  ampliarte^  eegún  previene  el  ar- 
Heulo$44elaleyFroce$al: 

30  qme  espirado  el  término  quepretcribe  el  art.  áO  de  la  ley  délo  Con- 
tencioeo  para  formaligar  la  demando, «{ Tribunal  carece  de  competenciapara 
oeguir  entendiendo  del  pleito; 

Y 40  Que  no  ie  opone  á eetefaüo  la  drcumtancia  de  haberee  iniciado  el 
remrm)  contencioso  antes  de  la  promulgación  de  la  ley  de  13  de  Septiembre 
de  1888,  porque  la  di^osidón  primera  transitoria  de  la  misma  ordena  que 
las  pleitiís  pendientes  en  aquella  fecha  se  sustanciarán  con  arreglo  á  laspres- 
aripdones  de  la  nueva  ley. 

Por  la  Real  impognada  id  denegó  al  Banco  la  ezpedieión  del  apremio 
que  eolicitó  contra  los  herederos  del  JEtecaodador  de  Ck>ntrlbacionei,  Don 
Joeó  Antelo,  por  creerle  responsable  subsidiariamente  de  la  malversación 
de  fondos  cansada  por  nn  subalterno  sayo. 

Opuesta  por  el  Fiscal  la  mencionada  excepción,  se  dictó  por  el  Iríba- 
nal  Contencioso  la  sentencia  que  contiene  los  siguientes  considerandos, 
vistos  7  fallo: 

Considerando  qua,  según  prescripción  terminante  de  la  ley  de  13  de 
Saptiemibre  de  1888,  la  demanaa  debe  formalizarse  necesariamente,  des  tro 
de  los  treinta  días  siguientes  al  en  que  hubiesen  sido  puestos  de  mani- 
áasto  al  actor  el  expediente  y  las  actuaciones,  bajo  pena  de  caducidad: 

Considerando  que  este  plazo  no  puede  reducirse  ni  ampliarse,  según 
previene  el  art.  94,  porque  la  ley  no  conceda  á  este  Tribunal  en  el  caso 
presente  autorización  expresa  para  ello: 

Considerando  que  el  plaso  para  formallsar  la  demanda  que  este  pleito 
ae  Infiere  comenzó  á  contarse  en  26  de  Octubre  de  1888,  dia  siguiente  al 
en  que  se  notificó  al  actor  la  providencia  por  virtud  de  la  que  se  pusieron 
de  manifiesto  los  aotoay  expediente  para  que  evacuase  dicho  traslado,  y 
terminó  el  día  80  de  Koviembre  siguiente: 

Considerando  que  el  escrito  die  formalización  de  la  demanda  foé  pre^ 
aeatado  el  día  3  de  PiciLen^bre  de  1888,  cuando  ya  había  transcurrido  el 
plazo  de  treinta  días  que  señala  el  art.  iO  de  la  ley,  y  en  tal  concepto  es 
procedente  la  excepción  perentoria  de  incompetencia  de  jurisdicción  pro- 
poasta  por  el  Fiscal,  tpda  vez  que,  espirado  dicho  término,  el  Tribunal  ca- 
rece de  competencia  para  seguir  entendiendo  del  pleito:  j   u 

Considerando  que  no  se  opone  al  fallo  indicado  la  circunstancia  de  1^- 
berso  iniciado  este  recjsrso  antes  de  la  promulgación  de  la  ley  de  If  de 
Septiembre  de  1888,  pqrqoe  la  disposición  primera  transitoria  de  lamuioft 
ordena  que  los  pleitos  pendientes  en  aquella  fecha  se  sustanciarán  con 
arrcM^o  á  las  prescripciones  de  la  nueva  ley. 

vistos  los  artículos  40,  48,  94,  y  el  ptoafo  l.o  de  la  primera  dispoai 
don  transitoria: 

Visto  el  art.  810  del  Reglamento  de  29  de  Diciembre  de  1890; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  este  Tribunal  es  in- 
competente para  conocer  de  la  dentuda  interpuesta  á  nombre  ^^^^^^ 
de  Espafia  contra  la  Real  olden  dictada  por  el  Ministerio  de  Hacienda 
en  9  da  Julio  de  1877.-Oeiitenei^imblieada  el  9  de  Julio  de  1892,^  1»' 
serta  en  la  Gaceta  de  20  de  Dii^eutbiv  del  mismo  año.) 
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BwBtnaictA  (11  de  Jallo  de  189^.— IRik».  Beahtroií^  Be  eonflman  Im 
Beales  órdenes  de  20  de  Agoeto  y  3  de  Octubre  de  1689,  imptignadas  por 
D.  Fidel  de  Oleaga,-  y  se  establece: 

1.^  QueperBonado  en  autoé  un  Procurador  eon  poder  general  del  deman- 
daniepara  asuntos  eonienoioso-admimstraHúos,  aun  cuando  por  error  mate- 
rial in^ara  en  un  escrito  confeneioso  q%íe  compareée  en  pleito  distinto  del 
que  se  sustancie,  esta  equiffooaeión  dd>e  entenderse  subsanada  por  el  hecho  de 
continuad  el  liúgio  posteriormente,  designándolo  sin  persistir  en  el  menda- 
nado  erfor: 

2,^  Que  no  puede  ser  obstáculo  para  el  ejercicio  de  la  personalidad  -dé  «tfi 
IVoeunutor,  ¡a  oiteunstanoia  de  nú  k^berte  esepresado  en  los  autos  que  era 
temdo  eoma.partéf^porque  ¡a  leu  no  eaágefénmvia  mmguna  para  esta  ^seté: 

3,^  ^  Qmetratándose  de  expedienies  de  minas,  si  bien  es  cierto  que,  osuformie 
al  ttrt*89  delaleg  de6  de  Julio  de  1859,  p  ala  jurisprudencia,  no  procede 
la  Hk  conteneissa  contra  las  resoiuciones  que  no  conceden  ni  niegau  el  dere^ 
ého  de  propiedad  mimera.  no  tiene  apUoadon  esta  doctrina  cuando  se  trate  de 
.Beales  érdenes  que  estabíetoan  una  determinada  condición,  disponiendo  para 
^l  amo  contrario  ta  nulidad  de  loe  registros  miueroe  g  la  declaraeióm  de  fa- 
nodmienta  de  los  eospedientes^  lo  cual  in^pMea  una  resohmián,  aunqws  indi- 
precia,  éefiuitiwa,  de  hm  esapedienies  mismos,  y  aimsque  mediata  y  eondieumai, 
mna  denegación  temsinante  en  su  caso  de  la  propiedad  de  las  tmnas  régé^ 
iradáte; 

Yá*  Que  siéndolos  escoriales  y  terrenos  wmtaHferos  reeuUantes  deba* 
nefieioeemteriorest  smetanoias  compréndéin  'en  la  segunda  seeción,  Hgúm  H 
etrtieulo  3,0 dd  decreto-ley  de 29 de  Diciembre  de  1868,  á  tenor  dolo  die» 
pueeto  en  el  art,  8  o,  tedes  sustancias  no  pueden  ser  eocplotadae  si  se  enemetS' 
irán  en  terrenos  de  particulares,  más  que  en  el  caso  de  no  explicarlas  por  tí 
snismos  los  dí^eño$  de  la  superficie,   , 

Bagistradat  por  el  demaiuiaiite  anM  minar  de  hierre  y  otros  metalen, 
ae  acordó  por  el  Qoberaador  de  Visoaya  qae  eoutinaara  la  tramitación  4* 
loa  oportonoa  expedientes  hasta  obtener  el  interesado  el  títalp  de  pro> 
piedad,  sin  perjuicio  del  derecho  de  los  duefios  de  la  saperfioie  al  ai^o- 
▼echamiento  de  lo»  ^s^tiales.  Apeladas  estas  psovideociaa,  se  confirma^ 
ron  por  las  .Reales  órdenes  impngfiadas,  diaponiendo  se  otorgase  la  conee« 
«ÓD  de  aquéllas  si  el  Registrador  aceptaba  las  condiciones  establecidas  en, 
dicho  acuerdo,  j  en  caso  contrarío,  se  ordenó  la  nulidad  de  los  registrov».  j. 
fenecidos  y  sin  curso  los  expedientes: 

Opuestas  por  el  Fiscal  las  excepciones  perentoriM  <te  inoompetengSa  j 
falta:  de  personalidad,  fimdando  ésta  en  que  personado  el  Procurador  c<^a 
poder  4peneral  del  demandante  pasa  aaontos  conteneipso-adminÍBtrat{yoa, 
indicó  en  su  {urimer  escrito  que  comparada  en  pleito  distinto  del  presentst 
«e  pronunció  por  el  Tribunal  Contencioso,  desestimando  estas  excepdo» 
nes,  la  sentencia  que  contiene  lof  siguieiites  considerandos,  vistos  y  fallo; 

Opnsiderando  que  no  es  de  esMmat  la  excepción  perentoria  de  faltada 
personalidad  en  el  representante  del  actor,^  alosada  por  el  Fiscal,  en  el  san* 
tido  de  que  el  Procurador  Santiago  no  ha  podido  lormaliaar  la  demandn 
por  no  haber  comparecido  en  este  pleito  ni  haber  sido  tenido  ep  el  mismo^ 
como  parte,  porque  habiéndose  personado  en  autos  dicho  Procurador  coa 
poder  general  del  demandante  para  asuntos  contencioso  administrativos, 
«un  cuando  por  error  material  indiéara  en  sn  primer  esciflo  que  eompSire- 
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<Í9L  en  pleito  distínto  del  presente  y  tnstanciado  por  el  rniímo  Tribanal^. 
eeta  equiTOcaclón,  qne  debe  entenderte  sabsanmdii,  por  el  brecho  de  conti- 
miar  el  litigio  posteriormente,  designándolo  sin  persistir  en  el  mencionado 
error  7  bajo  la  dirección  como  Letrado  del  qae  como  representante  del  ac- 
tor entabló  el  recnrso  en  on  principio,  no  afecta  á  la  personalidad  fcredi- 
tadik  legalmente  y  debidamente  ejercitada  del  Procurador  Santiago,  del 
mismo  modo  qae  tampoco  puede  ser  obstáculo  á  sn  ejercicio  la  dicnns* 
tancia  de  no  baberse  expresado  en  los  autos  qae  era  tenido  como  parte,  y 
esto,,  no  sólo  porque  la  lej  no  exige  fórmula  ninguna  para  este  efecto,  sino 
porque  es  evidente  que  como  parte  se  le  reconoció  cuando  apenas  perso- 
nado se  tuvieron  por  presentados  su  escrito  y  poder,  se  mandó  prescindir 
de  que  el  Letrado  Sírvela  acreditara  su  representación,  7  se  tuvo  por  in- 
terpuesto el  recurso  con  todas  las  consecu^icias  legales  de  esta  declá- 
menla: 

Considerando  que  asisolsmo  no  ea  de  estimsF  la  exc^^óii  perentoria 
de  inoompetenoia  de  Jnrisdieeión,  también  alegada  por  el  Fiscal,  qaien  la 
apoya  en  el  snpuesto  de  que  no  siendo  las  resoluciones  inapagnadas  de  lu 
eompreodidas  en  el  art  89  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  18S9,  como  quiera. 
qmt  son  de  mero  tsámite  y  no  deciden  divecta  ni  indirectemente  el  fondo 
dei  asunto,  se  bailan  exetaidas  del  conocimiento  de  esta  jnrisdiodón  por 
0I  art.  4.0  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  porque  «i  bien  es  cierto 
que  conforme  al  citado  art  80  y  á  la  jurisprudtticia,  no  ploeeáe  la  víacCA- 
tenoiosa o<mtra las resoludones  que  no conceiien  ni niegaael  deseebo de 
propiedad  minera,  en  el  presente  oseo  ha  de  tenerse  en  cuenta  ^ue  Jas  Bea* 
IsB  órdenes  que  en  el  pleito  se  impugnan  establecen  una  oondidén  que  lia 
de  aceptar  previamente  el  Registrador  D.  Fidel  de  Oleaga,  y  disposen 
panel  caso  contrario  laniriidad  de  los  registros  y  la  deolaraeióa  de  fese- 
éfaoriento  de  los  expedientes,  lo  e«al  implica  una  resohicién,  aunque  indi- 
nota,  d^nitiva,  de  los  expedientes  nnsmos,  y  aunque  mcídiata  y  eondi- 
eiosa),  una  denegación  terminante  en  su  caso  de  la  propiedad  de  las  mi* 
na»  registradas: 

Oonsiderando  que,  en  su  consecuencia,  no  sólo  es  de  estimar  la  com- 
petencia de  esta  jurisdicción  para  conocer  de  dichas  Reales  órdenes,  toda 
Tes  qtié  por  virtud  de  las  mutuas  y  sin  más  que  la  oposición  del  Registra- 
dor á  aceptar  la  condición  eseticiaí  en  ellas  impuesta,  pueden  quedar  fene- 
cidos los  expedientes  referidos,  sino  que  es  lo  procedente  exanifnar  si  *«a 
condición  se  ha  establecido  legalmente,  que  es  lo  que  constituye  el  fondo 
del  asunto,  y  del  examen  de  esta  cuestión,  ó  sea  en  cuanto  á  determioar 
si  bá  podido  imponerse  á  D.  Fidel  de  Oleága,  para  que  los  expedientes 
éontinuasen,  la  coádfciótt  de  que  réeonosca  el  derecho  preferente  de  los 
dtiellos  de  hi  superficie  á  explotsr  en  el  plazo  que  se  les  seflale  la  explo- 
tación de  las  escorias,  á  reserva  de  que  si  fuera  imposible  ésta  simultáDea» 
meftrte  con  la  deViúineral  de  hierro  que  pueda  existir,  procedan  la  «<Pt^ 
|rfa<jión  de  squéllas  y  la  iñdemnisadón  correspondiente;  aparece  iaduoa- 
bfeménte  que  tal  condición  se  encuentra  impuesta  con  perfecta  observa- 
don  de  la  ley,  porque  siendo  los  eéeoriales  y  terrenos  metalíferos  resol* 
Caütes  de  benefldos  anterioras,  sustandas  comprendidas  én  la  •<^>S^rf 
sección,  segttn  el  art.  8.0  del  decfeto  ley  de  29  de  Diciembre  de  1868,  á  te- 
nor de  lo  dispuesto  en  el  art.  8.<>,  que  es  el  taxativamente  apHcable  al  caio,. 
y  no  el  20,  tales  sustaüdas  no  puédete  ser  explotadas  si  se  encuentíi^  en 
terrenos  de  particulares,  más  que  en  él  caso  de  no  explotarlas  por  sí  nu*' 
tatk  tos  dueños  de  la  superficie. 

,'  Visto  el  art.  89  de  la  ley  de  6  dé  Julio  de  1859: 

. .  Vistos  los  ai4a.  M,  8.0  y  20  del  deereto^Icgr  de  29  de  Diciembre  de  1^68: 
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¥isto  «1  núm.  4.»^M  sH.  O  y  el  46  d#  la  ley  de  18  de  Septiembre 

Faüimoe  ove  éeeHumode  Is  ce«petettctft  del  Trlbimtl  y  deeeetfntáado 
k  eaceepción  de  fftMAde  pereoBtlMad  en  el  repreeentflttte  del  Mtor,  debe- 
mos eonAnnar  y  oOBiraHonoe  tae^ebto  ordene*  qoe  es  impngiMiii,  expe- 
didas por  el  If iniaterio  de  Fomento  en  20  de  Agoato  y  2  de  Octubre 
4a  10BO,  las  eftalaa  qnedan  irmea  y  anbaiatentee.— (Sentencia  pnblicada 
el  11  de  Julio  de  lS9f ,  é  iaaerta  en  la  Ga$eki  dé  20  de  Didembre  del  mia- 
mo  idlo.) 
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fiBRUNBA  (11  de  JoHo  de  U9%).-'AffwdgmÍÉHtOi.  ArbiMo$  «Nifttc^. 
toi^Se  dedata  nala,  oome  dietadaeón  ioeompeteiid%  la  Real  ordMi  de  16 
de  Koriaobra  de  1890,  iiafmgnada  por  el  Ayeaitftmiento  dé  Pontevedra,  y 
ae  eatableee: 

i.^  Qw  inmümaíla  wmt  eopetpMñ  áUatoria,  n^  puede  legákñenU  $tt  re- 
frodmeida  como  perúntméá,ptrfm  el  art.  49  ée  ¡a  liy  de  18  de  Septimhre 
da  1688  eéh  úMHvmpúra  o/ifor  9(me$U  tatávter  Ute  etteepoie/ñee  qme  ne  ee 
pnpstmawi^  a»  tkmpo  yfevmm: 

M.^  Hliteftfmfmim  d  0H.8II  del  Bé^lmmuío  de  lé  OeiUenoieeo,  eéle 
eakte  lafatíadépereeñMdad  a»  el  oéor  mtmde^éete  eareoieee  de  la$  cuak- 
dmdeeineeetmiaeparü  ceayamoar  mulé  el  TrOnméli  é  ewmdo  no  tusreditaee  el 
earéctier  eom  que  radaeiif.^ 

S>  Que  en  laecMeeHomee  tolere  c<mtratúeeelebradoe  par  la  Adminietr^^ 
wmmiépalpara  um  mrmehpúblieo,  ee^^  #Ma  dliotanuia  la  jurkprudenda 
emmf nnfe  del  lSribmmaiC<míenoie9ú,eenafreflodtopireeerileenelatt.  84  de 
Uky^21dseeptkmkredel868ytnlaJUalerdende»6deMaffodel880, 
coHaa  «itelo  fa  praaalmda  del  Oo6em&dor,ff  eot^^orme  al  art  143  de  la  hp 
ISmvmeiul,  eóh  ee  retíamoéU  en  ffia  aomlendoea  amle  el  Tribunal  previmial: . 

4.^  Que  en  el  propio  caeo,  el  Minieten»  de  la  Chbemaeián  eareee  de  eom  . 
jifláiaeíu  para  entender  ^  ia  eAeada  hUerpueetiawnér a  ti  acuerdo  del  Geher, 


Y 5,0  Que  eefún  Jmiepi^ttduneia  oenetante,  euttndo  apareoe  wn  error  eeen 
eUU  <w  d  ^proeedtmiento,  ee  dedanm  nulae  loe  a^uacionee  pradieadae  deede 
fme'oe  eomeiió, 

Bl  nireMaterio  de  loe  arbitrioa  de  peao  y  poeatoa  públicoa  de  Ponte- 
Tvéraaeodié  en  iaatsndmal  Ayentamiento, manifeatando qne, anprimidoa 
caai  todoa  loa  carmajea  y  vebícaloa  qae  cetfian  por  la  oanetera  de  Marfa 
A  Ponteyedra  y  Lonriaán»-aa  créfa*  con  déireaho  á  eobrar  el  Impaéato  al 
tranvía  de  vapor  que  venia  á  anititoir  á  aquélloa,  aaplieando  ae  aefiakae 
el  tipo  qae  éate  habia  de  aatiaíaoer. 

Deaeatimada  didoi  iaetanoia  por  él  Gdbemador,  reennió  el  arrendata- 
rio en  diada  ante  el  Miniaterio  de  la  Qeiieniadda,  d  qae  por  la  Real  or- 
den laipi^^nada  revocé  d  acaerdo  apelado. 

OpoeaCa  por  el  Flaed  ooafto  perentoria  la  excépalda  de  def eeto  legal  en 
el  BM>dD  de  preponerla  deanuidaí- reprodnjo  éata  eomo  Materia  el  ooad- 
ysvaata  de  la'  AdmiaialraelóB,  proponieodo  también  en  el  míame  cea- 
eepio  lá  de  inéoflÉpetanda  de  jetiadicdón. 

Baaeatimacaa  por  el  Triboxal,  conteeló  la  demanda  éate  último,  pi-- 
dieBdoraa  eatímaaan  lea  de  inaomiieteiida  y  Mtá  de  personalidad  en  el 
Mioc; y  ellM>«¿d Oeslaiidoao,  dSaeatiaaáiidcla,  promindé  la  aenlenda 
qae  contiene  loa  dgnientea  oondderandoa,  viatos  y  fattot 
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Conriderando  que,  si  bieo  el  Ffpoal  Alafó  Im  ezoapeión  de  d^eoto  leftal 
en  el  modo  de  proponer  Im  demanda  en  concepto  de  perentoria,  faé  tepie- 
ducidii  eoaao  dilatoria  por  el  coadyuvante  de  la  AdmMiitraolón,  y  desesti- 
mada en  anto  del  Tribonal  de  11  de  Noviembre  de  IStl,  que  es  finoe^  y 
por  woonaigaiente  no  pioeede  dictar  lao^cca  de  este  extremo  nueva  leso* 
Incita 

Ooneiderando  qne  desestimada  en  dicho  anto  la.exoepciáQ  dilatorbide 
inoompetenda  de  jnrisdiocidn  qne  propaso^  representante  de  D.  Vicente 
Oobas,  no  ha  podido  legalmente  ser  reproducida  en  concepto  de  penóle- 
ria,  porque  el  art,  48  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  sólo  aatorisa 
para  alegar  con  este  carácter  las  excepciones  qae  no  se  propusieron  en 
tiempo  y  forma,  como  dilatorias: 

Ooneiderando,  en  cuanto  á  la  excepción  de  falta  de  personalidad  en  el 
actor,  alegada^eomo.  perentoria  pctr  dicho  eDadysvanle  de  la  Administnh 
ción»  que,  conforme  al  avt  811  del  Begbueento  de  lo  Ck>Bteneioso,  sólo 
existe  dicha  falta  de  personeUdad  cuando  el  netor  careciese  de  las  eoali- 
dades  necesarias  para  comparecer  ante  el  Tribunal,  ó  cuando  no  aeredüssi 
el  carácter  con  que  reclama,  droonetanclas  que^evidenteeoenté  bo.  cosen- 
rren  en  el  caso  presente  del  AymUamienta  qee  demande? 

Ck)naiderando^  en  orden  al  fondo  del  pleito,  que  la  oaeetión  qne  en  éí 
se  discute  se  reduce  á  determinar  si  el  tranvía  de  Pevievedra  á  Marte 
está  ó  no  comprendido»  al  electo  de  satisfacer  arbitrioe  mwiidpales,  en  el 
núm.  18  del  presupuesto  quesinrió  de  base  pasa  el  arrendamiento  de  di* 
chos  «rbitrios;  es  decir,  qne  se  trata  del  cnmolimleeto  é  inteUgeneia  déte 
contrato  celebrado  por  la  Administradón  munidpid  face  im  servició  pá- 
blioo: 

Ck>nsiderando  que^n  las  coestíones  de  esta  indelOf  aegán  tiene  deola- 
rado  la  jurisprudencia  constante  de  este  Tribunal,  con  arteglo  á  lo  prse- 
crito  en  el  art.  84  de  la  ley  de  SI  de  Septiembre  de  1868  y^  en  la  Beal  or- 
den de  26  de  Mayo  de  1880^  causa  estado  la  provideneift  del  Gobernador, 
y  conforme  al  art.  148  de  la  ley.  Provincial,  sólo  es  reolamablé  en  vía  ood- 
tendosa  ante.el  Tribunal  proviodi^ 

Oonddenvddo,  en  su  consecuenda,  que  d  llinisierio  de  la  Gobemadén 
caredó  de  competenda  para  entender  en  la  alzada  que  D.  Vicente  Oebes 
interpuso  contra  d  acuerdo  del  €k>bernador  de  Ponteredm,  el  ooal  quedó 
firme  por  no  haber  ddo  redamado  en  vía  áSontendosa  anto  d  IVibonal 
provincia],  y  que  en  este  concepto  la  Beal  orden  reclamada  de  16  de  Ne* 
viembre  de  1890  adolece  de  un  vicio  de  nulidad,  como  dictada  con  man^ 
fiesta  incompetenda»  deaido  jurisinrudenda  constanto  que  ooanéo  iqiaréee 
un  error  esencial  en  d  procedimiento  se  dedaien  nnlas  las  aotuadonas 
practicadas  desde  que  se  cometíó< 

Visto  el  art  84  de  la  ley  de  S6  de  Septíembse  de  186S: 

Visto  la  Beal  orden  de  26  de  Mayode  188Qe 

Visto  el  art  148  de  la  ley  Provincial: 

VÍ9to  d  art.  48  de  laiey  de  18  de  Septiembre  de  1888: 

Visto  d  art  811  dd  Beglamento; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedentes  las  exB«r 
dones  de  iacomnetonda  de  jurisdiodón  y  de  fidta  de  personalidad  «a  ei 
actor»  alegadas  como  perentcurias  por  el  coadyuváis  de  la  Administradónt 
y  en  cuanto  al  fondo  dd  pleito,  que  debemos  declarar  y  declaramos,  nw» 
como  dictada  con  incompetoncia,  la  Beal  orden  ledyneda  de  15  de  no- 
viembre de  1890,  y  firme  y  subdstento  el  AonerdO  que  el  Gobennadar  ae 
Pentovedra  dieto  en  81  de  Didemlm  de.  1880  abersa  de  esto  «iwe^ 
(Senteneia  pobUeada  d  11  de  JdUo  de  1892,  é  insMcto  ea  la.0í(^ 
de  Diciembre  del  mifemó  afiet) 
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SmmfEoiik  (12  de  Julio  <l«  lB»i).'^Bime$  de  Propidi.  Interem  4e  wm 
itSmiiia.— Se  TevQ»  U  Benl  orden,  ée  7  de  Junio  de  1888»  impogned»  per 
D.  Pedfo  Axl«NM>»  7  otnje,  y  ee  eetebleees 
i*®    Que  «wwfKwiwifot  jper  déhü^t  de  conmunm  ioe-Meretet  <(e  «me  /dmtn* 

rr  €ipate9C(m  m  dmc^bie^  áftítrnt  de  h  Hadénda.mtmieiipali'y  ne  kábim- 
im§r€$0di>pe$teri9imente  diáim  etm^id^  en  loe  areae  munie^lee,  teman- 
dolade.¡apa¡rUqne  emreepe/nHm  e¿í  Etiaáe  en  dicha  renta  de  cenemnee^m 
^emtamde  ene  el  Beeaudador  haya  ^tmipMo  h-  di^^ueeie  en  la  InettmDeián  de 
SS  de  Á4fefo  d^  1371  para  eg^remar  á  lee  eentrümpet^,  ni  iampeee  qne  el 
Ayuntamiento  encargado  de  la  reeemdaeión  y  adminietraeián  de  Umfendm 
fmmkigtaket  en  virtud  del  art  154  de  4a  le^,  adeptaee  diepoeieiám  at^ma 
para  eonoeer  la  eituaeián  de  esta  parte  tan  nnportamte  d^  eervicio,  etta  eth 
j^neeAa,  nenltan  de  Ikm  a^t^Mee  eemprendHoeenel  art.159  de  la  úy; 

Fj^.o  Que  OM^Qtrieadee  por  nn  Ayuntamiento^  el  Akaid^y  ^apeéeraia 
de  aquélf,parale  neyeetecián  de  unae  faeimi'ae  da  ineer^[>oienee intran^eri- 
1^,  y  no  habienda  temde  lee  Qme^alee  ninguna  intervención  en  la  ^fenta  é 
<V^lklaciánde¡aemiemae^na,hay  motit)0  para  eftiyit  ú  éetoe  reipemeaWidad 
j^eete  eonei^f  eienda  a^uHioe  lee  que  deben  reepender -en  primer  termina 
de  las  citadae  facturas,  y  eéla  eubeidiariamenie  loe  Canceles. 

£1  Gobernador  de  Palende  acordó,  preyio  el  oportuno  expediente,  que 
el  Alcalde  y  Ooneejalea  qne  fueron  del  Ayuntamientoe  de  Palensuela  dea- 
de  1876  á  1877,  reintegrasen  á  loe  fondee  municipales  la  cantidad  do 
3.748,88  pesetas,  procedentes  de  los  intereses  de  una  lámina  perteneciente 
á  dicha  ^la,  cuyaLcanÜdad  epaieoía  en  desonbievto  en  las  anca»  del  Ma- 
nidpio,  eonM^asin^smo  dlspose  la  eiUvega  de.iMas  faotnras  de  insoripcio- 
ne«i«tf»nefedbles  q«e eaaii^MUa  épocs  deiaion  de  perisnaoer á  aquél,  4 
so  valor  al  {Mrecio  de  cotisación.  Apelado  este  acuerdo  por  los  intevessdés, 
recayó  la  Beal  orde^'inpvgaaáB,  ^nflriMitoria  del  acuerdo  gnberaatiro;  y 
«1  Xribenai  Contenciese  psoanndó  la  Motencift^qne  contiene  los  stgeien- 
tes  eoDÉideíandos,  tistes  y  falk): 

Ooo^dexando  fs»  la  enestiéi»  qne  se  ha  de  reeolver  consiste  en  deter- 
nünar  qoitees  son  les  rei^^onsaUes  de  las  3.748,88  peeetas  proeedenteede 
intereses  de  Ubnbias  que  aparecen  en  descubierto  á  fsTor  de  la  Hacienda 
monicipal  de  Palensuela,  como  reeultado  de  las  cuentas  de  1876  á  77,  asá 
ceno  de  las  sineociffpelaSjó  fáctoras  de  inscripciones  intransferibles  del 
80  por  IDO  de  Piropios  qne  durante  la  miems  época  deiaron  de  psrtsneeci 
4  los  fondos  de  dicÉie  Munieipio: 

OnnsidaraBdó^  raspeólo  de  las  2.748,88  pesetss  de  intereses,.que  si  b&en 
fileros  comfnnsadas  por  débitos  de  consomos  á  la  Hacienda  pública,  no 
ingresó 'posleiiontteiKte  dicha  eanftidad  en  las  arcas  municipales^  toCaéifdo^ 
la  de  la^peste^neeOriMpondla  al  Estado  en  dicha  lents  de  consomés,  y 
segéa la  enénftn rendida  por  ei  Becandader  J).  Dionisio  OroscoentOde 
VoTiembre  de  1878,  además  del  déficit  qne  resulté  eeutra  él,  aparecieron 
cantidades  dejadas  de  cobrar  por  dicho  impuesto  y  por  repartimiento  ma- 
nietenl:  > 

Oonsidsinnda  que  no  conntá  que  didbo  Becaudador  enmpUése  lo  dis- 
puesto  en  la'ln«tmecfténide>26  de  Agoste  de  1871  para  apminiar  á  Ipe  eon- 
trtfinyosÉesinl  tantpoeo:  ^Po  el  Ayosltamienlo  encargadO;deiareeandsqiién 
yadminJÉtreriénde  les  londoi  iwwrtcirnles»  en  virtud  del  ait.  164  de  ht 
ley^ndíijilsmi  <MspgÉLelrtn  álgone  yam  conocer  la  sitoaeióndeesta  pert& 
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Un  importante  del  eervicio,  por  lo  cnal  retnltan  de  Ueno  ocMnprendidos  ei» 
«1  srt.  168  de  la  ley: 

Gonaiderando,  reapeeto  de  laa  dnco  factnraa  de  {nacripeionea  intrana- 
ieriblea,  qae  habiendo  antorisado  el  ATontamiento  al  Alcalde  D.  Deogra> 
da»  Paladn  y  aX  agente  D.  JFenaro  Ordoflea  pura  négodarlaa,  y  no  habien- 
do |ettldo-lo«  Ooneejálee  ningona  intervención  en  la  Tenia  ó  apHcadéti  d» 
ka  ezpreaadas  factnraa,  no  hay  metiyo  para  exMrlea  reapeiMMMlidad  por 
eate  eeneepto,  tanto  mM,  eisanto  en  á  «eta  leyaotad»  á  presencia  del  Go- 
benadorae  convino  en  ki  obiigaelón  de  dar  enenta  ^  ^alrftl  Ayttnta- 
nienlo  por  parte  de  loa  qne  manejaron  aqoelloa  valorea,  y  eoioo  ni  n«o  ni 
otro  entregaron  en  caja  dichaa  faetnma  é  bm  Talorea  e^tiiVÉlentea.-^Ho» 
•on  loa  <íaé  deben  reaponder  en  pitoer  término  delaa  mlamae,  y  adío  anb- 
aüdiariaimente  loa  Ooncejafea,  ain  perjoicio  de  laa  aceionea  qoe  eétime» 
aMÜlaat  contra  qnienea  crean  procedente. 

Viatoa  loa  artíonloo  164, 168  y  180  de  1«  1^  ICanidpId  de  9  de  Ootnbve 
d«18V7; 

Fallamoa  qne  debonoa  revocar  y  levocamoa  la  Real  «rden  V  de  lani<^ 
de  18é8,  declarando  qoe  de  laa  cineo  ttotama  áb  toaerlpciafcea  intraüaferi- 
}Ac0  «Mncionadaa,  aon  reaponaablea  el  Alcalde  IX  Da(>gi«claa  MlaóÉB  y  eü 
agente  D.  Jenaro  Ordófiea,  mientraa  no  den  enentaa  de-an  geatión  y  les 
•ean  debidamente  aprobadaa,  quedando  en  lo  damáa  didia  Real  orden 
firmo  y  itibaiatante.— <8entencla  pablicadn  el  ñ  de  Jnlio  de  189t,  é  huerta 
«n  la  C/oceto  de  fO  de  IMdemlM  del  iiiamo  i«o> 
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BwoKTWKüíA  (13  de  JqHo  de  1899).^6MH&tMÍMMi.  Eaxnoiáfí  de  pMg&$^ 
^6e  abanelve  á  la  Adminivtración  de  la  denoiandá  interpóeata  por  ^  So> 
c&edad  Hi}oa  de  M.  Larios,  ooBtra  lnBeal«rdevd»M  d^B^bvetodetSSe» 
7  «a  eaiableee: 

!•  ^H  bien  élweol^M  mi.  !.•  éel  Seglmiímíto^pémlk'e^emíiátrd» 
¡a  kíf  ée  18  de  JMo  de  198$,  $e  kMa  de  €mUrAmsieme$  direeéaemiekB.o^ 
S/^y  éP  de  cwUribwsión  de  inmuebUe,  yen¡o$8.^  y^jo^dekí  iwdwtli 'Éi()'*w 
qmetettereHettemtaqneen  tiqfUUoe  ae  TU  femado  la  de  émtuéblmwmk  eimh 
mmadedifeeta^yfmelad^ei^eHeimenloeeaém  qnewuwoimm  iáhydeSáe 
Jhmíode  1868,  no  coH^i$U  en  la  dieiMa  eontrümoián,  $ino  en^ia  dmmiánda 
Imexendán:  f  •    . 

M.^    Q^elapr^dH»dealmlaoontríbmééniBrrikllMéir€e^  qmo 

imdektmmebUe,  y  que  en  Me  van  eomp^enáián^  mUhfoy  Uíoúnadiria,  tá 
dan  lee  arUeuloe  3^  y  4*  del  Reglamento  de 30 de  Septkmbre  de  1989;' 

Y  Sj^  Que  iaieydeSde  Jmnio  de  1868 f  I0  maeha;  qamáe  yiWiywlLí  ea 
qae  lat  eoUmiae  ayrkolae  no  fayaoonmáo-eooMboáán  dkwM  fiitü»'  ftia  am* 
lea  deatorgéreéUe  loe  henefieme-que en  ^Ito  aadífpawtati, mayarais 


UoimmroWmihUíprod^eeión,^^ 


qne,  Manida  la  éfokuna  dedwwMH,  oonitibuyeeen  eon  eamímuámeneré  la 
qiaeoon  anietfiettdad  pméefon  ecaárúMyénaOé 

Otorgada  por  el  Gobernador  de  liálaga  á  la  Sociedad  Hijoa  de  M.  Laiion 
flB  fatvbr  da  oa  «ortijo,  loa  béoeicfiM  da  M4ar'  da^  de^  Jdnlo  de :tM9  wa 
neordé^poír  ^  M^eetivo  Ayantamiénlo,  áibÉUbMftadeafatfUoa»  la  bajiaeo- 
faeapohdlente^  cultivo  y  ganMderin  del  M^ttíde^iaaponibla  oana^wvania 
figmaiMtó  dtoha  flnba  en  el  amállaiiiirtiwln.  Ma^I^el  DalaiatettiÉpMO' 
deiaexpieanda  cantidad  entre  loa  danto  eaatribigmniaidil  tfciilnrim»^ 
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bIc^mL  Akófe  el  AyonUmiento  de  eeta  reeolación  7  le  dictó  la  Real  orden 
inpegDads,  por  la  qae  ae  declara  la  obligación  de  la  mencionada  Sociedad 
á  aatíafaeer  la  contiibación  de  inmuebles»  cultivo  y  ganadería  hasta  qne 
tmnKorra  el  término  qne  aefiala  la  1^  de  Fomento  de  la  población  mral 
faiaqne  gocen  del  privilegio  de  exención  lae  mejoras  llevadas  á  cabo  en 
km  fl»f  >p  de  jn-i^ereoeia>  £U  Tiibonal  Contoneioso  dictó  k  sentemift  que 
•ewtifjpe  los  siguientes  considerandos,  yistos  f  M\oi 

Considerando  qne  el  Ministerio  de  Hacienda  ba  tenido  eompetancia. 
paim  4i<4pis  1«  ^B^  Qr4en  %uie  en  esta  demanda  se  impugna,^  7  paca  resol- 
T«r  epmo  lo  lia  heobo,  porque  el  Ayuntamiento  de  Albaurúi  de  la  Torre^ 
«Aanareaurso  de  alsada  de  as  de  Mayo  de  1887,senietióá  1«  ivstlución 
d#  l»8operioiidad  integro  el  acuerdo  de  la  Delegación  de  Hadenda  de 
Málaga,  de  11  de  Mayo  de  1887|  y  porque  no  puede  decirse  qne  el  Ayunta- 
»lwit|i  referido  prestó  su  eonformldad  á  la  prknera  parte  de  dicho  acuer- 
do^ ósea  á  la  baja  en  la  cuota  de  oontribaeión  concedida  ál*  Sociedad  Hi- 
jos de  M.  Larios.  en  el  hecho  da  no  impugnarla;  a&tes  por  el  conliarlo, 
Ipoada  j  delie  adrmarse  que  la  ¿mpugnaba,  en  el  mero  hecho  de  no  aqoie- 
la«9e-oon  que  el  impoite  da  la  rebaja*  aoeidada  ¿leae  á  gravar  las  cuotas 
da  toademás  vecinoadel  pu^os 

Oonaiderando,  por  otra  parte,  que  ae  hallan  tan  íntimamente  enlasadoa 
salsa  si  los  dos  entremos  que  comprende.el  reléride  aeuerdov  que  no  existe 
posábüidad  de  división  del  mismo  para  dieiar  resolución,  7  qtie  de  impug- 
naraa  al  uno  resulta  impugnado  el  otroi,  aunque  asi  no  se  eoEprese  elara- 
ipnle  por  el  Ayuntamiento  que  reclamó  ante  el  Ministerio  de  Hacienda: 

Oqnaiderandn  que  la  BmX  orden  impugnada  por  esla  demanda«e  halla. 
ajfiftada  áloe  preeeptoe  4e  l«a  leyes  de  S  de  Jamo  de  1868  y  18  de  igual 
mea  de  1886,  7  del  Beglamento  dictado  para  la  ejecución  de  eata  última, 
purgue  al  Irfen  en  el  caso  4.0  del  art.  1.®  se  habla  de  eontcibuciones  direc- 
tas, en  los  2.0,  S.""  y  4.0  de  epntribudón  de  InmusftiJes  y  en  los  5.o  7  8.0  de 
la  industriiü,  hi^  que  tener  en  cuenta  qne  en  aquélloa  se  ha  tomado  la  de 
i^mneblea  como  sinónima  de  directa,  y  qnela  dilérendn  en  los  caaos  que 
mandona  la  primera  de  las  leyes  citadas,  no  conaisle  an  la  distlBAaeontri* 
fcsttiónraino  en  lu  duraaión  de  la  exención: 

Cmsiderando  que  la  prueba  de  qne  la  eontribucióa  territorial  directa, 
en  igual  que  ia  de.inmuebies,  y  que  en  ésta  van  compremlidos  el  cultivo  y 
In ipanaderia,  ladan  loa  avtlonloa 9ficy. 4.o del  Beglamento  de  80 de  Sep- 
tiaBsbiedel886;y 

Qoaaiderando  qne  la  ley  de  8  de  Junio  de  1868  lo  ique  lia  querido  y 
dispuesto  es  que  las  colonias  agrícolaa  no  pagasen  mea  contribución  di» 
■fuianuiela  que  antea  de  otergárielee>loa  bembos  que  en  ellasedispen- 
nastgUMOF^tres énsenores  los desanoUea  de  1«  produedón,  de  las  edifica- 
doues  ó  de  laa  mejoras;  pe«o  no  que,  obtenida  la  oportuna  declaración, 
contiibuyessn  «qn  sántidnd  menor  á  la  que  cen  antetioridad  vinievan  con- 
teibnjMndo. 

Yiato  el  art  Lo  de  la  ley  de  8  de  Junio  de  1868: 

Viatoa  loa  artículos  8«<»  y  i/^  del  Beglamento  dn  80  de  Septiembre 
dnl386i 

Fallamos  que  debemoe  absohrev  y  absolvemos  á  la  Administeadón  ge- 
neral dd  Estaido  de  la  demanda  dedudda  á  nombre  de  la  Sociedad  Hijos 
á^M,  tortea»  aontmlnBaal. orden  d«  89  de  nbsero  de  1888,  lacnd  oueda 
Smao  y  uubdatontew-(Senleuda  publicada  el  U  dto  Juliode  18^  é  inserta 
ai^4na¿(Mtadol.<>de£neiodel898^  . 
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SmnoraiA  (18  de  Jallo  áé  1893).— OAneiiMiwMi.  Ahom 4e íH^éet^ 
rrera.—Se  revoca  Ift  Real  orden  á9^2áñ  Agoetb  dé  1801,  impostUBdm  per 
D.  Félix  MoBin,  7  ae  eaUbleee: 

i  o  Qm  emmfm  melúrt.  i.«  M  Deorehieif  4e»9  de  Oduhre  de  1979; 
informaéo en  «n  etfpirüm reiMeikf&,  ee hteuha  Uetcrupulom  efa«wamgftt  de 
loe  Uyeí'  fmerñle$  vifetltei  en  materia  de  ela$ykaeián  om  exeimién  dé  km 
Beakt  éraenee  dktadaepoNí  caeos  eepeeiaiee  y  de  ¡a  juriepiitdeñeia  eMUed 
da  que  etiuweeen  m  epoeMán  con  el  tecsto  ymra  de  dkhae  leyee,  ee  h^SeHa 
gnepmr  ¡a  regla  ^>  de  tu  aré.  d.o  ee  tnanda  haeerel  abonio  de  loe  oékúintíoeée 
carrera  qae  eomedkron  loe  leyee  de  18$6  y  Í9&i  d  loeJieeeee  y  MiiMhm  de 
loe  Trílmnalee  y  áloe  fmneknmrioe  áü  Mlntíterio  fiocal,  e^empre  que  hMi- 
sen  deeempeñado  enpropéediad  $u$  empiece^  ei¿Hd»éetoe  de  planta  regiamem- 
taria^  oon  eneldo  eeñalado  on  ioepMiuptuetoe  generakedel  Estado  y  eon  nom- 
bramiento Real  de  loe  Cortea,  déla  Beaencia  del  Beino ó  del ühbiemo pto9§- 
eionalyydeepuéedeemnpUdaiaedadéedieoiíeieañde: 

j9.<^  i¿ueawn  admitida  el  keoKo  dé  que  loe  kj/eedo  1866  y  19^  qwe  ¡kmá 
ron  elabono  de^Ue  oeho  añoe  de  0€trrera  á  loe  fuioee,  Magietrúdoe  y  Fieoaíee 
nambradoe  antee  de  1865,  contuvieran  urna  derofaMn  tácita  de  toe  leyee  anta- 
rioree,  en  el  punto  concreto  á  que  eete  Htigio  ee  refiere^  eiempre  he^rá  iMi^flÉ- 
timar  fae pree^toe de  ^éeta  como  nmemmonte  pueeteeen  ít^  por  fmti%tad 
expreea  del  legtelador,  claimnente  manifieita  en  iarrferida  refia  9.»  dél'd^ 
creto  ley  de  32  de  Octubre  de  1868: 

3.0  i¡ue  eiendo  éete  d  catado  de  deredko  al  promiutgaree  la  ley  pre/eWMd 
eckre  oryanieaoióndel  Foderju!dicM  de  15  de  B^tiembr^  de  1870»  áéltenfm 
que  referiree  neeeeariamente  la  preeotipoián  conienida  en  el  ati.  Báléteata^ 
blecer  que  á  loe  Jueaee  y  Magietradae  ee  lee  ampute  ^n  eue  «tof^eMéoiielf  ai 
aumentare  tiempo  qiue por  raaándeoarrera lee earreeponda: 

4P  Que  en  cuanto  of  art,  297  de  la  ley  Hipotecaria,  que,  ai  bien  reoemoee 
únicamente  el  derecha  ai  abono  de  he  oekoañoe  de  carrera  á  loe  Regfárada' 
res  delapropiedad  que  ingreearon  en  al  Cuerpo  anteé  de  16  de  JMode  Í99§ 
¿áloe  que  habiendo  it^reeado  dcepuéi  tuaiceen  eeée  dereeho  adauirida  cem 
anterioridad,  tal  diepoetción  no  se  hito  en  igual  forma  éxteKéÍ9a  a  loé  Jweam, 
Magietradoé,  inMpiduoe  dd  Minieterio  flecal  y  Catodráticoe,  como  eti  toda 
caco  eeria  neceeario  para  que  dicha  limüadán  ísé  fuera  auUcMe: 

5.0  Qm  recientemente  hareoonacida  el  tegíélador  la  ^oaeia  y  mrémiiiai' 
dd  deoreéo4ey  de  Octubre  de  1868  y  de  loé  teyee  de  18S6y  1862,  á  qué  aqua 
ee  refiere,  al  cameder  por  el  art,  té  de  ta  ley  de  19  de  Septiembre  de  Í&f8d 
derecho  al  abona  de  loa  emoe  40  carrera  de  Abogadee  á  loe  ÉÜniéiree,  Fieoa- 
lee  y  Secretarioe  de  eete  Tribunal  por  la  analogía  de  laefuneionee  propiú  de 
aqueüoe  cargoe  con  he  de  la  carrera  judidal  y  fieeal,  preeq^  quenotendria 
ju»t^leaeián,m  podría  eog>iioaree,d¿ia  la  ifoguedad  oon  fuetq^^ 
do,  8i  no  eetuvieecn  eubeietentee  loe  diepoeieionee  á  quien  tndudablcmente  abe- 
de,  loe  euálee  determinan  que  eoñ  oého  loé  añoe  de  eerfmlo  que  p&r  rawám  de 
carrera  deben  éd>anaréc;  ^ 

Y  tf.«  Que  la  Beal  orden  de  22  de  Mareo  de  1889,  eébht  no  habéreo  pu- 
blieado  en  la  GaeeU  de  Madrid,  na  tiem  máe  aicdnce  que  el  de  umaHnetimé' 
ción  dada  por  el  Minieterio  de  Hacienda  á  la  Junta  de  Ülaece  paeifUae^  come' 
aclaración  al  Beal  decreto  de  29  de  Enero  anterior,  que  ninguna  diepeeiMém 
contiene  reepecto  de  ceta  materia^  tino  la  dono  comprender  él  abono  de  lee 
echo  añoe  áloe  Catedrátiooé  de  Inetitutoe,  á  máe  de  que  como  ditgmiciám  in^ 
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iarfftMiva  no  pueátj^ipaleeer  contra  la  letra  y  eipirtíu  de  loo  preog^  le- 
jWdf  á  fue  96  refiere. 

Por  )a  B«al  orden  impngnadaí  le  declara  sin  derecho  al  demandante 
para  el  abono  de  oche  adoa  de  carrera  en  el  expediente  de  aa  eJaaifíca- 
dón  eomo  ceaaaie  de  la  carrera  judicial.  £1  Trihnnal  Contencioao  dictó  la 
aentencia  qoe  contiene  loa  aigoientea  conaiderandoa,  viatoa  j  fallo: 

Considerando  qoe  la  cneatión  que  ae  ventila  en  el  presente  litigio  está 
tedocida  á  determinar  si  D^  Félix  Mnnín,  qoe  ingresó  en  la  oarrera  jadi- 
c3al»  tiene  ó  no  derecho  á  que  se  le  computen  loa  ocho,  afios  de  carrera  con 
arreglo  á  lo  preacrito  en  el  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1878: 

Considerando  que  aunque  en  el  art^l.®  de  eate  decreto-ley,  informado 
en  nn  esf^ritu  restrictivo^  se  inculca  la  escrupuloaa  observancia  de  las  le- 
yes generales  vlg^ntea  en  materia  de  clasificación  con  exclusición  de  las 
Bealea  órdenes  diotadas  para  casos  especiales  y  de  la  jurispradencia  esta- 
blecida que  estuviesen  en  oposición  con  el  texto  y  l^ra  de  dichas  leyes,  ea 
lo  cierto  que  por  la  regla  9>  de  au  art.  6.o  se  manda  hacer  el  abonado  loa 
€>cho  afios  de  carrera  que  concedieron  laa  leyes  d^  1836  y  1862  á  loa  Jue- 
cea  y  Ministros  de  los  Tribunales  y  á  los  funcionarios  del  Ministerio  fis- 
cal, sfompre  que  hubiesen  desempeñado  en  propiedad  sus  empleos,  siendo 
éstoa  €|e  planta  reglamentaria,  con  sueldo  eeftalado  en  los  presupuestos 
icenerales  del  Ectado  y  con  nombramiento  Real  de  las  Cortes,  de  la  Re- 
sencia  del  Reino  6  del  Gobierno  provisional,  y  después  de  cumplida  la 
edad  de  dieciseis  afios: 

Considerando  que  aun  admitido  el  hecho  de  que  las  leyea  de  1866  y 
1867,  que  limitaron  el  abono  de  loa  ocho  afios  de  carrera  i  loa  Jueces,  Ma- 
giatadoa  y  Fiscalea  nombrados  antes  de  1866  contuvieran  una  derogación 
tácita  de  las  leyes  anteriores,  en  el  punto  concreto  á  que  esté  litigio  se  re- 
Aeca,  siempre  habrá  qoe  estimar,  lor  preceptos  de  ésta  como  nuevaoiente 
poetftos  en  vigor  por  voluntad  expresa  del  legislador,. claramente  mani- 
fiesto en  la  referida  regla  9>  áék  deofetol6ty  de  22  de  Octubre  de  1868: 

Considerando  que  siendo  éste  el  estado  de  derecho  al  promulgarse  la 
ley  nrovisional  sobre  organisación  del  Poder  judicial  de  16  de  Septiembre 
de  loTO,  á  él  tenia  que  referirse  necesariamente  la  prescripción  contenida 
eo  el  art  241,  al  establecer  qué  áJos  Jueces  y  Magistrados  ae  les  compute 
eo  sus  clasificacioiies  9I  aumento  de  tiempo  que  por  ra^ón  de  carrera-lea 
cofreaponda: 

Considerando  que  por  haber  ingresado  D.  Félix  Munin  en  la  carrera 
jodicial  en  1870,  y  aclarada  en  loa  términos  expuestos  en  el  considerando 
Ulterior  la  referencia  contenida  en  el  art.  241  de  la  ley  orgánica  del  Poder 
jodicial,  ea  innegable  su  derecho  sA  abono  de  los  ocho  afios  de  carrera: 

Considerando  que,  esto  no  obstante,  habiéndose  fundado  la  Adminis- 
tración para  negar  el  derecho  áíú  demandante  ^i  el  criterio  adoptado  al 
reformar  el  art.  297  de  la  ley  Hipotecaria,  según  la  de  21  de  Julio  de  187^ 
7  eñ  la  Real  orden  de  22  de  Marzo  de  1889,  aclaratoria  del  Real  decreto  de 
29  da  Suero  del  mismo  afio.  se  hace  necesario  examinar  el  alcance  4^  di- 
chaa  disposiciones,  en  relación  C(m  el  derecho  de  que  ae  trata: 

Considerando,  en  cuanto  al  art,  297  de  la  ley  Hipotecaria,  que,  ai  bien 
reconoce  únicamente  el  derecho  al  abo^o  de  los  ocho  afios  de  carrera  á 
loa  Registradores  de  la  propiedad  que  ingresaron  en  el  Cuerpo  antes  de 
l&  4a  JoHo  de  1866,  ó  á  loa  que  hablando  ingresado  después  tuviesen  este 
der^ho  adquirido  con  anterioddad^  Ul  disposición  no  se  hizo  en  igual 
lenna  extensiva  á  loa  Jueces,  Hagíatradoa,  indiriduoa  del  Ministerio  fís- 
4Bal  y  Catedráticoa,  como  en  to<k)  caao  aería  necesario  para  que  dicha  limi- 
taoíón  lea  fuera  aplicable: 
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Ooiiild«rfttido  qtrer  i^iéntemente  ha  reconocido  el  legislador  la  eficsr 
cia  7  yirtaalidad  del  decreto-ley  de  Octabre  de  1868  y  de  las  teyw  de 
1885  y  1862,  á  que  aqaól  se  refiere,  al  conceder  por  el  art.  U  de  la  1^  de 
18  de  Septiembre  de  18S8  el' derecho  al  abono  de  los  añoá  de  carrera  á» 
Abogados  á  los  Ministros,  Fiscales  y  Secretarios  de  este  Tribunal  por  la 
analogía  de  las  fancioneis  propias  de  aqoéllos  caígos  con  los  de  la  carrévm 
Judicial  y  IscaT,  precepto  qné  no  tendría  justificación,  ní  podría  ^zpljear' 
ae,  dada  la  tagnedad  con  qtte  aparece  redactado,  si  nó  esta  viesen  sabsto- 
tentes  las  disposiciofies  á  quien  indudablemente' alude,  las  cuales  detof^ 
minan  que  son  qcht)  los  aflos  de  servicio  que  por  razón  de  carrera  débea 
abonarse;  y  '    .       ^ 

Oonslderando  que  lo  que  se  refieire  á  la  Beal  ordeú  dé  Ú7  d<9  llfarsó  de 
188f;  que  sobre  no  haberse  pubficado  en  la  Gaceta  de  ]líadrid  no  tiene 
más  alcance  que  el  de  una  instrucción  dada  por  el  Ministerio  de  Hacienda 
á  la  Jtittta  de  Glaseé  pasivas,  como  aclaración  al  Real  decreto  de  99  de 
Enero  anterior,  que  ningtfna  disposición  contiene  respecto  de  esta  mate- 
ria, sino  la  4e  nó  comprender  el  abono  de  los  ocho  afios  á  loa  Oatedrátf- 
eos  de  Institutos,  á'más  de  que  como  disposición  interpretativa  no  p^ede 
prevalecer  contra  la  letra  y  espíritu  de  los  preceptos  legales  á  que  ae 
refiere. 

Vistas  las  reglas  6.»  yf^  del  art.  26  de  la  ley  de  P^npuestoa  Ae  M 
de  Mayo  de  189é: 

Visto  el  art.  11  de  la  ley  de  Presupuestos  de  i  de  Mayo  de  186): 
Visto  el  art.  11  de  la  ley  de  Presupuestos  de  16  de  Julio  de  1866: 
Visto  el  art.  19  de  la  ley  de  Presupuestos  de  29  de  Julio  de  1867: 
Vistos  los  artículos  l.<>  y  6.^'  del  decreto  ley  de  22  de  Octubre  de  186^: 
Visto  el  ari  241  de  la  ley  provisional  sobre  organización  del  Poder  Jit' 
dicial  de  16  de  Septiembre  de  1870:     - 

Visto  el  art.  267  de  la  ley  Hipotecaeia  reformado  pOr  la  ley  en  ti  Íb 
Julio  de  1866: 

Vista  la  regla  H.^  del  art.  l.o  del  Real  decreto  de  2^  de  Enero  de  ifi89z 
Vista  ht  regla  1.*  de  la  Real  orden  de  22  de  Manió  de  1889; 
Paliamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  fteal  orden  de  n  de 
Agosto  de  1891,  y  en  su  lugar  declaramos  que  D.  Félix  Munín  ttene  dere- 
cho á  que'  ée  fe  computen  en  su  clasificación  los  ocho  afios  de  carrera  de 
Abogado.— (I^entenda  publicada  el  18  de  Julio  dé  1892,  6  inserta  ea  la 
Úaceta  de  l.o  de  Enero  de  1898.) 
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8Ki!mE5cxA  (18  de  Julio  de  1997),^Claiei  pativoi.  Mono  de  9ervkk9.'^ 
8e  revoca  el  acuerdo  de  la  Jtínta  de  Clases  pasivas  en  el  expediente  de 
D.  Basilio  López,  y  se  establece: 

Que  conforme  aloque  dinone  él  Seál  deereíó  de  18  de  Junio  de  Í89Í  y  la 
regla5^  de  la  Beal  orden  de  9Í  de  Marm>  de  1889,  los  destinos  de  suhaUemoo, 
entre  los  que  se  cuentan  eIdegutirdanMntade  de  montes^  no  sonde  abonúóM 
la  ctasiñcaeión  para  los  interesados. 

Demandó  di  Fiscal  la  revocadón  del  acuerdo  mencionado  declarato- 
rio del  derecho  de  D.  Basilio  López  A  su  dastficaclón  como  cesanteL  éatte 
otros  cargos,  del  de  guarda  de  montes,  y  el  Tribunal  Oontencioso  dictó  lá 
aentenda  que  contiene  los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  á  los  odio  afios,  ocho  jmeseS  y  treoe  dfas  que  dee^ 
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«apellóD.  Baiiio  Lóp«i.€Miii«»«i  Is  époea  de  ltt7  á  18ttS  loréBaÜnes 
4»  gluviA  «Metido  en  los  nontes  de  Ooea  7  gtuidft  dB  iNdosenvliMe  en 
los  montee  de  Moraleja,  Aldeanneva,  Aldeanaeva  del  Oodonal  7  Ma%p» 
eoiiio  éela^UMe.de  etihaherÉoe,  Bo  Je  aoa  de  abono  «n  as  claeiÉisaeite, 
cootoineá  lo  qna^dlipOBeD  ei  Eeid  decveto  de  18  de  Jmio  de  18M  :▼  tm- 
gUkft.*  de  la  Real  jotden  de  83.d*>Mano  de  1889: 

Goniiderando  qoe  AsrteaBlp  extiaoM)  m  limita  Ja  demanda,  peae  mo^mí 
leitoéb:  te  Beal  erden^ 

¥i8|e  el  eitado  Beal  desvelo  de  18  de  Jonia  d#  18fiis 

Viite  la  Agía  é.»  de  la  Beal  orden  de  »  de  Manió  de  1^9; 

f)dlamoa  ^ne  debetnea  tevoear  7  fevoaamoe  el  aeoesdo  de  la  Jauta  de 
^laaeei^méTaBdft  11  de  Ettetode  1888,  en  ooanlo  abena  á  D.  BaaUlo  1^ 
pea  €>teea  per  loa  eetrieioe  jweeiedoa  en  loa  deatiaoe  de  gnaida  meatado 
enloemoaieadeOeea7gea¡rda  de  priama  Qlaee  de  loe  uMHitaa  da  Mota- 
leja,  Aldeanaeva,  AldeanaoTa  del  Obdeaal  7  Malgae,  ocho  aftea,  eebe  aae- 
emylteoe^aa^  qoedando  «n  lo  damáa  firme  7  aabeiatonte  p<Mr  bo  haber 
•kb  objeto  de  la  demanda.-K8eateneia  publicada  el  18  de  Jallo  de  188»» 
4  imwrka  en  la  €faoaa  de  8  de.Béeee  de  1898.) 
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8maTawUiA(Ude  Jiúio  de  1899).— iáMot.  IrUére$e$  ie  mmi. -.BecoB-^ 
firma  la  Real  orden  de  98  de  Mano  de  1884,  impognada  por  la  Jnata  del 
Gwd  de  la  Inlaala  Dofia  l4ilia  Oariotiu  7  ae  éaftaUeoe: 

Que  ¡OM  cantidades  U^[uída8  no  $aHs/eehai  en  la  época  de  9n  mmimknUf^ 
énmjfim  intenee$  de  mora. 

Forla  Reíd  orden  impagnadri  ae  acordé  eodgir  á  la  manoionada  Joala 
lee  faitareata  de  mota  coueapaBdientea  á  penajenee  Yeaoidaa  7  noaatíafo- 
ékmml  Eeal  PiMaunle  por  el  «proreobamiento  de  mioa  eattoe  da  anim» 
7  el  Triboaal  Oentenoloeo  diefté  la  aanteneia  que  oonliene  loa  aign^Biea 
eonaldeíaadea,  viatoi  y  iallo:    :.' 

GcHMlderaada  que  lea  ccwaiiotiea  planteadaa  en  eate  pleito  7  qne  áeimm 
aareb^etate  reaolnaióB,»»  dea»  jednaidaa  á.  determinar  priMüm»  ai  la 
Juita  demandante  eatá  ó  no  obligada  al  pago  de  intereaee  de  demora;  y 
•egado,  ai  le  ea  ó  no  aplicable  la  diapoaidón  contenida  en  el  apéndice  la^ 
tra  rde  la  107  de  Preeapneatoa  de  28  de  Diciembre  de  1879,  7  en  en  con- 
aecoenda,  ai  loa  intereaee  de  mor^  pueden  ó  no  exceder  del  8  por  IM 
a&oal: 

Oonaiderando,  en  cnanto  á  la  primera  de  laa  cneationea  planteada^qoe 
lacaatidad  qiM  adeadaba  la  JonU^M  Oaaal  tiolada  de  la  Iniant»  ÍPoürn 
Lvlaa  Oaalota  de  Béi^ón,  eia  e(  importe  dé  laa  pwiaionea  al  reléete  úm 
11088  xealée  Mnoalee,  Teneidaa  7>no  aatiaieebaa  deade  OctnlMre  de  1884 
ha«ta  IMciembre  de  1889,  ó  aea  nn  total  de  188^88  peeotai,  cantidad  que 
ei  ptrtéetataeate  liqnida,  7  qaepor'  haberae  reelamado  difeientea  yecea  4 
la  referida- Jaola,  deveagúiá'ialeraaea  de  mora: 

Obaaiderande  qne-  poa  haber  otorgado  la  Adndniatracióa  á  la  Junten 
ana  bonificación  en  el  importe  de  laa  penaionea  debidaa  por  laa  eanttd»- 
def  qne  bnbiéaeaatiaieeke  en  pago  de  la  contribociéi&  territertal,  7  iedn> 
dda  1%  eaaia'  escpreeada  anteriormente  é  la  de  9^040  peaetea,  la  eaotidail 
•egaia  fieado  Hqliida  7  loe  t^taatna  de  mera  ezigiblea  7  abonablea  por 
lo  qne  reakaae  de  dieha  eamia  daapnéa  de  heeba  la  beaifloaeión  referida: 

Oonaiderando  qne  no  pnede  negarae  qne  la  cantidad  de  98.040t  ] 
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«■  p«ÍMitatiiettte  Ifi^iáda,  yq«tt  la  Junte  d«Bi«iid«iite  te  hatttedo  á^ 
biendo  mi  TMoro  dead»  «A  afio  1609  haate  Agosto  de  1884y«i  «ve  te  mi> 
tíifla<K 

Oonñderando,  por  lo  ezpaeato,  que  te  Jante  del  Oenal  ee  ludia  Mi- 
^ada  ai  pago  de  tetiBreaea  de  mora  en  el  caao  preaente,  por  tntteíae  denoa 
cantidad  líqnida  y  conoeida  perteneolaite  alEatede»  qtte  iia  retenide 
aqaélte  en  8d  poder  dtuniite  un  tteapordeCenateado: 

Conaiderando,  respecto  á  la  segunda  de  las  caeatkmea  ptebteadaa,  qae 
no  ee  aplicable  al  caao  de  aotoa  te  preaeriprtón  ootaAeaida  en  él  apéndice 
letta  Y  de  te  tef  de  Pratfapaeatoa  de  90^  DioiemlMie  de  1871,  pbrqneette 
d^Bpoateión  aólobaoe  referencte  á  lea  comipradotea  y  arteadaluioa.de'bte- 
mea  nnetetalea^  eaiéeter  qae  no  tiene  te  Jonteéettiaiidante,  ^  poeque  en  d 
««p«eato  de  qve  lo  fnara,  no  oonate  q^ne  éata  fnera  requerida  al  pago- en 
te  terma  prevenida  portee  IneimcdoniBa,  ni  el  que  ae  pobüeaee  aa  nom- 
bre en  el  Boletén  ofiaud  de  te  provinete: 

Ctonaiderando  qne  el  ten  to  por  etento  qne  te  parto  actora  está  oUigada 
á  abonar  por  interesen  de  las  pensionss  de  i^  sé  trato,  no  pnede  ekoider 
del  6  por  100  que  esteblece  el  decreto  dó^iS  de  Jonte  de  1870,  qnees'el 
único  aplicable  al  caao  presente: 

Considerando,  en  sa  consecuencia,  qne  la  Jante  del  Oanal  de  te  In- 
fante Dofia  Luisa  Carióte  tiene  derecho  á  que  le  sea  devuelte,  de  la  canti- 
dad qne  aatisfizo  por  intereses  de  mora,  lo  que  exceda  del  6  por  100,  con- 
signado en  dicho  decreto  de  1870. 

Vistos  los  artícutea  1  o  y  s.'^d^  dereto  de  S8  de  Jante  de  18791 

Visto  ^  art.  3.o  de  te  Instmcción  de  18  de  JuHo  de  1878:  . 

Visto  el  apéndice  tetra  F  de  te  tey  dé  FMaüpnesto»  de  S((  de  Dieicm- 
bse  de  IdTS; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  qne  te  Junte  del  AuDtl 
de  te  lotente  Dofia  Luisa  Carlota  Borbón  este  obligada  al  pago  del  8 
por  109  anual,  su  cebeeptode  tetoreaeadé  nmra  por  .tea  pettatenetoiid  sa- 
tiafeobaa  de  qué  enasto  iMtoae  trate,  y  f|«e1teDe derecho- á  qne  aertede- 
TveWa  de  te  santidad  que  ha  pagado  ppr  teatetereaea  dn^ón^te-aana 
que  esDoeda  de  dicho  6  por  100  annal, '  éar  lo  «ne  oon  este  déotersielón  se 
halle  conforme  te  Real  orden  de  29  de  Mano  de  1864^  en  te-  parto  i^ue  ha 
aídd  impngnada,  te  eonfirosateoiL  y  ea  lo  qne  ne,  te  reVocamoar^(Sen- 
tenate  pnMteada  el  14  de  JuMo  del892,;é  iaserte  en  teOoiato  dé  «^ 
Enero  da  1898.)  »         .  .  ,. 


SnMnrciÁ  (i4r  de^oite'  de  íM^^y^D^^utaáma  ^pramnmaleé.  Nmbr^ 
«MMto  de  OofUadar.^^Se  absudVe  á  te  Adndntetradáiidetedstfiandáister- 
lHieata*^  te  Diputeeidn  pearümial  de  Cósdoba;  eonlrátefieal'nrdad  de 
lddeFébran>del888,yaeestebleoe:   ^  .  .•••  r 

í*^  ^Ntfst  Mu €iart  JOá  éUia  ley  Ptanimalf^Ma  á  bmIHpuétmnm 
pratfinciaUs  para  nombrar  y  g^arat  á^tnresipiaÉdss;  etiáfamUadidM  tnr 
imíd9ÍmÉmptímnoió'á8  loe  déreckoi^mi^pimiim  potra'  oiínomhmmiéfIkt'dtiSe' 
aretarioi  fáerÓonMoreá;      •    ^  ..-Hfno.':'. 

Yií.^  Qm  eito$  deroikát,  ndquiridoo'W^úndimmé^  iteol  eHdm  át  «tí- 
táoteryenérai  de  ifi  de  Dideetí^re  de  188B,'ee  Tejieren  é  kmx¡poeUetm  pte,  ^^ 
irirtud  de  sus  '^erckioo,  óUutrierom  (Umh  ée^t^páend  paral  d^áempeñtur:  ]¿^ 
de  Seereiarmep  Coniadorés^  conformé  é'¡0  mMkoidem  la  ^pMtgier 
mtetdodeMOdeSq^íkmbredelMf,  .     t  .  ..  .  -     ^ 
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For  la  Real  orden  impagDftda  te  defeetimó  el  nombramiento  heeho  di- 
lectamente por  la  Dipntación  para  el  cargo  de  Contador  de  la  miema;  y  el 
Tribonal  Gontendoeo  dktó  la  aentencia  que  contiene  loa  aignientea  conai- 
derandoa,  viatoa  y  íallo: 

Conaiderando  qne  ai  bien  el  art.  104  de  la  ley  ProTincial  faculta  á  lap 
Dipotacionea  proyincialea  para  nombrar  y  aeparar  á  ana  empleadoa,  eata 
facultad  debe  entendene  ain  perjaido  de  loa  derechoa  adqniridoa  para  el 
Bombramiento  de  Seeretarioa  y  Oontadorer. 

Gonaiderando  qoe  eatoa  derechoa,  adqniridoa  aegún  diapone  la  Real 
orden  de  carácter  general  de  l.o  de  Didembre  de  1882,  ae  refieren  á  loa 
opoaiterea  qoe,  en  virtud  de  ana  ejerddoa,  obtovieron  titnlo  de  aptitud 
para  deaempefiar  placea  de  Seeretarioa  y  Oontadorea,  conforme  á  lo  eata- 
bleddo  en  la  ley  y  Reglamento  de  SO  de  Septiembre  de  1866: 

Gonaiderando  qne  D.  Manuel  Conde  Salaaar  no  ae  encontraba  entre  loa 
leleridoa  opoaitorea,  y  an  nombramiento  no  pudo,  por  lo  tanto,  hacerae  ain 
perjuicio  de  loa  miamoa. 

Viatoa  loa  articnloa  74  y  104  de  la  ley  Provincial  de  29  de  Agoato  de 
1882: 

Viata  la  Real  orden  de  1  o  de  Diciembre  de  1882; 

Fallamoa  que  debemoa  abaoWer  y  abaolvemoa  á  la  Adminiatración  ge- 
neral del  Eatado  de  la  demanda  dedndda  á  nombre  de  la  Diputación  pro- 
vincial de  Córdoba  contra  la  Real  orden  de  16  de  Febrero  de  1886,  la  cual 
qneda  firme  y  aobaiatente.— (Sentenda  publicada  el  14  de  Julio  de  1892»  é 
iaaerta  en  la  Oaceta  de  6  de  Enero  de  1898.) 
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BxNTBNCu  (14  de  Julio  de  1802).— ^({aonof .  Drfra%$daeión.^8e  revoca. 
eo  parte,  la  Real  orden  de  20  de  Febrero  de  1882,  impugnada  por  la  Real 
Compaflia  de  CanaUíadón  del  £bro,  y  ae  eatablece: 

Í.o  (¿ue  itgún  precepto  terminante  del  art.  20?  de  la$  Ordenanzas  de 
Aduanas,  es  requisito  indispensable  para  que  las  infracoiones  tengan  carác- 
ter de  delitos,  que  los  actos  que  las  constituyan  se  kallm  clasificados  y  pena- 
dos como  tales  en  la  legisláetán  establecida  al  efecto^  que  lo  es  el  Eeal  decreto 
de  20  de  Junio  de  1862: 

2.0  Que  la  inexistencia  en  los  almacenes  de  una  Compañía  del  material 
OMxiUar  y  de  eoeplotadán  imdrodueido  con  franquicia  sin  que  se  j%utifi^  su 
desaparición  y  la  falta  de  renovacián  de  los  respectivos  pagarés,  son  tn/rac- 
dones  no  ckuijieadas  en  ninguno  de  los  casos  que  taxativa$nente  enumera  el 
art  19  del  mencionado  Beal  decreto: 

8.^  Que  dicho  artículo  txiae  la  condición  de  que  la  violación  de  las  reglas 
administrativas  üeve  consigo  la  tendencia  manifiesta  y  directa  de  defraudar: 

4.^  Que  si  bien  por  Beal  orden  de  23  de  Noviembre  de  1878  se  dispuso 
que  se  adicionase  el  artículo  rrferido  con  la  determinación  de  que  se  conside- 
raba que  se  cometía  delito  de  drfraudaeión  por  extraer  de  las  lineas  férreas 
d  material  afecto  á  las  mismas  sin  autorisación  de  la  Dirección  general  de 
Aduanas^  hay  que  tener  presente  pu  esta  disposición^  por  ser  de  fecha  vate- 
rior  ala  en  que  tuvieron  lugar  las  tnfracciones,  y  se  dictó  el  fallo  por  la  Junta 
údministratwa  y  por  carácter  de  ley  penal,  no  puede  tener  efecto  retroactivo 
según  los  buenos  principios  de  derecho,  nipor  lo  tanto  aplicarse  á  hechos  e¿e- 
omtados  con  anterioridad,  siendo  (^Ucable  tan  sólo  para  lo  sucesivo;  cuya  Real 
orden,  por  atraparte^  vtene á  demostrar  que  el  hecho  que  en  la  misma  se  ex- 
iitresa  y  pena  como  delito,  no  e^aba  anteriormente  comprendido  entre  los  (¿ue 
TOMO  46  8S 
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como  tales  «e  mumeran  en  el  art  19  ád  Real  deereio  eUaéh  de  90  ie  Jmñ^ 
de  1852: 

5.^  Oue  no  eetimándoie  en  loe  meneumadae  utfraoeionee  la  inieneión  de 
defraudar,  pueden  eoneiderarse  comprendidae  en  el  cqpUúlú  de  dkhae  Orde- 
nanzaSf  relatitfo  á  las  faltas: 

6.0  Que  no  siendo  pasible  eal^iear  de  delüe  el  heeko  y  si  como  faUa^  debe 
aplicarse,  por  ser  la  más  análoga  á  la  infraeoián  de  que  se  trata,  la  penalidad 
que  se  marea  por  el  caso  2.^  del  art  215  de  las  Ord&M,nsas  vigentes  en  1878^ 
ó  sea  el  pago  de  dobles  derechos  de  los  materiales;  pero  tomando  como  6000 
para  el  pago  de  estos  derechos,  y  atendiendo  á  la  falta  de  Meneián  ó  rnoMa 
por  parte  de  la  Compañía  actora  de  defraudar  al  Tesoro  y  ehtdir  pagos,  que 
consta  probado  en  el  expedienee^  el  vaür  que  esos  materiales  tenian  oí  ser  ena- 
jenados, habida  consideracián  a  que  éste  es  el  espíritu  de  la  prescripeiá»  rs- 
ferida: 

7.0  Que  la  imposición  de  dobks  derechos  sólo  procede  respecto  de  los  «M- 
teriales  de  cuya  desaparición  sea  la  Compañía  la  única  responsable; 

T8.^  Que  en  el  propio  caso  viene  obligada  la  Oompaltía  á  solicitar  á  su 
tiempo  la  cancelación  de  los  pagarés  ó  la  renovación  del  importe  de  su  timbre. 

En  el  expediente  por  difereneift  entre  el  material  introdnoido  con  tan- 
qnicia  por  dicha  Gompafiía  7  el  exiatente  en  000  almacenee,  y  por  Min  de 
renovación  de  loi  reepeotívoa  pagaréi,  se  dictó  la  Real  orden  impugnada 
declaratoria  de  ser  exigible  á  la  Compafiía  la  responsabilidad  qoe  pres- 
cribe el  art.  208  de  las  Ordenansaa  de  Adoanas  y  al  pago  del  timbre  «e- 
rrespondiente  á  los  pagarés  no  renovados.  Y  el  Tribanal  de  lo  Conten 
eioso  dictó  la  sentencia  que  contiene  los  sigoientós  considerandos,  vistos 
y  fallo; 

Considerando  qae  las  cuestiones  planteadas  en  este  pleito,  y  qne  debso 
ser  objeto  de  resolación,  son  dos,  á  saber:  si  procede  ó  no  exigir  á  la  Beal 
Gompafiía  de  Canalisación  y  Riegos  del  Ebro  la  responsabilidad  qos  pres- 
cribe el  art.  208  de  las  Ordenanzas  de  Aduanas,  por  todo  el  material  auxi- 
liar y  de  explotación  introdnoido  con,  franquicia  qne  no  exista  en  sns  al- 
macenes, y  coya  desaparición  no  se  ha  justificado,  y  si  prooedeó  noeos- 
firtuar  el  fallo  de  la  Junta  administrativa  jodicial  de  Zaragoza  en  auaoto 
na  refiere  á  los  pagarés  que  la  Compafiía  no  ha  renovado,  porque  dedar 
raJa  la  procedencia  de  la  vía  contenciosa  sólo  respecto  de  estos  dos  eztie 
mos  de  lá  Real  orden  impugnada,  á  ellos  queda  únicamente  reducido  el 
punto  litigioso: 

Considerando  que  para  fijar  qué  clase  de  responsabilidad  es  la  q«s 
procede  imponer  á  la  Compafiía  demandante,  es  necesario  examinar  pre- 
viamente el  carácter  de  los  actos  por  ésta  ejecutados,  para  en  sa  conse- 
cuencia poder  determinar  si  tienen  el  de  delitos  ó  el  de  faltas,  toda  yt^ 
que  con  arreglo  á  las  Ordenanzas  de  Aduanas  es  distinta  la  responsabili 
da  1  que  se  exige  y  puede  imponerse  por  unos  qne  por  otro» 

Considerando  que,  según  precepto  terminante  del  art  207  de  las  Orde- 
nanzas, aplicables  al  caso  de  autos,  es  requisito  indispensrble  para  qae  latí 
iü  fracciones  tengan  el  carácter  de  delitos,  que  los  actos  qne  las  constij* 
yan  se  hallen  clasificados  y  penados  como  tales  en  la  legislación  sip^j^l 
establecida  al  efecto;  que  esta  lo  era  y  sigue  siendo  el  Real  decreto  de  W 
de  Junio  de  1862,  y  qne  en  ninguno  de  los  casos  qne  minuciosa  y  ^*^^ 
yamente  enumera  el  art.  19  de  este  Real  decreto  se  hallan  clasificadas  Jt* 
infracciones  de  que  se  trata: 

Considerando  que  aun  en  el  sapuesto  de  qne  estas  infraoelones  se  n* 
liasen  comprendidas  en  el  caso  ti  del  art  \^  referido,  es  evidente  qo*  ^ 
es  aplicable  al  de  qne  se  trata,  porgue  exige  éste  la  oondieiótt  de  qM  '* 
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^vtoladdn  ds  la»  reglas  adminlstraÜTaa  liare  contigo  la  iendeneia  manl- 
^eata  y  dhecU  de  defraadar,  7  como  tanto  loa  íaneionarioe  como  loa  Oen- 
troa  adminiataratlToa  qoe  han  interrenido  en  el  expedieote  han  reeoaocido 
4|iie  eata  le&denda  por  parte  de  la  Oompafiia  demandante,  no  ha  exiatído, 
falta  en  an  eonaeenencia  el  carácter  principal  neoeaario  para  qne  poeda 
«onaiderarae  oomprendida  la  infraodán  en  el  oaao  referido,  7  por  conai- 
goiente,  la  baae  para  reputarla  como  delito: 

OiHMíderando  qne  ai  biea  por  Real  orden  de  28  de  Noriembve  de  1878 
ae  diapnao  qae  ae  adicionase  el  artícalo  referido  con  la  determinación  de 
qoe  se  consideraba  qne  se  cometía  delito  de  defraudación  por  extraer  de 
las  lineas  férreas  el  material  afecte  á  las  miamas  ain  antorisación  de  le  Di- 
lecdón  general  de  Adnanas^  7  qoe  en  esta  adición  podiera  hAlarse  com- 
prendido el  caao  qne  se  impota  á  la  Ckmipafiía  demandante,  hay  qne  tener 
preaente  qne  esta  diaposieión,  por  ser  de  fecha  posterior  á  la  en  qae  UatHe- 
ffon  Ingar  las  infraedones^  7  se  dictó  el  fallo  por  la  Jnnta  adminiatratlya  7 
por  caríáoter  de  le7  penal,  no  poeda  tener  efeeto  retroactiyo  aegán  loa  bne- 
noa  pdDciploa  de  derecho,  ni  por  lo  tanto,  aplicarse  á  hechoe  ejecotados 
con  antarioridad,  alendo  aplicables  tan  sóle  para  lo  socesiyo;  cn7a  Real 
orden,  por  otra  parte,  yiene  á  demostrar  qoe  el  hecho  qoe  en  la  miama  ae 
expreaa  7  pena  como  delito,  no  estaba  anteriormente  comprendido  entre 
loa  qoe  como  tales  se  enumeran  en  el  art  19  del  Real  decreto  citado  de  20 
de  Jonio  de  1862: 

Conaidecando,  en  so  oonsecoenoia,  qoe  no  cabe  definir  ni  menoa  penar 
como  delito  la  infracción  de  qoe  se  trata  en  el  presente  pleito,  la  co¿,  por 
otra  parte,  poede  eonsiderarse  comprendida  en  el  capltolo  relatíyo  á  lae 
ffdtas,  contienen  las  Ordenansaa  de  Adoanas: 

Gonaiderando  qoe  no  siendo  posible  calificar  de  delito  el  hecho  7  si 
como  falta,  debe  aplicarse,  por  ser  la  más  análoga  á  la  infracción  de  qne 
se  trata,  la  penalidad  qne  se  marca  por  el  caso  2.0  del  art  215  de  las  Or- 
denanzas yigentea  en  1878,  ó  aea  el  pago  de  doblea  derechos  de  loa  mate- 
riales; pero  tomando  como  base  para  el  pago  de  eatos  derechos,  7  ateo- 
diendo  á  la  falta  de  intendóa  ó  malicia  por  parte  de  la  Oompafiia  actora 
de  defraudar  al  Tesoro  7  elndir  pagos,  qoe  consta  probado  en  el  expe- 
diente, el  yalor  qne  esos  materiales  tenían  al  ser  enajenados,  habida  con- 
sideración á  qoe  éate  es  el  espíritu  de  la  prescripción  referida: 

Oonaideranda  qoe  por  no  existir  responsabilidad  algnna  para  la  Gompa- 
liia  de  qoe  se  trata,  no  tan  soto  respecto  del  material  exiatente  en  ans  alma- 
cenes, sino  también  del  destraido  por  el  oso  7  desgaste  consigoiente,  del 
qne  perdió  con  motiyo  de  la  innndaoión  ocurrida  en  1870,  del  qae  le  faó 
sostraick»  por  las  fueraas  carlistaa,  del  que  le  fué  yendido  por  orden  judi- 
cial, 7  con  au  protesta,  no  cabe  imponerle  derechos  de  Arancel,  ni  sencillos 
ni  dobles,  poesto  que  esta  imposidón  sólo  procede  respecto  de  los  materia 
les  de  eo7a  deaaparldón  sea  la  Compañía  la  única  responsable: 

Considerando,  en  conaecnenda,  que  para  la  exendón  de  la  responsabi 
lidad  de  esos  dobles  derechos,  debe/  una  yes  determinada  la  cantidad  de 
materíid  introduddo  con  franquida  7  dednddo  de  éata  la  qoe  importen 
laa  existendaa  en  almaoenea  7  los  materiales  mendonadoa  en  el  anterior 
considerando,  7  de  cn7a  desaparidón  no  es  responsable  la  Compafiía,  de- 
terminarae  d  yalor  que  tuyieren  los  restantes  de  qae  puede  tener  respon- 
sabilidad al  aer  enajenado,  para  con  arreglo  á  él  procederás  á  la  exención 
de  loa  doblea  derechos  de  Arancel: 

Considerando,  respecto  de  los  pagarés,  qne  si  bien  es  derto  que  por  la 
Compafiía  se  ha  inyertido  en  las  obras  de  que  ha  sido  concesionaria  una 
parte  del  material  introduddo  con  f^anqnida^  lo  ea  también  qae  debió  pro 
«eder  acto  segoido,  ó  á  solidtar  la  caaceladón^  ó  á  renoyar  el  importe  del 
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thnbre,  legúii  prooedieve,  de  Um  pmguém  qae  no  ha  renoyado  ni  cancelado 
d€8de  1861: 

Ooneiderando  qne  por  no  haber  practíeado  ee tas  gestáonee^  la  Oompa- 
fiía  demandante  se  halla  en  el  oaeo  de  eatisfacer  á  la  Hacienda  la  enma 
úv  9.487  peeetas  á  qoe  aedende  el  tímbre  de  loe  referidoe  pagarés,  y  qne^. 
fin  sa  consecaencia,  procede  en  este  ponto  la  confirmación  de  la  Rc»l  or- 
den impugnada. 

Vistos  los  articnloe  207, 208  y  216  de  las  Ordenanias  de  Adnanas  de  22 
de  Jnlio  de  1878: 

Visto  el  art.  19,  caso  11  del  Real  decreto  de  20  de  Jonio  de  1862: 

Vista  la  Real  orden  de  28  de  Noviembre  de  1878; 

Fallamos  qae  debemos  declarar  y  declaramos  qne,  tomando  como  par- 
tida de  cargo  el  material  introdocido  con  ífaoqaicia  por  la  Oompaília  de 
Oooalisación  y  Riegos  del  Ebro,  y  como  partidas  de  data  el  existente  en 
los  almacenes  de  ésta,  el  destmído  por  el  desgaste,  el  arrastrado  y  perdido 
por  ia  inondación  ocnrrida  en  1870,  el  sustraído  por  los  carlistas  en  1878, 
y  el  vendido  por  orden  judicial  y  coa  protesta  de  la  referida  Empresa,  de 
la  diferencia  qae  aparesca  es  responsable  ésta,  y  debe  satisfacer  dobles  de- 
rechos de  Arancel  por  los  materiales  qae  resalten  de  este  saldo,  compon 
tado  por  el  valor  que  éstos  tenían  al  ser  vendidos;  y  qne  la  Oompafiía  de- 
mandante se  halla  obligada  asimismo  al  pago  á  la  Hacienda  de  las  9.487 
pesetas  á  qae  asciende  el  timbre  de  los  pagarés  no  renovados;  en  lo  qae 
con  esta  sentencia  se  hallen  conformes  las  conclnsiones  2*  y  4.*  de  la  Real 
orden  de  20  de  Febrero  de  1882,  se  confirman,  y  en  lo  que  no,  se  revocan. 
-—(Sentencia  publicada  el  14  de  Julio  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  6 
de  Enero  de  1898.) 
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SuiTBMCiA  (14  de  JuHo  de  lS9t).^Cántribuci6ñ  industrial.  lAqmdaoiÓH. 
de  utüidadee."^  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  interpuesta, 
por  la  Oompafiía  Transatlántica  oontra  la  Real  orden  de  22  de  Enero  de 
1886,  y  se  establece: 

!.<>  Qtie  ¡0$  Baneoe  de  Emkiá»  y  Descuento,  asi  come  las  Sociedades  por 
aeeioneSy  excepto  las  mineras  v  de  seguros  deben  satisfacer,  oon  arréalo  á  la 
prevenido  en  el  epígrafe  4.<^  de  la  tarifa  2.\  unida  al  Reglamento  delude 
Julio  de  1882,  en  concito  de  eontribuelán  industrial,  él  10  por  100  de  ioe 
utiUdades  liquidas  que  repartan  á  sus  accumistas,  segfin  sus  re^eetivos  ba- 
lances: 

2.0  Que  este  precepto  se  haüa  interpretado  y  aclarado  por  el  art,  10  de  la 
ley  de  Fresup%iestos  de  29  de  Junio  de  1887,  en  d  sentido  de  que  dichas  Socie- 
dades satírfarán  la  contribución  industrial  referida  jfcr  la»  utilidades  liqui- 
das que  obtengan  en  el  negocio  ó  ne§ocios  á  que  se  difigen; 

Y  3,^  Que  para  la  exaccián  del  eacpresado  impuesto,  la  Admimstraci^  ha 
de  tener  en  cuenta  tan  sólo  el  resultado  que  ofrezcan  los  balances,  y  si  de 
eUos  se  deduce  con  toda  claridad  y  exactitud  la  existencia  de  utiUdades  Uqm- 
das  rqi>artibles,  según  los  Estatutos  sociales,  es  innegable  la  (y^licación  del 
precepto  tributario  aunque  el  rq^arto  no  haya  libado  á  reatisarse,  pues  loa 
ditposiciones  mencionadas  no  exiaen  como  requisito  wdispensable  que  el  re- 
peSrto  de  la»  uúhéades  liquida»  obtenidas  se  haya  efectuado. 

Por  la  mencionada  Real  orden  se  fijó  la  cantidad  de  las  utilidades,  ae- 
gún  balance,  obtenidas  por  la  Oompafiía  Transatlántica  en  el  afio  188S;  j 
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el  Tribnnal  Oontendoio  dictó  la  tenteneU  qne  contiene  loe  eignientee 
eoneiderandoe,  yietoe  y  fallo: 

Conaiderando  qne  loa  Bancoa  de  Bmiaión  j  Deecaento,  aaí  como  laa  So- 
ciedadea  por  accioDea,  excepto  laa  mineraa  y  de  aegnroa  deben  eatiafacer, 
eon  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  epígrafe  4tfi  de  la  tarifa  2.»,  nnida  al  Re- 
l^iamento  de  19  de  Jolio  de  1882,  eo  concepto  de  contribación  indaatrial, 
el  10  por  100  de  lae  utilidade»  liqoidaa  qne  repurtan  á  ana  accioniataa,  ae- 
gún  ana  reapectíYoa  balancea: 

Conaiderando  qne  eate  precepto  ae  halla  interpretado  y  aclarado  por  el 
art.  10  de  la  ley  de  Preanpaattoa  de  2ft  de  Junio  de  1887,  en  el  aentido  de 
qne  dichaa  Sociedadea  eatiaíaráa  la  contribación  indoatrial  referida  por 
laa  ntüidadea  liqoidaa  qoe  obtengan  en  el  segodo  ó  negocioa  á  que  ae  di- 
rigen: 

Conaiderando  qne  para  la  exacción  del  expreaado  impneato,  la  Admí- 
Biatradón  hia  de  tener  en  cuenta  tan  aóle  el  reanltado  qne  ofrezcan  loa  ba- 
lancea, y  ai  de  ellos  ae  dedace  con  toda  darídad  y  exactitud  la  exiatencia 
de  ntilidadea  líqnidaa  repartiblea,  aegún  loa  EÉbatntoa  aodalea,  ea  innega- 
ble la  aplicadón  del  precepto  tribntario  annqne  el  reparto  no  baya  llegado 
ú  realizarae,  poea  laa  diapoaicionea  Inandonadaa  no  exigen  como  reqiüaito 
indiapenaable  qne  el  reparto  de  laa  ntilidadea  líqnidaa  obtenidaa  se  haya 
efeetnado: 

Conaiderando  qne,  tanto  el  art.  88,  oomo  el  39  de  loa  Eatatntoa  porqne 
ae  rige  la  Compafiía  demandante,  fijan  loa  fondea  de  reaerva  á  qne  pneden 
deatinaxee  laa  gananciaa  qne  obtenga  en  cada  afio,  determinando  qoe  el 
«eato  ae  diatríbnirá  entre  loa  accioaiataa: 

Oonaideraado  qne  el  fondo  del  recarao  eapeclal  á  que  la  Compafiía 
aetora  figara  en  an  balance  haber  deatinado  la  cantidad  de  1.175.176  peae- 
taa,  y  qne  detíó  diatribnir  á  aaa  aocioniataa  en  camplimiento  de  lo  qoe 
ordena  el  art  89  de  ana  Eatatatoa,  no  ae  halla  antoriaado  por  el  art  88  de 
loa  miamoa,  y,  por  lo  contrario,  ae  encnmitra  en  abierta  opoddón  con  lo 
preacrito  en  el  primero  de  loa  artíonloa  dtadoa: 

Considerando  que,  por  lo  tanto,  para  parecer  demoatrado  que  laa  ntili- 
dadea líqnidaa  aobre  laa  cualea  se  ha  exigido  el  impneato  del  10  por  100 
por  la  Beal  orden  redamada,  eran  repartiblea  entre  loa  accioniataa  á  tenor 
«de  lo  preceptuado  en  loa  artículoa  predtadoa  de  loa  Eatatntoa  aodalea  y 
concurrir,  por  oonaigniente,  loa  requiaitoa  exi^doa  por  el  epígrafe  4."  de 
la  tarifa  2.»  unida  al  Reglamento  vigoite  adarado  por  el  art  10  de  dicha 
ley  de  Preeupueatoa  de  29  de  Junio  de  1887,  reanlta  de  una  manera  dará 
y  evidente  que  la  Real  orden  que  ae  impogna  ae  hidla  ajuatada  á  derecho 
y  procede  au  confirmadón. 

Viato  el  art.  78  del  Reglamento  de  18  de  Julio  de  1882: 

Viato  el  epígrafe  4.*,  tarifa  2>,  unida  al  anterior  Reglamento: 

Viato  el  art  10  de  la  ley  de  Preaupneatoa  de  29  de  Junio  de  1887: 

Viatoa  loa  artículoa  88  y  89  de  loa  Eatatatoa  porque  ae  rige  la  Compa- 
fiía Transatlántica; 

Fallamoa  qne  debemoa  abaolver  y  abaolvemoa  á  la  Adminiatración  ge- 
-Ttenl  del  fiatado  de  la  demanda  interpneata  por  la  Compafiía  Tranaatlán- 
•tica  contra  la  Real  orden  de  22  de  Snero  de  1886,  la  cual  queda  firme  y 
eabaiatente.— (Sentencia  pubUeada  el  14  de  Julio  de  1892,  é  inaerta  ea  la 
Gttttta  de  5  de  Enero  de  1898.) 
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Skntsnoia  (14  de  Jalio  de  lB92).^Cla8ei  patwoi.  Abono  de  oervidoB."-^ 
Ge  revoca  el  acuerdo  de  la  Jont»  de  Claaee  paeivas  en  ei  expediente  de  ja- 
biladón  de  D.  José  María  Ibargaren,  y  ae  eatableoe: 

i.o  Queá  tenar  de  lo  prevenido  en  la  dispotidán  ^6  de  la$  generales  de  ¡Or 
Uy  de  Pretupueetoe  de  ^6  de  Mayo  de  183S,  y  regla  i>,  ari.  6.^  del  decretó- 
la ie2B  de  Octubre  de  1868,  no  e$  poeible  reputar  como  eonünuación  de  hm 
meeeearioe  para  lajubüacián  loe  eermcioe  preetadoi  en  ww  oonmián  para  el 
examen  de  cuentas  atracadae,  $i  awn  acoriado  el  nombrausiento  por  Real  or- 
den  no  consta  que  el  mismo  fuera  de  planta  y  con  sueldo  detaüado  en  presu- 
puestos: 

2/*  Que  por  la  misma  razón  tandeo  procede  eon^nUar  dichos  servidor 
p<{ra  él  corrtspondienie  haber  pasivo; 

Y  3,0  Que,  eegún  Hene  declarado  Im  jurisprudenoia  y  por  tener  el  earáo- 
ter  de  aUmentidas,  no  procede  la  devoludén,  después  de  consumidas,  de  lam 
psnmones  de  Clases  pasivas,  tratándose  de  poseedores  de  buena  fe. 

Por  la  Janta  de  Clases  pasivas  se  estimaron  en  favor  del  Sr.  Ibargnrea 
los  aervicioB  á  qne  se  refiere  el  considerando  l.o,  j  el  Tribnnal  Conlencioao 
dictó  la  sentencia  qne  contiMie  los  siguientes  considerandos,  vistos  y  tsXioz 

Considerando  qne  la  oaestión  sobre  qae  versa  este  litigio  se  ic^er»  L 
determinar  si  los  servicios  prestados  por  D.  José  María  Ibargnren  en  Im 
Comisión  formada  en  el  Gobierno  de  Bargos  para  el  exasMn  de  coentas 
atrasadas,  son  ó  no  de  abono  en  so  clasificación  de  jabilado;  y  qne,  d  biea 
es  cierto  qne  el  interesado  obtnvo  dicho  empleo  de  Beal  ord^,  toda  ves 
qtie  en  la  de  18  de  Jnlio  de  1847  debe  estimarse  indudablemente  hedió  sa 
nombramiento  para  el  destino  mencionado,  no  consta,  ni  se  ha  probado 
en  el  expediente,  ni  en  vía  contenciosa,  qne  éste  ínera  de  planta  y  coa 
eneldo  detallado  en  presopnestos: 

Considerando  qne  en  consecnenda,  y  á  tenor  de  lo  prevenido  en  la  dis- 
posición 36  de  las  generales  de  la  ley  de  Presnpoestos  de  26  de  Mayo  da 
18S5,  y  regla  1>,  art.  6.o  del  decreto  ley  de  fiS  de  Octubre  de  1868,  no  e» 
posible  reputar  los  servidos  indicados  cómo  oontinnadén  de  loa  necesa- 
rios para  la  jubiladón,  ni  como  abono  para  la  opdón  correspondiente  4 
haber  pasivo,  snpnesto  qne  aun  cuando  el  art  10  de  la  ley  de  Presupues- 
tos de  38  de  Febrero  de  1878  privó  de  efecto  retroactivo  al  indicado  de- 
creto ley,  en  cuanto  á  servicios  prestados  en  destinos  de  plyíta  consigna- 
dos en  los  presupuestos  del  Estado,  no  se  halla  en  este  caso  el  cargo  de 
que  ae  trata: 

Considerando  que,  en  virtud  de  lo  expuesto,  procede  revocar  el  acuerdo 
de  la  Junta  de  Clases  pasivas  de  18  de  Koviembre  de  1878,  dedarado 
ledvo  á  los  intereses  del  Estado,  á  fin  de  que  se  practique  de  nuevo  la  cla- 
sificación de  D.  José  María  Ibargnren  sobre  la  base  de  la  dednodón  de 
dicho  tiempo  de  servidos  que  no  le  ea  abenabieu  y  sin  qne  surta  efeotQ^ 
alguno  la  revisión  dd  expediente  practicada  por  la  misma  Junta^  y  que  ao 
deelaió  improcedente  por  la  Real  orden  de  31  de  Noviembre  de  1890;  y 

Considerando,  respecto  de  la  petidón  dedndda  en  au  demanda  por  el 
Fiscal,  relativa  al  reintegro  por  el  interesado  de  las  cantidades  que  haya 
podido  percibir  de  más,  que  esta  devolución  no  es  justa,  conforme  tiene 
declarado  la  jurisprudencia  en  análogos  casos,  por  tratarse  de  nn  poseedor- 
de  buena  fe  y  de  una  pendón  qne  tiene  el  carácter  de  alimentida,  el  cual: 
excluye  de  toda  devolución  después  de  consumida. 
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Ylata  Uk  ley  d«  Prerapueatof  de  36  de  líeyo  de  188ff,  diepoeidón  26  de 
lee  ge]ieie]€e  de  Oleeee  peeivae: 

Yleto  el  deoretoley  de  22  de  Ootobre  de  1868,  ari  d."*: 

Yiela  ]e  ley  de  Preeopneetoe  de  28  de  Febrero  ^e  1878,  eri  10; 

Fellemoe  que  debcmoe  revocer  y  reyocemoe  el  ecoerdo  de  la  Janta  de 
ClaeM  paaivaa  de  18  de  Noviembre  de  1878,  y  deolaramoi  que  en  la  claai- 
flcadón  de  D.  Joeé  .María  Ibargoren  debe¡rebf^arte|el|tiempo  qoe  «irvió  en 
la  Gomieión  de  eeentae  atrasadaa  de  la  provincia  de  Bargoi.— (Sentencia 
Mblicada  el  14  4e  Jallo  de  1802,  é  inaerta  en  la  Oaceta  de  6  de  £nero 
^1898.) 
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SxxTSVcaLA  (14  de  Jallo  de  IBQ2),'- Contribucione$.  De$cubierto$,^S9 
mbeoelTe  á  la  Adminiatración  de  la  demanda  interpoeata  por  el  Banco  de 
■lepafia  eontra  kia  Bealea  órdenee  de  21  de  Agoeto  y  29  de  Octabre  de  1886, 
j  m  eetablece: 

Í.o  (^  tratándole  de  expedientee  de  apremio  en  loeqnereeuUaquenume' 
roaos  düigenda»  aparecen  practicadas  en  una  misma/echa,  que  están  suplidas 
Infirmas  de  los  desdores  por  unos  miamos  testigos  que  en  varias  ocasiones 
ssmariben  diligencias  en  blanco,  y  que  las  fincas  embargadas  no  pudieron  ins- 
aribirsepor  estar  ya  a(^judicadai  a,  la  Hacienda,  demuestran  estos  hechos  que 
km  expedientei  se  instruyeron  con  i^raoción  de  los  preceptos  reglamentarias: 

2fi  Que  si  bien  los  comisionados  y  ^ecutores  no  designan  las  fincas  contra 
¡as  que  ha  de  precederse,  no  es  este  motwo  suficiente  para  eximir  al  Banco  de 
sst  responsabilidad  por  las  fincas  anteriormente  aéLfudicadas  á  la  Hacienda, 
porque  con  arreglo  á  la  Instrucción,  dichos  comisionados  se  nombran  á  pro- 
pnmtésuya,  y  esevidente  que  de  AaW  éstos  lUnrado  en  la  forma  debida  los 
tmastdamientos  de  embargo  de  las  fincas  r^eridas,  se  hubierapuesto  en  eviden- 
€ia  fue  eran  ya  de  la  Jaacienda,  dándose  lugar  á  que  se  destgtHuran  otras  en 
mtsíUueián: 

$fi  Que  la  re^la  10  delart,  ^.o  de  la  Real  ordende  3  de  Enero  de  1885, 
mo  puede  ser  aplicable  al  caso  referido,  porque  el  fin  á  que  tiende  aquélla  es 
lograr  que  la  Hacienda  se  incaute  de  las  fincas  embargadas  por  débitos, de  los 
eomMbuyentes,  á  cuyo  efodo  otorga  un  pkuso  á  la  recaudaeián  para  subsanar 
ha efeidos q^  impi£sn  la  incautación,  y  ésta  nopuedetener  lugar  cuando  las 
fincas  han  sido  va  adjudicadas  á  la  Hacienda  con  anterioridad; 

Y  áfi  Que  las  Beales  órdenes  modifican  ¡as  providenciae  di  primera  ins- 
tameia  en  todo  aquello  en  que  las  contraria. 

Por  lae  Bealee  órdenee  impaioiedaa  ee  confirmaron  loa  acoerdoa  de  la 
Adminietraoión  de  Hacienda  de  Albacete,  declarando  inadmiaiblee  varioe 
earpedientee  de  apiemio  ¡ureaentadoa  por  el  Banco  de  Eapafia,  y  exigiendo  á 
éate  el  reintegro  de  loa  débitoa;  y  el  Tribanal  Oonteccioao  dictó  la  aenten^ 
eia  que  contiene  loa  aigaientea  conaiderandoe,  viatoa  y  fallo: 

Oonaiderando  qae  la  coeetión  qae  ae  ha  de  reaolver  en  el  preaente  liti- 
gio oonaiate  en  determinar  ai  deben  prevalecer  lae  raaonee  en  qae  ae  fandó 
la  Adminiatración  para  negarae  á  admitir  en  laa  caentaa  de  recaadación  de 
eoAtribacionea  loa  ezpedientea  de  apremio  á  qae  ae  refieren  laa  Bealea  ór- 
éonea  impogoadaa,  preaentadaa  por  el  Banco  de  Eapafia,  ó  ai,  por  el  con- 
tcadOy  eoB  de  atender  laa  alegacionea  hecbaa  por  el  Banco  en  defenaa  de 
ea  pretenaión  de  qae  ae  tengan  por  bien  íormadoa  dicboa  expedientea  y  ae 
i  e^iDO  de  abose  loe  <Í6bitoa  qae  repreeentan; 
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Considerando,  respecto  del  primer  extremo,  qne  lás  nomeroftíe  diUgen- 
cías  que  aparecen  practicadas  en  los  expedientes  en  nna  misma  feoha^jr  el 
estar  suplidas  las  firmas  de  los  deodores  por  nnos  mismos  testigos  qns  ea 
ocasiones  satcriben  diligencias  en  blanco,  son  circnnstancias  qne  oomprss- 
ban  el  juicio  de  la  Administraron,  de  qne  los  expedientes  se  instrajeron 
con  infracción  de  los  preceptos  reglamentarios: 

Considerando  qne  las  fincas  embargadas  no  pudieron  inscribirse  por 
defectos  en  las  relaciones  qne  se  expiifieron  al  Registro  de  la  propiedad  j 
estaban  ya  adjadieados  á  la  Hacienda  en  otros  expedientes,  cnjas  infor- 
malidades ponen  de  manifiesto  los  defectos  esenciales  qne  impedían  á  la  ' 
Administración  admitir  como  data  los  créditos  representados  por  los 
apremios: 

Considerando,  en  cnanto  á  las  alegaciones  del  demandante,  qne  si  bisa 
los  comisionados  ejecutores  no  designan  las  fincas  contra  las  qne  ha  de 
precederse,  no  es  este  motivo  suficiente  para  eximir  al  Banco  de  su  res- 
ponsabilidad por  las  fincas  anteriormente  adjudicadas  á  la  Hacienda,  por- 
que, con  arreglo  á  la  Instrucción,  dichos  comisionados  se  nombran  á  pro- 
puesta suya,  y  es  evidente  qne  de  haber  éstos  librado  en  la  forma  áétídm 
ios  mandamientos  de  embargo  de  las  fincas  referidas,  se  hubiera  pueslo 
en  evidencia  que  eran  ya  de  la  Hacienda,  dándose  lugar  á  que  se  designa- 
ran otras  en  sustitución: 

Considerando  que  la  regla  10  del  art.  2.o  de  la  Beal  orden  de  8  de  Enero 
de  1886  no  puede  ser  aplicable  á  este  litigio,  porque  el  fin  á  que  tiende 
aqnella  disposición  es  á  lograr  qne  la  Hacienda  se  incaute  de  las  fincas 
embargadas  por  los  débitos  de. los  contribuyente,  á  cuyo  efecto  otorga  un 
plazo  á  la  recaudación  para  subsanar  los  defectos  que  impidan  la  incauta- 
ción, y  en  el  caso  presente,  ésta  no  puede  tener  lugar  de  ningún  modo, 
porque  las  fincas  de  que  se  trata  han  sido  ya  adjudicadas  á  la  Hacienda 
con  anterioridad : 

Considerando  que  las  Beales  órdenes  modifican  las  providencias  ds  pri- 
mera instancia  en  todo  aquello  que  las  contrarían,  y  por  ello  las  resolúefo- 
oes  impugnadas  por  el  Banco  confirman  los  acuerdos  de  la  Administradte 
provincial  en  cuanto  rechasan  los  expedientes  y  los  revocan  en  la  parte 
que  ordenan  devolverlos  á  la  recaudación  para  que  subsanen  los  defectos» 
declarándoles  en  su  lugar  inadmisibles,  de  donde  se  desprende  que  no 
existe  contradicción,  como  por  el  deinandante  se  alega,  en  la  parte  dispo- 
sltiva  de  las  dtadas  Reales  órdenes,  en  las  que  tampoco  se  infringe  la  re* 
gla  10  del  art  2.o  de  la  de  8  de  Enero  de  1885,  por  las  ratones  expuestas 
anteriormente. 

Visto  el  art.  2.o,  Regla  10  de  la  Real  orden  de  8  de  Enero  de  1886; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  deducida  por  el  Banco  de  Espafia  contra 
las  Reales  órdenes  expedidas  por  el  Ministerio  de  Hadenda  en  H  de 
Agosto  y  29  de  Octubre  de  1885,  que  se  declaran  firmes  y  subsistentes.— 
(Sentencia  publicada  el  14  ds  Julio  de  1892,  é  inserta  en  la  Cfaeda  de  6  de 
Enero  de  1898.) 
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Sbhtenoia  (14  de  Julio  de  1892).— A<liMmas.  BHmp^rtaMit  4$  süiorf 
envasa.— Se  revoca  la  Real  orden  de  17  de  Abril  de  18S7,  impugnada  por 
D.  Pablo  Férrer,  y  se  establece: 

i.*    Qm^  no  gmed»  el  THhunai  ressttfsr  ss^  múepeitmm  ^úémpi^f* 
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delo9pi&mmamkíley$eHaUiiifiiÜ9m9éie  cm  la  de  falta  de  penomalidad 
^me  seformme  m  ti  aeto  de  la  vieta: 

M.^  Qmla  diepoeMán  7.^  de  íoe  Aramelee  de  Ádmanae  aprobadee  par 
Seal  decreto  de  23  de  Julio  de  1082  declara  Ubree  de  derechoe  loe  vtnoty  em- 
wue$n4KÍonaie$,  previo  el  arnt^^tímiento  de  ku  reglas  utableddae  em  loe  Or- 
éenangae: 

S:"  Que eegúnel aH.  130de loe Ordemmgae de  19 de NoviemÍMre de  1884, 
he  imUremdoeque  importen  vkñoe  y  envoeeo  naoiánale$  devtteltoe  del  eoctran- 
Jero,  deberán  declarar  ü  námero  y  claae  de  envase  y  la  cantidad  y  envase  de 
los  vinos,  asi  como  la  Aduana  española  de  satida  y  ü  número  y  feeka  de  Uté 
facturas  de  exportación: 

4S>  Que  con  arreglo  á  las  Ordenansas  no  es  reqmsito  necesario  ü  áetaUmr 
las  wutreas  de  los  envases; 

Y  5*  Que  no  impide  la  reimportación  con  franquicia  el  reparo  de  no  ser 
el  miemo  el  peso  medio  de  cada  harrü,  si  por  no  constar  que  los  exportados  tu- 
viesen todos  la  misma  cabida,  y  se  hubiesen  llenado  por  completo  y  deunasea- 
fMra  igual  resultare  la  impostbitidad  de  exigir  que  los  importados  tuvieran' 
idéntico  peso  medio  que  aillos, 

Pretentados  por  el  actor  en  la  Adaana  de  Tarragona  cierto  número  de 
envasea  con  vino  reimportado  por  invendible,  la  Dirección  rectificó  el  «fo- 
ro con  aplicación  de  dobles  derechos  por  disconformidad  entre  la  factor» 
de  exportación  y  el  resaltado  del  reconocimiento,  por  no  detallarse  lae 
marcas  de  los  envases,  y  por  no  resoltar  el  mismo  peso  medio  de  cada  ba- 
rril. Confirmó  este  acuerdo  la  Real  orden  impugnada  y  el  Tribunal  Oon- 
tencioso  dictó  la  sentencia  que  contiene  los  siguientes  considerandos,  vis- 
tos y  fallo. 

Considerando  que  la  excepción  de  falta  de  personalidad  en  el  actor  ha 
«ido  al^;ada  por  el  Fiscal  fuera  de  los  plazos  que  la  ley  séllala,  y  por  ello 
no  puede  el  Tribunal  resolver  sobre  la  misma: 

Considerando  que  la  disposición  7.&  de  los  Aranceles  de  Aduanas,  apro- 
bados por  Real  decreto  de  28  de  Julio  de  1882,  declara  libres  de  derechos 
los  vinos  y  envases  nacionales  previo  el  cumplimiento  de  las  reglas  esta- 
blecidas en  las  Ordenansas: 

Considerando  que,  set^An  el  art  180  de  las  Ordenansas  de  10  de  No- 
viembre de  1884,  los  interesados  que  importen  vinos  y  envases  nadoiM- 
lee  devueltos  del  extranjero,  deberán  declarar  el  número  y  clase  de  loe  en- 
vases y  la  cantidad  y  envase  de  los  vinos,  asi  como  la  Aduana  espaftola 
de  salida  y  el  número  y  fecha  de  las  facturas  de  exportación: 

Conddeorando  que  D.  Pablo  Ferrer  y  Bíary,  al  presentar  la  deelaraciÓB 
<}oe  fué  origen  del  expediente  gub^nativo  á  que  este  pleito  se  refiere» 
«omplió  todos  los  requisitos  exigidos  por  los  preceptos  enunciados,  y  pi- 
dió la  admisión  de  una  cantidad  de  vino  inferior  á  la  importada: 

Considerando  qoe  la  declaración  resultó  confirmada  por  el  aforo  he- 
^sho  en  la  Aduana,  y  de  acuerdo  con  la  factura  de  exportación,  por  lo  ooal 
no  ofrece  duda  que  el  vino  á  que  hacía  referepicii^  era  el  mismo  exportada 
anteriormeale  por  la  propia  Adnana; 

Ooosidsrando  que  no  se  opone  á  este  juicio  la  instuda  de  no  haber 
detallado  las  marcas  de  los  envases,  pues  este  requisito  no  es  necesaHo 
een  arreglo  á  las  Ordenansas,  y  itaspoóo  tiene  fitndainento  el  reparo  de  no 
^er  el  mismo  el  peso  medio  de  cada  barril,  pnss  no  constando  qoe  loe  ex* 
portades  tuviesen itodos la mlstta  oabiday  se  hnMesen  llenado  por  eem- 
plecoy  de  una  manera  ignal,  es  Imposible  pretender  que  los  Importadpn 
^viesen  Uléntioo  pseo  medio  de  aqaóllos. 
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Vitto  Im  diipotieióii  7.*  de  km  AianoelM  de  éáúbmu  eprebiidoe  por 
Beml  decreto  de  9S  de  Julio  de  1883: 

VIeto  el  »rt.  180  de  Im  Ordenaonuí  de  AdiittUM  de  19  de  Noviembre 
de  1884; 

Falleoioe  qne  debemoe  revcoer  y  retoeemoe  k  Beel  orden  de  17  de 
Abril  de  1887,  declarando  qne  el  yino  de  qne  ee  trata  debió  admitine  libie 
ide  dechoe,  y  por  lo  tanto  de  eater  en  el  eaeo  de  devehrer  á  D.  Pabl9  Ferrer 
y  Mar  j  lae  cantidadee  coneignadae  pam  reaUíar  el  pago  de  ellaa  y  la  mal- 
ta impaiseta.-*(8enteneia  pnblioada  el  14  de  Julio  de  1892,  é  inaeita  en  la 
9^Mta  de  8  de  &ieio  de  1898.) 
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ScNTHioiA  (14  de  Julio  de  1892).— AymiiaiyNm^M.  OrdmangoM  fmmiei- 
jmUm.— 8e  confirma  la  aentenoia  dictada  por  el  Tribunal  provincial  de  Jato 
en  pleito  aegnido  con  la  Adminiatración  por  D.  Jerónimo  Iiquierdo»  y  m 
ettableoe: 

(^froeede  ¡a  eUmmira  de  lo$  ettablecimimtoi  publicoB  abierUm  coniraU 
pfvhtbicíón  y  tin  ¡os  reqm$Uo$  de  las  respecHvas  Ordenansas  munic^paUs. 

Por  la  aentencia  confirmada  ae  dejó  ain  efecto  el  acuerdo  del  Gobernar 
dor  de  Jaén  que  deaeatimó  el  recurao  de  D.  Jerónimo  Izquierdo,  «obre 
cUuaura  de  un  eatablecimiento  de  calderería  abierto  en  el  centro  de  aque- 
lla capital  contra  lo  diapueeto  en  laa  Ordenansaa  municipalea  de  lamiaouL 
£«  Tribunal  Contencioao  pronunció  la  aentencia  que  contiene  loa  aigoien- 
tea  conaiderandoa,  viatoa  y  fallo. 

Ooofiderando  que  el  hecho  realizado  por  D.  Frandaco  Virloto  Violada 
abrir  y  conaervar  abierto  un  eatablecimiento  de  calderería  rigiendo  laa  Or- 
denansaa de  1870  y  contra  lo  terminantemente  ditpneato  en  ellaa,  fué  ile- 
gal y  leaivo  de  un  derecho  preexiatente  en  favor  del  vecindario  de  Linares, 
y  por  tanto  del  demandante,  quien  como  máa  afectado  por  vivir  más  pr6* 
ximo  al  ieatablecimiento  tiene  derecho  á  la  reclamación  entablada  y  á  qae 
desaparezca  dicho  eatablecimiento: 

Oonaiderando  que  laa  Ordenansaa  poateriorea  de  1888  oonfirmamm  la 
prohibición  de  que  no  hubiera  ealdereriaa  céntrieaa  en  la  poblaeión,  y  ti 
Men  el  art  403  á  au  final  dice,  reapecto  de  laa^xiatentea,  que  no  podrá» 
TOlvene  á  abrir  en  oaao  de  eemurae,  la  venida  de  eete  eaao  no  la  limita,, 
eomo  dice  el  demandado,  el  cierre  voluntario  de  la  peraona  que  tenga  él 
«etabledmiento  abierto  excluyendo  cualquieifa  otro  modo  legitimo  de  de- 
ve,  y  en  eate  caao  ae  halla  el  de  un  teroevo,  oomo  ea  el  demandante,, 
^ue  invoca  au  derecho  adquirido  para  eae  cierre,  y  qne  no  puede  deacoao- 
eeíae,  siendo  por  todo  ello  procedente  la  demanda: 

■Gonaiderando  qne  no  existe  temeridad  en  la  diacudón  entablada,  pueír 
te  que  de  buena  fe  ae  han  dado  rasonea  máa  ó  menoa  valederas,  intnrpre- 
tando  cada  parte  aegún  su  entender  las  diapoaiclones  municipales  apliea- 
blee  al  cafo,  por  lo  que  no  hay  motivo  para  imposición  de  coalas. 

Vistos  los  rostidos  y  transcritos  irticnlos  de  las  Ordenansaa  oMniei- 


Fallamoa  qne,  sin  hacer  eapecial  cosdenaolte  deeoatoa,  debemos  á^ 
sin  electo,  cerno  dejamoa,  la  reaoludón^dlctadn  por  el  Gobeniador  civil  de 
la  provincia  en  l.odeM^ode  1890,  eonflimaloria  del  aeoerdo  del  Ayos- 
temiento  de  Linares,  negativa  del  cierre  de  un  cstftbleoimiento  de  ealdere- 
wfM  abierto  por  D.  Juan  Virloto  Vieia  sn  la  calle  de  tei  Lola,  ndm.  14,  de 
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iñúkñ  tímáná^  mandando  habar  lagar  á  la  olananra  ó  detaparidón,  y  qaa 
dala  na  realicé. 


Aeaptando  loa  raanltandoa  y  eoBtidorandoo  da  k  sentencia  recurrida^ 

Oonaiderando  ademéa,  que  no  conata  ni  aiiaraee  en  ei  expediente  gn- 
banutÜTO  qne  D.  Jnan  Virloto  Viola  obteiTiera  el  pravio  permito  ó  licencia 
da  la  Antoridad  competente  para  abrir  tn  calderería,  becbo  qae  parece 
taro  logar  bajo  el  régimen  de  laa  Ordenansaa  nninicipalea  de  1870,  por  lo 
4«e»  atanor  de  dichla  Ordenaniaa,  aaí  como  al  da  laa  de  1886,  la  anbaia* 
tend^^deaqoel  eatabledmiento  no  pirado  menos  de  conatitnir  ana  infrac* 
«idn  da  los  preceptos  legales  ▼igentes  en  la  locaüdad. 

Vlaloa  loa  arta.  90  y  408  reapectíTamente  de  laa  Ordenansaa  mnnicipa- 
lea  da  Linarea  de  S6  de  Noviembre  de  1870  y  de  12  de  Marao  de  1886; 

Fallamoa  que  debemoa  confirmar  y  confirmamoa  ]a  aentencla  apelada. 
-^(Sanlenda  publicada  el  14  de  Jolio  de  1802,  é  inaerta  en  la  Oaeeta  de  6- 
4a  Enero  de  1808.) 
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aBraioiA  (14  de  JoUo  de  IS^^y-^Admimtiracián  éioeeiana.  Abono  de 
Aaftersi.— 8e  deja  ain  efeeto  la  Beal  orden  de  10  de  Noviembre  de  1801» 
iaapagnada  por  D.  Eogenio  Neiter,  y  ae  eatablece: 

i.o  Qne  en  la  cantidad  aeignada  en  he  preeímneetoe  para  loe  Arzobiepoe 
jf  QbUpee,  y  en  emUt^iáán  de  he  antioHoe  rendmienioe  y  frutee  de  loe  mi- 
inte,  ee  eemprende  y  enghba^  ianta  d  haber  pereonal  correiJHmdienU  á  aque- 
Uee  mtíee  eargee,  enanto  h  neeeeano  para  atender  á  lee  ga$he  y  tnaUrial  de 
la  adminieiracián  Dhceeana^  pueete  qmenifyuraenpreeupueetoeni  ee  abona 
$U  ceneta  qne  ee  haya  abonado  ooneignadSn  alguna  eepecial  eon  el  refe- 
rwa^n.* 

;».«    Qm^fOThtTBipuaíhyeedeeeideiMi^fueMM^ 
mmnhrñie  y  aeq^ado  nopaea  á  temar  poeeetán  de  eu  eargo^  cartee  de  derecho 


^ la  htai  aeignadán  eoneignada  enpreeupueeto  de$de  el  momento 

eem  parte  deeüaee  neeeeario  atender  á  he  gaetoe  de  la  admmietraeión 


S,o  (^  ei  rtferido  primsiph  eetá  eatúlrmadn  por  h  legulacián  de  Indiae 
Jf  mnguiarmente  en  la  ley  41,  iit.  7fi,  libro  i.o  de  la  MecopUación  de  eeas  le- 
mee,  fUe  eetabkeía  la  carencia  de  derecho  apercibir  hefrutoade  la  mitra  del 
Jhreiado  que  en  la  primera  ocaeión  deepmh  dei  fiai  no  te  troMle/da  al  xmmXo  de 
me  legal  reeideneia: 

4  o  Que  la  Beal  orden  de  Ifi  de  Muyo  de  1884,  única  legielaeián  mo- 
denu^  dtepueo  en  eu  art.  8.o  que  he  Muy  Beverendoe  Areobi^^  y  Obiepoe 
iyi-af  flu  11  en  eue  viajee  á  Sima  loe  miemoe  haberte  que  en  eu  diéoeeie,  y  en 
las  deaidf  caeoe  4,000  peeoe  he  primeree  y  S.^OO  he  eegundoe,  quedando  de 
eata  emeHe  marcado  y  defknido  qui  porte  eonetitnye  el  haber  per$onal  de  loe 
peforiiee  Aroobiepoe  y  Obiepoe^  y  cuál  la  deetinada  á  loe  ga$túedela  admi^ 

r  &•  Que  e^foifie  de  que  he  tánninee  de  la  citada  diepoeición  eon  genera- 
ke^pmee  ene  dhe  en  loa  damáa  caaoa,  ee  h  cierto  que  no  tviete  raeán  alguna 
porm  eotiAleeerunad^ereneia  entre  él  eaee  en  que  d  Areobiepo  ú  Obi^  ee 

iré  en  ueodeheendo  yekde  queno  ee  hoffa  poeeeionado a^  deem 

— íheeeieekdporateteelieéoeehoMeenciadeladióeeeie^ylannpo- 
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^ünlidad;  por  tanto,  de  desempeñar  por  ai  la  adminutraeión  Dioeetma,  ét- 
OHnstaneia  común  á  ambos  casos. 

Por  la  Real  orden  impugnada  ñ%  denegó  al  demandante  el  abono  de 
liaberea  que,  como  Vicario  capitular,  ee  le  reconoció  por  decreto  de  16  de 
Febrero  de  1889,  en  concepto  de  gaatos  para  el  material  de  la  adminiatia- 
eión  Diocesana,  y  el  Tribanal  Oontencioao  dictó  la  aentencia  que  eontieae 
loa  eigaientea  considerandos,  vistos,  y  fallo: 

Considerando  qne  por  decreto  del  €k»beniador  general  de  Fillpteis 
de  16  de  Febrero  de  1889  se  asignó  á  D.  Eagenio  Netter,  como  A^icavio  ca- 
pitular, la  diferencia  entre  su  útber  como  Deán  y  el  sefiaJado  á  la  mitra, 
cuyo  abono  se  hacia  en  concepto  de  gastos  y  material  de  la  administre- 
ción  Diocesana: 

Considerando  que  lo  dispuesto  en  el  citado  decreto  se  ajustaba  á  los 
principios  de  justicia  y  de  equidad,  toda  toe  que  el  Gobierno  eclesláslioo 
de  la  diócesis  lleva  consigo  semejantes  gastos,  no  riendo,  por  tanto,  jinto 
que  se  obligue  al  beneficiado  que  accidentalmente  desempefia  el  cargo,  á 
suplirlo  de  su  propio  peculio: 

Considerando  que  dicho  criterio  está  confirmado  por  la  disposición  10 
de  la  Real  orden  de  l.o  de  Mayo  de  1884: 

Considerando  que  en  la  cantidad  asignada  en  los  presupuestos  para 
los  Arzobispos  y  Obispos,  y  en  sustitución  de  los  antiguos  rendimientos 
y  frutos  de  las  mitras,  se  comprende  y  engloba  tanto  el  haber  personal  eo 
rrespondien^e  á  aquellos  altos  cargos,  cuanto  lo  necesario  para  atender  á 
los  gastos  y  material  de  la  administración  Diocesana,  puesto  que  ni  figura 
en  presupuestos,  ni  se  abona  ni  consta  que  se  haya  abonado  consigneeióa 
elgnná  especial  con  el  referido  fin: 

Considerando  qne,  por  lo  expuesto,  es  de  evidencia  que  cuando  el  Ar* 
sobispo  ú  Obispo  nombrado  y  aceptado  no  pasa  á  tomar  posesión  de  so 
cargo,  carece  de  derecho  para  percibir  la  total  asignación  consigaadn  en 
presupuesto  desde  el  momento  que  con  parte  de  ella  es  necesario  atsnder 
á  los  gastos  de  la  administración  Diocesana: 

Considerando  que  el  referido  principio  está  confirmado  por  la  légisfe- 
don  de  Indias  y  singularmente  en  la  ley  41,  tít  7.o,  libro  1.*  de  la  B^eeo- 
pHación  de  esas  leyes,  que  establecía  la  carenda  de  derecho  á  perdbir  Jet 
frutos  de  la  mitra  del  Prelado,  qne  en  la  primera  ocasión  después  dsl  JM 
so  se  trasladaba  al  punto  de  su  legal  residencia: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  1 «  de  Mayo  de  1884,  única  legW»- . 
oión  moderna  aplicable  al  caso,  dispuso  en  su  art  8.^  que  los  Muy  Be?e- 
rendes  Arzobispos  y  Obispos  disfrutasen  en  sus  viajes  á  Roma  los  ntlsAOt 
haberes  que  en  sn  diócesis,  y  en  los  demás  caaos  4.000  pesos  los  prfaDero* 
y  8.000  los  segundos,  quedando  de  esta  suerte  marcado  y  definido  qo* 
parte  constituye  el  haber  personal  de  los  referidos  Arzobispos  y  ObÍspot> 
y  cuál  la  destinada  á  los  gastos  de  la  administración  Diocesana: 

Considerando  que,  aparte  de  que  los  términos  de  la  citada  dlspoijo^w 
eon  generales,  pues  que  dice  en  íes  éemá»  cosos,  es  lo  cierta  que  no  sotisia 
razón  alguna  para  establecer  una  diferencia  entre  el  caso  en  que  el  Arso* 
bispo  ú  Obispo  se  encuentre  en  uso  de  licencia  y  él  de  qtie  no  se  hayap^* 
sesionado  aun  de  su  oargo,  pees  lo  esencial  para  este  objeto  es  la  ^^■'l'*^ 
de  la  diócesis,  y  la  imposibilidad,  por  tanto,  de  desempeflar  pors< »  *^ 
ministración  Diocesana,  cirounstaneiá  común  á  ambos  casos:  *^^^. 

Y  considerando,  por  úlfimo,  que  en  virtud,  de  to  egpuesteei  wg*"* 
-dente  tiene  derecho  á  que  se  le  abonen^  en  conoepto  de  gastos  de  *^2ov 
iradón  Diocesana,  en  armenia  oon  el  decreto  de  16  ^  Febrero  de  ^^¿L 
^  partir  del  nombramiento  del  Aiiobbqpe  de  Maidl%  le  cantidad  de  ^^ 
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1  tBoalea,  düereneia  enbe  las  60.000  stigDadas  e&  presapneato  para 
aqioel  Ariobtopádo  y  laa  20.000  que  el  recibido  Prelado  debió  percibir. 

Vistaalaa  diapoticionea  8.*  y  10  de  la  Aeal  orden  de  I.""  de  Mayo 
éeí984; 

FaUamot  qne  debemos  dejar  y  dejamoa  ain  efecto  la  Beal  orden  im- 
pogaada  de  10  de  Noviembre  de  1891,  declarando  en  an  logar  qne  el  de- 
mandante, como  Vicario  capitular  de  Manila,  tiene  derecho  á  pordbir,. 
para  gaatos  de  administración  Diocesana,  las  cantidades  qne  marca  el  de- 
creto de  16  de  Febrero  de  1869  basta  el  nombramiento  de  Obispo  de 
aqoelia  diócesis,  y  desde  esta  época  hasta  la  toma  de  posesión  real  y  efec- 
tiva  del  noevo  Prelado  la  de  40.000  pesetas  anuales,  con  dedneción  de  sv 
haber  personal  como  Deán  de  aqoel  Capitulo.— (Sentencia  publicada  el  14 
de  Jalio  de  1892,  é  inserta  en  la  Oaceta  de  6  de  Enero  de  1898.)j 
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Sbrtxkciá  (14  de  Jnlio  de  1892).— (^Mt^  contular.  Abono  de  suddo$  y 
«MMeo.— 8e  absnelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Miguel  G¿* 
üodo  contra  la  Real  orden  de  4  de  Nqviembre  de  1882,  y  se  establece: 

1*  (¡ue  no  pueden  acredüane  haberes  por  el  desempeño  de  wi  destino  que 
m  seka  servido  durante  el  tiempo  á  que  los  reclamados  se  refieren; 

Y  2.^  Que  por  haberse  declarado  en  suspenso  la  observancia  de  la  ley  jf 
Beglam^nto  orgánicos  de  la  carrera  Consular  por  virtud  del  Real  decreto  de 
7  de  En^ro  de  1675,  desaparecieron  los  abonos  de  viáticos  que  para  los  Cón- 
sules se  establecian  en  esas  ditf»siciones,  y  como  ni  en  la  legislaeián  anterior 
á  1870^  que  volvía  á  quedar  vigente  al  publicarse  el  mencionado  Beal  decreUk 
de  1875,  ni  en  las  disposiciones  posteriores  á  éste  se  encuentra  ninguna  que 
otorgue  á  los  Cónsules  el  derecho  á  viático,  resulta  evidentemente  que  el  de- 
mangante  no  tiene  qpcián  al  quereolama. 

Por  la  Beal  orden  reclamada  se  den^ó  al  actor  el  cobro  de  sueldos 
defengados  desde  la  fecha  eh  qne  cesó  en  el  cargo  de  Cónsul  de  Espafia 
en  Méfieo  hasta  la  publicación  del  cese  en  la  Gaceta^  y  el  de  los  yiático» 
de  regreso  á  Madrid,  y  el  Tribunal  Contencioso  pronunció  la  sentencia 
que  contiene  los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  las  cuestiones  planteadas  en  este  pleito  y  qne  de- 
ben decidirse,  son  dos,  reducidas  á  determinar  si  D.  Miguel  Galindo,  hoy  . 
su  hermano  y  heredero,  tiene  ó  no  derecho  al  abono  del  sueldo  personsil 
de  Oónsnl  de  primera  clase  desde  el  día  26  de  Mayo  de  1875  en  que  ces6 
en  el  desempefio  del  Consulado  de  Espafia  en  Méjico,  hasta  el  12  de  Marzo 
de  1876  en  que  se  pubhoó  en  la  Oaceta  el  Real  decreto  de  7  de  Enero  de 
1876,  que  declaró  en  suspenso  la  ley  y  Reglamento  orgánicos  de  la  carrera 
Consular,  y  id  dicho  intereaado  tiene  ó  no  derecho  á  los  viáticos  de  re> 
greso  de  Méjico  y  Veracruz  á  Madrid  que  reclama: 

Considerando,  en  orden  á  la  primera  dé  las  cuestiones  planteadas,  que 
por  haber  abandonado  D.  Miguel  Galludo  la  demanda  contencioso  admi- 
nistrativa, que  dedujo  contra  la  Real  orden  que  le  separó  del  cargo  de 
Oónsal  de  Espafia  en  Méjico  y  haber  quedado  ésta  firme  y  consentida  en 
todos  sns  efectos,  dicho  interesado  carece  de  derecho  al  abono  de  los  suel- 
dos qne  redama,  no  sólo  por  este  hecho,  sino  porque  no  pueden  acredí- 
tame haberes  por  el  desempefio  de  nn  destino  que  no  se  ha  servido  dn- 
tante  el  tiempo  á  qne  se  refieren  los  haberes  reclamados: 

Considerando,  en  cnanto  á  la  segunda  de  dichas  cuestiones,  ó  sea  al 
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«bono  de  viátíeoí  que  reclama  el  aetor,  que  por  habene  deelarado  en  ■»> 
pensó  la  observanda  da  la  ley  y  BegiaoiAnto  orgániooe  de  la  eairera  Oom- 
«alar  por  virtad  del  Beal  decreto  de  7  de  Eoero  de  1876,  deeaparedeíoii' 
los  abonos  de  viáticos  qne  para  los  Oónsnles  se  establecían  en  essa  disp«- 
aiciones»  y  como  ni  en  la  legislación  anterior  á  1870,  que  Tolvía  á  quedar 
vigente  al  publicarse  el  mencionado  Beal  decreto  de  1876,  ni  á  las  díspo- 
«ioiones  posteriores  á  éste  se  encuentra  ninguna  que  otorgas  á  loa  Otoaa- 
les  el  derecho  á  viático,  resalta  evidentemente  que  el  demaadanta  no 
tiene  opción  al  que  reclama; 

Y  considerando  que,  por  lo  ezpaesto,  se  deduce  que  la  Beal  ordea  iat- 
pugnada  se  halla  ajustada  á  derecho,  y  procede  en  so  conaeoaenda  etm- 
amarla  en  todas  sus  partes. 

Visto  el  art.  12  de  la  ley  de  31  de  Diciembre  de  1870: 

Visto  el  art.  85  del  Beglamento  orgánico  de  31  de  Mayo  de  1870: 

Visto  el  Beal  decreto  de  7  de  Enero  de  1876; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge* 
neral  del  Estado  de  la  demanda  deducida  á  nombre  de  D.  Miguel  Ghüindo 
y  Oros,  hoy  su  hermano  y  herederos  D.  Mariano,  contra  la  Beal  orden  ^ 
4  de  Noviembre  de  1882,  que  queda  firme  y  subsistente.— (Sentencia  pa- 
blicada  el  14  de  Julio  de  1892,  é  inserU  en  la  Gaceta  de  6  de  Enem  da 
1898.) 
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BsNTBMoiA  (14  de  Julio  de  lS92).^Contribucionei.  Premio  de  t 
ción.^Be  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  del  Banco  de  Es- 
paña  contra  la  Beal  orden  de  26  de  Abril  de  1884,  y  se  estableoe: 

Que  es  improcedente  ¡a  impugnación  de  extremos  de  una  Beal  ordm  que 
san  consecuencia  lógica  y  necesaria  de  otros  de  la  propia  decmán,  oaBÓhádes 
en  la  vía  contenciosa. 

Por  la  Beal  orden  impugnada  se  fijaron  reglas  para  la  práctica  de  la 
liquidación  del  premio  de  cobranza  por  la  recaudación  de  contribockmes 
encomendada  ai  Banco  de  España.  £1  Tribunal  Contencioso  dictó  la  tm- 
teiicia  que  contiene  los  siguientes  considerandos  y  fallo: 

Oonaiderando  que  declarada  la  procedencia  de  la  vía  contenciosa  taa 
sólo  respecto  á  la  cuarta  de  las  conclusiones  de  la  Beal  orden  impognada» 
á  este  extremo  queda  únicamente  reducido  el  punto  litigioso: 

Oonslderando  que  la  prescripción  contenida  en  la  referida  conclosión 
de  la  Beal  orden  es  una  consecuencia  lógica  y  necesaria  de  las  antenoies 
conclusiones  que  por  virtud  de  la  Beal  orden  de  admisión  de  esta  demao- 
da  han  quedado  excluidas  de  revisión  en  la  vía  contencioso-adminis- 
trativa: 

Considerando  que  dicho  precepto  por  el  que  se  someten  á  revisión  ns 
liquidaciones  practicadas  y  aprobadas  por  los  Delegados  de  Hacienda  y 
^ue  no  contengan  los  detalles  marcados  ea  las  tres  primeras  conckuiuDea 
de  la  Beal  orden  impugnada,  es  no  más  qne  el  complemento  de  ^^¿ 
aplicable,  por  lo  tanto,  á  la  liquidación  de  que  se  trata  en  el  prsseavs 
pleito:  ^^^Am 

Considerando  qne  al  someterse  á  revisión  la  liquidación  pracHcstv 
por  la  Sucursal  del  Banco  en  Soria,  no  se  ha  dado  efecto  relroactiyo4'^ 
conclusión  de  que  se  trats^  toda  vea  qne  aquólla  se  formó  coa  ^''^^^ 
las  bases  nuevamente  eatablecidaa  para  estaa  liquidaciones,  y  como  la  q» 
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^9  objeto  de  eete  pleito  hs  eido  jñ  fonnado  con  arreglo  á  lee  referidae  b«r 
•ee»  le  ee  aplicable  la  conelneiAn  impagaada: 

Coneiderando  que  tanto  por  eeta  rasón  como  por  la  de  qoe  la  coadv- 
•ion  impagnada  ee  complemento  de  lae  anteriorea  oontonidaa  en  la  Rea! 
orden  de  25  de  Abril  de  1884,  j.  ea  nna  preacrípoión  de  oaráetor  general, 
no  poede  menoa  de  aobaiatír  por  haber  quedado  firmee  laa  condnaionea 
que  la  preceden; 

Fallamoa  que  debemoe  abaolver  7  abaoWemoa  á  la  Adminietraeión  ge> 
neral  del  EaUdo  de  la  demanda  deducida  á  nombre  del  Banco  de  Eep¿ift 
eontra  la  conclnaión  cuarta  de  la  Beal  orden  de  %6  de  Abril  de  1884,  la 
«nal  queda  firme  y  sobsiatento.— (Sentencia  publicada  el  14  de  Julio  «itf 
1892,  é  ineerta  en  la  Oaceta  de  6  de  Enero  de  1893.) 
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SsjrrxHCLA.  (14  de  Julio  de  IS92).^  Olasei  pasivM.  Mejora  de  petmám, 
— Se  confirma,  en  parte,  el  acuerdo  de  la  Junta  de  penaionea  dvileo  de  6 
-de  Noviembre  de  1880,  impugnado  per  la  repreaentación  del  Eitado,  y  ae 
eatablece: 

1.0  Que  Begún  la  eaeala  contenida  en  él  art  47  del  Proiyeüto  delei^de  ete* 
te^pativa»  de  20  de  Mayo  de  1862,  puetU)  en  ífigorpor  d  15  de  la  de  Firr9n- 
pmatoe  de  25  de  Junio  de  1864  á  loe  once  año$,  onee  me$e$  y  dia$  de  eertncioe, 
/sorreeponde  tan  $ólo  una  pentián  temporal  por  espacio  de  diez  añoe: 

2fi  Que  en  el  propio  caeo^  m  bien  el  derecho  ápeneiándela  viuda  nace 
al  iia  siguiente  delfalleeUniento  de  m  causante^  tratándooe  de  una  pemfiém 
temporal,  lo  tiene  al  del  percibo  de  diehoe  diez  años  completos; 

Y  3.^  Que  teniendo  las  pensiones  civües  el  carácter  de  alimenticias,  na 
procede  la  devolución  de  cantidades  de  buena  fe^  percibidas  de  más  por  dv'ko 
concmto^  por  consideraru  á  los  interesados,  según  la  jurisprudencia  del  Tri- 
bunal de  h  contencioso,  como  poseedores  de  buena  fe. 

Doña  Géferina  Sánehei  aolicitó  en  1880  la  penaión  del  Teeoro  oorre#- 
pendiente,  como  rinda  de  D.  Manuel  Santiago  Gómei,  Oficial  de  Fomento 
fallecido  en  1872. 

Recottocidóa  á  dicho  sefior  once  afioa,  onee  meeea  y  días  de  aervicioa, 
la  Junta  de  penaiones  civilea,  acordó  en  6  de  líoviembre  de  1880,  declarar 
Á  Dofia  Ceferina  con  derecho  á  la  pensión  temporal,  por  once  afioa  de  200 
pesetas  anaalee,  que  debía  diafrutar  desde  21  de  Junio  de  1875. 

Desestimó  la  Junta  la  pretenaión  dq  la  interesada  de  que  se  la  decía- 
raae  vitalicia  la  peniión  temporal,  y  recurrido  eate  acuerdo  se  dictó  In 
Real  orden  de  7  de  Junio  de  1887,  confirmando  el  fallo  apelado  y  d  cla- 
rando lesivo  para  el  Tesoro  el  acuerdo  impugnado;  que  se  pidiese  su  re- 
Tocación,  para  exigir  en  su  día  á  la  Dofia  Oeferina  y  subsidiariamente  al 
Presidente  y  Vocales  que  dictaron  aquél,  el  reintegro  de  las  oantidadira 
•atisfechaa  demás.  El  Tribunal  contencioso  pronunció  el  fallo  que  con- 
tiene los  siguientes  considerandos,  visto  y  fallo. 

Considerando  que  laa  cuestiones  planteadas  y  que  han  de  ser  objeto 
^e  resolución  en  este  pleito  son  tres,  á  saber:  la  de  si  la  pensión  temporal 
«oncedida  á  Dofia  Oeferina  Sanchos  Mifiano  debe  serlo  por  diea  ó  por  once 
afios;  cuál  debe  ser  la  fecha  que  ha  debido  servir  de  punto  de  partida  pam 
«1  abono  de  la  pensión  y  si  diclia  intereaada,  y  subsidiariamente  el  Preai- 
dente  y  Vocalea  qoe  adoptaron  el  acuerdo  impugnado,  están  obligadoe  á 
devolver  al  Tesoro  las  sumas  que  se  estimen  indebidamente  percibidas: 
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Coniderftndo,  en  cnanto  á  la  jurimerm  de  1m  referidai  caeetíonet»  qo»- 
•egún  la  escala  contenida  en  el  art  47  del  Proyecto  de  ley  de  olaaee  pa^ 
va  a  de  SO  de  Mayo  de  1862,  pneato  en  vigor  por  el  16  de  la  de  Freaapoes*' 
tos  de  36  de  Jnnio  de  1864,  á  los  once  jJIos,  once  meses  y  catorce  días  d» 
•erridos  declarados  á  D.  Manuel  Santiago  Gomes,  cansante  de  Dofia  Ce- 
ferina  Sáncbea  Mifiano,  corresponde  tan  sólo  una  pensión  temporal  por- 
espado  de  dies  afios: 

Considerando  one,  sn  sn  eonsecoencia,«d  aonerdo  de  la  Jonta  impog- 
nado  en  esta  demanda  al  conceder  á  dicha  interesada  la  pensión  tempo> 
nd  del  Tesoro  por  once  afios,  ha  infringido  el  referido  precepto  y  proceda 
revocarlo  y  hacer  la  dedaradón  de  qne  la  pendón  concedida  d^  limir 
tarse  en  sn  dnración  al  término  de  dies  afios  que  marca  la  disposidón  le- 
ga) dtada: 

Considerando  respecto  de  la  segonda  de  las  cuestiones  planteadas,  qn» 
el  derecho  á  pensión  de  Dofia  Oeferína  Sánches  Mifiano,  si  bien  nadó  ti 
día  siguiente  del  falledmiento  de  sn  causante,  es  lo  derto  que  por  tratarse 
de  una  pensión  temporal  lo  tiene  al  del  perdbo  de  los  dies  afios  comple- 
táis qne  la  ley  le  concede,  y  en  tal  concepto  está  bien  hecho  el  cómpnto- 
practicado  por  la  Junta  en  el  acuerdo  impugnado,  hecha  la  deduodón  det 
jmporte  de  un  afio  que  es  el  acreditado  de  xnás,  según  se  ha  expresado  an- 
teriormente: 

Condderando  qne  aun  en  el  supuesto  de  que  no  estuviere  bien  hecha 
la  designación  de  la  fecha  que  hizo  la  Junta  en  sn  referido  acuerdo,  á  par- 
tir de  la  que  debía  comensarse  á  abonar  la  pensión  de  que  se  trata^  aieni- 
pre  resultará  que  la  interesada  debió  percibirla  durante  dies  afios,  sin  que 
pneda  perjudicarle  el  hecho  de  que  no  entablara  su  reclamación  antes  de 
lo  que  la  biso,  para  hacer  efectivo  d  derecho  que  le  otorgaban  las  leyes: 

Considerando  que  en  tal  concepto  procede  confirmar  d  acuerdo  im- 
pugnado en  la  parte  de  que  se  trata; 

Y  considerando,  por  lo  que  se  refiere  á  la  cantidad  perdbida  por  Doto 
Ceferina  Sánches  Mifiano,  por  un  afio  de  pensión  mas  de  los  dies,  á  qit» 
tan  sólo  tenía  perfecto  derecho,  y  que  le  ha  ddo  satiafecha  por  consecnen- 
cía  del  acuerdo  de  la  Junta  de  que  se  trata,  que  debiendo  ser  considerada^ 
pegún  ha  declarado  ya  la  jurisprudenda  de  este  Tribunal  como  poseedora 
de  buena  fe,  y  teniendo  además  las  pendones  el  carácter  de  alimentidasL. 
la  devolución  de  dicha  cantidad  es  improcedente,  que  por  lo  tanto  no  está 
obligada  á  ella  la  interesada  y  que  no  existiendo  responsabilidad  directa 
no  procede  exigir  Ja  subddiaria  al  Préndente  y  Vocales  de  la  Jnnta  d» 
Pendones  civiles  que  adoptaron  el  acuerdo  impugnado; 

Visto  el  art.  47  del  Proyecto  de  ley  de  20  de  Mayo  de  1862: 

Visto  el  art  10  de  la  ley  de  Pfesnpuestos  de  28  de  Febrero  de  1878; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  qne  Dofia  CeíNrina  Sáa- 
cbez  Mifiano  tiene  derecho  al  abono  de  la  pendón  temporal  del  Tesoro 
de  300  pesetas  anuales  por  dies  afios  completos,  y  que  dicha  interesada  y 
en  sn  caso  los  responsables  subddiarios,  no  se  hallan  obligados  á  rdnte- 
grar  la  ¿entidad  á  que  asdende  el  importe  de  la  pendón  de  un  afio  que  se 
le  ha  abonado  de  más;  en  lo  que  con  esta  dedaradón  se  halle  conforme 
el  acuerdo  de  la  Junta  de  Penaiones  dviles  de  6  de  Noviembre  de  1880^ 
se  confirma,  y  en  lo  qne  no,  se  revoca.--(dentencia  publicada  el  14  de  Ju- 
lio de  1892,  é  ingerta  en  la  Oaeeta  de  22  de  Enero  de  1898.) 
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Sbhtbhcia  (14  de  Julio  de  1802).— Jhp«|pctofie9  lyerMitoriot.  Inomnpe- 
ienda  dejtiri$diceiá».^-^e  declara  procedente  la  opoeeta  por  el  Fiecal  á  la 
demanda  del  Banco  de  Eepalla  contra  la  Beal  orden  de  80  de  Dldeoibre 
de  1886, 7  ae  eetableee: 

i.o  (jhte  coftfarme  á  lo  prevenido  en  el  art.  46  ^ie  la  ley  de  13  de  SepHem- 
hre  de  1S88,  $e  entenderá  meompetente  el  Tribunal  Oomlenoioeo  emndo  la  re- 
solueián  reclamada  no  se  eomprenda,  á  tenor  del  Ht  1.^,  dentro  déla  natmra 
leza  y  eondicionee  del  recurso  eonteneioeo-administrativo; 

Y  2,^  Que  él  art,  6,o,  comprendido  en  dicho  titulo,  y  que  no  hace  má$  que 
ratificar  loe  preeepUm  contenidos  en  los  articuloe  9,^  de  la  ley  de  Qmtabiliaad 
de  25  de  Junio  de  1$70  y  86  del  Reglamento  de  24  dejlnnio  de  1885,  proMbe 
intentar  la  via  contencioso  administrativa  en  asuntos  de  eohransa  de  las  con- 
trihuciones  y  demás  rentas  públicas  ó  créditos  definitieamente  liquidados  en 
yavor  de  la  Eaeienda,  mientras  no  se  realice  el  pago  en  las  arcas  del  Tesoro, 

La  Delegación  de  Hacienda  de  Bargos  declaró  resoonaable  ¿  la  oficina 
recaadadora  de  Oontribnciones,  del  importe  de  loa  recibos  correapondien- 
tea  á  la  territorial  impuesta  á  D.  Isidro  Aatrán. 

La  Beal  orden  impugnada  desestimó  la  aliada  interpuesta  por  la  parte 
aetora  contra  el  acueordo  de  la  Delegación;  y  el  Tribunal  Oontenetoso,  acep- 
tando dicha  excepción  de  incompetencia,  pronunció  la  sentencia  que  con- 
tiene los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  46  de  la  ley  de  18 
de  Septiembre  de  1888,  se  entenderá  incompetente  este  Tribunal  cuando  la 
resolución  reclamada  no  se  comprenda,  á  tenor  del  tit  l.o,  dentro  de  la  na- 
taralexa  y  condiciones  del  recurso  contencioso-administrativo: 

Considerando  que  el  art  6.o  comprendido  en  dicho  titulo,  y  que  no 
hace  más  que  ratificar  los  preceptos  contenidos  en  los  artículos  9.o  de  la  ley 
de  Contabilidad.de  25  de  Junio  de  1870  y  85  del  Reglamento  de  24  de  Ja 
nio  de  1885,  vigentes  al  entablarse  esta  demanda,  prohibe  intentar  la  via 
contendosoadministrativa  en  asuntos  de  cobranza  de  las  contribuciones  y 
demás  rentas  públicas  ó  créditos  definitivamente  liquidados  en  favor  de  la 
Hacienda,  mientras  no  se  realice  el  pago  en  Ipt  arcas  del  Tesoro: 

Considerando  que  el  caso  actual  no  se  ha  presentado  en  vía  contenciosa 
en  tiempo  hábil,  ni  se  ha  intentado  presentar  después  la  carta  de  pago  que 
acredite  haberse  satisfecho  en  las  arcas  del  Tesoro  la  cantidad  á  euyo 
abono  ha  sido  condenado  el  Banco  de  Espafia,  y  como  dicho  documento 
no  figura  tamooco  en  el  expediente  gubernativo,  resulta  sin  justificad  el 
pago  de  la  cantidad  litigiosa,  y  por  tanto,  la  Beal  orden  no  puede  ser  recla- 
mada en  vía  contenciosa,  siendo,  en  su  consecuencia,  incompetente  este 
Tribunal  para  entender  en  el  asunto. 

Visto  el  art.  9.o  de  la  ley  de  Contabilidad  de  25  de  Junio  de  1870: 

Visto  el  art  85  del  Beglamento  de  24  de  Junio  de  1885: 

Vistos  los  artículos  l.o,  6.o,  46  y  48  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de 
1888} 

^  Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedente  la  exc€|pción 
dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción,  propuesta  como  perentoria  por 
«I  Fiscal.— (Sentencia  publicada  el  14  de  Julio  de  1892,  é  inserta  en  la  Ga- 
ceta de  22  de  Enero  de  1893.) 
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Auto  (1$  de  Septiembre  de  lS92).'^Exc^^cime$  düahriaé,  B^wn^petm-^ 
da  de  jmr%idioüián.^8e  declara  proeedente  la  omieela  por  la  repirefenta- 
oión  dei  fiatado  á  la  demanda  de  D.  Alíonao  y  D.  Emilio  Oorrooa  contra 
loa  decretoa  del  Gobernador  de  Valencia  de  26  de  Abril  de  1880  y  SO  de 
Septiembre  de  1886,  y  ae  eatablece:     - 

Que  fuiera  ddpkuto  que  para  incoar  el  iKCNno  Ji^a  laley  ie  A§ua$  de 
1866^  e$  üMToeedetUe  ¡a  detüanda  e<mtra  una  etmceeiáñ  otorgada  con  arreglo 
ádiehaley. 

El  Gobernador  de  Valencia,  por  decreto  de  26  de  Abril  de  1880,  conce- 
dio  á  D.  Vicente  Tello  el  aprovechamiento  dé  nn  salto  de  agna.  Se  opnto 
á  eata  concesión  D.  Chispar  Gorrona  por  entender  qne  con  efia  se  perjadi- 
eaban  sns  derechos,  soplieando  se  saspendieraa  laa  obras  en  tanto  se  re- 
solvía dicha  oposición. 

Paesto  el  expediente  de  manifiesto  al  D.  Gaspar  en  31  de  Agosto  de 
1861,  se  desestímó  su  pretensión  por  decreto  de  20  de  Septiembre  de  1886. 

D.  Emilio  y  D.  Alfredo  Oorrons,  como  herederos  de  D.  Gaspar,  recu- 
rrieron en  vía  contenciosa  ante  la  Comiaión  provincial  contra  los  decretos 
de  concesión. 

Dednoida  por  el  Abogado  del  Estado  la  excepción-  de  incompetencia, 
fondado  en  que,  pneato  á  Gorrona  de  manifiesto  el  expediente  en  1881,  no 
se  interpuso  la  demanda  hasta  1886,  se  desestimó  la  excepción  por  aato 
de  la  Oomisión  provindai.  Apelado  éste  por  la  representación  del  Estado, 
se  dictó  por  el  Tribunal  de  lo  Gontendoso  el  que  contiene  los  siguientes 
oonsiderandos,  vistos  y  fallo: 

Gonsiderando  que  de  loa  antecedentes  que  se  acompafian  con  el  expe- 
diente gubernativo,  aparece  que,  otorgada  en  26  de  Abril  de  1880  á  Don 
Vicente  Tello  la  coócesión  para  aumentar  la  fueraa  motris  del  salto  de 
agua  que  venia  ntiliaando,  y  psesentada  opoaidón  por  parte  del  causante 
da  los  liermanoa  Gorrons,  se  le  puso  de  manifieato  el  expediente  de  81  de 
Agoato  de  1881,  ain  qne  alegara  agravio  concreto  aobre  el  cual  pudiese  el 
€K>bemador  resolver;  por  lo  qne  la  t demanda  presentada  contra  aquella 
concesión  el  21  de  Gctubre  de  1886,  es  evidente  qne  está  fuera  del  piaso 
que  para  incoar  el  recurao  sefiala  la  ley  de  Aguaa  en  vigor  de  aquélla  épo- 
ca, tanto  más,  cnanto  que  la  notoriedad  que  deade  1881  adquirió  la  conee- 
don,  permitía  i  Gorrona  que  en  defensa  de  su  derecho  ntilisara  en  tiempo 
los  recursos  que  no  aparecen  formuladoa  cuando  pudieron  haberlo  ddo. 

Viataa  las  leyes  de  Aguas  de  1866  y  1879: 

Se  revoca  el  auto  apelado  de  11  de  Diciembre  de  1891;  se  admite  la  ex- 
eepdón  dilatoria  de  inoompetenda  propuesta  por  el  Abogado  del  Estado; 
se  declara  sin'  curso  la  demanda  de  D.  Alfonso  y  D.  Emilio  Gorrons,  y  di- 
caae  al  Tribunal  de  Valencia  que  en  lo  sucesivo  observe  en  la  austanda* 
ción  de  los  pleitos  administrativos  los  preceptos  de  la  ley  de  18  de  Sep- 
tiembre de  1888,  qne  no  consienten  se  paralice  sn  corso  á  instancia  de  los 
litigantes;  publíquese  este  auto  en  la  Gaceta  de  Madrid^  é  insértese  en  la 
Oo&Dción  legi$lativa,^Anto  fecha  16  de  Septiembre  de  1892,  é  Inserto  €a 
la  Gaceta  de  22  de  Enero  de  1898.) 
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Avro  (If  dé  Septiembre  de  ÍS9t).—ápélacián,  Suspermón  de  un  acuerdo 
§mb«maHvo,^^  eonftrmm  el  auto  dictado  por  el  Tribanal  local  de  la  isla 
de  Coba  en  14  de  Septiembre  de  1889,  apelado  por  D.  Paacnal  Qoicoechea, 
7  ae  eatableee: 

i.o  Que  $i  bien  el  art.  187  dd  Reglamento  de  29  de  Diciembre  de  1890^ 
declara  que  contra  la$re$olucione$  de  km  Tribunales  denegando  la  iuepeneión 
de  lo8ffeeto$de  la  reeolucián  reclamada  noeeda  recurso  alguno,  basta  fijar- 
se en  el  contexto  del  art,  109  del  Real  decreto  de  28  de  Noviembre  de  1888^ 
para  convencerse  de  que  tal  precepto  se  hallaba  implicUamente  establecido  en 
el  mssmo  articulo,  fuesto  que  al  consignar  que  los  dichos  Tribunales  pueden 
meordar  la  suspensa  de  las  resoluciones  reclamadas,  previos  los  trámites  que 
sd  indicado  fin  establece,  inviste  á  estos  Trtímnales  Se  una  facultad  que  so- 
wíete  á  su  criterio  ewecial,  por  lo  que  su  ^ercicio  no  puede  lastimar  dere- 
cho ahuno  preestablecido  en  favor  de  las  partes  que  litigan,  y  motivar  por 
tanto  la  aluda  ante  él  Superwr  jerárquico; 

Y  2.0  Que  á  tenor  de  lo  prescrito  en  el  art,  93  del  Real  decreto  de  28  de 
Noviembre  de  1888,  procede  la  imposición  de  costas  al  litigante  que  con  noto- 
ria temeridad  promoviera  incidentes. 

D.  Paacoal  Goiooechea,  en  Agoeto  de  1889,  presentó  ante  et  Tribunal  lo- 
cal de  la  illa  de  Onba  escrito  contencioso  contra  la  resolnción  del  Gober- 
nador general,  relativa  á  la  concesión  de  unas  acciones  de  aguas  á  D.  Al- 
fredo Martínez;  y  pedía  en  el  mismo  qne  se  suspendiera  la  resolución  re- 
ehunada  hasta  decidirse  en  lo  principal  el  recurso  que  establecía. 

Denegada  esta  suspensión  por  el  auto  apelado,  se  dictó  por  el  del  Tri- 
bunal Oontencioso  el  que  «onttene  los  siguientes  considerandos,  vistos 
7  fallo. 

Considerando  que  si  bien  á  la  fecha  en  qne  resultó  incoado  el  presente 
vecorso  no  regía  aún  el  Reglamento  de  29  de  Didembre  de  1890,  que  en 
•u  art  187  declara  qne  contra  las  resoluciones  de  los  Tribunales  denegan- 
do la  snsoensión  de  los  efectos  de  Ta  resolución  reclamada  no  se  da  recur- 
so alguno,  basta  fijarse  en  el  contetto  del  art.  109  del  Real  decreto  de  38 
de  Noviembre  de  1888  para  convencerse  de  que  tal  precepto  se  hallaba 
implícitamente  establecido  en  él  mismo  artículo,  puesto  que  al  consignar 
que  los  dichos  Tribunales  pueden  acordar  la  suspensión  de  las  resolucio- 
nes redamadas,  previos  los  trámites  qne  al  indicado  fin  establece,  inviste 
á  estos  Tribunales  de  una  facultad  que  somete  á  pu  criterio  espedal,  por 
lo  que  su  ejerddo  no  puede  lastimar  derecho  alguno  preestablecido  en 
favor  de  las  partes  que  litigan,  j  motivar  por  tanto  la  alzada  ante  eí  Su- 
perior jerárquico: 

OoMiderando  que  en  su  virtud  el  Tdbunal  local  de  la  isla  de  Cuba  no 
no  debió  admitir  el  recurso  de  apelación  presentado  á  nombre  de  D.  Pas- 
cual Goicoechea,  tanto  más,  cnanto  que  el  perjuicio  por  éste  alegado  con 
la  ejecudón  del  acuerdo  administrativo  afectaba  á  intereses  de  un  particu- 
lar, que  en  su  caso  podrían  ser  apreciados  é  indemnizados,  según  recta- 
mente declara  el  antedicho  Tribunal  en  el  auto  recurrido: 

Gondderando  que.  á  tenor  de  lo  prescrito  en  el  art  98  del  Real  decreto 
óñ  38  de  Noviembre  de  1888,  procede  la  impoddón  de  costas  al  litigante 
que  con  notoria  temeridad  promoviera  inddentes,  y  no  puede  menos  de 
estimarse  que  eoneorra  esta  drounstancia  en  el  caso  actual,  porque  con  la 
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interposidón  del  recuno  le  ha  parausado  dn  canta  legitima  la  raatandft- 
d^dei  litigio. 

Viatoa  loa  artícnloa  98  y  100  del  Real  deereto  de  98  de  Noviembre 
de  1888; 

Se  confirma  el  auto  apdado  de  14  de  Septiembre  de  1889;  le  declara 
qoe  el  preaente  recnrao  no  debió  aer  admitido,  y  ae  imponen  laa  ooataa  de 
eata  aegnnda  inataneia  á  la  parte  apelante;  pnbliqaeae  eate  anto  en  la  Oa- 
ceta  de  Madrid,  é  intérteae  en  la  Ooleceión  Íegiil<Uiva.^Aüio  techa  16  de 
Septiembre  de  1892,  é  inaerto  en  la  Cfaceta  de  22  de  Enero  de  1898,) 
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Auto  (20  de  Septiembre  de  lS92),^Excepcione$  dUatana$.  Incompetm- 
ña  de  jurisdicción.  Defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  dema$^.  FaUm 
de  personalidad.— Se  declara  procedente  la  primera  de  las  mendonadaap 
opneata  por  el  Fiacal  á  la  demanda  del  Ayuntamiento  de  Banioa  de  Ooli- 
aa  contra  la  Beal  orden  de  10  de  Didembre  de  1891,  y  ae  eatablece: 
•  i.o  Que  con  arreglo  á  los  arts,  Í.o  u  2  o  de  la  ley  de  13  de  Setiembre  de 
1888,  el  recurso  contencioso  sólo  procede ^contr a  los  resoluciones  adminietratt- 
vas  que^  entre  otros  requisitos,  tenaan  el  de  causar  estado  por  ser  d^nitiwu,  ó 
porque  siendo  de  trámÜe  decidan  Mrecta  ó  indirectamente  dj^ondo  del  aeunto; 
Y  2fi  Que  procede  la  excepción  düatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción 
cuando  por  la  Mole  de  la  resolución  reclamada  no  se  comprende  dentro  de  la 
naturaleza  y  condiciones  del  recurso  eontenciosoadnUnistrativo. 

Por  la  Beal  orden  impugnada  ae  diapoao  la  inatmcdón  dd  oportono 
expediente  para  depurar  á  quién  correapondia  la  reaponaabilidad  per  dea- 
cubierto  de  cierta  anma,  y  d  Tribunal  contendoao  dictó  el  auto  que  con- 
tiene loa  dgnientea  condderandoa,  viato  y  fallo. 

Oonaiderando  que  la  Red  orden  que  ae  impugna  no  tiene  el  carácter 
de  definitiva,  toda  vea  que  en  ella  ae  ordena  la  inatmcdón  de  un  expe- 
diente para  averiguar  quién  aea  la  peraona  reaponaable  dd  deacubierto 
q«e  ae  perdgu^: 

Gondderando  que  con  arreglo  á  los  «rta.  l.o  y  2.o  de  la  ley  de  18  de 
Septiembre  de  1888,  el  recurao  contendoao  aolo  procede  contra  laa  readu- 
donea  adminiatratívaa  que,  entre  otroa  requiaitoa,  tengan  d  de  cauaar  ea- 
tado  por  aer  definitivas,  ó  porque  alendo  de  trámite  decida  direete  ó  indi- 
■ectamente  el  fondo  dd  asunto: 

Oonaiderdkido  que  procede  la  excepdón  dilatoria  de  incompetencia  de 
jnrisdicdón  cuando  por  la  índole  de  lia  reaoludón  reclamada  no  ae  eom- 
prende  dentro  de  la  naturaleza  y  condidonea  dd  recurao  contendoao-ad- 
miniatrativó: 

Considerando  que  estimada  la  excepdón  de  incompetencia  de  jnrisdic- 
dón, no  es  preciso  examinar  loa  otraa  dos  excepdonea  dilatoriaa  que  pro- 
pone el  Fiacd: 

Viatoa  los  artículos  l.^  2.o,  46  y  50  de  la  ley  de  18  de  Septiembre 
de  1888; 

Se  declara  procedente  la  excepdón  dilatoria  de  incompetencia  de  jnria- 
dicdón  propufMBte  por  d  Fiscal;  en  su  virtud,  queda  ain  curao  la  demanda; 
archívese  el  rollo  y  devuélvaae  d  expediento  d  Hinisterio;  publíquese  esto 
auto  en  laGaceta  ae  Madrid  é  insértese  en  la  Ooleceión  legmatitHL-'iAxkto 
fecha  20  de  Septiembre  de  1892,  é  inserto  en  la  Qaeeta  de  22  de  Enero 
de  1898.) 
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SrarmroiA  (92  de  Septiembre  de  lS92),^QuMai.  Eedeneidn  del  Hrvi- 
do  mtlltorw— 8e  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Pedro 
Pascaet  contra  la  Beal  orden  de  14  de  Enero  de  1888,  y  ee  establece: 

i.o  QiK  verificada  ¡a  redención,  la  entrega  de  Uu  2.000 feeetae  oamtüuye 
mn  mgreeopara  él  Tetero  á  tM^d  de  un  vago  legal  y  legitimo,  y  ti  nace  ¿et- 
pué$  d  deredio  ó  la  devokteián  por  quedar  él  redimido  exeeéknle  de  cupo, 
ette  derecho  viene  á  crear  un  crédiio  contra  el  Eetado  ¡r  á  favor  del  intere- 
tado; 

T  2.^  Que  en  tal  eentido,  el  rrferido  crédito  entra  en  la$  condicionee  ge- 
neralee  de  todoe  loe  que  revietan  ttqufl  carácter ^  y  por  eoneiguiente  le  e$  apli- 
cable él  art.  19  de  la  ley  de  Contabilidad,  eegún  el  omoZ,  queda  preocrOo  todo 
crédito  contra  d  Eetado  wme  no  hojfa  Mo  reelamadopor  el  acrMor  dentro  de 
loe  cinco  añoe  eiguientee  a  la  termimación  del  tervieio  de  que  proceda, 

Scttteado  el  demandante  en  1877,  y  habiéndole  correspondido  cnbrir 
cepo,  se  redimió  á  metálico»  entregpando  las  2.000  pesetas  qae  fijaba  la 
ley. 

Se  dedsró  soldado,  en  yirtod  de  revisión,  nn  meso  de  sn  reemplaso 
qae  había  obtenido  número  más  bajo  que  Pascnet,  quedando  éste  como 
excedente  de  copo. 

Por  la  Beal  orden  impugnada  se  neffó  al  demandante  la  devolnción  de 
las  2.000  pesetas  que  solicitaba  como  importe  de  sn  redención. 

Opuesta  por  el  Fiscal  la  excepción  de  prescripción  respecto  de  lo  pedi- 
do por  el  actor,  se  pronunció  por  el  Tribunal  Oontencioso  la  sentencia 
que  contiene  los  siguientes  considerandos,  visto  y  fallo: 

Gonsiderando  que  alegada  por  el  FisoU  la  excepción  de  prescripción 
respecto  de  la  reclamación  formulada  por  el  astor,  se  hace  ante  todo  ne* 
cesario  decidir  acerca  de  sn  procedencia,  pues  sólo  en  el  caso  de  ser  des- 
estimada habrá  lugar  á  examinar  el  fondo  de  la  cuestión  que  en  el  litigio 
•e  Ventila,  ó  sea  la  de  si  el  demandante  tiene  ó  no  derecho  á  la  devolución 
de  las  2.000  pesetas  con  que  se  redimió  del  servido  militan 

Considerando  que  verificada  la  redención,  la  entrega  de  las  2.000  pe> 
setas  constituye  un  ingreso  para  el  Tesoro  á  virtud  de  un  pago  legal  y  le- 
gítimo, y  si  nace  después  el  derecho  á  la  devolución  por  quedar  el  redimi- 
do excedente  de  cupo,  éste  derecho  viene  á  crear  un  crédito  contra  el  Es- 
tado y  á  favor  del  interesado: 

Considerando  que  en  tal  sentido,  el  referido  crédito  entra  en  las  condi- 
ciones generales  de  todos  los  que  revistan  aquel  carácter,  y  por  consi- 
foiente  le  es  aplicable  el  art.  19  de  la  ley  de  Oontabilidad,  según  el  cual, 
queda  prescrito  todo  crédito  contra  el  Estado  que  no  haya  sido  reclamado 
por  el  acreedor  dentro  de  los  cinco  afios  siguientes  á  la  terminación  del 
servido  de  que  proceda: 

Condderando  que  por  haber  dejado  transcurrir  el  actor  más  de  dnco 
•líos  desde  que  quedó  excedente  de  cupo  y  pudo  por  tanto  nacer  su  dere- 
eho  á  la  devolndón.  hasta  que  dirigió  su  instanda  al  Ministerio  de  la  Go- 
bernada solidtando  la  devolndón,  es  evidente  que  había  ya  prescrito  sn 
derecho  con  arreglo  al  precepto  legal  antes  dtado,  de  perfecta  aplicadón 
al  caso  de  que  se  trata. 

Visto  el  art  19  de  la  ley  de  Contabilidad  de  25  de  Julio  de  1870; 
Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Adndnistradón  ge- 
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Sentbnoia  (27  de  Septiembre  de  1892).— intemcoM^  púbUoa,  AmmeniB 
de  Bueldo  por  gutn^umia.— Se  absuelve  4  la  Adminiatradóa  de  la  demanda 
de  D.  Santiago  Guerrero  oontra  la  Beal  orden  de  25  de  Enero  de  188S,  y 
■e  establece: 

i.o  Queáloaprtmioépor  quinqueiúia  únicamente  iienm  derecho  fot  Pro- 
feeoree  numerioe^  tanto  de  FacnUad  como  de  JEeeuelai  eepeeMee,  qy^t  deh 
empeíien  eu  aátedra  en  oropiedad: 

2.^  Q^e  no  obtia  el  qneá  he  Oaíedrátíeoeawciliaret  de  Facultad  eeUe 
otorgue  y  reconozca  apt^td  para  $er  nombradoe  numerarioe,  porque  eeta  apÜ- 
iud  no  ttene  relación  ni  da  derecho  á  la  obtención  de  la$  premios  quinqué* 
les,  queeóloee  otorgan,  $egún  el  texto  reglamentario,  á  loe  Frqfeeoree  uume- 
rarioe; 

Y  3.0  Que  la  Beal  orden  de  18  de  Junio  de  1877  eólo  eoncede  derecho  al 
aumento  por  quinquenio  á  loa  Frofeeoree  de  la»  EecueUu  Normaiee^  pero  te 
niendo  como,tale$  á  loe  numerario»,  ma»  d»  ninaún  modo  á  h»  AmUare», 
eomo  »on  lo»  Ecle»iá»tico»  encargado»  de  dar  la  eneefUmMa  de  Beligión  y 
Jlíoral. 

Por  la  Beal  orden  Impugnada  se  denegó  al  demandante,  Profesar  ^e 
Religión  y  Moral  en  la  Escuela  Normal  de  Santiago,  el  derecho  á  pefdbir 
las  cantidades  correspondientes  á  los  quinquenios  á  que  se  creía  con  de- 
recho, por  llevar  más  de  cuatro  afios  en  el  desempefio  de  su  cargo;  y  el 
Tribunal  Gontencioao  pronunció  la  sentenda  que  contiene  k)s  siguientes 
consideran^,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  á  los  premios  por  quinquenios  únicamente  tíenea 
derecho  los  Profesores  numerarios,  tanto  de  Facultad  como  de  Eicuelts 
especiales,  que  desempeñen  su  cátedra  en  propiedad,  requisito  que  no 
concurre  en  el  demandante,  pueato  quet,  según  demuestran  los  tftnlos  de 
BU  nombramiento,  sólo  Uene  la  eategeria  de  Profesor  auxilian 

Considerando  que  no  obsta  el  que  á  los  Catedráticos  auxiliares  de  fW 
cuitad  se  les  otorgue  y  reconoaca  aptitud  para  ser  nombrados  numérenos, 
porque  esta  aptitud  no  tiene  relación  ni  da  derecho  á  la  obtención  de  Uis 
premios  quinqu^iales,  que  sólo  se  otorgan,  según  el  texto  reglamentario, 
á  los  Profesores  numerarios: 

Considerando  que  la  Beal  orden  de  18  de  Junio  de  1877  sólo  concede 
derecho  al  aumento  por  quinquenio  á  los  Profesores  de  las  Escuelas  lior* 
males,  pero  teniendo  como  tales  á  los  numerarios,  mas  de  ningún  modo 
á  los  Auxiliares,  como  son  los  Eclesiásticos  encargados  de  dar  la  ens» 
fianaa  de  Beligión  y  MoraL 

Visto  el  art  26  del  Beglamente  de  16  de  Mayo  de  1849: 

Vista  la  Beal  orden  de  18  de  Junio  de  1877; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  é  la  Administiaoión  ge- 
neral del  Estado  de  la  demimda  deducida  á  nombre  de  D.  Santiago  Gue- 
rrero contra  la  Beal  orden  de  26  de  Enero  de  1888,  la  cnal  queda  firme  y 
subsist6nte.->-(Sentenoia  publicada  el  27  de  Septiembre  de  1892,  é  inserta 
en  la  Gaceta  á^  22  de  Eaero  de  1898.) 
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Skstbnou.  (27  de  Septícmbre  de  1892).— JSvoqicúmef  perent&ria»,  In- 
^ompetmeia  de  Juri$ikción.^8e  declara  procedente  la  opaeeia  por  el  Fia- 
«al  á  la  demanda  de  la  Diputación  provincial  de  León  contra  la  Beal  or- 
den de  17  de  Enero  de  1884»  y  se  establece: 

i.«  Que  h$  reeobtdcnei  emanóte  de  UufaeuUadee  di$ereci9ñale$  del  Go- 
bierno, fflaeno  leswae  de  derechoi,  no  reúnen  loe  requküoi  que  tsoige  eomo 
neeeeanoi  el  art.  Í.o  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888, para  ^ue  puedan 
ser  eueeeptiblee  de  revieión  en  vía  eontencioea; 

T20  Que  con  arreglo á  loe  preoq^ttoe  del  art,  3.^  de  la  ley  Froeeeal,  eálo 
pueden  $er  objeto  de  revteión  en  vía  contencioia  la$  reeolueionee  que  h  diden 
<omo  contecuencia  de  alguna  ditpoeición  de  carácter  general. 

£1  Gobernador  de  León  ele?ó  al  Ministerio  de  la  Gobernación  consolta 
relativa  á  la  facultad  de  despachar  apremios  y  nombramiento  de  comisio- 
nados. 

La  Real  orden  impugnada  determinó  las  facultades  que,  respecto  de  di- 
chos extremos,  correspondían  al  Gobernador  y  á  la  Diputación  provincial. 

Opuesta  por  el  Fiscal  la  excepción  mencionada,  el  Tribunal  Conten- 
cioso dictó  la  sentencia  que  contiene  los  siguientes  considerandos,  visto  y 
ftülo: 

Gonaiderando  que  la  fieal  orden  impugnada  en  este  pleito  no  reúne 
los  requisitos  que  exige  como  necesarios  el  art.  l.o  de  la  ley  de  18  de  Sep- 
tiembre de  1888  para  que  pueda  ser  susceptible  de  revisión  en  la  via  con- 
tendoso-administrativa,  por  cuanto  además  de  ser  una  resolución  dictada 
á  virtud  de  una  consulta  relativa  A  la  interpretación  de  varios  artículos  de 
la  ley  Provincial,  y  por  consiguiente  emanada  de  las  facultades  discrecio- 
nales del  Gobierno,  no  es  declaratoria  de  derechos,  y.  por  lo  tanto  no  ha 
podido  lesionar  ninguno  de  la  Diputación  demandante: 

Considerando  que  aun  en  el  supuesto  de  que  la  resolución  impugnada 
reuniese  todos  los  requisitos  que  previene  el  referido  art  Ifi  de  la  ley  ci- 
tada, tampoco  sería  susceptible  de  revisión  por  la  vía  contencioso-sdini- 
nistrativa,  porque  es  una  disposición  de  carácter  general  no  comprendida 
en  las  prescripciones  del  art  Zfi  de  la  precitada  ley,  toda  ves  que,  con 
arreglo  á  los  preceptos  de  este  artículo,  sólo  pueden  ser  objeto  de  esa  re 
visión  las  resoluciones  que  se  dicten  como  consecuencia  de  alguna  dispo- 
sición de  carácter  genenú; 

Y  considerando  que,  por  lo  expuesto,  es  de  estimarse  la  excepción  di- 
latoria 4e  incompetencia  de  jurisdicción  propuesta  como  perentoria  por 
el  Fiscal. 

Vistos  los  artículos  l.o,  8.o,  46  y  48  de  la  ley  de  18  de  Septiembre 
de  1888; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedente  la  excepción 
dilatoria  de  incompetencia  de  inrlsdicción  propuesta  como  perentoria  por 
el  Fiscal;  archívese  el  rollo  y  devuélvase  el  expediente  al  Ministerio  de  la 
<3k>bernación.— (Sentencia  pubUcada  el  27  de  Septiembre  de  1892,  é  inserto 
«n  la  faceto  de  2%  de  Enero  de  1898.) 


Digitized  by  VjOOQIC 


Me  jüsnmmnoiA  ADmunnuTiTA 


379 


BwmnsctA  (27  de  Septiembre  de  1899).— JWfitfúmarioi  ptíblieoi.  Sepa- 
roeitffi.— 8e  reToca,  en  psrte.  la  Real  orden  de  4  de  Septiembre  de  1884,  im- 
pugnada  p>or  D.  M annel  Hioalgo,  y  se  eatablece: 

i.o  Qie  el  hecho  de  haber  i$igre8ado  %n  empleado  en  iu  cargo  por  virtud^ 
deópoiicián,  h  daaaranHoi  de gegiirídad  y  deprrferenda  $obreloe  áémái  de 
$H  eloH  ^[ue  no  hwieien  obtenido  el  deetino  por  aqu^  medio,  al  «fetíto  de  tn 
cofieervaeián,  en  el  caao  de  iupresión  de  plaeai: 

Y  2S^  Qne  $eg<m  tiene  declarado  la  jurieprudeneia  del  Tribunal  Contenr 
eiMo,  no  pueden  abonarse  do$  sueldoepor  un  miomo  cargo,  ni  Uene  derecho  á 
ellooelfuenoeirveundeetino. 

Al  aprobar  la  Diputación  de  Gádií  ana  pjeenpnettoa  de  88-84,  aaprimió 
una  de  las  plaiaa  de  delineantea  del  Arquitecto  provincial,  y  dejó  cesante 
al  actor  qne  la  babia  obtraido  por  oposición.  Alióse  éste  de  aquella  reso- 
lución que  confirmó  la  Beal  orden  impugnada;  y  el  Tribunal  Contencioso 
dictó  la  sentencia  que  contiene  los  siguientes  considerandos,  visto  y  tallo: 

Considerando  que  las  cuestiones  planteadas  en  el  debate  originado  por 
este  pleito  y  que  deben  ser  objeto  de  decisión  son  dos,  á  saber:  primera, 
si  la  Diputación  provincial  de  Oádií  pudo  ó  no  separar  de  su  cargo  al  de- 
mandante; y  segunda,  si  éste  tiene  ó  no  derecho  A  que  se  le  abonen  lo» 
sueldos  correspondientes  al  tiempo  que  estuvo  separado  de  su  cargo: 

Considerando,  en  orden  á  la  primera  de  las  cuestiones  planteadas,  qoe 
la  Diputación  provincial  de  Cádis  no  pudo  ni  debió  separar  de  su  cargo  ti 
demandante,  porque,  según  reconoció  después,  existiendo  otro  Delineante 
que  no  había  obtenido  su  plaza  por  virtud  de  opoaición,  éste  era  el  que 
debió  ceaar  en  el  deeempefio  de  la  plaza  que  habla  sido  suprimida  por  la 
Corporación  provincia],  y  porque  el  hecho  de  haber  ingresado  Hidalgo  en 
su  cargo  por  virtud  de  una  oposición,  le  daba  garantías  de  seguridad  y  de 
preferencia  sobre  los  empleados  de  su  clase  que  no  hubiesen  obtenido  so 
destino  por  este  medio,  máxime  cuando  no  era  su  plaza  la  suprimida,  stno 
una  de  las  dos  que  venian  figurando  en  los  presupuestos  anteriores  de  la 
provincia: 

ConsideHmdo,  en  cuanto  al  abono  de  los  sueldos  que  el  actor  solicita  y 
cree  le  corresponden  por  el  tiempo  que  estuvo  separado  de  su  cargo  de 
Delineante,  que  la  Diputación  provincial  no  está  obligada  á  verificarlo  por 
cnanto  en  su  presupuesto  no  figuraba  partida  para  ello,  y  porque,  segün 
tiene  repetidamente  declarado  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal,  no  pii^ 
den  abonarse  dos  sueldos  por  un  mismo  cargo,  ni  tiene  derecho  á  ellos  el 
que  no  sirve  un  destino. 

^sto  el  art  18  del  Real  decreto  de  l.o  de  Diciembre  de  1868; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  la  Diputación  pro* 
viudal  de  Cádiz  no  pudo  separar  de  su  cargo  de  Delineante  del  Arquitecto 
provincial  á  D.  Manuel  Hidalgo  y  García,  y  que  éste  no  tiene  derecho  al 
abono  de  los  sueldos  que  reclama.  En  lo  que  con  esta  dedaraeión  se  baile 
conforme  la  Beal  orden  de  4  de  Septiembre  de  1884,  la  confirmamos,  y  en 
lo  que  no,  la  revocamos.— (Sentencia  publicada  el  27  de  SeptíemM^ 
4ie  ÍS92,  é  inaerU  en  la  Oaeeta  de  22  de  Enwo  de  1|B9S.) 
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SsHTSRÓiA  (17  do  Septiembre  de  1899).— Gmlro^mcfo.  Áprekentiáñ  de 
tetee».— 8e  leToea  el  Itllo  de  U  Delegftdón  de  Hacienda  de  Oádis  en  el 
expediente  eontr»  D.  B.  Clónete,  y  ee  eatableee: 

i.o  Qme  MM  amgh  á  h  preceptuado  em  el  art  276  M  Beglamento  de 
pmeMwnetUo  eeenámieaadntitiitírüHvo  de  $1  de  DieienUfre  de  1881,  el  Ee- 
tadopnede  eoiueter  á  retieión  en  ¡a.wia  conteneieeo^dmiifUsirútíva  loe  ¡urovi» 
demeuu  de  primera  istetaneia  que  per  orden  mimeterial  ee  declaren  Ueiwte  de 
toe  m  tereeee  del  Teeoro,  y  q%^e,  eeaún  lo  fue  diepone  el  art.  280  del  miemo  Be- 
glamento^  elpUage  que  la  AdmmetraMn  teniapara  aeudüt  á  la  vía  conten- 
eieea  erad  deeeie  meeee,  á  contar  deede  el  día  en  que  la  dedaraeión  ee  hi- 


J9.«  Q^iepara  la  ühre  drculadón  de  una  partida  de  tabaco  encontrada  d 
bordo  en  18B4?  eran  preeieae  la  cert^ficacián  áque  ee  rejlere  el  párrafo  úl- 
timu>  del  art.  5,^  del  Apéndioe  29  de  loe  OrdenaneaseUientee  en  aquella  época, 
4  iéindmián  del  género  en  la  certificación  de  provieíonee  que,  vieada  por  el 
Oóneul,  pretfienen  lae  miemaM  OrdenanMae; 

Y  3,^  (¡ue  9%  Inen  por  hacer  el  barco  un  viaje  esq^ortando  carga  para  él 
extranjero  no  le  eeria  m^Ueable  la  preecripcián  contenida  en  el  núm.  4.^  del 
mrt  P  o  de  dicho  Apéndice,  ee  indudable  que  habría  incurrido  el  Capitán  en 
la  penalidad  que  marca  el  art.  10  del  miemo. 

Por  eetímarU  ]eiÍT«  de  loe  intereeee  del  Ettado,  denlendó  el  Fiíeal  le 
rerocedón  de  nna  proTldMicia  del  Delegado  de  Oádis  que  relevó  de  la 
mQKa  impneeta,  y  del  eomiao  del  tabaco  al  Capitán  denn  barco  procedente 
de  Gibraltar  con  carga  para  el  extranjero,  á  cnyo  bordo  se  encontró  nna 
pftrtida  de  tabaco,  acreditada  como  provisiones  en  nn  impreso  firmado  por 
el  Capitán,  pero  sin  refrendo  ni  sello  de  Adnanas;  y  el  Tribonal  Conten- 
cioeo  dictó  fia  sentencia  qne  contiene  los  sigoientes  considerandos,  visto» 
jlSallo: 

Considerando  qne,  con  arreglo  á  lo  preceptuado  en  el  art.  21%  del  Be- 
(lamento  de  procedimiento  económico^ministrativo  de  81  de  Diciembre 
de  1881,  el  Bstado  pnede  someter  á  revisión  en  la  vía  contencioeo-adml- 
nistrativa  las  providendas  de  primera  instancia  qne  por  orden  ministerial 
•e  deelaren  lesivas  de  los  intereeee  áeA  Tesoro,  y  qne,  según  lo  qne  dispo- 
ne el  art  189  del  mismo  Beglamento,  el  plaio  qne  la  Administradón  tenia 
pes«  aendir  á  la  via  contendosa  era  d  de  seis  meses,  á  contar  desde'el  din 
eo  qne  ia  dedaraeión  se  hideees 

Considerando  qne  la  providenda  dd  Ddegado  de  Hadenda  babía  que- 
dado irme  y  consentida  por  cnanto  no  se  ntilisó  contra  ella  en  la  via  gn- 
bemativa  el  recnrso  qne  determinan  las  leyes;  qne  por  lo  tanto,  el  único 
que  procedte  era  d  contendoso  administrativo,  previa  dedaradón  de  le> 
site  para  d  Tesoro,  qne  se  ba  becbo  por  d  Ministerio  de  Hadenda,  y  qne 
la  demanda  se  ba  interpuesto  dentro  dd  plaao  sefialado  para  este  efecto, 
por  eovas  raiones  este  Tribunal  tiene  competenda  para  conocer  del  fondo 
deddir,  en  su  oonsecuenda,  la  cuestión  que  le  ba  ddo  sometida  en  este 


2  decid 
mAfio: 


Condderando  que  el  tabaco  bdlado  A  bordo  dd  vapor  Rivera  no  venia 
docnmerntado,  y  que  para  su  libre  drcnladón  eran  predsas,'ó  la  certifica- 
dÓB  A  que  se  refiere  el  párrafo  último  del  art.  6.«  "del  Apéndice  29  de  las 
Ordenansas  vigentes  en  aquella  f  ecba»  ó  la  indosión  de  diebo  tabaco  en 
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la  certificación  de  proTisiones,  que,  Tiaada  por  el  Oónsal»  prerienen  lu 
miimas  Ordenaniae: 

Considerando  qne  si  bien  por  hacer  el  referido  baque  sa  Tiaje  expor- 
tando cars^  para  el  extranjero,  no  le  es  aplicable  la  prescripción  conteiiida 
en  el  núm.  4.o  del  art.  9.o  del  Apéndice  29,  es  indudable  que  ha  incurrido 
el  Capitán  de  dicho  vaper  en  la  penalidad  que  marea  el  art.  10  del  dtado 
Apéndice,  y  que  en  tal  concepto  el  fallo  dictado  por  la  Delegacién  de  Ha- 
cienda de  Cádiz  lesiona  los  intereses  del  Tesoro,  privándole  de  un  ingleso 
estatuido  de  ana  manera  expresa  en  las  Ordenanaas  de  Adoanas. 

Vistos  los  articalos  276  y  280  del  Beglamento  de  pvooedimientQ  éoonó- 
mico  administrativo  de  81  de  Diciembre  de  1881: 

Visto  el  art.  6.o,  pánmfos  primero  y  cuarto  del  Apéndice  20  de  Iss  Or> 
denansaa  de  Aduanas,  edición  de  1878; 

Vistos  los  artículos  O.o  y  10  de  dicho  Apéndice; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  el  fallo  dictado  por  la  De- 
legación de  Hacienda  de  Cádis  en  l.o  de  Febrero  de  1884,  y  dedaiar, 
como  declaramos,  que  D.  £•  Olcoeta,  Capitán  del  vapor  JEUfiera^  ha  inca- 
rrido  y  debe  exigirsele  la  penalidad  que  marca  el  ark  10  del  Apéndice  21 
de  las  Ordenanzas  d»  Aduanas,  vigentes  en  aquella  fecha.— {Sentencia  pu- 
blicada el  27  de  Septiembre  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  h  de  Febrero 
de  1898.) 


881 

Sentbnoia  (30  de  Septiembre  de  1892).~Q/Scio«  enaienadM.  Bevermón 
al  Ettado.—Be  absuelve  á  la  Administración  d^  la  demanda  de  D.  Joaquín 
Oussifier  contra  la  Real  orden  de  24  de  Septiembre  de  1886,  y  se  establece: 

i.o  Que  procede  exiair  la  reeponsahilidad  en  que  incurren  Zoé  Eearibanoi 
que  no  eepreeentan  á  daempeñar  eui  cargot  por  ei,  ó  per  medio  de  eerpidcr^ 
tn  el  plazo  que  eeñalan  lo$  Tribunales  ó  Cu  ditpoeiciones  vigentee; 

Y  3,0  Que  tratándose  de  escribanias  de  Ultramar ^  tal  responsábUidai  no 
puede  menos  de  ser  la  que  establece  el  art.  2B8  de  la  Beal  eidula  de  30  de 
Enero  de  1855,  al  señalar  la  obligación  que  tiene  el  propietario  de  uñ  q/Mo, 
cuyo  servidor  sea  separado. 

.Por  supresión  en  la  Audiencia  de  Paerto  Príncipe  de  nn  ofido  de  Ks- 
ocibano  adquirido  por  D.  Joaquín  Gussifier,  fué  éste  agregado  en  18(»4  á  le 
Pretorial  de  la  Habana  como  procedente  de  la  suprimida.  Al  lallet^ssiento 
del  mismo  se  otorgó  á  su  hijo  la  conflrmaeión  del  titulo  provisionid  sin 
perjuicio  de  lo  que  hubiere  lugar  á  resolver  sobre  la  ineorponación  defini- 
tiva á  la  Audiencia  de  la  Habana.  Reestableeida  la  Audiencia  de  Pauto 
Principe,  se  declaró  por  Real  orden  de  24  de  Octubre  de  1879,  que  los  po- 
seedores de  oficios  enajenados  de  dicha  Audiencia,  debían  trasladaise  á  la 
misma.  Pendiente  el  recorso  contencioso  inteifHíesto  por  Gnssifier  contra 
dicha  Real  orden,  se  dictó  la  de  4  de  Marao  ád  1881,  previnieiido  la  pvo* 
puesta  por  la  Audiencia  de  Poerto  Príncipe^  de  los  funcionarios  para  los 
cargos  de  Relator  y  Escribano  de  Cámara,  en  cnya  viitod  el  Tribunal  pleno 
nombró  para  el  segundo  de  dichos  cargos  á  D.  Francisco  F.  García  qa# 
venía  desempefiándoio  como  adscrito  á  la  Andienoia  de  la  Habana  y  en 
concepto  de  Administrador  del  propietario  Gnssifier,  óoncediéadole  cua- 
renta días  para  su  presentación.  Por  no  tenar  ésta  logar,  la  Real  orden  re^ 
damada  deelaró  revertido  al  Estado  el  mendonade  oficios  y  el  Tribunal 
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Oontoücioio  prommoió  la  imtonoU  qn«  eontioM  loa  «igideiitat  ooiuide- 
raodoa,  yisto  y  fallo: 

Conaiderando  que  por  la  Beal  orden  de  24  de  Octubre  de  1879  eetaba 
Goaaifier  obligado  á  poner  aerridor  de  la  Sacribanía  de  que  era  propietario 
en  la  Aadiencda  dePaerto  Principe,  no  obatante  haber  impugnado  dicha 
Beal  orden  en  Tia  oontencioaa,  pueeto  que  no  obtuvo  la  snapenaión  de  loe 
^ectoe  de  la  miama: 

Oonriderando  ane  el  Tribunal  pleno  de  ]a  mencionada  Audiencia,  al 
dar  enmplimiento  a  la  Beal  orden  de  4  de  Manso  de  1881,  nombró  para  el 
ezpreaado  cargo  de  Eacribano  de  Cámara  á  D.  Franeiaco  F.  García  Zúfii- 
ga.  que  venía  deaempefiándelo  adacrito  á  la  8ala  tercera  mi  concepto  de 
Adininiatrador,  á  nombre  de  Gnaaifier,  concediéndole  cuarenta  diaa  de  tér- 
mino para  au  preaentación: 

Conaiderando  que  no  habiéndoae  preaentado  dentro  de  eate  término, 
qaedó  abandonado  el  cargo,  j  procedía  exigir  la  reapoaaabilidad  en  que 
incurren  loa  que  no  ae  preaentan  á  deaempefiarlo  por  ai  ó  por  medio  do 
servidor  en  el  plaio  aefialado  por  el  Tribunal  ó  por  laa  diapoaicionea  vi- 
gentea: 

Conaiderando  que  la  citada  reaponaabilidad  no  puede  menoa  de  aer  la 
qae  eatablece  el  art  188  de  la  Beal  cédula  de  80  de  Enero  de  18ft6  al  ae- 
llalar  la  obligacién  que  timie  el  propietario  de  un  oficio,  cuyo  aervidor  aea 
«eparado; 

Viato  el  menci<mado  ait.  288  de  la  Beal  cédula  de  80  de  Enero  de  1856; 

FaUamoa  que  debemoa  abaolver  y  abaolvemoa  á  la  Adminiatración  ge- 
neral áeA  EatiMio  de  la  demanda  interpueata  por  D.  Joaquín  Ghiaaifier  y 
Novell  contra  la  Beal  orden  de  2á  de  Septiembre  de  1886,  la  cual  queda 
firme  y  aubalatentc-^Sentencia  pid>licada  el  80  de  Septíembre  de  1892,  é 
inaertaen  la  CkineU  de  6  de  Febrero  de  1898.) 
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SxNTairoiA.  (80  de  Septiembre  de  1892).— i>0iida  públiea.  Liquidación 
deinier€$e$, — Se  abauelve  á  la  Adminiatración  de  la  demanda  del  Cabildo 
Catedral  de  Córdoba  contra  la  Beal  orden  de  26  de  Octubre  de  1887,  y  ae 
establece: 

i.^  Que  ía  Beal  orim  de  29  de  Septiembre  de  1876  previene  en  au  dispo- 
MUÁón  3.\  con  carácter  general^  que  loe  tUuloi  de  la  Deuda  del  3  por  100  que 
Me  entrejfien  á  he  intercModoB  en  equivalencia  de  crédiloe  pendientee  de  liqtn- 
dátciény  ddten  llevar  d  cupón  comente  dentro  del  eemeetre  en  que  se  declare 
jpmr  la  Junta  de  la  Deuda  $u  Uquidadón  y  abono; 

Y  2.^  Que  la  fuerza  y  la  santidad  de  la  cosa  juzgada  se  opcmen  á  la  esti^ 
moción  de  una  denumda^  que  es  reproducción  deotra  fallada  en  nnpleito  an- 
terior. 

Por  la  Beal  orden  impugnada  ae  deaeatimó  la  petición  de  la  parte  ac- 
tora  acerca  del  abono  de  intereaea  de  unoa  títuloa  deade  fecha  anterior  á 
1*  de  an  liquidación;  y  el  Tribunal  Contencioao  dictó  la  aenteneia  que  eon> 
tiene  loa  aiguientea  comdderandoa,  viato  y  fallo: 

Conaiderando  que  la  Beal  orden  de  29  de  Septiembre  de  1876  previene 
en  au  diapoaieión  8.^  con  carácter  general,  que  loa  títuloa  de  la  Deuda  del 
8  por  100  que  ae  entreguen  á  loa  intereaadoa  en  equivalencia  de  crédito» 
p¿MÜentea  de  liquidación,  deben  llevar  el  cupón  corriente  dentro  del  ae- 
meatie  en  q|ie  ae  declare  por  la  Josta  de  la  Deuda  au  liquidación  y  aboMe 
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€k>iigid6nu[ido  qae  Iñ  Real  orden  impugnada  en  eite  pleito  no,  et  máf 
oae  la  aplicación  á  on  caso  particolar  de  la  dicpoaición  general  que  m 
deja  invocada. 

Oonaiderando,  además,  qoela  aolicitad  del  actor  ee  reproducción  de  la 
formulada  en  el  pleito  anterior,  al  pretender  que  loa  valorea  lleyaaen  el  co- 
pón de  1.0  de  Enero  de  1867,  y  como  eata  petición  fué  denegada  por  el  Betl 
decreto-sentencia  de  4  de  Diciembre  de  1884,  fnndándoee  en  lo  dispaeste 
por  la  Real  orden  de  29  de  Enero  de  1876,  no  resulta  posible  fallar  hoy  en 
favor  del  Cabildo  demandante  sin  quebrantar  la  íuena  j  santidad  de  Ift 
cpsa  juagada. 

vista  la  Real  orden  de  29  de  Septiembre  de  1876; 

Fallamos  que  debemos  absolver  j  abaolvemos  á  la  Adminlstradóo  ge> 
neral  del  Eatado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  del  Cabildo  Cate- 
dral de  Córdoba  contra  la  Real  orden  de  26  de  Octubre  de  1887,  la  enal 
queda  firme  y  subsistente.— (Sentencia  publicada  el  80  de  Septiembre 
de  1892^  é  inaerta  en  la  Oaeeta  de  5  de  Febrero  de  1898.) 
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SurrsNOiA  (80  de  Septiembre  de  lB92).-^C<nUnlmei<me$.  Beeargúi  ms- 
Nle^oiet.— Se  absuelve  á  la  Adminietradón  de  la  demanda  del  Banco  d<^ 
Espafia  contra  la  Real  orden  de  81  de  Agosto  de  1887,  y  se  establece: 

i.o  Queel  Baneo  de  España,  al  aceptar  el  encargo  deeñtregar  direetamente 
á  loe  Áyuntamientoe,  y  bajo  eu  reeponeabtUdad,  el  importe  de  tu$  recarga, 
Megún  lo  diepuetto  en  la$  Bealee  árdmes  de  19  de  Enero  ^  25  deJúUodelSTSt 
ciando  aquélloB  lo  eolieUaeen  y  previa  orden  de  la  Admmietración,  oaptóiá 
propio  modo  la  variante  introducida  en  las  bases  10  v  21  del  convenio  enUm^ 
ees  vigente  para  la  Recaudaeián,  no  le  era  ya  dable  desentenderse  del  eimpü- 
miento  del  compromiso  contraído; 

Y  2fi  Que  corresponde  al  Banco  de  España,  y  no  ala  Administración,  U 
acción  para  la  restitución  de  lo  pagado  indtíndamentepor\loslAgentesdélprir 
mero  a  los  Ayuntamientos  en  concito  de  recargos  municipales,  porque  la  ¡^ 
gitUadón  vigente  sólo  qutorisa  el  procedimiiento  de  apremio  para  haéer  rftéx- 
vos  los  débuos  en  favor  de  la  Hacienda  pMica. 

Por  la  Real  orden  impugnada  se  dmegó  la  pretensión  del  Banco  deEe- 
palla  acerca  de  que  por  la  Administración  se  requiriese  al  Ayuntamiento 
de  Balaguer  para  la  restitución  de  la  cantidad  oue  indebidamente  le  en- 
tregó el  Banco  en  concepto  de  recargos  municipales;  y  el  Tribunal  Con- 
tencioso dictó  la  sentenda  que  contiene  los  siguientes  considerandos,  tif- 
tosy  fallo: 

Oondderando  que  el  Banco  de  Espafia.  al  aceptar  el  encargo  de  entre- 
gar directamente  á  los  Ayuntamientos,  y  najo  su  responsabilidad,  el  im- 
porte de  sus  recargos,  según  lo  dispuesto  en  las  Reales  órdenes  de  19  de 
Enero  j  26  de  Julio  de  1876,  cuando  aquéllos  lo  solicitasen  j  previa  or- 
den de  la  Administración,  aceptó  del  propio  modo  la  variante  introdndds 
en  laa  bases  10  y  11  del  convenio  entonces  vigente  para  la  Recaodadóo, 
no  le  era  ya  dable  desentenderse  del  cumplimiento  del  compromiso  con- 
traído: 

Considerando  que  la  Recaudadén  no  redbió  orden  alguna  para  bscer 
la  entrega  que  biso  al  Ayuntamiento  de  Balaguer  de  la  cantidad  conea* 
bida  por  recargos  munidpales,  y  en  tal  virtud  procedió  eon  error  notorfo» 
que  aólo  es  imputable  al  Banco  de  Bspi^  respoiuMble  de  los  actos  de 
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m  AgenlM  j  Oomisiomtdos,  sin  que  exilian  nulas  aplicaciones  t  msíí* 
ncaoiones  de  cargo,  ni  ios  errores  qne  á  la  Administración  han  tratado  da 
atribuirse: 

Considerando  qne  en  tai  concepto  la  acción  qne  exista  para  reclamar 
la  restitución  de  lo  pagado  indebidamente  por  error  sólo  corresponde  al 
Banco  de  Espafia  y  no  á  la  Administración,  á  la  cual  nada  debe  el  Ajun- 
tamiento  de  Balaguer,  y  por  tanto  carece  de  facnltades  para  incoar  y  pro- 
seguir un  expediente  de  apremio  contra  éste,  en  servicio  del  Banco  de  Es- 
psAa  qne  así  lo  pretende,  puesto  que  la  legislación  vigente  sólo  autorisa 
ese  procedimiento  para  hacer  efectiyos  los  débitos  en  favor  de  la  Ha- 
cienda pública: 

Considerando  que  la  Beal  orden  objeto  de  esté  pleito,  se  ajusta  en  sus 
preceptos  á  los  principios  expuestos,  sin  que  la  parte  demandante  haya 
demostrado  la  procedencia  de  la  recaudación  á  que  aspira. 

Vista  la  base  10  del  contrato  celebrado  entre  el  Gobierno  de  S.  M.  y  el 
Banco  de  Espafia  en  4  de  Agosto  de  1876: 

Vista  la  Beal  orden  de  19  de  Enero  de  1876: 

Vista  la  regla  ).«  de  la  Beal  orden  de  26  de  Julio  de  1876; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  el  Banco  de  Espafia  con- 
tra la  Beal  orden  dictada  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  81  de  Agosto 
de  1887,  la  cual  queda  firme  y  subsistente.— (Sentencia  publicada  el  80  de 
Septiembre  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  6  de  Febrero  de  1893.) 
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SXHTSHCU.  (80  de  Septiembre  de  1892).— Defomor^oüt^.  Indemniza- 
CM^— Se  revocfL  en  parte,  la  Beal  orden  de  26  de  Diciembre  de  1886 ,  im- 
pugnada por  la  Comunidad  de  Beligiosas  Agustinas  de  Cliiclana,  y  se  es- 
tablece: 

^  1.^  Qfte  traUmioee  d$  una  finca  poseída  por  una  Comunidad  reUgioea  y 
cutíOB  productoi  u  desunan  á  la  instrucción  pública,  sin  ingresar  en  las  Oaja$ 
del  Tesoro,  debe  eetimarH  comprendida  entre  los  bienes  desámortizables  de 
Corporaáones  eUriles,  según  la  enumeracián  que  de  dichos  bienes  hace  el  arU  10 
detaleydelXde  Julio  de  1S56;  y  asi  está  reconocido  por  la  misma  Adminis- 
tración, tanto  en  la  vía  gubematioa  como  en  la  contenciosa: 

2.0  Que  el  propósito  de  las  leyes  desamorUzadoras  en  lo  relativo  á  los  bie- 
nes de  Corporaciones  áviUs,fué  tan  sólo  cambiar  la  forma  de  la  propiedad 
por  motivos  de  ^Midad  general,  pero  conservando  á  los  poseedores  el  capital 
y  la  renta,  como  expresamente  se  declara  en  el  dictamen  emitido  por  la  Comi' 
man  de  las  Cortes  sobre  el  proyecto  que  después  fué  ley  de  Lo  de  Mayo  de  1855: 

3,o  Que  este  pensamiento  tiene  forma  eonareta  y  preceptiva  en  el  art,  20 
de  la  ley  citada  de  i.o  de  Mayo  de  1855,  seaún  el  atol  el  producto  integro  de 
la  venta  de  los  bienes  de  Beneficencia  f/  de  instrucción  pública,  si  las  Colo- 
raciones competentes  no  hubiesen  solicttado  y  obtenido  otra  inversión,  se  des- 
tinará á  comprar  tiiulos  de  la  Deuda  consolidada  al  3  }¡or  100  para  oonver- 
tirios  en  inscripciones  intrantferibles  á  favor  de  los  referiáoe  estábl&^miíniois, 
á  los  cuales  se  asegura  desde  Juego  la  renta  Hquida  que  produce  sus  fincas: 

4.0  Que  esteprecepto  ha  sido  reiterado  por  las  leyes  desamortizadoras  su- 
cesivas, y  singularmente  por  la  de  21  de  Julio  de  1876,  cuyo  art.  5.o  expresa 
gue  las  venta»  de  bienes  desamortizados  de  Corporaciones  civiles  se  verifioarán^ 
tnlosucssivoápagar  en  metáUoo,  y  sus  productos  se  emplearán  necciaHa- 
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ftmtU  en  ¡a  compra  de  Deuda  al  8  por  100  por  cuenia  y  á  favor  ie  Un  re§- 
peeéhao  Corporaekmt; 

Y 50  aie $e  vulneran  la»  diipoiicionee  citadas,  aeordándooe  ¡a  entregad 
la  CámmUdadpooeedora  del  eapital  neeeoario  para  producir  la  renta  pu  k 
fué  aoignada  en  la  taeaeián  pericial,  pero  oin  comprender  él  producto  indt^ 
delaventa. 

Por  la  Real  orden  impugnada  le  limitó  al  importe  de  la  taaadón  peri> 
dal  la  entrega  á  nna  Oomonidad  religioaa,  dedieada  á  la  enaefianz^  del 
Talor  de  ana  Anea  poaeída  por  la  miama  y  enajenada  por  el  Estado;  7  el 
Tfibanal  Ck)ntenoioao  dictó  la  aentenda  qae  contiene  loa  aigaientef  con* 
aiderandoa,  viatoa  7  fallo: 

Oonaiderando  qae  la  finca  á  qae  eate  pleito  ae  refiere,  por  hallane  aoi 
prodoctoa  deatinadoa  á  la  inatracción  pública  ain  ingreaar  en  lai  Cajú  del 
Estado,  aebe  eatimarae.  comprendida  entre  loa  bienee  deaamortixableí  de 
Corporacionea  civiles,  aegún  la  enumeración  qne  de  dicboa  bienes  htceel 
art  10  de  la  lej  de  11  de  Jallo  de  1866;  7  aai  está  reconocido  por  la  mismi 
Administración,  tanto  en  la  vía  gubematiya  como  en  la  contenciosa: 

Oonaiderando  qoe  el  propósito  de  las  Ie7e8  desamortízadoraa  en  lo  ie> 
lativo  á  loa  bienes  de  Ck>rporaciones  civiles  fué  tan  aólo  cambiar  la  formí^ 
de  la  propiedad  por  motivos  de  otilidad  general,  pero  conaervando  i  los 
poseedores  el  capital  y  la  renta,  como  expresamente  se  declara  en  el  dicta* 
men  emitido  por  la  Oomisión  de  las  Cortea  sobre  el  pro7ecto  qae  despaéi 
faé  107  de  1.*  de  Ma70  de  186$: 

Considerando  qae  este  pensamiento  tiene  forma  concreta  7  precepÜTt 
en  el  art.  20  de  la  ¡07  citada  de  l.o  de  Ma70  de  1866,  según  el  caal  d  pro- 
ducto integro  de  la  venta  de  bienes  de  Beneficencia  7  de  Instracdón  pu- 
blica,  si  las  Corporaciones  competentes  no  bnbiesen  solicitado  7  obtraido 
otra  inversión,  se  destinará  á  comprar  títaloa  de  la  Deada  consolidada  al 
S  por  100  para  convertirlos  en  inacripdonea  iatranaleriblea  A  favor  de  los 
lef  eridoa  establecimientos,  á  loa  eoalea  se  asegura  desde  Inego  la  renta  tt* 
quida  que  produce  sus  fincaa: 

Oonaiderando  que  eate  precepto  ha  sido  reiterado  por  las  leyes  der 
amortisadoras  suoeaivas,  7  singularmente  por  la  de  31  de  Julio  de  1876i 
vigente  1^  realisarse  la  snbaata  de  qne  se  trata,  CU70  art  6.^  expresa  qoe 
las  ventas  de  bienes  desamortizados  de  Corporacionea  civiles  se  verifictiráa 
en  lo  sucesivo  á  pagar  en  metálico.  7  sus  productos  se  emplearán  aeceM* 
riamente  en  la  compra  de  Deuda  al  S  por  100  por  cuenta  7  á  favor  de  lu 
respectivaa  Corporaciones: 

Considerando  que  la  Real  orden  impugnada  en  este  pleito,  al  disponer 
qne  ei  capital  de  la  inacripción  que  ba  de  entregarae  á  la  Comunidad  de 
Religiosas  Agustinaa  de  Ohiclana  aea  el  necesario  para  producir  la  renta 
liquida  anual  de  686  pesetea  que  le  fué  aaignada  en  la  tasación  pecicial, 
pero  no  comprender  el  producto  íntegro  de  la  venta,  vulnera  las  dispoii* 
cionea  legales  que  se  dejan  citadaa. 

Visto  el  art  10  de  la  ley  de  11  de  Julio  de  1866: 

Viato  el  árt  SO  de  la  le7  de  1 .0  de  Ma7o  de  1866: 

Viato  el  art  6.0  de  la  ley  de  21  de  Julio  de  1876; 

Fallamos  que  debemos  declarar  7  declaramos  que  el  valor  de  las  ij^ 
cripciones  intranafériblea  de  la  Deuda  pública  mandadaa  entregar  á  la  Oo* 
monidad  de  Religiosas  Agustinaa  de  Ohiclana  en  equivalencia  de  1«  ^ 
Búm.  SO  antiguo  7  14  moderno  de  la  calle  de  la  Torre  de  la  ciudad  de  Ot- 
dis,  debe  ser  el  producto  líquido  obtenido  en  la  venta  de  la  misma  hecha 
por  el  Eatado.  En  cnanto  la  Real  orden  de  26  de  Dioiembee  de  1866  no  ee 
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háSié  eoníonne  oon  Mta  declaración,  ae  deja  dn  efecto,  y  en  lo  demáa,  ae 
eonflnna.— ^Sentencia  pablicada  el  80  Septiembre  de  1892,  é  inaerta  en  la 
Qaeda  de  6  de  Febrere  de  1898.) 
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SEzmorciA  (80  de  Septiembre  de  1892).— Om/rldticionef.  Eocpedienie  de 
mpremio.^Be  abanelve  á  fa  Administración  de  la  demanda  del  Banco  de 
£q>alla  contra  la  Real  orden  de  21  de  Agoato  de  1886,  y  ee  establece: 

2.^  Qie  09ñ  arreglo  al  art  8.^  del  Beglamento  de  31  de  Dtctem^^  de  1881, 
toda»  la»  irntancla»  y  doeumentoM  deben  pre»eñtar$e  en  el  papel  teUado  co- 
rrenondiente; 

x2.^  Que  el  art  If  del  mi»mo  Reglamento  dispone  que  en  cada  inetanda 
qw»  »»preaente  no  $e  pueda  fomuiligar  má»  que  una  8ola  reekmaeián. 

La  Delegación  de  Hacienda  de  Albacete  deyolvió  al  Banco  de  Espafia, 
paia  subsanar  defectos,  cierto  número  de  expedientes  de  apremio  entre- 
gados por  el  mismo.  Posteriormente  volvió  el  segando  á  presentar  algn- 
noa  de  diobos  expedientes,  con  la  petición  de  qoe  foeren  admitidos,  y  que 
la  eantidad  r^fesentada  por  cada  nno  se  tuviere  como  data  para  el  Banco. 
Por  la  Real  impugnada  se  denegó  esta  pretensión,  y  el  Tribunal  Conten- 
^oao  dictó  la  sentencia  que  contiene  los  siguientes  considerandos,  vistos 

Considerando  que  remitidos  á  la  Delegación  de  Contribuciones  los  249 
espedlMites  de  que  se  ba  becho  mención  en  el  primer  resultando,  con  íe- 
eha  11  de  Diciembre  de  1884,  los  acuerdos  que  en  ellos  habían  recaído 
quedaron  firmes,  puesto  que  hasta  el  día  6  de  Febrero  del  siguiente  año 
no  se  devolvieron  á  la  Delegación  de  Hacienda  loe  17  expedientes  de  que 
ae  trata  en  este  pleito  y  que  fotmaban  parte  de  los  249  antes  referidos: 

Considerando  que  los  17  oficios  con  que  sí  encabeza  el  expediente  que 
ha  producido  la  Real  orden  impugnada  no  pueden  considerarse  como 
otroa  tantos  recursos  de  alsada,  porque,  con  arreglo  al  art.  8.0  del  Regla' 
mentó  de  81  de  Diciembre  de  1881,  todas  las  instancias  y  documentos  de- 
ben presentarse  en  el  papel  sellado  correspondiente,  y  los  oficios  de  que 
ae  trata  aparecen  extmididos  en  papel  simple: 

Considerando  que  no  pueden  tampoco  estimarse  en  un  solo  recurso^ 
ni  entender  subsanado  el  defecto  de  papel  empleado,  con  el  pliego  de  claae 
dosava  que  se  presentó  después  eomo  reintegro,  porque  el  art.  17  del 
mismo  Reglamento  dispone  que  en  cada  instancia  que  se  presente  no  se 
pueda  formiJisar  máaque  una  sola  reclamación,  y  habiendo  hecho  17  re- 
clamaciones el  Banco,  debió  aducir  igual  número  de  instancias: 

Considerando  que  de  lo  expuesto  se  deduce  que  el  Banco  de  Espafia» 
no  aólo  no  reclamó  en  tiempo  de  laa  resoluciones  del  Administrador  de 
Contribuciones,  sino  que  en  su  recurso  no  se  ajustó  á  las  disposiciones  vi- 


Vista  la  base  12  de  la  1^  de  81  de  Diciembre  de  1881: 
Yiatoa  los  artículoa  8»o  y  17  del  Reglamento  de  igual  fecha; 
Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  el  Banco  de  Espafia  con* 
tía  la  Real  orden  de  21  de  Agosto  de  1886,  la  cual  queda  firme  y  subsis- 
tenta^Senteneia  publicada  el  80  de  Septiembre  de  1892,  é  inserta  en  la 
Gaceta  de  6  de  Febrero  de  1898.) 
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SEHTiiroiÁ  ([80  de  Septiembre  de  lS92).-^Ex<íq^cume$  di¡ataria$.  In- 
competencia  de  jurüdtodón.'^Be  estim»  procedente  Ut  opuesta  por  el  Fieetl 
á  la  demanda  de  D.  Eagenio  Pineda  y  otro  contra  la  Real  orden  de  4  ám 
Enero  de  1887,  y  se  eetableoe; 

!•  Que  con  arreglo  al  afi,  46  ie  la  ley  de  IB  de  Sentiámbre  de  1888,  m 
incompácñte  el  Tfttmnal  Contendoeo  para  conocer  ae  loe  reenr$oe  coiUreí 
Bealee  árdenee  fue  carecen  del  indi^^sabU  re^uúUo  de  Iceionar  dereclumde 
carácter  adminutratívo  de  loe  demandantec: 

Y2fi  Que  loe  Begla$n«nto$  y  dieponeumee  en  que  h  fijan  conáickmea 
para  el  deeempeño  de  eargoe  pfibUcoe,  no  Henen  otro  cideh  que  d  de  dar  ga- 
rantía» de  la  capacidady  aptüud  de  loe  fue  nombrace^  puec  no  conetUuyem 
un  derecho  en  loe  nombrado»  para  impedir  que  te  preecinda  en  algún  ca»o  de 
ata»  regla». 

Por  la  Real  orden  impugnada  se  acordó  expedir  áD.  Ángel  TndoBcael 
titnlo  de  Procurador  de  la  Audiencia  de  Burgos,  y  el  Tríbuniol  Oonteneio- 
so  dictó  la  sentencia  que  contiene  los  siguientes  considerandos,  Tistos  y 
faUo: 

Considerando  que,  con  arreglo  al  precepto  consignado  en  el  ort  4C  dm 
la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  es  incompetente  este  Tribunal  pon  eo- 
nocer  de  la  cuestión  que  le  ha  sido  sometida  en  el  presente  recurso,  por 
cuanto  la  Real  orden  que  en  el  mismo  se  impugna  carece  del  lequisilo  in- 
dispensable de  haber  inferido  lesión  A  un  derecho  de  carácter  administra- 
tivo de  los  demandantes: 

Oonsiderando  que  esta  lesión  no  existe,  porque  ni  el  núm^Mro  de  loa 
Procuradores  es  fijo,  ni  por  el  nombramiento  hecho  á  favor  de  D.  Ángel 
ludanca  se  ha  privado  á  nadie  de  ascensos  que  no  existen,  ni  se  ha  tra- 
tado de  un  concurso  en  el  que,  con  la  elección  de  una  persona  determi> 
nada,  hubiera  podido  causarse  perjuicio  á  los  no  nombrados: 

Oonsiderando  que  tampoco  existe  la  lesión,  porque  no  hi^  un  derecho 
preexistente  establecido  á  favor  de  los  demandantes  que  haya  podido  ser 
lastimado,  toda  vez  que  los  Reglamentos  y  disposioionas  en  que  se  fijan 
condiciones  para  el  áesempefio  de  cargos  públicos  no  tienen  otro  objeto 
que  el  de  dar  garantías  de  la  capacidad  y  aptitud  de  los  que  nombran^ 
pero  no  constituyen  un  derecho  en  los  nombrados  para  impedir  que  wo 
prescinda  en  algúu  coso  de  estas  reglas: 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  es  procedente  y  debe  admitirse  la 
excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jurísdicoión,  propocpta  como  pe- 
rentoria  por  el  representante  de  la  Administración. 
'  Visto  el  art.  1  o  de  la  ley  de  48  de  Septiembre  de  1888: 

Visto  el  párrafo  segundo  y  el  art,  48,  párrafo  segundo,  de  la  diada  Jí^y; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedente  la  exoepeíón 
dilatoria  de  incompetencia  alegada  como  perentoria  por  el  £íscal;  y  en  su 
consecuencia,  archívese  el  rollo  y  devuélvase  el  expediente  al  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia.— fSentencia  publicada  el  80  de  Septiembre  de  189a, 
ó  inserta  en  la  G^aceta  de  6  de  Febrero  de  1898.) 
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SximiroiÁ  <8  á%  Octubre  de  1892).— iSb-etciot  públieo$.  Caducidad  de 
tOñeedán.Se  abeoelve  A  la  Administración  de  la  demanda  interpuesta 
por  D.  Angosto  Ghirlanda  contra  la  Real  ofden  de  16  de  Enero  de  1891, 
7  se  establece: 

Que  ya  se  entienda  caducada  ó  ya  anulada  la  eonceeián  de  una  obra  jM»- 
bUca^oarreMponde  al  Eeiado  lafianMad^^oeitadajporelconceeionario. 

Por  la  Real  orden  impugnada  se  denegó  la  prórroga  pretendida  por  el 
demandante  para  el  tendido  y  explotación  de  un  cable  telegráfico  subma- 
rino en  la  costa  de  Oubs;  y  el  Tribunal  contencioso  dictó  la  sentencia  que 
contiene  los  siguientes  considerandos,  visto  y  fallo: 

Considerando  que  el  término  de  dos  afios  sefialado  para  el  estableci- 
miento del  cable  telegráfico  de  que  se  trata,  debe  computarse  desde  13  de 
Agosto  de  1888,  en  que  se  dictó  el  Real  decreto  de  concesión,  según  el 
nüsmo  demandante  ha  reconocido  en  sus  instancias,  y  que  si  bien  por  Real 
orden  de  7  de  Diciembre  se  amplió  el  plazo  fijado  para  la  presentación  d» 
los  estudios  correspondientes,  de  dicha  prórroga  en  nada  alteró  el  marcado 
á  la  ejecución  de  las  obras; 

Y  considerando  que  por  no  haberse  ésta  realisado  dentro  del  expresado 
termino  de  dos  afios,  son  de  aplicar  al  caso  los  preceptos  de  los  artícu- 
los 6.0  y  26  del  pliego  de  condiciones  aprobado  por  Real  orden  de  8  de 
Marso  de  1888,  y  ya  se  entienda  caducada  ó  anulada  la  concesión,  corres- 
ponde al  Estado  la  fianaa  depositada  por  el  concesionario,  en  observancia 
de  lo  mandado  por  el  art.  6.^  para  el  easo  de  incumplimiento  del  contrato. 

Visto  el  pliego  de  condiciones  para  el  establecimiento  y  explotación  de 
vn  cable  telegráfico  submarino  entre  la  isla  de  Cuba  y  la  República  Meji- 
cana, aprobado  por  Real  orden  de  S  de  Marco  de  1888,  artículos  4.o,  6.*, 
7.0  y  26; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Augusto  Ghirlanda 
contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Ultramar  en  16  de 
Enero  de  1891,  la  cual  queda  firme  y  subsistente. — (Sentencia  publicada 
el  3  de  Octubre  de  1892,  é  inserU  en  la  Oaeeia  de  6  de  Febrero  de  1898.) 
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BsNTBHCTA  (5  do  Octubro  de  1892).—(7ofi#iiMMt.  Beedeión  de  contrata, — 
8e  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Juan  Rivera  contra 
la  Real  orden  de  20  de  Mayo  de  1887,  y  se  establece: 

Que  et  improcedente  la  revoeación  de  una  Real  orden  que  al  decretar  la 
retcUián  de  un  contrato  con  pérdida  de  la  fianza,  $e  limita  á  cumplir  la  ley 
del  contrato  miento. 

Por  la  Real  orden  impugnada  se  rescindió  el  contrato  celebrado  con  el 
demandante  para  el  arriendo  de  consumos  de  Albacete  por  falta  de  ingre> 
so  del  precio  del  arriendo;  y  el  Tribunal  OontendosQ  dictó  la  sentencia 
que  contiene  los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  el  pliego  de  condiciones  que  sirvió  de  base  al  con- 
tcuo  46  36 
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trato  celebrado  entre  la  Hacienda  y  D.  Juan  j^ivera,  prescribe  en  la  condi- 
ción 13  qae  el  arrendatario  lia  de  entregar  en  loa  cinco  primeros  díaa  d« 
eada  mes  el  importe  de  la  mensualidad  corriente  por  derechos,  recargos  y 
arbitrios;  y  afiade  en  la  condición  14  qne  si  el  contratista  no  verifica  A 
pago  en  el  plazo  expresado,  ni  en  los  días  siguientes  hasta  el  10  iDclnsive, 
•e  considerarA  legal  y  completamente  rescindido  el  contrato,  quedando  la 
fianaa  á  beneficio  del  £stado: 

Considerando  qae  D.  Juan  Rivera  dejó  de  satisfacer  el  importe  dé  las 
cuotas  correspondientes  á  Mayo  y  Junio  de  188tt  dentro  de  los  dies  prime- 
ros días  de  cada  mes,  y  por  consecuencia,  la  Real  orden  impugnada,  al  de- 
cretar la  rescisión  del  contrato,  con  pérdida  de  la  fianza,  se  limita  á  coni' 
plir  lo  previamente  ordenado  por  la  ley  del  contrato: 

Considerando  qne  no  pndo  servir  de  excusa  al  arrendVitario  para  dejar 
de  cumplir  sus  compromisos  el  tener  pedida  con  anterioridad  la  rescisión 
del  contrato,  por  cuanto 'esta  petición,  formulada  en  16  de  Marzo  de  1886, 
fué  desestimada  el  mismo  día  por  el  Delegado  de  Hacienda  en  providencia 
contra  la  cual  el  interesado  no  ntilisó  ningún  recurso: 

Considerando  que  tampoco  puede  justificar  el  incumplimiento  del  con- 
trato por  parte  de  Rivera  el  hecbo  de  no  haberle  entregado  la  Administra- 
ción, al  hacerse  aquél  cargo  del  arriendo,  las  relaciones  de  existencias  y 
conciertos  particulares,  pues  ésta  falta  sólo  podía  darle  derecho  para  pedir 
en  tiempo  y  forma  reglamentarios  indemnización  de  perjuicios,  caso  de 
haberse  producido,  pero  en  modo  alguno  le  autorizaba  para  considerarse 
relevado  de  sus  obligaciones. 

Vista  la  condición  18  del  pliego  de  condiciones  que  sirvió  de  base  á  ta 
subasta: 

Vista  la  condición  14  del  mismo  pliego;  ^ 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  da  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Juan  Rivf  ra 
contra  la  Real  orden  de  SO  de  Mayo  de  1887,  la  cual  qneda  firme  y  subsis- 
tente.—(Sentencia  pnbUcada  el  6  de  Octubre  de  1893,  é  inserta  en  la  Ga- 
ceta de  6  de  Febrero  de  1898.) 
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SsNTnfoiÁ  (6  de  Octubre  de  1892\ — DeBamortizadón.  Denuncia  de  bie- 
nes,— Se  revocfi,  en  parte,  la  Real  oraen  de  8  de  Julio  de  1887  impugnada 
por  la  Comunidad  de  Religiosas  de  Santa  Clara  de  Ribadeo,  y  se  establece: 

Qtée  al  Estado  corresponde  la  incautación  y  venta  de  lot  bienes  de  las  fun- 
daciones benéficas  comprendidas  en  las  leyes  desamortizadoras,  debiendo  in- 
vertirse el  producto  integro  de  la  venta  en  títulos  intrantfertbles  de  la  Deuda 
pubUca  á  favor  de  hs  patronos. 

Por  la  Real  orden  impugnada  se  acordó  la  incaatadón  y  venta  de  cier- 
tos bienes  poseídos  por  la  Comunidad  demandante,  á  la  cual  fueron  dona- 
dos por  Doña  Antonia  Saavedra,  última  nsafructnaria  de  los  mismos  y 
quien  los  heredó  de  su  hermano  D.  José,  con  la  condición  de  disponer  de 
ellos  para  obras  de  beneficencia  y  de  utilidad  pública.  El  Tribunal  Con- 
tencioso dictó  la  sentencia  que  contiene  los  siguientea  considerandos,  vis- 
tos y  fallo: 

Considerando  que  D.  José  Sasvedra  ordenó  en  sa  testamento  la  inver- 
aión  de  sus  bienes  en  obras  de  benefieencia  y  utilidad  púbtica,  y  en  com* 
pUmieato  de  sata  terminante  4ispoaieíón»  Dofia  Antonia  Baavedra  doné  loa 
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%léiie«  referidos  á  la  Oomanidad  de  Religiosas  de  Santa  Olara  de  Ribadeo, 
para  qae  los  aplicase  á  mantener  y  dotar  jóvenes  qae  quisieran  tomar  el 
iiábito,  autorizándola,  sin  embargo,  para  emplear  annalmente  1.000  reales 
«n  objetos  del  cnito,  y  con  prohibición  absoluta,  bajo  pena  de  nalidad,  de 
destinar  las  rentas  á  objeto  distinto  de  los  expresados: 

Considerando  qae  de  la  Yolnntad  del  testador  y  de  la  forma  en  qne 
esta  volontad  fué  cumplida  por  Doña  Antonia  Saavedra,  resultó  la  exis 
tenda  de  una  masa  de  bienes  destinados  á  un  fin  esencialmente  benéfico, 
cuya  realización  se  encomendó  á  la  Comunidad  demandante: 

Considerando  que  esta  masa  de  bienes,  por  su  carácter  y  objeto  cons 
Ütoje  una  verdadera  fundación  benéfica  de  las  comprendidas  en  las  leyes 
desamortizadoras,  y  por  consecuencia  al  Estado  corresponde  la  incauta 
eión  y  venta  de  aquélla: 

Considerando  que  el  producto  íntegro  de  la  renta  debe  invertirse  en 
títulos  intransferibles  de  la  Deuda  pública,  á  favor  de  la  Comunidad  de 
8anta  Clara  de  Ribadeo,  por  ser  ésta  la  que  en  la  actualidad  ejerce  el  pa- 
tronato de  la  fundación. 

Vista  la  ley  de  f**  de  Mayo  de  1866,  art.  l.o: 

Visto  el  art.  20  de  la  misma  ley: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  los  bienes  de  D.  José 
Saavedra,  donados  por  su  hermana  á  la  Comunidad  de  Religiosas  de  Sama 
Ciara  de  Ribadeo,  pertenecen  á  los  clasificados  como  de  beneficencia,  y 
procede  su  incautación  y  venta  por  el  Estado,  así  como  la  entrega  de  las 
correspondientes  inscripciones  intransferibles  por  el  producto  íntegro  de 
la  venta  á  la  Comunidad  demandante;  en  lo  que  fuese  conforme  con  estas 
declaraciones  la  Real  orden  impugnada  de  8  de  Julio  de  1817,  se  confirma, 
y  en  lo  que  no  lo  fuese,  se  revoca. — (Sentencia  publicada  el  6  de  Octubre 
de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  6  de  Febrero  de  1898.) 


390 

Sentencia  (O  de  Octubre  de  1892).— 7rwfru(?ct(ín  pública.  Incorporacióm 
de  estudios. — Se  revoca  la  Real  orden  de  7  de  Enero  de  1887,  impugnada 
por  D.  Andrés  Miralles,  y  se  establece: 

Que  loM  leyes  que  restringen  derechos  concedidos  por  virtud  de  disposido 
nes  anteriores,  no  tienen  efecto  retroactivo. 

Por  la  Real  orden  impugnada  se  relevó  al  demandante  la  incorporft^ 
ción  á  la  facultad  de  ciencias  de  varias  asignaturas  qne  tenía  aprobadas 
en  las  Escuelas  especiales  de  Artillería  é  Ingenieros  agrónomos,  y  el  Tri- 
bunal Contencioso  dictó  la  sentencia  que  contiene  loa  siguientes  conside 
randos,  vistos  y  fallo. 

Considerando  que  el  actor  solicitó  la  incorporación  á  la  Facultad  de 
Ciencias,  Sección  de  Físico-Matemáticas,  de  las  asignaturas  que  tenia  car 
ssdas  y  aprobadas  en  las  Escuelas  especiales  de  Artillería  y  de  Ingenieros 
agrónomos  cuando  estaba  en  vigor  el  Real  decreto  de  18  de  Agosto  de 
1886,  y  apoyándose  en  el  derecho  que  le  otorgaba  el  »rt.  27  de  este  Real 
decreto,  solicitó  se  le  hiciesen  efectivos  los  beneficios  que  por  dicho  ar- 
ticulo se  concedían  á  loe  que  se  encontrasen  en  el  mismo  caso  y  circuns- 
tancias en  que  se  hallaba  D.  Andrés  Miralles: 

Considerando  que  éste  adquirió  un  derecho  por  virtud  de  la  meoelo- 
nada  disposición,  cayo  cumplimiento  pidió  en  tiempo,  toda  ves  que  lo  so- 
licitó cuando  se  encontraba  en  vigor,  y  que  el  hecho  de  que  una  medid* 
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miaitierial  posterior  hay»  yonido  á  derogar  mqael  Real  decreto,  en  nmá»- 
puede  perjadicar  al  demandaote  por  el  principio  de  qne  laa  leyes  qoe  re»^ 
tringen  derechoe  concedidoe  por  virtad  de  dispoaicionee  anteriores  no- 
tienen  efecto  retroactivo: 

OoDsiderando,  en  sa  consecaencia,  qne  íónkialada  por  Miralles  su  peti- 
ción cuando  esUba  en  vigor  el  Real  díecreto  de  18  de  Agosto  de  1886,  éeta^ 
era  la  única  legislacidn  aplicable  y  no  la  aplicada  por  la  Real  orden  qoe  se 
impama,  porqne  no  es  culpa  del  interesado  el  qne  la  resolución  de  sn  so- 
licitud no  recayera  inmediatamenie,  dándose  Ingar  con  tal  dilación  á  qoe 
se  dictara  el  Real  decreto  de  6  de  Febrero  de  1886,.  derogatorio  del  ante- 
irior,  el  cual  no  es  aplicable  al  caso  de  antes,  porque  éstas  disposiciones  s» 
dictan  siempre  para  lo  sucesivo: 

Y  considerando  que  por  haber  justificado  el  actor  con  la  presentación 
de  lae  oportunas  certificaciones  el  hecho  de  tener  aprobadas  en  las  Escue- 
las especiales  de  Artillería  y  de  logenieros  agrónomos  las  asignaturas  coya- 
incorporación  pedía,  y  serle  aplicable  el  beneficio  que  otorgaba  el  art.  27 
dei  R«al  decreto  de  18  de  Agosto  de  1885,  que  se  hallaba  en  vigor,  al  for- 
mularse dicha  pretensión,  tiene  perfecto  derecho  á  la  incorporación  por  él 
solicitada,  y  en  tal  concepto  procede  la  revocación  de  la  Real  orden  im- 
pagnada  en  esta  demanda. 

Visto  el  art.  27  del  Real  decreto  de  18  de  Agosto  de  1885: 

Visto  el  art.  l.o  del  Real  decreto  de  5  de  Febrero  de  1886; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  de  7  de^ 
Enero  de  1887,  y  declarar,  como  declaramos,  que  D.  Andrés  Miralles  tiene 
derecho  á  que  se  incorporen  en  la  Facultad  de  Oiencias,  Sección  de  Físico- 
Matemáticas,  las  asignaturas  que  líene  aprobadas  en  las  Escuelas  especia- 
l<'S  de  Artillería  y  de  logenieros  agrónomos.~(Sentencia  publicada  el  6  de 
Octubre  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  14  de  Febrero  de  1893.) 
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SsNTSKOii  (6  de  Octubre  de  1892).— iir&t^rio».— Se  confirma,  en  parte^ 
la  sentencia  del  Tribunal  local  de  Puerto  Rico,  en  pleito  promovido  por  la. 
raaón  social  Latimer  y  Fernández  y  apelada  por  el  Fiscal,  y  se  establece: 

Í.O  Que  el  Tribunal  no  puede  reiolver  sobre  extremos  que  no  han  sido  ob- 
jeto de  la  resolución  reclamada: 

2.0  i¿ue  no  es  posible  aceptar  en  buenos  principios  económicos  y  de  justicia 
que  por  un  mismo  concepto  se  cobren  dos  tributaetones  ó  impuestos; 

Y  3,0  Que  la  imposición  de  costas  debe  ser  motivada  porque  constituye 
«ma  pena  con  la  que  el  art,  93  del  decreto  ley  de  23  de  Noviembre  de  1888  co- 
rrige la  temeridad  del  litigante. 

£1  Tribunal  local  de  Puerto  Rico,  por  sn  mencionada  sentencia,  mand6 
devolver  á  los  Sres.  Latimer  y  Femándes  las  cantidades  satisfechas  como- 
oonsignatarios  de  un  barco  por  derechos  de  interpretación  y  de  limpia  del 
paerto,  é  impuso  las  costas  á  la  Administración;  y  el  Tribunal  Contencioso 
dictó  la  sentencia  que  contiene  los  siguientes  considerandos,  visto  y  fallot 

Considerando  qoe  si  bien  el  actor  en  el  escrito  de  demanda  solicitó  que- 
so impusieran  las  costss  á  la  Administración,  y  el  Tribunal  accedió  á  ello^ 
la  sentencia  no  consigna  fundamento  alguno  para  justificar  esta  parte  de 
so  fallo,  y  siendo  la  imposición  de  costas  una  pena  con  la  que  el  art  93  del 
decreto-ley  de  28  de  Noviembre  de  1888  corrige  la  temeridad  del  litigante», 
es  evidente  que  debió  ser  motivada,  sin  que  baste  á  demostrar  su  prooe- 
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•^tieodft,  la  «oUcftción  qne  por  parte  de  la  AdminletracIdD  aetira  ee  hfdeía 
de  la  diepósioión  sobre  la  caal  ínndó  aa  acuerdo,  poeato  qoe  jastameBW 
para  deparar  el  acierto  con  qae  aquélla  procedió  faé  para  lo  que  ae  promo- 
Tló  el  litígio: 

Ck>D0HleraQdo  qae  la  neoeaidad  de  aclarar  eate  extremo,  referente  á  laa 
eostaa,  hace  también  qne  no  exista  temeridad  por  parte  de  la  Administra- 
ción  al  interponer  el  preaente  recnrao  de  alzada  ante  el  Tribunal  anperior. 

Viato  el  art  93  del  decreto  lej  de  28  de  Noviembre  de  1888; 

6e  confirma  la  sentencia  recarrida,  en  cnanto  revoca  la  reaolndón  de  la 
Intendencia  general  de  Hacienda  de  Puerto  Rico  de  96  de  Marso  de  1890, 
y  manda  devolver  á  la  rasón  social  Latímer  y  Fernándes  laa  cantidadea 
que  ezpreaa,  y  se  deja  sin  efecto  la  repetida  sentencia  en  cuanto  impone 
las  costas  del  pleito  á  la  Adminiatradón.— (Sentencia  publicada  el  6  de  Oc- 
tabre  de  1899,  é  inserta  en  la  C^aoeto  dea4  de  Febrero  de  1898.) 
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HvNTBirciA  (7  Octubre  de  1899).— JBrcfpcionfs  pfrentoria$.  IneomptUn- 
cia  de  jurisdiceión. — Se  declara  la  del  Tribunal  para  conocer  de  la  deman- 
da de  D.  Juan  Alvares  contra  la  Real  orden  de  16  de  Marzo  de  1888^  j  aa 
establece: 

i.<>  Qw!  según  tiene  declarado  la  jurisprudencia  conHantCy  lo$  arrendaía- 
ríos  y  adnánietradores  del  impuesto  de  dnsumos^  sea  cualquiera  el  concito 
en  cuya  wrtud  ejerzan  el  cargo^  carecen  de  personalidad  para  reclamar  en  vía 
contenciosa  las  resoluciones  de  la  Administración  sobre  la  exacción  de  dicho 
impuesto,  no  sólo  porque  como  agentes  y  delegados  que  son  de  aquéllas  no  pue- 
den ir  contra  las  decisiones  adoptadas  por  tas  Autoridades  de  quienes  depen- 
den, sino  también  porque  no  pueden  alegar  en  su  favor  derecho  alguno  per- 
fecto que  agravien  las  expresadas  resoluciones: 

a.o  Que  esta  doctrina  de  la  jurisprudencia  ha  sido  convertida  en  preeep^ 
legal  en  el  Reglamento  vigente  de  lo  contencioso,  cuyo  art.  6S*  dice  que  no  po- 
drán ser  reclamadas  las  resoluciones  administrativas  por  los  particulares, 
cuando  obren  por  delegación  ó  como  meros  agentes  ó  mandatarios  de  la  Admi- 
nistraeión; 

Y  3.0  Que  las  e%testiones  de  competencia,  como  de  orden  público,  pueden 
,  promoverse  y  deeidirseybien  á  instancia  de  parte  ó  bien  de  ofido,  en  cualquier 
estado  que  tenga  el  pleito. 

Por  la  Beal  orden  redamada  se  confirmó  el  acuerdo  de  la  Delegadón 
de  Hadenda  de  Oviedo,  declaratorio  de  la  nulidad  de  un  expediente  de 
apremio  promovido  por  el  demandante  como  arrendatario  de  conaumos;  j 
el  Tribunal  contencioso  dictó  la  sentencia  que  contiene  los  dgnientes  eon> 
aiderandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que,  según  tiene  declarado  la  jurisprudencia  conatante, 
loa  arrendatarios  y  adminiatradorea  del  impueato  de  Conaumos,  sea  cual- 
quiera el  concepto  en  cuya  virtud  ejercen  el  cargo,  calecen  de  peraonaH- 
dad  para  reclamar  en  vía  contendoaa  las  resoluciones  de  la  Administra- 
ción sobre  la  exacción  de  dicho  impuesto,  no  sólo  porque  como  agentes  j 
delegados  que  son  de  aquéllas  n#'pueden  ir  contra  las  decisiones  adopta- 
das por  las  Autoridadea  de  quienea  dependen,  dno  también  porque  no 

pueden  alegar  en  au  favor  derecho  alguno  perfecto  que  agracien  las  ex- 

apresadas  resoluciones: 

Ooiíaiderando  que  esta  doctrina  de  la  jurisprudenda  ha  sido  conveitida 
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eQ  preoepiD  legal  en  el  Beglameoto  vigente  de  lo  contencioeo,  cayo  ártico* 
lu  6.®  dice  qoe  no  podfán  ser  reclamadM  ím  resolacionee  «dmiAiaintiTa». 
por  loe  partÍGolareSy  cuando  obren  por  delegación  ó  como  meroe  agentee  6- 
mandatarioe  de  la  Administración: 

GoneideMmdo  qne  en  tal  aentido,  por  no  trataree  en  el  presente  caso 
de  la  inteligencia  del  contrato  del  arriendo  de  loa  Conanmot  de  Oolunga^ 
•i  no  de  la  exaeción  del  impuesto  á  D.  Pablo  Péreaá  bíjoa  y  D.  Manuel 
Gonsáles,  y  porque  la  resolución  reclamada  no  ha  vulnerado  derecbo  al- 
goso preexistente  del  actor,  es  incompetente  este  Tribunal  para  conocer 
déljreoorso  de  qoe  se  trata,  toda  ves  que  ea  la  Beal  orden  qoe  se  impogn« 
ao  oonourren  todoe  los  requisitos  que  exige  el  art*  1.^  de  la  ley  de  18  de 
Septiembre  de  1888; 

Y  considerando  que  las  cuestiones  de  competencia,  como  de  orden  pú* 
blico,  pueden  promoverse  y  decidirse,  bien  á  instancia  de  parte  ó  bien  ám- 
oficio,  en  cualquier  estado  que  tenga  el  pleito. 

Vistos  los  artículos  l.o  y  2.o  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888: 

Visto  el  párrafo  segundo  del  art  46  de  la  ley: 

Visto  el  art.  6.o  del  Reglamento  de  39  de  Diciembre  de  1890; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  este  Tribunal  es  in- 
competente para  conocer  de  la  demanda  dedocida  á  nombre  de  D.  Joan 
Alvares  Arechandieta  contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  der 
Hacienda  en  15  de  Marxo  de  1888.— (Sentencia  publicada  el  7  de  Octobr» 
de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  14.de  Febrero  de  1893.) 
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Auto  (7  de  Octubre  de  1893).  £co^pcioiM#  dUatorias.  IncómpeUntia 
éé  jmiadicoión  y  defecto  legai—8^  declara  procedente  la  primera,  opuesta 
por  «el  Fiscal  á  la  demanda  de  D.  Miguel  Ángel  Trilles  contra  la  Beal  or- 
den de  9  de  Marao  de  1892,  y  se  estableoe: 

Ifi  Qiée  en  todos  loe  eoncur$o$  e»  enteramente  libre  y  dUoreoional  Ufa- 
cultad^dí  la  Ádmwütración  fara  adjudicar  la  obra  de  que  se  trate  á  (mal- 
qmm^  que  h(^a  presentado  proyecto  á  proposudán,  siempre  y  cuando  qua 
haya  llenado  por  su  parte  las  condiciones  previamente  fijadas,  y  con  arrefl» 
á  ms  cuales  resulte  hecha  la  convooíUoria^  siendo  ésta  la  única  Imitaeión  un- 
pmestaá  aquella  libre  facultad  y  el  único  derecho  que  puede  nacer  á  faifor  de 
ios  que  llenan  las  expresadas  condiciones: 

2.^  Que  por  ser  éste  un  derecho  inmanente  y  escnciiü  en  la  Administra- 
don,  no  puede  estimarse  renunciado  por  oirennstancias  algunas,  sino  que,^  an- 
tse  al  contrario,  todas  las  oondidones  eon  arreglo  a  las  cualee  el  concurso  ee 
haya  celebrado^  deben  entenderse  en  armenia  eon  aquel  derecho^  y  node  u¡^ 
modo  que  en  lo  más  mínimo  lo  violente  6  contrarié:  , 

d.o  Que  no  procede^  con  arreglo  al  núm.  !•  del,  art.  4.^  de  la  ley  de  J3  de 
Septiftnore  de  1883,  d  recurso  contencioso  contra  una  resolución^  que  no  trnt- 
mera  los  derechos  del  actor,  y  no  reúne,  por  oofí^siguiente^  los  requisito*  fu/t 
exw  el  art  1.^  de  la  referida  ley; 

X  4.0  Que  es  improcedente  la  excepción  de  dtfecto  legal  opuesta  á  una  de- 
masuU»^  en  la  que  concttrren  los  requisitos  que  previene  ti  art.  42  de  la  ley. 

Por  Real  decreto  de  10  de  Julio  de  1891  se  aprobaron  el  programa  y 
pliego  de  condiciones  para  la  obra  de  escoltura  del  centro  de  Ii^  lachada 
del  edificio  destinado  á  Bibliotecas  y  Museos,  consignándosela  copdicióii 
de  %oe  el  escoltor,  antor  del  boceto  qoe  la  Academia  de  Bellas  Artes  de 
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SftB  FeroftDdo  coDsidere  merecedor  del  premio,  recibirla  el  encargo  de  eje 
cutar  la  obra.  En  setión  por  aqoélla  celebrada  al  efecto,  obtayieron  once 
TOtoa  loa  Srea.  Tríllea  y  Querol,  decidiendo  el  empate  á  favor  del  primero 
el  Preaidente  de  la  Corporación.  Poateriormente  nn  Académico  rectificó 
■a  TOto,  en  el  aentido  de  ser  so  propóaito  el  de  emitirlo  en  aquella  aeafón 
á  lavor  de  la  mayoría. 

Por  la  Beai  orden  impugnada  se  diapnao  encargar  el  expreaiedo  trabajo 
al  8r.  Qaerol,  y  el  Tribonal  Contaiicioao  dictó  la  sentenoiaqüe  contime 
loa  Bigoientea  considerandos,  yiatoa  y  fallo: 

Oonaiderando  qoe  en  todoa  loa  conenraoa  ea  enteramente  libre  y  tiia- 
credonal  la  facultad  de  la  Adminiatracióo  para  adjudicar  la  obra  de  qne 
•e  trata  á  cualquiera  que  haya  praaeiitado  proyecto  ó  propoaición,  aiempra 
y  cuando  qoe  baya  llenado  por  aa  parte  laa  condicionea  previamente  fija- 
daa,  y  con  arreglo  á  laa  coalea  resulte  hecba  la  convocatoria,  siendo  óata 
la  üoica  limitación. impneata  á  aquella  ubre  facoltad  y  el  único  dfvecbo 
que  puede  nacer  á  favor  de  loa  que  llenan  laa  expreaadaa  condiciones: 

Oonaiderando  que  por  aer  éate  nn  derecho  inmanente  y  eaendal  en  la 
Administración,  no  puede  eatimarae  renunciado  por  circunstancias  algu- 
nas, sino  que,  antea  al  contrario,  todaa  laa  oendkionea  con  arreglo  á  laa 
eoalea  el  concurso  se  haya  celebrado,  deben  entmaderse  en  armonía  con 
aquel  derecho^  y  no  de  un  modo  qne  en  lo  máa  mínimo  lo  violente  ó  con- 
Iraiíe: 

Ckmaiderando  que,  en  tal  aentido,  la  c<»dición  fijada  eo  el  presente 
caso  y  que  se  copia  en  el  resultando  prioaero,  aon  cuando  á  primera  vista 
pudiera  constituir  una  delegación  accidental  y  drconatanciada  hecha  por 
•1  Miniaterio  de  Fomento  en  la  Beal  Academia  de  Bellaa  Artes  de  San 
Femando,  que  en  ana  relaciones  con  el  Gobierno  no  es  nn  más  que  un 
Gaerpo  oonaultiTO,  ni  ana  palabraa  aon  tan  absolotaa  y  terminantes  que 
motoricen  sin  género  alguno  de  doda  aquella  hipóteais,  no  confirmada  por 
ninguna  otra  dáfwnla  ó  condición^,  ni  mucho  menos  pueden  implicar  que 
la  Adminiatcacién  quedara  privada  de  la  facultad  de  apreciar  todaa  laa 
droonatanciaa  del  caso,  y  de  hacer,  en  vista  de  aer  éataa  muy  especialee 
y  calificadas,  la  adjudicación  en  uso  de  sa  derecho  á  quien  tuviera  por 
convenieate  y  hubiera  llenado  previamente -laa  condiciones  del  coocurao: 

Oonaiderando,  por  lo  expuesto,  que  la  Real  orden  impugnada  sobre 
baiber  aido  dictada  por  la  Adnuniétración,  en  uao  de  auaíamltadea  discre- 
ciooales,  y  estar,  por  consiguiente,  excluida  de  la  contención  administra- 
tiva, con  arreglo  al  núm<  l.o  del  art.  4 />  de  la  ley  de  18  de  Septiembre 
de  1888,  no  ha  vuUierado  derecho  alguno  del  actor^  puesto  que  niaituno 
le  adstía  6  qoe  á  él  preciaamente  le  fueran  adjudicadaa  laa  obras  eacuítórí- 
cas  de  que  se  trata,  y  no  reúne,  por  conaiguiente,  loe  requisitos  exigidoa 
por  el  art  l.o-de  la  referida  ley: 

Oonaiderando,  por  lo  que  ae  refiere  á  la  excepción  de  defecto  legal 
propueata  por  la  repreaentación  de  la  parte  coadyuvante,  qne  es  improce- 
dente por  haberse  llenado  en  el  escrito  de  formaliaación  de  la  demanda 
loa  requisitos  exigidos  por  el  art.  42  de  la  ley. 

Viatos  los  artículoa  l.o,  4.%  núm.  l.<»,  46  y  50  de  la  ley  de  13  de  Sep- 
tiembre de  1888; 

Se  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  ja- 
ríedioeién  alegada  por  d  Fiaeal,  y  en  au  Conaecuencia,  queda  sin  eurso 
esta  deaoandar  archíveae  el  rollo,  y  devoélvaae  el  expediente  gubernativo 
al  Miniaterio,  con  oertificacióo  de  eale  auto,  que  ae  publicará  en  la  Oaoeía 
ée  Madrid  y  á  au  tiempo  en  la  OoUódém  ié9tsÍa<tt».--(Aute  f^ha  7  de  Oc- 
tubre de  18»2,  é  inaerto  en  la  Qaeda  de  14  de  Febrera  de  1898.) 
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Sbntenota  (8  de  Octubre  de  1803).— DfMdei  púhliea.  Jiiteretei.— Se  ab- 
■aelTe  á  la  Adminietracióii  de  la  demanda  de  la  Gomooidad  de  Présbite- 
roe  de  San  Joan  de  Barcelona  contra  la  Real  orden  de  38  de  Agoeto  de 
1886,  y  se  establece: 

i¿ue  m  improeedeniñ  él  rseurso  itUerpmetto,  pa$a4ú  el  plago  de  w%  «lét»  qne 
fijan  d  art  15.  párr^f0  primero  del  Beal  decreto  de  i.*  de  Noviembre  de  1851, 
y  eHI^  déla  Inetmeeión  de  31  de  Dieéembre  eigwiente,  co^firmaáoe  poroirae 
dkpoeieionee  pooterioree,  entre  eilae  la  ¡ey  de  51  de  Dieiembre  de  1881. 

Por  la  Real  orden  impugnada  se  declaró  extemporáneo  el  leenrso  in- 
terpuesto por  la  Oomnnidad  demandante  contra  el  acuerdo  de  la  Direedóa 
general  de  la  Deuda  pública,  que  ordenó  la  couTersión  y  abono  del  eapi- 
tal  é  intereses  de  unas  láminas.  Bi  Tribunal  Contencioso  dictó  'la  senten- 
cia que  contiene  los  siguientes  considerandos,  visto  y  fallo: 

Considerando  que,  según  se  biso  constar  en  el  auto  de  38  de  Diciembre 
de  1880,  al  desestimar  la  excepción  dilatoria  alegada  por  el  Fiscal,  sólo 
puede  discutirse  y  reeolyerse  en  el  preeente  caso  lo  que  haya  sido  objeto  de 
discusión  en  la  TÜi  administrativa  y  resuelto  en  la  Real  orden  impugnada: 

Considerando  que  la  Beal  orden,  coya  revocación  se  pretende,  se  li- 
mita á  declarar  inadmisible  por  exteínporáneo  el  recurso  de  aliada  inter- 
puesto ante  el  Ministerio  de  Hacienda  contra  un  acuerdo  de  la  Disección 
general  de  la  Deuda: 

Considerando  que  el  recorso  de  abada  de  D.  Santiago  DIes  fué  Inter- 
puesto pasado  ya  el  plaso  de  un  mes  que  fijan  el  art.  16,  párrafo  primero 
del  Real  decreto  de  l.o  de  Noviembre  de  1861,  y  26  de  la  Instrucción  de 
81  de  Diciembre  siguiente,  confirmados  per  otras  disposiciones  posterio- 
les,  entre  ellas  la  ley  de  81  de  Diciembre  de  1881,  toda  ves  que  desde  14  de 
Julio  de  1883  en  que  recibió  la  carpeta,  hasta  32  de  Agosto  del  mismo 
año  en  que  interpuso  el  recurso,  transcurrió  más  tiempo  que  el  eirtablecido 
en  dichas  disposiciones. 

Visto  el  párrafo  primero  del  art  16  d^  Real  decreto  de  l.^  de  Noviem- 
bre de  1861; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge^ 
neral  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  Ramón 
Vinader  á  nombre  de  la  Comunidad  de  Presbíteros  de  San  Juan  de  Jern* 
salen  de  Barcelona,  contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de 
Hacienda  en  28  de  Agosto  de  1886,  la  cual  queda  firme  y  subsistente.— 
(Sentencia  publicada  el  8  de  Octobre  de  1803,  é  inserta  en  la  (Tócete  de  14 
de  Febrero  de  1893.) 
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SBnTBNOiA  (8  de  Octubre  de  lB^),^8ervieti>  púbHeo.  Btmeieián  de  e^n- 
trato.—B^  absuelve  á  la  Administoación  de  la  demanda  de  D.  José  Fernán- 
sandez  contra  la  Real  orden  de  7  de  Septiembre  de  1886,  y  se  establece: 

Qi»e .  el  incumpUmienio  de  loe  ótámulae  del  eomtrato  de  un  eerwio  pMieo 
produce  In  reediión  del  mkm},  y  tapérdida  de  la  cantidad  depoeitada para 
la  licuación. 
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Por  la  Real  ordea  impugnada  «e  deelaró,  por  hietimidimiMito  del  con* 
'trato,  la  readaión  del  celebrado  por  la  Administ.raciÓQ  coa  él  demandaote 
para  el  aaminlatrode  papel  de  cígarrilloa;  y  el  Tribimal  Gontendoao  dicté 
la  aenteneia  qoe  contiene  loa  algnlentea  oooaiderandoa,  viato  y  fallo: 

Considerando  qne  ann  cuando  laa  drconataociaa  tanitariaa  de  la  Pe- 
nínanla  y  laa  diapoddonea  que  en  aa  consecuencia  dictase  la  Direodón  de 
<8aaiidad  padiemn  haber  impedido  á  D.  José  Pernándei  Oómes  el  eampU- 
miento  del  contrato,  no  ha  podido  alegarlas  sin  haber  llenado  antea  los 
Teqnintoa  qne  para  la  formallsadón  del  nüsmo  exigen  las  dánsnlaa  noTo- 
na  y  dédma  del  pliego  de  condiciones  qne  aceptó: 

Conaiderando  qne  por  la  citada  clánsola  novena  cataba  obligado  á  afiaa- 
aar  el  complimiento  del  servicio  con  el  10  por  100  del  importe  de  las  can- 
tidades calculadas,  constituyendo  dicho  importe  en  la  Caja  de  Depósitos 
dentro  de  los  ocho  días  dguientes  á  la  fecha  en  que  por  cédula  se  le  noti- 
ücara  la  adjudicadón,  lo  cual  no  verificó  el  demaddante: 

Ck>ndderando  que,  según  la  cláusula  dédma  del  mismo  Talego,  en  el 
plaso  de  quince  diaa,  contados  desde  la  fecha  antes -mencionada,  debió 
otorgar  el  ezpreaado  contratista  la  correspondiente  escritura  pt&bHca,  lo 
-i]ue  tampoco  realfió,  incurriendo  por  lo  tanto  en  la  responsabilidad  pre- 
vista y  señalada  en  el  aegundo  párrafo  de  dicha  clánaula,  ó  sea  en  la  pér- 
dida de  la  cantidad  que  depoaitó  para  lidtar  y  dio  lugar  á  que  ae  tuviera 
lK>r  resdadido  el  contrato. 

Vistas  dichas  cláusulas; 

Fallanios  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
^leral  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  José  Pemándex  Qó 
mes  contra  la  Real  orden  de  7  de  Septiembre  de  188ft,  la  <;oal  queda  firme 
j  subsistente.-^(84*ntenda  publicada  el  8  de  Octubre  de  1802,  é  inserta  en 
la  Gaceta  de  14  de  Febrero  de  1893.) 
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Alfto  (8  de  Octubre  de  lB92).^ExeepeÍMe8  düatorias.  Ineompeteneia  éU 
JurtBdieeiáH.—S^  declara  procedente  la  opuesU  por  el  Fisr»al  á  la  demanda 
de  D.  Frandsco  Prat  contra  el  fallo  de  la  Delegadón  de  Hadenda  de  Ma- 
-drid,  y  ae  establece: 

Qiie  por  el  precepto  iermifumte  de  la  ley,  ti  meompetente  él  TrihMmalpara 
conocer  de  loe  reeureoe  mterpunloe  fuera  del  término  de  tre$  me$e$,  comiadoe 
^e$de  el  dia  eigmente  al  de  la  no^flcaeián  adminietraHva  de  la  reeolndán  re- 
domable. 

Por  el  fallo  redamado  se  dedaró  á  la  Sodedad  Prat  Hermanos,  repre- 
sentada por  el  demandante,  defraudadora  por  la  venta  al  por  menor  de 
acdte  mineral  dn  eatar  debidamente  matriculada;  y  el  Tribunal  Oonten- 
-d#so  pronundó  el  auto  que  contiene  los  siguientes  condderandos,  visto 
y  fallo. 

Considerando  que  por  precepto  terminante  de  la  ley,  ea  Incompetente 
-el  Tribunal  para  conocer  de  loa  recursos  interpuestos  fuera  del  término  de 
trea  meses,  contados  desde  el  dia  aigoiente  al  de  la  notificadóa  adminis- 
trativa de  la  reaolndón  redamable,  y  que  en  el  preaeote  caso,  por  ha- 
berse notíficsdo  al  demandante  la  resolaoíón  de  qne  recurre  en  S  de  Di- 
oiembre  de  1891,  según  reconoce  el  propio  interesado,  el  plazo  de  tres  mo- 
^•ea  había  esplt^o  con  notorio  exceso  en  90  de  If  árso  de  189a,  fecha  de  la 
f^resentadón  de  au  primer  escrito,  en  cuya  virtud,  y  por  habecse  dediidda 
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fuer*  del  plaio  lagml,  ei  Indadabie  la  iaooCDFeteiieU  á»\  TrÜMOial  pam  oo- 
jBoecr  ^ték  vecsrao. 

Vwlot  kM  artíciilot:7.<^,  46  jr  60  de  la  lej  de  18  de  Septiembre d0  1688, 
7  el  810  del  Reglamenta  de  29  de  Dieiembie  de  1890; 

8e  declara  procedente  la  excepeídn  dilatoria  de  incoaipeteiioia  de  jo* 
ffiediccidn  alegada  por  el  Fiecal;  queda  ein  cmao  la  demanda;  arehlreea  al 
lolio,  7  devaéWaee  el  expediente  al  Minieterlo,  eon  ceitificaoión  de  eate 
aute,  que  ee  publieaiá  en  la  Owtta  de  liairid^  é  ineertará  en  la  OokMdám 
if^MÍaJiea.— (Aoto  fecha  8  derOctnbre  de  1892»  é  iiuierto  en  la  dáosla  de 
14  de  Febrero  de  1898.)  * 
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Sbrtbkoia  (10  de  Octobse  de  1892).^06ra«ptc6Iíoa«.  AmptíadéHpmw^ 
jera  de  mi  puerto.^Qe  declara  la  incompet^nicia  del  Tribunal  Conlencioea 
para  conocer  de  laa  denuindae  aonmaladae  de  la  Sociedad  Batignollea,  coa* 
Ira  latf^fiealee  drdenee  de  9  de  Octnbre  de  1888,,  21  de  Majo  de  1886  7  M 
de  Hayo  de  1887;  y  te  abeoélve  á  la  Adminietracióa  de  laa  interpneata* 
por  aqvella  Sociedad,  contra  lae  de  7  de  l^oiriembre  de  1884,  6  de  Octobr» 
7  11  de  Noviembre  de  1886^  24  de  Mayo,  8  7  26  de  Janio^  ifi  de  JnUo,  9 
de  Agoeto,  10  7  18  de  Septiembre  de  1886, 22  y  81  de  Enero  7  9  de  Febrero 
de  1887  y  6  de  Jnlio  de  1888,  y  ee  eetablece: 

i.®  Qm  la  jmtkprHdet%eia  del  IVíbunal  OatUei^eioeo-admmietraUw}  Aa  de- 
elsrade  eenetantemente  que  el  ténminopara  reowrrir  ó  la  vía  emUeiMÍo$a  m^ 
permite  nupemión  ni  prórroga: 

J.^  Que  el  THbmnal  C<mteneio$o  carece  de  con^emeiapara  conocer  de  la9^ 
reoolueionee  que  iean  reproducción  de  otra»  aníerior^,  qpe  hayam  caucado  ee- 
todo  y  no  hayan  iido  reolamadai: 

3.^  Que  oído  y  vencido  en  juicio  un  litigante  tiene  fortoeamente  que  reepe^ 
tetr  el  fallo  dictado: 

4fi  Que  en  acuntos  de  obrae  púbUóas  y  concurriendo  la$  cireunetancia»^ 
de  kacene  neccMrio  el  uto  de  maierialee  no  comprendidoe  en  la  contrata,  de 
no  coneegwirBe  avenencia  en  ia  fijaeión  depreckm,  y  de  no  podéree  eubdmMir 
la  e^ra,  dispone  el  precepto  legal  queee  rele9c  al  oontratiaáa  de  la  dnu  deque^ 
mtrmie,  jMt  derecho  á  indemnisxusión  áe  ninguma  date: 

5P  Que  tratándose  de  obras  públicas,  demostrada  la  legalidad  de  una 
Beal  orden,  que  relevó  á  la  Sociedad  contreetista  de  parte  de  las  obrof,  no  pue- 
den earnar  lemón  alguna  á  los  intereses  de  didta  Bodeiad  las  resolueímes 
eomptameniarias  de  aquélla,  dict($das  para  su  ejeaueión  y  para  la  construecióm 
de  las  obras  no  comprendidas  ya  en  la  contrata: 

6S>  Que  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  46  de  la  ley  de  13  de  Sep- 
üemkre  de  1888.  el  Tribunal  Oontencioso  es  iHcompHente  para  conocer  deuna 
resoisicián  ^ue  no  reúne  los  requisitos  q%te,  como  necesarios  para  ser  impug- 
mmda  en  via  oentemiosa,  cTciae  el  art.  ho  de  ^queUa  ley: 

7.0  Que  tratándose  de  obras  públicas,  no  es  rasonable  estimar  necestiffa 
mna  rescisión  total,  cuando  ésta  existe  etndentemente,  y  ha  estado  en  tafo- 
amltad  del  contratista  obteneria  si  la  hubiera  pedido  en  causa  legak 

8.0  Que  sólo  devengan  intereses  ka  capitales  ciertos,  pero  no  los  deretísoa 
éneiertos  y  pendientes  de  liquidaeién  hasta  que  sea  conoada  su  cuantía; 

Yj¡^,^  Que  no  cabe  en  la  sentencia  pronunaiamiento  olgmM  sobre  pmUoo 
fUe  kan  podido  discutirse  y  no  lo  h(m  sido  par  u^untad  dd  iitig4tnte. 

Adlodicadaaen  eobaeta  á  0.  Adolle  Uotéi»  lae  obra»  de  ampliaelón  7 
ineiota  del  poarto  de  Málaga,  ee  eabmg6  en  loe<  deieohoe7  oblignctoae» 
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ém'Mqaái  lA  SodiMlad  demftiidMit&.  Solicitó  ésta  U  explotada  de  imevM 
cmntfraSf  por  ser  insoficiente  la  de  San  Telmo,  que  ja  explotaba,  paia  Ifi 
teriDhlaaite  d»  la#  obtaa  ea  el  plaso  teflalado. 

Habiendo  pedida  al  cosliatiata  uti  plato  de  aeia  aíloa  para  ooiiclair  laa 
obras,  coatadoa  deade  la  eatiega  de  laa  aoevaa  canteraa,  ae  reqaitíó  por  la 
Jaata  del  puerto  á  la  Saperioridad  el  acia  da  2$  de  Marso  de  1&88,  aegi'm 
la  eaal  ae  ezpk>tariaD,  4  uiáa  de  la  de  San  Tehao,  laa  de  Almelloaea  y  laa 


K1  logéoiero-ütrector  y  el  repreteolaate  de  )a  Sociedad  oonviaieroa  el 
acia  <to  10  de  Mayo  de  18SS,  coneedle&do  al  eoatratiata  el  aaticipo  necesa 
rio  para  el  deabrDcbe  de  laa  noevas  eanteraa  y  coaatmcoióa  de  ferrocarril 
para  llevar  loa  materialea  al  puerto  de  Saa  Telmo,  de  cayo  adelanto  babía 
de  reintegrarae  á  la  Janta  de  Obraa,  importando  ial  anticipo  cerca  de  doa 
millonea  de  peaetaa. 

Por  Real  ordcfn  de  9  de  Octnbre  de  1883  te  desaprueba  el  arta  de  28  de 
Harzo  del  mirimo  afio,  prescindiendo  de  la  cantera  de  laa  Tapias  por  no 
conaiderarse  basta  entonces  indispensable. 

En  instancia  de  ^9  de  Noviiembre  de  1883  solicitó  el  contratista  el 
empleo  de  laa  doa  nnevaa  canteras  de  Almelíónes  y  las  Tapias;  qoe  la 
Jnnta  entregase  antes  de  l.o  de  Enero  de  1884  la  primera,  y  la  segunda 
antea  de  l.o  de  Agesto  siguiente;  y  que  el  plazo  de  seis  afios  para  ejecutar 
laa  obraa  se  contase  desde  l.o  de  Enero  de  1884.  La  Real  orden  de  7  de 
Enero  del  mismo  afio  aprobó  las  actas  citadas,  concediendo  la  explotacióa 
de  las  trea  canteras,  debiendo  transportar  los  productos  de  las  nuevas  á 
San  Telmo,  por  camino  de  bierro;  y  fijaba  en  1.^  de  Marzo  de  1884,  la  íecba 
para  contar  loa  seis  afios  de  plazo  para  terminar  las  obras. 

Declarada  sin  efecto  la  Real  orden  de  7  de  Eoero  del  84,  por  Real  de- 
creto-sentencia de  28  de  Abril  de  1^5,  la  Socieclad  Batignolles  recurrió  en 
TÍa  contenciosa,  en  8  de  Agosto  del  mismo  afio  85,  contra  la  Rea)  orden  de 
9  de  Octubre  de  1883.  En  tramitación  este  pleito,  se  dictó  la  R^al  orden  de 
7  Noviembre  de  1884,  mandando  construir  por  cuenta  del  Estado  un  ferro- 
carril con  deatino  á  la  conducción  de  materiales  desde  la  cantera  de  Alme- 
llonea  al  puerto  de  Málaga.  La  Sociedad  contratista  interpuso  recurso  con- 
tencioso centra  esta  Real  orden,  pidiendo  se  declarase  que  esa  obra  era  de 
aa  exclusiva  competencia,  y  que  tenía  derecho  á  ser  indemnizada  de  lo» 
perjuicios  que  con  ella  se  le  cansaban. 

£o  cumplimiento  de  la  Real  orden  de  9,  de  Octubre  ya  citado,  que  des- 
aprobó el  acta  de  28  de  Marzo  de  1888,  la  cual  determinaba  el  precio  de  la 
piedra  procedente  de  las  canteras,  se  dictó  la  Real  orden  de  21  de  Mayo 
•de  1886,  disponiendo  se  procediese  á  la  fijación  de  nuevos  precios  contra- 
dictorioa. . 

Según  conata  de  actaa  notarialea,  ae  celebraron  conf ereaoiaa  entre  el 
lepsaaeatante  de.ia  Sociedad  y  el  logeniero-Direotor  loa  días  5,  8  y  10  de 
Junio  de  1885,  con  el  fin  de  fijar  el  precio  del  material  de  las  eanteraa,  y 
Bo  habiendo  habido  aven^icia,  aa  impugnó  e^  via  oonteedoaa  dicha  Real 
ardan  de  2 1  de  Mayo. 

Por  la  de  6  de  Octubre  de  1886  ae  relevó  á  la  Sociedad  contratiata  de 
la  aasalmeción  de  laa  eaeolleraa  que  figuraban  en  el  primitivo  proyecto,  y 
por  la  de  U  de  Noviembie  del  mismo  afio,  se  aprobó  el  de  una  via  férrea 
deade  la  cantera  de  San  TeJme  al  diqne  del  £ste^  autorizando  á  la  Jmsta. 
del  paerto  para  realisarlo  por  admioistiaci4^« 

Concedió  el  Comandante  de  Marina  de  Málaga  á  la  Sociedad  ana  parte 
de -la  playa,  qoe  tuvo  qoe  deaalojar  por  Mrden  de  aquella  Autoridad  para  la. 
ffjjanwi^a  de  laa  obcaa  dei  ferrocarril  deade  San  Tdmo  al  dique  del  £ate. 
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Beclsnift^t  esta  orden  por  ol  interatado,  foé  ooBflrmadft  por  Ui  Beil  esta 
de  18  de  Septiembre  de  1886. 

Pidió  el  coDtretiete  que  ooedMeii  sin  efecto  lee  Realeo  órdenee  de  T  de 
9oviemlnre  de  1884,  SI  de  Majo  y  6  de  Octubre  de  1885,  eieodo  deeeati- 
mada  eata  pretenaión  por  la  de  2é  de  Majo  de  1886,  qae  ordeaó  á  la  J«ata 
la  incaatación  deflnitlTa  de  la  cantera  de  €lan  Telmo;  y  por  otra,  de  igeal 
lecha  qne  eeta  última,  se  aatoriió  á  aquélla  para  atiiisar  el  material  dedl- 
oha  cantera  en  loa  diqnea  qne  habían  de  conatmiree  por  adminiatnwlén. 

Por  Real  orden  de  8  de  Junio  de  1886  se  aprobó  la  medición  del  foln- 
men  de  piedra  exiatente  en  nna  plataforma  de  la  cantara  de  San  Telmo  y  la 
cargada  en  vagonea,  y  el  precio  de  loa  Irabajoa  de  explotación  de  la  pi»lm 
y  posoa  para  nnevae  minaa;  medición  y  precioa  fijadoa  de  común  acneido 
por  el  Ingeniero-Director  y  el  contratieta. 

Se  expidió  la  Real  orden  de  S6  de  Janio  de  1886,  aprobando  oomo  de- 
ünitiyaa  la  medición,  yaloradón  y  liqnidación  de  laa  obraa  de  eanollera 
preaentadaa  por  el  logeniero  Director;  y  por  otra  de  igual  fecha  ae  confirmó 
la  negativa  de  la  Junta  á  concurrir  á  la  formación  de  nuero  iaventario  de 
loa  materialee  exiatentea  en  la  cantera,  denegando  la  pretenaión  del  con* 
4rati6ta  de  qne  ae  le  tomaae  la  herramienta. 

La  Real  orden  de  1.*  de  Julio  de  1886,  ordenó  á  la  Junta  de  Obraa  que 
para  atender  al  pago  de  la  indemnisación  reconocida  al  contratista  por  la 
•de  84  de  Mayo,  Teaervara818.8S8,48  peaetaa,  como  cantidad  máxima  áoae 
podría  aacender  la  indemnisación  que  el  Gobierno  fljara  en  an  día  por  la 
aegregación  de  laa  obraa  decretada. 

Se  autpendieron  indefinidamente  laa  obraa  del  dragado  por  Real  orden 
de  8  de  Agosto  de  1886,  y  la  de  10  de  Septiembre  aiguiente,  motivada  por 
nna  inetancia  de  la  Sociedad,  ae  limitó  á  repetir  lo  diapueéto  en  laa  de  84 
de  Mayo,  26  de  Junio  y  8  de  Agoato  del  miamo  afio  86;  por  otra  tambiéa 
de  10  de  Septiembre  del  86,  ae  ordenó  al  contratiata  que  deaalojara  laeao- 
^ra  de  materialee  y  demáa  efectoa,  y  por  otra  de  igual  fecha  qne  la  últi- 
mamente citada,  ae  denegaron  loa  intereaea  de  demora  deade  La  ejecndóa 
de  laa  obraa  qu9  produjeron  la  última  certificación  valorada. 

Gontra  laa  Realea  órdenea  de  11  de  Noviembre  de  1886,  dos  de  84  de 
Hayo,  8  de  Junio,  doa  de  26  de  Junio,  l.o  de  Julio,  8  de  Agoeto,  trea  del 
10  y  18  de  Septiembre  de  1886,  dedujo  la  Sociedad  contrWfta  demanda 
eontencioea. 

Por  Real  orden  de  28  de  Enero  de  1887  ae  reácindieron  laa  obraa  del 
dragado,  y  ae  liquidó  esta  parte  de  la  contrata,  diaponiendo  qne  la  Junta 
adquiriese  por  precio  convencional,  ain  aumento,  el  tren  de  dragar,  y  qna 
•e  reservaaen  fondos  en  cantidad  equivalente  al  8  por  100  de  laa  obras  de 
esta  claae  que  qnedaeen  por  ejecutar. 

Por  Real  orden  de  81  de  Enero  de  1887  ae  aprobó  el  proyecto  de  laa 
obraa  que  faltaban  por  ejecutar  en  ^  ferrocarril  de  Almelkmea,  y  el  preau- 
pueato  de  ejecución,  antoriaando  A  la  Junta  para  la  terminación  de  las 
obran. 

La  Real  orden  de  9  de  Febrero  de  188T  confirmó  el  acuerdo  de  la  Joata 
-que  mandó  deaalojar  el  andén  del  muelle  yiejo,  denegando  el  deredA  A 
indemnisación  por  loa  perjuicios  cansados  por  el  deaalojft. 

Se  expidió  la  Real  orden  de  88  de  Mayo  de  1887,  aprobando  la  vhA- 
ción,  raloraoión  y  liqnidación  provisional  delaa obraa  de  fábrica  fenns- 
ladea  por  el  lagenlero- Director,  mandando  ae  abonase  al  eootnitleta  alerta 
partida  como  liqnidación  adMonal,  aegún  diaponía^la  Real  orden  de  86  da 
Jnniode  1886. 

Reclamadas  pn  vía  eontencioea  laa  Reales  órdenes  de  28  y  81  de  Baeio, 
^  de  Febrero  y  28  de  Mayo  de  1887,  Con  la  súptteade  qne  se  deeresssa  la 
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TMdMto  )oUl  del  contrato  celebrado  con  U  Sociedad  Batignollee»  ee  mq* 
auiJó  eeta  demanda  á  laa  anteriorea. 

Por  Real  orden  de  6  de  Jolio  de  1888,  ee  aprobó  la  liqaidación  total  do 
laa  obraa  ejecatadaa  por  la  Sociedad  BaÚgnollea.  Becarrida  éata  en  Tía 
eontencioaa,  y  acnmaladae  todaa  lea  demandae  de  eate  pleito,  ae  pronandó 
por  el  Tribunal  Contencioao  la  aentencia  qbe  contiene  loa  aigaientea  con- 
aiderandoa,  viatoa  y  fallo: 

Conaiderando  que  en  eate  pleito  ae  impugnan  veinte  reaolacionea  mi- 
niaterialea,  dictadaa  deade  O  de  Octobre  d^l883  baata  28  de  Mayo  de  1887,. 
que  han  sido  reclamadaa  en  vía  contencioaa  en  aeia  demandaa  interpneataa* 
en  la  forma  prevenida  por  la  legislación  vigente  antea  de  la  ley  de  18  de 
Septiembre  de  1888,  y  ademáa  otra  Real  orden  de  6  de  Julio  de  1888,  qne  ha 
aim  objeto  del  recorao  eatablecido  conforme  á  dicha  ley,  decretándose  4. 
inetancia  de  la  parte  demandante  la  acnmulación  de  aqaellaa  seis  deman- 
das y  del  recurso  con  objeto  de  compendiar  en  un  solo  escrito  el  de  for- 
malisacíón  de  la  demanda,  todas  laa  peticiones  que  tenía  establecidas  en 
laa  aeia  primeraa,  algnnaa  de  laa  cuales  habían  de  ser  en  cierto  concepto 
modificadas,  pues  así  lo  exigían  las  diferentes  situaciones  legales  por  que 
había  paaado  tan  largo  y  complicado  asunto,  y  que  formalizada  la  de- 
manda general  aobre  eataa  baaes,  se  impone  como  cuestión  de  orden  la  de 
dictar  eate  fallo,  ajostándolo  á  cada  una  de  laa  peticiones  que  dicha  de- 
manda contiene,  ain  dejar  por  eso  de  modificar  cada  uoa  de  laa  demán* 
daa  acumuladas  que  forman  la  baae  de  los  pronunciamientos  y  declaracio- 
nes que  actualmente  se  solicitan  del  Tribunal: 

Conaiderando,  reapecto  de  la  primera  demanda  acumulada,  que  éata. 
fué  Interpuesta  por  la  Sociedad  de  BatignoUes  en  8  de  Agosto  de  1885 
contra  la  Real  orden  de  9  de  Octubre  de  1883,  que  le  había  sido  notificada 
en  20  del  mismo  mes,  y  ademáa  se  había  manifeatado  sabedora  de  ella  en 
la  instancia  que  dirigió  al  Miniaterío  en  29  de  Noviembre  aiguiente,  fuera» 
por  tanto^  del  plazo  de  aeia  meses  que  para  acudir  á  la  vía  contenciosa 
fijaban  los  Reales  decretos,  entonces  vigentes,  de  21  de  Mayojie  1863  en. 
aa  art.  Z,%  y  de  20  de  Junio  de  1858,  en  su  art.  20,  no  siendo  admisible  1» 
pretensión  de  la  parte  demandante  para  que  se  empiet»  á  contar  dicho 
plaao  desde  que  se  notificó  el  Real  decretoaentencia  de  28  de  Abril  de  1886^ 
revocatorio  de  la  Real  orden  de  8  de  Enero  de  1884  ^que  había  modificado 
la  de  9  de  Octubre  de  1888,  en  sentido  favorable  á  los  deseos  de  la  parte 
f!emandante),  la  jurisprudencia  ha  declarado  conatan tómente  que  el  tér- 
mino para  recurrir  á  la  vía  contenciosa  no  permite  suspensión  ni  pró> 
rroga,  por  cuya  razón  la  Real  orden  expreaada  ea  firme  y  el  Tribunal  ca- 
rece de  competencia  para  conocer  del  pleito  qne  acerca  de  ella  ae  pro- 
mueve: 

Ck>naiderando  que  el  Real  decreto-sentencia  mencionado  de  23  de  Abril 
de  1885,  al  revocar  la  Real  orden  de  7  de  Enero  de  1884,  dejó  ain  efecto 
la  concesión  que  ésta  contenía  en  favor  de  la  Compañía  de  Batignollea  de 
un  antidpo  reintegrable  de  cerca  de  doa  millonea  de  pesetas  para  la  cona- 
tr  noción  de  un  ferrocarril  destinado  á  la  conducción  de  materiales  de  la 
rantera  de  las  Tapias  al  puerto  de  Málaga,  conaignado  en  el  acta  de  10  de 
Mayo  de  1888,  y  si  bien  antes  de  terminarse  el  pleito  se  dictó  la  Real  or- 
den de  7  de  Noviembre  de  1884,  por  la  cual^^ain  prejuzgar  la  cuestión  pen- 
diente en  la  vía  contenciosa,  ae  diapuso  que  por  administración  se  cons-. 
tniyese  un  ferrocarril  para  el  mismo  objeto  desde  la  cantera  de  Almello- 
nea  al  puerto  de  Málaga,  bajo  un  presupuesto  de  832.334  pesetas,  la  de- 
manda pufata  por  la  expresada  Compafiía  para  que  dicha  Real  orden 
faeae  revocada  y  se  declarase  que  esa  obra  era  de  su  exclusiva  competen, 
tda,  y  ^oe  no  tenía  obligación  de  aceptar  ni  hacer  nao  del  mencionado  fe^ 
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rrocarril  (demanda  qae  te  hftlta  acumulada  á  este  pleito),  no  era  proce- 
dente cuando  ae  interpuso,  porque  no  había  Hegado  el  caso  de  ser  obK- 
gado  el  contratista  i  la  aceptación  de  la  obra,  y  hoy  mucho  meóos,  que 
no  es  contratista  ni  aspira  á  serlo,  ni  corresponde  el  abono  de  perjaicios 
que  subsidiariamente  reclama,  y  que  propia  y  legai mente  dicho  no  exis- 
ten, puesto  que  itingún  desembolso  ha  hecho  6n  este  concepto,  sino  qas 
en  todo  caso  lo  único  que  podría  alegar  es  que  no  consiguió  el  lucro. qne 
pudo  haber  obtenido  si  hubiera  llegado  á  realizar  la  obra  bajo  las  coadi- 
ciones que  fi]aba  la  Re^l  orden-de  7  de  Enero  de  1881,  que  fué  reToeadti, 
después  de* la  cual  sólo  procede  que  se  absuelva  á  la  Administración  de 
esta  demanda. 

Considerando  que  en  Virtud  del  mismo  Real  decreto  sentencia  quedejA 
sin  efecto  la  Real  orden  de  7  de  Enero  de  188^,  quedó  sin  vigor  la  de  9  de 
Octubre  de  1883,  por  la  cual  se  desaprobó  el  acta  de  precios  de  28  de 
Marzo  anterior,  y  se  dlspnso  que  se  procediese  á  la  fijación  de  nuevos 
precios  contradictorios;  qne  para  dar  cumplimiento  á  dicba  disposición  se 
dictó  la  Real  orden  de  21  de  Mayo  de  1885,  la  cual  se  limitó  á  reproducir 
aquélla,  sin  más  variación  que  la  qne  necesariamente  se  derivaba  de  ha- 
berse procedido  á  construir  por  administración  el  ferrocarril  para  condu- 
cir ios  materiales  de  la  cantera  de  Almellones  al  puerto  de  Málaga,  en  vir 
tud  de  lo  resuelto  por  la  Real  orden  de  7  de  Noviembre  de  1884,  circuns 
tancia  que  disponía  se  tuviese  en  cuenta  al  concertar  los  precios  nuevos; 
y  que  siendo  esta  Real  orden  de  21  de  Mayo  de  1885  una  mera  reproduc- 
ción de  la  de  9  de  OvStubre  de  1883,  que  ya  era  firme,  como  se  ha  demos- 
trado en  anterior  fundamento,  por  no  haberse  reclamado  contra  ella  den- 
tro del  término  legal,  es  evidente  que  el  Tribunal  carece  de  competencia 
para  conocer  de  la  demanda  que  en.  15  de  Septiembre  de  {1885  interpuso 
la  Sociedad  de  Batignolles  contra  la  referida  Real  orden  ae  21  de  Mayo 
del  expresado  afio,  por  hallarse  comprendida  en  el  precepto  del  párrafo  ter- 
cero, art.  4.<>  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  y  así  procede  que  se 
declare  en  definitiva* 

Oonsiderando  que  modificado  el  contrato  primitivo  en  cuanto  á  la 
construcción  de  las  escolleras  para  defensa  de  los  diques,  mediante  la  au- 
torización concedida  para  emplear  en  dichas  obras  piedras  de  dimenrio- 
nes  inferiores  á  las  contratadas,  que  se  denominarían  escollera  de  cuarta 
y  quinta  clase,  y  para  utilizar,  no  sólo  el  material  procedente  de  la  can- 
tera de  San  Telmo,  sino  también  el  que  se  extrajere  de  las  canteras  de  Al- 
mellones  y  de  las  Tapias,  se  estaba  en  el  caso  de  fijar  precios,  tanto  para 
las  dos  nuevas  clases  de  escollera  como  también  para  todas  las  cinco  cía- 
ees  que  se  eztiajeran  de  las  nuevas  canteras,  que  éste  fué  el  objeto  del 
acta  de  precios  de  28  de  Marzo  de  1833,  á  la  cual  concurrió  la  Sociedad 
contratista,  acta  que  fué  desaprobada  por  la  Real  orden  de  9  de  0«^bre 
del  mismo  afio  (impugnada  en  la  segunda  demanda),  después  de  la  cnal 
solicitó  sustancialmente  la  Sociedad  de  Batignolles,  en  instancia  de  39  de 
Noviembre  siguiente,  qne  se  autorizasen  los  precios  consignados  en  el  seta 
desaprobada  con  otras  concesiones  ventajosas  para  su  interés,  á  cuya  ins- 
tancia recayó  la  Real  orden  de  7  de  Enero  de  1884,  que  otorgó  dichas  con- 
cesiones, y  además  aprobó  otra  acta  de  10  de  Mayo  de  1888,  por  la  cual 
se  daba  á  la  Sociedad  contratista  un  anticipo  reintegrable  de  cerca  de  dos 
millones  de  oesetas  para  la  construcción  de  un  ferrocarril;  qne  esta  tiltiais 
Real  orden  fué  revocada  por  el  Real  decreto  sentencia  de  '28  de  Abril  de 
1886,  dictado  en  pleito  en  que  fué  parte  la  Sociedad  contratista  en  defeoss 
de  la  Real  orden  impugnada  y  de  sus  propios  intereses  y  reclamaciones; 
y,  por  óUimo,  y  como  consecuencia  lógica  de  lo  expuesto  que,  oída  y  ven- 
cida en  juicio  dicha  Sociedad,  tenía  fonosamente  qne  respetar  el  f ano  dic^' 
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tsdo,  qne  ravoeó  la  Reml  orden  de  7  de  Enero  de  1884,  recaída  á  ao  iData»*- 
eia.de  29  de  NoviMobre  de  1888,  oon  lo  cual  qoed6  ejeeatoriaoieate  re^ 
•aelta  en  aentádo  D^jatlro  la  espr^sada  inetanda,  imponléadoee  eata  re» 
capUttlacióii  para  oonalgiiar  y  eelahleeer  que  no  aon  atendibtee  kM  reitera- 
daa  petiicioaea  de  la  parte  demandante  de  qne  ae  proyoca  á  en  inetaneia 
4e  29  de  Noviembre  de  1888,  aai  como  iaa  de  iodemnisadoBea  fondadaa 
an  eata  mieina  canea  de  no  haber  n»cafdo  reaohidén  á  diehae  inataaeiaa» 
eanaa  coya  inexactitnd  qéeda  demoatradat 

Oonaiderando  qne  la  eitoaeión  lejra)  creada  por  el  Real  decreto  aaoten* 
cía  de  16  de  Abril  de  1885  íné  la  aubeiateocia  de  la  Real  orden  de  9  de  Oft- 
tabre  de  1888,  qne  diapneo  la  ñ¡tunén  de  predoa  contradictorioa  para  la 
eonatracoión  de  lae  eacolleraa  con  loa  materialei  qne  no  loa  tenían  deter- 
xninadoa  en  la  contrata  primitiva,  á  cnyo  fin  ae  dictó  la  Real  orden  de  11 
de  Mayo  de  188ñ  (impngnada  en  la  tercera  demanda);  qne  en  an  cumpli- 
miento ae  celebraron  confereoetaa  entre  el  Ingeniero  y  la  repreaentaciótt 
de  la  Sociedad  contratista,  cooaigniidHa  en  actaa  notarialea  de  6,  8  y  10  de 
Junio  de  1885,  ain  coniegniíae  avenencia,  pnea  la  Sociedad  contratista  ae 
negó  á  tratar  aobre  el  precio  del  material  procedente  de  la  cantera  de  AK 
mellonea,  y  fl}ó  loa  de  San  Taimo  en  cinco  y  haata  en  aiete  vecea  anperio- 
rea  á  loe  del  Ingeniero;  por  lo  cual,  y  previo  dictamen  de  la  Janta  conanl* 
txvm,  qne  informó  aer  técnicamente  impoaible  la  ejecnoión  de  loa  trabajoa 
de  eacollera  por  dea  entidadee  diferentee,  ee  dictó  la  Real  orden  de  8  de 
Octubre  de  1885,  por  la  cual  ae  relevó  á  la  Sodedad  contratista  de  la  cona- 
trucdón  de  laa  eecoUeraa  qne  figuraban  en  loa  proyectoe  primitivo  y  refor- 
mado, aegregando  eata  parte  de  obraa  de  la  contia^a;  qne  eata  Real  orden 
ea  p«^ebtamente  legal,  pnea  ae  ajusta  eetrictameate  á  lae  cláoanlaa  del 
contrato  y  con  eapecialidad  al  art  47  del  pliego  de  condidonee  generaleay 
que  prevé  el  caao  dé  hacerae  neceaarioel  neo  de  materialea  no  comprendí- 
doa  en  la  contrata,  de  no  conaegniree  avenencia  en  la  fijadón  de  predoa  y 
de  no  poderae  anbdividir  la  obra;  y  concurriendo  eetaa  tree  drcunatandae^ 
^omo  jM)ni  concurren,  diapene  el  precepto  legal  que  ae  releva  al  contratiata 
de  la  parte  de  obra  de  qne  ae  trate,  ain  derecho  á  indemnlaadóa  de  nin- 
furnia  claáe,  qne  ea  lo  que  reaolvió  la  Administradóo: 

Oonddaraado  que  contra  la  mendonada  Real  orden  de  8  de  Octubre  de 
1686,  eatabledó  demanda  la  Sociedad  de  Bagtinollea,  pidiendo  an  revoea- 
^ón  y  que  ae  repnaieae  el  expediente  de  la  contrata  al  catado  qne  tenia 
«jDtaa  de  dietarae  la  Real  orden  de  7  de  Enero  de  1884,  revocada  por  el 
Real  decreto-aentenda  de  28  de  Abril  de  1886,  y  que  ae  proveyeee  á  la 
iaetanda  que  babfa  producido  en  29  de  Noviembre  de  1883,  á  virtod  de  la 
Real  orden  de  9  de  Octubre  del  miemo  afio,  y  d  obtenía  la  revocación  de 
é«ta  (primera  demanda),  qne  ae  repndera  el  expediente  al  eatado  de  pro- 
Teer  á  laa  actaa  de  28  de  Mareo  y  10  de  Mayo  de  1888;  pero  como  en  loe 
aoteriorea  fundamentoe  queda  demoatrado  qne  dichaa  reaoludonea  eren 
ftrmeay  ejecntoriaa,  y  la  Sociedad  demandante  deaoonoce  ana  propioa  ae« 
loa,  pueato  que  en  negativa  á  tratar  aobre  loe  predoa  de  loa  materialea 
naevoa  determinó  la  neceaidad  de  dictar  la  Real  orden  que  trataba  de  ioa- 
pugear  con  la  intención  de  volver  á  una  dtuadón  legal  que  había  d^ado 
d«  exiatir,  dicha  demanda  aenmnlaia  en  este  pldto  no  puede  aer  atendida^ 
«liio  antea  bien  leaolverae  en  definitiva,  abeolviéndoae  de  ella  á  la  Admi- 
nietradón  general  del  Setadoe 

Condderando  que  demeetrada  la  legalidad  de  la  Real  orden  de  8  de 
Odtnbre  de  1886,  que  relevó  á  la  Sociedad  ceatratiata  de  lae  obraa  de  ea- 
coliara,  no  pudieron  canear  ledón  algtma  á  loa  intereaea  de  didia  Sociedad 
laa  reaoludonea  eooipleflienlarlaa  de  aquélla,  dicUdaa  para  au  ejecndóe  y 
para  la  eeaelraocMtt  de  laa  obras  no  comprendidas  ya  ea  la  contrata»  eoi 
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cayo  CMO  ie  eaenestraii  la  Real  orden  de  U  de  Noviembre  de  ld86,  qv» 
m^lnM  el  proyecto  de  f errocerril  de  San  Telmo  al  diqne  del  Eite  y  auto- 
riaó  á  la  J«nta  del  puerto  para  ejecutarlo  por  Admlniatracf ón;  la  inrimem 
Beal  orden  4e  24  de  liajo  de  1B86»  en  cnanto  diepneo  la  incaataoióa  dtfl- 
nitíva  de  la  cantera  de  6an  Telmo;  y  la  otra»  de  la  miama  feche,  qne  aoto- 
riaó  á  la  Janta  para  ntilixar  el  ocaterial  de  dicha  cantera  en  loe  diqnea  qoe 
habían  de  conetrairee  por  adminiatración;  la  de  10  de  Septiembre  de  1886^ 
qne  mandó  deaalojar  la  cantera  de  San  Telmo  del  material  fijo  y  móriV 
non  qne  cataba  ocupada,  y  la  del  18  del  miamo  mea  de  Septiembre,  qne  dea- 
eeiimó  el  recuraade  alaada  del  contratiata,  dirigido  contra  el  acnerdo  de^ 
la  JnalA  del  puerto,  qne  excitó  á  la  Autoridad  de  Marina  para  que  faideae 
deaalojar  al  contratiata  el  terreno  que  á  titulo  precario  tenia  ocupado  ei» 
la  playa  por  donde  debía  paaar  el  ferrocarril,  coya  conatruccióo  le  eatab» 
encomendada  por  la  fieal  orden  de  9  de  Noviembre  de  1886;  medidaa  to- 
liae  intimamente  relacionadaa  entre  ai,  algunaa  de  laa  cualee  revelan  la  de- 
mora del  contratiata  en  cumplir  loe  preceptoa  anperioree,  pero  que  deriva- 
daa  de  la  Real  orden  de  6  de  Octubre  de  1886,  como  ae  ha  dicho,  no  podían, 
leaionar  intereaea  que  no  eziatían  deade  que  había  dejado  de  aer  contra- 
tiata de  eata  parte  de  laa  obraa,  y  que,  por  tanto,  deben  confirmarae  coma 
la  que  lea  airve  de  baae  y  precedente: 

Opnaiderando  que  ademáa  de  laa  Realea  órdenea  mencionadas  en  el  an- 
terior fundamento  fueron  impognadaa  otraa  en  la  quinta  demanda  acumu- 
lada haata  el  número  de  doce,  alendo  la  máa  importante  la  de  24  de  Majo> 
de  1886,  recaída  en  la  instancia  de  la  Sociedad  conuaüata  de  1 1  de  Di> 
ciembre  anterior,  en  que  pedía  aclaración  reapecto  al  alcance  de  la  Beal 
orden  en  que  ae  le  relevó  de  laa  obraa  de  eacoilera  por  la  dificultad  que  le 
ofrecía  la  conatrucción  de  muellea  y  diquea  careciendo  de  aquelloa  mi^ 
rialea,  por  lo  cual  aolidtaba  que  ae  declaraae  que  aquella  aegregación 
comprendía  también  laa  obraa  de  fábrica,  y  previo  informe  de  la  Junta. 
Superior  Oonaultiva,  que  eatimó  técnicamente  inadmisible  la  ejecución  de^ 
laa  obraa  por  doa  entidades,  ae  declaró  por  dieha  Beal  orden  relevado  al 
contratiata  de  laa  obraa  de  fábrica  de  aillería,  mampoatería,  pedraplensa  y 
hormigonea  con  abono  de  loa  materialea  que  ^jnedaaen  ain  empleo,  y  fne- 
aen  de  recibo,  asi  como  el  de  laa  eaeoUeraa,  concediendo  al  contratista 
como  indeomiaación  el  3  por  100  del  valor  de  laa  obraa  aegregada» 
que  quedasen  por  ejecutar,  á  cuyo  fin  la  Junta  del  puerto  reaervaría  loa 
íondoa  neceaarios;  en  cuyos  extremos  eata  Beal  orden,  que  accedía  á  peli- 
doñea  del  contratiata,  no  era  impugnable  por  el  miamo,  pueato  que  nadie^ 
pcede  ir  contra  ana  propioa  actos;  y  por  la  miama  raaón  aon  también  de 
confirmarae  laa  dictadaa  para  au  cumplimiento  en  8  de  Junio  de  188d|  que= 
aprobó  laa  medicionea  y  precioa  convenidoa  entre  el  Ingenievo  Director  y 
el  contratiata  en  actaa  de  16, 19  y  28  de  Noviembre  de  1886,  acerca  de  lo» 
planea  de  derrumbamiento  de  la  cantera  de  San  Telmo,  piedn  exiatentfr 
en  ta  plataforma  G  y  la  cargad*  en  vagones,  trabajoa  de  nnevaa  minas  y 
de  ana  poaoa,  y  trabajoa  de  exploración;  y  en  !.<>  de  Julio  de  1886,  man- 
dando que  la  Junta  del  puerto  de  Malina  reaervase  de  ana  fondea  la  can- 
tídad  de  212.838,42  peaetas,  como  cantidad  máxima  á  que  podía  aacender 
la  indemniaación  acordada  de  8  por  100  de  laa  obraa  qne  quedaban  p<H^ 
ejecutar,  alendo  todaa  eataa  medidaa  ajuatadaa  é  indiap»enaablea  á  la  aitua^ 
ción  del  aaunto  creada  por  los  actoa  del  miaino  contratiata,  cuya  impugnar 
ción  <;arece  de  fundamento,  por  lo  cual  proeede  au  confirmación: 

Oonaiderando  qne  laa  Bealea  órdenea  de  24  de  Mayo  y  26  de  Junio  d» 
188ft,  por  laa  que  ae  denegó  ta  pretensión  del  contratiata  de  qne  ae  le  to* 
maee  U  herramienta»  y  ae  aprobó  la  negativa  de  la  Junta  de  Obraa  del 
puerto  á  concnrrir  á  la  formación  de  loa  inventadoa'de  ducho  naaterial  qoa 
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hitetílitba  hacer  et  oontratísta,  06  bailan  ajoitadaa  á  los  preceptos  del  ar- 
tículo 1é  del  pliego  de  condiciones  facultativas,  qae  limita  la  adquisición 
del  material  al  qae  se  liaya  empleado  en  la  obra  con  aatorisación  expresa 
del  Ingeniero  Director,  previo  el  correspondiente  reconocimiento,  porque 
estas  circnnstancias  no  concurrían  en  el  caso  presente,  toda  vei  que  ni 
existe  acta  alguna  de  reconocimiento  previo,  ni  consta  la  aprobación  del 
Ingeiniero,  antes  por  el  contrario,  así  lo  reconose  el  mismo  contratista  en 
Qua  de  sus  comunicaciones,  y  que,  en  su  consecuencia,  procede  la  confir- 
mación de  las  dos  Reales  órdenes  mencionadas: 

• 

Considerando .  que  la  negativa  que  contenía  la  Beal  orden  de  34  de 
Mayo  de  1886  á  la  indemnización  que  reclamaba  el  contratista  por  demora 
de  la  Administración,  las  liquidaciones  mandadas  practicar  por  la  Beal  or- 
den de  36  de  Junio  de  1886;  la  suspensión  indefinida  del  dragado  dis 
puesta  por  Real  orden  de  8  de  Agosto  del  mismo  afio;  la  denegaoión  de 
intereses  de  demora  desde  la  ejecución  de  las  obras  que  produjeron  la  él- 
tíma  certificación  valorada,  contenida  en  la  Real  orden  de  10  de  Septiem- 
bre, así  como  la  otra  Real  orden  de  esta  última  fecha,  que  se  limitó  á  re- 
petir lo  dif  pnesto  en  las  de  24  de  Mayo,  26  de  Junio  y  8  de  Agosto,  son 
cuestiones  que  han  de  tratarse  más  adelante  al  examinar  las  reclamado- 
nes  sobre  indemnización  ^e  dafios  y  perjuicios  que,  incluidas  en  la  quinta 
demanda,  se  reprodujeron  al  formalizar  la  que  resumió^ todas,  razón  por 
la  que  se  omite  el  calificarlaa  en  este  lugar  para  no  incurrir  en  repetido 
nes  que  puedan  dar  logar  á  confusión: 

Oonsiderando  que  la  Real  orden  de  22  de  Enero  de  1887,  f>r!mera  de 
las  impngnadaa  en  la  sexta  demanda  acumulada,  resolutoria  de  la  instan- 
cia del  contratista  en  que  pedía  la  rescisión  total  de  la  contrata,  y  en  la 
cnal  se  dispuso  la  rescisión  de  las  obras  de  dragado  y  liquidación  de  esta 
parte  de  la  contrata,  que  la  Junta,  adquiriese  por  precio  convendonal  ó 
contradictorio  sin  aumento  alguno  el  tren  de  dragar  reconocido  por  el  In- 
geniero, y  que  se  reservasen  fondos  en  cantidad  equivalente  al  8  por  100 
de  las  obras  de  esta  clase  que  quedasen  por  ejecutar,  no  es  impugnable  en 
la  vía  Contendosa  en  su  primer  extremo,  porque  en  él  no  hace  más  que 
accederse  á  lo  solicitado  por  la  parte  actora,  y  en  su  consecuenda,  no 
pnede  afirmarse  que  le  ha  inferido  lesión  alguna;  que  en  sus  demás  extie-^ 
mos  se  halla  ajustada  en  un  todo  á  lo  dispuesto  en  el  art  66  del  pliego  de 
condidones  generales  de  10  de  Junio  de  1861,  y  que,  en  su  consecnencia» 
procede  su  confirmación: 

Clonsiderando  que  la  Real  orden  de  81  de  Enero  de  1887,  segunda  de 
las  impufl^nadas  en  la  sexta  de-nanda  acumulada,  que  aprobó  el  proyecto 
de  las  obras  del  ferrocarril  de  Almellones  y  autorizó  á  la  Junta  para  que 
lo  eonstmyese  por  administración,  debe  asimismo  confirmarse,  porqne  tra 
tándose  de  un  medio  auxiliar  de  las  obras  de  escollera  y  de  la  explotación 
de  las  canteras,  de  que  ya  estaba  relevado  el  contratista,  no  le  cansaba  le- 
sión alguna  en  sus  derechos,  y  que,  por  lo  tanto,  procede  dictar,  respecto 
de  dic£it  Beal  orden,  el  mismo  pronunciamiento  que  el  que,  según  queda 
demostrado,  debe  recaer  sobre  las  que  le  precedieron: 

Ck>nsiderando  que  la  Real  orden  de  9  de  Febrero  de  1887,  tercera  de 
las  impugnadas  en  la  sexta  demanda  acumulada  y  confirmatoria  del 
acuerdo  de  la  Junta  de  Obras  del  puerto,  en  que  se  mandaba  al  contratista 
que  desalojase  el  andón  del  muelle  viejo,  que  tenía  ocupado  sin  título  Je 
gal  que  autorizaae  su  retención,  y  se  le  negatFá  todo  derecho  á  indemniza- 
dón  por  este  concepto,  no  es  de  revocarse,  porque  se  trata  de  un  terreno 
que  no  pertenecía  al  contratista  por  titulo  alguno  legal,  ni  se  ofendía  sa 
derecho  al  ordenarle  que  lo  desalojase: 
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GoBftiderando  qae  U  Eeal  orden  de  2S  de  Mayo  de  1887,  últíma  de  la^ 
impagnadae  en  la  repetida  sexta  demanda,  que  aprobó  como  defioitivaa  la 
medición,  valoración  y  liquidación  de  las  obras  de  fábrica  formuladas  por 
el  Ingeniero  Director,  é  importantes  7.865,49  pesetas  en  concepto  de  eje- 
cución material,  y  maudó  se  abonasen  al  contratista,  por  virtud  de  liqui- 
dación adicional  6.695  pesetas,  conforme  á  lo  dispuesto  en  la  Real  orden 
de  26  de  Judío  de  1886,  no  reúne  los  requisitos  que.  como  necesarios  para- 
ser  impugnada  en  la  vía  contenciosa,  exige  el  art.  i. o  de  la  ley  de  18  de 
Septiembre  de  1888,  porque  sobre  ser  perfectamente  legales  las  operacio- 
nes practicadas  por  el  Ingeniero,  resulta  comprobado  que  el  contratista  ha- 
bía consignado  su  conformidad  con  la  cantidad  de  obra  estimada  y  coa. 
los  precios  marcados,  y  porque  el  pago  que  en  ella  se  dispone,'  lejos  d» 
causar  á  éste  lesión  en  sus  derechos,  le  favorece  rectificando  una  liquida- 
ción parcial  equivocada,  y  que,  en  su  consecuencia,  procede  que  el  Tribu- 
nal se  declare  incompetente  para  conocer  de  la  relacionada  disposición  mi- 
nisterial, con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  46  de  la  mencionada  ley  de 
IS  de  Septiembre  de  1888: 

Considerando  que  adquirido  el  tren  de  limpia  por  la  Junta  del  puerto^ 
con  más  el  material  de  reserva,  para  lo  cual  se  le  autorizó  por  Real  orden 
de  21  de  Abril  de  1887,  todo  en  cantidad  de  297.178  pesetas  80  céntimos^ 
que  fueron  satisfechas  practicada  la  liquidación  de  las  obras  de  dragado 
que  aparecían  ejecutadas,  la  cual  arrojó  un  importe  de  168.876  pesetas 
28  céntimos,  que  aceptó  el  contratista  en  cnanto  á  volámenes  y  precios 
con  reserva  de  sus  derechos,  y  aprobada  esta  liquidación  por  Real  orden 
de  6  de  Octubre  de  1887,  se  procedió  á  formalizar  la  definitiva  y  total  del 
contrato,  con  inclusión  de  la  partida  de  6.695  pesetas  mandadas  abonar  al 
contratista,  resultando  un  saldo  á  favor  de  éste  de  6.131  pesetas  82  cénti- 
mos, que  aceptó  con  la  reserva  de  su  derecho  á  mayores  abonos  é  indem- 
nizaciones, y  recayó  la  Real  orden  de  6  de  Julio  de  1888,  aprobando  la  li- 
quidación definitiva,  contra  la  cual  ha  establecido  el  contratista  recurso 
contencioso,  formalizando  oportunamente  la  séptima  demanda  con  la» 
otras  seis  snteriores  acumuladas,  y  sin  perjuicio  de  analizar  las  peticiones 
que  en  ella  deduce,  es  evidente  que  en  lo  relativo  á  la  Real  orden  mencio- 
nada, debe  calificarse  ésta  de  justa  y  legal,  puesto  que  sólo  contiene  un  re- 
sumen de  las  Reales  órdenes  que  aprobaron  las  liquidaciones  de  las  obras . 
de  escollera  en  26  de  Junio  de  1886,  de  fábricas  en  23  de  Mayo  de  1887,  ' 
y  de  dragado  en  6  de  Octubre  de  1887,  esta  última  firme  y  Consentida,  y 
dictadas  las  otras  dos,  previo  acuerdo  del  contratista  en  cnanto  á  las  me- 
diciones y  avalúos,  y  demostrado  como  queda  que  las  dos  primerM  deben 
•er  confirmadas,  lógicamente  se  deduce  que  igual  confirmación  merece  la- 
qne  sólo  es  resumen  de  ambas: 

Considerando,  respecto  al  primer  capítulo  de  la  demanda,  ó  sea  la  re$- 
dMn  total  del  contrato  celebrado  en  11  Oe  Junio  de  1879  por  la  Junta  del 
puerto  de  Málaga  con  la  Sociedad  de  congtrucción  de  Balignolle$,  deektt^imdo 
nulai  y  ñn  efecto  las  rescisiones  parciales  acordadas  por  Reales  órdenes 
de  O  de  Octubre  de  1885,  24  de  Mayo  de  1886  y  22  de  Enero  de  1887;  que 
tal  petición  es  opuesta  á  toda  razón  y  justicia,  pues  no  es  razonable  estí» 
mar  necesaria  una  rescisión  total  cuando  ésta  existe  evidentemente,  y  ha 
estado  en  la  facultad  del  contratista  obtenerla  si  la  hubiera  pedido  con 
causa  legal,  ni  justo  el  declarar  nula  la  Real  orden  de  6  de  Octubre  de  1885, 
que  relevó  al  contratista  df  las  obras  de  escollera  en  estricto  cumplimiento 
del  precepto  contenido  en  el  art.  47  del  pliego  de  condiciones  generales  de 
10  de  Julio  de  1867,  que  imponía  esta  medida  por  no  haberse  conseguido 
avenencia  en  los  precios  nuevos,  y  menos  aun  de  las  otras  d<M  Reales  ór- 
denes de  24  de  Mayo  de  1886  y  22  de  Enero  de  1887,  dictadará  instancia 
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déla  misma  Sociedad  contratista,  por  lo  aue  corresponde  deoiarnr  sin  la* 
gar  esta  petición: 

Considerando  qne  igaalmente  es  improcedente  la  segunda  petición  de 
qoe  se  haga  ana  liquidación  general  comprensiva  de  todas  tas  obras  eje- 
catadas  por  la  Sociedad  contratista,  adoptando  para  la  valoración  de  las 
obras  de  escollera  los  precios  fijados  contradictoriamente  en  el  acta  de  29 
de  Marxo  de  1883  y  aprobados  uor  la  Real  orden  de  7  de  Enero  de  1884, 
paes  hay  qae  tener  en  caenta  que  diclia  acta  f aé  desaprobada  por  Real 
orden  de  9  de  Octubre  de  1883,  qae  es  firme  y  ejecutoria,  según  se  ha 
demostrado,  perdiendo,  por  tanto,  todo  valor  legal  lo  que  en  aquélla 
eonsta;  que  la  Real  orden  de  7  de  Enero  de  1884  fué  revocada  por  el  Real 
decreto  sentencia  de  23  de  Abril  de  1885,  con  lo  que  no  cabe  sostener 
en  el  terreno  legal  que  existan  dichos  precios,  y  como  las  Reales  órdenes 
que  se  invocan  de  14  de  Diciembre  de  1881  y  7  de  Diciembre  de  1882, 
ambas  firmes,  no  fijaron  precio  á  las  escolleras  de  cuarta  y  quinta  clase 
de  la  cantera  de  Saq  Taimo,  sino  que  se  limitaron  á  disponer  qne  tomán- 
dose por  base  el  precio  de  ana  peseta  7.819  diezmilósima  por  tonelada  qne 
la  contrata  sefialaba  A  las  escolleras  de  primera,  segunda  y  tercera  clase 
de  dicha  cantera,  si  la  experiencia  demostraba  algún  mayor  trabajo  en  el 
neo  de  aquellas  clases  de  escollen^,  se  les  fijase  an  sobreprecio  por  razón 
de  escogido,  de  acuerdo  con  el  contratista,  lo  cual  no  tuvo  efecto  porque, 
á  pesar  de  los  llamamientos  del  Ingeniero,  no  actidió  el  contratista  á  las 
experiencias,  y  aouól  fijó  un  aumento  de  diez  céntimos  por  tonelada,  por 
cuyo  precio  de  ona  peseta  8.819  diezmilésimas  se  formuló  la  liquidación, 
que  con  el  parecer  favorable  de  la  Junta  Superior  Consultiva,  que  estimó 
•er  bastante  ese  sobreprecio  por  razón  de  escogido,  pues  esas  dos  clases 
de  escollera,  por  su  menor  volnmen,  era  de  más  fácil  manejo,  transporte 
y  colocación  en  obra,  recayó  la  Real  orden  de  26  de  Junio  de  1886,  que 
aprobó  el  precio  de  una  peseta  8.819  diezmilésimas  para  la  escollera  de 
cuarta  y  quinta  clase  de  la  cantera  de  San  Telmo.  y  mandó  hacer  la  liqui- 
dación definitiva  de  esta  clase  de  obra,  por  todo  lo  cual,  al  mismo  tiempo 
que  se  confirma  dicha  Real  orden,  comprendida  en  la  quinta  demanda, 
por  ser  justa,  corresponde  que  se  declare  sin  lugar  la  segunda  petición  de 
la  demanda  en  todas  sus  partes: 

Oonsáderando,  en  punto  á  la  tercera  petición,  que,  dirigida  ésta  á  re- 
clamar indemnizaciones  de  daños  y  perjuicios  por  diferentes  conceptos, 
■e  hace  indispensable  examinar  separadamente  cada  uno  de  éstos,  siendo 
el  primero  (A)  el  que  dice  el  demandante  haber  sufrido  por  la  inactividad 
del  capital  material .  durante  interrupciones  ocurridas  en  las  obras,  ya 
desde  sa  inaoguracióa  en  Septiembre  de  1879  hasta  7  de  Enero  de  1884, 
ya  desde  dicho  mes  hasta  las  épocas  en  que  ha  retirado  de  Málaga  el  ex- 
presado material;  que  en  cnanto  al  primer  periodo,  conviene  observar  que 
la  primera  interrupción  sobrevino  á  consecuencia  de  haber  empezado  la 
explotación  de  la  cantera  de  San  Telmo  por  un  ataque  distinto  del  mar- 
eado por  el  Ingeniero  Director,  que  acudió  al  Gobernador  de  la  provincia, 
y  éste  le  mandó  suspender  los  trabajos  en  aquel  ataque,  á  pesar  de  lo  cual 
insistió  el  contratista;  que.  la  herramienta  no  pudo  traerla  en  todo  el  in- 
vierno, y  tardó  afio  y  medio  en  traer  el  tren  de  dragar,  montando  el  taller 
de  bloques  artificiales  en  moldes  de  diferentes  dimensiones,  mayores  que 
las  exigidas  en  la  contrata  y  falto  de  ias  grúas  y  aparejos  necesarios,  á 
pesar  de  todo  lo  cual,  en  Diciembre  de  1881  pedia  ya  indemnizaciones, 
qae  le  negó  la  Junta  del  puerto  en  acuerdo  de  9  de  Enero  de  1882,  que 
quedó  firme,  por  no  haber  recurrido  contra  él  oportunamente  el  contra- 
tista, quedando  fuera  de  cuestión  este  espacio  de  tiempo,  no  siendo  impu- 
table á  la  Administración  la  lentitud  de  las  obras  ni  paraUzac^ones  debi- 
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das  á  Im  f recnente*  peticlonea  del  contratista  pidiendo  nneyos  precios  y 
pago  de  obras  accesorias,  con  infracción  de  lo  prevenido  en  el  art  43  del 
pliego  de  condiciones  generales,  negándose  á  trabajar  mientras  qne  se 
Sustanciaban  los  expedientes  qne  él  mismo  promovía,  reclamando  por  la 
suspensión  del  dragado  ordenado  por  el  Ingeniero  Director,  en  nso  de  las 
facultades  que  le  daban  los  articnlos  18  y  14  del  pliego  de  condiciones  es- 
peciales de  esta  obra,  fundada  en  el  retraso  de  la  obra  de  los  diques,  f 
pidiendo  también  indemnisadones  por  haberse  suspendido  la  fabricación 
de  bloques  artificiales  mientras  qne  no  fuesen  necesarios  para  el  dique 
del  Oeste,  y  para  los  muelles  que  dispuso  la  Real  orden  de  7  de  Diciembre 
de  1882,  que  consintió  el  contratista  y  quedó  firme,  todo  lo  cual  aparece 
claro  y  comprobado  en  la  relación  de  hechos  y  convence  de  que  las  demo- 
ras y  suspensiones  acordadas  no  son  imputables  á  la  Administración,  sino 
al  mismo  contratista,  que  no  tiene  por  ellas  derecho  á  indemnisación  al- 
guna: 

Considerando,  respecto  al  segundo  periodo  de  tiempo  desde  Enero 
de  1884,  que  el  demandante  sostiene  un  error  al  afirmar  qne  la  Real  orden 
dictada  en  34  de  dicho  mes  mandó  suspender  los  trabajos,  siendo  así  que» 
según  aparece  de  ella,  lo  que  se  suspendió  fué  el  cumplimiento  de  la  Real 
orden  de  7  de  Enero  de  1884,  declarada  lesiva  y  revocada  más  adelante 
en  vía  contenciosa,  pero  no  el  contrato,  que  debió  seguirae  cumplirado 
con  arreglo  á  sus  cláusulas  y  sin  interrupción,  y  aparece,  además,  que  á 
las  peticiones  reiteradas  de  indemnisación  de  dafios  y  perjuicios  recaye- 
ron las  negativas  contenidas  en  las  Reales  órdenes  de  24  de  Mayo  y  10  de 
Septiembre  de  1886  y  22  de  Enero  de  1887,  impugnadas  en  la  quinta  y 
sexta  demandas,  todas  justas  y  arregladas  á  los  preceptos  legales,  pues  la 
primera  de  ellas,  al  relevar  al  contratista  á  su  instancia  de  las  obras  de 
fábrica,  se  fundó  en  una  razón  técnica  expuesta  por  la  Junta  Superior  Con 
sultiva,  y  aplicaba  el  art.  47  del  pliego  de  condiciones  generiies,  que  en 
segregaciones  de  esta  índole  expresa  terminantemente  que  el  contratista 
no  tendrá  derecho  á  indemnización  de  ninguna  clase;  Is^  de  10  de  Setiembre 
deJ886,  al  negar  intereses  de  demora  de  la  última  certificación  valorada, 
observaba  el  precepto  del  art.  89  de  dicho  pliego  de  condiciones  genera- 
les, teniendo  en  cuenta  que  la  última  certificación  valorada  había  sido  sa- 
tisfecha en  término  oportuno,  y  por  último,  que  la  de  22  de  Enero  de  1887, 
que  rescindió  las  obras  de  dragado  á  instancia  del  mismo  contratista,  se 
hallaba  en  igual  caso  qne  las  relativas  á  las  obras  de  fábrica,  y  conoeídím 
la  indemnización  prevenida  en  el  art.  66  del  citado  pliego  de  eondicionés» 
por  lo  cual,  al  confirmaras  dichas  Reales  órdenes  como  corresponde,  pro- 
cede que  se  declare  sin  lugar  las  indemnizaciones  qne  el  demandante  so- 
UdU: 

Considerando  que  el  segundo  punto  de  la  tercera  pratensito  se  refiere 
al  material  y  comprende  tres  párrafos,  en  los  qne  se  solicita  que  la  Ad- 
ministración indemnice  al  contratista;  primero,  de  la  depreciación  del  ma- 
terial durante  el  tiempo  de  la  contrata;  segundo,  del  demérito  de  dicho 
material  y  de  la  parte  destruida  del  mismo  por  efecto  del  desaloje  de  la 
cantera  de  San  Telmo,  y  del  taller  de  bloqnes  artificiales,  de  los  gastos  del 
transporte  á  otros  locales  y  del  inventario  y  valoración  qne  hiao  la  Socie- 
dad por  sí,  por  la  negativa  de  la  Junta  del  puerto  de  concurrir  á  estas  epe- 
raciones;  y  tercero,  de  los  gastos  de  conservación  y  guarda  del  material 
durante  el  mismo  tiempo,  y  que  para  formar  juicio  de  esta  recia mación, 
además  de  lo  expuesto  ya  en  el  considerando  décimo,  respecto  á  las  Rea- 
les órdenes  de  24  de  Mayo  y  26  de  Junio  de  1886,  bastará  citar  el  art.  67 
del  pliego  de  condiciones  facultativas,  que  es  ley  del  contrato,  y  que  dica 
textualmente:  cEs  de  cuenta  del  contratista  toda  la  herramienta,  instala- 
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«ion  de  Ullere*  y  material  Deceaario  para  la  explotación  de  cantera,  trana- 
porte  de  materialea,  confección  de  loa  artificialea  y  medioa  anziliarea  de 
•JecodÓD;  ain  qne  tenga  derecho,  á  an  abono  por  aeparado,  ni  retribución 
por  loa  gaatoa  qoe  pudiera  ocaaionar  an  conaervadón,  pnea  tanto  el  coate 
de  adqqiaición  de  aqoélloa  como  loa  qne  origiDon  ana  reparacionea,  van 
inclnídoa  en  loa  precioa  de  la  unidad  de  obra  respectiva»;  y  vigente  eate 
precepto  obligatorio  para  ambaa  partea  contratantes,  te  hace  impoaible  de 
todo  punto  el  acceder  á  eaaa  peticionea  que  pugnan  abiertamente  con  el 
precepto  citado,  y  que  no  te  limitan  á  la  adquiaición  y  conservación  de 
loa  materialea  y  herramientaa,  aino  basta  el  gasto  de  su  tranaporte  de  un 
almacén  á  otro,  y  algunoa  mea  muy  aecundaiioa,  todoa  ai  se  les  compara 
•on  los  otros,  cuyo  abono  eatá  prohibido,  por  lo  cual  procede  que  ae  de- 
claren ain  lugar  eataa  reclamaciones** 

Conaiderando  que  por  las  mismas  raiones  ezpnestaa  no  cabe  acceder  á 
lo  que  pretende  el  actor  en  el  inciao  C.  de  su  petición  tercera,  pues  en  nin- 
gún caao  eatá  previato  el  pago  de  loa  aueldoa  y  gastos  del  personal  inao- 
Uto  sostenido  y  pagado  por  la  Sociedad,  á  cuya  diacredón  y  albedrio  ha 
•atado  el  conaervarlo  ó  despedirlo,  y  como  ésta  ea  la  mano  de  obra  calcu- 
lada en  el  beneficio  iadustrial  de  la  contrata,  ae  duplicaría  el  pago  ai  ae 
accediese  á  lo  qoe  la  Sociedad  contratista  pretende,  y  se  infringiría  el  ar- 
tículo 66  del  pliego  de  condicionea  íacnltAtivas,  qne  declara  al  eoutratiata 
lesponsable  de  la  ejecución  de  laa  obraa  oontratadaa,  ain  que  tenga  dere- 
cho á  pedir  indemnización  alguna  por  el  mayor  precio  que  puedan  coa- 
tarle, ni  por  las  erradas  maniobraa  que  cometa  duraote  su  ejecución,  qne 
tal  aerían  las  de  tener  inactivo  un  personal  numeroso,  de  lo  cual  no  puede 
fwr  reapoaaable  la  Adminiatración: 

Conaiderando  que  la  petición  del  inciso  G  es  prematura,  y  de  la  com- 
petencia ezclnaiva  de  1a  Administración  activa,  que  ai  bien  ba  hecho  re- 
servar con  gran  acierto  de  loa  fondos  de  la  Junta  del  puerto  de  Málaga 
nna  cantidad  equivalente  al  3  por  100  de  laa  obras  qne  cataban  por  hacer 
al  reacindirae  la  contrata,  porque  ea  el  máximum  haata  donde  puede  lle- 
gar la  indemnisación  que  marca  el  art  66  del  pliego  de  condicionea  gene- 
rales, ea  lo  cierto  qne  eate  miamo  precepto  diapone  que  esa  indemnisa- 
ción debe  fijarla  el  Gobierno,  oyendo  previamente  al  Oonaejo  de  Estado,  y 
no  á  este  Tribunal,  al  cual  no  compete  determinar  por  ai  la  cuantía  de  la 
Indemnisación: 

Conaiderando  qoe  aólo  devengan  intereses  los  capitalea  ciertos,  pero 
no  loa  derechos  inciertos  y  pendientes  de  liquidación  hasta  que  no  ea  co- 
nocida an  cuantía,  por  lo  cual  es  improcedente  lo  que  pide  el  actor  en  el 
indio  G  de  au  tercera  pretendón,  para  que  ae  dedarase  su  derecho  al  in- 
taras  legal  de  laa  cantidadea  que  reaolten  de  la  liquidación  á  que  aspira, 
ja  por  importe  de  obras  ejecutadaa  deade  el  día.  en  qne  debieron  ser  par 
gadaa  con  arreglo  al  art  6.®  del  pliego  de  condicionea  de  22  de  Mario  de 
1879,  haata  el  día  en  que  laa  cobre,  ya  de  las  somas  correspondientes  á 
laa  indemniaaciones  que  reclama  desde  las  épocaa  en  que  las  cantidades 
feapectivaa  fueron  deaembolaadaa  ó  debieron  ser  cobradaa  por  el  contra- 
Uata,  haata  one  ae  verifique  el  completo  pago,  y  como  á  loa  predoa  de  con- 
trata y  de  las  concesionea  otorgadaa  ha  cobrado  puntual  f  completamente 
todaa  laa  liquidadoaea,  es  evidente  que  aapira  á  los  intereses  de  cantida- 
dadea  que  se  ha  demostrado  que  no  le  aon  debidaa,  y  con  menoa  rasón  di- 
chos intereses,  y  es  de  dedararae  dn  lugar  au  pretenaión: 

Condderando,  respecto  á  las  reclamaoionea  de  todoa  loa  dafioa  y  per- 
juidoa  que  justifique  el  contratiata  por  paralisacionea  é  infraccionea  del 
contrato,  que  la  parte  demandante  incluye  en  el  inciso  H  de  su  tercera 
petidón,  debe  tenerse  en  cuenta  que  habiendo  ddo  estos  particulares  ob- 
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jeto  de  1a  díecneión  en  este  pleito,  donde  han  podido  jaetificaree»  ee  Im- 
propia esa  reterva  de  derechos,  que  sólo  tienen  lagar  en  donde  no  se  han 
disentido,  y  fundándola  siempre  en  el  reconocimiento  de  on  derecho  n^ 
conocido  y  cierto,  de  donde  pnedan  nacer  esos  otros  derechos  á  indemni- 
saciones  coya  coantía  sea  ignorada  en  el  moooento  del  fallo,  7  aon  hipoté- 
tica SQ  existencia,  lo  cnal  no  ocurre  en  el  presente  pleito,  en  el  cnal  se  ha 
disentido  nn  contrato  terminado  y  sos  consecaencias  de  todos  géseros,  y 
no  cabe  en  la  sentencia  pronnnciamiento  alguno  sobre  pantos  que  han  po- 
dido discutirse  y  qne  no  lo  han  sido  por  voluntad  del  demandante»  n# 
dendo,  por  tanto,  procedente  esta  reclamación: 

Oonsiderando,  en  cuanto  á  la  cuarta  petición  de  la  demanda,  que  la  ga- 
rantía  establecida  con  los  fondos  y  recursos  de  la  Junta  del  puerto  de  Má^ ' 
laga,  afectos  privilegiadamente  al  pago  de  eoanto  se  deba  al  contratisfta, 
según  el  art.  7. o  del  pliego  adicional  de  condiciones  de  22  de  Marso  de 
1879,  y  especialmente  en  caso  de  rescisión,  en  el  cual  no  ha  de  disponerse 
de  ellos  hasta  qne  el  contratista  se  encuentre  reembolsado  de  todas  lae 
sumas  que|H>r  el  eoníratú  $e  le  adeuden^  que  dicho  articulo  se  encuentra 
puntualmente  cumplido,  puesto  que  las  liquidaciones  del  contrato,  acep- 
tadas por  el  contratista,  aparecen  satisfechas  á  éste^  y  además  reservada 
la  cantidad  hasta  donde  puede  llegar  la  indemnización  que  por  La  resd- 
sión  le  corresponda;  que  las  demás  reclamaciones  del  demandante  no  se 
refieren  al  contrato  mismo,  sino  á  puntos  que  no  fueron  pomprendidos  e^ 
éste,  y  no  alcanza,  por  tanto,  á  ellos  el  precepto  del  artículo  citado,  menoé' 
aun  partiendo  del  hecho  de  no  ser  de  abono  esaa  reolamaciones,  por  lo  que 
no  es  de  accederse  á  esta  petición: 

Ck>ns{derando  que  las  declaraciones  de  derecho  que  son  proeedentee 
por  la  negativa  de  la  Administración  á  adquirir  el  material  de  la  eon 
trata  por  el  desaloje  de  la  cantera  de  San  Telmo  y  de  la  playa,  por  ha- 
berse dragado  en  la  sona  de  la  contrata  y  por  los  demás  hechos  por 
los  cuales  se  han  formulado  reclamaciones,  quedan  expuestas  ya  en  loe 
anteriores  fundamentos,  asi  como  cuanto  se  refiere  á  la  revo<^ón  y  anu- 
lación (ó  subsistencia)  de  todas  las  reales  órdenes,  desde  la  de  9  de  Octu- 
bre de  1888  inclusive,  que  han  sido  reclamadas  en  las  siete  demandas  acn* 
muladas,  y  por  tanto  las  peticiones  quinta  y  sexta  del  demandante  se  ha 
lian  tomadas  en  cuenta  en  sus  lugares  oportunos,  y  se  hace  innecesaria  sa 
repetición,  no  procediendo  la  imposición  de  costea  á  la  Administración» 
como  pretende  el  actor  en  su  petición  séptima,  porque,  lejos  de  aparecer 
ésta  obrando  de  mala  fe,  resolta  que  se  ha  concretado  á  defender  el  dere- 
cho qne  le  asiste: 

Oonsiderando  que  el  actor  ha  sostenido  sus  pretensiones  imputando  á 
la  Administración  la  culpa  de  todos  los  errores  de  la  contrata  qne  diAenl- 
taban  su  cumplimiento  y  hasta  lo  hacian  imposible  en  algunas  ocasionee» 
y  que  para  esclarecer  este  concepto  han  venido  á  los  antoa  las  diligendaa 
pedidas  para  mejor  proveer,  las  cuales  demuestran  lo  gratuiio  de  aquellas 
imputasiones,  pues  un  nuevo  contratista  viene  cumpliendo  la  misma  con- 
trata, no  sólo  sin  dificultades,  sino  con  actividad  mayor  que  la  que  las  con- 
diciones del  contrato  le  exigian,  y  de  aquí  se  deduce,  en  términos  genera- 
les, que  las  denioras  y  detenciones  en  el  adelanto  de  los  trabajos  no  depen- 
dieron de  la  contrata  ni  de  la  Administración,  interesada  más  que  el  con- 
tratista en  qne  el  puerto  de  Málaga  gozase  cuanto  antes  de  las  ventsjae 
qne  habría  de  reportarle  la  conclusión  de  la  obra. 

Vistos  los  artículos  80,  89,  40,  41,  42,  47,  61  y  6é  del  pliego  de  condi- 
ciones generales  para  las  contratas  de  obras  públicas  de  16  de  Jo) lo 
de  1861: 

Vistos  los  articules  l.«,  6.0,  7.0,  8.©  10,  12,  14,  24,  84,  46,  66,  67,  78,  74 
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y  75  del  pliego  de  condidones  fAcnUativaB  de  16  de  Diciembre  de  1876, 
aprobado  por  Reales  órdenes  de  12  de  Enero  y  18  de  Marco  de  1878: 

Vittoa  ios  artilles  4.o,  6.0,  6.<»,  7.o,  8.0  18, 14,  26  y  80  del  pliego  de 
^ondícionee  para  el  dragado,  de  16  de  Septiembre  de  1876,  aprobado  por 
Reales  órdenes  de  12  de  Enero  y  13  de  Marzo  de  1878: 

Vistos  los  artículos  A,  B^C^D,Ey  F  del  pliego  adicional  de  eoodl* 
-dones  íacnltatlTas,  aprobado  por  Real  orden  de  23  de  Marso  de  IMO: 

Visto  el  art  H,  del  pliego  adicional  de  condiciones  facultativas  para  el 
-dragado,  aprobado  por  Real  orden  de  22  de  Marzo  de  1879: 

Vistas  las  condidones  1>,  4>,  7>  y  8>  del  pligo  de  las  condidonet  eco- 
tiómleas  de  26  de  Marzo  de  1879: 

Visto  el  art  40  del  Reglamento  orgánico  del  Cnerpo  de  Ingenieros  de 
Oaminos  de  28  de  Octnbre  de  1868; 

Visto  el  art.  9.«  de  la  Instrncción  de  80  de  Noviembre  de  1876: 

Vistos  los  artícnlos  l.o  y  4.*  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888: 

Fallamos  qne  debemoe  declarar  y  declaramos  la  incompetenda  del  Tri- 
bunal para  conocer  de  las  demandas  entabladas  contra  las  Reales  órdenes 
de  9  de  Octubre  de  1883,  21  de  Mayo  de  1885  y  28  de  Mayo  de  1887,  y  qne 
4]ebemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  general  del  EÍstado 
^e  las  demandas  propuestas  á  nombre  de  la  Sodedad  constructora  de  Ba- 
tignolles  en  todos  los  extremos  y  pretensiones  qne  comprenden,  contra  lae 
Reales  órdenes  de  7  de  Noviembre  de  1884,  O  de  Octubre  y  11  de  Noviem- 
bre de  1886,  24  de  Mayo,  8  y  26  de  Junio,  l.^  de  Julio,  8  de  Agosto,  10  y 
18  de  Septiembre  de  1886,  22  y  81  de  Enero,  9  de  Febrero  de  1887,  y  6  die 
Julio  de  1888,  las  cuales  quedan  firmes  y  subsistentes.  (Sentencia  publi- 
cada el  10  de  Octubre  de  1892,  é  inserta  en  la  Qaeeta  de  18  de  Febrero 
^e  1898.) 
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Auto  (10  de  Octubre  de  \^^2),^ Excepciones  dilatoria$.  Falta  de  perso- 
-naUdad  en  el  actor.^89  declara  procedente  la  opuesta  por  el  Fiscal  á  la 
demanda  de  D.  Ángel  Frías  contra  la  Real  orden  de  4  de  Noviembre  de 
1891,  y  se  esUblece: 

Ifi  Que  según  previene  el  art,  35  de  la  ley,  al  escrito  en  que  el  recurso  se 
Merpone  ím  de  acompañar  necesariamente  el  documento  6  documentos  con  que 
^  actor  reclama,  en  el  caso  de  que  tenga  rej^resentación  legal  de  alguna  per- 
-sona,  y  la  misma  letra  de  este  precepto  impide  que  en  ningún  caso  pu^da  su- 
birse ni  menos  suponerse  la  representación,  ínterin,  como  es  de  necesidad,  no 
te  aeredUe  al  recurrir  alaria  contenciosa; 

Y2S^  Que  la  falta  de  cumplimiento  de  este  requisito  constituye,  conforme 
te  determina  en  el  art,  31  í  del  Reglam'.nto,  un  caso  de  falta  de  personalidad 
en  el  actor,  comprendido  en  el  art,  46  de  la  ley,  del  cual  se  origina  ¡a  eaceep- 
úíén  dilatoria  señalada  con  el  núm,  2,^  del  propio  articulo. 

Por  la  Real  orden  impugnada  se  desestimó  el  recurso  de  D.  Ángel  Frías 
^mo  esposo  de  Dofia  Máxima  Sánchez,  contra  una  providencia  del  (Go- 
bernador de  Almería  sobre  justiprecio  de  terrenos. 

Opuesta  por  el  Fiscal  la  mencionada  excepdón,  fundada  en  no  haber 
acreditado  el  actor  en  calidad  de  marido  y  representante  legal  de  la  inte- 
resada Dofia  Máxima  Sánchez,  se  pronunció  por  el  Tribunal  Oonteneioeo 
-el  auto  que  contiene  los  siguientes  considerandos  y  fallo: 

Considerando  qne  ai  bien  en  el  curso  del  expediente  gubernatlTO  figura 
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D.  Aogel  Fríat  Martines  como  esposo  de  Is  propietaria  de  los  terreóos  de 
que  se  trata,  Dofia  Máxima  Sánches,  y  qae  el  marido  es  el  represeotaots 
legal  de  la  mujer  casada,  es  lo  cierto  que»  aparte  no  constar  en  dicho  ex- 
pediente justificada  en  tal  concepto  la  personalidad  del  redamante  al  in- 
terponer recurso  contencioso  administrativo»  ni  en  el  poder  otorgado  á  fa- 
vor del  Letrado  Carrasco,  poder  en  el  cual  nada  se  expresa,  ni  aun  por  vía 
de  indicación,  en  el  sentido  de  que  el  otorgante  obre  en  representación  de 
•a  mujer,  sino  que  más  bien  aparece  conferido  para  litigar  sobre  derechos 
propios,  ni  en  otro  documento  alguno  resulta  acreditado  el  carácter  de  ma- 
rido de  la  interesada  con  que  D.  Ángel  Frías  comparece  en  el  juicio: 

Considerando  que,  según  previene  el  art  86  de  la  ley,  al  escrito  en  que 
éí  recarso  se  interpone  ha  de  acompafiarse  necesariamente  el  documento 
6  documentos  con  que  el  actor  reclama,  en  el  caso  de  que  tenga  represen- 
tación lesal  de  alguna  persona,  y  la  misma  letra  de  este  precepto  impide 
que  en  ningún  caso  pueda  suplirse  ni  menos  suponerse  la  representadón,. 
inlerin,  como  es  de  necesidad,  no  se  acredite  al  recurrir  á  la  vía  conten- 
doaa; 

Y  considerando  que  la  falta  de  cumplimiento  de  este  requisito  consti- 
tuye, conforme  se  determina  en  el  art  311  del  Reglamento,  un  caso  de 
falta  de  personalidad  en  el  actor,  comprendido  en  el  art  46  de  la  ley,  del 
cual  se  origina  la  excepción  dilatoria  sefialada  con  el  núm.  2.o  del  propio» 
articulo; 

Se  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  falta  de  personalidad 
en  el  actor  alegada  por  el  Fiscal;  se  declara  sin  curso  la  demanda;  archí- 
vese el  rollo  y  devuélvase  el  expediente  gubernativo  al  Ministerio,  con 
certíficación  de  este  auto,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de  Madrid  é  in- 
sertará en  la  Colección  legiélativa.— {Anio  fecha  10  de  Octubre  de  189),  é- 
inserto  en  la  Oauta  de  18  de  Febrero  de  1898.) 
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finiTXiiciA  (11  de  Octubre  de  1892).— iiM<rtM»¿áfi  públí4sa.  Prüvitián  de 
twta  cátedra.—ée  revocan  las  Reales  órdenes  de  22  de  Enero  y  21  de  Fe- 
brero de  1887,  impugnadas  por  D.  Fidel  Rubio  y  D.  Vicente  Vera,  y  se  ss> 
tableoe: 

i.o  Que  ocurrida  la  vacante  de  una  cátedra  por  defunción  del  que  la  de$- 
empeñaba,  cuando  $e  hallaba  vigente  el  Real  decreto  de  24  de  Octubre  de  188áy 
9U  provitión  debió  verjficarie  con  arreglo  á  los  tumoe  que  en  el  miemo  etee- 
tabkcen,  toda  vfz  que,  eepún  tiene  declarado  el  Beal  decreto-sentencia  de  8  de 
Marzo  de  1888,  debe  aplicarse  para  la  práhsión  de  las  vactmtes  la  legislación 
vigente  al  tiempo  de  producirse  éstas,  pero  ñola  en  vigor  al  procederes  á  su 
provisián,  porque  esto  seria  dar  á  las  leyes  un  efecto  retroactivo,  con  perjuicio^ 
de  los  derechos  creados  y  nacidos  al  amparo  de  disposiciones  anteriores; 

Y  2.^  Que  en  el  propio  caso,  la  determinaetón  del  tumo  á  que  corres- 
ponda la  vacante  de  una  cátedra  debe  hacerla  el  Ministerio  de  Fomento,  pero^ 
ateniéndose  para  hacer  esa  designación  á  los  tumos  que  establece  el  Beal  de- 
creto de  24  de  Octubre  de  1894. 

Declarada  vacante  en  el  Instituto  de  San  Isidro  de  Madrid  la  cátedra 
de  Hiatoria  Natural,  se  dispuso  por  la  primera  de  las  Reales  órdenes  im* 
pugnadas  su  provisión  en  tumo  de  concurso. 

Soliduron  su  traslación  á  dicha  cátedra  los  profesores  Boscá  y  Ri^ 
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Lo*  demandftDtei,  Aoziliarea  por  oposición  del  referido  Insütoto,  acn- 
dieroo  en  inaUncim  «1  Minitterio  de  Fomento,  pidiendo  ee  proveyese  Im 
mencionada  cátedra  en  concnreo  de  Anziliaree  por  opoeioión. 

8e  dictó  la  aeganda  Real  orden  impagnada,  qoe  deteatimó  eeta  preten- 
afón,  7  el  Tribunal  Contencioao  prononoió  la  aentencia  que  contiene  loa 
aigaientee  conaiderandoa,  viatoa  y  fallo: 

Gonaiderando  qoe  laa  cneaüonea  qne  ae  diacnten  en  este  pleito  y  deben 
aer  objeto  de  reaoloción  aon  doa»  á  saber*  ai  para  la  provisión  de  la  cáte- 
dra de  Historia  Nataral,  vacante  en  el  loatitoto  de  San  laidro  de  esta  certa» 
deben  aplicarae  loa  preceptoa  contenidoa  en  el  Real  decreto  de  24  de  Octa* 
bre  de  1884,  ó  por  el  contrario,  deba  ésta  ajoatarae  á  laa  prescripciones 
del  Real  decreto  de  14  de  Enero  de  1887,  derogatorio  del  anterior,  y  en  so 
conaecnencia  en  qué  torno  debe  praveerse  la  referida  vacante: 

Considerando,  en  orden  á  la  primera  de  laa  coeationes  planteadaa,  qoe 
oeorrida  en  16  de  Diciembre  de  1888  la  vacante  de  la  cátedra  de  Hiatoria 
Natoral  por  defonción  del  que  la  desempefiaba,  cuando  ae  hallaba  vigente 
el  Real  decreto  de  24  de  Octobre  de  1884,  so  provisión  debió  verificarae 
con  arreglo  á  loa  tomoa  qoe  en  el  miamo  ae  eatablecen,  toda  ves  qne,  ae- 
gdn  tiene  declarado  el  Real  decreto-aentencia  de  8  de  Marao  de  1888,  debe 
aplicarse  para  la  proviaión  de  laa  vacantes  la  legialación  vigente  al  tiempo 
de  prododrae  éstaa,  pero  no  la  en  vigor  al  procederae  á  su  provisión,  por- 
que esto  aería  dar  á  laa  leyea  un  efecto  retroactivo,  con  perjuicio  de  loa  de^ 
lechoa  creados  y  naddoa  al  amparo  de  diaposiciones  anterioraa: 

Considerando,  en  cuanto  á  la  aegunda  cuestión,  que  por  no  aparecer 
en  el  expediente  gubernativo  ooe  ae  ha  tenido  á  la  vista  cuál  haya  sido 
el  torno  en  que  se  ha  provisto  la  última  vacante  producida  en  el  Ins- 
titoto  de  San  Isidro,  la  determinación  del  á  que  corresponda  debe  hacerla 
el  Ministerio  de  Fomento,  pero  ateniéndose  para  hacer  esa  designación  á 
loa  tumoa  qoe  establece  el  Real  decreto  de  24  de  Octubre  de  1884; 

T  considerando  que,  por  lo  expuesto,  procede  revocar  las  dos  Realea 
órdenea  impugnadas  en  la  preaente  demanda,  poeato  que  al  disponerse 
por  la  primera  que  ae  proveyese  en  el  turno  de  concurso  entre  Catedráti- 
cos nomeraríoa  la  cátedra  de  Historia  Natural  y  desestimarse  por  la  se- 
gonda  la  Inatancia  de  los  demandantea,  se  les  ha  caneado  un  agravio  de 
derecho,  por  cnanto  se  les  ha  privado  de  un  tumo  por  virtud  del  que  hu- 
bieran podido  obtener  on  aacenao  en  su  carrera. 

Yiato  el  art  221  de  la  ley  de  Inatrucción  pública  de  9  de  Septiembre 
de  1867: 

Vistee  loa  artículos  2.o  v  S.o  del  Real  decreto  de  24  de  Octubre  de  1884: 

Tlato  el  art.  8.o  del  Real  decreto  de  14  de  Enero  de  1887; 

Fallamoa  qoe  debemoa  revocar  y  revocamoa  las  Realea  órdenea  de  22 
de  Enero  y  21  de  Febrero  de  1887,  y  declarar,  como  declaramoa,  qoe  la 
cátedra  de  Hiatoria  Natural,  vacante  en  el  Inatituto  de  San  Isidro  de  esta 
jcorte,  debe  proveerse  en  el  turno  que  corresponda,  con  sujeción  á  los  ea- 
tablecidoa  en  el  Real  decreto  de  24  de  Octubre  de  1884,  y  que  no  ha  lugar 
á  laa  demáa  pretensiones  contenidas  en  la  demanda.— (Sentencia  publi- 
cada el  11  de  Octobre  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  .18  de  Febrero 
de  1898.) 
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fimTXJiciÁ  (18  de  Octubre  de  1892).^lf<inna.  Fas^  á  la  e$cala  de  re> 
serve.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Antonio  Ci- 
fuentce  contra  la  Real  orden  de  21  de  Julio  de  1886,  y  se  establece. 
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Que  tratándoie  del  pase  á  la  reserva  de  un  OJtdal  de  Marina,  el  padeci- 
miento de  exeentricidaae$  revela  un  estado  anormal  de  salui^  puiiendo  consi- 
derarse en  este  caso  al  interesado  comprendido  en  d  caso  2.o  del  ari.  Má  de 
¡a  ley  de  30  de  Julio  de  1878, 

Por  U  Real  orden  impugnada  se  dfapoiio  el  Mte  á  la  escala  de  resenrm 
del  Capitán  de  Navio,  que  lo  era  de  la  activa,  D.  Antonio  Otfaentes,  y  el 
Tribunal  Contencioso  pronunció  la  sentencia  qae  contiene  los  sigoientea 
considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  qne,  según  aparece  de  los  informes  de  centros  táenicom 
«omoetentes,  como  la  Junta  clasificadora  de  la  Armada  y  el  Consejo  de  go 
biemo  de  la  Marina,  el  demandante  no  reúne  las  condiciones  necesarias 
para  el  buen  desempefio  del  servicio  eu  la  escala  activa  dé  la  Armada: 

Considerando  que  de  los  mismos  informes  resulta  que  para  hacer  esta 
apreciación  se  tuvieron  en  cuenta,  entre  otras  razones,  la  de  qne  el  de- 
mandante padece  excentricidades,  y  éstas  revelan  nn  estado  anormal  de 
«n  salud: 

Considerando  que,  bajo  tal  supuesto,  puede  considerarse  comprendido 
en  el  caso  2,^  del  art.  24  de  la  ley  de  SO  de  Jnlio  de  1878: 

Visto  el  antedicho  art  24; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administradóti  g^ 
neral  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Antonio  Ci- 
fuentes  y  Moran  contra  la  Real  orden  de  21  de  Julio  de  1886,  la  cual  qoedm 
firme  y  subsistente. —(Sentencia  publicada  el  18  de  Octubre  de  1892,  é 
inserta  en  la  Gaceta  de  18  de  Febrero  de  1898.) 
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Sbmtvnoia  (18  de  Octnbre  de  1892).— CWffo<fM  de  pagarés.  Premio  de 
wmisión.—Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  del  Bmioo  de 
Castilla  contra  la  Real  orden  de  6  de  Julio  de  1886,  y  se  establece: 

1.^  Que  según  el  art,  4*  del  contrato  celebrado  en  31  de  Entero  de  1879 
entre  d  Ministerio  de  Hacienda  y  los  representantes  de  los  Bíneos  de  Parie 
yde  Castilla,  los  pagarés  depositados  constituían  una  garantía  en  faoor  del 
jBanco  de  Castilla^  quien  tenia  él  derecho  de  roaligarlos,  pero  también  d  de- 
ber correlativo  de  saHrfaeer  al  Binco  de  Enpaña  una  comisión  por  depósito 
ó  derecho  de  custodia  de  los  que  retirase,  debiendo  hacer  el  pagó  el  B  tnco  de- 
snandante  directamente  y  por  su  cuenta,  según  la  regla  if  .*  del  art.  4.^  del 
convenio  de  31  de  Enero  de  1872; 

r^.o  Que  subsiste  en  el  Btnco  de  Castilla  la  obUgación  de  saHrfacer  al 
de  Eipaña  el  derecho  de  custodia,  en  primer  lugar,  porque  el  depósito  se  de- 
bió á  la  voluntad  de  los  acreedores,  que  eran  los  Bíneos  de  Paris  y  de  Ca»^ 
tilla,  y  además  por  la  obligación  de  éste  de  retirar  los  pagarés  sobrantes  y  de- 
ffdverlos  al  Tesoro,  con  liquidación  y  cuenta  justificada^  una  vex  realizaia  la 
amortizabión  de  los  bonos. 


Existiendo  en  el  Banco  de  Castilla  nn  exceso  de  garantía  consistente 
en  pagarés  de  compradores  de  bienes  nacionales,  se  aceptó  por  Real  ordea 
de  31  de  Diciembre  de  1880  la  devolución  al  Tesoro  de  cierta  cantidad  en 
aquellos  pagarés,  sin  tener  que  abonar  derechos  de  custodia  al  B&noo  de 
Espafia,  por  estar  depositados  en  este  establecimiento,  pero  entendiéndose 
esto  con  los  correspondientes  á  los  vencimientos  del  segundo  semestre 
de  1881  al  primero  de  1888.  En  vista  de  las  diflcaltadea  qne  se  suseitabaa 
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pan  la  entrega  de  dicha  cantidad,  se  dictó  la  Real  orden  de  29  de  Agosto 
de  1884,  ditponiendo  abonaae  e)  Tesoro  al  Banco  de  España  nn  i  por  100 
de  derechos  de  costodia,  respecto  de  la  citada  cantidad. 

Por  Ja  Real  orden  impugnada  se  reclamaron  al  Banco  de  Castilla  los 
pagarés  de  bienes  nacionales  sobrantes  de  la  garantía,  de  vencimientos 
de  1888  á  84,  á  1886  á  87,  düsponiendo  que  si  el  Banco  de  Espafia  recla- 
mase la  comisión  de  custodia,  la  abonase  el  de  Castilla,  con  arreglo  á  la 
Real  orden  de  Agosto  de  1884.  El  Tribunal  Contencioso  pronunció  la  sen- 
tencia que  c<»itiene  los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo. 

Considerando  que  los  pagarés  depositados  constituían  una  garantía  en 
iavor  del  Banco  de  Castilla,  quien  tenía  el  derecho  de  realisarlos,  pero 
también  deber  correlativo  de  satisfacer  al  Banco  de  Espafia  una  comisión 
por  depósito  ó  derecho  de  custodia  de  los^ue  retirase,  debiendo  hacer  el 
pago  el  Banco  demandante  directamente  y  por  su  cuenta,  según  la  re 
gla  4.*  del  art.  4.o  del  convenio  de  81  de  Enero  de  1872: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  80  de  Diciembre  de  1880  se  refiere 
á  los  psgarés  correspondientes  á  los  vencimientos  del  segundo  semestre 
de  1881  al  primero  de  1888,  y  así  lo  confirmó  la  Real  orden  de  29  de 
Agosto  de  1884,  al  declarar  que  la  comisión  de  un  i  por  100  de  custodia 
la  abonara  el  Tesoro,  y  que  en  lo  sucesivo  se  obligue  al  Banco  de  Castilla 
al  abono  por  otras  cantidades  que  resulten  sobrantes  de  pagarés  de  bie 
nes  nacionales: 

Considerando  que  la  Real  orden  reclamada  hace  relación  á  los  pagarés 
de  vencimientos  correspondientes  á  los  afios  de  1888  á  84  á  1886  á  87,  ra- 
sen por  la  que  no  puede  estimarse  derogatoria  la  de  81  de  Diciembre 
de  1880,  que  sólo  se  refiere  á  los  pagarés  de  vencimiento  de  otra  época  en 
la  que  no  eran  conocidas  la  existencia  y  cuantía  de  los  vencederos  de  1888 
á  84  en  adelante: 

Considerando  que  subsiste  en  el  Banco  de  Castilla  la  obligación  de  sa- 
tisfacer al  de  Espafia  el  derecho  de  custodia,  en  primer  lugar,  porque  el 
depósito  se  debió  á  la  voluntad  de  los  acreedores,  que  eran  los  Bancos  de 
París  y  de  Castilla,  y  además  por  la  obligación  de  éste  de  retirar  los  paga- 
rés sobrantes  y  devolverlos  al  Tesoro,  con  liquidación  y  cuenta  justificada 
una  ves  rsalisada  la  amortisaeión  de  ios  bonos. 

Visto  el  contrato  celebrado  en  81  de  Enero  de  1872  entre  el  Ministro 
de  Hacienda  y  los  representantes  de  los  Bancos  de  París  y  de  Castilla; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  deducida  por  el  Banco  de  Castilla  contra 
la  Real  orden  de  6  de  Julio  de  1886,  la  cual  queda  firme  y  subsirtente.— 
(Bentencia  publicada  el  18  de  Octubre  de  1892,  é  inserta  en  la  OaeHa 
de  18  de  Febrero  de  1898.) 


402 

SnmnroiA  (18  de  Octubre  de  lS9%).—'Legione$  exiranjeroB.  Pago  de 
eréáiUm  por  kaheru  devengadot.-^^^  revócala  Real  orden  de  11  de  No 
yiembre  de  1890  impugnada  por  D.  Carlos  Eduardo  Lariet,  y  se  establece: 

i.o  Que  loe  reelamadimes  de  Oobiemo  á  Qohiemo,  ni  caducan  en  deter- 
minadoe  pUizoe,  ni  te  eometen  á  ¡a$  preeeripcionee  que  cada  uno  de  ellot  pueda 
dictar  para  establecer  reiadonee  entre  ia  Adminietración  y  lo8  admini$tradf>§: 

i.o  Que  iegún  Is  diepueeto  en  el  art.  4.^  de  la  ley  de  2é  de  Junio  de  1885, 
Ice  acuerdoe  que  pongan  tirm^o  á  un  expediente  en  la$  Ofidnae  de  provin- 
cia», deben  notificane  á  kc  intcrecadoe  que  intervengan  en  el  misino^  en  la 
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forma  pr€$crita  por  el  mümo  artimio^  eUo  e»,  entregando  copia  liUrai  de  tal 
acuerdo,  y  haciendo  constar  el  reeweo  de  aUada  qne  puede  utüiMarse^  el  tér- 
mino para  interponerlo  y  la  autoridad  ante  quien  ha  de  proponeroe: 

3fi    Que  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  miemo  articulo  4,^  déla  ley  de 
2á  de  Junio  de  1885,  eóio  puede  entenderle  het^  la  notifioaeián  en  el  caoo  de 

Sue  loe  intereeadoe  utiligaran  en  tiempo  yfotyna  el  eorreepondienie  reeureo 
e  alzada: 
Y  á.o    Que  no  habiéndose  hecho  notificación  aiministraiiva^  no  comienza 
á  correr  el  término  de  quince  dias  para  deducir  la  aleada,  y  no  e9ti$nándúh 
omí  la  Ádministradán,  vneurre  en  evidente  error  de  derecho. 

Por  capitulación  celebrada  entre  Eapafia  y  Saiaa,  te  convino  gae  con- 
tinoarían  al  servicio  de  la  primera  cinco  regimientos  saisos,  obligándose 
el  Gobierno  espafiol  á  pagarles  sos  baberes  activos  y  pensiones  de  reti- 
ros. Disueltos  definitivamente  estos  Oowrpos  en  1836,  se  instruyeron  por 
la  Dirección  de  la  Deuda  los  oportunos  expedientes  «obre  reeiamación  de 
haberes  devengados  á  aquellos,  y  no  satisfechos,  dictándose  la  Beal  orden 
de  17  de  Abril  de  1868,  que  estimó  estos  créditos  exceptuados  de  la  regla 
general  establecida,  como  procedentes  de  tratados,  pues  aunque  corres- 
pondían á  asignaciones  personales,  traían  su  origen  de  capitulaciones  ce- 
lebradas entre  el  Gobierno  espafiol  y  la  Dieta  Federal  suisa. 

La  Beal  orden  de  4  de  Junio  de  1772,  desestimó  la  pretensión  del  He- 
oal  que  propuso  se  impugnara  en  vía  contenciosa. la  de  17  Abril  de  1863, 
por  la  cual  se  mandó  abonar  los  sueldos  en  deuda  del  material  del  Tesoro. 

£n  14  de  Julio  de  1887,  la  Dirección  general  de  la  Deuda  acordó  in- 
cluir uno  de  los  créditos,  que  ya  había  ddo  reconocido  y  liquidado  en 
eertifieación,  y  en  19  de  Julio  de  1887  el  demandante,  como  Cónsul  de 
suiza,  y  otros,  firmaron  el  expediente  que  decía  en  una  nota  cRecibimoa 
la  factura,  número  de  salida  8.414,  por  pesetas  396.140,61  céntimos  nomi- 
nales.» 

Desestimada  la  aleada  interpuesta  contra  dicho  acuerdo  en  8  de  Agoa- 
lo  de  1887,  se  dictó  la  Real  orden  impugnada,  confirmatoria  del  acuerdo 
apelado;  y  el  Tribunal  contencioso,  desestimando  la  excepción  perentoria 
de  incompetencia  opuesta  por  el  Fiscal,  fundándola  en  que  la  Real  orden 
impugnada  confirma  un  acuerdo  consentido,  pronunció  la  eentencia  que 
contiene  los  signieutes  considerandos,  vistos  y  fallo. 

Considerando  que  la  Real  orden  de  17  de  Abril  de  1863,  dictada  de 
conformidad  con  el  dictamen  del  Consejo  Real,  después  de  reoonocer  loe 
buenos  servicios  prestados  á  Espafia  por  loe  regimientos  soIzcm,  declaró 
que  estos  acreedores  no  debían  sujetarse  á  las  reglas  que  «pudieran  regir 
para  las  otras  clases,  en  razón  á  que  los  créditos  traen  origen  de  capitula- 
ciones celebradas  entre  el  Gobierno  espafiol  y  la  Dieta  de  la  Confedera- 
ción suiza,  y  debían  considerarse  procedentes  de  tratados,  siendo  de  notar 
que  dicha  Real  orden  es  firme  é  irrevocable;  y  que  el  Ministerio  de  Ha- 
denda,«por  otra  Real  orden  de  4  de  Junio  de  1872,  deaestimó  una  pro- 
puesta del  Fiscal  de  la  Deuda,  para  que  aquélla  fuera  reclamada  en  vüi 
contenciosa,  fundándose  para  ello  en  que  no  puede  desconocerse  que  loa 
servicios  de  que  se  trata  se  encuentran  en  circunstancias  especiales  por 
dimanar  de  un  contrato  internacional: 

Considerando  que  reconocida  la  fuerza  de  tal  declaración,  y  siendo 
por  otra  parte  evidente  que  las  redamadones  de  Gobierno  á  Gobierno, 
ni  caducan  en  determinados  plazos,  ni  se  someten  á  las  prescripciones  que 
cada  uno  de  ellos  pueda  dictar  para  establecer  relaciones  entre  la  káiol- 
niatración  y  los  administradoa,  por  lo  cual  ea  consecuencia  ineludible  en- 
tender la  intervendón  de  las  oficinas  de  la  Deuda  pábütía  en  las  reclama- 
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eione«  de  qne  te  tniU,  como  Umitodm  al  reeooocimiento  de  loe  docamentoe 
j  á  la  liqaidadÓQ  de  Um  reconoeidoe  como  Tálidoe: 

Oonelderando  qae  aonqae  ee  preecindiera  de  eetoa  piincipioa  iacon- 
troveriiblee,  j  ee  aplicara  la  legitlación  de  la  Deada  pábliea  de  Eepafia  á 
loe  créditoe  en  eoeatión  ain  limitadón  algana,  ea  indudable  que  el  acuerdo 
de  la  Dirección  de  la  Deuda  de  14  de  Julio  de  1887  debió  notificaree  á  loa 
intereaadoe  que  intenrenian  en  el  expediente,  oetentando  la  repreeenta- 
don  del  Goneejo  federal  de  la  Confederación  Helvética,  en  cumplimiento 
de  lo  que  dieponia  el  art.  4.<>  de  la  ley  de  24  de  Junio  de  1886,  á  la  eazón 
Tigente,  y  en  la  forma  preacrita  por  el  mismo  artículo,  eeto  ee,  entregando 
copia  literal  de  tal  acuerdo,  y  haciendo  oonatar  el  recureo  de  aliada  que 
podía  utilisarae,  el  término  para  interponerlo  y  la  autoridad  ante  quien 
había  de  proponeree: 

Conaiderando  que  en  el  expediente  gnbematlTO  no  consta  diligencia 
alguna  de  notificación  del  referido  acuerdo,  supuesto  que  no  puede  atñ* 
huirse  ese  carácter,  por  no  reunir  ninguna  de  las  condiciones  antes  expre- 
preeadas  la  diligenda  de  entrega  de  raloree  de  19  de  Julio  de  1887,  y  por 
consiguiente,  con  arreglo  á  lo  prerenido  en  el  mismo  arl  4.o  de  la  ley  de 
24  de  Junio  de  1886,  sólo  podía  entenderse  hecha  la  notificación  en  él  caao 
de  que  loe  interesados  utillsaran  en  tiempo  y  forma  el  correspondiente  re- 
curso de  alsada: 

Oonelderando  que,  á  rirtod  de  lo  expuesto,  es  indudable  que  no  puede 
tenerae  por  extemporánea  la  alsada  deducida  para  ante  el  Ministerio  de 
Hacienda  en  8  de  Agosto  de  1887,  porque  no  habiéndose  hecho  notifica- 
ción administrativa  no  había  comensado  á  correr  el  término  de  quince 
dfaa  para  deducirla,  y  que  la  Real  orden  redamada,  al  declarar  que  dicho 
recurso  se  presentó  fuera  de  plaso,  procedió  con  evidente  error  de  de- 
recho; 

Y  considerando  que  de  loe  anteriores  rasonamientos  se  deduce  clara- 
mente que  la  Real  orden  qne  se  impugna  no  ea  ni  puede  ser  confirmatoria 
de  acuerdo  consentido,  por  no  haber  sido  apelado  en  tiempo  y  forma,  y 
por  tanto,  qne  es  improcedente  la  excepdón  de  incompetencia  que,  fun- 
dada en  el  supuesto  contrario,  ha  alegado  el  fiscal  como  perentoria. 

Visto  el  art  8.^  del  Reglamento  aprobado  por  Real  decreto  de  17  de 
Octubre  de  1861; 
.  Vista  la  ley  de  34  de  Junio  de  1886,  en  su  art.  4.o: 

Vistos  los  arte.  39  y  86  dd  Reglamento  de  34  de  Junio  de  1886; 

Fallamos  que  defoemoa  declarar  y  declaramos  improcedente  la  excep- 
dón de  incompetencia  que  como  prentoría  ha  alegado  el  fiscal;  y  en 
«uanto  al  fondo  del  pleito,  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  or- 
den expedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  11  de  Noviembre  de  1890. 
mandando  que  el  expediente  vuelva  á  dicho  departamento  ministerial 
para  que  sustancie  y  lesndva  con  arreglo  á  derecho  el  recureo  de  alsada 
deduddo  contra  el  aouiMrdo  de  la  Direcdón  de  la  Deuda  de  14  de  Julio 
de  1887.— (Sentencia  publicada  el  18  de  Octubre  de  1892,  é  inserta  en  la 
€aeda  de  18  de  Febrero  de  1898.) 

403 

SsHTairozA  (18  de  Octubre  de  1892).— Olotes  p<mva$.  Abano  de  $erviei99, 
— Se  confirma  el  acuerdo  de  la  Junta  de  Pensiones  civiles  de  9  de  Enero 
^e  1876,  impugnado  por  la  represeatadón  del  Estado,  sobre  derecho  de 
D.  Mariano  Arnau  al  abono  en  su  dasificadón  de  cierto  tiempo  de  servi- 
cios, y  se  establece: 
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i  o  Que  eon  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art  12  del  Real  decreto  de  3  de 
AbrÜ  de  1828,  los  servicios  prestados  oomo  meritorio  en  ploMa  reglamentaria 
dan  al  interesado  el  carácter  de  empleado  público  y  el  derecho  á  que  se  le  com- 
puten aquéllos  en  tal  concepto  para  su  jubilación; 

Y  2fi  (¿ue  según  la  jurisprudencia  establecida,  entre  otros,  en  el  Real  de- 
creto sentencia  de  25  de  Febrero  de  1864^  la  Real  orden  de  11  de\Noviembre 
de  1833^  que  privó  á  hs  escribientes  y  auxiUat^  de  Hacienda  del  oarácter  de 
empleados,  exceptuó,  no  obstante^  á  los  antiguos,  ósea  álo$  que  ya  lo  tenían  al 
timpo  de  su  publicación, 

D.  MaríiQO  Aroao  deiempefió  el  cargo  de  meritorio  de  la  OonUdoría 
de  Rentas  de  Soria,  con  sueldo  de  600  n.  annalea,  por  oombramieoto  con- 
firmado por  la  Direccióo  general  de  Rentas,  desde  6  de  Agosto  de  1829 
hasta  7  de  Enero  de  1841.  Desde  esta  fecha  la  plaza  de  escribieate  segan- 
do de  dicha  Contaduría  por  orden  del  Contador  general  de  yalores  y  con 
sueldo  anual  de  2.000  rs.,  hasta  8  de  Junio  de  1836. 

£1  acuerdo  impugnado  computó  al  Aman  para  sn  jubilación  dichos  so- 
ches servicios;  y  el  Tribunal  contencioso  pronnnoió  la  sentencia  que  con- 
tiene los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo. 

Considerando  que  el  demandado  prestó  sos  servidos  en  concepto  de 
meritorio  de  la  Contaduría  de  Rentas  de  Soris,  con  sueldo,  desde  6  de 
Agosto  de  1829  hasta  7  de  Enero  de  1881  en  plasa  reglamentaria,  que  ob- 
tuvo en  propiedad,  en  virtud  de  nombramiento  confirmado  por  la  Direc- 
ción general  de  Rentas,  pot  lo  cual,  y  conforme  á  lo  prevenido  en  los  ar- 
tículos 11  y  12  del  Real  decreto  de  3  de  Abril  de  1828,  adquirió  el  carác- 
ter dé  empleado  público  y  el  derecho  A  que  sa  le  computasen,  como  se  le 
han  computado,  los  servicios  en  tal  concepto  para  sn  Jubilación: 

Considerando  que  el  tiempo  desde  7  de  Enero  de  1831  á  8  de  Junio  de 
1885  desempeñó  la  placa  de  escribiento  segundo  en  la  misma  dependencia 
por  nombramiento  del  Contador  general  de  valores  y  oon  mayor  sueldo 
que  el  que  percibía  como  meritorio,  debe  serle  también  de  abono  en  sn 
clasificación,  por  toner  adquirido  eon  anterioridad  esto  derecho  en  plasa 
de  menpr  importancia: 

T  considerando  que  según  la  jurisprudencia  estalrfecida,  entre  otros, 
en  el  Real  decreto  sen toncia  de  26  de  Febrero  de  1864,  la  RmI  orden  de  IL 
de  Noviembre  de  1883  que  privó  á  los  escribientontes  y  auxiliares  de  H^ 
cienda  del  carácter  de  empleados,  ezceptuói  no  obstanto,  á  los  antiguos,  ó 
sea  á  los  que,  como  Arnau,  ya  lo  tenían  al  tiempo  de  so  poblicacióa. 

Visto  el  Real  decreto  <le  8  de  Abril  de  1828,  en  sa  art  11: 

Visto  la  Real  orden  de  11  de  Noviembre  de  1888,  en  su  art  1.^; 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  el  acnerdo  dictado  por 
la  Junta  de  Pensiones  civiles  en  9  de  Enero  de  1876,  objeto  de  la  presento 
demanda,  absolviendo  de  la  misma  á  D.  Mariano  Arnan  y  Lamboa.— (Sen- 
tencia publicada  el  13  de  Octubre  de  1892,  é  inserta  en  la  Ghoeta  de  20  de 
Febrero  de  1893.) 


494 

SsNTBJfOiA  (14  de  Octubre  de  lS92).'—Es6cepeianes  perentorias.  Incom- 
petencia de  jurisdieeión. — Se  declara  procedente  la  opuesto  por  el  Fiscal  á 
la  demanda  de  D.  Eduardo  Guichot  contra  la  Real  orden  de  6  de  Agosto 
de  1890.  y  se  estoblece: 

Que  no  corresponden  al  conocimiento  de  los  Tribunales  Contencioso  admi- 
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nUtratipot,  $egún  el  núm.  3  o  delart.  40  de  la  Uy  de  13  de  Septíembre  de  1888, 
la$  resolucumeB  que  $ean  frproducción  de  otras  anteriores  que  hayan  causada 
estado  y  no  hayan  sido  reclamadas, 

D.  Eduardo  Galchot  foó  dado  de  baja  en  el  Ejército  de  Filipinaa  y  de 
alU  en  el  de  la  Penínsala  en  1888,  con  el  empleo  de  Corone!  y  antigüedad 
del  día  en  qae  le  correspondió  ascender  en  dicho  Ejército  de  Filipinas 

Solicitó  Guichot  ea  1890  que  se  le  concediese  en  su  empleo  de  Coronel 
la  antigüedad  del  mes  de  Mayo  de  1886,  época  en  que  le  correspondió  as- 
cender en  el  Ejército  de  la  Península.  Denegada  esta  pretensión  por  la 
Keal  orden  Impugnada,  y  opneaU  por  el  Fiscal  la  mencionada  excepción, 
dictó  el  Tribunal  Contencioso  la  sentencia  qne  contiene  loa  siguientes 
considerandos  y  fallo: 

Considerando  qne  al  concederse  á  D.  E  Inardo  Guichot  el  empleo  de 
Coronel  en  la  Península  por  Real  orden  de  80  de  Agosto  de  1888,  se  le 
asignó  la  efectividad  de  l.o  del  referido  mes  en  el  empleo  citado: 

Considerando  que  Guichot  consintió  la  Real  orden  referida  sin  inter- 
poner contra  la  misma  el  recarso  contencioso,  único  procedente,  si  enten- 
día qne  al  asignarse  la  antigüedad  de  l.o  de  Mayo  de  1888  se  vulneraban 
•ns  legítimos  derechos: 

Considerando  que,  por  lo  expuesto,  la  Real  orden  fhipugnada  es  repro- 
dncción  de  la  de  80  de  Mayo  de  1888: 

Considerando  qoe  no  corresponden  al  conocimiento  de  los  Tribunales 
Contencioso  administrativoa,  según  el  núm.  S.o  del  art.  4.o  de  la  ley  de  13 
de  Septiembre  de  1888,  las  resoluciones  qne  sean  reproducción  de  otras 
anteriores  qne  hayan  causado  estado  y  no  hayan  sido  reclamadas; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedente  la  excepción 
de  incompetencia  qne  como  perentoria  alega  el  Fiscal  en  la  demanda  in- 
terpuesta por  D.  Eduardo  Guichot  contra  la  Real  orden  de  6  de  Agosto 
de  1890,  la  cual  queda  firme  y  subsistente.— (Sentencia  publicada  el  14  de 
Octabre  de  1892,  é  inserta  en  la  Qaceta  de  20  de  Febrero  de  1893.) 
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SnmHGiÁ  (15  de  Octubre  de  1892).— Cbw«ttmo«.  Defraudación.— ^q  re- 
voca la  orden  de  10  de  Abril  de  1890  expedida  por  la  Dirección  general  de 
Contribuciones  indirectas,  impugnada  por  D.  Salustiano  Aguí,  y  se  es- 
tablece: 

(¡ue  el  núm.  3.^  del  art,  290  del  Reglamento  de  Consumos  de  21  de  Junio 
de  1889,  considera  contraventores  á  los  que  no  presenten  las  especies  en  los 
fielatos  y  álos  (tue  al  verificar  introducciones  de  las  especies  gravadas  las 
ocuUan  artificiosamentef  con  objeto  evidente  de  librarlas  del  adeudo, 

Deanneiado  el  demandante  en  2  de  Noviembre  de  1889  por  haber  in- 
troducido en  Fnencarral  unos  carros  de  uvas  ocultas  artificiosamente,  ma- 
nifestó el  26  del  mismo  mes  que  al  verificar  la  introducción  dio  parte  de 
ella^porno  haber  Administración  ni  personal  conocido,  al  síndico  D.  Pe- 
dro Morales,  qnien  corroboró  lo  expuesto  por  Aguí. 

La  orden  impugnada  declaró  responsable  por  la  introducción  á  D.  Sa- 
lustiano Agflí.    ' 

Reclamada  en  vía  contenciosa  dicha  orden,  con  la  súplica  de  que  se 
declarase  so  nolidad,  se  pronunció  por  el  Tribunal  Contencioso  la  senten- 
cia qoe  contiene  los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 
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Oonaiderando  qne  la  orden  de  la  Dirección  general  de  Oontribacfonea 
indirectae  impagoada  en  eete  pleito  ae  fanda,  para  imponer  á  D.  Salottia- 
no  Aguí  reeponsabilidad  por  ]a  introducción  en  Foencarrat  de  la  eepede  á 
qne  se  refiere  el  expediente,  en  el  núm.  S.%  art  S90  del  Reglamento,  el 
caal  considera  contrayentoree  á  loe  qae  no  presenten  lae  eapeclea  en  loa 
fielatos  y  á  los  qne  al  verificar  introducciones  de  las  especies  gravadas  las 
ocnltan  artificiosamente,  con  objeto  evidente  de  librarlas  del  adeudo: 

Considerando  qne  así  del  expediente  gubernativo  como  de  los  autos, 
resulta  probado  que  en  Fuencarral  no  existían  fielatos  en  la  época  en  que 
Aguí  introdujo  la  especie  de  que  se  trata,  y  que  tampoco  se  nombró  sín- 
dico alguno  encargado  especialmente  de  administrar  el  impuesto  sobre  las 
especies  forasteras  propias  de  los  individuos  agremiados,  sino  que  lo  ve- 
rificaba aquél  de  entre  los  síndicos  á  quien  se  daba  parte  de  la  intro- 
ducción: 

Considerando  que  D.  Salustiano  Agttí,  no  sólo  no  introdujo  en  Fuen- 
carral  la  uva  de  que  se  trata  oculta  artificiosamente,  sino  que  dio  parte  de 
dicha  introducción  en  el  momento  de  verificarlo,  al  objeto  de  satisfacer  el 
impuesto  de  consumos  á  uno  de  los  síndicos,  D.  Pedro  Morales,  costumbre 
establecida  en  la  localidad  para  suplir  la  falta  de  fielatos  y  cumplir  lo  pre- 
venido en  la  décima  de  las  condiciones  aprobadas  por  el  gremio  de  cose> 
«hsros  de  vinos,  y  por  consiguiente  en  manera  alguna  puede  considerarse 
comprendido  en  el  art.  290,  caso  8.0  del  Reglamento: 

Considerando  que  el  demandante  al  solicitar  la  nulidad  de  la  orden 
reclamada,  que  en  su  caso  sería  la  nulidad  del  expediente,  no  ha  demos- 
trado, ni  de  éste  resulta  que  la  denuncia  se  presentara  transcurridos  dos 
días  de  los  hechos  denunciados,  ni  que  el  Alcalde  citara  á  Junta  adminis- 
trativa después  de  los  tres  días  siguientes  á  la  presentación  de  la  denuncia. 

Visto  el  Reglamento  de  Consumos  de  31  de  Junio  de  1889,  artículos 
390  y  805: 

Vista  la  condición  décima  de  las  aprobadas  por  el  gremio  de  coseche- 
ros de  vino  de  Fuencarral,  para  liacer  efectiva  la  cantidad  impuesta  en  fl 
presupuesto  de  Consumos; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  á  la  nu- 
lidad de  la  orden  de  la  Dirección  de  Contribuciones  indirectas  pretendida 
por  el  demandante,  y  que  debemos  revocar  y  revocamos  dicha  orden  de 
10  de  Abril  de  1890,  declarando  en  su  lugar  que  D.  Salustiano  Aguí  no 
incurrió  en  penalidad  alguna  por  la  introducción  de  uva  de  que  se  trata, 
sin  perjuicio  de  que  satisfaga  el  impuesto  correspondiente  á  dicha  espe- 
cie.—(Sentencia  publicada  el  16  de  Octubre  de  1899,  é  inserta  en  la  Qweta 
de  20  de  Febrero  de  1893.) 
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ScirrBNOiA.  (18  de  Octubre  de  1892).— (bususiof.  Ineidmeia9  de  wt  etm- 
trato  de  arriendo.-^Be  revoca,  en  parte,  la  Real  orden  de  10  de  Diciembrs 
de  1889,  impugnada  por  D.  Florentino  Moran,  y  se  establece: 

i.o  Qne  la  regla  i.»  del  art.  $78  del  Beglamenio  de  16d$Jnmh  de  IBSti, 
eetableee  que  el  arrendatario  fueda  subrroaadó  en  loe  derednm  y  aeei<me$  de 
la  Hidenda  en  los  ramos  q%e  comprende  el  contrato: 

2,^  Que  la  supresión  y  el  restablecimiento  del  impuesto  de  los  eomumoo 
oobre  los  aguardientes,  alcoholes  y  licores,  no  constituyen  novación  del  con- 
trato de  arriendo,  según  previene  la  regla  11  del  Rsglamento  de  16  de  Junio 
de  1885: 
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3,0  Que  el  art.  12  del  BeglamerUo  citado  prohibe  la  celebración  de  arren- 
damieiUoi  e»peciak$: 

4.^  Qtée  ii  bien  la  AdminittfHíción  activa  tiene  facúUadee  diecrectonalee, 
€Winio  contrata,  debe  atenerse  á  las  condiciones  estipuladas,  mientras  tales 
vínculos  de  derecho  no  se  declaren  nulos  ó  rescindidos,  porque  no  por  ser  una 
de  las  partes  contratantes  el  Estado,  dejan  aquellos  pactos  de  constituir  dere- 
chos perfectos  y  obligaciones  mutuas  reguladas  por  los  principios  generales 
ée  la  cmtrataeión: 

6.^  (¡ue  celebrada  una  subasta  para  el  arriendo  de  consumos  de  una  loca- 
lidad por  tiempo  determinado,  bajo  d  correspondiente  pliego  de  eondiciones 
publicado  en  la  G»ceU  y  Boletín  ofldal  de  Ux  provincia,  y  aceptadas  dichas 
oondicknes  en  la  escritura  otorgada  al  efecto,  quedan  obligados  á  ellas,  oomo 
ley  del  contrato^  así  el  adjudicatario  del  remate  como  la  Administración: 

6fi  Que  en  el  propio  caso,  celebrado  el  arriendo  en  1888,  al  aumentarse 
por  Real  orden  el  precio  del  mismOy  «i  virtud  del  art.  6 fi  de  la  ley  de  21  dt 
Junio  de  1889  por  el  concepto  de  alcoholes,  aplicando  á  este  contrato  el  ar- 
ticulo 7fi  de  la  referida  ley,  se  infringe,  no  sólo  la  ley  del  pacto,  sino  la  dis- 
posición transitoria  del  art.  10  del  É^glatnento  de  S¿6  de  Julio  de  1888,  re 
producida  posteriormente  en  el  de  1889,  en  ha  que  se  previene  de  una  manera 
terminante  que  los  arret^damientos  de  consumos  hechos  á  particulares  conti- 
fmarán  inalterables  hasta  la  espiración  del  plato  por  qtéc  han  sido  contra- 
tados; 

Y  7.0  Que  no  es  posible  legalmente  r^olver  en  via  contenciosa  las  cuestio- 
nes que  no  han  sido  resuellas  en  la  disposición  impugnada. 

£q  1888  contrató  el  actor  el  arriendo  de  loa  conaumos  de  Toledo  por 
trea  afioa,  que  empezarían  en  l.o  de  Julio  del  miaou)  año. 

Habiendo  anprimido  la  ley  de  26  de  Janio  de  1888  el  impuesto  espe- 
cial de  consnmos  sobre  los  agaardientes  y  demás  licores,  se  rebajó  del 
precio  del  arriendo  cierta  cantidad. 

La  ley  de  21  de  Junio  de  1889  restableció  el  impoesto  de  oonsamos  so- 
bre alcoholes,  agaardientes  y  licores  destinados  al  consamo  personal,  or- 
denando en  sn  art.  7. o  que  el  tipo  para  encabeeamientos  y  cupos  sería  de 
una  peseta  por  habitante  en  capitales  de  provincia. 

Practicado  el  aloro  de  las  oKÍstenoias  de  alcoholes  existentes  en  loa 
establecimientos. de  venta  de  Toledo,  manifestó  el  arrendatario  que,  con- 
siderando .excesivo  el  aumento  que  se  le  había  señalado,  en  virtud  del  ar- 
tíoolo  7.0  de  aquella  ley,  no  podía  encargarse  por  su  cuenta  de  la  oobranaa 
de  las  mencionadaa  especies. 

La  Real  orden  impugnada  obligó  al  arrendatario  á  recaudar  por  su 
dienta  dicho  impuesto,  abonando  el  aumento  que  determina  el  art.  Tfi  de 
la  ley  de  21  de  Junio  de  188^,  y  el  Tribunal  Contencioso  pronunció  la 
sentencia  qne  contiene  los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Oonsiderando  que  el  actor  plantea  en  la  demanda  tres  cuestiones,  á 
saber:  si  como  arrendatario  de  los  consumos  de  Toledo  está  ó  no  obligado 
á  hac^r  por  su  cuenta  la  recandaoión  del  impuesto  de  consumos  sobre  los 
«Jeoholes,  creado  por  la  ley  de  21  de  Julio  de  1889,  la  cantidad  en  que  ha 
de  aumentarse  el  precio  del  arriendo,  y  si  la  Administración  está  ó  no 
obligada  4  practicar  un  aforo  de  las  existencias  que  había  al  comenzar  la 
recaudación: 

Considerando,  en  cuanto  á  la  primera  cuestión,  que,  según  la  jurispru-: 
dencia  CiHistante,  D.  Florentino  Moran,  como  arrendatario  de  los  consu- 
mos de  Toledo,  está  obligado  á  hacer  por  sn  cuenta  la  recaudación  del 
impoesto  de  qne  se  trata,  ya  porqne  la  regla  1>,  art.  278  del  Reglamento 
4e  16  <le  Junio  de  1886,  con  sujeción  al  cnal  se  celebró  el  arrendamiento» 
TOMO  46  37 
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establece  que  el  arrendatario  qaeda  aabrrogado  en  los  derechos  7  acciones 
de  la  Hacienda  en  los  ramos  qne  comprende  el  contrato;  ya  porqne  la  sa- 
presiÓQ  y  el  restablecimiento  del  impuesto  de  los  oonsomos  sobre  Um 
aguardientes,  alcoholes  y  licores  no  constitayen  novación  del  contrato,  es- 
tando el  caso  previsto  en  el  mismo,  según  previene  la  regla  11  del  R#- 
glamento  citado: 

Considerando  que  no  se  trata  de  un  nuevo  impuesto,  sino  del  restablé- 
cimiento  con  alteración  de  derechos  del  qne  gravaba  las  citadas  especies 
al  celebrar  Moran  su  contrato,  siendo  además  de  tener  en  cuenta  que,  pro- 
hibida por  el  art.  19  del  Reglamento  á  qne  va  hecha  referencia  la  celebra- 
ción de  arrendamientos  especiales,  el  mismo  precepto  que  se  tuvo  pre- 
sente para  suprimir  del  arrendamiento  esas  especies,  es  el  que  debe  regir 
para  determinar  la  adición  que  se  hace  de  las  mismas,'*y  en  su  consecnen- 
eia,  no  puede  negarse  el  arrendatario  de  Toledo  á  recaudar  por  su  cnents 
•1  impuesto: 

Oonsiderando,  en  orden  á  la  segunda  oneatión,  resuelta  por  la  Real  or- 
den, en  el  sentido  de  que  el  arrendatario  debe  abonar  el  anmento  que  ds- 
termina  el  art  7.o  de  la  ley  de  21  de  Junio  de  1889,  qne  si  bien  la  Adoai- 
nistración  activa  tiene  facultades  discrecionales  cuando  contrata,  debe 
atenerse  á  las  condiciones  estipuladas,  mientras  tales  vínculos  de  derecho 
no  se  declaren  nulos  ó  rescindidos^  porque  90  por  ser  una  de  las  partes 
contratantes  el  Estado,  dejan  aquellos  pactos  de  constituir  derechos  per- 
fectos y  obligaciones  mutuas  reguladas  por  los  principios  generales  de  la 
contratación: 

Considerando  que,  celebrada  en  1888  la  subasta  para  el  arriendo  á% 
consumos  de  Toledo  por  tiempo  de  tres  afios,  que  habían  de  terminar  en 
80  de  Junio  de  1891,  bajo  el  pliego  de  oondidonea  publicado  en  la  Gaeeim 
y  Boletín  oficial  de  aquella  provincia  y  aceptadas  dichas  condiciones  en  te 
escritura  otorgada  al  efecto,  quedaban  obligados  á  ellas,  como  ley  del  con- 
trato,  así  el  adjudicatario  del  remate  como  la  Administración: 

Oonsiderando  qne  de  dicho  pliego  de  oondioiones  forma  parte  inte- 
grante un  presupuesto  de  especies  que  la  Hacienda  está  obligada  á  respe- 
tar mientras  dure  el  contrato,  porque  lo  contrario  implicaría  la  infracció» 
de  una  de  las  condiciones  esenciales  del  arrendamiento: 

Oonsiderando  que  la  Administración  sólo  podía  rescindir  el  contrato^ 
aumentar  ó  rebajar  loa  derechos  de  las  especies  sujetas  al  impuesto,  neto 
no  aumentar  el  cupo  de  consumos,  como  lo  ha  hecho  en  el  presente  caso, 
por  cuanto  en  el  contrato  se  consigna  que  aquella  alza  ó  baja  producirá  el 
aumento  ó  disminución  proporcional  del  precio  del  arrendamiento,  eos- 
forme  al  presnpoesto  de  consumos: 

Considerando  que,  en  tal  concepto,  al  aumentar  la  Real  orden  de  10  de 
Diciembre  de  1889  el  precio  de  este  arrendamiento,  por  virtud  del  art.  6.e 
de  la  ley  de  21  de  Junio  del  mismo  aflo,  por  el  concepto  de  alcoholes, 
aplicando  á  este  contrato  el  art.  7.o  de  la  referida  ley,  se  infringió,  no  sólo 
la  ley  del  pacto,  aino  la  disposición  tranaitoria  del  art  10  del  Reglamento 
de  26  de  Julio  de  1888,  reproducida  posteriormente  en  el  de  1889,  en  le 
que  se  previene  de  una  manera  terminante  qne  los  arrendamientos  de 
eonsumos  hechos  á  particulares  continoarán  iiialtsrables  hasta  la  espirs- 
eión  del  plaio  por  qne  han  sido  contratados,  y  además  se  dio  á  dicho  ar- 
tículo 7fi  un  efecto  retroactivo  injustificado: 

Considerando  qne,  en  este  concepto,  ad  como  al  eliminarse  del  c<mí- 
trato  de  qn«  se  trata  en  1888  las  especies  alcohólicas  por  virtud  de  la  ley 
de  26  de  Junio  de  aquel  afio,  se  hiso  al  arrendatario  la  rebaja  proporcio- 
nal, ateniéndose  para  ello  al  cupo  ó  término  medio  de^onaumo  calentado 
j  fijado  en  el  presupuesto,  al  restableeerse  el  impuesto  sobre  estas  espe- 
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ciea  debió  la  Administración,  en  vez  de  aplicar  el  art  7.o  de  la  ley  de  1889^ 
anmentar  el  precio  ateniéndose  también  á  dicbo  capo,  qae  no  podía  variar 
por  las  rasones  expuestas,  y  aplicando  al  consamo  fijado  en  el  presnpaesto 
los  derechos  de  la  tarifa  qae  sefiala  el  art.  6.0  de  la  mencionada  ley,  ó  aean 
^5  céntimos  de  peseta  por  grado  centesimal  en  hectolitro; 

Y  considerando,  respecto  á  la  cuestión  relativa  á  los  aforos,  qae  por 
no  contener  resoloción  algana  respecto  á  este  extremo  la  Real  orden  im* 
pagoada,  no  es  posible  legalmente  resolver  acerca  de  él  en  vía  conten > 
ciosa. 

Visto  el  art.  278  del  Reglamento  de  16  de  Junio  de  1886: 

Vista  la  regla  transitoria  del  art  10  del  Reglamento  de  26  de  Junio 
de  1888: 

Visto  el  art.  7.o  de  la  ley  de  21  de  Janio  de  1889: 

Vista  la  condición  17  del  contrato  de  arriendo; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado,  en  cuanto  la  demanda  se  dirige  contra  el  extremo  pri^ 
mero  de  la  Real  orden  reclamada  de  10  de  Diciembre  de  1889,  ó  sea  en 
cnanto  declara  que  D.  Florentino  Moran,  arrendatario  de  los  consumos  de 
Toledo,  debe  recaudar  por  su  caenta  el  impuesto  sobre  los  alcoholes, 
aguardientes  y  licores;  que  debemos  revocar  y  revocamos  dicha  Real  or- 
den, en  cuanto  ordena  que  el  arrendatario  abone  el  aumento  qae  determi- 
na el  art.  7.o  de  la  ley  de  21  de  Junio  de  1889,  declarando  en  su  lugar  qoe 
al  restablecerse  el  impuesto  sobre  las  citadas  especies  ha  debido  la  Admi- 
nistración atenerse  para  aumentar  el  precio  del  arrendamiento  de  los  con- 
sumos de  Toledo  á  D.  Florentino  Moran,  al  cupo  de  consumos  de  espede i 
alcohólicas  fijado  en  el  presupuestó  que  sirvió  de  base  al  contrato,  apli- 
cando loa  derechos  de  tarifa  establecidos  por  el  art.  6.o  de  la  ley  citada  de 
21  de  Junio  de  1889,  ó  sean  65  céntimos  de  peseta  por  el  grado  centesimal 
en  hectolitro,  y  no  ha  lugar  á  las  demás  pretensiones  de  lá  demanda.— 
(Sentencia  publicada  el  18  de  Octubre  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de 
*20  de  Febrero  de  1893.) 
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SENTSisrciA  (19  de  Octubre  de  1892).— -Saftwáio  industrial  Defrauda 
^».— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda,  de  D.  Juan  Tone- 
dedfa  contra  la  Real  orden  de  80  de  Noviembre  de  1887,  y  se  establece: 

1,^  Que  no  exUte  defecto  alguno  deforma  en  la  tramitación  de  un  expe- 
diente gubernativo,  cuando  siendo  defectuosa  la  notificación  de  un  acuerdo 
hecha  por  la  Admnistración,  volvió  á  hacerse  la  misma  en  la  forma  preve- 
nida por  la  ley,  con  lo  cual  quedó  subsanado  aquel  drfecto  y  viene  á  quedar 
nula  aquella  notificación: 

2.^  Que  tampoco  puede  afirmarse  que  exista  otro  defecto  ni  falta  á  las 
prescripciones  reglamentarias,  cuando  no  hay  en  el  expediente  diligencia 
alguna  que  no  sea  conocida  por  el  interesado,  ni  se  ha  dejado  de  advertirle 
el  derecho  que  tenia  para  alegaren  siu  drfensa  cuanto  tuviera  por  eonve 
niente; 

Y3S>  Que  comprobado  que  un  somerciante  eg  defraudador  en  el  mero  he- 
cho de  hallarse  matriculado  en  concepto  distinto  y  cuota  menor  de  la  corres 
pondiente  á  la  industria  qUe  venia  ejerciendo,  al  imponerle  una  reeoluoión 
administrativa  el  recargo  equivalente  al  importe  de  dicha  diferencia  de  cuota, 
se  ajusta  á  las  prescripciones  legales  que  regulan  la  exacción  y  cobranza  del 
suimdio  industrial. 
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Los  Inspectores  de  la  contribación  indastrial,  constitaídos  en  el  esta* 
blecimieoto  que  en  Barcelona  tenía  el  demandante,  levantaron  acta  de^ 
comprobación,  de  la  qne  resalta  que  dícbo  señor  venía  ejerciendo  desde 
hacía  dos  años  la  indnstria  de  vendedor  al  por  mayor,  y  qoe  contri  bnia  al 
Tesoro  como  vendedor  de  drogas  al  por  menor. 

Se  notiñcó  al  interesado  que  el  expediente  qne  se  le  instrnía  era  de 
defraudación,  requirióndole  para  qne  alegase  en  sn  defensa  lo  que  tuviera 
por  conveniente. 

La  Delegación  de  Hacienda  resolvió  adicionar  al  interesado  en  la  ta- 
rifa l,\  clase  1.*,  dándole  de  baja  en  la  clase  %.\  núm.  l.<i,  con  la  diferen- 
cia de  cuota  correspondiente,  imponiéndole  á  la  vez  nn  recargo  equiva- 
lente  al  importe  de  dicba  diferencia  por  un  año,  con  arreglo  á  la  liqnida- 
den  practicada. 

Notificado  este  acuerdo  á  Torrededía,  recnrrió  en  qneja  al  Ministeria 
por  no  reunir  la  notificación  los  requisitos  legales. 

Ames  de  tramitar  el  recurso,  la  Delegación  de  Hacienda  hizo  de  naevo 
j  en  forma  la  notificación  al  interesado. 

La  Real  orden  impugnada  confirmó  el  fallo  apelado  de  la  Delegación 
de  Hacienda;  y  el  Tribunal  Oonténcioso  dictó  la  sentencia  qne  contiene 
los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  las  cuestiones  planteadas  en  este  pleito,  y  que  de- 
ben ser  objeto  de  resolución,  son  dos,  reducidas  á  determinar  si  en  la  tra- 
mitación del  expediente  gubernativo  existen  ó  no  defectos  de  forma  que 
lo  invaliden,  y  si  la  penalidad  impuesta  como  resultado  de  dicho  expe- 
diente se  halla  ó  no  ajustada  á  los  preceptos  de  la  ley  y  Reglamento  vi- 
gentes en  materia  de  subsidio  industrial: 

Considerando,  en  cuanto  á  la  primera  de  las  cuestiones  planteadas,  que 
no  existe  defecto  alguno  de  forma  en  la  tramitación  del  expediente  gu- 
bernativo, porque  si  bien  la  primera  notificación  que'  hizo  la  Delegación 
de  Hacienda  al  actor  fué  defectnosa,  no  le  causó  perjuicio  alguno,  toda 
vez  qne  se  le  volvió  á  hacer  en  la  forma  prevenida  por  la  ley,  con  la  cual' 
quedó  subsanado  aquel  defecto  y  vino  á  quedar  nula  la  primera  notifi- 
cación: 

Considerando  que  tampoco  puede  ni  siquiera  argumentarse  que  exista 
otro  defecto  ni  falta  á  las  prescripciones  reglamentarias,  toda  vez  que  no 
hay  en  el  expediente  diligencia  alguna  que  no  fuese  conocida  por  el  de- 
mandante, ni  se  ha  dejado  de  advertirle  el  derecho  que  tenía  para  alegar 
en  su  defensa  cuanto  tuviera  por  conveniente,  antes  por  el  contrario,  re- 
sulta que  el  actor  renunció  á  hacerlo  de  nn  modo  explícito  en  la  diligen- 
cia de  notificación,  y  no  hizo  alegación  aTguna  ante  la  Administración  de 
Gontribuciones: 

Considerando,  en  cuanto  á  la  segunda  de  las  cuestiones  planteadas,  qne 
de  los  recibos  acompañados  por  los  Inspectores  del  subsidio  al  acta  de 
comprobación  qne  levantaron  en  el  establecimiento  del  demandante,  y  del 
acta  misma  aparece  qne  éste  ejercía  funciones  de  comerciante  al  por  ma- 
yor, sin  que  este  extremo  fuese  combatido  por  Torrededía  al  notificársele 
Que  era  de  defraudación  el  expediente  que  se  le  instruía: 

Considerando  que  estos  hechos,  que  no  aparecen  contradichos  en  el 
expediente,  bastan  nara  justificar  las  resoluciones  administrativas  que  en 
el  mismo  se  han  dictado,  y  por  las  que  á  Torrededía  sé  le  ha  declarado 
como  comerciante  de  drogas  al  por  mayor,  y  que  estas  disposiciones  lie- 
Tan  consigo,  como  consecuencia  necesaria,  la  obligación  en  el  demandante 
•de  abonar  la  diferencia  de  la  cuota  correspondiente  á  los  dos  últimos  afioe 
y  la  multa  que  señala  el  Reglamento  para  los  defraudadores; 

Y  considerando  que  comprobado,  como  se  liaila,  que  Torrededía  era 
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defraudador  en  el  mero  hecho  de  hallarte  matricnlado  en  concepto  dia  • 
tinto  7  cuota  menor  <}o  la  correspondiente  á  la  indastria  qne  venía  ejer  - 
ciendo,  la  Real  orden  impugnada,  al  imponerle  la  penalidad  qne  deter  • 
mioa^  se  halla  ajustada  á  las  prescripciones  legales  que  regulan  la  exac- 
ción y  cobranza  del  subsidio  industrial. 

Visto  el  art.  22  del  Reglamento  de  24  de  Junio  de  1885: 
Vistos  los  artículos  25,  26,  106  y  109  del  Reglamento  de   13  de  Julio 
de  1882;  ' 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  deducida  á  nombre  de  D.  Juan  Torrededía 
contra  la  Real  orden  de  30  de  Noviembre  de  1887,  la  cual  queda  firme  j 
subsistente.— (Sentencia  publicada  el  19  de  Octubre  de  1892,  é  inserta  en 
la  Gaceta  de  20  de  Febrero  de  1893.) 
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SBKTaNciA  (21  de  Octubre  de  1S92).— Excepciones  perentarin^.  Ineom- 
peienoia  de  jurUdicción. — Se  declara  procedente  la  opuesta  por  el  Fiscal  á 
la  demanda  de  la  Sociedad  de  Teléfonos  de  Madrid,  contra  la  Real  orden 
de  2  de  Septiembre  de  1890,  y  se  establece: 

1.^  Que  la  resolución  administrativa  que  no  niega  ningún  derecho  pre- 
exiftente,  reconocido  en  favor  del  demandante  por  disposición  alguna  de  aque- 
lia  Índole,  no  reúne  el  requisito  tercero  de  los  que  previene  el  art.  l.o  de  la  Uy 
d^  IB  de  Septiñnhre  de  1888  para  ser  reclamada  en  via  contenciosa; 

Y  2S^  Q,ue  es  de  estimar  la  excepción  de  incompetencia  alegada  en  este 
eupuesto,  como  comprendida  en  las  prescripciones  del  art.  46  de  la  ley  froeesal. 

Con  motivo  de  la  queja  formulada  por  un  abonado  á  la  red  telefónica- 
de  Madrid,  se  manifestó  por  la  Sociedad  demandante  que  aquél  había 
constituido  una  fianza  de  76  pesetas,  ehya  medida  había  tomado  la  Socie- 
dad para  todos  los  abonados  desde  Septiembre  de  1887. 

Recayó  e^  este  asunto  la  Real  orden  impugnada,  autorizando  al  conce- 
aionario  de  la  red  telefónica  de  Madrid  para  exigir  ¿  los  nuevos  abonados 
ana  fianza  de  75  pesetas,  para  responder  del  material  de  la  Sociedad  que 
queda  en  poder  de  aquéllos;  pero  á  condición  de  que  la  expresada  cantidad 
no  había  de  ingresar,  en  la  Caja  de  la  Sociedad,  sino  ser  depositada  direc- 
tamente en  el  Banco  de  España  hasta  la  terminación  del  abono  respectivo; 
y  el  Tribunal  Contencioso  pronunció  la  aentencia  que  contiene  los  siguien- 
tes coDsiderandoa,  vistps  y  fallo: 

Considerando  que  la  cuestión  de  fondo  objeto  del  litigio  se  circunscribe 
por  la  misma  demanda  á  determinar  si  la  Real  orden  impugnada  es  con- 
traria al  derecho  de  la  Sociedad  de  Teléfonos  de  Madrid  para  establecer 
con  )ps  particulares  las  condiciones  de  abono  que  estime  convenientes^  en 
cuanto  por  aquella  resolución  ministerial,  si  t)ien  se  autoriza  á  la  referida 
Sociedad  á  exigir  de  sus  nuevos  abonados  una  fianza  de  75  pesetas  en  ga- 
rantíi^  del  material  de  las  instalaciones,  diapone  que  la  expresada  cantidad» 
en  ves  de  ingresar  en  la  Caja  de  la  Compafiía^  sea  depositada  en  el  Banco 
de  B9|>^a  hsflta  la  terminación  del  abo^o  respectivo: 

Considerando  qne  esta  cuestión  de  fondo  se  halla  subordinada  á  la 
cuestión  previa  de  si  efectivamente  tiene  la  Sociedad  de  Teléfonos  de  Ma- 
drid el  derechQ  que  se  atribuye  á  establecer,  entre  las  condiciones  del  abono 
á  sus  servicios,  lá  exacción  de  la  fianza  referida,  y  en  orden  á  este  pnnto 
es  indudable  qne  la  condición  que  figura  con  el  núm.  18,  entro  las  que  íor- 
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man  el  pliego  de  eabatta,  ■!  bien  aatoriza  al  coneeaioíDaTio  á  eetablecer  la» 
coDdicionea  de  abono  qne  estime  oonvenientee,  esto  se  entiende,  como  así 
lo  expresa,  dentro  de  las  prescripciones  que  determina  el  decreto  y  las  ba- 
ses de  la  concesión,  entre  las  cnales  no  se  encuentra  prescrita  la  facultad 
de  exigir  la  fianza  de  que  se  trata: 

Considerando  qne,  por  consigniente,  la  Sociedad  de  Teléfonos  de  Ma- 
drid no  puede  alegar  un  derecho  preexistente,  reconocido  á  su  favor  por 
disposición  alguna,  á  la  exacndón  de  una  fianxa  que  responda  de  las  insta- 
laciones que  verifica,  ni  menos  á  que  su  importe  ingrese  en  las  cajas  de  la 
Sociedad,  en  cuj^a  virtud  la  resolución  administrativa  que  por  negarse  este 
derecho  impugna  la  Gompefiia  en  este  pleito,  no  reúne  el  requisito  tercero 
de  la  que  previene  el  art.  l.o  de  la  ley  de  IS  de  Septiembre  de  1888  para  ser 
reclamada  en  vía  contenciosa,  y  es  de  estimar  la  excepción  de  incompe- 
tencia alegada  en  concepto  de  perentoria  por  el  Fiscal,  como  comprendida 
en  las  prescripciones  del  art.  46  de  dicha  ley;  y 

Considerando  que  una  vez  estimada  esta  excepción,  hace  innecesario 
el  examen  de  la  de  defecto  legal  en  el  modo  de  prononer  la  demanda,  tam- 
bién alegada  por  el  Fiscal,  asi  como  aparece  la  imposibilidad  legal  de  en- 
trar en  el  conocimiento  y  decisión  de  la  cuestión  de  fondo  del  litigio. 

Visto  el  Real  decreto  sobre  explotación  de  redes  telefónicas  de  IS  de* 
Jnnio  de  1886,  art  l.o,  base  90: 

Vista  la  base  18  del  mismo  Real  decreto: 

Vi«tos  los  artículos  l.o  y  46  de  la  ley  de  14  de  Septiembre  de  1888; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  la  incompetencia  del  Tri- 
bunal para  conocer  de  la  demanda  interpuesta  por  la  Sociedad  de  Teléfo- 
nos de  Madrid  contra  la  Real  orden  expedida  en  2  de  Septiembre  de  189(^ 
por  el  Ministerio  de  la  €K)bemación.— (Sentencia  publicsula  el  21  de  Octu- 
bre de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  20  de  Febrero.de  1893.) 
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Auto  (21  de  Octubre  de  IB97),—Eaocep€ione$  düafptioB.  Jticompefefieúr 
de  juriidiccíón,—^  revoca  el  auto  dictado  por  el  Tribunal  provincial  do 
Madrid  en  26  de  Junio  de  1890,  denegando  dicha  excepción  propuesta  por 
el  Ayuntamiento  de  la  capital,  al  contestar  cierta  demanda  de  la  Compa-. 
fiía  Madrilefia  de  alumbrado  y  calefacción  por  gas,  y  se  establece: 

i.o  Qn«  contra  fos  acuerdo*  que  no  Kan  camodo  e$tado  ni  ton  definiHtfO$, 
no  procüe  reclamadán  en  via  eonteneioea: 

íí,^  Que  9cgún  lo  di$pue$¡to  en  la  Beal  orden  de  26  de  Mayo  de  18S0,  hm 
acíicrdos  de  ¿os  Ayuntamientos  que  se  suponga  lastimen  derechos  de  los  partid 
eufares,  son  reelamahles  ante  los  Gobernadores  de  las  respectivas  provincias^ 
y  sólo  contra  las  resoluciones  de  estas  Autoridades,  confirmatorias  ó  contra- 
rias á  los  repetidos  acuerdos,  pueden  prevalecer  los  pUitos  administratioos, 
puesto  que  de  otra  manera  no  aparece  ultitnada  la  vía  gubernativa  al  iniciar- 
se la  contenciosa; 

Y  3*  Que  no  reuniendo  la  resolución  reclamada  el  requisiio  prevenido  ets 
H  párrafo  primero  del  ari,  Ifi  de  la  ley  de  lo  Contencioso,  es  de  admiHi^  la 
excepción  ae  incompetencia^  en  virtud  ae  lo  prescrito  en  el  art,  ^dela  miisma 
^. 

La  Compafiía  Miadrllefia  de  alumbrado  y  calefacción  por  ga«  recurrid 
en  vía  contenciosa  contra  la  resolución  del  Ayuntamiento  de  Madrid  de  IT 
de  Enero  de  1890,  Imponiendo  á  la  Compafiía  ciertas  multas. 
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Propuesta  por  el  Ajontamiento  la  mencionada  excepción,  fondada  en 
qne  la  retolodón  reclamada  era  goberoativa  del  Alcalde  y  no  había  eido 
reclamada  ante  el  Gobernador,  recayó  el  aato  del  Tribanal  provincial  de 
Madrid  de  26  de  Jnnio  de  1890  declarando  improcedente  dicha  excepción. 
Apelado  aquel  auto  por  el  Ayontamiento,  se  pronunció  por  el  Tribanal  de 
lo  Gontencioeo,  admitiendo  la  excepción  de  incompetencia,  el  que  contiene 
loa  aiguientea  connd^andoa,  viatoe  y  fallo: 

Considerando  qne,  según  manifiesta  el  actor  en  el  escrito  de  demanda, 
cuando  inició  el  recurso  pendía  de  resolución  en  TÍa  gubernativa  la  aleada 
que  presentó  la  Oompafiia  al  Gobernador  de  la  provincia  de  Madrid  con- 
tra el  acuerdo  del  Alcalde  Presidente,  objeto  del  litigio,  con  lo  que  clara- 
méate  demoatraba  que  dicho  acuerdo  no  había  causado  estado  ni  era  defi- 
nilÍTO,  y  que  no  procedía  contra  el  mismo  la  reclamación  en  vía  conten- 
ciosa, aparte  de  que,  según  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  de  26  de  Mayo 
de  1880,  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  que  se  suponga  lastimen  de- 
rechos de  los  particulares,  son  reelamables  ante  los  Gobernadores  de 
las  reapectivas  provincias,  y  sólo  contra  las  resoluciones  de  estas  Autori- 
éades,  confirmatorias  ó  contrarías  á  los  repetidos  acuerdos,  pueden  preva- 
lecer los  pleitos  administrativos,  puesto  que  de  otra  manera  no  aparece 
ultimada  la  vía  gubernativa  al  iniciarse  la  contenciosa: 

Considerando,  por  tanto,  que  la  excepción  propuesta  por  el  deman- 
dado era  de  admitir,  en  virtud  de  lo  prescrito  en  el  párrafo  primero  ilel 
•rt  46  de  la  ley,  dado  que  la  resolueióu  reclamada  no  tenía  el  reqoiéito 
prave&ido  en  el  párrafo  primero  del  art.  l.o  de  la  misma  ley  para  determi- 
nar la  competencia  de  la  jurisdicción  en  este  caso: 

Considerando  que  el  Tribunal  provincial  de  Madrid  sólo  al  decidir  so- 
l>re  la  excepción  dilatoria  propuesta  por  el  Ayuntamiento,  podo  resolver 
acerca  de  la  Jurisdicción,  por  lo  que  el  procedimiento  que  antecedió  al  auto 
leelaBMdo  no  ofrece  vido  de  nulidad  que  deba  invalidarlo  en  este  ex- 
tremo. 

Vistos  los  artíouloa  l.<^,  párrafo  primero,  y  46,  párrafo  primero  de  la 
lay  de  U  de  Septiembre  de  1888! 

VisU  la  Beal  orden  de  26  de  Mayo  de  1880; 

Se  revoca  el  auto  recurrido  de  26  de  Jnnio  de  1890;  se  admite  la  ex- 
cepción dilatoria  propuesta  por  el  demandado;  se  declara  sin  curso  la  de> 
manda,  y  no  ha  lugar  á  la  nulidad  de  actuaciones  solicitada;  publíquese 
este  auto  en  la  Oa^  de  Madrid  é  insértese  en  la  Coleedán  legiilativa,— 
(Auto  fecha  21  de  Octubre  de  1802,  á  inserto  en  la  Gaceta  de  20  de  Febre- 
ro de  1828.) 
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SmnanrcxA  (21  de  Octubre  de  lS92).-^ArbUrio9  municipales  Impuesto 
ke  earruaja  de  ¿t^.— Se  revoca  la  Real  orden  de  11  de  Mayo  de  1888 
Impugnada  por  D.  Francisco  García,  y  se  establece: 

Lo  Que  el  impuesto  sobre  carruajes  de  lujo  fui  creado  por  la  ley  de  Pre- 
mtpuestos  de  29  de  Junio  de  1869,  y  suprimido  después  y  convertido  en  arbi- 
trio municipal  por  virtud  del  precepto  contenido  en  el  art.  25  de  la  ley  de 
Presupuestos  de  11  de  Julio  de  1877; 

Y  2.0  Que  establecido  por  un  Ayuntamiento,  en  virtud  de  dicha  autorisa- 
den,  aquei  arbitrio,  exekufendo  de  él  á  los  que  se  hallen  dedicados  á  la  indus- 
triado  aU^iUr  de  carruajes  y  justifiquen  estar  eow^rendidot  en  la  matricula 
osfre^penáMiUé  dü  stMiáio  imdmtrial;  habiendo  acreditad  un  particular 


Digitized  by  VjOOQIC 


684  JUBISPBDDKNOrA  ADUmiSTRATiyA 

que  reúne  e$toB  requiaitos,  procede  declararle  excluido  del  pago  de  aquel  arbi  • 
trio  municipal. 

£1  AyoDtionieDto  de  Jeree  de  la  Frontera  dictó  xxn  bando  en  16  de  Maro 
de  1880^  exceptuando  del  impaeato  monicipal  sobre  earraajea  de  lujo  á  loe 
que  se  hallen  dedieadoa  á  la  indaatrift  de  alqnllerde  carroajes  y  joati* 
fíquen  estar  comprendidos  en  la  matrícula  correspondiente  del  subsidio 
indastrial: 

D.  J'rancisco  Crarcía,  que  venía  ejerciendo  la  industria  de  alquilador  de 
carruajes,  por  la  que  satisfacía  la  contribución  industrial^  solicitó  de  aqu^ 
Ayuntamiento  que  se  le  excluyera  del  referido  arbitrio,  por  estar  compren- 
dido én  la  excepción  anterior.  Denegó  esta  pretensión  el  Ayuntamiento,  j 
la  Real  orden  impugnada  excluyó  del  pago  del  arbitrio  impuesto  ffór  el 
Ayuntamiento  á  García  por  los  carroajes  que  destine  á  la  industria,  pero 
sujetó  al  pago  del  gravamen  todos  los  que  el  interesado,  su  familia  y  de- 
más personas  de  su  casa,  destinen  al  servicio  de  los  mismos-.  Bl  Tribunal 
Contencioso  pronunció  ia  sentencia  que  oontiene  los  siguientes  ooaside*- 
raudos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  el  impuesto  sobre  carruajes  de  lujo  fqé  creado  por 
la  ley  de  Presupuestos  de  29  de  Junio  de  1869,  y  suprimido  después  y  con- 
vertido en  arbitrio  municipal  por  virtud  del  precepto  oonteeido  en  el  ar- 
tículo 26  de  la  ley  de  Presupuestos  de  11  de  Julio  de  1677: 

Considerando  que  usando  de  esta  autorisaeión  ^1  Ayuntamisnio  de  Jb^ 
res  de  la  Frontera,  estableció  dicho  arbitrio  y  para  su  exacción  y  cobransa 
dictó  el  oportuno  bando  en  16  de  Mayo  de  1880,  que  obra  en  el  expediehte, 
por  virtud  de  cuya  regla  4>  se  excluye  del  arbitrio  á  los  que  sé  hallen  de- 
dicados á  la  industria  de  alquiler  de  carruajes  y  justifiquen  estar  com- 
prendidos en  la  matrícula  correspondiente  del  subsidio  indu^rial: 

Considerando  que  D.  Francisco  García  Peres  ba  acreditado  en  el  expe- 
diente, con  la  presentación  de  los  oportunos  recibos,  que  ejercía  la  iadÍM- 
tria  de  alquilador  de  carruajes^  que  se  hallaba  incluido  en  I*  anatffeiita  co- 
rrespondiente á  dicha  industria,  y  que  por  ella  coatriboía  al  Tesoro  eott 
la  cuota  señalada  en  el  Reglamento  y  Tarifas  de  1882  vigentes,  y  que,  en 
su  coilsecuenoia,  se  hallaba  comprendido  en  la  excepción  estableada  ea 
la  regla  cuarta  del  precitado  bando: 

Y  considerando  que,  por  lo  tanto,  procede  declarar  excluido  á  Gtovoia 
Pérez,  hoy  sus  herederos,  del  pago  del  arbitrio  municipal  establecida  por 
el  Ayuntamiento  de  Jeres  sobre  los  carruajes  de  lujo: 

Visto  el  art.  26  de  la  ley  de  Presupuestos  de  1 1  de  Julio  de  1877: 

Vista  la  regla  cuarta  del  bando  dictado  por  el  Ayuntamiento  de  Jerea  de 
la  Frontera  en  16  de  Mayo  de  1880; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  de  11  de 
Mayo  de  1888,  y  declarar  como  deolHrimos  que  D.  Francisco  García  Peres 
y  Romero,  hoy  sus  herederos,  está  excluido  del  pago  del  arbitrio  munici- 
pal establecido  sobre  los  carruajes  de  lujo  por  el  Ayantamieate  de  Jares 
de  la  Frontertu — (Sentencia  publicada  el  26  de  Octubre  de  1892,  é  inserí» 
en  la  Gaceta  de  20  de  Febrero  de  1893.) 
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Sbmivnoiá  (22  de  Octubre  de  1892).— AyunitnmaitM.  NmUdmi,  de  at- 
tuacionee.Se  revoca  le  sentencia  del  Tribunal  provincial  de  Cádis  de  29i 
de  Septiembre  de  1890,  apelada  por  el  Ayonlamíento  deConU  de  Ui.F«oit- 
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te^^  6B  pleito  con  D,  Diego  Bermúdes;  se  declara  nulo  todo  lo  actaado  en 
este  pleito^  y  ee  eeUble^: 

1.0  ,  Que  á  Umtr  4e  h  pre9orípt(Km  ¡a  Beal  orden  de  26  de  Mayo  de  18SQ, 
los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  que  se  snponga  lasHmm^  derechos  de  los 
particulares  no  causan  estado,  y  son  reclatnables  ante  el  Oobernador  de  la 
provincia  respectiva, 

2  o  Que  tratándose  de  los  efectos  de  un  contrato  celebrado  por  un  Munici- 
pio para  la  cobranza  del  impuesto  de  Consumos,  por  razón  de  la  materia,  la 
repetida  Autoridad  es  la  competente  para  conocer  de  la  alzada: 

3.<^  Que  no  resultando  apurada  la  via*  gt^emativa,  y  no  causando  estado 
¡a  resohteéán  impugnada,  careoe.éstadelrequisito  prevenido  en  el  párr^opri- 
tnero,  tit,  l.o  de  la  ley  de  13  de  Septt^nbre  de  1888,  para  qu4  pueda  motivar 
resoludán  en  vía'  cofitendosa; 

Y  40  Que  aun  cuando  la  incompetencia  de  jurisdiecián  no  se  haya  pro  • 
puesto  á  la  decisián  del  Tr^mmU  de  primera  instaneia^  el  art.  472  del  Regla- 
mento autoriza  al  Tribunal  st^erior  para  que  falle  sobre  la  misma,  con  arre  • 
fio  al  art  1.^  de  la  ley,  único  caso  de  excepción  que  se  oonsigmt  en  el  refe  • 
rtdo  articulo  del  Beglamento  para  que  se  pueda  fallar, 

O.  Diego  Bermúdez,  arreodatado  de  coniomoe  de  la  villa  de  Oooil  de 
la  Frontera  para  el  trienio  de  1887  á  1800,  aolici^  del  Ayantamiento  de  la 
«apresada  villa  que  se  le  reblase  cierta  cantidad  del  precio  del  arriendo 
portiaberse  pcibUeado»la  ley  de  26  de  Junio  de  1888,  saprimieodo  el  iiu- 
pnésto  sobre  alcohioles,  agoardientes  y  licores. 

El  Ayontatniento  y  la  Junta  de  Asociados  desestimaron  esta  pretenrión 
por  acuerdo  de  S9  de  Enero  de  1889.  Becurrió  el  arrendatario  contra  esta 
resoinción  en  vía  contenciosa,  recayendo  la  sentencia  apelada,  revocatoria 
de  dicho  acuerdo;  y  el  Tribunal  Oontenoioso  pronunció  la  que  oontíeue 
los  si  gruientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

C^Bsiderando  que,  á  tenor  de  lo  prescrito  en  la  Beal  orden  de  26  de 
MiQro  de  1880^  los  acuerdos  de  los  Ayantamienlos  qo^  se  suponga  JftsÜ- 
meirdereebos  de  los  particutores,  ao  causan  estado  y  son  redamablea  ante 
«I  G^Mmador  de  la  provinsia  respectiva,  por  lo  que  la  resolueióo  del 
Ayuntamiento  de  CkiuiL  y  Junta  de  Asociados  de  29  de  Enero  de  1889 
pudo  ser  reclamada  por  la  parte  que  ee  estimaba  agraviada  ante  el  Gh>ber- 
Dador  de  la  provincia  de  Oádis,  además  de  que,  tratándose  da  los  efectos 
de  un  •contrato  celebrado' por  el  Municipio  para  la  cobranza  del  Impuesto 
de  Gonsomos  por  rasóa  de  la  matoria»  la  repetida  Autoridad  era  la  couei  - 
patente  para  conocer  en  alzada: 

Ooosid^ando  qoe,  por  lattto,  á  la  sazéa.SA  que  se  inició  la  via  conten- 
cio^o-administraliva,  en  el  presente  caso»  la  resolución  contra  la  cual  ae 
lecurría  no  eansó  estado,  y  por  no  reaaltar  apurada  la  via  gobernativa  em 
el  expediente,  carecía  aquella  resolución  del  requisito  prevenido  en  el  oá- 
rrafo  primero,  tít.  l.o  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888  para  que  pu- 
diera motivar  la  resolución  en  vía  contenciosa! 

€k>nsideiando  que  si  bien  ^  extremo  referente  á  la  competencia  de  fa- 
tia^sdóB  no  ha  aido  propuesto  á  la  decisión  del  Tribunal  de  primera  iasr 
tancia,  una  ves  .iniciada  asta  ouesftito  por  el  Fiscal  ante  este.  Tribunal  su- 
perior, el  art.  472  del  Beglaménto  autorisa  para  que  se  f  alleaobre  la  misma, 
poeatoi  que  se  trata  da  incempakanda  de  juriadicoióo,  eon  arreglo  al  tft.  1  .o 
de  la  ley,  único  caso  de  excepción  que  se  consigna  en  el  referido  articula 
éel  Reglamento  para  que  sé  pueda  fallar. 
•   Viatoiel  pánafo  primtra,art  l.o  de  la  ley  da  18  de  Septiembre  de  18881 

Visto*el  art  472  del  Beglaaieiittf  de'99  de  Dleiestibre  de  1890: 

Vista  la  Beal  orden  de  28  de  Mj^o  de  1880;     . 
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Fallamoa  que  deb«mo«  revocar  y  reyocunot  la  leiiteiicU  reonrrid*  del 
Tribunal  proTincial  de  Cádis,  y  declaramoa  nolo  todo  lo  actsado en  el  pre* 
•ente  pleito.-^CSentencia  pablicada  el  33  de  Oetabre  de  1893|  é  inaerU  ea 
la  Queeta  de  33  de  Febrero  de  189S.) 
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SssTKKOiA  (33  de  Oetabre  de  1893).— CZoact  jMftiMi.  Áhcmú  iélot  echo- 
a«o0  de  carrera, — Se  revoca  la  Real  orden  de  37  de  Junio  de  1690  impos- 
tada por  D.  Frandaco  Pocnmll,  y  ae  eatableoe: 

1*  Que  aunque  en  el  art.  !•  del  decreto  ley  dé  $2  de  Octubre  de  1868^ 
imformedo  en  un  eepiritu  re$tricthfO,  se  i$Kuka¡a  eecrupuloea  obeervancia  de 
kie  leyet  generales  vigentes  en  materia  de  clasijleacián,  cen  exclueión  de  lam 
BeaUs  órdenes  dictadas  para  casos  especiales  y  de  la  jurisprudencia  estable- 
cida  qme  estuviesen  en  apoeieión  con  el  texto  y  letra  de  dichas  leyes,  es  lo  cier- 
to que  por  la  regla  9 A  de  su  art.  6. o  se  manda  hacer  el  abono  de  los  odu>  añom 
de  carrera  que  concedieron  las  Uyes  de  1835  y  1862  á  los  Juecee  y  Ministros- 
de  ios  Tribunales  y  á  los  funcionarios  del  Ministerio  fiscal,  siempre  que  hu- 
biesen desempeñado  en  propiedad  sus  empleos,  siendo  éstos  de  pj^nta  regleh 
«•entorta,  con  suelda  señalado  en  los  nresupnestos  generales  del  Mistado  y  cof»> 
nombramiento  Real,  de  las  Cortes,  de  la  Megencia  del  Beino  ó  del  Gobierno^ 
provisional,  y  después  de  cumplida  la  edad  de  dieciséie  añor, 

2.^  Que  siendo  este  el  estado  de  derecho  al  promulgarse  la  ley  promeionnt 
oobre  organiísación  del  Poder  iudieial  de  15  de  Septiembre  de  1870,  á  él  tenies 
fue  referirse  necesariamente  la  prescripción  contenida  en  el  art  241,  ed  esia- 
ikcer  que  á  los  Jueces  y  Magistrados  se  les  con^puten  en  sus  ela${fieaéumes  ei- 
aumento  de  tiempo  que  por  rasan  de  carrera  les  corresponda: 

S.^  Que  recientemente  ha  reconocido  el  legislador  la  efieaeia  y  pirtmali 
áad  del  decreto-ley  de  Octubre  de  1868  y  de  Un  leyes  de  1835  y  1862  á  qu^ 
aquél  se  refiere  al  conceder  por  el  art,  14  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de 
1888  el  derecho  al  abono  de  los  años  de  carrera  de  Abogado  á  los  Minitiiro»^ 
ISecalee  y  Secretarios  de  este  Tribunal^  por  la  analogía  de  las  fhneiones  pro- 
pias de  aquellos  cargos  con  los  de  las  carreras  judicial  y  fiscal; 

Yá*  Queporloqfuese  refiere  á  la  Real  orden  ¿e  22  de  Marm  de  1889^ 
wobre  no  haberse  publicado  en  la  Gaceta  de  Madrid,  no  tiene  más  dleanee  qu&- 
el  de  urna  instrueeión  dada  por  el  Mmisierio  de  Hacienda  á  la  Junta  de 
Claees  pasivas,  como  aclaractán  al  Beal  decreto  de  29  de  Enero  anteHary  que 
ninguna  disposición  contiene  respecto  de  esta  aiaderla,  atno  la  de  no  compren- 
der el  abono  de  los  ocho  años  á  los  Catedrátieos  de  InsOtutoe,  á  mis  de  ftce^ 
«oiMO  disposición  interpretatitra^  no  pmde  prevaíeoer  contra  la  tetra  y  eepirih^ 
de  los  preceptos  legales  á  que  se  refiere. 

£1  demandante  deaempefió  el  cargo  de  Vocal  del  Oonaejo  provincial  de 
Lérida  4eade  Noviembre  de  1866  á  Enero  de  1869.  Tomó  poaealón  de  on 
jBsgado  de  primera  inatancia  en  Febrero  de  1866,  y  continoó  ana  aervi- 
doe  en  la  carrera  jndicial  haata  qne  qvedó  oeauíte  en  Mario  de  1883.  Ja* 
Miado  á  an  inatancia  en  1889,  la  Jonta  de  Olaaea  paaivaa  le  reconoció  die- 
ciocho afioa  y  meaea  de  aervicioa,  declarándole  ain  dereeho  á  aefialaaAieDto 
4e  haber  paaivo. 

Recorrió  el  intereaado  -contra  dicho  acuerdo,  aapUcando  qoe  ae  le  abo- 
naaen  loe  ochoa  afioa  de  carrera,  y  la  Real  orden  impugnada  eonflnnó  eL 
acuerdo  apelado.  Bl  TdbonalOontencioao  prononció  la  aentenda  que  con- 
loa aignientea  conaiderandoai  vistea  y  fallo. 
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OoBsictetmndo  que  la  enestión  qud  ae  Tentila  en  el  presente  litigio  eetá 
reducida  á  determiDar  d  D.  Frandeco  Pocarnü  y  Felip  tiene  derecho,  por 
loa  cargoa  qae  ha  deaempeflado  en  la  carrera  jodidal,  á  que  se  le  compa- 
teA  loa  afioa  de  carrera,  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  decreto-ley  de  22 
do  Octubre  de  1868: 

Oonaiderando  que  aunque  en  el  srt.  l.o  de  este  decreto  ley,  informado 
en  un  espíritu  restrictivo,  se  inculca  la  escrupulosa  obserTancia  de  las  le- 
yes generales  vigentes  en  materia  de  clssiflcación,  con  exclusión  de  las 
Bealea  órdenes  dictadas  para  casos  especiales  y  de  la  jurisprudencia  eeta- 
bledda  que  estuviesen  en  oposición  con  el  texto  y  letra  de  dichas  leyes, 
60  lo  derto  que  por  la  regla  9>  de  su  art.  6.o  se  manda  hacer  el  abono  de 
loa  ocho  sfios  de  carrera  que  concedieron  las  leyes  de  1886  y  1862  á  toa 
Jueces  y  Ministros  de  los  Tribunales  y  á  los  f  ancionarios  del  Ministerio  lis- 
cal,  siempre  que  hubiesen  desempeñado  en  propiedad  sos  empleos,  siendo 
éstos  de  planta  reglamentaría,  con  sueldo  señalado  en  los  presapuestos 
generales  del  Estado  y  con  nombramiento  Real,  de  las  Cortes,  de  la  Be- 
genda  del  Beino  ó  del  Gobierno  próvidos  al,  y  después  de  cumplida  la 
•dad  do  dieciseis  afios: 

Considerando  que  aun  admitido  el  hecho  de  que  las  leyes  de  1866  y 
1867^  qne  limitaron  el  abono  de  los  ocho  afios  de  carrera  á  los  Jueces, 
Magistrados  y  Fiscales  nombrados  antes  de  1866,  contuvieran  una  dero- 
gación tácita  de  las  leyes  anteriores,  en  el  punto  concreto  á  que  este  liti- 
gio se  refiere,  siempre  había  que  estimar  los  preceptojB  de  ésta  como  nue- 
Tamente  puestoa  en  vigor  por  voluntad  expresa  del  legislador,  claramente 
■lanifieata  en  la  referida  regla  9>  del  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868: 
Oondderando  que  dendo  este  el  estado  de  derecho  al  promulgarse  la 
ley  providonal  sobre  organización  del  Poder  judicial  de  16  de  Septiembre 
de  1870,  á  él  tenía  que  referirse  necesariamente  la  prescripción  contenida 
en  el  art.  241,  al  establecer  que  á  los  Jueces  y  Magistrados  se  lea  compu- 
ten en  sus  clasificadone*  el  aumento  de  tiempo  que  por  razón  de  carrera 
lea  corresponda: 

Condderando  que  redentemente  ha  reconocido  el  legislador  la  eñea- 
eia  y  Tirtaalidad  del  daoreto-ley  de  Octubre  de  1868  y  de  las  leyes  de  1836 
y  1862  á  que  aquel  se  refiere,  al  conceder  por  el  art.  14  de  la  ley  de  18  de 
Septiembre  de  1888  el  derecho  al  abono  de  loa  afios  de  carrera  de  Aboga- 
do á  loa  Ministros,  Fiscales  y  Secretarios  de  este  Tribunal,  por  la  analogía 
de  laa  fondonea  propias  de  aquellos  cargoa  con  los  de  la  carreras  judicial 
yfiaeal. 

€k»Bidersiido,  por  lo  qne  se  refiere  á  la  Real  orden  de  22  de  Marzo  de 
1689,  q«a  sobre  no  haberse  publkado  en  la  Qaeeta  de  Madrid,  no  tíene  más 
aicaaee  que  al  de  una  instmedón  dada  por  el  Ministerio  de  Hadenda  á  1» 
Junta  de  Otases  paaivas,  como  adaradón  al  Real  decreto  de  29  de  Enero 
anterior,  qne  ninguna  disposi<^n  contiene  respecto  de  esta  materia,  sino 
la  da  no  comprender  el  diono  de  loa  ocho  afios  á  los  Catedráticos  de  Ins- 
titntoSf  á  más  de  que,  como  disposidón'tnterpretativa,  no  puede  prevaleeer 
contra  la  letra  y  espíritu  de  loa  preceptos  legales  á  que  se  refiere. 

¥iaUa  las  reglas  6.«  y  7.*  dd  art.  28  de  la  ley  de  Presupuestos  do  26  - 
de  Mayo  de  )8S6! 

Viato  #1  art.  1 1  de  la  ley  die  Pveau|taestoa  de  4  de  Mayo  de  1862: 
Viato  el  art.  11  de  la  ley  de  Presupuestos  de  16  de  Julio  de  1866: 
Viato  el  att  19  de  la  ley  de  Preaupuestos  de  29  de  Julio  de  1867: 
Viato  loa  aHíeuloa  l.e  y  e."*  del  decreto  ley  de  22  de  Octubre  de  1868: 
▼lito  el  art  2il  de  la  ley  provisional  sohte  organizadón  del  Poder  jo- 
4leial  da  14  da  Septiambia  de  1870: 
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Vista  la  retirla  2/  del.art  l.o  del  Beal  deereto  de  %%  da.Baeto  de  1889: 
Vista  la  regia  1>  de  la  Real  orden  de  22  de  Marsede  1889; 
Fallamoe  que  debemos  revocar  y  revocamos  La  Real  or 4ea  de  97  de 
Junio  de  18tt0,  y  en  au  lagar  declaramoB  qoe  D.  Francieoo  Poearoll  j  Fe* 
lip  tiene  derecho  á  qae  se  le  compaten  en  sa  clasifif^aetóa  lee  oeho  afios 
de  la  carrera  de  Abogado.— (Sentencia  poblicada  el  22  de  Octobre  de  1891 , 
é  inserta  en  la  Gaceta  de  22  de  Febrero  de  1893.) 
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Sentencia  (22  de  Octubre  de  1892).— C/oset  jMittoos.  Derecho  á  pendan^ 
— Se  revoca  la  Real  orden  de  16  de  Enero  de  1891,,  impegnada  á  nombie 
de  Bofia  Petra  Rita  García  Vela,  y  se  establece: 

IP  Que  la  ley  i  a,  tü^  13^  Partida  4,\  define  claramente  el  e$tado  eivU  (Id 
hijo  natural  legitimado  por  subiiauiente  matrimonio,  eatablfioiendo  en  favor 
de  éste  la  ficción  legal^  en  virtud  de  la  cual  debe  ter  considerado  como  si  al  na- 
cer hubieran  estado  casados  sus  padres,  con  todos  los  derechos  oorrespondiente§ 
á  los  nacidos  de  legitimo  matrimonio: 

2.0  Que  en  este  caso,  celebrado  el  matrimonio  de  los  padres  bajo  el  impe- 
rio de  dicha  ley,  y  adquirido  por  el  hijo  natural  de  aquéllos  Hn  estado  eivü 
que  debia  retrotraerse  á  la  fecha  de  su  nacimiento,  no  puede  ser  prioaio  de  M 
por  otra  ley  posterioi;  y  no  le  es  aplicable,  por  tanto,  el  art,  123  del  Código  ci- 
vil, puesto  que  dicho  Código  empezó  á  regir  en  l.o  de  Mayo  Je  1889,  y  el  cita- 
do precepto  no  tiene  efecto  retroactivo; 

TS.o  Que  en  el  propio  caso,  ocurrido  el  faUecimiento  del  padre,  no  ne- 
gando en  absoluto  una  resolución  administrativa,  el  derecho  á  pentíón  del  hijo, 
sino  sólo  durante  la  vida  de  la  madre  y  no  teniendo  ésta  derecho  á  la  pensión 
de  viudad,  no  existe  razón  le§álpara  privar  á  aquél  de  la  orfandad  qne  le 
corresponde  directamente  por  derecho  propio  y  no  derivado  del  de  la  madre 
viuda,  sino  en  el  caso  de  que  ésta  cobre  la  pensión. 

La  JanU  de  Ciases  pasivas  negó  i^Dofla  Soeamaoión  Vela  Qareía  !«• 
dos  pagas  de  supervivencia  que  sotieltaba  eomo  vindarde  D.  Matee  García» 
por  haber  contraído  matrimonio  con  el  mfsmo  ooando  eate  había  camplitlo 
sesenta  años. 

Manifestó  la  interesada  qne  la  demandante  era  sq  hija  mitaml  legiti- 
mada por  subsiguiente  matrimonio  con  el  D.  Mateo.  En  vista  de  lo  emfm^m- 
to,  se  concedieron  á  Dofia  Petra  Rita  García  las  dSi  pagas  «ieoolonadÍM. 

Pofia  Epcarnación,  en  nombre  de  la  citada  hija»  manifestó  qoe  no  •• 
conformaba  oon  las  dos  pagas^  por  creerla  oca  dereobo  á  peoflón  yitaJieU 
como  huérfana;  y  la  Real  orden  Impognadii  declaró  á  I>ttfia  Peira  Bita G a*- 
cía  sin  derecho  á  aquella  pensión,  ínterin  vivaea  madre,  rinda  de  O.  Ma- 
teo García.  £1  Tribunal  Oontendoeo  pnnuuieió  la  sentenoia.qne  eoolifeiit 
loa  alguien  tes  considerandos»  vistea  y  fallo» 

Considerando  que  la  euestión  en  este  pleito  «e  Umita  á^ecidir  si  Dofla 
Petra  Bita  García  Vela,  hija  natural  nítida  anles  de  eampUc  en.  padie  se- 
aenta  afios  y  legitimada  por  subsiguiente  matrimonio  despoéa  qae  4gnél 
cumplió  dicha  edad,  tieme  decaciio  4dis£refeeff  petiaióo  del  Temro  por  ra- 
zón de  orfandad: 

Considerando  qne  la  ley  i.^  Üt  18,  Partida  i,\  dedne  claramente  al  ee- 
tado. civil  del  hijo  natnraL  iegitisuul.o  por  snbsigaiente  matrimonio,  «su- 
bleciendo  en.  favor  deióste  ¿  flooióa  legai  en  vlirtnd  de  la  c«al  deber  ser 
^x>nsiderado  como  si  al  nacer  hubieran  estado  casados  ana  padre%  coa  to* 
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dos  los  doreehoB  corréiipondientes  á  Ion  nacidos  de  legítimo  matrimonio: 

Considerando  qas  celebrado  el  matrimonio  de  los  padres  en  18  de  Di- 
ciembre de  1886,  bajo  el  imperio  de  dicha  ley,  y  adqnirtdo  por  Dofia  Petra 
Rita  García  Vela  nn  estado  ciril  qae  debía  retrotraerse  á  la  fecha  de  sn 
nacimiento,  no  ha  podido'  ser  privada  de  ék  por  otra  ley  posterior,  y  no  le 
M  aplicable,  por  tanto,  el  art.  12S  del  Código  civil  qne  invoca  el  Fiscal^ 
puesto  qne  dicho  O&digo  empesó  á- regir  en  l.o  de  Mayo  de  1889,  y  el  ci- 
tado precepto  no  tiene  efecto  retroactivo: 

Considerando  qne  la  Real  ordetf  reclamada  no  niega  en  absolato  el  de- 
recho á  Dofia  Petra  Rita  Qarcía  Vela,  sino  sólo  dorante  la  vida  de  la  ma- 
dre; pero  eiendo  así  qne  ésta  no  tiene  derecho  á  la  pensión  de  vindedad,. 
DO  existe  razón  legal  para  privará  la  hija  de  la  orfandad  qae  le  corres- 
ponde directamente  por  derecho  propio  y  no  derivado  del  de  la  madre  via- 
da, sino  en  el  caso  de  qae  ésta'  cobre  la  pensión,  lo  cual  no  ocurre  en  el 
l^resente: 

Vista  la  ley  1>,  tlt.  13,  Partida  4>: 

Visto  el  art.  46  del  proyecto  ley  de  27  de  Mayo  de  1862,  puesto  en  vi- 
gor por  el  art.  16  de  la  ley  de  Presupuestos  de  24  de  Junio  de  1864: 

Vistos  los  arlículos  60  y  64  de  la  misma  ley: 

Vista  la  doctrina  consignada  en  el  Real  decreto  sentencia  de  2  de  Julio^ 
de  1879; 

Faltamos  qne  débemas  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  de  16  d» 
Enero  de  1891,  y  declaramos  que  Dofia  Petra  Rita  García  Veta  tiene  dere- 
cho á  la  pensión  que  reclama  como  huérfana  de  D.  Mateo  García  y  García 
desdo  el  día  siguiente  al  íalleoimiento  de  éste.— (Sentencia  publicada  el 
n  de  Octubre  de  1892,  é  initerta  en  la  Gaceta  de  22  de  Febrero  de  1898.) 
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SnmNciA  (22  de  Octabre  de  IS92).— Clases  pasivas.  Montepío  de  Mi- 
nisterios. Derecho  á  pensión, — Se  absuelve  á  Dofia  María  de  la  Concepción 
Blanco  y  otros  de  la  demanda  interpuesta'  por  la  representación  del  Es- 
tado contra  el  acuerdo  de  la  Junta  de  Clases  pasivas  de  23  de  Diciembre 
de  1886,  y  se  establece: 

L^  (¿u&por  d  cap,  2."^  del  Beglamento  de  Montepío  de  Ministerios  de  8 
de  Septiembre  de  1763  se  declaró  comprendidos  en  el  mismo  á  los  Oficiales  de 
las  S^.cretarias  del  despacho  de  Querrá,  Gracia  y  Justicia,  Indias,  Marina  y 
Hacienda,  únicas  existentes  en  aquella  época: 

2.0  Que  creada  posteriormente  por  Beal  decreto  de  5  de  Noviembre  de  1832 
ia  de  Fomento  general  del  Eeino,  cuj/ó»  servicios  se  hallaban  diseminados  en 
las  demás  Secretarias,  dicha  disposición  tiene  fuerza  y  carácter  de  ley,  y  asi- 
milados sus  Oficiales  á  los  de  las  otras  Secretarias  del  despacho  antes  citadas, 
por  la  identidad  de  situación  y  funciones,  éwualmente  atribuidas  estas  fun- 
ciones en  su  mayor  parte  al  Ministerio  de  Fomento,  tienen  perfecto  derecho 
sus  Oficiales  áqtie  se  les  considere  incorporados  por  la  ley  al  Móntepio  de 
Ministerios; 

f3.o  Que  las  dudas  que  sobre  este  punto  pudieran  suscitarse,  quedaron 
resueUas  por  la  Real  orden  de  20  de  Noviembre  de  1872,  que  s<mcionó  idén- 
tico criterio  cotí  referencia  á  las  funcionarios  dependientes  del  Ministerio  de 
ia  Gohemacián, 

D.  Rafa^  Blanco  deeempefló,  entre  olm  cargos,  el  de  Oficial  de  la 
clase  de  «oartos  del  Ministerio  de  Fomento.  Habiendo  fallecido  dioho  s^ 
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flor,  el  ftcaerdo  impugnado,  previo  el  oportaoo  expediente,  eoneedió  á  loe 
demandedpe,  como  haórfanoe  del  mitmo,  la  peneidn  de  Montepío  de  Mi- 
aisterioe  de  1.760  t^eeetas  annalee. 

La  Janta  de  Olaaee  paaivaa,  por  nnevo  acuerdo  de  Febrero  de  1890,  de- 
claró eadacada  aqaella  >penaiÓB,  (oda  ves  que  el  mencionado  deetino  no 
Agoraba  en  el  Registro  de  dicho  Montepío,  ni  ae  hallaba  incorporado  á 
ninguno  de  loa  demás  eetableddoa,  y  contedió  á  los  intereeadoa  la  pea- 
aión  de  Montepío  de  Oficinas  de  1.136  pesetas  anuales. 

Por  Real  orden  se  declaró  lesivo  al  Estaco  el  acuerdo  de  la  Junta  de 
Diciembre  de  1886,  y  el  Tribunal  Contencioso  pronunció  la  sentencia  que 
contiene  los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Oonsiderando  que  por  el  cap.  2.o  del  Reglamento  de  Montepío  de  Mi- 
nisterios de  8  de  Septiembre  de  1768  se  declaró  comprendidos  en  el  mis- 
mo á  los  Oficiales  de  las  Secretarías  del  despacho  de  Guerra,  Graeia  y 
Justicia,  Indias,  Marina  y  Hacienda,  únicas  existentes  en  aquella  época: 

Goniiderando  que  creada  posteriormente  por  Real  decreto  de  6  de  No- 
viembre de  1882  la  de  Fomento  general  del  Reino,  cuyos  servicios  se  ha- 
llaban diseminados  en  las  demás  Secretarías,  dicha  disposición  tiene  fuer- 
xa  y  carácter  de  ley,  y  asimilados  sus  Oficiales  á  los  de  las  otras  Secreta- 
rías del  despacho  antes  citadas,  por  la  identidad  de  situación  y  fnndooeSy 
é  igualmente  atribuidas  estas  funciones  en  su  mayor  parte  al  actual  Mi- 
fiiilerio  de  Fomento,  tienen  perfecto  derecho  sus  Ofi^dales  á  que  se  lea 
considere  incorporados  por  la  ley  al  Montepío  de  Ministerios; 

Y  considerando  que  las  dudas  que  sobre  este  punto  pudieran  snad- 
iarse  quedaron  resueltas  por  la  Real  orden  de  20  4e  Noviembre  de  1872, 
que  sancionó  idéntico  criterio  con  referencia  á  los  funcioaarioa  depen- 
dientes del  Ministerio  de  la  Gobernación. 

Visto  el  Reglamento  de  Montepío  de  Ministerios  de  8  de  Bq^tiemlm 
de  1768: 

Vista  la  Real  orden  de  20  de  Noviembre  de  1872: 

Visto  el  art.  12  del  decreto  ley  de  22  de  Octubre  de  1868: 

Visto  el  artf  l.o  del  Real  decreto  de  29  de  Enero  de  1889; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  de  la  demanda  á  Dofia 
María  de  la  Concepción  Blanco  y  Padilla  y  á  D.  Ramón  Padilla  y  Montoto, 
en  el  concepto  con  que  comparece,  y  confirmar,  como  oonfirmamos,  el 
acuerdo  impugnado  que  dictó  la  Junta  de  Clases  pMÍvas  en  2$  de  Dicieo^ 
fore  de  1886.— (Sentencia  publicada  el  22  de  Octubre  de  1892,  é  insartm 
en  la  Oaoda  de  22  de  Febrero  de  1898.) 
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SurrcBroiA  (26  de  Octubre  de  1892).— líontet.  Aprot>eekamiento$  <U  paB- 
^oi.— Se  absuelve  A  la  Ado^nistración  de  la  demanda  del  Ayuntamiento  de 
Aguilar  de  Campoo  contra  la  Real.orden  de  8  de  Mayo  de  1886,  y  se  esta- 
blece: 

Qm  no  e$  permitido  á  lo$  Gobemadore$  mod{ficar  ni  revocar  sus  reaolm- 
«tonsf  cuando  éstas  son  declaratorias  de  dere^ios. 

El  pueblo  de  Aguilar  de  Campoo  y  el  vecindario  de  Orbó  tenían  anti- 
guamente el  aprovechamiento  de  pastos  de  un  monte;  para  evitar  las  con- 
ÜMidas  á  que  daba  lugar  el  «so  mancomunado  de  aqnéltoa,  se  dictó  una 
sentencia  arbitral,  en  la  que  se  reeonosieton  al  Ayontamiento  de  Ag^üac 
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derechos  sobre  el  referido  monte,  m1  oomo  también  al  Ooneejo  j  Teeinos 
de  Orbó  el  derecho  de  paetoe. 

£n  yieta  de  ia  denuncia  de  loe  yecinoe  de  Orbó  de  haber  encontrado 
paatando  en  el  monte  ia  vacada  de  no  paeblo  por  haberlo  arrendado  el 
Ayontamiento  de  Airuilar,  ein  consentimiento  ni  antorisación  del  distrito, 
-ol  Gobernador  de  Falencia  acordó  ancüar  el  arrendamiento,  haciendo  cons- 
tar qoe  los  vecinos  de  Orl)ó  estaban  en  posesión  mancomnoadamente  de 
las  hierbas  de  aquel  monte. 

Habiendo  tratado  más  tarde  la  parte  actora  de  arrendar  de  nnevo  él 
monte,  se  le  aatorixó  para  hacerlo  en  pública  subasta,  por  providencia  del 
•Gobernador  de  19  de  Enero  de  1883. 

Acudieron  los  veeinos  de  Orbó  contra  lo  pretendido  por  el  Ayunta- 
■diento  de  Agoilar,  y  el  Gobernador,  por  providencia  de  38  de  Octubre  de 
1884,  desestimó  esta  reclamación. 

Anuló  la  Real  orden  Impugnada  la  providencia  de  38  de  Octubre  de 
1884,  y  el  Tribunal  Contencioso  pronunció  la  sentencia  que  contiene  loo 
•oiguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  no  consta  en  el  expediente  administrativo  fuese  no- 
•liftoada  á  la  Junta  administradora  de  Orbó  la  providencia  de  38  de  Octubre 
de  1884,  por  lo  cual  no  empesó  á  transcurrir  el  plexo  para  apelar  en-  ello 
iiasta  qoe  dicho  pueblo  se  dio  por  enterado  de  la  misma,  y  por  tanto»  ne 
puede  estimarse  que  el  recurso  fuera  extemporáneo: 

Considerando  qoe  en  la  providencia  dictada  por  la  misma  Autoridad 
jn>bernativa  en  33  de  Octubre  de  1880  se  declaró  que  el  pueblo  de  Orbó 
tenia  derecho  á  los  pastos  del  monte  Aguilar: 

ConMerando  que  en  el  tiempo  transcorrido  desde  el  33  de  Octubre  de 
1880,  hasta  que  se  dictó  la  providencia  de  10  de  Enero  de  1883,  no  consto 
que  el  Ayuntamiento  de  Aguilar  reclamase  contra  la  primera  ante  la  Co> 
<^iiis¡ón  provincia],  que  era  la  única  competente  para  conocer  del  asunto, 
según  las  disposiciones  á  la  sacón  vigentes;  toda  ves  qoe .  siendo  materia 
eontenciosa  había  terminado  la  vía  gubernativa  con  la  resolución  de  32  do 
-Ooiubre  de  1880,  la  cual  resulta  consentida  sin  que  pueda  reclamarse  coo- 
ira  ella: 

Considerando  que  no  es  permitido  á  los  Gobernadores  modificar  ni  re> 
▼ocar  sus  resoluciones  cuando  éstas  son  declaratorias  de  derechos,  y  qoe 
las  providencias  de  19  de  Enero  de  1882  y  su  confirmatoria  de  38  deOcte- 
•bre  de  1884,  contrarias  á  la  que  el  mismo  Gobernador  había  dictado  eo 
1880  sobre  el  mismo  asunto,  constituyen  una  infracción  del  art  30  de  la  ley 
Provhieial  de  1883. 

Visto  el  art.  88  de  la  ley  de  26  de  Septiembre  de  1868: 

Visto  el  art.  39  de  la  ley  Provincial  de  39  do  Agosto  de  1883. 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge* 
«eral  del  Estado  de  la  demanda  promovida  por  el  Ayuntamiento  de  Aqoi 
lar  de  Campoo  contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  la  Go- 
•  l)emación  en  8  de  Mayo  de  1886,  la  cual  queda  firme  y  subsistente  en  todas 
ous  partes.— (Sentencia  publicada  el  36  de  Octubre  de  1893,  ó  inserta  eo  lo 
^ocefa  de  33  de  Febrero  de  1898.) 
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Sbitohoia  (37  de  Octubre  de  1893).— i>6r0eAos  reale$.  Pago  M  imprnetio. 
— Se  absuelve  á  la  Admioistración  de  la  demanda  de  D.  Juan  Ángel  Re* 
oillo  contra  la  Real  orden  de  4  de  Diciembre  de  1890,  y  se  establece: 

Qtietibim  M  art.  52  de  ¡a  ley  de Ej^ropiaeión  de  10 de  Efiero de  1819 
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concede  la  exención  al  okrganepor  lo9  Ayuntamiento9  las  ventaias  de  Iúb 
nuevos  solares  regularizados  que  resulten  por  ráo^  de  las  fincas  expropia- 
das para  el  efiSQfiche,  tal  precepto  no  puédemenos  de  entenderse  derogado  por 
el  art  5.^  de  la  ley  de  SI  de  Diciembre  de  1881^  puesto  qtte,  según  esta  dápo- 
Skián^  sólo  al  Estado  corresponde  laeaxneión  por  las  adquisiciones  que  se  ve- 
ri fi^en  á  éu  favor,  siendo  de  notar  ^e  si  esta  última  ley  hubiera  querido 
conservar  la  eweneión  concedida  por  la  primera,  lo  habria  expresado  ter- 
minantemente^ como  lo  hizo  en  el  mismo  art.  5. o- respecto  á  lo»  edificios  cams- 
itttídos  en  la  zona  de  ensanche;  ^e  continuaran  devengándola  mitad  de  los 
derechos. 

Declaradas  de  atílidad  püb1i(*a  las  obras  de  ensanche  de  la  calle  de  8e> 
Tilla,  de  Madrid,  y  terminado  el  enclfancfae  de  la  vía  publica,  se  snbasta- 
ron  á  la  Sociedad  la  £qaitativa  ciertos  solaref  comprendidos  en  el  mismo, 
i>torgáDdose  por  el  Ayantamiento  en  favor  de  dicha  Sociedad  las^  corres- 
pendienles  escrituras  de  venta  en  188S. 

Girada  la  liquidación  del  impuesto  A  las  meneionadas  escritoras,  el  de 
mandante,  como  Director  de  aquella  Sociedad,  recnriió  en  aleada,  alegando 
que  las  compraventas  de  que  se  trata  estaban  ementas  del  impuesto,  según 
lo  pfevenido  en  el  art.  6%  de  la  ley  de  Esrptoplación  forsosa. 

La  Real  orden  impugnada  confirmó  la^iqnidación,  declarándola  bien 
girada. 

Presentó  el  Letrado  de  la  Sociedad  una  snstitnción  en  so  favor  del  po- 
der otorgado  por  la  misma  á  la  parte  actora;  y  el  THbnnal  Gontencioso,^ 
desestimando  las  excepciones  perentorias  de  ineonipetencia,  falta  de  per* 
sonalidad,  y  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  ia  demanda,  propuesta 
por  el  Fiscal,  pronnnció  la  sentencia  que  contiene  los  siguientes  oooside- 
randos,  vistos  y  fallor    ' 

Conmderando  que  las  excepciones  perentorias  alegadas  por  el  Fisesl  sé 
fandan  exclusivamente  en  que  el  poder  con  q|ie  e(  actor  ha  comparaoido, 
no  justifica  el  carácter  ó  representación  con  que  demanda,  por  no  insertar- 
se la  cláusula  de  los  Estatutos  ó  escritura  social  que  determinen  á  qiiiéb 
compete  representar  en  juicio  á  la  Oompafíía: 

Considerando  que  el  poder  sustituido  por  D.  Juan  Ángel  Rosillo  en  el 
Licenciado  García  de  Garamendi,  fué  otorgado  Sn  favor  de  aquél  ett 
Nueva  York  por  el  Vicepresidente  y  el  Secretario  de  La  Bqnitattva,  decla- 
rando este  último,  bajo  juramento,  que  el  sello  social  estampado  en  dicho 
documento  lo  había  sido  por  acuerdo  de  la  Junta  de  Directores,  y  que  el 
que  lo  suscribía  como  Vicepresidente  estaba  investido  con  ese  oaráeler^  dé 
donde  se  sigue  que  en  el  caso  presente  resulta  acreditado  docnm^stal men- 
te que  Rosillo  es  apoderado  de  La  Equitativa,  y  por  suslitooión  snya,  en 
virtud  de  facultad  que  al  efecto  le  confiere  el  poder,  el  Liceneiadé  D«  Pe- 
dro García  de  Garamendi,  que  á  nombre  deí  aquella  Sociedad  hainterpoeé- 
to  el  recurso: 

Ckmsfderando  que,  por  lo  expuesto,  es  procedente  desestimar  lae  ex-  * 
cepciones  que,  fundadas  en  el  supuesto  contrarío,  ha  alegado  el  Fiscal: 

Considerando,  en  orden  al  fondo  del  pleito,  que  la  única  cuestión  qñé 
en  él  se  discute,  se  reduce  á  determinar  si  las  ventas  otorgadas  por  lo* 
Ayuntamientos  de  los  solares  regularizados  que  resulten  por  razón  de  las- 
fincas  adquiridas  para  ensanche  de  calles  ó  reforma  de  poblaciones,  están 
ó  no  sujetas  al  pago  del  impuesto  de  Derechos  reales: 

donsiderando  que.  si  bien  el  art  59  de  la  ley  de  Estpropiación  de  10  de 
Enero  de  1879  concede  la  exención  para  aquéllaa  ventas,  tal  precepto  ne 
puede  menos  de  entenderse  derogado  por  el  art  6>  de  lA  ley  de  &1  de  Di^ 
4Úembre  de  1881,  puesto  que,  «egttn  esta  disposición,  sólo  s^BstAdo  oorrea- 
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>l^nde  Ift  exendón  por  laa  ftdqoisiciones  qua  «e  rerífiqaen  á  «o  favor,  «ien' 
do  de  notar  qoe  ai  eata  última  ley  habiera  qoerido  conservar  la  exención 
concedida  por  la  primera,  lo  habría  expreaado  terminantemente,  como  lo 
'hiio  en  el  onamo  art.  6.^  respecto  á  loe  edificioe  conatroidoe  en  la  lona  de 
ensanche,  qoe  eontinaaran  devengando  la  mitad  de  los  derechos: 

Gonsiderando  qae  La  Equitativa  adquirió  los  solares  de  que  se  trata 
por  virted  de  las  escrituras  de  1889,  ó  á  lo  sumo  cuando  el  Ayuntamiento 
en  1867  aprobó  las  subastas  de  los  solares;  es  decir,  cuando  ya  eetaba  de- 
rogada la  exención  que  concedió  la  ley  de  1879,  y  por  tanto,  es  indudable 
-que  no  puede  válidamente  invocar  en  su  favor  aquel  precepto,  que  ya  ha- 
bla sido  derogado. 

Visto  el  art.  62  de  la  ley  de  Expropiación  de  10  de  Enero  de  1879: 

Visto  el  art  6.o  de  la  ley  de  81  de  Diciembre  de  1881; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedentes  las  ezoep • 
doñee  que  como  perentorias  ha  propuesto  el  Fiscal,  y  en  cuanto  al  fondo 
del  pleito,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  gene- 
ral del  Estado  de  la  demanda  deducida  por  el  Licenciado  D.  Pedro  García 
de  Garamendi  contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Hacien- 
da en  4  de  Didembre  de  1890,  la  cual  queda  firme  y  subsistente.— (Sen- 
tencia publicada  el  27  de  Octubre  de  189i,  é  inserta  en  la  Qmpéia  de  22  de 
Febrero  de  189^.) 
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SnrrsNOiA  (27  de  Octubre  de  1892).— Ayuntosiientof.  ÁdminUtración 
wiiinieya/.— 8e  revoca»  en  parte,  la  Real  orden  de  11  de  Febrero  do  1888, 
impugnada  ñor  D.  Oristóbal  Girones  y  litis  socios,  y  se  establece: 

l.o  Qme  tratándoie  de  la  responiabiUdad  exigida  á  un  Ayuntamiento  par 
¡a  aámini§éraoión  municipal,  el  cumpUmiento  de  la$  diepoeioianee  legaiee  par 
mna  parte,  y  el  dd>ida  reepeto  á  loe  prineipios  de  juetima  y  de  equidad  por 
otra,  aconefjan  que  ee  lleven  á  rfeeto  lae  ailigenciae  que  puedan  aclarar  la 
eaáetenda  y  cuaniia  de  la  reepaniabUidad,  pue$  aólo  cuando  $e  practiquen  pa- 
ira formoree  juicio  exacto  de  loe  euentae  munieipaUe  en  el  ptriodo  que  duró 
aquella  adminietración,  y  determinarte  la  cuantía  y  grado  de  dicha  reepon- 
MMHdad,  aei  como  loe  permmat  á  quienee  ¿ata  afecte; 

Y  2.0  Que  en  el  propio  ea$a  no  se  comprende  que  ee  ardane  la  práctica 
éé  la»  düi^nciae  que  puedan  aclarar  la  existencia  y  cuantía  de  una  reepon- 
aalnlidad,  y  al  propio  tiempo  ee  mande  exigir  el  reintearo  de  una  cantidad 
determinada,  dando  por  eupueeto  que  existen  en  el  expediente  datae  baetantee 
para  fijar  el  saldo  contra  el  Ayuntamiento  responsable. 

Exigida  responsabilidad  al  Ayuntamiento  de  Biar,  que  cesó  ea  1887, 
por  la  administración  munidpal  durante  los  afios  de  1873  á  1877,  resoltó 
contra  el  diado  Ayuntamiento  un  alcance  de  cincuenta  y  dos  mil  y  pico 
-da  pesetas: 

La  Real  orden  de  l.o  de  Octubre  de  1879  acordó  la  suspendóa  de  los 
procedimientos  ejecutivos  seguidos  contra  aquel  Ayuntamiento,  hasta 
qae  se  llevasen  á  cabo  determinadas  diligencias: 

So  tO  de  Septiembre  de  1880,  la  Dirección  general  de  Administración 

local  ordMió  la  práctica  de  dertas  diligendas,  con  objeto  de  aclarar  la 

«xistenda  y  cuantía  de  la  responsabilidad  que  cupieee  al  Ayuntamiento, 

_y  exigir  á  éste  el  reintegro  de  aquella  cantidad.  Confirmó  esta  orden  la 

>Beal  orden  impugnada  por  D.  Oristóbal  Girones  y  litis  socios,  como  here- 

TOMO  46  88 
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derof  de  IO0  qae  formaron  parte  del  AyoDtamiento  en  dicho  período,  ar 
pro¡piinció  por  el  Tribanal  de  lo  Oontencioao  la  aentenda  qae  contiene  loa 
aiguientea  consíderandot,  yiatoa  y  fallo: 

€k)n0iderando  que  para  resolver  la  coeatión  planteada  eñ  el  presente 
litigio  ea  preciso  ante  todo  examinar  los  términos  en  qne  se  halla  conce- 
bida la  parte  dispositiva  de  la  Real  orden  que  ae  impngna,  en  la  coal,  al 
propio  tiempo  qne  se  confirma  el  acuerdo  de  la  Dirección  de  Admistra- 
don  local  de  80  de  Septiembre  de  1880.  toda  yes  qne  se  desestima  el  re- 
curso de  aliada  interpuesto  contra  el  miamo,  se  declara  qne  debe  exigirse^ 
al  Ayuntamiento  de  Biar,  que  cesó  en  l.o  de  Marzo  de  1877,  el  reintegro 
de  62.086  peaetaa  y  88  céntimos,  con  más  los  gastos  de  comisiones  qne  por 
sn  culpa  se  hubiesen  originado: 

jOoneiderando  que  por  el  citado  acuerdo  de  la  Dirección  general  de  Ad- 
ministración local  de  80  de  Septiembre  de  1880  se  ordenó  la  práctica  de  va- 
rías diligencias  para  qne  se  diese  al  expediente  la  inatrucción  y  tramita- 
ción que  requerían  las  disposiciones  legales  vigentes  en  la  materia,  con 
lo  cual,  además,  se  aportaría  al  mismo  la  mayor  suma  de  datos  que  habría 
de  demostrar  el  eatado  de  la  Adminiatración  municipal  del  pueblo  de  Biar 
durante  los  afios  de  1878  á  1877,  y  en  eapecial  el  de  la  contabilidad  del 
Ayontamiento  en  el  mismo  período: 

Considerando  que  sin  que  se  determinasen  previamente  los  ingreso» 
y  gastos  en  el  indicado  período,  no  puede  fijarse  de  una  manera  precisa  y 
oonclnyente  si  existe  saldo  contra  la  Administración  de  Biar  en  dicho 
tiempo,  la  cuantía  del  mismo  saldo  y  la  responsabilidad  que  alcance  á  laa 
personas  que  formaron  parte  del  Ayuntamiento  en  aquella  época: 

Gonsiderando,  por  lo  expuesto,  que  el  cumplimiento  de  las  disposicio- 
nes locales  por  una  parte,  y  el  debido  respeto  á  los  principios  de  jostida 
y  de  equidad  por  otra,  aconsejan  que  se  lleven  á  efecto  las  diligencias 
acordadas  por  la  Dirección  de  Administración  local  en  80  de  Septiembia 
de  1880,  pues  sólo  cuando  se  practiquen  podrá  formarse  juicio  exacto  de 
las  cuentas  municipales  en  el  período  de  1878  á  1877,  y  determinarse  la 
cuantía  y  grado  de  la  responsabilidad  correapondiente,  así  como  las  per- 
sonas á  quienes  semejante  responsabilidad  afecte: 

Oonsiderando  que  la  Real  orden  que  se  impugna,  en  cuanto  confirma  el 
tado  acuerdo,  se  halla  ajustada  á  derecho,  pero  no  lo  está  en  el  oiro  ex- 
tremo que  comprende,  y  en  que  se  declara  que  debe  exigirae  al  Ayunta- 
miento  que  cesó  en  l.o  de  Mano  de  1877,  el  reintegro  de  62.086  peaetaa 
y  88  céntimos: 

Oonaiderando  que,  además,  esta  resolución  ea  contraria  á  lo  dlspneata 
en  el  primer  extremo  de  la  miama  Real  orden,  toda  vez  qne  no  ae  com- 
prende que  se  ordene  la  practica  de  las  diligencias  que  puedan  aclarar  la 
exiatenda  y  cuantía  de  una  responsabilidad,  y  al  propio  tiempo  se  mande 
exigir  el  reintegro  de  una  cantidad  determinada,  dando  por  supuesto  que 
existen  en  el  expediente  datos  bastantes  para  fijar  el  saldo  contra  el  Ayun- 
tamiento de  Biar,  que  cesó  en  1877: 

Condderando  que  es  consecuencia  de  lo  expuesto  la  declaración  de  nn- 
lidad  de  las  anbaatas  y  ventas  de  bienes,  y  de  los  demás  actos  derivado» 
de  las  mísmaa,  practicadas  antes  ó  después  de  la  Real  orden  impugnada, 
nulidad  que  asimismo  procede  si  se  tiene  en  cuenta  qne  la  Real  orden 
de  l.^  de  Octubre  de  1879,  dispuso  la  suspenden  de  los  procedimientos 
ejecutivos  hasta  que  se  llevasen  á  cabo  determinadas  diligencias;  de  laa 
cnalea  no  son  más  que  adaradón  y  ampliadón  las  que  deben  efectoarae, 
cumpliendo  lo  dispuesto  en  la  orden  de  80  de  Septiembre  de  1880: 

Y  considerando  reapecto  á  la  excepdón  de  falta  de  personalidad  en  al- 
ganos  de  loa  demandantes,  propoeata  por  el  Fiaeal,  que  aun  en  el  supuesto- 
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d«  que  íaera  procedente,  no  es  neoeeario  examinar  loe  íandamentoe  de 
ella,  |>orqae  laa  declaraciones  que  contiene  la  Raal  orden  Impagoada  son 
genéricas  y  no  afectan  exolasíva  y  determinadamente  á  los  interesados, 
oontra  loe  onalee  aquella  excepción  se  promueve. 

Visto  el  art.  168  de  la  ley  Municipal; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  impugnada 
de  11  de  Febrero  de  1888,  en  la  parte  que  resuelve  que  debe  exigirse  al 
Ayuntamiento  de  Biar,  que  cesó  en  l.o  de  Marso  de  1877,  el  reintegro 
de  62.086  pesetas  y  88  céntimos,  con  más  los  gastos  de  comisión  que  por 
BU  culna  se  hubiesen  originado;  que  debemos  confirmar  y  confirmamos 
dicha  Real  orden,  en  cuanto  á  su  vez  confirma  el  acuerdo  de  la  Dirección 
general  de  Administración  local  de  80  de  Septiembre  de  1880,  disponiendo, 
en  BQ  virtud,  que  se  lleven  á  efecto  las  diligencias  ordenadas  en  el  mismo; 
y  que  debemos  declarar  y  declaramos  la  nulidad  de  las  diligencias  de  apre- 
mio, como  subastas  ó  ventas  de  bienes,  y  demás  actos  derivados  de  ellas, 
decretadas  contra  Lo  dispuesto  en  la  Real  orden  de  l.o  de  Octubre  de  1879, 
en  que  se  ordenó  la  suspensión  de  los  procedimientos  ejecutivos.— (Sen* 
leocia  publicada  el  27  de  Octubre  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  22  de 
Febmo  de  1898.) 


418 

Sbhtbwoia  (27  de  Octubre  de  1892).— C/ote»  pa$iva$.  Jíbara  de  eUui- 
JiMctdit.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  O.  José 
Arroyo  oontra  la  Real  orden  de  26  de  Octubre  de  1889.  y  se  establece: 

i.^  (¡tte  loe  eeroicioe  preeiadoe  como  de  la  eUue  de  suoaUemoe,  no  son  de 
abono  al  interesado  para  la  eUuificación  de  los  mismos,  conforme  á  lo  dis- 
puesto  en  los ariiculoe  lo,  6,o  y  p.o  del  Beal  decreto  de  18 de  Junio  de  1852: 

J9.0  Qne  si  bien  es  cierto  que  el  art  i.o  del  Re^l  decreto  de  21  de  Diciem- 
bre de  1857  reconoce  como  de  abono  los  destinos  dados  en  virtud  de  Real  dele- 
oaeián,  que  ha  llegado  á  los  Jtfes  superiores  de  los  ramos  reepectioos,  6  sea  á 
Im  Directores  generales,  no  puede  hacerse  extensiva  á  otros  Jefes; 

Y  3,0  i¿ue  la  Junta  de  Fensumes  civiles  sólo  ti«me  (Uribuciones  para  hacer 
doi^ficaciones  de  cesantes  y  jubilados,  pero  no  de  empleados  en  activo  servicio. 

Siendo  el  demandante  Oficial  de  la  dase  de  cuartos  de  la  Administra- 
ción del  Correo  central,  solicitó  de  la  Junta  de  pensiones  civiles  la  clasi- 
flbcación  de  sus  servicios,  reconociéndole  ésta  dieciséis  afios  y  meses,  y  sin 
derecho  á  haber  pasivo  como  cesante,  por  ser  su  base  de  carrera  posterior 
al  alio  1846. 

Jubilado  en  1889,  la' Junta  de  Clases  pasivas  le  declaró  haber  pasivo, 
reconociéndole  veintinueve  afios  y  días  de  servicios,  eliminándole  de  la 
clasificación  hecha  anteriormente  seis  afios,  cinco  meses  y  cuatro  días.  Los 
servicios  eliminados  fueron  los  prestados  como  Cartero  ayudante  primero 
de  la  Administración  del  Correo  central,  nombrado  por  el  Administrador 
principal;  Cartero  cnarto  con  iimal  nombramiento,  y  Cartero  principal  con 
nombramiento  del  mismo  Administrador.  Recurrió  oontra  este  acuerdo  el 
interesado,  y  confirmado  por  la  Real  orden  impugnada,  dictó  el  Tribunal 
Contendose  la  sentencia  que  contiene  los  siguientes  considerandos,  vistos 
7  fallo: 

Considerando  que  los  seis  afios,  cinco  meses  y  cuatro  días  que  desem- 
pefio  D.  José  Arroyo  y  Femándes  en  1*  época  de  1862  á  1869  los  destinos 
de  Cartero  ayudante  primero  de  la  Administración  central,  Cartero  cnarto 
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y  Oartoro  principal  de  la  misma,  como  de  la  date  de  aabaltornofl,  no  Im 
•on  de  abono  en  sn  cUtificación,  conforme  á  lo  qae  diaponen  IO0  artfeo- 
loa  1.0,  6.<>  y  9.0  del  Real  decreto  de  18  de  Janio  de  1862: 

Ooosiderando  qae  aan  caando  loa  ezpreaadoa  deattnoa  íaeran  aerridoa 
en  propiedad,  de  planta  reglamentaria,  y  ana  aneldoa  eatnvieaen  detalladoa 
en  el  preaupneato,  como  pretende  el  demandante,  aiempre  resaltará  qae 
no  podrían  abonarae  aas  servicioa  teniendo  en  cnenta  la  antorídad  de  qnien 
emanaba  el  nombramiento;  pues  si  es  cierto  qae  el  art.  1.®  del  Real  decreto 
de  21  de  Diciembre  de  1867  reconoce  como  de  abono  los  destinos  dadoa 
en  Tirtnd  de  Real  delegación,  esta  Real  delegación  qoe  ha  llegado  á  loa 
Jefes  snperiores  de  los  ramoa  reapeetivos,  ó  aea  á  los  Directores  generales, 
no  puede  hacerae  eztenaiva  á  otroa  Jefes,  y  por  eonsigaiente  no  alcana» 
al  Adminiatrador  del  Oorreo  central,  de  qnien  éí  reearrente  recibió  sos 
nombramientos: 

Considerando  qae  la  daaiflcación  hecha  al  Intereaado  por  la  Jnnta  da 
Pensiones  civiles  en  el  afio  de  1881,  reconociéndole  los  serricios  qoe  son 
objeto  de  la  decisión  de  este  pleito,  no  tiene  el  carácter  ejeootorio  que  pro^ 
tende  el  demandante,  porqoe  la  Junta  sólo  tiene  atríbadones  para  hacer 
daaiflcaciones  de  cesantes  y  jubilados,  pero  no  de  empleados  en  aeli¥0 
servicio,  en  cuya  aitaación  ae  encontraba  á  la  aaión  D.  Joaé  Arroyo,  y  no 
en  la  de  ceaante,  en  cuyo  concepto  equivocado  se  biso  aquella  claaíficación. 

Visto  el  art.  l.o  del  Real  decreto  de  18  de  Junio  de  1862: 

Visto  el  art.  l.o  del  Real  decreto  die  21  de  Diciembre  de  1869; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administradón  ge- 
neral del  Eitado  de  la  demanda  interpneata  por  la  representadón  de  Doq 
José  Arroyo  y  Femándes  contra  la  Real  orden  de  26  de  Octubre  de  188t, 
la  cual  queda  firme  y  subsistente.— (Sentenda  publicada  el  27  de  Ootabro 
de  1892,  é  inserta  en  la  Chteeta  de  28  de  Febrero  de  1898.) 
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SnrrsKoiA.  (27  de  Octubre  de  l991).^Sxpo9Íehnm.  Depélmeión  de  ebrtm 
pre$entada$,''&e  revoca  la  Real  orden  de  20  de  Febrero  de  1886,  impug- 
nada por  D.  Justo  Gandarias,  y  ae  establece: 

i.o  QtM  con  arreglo  al  Éeglamewlo  por  que  $e  rigió  la  Expendan  de 
Viena,  era  ohHgaeián  de  la  Comieión  general  deeignada  por  el  Gobierno,  la 
devolución  y  entrega  á  loe  expoeüoree,  una  vet  terminado  el  eertamen,  de  Um 
oljetoi  por  elloe  expuedoe: 

;8.o  Que  loe  actoe  ^ecutadoe  por  la  Oomiearia  de  la  Bxpoeieián  de  Viena 
obligan  al  Gobierno  de  que  era  mandatario,  eegún  lo  ordenan  loe  legee  que 
regulan  H  eontraio  de  mandato; 

Y3  0  Quela$eue$íione$quenohan$ido  objeto  dedeeiiiónen  laviaan- 
bemoHífa,  no  pueden  entrar  a  dieouHree,  ni  menee  á  díeiar  reeolueiám  eohre 
etfat,  en  la  eonteneioeO'adminietraHpa. 

D.  Juato  Gandarias  presentó,  oon  objeto  de  figurar  en  la  Expoaioión 
de  Viena,  una  estatua  de  mármol,  titulada  L%  Armonía,  siendo  remitida  4 
aquel  punto  por  cuenta  del  Estado,  figurando  en  dicho  eertamen. 

Terminada  la  Ezpoiidón,  fué  remitida  á  Munich,  figurando  en  la  eelo- 
brada  allí,  sin  que  conste  que  el  Ministerio  de  Fomento  autoriaaae  la  ro- 
nodaión. 

Habiendo  reclamado  el  demandante  la  devoladón  de  la  eatatoa,  ea 
▼lata  que,  no  obatante  habérsele  manifestado  que  ae  hallaba  en  camino. 


'%-x. 


£^:. 
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no  había  coDiegnido  qae  llegara  á  aa  poder;  la  Real  orden  impognada  de- 
elaró  qae  el  Eatado  no  tenía  reeponeabilidad  en  eate  caao,  por  cnanto  la 
referida  estatua  no  íoé  remitida  á  Munich  en  ningona  de  las  expediciones 
de  objetos  qne  se  enviaron  oñcialmsnte  por  dicho  Minieterio.  El  Tribunal 
Contencioso  pronunció  la  sentencia  qae  contiene  los  siguientes  conside- 
randos, vistos  y  lidio: 

Coosidefaodo  qne  la  cuestión  que  se  discute  en  este  pleito  j  que  debe 
ser  objeto  de  resoíoción  se  reduce  á  determinar  si  el  Grobierno  está  ó  no 
obligado  á  devolver  á  D.  Justo  Gandarias  la  estatua  de  mármol  titulada 
lA  Armomia,  da  qne  es  antor,  j  que  figuró  en  la  Exposición  cetebrada  ea 
Viena  en  el  afio  1882: 

Considerando  que  la  obra  de  arte  de  que  se  trata  fué  remitida  pos 
coeota  y  bajo  la  responsabilidad  del  Gobierno  para  que  figurase  en  la  re- 
ferida Exposición  de  Visna,  y  qae,  con  arreglo  al  Reglamento  por  que  ésta 
se  regía,  era  obligación  de  la  Comisión  general  designada  por  el  Gobierno 
la  devoluc&óo  y  entrega  á  los  expositores,  una  vez  terminado  el  certamen, 
de  los  objetos  por  ellos  expuestos: 

Considerando  que  en  el  caso  presente,  lejos  de  ser  devuelta  á  Ganda- 
rias su  sstatua,  una  ves  cerrada  la  Exposición  de  Viena,  aparece,  por  el 
eontrarío,  que  figuró  ea  el  Catálogo  de  los  objetos  de  arte  que  fueron  ex* 
puestos  en  la  de  Munich,  y  como,  por  otro  lado,  no  resulta  qae  fuese  en- 
viada á  petición  del  demandante,  sino  que  se  desprende  que  fué  enviada 
por  el  Comisario  Regio,  representante  y  mandatario  del  Gobierno  en  am- 
bas Exposiciones,  queda  fuera  de  toda  duda  qne  éste  se  halla  en  la  obli- 
gacióa  de  devolver  á  Gandarias  la  estatua  de  qne  es  autor: 

Considerando  qne  no  obsta  para  ello  el  que  la  estatua  de  que  se  trata 
no  figurase  en  las  relaciones  oficiales  de  objetos  enviados  para  la  Exposi- 
ción, para  que  el  (Gobierno  esté  obligado  á  su  devolución,  porque,  según 
se  ha  declarado  en  oaso  análogo  al  presente,  los  actos  ejecutados  por  la 
Comisaría  de  la  Exposición  de  Viena  obligan  al  Grobierno  da  que  era 
mandataria,  según  k>  ordenan  las  leyes  que  regulan  el  contrato  de  man- 
dato: 

Considerando,  por  k)  expuesto,  q«ie  el  Ministerio  de  Fomento  se  en- 
eoentra  obligado  á  devolver  á  D.  «Justo  Gandarias  la  estatua  de  mármol 
La  Arwumia,  que  para  que  figurase  en  la  Exposición  de  Viena  entregó  con 
otros  objetos  de  arte  en  la  Real  Academia  de  Bellas  Artes  de  San  Fer- 
nando; 

Y  considerando,  respecto  de  la  petición  subsidiaria  hecha  por  el  actor, 
de  qas  se  Is  reintegre  del  valor  de  la  estatua  en  el  caso  de  que  ésta  do  le 
fuese  devuelta,  que  por  no  haber  sido  objeto  de  decisión  este  extremo  ea 
la  vía  gobernativa,  no  pnede  entrar  á  disentirse,  ni  menos  á  dictar  resolu- 
eióo  sobra  él  en  lo  eontencioso-administrativo. 

Visto  el  art.  2.o  del  Reglamento  de  33  de  Septiembre  de  1872: 

Visto  el  eap.  ^.o  del  Reglamento  para  la  Exposición  de  Munich: 

Fallamos  qua  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  de  20  de 
Febrero  de  1886,  y  declarar,  como  declaramos,  que  el  Ministerio  de  Fo- 
mento está  obligado  á  devolver  á  D.  Justo  Candarías  la  estatua  de  már- 
mol titulada  La  Arm&nia,  de  qne  es  autor,  y  que  entregó  en  la  Real  Aca^ 
demia  de  Bellas  Artes  de  San  Fernando  para  que  figurase  en  la  Exposi- 
ción celebrada  en  Viena  en  1882,  y  no  ha  lugar  á  las  demás  preteoeiones 
contenidas  en  la  demanda.~(8eBteDCÍa  publicada  el  27  de  Octubre  de  1892, 
é  inaerta  en  la  Qaeeta  de  23  de  Febrero  de  1893.) 


/. 
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Bbvtbncia  (29  de  Octubre  de  lS92),^JS¡xprapiacián,  JmUprtdo  de  ierre- 
noi.— Se  absuelve  á  la  Admioiatración  de  la  demanda  de  D.  Cristóbal  Mi- 
colaa  contra  la  Real  orden  de  27  de  Mayo  de  1890,  j  se  establece: 

i.o  Que  conforme  á  lo$  artieuloe  21  de  la  ley  de  Expropiacián  f oncea  y 
S2  del  Reglamento  de  IB  de  Junto  de  18T9,  lo$perito$  agránomo$  poeeen  ca- 
pacidad para  la  práctica  de  loe  operacianee  determinadae  por  laley  enlore- 
lativo  áfincai  rútticaa: 

2fi  Queel  art,  28  de  la  miema  ley  preecribe  que  loe  hojai de  taiaeián  ham 
de  comprender  loe  fundamento»  de  la  valorarán  de  las  fincas  por  ratón  de  ea 
clase; 

Y  3.^  Que  no  hay  derecho  á  la  indemnitación  de  perjuicios  no  probados, 
en  virtud  de  una  servidumbre  cuya  existencia  no  aparece  acreditada. 

La  Sociedad  de  los  ferrocarriles  de  Almansa  á  Valencia  y  Tarragona, 
hallándose  en  la  necesidad  de  ocupar  unos  terrenos  para  la  constrocción 
de  un  apartadero,  presentó  la  relación  de  los  mismos,  en  la  cual  flgorab* 
D.  Cristóbal  Nicolau  como  dnefio  de  terrenos  de  secano.  Bectíflcó  ésta  el 
Alcalde  de  Perelló,  considerando  á  Nicolau  como  dnefio  de  terrenos  de  ae- 
eano  y  de  una  caaa. 

Fué  designado  por  la  Sociedad  para  la  tasación  de  las  fineaa  un  Perito 
agrónomo,  quien  apreció  laa  del  demandante  con  los  números  1  y  2,  ambaí 
rústicas. 

Nu  habiendo  habido  avenencia  entre  el  perito  de  la  Sociedad  y  el  de  la 
parte  actora,  por  considerar  éste  como  urbanaa  las  fincas  de  referencia,  y 
estimar  que  debía  apreciarse  la  casa  que  comprendía  la  segunda  relación, 
se  procedió  al  nombramiento  de  perito  tercero,  el  cual  consideró  la  finca 
núm.  1  impropia  para  edificar;  la  núm.  2  como  edificable,  incluyendo  en 
el  precio  de  la  misma  la  indemniaación  por  la  parte  inservible  qne  que- 
daba sin  ocupar;  y  respecto  de  la  casa,  certificó  qne  los  perjuicios  no  eran 
de  apreciar,  puesto  que  delante  de  la  finca  quedaría  expedita  la  servidnm- 
bre  de  vía  con  anchura  superior  á  la  legal,  no  habiendo  lugar  á  la  indem- 
nización máa  que  en  el  caao  de  tener  impuesta  la  servidumbre  de  o^^tiif 
non  tollendi,  que  no  era  posible  sobre  la  vía  férrea. 

La  Real  orden  impugnada  confirmó  la  providencia  del  Gobernador, 
que  aprobó  este  tasación;  y  opuesta  por  el  Fiscal  la  excepción  de  incompe- 
tencia, por  venar  el  recurso  sobre  las  reclamaciones  no  presentadas  en 
plazo,  se  pronunció  por  el  Tribunal  Contencioso  la  sentencia  que  contiene 
los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  1m  cuestiones  planteadaa  en  el  presente  pleito  son 
de  la  competencia  de  esta  jurisdicción  para  conocer  del  mismo,  propuesto 
en  su  contestación  por  el  Fiscal,  y  la  de  nulidad  de  parte  del  expediente  y 
su  reposición  al  segundo  período  de  la  expropiación,  que  es  á  lo  que  se 
refiere  la  solicitud  de  la  demanda,  en  la  cual  se  pide  también  la  revocación 
de  la  Real  orden  impugnada: 

Considerando,  respecto  á  lo  primero,  que  la  excepción  perentoria  de 
incompetencia  que  se  intenta  fundar  en  la  circunstancia  de  no  haber  pro- 
testado con  oportunidad  el  demandante  contra  el  nombramiente  de  perito 
de  la  Compafiía,  contra  la  designación  del  tercer  perito,  ni  contra  la  ocupa- 
ción parcial  y  no  total  de  uno  de  loa  terrenos  de  su  propiedad,  no  es  una 
excepción  admisible  en  este  caso,  toda  vez  qne,  fuese  cualquiera  la  extem- 
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poraneidad  con  que  Im  reeltmaclonet  acercm  de  dichos  extremos  se  dedo 
:jeran  por  el  demandante,  sobre  níngano  de  ellos  cabe  estimar  qne  haya 
existido  acuerdo  consentido  por  aqnél,  como  el  Fiscal  pretende,  hasta  la 
providencia  del  €h>bemador,  de  qne  recorrió  en  aJsada  Nicolao,  no  sin 
manifestar  anteriormente  sa  disconformidad  y  apelando  de  la  misma  por 
los  motivos  á  qoe  se  contraen  las  protestas  indicadas: 

Oonsiderando  qoe  declarada  la  competencia  del  Tribonal,  debe  resol- 
verse la  segunda  coestión,  qoe  se  halla  planteada  en  la  demanda,  ó  sea  la 
nolidad  de  lo  actuado  desde  el  nombramiento  de  perito  de  la  Compafiía. 
y  que  esta  cuestión  abraza  dos  diveisas  que  respectivamente  se  refieren  á 
determinar  si  el  nombramiento  citado  fué  legal,  y  si  fué  ajustada  á  derecho 
lá  apreciación  que  los  peritos  realisaron  en  el  tercer  período  de  la  natora- 
leza  de  las  fincas  números  1  y  3,  y  de  la  necesidad  de  expropiar  la  segunda 
en  su  totalidad: 

Considerando  que  el  nombramiento  del  perito  de  la  Compafiía,  reeha- 
jtado  en  rasón  de  su  carácter  de  Perito  agrónomo,  como  impropio  para  la 
tasación  de  fincas  de  naturaleza  urbana,  no  fué  nulo  en  sí  mismo  ni  origen 
de  nulidad  del  dictamen  del  tercer  Perito,  que  indebidamente  se  supone 
basado  en  el  de  aquél,  siendo  así  que  se  apoya  en  los  restantes  datos  qne 
debeo  servirle  de  fundamento,  porque,  conforme  á  los  artículos  21  de  la  ley 
y  S2  del.Beglamento,  los  peritos  agrónomos  poseen  capacidad  para  la  prác 
tica  de  las  operaciones  determinadas  por  la  ley  en  lo  relativo  á  fincas  rús- 
ticas, y  como  tales  estaban  previamente  conceptnadas  en  Iss  relaciones 
presentadas  por  la  Compafiía  y  por  el  Alcalde  de  Perelló  las  fincas  releri- 
^das,  sin  qoe  haya  otro  punto  de  partida  para  prefijar  la  competencia  facul- 
tativa de  los  peritos  que  las  mismas  relaciones  expresivas  de  la  natora- 
lem  de  las  fincas,  y  sin  que  haga  variar  la  cuestión  la  circunstancia  de  ha- 
berse incluido  en  la  segunda  relación  una  casa  qne  no  figuraba  en  la  pri- 
mera, por  cuanto  respecto  de  ella  no  se  ha  discatido  tampoco  la  necesidad 
de  ocuparla,  sino  sólo  los  perjuicios  indirectos  que  pudiera  recibir  en  al- 
^n  caso  de  las  obras  proyectadas: 

Considerando  que  la  apreciación  de  los  peritos  sobre  la  naturaleza  de 
las  fincas  y  acerca  de  so  carácter  rústico  ó  urbano  durante  el  período  de 
JQStiprecio,  no  fué  impropio  del  mismo,  según  lo  dispuesto  en  el  art  28 
de  la  ley,  en  el  cual  se  prescribe  que  las  hojas  de  tasación  han  de  com- 
prender los  fundamentos  de  la  valoración  de  las  fincas  por  razón  de  so 
clase,  siendo  de  notar,  en  cuanto  al  alcance  de  la  ocupación  de  la  finca  nú- 
mero 2,  qne  la  indemnización  total,  conforme  á  lo  propuesto  por  el  tercer 
perito,  se  encuentra  resuelta  en  favor  del  demandante  por  la  providencia 
áel  Gobernador  de  la  provincia: 

Considerando  que  no  procede,  en  consecuencia,  la  reposición  del  expe- 
diente pedida  por  el  actor,  y  que  tampoco  es  de  revocar  la  Real  orden  im- 
pugnada, como  solicita  el  mismo,  supuesto  que  al  confirmar  la  deciaión 
«pelada  del  Gobernador,  en  que  esta  Autoridad  aprobó  la  tasación  del  pe 
rito  tercero,  aparece  ajustada  á  derecho,  no  sólo  en  la  forma,  sino  en  el 
fondo,  esto  es,  en  cuanto  acepta  la  valoración  de  las  fincas  núms.  1  y  2, 
que  resulta  más  razonada  y  lógica  con  arreglo  á  los  datos  del  expediente, 
y  en  cuanto  estima,  respecto  á  la  casa  núm.  18,  que  no  es  objeto  de  la  ocu- 
pación por  no  haberse  incluido  en  la  relación  de  la  Compafiía,  y  sí  sólo,  y 
sdn  duda  por  error  en  la  rectificada  por  el  Alcalde,  y  qne,  aun  cuando  lo 
f  aera,  no  por  eso  había  derecho  á  la  indemnización  de  perjuicios  no  pro- 
bados en  virtud  de  una  servidumbre,  cuya  existencia  no  aparece  acre- 
ditada: 

Vistos  los  arta.  21  7  28  de  la  ley  de  Expropiación  forzosa  de  10  da 
£nero  de  1879: 
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Visto  el  «rt.  St  d«l  Rei^Iameato  de  18  de  Jobío  de  187^ 
Vieto  el  art.  4.<>,  párrafo  tercero  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888;. 
Failamoe  que,  declarando  la  oompeteocia  del  Tribnnal  para  oonooer  en 
el  litigio,  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  general  del 
Estadio  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Cristóbal  Nicolaa  con- 
tra la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Fomente  en  37  de  Blayo 
de  18(«0,  la  onal  qneda  firme  y  sobsísteote.— (Sentencia  pnblieada  el  39  de- 
Octubre  de  1893,  é  inserU  en  la  Chuxta  de  38  de  Febrero  de  1898.) 
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BwsrmiciJL  (39  de  Octubre  de  1893).  -CridUoi  contra  el  Te$aro,  8umi- 
nttfros.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Andrés^ 
Soto  contra  la  Real  orden  de  4  de  Mayo  de  1889,  y  se  establece: 

Que  el  art,  1. o  de  la  ley  de  7  de  Julio  de  1882  preceptúa  se  abonen  en  ti- 
tuUm  de  la  Deuda  amortwable  todo»  loa  créditos  contra  el  Teitoro  por  perso- 
nal y  material  contraidos  antes  del  !•  de  Julio  de  1878,  estimándose  á  la  par 
los  exigibUs  en  metálico,  y  al  50  por  100  los  que  hubieran  de  abonarse  en  bi- 
lletes del  Banco  Español. 


Habiendo  solicitado  D.  Andrés  Soto  que  se  le  abonasen  en  oro  sesenta 
y  nn  mil  y  pico  de  pesetas  á  que  ascendian  nnos  abonarés  expedidos  á  sn- 
favor  por  la  Pirotecnia  militar  de  la  Habana,  por  suministro  de  efectos  4. 
la  misma  en  los  aílos  1874  76»  acordó  la  Real  orden  de  38  de  Disiembie 
de  1886,  que  se  le  abonase  dicha  eantidad  en  oro,  ó  sn  eqnivalsnte  en  lú- 
lletes,  ai  precio  de  ootisación  en  plasa  en  las  fechas  en  que  se  verificase  e^ 
pago. 

D.  Perfecto  Martines,  en  nombre  del  demandante,  suplioó  en  instancia 
de  10  de  Mayo  de  1887,  que  se  diese  cumplimiento  á  aquella  Real  orden,, 
por  no  haberse  verificado  el  pago. 

La  Real  orden  impugnada  dispuso  se  clasificase  en  oro  el  crédito  que 
resulte  en  favor  de  la  parte  actora,  y  que  se  abonase  en  Deuda  amortisa- 
ble;  y  el  Tribunal  Oontenoioso  dictó  la  sentencia  que  contiene  los  siguien- 
tes considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  el  art.  l.o  de  la  ley  de  7  de  Julio  de  1883  preceptú» 
se  abonen  en  títulos  de  la  Deuda  amortiaable  todos  los  créditos  contra  el 
Tesoro  por  personal  y  material  contraídos  antes  del  !.<>  de  Jnlio  de  1878,, 
estimándose  á  la  par  los  exigibles  en  metálico  y  al  60  por  100  los  qne  hu- 
bieran de  abonarse  en  billetes  del  Banco  Espafiol: 

Considerando  qne  el  crédito  de  los  demandantes  no  puede  menos  de 
estimarse  comprendido  en  las  disposiciones  del  citado  artículo  por  ser  una 
deuda  del  Tesoro  procedente  de  un  suministro  anterior  al  l.<^  de  Julio 
de  1878; 

Y  considerando  que  la  Real  orden  impugnada  no  contraría  la  de  33  de 
Diciembre  de  1886,  toda  ves  que  precisamente  por  haberse  declarado  en 
ésta  qne  el  crédito  de  Soto  y  Compañía  debía  conceptuarse  pagadero  en 
oro,  es  por  lo  que  se  estableció  en  la  primera  que  se  computase  por  todo 
su  valor  nominal  para  el  efecto  de  su  abono  en  Deuda  amortisable,  y  en 
armonía  con  lo  preceptuado  en  el  citado  art  l.o  de  la  ley  de  7  de  Julio^ 
de  1882; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  £stado  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Andrés  Soto  eontn-lai 
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Seal  orden  de  i  de  Mayo  de  1889,  qae  queda  firme  y  aabBistoDte.—CSen* 
teocia  poblicada  el  29  de  Octubre  de  1892,  é  inaeita  en  la  Qaceta  de  23  de 
Febrero  de  1898.) 
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SsKTKKCiA  (29  de  Octubre  de  1892).— Coates  pasivas.  Derecho  á  pensión. 
— 8e  revoca  la  Real  ordeo  de  29  de  Junio  de  1890  impojcnada  por  Dofia 
Mtrfa  del  Pilar  Donderis,  y  ae  establece: 

i.*  Qiíe  á  partir  del  decreto-sentencia  de  22  de  Agosto  de  1886^  el  Consejo 
de  Estado  primero^  y  después  el  Tribunal  de  lo  Contencioso^  Hienen  repetida- 
mente declarado  que,  si  bien  las  prescripciones  del  proyecto  de  ley  de  20  dd 
Mayo  de  1862  quedaron  en  suspenso  en  virtud  del  decreto  ley  de  22  de  Octu- 
bre de  1868^  la  disposición  contenida  en  éste  no  puede  tener  efecto  retroactivo 
respecto  á  hs  derechos  fundados  en  leyes  anteriores,  con  arreglo  á  lo  precep- 
tuado en  el  art,  lOdelaUy  de  Presupuestos  de 28 de  Febrero  de  1873: 

2.^  CHte,  ajustándose  á  esta  declaración,  la  jurisprudencia  ha  venido  re- 
conociendo como  regulador  de  las  pensiones  del  Tesoro  el  mayor  que  se  haya 
ditf rutado  durante  dos  años,  aun  después  de  1868; 

Y  3,0  Que  Jijado  por  la  jurisprudencia  el  verdadero  sentido  y  alcance 
del  art,  13  del  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868,  en  relación  con  el  art.  10 
de  la  ley  de  Presupuestos  de  1873,  ambos  preoeptos  legislativos  pueden  quedar 
sin  ffecto  en  virtud  de  disposiciones  contenidas  en  una  ley^  según  se  ha  decla- 
rado ya  en  varias  sentencias  del  Tribunal  Contencioso. 

Vi,  Femando  Donderia  deaempefió,  entre  otros  destinos,  el  de  Magis- 
trado de  la  Audiencia  de  Albacete  desde  1861  basta  Noviembre  de  1868^ 
con  el  baber  por  máa  de  dos  afiof  de  7.600  pesetas;  y  el  de  Magistrado  de 
la  Audiencia  de  Madrid  desde  1879  á  1884.  Habiendo  fallecido  dicbo  se- 
fior»  se  declaró  á  su  viuda  con  derecho  á  la  pensión  de  2.600  pesetas,  rega- 
lado por  el  sueldo  de  10.000  que  su  causante  había  disfrutado  como  Ma- 
gistrado de  la  Audiencia  de  Madrid. 

Fallecida  la  viuda»  solicitó  su  bija,  Dofia  María  del  Pilar  Donderia,  que 
■a  la  tranamitiese  la  penaión  que  ae  había  aefialado  á  su  madre,  y  la  Junta 
de  Claaes  paaivaa,  revocando  la  claaiñcaclón  anterior,  adoptó  como  rega- 
lador el  sueldo  de  7.500  pesetas,  reconociendo  á  la  interesada  con  derecho 
á  ana  penaión  de  1.876  pesetas  anuales. 

Confirmado  este  fallo  por  la  Real  orden  impugnada,  el  Tribunal  Con- 
tendoao  pronunció  la  sentencia  qae  contiene  loa  aiguientes  considerandos,, 
irlatos  y  fallo; 

Considerando  que,  á  partir  del  decreto  sentencia  de  22  de  Agosto  de 
1886,  el  €k)osejo  de  £stado  primero,  y  después  este  Tribunal  de  lo  Conten- 
cioso, tienen  repetidamente  declarado  que,  si  bien  las  prescripciones  del 
proyecto  de  ley  de  20  de  Mayo  de  1862  quedaron  en  suspenso  en  virtud 
del  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868,  la  disposición  contenida  en  éste 
no  puede  tener  efecto  retroactivo  respecto  á  los  derechos  fundados  en  le- 
yes anteriores,  con  arreglo  á  lo  preceptuado  en  el  art.  10  de  la  ley  de  Pre- 
supuestos  de  28  de  Febrero  de  1873: 

Considerando  que,  ajustándose  á  esta  declaración,  la  jurisprudencia  ha 
venido  reconociendo  como  regulador  de  las  pensiones  del  Tesoro  el  ma- 
yor que  se  haya  disfrutado  durante  dos  afíos,  aun  después  de  1868,  y  por 
consiguiente  Dtfia  Pilar  Donderia  tiene  derecho  á  que  la  pensión  del  Te- 
soro que  reclama  se  regule  con  relación  al  mayor  sueldo  que  el  causante 
baya  percibido  durante  el  indicado  período  de  dos  afios: 
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Oooiiderando  qne  no  paede  tener  aplicación  al  presente  cato  la  prea- 
cripción  contenida  en  la  recia  7.*  del  Real  decreto  de  29  de  Enero  de  1689, 
porque  fijadoa  por  la  jaríapmdencia  el  verdadero  sentido  y  alcance  del 
art  18  del  decreto-ley  de  32  de  Oetabre  de  1868,  en  relación  con  el  art  10 
de  la  ley  de  Presapneatos  de  1878,  amboa  preceptoa  leRialativoa  poeden 
qaedar  sin  efecto  en  virtnd  de  disposiciones  contenidas  en  ana  ley,  según 
ha  declarado  ya  en  varias  aentencias  este  Tribnnal. 

•  Visto  el  art.  13  del  decreto-ley  de  22  de  Octobre  de  1868: 

Visto  el  art.  10  de  la  ley  de  Presopaestos  de  28  de  Febrero  de  1878; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  impugnada 
de  29  de  Junio  4e  1890,  declarando  en  su  lugar  que  Dofia  Pilar  Donderia 
tiene  derecho  á  percibir  desde  el  día  siguiente  al  del  fallecimiento  de  aa 
madre,  Dofia  Desamparados  Llovet,  la  pensión  del  Tesoro,  regulada  por  d 
mayor  sueldo  disfrutado  por  el  causante  dorante  dos  afios,  bien  aea  con 
Anterioridad  ó  con  posterioridad  al  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868. 
— (Sentencia  publicada  el  29  de  Octubre  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de 
28  de  Febrero  de  1898.) 
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SsKTKKOiA  (29  de  Octubre  de  1892). — Cargan  d€Ju$Hcia.  Be9inén.^B% 
absnelve  á  la  Administración  de  la  demanda  del  Oonde  de  Oastrillo  j  Or 
gas  contra  la  Real  orden  de  12  de  Noviembre  de  1881,  y  se  eatableoe: 

Que  la  ley  de  $9  de  Abril  de  1855  mandó  hacer  un  nuevo  reconoemimU 
y  liquidación  de  la$  eargoi  dejuiticia,  y  el  art,  i.o  de  la  Beal  orden  de  SO  de 
Jíayo  siguiente  exigió  que  para  e$te  reeo nacimiento  presentasen  los  poseedores 
el  titulo  primitivo  de  egresión,  el  de  confirmación  del  último  Reinado  en  qu/t 
la  hubiesen  obtenido,  con  declaración  de  no  hiber  adquirido  otra  posterior,  y 
una  certificación  de  la  Dirección  general  de  la  Deuda,  en  que  se  hiciera  eons- 
tar  que  no  se  había  satisfecho  en  este  siglo  ni  el  capital  ni  los  réditos. 

La  Real  orden  impugnada  declaró  caducada  una  carga  da  justicia  que 
figuraba  en  el  Presupuesto  á  favor  del  demandante,  como  participe  de  lea 
alcabalas  de  los  lugares  de  Puente  de  Duero  y  de  Viana  de  Oega,  fundan- 
doae  en  que  dicho  sefior  no  había  presentado,  dentro  del  plaso  qne  fija  la 
ley  de  22  de  Junio  de  1880,  docnmento  alguno  que  Justificaae  su  do^eho. 

Presentó  el  interesado,  con  carpeta  fecha  29  de  Agosto  de  1855,  una  Real 
cédula  de  11  de  Mayo  de  1710,  en  la  cual  se  confirmaban  loa  deredioa  da 
cuatro  unos  por  ciento  y  servicios  ordinarios  y  extraordinarios  de  loa  mea- 
donados  lugares.  El  Tribunal  Oontencioso  dictó  la  sentencia  que  contiene 
los  siguientes  considerandos,  vistoa  y  fallo: 

Considerando  que  la  ley  de  29  de  Abril  de  1856  mandó  hacer  nn  nuevo 
reconocimiento  y  liquidación  de  las  cargas  de  justicia,  y  el  art.  l.o  de  la 
Real  orden  de  30  de  Mayo  siguiente  exigió  que  para  este  reconocimiento 
presentaaen  loa  poseedores  el  titulo  primitivo  de  egresión,  el  de  confirma- 
ción del  último  Reinado  en  que  la  hubiesen  obtenido,  con  declaración  de 
no  haber  adquirido  otra  posesión  y  ana  certificación  de  la  Dirección  ge- 
neral de  la  Deuda,  en  que  se  hiciera  constar  que  no  se  había  satisfecho  en 
este  siglo  ni  el  capital  ni  los  réditos: 

Considerando  que  el  actor  no  ha  presentado  otro  docnmento  que  la  oé- 
dula  de  reconocimiento  obtenida  en  17  LO,  y  si  bien  alega  que  el  título  de 
egresión  obra  en  poder  del  Estado,  no  sólo  no  ha  probado  que  dicho  tí- 
tulo no  le  ha  sido  devuelto,  sino  que  tampoco  ha  justificado  qne  ha  pras* 
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tíetdo  las  geetíonea  oecevariu  para  qae  ae  le  devolviese  ni  para  averiguar 
•a  paradero: 

Oonaiderando  qae  para  probar  eato  y  practicar  dichaa  geatloDea  ha  te* 
oido  el  demandante,  á  hiáa  del  plazo  concedido  por  la  Real  orden  de  SO  de 
Hayo  de  1865,  todo  el  qae  media  desde  esa  fecha  basta  el  28  de  Ootabra 
de  1880,  en  qae  espiró  el  señalado  por  la  ley  de  22  de  Janio  de  este  óltimo 
afio,  para  la  presentación  de  docamentos  para  el  reconocimiento  de  las 
cargas  de  jasticia,  y  qne  no  habiéndolo  hecho  el  actor,  ha  incurrido  en  la 
pena  de  caducidad  qae  esta  ley  determina. 

Vistos  los  artículos  l.o  y  2.0  de  la  ley  de  29  de  Abril  de  1866: 

Visu  la  Real  orden  de  80  de  Mayo  de  1865: 

Visto  el  art.  l.o  de  la  ley  de  22  de  Junio  de  1880; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Eetado  de  la  demanda  deducida  á  nombre  del  Conde  de  Castri- 
lio  y  Orgas  contra  la  Real  orden  de  12  de  Noviembre  de  1881,  la  cual  queda 
firme  y  sabsistente.— (Sentencia  publicada  el  29  de  Octubre  de  1892,  é  in- 
serU  eo  la  Oaeeta  de  28  de  Febrero  de  1898.) 
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SSNTBHCTA  (29  de  Octubre  de  189^).  ^Exeepeione$  perentorioi.  Falta  de 
persanaUdad  é  inoompetenda  de  JHri$4icción.^Se  declaran  procedentes  las 
opuestas  por  el  Fiscal  á  la  demaada  de  D.  Juan  Melendez  contra  la  Real 
orden  de  18  de  Agosto  de  1887,  y  se  establece: 

i.*  Que,  según  tiene  declarado  la  jurUprudencia  constante,  los  InveHiga- 
dores  de  contribuciones  y  los  detiunetadores  carecen  de  personalidad  y  de  ae- 
don  para  impugnar  enlavia  contencioso  administratioa  los  actos  de  la  Ad- 
minuiración  en  que  ésta  aprecia  de  distinta  manera  que  ellos  la  denuncian: 

Y  2,^  Que  el  Tribunal  Contencioso  carece  de  competencia  para  conocer  de 
las  resoluciones  dictadas  en  uso  de  la  potestad  discrecional  del  Oobiemo^  con- 
cedida al  Ministro  de  Hacienda  en  materia  de  multas  impuestas  por  efecto  de 
una  denuncia,  por  los  artículos  14  y  92  respectivamente  de  la  ley  y  Regla- 
mento de  24  de  Junio  de  1885^  y  por  tanto  de  las  excluidas  del  conocimiento 
de  aquel  TrUmnalpor  el  caso  !•  del  art.  4fi  de  la  ley  de  13  de  Septiembre 
de  1888. 

Habiendo  denunciado  D.  Juan  Melendez  el  hecho  de  que  las  Compa- 
fiías  de  ferrocarriles  no  exigían  el  impuesto  del  10  por  100  del  precio  da 
tarifa  en  los  billetes  gratuitos,  defraudando  con  esto  al  Tesoro;  la  Real 
or^en  Impagnada  resolvió  que  toda  vez  que  las  Empresas  no  se  han  la- 
erado  con  el  beneficio  que  han  repartido  á  los  poseedores  de  aquellos  bi 
Uetes,  se  las  relevó  del  pago  de  la  mitad  del  recargo  impuesto  por  la  Co- 
misión nombrada  al  efecto  para  esclarecer  los  hechos,  debiendo  percibir 
al  denanciador  la  otra  mitad  de  dicho  recargo. 

El  Tribunal  Contencioso,  estimando  las  mencionadas  excepciones,  pro- 
nunció la  sentencia  que  contiene  loa  siguientes  considerandos,  vistos  y 
fallo: 

Considerando  que,  según  tiene  declarado  la  jurisprudencia  constante, 
los  Investigadores  de  contribuciones  y  los  denunciadores  carecen  de  per- 
sonalidad y  de  acción  para  impugnar  en  la  vía  contenciosoadministrati^a 
los  actos  de  la  Administración  en  que  ésta  aprecia  de  distinta  manera  que 
ellos  la  denuncia: 

Considerando  que,  por  lo  tanto,  y  por  tratarse  en  esta  pleito  de  una  dis- 
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podción  mioisterlal  por  virtad  de  la  qae  la  AdmÍDÍatración  ha  entendido 
de  modo  distinto  qae  D.  Joan  Meléndes  que  el  hecho  por  éate  denondada 
conatitafa  defraudación,  carece  éate  de  personalidad  j  acción  para  impug- 
nar la  Real  orden  objeto  de  este  recarso,  y  procede,  en  so  conaecnenda»  es- 
timar la  excepción  dilatoria  de  falta  de  personalidad  alegada  como  peren* 
toria  por  el  Fiacal: 

Cooaiderando  qae  aun  en  el  sapnesto  de  qne  el  demandante  tuTies»^ 
personalidad  para  reclamar  en  vía  contenciosa  la  Real  orden  de  qoe  reco- 
rre, y  qne  asi  se  apreciase,  este  Tríbanal  carece  de  competencia  para  co- 
nocer de  la  cnestión  que  le  ha  sido  sometida  en  este  litigio,  porque  la  re- 
•olnción  impagnada  es  de  las  dictadas  en  aso  de  la  potestad  discrecional 
del  Gobierno,  concedida  al  Ministro  de  Hacienda  en  la  materia  de  qae  se 
trata,  por  los  artículos  14  y  92  resoectivamente  de  la  ley  y  Reglamento  de 
1885,  y  por  tanto  de  las  excluidas  del  conocimiento  de  este  Tribunal  por 
el  caso  1.0  del  artículo  4.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Y  considerando,  en  sn  conaeruencia,  que  también  procede  estimar  y 
admitir  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción  que,  como 
perentoria,  ha  propuesto  el  representante  de  la  Adminiatración  general  del 
EaUdo. 

Vistos  los  artículos  14  y  92  de  la  ley  de  24  de  Junio  de  1886: 
Vistos  los  artículos  4.^,  46  y  48  de  ia  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888;^ 
Fallamoa  que  debemos  declarar  y  declaramos  pertinentes  y  admisibles 
las  excepciones  dilatorias  de  falta  de  personalidad  y  de  incompetenda 
de  jurisdicción  alegadas  como  perentorias  por  el  Fiacal,  y  en  su  conse- 
cuencia, archívese  el  rollo  y  devuélvase  el  expediente  al  Ministerio  de 
qne  procede.— (Sentencia  publicada  el  29  de  Octubre  de  1892,  é  inserta  en 
la  Gaceta  de  l.o  de  Marxo  de  1893.) 
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Skmtrncia  (29  de  Octubre  de  1892).— Deredb  á  pemión.  Abono  de  atra-^ 
#09.— Se  confirma,  en  parte,  la  Real  orden  de  24  de  Agosto  de  1887,  impag- 
nada por  Dofia  Francisca  Mansq,  y  se  establece; 

1,0  Que^  según  el  Real  decreto  de  5  de  Mayo  de  1887 ^  que  interpreta  2aa 
disposieione$  de  loa  artículos  5  o  de  la  ley  de  8  de  Julio  de  1860,  y  52  dtlfnh 
yecto  de  ley  de  20  de  Mayo  de  1862,  lo»  padres  y  madres  viudías  de  los  indi- 
viduos del  Ejército  sólo  pueden  obtener  las  pensiones  concedidas  por  aquellos 
preceptos  legales^  en  el  caso  de  quejusíiñquen  su  cualidad  de  pobreta: 

2  o  Que  por  esta  razón  no  es  aplicctole  á  estas  pensiones  lo  dispuesto  en  la 
Real  orden  de  16  de  Octubre  de  1860,  que  fijó  el  sentido  del  art.  18  de  la  le^ 
de  Contabilidad  de  1850,  concordante  con  el  19  de  la  de  25  de  Junio  de  1870, 
en  cuanto  al  abono  de  los  atrasos  de  pensión; 

YS.o  Que  esta  declaración  es  acertada,  porque  la  pobreza  es  una  circuné-^ 
tanda  accidental  de  la  vida,  que  cambia  con  frecuencia,  por  lo  que  puede  sos^ 
tenerse  racionalmente  que  el  interesado  que  tiene  derech)  á  una  pmsión,  me- 
dúmte  lajuhtificación  de  su  pobreza,  y  deja  transcurrir  los  años  sin  practicar 
las  pruebas  indispensables,  da  á  entender  que  su  carencia  de  recursos  ha  eo^ 
menzado  en  la  época  en  que  solicita  justificarla^  y  no  antes. 

En  21  de  Agosto  de  1882  solicitó  la  demandante  que  se  instruyera  la 
eorreapond lente  información  para  justificar  su  estado  de  pobreza  y  de  yin- 
dea.  Tramitada  esta  instancia  con  otra  de  la  interesada  de  8  de  Junio  de 
1886,  en  solidtud  de  que  se  la  concediese  la  pensión  correspondiente  como 
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mmdre  de  «oldmdo  del  Ejéreito  de  ültr«mtr  fallecido  en  acción  de  gaem 
ea  1877;  la  Real  orden  impngnada  concedió  á  dicha  iatereaaJa  la  pensión 
«nnal  de  183  peeetat60  céotioiofl  deede  Mayo  de  1887,  fecha  en  que  acre- 
ditó en  pobresa;  j  el  Tríbnnal  Oontencioeo  pronunció  la  aentencia  qae 
eontiene  loa  aigaientefl  coneiderandoa,  vietoa  y  fallo: 

Oonaiderando  qoe,  tegán  el  Real  decreto  de  6  de  Mayo  de  1887«  qne  in- 
terpreta lae  dispoaioionee  de  loe  artícaloa  5.o  de  la  ley  de  8  de  Julio  de 
1860,  y  6t  del  proyecto  de  ley  de  90  de  Mayo  de  1862,  loa  padrea  y  madrea 
Tiadaa  de  loa  indi^daoa  del  Ejército  aólo  pueden  obtener  laa  peneionea 
eoneedidaa  por  aqnelloa  preceptoa  legalea,  en  el  caao  de  qne  juatifiqnen  an 
«oalidad  de  pobreaa: 

Oonaiderando  qne  por  eata  rasón  no  ea  aplicable  á  eataa  peneionea  lo 
diapneato  en  la  Real  orden  de  16  de  Octubre  de  1860,  qne  fijó  el  sentido 
del  art  18  da  la  ley  de  Oontabilidad  de  1860,  concordante  con  el  19  de  la 
de  M  de  Junio  de  1870,  en  eoanto  al  abono  de  loa  atraaoi  de  pensión: 

Oonaiderando  qne  eata  deelaradón  es  acertada,  porque  la  pobresa  ea 
ona  circunatancia  accidental  de  la  vida,  qne  cambia  con  frecuencia,  por  lo 
qoe  poede  aoatenerae  racionalmente  que  el  intereaado  que  tiene  derecho  á 
«na  penaión,  mediante  la  jnatiflcación  de  su  pobresa,  y  deja  transcurrir  los 
afioa  aln  practicar  laa  pruebaa  indiapensables,  da  á  entender  qne  sn  ca- 
lenda de  reenrsoa  ha  eomenaado  en  la  época  en  que  solicita  justiflearls,  y 
ao  antea:- 

Oonaiderando  qne  ea  el  caao  de  eate  pleito,  la  recurrente  alegó  an  po- 
bresa y  pidió  ae  le  admitiera  la  justificación  en  inatanda  preaentada  en  21 
de  Agoato  de  1882,  y  ao  habiendo  terminado  la  informadón  hasta  el  4  da 
Hayo  de  1887,  no  aería  joato  que  ae  le  privaae  del  importe  de  la  penaión 
ea  eae  periodo,  estando  justificado  qne  era  pobre  en  la  época  en  qne  pre- 
tendió hacer  Taler  este  requiaito: 

Ooodderando  qne,  por  lo  demás,  la  Real  orden  reclamada  ae  ajnata  al 
aaplritu  y  letra  de  la  ley  qne  se  citará,  y  de  las  dispoddones  dictadaa  para 
•a  ejecución. 

Visto  el  art.  5.<>  de  la  ley  de  8  de  Julio  de  1860: 

Vistos  los  artículoa  61,  63  y  6S  del  proyecto  de  ley  de  20  de  Mayo  de 
1862,  pueatoa  en  vigor  por  el  art.  15  de  la  ley  de  Preaupues'tos  de  26  de 
Jnnio  de  1864: 

Vistos  loa  artículos  l.o  y  2.o  del  Real  decreto  de  6  de  Mayo  de  1887; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  qne  Dofia  Francisca  Maneo 
ao  tiene  derecho  á  los  atraaoe  de  cinco  aflos  qne  reclama,  debiéndose  coa- 
alderar  coiao  oorriente  y  serle  abonada  la  pensión  desde  21  de  Agosto  da 
1882,  fecha  de  la  preaentadón  ofldalde  en  primera  aolldtnJ,  y  confirmán- 
dose la  Real  orden  redamada  de  24  de  Agosto  de  1887,  en  cuanto  no  ao 
oponga  á  eeta  dedaradón.— (dentenda  publicada  el  29  de  Octnbre  de  1892, 
4  iaaerta  en  la  Oaeeía  de  l.o  de  Mano  de  1898.) 
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ScNTKiroiA.  (8  de  NoTiembre  de  1892).— CbasMiNos.  BeeUtmamón  de  agrá- 
9J0f._Sd  absnelre  á  hi  Adminiatradón  de  la  demanda  de  D.  Frandsco 
Poignan  y  otra  contra  la  Real  orden  de  8  de  Julio  de  1889,  y  ae  establece: 

Que  $egún  el  texto  expre§o  M  art.  255  del  Reglamento  de  16  de  Junio  de 
2885fno9Ólokadeatender§eparalaela8Í/haeióná  loe  demáe  eignoe  de  tribm- 
iaeión,  $ino  que  en  primer  térwiino  ha  de  apreeiar$e  el  eoneumo  probado  en  re- 
¡adán  á  la  manera  de  vivir  de  oada  vecino,  j 
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D.  Francisco  y  Dofia  Sabina  Paignaa  reclamaron  contra  al  hecho  de 
figurar  en  el  reparto  de  oonaamoa  de  Cadaqaéa,  en  la  primera  clase  bajo  el 
epígrafe  de  Hermanos  Paignan,  sin  tener  en  cuenta  qae  no  poseían  bienes 
de  ninguna  clase,  y  suplicaban  se  les  asignasen  las  últimas  por  las  onidA- 
des  que  realmente  representaban. 

La  Junta  repartidora  manifestó  haber  hecho  el  reparto  con  justicia, 
puesto  que  en  la  partida  Hermanos  Puignau  estaba  incluida  toda  la  foimi* 
lia,  compuesta  de  otras  personas  además  de  los  demandantes,  asignando- 
lee  la  categoría  correspondiente  á  su  posición.  * 

Acordó  la  Real  orden  impugnada  rebajar  á  D.  Francisco  y  Dofia  Sabina 
Puignau,  la  parte  de  cuota  correspondiente  á  dichas  dos  personar,  y  el 
Tribunal  Contencioso  pronunció  la  sentencia  que  contiene  loe  siguientes 
considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  reducida  la  cuota  asignada  á.los  hermanos  Puignau^ 
á  las  personas  que  realmente  habitan  en  su  domicilio,  según  dispone  Is 
Real  orden  impugnada,  queda  reducida  la  cuestión  en  este  pleito  á  deter- 
minar si  deben  ó  no  figurar  en  la  clase  primera: 

Considerando  que,  según  el  texto  expreso  del  «rt  365  del  Reglamenta 
de  16  de  Junio  de  1885,  no  sólo  ha  de  atenderse  para  la  clasificación  á  los 
demás  signos  de  tributación,  sino  que  en  primer  término  ha  de  apreciarse 
el  consumo  probable  en  relación  á  la  manera  de  vivir  de  cada  vecino; 

Y  considerando,  que,  por  lo  expuesto,  el  hecho  de  que  los  hermanos 
Puignau  vivan  ó  no  á  merced  de  una  pensión  de  pura  gracia  que  les  abonen 
otros  individuos  de  su  familia,  no  es  obstáculo  para  que  tributen  en  el  re- 
parto de  consumos  con  arreglo  á  la  posición  que  ostentan. 

Vistos  los  artículos  11  y  12  de  la  ley  de  81  de  Diciembre  de  1881: 

Visto  el  art.  255  del  Reglamento  de  16  de  Junio  de  1885; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Francisco  y  Dofia  Sa- 
bina Puignau  contra  la  Real  orden  de  8  de  Julio  de  1889,  que  queda  firme 
7  subsistente. — (Sentencia  publicada  el  8  de  Noviembre  de  1892,  é  inserta 
en  la  Gaceta  de  l.o  de  Biarso  de  1898.) 
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Sentenoxa  (5  de  Noviembre  áelS92).^Exe^H!ume$permUfna8.  Incím^ 
peteneia  de  juriidicción. — Se  declara  procedente  como  excepción  dilatoria 
la  opuesta  por  el  Fiscal  á  la  demanda  de  D.  Fidel  Juan  Balmes  contra  la 
Real  orden  de  14  de  Agosto  de  1885,  y  se  establece: 

i.o  Que  con  arreglo  al  art,  4.<>  de  la  Uy  de  13  de  Septiembre  df  1888,  fie 
procede  el  recurso  contra  resoluciones  que  sean  rejproducíión  de  otras  trnte- 
riores  que  causaron  estado  y  no  fueron  reclamadas; 

Y  2.^  Que  el  recurso  era  además  improcedente  por  haberse  presentado 
fuera  del  plazo  legal, 

Don  Fidel  Juan  Balmes  aceptó  una  valoración  de  dafios  y  perjuicios,  7 
en  consecuencia,  por  Real  orden  de  28  de  Julio  de  1888,  se  le  reconoció  sa 
derecho  á  percibir  el  importe  de  aquélla.  £n  81  de  Octubre  siguiente  pidi6 
que  se  ampliara  la  valoración,  y  fué  desestimada  su  instancia  en  Real  or> 
den  de  80  de  Julio  de  1884.  A  una  nueva  reclamación  de  Balmes,  sobre 
el  mismo  objeto  enunciado,  recayó  la  Real  orden  de  14  de  Agosto  de  1885» 
que  impugnada,  motivó  la  sentencia,  cuya  parte  sustancial  es  como  signe: 

Considerando  que,  con  arreglo  á  los  preceptos  consignados  de  una  ma- 
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Berm  cUr»  en  el  «rt  4.o  de  la  ley  de  IS  de  Septiembre  de  1888,  no  corree- 
ponde  al  conocimiento  de  loe  Tribunales  de  lo  €k>ntencloto- administrativa 
ka  reeolucionea  qae  sean  reproducción  de  otraa  anteriores  qae  hayan  can- 
tado estado  y  no  hubiesen  sido  reclamadas: 

Considerando  que  la  Real  orden  impugnada  en  esta  demanda  es  una 
mera  reproducción  de  lo  resuelto  en  las  Reales  órdenes  de  28  de  Julio  de 
188S  y  de  30  de  Julio  de  1884,  consentidas  por  el  actor,  y  contra  las  qne 
Bo  interpuso  en  tiempo  y  forma  el  único  recurso  qne  contra  ellas  proce- 
día, que  era  el  contencioso  administrativo,  y  qne,  por  tanto,  se  halla  com- 
jurendida  de  lleno  en  la  prescripción  del  art.  i.o  referido: 

Considerando,  á  mayor  abundamiento,  que  notificada  á  D.  Fidel  Juan 
Balmes  la  Real  orden  de  que  recurre  en  29  de  Agosto  de  1885,  la  demanda 
deducida  por  el  actor  en  5  de  Marzo  de  1886  resulta  presentada  fuera  del 
plaso  de  los  seis  meses  que  era  el  entonces  señalado  para  acudir  á  la  via 
contenciosa,  y  cuando  por  consiguiente  carecía  esta  jurisdicción  de  com- 
petencia para  conocer  del  presente  asunto: 

Considerando,  en  sn  consecuencia,  que  por  una  y  otra  de  las  rasones 
expuestas,  este  Tribuual  es  incompetente,  á  tenor  de  loa  preceptos  de  la 
ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  para  conocer  de  esta  demanda,  y  que,  en 
io  consecuencia,  debe  estimarse  y  admitirse  la  excepción  dilatoria  de  in- 
comoetencia  de  jurisdicción  propuesta  como  perentorja  por  el  Fiscal. 

Visto  el  srt  4.^  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  y  los  ariícn- 
loa  46  y  48  de  la  misma: 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  pertinente  y  admisible 
la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción  propuesta  como 
dilatoria  por  el  Fiscal.— (Sentencia  publicada  el  6  de  Noviembre  de  1892» 
é  inserta  en  la  Gaceta  de  8  de  Mano  de  1898.) 
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SnmNOiA  n  de  Noviembre  de  IB^^),-- Arrendamiento  del  impueeto  de 
camtunoe,  Liqmaaeión.^8e  desestima  la  demanda  interpuesta  contra  la' 
Real  orden  de  8  de  Noviembre  de  1888,  y  se  establece: 

Q^  cuando  $e  arrienda  el  impue$to  eetipiUando  que  se  verificarán  do$  afo- 
rre, uno  de  entrada  y  otro  de  mlida,  al  empezar  y  terminar  el  arriendo  de  loB 
mpeeie$  exi$tente$  en  depóeitoi  y  almacenee»  y  poeteriormente  Be  declara  no  es- 
tar Bujeta  al  adeudo  una  de  loe  eepedeB  comprendidoB  en  el  (tforo  de  entrada, 
ia  liquidación  debe  hacerse  rebaiando  de  este  último  aforo  las  canüdades  co- 
krüdoBpor  el  Ayuntamento  y  SevueltaB  por  el  arrendatario,  mas  no  las  que 
/meroH  eobradaspor  éste  sobredicha  apeeie  en  la  época  del  arriendo. 

El  Ayuntamiento  de  Cartagena  arrendó  el  impuesto,  y  como  hubiera 
en  almacenes  y  depósitos  especies  gravadas,  se  pactó  que  el  importe  del 
aforo  de  las  mismas  se  compensaria  con  el  del  aforo  que  había  de  practi- 
carse al  terminar  el  arriendo.  Habiendo  devuelto  el  arrendatario  cantida- 
dea  cobradas  sobre  nna  especie  qne  se  declaró  no  estaba  sujeta  al  impuesto» 
el  Ayuntamiento,  al  hacer  la  liquidación,  rebajó  solamente  del  aforo  hecho 
al  empesar  el  arriendo  las  cantidades  devueltaa  por  aquél  y  correspondien- 
tea  á  adeudos  por  dicha  especie  comprendidos  en  el  indicado  aforo,  maa 
no  laa  relativas  á  adeudos  cobrados  dnrante  el  arriendo.  Esta  liquidación 
íaé  aprobada  por  Real  orden  de  3  de  Noviembre  de  1888. 

Interpuesto  el  recurso  por  el  arrendatario,  la  sentencia  resuelve  así: 
Considerando  qne  rebajado  el  aforo  de  entrada  en  la  cantidad  á  qae 
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Mcendian  los  derechos  por  el  Ajrnntamlento,  correspondientes  al  aeette  d» 
linaza  existeote  en  los  almacenes  al  tiempo  de  celebrarse  el  contrato  da 
Arriendo,  no  pnede  hacerse  cargos  al  Monidpio  de  las  restantes  snmas  de- 
Tneltas,  porque  corresponden  á  los  adeudos  realixados  despaés  de  tonuur 
posesión  del  impaesto: 

Considerando  qae  esta  es  la  base  del  aenerdo  de  33  de  Abril  de  1884, 
respetado  por  al  Ayantamlento  al  hacer  la  liquidación  al  arrendatario*  la 
caal  ha  sido  aprobada  por  la  Real  orden  qoe  se  impugna,  salvo  un  pequeflo 
error  en  el  cálculo  aritmético: 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  la  mencionada  Real  orden  debe  es- 
timarse ajustada  á  derecho; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  contra  la  Real  orden  de  8  de 
Koviembre  de  1888,  la  cual  queda  firme  j  subs{stente.--(9entencia  publi- 
cada el  7  de  Noviembre  de  1892,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  8  de  Marso 
de  1898.) 
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Skntevjia  (7  de  Noviembre  de  1893).— JWroeamfet.  ITerccmciot.— Se 
absuelve  á  la  Administración,  v  se  establece: 

Que  el  Oobiemo,  en  uso  de  las  /oeultaiee  de  aUa  iñepeeeión,  puede  orde- 
nar que  loi  trenes  de  una  Oompañia^  al  paear  por  una  Eitadán  de  otra  Ene- 
presa,  tomen  y  dejen  mereaneias,  aún  cuando  la  úMma  se  oponga. 

La  Compañía  de  Madrid  á  Zaragoza  j  Alicante  construyó  la  Estacióa 
de  Utebo  Moasalbarba,  por  la  que  también  pasan  los  trenes  de  la  Compa- 
fiía  del  Norte.  Por  convenio  entre  ambas  Empresas,  la  Oompafiía  del  Norte 
estableció  el  servicio  de  viajeros  en  dicha  Estación,  más  no  el  de  mercan- 
cías, por  oponerae  la  de  Madrid  á  Zaragosa  y  Alicante. 

Habiendo  reclamado  los  pueblos  interesados,  por  Real  orden  de  38  da 
Diciembre  de  1889  se  disposo  que  los  trenes  del  Norte  tomasen  y  deja- 
ran mercancías  en  la  indicada  Estación: 

Impugnada  la  Real  orden  por  la  Compafifa  de  Bfadrid  á  Zaragosa  f  Ali- 
cante, la  sentencia  en  su  parte  sustancial  dl6e: 

Considerando  que  aparece  demostrado  el  perínido  que  sufréh  los  pue- 
blos de  ütebo  y  Monsalbarba  con  la  detención  de  sus  productos  en  Case- 
tas y  Zaragoza  á  consecuencia  del  trasbordo  de  los  mismos  en  las  referi- 
das estaciones: 

Considerando  que  el  perjuicio  mencionado  se  evita  disponiendo  que  loa 
trenes  de  los  Caminos  de  hierro  del  Norte  tomen  y  dejen  mercancías  de 
todos  clases  en  grande  y  pequefia  velocidad  en  la  Estación  de  Utebo  Moa- 
salbarba: 

Considerando  que  de  no  realisane  esto,  resultarían  infructuosos  los  sa- 
crificios pecuniarios  hechos  por  los  citados  pueblos  con  el  fin  de  tener  nna 
estación  por  la  cual  puedan  dar  fácil  y  pronta  salida  á  sos  productos: 

Considerando  que  según  el  informe  de  la  Inspección  administrativa  da 
la  Compafifa  de  los  Caminos  de  hierro  del  Norte,  no  hay  inconveniente 
para  que  se  satisfaga  o  los  justos  deseos  de  la  comarca  servida  por  la  refe- 
rida estación,  porque  de  la  misma  manera  que  se  han  entendido  las  dos 
<Compafiías  respecto  á  que  los  trenes  del  Norte  tomen  y  df  jen  viajeroa  en 
-ella,  pueden  entenderae  respecto  á  las  mercancías: 

*  Considerando  que  la  falta  de  avenencia  entre  Isa  expresadas  Oompa- 
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fiitt  tío  debe  Mr  oAosa  de  fine  se  perjadiqae  el  eenrido  público,  j  el  6o- 
Memo,  en  neo  de  Bvm  fAoaltadee  de  alto  inepección,  paede  reeolyer,  como 
hm  raeoelto  én  el  presente  omo,  lo  qne  «e«  más  conveniente  para  dicho 
eeivl(^. 

Visto  el  art  94  de  Ht  toy  de  Ferrocarriles  de  3  de  Janio  de  1886; 

Fallamos  qne  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  la  Oompafiía  de 
loe  ferrocarriles  de  Madrid  á  Zaragoia  y  Alicante,  contra  la  Real  orden 
de  38  de  Diciembre  de  1889,  la  onal  qneda  firme  y  sabsietente.— (Senten- 
cia publicada  el  7  de  Noviembre  de  1893,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  3  de 
Mano  de  1893.) 
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enrrsiioiA  (7  do  Noviembre  á»  lW2),^Arelaeíón,  Allanamiento  á  la 
iemanda.—Se  confirma  la  sentencia  recorrida  de  8  de  Octubre  de  1891, 
imponiendo  á  la  parte  apelante  las  costas  de  la  segunda  instancia,  y  se  es- 
tablece: 

Qne  admitido  por  él  Tribunal  provincial  el  allanamiento  del  Fi$cal  á  la 
demanda,  y  ahiteniéndose  de  iu  parte  en  el  liHgio  el,  repreeentante  de  la  Ad- 
ministración, el  ooadf/uvatUe  de  ¿$ta  no  pudo^  fin  m^oria  temeridad,  interpo- 
ner recurso  de  qpelcíión. 

En  1891  se  interpuso  recurso  contencioso  administrativo  por  la  Oom? 
pafiia  anónima  de  las  minas  v  caminos  de  hierro  de  Bacares  Almería  con- 
tra los  decretos  del  Gobernador,  ei^  Ips  que  se  declaraba  la  nulidad  de  loe 
procedimientos  seguidos  para  la  caducidad  de  unas  minas,  y  se  admitía  el 
pago  del  canon  de  superficie  qué  adeudaba  una  compañía. 

Presentada  la  demanda,  y  emplasado  el  Abogado  del  Estado  para  con^ 
testarla,  presentó  escrito  allanándose  á  ella  en  virtud  de  Real  orden,  cuya 
eopia  acompafió,  en  la  que  se  le  autorizaba  para  ello  por  la  consulta  que 
blpo. 

Entregada  á  los  coadyuvantes  la  copia  del  escrito  del  Abogado  del  Es- 
tado, presentaron  otro  oponiéndose  á  la  demanda. 

El  Tribunal  provincial  diotó  la  siguiente  sentencia,  cuya  parte  disposif 
ti  va  dice  así: 

Gonsiderando,  en  el  primer  térmipo,  que  el  recurso  fué  interpuesto 
antes  de  espirar  el  término  legal,  puesto  que  éste  no  podía  empezar  á  con- 
tarse sino  desde  la  fecha  en  que  al  demandante  se  le  notificaran  los  acuer- 
eos  de  la  Administración,  y  teniendo  notidá  oficial  de  eilo  la  Oompafiía 
éemandante  en  18  de  Abril  de  1890,  é  interpuesto  el  recurso  en  24  de! 
■sismo  mee,  es  evidente  no  había  transcurrido  el  de  tres  meses  concedido 
por  la  ley: 

Considerando  que  en  el  requerimiento  de  pago  y  en  la  petición  de  ca- 
ducidad de  las  tres  minas  Menor,  Lista  y  Lealtad,  se  cometieron  por  modo 
indudable  los  errores  y  omisiones  que  quedan  consignados,  que  imprimen 
ewéeter  de  nulidad  de  lo  actuado,  todo  lo  cual  se  confirma  y  declara  en  la; 
Beal  orden,  en  virtud  de  la  cual  el  Abogado  del  Estado  se  allanó  á  la  de- 
manda: 

Considerando  que,  evidenciada  la  exactitud  de  los  hechos  fandamen- 
tales  de  la  demanda,  y  allanada  á  eUas  la  parte  demandada,  el  insistir  etf 
•n  acción  los  coadyuvantes  supone  marcada  temeridad,  qne  se  significa 
tanto  más  al  no  presentarse  á  formular  prueba  alguna,  siendo  así  que  sólo 
^os  la  habían  solicitado,  por  lo  que  procede  imponerles  las  costas. 
TOKO  46  89 
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Vistos  los  artículos  l.o,  7.o,  11,  82,  84,  86.  80  y  sigalentes  de  la  lejr  de 
13  de  Septiembre  de  1888;  58,  61,  88  y  98  de  la  misma  ley;  69  desa  B¡t¿lBr 
mentó;  66,  88  de  la  ley  de  Minas;  art  28  del  decreto-ley  de  29  de  Dldeoí^ 
bre  de  1868,  Reales  órdenes  de  16  de  Noviembre  y  7  de  Diciembre  de  1876| 
de  14  de  Mayo  de  1879  y  de  21  de  Agosto  de  181^8,  lostrnoción  de  9  da 
Abril  y  Beal  orden  de  21  de  Agosto  de  1889: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  recurso  fué  inter- 
puesto en  término  legal;  que  revocamos  y  dejamos  sin  eíeeto  los  deoretoa 
del  Gobernador  de  la  provincia,  de  26  de  Junio  de  1889,  que  declaró  la  ca- 
ducidad de  las  minas  La  Lealtad  j  Luia^  y  el  de  2  de  Enero  de  1890,  qua 
declaró  franco  y  registrable  el  terreno  de  dichas  minas,  y  nalaa,  por  tanta» 
las  anotaciones  y  nuevos  registros  mineros  hechos  como  consecuencia  de 
los  dos  derechos  referidos;  condenamos  en  las  costas  á  los  coadyuvantes 
de  la  Administración,  D.  Juan  Vivas  Arqueros,  D.  Juan  Ronco  Andola  y 
D.  Pedro  Núfiez  Flores,  y  luego  que  sea  firme  esta  sentencia,  comuniques» 
en  el  término  de  dies  días  al  Sr.  Gobernador  eivihpor  medio  de'teatfmo- 
BÍo  para  su  cumplimiento. 

Interpuesto  recurso  de  apelación  á  nombre  de  D.  Juan  Vivas  Arque- 
ros, el  Tribunal  de  lo  Contencioso  dictó  sentencia,  cuya  parte  dispositiva 
dice  así: 

Aceptando  los  Ksultandos  y  considerandos  de  la  sentencia  recorrida; 

Y  considerando  que,  admitida  por  el  Tribunal  provincial  de  Almería 
el  allanamiento  del  Fiscal  á  la  demanda,  y  absteniéndose  de  su  parte  ea 
el  litigio  el  representante  de  la  Administración,  el  coadyuvante  de  ésta, 
D.  Juan  Vivas,  no  pudo  sin  notoria  temeridad  interponer  recurso  de  ape- 
lación contra  la  sentencia,  tanto  más  cuanto  que  apreciaba  en  ella,  y  re- 
suelta una  cuestión  puramente  de  hecho,  no  era  dado  al  reclamante  que 
recurrió  á  la  prueba  aducir  consideraciones  de  derecho  que  pudieran 
eontradecir  el  fallo,  por  lo  que,  á  tenor  de  lo  prescrito  en  el  art.  98  de  la 
ley,  corresponde  imponer  al  apelante  las  costas  del  presente  recurso. 

Visto  el  art  98  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  la  sentencia  recurri- 
da de  8  de  Octubre  de  1891,  imponiendo  á  la  parte  apelante  las  costas  de 
esta  segunda  instancia.— (Sentencia  pubUcada  el  7  de  Noviembre  de  1892, 
é  inserta  en  la  Q^ae^  de  8  de  Marzo  de  1898.) 
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SniTKVOiA  (7  de  Noviembre  de  1892).--&ii^entot.  Peimimn,  Mmeéirm 
de  cometa». — Se  revoca  la  Real  orden  de  9  de  Julio  de  1891  en  la  que  ae 
negó  al  sargento  de  cometas  D.  Juan  Bstanislao  de  la  Igleda  derecho  al 
retiro  con  todos  los  beneficios  que  á  la  clase  de  sargentos  concede  el  ar- 
tículo 6.0  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1889,  y  los  artículos  80  y  46  del  Beal 
decreto  de  9  de  Octubre  del  mismo  afio,  y  se  establece: 

QtM  con  arreglo  á  la$  Beale$  ardme$  de  2á  de  Febrero  de  lS90y3  deAhrü 
de  1891,  eloB  Bargentos  maettroe  de  cometae  eotán  ooit^mdidoe  y  tienm  die- 
recho  á  las  tfentc^ai  del  Beal  decreto  de  9  de  OctUbre  de  1889 ^  y  aue  eftanáé 
hajo  el  epígrafe  de  Sargentos  conifrendidoe  en  dicho  Real  decreto  loe  jefeo  de 
banda  y  maettroB  de  trompea»,  henen  é§to$  derecho  á  euanioe  ben^feíoB  fs 
conceden  en  aqueUa  dieposidán  á  la  mem^onada  cla$e?. 

El  aargento  de  cometas  D.  Juan  Estanislao  de  la  Iglesia,  contando  «n 
total  de  servicios  de  veintidós  afios,  dies  meses  y  veintiún  días,  acudió  e» 
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liiftancia  docamentada  á  S.  M.  solicitando  la  concesión  de  retiro,  con  arre- 
glo al  Real  decreto  de  9  de  Octnbre  de  1889,  por  encontrarse  enfermo  de 
la  cabesa  y  no  poder  continnar  ejerciendo  sn  cargo. 

£1  Consejo  Sapremo  de  Gaerra  y  Marina,  en  acordada  de  81  de  Octu- 
bre de  1890,  propaso  qae  se  concediera  el  retiro  al  interesado;  devuelto 
el  asnnto  al  Consejo  Sapremo  de  Gaerra  y  Marina  para  ampliar  sn  infor 
me,  lo  hizo  en  acordada  de  8  de  Enero  de  1891,  insistiendo  en  so  anterior 
dictamen,  no  obstante  el  caal,  se  dictó  la  Real  orden  de9  deJnlio  de  1891, 
que  dio  logar  á  la  interposición  de  este  recorso  contencioso  administra- 
tívo,  caja  sentencia  en  sn  parte  dispositiva  dice  así: 

Considerando  qae  la  caestión  del  presente  litigio  está  reducida  á  de- 
terminar si  los  beneficios  concedidos  para  el  retiro  á  la  clase  de  sargentos 
por  el  art.  6.o  de  la  ley  de  19  de  Jalio  de  1889,  y  los  artículos  80  y  48  del 
Real  decreto  de  9  de  Octubre  del  mismo  afio,  alcanzan  igualmente  á  los 
sargentos  de  tambores  y  cometas,  á  cuya  clase  pertenecía  el  demandante: 

Considerando  que  sobre  no  establecer  los  preceptos  mencionados  dis- 
tinción alguna  entre  una  y  otra  clase,  puesto  que  en  la  denominación  ge> 
nérica  de  sargentos  que  en  ellos  se  usa  se  hallan  ambas  comprendidas,  las 
dudas  que  sobre  esta  materia  se  originaron  fueron  de  una  manera  termi- 
nante resueltas  ponel  Ministerio  de  ]a  Guerra  en  Reales  órdenes  de  24  de 
Febrero  de  1890  y  8  de  Abril  de  1891,  en  las  cuales  respectivamente  se 
declara  cque  los  sargentos  maestros  de  cometas  están  comprendidos  y  tie- 
nen derecho  á  las  ventajas  del  Real  decreto  de  9  de  Octubre  de  1889,  y 
que  estando  bajo  el  epígrafe  de  sargentos  comprendidos  en  dicho  Real  de- 
'Creto  los  jefes  de  banda  y  maestros  de  trompetas,  tienen  éstos  derecho  á 
todos  los  beneficios  que  se  conceden  en  aquella  disposición  á  la  menciona- 
da dase»: 

Considerando  que,  con  arreglo  á  estas  resoluciones,  y  según  se  ha  com- 
probado por  los  ejemplares  del  Diario  oficial  del  Ministerio  de  la  Querrá 
^ae  el  actor  acompañó  al  escrito  de  formalisaeión  de  la  demanda,  han 
sido  varios  los  interesados  maestros  de  cometas  á  quienes  se  han  conce- 
dido los  beneficios  de  que  se  trata,  de  los  euales  no  ha  debido,  por  tanto, 
privarse  á  D.  Juan  Estanislao  de  la  Iglesia,  concurriendo,  como  concorrea 
en  él,  todos  los  requisitos  exigidos,  mí  por  el  art.  6.o  en  sus  párrafos  quin- 
to y  sexto  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1889,  como  por  los  artículos  80  y  4(( 
4el  Real  decreto  de  9  de  Octubre  del  mismo  afio: 

Considerando  qae  en  tal  sentido  han  sido  en  un  todo  favorables  al  in- 
teresado los  informes  emitidos  en  el  expediente  gnbernativo  por  el  Con- 
sejo Supremo  de  Guerra  y  Marina  en  sus  acordadas  de  21  de  Octubre 
de  1890  y  8  de  Enero  de  1891,  y  por  la  Sección  correspondiente  del  Minis- 
terio de  la  Guerra,  y  que  la  Real  orden  impugnada  es  contraria  en  abso- 
latosa  todos  los  precedentes  establecidos  en  la  materia  por  el  citado  de- 
partamento ministerial  y  á  las  disposiciones  vigentes,  á  que  ha  debido 
ajustarse. 

Vistos  el  art.  6.o  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1889;  los  artículos  80  y  46 
del  Real  decreto  de  9  de  Octubre  de  1889;  la  Real  orden  de  24  de  Febrer# 
4e  1890,  y  U  Real  orden  de  8  de  Abril  de  1891: 

-  Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  de  9  de  Jo- 
lio  de  1891,  y  en  su  lugar  declaramos  que  D.  Juan  Estanislao  de  la  Iglesia 
tiene  derecho  al  retiro  con  todos  los  beneficios  y  en  la  proporción  y  coaá- 
ftía  que  á  la  clase  de  sargentos  conceden  el  art.  6.»  de  la  ley  de  19  de  Jalio 
de  1889  y  los  artículos  80  y  46  del  Real  decreto  de  9  de  Octubre  del  mis^ 
iDO  afio.~(Sentenoia  publicada  el  7  de  Noviembre  de  1892,  é  inserta  en  la 
^Gaceta  de  8  de  Marco  de  1898.) 
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Sentencia  (8  de  Noviembre  de  1S92),^  Ocupación  militar.  Indemnisa- 
eián  de  daños  y  perJHÍcio$.^8e  confirma  la  Real  orden  de  13  de  Octubre 
de  1888,  declarando  no  haber  logar  A  la  indemnización  de  dafioe  y  perjai- 
cioa  solicitada  por  loa  herederos  de  Dofia  Joaefa  Gregoria  Sagastance,  y 
aa  establece: 

1.^  Que  el  espediente  pidiendo  la  indemnización  de  daños  y  perjuicioi, 
debe  incoarse  dentro  de  los  plasos  señalados  en  las  Beales  órdenes  de  30  de 
Jmio  y  i.o  de  Marso  de  1881; 

Y2fi  Que  aun  en  la  hipótesis  de  haberse  solicitado  la  indemnización  en 
forma  legal  en  lafrimera  ae  las  mencionadas  fechas,  tampoco  procederia  ae- 
oeder  á  la  pretetutón  que  la  demanda  contiene,  porque  no  se  ha  acreditado  U 
existencia  de  la  orden  escrita  de  Autoridad  imlitar^  que  debió  preceder  á  la 
oc^Micidn  de  lajinca,  ni  el  justiprecio  de  su  valor  con  anterioridad  á  los  da- 
ños y  perjuicios  que  se  suponen  causados,  requisitos  todos  exigidos  para  expe- 
dientes de  esta  clase  en  el  Beglamento  de  13  de  Julio  de  1863. 

D.  José  Artola,  y  posteriormente  su  viada  Dofia  Josefa  Gregoria  Sa- 
gastunce,  incoaron  la  formación  de  nn  expediente,  pidiendo  indemniza*^ 
don  de  dtfios  y  perjuicios,  asi  como  el  pago  de  los  alquileres,  por  la  oca- 
pación  militar  de  sa  casa  venta  de  G^dinequeta,  que  para  la  segoridad 
de  la  tropa  faé  fortificada  todo  lo  posible  con  tambores,  aspilleras,  etc., 
dorando  la  oeopación  naeve  meses. 

En  18  de  Octubre  de  1888  se  dictó  la  Real  orden  declarando  no  haber 
logar  á  la  indemnisación  pedida;  é  interpoesto  recurso  contencioso  admi- 
nistrativo, se  dictó  sentencia,  cuya  parte  dispositiva  dice  así: 

Considerando  que  si  bien  por  instancia  de  6  de  Diciembre  de  1876  pre- 
tendió  D.  José  Artola  la  formación  de  expediente  de  indemnización  de  da- 
fios  y  perjuicios  causados  em  la  finca  Venta  de  Ganchneqneta,  y  qoe  en 
▼irtud  de  su  solicitad  los  peritos  del  propietario  y  del  ramo  de  Guerra 
apreciaron  el  saldo  indemnizable  en  tal  concepto,  así  como  por  alquileres 
correspondientes  al  tiempo  que  estuvo  aquélla  ocupada  por  fuerzas  del 
Ejército,  es  lo  cierto  qoe  ni  se  presentó  aquel  expediente  ni  se  solicitó 
la  ultimación  del  mismo  para  el  abono  de  la  indemnización  referida  hasta 
18  de  Julio  de  1887,  esto  es,  mucho  tiempo  después  de  haber  finado  los 
pksos  sefialados  al  efecto  en  las  Reales  órdeneé  de  80  de  Junio  y  l.<>  de 
Marzo  de  1881; 

Y  considerando  qoe  aon  en  la  hipótesis  de  haberse  solicitado  la  in- 
demnización en  forma  legal  en  la  primera  de  las  mencionadas  fechas,  tam- 
poco procedería  acceder  é  la  pretensión  que  la  demanda  contiene,  porque 
BO  ae  ha  acreditado  la  existencia  de  la  orden  escrita  de  Autoridad  mili- 
tar que  debió  preceder  á  la  ocupación  de  la  finca,  ni  el  justiprecio  de  su 
valor  con  anterioridad  á  los  daños  y  perjuicios  que  se  suponen  cauasdos, 
requisitos  todos  exigidos  para  expedientes  de  esta  clase  en  el  Reglamento 
dé  13  de  Julio  de  1868. 

Visto  el  Reglamento  aprobado  por  Real  decreto  de  18  de  Julio  de  186S 
para  la  aplicación  á  los  casos  de  guerra  de  la  ley  de  Expropiación  forzosa 
y  la  Real  orden  de  l.o  de  Marzo  de  1881. 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Eatado  de  la  presente  demanda  interpuesta  contra  la  Real  orden 
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^e  18  de  Octnbre  de  1888,  \ñ  cual  qneda  firme  y  sabsistente.— (Sentencia 
pablicada  el  8  de  Noviembre  de  1893,  é  inierta  en  la  €hceta  de  8  de 
Mano  de  1898.) 
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SsMTXHOiA  (8  de  Noviembre  de  1891).— 06raf  púbUea$,  MaieriaUi  M 
Estado,^6e  confirma  la  Real  orden  de  18  de  Agosto  de  1890,  impognada 
por  D.  Joan  Oarraacoea  y  Bánobes,  eñ  la  qne  ae  diapone  ae  dedaica  M  pre- 
cio de  una  obra  loa  materialea  eztraidoa  de  la  misma,  y  ae  eatablece: 

Que  los  mdieado$  maierialeg,  procedenteg  del  de$echo  de  laa  obra»,  eonoH- 
tuyen,  ein  aénero  de  duda,  tma  propiedad  del  Estado,  y  por  lo  4aniOi  efleS» 
eomprendidoe  en  la  ditpoékión  del  art.  45  del  pliego  de  eondicionee  generalee^ 
eeyúm  h  eoñeíyna  en  la  Beal  orden  impugnada. 

D.  J«an  Oarraaooaa  Sánebes,  oontratiata  de  laa  obras  de  reparación  del 
troso  segando  de  la  carretera  de  Paerto-Lnmbreraa  A  Almería,  aoUeitó 
de  la  Dirección  general  de  Obraa  públicas  no  se  le  descontara,  como  ae 
había  hecho,  el  importe  de  la  piedra  acopiada  procedente  de  la  demo- 
lición. 

£1  Miniaterio  de  Fomento,  de  conformidad  con  la  Dirección  general 
de  Obraa  páblicaa  y  la  Jnnta  consaltiva  de  Oaminoa,  Oanalea  y  Paertos,  y 
en  contra  del  informe  de  la  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Con- 
sejo de  Estado,  dictó  la  Real  orden  de  12  de  Agoato  de  1890,  contra  la 
cn$l  interpaso  el  interesado  recarso  contencioso  adminiatrativo,  cnya  sen- 
tencia en  sn  parte  diapositiva  dice  aaí: 

Gonsiderando  que  en  la  escritora  otorgada  qnedó  fijado  el  predo  de  la 
anidad  de  obra  qae  debía  satisfacerse  al  contratista  D*  Joan  Oarraacoaa  y 
Sánches;  qoe  este  predo,  como  ley  del  contrato,  ea  inalterable,  y  por  1^ 
DQÍsmo  no  podo  abonarse  en  la  Hqaidaoión  practicada  el  importe  de  los 
materialea  del  Estado  qae  faeron  empleados,  y  qoe  acerca  de  este  panto 
no  se  ha  estípolado  nada  en  el  contrato,  ni  el  intereaado  hiio  observado» 
algosa  al  presentar  aa  proposición  en  la  sobasta,  ni  al  otorgar  la  escritora, 
conocedor  como  era  de  la  natoraleaa  de  las  obras  y  de  laa  ventajas  qoe 
podrían  propordonarle  los  prados  ezplídtos  á  qoe  se  sojetó: 

Oondderando  qae  los  indicadoa  materialea,  procedentea  del  deaacho 
de  laa  obras,  constitoyen,  sin  género  de  doda,  ona  propiedad  del  Estado» 
y  por  lo  tanto,  satán  comprendidoa  en  la  dispoddón  del  art.  46  del  plieg» 
de  eondidones  generales,  según  se  consigna  en  la  Real  orden  impugnada. 

Viato  el  art  45  del  pliego  de  coadiciones  generales  para  la  contrata- 
ción de  laa  obras  públicas,  de  11  de  Jonio  de  1888,  qoe  dice:  cSiempre  qoe 
sin  hallarse  estipalado  eo  las  eondidones  particolarea  del  contrato,  ae 
crea  conveniente  emplear  materiales  pertenecientes  al  Estado,  aólo  se  abo- 
nará al  contratista  el  valor  dd  transporte  y  de  la  mano  de  obra  con  arre- 
glo al  ooadro  de  predoa  elementales,  y  d  no  estovieran  contenidoa  en  él, 
por  precioa  contradictorios,  sin  qae  tenga  derecho  á  reclamar  indemniaa- 
ción  de  ningún  género,  á  no  ser  qoe  hobiese  hecho  el  acopio  de  loa  mate- 
rialea contratados»; 

Fallamos  qoe  debemos  abaolver  y  alMolvemoa  á  la  Administradón  ge- 
neral M  Estado  de  la  demanda  interpoeata  por  la  repreaentadón  de  Don 
JToan  Carrascosa  y  Sanchas  contra  la  Real  orden  de  1%  de  Agoato  de  1890^ 
la  coal  qoeda  firme  y  sobsistente.— (Sñitenda  poblieáda  d  8  de  Neviem- 
bre  de  1892  é  insetta  en  la  €heita  de  8  de  Marao  de  1898.) 
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Sehtsncia  ^8  de  Noviembre  de  l%92).Sxeqtción  perentoria.  Incom- 
petencia de  jurudiccián.  Abono  y  reintegro  de  habereg. — Se  declara  pro- 
cedente la  excepción  perentoria  de  incompetencia  de  larisdicción  alegada 
por  el  Fiscal,  en  pleito  promovido  por  D.  Baíael  Hernández  Gaolón  contra 
la  fieal  orden  de  8  de  Abril  de  1890^  j  ae  eatablece: 

Que  tratándoee  de  un  crédito  liquidado  á  favor  de  ¡a  Hacienda^  carees  de 
competencia  el  Trilmmal  Oonteneioeo-administrativOf  tiempre  y  cuando  no  »e 
cumpla  lo  dispuesto  en  los  artículos  $.o  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888 
y  r.»  del  Beglamento. 

En  virtud  de  expediente  incoado  por  la  Intervención  general  de  la  Ad- 
niniatración  del  Estado,  se  declaró  qae  D.  Rafael  Hernández  Chalón  ca- 
recía de  aptitod  legal  para  desempefiar  el  cargo  para  qoe  últimamente  ha- 
bla sido  nombrado;  disponiendo  en  sn  consecuencia  que  qaedase  sin  efecto 
el  nombramiento. 

D.  Rafael  Hernández  Gtenlón  solicitó  el  abono  de  los  haberes  qae  á  bq 
juicio  le  correspondían  por  el  tiempo  en  que  estuvo  sin  posesionarse  ea 
el  destino  para  que  fué  electo,  desde  que  cesó  en  el  cargo  anterior,  hast». 
que  se  anuló  su  último  nombramiento,  y  el  Ministerio  resolvió  en  la  Rea( 
orden  impugi^a  desestimar  la  reclamación  y  declarar  ilegal  la  posesión 
que  se  dio  ai  interesado  del  cargo  de  Interventor  de  la  Delegación  de  Ha- 
cienda de  Berlín,  que  desempefió  con  anterioridad,  disponiendo  se  I» 
oblisase,  así  como  á  los  funcionarios  que  le  dieron  posesión,  al  reinte- 
gro á  la  Hacienda  del  importe  de  los  haberes. ' 

Interpuesto  recurso  contencioso  administrativo,  el  Fiscal  pidió  se  eeti- 
nuura  la  excepción  perentoria  de  incompetencia  de  jurisdicción,  y  el  Tribu- 
Bal  dictó  sentencia,  cuya  parte  dispositiva  dice  así: 

Considerando  que  si  bien  la  Real  orden  de  8  de  Abril  de  1890  dedara 
responsables  al  demandante,  así  como  á  los  funcionarios  que  le  dieron  po- 
«esión  del  destino  de  Interventor  de  la  Delegación  de  Hacienda  de  España 
en  Berlín,  y  ordenaran  en  tal  concepto  la  percepción  de  haberes  del  rein- 
tegro de  los  satisfechos,  sin  determinar  cuál  sea  el  funcionario  en  orimer 
ttodno  obligado  á  realizarlo,  extremo  esencial  que  podrá  ser  objeto  de 
decisión  previa  en  la  vía  gubernativa,  no  cabe  al  presente  en  la  contencio- 
sa disctitir  ni  resolver  las  pretensiones  de  la  demanda,  porque  refiriéndose 
la  «eaolodón  impugnada  á  un  crédito  liquidado  á  favor  de  la  Hacienda,^ 
según  los  artículos  6.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  y  7.<>  del  Re- 
glamento  para  su  ejecución,  este  Tribunal  carece  de  competencia  al  efecto 
por  no  haberse  acredüado  «1  ingreso  en  el  Tesoro  público  de  las  cantida- 
des de  cuya  devolución  se  trata; 

T  considerando  que  por  ello  es  de  estimar  la  excepción  que  como  pe- 
fentoria  y  fundada  en  dicha  falta  ha  formulado  el  Fiscal  al  contestar  á  la 
demanda. 

Visto  el  art  6.o  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888,  y  el  art  7.o  del 
Reglamento  de  29  de  Diciembre  de  1890; 

Fallamos  qae  d^>emos  declarar  y  declaramos  que  la  jurisdiedón  de  lo 
eontencioso-administrativo  es  iaoompetente  para  decidir  en  este  pleito, 
promovido  contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda, 
en  8  dé  Abril  de  1890.— (Sentencia  publicada  el  8  de  Noviembre  de  IS92^ 
é  inserta  en  la  Gaceta  de  9  de  Marzo  de  1898.) 
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BEM'onoMA  (10  de  Noviembre  de  1899).  <  CamiHoa  vednaka.  Expropia- 
man,  Aimbrcmimto  deperüo$,^8%  confirma  la  Real  orden  de  24  deMarxo 
de  1890,  desestimando  el  reoarso  de  alaada  interpaesto  contra  la  providen- 
eim  del  Gobernador  de  Castellón  de  la  Plana»  por  Dofia  Mercedes  White  y 
otros,  7  se  establece: 

1.9  Que  á  tenar  de  lo  dispueeto  en  ei  art  31  de  la  ley  ie  10  de  Enero  de 
1879y  mempre  que  no  exieta  acuerdo  entre  loe  peritos  nombrados  por  los  inte 
retadoe  en  cuanto  al  aprecio  de  la  parte  ó  el  todo  de  una  finca  expropiada,  el 
JueM  del  dietrOo,  dentro  de  loe  ocho  dios  de  haber  recibido  la  comunieaeién  del 
€hbiemo,  y  bajo  $u  reeponmbiUdad,  deeionará  de  oficio  el  perito  tercero,  con- 
aignará  $u  aeepéaeián  y  la  pmrtie^ará  alOobemadory  sin  admitir  ni  cansen- 
tír  reclamacián  de  ninguna  eepede; 

Y2fi  Que  el  Qobemador  ó  el  Ministerio  no  están  obligadas  á  acatar  ne- 
oeeariamente  ninguna  valoración,  ni  que  tengan  que  encerrarse  dentro  del  im- 
porte fijado  por  el  perito  tercero;  pudienda  apreciar  libremente  el  conjunto  de 
Im  datos  exportados  al  expediente  para  determinar  el  justo  precio. 

Con  motivo  de  la  constroeción  de  un  paseo  camino  vecinal  desde  la 
villa  de  Benicarló  á  la  estación  del  ferrocarril,  se  nombró  por  el  Ayunta- 
■aieoio  nn  perito  para  tasar  tos  fincas  qoe  debían  ocanarse;  hecha  la  tasa- 
ción, algunos  de  los  interesados  no  se  conformaron,  y  nombraron  otro  pe- 
lilo,  que  procedió  igualmente  á  la  tasación.  £1  Director  jefe  de  caminos 
provinciales  de  Oai^llón,  informó  acerca  de  la  conveniencia  de  la  cons- 
tracdón  del  camino  paseo,  y  terminaba  sn  informe  diciendo  procedía  in- 
UHfar  la  conciliación  de  los  dos  peritos,  y  caso  de  no  obtenerla,  nombrar 
m  tercero. 

Nombrado  el  perito  tercero,  biso  la  tasación  y  presentó  las  hojas  de 
ai»recio. 

Oída  la  Gomisión  provincial,  y  de  acnerdo  con  sn  dictamen,  el  Gober- 
nador ordenó  se  hiciera  el  abono  de  los  terrenos  á  los  propietanos,  qne  no 
■e  conformaron  con  el  justiprecio  de  sos  fincas,  con  arreglo  A  las  valoran 
ckines  hechas  por  el  perito  tercero. 

Alaáronse  los  interesados  ante  el  Ministerio  de  Fomento,  el  cual  pasó 
el  asunto  al  de  Gobernación,  quien  de  acuerdo  con  la  Dirección  general  de 
Administración  local  dictó  la  Beal  orden  de  24  de  Marzo  de  1890,  desesti- 
mando el  recurso  de  alzada. 

Impugnada  esta  Beal  ordeo  por  demanda  contencioso  administrativa 
recayó  sentencia»  caysk  parte  dispositiva  dice  así: 

Considerando  qne  la  cuestión  propuesta  en  el  presente  litigio  versa  so- 
bre si  debe  anularse  el  nombramiento  del  perito  tercero,  y  en  su  caso,  re- 
|K>Berse  el  expediente  gubernativo  al  estado  en  que  se  hallaba  con  ante- 
rioridad A  dicho  nombramiento,  asi  como  si  prooede  rectificar  la  valora- 
ción del  terreno  expropiado  por  lesión  mayor  de  la  sexta  parte  del  verda- 
dero Justiprecio:     . 

Conriderando  que,  i  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art  81  de  la  ley  de  10 
de  Enero  de  1879,  siempre  qne  no  exista  acuerdo  entre  los  peritos  nom- 
brados por  los  interesados  en  cuanto  al  aprecio  de  la  parte  ó  el  todo  de 
«na  finca  expropiada,  el  Jnes  del  distrito,  dentro  de  los  ocho  días  de  haber 
jccibido  la  comunicación  del  Gobierno,  y  bajo  su  responsabilidad,  desig- 

\  de  oficio  el  perito  tercero,  consignará  sn  aceptación  y  la  participará 
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al  Gobernador,  sin  admitir  ni  consentir  reclamación  de  ninguna  eapede: 
Ooneiderando  qne  estas  prescripciones  han  sido  observadas  en  el  ex- 
pediente, al  nombrarse  el  perito  tercero  D.  Pedro  Joan  Pedra,  sin  qoe  sea 
de  tener  en  ceenta  la  tacha  alegada  per  el  actor  en  el  pleito,  de  ser  Agri* 
mensor  el  tercer  perito  nombrado,  puesto  qne  proponiéndose  en  la  deman- 
da U  nnUdad  de  lo  actuado  á  partir  del  nombramiento  de  este  perito,  es 
visto  que  acepta  como  válida  la  designación  hecha  por  ios  interesados 
para  valorar  sus  fincas  en  favor  de  D.  Salvador  Fors,  y  siendo  esté  perito 
Agrimensor  por  la  Academia  de  Bellas  Artes  de  Barcelona,  los  mismos  de^ 
mandantes  demostraron  la  aptitud  exigible  áí  que  había  de  dirisoir  la  di» 
cordia,  por  lo  que  carecen  de  fundamento  sobre  el  cual  puedan  apoyar  su 
presente  reclamación: 

Considerando  que  igualmente  por  la  misma  rasón  no  es  de  apreciar  si 
la  propiedad  de  D.  Miguel  Esteller  es  rústica  ó  urbana,  pues  el  interesado 
la  consideró  valorable  por  un  perito  Agrimensor,  y  por  tanto,  rústica,  sim 
que  la  posibilidad  de  ser  urbañisable  deba  alterar  ln  naluraleBa  qo»  tenis 
el  terreno  al  ser  ocupado: 

Ooneiderando,  respecto  al  valor  de  lo  expropiado^  que  la  ley  no  detor- 
mina  que  el  Qt>bemador  ó  el  Ministerio  hayan  de  aceptar  neceseriamente 
ninguna  valoración^  ni  que  tengan  que  encerrarse  dentro  del  importo  fijar 
do  por  el  perito  tercero;  por  el  contrario,  permite  A  las  Autoridades  adiai' 
nistrativas  apreciar  libremente  el  conjunto  de  los  datos  aportados  al  expe- 
diento para  determinar  el  justo  precio  que  se  ha  de  entregsr  i  lus  propie- 
terios. 

Visto  la  ley  de  10  de  Enero  de  1879,  arta.  31,  80  y  81;  el  reglaosesto 
de  18  de  Junio  de  1879,  arte.  88  y  49: 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  presente  demanda  contra  la  Beal  orden  de  S4  de 
Mario  de  1890,  la  cual  queda  firme  y  snbsistonto.--(Ssnteneia  publicada 
el  10  de  Noviembre  de  1892,  ó  inserto  en  la  Oauta  de  9  de  Marco  de  18»8.) 
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SBKTBirozA  (10  de  Noviembre  de  1899).— ^itluoiuif.  Beet^leaeHn  de  wm- 
«(/ieito.— Se  confirma  la  sentencia  dictada  por  el  Tribunal  toeal  de  Fuerte 
Bico  en  29  de  Agosto  de  1891,  revocatoria  del  acuerdo  de  la  lotendencie 
general  de  Hsoienda,  en  el  que  se  imponte  2M0  pesos  de  multo  al  Capitán 
del  vapor  Atfim90  XIII^  y  se  establece: 

i.o  Qite  sum^rof  ¡úb  acmriM  no  $e  noHñquen  á  Um  parteiy  nopweéen 
quedar  comentidoe  v,  en  <v  con$eeuenoia^firme$; 

Y  2,0  Que  el  n&n,  11  del  art,  26  de  las  Ordetrnueae  áe  Admtma»  n&  ad- 
mite otra  interpretación^  al  conceder  facHltadee  á  la  Int&ndemMapara  acordar 
la  roct{fteación  del  mam^to^  foelade  proceder  á  la  rectificación  cuando 
por  parle  del  Capitán  ó  eu  repre$eníaci&n  ccjmtifiqne  qme  la  eqwiwoooMn 
del  manifieeto  no  procede  de  dolo  ó  malicia,  ii$iopor  dmple  error  &  ca^tum 
aienao  á  eu  voluntad,  y  que  no  irro$a  perjuieio^alffwio  á  la  Hacienda,  y  etfi 


adMná»  Hempre  que  el  buque  no  hai/a  tocado  m  un  puerto  de  la  itla,  lo  que 
$e  tiene  que  entender  en  puerto  diettnto  del  de  declino^  puco  eólo  en  dde  Íe$- 
Uno  loe  coneignatarioe  pueden  tenor  conocimienio  de  qm  el  man^bseto  que 
conduce  el  Oapitán  contiene  error,  eíreunitaneia  á  que  ce  rtfiére  d  núm.  10 
del  m/iemo  articulo. 

Los  Sres.  Bobrinoa  d^  Esqoiaga,  consignatarios  del  vapor  ÁJfcmo  XJUf 
procedente  de  Oádis,  elevaron  á la  IntendenoiAi  por  oondnotodel  Adisá- 
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wMndot  de  A<)ii«nM«  an»  iiMitanei%  haciendo  contar  que  por  errar  ñgm- 
xeba  ea  el  manifieeto  una  partida  de  11  eaias  de  Tino^  qne  no  íoeron  eoi- 
Iwreadaa  en  ^  pnerto  de  procedencia,  pidiendo  la  rectificación  del 
¿eeto. 

La  Intendencia  denegó  la  rectificación,  ordenando  ae  inetrajera  i 
^ente  para  ver  d  el  Capitán  había  incoriido  en  penalidad;  j  fin  dar  co* 
nodmiento  á  loe  intereaadoa  se  formó  el  expediento,  en  virtud  del  enal  j 
-de  conformidad  con  el  párrafo  IS  del  art.  121  de  laa  Ordenansaa  de  Adnn- 
naa,  ee  impnao  al  Capitán  del  mencionado  vapor  la  multa  de  200  peaoe  por 
cada  nna  de  laa  11  cajas  de  vino. 

Interpuesto  recurso  de  idaada  y  justificado  el  error  en  el  periodo  da 
l^rueba,  el  Tribunal  local  dictó  sentencia,  cuya  parto  dispositiva  ^ee  así: 

1,^  Considerando  qne  no  habiéndose  notificado  á  los  astorés^  como 
-consignado  queda,  el  acuerdo  de  la  Intondéncia  declarando  no  haber  la- 
gar á  la  rectificación  del  manifiesto,  no  ha  quedado  consentido  ni  en  sn 
consecuencia  firme  dicho  acuerdo,  que,  de  existir  méritos  para  ello,  es  re» 
Tocable: 

2.0  Considerando  qne  el  núm.  11  del  art.  26  de  las  Ordenanzas  da 
Jíáamum  no  admito  otra  interpretación,  al  conceder  facultedes  á  la  Inten- 
dencia para  acordar  la  rectificación  del  manifiesto,  que  la  de  proceder  á 
la  rectificación,  cuando  por  parto  del  Capitán  ó  su  representación  se  justi- 
fique que  la  equivocación  del  manifiesto  no  procede  de  dolo  ó  malicia^ 
^ao  por  simple  error  ó  cansas  ajenas  á  su  voluntad,  y  que  no  irroga  per- 
juicio alguno  á  la  Hacienda,  y  ello  además  siempre  que  el  boque  no  haya 
locado  en  un  puerto  de  la  isla,  lo  que  se  tiene  que  entender  en  pnerto  día- 
Unto  del  de  deetíno,  pues  sólo  en  el  de  destino  los  consignatarios  puedes 
tener  conocimiento  de  que  el  manifiesto  que  condoce  el  Capitán  contiene 
^error,  circunstancia  á  que  se  refiere  el  nilm.  10  del  mismo  artículo: 

S.o  Considerando  que  en  el  presento  litigio  aparece  juatificado  por  do- 
cumento fehadento,  como  lo  son  las  óertificadonea  de  la  Contaduría  de 
la  Aduana  de  Cádis,  éí  hecho  esencial  de  que  no  fueron  embarcadas  en  al 
vapor  A^f<m90  ZJJi  las  11  cajas  de  vino  contenidas  en  la  factura  numere 
1.871  y  11  de  expedición,  según  nota  puesta  por  el  carabinero  en  el  ori- 
ginal de  la  misma  factura  y  por  oficio  del  Administrador  de  la  misma 
Aduana;  que  con  motivo  á  ello  se  expidió  otra  factura  con  el  núm.  1.871 
7  12  de  expedición  para  esas  11  cajas  de  vino,  sin  que  á  la  apreciacién  del 
primero  de  estos  extremos  de  prueba  obste  que  en  el  duplicado  de  dicha 
factura  U71,  que  en  testimonio  ha  remitido  el  Tribunal  de  Caentas,  no 
figure  igual  note  de  no  embarque,  pues  naturalmente  la  factura  original 
donde  aparece  es  la  que  á  tal  objeto  hace  más  fe,  por  más  qne  envuelva 
una  informalidad  administratíva,  digna  de  corrección  gubemativamsnta» 
tal  remisión  de  dicho  duplicado: 

é.o  Considerando  que  probado,  como  resolta,  que  las  11  cajas  de  vino 
^e  la  factura  1.871  no  fueron  embarcadas,  y  qne  por  ello  expidió  la 
Aduana  de  Cádis  otra  factura  de  esa  mercancía  con  el  ndm.  1.872,  de  le 
•dui^cidad  dé  estas  dos  partidas  en  el  manifiesto  no  aparece,  ni  mucha 
menos,  respoasi^^  malidoso  el  Capitán  que  conducía  dicho  manifleeto» 
por  lo  que  ésto  ha  debido  ser  rectificado: 

6.<»  ConÉtdaraado  qne,  atendida  la  necesidad  legal  y  moral  de  la  iectl< 
ficadón  del  manifiesto^  sii  como  la  prueba  acabada  que  olnra  en  autos,  de 
^ne  loe  II  bultos  contenidos  en  el  manifiesto,  y  qne  no  resultaron  á  bordo» 
no  fueron  embarcados,  y  por  eso  la  Aduana  expedidora  incloyó  eaoa  mis- 
nos  Imites  en  segonda  factura,  no  procede  la  imposición  en  el  caao  pre- 
eeato  da  la  penalidad  que  previene  el  caao  18  del  art  121  de  laa  Ordenan- 
^sas  de  Aduanas. 
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Visto  60to  dicposicióii  legal,  aal  como  lo«  númerot  10  y  11  del  art  M; 

Fallamoi  que  debemos  revocar  y  revocamoe  el  acuerdo  de  S7  de  Mayo 
de  1889  de  la  Intendencia  general  de  Hacienda  imponiendo  2.200  peaoa 
de  malta  al  Capitán  del  vapor  Á{f<m$o  XIIL  sin  especial  condenación  de 
eostas;  y  Arme  qne  sea  esto  sentencia,  devaélvase  á  los  actores  el  depósito 
%ae  para  la  intcórposición  de  la  demanda  tienen  hecho. 

Intorpaesto  por  el  Fiscal  recurso  de  apelación,  el  Tribunal  de  lo  Gen- 
tonclosoadministrativo  dictó  sentencia,  cuya  parte  dispositiva  dice  así: 

Aceptando  los  resnltondos  y  considerandos  de  la  sentencia  recurrida; 

Fallamos  que  debemos  confinñar  y  confirmamos  en  todas  sus  partee  la 
sentencia  objeto  del  presente  recurso,  la  cual  queda  firme  y  subsistente. 
— (Sentoncla  publicada  el  10  de  Noviembre  de  18d9,  é  inserto  en  la  Gaeeta 
^  9  de  Mane  de  1898.) 
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SxMTmiGQUL  (U  de  Noviembre  áñ  lS92).'-Banoo  de  Etpaña.  NuUáaddé^ 
yrccedmiento  de  enfuño.— Se  confirma  la  Real  orden  de  5  de  Mayo  de  1888», 
declaratoria  de  la  nulidad  de  un  apremio  improcedente,  con  imposición  de 
las  cestas  al  demandante,  y  se  establece: 

1,^  Que  la  Administraron  gonaba  tt»  limitadión  de  tien^  de  la  facultad' 
áe  deiar  ttn  efecto  loe  acuerdas  de  los  Centros  y  dependencias  del  Mimsterith 
de  Adenda  que  estuvieran  basados  en  hedu>s  inexactos,  hasta  que  por  ¡a  Icf 
de  SI  de  Diciembre  de  1881  upjá  el  plazo  de  diez  años  para  poder  ejercitar 
la  acción  de  nulidad: 

H.^  Que  la  base  5>  de  di^M  ley  es  aplicable  á  los  expedientes  tcrminado9 
smtes  de  Éu  publicación; 

F3.0  Que  el  recurso  de  nulidad  procede  contra  las  providencias  firmea- 
§me  se  hubieran  dictado,  fundándolas  en  doemnentos  que  carecen  deexactiiud 
ó  verdad  en  su  contenido, 

£n  Septiembre  de  1886,  D.  José  de  la  Rosa  y  Junio  acudió  á  la  Deleg»^ 
ción  de  Hacienda  de  Málaga,  interponiendo  el  recurso  de  Bulldad,estoble- 
tíáo  en  el  art.  395  del  Reglamento  de  31  de  Diciembre  de  1881,  contra  le^ 
declaración  de  alcance,  apremio  y  adjudicación  de  fincas  llevados  á  cabo 
por  el  Banco  de  España,  del  cual  habia  sido  agento  para  el  cobre  de  con- 
trümciones,  fundando  la  nulidad  en  que  la  liquidación  habia  sido  decla- 
rada inexacto,  como  se  demostró  por  varias  rectífieadones  hechas  por  la  su- 
eeraal,  en  las  que,  de  60.898  pesetas  16  céntimos  á  que  ascendía  el  alcance- 
en  la  1.%  quedó  reducido  á  81.718  pesetas,  más  tarde  á  9.18*ooii  49  céntl- 
moe,  y,  por  último,  á  866  pesetas  con  60  céntimos. 

Negándose  el  Banco  á  facilitar  datos  auténticos  para  haoer  la  liquida- 
ci^  la  Administración  de  Ck>ntribuoiones  mandó  se  procediera  á  ima  H- 
quidación,  que  se  terminó  por  acto  de  3  de  Septiembre  de  188V,  sosteniende 
Besa  su  contraliquidación,  absteniéndose  el  representaatodelfianeo  d»- 
hacer  manifestación  alguna. 

Llevado  el  expediento  por  la  Delegación  de  Hacienda  al  Ministerio,  se 
decretó  por  Real  orden  de  6  de  Mayo  de  1888,  de  acuerdo  con  lo  propuesto 
por  la  Dirección  de  k)  Oontencioso,  la  nulidad  del  procedimiento  de  apre- 
■lio  seguido  por  el  Banco  contra  los  bienes  del  ex  agente  Rosa. 

Interpuesto  contra  esto  Real  orden  demanda  contencioso  admbiislre- 
tiva,  y  opuesto  á  ella  el  Fiscal,  se  dictó  la  sentencia,  onya  parte  soitanciaL 
dioeasi: 
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Oonaiderando  qne  la  primera  cnettióii  qne  deba  reeol verte  en  el  pre- 
I  litigio  consiste  en  determinar  si  el  recurso  de  nnlidad  establecido 
en  la  base  16  de  la  ley  «obre  procedimiento  administrativo  en  materias  de 
Hacienda,  publicada  en  3]  de  Diciembre  de  1881,  es  también  aplicable  á 
los  exoedientes  terminados  antes  de  sn  promolgación,  ó  si  el  expresado 
vecttiso  procede  tan  sólo  respecto  de  los  expedientes  de  solación  6  de  los 
foateriores  á  aquella  fecha: 

Considerando  que  la  Administración  gosaba  sin  limitación  de  tiempo 
4m  la  &coltad  de  dejar  mn  efecto  los  acuerdos  de  los  Centros  y  dependen- 
cias del  Ministerio  de  Hucienda  que  estuvieran  basados  en  hechos  inexao- 
toa,  hasta  qne,  publicaüM  la  ley  de  81  de  Diciembre  de  1881,  se  fijó,  tanto 
para  loiiMrUculares  cerno  para  la  Administración,  en  dies  afios^oontados 
desde  el  día  en  que  se  dictó  la  providencia,  el  plaso  para  poder  ejerdtar 
Ja  aedto  de  nulidad: 

Considerando  qne  la  mencionada  base  16  es  aplicable  á  los  expedien- 
lea  terminados  antes  de  en  publicación,  porque  no  estando  éstos  excluidos 
cxyfeaamente  de  aquella  base  p<»r  el  legisUdor,  es  evidente  que  la  Admi- 
nistración conserva  respecto  á  ellos  siíB  anteriores  fticultades,  con  la  sola 
limitación  del  término  establecido  en  dicha  base  para  decretar  la  nulidad, 
da  donde  se  deduce  que  el  apremio  áégnido  eontra  D.  José  de  la  Rosa  pndo 
annlaise  por  la  Administración,  sin.  que  por  ello  se  dieran  efectos  retroac- 
tíros  al  recurso  de  nulidad  consignado  en  la  ley  de  1881: 

Considerando  que  el  procedimiento  de  apremio  seguido  contra  los  bie- 
nea  de  D.  José  de  la  Besa  tuvo  por  fundamento  la  liquidación  formada 
por  el  Banco  de  España,  de  la  que  resultaba  la  Rosa  alcansado  en  60.898  pe- 
aetaa,  y  que  posteriormente  se  redujo  dicho  alcance  á  81.713  pesetas,  máa 
tarde  á  9.180,  y,  por  último,  á  886  pesetas,  según  datos  facilitados  por  el 
niamo  Banco,  de  donde  ee  deduce  que  tales  liquidaciones  eran  en  rigor 
inexactas,  según  lo  reconoce  el  expresado  EatabJedmiento  al  no  sostener 
an  salideS)  y  lo  declaró  también  la  Audiencia  de  Grsnada  al  absolver  á 
Bosa  del  snnuesto  delito  de  malversación  de  caudales  públicos,  de  qne  se 

Considerando  qne  el  recurso  de  nnlidad  procede  contra  las  providen- 
cias firmes  que  se  hubieran  dictado,  fundándolas  en  documentos  que  ca- 
recen de  exactitud  ó  verdad  en  iu  contenido,  circunstancia  que  concurre 
en  las  liquidaciones  que  sirvieron  de  base  al  apremio  seguido  contra  la 


Conaiderando  qne  la  Real  orden  imputada  no  infringe  ningún  pre- 
cepto legal,  y  está  dictada  con  eitrieta  justicia,  en  cuanto  declara  la  nuli- 
dad de  un  aptemio  impiocedente,  rasón  por  la  que  debe  confirmarse,  con 
imposición  al  actor  de  las  costas  de  este  recurso,  por  su  notoria  temeridad 
al  esaplearlo. 

Vista  U  base  16  de  la  ley  de  81  de  Diciembre  de  1881: 
Visto  el  art.  46  del  Reglamento  de  24  de  Junio  de  1886: 
Visto  el  art  98  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 
Fallamos  qne  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  deducida  por  el  Banco  de  Espafia  contra 
la  Beal  orden  de  6  de  Mayo  de  1888,  qne  queda  firme  y  subsistente,  eon 
imposición  al  demandante  de  las  costas  de  este  recorso. — (Sentencia  pn- 
blieada  el  11  de  Koviembre  de  1899,  é  inaerta  en  la  Gaceta  de  9  de  Mano- 
de  1898.) 
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SBNTixrciA  (11  de  Noviembre  de  lB9Ví.-^Expr(fpiaeián.  Tranvía  aireen 
Tasacwnei  pericialeÉ.-Se  confinna  Im  Real  orden  de  SO  de  Abril  de  IMt, 
impugnada  por  el  Ayantamiento  de  Bilbao,  confirmatoria  del  acoerdo  del 
OoDemador,  en  el  que  ee  apraeba  la  taaadón  del  perito  tercero,  y  ae  es- 
tablece: 

Que  remltandú  dí$cordia  entre  ha  peritoi  nombrado»,  el  Chbemador  de  l« 
provincui  puede  mar  de  lafacuUad  que  ¡e  concede  él  art,  34  de  la  ley  de  JSr- 
propiacián  fomoea,  y  el  art,  53  del  refflametUo  para  su  apUeaoián^  detOdm 
y¡nero  y  13  de  Junio  de  1879,  delerminando  por  H  miemo  la  ean/MáA  qma 
^kbe  aoonarce. 

Solicitada  por  D.  Vicente  Larrea,  como  repreaeatante  de  la  OompéA^ 
The  Laudoree  Siemem  Street  Limited^  la  expropiación  f  orsoaa  de  loa  terrtt- 
noa  qae  ocnpa  la  proTOcción  del  tranvía  aéreo  de  la  mina  FrimUha^  wa 
procedió  al  nombramiento  de  doa  perftoe,  nno  por  parte  de  la  Gompaflia  y 
otro  por  el  Ayantamiento  de  Bilbao,  reeoltando  diaoonformidad  entre  ana- 
boa  en  cnanto  al  jnstípredo. 

Nombrado  por  el  Juagado  tercer  perito,  el  Gobernador  de  la  proyinda, 
de  acuerdo  con  el  informe  emitido  por  la  Comialón  provincial,  acordó 
aprobar  la  tasación  de  éate. 

Se  alió  de  este  acuerdo  el  Ayuntamiento,  y  el  Minittério  de  Fomeato 
confirmó  el  acuerdo  apelado  en  Real  orden  de  SO  de  Abril  de  18S9,  que 
impugnada  en  demanda  contendoso^tdminietrativa,  dió  logar  á  la  aeatai- 
cia,  cuya  parte  diapositiva  dice  así: 

Ck>nslaerando  que  al  resultar  diacordia  entre  los  informes  de  los  peri- 
tos nombrados  por  eü  representante  de  la  Oompafiía  del  tranvia,  el  Ayun- 
tamiento de  Bilbao  y  el  Juez  de  primera  instancia,  respecto  á  la  tasaelóia 
del  terreno  perteneciente  á  dicbo  Ayuntamiento,  se  estuvo  en  el  caso  do 
que  el  Qobernador  de  la  provincia  de  Viscaya  usase  de  la  facultad  qae  !• 
eoncede  el  art  84  de  la  ley  de  Bzpropiadón  fonosa  f  el  6S  del  reglamenlo 
para  su  aplicadón,  de  10  de  Enero  y  18  de  Junio  de  1879,  de  por  sí  iiifsmo 
determinar  la  cantidad  que  se  ba  de  abonar  al  Ayuntamiento,  y  que,  por 
lo  tanto,  lo  que  se  ha  de  fallar  en  el  pleito  es  si  la  resoludón  del  €k>ber> 
nador  está  ó  no  conforme  con  las  nresoripciones  legales,  y  con  la  ooaside- 
Tación  redamada  por  el  interés  redprooo  del  Ayuntamiento  de  Bilbao, 
propietario  del  terreno,  y  la  Oompafiía  dd  tranvía: 

Considerando  que  así  el  dictamen  de  la  Oomisión  proviadal,  pedido 
oportunamente  por  el  Oobemador,  en  observiuida  de  lo  que  disponen  lo» 
artículos  84  y  68  de  la  ley  y  reglamento  antes  citados,  como  los  demás 
documentos  que  obran  en  el  expediente,  prueban  que  desde  que  se  dedaré 
sometido  el  terreno  en  cuestión  á  la  ley  de  Bxpropiadón  forsoaa  haáta  la 
ierminadón  del  expediente,  fueron  observadae  en  toda  su  trsmitadéiB  las 
prescripciones  condgnadas  en  los  artículos  80,  81  y  83  de  la  citada  lef  j 
los  correspondientes  del  reglamento: 

Oondderando  que  d  vfedo  adgnado  por  el  Qobernador  de  la  prvvia- 
da  y  por  la  Real  orden  impugnada  á  los  6.165  metros  de  terreno  eiepio- 
piado  al  Ayuntamiento  de  Bilbao,  no  aólo  está  ajustado  á  la  ley,  d  se  atien- 
de que  ae  sujeta  al  del  perito  tercero  que  dobla  la  taaadón  dada  por  el  ám 
la  Sodedad  expropiante,  sino  que  se  tuvo  en  cuenta  la  rasón  más  atendi- 
ble, de  que  por  peritos  se  sostiene  que  el  terreno  no  es  susceptible  de  ex- 
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plotedón  «siioola  ni  indoatríal,  y  qae  Mgún  la  certificación  dd  Bégisiro 
de  la  propiedad,  la  hectárea  de  terreno  pedregoso  inculto  ó  improd activo, 
q^  ea  el  de  qoe  ae  trata,  vale  en  la  provincia  de  Viscaya  860  peaetaa 
como  mázimam  y  100  como  minimom; 

Y  eoaaiderando  que,  con  lo  ezpneato,  ae  destruye  el  único  fundamenta 
de  mera  apreciación  alegado  por  el  Aynntamiento  en  su  recurso  de  alzada 
al  Ministerio  de  Fomento,  y  en  el  de  la  vía  contenciosa,  al  pretender  se  le 
abone  el  precio  sefialado  por  su  perito. 

Vistos  los  artículos  80,  81  y  82  de  la  ley  de  Expropiación  fórsosa  de  10 
de  Suero  de  1879,  y  el  art.  68  del  reglamento  de  18  de  Junio  de  1879; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  £s¿ulo  de  la  demanda  interpuesta  por  la  representación  del 
Ayuntamiento  de  Bilbao  contra  la  Beal  orden  de  80  de  Abril  de  1889.  la 
coal  queda  firme  y  subsistente. — (Sentencia  publicada  el  11  de  Noviembre 
de  1893, 6  inserta  en  la  Gaceta  de  9  de  Marso  de  1898.) 
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AüTO  (11  de  Noviembre  de  IS^ty-^-ExcepcioneB  düatórias.  Incompeten- 
cia de  jurüdiecián, — 8e  declara  improcedente  la  excepción  dilatoria  pro- 
movida por  el  Fiscal  en  el  recurso  contencioso- administrativo  incoado  por' 
la  Sociedad  Ohavarri  Hermanos  contra  la  Beal  orden  de  Ifi  de  Agosto  de 
i891,  y  se  establece: 

i.<>  Que  e$  euieepUble  una  Real  arden  de  recurso  contencioso  administra- 
Uve,  mahdo  lejos  de  reproducir  Beales  árdenos  anteriores,  resuelve  una  cues-^ 
ÜtfM  oompletamenits  nueva; 

Y  2.0  (^  cuando  en  una  Beal  orden  se  confirmen  ó  desestimen  las  pro- 
videncias  dictadas  por  los  Oobemadores  concediendo  ó  negando  la  propiedad 
de  fuinas,  escoriales,  terrenos  y  galerias  generales^  procede  contra  ella  el  re- 
cmrso  contencioso  administrativo,  según  el  art,  89  de  la  ley  de  Minas  de  6  de 
Julio  de  1859, 

En  6  de  Enero  de  1891  se  aprobó  por  el  Gobernador  civil  de  Viscaya 
la  demarcación  de  una  demasía  á  la  mina  Indiana,  cuya  demasía  lindaba. 
por  uno  de  sus  lados  con  el  terreno  concedido  como  demasía  á  la  mina 
San  Antonio, 

Interpuesto  recurso  de  abada,  se  diotó  la  Béal  orden  de  l.o  de  Agosto 
de  1891,  en  la  que  se  dispuso  que  el  terreno  demarcado  en  concepto  de 
dema^  A  la  mina  Indiana  formase,  con  el  concedido  como  demasía  á  la 
mina  San  Antonio,  una  soia  y  misma  demasía. 

Interpuesto  recurso  contencioso  contra  esta  Beal  orden,  el  Fiscal  pro- 
puso en  tiempo  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción, 
diclándose  el  auto,  cuya  parte  sustancial  dice  así: 

Oon^erando  que  la  excepción  promovida  por  el  Fiscal  se  funda  en 
que  por  Beal  orden  firme  de  39  de  Julio  de  1R83  se  adjudicó  á  Vitara  la 
demasía  á  la  mina  San  Antonio;  en  que  por  otra  Beal  orden  de  12  de  No- 
viembre de  1886  se  dispuso  que  se  demarcara  la  misma  demasía;  en  que 
por  otra  Beal  orden  de  6  de  Mayo  de  1888  se  ordenó  que  continuase  la. 
tramitación  de  dicho  expediente  de  demasía,  y  en  que  por  otra  Beal  or- 
den de  18  de  Agosto  de  1889  se  confirmó  el  acuerdo  del  Gobernador,  de  8 
de  JuUo  de  1888,  en  que  se  requirió  á  D.  Cirilo  María  Vitara  para  que 
presentara  el  papel  con  el  olqeto  de  expedir  el  titulo  de  propiedad  A  la^ 
referida  demasía: 
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Ooiisidenmdo  qae  en  todas  ettaa  retoIadonM  consta  coa  «feeto  leoo- 
nocido  el  derecho  del  conoedonario  de  ia  demasía  á  la  min&Shm  AMÍmñ&^ 
pero  eemejante  derecho  ae  halla  limitado  por  las  referidas  Reales  órdioea 
a.1  terreno  qne  se  solicitó  y  demarcó,  qae  por  uno  de  sos  lados  linda  eon 
^  terreno  qne  solicitan  los  demandantes  como  demasía  á  la  mina  LMana: 

Considerando  qae  la  Real  orden  impugnada,  {«jos  de  reph>daeir  lo 
<H>nsignado  en  las  Reales  órdenes  qoe  quedan  citadas,  resuelve  ana  enee- 
tión  completamente  distinta,  cual  es  la  de  que  e)  terreno  ahora  demar- 
cado en  concepto  de  demasía  á  la  mina  Indiana,  forme  con  el  anterior- 
mente  concedido  como  demasía  A  la  mina  San  Antonio  ana  sola  y  dakaa 
<lsmasía: 

Oon^erando,  por  lo  expuesto,  qoe  la  resolnción  que  ahora  se  combata 
no  se  halla  comprendida  en  el  párrafo  tercero  del  art  4.o  de  la  ley  de  tS 
de  Septiembre  de  1888,  y  que  es  competente  este  Tribunal  para  entendar 
de  la  demanda  contra  ella  dedocida; 

Y  considerando,  además,  que  la  Real  orden  qne  se  impugna  es  sosoep- 
tibie  de  recurso  contencioso,  toda  vei  qne  al  die;>0Der  que  el  terreno  de- 
marcado como  demasía  á  Indiana^  forme,  con  ai  coaoedido  ó  demasía  á 
^¿m  entonto,  una  sola  y  única  demasía,  implícitamente  otorga  la  propie- 
dad de  dicho  terreno  al  concesionario  de  demasía  á  San  Antonio,  y  por 
consiguiente,  está  incluida  en  el  párrafo  segundo  dei  art. -89  de  la  ley  ob  O 
de  Julio  de  1859. 

'     Visto  el  art  4.o,  párrafo  tercero,  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  18SS» 
j  el  art.  89  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1869; 

Se  desestima  la  excepción  de  incompetencia  propuesta  por  el  Fiscal,  y 
en  su  virtud,  vuelvan  los  autos  al  mismo  para  que  conteste  la  demanda  ea 
el  plaso  que  fija  el  art  60  de  la  ley;  pnblíquese  este  auto  en  la  QaoeU  de 
Madrid  é  insértese  en  la  Coleocián  U^islativa, — (Aato  fecha  11  de  Noviena- 
bro  de  1892,  ó  inserto  en  la  Gaceta  de  9  de  Mar/o  de  1898.) 
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Sentencia  (12  de  Noviembre  de  1892).— Orr^tfoí?  liquiiado$,  Ineompe- 
éeneia  dejuri$diccián.^8e  declara  incompetente  el  Tribunal  para  conoeer 
de  lá  demanda  interpuesta  por  D.  Luciano  Rosell  y  Godina  contra  la  Real 
orden  de  18  de  Mayo  de  1888,  relativa  á  respouBabilidades  pecaniarias  de 
Concejales  de  Arenys  de  Munt,  y  se  establece: 

i.o  Qne  tratándoee  de  criditoe  tiquidadoi,  en  las  rfspomabiüdadef  BoHdm- 
ria$  debe  aereditaree  el  ingrew  en  la»  Cajag  del  Tesoro  público  del  total  déla 
cantidad  liquida: 

2,o  Qae  declarado  el  demandante  reeponeáble  solidariamente  al  pa§o  de 
WM  cantidad,  etta  era  la  sama  Uauáda  ou¡/o  ingreso  debia  aereditaroe; 

Y3P  Que  por  faltar  una  de  m  eondidonee  esendal^  en  la  interpe»iMn 
de  e$to§  recuroog,  el  Tribunal  Conteneioio  carece  de  competencia  para  enten- 
der del  actual. 

/ 

El  Ayuntamiento  de  Arenys  de  Munt  ac(Mrdó  declarar  responsables  im- 
eeUdum  á  D.  Luciano  Rosell  y  otros  Concejales,  de  la  suma  de  56.424  pe- 
setas 9  céntimos.  « 

Anulado  este  aooerdo  por  el  Oobernador,  el  Ministerio  de  la  Qoberaa- 
ción  le  revocó  por  Real  orden  de  18  de  Mayo  de  1888,  confirmando  el  del 
Ayuntamiento  y  mandando  pasar  el  tanto  de  cíil]i>a  á  los  Tribonales  etdl- 
narios. 
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Interpoflo  D.  LoeiaBO  Rosell,  contra  dicha  Beal  orden  demanda  cen- 
tendoao  admiBiatratíva,  ingreaando  en  la  Arcas  del  Teeoro  la  cantidad  da 
•.188  peeetaa  78  oéntimoa:  dictándoae  la  sentencia,  caja  parte  diapositiva 
dice  a^ 

Considerando  qne,  con  arreglo  al  precepto  terminante  de  los  articoloa 
J78  del  Reglamento  sobre  procedimiento  eeonómieo*administratÍTO  de  81 
de  Diciembre  de  1881  y  85  del  de  14  de  Jnnio  de  1886,  confirmado  por  el 
art.  6.«  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888,  no  se  podía  intentar  la  Tía 
eontendosa  en  asuntos  de  la  índole  del  presente,  mientras  no  se  lealiíase 
^  pago  de  la  cantidad  total  liquidada  en  las  Oajas  del  Tesoro  público: 

Considerando  qne  declarado  D.  Ládano  Bosell  responsable  aolidari** 
mente  al  pago  de  66.424  pesetas  9  céntimos,  esta  era  la  snma  líquida  cayo 
ingreso  debía  acreditarse,  y  por  tanto,  la  entrega  de  las  9.188,78  céntimos 
^ne  ba  justificado,  no  aloansa  á  satisfacer  el  requisito  inexcusable,  exigido 
por  las  disposldones  dtadas: 

Considerando  que  por  faltar  una  de  las  condidones  esendales  en  la  fu- 
terposidón  de  recursos  coatendosos,  este  Tribunal  carece  de  competencia 
para  entender  del  actual: 

Considerando  que  la  excepdón  de  iftcompetenda»  por  su  carácter  jari» 
dicdonal  y  de  orden  público,  puede  ser  alegada  por  Jas  partes  ó  estimada» 
por  los  Tribunales  en  cualquier  estado  dd  juicio. 

Visto  el  art.  178  del  Reglamento  de  81  de  Diciembre  de  1881  sobre  el 
procedimiento  en  las  reclamadones  económico  administrativas: 

Visto  el  art.  86  del  Reglamento  de  24  de  Junio  de  1886,  y  el  art.  6.<»  de 
la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  incompetente  á  este  Tri- 
bunal para  conocer  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Luciano  Boseti  Co- 
dina  contra  la  Real  orden  de  18  de  Mayo  de  1888.— (Sentencia  publicada 
•1 12  de  Noylembie  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  9  de  Mano  de  1893.) 
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SBVTKVcaA  (16  de  Noviembre  de  189ft).— iVo^ariof.  Noftibratmiento^.— 
8e  absuelve  í  la  Administradón. pública  de  la  demanda  interpuesta  á 
•ombre  de  D.  Marcelino  Omat  y  Peres  contra  la  Real  orden  de  18  de  Sep- 
tiembre de  1889,  por  la  que  se  nombró  á  D.  Miguel  Pequera  para  ana 
Notaría  de  Huesca,  y  se  establece: 

Que  loi  llamamienioe hechoi por  el  ari.'S*  del Beal decreto  de  2 de  Jtmta 
•de  1889^  para  la  protmán  dfi  Notariai,  eonpor  daeei,  y  que  $ólo  á  folia  de 
mtpirantee  de  una  daee^  aon  llamados  loe  de  la  inmediata. 

Al  concurso  para  la  providón  de  una  Notaría  en  Huesca,  acudieron,  eo- 
tre  otros,  D.  Miguel  Pequera,  Notario  de  tercera  categoría,  y  D.  Maroe- 
lino  Omat,  Notario  de  cuarta  categoría. 

Por  Real  orden  de  Chada  y  Jnstida,  de  18  de  Septiembre  de  1889,  de 
«conformidad  con  la  Direcdón  general  de  los  Registros  y  dd  Notariado,  aa 
nombró  á  D.  Migud  Pequera,  el  más  antiguo  de  los  de  tercera  entre  loa 
aspirantes. 

Literpuesto  recurso  contendoso-administrativo  contra  dicha  Beal  or- 
^en  por  D.  Marcelino  Ornat^  se  dicté  la  sentenda,  cuya  parte  dispositiva 
^ice  así: 

Considerando  que  la  cnestión  de  este  pldto  se  limita  á  definir  ai  lea. 
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UmBamienlot  para  la  K>rovÍ8Íófti  de  Notarías  qse  eoniigDa  alart  Vé» 
jBeal  decreto  de  2  de  Janio  de  1889,  son  p^vonalea  ó  por  elasea: 

Oonaiderando  que  el  núm.  l.<>  de  dicho  artioolo  expresa  temioanto' 
nento  qne  aólo  á  falta  de  aspirantes  de  ana  dase  son  llamados  loe  de  lik 
iiimediala,  coya  locnción  rige  en  la  totalidad  del  articulo  que  fija  el  orden 
de  los  llamamientos,  sin  qae  se  oondba  motryo  alguno  radonal  ni  legal 
que  jastiflqae  ese  cambio  de  criterio  entre  la  provisión  por  clases  y  la  ss» 
saida  por  llamamientos  personales: 

Oonnderando  qne  la  Beal  orden,  coya  revocadón  se  solidta  por  el  Ko-r 
tario  Omat,  se  ajatta  estrictamente  al  precepto  del  Beal  decreto  dtado, 
poesto  qne  hiao  el  nombramiento  para  Notario  de  segonda  en  el  Notaría 
de  tercera  más  antígao  de  los  qne  habían  solidtado  la  vacante,  por  mte 
%ae  no  foMe  el  más  antígao  de  tercera,  y  qoe,  por  lo  daro  dd  preeepto  y 
te  exaotitad  observada  en  sa  aplicadón,  la  petidón  del  demandante  es  iuk 
toriamente  maliciosa  y  temeraria,  y  exige  condena  de  costas. 

Visto  el  art.  8.0  del  Real  decreto  de  S  de  Janio  de  1889; 

Visto  el  art  98  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Fallamos  qae  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administradón  ge- 
aera!  dd  Estado  de  la  demanda  interpaesta  por  la  representadón  de  Don 
Marcelino  Omat  y  Peres  contra  la  Beal  orden  de  18  de  Septiembre  de  1889^ 
la  coal  queda  firme  y  sabsistente,  eon  expresa  condenadón  de  coitas  á  la 
jiarto  aotora.— (Seotenda  piíblicada  el  16  de  Noviembre  de  1893,  é  inserta 
en  la  Gaceta  de  16  de  Marso  de  1898.) 
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81NTBKCIA  (16  de  Noviembre  de  1899).^ifí9iaf.  Coneetián  de  pertmefh^ 
eiert.— 8e  confirma  la  Beal  orden  de  26  de  Janio  de  1891,  absolviendo  á  la 
Administradón  de  las  demandas  interpuestas  á  nombre  de  Dofia  Loa 
Arregui  y  Heredia  y  otros  duefios  de  la  mina  Aumento  á  Ontán,  y  D.  José 
Mac-Lenman  y  otros  duefios  de  la  mina  de  San  Julián  de  Múzqw£,  sobre 
revocación  de  una  Beal  orden  relativa  á  nulidad  de  ciertas  concesiones  re- 
ferentes á  aquellas  minas,  y  se  esteblece: 

1.^  Qne  los  expedientes  que  se  instruyan  para  obtener  eoncesumes  én  mi- 
neria,  son  puramente  gubernativos,  y  se  sustancian  y  terminan  por  el  Qober- 
mador;  entendiéndose  que  es  ante  el  Gobernador  de  la  provincia  en  que  eMté- 
tUuada  la  mina: 

2,<^  Q^e  la  Beal  orden  de  12  de  Julio  de  165T  se  halla  derogada  por  les 
ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de  1689,  y  por  lo  tanto,  el  Gobernador  de  una 
provincia  no  tiene  atribuciones  para  conceder  pertenencias  fuera  deeüa; 

Y  3,0  Que  los  concesionarios  de  minas  no  adquieren  derecho  alguno  á  to 
eimee$iones  que  fueren  hechas  por  un  Gobernador  distinto  al  déla  provincia 
en  fm  radiquen  las  minas. 

En  el  afio  1868,  D.  Saturnino  Bidva  solidto  del  Gobernador  de  Smtan- 
der  la  concedón  de  la  pertenencia  minera  con  el  titulo  de  San  JuHán  d& 
Mútquiz^  demareándoae  y  badendo  constar  que  cuatro  de  laa  estacas  s»* 
colocaron  en  tierra  de  labor  y  siendo  este  terreno  de  la  provinda  de  Vis-, 
caya,  sin  qae  hubiera  protesta  ni  reclamadón  alguna;  renundande  despuéa 
á  dos  pertenendas. 

Posteriormente,  en  1869,  los  Sres.  Ibarra  Hermanos  y  Oompafiia,  de  BU*, 
bao,  solidtaron  qne  las  dos  pertenendas  de  la  mina  untan  se  aumentarais 
iiasta  cuatro,  modificando  su  petidón,  para  i^nstane  al  decreto  ley  de  ba* 
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wm»  neoltando  ireiot*  perteoeaeiM;  y  al  hacer  la  demaroaeióo,  resaltó  ^e 
laaaeie  áitimas  eataban  enelavadaa  eo  la  provincia  de  Víscaya: 

£o  1890,  D.  Joaó  Manael  de  Agiürre  eolioitd  del  Gobierno  de  Viicaya 
la  eoi|c«sión  dei  37  pertenencias,  con  el  título  de  Cooadonga,  pidiendo  en  la 
inatancia  qae,  para  poder  obtener  la  propiedad,  era  preciso  declarar  nalaS 
las  concesiones  hechas  por  el  Gobierno  de  Santander  de  las  minas  AU' 
wtento  á  Ontón  y  San  Julián  de  Múxquiz,  que  estaban  en  la  provincia  de 
IHscaya:  ^ 

£1  Gobernador,  previo  el  iníormedela  Jefatora  de  Minas  y  oída  la  Oo- 
miaión  provincial,  desestimó  la  solicitad  de  D.  José  Manael  de  Agairre,  de- 
clarando fenecido  y  sin  corso  el  expediente  de  registro  Covadonga. 

De  esta  providencia  se  alxó  el  interesado  ante  el  Ministerio  de  Fomento» 
el  enal,  por  Real  orden  de  26  de  Janio  de  1891,  de  conformidad  con  el  dio- 
lamen  de  la  Janta  superior  de  Minerfa,  resolvió  analar  las  concesiones, 
San  Julián  de  Múzquiz  y  Aumento  á  Ontón^  en  la  parte  qae  se  refiere  al  te- 
rritorio de  la  provincia  de  Vizcaya;  v  se  revocó  el  decreto  del  Gobernador 
referente  al  expediente  de  registro  de  la  G^voiarif a,  disponiendo  continúe 
■o  tramitación. 

Presentadas  demandas  contencioso  administrativas  por  los  daefios  de 
las  minas  Aumento  á  Ontón  y  Sdin  Julián  de  Múzquig^  se  dictó  sentencia» 
ooya  parte  dispositiva  dice  así: 

Considerando  que,  con  arreglo  al  art  86  de  la  ley  de  Minas  reformada 
de  6  de  Jallo  de  1859,  los  expedientes  que  se  instruyan  para  obtener  con- 
cesiones en  minería,  son  paramente  gubernativos  y  se  sustancian  y  termi- 
nan por  el  Gobernador;  debiéndose  entender  qae  tal  funcionario  es  el  de 
la  provincia  en  que  la  mina  esté  situada,  pues  como  la  jurispradenda 
tiene  declarado,  el  admitir  los  registros,  ordenar  su  publicidad,  oir  las  opo- 
siciones, disponer  la  demarcación  y  expedir  el  título  de  propiedad,  supone 
que  las  pretensiones  qae  en  esos  expedientes  deben  deducirse  están  limi- 
tadas á  la  esfera  de  acción  en  que  pueden  funcionar  los  Gobernadorea  den- 
tro de  sus  respectivas  provincias: 

Considerando  que  en  el  caso  presente  resulta  comprobado  que  el  Go- 
bernador de  Santander  otorgó  las  concesiones  Aumento  á  Ontón  y  San  Ju- 
lián de  Múzquig^  que  tenían  pertenencias  en  aquella  provincia  y  en  la  de 
Viscaya,  y  por  tanto,  en  cuanto  se  refiere  á  terrenos  enclavados  en  esta  úl- 
tima, es  indudable  que  ni  la  petición  debió  dirigirse  á  aquella  Autoridad» 
ai  ellfiobernador  tenía  atribuciones  para  concederla,  sin  que  á  ello  obste 
lo  dispuesto  en  la  Real  orden  de  12  de  Julio  de  1867,  porque  aparte  de  qae 
ao  se  observaron  los  requisitos  en  ella  previstos,  tal  resolución  estaba  de- 
socada desde  la  publicación  de  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de  1869; 

Considerando  que  en  virtud  de  lo  que  preceptúa  la  décimasexta  de  las 
disposiciones  generales  contenidas  en  el  Reglamento  de  24  de  Junio 
de  Id^iS,  los  concesionarios  de  las  referidaa  minas  no  adquirieron  derecho 
afgano,  por  lo  que  respecta  á  la  parte  de  las  minas  comprendidas  en  la  pro- 
Tincia  de  Vizcaya,  en  razón  á  no  haberse  observado  estrictamente  lo  dis- 
puesto en  el  art.  86  de  la  ley: 

Y  considerando  que  la  Administración  activa  debió  declarar,  como  de- 
claró, la  nulidad  de  que  desde  so  origen  adolecía  esa  parte  de  las  conce- 
■iones,  tan  pronto  como  legal  mente  pudo  tener  noticia  de  que  se  había  in- 
oonrido  en  cal  vicio  de  nnlidad. 

Visto  el  art.  86  de  la  ley  de  Minas  reformada  de  6  de  Julio  de  1869: 

Vista  la  décimasexta  de  las  disposiciones  generales  del  Reglamento 
de  24  de  Junio  de  1868; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  las  demandas  deducidas  por  el  Licenciado  D.  Gabriel 
TOMO  46  40 
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Bodrfgni^z  i  nombre  de  Dofia  Las  Arrecni  y  otroe  daefios  de  H  nAñ%  An^ 
mentó  á  Ontán,  j  por  el  Procarsdor  D.  Fidel  Serrano  en  ri*prMen»««Hóii  de 
D.  José  Mae  Lenman  y  otroa  doefioa  de  la  mina  Sin  Julián  Ae  MáPiuig^ 
contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Mioiaterio  de  Fomento  en  26  .de  Ja* 
nio  de  1691,  la  cual  qaeda  firme  y  eobaiatente. 

üa  Cona^jero  Mfniatro,  no  eatando  conforme  con  el  parecer  de  la  ma- 
yoría, formulo  el  voto  particnlar  aigniente: 

Aceptando  loa  reaultandoa  de  la  aentencia  de  la  mayoría; 

Y  considerando  que  )aa  concetiooea  mineras  Aumento  á  OiUán  y  8am 
Julián  de  Múzquie,  fueron  otorgadas,  la  primera,  con  soJeciÓD  al  decreto- 
ley  de  bases  de  1868,  y  la  segnnda,  con  arreglo  á  la  le^^islación  anterior, 
pero  el  concesionario  ae  acogió  en  26  de  Febrero  de  1870  á  los  beneficies 
del  ritado  decreto  ley: 

Considerando  que  éste  constitnye  la  propiedad  minera  con  tal  flrmssa, 
que  sólo  permite  la  caducidad  por  la  falta  de  pago  del  canon,  no  antori- 
zando  al  Gobierno  para  revisar  la  valides  de  laa  concesiones,  antes  bien 
excluye  de  su  revisión  todo  procedimiento  que  no  sea  el  de  nn  juicio  so- 
lemne, según  tiene  declarado  la  jurisprudencia  constante  en  varios  deere- 
tos  sentenciaa,  entre  otros,  en  loa  de  2  de  Julio*  de  1867  y  22  de  Marao 
de  1878: 

Considerando  qne,  según  declara  la  misma  joriapnidéncia,  laa  provi- 
dencias de  los  Gobernadores  otorgando  las  concesionee  mineras  tienen  nn 
carácter  especialisimo,  en  cuanto  recaen  sobre  una  ríqneaa  qne,  como  la  M 
subsuelo,  pertenece  al  Estado,  con  arreglo  á  la  legislación  vigente,  la  cnal 
determina  que  los  títulos  se  expidan  por  aquellas  Autoridades  en  nombis 
del  Gobierno,  y  que,  en  su  virtud,  no  pueden  menos  de  estimarse  tales  pro- 
videncias como  emanadas  de  una  delegación  inmediata,  eepécial  y  por  mi- 
nisterio de  la  ley,  qne  las  asimila  á  las  resoluciones  del  miemo  Gobierno 
para  el  efecto  de  qne  sean  reclamadas  en  la  vía  contenciosa,  ante  este  Tri- 
bunal, cuando  son  firmes  ó  irrogan  perjuicios  al  Estado: 

Considerando  que  en  nada  afecta  á  la  f  uersa  de  cnanto  queda  expuesto 
la  afirmación  de  qne  en  minería  no  se  adquieren  derechos  ai  se  prescinda 
de  la  puntual  obaervanda  de  la  legislación  del  ramo,  según  establece,  en- 
tre sus  disposiciones  generales,  el  Reglamento  de  24  de  Junio  d#  1868, 
pues  prescindiendo  de  que  esta  regla  se  refiere  á  los  dereohoa  que  puedan 
alegarse  al  otorgamiento  de  la  concesión,  y  no  á  los  qne  nacen  de  seta 
misma  después  de  obtenida,  ne  encierra  en  sn  contexto  la  facultad  en  fa 
vor  de  la  Admininistración  actíva  de  mantener  abierto  el  expediente  y 
pronunciar  la  nulidad  de  aquélla,  ni  puede  la  interpretación  concederle 
eate  alcance,  á  no  dar  á  la  propiedad  minera  un  carácter  precario  que  está 
en  contradicción  con  la  firmesa  qne,  según  queda  dicho,  le  imprimió  el  de- 
creto-ley  vigente: 

Considerando  que,  en  su  consecuencia,  expedido  el  título  de  propiedad 
á  las  concesiones  mineras  de  qne  se  trata  hace  más  de  veinte  afioa  sin  opo- 
sición alguna,  son  firmes  laa  providendaa  del  Gobernador  qne  mandó  ex- 
pedirle, y  la  Adminiatración  activa  carece  de  competencia  para  revoear- 
las  en  parte,  siendo,  por  consiguiente,  nula  la  Real  orden  de  26  de  Jwiio 
de  1801  que  se  impngoa. 

Visto  el  art  87,  párrafo  primero,  de  la  ley  de  Minas  de  6  de  Jnlio 
de  1869: 

Visto  el  decreto  ley  de  bases  de  29  de  Diciembre  de  1868; 

Visto  el  art  28  del  miamo  decreto  ley; 
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Ef  mi  TOte  que  procede  deeUrar  nula,  como  dictada  con  focompeten- 
•«la,  la  Eleal  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento  en  16  de  Janio 
de  1891,  y  firmee  loe  decretoe  del  Gobierno  de  Santander  por  loe  cnalea  ee 
otorgaron  lee  conceeionet  minera»  Aumento  á  Ontón  j  San  JtUián  de  MAz- 
quÍM  — A.ngei  María  Dacarrete. — (8««oten<;ia  pnbli(»da  el  16  de  Noyiembre 
de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  16  de  Mano  de  1898.) 
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8simirGiA  (16  de  Noviembre  de  ÍS^^y—JúbilacUmeB,  Ah9nó$  de  año§ 
de  éarrera.—Se  revoca  la  Real  orden  de  4  de  Agoeto  de  1891,  y  ee  declara 
qne  D.  L«sm«e  de  Blaa  tiene  derecho  á  qne  ae  le  computen  en  en  olaaifi- 
cadón  loe  ocho  afioe  de  carrera  de  Abogado  y,  en  an  virtud,  á  la  mejora  de 
haber  pasivo  qne  corresponda,  y  se  establece: 

l.o  Que  lo$  Jmeee$  y  Minutroe  de  lo$  Trihunaiei  y  Un  funeionarioi  del 
Miniiterio  fiscal,  tienen  derecha  al  abono  de  los  ocho  añoi  de  carrera^  para 
SHé  ckmfinacioneB,  siempre  que  hubiestn  desempeñado  en  propiedad  sus  em- 
pleos, siendo  éstos  de  planta  reglamentaria ,  con  sueldo  señalado  en  los  Pre- 
supuestos generales  del  Estado,  y  con  nombramiento  Real,  de  las  Cortes,  de 
la  Regencia  del  Reino  ó  del  Qobierno  provisional' 

j? .«  Que  no  es  posible  hacer  extensiva  á  los  Jueces,  Magistrados,  indivi- 
duos del  Ministerio  fiscal  y  C(Uedrátieos,  la  disposieián  del  art,  277  de  la  ley 
Eipoíeeatia; 

xS.o  Que  aun  admitido  el  hecho  de  que  las  leyes  de  1865  y  1867,  que  li- 
smtaron  el  abono  de  los  ocho  años  de  carrera  á  los  Jueces,  Abogados  y  fisca- 
les que  fueron  nombrados  antes  de  1865,  contuvieron  una  derogación  tácita 
de  las  leyes  anteriores  en  el  punto  concreto  á  que  este  litigio  se  refiere,  siem- 
pre habrá  que  estimar  los  preceptos  de  ésta  como  meramente  puestos  en  vigor 
por  voluntad  expresa  del  legislador,  claramente  manifiesta  en  la  referida  re- 
gla P>  del  decreto  ley  de  22  de  Octubre  de  1868. 

Don  Lesmes  de  Blas  insrresó  en  la  carrera  fiscal  en  19  de  Jnnio  de  1869, 
siendo  jnbilado  en  14  de  Jnlio  de  1890,  clasificándole  con  veinte  afios,  doa 
meses  y  trece  días  de  servicios. 

Interpuesto  por  el  interesado  recurso  de  alzada,  pidiendo  mejora  de  cla- 
sificación y  abono  de  ocho  afios  de  carrera,  el  Ministerio  de  Hacienda,  ae 
parándose  del  dictamen  de  la  Dirección  de  lo  Oonteneioso,  expidió  la 
Real  orden  de  4  de  Agosto  de  1891,  desestimando  los  dos  extremos  de  la 
solicitud. 

Interpuesto  el  recurso  contencioso  administrativo,  recayó  sentencia, 
cuya  parte  snstancial  dice  así: 

Considerando  que  la  cuestión  que  se  ventila  en  el  presente  litigio  está 
reducida  á  determinar  si  D.  Lesmes  de  Blas,  que  ingresó  en  la  carrera  jn 
dicial  en  1869,  tiene  ó  no  derecho  á  que  se  le  computen  los  ocho  afios  de 
carrera,  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  decreto  ley  de  91  de  Octubre 
de  1878: 

Considerando  que  aunque  en  el  art.  1.^  de  este  decreto  ley,  informado 
en  un  espíritu  restrictivo,  se  inculca  la  escrupulosa  observancia  de  las  te- 
yes  generales  vigentes  en  materia  de  claaificación,  con  exclusión  de  las 
Beales  órdenes  dictadas  para  casos  especiales  y  de  la  jurisprudencia  es- 
tablecida, que  estuvieran  en  oposición  con  el  texto  y  letra  de  dichas  leyes, 
es  lo  cierto  que  por  la  regla  9.*  de  su  art.  6.<>  se  manda  barrer  el  abono  de 
los  ocho  afios  de  carrera  qne  concedieron  las  leyes  de  1886  y  18b9  á  los 
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Jaeces  y  MÍDÍstros  de  los  Tribonalee  y  á  loe  fancionerioe  del  Minieterio- 
fiecal,  eiempre  qae  bobieseo  deeempefiado  eD  propiedad  eos  empleoe» 
•iendo  éetoe  de  planU  reglamentaria,  con  eneldo  ««•Halado  en  loe  Preca- 
pneetoe  generales  del  JBstado,  y  con  nombramiento  Real,  de  las  Cortee,  de 
la  Regencia  del  Reino  ó  del  Gobierno  proyiaional,  y  despoés  de  cnmplida 
la  edad  de  dieciséis  afios: 

Ck>nsid6cando  qae  aun  admitido  el  hecbo  de  qae  las  leyes  de  1865  y  1807, 
qae  limitaron  el  abono  de  lospcho  afios  de  carrera  á  los  Jaeces,  Abogados 
y  Fiscales  qae  fneron  nombrados  antes  de  1866,  contuvieron  ana  deroga- 
eióa  tácita  de  las  leyes  anteriores  en  el  panto  concreto  á  qae  este  litigio 
se  refiere,  siempre  habrá  qne  estimar  los  preceptos  de  ésta  como  mersr 
aente  puestos  en  vigor  por  voluntad  expresa  del  legislador,  claramente 
manifiesu  en  la  referida  regla  9.^  del  decreto  ley  de  22  de  Octubre  de  1868: 

Gonsiderando  que  siendo  este  el  estado  de  derecho  al  promulgarse  la 
ley  provisional  sobre  Organización  del  Poder  judicial,  de  15  de  Septiembre 
de  1870,  á  él  tenía  que  referirse  necesariamente  la  preecripción  eontenidik 
•n  el  art.  241  de  la  ley  Orgánica  del  Poder  judicial,  es  Innegable  su  dere- 
cho al  abono  de  los  ocho  afios  de  carrera: 

Gonsiderando  que,  no  obstante,  habiéndose  fundado  la  Administración 
para  ne^ar  el  derecho  del  demandante  en  el  criterio  adoptado  al  reformar 
el  art.  297  de  la  ley  Hipotecaria  según  la  de  21  de  Julio  de  1876,  y  en  la 
Real  orden  de  22  de  Marso  de  1889,  aclaratoria  del  Real  decreto  de  29  de 
Enero  del  mismo  afio,  se  hace  necesario  examinar  el  alcance  de  dichas 
disposiciones  en  relación  con  el  derecho  de  que  se  trata: 

Gonsiderando,  en  cnanto  al  art  297  de  la  ley  Hipotecaría,  que  si  bien 
reconoce  únicamente  el  derecho  al  abono  de  los  ocho  afios  de  carrerea  lo» 
Registradores  de  la  propiedad  que  ingresaron  en  el  Cuerpo  antee  de  16  de 
JaUo  de  1866,  ó  á  los  que,  habiendo  ingresado  después,  tuviesen  este  dere- 
cho adquirido  con  anterioridad,  tal  disposición  no  se  biso  en  igaal  forma 
extensiva  á  los  Jueces,  Magistrados,  individuos  del  Aiinisterío  fiscal  y  Ca- 
tedráticos, como  en  todo  caso  sería  necesario  para  qae  dicha  limitación 
les  fuera  aplicable: 

Considerando  que  recientemente  ha  reconocido  el  legislador  la  eflca- 
cada  y  virtualidad  del  decreto-ley  de  Octubre  de  1868  y  de  las  leyes  de 
1836  y  1862,  á  que  aquél  se  refiere,  al  conceder  por  el  art  14  de  la  ley  de 
18  de  Septiembre  de  1888  el  derecho  al  abono  de  los  afios  de  carrera  de 
Abogado  á  los  Ministros,  Fiscales  y  Secretarios  de  este  Tribunal,  por  la 
analogía  de  las  funciones  propias  de  aquellos  cargos  con  los  de  la  carrera 
judicial  y  fiscal,  precepto  que  no  tendría  justificación  ni  podría  ezpliraree^ 
dada  la  vaguedad  con  que  aparece  redactado,  si  no  estuviesen  subsisten- 
tes las  disposiciones  á  que  indudablemente  alude,  las  cuales  determinan 
que  son  ocho  los  afios  de  servicios  que  por  rasón  de  carrera  deben  abo- 
narse: 

Gonsiderando,  por  lo  que  se  refiere  á  la  Real  orden  de  22  de  Marzo  de 
1889,  que  sobre  no  haberse  publicado  en  la  Gaceta  de  Madrid^  no  tiene 
más  alcance  que  el  de  una  instrucción  dada  por  el  Ministerío  de  Hacienda 
á  la  Junta  de  Clases  pasivas,  como  aclaración  al  Real  decreto  de  29  de 
Enero  anterior,  qne  ninguna  disposición  contiene  respecto  de  esta  mate- 
ria, sino  la  de  no  comprender  el  abono  de  los  ocho  afios  á  los  Catedráti- 
cos de  Institutos,  á  más  de  que,  como  disposición  interpretativa,  no  poede 
prevalecer  contra  la  letra  y  el  espíritu  de  los  preceptos  legales  á  que  se  re- 
flt^re: 

Gonsiderando  qne  no  procede  en  este  caso  la  Imposición  de  costas  so- 
licitada por  la  parte  demandante,  en  atención  á  que  al  dictarse  la  Real 
orden  reclamada  en  este  pleito,  únicamente  era  conocida  en  el  Ministerio 


'^"^^. 


Digitized  by  VjOOQIC 


SBBOLüOIOlfXS  DBL  TUBUHAL  OOKTXHCflOíBO-ADMnnSnUTnrO        «39 

de  Hacienda  1a  aenteneia  de  13  de  Diciembre  de  1890,  <itie  por  tí  eola  bo 
podía  coDatitoir  joritpradeocia. 

Vietoe  loe  arte.  36  de  Ja  ley  de  Preeapaeetoa  de  16  de  Majro  de  18SS,  re- 
•glat  6>  y  7.*;  art.  II  de  la  ley  de  Preeapoeetoe  de  4  de  Mayo  de  1862;  el 
art.  11  de  la  ley  de  Preanpneetoe  de  18  de  Jallo  de  1866;  el  art.  19  de  la  ley 
de  PrMopaeetos  de  39  de  Julio  de  1867;  los  arta.  1.^  y  6.o  del  decreto-ley  de 
39  deOtitabre  de  1868;  el  art.  341  de  la  ley  provisioDal  eobre  Ori^oizadóa 
del  Poder  jadidal  de  16  de  Septiembre  de  1870;  el  art.  397  de  la  ley  Hipote- 
caria, reformada  por  1a  ley  de  31  de  Jallo  de  1866;  el  art  l.o  del  Real  de- 
creto de  39  de  Enero  de  1889;  la  regla  1.»  de  la  Real  orden  de  33  de  Mar- 
so  de  1889: 

Vista  la  sentencia  de  este  Tríbanal,  de  qae  qaeda  hecho  mérito; 

Fallamos  qae  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  de  4  de 
Agosto  de  1891,  y  en  so  lagar  declaramos  qae  D.  Lesmes  de  B^as  tiene 
derecho  á  qae  se  le  compnten  en  sa  clasificación  los  ocho  aftos  de  carrera 
•  de  Abogado,  y  en  sa  virtad,  á  la  m^^jora  de  haber  pasivo  qae  corresponda. 
—(Sentencia  poblicada  el  16  de  Noviembre  de  1898,0  inserta  en  la  Ga- 
ceta de  16  de  Marao  de  1898.) 
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SnrrsifefA  (17  de  Noviembre  de  ÍS97\^Franqíiieia  de  Admmoi.  Jfa- 
ierial  de  ferroearrile$.  Incompetencia  de  jwriedieción.^Be  estima  proceden* 
*té  la  excepción  de  incompet^'ncia  alegada  por  el  Fiscal  en  el  recurso  inter- 
poesto  á  nombre  de  D.  Olaadio  Planas,  Direetor  de  la  Oompsfiía  de  loa 
"ferrocarriles  de  Tarragona  á  Barcelona  y  Francia,  sobre  revocación  de  nam 
orden  del  Poder  Ejecativo  de  la  República,  relatíTa  á  la  franqnida  de 
Aduanas  que  tenia  concedida  dicha  Empresa,  y  se  establece: 

1.^  Que  eólo  dentro  del  plago  Jijado  en  el  art.  7.o  de  la  lep  de  13  de  Sip- 
Üemhre  de  1888,  puede  interponerse  el  recurso  eontencioeo  qdministraHvo; 

Y  2.^  Que  en  la  época  que  se  dio  la  orden  que  se  impugna  no  se  ooneedia 
W  reeurso  eontendosé-admhiistrativo  contra  las  resoluciones  de  la  A^miinietra' 
cián  en  asuntos  de  AduanaSy  siendo  incompetente,  por  lo  tanto,  el  TrUmnal, 

Por  Real  orden  del  Ministerio  de  Hacienda,  de  6  de  Jnlio  de  1874,  sa 
disposo  qae,  con  objeto  de  evitar  los  inconvenientes  qae  pedieran  produ- 
cir las  diversas  fechas  de  cadacidad  de  la  franquicia  de  Adnanas  de  las  dis- 
tintas lineas  de  la  Oompafiía  de  Tarragona  á  Barcelona  y  Francia,  se  uni- 
ficaran todas  ellas,  sefialando  como  fecha  común  la  de  7  de  Abril  de  1867. 

Lá  Oompafiia  combatió  la  fecha  de  caducidad,  y  despnés  de  haber  acn- 
dido  al  Consejo  de  Estado,  interpaso  recurso  contencioso  administrativo» 
cuya  sentencia  dice  asi  en  su  parte  sustancial: 

Oonsiderando  que,  aun  aceptado  el  hecho  inverosímil  de  que  la  ordmi 
de  6  de  Julio  de  1874,  dictada  exclusivamente  para  la  Oompafiía  de  ferro- 
carriles de  Tarragona  á  Barcelona  y  Francia,  no  se  comunicara  oportona- 
Biente  á  ésta,  lo  que  supone  un  trabajo  estéril  en  la  Administración,  es  lo 
cierto  que  en  instancia  de  18  de  Janio  de  1886  la  expresada  Empresa  se 
aaanifMtó  enterada  de  dicha  resolución,  desde  cu3f«  fecha  ha  dé  contaras 
por  hec;ha  la  notificación  para  todos  los  efectos  legales: 

Considerando  que  desde  18  de  Junio  de  1886  á  13  de  Julio  de  1887,  ea 
qne  se  presentó  la  demanda,  transcurrió  con  exceso  el  plazo  para  lnterpo> 
serol  recurso  contencioso  administrativo,  y  por  consiguiente,  la  demanda 
tiaé  deducida  fuera  de  tiempo: 
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Goniideraiido,  «demác,  qiie>eD  la  époea  en  qoe  fadietó  U.orden  qQ#«»^ 
impagoa  no  se  dab»  el  recurso  contencioso  contra  las  resoluciones  de  la 
Administración  en  asuntos  de  Aduanas,  y  por  tanto,  si  el  Tríboaal  no 
fuera  incompetente  para  conocer  de  este  recurso  por  extemporáneo,  io  se- 
rla por  razón  de  la  materia; 

Fallamos  que  del>emos  declarar  y  declaramos  qoe  procede  estimai  la 
excepción  de  incompetencia  alegada  por  el  Fiscal,  y  qoe  el  Tribanal  i*a  in* 
competente  para  conocer  de  este  recnrso.~(8entencia  publicada  el  17  da  . 
KoTiembre  de  1892,  é  inserta  en  la  Oaceta  de  16  de  Miurao  de  189S.) 
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Skbtxvcia  (17  de  Noviembre  de  \B^2).'-^Ckrffai  de  jumHpUl  ExeepcUm  ^ 
peretkUtria,  FaÚa  de  perMonalidad.—Be  declara  procedente  la  excepción  pe- . 
rentoria  de  falta  de  personalidad  en  el  representante  de  la  parte  aofccMV 
alegada  por  el  Fiscal  en  el  recurso  promovido  á  nombre  del  Real  Patronato 
de  la  Basílica  de  Atocba,  sobre  revocación  de  nna  Real  orden  relativa  A 
una  carica  de  jusUcia,  y  se  establece: 

i.o  Que  con  arreglo  al  art  58  del  Reglamento  de  30  de  Dicienibre  de  1846 
íobre  procedimiento  en  la  via  contencieoa^  vigente  al  inidaree  el  presente  plei- 
to, toaa  demanda  de  particular  deberia  estar  firmada  por  un  Ao*tgado  del  Oh 
Ugiú  de  Madrid,  preimis  el  correapofutlcnte  poder,  ó  por  los  mismos  rntrn-e- 
sados: 

2J^    Que  autorisado  por  Beal  orden  um  Letrado  para  representar  á  una 
personalidad,  autorisándole  para  seguir  un  asunto,  practicando  las  diligencian 
6  entablando  los  recursos  adnUnistratieos  que  estime  Ofortunos,  no  puede  Ao- 
eerse  extensitfo  el  mandato  al  reenrso  eonteneioso-adtmnistrativo,  fue  es  dis^  . 
tinto  de  aquéllos; 

T30  Que  en  todo  caso,  es  necesario  que  ala  demanda  acompañe  eH  poder 
para  acreditar  la  personalidad. 

El  Rector  de  la  Basílica  de  Atocha  presentó  instancia^  pidiendo  se  abo^ 
naran  á  dicha  iglesia  los  capitales  de  una  pensión  y  sus  intereses,  otorgada . 
por  Femando  VII,  y  que  constituía  nna  carga  de  justicia. 

Por  R^  orden  de  6  de  Octubre  de  1882  se  decretó  no  haber  logar  por 
entonces  á  lo  que  se  pedía,  y  habiendo  acudido  á  la  vía  contenciosa,  se  de- 
claró inadmisible  la  demanda,  por  no  decidir  la  Real  orden  definitivamente 
la  caestión. 

Presentada  naera  instancia,  después  de  varios  trámites,  fuá  desechada 
por  la  Real  orden  de  8  de  Marso  de  1888,  en  la  que  se  desestima  definiti- 
vamente la  pretensión,  contra  la  cual  se  presentó  demanda  contencioso-^ 
administrativa,  por  el  Letrado  D.  Iimacio  Sáes  de  Grasi^  que  bsbia  sida 
aatorisadopor  Real  orden  de  11  de  Febrero  de  1869  para  seguir  el  asunto, 
practicando  las  diligencias  ó  estableciendo  los  recursos  administrativos  qv» 
estimara  oportunos. 

Seguidos  los  trámites  legales,  se  dictó  sentencia,  caya  paite  dispositiva 
^oeasí: 

-  Goasiderando  que,  con  arreglo  al  art.  58  del  Reglamenta  de  30  de  Di<- 
dembre  de  1846  sobre  procedimiento  en  la  vía  contenciosa,  vigente  al  ini- 
eiarse  el  presente  pleito,  toda  demanda  de  particnlar  deberte  estar  firmada 
por  un  Abogado  del  Colegio  de  Madrid,  previo  el  eorrespondiente  poder,^ 
óbpor  loe  mismos  inteieMKios: 

Considerando  que  el  licenciado  D.  Ignacio  Báei  de  Orasl  no  prensil 
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ftl  interponer  ift  denanda,  ni  tampoco  deapnós,  poder  qae  acreditaee  «a  re- 
preaentacióo,  y  por  eonaecaencia,  locar  rió  en  la  falta  de  personalidad  qae 
el  Fiaeal  le  atribuye,  de  aeaerdo  con  loe  artlculoa  80  del  Reglamento  citado 
7  46  y  48  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888: 

Considerando  que  no  desvirtúa  este  joicio  el  hecho  de  haber  gestio- 
nado 8áes  de  Qrasi  en  el  expediente  gobernativo  como  representan t»  del 
Beal  Patronato  de  la  Basílica  de  Atocha,  porqoe  esta  representación  le  fné 
conferida  por  Real  orden  de  11  de  Febrero  de  1879,  aatorísáodole  para  se- 
guir el  asunto,  practicando  las  diligencias  ó  entablando  lo$  rtcurmm  admi' 
mttratiwoB  qae  estimase  oportanós;  y  limitado  en  esta  forma  el  alcance  dfd 
naandalo,  no  paede  hacerse  extensivo  al  recnrso  eontenctosoí  esencialmente 
diitinto  de  aqoóllos: 

Considerando  qoe  aqn  en  el  caso  de  qae  la  citada  Beid  orden  hnbiera 
faittUado  al  Licenciado  Sáei  de  Qrasi  para  recarrir  en  caso  necesario  á  la 
▼ia  contenciosa,  no  hubiese  podido  realisar  de  ningún  modo  eficazmente 
ente  acto  sin  qoe  aoompafiase  á  la  demanda  el  poder  exigido  por  las  pres- 
cripciones legales  vigentes  á  la  saióa : 

Considerando  qae  tampoco  sabsana  el  defecto  enanciado  la  compare- 
oeoeiA  en  forma  del  Licenciado  D.  Rafael  Adell,  porque  cuando  esto  tavo 
logar,  á  eonsecoencia  de  la  moerte  de  D.  Ignacio  Sáes  de  Grasi^  había 
transoanrido  con  exceso  el  término  legal  de  interponer  la  demanda: 

Considerando  qae  estimada  la  excepción  de  taita  de  personalidad  en  el 
representante  del  actor,  no  es  procedente  examinar  4a  de  defecto  legal  en 
Bsodo  de  proponer  la  dea>anda  ni  entrar  en  el  fondo  del  asunto. 

Vistos  los  artículos  68  y  86  del  Reglamento  de  80  de  Diciembre  de  1348, 
y  loe  artículos  46  y  4&  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedente  la  excepción 
perentoria  de  falta  de  personalidad  en  el  representante  de  la  parte  actora, 
alegada  por  el  Fiscal;  en  sa  consecuencia,  archívese  el  rollo  y  devuélvase 
el  expediente  al  Altnisterin  de  qae  procede.— (Sentencia  publicada  el  17  de 
Noviembre  <ie  1888^  é  inserta  en  la  C^oseto  de  16  de  Marao  de  1899.) 
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SKNTKNcrA  (1 7  de  Noviembre  de  1802).— ^5ono  de  Uempo  de  ierviciot. — 
8e  revoca  la  Real  orden  de  10  de  Marzo  de  1890,  impugnada  á  nombre  de 
D.  José  Nandó  Atienza^  relativa  á  abono  de  tiempo  de  servicios,  y  se  esta- 
blece: 

Qne  el  tiempo  eervido  como  Oficial  mayor  de  la  Emsribania  de  un  Jungado 
de  Querrá  de  una  Capitania  genercU,  con  anterioridad  al  1868^  es  de  abono 
en  la  cla^ficación  para  derechos  pasivoSy  por  tratarse  de  un  destino  desempe- 
ñado por  nombramiento  de  Autoridad  delegada. 

D^  José  Kandé  Atíensa,  declarado  en  sitoación  de  retiro  sin  opción  A 
flooe  ém  aneldo,  solicité  que,  é  los  efectos  de  sus  derechos  parvos,  se  acn- 
mnlaraid  tiempo  de  servicio  de  su  claeiflcación  el  tiempo  qae  había  ds«> 
empeñado  el  cargo  de  Escribano  de  Guerra,  así  como  el  que  había  desem- 
peftad»  la  placa  de  Essríbiente  de  ona  Rscribanía  de  Guerra. 

Previo  informe  favorable  del  Anditor,  el  Consejo  Supremo  de  Guerra 
y  Marina  acordó  que  el  interesado  carecía  de  derecho  al  abono  de  ser> 
vicios  que  soliciuba,  y  se  dictó  Real  orden  de^lO  de  Mario  de  1890  des* 
eatimando  la  pretensióB  de  D.  José  Nandé. 
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Impngnada  Ia  Real  orden  por  demanda  contenoioaa,  ae  dktó  aenteneia^ 
enya  parte  dispoeitiva  dice  aai: 

Ooneiderando  qne  el  tiempo  que  air^ó  D.  Joeé  Nandé  A.tlefiia  de  Oi- 
oial  mayor  de  la  Eecribaoía  de!  Juagado  de  Qaerra  de  la  Cepitanía  Kene- 
ral  de  Granftda,  en  el  período  qne  media  deade  2)  de  Oetobre  de  1861  á  6 
de  Agosto  de  1866,  le  ee  de  abono  en  an  daaifieadón,  por  tratarae  de  om 
destino  deaempefiado  con  anterioridad  al  decreto-ley  de  SI  de  OeCabft 
de  1868,  por  nombramiento  de  Autoridad  delegada,  como  lo -erad  OapÜán 

general  del  distvko,  conforme  á  lo  dispneato  en  el  Real  decreto  de  )1  de 
iciembre  de  1867  y  ley  de  Presupuestos  de  )8  de  Febrero  de  1878: 
Ck>nsiderando  qne  no  reone  laa  misofiaa  eironnatanciaa  el  carato  de  A«* 
xiliar  de  la  citada  Escribanía,  qae  como  el  recnrrente  no  lo  obtOTO  por 
nomb  ramiento  de  Autoridad  competente,  no  puede  reconocérsele  el  tlem- 
poqoe  lo  desempefió  desde  18  de  Diciembre  de  1844  á  91  de  Octobie 
de  1861. 

Vistos  el  Real  decreto  de  91  de  Diciembre  de  1867,  el  ert  6.«  del  Real 
decreto  de  22  de  Octubre  de  1868,  el  art.  10  de  la  ley  de  Presupuestos  de 
28  de  Febrero  de  1878; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  rerooamos  !•  Real  orden  redamada^ 
de  10  de  Mano  de  1890,  declarando  que  á  D.  José  Nandé  Atienza  debe 
abonarae  en  an  claslAcación  el  tiempo  durante  el  cual  desempefió  plata  de 
Oficial  mayor  de  la  Escribanía  del  Juagado  de  CKierra  de  la  Capitanía  ge- 
neral de  Granada,  desde  92  de  Octubre  de  1861  á  6  de  Agoato  de  1866.— 
S Sentencia  publicada  el  17  de  Noviembre  de  1892,  é  inserta  en  la  Oáeda 
le  16  de  Marso  de  1898.) 
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SnrrKWCTA  (18  de  Noviembre  de  1892).— ^Ifenlai.  IVeoie  de  remtUe. 
Jfi^refo.~Se  confirma  la  dictada  por  el  Tribunal  provincial  de  Cuenca,  ea 
el  pleito  en  grado  de  apelación  entre  la  Adminiatración  pública  y  D.  José 
Solera,  aobre  multa  impuesta  á  éste,  como  rematante  de  ciertos  pinos  en 
la  detieaa  del  Hospital  de  Fuentes,  y  se  establece: 

!•  Que  ingresado  el  precio  M  remate  eon  i^eeión  á  Uu  eandieUnei  fm 
tirvieran  de  baee  á  ta  iibtuta,  el  rematante  ettá  en  Uu  eondiehnee  legalee 
para  que  §e  le  dé  la  licencia  necesaria  para  el  aprovechamiento: 

i^  o  (¿ue  una  vez  hecho  el  ingreso  con  arreglo  á  las  condiciones  delasn^ 
basta,  si  el  Gobernador  modificara  las  condiciones  rrferentes  al  ingreso  dd 
precio  del  remate,  no  puede  hacerse  responsable  al  rematante  de  no  haber  in- 
gresado el  precio  en  la  Caja  ^ue  el  Oobemador  designare; 

Y  3.^  Que  siendo  reoumto  indispensable  para  el  aprovechamiento  la  U- 
concia  del  distrito  forestal,  no  puede  ser  responsable  el  rematante  de  que 
transcurra  el  término  del  aprovechamiento^  si  éste  no  hubiera  podido  tener  lu- 
gar por  no  obtener,  á  pesar  de  reclamarla,  la  correspondiente  licencia, 

D.  José  Solera  Guadalajara  remató  280  pinos  mareados,  y  de  acuerdo 
con  la  condición  6>  del  pliego  de  condidonea,  ingresó  el  10  por  100  del 
predo  del  remate  en  la  Caja  de  la  Delegación  de  Hacienda  y  él  resto  en 
laa  arcas  municipales  de  Fuentes. 

Al  aprobarse  la  aubasta,  ordenó  el  Gobernador  se  hldera  el  iagreao  del 
predo  del  remate  en  la  Caja  de  Depódtos;  providencia  que,  desconodda 
por  el  remataote,  no  pudo  aer  cumplida,  y  pidió  se  le  diera  la  licencia  para 
el  aprovechamiento  y  ae  pidiera  al  Alcalde  de  Fuentes  ingresara  ea  la 
Sucursal  de  Depósitos  la  cantidad  entregada  por  el  rematante. 
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El  Goberotdor,  á  proiraeito  del  distrito  forestal,  acordó  imponer  \ 
multa  á  D.  José  Solera  y  declarar  caducado  el  aproTechamlenta,  por  no 
liaber  acreditado  en  forma  el  ingreso  del  precio  del  remate  dentro  del  tér- 
mino fijado. 

Oontra  esta  procidencia  interpuso  el  interesado  demanda  conteneioea 
ante  el  Tribunal  provincial  de  Oaenca,  y  sé  dictó  sentencia,  coya  parte 
dispoeitiva  dice  así: 

Considerando  qne  al  efectuar  D.  José  Solera  el  ingreso  del  total  precio 
del  remate  en  la  forma  y  tiempo  que  lo  hiso,  lo  efectuó  con  sojeción  es- 
tricta á  la  condición  A.*  del  pliego  que  sirvió  de  base  á  la  subasta,  enm> 
pliendo  por  so  parte  la  obligación  nacida  del  contrato  en  la  forma  oonve- 
nida,  y  acreditado  el  ingreso  con  las  correspondientes  cartas  de  pago,  es- 
taba en  condiciones  legaies  de  que  se  le  facilitara  y  expidiera  por  el  dis- 
trito forestal  la  licencia  necesaria  para  el  aprovechamiento  de  los  pinos 
objeto  de  la  subasta: 

Considerando  que  aun  en  el  supuesto  de  que  el  Gobernador  civil  ds 
la  provincia  estuviera  facultado  para  modificar  y  alterar  la  mencionada 
condición  5>  del  pliego  en  el  sentido  de  que  se  hiciera  el  ingreso  en  la 
Oaja  sucursal  de  Depósitos,  no  pudo  cumplirse  por  el  remátente  eon  esa 
orden,  por  habérsele  notificado  varios  meses  deipnés  de  la  fecha  en  qcis 
ya  habla  efectuado  el  ingreso;  y  por  lo  tanto,  no  obró,  como  se  supone,  al 
realisarlo,  en  contravención  á  una  providencia  gubernativa  que  ignoraba 
y  desconocía,  como  lo  reconoció  el  Gobernador  al  exigir  del  Administrs- 
^or  del  Hospital  la  devolución  de  la  cantidad  para  el  ingreso  acordado  eft 
la  Caja  sucursal  de  Depósitos: 

Gonsiderando  que  siendo  la  licencia  del  distrito  forestal  requisito  pre- 
-tíwoy  necesario  para  que  el  rematante  pudiera  llevar  á  cabo  el  aprovecha- 
miento de  los  pinos  subastados,  y  no  habiéndola  obtenido  A  pesar  do  ha- 
"berla  solicitado  en  tiempo  y  tener  satisfecho  el  precio,  no  puede  serlo 
imputable  esa  falta,  ni  dejó  por  su  parte  transcurrir  el  plaxo  sefiatado  paro 
él  disfrote,  que  bien  á  pesar  suyo  obedeció  á  causas  completamente  ajenas 
-é  independientes  de  su  voluntad;  y  en  las  que  no  tuvo  intervención  ni 
participación  de  niogun  género: 

Oonsiderando  que  bajo  ese  concepto  carece  de  aplicación  al  caso  ds 
i]ue  se  trata  el  art.  85  del  Real  decreto  de  8  de  Mayo  de  1884,  toda  ves  qoo 
A  transcurrió  el  placo  sefialado  para  el  aprovechamiento  no  fué  por  cnlps 
ni  abandono  del  rematante,  á  quien  se  exige  en  la  providencia  gubemo- 
"tiva  la  responsabilidad  consiguiente  á  una  falta  que  no  cometió,  imponién- 
dole una  multa  que  rechasan  de  consuno  la  letra  y  espíritu  de  dicho  pre- 
cepto legal;  pues  mal  pudo  dejar  transcurrir  por  su  parte  el  plaso  con- 
cedido para  el  aprovechamiento,  cuando  no  se  le  puso  en  condiciones  de 
«eaHsarlo,  opuesto  A  los  principios  mis  rudimentarios  y  elementales  ds 
justicia  y  equidad,  la  imposición  de  multa  al  licitador  de  buena  fe  y  rema- 
*tante  de  unos  pinos  comprados  en  subasta  pública,  que  después  de  haber 
satisfecho  el  precio,  por  un  incidente  independiente  del  contrato,  no  so  lo 
-entrega  la  cosa  comprada,  A  lo  que  equivale  el  no  expedirle  el  distrito 
forestal  la  licencia  necesaria  para  fa  corta,  viéndose  privado  de  la  canti- 
dad ingreeada  y  de  los  pinos  rematados  en  su  &ivor. 

Vista  la  condidóu  fi>  del  pliego  que  eirvió  de  base  A  la  subasta,  el  ex- 
pediente gubernativo  y  el  art.  61  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  188$; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  providencia  ó  resolu- 
oión  del  Gobernador  civil  de  esta  provincia,  fecha  \^  de  Febrero  de  1887, 
-^qoe  ha  nido  impugnada  en  la  demanda,' relevando  al  demandante  D.  José 
Solera  Gnadalajara  del  pago  de  la  multa  do  360  pesetas  49  céntimos  qoo 
-en  la  misma  so  lo  Impuso,  sin  hacer  expresa  condenación  de  costas;  fssec^ 
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Tttido  al  actor  el  derecho  de  que  ••  crea  eeietído  pera  1a  deTofaMlóB  de 
1m  ceoUdedee  SogreeiuiM  como  precio  del  remate  y  demáa  qae  ie  inteiMe, 
para  qoe  lo  ejercite  en  la  vía  y  forma  qoe  viere  convanieste. 

laterpaesto  contra  eeta  sentencia  recurso  de  apelación  por  el  Abogikdo 
del  Eetado,  el  Tribonal  de  lo  Contendoao  admiidatrativo  diei6  la  tenten* 
cía  ^ne  diee  en  su  parte  eoatancial: 

Aceptando  loe  resnltandoe  y  considerandos  de  la  sentencia  recorrida; 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  en  todos  sos  eztre- 
moa  la  sentencia  dictada  por  el  Tribonal  provindal  de  Coenca  en  4  de- 
noviembre  de  1890,  objeto  del  preaente  rcro reo.— (Sentencie  poblictda  el, 
18  de  Koviembre  de  1892,  é  inserta  en  la  Qaoeta  da  16  de  Macso  de  1893.> 
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SniTBHoiA  (18  de  Noviembre  de  lS92).^DrfraHdaciÓ9^  CóntrUmeión 
tiuhistrta/.— Se  confirma  la  dictada  por  el  Tribonal  local  de  Poerto  Bico 
en  el  pleito  ea  grado  de  apelación  entre  la  Adminlatraoión  general  del  £•* 
tado  y  D.  Antonio  CkMnila  v  otroe,  sobre  defrandación,  y  ae  establece: 

i .0  Qué  m  el  núm.  S.^  je  la  úIom  Ma  de  la  tari/a  1.»  de  C^tribucúma^ 
Mú  se  íalUm  CQWfprendido$  lo$  eaféé  en  qm  $e  $itrvem  eomida$,  almmertoi  á 
emoB  y  Ma  elau  de  bebida$  éfiambre$^  y  Im  reetaoranU,  en  otiya  ek»e  ae 
j^mden  eUisifiGarMe  lo$  e$tablec%mieñi<i§  de  U$  a€tore§  en  mte  jmcia^  pm$l^  9^ 
•c  AoUa  plenamente  probado  ^ue  no  ton  talee  restaoranla«  ni  Biquiera  en  éliof- 
9e  eiroen  eomidae  v  oenaf ,  f  m  tolamente  duke$^  bMda$  ó  refremsoe; 

Y 2,^  Vue  dooa  la  tndmttria  á  que  loe  rtcurreniet  $e  hallan  dedicado$,n^ 
le9  comprende  máe  elaMÍficaeión para  elpago  de oontrñucionee  §U4  Udecon» 
/Uero  con  repoeteria  ó  $m  ella^  óeealaM  núm,  é.o,cia9e4,^',  toarla  i.%  oaya 
cmáa  emUriimiiva  e»  m^perior  á  la  del  núm.4.<^^elam  6.\  delainiematarifa^ 
§ue  rnmfrende  loe  botiUeriae  timplemenie^  en  enye  eoee  podráan  kaüarm  m^ 
Messiaoiearafi^  como  $e  dedinan^  al  eo^müUo  y  wenta  de  dnkm. 

D.  Antonio  (jK>mila  y  otros  doeftos  de  establecimientos,  qne  Agoraban 
asatricoladoe  y  pagando  oontriboción  eomo  dedi<aados  á  la  industria  d» 
oanfifesria,  íoeron  denondados  por  el  Investigador  de  (^ontribodonee,  por 
haber  obeervado  qoe  en  dichos  establedmientos  había  botellas  de  vinos». 
lioorea,  cerveaa  y  latas  de  conservas  y  dulces,  y  en  local  oootiguo  meaaa 
y  aillaa  diapoeetas  para  el  aervido  páblioo. 

La  Intendencia  general  de  Hadenda,  de  acuerdo  con  lo  propoesto  por 
«1  Inveetigador,  que  eopoaía  exietir  una  delraodadón,  por  ser  cafés  y  na 
oonflterias,  condenó  á  los  indostrialee  á  la  penalidad  establedda  en  d 
art.  88  del  Reglamento  general  de  Contribodcñes. 

Inlerpoeeta  demanda  oontencioea,  el  Tribonal  local  de  Poerte  Bico- 
dict6  la  eentenda,  qoe  dice  en  ao  parte  aostandal; 

l.o  Considerando  que  en  d  núm«  Z.^  de  la  clase  3.*  de  la  tarifa  1.a  da 
Contríbaciones  sólo  se  hallan  compreadidoe  loa  ealéa  en  qae  se  drven  co» 
midaa,  dmuerios  ó  oenaa  y  toda  dase  de  bebidaa  ó  fiambrea,  y  loe  r€a- 
laiireii(t,en  cuya  dase  no  poedea  elasifieairse  loa  establedmientos  de  los- 
aoCorea  en  eate  juicio,  puesto  que  oe  halla  plenamente  probado  que  no  son 
talea  reslonroníi,  ni  siquiera  en  elloa  ee  airven  comidas  y  CMias,  y  sí  ipla- 
mente  duloea,  bebidae  ó  lefreeooa: 

3.0  Ck>ndderando  que,  dada  la  induatria  á  que  los  leeorrentes  ae  hallan 
dadieadoa,  no  ka  eompiende  máa  dadficadón  para  el  pago  de  eontriho^ 
doaea  qae  la  de  confitero  eon  repoeteria  ó  ala  cllai  ó  aea  la  del  Jiúm.  4.\ 
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cíate  4.%  tAríía  1>»  coya  cooU  contribotiva  ea  aoperior  á  la  del  nüm.  A.\ 
elaae  6.%  de  U  núaoia  tarifa,  qoe  comprende  laa  boUUeriaa  aimplemente^ 
en  coy  o  caao  podrían  ballarae  ai  no  ae  dedicaran,  C0190  ae  dedican,  al  ex* 
pendió  y  venta  de  dolcea: 

%,^  Conaiderando  que,  dado  el  concepto  general  de  laa  confitéHaa  y  re- 
poateriaa,  c^a  de  admitirae  como  propio  de  laa  miamaa  la  venta  de  vinoa^ 
Ucorea  7  retreaeoa,  ain  qne  loa  ezpendioa  deenaturalicen  eaa  claae  de  eata- 
blecimientoa. 

Yietaa  laa  diapoaidonea  legalea  que  ae  dejan  citadaa; 

Fallamoa  qne  d^beipoa  revocar  y  revocamoa  la  leaolación  de  la  Inten- 
dencia general  de  Hacienda  de  32  de  Marao  de  1889,  por  la  que  ae  con- 
denó á  D.  Antonio  Gomila,  D.  Antonio  Frontera  y  D.  Augnato  Rabio  al 
reintegro  de  cantidad^a  para  el  Teaoro  y  al  pago  de  otraa  aomaa  con  apli* 
cación  al  art.  93,  como  defrandadorea  por  la  contriliación  que  aatiafaeen* 
al  Eatado;  y  diaponemoa  ae  devuelvan  íntegraa  á  loa  demandantea  laa  can- 
tidadea  conaignadaa  en  arcaa  realea  para  eatablecer  el  preaente  jnici<^  ain 
expreaa  condenación  de  coataa. 

£i  Flecal  iaterpnao  apelación  y  ae  diató  aantencia,  qoe  dice  aai  en  aa 
parte  diapoaitiva: 

Aceptando  loa  reaoltandoa  y  conaiderandoa  de  la  aenteneia  reonrrida*^ 

Jfallaoioa  qae  debemoa  oonftrmar  y  oonñrmamoa  en  todaa  ana  partea 
la  eentencia  dictada  por  el  Tribunal  local  de  Paerto  Rico  en  8  de  Agoata. 
de  1891,  objeto  del  preaente  recarao.—  (Sentencia  publicada  el  18  de  Ko- 
vieaobie  4e  1^8,  ó  inaerla  en  la  Oaata  de  16  de  Marao  de  1898.^ 
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fisvTKKCiA  (18  de  Noviembre  de  18^2),— Connmoi.  Cáneiertog  gremio- 
¡e$  áe  liquido9. — 8e  confiíma  la  Real  orden  de  14  de  Jalio  de  1890,  abaol- 
Tiendo  A  la  Adminiatración  de  la  demanda  interpufata  por  D.  Modeato- 
Llaó  Ubarb,  relativa  A  la  indoaión  del  intereaado  en  el  concierto  gremial 
de  Uqnidoa  del  pueblo  de  fian  Martín  de  Barroca,  y  ae  eatablece: 

4¡¡m€  oon  ñrreglo  al  tirl.  63  del  Reglamento  praviiional  pwa  la  impoiUiión^ 
mámmútraüéón  y  eobranga  del  imj^tío  de  confuaiet,  de  21  de  Jmnio  dé  1899,' 
en  el  ea9C0  y  radio  de  la$  poblaáonee  dehm  $er  comprendidoe  en  loe  encabeMO" 
miemtfm  generolee  la  totalidad  de  loe  individmae  que  en  grande  ó  pequeña  es- 
eala  eo$ethenyfabriq%^en,  eatpenéan  ó  irofiqum  cm  la  eepeeie  ó  eepeeiee  obfet^ 
éd  cmtÉrato,  y  que  par  eontiguienie,  baeta  la  eaHdad  de  coaechero  queeneide* 
wumdante  concurre  para  que  $e  halle  obUaado  al  vago  del  impueüo,  aun  ek^ 
wer  vecina  del  pueblo  en  queH  r^^arto  §e  ka  verifieado, 

D.  Modeato  Lleó  Ubach,  propietario  en  gran  eacala  en  el  pueblo  de 
8ao  Martin  de  fiarroca,  loó  ineluido  en  la  agremiación  obligatoria  para  re-' 
candar  el  impoeato  de  conanmoe  por  liqnifloai  proteetó  eontra  dicha  in» 
cloaiótt,  y  aiando  deaeaümada  la  proteata,  interpoeo  recnrao  de  alaada. 

Loa  repreaentantea  del  gremio  informaron  que  el  reclamante  había  aido- 
laielnido  en  el  ooneepto  de  primer  xoaeehero  en  grande  eacala  y  con  arre-^ 
gle  al  art  88  del  Reglamento,  que  no  diaiingaía  entre  ooaecheroa  veoinóa^ 
j  loraateroa. 

Interpat^atoa  loereonraoa  de  aliada,  denegAndoae  aiempre  la  pretenaión 
del  vedámante,  ae  dictó  la  Real  orden  de  14  de  Julio  de  1890,  la  cual  ha^ 
aido  impugnada  eo  la  vía  eontencioao-adminiatraliva,  diotándeae  la  r 
iemcia,  taeen  an  paite  diapoaitiva  dice  aai: . 
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Ooii8Íderan<1o  qne,  legún  revnlta  del  expediente  gnberatÜTO,  B.  Mo- 
deeto  Lleó  y  übacfa  faé  inelnldo  en  la  agremimción  obliiratoHa  paim  recta- 
dar  el  impaeeto  de  conramoe  por  líqaidoa  del  paeblo  de  San  Martín  de  8a- 
rroca,  en  el  concepto  de  primer  coaechero  en  grande  eecala  de  aquella  lo- 
calidad, de  cnya  calificación  no  ha  proteetado  el  intereeado,  limitándote  á 
•oatener  en  derecho  para  no  aer  indnfdo  en  él  referido  concierto,  en  qae 
ni  era  Tocino  del  pneblo,  ni  hacía  en  él  conanmo  de  yino  dnrante  la  corta 
temporada  del  afio  que  en  el  miamo  retidla: 

Oontiderando  qne  con  arreglo  al  art  68  del  Reglamento  proyitiond 
para  la  impoaición,  adminiatraciAn  j  cobraosa  del  imnnetto  de  contomoa, 
de  81  de  Jnnto  de  1889,  en  el  eaaco  y  radio  de  lat  pobladonét  deben  ter 
comprendidoa  en  loa  encábezamientoa  generalea  la  totalidad  de  loa  indlTi- 
dooa  qne  en  grande  ó  peqneíia  eacala  coaechen,  fabriquen,  expendan  ó 
trafiquen  con  la  eapecie  ó  eapeciea  objeto  del  contrato,  y  qne  por  conai* 
gniente,  baata  la  calidad  de  eoaechero  qne  en  el  demandante  coocnrre  para 
qne  te  halle  obligado  al  pago  del  impneato,  ann  ain  aer  yedno  del  potblo 
en  qne  el  reparto  te  ha  verificado: 

Oonaiderando  qne,  al  declararlo  aaí  la  Real  orden  impugnada,  lejoa  de 
de  idfringir  derecho  alguno  del  actor,  ae  ajutta  eatrictamente  á  la  letra  y 
^pfritn  de  lat  ditpoticionet  Tigenteaen  la  materia. 

Vltto  el  art.  6S  del  Reglamento  provitional  para  la  Impoaición,  adtni- 
niatración  y  cobranta  del  impneato  de  conaumoa,  de  31  de  Junio  de  1889; 

Fallamot  que  debemot  abtolver  y  abaolvemoa  á  la  Adminiatrteión  ge- 
neral del  Eatado  de  la  demanda  interpnetta  á  nombre  de  D.  Modetto  IM 
7  Ubach,  contra  la  Real  orden  de  14  de  Julio  de  1890,  la  coal  queda  firme 
y  tubtlttente.»(Sentencia  publicada  el  18  de  Noyiembie  de  189S,é  in- 
serta en  la  Qaeeta  de  16  de  Mano  de  1898.) 


450 

SsNTiivoiA  (19  de  Noviembre  de  1898).^Jftfiai.  Z^^NMiiat.— te  reifocta 
lat  Realea  órdenet  de  8  y  16  de  Diciembre  de  1890,  impngnadaa  á  noanbrt 
de  D.  Ricardo  de  Arrobe,  aobre  demaaia  de  nnaa  minas  en  la  provincia 
de  Viaoaya,  y  ae  ettableee: 

i.o  (¿He  COI»  arreglo  á  lo  prevmUk  m  el  art  IB  dd  drereto-U^  de  haete 
4»  29  de  Diciembre  de  1866^  cuando  entre  doeó  má$  cencettonet  rmdiem» 
npamo  franco  de  extenoión  menor  de  cuatro  heotáreae,  §e  concederá  como  do- 
tnofiaal  dueño  de  lae  minao  UmUrofee  que  primero  lo  eoUoiie; 

Y  2.^  Que  la  verdadera  conceoién  de  una  mina  m  el  titulo  de  propiedad, 
nopudiendo  entenderee  concedida  mientrae noce  ha  expedido  dicho  titulo. 

D.  Pedro  Maís  aolicitó  del  €k)bemador  de  Viicaya,  como  demaaia  para 
an  mina  MereedeOy  el  terreno  franco  comprendido  entre  otraa  viuriaa. 

Publicada  la  pertenencia,  I>.  Ricardo  Armbe,  repreoentante  de  la  mim 
Ouriol  y  peticionario  de  una  dematía  para  ella,  preaentó  eaerite  de  opo- 
alción,  pidiendo  ae  declarara  nulo  el  expediente  de  demaafa  para  la  mina 
MercedCB,  toda  ves  qne  ann  no  liabfa  transeurrido  el  término  para  poder 
expedir  el  título  de  propiedad. 

£1  Ctobemador,  previos  los  trámites  de  informar  la  Jefatara  f  la  Oo- 
misión  provincial,  acordó  deaeatimar  la  petloión  de  Armbeyqtfe  eonti- 
snara  la  tramitación  óeV  expediente  de  la  mina  ifereeeiet. 

interpneato  recarao  de  alaada,  (ri  Miniatafló,  ptwio  InionM  de  la. 
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Jauta  Soperior  de  Minería,  dictó  Real  orden  en  8  de  Diciembre  de  1690, 
confirmatoria  en  sa  mayor  parte  del  acuerdo  del  Gobernador. 

En  20  de  Febrero  de  18^0  D.  Ricardo  Armbe  pidió  se  le  concediera 
eomo  demasía  el  terreno  franco  comprendido  entre  las  minas  Curiol,  Mer- 
eedegf  Müagros  aumento  á  Ramón^  demasía  á  Antonina,  Ántofiina  y  Ba- 
Mdfi»  íondándoee  en  que  Cmriol  llegó  á  ser  concesión  definitiva  con  ante- 
rioridad á  Mercoedeg^  y  por  tanto,  ésta  no  podía  obtener  con  prioridad  á 
Cmiol  la  demaaía. 

£1  Gobernador  acordó  declarar  fenecido  y  sin  cnrso  el  expediente  do 
Curióla  y  el  Ministro  de  Fomento,  en  Real  orden  de  16  de  Piciembre 
da  181M),  eonfirmó  el  acoerdo  del  Gobernador. 

Interpuestas  demandas  contencioso  adminiatrativa  contra  las  dos^ 
Reales  órdenes,  y  acumuladas,  se  dictó  sentencia,  que  en  su  parte  disposi. 
liva  dice  asi: 

Considerando  queseen  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  18  del  decreto- 
ley  de  bas«s  de  29  de  Diciembre  de  1868,  cuando  entre  dos  ó  más  eoneegiO' 
ne$  resolte  un  espacio  franco  de  extensión  menor  de  castro  beetáreas,  se 
concederá  como  demasía  al  dtteño  de  las  minas  limítrofes  que  primero  la 
soUdte 

Considerando  que  cuando  en  26  de  Enero  de  1890  solicitó  D.  Pedro 
Maíz  el  terreno  d^  <loo  >d  trata  como  demasía  para  la  mina  Meroedei^  si 
bien  el  Gobernador  de  Viscaya  babía  dictado  providencia  en  4  del  mismo 
mes  y  afio  i^Hrobando  el  expediente  de  dicba  mina,  no  se  había  expedido 
ni  podido  expedir  legalmente  el  título  de  propiedad,  que  es  la  verdadera 
oonceaién,  en  ratón  á  que  no  habían  transcurrido  los  treinta  días  que  al 
efecto  sefiala  el  art  87  de  la  ley  de  Minas  reformada  de  4  de  Marzo 
de  1868: 

Considerando  que,  en  virtud  de  lo  expuesto,  es  indudable  que  á  la  ci- 
tada fecha  de  la  solicitud  de  demaaía,  ni  el  terreno  pretendido  tenía  las* 
condiciones  de  tal,  por  no  haberse  otorgado  aún  definitivamente  la  conce- 
sión de  la  mina  Mercedes,  ni  el  peticionario  tenía  la  cualidad  de  doefio  dé 
mina  colindante,  por  no  habérsele  expedido  el  titnio  de  propiedad,  sin  que 
á  ello  obste  que  el  expedi^ite  de  la  mina  Mercede$,  se  hubiera  aprobado 
sin  protesta  ni  redamación  aliruna,  porque  ni  la  ley  hace  para  ese  caso  ex- 
cepción alguna,  ni  esas  circunstancias  negativas  de  derecho  y  de  recursos 
para  un  tercero  son  constitutivas  de  derecho  ninguno  para  el  que  solicitó 
)a  ooncesión: 

Considerando  que,  por  consiguiente,  la  única  solicitud  válidamente 
deducida  para  obtener  el  terreno  en  cuestión  en  concepto  de  demasía,  e» 
la  presentada  por  D.  Ricardo  Arrobe,  duefio  de  la  mina  Curial  en  20  de  Fe- 
brero de  1890,  esto  es,  coando  dicho  terreno  se  hallaba  limitado  por  con- 
cesiones definitivas,  y  cuando  el  peticionario  era  ya  daefio  de  la  referida 
mina;  y  por  tanto,  dicha  solicitud  lleva  la  prioridad,  por  ser  nula,  como 
queda  demostrado,  la  anterior  á  aquella  fecha. 

ViaU  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de  1859,  reformada  por  la  de  4  de 
Marzo  de  1868,  art.  20: 

Vistos  ios  artículos  86  y  37  de  la  misma  ley: 

Visto  el  decreto-ley  de  bases  de  29  de  Diciembre  de  1868,  art.  18; 

Fallamos  qne  debemos  revocar  y  revocamos  las  Reales  órdenes  recla- 
madas de  3  y  16  de  Diciembre  de  1890,  expedidas  por  el  Ministerio  de  Fo- 
mento, y  en  su  i6gar  declaramos  qué  procede  continuar  la  traipitación  del 
expediente  de  demasía  á  Curiol  en  cuanto  a  todo  el  terreno  solicitado  por 
D.  Ricardo  de  Arrobe,  mediante  la  cancelación  del  de  demasía  á  Merce- 
^¿•.—(Sentencia  publicada  el  19  de  Noviembre  de  1892,  ó  inserta  en  la 
Gauia  de  16  de  Marzo  de  1893.) 
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fiBVTCVCiA  (19  de  Noviembre  de  l$Qt).^^&mpftñía  TmBaÜánM^a,  Tk- 
rifoi. — tie  reToea  la  Rdsl  ordea  de  11  de  Jallo  de  1691  en  ta  parte  qde  ha 
eido  reclamada  por  la  Oompaftía  Trasatlántica,  aobre  precioe  eo  laa  tarifa 
geseralM,  y  ae  establece: 

i.«  Qie  la  BmI  arden  de$  ée  Diciembre  de  1887  introdujo  nnnn&9etMn 
«n  el  contrato  celebrado  entre  ¡a  Compañía  Traeatlántiea  f  el  Bitai»,  wm- 
dianie  la  cual  ee  euspendió  por  un  plazo  perentorio  la  apUcaeión  del  pápra/o 
tercero^  art.  59  del  referido  eonífenio,  en  la  inteligencia  de  reotabheer  em  todoe 
gua  términos  lo  pactado  en  el  pliego  de  contrata,  eubiendo  el  importe  de  to§ 
pa$aje$  ofieialee  sienta  cuenta  dé  la  Empresa  no  resultaba  un  sobrmUej%mto^ 
es  decir,  mn  remanente  que  permitiera  la  distribución  á  los  aeeismtías  de  tm 
S  por  100  después  de  cubierto  el  ser  eido: 

;?.•  Que  esta  condición^  prevista  en  la  Real  orden  de  17  de  Hoviensbre,  se 
cumplió  al  finar  el  primer  ejercicio,  pu^eto  que^  en  lugar  de  sobrante^  fenUtó 
mn  déficit  en  contra  de  la  Compañía,  sefún  deelarain,  sin  disorepaneia  tU^na^ 
todos  los  Centros  dependientes  del  Mimsterio  de  Ultramnr; 

Y  3.^  Que  no  puede  decirse  sean  consentidas  las  Retales  órdenes  qtso  son 
de  puro  trámite,  y  que,  por  lo  tanto,  no  pueden  ser  impugnadas  en  ¡aria 
tontencioso^minislrativa. 

Por  Real  ordeo  de  17  de  Noviembre  de  1887  se  dirifiAron  á  la  Com- 
pafiía  Trasatlántica  alganaa  observaciooee,  invitando  á  la  Compafifa  á  re- 
bajar laa  tarifas  de  pasajes  oficiales  á  las  Antillas,  contestándose  por  sa 
representante  D.  Francisco  Sepúlveda,  qae  sólo  come  pmeba  y  oon  caráe- 
ter  provisional  se  accedía  á  ello,  salvando  para  lo  fntnro  la  apiicaoioo  en 
toda  sn  integridad  del  art.  49  del  contrato  y  bajo  la  ootedición  expra—  de 
sabir  los  pasajes  si  en  las  cnentas  no  resaltase  nn  aicsnoe  justo. 

En  instancia  de  20  de  Jalio  4e  1889  se  suplicó  se  dejase  sin  efeeio  tu 
rebaja  de  pasajes  y  se  restableoieran  los  de  los  artícotos  49  y  58,  dispo- 
niéndose por  Real  orden  de  8  de  Noviembre  de  1889  no  procedía  resolver 
por  entOBoes  sobre  dioba  solicitad. 

Beprodacida  la  instancia  en  8  de  Marzo  de  1891  y  en-  8  de  Mayo  de 
igual  afio,  extendió  sn  reclamación  al  abono  de  las  diferencias  entre  las 
tarifas  rebajadas  y  las  qae  deberían  regir  desde  la  fecba  de  sa  prhiiera 
«olicitad. 

£1  Ministro,  previa  eonsnlta  al  Consejo  de  Estado,  resoMó  por  Bsal 
orden  de  21  de  Jnlio  de  1891,  qae  se  posieran  en  vigor  las  tarifas  antigás^ 
pero  sin  efecto  retroactivo,  esto  es,  sin  abono  de  las  diferencias  desde  la 
lecha  de  la  reclamación,  por  haber  consentido  la  empresa,  en  forma  más 
^  menos  directa,  la  continnación  de  las  tarifas  rebajadas. 

Impagnada  en  la  vía  contencioso-administrativa  la  áttima  parte  de  la 
Real  orden,  se  dictó  sentencia,  oaya  parte  dlspositíTa  dice  así: 

Considerando  qae  la  Real  orden  de  6  de  Diciembre  do  1887  inteodufo 
Qna  novación  en  el  contrato  celebrado  entre  la  CompaHía  Trasstiántiea  y 
el  Estado,  mediante  la  ooal  se  suspendió  por  nn  plaao  perentorio  ta  apN- 
caoión  del  párrafo  tereero,  art.  68  del  referido  convenio,  en  la  inteligencia 
de  restablecer  en  todos  sns  términos  lo  pactado  sn  el  pliego  de  contrata,  se- 
biendo  ei  importe  de  los  pasajes  oficiales  si  en  la  caenta  de  ta  empresa  no 
resaltaba  nn  sobrante  Jtisto.  es  decir,  an  remanente  qne  penAitiera  la  dis- 
tríbadón  á  ios  accionistas  de  nn  6  por  100  después  de  ooblerto  ei  servicie: 
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Oonsidenuido  qa«  esta  eoniicfón,  preTtsU  en  la  Real  orden  de  t7  de 
Kotiembre,  ee  compiló  al  finar  el  primer  ejercicio,  paeeto  qae,  en  logar  de 
«obrante,  resoltó  nn  déficit  eo  contra  de  la  Oompañía,  eesrón  declaran  ain 
discrepancia  afgana  todos  los  Centros  dependientes  del  Ministerio  de  Ul- 
tramar; 

Y  considerando  qoe  la  Ras!  orden  impaflfnada,  al  declarar  en  Tfgor  las 
Grifas  generales  de  6  de  Dioiembre  de  1887,  no  ha  creado  ningún  dere- 
cho, aino  qoe  reconoce  el  qae  ya  tenia  la  Empresa  demandante,  realisable 
desde  la  primera  revisión  de  la  contabilidad  en  el  aflo  1888,  rio  qvm 
poeda  entenderse  qoe  aquélla  ha  consentido  la  continnaoión  de  iastnrilas 
rebajadas,  porque  las  Reales  órdenes  de  8  de  BCarso  y  Lo  de  Mayo  de  1891» 
qne  se  supone  han  sido  consentidas,  lejos  de  resolver  deinitívameato 
el  aso  ato,  iueron  de  paro  trámite,  y  por  tanto,  no  stuKseptibles  de  impog- 
Baslón  en  Ja  vía  contencioso  administrativa. 

Visto  el  contrato  para  el  establecimiento  de  servicios  postales  maiiti- 
mos,  aprobado  en  Gonti'jo  de  Ministros  en  17  de  Noviembre  de  1881^  en 
«na  artícolos  7.o  y  11,  48  y  4{^; 

Fallamos  qos  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  ctzp*dida 
por  el  Ministerio  de  ultramar  en  25  de  Jolio  de  1891,  en  la  parte  qoe  ha 
sido  reclamada,  y  en  so  logar  declaramos  que  la  Oompaftía  Trasatlántica 
tiene  derecho  á  que  se  le  abonen,  previa  la  liquidación  oportuna,  las  dife> 
Yendas  entre  las  tarifas  reformadas  y  las  normales  desde  99  de  Jallo  de 
1889,  fecha  de  sa  primera  solicitad. 

Un  Sr.  Oóns^ero  Ministro  formólo  el  sigoiante  voto  partioolar: 
Aceptando  los  resoltandos  y  vistos  legales  de  la  anterior  stíntenda: 
Considerando  qoe  por  la  Real  orden  de  17  de  Noviembre  de  1887^  al 
invitar  á  la  Oompaftía  Trasatlántica  á  rebajar  los  pasajes  oficiales  á  los 
precios  qae  tenían  en  el  anterior  contrato,  la  Administración  general  del 
Estado  no  se  obligó  á  sabir  aquéllos  nuevamente,  en  el  caso  de  qoe  del 
examen  de  coentas  á  que  se  refiere  el  art.  7.<^  del  contrato  vigente  no  re- 
•oltase  nn  sobrante  justo,  sino  que  tan  sólo  ofreció  qne  se  tendría  pre- 
sente la  rebaja  á  dicho  efecto; 

Y  considerando  que  por  ello  la  Real  orden  de  6  de  Diciembre  no  in> 
trodujo  novación  alguna  en  el  contrato  de  qae  se  trata,  y  ba  podido  en 
términos  legales  denegar  la  pretensión  formulada  por  la  Oompafiía  á  qne 
«a  refiere  la  demanda,  y  determinar  disorecionalmente,  segdn  la  faooltad 
que  la  Administración  se  reservó,  la  fecha  desde  la  qne  deUera  volver  i 
cobrarse  en  los  pasajes  oficiales  los  precios  sefialados  en  el  contrato  de 
17  de  Noviembre  de  1886; 

El  voto  del  Ck>nsejero  Ministro  qne  suscribe  es  qne  se  debe  absolver 
de  la  demanda  á  la  Administración  general  del  Estado,  confirmando  la 
lleal  orden  recnrrida  de  31  de  Julio  de  1891.— José  Núfies  de  Prado.— 
<8entenda  publicada  el  19  de  Noviembre  de  189a,  é  inserta  en  la  Qme€tA 
de  18  de  Marso  de  1898.) 
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Sbntbhcia.  (21  de  Noviembre  de  1892).— ^ajcepcidnjwrwitoria.  FaUade 
penonaiidad.''^  declara  procedente  la  excepción  de  falta  de  personali- 
dad en  el  representante  del  actor,  alegada  oomo  perentoria  por  el  Fiscal 
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«D  «1  reearto  Interpaesto  á  nombre  de  Dofi«  Mariana  Daora  y  Bonra 
aobre  derecho  á  peotión,  y  ae  establece: 

Qi««  el  poder  conferido  á  un  Letrado  para  reclamar  en  lavia  eotUenciMa 
«na  Eeal  orden^  no  puede  servir  para  reclamar  contra  otra  dutinta* 

Dofia  Mariana  Daora  Boora  pidió  ae  la  concediera  la  penaión  qne  la^ 
eosreapondia  como  .madre  del  aoidado  Joaé  Villarrobi,  mnerto  en  aedón 
degaerra. 

OoBcedida  la  penaión  por  Real  orden  de  10  de  Octubre  de  1800,  pidió 
ae  Im  eoncediera  ei  derecho  á  majorea  atraaoa,  y  por  Beal  orden  de  S7  de 
Abril  de  1891  ae  acordó  qne  no  tenia  derecho  á  mayorea  atraaoa  qoe  loa 
eoaaignadoe  anteriormente. 

loterpaeato  recorao  contendoao  por  el  Letrado  D.  Antonio  Agailtr» 
mediante  poder  qaé  le  aatoriaaba  á  impngnar  la  Beal  orden  de  27  de  J  Muy 
•n  la  demanda  ae  impugnó  la  de  10  de  Octubre,  dictándoae  aentenciai 
caya  parte  diapoaitiva  dice  aaí: 

Oonaideraudo  qoe  el  poder  otorgado  por  Mariana  Daora  y  Boura,  aólo 
aotoriía  á  ao  reprt^aentante  para  reclamar  en  vía  oontencioaa  contra  la 
Beal  orden  de  27  de  Abril  de  1891: 

Oonaiderando  qoe  en  la  demanda  ae  aolidta  concretamente  la  reTOcar 
don  de  otra  reaolodón  distinta,  como  ea  la  Beal  orden  de  10  de  Octobre 
de  1890,  y  qoe  para  deducir  eata  pretendón  oareoe  d  licenciado  Agoilar 
del  poder  necesario  de  la  parte  actora; 

T  considerando  qoe  por  ser  insoficiente  el  poder  qoe  presenta  el  Le- 
trado Agoilar,  procede  estimar  la  excepdón  de  falta  de  peraonalidad,  pro- 
puesta  como  perentoria  por  el  Fiacal. 

Visto  el  art.  811  del  Beglamento,  que  dispone  que  prodocirá  falta  de 
personalidad  en  loa  representantes  del  actor  ó  dd  demandado  la  intoft* 
eieoda  ó  la  ilegalidad  del  poder; 

Fallamoa  qoe  debemoa  declarar  y  dedaramos  procedente  la  excepción 
de  fdta  de  personalidad  en  el  repreaentante  del  actor  degada  por  d  Fiscal 
como  perentoria. — (Sentencia  poblicada  el  21  de  Noviembre  de  1892,  é  in* 
serte  en  la  Gaceta  de  16  de  Marao  de  189S.) 
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BmriEBOiA  (21  de  Noviembre  de  lS92).^Aduana$.  Afciro  de  alctMet^ 

Be  revoca  la  K<«1  impognada  á  nombre  de  D.  Nicanor  Bdbontln,  rdati- 
va  al  aforo  de  nna  partida  de  alcohol,  y  se  establece: 

1.^  Que  con  arreglo  al  art.  Sitó  del  Beglamento  del  impuesto  de  connmo$^ 
de  Sil  de  Junio  de  1689,  para  el  anáHeii  de  lo$  alcoholee  se  emplearán  el  a^ 
eokómetro  centesimal  dé  Óay  Lussac  y  el  alambique  de  ScUleron: 

;9.o  Que  entre  dos  a/oros  distintos^  debe  otorgarse  más  eficacia  y  valor  ^ae 
al  dd  y  teta  de  unü  Aduana,  al  practicado  por  un  Ingeniero  inSáMtrial  con 
ios  requisitos  señalados  en  el  núm,  i.^* 

3/>  Que  el  recurrente  consignó  en  su  declaracián  qwe  presentaba  alcohol  é 
aguardiente  omilico  ó  metilicopara  uso  industrial,  y  si  bien  resultó  ser  etilicO 
impuro,  como  las  aplicaciones  de  estos  alcoholes  son  las  mismas,  porque  nopuo- 
den  destinarse  al  consumo  personal,  y  sólo  se  utilizan  como  productos  quif^ 
eos,  es  evidrhte  que  el  demandante  no  tuvo  intenMn  de  defraudar  los  inters- 
ves  de  la  Hacienda: 

4S>  Que  la  partida  del  Arancel  de  Aduanas  apUeable  al  alcohol  imporiais, 
€S  la  núm.  9íi,  en  la  cual  ss  comprenden  los  productos  quimicos  no  cícprtsados 
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-0»  lot  número$  anteriore$,  y  d^  ningún  modo  puede  serlo  lapartida  núm.  259, 
-en  que  dalo  se  mcjkye  él  agmará/iente  potable,  como  lo  revela  hallarse  dicha 
partida  en.el  quinto grupo^  €A<¡cite$  y  bebidas  de  la  clase  12»,  titulada  €8us^ 
tandas  alimentieias^: 

Y  5,0  Que  lo  relativo  á  la  cuarta  cuestión,  que,  según  declara  el  párrafo 
tercero  de  la  Real  orden  dñ  12  de  Febrero  de  1890,  la  ley  de  Alcoholes  no  dis- 
tinguía entre  unos  y  otros  para  el  pago  del  impuesto  especial,  y  por  tanto, 
cualquiera  que  fuese  la  clase  de  alcohol  presentado  en  la  Aduana  y  el  nonibre 
que  se  le  diera,  no  podía  por  este  medio  sustraerla  el  recurrente  al  pago  dei  ex- 
presado iw^í^to,  qm  alcanza,  como  queda  dicho,  á  todos  los  alcoholes;  y  en 
su  virtud,  como  tampoco  puede  suponerse  que  hubiera  ánimo  de  defraudar, 
no  es  procedente  la  imposición  del  reoargo  que  establece  la  resolución  que  se 
impugna, 

D.  Nicanor  Balbontln  y  hermano  presentaron  al  deapaeho  de  la  Adnana 
de  Sevilla  dies  bocoyes  de  alcohol  amílico  ó  metílico  para  nso  industrial, 
con  6.000  litros,  expresando  debían  ser  alorados  por  la  partida  92  <iel 
Arancel. 

£1  Vista  aforó  6.16G  litros  por  la  partida  269  y  1.060  kilogramos  de  pi- 
pería armada  por  la  partida  178. 

Protestado  el  aforo  por  el  interesado,  se  hizo  el  reconocimiento  por  el 
•Ingeniero  industrial,  resultando  ser  alcohol  etílico  impuro,  impropio  para 
el  consumo  personal  y  que  debía  inutilizarse.  Practicada  liquidación  é  in- 
ntíUaado  el  alcohol,  el  interesado  protestó  ante  la  Junta  arbitral,  sostenien^ 
do  que  la  partida  aplicable  era  la  92,  en  lugar  de  la  269  que  estimó  la  Junta 
arbitral. 

Previo  el  pago  de  las  cantidades,  recurrió  en  alzada  al  Ministerio  de 
Hacienda,  el  que  por  Real  orden  de  26  de  Abril  de  1891  acordó  confirmar 
en  principio  el  fallo  de  la  Junta  arbitral,  pero  no  respecto  á  la  cuantía  de 
los  derechos  y  multas. 

Interpuesto  recurso  contencioso  contra  esta  Real  orden,  se  dictó  la  sen- 
tencia, que  en  su  parte  dispositiva  dice  así: 

Considerando  que  son  cuatro  las  cuestiones  planteadas  en  la  demanda 
7  que  han  de  resolverse  en  esta  sentencia,  á  saber:  primera,  si  la  cantidad 
de  alcohol  que  ha  de  servir  de  base  para  la  determinación  de  los  impues- 
tos ha  de  ser  la  de  6.166  litros,  aforifda  por  el  Vista  de  la  Aduana  de  Sevi- 
lla, ó  la  de  6.099  litros,  aforada  por  el  Ingeniero;  segunda,  si  la  partida 
aplicable  para  el  aforo  y  pago  del  impuesto  de  Aduanas  es  la  núm.  92  ó  ia 
núsa.  269  del  Arancel;  teroe^^  si  la  multa  debe  limitarse  á  la  diferencia  en 
cantidad  entre  lo  declarado  y  lo  reconocido,  ó  por  el  contrario,  debe  am- 
pliarse á  las  diferencias  por  la  calidad  del  alcohol;  y  cuarta,  si  procede 
multa  por  lo  relativo  Á  los  derechos  de  consumos: 

Considerando,  en  orden  á  la  primera  cuestión,  que  el  reconocimiento  y 
aforo  practicado  por  el  Ingeniero  industrial  de  la  Aduana  de  Sevilla  se  ve- 
rificó con  arreglo  á  las  formalidades  establecidas  en  el  art.  248  del  Regla- 
mento del  impuesto  de  consumos,  de  21  de  Junio  de  1889,  que  establece 
que  para  los  análisis  de  los  alcoholes  se  emplearán  el  alcohómetro  cente- 
simal de  Gay  Lussac  y  el  alambique  de  Salieron: 

Considerando  que  debe  otorgarse  más* eficacia  y  valor  al  aforo  practi- 
cado en  esta  forma  que  al  que  realizó  el  Vista  de  la  Aduana  de  Sevilla, 
que  no  consta  se  verificase  con  estos  requisitos,  y  por  consiguiente,  la  can- 
^dad  de  alcohol  que  debe  servir  de  base  para  la  regulación  del  impuesto 
óe  Aduanas  es  la  de  6.099  litros,  que  fué  la  que  resultó  del  aforo  hecho 
^jpor  el  Ingeniero  industrial: 

Consideíando,  respecto  á  la  segunda  cuestión,  que  del  reconocimiento 
TOMO  46  41 
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del  alcohol  qae  realisaron  el  mismo  Ingemef  o  y  el  Laboratorio  Central  del 
MÍDÍ8terio  de  Hacienda,  resalta  comprobado  que  el  alcohol  qne  presentó- 
Balbontín  en  la  Adoana  de  Sevilla  era  etílico  imporo,  ó  sea  impropio  pam 
el  consamo  personal,  por  lo  caal  el  interesado  aceptó  la  inotilisación  de  la 
espede  introdncida: 

Gonsiderando  qae  Balbontín  consignó  en  so  declaración  qoe  presenta- 
ba alcohol  ó  agoardiente  amílico  ó  metílico  para  oso  indostrial,  j  si  bien 
resaltó  ser  etílico  imparo,  como  las  aplicaciones  de  estos  alcoholes  son  las 
mismas  porqoe  no  pueden  destinarse  al  consamo  personal,  y  sólo  se  otili- 
san  como  prodoctos  qoímict^s,  es  evidente  qoe  el  demandante  no  tovo  in- 
tención de  defraodar  los  intereses  de  la  Hacienda: 

Gonsiderando  qoe  la  partida  del  Arancel  de  Adoanas  aplicable  al  alco- 
hol importado  es  la  núm.  92,  en  la  coal  se  comprenden  los  prodoctos  qoí* 
micos  no  expresados  en  los  números  anteriores,  y  de  ningún  modo  paede 
serlo  la  partida  núm.  259,  en  qae  sólo  se  incloye  el  agoardiente  potable,, 
como  lo  revela  hallarse  dicha  partida  en  el  qointo  gropo,  cAceites  y  bebi- 
das de  la  clase  12»,  titolada  cSostancias  alimenticias»: 

Considerando,  respecto  á  la  tercera  coestión,  qoe  es  consecoencla  de  la 
expoesto  qoe  la  molta  debe  limitarse  exdosivamoite  á  la  diferencia  en 
cantidad  entre  lo  declarado,  qoe  foeron  6.000  litros,  y  los  6.099  litros  qae 
resoltaron  del  reconocimiento  pericial: 

Y  considerando,  por  lo  relativo  á  la  coarta  coestión,  qoe,  según  declara 
el  párrafo  tercero  de  la  Beal  orden  de  12  de  Febrero  de  1890,  la  ley  de  Al- 
coholes no  distingoía  entre  onos  y  otros  para  el  pago  del  impoesto  espe- 
dal,  y  por  tanto,  coalqoiera  qae  fuese  la  clase  de  alcohol  presentado  en  la 
Aduana  y  el  nombre  qoe  se  le  diera,  no  podía  por  este  medio  sostraerla 
Balbontín  al  pago  del  expresado  impoesto,  qoe  alcania^  como  qoeda  dicho, 
á  todos  los  alcoholes;  y  en  so  virtod,  como  tampoco  poede  soponerse  qoe 
hobiera  ánimo  de  defraodar,  no  es  procedente  la  imposidón  del  recarga 
qoe  establece  la  resoloción  qoe  se  impogna. 

Visto  el  núm.  92  del  Arancel  de  Adoanas,  comprendido  en  el  tercer 
gropo  de  la  clase  8>,  titolado  cProdoctos  qoímicos  no  expresados»: 

Visto  d  núm.  269  del  mismo  Arancel: 

Visto  el  art  248  del  Reglamento  de  21  de  Jonio  de  1889: 

VisU  la  Beal  orden  de  12  de  Febrero  de  1890; 

Fallamos  qoe  debemos  revocar  y  revocamos  la  Beal  orden  impognada 
de  25  de  Abril  de  1891,  y  en  so  logar  dedaramos:  primero,  qoe  la  cantidad 
de  alcohol  qoe  debe  tenerse  como  tipo  para  la  regolación  del  impoesto  de 
Adoaoas  y  de  consomos  de  alcoholes,  es  la  de  6.099  litros;  segando,  qoe  la 
partida  del  Arancd  aplicable  es  la  núm.  92 -y  no  la  259;  tercero,  qoe  la 
multa  por  los  derechos  de  Adoanas  debe  regolarse  atendiendo  únicamente 
á  la  diferenda  en  cantidad  entre  el  número  de  litros  consignado  en  la  de- 
daración  y  d  qoe  qoeda  fijado,  no  procediendo  penalidad  por  lo  qoe  á  di- 
ferenda de  calidad  se  refiere;  y  coarto,  qoe  no  procede  imposición  de  re- 
cargo algono  por  el  impoesto  espedal  de  consomos. — (Sentencia  poblicada 
el  21  de  Noviembre  de  1892,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  16  de  Marso  de  1898.) 
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Bkntbncia  (21  Noviembre  de  1892).— Consumot.  Nulidad  de  conciertos 

y  tg^emioB, — Se  revoca  la  Beal  orden  de  29  de  Enero  de  1891,  impognada 

á  nombre  de  D.  Elío  Ddgado  de  Mendoza,  sobre  consomos,  y  se  establece: 

1.^    Que  el  art.  164  del  BeglametUo  para  la  adminiitración  y  cobranza  del 
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impuesto  de  cansumoi,  de  16  de  Jmio  de  1885,  establece  de  un  modo  claro  y 
terminante  que  loe  duefhi  de  casas  de  labor  están  obligados  á  concertarse  por 
las  especies  que  vendan  para  el  consumo  de  la  misma  zona,  y  á  encabezarse  por 
supropio  consumo  jf  el  de  las  familias  y  dependientes  que  vivan  con  dios: 

2,0  Que  para  fijar  el  importe  de  este  encabezamiento  debe  prooederse  en  la 
forma  que  ordena  el  art,  167  del  citado  Reglamento,  ó  sea  aplicándose  las  dis- 
posiciones relativas  á  la  manera  de  determinar  las  cuotas  de  los  repartimien- 
tos, y  sometiéndose  la  aprobación  de  los  encabezamientos  á  la  Administración 
provicial  de  Hacienda,  sin  cuyo  requisito  no  puede  exigirse  su  importe: 

3.0  Que  por  no  aparecer  del  expediente  atAemativo  que  se  hayan  cumplido 
todas  estas  formalidades,  procede  la  nulidad  del  mismo,  que  asimismo  debe 
decretarse  por  haber  hecho  aplicación  al  demandante  de  los  preceptos  relativos 
al  concierto  en  el  extrradio,  cuando  han  dd>ido  aplicarse  las  disposiciones  del 
Beglamento  que  tratan  del  encabezamiento  de  la  misma  zona  ; 

Y  4.^  Que  es  consecuencia  de  esta  declaración  la  nulidad  del  expediente 
de  apremio  seguido  contra  el  recurrente  pard  él  cobro  de  la  cuota  que  se  le 
asignó  en  concepto  de  concierto  obligatorio,  en  cuyo  expediente  no  se  han  ob- 
servado los  requisitos  que  establece  el  art  21  déla  Instrucción  de  12  de  Mayo 
de  1888,  en  su  núm,  2.o,  toda  vez  que  ni  los  testiaos  auodliares  para  el  em- 
bargo los  proporcionó  el  Alcalde,  ni  se  verificó  el  mismo  embargo  en  la  casa 
del  deudor,  ó  sea  en  su  domicilio. 

D.  Ello  Delgado  de  Mendoza  solicitó,  en  29  de  Enero  de  1888,  de  la  Al- 
caidía de  Medina  Sidonia  se  declarase  no  estaba  obligado  á  concertarse 
eon  la  Administración,  no  teniendo  derecho  á  incinirle  en  el  reparto  veri- 
fleado  para  cubrir  el  capo  del  extrarradio;  sosteniendo  la  Administración 
de  Oonsnmos  la  yalides  de  los  procedimientos  empleados  para  cubrir  el 
capo  del  extrarradio. 

La  Alcaldía  de  Medina  Sidonia  declaró  qne  D.  Elío  Delgado  no  podía 
ser  incluido  en  el  reparto. 

El  Administrador  de  Oonsnmos  recorrió  contra  el  acuerdo  de  la  Alcal- 
día ante  el  Delegado  de  Hacienda,  y  D.  Elío  Delgado,  á  su  vez,  solicitó  en 
otra  instancia  que  se  declarase  la  nulidad  del  procedimiento  de  apremio 
que  se  le  seguía. 

La  Delegación  de  Hacienda  dijo  que  carecía  la  Alcaldía  de  competencia 
para  entender  en  el  asunto,  y  que  no  podía  aocederse  á  lo  solicitado  por 
Delgado,  por  no  haber  depositado  la  cantidad  porque  se  le  apremiaba. 

fiecurrió  Delgado  en  alzada  ante  el  Ministerio  después  de  depositar 
parte  de  la  cantidad,  resolviéndose  por  Real  orden  de  14  de  Mayo  de  1890, 
que  se  ordenara  á  la  Delegación  de  Hacienda  de  Cádiz  resolviera  en  pri- 
mera instancia  la  reclamación  presentada  por  Delgado  en  la  Alcaldía  de 
Medina  Sidoi^a;  que  comunicara  en  debida  forma  su  acuerdo  á  los  intere- 
sados, y  que,  por  último,  cursase  la  alzada  que  contra  el  mismo  se  interpn* 
siese. 

En  instancia  de  16  de  Julio  de  1890  pidió  Delgado  se  le  devolviera  el 
trigo  embargado,  las  621  pesetas  depositadas  para  el  recurso  de  alzada,  y 
que  se  le  indemnizaran  dafios  y  perjuicios;  la  Delegación  de  Hacienda  re- 
solvió que  Deifico  estaba  obligado  como  cosechero  y  como  dnefio  al  con- 
cierto, y  que  no  habiéndolo  hecho,  procedió  bien  el  arrendatario  al  incluirlo 
en  el  reparto,  denegando  lo  solicitado  en  16  de  Julio. 

Interpuesto  recurso  de  alzada,  se  confirmó  en  todas  sos  partes  el  íaUo 
de  la  Delegación  de  Hacienda  de  Oadia,  y  se  desestimó  el  recurso  por  Real 
orden  de  20  de  Agosto  de  1890. 

biterpuesto  contra  dicha  Real  orden  recurso  contencioso,  se  dictó  la 
sentencia,  que  en  su  parte  dispositiva  dice  así: 
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Oonaiderando  que  el  art.  164  del  Reglamento  para  la  administración  y 
cobranza  del  impuesto  de  consamos,  de  16  de  Junio  de  1885,  es  la  dispo8Í< 
ción  aplicable  al  caso  actoal,  según  reconocen  el  demandante  y  la  Admi- 
nistración activa  en  los  fundamentos  de  la  Real  orden  que  se  impugna: 

Considerando  que  dicho  artículo  establece  de  un  modo  claro  y  termi- 
nante que  los  duefios  de  casas  de  labor  están  obligados  á  concertarse  por 
las  especies  que  vendan  para  el  consumo  de  la  misma  zona,  y  á  encabezarse 
por  su  propio  consumo  y  el  de  las  familias  y  dependientes  que  vivan  con 
ellos: 

Considerando  que  del  expediente  administrativo  no  consta  demostrado 
en  modo  alguno  oue  D.  Elío  Delgado  se  dedicase  á  la  venta  de  especies 
para  el  consumo  de  la  zona  del  extrarradio  del  pueblo  de  Medina  Sidonia, 
y  por  consiguiente,  no  se  hallaba  obligado  al  concierto;  sino  que  única- 
mente lo  estaba  al  encabezamiento  que  el  referido  artículo  determina: 

Considerando  que  para  fijar  el  importe  de  este  encabezamiento  debe 
precederse  en  la  forma  que  ordena  el  art  167  del  citado  Reglamento,  ó  sea 
aplicándose  las  disposiciones  relativas  á  la  manera  de  determinar  laS  cuotas 
de  los  repartimientos  y  sometiéndose  la  aprobación  de  los  encabezamientos 
á  la  Administración  provincial  de  Hacienda,  sin  cuyo  requisito  no  puede 
exigirse  su  importe: 

Considerando  que  por  no  aparecer  del  expediente  gubernativo  que  se 
hayan  cumplido  todas  estas  formalidades,  procede  la  nulidad  d^l  mismo, 
que  asimismo  debe  decretarse  por  haberse  hecho  aplicación  al  demandante 
de  los  preceptos  relativos  al  concierto  en  el  extrarradio,  cuando  han  debido 
aplicarse  las  disposiciones  del  Reglamento  que  tratan  del  encabezamiento 
de  la  misma  zona: 

Considerando  que  es  consecuencia  de  ésta  declaración  la  nulidad  del 
expediente  de  apremio  seguido  contra  D.  Elío  Delgado  para  el  cobro  de  la 
cuota  que  se  le  asignó  en  concepto  de  concierto  obligatorio,  en  cuyo  ezpe> 
diente  no  se  han  observado  los  requisitos  que  establece  el  art.  21  de  la  Ins- 
trucción de  12  de  Mayo  de  1888,  en  su  núm.  2.o,  toda  vez  que  ni  los  testi- 
gos auxiliares  para  el  embargo  los  proporcionó  el  Alcalde,  ni  se  verificó  el 
mismo  embargo  en  la  casa  del  deudor,  ó  sea  en  su  domicilio; 

Y  considerando  que,  por  las  razones  expuestas,  procede  la  revocación 
de  la  Real  orden  que  se  impugna. 

Vistos  los  artículos  164,  ltf7  y  168  del  Reglamento  para  la  administra 
ción  y  cobranza  del  impuesto  de  consumos  de  16  de  Junio  de  1886,  y  el 
art.  21  de  la  Instrucción  de  26  de  Mayo  de  1888; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  reclamada 
de  29  de  Enero  de  1891,  y  en  su  lugar  declaramos  que  el  demandante  se 
halla  obligado  al  encabezamiento  por  consumos  que  determina  el  art.  164 
del  Reglamento,  pero  no  al  concierto  que  el  mismo  artícnlo  fija,  y  que,  por 
consiguiente,  son  nulas  las  diligencias  practicadas  para  la  asignación  y  co- 
bro de  la  cuota  obligatoria  en  el  expresado  concepto  de  concierto,  así  como 
todas  las  de  apremio  practicadas  en  los  bienes  del  mismo  demanaante  Don 
Elío  Delgado. — (Sentencia  publicada  el  21  de  Noviembre  de  1892,  ó  inserta 
en  la  Gaceta  de  16  de  Marzo  de  1898.)' 

4BB 

Sbntsnota  (22  de  Noviembre  de  IS92). —Maeitrat.  SuBpensión  de  em- 
pleo y  sueldo.— Be  confirma  la  Real  orden  de  80  de  Diciembre  de  1890,  im- 
pugnada por  la  representación  de  Dofia  Francisca  Oompte  y  Bas,  por  \m 
que  se  la  declaró  suspensa  de  empleo  y  sueldo  como  Maestra  de  ñiflas  de 
Beniardá,  en  Alicante,  y  se  establece: 
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/.O  Que  del  expediente  gubernativo  remita  comprobado,  por  confesión  de 
la  misma  interesada,  qne  la  recurrente  estuvo  ausente  de  su  escuela  desde 
Enero  á  Marzo  de  1886,  sin  la  debida  autorización,  y  por  tanto,  que  está 
comprendida  entogue  previene  el  art.  171  de  la  ley  de  Instrucción  pública, 
al  rfecto  de  entender  que  renunció  su  destino; 

X  2P  Que  no  existe  contradicción  al^a  en  declarar  á  la  demandante 
comprendida  en  el  citado  art.  171  de  la  citada  ley,  y  admitir  al  mismo  tiempo 
la  renuncia  que  expresamente  presentó, 

£q  29  de  Mayo  de  1886,  el  Inspector  de  primera  eniefianza  de  la  pro- 
Tincia  de  AlieaDte  participó  al  Presidente  de  la  Junta  de  Inetrucción  pú- 
blica, qne  le  constaba  oficialmente  que  Dofia  Francisca  Compte  se  ausentó 
de  Beniardá,  donde  era  Maestra  de  ñiflas,  permaneciendo  ausente  desde  el 
3  de  Diciembre  hasta  mediados  de  Marzo,  sin  autorización  alguna,  y  pro- 
ponía se  instruyera  expediente,  como  en  efecto  se  hizo,  acordando  la  Junta 
provincial  suspender  el  pago  del  primer  trimestre. 

En  6  de  Octubre  del  mismo  año  dirigió  la  interesada  una  instancia  al 
Presidente  de  la  Junta  provincial,  pidiendo  se  la  tuviera  por  presentada 
la  renuncia  obligada  y  forzosa  de  la  escuela,  ó  se  la  concediera  una  licen- 
cia hasta  que  se  la  pagaran  los  atrasos. 

La  Junta  provincial,  de  acuerdo  con  el  Inspector,  declaró  á  la  intere- 
sada comprendida  en  el  art.  171  de  la  ley  de  Instrucción  pública  y  en  la 
disposición  4>  de  la  Real  orden  de  23  de  Abril  de  1864,  sin  derecho  á  los 
haberes  qne  hubiera  podido  devengar  desde  que  se  ausentó. 

Con  fecha  12  de  Junio  de  1887  presentó  instancia  en  la  Dirección  ge- 
neral de  Instrucción  pública,  insistiendo  en  las  peticiones  dirigidas  á  la 
Junta  provincial,  y  con  fecha  de  30  de  Diciembre  de  1890  se  dictó  la  Real 
orden  aprobando  lo  propuesto  por  el  Consejo  universitario  y  declarando 
á  la  interesada  comprendida  en  lo  dispuesto  en  el  art.  161  de  la  ley  de  Ins- 
trucción pública. 

Impugnada  en  la  vía  contenciosa  esta  Real  orden,  se  dictó  la  sentencia, 
que  en  sa  parte  dispositiva  dice  así: 

Considerando  que  del  expediente  gubernativo  resulta  comprobado,  por 
eonfesión  de  la  misma  interesada,  que  Dofia  Francisca  Compte  estuvo  au- 
sente de  su  escuela  desde  Enero  á  Marzo  de  1886,  sin  la  debida  autoriza- 
don,  y,  por  tanto,  que  está  comprendida  en  lo  que  previene  el  art.  171 
de  la  ley  de  Instrucción  pública,  al  efecto  de  entender  que  renunció  su 
destino: 

Considerando  que  en  el  expediente  se  han  guardado  todas  las  formas 
del  procedimiento,  observando  los  requisitos  qne  establece  el  art.  170  de 
la  ley,  puesto  qne  se  dio  audiencia  á  la  interesada  y  se  consultó  al  Real 
Consejo  de  Instrucción  pública,  sin  que  la  parte  demandante  alegase  de- 
fecto alguno  esencial  que  autorice  la  anulación  de  dicho  expediente; 

T  considerando  qne  no  existe  contradicción  alguna  en  declarar  á  la 
demandante  comprendida  en  el  citado  art.  171  de  la  citada  ley,  y  admitir 
al  mismo  tiempo  la  renuncia  que  expresamente  presentó. 

Vistos  los  artículos  170  y  171  de  la  ley  de  Instrucción  pública,  de  9  de 
Septiembre  de  1867; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  deducida  á  nombre  de  Dofia  Francisca 
Compte  y  Baa  contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento 
en  80  de  Diciembre  de  1890,  la  cual  queda  firme  y  subsistente.— (Senten- 
cia publicada  el  22  de  Noviembre  de  1892,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  3  de 
Abril  de  1898.) 
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Sentencia  (22  de  Noviembre  de  1892).— Cblofitaf  indmtrialei.  Exen- 
ción de  dereehoi  de  Aduanas,  ifógutnot .— Se  abeaelye  á  la  Adminietrmcióii 
de  la  demanda  Interpaeeta  á  nombre  de  loa  teatamentarioa  de  D.  Oeíeríno 
ATecilla,  aobre  revocación  de  ocbo  reales  ordene*  de  Hacienda,  relativas  al 
aforo  de  varias  máqninas  y  efectos  indostriales  con  destino  á  una  colonia 
indostrial,  y  se  establece: 

/.o  Que  tratándose  de  un  privilegio,,  cual  e$  ¡a  exencién  del  deber  de  tri- 
butar, que  e$  general  á  todos,  debe  interpretarse  de  un  modo  limitado  á  los 
términos  de  la  f^mcesión  sin  que  proceda  en  este  caso  ampUar  dicho  punto  á 
lo  que  no  aparezca  dará  y  expresamente  de  los  términos  del  privilegio  con- 
cedido; 

Y  2.^    Que  según  se  hizo  constar  en  sentencia  de  21  de  Junio  de  1889,  son 
muy  distintos  los  beneficios  concedidos  á  las  colonias  agrícolas  de  los  fWe  se  * 
otorgan  á  las  industrias  mineras,  y  respetio  de  estas  ultiima»  no  cc&n  m 
proceden  otras  concesiones  que  UÜ  consignadas  espesamente  en  la  legislación 
especial  del  ramo,  sin  que  se  pueda,  por  tanto,  aspirar  á  otras, 

D.  Ceferino  Avecilla  y  otro  obtuvieron  la  declaración  de  colonia  in- 
dustrial, con  los  beneficios  de  la  ley  de  8  de  Jnnio  de  1868,  para  nn  grupo 
minero,  sito  en  el  valle  de  Alcudia  y  denominado  La  Califomia  Manchega. 
Invocando  los  beneficios  da  la  ley  de  Colonias,  presentó  á  la  Aduana  de 
Badajos  varias  máquinas  y  efectos  industriales  para  que  se  aforasen  oca 
arreglo  á  la  partida  817^  nota  86,  del  Arancel. 

La  Aduana  no  aplicó  los  beneficios:  conducta  aprobada  por  la  Direc- 
cióif,  interpuesta  alzada  ante  el  Ministerio,  se  desestimaron  los  recursos 
por  Reales  órdenes  de  18  y  21  de  Diciembre  de  1884,  8  y  28  de  Bnero  y 
1  o  de  Febrero  de  1886. 

Deducidas  dos  demandas  contenciosas,  que  fueron  acumuladas,  se  dictó 
la  sentencia,  que  en  su  parte  dispositiva  dice  así: 

Considerando  que  la  cuestión  debatida  en  este  pleito  se  limita  á  fijar 
^a  interpretación  que  debe  darse  á  la  concesión  que  obtuvo  D.  Cmrino 
Avecilla  para  su  establecimiento  titulado  La  Califomia  Manchega^  con  re- 
lación al  pago  de  derechos  de  Aduanas  por  efectos  destinados  á  la  misma: 

Considerando  que  tratándose  de  un  privilegio,  cusí  es  la  exención  del 
deber  de  tributar,  que  es  general  á  todos,  debe  interpretarse  de  nn  modo 
limitado  á  los  términos  de  la  concesión,  sin  que  proceda  en  este  caso  am- 
pliar dicho  punto  á  lo  que  no  aparezca  clara  y  expresamente  de  los  tér- 
minos del  privilegio  concedido: 

Considerando  que  el  art  16  de  la  ley  de  Coloniíp  agrícolas,  de  8  de 
Junio  de  1868,  sólo  otorga  el  beneficio  de  pagar  el  1  por  100  del  valor  res- 
pectivo á  los  aperos,  instrumentos  y  maquinaria  que  se  importen  para  de- 
dicarlos á  la  agricultura: 

Considerando  que  en  el  presente  caso  no  se  trata  de  efectos  destinados 
á  las  labores  agrícolas,  sino  de  maquinaria  é  instrumentos  destinados  á 
un  establecimiento  minero: 

Considerando  que,  según  se  hizo  constar  en  sentencia  de  21  de  Junio 
de  1889,  son  muy  distintos  los  beneficios  concedidos  á  las  colonias  agríco- 
las de  los  que  se  otorgan  á  las  industrias  mineras,  y  que  respecto  de  estas 
últimas  no  caben  ni  proceden  otras  concesiones  que  las  consignadas  ex  • 
presamente  en  la  legislación  especial  del  ramo,  sin  que  se  pueda,  por 
tanto,  aspirar  á  otras. 
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Vlfto  el  art  16  de  la  rey  de  OoIodím  agríeolaa,  de  8  de  Janio  de  ISCS: 

Vieto  el  Real  decreto  de  18  de  Jallo  de  1882: 

Ftellamoa  qae  debemoe  absolver  y  abaolTemoa  á  la  Adminiatraclón  ge- 
neral del  Eetado  de  la  demanda  interpaeeta  por  el  Procarador  D.  Lola 
Lumbreras,  á  nombre  de  loa  teatamentarloa  de  D.  Oeferino  Avecilla,  con- 
tra las  Beales  órdenes  expedidas  por  el  Ministerio  de  Hacienda  de  8  y  21 
de  Diciembre  de  1884, 8  y  28  de  Enero  y  l.o  de  Febrero  de  1886,  las  cuales 
quedan  firmes  y  subsistentes.— (Sentencia  publicada  el  22  de  Noviembre 
4e  1892,  ó  inserU  en  la  (Sactta  de  8  de  Abril  de  1898.) 
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Sbmtikoia  (32  de  Noviembre  de  1892).— 7Y<if^  de  nobUxa.  NuHdad 
4e  una  caria  de  $uoe$ión.—Qe  revoca  la  Real  orden  de  24  de  Junio  de  1884, 
Impugnada  por  el  Fiscal  á  nombre  de  la  Administración,  en  el  pleito  con- 
tra D.  Manuel  del  Real  y  Arce,  sobre  carta  de  sucesión  en  el  título  de 
Marqués  de  la  Compuerta,  y  se  establece: 

i.o  Que  la  enafenadán,  mediante  precio  ett^putado,  de  un  tOulOf  exduye 
de  todo  deictcho  á  la  familia  del  enajenante; 

Y  2.0  Qw  fenecido  un  titulo,  por  tu  trantformaeián  en  otro^  hay  la 
impoeünlidad  legal  de  conceder  lo  que  no  existe. 

Por  Real  orden  de  24  de  Junio  de  1884  se  mandó  expedir  carta  de  su- 
cesión en  el  titulo  de  Marqaés  de  la  Compuerta  á  favor  de  D.  Manud  del 
Beal  y  Arce. 

Según  posteriormente  apareció,  el  referido  titulo  babia  sido  enajenado 
por  los  antecesores  de  D.  Manuel  del  Real  en  escritura  pública  de  6  de  Ju- 
Uo  de  1840,  aprobada  por  Real  orden  de  28  del  mismo  mes  y  afio,  á  favor 
de  D.  Francisco  Narváes  y  Bórdese,  á  quien  más  tarde  se  le  concedió  que, 
en  lugar  de  la  denominación  de  Marqués  de  la  Compuerta,  usase  la  de 
Conde  de  Yumuri. 

Sn  vista  de  estos  antecedentes,  la  Sección  de  Estado  y  Gracia  y  Justi- 
cia del  Consejo  de  Estado  opinó  que  procedía  revocar  en  vía  gubernativa 
la  Real  orden  de  24  de  Junio  de  1884;  pero  el  Presidente  de  la  Sección  for- 
muló voto  particular,  en  el  sentido  de  que  tal  resolución,  por  baber  creado 
derechos,  sólo  era  reformable  en  la  jarísdicción  contencioso-administra- 
tiva;  y  de  acuerdo  con  este  voto  se  ordenó,  por  Real  orden  de  24  de  Agosto 
de  1886,  al  Fiscal  del  Consejo  de  Estado  que  formulase  la  oportuna  de- 
manda; y  en  cumplimiento  de  esta  decisión,  el  Fiscal  presentó  demanda 
con  la  pretensión  de  que  se  revoque  la  Real  orden  de  24  de  Junio  de  1884; 
dictándose  sentencia,  cuya  parte  dispositiva  dice  así: 

Considerando  que  la  adquisición  por  D.  Francisco  Narváes,  mediante 
el  precio  estipulado,  del  título  de  Marqués  de  la  Compuerta,  excluyó  de 
todo  derecho  al  mismo  á  la  familia  del  demandado: 

Considerando  que  fenecido  dicho  título,  mediante  su  transformación 
en  el  de  Conde  de  Yumuri,  había  además  la  imposibilidad  legal  de  con- 
ceder un  Marquesado  que  ya  no  existía: 

Considerando  que  el  vicio  de  nulidad  de  que  adolece  la  Real  orden  re- 
damada lleva  en  sí  la  reposición  de  las  cosas  al  ser  y  estado  que  tenían 
antes  de  dictarse  aquélla,  y  por  consecuencia,  procede  se  devuelvan  á  Don 
Manuel  del  Real  las  cantidades  que  por  derechos  de  sucesión  haya  satis- 
fecho á  la  Hacienda; 

Fallamos  oue  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  de  24  de  Ja- 
nio de  1884,  por  la  cual  se  mandó  expedir  carta  de  sucesión  en  el  título 
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de  Marqués  de  la  Oompoerta  á  favor  de  D.  Manael  del  Beal  y  Arce,  decía- 
rando  qne  este  interesado  do  tiene  derecho  á  usar  dicho  titulo  y  que  de- 
ben devolvérsele  las  cantidades  que  haya  pagado  á  la  Hacienda  por  el  re- 
ferido concepto.— (Sentencia  publicada  el  22  de  Noviembre  de  1892,  é  in- 
serta en  la  Cfaceta  de  8  de  Abril  de  1893.) 

458 

BxNTBNOiA  (23  de  Noviembre  de  1892).— C/oses  jxzsitMZS.  Derecho  ápen- 
8Í(me$.^Se  confirma  la  Beal  orden  de  26  de  Julio  de  1890,  relativa  á  dere- 
cho á  pensión,  impugnada  á  nombre  de  Dofia  Oarmen  Sabariegos  y  Qui- 
ros,  y  se  establece: 

i.®    Que  loa  ocho  años  de  servieioa  por  raxán  de  ettudioi,  se  conceden  ion 
sólo  para  completar  los  veinte  del  primer  año  de  júbilaeión  y  sucesivos;  pero- 
no  pueden  ampliarse  á  las  pensiones  de  viudedad  y  orfandad: 

¿,^  Que  el  mínimum  de  años  de  servicios  efectivos,  para  dejar  derecho  á 
pensiones  del  Tesoro,  es  el  de  quince,  con  arreglo  al  art.  49  dd  proyecto  de 
ley  de  20  de  Mayo  de  1662,  puesto  en  vigor  par  el  art.  lúdela  ley  oeFresm^ 
puestos  de  25  de  Junio  de  186á\ 

Y  3/*  Que  los  cargos  desempeñados  con  posterioridad  al  22  de  Oetul^re 
de  1668  no  pueden  dar  lugar  al  derecho  ápiensumes  del  Tesoro, 

,  Dofia  Carmen  Sabariegos  aoHcitó  la  pensión  correspondiente,  d>mo 
viuda  de  D.  José  Gabriel  Balcásar,  y  la  Janta  de  Clases  pasivas  la  declaró 
con  derecho  á  la  pensión  de  Montepío  de  oficinas,  con  600  pesetas  anuales» 
contra  este  acuerdo  interpuso  recursos  de  aliada;  alegando  que  el  causante 
tenía  más  de  nueve  afios  de  servicios  y  debían  unirse  á  los  ocho  de  earre- 
ra,  y  el  Ministerio  de  Hacienda  dictó  Real  orden  de  26  de  Julio  de  1890 
desestimando  el  recurso. 

Interpuesto  contra  dicha  Real  orden  recurso  contencioso,  se  dictó  la 
sentencia,  que  dice  así  en  sus  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  que  la  regla  6>  del  art.  26  de  la  ley  de  Presupuestos  de 
26  de  Mayo  de  1886  expresa  terminantemente  que  el  abono  de  los  oche- 
afios  de  servicios  por  razón  de  estudios,  se  concede  para  completar  los 
veinte  afios  del  primer  afio  de  jubilación  y  sucesivos,  y  de  consiguiente 
no  puede  ampliarse  á  las  pensiones  de  viudedad  y  orfandad,  según  tiene 
declarado  la  jurisprudencia: 

Considerando  que  el  causante  D.  José  Gabriel  Balcázar  sólo  contaba^ 
nueve  afios  de  servicios  efectivos^  y  no  pudiendo  acumularse  á  éstos,  se- 
gún queda  indicado,  los  ocho  afios  de  carrera,  es  evidente  que  la  deman- 
dante carece  de  derecho  á  la  pensión  vitalicia  del  Tesoro  que  solicita,  toda 
ves  que  el  art.  49  del  proyecto-ley  de  20  de  Mayo  de  1862,  puesto  en  vigor 
por  el  art.  16  de  la  ley  de  Presupaestos  de  26  de  Junio  de  1864,  exigía 
como  mínimum  quince  afios  de  servicios  para  que  un  funcionario  pudiera 
dejar  derecho  á  pensión  de  aquella  clase  en  ¿vor  de  su  viuda  ó  de  sus 
huérfanos: 

.  Conaiderando  además  que  la  suspensión  de  las  pensiones  del  Tesoro 
produjo  todos  sus  efectos  á  partir  del  día  22  de  Octubre  de  1868,  según 
declara  el  art  10  de  la  ley  de  Presupuestos  de  28  de  Febrero  de  1878,  y  no 
habiéndose  posesionado  Balcásar  del  cargo  de  Gobernador  de  Soria  hasta 
el  28  de  Octubre  de  aquel  afio,  tampoco  podo  nacer  de  este  cargo  ni  de  loa^ 
desempefiadoa  con  posteiioridad  derecho  alguno  á  aquella  clase  de  pen-^ 
don. 


&- 
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VMm  la  regla  6.^  del  art.  26  de  la  ley  de  Presapnettoa  de  26  de  Mayo 
de  1886: 

Viato  el  art.  49  del  proyecto-ley  de  20  de  Mayo  de  1862,  paeeto  en  vi> 
for  por  el  art.  16  de  la  ley  de  Presapoestoe  de  26  de  Junio  de  1864: 

Viato  el  art.  10  de  la  ley  de  Preeapneetoa  de  28  de  Febrero  de  1878; 

Fallamoa  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  Dofia  Carmen 
Babariegos  contra  la  Beal  orden  de  26  de  Jolio  de  1890,  que  queda  firme 
y  subsistente.— (Sentencia  publicada  el  28  de  Noviembre  de  1892,  ó  in- 
•erta  en  la  Oacda  de  8  de  Abril  de  1898.) 
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AüTO  (28  de  Noviembre  de  1S92). ^Excepción  dilatoria.  Incompetencia 
áe  juri8diccián.—8e  declara  sin  curso  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de 
Dofia  Francisca  Sams  contra  una  Real  orden,  relativa  á  la  traslación  de  la 
demandante,  como  Maestra  de  Zamarramala,  á  otra  escuela  de  igual  clase 
y  sueldo,  y  se  establece: 

Que  conforme  á  lo  diipuesto  en  el  art.  46  de  la  ley  de  13  de  Septiemln-e 
de  1888,  procede  la  excepción  dilatoria  de  que  $e  trata  cuando  el  recurso  con- 
fencimo  administrativo  se  hubiere  interpuesto  fuera  de  los  plazos  señalados  en 
ü  art  7.^,  que  para  el  presente  caso  es  el  de  tres  meses  de  treinta  dios  compu- 
tados «n  la  forma  que  preceptúa  el  art,  94  déla  ley  expresada. 

Por  Beal  orden  de  10  de  Junio  de  1891  se  trisladó  á  Dofia  Francisca 
8ans,  Maestra  de  Zamarramala,  á  otra  escuela  d^  igual  clase  y  sueldo,  se- 
gún su  voluntad  y  conveniencia. 

Interpuesto  recurso  contencioso  contra  esta  Real  orden,  se  dictó  el 
auto,  que  en  su  parte  dispositiva  dice  así: 

Considerando  que,  conforme  alo  dispuesto  en  el  art  46  de  la  ley  de  18 
de  Septiembre  de  1888,  procede  la  excepción  á  latoria  de  que  se  trata 
cuando  el 'recurso  contencioso*  administrativo  se  hubiere  interpuesto  fuera 
de  loa  plaxos  sefialados  en  el  art.  7. o,  que  para  el  presente  caso  es  el  de 
tres  meses  de  treinta  días,  computados  en  la  forma  que  preceptúa  el  art.  94 
de  la  ley  expresada: 

Considerando  que  comunicada  á  Dofia  Francisca  Sanz,  en  28  de  Agosto 
de  1891,  la  Real  orden  objeto  del  recurao,  ó  inicí. ido  éste  en  28.de  No- 
viembre siguiente,  lo  ha  sido  á  los  noventa  y  dos  lías,  esto  es,  después 
del  en  que  terminó  el  plaao  legal. 

Vistos  los  artículos  7.o  y  46  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

8e  estima  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción  ale- 
gada por  el  fiscal;  en  su  virtud,  se  declara  sin  curso'  la  demanda;  archívese 
el  rollo,  y  con  devolución  del  expediente,  póngase  en  conocimiento  del 
Ministerio  de  Fomento  este  auto,  publicándole  á  su  tiempo  en  la  Gaceta 
de  Madrid  y  en  la  Colección  legislativa.— {Anto  fecha  28  de  Noviembre 
de  1892,  é  inserto  en  la  Gaceta  de  8  de  Abril  de  1898.) 
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SxNTSHOiA  (24  de  Noviembre  de  lS9^).^0apeüania,.Bienes  dótales.  Ex- 
c^peián  de  venía.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  Ínter- 
i>aeata  á  nombre  de  D.  Manuel  y  D.  Nicolás  Forcén  Laseirra  y  otros,  sobre 
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revocacióa  de  oda  Reftl  orden  relativa  á  excepción  de  venta  por  el  Ee> 
tado  de  loe  bienes  dótales  de  ana  capellanía»  y  se  establece: 

i.o  Que  el  oímocimienio  de  km  citeetumee  9ohre  inUUaenáay  apUeadSm  de 
loe  leyes  desamortizadoroi,  en  lo  que  ee  refiere  á  la  declaración  de  la  Menn 
tomprendidoB  en  tila»  y  de  loe  que  eetán  exeeptuadoe  de  la  venta,  eorreeponde 
á  la  Admniatracián  activa^  y  enmt  cato,  á  la  contenciosa,  según  las  prescrip- 
ciones de  dichas  leyes  y  la  juritiprudencia  constante  del  Cons^'o  de  Estado  y 
del  Tribunal  Supremo: 

2.0  Que  el  art.  3  o  de  la  ley  de  11  de  JuUo  de  1856  declaró  comprendidos 
entre  los  bienes  del  Clero  v  mandó  enajenar  por  el  Estado  todos  lospertene- 
dentes  ó  que  se  hafiaren  disfrutando  hs  individuos  ó  Oorporaeiones  eefestát- 
ticaSy  bajo  cualquier  nombre^  origen  ó  inetUudán,  á  excepción  de  las  Gbpslla- 
nias  familiares  de  sangre  ó  patronatos  de  igual  naturaleza; 

Y  3.0  Que,  en  virtud  de  este  precepto,  se  hallan  sujetos  á  desamortiwaeióm 
los  bienes  de  CapeUanias  en  las  que  no  hay  derfichofamiUar  directo,  activo  ni 
pasivo,  y  este  carácter  es  precisamente  el  de  la  CapMinia  sobre  la  cual  se  U- 
tiga^  por  cuanto  los  fundadores  encomendaron  el  patronato  activo  al  Vieario, 
Justicia  y  Jurados  de  Sestrica,  y  el  patronato  pasivo  á  los  vecinos  del  Con- 
dado de  Aranda. 

En  28  de  Febrero  de  1866,  el  Presbítero  D.  Bfignel  Foreén  présenlo  in«- 
tancia  pidiendo  se  declarasen  excéptoados  de  la  desamortización  los  bie- 
nes dótales  de  la  capellanía  qae  desempeñaba,  fondada  en  la  parroquia 
de  Sestrica,  en  2  de  Enero  de  1671,  por  D.  Diego  Media  Marca  y  sa  mojer 
Catalina  Oambray,  por  ser  ésta  meramente  laical,  y  hallarse,  por  tanto, 
comprendida  en  los  preceptos  de  las  leyes  deevincaladoras;  instisncia  qae 
fué  resuelta  por  Real  orden  de  18  de  Octobre  de  1887,  desestimándolji  j 
mandando  proceder  á  la  incautación  y  venta  de  les  bienes  de  qoe  se  trata. 

Interpuesto  recurso  contencioso,  se  dictó  la  sentencia,  caya  parte  dis  - 
positiva  dice  así: 

Oonsiderando  que  el  conocimiento  de  las  cuestiones  sobre  inteligeneia 
y  aplicación  de  las  leyes  desamortizadoras,  en  lo  que  se  refiere  á  la  decla- 
ración de  los  bienes  comprendidos  en  ellas  y  de  los  que  están  exceptua- 
dos de  la  venta,  corresponde  á  la  Administración  activa,  y  en  su  caso,  á  la 
contenciosa,  según  las  prescripciones  de  dichas  leyes  y  la  jurispradenda 
constante  del  Consejo  de  Estado  y  del  Tribanal  Supremo: 

Considerando  que  el  art  S.o  de  la  ley  de  11  de  Julio  de  1866  declaró 
comprendidos  entre  los  bienes  del  Clero  y  mandó  enajenar  por  el  Estado 
todos  los  pertenecientes  ó  que  se  hallaren  disfrutando  los  individuos  6 
Corporaciones  eclesiásticas,  bajo  cualquier  nombre,  origen  ó  institución, 
á  excepción  de  las  Capellanías  familiares  de  sangre  ó  patronatos  de  igual 
naturaleza: 

Considerando  que,  en  virtud  de  este  nrecepto,  se  hallan  sujetos  á  des- 
amortización los  bienes  de  Capellanías  en  las  que  no  hay  derecho  fÉml- 
liar  directo,  activo  ni  pasivo,  y  este  carácter  es  precisamente  el  de  la  Oa- 
pellanía  sobre  la  cual  se  litiga,  por  cuanto  los  fundadores  encbmeodaroB 
el  patronato  activo  al  Vicario,  «fustícia  y  Jurados  de  Sestriea,  y  el  patro- 
nato pasivo  á  los  vecinos  del  Condado  de  Aranda: 

Considfirando  qae  denegada  en  8  de  Mayo  de  1866  por  la  Junta  pro- 
vincial de  Ventas  de  Zaragoza  la  excepción  pretendida  por  el  Capellán 
D.  Miguel  Foreén,  esta  declaración  vino  á  constituir  un  estado  legal,  que 
sólo  la  Autoridad  superior  competente  podía  alterar  en  virtud  del  recurso 
de  alzada  que  las  leyes  concedían  á  dicho  interesado,  y  que  efectivamente 
utilizó,  cuyo  estado  legal  subsistía  mientras  que  por  dicha  Autoridad  aa- 
perior  no  fuese  alterado: 
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.  Considerando  qae  al  dlaponer  D.  Mignel  Forcén  de  loa  bienes  en  el 
teatamentOy  bajo  el  cnal  murió  en  19  de  Diciembre  de  1868,  y  al  pedir  y 
defender  an  heredero  D.  Tomáa  Forcén  la  poaeaión  de  loa  miamoa  en  la 
vía  judicial  ordinaria,  cnando  todavía  eataba  pendiente  la  apelación  ante 
el  Miniaterio  de  Hacienda,  ocultaron  deliberada  y  malicioaamente  en  pro- 
vecho propio  el  carácter  de  la  Oapellanía  y  la  aitnación  legal  de  loa  in- 
maeblea  qne  formaban  an  dotación,  incarriendo  en  nn  vicio  eaencial  de 
obrepción,  mediando  el  cnal  no  pneden  tener  eficacia  eaoa  actoa  contrarios 
á  la  l^^lídad  vigente,  ain  perjuicio  de  la  reaponaabilidad  en  qne  hayan 
incurrido  loa  qne  loa  crjecntaron: 

Gonaiderando  qne  aanqne  el  Jaez  de  primera  inatancia  de  Calataynd 
declaró  en  an  aentencia  de  80  de  Abril  de  1878  qne  el  Eatado  habla  per- 
dido el  derecho  qne  para  reclamar  laa  fincaa  en  cneatión  le  otorgaban  las 
leyes  de  18S0  y  1886,  esta  declaración,  reveatida  de  toda  la  f  ntoridad  da 
la  coaa  juzgada,  no  ea  ni  puede  ser  obstáculo  para  que  la  Administración 
ejercite  laa  facultades  y  derechos  que  le  confiere  la  legialadón  de  la  ae- 
gunda  época  deaamortizadora,  por  aer  eata  cneatión  totalmente  distinta  de 
la  decidida  por  aquella  ejecutoria: 

Considerando,  por  último,  qne  los  demandantea,  al  entablar  el  pre- 
sente pleito,  se  han  aometido  á  la  juríadicción  contencioso  administrativa, 
y  que  eate  Tribunal  juzga  notoria  por  loa  fundamentos  que  quedan  ex- 
puestos la  competencia  y  juatiflcación  con  que  ha  aido  expedida  la  Real 
orden  impugnada  por  aquéllos. 

Viatoa  el  Real  decreto  de  12  de  Agosto  de  1871.  art.  !•;  éí  itft  l.<>  da 
la  ley  de  l.^'  de  Mayo  de  1866  y  el  art  3.o  de  la  ley  de  11  de  Julio  de  1866; 

Fallamoa  que  debemoa  absolver  y  abaolvemoa  á  la  Adminiatraeión  ge- 
neral del  Eatado  de  la  demanda  interpueata  á  nombre  de  D.  Manuel  For- 
cén y  otros  contra  la  Real  orden  de  18  de  Octubre  de  1887,  la  cual  queda 
firme  y  subsistente. -^(Sentencia  publicada  el  24  de  Noviembre  de  1892,  é 
hiserta  en  la  Gaceta  de  8  de  Abril  de  1898.) 
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SuimroiA  (26  de  Noviembre  de  IS92). —0<miumo$.  Beparto  vecinal, — 
Se  eatima  procedente  la  excepción  perentoria  de  falta  de  peraonalidad  en 
el  Letrado  que  entabló  la  demanda  á  nombre  del  Ayuntamiento  de  Llum- 
mayor,  sobre  revocación  de  una  Real  orden  relativa  al  reparto  vecinal  del 
impueato  de  conaumoa  en  la  villa  de  Llummayor,  y  se  establece: 

Que  cm  arreglo  ala  ley  Municipal  viaentey  en  iu  art.  56^  la  repreeenta- 
€ión  exclusiva  de  loe  AyuntamienioM,  en  toaos  los  juicios  que  deban  sostener, 
corresponde  dios  Procuradores  síndicos,  y  por  lotanto,  éstos  son  los  que  deben 
otorgar  hs  poderes,  y  no  los  Alcaldes, 

Por  Real  orden  de  1  de  Febrero  de  1887  ae  revocó  un  acuerdo  de  la 
Dirección  general  de  Impueatoa,  que  había  anulado  el  reparto  vecinal  del 
impueato  de  conaumos  en  la  villa  de  Llummayor. 

Interpueato  recurao  contendoao  contra  dicha  Real  orden,  el  Letrado 

gresentó  poder  otorgado  por  el  Alcalde  de  dicho  pueblo;  y  el  Tribunal  de 
>  Contencioso  dictó  la  aentenda,  qne  en  au  parte  diapositiva  dice  aaí: 
Considerando  que  la  primera  de  laa  excepcionea  propneataa  por  el  Fia- 
eal  que  en  eata  aentenda  debe  tratarae,  es  la  de  falta  de  peraonalidad  en 
él  Letrado  que  entabló  la  demanda:  . 

Conaiderando  que  con  arreglo  al  párrafo  aegundo,  art  66,  de  la  ley  Mu- 
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nicipal  vigente,  correeponde  á  loa  Procaradores  SindicoB  la  representa- 
clon  exclnsiva  de  loa  Áytmtamientos  en  todos  los  joicios  qne  deban  sos- 
tener ei)  defensa  de  los  intereses  que  les  están  confiados: 

Considerando  qae  el  Licenciado  Fiol,  al  interponer  la  demanda,  pre- 
sentó on  poder  otorgado  por  el  Alcalde  y  no  por  el  Síndico  ó  Síndicos  del 
Ayantamiento  de  Llammayor: 

Considerando  qae  esta  infracción  enruelve  la  falta  de  personalidad  que 
el  Fiscal  alega,  y  por  consecaencia,  debe  estimarse  la  excepción^  sin  qae 
después  de  ello  sea  procedente  examinar  ningún  otro  extremo  de  los  di» 
cnüdos  en  el  pleito. 

Visto  el  art.  66  de  la  ley  Manicipal  de  2  de  Octnbre  de  1877. 

Vistos  los  artícalos  46  y  48  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Fallamos  qae  debemos  estimar  y  estimamos  procedente  la  excepción 
perentoria  de  falta  de  personalidad  en  el  Letrado  qae  entabló  la  demanda; 
en  sa  consecaencia,  archívese  el  rollo  y  devuélvase  el  expediente  al  Mi- 
nisterio de  qae  procede.^(8entencia  publicada  el  26  de  Noviembve  de 
1892,  é  inserto  en  la  Qaceta  de  S  d^  Abril  de  1893.) 
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Sbntsnoia  (26  de  Noviembre  de  1892).— (Tonoterto  de  consumos.  Exen- 
ción de  pago.—Be  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  interpaee- 
ta  á  nombre  de  Dofia  Clotilde  Bocio,  como  heredera  de  D.  Joan  Oascalee^ 
sobre  revocación  de  una  Real  orden  relativa  á  la  exención  de  pago  de  una 
eantidad  por  concierto  de  consumos,  y  se  estoblece: 

i.^  Que  loe  dueños  de  los  establecimientos  balHearios  pueden  ser  compren- 
didos  en  el  reparto  del  impuesto  de  consumos  por  el  que  devenguen  los  cot%- 
cúrrenles  á  sus  establecimientos^  según  lo  dispuesto  en  el  párrafo  tercero  del 
articulo  254  del  Reglamento  á  la  sazón  vigente; 

Y  2.0  Que  si  bien  el  precito  indicado  se  refiere  á  los  ruarlos  generales^  * 
debe  con  mayor  razón  aplicarse  á  los  del  extrarradio,  toda  vez  que  el  medio 
reglamentario  para  exigir  el  impuesto  en  esta  última  zona  es  Siempre  el  re- 
partimiento^  mientras  que  en  el  casco  y  radio  de  ia  población  sólo  pwede  típU- 
earse  cuandio  se  hayan  intentado  inútilmente  los  medios  de  administractát^ 
arriendo  y  demás  qUe  en  el  Beglamento  se  mencionan, 

Don  Juan  Cáscales  acudió  á  la  Delegación  de  Murcia,  como  propieta- 
rio del  estoblecimiento  de  Fortuna,  para  que,  con  arreglo  á  la  Listruccióiiy 
se  le  impusiera  la  cuoto  que  le  correspondiera  satisfacer  por  impuesto  de 
consumos,  á  su  familia  y  dependientes  ó  criados,  reduciendo  la  cnoto  da 
S.166  pesetas  que  la  Junto  clasificadora  le  había  impuesto. 

£1  Ayuntomiento  informó  diciendo  que  el  único  duefio  de  los  estoble- 
eimientos  de  Fortana  es  D.  Juan  Cáscales,  teniendo  al  frente  de  ellos  per- 
sonas insolventes,  y  el  Cáscales  manifestó  que  todos  los  servicios  de  los 
estoblecimientos  estaban  arrendados,  no  siendo  él,  por  tanto,  el  que  debía 
pagar  la  cuota  del  reparto. 

Resuelto  en  sentido  contrario  á  lo  solicitodo  por  Cáscales  en  Real  or- 
den de  16  de  Mayo  de  1888,  interpuso  contra  ella  recurso  contencioso,  cnya 
sentencia  en  su  parte  dispositiva  dice  así: 

Considerando  que  la  cuestión  principal  del  presento  pleito  se  reduce  A 
determinar  si  el  Ayuntomiento  de  Fortuna  pudo  ó  no  imponer  á  D.  Juan 
Cáscales  el  pago  de  la  cantidad  que  como  vecino  de  dicha  viUa  le  impoao 
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en  nombre  del  Municipio  la  Janta  clasificadora  en  el  reparto  de  consamoe 
correspondiente  al  ejercicio  de  1887  á  88: 

Considerando  qne  la  Junta  claaificadoraóbró  conforme  á  la  ley,  tenien- 
do en  cuenta,  no  sólo  que  D.  Juan  Cáscales  tenía  los  criados  nue  se  le  atri- 
buían, sino  que  además  todos  los  industriales  del  balneario  de  su  propie- 
dad dependían  directamente  del  mismo  duefio  en  concepto  de  encargados, 
sin  responsabilidad  propia: 

Considerando  que  los  duefios  de  loe  establecimientos  balnearios  pue- 
den ser  comprendidos  en  el  reparto  del  impuesto  de  consumos  por  el  que 
devenguen  los  concurrentes  á  sus  establecimientos,  segán  lo  dispuesto  en 
el  párrafo  tercero  del  art  264  del  Reglamento  á  la  sazón  vigente: 

Considerando  que  la  parte  demandante  no  ha  impugnado  como  excesi- 
vo el  número  de  bafilstas  que  para  el  reparto  se  le  computaron,  y  que 
como  esta  clase  de  consumidorea^iecesita  una  alimentación  especial  du- 
rante su  permanencia  en  los  establecimientos,  no  resultan  mal  clasifica- 
dos colocándolos  en  la  categoría  núm.  82  de  las  60  qne  tiene  el  repartí  • 
miento: 

Considerando  que  si  bien  el  precepto  indicado  se  refiere  á  los  repartos 
generales,  debe  con  mayor  razón  aplicarse  á  los  del  extrarradio,  toda 
vez  qne  el  medio  reglamentario  para  exigir  el  impuesto  en  esta  última  zona 
es  siempre  el  repartimiento,  mitotras  que  en  el  casco  y  radio  de  la  pobla- 
ción sólo  puede  aplicarse  cuando  se  hayan  intentado  inútilmente  los  me- 
dios de  administración,  arriendo  y  demás  qne  en  el'  Reglamento  se  men- 
donan. 

Visto  el  art.  254  del  Reglamento  de  16  de  Junio  de  1885; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  el  Licenciado  D.  Antonio 
Infante,  á  nombre  de  D.  Juan  Cáscales,  hoy  su  heredera,  contra  la  Real 
orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  15  de  Mayo  de  1888,  la 
cual  queda  firme  y  subsistente.— (Sentencia  publicada  el  25  de  Noviem- 
bre de  1892,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  8  de  Abril  de  1893.) 
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SsiffTBKciA  (25  de  Noviembre  de  1B92).— Ferrocarriles  de  vía  estrecha. 
Cancesián.  Exc^ión  perentoria.  Incompetencia  de  jurisdicción.— 8e  declara 
incompetente  al  Tribunal  pare  conocer  de  la  demanda  interpuesta  á  nom- 
bre de  los  Ayuntamientos  de  Puertollano,  Mestanza  é  Hinojosa,  sobre  re- 
vocación de  dos  Reales  órdenes  relativas  á  la  concesión  á  la  Compañía 
francesa  de  minas  y  fundiciones  de  Escombreras  de  un  ferrocarril  desde 
la  mina  Asdrúbal  á  la  estación  de  Puertollano,  y  se  establece: 

l.o  Que  respecto  á  la  excepción  de  incompetencia  propuesta  por  el  Fiscal, 
la  concesión  de  ferrocarriles  de  la  clase  del  de  que  se  trata  pertenece  á  las 
facultades  discrecionales  del  Oobiemo; 

YÉ.o  Que  las  cuestiones  que  se  refieren  á  la  potestad  discrecional  de  la 
Administración  no  corresponden  al  conocimiento  de  los  Tribunales  de  lo  Con- 
tencioso administrativo,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  4.®,  núm.  í  .o,  de  la  ley  de 
18  de  Septiembre  de  1888. 

La  Compañía  francesa  de  minas  y  fundiciones  de  Escombreras  solicitó 
la  concesión  de  un  ferrocarril  de  vía  estrecha  desde  la  mina  Asdrúbal  á  la 
eotftdón  de  Puertollano,  y  previos  los. trámites  reglamentarios,  se  otorgó 
dicha  concesión  por  Real  orden  de  29  de  Enero  de  1888,  autorizándose 
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por  otra  del  ^  Mano  la  oeupación  de  lof  terrenof  de  dominio  público 
necesarios  para  la  oonstrocdón. 

Los  Ayantamientos  de  Mestanza  ¿  Hinojosa  y  algonos  Goncejalee  de 
Paertollano,  pidieron  qae  no  se  llevara  á  cabo  la  construcción  en  la  formm 
dispuesta  en  las  Reales  órdenes  dictadas,  y  el  Ministerio  de  Fomento 
desestimó  las  instancias  por  Beal  orden  de  l.o  de  Jnnio  de  18SS. 

Interpuesto  recurso  contencioso,  se  dictó  sentencia,  cuya  parte  dispoei- 
tira  dice  asi: 

Considerando,  respecto  á  la  excepción  de  incompetencia  propuesta  por 
el  Fiscal,  que  la  concesión  de  ferrocarriles  de  la  clase  del  de  que  se  trata 
pertenece  á  las  facultades  discrecionales  del  Gobierno: 

Considerando  que  las  cuestiones  que  se  refieren  á  la  potestad  discre- 
cioniü  de  la  Administración  no  corresponden  al  conocimiento  de  los  Tribu- 
nales de  lo  Ck>ntencióso-administratÍTO,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  á,\ 
núm.  1.^,  de  la  ley  de  1$  de  Septiembre  de  1888: 

Gonsiderando  que,  por  lo  expuesto,  este  Tribunal  es  incompetente  pan 
conocer  de  la  cuestión  discutidía  ea  el  pleito,  y  en  consecuencia,  no  debe 
resolver  acerca  de  las  demás  excepciones  propuesta*,  ni  del  fondo  del 
asunto. 

Visto  el  art.  4.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  este  Tribunal  es  in- 
competente para  conocer  de  la  demanda  deducida  á  nombre  de  los  Ayun- 
tamientos de  Puertollano,  Mestansa  é  Hinojosa,  contra  las  Reales  órdenea 
de  27  de  Enero  y  7  de  Mario  de  1888. — TSeñitencia  publicada  el  26  de  No> 
▼iembre  de  1892,  ó  inserta  en  la  Qaeeta  de  8  de  Abril  de  1898.) 
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8BNTSHCIA  (28  de  Noviembre  de  lB9^).^Mancommnídad  de  pa$io$.— 
Se  revoca  la  dictada  por  el  Tribunal  provincial  de  León,  apelada,  y  se  deja 
sin  efecto  la  resolución  del  Gobernador  de  la  misma  provincia  que  mo- 
tivó la  demanda  interpuesta  por  el  Fiscal  contra  D.  Felipe  Ingueros  Ro- 
drigues y  otros,  sobre  multa  impuesta  á  éstos  por  baber  introducido  sns 
ganados  á  pastar  en  el  monte  de  Garfin,  y  se  establece: 

1.*  Que  la  mancomunidad  depaetoe  no  puede  eitimaree  probada  por  de- 
poner en  cuanto  á  ella  únicamente  tres  látigos,  vecinoe  todoe  de  loe  puebloe  á 
cuyo  favor  u  supone  dicha  mancomunidad,  y  por  tanto,  intereeadoe  en  eoete- 
nerla: 

^.o  Que  no  habiéndose  practicado  diligencia  alguna  ni  actuación  enelex- 
pediente  gubernativo  para  el  castigo  de  la  falta  desde  el  12  de  Abril  hasta 
el  3  de  Setiembre  de  1886,  á  pesar  de  ser  conocidos  los  hechos  constitutivos 
de  la  misma,  y  haberse  empezado  á  proceder  para  siu  esclarecimiento  y  castiga 
con  anterioridad  á  las  expresadas  fechas,  preserMó  y  debe  declararse  pres- 
crita dicha  falta,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  18  del  rtferido  Real  de- 
creto, toda  ves  oáe  la  paralizada  del  procedimiento  no  fué  motioaáa  por  re- 
beldia  del  culpable,  y  que  hasta  demUs  de  transcurridos  más  de  dos  meses  na 
empezó  á  correr  el  penado  electoral  para  las  elecciones  de  Diputados  proviso 
CMues  que  en  dicha  época  se  verificaron: 

3,^  Que  la  prescripción  establecida  en  el  precitado  articulo  se  refiere  úni- 
camente á  taparte  penal  de  la  falta,  ó  sea  ala  muUa  que  como  castigo  d£be 
imponerse  al  actor  ó  á  los  actores  de  las  mismas,  toda  vez  que,  conforme  á  lo 
di^^sto  en  el  art.  20  del  expresado  Real  decreto,  la  responsabilidad  civil  de 
reparar  los  daños  é  indemnizar  los  perjuicios  se  extingue^  del  mismo  modo 
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qm  la$  demás  Mígacume$,  can  tujedón  á  ¡a$  reglas  del  derecho  civil;  doctrÍ9ha 
eot^wme^  por  oirá  parte,  con  loe  principioi  generales  de  derecho,  y  con  lo  es- 
tablecido por  el  Código  penal,  respecto  á  la  prescripción  de  los  delitos  y  faltas^ 
en  sus  aríiculos  134  y  ISS; 

Y  4fi  QMf  la  responsabilidad  del  Alcalde  no  podía  en  ningún  concepto  ser 
extensiva  á  los  daños  y  perjuicios,  porque  éstos  serian  en  su  caso  de  cuenta  de 
km  dañadores,  á  quien  la  Administraeión  pudo  exigirlos,  y  si  asi  no  lo  hizo, 
no  fué  por  culpa  del  Alcalde,  y  porque,  tratándose  de  penalidad,  no  fuede 
nunca  extenderse  á  más  de  lo  expreso  y  taxativamente  marcado  en  la  dtsposi- 
eián  que  la  establece, 

DenmieiadoA  varíoi  ganaderos  por  hallarse  anB  ganados  pastando  en 
el  monte  Garfín,  sitio  lla^iado  Valle  Rebednl,  el  Alcalde  de  Gradefea  les 
releyó  de  la  malta  que  pudiera  corresponderles,  en  17  de  Febrero  de  1888, 
por  tener  pagada  la  licencia  de  pastos  del  pueblo  y  ser  costumbre  de  pas- 
tar todos  los  afios  en  el  sitio  donde  fueron  denunciados. 

£1  Ingeniero  Jefe  de  Montes  de  León  puso  el  hecho  en  conocimiento 
del  Gobernador,  el  cual,  previos  los  trámites  legales,  impuso  á  los  denun- 
ciados las  multas  y  responsabilidades  correspondientes;  interpuesta  por 
los  multados  demanda  contenciosa,  el  Tribunal  provincial  de  León  dictó 
seotencia  dejando  sin  efecto  en  todas  sus  partes  la  resolución  del  Gober- 
nador. 

Apelada  la  sentencia,  el  Tribunal  Gontendoso  administratiyo  dictó  la 
que  en  su  parte  dispositiya  dice  asi: 

Gondderando  que  la  mancomunidad  de  pastos  alegada  por  los  deman- 
dantes no  puede  estimarse  probada  por  deponer  en  cuanto  á  ella  única- 
mente tres  testigos,  vecinos  todos  de  los  pueblos  á  cuyo  favor  se  supone 
dicha  mancomunidad,  y  por  lo  tanto,  interesados  en  sostenerla,  y  que 
tampoco  resulta  probado  que  los  demandantes  tuvieran  licencia  y  autori- 
ndón  correspondiente  para  el  aprovechamiento  de  los  pastos  por  el  que 
fueron  denunciados,  al  tenor  de  lo  dispCiesto  en  los  artículos  82  y  86  del 
Beal  decreto  de  4  de  Mayo  de  1884: 

Considerando  que,  en  su  virtud,  es  indudable  que  los  demandantes  in- 
eurrieron  en  la  falta  prevista  y  castigada  en  el  art.  8fi  del  precitado  Real 
decreto,  al  introducir  sus  ganados  en  el  sitio  del  monte  expresado  en  la 
denuncia  presentada  por  la  Guardia  civil  al  Alcalde  de  Gradefes: 

Oonsiderando  que  no  habiéndose  practicado  diligencia  alguna  niactna- 
don  en  el  expediente  gubernativo  para  el  castigo  de  la  falta  desde  el  12 
de  Abril  haso^el  8  de  Septiembre  de  1888,  á  pesar  de  ser  conocidos  los 
keehos  constítutívos  de  la  misma,  y  haberse  empesado  á  proceder  para  su 
esclarecimiento  y  castigo  con  anterioridad  á  las  expresadas  fechas,  pres- 
eribió  y  debe  declararse  prescrita  dicha  falta,  conformé  á  lo  dispuesto  en 
el  art  18  del  referido  Beal  decreto^  toda  vez  que  la  paralización  del  proce- 
dimiento no  fué  motivada  por  rebeldía  del  culpable,  y  que  hasta  después 
de  transcurridos  más  de  dos  meses  no  empezó  á  correr  el  período  electo- 
ral para  las  elecciones  de  Diputados  provinciales  que  en  dicha  época  se 
verificaron: 

Oonsiderando  que  la  prescripción  establecida  en  el  precitado  artículo 
se  refiere  únicamente  á  la  parte  penal  de  la  falta,  ó  sea  á  la  multa  que 
eomo  castigo  debe  imponerse  al  actor  ó  á  los  actores  de  las  mismas,  toda 
▼es  que  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art.  20  del  expresado  Real  decreto,. 
la  responsabilidad  civil  de  reparar  los  dafios  é  indemnizar  loa  perjaicios 
se  extingue,  del  mismo  modo  que  las  demás  obligaciones,  con  sujeción  á 
las  reglas  del  derecho  civil;  doctrina  conforme,  por  otra  parte,  con  los  prin* 
dl^os  generales  de  derecho,  y  con  lo  establecido  por  el  Código  penal,  res- 
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pecio  á  la  prescripción  de  los  delitos  y  faltas»  en  sos  artículos  IN  y  136: 

Considerando  qne  habiendo  incnrrido  e(  Alcalde  de  Gradefes  en  Ift 
snstanciación  del  expediente  gobernativo,  motivado  por  la  denuncia»  en 
diferentes  faltas,  por  haber  omitido  varias  de  las  diligencias  qoe  debió 
practicar  y  no  practicó  en  las  formas  y  términos  prevenidos  en  los  artíca- 
los  49  al  56  del  indicado  Real  decreto,  fué  y  debe  estimarse  legal  y  proca- 
dente  la  multa  de  26  pesetas,  qne  en  nso  de  sos  atribacionas  le  impaso  el 
Gobernador  civil  de  la  provincia  al  fallar  el  (expediente,  en  el  caal  resol* 
taron  comprobados,  qne  es  cuando  pudo  y  debió  imponerla: 

Considerando  que  la  responsabilidad  del  Alcalde  no  podía  en  ninKún 
concepto  ser  extensiva  á  los  dafios  y  perjuicios,  porque  éstos  serían  en  sa 
caso  de  cuenta  de  los  dafiadores  á  quien  la  Adoünistración  pudo  exigirlos^ 
y  si  así  no  lo  hizo,  no  fué  por  culpa  del  Alcalde,  y  porque,  tratándose  de 
penalidad,  no  puede  nunca  extenderse  á  más  de  lo  expreso  y  taxativamente 
marcado  en  la  disposición  que  la  establece: 

Considerando  que  no  puede  apreciarse  mala  fe  exi  ningana  de  las  par- 
tes que  sostienen  este  recurso,  opinó  que  debía  dejarse  sin  efecto  la  reso- 
lución del  Gobernador  de  la  provincia,  de  27  de  Septiembre  de  1888,  qne 
motivó  la  demanda,  en  cuanto  á  la  multa  impuesta  á  D.  Manuel  Fernán- 
dez Fernández,  D.  Felipe  logueros  Rodríguez  y  D.  Jerónimo  Urdíales  Fe* 
rreras,  por  haber  introducido  sus  ganados  á  pastar  en  el  monte  Garfín  j 
sitio  titulado  Valle  Rebedul,  y  en  cuanto  á  la  indemnización  de  daftoa  y 
perjuicios  impuesta  al  Alcalde  D.  Juan  Sánchez,  que  debía  dejarse  sobets- 
tente  dicha  resolución  ó  providencia  en  cuanto  á  la  multa  impuesta  al  re 
ferido  Alcalde: 

Resultando  que  notificada  le  anterior  sentencia,  el  Abogado  del  Estado 
presentó  contra  la  misma  recerso  de  apelación,  que  fué  admitido  ante  este 
Tribunal,  con  citación  y  emplazamiento  de  las  partes,  y  elevadas  las  ee- 
tuaciones,  el  Fiscal  compareció  en  tiempo  á  sostener  el  recurso,  no  hal^ en- 
de comparecido  las  partes  apeladas. 

Aceptando  los  resultandos  de  4a  sentencia  recurrida  y  los  consideran* 
dos  del  voto  particular; 

Fallamos  que  revocamos  la  sentencia  apelada,  y  en  su  lugar  debemoe 
dejar  y  dejamos  sin  efecto  la  resolución  del  Gobernador  de  la  provinde 
de  León,  de  27  de  Septiembre  de  1888,  que  motivó  la  demanda,  en  cuanto  á 
la  mnlta  impuesta  á  D.  Manuel  Fernández  Fernández,  D.  Felipe  Ingneiee 
Rodríguez  y  D.  Jerónimo  Urdíales  Ferreras,  por  haber  introducido  sne  ga- 
nados á  pastar  en  el  monte  de  Garfín  y  sitio  titulado.  Valle  ;de  Rebednl,  y 
en  cuanto  á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  Impuesta  al  Alcalde 
D.  Juan  Sánchez;  y  debemos  dejar  y  dejamos  subsistente  dicha  reaolocióa 
ó  providencia  en  cuanto  á  la  multa  impuesta  al  referido  Alcalde.— (Sen- 
tencia publicada  el  28  de  Noviembre  de  1892,  é  inserta  en  la  Oaoeta  de  S 
de  Abril  de  1898.) 
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Sbmtinoia  (28  de  Noviembre  de  1892).— Jfoneeia.  Introdwición  deplatA 
4n^icana.^8e  confirma  la  dictada  por  el  Tribunal  local  de  Puerto  Rico, 
objeto  del  recurso  interpuesto  á  nombre  de  D.  José  Maria  Escribano  y 
Calvo  y  otros,  sobre  introducción  de  plata  mejicana,  y  se  establece: 

i.o  Que  cof^fonne  á  lo  diipuesto  en  el  art  135,  núm,  i.^  de  loi  Ordeman- 
%a$  de  Aduanas,  te  incurre  en  el  delito  de  contrabando  odmimttraHvo^  etUre 
otros  casos,  por  la  iniroduceión  en  el  territorio  de  la  isla  de  ks  rfecUm  Ja. 
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malquier  especie  cuya  mpartadán  e$té  prohibida  par  leyes,  reglamentos  ú 
ordenes  vigentes: 

2fi  Que  el  decreto  del  Ghbiemo  general,  de  18  de  Noviéikbre  de  1885,  vi- 
gente en  la  materia,  difuso  de  un  modo  claro  y  terminante  que  todas  las 
monedMS  de  plata  mejicana  se  marcaran  á  su  introducción  por  las  Audanas, 
las  cuales  no  serian  admitidas  en  las  cajas  del  Tesoro  ni  íendrian  curso  legal, 
lo  oual  indica  de  una  manera  evidente  la  prohibición  de  la  introducción  sin  el 
requisito  de  presentarlas  en  la  Aduana  para  ser  marcadas,  á  fin  de  dar  á  la 
moneda  el  valor  de  mercancia,  y  no  el  legal  de  moneda,  que  es  el  que  los  tn- 
troductores  seproponian  darle,  y  con  el  cual  se  prohíbia  la  introducción; 

Y  3.^  Que  el  delito  de  contrabando  en  derecho  administrativo  se  pena  con 
multa  igual  al  valor  oficial  de  los  efectos  y  derechos  de  Arancel,  según  lo  dis- 
pone  el  art,  116  de  las  Ordenanzas,  cuya  aplicación  e€  la  que  ha  hecho  la  In- 
tendencia en  la  solicitud  objeto  del  debate. 

El  38  de  Septiembre  de  188^),  D.  José  María  Escribano  y  otros  f  cerón 
mi  yapor  Vüle  de  Bordeaux,  y  observados  por  los  aduaneros  Lino  Llanger 
y  otro,  podieroD  notar  qae  en  nn  camarote  del  vapor  tomaron  dinero;  sor- 
prendidos y  registrados  al  regresar  á  tierra,  se  les  encontraron  varios  pa- 
quetes de  pesos  mejicanos  qae  llevaban  ocnltos  en  los  bolsillos,  cintura  y 
piernas  de  los  pantalones;  levantada  acta  por  el  aduanero  Lino  Llanger,  y 
dada  cuenta  á  la  Aduana,  se  incautó  de  2.272  pesos. 

Reunida  la  Junta  administrativa,  declaró  culpables  á  los  detenidos; 
mcoerdo  que  fué  confirmado  por  la  Intendencia. 

Presentada  demanda  contenciosa,  el  Tribunal  local  de  Puerto  Rico 
didó  sentencia  declarando  sin  lugar  la  demanda;  y  apelada  esta  resolución 
«Dte  el  Tribunal  Oontenoioso-administrativo,  dictó  la  sentencia,  que  dice 
a^  en  sa  parte  dispositiva: 

1.^  Oonsiderando  que,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art  136,  núm.  l.o, 
de  las  Ordenanzas  de  Aduanas,  se  incurre  en  el  delito  de  contrabando  ad- 
ministrativo, entre  otros  casos,  por  la  introducción  en  el  territorio  de  )a 
Mm  de  los  efectos  de  cualquier  especie  cuya  importación  esté  prohibida 
por  leyes,  reglasaentos  ú  órdenes  vigentes: 

2.?  Considerando  que  el  decreto  del  Gobierno  general,  de  18  de  No- 
viembre de  1886,  vigente. en  la  materia,  dispuso  de  un  modo  claro  y  ter- 
minante que  todas  las  monedas  de  plata  mejicana  se  marcaran  á  so  intro- 
dacción  por  las  Aduanas,  las  cuales  no  serían  admitidas  en  las  cajas  del 
Teaoro  ni  tendrían  curso  legai,  lo  cual  indica  de  una  manera  evidente  la 
prohibición  de  la  introducción  sin  el  requisito  de  presentarlas  en  la  Adua- 
na para  ser  marcadas,  á  fin  de  dar  á  la  moneda  el  valor  de  mercancía,  y 
Bo  el  legal  de  moneda,  que  es  el  que  los  introductores  se  proponían  darle, 
7  oon  el  cual  se  prohibía  la  introducción: 

3.0  Considerando  que  de  autos  resulta  cumplidamente  justificado  que 
loa  demandantes  introdujeron,  en  la  mafiana  del  18  de  Septiembre  de  1888, 
del  vapor  francés  Ville  ae  Bordeaux,  2.200  pesos  mejicanos  de  circulación 
prohibida,  sin  llenar  el  requisito  previo  ó  indispensable  del  resello  ó  mar- 
ca en  la  Aduana,  por  cnya  razón  es  vista  sn  culpabilidad  como  autores  de 
contrabando,  según  la  definición  del  art.  186  de  las  Ordenanzas  antes  ci- 
tadas, sin  que  pueda  reputarse  el  hecho  de  defraudación  como  lo  hace  la 
Intendencia,  porque  la  infracción  legal  cometida  no  tendía  manifiesta  ni 
directamente  á  elndir  ó  disminnir  el  pago  de  contribución  alguna,  como  lo 
«zige  el  núm.  S.o  de  la  segunda  parte  de  aquel  artículo,  toda  vez  que  la 
piala  amonedada  no  está  sujeta  á  pago  alguno  por  su  introducción,  según 
lo  diapuesto  en  el  núm.  8.o  de  las  disposiciones  segundas  de  las  citadas 
para  la  aplicación  del  Arancel: 
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d.**  Considerando  qae  no  e«  aceptable  ni  paede  argüir  en  f ayor  de  lo» . 
demaodaatea  la  alegación  qae  hacen  de  qae  el  dinero  ae  lo  facilitó  el  Pres- 
bítero D.  Ealogio  Garda  de  Oaao,  y  lo  llevaron  á  bordo  para  comprar  pa- 
cotillaa,  porqoe  annqae  éate  lo  afirma,  agrega  qae  ignoraba  la  claae  da 
moneda,  y  que  el  próatamo  lo  biso  de  ocho  á  dies  de  la  mafiana;  eaU  pro> 
hado  en  aatoa  hasta  la  evidencia  qoe  la  aprehenaión  del  dinero  se  verificó 
de  siete  á  siete  y  media,  por  coya  raión,  ann  suponiendo  cierto  ese  prés- 
tamo aiadido,  es  evidente  qae  no  procedía  del  dinero  ocupado: 

&o  Considerando,  además,  que  los  aduaneros  Llanger  y  Ferreiro  da- 
claran  que  vieron  á  los  demandantes  tomar  á  bordo  el  dinero,  y  ealo 
aparte  de  que  si  lo  hubieran  llevado  á  bordo,  como  afirman,  no  se  coplics 
por  qué  regresaban  con  él,  ocultándolo  en  la  ointara  y  en  las  piernas  dal 
pantalón  de  cada  cual: 

6.0    Considerando  que  el  delito  de  contrabando  en  derecho  adminlatm- 
tivo  se  pena  con  multa  igual  al  valor  oficial  de  loa  efectos  y  derechos  da 
Arancel,  según  lo  dispone  el  art  116  de  las  Ordenansas,  cuya  aplicación 
es  la  que  ha  hecho  la  Intendencia  en  la  solicitud  objeto  del  debate. 
Vistas  laa  disposiciones  legales  citadas; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  sin  lugar  la  demanda 
establecida,  absolviendo  de  ella  á  la  Administración,  con  expresa  oonda- 
nación  de  costas  á  los  demandantes. 

Resaltando  que  notificada  la  anterior  sentencia  á  las  partes,  á  nombra 
de  D.  José  Escribano  y  litissocios  se  presentó  contra  la  misma  recorso  da 
apelación,  que  fué  admitido,  con  citación  y  empU^^amiento  de  las  partea, 
y  elevadas  laa  actnaciones  de  primera  instancia,  compareció  el  Doctor 
D.  Manuel  Danvila  á  sostener  el  recurso  en  nombre  y  con  poder  da  loa 
apelantes,  y  el  Fiscal  como  parte  apelada,  teniéndolos  el  Tribanal  por 
somparecidos. 

Aceptando  I04  resaltandos  y  considerandos  de  la  sentencia  reenni- 
da;  y 

Considerando  que,  si  bien  á  tenor  de  lo  prescrito  en  el  art  9S  del  Beal 
decreto-ley  de  28  de  Noviembre  de  1888,  los  Tribunales  de  lo  Contencio- 
so administrativo,  al  fallar  en  definitiva  sobra  el  fondo^y  al  resolver  Um 
incidentes  que  promovieron,  pueden  imponer  las  costas  á  las  partes  qoa 
sostuvieron  su  acción  en  el  pleito  ó  promovieseii  los  incidentes  con  nosa- 
ria  temeridad,  en  el  caao  del  presente  litigio  no'resulta  comprobada  en  ai 
actor  la  temeridad  notoria  á  que  el  citado  artículo  se  refiere,  puesto  qoa 
el  diverso  criterio  de  laa  Autoridades  administrativas  respecto  á  la  caUft- 
oación  del  hecho  que  se  perseguía,  pudo  motivar  la  revisióo  de  la  resolu- 
ción final  solidtadia  por  los  demandantes; 

Fallamos  que  dc9bemos  confirmar  y  confirmamos  la  sentanda  dictada 
per  el  Tribunal  local  de  Puerto  Bico  en  29  de  Noviembre  de  1890,  objeto 
del  presente  recurso,  pero  sólo  en  cuanto  declaró  sin  lugar  la  demanda  y 
absolvió  de  ella  á  la  Administraeión.*-(8entencia  publicada  el  28  da  No- 
viembre de  1892,  é  üiserto  en  la  Oaceta  de  7  de  Abril  de  1898.) 
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Auto  (28  de  Noviembre  de  lS9%).^Á%Uniieidad  de  iocMsi^fitoe.— 8a 
soafirma  el  dictado  por  el  Tribunal  provincial  de  Marda,  en  el  recurso  sb 
grado  de  apelación  entre  D.  José  Cánovas  Martines  y  el  Ayontamiento  4a 
Masarrón  sobre  arriendo  de  consumos,  y  se  establece: 
i.o    Que  no  procede  hviae(mtef^$aante$  de  a^HTor  la  ^kber9HiHt^ 
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Y2fi  Que  todo  documento  quo  no  contenga  lo9  requUitoi  necesario»  de 
ítutentieidad  no  puede  admUiree  para  dar  por  eumptido  lo  que  $e  ditpone  en 
el  párrafo  S.<^  del  art.  B5  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1S88. 

El  arrendatario  de  eonaamoade  Masarróo,  D.  José  Genova^  presentó 
tin  eaorHo  ante  el  Tribanal  provincial  de  Mnrda,  intentando  el  recurso 
eonteneioso  contra  una  resolución  del  Ayantamiento.  El  Tribunal,  en  auto 
de  10  de  Octubre  de  1891,  dejó  sin  curso  el  escrito;  y  apelado  dicho  auto, 
-ae  dictó  por  el  Tribunal  de  lo  Contencioso  el  que  en  su  parte  dispositíva 
desasí: 

Considerando  que,  sin  entrar  en  el  examen  de  si  el  acuerdo  que  se  dice 
iomado  por  el  Ayuntamiento  de  Masarrón  había  causado  estado,  ni  si  era 
por  tanto  susceptible  de  revisión  en  vía  contenciosa,  es  lo  cierto  que  el 
papel  con  que  se  proponía  el  actor  sustituir  el  traslado  de  la  resolución  re- 
damada, y  demostrar  la  existencia  de  aquel  acuerdo,  carece  de  autentici- 
dad, y  no  presenta  requisito  alg^uno  que  lo  legalice  ó  legitime,  por  lo  que 
no  pudo  ser  tenido  como  bastante  para  dar  con  él  por  cumplido  lo  man- 
dado  en  el  párrafo  tercero  del  art.  86  de  la  ley,  y  en  su  virtud  el  auto  del 
Tribunal  provincial  de  Murcia,  que  dejó  sin  curso  el  escrito  iniciando  la 
Tía  contencioso-administrativa,  aparece  debidamente  fundado,  y  es  de 
eonfirmar. 

Visto  el  art.  85  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Se  confirma  el  auto  del  Tribunal  provincial  de  Murcia  de  10  de  Odn- 
l>re  de  1891,  objeto  del  presente  recurso.— (Auto  fecha  M  de  Novieatbfa 
46  1892,  é  inserto  en  la  Óaoeta  de  7  de  Abril  de  1898.) 
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SsirmiciA  (19  de  Noviembre  de  1899).^1Iíimm.  Salinae.S^  absuelve 
á  la  Administración  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Dionisio 
Yáfiea  Marruenda,  sobre  revocación  de  una  Real  orden  relativa  á  la  ce- 
sión de  una  mina,  y  se  establece: 

i.«  Que  la  ley  de  6 de  JuUo  de  1859, reformada  por  ladeado  Martm 
dé  1868,  dedaró  en  eu  art.  75  quedar  reeervadae  al  Estado,  entre  otras  mi- 
nas, las  de  sal  que  en  a^^la  ¿poca  henefieiaba  en  diferentes  puntos  del 
Beíno: 

j9.o  Que  la  propiedad  del  Estado  sobre  una  laguna  no  ha  sido  puesta  en 
áudanienlafriagubematUfanienlaoonteneiosa,  y  la  explotacián  de  cNeJba 
astanque  en  concepto  de  salina  se  ha^a  oomprobada  por  A  hecho  de  tener  la 
Maeienda  ouatro  guardias  notnbrados  para  su  custodia,  y  por  la  existencia 
de  5704  quMales  de  sal  que  aousa  la  euenia  de  fabricación  de  Dioiembre 
de  1867; 

Y  3.0  Que  aun  sin  la  interposición  de  recurso  alguno,  lor  AdminiitraeUn 
puede  anular  su»  actos  ouando  no  eiciste  derecho  legitimo  susaptíble  de  ser 

D.  Dionisio  Táfiei  Manmenda  pidió^  en  8  de  Mayo  de  1888,  al  Gober- 
nador de  Albacete,  la  concesión  de  86  pttrtenendas  mineras,  bajo  el  tfiale 
Za  Fortuna^  que  se  hallaban  al  descubierto  en  la  laguna  llamada  déla 
Higuera,  á  lo  que  se  opuso  la  Administración  de  Fropie.dades  é  Impnes 
tos  de  la  provincia,  por  ser  la  laguna  propiedad  del  Estado. 

El  Oobemador,  deepnés  de  oir  á  la  Comisión  provincial  y  la  Jef  atora 
^ám  Minas,  accedió  á  lo  solicitado;  pero  el  Ministerio  de  Fomento,  á  instan- 
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eia  del  de  Hacienda,  revocó  el  acaerdo  del  Gobernador  en  Real  orde» 
de  7  de  Agoato  de  1885,  contra  la  cnal  ae  interpuso,  á  nombre  de  D.  Dio- 
nisio Yáfies,  demanda  contenciosa,  recayendo  aentencia,  qae  en  sa  parte 
dispositiva  dice  así: 

Considerando  que  la  ley  de  6  de  Jnlio  de  1869,  re£ormada  por  la  de  4  de 
Marzo  de  1868,  declaró  en  su  art  75  qnedar  reservadas  al  Estado,  entre 
otras  minas,  las  de  sal,  que  en  aquella  época  beneficiaba  en  diferentes  pun- 
tos del  Reino: 

Considerando  que  la  propiedad  del  Estado^sobre  la  laguna  llamada  de 
la  Higuera  no  ha  sido  puesta  en  duda  ni  en  la  vía  gubernativa,  ni  en  la 
contenciosa,  y  la  explotación  de  dicho  estanque  en  concepto  de  salina  se 
halla  comprobada  por  el  hecho  de  tener  la  Hacienda  cuatro  guardias  nom- 
brados para  su  custodia,  y  por  la  existencia  de  5.704  quintales  de  sal  que 
«cusa  la  cuenta  de  fabricación  de  Diciembre  de  1867: 

Considerando  que  estos  hechos,  conocidos  del  demandante,  como  lo  de- 
muestra el  haber  pedido  la  enajenación  de  500  á  1.000  quintales  de  sal 
procedentes  de  la  laguna,  invalidan  y  anulan  su  concesión,  porque  el  ar- 
tículo  77  de  la  ley  antes  citada  prohibe  otorgar  pertenencias  dentro  del 
perímetro  de  las  minas  reservadas  al  Estado,  y  el  8.o  de  la  de  16  de 
Junio  de  1860  declaró  la  venta  en  pública  subasta  como  forma  única  de 
enajenar  el  Estado  su  dominio  sobre  las  salinas: 

Considerando  que  el  Ministro  de  Fomento  conoció  en  este  asunto,  en 
virtud  de  haber  interpuesto  recurso  de  aUada  en  tiempo  y  forma  oportu- 
nos el  Administrador  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado  en  Albacete» 
contra  el  acuerdo  del  Gobernador  de  la  provincia,  de  29  de  Septiembre 
de  1888: 

Considerando  que  la  declaración  posterior  del  Administrador  mencio- 
nado, en  la  que  se  decía  haber  consignado  tan  sólo  una  protesta  en  el  ex- 
pediente, fué  un  error  qu9  se  explica  por  haber  cambiado  la  persona  que 
ejercía  el  cargo  y  que  no  influyó  en  la  tramitación  reglamentaria  del  re- 
curso de  sisada,  el  cual  dio  como  resultado  la  Real  orden  del  Ministerio  de 
Hacienda  que  expresó  al  de  Fomento  la  neoeaidad  de  revocar  la  providen- 
cia apelada: 

Considerando,  por  último,  que  aunque  sin  la  interposición  de  recursa 
alguno,  la  Administración  puede  anular  sus  actos  cuando  no  existe  dere- 
cho legítimo  susceptible  de  ser  lesionado,  y  como  la  disposición  gene> 
ral  16  del  Reglamento  de  24  de  Junio  de  1868  previene  que  en  minería  no 
se  adquieren  derechos  si  se  prescinde  de  la  puntual  observancia  de  las  dis- 
posiciones vigentes,  es  indudable  que  D.  Dionisio  Yáftes  no  puede  alegar 
agravio  contra  la  Real  orden  impugnada,  la  cual  ha  sido  expedida  con  per- 
fecta competencia  y  con  sujeción  estricta  á  las  leyes. 

Vistos  los  artículos  76  y  77  de  U  ley  de  Mhias  de  6  de  JnUo  de  1869, 
reiormada  por  la  de  4  de  Mano  de  1868;  el  art  8.o  de  la  ley  sobre  deses- 
tanco de  la  sal,  de  16  de  Julio  de  1869;  la  disposición  general  16  áéí  Regla- 
mento de  24  de  Junio  de  1868; 

Fallamos  qne  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Dionisio  Yá- 
lies  contra  la  Real  orden  de  7  de  Agosto  de  1885,  la  cual  queda  firme  j 
BQbsistente.--(6eatencia  pi^>Ucada  el  29  de  Noviembre  de  1892,  é  insertm^. 
M  U  Gaceta  de  7  de  AbrU  de  1898.) 
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BniTBHOiA  (30  de  Noviembre  de  1893).— Piierfot.  Coneuión  de  un  em- 
Ifarcadero.  Cadueideíd.Se  absuelve  á  la  AdmiDÍatración  de  la  demanda 
ioterpneata  á  nombre  de  la  Sociedad  de  Obraa  públioaa  y  la  Oompafiia  de 
Val  de  Zafan  á  San  Carlea  de  la  Rápita,  aobre  revocación  de  ooa  Real  or> 
den  del  Ministerio  de  Fomento,  relativa  á  la  cadacidad  de  una  concedón 
para  oonatmir  nn  embarcadero  en  este  último  panto,  y  ae  establece: 

Que  la  falta  de  cumplimiento,  por  parte  de  una  Sociedad  oomtructora,  de 
una  de  loe  oondicUmee  que  iirvieron  de  baee  á  la  eoneeeión,  lleva  eoneigo  la 
pena  de  caducidad. 

IjL  Sodedad  general  de  Obras  públicas  solicitó,  en  23  de  Mayo  de  1883, 
la  concesión  para  constroir  nn  embarcadero  en  San  Oarloa  de  la  Rápita. 
Concedida  y  estando  en  construcción,  se  pidió  ana  prórroga  de  nn  afio» 
qoe  fné  concedida. 

En  20  de  Mayo  de  1884  acadieron  la  Sociedad  general  de  Obras  públi* 
cas  y  la  Oompafiia  de  Val  de  Zafan  á  San  Oarlos  de  la  RápiU  al  Miníate* 
rio  de  Fomento,  solicitando  se  aprobara  la  transferencia  hecha  por  la  prl* 
mera  á  la  segnnda  de  la  concesión  de  los  muelles,  hecha  por  Real  orden 
de  12  de  Mayo  de  1888,  sin  qne  á  esta  solicitad  recayera  resoloctón  algana. 

Girada  ana  visita  de  inspección,  resoltó  qoe  no  había  vestigio  de  obra 
«Ignaa  y  se  propaso  por  el  Ingeniero  Jefe  de  la  provincia  se  declarara  la 
cadacidad,  como  así  se  biso  por  Real  orden  de  28  de  Mano  de  1886. 

Interpuesto  recurso  contencioso,  se  dictó  la  sentencia,  que  en  sa  parte 
dispositiva  dice  así: 

Considerando  que  la  concesión  de  la  construcción  del  puerto  de  qne  s» 
trata,  fué  otorgada  con  entera  independencia  y  bajo  distintaa  condicione* 
que  la  del  ferrocarril  de  Val  de  Zafan  á  San  Carlos  de  la  Rápita: 

Conaiderando  que  la  Sociedaid  de  Obras  públicas  que  tomó  á  su  cargo 
la  construcción  del  puerto,  no  ha  cumplido  lo  diapuesto  en  la  condición  6.* 
de  las  que  sirvieron  de  base  á  su  concesión,  y  por  ello  ha  incurrido  en  la 
pena  de  caducidad  impuesta  en  la  cláuanla  12  del  pliego;  sin  que  á  ella  se 
oponga  el  que,  según  el  mismo,  la  concesión  del  puerto  debía  durar  tanto 
.  como  ia  del  ferrocarril,  porque  esta  cláusula  parte  del  supuesto  de  que  la 
1£mpresa  cumpla  todas  sus  obligaciones,  y  no  deroga  ni  puede  derogar  loa 
motivos  de  caducidad: 

Considerando  que  el  estado  en  que  se  encuentre  la  construcción  del  fe- 
TTocarril  no  puede  admitirse  como  rasón  que  influye  ni  desvirtúe  en  nada 
la  situación  legal  de  las  obras  del  embarcadero,  porque  de  lo  contrario  ae 
convertirían  en  una  dos  obligaciones  que  deben  cumplirse  separadamente, 
y  cada  una  de  ellas  conforme  á  las  condiciones  con  que  su  concesión  se 
otorgó: 

Considerando,  en  apoyo  de  lo  expnesto,  que  se  trata,  no  sólo  de  conce- 
aiones,  sino  también  de  empresas  distintas,  por  cuanto  en  el  expediente 
no  aparece  justificada  la  transmisión  de  las  obras  del  puerto  que  por  la  So- 
ciedad constructora  del  mismo  se  pretendió  hacer  á  la  Oompafiia  del  fe- 
TToearril  de  Val  de  Zafan  á  San  Carlos  de  la  Rápita. 

Vistoa  los  artfculos  60  de  la  ley  de  Obras  públicas  de  18  de  Abril* 
de  1877,  y  el  20  del  Reglamento  de  Obras  públicas  de  6  de  Julio  de  1877; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
aieial  del  Estado  de  la  demanda  interpueata  por  el  Doctor  D.  Manuel  Dai^ 
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vilm  á  nombre  de  la  Sociedad  de  Obras  públlcae  y  la  Compañía  del  ferro- 
carril  de  Val  de  Zafan  á  San  Garlo*  de  la  Rápita  contra  la  Real  orden  ex- 
p  edida  por  el  Ministerio  de  Fomento  en  28  de  Marzo  de  1886,  la  cnal  qneda 
firme  y  aobsistente.— (Sentencia  publicada  el  29  de  Koviembre  de  1892,  & 
inserta  en  la  Gaceta  de  7  de  Abril  de  1898.) 
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Auto  (30  de  Noviembre  de  1892).— i^j^Iaeú^— Se  declara  que  el  Tri- 
bunal provincial  de  Barcelona  no  podo  admitir  el  recurso  interpuesto  4 
nombre  de  D.  José  Xiró  y  que  no  ha  lugar  á  resolver  sobre  dicha  apela- 
ción, y  se  establece: 

Que  contra  las  providencia$  de  mero  trámüe  no  cabe  $ñá$  recuno  que  d' 
de  repoiición,  tiendo  intmelabU,  $egún  el  art  6á  de  la  ley  de  18  de  S^tiem- 
hredel888. 

Interpuesta  demanda  contenciosa  ante  el  Tribunal  provincial  de  Bar- 
celona, y  ya  en  el  periodo  de  practicar  la  prueba,  se  pidió  por  los  perito» 
nombrados  para  dictaminar,  una  suspensión  del  término  por  ocho  d&s,  que 
fué  denegada:  presentado  el  recurso  de  reposición,  se  dictó  auto  dedanmdo- 
no  haber  lugar  á  admitirlo  ni  sustanciarlo;  y  apeladas  las  dos  providen- 
cías,  el  Tribunal  admitió  la  apelación  emplazando  á  las  partes  ante  el  Tri- 
bunal de  lo  Ck>ntencioso,  que  dictó  el  auto,  cuya  parte  dispositiva  dice  asii 

Considerando  que  la  providencia  de  26  de  Noviembre  de  1891,  que  de- 
negó la  nueva  prórroga  del  término  probatorio  solicitada  en  este  litigia 
per  el  actor,  no  puede  menos  de  estimarse  como  providencia  de  mero  trá- 
mite, y  á  tenor  de  lo  prescrito  en  el  art.  64  de  la  ley,  sólo  procedía  oontru 
didia  providencia  el  recurso  de  reposición  ante  el  Tribunal  que  la  dictó, 
siendo  inapelable,  según  el  citado  artículo,  el  anto  que  recayera  sobre  Ift 
reposición  pedida: 

Considerando  que  uUliaado  el  recurso  de  reposición  por  la  parte  de 
D.  José  Xiró  y  declarado  por  el  Tribunal  provincial,  en  auto  de  28  de  No- 
viembre de  1891,  no  haber  lugar  á  la  repo¿ción,  este  auto,  así  como  la  pro- 
videncia anterior,  no  eran  susceptibles  de  apelación,  y  el  Tribunal  provin- 
cial no  debió  admitir  ni  dar  curso  al  escri'^o  en  que  fué  propuesto. 

Visto  el  «rt.  64  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Se  declara  que  el  Tribunal  provincial  da  Baieelopa  no  podo  admitir  el. 
reenreo  de  apelación  interpuesto  á  nombre  de  D.  José  Xiró  contra  la  pror 
videncia  de  26  de  Noviembre  y  auto  de  28  del  mismo  mes  de  1891,  y  que 
no  ha  lugar  á  resolver  sobre  dicha  apelación;  publíquese  este  auto  en  la 
Gaceta  ¿Í^Madrid  é  ipsértese  en  la  (hUedón  le¿i$lativa.~-(kvk{o  fecha  80  de^ 
Noviembre  de  1892,  é  inserto  en  la  Gaceta  de  10  de  Julio  de  1898.) 
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Sbktkxoia  (80  de  Noviembre  de  lS92).^Aguas.  Obrae  de  drfenea.  In- 
competencia de  juriedtcción.-'Be  declara  procedente  la  exoepdón  de  ioeem- 
petencia  de  jurisdicción  propuesta  por  el  Fiscal  en  demanda  deducida  por- 
D.  Ramón  Lopes  Salgado  contra  la  Real  orden  de  Fpmento,  de  l.o  de  Msyo^ 
de  1889,  sobre  pon^trucción  de  un  muro  de  dasviadón  del  río  Cbanoa»  T 
JM  establece: 
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Qué  eo^forme  á  lo  diapuegto  m  los  artículos  46  y  48  de  la  ley  de  13  de 
BefiHembrt  de  1888,  procede  la  excepción  de  incompetencia  de  jurisdicción, 
cuando  el  recurso  contencioso  administrativo  se  hubiera  interpuesto  fuera  de 
los  platos  señalados  en  el  art  7,^  de  la  misma  lev,  que  para  el  presente  caso 
esa  de  tres  meses  de  treinta  dios,  computado  en  la  forma  que  preceptúa  él  ar- 
Ueulo  94  de  la  ley  expresada, 

D.  Ángel  Viador  tolieitó  del  Gobernador  de  Lago,  eo  7  de  Diciembre 
de  1887,  ee  le  concediera  autorización  para  conatmir  an  mnro  de  defenia 
en  la  margen  iaqnierda  del  rio  Mifio,  y  para  variar  la  dirección  en  nna  ez- 
teneión  de  66  metroa  del  río  Obanca:  petición  qne  fné  reenelta  por  Real 
orden  de  l.o  de  Ma^o  de  1889,  concediéndoae  la  autorización  para  la  del- 
▼iación  del  rio  Cbanca,  babiendo  eido  antea  concedida  por  el  Gobernador 
Ia  neoeearia  para  la  conatrucción  del  mnro. 

Interpueato  recurso  contencioao  contra  la  citada  Real  orden  á  nombre 
de  D.  Ramón  López,  se  dictó  la  sentencia,  que  dice  así  en  su  parte  dispo- 

tíÚVSLl 

GoDaiderando  que,  conforme  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  46  j  48  de 
la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  procede  la  excepción  de  incompeten- 
cia de  jurisdicción,  cuando  el  recurso  contencioso  administrativo  se  bu- 
biera  Interpuesto  fuera  de  los  plazos  sefialados  en  el  art.  7. o  de  la  misma 
ley,  que  para  el  presente  caso  es  el  de  tres  meses  de  treinta  días,  compu- 
tado en  la  forma  que  preceptúa  el  art.  94  de  la  ley  expresada: 

Gonsiderando  que  por  no  baber  sido  f)arte  D.  Ramón  López  Salgado  en 
el  expediente  administrativo  instruido  á  instancia  de  D.  Ángel  Viador,  el 
término  para  acudir  á  la  vía  contenciosa  debe  empezar  á  contarse  desde 
el  día  siguiente  al  de  la  publicación  en  la  Gaceta  oficial  de  la  Real  orden 
redamada,  según  lo  prevenido  en  el  párrafo  octavo  del  art  1,^  de  dicha  ley: 

Gonsiderando  que  la  Real  orden  que  se  impugna  se  publicó  en  la  Ga- 
ceta del  día  17  de  Junio  de  1889,  y,  por  tanto,  es  evidente  que  el  plazo  para 
incoar  el  recurso  contencioso  imputado  en  la  forma  que  se  deja  indicada, 
concluye  en  16  de  Septiembre  de  dicho  afio,  en  cuyo  día  precisamente  se 
legalizaban  en  Lugo  los  documentos  justificativos  de  la  personalidad  del 
demandante: 

Gonsiderando*que  el  recurso  contencioso  interpuesto  en  nombre  de  Ló- 
pez Saígado,  y  que  se  presentó  en  este  Tribunal  en  17  de  Septiembre  de 
1889,  se  ha  deducido  fuera  del  plazo*legal,  por  lo  que  debe  estimarse  la 
excepción  perentoria  de  incompetencia  de  jurisdicción  propuesta  por  el 
Fiscal: 

Gonsiderando  que,  dada  la  incompetencia  del  Tribunal,  no  puede  exa^ 
minarse  la  cuestión  de  fondo  que  en  la  demanda  se  plantea. 

Vistos  los  artículos  7.o,  46,  68  y  94  de  la  ley  de  18  de  Septiembre 
de  1888; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedente  la  excepción 
de  incompetencia  de  jurisdicción  propuesta  como  perentoria  por  el  Fiscal, 
mi  contestar  la  demanda  deducida  á  nombre  de  D.  Ramón  López  Salgado 
contra  la  Real  orden  de  1.^  de  Hayo  de  1889.— (Sentencia  publicada  el  80 
de  Noviembre  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  10  de  Julio  de  189S.) 
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SxsTKiroxA  (1.0  de  Diciembre  de  189Í).- Détamorfizacidn.  Sitado  poso- 
sorio,^  Se  revoca  la  Real  orden  dictada  por  Fomento  en  26  de  Agosto  de 
1886,  declarando  que  las  fincas  objeto  de  aqc^lla  no  están  incluidas  en 
la  desamortización  por  pertenecer  ¿í  demandante,  y  se  establece: 
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i.o  Que  por  recaer  la  cueetión  lUigioea  9obre  H  dertoe  terrenoe  mm  de 
propioe  y,  por  tanto,  deeamortizablee^  debe  deeeeHmaree  ¡a  exeepeión  perento- 
ria de  incompetencia  alegada  por  el  Jbieeal; 

Y  2.0  Que  fwitiflcada  la  qweta  y  pacífica  poeaián  desde  tiempo  inmemé- 
rial^  la  Administración  no  puede  alterar  ese  estado  posesorio. 

A  ooDsecnencia  de  an  expediente  de  inyeetígación  de  terrenoa,  la  De- 
legación de  Hacienda  de  Albacete  acordó  la  incautación  de  variai  flacas 
de  D.  Pedro  Baeno,  y  exigir  á  los  detentadorea  el  20  por  100  de  la  tasa- 
ción. Becarrido  eate  acuerdo,  ee  presentaron  varios  docnmentos  para  de- 
mostrar el  estado  posesorio,  y  por  Beal  orden  de  26  de  Agosto  de  1876  as 
desestimó  el  recurso,  confirmando  el  acuerdo  del  Delegado  de  Hacienda. 
Contra  esta  Real  orden  se  interpuso  demanda  contenciosa,  prlmwo 
ante  el  Consejo  de  Estado  y  luego  ante  el  Tribunal  de  lo  Oontendoso,  re- 
cayendo la  sentencia,  que  en  su  parte  dispositiva  dice  así: 

Considerando  que  la  cuestión  debatida  en  este  pleito  consiste  en  deter- 
minan primero,  si  los  terrenos  del  término  de  Higueruela,  denominados 
labor  de  Esteban  Bueno  y  haza  del  Mojón,  son  procedentes  de  Propios,  j 
en  su  consecuencia,  desamorUsables;  y  segundo,  si  el  demandante  ha  jus- 
tificado hallarse  y  debe  ser  respetado  en  la  posesión  de  los  mismos: 

Considerando  que  por  recaer  sobre  estos  extremos  la  cuestión  litigiosa, 
y  no  sobre  derechos  de  propiedad,  como  el  Fiscal  sostiene,  debe  desesti- 
marse la  excepción  perentoria  de  incompetencia  que  el  representante  de 
la  Administración  ha  alegado: 

Considerando  que  del  expediente  se  deduce  la  imposibilidad  de  que 
los  bienes  en  cuestión  procedan  de  los  Propios  de  Higueruela,  por  resul- 
tar demostrado  que  este  pueblo  no  ha  tenido  nunca  bienes  de  dicha  clase: 
Considerando  que  por  los  documentos  aportados  por  D.  Pedro  Bnen<^ 
así  en  la  vía  gobernativa  como  en  la  contenciosa,  se  acredita  la  posesión 
y  propiedad  en  que  se  halla  de  la  labor  del  Esteban  Bueno  y  la  hasa  del 
Btojón,  toda  ves  que  ambas  fincas  constan  inscritas  á  su  nombre  en  el 
amiliaramiento  y  en  el  Regiatro  de  la  propiedad: 

Considerando  que  justificada  la  quieta  y  pacífica  posesión  en  que  Bue- 
no se  halla  de  sus  bienes  desde  tiempo  inmemorial,  es  evidente  que  la  Ad* 
nünistradón  activa  no  puede  alterar  ese  estado  posesorio,  y  por  el  contra- 
río, debe  respetarlo,  de  donde  se  infiere  que  procede  la  revocación  de  Is 
Beal  orden  reclamada:  ' 

Considerando  que  esto  no  impide  que  el  Ayuntamiento  de  Higueruela, 
y  el  Estado  en  su  caso,  puedan  ejercitar  las  acciones  de  que  se  crean  asis- 
tidos para  obtener  en  su  favor  la  declaración  de  propiedad  sobre  los  indi- 
cados bienes,  acciones  que  sólo  son  utilisables  ante  los  Tribunales  de  Is 
jurisdicción  ordinaria  por  medio  de  la  demanda  correspondiente. 

Vista  la  Real  orden  de  10  de  Mayo  de  1884,  la  cual  reauelve  que  es  el 
término  de  un  afio,  á  contar  desde  el  acto  de  usurpación,  puede  la  Admi- 
nistración recobrar  por  sí  la  posesión  de  sus  bienes,  pasado  el  cual  deberá 
acudir  á  los  Tribunales  ordinarios  ejercitando  la  acción  correspondiente; 
Fallamos  que  desestimando  la  excepción  de  incompetencia  alegada 
por  el  Fiscal,  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  impugnada  de 
26  de  Agosto  de  1886,  y  en  su  lugar  declaramos  que  las  fincas  denomina- 
das labor  de  Esteban  Bueno  y  hasa  del  Mojón  no  deben  estimarse  cocn- 
prendidaa  en  la  desamortisación,  por  haberse  demostrado  que  la  posesión, 
disfrute  y  sprovechamiento  de  las  mismas  no  corresponde  al  pueblo  de 
Higueruela,  Bino  al  demandante  D.Pedro  Bueno.— (Sentencia  publicada 
el  1.0  de  Diciembre  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  10  de  Julio  de  189S.) 
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BwBTESüíA  rs  de  Diciembre  de  1892).— íL^mm.  Áprovechamimfo.^Se 
abeoelTe  á  la  Adminietreción  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  Don 
Ricardo  Martell  contra  la  Beal  orden  de  Fomento,  «obre  aprovecbamiento 
^e  agoae  del  Gaadalqaivir,  y  ae  establece: 

i.*    QHeelhechodepre$¿tUaruHa90licihtd  pidiendo  una  címceMn  para 
denvaraguaB,  no  da  derecho  alguno  qmd$ba§errmpetado  al  otorgara 
monee  poeUriore»; 

Y  j9.*  Que  el  mero  Keého  de  no  praetiear  aeetión  en  un  esepediente ,  para- 
ligado  á  eaneeeueneia  de  la  falta  deun  trámtte  que  debe  llenar  el  eoüeiUmíe, 
eeeufiekmie  para  la  caducidad  délo  que  pueda  eeümarce  como  una  eepermutm 
deeoHceeión. 

D.  Ángel  Loeada  y  Femándea  de  Littieree,  Marqoée  de  loe  Oaetelloiiee« 
en  34  de  Mayo  de  1889,  pidió  aatorlaadón  para  derirar  del  río  Qoadalqoi- 
▼Ir  160  Utroe  por  eegiiiido,  deatinadoe  al  riego  de  ona  finca  de  en  propie 
dad;  anunciada  la  preftenaión,  ae  opaaieron  D.  Ricardo  Martell,  D.  ffmé 
Oarmooa  y  D.  Joan  Alcaide. 

Infomiado  layorablemente  el  expediente,  ae  resolvió  por  Beal  orden 
de  17  de  Noviembre  de  1888,  antoriíando  al  Marqaéa  de  loa  Caatellonea 
para  derivar  160  litros  por  segando  del  Gnadalqoivir. 

Interpoesto  recarso  contencioso  á  nombre  de  D.  Ricardo  Martell,  Don 
José  Garmona  y  D.  Joan  Alcaide,  ante  el  Consejo  de  Estado,  por  medio  de 
demandas,  qoe  fueron  acnmoladas  y  admitidas  por  Real  orden  de  25  de 
Jonio  de  1884,  se  dictó  la  seatmcia,  coya  parte  dispositiva  dice  aai: 

Ooasiderando  qoe  el  demandante,  Gonde  de  Torrea  Gabrera,  no  puede 
alegar  en  concepto  de  cesionario  de  D.  Antonio  Bfarayer  agravio  legítimo 
contra  la  Beal  orden  qoe  impogna^  porqoe  au  causante  no  biso  más  que 
deducir  en  81  de  Mayo  de  1880  una  solicitud  para  derivar  aguas,  la  cual 
quedó  sin  curso  por  causa  dependiente  del  propio  interesado,  y  por  eonae- 
eoeneia,  no  le  confirió  ningún  dereebo  que  debiera  ser  respetado  al  otorgar 
4)onceaiones  posteriores: 

Gonsiderando  que  desde  k  f  edia  de  suspensión  del  expediente,  acordada 
en  17  de  Julio  de  188S  por  la  Junta  geneml  de  Gbras  públicas,  hasta  que 
Maraver  demostrase  la  existenda  de  aguas  sobrantes  en  el  punto  de  dondo 
pretendía  derivarlas,  no  resulta  que  dicho  solicitante  ni  su  cesionario  Te- 
nrea  Gabrera  hayaa  hecho  gestión  de  ninguua  clase  para  llenar  aqual  re- 
quisito, y  si,  según  el  art  18  del  Real  decreto  de  29  de  Abril  de  1860,  lea 
oonceaionea  de  aguas  públicas  ya  otorgadas  y  eficacea  se  consideran  eadn- 
cadas  sin  necesidad  de  declaración  explícita,  cuando  el  oonoeaionaTio  inte- 
nrumpe  el  uso  por  espacio  de  dos  afioa,  con  mayor  rasón  este  traneurso  de 
tiempo  ha  de  extinguir  lo  que  sólo  puede  estimarae  como  una  eaperania 
de  conoeaión : 

Gonsiderando,  por  otra  parte,  que  los  derechos  de  propiedad  que  al  de- 
mandante puedan  asistirle  en  virtud  de  concesiones  obtenidas  con  arreglo 
á  laa  leyes,  han  sido  respetadoa  en  la  Real  orden  impugnada,  la  cual,  en 
observancia  de  lo  que  dispone  el  art  166  de  la  ley  de  Aguaa  vigente,  otorga 
la  autorisación  pedida  por  el  Bíarqués  de  los  Gaatellones,  ealvo  eidero^ de 
nropiedad  y  einpeiiuieio  de  tercero. 

Vistos  los  artículos  18  del  Real  decreto  de  20  de  AbrUde  1860,7el  160 
•áe  la  lev  de  Aguaa  de  18  de  Junio  de  1879; 
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Fftlltmat  qne  debemoi  «bfolTer  y  abiolyemos  á  la  Adxniniítnidón  ge^ 
a«iml  del  Ettmdo  de  la  demanda  interpaeata  á  nombre  de  D.  Ricardo  Müur» 
tal  I,  Ck>nde  de  Torrea  Cabrera,  contra  la  Beal  orden  de  17  de  Septiembre 
de  18S8,  la  eoal  qoeda  firme  y  anbaiatente.— (Sentencia  publicada  el  3  de 
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SumorciA  (i  de  Diciembre  de  1899).— J^imí.  £<is^.— Se  revoca  le 
Beal  orden  de  Fomento,  de  80  de  llano  de  1886,  ordenando  ae  mantenga 
á  loa  demandantea  en  el  catado  poaeaorio  de  regar  ana  tierraa  por  noria,  y 
aeeatablece: 

Qm  ia  ÁdminMraeián  nú  puede  atterar  un  ettaio  póeee^rio  de  tiempo  im- 
mamorial,  ein  infringir  loe  artieuloe  149,  »34  y  2S7  de  la  ley  de  Aguae. 

Entre  yarioa  gmpoa  de  regantea  de  Oaatellón  anrgieren  deaaTenencia»> 
«oo  aaotiTO  de  loa  d¿Mi  en  qne  debían  regar  y  loa  en  qne  debian  atandan» 
é  pedir  el  agoa. 

D.  Frandaco  Villea  acadió  al  Gobernador  manifeatando  que,  á  peaar  dé- 
lo diap«ea&  en  ^arlaa  Realea  órdenea,  el  Sindicato  pretendía  qne  el  rede 
mante  y  ana  condnefioa  debían  pedir  el  agoa  loa  Innea  para  regar  les  mar- 
tea,  alendo  aaí  que  la  alquería  ó  noria  de  Farcba  debe  pedir  el  agua  loa  aá-^ 
badoa  y  regar  loa  martea.  £1  Gobernador  deaeatimó  la  inatanda  dd  recle 
mante,  el  cual  Interpuao  recurao  de  alsada,  dendo  deaeatimado  por  Reak 
orden  de  80  de  Marzo  de  1888,  que  confirmó  el  acuerdo  del  Gobernador. 

Interpueato  recurao  oontendoao  contra  dicha  Beal  orden,  ae  dictó  le 
aentenda,  qne  en  an  parte  diapodtiva  diee  aaí: 

Oondderando  que  del  expediente  reaulta  plenamente  juatiílcado  el  he 
cbo  de  Tenirae  liace  máa  de  aetenta  afioa  regando  la  alquería  de  Fu die 
todoa  loa  martea  con  el  agua  pedida  loa  aábiuloa: 

Oooaiderando  que  la  Adminiatradón  no  puede  dterar  por  ai  eate  eatade 
poaeaorio,  ain  infringir  loa  artíouloa  149,  284  y  987  de  la  1^  de  Aguaa: 

Oondderando,  por  otra  parte,  que  la  indicada  forma  de  pedir  y  aproTe 
diar  d  riego  ea  la  máa  conveniente  pata  loa  iatereaea  de  la  comunidad,, 
aegún  expone  la  Gomiaión  nombrada  para  eatudiar  la  cnaatión  en  d  dicte 
meo  coyo  teatimonio  ae  ha  traído  á  eatoa  antoa: 

Ooodderando,  por  lo  expueato,  que  no  exiate  la  impodMidad  qne  dege 
la  Real  ordwi  recurrida,  y  que  éata  debe  ser  revocada  en  d  aentido  qu» 
adidtan  loa  demandantea. 

Viatoa  loa  artículoa  149, 984  y  287  de  la  ley  de  Aguaa  de  18  de  Jnnie 
de  1879; 

Fdlamoa  que  debenwa  revocar  y  revocamoa  la  Bed  orden  impugnada 
de  80  de  Marso  de  1886,  ordenando  en  au  Ingar  que  ae  mantenga  á  loa  de 
numdttitaa  en  el  eatado  poaeaorio  que  tenían,  de  regar  ana  tierraa  llamada» 
Alquería  de  Farcba  por  medio  de  n<Hria,  todoa  loa  martea,  pidiendo  d  agne 
loa  aábadoa.— (Sentencia  publicada  el  2  de  Didembie  de  1892,  é  inaena  ee 
la  Gaeeta  de  10  de  Julio  de  1898.) 
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SxarxvciA  (8  de  Didembre  de  1892).— JM^eniiraa  de  mtkum.  Aeeeum^ 
->-8e  revoca  el  Bed  decreto  de  4  de  Dideinbre  de  1801,  declarando  no  pe 
4er  aer  aacendido  D.  Federico  Botdla  á  Inq^ador  geaeial  de  primera  de- 
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ie  d^  Cuerpo  de  Ingenieroe  de  Miste,  inrecedieiido  en  jabilecióo,  y  ee  eer 


Ifi  Que  para  rt$o¡»tr  ata  eue§ti¿n  ti  preciso  tener  en  cuenta  el  precita 
éüarU  61  Sel  Seghmento  de  dkhú  CWetyu,  de  30  de  AbrU  de  1886,  en  el 
cual  $€  eoneigna  que  están  neeeeeariamente  obkgédoeá  hacer  valer  mte  dere- 
e¡to§  é  la  jubiladán  h$  Inepeetcres  generalee  á  ¡m  eeeenta  y  cineo  año$  ife 


J3.e  Que  dé  Cite  precepto  m  deduce  la  ctíigaeián  que  ce  impone  á  loe  Ine- 
pedoree  generalee  que  han  cun^lido  ata  edad  de  dejar  el  sertfieio  activo^  y  ep 
alguna  duda  txiitiera^  quedaría  en  aheoluto  deevanecida  por  el  último  pá- 
trefo  de  dicho  articulo,  en  el  cual  se  establece  que  podrá,  no  obstante,  ser  soe-- 
tenido  en  actividad  el  Frnidente  de  ¡a  Junta  Superior  facultativa,  cuah 
fuiera  qfu  tea  su  edad; 

YB.o  Que  del  teaeto  em)koito  del  referido  articulo  se  infiere  que  el  Oo^ 
hiemo  tiene  el  deber  ineluaible  de  no  mantener  en  servicio  activo  álos  Ins- 
peeiores  generales  del  easpresado  Cuerpo  en  cuanto  llegan  á  los  sesenta  y  einoh 
eOkm. 

Por  Beel  decreto  de  4  de  Didembre  de  1891  loé  promovido  D.  Fede* 
rico  Botella,  Inspector  de  eeganda  clase  del  Cuerpo  de  Ingenieros  de  Mi- 
nas» á  Inspector  de  primera,  por  vacante  ocurrida  por  jubilación  de  D.  An- 
drés Peres  Moreno;  impugnado  este  Real  decreto  en  la  vía  coptenciose,  á^ 
nombre  de  varios  individuos  del  Coerpo  que  creían  lesionados  sus  dere- 
cboe,  se  dictó  sentencia,  que  en  su  parte  dispositiva  dice  asi: 

Considerando  que.  la  cuestión  del  presente  litii^o  se  redoce  á  determi- 
nar ei  se  baila  ajustado  á  derecbo  el  nombramiento  de  Inspector  eeneral 
de  primera  clase  del  Cuerpo  de  InRenieros  de  Minas,  que  á  favor  de  don 
Federico  Botella  se  bace  en  el  Beal  decreto  que  se  impugna: 

Considerando  que  para  resolver  esta  cuestión  es  preciso  tener  en 
coenta  el  precepto  del  art  el  del  Reglamento  de  dicbo  Cueri^  de  80  de 
AbrU  de  1880,  en  ei  cual  se  consigna  que  están  necesariamente  obligado» 
4  hacer  valer  sus  derechos  á  k  jubilación  los  Inspectores  generales  á  loe 
ncnentn  y  cinco  afios  de  edad; 

Considerando  que  de  este  precepto  se  deduce  la  obligación  que  se  im- 
pone á  los  Inspectores  generales  que  han  cumplido  esta  edad  de  dejar  ei 
nervieio  activo;  y  si  alguna  duda  existiera,  quedaría  en  absoluto  desvane- 
cida por  el  último  párrafo  de  dicho  artículo,  en  el  cual  se  establece  que 
podré,  no  obetante,  ser  sostenido  en  actividad  el  Presidente  de  la  Junta 
Snperior  facultativa,  cualquiera  que  sea  su  edad: 

Considerando  oue  del  texto  explícito  del  referido  artículo  se  infiere 
4|ne  el  Gobierno  tiene  el  deber  ineludible  de  no  mantener  en  activo  servi- 
do á  los  Inspectores  generales  del  expresado  Cuerpo  en  cuanto  llegan  4 
la  edad  de  eeeenta  y  dnco  afioe,  y  por  consiguiente,  cualquier  acto  externo 
del  mismo  Gobierno  por  el  cual  manifieeta  so  resolución  de  sostener  en 
ana  foneiones  á  los  Inspectores  generales  que  exceden  de  dicha  edad,  ee 
«ontrario  al  espíritu  y  letra  del  Reglamento  orgánico  del  Cuerpo  de  In* 
fsnieíoa  de  Minas,  expedido  con  todas  las  garantías  y  eolemnidades  le- 


Coneiderando  que  D.  Federico  Botella  tenía  más  de  sesenta  y  cinco 
I  SEsando  fué  ascendido  por  el  Real  decreto  que  se  impugna  al  cargo  do^ 
Inspeetor  general  del  Cuerpo  de  Ingenieros  de  Minas,  y  por  conaiguiente, 
ei  bien  eete  ascenso  le  confería  en  atención  á  ocupar  el  número  1  de  la  ea- 
ealn  inmediatamente  inferior,  y  en  eete  sentido  se  ajusUba  «1  precepto  de 
loe  artOr  40  y  41  de  dicho  Reglamento^  no  lo  ee  menee  que  se  infringía  no- 
toriamentn  el  art.  61  del  miamo,  toda  ves  que  para  ordenarlo  ee  partía  dei 
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«apae«to  de  qne  BoMlft  fegiiiA  en  el  eenrido,  eieiido  así  qae  él  Gobierno 
no  poüÍA  aotorisar  qne  continoaee  en  aitnación  aotiya,  por  oponerte  á  ello 
el  meneionado  art  61: 

Conaiderando  qae  el  acto  de  la  Admlnlatradón  á  qne  ae  refiere  el  Beol 
decreto  qoe  ae  impugna,  leaiona  loa  dereohoe  de  loa  demandantea,  poeato 
qne  con  él  ae  priya  á  algnnoa  de  loa  reenrrentea  de  loa  aacenaoa  qoe  le- 
gítimamente debieran  obtener  en  nn  Cuerpo  de  eaeala  cerrada,  como  el  do 
Ingenieroa  de  Htnaa,  y  ae  Impide  ó  ae  dilata  en^loa  demáa  el  ingreoo  en 
el  miamo  Cuerpo; 

Y  conaiderando  qne  por  laa  raaonea  expneataa  procede  rerocar  lo  ro- 
oolnción  que  ba  aido  objeto  del  preaante  recarao. 

Viato  el  art.  61  d^  Reglamento  del  Cuerpo  de  Ingenieroa  de  IfliioB,  do 
SO  de  Abril  de  1886; 

FallamoB  que  debemoa  reyocar  y  reyocamoa  el  Real  decreto  de  14  do 
Diciembre  de  1891,  y  declaramoa  qne  D.  Federico  Botella  no  ha  podido 
aer  legalmente  aacendido  al  cargo  de  Inapector  general  de  primera  tlaao 
del  Cuerpo  de  Ingenieroa  de  Minaa,  y  que,  por  el  contrario,  debe  pioee- 
derae  á  la  jubilación  de  dicho  interetado.--(8entencia  publicada  ri  S  do 
Diciembre  de  1899,  ó  inaerta  en  la  QMCéta  de  10  de  Julio  de  1891.) 
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SdVTKNOiA  (8  de  Diciembre  de  1892).— i\)aen^.  OoloemcMñ  ée  mmm 
ra/(a.~8e  declara  nnla,  por  incompetencia  del  Miniaterio  de  la  Ctoberno- 
dÓD,  la  Real  orden  de  24  de  Abril  de  1889,  aobre  leyantamiento  do  «no 
yalla,  y  ae  eatablece: 

/.*  Que  la»  rewlneionei  ^f«M  lo§  AywntamieñUi  üdeñ  iobre^  mmüdm»  4$ 
poserión,  $(jfh  reclamablei  ante  el  Gobernador  de  la  pr&mneia,  á  ten&r  de  lo 
we  diepone  la  Beal  orden  de  26  de  Mayo  de  1880,  que  fijó  la  i$Uetígeneia  foe 
iebe  dores  á  loe  arte,  171  y  172  de  la  ley  liumeipeU: 

2,o  Que  la»  reeolueione»  dictada»  con  arreglo  á  la  Real  orden  anhri^, 
cauenn  e»tado  y  tolo  cabe  contra  ella»  el  reenreo  eonteneioeo  adminietrMv^; 

YB."*  QueeejurieprUdendadd  Conejo  de  Ettadú  ydH  Tríbunaldei^ 
Conteneio»o,  cuando  en  wn  expediente  ee  nota  error  eeenMMl  en  la  admmktrm- 
ción  ó  tfieio  en  el  proeeduniento,  corregir  d  uno  y  $ub»anar  el  otro,  rqwwitfo- 
4o  la»  oo»a»  al  eetadoen  que  »e  hallaban  cuando  ee  cometió  el  error. 

D.  Antonio  Alterca  aelicitó  licMida  para  yallar  nn  terreno  odqoifido 
mediante  eacritura  pública,  y  concedida  y  colocada  la  yalla,  fijó  nn  lotrofo 
anunciando  an  yenta.  £1  Teniente  Alcalde  propnao,  y  el  AyontanaieDto 
aceptó,  que  ae  reivindicara  el  terreno,  por  aer  dcd  común  de  yecinoa  y  for> 
mar  parte  de  una  calle,  acordando  que  ae  leyantara  Ifi  yalla.  El  Qobemo- 
dor,  en  recurao  de  alaada  interpueato  por  D.  Antonio  Altarea,  reyoeó  el 
acuMdo  del  Ayuntamiento;  pero  habiendo  recurrido  en  alaada  éateeontro 
el  acuerdo  del  Gobernador,  el  Mlniatro  de  la  Gobwoikción  ezpidid  lo  Beol 
orden  de  24  de  Abril  de  1889,  confirmatoria  en  todaa  ana  partea  del  oeoer* 
do  del  Ayuntamiento. 

Interpueato  recurao  contencioeo  contra  dicha  Real  orden  á  noa^bro  <lo 
D.  Antonio  Altarea,  ae  áídó  la  aentenda,  qne  en  oa  paite  diapoaütyn 
diceaai: 

Conaiderando  qne  el  acuerdo  adoptado  por  el  Ayuntamiooto  de  Madrid 
en  18  de  Abril  de  1888,  recayó  aobre  nna  materia  de  laa  que  aon  de  lo  eK> 
^Inaiya  competencia  de  laa  Corporadonea  monicipoleai  coa  arreglo  ai  ná^ 
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iBtfO  Sfi  del  art.  88  dd  la  ley  de  26  de  Septiembre  de  1863  y  al  S.o  del  ar- 
iioalo  73^  de  la  ley  Manicipal  vi((eDte,  paesto  que  tavo  por  objeto,  según 
•e  expteaa  en  la  demanda,  mantener  á  la  Manicipalidad  en  la  posesión  de 
nnoa  terreno»  que  pertenecían  á  la  Villa,  y  cuya  posesión  había  sido  per- 
turbada por  hechos  recientes  y  fáciles  de  comprobar: 

Considerando  qae  las  resoladones  qae  sobre  cuestiones  de  esta  índole 
dictan  los  Ayuntamientos  son  reelamables  ante  el  Gobernador  de  la  pro- 
Tinda,  á  tenor  de  lo  que  dispone  la  Beal  orden  de  26  de  Mayo  de  1880,  que 
fijó  la  inteligencia  que  debe  darse  á  los  artículos  171  y  172  de  la  ley  Mn> 
aidipal,  y  qne  en  este  concepto  D.  Antonio  Altares  usó  de  un  perfecto  de- 
recho aUándose  ante  el  Gobernador  de  la  provincia  del  acuerdo  del  Ayun- 
tamiento, que  entendió  perjudicaba  sus  derechos: 

Considerando  que  la  providencia  dictada  por  el  Gobernador  en  27  de 
Septiembre  de  1888,  con  arreglo  á  la  misma  üeal  orden  citada,  causó  es- 
tadOy  poniendo  término  á  la  vía  gubernativa,  y  el  único  recurso  procedente 
eontra  la  misma  era  el  conteneioso-administrativo  ante  el  Tribunal  de  pri- 
mera instancia,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  también  en  el  art.  143  de  la  ley 
Provincial: 

Considerando  que  el  Ayuntamiento,  en  ves  de  utilizar  el  expresado  re^ 
enrao,  acudió  en  alzada  ante  el  Ministerio  de  la  Gobernación,  con  lo  cual, 
BD  sólo  ha  quedado  firme  la  referida  providencia  del  Gobernador,  por  no 
haberse  ntilizado  contra  ella  el  recurso  legal  correspondiente,  sino  que 
ademAs,  y  por  ser  la  alaada  de  todo  punto  improcedente,  la  Real  orden  im- 
pfognada  de  24  de  Abril  de  1889,  que  la  resolvió,  es  nula,  como  dictada  con 
sotoffia  incompetencia: 

Considerando  que  es  jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado  y  de  este 
Tríbonal,  cnando  en  un  expediente  se  nota  error  esencial  en  la  adminia- 
teadón  ó  vido  en  el  procedimiento,  corregir  el  uno  y  subsanar  el  otro,  re- 
poaiMido  las  cosas  al  ser  y  estado  que  teníim  cuando  se  dictó  la  última  pro- 
^ideada  ajustada  A  derecho. 

Vislos  ios  artículos  88  de  la  ley  de  25  de  Septiembre  de  1868;  el  72  de 
la  ley  Municipal;  la  Real  orden  de  26  de  Mayo  de  1880,  y  el  art.  143  de  1» 
ley  Provincial; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  nula,  sin  ningún  valor 
al  efecto,  como  dictada  con  incompetencia  por  el  Ministerio  de  ta  Go- 
bernación, la  Real  orden  de  24  de  Abril  de  1889,  reponiendo  el  expe- 
diente al  ser  y  estado  que  tenía  cuando  el  Gobernador  dictó  su  providen- 
cia de  27  de  Septiembre  de  1888,  la  cual  queda  firme  y  subsistei^te.— (Sen- 
tencia publicada  el  8  de  Diciembre  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  10 
da  Jolio  de  1898.) 
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Amro  (6  de  Diciembre  de  \^9^).*Sxcepeián  düatoria.  Defecto  legal  en^ 
el  «isde  défr^poner  la  demtmda.  Incompetencia  de  juriodiccián.^Se  declara 
•ia  enieo  la  demanda  interpuesta  contra  la  Beal  orden  dictada  por  Uitra- 
wou  en  17  de  Noviembre  de  1891,  sobre  reintegro  de  cantidades  percibí- 
daa  en  concepto  de  liaber  y  gastos  de  repreaentadún  por  D.  Enrique  Li- 
nares Garda,  y  se  eatableoe: 

i.0  Que  BeffúnHart.  €•  de  ia  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888^  nopuede 
imtmÉaree  válidameiUe  la  via  eonteneioea  en  atwnioorelat^íoe^á  créditos  de- 
jMtiiKtmente  Hqmidadoo  en  favor  de  la  Aaeienda  pública,  ein  ingresar  en  laa 
Cojaed^Teeoro  el  importe  de  lo  Ugíiidado: 
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Ya.o  QuB  amforme  al  precepto  Mdrt.  $69  ddRífhm9ñhde99SeMH' 
tiembte  de  1S90,  con  el  emsrito  interponiendo  el  reewrwo  deberá  preoemitaroe  el 
docwnenio  original  que  acredite  el  cumpUmiefUo  del  art,  S.^delaleif  antee 
untada. 

Don  Enrique  Linaret  García  intorpnao  rwmrto  contenoiofo  oontra  1n 
Beal  orden  de  Ultramar  de  17  de  Noviembre  de  1891,  por  la  qne  me  dis- 
ponía el  reintegro  de  la  difereneia  de  haberee  percibidoe,  entre  loe  earroe 
de  Sabintendente  Ordenador  de  pagoe  7  el  de  Intendente  de  lae  ieJas  Fi- 
lipinna,  7  propneataa  por  el  Fiscal  lai  ezeepeionee  dilatoriae  de  deieoto 
legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda  é  incompetencia  de  Jnriadiecióii, 
«e  dictó  el  auto,  qne  en  en  parte  díepoaiti?a  dice  mí: 

Oonaiderando  qne,  aegún  el  art.  6.0  de  la  107  de  IS  de  Septieoibre  da 
1888,  no  puede  intentarae  válidamente  la  vía  eontendoea  en  aaontoa  reís- 
tivoe  á  oréditoe  definitivamente  lignidadoe  en  favor  de  la  Hacienda  pé- 
blica,  sin  ingresar  en  laa  Cajas  del  Tesoro  el  importe  de  lo  Uqnidado: 

Considerando  qne,  conforme  al  precepto  del  art  261  del  BeglaoMota 
de  39  de  Diciembre  de  1890,  con  el  escrito  interponiendo  el  recurso  debe- 
rá presentarse  el  documento  original  qne  acredita  al  oumpUmiasta  dal 
art  6.<>  de  la  107  antes  citada; 

Y  considerando  quejel  actor  no  ha  cumplido  dicho  requisito  liaala 
mucho  tiempo  después  de  haber  finado  el  plaao  para  la  interposieióo  dal 
recurso,  para  lo  cual  ion  procedentes  las  excepciones  que  fondadas  en 
aquella  omisión  ha  expuesto  la  parte  demandaáui: 

Vistos  los  artículos  6.e  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  y  los  1,\ 
y  261  del  Beglamento  de  29  de  Diciembre  de  1890; 

Se  estiman  las  excepciones  de  incompetencia  de  Jovisdieeión  y  da  ds^ 
feoto  legal  alegadas  por  el  Fiscal;  se  declara  sin  earso  la  demanda;  areM- 
Tese  el  rollo  7  devuélvase  el  expediento  al  Ministerio  de  Ultramar,  ooa 
oertificación  de  esto  auto,  que  se  publicará  á  su  tiempo  en  la  Gaeekt  de 
Madrid  7  en  la  Colección  legi§laHea,^(kvíto  fecha  S  de  Diciembre  4»  1892 . 
^  inserto  en  la  Gaceta  de  10  de  Julio  de  1898.) 
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Auto  (6  de  Diciembre  de  lB9^),^Exc^monee  diUUoHae,  Ineempetmeim 
■de  juriediccidn.'-Qe  declara  improcedente  la  excepción  dilatoria  alegada 
por  el  Fiscal  7  que  conteste  á  la  demanda  del  Ayuntamiento  de  Villavisja 
contra  la  Real  orden  de  Qobernación  de  8  de  Febrero  de  1892,  y  se  esta- 
blece: 

Que  no  puede  alegaree  la  incompetencia  de  juriedioción^  fundada  en  fue^ 
de  doe  Bealee  órdenee,  la  úlHma  ee  reproducción  de  la  primera^  cuando  en 
aquélla  ee  contiene  una  diepoeición  nueea  y  de  mayor  alcance  en  d  atimfo. 

Por  Beai  orden  de  4  de  Julio  de  1891  se  ordenó  al  Ayuntamienta  da 
ViUavi^A  reivindicase  ciertos  terrenos  ante  los  Tribanalea  ordinariosi. 

En  yirtod  de  instancia  del  vecino  D.  Manuel  Oast>o,qaeaondió  al  Mi- 
nisterio en  queja  de  no  haberse  cumplido  la  Beal  orden  aatertor,  m  disté 
^tra  Beal  orden  en  8  de  Febrero  de  1892,  en  la  qoe  ae  ordena  al  Oobsnuip 
dor  que,  sin  excusa  ni  pretexto  alguno,  haga  cumplir  al  Ajruntandenla  án 
Villaviija  lo  dispuesto  en  la  Real  orden  de  4  de  Julio  de  1891. 

Interpuesto  recurso  oontencioso  oontra  esta  fisal  orden,  él  FtesÉl  ale- 
gó la  excepción  de  incompetencia  de  Jariadieeióa;  y  se  dicto  el  aata,  qn» 
en  su  parte  sustancial  dice  así: 
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OoDtidenndo  que  entre  la  Seal  orden  de  4  de  Jnüo  de  1891  y  la  im- 
pugnada  de  8  de  Febrero  últímo,  ann  cuando  ambaa  en  an  parte  diapoei- 
ti  va  comprendan  nna  misma  reaolnción,  oonnatente  en  mandar  al  Ayna- 
iamiento  de  Villavieja  que  entable  el  oportuno  litigio  ante  loa  Tribonalea 
ordinarioa  para  la  reivindicación  de  loa  terrenoa  de  qne  te  trata,  eziate 
ana  notable  diferencia  que,  no  aólo  ae  desprende  de  loe  diversos  aniece- 
dentea  de  laa  mismas,  sino  que  aparece  de  bus  respectivos  fundamentos  j 
veealta  en  el  miamo  sentido  de  la  disposición  de  cada  nna,  por  cuanto 
mientras  la  primera  «e  limita  á  prescribir  al  Ayuntamiento  qne  eatablarm 
éí  litigio  indicado,  la  «egonda  alcansa  á  determinar  que  éste  debe  haoerlo 
preaeindiendo  de  la  negativa  poaterior  de  la  Diputación  á  antorisarlo;  y 

Considerando  que,  de  consiguiente,  y  sea  cualquiera  la  aolución  qne 
haya  de  darse  en  su  día  á  la  cuestión  planteada  en  el  pleito,  rdativa  á  la 
neceeidad  legal  de  la  indicada  autorización  para  que  pueda  el  Ayunta- 
miento litigar,  es  lo  cierto,  por  lo  que  correaponde  al  presente  trámite»  que 
la  disparidad  que  existe  6ntre  las  dos  mencionadaa  reaolucionee  ministe- 
riales ea  bastante  para  excluir  este  caso  del  precepto  contenido  en  el  nú- 
mero 8.0  del  art  4.o  de  la  ley,  y  para  privar  á  la  excepción  de  ineompe* 
tenoia  del  fundamento  en  que  intenta  apoyarse,  ó  sea  el  aupueato  inexac- 
to de  qne  la  segunda  de  dichas  Reales  órdenes  sea  mera  reproducción  de 
la  primera,  toda  ves  que  en  aquélla  se  contiene  con  independencia  nna 
diaposición  nueva  por  su  mayor  alcance  en  el  asunto. 

Vistos  los  artículos  4.o,  núm.  3.®,  46  y  60  de  la  ley  de  IS  de  Septiem- 
bre de  1888; 

Se  declara  improcedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de 
jurisdicción  alegada  por  el  Fiscal,  y  emplácesele  para  que  conteste  á  la 
demanda  dentro  del  término  de  quince  días.— (Auto  fecha  6  de  Diciem- 
bre  de  1892,  é  inserto  en  la  Gaceta  de  11  de  Julio  de  1898.) 


478 

Afto  (6  de  Diciembre  de  lS9t),^Exeq^eián  düaiorÚL  Incompetencia  ie 
jwri$iiceión,''8e  declara  sin  corso  la  demanda  interpueata  por  D.  Santoe 
Fraile  Martín  contra  la  Beai  orden  de  Guerra  de  8  de  Octubre  de  1891,  so- 
bre concesión  de  retiro  y  abono  de  penaión,  y  se  establece:' 

Qite  por  el  art.  éPielalqi  q¥e  rebuta  el  ^erdoio  de  eeta  juri$4keidm^  ar 
diepone  que  mcorreopondentU  conocimiento  de  la  miema  loe  reeohteumee  que 
0e  refieran  á  recompen$a$  deJefeey  Oficialee  deLJ^ircito  y  Armada  porme^ 
re»imiento$  contraidoe  en  campaña  y  heehoe  de  artnai,  y  que^  aun  cuando  en^ 
etta preeeripdón  no  $e  citan  expreeamente  la»  Rea¡e$  órdenee  que  tenyamprn 
objeto  igual  recompenea  á  la»  date»  de  tropa,  e$  evidente  que  en  el  eepiritu 
de  Oí^uelpreoepto  eetán  inoluidaepor  el  Lejulaáor,  y  asi  dede  et/tmarm^pmr- 
q[uedondekay  igual  rasan  debe  haber  lamiema  diepoeieián  de  dereeho^y pefr- 
que  en  otro  ca$o  se  eupondria  $in  fundamento  eetablecida  una  diferencia  tu- 
campreneible  entre  eoldadú»  y  Oficíale»,  para  el  ^ecto  dequela»  reeompen9at 
de  Um  una»  pudieran  9er  dueuíida»  y  la»  de  lo»  otro»  no  pudieran  oerlú  en  via 
^omUneioea. 

Por  Real  orden  de  8  de  Octnbre  de  1891  se  denegó  al  licenciado  del 
Sjército  Santos  Fraile  Martín  el  abono  de  una  pensión;  interpuesto  eontm 
éata  recurso  oontencioeo,  el  Fiscal  alegó  la  excepción  dilatoria  de  ineosa- 
petenda  de  Jnriadicción»  y  se  dictó  el  auto,  qne  dice  así  en  an  parte  dtepo- 
altiva: 
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Ck>ii«iderando  que  por  el  art  4.o  de  la' ley  que  regola  el  ejercicio  de- 
eeta  jariadicción,  ae  eatablece  qoe  no  correaponden  al  conocimiento  de  la 
misma  las  reaolucionea  que  ae  refieran  á  recompenaaa  de  Jefea  y  Oficíale» 
del  Ejército  y  Armada  por  merecimiento*  contraidoa  en  campafia  y  he- 
choa  de  armaa,  y  qne,  aon  osando  en  eeta  oreacripción  no  ae  citan  expre- 
aamente  laa  Realea  órdenea  que  tengan  por  objeto  igual  recompenaa  á  las- 
claaea  de  tropa,  ea  evidente  qne  en  el  eapírita  de  aqnel  precepto  eatán  in- 
chiidaa  por  el  Legialador,  y  aai  debe  eatimarae,  porque  donde  hay  igual 
raaón  debe  haber  la  miama  diapoaición  de  derecho,  y  porque  en  otro  caaa 
ae  aupondrla  ain  fundamento  eatablecida  nna  diferencia  incomprenaible 
entre  aoldadoa  y  Oficialea.  para  el  efecto  de  que  laa  recompenaaa  de  loa 
nnoa  pudieran  aer  diacutidaa  y  laa  de  loa  otroa  no  pudieran  aerlo  en  Tía 
oontencioaa;  y  ' 

Gona^derando,  por  conaigoiente,  que  la  Real  orden  impugnada  eatablece 
al  alcance  de  la  recompenaa  concedida  por  méritoa  de  guerra  al  aoldada 
Santoa  Fraile  Martin,  y  eatá  comprendida  en  laa  que  el  precepto  indicado- 
excluye  del  conocimiento  de  loa  Tribunalea  de  lo  Contencioao  adminia* 
trativo. 

Viatoa  loa  artiouloa  4.0,  número  6.0,  46  y  50  de  la  ley  de  18  de  Septlem> 
Inrade  1888; 

fie  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  juria^ 
dicción  alegada  por  el  Fiacal,  y  en  au  virtud,  queda  ain  curao  la  demanda^ 
archiveae  el  rollo  y  devuélvase  el  expediente  al  Ministerio,  con  certifica- 
eación  de  este  auto,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de  Madrid  é  inaertará  en 
la  Coleccián  legÍ9lativa,^(AnU>  fecha  6  de  Diciembre  de  1892,  é  inaerto  en. 
la  Gaceta  de  1 1  de  Julio  de  1898.) 
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fiBNTBNCXá.  (6  de  Diciembre  de  1892).— C¿a«et  pativoi,  Pennonei  det 
Tesoro.— Se  revoca  el  acuerdo  de  la  Junta  de  Olaaea  paaivaa,  fecha  31  da 
Marso  de  1886,  declarando  que  Dofia  Micaela  Amoróa  no  tiene  derecho  é. 
poaaión  del  Teaoro,  y  ae  eatablece: 

i.o  Que  9i  6tai  el  art.  69  dd  proyecto  de  ley  de  1B$2  concede  dereá^  á 
penmán  del  Tecoro  de$de  la  fecha  de  la  ley  á  la$  muda$  y  huérfanoc  de  lom 
ew^leado$  que  hubÜBen  fallecido  anta  de  la  publicadán  de  la  misma,  exige 
para  ello  como  condición  indispensable  que  no  tupiesen  derecho  á  pensiát^ 
eot^orme  á  las  disposiciones  y  reglamentos  anteriores: 

i.*  Que  habiendo  disfrutado  una  viuda  ó  huérfana  pensián  de  Moniepia^ 
no  pueden  pedirse  pensiones  del  Tesoro,  pwes  según  lo  dUpuesto  en  el  arlieuh^ 
mUerior,  sólo  se  conceden  á  las  que  no  tutfieren  derecho  á  pensión; 

Y  d.o  Que  el  art  69  citado  no  ha  sido  derogado  por  disposición  alfunm 
posterior  de  carácter  legisUUiffOy  y  que  las  que  no  retnsten  ese  carácter  emdet^ 
temente  no  tienen  fuerza  bastante  para  derogar  d  referido  articulo. 

Dofia  Micaela  Amoróa,  huérfana  de  D.  Bonifacio  Amoróa,  había  día- 
frutado  la  pensión  que  como  huérfana  le  correspondía  en  unión  de  otra 
hermana.  Al  contraer  matrimonio  ceaó  en  au  diafrute;  incoando  expediente» 
ai  quedar  viuda,  pura  qne  ae  la  rehabilitaae  en  el  goce  de  la  penaión. 

Concedida  que  fué  la  penaión  en  1885,  ae  Teviaó  el  expedientSL  y  por 
acoerdo  de  Junta  de  Claaea  paaivaa  de  7  de  Diciembre  de  1889,  ae  declaró 
caducada  la  pendón»  mandando  reintegrar  al  Teaoro  laa  cantidadea  qoa 
hubiera  percibido* 
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Interpaetto  rocorao  de  aleada,  el  Miniaterio  de  Hadeoda  dictó  Real  or- 
éeo  declarando  leaivo  el  acuerdo  de  le  Ju Día  de  Olaaes  paaivaa  de  1886,  j 
dando  inatraecionea  al  Fiaoal  de  lo  Contencioeo  para  qoe  lo  impagoar» 
AOte  diario  TfibniMJ. 

laterpoeata  la  demanda  por  el  Fiacal,  ae  dictó  U  aenteneia,  qae  en  aa 
parte  diapoeitiva  dice  aaí: 

Oonaiderando  qoe  la  caeatión  que  ae  diacate  en  eate  pleito  ae  reduce 
á  determinar  ai  Dofia  Micaela  Amoroa  tiene  6  no  derecho  á  penaión  del 
Teaoro,  en  rasdn  á  loa  aervicioa  preatadoa  por  au  padte  D.  Bonifacio,  que 
caleció  en  1866: 

CSonaiderando  que  ai  bien  el  art.  69  del  proyecto  de  ley  de  1862  con- 
cede derecho  4  penaión  del  Taaoro  deade  la  fecha  de  la  ley  á  laa  viudaa  y 
huórfanoa  de  loa  empleadoa  que  hubieaen  fallecido  antea  de  la  publica- 
ción de  la  miama,  exige  para  ello,  como  eondieión  indiapenaable,  qoe  no 
tnWeaen  derecho  á  pendón  conforme  á  laa  diapoaidonea  y  reglamento* 
anteriorea: 

Conaiderando  que  la  demanda  no  ae  halla  comprendida  en  laa  diapoai- 
donea de  dicho  artículo,  porque  diafrutó  en  coparticipación  con  au  madre 
y  con  au  hermana  la  penaión  de  Montepío,  y  por  tanto,  no  pciede  ponerae 
en  duda  que  tuvo  derecho  á  penaión  conforme  á  loa  Beglamentoa  anterio- 
ra á  1864,  fecha  en  que  empeaó  á  r^^gir  el  proyecto  de  1862: 

Oonaiderando  que  el  art.  69  citado  no  ha  aido  derogado  por  diapoaición 
alguna  posterior  de  carácter  legialativo,  y  que  laa  que  no  reviaten  eae  ca- 
rácter evidentemente  no  Vienen  fuersa  baatante  para  derogar  el  referid» 
articulo: 

Conaiderando,  reapecto  á  laa  penaionea  perdbidaa  x'vc  Dofia  Micaela 
Amoróa,  en  virtud  del  acuerdo  de  la  Junta  de  Olaaea  paaivaa  de  21  de 
Marao  de  1886,  que  ya  ae  eatimen  como  penaionea  alhootenticiaa,  ya  ae  re- 
pute á  la  intereaada  poaeedora  de  buena  fe,  no  tiene  éata  obligación  de 
devolverlas,  aegúu  declara  la  jurisprudencia  conatante  de  eate  Tribunal. 
Viato  el  art.  69  del  proyecto  de  ley  de  1862; 

Fallamoa  que  debemoa  revocar  y  revocamoa  el  acuerdo  de  la  Junta  de 
Ciases  pasivas  de  21  de  Marzo  de  1886,  declarando  que  la  Dofia  Micaela 
Amoróa  no  tiene  derecho  á  penaión  del  Teaoro  y  que  no  eatá  obligada  á 
devolver  laa  cantidadea  que  haya  percibido  en  virtud  del  citado  acuerdo. 
— (Sentencia  publicada  el  6  de  Diciembre  de  1892,  é  iaaerta  en  la  GaoeUt 
úe  11  de  Julio  de  1898.) 
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Auto  (6  de  Diciembre  de  lB92),—InoompeteHGÍa  de  juri9dieción*  Fago 
ée  kímorario9.'-B^  deja  ain  curso  la  demanda  interpueeta  por  D.  Manuel 
Martínez  García  contra  la  Real  orden  de  Gobernadón,  de  16  de  Julio  de 
1891,  Bobre  derecho  á  percibir  honorarioa  de  una  inatitodón  benófica,  y 
ae  eatablece: 

Qwe  €l  Tribunal  de  lo  Contencioso  carece  de  competencia  para  entendfr  de 
oMuntoe  cuya  materia  ea  puramente  civil,  y  cuyo  conocimiento  compete  á  los 
TrümnaleB  ordinarioe. 

D.  Manuel  Martines  fué  autorizado  por  el  Director  del  Colegio  de  Don- 
celias,  de  Toledo,  para  qoe  gestionara  la  aprobación  y  emisión  de  inscrip- 
ciones que  había  de  verifícarae  en  favor  de  aquel  eatabled miento,  con  mo- 
tivo de  la  liquidadón  practicada  de  loa  bienes  vendidos  del  miamo. 
XOMO  46  46 
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Emitida  la  inaorlpoión  gne  se  geatloDaba,  hnbo  de  maniíeaiar  el  Mart(> 
nea  que  era  llegada  el  momento  de  fijar  loa  honorartoa  que  hubiera  de  per- 
cibir por  ana  geationea,  reaolviéndoae  por  el  Ministerio  de  la  GobernacÍ<)B 
aue  el  agente  tenfa  derecho  al  4  por  100  efectivo  del  valor  nominal  de  1m 
inacripoionea  que  ae  emitieran,  aaí  como  del  eíectiVo  y  nominal  correapou- 
diente  á  interesea  vencidos. 

Acudió  el  Director  del  Colegio  de  nuevo  en  consulta,  j  se  dictó  la  Rea! 
orden  de  16  de  Julio  de  1891,  que  impugnada  por  D.  Manuel  Martines  en 
la  vía  contencioaa,  dio  lugar  á  la  aentenda,  cuya  parte  diapoaitiva  dice  así: 

Considerando  que  el  expediente  que  motiva  la  demanda  versa  sobre  la 
regulación  de  loa  derecho»  ú  honorarios  que  D.  Manuel  Martines  debe  per- 
cibir en  concepto  de  Comisionado  ó  agente^  por  servicios  preatadoa  á  una 
inaiitución  de  beneficencia  particnlar,  en  virtud  de  un  convenio  celebrado 
al  efecto,  materia  de  carácter  eaencialmente  civil  y  exclnida  del  conoci- 
miento de  lo  contencioso-administrativo: 

CuDsiderando,  además,  que  la  resolución  ministerial  de  8  de  Mayo  de 
1888,  segunda  de  las  impugnadas,  habla  ya  llegado  á  conocimiento  de  la 
parte  demandante  en  20  de  Agosto  siguiente,  segán  propia  manifeetadón, 
por  lo  que  respecto  de  aquella  Real  orden  concurre  también  la  circunstaa- 
da  de  no  haber  aido  recurrida  dentro  del  plaxo  legal  sefialado  al  efecto. 

Vistos  los  articuloa  4.0,  7.o,  46,  núm.  l.o,  y  60  de  la  ley  de  IS  de  Sep- 
tiembre de  1888; 

8e  estima  la  excepción  de  incompetencia  de  juriadicción  alegada  porri 
Fiscal;  ae  declara  sin  curso  la  demanda;  archívese  el  rollo  y  devaéivaseel 
expediente  al  Ministerio  de  la  Gobernación,  con  certificación  de  este  auto, 
que  ae  pablicará  á  su  tiempo  en  la  Oaeda  ae  Madrid  y  en  la  Ooleeeián  le- 
gi$latitfa.^(ktito  fecha  6  de  Diciembre  de  1892,  é  inserto  en  la  Gaoetü  de 
11  de  Julio  de  189S.)  » 
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8b(«tbncia  (6  de  Diciembre  de  lS92).^Clase8  pasivan,  Pen»kme$  dd  Te- 
$oro, — Se  abanelve  á  la  Adminiatración  de  la  demanda  interpuesta  A  nom- 
bre de  Dofia  FtUipa  Coronado  contra  la  Real  orden  de  Fomento,  relativa 
á  una  penaión,  y  ae  eatablece: 

i.o  Que  &m  arreglo  al  art.  Sí  déla  Inalruecián  de 26  de  Diciembre d$ 
1831,  están  eaducadoi  lo$  derechos  á  pensión  de  Montepío  de  aquellas  huér- 
fanas que  sólo  fueran  copartícipes  con  la  viuda  ó  hermanos  antes  de  tomar 
estado: 

2.^  Que  él  precepto  de  dicho  art.  21  déla  rtferida  Instrucción  es^nduda- 
ble  que  se  haUa  vigente,  como  lo  prueban  el  decreto  Uy  de  22  de  Octubre  de 
1868,  el  art,  10  de  la  ley  de  Presupuestos  de  28  de  Febrero  de  1873  y  la  re- 
gla i.»  del  art  IP  del  Beal  decreto  de  29  de  Enero  de  1889,  según  ha  dedo- 
rodo  ya  la  jurisprudencia  repetidamente; 

Y  3.0  Que  en  cuanto  á  las  pensiones  del  Tesoro,  sólo  adquieren  derecho  é 
ellas  las  viudas  y  huérfanos  cuyos  causantes  hubiesen  fallecido  antes  de  ha- 
llarse en  vigor  dicho  proyecto,  cuando  carecieran  de  derecho  á  pensión  dé 
Montepío  por  no  hallarse  incluidos  ó  incorporados  á  alguno  de  ellos, 

Dofia  Felipa  Coronado,  que  en  unión  de  su  hermana  Dofia  Isabel  ha- 
bía disfrutado  la  orfandad  de  su  padre  D.  José,  contrajo  matrimonio,  y  al 
enviudar,  acudió  á  la  Junta  de  Clases  pasivas  pidiendo  se  la  aefialara  la 
pensión  que  por  su  padre  la  correspondía;  solicitud  que  fué  denegada  ea 
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S9  de  Mayo  de  1884;  interpnao  la  iutereíada  recano  de  aleada,  y  el  Minis- 
terio confirmó  el  acuerdo  po»  Real  ordea  de  7  de  Febrero  de  1891,  qae 
impogoada  en  la  vía  contenciosa,  dio  lagar  á  la  sentencia,  coya  parte  dis- 
positiva dice  asi: 

Ck>nsidefando  qae  la  cnestión  objeto  de  este  pleito,  en  lo  qne  se  refiere 
á  la  pensión  de  Montepio,  está  terminantemente  resuelta  por  el  art.  SI  de 
la  Instrucción  de  25  de  Diciembre  de  188 L,  que  declara  caducado  el  dere- 
cho de  aquellas  huérfanas  que  sólo  fueron  copartícipes  de  la  pensión  con 
la  viuda  ó  hermanos  al  tiempo  de  tomar  estado  de  matrimonio: 

Considerando  que  el  precepto  de  dicho  art.  21  de  la  referida  Instruc- 
ción es  indudable  que  se  halla  vigente,  como  lo  prueban  el  decreto  ley  de 
-92  de  Octubre  de  1808,  el  art  10  de  la  ley  de  Presupuestos  de  28  de  Fe 
brero  de  1873  y  la  regla  1  a  del  art.  l.o  del  Real  decreto  de  29  de  Enero 
de  1889,  segán  ha  declarado  ya  la  jurisprudencia  repetidamente: 

Considerando,  en  cuanto  .á  la  pensión  del  Tesoro,  qne  también  solicita 
Dofia  Felipa  Coronado,  que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  69  del 
proyecto  de  ley  de  20  de  Mayo  de  Í8h2,  las  viudas  y  huérfanos  cuyos  cau- 
santes hubiesen  fallecido  antes  de  hallarse  en  vigor  dicho  proyecto,  únira- 
mente  adquieren  derecbo  á  jas  pensiones  por  el  mismo  creadas  cuando 
careciesen  de  derecho  á  la  pensión  de  Montepío  por  no  hallarse  incluí  Jos 
r  ^  incorporados  á  alguno  de  ellos,  circunstancias  que  no  concurren  en  la 
demandante,  que  habiendo  tenido  derecho  á  esta  última  pensión,  lo  ha 
perdido  con  arreglo  á  las  disposiciones  por  las  que  la  misma  se  regu'a: 

Considerando  que  las  Reales  órdenes  de  12  de  Noviembre  de  1864  y 
26  de  Julio  de  1865,  que  ha  citado  en  so  apoyo  la  parte  demandante,  no 
tienen  fuerza  legal,  porque  si  bien  se  hallan  insertas  en  la  edición  oficial 
-del  presupuesto  de  18G6  á  67,  á  continuación  de  la  ley,  es  lo  cierto  que  en 
ninguno  de  los  artículos  de  ésta  se  atribuye  carácter  ni  eficacia  legislativa 
á  las  mencionadas  disposiciones,  á  las  cuales  no  se  hace  ni  la  más  ligera 
referencia  en  ninguno  de  los  artículos  de  dicha  ley. 

Vistos  el  art.  21  de  la  Instrucción  de  26  de  Diciembre  de  1831;  e\  ar- 
tículo 12  del  Real  decreto-ley  de  28  de  Octubre  de  1868;  el  art.  10  da  la 
ley  de  Presupuestos  de  28  de  Febrero  de  1873;  el  art  69  del  Proyecto  da 
ley  de  20  de  Mayo  de  1862,  puesto  en  vigor  por  el  16  de  la  ley  de  Presu- 
puestos de  26  de  Julio  de  1864,  y  el  Real  decreto  de  29  de  Enero  de  1889; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  deducida  por  Dofia  Felipa  Coronado  con- 
tra la  Real  orden  de  7  de  Febrero  de  1891,  la  cual  queda  firme  y  subsis- 
tente. '  (Sentencia  publicada  el  6  de  Diciembre  de  1892,  é  inserta  en  la 
Gaceta  de  11  de  Julio  de  1893.) 
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Atrro  (7  de  Diciembre  de  lS^2).^Exeepción  dilatoria.  Defecto  legal  en 
■ti  modo  de  proponer  la  demanda,— 8e  declara  sin  curso  la  demanda  inter- 
puesta por  Dofia  Ana  Rascó  y  Montero  contra  la  Real  orden  de  Guerra  de 
16  de  Febrero  de  1892  sobre  pensión  de  Montepío,  y  se  establece: 

Que  el  art,  42  de  la  ky  exige  de  manera  preceptiva  que  en  el  escrito  de 
.  /ormalieaeión  de  la  demanda  $e  coneignen  la»  alegadonee  relativae  á  la  natu- 
raleza de  la  Real  orden,  á  la  competencia  del  Tribunal,  á  la  personalidad  y 
al  tiempo  en  que  el  recurso  $e  interpone,  y  el  art.  3X3  del  Bealamento  declara 
que  eonetitt^e  dtfecto  legal  la  omiiión  de  todas  ó  algunas  de  las  alegaciones 
4^ef cridas. 
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Por  Real  orden  de  16  de  Febrero  de  1892  ee  denegó  Im  preteodón  de- 
DoftA  Ana  Baecó  á  pensión  de  Montepío,  como  viada  de  nn  Oapitíür  gra- 
duado. 

Impugnada  en  la  vía  oontencioea,  ee  dictó  el  auto,  qne  ea  en  parte  dia- 
poeiliva  diee  así: 

Ooneiderando  que  el  art  42  de  la  ley  exige  de  manera  preoeptira  que 
en  el  escrito  de  íormallsación  de  la  demanda  se  consignen  las  alesaetones 
relativas  á  U  naturalesa  de  la  Real  orden»  á  la  oompeteneia  del  Tribant)^ 
á  la  personalidad  y  al  tiempo  en  que  el  recurso  se  interpone,  y  que  el  ar- 
tículo 818  del  Reglamento  declara  que  constitoye  delecto  legal  la  omiaión 
de  todas  ó  algunas  de  las  alegaciones  referidas: 

Ooneiderando  que  la  demanda  íormalisada  por  Dofia  Ana  Rascó  do 
contiene  ninguna  de  las  alegaciones  del  art  48  antes  citado,  y  por  taato, 
es  procedente  en  este  caso  la  excepción  dilatoria  de  defecto  l^al. 

Vistos  los  artículos  42,  46  y  60  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  úm  1888 
y  el  118  del  Reglamento  de  29  de  Diciembre  de  1690; 

Se  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  defecto  legal  en  el 
modo  de  proponer  la  demanda,  y  es  su  virtud,  qu^a  ésta  sin  curso;  arehi* 
▼ese  el  rollo,  y  devuélvase  el  expediente  al  Ministerio,  con  certiflcacióQ  da 
este  auto,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de  Madrid  y  se  insertará  á  lo 
tiempo  en  la  Coleeeián  kgialaUva.'-^kiito  fecha  7  de  Diciembre  de  189i,  é 
inserto  en  la  Oaeeta  de  11  de  Julio  de  1898.) 


k 


483 

Sbhtbnciá  (7  de  Diciembre  de  ÍS92),^De$amortigaciáH,  DeUiUaaón  di 
hiettee  de  Fropio8,-^Se  revocan  varias  providencias  de  la  Delegicióo  de 
Hacienda  de  Valeocia,  que  eliminaron  de  la  venta  como  propios  de  par- 
ticulares 942  hectáreas  del  término  municipal  de  Yesa,  y  se  establece: 

t9  Que  toda  inveetigación  de  hienee  deeam^rtíMahiee  tupone  que  leo»  des- 
eanocidoB  á  aquelioe  áqueee  refiere,  y  como  en  el  reparto  de  la  eontrUuáóif 
territorial  del  año  económico  de  1879  á  1880  figuren  varioe  terrenoe  de  di 
9er$as  calidadee  con  el  nombre  genérico  de  común. de  vecinos^  la$  OfiáM» 
provincialee  debieron  utiUgar  eate  dato  para  compn^ar  ei  entre  loe  mi$mo$ 
we  ^hallaba  comprendida  la  finca  objeto  de  la  dentmeia,  pueeto  que,  de  citarlo^ 
era  neeaariamente  conocida  de  la  Ádminiitración  lapoBetiánporelpuAhif 
reeMaba  improcedente  la  inpeetigación: 

2  o  Que  al  excMr  de  la  venta  942  hectáreae  que  dentro  de  la  finca  u  de- 
cía cultivaban  loe  pariieutaree,  quedaron  leeionaaoi  gravemente  loe  internes 
He  la  Hacienda,  porque  ata  cloee  de  declaraoionee  no  pueden  haceru  wm  tñ 
vida  de  documentoe  que  juetifiquen  el  dominio  legal^  requiiito  que  no  ee  euiS' 
pUó  en  el  expediente; 

Y  3.0  Que  tanto  por  ceta  áreundanma^  cuanto  por  la  de  deeignar  «s 
premio  superior  di  que  e$tá  reconocido  á  loe  invettiaaeioneM  de  finou  euyoi 
produetoi  figuran  en  loe  preeupueetoe  y  cuentas  mmmcipales,  lae  provideneias 
redamadas  infringen  la  Real  orden  de  10  de  Junio  de  1856,ydAen  ser  ana* 
Indas,  como  el  Fiscal  s(4icita, 

A  consecuencia  de  un  expediente  de  investigación,  se  descubrió  qnc  ^\ 
Ayuntamiento  de  Yeea  detentaba  942  hectáreas  de  bienes  de  Propios,  7 
en  su  consecuencia,  se  procedió  á  la  incautación  y  venta  en  subasta  de  di* 
ehos  bienes.  Veiiflcada  ésta  y  pagados  dos  plasos  por  el  comprador,  as 
mandó  ampliar  el  expediente»  tm  el  cual  la  Intervención  de  la  proviocit 
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'Imputo  86  declurara  al  loTettigador  con  derecho  al  premio  y  ae  impaafera 
-  al  AyoBtamieBto  la  reaponaabilidad  eonaigniente. 

La  Delegación  de  Valencia  a^fiaJó  el  premio  de  17  7  S  por  100  por  iu- 
yeatifración  y  comiaiéD,  y  el  20  por  100  de  malu  al  Ayantamiento. 

Remitido  el  expediente  á  la  Dirección  de  Propiedadea,  lo  creyó  per* 
;  Jadidal  á  loa  intereeea  del  Eatado,  y  por  Real  orden  de  89  de  Marzo 
de  1884  ae  ordenó,  entre  otroa  particolarea,  ae  comanicaran  laa  inatmccio- 
traccionee  oportnnaa  al  Fiacal  del  Oonaejo  de  Eatado  para  qae  acndiera  á 
la  vía  contencioaa,  en  la  qoe  ae  dictó  la  aentenda,  qae  en  aa  parte  anatan- 
el«]  dice  aaí: 

Conaiderando  qne  to'la  inveatigación  de  bienea  deaamortisablea  ■apone 
qne  aean  deaconocidoa  á  aqaelloa  á  qae  ae  refiere,  y  como  en  el  reparto 
de  la  oonlribación  territorial  del  afio  económico  de  1879  á  1880  figaren  va- 
rioa  terrenoa  de  diveraaa  cantídadea  con  el  nombre  genérico  de  oomún  de 
'  Tecinoa  de  la  Yeaa,  laa  Ofidnaa  provincialea  debieron  ntiliiar  eate  dato 
para  comprobar  ai  entre  loe  miamoa  ae  hallaba  comprendida  la  finca  ob- 
.  jeto  de  la  denancia,  pacato  qae,  de  catarlo,  era  neceeariamente  conocida 
déla  Adminiatración  la  poaeaión  por  el  paeblo  y  resaltaba  Improcedente  la 
inveatigación: 

Conaiderando,  por  otra  parte,  qae  al  exclnir  de  la  venta  942  hectáreas 
que  dentro  de  la  finca  ae  decia  cultivaban  loa  particalarea,  quedaron  leaio- 
nadoa  gravemente  loa  intereaea  de  la  Hacienda,  porqae  eata  daae  de  de» 
olaracionea  no  paeden  haeerae  aino  en  viata  de  docnmentoa  qae  Joatifi- 
qnen  el  domlolo  legal,  reqoiaito  qae  no  ae  oamplió  en  eate  expediente: 

Conaiderando  qae,  tanto  por  eata  circnnatancia,  cnanto  por  la  de  deaig- 
Dar  un  premio  snperior  al  qae  está  reconocido  á  laa  inveatigaciones  de 
finesa  coyoa  prodaetoa  figorao  en  loa  preaapaeatoa  y  caentaa  manicipales, 
las  providenciaa  reclamadaa  infringen  la  Real  orden  de  10  de  Janio 
de  1860,  y  deben  ser  anuladas,  como  el  Fiacal  solicita: 

Vistos  los  artículos  l.<>  y  2.o  de  la  Real  orden  de  10  de  Junio  de  1866; 

Fallamoa  que  debemoa  declarar  y  declaramos  nulas  y  sin  efecto  laa 
providenciaa  de  la  Delegación  de  Hacienda  de  Valencia,  que  eliminaron 
de  la  venta,  como  propioa  de  particulares,  942  hectáreaa,  parte  de  la  finca 
titulada  Laa  8irenaa,  sitaa  en  la  partida  de  loa  Llanos,  término  municipal 
de  la  Yfsa,  y  laa  demáa  que  señalaron  el  17  y  S  por  100  como  premio  de 
investigación  y  comiaión,  y  el  20  por  100  de  multa  al  Ajruntamiento  de 
•dicho  pueblo,  á  fin  de  que,  reviaado  de  nuevo  el  expediente,  la  Dirección 
general  de  Propiedadea  y  Derechoa  del  Eatado  adopte  la  reaolución  que 
fHTooeda  con  arreglo  á  laa  leyes  desamortisadoraa  y  determine  la  reapon- 
aabilidad  que  pueda  correaponder  á  los  fundonarioa  que  intervinieron  en 
este  ssnnto.— (Sentencia  pablicada  el  7  de  Diciembre  de  1892,  é  inaeila 
en  la  Oaeetá  de  11  de  Julio  de  189S.) 
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ñwtmnciJL  (7  de  Diciembre  de.  IS9Í). ^FerroearrUe$,  Franquicia  de 
.AdHana$.^Q%  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  interpaeata 
pot  la  Compafiía  del  ferrocarril  de  Qaldames  á  Sesteo  contra  la  Real  or- 
^en  de  9  de  Agosto  de  1890,  y  se  establece: 

Qué  loi  beneftehi  de  la  Uff  de  11  de  JuRo  de  187?  para  ¡a  importacióm 
de  wmterial  eoñ  deetme  á  viae  férrea»,  se  refiere  á  loe  Empreea»  que  hubieeen 
4^fryáeAú  defHtñfitkia  duranie  la  eanceeián  y  doeprimeroe  año$  de  $u  ex- 
jplataeión^  y  álaequeno  yogaran  de  ella  ni  de  anticipo  ó  eubvención;  pero  at 
d  loe  qne  tntieron  franquicia  eolamente  durante  la  ooneírueeión. 
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Por  ley  de  7  de  Mario  de  1878  ee  concedió  la  facultad  á  la  Empreaa: 
del  ferrocarril  de  Galdamee  á  Seatao  de  introdadr  libre  de  derecho*  el  ma- 
terial Deceaario  para  la  conatmccito  y  explotación  de  la  Ifnea;  y  por  Real 
orden  posterior  ee  fijó  nn  plaio  que,  prorrogado,  terminaba  en  16  de  Fe- 
brero  de  1879,  durante  el  cnal  podía  gosar  de  la  franquicia. 

Abierto  á  la  explotación  en  1881,  y  al  preeentaree  las  relaciones  de  ma- 
terial neceearia  para  la  explotación,  la  división  de  ferrocarriles  en  1890 
ñamó  la  atención  de  la  Superioridad,  acerca  de  si  la  Compafiia  tenia  ó  no 
derecho  á  introdusir  material  en  la  forma  que  lo  verificaba. 

Remitido  el  expediente  al  Consejo  de  Estado,  éste  propaso  que  no  pro- 
cedía aprobar  la  relación  presentada  para  el  afio  1890,  y  que  se  dieran  las  ^ 
instrucciones  al  Fiscal  de  lo  Gontendoso  á  fin  de  que  impugnara  las  Rea- 
lea  órdenes  desde  1881,  en  virtud  de  las  que  se  hablan  aprobado  las  reía- 
dooesde  material. 

Presentada  la  demanda  contenciosa,  dio  lugar  á  la  sentencia  que  en  ñür 
parte  dispositiva  dice  asi*  , 

Gonsidérando  que  expedida  en  9  de  Agosto  de  1890  la  Real  orden  que 
declaró  lesiva  á  los  intereses  del  Estado  las  dictadas  desde  14  de  Julia 
de  1881  inclusive  hasta  20  de  Noviembre  de  1888,  é  interpuesta  la  dMoan- 
da  á  nombre  de  la  Administradón  general  en  8  de  Noviembre  del  referido 
afio  1890,  lo  ha  sido  fuera  del  placo  de  tres  meses,  de  treinta  días  cad& 
nno,  que  sefialan  al  efecto  los  artículos  7. o  y  94  de  la  ley  de  18  de  8ep- 
tit'mbre  de  1888,  por  lo  cual,  y  á  tenor  délo  que  preceptúa  el  art  46,  este 
Tiibunal  es  incompetente  para  conocer  del  recurso  en  tal  forma  pro- 
movido: 

Considerando,  en  cuanto  al  que  se  deduce  por  el  Licenciado  D.  Laurea» 
tto  Delgado,  en  representadón  de  la  Cómpafiía  del  ferrocarril  de  Qalda* 
roes  á  iestao,  que,  segt&n  se  ha  declarado  en  sentencia  de  28  de  Abril  del 
corriente  afio,  los  beaefidos  de  la  ley  de  11  de  Julio  de  1877  para  la  im- 
portación de  material  con  destino  á  vías  férreas,  se  referían  á  las  Bmpre- 
eas  que  hubiesen  disfrutado  de  franquicia  durante  la  constrncdón  y  dos 
primeros  afios  de  explotación,  y  á  las  que  no  gosaren  de  ella  ni  de  anti- 
dpo  ó  subvendón;  peco  no  á  las  que,  como  la  de  que  se  trata,  tuvieron 
franquicia  durante  la  oonstracción  solamente;  interpretadón  confirmada 
también  por  la  Real  orden  de  1  .^  de  Abril  de  1878^  expedida  de  aeuerda 
ton  el  parecer  del  Consejo  de  Estado  en  pleno,  y  que  en  su  virtud  ha  sido 
precedente  y  justa  la  resolución  que  en  conformidad  con  esta  doctrina^, 
adoptó  el  Ministerio  de  Fomento  en  9  de  Agosto  de  1890. 

Vistos  los  artículos  7.o,  46  y  94  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 
Fallamos:  primero,  que  debemos  estimar  yestímamos  la  exoepdón 
perentoria  opuesta  por  el  representante  de  la  Compafiia  del  ferroeurril  de 
Galdamee  á  Sesteo  en  la  demanda  formulada  por  d  Fiscal  oohtra  laa  Rea- 
les órdenes  expedidas  por  el  Ministerio  de  Fomento,  á  que  este  expediente 
se  refiere,  en  14  de  Julio  de  1881.  6  de  Febrero  de  1882,  28  de  Febrero 
de  1883,  25  de  Junio  y  24  de  Octubre  de  1884,  22  de  Diciembre  de  1885, 
11  de  Noviembre  de  1886,  l.o  de  Febrero  y  16  de  Noviembre  de  1887,  y 
tO  del^oviembre  de  1888,  y  declarar  que  la  jurisdii^ón  de  lo  oonteneioso- 
administrativo  es  incompetente  para  resolver  respecto  de  día;  y  segundo, 
que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Adminutiadón  general  dd  Es- 
culo de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  la  Compafiia  dd  ferrocarril 
de  Galdamee  á  Sesteo  centra  la  Real  orden  dictada  por  el  mismo  Ministe- 
rio en  9  de  Agosto  de  1890,  la  cual  queda  firme  y  subdstente. — (Senteackt 
publicada  el  7  de  Didembre  de  1892,  é  inserta  en  lá  Ckmeta  de  11  de  Julia 
de  1898.) 
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Skntikcta  (7  de  Diciembre  de  1S92),^ Deslindé  éU  térmmot  mmUeipíh 
let. — Se  confirma  la  de  la  Comisión  provincial  de  Gaadalajara,  de  10  de 
Febrero  de  1886»  sobre  deslindea  de  los  términos  manicipalesde  Mindrio 
y  Membrillera,  y  se  establece: 

Q^e  e$  un  principio  indudable  de  derecho  administrativo,  que  á  las  Aut<h 
ridades  gubernativas  corresponde  conocer^  entre  otras  cosas^  de  todas  las  e%ieS' 
Hones  ^  afectan  al  deslinde  Jurisdiccional  de  términos  municipales,  prove- 
yendo únicamente  sobre  el  acto  posesorio  al  tiempo  de  dictarse  la  providencia^ 
contra  la  cual  existen  en  derecho  las  acciones  competentes^  quep%»eden  ser  ejer- 
citadas ante  los  Tribunales  administrativos  como  asunto  contencioso  y  después 
oostener  en  el  juicio  de  propiedad  ante  los  ordinarios, 

£1  Aynntamieoto  de  Miralrio  acodió  á  la  Dipotación  provinelal  de 
Gaadalsjara  solicitando  qaei  conforme  al  decreto  de  38  de  Diciembre 
de  1870»  se  practicará  en  forma  oficial  el  deslinde  de  los  paeblos  de  Mi 
mirlo  y  Membríllera,  entregando  á  aqnél  los  terrenos  y  jnrisdiceión  que 
le  corresponden.  En  81  de  liarso  de  1876  el  Gobernador  de  la  provincia 
declaró  cn¿l  faera  la  línea  de  ambos  pueblos»  acnerdo  qae  fué  comunicado 
á  ambos  Aynntamientos.  En  19  de  Mayo  del  mismo  aflo  se  presentó  de- 
manda contra  la  providencia  del  €k)bemador;  revocándola  la  Gomisión 
provincial  por  sentencia  definitiva  de  18  de  Mayo  de  1878. 

El  Consejo  de  Estado»  ante  el  caal  se  apeló  de  esta  sentencia»  declaró 
onlo  todo  lo  actuado  en  primera  instancia  desde  el  30  de  Septiembre 
de  1876,  mandando  se  devolvieran  los  autos  á  la  Comisión  para  la  sus- 
tanciación  con  arreglo  á  derecho. 

Sustanciado  el  pleito  ante  la  Comisión  provincial,  dictó  sentencia»  que 
contiene  la  parte  dispositiva  que  signe»  aceptada  por  el  Tribunal  de  lo 
Contencioso: 

Considerando  que  es  un  principio  indudable  de  derecho  administrativo» 
que  á  las  Autoridades  gubernativas  corresponde  conocer»  entre  otras  co- 
sas» de  toásaí  las  cuestiones  que  afectan  al  deslinde  jurisdiccional  de  terre- 
nos municipales,  proveyendo  únicamente  sobre  el  acto  poses(HÍo  al  tiem- 
po de  dictarse  la  providencia»  contra  la  cual  existen  en  derecho  las  accio- 
nes competentes»  que  pueden  ser  ejercitadas  ante  los  Tribunales  admi 
nistraUvos  como  asunto  contencioso»  y  después  sostener  en  el  juicio  de 
propiedad  ante  los  ordinarios: 

Que  por  el  Gobierno  de  provincia,  dentro  de  sos  facultades»  se  procedió 
al  deslinde  de  los  términos  jurisdiccionales  de  loa  pueblss  de  Membdllera 
y  Miralrio,  en  lo  referente  á  la  linea  divisoria  de  los  despoblados  de  Con- 
demios  y  Salaices»  cumpliendo  con  lo  preceptuado  en  el  decreto  de  28  de 
Diciembre  de  1870»  acordando»  por  el  resultado  del  expediente  gubernati- 
vo» documento»  en  él  presentados  é  informes  emitidos»  la  providencia  que 
orejó  justa  y  legal,  cuál  fuera  el  límite  y  línea  divisoria  de  la  jorisdioción 
de  los  pueblos  de  Membríllera  y  Mirakio: 

Considerando  que  siendo  vecino  del  pueblo  de  Miralrio  el  Vocal  de  la 
Comisión  provincial  D.  José  Maria  Arribas»  esta  sola  circunstancia  le  in- 
capacitaba para  intervenir,  en  el  presente  asunto,  y  que»  lejos  de  haberse 
Inhibido  de  conocer  en  el  mismo  como  tal  Vocal»  por  el  interés  que  nato- 
nümente  habria  de  tener»  tomó  en  él  parte  activa,  adhiiáéndose  á  la  mino* 
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ría  4)e  la  Comisión,  qoe  aólo  la  compoDÍa  el  dicho  8r.  Arribaí  y  el  otro  Vo- 
cal D.  RaimoDdo  Cttega: 

Qae  la  UHé  contencioso  administratira  segnida  y  tramitada  ante  la  Co- 
misión permanente  por  el  paeblo  de  Hembrillera  contra  la  providencim 
gubernativa  de  81  de  Marco  de  1876,  el  derecho  invocado,  se  fonda  en  el 
decreto  de  1870  sobre  deslindes;  en  la  posesión  inmemorial  del  terreno 
concedido  á  Miralrlo,  propio  de  Membrillera;  en  qóe  la  Administración 
•ólo  está  llamada  á  declarar  el  estado  posesorio  de  actaalidad,  todo  lo  cü«t 
en  aquélla  providencia  se  infringe  al  alterar  el  estado  posesorio,  por  no 
ser  de  su  competencia,  y  sí  de  los  Tribunales  de  justicia  en  juicios  de  pro- 
piedad: 

Que  la  nulidad  formulada  por  protesta  por  el  pueblo  de  Mlralrío  como 
resultado  del  acuerdo  de  la  Comisión,  suponiendo  presentada  la  demanda 
fuera  del  tiempo  hábil,  no  afecta  aunque  se  haya  tenido  presente  para  el 
curso  del  pleito  al  fondo  de  ja  cueatión,  por  haberse  intentado  por  el  re- 
presentante de  Membrillera  en  tiempo  los  derechos  que  le  correspondisn 
desde  que  fué  notificada  en  forma  la  providencia  de  la  Comlaión,  al  decla- 
rar en  24  de  Julio  de  1876  subsanados  los  defectos  de  la  demanda  y  confe- 
rir á  Miralrio  traslado  de  la  misma;  doctrina  legal  que  se  halla  sostenida 
por  decisiones  del  Consejo  de  Bstado  y  Tribunal  Supremo  de  Justicia: 

Que  prevalece  toda  demanda,  cuando  se  interpone  por  parte  legítima  y 
se  expresa  de  un  modo  claro  el  Objeto  que  se  pide,  por  máa  que  tenga  de- 
fecto, cuando  se  procura  utilisar  términos  faitales  (sentencia  del  Tribunal 
Supremo  de  36  de  Junio  de  187S): 

Que  apreciados  todos  los  hechos  que  resultan  discutidos  en  él  pleito, 
el  resultado  que  ofrexca  sólo  puede  considerarse  por  la  Comisión  como 
afectos  á  actos  de  posesión,  de  única  competencia  de  la  Adminiatración, 
y  bajo  este  concepto  las  pruebas  aducidas  y  pracdcadaa  vienen  á  demos- 
trar que  existe  una  gran  confuaión  en  todos  los  actos  jurisdiccionales: 

Que  el  despoblado  de  Salaicea,  por  los  pueblos  á  que  el  mismo  perte 
necio  hasta  1867,  y  laa  continuas  desavenenoiaa  que  con  Membrillera 
pudo  tener  la  posesión  de  actualidad,  tal  como  para  el  acto  de  dealinde 
previene  el  decreto  de  1870,  se  halla  á  favor  de  este  último  pueblo: 

Que  siendo  de  exclusiva  competencia  de  todos  los  Tribunalea  la  aore- 
dación  de  la  prueba,  y  no  habiéndose  practicado  ninguna  testifical  donde 
él  criterio,  en  relación  con  los  demás  hechos,  pudiera  servir  de  baae  con- 
creta, esto  por  la  Comisión  no  puede  fijarse  sino  en  los  hechos  adocidoa» 
documentos  presentados  y  la  pericial,  que  si  bien  sirven  para  formar  jui- 
cio, éste  no  puede  ser  tan  acabado  cual  si  se  tratase  de  un  juicio  plenario, 
demostrando  esto  la  confusión  en  lae  mojoneras^  la  falta  de  citación  opor- 
tuna, conveniente  y  necesaria  para  que  ouia  pueblo  sostuviera  el  derecho 
que  creyese  asistirle;  confusión  que  llega  hasta  el  día,  como  se  deduce  de 
las  dudas  ofrecidas  en  últimos  actos  jurladiecionales  ejercidos,  lo  mismo 
por  Membrillera  que  por  Miralrio,  en  el  perímetro  qne  forma  la  línea  y 
limite  divisorio  del  deslinde  entre  los  despoblados  de  Condemios  y  Sa- 
laicea: 

Qne  apreciándose  hoy  la  posesión  de  hecho  confesada  por  Miralrio  á 
favor  de  Membrillera,  lo  prueban  loa  documentos  presentados  por  ambos 
pueblos,  y  en  cuanto  sólo  á  la  posesión  puede  calificarse,  viene  á  sostener 
el  mismo  derecho,  por  más  que  los  actos  jurisdiccionales  y  la  mtoma  po- 
sesión puedan  ser  en  juicio  plenario  ante  otro  Tritmnal  llamado  en  ab- 
soluto á  decidir  cuestiones  de  derecho  indepoidiente  de  las  decisiones 
que  sólo  corresponden  á  la  Administración  activa,  cuyos  fallos,  aunqne 
definitiros,  no  terminan  las  acciones  que  á  cada  pute  oorreeponden, 
ooando,  apurados  todos  los  trámites,  se  reserva  á  los  Tribonales  de  Josfel- 
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^A  conocer  entre  otra  clase  de  jaidoe  qoe  las  leyes  les  tienen  seflafados; 
y  qoe  la  doctrina  contenida  en  el  decreto  de  28  de  Diciembre  de  1870  se 
halla  corroborada  por  diferentes  decisiones  legales  emanadas  del  Conseja 
de  Estado  y  Tribunal  Supremo  de  JasUcia,  qae  noánimes  vienen  á  conce- 
der cerno  de  la  única  competencia  de  las  Aatoridades  administrativas  el 
conocimiento  de  los  deslindes  de  términos  jarísdiccionales,  podiendo  re- 
solver sola  7  ezclnsivamente  en  todo  lo  qne  se  refiere  á  actos  posesorios, 
reservando  á  los  Tríbnnales  de  jastieia  el  Juicio  plenario  de  propiedad, 
apurada  que  haya  sido  la  vím  gubernativa: 

Con  vista  también  del  decreto  del  Ministerio  Regencia  de  SO  de  Enrro 
de  1876;  la  ley  de  16  de  Septiembre  de  1868^  reformada  en  SI  de  Octobre 
de  1866,  art.  8S;  reglamento  de  l.o  de  Octubre  de  1846;  el  decreto  de  28 
de  Diciembre  de  1870, y  la  jurisprudencia  constante  establecida  en  las  de- 
cisiones y  sentencias  del  Consejo  de  Estado  y  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia en  materia  administrativa,  de  27  de  Diciembre  de  1861,  22  de  Fe- 
brero de  1866  y  8  de  Mayo  y  26  de  Octubre  de  1866, 14  de  Mayo  de  1867^ 
B  de  Febrero,  18  de  Junio  y  S8  de  Noviembre  de  1870,  20  de  Junio  de 
1871, 16  de  Enero  de  1878  y  6  de  Noviembre  de  1868,  dictó  sentencia  de- 
unitiva  en  18  de  Mayo  de  1878.  revocando  la  providencia  gubernativa  de 
81  de  Mareo  de  1876,  declsranoo  que  la  linea  divisoria  de  los  despoblados 
de  Oondemios  y  Salaices,  ó  sea  el  límite  de  la  jurisdicción  de  Mi'mbrillera 
7  Mlralrio,  bajo  el  cual  ha  de  practicarse  el  deslinde  en  la  linea  que  princi- 
pia en  el  mojón  patrón  llamado  Faente  del  Sapo,  continuando  por  el  Ma- 
jano de  la  Vea,  viene  á  terminar  én  los  llamados  de  los  Vados,  Juntas  y 
Sargal,  amparándose  en  la  posesión  de  Membri  llera  de  todos  los  terrenos 
comprendidos  en  la  línea  divisoria  y  en  la  que'  fué  alterada  por  la  provi- 
dencia antes  dicha. 

Interpuesto  contra  esta  sentencia  recnrso  de  apelación,  el  Tribunal  de 
lo  Contencioso  dictó  la  que  en  su  parte  dispositiva  dice  asi: 

Aceptando  los  considefandos  de  la  sentencia  apelada,  y  consideraiido, 
-en  cnanto  á  la  nulidad  de  actoaeienes,  y  por  tanto,  ds  la  sentencia  ree«- 
nida  pedida  por  el  apelante,  qne  los  fundamentos  sobre  que  apoya  esta 
pretensión  consta  que  fueron  expuestos  y  apreciados  en  el  expediente 
previo  de  admisión  de  la  demanda,  y  qne  sirvieron  de  base  á  la  resolu- 
ción del  Gobernador  de  la  provincia  de  Goadalajara,  de  29  de  Septiembm 
de  1879,  para  la  inadmisión  del  reenrso;  mas  revocada  esta  resolución  por 
Real  orden  de  O  de  Junio  de  1880,  y  desvirtuada  en  los  considerandos  de 
esta  Real  orden  la  eficacia  qne  pudieran  tener  aquellos  fundamentos  para 
el  propósito  de  oenrar  la  vfa  oonteneiosa,  no  sólo  no  debieron  ser  repro- 
ducidos en  la  sustanciadón  del  pleito,  sino  que  por  igual  rasón  no  cabe 
que  sobre  los  mismos  recaiga  fallo  alguno  de  este  Tribunal,  tanto  anAs» 
«aanto  qoe,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  Real  decreto  de  20  de  Octubre 
de  1860,  contra  la  resolndón  autorisando  los  pleitos  administrativos  no 
se  da  reenrso  alguno;  ^ 

Fallamos  que  debemos  oonfimar  y  confirmamos  la  sentencia  distada 
por  la  Comisión  provincial  de-CtaadalaJara  en  10  de  Febrero  de  1886,  ob- 
jeto del  presente  recurso,  y  que  no  ha  lugar  á  resolver  sobrs  la  nulidad 
-de  didia  sentencia.— (Sentencia  publicada  el  7  de  Diciembre  de  1892»  é 
inserta  en  la  Qaeeta  de  11  de  Jodio  de  1898.) 
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Baurmmx  (7  de  Dídt  mbr.e  de  íS9t).^CoUmía$  ogriedaB.—BeconñnDm^ 
ItL  dioUda  por  ik  Comiaión  proTÍDcial  de  Barcelona  en  16  de  Jnllo  de  1884^ 
concediendo  beneficio  de  colonia  agrícola  á  ana  finca  de  D.  Migoel  Gaa*- 
Bova,  j  ee  establece: 

i.«  (¡uefara  obtener  lo§  bemeíMoe  teñaladoe  por  el  art.  Ifi,  de  la  ley  de 
3  de  Jmiio  de  1668,  e$  requinto  indifpeneéble  que  $e  kanan  construido  urna  á 
máe  ea$a$  fn  el  campo,  ó  $e  hayan  ketho  otrae  edificacúmn  con  destino  á  ia 

Sgricultura  ú  otra  industria,  deducténdose  que  las  edificaciones  han  deseren^ 
espoblado  y  no  ampliación  de  otras  existentes: 
2/>    Que  los  artículos  éfi,  6.^  y  6,o  de  la  misma  ley,  se  refieren  spidenie- 
mente  á  los  propietarios  beneficiados  por  el  art  Ifi,  Se  suerte  que  lier^en  A 
wnsiituir  un  simple  deearroUo  ó  ampliaeián  de  los  privilegios  en  éste  mencta- 
nados: 

3.^  Que  las  exenciones  del  art.  7fi  suponen  que  el  saneamiento  y  deseca- 
cián  de  ios  terrenos  ha  de  ser  per  cuenta  del  propietario,  cuya  solicUud  se 
trata  de  estimular; 

Y  4.0  Que  eegún  el  art,  Bfi,para  que  puedan  aplicarse  sus  beneñeios,  es 
preciso  que  sean  roturados  ó  cultivados  de  nuevo  terrenos  que^  ó  desde  tiempo 
wmumorial  hubieren  estado  sin  cultivar,  ó  que  se  hubiese  tnttrrumpido  cí 
cultivo  durante  los  quince  úUiwum  años. 

D.  Mlgnel  Caeanova,  en  28  de  Mayo  de  1880,  preeentó  á  la  Alcaldía  de^ 
Prat  de  Llobregat  inatancla,  en  la  qne,  expresando  haber  mejorado  é^ 
cnitívo  de  en  finca  Caea  Qrabat  j  Tarificado  en  ella  nnevaa  edifleaoionea, 
aolicitó  del  Gobernador  civil  de  la  provincia  loa  beneficios  comprendido» 
em  el  caso  S.«  del  art.  l.o  y  en  loe  artícolos  10,  4.o,  6.o  y  6.<»  de  la  ley  de^ 
8  de  Junio  de  1868;  y  previos  los  trámkes  oportonos,  el  (Gobernador,  en> 
resolnddn  de  81  de  Agosto  de  1883,  acordó  conoeder  al  interesado  lo  que 
•olidtaba. 

El  Ayantamiento  de  Prat  de  Llobregat  interpuso  demanda  eontendoso- 
adsúnistrativa  ante  el  Tribnnal  provincial  de  Barcelona,  dictándose  1a 
•enteacia,  que  en  so  parte  dispositiva  dice  así: 

Gondderando  que  si  bien,  al  dedndrse  la  demanda  origen  de  este  pleito,, 
la  Comidón  provincial  estimó  un  delecto  de  fonna  la  drcnnstancia  de  no 
venir  los  poderes  qoe  ostentaba  el  Procarador  D.  Joeó  de  Molina,  otorga- 
dos por  d  Begidor  Síndico  del  Aynntamiento  de  Prat  de  Llobregat,  hubo- 
■nás  tarde  por  snbsaoada  esta  íslta,  mediante  la  presentación  de  nneva  es- 
critora de  poderes  conferidos  al  dtado  Procurador  por  el  velerído  Sindico», 
en  la  que  éste  además  aprobaVa  y  ratificaba  cnanto  aqnél  hobiese  gestio- 
nado en  los  presentes  autos,  siendo  tanto  más  sabsanable  aqnella  omldón» 
cuando  ya  de  los  primitivos  poderes^  ya  de  la  copia  dd  acU  de  la  sesióii 
qoe  se  acompalló  en  los  segundos,  aparece  la  intervendón  del  Sindico  en 
el  nombramiento  de  dicho  ProcuiÁdor  para  formular  esta  demsada,  todo 
lo  cual,  dada  la  índole  de  este  procedimiento,  legitima  la  persondidad  del 
acton 

Considerando  que,  aun  cuando  por  haberse  subsanado  aqod  defecto^ 
trauacnrridos  los  treinta  días  siguientes  al  de  la  notificadón  adminisirs- 
tiva  de  la  providenda  impugnada,  se  repusiera  la  demanda  dedndda  foera. 
dd  término  legal,  según  doctrina  admitida  por  d  Consejo  de  Estado,  vauk. 
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▼«s  sdinitida  «qoéna  en  el  tráncite  precio,  qaeda  deflDitivamente  resuelto 
el  extremo,  liii  qae  tea  licito  volver  sobre  él: 

OoDtiderando  qne  para  obte&er  loe  beneficioe  en  c^da  qdo  de  loe  caaos- 
MfUlados  por  el  art.  l.o  de  U  ley  de  8  de  Jaoio  de  1868,  es  requisito  in- 
dispenaable  qne  se  bayao  cosatrnido  noa  ó  más  casaa  en  el  campo,  ó  ao^ 
baysB  hecho  otras  edificaciones  con  destino  á  Is  agricnltara  ú  otra  indna- 
tria,  dedociéndoae  del  espirita  que  informa  aqnella  disposición  legal,  qoo 
las  Doevaa  construccionea  han  de  tener  lugar  en  despoblado,  no  debiendo 
ooosistir  en  meras  ampliaciones  de  las  qoe  ya  existian  en  el  mismo  sitio- 
j  que  han  de  venir  destinadas  precisamente  á  la  agricnltura  ú  otra  indus- 
tria, circonatancias  qne  en  el  presente  caao  no  reanltan  prc'badas;  antes  al 
contrario,  de  las  diligencias  practicadaa  aparece  qae  D.  Miguel  Casanova,. 
desde  qne  adquirió  la  finca  Caaa  Orabat  basta  la  fecha  en  que  aolidtó  li^ 
eouceaión  de  loa  indicados  beneficios,  sólo  construyó  una  casa  unida  á  1» 
^•e  de  antiguo  exiatia  en  la  finca,  la  cual  se  ha  demostrado  lo  faé  princi- 
palmente para  particolar  habitación  del  propietario,  faltando,  por  consi- 
Caieate,  las  condiciones  necesariaa  para  la  conceaión; 

Considerando  que  los  srticulos  4.o,  ó.^y  6.o  de  la  propia  ley,  en  loe  tér- 
■daos  que  en  ellos  se  emplean,  ae  refieren  evidentemente  á  los  propieta- 
rios beaeficiadoa  por  el  art.  l.o,  de  suerte  que  vienen  á  constituir  ua  sim- 
ple desarrollo  ó  amplificación  de  los  privUegios  en  éste  mencionados;  exi- 
Sieado  como  base  para  su  aplicación  la  exiatencia  de  las  edificaciones  oon 
kM  requisitos  seflaladoa  en  el  miamo: 

GcAaiderando  qae  las  exenciones  otorgadas  por  el  art.  7.o  de  la  repe- 
tida ley,  aoponen  que  el  aaneamiente  y  desecación  dq  los  terrenos  han  de 
aar  por  euenta  del  propietario,  cuya  aolicitod  ae  trata  de  eatímular,  y  en  el 
caao-  presente  resulta  qne  las  pocas  obraa  de  desagüe  llevadas  á  cabo  en 
•1  ténnino  municipal  de  Prat,  y  por  ende  en  la  finca  de  Caaa  Grabat,  lo 
foeroo  colectivamente  por  todos  los  propietarios  interesados  en  el  sanea- 
auento  de  aquellos  distritos,  los  que  contribuyeron  á  la  reaüzación  de  las 
axpresadaa  obras  en  la  forma  de  antemano  entre  loa  mismos  convenida: 

Coaaidv raudo  que,  aegún  el  art.  8.^  de  la  miama  ley,  para  que  puedan 
apliearae  los  beneficios  á  que  se  refiere,  es  preciso  que  sean  roturados  ó 
ealtivadoa  de  noevo  terrenos  que,  ó  desde  tiempo  inmemorial  hubiesea 
permanscido  ain  aprovechamiento,  ó  hubieaen  tenido  interrumpido  el  cul- 
tivo por  espado  de  quince  afibs  consecutivos,  circunstancias  que  no  han . 
probado  loa  convenidos  y  rieron  terminantemente  contradichas  por  la  cer- 
tificadón  librada  con  citación  contraria  y  con  referencia  á  los  libros  del 
amillaramiento  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Prat  de  Llobregat, 
7  aun  cuando  el  informe  emitido  por  la  Administración  económica,  en  12 
de  Noviembre  de  1881,  acusa  un  aumento  en  la  riqueza  imponible  de  la 
citada  finca,  no  cabe  atribuirlo  á  mejora  de  cultivo  en  presencia  del  doeu- 
meato  recordado: 

Conaiderando  que  alendo  el  art  O.o  de  la  ley  una  simple  ampliación  de 
loa  benefldos  concedidos  en  los  artículos  l.<>  y  8.o,  faltando  los  requisito» 
co  éstos  prevenidos,  no  cabe  otorgar  loa  privilegios  comprendidos  en 
aquél: 

Considersndo  que  D.  Miguel  Casanova  ha  probado  haber  plantado  do 
arbolea  frctales  y  vifiedos  varias  mojadaa  de  terreno  destinadas  antes  al 
caitivo  de  cerealea,  y  que  por  lo  miamo,  habiendo  llenado  las  condiciones 
del  art  10  de  la  ley  de  8  de  Junio  de  18r8,  tiene  perfecto  derecho  á  dis- 
frutar loa  beneficios  qae  en  él  se  consignan: 

Considerando  que  loa  beneficios  comprendidoa  en  los  casos  1.^,  2,^ 
y  Zfi  del  stt.  IH  de  dicha  ley,  ae  conceden  tan  aólo  para  conatruir  caaas  ú^ 
4Aam  edificadones  en  el  campo,  y,  por  lo  tanto,  caducan  una  vea  tennina- 
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das  aqaéllM,  debiendo  el  propietario  Boilcitarloi  eaando  intente  rertJiitt 
obras  de  semejante  nataralesa. 

Vistas  las  disposiciones  legales  citadas: 

Bsta  Oomisión  provincial,  deflnitivamenta  jasgr^ndo,  falla:  priesera; 
qne  debe  declarar  y  declara  qae  el  Procarador  D.  José  de  Moiina  be  te> 
nido  personalidad  bastante  para  dedaclr  la  demanda  origen  de  esta  pleito^ 
y,  por  tanto,  qne  la  misma  ha  sido  interpuesta  en  término  legal;  j  segando, 
•que  debe  revocar,  como  revoca,  la  providencia  gnbematfva  de  81  de  Agoste 
de  1883,  en  cnanto  otorgó  para  la  finca  Gasa  Grabat  de  D.  Mlgnel  Oae« 
nova  los  beneficios  comprendidos  en  el  caso  8.0  del  art  1.^,  7  en  lee  ar- 
iícolos  4 .«,  6.0,  e.o,  7.0,  8.0, ».•, y  casos  l.o, i©  y  8»  del  art  18  de  lá  ley  de 
8  de  Junio  de  1868,  confirmándola  en  cnanto  le  concedió  los  privilegios 
comprendidos  en  el  art  10  de  la  misma  ley.  T  ejecutoria  que  sea  esta  «pv* 
tencia,  remítase,  con  inclusión  del  expedienta  administrativo,  copia  d^  la 
misma  al  Ezcmo.  8r.  Gobernador  civil  de  esta  provincia  para  su  ejeeocféa 
y  complimieoto. 

Apelada  esta  sentanda,  el  Tribunal  de  lo  Oontendoso  dietó  la  q«e  ea 
su  parto  dispositiva  dice  así: 

Aceptando  los  resultandos  y  considerandos  de  la  sentenela  leeunlda; 

Y  considerando,  respecto  al  recurso  de  nulidad  propuesto  anta  la  Oo- 
misión provincial  y  sostanido  en  esta  segunda  instanda,  basado  %m  lea 
mismos  fundamentos  que  fueron  resueltos  por  la  Oomisión  provincial,  é 
sea  sobre  los  defectos  de  forma  de  un  documento  presentado  por  el  qÍM 
llevaba  el  nombre  del  Ayuntamiento  de  Prat  de  Llobregat  y  validea  del 
acuerdo  que  dio  por.  subsanados  aquellos  defectos;  como  didm  aeoerdo 
fué  tomado  con  antarioridad  á  la  resolución  del  Gobernador  de  la  provin- 
cia autoriaando  la  vía  contenciosa,  administrativa;  y  esta  resoloelóa  tuvo 
desde  luego  carácter  de  definitiva,  porque  á  tenor  de  lo  prescrito  en  al  ar- 
ticulo 6.0  del  Real  decrete  de  19  de  Octubre  de  1880,  á  la  sasón  vigeate^ 
contra  la  resolnción  abriendo  el  pleito  administrativo  no  se  daba  reenrso 
alguno,  no  pueden  dichos  defectos  y  aeoerdo  subsiguiente  ser  objeto  da 
disensión  en  la  vía  contenciosa  ni  recaer  sobre  los  mismos  resoludóo; 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  en  todas  sus  partea 
la  sentencia  dictada  por  la  Oomisión  proviadal  de  Barcelona  el  18  de  Ja- 
llo de  1884,  objete  del  presente  recurso,  que  declaramos  que  no  ha  lagar 
á  reaolver  sobre  la  nulidad  de  actuadones  propuesta  por  los  apelantes.— 
(Sentenda  publicada  el  7  de  Didembre  de  189),  é  inserta  en  la  Oúceta  de 
11  de  Julio  de  1898.) 
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StVTKNOTA  (9  de  Didembre  de  1893}.— JCrpr^piacMn  fwinM,^9m  ab* 
anelve  á  la  Administración  de  la  demanda  ioterpnesta  á  nombre  de  Dofia 
Ana  8olá  y  Tomé  y  otros  ocmtra  la  Real  orden  de  Guerra  de  !.•  deOciobre 
de  1887,  relativa  á  valoración  de  terrenos  en  la  talda  de  Monjuich,  y  aa  ea- 
tableoe: 

(¡ué  no  exitümdo  vide  iUitaneial  ea  tos  frdmtfesito  an  empeiUmBe^  ni  ieMm 
Jorobada  en  la  apreci^Mán  de  nn  terreno  expropiado,  úniooM  eama9  fas  la  fey 
de  10  de  Enero  de  1879  J^a  para  mmtanciar  la  vía  eonieneiom,  noprnedeprea- 
perar  la  demanda, 

Ba  virtud  de  Real  orden  de  18  de  Octubre  de  1881  faéaprobado  él  ^v^- 
^ecto  hecho  por  ta  Oomisión  de  defensa  y  edifidos  militares  de  "^ 
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7  acordada  )a  constraccióa  en  la  falda  N.  N.  E.  de  Monjaich  de  ao  cnartel 
de  caaadorea;  hecha  la  deaignación  de  terrenoa.  ae  incoó  el  expediente  de 
•zpfopiaciÓD  forsoaa.  Eotre  loa  oeritoa  nombradoa  aorgieron  difereneiae  en 
enante  á  la  cabida  y  al  precio  de  algonaa  flncaa,  qae  no  pndieron  aolncio- 
ttarae  por  no  admitir  loa  propietarioa  otraa  valoracionea  que  laa  bechaa 
por  aa  perito,  ain  aceptar  laa  del  tercero  en  diacordia  nombrado  por  el  Juz«- 
l^lo.  La  Oapitaaia  general  de  Catalana  reaolvió  mandando  ae  entregara 
é  loa  propietarioa  doble  cantidad  de  la  taaada  por  el  perito  de  Guerra. 

Contra  eata  reaoloeión  alaáronae  ante  el  Ministro  de  la  Guerra,  quien 
p«ao  término  al  aaunto  an  la  via  gubernativa  por  Real  orden  de  l.o  de  Ge- 
tabra  da  18S7. 

Contra  eata  Real  orden  ae  interpoao  demanda  contencioaa,  pidiendo  la 
nulidad  del  expediente  por  vicio  auatancial  en  loa  trámites  eatablecidoa  por 
la  ley  de  Expropiación  forsoaa,  ó  en  au  caao,  que  existía  lesión  en  el  pre- 
cio arfialado;  dtmanda  que  fué  resuelta  por  aentencia,  que  en  au  parte  áim 
podtiva  dice  aai: 

Conaiderando  que  en  el  expediente  administrativo  que  produjo  la  Real 
^ndea  impugnada  en  eate  pleito  ae  han  cumplido  loa  requiaitoa  aeftaladoa 
•B  el  ari.  S.o  de  la  ley  de  10  de  Enero  de  1879,  habiendo  intervenido  loa 
4aeftoa  de  loa  terrenoa  objeto  de  la  expropiación  en  todaa  laa  diligenciaa 
io^KNTtantea,  ejercitando  laa  accionea  de  que  ae  creían  aaiatidoa,  ain  que 
pueda  apreciarse  defecto  alguno  auatancial  en  la  tramitación,  puea  no  me- 
leoaA  tal  calificativo  loa  alegadoa  como  vicioa  de  forma,  que  no  han  cau« 
aado  parjuidoa  á  loa  interoMuioa,  ni  alterado  la  verdadera  índole  del  expe* 
aienta: 

Cosaiderando  que  no  cabe  eatimar  la  ceaión  que  marca  el  art.  85  de  la 
ley  de  10  de  Enero  de  1879  ain  la  fijación  del  justo  precio  á  que  dicho  ar- 
tfmlo  ae  refiere,  y  no  hallándose  probado  que  óste  sea  distinto  del  aaig- 
nado  en  la  Real  orden  que  ea  objeto  de  eate  pleito,  y  mucho  menoa  queaea 
el  que  aefialaron  loa  perltoa  de  loa  duefioa  de  loa  terrenoa  objeto  de  la  ex- 
propiación,  ea  toraoso  reconocer  como  legal  y  justo  el  que  fija  la  Real  or- 
den, por  hallarae  areglado  al  precepto  del  art.  84  de  la  ley,  y  aefialaJo  pru- 
denoialmente  entre  el  máximum  y  el  mínimum  fijado  por  loa  peritoa: 

Conaiderando  que  no  exiate,  puea,  vicio  austaucial  en  loa  trámites  del 
expediente,  ni  leaión  probada  en  la  apreciación  del  terreno  expropiado,  y 
siendo  eataa  dos  laa  únicaa  causas  que  la  ley  fija  para  qae  pueda  prosperar 
la  vía  contenciosa,  no  ea  procedente  la  petición  deducida  en  la  demanda. 

Vtatoa  loa  artícnloa  8.*  y  85  de  la  ley  de  10  de  Eaero  de  1879; 

Fidlamoé  que  debemoa  abaolver  y  absolvemos  á  la  Adminiatración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpneata  por  la  representación  de  Dofta 
Ana  8olá  y  Tornó,  D.  Mateo  Vita,  D.  Franciaco,  D.  Juan  y  D.  Joaé  Felío  y 
Prata,  y  Dofia  María  Antonia  Martínez,  contra  la  Real  orden  de  1.*  de  Gc- 
tabrede  1887,  la  on^l  queda  firme  y  subsistente. —(Sentencia  publicada  el 
t  da  Oiciambre  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  11  de  Julio  de  1893.) 
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SairrsNcnA  (9  de  Diciembre  de  1892). — Ayuntamientos.  Representa-^ 
di^—Be  revoca  la  dictada  por  La  Comiaión  provincial  de  Zaragoaa,  eu  5 
da  Abril  de  1886,  aobre  deslinde  de  los  términos  municipalea  de  Zaragoza 
j  Torrea  de  Berrellén,  y  ae  eatablece: 

Qfm  el  eurt  66  de  la  ley  de  A^untamienioa  de  2  de  Octubre  de  1877,  f$^ 
íabUce  dora  y  terminantemente  que  sólo  á  los  Procuradores  Síndicos  correa* 
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p<mde  representar  á  dichas  Cór^foraciones  en  todoe  loe  ^nMoe  que  ái^am 
tener,  y  no  puede  tener  fuerta  kgal  la  representación  ooneediéa  por  mn 
Alcalde. 

Ea  4  de  Septíembre  de  1884  ee  preeentó  demanda  eontendoaa  aole  te 
Oomiaión  provincial  de  Zaragoza  contra  la  reaol ación  del  GoberMidor»  re* 
f érente  á  nn  deslinde  jariedicciooal  de  dos  términos  mnnici palee;  antoría 
lada  la  Yía  contenciosa,  la  parte  demandada  compareció  por  medio  de  «a 
I.etrado,  qne  acompañaba  an  oficio  del  Alcalde  de  Zaragosa  deslgnáa- 
dolé  como  tal  Letrado  para  intervenir  en  el  pleito.  La  Comisión  provin- 
cial dictó  sentencia  confirmando  el  acuerdo  del  Gobernador;  -  y  apelmilA 
qne  foé»  el  Tribunal  de  lo  Contencioso  dictó  la  qne  en  sa  parte  anstaa- 
Maldice  así: 

Considerando  qne  el  precepto  contenido  en  el  art  66  de  la  ley  de  Ayim- 
tamientos  de  t  de  Octnbre  de  1877,  es  tan  claro  y  terminante  respeoto  á 
que  sólo  á  los  Procuradores  Síndicos  de  dichas  Corporaciones  correepend^ 
Tepresentarlas  en  todos  los  juicios  que  deban  sostener,  qne  no  puede  nae> 
nos  de  estimarse  que  por  el  citado  artículo  se  derogaron  y  dejaron  ssn 
efecto  todas  las  disposiciones  que  en  contrario  estuvieran  anteriomieiil» 
vigentes,  y  en  su  virtud,  el  escrito  de  contestación  á  la  demanda  en  qw^ 
Letrado  que  lo  suscribía,  para  justificar  su  personalidad,  presentaba  tan 
sólo  nn  oficio  del  Alcalde  participándole  la  designación  hecha  á  so  favor, 
es  indndable  qne  adolece  de  nn  vicio  sustancial  qne  invalida  el  proeedi- 
miento  seguido  desde  aqnella  fecha  por  la  Comisión  provincial: 

Considerando  que  la  representación  concedida  en  este  pleito  por  d 
Ayuntamiento  de  Zaragosa  no  resulta  conforme  A  la  ley,  y  por  tanto,  la  aeft- 
tencia  en  él  recaída  ofrece  un  vicio  de  nulidad  que  la  invalida: 

Visto  el  art.  66  de  la  ley  Municipal; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  sentencia  dictada  por  Yv 
Oomisión  provincial  de  Z  iragosa  en  6  de.  Abril  de  188H,  y  declaranda 
nulo  lo  actuado,  reponemos  la  sustanciación  del  presente  pleito  al  eatado 
en  qne  se  hallaba  cuando  fué  emplasado  el  Ayuntamiento  de  Ziragoa» 
para  contestar  la  demanda. — (Sentencia  publicada  el  9  de  Dioiembra 
•de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  11  de  Julio  de  18v8.) 
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Skntbncia  (10  de  Diciembre  de  ÍS92). ^Retiros.  Ct^erpo  do  0¡/ieimas 
mUiiares.^Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  interpuesta 
por  D.  Jnan  Almenara  Padilla  contra  la  Real  orden  de  Quena  de  9  éa 
Jnlio  de  1891,  y  se  esUblece: 

i.o  Qne  si  bien  por  la  Real  orden  de  24  de  Enero  de  1890  se  kieisrom  em- 
tensivos  al  Cuerpo  auonliar  de  Oñdnas  militares  los  hendidos  otorgadm  é 
los  sargentos  en  el  Beal  decreto  de  9  de  Octubre  anterior,  sin  haSer  t^H- 
cables  á  los  empleados  del  mismo  los  preceptos  contenidos  en  él  art.  $,•  de  la 
ley  de  19  de  Julio  de  1889,  es  indudable  que  aquella  extensión  debe  interpre- 
tarse  en  el  sentido  de  que^  conforme  al  art,  29  de  dicho  B^al  decreto^  los  es- 
cribientes militares  pueden  optar  á  las  ventajas  que  en  pi«ato  á  dered^os  jm- 
tíirof  reconoce  á  los  sargentos  qu9  pasan  á  ocupar  destinos  civiles,  toda  Mar 
^rue  los  mencionados  escribientes  tienen  por  su  reglamento  opción  á  esta  clase 
de  destinos;  pero  no  cabe  admitir  que  por  aquella  Real  orden  se  croaran  A  fa- 
vor del  Cuerpo  de  Ofi'nnas  militares  los  derechos  dñ  retiro  que  en  el  rrferiá» 
Beal  decreto,  por  el  art.  30,  se  otorgan  á  los  sargentos,  de  acuerdo  con  k  cita- 
do articulo  6.0  de  la  ley  de  1889: 
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2*  Qme  Merin  por  una  leg  no  te  modifiquen  los  dereehoi  patüwm 
indieado$  que  lee  cmrreependan,  á  tenor  de  lo  diejmesto  en  el  Beguunent0 
orgánico  de  26  de  Junio  di  1889^  no  es  posible  legaltnente  eetableoertoe  eanirm 
^wreeepto  absoluto  de  la  ley  de  Presupuestos  de  1864; 

Y 3*  Que  el  Onerpo  auxUiar  de  Ofinnas  militares  tiene  el  earáeter  4e 
pcHÜeomiUtar^  en  cupos  empleos  se  asciende  en  la  forma  en  que  se  verifi'^m 
■en  todos  ios  de  escala  cerrada,  desde  él  de  escribiente  hasta  el  de  Arehiverm 
de  primera,  y  la  asimiladán  de  que  los  escribientes  gozan  á  sargentos  pri- 
meros  dei  Ejército  es  sólo  para  los  fines  y  efectos  personales  que  en  el  díeh9 
Beglamento  scpreviene,  sin  que  la  procedencia  indispensable  de  la  clase  de 
'Warg^Uee  primeros  sign^que  otra  cosa  que  la  condición  para  el  ingreso,  ni 
implique  la  eonservacián  de  los  derechos  que  como  sargentos  tuvieran  oon  an- 
terioridad y  que  permutan  al  entrar  por  los  que  en  el  Cuerpo  les  están  reom- 
nocidos. 

Don  JfMn  Almenara  Padilla  logread  en'el  Ejército  como  aoldado,  alea» 
«ando  el  empleo  de  aargento  segando,  y  en  l.o  de  Abril  de  1887  entró  á 
deaempefiar  el  destino  de  Escribiente  militar  de  tercera  clase  en  el  Cuer- 
po aoxiliar  de  Oficinas  militares. 

Bn  24  do  Febrero  de  1890  solicitó  se  le  concediera  el  retiro  oon  el  snel- 
^  regalador  ée  Capitán,  por  creerse  comprendido  en  loa  arta.  46  y  óttims 
^rte  del  80  del  Real  decreto  de  9  de  Octubre  de  1889,  en  virtud  de  lo  dia- 
pneato  en  la  Beal  orden  de  24  de  Enero  de  1890;  instancia  que  fué  reao^ 
ta  proTisionalmente,  por  Beal  orden  de  17  de'Marxo  de  1891,  conoediead« 
lo  aolicitado. 

Por  Real  orden  de  9  de  Jallo  de  1891,  el  Ministerio  de  la  Gaerra  re- 
solvió la  instancia  del  interesado  declarando  qne  loa  Bscribientea  del 
Ooerpo  de  Ofioinaa  militares  no  están  comprendidos  en  el  art.  6.<»  de  l« 
ley  de  19  de  Jolio  de  1889,  y  ae  dispaso  quedara  sin  efecto  el  (retiro  pro- 
vieioaal  y  volviera  el  intereaado  á  la  misma  sitoación  qae  antea  tenia. 

Impagnada  esta  Real  orden  en  la  vía  contenctoaa,  se  dictó  la  sentencia 
qo»  en  so  parte  dispositiva  dice  asi. 

Considerando  qoe  la  caeatión  qne  ea  objeto  del  presente  littfirio  se  re^  ' 
-fiera  á  determinar  ai  el  recnrrente  tiene  derecho  al  retiro  con  el  haber 
mensoal  de  100  pesetas,  por  hallaras  comprendido  en  laa  disposicionea 
del  Real  decreto  de  9  de  Catabre  de  1889,  en  virtud  de  la  Real  orden  de 
d4  de  Enero  de  1890  y  conforme  le  fué  concedido  proviaionalmente,  ó  si, 
por  el  contrario,  procede  confirmar  la  Real  orden  impagnada  que  dejó  sin 
«fecto  aquel  retiro  proviaional  y  mandó  que  volviera  á  la  situación  en  que 
*ntes  se  enoontrabiL* 

Considerando  que  si  bien  por  la  Eteal  orden  de  24  de  Enero  de  1890  ae 
liicieron  extensivos  al  Cuerpo  auxiliar  de  Oflcinaa  militares  los  beneficio* 
otorgados  á  los  sargentoa  en  el  Real  decreto  de  9  de  Octubre  anterior,  ain 
liacer  aplicablea  á  los  empleados  del  mismo  los  preceptos  contenidos  en 
el  art.  6.o  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1889,  ea  indudable  que  aquella  ex- 
tensión debe  interpretarse  en  el  sentido  de  que,  conforme  al  art  29  de  di- 
cho Real  decreto,  los  escribientes  militares  pueden  optar  á  las  ventajas 
•que  en  punto  á  derechoa  pasivos  reconoce  á  los  sargentos  qne  pasan  á  oeu 
par  destinos  civiles,  toda  ves  que  loa  mencionados  escribientes  tienen  por 
wa  reglamento  opción  á  esta  clase  de  destinos;  peco  no  cabe  admitir  que 
por  aquella  Real  orden  se  crearan  á  faver  del  Cuerpo  de  Oficinaa  milita- 
res los  derechos  de  retiro  que  en  el  referido  Real  decreto,  por  el  art  80,  se 
otorgan  á  los  sargentos,  de  acuerdo  con  el  citado  art.  9,^  de  la  ley  de  1889: 

Considerando  que,  en  efecto,  Ínterin  por  una  ley  no  se  modifiquen  loa 
derechos  paaivoa  indinados  qne  lea  correapoadan,  á  tenor  de  lo  dispoeata 
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en  el  Beglammito  orgánico  de  S6^e  Janio  de  1889.  no  ee  po^t^  legal- 
mente  eaUblecerlos  eontra  el  precepto  abeolnto  de  la  lej  de  Pfeanpoee^ 
toe  de  1864: 

Considerando,  ademáa,  qne  el  Ckierpo  anillar  de  Oficinaa  militaree 
ttene  el  carácter  de  politíco*miiitar,  en  eoyoe  empleos  se  asciende  en  le. 
forma  en  que  se  verifira  en  todos  los  de  escale  cerrada,  desde  el  de  eseri» 
bieote  hasta  el  de  Archivero  de  primera,  y  que  la  asimilación  de  qne  loe 
eecriblentes  «osan  á  sargentos  primeros  del  Ejército  es  sólo  pera  los  finee 
j  efectos  personales  qne  en  el  dicho  Reglamento  se  previenen,  sin  qne  le- 
pfooedencia  indispensable  de  la  clase  de  sargentos  primeros  signifiqae^ 
otra  cosa  que  la  condición  para  el  ingreso,  ni  implique  la  conservaeióe  de^ 
lee  derechos  qne  como  sargentos  tuvieran  con  anterioridad  y  qne  permu- 
tan al  entrar  por  los  qne  en  el  Cuerpo  les  están  reconocidos: 

Considerando  qae  es  de  advertir,  en  comprobación  de  esta  doctrina,  le^ 
circnnstaocia  de  la  diferencia  de  edades  á  que  el  retiro  puede  obtenerse- 
por  los  sargentos  y  por  los  citados  eecribientes,  y  qne  loe  derechoe  pasi- 
vos de  los  primeros,  según  el  mencionado  Real  decreto  y  el  art  6.0  de  le 
ley  de  1889,  se  establecieron  á  cambio  de  qne  loe  sargentos  no  aepirasea 
el  ascenso  á  Oficial  y  continuaran  en  el  servicio  sujetos  á  reenganches,  con» 
dietones  que  no  pneden  concurrir  en  los  individuos  del  Cuerpo  anídlliar 
de  Oficinas  militares,  los  coales  ni  pueden  reingresar  por  su  actual  Regle^ 
aento  en  los  Cuerpos  del  Ejército  de  qne  procedan,  ni  ser  admitidos  4 
reenganchee,  y  lejos  de  renunciar  á  los  ascensos  á  Oficiales,  tienen  opción 
A  empleos  asimiladoe  hasta  el  de  Coronel,  con  sueldos  fijos  y  derechoe  e»^ 
pedales  consignados  en  las  disposiciones  orgánicas  del  Cuerpo  á  que  per^ 


Considerando  que  si  bien  el  retiro  debe  ser  estimado  en  general  emne 
definitivo,  con  independencia  del  motivo  de  eqiddad  qne  ha  inspirado  le 
Real  orden  impugnada,  ó  sea  el  de  evitar  que  el  recurrente  se  hallase  en  we 
sitoedón  de  retiro  muy  desventajosa  relativamente  á  la  qne  pretendía  &tt 
en  solicitud,  á  lo  cual  resulta  preferible  la  vuelta  al  servicio  delinteresado^ 
es  lo  cierto  que  de  la  instancia  de  éste  y  de  los  mismos  términos  en  ^ne 
está  redactada  claramente  se  infiere  que  su  eolidtud  es  condidonal  y  pare 
el  caso  de  que  se  encuentre  justo  aplicarle  loe  benefidos  á  que  sspira;  por 
lo  enal,  en  el  caso  contrario,  debe  no  estimarse  pedido  ni  otorgado  el  retira. 

Vistos  los  artículos  99  y  80  del  Real  decreto  de  9  de  Octubre  de  1889; 
el  6.0  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1889;  los  srtículoe  4.o  y  26  del  Re^^ 
mentó  del  Cuerpo  auxiliar  de  Ofidnas  militares; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administradón  fpe» 
neral  del  £stado  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Juan  Almenara  y  P» 
dille  contra  la  Real  orden  expedida  por  d  Ministerio  de  la  Guerra  en  9  de 
Julio  de  1891,  la  cual  queda  firme  y  subsistente.— (Sentencia  publicada  ei 
10  de  Didembre  de  1892,  é  inserU  en  la  Qweta  de  11  de  Julio  de  1898.) 
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SusTUffciA.  (10  de  Didembre  de  1892).— ilr6i¿riot  munidpalei.'^Qe  r^ 
voca  la  Real  orden  de  29  de  Septiembre  de  1883,  dictada  por€k>b(imadóii» 
relativa  al  pago  de  arbitrios  sobre  terrenos  del  común  de  £gea  de  los  Ca^ 
balleros,  y  se  establece: 

Ifi     Que  conforme  á  hprevenidooH  el  art  83  do  ¡a  ley  de  S5  de  Sefitíefn- 
hrode  1863,  ladecmán  y  faUo  de  eoUa  eueoléoiuo  oorretíonde  á  loo  Conotjúm 
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prmílmeMtu,  de^mé9  OomiHonei,  como  Tribunala  ContencioioadminUtrativa 
en  pritnera  imtancia: 

2,^  Que  lo§  acuerdoi  de  km  Ayuntamiento$  en  la$  materia»  áqHe9e  rfiiert 
«i  ari,  68  antee  citado,  eon  reclamablee  ante  el  Gobernador  de  la  provincia,  y 
oontra  lareeolwsián  de  éete procede  la  via  conteneioeo  administrativa  ante  & 
Comisión  provincial,  eegún^  á  mayor  abundamiento,  dispone  la  Real  ordeté  de 
26  dé  Mayo  de  ISSO^  acordada  en  Consejo  de  Ministros; 

YS,^  <¿ue  en  virtud  de  lo  expuesto,  el  acuerdo  del  Gobernador  de  Zara- 
gota,  de  7  de  Abril  de  188S,  puso  en  este  caso  término  ala  via  gubernativa,  y 
no  habiendo  sido  reclamado  en  tiempo  ante  la  Comisión  provincial  pnr  la  tia 
oaniéndosa  en  primera  instancia,  es  indudable  que  quedó  firme  y  subsistente. 

La  JooUt  municipal  de  Egea  de  loe  Caballeros  acordó  incloir  et  el  pre- 
aapaeata  on  impoetto,  á  repartir  entre  los  cultivadores  de  terrenos  del 
eomúii,  no  como  canon,  tino  como  recurso  para  el  presupuesto;  aprobado 
eate  acuerdo  j  dispuesta  su  cobranza,  negáronse  varios  de  los  obligados  á 
satisfacerla,  dirigiéndose  á  la  Diputación  para  que  anulara  dicbo  arbitrio^ 
la  cual,  creyéndose  competente  para  ello,  anuló  éste.' Recurrió  en  alzada 
el  Ayantamiento,  y  el  Ministro  de  la  Gobernación  anuló  el  acuerdo  de  la 
Diputación  por  Real  orden  de  16  de  Febrero  de  1883,  ordenando  se  remi- 
tiara  ei  expediente  al  Gobernador,  para  que  éste  previo  informe  de  la  Co- 
misión provincial,  dictara  providencia. 

£1  Gobernador,  tteparáudose  del  dictamen  de  la  Comisión  provincial, 
desestimó  la  reclamación  promovida  por  la  Junta  de  roturadores  y  ordenó 
se  realizara  ia  cobranza  del  arbitrio;  interpueato  recurso  de  alzada,  el  Mi- 
nisterio déla  Gobernación,  en  Real  orden  de  *i9  de  Septiembre  de  1888, 
oonfírmó  la  providencia  del  Gobernador. 

Interpuesto  recurso  contencioso,  se  dictó  la  sentencia,  que  en  su  parte 
diapofitiva  dice  así: 

Considerando  que  las  cuestiones  planteadas  en  este  litigio,  y  que  deben 
resolverse,  son  tres,  á  saber:  la  ex4*epción  dilatoria  de  incompeteDcia  pro- 
puesta cómo  perentoria  por  el  coadyuvante  de  la  Adminiatrarión  en  su 
escrito  de  contestación  á  la  demanda;  la  misma  excepción  propuesta  por 
el  mismo  en  el  acto  de  la  vista,  y  la  cuestión  dé  fondo  que  se  debate  en 
eate  pleito: 

Considerando,  en  cuanto  á  la  primera  de  las  cuestiones  planteadas,  que 
por  tratarse  en  el  presente  litigio  de  arbitiios  establecidos  por  un  Ayunta- 
miento, es  indudable  que  la  materia  sobre  que  versa  tiene  carácter  admi- 
nistrativo, y  por  consiguiente,  es  inadmisible  la  excepción  de  incompeten- 
cia alegada  en  su  escrito  de  contestación  á  la  demanda  por  el  coadyuvante 
de  la  Administración,  toda  vez  que  el  derecbó  vulnerado  no  es  de  índole 
«¿Til: 

Considerando^  raspeólo  á  la  excepción  propoesta  por  el  coadyuvante 
en  el  acto  de  la  vista,  que  ésta  es  procedente,  por  cnanto  al  no  comparecer 
otorgando  su  representación  á  loe  Licenciados  8eguí  y  Campuzano,  los  in- 
teresadoa  que  la  confirieron  al  Licenciado  Maisonave,  han  dado  á  enten- 
der que  desistían  y  se  apartaban  de  este  recurso,  y  porque  respecto  do  los 
enatro  interesados  que  no  figuran  en  el  primer  poder,  han  comparecido 
en  el  segando,  lo  han  hecho  fuera  del  plaso  fijado  para  interponer  el  re- 
eafso  contencioso-administrativo,  y  resulta  éste  ser  extemporáneo: 

Considerando  que,  en  su  consecuencia,  es  de  estimarsa  la  excepción  de 
inoompeteneía,  pero  tan  sólo  en  cnanto  á  ios  interesadoa  demandante^  re- 
feridos: 

Oonsideranda  que,  según  declara  la  misma  Real  orden  impugnada,  la 
««aatión  de  iondo  que  en  este  pleito  se  diseate  se  refiere  al  repartimiento 
TOMO  45  44 
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j  exacdÓD  de  un  arbitrio  moniclpal  iplwe  ierrenof  perUDadtBtM  al  €•- 
múQ  de  vecínoe  del  pueblo  de  Egea  de  loe  Oabelleroe: 

Clonaiderando  qoe,  conforme  á  lo  prevenido  en  el  aii.  8t  de  la  ley  de 
S6  de  Septiembre  de  186^  la  deciaión  y  fallo  de  eataa  cneatíonea  eorrc» 
ponde  á  loa  Gonaeioa  provincialea,  deapaéa  Oomiafonea,  eomo  TriboaalaB 
OoDtencioaaadminifitratiyoa  en  primera  inatencia: 

Oonaiderando  que  loa  acueidoa  de  loa  Ajantamieotoa  en  laa  materias 
á  que  ae  refiere  el  art  88  antea  citado,  aon  reclamaUea  ante  el  (Mmrumr 
dor  de  la  provincia,  y  contra  la  reaolodón  de  éste  procede  la  vía  oootaa- 
doto  administrativa  ante  la  Oomidón  provindal,  aegáo,  á  mayor  abunda- 
miento, dispone  la  Beal  orden  de  26  de  Mayo  da  1880,  acordada  en  Oo»- 
aejo  de  Miniatroa: 

Conaiderando  que,  en  virtud  de  lo  ezpneato,  el  aeoerdo  del  Gobernador 
de  Zaragpsa,  de  7  de  Abril  de  1883,  puao  en  eate  caso  término  á  la  via  gn- 
bernativa,  y  no  habiendo  aido  reclamado  en  tiempo  ante  la  Oomidón  pro^ 
vincial  por  la  vía  contendoaa  en  primera  inatanda,  ea  indudable  qneqoa- 
dó  firme  y  anbaiatente: 

Oonaiderando  que  la  Beal  orden  reclamada  en  la  parte  que  teaolvió  a^ 
bre  el  recnrao  de  aliada  interpueato  contra  el  referido  acuerdo  del  Oober» 
nador,  ae  dictó  con  manifieata  incompetencia,  porque,  aegán  laa  diapoal- 
doñea  vigentea  del  Miniaterio  de  la  Gobernación,  no  eorreapondfa  eota»- 
der  en  el  aaunto. 

Yistoa  loa  articuloa  é6  y  48  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888;  el 
art.  88  de  la  ley  de  25  de  Septiembre  de  1868;  la  Beal  orden  de  26  de  Umyo 
de  1880; 

FaUamoa  que  debemoa  declarar  y  declaramoa  improoedente  la  exeei^ 
don  dilatoria  de  incompetenda  de  Juriadicdón  propneata  eomo  perentoria 
por  el  coadyuvante  de  la  Adminiatración  en  au  eacrito  de  conteatadón  á 
la  demanda,  y  procedente  la  que  ha  alegado  en  el  acto  de  la  viata;  y  qaa 
debemoa  revocar  y  revocamoa  la  Beal  orden  impugnada  de  28  de  Septiem- 
bre de  1888,  en  la  parte  que  reauelve  el  recnrao  de  aleada  interpueato  ooa- 
tra  el  decreto  del  Gobernador  de  Zaragosa  de  7  de  Abril  de  1888,  el  eoal 
declaramoa  firme  y  subsistente. — (Sentencia  publicada  d  10  de  Dicáembaa 
de  18d2,  ó  inaerU  en  íñ  Qaeeta  de  18  de  Julio  de  1888.) 
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SsirrBNOiA  (10  de  Diciembre  de  1892).---CíaMt  ympa$.  Cuerpo  de  OJÍ- 
dnaa  müüareg.'-Qe  abauelve  á  la  Admiuistradón  de  la  demanda  iatea^ 
pueata  por  D.  Bíiguel  Mansanete  Galvea  contra  la  Beal  orden  de  CKíeirai 
de  9  de  Julio  de  189 1,  v  ae  eatablece: 

i.o  Que  ti  bien  par  la  Beal  ordeu  de  24  de  Ewro  de  1890  m  himermí  t»- 
tenñvoi  al  Cuerpo  auxiliar  de  Qficinaé  mUiUiree  h$  heu^teioi  otorgadoo  á  Isa 
sargetUoB  en  el  Beal  decreto  de  9  de  Octubre  anterior,  $im  haoer  í^tíeMeo  é 
loe  empleado»  del  miemo  loe  preceptoe  coutenidoe  en  el  art,  Sfiáe  la  ley  de  W^ 
de  Julio  de  1889,  e$  indudaSle  que  aquella  exteneión  debe  interpretarm  en  ei 
Mentido  de  que^  conforme  al  art.  29  de  dieKo  Beal  deerdo,  Um  EooribUmÉee 
müitaree  pueden  optar  á  la$  ventajae  que  enpunto  ádereekoepatieooreoonoee 
á  lee^sargentoe  quepoean  á  ocupar  deetinoe  dvilee^  toda  wcm  quelm  aieasis 
nadoe  Etcribientee  tienen  por  su  reglamento  opción  á  uta  daee  de  de&tmoe; 
pero  no  cabe  admitir  que  por  aquella  Beal  orden  $e  crearan  á  favor  dd  Ckter- 
pode  OJtdnatmiUtareeíoedeni^oodereHroquoencl  r^peMú Meol decreté 
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^,p9r  él  mrt,  80  M  M&rfan  á  lo§  $Qrg&Hío$.  de  wmerdo  em  d  eitado  ari.  $•  ie 
ialemde  1889: 

Br  Unte,  eñ  ffttítik^  i»<er»fi  por  «tua  {«y  no  m  tno/it/lfiiAi  Vm  dertathoB  ptui- 
vo$  indiemhi  f«M  U$  óarrt$pof%4en^  á  tenor  do  h  di»pue$to  en  el  B*glatmento 
mrgániee  deBÑde  Jmno  de  1869,  no  eopoMle  teffolmenie  eetableeerioo  oontra 
ei  preotpto  abookUo  de  ia  ley  4e  Freeupneitoe  de  1864; 

YS,*  Qwe  ü  Vmerpo  anMiar  de  Ofleinae  milüaree  Uene  elearáoter  de 
pMtieo  MíÑter,  en  euyoe  empleoe  ee  meciendo  en  la  forma  qne  ee  verijléa  en 
iodoe  he  de  eeeaia  cerrada^  deede  el  de  Beeribiente  kawtm  Árt^vero  de  prkne- 
ra^y  ^ue  la  aelmUaeián  fue  loe  Eeeribientee  goean  de  eargentoe  primeree  dd 
JB¡j&roUo^  ee  eólopara  loejlnee  y  rfeetoe pereonalee  qne  en  d  dieho  Beglamento 
ee  preeienen^  mn  tfiM  layroeeaeneia  indiepeneabU  de  la  elaee  de  eargentoe  pri- 
meree eigñifyne  oirá  eoea  qm  la  eondieián  para  d  ingreeo,  ni  impUoue  la  eon- 
oeroficián  de  he  dere^oe  que  tomo  eargentoe  fMvimm  eon  anteridad  y  que 
j^ermutan  al  entrar  por  lee  que  en  d  Cuerpo  ke  eetán  reeonoeidoe. 

D.  Mignel  MAQsaoete  Gkilves,  de  la  c\me%  de  iargentoa,  pMó  á  mt  Ki- 
cribieote  de  coarte  daee  del  Oaerpo  de  Oñcinaa  militerea,  lleg:aiido  á  sor 
tareero  por  reforma  del  Ooerpo  en  1887. 

£q  27  de  Enero  de  1890,  aulicHó  ee  le  concediera  el  retíro  eon  el  haber 
Hienaoal  de  100  peaetee,  por  ereerae  comprendido  en  loa  artícnloa  SO  y 
otroe  del  Real  decreto  de  O  de  Octubre  de  1880,  hecho  extenaivo  al  Ooerpo 
de  Oftcinaa  militarea  por  Real  orden  de  24  de  Enero  del  miamo  aflo. 

Reanelte  proyiafonalmente  la  inatanoia  en  aentldo  favorable  al  intere 
•adoi,  por  Real  orden  de  O  de  Jolio  de  1891  ae  diapnao  qoe  qnedara  ein 
«feeto  el  retiro  proviaional  y  volviera  el  intereaado  á  la  miama  aitoadón 
-qne  antea  tenía. 

Impugnada  la  Real  orden  en  la  vía  eontenoioaa,  ae  dictó  la  aenteneiii, 
que  en  an  parte  diapoaitiva  dice  aaí: 

Oonaiderando  qoe  la  coeatión  que  ea  objeto  del  preaente  litigio  ae  la- 
ílere  á  determinar  ai  el  recorrente  tiene  derecho  al  retiro  con  el  haber 
menonal  de  100  peaetaa,  por  hallarae  comprendido  en  laa  diapoaieioDea 
áel  Real  decreto  de  9  de  Oiitobre  de  1880,  en  virtnd  de  la  Real  orden  de 
94  de  Enero  de  1890  j  conforme  le  fnó  concedido  pro viaional mente,  ó  al^ 
por  el  contrario,  proceda  confirmar  la  Real  orden  impugnada  qoe  dejó  »in 
efecto  aqnel  retiro  proviaional  y  mandó  que  volviera  á  la  aitoación  ea  qoe 
Mitea'ae  encontraba: 

Oonaiderando  qne  ai  bien  por  la  Real  orden  de  24  de  Enero  de  1890  ae 
blcieron  eztenaivoa  al  Oaerpo  auxiliar  de  Oflcinaa  militerea  loa  benefidoa 
oto^;adoa  á  loa  awfgentoa  en  el  Real  decreto  de  9  de  Ootubre  anterior,  aia 
hacer  aplicablea  á  loa  empleadoa  del  miamo  loa  preoeptoa  conteaMoa  ea 
el  art.  6.o  de  la  ley  de  19  de  Jolio  de  1889,  ea  indudable  qne  aquella  ex- 
tención  debe  interpretorae  en'  el  aentido  de  qne,  conforme  al  art  29  de  di- 
cho Real  decreto,  loa  eacribientea  militerea  pueden  opter  A  laa  ventejaa 
qne  en  panto  á  derechoa  paaivoa  reconoce  á  loa  aargentoa  que  paaan  A  ocu- 
par dettinoa  dvilea,  toda  ves  que  loa  mencionadoa  Eacribientea  tienen  por 
ee  reglacíento  opción  á  eate  claae  de  deatinoa;  pero  no  cabe  admitir  que 
por  aquella  Real  orden  ae  crearan  á  favor  del  Ooerpo  de  Oflcinaa  milita- 
rea  loa  derechoa  de  retiro  que  en  el  referido  Real  decreto,  por  el  art.  80,  ae 
'Otorgan  á  loa  aargentoa,  de  acuerdo  con  el  citado  art.  6.o  de  la  ley  de  1880: 

Oonaiderando  qne,  en  efecto,  ínterin  por  una  ley  no  ae  modifiquen  loa 
derechoa  paaivoa  indicadoa  que  lea  correaponden,  *  tenor  de  lo  diapneeto 
•en  eí  R'^glamento  orgánico  de  26  de  Junio  de  1889,  no  ea  poalhle  legal- 
meato  eatablaoarloa  oontra  el  precepto  abaoluto  de  te  ley  de  Preaupuea- 
^oedaliOl: 
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ConsidemidOy  además,  qne  el  Ckierpo  «ozUiar  de  OfidoM  miliUveer- 
tiene  el  carácter  de  político- militar,  en  cnyoa  empiece  se  aedende  en  )» 
forma  en  que  ae  verifica  en  fcodoe  loa  deeacala  cerrada,  deade  el  de  Earri- 
biente  basta  Archivero  de  primera,  y  qae  la  aeimiladón  de  qne  loa  £^* 
eribientea  «osan  de  aargentoa  primeros  del  Ejército  ee  aálo  para  loa  fine» 
7  efectos  personalea  qne  en  el  dicbo  K^U^ento  se  pvevienen,  sin  qne  I» 
proeedencia  indispensable  de  la  clase  dé  sargentos  primeros  signifique 
sitra  cosa  qne  la  condición  para  el  ingreso,  ni  impliquéis  conservación  de 
los  derechos  qne  como  sargentos  tuvieran  con  anterioridad  j  qne  penno- 
tMoa  al  entrar  por  los  que  en  el  Cuerpo  les  están  reconocidos: 

€k>nsiderando  qae  ea  de  advertir,  en  comprobación  de  esta  doctrina,  la 
circunstancia  de  la  diferencia  de  edades  á  qne  el  retiro  puede  obtenerse 
por  los  sargentos  y  por  los  citadoa  Escribientes,  y  que  los  derechos  paai« 
vos  de  los  primeros,  según  el  mencionado  Real  decreto  y  el  art  6.0  de  la 
ley  de  1889,  se  tratablecieroo  á  cambio  de  que  los  sargentoa  no  aspitaseo 
al  ascenso  á  Oficial  y  continuaran  en  el  servicio  sujetos  á  reenganches,  con- 
diciones que  no  pueden  concurrir  en  los  individuos  del  Cuerpo  auxiliar 
de  OfleiDas  militares,  los  cuales  no  pueden  reingresar  por  su  actual  Regla- 
mento en  los  Cuerpos  del  Ejército  de  qne  procedan,  ni  ser  admitidos  iU 
TecJQganches,  y  lejos  de  renunciar  á  los  ascensos  á  Oficialea,  tienen  opoioa 
á  empleos  asimilados  hasta  el  de  Coronel,  con  aueldoa  fijos  y  derechos  e«- 
peciaiea  consignados  en  las  disposiciones  orgánicas  del  Cuerpo  á  que  per- 
tenecen; y 

Considerando  que  si  bien  el  retiro  debe  ser  estimado  en  general  como 
definitivo,  con  independencia  del  motivo  de  equidad  qne  ha  inspirsdo  \m 
Beal  orden  impugoada,  ó  sea  el  deevitar  que  el  recurrente  ae  hallareen  una 
situación  de  retiro  muy  desventajosa  relativamente  á  la  que  pretendía  en- 
sa  solicitud,  á  lo  cual  resulta  preferible  la  vuelta  al  servicio  del  interesad  o, 
es  lo  cierto  que  de  la  instancia  de  éste  y  de  los  mismos  términos  en  qae 
e^tá  redactada,  claramente  se  infiere  qne  su  solicitud  es  condicional,  y  para 
el  caso  de  que  ae  encuentre  justo,  aplicarle  los  beneficios  á  que  aspira;  por 
lo  cual,  en  el. caso  contrario,  debe  no  estimarse  pedido  ni  otorgado  el  retiro» 

Vistos  los  artículos  29  y  80  del  Real  decreto  reorganizando  las  clases 
de  tropa,  de  9  de  Octubre  de  1889;  el  6.0  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1869;. 
los  artículoa  4.o  y  26  del  Reglamento  del  Cuerpo  utxiliar  de  Oficinas  mi- 
litares de  11  de  Enero  de  1887; 

Fallamos  qne  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge* 
neral  del  Esta  lo  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Mignel  Manaane*» 
Gálvexjcontra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministro  de  la  Guerra  en  9  ¿e 
Julio  de  1891,  la  cual  queda  firme  y  subsistente. — ^ISeoteneia  publicada  el 
10  de  Diciembre  de  1892,  é  inaerto  en  la  Gaceta  de  18  de  Julio  de  1893.). 
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SBimnroiA  (10  de  Diciembre  de  1892}.*-Pr<^eMf^  de  emsueloB  müUm^ 
res.  Eeeomptneae.—'Qe  revoca  la  Real  orden  de  Guerra  de  26  de  NovieoEi- 
bre  de  1890,  declarando  que  D.  Fernando  de  Aranas  é  Isaguirre  tiene  de- 
recho al  grado  de  Comandante,  en  lugar  de  la  Orna,  de  primera  clase  del 
Mérito  militar  con  distintivo  blanco,  y  se  estableoe: 

i.0  Que  el  Beal  decreto  de  Í.o  de  Mayo  de  1875,  relativo  á  rtcompemoé 
dü  Profnorado  en  la$  AGodemioM  tnUüare9,/ué  aclarado  por  la  Beal.^rden 
de  loe  mUmoe  mes  y  año^  en  la»^me  ee  ordemaque,loequepo$eifendoel^ada 
del  empleo  inmediato  hayan  otíenido  laprimera  recompen$aporeh£r^[fimy 
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rodo,  é9ea  la  Orug,  $  a$eimiian  al  mi$mo  enalta  itmeétiaio  ani€$  M  te- 
fundeplasso,  $e  le$  coneederá^  como  $egmnda  rocompenta,  ti  grado  del  empleo 


2.0  Que  amn^fue  el  oUado  Real  deereiofnéderoaúdopor  el  de  MB  deJu^ 
nio  de  1886,  eeta  derogación  $ólo  eurte  ffeeto  deede  ia  fe¿ka  de  ette  último  do- 
oreiOf  oonforme  ee  eeiableee  eñ  em  arHeuloe  Ifi  y  3,*: 

d.o  y  Me  el  expreeado  dooreto  de  23  de  Junio  ae  1896  no  $e  hiso  egetenmoo 
é  loe  Mféreiioo  de  Ultramar  haeta  que  oe  expidió  la  Real  orden  de  28  de 
Agoeio  de  1886,  y, por  temió,  haeia  eesta  fedia  no  podían  $er  aplíieablee  loo 
preceptoe  de  aquél  al  demandante^  que  oervia  m  dimo  ¡¡¡éroito,  oonforme  á 
la  Real  orden  de  22  de  Marzo  de  1887  ^  en  la  que  ee  previene  que  loe  difipoei' 
eionee  del  Minieterio  déla  Querrá  no eon apUoMee  á  loe  EJércitoe  de  uUra' 
mutr  haeta  que  aH  eedetermmaen  virtud  de  otra  diepoeieión poeterior; 

Y  4,0  Queelart.8.odelaleyde  19deJuHo  de  1889,  adiciónala  la  cono- 
tituHva  del  JB^éreito,  no  ee  apUeabU  al  eaoo  actual,  porque  loe  derechos  del 
recurrente  á  la  reeompenea  por  el  eegundo  periodo  del  Frofeeorrdo  eetaban 
perfeetmnente  adquMáoo  y  eoneoHdadoe  antee  de  la  pubUeadán  de  dicha  ley, 
y  eiee  tuvieeen  en  cuenta  loe  preeeptoe  de  éeta  ee  la  daria  efecto  retroactivo, 
tnfringOndoee  loi  máe  dementalee  principioe  de  derecho,  y  en  eepecial  lo  dio* ' 
pueoto  en  el  art,  8.^  del  Código  civil;  y  por  la  náema  raión  no  puede  haceree 
^^tíoaeión  al  caeo  de  la  R^  orden  de  26  de  Detuve  de  1888,  tanto  máe. 
cuanto  que,  eegún  queda  dieho^  la  Real  orden  de  18  de  Diciembre  de  1888 
mandó  que  ee  reep^iaeen  loe  dereehoe  adquúridoe  con  anterioridad. 

D.  Fernando  Arraai  é  Iisgnirre,  Pfofeior  que  fué  de  la  Academia  ge- 
neral mititar,  de  la  Escnela  de  Tiro  y  de  la  Aoademfa^ilitar  de  Ooba,  ob- 
iQTacoBio  primera  recompensa  del  Profeeokvdo  la  Onu  blanca  del  Mérito 
multar  de  prlttora  elaae. 

Bn  7  de  Enero  de  1890  aoHcItó,  como  teganda  y  última  reeompenea 
del  Profeeorado,  la  conceeión  del  grado  de  Comandante^  reeoloción  qne  le 
loé  denegada,  concediéndole  en  en  lagar,  por  Real  orden  de  26  de  No* 
▼iembre  de  1600,  la  Omi  de  primera  olaee  del  Mérito  militar  con  diatin- 
ÜFo  blanco,  pensionada  con  el  10  por  100  del  empleo  de  Oapitán  hasta 
qoe  ascendiera  á  Comandante. 

Impognada  esU  Beal  orden  en  la  YÍa  contenciosa^  se  dictó  la  senten- 
eia,  coya  parte  dispositiva  diñe  así: 

Considerando  qne  la  enestió»  del  presente  Utigio  se  reduce  á  determi- 
nar si  D.  Fernando  de  Aranas  é  Isagoirre  tiene  derecho  á  qne  se  le  otor- 
gue el  grado  de  Comandante  con  la  antigüedad  de  7  de  Agosto  de  18% 
ea  logar  de  la  Croa  de  primera  clase  del  Mérito  militar  qne,  como  se- 
Sanda  recompensa  por  el  Profesorado,  se  le  ha  dado  por  la  Beal  otáea  que 
-em  ianpogna: 

Considerando  qne  el  Real  decreto  de  l.o  de  Mayo  de  1876,  re^atiyo  á 
veeompeneas  del  Profesorado  en  las  Academias  militares,  fné  aclarado  por 
^laReal  orden  de  los  mismos  mee  y  afio,  en  las  qne  se  ordena  qoe,  los  qne 
poeejrendo  el  grado  del  empleo  inmediato,  hayan  obtenido  la  primera  re- 
«ompeasa  por  el  Profesorado,  6  sea  la  Cms,  y  aadendan  al  mismo  emplea 
^mediato  antea  del  iegondo  plaso,  ee  lea  eonoederá,  como  segunda  recom* 
penaa,  el  lirado -del  empleo  soperion 

Considerando  que  aimqoe  el  citada  Real  decreto  fné  derogado  por  el 
^  S3  de  Junto  de  1880,  est*  derogación  sólo  surto  electo  deede  la  fedia 
de  ette  último  decreto,  conforme  se  establece  en  sos  artículos  iP  y  8.^ 

Considerando,  además,  qoe  el  expreeado  decreto  de  OS  de  Junto 
de  1886  no  se  biso  extonsivo  á  los  Ejércitos  de  Ultramar  hasta  que  ae  ex- 
pidió la  Real  orden  de  S8  de  Agoeto  de  1888,  y,  por  lauto,  hasta  eata  fe- 
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cha  ap  podÍAn  Mr  '•pUctMes  loa  piMeptos  de  «qoél  á  Anuiu»  que  «ervÜK 
en  dicho  Ejéfdto,  coníonae  á  U  Beel  orden  de  sa  de  Mareo  de  1B87»  en  kk 
que  ee  previene  qae  lae  diepoeidonee  del  Mioieterio  de  la  Qaerra  no  eoa 
aplloabiee  á  loe  Ejérdtoe  de  UitraoMr  hasta  qne  eeí  ee  determina  en  Tir- 
tad  de  oira  diapodeión  poeterior: 

Considerando  qae  ei  bien  pM  la  Beal  evden  de  Si  de  Octobre  de  188^- 
ne  pneieron  en  vigor  loe  ariíenloe  a.o  al  6.0  del  Aeal  decreto  de  80  de  Jaüo 
de  1888,  qoe  prohiben  la  ooneeeión  de  gradee  enperioree  á  h>e  empleon- 
efoctÍToa,  no  ee  menoe  cierto  qne  por  Real  orden  de  18  de  Dideibr» 
de  1888  ee  mandó  qoe  ee  reepetaeen  loe  deie^oa  adqniridee  con  anterio- 
ridad: 

Oooeiderando  qoe  el  demandante  Aranas  enmplió  el  primer  plaso  del 
Profeeorado  en  7  de  Agosto  de  1888^  por  lo  qne  ee  le  otorgé  la  piimefn 
recompensa,  ó  sea  la  Oras  blanca  del  Mérito  militar  de  primera  Glasé,  qoe 
sácenme  á  Capitán  antea  de  cumplir  el  eegnndo  plaso,  7  qne^  por  tanto, 
cumplido  éste  en  7  de  Agoelo  de  1888,  tenía  derecho  á  obtener  el  grada 
de  Comandante  deede  esta  lecha,  conforme  á  lo  dlspassto  en  la  Biüd  or- 
den de  8  de  Mayo  de  1876,  aclaratoria  del  Real  decreto  de  1.®  de  los  mig- 
mee  mee  y  afio: 

Considerando  qae  para  ¿ota  concesión  no  es  obetácolo  la  derogndén 
de  estas  disposiciones  por  el  Real  decreto  de  38  de  Junio  de  1888,  porqoe 
en  la  lecha  de  38  de  Agosto  de  1888,  en  qae  ee  hiao  ezteneivo  á  ultra- 
mar, no  sólo  había  cumplido  Aranas  el  cegando  período  del  Profeeorade» 
sino  que  había  empesado  á  transcorrir  el  tercero,  y  por  consigaiente,  te- 
nia derecho  á  obtener  la  recompensa  fijada  por  dicho  segondo  perfodoe 

Considerando  qee  el  art  8.0  de  la  ley  de  19  de  Jolio  de  1^88,  adido- 
nal  á  la  constitativa  del  Ejérdto,  no  es  aplicable  al  caso  actoid,  porqee  lo» 
derechos  de  Aranas  á  la  recompensa  por  ei  segondo  periodo  del  Paefeeo* 
rado  estaban  perfectamente  adquiridos  y  consotidadoe  antea  de  la  pnbli- 
caclón  de  dicha  ley,  y  si  se  tuviesen  en  coents  los  preceptos  de  ésta,  ee  In 
daría  efecto  retroactivo,  infringitodose  los  más  elementales  prindpios  da 
deredio,  y  en  especial  lo  dispuesto  en  el  ark  8.<>  del  Código  dvü: 

Conaiderando  qne  por  la  misma  ratón  no  poede  hacerse  apücndón  al 
caso  de  la  Real  orden  de  36  de  Octubre  de  1888,  tanto  más,  cnanto  q«e,ee^ 
gún  qneda  dicho,  la  .Real  orden  de  18  de  Dídembre  de  1888  mandó  qne  se 
respetasen  los  derechos  adquiridos  con  anterioridad; 

Y  considerando  qne  por  los  motivos  indicados  procede  revocar  la  Beal 
orden  impugnada,  y  declarar  qae  Aranas,  que  ya  se  halla  en  posedón  del 
emplee  de  Comandante,  tiene  derecho  á  que  se  le  compute  la  antiglledaé 
en  este  empleo  desde  7  de  Agosto  de  1888,  con  coya  iedia  debió  otorgár- 
sele el  grado  de  Conmndante. 

Vistos  los  artículos  l.o  y  8.0  del  Real  decreto  de  38  de  Junio  de  1886' 
y  el  8.0  del  de  la  ley  de  19^de  Jolio  de  1888; 

Fallamoo  qoe  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  impognndn 
de  38  de  Noviembre  de  1890,  y  qoe  debeoMM  declarar  y  dedaiwnoe  qne  el 
demandante,  D.  Femando  de  Aranas é  Isagnirre, CosMndante  deEjéioito», 
tiene  derecho  á  qoe  se  Is  eompnte  la  antiirüednd  en  eate  empleo  desde  7 
de  Agosto  de  1888,  en  qne  enmplió  d  eeieando  período  del  Profeeorado  y 
debió  habérsele  conferido  el  grado  de  Comandante  en  lagar  de  la  Cma 
qne  se  le  concedió  por  viftod  de  la.foal  orden  refsridB.-^8entenoia  pobli- 
endm  el  10  de  Dídembre  de  1898,  é  inssrta  sn  la  Osodtt  de  18  de  JnHo^ 
de  1898.) 
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flÉunrxvdA  (10  da  Dldí^mbre  de  ÍS9^.— CfoMtjwfímtt.  ^doiio  ^  Mrm- 
«Í0f.^8e  rcvoM  la  Real  «rdea  de  Hadenda  de  81  de  Agoeto  de  1891 .  lobre 
ooéeeÜÓD  de  abono  de  eeryidoe  á  D.  Antonio  Fenándei  del  GaeiSUo,  Ha- 
lia>iede  de  hi  Aadieneia  territorial  de  Bargrot,  7  ee  etUblece: 

Ifi  Qwt  la  Mpreeiaeián  d»  9enieio$,  pera  lú$  e/éettm  de  dereeho$  pativoi, 
iebe  kacírm  m  4odú  eam,  y  tn  primer  termino,  pw  la  «Timto  de  Clatn  pnH- 
tma^em^ormeáloeeiableetdóenelart.L^^MdeoreiodelOdeMayodelSrS, 
fatUtmJkreeemfíanieemiribueitme»; 

YM.o  Que  la  am^etencia  del  Minieterio  de  Hacienda  m  halla  UnUtaia, 
mgún  el  miiemo  decreto  y  oirae  diepoeiciones,  á  reeolver  loe  reeureoe  dealgada 
fne  e^mhra  lee  acmeréoe  de  la  Junta  $e  interpongan,  y  decidir  loe  expedientee 
f9f«  ee  le  remitan  en  conenlta  por  la  miema  Jnnta. 

D.  AatoDio  Pernándes  del  Oaetillo;  Magistrado  de  la  Andieoeia  de  Bar- 
goe,  acudió  á  la  Preaidenda  del  Consejo  de  Miniatrofl  en  tolidtnd  de  Real 
ordea  por  la  que  ee  mande  proponer  al  Ministro  de  Hadenda  la  concesión 
de  abono  de  servidos,  como  Vocal  de  la  extinguida  Oomisión  prorincial 
teBitadistiea. 

Remitida  la  inelanda  al  Ministerio  de  Hacienda,  éste  resolTió,  en  Real 
ordsB  de  81  de  Agosto  de  1891,  qne  procedía  bacer  la  declaración  de  ser?i- 
cioe,  previa  la  comprobadón  por  la  Junta  de  Glasés  padvas,  7  siempre  que 
•I  Inisresado  contera  con  base  de  carrera,  anterior  á  los  mismos. 

Impognada  esta  Real  orden  en  la  vía  contendosa,  ae  dictó  la  sentencia, 
CQ7a  pane  dispodtiva  dice  así: 

Oondderandoqne  en  la  instancia  qne  ba  dado  origen  al  expediente  re- 
Midto  por  la  Real  orden  reclamada,  solicita  D.  Antonio  Femándes  del  Gaa> 
tillo  qoe  se  le  abonasen  los  serridos  de  Vocal  de  la  Oomidón  provincial 
úm  BsUHiáitica  desde  18  de  Octubre  de  1860  hasta  4  de  Agosto  de  1870, 
p«ra  el  efecto  de  la  computadón  de  sns  derechos  padres,  ó  los  de  su  fií- 
Bilia,  en  sa  caso,  cuando  á  la  dadficadón  hubiese  lugar 

Oondderando<qne  la  apreciación  de  los  servidos  C070  abono  solidta  el 
demandante  deberá  hacerse  en  su  caso  7  lugar,  7  en  primer  término,  por 
la  Junta  de  Clases  padres,  conforme  á  lo  establecido  en  el  ast.  l.«  del  de- 
«roto  de  10  de  Ma70  de  1878,  que  la  confiere  semejantes  atrlbndones: 

Oénsiderando  que  la  competencia  del  Ministerio  de  Hadenda  se  halla 
Umitada,  segdn  el  mismo  decreto  7  otras  dispoddones,  á  resolver  los  re> 
coisos  de  alsada  que  contra  los  acuerdos  de  la  Jnnta  se  interpongan,  7  de- 
ddir  los  expedientes  que  se  le  remitan  en  consulta  por  la  misma  Junta» 
0^^  lo  dispuesto  en  los  artículos  14  7  26  del  dtado  decreto: 

Ooneiderando  qué  de  lo  expuesto  ee  infiere  que  la  Real  orden  recta» 
atada,  que,  sin  existir  acuerdo  de  la  Junta,  ha  resuelto  sobre  las  pretensio* 
•ee  de  D.  Antonio  Femándes  del  Castillo,  debo  ser  anulada  por  hallarse 
dictada  oon  tneompotenda. 

Tistoa  loe  artículos  l.<>,  14  7  26  del  decreto  de  10  de  Ma7o  de  1878t 

Plillaaaos  que  debemos  deálararv  declaramos  la  nulidad  de  la  Real  or- 
den expedida  por  el  Ministerio  de  Hadenda  en  81  de  Agosto  de  1891,  borne 
dictada  oon  Incompetenda^  7  no  ha  lugar  á  resolver  sobre  Isa  demás 
pretendonee  de  la  demanda. — (Sentenda  publicada  el  10  de  Didembre 
*  I89t,  é  üiaerta  en  la  Baceta  de  18  de  Julio  de  1898.) 
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SK«TB)BroiA  (10  d«  Diciembre  de  1892).— ArvioiM  miimMpaU9.  BetMán 
de  cantrato.^Si^  revoca  le  de  la  ComiitóD  proYiDcial  de  Álava  de  SO  de 
Octubre  de  1886,  declarando  firme  el  «Riierde  de  ia  miama  de  10  de  No* 
▼iembre  de  1886,  denegando  la  reaciaión  de  an  contrato  entaa  el  ÁToatae 
miento  de  Lesa  y  D.  M.  Maria  Mofles,  y  ae  establece: 

Que  loi  eontratoe  bUateralee  nú  $e  reeemden  par  $éiú  la  voluntad  dé  imm 
de  la$  partee  que  contratan;  y  que  no  aeintiemdo  una  do  Mu  á  ¡a  ttomián, 
no  fmede  entenderee éita  aceptada,  quedando  obüfodM  la  oknparie  á  órneme^ 
pluniento. 

D.  Manuel  Maria  Mnfios,  rematante  de  las  sisas  y  derechos  de  defrAello 
ó  matadero  del  Ayuntamiento  de  Lesa,  acudió  á  la  Comisión  firoTiooial  de 
Álava,  pidiendo  que  por  haber  alterado  el  Ayuntamiento  las  condiciones 
de  los  remates,  se  declaraaen  éstos  rotos,  nalos  y  sin  valor,  y  que  ae  le  abo- 
naran 600  pesetea  de  perjuioioa.  La  Qomisión  provincial  declaró  milos  lof 
remates»  y  habiendo  recurrido  el  Ayuntamiento  ante  la  Dipotación  en 
pleno»  resolvió  ésta,  en  10  de  Noviembre  de  1886,  revocar  el  acuerdo  de  la 
Oomisión,  toda  vez  que  las  nuevaa  condicionea  impuestas  al  lemaftaote 
eataban  dentro  del  pliego  de  condicionea  para  la  snbaata. 

Presentada  demanda  contencioaa  y  admitida»  la  Oomisión  provincial 
dictó  sentencia,  revocando  el  acuerdo  de  la  Diputación  y  sosteniendo  el 
que  había  dictado  la  Comisión  en  28  de  Septiembre  de  1886:  un  individuo 
de  la  Comisión  formuló  voto  particnlar  pidiendo  la  eonfinnaoión  d^  aoner- 
do  de  la  Diputación. 

Apelada  la  sentencia,  el  Tribunal  de  lo  Contencioeo  dictó  la  que  ett  aa 
parte  dispositiva  dice  aaí: 

Conaiderando  que  es  un  principio  constante  de  derecho  el  de  que  loo 
oontratoa  bilateralea  no  se  rescinden  peí;  sólo  la  voluntad  de  )ma  de  Um 
partea  que  contratan,  y  como  el  Ayuntamiento  de  Lesa  no  aaintió  á  la  ex- 
plica del  oontratiata,  es  evidente  que  quedaba  éste  obligado  A  eegoir  pres- 
tando el  servicio,  tanto  más  cnanto  que  las  medidaa  de  higiene  q«e  mi  oI 
ejercicio  de  facultadea  legitimas  adoptó  la  Corporación  municipal  reepedo 
á  la  estancia,  procedencia  ó  introducción  de  ganadoa,  no  afectaban  á  loo 
derechos  de  degüello  y  sisas  objeter4el  contrato,  sino,  á  lo  sumo,  á  les  efe»- 
toa  del  mismo,  si  disminuia  el  conaumo  de  carnes,  lo  cual  no  se  ha  probado 
ni  intentado  demostrar: 

Considerando,  en  su  virtud,  que  no  exiate  causa  ó  fundamento  qnejoo- 
tifique  la  rescisión  ó  nulidad  del  contrato  pedida  por  D.  Manuel  Maria 
Mafioz,  y  por  lo  tanto,  es  de  confirmar  en  esta  .parte  el  aooerdo  de  la  DI* 
potación  provincial  de  Álava  de  10  de  Noviembre  de  1886»  cootn  el  qno 
se  dedujo  la  demanda; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  sentencia  de  la  Qfimimóm 
provincial  de  Álava  de  80  de  Octubre  de  1886,  y  en  su  lugar  dedanunoe 
firme  y  aabaiatente  el  acuerdo  de  la  Dipotación  provincial  de  Álava  de  10 
de  Noviembre  de  1886,  ea  cuanto  denen^ó  la  rescisióa  de  eontimto  celebrado 
por  el  Ayuntamiento  de  Lesa  con  D.  Manuel  Maria  Mufles,  sin  perjuicio 
de  loe  derechos  de  qne  éste  ae  crea  aaietido,  y  pueda  eierciúr  en  la  vía  jr 
forma  que  estime  convenirle  y  sea,  procedente. "-«(Sentencia  publicada  el 
10  de  Diciembre  de  1899,  é  inserU  en  la  Oaeot^  de^  18  de  Julio  de  li8^ 
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a^nmnrciA  (12  de  Dioiemlwe  de  íB92).^C<mMhieitme$.  Ookrmáore$. 
Fian9a$,^8%  ooofirma  la  dioUda  por  el  Tribonal  locet  de  la  isla  de  Oabft 
eo  2  de  Mano  de  1B91,  sobre  iq>Ucaei6«  de  ana  fiam  á  cubrir  aoMiaa  ^le- 
fraudadas,  y  ae  eetableoe: 

i  •  Olee  al  Tribunal  de  Citentat  del  Beino  eorre^nmde  el  eom>emktUo  d$ 
los  expedifiñtei  de  reintegro  ^  Um  oomoo  de  akanees  ó  det/akoa  defmdoopé^ 
blúioi  dwsubiertoB/uera  d^jmm  de  tmenias;  esto  ha  de  eniendJene  oálo  onoii* 
do  km  reiponeableM  por  razón  de  9U  empleo,  ó  concesión  que  9e  le$  haya  eoñf^^- 
rido.  hMeren  intervenido  en  el  manejo  de  dichoo  eaudaíee,  eimdó  en  otros  m- 
^sdela  competencia  de  loe  Tribunaleo  Contenciooo  odmmittraHvoo: 

2fi  Que  lo»  frutos  forman  parte  de  la  prenda,  y  aumentan  por  wma  Q»^ 
^eesián  natural  la  garantía  dada  al  acreedor^  bien  ^ue  oon  la  limUaeUm  de  qus 
no  pertenece  á  tercero; 

Y  8.0  Que  lo  convenido  entre  las  partes  es  ia  suprema  ley  on  materia  da 
contratos. 

Por  la  Direcdón  general  de  Hadenda,  en  24  de  Octubre  de  1679,  fué 
•acada  á  remate  en  la  isla  de  Oaba  la  reeaadadón  de  oootribución  directa 
de  laa  aeia  provinciaa»  j  adjudicada  la  de  Matanzae  A  D.  Joan  OJeda;  Bon 
José  MaoneL  Oasaso  y  D.  Baenaventara  Vargas  Mat'buca,  eonstitayeroD  en 
garantía  del  Ojeda  la  fianza  estipnlada,  ó  sea  6a.0Q0  pesos,  consignanda  106 
aocionea  del  Banco  Espafiol,  cnyo  valor  era  62.500  peso^ 

Previa  aoeptadón  de  la  Hadenda,  se  snbrrogaron  D.  Manad  Solana  y 
D,  Manoel  Martines  Peres,  con  igoal  garantía,  ampliándola  780  pesos  más, 
anbcrogadén  qne,  según  se  biso  constar,  foé  para  y  simple,. y  qne  la  nae- 
ya  garantía  respondería  á  todo  lo  qne  la  anterior.  Por  escritora  otorgada 
-en  1880,  qnedó  Martínez  constitnído  en  único  fiador,  con  d  exdadvo  do- 
minio día  las  acciones  dadas  en  garantía. 

Descubierto  un  desfalco  de  448.068  pesos  94  centavos,  se  formó  eacpe- 
diente  contra  el  Jefe  económico  de  la  provincia  y  el  recandador  OJeda,  in- 
hibiéndose del  conocimiento  del  asonto  el  Tribanal  de  ooentas  de  Beina, 
en  favor  de  la  Sala  tereerpí  del  Tribanal  del  Reino,  y  ésta  en  favor  de  la 
Intendenda  general  de  Hadenda  y  en  sa  caso  de  la  jarisdicción  conten- 
cioso-administrativa. 

D.  Migad  Martínez  Pérez  solicitó  se  le  entregaran  los  dividendos 
de  las  acciones,  y  la  Intendencia  resolvió  se  traa^Msaran  en  favor  de  la 
Hadenda  laa  mismas,  ain  perjuicio  de  las  demás  respoasalilidades  que 
pudiera  haber. 

Interpaesta  demanda  contendosa,  el  Tribanal  local  de  la  Habana  dictó 
•entenda,  cuya  parte  disnositiva  dice  así: 

Considerando  que  no  ofrece  dudas  la  competencia  del  Tribanal  para 
conocer  de  esta  demanda,  porqoe  d  bien  corresponde  al  de  Cuentas  del 
Beino  el  conocimiento  de  los  expedientes  de  reintegro  en  los  casos  de  al- 
^oaneee  ó  desfalcos  de  fondos  p6blicos  descabiertos  f aera  dd  jaldo  da 
cuentas,  ed»  ha  da  entenderse  coando  los.  responsables  por  rasón  de  sft 
empleo,  ooneedón  que  se  les  bi^a  conferido,  hubiesen  intervenido  en  el 
joasncjo  de  dlclios  caadales»  y  en  el  ease  de  aatos,.  ni.  el  Recaudador  Qfeda 
era  empleado,  ni  recibió  conceslón^  nlngnna  espedd,  sino  qne  pm»  y  da- 
9ileiftfoleieontrató,en^sobastaoQnla  Admlaistradóo  laprestaoi^dean 
iservido  púWoa:      .... 
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OoaddOTMido,  por  oonslgiiieiitoy  que  legtlmwit»  Ia  cocíIíóii  de  ralo» 
f  iMda  redocida  á  determioAr  1a  intoligAiidA  ó  ezUosión  de  nn  eontrAto  ee- 
lebisdo  por  el  Ettedo  pata  oq  terriao  pttblieo,  niAteriA  propiA  de  1a  Ad- 
asiaiAtiAdóii  acUta  y  de  1a  jariadkeláii  cooteneioAo  AdminiAtrAtiyA  oa  ea 

CtooiiderAtido,  e«io  MolAdo,  y  en  otuailo  a1  ptieto  coeereto  objeto  de  li^ 
i— Aodi»  qoe  loo  f retos  foraMn  pArte  de  1a  pnmdA  j  AamentAn  por  qba. 
eeoeoite  BAtaiml  1a  íatabUa  dAdA  Al  Acreedor,  bien  que  oon  Ia  HmltAcióB 
de  qoe  eo  pertODoee  á  tereero,  lo  coaI  do  tocede  en  el  caao  ActOAl: 

OoBOlderABdo  qoe,  de  Acoerdo  con  Ia  Anterior  doctrioA  de  le  lej  de  Bar^ 
tMAA,  diopone  el  Tlgtete  Código  cítíI  qne  ti  Ia  coaa  dAde  en  piendA  pro> 
doce  tetoréc,  el  Acreedor  loe  impoterá  á  loe  que  se  loa  deben,  7  ea  en  de^ 
ftdo  Al  DAgo  del  CApItAl: 

OoDsiderAodo  Ademáe  qoe  Ia  gATAntíA  prectAdA  por  el  AcCor  en  IsTor 
de  OjedA  qoedó  obligAdA  en  tAUto  coAoto  lo  habríA  eetAdoci  aI  propio^ 
OJede  hnbierAn  pertenecido  Iaa  Accionec  j  el  metálico  con  qne  diche  Éea- 
BA  te  conetátnyó,  7  qne,  por  tAnto,  d,  cono  et  evidente,  de  beber  medledo 
ecA  circoDAtAneiA  desde  el  momento  en  qne  ocnrrió  el  deeÍAtcOi  el  cepitid 
y  kM  interene  de  loe  Tmlores  se  bebrÍAn  Aolicedo  á  cobrlrloSi  de  Ia  mieme^ 
■oerte  deben  AplicAree  boy,  pnee  en  nndA  ce  menoecAbAn  los  derecboe  de 
Ia  AdministrAción  porqne  un  tercero  beys  íAcilitAdo  a1  remetAdor,  y  de 
conslgoiente  no  pertenescA  á  éste  Ia  enitiA  con  qoe  compiló  el  compromiwK 
de  gerABtf  A,  en  gestión: 

Ooosiderando,  en  fin,  qne  lo  conTonldo  Mitre  Iaa  portes  es  Ia  seprnoe 
1^  en  mstfrlA  de  contietos,  y  qne  si  Admitir  Ia  Haciende  Ia  sobrrogAdói» 
de  SolenA  y  del  deniAndAnte»  lo  biso  y  aaí  lo  dedAró,  y  éstos  lo  Aoeptsroii 
en  el  concepto  de  qne  le  gArsntíA  qne  prfStsbAn  responderÍA  en  sbsolnto». 
esto  es,  sin  restricción,  de  Is  gestión  del  BeCsodAdor  desde  el  dls  en  que 
tomó  posesión  de  sn  csrfK». 

VlAto  el  Art.  16,  ApArtAdo  tercero  de  Ia  ley  orgánicA  del  Ttibenid  de^ 
Caeotsi  del  Reino: 

Vieto  el  srt  It^  de  le  ptoplA  ley: 

Visto  el  Art  6.«  del  Reel  decreto-ley  de  S€  de  NoTiembre  de  1888: 

Viste  lA  ley  19,  tít.  18,  PertidA  6>  del  Art.  1868  del  Código  civil; 

ApelsdA  esu  seDt«»DciA,  el  TribnnAl  de  lo  Contencioso  le  c<mflrmó,  eeep- 
lAndo  todos  sos  reseltAndos  y  considenndos. 

FállAmos  qoe  debemos  dcclsrAr  y  declArsmos  sin  Ingar  Is  demAnde  ém- 
dncIdA  por  el  Licenciodo  D.  FrAOcisco  de  1a  Cerré  y  Diepps,  á  nombre  dé- 
D.  Msnnel  MsrtlDes  Peres,  y  en  so  consecoencis,  declsrsmos  firme  y  snb^ 
eistoite  le  reeolnción  de  le  IntendénciA  genetml  de  HAciendA  de  19  de  No- 
Tiembre de  1880,  sin  especisl  rondeDAción  de  costes.  (Sentenris  pnbtl- 
ceds  el  11  de  Didtmbre  de  1881,  é  inserta  en  le  Gm^a  de  14  de  Jelie» 
de  1888.) 
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BmrnamA  (11  de  IMdembre  de  1888).— JBscqicírfit  p^mtofÜL  Inmmt 
petmtem  de  jferMIoeidfi.— 8e  declerA  procedente  I  a  excepción  de  ineómpe- 
lenciA  de  Jnnsdicclón  slegedA  por  el  Fiscsi  a1  contestAr  Ia  demende  latscw^ 
poeeta  á  nombre  de  D.  Ftencioco  M srtloes,  contiA  Ia  Beel  ordea  de  8  de^ 
JBoen)  de  1891,  sobie  eomieos,  y  es  ei8sbleeK 

i.«    Q110  les/sreic  áíodi^NKSls  sil  «i  ert  O  ds  la  frydti^  dé  SLpíim 
8re  de  288S,  no  sejmedt  imUtUar  la  tia  cmieñemQ  nrfmWifraNwi  m  im 
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mm^im9okr9€Qbrúmmé9  tmMbtmonnifdemái  rmtúB  pébUeaé  6  erédüo^ 
dfjutüioaw^enie  tiquidadoi  en  favor  de  ¡a  Hacienda,  en  loe  caeos  enaue  pro- 
mímwn  arre§lo  iUe  Icyee,  mknirae  no  ée  reútíce  eipOffoen  la$  Óojae  del 
Teooroféblioo:  i 

%P  %me  lafaUa  de  CMmfUmieint»  de  eete  requieUo,  que  ee  eoeige  en  el  men- 
ÉJomtído  mfUcuío,  eompwendMdo  en  el  tH.  Ifi  éelaley  citada,  motiva  la  ineom' 
peUmm  de  jnriediceión  del  IVtdiiiiai  de  ¡o  €hnlencioeo,  eeqún  previene  el 
«rf.  46éela  miema  lep; 

T  B.^  Que  fo  rdewicián  del  pago  de  eda  muUa,  que  ee  acordó  por  la  Real 
mden  de  14  de  Octubre  de  1890,  Alopodia  diepenear  al  actor  de  eemejante 
€im»§na€ián  para  poder  utiUear  el  recureo  de  aleada  ante  el  Minieterio,  con- 
forme á  lo  eetabkcidó  en  loe  articuloe  87  y  88  del  Beglamento  de  15  de  Abril 
éaI890. 

A  ooBMeaettda  d«  una  aprehentión  de  2.89$  litros  de  vino,  y  babiend» 
Is  Juste  admlniatratíva  abaoelto  dé  la  denancia  al  introdootor,  loa  apre^ 
bwaow  aa  aliaron  ante  la  Del^egiddn  de  Hacienda,  la  que  rerocó  el  iallo 
4a  la  Jwita  adminiatratira,  j  condenó  al  introdnctor  D.  Franciaco  Martí* 
»es  al  ^fo  de  nna  malta  equivalente  a)  triple  de  loa  derechos  y  reeargoa». 
■iaináa  éek  derecho  y  reeargo  nataiml  ^e  loa  S.898  litroa  de  Tino  íraoda* 
Mámente  introdncidoa.  loterpneato  recnrao  de  alzada  ante  el  Ministerio 
de  Hacienda,  el  recurrente  consignó  479  pesetas  60  céntimos,  importe  del 
derecbo  f  reear^  natural,  no  haciéndolo  de  la  malta  por  relevarlo  la  Eeal 
orden  de  14  de  Octubre  de  1890;  y  se  resolvió  el  recurso  por  Real  orden  de 
é  de  Enero  de  1891,  confirmando  el  acuerdo  de  la  Delegación. 

Inlerpueato  recurso  eontencioao,  el  Tribunal  ordenó  se  cumpliese  lo 
prevalgo  en  el  art  382  del  Reglamento,  y  el  recurrente  presentó  la  carta 
de  pago  de  laa  479  pesetas  60  céntimos.  Seguidos  todos  sus  trámites,  se 
^cté  la  sentencia,  cuya  parte  diapositiva  dice  asi: 

Considerando  que,  conforme  A  lo  dispuesto  en  el  art.  6.^  de  la  ley  de  ít 
de  Septiembre  de  1888,  no  se  puede  intentar  la  Tía  contenoioao-admlnis- 
tiatíTa  en  loe  aauntos  aobre  cobraeaa  de  ccmtríbueiones  y  demás  rentas 
fébllcae  ó  créditos  definitivamente  liqoidadaa  en  favor  de  la  Hacienda, 
me  loa  eaada  en  que  proceda  con  arregle  á  las  leyes,  mientraa  no  ae  realice^ 
•1  pago  en  laa  Cajaa  del  Tesoro  público: 

Oonaidsrando  que  la  falta  de  cumplimiento  de  este  requisito,  que  se 
mMÍSBt  en  el  mencionado  articulo  comprendido  en  el  tít  l.e  de  la  ley  ci* 
teda,  motiva  la  incompetencia  de  jurisdicción  de  este  Tribunal,  aegún  pre* 
Tiene  el  art.  46  de  la  miama  ley: 

Conaiderando  que  ai  bien  el  ador,  para  cumplir  lo  ordenado  en  el-  ar- 
Uenlo  26t  del  Reglamento  de  29  de  Diciembre  de  1890,  manifestó  que  apa- 
recía acreditado  el  pago  en  el  expediente  gubernativo,  en  éste  sólo  consti^- 
^ne  ae  satiaflso  la  cantidad  á  que  aaceadían  loa  derechos  y  el  recargo,  im- 
portaatea  479  peaetas  66  céntimoe;  pero  no  aparece  acreditado  en  el  mismo 
ai  faa  joi^firado  tampooo  el  recurrente  que  se  haya  satisfecho  la  cantidad 
A  qne  aadende  el  importe  de  la  multa  que  ae  ha  impneato  á  D.  Francisco 
Maitines  en  la  Real  orden  reclamada: 

Conaiderando  que  la  relevación  del  pago  de  esta  multa,  que  ae  acordó- 
por  la  Real  orden  de  14  de  Octubre  de  1890,  sólo  podía  dispensar  al  actor 
de  aemt-jante  conaigneción  para  poder  utilisar  el  recurso  de  sisada  ante  el 
Minieterio,  conforme  á  lo  eaUblecido  en  loa  artículos  87  y  88  del  Regla- 

Hrteda  16  de  Abril  de  1890; 

Y  coaaidfTaBdo  que  por  no  habeiee  jfiatificado  que  aa  reaiisaae  el  in- 

» de  todas  laa  cáatidadsv  liqnidadaa,  qae^  aegán  la  Real  orden  que  se^ 

» hiabia  de  aatiaiaser  D.  Frandaoo  Mattinsa,  debeestittane  la  SIL- 
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repelón  át  iBCompetoncift  de  jorLidieelóii,  propoaato  oomo  perentoria  per 
elFiícal. 

Vistee  lot  «rticaloe  6.^  de  la  lej  de  IS  de  Septiembre  de  188S,  7  loe  8T 
7  88  del  Reglamento  de  15  de  Abril  de  1890; 

FeUamoe  qae  debemoe  declarar  7  dedaramoe  procedente  la  eycepcfón 
de  iocompeteocia  de  jariedieoión,  propuesta  como  perentoria  por  el  FloGal 
«1  conteetar  la  demanda  formolada  á  nombre  de  D.  Franeieco  MartlBCn 
contra  la  Real  orden  de  6  de  Enero  de  1891.— (Sentencia  poblicaiia  el  11 
de  Diciembre  de  1892,  é  inserta  en  ImOaoetaáB  14  de  Julio  de  1898.) 
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QmmvciÉL  (18  de  Diciembre  de  1892).—Cbi«ot.-'Se  abfme'.Te  á  la  Ad- 
«niniatración  de  la  demanda  interpneeta  por  D.  Cecilio  Francisco  A7aa 
contra  la  Real  orden  de  80  de  Agosto  de  1890,  sobre  censos,  7  se  oeiablecee 

Que  perteneciendo  elcm90  de  que  te  trafa  á  una  Oaumnidad  de  bene^tom- 
do$  déla  antig%^qi  Oanma  de  Aragán^  ^  im  kahiéhdoee  ver^Usado  cuU  em  la 
Diócem  de  Barcehna  la  pretentaSiám  eetableeida  en  eH  Qmvemo  UgdeMlét 
Julio  de  1867,  e$  evidente  qu§  la  AdminUtraeión  no  podía  ceder  wm  profÍB 
dad  que  aún  no  tiene. 

Por  Real  orden  de  80  de  Agosto  de  1890,  se  resolvió  gobemativamenle 
nn  expediente  incoado  por  D.  Oeciiio  Frandseo  A7sa,  en  el  que  pe«Ha  •• 
transmitiese  á  su  favor  un  censo  afecto  á  la  casa  núm.  8  de  la  plaaa  de  P*> 
lacio.de  Barcelona;  disponiéndose  en  dicba  Real  orden  qoe  psooedia  revo- 
car el  acuerdo  de  la  Delegación  de  Hacienda,  que  babia  aprobada  dielia 
iransmisión. 

Interpuesto  recurso  contencioso,  se  dictó  la  aentenda  qoe  dice  aeí  9m- 
en  parte  dispositiva; 

Considerando  qoe  perteneciendo  el  censo  de  que  se  trata  á  una  Oosns- 
fiidad  de  beneficiados  de  Ja  antigua  Corona  de  Aragón,  7  no  babíóndox 
verificado  aún  en  la  Diócesis  ds  Barcelona  la  presentación  eatableolda  es 
el  Convelo  107  de  21  de  Julio  de  1867,  es  evidente  qnela  AdminiemeiéB 
no  podía  ceder  una  propiedad  que  aún  no  tiene: 

Considerando  que  en  ese  concepto,  7  toda  ves  que  aparece  plenaasente 
■comprobado  en  el  expediente  que  la  referida  permutación  no  ae  ha  eüae- 
toado,  la  Real  orden  impugnada,  ai  desestimsr  la  solicitud  de  A7say  mo 
vulnera  ningún  derecho  preexistente  que  al  másate  pudiera  sorreepo»decs 

Considerando  que  la  pretensión  que  subsidiaríamente  dedoee  el  de- 
mandante, ni  la  autofftsa  la  legislación  vigente,  ni  puede  admitirseea  toe- 
Aos  principios  el  establecer  semejantes  derechos  preferentes; 

Fallamos  qoe  debemos  absolver  7  absolvemos  á  la  Administración  cm^ 
neral  del  Estado  de  la  demanda  interpneeta  por  D.  Ceisilio  Francieoeil7an 
contra  la  Real  orden  de  80  de  Agosto  de  1890,  que  qoeda  firme  7  si»bei«- 
tente.  ^(Sentencia  publicada  el  18  de  Diciembre  de  1898^  ó  inseite  en  la 
Gaceta  de  14  de  Julio  de  1898.) 
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SnrrsNCiA  (14  de  Diciembre  de  1S92), ^Montepío  MiütmF.  VimieámieB, 
— Se  absuelve  á  la,  Adminislradón^de  la  demanda  interpnesta.4  nombre 
4^  Dofia  Dolores.de  1alüeca7'OastftUo  céntrala  Real  orden  á9<}mnmám 
SI  de  Aieoeto  de  1891»  sobre  peneión  de  viudedades,  7  es  < 
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i.o  Que  ia  vaJabra  grado  empkada  en  H  Reglamente  del  Mmtepio  Mili- 
imr  debe  eniender$e  coma  winónima  de  empteo^  y  qne  en  e$te  Beníido  $e  cmpUa 
mempre  en  dicho  Begiamento; 

Y  2,0  Que  deduciéndoBe  con  toda  etédencia  del  conjunto  de  las  diepotieiO" 
ne$  dtl  Reglamento  de  Montepío  MUUar  que  la  palabra  erado  e$tá  siempre 
Meada  en  el  sentido  de  la  de  empleo,  es  asimismo  indudable  que  el  Real  de- 
creto de  30  de.  Octubre  de  1655,  aun  cuando  exprese  que  es  derogatorio  del 
urt.  2,^  del  cap.  8,^  de  aquél^  no  es  en  realidad,  ni  en  su  esencia^  sino  aelO' 
ratorio^  puesto  qUe  al  disponer  que  no  tienen  opción  á  los  beneficios  del  Mon» 
iepio  los  graduados  de  Capitán,  no  hace  sino  acomodarse  eUrictamenie  á  lo 
preceptuado  en  el  Reglamento,  por  lo  cual  es  de  todo  punto  ocioso  resolver  si 
didio  Real  decreto  ha  sido  ó  no  derogado  por  el  decreto  ley  de  1868. 

Dofia  Dolorea  de  la  Riega  contrajo  matrimonio  con  D.  Manael  Vidad 
Croceiro  aiendo  éste  Teniente  con  el  grado  de  Capitán,  una  vez  vioda, 
■olicitó  se  la  concediera  la  viudedad. correspondiente  del  Teaoro  6  Monte- 
pío Militar,  siendo  denegada  sa  pretensión  por  Real  orden  del  Ministerio 
de  la  Gnerra  de  17  de  Agosto  de  1891,  dictada  de  conformidad  con  el  Con- 
sejo Sapremo  de  <jiuerra  y  Marina. 

Interpuesto  recnrso  contencioso  administrativo,  se  dictó  la  sentencia, 
que  en  su  parte  dispositiva  dice  así:   . 

Considerando  qoe  para  resolver  la  cuestión  del  presente  litigio,  que 
Mtá  reducida  á  determinar  si  la  demandante  tiene  derecho  á  la  pensión 
de  Montepío  Militar  que  solicita  por  haber  contraído  matrimonio  cuando 
•a  causante  se  hallaba  en  posesión  del  grado  de  Capiíán,  se  hace  necesa- 
rio aplicar  con  estricto  rigor  las  disposiciones  del  Montepío  Militar  apro- 
bado por  Real  cédala  de  1.®  de  Enero  de  1796,  como  de  una  manera  termi- 
nante dispone  el  art.  12  del  decreto-ley  de  22  de  Octnbre  de  1868: 

Considerando  que,  si  bien  aisladamente  examinado  el  art.  2.o  del  capí- 
talo  9^  del  referido  Reglamento,  que  la  parte  demandante  invoca  en  su 
favor,  pudiera  entenderse  por  sus  palabras,  que  la  sola  posesión  del  grado 
de  Capitán  al  contraer  matrimonio  por  parte  de  los  OSciales,  es  bastante 
pata  que  éstos  leguen' á  sus  familias  derechos  á  pensión,  un  estudio  atento 
y  detenido  de  las  demás  disposiciones  de  dicho  Reglamento,  con  las  cua- 
les la  que  se  deja  citada  no  puede  hallarse  en  contradicción,  porque  nece- 
sariamente, y  tratándose  de  un  mismo  Cuerpo  legal,  ha  de  haber  presidi- 
do en  todos  el  mismo  espíritu,  persuade  de  un  modo  evidente  de  que  la 
pslsbia  grado  se  usa  en  eqnivaleneia  y  como  sinónima  de  la  de  empleo,  y 
como,  por  consiguiente,  lo  qoe  el  citado  actículo  exige  es  la  poseaión  del 
empleo  de  Capitán  al  contraer  matrimonio  y  no  la  del  grado: 

Considerando  que  esta  apreciación  se  halla  corroborada  por  las  dispo- 
siciones contenidas  en  los  artículos  8.o  y  4.o  del  mismo  Reglamento,  que 
fU  tratar  de  las  retenciones  y  descuentos  á  favor  del  Monte,  expresan  qne 
sólo  se  descontará  ó  retendrán  á  los  iatoressdos  en  sns  ascensos  á  mayor 
grado  la  dilereUda  qne  corresponde  del  aneldo  del  ano  al  otro,  puesto  qne 
si  en  estos  preceptos  te  tomara  la  palabta  grado  en  su  significación  literal 
gr  no  como  sin<^nima  de  empleo,  resultarían  sin  alcance  ni  sentido  y  com- 
pletamente impracticables,  toda  vez  que  la  concesión  de  un  grado  no  im- 
plica aomento  de  sueldo  con  relación  al  empleo  que  disfruta  el  agraciado^ 
ni  constituye,  en  tal  concepto,  un  ascenso: 

Considerando  que  la  frase  grado  4e  Capitán  ó  sueldo  correspondiente , 
qne  asimismo  se  usa  en  el  art.  12  del  cap.  8.ó,  es  también  una  demostra- 
ción de  qne  la  palabra  grado  se  usa  como  equivalente  de  la  de  empleo, 
porque  sólo  con  relación  á  éste,  qne  es  el  que  le  llera  anejo,  cabe  hablar 
de  «Mido  eoneS|Kiiidi6iiley  y  no  eon  Mfereñcis  ai  grado  qoe,  según  el  ar* 
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tlonlo  l.^  trstedo  !.•  tíi  96  de  ka  B«ftlaa  OrdmiMMM«  no  prodSM  diá» 
•íecto  que  el  de  qee  el  Oád»!  adqoiera  la  eotígOeded  del  emplee  ^peiier 
deede  U  eonceelón  del  grado,  pero  no  el  aneldo  correapoodlmile^  q«a  &ékm 
«e  oonaigne  mediante  la  poaeaión  real  y  efeetiTa  éaü  empleo: 

Ckmriderando  qne  eata  misma  conformidad  entre  ambaa  p^lnraa,  de* 
meetrativa  de  en  eqniTalenda,  aegén  el  lengoaje  naado  en  el  Reglamento, 
ee  adTierte  de  ignal  modo  en  laa  tarífaa  qoe  á  aqnél  Tan  nnidM,  no  9M0 
porque  al  eapeeificárae  en  elloa  laa  penaionee.  y  no  obatante  no  haber 
existido  nnnca  el  grado  en  laa  diatintaa  jerarqaiaa  del  generalato^  al  tratar 
de  laa  penalooea  correepondientea  á  loa  individaoa  de  laa  Gompaflfaa  de 
^nardiaa  de  Corpa,  Alabarderoa,  regimientoa  de  Realea  Goardiaa  de  In* 
fantería  y  Brigada  de  Garabineroa  Realea,  habla  reapectivameote  de  0»> 
pitanea  qoe  falleacan  aín  mea  gradHoeión  qne  la  de  Teniente  €leneral,7  d« 
Tenientea  aín  mea  grado  qne  el  de  Brigadier:  de  Capitán,  primero  y  an» 
gnndo,  Teniente  ain  grado  de  Ghraeral;  de  Coronelea,  Tenientea  Ooronelea 
y  Sargento  mayor  ain  grado  de  General;  de  Comandante  en  Jefe,  aegnnde 
Oomandante  y  Sargento  mayor  ain  graduación  de  General,  aino  también 
dctqne  á  peaar  de  qoe,  como  qoeda  dicho,  el  aneldo  aneio  al  empleo  y  no 
mi  grado,  al  aefialar  laa  penaionee  qoe  correaponden  al  Real  Ooerpo  de 
Artillería  y  al  de  logenieroa,  y  tratando  de  la  del  Comandante  general  de 
amboa  coerpoa,  ae  refiere  ai  grado  de  ejército  qne  disfruten  y  no  al  eaa*  . 
pleo: 

Conaiderando,  por  otra  parte,  qne  ai  el  hecho  de  haber  contraído  nm- 
irimonio  teniendo  loa  caoaantea  tan  aólo  el  grado  de  Capitán,  fnara  anfi- 
ciento  para  que  aua  viudaa  y  hoérfanoa  tuvieran  derecho  á  la  penaite  de 
Montepío  Militar,  no  ae  comprendería,  con  relación  á  elloe^  la  diapoaiciós 
del  art.  6.0  del  cap.  8.0,  dada  la  geoeralidad  con  qne  eatá  redactada,  qum 
por  excepción  concede  derecho  á  penaión  á  laa  Tindaa.  hnérfanoa  y  nu^ 
^rea  vindaa  de  loa  Oflcialea  que  failescan  en  función  de  g«erra|  amiqno 
ae  hayan  casado  de  snbaltemoa,  ouea  en  la  denominación  genérica  de  a«- 
^aUernoi,  aean  comprendidoa  lo  miamo  loa  A Iféreoea  y  Tenientea  aenettloa 
qne  loa  graduadoa  de  Capitán,  y  no  ae  explicaría  ni  aeria  nocsaario  qno 
la  excepción  alcansaae  á  eato,  como  visiblemente  lea  aloaasa,  ai,  en  todo 
•caao,  legaaen  á  aus  familiaa  derecho  á  penaión  por  el  art  9.^  del  wlaaan 
capítulo,  como  la  parte  demandante  pretende: 

Gonatdwando,  por  lo  exnneato,  que  deduciéndose  con  toda  evidencia 
del  conjunto  de  laa  diapoaicionea  del  Reglamento  de  Montepío  Militar  qne 
la  palabra  grado  eatá  aiempre  uaada  en  el  aentido  de  la  de  empleo,  ea  aai- 
miamo  indudable  qne  el  Real  decreto  de  80  de  Octubre  de  1866,  aun  cnan- 
do  exprese  que  ea  derogatorio  del  art  2.o  del  cap.  9,^  de  aquél,  no  ea  en 
realidad,  ni  en  au  eaencia,  aino  aclaratorio,  pneato  qne  al  diapewsr  qoeUO 
tienen  opción  á  los  beneficios  del  Montepío  los  graduadoa  de  CapUÉn,  no 
hace  aino  aeomodarse  eatrictamente  á  lo  preceptuado  en  el  Roghunenlo, 
por  lo  cual  ea  de  todo  punto  ocioso  reaolver  si  dicho  Real  decreto  bn  sido 
i  no  derogado  por  el  decreto  ley  de  1868. 

Vistos  el  párrafo  8.0  del  art.  l.o,  tít  88,  tratado  S.o  de  Ua  Ordeoansaa 
-de  8.  M.  para  el  régimen,  aubordinación  y  disciplina  de  ana  ejércitoe;  el 
cap.  6.0.  artículoa  8.0  y  4.^  el  cap.  8.0,  artículos  8.0.  6.0  y  18  del  Begln- 
mento  ael  Montepío  Militar,  laa  tarifaa  nnidaa  á  dicho  Reglamento;  el  ar- 
tículo 8.0  del  Real  decreto  de  80  de  Octubre  de  1856,  y  el  deereto-l^  de  81 
4e  Octubre  de  1888; 

F*llamoa  qne  debemoa  abaolver  y  abaolve9K)a  ala  AdministfMMs  «a- 
aeral  del  Retado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  ]>ain  Dolma4lni 
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Im  Riega  7  CmÜIIo  contra  la  Real  orden  de  17  de  Agoeto  1891,  la  caal 

3aeda  firme  y  anbeiatente  (l).-^8enteDeia  publicada  el  14  de  Dieienibi» 
e  189S,  é  inaeru  en  la  Gaceta  de  14  de  Jallo  de  1898.) 
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SBirrnGiA  (14  deDfdembre  de  lB9t).^EjoeepeiáH  pBretUoHa.  Inem^ 
^ptAeneia  de  ^'urtadieeidii.— 8e  declara  iooompeteBte  el  Tríbonal  para  cono- 
eer  de  la  demanila  ÍDierpoeeta  por  D.  Nicolái  Oleriée  j  otro,  eontrs  la 
orden  de  la  Dirección  general  de  la  Deoda  de  18  de  Febrero  de  1889,  «► 
fore  indemnisación  de  dietmoa,  y  ee  eetablece: 

«Me  no  procede  ¡a  ifia  anUemekma  emUra  to  retetecitmet  giM  no  eamem 


OoB  motlTO  de  la  liqoidación  de  nnoe  dieimoa,  ee  interpneo  demanda 
^eont^neioea  porD.  Niooláe  ON^déa  y  otro,  contra  el  acnerdo  de  la  Diiee* 
^ón  neneral  de  la  Dead%  de  18  de  Febrero  de  1889. 

El  Fleeal,  al  conteetar  la  demanda,  propaso  como  perentoria  la  exeep» 
•eién  de  incompetencia  de  jariedicción,  por  no  haber  caneado  eetado  la  r»> 
«olodón  impognada,  y  ae  dictó  aentencla,  enya  parte  diapoaitiva  dice  a^: 

Oonaiderando  qoe,  con  referencia  eobre  la  coeatíón  de  fondo  de  eete 
litigio,  debe  examinarte  y  reeolyerse  la  qae  con  prioridad  y  con  carácter 
áo  excepción  perentoria  se  ha  planteado  en  la  contettadón  á  la  demanda, 
7  qae  ae  refiere  á  determinar  ai  exiate  ó  no  en  el  Tribanal  la  neoeaaría 
•oompetenda  para  conocer  y  decidirán  el  atonto: 

Goneideraodo  qae  el  recareo  ae  ha  interpaeeto  contra  ana  orden  de  la 
Dirección  general  de  la  Deada,  qoe  era  apelable  ante  el  Miaiaterio  de  Ha- 
cienda en  la  propia  vía  gaberoatiya,  conforme  á  lo  diapoetto  en  el  art.  4.e 
á%\  Real  decreto  de  19  de  Abril  de  1881,  regla  6.a  de  la  Real  orden  da  la 
adorna  fecha,  y  art.  36  del  Reglamento  de  94  de  Janio  de  1886,  en  Tirtod 
de  la  caal  ee  evidente  qae  la  demanda  ee  dirige  contra  ana  reaoladóo  qna 
no  ha  eaaaado  eetado,  y  qae  no  era,  por  lo  tanto,  reclamable  en  la  yím  eon- 
tendoao-administrativa;  y 

Oonaiderando  qae  caando,  como  aoeede  en  ette  eaeo,  por  la  índole  de 
la  renoiadóiiftreciamada,  no  ae  comprende,  á  tenor  del  tft.  l.e  de  la  ley  ^ «a 
Yegnla  el  ejerddo  de  eeta  joritdicción  dentro  de  la  nataralesa  y  condido- 
Bea  del  recareo  contendoao,  exiate  incompetencia  en  el  IVibanal  para  oo- 
Boeer  df  la  demanda  entablada  contra  aqaéllaa. 

ViBUm  el  art  4.o  del  Real  decreto  de  19  de  Abril  de  1881;  el  art.  88  del 
Reglamento  de  procedimientot  paca  laa  redamadonea  económico  admfnia> 
tralivaa  de  94  de  Jqnio  de  1886;  loa  arta,  l.o,  9.o,  46  y  48  de  la  ley  de  13  de 
Septiembre  de  1888; 

FaHaoMa  qoe  debemot  declarar  y  dedaramoa  la  Incompetencia  del 
Tribanal  para  conocer  de  la  demanda  interpoeata  por  D.  Nicoláa  Oleriéa  y 
D.  Mannel  Goixá  de  Migoeló  contra  la  orden  expedida  por  la  IMreedón 
j;eoeral  de  la  I>eada,  de  13  de  Febrero  de  1889.— (Sentencia  pablioada 
^  14  de  Diciembre  de  1899,  é  inaerta  en  la  Qaeeía  de  91  de  JaHo  de  1898.) 


(1>  Con  idéntioo  moti^  m  hsm  publicado  por  el  Tribunal  ConiondoM  olraa 
^•l*  MütonoiM  (tr««  el  U  do  Dioiombro,  do«  ol  19  y  ima  ol  81«  Inaortat  voopooHir»» 
jnMlo  e»  IM  Oateku  de  14,  9iy  8ado  JoUo  de  1808)  qao  omitimoe  paim  •irilM'  U 
vepotídón  de  loe  miemoe  ooneiderandof,  rietoe  y  fallo. 
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BESTEHca/i  (17  de  Diciembre  de  1893).— lf/xft<rof.  Opotieionei.— Se 
raroca  la  Real  orden  de  Fomento  de  14  de  Mayo  de  1890,  aobre  el  derecha 
da  D.  Praociaco  Garraaco  Eepínofc  4  la  Escaela  elemental  denifioidel 
Hoapicio  de  Sevilla,  y  ae  eatablece: 

1  o  Que  eim  arregío  ül  att.  16  del  Reglamento  de  7  de  Diciembre  de  1888, 
mando  OH  la  primera  votacián  de  un  IVibunal  de  opoeieúmeOy  en  elque  tema- 
ron parto  eUíte  Jrncei,  ningún  opositor  reuniera  la  mayoría  abeolita,  6  »ea 
la  mitad  más  uno^debe  procederee  áoegunda  votación  entre  hi  do$  quemofior 
número  hubieran  obtenido; 

Y  SL9  Que  ademáo  de  eneontraree  claramente  comprendido  ati  él  tem  de 
pte  $e  trat(t>€n  el  precepto  que  contiene  la  última  parte  del  articulo  exprem- 
do,  ¿ote  por  todo  eu  contexto  demueitra  que  eu  espíritu  no  admite  la  exUtenda 
del  empate  dirimible  por  el  voto  de  calidad  del  FreoidentCj  $ino  en  d  wpuedo 
fue  oólo  puede  preeentaree  siendo  par  el  número  de  Jueces  y  doo  looopoetíorm 
votadoe  por  mitad,  de  que  no  eea  posible  llegar  ú  reunir  para  un  eéh  candil 
dato  la  mayoría  otbeoluta  en  una  segunda  votación,  m  aun  mediante  el  pre- 
oepto  de  que  en  ella  los  Jueces  todos  voten  á  uno  de  los  dos  ifidividuos  eiepMs 
á  cote  fin^  toda  ves  que  el  artículo  previene  en  9U»  disposiciones  la  repdieián 
del  aoto  en  todos  los  demás  casos  que  pttoden  ocurrir. 

Con  motivo  de  laa  votacionea  recaídaa  en  un  Tribanal  de  opoaidooei^ 
y  acerca  de  ai  en  el  cato  de  obtener  doa  opoaitorea  trea  votoa  cada  ana 
y  nn  tercero  ano,  debía  procederae  á  nneya  votación,  ó  por  el  contrario, 
decidiría  el  voto  de  calidad  del  Preaidente,  al  opoaibor  D.  Maneel  Alpafier 
profceató  en  el  acto  de  la  votación,  reprodaciendo  la  proteata  par  eicríta 
uite  el  Preaidenta  del  Tribanal,  el  cnal  elevó  el  expediente  á  la  aoperío- 
ridad;  y  por  Real  orden  de  14  de  Mayo  de  1890,  ae  reaolvió  admitir  la 
proteata  y  nombrar  á  Alpafler  pajra  la  £acoela  elementAl  de  nifioa  del  Hot- 
pido  de  Sevilla: 

Impugnada  eata  Real  orden  en  ia  vía  ooatancioaa,  ae  dictó  aenteoda^ 
coya  parte  diapoaitiva  dice  aaí: 

Oonaiderando  qae  la  eneatión  qne  ea  objeto  del  preaente  litigio  y  ba 
da  reaolverae  por  al  fallo  del  miamo  ae  rednoa  á  determinar  ai  correfpon- 
de  á  D.  Franciaeo  Oarraaco  Espinóla  el  derecho  á  ocapar  el  primer  logar 
en  la  propaeata  formada  para  la  proviaión  de  laa  Eaonelaa  de  qae  ae  trata 
eon  opción,  en  conaecaencia,  á  deaempefiar  la  elemantal  de  niftoa  del  Hot* 
pido  de  Sevilla,  qne  tenía  aolicitada,  tal  y  eomo  lo  faé  reeonoddo  por  el 
TdlMinal  de  opoaicionaa^  ó  ai^  por  el  contrario,  eorreaponde  aqael  derecha 
á  D«  Manuel  Alpafier,  como  por  efecto  de  an  proteata  qaedó  determinada 
por  la  Real  orden  qae  ae  impugna:  » 

Candderando  que  eata  cneatión  nace  de  la  dada  de  ai  la  primera  vota- 
don  qae  el  Tribunal  verificó  al  efecto  debió  prevalecer,  j  eatimaraa  deci- 
dida como  caso  de  empate  entre  amboa  opodtorea  por  el  voto  de  calidad 
del  Praddente,  emitido  en  favor  de  D.  Manuel  Alpafier,  ó  por  no  trataría 
de  un  empate  de  loa  qoe  han  de  dirimirae  por  el  voto  de  calidad,  debió 
legalmente  de  procederae,  como  ae  efectuó,  á  la  aegunda  votación,  y  es* 
tarae  á  au  resaltado  que  favoreció  á  D.  Francisco  Oarraaco  con  la  mitad 
máa  uno  de  loa  votoa,  y  eate  ea  nn  punto  qne  eacUreoe  y  reaualve  el  texto 
dd  ark  bt  del  Reglamento  de  7  de  Diciembre  de  1888,  rectamente  iot•^ 
pretado  por  d  Tfibonal  en  la  votación  previa  q«a  ae  vedfloó  aobre  el  par- 
siealar: 
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CoAiiderando  que,  en  electo,  oonlorme  á  lo  prevenido  en  dicho  Mrtíoii> 
lo,  el  eeeo  ocurrido  en  la  primere  TOtacidn  en  que  tomaron  parte  loa  aiete 
Joeeea  de  qne  aquél  ae  componía,  ó  aea  el  de  obtener  trea  votoe  cada  nno 
de  loa  doa  citadoa  opoaitorea  j  el  aéptimo  voto  otro  diatinto  opoaitor,  foé 
el  caao  pieacrito  de  no  aloanaar  ningún  aapirante  la  mayoria  abaolata  de 
la  mitad  máa  nno,  y  ai  conaegnir  doa  indiyidaoa  la  mayoría  relativa  de 
Irea  reapeeto  á  nno,  caao  en  el  cual  debía  procederae  á  la  aegonda  vota- 
ron entre  loa  doa  qne  habían  logrado  dicha  mayoría  relativa,  y  mayor  nú- 
mero de  anfragioa  qne  ana  oontrincantea: 

Oonaiderando  qne  ademáa  de  encontrarae  claramente  comprendido  aaí 
el  caao  de  qne  ae  trata  en  el  precepto  qae  contiene  la  última  parte  del  ar- 
ticnlo  expreaado,  óate  por  todo  aa  contexto  demneatra  que  an  eapíritn  no 
admite  la  exiatencia  del  empate  dirimible  por  el  voto  de  calidad  del  Preai- 
dente,  sino  en  el  aopoeato  qne  sólo  puede  preaentarae  alendo  par  el  núme- 
ro de  Jnecea  y  doa  loa  opoaitorea  votadoa  por  mitad,  de  que  no  aea  poaible 
llegar  á  reonir  para  nn  aólo  candidato  la  mayoría  abaolota  en  una  aegonda 
votación,  ni  aun  mediante  el  precepto  de^ue  en  ella  loa  Juecea  todoa  vo- 
ten á  nno  de  loa  doa  individuoa  elegidos  á  eate  fin,  toda  vea  que  el  artícu- 
lo previene  en  ana  diapoaicionea  la  repetición  del  acto  en  todoa  loa  demáa 
caaoa  que  pueden  ocurrir: 

Oonaiderando,  de  conaigulente,  que  el  proceder  del  Tribunal  de  opoai- 
donea  fué  completamente  ajustado  á  derecho,  tanto  al  reproducir  la  vota- 
ción entre  AJpafier  y  Carrasco  para  allegar,  por  virtud  de  la  misma  y  en 
favor  de  nno  de  elloa,  la  mayoría  absoluta,  como  al  calificar  al  último  dea- 
pnéa  de  que  la  obtuvo  para  el  primer  lugar  de  la  propueata,  reconociéndole 
el  derecho  á  elegir  la  plasa  á  que  aapiralML 

Viato  el  art.  66  del  Beglamento  de  7  de  Diciembre  de  1888,  para  la 
^ecodón  del  Beal  decreto  de  2  de  Noviembre  de  1887; 

F^lamoa  que  debemoa  revocar  y  revocamoa  la  Real  orden  impugnada 
expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento  en  14  de  Mayo  de  1890,  y  en  aa 
logar  declarar  como  declaramoa  que  correaponde  á  D.  Francisco  Carrasco 
£spínoIa  el  derecho  á  figurar  en  el  primer  lugar  de  la  propuesta  formada 
para  la  provisión  de  laa  Escoelaa  referidaa,  y  el  de  ocupar  la  plaza  de 
Maeatro  de  la  elemental  de  nifioa  del  Hospicio  de  Sevilla. --(Sentencia  pu- 
blicada el  17  de  Diciembre  de  1892,  é  inaerla  en  la  Qao^a  de  21  de  Julio 
de  1898.) 
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Sbhtbnoia  (17  de  Diciembre  de  IS^^y-^OonMbueián  territorial.  Eooen- 
ciofiei.— 8e  revoca  la  orden  de  la  Direcdón  general  de  Contribucionea  di- 
rectaa  de  9  de  Junio  de  1891  aobre  exención  de  con^^ribucionea,  y  ae  esta- 
blece; 

1.0  Qne  C(ntf4>rme  al  art.  3.o  del  Beal  decreto  de  23  de  Mayo  de  1845^  y 
el  art.  d.o,  nWm.  i.""  del  Beglamento  de  30  de  Septiembre  de  1B85,  düf  rutan 
exetidán  aheoluta  y  permanente  de  ooniribución  directa^  ¡o$  iemploe^  cemente- 
rtot  y  casae  ocupadas  por  Comunidades  reUgioeae,  mientras  éstas  existan  con 
los  sdifieios^  huertos  y  jardines  adyacentes^  destinados  al  servicio  de  aquéllos 
ó  ala habitaeián  y  reoreo  de  los  Párrocos  ú otros  Ministros  de  la  Iglesia; 

Y  2.^    Que  respectó  á  la  época  en  q%^  deUá  empezar  á  regir  dicha  exen- 

eián^  km  solicituaes  de  baja  en  la  contribución  producen  sus  efectos  por 

trimestres  completos,  á  contar  desde  el  inmediato  siguimte  al  en  que  se  dedu- 

oen^por  lo  eual,  y  medial^  la  ddUa  apUcacián  de  este  precepto  al  caso^deb^ 
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tntehderu^  que  Id  exmdén  $e  produjo  al  adquirir  la  linea  la  Oommdiai  tn  d 
primer  irriicifre  d^\i1l»«ím6músode  188T  á€8^jf  mrHr  Mm  mmrftdm 
deide  el  segunde  Mmeetre  de  aqnel  año, 

A  coMeeoeoeia  de  una  reetanuicióD  hecha  por  D«!U  TereM  Padillt 
Nava,  Saperiora  y  Vicaría  de  lai  Oasat  del  Sagrado  Coraión  de  Jetút  en 
Eapafia,  pidiendo  la  exeación  de  contríbación  directa  y  devolodÓB  de 
eootae  •atisfeehae  de  la  eaaa  establecida  en  esta  oorte  en  la  calle  de  Legt 
nitcB,  recayó  acaerdo  de  la  Dirección  general  de  Gontribacioaet  ditectai, 
en  {^  de  Jnnio  de  1891,  declarando  anjeto  dicho  edificio  al  pago  de  contri- 
bución y  desestimar  el  recurso  interpnesto  oontra  el  acaerdo  de  k  Dele- 
gación de  Hacienda  eobre  derolnción  de  cootaa  satisfechas. 

ínter paesto  á  la  ves  recnrso  de  ahada  y  contencioso- adminfstratiTo,  ee 
dictó  la  sentencia,  qne  en  sn  parte  dispositiva  dice  así: 

Considerando  que  si  bien  la  resolncién  reclamada  en  este  pleito  se  noi 
orden  de  la  Dirección  general  de  Gontríbadonea  directas,  de  lo  cual  po- 
diera  inferirse  la  dada  de  que  se  haya  aparado  en  el  asante  la  vía  gaher- 
nativa,  y  prescindiendo  del  hecho  de  haberse  manifestado  por  la  Delega- 
ción de  Hacienda  de  la  provincia  á  la  parte  demandante  al  tiempo  de  trane- 
mitirla  el  traslado  de  dicha  resolución  que  contra  ella  podrá  interponerla 
vía  contenciosa,  es  lo  cierto  qae  las  oircanstancias  combinadas  de  hallaree 
simultáneamente  interpneata  la  alzada  administrativa  contra  Is  mencio- 
nada orden  y  el  presente  recurso,  y  de  haberse,  con  po^eríoridad,  dictado 
por  el  Ministerio  la  Real  orden  que  autorizó  ai  Fiscal  para  allanaree  el 
'  mismo,  como  lo  ha  efectuado,  lejos  de  proponer,  ni  como  dilatoria,  ni 
como  perentoria,  ninguna  excepción  de  incompetencia,  indaoen  al  conoci- 
miento de  que  la  ría  gubernativa  debe  estimarse  ultimada  ea  este  eaio, 
no  tanto  por  haberse  dictado  la  expresada  Real  orden,  encontrándose  pos- 
diente  dicha  a^sada  y  pronunciando  así  una  decisión  ministerial  sobre  el 
fondo  del  asunto  mismo,  cuanto  por  haberse  dejado  de  este  modo  expe- 
dita al  Tribunal  la  facultad  de  resolverle,  sin  otros  trámites  admiids^- 
tivos: 

Considerando,  en  cnanto  á  la  exención  absoluta  y  permanente  déla 
contribución  territorial  que  solicita  la  Comunidad  de  Religiosas  del  Sir 
grado  Corazón  de  Jesús,  respecto  de  la  casa  núm.  44  de  lacatledeLsgtBi- 
tos  de  esta  corte,  que  ya  se  stienda  á  haber  sido  este  un  punto  resuelto  fa- 
vorablemente en  el  acuerdo  de  la  Delegación  de  Hacienda  de  19  de  Jo  lio 
de  1888,  sin  que  fuera  reclamada  por  nadie,  ni  por  tanto  materia  de  la  al- 
zada que  se  decidió  por  la  orden  que  se  impugna,  con  lo  cual  aueda  dicho 
que  no  podía  volverse  en  aquel  recurso  sobre  lo  declarado  con  carácter  de 
firme  y  definitivo,  ó  ya  se  tenga  en  cuenta  lo  dispuesto  en  el  art.  8.<>  del 
Real  decreto  de  2S  de  Mayó  de  1845,  y  en  el  art  5>,  uAm.  l.«  del  Reglt* 
mentó  de  80  de  Septiembre  de  1886,  es  indudable  el  desecho  del  InstHafto 
mencionado  á  gozar  de  la  exención  de  que  se  trata,  tanto  máÉ,  cuanto  qn<» 
conforme  á  dicho  Reglamento,  no  es  preciso  que  el  Instituto  se  halle 
aprobado  por  el  Gobierno  expresamente,  y  que,  por  otra  pvte,  la  Adminis- 
tración le  tiene  ya  reconocido  en  diferentes  resoluciones,  que  le  bsn  decla- 
rado exente  del  impuesto  de  Derechos  Reales  por  sus  adqoisidonss,  y  de 
la  contribución  territorial  por  otras  casas  de  su  propiedad:    ^ 

Considerando  que,  respecto  á  la  época  en  que  debió  enipesar  á  M* 
gir  dicha  exención,  las  solicitudes  de  baja  en  la  oontribución  producen 
sus  efectos  por  trimestres  cosapletos,  á  contar  desde  ei  inmediato  siguió* 
te  al  en  que  se  deducen,  por  lo  cnal,  y  mediante  la  debida  apHcadóa  ^ 
este  preoepto  al  caso,  debe  eotenderse  que  la  exención  se  pfodujo  e\  id- 
qoirir  la  finca  1»  Comunidad  en  el  prfaner  trimestre  del  alio  ecoo4osl<^ 
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-de  18S7  á  88,  y  anrtír  todos  tus  efectos  desde  el  segando  trimestre  de  aqael 
afio. 

Visto  el  Real  decreto  de  23  de  Msyo  de  1846,  art.  8.0;  el  art  5.o  del 
Reglamento  sobre  contribución  de  inmnebles,  cultivo  y  ganadería  de  80 
de  Septiembre  de  1885;  la  regla  7>  de  la  Real  orden  de  24  de  Mayo  de  1883; 

Fallamos  qné  debemos  revocar  y  revocamos  la  orden  impugnada  ex- 
pedida por  la  Dirección  general  de  Oontribnciones  directas  en  9  de  Janio 
de  1891,  y  declaramos  que  el  lostitnto  del  Sagrado  Oorásón  de  Jesús  tie- 
ne derecho  á  la  exención  de  contHbnción  establecida  en  el  art.  5.o,  núme- 
ro l.<^  del  Reglamento  de  20  de  Septiembre  de  1886,  por  la  catoa  núm.  44  de 
la  calle  de  Legnnitoe  de  esta  corte,  desde  el  Segundo  trimestre  del  afio  eco- 
Bómieo  de  1887  á  1888  inclusive,  y  á  qne  le  sean  devueltas  las  cantidades 
«atiaíechas  en  tal  concepto  desde  el  mismo  trimestre. 


Un  8r.  Consejero  Ministro,  no  estando  conforme  con  la  mayoría,  for- 
muló el  siguiente  voto  particulan 

Aceptando  loe  resultandos  de  la  sentencia: 

Considerando  que  con  preferencia  á  la  cuestión  de  fondo  de  este  Htígio 
debe  examinase  y  resolverse  h>  que  se  refiere  á  determinar  si  existe  ó  no 
en  el  Tribunal  la  necesaria  competencia  para  conocer  y  decidir  en  el 
asnnto,  cuestión  qne,  por  su  índole  especial,  puede  ser  planteada  por  el 
Tribunal  y  debe  serlo  en  este  caso  al  fallar  en  definitiva,  aunque  no  se 
haya  propuesto  por  las  partes: 

Considerando  que  el  recurso  se  halla  interpuesto  contra  una  orden  de 
-la  Dirección  general  de  Contribuciones  directas,  qne  era  legalmente  apela- 
ble, como  efectivamente  lo  fué,  ante  el  Ministro  de  Hacienda  en  la  propia 
vía  gobernativa,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  36  del  Reglamento 
de  24  de  Junio  de  1886  y  el  capítulo  8.o  del  de  16  de  Abril  de  1890,  singu- 
larmente en  el  art.  64,  en  virtad  de  lo  cual,  es  evidente  que  la  demanda  se 
dirige  contra  una  resolución  que  no  ha  causado  estado,  y  que  no  era,  por 
lo  tanto,  reclamable  en  la  vía  contenciosoadministrativa: 

Ckmsiderando  que  cuando,  como  sucede  en  el  presente  caso,  por  la  na> 
tnraleza  de  la  resolución  reclamada  no  se  comprende,  á  tenor  del  tít.  l.o 
de  la  ley,  qne  regula  el  ejercicio  de  esta  jurisdicción  dentro  del  carácter  y 
condiciones  del  recurso  contencioso,  existe  incompetencia  en  el  Tribunal 
para  conocer  de  la  demanda  establecida  contra  aquélla,  y  que  por  haberse 
deducido  ya  contra  la  misma  la  correspondiente  alzada,  que  quedó  parali- 
zada y  en  suspenso  por  efecto  de  haberse  promovido  este  litigio,  lo  ajus- 
tado á  derecho  es  que  dicho  recurso  se  termine  y  resuelva  en  definitiva. 

Visto  el  art.  86  del  Reglamento  de  procedimiento  para  las  reclamacio- 
nes económico-administrativas  de  24  de  Junio  de  1886: 

Visto  el  art.  64  del  Reglamento  provisional  para  el  mismo  procedi- 
miento de  16  de  Abril  de  1890: 

Visto  el  art.  l.o  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888: 

Visto  el  art.  2.®  de  la  misma  ley. 

Visto  el  art.  46  de  dicha  ley; 

Su  voto  es:  que  procede  declarar  la  ineompeteacia  del  Tribunal  para 
conocer  de  la  demanda  interpuesta  por  Dofia  Teresa  Padilla  de  Nava  con- 
tra la  orden  de  la  Dirección  de  Contribuciones  directas  de  9  de  Junio  da 
1891,  y  debe  devolverse  el  expediente  al  Ministerio  para  que  sudtancie  y 
resuelva,  con  arreglo  á  derecho,  el  recurso  de  alxada  entablado  contra  la 
orden  referida.— Cándido  Martines. --(Sentencia  publicada  el  17  de  Di- 
ciembre de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  21  de  Julio  de  1893.) 
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SsNTSNOiA  (19  de  Diciembre  de  1892).— JSaso«pct<^  düatoria.  Inoany^- 
teneía  de  juri8du!ción,-^8e  deolan  procedente  \%  excepción  propoeete  por 
el  Fiscal  ai  contestar  á  la  demanda  contra  la  Iteal  orden  de  4  de  Febrero 
de  1891,  «obre  demarcación  de  ana  demaeia,  y  se  establece: 

Que  la  suspcntión  de  ¡a  Real  orden  impugnada^  que  también  se  pretende  em 
la  túplioa  de  la  detnanda^  tiene  marcadoe  trámitee  espeeialee  por  íaleyy  Be- 
glamento  de  lo  Oontencioeo  adminietrativo,  y  ii  bien  hnbiera  podido  dar  lu- 
gar en  e$e  cato  á  una  peticián  incidental  que  noieha  formuiado^  no  puede 
ser  objeto  delfaüo  que  en  la  sentencia  se  pronuncie. 

A  consecnenda  de  la  concesión  de  ana  dem'asia  á  la  mina  Luisase  dic- 
tó Beal  orden»  y  previa  protesta  contra  ana  Real  orden  por  hallarse  un 
expediente  pendiente  de  resolnción  ante  el  Tribunal  Contencioso,  el  Go- 
bernador desestimó  la  protesta,  acuerdo  confirmado  por  el  Ministerio  de 
Fomento  por  Beal  orden  de  4  de  Febrero  de  1891. 

Interpuesto  recarso  contencioso  se  dictó  la  sentencia,  caya  parte  diapo- 
sitiva dice  así: 

Considerando  qae  las  Reales  órdenes  que  resuelven  los  expedientes  de 
concesiones  mineras  son  definitivas  y  ejecuterías,  y  que  por  ello  declara- 
do  fenecido  el  registro  de  Nueva  Borja  por  Real  orden  de  11  de  Noviem- 
bre  de  1889,  pudo  seguir,  como  siguió,  legalmente  su  curso  el  promovido 
por  D.  Ramón  de  la  Sota,  concesionario  de  la  mina  Luisa^  para  la  adjudi- 
cación como  demasía  del  espacio  franco  designado  por  D.  Manuel  de  Agui- 
rre  en  su  referido  registro: 

Y  considerando  que  la  suspeniión  de  la  Real  orden  impugnada,  que 
también  se  pretende  en  la  súplica  de  la  demanda,  tiene  marcados  trámites 
especiales  por  la  ley  y  Reglamento  de  lo  Contencioso  administrativo,  y  si 
bien  hubiera  podido  dar  lugar  en  ese  caso  á  una  petición  incidental  que 
no  se  ha  formulado,  no  puede  ser  objeto  del  fallo  que  en  la  senteocia  se 
pronuncie. 

VisU  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de  1869; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  José  Manuel 
de  Aguirre,  contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Fomwito 
en  4  de  Febrero  de  1891,  la  cual  queda  firme  y  subsistente.^(SentencÍA 
publica  el  19  de  Diciembre  de  1892,  é  inserta  en  la  GaeUa  de  Si  de  Julio 
de  1898.) 
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Sbhtbhoia  (19  de  Diciembre  de  1S92), —Excepcián  dilatoria.  Incompe- 
tencia de  jurisdicción,^8e  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  in- 
competencia de  jurisdicción  contra  la  Real  orden  de  Hacienda  de  8  de 
Mano  de  1868,  sobre  indemajlsación  de  diezmos,  y  se  establece: 

i.o  Que  con  arralo  á  los  preceptos  consignados  en  los  artículos  4.o  de  la 
ley  de  30  de  Margo  de  1846  y  10  y  16  dd  Real  decreto  de  15  de  Maj/o  de 
1850.  el  recurrente  debió  utilizar  la  via  contencioso  adwumstraJtiva,  al  espi- 
rar el  año  desde  que  presentó  la  instancia  en  que  soUdtába  la  indemnisaeuhs 
de  los  diezmos  de  que  se  trata,  sin  que  le  coif^unjcasen  la  resolución  reoaida: 
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2*  QtM j>retenfti(la  <i¿cAa  intfoiida  en  26  de  Mayo  de  1867,  el  año  á  fue 
la$  rfferída»  di$po9Íeione$  $e  refieren  eepiró  en  igual  fecha  de  1868^  y  á  par  - 
tir  de  éeia  eomen%6  á  correr  el  plazo  de  treMa  diai  que  para  interponer  el 
reeureo  conieneiooo  adminietraiivo  atde  la  Oomisión  provincial  fijaba  el  ar- 
Heulo  93  de  la  ley  de  25  de  Septiembre  de  1863,  pkuo  que  terminó  en  26  de 
Junio  de  1868; 

Y  3,0  Que  dedmida  eeta  demanda  ante  la  e^mmida  Seeeián  de  lo  Om- 
tenciaeoM  Qmo^  de  Método  en  13  de  Mayo  de  1884,  e$  indudable  la  if^m* 
peteneia  de  nte  Tribunal  para  encender  de  un  a»mUo  cuyo  conocimiento  ee- 
taba  atribuido  por  d  art,  84  de  U  ley  de  26  de  Septiembre  de  1863  álaeOo 
mieionm  provmeiake^  como  TribunaUe  de  h  ootUenciooo^  porque  ante  ietae 
debiá  d  actor  dedndr  en  tiempo  eu  demanda. 

A  ooBMcaencUi  de  noa  leolamftoióii,  heohs  á  nombre  del  Marqiiée  de 
CamanuNt,  leletíve  á  Im  indeniDisaeióa  de  dieimoe  qoe  percibía  en  Gama- 
raaa  y  otros  paeblos  de  la  proyincia  de  Lérida,  ee  dictó  iteal  decreto,  een- 
tenda  de  18  de  Janio  de  1886,  diepoDÍendo  ee  repusiera  el  pleito  al  esta- 
do en  qne  se  hallaba  antea  qne  por  el  Fiscal  se  solicitara  antorisadón  para 
allanarse,  y  se  procediera  á  contestar  la  demanda,  bien  por  el  Fiscal  del 
Oonaeio  de  Estado,  bÍMi  por  el  Oomisario  espedal  que  en  sn  caso  nom- 
brase el  Gobierno. 

Intwpnesto  contra  dicho  Real  decreto  recnrso  oontencioso  administra- 
tivo, se  dictó  la  sentencia,  ooe  en  sa  parte  dispesitiTa  dice  así: 

Considerando  qne  alegada  por  el  representante  de  la  Administradón 
como  perentoria  la  excepción  dilatoria  de  incompetenda  de  jarisdicdón, 
esta  es  la  primera  cuestión  qne  debe  deddirse,  según  se  dispone  terminan- 
temente en  el  art.  48  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888: 

Considerando  qoe  con  arreglo  á  los  preceptos  oondgnados  en  los  ar- 
tícalos  Í.O  de  la  ley  de  30  de  Mano  de  1848,  y  10  y  18  del  Beal  decreto  de 
16  de  Mayo  de  1860,  d  Marqués  de  Camarasa  debió  ntiliaar  la  yía  conten- 
doso  administratlTa  al  espirar  el  afio  desde  qoe  presentó  la  instancia  en 
^oe  aolidtaba  la  indemnisadón  de  los  diezmos  de  qne  se  trata,  dn  qne  le 
eomoaicasen  la  resolndón  recaída: 

Considerando  qne  presentada  dicha  instaada  en  S8  de  May4>  de  1867, 
el  afio  á  qne  las  referidas  disposidones  se  refieren  espiró  en  igual  fecha 
de  1868,  y  á  partir  de  ésta,  oomensó  á  correr  el  plan  de  treinta  días  qoe 
para  interponer  lü  recurso  contencioso  adminlstratlTO  ante  la  Comisión 
provindal  fijaba  el  art.  98  de  la  ley  de  26  de  Septiembre  de  1868,  plaso 
qne  terminó  en  26  de  Jnnio  de  1868: 

Considerando  qne  dedadda  esta  demanda  ante  la  soprimida  Sección 
de  lo  Contencioso  del  Consejo  de  Estado  en  18  de  Mayo  de  1884,  es  indo- 
mable la  inoompe^nda  de  este  Tribanal  para  entender  de  nn  asunto  cayo 
conodmiento  estaba  atríbaído  por  el  art  84  de  la  ley  de  26  de  Septiem- 
bre de  1868  á  las  Comidones  provindales,  como  Tribnnalef  de  lo  conten- 
cioso, porqne  ante  éstas  debió  el  actor  dedadr  en  tiempo  sa  demanda. 

Vistos  el  art.  4.«  de  la  ley  de  20  de  Maiao  de  1846;  los  artículos  10  y  16 
dd  Real  decreto  de  16  de  Mayo  de  1860;  los  artículos  84  y  98  de  la  ley  de 
^6  de  Septiembre  de  1868;  los  artículos  46  y  48  de  la  ley  de  18  de  Sep- 
tiembre de  1888; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedente  la  excepdón 
<lilatoria  de  Incompetencia  de  jarisdicdón,  propuesU  como  perentoria 
por  el  representante  de  la  Administradón,  y  en  so  consecuencia  que  m 
«rchive  el  rollo  y  se  dCTud?»  d  expediente  al  Ministerio  de  su  proceden- 
<sis.— (Sentencia  puMieada  d  19  de  Diciembre  de  1898,  é  faiserta  en  U  Oa- 
4)sfti  de  SI  de  JoUo  de  1898.) 
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Auto  (19  de  Diciembre  de  IS^i).-^ Excepción  düatoria,  Defeetalegolm 
el  modo  depr^^tmar  U  dem&nda^S^  dedam  procedente  Im  exoepctón  ale- 
gmdm.por  el  Fieeaf,  en  demanda  eonka  la  Beal  oiden  de  8  dé  ]&en>  de 
1892. 7  ae  eatableoee 

Que  en  el  e$crüo  de  formaliwaeián  de  demandare  han  omiUdo  ¡ü$  ídt§ae^' 
mee  eoáffidae  en  el  art  ¿9  déla  ky^  relatívae  á  laeompekeneiadd  Tribemud^  é 
bu  eondiciones  de  la  reeolución  reclaimúda,  é  la  penomaUdad  dd  demanden' 
te  y  al  término  en  que  el  recureo  ne  interpone;  y  que  por  habeneformuladú  la 
demanda  sin  ewtes  requMoe,  procede  eeéimar  ¡a  exupáén  de  defetiakgálpre' 
pueeta  por  el  Fiioal^  ooftfarme  ú  lo  eetoMecido  en  el  mrt.  áSdetamiunaíüyy 
en  el  art.  318  dH  Beglamento, 

Interpneeto  recnieo  eonteodoao  contra  la  Real  orden  de  8  de  fincio  de 
1892,  ee  dictó  el  aoto»  qne  en  en  parte  aoetancial  dioe  asi- 

Cooaiderando  que  en  el  eecríto  de  formal iaación  de  demanda  ee  bui 
omitido  lae  alegacionea  exiMdas  por  el  art  42  de  la  ley,  r^tivaaá  lacem- 
petenda  del  Tríbonal,  á  laa  condiciones  de  la  reeóloeián  reclamada,  é  la 
personalidad  d^  demandante  y  al  término  en  qoeel  recarso  se  ioteipODe: 

Considerando  que  per  haberse  formnlado  la  demanda  sin  estos  reqoi- 
sitos,  procede  estimar  la-excepción  de  defecto  legal  propneata  por  el  Fit* 
cal,  conforme  á  lo  estableeido  en  el  art.  46  de  la  sate»  ley  y  en  el  art  811 
del  Reglamento; 

Y  considerando  qae  estimada  dicha  excepción,  no  %a  preciso  exenáov 
los  f  andamentos  de  la  otrs,  qne  también  alega  el  Fiscal. 

Vistos  los  artioQlos  42,  46  y  60  de  la  ley  de  18  de  SepÜenibce  de  1888 
y  el  art  SIS  del  Reglamento  de  29  de  Dieiembre  de  1890; 

Se  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de.  defecto  legal  en  el  modo 
de  proponer  la  demanda;  archívese  el  roHo  y  devnélvasa  el  expediente  si 
Ministerio;  pnblíqnese  esta  anto  en  la  Gaceta  de  Madrid^  é  insértase  á  la 
tiempo  en  la  Colecoián  leyielatéva.'-^Avíto  fecha  19  de  Dieiembre  de  1892, 
é  inserto  en  la  Qaeeta  de  21  de  Jolio  de  1898.) 
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Auto  (19.de  Dioieaibre  de  1892).-^J£!i;efpeidn  dilatoria.-^lneompeteHek 
de  jmriaéicción^''  8e  declara  piocedente  la  alegada  por  el  Fiscal  en  demsn* 
da  contra  las  Reales  órdenes  de  1.»  de.  JnUo  de  1892,  deelaraado  yariaiea* 
sentías,  y  se  establece: 

i^  ióto  $on  iueoeptíblee  de  reeureo  eonteneioeo  loe  reeolueionee  pnelaÁdr 
minietración  diciaeneleJ€rekiodem$/aeuUadi»pegladae,ó»eaeuandod^ 
acomodar  eus  adoe  A  diepoeieionee  de  una  ley^mn  BegUtmenioú^^preeipio^ 
administrativo. 

ResnlUndo  qne  por  Reales  órdenes  de  IJ»  de  Joüo  da  1892  se  dedaió 
essantes4  D.  Bíaanel  Are»  y  Feal,  D.  Isidoro  Martii^  D.  Isidoro  Foos,  Don 
Antonio  Esqoirel,  D.  Antonio  Pevcel,  D.  mcaiás  García  Gil,  D.  Pedro  Vi* 
Uarerde  y  D.  Macario  Serrano,  Ofleiales  de  qcdnta  clase  de  AdministracióB 
civil  y  Escribientes  de  la  de  segondos  del  Ministerio  de  ha  Qobemaidótt: 
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BsMttaado  que  «obIm  ettac  RmIm  órdestfe  interpiiiiMroB  reencto  con- 
t«iicioM>  4iebo#  iBtercMdot,  7  ea  nombre  de  ello»  foimalkió  U  demanda 
el  Licenciado  D.  Julio  Begoi,  con  le  túplice  de  qne  leen  reTocedee  diokee 
reteledenee,  y  eetledere  <|qe  ei  no  ezieten  en  le  plentílte  ó  eo  el  preen- 
peeete  deeiiáoe  beeleatoe,  otten  en  loe  eayoe  loe  empleedee  qoe  no  lenge» 
el  cerMer  de  inemoviblee: . 

BceoUendo  aoe  empksedo  el  Fieeel  pera  conteater  le  demanda,  pro> 
jHiae  en  tíempelaesceepclán  dilatoria  de  incempetenoia  de  joriadiocl^: 

Ooneíderuiéo  qne  eólo  aon  aneoeptiblee  de  recoceo  oontencioao  lee  re- 
■olecienee  qoe  le  Adminietraeión  dicte  en  el  ejereido  de  ene  fecnltadee  re* 
i^ladea,  ^eee  enaodo  debe  aooaaedar  aoa  actoa  á  diepoeioionee  de  une  lej» 
nn  Beglamento  ú  otvo  precepto  adminieCraiivo: 

CeMidftimndo  qne  ae  bellan  esselaidae  del  eenoeimiento  de  eeta  jeiie' 
diocíón  lea  eneelionea  qoe  ee  refieren  á  la  poteeiad  diaerecional,  bien  per 
la  nataraleae  de  loe  aeioe  de  qoe  procedan^  ó  bien  per  la  materie  aobre  qoe. 
vereen: 

Omaaideíando  qne  el  avi  80  de  le  ley  de  Preenpneetoe  de  90  de  Jonio 
de  189)  aolofiaa  oomplidamente  al  Gobierno  para  proceder  á  la  reorgaai- 
Badén  de  iodoe  lee  eerricioe  públieoe,  y  pera  fijar  laa  plantillaa  de  íea  de- 
pendendaa  dvilea,  introduciendo  la  economía  qoe  en  el  mismo  ae  estable* 
ee,  da  aiáe  limitación  qne  la  eetabledda  en  lee  párrafos  aegnado  y  oaarto 
de  dicha  artioalo: 

Ooneideraado  qoe  por  hallasee  dictedaa  lee  Bealeeórdenee  impngnadaa 
en  Tirtod  de  eetas  aatoriaacionea,  ea  evidente  qoe  no  son  soeceptiblee  de 
reensao  oontoncioeo,  y  eeta  jariedücción  ea  inoompetenie  para  conooei  de 
la  demanda  contra  elloe  lnterpoeeta« 

Viatoe  loa  articnloe  1  o,  2.0,  4.0,  46  y  50  de  la  ley  de  18  de  Septiembre 
de  1888,  y  el  art.  80  de  la  ley  de  Presupuestos  de  80  de  Junio  de  1892; 

8e  declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  juris- 
dicdón  alegada  por  el  Fiscal;  en  su  tirlad,  queda  sin  curso  la  demanda;  ar- 
ehiveae  el  rollo  y  devuélyaee  el  expediente  al  Miniaterio;  publiquese  eate 
suilo  en  la  Bttteta  tU  Madrid,  é  inaérteee  á  sa  tieaapo  en  la  Cciecdón  ligis 
XoHea.— <Auto  fecha  19  de  Didembie  de  1892,  é  kiaerto  en  la  Qac€ta  de  ftl 
deiuliodel88S.) 
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Auto  (19  de  Didembre  de  1892).— ¿bMí^pctonea  áUatorioi,  Incon^m-^ 
da  de  /antiieetdn.— Se  declara  improcedente  la  propueata  por  el  Fiscal, 
para  DO  conteetar  á  la  demanda  interpueeta  por  D;  Joaquín  Machorro  y 
Almeeabar  centra  la  Beal  (wden  de  19  de  Enero  de  1892,  sobre  permuta 
de  un  empleo  doble,  y  se  eetablece: 

(¡m  «i  la  ooneenín  de  laperwmía  eoUeUada  ae  corresp^fide  á  Uufaoutía- 
de$  regladas  de  la  Admimstradán,  el  declarar  ntUo  un  empleo  legitimammU 
mdgmrido  iampweo  pmde  eiHmarH  de  la/aemliad  dieereoiinal. 

Por  Beal  orden  de  17  de  Febrero  de  1887  aeeonoediéá  D.  Joeqoín  Ifte- 
eboctD  el  empleo  de  Tenieste^  que  le  había  ddo  ya  conferido  por  Real  ei- 
den  de  16  de  Didembre  de  1886. 

ia  intereeado  proeanlá  eoUcitnd  pidiendo  ae  le  oencadiera  una  grada 
en  permuta  de  lea  dea  eoapleoa  de  Teniente;  y  por  Beal  orden  de  19  de 
Baece  da  1892»  ee  dena^ft  la  petidón  dedaiaado  ae  anulara  el  empleo  re- 
aibéda  en  piopoeetareglamentiria.. 
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Imponfldü  asta  RmiI  orden  ^en  ia  víaooBteiicioM,6l  Fl«eftlfli«g6  Imez- 
oapeión  (ulatoria  de  ineooipeCeiicift  de  jorMiooióir,  dielándoee  el  ente,  qmé 
en  tn  parto  diepoeitivs  dloe  eei: 

Ooneiderando  que  la  Real  orden  recnrrida  de  19  de  Bamo  de  189S  no 
ee refiere á  la con^^ónde reeompeneae por  niériloe de gnenm eootimfdos 
en  campafia,  sino  á  la  permota  de  loa  dot  empleos  de  Teniente,  ya  eon- 
cedidos  con  anterioridad  al  demandante  por  otra  graela,  puesto  qne  te- 
niendo derecho  á  los  empleos,  no  podia  diafnitar  más  qne  oso  de*  ellos; 

€k>nBÍderando  qne  la  Real  orden  de  19  de  Enero  de  1S69,  al  declarar 
nnlo  el  empleo  de  primer  Teniente  qne  aleantó  el  demandante  en  pro- 
puesta reglamentarla,  ha  podido  cansarle  agravio  en  sos  deredMs: 

Considerando  qne  el  no  haber  precisado  D.  Josqoin  Machorro  en  el  ex- 
pediente gnbematiTO  la  gracia  one  en  permuta  soHoitaba,  y  el  haber  de- 
terminado en  la  demanda  contenciosa  que  dicha  gracia  debe  ser  el  emplea 
de  Capitán,  no  aotorisa  á  que  se  declare  que  no  ha  sido  objeto  de  peticióa 
en  la  vía  gnbemativa  lo  que  se  reclama  en  la  contenciosa; 

Y  considerando  que  si  la  concesión  de  la  permuta  solieltadm  noeorree- 
ponde  á  las  facultades  regladas  de  la  Administraeidn,  el  declarar  ñuto  na 
empleo  legítimamente  nj^uirido  tampoco  puede  estiinarse  de  la  facultad 
discrecional. 

Vistos  los  artículos  4.o  y  46  de  la  ley  de  It  de  Septiembre  de  1S88; 

8e  declara  improcedente  la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jo- 
risdicción  alegada  por  elFiscal,  y  emplácese  al  mismo  para  que,  dentro 
del  término  de  quince  días,  conteste  á  la  demanda,  y  poblíquese  este  auto 
en  la  Gaceta  de  Madrid  y  en  la  Oolecáán  tegi$laU9a.^{AnlU>  fecha  19  de  Di- 
ciembre de  1892,  é  inserto  en  la  GaoHa  de  IS  de  Julio  de  1899.) 
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Auto  (19  de  Diciembre  de  1991).-*JBbMJ)»eitffi  dUátoria,  FaUa  deper$^' 
naUdad,—8^  declara  improcedente  la  alegada  por  el  Fiscal,  para  no  ooa- 
testar  á  la  demanda  interpuesta  por  D.  Mariano  Martines  de  Asagra  eon* 
tra  la  disposición  de  Gobernación,  comunicada  en  8  de  Enero  de  1891,  j 
se  establece: 

Que  constando  en  un  poder  el  cone^^  en  que  una  persona  lo  otor^,  na 
hace  falta  oúompjfíar  minqün  otro  doettiHento  al  presentar  la  demanda,  puesia 
fue  ía  personalidad  del  compareciente  se  halla  justificada  por  la  fe  del  Nota- 
rio que  autoriza  el  poder. 

Interpuesto  recurso  contencioso  por  D.  Mariano  Martines  de  Asagra» 
en  nombre  de  su  primo  D.  Miguel  Garóes  de  Marcilla,  contra  la  Real  or- 
den de  8  de  Enero  de  1891,  el  Fiscal  propuso  la  excepción  dilatoriar  de  iu* 
oompetonoia  de  jurisdicción,  y  recayó  el  a«to,  que  en  su  parte  sustancial 
dicessí: 

Considerando  que  en  el  poder  que  el  Licenciado  Figuerola  aeompalló 
al  escrito  interponiendo  el  recurso,  otorgado  por  D.  Mariano  Martines  dm 
Asagra,  se  hace  constar  de  ün»  manera  explídta  por  el  Notario  antorisante 
que  dicho  sefior  otorgó  el  poder  en  concepto  de  curador  ejemplar  de  ss 
primo  D.  Miguel  Garcés  de  Marcilla,  nombrado  por  el  Jusgado  de  instrue» 
oión  del  Pilar  de  Zaragosa,  afirmando  qne  así  consta  del  testlmonto  librado 
en  17  de  Abril  de  1871  por  el  Escribano  D*  Tomás  Lorbés: 

Conéideraodo  que,  por  esta  rasón,  no  era.  nosssarid  aeompafiar  al  es- 
crito interponiendo  el  recurso  ningún  otro  documento  que,  con  arregto  al 
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turi  85  de  la  ley,  jaetíflcaae  el  carácter  con  qae  el  actor  comparece  en  jni- 
ciOy  pneeto  qne  la  joetiflcación  reeolta  del  poder  por  fe  áfi\  Notario  aatori- 
sante,  no  existiendo,  por  consiguiente,  la  falta  de  personalidad  que  se  alega. 

Vistos  los  articnloa  46  y  60  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  y  ana 
^oncordantea  del  reglamento; 

Se  declara  iosprocedente  la  ezeepdón  dilatoria  de  falta  de  peraoBalf dad 
«a  al  aetor,  alegada  por  el  Fiscal;  enipláoeao  al  mismo  para  que  dentro  del 
^nniBO  de  qnince  días  conteste  á  la  demanda,  y  poblfqnese  este  auto  ea 
la  Qaeeta  de  Madrid,  é  insértese  en  la  OoUedán  ¡e§i$laHva.—(Anto  fecha  t» 
de  Diciembre  de  18M,  é  ingerto  en  la  Gaceta  de  Si  de  Jnlio  de  1898.) 
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AiTTo  (20  de  Dteiembre  de  IS^^y-^Exeefdán  áilaioria,  Inoím^etemeia^ 
d€ pm$dioeián.-^B9  dachiM  no  haber  lagar -á  la  propuesta  por  el  Fiscal  en 
la  demanda  iaterpnesta  por  el  Ayontamiento  de  Murcia  contra  la  Real  or- 
den de  4  de  DideÍDbre  á%  1881,  sobre  indemniaadón  á  nn  arrendatario  da 
oonsamos,  y  se  establece: 

Que  elc(moeimien0  y  res^wiián  de  las  euestionei  ^ne  emanan  de  un  eon- 
4rato  celebrada  ecn  la  Admnktraciánpara  la  cehrarnta  del  impuecío  de  con- 
mtmoe,  eorrecponde  al  Tribunal  de  h  Úmteneioco,  el  que  tiene  deelarada  para 
^cacocu  ecmpeteneia  per  el  art,  S,S^  de  la  ley  de  IB  de  BepHewibre  de  18SS, 

A  eonseenttscia  de  nna  reclamación  pidiendo  indemnización  de  dafioa 
y  perjuicios,  metíTada  por  la  rescirióo  de  un  contrato  de  arrendamiento  de 
consumos,  recitó  Real  orden  de  4  de  Didembre  de  1891,  accediendo  á  la 
indemnisadón. 

Interpuesto  contra  eHa  por  el  Ayontamiento  de  Murcia  recurso  conten- 
cioso administrativo,  y  propueata  por  el  Fiscal  la  excepción  dilatoria  de 
ineempeteooia  de  jurtedlodón,  se  dictó  el  auto,  que  en  su  parte  dispoaitiTa 
dioe  así: 

Oonsidsrando  qne  las  cuestiones  que  ae  promueven  en  la  demanda  se 
redutíen  á  examinar  y  decidir  en  su  día,  si  conforme  á  las  oláosulas  del 
contrato  puede  ó  no  sostenerse  la  indemnisadón  concedida  al  f»>ntratista 
D.  Lásaro  Ballesteros,  por  la  Real  orden  que  se  impugna,  y  de  admitirse  tal 
indemnitadón,  si  se  puede  obligar  á  loa  habitantes  del  extrarradio  á  qne 
paguen  la  cantidad  que  el  contratista  dejó  de  perdbir  en  loa  diei  menea 
que  rigió  éí  contrato: 

Oonaiderando  que  el  conodmiento  y  resoludón  de  las  cuestiones  que 
emanan  de  un  ooatrf to  cdebrado  con  la  Administración  pan^  la  cobranza 
del  impuesto  dfrconsumos  corresponde  á  este  Tribunal,  el  qne  tiene  decla- 
rada para  el  easo  su  competenda  por  el  art.  6/>  de  la  ley  de  18  de  Septiem- 
bre de  1888: 

Oonaiderando  que,  por  lo  expuesto^  no  procede  estimar  la  exeepdto 
dilatoria  de  incompetencia  alegada  por  el  Fiscal. 

Vásfees  los  articnloa  6.«  y  ^0  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Se  declara  no  haber  logar  é  la  exoepdón  dilatoria  do  incompetencia  ám 
Jurisdicción  propuesta  por  el  Fiscal,  y  emplácesele  para  que  conteste  á  la 
demanda  en  sá  plaao  de  quince  dias;  pnbliqnese  este  auto  en  la  Qaeeia  de 
Madrid,  é  insértese  en  la  Colección  {^2a<ttNi.— (Auto  fecha  80  de  Didem- 
tea  de  1892)  é  inserto  e»  la  é^Msto  de  M  de  Julio  de  1898.) 
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BumwciA  (21  de  Dioienbre  de  18tt2X— íSstmmm  poiMst;  Mmmem  de 
/mmIm.— Se  «beiieWe  á  4a  AdmiaistraeióB  de  la  demanda  intorpeeata  é 
nombie  de  la  Oompafiia  Tnaatláotica  eontrala  Beal  orden  de  26  deSep- 
tíembre  de  1891,  sobre  remeta  de  fondea»  y  ae  eatableoe: 

Fd.o    Que^  eanferme  alo  e9iabUeidúmelmrt4éddoaHÉtai9d€$ervkim^ 
fOtiaie$  tnaritimoB^  la  Oompañia  Tra$atlánHea  está  obHgada  á  tran^^ariar^ 
mm  tmái  abono  que  el  de  la  nibvewsi4ki  de  la  Hnea,  camdale$,  valores  ó  paeioM 
fora  la  acuñamán  de  moneda  y  especies  metálicoB  perteneeietUei  al  Eetado; 

Y  2,^  Que  en  el  art  46  del  eontratú  te  etiahlece  que  los  CápUanes  de  los 
buques  han  de  reeoger  por  tí  mismot  la  correepondencia  en  las  Aámmistra- 
dones  respeeiivas  de  Cirreoe,  f  la  suetoHarán  enla  forma  que  la  reeUmn,  y 
ft  kien  nada  se  prescribe  escpr^amenteen  cuanto  álos  valores,  caudides  apas- 
tas para  la  acuñación  de  ia  moneda,  es  lógico  suponer^  atendido  el  espirüns 
del  wÁsmo  esntlrato»  que  la  Qmy^añia  ce  halla  Maaáa  á  recogerlos  ds  la^ 
eina  del  Eétado  y  á  cuetodiarloc  en  el  mismo  estado  en  que  ks  rseiba* 

A  coDaeeoenda  de  ]a  remeta  de  Tarlaa  atttidadea  de  piaia  acdfiada  4 
la  colonia  de  Fernando  Póo,  ae  dictó  por  el  Miniatorio  de  Hacienda  la  Beal 
orden  de  26  de  Septiembre  de  1891,  en  la  qne  ae  diqpoao  qne  la  delega- 
ción de  la  Gompafiia  Trasatlántica  en  Cádis  ae  hiciera  cargo  en  la  Snear- 
aal  del  Banco  de  Eapafia  de  aqnella  ciadad  de  laa  remeaaa  de  candalee- 
qiie  aeerdara  el  Miniaterio,  precio  recuento  de  la  moneda,  eavaae  del», 
miama,  cierre  y  precinto  de  laa  cajaa  qne  la  eontengui,  y  que  el  aegTode^ 
Ja  remeta  te  haga  como  metálico,  y  no  como  mercancía. 

Impogoada  etta  Beal  orden  en  la  Tía  contentiota,  te  dicté  la  eaotenda,. 
coya  parte  diapotitiva  dice  aaL* 

Conaiderando  qne  para  reaolver  laa  cnettionet  i^anteadaa  en  ia  de- 
manda, ea  precito  tener  principalmente  en  cnenta  lo  ditpaetto  en  'Skssy 
tiento  44  del  contrato  de  aervieioa  poet^ea  maritimot,  aprolMhdo  por  Baal 
oideB  de  17  de  Noviembre  de  1866  y  elerade  á  ley  en  28  de  Jonio  de  l887^ 

Ckmaiderando  qne,  eonlohse  á  lo  ettableeido  en  dicho  artíenlo,  la  Oom«  • 
pafila  Traaatlániica  ettá  obligada  á  traatportar^  ain  más  abono  qne  eA,  de- 
la  anbvMioiótt  de  la  linea,  cimdalet,  valorea  ó  potaa  para  la  aeoñaeión  de^ 
moneda  y  etpedet  metáUcaa  pertenedentea^  Ertadoi 

Conaiderando  qne  en  el  art  46  del  contrato  te  ettablece  que  loa  0^^ 
tanea  de  loa  bnqoea  han  de  recoger  por  ai  miamoa  la  oorreapondenda  en 
laa  Adminiatracionea  retpectivaa  de  Oorreoa,  y  la  caatodiarán  en  la  fornu^ 
qne  la  reciban,  y  ai  bien  nada  ae  preachbe  expreaamente  en  enante  á  loa^ 
valorea,  eandalea  ó  paataa  para  la  acnfiaeión  de  la  moneda,  ea  lógico  aope* 
ner,  atendido  el  etpirito  del  mitmo  contrato,  qne  la  Oompallia  ae  hwa 
obligada  á  recogwloa  déla  oficina  del  Eatado  y  á  onatodiarloaenelmiMno 
tetado  en  qne  loa  reciba: 

Clenaid¿ando  qne  de  lo  expneato  ae  infiere  qne  ae  halla  a jnatadná  de- 
aeche  In  Beal  orden  impagnada,  en  la  cnal  ae  pteacribe  qne  la  Delegación 
de  la  Oompallia  ae  haga  cargo  de  laa  remeaaa  de  eandalea,  previo  reeoenkv 
envaae,eienre  y  i»recinto,  y  qne  el  tegnro  de  eatta  lemeaaa  ae  veaüqné* 
como  melÉlioo,  y  no  como  mercanc^ 

Conaiderando  qne  la  miama  Beal  orden  eatableeer  qneeean  de  ooenta 
d^  Miniaterio  loa  gaatoa  qne  originen  todaa  laa  operáoionea  indicadaa, 
MÍ  como  loa  qne  ocarione  la  conducción  á  bordo  de  laa  ct^aa,  y  qne  ae 
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iodooiniMde  delodoe  loi  di^>endioo  qoe  poi  Um  expretadat  oporatícmo» 
•oorigineii. 

Violo»  km  arto,  éi  y  46  del  ceotrelo  de  otiTlcioe  poetelee  meritímoe^ 
«l^robedo  por  Beel  orden  de  17  de  Noviembre  de  1687; 

Fellemee  que  debemoe  abtolTer  y  abooiTemoe  á  le  Adminiatracióii  ire- 
nerel  del  .£otedo  de  le  demende  interpveoU  á  eombre  de  le  Compeílíe 
Traeetlántice  contra  la  Real  orden  de  26  de  Septiembre  de  1891^  qoe 
qpieda  firme  y  eobeieteste.— (Sentencia  poblichda  el  SI  de  Didembre  de 
1899,  é  ineerla  en  la  Qa$eia  de  39  de  Jolio  de  1899.) 
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BnnMKCLL  (21  de  Diciembre  de  ÍS9^),^Montipiade  la  Beal  CñM.  Fm- 
eioiiM.— 8e  abtnelve  ala  Administración  de  la  demanda  inlerpnetta  á  nom- 
bre de  Dofia  Brígida  Páramo  contra  la  Real  orden  d^  26  de  Jolio  de  1890^ 
relatlTa  á  pensión,  y  se  establece: 

1'^  (¿He  el  acuerdo  de  la  Junta  de  I*en9i<me$  eivile§  de  28  de  Septiembre 
de  1878  denegó  á  la  demandante  la  pemián  de  Montepío,  y  e$te  acuerda 
quedé  firme  par  na  haber  utiUsado  ¡a  rnteresada  recurto  alguna^  á  pe$mr  de 
que  Ufué  WDriunamente  notificado,  como  lo  prueban  la  comunicación  que  te- 
dirimí  al  efecto  al  Oobemadar  de  la  provincia  en  la  miema  fecha  28  de  8ep 
iiembre,  y  la  propia  imtancia  de  la  interesada  de  Ifi  de  Septiembre  de  1860; 

YM.^  Que  el  deetiuo  de  tronquieta^  eervida  por  el  tautanie  de  la  intere- 
$ada,  e$  rin  duda  aloma  de  le$  comprendidoe  con  la  denominarán  de  tubal- 
iematen  el  arl  9fi  del  Eeal  decreto  de  18  de  Junio  de  1862,  em  atendóii  á 
ifue  con  él  eólo  $e  presta  un  servicio  material;  y  por  consiguiente,  aun  cuando' 
la  Eeal  orden  de  lá  de  Enero  de  1871  declara  que  los  servicios  prestados  á  la 
Beal  Cata  desde  ^e  siu  admAnietratién  se  separó  de  la  del  Eeéado  se  eoneide- 
ten  prestados  á  ate,  no  produce  derecho  á  sueido  de  cesantia  ó  jubUacián,  ni 
tasapoco  peneián  para  ia  fomiüa  de  quien  desemptñó  el  cargo,  en  virtud  de  la 
pteieuido  en  el  art.  Bfi  del  citado  Eeal  decreto. 

Dofia  Brl^a  Páramo  solicitó  pensión  como  Tiiida  de  D.  Manoel  Vela,. 
tronquista  que  loé  de  la  Reaf  Case.  Denegada  la  pensión  del  Montepío  de 
la  Eeal  Casa»  la  interesada  solicitó  pensión  del  Tesoro,  qoe  le  f  aó  denegada, 
por  acuerdo  de  la  Jante  de  Oleses  pasiTss,  confirmado  por  Beal  orden  de 
HaeSeoda  de  96  de  Julio  de  1890. 

Interpuesto  recurso  contencioeo,  se  dictó  la  sentencia,  qoe  en  s«  parte 
dteposillTa  dke  así: 

Coneideranda  que  la  demandante  pretende  en  primeír  término  que  se^ 
dedare  con  derecho  á  pensión  de  Montej^o,  como  viuda  de  D.  Manoel 
Vela»  tronquista  de  las  Beaks  Oaballerisae,  y  ei  á  ello  no  hubiere  lugar,. 
^HBe  se  declare  el  derecho  á  pensión  del  Téeero: 

Omeiderando  que  el  acuerdo  de  la  Junta  de  Peneiones  civilee  de  28  de 
Septiembre  de  1878  denegó  á  Dofia  Brígida  Páramo  la  pensión  de  Monte- 
pío, j  que  este  aenerdo  quedó  firme  por  no  beber  utálisado  la  interseada 
rccorao  alguno,  á  pesar  de  que  le  fué  oportunamente  notificado,  como  lo- 
psuslmn  la  somonicspeión  que  se  dirigió  al  eiecto  al  Gobernador  de  la  pro- 
▼Incie  en  la  misma  lecha  28  de  Septiembre,  y  la  propia  instancia  de  la  in* 
Uresada  dea.o  de  Septiembre  de  1880: 

CSoaeiderando  queel  destino  de  tsenqoists,  setTido  por  el  sausantede 
1a  Interesada,  ss  sin  duda  alguna  de  los  cOmpreBdidoscoa  la  denomüuk 
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dÓB  de  tnMienioi  en  el  art  9.®  del  Beal  deoreto  de  18  de  Jonio  de  1851, 
^en  atesdÓB  A  qne  con  él  eólo  se  presta  an  eerricio  msteríal;  y  por  eomi- 
gaiente,  aan  cuando  la  Real  orden  de  14  de  Enero  de  1871  declarft  que  loa 
aervIcioB  preetadoa  á  la  Real  Caaadeade  qoeao  adndnietracfón  seaettaró 
de  la  del  Estado  se  consideren  prestados  á  éste,  no  produce  derecho  á 
eneldo  de  cesantía  6  jubilación,  ni  tampoco  pensión  para  la  fateilia  da 
qnieo  desempefió  el  cargo,  en  yirtod  de  lo  prerenido  en  el  art.  6.o  <iel  ci- 
tado Real  decreto: 

Vistos  los  arts.  l.<»  de  la  Real  orden  de  14  de  Enera  de  1871;  el  7.«  del 
proyecto  de  ley  de  14  de  Junio  de  1870;  loa  6.e  y  %.<^  del  Real  decreto 
de  18  de  Junio  de  1862; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ga- 
neral  del  Estado  de  la  demanda  deducida  á  nombre  de  Dofit  Brígida  Pá- 
ramo contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda  an  S€ 
de  Julio  de  1890,  la  cnal  queda  firme  y  subsistente. — (Sentencia  publicada 
el  31  de  Diciembre  de  1892,  é  inserta  en  la  (faceta  de  22  de  Julio  de  1898.) 
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BmtrmauL  (21  de  Diciembre  de  1892).-- iíefora  Í6|Miiti^.— 8e  absuel- 
ve á  la  Administración  de  la  demanda  deducida  á  nombre  de  Dofia  Tereaa 
Maglietta  contra  la  Real  orden  de  21  de  Octubre  de  1890,  relativa  á  mefora 
4e  pensión,  y  se  establece: 

i.o  Que  tanto  el  Mentepio  de  MmiUerioe  eaiM  el  ¿e  Oerreoe^  eáío  somos- 
-denpeniMn  á  loe  k^oe legitmoe  habidoe de iHatrUmmio; 

Jf2.^  Que  la  legüimuión  for  eonoeeión  Real^  no  puede  dar  lugar  é  im 
4ereckoe  de  peutián, 

"Doña  Teresa  Maglietta,  como  madre  de  D.  Gregorio  Orusada  y  Ma- 

Slietta,  solicitó  para  su  tiijo,  legitimado  por  concesión  Real,  la  penatón  <M 
(ontepío  de  Ministerios.  La  Junta  de  Oiasss  pasivas  declaró  al  D.  Qrega 
rio  Cruzada  Maglietta  con  derecho  á  la  penaión  del  Montepío  de  Oorreoa 
de  2.600  pesetas,  debiendo  percibirla  desde  el  día  siguiente  Á  la  legitima- 
ción. Interpuesto  recurso  de  sisada,  el  Ministerio  de  Hacienda  dispaao, 
por  Real  orden  de  81  de  Octubre  de  1890,  se  revocara  «1  acawdo  da  la 
Junta  y  ae  devolviera  el  expedienta  p«ra  que  se  le  sefialara  la  pens^n  del 
Tesoro  que  pudiera  corresponder  al  inteteaado. 

Impugnsda  esta  Real  orden  en  la  vía  contenciosa,  recitó  seataD^a» 
cuya  parte  dispositiva  dice  así: 

Considerando  que  Dofia  Tereaa  Maglietta  solicitó  en  su  demanda  q«a 
se  declare  que  á  D.  Gregorio  Orusada  y  Maglietta  oorrespoade  pensión  óm 
Montepío,  de  suerte  que  la  única  cueatión  que  en  al  presente  pleito  eorraa- 
ponde  resolver,  se  reduce  á  determinar  ai  aquel  intereaado  tKine-  ó  no  de- 
recho á  la  pensión  de  Montepío  de  Correos  que  la  concedió  la  Junta  da 
Clases  pasivas  y  le  deniega  dielia  Real  orden  ó  la  del  Montepío  de  Mlnla- 
terios,  que  pretendió  en  la  vía  gubernativa  y  solicita  en  la  demanda: 

Considerando  que  así  uno  como  otro  Montepío,  conceden  penslóa  az* 
elusivamente  á  los  hijas  legítimos,  como  lo  prueban  el  art.  8^,  oapltale 
8.**  del  Reglamento  del  de  Oorreoa,  que  declara  con  deradio  tan  aólo  é  lea 
hijea  legítimos  de  los  empieadoa  que  al  tíempo  da  sn  muerte  se  liallan  In- 
cluidos en  aquel  piadoao  Establecimiento;  el  art  7.o^  capítulo  8.»  del  Se- 
glamanlo  del  Ifontepío  da  Müriatefiea.  que  eziga  se  exprsss  en  la  aoliei- 
tad  da  psnsión  cloa  hijoa^qaa  ha  d^aoo  de  matrimonio  tofítimo,  ana  i 
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lm%  «le.»;  7  el  art  SI  de  1*  Inetrnodón  de  26  de  Diciembre  de  18tly  qae 
al  determkier  le  forme  de  eolkitar  j  docomenter  lee  pretensionee  de  pen- 
•ion,  exige  «ee  ezpreee  el  nombre  j  aoompefien  lee  pertickw  de  loe  hijo» 
que  de  legítimo  mÍArimoDio  hubiere  dejado  el  oeeeeftte»: 

Goneidermndo  qoe  D.  Gregorio  Cmsade,  hijo  netur»!  reooooeido,  legi- 
limado  deepoée  por  coneeaión  Real,  ctialeeqmera  que  eean  loe  término» 
en  qne  dieha  eonceaión  apareaca  redactada,  no  puede  eatimaree  como  hijo 
legitimo,  para  loa  efedoe  de  la  peneiÓD,  eopaeeto  qne  «na  derechoa,  en  viv- 
liad  de  tal  legitimación,  ae  reducen,  conforme  al  art  127  del  Oódigo  civil» 
á  Uevar  el  apellido  del  padre  ó  de  la  madre  qne  la  bobieae  eolicitado,  ó^ 
lecibir  alimento*,  7  la  poaeaión  hereditaria  qne  el  art.  844  del  miamo  Oó- 
digo ezpreca  ser  ¡a  eetablecida  en  favor  de  loa  hijoe  natnralee  reoonocidoa: 

Oeneiderando  qne,  en  virtnd  de  lo  ezpneeto,  ea  indudable  que  eA  de- 
■aandante  no  tiene  derecho  á  pendón  de  Montepío  de  Oorreoa  ni  del  de 
Minlaterioe^  y  en  ao  oonaecueacia,  procede  confirmar  la  Real  orden,  ain 
perjuicio  de  an  derecho  á  la  pensión  del  Teeoro. 

Viatoa  loa  articoioa  8.0  del  Beglamento  de  Montepío  de  Correoa  de  22 
da  Diciembre  de  1885,  el  7.o  del  Beglamento  de  Montepío  de  Miniatroa  de 
loa  Tribunalea  de  8  de  Septiembre  de  1768,  el  art  28  de*  la  loatrucción  de 
26  de  Diciembre  de  1881,  loa  articoioa  127,  842  7  844  del  Oódigo  dril; 

Faliamoa-que  debemoa  abaolvér  7  abeolvemoa  á  la  Adminiatradón  ge- 
■eral  del  JBatado  de  la  demanda  dedndda  por  el  Licenciado  D.  Manuel 
Oonrrotte,  á  nombre  de  Dofia  Tereaa  Maglietta,  contra  la  Real  orden  expe- 
dida por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  21  de  Octubre  de  1890,  la  cual  queda 
firme  y  aubdatente.  (Sentencia  publicada  el  21  de  Diciembre  de  1892,  é 
inaerta  en  la  Gaceta  de  22  de  Julio  de  1898.) 
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Skntxncia  r21  de  Didembre  de  1892).— Jtftnof.  Caducidad  dé  regitirot. 
— Se  abanelve  á  la  Adminiatradón  de  la  demanda  interpueeta  Á  nombre 
de  la  Sociedad  P.  Menchaca  7  Oompafiía  contra  la  Real  orden  de  15  de 
£nero  de  1887  aobre  minaa,  7  ae  eatableee:  ^ 

i^para  toda  caneenón  nUnera  e$  reqmtUo  e$encial  y  nece$arío  la  exte- 
teneta  de  terreno  franco,  según  lo  di$pue$to  en  el  art.  15  de  la  ley  de  Ba$e$, 
y  el  terreno  gue  ocupa  una  mina  no  puede  conceptuarse  como  franco,  in- 
terim  no  sea  declarado  registrablo,  previo  cumplimiento  de  todos  los  reqmiitos 
qne  m  atlan  en  el  art.  S8dela  mencionada  ley  de  Bases,  entre  los  quefiguray 
COMO  toendalirimo^  el  de  las  tres  subastas  consecutivas. 

A  conaecuenola  de  la  falta  de  pago  del  canon  de  superficie  de  la  |mina 
Esperanza,  ae  decretó  por  el  GtobemadcNr  de  Visca7a  la  caducidad  de  la 
eooeeaión,  ordenando  ae  procediera  á  aubaata.  D.  Oarloa  Santibáfies,  dnefio 
da  la  mina  EsperanMa,  aoudió  al  Gobernador  pidiendo  ae  ordenaae  la  quieta 
y  padfica  poaeaión  7  ae  admitiera  el  pago  de  los  cánones  de  superficie. 
Denegada  eata  pretensión  7  habiendo  recurrido  en  alzada  ante  el  Ministro 
de  Fomento,  ae  dictó  la  Real  orden  de  15  de  Enero  de  1887,  por  la  que  se 
diapuao  ae  admitiera  el  pago  de  loe  cañonea  de  superfide  de  la  mina  Espe- 
ranza, 7  ae  declaren  cadncadoa  loe  expedientes  de  registro  de  las  minaa 
Andrés,  San  Afulrés,  Eneamacián,  Joaquina  7  Evarista,  incoadoa  aobre  di. 
cha  mina,  ordenando  ae  eumpla  en  todo  el  ddcreto  de  Agoato  de  1881. 

Interpueato  reenrao  contendoao  contra  la  mendonada  Real  orden,  ae 
dictó  la  aentencia,  que  en  an  parte  dispositiva  dice  así: 
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Oondd^raado  qo»  U  eoMtidn  prinolpftl  qM  #q  «I  pr«MNito  «100  00  ée- 
b»Ce  «■  la  de  «i  esittíft  ó  ao  tarrrao  f raoco  eo  «1  qoe  oeopaba  \¡m  úúom  A* 
permma^  7,  por  lo  tentó,  ai  pvdioroa  ó  no  coscodone  kía  i^eirM  mihr% 
el  mismo  terreno  de  k»  minee  titaledae  flbn  Aniré$,  André$^  Emamaeián, 
JoMújuima  y  B^ariata: 

Ooneiderendo  qoe  pam  toda  oonceeión  minera  ee  reqoisito  eeenelal  7 
neeeeario  la  ezietenoia  de  terreno  franco,  eefén  lo  diapneeto  en  al  art  15 
de  la  \ef  de  Baeee,  y  que  el  terreno  qne  oeopa  Ja  mina  Eiperámm  no  paede 
ooneeptoarae  como  franco,  ínterin  no  aea  declarado  regietrable,  preírio  al 
«umplimiento  de  todoa  loa  reqoieitoe  qne  ee  citan  en  el  art.  9S  de  la  men- 
cionada ley  de  Batea,  entre  loa  qne  figura,  como  eeeacialMmo,  el  de  laa 
trea  anbaataa  ooneecatiTae: 

Ooaaiderando  que  deade  qne  el  Gobernador  dictó  el  acnerdo  ó  reaolv- 
ción  de  80  de  Agoeto  de  1881,  declarando  ia  nolidad  de  la  conceelótt  de  la 
mina  Biperantch,  haeta  la  fecba  de  5  de  Julio  ^e  1888,  en  que  D.  Garlea 
19antibáfiec  solicitó  vista  del  expediente,  no  reealtan  cnmplidoa  por  la  Ad- 
ministración los  reqniaitoa  indispensables  para  conceptuar  como  franco  ^ 
terreno  ocnpado  por  la  mina  Euperama,  cuyo  propietario  solicitó,  antea 
4e  que  ae  aonnciase  á  snbaata,  qne  ee  le  admitiera  el  pago  del  eanoa  correa 
pendiente  qne  venía  adeudando  por  la  referida  mina: 

Oonsiderando,  por  último,  que  los  derecbos  de  D.  Garlos  Saatibáfies 
-debieron  conceptuarae  caducados,  porque  pndo  ejercitarlos  hasta  en  al 
acto  miamo  de  las  subastas,  y  éstaa  no  llagaron  á  annneiarse,  y  mucho  me- 
nos á  realisarse,  como  ya  se  ha  dicho. 

Vistos  los  artículos  15  y  38  del  decreto  ley  de  Bases  de  99  de  DMem* 
bre  de  1868  y  la  Real  orden  de  6  de  Junio  de  1878; 

Fallamos  qne  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Adminiatración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  y  de  las  pretensiimee  dednd- 
das  en  la  misma  por  el  Doctor  D.  Tomás  Montejo  y  Rica,  en  nombre  de  la 
Bociedad  P.  Menehaca  y  Gompafiía,  contra  la  Real  orden  expedida  por  el 
Ministerio  de  Fomento  en  16  de  Enero  de  1887,  la  cual  queda  firme  y  snb- 
sistente  en  todaa  sus  partes.— (Sentencia  pablieada  el  21  de  Diciembre 
•de  1892,  é  inserta  en  la  9aú^  de  32  de  Julio  de  1898.) 
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SnrrsHciA  (32  de  Diciembre  de  ISWy—Serfridumbrei, — 8e  reboca  la 
.Real  orden  de  Fomento  de  14  de  Manso  de  1891^  sobre  protoagaelón  á 
los  muelles  de  mercancías  de  la  estación  de  Badajos  del  tranvía  de  D.  Joaé 
liópes,  y  se  establece: 

Qne  I08  ffráüámeneB  ó  99midmmbrm  que  Umiien  loe  deret^tot  que  cérrm- 
pandan  á  la$  Bmpreea»  de  ferrocarrüe$,  kan  de  ajmtarte  á  loe  Umiiee  de  ía 
^)eme$ién  y  áloe  gmerake  de  la  legieiaeián  de  fem^earrüe»,  per  lo  cual  €»fa 
maierim  no  eae  dentro  de  loe  fatsMadee  disoreeionaiee  de  la  Aémimeitwciám 
4»etkfa. 

En  virtud  de  un  convenio  celebrado  entre  la  Gompafiía  de  férroeanilea 
de  Madrid,  Zaragoza  y  Alicante  y  D.  José  Lópeí  Sánchei,  PreeideBte  de  la 
i9ociedad  del  tranvía  de  Badajos,  para  el  establecimiento  de  nn  ramal  en 
«1  patiade  viajeros,  ae  formó  por  D.  José  Lopes  nn  expediente  paift  la 
prolongación  del  tranvía  al  patio  de  viajeros  y  mnellea  de  merean^aa, 
alendo  reanetto  por  Real  orden  de  Fomento  de  U  de  Marso  de  1891)  aeca- 
4iendo  á  lo  solicitado. 
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lotorpoetta  por  1a  OomfMfite  de  Mftdrid,  ZanigOMi  y  Alieanle  reevnvo 
contenciofo  contra  dicha  Real  orden,  eetHetó  hi  lentencia,  que  en  en  paite 
diapoeitiva  dice  asi: 

Conaiderando  que  bien  se  repaie  á  la  Empresa  demandante  dnefia  ó 
usfifraetaaria  de  h>s  terrenos  q«e  constituyen  el  patio  y  maeMes  de  la  ee- 
tadón  de  Badajea,  e«ialqnier  gravamen  é  servidombre  que  limite  loe  dere- 
chos qoe  la  corresponden,  han  de  ajustarse  á  Jas  condiciones  de  la  cenee- 
•ion  y  á  las  generales  de  la  legislación  de  ferrocarriles,  por  lo  caal  la  ma- 
teria sobre  que  varsa  el  pleito  no  pnede  estimarse  de  las  faenltades  disere- 
eionales  de  la  Administración  activa,  fnndamento  en  qae  se  apoya  )a  ex- 
eepeión  de  incompetencia  de  iorisdicción  alegada  por  el  Fiscal: 

Considerando,  en  cnanto  á  la  cnestión  de  (bndo  del  expediente,  qn«»  li- 
mitado el  convenio  qae  en  11  de  Febrero  de  1800  se  celebró  entre  la  Em- 
presa y  D.  José  Sánchez  Lopes  al  establecimiento  de  un  ramal  de  tranvía 
«a  el  patio  de  Viajeros  de  la  estación  mencionada,  tkaicamente  á  lo  conve- 
Bido  debe  ajustarse  la  aprobación  del  Ministerio  de  Fomento,  y  que  si 
bien,  después  se  han  hecho  referencias  inexactas  por  Lópea  y  por  el  Inge- 
niero Jefe  de  hi  División  de  ios  ferrocarriles  del  Mediodía  á  que  se  prolon- 
gase dicho  ramal  hasta  los  muelles  de  mercancías,  este  último  extremo  no 
ha  podido  legalmente  estimarse  en  la  Real  orden  impugnada,  poique,  no 
eóio  no  se  ha  probado  el  asentimiento  de  la  Empresa  á  tal  prolongación» 
sino  que  la  parte  actora  ha  demostrado  en  autos,  docnmentalmente,  que  en 
el  alio  1889  expresó  ya  su  negativa  á  la  colocación  en  los  muelles  del  ra- 
mal de  que  se  trata; 

Y  considerando  que  las  decisiones  motivadas  por  convenienciaa  y 
acuerdos  entre  las  Empresas  y  los  particulares,  como  sucede  en  este  expe- 
diente, dejan  siempre  á  salvo  las  libres  facultades  que  al  Gobierno  compe- 
ten en  todo  caso  con  arreglo  á  las  leyes  y  reglamentos  generales  de  ferro- 
carriles y  á  la  especial  disposición  del  art.  88  de  la  Instrucción  de  lé  de 
•  Febrero  de  1866,  para  cuando  se  trate  de  servicios  de  interés  general  y  pA- 
btíeo. 

Visto  el  pliego  de  condiciones  generales  para  la  concesión  de  los  ferro- 
<»rriles  de  servicio  general,  aprobado  por  Real  decreto  de  15  de  Febrero 
<ie  1860,  en  su  art.  88; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamoa  la  Real  orden  impugnada 
*^e  14  de  Maraode  1891,  en  cuanto  por  ella  se  antorisó  á  D.  José  Lopes 
funches  para  prolongar  á  los  muelles  de  mercancías  de  la  estación  de  Ba- 
dajea el  tranvía  que  en  dicha  dudad  tiene  establecido,  confirméndola  en 
eoanto  dicha  autorixación  se  refiere  al  interior  del  patio  de  viajeros,  segán 
el  convenio  celebrado  en  11  de  Febrero  de  l890.^(Sentencia  pablieada  el 
22  de  Diciembre  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  áe  26  de  Julio  de  1898.) 
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SaiTTSiroiA.  (22  de  Octubre  de  1892). — ¿Ttoei  panwu.  TransnMán  4e 
jf€n$kme$.—Be  revoca  la  Real  orden  de  Hacienda  de  17  de  Agosto  de  1890, 
que  deniega  á  Dofia  María  Gertrudis  0*Daly  y  Peres  cierta  pensión,  y  se 
«etableee: 

'i.o  Que  laUy  ie$6  de  Miyo  de  18SS,  al  disponer  que  en  lo  eueenvo  mu- 
£WMí  pensión  seria  transmisible,  lo  hizo  respetando  los  derechos  adquiridos, 

T  S.o  Qtte  este  criterio  de  inUrpretaeién  niño  á  ser  saneionaéo  por  el 
acuerdo  de  la  Jimta  de  Clases  pasims  de  20  dé  Noviembre  de  1860,  relatim 
á  idra  demanda^  y  tso  e&ntmdieho  en  el  Be<a  deereíosenieneia  de  Sí  de  Di- 
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eimábré  de  186$,  qm  á  oomMa  del  Com^  de  EtUdo  declara  le,  oamMttd  á 
fue  áAiaae^ndier  la  rienda  peneián. 

<  Por  Beal  orden  de  17  de  Agoeto  de  18Q0  le  declaró  que  DolU  María 
Qertradie  O'Daly  no  tenía  derecho  á  la  peDSión  que  ee  eoBoedió  á  en  pa- 
dre eo  26  de  Junio  de  1821»  para  él,  aa  mojer  é  hijea,  con  facultad  de  ea- 
pitaliiarla. 

Interpueeto  centra  dicha  Beal  orden  recarao  oonteneioao,  ae  dictó  la 
aantencia,  que  en  su  parte  diapoaitiva  dice  aaí: 

Gonaiderando  qae  la  renta  concedida  por  decreto  de  laa  Cortea  en  25 
de  Junio  de  1826  al  General  D.  I>emetrio  0*Daly,  lo  fué  para  él,  y  en  an 
defecto,  para  au  mujer  é  bijaa,  y  que  ai  bien  por  la  ley  de  26  de  Mayo 
de  1886  ae  determinó  que  ninguna  penaión  aería  tranamiaible  en  lo  auce- 
aivo,  y  que  ka  entoncea  eziatentea  fenecerían  con  la  vida  del  poaeedor,. 
tal  precepto  debe  entenderae  en  el  aentido  natural  de  reapetar  loa  dere- 
choa  adquiridoa  al  amparo  de  la  primitjva  conceaión,  con  arreglo  á  la  cual^ 
y  dada  la  facultad  de  capitalisar  con  que  en  eate  oaao  ae  otorgó^  hay  qae 
eetimar  como  poaeedorea  de  dicha  renta  ó  penaión,  no  eólo  á  D.  Demetria 
O'Daly,  aino  tan} bien  y  conjuntamente  á  la  eapoaa  é  hijoa  del  miamo: 

Gonaiderando  one  eate  criterio  de  interpretación  vino  é  aer  aancionado 
por  el  acuerdo  de  la  Junta  de  Claaea  paaivaa  de  20  de  Noviembre  de  1880^ 
relativo  á  DoHa  Antonia  Peres  Urbano,  y  no  contradicho  en  el  Beal  de- 
creto aentencia  de  21  de  Diciembre  de  1863,  que  á  oonaulta  del  Oonaejo  de 
Eatado  declaró  la  cantidad  á  que  debía  aacender  la  referida  nenaión: 

Y  conaiderando,  en  au  virtud,  que  la  recurrente  debe  continuar  en  el 
dlafrute  de  la  referida  renta,  ain  que  pueda  aer  obatáculo  para  ello  el  ha- 
ber contraído  matrimonio  con  anterioridad  al  fallecimiento  de  au  padre^ 
porque  la  ley  de  12  de  Mayo  de  1887  reaervó  é  laa  hijaa  au  derecho  á  pen- 
sión para  el  caao  en  que  quedaaen  viudaa,  circunatancia  que  concurre  en 
Dofia  María  Gertrudis  O'Daly,  aegún  documentalmente  tiene  acreditado. 

Yiataa  laa  reglas  8.a  6.%  9 >  y  10  de  la  ley  de  26  de  Marso  de  1886;  el 
«rt  2.0  y  8.0  de  la  ley  de  12  Mayo  de  1837; 

Fallamoa  que  debemos  revocar  y  revooamoala  Beal  orden  impugnada,, 
expedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  17  de  Agosto  de  1890,  decla- 
rando en  BU  lugar  que  Dofia  María  Gertrudis  O'Daly  y  Pérez  tiene  derecha 
á  continuar  en  el  düaf  rute  de  la  renta  de  que  ae  trata,  otorgada  por  decreta 
de  las  Gortes  de  26  de  Junio  de  1821,  limitada  é  la  cuantía  y  en  la  foauM. 
^oe  determinan  laa  diapoaiciones  vigentes  antes  citadas. 

♦ 

Un  sefior  Gonaejero  Miniatro,  no  eatando  conforme  con  el  parecer  de 
la  mayoría,  formuló  el  aigniente  voto  particular: 

Aceptando  los  resnitandoa  y  citaa  legalea  de  la  anterior  sentencia: 

Gonaiderando  que  al  determinar  la  regla  8.»  de  laa  que,  relativaa  á  Gla- 
sés paaivas,  contiene  la  ley  de  26  de  Mayo  de  1886,  que  ninguna  peneióii 
fueae  tranamiaible  en  lo  auceaivo  y  que  laa  existentes  fenecieran  con  el 
poseedor,  su  texto  literal  unido  al  de  la  regla  9.*  de  la  miama  ley,  esxluje 
toda  interpretación  en  contrario,  por  io  cual  hay  que  estimar  que  siendo 
el  General  D.  Demetrio  O'Daly  el  único  poseedor  de  la  renta  ó  penaión  al 
promulgarse  la  ley  referida,  con  su  fallecimiento  terminó  en  absoluto  el 
derecho  concedido  á  su  disfrute: 

Considerando  que  ni  el  acuerdo  de  la  Junta  de  Glaaes  paaivaa  de  20  de 
l^oviembrede  1860,  ni  el  Beal  decreto  aentencia  4  consulta  del  Gonseja 
de  Estado  en  21  de  Diciembre  de  1868,  s^^nal  foere  su  alcance  é  impar- 
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tanda  con  relación  4  las  reclamaciones  dedacidaa  en  aqnellaa  fechaa  por 
Dofia  Antonia  Peres  Urbano,  en  nada  han  prejuzgado  la  resoladón  qoe 
deba  darse  al  presente  á  la  solloítad  de  Doña  María  GerUadis  O'Daly; 

£1  voto  del  Consejero  Ministro  qne  suscribe  es  qne  se  debe  absolver 
de  la  demanda  á  la  Administración  general  del  Estado  j  confirmar  la  Real 
orden  impugnada  qne  expidió  el  Ministerio  de  Hacienda  en  27  de  Agosto 
de  18^.— Cándido  Martínez. — (Sentenda  pnblícada  el  23  de  Octubre  de 
1892,  ó  inserta  en  Is  Gaoeta  de  26  de  JnUo  de  1898.) 
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Sbntsnoia.  (22  de  Diciembre  de  l%^2),^Excepcián  pcretUaria,  Ineompe- 
teneim  de  jurudicción.—Be  declara  incompetente  el  Tribunal  para  conocer 
de  la  demanda  interpuesta  por  Dofis  Adela  Labros  contra  la  Real  orden 
de  16  de  Noviembre  de  1887,  relativa  al  pago  de  varias  mnltas,  y  se  esta- 
blece: 

i.o  Que  la  Beal  arden  que  envuelve  la  deciñón  de  una  competencia  y  se- 
Hala  lo$  Hmite$  de  la$  airibucione»  de  loe  diversoi  Autoridades,  no  e$  ni  puede 
iWMiderane  como  reioludón  administrativa,  sino  como  acto  de  gobierno,  que 
no  puede,  por  consiguiente,  ser  sometido  á  la  jurisdicción  contenciosa  por  ha- 
berse dictado  en  uso  de  la  potestad  discrecional; 

Y  2S*  Que  la  Real  orden  reclamada  tiene  él  carácter  mencionado  de  acto 
de  gobierno  que  dirime  un  conflicto  surgtido  entre  dos  Autoridades,  y  por  con- 
secuencia, no  vulnera  los  derechos  particulares  de  la  recurrente,  nx  U  impide 
defender  el  dominio  integro  de  sus  fincas,  por  medio  de  las  acciones  que  corres- 
pondan ante  los  Tribunales  competentes. 

Contra  un  acnerdo  del  Gobernador  de  Barcelona,  qne  annló  otro  del 
Tribunal  de  aguas  de  la  Sociedad  de  propietarios  interesados  en  el  apro- 
vechamiento de  la  Acequia  Condal,  se  interpuso  recurso  de  alzada,  resol- 
viéndose pof  el  Ministerio  de  Fomento,  en  Real  orden  de  16  de  Noviembre 
de  1887,  qne  debía  anularse  el  acnerdo  del  Gobernador,  por  recaer  sobre 
un  fallo  de  un  Tribunal  de  aguas,  qne  por  tratarse  de  la  imposición  de  nna 
pena  á  nn  miembro  de  la  Sodedad,  dicho  fallo  es,  por  precepto  legal,  fíroae 
y  ejecutivo. 

Interpuesto  contra  esta  Real  orden  recurso  contencioso,  se  dictó  la  sen- 
tenda, cnya  parte  dispositiva  dice  así: 

Considerando  qne  la  Real  orden  impugnada,  al  anular  lo  dispuesto  por 
el  Gobernador  de  Barcelona  en  17  de  Mayo  de  1887,  no  lo  hace  por  razones 
de  fondo,  sino  porque  el  Gobierno  entiende  que  aquella  Autoridad  careda 
de  competencia  para  dejar  sin  efecto  las  resoluciones  del  Tribunal  conser- 
Tftdor  de  la  Sodedad  de  propietarios,  interesados  en  el  aprovechamiento  de 
la  Acequia  Condal: 

Considerando  qne  la  Real  orden  que  envuelve  la  decisión  de  nna  com- 
petenda  y  sefiala  los  límites  de  las  atribuciones  de  las  diversas  Autorida- 
des, no  es  ni  puede  considerarse  como  resolución  adcniniítrativa,  sino  como 
acto  de  gobierno,  que  no  puede,  por  consiguiente,  ser  sometido  á  la  juris- 
dicdón  contendosa,  por  haberse  dictado  en  uso  de  la  potestad  discrecional: 

Connderando  qne  la  Real  orden  reclamada  tiene  el  carácter  piencio- 
nado  de  acto  de  gobierno  qne  dirime  un  conflicto  surgido  entre  dos  Auto- 
ridades, y  por  consecuencia,  no  vulnera  los  derechos  particulares  de  Dofia 
Adela  Labros,  ni  le  impide  defender  el  dominio  íntegro  de  sus  fincas  por 
medio  de  las  acciones  que  correspondan  ante  loe  Tribunales  competentes: 
TOMO  46  46 
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Ooniiderando  que,  por  lo  expoeito,  debe  estimarle  1a  excepción  de  in- 
^mpetencia,  alegada  como  perentoria  por  el  Fiacal^  y  que  despnée  de  he- 
la  esta  declaración,  no  es  procedente  examinar  la  excepción  de  falta  de 
irsooalidad  ni  ei  fondo  del  aannto. 
Vietoa  loe  artícoloe  4.o  y  46  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888¡ 
Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  incompente  á  este  Tribu- 
i)  para  conocer  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  Dofia  Adeit  La- 
roa  contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento  en  16  de 
OTiembre  de  1887.— (Sentencia  publicada  el  33  de  Diciembre  de  1892,  é 
iserta  en  la  Gaceta  de  26  de  Jolio  de  1898.) 
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Skvtskoia  (28  de  Diciembre  de  1S92). -^Canongias.  Nulidad  de  opwkio- 
».— Se  absneWe  á  la  Administración  de  la  demanda  interpnesta  por  Don 
mé  Felicó  y  Serra  contra  la  Real  orden  de  14  de  Agosto  de  1890,  sobre 
ilidad  de  unas  oposiciones  4  Oanongías,  y  se  establece: 
i  o  Que  por  Real  decreto  de  6  de  Diciembre  de  1888  se  limitó  la  regalift 
\  la  Corona,  en  la  provieián  de  beneficios  ecksiástieos,  con  arreglo  álasdii- 
fsieiones  concordadas  que  en  él  se  contienen; 

Y  2.0  Que  en  el  art,  16  del  referido  Real  decreto  se  establece  que  todas  las 
idas  que  sobre  su  ejeeucián  se  susciten,  serán  resueltas,  de  común  ac%er4ú, 
r  el  Ministerio  dt  Chacta  y  Justicia  y  el  Muy  Reverendo  Nuncio  de  8w 


Oon  motivo  de  nna  protesta  hecha,  en  el  acto  de  la  propuesta,  por  oso 
)  los  Jueces  del  Tribunal,  surgieron  dudaa  acerca  de  la  validez  de  iuopo- 
dones  qne,  consultadas  con  el  Nuncio  ApoetóUco,  opinó  debían  anolaree, 
mo  se  hlso  por  Real  orden  de  14  de  Agosto  de  1890,  de  acuerdo  con  el 
mcio  de  Su  Santidad. 

Interpuesto  contra  esta  Real  orden  recurso  contencioao,  se  dictó  lasen- 
acia,  que  en  en  part»  dispositiva  dice  así: 

Considerando  que  por  Real  orden  de  6  de  Diciembre  de  1888  se  limitó 
regalía  de  la  Corona,  en  la  provisión  de  beneficios  eclesiásticos,  con  arre- 
)  Á  las  disposiciones  concordadas  que  en  él  se  contienen: 

Considerando  que  en  el  art.  16  del  referido  Real  decreto  se  establece 
e  todas  las  dudas  que  sobre  su  ejecución  se  susciten,  serán  resueltas,  de 
mún  acuerdo,  por  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  y  el  Muy  Reverendo 
mcio  de  Su  Santidad: 

Considerando  que,  en  el  caso  actual,  habiendo  surgido  dudas  sobre  la 
lides  de  los  ejercicios  de  oposición  al  beneficio  á  que  el  expediente  se 
Seré,  fueron  resueltas  por  la  Real  orden  impugnada,  de  acuerdo  con  el 
ny  Reverendo  Nuncio  de  Su  Santidad,  en  el  sentido  de  que  se  analasen 
I  ejercicios,  y  ese  acuerdo,  emanado  de  las  facultades  discrecionales  qne 
reservaron  en  el  art.  16  del  Real  decreto  de  6  de  Diciembre  de  1888,  las 
B  potestades,  civil  y  eclesiástica,  no  ha  podido  vulnerar  ningún  derecho 
sexistente  de  D.  José  Felicó  y  Serra. 

Visto  el  art.  16  del  Real  decreto  de  6  de  Diciembre  de  1888; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
ral  del  Estado  de  la  demanda  interpneata  por  D.  José  Felicó  y  Serra 
Dtra  la  Real  orden  de  14  de  Agosto  de  1890,  qne  queda  firme  y  subsii- 
ite.— (Sentencia  publicada  el  28  de  Diciembre  de  1892,  é  inserta  en  la 
teeta  de  36  de  Julio  de  1898.) 
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8ft9TBNoiA  (28  de  Dieiembre  de  1892).-- Arrendamiento  de  OontumoM. 
Indemni3ación,'-8e  revoca  la  Real  orden  de  5  de  Mayo  de  1891,  declaran- 
do qne  D.  Jaan  Boba  Carríqne  tiene  derecho  4  nna  indenmisadón,  y  ge 
•etablece: 

Que  Citando  wn  arrendatario  privado  ilegalmente  de  la  rectindación  del 
impuesto  de  Con$umo$,  sin  ^  la  Adminietracián  general  del  Eetado  pres- 
tara al  contratante  el  auxiluo  completo  y  eficaz  á  que  venia  obligada  por  el 
B^lamento  de  16  de  Junio  de  1885y  procede  $e  le  Indemnicen  aañoe  y  per- 
Juicioe. 

Con  motivo  de  cneetionea  iargidaa  entre  el  arrendatario  de  Conanmoa 
de  Almería,  D.  Joan  Roba,  y  D.  Migoel  Ponoe  qne  ae  decía  ceaionario, 
D.  Joan  Boba  reclamó  no  ae  le  perturbara  en  la  poaeeión  y  qne  le  fuera 
reatitaída,  pnea  Ponce  no  dejaba  expeditos  loa  fielatoa. 

Deapnóa  de  variaa  viciaitadea  y  coeationea  entre  amboa  intereaadoa, 
qoe  dieron  lagar  á  la  intervención  de  laa  Antoridadea  de  Hacienda,  gu- 
bernativa y  judicial,  loa  doa  intereaadoa  hicieron  ceaión  de  aua  derechoa 
en  favor  de  D.  Santiago  Martines  Alcalde. 

D.  Juan  Boba  acudió  al  Miniaterio  en  solicitud  de  que  se  le  abonase 
cierta  cantidad  á  título  de  indemnisación  de  dafioa  y  perjuicios  por  el 
tiempo  que  estuvo  desposeído  del  arriendo,  reaolvióndose  por  Real  orden 
de  6  de  Mayo  de  1891,  no  haber  lugar  á  lo  reclamado. 

Interpueato  recurso  contencioso,  se  dictó  la  sentencia,  que  en  su  parte 
diapositiva  dice  aaí: 

Ckmaiderando,  en  cuanto  á  la  excepción  perentoria  formulada  por  el 
Fiscal,  por  suponer  que  la  parte  demandante  consintió  el  acuerdo  del  De- 
legado de  Hacienda  de  Almería,  de  20  de  Julio  de  1889,  y  el  ser  la  Real 
orden  impugnada  confirmatoria  del  miamo,  qoe  aua  en  la  hipótesis  de  que 
la  reclamación  dednddapor  D.  Juan  Roba  Garrique  en  13  de  Agosto  se 
dirigiera,  en  primer  término,  contra  lo  reauelto  por  el  Delegado  en  26  ante- 
rior, es  lo  cierto  qne  ni  en  la  escritura  de  cesión  del  arriendo  A  D.  Sairtíago 
Martines  Alcalde,  ni  en  el  acta  adicional  otorgada  en  24  del  citado  mes  de 
Julio,  aparece  cláusula  alguna  por  la  que  renunciaran  los  otorgantes  á  so- 
licitar indemnisación  de  dafioa  y  perjuicios  á  la  Hacienda,  y  sí  única  y 
feeíprocamente  entre  sí,  no  obstante  lo  cual  fué  aprobada  la  cesión;  y  que, 
por  tanto,  no  existe  identidad  entre  aquellos  acuerdos  y  la  resolución  men- 
cionada que  se  impugna;  y  en  su  consecuencia,  carece  de  aplicación  al  caso 
el  precepto  del  párrafo  tercero  del  art.  4.o  de  la  ley  de  13  de  Septiembre 
de  1888,  en  que  la  excepción  ae  funda: 

Considerando,  en  cuanto  al  fondo  de  la  cneatión  debatida  en  autoa,  que 
de  loa  antecedentea  del  expediente  gubernativo  se  desprende,  que  por 
eaoaaa  de  difícil  apreciación  ae  halló  perturbada  en  Almería  dif  eren  tea  ve- 
ces, deade  13  de  Noviembre  de  1888  hasta  28  de  Julio  de  1889,  la  recau- 
dación de  los  impuestos  de  Consumos,  sin  qne  la  Administración  general 
del  Estado  preatara  al  contratante,  D.  Juan  Roba  Carrique,  el  auxilio  com- 
pleto y  eficas  á  que  por  el  Reglamento  de  16  de  Junio  de  1886  venía  obli- 
gada, mientras  ostentase  legalmente  el  título  de  arrendatario  del  impuesto 
y  no  hubiese  éste  sido  reconocido  á  otra  persona  diatinta,  como  no  lo  fué 
en  tiempo  alguno  á  D.  Miguel  Ponce  Cortinas,  y  á  pesar  de  lo  dispuesto 
al  efecto  en  la  Real  orden  de  8  de  Mayo  de  1889: 
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Gontiderando  qne  por  ello  y  por  no  haber  renonciado  en  tiempo  alga> 
no  el  demandante  el  derecho  á  reclamar  los  daños  7  perjoicioa  qoe  por 
aquellas  pertorbaciones  se  le  habieran  irrogado,  es  evidente  qne  debe 
obtener  la  indemniaación  qae  corresponda,  según  también  ha  reconocido 
en  sn  laminoso  dictamen  el  Consejo  de  Estado  en  pleno,  sin  qne  á  ello 
pneda  ser  obstáculo  la  Real  orden  de  10  de  Diciembre  dé  1889,  qne  con- 
firmó la  interpretación  qne  debiera  darse  á  los  acnerdos  del  Del^;ado  de 
Hacienda  de  la  provincia  de  Almería  en  el  expediente,  por  tratarse  de 
ana  reclamadóa  formulada  con  posterioridad: 

Gonsiderando  qne  habiéndose  negado  el  derecho  á  la  indemnisación 
por  la  Real  orden  redamada,  no  hnbo  para  qoé  entrar  en  ei  examen  de  la 
ooantía  de  ella,  que  queda  íntegro  á  la  Administradón  activa. 

Visto  el  Reglamento  provisional  para  la  Administradón  y  cobransa 
del  imouesto  de  Consumos,  aprobado  por  Real  decreto  de  16  de  Junio 
dAl885: 

Visto  el  art  4 .0  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

Fallamos  qne  debemos  revocar  y  revocamos  la  Real  orden  expedida 
por  el  Ministerio  de  Hacienda  en  5  de  Mayo  de  1891,  objeto  de  la  deman- 
da, declarando  que  D.  Juan  Roba  Carrique  tiene  derecho  á  la  indemnisa- 
don  de  dafios  y  perjuidos  reclamada  por  el  tiempo  que  estuvo  privado 
Uegalmente  de  la  recaodadón  del  impuesto  de  Consumos  de  Almería  en 
los  pasados  afios  de  1888  y  89. 


Los  Consejeros  que  suscriben,  didntiendo  del  parecer  de  la  mayoría 
de  sus  dignos  compañeros,  han  formulado  el  siguiente  voto  particular: 

Aceptando  los  resultandos  que  contiene  la  anterior  sentencia: 

Considerando  que,  según  se  comprueba  en  el  expediente,  la  Adminis- 
tración prestó  los  auxilios  posibles  para  la  recaudación  dd  impuesto  de 
Consumos  á  su  arrendatario  en  Almería  durante  la  época  á  que  aquél  se 
oontrae,  que  los  contribuyentes  no  se  negaron  á  satisfacerlo,  y  que  d  d- 
guna  perturbación  se  originó  en  tal  concepto  para  D.  Joan  Roba  Carrique, 
íaé  tan  sólo  motivada  por  sus  diferencias  particulares  con  D.  Migad  Pon- 
ce  Cortinas,  á  quien  cedió  el  arriendo: 

Condderando  que  por  ello  sería  injusto  hacer  responsable  á  la  Admi- 
nistración generd  del  Estado  de  perjuidos  y  dafios  que  no  ha  ocasionado, 
y  que  hasta  es  dudoso  existan,  puesto  que  las  cuestiones  suscitadas  entre 
Boba  y  Ponce  se  transigieron  con  la  cedón  hecha  á  favor  de  Martines  Al- 
calde, y  no  consta  de  un  modo  fehaciente  que  d  impuesto  dejum  de  ha- 
osrse  efectivo  por  uno  ú  otro  motivo  de  aquellos  interesados: 

Considerando  además,  que,  denegado  á  Roba  Carrique  el  derecho  á  in- 
demnisación por  la  Real  orden  qoe  en  10  de  Diciembre  de  1889  dietó  d 
Ministerio  de  Hacienda,  es  evidente  que  por  ser  aquélla  firme  en  vía  go- 
bernativa, no  podía  legalmente  alterarse  en  la  misma  vía  lo  resuelto,  ss- 
gún  acertadamente  declara  la  Real  orden  impugnada,  y  d  mismo  deuan 
dante  vino  á  reconocer  al  promover  también  ante  este  Tribunal  demanda 
eontra  la  expresada  resolución  de  10  de  Dldembre  de  1889,  aun  pendiente 
de  fallo. 

£1  voto  de  los  Consejeros  Ministros  qne  suscriben  es  que  procede  coa- 
firmar la  Real  orden  impugnada  que  dictó  el  Ministerio  de  Hadenda  en  6 
de  Mayo  de  1891,  y  absolver  á  la  Administración  generd  del  Estado  de  la 
demanda  que  motiva  el  pleito.— Félix  García  Gómez. ^Angd  María  Da 
carrete.— Cándido  Martínez.  —Cayo  Lópes.^Sentencia  publicada  el  28  de 
Diciembre  de  1892,  é  inserta  en  la  Gaceta  de  26  de  Julio  de  1898.) 
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BXNTSNGIA  (24  de  Diciembre  de  1892).—  C¡a$e$  pasivas.  Orfandades.— 
fie  reToe*  el  acaerdo  de  la  JanU  de  Glasee  patiyaa  de  14  de  Marzo  de  1889. 
declarando  qoe  Dofia  Consoelo  Codecido  no  Uene  derecho  Á  peusión  del 
Tesoro,  y  que  no  está  obligada  á  reintegrar  las  cantides  que  haya  percibi- 
do, y  se  establece: 

i.o  One  con  arreglo  á  la  jurisprudencia  establecida  en  repetidas  sentencias 
del  TrOmnal,  en  armenia  con  el  precepto  contenido  en  el  art.  69  del  proyecto 
de  ¡ey  de  SO  de  Mayo  de  1862,  declarado  en  vigor  por  la  ley  de  Presupuestos 
de  25  de  Julio  de  Í864,  las  viudas  y  huérfanos  cuyos  causantes  hubieren  f a- 
Ueádo  antes  de  esta  úUüna  fecha,  únicamente  adquieren  derecho  á  las  pensio- 
nes por  el  mismo  creadas^  cuando  carecieren  de  derecho  á  la  pensión  de  Mon- 
teptOf  por  no  hallarse  incluidos  ó  incorporados  á  alguno  de  eUos  los  destinos 
servidos  por  los  respectivos  causanter, 

Y  2.^  Q^e  la  devolución  de  cantidades  percibidas  de  más  es  improceden- 
te, asi  por  el  carácter  de  alimenticias  que  tienen  las  pensiones,  como  por  ser 
innegable  también  que  el  proceder  de  buena  fe  hace  suyos  los  frutos. 

Bofia  Gonsaelo  Codecido  y  Verdú  solicitó  de  la  Janta  de  Clases  paai- 
▼aa  qoe,  en  logar  de  la  pensión  que  venía  disfratando  como  yinda  de 
Promotor  fiscal,  se  le  concediera  la  pensión  como  haórfana  de  D.  José  Co- 
decido, qae  había  quedado  vacante  por  muerte  dé  su  viuda,  á  lo  que  se  ae- 
cedió  por  la  Junta  en  14  de  Ifarzo  de  1888. 

Bevisado  el  expediente,  se  ordenó  declarar  A  la  interesada  sin  derecho 
á  la  orfandad,  rehabilitándola  en  la  pensión  que  como  viuda  disfrutaba, 
ordenando  reintegrar  las  cantidades  percibidas  de  más. 

Interpuesto  recurso  de  aliada,  el  Ministerio  resolvió,  por  Real  orden 
de  27  de  Diciembre  de  1890,  declarar  lesivo  el  acuerdo  recurrido  y  orde* 
nar  qué  se  interpusiera  por  el  Fiscal  demanda  ante  el  Tribunal  de  lo  Con- 
tendioao. 

Interpuesta  ésta,  recayó  sentencia,  cuya  parte  dispositiva  dice  así: 

Considerando  que,  con  arreglo  á  la  jurisprudencia  establecida  en  re- 
peüdas  senteneiaa  de  este  Supremo  Tribunal,  en  armonía  con  el  precepto 
contenido  en  el  art.  69  del  proyecto  de  ley  de  20  de  Mayo  de  1862,  decla- 
sado  en  vigor  por  la  ley  de  Presupuestos  de  25  de  Julio  de  1864,  las  yin- 
das  y  huérfanos  cuyos  causantes  hubieren  fallecido  antes  de  esta  última 
isetkiL  únicamente  adquieren  derecho  á  las  pensiones  por  el  mismo  creadas 
eoanoo  carecieren  de  derecho  á  la  pensión  de  Montepío,  por  no  hallarse 
incluidos  ó  incorporados  á  alguno  de  ellos  los  destinos  servidos  por  loa 
respectivos  causantea: 

Considerando  que,  en  atención  á  esta  doctrina,  es  indudable  que  la  de- 
■landante  carece  de  derecho  á  pensión  del  Tesoro  como  huérfana  de  Don 
Jbaé  Codecido,  y  regulada  por  el  mayor  sueldo  qoe  éste  hubiera  disfrutado 
dorante  más  de  dos  afios,  toda  vea  que  dicho  causante  falleció  en  10  de  Di- 
ciembre de  1861,  es  decir,  antea  de  hallarae  en  vigor  el  proyecto  de  ley  de 
1862,  y  qoe  al  enviudar  tenía  derecho  á  la  pensión  de  Montepío,  por  razón 
de  los  destinos  servidos  por  so  marido  D.  Manuel  Sanchos  Verdú: 

Considerando  que,  en  tal  sentido,  el  acuerdo  impugnado  de  la  Junta  de 
Clases  paaivas,  en  cuanto  concedió  á  Dofia  Conauelo  Codecido  el  derecho 
de  optar  entre  la  pensión  de  Montepío  que  como  viuda  venía  disirntando 
j  la  del  Tesoro  que  solicitó  como  huérfana  de  D.  José  Codeddo,  es  con- 
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trario  al  precepto  j  doctrin*  que  qaedan  expaettot,  j  debe,  por  consiguien- 
te, qaedar  dn  efecto: 

Considerando,  por  último,  y  en  lo  qne  se  refiere  al  reintegro  ó  deyola- 
eión  de  cantidades  percibidas  de  más  por  la  interesada  con  reladón  á  la 
única  pensión  á  qne  tiene  derecho,  qne  dicha  deyoloción  es  improceden- 
te, así  Dor  el  carácter  de  alimenticias  qne  tienen  las  pensiones,  según  btL 
declarado  repetidamente  la  jnrisprddencia,  y  ser  en  tal  sentido  irreinte- 
grables, como  por  ser  innegable  también  qne  el  poseedor  de  buena  fe  hace 
snyos  los  frutos. 

Visto  el  art.  69  del  proyecto  de  ley  de  20  de  Mayo  de  1862,  puesto  en 
TÍfl:or  por  el  15  de  la  ley  de  Presupuestos  de  26  de  Julio  de  1861; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  el  acuerdo  de  la  Junta  de 
0iase8j>asivas  de  14  de  Marco  de  1888,  y  en  su  lugar  declaramos  que 
Dofia  Consuelo  Codecido  carece  de  derecho  á  pensión  del  Tesoro  como 
huérfana  de  D.  José,  y  que  dicha  interesada  no  está  obligada  á  reintegrar 
las  cantidades  que  haya  percibido  de  más  en  virtud  del  dtado  acuerdo.— 
(Sentencia  publicada  el  24  de  Diciembre  de  1892,  é  inserta  en  la  Chteeta  de 
26  de  Julio  de  1893.) 
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Bentskcia  (24  de  Diciembre  de  1892).— ii^raaot.  BoHÍfieación.^8e  ab- 
suelve á  la  Administración  de  la  demanda  interpuesta  por  la  Diputación 
provincial  de  Guipúzcoa  contra  la  Real  orden  de  4  de  Marzo  de  1889,  so- 
bre denegación  de  beneficios,  y  se  establece: 

Que  aun  cuando  se  estime  que  es  de  aplicar  á  las  Provineias  Vawcangadas, 
ó  pesar  de  las  dtfencias  subsistentes  entre  su  régimen  eeonémieo  y  el  de  la»  de- 
más provincias,  laUy  de  1,^  de  Agosto  de  1887,  en  razan  á  que  suspreeeptos 
no  las  exceptúan,  es  de  tener  en  cuenta,  ante  todo,  que  la  solicitud  de  la  D^ 
iadán  de  Guipúzcoa  secunda  en  el  supuesto  de  que  al  otorgarse  por  d  art,  4.^ 
de  la  expresada  ley  la  indicada  bonificacián  en  el  pago  de  los  atrasos  por  esn 
tribuciones  y  rentas,  implidtamente  se  comprendió  en  esta  denoménaeión  la 
contribución  territorial,  y  esto  supuestOy  ni  se  halla  autorizado  por  los  términos 
ea^esos  del  referido  articulo,  ni  por  la  Índole  especial  de  dicha  contrUmeión, 
ni  menos  por  la  enumeración  que  de  los  orígenes  de  atrasos  á  que  el  ben^fteio 
podía  aplicarse  hizo  el  art,  Í.o  de  la  Instrucción  de  Í.o  de  Noviembre  de  1887^ 
en  la  cual  no  se  incluye  la  contribución  territorial,  ni,  sobre  todo^  tiene  fun- 
damento tal  supuesto  en  el  espíritu  de  la  dtada  lev,  que  se  promulgó  en  ipoea 
en  qucypor  el  contrato  del  Estado  con  el  Banco  de  Mspaña,  el  sistema  ae  re- 
caudación que  se  hallaba  en  vigor  impedía  la  posibilidad  de  que  las  Corpora- 
ciones provinciales  apareciesen  con  descubiertos  por  el  concepto  meneionadOy  y 
en  cuyos  pagos  pudiera  recaer  el  beneficio  de  dichas  bonificaciones. 

La  Diputación  provincial  de  Guipúzcoa,  que  venía  adeudando  varías 
cantidades  efecto  de  la  ley  de  26  de  Julio  dé  1876,  solicitó,  publicada  la 
ley  de  1  o  de  Agosto  de  1887,  se  le  concediera  la  rebaja  del  26  por  100, 
invocando  lo  dispuesto  en  los  Reales  decretos  de  18  de  Noviembre  de 
1877  y  28  de  Febrero  de  1878.  Denegada  la  solicitad  por  la- Delegación  de 
Hacienda,  y  recurrido  en  alzada  este  acuerdo  y  de  conformidad  con  el 
informe  de  la  Intervención  general  del  Estado  y  de  la  Sección  de  Hacien 
da  del  Consejo  de  Estado,  se  dictó  la  Real  orden  fíe  4  de  Marzo  de  1889 
desestimando  la  alzada. 

Interpuesto  recurso  contencioso,  se  dictó  la  sentencia,  que  en  su  parte 
dispositiva  dice  así: 
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Gonaideraiido  qae  U  cnettión  qae  debe  yeotUarBe  en  etto  litigio  «e  re- 
-doce  A  determinar  si  la  Diputación  provincial  de  Qaipúscoa  tiene  derecho 
<S  no  A  obtener  la  bonificación  del  25  por  100  en  el  pago  de  la  rama  de 
188.800  peeetae,  resto  de  an  deacubierto  á  favor  del  Eatado,  y  qne  reaoltó 
contra  la  Diputación,  aegún  el  Real  decreto-aentencia  de  21  de  Mano  de 
1887: 

CoDaiderando  que  aun  cuando  ae  estime  qud  es  de  aplicar  á  laa  Provin- 
daa  Vaacongadaa,  Á  peaar  de  laa  diferencias  subsistentes  entre  su  régimen 
económico  y  el  de  las  demás  provincias,  la  ley  de  l.o  de  Agosto  de  1887» 
en  raxón  á  que  ras  preceptos  no  las  exceptúan,  ea  de  tener  en  cuenta,  ante 
todo,  que  la  solicitud  de  la  Diputación  de  Ouipúicoa  ae  fonda  en  el  su- 
puesto de  que  al  otorgarse  por  el  art.  4,^  de  la  expresada  ley  la  indicada 
bonificación  en  el  pago  de  loa  atrasos  por  contribuciones  y  rentas,  implí- 
citamente se  comprendió  en  esta  denominación  la  contribución  territorial, 
y  esto  supuesto,  ni  se  halla  autorisado  por  los  términos  expresos  del  refe- 
rido articulo,  ni  por  la  índole  especial  de  dicha  contribución,  ni  menos 
por  la  enumeración  que  de  los  orígenes  de  atrasos  á  que  el  beneficio  podía 
aplicarse  biso  el  art  1.^  de  la  loatrucdón  de  l.o  de  Noviembre  de  1887,  en 
la  cual  no  se  incluye  la  contribución  territorial,  ni,  aobre  todo,  tiene  fmi- 
^damento  tal  aupueato  en  el  espíritu  de  la  citada  ley,  que  se  promulgó  en 
época  en  que,  por  el  contrato  del  Estado  con  el  Banco  de  España,  el  aiste- 
ma  de  recaudación  qne  se  hallaba  en  vigor  imoedía  la  posibilidad  de  foe 
laa  Corporaciones  provinciales  apareciesen  con  descubiertos  por  el  con- 
cepto mencionado,  y  en  cuyos  pagoa  pudiera  recaer  el  beneficio  de  dichaa 
-bóniflcacionea: 

Considerando  qne,  por  consiguiente,  si  se  declarase  á  la  Diputación 
provincial  de  Gniptncoa  con  opción  á  la  ventaja  que  pretende,  se  recono- 
cería á  su  favor,  no  la  inclusión  en  un  precepto  genendmente  aplicable  á 
laa  demáa  provincias,  sino  un  privilegio  de  qne  no  pudiesen  disfrutar  laa 
restantes  y  sí  sólo  las  Vaacongadas,  por  efecto  de  su  sistema  de  tributar 
«n  concepto  de  territorial: 

Considerando  que,  á  mayor  abundamiento,  y  aunqae>e  entendiera  que 
era  un  principio  de  justicia  el  reconocimiento  de  dicha  ventaja  excepdo- 
nal,  porque  ae  preacindiera  de  la  doctrina  que  antecede,  es  lo  cierto  que 
tampoco  debe  reputarae  que  el  débito  de  que  se  trata  tenga  el  carácter  de 
atraso  de  la  Diputación  de  Guipúscoa  por  contribución  territorial,  toda 
ves  que  precisamente  el  origen  del  deacubierto  fué,  dada  la  forma  de  en- 
cabesamiento  que  allí  rige  y  la  imputación  al  cupo  de  inmuebles,  cultivo 
j  ganadería,  de  laa  cantidades  deatinadas  al  sostenimiento  del  culto  y 
clero,  de  un  exceso  en  estos  gastos  y  la  minoración  correspondiente  del 
capo  referido  que  resulte  por  el  Real  decreto  sentencia  de  que  queda  hecho 
mérito,  dieron  por  consecuencia  la  deuda  de  suma  líquida,  á  cuyo  reato  no 
satisfecho  se  pretende  aplicar  la  rebaja  del  25  por  100  pedida  por  la  Dipu- 
tación; 

Y  considerando  que  la  Real  orden  reclamada,  al  bien  se  apoya  snstan- 
clalmente  en  otroa  distintos  fundamentos,  fué  dicteda  con  arreglo  á  dere- 
cho al  desestimarse  el  recurso  de  alaada  en  su  parte  dispositiva. 

Visto  el  Real  decreto  de  18  de  Noviembre  de  1877,  artícoloa  2.o  y  8.® 
Visto  el  Real  decreto  de  28  de  Febrero  de  1878,  art.  8.o 
Viste  la  ley  de  l.o  de  Agosto  de  1887,  artículos  l.o  y  4.» 
Viste  la  Instrucción  de  l.o  de  Noviembre  de  1887,  artículos  l.o  y  8.0; 
Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ee- 
neral  del  Estado  de  la  demanda  interpueate  por  la  Diputeeión  provincial 
de  Guipúzcoa  contra  la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda 
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en  4  de  Mareo  de  1889,  la  caal  queda  firme  y  snbeiateDte.— (Sentencia  pn- 
blieada  el  94  de  Diciembre  de  1898,  ó  inserta  en  la  Gaceta  de  35  de  Julio  d» 
1898.) 
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8nnrBVciA  (24  de  Diciembre  de  1892).— OonfndticioNff.  MúUai.—Se 

revoca  la  fieal  orden  de  2  de  Marco  de  1891,  y  ae  declara  debe  reponerse 

el  expediente  al  aer  y  catado  qae  tenía  cnando  Dofia  María  Perca  Picó  in- 

terpoao  recnrao  de  alsada  contra  el  fallo  de  la  Delegación  de  Hacienda,  y 

'•e  eatableoe: 

Que  Bolicitada  la  relevaeián  del  pago  de  una  muUa,  al  rnterprnurd  recmno 
de  afeUtMn  se  utiliza  un  derecho  concedido  por  él  art,  69  del  Reglamento  de 
15  ae  Ahrü  de  1890,  y  no  procede  denegar  la  apelación  80  pretetto  de  que  no 
$e  ha  hecho  el  ingreso  que  determina  el  art  87, 

Dofia  María  Peres  Picó  foó  denunciada  por  suponer  que  ejercía  la  in- 
dustria de  ferretería  y  venta  de  qninqués  sin  estar  matriculada,  y  por  la 
Del^ación  de  Hacienda  se  estimó  la  denuncia,  exigiéndola  la  diferenda 
de  cuotas  de  dos  afioa  y  el  recargo  de  la  diferencia  de  uno. 

Dentro  del  plaso  legal  en  10  de  Agoato  de  1890,  la  íntereaada  presentó 
en  la  Delegación  dos  instancias,  una  aliándose  ante  el  Ministro  y  otra  so- 
licitando se  la  relevara  del  previo  pago  de  la  cantidad  liquidada,  y  resuel- 
tas ambas  pretensiones  en  sentido  negativo,  por  Real  orden  de  2  de  Mar- 
so  de  1891,  se  desestimó  por  extemporáneo  el  recurso  de  alzada^  por  no 
haber  verificado  el  ingreso  en  las  arcas  del  Tesoro  de  la  cantidad  liquidada. 

Interpuesto  recurso  contencioso,  se  dictó  la  sentencia,  que  en  su  parta 
dispositíva  dice  así: 

Considerando  que  si  bien  Dofia  María  Peres  Picó,  al  interponer  en  10 
de  Agosto  de  1890  el  recurso  de  alzada  no  consignó  la  cantidad  que  se  le 
reclamaba  por  virtud  del  acuerdo  apelado  de  la  Delegación  de  Hacienda 
de  esta  provincia,  es  lo  cierto  que  con  ac[uella  misma  fecha,  ó  sea  antes 
de  vencer  el  plaso  legal  de  la  apelación  y  sin  que  la  resolución  impugna- 
da se  hubiera  hecho  firme,  solicitó  la  relevación  del  previo  pago,  ntilisan- 
do  el  derecho  concedido  por  el  art.  89  del  Beglamento  de  16  de  Abril  de 
1890,  por  tratarse  de  una  penalidad  que  le  había  sido  imjtnesta  como  con- 
tribuyente: 

Oonsiderando  que  en  este  estado  y  con  arreglo  al  mismo  art  89,  debió 
quedar  en  suspenso  el  recurso  de  alzada  hasta  que  recayera  y  se  comuni- 
cara el  acuerdo  concediendo  ó  denegando  la  exención  del  pago,  acuerdo 
que  debió  dictarse  después  de  informar  la  Autoridad  que  había  dictado  el 
fallo,  limitándose  en  él  el  Ministerio,  en  uso  de  las  facultades  que  el  refe- 
rido Beglamento  le  confiere,  á  conceder  ó  denegar  la  relevación  solicita- 
da, sin  perjuicio  de  lo  que  en  definitiva  hubiera  de  resolverse  sobre  el 
fondo  de  la  cuestión: 

Ooneiderando,  por  lo  expuesto,  que  una  vez  denegada  dicha  rdeva- 
ción,  como  lo  fué  por  la  Real  orden  de  29  de  Noviembre  de  1890,  es  dedr, 
en  fecha  en  que  la  interesada  había  ya  satisfecho,  no  sólo  la  penalidad 
que  le  había  sido  impuesta,  sino  también  el  importe  de  los  recibos,  debió 
tramitarse  el  recurso  de  alzada,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  art  92  del 
citado  Reglamento  y  dictarse  la  resolución  que  procediera  en  cuanto  al 
fondo  del  asunto,  toda  ves  que  ningún  motivo  bahía  para  declararla  im- 
procedente, estando  como  estaba  interpuesta  dentro  del  plaio  legal,  á  con- 
tar desde  la  notificación  del  acuerdo  impugnado: 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


BUOLÜOIOVSB  DXL  TBIBUVAL  CM)JITDrCIOSO-AD]II2aST&ÍLTiyO       729 

Considerando  que  al  no  haberlo  declarado  aai  la  Real  orden  impugna- 
da de  S  de  Marzo  de  1891,  reinita  contraria  A  loa  preceptoa  reglamentarioa 
qne  ae  dejan  citadoa,  y  debe,  por  conaigniente,  reponerae  el  expediente  al 
■er  y  catado  qne  tenia  cnando  por  la  intereaada  ae  dednjo  el  recnrao  de 
alzada  contra  el  acuerdo  de  la  Delegación  de  Hacienda  de  esta  provincia» 
de  94  de  Jnlio  de  1890,  á  ñn  de  qne  dicho  recnrao  ae  tramite  y  resnelya 
oon  arreglo  á  derecho. 

YiatoB  loa  arta.  87, 88,  89  y  92  del  Reglamento  de  16  de  Abril  de  1890; 

Fállamoa  qne  debemos  revocar  y  revocamos  Ja  Real  orden  de  2  de 
Marzo  de  1890,  y  en  an  Ingar  declaramos  qne  debe  reponerse  el  expediente 
al  ser  y  estado  qne  tenía  cnando  en  10  de  Agosto  de  1890  ae  dedujo  por 
Dofla  Matla  Pérez  Picó  recnrao  de  alzada  contra  el  fallo  de  la  Delegación 
de  Hadenda  de  eata  provincia,  de  24  de  Jnlio  anterior,  A  fin  de  qne  dicho 
recnrao  te  tramite  y  resuelva  con  arreglo  A  derecho.— (Sentencia  publicada 
el  24  de  Diciembre  de  1892,  é  inaertaen  la  Gaceta  de  28  de  Jnlio  de  1898.) 
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Auto  (27  de  Diciembre  de  IS^ty^^Uaceepeión  düataria.  Incompetencia 
Je  juri$diccíón,—Be  ordena  que  el  Fiscal  conteate  la  demanda  interpueata 
por  el  Ayuntamiento  de  Ciudad  Real  contra  la  Real  orden  de  22  de  Sep- 
tiembre de  1891,  sobre  subasta  de  solares  dentro  de  murallas,  y  se  es- 
ftableeo: 

Qfte  iratándo$e  de  cuatíann  po§e$orias^  no  puede  negane  ¡a  competencia 
M  jMbunal  de  lo  Oontencioto  para  reeolver. 

El  Ayuntsmiento  de  Ciudad  Real  anunció  una  subasta  de  solares  com 
prendidos  dentro  de  las  moralJaa  de  dicha  ciudad;  pedido  por  varioa  ve- 
einos  se  suspendiera  la  subasta,  por  Real  orden  de  22  de  Septiembre  se 
desestimó  la  petición. 

Recurrida  esta  Real  orden  en  la  vía  Contenciosa  y  alegsda  por  el  fia- 
cal  la  excepción  de  incompetencia  de  jurisdicción,  se  dictó  el  auto,  que  en 
e«  parte  dispositiva  dice  así: 

Considerando  que  aun  en  la  hipótesis  de  que  la  cuestión  origen  del 
pleito  revista  carácter  civil,  por  íundarae  la  demanda,  en  cuanto  á  los  de- 
rechos de  dominio  que  ostenta  el  Ayuntsmiento,  en  los  títulos  anterioreaé 
independientes  de  Is  subaata  de  qne  ae  trata,  es  lo  cierto  que  la  Corpora- 
ción recurrente  impugna  también  la  perturbación  que  se  le  irroga  en  el 
estado  posesorio  de  Iss  fincas  á  qne  el  expediente  se  refiere,  y  bajo  este 
eepecto  no  puede  negarse  la  índole  administrativa  del  aaunto  y  la  compe- 
leneia  de  la  jnriadicción  de  lo  Contencioso  para  resolverlos. 

Vistos  los  arta,  l.o,  4.o,  46  y  60  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888; 

8e  declara  no  haber  lugar  A  estiraar  la  excepción  opueata  por  el  Fia- 
csl;  vuelvan  los  autos  al  mismo  para  que  conteste  á  la  demanda  en  el  tér- 
mino de  quince  díaa,  y  publíqueae  á  an  tiempo  eate  auto  en  la  Gaceta  de 
Madrid  y  en  la  Colección  legielativa,^  (kuto  lecha  27  de  Diciembre  de 
]  892,  é  inserto  en  la  Gaceta  de  28  de  Julio  de  1898.) 
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Auto  (27  de  Diciembre  de  1892).— ^forot.— Se  dedarm  ein  oareo  la  de- 
manda interpaeeta  por  D.  Ramón  Al  varea  j  Alyareí  eoaftra  la  Real  orden 
de  6  de  Mario  de  1893,  aobre  aforoa,  y  aeeetableoe: 

Que  la$  di$po$icumc$  que  9on  rq^iuoMn  y  eoif/lrmaeión  de^ttoMmUe- 
riores^  no  pueden  $er  impugnad^u  en  ¡a  vía  eanieneuma. 

Por  Real  orden  de  9  de  Mayo  de  1890  ae  confirmó  nn  acuerdo  da  la 
Jnnia  arbitral  de  Gijón,  y  ain  interponer  contra  ella  ningún  recntiOy  aa 
preaentó  por  el  intereeado  aolidtad  al  Büniaterio  de  Hacienda  pidiendo  aa 
ae  rectificara  el  acoerdo  ya  conientido. 

Por  Real  orden  de  6  de  Marzo  de  1892,  ae  denegó  la  pretenaión,  y  re- 
corrida ante  la  yla  contendoaa,  ae  dictó  el  anto,  qae  en  an  parte  diapoüritiTa 
diceaaí: 

Oonaiderando  qae  caaleaqoiera  qne  aean  loa  f  andamentoa  de  la  Baal 
orden  de  9  de  Mano  de  1890,  ea  lo  derto  que  por  ella  qaedó  deftnitiya- 
mente  reanelto  el  expediente,  y  qoe  habiendo  caneado  eatado  dicha  reao- 
lüdón,  el  único  recarao  contra  la  miama  procedente  era  el  contendoaa^- 
minietrativo  ante  eate  Tribanal: 

Ooneiderando  qae,  por  eata  raaón,  y  aun  en  el  aopoeato  de  que  per  la 
Real  orden  de  80  de  Janio  de  1891  ae  habiera  creado  nn  naevo  eatado  de 
derecho,  ningún  reanltado  práctico  podían  prodndr  laa  reclamadonea  ga- 
bernativaa  hechaa  por  el  intereeado  deepoéa  de  conaentida  la  de  80  da 
Marzo  de  1890,  y,  por  coneigoiente,  la  Real  orden  impugnada,  al  deeeati- 
mar  dichas  reclamaciones,  Tiene  A  eer  una  reproducdón  y  conflrmadón  da 
la  anterior: 

Ooneiderando  que,  en  tal  eentide,  ea  procedente  la  exoepdón  de  ineom- 
petenda  de  joriedicción  alegada  por  el  Fiacal,  con  arreglo  al  núm.  S.«  del 
art  é.^  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  y  que  por  produdr  eata  ex- 
cepción el  efecto  de  quedar  ein  cureo  la  demanda,  ea  inneoeaario  entrar 
en  el  examen  de  li  ea  también  procedente  la  de  falta  de  neraonalidad  ea 
el  actor. 

Vietoi  loe  articuloa  l.o,  4.o,  núm.  8.o,  46  y  60  de  la  ley  de  18  de  Sep- 
tiembre de  1888; 

Se  declara  procedente  la  excepdón  dilatoria  de  incompetencia  de  juria- 
dicdón  propuesta  por  el  Fiscal,  ain  hacer  expreaa  condenadón  de  ooataa; 
en  su  consecuenda,  queda  ain  curso  eata  demanda;  archíveae  el  rollo  y  de- 
Yuélrase  el  expediente  al  Miniaterio,  con  teatimonio  de  eete  auto;  publl- 
quese  en  la  Gaceta  de  Madrid  y  á  au  tiempo  inaérteae  en  la  CoUcdán  legii' 
£i^va.— (Sentencia  publicada  el  27  de  Diciembre  de  1892,  ó  inaerta  en  la 
Gaceta  de  28  de  Julio  de  1893.) 
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Auto  (27  de  Diciembre  de  lS92).'~Excep(sión  dilatoria.  Incompetencia 
dejurÍ8dicción,Se  declara  sin  curso  la  demanda  interpuesta  por  Dofia 
Enriqueta  Oifnentes  contra  la  Real  orden  de  9  de  Octubre  de  18V)2,  aobie 
pensión,  y  se  establece: 

Que  con  arreglo  al  art  TJ"  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888^  elpia- 
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tomado  por  la  Adminiatradón  principal  de  Hacienda  de  la  Habana  el  9 
del  mismo  mea,  ea  lo  cierto  qne  á  la  fecha  de  18  de  Mayo  del  miamo  afio, 
en  qne  D.  Salvador  Molaa  presentó  an  recorao  de  alzada  al  Intendente  ge- 
neral contra  aqnel  acoerdo,  aai  como  á  la  de  14  de  Febrero^  en  qne  reclamó 
contra  el  embargo,  había  tranacnirido  con  notable  ezeeao  el  plaao  que 
para  reclamar  á  loa  agraviadoa  concede  el  art  100  del  Beglamento  para  la 
exacción  de  la  contribución  indnatrial: 

Conaiderando  qne,  en  an  yirtnd,  la  leaolndón  de  la  Intendencia  general 
de  11  de  Agosto  de  1888,  objeto  de  la  demuida»  reanlta  procedente  eo 
cnanto  declaró  no  haber  logar  á  reaolyer  aobre  la  alnada  de  D.  Salvador 
Molaa,  pero  no  ofrece  ignal  concepto,  por  lo  qoe  hace  á  la  inveatígadón 
qne  dicha  reaoloción  ordena,  acerca  de  ai  laa  bnrraa  de  leche  pertenecían 
ó  no  en  propiedad  á  Molaa,  pneeto  qne  eate  intereaado.pndo  y  debió  acla- 
rar eate  hecho  cuando  el  expediente  ae  hallaba  en  el  trámite  apropiado 
para  ello  y  no  lo  hiio,  y  porqae  en  eata  parte  el  Intendente  aometía  á 
nuevo  examen  el  acuerdo  de  8  de  Enero  de  18S8,  coando  era  ejecutorio  y 
no  podía  modificarae  en  ninguno  de  loa  extremoa  que  comprendía: 

Conaiderando  qne,  aegún  consta  del  expediente  gubernativo,  D.  Salva- 
dor Molaa  no  ae  preató  deade  un  principio  á  exponer  ana  deacargoa  á  loa 
Delegadoa  de  la  Autoridad  que  obraban  en  el  deaempefio  de  foncionea  la- 
gítimameote  atribuidas,  y  por  ello,  aaí  como  por  aoatener  reolamadonea  de 
todo  punto  improcedentea  á  la  aasón  en  que  las  aducía,  no  puede  me 
de  entenderae  que  ha  procedido  con  notable  temeridad  en  eate  pleito. 

Viato  el  art.  100  del  Reglamento  de  1&  de  Abríl  de  1888: 

Yiato  el  art  9S  del  Real  decreto  de  S8de  Noviembia  de  1888; 

Fallamoa  qne  debemos  revocar  y  revocamoa  la  aentenoia  objeto  dtf 
presente  recurao,  en  cuanto  confirma  en  todaa  ana  partea  la  reaolución  de 
la  Intendencia  general  de  Hacienda  de  la  iala  de  Ouba  de  11  de  Aguato  de 
1888,  la  cual  aólo  confirmamos  respecto  á  au  primer  extremo,  ó  aea  al  de 
que  no  había  lugar  á  reaolver  en  la  alsada  de  D.  Salvador  Molaa,  y  en  lo 
demáa,  revocamoa  dicha  reaolución,  imponiendo  las  costea  de  laa  doa  ina- 
tanciaa  al  apelante.— (Sentencia  publicada  el  S7  de  Diciembre  de  1891,  é 
inserta  en  la  Gaceta  de  18  de  Julio  de  1898.) 
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Sbntbnoia  (17  de  Diciembre  de  lB92).^Agua$.  ApnHfeehamietUc§,--8e 
confirma  la  dictada  por  el  Tribunal  provincial  de  Gerona  «i  16  de  Mayo 
de  1891,  aobre  conceaión  de  aguas  á  D.  Eduardo  Peres,  y  ae  eatobleee: 

i.o  Que  el  individuo  que,  con  la  autorÍMocUn  debida,  ka  eomtruido  una 
preoa  ó  abierto  una  acequia  para  aprovechar  la»  agua$  oon  mm  olneto  de  inte- 
réi  particular,  adquiere  unapropiedad  oobfe  la»  mUmoM,  oegún  el  parecer  de 
loo  que  la»  eonoideran  iiempre  pública»^  oobre  la»  obra»  ejecutada»,  y,  for  lo 
tanto,  no  puede  faeuUane  á  un  tercero  para  que  atíere  ó  se  ttroa  de  e»a» 
obra»  contra  la  voluntad  de  »u  dueño: 

jl.o  Que  la»  Realce  ordene»  y  legielaeión  anterior  áialeyde  13  deJumi» 
de  1879,  no  pueden  prevalecer  oobre  loe  precepto»  de  é»ta,  que  e»  derogatoria 
de  la»  anteriore»  opueeta»: 

3.^  Que  el  art,  161  de  la  dicha  ley  de  Agua»  di^^oneque  todo  (^^rouecha- 
miento  eopeeial  de  aaua»  pública»  e»tá  »ujetoála  eoepropiaeián  forwooapor 
oau»a  de  wtüidad  pública,  previa  indemnización  en  favor  de  otro  aprovechen 
wniento  que  le  pr^seda,  por  lo  caaZ,  en  el  »upue»to  de  que  el  prouetíto  del  de- 
mandante llegara  á»ercon»ideraáo  de  uHHdad  púbUea,  debería  mdomnieúr  á 
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la  coia  del  demandado  enjmta  praporeión  al  oapiM  fue  refre$enta  la  pre$a, 
acequia  y  acee$oria»,  ^f  en  la  misma  proporción  lat  reparaciones  y  demásgoB- 
fo$  generales,  indemntzaeián  qwí  reclama  el  actor; 

X  i.o  Que  e$  un  principio  inconcuso  de  derecho  el  de  que  nadie  pueda  en- 
riquecerse en  detrimento  de  otro^  y  ese  principio  eterno  de  justicia  se  trnUtera 
en  la  providencia,  por  más  que  sea  administrativa,  que  es  objeto  de  este  liti- 
gio contencioso,  por  lo  que  no  procede  confirmarla. 

D.  Edaardo  Peres  tolicitó  se  le  otorgara  conoeeióo  para  aproyeohar 
tres  metroe  cúbico*  de  agaa  de  la  aoeqaia  ó  canal  de  D.  José  Vifials  y 
PoD0.  Opúaoee  éste  por  entender  qae  no  podía  hacerle  la  conceaión,  qae 
seria  atentatoria  á  ans  derechoa.  Deapaéa  de  Tarioa  trámites,  el  Goberna- 
dor biso  la  consalta  A  la  Dirección  general  de  Obras  públicas,  y  en  vista 
de  la  eonsalta  evacnada,  el  Gobernador  concedió  á  D.  Edaardo  Peres, 
■alvo  todo  derecho  de  propiedad  y  sin  perjuicio  de  tercero,  la  aatorisadón 
solicitada  en  7  de  Mano  de  1886. 

Contra  esta  providencia  se  interpaso  demanda  contenciosoadministra- 
tivo  ante  el  Tribanal  provincial  de  Gerona,  qae  dictó  la  sentencia  qae 
contitae  los  siguientes  considerandos,  vistos  y  fallo: 

Considerando  qae  en  estos  aatos  contencioso  administrativos  se  ha 
jastíflcado,  debida  y  plenamente,  por  títulos. antiquísimos,  justos  é  irrecha- 
sables,  qu^  el  demandante  D.  José  Viñals,  como  sucesor  de  la  familia  Vi- 
fials, es  duefio  en  propiedad  y  posesión,  de  la  presa  de  la  toma  de  aguas 
públicas  del  río  Ter,  término  de  Oampdurá,  como  asimismo  de  la  acequia 
general  que  conduce  dichas  aguas  por  Cebra  y  Bordils  desde  aquella  presa 
hasta  la  riera  de  San  Martín  Vell,  como  también  lo  es  de  las  acequias  se- 
cundarias, con  sus  compuertas  y  demás  accesorios,  en  el  modo  y  forma 
qae  los  viene  poseyendo  desde  la  concesión  administrativa  de  las  aguas, 
hecha  por  el  Beal  Patrimonio  á  mediados  del  siglo  próximo  pasado,  y 
caya  concesión  se  otorgó  á  los  antecesores  del  actual  duefio  del  cauce  y 
agoas  que  por  él  discurren,  no  sólo  para  construir  los  artefactos  moline- 
ros, sino  para  que  sirvieren  de  riego  á  los  terrenos  del  concesionario,  y  á 
los  de  los  dueños  que  estuvieren  cercanos  á  la  acequia  desde  su  origen  de 
formación  hasta  su  desagüe  en  la  riera  citada: 

Considerando  que  en  la  misma  forma  y  modo  con  que  se  otorgó  la 
concesión  de  las  agoas  á  la  familia  de  Vifials,  signe  hoy  verificándose  sin 
alteración  ó  modificación  alguna,  cumpliéndose  en  toda  su  integridad  los 
fines  de  dicha  concesión,  que  son,  á  más  de  los  artefactos,  el  importantí- 
sifldo  de  riego  de  propiedades  ó  terrenos  colindantes  á  la  acequia  y  ajenos 
al  dnefio  de  ésta  y  concesionario  de  las  aguas  que  la  atraviesan  en  todo 
•a  extenso  -trayecto: 

Considerando  que  corrobora  más  y  más,  no  la  propiedad  tan  sólo  de  la 
presa,  acequia,  agoas  y  accesorios  expresados,  sino  que  actualmente  esa 
acequia,  aguas  y  accesorios  tienen  por  objeto  los  fines  determinados  en  la 
primitiva  y  ampliatoria  concesión,  y  que  el  estado  de  las  obras  es  el  mis- 
mo que  el  realisado  para  el  aprovechamiento  de  las  agoas,  con  arreglo  á 
las  condiciones  marcadas  en  los  títolos  concesionarios,  la  sentencia  ejecn- 
toria  de  los  Tribunales  civiles  cuando  condenó  al  D.  Eduardo  Peres  á  qae 
reconociese  en  la  casa  de  Vifials  la  propiedad  de  la  acequia  y  aguas  para 
los  osos  agrícolas  de  riego,  y  le  obligó  á  que  pagase  á  su  casa  un  canon 
por  el  disfmte  de  esas  aguas  para  regar  terrenos  qae  aunque  no  sean  los 
mismos  lindantes  al  punto  del  salto  del  agua  que  se  concede  por  la  pro- 
videncia administrativa  combatida  en  este  juicio,  se  halla,  sin  embargo, 
inmediata  en  la  misma  sona  izquierda  de  la  corriente  de  las  agnas  por  el 
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etnee,  j  dentro  del  t»jeoto  del  último  Agorado  truno  de  la  aceqaU  para 
•n  deaagOe: 

Oooeiiierando  qae  la  petición  de  la  prolongación  de  la  acequia  eoliei- 
tada  en  1877  por  la  madre  del  D.  Joaé  de  Vi  fiáis  no  implica  nuera  eonce- 
■ión  á  finea  diatintoa  que  loe  qae  ja  tenían  la  acequia  j  aua  aguas  cogidas 
en  el  Tér,  sino  una  ampliación  de  caudal  de  aguas,  tomándolaa  del  rio  7 
en  la  misma  presa  de  Oampdnrá,  j  que  la  orden  dada  á  consecuencia  de 
eaa  solicitud  para  aforar  las  aguas,  no  se  refería  al  aforo  de  las  qae  ya  co- 
rrían por  el  cauce  artificial  7  estalMuí  de  antiguo  concedidas  7  destinadas 
al  objeto  de  la  concesión,  para  determinar  con  fA  aforo  si  dentro  del  cauce 
luibía  ó  no  aguas  sobrantea,  sino  que  dicho  aforo  tenia  por  objeto  preclaar 
la  cantidad  de  agua  que  dicen  llera  el  río  en  períodos  ordinarios  7  la  que 
conducía  en  primer  tramo  7  siguientes  la  acequia,  para  poder  predaar  con 
exactitud  si  era  necesario  7  conveniente  conceder  aumento  de  aguas  para 
riegos,  pero  nunca  eliminación,  como  sobrantes,  de  las  que  á  esas  mismas 
fincas  corren  sin  yariaeión  por  la  aceoaia  propiedad  del  demandante: 

Considerando  que  por  estos  irrefutables  títulos  7  derechos  no  pueden 
calificarse,  en  el  concepto  jurídico,  ni  como  sguaa  públicas,  ni  menos  como 
sobrantes  de  aguas  públicas  laa  que  oorren  por  todo  el  cauce  ó  acequia 
declarada  propiedad  del  demandante,  porque  si  bien  la  derivación  de  la 
acequia  es  del  río  Ter,  pierden  las  aguas  aquel  carácter  de  públicas  en  el 
momento  que  entran  en  un  rauce  artificial  7  le  deatinan  á  los  utos  gene- 
rales de  concesión,  como  aaí  lo  declara  la  Real  orden  de  14  de  Abril 
de  1869: 

Considerando  que  el  individuo  que,  con  la  antoritadón  debida,  ha 
oonstraído  una  presa  ó  abierto  una  acequia  para  aprovechar  laa  aguaa  con 
un  objeto  de  interés  particular,  adquiere  una  propiedad  sobre  las  mismas, 
según  el  parecer  de  los  que  laa  consideran  siempre  públicas,  sobre  las 
obras  ejecutadas,  7,  por  lo  tanto,  no  puede  facultarse  á  un  tercero  para 
que  altere  ó  se  sirva  de  eaas  obras  contra  la  voluntad  de  su  daefio: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  12  de  Octubre  de  1874  7  otras  que 
resolvieron  cuestiones  de  aguas,  recayeron  sobre  casoa  prácticos  diferen- 
tes del  que  debe  ser  objeto  de  resolución,  7  por  lo  mismo  esa  doctrina  no 
es  aqaí  aplicable,  pues  no  se  trataba  en  aquelloa  caaos  de  derivación  de 
aguaa  ^  una  acequia  de  particular,  siao  de  concesiones  de  aguaa  en  los 
puntos  donde  se  conceptúan  de  dominio  público: 

Considerando  que  laa  Reales  órdenes  7  legislación  anterior  á  la  ley 
de  13  de  Junio  de  1879  no  pueden  prevalecer  aobre  los  preceptos  de  ésta, 
que  es  derogatoria  de  laa  anteriorea  opuestas: 

Considerando  que  la  parte*  de  la  aceqaia  en  la  casa  de  Vifials,  que  atra- 
vieaa  los  terrenos  del  Sr.  Peres,  no  pueden  reputarse,  según  el  art.  98  de 
la  107  de  Aguas,  como  parte  integrante  de  esos  mismos  terrenos,  porque 
el  agua,  el  cauce,  loa  cajeros  7  laa  márgenes,  obedecen  7  sirven  al  destino 
que  la  casa  de  Vifials  da  á  las  mismas  aguas,  ó  sea  á  motor  de  sua  moK- 
nos  7  á  riego  de  terrenos  ajenos,  mediante  el  pago  de  canon: 

Considerando  que  el  art  149  de  la  107  de  Asnas  no  debe  tener  más  al- 
cance que  el  de  mantener  á  Peres  el  derecho  de  regar  laa  expreaadas  It 
besanas  de  la  margen  derecha  de  la  acequia,  sin  pago  de  canon,  Ínterin 
los  Tríbonales  ordinarios  no  resuelvan  otra  cosa: 

Considerando  que  ni  la  caaa  de  Vifials  ni  éste  no  pidieron  nuevo  apro- 
vechamiento ni  ooncesiones  nuevas  que  se  relacionen  con  laa  aguas  de 
todo  el  tra7ecto  de  la  acequia  que  7a  tenía  constroída,  como  preoedente- 
mente  se  deja  motivado,  7,  por  lo  tanto,  no  puede  invo<«rse  al  caso  lo  dis* 
puesto  en  el  art.  16S  de  la  107  de  Aguas: 

Considerando  que,  según  previene  el  99  de  la  misma  107,  «nadie  podrá 
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eoafiniir  edifioioa  ni  fuente  lobre  aceqaia  ó  acaedaeto  ajeno,  ni  derivar 
•goma,  ni  aprovecharae  de  loa  prodoctoa  de  ella,  ni  de  loa  de  laa  márge- 
nea,  ni  atílisar  la  foersa  de  la  corriente,  ain  expreao  oonaentimiento  del 
doefio,  ni  tampoco  podrán  loa  daefioa  de  loa  predica  que  atravleaen  ona 
aeeqaia  ó  acnedncto,  ó  por  cnyoa  Hnderoa  corrían,  alegar  derecho  de  poae- 
aión  del  aproyechamiento  del  canee  j  mirgenea,  á  no  fundarse  en  tita  loa 
de  propiedad  exprealvoa  de  tal  derecho»,  j  como  la  acequia  ea  de  Vifiala, 
de  aqni  qae  el  6r.  Péreí  no  tiene  raaón  para  hacer  tal  aprovechamiento  ala 
U  voluntad  del  daefio: 

Oonaiderando  qne  el  art  161  de  la  dicha  ley  de  Agaaa  diapone  «qae 
lodo  aprovechamiento  eapecial  de  agaaa  públicaa  eatá  aajeto  A  la  expro- 
piaddn  foraoaa  por  caaaa  de  atilidad  pública,  previa  indemnización  en  fa- 
T(Mr  de  otro  aprovechamiento  qne  le  preceda»,  por  lo  cnal,  en  el  aapaeato 
de  qne  el  proyecto  de  Péreí  llegara  A  aer  oonaiderado  de  atilidad  pública» 
debería  indemnizar  á  la  caaa  de  Vifiala  en  Jaata  proporción  al  capital  qae 
repreaenta  la  preaa,  aceqaia  y  acceaoriaa,  y  en  la  miama  proporción  laa 
reparadonea  y  demáa  gaatoa  generalea,  indemnización  qae  reclama  el  ac- 
tor; y 

Oonaiderando  qae  ea  nn  principio  inconcoao  de  derecho  el  de  qae  na- 
die pneda  enriqnecerae  en  detrimento  de  otro,  y  eae  principio  eterno  de 
jnaticia  ae  vnlnera  en  la  providencia,  por  máa  qne  aea  adminiatrativa,  qae 
ea  objeto  de  eate  litigio  contencioao,  por  lo  qae  no  procede  confirmarla. 

Viata  la  Real  orden  de  14  de  Abril  de  1869  sobre  agaaa  encaazadaa  de 
aeeqoiaa  particalarea;  la  Real  orden  de  4  de  Diciembre  de  1869  aobre  de- 
livaelonea  de  agaaa  de  aceqaiaa  particolarea;  loa  artícaloa  99  y  161  de  la 
ley  de  Agaaa  de  18  de  Janio  de  1879;  el  61  de  la  ley  aobre  jarisdioción 
eonteneioao  adminiatrativa,  y  loa  416,  482  y  488  del  Reglamento  de  29  de 
I>idembre  de  1890; 

Fallamoa  qae  debemoa  revocar  y  revocamoa  la  providencia  gaberna- 
tiva  de  7  de  Marzo  de  1886,  objeto  de  eate  pleito,  y  por  la  qae  se  concede 
A  D.  Eduardo  Pérez  un  aalte  de  agua  y  ae  le  autoriza  para  qne  la  tome  por 
medio  de  preaa  en  la  acequia  de  deangOe  del  molino  de  Bordils,  salvo 
indo  derecho  de  propiedad  y  ain  perjuicio  de  tercero,  no  haciéndose  ex- 
preaa  condena  de  coataa  de  eate  pleito. 

Apelada  eata  aentencia,  el  Tribunal  de  lo  Contencioao  la  confirmó  en 
todaa  ana  partea  por  la  aigoiente  aentencia. 

Aoeptando  loa  reanltandoa  y  conaiderandos  de  la  aentencia  reccrrida; 

FÉllamoa  que  debemoa  oonfirmar  y  conflrmamoa  la  aentencia  dictada 
por  el  Tribunal  provincial  de  Gerona  en  26  de  Mayo  de  1891,  objeto  del 
presente  recurao.— (Sentencia  publicada  el  27  de  Diciembre  de  1892,  é  in- 
aer:a  en  la  Gaceta  de  28  de  Julio  de  189H.) 

526 

Sbktbncia  (29  de  Diciembre  de  lB92),^Inoompetencia  de  jurisdieción. 
— 8e  declara  incompetente  el  Tribunal  para  conocer  de  la  demanda  inter- 
puesta  por  D.  Pedro  Pablo  Rojaa  contra  la  Real  orden  de  Hacienda,  rela- 
tiva A  oomiao  de  tabaco,  y  se  establece: 

Que  es  mampetenU  el  Tribunal  de  lo  Oontencioio  para  conocer  de  lo$  re- 
emr$o$  interpuettoa  fuera  del  término  de  tre$  meee;  contados  desde  el  dia  si' 
gwiente  á  la  notifieaeión  de  la  resolución  reclamable. 

Por  Real  orden  de  26  de  Octubre  de  1890,  ae  reaolvió  un  recurao  de  al- 
sadAy  interpueato  por  D.  Pedro  Pablo  Rojaa  contra  el  fallo  de  la  Junta  ar> 
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bitrftl  de  Madrid,  que  o 
poto  en  27  de  Enero  de 
■e  dictó  la  eentencis,  qi 
Ooneiderandoqne,  c 
reaolverae  la  qne  se  refi 
examen  de  laa  íechaa  ei 
de  la  reeolación  qne  se 
aun  coando,  como  snoei 
las  partes  esta  cnestión 
por  el  Tribunal  al  falla 
Considerando  que  c 
nante  de  la  ley,  para  co 
término  de  tres  meses,  c 
administrativa  de  la  reí 
al  demandante  en  este 
Octubre  de  1890,  coníoi 
tos,  el  plaso  de  tres  me 
equivale  al  de  noventa 
Enero  de  1891,  íecba  d< 
cuya  Yirtnd,  y  por  habe 
incompetencia  del  Tribi 
Vistos  los  arts.  7.o,  t 
Visto  el  art  810,  núo 
Fallamos  qne  deben 
bnnal  para  conocer  de  1 
eontra  la  Real  orden  ex 
lio  de  1890.— (Sentencia 
«n  la  Qaceta  de  80  de  Ji 


Sbntbhcia  (30  de  Di 
miento  de  perito  tercero.- 
interpuesta  á  nombre  d< 
de  Fomento  de  9  de  Jul 
tablece: 

i.o  Que  la  ley  de  10 
cuando  no  exista  acuerde 
del  distrito,  dentro  de  lo$ 
bemador,  y  bajo  su  respoi 
SM  aceptación  y  lo  partic{ 
don  de  ninguna  especie; 

Y  2.0  (¿ue,  respecto  t 
que  el  Gobernador  ó  el  2 
minada;  antes  bien,  pro 
aportados  al  expediente  p 
relación  de  datos  relativoi 
y  demás  antecedentes  ten\ 
valoración  dada  por  éste  ] 
por  la  Real  orden  qtée  se  \ 
porte  de  la  sexta  parte  de 

Al  hacerse  la  expropi 
carril  dé  Zafra  á  Huelva 
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ücmibrftdot  por  }*  EmpreM  y  el  de  los  particalaree.  Nombrado  el  perito 
iereero  por  el  Joigado,  el  Gobernador  de  ia  provincia,  en  provideneia  de 
Enero  de  1885,  reaolvió  aceptando  la  taaación  del  perito  teroero,  y  deeee> 
timo  la  proMla  hecha  oontra  aa  nombramiento.  Por  Real  orden  de  9  de 
Jnlio  de  1887,  se  confirmó  en  todas  sos  partes  dicha  providencia. 

loterpaesto  recurso  contenoioso-administrativo  contra  dicha  Beal  or- 
den, se  dictó  la  sentencia,  que  en  sa  parte  dispositiva  dice  asi: 

Considerando  que  la  caestióo  del  presente  pleito  versa  sobre  si  debe 
SÉnlarse  el  nombramiento  del  perito  tercero  por  vicio  sostancial  en  el  pro- 
cedimiento seguido  por  el  Jaes  de  primera  instancia  de  Aracena  para  que 
fué  nombrado,  ó  bien  si  procede  anular  el  justiprecio  de  las  fincas  expro- 
piadas por  lesión  mayor  que  el  importe  de  la  sexta  parte  del  valor  de  laa 
mismas: 

.  Contiderando,  respecto  al  primer  punto,  que  la  ley  de  10  de  Enero 
de  1879,  en  su  art.  81,  solamente  exige  que,  cuando  no  exista  acuerdo  en- 
tre Jos  peritos  nombrados  por  las  partes,  el  Jaes  del  distrito,  dentro  de  loa 
ocho  días  de  haber  recibido  la  comunicación  del  Grobernador,  y  bajo  sa 
responsabilidad,  designe  de  oficio  el  perito  tercero,  consigne  so  aceptación 
partícipe  al  €k>bemador,  sin  admitir  ni  oonsentir  reclamación  de  ninguna 
y  lo  especie: 

Considerando  que  estas  prescripciones  han  sido  observadas  en  el  nom- 
bramiento del  perito  tercero,  que  recayó  en  D.  Luis  Arcadia  Martines.  In- 
geniero Agrónomo  de  la  provincia  de  Huelva,  el  cual  reunía  las  cualida- 
des exigidas  por  el  art  21  de  la  citada  ley: 

Considerando  que  si  los  demandantes  estimaron  que  en  el  procedi- 
miento observado  por  el  Jnes  de  primera  instancia  de  Aracena  para  la 
designación  de  perito  tercero  se  había  cometido  alguna  ilegalidad,  pudie- 
ron haber  hecho  la  reclamación  correspondiente  uti  Usando  los  recursos 
•que  procedieran,  mientras  que  ahora  resultan  extemporáneos: 

Considerando,  respecto  al  valor  del  terreno  expropiado,  que  la  ley  no 
prescribe  que  el  Gobernador  ó  el  Ministro  tengan  que  acepur  una  valora- 
don  determinada;  antes  bien  procede  apreciar  libremente  el  conjunto  de 
los  datos  aportados  al  expediente  para  fijar  el  justo  pre<io,  y  en  el  caso  de 
autos,  de  la  relación  de  datos  relativos  á  la  parte  de  las  fincas,  objeto  de 
la  expropiación,  y  demás  antecedentes  tenidos  en  cuenta  por  el  perito  ter- 
•cero,  no  parece  que  la  valoración  dada  por  éste  y  aceptada  por  el  Groberna- 
doj,  confirmada  después  por  l|i  Real  orden  que  se  impugna,  haya  podido 
eausar  lesión  superior  al  importe  de  la  sexta  parte  del  verdadero  valor  de 
las  fincas  expropiadas. 

Vistos  los  artículos  21,  80  y  81  de  la  ley  de  10  de  Enero  de  1879;  los  82 
y  49  del  Reglamento  de  18  de  Junio  de  1879; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración  ge- 
neral del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Fermín,  Don 
Pedro  y  D.  Antonio  Gonsález  y  González  contra  la  Real  orden  de  9  de  Ju- 
ho  de  1887,  la  cual  queda  firme  y  subsistente.— (Sentencia  publicada  el  30 
<le  Diciembre  de  1892,  é  inserU  en  la  Gaceta  de  80  de  Julio  de  189S.) 
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SxKTBiroiA  (81  de  Diciembre  de  1892).— PiStuionet.  Atra$os,^Q9  revoca 
te  Real  orden  de  Gobernación,  fecha  16  de  Junio  de  1891,  declarando  á 
D.  Florencio  Sánchez  García  con  derecho  al  abono  de  una  pensión»  y  se  es- 
tablece: 

1,^    Que  según  el  Eeal  decreto  de  5  de  Mayo  de  1887,  que  interpreta  la* 

TOMO  46  4T 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


dJBpoMmm  de  !m  atfiomUm  5  o  de  la  ley  éb  8  dé  Julio  de  19G0  $$9dA  m^ 
futo  de  lep  de  no  de  Mayo  de  1962,  loe  padr^  y  madree  vmdae  delooMM-, 
dmoe  del  Ejféreito,  $ólo  pueden  obtemer  la$  pemiomeo  eonoedidat  por  o^nelto 
precepioe  ieyalee  en  el  oaeo  de  quejm^fiquen  eu  cualidad  depoibrewa: 

$/>  Que  por  eeta  rngán  no  e$  apHeable  á  eotae  pemeionee  lo  di&pueoio  en  la 
Beal  or¿m  de  16  de  Octubre  de  1860,  que  fijé  el  eenMo  del  oH.  18  de  la  ley^ 
de  Oontabüidad  de  1860,  eonoordanUconel  19  de  la  de  25  de  Junio  de  1870, 
en  euanto  alabono  de  loo  atraooe  de ptneién; 

"fd.^  Que  eoiae  adaraeionee  rnm  acertada»,  porque  laj^obrega  e$  wm  ekr* 
cumianeia  aeeidentat  de  la  vida,  que  eambia  eom  frecuencia,  pee*  lo  quepuede^- 
ioeieneree  racionalmente  que  el  interetado  que  tiene  deredto  á  una  prneOn, 
mediante  la  juatífieadón  de  eu  pobrtsa,  y  deja  tranecurrir  loe  oMoe  einpraeU^ 
car  la  prueba  indiepeneable,  da  á  entender  que  eu  carencia  de  rocureoe  ha  oo* 
menoado  en  la  época  en  que  eolicOa  juei^Uarla,  y  no  antee, 

D.  norraclo  SénchM  Garda  aolidtó  ■•  le  eonoedieim  una  panaión  o<m 
kM  alraaoa  oorreapondientaa;  j  por  Real  ordao  de  16  de  Janio  de  1891  a» 
)e  oouoedió  aquélla,  pero  no  todoa  loa  alraaoa  dereogadoa. 

lotarpaeato  reearao  eonlendoao^ae  dictó  la  aaatenoiai  coya  parte  dia- 
poaitíTa  dice  aaí: 

Oooaiderando  q«e,  aegúo  el  Beal  decreto  de  6  de  Mayo  de  1887,  que  in- 
terpreta laa  diapoaicionea  de  loa  artícnloa  6.o  de  la  lej  de  8  de  Jalio  dto  1860^ 
j  62  del  proyecto  de  ley  de  20  de  Mayo  de  1862,  loa  padrea  y  madrea  vio- 
daa  de  loa  indiyidaoa  del  Ejército,  aólo  pueden  obtener  laa  penaionea  coa- 
cedidaa  por  aqaelloa  preceptoa  legalea  en  el  caao  de  qoe  jcMÜftqaen  aa  cua- 
lidad de  pobreaa: 

-Oonaiderando  que  por  eata  raaón  no  ea  aplicable  á  eataa  penaionea  lo- 
diapneeto  en  la  Real  orden  de  16  de  Octubre  de  1860,  que  fijo  el  aentido 
del  art.  18  de  la  ley  de  Contabilidad  de  1860,  concordante  con  el  19  de  I» 
de  26  de  Junio  de  1870,  en  cuanto  al  abono  de  loa  atraaoa  de  penaión: 

Oonaiderando  que  eataa  aclaradonea  aon  acertadaa,  porque  la  pobrean 
ea  una  drcunatancia  accidental  de  la  vida,  que  cambia  con  frecuencia,  por 
lo  que  puede  aoatonerae  racionalmente  que  el  intereaado  que  tiene  derecho 
á  una  penaión,  mediante  la  justificación  de  au  pobreaa,  y  deja  tranacunie 
loa  afioa  ain  practicar  la  prueba  indiapeoaable,  da  á  entender  que  au  ea*^ 
renda  de  recuraoa  ha  comensado  en  la  época  que  aolidta  juatiflearla,  y  no 
antee: 

Oondderando  que,  en  el  caao  de  eato  pldto,  el  recurrente  alegó  an  po- 
breaa y  pidió  ae  le  admitiera  la  justificación  en  inatanda  preaentada  en  8 
de  Diciembre  de  1884,  y  no  habiendo  terminado  la  información  haate  l.o^ 
de  Abril  de  1891,  no  aería  justo  que  ae  le  privaae  del  importe  de  la  penaiós 
en  eae  período,  «atondo  juatificado  que  era  pobre  ea  la  época  en  que  pre- 
tendió hacer  valer  eate  requiaito. 

Viato  d  art«  6.®  de  la  ley  de  8  de  Julio  de  1860,  que  preacribe  que  la» 
madrea  viudaa  y  padrea  pobrea  de  loa  militarea  de  todaa  claaea,  mnertoa  ea 
acción  de  guerra,  ó  en  d  término  de  doa  afioa  á  conaecnénda  dé  heridao 
recibidaa  en  ella,  ó  del  cólera,  diafrutarán  laa  penaionea  aefialadaa  en  1» 
torifa  2*  de  la  miama  ley: 

Viatoa  loa  artícnloa  61,  62  y  68  dd  proyecto  de  ley  de  20  de  Mayo  do 
1862,  pneatoa  en  vigor  por  el  art.  16  de  la  ley  de  Preaupuestoa  de  26  do^ 
Junio  de  1864,  en  loa  cndea  ae  determina  el  derecho  é  penaión  de  laavin- 
daa,  huérfano^,  madrea  viudaa  ó  padrea  pobrea  do  loa  militarea  fdleddo» 
en  Ultraman 

Viato  el  art.  l.«  del  Real  decreto  de  6  de  Mayo  de  188t,  que  declara  qn» 
laa  peodonea  concedidaa  por  d  artículo  antea  dtadO|  eodgeo,  como  toqpí- 
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neral  del  Ettodo  de  U  demaoda  interpaeeU  por  la  repreeeotaoión  de  To- 
máe  Mercadal  T  Florid  contra  la  Real  orden  de  16  de  Noviembre  de  1890» 
1a  caal  qaeda  firme  f  eabsiatente.— (Sentencia  pnblieada  el  Si  de  Didea- 
bre  de  1892,  é  inaerU  Qaee4a  de  80  de  Jallo  de  1898.) 


630 

Skntsvoia  (81  de  Diciembre  de  \B9^),— Excepción  perentoria.  Inam- 
petencia  de  juriidicción.-^&e  estima  la  propneeta  por  el  Fiacal,  como  pe- 
rentoria, al  contestar  A  la  demanda  Ínter pnetta  á  nombre  de  la  Corapafiía 
de  loa  ferrocarrilea  del  Norte  contra  la  Real  orden  de  14  de  Agoeto  de 
1891,  y  ee  establece: 

1.0  Que  al  no  JM¡Hficar%e  dúcwnentalmente  el  carácter  con  que  él  actor 
comparece  en  juicio,  no  te  interrumpe  el  lapeo  de  tiempo  para  poder  Nf  ttisar 
la  vía  contendoia; 

Y  S.o  Que  con  arreglo  al  art  7. o  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888, 
el  ploMO  para  interponer  el  recureo  e$  elde  trei  vneeee,  deede  el  dia  eiguiente 
á  la  notificación  de  la  reeolmeión  reclamabU, 

Contra  la  Real  orden  de  Hacienda  de  14  de  A^foeto  de  1898  ee  inter- 
pnao  por  el  Procarador  D.  Manael  Martín  Vefia  demanda  contenciosa,  á 
sombre  y  con  poder  otorgado  por  on  Administrador  y  el  Director  de  la 
Explotación  de  la  Oompafiía  de  Caminos  de  Hierro  del  Norte,  formalixáa- 
dose  después  la  demanda  con  naevo  poder  otorgado  al  Letrado  por  dos  Ad- 
ministradores designados  por  el  Comité  de  Madrid,  en  yirtud  de  delega- 
ción  que  el  Consejo  de  Administración  otorgó. 

£1  Fiscal,  al  contestar  la  demanda,  alegó  la  excepción  perentoria  de  in- 
competencia de  jurisdicción  y  se  dictó  la  sentencia,  que  en  so  parte  dispo- 
ffitÍTa  dice  así: 

Considerando  que  ni  en  el  poder  con  que  compareció  á  nombre  de  la 
Corporación  demandante  el  Procarador  Martín  Vefia,  ni  por  medio  de  otro 
docamento  alguno  presentado  al  interponer  el  recurso,  se  ba  demostrsdo 
que  el  Comité  de  Madrid,  que  aparece  autorisando  al  Administrador  y  Di- 
rector para  otorgar  aquel  poder,  tuviera  facultades  al  efecto,  puesto  que  los 
Estatutos  de  la  Oompafiía  confieren  la  representación  de  la  misma  id  Con- 
sejo de  Administración: 

Considerando,  en  sa  consecuencia,  que  por  no  haberse  justificado  docu- 
mentalmente  el  carácter  con  que  el  actor  se  presentaba  en  este  juicio  al 
tiempo  de  interponer  el  recurso,  el  escrito  presentado  por  el  Procurador 
Martín  Vefia  no  interrumpió  el  lapso  del  tiempo  sefialado  para  ntilíxar  la 
vía  contenciosa,  según  lo  terminantemente  prescrito  en  el  art  86  de  la  ley 
migánica  de  esta  jurisdicción: 

Considerando  oue  si  bien  el  Licenciado  D.  Faustino  Rodríguei  San  Pe- 
dro, al  comparecer  en  los  autos  á  nombre  de  la  Compafiía  demandante, 
presentó  un  poder  en  que  aparece  subsanado  el  defecto  de  que  adolecía  el 
anterior,  y  deade  entonces  debe  tenerse  por  interrumpido  el  término  para 
reclamar  en  esta  vía  contenciosa,  es  lo  cierto  que  la  presentación  del  noe- 
YO  poder  no  tuvo  lugar  hasta  26  de  Enero  último,  fecha  en  que  notoria- 
mente había  transcurrido  el  término  de  tres  meses  que  el  art  7.<>  de  la  ley 
de  18  de  Septiembre  de  1888  concede  para  interponer  el  recurso,  y  por 
tanto,  conforme  al  art.  46  de  la  misma  ley,  no  puede  menos  de  estimarse 
como  procedente  en  este  caso  la  excepción  de  incompetencia  de  jariadic- 
ción,  propuesta  por  el  Fiscal  en  concepto  de  perentoria. 
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Visto  el  art.  86  de  la  lej  de  18  de  Septiembre  de  1888: 
Visto  el  art  46  de  la  miaina  ley,  en  ea  párrafo  aegaodo; 
Fallamos  c^oe  debemos  declarar  j  declaramos  procedente  la  exoepddn 
de  incompetencia  de  Jurisdicción,  propuesta  como  perentoria  por  el  Fiscal, 
7  qne,  en  sn  consecuencia,  esta  jurisdicción  carece  de  competencia  para  co- 
nocer de  este  asunto.— (Sentencia  publicada  el  81  de  Diciembre  de  1882,  é 
inserta  en  la  Oaeeta  de  SO  de  Julio  de  1898.) 
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SxirmroiA  (81  de  Diciembre  de  1892).— C2<ifet  panva9,^Pen9Íone$,'~' 
fie  revoca  la  Keal  orden  de  Guerra  de  18  de  Noviembre  de  1889,  sobre 
pensión  concedida  á  Dofia  Emilia  Lixaro,  y  se  establece: . 

7.0  Que  can  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art  69  del  prof^eoto  de  ley  de  ZO 
dé  Mayo  de  1862^  Iq$  viudas  y  hu¿r/ano§^  cuyo$  causantes  hubteren  fa- 
llecido antes  de  hallarse  en  viqor  dicho  proyecto,  únicamente  adquieren  aere- 
ehos  á  las  pensiones  por  el  mtsmo  creadas^  cuando  carecieren  de  derecho  á  la 
pensián  del  Montepío  militar^  por  no  hallarse  incluido  ó  incorporado  á  algu- 
nos de  ellos,  y  en  el  caso  de  autos,  la  demandante  estaba  disfrutando  la  pen- 
sión del  Montepío  militar^  por  lo  cual^  no  podía  adquirir  derecho  ala  del 
jiesorOp 

Y  2,^  Que  la  petición  de  la  demandante  de  que  se  le  abone  la  pensión 
desde  el  día  siguiente  al  faUeomiento  de  su  widre,  es  extemporánea,  al  cabo 
de  cuarenta  y  nueve  años  de  consentida  la  Meal  orden  de  2éde  Agosto  de 
1S40. 

Por  Real  orden  de  24  de  Agosto  de  1840  se  concedió  pensión  á  Dofia 
Emilia  Lásaro,  como  huérfana  de  un  Capitán,  mnerto  á  consecuencia  de 
nna  herida  recibida  en  acción  de  guerra: 

En  1889  solicitó  se  le  permutara  la  pensión  con  arreglo  á  la  que  le  co* 
rrespondía  por  la  tarifa  2  *  de  la  ley  de  8  de  Julio  de  1860,  resolviéndose 
accediendo  á  lo  solicitado  por  Real  orden  de  18  de  ]^oviembre  de  1880, 
pero  en  cantidad  menor  de  lo  solicitado: 

Impugnada  esta  Real  orden  en  la  via  contenciosa,  se  dictó  la  sentencia^ 
coya  parte  dispositiva  dice  así: 

Considerando  que  D.  Antonio  Lásaro,  padre  de  la  demandante  Dofia 
Emilia  Lásaro  y  Gano,  contrajo  matrimonio  sin  Real  licencia,  y  en  clase 
de  subalterno,  por  lo  que  ni  su  esposa  ni  sns  hijos  estuvieron  nunca  incor- 
porados al  Montepío  militan 

Considerando  que  por  haber  muerto  el  D.  Antonio  Lásaro  á  consecuen- 
cia de  una  herida  que  recibió  en  acción  de  guerra  en  1889,  se  le  concedió 
A  so  huérfana  Dolía  Emilia  Lásaro  la  pensión  correspondiente  al  empleo 
de  Capitán,  que  ejercía  so  padre  al  morir,  única  á  qne  tenía  derecho,  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  6.o  y  7.o,  cap.  8.o  del  Reglamento  de 
Montepío  de  I.""  de  Enero  de  1796: 

Considerando  que  á  la  demandante  no  le  es  aplicable  nada  de  lo  dis- 
puesto  en  la  ley  de  8  de  Julio  de  1860,  porque  á  ésta  no  se  la  dio  efecto 
retroactivo  más  que  hasta  19  de  Noviembre  de  1869,  según  se  dispone  ter- 
minantemente en  so  art.  12,  y  el  padre  de  Dofia  Emilia  morió  en  1889: 

Considerando  que,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  69  del  proyecto 
de  ley  de  20  de  Mayo  de  1862,  las  viudas  y  huérfanos,  cuyos  causantes 
bobieren  fallecido  antes  de  hallarse  en  vigor  dicho  proyecto,  únicamente 
adquieren  derecho  á  las  pensiones  por  el  mismo  creadas,  coando  caréele- 
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ten  de  derecho  á  la  peneión  del  Montepío  müiter,  por  no  hallarse  indoído 
ó  incorporado  á  algnnoe  de  elloe,  j  en  el  caso  de  antea,  la  demandante  es- 
taba disftrntando  la  pensión  del  Montepío  militar,  por  lo  coa!,  no  podía 
adquirir  derecho  á  la  del  Tesoro: 

Considerando  qne  la  petición  de  la  demandante  de  qne  se  le  abone  la 
pensión  desde  el  día  siguiente  ai  fallecimiento  de  sn  padre,  es  extemporá- 
nea, al  cabo  de  cnarenta  j  nnere  afios  de  consentida  la  Real  orden  de  14 
de  Affosto  de  1840. 

Vistos  los  artículos  6.^  y  7.^  del  cap.  8.o  del  Beglamento  del  Montepío 
militar  de  l.^  de  Enero  de  1796: 

Visto  el  art.  13  de  la  lej  de  8  de  Jallo  de  1870; 

Visto  el  art  69  del  proyecto  de  lej  de  20  de  Mayo  de  1863,  pnesto  sn 
yigor  por  la  ley  de  presopnestos  de  36  de  Jnnío  de  1864. 

Fallamos  qne  debemos  rsToear  y  revocamos  la  Real  orden  dictada  por 
el  Ministerio  de  la  Goerra  en  18  de  Noviembre  de  1889,  f  declarar  qne 
Dofla  Emilia  Láiaro  no  tiene  derecho  á  más  pensión  qne  á  la  qne  se  Is 
concedió  en  34  de  Agosto  de  1840,  y  qne  se  halla  disfratando. 

m 
m  e 

ün  sefior  Gonsejero  Ministro,  no  estando  conforme  con  el  parecer  de 
la  mayoiía.  formuló  el  siguiente  voto  particular. 

Acepta  los  resultandos  y  los  tres  primeros  considerandos  de  la  ante- 
rior sentencia,  y  además: 

Considerando  que  no  se  puede  Jusgar  de  la  Real  orden  impugnada, 
desde  el  punto  de  vista  de  si  ha  causado  ó  no  perjuicio  al  Ínteres  del  Es- 
tado, porque  no  habiéndose  alegado  este  pretensión  por  el  Ministerio  fiscal, 
no  podía  ser,  como  realmente  no  ha  sido,  tal  cuestión  materia  de  centro* 
versia  entre  las  partes,  por  lo  tanto,  del  fallo  del  pleito: 

Considerando  que  esta  doctrina  se  deduce  ineludiblemente,  si  de  ló 
preceptuado  en  su  última  parte  del  art.  61  de  la  ley  de  18  de  Septiembre 
de  1888,  al  prescribir  que  en  los  fallos  se  decidirá  acerca  de  todos  los  pan- 
tos controvertidos  en  el  pleito,  como  de  lo  establecido  en  el  art  S59  de  la 
ley  de  Eojuiclamiento  dvil,  supletoria  de  la  del  procedimiento  contencio- 
so administrativo,  cuando  dispone  qué  sentencias  deben  ser  congrnentes 
oon  las  demandas  y  con  las  demás  preteoslones  deducidas  Oportunamente 
en  el  pleito,  haciendo  las  declaraciones  que  éstas  exijan,  condenando  ó 
abiolvlendo  al  demandado,  y  decidiendo  todos  los  puntos  litigiosos  que 
hayan  sido  objeto  de  debate; 

T  considerando  que,  por  ló  expuesto,  procede  desestimar  las  pretensio- 
nes de  la  parte  demandante  y  confirmar  la  Real  orden  impugnada,  cuya 
revocación,  en  el  sentido  de  ser  perjudicial  al  interés  del  Estado,  no  ha 
sido  solicitada  por  ninguna  de  las  partes. 

Vistos  los  artículos  61  de  la  ley  de  13  do  Septiembre  de  1888  y  si  8S9 
de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  transcritos  en  los  considerandos  en  la  parta 
pertinente: 

Es  su  voto  que  procede  absolver  á  la  Administración  general  del  Es 
tado  de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  Dofia  Ecntlia  Lásaro  y  Cano 
eontra  la  Real  orden  de  18  de  Noviembre  de  1889,  la  cual  debe  quedar 
firme  y  subsistente.- Ángel  María  Dacarrete.~(8entencia  publicada  el  81 
de  Diciembre  de  1893,  é  inseru  en  la  Oétcda  de  80  de  Julio  de  1898.) 
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I^EOSIONIS  DICTADAS  SOBRE  CÓPETELAS  EX  1892 


Odapetooeia  (•  á»  Enero  de  \SW).'^Áprov§i^uimiaUodé  ¡eña§.  CkíetHih 
mea  |irevta«.— Real  decreto  decidiendo  á  favor  de  la  Adminiettarlóa  ana 
competencia  eoaeitada  entre  ia  Andiencia  de  lo  criminal  de  Ponlemda  j 
éí  Gobernador  eivU  de  Lean,  y  ee  eeublece: 

i.o  Que  en  tanto  no  $e  determine  de  una  manera  concreta  y  ^evidente  m 
un  iwrovedtamiento  de  leñai  $e  hizo  con  tujeción  á  Ion  requisUoe  exigidoe  por 
io»  attjMttciofM»  9ígente$  en  materia  de  montea^  6  oe  verificó  por  el  demmcia  - 
éo  Mfft  temr  Atrecho  alguno  para  ello,  e$  indudiMe  que,  atendido  d  texto  del 
mft.  40  dd  Meal  decreto  de  8  de  Mayo  de  1864,  ematepor  remloer  una  eue$. 
Han  previa,  de  la  exdueiwi  competencia  de  la$  Autortdadeo  admimetraUva». 
Y2fi  Que  ee  está,  vor  tanto,  en  uno  de  loe  come  en  que^  por  excepti6n\ 
_  j^eifden  loo  Qobemadoree  euedtar  eontiendae  de  oompdencea  en  loojmdo»  cri. 
minalee,  con  arreglo  á  lo  preecrito  en  el  atrt»  8fi  del  Beal  deereto  de  8  de  Sep . 
Hembre  de  1887. 

CoB  mMYO  de  una  denanda  hecha  por  el  Alcalde  de  San  Lorenso»  por 
iMurto  de  lefiaa^  ae  incoó  el  oorresoondiente  lomario,  y  ja  coneloeo  y  liecha 
la  califioaeióQ  por  laa  partee,  el  Gobernador  dirigió  á  la  Aodienóia  oficio 
de  inhibición^  por  tratarte  de  oa  aprovechamiento  de  lefiae,  por  m  pue- 
bla A  qnieo  oorreaponde  el  neo  gratuito  de  ene  producto  a,  y  eer,  por  tanto, 
la  Autoridad  adminietrativa  la  competente  para  conocer  de  laa  iníraecio- 
«ea  que  puedan  cometerte  en  eeta  date  de  aeuntoa. 

Soatenida  por  la  Audieacia  an  competencia  é  inaiatiendo  el  €K>berBador 
an  an  requerimiento,  ee  reaolvió  el  conflicto  oon  el  Beal  decreto,  que  en  an 
parte  diapoeitiva  dioe  aaí: 

Considerando: 

1.0  Que  la  preaente  contienda  de  competencia  ae  ha  auacitado  eon  mo* 
UTO  de  la  «ctraecióa  de  lefia  verificada  per  D.  Lia  ardo  de  Oaatco  Aguiar, 
•del  monte  Fajarlo!,  y  aitio  de  Valdetrilloa,  térmloo  de  PoniemMte: 
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8.0  Qne  en  tanto  no  te  determine  de  nna  manera  concreta  y  evidente- 
•i  dicho  aprove<  hamiento  de  lefiaa  ae  biso  con  anjeción  á  loa  reqniaito»^ 
exigidoa7>or  laa  díapoaicionea  vigentea  en  materia  de  montea,  ó  ae  verificó^ 
por  el  D.  Liaardo  de  Caatro  ain  tener  derecho  algono  para  ello,  ea  indoda- 
ble  qne,  atendido  ei  texto  del  art  40  citado  del  Real  decreto  de  8  de  Majo 
de  1884,  exiate  por  reaolver  una  cneatión  previa,  de  la  exdtiaiva  compe* 
tencia  de  la  Antoridad  adminiatrativa; 

8.0  Qne  ae  (»ati,  por  tanto,  en  uno  de  loa  caaoa  en  qne,  por  excepción,, 
pueden  loa  Gobernadorea  aaacitar  contiendaa  de  competencia  en  loa  Joi- 
eioa  crimínate  a,  con  arreglo  á  lo  preacrito  en  el  ait  8.^  del  Beal  decreto  de 
8  de  Septiembre  de  1887. 

Conformándome  con  lo  conaultado  por  el  Conaejo  de  Estado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  decidir  eata  competencia  A  favor  de  la  AdminiatraciÓB. 
Dado  en  Palacio  á  8  de  Enero  de  1893.^María  Criatina.— £1  Preaiden- 
te  del  Ck)na^  jo  de  Miniatroa,  Antonio  Cánovaa  dei  Caaülio.— (Publicada  en. 
la  Oaeeta  de  16  de  Enero  de  1892.) 
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Competencia  (8  de  Enero  de  1893). — Vicum  tuHanciale$  m  el  procedi- 
miento,- 8e  declara  mal  aaacitada,  y  que  no  ha  lugar  á  decidir,  la  promo- 
vida entre  el  Jaei  de  inatrucción  de  Lérida  y  el  Gobernador  dvil  de 
aquella  provincia,  y  ae  eatablece: 

Que,  $egún  eon$tante  doctrina ^  no  se  entiende  cumplido  el  texto  dd 
arücuto  8,*  M  Beal  decreto  de  8  de  Septiembre  de  188f  con  wáh  dtarpro- 
eept09  del  miemo,  6  hacerlo  en  globo  de  leyes,  reglamentos  6  cualquier  otro  gé^ 
ñero  de  disposiciones  compuestas  de  varios  artiotdos,  sin  Jijar  precisamente' 
aquel  en  que  la  Autoridad  reqwrente  se  apoye  para  reclamar  él  oonocimenJ^ 
del  negocio. 

Preaentada  ante  el  Juagado  de  Lérida  una  querella,  y  eatándoae  prae> 
tieando  laa  diligenciaa  conducentea  al  eaclarecimiento  de  loa  hechoa  de- 
nunoiadoa,  el  Gobernador  civil  requirió  de  inhibición  al  Juagado,  dtand» 
loa  textoa  legalea  que  eatimó  neceaarioa. 

El  Juagado  aoatuvo  an  juriadicción,  inaiatiendo  el  Gobernador  en  aa 
requerimiento,  dando  lugar  al  conflicto,  que  ae  reaolvió  por  el  Seal  decreto»», 
que  en  au  parte  diapoaitiva  dice  aaí. 

Viato  el  art.  8.o  del  Beal  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887: 

Conaiderando: 

1.^  Qne.  aegún  conatante  doctrina,  no  ae  entiende  cumplido  el  texto 
del  precitado  art.  8.®  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887  con 
Bolo  citar  preceptoa  del  miamo,  ó  hacerlo  en  globo  de  leyea,  reglamentoa- 
ó  cualquier  otro  género  de  díapoaicionea  compueataa  de  varioa  articuloa,, 
ain  fijar  preciaamente  aquel  en  que  la  Autoridad  requirante  ae  apoye  para 
reclamar  el  conocimiento  del  negocio: 

2.**  Qne  por  haberae  limitado  el  Gobernador  á  citar  en  au  ofido  da 
inhibición  loa  reglamentoa  de  11  de  Mayo  de  1888  y  16  de  Abril  de  1890». 
máa  el  art  8.<>  del  Real  decreto  repetido  de  8  de  Septiembre  de  1887,  *ea« 
indudable  que  exiate  en  el  preaente  caao  un  vicio  auatandal  en  el  proce- 
dimiento, que  impide,  por  ahora.  Ja  reaolución  del  conflicto. 

Conformándome  con  lo  conaultado  por  el  Conaejo  de  Eatado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  declarar  mal  auadtada  eata  competencia,  que  no  ha  kk- 
gar  á  deaidirla,  y  lo  acordado. 


i 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


MEaoixmovMM  vwL  TsamumAL  ooMmaoto-ADminsTSATiTO    146' 

Psdo  en  Paltda  á  8  de  Enero  de  1893.*Meria  CHetiD«.^El  Preei- 
deate  del  CoDe«*Jo  de  MÍDietroe,  Antonio  Cánoyee  del  Caetillo.— (Pabli- 
Cftd«  en  ]m  €hceta  de  17  de  Enero  de  18dJ.) 


Competencia  (8  de  Enero  de  1899).— JETurfo  de  lHla$.  UtHrpaeián  de  atri^ 
¡meionee.-^Se  rftuelTe  en  partea  ieyw  de  le  Adminietracióo,  y  en  parte  A 
íayor  de  la  Autoridad  jndicial,  ona  competencia  toaritada  entre  el  Oober* 
nador  ci?il  de  Boigoa  y  la  Audiencia  de  lo  criminal  de  Lerma,  y  ae  eata- 


1,0  Que  de  loe  deUtoe  de  kwriú  de  leñae  corresponde  en  conoeimiento  á  loe 
I^rümnaUe  ordiffarioe; 

Y  2.^  Que  por  lo  que  hice  al  delito  de  Meurpacián  de  atri¡mcio9ie$,  ft ,  por 
el  eonirario,  ifm«gable  que  estiete  por  re$oÍver  la  cuenfión  previa  de  si  un  Al^ 
talde  $e  excedió  ótio  tneue  atrihucumee  al  irteoor  el  espediente  gubernatitfo 
eibjeto  del  delito  que  se  supone,  y  compitiendo  esto  decidirlo  á  la  Adminis- 
iraeián,  se  está,  en  cuanto  á  este  solo  extremo^  en  uno  de  los  casos  en  que,  por 
esccepcién,  pueden  los  Gobernadores  provocar  contiendas  de  competencia  en 
los  juicios  criminales,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art  3*  del  Real  decreta- 
ée  8  de  Septitmbre  de  IBSf. 

A  coneecoencía  de  nn  hnrto  de  lefiae,  se  formó  el  correepondiente  ett- 
mario  por  el  Jnsgado  de  Salaa  de  loa  lofantee,  y  apareciendo  indicioa  de 
leeponaabilldad  contra  el  Alcalde  de  Araoto  de  Miel»  por  el  hnrto  de  le- 
ÜM,  atí  como  también  por  nanrpadón  de  atribncionea,  á  conaecoencia  de 
babínr  formado  on  expediente  gubernativo,  ae  remitieron  laa  actoacionea  á 
Isk  Andienda  de  lo  criminal  de  Leima,  la  qne  declaró  procesado  al  Al- 
calde. 

Terminado  el  anmario  y  decretada  la  apertura  del  juicio  oral,  el  Qober- 
nador  de  Burgos,  á  quien  había  acudido  el  Alcalde  de  Aiauso  para  que  re- 
quiriera de  inhibición  á  la  Audiencia,  aaí  lo  hizo  en  cuanto  á  loa  doa  deli- 
tos de  hurto  de  lefiaa  y  nanrpadón  de  atríbucionea.  Sostenida  por  la  Au- 
diencia su  jurisdicción,  é  insistiendo  el  Gobernador  en  su  requerimiento^ 
se  produjo  el  conflicto,  que  resolvió  el  Real  decreto,  qne  en  su  parte  diapo- 
idüra  dice  aaf: 

Yiato  el  art.  4  «  del  Real  decreto  de  8  de  Mayo  de  1884: 

Viato  el  art.  S.e  dd  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887: 

Conddeíando: 

\fi  Que  la  presente  eootienda  de  competenda  se  ha  suacitado  con  mo- 
tivo de  la  causa  seguida  al  Alcalde  de  Arauao  de  Miel  por  hurto  de  lefia» 
7  uaurpadón  de  atribudones: 

S.e  Que  p6r  lo  que  al  primero  de  dichoa  delitos  se  refiere,  tratándose,. 
cemo  aquí  se  trata,  de  unas  lefias  extraidaa  del  monte,  es  indudable  que, 
con  arreglo  al  articulo  4.^  dtado  del  Real  decreto  de  8  de  Mayo  de  18^4,. 
de  él  deben  conocer  los  Tribunales  ordinarios,  sin  que  exista  cuestión  al- 
ausa previa  que  deban  resolver  Isa  autoridadea  administrativaa  y  de  1» 
cual  puede  depender  el  fallo  que  aquéUoa  hayan  de  pronunciar: 

t.e  Que  por  le  que  hace  al  delito  de  osuiimción  de  atribudones,  ea^ 
por  el  contrario,  innegable  que  exiate  por  reaolver  la  cuestión  previa  de  ai 
«1  Alcalde  de  Aranio  de  Miel  se  excedió  ó  no  en  sus  atribudonea  al  íik 
coar  el  expediente  gubernativo  objeto  del  delito  que  se  supone,  y  compi- 
tle&doeaio  deddirlo  á  la  Adminiatiadón,  se  eati»  en  cnanto  áeateaoloez- 
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de  hmrto9  deleñoi,  y  que  no  entiendo  cunikmn  previa»  de  loe  emU»  depem- 
da  el/allo  de  ¡oe  Tribmnalei,  no  pneden  eueeUaree  eompeteneúu. 

A  coDsecaencia  de  ona  denuncia  de  la  CKiardia  civil  contra  varloa  ve- 
einoe  del  pueblo  de  Garniel  de  Isán,  por  haber  extraído  lefiaa  del  monte 
Regalada,  ae  formó  el  correspondiente  aamario,  qae,  ona  ves  concloao,  fué 
•levado  á  la  Andieneia  de  Lerma,  la  cual  fné  reqaerida  de  inhibición  por 
•1  Gobernador  de  Burgos,  por  entender  que  el  hecho  no  conaUtofa  delito. 
Sostenida  por  la  Andieneia  sn  Jorisdicción  é  insistiendo  el  Gobernador  en 
au  requerimiento,  se  prodnjo  el  conflictOi  qoe  resolvió  el  Real  deereto^qoe 
•n  an  parte  dispositiva  dice  así: 

VisU  la  regla  4>  del  art.  40  de  las  Ordenanaas  de  Montea: 

Viato  el  nóm.  l.o  art  8  o  del  Beal  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887: 

Considerando: 

1  o  Que  según  aparece  de  las  diligencias  criminales  qoe  se  instnijen, 
éstas  se  incoaron  á  consecuencia  de  la  denuncia  hecha  por  la  Guardia  ci- 
vil, de  haber  extraído  varios  vecinos  de  Garniel  de  Ixán,  del  monte  titu- 
lado Regalada,  lefias  consistentes  en  tomillos  y  ramos  verdes  de  pino: 

9.0  Que  Ul  hecho  pudiera  oonatituir  na  delito  definido  en  el  Código 
penal,  y  por  tanto,  el  conocimiento  del  mismo  está  reservado  á  loa  Tcibo- 
nales  de  justicia: 

8.0  Que  no  existe  tampooo  cuestión  algana  previa  que  deba  resolver 
la  Administración,  y  de  la  cual  pueda  depender  el  fallo  que  en  sn  día  dic- 
ten loe  Tribunales  de  justicia,  por  lo  qoe,  no  concurriendo  ninguno  de  loa 
dos  casos  en  qoe,  por  excepción,  pueden  ios  Gobernadorea  promover  com- 
petencia en  los  juicios  criminales,  es  indudable  que  no  ha  podido  snsei- 
tarae  el  presente  conflicto. 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Cons4>jo  de  Estado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  declarar  que  no  ha  debido  auscitaree  esta  competenda» 

Dado  en  Palacio  á  8  de  Enero  de  1888.— liaría  Criatina.— SI  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovaa  del  Caatillo. — (Publicada 
en  la  Gaceta  de  81  de  Enero  de  1888.; 


Competencia  (8  de  Enero  de  1898). — Agnae,  DomMo  y  potesí^— fie 
decide  á  fpvor  de  la  Autoridad  judicial  la  promovida  entre  el  Gobernador 
civil  de  liarcelona  y  la  Audiencia  de  la  misma  capital,  y  se  establece: 

i.®  Que  encomendado  por  la  ley  ala  fxelumva  eowtpkeneia  de  loe  Tribm- 
nalee  del  fuero  común  el  conocimiento  de  ku  eueetionee  relaüvae  al  dominio  y 
poiesián  de  las  aguae  privada»^  e$  indudable  que  vereando  el  interdicto  de  qme 
ahora  se  trata  sobre  la  posesión  de  aguas  que  tienen  ese  carácter^  sólo  á  didios 
Tribunales  corresponde  entender  en  el  asunto: 

Y 2o  Que  Si  un  Ayuntamiento  se  cree  asistido  de  algún  derechoaldú- 
minio  ó  posesión  de  unas  aguas,  puede  acudir  á  los  Tribunales  de  justicia,  en 
la  forma  que  estime  oportuno,  pero  sin  que  quepa  dentro  de  sus  ütrihudonea 
tomar  acuerdos  que  vengan  ¿privar  de  ese  dominio  y  oosesión  al  partievlar 
que  disfruta  esos  derechos,  y  mucho  menos  cuando  H  Molían  amparados  por 
sentencia  de  los  Tribunales,  en  favor  de  los  cuales  H  ha  decidido  ya  un  ce»- 
Jticlo  jurisdiccional  que  versaba  sobre  lo  mismo  que  el  presente^  por  lo  qme 
hace  al  carácter  de  las  aguas  de  ^ue  se  trata. 

El  Ayuntamiento  de  Rubí  acordó,  en  vista  de  ia  escases  de  aguas  de  le 
población,  ejecutar  anas  obras  con  objeto  de  dotar  de  mayor  cantidad  de 
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Oompetenoift  (17  áé  Eo«ro  de  18991).— *  Fictoi  MMtoMMe»  m  el  j^roeedi- 
Micfito.— Se  declara  mal  aoacitada  y  formada»  y  que  no  ha  logar  á  decidir,  la 
promovida  entre  el  Qobemador  civil  de  Almería  y  ei  Jaes  de  inetonodón  de 
dicha  capital,  y  ae  eetableoe: 

i  o  Que  can  arrefh  al  art5.<^  del  Eutldécrdoie  8  dé  Septiembre  de  1S87, 
al  requerir  de  inkibtmáii,  hay  que  citar  km  diepomcUmee  em  que  $e  funde  la 
eompetencia,  comtUuifeudo,  A  no  kaeerh  oa^  um  tiáú  eueUmmal  em  elpr^o^ 
dimtento; 

¥2,0  Que  al  tramitar  el  ineidente,  el  Juggado  omitió  la  celebradám  de  la 
vieta,  h  que  tambiáu  eonetitmye  otro  defeotoeeenoialen  la  tramitación  de  pri- 
mera  imiancia. 

A  conaecoencia  de  nna  dennncia  hecha  por  el  Delegado  de  Almería  al 
Fiecal  de  la  miama  Audiencia,  acerca  de  faitea  obeervadaa  en  el  examen 
del  repartimiento  de  la  coatcibación  teiritorial,  y  remitida  la  dennncia  por 
el  Fiscal  al  Joes  de  Almería,  ae  formó  el  oorreepondiente  anmario,  duranta 
la  tramitación  del  coal  fué  requerido  de  inhibición  el  Joea  por  el  Gober» 
nador  de  Almería,  citando  como  fundamento  del  miamo,  qne  de  laa  fiUta» 
ú  omiaionea  qne  ae  cometan  en  el  repartimiento  de  laa  contribacionaa  terri- 
torialee,  oorreaponde  conocer  á  la  Adminiatradón, 

Tramitado  el  espediente,  y  ain  celebrar  vlata  del  miamo,  el  Joes  ae  in- 
hibió á  favor  de  la  Adminiatradón;  y  apelado  eate  aoto  por  el  Abogado  del 
Satodo  y  Miniíterio  Aacal,  fné  revocado  por  la  Audiencia. 

loaiatió  el  Qobemador  en  ao  requerimiento  y  ae  produjo  el  conflicto, 
que  foé  reauelto  por  el  Real  decreto,  que  en  an  parte  diapoaitiva  dice  aaí: 

Vietoa  loa  artícoloa  8.o  y  11  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887¿ 

Visto  el  art  27  de  la  ley  Provincial: 

Visto  el  art.  61  de  la  ley  de  Eojuiciamiento  criminal: 

Vistos  loe  artículos  118  y  1)4  de  la  ley  de  Eojuidamiento  dvil< 

Oonsiderando: 

l.o  Qae  al  requerir  el  €k>bemador  de  inhibidón  al  Juagado,  lo  hiso  sin 
cumplir  lo  terminantemente  dispuesto  en  el  art.  6fi  dd  Real  decreto  de  8 
de  Septiembre  de  1867,  pueato  qne  no  citó  dispoaidón  alguna  que  le  atri* 
bnyera-el  conodmiento  de  la  cueatión,  limitándoee  á  dtar  preceptoa  que 
le  aotorísan  á  promover  cootíendaa  de  competenda: 

2.0  Qoe  dicha  falta  conatituye  un  vicio  aoataodal  em  d  proeedimientoi, 
que  impide  reaolver,  por  akiora,  d  conflicto: 

S.«  Qoe  al  tramitar  el  inddente,  d  Juagado  omitió  la  cdebradón  de  1% 
viata,  lo  qoe  también  conatitoye  otro  defecto  eeencial  en  la  tramitadón  da 
primera  inataoda. 

Oonformáodome  con  lo  consultado  por  el  Oonaejo  de  Eatado  en  pie- 
•o,  etc.;  vengo  en  declarar  md  suadtada  y  md  formada  eata  competencia^ 
qoe  no  lia  lugar  á  deddirla,  y  lo  acordado. 

Dado  en  Palacio  á  17  de  Enero  de  1892,^líaría  Oriatina.— El  Preel- 
dente  del  Oonaejo  de  Ministros,  Antonio  Gánovaa  dd  Gaatillo.--(Pnbli- 
eadft  en  la  Oaceta  de  88  de  Enero  de  1893.) 
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CtempetendA  (17  4»  £iMra  de  18M}.  -  iÉ^tmiamimfot.  Jpo<Í0raioiL~Se 
f asnelve  á  Imvor  de  le  Autoridad  judicial  ie  •oaciude  eotre  la  Sala  de  le 
eivil  de  la  Aadiancie  de  Valladolid  y  el  Gobernador  de  aquella  proviiida^ 
f  ae  eatableoa: 

1.0  Que  ¡a  ley  concede  á  lo$  Ayuntamiento$  lo$  dereehoi  que  puedan  ejer- 
eUar9é  conira  tot  pte  reotindimftmáo»  municipalei,  y  eiendo  emm  derechoe  en 
el  freeente  ca$o  üe  gtM  noeen  dd  contrato  de  wtandato  entre  mandatario  y 
poderdonte,  tal  contrato  y  la$  ohligaeUmee  qne  del  mimno  emanan  $on  de  Ín- 
dole eoeneiahnente  cMl; 

Y  2.0  (¡ne  la$  eueoHonei  de  e$ta  claoe  eetán  por  eu  naturaleza  raervada» 
mi  oonocmknto  de  loo  Tribunateo  del  fuero  común. 

SI  AyoDtamieiito  de  VUlaoueva  del  Duero  acudió  á  loe  Tribunalee  en* 
tablando  juieio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  D.  Joaquín  María 
Cano,  Apoderado  por  dicho  Ayuntamiento  para  el  cobro  del  80  por  100  de 
Propioe,  y  que  no  había  rendido  laa  coentaa,  no  obatante  laa  reiteradaa  ine* 
tanciaa  del  Ayuntamiento. 

Emplaiado  el  demandado,  y  á  ra  inatancia,  el  Gobernador  requirió  de 
inhibición  á  ia  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  ante  la  que 
ettaba  en  apelación  un  incidente,  fondándoee  para  la  inhibición,  en  que 
era  de  la  exetueiva  competencia  de  loa  Ayuntamientos  la  adminiatrai^ión 
y  recaudación  de  loe  fondee  mnnicipalee  efectuada  por  aua  agentea,  y  que» 
por  tanto,  eorreepende  aa  conocimiento  á  la  Adminiatración. 

La  Audiencia  eoetnvo  an  juriedicción  y  el  Gobernador  inaiatió  en  au 
requerimiento;  conflicto  que  f ué  reaueito  por  el  Real  decreto,  que  en  au 
parte  diapoaitiva  dice  aaí: 

Yiato  el  art  168  de  la  ley  Municipal: 

Visto  el  art.  2.o  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial: 

Oonaiderando: 

l.«  Que  la  presente  contienda  de  competencia  ae  ha  auacitado  con  me- 
tívo  de  la  acción  ejercitada  por  ei  Ayuntamiento  de  Villanueva  de  Duero 
contra  D.  Joaquín  María  Cano,  para  hacer  efectivos  de  éate  los  fondos  que 
por  cuenta  de  dicho  Ayuntamiento,  y  en  virtud  de  poder  del  mismo,  ha- 
bía recaudado  como  pecteuecientea  al  80  por  100  de  Propios  é  interese» 
que  correepondían: 

%,o  Que  la  ley  concede  á  loe  Ayuntamientos  loa  derechoe  que  puedan 
ejercitarse  contra  loe  que  recaodan  fondee  municipales,  y  siendo  esos  de- 
rechos en  el  presente  caco  loe  que  nacen  del  contrato  de  mandato  entre 
mandatario  y  poderdante,  tal  contrato  y  las  obligaciones  que  del  mismo 
emanan  son  de  índole  esencialmente  civil: 

S  e  Qae  las  cuestiones  de  esta  clase  eetán  por  su  naturaleza  reservada» 
al  conocimiento  de  loe  Tribunalee  del  fuero  común. 

CkMiformáodome  con  lo  conaoltado  por  el  Oonsejo  de  Eetado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  decidir  eata  competencia  á  favor  de  la  Autoridad  judi- 
cial. 

Dado  en  Palacio  á  17  de  Enero  de  1892.— María  Cristina.— £1  Presi* 
dente  del  Consejo  de  Minietroe,  Antonio  Cánovas  del  Castillo.— (Publi- 
cada en  le  Oaoeta  de  94  de  Enero  de  1802.) 
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Competencia  (t7  de  Enero  de  1893).-- ilUonaiiiieiiíe  d$  mora4(L-^B%  de- 
cide á  favor  de  la  Aatoridad  lndi<^l  la  promoyida  entre  el  Gobernador 
^ril  de  Málaga  y  el  Jnfi  de  Inetraodón  de  Efteppna,  y  ae  eatableee: 

1.0  <¡ue  corretpande  á  loM  Tribunalei  deju$tiet¿  el  coHoeimimiú  de  ice 
delitoi  áffiñidoe  en  el  CófUgo  penal: 

2,*  Que  eonttiiuye  un  aUanamieiñ^  de  morada  ti  hecho  de  entrar  nn  Ai- 
de  en  el  domicilio  de  un  parücular  oin  autoriMoeián  juiidal; 

YS.o  Qne  no  puñde  eon9Í4erar9e  oomo pébtica^  á  loe  e/eetoe  delaleg  de 
16  de  Junio  de  1880^  la  reunión  verificada  en  un  donUeiUo  particular, 

D.  Joaé  García  lofante  dennnció  al  Jugado  de  Eitepona,  qne  hallan» 
doae  en  aa  caaa  con  ana  trabajadorea  y  amlgoa,  hablando  de  aauntoa  de  la 
localidad,  penetró  en  en  cata  el  Alcalde  del  pneblo  de  Gaaarea,  inanltando 
á  loa  allí  rennidoe  y  arrojándoloa  á  la  calle,  haciendo  para  ello  nao  de  la 
-Goardia  Gíril,  pretextando  qne  era  nna  reunión  pública. 

Inatroída  la  correapondieote  canea,  el  Gobernador  requirió  de  inhibi* 
ción  al  Jnzgado,  f  andándoae  en  qne  el  Alcalde  había  obrado  en  nao  de  ana 
«tribncionea  al  diaolver  ana  rennión  pública.  El  Joigado  aoato?o  an  com- 
petencia, ó  inaiatiendo  el  Gobemadoa  en  an  requerimiento,  ae  reeohió  el 
conflicto  por  el  Real  decreto,  qne  en  an  parte  diapoa¡ti?a  dice  aaí: 

Visto  el  art  3.o  del  R<^al  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887: 

Yiatoel  art  316  del  Código  penal: 

Yiatoa  loa  artícnloa  2.o  y  6.®  de  la  ley  de  15  de  Janlo  de  1880: 

Considerando: 

1.0  Qae  la  querella  preaentada  por  D.  Joaé  García  I  afán  te  Tersa  aobre 
-el  hecho  de  haber  entrado  el  Alcalde  de  Caaarea  en  el  domicilio  del  de* 
nunciante  y  haber  obligado  á  laa  peraonaa  que  allí  había  á  aalir  á  la  calle 
y  abandonar  la  caaa  en  que  ae  encontraban: 

2.0  Que  aegún  reaulta  de  loa  autoa  y  declaradonea  del  mtamo  D.  Cris- 
tóbal Bravo  Romo,  éste  penetró  en  la  caaa  del  denunciante  ein  auto  judi- 
cial é  biso  aalir  á  laa  peraonaa  que  ee  encontraban  en  una  habitación  del 
expreaado  domicilio: 

8.0  Qae  el  hecho  denunciado  puede  oonatituir  un  delito  definido  en  el 
Gódigo  penal,  y  cuya  averiguación  y  caatigo,  en  su  oaao,  correaponde  á  los 
Tríbuoalee  de  justicia: 

4.0  Qae  la  única  cuestión  previa  que  podría  invocarse  consistiría  ea 
determinar  ai  el  Alcalde  de  Casarca  había  hecho  ó  no  uso  debido  de  1m 
atribuciones  qae  le  confluiré  la  ley  de  18  de  Junio  de  1880: 

6.0  Qae  en  el  presente  caao  no  hay  que  reaolver  esa  cueatlón  previa, 
toda  ves  que  la  reanióa  se  verificaba  en  el  domicilio  del  denunciante,  y 
IK)r  tanto,  no  era  pública  para  los  efectos  de  la  citada  ley. 

Conformándome  con  lo  conaultado  por  el  Conaejo  de  Eitado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  decidir  eata  competencia  á  favor  de  la  Autoridad  jo- 
dicial. 

Dado  en  Palacio  á  17  de  Enero  de  1892.— María  Crl8tlna.~E!  Presi- 
dente del  Consejo  de  Míoistroa,  Antonio  Cánovaa  del  Caatiüo. — (Publíct- 
da  en  la  Gaceta  de  24  de  Enero  de  1802.) 
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Competeneift  (17  de  Eiaero  de  1892).— TíeÚM  tmtam 
jmiento.  Celebración  de  visto.— Se  declara  mal  formada  ) 
el  Gobernador  civil  de  Valeocia  y  el  Jaez  de  primera  i 
to  del  Mar  de  dicha  población,  y  ee  eetableoe: 

Qi*e  €9  indispensable  citar  al  Ministerio  fiecal  y  alas 
bración  de  la  vista,  y  el  no  hacerlo  asi,  y  dejar  de  celebrar 
Utuye  un  vicio  sustancial  en  el  procedimiento. 

Promovida  nna  competencia  entre  el  Gobernador  de 
-del  distrito  del  Mar,  por  requerimiento  de  inhibición  < 
Joez  ae  declaró  competente,  sin  eelebrar  vista  y  sin 
fiscal  ni  á  las  partes.  £1  Gobernador  insistió  en  en  req 
lagar  al  conflicto,  qne  ae  resolvió  por  el  Real  decreto,  q 
positiva  dice  así: 

Visto  el  arl.  11  del  Beal  decreto  de  8  de  Septiembre 

Considerando: 

l.o  Qae  al  tramitar  el  conflicto  el  Jaez,  dejó  de  citar 
y  á  las  partes  con  sefialamiento  de  día  para  la  vista  del 
tencia,  y  sin  celebrarse  dicha  vista  pública,  dictó  anto 
pétente,  contra  lo  terminantemente  dispuesto  en  el  prc 
ereto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  anteriormente  citado 
2.0  Qae  tal  omisión  constituye  an  vicio  sastancial 
to,  que  impide  por  ahora  la  resolución  del  conflicto. 

Conformándome  oon  lo  consultado  por  el  Consejo 
no,  etc.;  vengo  en  declarar  mfA  formada  esta  competenc 
á  decidirla,  y  lo  acordado. 

Dado  en  Palacio  á  17  de  Enero  de  1892.— María  C 
dentó  del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del  ( 
da  en  la  Gaceta  de  26  de  Enero  de  1892.) 


12 

Competencia  (17  de  Enero  de  1892).— ufantes.  Aprov 
— Se  decide  á  favor  de  la  Administración  la  suscitada  e 
de  Valencia  y  el  Juez  de  Villar  del  Arzobispo,  y  se  eat 

1.^  Que  hecha  la  concesión  del  aprovechamiento  por 
corresponde  á  ¿uta  determinar  si  el  rematante  ha  verificaá 
to  enel  sitio  y  forma  en  que  tiene  derecho  á  hacerlo,  ó  «t, 
faltado  á  los  términoi  en  que  aquél  le  fué  otorgado; 

Y  2.^  Que  la  resolución  de  esa  cuestión  previa  puedi 
que  en  su  día  hubiere  de  dictar  el  Tribttnal,  y  por  tanto, 
dos  casos  en  que  por  excepción  pueden  los  Oobemadores  j 
en  los  juicios  criminaks, 

Á  oonsecnencia  de  nna  denuncia  presentada  por  la  ( 

el  rematante  de  lefias  b^jas  en  el  término  de  Casinos, 

lefias  de  varías  propiedades  de  particulares,  se  incoó 

«nmario  por  el  Juzgado  de  Villar  del  Arzobispo,  el  cu 

TOMO  46 
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inhibición  por  el  Gobernador  de  VeleDoia,  fandáodote  en  qne  á  Ift  Anta- 
ridad  gobernativa  corresponde  conocer  de  lo  referente  á  montes  y  aprove- 
chamiento de  lefias.  Sostenida  por  el  Juzgado  sa  competencia,  é  insistien- 
do el  Gobernador  en  sa  requerimiento,  se  resolvió  el  conflicto  por  el  Real 
decreto,  qae*en  so  parte  dispositiva  dice  así: 

Visto  el  art  %fi  del  Beal  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1897: 

Considerando: 

1.^  Qae  la  cnestión  de  que  se  trata  en  la  cansa  que  ha  dado  origen  á 
la  presente  contienda  jurisdiccional,  está  reducida  á  determinar  si  D.  Sal- 
vador Sancho  Rubio  ha  verificado  la  corta  de  lefias  de  que  era  rematante 
en  los  términos  de  la  concesión,  ó  si  se  ha  extralimitado  de  la  misma: 

8«o  Que  hecha  la  concesión  del  aprovechamiento  por  la  Administra- 
ción, corresponde  á  ésta  determinar  si  el  rematante  ha  verificado  el  apro- 
vechamiento en  el  sitio  y  forma  en  que  tiene  derecho  á  hacerlo,  ó  si,  por 
el  contrario,  ha  faltado  á  los  términos  en  qne  aquél  le  fué  otorgado; 

8.0  Que  la  resolución  de  esa  cuestión  previa  puede  infldir  en  el  fallo- 
qne  en  au  día  hubiere  de  dictar  el  Tribunal,  y  por  tanto,  se  está  en  ano  de 
los  dos  casos  en  que  por  excepción  pueden  los  Gobernadores  promover- 
contiendas  en  los  juicios  criminales. 

Conformándome  con  lo  consoltado  por  el  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no, etc  ;  vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administración. 

Dado  en  Palacio  á  17  de  Enero  de  1892.--María  Cristina.~£t  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del  Castillo. — (Publica- 
da en  la  Qaeeia  de  26  de  Enero  de  1892.) 
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Competencia  (20  de  Enero  de  1892).— c7mii/<i  nmmieipal  del  Cbiio.— Se 
declara  qne  no  hia  debido  suscitarse  la  promovida  entre  el  Gobernador- 
civil  de  Zaragoxa  y  el  Juagado  instructor  de  Egea  de  los  Caballeros,  y  se 
establece: 

Que  %6lo  m  los  oa90$  en  que  la  Adminiitraeión  tenga  que  resolver  ettesiuh 
nea  previas,  de  las  cuales  dependa  el  fallo  de  los  Tribunales,  pueden  pntmo- 
verse  eompeUncias, 

A  consecuencia  de  denuncia  presentada  por  dos  vecinos  de  Egea  de- 
los  Caballeros,  por  no  haberles  citado  para  la  sesión  de  la  Junta  munici- 
pal del  Censo,  á  pesar  de  ser  Vocales  natos  de  ella,  y  no  haberles  querido 
dar  posesión,  no  obstante  haber  reclamado  en  forma,  se  incoó  el  corree- 
pendiente  sumario  por  el  Juagado  de  Egea.  El  Gobernador  requirió  de  in- 
hibición, fundándose  en  qne  se  trataba  de  an  hecho  reservado  á  la  Admi- 
nistración. El  Joztrado  sostuvo  su  competencia,  por  revestir  los  hechos  ca- 
rarteres  de  delito,  y  el  Gobernador  insistió  en  sn  requerimiento,  resol* 
yiéndose  el  conflicto  por  el  Real  decreto,  que  en  au  parte  dispositira 
dice  así: 

Visto  el  art.  8.<>  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887: 

Vistos  los  artícaloB  10,  88  y  101  de  la  ley  Electoral  de  26  de  Jmd<y 
de  18(<0: 

Visto  el  art.  68  del  Real  decreto  de  6  de  Noviembre  de  1890: 

Conaiderando: 

1.0  Que  la  denuncia  qne  ha  dado  logar  á  la  formación  de  la  causa  de- 
que se  trata  se  funda  en  haberse  negado  á  D.  Cosme  Abadía  y  D.  José- 
Ramón  la  Torre  el  derecho  de  que  se  suponen  asistidos  para  fonnar  parte 
de  la  Jnnta  mnnidpal  del  Censo  de  Egea  de  los  Caballeror. 


ÉV- 
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Dado  en  Palacio  á  21  de  Enero  de  1893.-^Maria  Oristína.— Bl  Preai- 
dente  del  Consejo  de  Miníatroa,  Antonio  Cánoyaa  del  Oáatiilo.— (PabQca- 
da  en  la  Gaceta  de  36  de  Enero  de  1892.) 
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Competencia  ^21  de  Enero  de  íSd2.)^De$Unde  de  términos  munieipa' 
íet.— Se  resnelye  á  favor  de  la  Autoridad  jndieial  la  anacitada  entre  el  Go- 
bernador civil  de  Hnelva  y  el  Jnxgado  de  inatmcción  de  Aracena,  fue^B- 
tablece: 

i  o  Que  ti  bien  á  la  Adminittraeión  eorreeponde  entender  en  todo  ¡o  qu§ 
$e  rtfkre  al  de§línde  y  segregación  de  los  térmihoe  munieipalei,  tales  fácula 
tades  no  han  sido  desconocidas  por  la  Autoridad  judicial,  sino  antes  for  él 
contrario^  reconocidas  y  respetadas  en  el  auto  origen  de  eita  eompeteneta; 

YS,o  Que  teniendo  por  objeto  la  resolución  del  Jues  de  instrucción  nor- 
nuüizar  lo  ^ue  á  la  administración  de  justicia  se  ^ficre»  mientroM  la  Adminis- 
tración, ya  sea  de  una  manera  interina  ó  ya  definitiva,  no  determina  á  gii^ 
Ayuntamiento  corresponde  d  territorio  de  la  mina,  tal  resolución  está  dic- 
tada dentro  de  las  facultades  que  la  ley  le  conj^iere,  toda  vez  que  las  cuestio- 
nes de  competencia  ^ue  entre  dos  Jueces  municipales  se  susciten  deben  ser  re- 
suelías  por  el  suficrtor  común,  que  lo  es  el  de  imtrucción. 

En  el  expediente  y  antoa  de  competencia  anacitada  entre  el  Gobema- 
dor  civil  de  la  provincia  de  Hnelva  y  el  Jaez  de  inatrncción  de  Aracena, 
de  los  cnales  resulta: 

Qne  en  28  de  Majo  último  el  segando  Jefe  de  la  Guardia  civil  de 
Hueiva  transcribió  al  Jaez  de  instrucción  de  Aracena  la  oomnnieadóB 
qae  en  el  día  anterior  le  babía  dirigido  al  Comandante  del  pneato  de  Val' 
delamasa,  en  la  que  bacía  preaente:  que  desde  el  establecimiento  del  puesto 
en  aquel  punto  babía  venido  entendiéodose  para  todoa  loa  asuntos  judi- 
ciales con  iaa  Autoridades  del  pueblo  de  Cortegana,  la  cnal  representaba 
en  aquella  localidad  un  Alcalde  pedáneo;  que  se  había  establecido  por  la 
Autoridad  del  pueblo  de  Almonaster  otro  Alcalde,  también  pedáneo,  resul- 
tando en  aquel  punto  doa  repreaentantea  de  diferentes  Antoridadea  que  m 
disputaban  la  jurisdicción,  impetrando  las  dos  el  auxilio  de  la  fuerza,  lo 
que  podía  ocasionar  un  conflicto  entre  dichas  Autoridades,  por  cuya  rasón 
se  veía  en  la  necesidad  de  ponerlo  en  conocimiento  de  la  Superioridad, 
para  que  ae  adoptara  la  reaolución  que  ae  estimara  oportuna,  á  fin  de  evi- 
tar el  incidente  que  pudiera  ocurrir,  que  el  referido  aegundo  Jefe  de  1* 
Guardia  civil,  al  transcribir  al  Juez  de  instrucción  del  partido  la  anterior 
comunicación,  reclamaba  de  éste  se  dignara  participarle  á  qué  jnrisdiccióa 
pertenecía  en  lo  judicial  el  centro  minero  de  Valdelamusa,  si  al  Juzgado 
de  la  villa  de  Oortegaua  ó  al  de  Aimonaater  la  Real,  con  el  fln  de  proceder 
con  acierto  en  los  incidentes  qne  pudieran  ocurrir: 

Qae  en  vista  de  la  anterior  comunicación,  el  ^uez  dictó  providencia  en 
29  de  Mayo  último,  por  la  que  reclamó  del  Registrador  de  la  propiedad  del 
partido  informe  justificado  del  término  municipal  en  que  ae  encontrase  en- 
clavado el  territorio  de  la  mina  titulada  El  Confesionario,  de  Valdelamusa, 
según  los  libros  del  Rearistro,  no  contrayéndose  sólo  á  la  actualidad,  sino 
á  lo  que  resultase  de  los  libros  é  inscripciones  más  antiguos  y  aun  antea 
de  que  se  tomara  razón  de  la  indicada  mina,  y  que  informasen  los  actua- 
rios de  aquel  Juzgado  acerca  de  la  Antoridad  que  hubieae  venido  ejer- 
ciendo jurisdicción  en  dicha  mina  y  sn  territorio: 
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Qae  el  Registrador  d«  la  propiedad  certificó  qao,  con  arreglo  á  loa  li- 
bros de  aqoel  Registro,  reéaltaba  la  mina  titulada  Coitfenonario  enclavada 
en  término  de  Oortegana,  sin  que  apareciese  que  con  anterioridad  la  c^ 
tada  mina  hubiera  pertenecido  á  otro  término  municipal;  y  del  informe  de 
los  actuarios  del  Juzgado  resultó  que,  según  los  datos  que  habían  podido 
tener  á  la  yista,  el  Jues  municipal  de  la  villa  de  Cortegana  había  conocido, 
por  punto  general,  en  los  hechos  criminales  ocurridos  en  la  mina  denomi- 
nada Confetionario;  que  en  el  afio  1886  se  cometió  un  homicidio  en  dicho 
litio,  y  tanto  el  expresado  Jues  municipal,  como  el  de  la  villa  de  Almonat- 
ter,  instruyeron  sobre  el  mismo  hecho  la  respectiva  sumaria;  y  el  Juzgado 
de  instrucción,  á  virtud  de  certificado  expedido  por  el  Registrador  de  la 
propiedad,  en  oue  hacia  constar  que  la  mina  se  hallaba  enclavada  en  tér- 
mino de  Cortegana,  comunicó  las  órdenes  oportunas  á  los  referidos  Jueces 
para  que  el  de  Cortegana  conociera  de  los  hechos  que  en  lo  sucesivo  ocu- 
rriesen, y  al  de  Almonaster  para  one  se  abstuviera  de  conocer;  que  desde 
dicha  fecha,  los  procesos  que  se  habían  incoado  en  el  Juzgado  de  instroA- 
eión,  por  sucesos  ocurridos  en  la  mida  referida,  habían  sido  autorizados  por 
el  Juzgado  municipal  de  Cortegana: 

Que  dada  vista  al  Fiscal,  éste  emitió  dictamen  en  el  sentido  de  que,  cua- 
lesquiera que  fuesen  los  derechos  jurisdiccionales  que  respeeto  del  terri- 
torio expresado  pudiera  alegar  la  villa  de  Almonaster  la  Real,  mientras 
no  se  declarase  anexionada  dicha  mina  al  territorio  de  Almonaster,  debía 
mantenerse  la  iurisdioción  existente  á  la  sazón,  siquiera  fuese  de  una  ma- 
nera interina  y  provisional,  y  para  evitar  posibles  confiictos,  sin  perjuicio 
de  lo  que  en  definitiva  decidiera  la  Autoridad  correspondiente,  pudiendo 
en  tal  sentido  evacuarse  la  consulta  hecha  por  el  Comandante  de  la  Guar- 
dia civil  de  la  provincia: 

Que  en  17  de  Junio  de  18dl  el  Juez  dictó  auto  por  el  que  mandó  se  di- 
jese al  referido  Comandante,  que  por  entonces  y  mientras  qoe  por  la  Au- 
toridad correspondiente  no  se  declarase  segregado  del  término  de  Corte- 
gana  y  anexionado  al  de  Almonaster  la  Real  el  terreno  en  que  está  encía- 
Tada  la  mina  Confetümario,  de  Valdelamusa,  aquel  Juzgado  lo  reconocerla 
en  lo  judicial  sometido  únicamente  en  los  asuntos  de  su  competencia  á  la 
jorisdicción  del  Juez  municipal  de  Cortegana;  que  se  hiciera  saber  esta  re- 
solución, para  evitar  posibles  conflictos,  á  dicho  Jues  y  al  de  Almonaster 
la  Real,  con  encargo  á  éste  de  que  se  abstuviera  de  inmiscuirse  en  loa 
asuntos  judiciales  que  ocurriesen  en  la  expresada  mina,  y  lo  participara 
con  ^  miamo  fin  si  Alcalde  pedáneo  de  dicho  centro,  nombrado  por  la 
Autoridad  local  de  Almonaster,  con  prevención  á  uno  y  otro  de  proceder 
contra  ellos  á  lo  que  hubiere  lugar  por  su  falta  de  cumplimiento: 

Que  el  Gobernador,  en  virtud  de  comunicación  del  Alcalde  de  Almo- 
naster, en  la  que  le  remitía  copia  del  auto  anterior,  requirió  de  inhibición 
al  Juagado,  fundándose  en  que  no  se  trataba  de  resolver  á  quién  correspon- 
día la  propiedad  de  los  terrenos  en  litigio,  pues  si  así  fuera,  sería  induda- 
ble que  á  los  Tribunales  ordinarios  competía  conocer  de  ellos,  sino  de  de- 
terminar á  qué  jurisdicción  municipal  pertenecía  dicho  terreno,  y  en  este 
servido,  según  el  espíritu  y  letra  de  laa  disposiciones  citadas,  debían  en- 
tender las  Autoridades  administrativas;  y  citaba  el  Gobernador  el  Real 
decreto  sentencia  de  6  de  Julio  de  1883,  art  6.o  del  Real  decreto  de  28  de 
Diciembre  de  1870,  art.  7.o  de  la  vigente  ley  Municipal,  y  Real  decreto  de 
80  de  Agosto  de  1889: 

Que  sustanciado  el  conflicto,  el  Juez  dictó  auto  declarándose  competen- 
te, alegando:  que  el  Gobernador,  al  requerir  de  inhibición  al  Juzgado,  lo 
bahía  hecho  partiendo  del  erróneo  supuesto  de  que  el  Juzgado  había  de- 
clarado que  la  mina  Qfptfetumario^  de  Valdelamnaa,  estaba  enclavada  en  el 
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ténnino  de  Oortegana,  eayo  error  «e  evidenciaba  con  la  aimple  lectora  de 
lo  reaoelto  en  el  auto  origen  de  la  competencia  promovida,  aigaiéndoae  de 
aqof  qne  eran  ocioaaa  laa  diapoaicionea  legales  j  la  rasón  invocada  por  el 
Gobernador,  toda  ves  qne  el  Juzgado  había  aoatenido  en  aa  anto  la  miama 
doctrina;  qne  el  acnerdo  del  Jot^uio  no  tenia  máa  alcance  qne  el  de  ana 
medida  de  orden  y  bnen  gobierno  para  Aotorídadea  y  fnncionarioa  jndf- 
ciales,  aconsejada  por  laa  circnnstancias  del  momento,  y  para  hacer  cesar 
on  estado  de  cosas  incompatible  con  nuestra  actoal  legialación  y  evitar  en- 
torpecimientos y  conflictos  con  ocasión  de  los  asontos  Judiciales  que  tu 
Vieran  lugar  en  el  expresado  centro  minero;  que  esta  medida  era  de  carác- 
ter provisional,  la  que  holgaría  por  innecesaria  ai  la  Administración  hn- 
biera  decidido  interina  ó  deñnitivamente  á  qué  término  municipal  corres- 
pondía la  mina  en  cuestión;  invocaba  además  el  Juez  otras  rasones  enca- 
minadas á  sostener  so  competencia: 

Que  el  Gobernador,  de  acnerdo  con  la  Comisión  provincial,  insistió  en 
sn  requerimiento,  resaltando  de  lo  ezpoesto  el  presente  conflicto,  qne  ha 
seguido  sus  trámites. 

Visto  el  art.  7.o  de  la  ley  Municipal,  segón  el  cual  las  Dlpntadones 
provinciales  resolverán  los  expedientes  sobre  creación,  segregación  y  sa- 
presión  de  Municipios  y  términos;  sos  acnerdoa  serán  ejecutivos  cuando 
fneren  adoptados  dé  conformidad  con  los  interesados;  en  caso  de  disiden- 
oia,  la  aprobación  será  objeto  de  nna  ley: 

Visto  el  Real  decreto  de  28  de  Diciembre  de  1870,  é  instrucción  para 
su  cumplimiento,  determinando  la  forma  en  qne  los  Ayuntamientos  ha- 
brán de  proceder  al  acotamiento  de  sus  respectivos  términos  manict- 
pales: 

Considerando: 
1.0  Que  encontrándose  en  litigio  á  qué  término  municipal  correspon- 
pondía  el  territorio  donde  estaba  enclavada  la  mina  Confeiionario,  de  val- 
delamusa,  y  ain  que  la  Administración  resolviera  acerca  de  este  extremo, 
ni  de  nna  mane;*a  provisional  ni  definitiva,  el  Joes  de  instrucción  de  Ara- 
cena,  en  virtud  de  consulta  hecha  por  el  segundo  Jefe  de  la  Guardia  civil 
de  la  provincia  y  de  los  datos  y  antecedentes  que  tuvo  á  la  viata,  <lictÓ 
anto  por  el  que  interinamente,  y  mientraa  no  se  resolviera  por  Autoridad 
competente,  para  los  efectoa  de  la  administración  de  justicia,  se  entendió 
ra  qne,  por  ahora,  correspondía  dicho  territorio  al  Juagado  monicipat  de 
Cortegana: 

2.<>/  Que  si  bien  á  la  Administración  corresponde  entender  en  todo  lo 
qne  se  refiere  al  deslinde  y  segregación  de  los  termines  municipales,  tales 
facultades  no  han  aido  desconocidas  por  la  Autoridad  judicial,  aino  antea 
por  el  contrario,  reconocidas  y  respetadas  en  el  auto  origen  de  esta  com- 
petencia: 

8.^  Qne  teniendo  por  objeto  la  resolución  del  Juez  de  Aracena  norma 
lizar  lo  qne  á  la  administración  de  justicia  se  refiere,  mientras  la  Admi- 
nistración, ya  sea  de  una  manera  interina  ó  ya  definitiva,  no  determina  á 
qué  Ayuntamiento  corresponde  el  territorio  de  la  mina  Oí>f\fe$umario,  tal 
resoloción  está  dictada  dentro  de  las  facultades  qne  la  ley  le  confiere,  toda 
vez  que  las  cuestiones  de  competencia  que  entre  ambos  Jueces  municipa- 
les se  Susciten  deben  ser  resueltas  por  el  superior  común,  que  lo  es  el  de 
instincción  de  Aracena. 

Conformándome  cqn  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Autoridad  j[udi- 
cial,  sin  perjuicio  de  las  facultades  que  á  la  Administración  confieren  las 
leyes  para  resolver  lo  que  proceda  respecto  del  Ayuntamiento  á  que  corres- 
ponda el  territorio  de  la  mina  Con/uionario^  de  Valdeiamnsá. 
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Dadoen  Palacio  4  21  de  Eoero  de  1892.— María  Criatioa.— El  Preai- 
^eote  del  Oooaejo  de  Miniatroa,  Antonio  Oánoyaa  del  Caatiilo.^(Pablioa- 
-da  en  la  Gaceta  de  81  de  Enero  de  1892.) 
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Gompetenoia  (21  de  Enero  de  1892).— Dared^  civüe9.  Aenerdoe  de  loe 
Afpmtamientoe.'^Be  reaaelve  á  favor  de  la  Antoridad  jadicial  la  promo- 
vida entre  el  Gobernador  oiyii  de  Santander  y  el  Jaea  de  primera  instan- 
cia de  Laredo,  y  ee  eatablece: 

Í.o    Que  $i  hietk  loe  aeuerdoe  tomadoe  por  trn  Ayímtamienio  pudieran  ee- 

tar  dentro  del  ctreulo  de  laeatribucionee  que  loe  Ityee  le  oonfifran^  cuando  con 

aUoe  ee  leeümara  un  derecho  eieil^  puede  el  aue  ee  crea  perjudicado  deducir 

^§U  acción  ó  eu  demanda  ante  el  Juez  6  Trihunal  competente,  eegún  lo  que, 

atendida  la  naturalexa  del  aeunto^  dispongan  loe  leyee; 

Y ¡19  Que  loe  derechoe  que  el  demandante  invoca  para  entablar  $u  ac- 
ción ante  loe  Trihunalee  del  fuero  común  son  dereckoé  de  propiedad  y  domi- 
nio^ y  vereqndo  sobre  este  particular  el  pleito  que  se  sigue  ante  la  jurisdÍMión 
ordinaria^  á  la  misma  corresponde  conocer  de  ella  con  arreglo  á  las  leyes. 

En  el  expediente  y  antoe  de  competencia  aaacitada  entre  el  Goberna- 
dor ciyil  de  Santander  y  el  Jaez  de  primera  instancia  de  Laredo»  de  loa 
ooalea  reanlta: 

Qae  en  sesión  celebrada  por  el  Ayantamiento  de  Ampnero  en  9  de 
MacBO  último,  y  en  virtnd  de  ana  qaej a  producida  contra  el  vecino  del 
mismo  paeblo  D,  Emilio  Talledo  por  estar  ejecatando  obras  en  la  via  pú- 
blica y  sitio  denominado  £1  Río,  frente  á  la  rampa  de  la  iglesia  de  aqaella 
▼illa»  acordó  qae  por  la  Alcaldía  se  ordenase  la  saspenstón  de  dicha  obra, 
por  no  haberae  solicitado  el  permiso  necesario  para  llevarla  á  eabo,  y  qae 
•e  notificase  este  acuerdo  al  interesado: 

Que  en  otn^  aesión  celebrada  por  la  misma  Corporación  manicipal  en 
90  de  Abril  del  mismo  afio,  el  Alcalde  biso  presente  qae,  en  vista  del 
•eoerdo  anterior,  ae  había  requerido  al  D.  Emilio  Talledo  para  que  sos- 
pendiera  el  levantamiento  de  la  pared  que  estaba  conatruyendo  en  la  mar- 
gen iaquierda  del  río  de  aquella  villa;  qae  así  lo  había  hecho  Talledo, 
pefo  que  la  pared  construida  privaba  ya  entoncea  el  aprovechamiento  de 
las  aguas  del  río  ep  laiorma  que  los  vecinos  venían  haciéndolo;  que  en 
flu  vista»  el  Ayuntamiento  acordó  que  se  requiriera  al  referido  D.  Emilio 
Talledo  para  que  en  el  término  de  ocho  días  destruyera  la  referida  pared 
qae  había  edificado  en  la  margen  izquierda  del  río  qae  lleva  el  nombre 
de  aquella  villa,  por  hallarse  dicha  pared  en  terreno  público  é  impedirse 
jeon  ella  el  aprovechamiento  de  laa  agnaa  en  la  forma  en  que  lo  había  ve- 
nido haciendo  el  vecindario;  que  al  propio  tiempo  se  advirtiera  al  mismo 
Talledo  que  de  no  verificarlo  ae  efectuaría  de  oficio  á  su  costa,  para  lo 
eaal  se  daba  desde  luego  comisión  al  Alcalde;  y  por  último,  que  se  previ- 
niese al  miamo  Talledo  que,  de  no  estar  conforme  con  el  acuerdo,  podía 
ntilisar  el  recorso  que  sefiala  el  art  172  de  la  ley  Manicipal  vigente: 

Que  en  instancia  de  9  de  Mayo  próximo  pasado,  el  referido  D.  Emilio 
Talledo  dedujo  recurso  de  alsada  ante  el  Gobernador  civil  de  la  provincia 
contra  el  acn^do  antes  mencionado  de  20  de  Abril,  y  tramitándose 
este  recurso,  acudió  el  mismo  interesado  ante  el  Juei  de  primera  inatan- 
da,  con  escrito  fecha  16  de  Mayo  último,  incoando  una  demandaren  jaicio 
^eivil  ordinario  contra  éí  Ayontamiento  do  Ampuero,  con  la  pretensión  de 
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que  en  definitiva  ee  deelarase  nalo  el  acnerdc  de  la  Corporación  muoici- 
pal  demandada  de  20  de  Abril,  y  que  al  demandante  coneapondía  en  ple- 
na propiedad  y  dominio  la  finca  en  la  qoe  ae  ejecutaba  la  obra  coya  det> 
tracción  había  ordenado  la  Ck)rporación  monicipal: 

Qae  por  medio  de  otrosí,  en  dicho  escrito  de  demanda,  la  parte  aetora. 
solicitó  del  Juagado  la  suspensión  del  acoerdo  reclamado;  y  el  Joez.  por 
providencia  de  19  de  Mayo  del  mismo  afio,  resolvió  de  conformidad  con 
)a  pretensión  deducida  por  el  demandante: 

Qae  emplazado  en  forma  el  Ayuntamiento,  y  personado  en  autos  el 
Alcalde  de  Ampuero,  acudió  al  Gobernador  civil  de  la  provincia  para  qne 
esta  Autoridad  requiriera  de  inhibición  á  la  judicial,  como  así  lo  hito,, 
de  acuerdo  con  la  Corporación  provincial,  fundándose:  en  que  bajo  cual- 
quiera de  los  aspectos  que  podía  ezamiliarse  este  asunto,  correspondía  d 
mismo  á  la  excloaiva  competencia  de  la  Administración;  en  que  si  se  le 
consideraba  comprendido  en  las  facultades  generales  que  la  ley  Munici- 
pal concede  á  los  Ayuntamientos  para  conservar  los  bienes  y  derechos  de 
sus  administrados,  rechazando  las  invasiones  ó  usurpaciones  que  en  ellos 
se  cometieren,  el  art.  72  de  aquella  ley  autorizaba  al  de  Ampuero  para 
adoptar  el  acuerdo  recurrido,  y  por  lo  tanto,  contra  él  no  procedía  otro  re- 
corso qne  el  que  establece  el  art.  171  de  dicha  ley,  ain  que  baste  alegar 
que  el  terreno  en  que  se  verificó  el  cerramiento  fuera  de  la  propiedad  de 
Talledo,  porque  esto  no  le  eximía  de  prestar  las  servidambres  que  debiera 
al  vecindario;  en  que  si  se  tenía  en  cuenta  que  el  expresado  cerramiento 
afectaba  al  río,  era  aún  más  terminante  la  competencia  de  la  AdmiDie- 
tración,  porque,  según  el  art.  86  de  la  ley  de  Aguas  de  18  de  Junio  de- 
1879,  laa  riberas  de  los  ríos,  aun  cuando  sean  de  dominio  privado,  están 
sujetas  á  las  servidumbres  de  uso  público,  y  las  obras  que  en  ellos  se  in- 
tenten por  los  duefios  están  sujetas  á  la  autorización  de  la  Adminiatrsoión,. 
con  arreglo  á  los  artículos  82,  88  y  84;  en  que  con  arreglo  también  al  ar- 
tículo 126  de  la  citada  ley,  todos  tienen  derecho  á  hacer  uso  de  las  aguif' 
que  corren  por  sus  canees  naturales  y  públicos,  para  loa  fines  qne  el  bdíi- 
mo  determina,  con  sujeción  á  los  reglamentos  y  bandos  de  policía  mont 
pal,  y  en  cuanto  las  providenciaa  que  en  estas  materias  se  dicten,  él  ar- 
tículo 281  las  atribuye  á  la  Administración  en  todas  sua  instancias: 

Sostenida  por  ambas  autoridades  su  competencia,  se  reaolvió  el  ooa- 
flicto  por  Real  decreto,  que  en  su  parte  dispositiva  dice  así: 

Visto  el  art.  172  de  la  ley  Municipal  vigente,  según  el  cual,  los  qnese^ 
crean  perjudicados  en  sus  derechos  civiles  por  los  acuerdos  de  los  Ayna* 
tamientos,  haya  sido  ó  no  suspendida  su  ejecución  en  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  anteriores,  pueden  reclamar  contra  ellos  mediante 
demanda  ante  el  Juez  ó  Tribunal  competente,  según  lo  que,  atendida  la 
naturaleza  del  asunto,  dispongan  las  leyes: 
Considerando: 

1.^  Qoe  si  bien  los  acuerdos  tomados  por  el  Ayuntamiento  de  Am- 
puero pudieran  estar  dentro  del  círculo  de  las  atoibucionea  que  las  leyes 
le  confieren,  cuando  con  ellos  se  lesionara  un  derecho  civil,  puede  el  qae 
se  crea  perjudicado  deducir  su  acción  ó  su  demanda  ante  el  Juez  ó  Triba- 
nal  competente,  aegún  lo  que,  atendida  la  naturaleza  del  aaunto,  dispon- 
gan laa  leyes: 

2.^  Que  los  derechos  que  el  demandante  invoca  para  entablar  su  ac- 
ción ante  loa  Tribunales  del  fuero  común  son  derechos  de  propiedad  y  do- 
minio, y  versando  sobre  este  particular  el  pleito  que  se  sigue  ante  la  jo* 
rlsdicción  ordinaria,  á  la  misma  corresponde  conocer  de  ella  oon  arreglo  á 
iaa  leyes: 

8.e    Que  si  tal  propiedad  y  dominio  ée  la  finca  en  donde  el  muro  sfr> 
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convtraye  estavien  limitado  por  teryidambreí  constituidas  á  favor  del 
común  de  vecinos,  ]a  Corporación  mnnicipal  pnede  reclamar  y  hacer  efec- 
tivoe  tales  derechos  en  el  referido  pleito. 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Autoridad  ja* 
dicial. 

Dado  en  Palacio  á  21  de  Enero  de  1892.~-María  Cristina.— El  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del  Castillo. — (Pnbli- 
eada  en  la  Cheeta  de  27  de  Enero  de  1892.)  . 
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Competencia  (29  de  Enero  de  ÍS92).'~Qmeejale$  iUipemof.  Frolmg^t^ 
eiém  cfe/wictMtet.— 8e  resnelve  á  favor  de  la  Antorídad  jodicial  la  sascita- 
da  entre  el  Gobernador  civil  de  Bargos  y  la  Audiencia  de  lo  criminal  de 
Lerma,  y  se  establece: 

Que  no  emitiendo  euesHán  previa  ^[ue  deba  resolver  la  Adminiitracián  y 
de  ia  CHal  dependa  el  Jallo  que  hayon  de  dictar  he  TrUmnalee^  no  u  pueden 
euteOor  con^^etenciae  por  loo  Gohemadareo, 

Con  metivo  de  haberse  negado  el  Alcalde  y  Concejales  de  Pedresa  de 
Duero  á  dar  posesión  á  algunos  que  habían  sido  suspendidos  y  no  proce- 
sados dentro  del  plaio  de  cincuenta  dias,  se  presentó  denuncia  ante  1» 
Fiacalia  de  la  Audienci*  de  Lerma,  decretándose  por  ésta  el  procesamiento 
del  Alcalde  de  Pedresa.  Requerida  la  Audiencia  de  inhibición,  y  sostenid* 
su  jurisdicción,  se  produjo  el  conflicto,  que  resolvió  el  Real  decreto,  que  en 
■n  parte  dispositiva  dice  asi: 

Yisto  el  art  8.o  del  Heal  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  que  pro- 
hibe á  los  Gobernadores  suscitar  contiendas  de  competencia  en  los  juidoB 
criminales,  á  no  ser  que  el  castigo  del  delito  ó  falta  haya  sido  reservada 
por  la  ley  á  los  funcionarios  de  la  Administraeión,  ó  cuando,  en  virtud  de 
la  misma  ley,  deba  decidirse  por  ia  Autoridad  administrativa  alguna  cues- 
tión previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  qne  los  Tribunales  ordinarios  ó  er 
pedales  hayan  de  pronunciar: 
Considerando: 

1.^  Que  los  hechos  dennnoiados  conaiaten  en  haberse  negado  D.  Ciria- 
co  Gonsáles,  Alcalde  de  Pedresa  de  Diiero,  á  dar  posesión  de  sus  cargos  á 
Fermín  Cristóbal,  Elias  Gonsáles  y  Cándido  Simón,  Concejales  suspensos 
y  BO  procesados,  dentro  del  plaao  de  dncuenta  días  que  determina  la  ley:. 

3«o  Que  los  referidoa  hedios  pueden  constituir  delito  definido  en  el 
Código  penal,  cnya  apHeadto  correspondí»  á  los  Tribunales  de  justicia: 

Sw^  Que  no  existe  cueatión  alguna  previa  que  deba  resolver  la  Adml- 
niatiadón  y  de  la  cual  duenda  el  fallo  que  los  Tribunales  hayan  de  pro- 
Boneiar: 

4.0  Que,  por  lo  tanto,  no  está  comprendido  el  presente  caso  en  ningún» 
de  isa  dos  excepciones  que,  para  que  los  Gobernadores  puedan  suscitar 
contiendas  de  competencia  en  los  juicios  criminales,  determina  el  art  8.0^ 
del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887. 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consoló  de  Estado,  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  A.utoridad  ju- 
dieiar. 

Dado  en  Palacio  á  29  de  Enero  de  1892.— María  Cristina.— El  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del  Castillo.— (Publicada 
en  la  Gaceta  de  2  de  Febrero  de  1892.) 
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Competencia  (30  de  Enero  de  180S). — PrútedmienU  dé  aprewtUm.  Atri- 
buciones de  los  Alcaldes, — Se  reenelve  á  favor  de  la  Administracióo  Im  ana- 
citada  entre  el  Gobernador  civil  de  Bádajoi  jr  el  Josgado  de  iaetvoeeióa 
de  Almendralejo,  y  ae  eatablece: 

1.^  Qne  por  hahern  ahado  el  interesado  de  ¡a  resotudám  adoptada  por  la 
Dirección  general  de  Contribuciones  indirectas,  el  cumplimiento  de  la  cual  ha 
originado  los  hechos  objeto  de  la  denuncia,  pendiente  cíún  de  acuerdo  definiti- 
vo la  expresada  alzada,  es  indudable  fue  se  halla  sin  apurar  la  vía  admims- 
trativa,  y  existe,  por  tanto^  la  cuestión  previa  á  que  el  art.  3fi  del  Real  decre- 
to de  8  de  Septiembre  de  2887  se  contrae; 

Y  2fi  Que  se  está^  por  consiguiente,  en  uno  delosdoo  casos  en  que  por 
excepción  pueden  los  Gobernadores,  con  arreglo  cd  citado  articulo^  promower 
contiendas  de  competencia  en  los  juicios  criminales. 

En  el  expediente  j  «atoa  de  competencia  anacitada  entre  el  Jnagmdo 
de  instrnoción  de  Almendralejo  y  el  Gk>bernador  civil  de  la  proviada  da 
Badajos,  de  loa  caalea  reaalta: 

Qae  con  lecha  ^6  de  Enero  último,  al  Proenradot  D.  Blaa  del 'Barco 
Póree,  en  nombre  de  D.  Franoiaco  Darán  Viera,  dedujo  ante  el  Josgado  de 
Almendralejo  eacrito  de  qnerella,  con  loa  docnmeatea  qne  eatimé  oportí^ 
noa,  contra  D.  Joeé  María  Gat  y  D.  Franoiaco  Dioa  Vital,  dennnciaado  loa 
aignientes  hechoa: 

l,^  Qne  D.  Joeé  María  Chit,  alendo  Alcalde  del  po^lo  de  Rivera,  «rde- 
nó  y  pasó  comanicación  al  Jnes  municipal  del  n^amo,  en  O  de  Boaro  de 
1887,  para  qne  por  el  procedimiento  de  apremio  hidera  efectiva  la  mnlta 
y  pago  de  cantidad  á  qne  fné  condenado  an  principal  en  jnksio  admSala- 
trativo  celebrado  ante  aquella  Jnnta  en  SI  de  Octubre  de  1886: 

2.0  Qae  á  conaecnencia  de  tal  procedimiento  ae  embargaron  áao. po- 
derdante cinco  caballeríaa  mayorea,  doa  meaerea  y  17  arrobaa  de  aeaita, 
que  fneron  vendidaa  en  pública  anbaata;  diaponlóndoae  da  an  prednclo: 

8.0  Qae  caando  el  Alcalde  D.  Joeé  Gat  paaó  la  oomunicadún  qne  pro- 
dujo los  reaultadoB  antedichos,  el  fallo  de  la  Junta  adminiatratíva  de  Ri- 
vera no  era  firme,  por  cnanto  qua  de  ól  ae  alsó  D.  Frandaoo  Darán  para 
ante  el  enperior: 

4.0  Qae  dicha  Autoridad  aaperlor  abaolvló  de-todo  á  an  repreaentado, 
catiflcando  de  arbitrario  el  ^(procedimiento  y  Ordenando  se  le  devolvlaran 
loa  bienes  embargadoa  ó  an  equivalencia,  previa  taaación,  y  se  le  indemni- 
zasen los  perjoicloa  qne  se  le  hobieían  cansado,  lo  cual  no  tnvoefet^  por 
haberse  apelado  de  eate  fallo  para  ante  el  auperior  y  último  Tríbaual  ad- 
ministrativo, ó  sea  la  Dirección  general  de  Oontribueionea  Indirectas^  ^ae 
con  fecha  22  de  Octubre  de  1890  puso  término  al  procedimiento  adaiinia- 
trativo,  confirmando  en  un  todo  el  fallo  inferior: 

6.0  Qae  comunicada  eata  decieión  á  an  patrocinado,  y  deanuéa  de  na 
aviso  de  atención  al  8r.  Gat  para  que  la  ampliara,  viato-que  no  había  he- 
cho caso  ni  tomado  determinación  ninguna,  sU  representado  solicitó  del 
Alcalde  actual  D.  Juan  de  Dioa  Vital,  con  fecha  26  de  Noviembre  aigaien- 
te,  su  auxilio  para  qne  hiciera  cnmolir  la  referida  auperior  orden,  oocope- 
liendo  á  Gat  á  su  cumplimiento,  cuya  aolicitud  tampoco  había  prodncido 
algún  efecto: 

6.0  Qae  los  hechos  relacionados  conatitnían,  respecto  al  D.  Joeé  MarCa 
Gat,  el  delito  comprendido  y  jpenado  en  el  art  869  del  Código  penal,  y  i 
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peeto  al  Alealda  D.  Josn  de  Dio*  Vital»  el  comprendido  en  el  art  180  de 
diobo  Gódiffo: 

Qae,  á  virtad  de  lo  ezpoeato,  terminaba  aa  eacrito  el  Procarador  «apli- 
cando al  Josgado  ae  airrieae  tenerlo  por  preaentado  con  loa  demáa  doca- 
mentoe  qae  acooapaflaba,  y  admitiendo  la  qnerella  qoe  contenía,  darle  el 
eorao  á  qae  hobieae  lagar,  mandando  practicar  laa  diligenciaa  eondn- 
eenftee: 

Qoe  admitida  la  qnerella,  ratiácado  el  dennncianie,  nnidM  al  rollo  laa 
eertifleaeioaea  qae  por  4ate  ae  intereaaron,  foeron  deularadoa  proceaadoa  loa 
repetidoa  D.  José  María  QnX  j  D.  Joan  de  Dtoa  Vital,  y  catando  practican* 
doae  laa  demáa  diligenciaa  decretadaa,  el  Qobemador  de  la  mroTincia,  á 
quien  el  Alcalde  de  RíTera  del  Freano  había  acadido  aolicHaado  reqairie* 
ae  de  inhibición  al  Josgado,  lo  biso  aaí  de  conformidad  con  lo  conaaltado 
por  la  Comisión  provincial,  íanddUidoae:  en  qae  aegén  ae  dedo<*ía  de  la 
lectora  del  apartado  27,  art.  86  del  Real  decreto  de  14  de  Boero  de  1889, 
eorreaponde  á  loa  Delegadoa  de  Hacienda  corregir  loa  hechos  á  omisiones 
pnnibles  en  qae  incnrran  los  Ayontamientoa  en  la  vía  administrativa  y  en 
loa  asantes  qoe  dependan  de  laa  Delegadonea,  cnando  estos  hechos  ú 
omisiones  no  prodasean  reapoaaabiKdad  criminal;  en  que,  con  arreglo  á 
eata  doctrina,  correspondía  á  la  Delegación  de  Hacienda  de  la  provincia 
corregir  laa  extralimitadonea  ú  omiaiones  qoe  babieran  podido  cometer 
los  declarsdos  proceeados  con  motivo  de  este  aannto,  y  ai  la  Delegación 
eatimara  qoe  talea  aboses  ú  omisiones  eran  conatitativoa  de  delito,  ella 
cnidaría  de  paaar  el  tanto  de  calpa  á  los  Tribanales  ordinarios;  y  «n  qae 
en  todo  caso  existía  ona  cnestión  previa  qae  reaolver,  toda  ves  qae  no  ae 
había  aporado  la  vía  adminiatrativa,  paea  el  ex  alcalde  de  Rivera,  D.  Joaé 
María  Oat,  ae  aisó  del  acoerdo»  de  la  Dirección  general  para  ante  el  Minia- 
ferio  de  Hacienda,  sin  qae  hasta  entonoea  se  háblese  resoslto  la  expresa- 
da alzada;  citaba,  ademáa,  el  Qobemador  el  art  S.o  del  Real  decreto  de  8 
de  Septiembre  de  1887: 

Qae  sustanciado  el  incidente,  el  Josgado  aostnvo  so  jarisdicdón,  ale- 
gando: que  los  hechos  denanciados  y  objeto  del  proceso  podían  aer  cona 
titotivos  de  delito,  sin  qae  en  sn  ^iflcación  padiera  iuflnir  el  carácter 
administrativo  de  los  cnipablea,  ni  la  sanción  qae  por  el  mismo  pudieran 
merecer,  en  sn  caso,  los  actoa  qne  se  les  atribayen,  no  siendo  battanto  el 
carácter  de  fancionarioa  adminiatrativea  qae  aquéllos  ostontaban  para 
modificar  la  apreciación  legal  de  los  hechos  qoe  se  perseguían,  ni  sus- 
traerlos á  la  aóción  de  loa  Tribanalea  ordinarios,  á  los  cuales  están  reser- 
vados por  la  ley  ao  persecoeión  y  castigo;  que  no  procedía  la  inhibición, 
con  arreglo  al  art  8.<>  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  citado,  puea 
siendo  de  estimar,  en  el  caso  de  autos,  qoe  los  hechos  á  que  se  contraía 
no  tenían  en  la  legielación  vigente  reservada  so  competencia  para  la  san- 
ción penal  á  la  Autoridad  administrativa,  antes  bien,  conforme  á  la  juris- 
prudencia y  á  laa  reglas  del  Bniniciamiento  criminal,  es  privativa  para 
conocer  de  ello  la  de  los  Tribonaüea  ordinarios,  sin  qne  tempooo  aparecie- 
se cneatlón  alguna  previa  de  coya  reaolnción  padiera  depender  el  fallo 
qne  en  au  día  hnbiere  de  dictorse;  y  por  último,  qne  los  hechoe  denuncia- 
dos podrían  constituir  delitos  de  los  definidos  en  el  Código,  precisamente 
determinados  por  el  carácter  de  Autoridades  administrativas  que  los  pro- 
eeeados  ejercieran,  ain  qne  la  reaponaabilidad  para  dichos  delitos  estable- 
cida pueda  ser  dependiente  de  las  facúltales  que  en  su  distinto  orden  es- 
tablecen á  favor  de  los  Delegados  de  Hacienda  las  disposiciones  del  ar- 
tículo 85  del  Reglamento  orgánico  dé  la  Administración  económica  pro- 
vincial de  14  de  fineto  de  1888,  que  la  Autoridad  requirente  invocaba  en 
so  oficio: 
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Que  él  Gobernador,  cooformándOM  oon  él  informe  de  lá  Oomislé»  pro- 
vincial, insistió  en  sn  requerimiento,  reanltando  de  lo  ezpaesto  el  preaente 
oonflicto,  qae  ba  segnido  ana  irámltea. 

Visto  el  art  8.<>  del  Real  decreto  de  8  de  Setiembre  de  1887,  aegún  «1 
cual  loa  Gobemadorea  podrán  ansdtar  coatiendaa  de  competencia  ea  loa 
jnicioa  criminaiea,  onando  el  caati^^  del  delito  ó  falta  baya  aido  reaervado 
por  la  ley  á  loa  fnncionarioa  de  la  Administración,  ó  cnando,  en  Tirtnd  da 
la  misma  ley,  deba  deddirae  por  la  Antoridad  adminiairattva  algana  enea- 
tíón  previa  de  la  caal  dependa  el  fallo  que  loa  Tribnnalea  ordinarioa  ó  ea* 
pedalea  bayan  de  pronunciar: 

Oonsidcó'ando: 

l.<^  Qae  la  preaento  contienda  de  aompetenda  ae  ba  anadiado  con  nso- 
tívo  de  la  cansa  seguida  al  Alcalde  de  Rivera  del  Freano,  D.  Joan  de  Dioa 
Vital,  y  al  ez*alcalde  de  dicho  pueblo,  D.  Joaé  María  Gat,  por  denunaia  de 
JD.  Franclaco  Darán  Viera: 

2.®  Qae  por  haberse  aleado  D.  Joaé  liarla  Q%%  de  la  reaolndón  adopta- 
da por  la  Direcdón  general  de  Contribndonea  indireotaa^  el  cumplimiento 
de  la  enal  ha  originado  loa  hechoa  objeto  de  la  denonaa,  pendiente  ana 
de  acuerdo  definitivo  la  expresada  alia<fa,  ea  indudable  que  ae  baila  ain 
apurar  la  vía  adminiatrativa,  y  existo,  por  tanto,  la  caeatión  previa  á  qoe 
el  art.  8  *  )del  Real  decreto  de  8  de  Sepuembre  de  1887  se  contrae: 

8/>  Que  ae  está,  por  condgaiento,  en  uno  de  loa  4oa  easoa  en  que  por 
excepdón  pueden  los  Gobernadores,  con  arreglo  al  dtado  artículo,  promo* 
ver  contiendas  de  competonda  en  loa  jnidea  crimiaalea. 

Conformándome  con  lo  conaoltado  por  d  Ocmaejo  de  Eatado  en  ple- 
no, eto.;  vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  da  la  Adminiatraeióo. 

Dado  en  Palado  á  S«  de  Enero  de  1898.^María  Griatina.-£1  Pred- 
dente  del  Conaejo  de  Mlnistroa,  Antonio  Oánovaa  dd  Oaatilio.^Pnblica- 
da  en  la  Oaeeta  de  8  de  Febrero  de  1893. 
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Ckmipetenda  (29  de  Enero  de  1892>— Ja¿#niíceoi.  Fo$€Hám  de  €aüe8,Se 
reandve  á  favor  de  la  Administración  la  anadtada  entre  el  Gobernador  d- 
vil  de  Alicante  y  el  Juea  de  Novdda,  y  ae  eaUblece: ' 

iiue  lo$  ac¥erdo$  towmdo9par  los  AifWmtamimíoB,  dentro  del^cirmio de tm 
étribucioHee,  en  lo  referente  á caliei  de  ¡a$  enaiee  eehaüa  en  poéeeián^no 
pueden  ser  d^ie^  de  irUerdietee. 

D.  Antonio  Cerquéa  Vketo  preaeató  ante  el  Juagado  de  Novdda  uaa 
demanda  de  interdicto  de  retener  y  recobrar,  por  haber  sido  partarbadc 
en  Ja  posesión  de  un  calliao  ó  corral,  que  d  Ayuntamiento  había  acordado 
cerrar  bada  bastantes  afios,  por  motivo  de  adnbrídad. 

El  Gobernador  requirió  de  inhibición  al  Juagado,  fnndándoaoan  qua 
d  calÜEo  de  tiempo  inmemorial  eataba  deatinado  d  uao  y  aprovechamiento 
de  loa  vadnos  y  al  paso  de  los  ganadoa,  y  q«»  ei  Ayuntamiento  habíi 
acordado  su  derre  por  motivoa  de  adubridad. 

Sostenida  por  ambaa  Autoridades  au  eompetenda»  fuá  reandte  por  d 
Real  decreto,  que  en  so  parte  diapoaillva  dioa  ad: 

Víate  el  art.  72  de  la  ley  Munidpal,  que  encomienda  á  la  exdndva 
eompetenda  de  loa  Aynntamientoa  la  policía  urbana  y  rural,  ó  aea  cuanto 


tenga  relación  oon  el  buen  orden  y  vigilaii 
lea  eatebiecidoa,  cuidado  de  la  vía  pública 


igilanciade  loa  aervidoa  munidpa- 
en  general,  limpiesa,  higiene  y 
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«alnbridadde  los  pueblos,  y  U  mdmiiiiatraolón  mnoieip*!,  qae  comprenda 
#1  aprovechamiento,  cuidado  y  oonaerTación  de  todaa  laa  flncaa,  bienae  7 
defechoe  perteneoientee  al  Manidpio: 

Vlato  el  art.  89  de  la  miama  ley,  qoe  prohibe  qae  loa  Josgadoa  7  Tri- 
iHiiialea  admitan  interdietoa  contra  provideaeiaa  admlniatratlTaa  de  loa 
Ayontamientoa  7  Alcaldea  en  loa  aanntoa  de  aa  competencia: 

Viafeo  el  art  114  de  la  propia  ley,  aegúo  el  coal  correaponde  á  loa  Al^ 
-ealdea,  únicoa  ó  primerea  en  aa  caao,  como  Jefea  de  la  A dminiat ración 
monicipal,  pnblicHU'*,  ejecntar  7  hacer  campHr  loa  acaerdoa  de  loa  Ayanta- 
mientoa,  cuando  foeren  ejecnüvoa  7  no  mediare  cansa  legal  para  aa  ana- 
pensión,  procediendo,  ai  foere  neceaario,  por  la  vía  de  apremio  y  pago,  é 
unponer  moltaa,  qae  en  ningún  caao  excedan  de  lo  qne  eatabtece  el  art  77, 
7  arréalo  por  inaolvenda,  dirigir  todo  lo  relativo  á  la  policía  nrbana  7  m- 
tal,  dictando  al  efecto  loa  bandea  7  diapoaicionea  qne  tuvieren  por  conve- 
niente, conforme  á  laa  Ordenanaaa  7  reaolucionea  generales  de  loa  Aynn> 
iamientoa  en  la  materia: 

Ocnaiderando: 

\fi  Qae  al  acordar  el  Alcalde  de  Agoat  qne  se  dejase  el  calliso  de  Por- 
ehet  en  el  catado  que  tenía  deade  qae  en  1864,  había  diapneato  el  Ayonta- 
miento  cerrarlo  como  medida  de  aalnbridad,  obró  dentro  del  círoalo  de 
laaatribocionea  qoe  la  ley  le  confiere: 

2.0  Qoe  el  interdicto  propaeato  por  D.  Antonio  Oerqaés  Viceto  viene 
á  contrariar  loa  acoerdoa  que  tanto  el  Alcalde  como  el  Ayuntamiento  de 
Agoat  hayan  tomado  reapecto  al  referido  calliao  de  Porchet,  en  coya  po- 
aeaión,  aegún  se  dednce  del  expediente  gobernativo  y  aegún  laa  manif  eata- 
cienes  hechaa  por  laa  dea  partea  intereaadaa  en  el  interdicto,  se  encuentra 
la  Corporación  municipal,  á  la  que  de  eaa  anorte  vendría  á  privarae  de  un 
derecho  que  tiene. 

Gonformándome  con  lo  aonaultado  por  el  Oonsejo  de  Estado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  decidir  eata  competencia  á  favor  de  la  Adminiatración. 

Dado  en  Palacio  á  S9  de  Enero  de  1892.^María  Cristina.— El  Preai- 
dente  del  Consejo  dé  Mlnistcoa.  Antooio  Cánovaa  del  Caatüla— (Publicada 
en  la  éTocste  de  8  de  Febrero  de  1893.) 
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Competencia  (29  de  Enero  de  1892).— Fictos  mntaneUdn  cu  el  froeedU 
tmimUo. — 8e  declara  inal  anacitada  y  que  no  ha  logar  á  decidir  la  promovi- 
da entre  el  Qobemador  dvil  de  Zamora  y  el  Jues  de  Villalpando,  y  ae  ea- 
Ublece: 

Que  con  arreglo  al  art,  5/>  del  Beal  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  el 
Oobemador^  antee  de  requerir  de  inhibición^  debe  drála  Oomieión  protnncial, 
eomtitupendo  un  vicio  e$enoi<ü  el  no  hacerlo  asi. 

En  el  expedienté  y  autos  de  competencia  promovida  entre  el  (Goberna- 
dor civil  de  la  provincia  de  Zamora  y  el  Jues  de  primera  inatancia  de  Vi- 
llalpando, de  loa  cualea  reaulta: 

Qae  ante  el  Josgado  de  Villanueva  del  Campo  denunció  D.  Ramón  Gu- 
llón  y  Lópeí  á  D.  Dámaso  García  y  su  apoderado  D.  Pascual  Delgado,  por 
«d  hecho  de  haber  deatrosado  parte  de  las  mieaea  de  dos  fincas  que  el  de- 
nunciante tiene  en  el  pago  de  Villafrontíu,  dafio  que  los  denuociados  ha 
bían  verificado  con  los  carros  que  por  au  cuenta  arraatran  materialea  para 
la  canretera  en  construcción  de  Viilafleehón  á  Valderaa: 
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Qae  teRtiido  el  jaicio  de  MIm,  ee  dictó  MiiteBcU  oondeaaiido  á  D.  Dá- 
mMO  Garete  al  pago  del  dafio  cansado  á  D.  Baméa  Oollóii  en  cantidad  de 
82  peaetaa  26  céntimoB  y  coataa,  imponiéndole  adeaáe  te  omite  da  26  pe- 
setas: 

Que  interpoeste  apelación  por  D.  Dámaso  Gereía  y  remitidas  tes  dili- 
gencias al  Jusgado  de  instrocción  de  Villalpaado,  fué  éste  requerido  por 
el  Gobernador  de  te  provincia  de  Zamore,  á  instancia  del  coi^ratísta  de  te 
carretera  de  Valderas  á  Vilteflechón,  manifestando  que  ei  conocimiento  de 
todas  las  enestiones  qne  sé  originen  por  te  Aplicación  de  te  ley  de  Expro- 
piación forsosa  corresponde  á  te  Administración,  y  qne  el  contratista  ÍM- 
gado  habte  cumplido  con  los  preceptos  legales,  lods  ves  qne  se  liabl» 
obligado  á  abonar  los  dafios  qne  cansase  por  pasar  los  cerros  por  na  carril 
provisional,  dt^bido  á  te  poca  anchura  del  camino  por  donde  ee  traneportaa 
k»s  materiales  psra  te  citada  carretera;  requerimiento  bedio  en  6  de  Agosten 
del  corriente  afio,  sin  que  el  Gobeornados  hubiera  oído  á  te  Oomiatón  pro- 
vincial: 

Qae  tramitado  el  incidente,  el  Jnsgado  sostuvo  su  juriediocióii,  dicten- 
do  auto  en  que  se  declaró  competente,  coniecha  4  de  Septiembre,  fundan* 
dose  en  las  rasónos  y  textos  que  estimó  oportunos: 

Qae  en  19  del  referido  mes  de  Septiembre,  el  Gobernador  dirigió  un 
oficio  al  Juzgado  manifestándole  que  se  habte  omiUdo«l  requerir  el  ti4- 
mito  de  haber  oído  á  la  Gomisión  provincial,  por  lo  cual  se  habte  eido  y  1» 
reqoerte  de  nuevo: 

Qae  el  Juagado  dictó  una  nrovidenda  acordando  que,  siendo  firsae  j 
ejecatorio  el  auto  del  dte  4,  y  no  teniendo  el  Jasgado  facultad  para  revo- 
carle, sin  perjuicio  de  lo  que  en  su  caso  se  pudiera  resolver  por  la  Supe- 
rioridad, se  póstera  asi  en  conocimiento  del  Gobernador,  á  ñn  de  que  pro- 
cediera coo  arreglo  á  derecho: 

Qae  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  te  Oomteión  provincial,  insistió  eo 
el  requerimiento,  resultendo  de  lo  expuesto  el  presente  conflieto: 

Visto  el  art  6.o  del  Real  decreto  de  8^  de  Septimnbre  de  1887,  segáu  et 
cual  los  Gobernadores,  oídas  las  Oomisfones  ptovinciales,  haráa  los  roque- 
rimieotos  de  inhibición  á  los  Jueces  ó  Tribunales  que  estén  conoeienda 
del  asunto,  y  sólo  cuando  unos  á  otros  procedan  por  delegación,  se  dirigi- 
rán aquéllos  al  Tribunal  delegante;  por  tente,  los  Jaeces  de  instrucción  de- 
berán sostener  en  su  caso  las  cuestiones  de  competencia  que  promuevaa 
los  Gobernadores,  mientras  el  procedo- se  encuentre  en  el  período  de  su- 
mario: 

Visto  el  art.  16  del  citedo  Real  decreto,  qne  dteponé  que  cuando  él  re- 
querido se  declare  competente  por  auto  firme,  oficiará  inmediatemente  al 
Gobernador  para  que  deje  expedito  su  jurisdicdón,  ó  por  el  contrario,  ten- 
ga por  formulada  te  competencia: 

Ooneiderando: 

1  o  Qoe  al  requerir  el  Gobernador  de  Zamora  al  Juagado  de  instiuocióa 
de  Vil  la  I  pando,  lo  biso  sin  cumplir  lo  dtepuesto  en  el  ait.  6.®  del  Real  de- 
creto que  acaba  de  citerse: 

2 .•  Qne  el  Jusgado  tramito  el  incidente  en  virtud  de  un  requerimiento 
hecho  en  forma  contraria  á  las  dteposidones  que  regulan  te  materia: 

6.0  Qae  dictedo  auto  firme  por  el  Juzgado,  no  puede  éste  revocarle,  y 
sólo  al  decidirse  el  cónfiicto  pueden  ser  apreciados  los  defectos  que  en  te 
sustenciación  del  mismo  se  hayan  cometido: 

4.0    Qae  dicha  falte  no  ha  podido  ser  subsanada,  oyoido  después  á  la 
Comisión  provincial,  porque  cuando  esto  tuvo  lugar  ya  se  liabte  dedarado^ 
competíante  el  Josgado: 
6.0    Que  según  se  deduce  de  lo  aoterionnente  expuesto,  hay  en  ai  pr»* 
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Mnf»  ea«o  nn  vicio  lattaacial  en  el  procedimiento  qne  impide  resolver  por 
ahora  la  preiente  contienda  jarisdiccional: 

Conformándome  oon  lo  oonaaltado  por  el  Ooneejo  de  Estado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  declarar  mal  soacitada  esta  competencia,  qne  no  lia  la- 
gar á  desdiría,  y  lo  acordado. 

Dado  en  Palacio  á  29  de  Enero  de  1802.— María  Oristina.— El  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del  Castillo.— (Poblica-^ 
da  en  la  €he€ta  de  4  de  Febrero  de  lBh2.) 
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Competencia  (16  de  Febrero  de  lB9%).^Ejeeueiáñ  de  senteneias.  Qrédi* 
¿Of  confrtí  los  iiyttiitomieti^o».— Se  decide  á  favor  de  la  Administración  la 
snscitada  entre  el  Gobernador  civil  de  Alicante  y  el  Jaes  de  Villajoyosa^ 
y  se  establece: 

(¡ue  á  la»  Autoridadei  administrativas  compete^  ean  arreglo  á  lo  diipuest<h 
en  los  artículos  143  y  144  de  la  Uy  Municipal^  el  eumplimiento  de  las  sen- 
tencian en  las  que  se  condenare  alpaga  de  cantidad  á  las  Corporaciones  mu- 
nieipales. 

A  eonseeoensia  de  la  ejeeoción  de  una  sentencia,  se  ordenó  por  el  Jas- 
gado  de  Villajoyosa  al  Ayaotamiento  de  Benidorm  qne  en  el  término  de 
dies  días  se  proeediera  á  la  formación  del.  presa  puesto  extraordinario, 
para  satisfacer  la  cantidad  á  qae  fué  condenada  dicha  Corporación. 

El  €K>bemador  requirió  de  inhibieión  al  Jusgado,  fundándose  en  qoe^ 
con  arreglo  á  los  artícalos  148  y  144  de  la  ley  Municipal,  á  la  Administra- 
ción corresponde  dar  cumplimiento  á  las  ejecutorias  por  las  qae  se  con- 
dene á  un  Ayuntamiento  al  pago  de  una  cantidad. 

Sostenida  por  ambas  Autoridades  su  competencia,  se  dictó  el  Real  de- 
creto, que  en  sn  parte  dispositiva  dice  así: 

Visto  el  art.  148  ó»  la  ley  Municipal,  que  dice:  cLas  deudas  de  los  pue- 
blos que  no  estuviesen  aseguradas  con  prenda  ó  hipoteca,  no  serán  exigi- 
das á  ios  Ayuntamientos  por  los  procedimientos  de  apremio. 

cCuando  algún  pueblo  fuese  condenado  al  pago  de  una  cantidad,  el 
Ayuntamiento,  en  el  término  de  dies  días  después  de  ejecutoriada  la  sen- 
tencia, procederá  á  formar  nn  presupuesto  extraordinario,  á  no  ser  que  el 
acreedor  convenga  en  aplasar  el  cobro  de  modo  que  puedan  consignarse- 
en  los  presupuestos  ordinarios  sooertvos  las  cantidades  necesarias  para  el 
pago  del  capital  y  rédito  estipulados»: 

Visto  el  art.  144  de  la  propia  ley,  según  el  cual:  csi  los  recursos  de  qae 
puede  disponer  el  pueblo  no  fueren  suficientes  á  cubrir  sus  deudas,  ó  no 
creyese  el  Ayuntamiento  posible  recargar  las  cuotas  impuestas  á  los  veci- 
nos, y  los  acreedores  no  se  conformaren  oon  los  medios  que  les  ofrezcan 
para  solventar  sus  deudas,  se  remitirá  el  expediente  á  la  Diputación  pro- 
vincial, á  fin  de  que,  oyendo  á  los  interesados,  disponga  lo  con?eniente 
para  qne  tengan  efecto  los  pagos,  sin  perjuicio  de  la  competencia  de  los 
Tribnnales  y  iusgados  ordinarios  oara  resolver  acerca  de  la  legitimidad 
y  preladón  de  los  créditos»: 

Considerando: 

Ifi  Que  la  presente  contienda  se  ha  suscitado  con  motivo  de  la  provi- 
dencia dictada  por  el  Josgado  de  Villajoyosa  en  período  de  ejecución  de 
la  sentencia  de  18  de  Junio  de  1887,  que  ordenó  al  pago  de  cantidad  de- 
terminada al  Ayuntamiento  de  Benidorm,  y  en  la  cual  se  ordenó  á  la  ex- 
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pr6M«1a  Oorporación  el  enmplinüeBto  de  lo  prerenldo  ea  él  mri  141  de  It 
ley  Monicipel: 

3.<>  Qae  á  las  Antoridedee  admioletrellvae  compete,  con  arreglo  á  lo 
dlopaeeto  en  loo  citedoe  ertícaloe  148  y  144  de  la  ley  Manielpal,  el  oom- 
pHmieoto  de  las  seotencias  en  las  qae  se  condenare  al  pago  de  cantlda4  á 
las  Oorporadonee  manleipalee: 

8  *  Qae  la  providencia  dictada  por  el  Joes  de  Villajoyoaa,  sea  coal- 
^nlera  el  panto  de  vista  desde  qae  se  eicaminef  es  indadable  qae  implica 
nna  verdadera  invasión  de  lae  facaltades  admloistrativasy  atendidos  el  as- 
pirita  y  letra  de  los  sasodichos  artícalor, 

Ooníormándome  con  lo  oonsnitado  por  el  Oonsejo  de  Estado  en  pie- 
no,  etc.;  venero  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administradóa. 
Dado  en  Palacio  á  16  de  Febrero  de  1898.  -Haría  Oriatina.— El  Presi- 
dente del  Oonsejo  de  Ministros,  Antonio  Oánovaa  del  Oaatíllo.— (PaUict 
da  en  la  Oao$ta  de  18  da  Febrero  de  1882.) 
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Competencia  (16  de  Febrero  de  IS97). -^Dominio.  A<merdo§  de  km  Omí' 
9ume$  promncta^.— Se  resaelve  á  favor  de  la  Antoridad  jadicial  la  sotd  * 
tada  entre  el  (Gobernador  dvil  de  Almería  y  el  Joes  de  la  miama  capitil, 
y  se  establece: 

Que  tratándoH  ie  una  eueitián  de  dominio  y  de  aüanar  iAtvia%f9rmaJ&' 
dades  extama»  para  hacer  comtar  un  contnUo  de  eompraaenta,  iale§  eeet- 
tionee  eon  de  Índole  eitfil,  y  que  loe  aeuerdoe  de  la  Qpminón  provincial  qta 
puedan  lesionar  dereekoe  de  eeta  daee  $on  reelamahlee  ante  loa  Trilmnalei  éd 
Aiurooamkn, 

A  consecoenda  de  varios  aeoerdos  de  la  Oomisión  provincial  de  Alme- 
ría, se  interpaso  por  Dofia  Encarnación  Barranco  Moñles  una  tercería  de 
dominio,  pidiendo  «e  saspendieran  varioe  procedimientos  de  apremio 
mientras  se  resolvía  la  tercería  y  pidiendo  la  sas'pensión  de  loe  acnerJoe  de 
la  citada  Ck)misión  provincial,  como  así  se  hiso  por  providencia  de  7  di 
Octnbre  de  1890. 

La  Oomisión,  sin  pereonarse  en  los  aotos,  acudió  al  Gobernador  pare 
qae  éste  reqairiera  de  inhibición  al  Jaagado,  como  así  se  hiso,  faadáodose 
en  qae,  tratándoee  de  nn  asanto  administrativo,  no  procedía  ni  la  vía  coa- 
tenciosa  ni  la  jadicial  sin  aparar  antes  la  gabernativa» 

Sostenida  por  ambas  autoridades  sa  eompetenda,  se  dictó  el  Beal  ds- 
oreto,  que  en  su  parte  diapositiva  dioe  así: 

Visto  el  art.  88  de  la  ley  Provincial  vigente^  según  el  cual  los  que  M 
crean  perjadieados  en  sos  derechos  civiles  por  los  acuerdos  de  la  Dipolt- 
clon,  haya  sido  ó  no  suspendida  ea  ejecución  en  virtud  de  lo  dispuesto  a& 
el  art  80,  pueden  reclamar  contra  eüoe,  mediante  demanda,  ante  el  Joei 
ó  Tribunal  competente,  según  lo  que  atendida  la  naturalesa  del  asunto 
dispongan  laa  leyes:  el  Joes  ó  Tribaoal  qoe  entienda  en  el  asunto  puede 
suspender  por  primera  providencia,  á  petición  del  interesado,  la  ejecución 
del  acuerdo,  si  esto  no  hubiese  tenido  lugar,  según  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 80  de  esta  ley: 

Visto  el  art  2.*  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  que  dispcoe  qM 
la  potestad  de  aplicar  las  leyes  en  los  juicios  civiiee  y  criminales,  josgan- 
do  y  haciendo  ejecutar  lo  jasgado,  corresponde  á  los  Jueces  y  Triba- 
nales: 
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OoMld^miido: 

1.9  Qo»  l«  piÉteiite  «oMendA  de  «xmipeteocHi  te  hft  fotcitado  ^  nid- 
iivo  de  la  demande  de  tercería  de  dominio  y  dé  jnido  declaratiyo  inter- 
poeeio  ^f  Dolía  Eoícafinieióii  Balrraooo  contra  la  Diputación  pfovindal, 
D.  Mignel  Rola  Villanneva  ▼  D.  Juan  Peres  Garda,  eoii  motiyo  de  la  ad- 
iádiauslÓB  hedua  por  la  Cb¿iei6B  proriñdal,  en  fnneioneÉ  de  Dlputadón, 
ai  MlMdo'yiilannent  de'nna  ánoa,  que  antee  habla  ddo  adjudicada  tan;!- 
bien  á  la  demandante,  y  del  einbargo  f^raotlcado  en  eiía  misma  finca  por  el 
PéNtf  Oarda  teifjvicl^  éfeentito  contM  Rttfa  VilTanneTa; 

2.*  Qae  se  tratft  de  ona  eaeetión  de  dominio  y  de  llenar  dertaa  forma- 
lidadet  estemAe  para  iMee^  constar  én  Contrato  de  compraventa,  ▼  tales 
coestiones  son  de  Índole  civil,  asi  como  los  acnerdos  de  la  Comidón  pro- 
▼Ittdal  qWpaedlan  leslonkr  derechos  de  eéta  clase  son  reclamables  ante 
los  Tribtmalei^dél  MefO  cosoún. 

Ooníonnándóine  oeá'lo  eofisnitado  porel  Ooqsejode  fotadoen  ple- 
no, etc.;  venguen  decidir  esta  competanda  á  favor  de  la  Antoridadja- 
ditíkl. 

Dado  en  Pelado  á  16  de  Febrero  de  1892.— María  Orístina.— El  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Oánovas  del  Oastillo.— (Pablica- 
da  en  la  Qaeeta  de  19  de  Febrero  de  1892.) 


Competencia  (16  de  Febrero  de  1892).— Cbiwui^l.  ÍU¡^ütro$  de  (hm4ci' 
fib.-^Be  decide  á  favor  de  la  Administración  la  suscitada  entr«.  ^1  Gober- 
nador dvil  de  Almería  y  el  Jóex  de  instrnodón  de  Vera,  y  se  establece: 

Qne  corresponde  á  la  Autoridad  admintitrativa  decidir  acerca  de  $i,  al 
practícarymreaiitro;  $é  kan  eaccéáidóéno  eñ  $h$  aMbueUm^  I09  arrendata- 
rioedelxmooñslimnf. 

D.  Juan  Gomes  Caséirla  dennndó  ante  el  Juagado  de  Vera  que  el  arren- 
datádo^xlé  doneoioos  del  ptieblo  de  Oasorla'se  presentó  á  las  diez  de  la  no- 
c*he  en^sasa'  del  dennndanto  á  praetiesr  nn  registro,  penetrando  por  la 
f oersa  y  revolviendo  todos  los  muebles. 

BtfJusfado  adoültió  la  denunda,  dedaranda  procesados  á  los  denuncia- 
dos; y  etGoberpader  dvil  de  Almería  requirió  de  inhibidón  al  Jnsgado, 
fundándose  en  que  á-ta  Administradén  correspondía  conocer  si  el  arren- 
éiitÉrio  peoMró  en  1»  casaeon  sntorisadón  competente. 

Sostenida  por  ambas  Autoridades  la  eompetenda,  se  dittó  el  Real  de- 
creto, qué  en'sQ  partedispodtiva  dice  así: 

Visto  elt  ait.  166  del  Reglamento  sobre  eobransa  del  impuesto  de  con- 
sonosv  d921  deJonIé  de  1889,  según  d  emU  están  sojetos  á  reconocimiento 
«todos  los  pueskMTde  venta  de  espedes  gravadae,  situados  en  él  radio  de 
tas  pobladonee»: 

Vistea  «rt.3A>  ddrfieal  éeéreto  de^S  de  Septiembre  de  1887,  con  arre- 
glo al  cual  pueden  los  Gobemadoree  snsdtar  oosrtiendas  de  competencia 
en  los  juicios  erio^naleé,  óoaado  el  castiga  del  delito  ó  falta  haya  sido  re- 
servado por  ta  ley  á  ios  funcionarios  de  la  Axhninistradón,  ó  cuando,  en 
virtod  de  ta  misma  ley,  deba  decidirse  por  la  Autoridad  administrativ& 
alguna  enesttóo'prevta  de  ia  onal  depesKta  d  fallo  que  los  Tribunales  ordi- 
narios ó  ssfMiatas  hayan  de  pronondar: 

Qemidsfande:     -  '        . 

1.0    Que  la  presente  contienda  de  eompetenda  se  ha  suscitado  eon  mo- 
20110  46  49 
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tivo  de  la  denancia  dedocida  por  lot  hermanos  Ctómes  Oaaofte  oonta  el 
arrendatario  dcf  coniomof  de  Oarbcmeraa  y  oomotIm  iioe  ^pneticaron  un 
reconocimiento  en  el  domipilio  d^  a^^néUoa: 

2.0  Qae  en  tanto  no  ae  decida  p^  la  AdqoiaíatiAdd»  ai  el  arrendatario 
j  ana  aqompafiantea  se  excedieron  ó  no,  al  pmeticar  Joa  ¿lechoa  danimcia- 
doi^  de  laa  atribocidnea  eefialadaa  en  el  art^i  146>  del  Reffbunento  eUido» 
exiatfi^  ana  cneatión  previa^  cnya^  reaolnción  ha  de  inAoir  en  e4  falloitiia  loa 
Xribanalea  ordinarios  hayan  4«  prqnanciar:       ;.  r    .  ..>{.. 

9.<^  Qae  se  está,  por  tanto,  en  qno  de  lo#  oaaqi^>n  ^ae^  por  eatra»sión 
poeten  loa  Qobernadores  provooeitiCQptiendas  49:0«iBíi4petoD€Ía*enloa  Jai* 
cioa  qríminalea,  (son  arregla»  aJlArt.  |.<»  M  Beal  d^^ret^d^SdeSfl^ttaabr» 
del8p7,  .  ,  -    : 

Con{orm4ndome  con  lo  ]l;<^^ltadQ:  por  el  jaonaej<^4e  Sitado  en  9i^• 

no,  etc.;  vengo  en  decidir  esta  competencii^  á  li^fOfr  dé  la-  A4«linlitMcí6o. 

Da4a  en  Palfwia  4  í «  de  f^^f erp.d^  l?í?.^M«ríajQri#tiswu--Bl  Preal- 

de^t^  del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Oinoyas,  del  CsfltiUe.— (Fa^bü- 

cada  en  la  Oaceta  de  30  de  Febrero  de  1892.) 
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Competencia  (16  de  Febrero  de-1892).— i{«iifdofief  púbUea»,^Bñ  re- 
•nelye  á  favor  de  la  Administración  ta  snsdtada  entre  el  Jnea  de  Herreim 
del  Daqae  y  el  Gobernador  civil  de  Bfadajos,  j  ae  eetalrieoe: 

Qne  4  ta  Autoridad  gubernativa  corresponde  determinar  9%  $e  hofi  ümu^ 
ó  tio  las  fomialidadei  exigidas  por  la  ley,  de  ÍUunión  y  A$odación,    . 

Ante  el  Jasgado  de  Herrera  del.Dnqne  ae  presentó  mía  desanda  eoQ- 
tía  el  Alcalde  de  la  misma  población,  por  haber  penetrado  en  ét  Canino 
La  Agrícaltara,  aprobado  por  el  Gobernador,  y  haber  disnelto  la  reanión, 
no  obstante  haberae  cumplido  loa  requisitos  lega&sa. 

£1  Alcalde,  cqn  la  misma  fecha,  poso  en  conocimiento  del.  Jozgado  el 
jie^ho,  diciendo  qae  se  tentaba  de  ona  xennión  iieoha  ais  laa  farmalidadea 
debidas.  *  • 

£1  Gobernador,  catando  el  Jasgado  practicando  diHgendaa  aamariálea» 
le  requirió  de  inhibición^  fandándoae  en  que- loa  actoi  eJt^Kitados  por  el 
Alcalde  de  Herrera  estaban  dentro  de  ana  atribneioiiea. 

Sostenida  por  ambaa  Aotoridadss  sn  competasda,  ae  dieláel  Real  ém 
oreto,  qae  en  aa  perte  diapoaitiva  dice  así: 

Visto  el  art.  8.o  del  Real  decretoide  8  de  Septíembre  de  1B87,  qne  pto- 
hibe  á  loa  Gobernadores,  promover  coatíendaa  de  eompeteneia  eak>s  joi- 
oios  criminalea,  á  no  ser  qae  el  oaatigo  del  delito  ó  falta  haya  aido  reser- 
vado por  )a  ley  A  los  landonarioa  de  4a  Admiaistradón,  ó  cuando  en  vir- 
tad  de  la  misma  ley  deba  decidirse  por  la  Autoridad  adasinistratíva  al- 
guna cuestión  previa  de  la  cual  dependa  d  fallo  ^e  loalTfünuialaa  ordi> 
narioa  ó  eapedalea  hayan  de  pronunciar:       •:,)>- 

Visto  d  ari  IP  de  lit  ley  de  16  de  Junio  da  1880,  ^ue  disponaquepam 
e|erdtar  d  derecho  de  reunión  pacifica  qae  conceda  á.loa  eapafioles  d  ar- 
ticule 13  de  la  Ooastitudón,  cuai|do4a,reuiiién  haya  de  aer  pdblica,  nece> 
altan  dar  los  que  la  ooavoqnen  coaedoiionto  eeorito.y  filmado  dd  objeto» 
sitio,  día  y  hora  de  la  reanión,  vdnticoatro  jiQraaante%«l€tobefnador  ci> 
vil  en  las  capitales  de  provincia,  y  á  la  Autoridad  local  ab  laa- dama»  po- 
blacioneei  :t, .        . ;  ^^       .     ,   .         .  :.-'•►■•  >  ,      *  • 
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1,0  To4»-reii«lóa  iMlkbliiia  qii#^B«  e^lebce  íoert  4e  ln^  oondidonep  de 
HMyíley»        ...:.-_: 

2.0  (TocMNMmMiUf  «aeiliAbiéodoM  «oaToeado  eon  anttglo  é  eU»,tefttoii 
4»  o^ietiMi  na  poMÍ|ciVidgi  eu  ^.avifo^  6  ia  verifl^oda^^  aitía  4iT(ini9  del 

-dee^gaedpr      .  ..  .,..  ::.      :■„-*>••.'■ 

<w*  .  iiM  qoe  en  C9«Jqaier  lonpa  .^mlienicen  el  ir^ajto  páblioos 
4.^    Lm  da^daq.y^/MOfaeradeeeii <ei  ari.  JS9,id6l'06digo 'pen^):  ^ 
6.0    AqaeilM  en  qae  se  cooiele  6  ee  In^  de  «cpoeter  tQel4^>»»<^  i^ 
delitos  especificados  en  el  tit.  8.0,  libro  3  o  del  mismo  Código: 

En  todos  estos  casos,  la  Antoridad  dará  inmediatamente  caenta  al  Go- 
bierno, 7  en  les  últimos  pasará,  además,  al  Tribonal  competente  el  opor- 
tuno tanto  de  culpa:  . .  j! 

Visto  el  art.  4.o  de  la  ley  de  SO  de  Jonio  de  1887,  con  arreglo  á  coya» 
^spoaiirionssJoa  |aiida4arái  ú  i^idadores;  4e  nna  rsQnidfi4!kasodi»ióDy 
4»ho  días  por  lonianos  antes  de  eiVMtilQirla,  pvsseDtaráo.a^.(SK>beffnader 
4le  Ja.proviacü»  ^0^  QBe  Jbn^a  áeMam  aquélla  so  domi«ilk>  doSrejeiwUrfa 
firmados  por  los  mismos,  de  los  estatutos,  reglamentos^  eoairates  ó^  acuer- 
dos p<iK  k)»ooales  hag^de  f^giioM,  expK^sande  elararaentii  en  elloala  de 
aonáaaoiiSn  y  objeto  de  la  asoelattióiH  sg  domicilio,  la  íerma  de  s«  ada^- 
nistración  ó  gobierno,  los  recursos  con  que  cuenta  ó  con  los  que  se  pi#- 
ponga  atender  á  sus  gastos,  y  la  aplicación  que  haya  de  darse  á  los  fondos 
^  habeMi^aoeiales,  caso  de  disolodóo: 

Visto  el  art.  13  déla  pr^^in  ley.qve  dice:  «I^a  Autoridad  gul^rnatíva 
podii  penetrar  eit  cualquier  tiempo  1  en  el  domicilio  de  una  asochioi^ 
y  ea  el  local  en  que  celebre  sus  reuniones^  y  mandará  suspender  en  «^l^Msto 
toda  sesión  ó  reunión  en  que  se  cometa  ó  acuerde  cometer  alguno  de  los 
delitos  deteidos  flo  el  Código  penal: 

f£l  Gobeniador  de  la  piovineia  podrátUmbión  acordar,  espesificaado 
eon  toda  elaridad  Ips  fundamentos  en  que  se  apoye  la  sospenslóa  de  eual 
quier  asociación,  cuando  de  sus  acuerdos,  ó  de  los  actos  de  sus  individoop 
eomo  socios,  resolteii  méritos  bastantes  para  eatíoiar.qiie  Aaben  reportarse 
iUcitoSy.ó  que  ae^an  sometido  delitos  que  deban  motirar  so  resolumóa: 

>£n  toao  caso,  la  Antoridad  gobernativa,  dentro  .delaa^sÁotiooatio 
lioraa  signieotei'.á  ao  acnevdey  pondrá  en  conocimiento  diel  Juagado  de 
lostmoááón  correspondiente,  eon  remisión  de  anteeedentsst  k>s  beobos  que 
hayan  motivado  ¿  suspeadón  de  la  asociación  ó  de  sus  /Msiones^  J  loa 
iK>mbKSa'  de  ios  asociados  ó  cooeorrentes  que  apareaoan  reaponsablea  de 
ellost   •    .  .  » 

»La  sBspensión  gobernativa  de  oaa  asociación  qoedará  siii  efecto^  ai 
auto  da  ios  velo^  diasbaigoiepkto  |d  acnardo.no  f uere^n^Hoada  por  la 
Aaloii<lRd  íodicial  ea  ylrtod  de  lo  pi eve^do  ,en  el  art.  14k¿  < 

Vista  la  Sección  I»,  cap.  a.o,  UU%/>^  Uí>m  3^o  del  Código  pena^qM 
define  y  castígalos  delitos  cometidos  por  particularea>qoo:Oca«ói»  del 
eier^Msio  de  )pa4eie^boaíiiidividfMlea«a^r|u»tidoa  por  la  Coostitoeión:  ' 

Considerando;- ./':.. V-  -■■        .    .•^.:.'. 

l.«  .Qae  ISiS  hechos  ^qjae  han  dadq  higar  á  la  presento  ;oonUenda  joiia 
dieeinnal  oooíi^teo  eiii  bab^  intentado  varita  perspoaa  constituir  eomo 
Sociedad  el  Casino  La  Agricultura,  y  haber  impedido  el  Alcalde  de  Bf- 
Tiara  del  Paqne  ia  iiain^óii  <iae  á  eae,efaoto  sa  i9ten^ba  eelebraR , 

d.^,  Qae  para  apandar  000- y  íptroiheqlip.ea  necesario  deterndnar  ai  a^ 
celebrar  dicha  reunión  y  constituir  lá  Sociedad  de  que  as  trata*  se  hab4ao 
«nmpUdo  ó^  no  loa  seqnWito  qoe  las  UyaadeBeonióB  y  Asooii^n  eon- 
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# .•  Que  á  Ui  AalbrUted  jgnbéniit&f «  eorrespondé  deferminar  «i  m  ht- 
bian  ileiMdo  ó  no  Im  íonnalidadefl  exigidM  potáUAHm  lefñ: 

i .•  Que  exiito  otia  eoeiiióft  pretis'que  déb6  d«eidlf»e  p6r  la  AdmlDii- 
traeióo,  j  te  e  Btá,  por  Unto,  en  ano  de  loa  c^o*  on  <)^  por  ettepúáü^ 
pQOdb  promoraMe  oonliañda  de  cottipétenisia  en'ttn  ;fiii«fo  ertuñnal. 

OoafonBándone  coa  lo  oonanltAdo  por  el  Oonaejé  de  fiitado  en  ple- 
no, etc.;  Tengo  en  decidir  eata  competencia  á  favor  de  la  Admintai^aeión^ 
Dado  en  PUado  á  16  de  Febrero  de  189).— María  Oriatina.^fil  Pi^- 
dente  del  Oottféjo  de  Mtaiatroe,  Atttobio  OáMraa  áiá  GáitÍUo.-^(Pabll- 
eadli  en  la  €hói9aáe  SI  de  Febrero  de  189».) 
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Oónpeteneia  (16  de  Fébtero  de  1899>.-^.^Mto  4é  Im  ÁjfUHimmientw, 
BroeedémMHhpttrü  üi  t0oftro.-¿-8e  ^eeneltett  favttr  de  la  Adminialtaeióo  ia^ 
Mediada  entre  el  Qobentader  etvñ  de  Baroetonay  el  J«ea  deSan  fMú  de 
Llobregat,  y  ae  eatablece: 

fcfcy;  ■  ' 

Contra  el  Ayantamiento  de  San  Eateban  déSMrovfraife  preaenrié  de- 
Inanda  á  nombre  del  t^rocoHidór  D.  Wencealao  de  Molina,  pidiendo  qneá 
él  y  al  Abogado  ae  lea  pagaran  loa  honoraridli  devefigadoa  en  la  répgftaia 
taddn  qtte  de  dicho  Ayantaáil^nito  habian  oaletttado  en  mta  cansa  cri- 
minal. 

ElJosgado  acordó  qne  en  el  término  de  qninoé  diaa  ae  formara  el  ce- 
rreapébdiente  préaupnéatb  extraordinario,  y  caao  áé  no  hacerlo,  ée  proce- 
diera po^  deaobedtoncia  contra  loa  indhidooa  de  dicha  OorporadM  mo- 
nkipal.  ,      ^      , 

Bl  Qoberiíadot  dvil  reqnhió  de  iáhibtdóti  al  Jnsgado,  y  aoÉtenlda  por 
ambaa  Antorldadee  en  competencia,  ae  dictó  el  Beal  decrete,  qne  en  ca 
parlé  dieooaitiya  dice  aeí:  ' 

Viato  el  árt.  148-  de  la  ley  Mnnicipal,  aegátt  et  coal  laa  deudaa  de  Ica^ 
poebloa  qne  no  eatovieten  aaegolradaa  con  prenda  ó  hipoteca  no  aarto  ^t- 
gf blea  á  loa  AydUtamientda  por  loa  prooedimieuioa  de  lÉprtfmio: 

Cnando  tflgún  pneblo  faeae  condenado  al  |^go  dé  tfna  caaMad,  el 
Ayuntamiento,  en  el  término  de  dies  diae  deepnéa  de  ejecutoriada  laattn- 
teada,  procédeM  á  formar  nn  {ivéeapaeato  extraordínaiio,  á  no  aer  i|ae  el 
actoeder  convenga  en  aplasar  el  cobro  nAe  modo  qué  pnedan  «onalgnaiaa 
en  loa  preanpbeitoa  ordinarióé  ancedvoa  lia  eatitidadea  Beeeaariaa  paia  él> 
^ago  del  caiátal  y  réditoa  eatf ptiladoa:  ' 

Oondderaador 

í,^  Qne  la  piHCMnle  contienda  de<!Ottipet^ei#ae  ha  anadiado  cob  mo- 
tivo del  procedimiento  empleado  para  hacer  efectivoa  loi  hOBOrarfeía  de- 
téttgadoepor  el  Abogado  y  Próctiíadcir  que  deSondtetion  alrAynntamSento 
de  San  Eateban  de  Saarovtta  en  la  canea  oriddiáarinMada por  dicho  Ayaa* 
tamrenft^:  ■'  /   *  i 

2.0  Qne  no  pMiendo  hacérié  efMtlvaa  laa  deodaa  de  loa  pnebloa'par 
el  procedimiento  de  apréntfo^  hky  qné  atéHétae^^  toé'-téfmiiiday  iñnaa 
qne  previene  la  ley:  •      .     ;       -: 

S.o  Qne  á  áftayor  abnndaáiteikto,  ^oecte'  )m  Oorpbiadón  monidpa^  4 
la  legitimidad  de  la  deoda  de  qne  ae  trata,  aóio  compete  á  loa  Tribattataa 
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-wáaá^mcián  corraupopda  datennioiureoii  furroglo  á  la  bu  1a  loniui  ci«  ▼«• 
TÜcftr  el  pagOtf 

4)omÍomáiaá0akB  ptm  lo  ooMmlUdo  por  ol  Ooffpeia  do  Ettodo  «q  i^e- 
nOy  ole.;  vMgo  ondacWr  Mta  ooinpeléovelft  á  fovor  Á  1a  AdaÜQÍAirA«hÍ6o. . 
Podo  oft  PoUuHo  á  16  de  Febrero,  de  1892.-*  Modo  Crletioo.— SI  Proel- 
-^teUdoi€oof6ÍodoMUiiAli)00»Júitooio(M*OTOo4eiCloetiU^    (Publico 
4ooAlo0«e«lodot»doFet>rorodoltoa.)^  i 


'  .  ■  ■//      :..26  ■     • 

OoBtipeieaeio  (If  do  I^breio  do  l$oa).p^Ftwíip  ■Miitiwrfefft  eti  e<  jirpee- 
' dimmUi'TS^. dooieni  nohobef  l«gor  ádeeidir  bi^Ofcitedo eotro io  Selo. 
do  lo  dYil  dolo  AodiüloiA  do  CMoeree  j  el  CM)iei»odor  djril  dodiobo  pro- 
▼taii%  jT  eoeetebleee: 

lt9    Qfée  hé$ho  ei^ forma  Uaol  ü  rtpimmmh  jmt  jmtío  del  GiíUrna 

éúTrU  Ati4imeia4M4  mmeénatawítñU,  AiqmA.de^^fetnir  hfnfia  4d  mci- 

dente  péktt^MpkMOpn$crUomel  arU  ü  oitaM  del  Xml  decretQ  áefi  de 

-SepUemkn ¿e,Z8S7,  dictar  ol  onto  á  fm  d  mUtrnt  ee  cfntroM^  dpdarénáote 

^€m^^ete9ie  4  ineompete$Um 

9*^  Qiii€-t0daoprapr0irideH<Mp<m.patte  de.laMa.imflkauna  u^toú- 
eiáH>ésíeo^e$ade  teasto  legal,  y.eH tal  eone^gíle^  elofU^  prm^r^  dietado^  j»er 
Ja  mi$$m .  e»  <<  ofo  debe  temtm  en  ^iw»  to  yofg  I09  (tfefft99  dd  tnw(tfo^ 

YBj^,  Qm  i  má$  d$  km  viekm  ds  tu$tan€Íaoián  egm/^Odee  por M  Áudien- 
-do»  iampre»  el  Gehemador  eumpUá  per  m  parte  lo  preeep^mm^mí  el  art^  17 
del  9m  decrete  immá^iktda,  teda  vefqneno  imeietiá  dentro  del  ploMo  re^h- 
mmitQimjm  e9tmarce^omp^mU,.preíñai.(mdiietKiade  laCemieiánpravm', 
mat,pmf  mto  Mo  haatuftdo  cempmterieriáed  al  anio^r^Hdae  pecee  eiM<^ 
delaJShila,ño  puede ectimarBeMáieido  tal  r^fumiéctm  eloJMo  cammmifi 
deepuée  del  icgundoatUo  acordado  par  aquélla. 

£0  el  okpedieAto  5  optoe  do  ooM^otoncio  eoeoi^odo  enlvo.lo  8ela  4o  lo 
dvUidd  lo  *AiidioM9io4e.GéOQ«e9  ;.ol*  Qobemodor  do  Jo  pfp?l!ici%  de  |oe 
-oooloe  reeolto: 

:,  Qm  <?o»  ioeko  J9  do  Jwlo  doiüOQ»  o|  Proeorid^r  D.  FeUpe  Aoeosio 
Qio%  je«  repseeaoitocMa  de  D.  Andiée  Qsprdo  j^  .Herrero,  vMoo  de  JarUlo, 
dodívjo  ooto  el  Joi^^i^ido  primero  kütaUda  de  HerT4ie^eiiioo4o  de  ii|t#r* 
dÍQlo  deíocobrar  lo.poeeelóQ»  (oontra  IX  Joió  JUieOí  €ooe|tii«tor  4o  lao, 
^bn«.  del  letopoisrU  do  PJeoeoeioA  AaUnw^  lénoíM  do  «eeee  doi  U(m^, 
-  olofMPwio  loe  eignieottO'beehoi:    . 

>.l.«-  Qtteeofopreeeotodo  otadaeCoy  p»clflco^>po>Qodori4»üO  toriieiio. 
de  regadío,  eitoado  en  término  manidpal  de  Jarilla,  al  pago  de  Jia  PiUUi,, 
-qooteoo'doDobidaopfQzimodaQietil»  10  Aceo%  deeliiiodo  al  coWi^o  úf  ie- 
gotnbtef^í  r  «opa  fineo  lióte  al  SaAleatoeoa  oteo,  irarooo  do  BoTonaoo 
ICaodei;  Mediodüiono  pi^o6ii  pábUeo:  Ponteólo  000  flooodoJiiao  Solr 
gp«N^,F'JNoneooaolro4Mdiróodedkfaopefo;    / 

nt^  Qoe  lo.  fiuMToeieridorOoettto  pacojil  riego  eoo  lao  a«iao  do  la  Jla- 
m0^Qmwe¡üUkpáumíK  ^m  eoalee  00  OMidMe»  41o  «liioio.  fleco  por  ao 
po4Fte,;liAÍQadoon  np  pmlo  iffia  permite  mgf^tímekk  oiocona  difloii)^4 
^ll.elt•tota)MM^  .  .: 

>  4^.  ^)aoio  nTpteüdt  floeo  oooptá  eompreadidó  en  el  plana  paroelaría 
dopugwopiaeiAttjde  tearoooo  ywio  lo^onÉtmertÓft  d»  io  v<a  Ufím,  ni  taio- 
9M0  ««MÉilio  4m.i%J^blofa  formadtf  owodte 


Digitized  by  VjOOQIC 


7^4 

dttmbre  €•  tóii«d«eto»  qti«  farttmiiiiiM  diüik  Tiá,  yor  lo  «dmI  w6  hébím  «Ido» 
objeto  d«  cfzproplMiéÉi  6l  dttWiftio  de  #gMi  y  «etvidtvibn  de  «catttaMt»^ 
qoe  el  demiiDdante  etUba  potejendo  qoieU  y  pmeificameDte;     ^       '  '  ^ 

ir  4 .•  Qse,  á  peiiur  do  «ito,  en  loe  meieo  de  Jotlo  y  AgottviMidieíÉkor 
MitcdofM,  ene  brigade  de  obrefoodo  loe  qae  eoueiiojpoD  loe  obree  úb  ex- 
ptenli^ióii  de  le  tÍü  f4má  eitoda  hobie^  boelx)  ttn  deemoitle  bomo^  iré»- 
óMeti>o'ttetroe,«iiel^MoBdMo  qué  ooQfwbo  el  «edrán  ^or  donde  iMv- 
earríOD  lae  agaoe,  cortando,  por  eooelgoiente,  el  eQie<Mle  éetoo,  y  heciendb 
impoeible  qae  talee  agnaa  pudieran  aor  eondacidae  á  lae  fincae  para  el 
riego: 

Qae  en  Tirtad  de  talee  hechoe,  que  ao  principal  eetímaba  como  on^ 
Terdadero  dt^epojo  del  derecho  de  agna  para  el  riego  y  aerYidombre  do 
acoedacto  para  condadrla  á  sa  finca,  y  deepoóe  de  aducir  loe  fandamen- 
toe  ntalee*(|«e  creyó  -pOrtaentee,  teminiíba  «I  'Pioeiirtidoi  eo'^éeerlte  ^n- 
pUeindo  il  Jamdb  ee^lkivieee  adnsitlr  él  tntbidietd/  déndole^  la  «Mtítm- 
don  coTK^^ndieote  y*pi«eediendo  eemo  bnbleN  logar  en  de#eeho¡  ' 

Qae  admitida  la  demanda,  recibida  la  información  ieetMteal  eíiMldtt^ 
reit^^oto  á  loe  hechoa  expneetoe,  eosTOcodae  la#  fMrteeiá  foteio  i^érbál^  y 
unidae  á  fóe  adtoa Jae  pniébae  doeamencalee  qu»  par^  «áa  ▼  ot^  barte  w- 
itttereearon,  flgürarido  ^ntretilae  útíá  oomunlaadón  d  informe  del^Alonide^ 
de  ^arlllat  de  la^ooal  aparece^r  li^debeaa  boyal  de  aqoel  p«eblo/e*  hk. 
cual  eetá  enclayado  el  padrón  qoe  condaee  laa  agnaer  al  jMtO'de^  PUita, . 
en  qáé  tí^ne  ev-fiíMa-AisdritGofdo,  e(  bionliáMa  iiBeaIdoeol>M^Uá,Ée- 
gta  oombnicatióB  qoe  ópbrtdnamenleWttiitió  al  Alcalde^  el  -8obernadotf 
de  la  provincia,  ta  dedanadón^de  eer  soeeearla  y  oonOeñtlda  la'0<MpiMi6tt^ 
de eóe%errenoe7or  le  EmpreonoMieeiAbnariA  del  fintMMMrril  tifferido,ino • 
ae  háWan  praétieado  tótias  Um  dittgeneiaa  propiae'del  éxpedienie-tde  ex- 
piol^ión,  y  enMttdía  la  Alcalde  que  aqu^lá  eO  ballab«%a«l  periodo  éé- 
medición  y  tMllpMció,  toda  ¥ee  gneal  AyiMmlentOttoee  le^luMa  pt^ 
eéntado  Tolad^n  iiingana  de  )a  tatmefón  peridaV^nfiíe  le  habla  ofraddo 
cantidtfé  alguna  por  im  expropiación'  que  podieiw'faabbr  admitido  ^  re- 
chaiado:  *  ■     t\  r  •.,«-...- 

(^ae,  segaido  por  todoe  eos  trámitee  el  interdicto,  el  Juei  dictó  aenten- 
^.apéyftndoiben  lo#fondaifieneoe%«é  «elfmó  pettiueertée,  lOeclatfkádo 
no  habef  lagar«  él,  coñ  ej/|^eea  condenación  de  todaelaeeoetáe  al  dénüMi- 
danto:  •*■  í'''^'  '.'i*^  : 

Qab^'a^á'dtfeéUebAlenctá  paráaiteia  AwIlenélé'aeCécevee,  enfila- 
aádaft  y  péteoMidae  Me  páifti»,  yeustaáoiábdoee'el  Inddeatffde^  fObMab^ 
promovido  por  1a'af«6lante;énul  oetiído*»^!  QobenNwier  de  la  pioorlüela- 
i*  qnfén  bvrbfii 'acudido  D.  Ledááo  flognet?,  liigefliero  JelO  de  éeeelóa 
de  Ib  ftnea  férMü  en  eeueltécclóa  di^  Flaeenala  á  Abtbifa,  eolfeilabd»'  ve^ 
qnirieae  de  inhibición  á  la  Sala,  lo  biso  aaí,  de  aenevio  eon  lo  ibfenandO'  - 
por  m  CoilMfo'  proffttcf al,  fUndándoee  4n-  loe  flwonaini0Etloe*^]«o  eatiáió 
o^oirtbnoa:**    '       •   ^'  .t*i">-    ^i  •  — «-    ^    -  (,  »  ;      '•;.«  ..'    .-i   •'. 

Qtte  eoetanc^ado^wl  UféldemepO^  tódoe  ene  trtoHee/  la  Sala'^letébM^ 
d06fÉrAttd6  no  haber  lugar  á  reeohrer  acerca  ddliñáqaeiimlttifto  d#lBdtftbli 
efén,  oi^naofdo  aí  peopi» lieet|i6^ que  eo  dejara  ala  efecto  lo  befnadate<el 
incidente  de  competencia  y  la  iMrQvideiiciáien  qti»«e'4oovdó  lá*enepeneldia . 
dü  próoédítfilemd,  y  que  oontliinaMeipor taneof éledffeoMleia:apelé6iónln- 
t«peeeta,MbdáMeee  t)ara^oM«eí  q«e  ^  aobemadoiMliabia^MdlIdb  eo»- 
elgnar  enetf  ofttio  ei^MMa'Qldonó  nodíia  Co«lei6nittavlnd«l;  mgét^^m^ 
oeptáa  el  art.  B.^  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  iSdT^iy'dlelHI^- 
oilÜÉión  eoiMMflbía'^n  «vldóinetaiidal  «n^  pronjilaieti,  qbe  eá  tááto 
ne^ne eubeanaeeftei^édfá allMbMyíl  t^mtM^^mmíMt'^mlmohníam^^m^ 
diepone  el  «tOr  U'del' bal  *é«l9«iiikU>,irib  ^qneeá^tiOTa  ^«^^ 
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AvtalidadflAniíittmitMitil  inrAdk  lia  a^neftoefl  del  OonMjo  de  Eata- 
do,p«weMieTiWMtfteeoloeióíiimtfehAbiéndoee  deténet  pormal  fár* 
iiMid«  hi  ceüipétoftekK '  *  .  t    .  .1^    <      . 

QttKpMiádteiUaieÉito  deeete  aak>'»l  Oóberniídór 'dtéha  Autoridad' 
dirigió  noevs  comonicación  á  la  8ala,  en  la  qae  jaitíflMá  aa  proceder  ea 
dh  «bé(>  a]beta<lo*á  litfift*étoerl|klOixea  det'Reál  decreto  deí  6  de  Septiembre, 
infringido  por  parte^de^á  l^te,  tnyadleiido  atritmeiomiBe'  tjiie  no  lé  érate 
propiaa,  j  terminaba  el  oficio  reproduciendo  y  reiterando  en  anterior  re- 
qoerrmiento^^'ñtt  de  ^ae'faSala  adórdiié  cób  etileddi)  áloe  artícnloé  8.<» 
ylléelBertdéetetóMpétido?  /f  >-  -  .. 

Qae  la  Aodienda,  con  viata  dé  I»  cc^^foáictoñ'^ttrietiítii/Matiendfd 
de  noeyo  el  carao  de  loa  aatoe,  volvió  á  eaatanciar  por  todoe  ene  trámitea 
el  incidente  de  competencia  7  dictó  auto  en  el  qae  aoatavo  eo  jariadicción, 
fondándoae  en  laa  raaonee  qne  eatimi^^rtinentea: 

Qae  el  Gobernador,  de  conformidka  con  lo  consaltado  por  la  Gomiaión 
provindal.  inaiati<^  e^  ea  requerimiento,  feaaltanéo  de.tpdo  lo  expoeatp  el 
pteaente coníRcló:  .  ^^  -  '>  ■  "^^ 

Tleto  el  ark  f  .*^  éét  Heat  d^réto  d^  9  dé  Septf etúb^i^  de  liB7,  qnó  dice: 
€Loe  Qohetaéá^nm,  OMáe*  lai'GÓmiiionéír  pi^indáTeé,  harán  loa  reqnérl- 
Büentoa  de  inhibidón  4  loa  Jnecee  ó  TribanaleeOotréiitéa  conociendo  del 
Mtfnté».*'   ■  '•  -''  "'    '  "  ■  -  '•       .-  ■  '  -t    ^. :   -  -     -   I    ■ 

VÜrt»  él  ari  9.9  del  Jhropib  Éeal  'dédreto.'aegátf  el  caaT,  «W  TribtÉtitt  «r 
Juagado  requerid' dé  1nMlü¿ióú,  liif«gO  que  tedbáél  ofldo/  éaapébderi 
lodo  procedimiento  en  el  aaonto  á  qpe  ae  refiera,  mientraa  no  termine  la 
conitendapor def^OmfeftW dérGdbémiído^ ó  por  decldSón  Béá!, é«y  i$ena 
deBdlktaddeeaanfodeapttéeeé^k^tdirei:  -'  '    ' 

Viato  el  art.  11.  del  miaita'o  Éeál  decreto,  tdñ  árre¿1b  ál  qáe;  yerifléftda 
^«¿«élrlá  yika,  ttH  ieqtiMdo  dí^^á  aoto  en  tín  j^aao  de  teróero  dtá,  de- 
dafándoa|'competeBCe'ó'incómpetente>t  '  '  -  •  • 
'  VMo  el  a^t.  17  del  mfemo  méncidnádo  B^l  decreto;  4ne  diééi  «^  ^• 
betttai^r,-  oida  )a  Ooneríaíéii^  ptbví acial,  y  át^ptó  de  loa  tree  áM  afri^M 
4  la  Meepélón  del  ofido,  diHjíirá>i(iüa  tiaeva  eofiíunibádótí  a!  teqaMdo  fti^ 
aiatiendo  ó  no  en  eatimarae  competente»:  *    "*     '  '"*  ''*' "     ^  ' 

Ifi  Qae  $iecbo  en  forma  legal  el  reqaeHmfentb  por /partid  dé!  Gobernií- 
4Mf  «nía preatí^tlt'éontfefidÉ,  la Aa^fénda debió  Inmediatamente  deipaóa 
é^  eeleMrar  la  viafá  del  iüddénte  y  deiitírd  del  pfáko  préaeríto  en  el  art.  11 
tí^Édó  ééí  Reirt  decreto  dé  8  de  Septiemb^tlé  1897,  dKta¥'et  attto  á  ittm 
el  nliiMo  aé  tótothUi,  deeláráiifdóée  <k>mp€ftéttte  ^  illcompét^ 

t>  Qtw  toda  d6t«  providénda''pór  parW déla' 8al^  Implica  nnálAfftie- 
déndél'éaépreaadiy  texto  h«tfl,  y  én  tal  éottcepto;  el  aoto  ipHttiero  diótíMo 
porlamiamaea  el  qae  debe^tenerae  en  caéñta  para  loi  eféififóe  del  Jnd-: 
dente: 

.  8 .•  Qae  ñrAe,  dn  et>*árgé,  el  aniodícho  átitd,  >  nó  ^wrfHéíídVla  Bila 
wírét  abbré  ááá  propiba  «cneirdóé,  ea  innegable' 'qtte  cairéce  de  tlrttiSlldftd 
letal  todo  ^  actoado  boaterlo^meñte  a!  prdhaiHTláaifenlb  del  édto;  repe^ 
uá0i^      '  .  -^  ^  '"'  *  •'■■t^    -    --i.  .  ■'  ■•■-  1^'^  *    '^^   ^^-  .'^ 

4.0  Qae  á  máa  d.e  loa  vidoa  de  aaatandación  com^ldoa  eift  efprieMlkte 
é«io  po^la  A'bdléiñíili  d¿€ádlftea,^jr^e(4!;foae  bíi  hectfb  m«f!t^  iámpeco 
«(  OobémaiAor'etftíip^  por  atí  parteólo  précepttn^o en^  MH.  17  del  Béai 
éeaf^Aó  xtiendoyiádó,  td^'Vea  qae  |io>na&tidrdéht)ro'  del  plaao  te^amiétt- 
«áMo  én^tiitfmarae^coñipet^té,  pt^fH  %M!éttdá  de  la  C^fatón^M^e^ 
ri|4«  paea  nolo  todo  lo  aptaado  con  poaterioridad  al  anto  répeftidaa  'Vecea 
mido  de  la  BaK'^o  t^édeéati&ariélíetíiido^fal^qtMIi^boft  d  ofidólso- 
Éimiieadddéaí^iáÉrdMáftgalídomiioacÓT^^  ^^    '    * 
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77^  jinunmuioBMlí  ^Dmmmu^xx^A 

M-  Qaa  Qpmo  codmciimmsía  d»  todo  lo  e^>i|6t^  JM)  pooAfr. 
pliuiteiMio  éa  loriofR  legal  9I  tx»fliclo,  en  tonta  400  oí  .Qobemftdic^  ton 
aadiencie  de  la  Gomlaión  provincial,  no  inaiato  6  dealata  da  m  reqvOii' 
inianto,  y  eifto  Ktapeeko  del  anta  en  qno  la  9a|ii  doolar^  no  halMff  Jtcat  á 
zoaolver  aobro  elnUano* 

Úonlona^Bdomo  con  lo  conai|ltádo  por  el  Qidmb#bjo  de^Kalado  a*  )»1e' 
noi  etc.;  vengQ  en  di^arar  qne  no  bfa  logar  á  dooidir  eak»  ^nflíeUs.  9  lo 
aoordadou  .  ;        ;r 

Dado  enPalacip>  1^  do  Febiaro  de  180l.^Ma«ia  Griatínatr-0  Ffmá- 
dente  del  Gonaejo  de  MiniaCroa,  Antonio  Oámovaa  del  GaalíUov— (Pnblica- 
da  «n  4a  eoM^  de  IS  do  Febiwia  do  1892.) .. 


Oompeténeia  (16  de  Febrero  de  1892).--Jlfbn/e9.  Córta>u m¿firi»$9íáf^  de^ 
MkM.  ¿WtiaiMt  |»rmat.-t^  vean^ye  4  la?ord]8>  Adniinialr»ci6a  la  ana 
citoda  e^tre  el  Qoberoador  qivil  de  León  y  la.4i»4lmci*  á/^Mjxdvám¿^ 
dicha  población,  7  oe.eatablece:'  ..    .   .    1  ^ 

(¡ue  habüendo  neeatidád  de  fraeticar  un  ie$Ht%d¿  para  aer  át  Ja  íot^ta^i 
m$tiraá^iá^4e1¡erificámpr0pitíaadfrim^ 
cfUiiiánj^eviaqmeorrápimdeM^vprál^ 

A  conaecnenda  de  noa  desancla  hedía  por  la  G^axdjarciyil,  a^^inooó 
proceao  contra  D.  Lorenio  Martínea  A4aia,  por  hó^  y,  aaatraOQiÓA  d«  lei^aa, 
ao  al  monte  Yakleferraro,  del  tórniino  deVillanwor.;,  , ,      t    ^ 

Elevada  li^  oaoaa  á  la  AqdlaooU  7  hecha  ia  oaUflofíaióp/ei  Qok;eni|idof 
civil  de  León  requirió  á  dicha  Andiemiia  de  inhibición»  fai)|i4nd^9li4ifio» 
el  denunciado  t^i^ia  una  Anca  lindante  con  dicha  i^pte  j  babiafeoMUlad 
dApracOcar  al  4ealin4e,.para  aiJi>ar  ii  l^^leña  ea  dfa  moní^  ó  da  )fk pto 
PÍ^idnd  df^  d^aQ9^i«do,  j  la  AdnOntfiirMói»  «r» !« tín{ea  oampatoAti^para 
practicar  eate  dealinde.  , ,  .  oa     . 

Soatenida  por  ambaa  antoridadea  en  éompetencia,  ae  d^^  jBaí(  de- 
eaetp^qof  apa»  jMurtediapoaitiYa  dice  faí:  |.  , 

VJMk^ol  frt*Mda(  |(eal  decreto  4e  B  de  SeptiWnbra  dfl  1^ 
be  á  loa  GQp^na4orea  foapitar  ooi^tiendaa  do  comp^tc^K^da  ^n  loa  iiai<ú<^ 
aiániinaleai  i  no  aar  qne  el  caatigp  del  delito  ó  lalUrhMM^  iúdq  reaerfada 
por  la  ley  á  kif  ífuacionarioa  ú%  &  Adco}aiatni}i<^i,.  6  ci^ihmI^  jul  yirtodc4% 
ia  anUnuí  ley  deba  decidij^  poi  ia  Á^ridad  .admini«t)n^vi  algno»  enea 
tién  puavla  da  la  caal  dependa  al  te^o  que  loa^bpj^ae  .a^dilf¿dpil  ó^of^ 
paoialea  iMran  de  pnMvincf  ^^  _  ,  -         «    .  »^    ..,.>".,«; 

Oontiderando:  -9!   ^f> 

IP  .>Qvi^aeK4fiapAceofeivlai|^i«M#>PfMi^^ 
foarqn  é9\^B  Jínooi^dM  4  conaaenaacia  de  ia4Ai^op<ua  hacha  por,  (n  Ooac^ 
ci?il|  por  habar  arranca  doy  aoátrajdq  J^tew  Maftínea^  Ala|fk  yedno  da 
Yitlalbofie,  nn  carro  de  oepaa  del  monte  tltnlado  Yaideferrero,  del  térnUno^ 
oonM&n^d^'^VWanayor.'  .,v  •  -    .  /  r..  ^y  ^,,  .  .  .f.. 

»-•    Que  aeg!&p  ae  a#nna  pon  la  Aotozidad  fdmi^ia^ií^lya,..^.!,^^,^,,^ 
▼arincan ,eVeo>raappndieQ^  dealioda  p^ra  dat^i!ip}oar  Mx^i^ff^í^f^mJvrJ 
d^ta^ai  i|l  ponto  da  donde  M.ext^eron  UM4^paa.lit^^ioaaa,fíQaf]c^^ 
ají  jnonte  llamado  Yaldaferre^ió  4  Di  A^Mr*  qn^.al^pcopeaaoo.  ^^p^  fipq 
ti^oonMmiiipM>«-.~.  f  ;  í-      1 1.-  ••  *.  >    o  .  'i*^ 

1.0  iQaa,  ^  t>l;Qaio  o^ciata  an%  cneat^óp  pra?ia  que  la  lAdwidatració^ 
debe  reaolver,  y  de  la  c^pfl  |^p^da  4  Wp.W»  loft  tjíh^^;/]f^  jpftfciií 
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luisr^d*  ATomBcfaur^T  4^  por  taiijtQ,,  ••  f«to  ^uiod#loi  jeiwtti^  Qiit» 
por  exoepción|  pnodeo  lof  Oo)Mni«4oc8i  ■otciUr  contíeadiw  d«  competen- 
«ia  en  Uta  jnidoft  criminale»^  JAgAÓ  •«  c|^|fr|i4mL60  el  ^iUdo  «k  Sw^  tfsl 
B^ia  decreta  d#  ai  46  l^optiei^bie  áe,  1897. 

Coníormáadome  coa  ^  coneultiído  por  el  Dona^od^  JSj^Uío  ea  ple^ 
np,  etc.;  YtBgo  en  decidir  e«U  ce^^peteiuMi^  á  fM^wof  49  Ift  Ádipiaietracida.. 

Dado  en  Palacio  a  16  de  Febrero  de  1892.— María  0rÍ8tÍQa.r^Gl  Pfeii-, 
•dente  del  Coneejo  de  Biinistroe,  Antoolo  OánoTM  del  OaetUlo.— (Poblica- 
^da  aa  la  6ai0to  de.3A  4ii9  ?<iímo  de  18«I4 


^Competencia ()}  d^J'ebr^ode  1892) A Fjcio  ^m^tíal  md  pr^á^- 
m4^ta,-^  d^Uícf  joal  fórmada,^f  aaerio  haingp^r  4  decidir^  la  premo- 
vida  entice  el  Oobfwn^or  9ITÍI  4f^  AlídMite  jr  la  AqdifiyeiadelajBtiWqaíe.po- 
blaciónt  7  a^  eetablece: 

.^  coii curato  a¿  ^<.  fy^del'Reál  tt^dQ  de  Ó  de  Si^iitíiíkrjf  4^ X882^^ , 
^l  (Sbqrpaiar^^  anU$  dp^  «am^.^^ii  tirgii^rtip^a^  ¿tiñiMaióf^  d^mr  á 
iaqmim^pri^Píi^l. .    ,     ,  ■    .   .    -:,  .Miw     • 

!  Promoyi^^  por  el  i3íoberiiiM^r  de  AUcapte  impwpi^teaeiiL  y  l^aUeaí- 
•do  la  A'udiepoia  aotteiudo  so  jwfdicpiáQ»  el  Gopemador  íaííi^ó  ea  •« 
fa<yierimieato»ein.^b«roí^9Í  la  Qooi^aóaprQv^cíal;  j  e^  j^eaplvi^ei^ 
^coofliqto  por  9I  Bfal  decidlo,  qqe:^ jmi  páifté  di«popi(Í¥a  dice  afi;     . 

..  VUto  ú  ^t.  17  4^1  9e|4  decreto  de  8  d^  8eptiensá>Be  de,1882,  eegdn  el 
'C^al  el  (ioRerpi^or,  oidá  la  QqmÍAÍ!6o  proTÍ9qal,  y  d^tco.  de  4oe  tref  .diaa 
«ignientes  á  la  recepción  del  oficio,  dirigirá  naera  coinaffif^i¿ii4);ff%ae<^ 
rl4prÍJií^tí^dO|ó  AC|^  eetiqíM^  c^^pet^tfk)  ^  ., 

.■  Ooneideiwido!  ■  ^,        *  w-i  *  '•'» 

X.9  ^oe  el  OebevnadoK  de  AÜioapte»  en  el  (mo  d#  q^p^ae  tratf^  4^  d%, 
coBE^Ur  io  diápoeito  ep  el|U[tlcolo,qiiea^^  de  citai^ie,  paeeta<úiec|ldiC' . 
tamep  4é  1%  CojpmsÍ^  p^vincial  ba.in4o  emitido, despee  .dfi  haber.  in#a* 
udp  el  OoberDfdoc  <^  w,  r^fioeriaüdi^f  cnanto  flabiá  ha^>^Q  pi^a  90a  r 
-apleriondad:    ,"    ¿t  '  ,^      .  ^  p  .      . 

%o    Qm  dicb9  defecto  pofwtttq je  lu^  wo  stev^M^iu^ei  en  el  procedí*., 
iqien^o,  qoe  impide  ^e^lveif  por  abora  pl  «oaflictos    ^  ' 

.  Coalormtadome  con  lo  coneolUu^.po^  el.  Cpaaejp  dé  £;i\^do  ca  pie-, 
no^^te.;  vttigp  en  4e<4iM»r  9^  ^ma4%,i^sU.6^upet¡BiiGÍat, q^^cXf  ha  ^  , 
gl^ ádeQi^EUuy.lo^ acordad^ ,    ,  ..,,..«,;      uj    -    v 

.  Dado  §0  ftJacio.Jl  í7  4^  íwero  de  1892.-rMaria  Crie|^n|L-^Kl  Pre»:^ 
dente  4et  ConawL  ^-  ^xi¡a»fyfmtJ^n\ojm.  Cá90jr«4  4^1  OeetUlQ.rrCl^i^i; 
^^/inla  0ace|Í^;de(^9,4eJ*ebreiCOuie,Í^^  .     .    ,  í  **       m;    y     •  ; 

I      í.  í         >.j      »       ■      *w  .     ;    IM  I»         <.'.i»!í'  ,' ••-      •  ' 

**     ;-      >  ^'     *ii  M      ..     M.»;     í   ,<;.       '*^fOi   "'  •  "    **  '•  '  '^'     ***  •  '       '■  '''^*  '' 

tomííNfof.— Se  tMaelTe  á  favor  de  U  Adn^piatiffptAB  l».SP^^"  ^**^  ^ 
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^uh^mpmüé  ieMír  al  9^péridrfirérfitéóo;pikifú  retoMíám  f^ede  imjhát  en 
pé$eia9,  am^^^ádária  feáwfMIén'eí  cááilyo  ébi  hí^p<fr:^9e procede  á  la  ¿A^ 


Bo  «1  expediente  7  aatot  da  compétfljidli  imcftiiitfei  m 
eWil  de  Is  proTinde  de  Bedejoi  y  el  Jaes  de  inetrneción  de  Uerreta  éA 
Doqoe,  de  loe  cfuüee  reeolte: 

Qoe  en  eeeión  celebrada  por  el  Arntemiento  de  VUlelU  de  loe  Montee 
en  18  de  Octubre  de  I88O9  te  acordó  ejercer  la  mayor  Tigilanda  pera  qne 
ao  ee  rotq^án  joe  aotoa  del  x5st  Gafidíi|UM(  en  el  térm^  jnnnicipal  del  ex- 
preeado  pttéMo  iñ^\k  óoijíipteteDle  lfoeildé;>  (ladee  lee  ieeoeidñei  qoe 
peiábea  eobte  'el  gitetfa  mánidpaf,  ee  fatoHó  U  TjMle^»  Alcalde  D.  Se- 
Mitiitt  Whiábdei  yál  Regidor  €{ttdic¿  fiara  que  detliyierafa  y  ptnlenai  é 
diepoeición  del  Alcfüde  á  loe  que  hicieran ,  rqjtprafionéá,  iiií  ^Cffjuido  de^ 
der  lae  drdeíiee  ópoHoná  coif  Umal  dbjétcr  al  keferidp  j^a^de  jtianldpel: 
*  Qné  en  16  del  t^pie  mee  y  áftei  OcCebn»  Vte'l«69¡  mcbd  guarda  encón-^ 
tr6  roturando  arbitrariamente  en  el  eoto  denominado 'Oérgbetk'  dd  Man» 
sanOp  al  .redno  Pedro  Ohico  Tamar^,  con  infracdóp,  eegún  4ioe  el  Ajnn- 
temiente»  dd  ban^'p^lf^í^o,  lK>r  K)  ctialpiMd  d  becbo  to^  conodmfente 
dér  Alcalde;  Y  hAMA»  recorrido  et  etpiNíbadb  íMb  en  II  dfii  dgitíente,. 
▼olHé  á  encoiStfitf  labrando, «I  yttmendónado'Chfeo,  délo  cnal  dio  paite 
BfimiemolU  XéiHdité  <(|e  Aloatdé  y  B^j^fddr  Bín^oo^  qoeee  háibibañ  en  lee^ 
lameAidonee,  j  peréo^Bfadoa  «n  el  tritio  fndididoy  contenddoe  dd  hedió, 
pMerbn  á  díviMddén^d  Alcddé  Hl  ittMdor»  ac<^paí!ado  dé  nná  pareja^ 
de  le  QiuiQia  dvil.'  -    v  •  -  -  ,  ■ 

Que  en  eecrito  de  10  de  Ochlbréle'188^;iMroDMéD  Tl|már^'idtenn^ 
d^  al  Jnigado  mnnidpal  de  Villarta  de  loe  ^o^itee  loe  dfdientee  hechos: 
qne  e^  d  día  1f  deaqud  ttéi,  y  édráb  A  laé  doe  de  ira'tarde,  edtando  d^* 
eañeüté^dffgiBde  ifttoe  ha^dé'léfíli  dé  pdoe^ecoilrécogiaae^élpeiim- 
jadde  ^^  d  rio  e|k  d  filio  «ienominádb'de  Gergnéra  M  Mantsno, '  idi  be 
iéártMieeddirf6ChdMdf«iie,de^aqiiel^érmieo'ma¿A#a^^^  nnién  tié  en 
eoiiTedno  Jaan  Lucas  Tapia»  ee  lee  preeentó  d  Teniente  Alcd^^  ft'Od>ee 
iUn  Pemáhdes,  aíM>mpaíE«do,  del  Regido^  Bíádiéo  Ü.  Jo«é  Ofalco,  dd  goárd» 
inrd  de  aqoelle  población  t  de  doi  kbardiae  chüiBr,  y  cob  vocee  y  adeskn^ 
aee  deeoompdeetíQe  diMron  d  tlénepáinte  y  d  ^dé^a^ompallaba^ 


.         .  l4[ne'kra^oinpÉllabaqti^^K)r 

qttén  y>Di^^é«e hanfii  arado tinpedaao  deierMnó  eómó  de  S5  á  80  Ta- 
ñe d^  alacho  y  anae  60  de.  largo  en  1^  mitm%tiri^  déf  Gba^fmia,  por  cnyo- 
■lOtfvo,  eomo.  Antoii^ádee,  lot'iAétébláñ  y  toe  c^ndadan  d'díepoddóndd 
Aledde  prhnetxi  D.  Joeé  BftíM;  éúe  el  desMdlMrf»  eiei^méAitó  de  td  con- 
doeta,  y  qne,  á  peear  de  eeto,  áe%É  dOr^  por  órdeilr  tlé  loe  dOÉ  relMdoe 
Teniente  Alcalde  y  Sindico,  condadéndoloe  en  concepto  de  preeoe  á  pie- 
senda  del  Alcdde,  ein  permitirlee  fueran  á  deeoargar  lae  cabdleríae  que 
traían,  atraToaando  las  ndlee  de  la  |)obladón,  deudo  trasladados  oomo  d 
fueran  criminalee;  que  loe  lleTaron  á)a  eaea  habitadón  dd  mendonado 
Aledde  D.  Joeé^Rivae,  donde  se  lea  dijo  ee  ibe  á  dar  p(^  d  Juagado  por 
hábdr'aMdd^eít  d  k^éferíto  tbírai^  ^hé  Woédá  he^  roM^^éü,  deephée 
délbfdfaleéleeiJU^enllBettid:'  "  ^ 

QoéiiiMtíidiik'la»  OflofttáAw^ftíMidah  érittiiuá^ 
pcoceeadoe,  por  auto  de  37  de  Noviembre  de  ISSe.  8eba|rtián  Fem^hidea  y 
Joe6  Wleó,  y^r  otroMtódtrlViíelMcieihl^^délptopió  imóeé  Mttfspéii- 
dl6éfa%tteáD«oe  de  Üdne^álee  dd  AytetamdeÉttf  de  VUldfádéloe  MoatesL 
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fLmaowMB  sKt  nowüE  oomi^mmMéMú^áMOMiwauL'UYo     71^> 


^áeM'AMMtc  pfevlo  ■wwido  de  te  €k>rpOMtf 60  tnttnMfMl,  Acodió  at 

iMt  «ntoo^i^  k>1ilM  l*iititoHd«d'^bértiátliFm,  déMót^dtf  cori^!^ Oo- 
vpvmlüMy^  fondiodoMi  é«  <|vey  oob  Mtéglo  á  lo  <}i»  dfirpbtiétt'  IM^ 
•*l.o  y  «té  M'BmI  déetMo  d«  8id%  8et4iettbr«  dé  1SÍ^,  loé  €k>b«r* 
iid«fró?teotM|piiédtóptvinover  cntÉikfotk  áé  cotDt>éíencitf  |»«rir 
rtcUnárol  eoiKMliiíkiit»  da  lo»iMgocao»  que  en  triüiid  de  dtopotieióii  ex- 
ptmm ÉúiiéHMÍnd#'á<lée^miWBQy<]K>iwirtiedoi<ef,-^fi'  AntMdedée  depén- 
Jiiutii'd><eitoi,#»twiDtoirtelhiútóiy»i»M<y  im  Imiéri),  podiendo  um 
bMráiiMteili»e»4ee  Joldtie^rtinifieleiMktide^dieMgodéldiiMto^  ftitá 
larfp  rtdü  ■Olmedo  ffof4e4ey  á'lee MfiiióiHMb#fte-lift'^í^h^iilfetWútíéi»,  ó" 
cMeiliH  w^ItMf  dé  4*^  üÉteÉi  délNiid«eldliee  porte  AmttoHdiid  ^mMe^ 
t<1t»e<lgeiwaH»tMer'pWi»leiitfle  e«ál'd«pfttid|pel  4«lloq^1oir'MMÉe* 
le»uiüi>etiitiheiMPi>deybDttaete>v»A><|iíe;eegdfl:fcededttcfa^^ 
4OTi9t»É>epie«iti»eeté  eeoM»  leeMtalnK^AyiiiitáltfleítitodeTUteHe'éfrloe^ 
lfO9te%?el'9tl0«B^del  puMÉeo  ráeeeeegeieiwttliníelTtaieMlede  AleeMey 
SftMlfeb^det  mÉtttd^eilate  ea  el  heéM  dé  fae^r  detenido  y  paeeio  á  dltpo- 
eidé«del>Aldade'díf(edro  Óbice Tébefc}o,  el uoMriMaiemtf  rotarábdé  en 
oavéále  pdlllieo^ eñ'<|eene^mié.^i^d<^  Ileil  deeiMo  derg^ ^^ 
mwéoñm  1»  deleáKlény  pfeeeoteeiéá  ártaMáíOtoHdadei  iedtniíiféfretiyM  dé 
epullw  feféoHee !qe» ée ■^fcjoiitrtwte  en> ^tegfWiÉte  kNmtreveéMóii  de  láe^ 
leyee,  reglamentoe  srdefBÉe'dtiboeléioiiéé  e*gettleé*derTétaAodéwd6féii;y 
eletfH^éiéidBl'aÉiiÉM'  ilect>ééem6  ezpreei^qeeniow  AutoHdtadeecoBfpeten- 
teé  pMm  gebéiwjdr  leedenfÉtcÜey '  tüpoeldite  y  wtiieéldn  de  M  ñnAtae  r 
deoftáe  leepoDéabilidedee  preecritas  en  loe  anterioree,  h)é€k>Dérii^oreiei* 
¥Ml  «riee  JL\eMm,Matptk  otM  el^ dirtl4  oeótAdo  en  el  monfe  públW  no 
ewüude  ^ée  f^éOOeeeéteef  dé>de«ide'  ee  dediu^e  <qte  el  «oeodeaienfo  de(* 
eeemb  eorfed^>etidla4  ieé  AoÍoMdedé*ddl>  orden*  ednlnlMiMiyo,  porqné^. 
ere  tátümuá  eopener  ^(oe  el  'd4fie'ceée«do!  ^r  póMhusí^  hó  ezeedfé  de  le- 
céntMÍBii#JHiieeáJi^  en  qoe/ee'tíHttao^oáeo:  habrié  ei^féf  ene  édM«Íón  pl^- 
▼lÉ^Q^iiwelyer;  ceel  efe  leíiéé  ié  Ide  ta»éióeNfiee  <^é  tíetavierofe  y  pneié* 
ion  á  diapoeieión  del  Alcalde  á  PedM^OMifeo  Tei^eMje  obraron  é-no  dént^ 
del  eíreolo  de  soe  atrlbncionee,  coeaiión  qoe  debía  aec  t<a«lt>;yef  el 
Gobernador,  q9e.,ciiidairía,  ei|,el  caPQtde.qoe  el  Teniente  de,  Alcaide  y  Sin- 
dico ée,  bnbi^ran  e^cts^i^o^de^viedoe  á  jd^apoeleló^  de  los  l>ribim)ée  |)e 
jiiíefticl¿'  '       •         /  ;  ■  ,  '•  ♦'/  •••   .  I-   '     •'  '•  ;     *   ;   ■  •  ^    , ,  * 

.  Qoé  eoatfnf^í^ó  eí  cpnfiicjío^fi  jíoei^  di^t¿.j^nip,  por  eí  qnereaolTió  cp- 
rré^^^or^eíconp^imienlp  4elManto;jr  igUvfw  íaa  aotup^onee  é  la 
Pieiiidencia  del  Consejo  áelliniatrpfi,  por  i^i^eal  decreto  4é  ,17  ^  Sep,- 
tieiebre  de  1890  ee  declaró  mal  formada  la  competencia:, 

Qoé'inbliafíáddé  Idií'déíldcftoÉ  ^e  moti^ron  éstit  deélaraclón^iel.jftfea 
^W6  á  dicter  Én|x>;  poi'  el  V|Qe  eétiáiócotxip^ti^nte  á  la  lürladicciókv  Ql-dV- 
nkrfé  páM  cóüóber  dé  élít^aaatitp;  alé^n^ó  qoé  en  ét  eétado  én  que  éé  en- 
cdntfaM  CU  éu^aHo'Tá  ttttica  cft«eti<ih  qdé  deofa*' decldtree  era  U  piromo 
TÍda^ñelie<jnérinrfentodethbSl]^ci¿íü,  eni^toddet  Ciiál  ie  platiteó  el' 
oonflicto,  y  refiriéndote  éste  aolamenie  al  hecbo  realisado  por  el  Teniente 


Aleálir  ytfihidled  del  AymámiMne  d^^  tUlelte;  hl  ^«lüar  qníe  iMro 
eiite^^&iavlf«e^>feei(¿f  eottdeMoá  porihM  pai<é})A  dé  le-eMrdii  éfvil 
#<lieppete|6fl  iMiAtaakledel'%blenió  tén^fetei  Ifa^tf  ttVbteqt^NeofVéres- 
elneiTamente  era  ai  el  conocimiento  de  eee  be^ié' bicéMbfé  A  Hí  Admlnfe^ 
tM^-^ürnto  eüéÍiu<»'eF0obeniádor,  »di  %1-á  dte^m  ec^péleffbte  de  Ik  ^• 
rMUéeMb  bedMteiiyiqM  tMflo  éft  H  bcio  dé  «tte  la  oMéA  (^  éondoMdb 
ded^por  %i>geniéém  AfaÉMe  y  BegMée  liie«é  céofetUtftlve.  de  Un  détlto^db^ 
detaneidQ  arbitrarte^  eeo&e  w«t4Brqneiid>ie?tiCbSM'eéHM<e¥ei>ittire 

"  i  km  il— iJMteeiJatetyatttleéí  yyof  bebeüé  dtégado  áqtiéfté  en  e> 
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^•^  sümnwtmnmá  APHi—wu^yiTSá 


•ejMdeW  legftfa&Q  de  na  Wfg/^á  d#  kw  fftotftedw  qvmm  cMitein^l^ryírn- 
ti^Unto.  6  en  cumpUwlimto  del  deberi^en  ▼isUd  de  oWil«kMfai4  le»6rr 
d«iiei  del  Alcelde,  oeme  4ei  ooMoirír  6#Ke.etromwt>tietn>  ■•rti 
tet.de  le  retpooMibUided  eHmineiy  y  eft  tel  toMepto  ,e«tpibett.  t 
doe  en  el  Oódico  penelr  «iempie  «eiieppoiiderle  áJn JoÉMiecióe  i 
epcedw  •!  «»«tíe  ó  no  deUeeeeeele  en  vlf^d  de  ¡odlevmtlOMeUiit  ^ 

¡ideo 


de  Je  ley  de  BejaidemieiiWocioiiiielMiM.  «I  eot  4»MÍ  Bmk  deorele  4*  i 
de  Meyo  de  lS&4ffelon»eede  le  la8M«eite.peiua  delninó.de  ~~ 
Yooeda  por  el  Oobenedor^  oe  ece  # pUeeMe>el  eeeav  peniiee.M 
el  eeineiia  áf  oniéa  pMé«iie«ie  el  fteiRMe  en  4Q*  i«>^<^ 
Óbiee  y  Juea  I«ege«  el  mt  delMddo%  per  le  eoel  ne  jM>die 
í  oe^  ^  no  moaftei  pAbUce^  y  per  eoneigolent»»r4Mi  Jm  ' 
•él  teeometíenuí  oeien  Iw^e  ImmmHém  rpxitediiienf 
decreto  »eetteh]eirfen;4|neeoneite>eep»etlQ -de  etr 
tet  poleos,  tempooe  infloiiíe  etie  eiweeeteaeie/en  l»iBeipetf  cin 
oomo^i  del  befbe  de  ledetenfilde^perqmeá»  MMefUk|4elftleiílAi»%por 
iiebema  vedficedo  en  jOomplUnleiile  de  lo.dtqpeMte  eft/eldneneleMdb.er^ 
iionlo  4U^  etlo  eonatltelrieiiae  oenterdejBxenddn  eeflipr«ftdi4ft  cu  In  ler- 
pfMiel,  eojcnüpondleado  eplkeile4i  lii»^iffMioe&6»«erdiBeirieii3riPO»4IIÍB% 
<)iie.nQ  •eewQP^trahe  el  c$$o  ooinpfend&do  en  QÍtiiiiiiOide<lee4oe  %neí  ée» 
tecmine  el  erjLdjo  del  BMadeoilltQ.de  aídeSep*bn4>M  de  16a7  f«n  ^w 
pnedeeofi^UrteeempttieiMie^en  tos  joleiQfNOrUMioekei  •         ••         '<^^ 

Qiie  el  Qobemedor,  di»  «oeeidf^eeft  U  (Wleid»  ftrofriMM,  i^^ 
en  ieqnerimlenU»i,ie««lleodQ'de  >le«ipaeite<elk  peoenf^eeattite^  tfom}  h^ 
efgiddo  aae  trámite!.  ^  .  -•.  ,> ..  4.^  •  ':*••»  o-  ,...<.  ...Vr.  .>  .1  ^  -  .•■ 
Vieto  el  núm.  1.^  ert.  M.4ia  Beel  dMsreto  deSde8«ptl«n1m4e4MS, 
qae  probibe  á  loe  <Sk>bM»iedor8i,fae«itiiriootttiflii<^e4eeoinpeteMie  e^loe. 
juíoioe  criiniMles» 4  no  ier ;qee  el.eaetlga.del  ileUto  46  ieHe^tefe^eide^ee» 
ivorvedopor  U  Ic^y  41oe  lenctoienen  de  UniJdOidniptraefcte^é  enen^ar  e» 
Tirtnd  de  le  mieme  Jey  d^be  deeMInwpeeile  Antqri¿ed  ed  uMiti  JÜM*  ^* 
gane  ooeití^  preeiede  U.enel  depeode  el  Wke  «se  loa  Trihenelf  jprdl^ 
neslof^Sefipecielee bajeo  de prmiBiKAer:  ^  ^.        ^  '  -i  «   - 

-  €?entiieaando?  *-.•-•.■  ^     ,  ,t  ..o».  •.',^.."  ,.1 

i.»  qfoe  al bedio  pbfque Htd  pioeédi^eontra ^1  Téoiétito  AlceTde  j Regi- 
dor fiíttdüeo  del  Ayfmtemfento  de  Vlllelta  d^  loa  Montea,  ló  efecaterob  ée 
toa  en  virtud  de  ecoerdo  de  le  Gorporación  monicipel.  <)pe  del^ó  én  loa 
miimoa  Ya  fi|ilaiida  de  lo¿r«ótt>y^derrio'Ofiád^eDe  en  aqtsél  término,  or- 
dénándblea  ^dé  paaientn  i  dl^poeídón  del  Aljóaldb'á  IdÉ  c)iie  hicieran  rcrin- 
radotíéi  aib  te  correapondlefate  licenda: '        '  -       ' 

^.0  Qu^á  le  Admlpiatraciiiii  compete  ¿^teigyiyftr  |i  tal  éonerjo  del 
Ayuntamiento  estovo  6  no  tomado  dentro  4^  cürcolp  de  lea.  etrib^donea 
qae  laa  ley^  confiere^  a  4iclia4^,,Clprporacipne«i,  lo^  |qaLVQ<m«ti(i|ye  jme. 
caeatión  previa  qae  correeponde ^decidir  alj|openor  j^^rácqiMcqL  j,  ciQ^  re- 
eoloclóp  ppede  inflalr  ,en  eliall9  q^e  ei^ en  4^  dipte^  loetpt.nbepijea.co- 
mnnea;  _,.    .  .  _..^       '.    '.,.     ,    .^  ;„  ^        .,  .    ,_>.,..,,[,.  ^,  ,;.      ,  . 

V> .  Qnp  ámepW  ebiwdeviteiyo,  tceAMoM  de  mon^iei  pAbljoei^tey 
también  wetdetarmiaer.el  valor  d(el.4aftei€enaedo»>«iiéaf  nanefceaiüaaa 
de  a,&00  pQfetea,  oamapopdeiie  tembiéniel  :€Mti9»  del*  heebe^  pnaqjaiiaet 
pgftcede já  te  AdwlnWfUctofia),  -, c^  .   .,  .  •    «  ar-i  ..    .  •>. 

.4.9  Qcmee  enfpen^ia,  por  le  Waite>  elpraaeete-jraiiiietni  neaipyMiiHe 
en  loe  oeaea  de^exaepaite  qee  detenniee  el  náaM  ke^eíA^iM.dal 


MtOf  d#  8  de  aaplíMibre  de  mti  perejil»  yeibieii  /ineélia  lPe*iQol|ama 
dArea  ooptiendeed»  ceíepe|eefie<ee  loejeWoíeogiarfnplefc  11  .^v^ 
.  Ctopfaméndoffie.:  00»,  le  atv^ltedo...pi^L4l  Oopeiie.  de 
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Oaáe^a  PiImío  éVfáé  F^MH#d#  189f.-HfiísríA  OiMIm.— Bl  PMti- 


•  Ü9aif0tiMkit(t9  de  F«b««R)  de  iaM).~Aqir0!tf<MiidfV/9niMa.  Bv^tfiéc- 
€m  Ben«iBÍe»4twrardg  le  AwMfided  judktol k  eiiwHedii  eaüeiel  Ge- 
tatMdoreMi^Oiodedfieel  réí*$wm  de  Alntodeter  deT  Oempa;  f§é  m- 


^^HtB  ffíitiiipet  ee  jevioM'OT'ii{p0t*Meiee9^p6Wiiiiee^e0í||wti|Mecivfi  j^  m  Ifo* 
tMWf  fot  9mmuéí$é'é9kíbl§eiá§9^m' él  art  S^P^^laUgd^l&de  Sker^ae  í8T9y 

.  Bo-elexpiedieBle  7e«lM'deteoiApel8iielK>eiiii3llMleéBlro  QobeMa- 
^tor^fAde  le^f  fo?liMi#de  dcided  Beek  7  cA  Jeeede  iMinerá  ieetetutiede 
JümodÓTer  del  Oempo,  de  loe  euelet  feiolto:  ^ 

.  .Q«ee»fleedlo»de^deBiieiíe4el«36,elfkoeei«di>rD.MertkiAtid^ 
OaeMWftfanombfe'díelKJeiéLlAerí^féreí  GebeUero,dedaioeiito  W  Jo^ 
gfde  aeleidde  ieterdicto  de  tetobnur,  elegeada^iee  en  teproe>D>ede  teirf»^ 
ea  4iáeto  y  paladea  peieei^  de  lee  qohiloe  tikaiedoe  GeroMil  Alte  y.  Cer- 
aevU  Bejo»  velgermoeteeonoaidoe  per  loe  QaiikllUot,  eooleyedoe  en  aquel 
ténmne  eftenielpeljr  en -el  Yeile  de  Mendia^  deeteo  de  eeyoe  qeintoe  exie- 
íÍM  un  cerril  con  U  enchove  ordinerie  de  «n  «erré  del  f»eia,  qoe  pertíeedo 
de  le  Tere^de  jnpadoe  iba^á  onirae  con  ^lenl^igaQ  qemino  Uemedo  de  le 
Píete;  cuyo  carn!,  qadnácpntabe  coü  máa  anchare  qae  le  expoetta,  te 
bebía  ebíerU)  j  aervia  sólo  para  la  éxtraoctón  de  maderaa  7  carbonee  de 
lea  qaintoe  oontígaos;  qae  .dead.e  laa  Inertea  llavlea  del  zoea  de  Marzo  úl- 
timo» la  Compaílía  minera  del  Horcajo,  qae  beata  entoncea  ae  había  limi- 
tado 4  hacer  aue  aoarreof  pOr  él  carril  de  referencia,  empesó  á  aepararte 
de  ^  7  á  invadir  en  dilerentee  trayectoa  y  diatíotaa  dlrepcionea  loa  qain- 
toe  antea  mencionadoa,  iiiati)izando  coa  el  paao  continao  de  ana  carraajee 
nna  ^^xteneión  de  terreno  á  ano  y  otro  lado  del  carril,  qae  no  bajaba  de  12 
fanegaa,  11  oefeminea  y  nn  caártillO|  qae  era  lo  que  ae  diaefiaba  en  el  pla- 
no qae  áe  acompafiaba  á  la  demanda;  qae  con  eatoa  aotoa  ejecatadoa  de 
orden  de  U  empreae  referida  había  óata  deiípoj^do  al  D.  Joaé  María  Pé- 
fea  Caballero  de  la  poaeei<)n  en  qoe  venía  del  terreno  mencionado  como 
jpérfe'lntegrante  de,  loa  dichoa  qointoa: 

,  .  'Qae  aoatanciado  él  interdicto,  le  parte  demandada  propaao.  entre  otra» 
excepción^,  la  de  incompetencia  de  íoriadicción  en  el  Jaigado,  por  exia* 
Vjr  en  el  GobierBO  civil  de  la  provincia  nn  expediente  inatmído  a  nombre 
4e  la^OompeHía  den^indada  y  el  actor  para  determinar  la  anchara  del  car 
mino  de  qoe  ae  trataba;  y  de  laa  certificacionee  qae  ae  jureaentaron  en  el 

Slcip  aparecíai  qae  á  inatancia  de  la  Opmpafiía  minera  y  metalúrgica  del 
orca|Q,  el  Ayan  temiente  de  Almodóvar  del  C^mpb,  en  aeaión  de  17  de 
)f enrodé  1884,  acordó  conceder  á  dicha  Oempafiía  i^ntorizacidn,  para  re- 
eoñalrair  el  camino  vecinal  qae  vé  deede  la  aldea  del  Horcajo  á  la^^eata* 
eión  4el  ferrpcarr^  de  Veredaa;  y  en  atención  á  qne  eate' camino  podía 
Aladaráfóe  montea  pdblicoB,  qae  ae  remitiera  la  instancia  y  phm^pre- 
üentftdoa  por  1$  OompaHái,  con  el  preeent^  acnerdo  de^^aúlcipto,  «I  Qo- 
temedor  civil  dé  la  provincia^  para  que  ae  airviera  eottfihnarlo»  a!  aaí  pro- 
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lebrada  en  35  de  Mayo  del  propio  afio  1884,  acordó  aotomar  al  j 
JJifecUM  de  latB^ioaad^l  flocñ^  ^uaiifitf^  ralonnLoaMUritoclo^A  .fimmo 
piMfBtado,  6  biiBii  bai«  )aa  «efetniaa  fnoietxil  Atisado  i^  eaQdoo  enmata 
-eoiiTenienie  introdocir^  proo^dÍÉita4  ia  lioompogicláfc  y^artagto  iolaLié 
pareial  del  miamo,  6  aea  del  qoe  deade  la  eataeién  férrea  de  Veredaai  an- 
claTada  en  terrenoa  eomonalea  de  aqael  poeblo,  oondoce  á  laa  minaa  del 
Horcajo  en  la  parte  única  j  ezclaaiva  de  loa  terrenoa  de  aqoel  común,  mu 
^traa  limitacionea  por  parte  de  la  Octtipaflía  conceaionaria  qoe  la  de  que- 
dar en  todo  aometida  al  campliniiento  exacto  de  laa  Ordenanaaade  policía 
y  baaAw  debni;»  |^feb<9rBp^-jrea«itMido^de«4ta  x^^  m^pot  el 

JMPqmilMito  proyinciíil  m  Jbabfai .pmeUtwdn .na  ámUoémmt^i^amw  r-*^-^ 
al  etnaitto  de.  Qoafck  ítala  la.fDchim/deiit  tnair^  JOtAfthtfawiíjMi  p< 
qne  recayera  aobre  eale  extremo  reaoloción  algona  del  Oobemadaei 
^pedient*  de  re(aieñcia,r«i«úft:eai  «é  ¿lyífcvnnpalaf.  en  etoa  airtiJiietón 
expedula  pot,el  aecrelavio  intakioj»  d»l.  GoMeraojalti^dela  proriaeU de 
Ciudad  Real:  por  otraa  comnDicacionea)ditt€to6enMidMrnl  Alcalde: di  Ba> 
aatortaa,  ae  le  mandó  qne  dejase  libre  el  paao  del  camino  mencionado  pats 
lat  ciriralación  id^ee  aa*ait#ii0a  d«  4«  OcttpMte  «y  Qem  de^ 
«oalquiciii  ot^aai  ooaao^^  qne  piDotegtea  y  cnidara  qnecfor  m$ák»mim' 
pidiera  el  paao  por  el  citado  aimlae>  ^ 

>  Qoe^aéj^ido  íel  iMerdIcCO  fot  ina  déntie  trámitiéa,  e»  dteié  *por  «I  Jnm 
eentMioia  dedarando  vo  4iabér^4tig;ar  «tttbMo?  y  apelad»  porl*  pane  wmé- 
ra  dicha  aentenela;  fué  revocáda^Hir  l»€kiperlóridad¿declaratid¿ii>l)atia» 
irav  al  tnterdicto'pTóBiofldd^  por  D.  Jo«é«]Ciái4a  Parta  Caballero  ^eoajtta  la 
0e«fpafifa  bf neira  y  metalúrgica  del  :Hoi^jcr,  maadaado  que  iamédiala- 
mente  faera  repneato  aonét- en  la  poaeeióii  desque  babia  aldo  privado, coa 
loa  démáa  proitnaciaaÉientM  pcfrtineiílea  del  cieof    ■>  •* 

Qae  devtteltóa  loe  aotós  tfl  Jazffádo,  éate^  en  ^ecndón  de  f a  aentatocia 
diotada,  mandó  reintegrar  ál  actor  én  U  poaealóVi  dél  terreno  de  qne  habik 
tíáo  despo|ado,  eefií^lando  ttl  efecto  día  pñtá  la  pAetfca  de  esta  diligencia; 

Laotet'de  (juetnVi^á' tugar,  el  Gói^eÁ^ador^de  iapró7incla,'á  inatáncia  da 
Compañía  minera  y  metarargiea  ^<>1  HótcHjo^  y  de  acaerdo  con  la  Conf- 
alón proviádal,  requirió'  de  inhibicív^n  al  Jn^gfldo,  fnndándoae  en  que.  Coa 
arreglo  aló  dl^púeato^en  toi  artícaloé  71  y  78  déla  ley  Manid^ar,  ee  3a 
la  etóioaiva  comj^eténeia  dé  loe  Ayuntamiebtoa  la  'compoddón  y  conaér- 
vación  de  los  caminos  vecinales,  y  por  tanto,  loa  acnerdoy  tomadoe  por 
los  de  Almodóvar  y  Brasatortas  en  17  y  2&  de  Mayo  de  1884  eatnvletoa 
dentro  de  sos  atribuciones,  siendo  altamente  l>eneficioso  para  loe  Inteíra- 
aea  de  ambos  Mnnidpiosel  qtié  la  recompbsidón  solicitad^  áe*  hiciera  p6ir 
la  Compañía;  en  qne  era'  prindpio  incohcnao  de  derecho  qtfe  contra  láp  la- 
Boluciones  de  la  Administración,  dentro  del  cíhmlo  de  sns  atribocióne^  ta 
podían  admifírse  interdictos;  en  qne  la  aentenda  dictada  era  impotente 
para  anular  y  dejar  sin  efecto  lálReál  orden  de  4  de  Agotftó  de  1877.  la  ¿atú 
linicamente  podía  ser  itúptígnáda  en  la  vía  eohtendóso  administrativa»  §$- 
gán  jarisprtídoncla  sentada; 'en  qne,  con  arregTo  al  art  89  de  la  ley  Moftf- 
cipal  dtada,  los  interdicto^  eran  improcedentes  contra  Iiis  provldenciaé'dé 
fa  Administradón  en  Tos  aánritos  de  sn  competencia,  y  el  R^I  deórélo  da 
4  de  Noviembre  de  1^1  ios  decláfaba  asimismo  improeedentea  coatñt  laa 
providéndas  legftfmameáte  adoptadas  para  la  conaervadón  de  eáúbiinoa  f 
^¡arreterís:      ■•'-''•  ^  •  .      -^  '^•* 

.  Qpe  fíos^ndado^l  cpiv^cto,  j»!  Jq^as  dic^  anto  inlút^n4oaa  de(,^baj^ 
ciofiientq.de^^  aiont9  ^  favor  ae  ^  Aatc^idad  ádminj^trat^va  jgMOfk^q^m 
4ata  reae^ viera  én  J(p  joiriiidicció.a  \^  exlsténqi^  y  ftucbgr^  4el  .c»of^n9 1  )^ 
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QfOt»  int««rpM0lft  apalaciéii  jdél  «oto  Mtorior  per  hppartede  D..ffo9é  Mii. 
^  Fénn  CabÉltoro,  lo^  fViOMdb  t»or  l«^  aapwidrtdaá,  y  ú^eiúáaáom 
Mmpttontrá  Ift  JacMiodóa  «rdisuia  pw»  eonliaoar  oonoeteto  di»  !• 
•jeoQciéii  de  I*  «oottncki  diotedaí  «n  el  iatardielo,  eo  owamiá  «e  r«f»ff»  á 
dMrhi  poMMó«4I>.2o«é  MflrísFéiM  OábáUemdolcwlBnmMw^BqmlHi^ 
Mik«d!ftdMpQi|do  7^«nte  soonladb«aÍA  mttata^^riMdmfid»  á  «Om^ 
JwM^cióOi  d«  l^Ukdinhüfllriddií  pum.'  ooQooar  de  oünMo-  á  i«  ^^ttfkemOm 
ITMcbnfR  d«k««fl^noliiéHidé^MHi  (^eetiHaiMjUfttlMuiluisa^aiegnidvpM» 
«U^  qwe^toijMMifdte  ordimÉrím^tñlñ  iiiiicacDiap«t«itof«m«MMér4tt 

Túbngtñlmqn»J^mtm'Opm^t$úcíñ.  pMs  eonMer  d«  «n  pleito  is  tierna  te- 
dodebie«M»^p«m  eenecer  de  todwei»iMídmieiaeriM9»^«  ejeeoelte^da 
Jm  M«leB«(l4t  «Mdiele^;  foa^  iateMJUelO'deixeiBMMtoee^afcis^ 
•dir  ee  reetitaye»  á  D.  Jote  María  Péreí  Caballea»  ea  la  ^oseeióa  de  km 
4enett«#.d9  laidélMMa  de^k»  qitiatíUM  ihnmKíl  Alio  ^^aK  o^opadoe  por 
Mpararee  loe  «Are^a^  la  Ooáipafiía  minera  metalái^oa  del  Hereajo  del 
earril  de  eerridiiaibre,  caya  anóhnra  ee  fijó  de  orden  dei^Qobeenadorde 
Dladad  Beal  tín  im  ONlro  60  Mitteeiio*,  laradiebdo  dtchee  tenwee  en 


aona  eatenea,  r  l».eeBiencki  dkUdft.per  aquella  Sala  amparó^ea  dioba 
pOBaeléa^  ^étm  Oafa^Heap, ^léeaaado  linee vreelit«áde  ea  ella,  ala  {¡«a 
toyieae  dicha  aertreacia  oteo  objeto:  qae  raatitaWe  ea^  la  peeeei6tt  de  toa 
tnrrenoe-qUe  iiuritabaival  caaiiaa.y  de  qno'  había  eido  despojado;  qaeaC 
primer  f andamento  de  la  inhibición  propneeta  por  el  Gobernador^  era  qae 
la  Oompallia^niiiBera  y  metalérgiea  del  Horcajo  aoHcitó  y  obtard  ea  1884 
de  kMiLynntaaiienAoe  de  Aimodóvar  del  Oampo  y  Biasalertae  liermteo 
parala  recoaeteaeeién  y  arreglo  del^ataioo  pdbUao  qoe  dé  diehaamioaa 
«Qadoea  á.ia  eetación  lénraa  de  Veredaa,  y  qne  ahrareeaba  loatérmiaoede 
«mboe  paebloa,  lo  qae  anponia  lapraeziatenoia  de  na  camino' vacinal;  t>«í# 
na  bahiendaotro,  aegún  Ja  oertaflcaoiáii  del  Aynntamieato  de  Aimodoear 
del  Oampo,  de  20  de  Mayo  de  1885,  qne  el  titulado  de  la  Plata,  elaro  era 
^iieop  podía  lefeeireé  al  earril  qne  atraveeaba  loe  ^intilloe,  dieiante  da 
•qwtiy  toda  vei  que  üo  eia  poaible  enponer  qne  el  ATqntamiento  de  Ahmo 
•dévar  deaoonocioee  qaa  el  alio  aateriorliahia  eoacedido  el  pérmieo  para  ta 
reconetmcción  á  ia  ezpreeada  Oompaília;  que  cnalqniera  qne  foeaelarei» 
ióoiós  qne  ed  eele  eactiemó  reogreía^eeiia  independiente  de  laejecocida 
^  la  eentenda  dielada  en  loa  antee,  la  coal  únicamente  ee  referia  á  loata- 
rrenoe  de  propiedad  particnlar,  dejando  á  ealvo  el  camino  qne  exietia,  f 
•eaya/attohnra,  ai  bien  eetn^opreaenteal  dictar  el  lallo^  qoeVrade'an  m»- 
•tro.OO  centimellroa,  y  poeteriotmente  se  había^ extendido  naeta  16  piee^  ae- 
^n  la  Real  orden  de  4  de  Agpeto  de  1887,  y  la  Adminiettaeiób,  en  neo  ám 
ene  atribncionee  y  con  entera  independencia  de  la  Autoridad  jodicial,  po- 
<iía  adoptar  aquellas  providencias  qne  procedieran  dentro  del  círculo  d<a 
«os  atribncionee  para  d«r  cnmplimiento  á  la  citada  Real  disposición,  y  sia 
aieoeeidad  para  ello  de  qne  la  jori8d(o^ón  ordinaria  ee  desprendiera  del  eo- 
nocimiento  de  nn  asnnto  de  en  eepecial  competencia,  único  motivo  qne 
eonocía  el  Jugado  para  inhibirse;  qne  otro  fundamento  de  dicha  inbibi- 
eióa  teaal  de  qne  fijada  por  la  diada  Beal  orden  de  4  de  Agoeto  la  ancho- 
«adel  eamiao  en^ipieS)  ee  hafaia  iaterpoésto  y  sustanciado  el  interdicto, 
«n^el  qoe  liafaía  recaído  eeatencia  contrariando  dicha  Real  orden  y  d4*ján> 
dola  sin  efecto,  lo  qne  no  era  rignroeamente  exacto,  puee  el  interdicto  aa 
ihfeerpeao  con  máe  de  afióy»  anadio  dé  anterioridad  á  l«  mioma,  y  re«Mif  doa 
Bealeaideeretoe,  eotivotÉwoelde  13  de  Jnoio  de  1800,  hablan 'sentarlo  la 
^ootviaa  de  qtMilas  rsioloaiofea  admlBietrativas  ae  influían  on  loa  i 


Digitized  by  VjOOQIC 


784 

lo  «QoeftiTO,  pero  no  onmüidar  aelM  áoterlorai,  r^M^PMlo  M  «H.  Mém 
U  y^fUwhhdfaX^qfBmimmhiénm  terocatepor  «I  6^MMÍor,«riÉtfaél 
Btal  daerolo  áe  i  il»lío¥i«iiilMsé  de  I8§lye»eft  que  aa  ieete^aepeA  qoe^ 
««tiemaf^lieeoióii  dieba  preoapto^  «m  ueetiiilu  q«e  bobieni  «mi  pmrt- 
deáde  adarfaietratiy  oontnriada  por  «i  fartatdieloi  y  qne  aai-eomo  tto  n»- 
élMi  de|MM  «te  «telo  pee  tal  viá  loa  atoettMi  de  k  AdaiiBietvaciós,  tam* 
yaee  poáíaáeta  inr^Udar  el  iateHMe^per  medio  de  dlapoeidooee  «oeMu 
4aa  eoD  peeteiteeidad  á  aeiiiél^  eoiBO.««eediaeB  el  pteaiaíteeaeo;  q«^aie«- 
éft  tw  pmlo  i|>eontfOfeittde  qa»  J>;  JoaéMárlaMreaOaballeioetadaefl» 
4«lateea^exfTCBad%  y  qaa  no  pedia  aev4e «lia  deepeaeídealBa  poreav- 
m  de  tttüidad  pébttea^  laexpro|iiatióv«e  podfar  Itepyawe  á  eHwgte  ala  qtte^ 
•e  «aaipüaraa  lee  »(piiMleaídel  «at  i.»  de  la  tef  de  y$^MtmoúB  Wl%^ 
líinaHeniin  Ifrecpreeada  legr,  es  en  ait.4.o,  al^ae  ee  Tftempitiwdo  dea» 
pcopledady  eia  babegaa  Heoado  talee  «iqdlailoe,  pan  enlabiar  tea  tatord^a- 
tea  de  felener  7  Aeebaar  -»''   -  <"'       *«' 

i^  el  QojMraadorv  do  aaaeMle  «en  U  QMnSeiéto  pinéiaeK  tnalattó  «a- 
nn raqaerlaileliteu  reanltandada  lo  eipneelo  el  pweeeate eentücite, qnehfc 
imuldo  ana  tráwlna 

.  ^Viefeo  el  avt  4.«  de  la  le^ de  Szprepiaeién  foiÉeea,4e  10  de Etoered» 
187f^  eegte  ^  ooal  todo  el  qae  eea  pihradn  ;de  eo'  propiedad,  ain  qnena 
^qjran  llenado  loa  geqoiattoa^en»reÉadee  en*elvaft<wilo  aalwlor,  podiévH- 
liaar  loa  lnte«dietoa  de  xetanar  7  ieoobnaviM^>*  4°^  ^^  Jneote  aanpaian  j 
ma  en  oaae  reintegren  ea  la  poaealón  al  indebidaaiente^xptopiade! 
•    OeneideaHido: 

l.<>  Que  la^  aatoriíadón  eoncedida  por  lee  Ayontaanienloe  da  Braaator- 
IM  7^  Almodévar  del  Gaaipo  á  la  Oompafiía  ainaia^  7  BMtalúrgiBadel: 
Horcajo  paca 4a  reQoaatmeción del  oamioo  de qne  aa  tinta,  7  la^aMipn- 
afráo  ém  la  aaehara  qna  date  había  db  tener  beaba  pea  b^'  l:daiiaiabneldB^ 
ao faonltabaá la Oonpafiáa coaceeíoaaria paia apoderafee  de tarrenoa de 
yaofiiedad  parttoidar.  ain  qoe  pceoedienkipata  ello  la  espropUéión  lettoea 
per  onaea  tie  titUldad  públkn: 

lA'  Qae  mientraa  no  ie  ineee  el  oportaaonspedleaite  de  «xpropiaeíán 
7  ae  llenen  loa  aeqoiaitoa  «etahiedde»  en  e}  alt.^8/^ de  lavla7deiade 
Snero  de  187»,  ea  indndable*4Ée|iaooedáael:lnteidáetaf»oaiaTidoporPé- 
mCWMIeao. 

Oonfeemándome  'oen  lo  00  anakado  por  el  Oena^  de  £atade  en  ple^ 
ne^etix;  vengo  en  deádtr  eeta  competeneia^á  favor-deda  Aatotidadi«r 
dlüíaL 

Dado  enPalackvá  67  da  Febrero  de  1892.^M8ri»Clrlatiaa.— £1  Breri- 
dvitedeáCbneejodeMii^troa,  Antonio  Oánoyaa  del  OaatiMoi*^(Pnbtt- 
eadn  en  la  4lfa0fia.de  l.<>  de  Mano  de  1882.) 


Oompeten^ia  <27  de  Febrero  de  1888).^lfofi«si.  AprefradboaMeniot/»- 
««•ta^«'--SereaaeWeélaTor;do  la  Adaibnatiacíén  la  anacOada  entreoí 
Goberaad0rdvildeBargoa7eliJaea  daBalaadeloe  IníaiUaa^  7  ee  < 


examuwr  el  wu4»  cómo  $0  k^irftéiuédQ^  MrtumkamutUo,  p  aom^^éna» 
ifi9 í^utm  qmmmÉcmiámM  atiian  fayal»f  ffdnfo  immia m,  é  ran^lr 
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*€l  tanto  de  culpa  á  lo$  Tribunales^  n  entendie$e  que  loe  kechae  Secutados 
'€(metUuyen  delito. 

La  Gaardia  civil  denuncia  en  27  de  Julio  de  1891  á  varíos  veclnoa  de 
Plnilla  de  loa  Barraecoa,  de  Ontoria  y  de  Rabanera  del  Pinar,  por  encon- 
trarlea  conduciendo  maderae  sin  el  marco  del  distrito. 

Practicando  diligencias  el  .íazgado,  fné  requerido  de  inhibición  por  el 
Oobernador,  fandándoae  en  que,  tratándose  de  un  aprovechamiento  fores- 
tal, á  la  Administración  corresponde  examinar  en  la  forma  cómo  se  ha 
efectuado  y  corregir  los  excesos  que  se  hubieren  cometido. 

Sostenida  la  competencia  por  ambas  Autoridades,  se  dictó  el  Real  de- 
creto, que  en  su  parte  dispositiva  dice  así: 

Visto  el  art.  8.®  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  que  pro- 
hibe á  los  Gobernadores  suscitar  contiendas  de  competencia  en  los  juicios 
criminales,  á  no  ser  que  el  castigo  del  delito  ó  falta  haya  sido  reservado 
por  la  ley  á  loa  funcionarios  de  la  Administración,  ó  cuando  en  virtud  de 
la  misma  ley  deba  decidirse  por  la  Autoridad  administrativa  alguna  cuea 
tión  previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  loa  Tribunalea  ordinarioa  ó  es- 
peciales hayan  de  pronunciar: 

Visto  el  art.  40  de  las  Ordenanzas  de  8  de  Mayo  de  1884,  que  dispone 
lo»  siguiente:  «Son  Autoridades  competentes  para  conocer  de  las  denuncias, 
imposición  y  exacción  de  laa  multas  y  demás  responsabilidades  prescritas 
«n  los  artículos  anteriores,  los  Gobernadores  civiles  de  las  provincias  y  los 
Alcaldea,  con  aujeción  á  las  reglas  siguiente:  1.&  Las  multas  y  demás  res 
ponsabiiidades  relativaa  á  la  roturación,  corta  y  venta  ó  beot* fícios  de  apro- 
vechamieutos  forestales,  sin  la  autorización  competente,  al  modo  ó  tiempo 
de  efectuar  dichaa  operaciones,  y  á  las  infracciones  que  se  cometan  de  las 
reglas  establecidas  para  !a  celebración  de  las  subastas,  serán  impuestas 
•  por  los  Gobernadores.  2.*  Las  multas  y  resi>onsabllidades  pecuniarias  de 
las  demás  clases  de  infracciones,  serán  impuestas  por  los  Alcaldes  cuando 
«a  importe  no  exceda  del  límite  para  que  les  faculta  la  ley  Municipal;  laa 
que  excedan  de  cUcho  límite  deberán  ser  impuestas  por  los  Gobernadores. 
-S.ft  De  los  dafios  causados  en  los  montes  públicos,  cuyo  importe  exceda 
de  2.600  peaetas,  conocerán  los  Tribunales  de  justicia,  con  arreglo  á  las 
prescripciones  del  Oódigo.  4.^  Cuando  la  infracción  de  un  precepto  de  las 
leyes  y  disposiciones  vigentes  que  tenga  penalidad  señalada  haya  sido  el 
medio  de  perpetrar  un  delito  deñnido  en  el  Código  penal,  se  reservará  en 
castigo  á  los  Tribunalea»: 
Considerando: 

l.o  Que  el  origen  de  la  causa  criminal  de  que  se  trata  es  el  hecho  de 
haber  sido  aprehendidos  varios  vecino^  de  Pinilla  de  los  Barruecos,  Onto 
ria  y  Rabanera  del  Pinar,  transportando  maderas  que,  algunas  de  ellas  es 
taban  deapro vistas  del  marcp  del  distrito,  procedían,  según  afirma  el  Go 
•bernador  ei^  au  requerimiento  y  consta  en  el  expediente  administrativo, 
por  certificación  del  Ayuntamiento  de  Pinilla,  de  un  aprovechamiento  fo- 
restal concedido  en  legal  forma  á  dicha  Corporación  municipal: 

2.0  Que  en  tal  supuesto,  á  la  Administración  corresponde  examinar  el 
modo  cómo  se  ha  efectuado  el  aprovechamiento,  y  corregir,  en  su  caso, 
los  abusos  que  con  ocasión  del  mismo  hayan  podido  cometerse,  ó  remitir 
el  tanto  de  culpa  á  los  Tribunales,  si  entendiese  que  los  hechos  ejecutados 
constituyen  delito: 

8.®  Q  le  se  está,  por  tanto,  en  uno  de  los  casos  en  que  por  excepción 
pueden  los  Gobernadores  promover  contiendas  de  competencia  en  los  jul 
cios  criminales. 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pie- 
TOMO  46  60 
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no,  ete.;  rentro  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Adminiatracióo» . 
Dado  en  Palacio  á  37  de  Febrero  de  1892.— María  Gríelioa.— El  Preal- 
dente  del  Conat-jo  de  Ministroa,  Antonio  Oinovaa  del  Caatillo. — (Publicada 
en  la  Cheeta  de  8  de  Marso  de  1892.) 
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Competencia  (27  de  Febrero  de  1892).— il^iMtt.  Dominio  ypo^etián,-^ 
Se  resalí  ve  á  ftivor  de  la  Autoridad  judicial  la  atiscitada  entre  el  (Gober- 
nador civil  di^  0?iedo  y  el  Juei  de  Oaatropol,  y  ae  eatablece: 

Qme  lo$  TribunaleB  ordinarioi  $on  lo9  competente»  para  conocer  acerca  de 
laM  eue$tume$  que  versen  tobre  el  dominio  y  posesión  de  aguas. 

Contra  algunoa  acuerdoa  del  Ayuntamiento  de  El  Franco,  relativos  al 
curao  de  lae  aguaa  por  un  camino  vecinal,  ae  presentó  demanda  de  menor 
cuantía  ante  el  Juzgado  de  Caatropol,  pidiendo  ae  dejaran  ain  valor  dicboa 
acuerdoa,  toda  ves  que  privaban  á  la  demandante  de  la  propiedad  y  poaa- 
alón  que  tenia  sobre  dicbas  aguaa,  de  laa  cuales  no  podía  aer  expropiada 
sino  con  arreglo  á  los  trámites  legales  y  previa  indemnización. 

El  Ayuntamiento  propuso  que  el  Juagado  ae  declarase  incompetente  y 
el  Gobernador  le  requirió  de  inhibición,  fundáodoae  en  que  ae  trataba  de 
una  materia  de  la  competencia  de  la  Administración,  como  ea  el  arreglo  j 
conaervación  de  caminos  vecinales,  y  por  trataras  de  la  imposición  de  nna 
servidumbre  de  acueducto  sobre  la  vía  pública. 

Soatenida  por  ambas  Autoridades  su  competencia,  se  dictó  el  Real  de> 
creto,  que  en  su  parte  dispositiva  dice  aaí: 

Visto  el  art.  172  de  la  ley  Municipal,  según  el  cual:  cLos  que  se  crean 
perjudicados  en  sus  derechos  civiles  por  los  acuerdoa  de  loa  Ayuntamien- 
tos, haya  aido  ó  no  auspendida  su  ejecución,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en 
los  artículos  anteriores,  pueden  reclamar  contra  ellos  mediante  demanda 
ante  el  Juez  ó  Tribunal  competente,  aegán  lo  que,  atendida  la  naturaleza 
del  asunto,  disponían  las  leyes»: 

Visto  el  art.  268  de  la  ley  de  Aguas,  que  encomienda  á  los  Tribunales 
ordinarioa  el  conocimiento  de  todaa  las  cuestiones  relativaa  al  dominio  de 
laa  airuas  públicas  y  al  dominio  de  laa  aguas  pri  vadea  y  de  su  posesión: 

Visto  el  art.  2  o  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  que  atribuye  á. 
los  Jueces  y  Tribnnalea  la  potestad  de  aplicar  laa  leyea  en  los  juicios  civi- 
les y  criminales,  juzgando  y  haciendo  ejecutar  lo  juzgado: 

Considerando: 

1  fi  Q  ie  el  juicio  ordinario  declarativo  incoado  á  instancia  de  Dofla  An- 
gustias Alvares,  tiene  por  objeto  que  ae  la  restituya  en  el  dominio  y  pose- 
sión de  laa  aguas  que  regaban  su  predio  R^gueiro  de  Lángara,  y  que  en 
virtud  de  los  acuerdoa  del  Ayuntamiento  de  El  Franco,  aon  aprovechadas 
por  D.  Eugenio  Bedia,  Alcalde  de  dicha  Corporación: 

2.®  Que  dada  la  naturaleza  y  objeto  de  la  demanda,  la  cual  versa  sobre 
declaradón  de  derechos  civiles,  el  conocimiento  del  aaunto  corresponde  á> 
los  Tribunales. 

Conformándome  con  lo  consaltado  por  el  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  deddir  esta  competencia  á  favor  de  la  Autoridad  ja- 
dlcial. 

Dado  en  Palacio  á  27  de  Febrero  de  1892.~María  Cristina.— El  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovaa  del  Caatillo.— (Publica- 
da en  la  Oaeeia  de  2  de  Marao  de  1892.) 
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Competencia  (27  de  Febrero  de  ÍS97i),'-Beemplaio§.  Juidoi  eriminalei' 
— Se  reeoelve  á  favor  de  la  Autoridad  judicial  la  promovida  entre  el  Go- 
bernador civil  de  Orense  y  el  Juez  de  Viana,  y  se  establece: 

Que  el  castigo  de  loa  deUtoB  de  falsedad  y  cohecho  no  se  eticuentra  reser- 
vado por  ley  alguna  á  los  funcionarios  de  la  Administración,  sino  que^  ante§ 
al  contrario^  asila  ley  de  JUemplasos  vigente  como  el  Código  penal,  enoo- 
miendan  la  persecución  y  castigo  de  los  mismos  á  los  Tributuiles  delfuer^ 
común, 

Don  Federico  Bodrignea  Oebreira  presentó  querella  ante  el  Juzgado  d« 
Viana  contra  el  Alcalde,  Secretario  y  demás  que  resultaren  culpables,  por 
haber  cometido  falsedades  y  cohechado  con  motivo  de  las  operaciones  del 
reemplazo  de  1890. 

Admitida  la  querella,  y  antes  de  que  se  dictara  auto  dé  procesamiento» 
el  Gobernador  requirió  de  inhibición  al  Juzgado,  fundándose  en  que  sólo 
la  Comisión  provincial  ó  el  Ministerio  de  la  Gobernación,  en  su  caso,  po- 
dían resolver  si  había  ó  no  fraude  en  las  operaciones  del  alistamiento, 
siendo  ésta  una  cuestión  previa  que  debía  resolverse  antes  de  someter  el 
asunto  á  los  Tribunales. 

Sostenida  por  ambas  Autoridades  su  competencia,  se  dictó  el  Beal  de- 
creto, que  en  su  parte  dispositiva  dice  asi: 

Visto  el  art  l.o,  art.  S.o  del  Beal  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887, 
que  prohibe  á  los  Gobernadores  suscitar  contiendas  de  competencia  en 
los  juicios  criminales,  á  no  ser  que  el  castigo  del  delito  ó  falta  haya  sido 
reservado  por  la  ley  á  los  funcionarios  de  la  Administración,  ó  cuando,  en 
virtud  de  la  misma  ley,  deba  decidirse  por  la  A  utoridad  administrativa 
alguna  cuestión  previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los  Tribunales  ordi- 
narios ó  especiales  hayan  de  pronunciar: 

Visto  el  art.  167  de  la  ley  de  Reclutamiento  y  Reemplazo  del  Ejército» 
de  11  de  Julio  de  1886,  que  dispone  que  el  conocimiento  de  todos  los  deli- 
tos que  se  cometan  con  ocasión  de  la  presente  ley,  ó  para  eludir  su  cum- 
plimiento, hasta  el  acto  del  ingreso  en  Caja,  corresponde  á  la  jurisdicción 
ordinaria,  con  exclusión  de  todo  fuero: 

Considerando: 

1.0  Que  la  presente  contienda  de  competencia  se  ha  suscitado  con  mo- 
tivo de  la  querella  criminal  incoada  por  Federico  Rodríguez  Cebreira» 
para  perseguir  y  castigar  los  delitos  de  falsedad  y  cohecho  que  supone 
cometidos  por  el  Alcalde,  Secretario,  Concejales  y  varios  vecinos  del  pue- 
blo de  Mezquita: 

2.0  Que  el  castigo  de  los  delitos  no  se  encuentra  reeervado  por  ley  al- 
guna á  los  funcionarios  de  la  Administración,  sino  que,  antes  al  contrario, 
asi  la  ley  de  Reemplazos  vigente  como  el  Código  penal,  encomiendan  la 
persecución  y  castigo  de  los  mismos  á  los  Tribunales  del  fuero  común: 

8.0  Que  no  existe  tampoco  en  el  presente  caso  cuestión  alguna  previa 
que  resolver  por  parte  de  la  Administración,  y  que  pueda  influir  en  el  fallo 
que  en  su  día  dicten  los  Tribunales  de  justicia;  por  lo  cual,  no  encontrán- 
dose este  conflicto  comprendido  en  ninguno  de  los  dos  casos  en  que  por 
excepción  pueden  los  Grobernadores  suscitar  contiendas  de  competencia 
en  los  juicios  criminales,  es  indudable  que  no  ha  podido  promoverla  el 
Gobernador. 


ú^: 
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Visto  el  art  194  de  la  micmm  ley  MaDlcipftl,  según  el  cosí,  los  Alcalde* 
y  Regidores  qae  por  sentencia  ejt* cotoriada  fuesen  absneltos,  yolTorán  á 
ocupar  sus  cargos,  si  durante  el  procedimiento  no  les  hubiere  correspoa- 
dido  cesar,  mediante  lo  dispuesto  en  el  art  45»  teniendo  eíeoto  respecto  á 
ellos  lo  dispuesto  en  el  art  190: 
Considerando: 

1.0  Que  el  hecho  que  ha  dado  lugar  á  la  presente  contienda  jurisdic- 
cional consiste  en  haberse  negado  los  Concejales  interinos  de  Covarm- 
bias  á  dar  posesión  á  los  suspensos,  después  de  ser  requeridos  al  efecto, 
en  vista  de  la  orden  del  €k>bemador  de  la  provincia,  dictada  A  consecuen- 
cia del  sobreseimiento  recaído  en  la  cansa  instruida  contra  los  referidos 
Concejales  suspensos^  lo  cual  puede  oonstituir  un  delito  definido  en  el  06- 
digo  penal,  cuya  aplicación  corresponde  á  los  Tribunalss  ordinariosi 

2.0  Que  no  existe  cuestión  alguna  previa  que  deba  ser  resuelta  por  la 
Administración,  no  siendo  éste  uno  de  los  caaos  en  que  por  excepdón 
pueden  los  Gobernadores  promover  eontiendas  de  competencia  en  los  ifú- 
cios  criminales. 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  declarar  que  no  ha  debido  suscitarse  esta  competencia. 
Dado  en  Palacio  á  38  de  «Febrero  de  1892.-  María  Cristina,— £1  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del  Castillo.— (^a^^' 
cada  en  la  Oaeeta  de  6  de  Mano  de  1898.) 
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Competencia  (10  de  Marso  de  1809).— BeiK^lotticMk  Bmdieión  4e  eum- 
toB, — Se  resuelve  á  favor  de  la  Administración  la  suscitada  entre  el  Gober- 
nador civil  de  Avila  y  el  Jues  del  Barco  de  Avila,  y  se  establece: 

Que  4  Uu  A9ttorid¡ade$  admim9traHva$  earrmpande  examinar  jr  aprobar 
la$  cuetUa$  y  pre$upueiío§  de  ¡a$  JmUae  provindake  y  nmmc^HUee  de  Berna- 
fieeneia,  de  loe  de  Fairoiíim  y  de  loe  Admmietradoree  provtiiaaJat,  nmmeipar 
lee  y  partíeuiarei. 

Contra  D.  Natalio  Bodrísmes,  Adminislrador  especial  del  patronato  del 
Hospital  de  San  Miguel  del  BAroo  de  Avila^  se  presentó  ante  el  Juagado 
denuncia  documentada  por  no  haber  rendido  Um  cuentas  ni  hecho  entre- 
ga de  caudales,  documentos,  etc.,  que  estaban  bajo  su  custodia. 

Admitida  la  denuncia,  el  Gobernador,  á  inatancia  del  denunciado,  re- 
quirió al  Juagado  de  inhibición,  fundándose  en  que  á  la  Administraoiáii 
corresponde  examinar  las  cuentas  de  los  Establecimientos  públieos  ó  par- 
ticulares de  B  'neflcenda. 

Sostenida  por  ambas  Autoridades  su  competencia,  se  dictó  el  Real  de- 
creto^ que  en  su  parte  dispositiva  dice  así: 

Visto  el  art  8.o  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  que  dice: 
cLos  Gobernadores  no  podrán  suscitar  contiendas  de  competencia  en  loe 
juicioa  criminales,  á  no  ser  que  el  castigo  del  delito  ó  falta  haya  sido  re- 
servado por  la  ley  á  los  funcionarios  de  la  Administración,  ó  cuando  en 
virtud  de  la  misma  ley  deba  decidirse  por  la  Autoridad  administrativa 
alguna  cuestión  previa  de  la  cual  d  apanda  el  fallo  que  los  Tribunales  or- 
dinarios  ó  especiales  hayan  de  pronunciar: 

Visto  el  art.  18,  regla  2.\  de  la  Instrucción  de  87  de  Abril  de  1875,  se- 
gún el  cual  corresponde  á  la  Dirección  general  de  Beneficencia  y  Sanidad 
y  Establecimientos  penales,  con  las  formalidades  que  se  ^presuán,  apro- 
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clartfle  que  á  ao  repreeenUdo  pertenecía  en  pleno  dominio  el  terreno  d^ 
la  deheaa  Cafiada  del  Bragado,  alta  en  término  de  la  villa  de  Albarqner- 
qne^  qae  eaiaba  detentando  en  parte  la  Sociedad  anónima  denominada 
Aguas  derGévora,  domiciliada  en  Badajoi,  yae  condenara  á  é)ta  á  qoe 
dejara  libre  y  expedita  la  dicha  finca  á  disposición  del  demandante;  qoe  se 
declarase  también  que  á  éste  pertenecía  lo  edificado  con  mala  fe  por  dicha. 
Sociedad  en  el  terreno  indicado,  ó  se  mandara  que  A  costa  de  la  misma  se 
derribase  la  edificación,  reponiendo  las  cosas  á  su  estado  primitivo;  y,  por 
último,  que  se  condenara  á  la  expresada  Sociedad  A  que  indemnizase  al 
actor  los  dafios  y  perjuicios  que  le  hubiere  causado: 

Que  emplazados  los  individuos  del  Consejo  de  Administración  de  la  So- 
ciedad demandada,  y  personada  ésta  en  autos,  se  siguió  el  pleito  por  todoa 
sus  trámites,  dictándose  por  el  Juez  sentencia  declarando  qoe  al  deman- 
daate,  el  ya  nombrado  D.  Pedro  José  Llinás  y  Coellár,  como  propietario 
que  es  de  la  dehesa  Cañada  del  Bragado,  correspondía  en  pleno  dominio,, 
y  como  perteneciente  á  la  finca,  el  terreno  ocupado  por  la  presa  de  embal- 
se construida  entre  la  Sierra  de  Paniega  y  la  de  Santa  María  ó  Pefia  del 
Águila,  por  la  Sociedad  anónima  Aguas  del  Gévora,  y  en  una  longitud  de 
40  metros,  medidos  por  el  paramento  aguas  arriba  de  la  referida  presa,  y 
desde  el  límite  de  su  estribación  derecha  hasta  la  mitad  del  cauce  del  Za- 
patón ó  Albarragua;  que  dicho  terreno  estaba  detentado  por  la  referida 
Sociedad,  y  que,  en  su  consecuencia,  debía  condenar  y  condenaba  á  la  mía- 
ma  A  que  lo  dejase  libre  y  expedito  A  disposición  del  demandante,  y  A  que 
abonase  A  éste,  en  concepto  de  indemnización  por  los  dafios  y  perjuicioa- 
que  hasta  entonces  le  habían  sido  causados,  las  cantidades  que  en  el  fallo 
•e  determinaban,  sin  hacer  expresa  condenación  de  costas: 

Apelada  la  sentencia,  el  Gobernador,  A  instancia  del  Consejo  de  Admi- 
nistración de  la  Sociedad,  requirió  de  inhibición  A  la  Audiencia,  fundAn- 
dose  en  que  el  origen  de  la  solicitud  que  formulaba  el  Director  Gerente  de 
la  Sociedad  Aguas  del  Gévora  estaba  previamente  en  el  pleito  suscitado  4 
dicha  Autoridad  por  D.  Pedro  José  Llinás,  vecino  de  Villar  del  Bey,  sobre 
indemnización  de  perjuicios  ó  adjudicación  A  éste  de  una  parte  de  la  presa 
de  embalse  que  la  referida  Sociedad  construía  en  término  de  dicha  villa,, 
obra  que  LlinAs  suponía  hallarse  construida  en  su  finca  Cafiafia  de  Bra- 
gado, y  que,  la  Sociedad  estimaba  que  se  habla  edificado  en  el  cauce  del 
río  Zapatón;  en  que,  según  se  desprendía  de  antecedentes,  la  expresada 
Sociedad,  para  llevar  A  efecto  las  obras,  había  obtenido  el  permiso  de  la 
Autoridad  administrativa,  y  por  consiguiente,  A  ésta  competía  conocer  del 
asunto  en  cuanto  se  refería  A  si  las  obras  se  habían  ejecutado  ó  no  en  el 
cauce  del  río  y  en  la  forma  en  que  se  había  concedido  la  autorización;  en 
que  la  Sociedad  negaba  que  las  obras  se  hubieran  construido  en  la  finca 
expresada,  afirmando,  por  el  contrario,  que  lo  estaban  en  el  cauce  del  ex- 
presado río,  haciéndose  indispensable  para  apreciar  esto  debidamente  el 
deslinde  del  mencionado  cauce,  operación  que  competía  A  la  Autoridad 
administrativa,  con  arreglo  A  lo  que  determina  la  ley  de  Aguas,  y  espe- 
cialmente sus  artículos  248  y  264  de  la  misma;  en  que,  según  el  srt  2.o  del 
Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  los  Gobernadores  pueden  pro- 
mover cuestiones  de  competencia  para  reclamar  el  conocimiento  de  loa 
asuntos  que  en  virtud  de  disposición  expresa  corresponda  A  los  mismos,  A  ^ 
las  Autoridades  dependientes  de  ellos  ó  A  la  Administración  pública  en 
general. 

Sostenida  la  competencia  por  ambas  autoridades,  se  dictó  el  Beal  de- 
creto, que  en  su  parte  dispositiva  dice  así: 

Visto  el  núm.  4.o,  art.  248  de  la  vigente  ley  de  Aguas,  que  encomienda., 
al  Ministro  de  Fomento  acordar  y  ejecutar  la  demarcación,  apeo  y  deslin- 
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hibe  á  loi  QobenMdoret  ■ntcltar  oontlendM  deeompetoDcia  ea  los  Juicios 
criminales,  á  do  ser  qae  el  castigo  del  delito  ó  falta  haya  sido  ressr?ado 
por  la  ley  á  los  fancionarios  de  la  Administraciéo,  ó  cuando»  en  ^irtod  de 
la  misma  ley,  deba  decidirse  por  la  Aatoridad  administrativa  algana  cues- 
tión previa,  de  la  coal  dependa  ei  tallo  qae  los  Tribonales  ordlnsrios  ó  es- 
peciales hayan  de  pronnncian 

Visto  el  art  80  de  la  lostraccidn  de  13  de  Hayo  de  1888  para  la  oo* 
branza  de  débitos  liquidados  A  favor  de  la  Hacienda^  qne  diapone  lo  si- 
goiente:  cLa  Aatoridad  administrativa  qne,  interviniendo  por  coálqoier 
cansa  en  el  expediente,  encuentre  motivo  para  tener  por  justiciable  un 
acto  de  alguna  persona  de  las<qne  hubieren  intervenido  en  él,  mandará 
pasar  inmediatamente  el  oportuno  tanto  de  colpa  ai  Tribunal  compe- 
tente». 

Considerando: 

l.o  Que  la  presente  competencia  se  ha  suscitado  con  motivo  db  la  que- 
Tolla  deducida  ante  el  Jusgsdo  de  la  Rambla  por  D.  Francisco  de  Paula 
Hidalgo  contra  D.  Miguel  Herrera  y  Lopes»  Agente  ejecutivo  de  aquella 
sona,  suponiéndole  autor,  como  tal  Agente,  de  hechos  que  el  Gódigo  pe 
nal  oMtisa  como  delitot: 

8.0  Que  incumbe  á  la  Administración  repolver  si  dicho  Agente  pj«ca- 
tivo  se  ha  atemperado  en  el  expediente  de  que  se  trata  á  las  disposieionee 
legales  vigentes: 

Zfi  Qne  de  no  decidirse  previamente  esta  cuestión,  invadiría  la  Auto- 
vidad  judicial  las  atribuciones  de  la  adminiatrativa,  al  juagar  sobre  la  pro- 
^sedencia  ó  improcedencia  de  hechos  ejecutados  por  el  Agente»  en  con- 
cepto  de  tal,  al  instruir  los  expedientes  de  apremio: 

4.<*  Qae  se  está,  por  tanto,  en  uno  de  los  casos  en  que,  por  excepción, 
pueden  los  Gobernadores  suscitar  eontíendss  de  competencia  en  los  jui- 
eioB  criminales. 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administración. 
Dado  en  Palacio  á  10  de  Mano  de  189a.-^Maria  Cristina.^Ei  Prest- 
-dente  del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  CánoTSS  del  CaatiUo*— (^bli- 
•cada  en  la  Oaceta  de  16  de  Marao  de  1893.) 
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Competencia  (10  de  Mano  de  1893)»— JE7(ecctossf.  Cuettiímm  de  ooMps- 
teneta.  Cuestión  previa.^Qe  resuelve  á  favor  de  la  Administración  la  susci- 
tada entre  el  Gobernador  civil  de  Jaén  y  el  Jües  de  La  Carolina,  j  se  es- 
tablece: 

Qae  la  posesión  de  los  Cónchale»  y  los  ineU/eiUes  que  sobre  la  misma  pitá- 
dan  surgir^  se  refutan  por  Uyes  y  disposiciones  aaministraUíHts^  y  pm-  lo 
tanto,  á  la  Administración  corresponde  determinar  previamente  si  un  Aleaide, 
al  obrar  en  los  términos  en  que  lo  hizo,  se  ajuM  ónoá  los  precitos  l^gaUo 
^ue  rigen  sobre  la  materia. 

D.  Manuel  Altozano  Gomes  denunció  al  Juzgado  el  siguiente  hecho: 
que  en  las  elecciones  municipales  veciñcadas  ed  el  mes  de  Mayo  de  1891» 
había  sido  proclamado  el  denunciante  Concejal,  por  elección  popular»  del 
Municipio  de  Btffios,  contra  cuya  reclamación  se  interpuso  recurso  por  Don 
Francisco  Riiiz  A I  varez,  pidiendo  la  incapacidad  del  elegido;  que  llevado  el 
•expediente  electoral  á  ia  Comisión  provincial,  ésta  desestimó  la  reciama- 
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Mn^  daolarando  id  Altonno  con  capftcidftd  legal  para  aer  elector  y  elegi- 
ble, y  en  aa  oonaecaeocia,  aele  proclamó  tal  Coocejal  del  AyaDtamieiito  de 
Bafioa,  comQDlcáodoae  el  fallo  al  AyootamíenU);  qae  llegado  el  día  l.^  de 
Jnlio,  fecha  atffialada  por  la  ley  Manicipal  para  poaealoDar  al  noevo  Ayan* 
tamleoto,  ae  conatitayó  el  deonociante  en  el  aalón  Capitular  coo  objeto  de 
tomar  pofleaión  de  ao  cargo,  la  cual  le  faé  denegada  por  el  Alcalde  Don 
Criatóbal  Ortega  Fernándei;  qne  ta)  reaolución  venia  á  privarle  del  dere- 
cho á  ejercer  nn  cargo  qoe  el  pneblo  le  había  conferido,  y  fué  confirmado 
por  la  Soperioridad,  infrlngléndoae  aaí  el  mandato  de  la  Di  potación  pro 
Yineial,  á  la  vas  qae  lo  prevenido  por  el  art  18  del  Real  decreto  de  24  de 
Mano  de  1891  y  el  62  de  la  ley  Manicipal,  iocnrriendo  por  ello  en  la  rea- 
ponaabilidad  qoe  determina  el  art  880  del  Código  penal;  y  terminaba  so 
•aorito  con  la  aáplica  de  qoe,  teniéadoae  por  preaentada  la  denuncia,  ae 
sirviera  el  Josgado  acordar  el  procedimiento  qae  con  arreglo  á  la  ley  eo- 
rreapondiera: 

Qoe  incoadaa  laa  oportanaa  diligenciaa  criminalea,  ae  declaró  proceaa- 
do,  por  aoto  de  7  de  Septiembre  último,  á  D.  Criatóbal  Ortega  Pemáodes, 
•oápendiéndole  en  el  cargo  de  Concejal,  y  habiendo  acudido  al  €U>bema- 
dor,  éate  requirió  de  inhibición  al  Josgado,  fundándoae  en  que  eziatía  una 
eueatión  previa  qae  debia  reaolver  la  Comisión  provincial,  ain  cuya  reso- 
looión  nada  podía  hacer  el  Juagada 

Sostenida  por  ambaa  Aotoridadea  su  competencia,  se  dictó  d  Real  de- 
creto, que  en  au  parte  diapositiva  dice  aaí: 

Visto  el  nóm.  1.*,  art  8.o  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887, 
que  prohibe  á  loa  Gobernadorea  auacitar  contiendaa  de  competencia  en  loa 
juicioa  criminalea  á  no  aer  que  el  caatigo  del  delito  ó  falta  eaté  reservado 
por  la  ley  á  loa  funcionarioa  de  la  Admlniatración,  ó  cuando  en  virtud  de 
la  mlama  ley  deba  decidirae  por  la  Autoridad  adminiatrativa  alguna  cues- 
tión previa,  de  la  cual  dependa  el  fallo  qué  loa  Tribnnalea  ordinarioa  ó  ea 
pedales  hayan  de  pronunciar. 

Viato  el  núm.  2.o,  art  99  de  la  ley  Provincial  vigente,  aegún  el  cual  oo- 
neaponde  á  la  Comiaión  provincial,  como  aoperior  jerárquico  de  loa  Ayun- 
tamfentoa,  resolver  laa  reclamacionea  y  proteataa  en  laa  elecoiooea  muni- 
cipales, sal  .como  laa  incapacidades,  incompattbilidadea  y  excuaaa  de  los 
Ooneejalea  en  loa  casos  y  en  la  forma  que  la  ley  Muiücipal  y  la  ley  Elec- 
toral eatablescan: 

Conaiderando: 

Ifi  Que  la  presente  contienda  de  competencia  se  ha  anacitado  con  mo- 
tivo de  la  cauaa  criminal  aeguida  contra  el  Alcalde  de  Bafios  por  haberae 
negado  á  dar  poaeaión  al  Coneejal  electo  D.  Manuel  Altoaano,  que  había 
mLáo  auapenao  anteriormente  del  carao  de  Alcalde  y  Concejal  de  aquel 
Ayantamiento  por  auto  judicial  recaído  etf  cauaa  aeguida  contra  el  mismo: 
2.Q  Que  la  poaeaión  de  loa  Concejales  y  los  incidentes  que  sobre  la 
misma  puedan  aorgir  se  refluían  por  leyea  y  diaposiciones  admlniatratí- 
vas,  y  por  lo  tanto,  á  la  Administración  correaponde  determinar  previa- 
mente ai  el  Alcalde  de  Bafioa,  al  obrar  en  loa  términoa  en  que  lo  biso,  ae 
ajuató  ó  no  á  loa  preceptoa  legalea  que  rigen  aobre  la  materia: 

8.0  Que  la  reaolución  de  tal  eueatión  puede  iofluir  en  el  fallo  que  en  au 
día  dicten  loa  Tribunales  de  justicia,  encontrándoae  en  au  virtud  el  pre- 
sente conflicto  cominrendido  en  uno  de  loa  doa  caaoa  en  que,  por  excep- 
ción, pueden  loa  (Gobernadores  suacitar  contiendaa  de  competencia  en  loa 
juidoa  criminalea. 

Conformándome  con  lo  conaoltado  por  Conaejo  de  Eatado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  decádir  eata  competencia  á  favor  de  la  Admlniatración. 
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Dado  en  Palacio  á  10  de  Marso  de  18M.— Haría  Criatiiia.— El  Presi- 
dente del  Conaejo  de  HitoiatroB,  Aútonio  C^ovaa  del  CaatUlo.— (Publicada 
en  la  Gaceta  de  16  de  Mano  de  1892.) 
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Competencia  (10  de  Marso  de  ÍB9^).^Alcalde.  Abuio  de  aíUondad.^8& 
reeneWe  á  favor  de  )a  i^ntoridad  Jndlcial  la  anscitada  entre  el  Gobernador 
civil  de  León  y  la  Audiencia  de  dicha  capital,  y  ae  establece: 

Q^e  el  eofiocimiento  de  ¡os  hetho$  quewteden  eonHituir  delito  se  haUa re- 
tervado  á  loi  Tribunalew  ordiftarkm,  p  $oh  en  el  cobo  que  esdttan  eue9tUme$ 
previae  de  cuya  reeolueión  dependa  el  fallo  de  loe  Tribunúle§,  e$  cuando  pue- 
den estabUcene  competenciae  por  lae  autoridadee  adminietratufoe. 

Qne  D.  Francisco  Riesoo,  vecino  de  Pobladora  de  Toro,  denandó 
qne  le  habían  sido  recogidos  coa  tro  jatos  ó  temeros  de  la  vacada  que  goar- 
daba,  habiéndolos  conducido  al  poeblo  de  Pelechares  desde  el  pago  de  la 
Hoelga,  en  donde  se  le  extraviaron,  y  qoe  de  dicho  pago,  aooque  ea  tér- 
mino de  Felecharea,  no  paede  llevarse  los  ganados,  según  solemne  con- 
cordia, y  qoe  habiendo  ido  varias  veces,  tanto  el  denunciante  como  les 
dnefioa  de  la  vacada,  á  reclamar  loa  jatos,  no  se  los  quisieron  dar: 

Que  instruidas  en  su  virtud  las  consiguientes  diligencias  por  el  Juaga- 
do de  La  Bafieui,  y  apareciendo  en  el  sumario  afirmado  el  hecho  objeto 
de  la  denuncia,  asi  como  el  de  haber  sido  depositados  primero,  y  deepaés 
vendidos  los  jatos  extraviados  en  el  pago  de  Huelga,  se  mando  por  el  Jaes 
inatrnctor  uoir  á  los  autos  testimonio  del  expediente  de  subasta,  del  cual 
resulta  que  después  de  verificada  la  venta  de  los  mencionados  temeros,  el 
Alcalde  de  Caetrocalbón  ordenó  se  entresraran  laa  150  pesetas  á  qne  ascen- 
día el  precio  obtenido  en  la  venta  al  depositario  para  que  se  reintegrara 
de  los  gastos  ocssionados  por  la  manutención  de  los  temeros  durante  el 
tiempo  qne  habían  estado  en  su  poder,  siendo  declarados  procesadoe  Vi- 
cente Berares,  Alcalde  de  Gastrocalbón;  Silvestre  Aldonsa,  Alcalde  del 
barrio  de  Felechsres,  y  Melchor  Ballesteros,  depositario  de  los  temeros, 
nracticándcse  además  otras  diligenciss  que  se  consideraron  pertinentes 
hasta  que  se  dio  por  terminado  el  sumario  instraído: 

A  instancia  del  Alcalde,  el  Gobernador  requirió  de  inhibición  á  la  Au- 
diencia, fundándose:  en  que  por  virtud  de  las  facultades  ó  atribuciones  que 
la  ley  Municipal  otorga  á  los  Ayuntamientos  y  también  por  efecto  de  laa 
obligaciones  que  les  impone,  sólo  ellos  pueden  y  deben  y  están  llamados 
á  gobernar  y  dirigir  los  intereses  peculiares  de  los  pueblos,  y  en  partícolar 
de  los  Que  se  refieren  á  la  policía  urbana  y  rural  y  á  la  custodia  y  eonser  * 
vación  de  todas  sus  fincss  y  derechos,  entre  cuyos  servicios  se  encuentra 
el  de  procurar  qoe  los  aprovechamientos  comnnales  sean  sólo  hechos  por 
los  vecinos  del  Municipio  con  arreglo  á  la  ley:  y  qne  sólo  á  la  Administra- 
ción correspondía  corregir  los  excesos  y  abusos  que  hubiera  podido  come- 
ter el  Alcalde. 

Soatenida  por  ambas  autoridades  su  competencia,  se  dictó  el  Real  de- 
creto, que  en  su  parte  dispositiva  dice  así: 

Visto  el  art.  616  del  Código  civil,  que  dice:  tEl  que  encontrase  una  cosa 
mueble  que  no  sea  tesoro,  deberá  restituirla  á  au  anterior  poseedor;  si  éste 
no  fuese  conocido,  deberá  conaignarla  inmediatamente  en  poder  del  Al- 
calde del  pueblo  donde  se  hubiere  verificado  el  hallasgo.  El  Alcalde  hará 
publicar  éate  en  la  forma  acoatombrada  doa  domingos  conaecaüvos.  81  la 
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Delegada  en  el  Jasgado  de  Foente  de  Gantoe  la  InatmeeMii  del  eoina- 
rio,  ee  practicaroo  laa  oportmiaa  diligeneiaa,  entre  lae  eaalea  figora  la  de- 
claracióo  de  loa  Médicoe  tltotaree  de  la  ezpreeada  Tilla,  manifeetaodo  que 
D.  Regioo  ValeDoia  Qranadoe  padecía  tm  catarro  traqaeo  brooqaial,  cajo 
origen  era  nn  broaco  eofriamiento  j  la  reapiración  da  airea  imparoa  por 
eepacio  de  machaa  horaa. 

Declarado  proceaado  el  aemadOy  el  Ooberaador  reqoirió  de  iohibioión 
A  la  Aadiencia  ain  oir  á  la  Oomiaión  provincial,  y  aoetenida  por  ambas 
Aatoridadea  aa  competencia,  ae  dictó  el  JEteal  decreto,  qoe  en  aa  puto 
diapoaitiva  dice  así: 

Viato  el  art.  5.^  del  Real  decreto  de  8kde  Septiembre  de  1887,  aegdn  ^ 
ctuü,  los  Gobernadorea,  oídaá  laa  Oomiaionea  provincialea,  har&n  el  reqco- 
rimiento  de  inhibición  á  loa  Jaecea  ó  Tribanalea  qoe  estén  conociendo  del 
aaonto: 

Viato  el  art.  19  del  miamo  Real  decreto,  qne  diapone  que  al  inaiatieee 
el  Gobernador,  amboa  cootendientea  remitirán  directamente  por  el  primer 
correo  al  Pretidente  del  Coneejo  de  Mibiatroe  laa  actnaciooee  qne  aate 
cada  caal  ae  hayan  inatro(do,  haciendo  poner  al  oficial  público  á  qnien  re»> 
pectivanente  correeponda  la  certificación  prevenida  en  el  art.  Ift,  y  dan- 
doae  mutuo  aviao  de  la  remeaa,  ain  olterior  procedimiento: 

Considerando: 

1.0  Que  el  Gobernador  de  Badajos,  al  reqoerir  á  Im  Aodiencia  de  Llo- 
rona, dejó  de  cnmpHr  lo  dispneato  en  el  art  ó.o-del  mencionado  Real  de- 
creto, pueato  qne  hixo  el  requerimiento  ain  haber  oído  á  la  Oomiaión  pro- 
vincial: 

2.0  Que  el  Tribnnal  al  aer  requerido  aegonda  vea  debió  límitarae,  como 
lo  híio,  á  remitir  laa  actuaciones  ain  tramitar  de  nuevo  el  incidente  de 
competencia,  pneato  que  ya  había  dictado  un  anto  firme,  aobre  el  cual  no 
podía  rolver,  y  únicamente  al  decidirse  la  competencia  pueden  aer  apre- 
ciados loa  vioioa  qne  en  la  auatanciación  de  la  miama  ae  hayan  cometido 
por  alguna  de  las  Autoridadea  cootendientea: 

8.0  Que  DO  pnede  entenderae  en  modo  alguno  auatandado  de  nuevo  éí 
incidente,  toda  vea  que  no  ae  ha  llenado  ninguno  de  loa  trámitea  al  efecto 
eatableridoa: 

4.0  Q  le  la  falta  en  que  ha  incurrido  la  Autoridad  gubernativa  al  pro* 
mover  la  competencia,  constituye  un  defecto  aastancial  en  el  procedimien-^ 
to,  qne  impide  resolver,  por  ahora,  el  preaente  conflicto  jurisdiccional. 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Cons«*jo  de  Estado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  declarar  mal  suscitada  eata  competencia;  qne  no  ha  la- 
gar á  decidirla,  y  lo  acordado. 

Dado  en  Palacio  á  16  de  Marzo  de  1809.— María  Oriatina.— El  Pre^ 
dente  del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  CáoQvaa  del  Gaatillo.— (Publica- 
da en  la  Oacda  de  18  de  Mano  de  1892.) 


42 

Competencia  (16  de  Mano  de  1893).— OMeifionet  deaampeteneia.  Jwie&09^ 
crmtiMi/ev.—Se  declara  qne  no  ha  debido  aoscitarae  la  promovida  entre 
el  €k>bemador  civil  de  Cuenca  y  el  Jues  de  dicha  capital,  y  ee  eetableee: 

Que  tratándose  de  hechoi  que  pudieran  oontiituir  deiitoB,  i  ¡oí  Trilnmateg 
ordinaria  corresponde  eonoeer  de  eUtoi^  y  fue  sólo  en  el  coto  de  existir  enea* 
tiones  pret  ios,  de  cuya  resolución  dependa  el  folio  de  los  ISribunales,  es  cuoHdo^ 
podrán  suscitarse  competencias  por  las  Autoridades  admimstraUwas. 
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Oontra  el  Alcalde  de  Velera  de  Arriba  «e  presentó  deonnda  por  vario» 
OoDci*jatefl  que  pedían  aa  repoaidón  con  arreglo  al  art.  80  de  la  ley  Elec- 
toral, y  qoe  fueron  intnltadoa  y  llevadoa  á  la  Oárcel»  negándose  el  Alcalde 
á  recibir  el  escrito,  que  tiró  al  snelo  y  pisoteó. 

Ordenada  por  el  Jues  la  incoación  del  oportuno  samario,  y  practicada» 
las  primeras  diligencias,  de  ellas  resolta  qne,  al  ser  requerido  el  Alcalde 
interino  por  los  Concejales  denunciantes  para  que  loa  repusiese  en  sus  car- 
gos, contestó  aquél  que  ao  podfa  verificarlo  Ínterin  no  se  lo  ordenara  xirt 
anperior  jerárquico,  y  en  viata  de  esta  negativa,  acudieron  al  Gobernador, 
que  confirmó  la  negativa,  alaáadose  de  este  acnerdo  los  interesados,  ala 
que  hasta  el  presente  se  hubiera  reauelto  la  aliada. 

EF  Gobernador  de  la  provincia,  á  quien  el  Alcalde  interino  de  Velera, 
di  Arriba  había  acudido  solicitando  de  su  autoridad  requirieae  de  inhibi- 
ción al  Juagado,  lo  biso  así,  oído  el  dictamen  de  la  Comisión  provincial,  y 
de  acuerdo  con  el  voto  particolar  formulado  por  uno  de  sus  individuos,, 
fondándose:  en  que  el  Alcalde,  al  ser  requerido  para  que  reintegrase  en 
sus  pnestos  á  los  Concejales  suspensos,  se  limitó,  pura  y  aim plómente,  A 
manisítfsrar  la  imposibilidad  de  verificarlo,  mientras  él,  como  superior  je- 
rárquico suyo,  no  se  lo  ordenara,  ajuetando  su  conducta  con  eate  legal  pro- 
cedimiento á  lo  que  determinan  los  artículoa  179, 180  y  199  de  la  ley  Mu- 
nicipal vigente. 

&>etenÍda.por  ambas  Autoridades  su  competencia,  ae  dictó  el  Real  de- 
érelo,  que  en  an  parte  dispositiva  dice  así: 

Visto  el  art  190  de  la  vigente  ley  Municipal,  que  dice:  cLa  suspensión 
gabernativa  de  loa  Regidorea  no  excederá  de  cincuenta  díaa. 

Pasado  t»ste  plaso  sin  que  se  hubiese  mandado  proceder  á  la  formación 
de  canea,  volverán  loa  aoapenaos  de  hecho  y  de  derecho  al  ejercicio  de  su» 
fondones. 

Los  que  se  hubiesen  reemplasado,  serán  considerados  como  culpable» 
de  osorpación  de  atribndonea  ai  ocho  días  después  de  espirado  aquel 
plaso,  y  de  requeridos  para  ceaar  los  Concejalea  propietarios,  continuaran 
desempefiando  fundonea  municipales»: 

Visto  el  art.  2.o  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  según  el  que:  cLa 
potestad  de  aplicar  laa  leyea  en  los  jnidos  civiles  y  criminales,  jusganda 
y  bactendo  ejecutar  lo  juagado,  eorreaponde  ezcluaivamente  á  loa  Jnece» 
y  Tribunales»: 

Conddersndo: 

1.^  Que  los  hechos  que  se  persiguen  en  el  sumario  que  ha  motivado- 
1»  presente  contienda  de  competencia  pudieran  ser  constitutivos  del  delito 
•efialado  en  el  art  190  de  la  ley  Monidpal,  previsto  y  penado  en  el  Có- 
digo penal: 

8.0  Que  no  eziate  en  el  caso  de  que  se  trata  coeatión  alguna  previa 
que  resolver  por  la  Administradón,  ni  loa  hechos  denunciadoa  han  aido 
reservadoa  por  la  ley  al  conocimiento  ó  castigo  de  los  funcionarios  de 
aquélla,  y,  en  su  virtud,  corresponde  entender  de  los  mismos  á  los  Triba- 
nales  del  fuero  común,  con  sujedón  á  lo  dispuesto  en  el  art.  2.o  de  la  ley 
orgánica  del  Poder  judicial. 

Conformándome  con  lo  eonaoltado  por  el  Conaejo  de  Estado  en 
pleno,  etc.;  vengo  en  declarar  qoe  no  ha  debido  suscitarse  esta  compe- 
tencia. 

Dado  en  Pelado  á  16  de  Mano  de  1892.— María  Cristina.— El  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del  Castillo.— (Publicad» 
en  la  Gocéis  de  19  de  Mario  de  1892.) 
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Competencia  (23  de  Mano  de  1891).— JESbcpro^ptocsd»  fargoia,  Interdie- 
to$, — 8e  retueWe  á  favor  de  la  Autoridad  jadicial  la  aoacitada  entre  el  Go- 
l>erDador  civil  de  la  Oorufta  y  el  Jaei  de  Betanxoa.  y  se  eatablece: 

Que  no  llenándote  los  requiiitoi  todoi  del  art  3r  de  la  ley  de  £jq|Mt¡pta- 
^iánforzoia,  procede  el  interdicto  de  retener  y  reoobrar, 

£d  22  de  Jqdío  de  1891  te  rennieroii  el  Alci^de  de  Betanioa,  el  loge- 
niero  primero  de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  en  delegación  del  Ingeniev» 
Jefe  de  la  provincia,  como  representante  de  la  Administración,  el  Pagador 
de  obras  públicas  y  el  Secretario  de  la  Corporación  manicipal,  en  virtad 
de  orden  del  Gobernador  de  la  provincia,  fecha  18  del  expresado  mes,  par* 
verificar  el  pago  á  los  propietarios  interesados  en  el  expediente  de  expro- 
piación, formado  con  motivo  de  las  obras  de  nueva  oonstrncción  de  la  or> 
rretera  de  tercer  orden  de  Herbet  al  Puerto  de  Fontán,  sección  de  Butansoa 
á  Fontán,  troso  3.o,  y  procedieron  á  hacer  entrega  de  las  cantidades  coa- 
signadas  en  la  tasación  á  las  personas  que  en  ellas  figuraban,  ó  sus  legíti- 
mos representantes,  constando  en  el  acta  que,  entre  otras  partidas  que  no 
se  habían  satisfecho,  habla  una  de  154  pesetas  60  céntimos,  que  se  adeo- 
daba  á  Dofia  Isidora  Castro  Arias,  cantidad  que  no  se  satisfiso  por  ao  ha- 
berse presentado  la  interesada. 

A  nombre  de  Doña  Isidora  de  Castro  se  presentó  demanda  de  inter- 
dicto por  haber  ocunado  su  finca  sin  preceder  el  pago,  y  estándose  trami- 
tando, el  Gobernador  requirió  de  inhibición  al  Juez,  fundándose  en  qoe 
verificado  el  pago  de  la  expropiación  después  de  ultimado  el  expediente, 
no  se  abonó  la  cantidad  convenida  con  el  demandante  por  no  haberse  pre- 
sentado nadie  á  percibirla,  á  pesar  del  anuncio  previo  publicado  con  arre- 
glo á  la  instrucción;  en  qoe  este  trámite  es  el  prevenido  por  el  arl  39  de  la 
ley  de  10  de  Enero  de  1879;  en  que,  según  el  art  40  de  la  misma,  á  la  Anto- 
ridad  gubernativa  han  de  acudir  los  interesados  cuando  alguno  de  los  ex- 
propiados no  concurra  á  percibir  la  indemnisadón  del  terreno  que  ha  de 
ocuparse;  y  en  que,  conforme  al  art.  70  del  Reglamento  para  la  ejecución 
de  dicha  ley,  la  Administración  entra  en  posesión  inmediatamente  después 
de  celebrado  el  acto  en  que  se  verifica  el  pago  á  los  interesados  presentes. 

Sostenida  por  ambas  Autoridades  su  competencia,  se  dictó  el  Beal  de- 
creto, que  en  su  parte  dispositiva  dice  asi: 

Visto  el  art.  S.o  de  la  ley  de  10  de  Enero  de  1879,  según  el  cual  no 
puede  tener  efecto  la  expropiación  á  que  se  refiere  el  art  1.",  sin  que  pre- 
cedan los  requisitos  siguientes:  primero,  declaración  de  utilidad  pública; 
segundo,  declaración  de  que  su  ejecución  exige  indispensablemente  el  todo 
<i  parte  del  inmueble  que  se  pretende  expropiar;  tercero,  justiprecio  de  lo 
que  se  haya  de  enajenar  ó  ceder;  cuarto,  pago  del  precio  que  representa  la 
indemnización  de  lo  que  forzosamente  se  enajena  ó  cede: 

Visto  el  art  4.o  de  la  misma  ley,  que  da  derecho  á  todo  el  que  sea  pri- 
vado de  su  propiedad  sin  que  se  hayan  llenado  los  requisitos  expresadoa 
en  el  artículo  anterior,  para  utilizar  los  interdictos  de  retener  y  recobrar, 
á  fin  de  que  los  Jueces  le  amparen,  y  en  su  caso,  le  reintegren  en  la  pose- 
sión: 

Visto  el  art  39  de  la  ley  citada,  que  establece  lo  siguiente;  si  algún  pro- 
pietario se  negase  á  percibir  el  importe  que  se  consigna  en  la  respectiva 
hoja  de  justiprecio,  ó  si  sobre  el  derecho  á  percibir  el  valor  de  la  expropia- 
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j9 .•  ^^  to  accufn  del  CMnemo  m  e$te  protectorado  no  tiene  círa$  limita- 
eioiif$  qne  ta$  impueétoepor  las  Uyee; 

Y  3.^  Que  el  protectorado  correeponde  al  Minteterio  de  la  fhbemación^. 
miien  lo  deiempeña^  bien  por  $i,  bien  por  la  Direceián  general  de  Beneficencia, 
Sanidad  y  E$tablecimiento$penale$  ¿por  ht  Ghobemadorec  de  provincia. 

En  el  expediente  j  antee  de  competencia  anedtada  entre  él  Gobernador 
dvil  de  la  proTincia  de  Zamora  7  el  Jaes  de  primera  inatanda  del  distrito 
del  Norte,  de  etta  corte,  de  loe  cnalee  resulta: 

Qoe  D.  Manael  Gonxálex  Allende  falleció  en  eeta  corte,  bajo  él  teata- 
mentó  otorgado  en  26  de  Jallo  de  1847,  en  el  coal  diepnao  dejar  tres  man- 
das, de  6.000  reales  cada  ana,  al  Hospital  general,  A  la  Gasa  Inclusa  y  Co- 
legio de  la  Pax  y  al  Hospicio  de  Madrid;  institayó  herederoe  osofractoa- 
rios  de  sos  bienes  A  su  primo  D.  José  Rico  Gooxálex  y  á  Dofia  Ramona 
Domíngoex  de  Rieso,  con  la  dáasala  dé  que  el  usafructo  que  oorrespcm- 
diera  al  qoe  primero  falleciese  recayera  en  d  so perri viente,  y  que,  A  la 
muerte  de  éste,  se  convirtieran  por  sos  testamentarios,  ó  el  de  ellos  que 
entonces  existiese,  sos  dichos  bienes  en  valores  redituales  del  Estado,  y 
se  formase  con  ellos  ana  renta  para  el  sostenimiento  de  tres  Escodas  de 
instrucción  primaria  en  la  ciudad  de  Toro,  dos  para  nifios  y  la  tmesfa 

gara  ñiflas,  con  la  dotación  de  8.800  reales  cada  Maestro;  y  el  residuo,  si  lo 
nbiese,  se  aplicase  á  la  adstencia  y  curación  de  enfermos  del  Hoepita! 
general  de  la  misma  ciadad  de  Toro,  entregando  cada  afio  1.000  railes 

Sara  la  de  los  enfermos  de  Villalube;  instituyendo  por  herederoe,  para 
espoés  de  la  muerte  de  los  usofructurios,  á  los  Establecimientos  mendo- 
nados  de  los  capitales  de  efectos  públicos  que  produjera  la  conversión  de 
las  fincas  y  de  las  rentas  de  ellos,  haciendo  en  una  memoria  teetamenta- 
ria,  otorgada  en  el  mismo  día,  algunos  otros  legados,  y  reconociendo  y 
confirmando  pendones  que  tenía  sefialadas  á  varias  personas: 

Que  fallecidos  los  albaceas  nombrados  en  d  testamento  y  los  herede- 
ros  usufructuarios,  el  Alcalde  y  Síndico  del  Ayuntamiento  de  Toro,  ddú- 
demente  autorisadoe  por  la  Corporación  de  que  formaban  parte,  compaie- 
deron  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hoepido  (hoy 
del  Norte)  de  esta  corte,  solicitando  que  en  el  acto  de  jurisdicción  vdnn- 
taria  se  le  autorizara  para  cumplir  el  testamento  en  la  parte  referente  á  la 
venta  de  bienes,  etc.: 

Que  comunicada  esta  peticióu  al  Ministerio  fiscal,  manifestó  éste,  que- 
BO  habiendo  sido  llamado  expresamente  el  Ayuntamiento  de  Toro  en  d 
testamento  cuyo  cumplimiento  solicitaba,  y  podiendo  interesar  el  aeoato 
A  la  Administradón,  se  abstenía  de  emitir  dictamen  sobre  el  fondo  dd 
asunto^  hasta  tanto  que  recibiera  instrucciones  de  la  Asesoría  generd  dd 
Ministerio  de  Hadenda: 

Que  recibidas  las  instrucciones  solicitadas,  presentó  el  Fiscal  eeerüo^ 
exponiendo:  que  las  dedaradones  de  derecho,  la  división  y  adjudicadón 
de  bienes,  y  de  todo  lo  relativo  á  la  voluntad  del  testador,  eran  ajenos  A 
los  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  debiendo  seguir  los  tHUnites  dd  jd* 
do  universal  de  testamentaría;  que  debía  ser  necesario  por  el  interés  que 
tenia  el  Estado  en  el  aaunto,  y  por  el  que  tenían  también  fundaciones  y 
Establecimientos  de  beneficencia  que  estaban  equiparados  A  los  menoresr 

Que  comunicado  este  dictamen  ál  Alcalde  y  Síndico  del  Ajrnntamiento 
de  Toro,  se  allanaron  A  la  pretensión  del  ndsmo,  dempre  que  la  insiiue- 
don  del  juldo  no  entorpeciera  la  fundación,  y  se  les  nombrase  dbaeeae 
dativos,  sin  perjoido  de  abrir  la  pieza  separada  de  testamentaría: 

Que  el  Juagado  accedió  A  esta  pretendón,  y  nombró  albaceas  de  Don 
Manuel  QonaAleí  Allende,  al  Alcalde  y  Síndico  dd  Ayuntamiento  deToro^ 
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•1  efeeto  de  eamplir  el  teetomeiito  en  la  parte  referente  á  la  fandadón  de 
iae  Beeoelae  y  reaüíadóB  d«  loe  bienee  qae  deiigoó  para  so  dotación,  j 
■o  oponiéndoee  á  ello  el  que  ee  promoviera  el  Juicio  neeemrio  de  teeta- 
mentaría,  mandó  qoe  ee  remitiera  teetimonio  de  lo  neceeario  para  en  in- 
coaeeión  al  repartimiento  de  aeontoe  civilee: 

Qae  el  Minieterio  fieeal  ee  opoeo  A  eau  providencia,  y  el  J^oigado,  acce- 
diendo A  la  repodción  pretendida  por  aqoél,  dejó  ein  efecto  el  nombra- 
miento de  albaeeae  y  mandó  paear  el  expediente  al  repartimiento,  para 
^ae  ee  deeignara  el  Joii^mIo  qne  habla  de  conocer  del  jnido  neceeario  de 
teetamentarfa: 

Qae  heelio  el  repartimiento,  cbrreepondió  el  conocimiento  de  dicho 
jnldo  al  JoBgado  del  Hoapicio,  el  ceal  mandó  paear  el  expediente  al  Mi- 
aieterio  fleoal  para  qae  promovieee  el  jaldo  necesario  de  teetamentaria, 
qoien  eracoó  la  aodienda,  reeervándoee  exponer  lo  qae  conaideraee  coa- 
Teniente,  laego  qae  redbiera  inetmcdonea  de  la  Direcdón  general  de  lo 
Oontiondoeo: 

Que  en  S8  de  Diciembre  de  1887,  la  Dirección  general  de  iBetrnedón 
pública  manifeetó  A  la  de  lo  Gontencioeo  del  Eetado  qne  había  motivoe 
•«fldentee  para  creer  qae  al  fallecimiento  de  D.  Manoel  Gonsáles  Allende 
•e  hideraa  iae  operaoionee  de  teetamentarla,  y  qae  mientras  no  ee  taviera 
la  eegoridad  de  qoe  no  había  eneedido  aeí,  no  procedía  incoar  el  jaicio  de 
teetamentaria,  debiendo,  por  tanto,  dirigiree  Iae  gestiones  del  Ministerio 
Hscal  A  averigaar  si  se  practicaron  al  falledmiento  del  teetador  las  opera- 
ciones teetamentarias;  y  qae  como  la  f  ondadón  de  lee  Eecoelas  correspon- 
día, como  todo  lo  refente  A  lostrocdón  pública,  A  aqod  de partamento, 
dabaórdenee  A  la  Janta  provindal  de  lostracción  pública  de  Zamora  para 
qae  ee  incaataae  de  los  bienee  y  nombrase  pereona  de  reeponsabilidad  qae 
los  administrara  y  rindiera  caenta  trimestral  de  sas  productos,  consignan- 
do Astoe  en  la  Osja  de  Depódtos  hasta  qne  terminase  el  expediente: 

Qae  el  Minieterio  fieeal  propúsola  prAotica  de  diligencias  encaminadas 
á  complir  las  instrncciones  recibidas,  acordando  el  Joagado,  de  confornd- 
dad  con  tal  pretendón,  y  habiendo  tenido  conodmiento  el  Ministerio  de 
la  Gobemadón  de  lo  acordado  por  la"^  Direcdón  general  de  iDStracción 
pública,  ssí  como  de  ana  Real  orden  dictada  por  el  Ministerio  de  Fomen- 
to, ordenando  A  la  Dipotación  provindal  de  Zamora  qae  ceeaee  ea  ene 
gestienee  para  inóantarse  de  loe  bienes  de  la  teetamentaria,  y  redbida  ana 
•olidtnd  del  Alcalde  de  Toro,  en  la  qne  pi^stendía  se  encomendase  A  la 
Jonta  aninidpal  de  Beneflcenda  el  cuidado  de  loe  bienes  y  la  realisadón 
de  la  voluntad  del  fundador,  ee  dictó  por  dicho  Minieterio  la  Real  orden 
de  16  de  Julio  de  1852,  en  la  qae  ee  dispuso  qae  ee  remitiera  el  expedien- 
te A  informe  de  laa  Secciones  de  Gobemadón  y  Fomento  y  Estado  y  Gra- 
da y  Justida  del  Coneejo  de  Estado,  y  se  encargaee  A  las  Juntas  de  Bene- 
flcenda de  Madrid  y  Zamora  la  administración  de  los  bienes  existentes 
en  esta  capital  y  en  aquella  provioda,  exigiendo  A  los  Administradores 
de  dios  la  rendidóo  de  cuentas  y  la  entrega  de  las  rentae  para  ponerlas  A 
diepoeidón  del  Josgado  que  en  su  día  entendiera  de  la  teetamentaria: 

Qae  al  tener  noticia  d  Minieterio  de  Fomento  de  la  anterior  reeolu- 
don,  dictó  A  su  vea  la  Real  orden  de  6  de  Octubre  de  1882,  en  la  que  des- 
puóe  de  declarar  que  únicamente  A  Al  competía  la  creadón  de  las  Escuelas, 
por  eondderarae  Aetas  como  publicar,  que  el  cuidado  y  vigilancia  de  las 
mismas  eran  de  so  incumbencia;  y  de  manifeetar  su  propósito  de  conenl- 
tar  al  Coneejo  de  Estado  en  pleno  d  para  el  cumplimiento  de  la  voluntad 
del  teetador  era  neceeario  el  nombramiento  de  albaeeae  dativos,  ó  podía  el 
miamo  Estado,  como  heiedero,  proceder  A  la  enajenadón  de  loe  bienes  y 
A  la  fundación  de  las  Escuelas,  dispuso  que  insistiera  la  Junta  de  Instruc- 
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ción  pública  de  Zamora  en  inoaatarte  de  loe  bieoee  de  la  fondadóB;  qat 
ae  dieran  iaetraocionee  al  Miaiaterio  fleoal  para  qoe^  eoapendieodo  toda 
acción  inmediata,  ee  limitaee  á  pedir  al  Josgado  qne  adoptara  lae  diepori- 
cionee  neceeariaa  para  qne  no  pudieran  enajeaaree  loa  bienee  de  la  loada- 
ción;  y  que  ae  pidiera  al  Miniaterio  de  la  Gobernación  qne  le  iraaladaaela 
Beal  orden  antea  citada  de  16  de  Jnlio  de  aquel  afio,  para  poder  dictar,  de 
común  acuerdo,  una  reaolnclón  flnal  en  el  aaonto: 

Que  remitido  el  expediente  á  laa  Secciooee  de  Gobernación  y  Fomente 
y  Eatado  y  Gracia  y  Joatícia  del  Gonaejo  de  Eatado,  éataa  emitieron  dicta- 
men en  16  de  Febrero  de  1883,  de  conformidad  con  el  cnal  ae  dictó  peral 
Miniaterio  de  la  Gobernación  la  Beal  'de  18  de  Majo  aigoiente^  en  la  que, 
reconociendo  la  neceaidad  de  inatmir  el  juicio  de  teatamentaria,  enteoÑÜÓ 
qne  ínterin  no  ae  fondaaen  laa  fiacnelaa,  la  herencia  conatituía  ua  coa- 
janto  de  bienee  deatinadoa  á  an  objeto  beaóico  no  regniariaado;  que  coa 
arreglo  al  art  6.o  de  la  loátrocción  de  27  da  Abril  de  187IÍ,  queiadafa 
entre  loa  Eatablecimientoa  de  Beneficencia  laa  Eacuelaa,  Oolegioa,  fioapi- 
talea,  etc.,  y  al  9.^,  que  confía  al  Miniaterio  de  la  Gobernación  el<efeteicio 
del  aupremo  protectorado  de  la  beneficencia,  qne  á  tenor  del  ari  8.^,oesi- 
prende  laa  facnitadea  necevtriaa,  para  qne  aea  cumplida  la  voloatad  dal 
teetador,  en  cnanto  afecte  á  colectividadea  indeterminadaa,  ae  reaolfió 
qne  correepondía  el  conocimiento  del  aaonto  al  Miniaterio  de  la  Ctobaroa- 
ción,  el  cnal  debía  dar  ana  inatrnocionea  al  Abogado  y  Prococador  de  Be- 
neficencia y  al  Flaca!  para  que  entablaaen  el  juicio  de  teatamentaría,  7 
diapnao  ae  comuoicaae  eata  reaolnclón  y  la  de  16  de  Julio  anterior  al  Mi- 
niaterio de  Fomento,  á  fin  de  qne  maoifeataae  en  conformidad  con  lo  10* 
auelto,  y  en  caao  negativo,  ae  jremitiera  el  aaonto  en  conaolta  al  OooMJo 
de  Eatado  en  pleno,  pata  que  ae.  decidiera  el  conflicto  con  arreglo  á  le  pñ* 
▼enido  en  la  ley: 

Que  el  Fiacal  de  8.  M.  en  la  Andiencia  de  Bladrid,  preaentó  eaerito  al 
Juagado  oon  fecha  10  de  Enero  de  1884,  para  cumplir  la  Beal  orden  dai 
Miniaterio  de  Fomento  de  6  de  Octubre  de  1882,  pidiendo  la  práctica  di 
dertaa  diligenciaa,  qne  fueron  acordadaa  por  el  Juagado  en  proTidenda 
de  1.0  de  Marso  aigniente,  mandándoae  que  ae  practicaran  en  otra  de  SO 
de  Abril  del  miamo  afio;  y  en  28  de  Mayo  eiguiente,  el  Juea  dictó  deefldo, 
en  el  que,  ooneiderando  que  la  neceeidad  de  abrir  el  juicio  de  teatameota- 
ría  cataba  reconocida  por  el  Promotor  fiacal,  y  que  aparte  de  ello,  en  di- 
cho juicio  ae  pondría  de  manifieato  ai  ae  habían  cumplido  loa  legadoa  día- 
pneetoa  en  el  teatamento,  mandó  abrir  el  juicio  neceaario  de  teatamenta- 
ría;  tuvo  por  parte  en  el  miamo  al  Miniaterio  fiecal  en  repreeentaeióa  da 
loa  intereaea  del  Eetado,  y  en  el  de  loa  menorea  y  auaentea;  iñaadó  fljv 
edictoa;  decretó  la  intervención  del  caudal;  nombró  Adminiatrador  jodi- 
cial,  y  ordenó  todo  lo  neceeario  con  arreglo  á  la  ley  para  la  prevendóa  dal 
juicio: 

Que  en  cumplimiento  del  auto  anterior,  ae  mandaron  entregar  loa  bia- 
nea  de  la  teatamentaría  al  Adminiatrador  judicial,  reallaándoee  dicha  en- 
trega, en  cuanto  á  loa  que  radicabais  en  Madrid,  por  el  Adminiatrador  qoa 
f  uó  de  la  heredera  uanf  ructoaria,  y  que  había  aido  confirmado  en  au  cargo 
por  la  Diputación  provincial  de  Zamora  y  el  Ayuntamiento  de  Toro,  á  loa 
cualea  había  dado  cuenta  de  laa  rentaa: 

Que  dirigido  exhorto  ai  Juagado  de  primera  inatancla  de  Toro  para 
qne  reconocieee  como  Adminiatrador  de  laa  fiacaa  de  la  teatamentaría  al 
nombrado  judicialmente,  ae  le  dio  poeeaión  de  ellaa  por  el  Juagado,  ra- 
quiriendo  á  loa  colonoa  para  que  le  reconocieran  por  tal  Adminiatrador  y 
le  pagaaen  laa  rentaa;  deepuéa  de  lo  cual,  el  Gobernador  de  la  proviacia 
de  Zamora  ordenó  al  Alcalde  de  Villalube,  en  cuyo  término  9iixi  eita  la 
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loa  albaceas,  la  fundación  etiaba  confiada  al  protectorado,  tiendo  compe- 
tentes loe  Tribanalee  tan  sólo  en  el  caso  de  que  las  cláosalas  de  la  íanda- 
clon  revistieran  ezciasivamente  carácter  familiar;  y  en  qne  siendo  inda- 
dable  la  competencia  del  protectorado  para  hacer  la  fondaciótti  era  tam 
~ '    I  la  qae  tonía  para  administrar: 

ftae  el  Joes  oyó  al  Ministerio  fiscal,  el  cnal  creyó  necesario  conocer 
riamento  la  escritora  de  8  de  Marso  de  1848,  y  recibir  instrncdonei 
a  Dirección  general  de  lo  Oontencioeo,  por  lo  qae  solicitó  del  Josgsdo 
suspendiera  todo  procedimiento  en  la  competencia  hasta  tanto  que 
hiera  las  instrucciones  pedidas  y  se  tuviera  conocimiento  de  la  escri- 
k  citada: 

^ae  el  Jues  dicto  auto,  en  el  que,  considerando  que  los  recursos  ds 
ja  y  las  competencias  tienen  el  mismo  objeto  y  se  lesoeWen  por  la 
ma  Autoridad,  y  que  cuando  se  derivan  del  mismo  asunto,  no  Usne 
)to  la  sostaociación  simultánea  de  ambos,  pndiendo  y  debiendo  esli* 
se  iucompatible  la  existoncia  del  uno  con  la  del  otro;  en  que  habióodo- 
lecho  oso  de  los  dos  á  un  tiempo,  procedía  suspender  la  tramitación  del 
I  moderno,  que  era  la  competencia;  en  que  estas  apreciaciones  toiUan 
ipoyo  en  el  Real  decreto  de  10  de  Üioiembre  de  1881,  y  que  de  sstti' 
trinas  se  deducía  la  consecuencia  de  que  ambas  Aotpridades  sospen 
a  sus  funciones,  ínterin  recaía  resolución  en  el  cpnfiicto  jurísdiccioiial, 
idó  que  se  suspendiera  la  tramitación  del  incidente  de  competencia: 
f>endió  proveer  á  las  peticiones  del  Fiscal,  y  lo  poso  en  conocimieiito 
Gobernador,  remitiéndole  testimonio  literal  del  anto  en  quess  adopta- 
estas  resoluciones: 

Que  el  Fiscal  y  el  Administrador  indicia!  pidieron  reposición  del  citado 
:>,  y  el  Juz^tAo  accedió  á  ella,  mandando  qué  «e  trajera  á  los  dichoa 
M  testimonio  de  la  escritura  de  4  de  Marso  de  1848: 
Que  habiendo  solicltedo  el  Administrador  judicial  con  fecha  4  de  Oe- 
re  de  1884  que  se  le  autorizase  para  vender  en  pública  subasto  878  la 
as  de  triKo,  procedentes  de  rentas  que  le  habían  sido  entregadas  por 
Ldministrador  subalterno  que  tenía  en  la  ciudad  de  Toro  la  Jootada 
leficencia  de  Zamora,  y  conformándose  el  Fiscal  con  ^ta  petídóa,  el 
■  que  había  recibido  el  oficio  de  requerimiento  dictó  providencia  man- 
ido que  quedasen  los  autos  sobre  la  mesa  del  Jutgado  para  acordar  la 
I  procediera,  lo  cual  dio  motivo  á  que  el  Administrador  judicial  preaea* 
)  escrito  manifestondo  que  la  suspensión  de  procedimiento  que  llevaba 
sigo  la  provocación  de  la  competencia  debía  sólo  alcaosar  d  ramo  da 
«mentaría,  pero  no  á  la  piesa  de  Administraciós,  por  los  perjuicios  qoa 
;K>dían  seguir,  con  viste  de  lo  coal  el  Jnei  dicto  nuevo  auto  mandando 
ceder  á  la  vente  del  indicado  fruto: 

Que  librado  testimonio  de  la  escritura  de  8  de  Marso  de  1848  por  el 
tario  de  este  corte  D.  £  luardo  Hermenegildo  Hernandos  en  6  de  Di- 
mbre  de  1886,  se  mandaron  pasar  los  autos  en  7  de  Enero  de  1887  al 
cal  municipal  para  que  expusiera  acerca  de  la  competencia,  y  dicho 
icionario  emitió  dictamen  en  sentido  de  que  se  sobreyera  en  el  Juicio 
testementería  por  ester  practicadas  todas  las  operaciones  de  la  soce* 
D  de  D.  Manuel  Gonsáles  Allende,  y  que  se  pasara  el  expediente  ai 
ogado  del  Eatado: 

Que  el  Juagado  dio  audiencia  al  Abogado  del  Estedo,  el  cual  pidió  tM- 
iodío  de  ciertos  particulares  para  que  pudiese  darle  instrucciones  la  Di* 
ción  general  de  lo  Contencioso;  y  acordado  así,  presento  escrito,  de 
iformidad  con  lo  propuesto  por  el  Ministerio  fiscal: 
Que  el  Jues,  sin  llenar  ciertos  requisitos  de  forma,  dicto  auto  decláren- 
le competente,  y  comunicado  al  Gobernador,  ésto,  de  acaerdo  con  la 
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'Comltión  provincial,  insistió  en  00  requerimiento,  elevándoee  Ue  aetaftclo- 
nee  á-ia  Freeidencia  de  mi  Consejo  de  Ministrot,  y  por  Real  decreto  de  32 
de  Enero  de  1890,  ee  declaró  qae  el  recurso  de  qaeja  interpneeto  por  la  Aa* 
diraicia  de  Madrid  contra  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Zamora  aólo 
podía  examinarse  en  en  caso,  nna  ves  decidida  la  competencia  qae  snscitó 
el  Gobernador  de  dicba  provincia  al  Jnsgado  del  Hospicio  de  esta  corte,  7 
,qne  esta  competencia  estaba  mal  formada;  qae  no  había  lagar  á  decidirla, 
7  lo  acordado: 

Qoe  subsanados  les  defectos  notados,  el  Juez  volvió  á  dictar  auto  de- 
clarándose competente,  alegando:  que  era  de  la  competencia  de  la  jurisdic- 
ción ordinaria  el  conocimiento  de  los  negocios  civiles,  conforme  al  art  51 
de  la  ley  de  Eojuiciamiento  civil;  que  al  decretarse  el  juicio  necesario  de 
testamentaría  de  D.  Manuel  Gonsáles  Allende,  se  tuvo  por  objeto  averi- 
guar si  estaba  ó  no  cumplida  la  voluntad  del  mismo,  ó,  en  caso  contrario, 
fameer  que  se  cumpliera  totalmente,  y  con  la  brevedad  posible,  asegurando 
por  este  medio  el  producto  de  las  flacas,  que  hasta  aquella  fecha  se  ig- 
noraba en  poder  de  quién  se  hallasen,  y  poniéndolos  en  administración,  de 
conformidad  con  lo  prevenido  en  el  art.  124  de  la  ley  de  Eojuiciamiento 
civil,  hasta  tanto  que  la  expresada  voluntad  quedase  cumplida,  obligación 
á  que  hubieran  atendido  los  testamentarios  por  sí,  á  no  haber  ocurrido  sa 
iallecimienio,  sin  la  intervención  del  estado  más  que  en  cuanto  á  la  exacta 
cuenta  y  entrega  de  los  productos  de  los  bienes  hereditarios  para  los  fines 
benéficos  sefialados  por  el  testador,  que  por  la  mencionada  escritura  apa- 
recía de  un  modo  explicito,  que  los  albaces  se  reservaron,  no  sólo  los  títa- 
los  de  propiedad,  sino  también  la  alta  inspecición  sobre  el  buen  u^  que 
los  herederos  usofructuarios  hicieran  de  las  fincas,  á  fin  de  que  no  sofrie- 
ran depreciación  llegado  el  día  de  venderlas,  y  continuar  cumpliendo  la 
yolantad  del  testador  en  la  forma  que  permitieran  las  leyes,  y  su  pruden- 
cia y  circunstancias  les  dictasen  como  más  oportuna  y  adecuadas  á  tan 
loables  objetos,  según  textualmente  lo  expresaron  en  dicha  escritura;  que 
por  la  misma  y  en  virtud  de  la  entrega  de  bienes  á  los  herederos  usufrus- 
toarlos,  no  podía  darse  por  terminada  la  testamentaría,  ni  concluida  la  mi- 
sión de  los  albaceas,  puesto  que  dejaron  de  cumplir  lo  esencial  del  testa- 
mento de  Gonsáles  AJlende,  oue  era  la  de  vender  todas  las  fincas  de  éste 
•1  fallecimiento  de  los  herederos  usufructuarios,  y  con  su  importe  eonsti- 
toir  un  capital  en  valores  reditoables  del  Estado^  para  con  él  atender  al 
sostenimiento  de  tres  Escuelas  en  la  ciudad  de  Toro,  y  si  hubiese  residuo, 
aplicarlo  para  la  asistencia  y  curación  de  los  enfennos  del  Hospital  de  di- 
cha ciudad  y  el  de  Villalube;  que  m>  era  aplicable  al  caso  la  instrucción 
para  el  ejercicio  del  protectorado  de  la  beneficencia,  invocada  por  el  Go- 
bernador, toda  ves  que  el  testador  lo  que  fundó  fueron  tres  Escuelas,  y, 
por  lo  tanto,  esta  fundación  se  encuentra  confiada  al  Ministro  de  Fomento, 
como  Jefe  de  la  instrución  pública;  que  con  arreglo  á  nuestras  leyes  pa- 
trias, las  mismas  facultades  que  por  ellas  se  conceden  á  los  albaceas  tes- 
tamentarios han  de  entenderse  igualmente  concedidas  á  los  legítimos  ó 
dativos,  cuando  aquéllos  hubieren  fallecido  ó  no  quieran  ó  no  pueden  cum- 
plir la  voluntad  del  testador;  que  el  cargo  de  albacea  testamentario,  como 
persooalítimo  y  de  confiansa,  no  puede  transferirse  á  otra  persona,  si  el 
testador  no  concedió  expresamente  esa  facultad,  y  que  cuando  faltaren 
todos  los  designados  por  el  mismo,  corresponde  al  Juez  de  primera  ins- 
tancia el  nombramiento  de  albacea  dativo,  para  llevar  á  puntual  cumpli- 
miento la  voluntad  del  finado;  que  la  declaración  del  derecho  sobre  bienes 
7  su  adjudicación  de  cualquiera  fundación  que  deba  distribuirse,  bien  en- 
tre los  parientes  llamados  por  el  fundador,  ó  bien  por  ministerio  de  la  ley, 
es  atribocióa  propia  de  los  Tribunales  de  justicia,  y,  por  lo  tanto,  incam- 
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bfa  si  Jatgrado,  con  la  iDtervención  del  MinÍBterio  flecal,  el  nombramienUh 
de  albacea  dativo,  y  hacer  que  te  llevase  á  cumplido  efecto  la  fandtciói» 
piadosa  hecha  por  Allende,  aun  no  realizada  por  el  fallecimiento  de  tnt 
albaceas  teaudaentarios;  que  bastaba  la  simple  lectnra  del  testamento  y 
memoria  testamentarfa  de  Oonzáles  Allende,  para  ver  qne  la  voluntad  áú 
mismo  fné  qne  sns  albaceas,  llegado  el  caso,  fueran  los  qne  procedieran! 
convertir  las  fincas  qne  formaban  el  caudal  relicto  en  valores  reditnables* 
del  Estado,  aplicando  sus  rentas  al  sostenimiento  de  las  Escuelas  y  demái 
que  determinaba,  y  mientras  dichos  albaceas,  ó  en  su  ¿aso  los  dativos 
nombrados  por  el  Juzgado,  no  cumplieran  aquella  volsntad,  no  podía  in- 
tervenir la  Autoridad  administratíya: 

Que  apelado  el  auto  anterior  por  el  Abogado  del  Estado,  fué  conñt- 
mmdo  por  sos  miemos  fundamentos  por  la  Sala  respectiva  de  la  Audiencia 
del  territorio: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  la  Comisión  provincial,  indatió  en 
sü  requerimiento,  resultando  de  lo  expuesto  el  presente  conflicto,  qne  fas 
seguido  sus  trámites. 

Visto  el  art.  5.o  de  la  instrucción  de  27  de  Abril  de  1875,  según  el  cual 
las  instituciones  de  beneficencia  son  establecimientos  ó  asociadoDes  per- 
manentes, destinados  á  la  satisfacción  de  necesidades  intelectuales  ó  fifi* 
cas,  como  Casas  de  Maternidad,  Escuelas,  Colegios,  Hospitales,  Póaitoi,. 
Montes  de  Piedad,  Cajas  de  Ahorros  y  otros  análogos,  ó  fundacionea  ain 
aquel  carácter  de  permianencia,  aunque  con  destino  semejante,  copocldoa^ 
oomdnmente  con  los  nombres  de  Patronatos,  Memorias,  Legados,  Óbru  7 
Cansas  Pías: 

Visto  el  art.  7.^  de  la  propia  instrucción,  que  dispone  corresponde  al 
Gobierno  el  protectorado  de  todas  las  instituciones  de  Beneficencia  qtie^ 
afecten  á  colectividades  indeterminadas,  y  que  por  esto  necesiten  de  tal 
representación: 

Visto  el  apartado  3.<>  del  art  8.o  de  la  citada  instrucción,  que  entre  las 
facnltades  atribuidas  al  protectorado,  se  dispone  que  en  los  establedmien- 
tos  públicos  la  acción  del  Gobierno  no  tendrá  otras  limitaciones  que  laa 
impuestas  por  las  leyes: 

Visto  el  art.  ^.o  de  la  misma  instrucción,  que  determina  qne  el  ejerd- 
eio  del  protectorado  continúa  confiado  al  Ministro  de  la  GoberDadóo, 
quien  lo  desempefiará  por  si,  por  la  Dirección  general  de  Beneficencia,  Sa- 
nidad y  Establecimientos  penales,  y  por  los  Gobernadores  de  provincaa: 

Visto  el  art.  l.o  de  la  ley  de  l.o  de  Mayo  de  1866,  qne  declara  en  estado 
de  renta,  con  arreglo  á  las  nrescri pelones  de  la  misma  ley,  entre  otros 
bienes,  los  pertenecientes  á  la  Beneficencia  y  á  la  Instrucción  pública: 
Considerando: 

l.o  Que  la  sucesión  y  herencia  de  D.  Manuel  González  Allende,  entre 
las  cuales  se  contaban  las  fundaciones  piadosas  sobre  que  versa  la  compe- 
tencia de  que  se  trata,  tuvieron  á  su  debido  tiempo  lecal  realizacióo,  me- 
diante el  correspondiente  juicio  de  testamentaria,  en  el  que  intervinieroo,. 
hasta  ponerle  término,  los  albaceas  testamentarios  nombrados  por  dicho 
.González  Allende  en  su  última  voluntad: 

9.0  Que  el  usufructo  en  que  quedaron  los  bienes  afectos  á  Iss  referidaa 
fundaciones  en  nada  pudo  alterar  el  derecho  de  propiedad  que  á  laa  mil- 
mas  correspondía,  como  heredero  testamentario  de  D.  Manuel  González 
Allende,  y  desde  la  muerte  de  éste,  en  qne  su  herencia  quedó  establecida 
de  hecho  y  de  derecho: 

8.0  Que  terminado  el  usufructo  de  los  bienes  de  Iss  fundaciones  de 
González  Allende,  deberla  entregarse  á  éstas'en  su  legítima  representar 
ción  tales  bienes,  como  propietario  de  ellos,  según  el  precepto  de  nuestro 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


■nOLUOIOtfXt  BBL  TUBÜITAL  CC^IITXlICIOSO-ADlfniIBTSATnrO       80^ 

dertebo  patrio,  conslgoado  hoy  en  el  art.  623  del  Código  civil,  ain  qne  la 
eitconatatrcia  de  traer  que  recibirloa  eonvertidoe  e&  títaloa  de  la  Deoda 
pública  y  haber  muerto  el  último  albacea  que,  según  la  volnntad  del  tea- 
tador,  debería  llevar  á  cabo  la  venta  dé  loa  bienes  raicea  y  en  convereión 
en  la  forma  mencionada,  altere  el  estado  de  derecho  creado  por  la  soee< 
•ion  y  herencia  de  Gonzálea  Allende,  desde  qne  foeron  legalmente  reali- 
Badas  en  la  manera  antea  dicha,  poea  si  bien  el  derecho  de  las  menciona- 
das íundacionea,  como  peisotias  jurídicas  para  adquirir  y  poseer  bienes, 
es  indudable,  no  lo  es  menos  que,  según  la  ley  de  Desamor  ti  sacióú  de  l.o^ 
de  Mayo  áé  1885,  esos  bienes  deben  venderse  por  él  Estado;  confor- 
mándose de  esta  suerte  la  voluntad  del  teatador  con  laa  prescripcionea 
de  la  ley,  y  ain  que  la  muerte  del  último  albacea  testamentario  impli- 
que en  manera  alguna  la  necesidad  de  renovar  un  juicio  hace  tiempo 
completamente  terminado,  ni  de  que  intervenga  para  nada  la  Autori- 
dad judicial,  tratando  de  suplir  una  falta  que  el  derecho  común  ha  su- 
plido basta  aquí,  consignándose  ya  el  principio  en  el  art.  011  del  mencio- 
nado Código  civil  con  el  heredero  qne,  en  el  presente  caso,  lo  constituyen 
laa  fundadonea,  representadaa  legítimamente  por  el  Estado,  al  cual,  en  vir- 
tud del  protectorado  que  las  leyes  le  atribuyen,  le  compete  hacer  que  la 
voluntad  del  testador  ae  cumpla,  empleando  para  ello  ana  medios  propios 
de  acción  en  la  esfera  gubernamental  y  administrativa  en  que  se  desen- 
Toelvé  y  funciona. 

Conformándome  e6n  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  ple> 
ao,  etc.;  vengo  en  decidir  esta  i^mpetétocia  á  favor  de  la  Adminiatración. 

Dado  en  Palacio  á  98  de  Marso  de  1802. -María  Cristina.— El  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Oánovaa  del  Castillo.— (Publica 
da  en  la  Qactta  de  28  de  Marco  de  1892'.) 
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Competencia  (28  de  Marao  de  1892).--7H6ifn<ilM  ConeenoJMe-adNnnia- 
frofiaof.  ReeHtÉ09  de  ato<la.— 8e  declara  que  no  ha  debido  suscitarse  la 
promovida  entre  el  Gobernador  civil  de  Cádis  y  el  Tribunal  Contencioao- 
adminietrativo  de  dicha  provincia,  y  se  establece: 

1.0  Que  lo  miimó  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888,  que  el  B^gkxmentO' 
Oetado  para  tu  e^lieacián,  ettabtecen  recur$o$  á  fin  de  que  Un  Tribunales 
Contencioso  odminiettaHvoi  no  invadan  atribucionee,  ya  de  la  Adminietraeián^ 
activa,  ya  de  loe  Tribunalei  de  justicia; 

Y  2,o  Qti«  la  Administración  aetioa  tiene  medios,  con  afreglo  4  la  ley,  d& 
impedir  que  el  Trihunal  de  h  Oontendoso  administrativo  dicte  sentencia  en  el 
asunto  de  que  ee  trata,  pero  iin  apelar  á  un  recurso  qws  no  se  halla  estable- 
cido en  la  ley. 

En  el  expediente  y  autoa  de  competencia  promovida  entre  el  Gober- 
nador civil  de  Cádiz  y  el  Tribunal  Contencioso  adminiatrativo  de  dichS' 
provincia,  de  loa  cuales  resulta: 

Que  D.  Enrique  Guadix  y  Ríos  interpuso  recurso  contencioso  ante  el 
referido  Tribunal,  fundándoae  en  los  siguientes  hechos:  que  el  Ayunta- 
miento de  Cádis  había  acordado  en  26  de  Marso  de  1886  encomendar  in- 
terinamente el  servicio  del  análisis  micrográfico  y  qoimico  á  los  lat)orato- 
rioa  particulares  de  la  localidad;  que  D.  CeleaUno  Párraga  y  D.  Serafín 
Jordán,  duefioa  de  loa  únicos  laboratorios  particularea  que  existen  en  Cá- 
^&My  hideroii  propodcionea  para  quedarse  con  dicho  servicio,  y  aeeptadaa 
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por  1a  Municipalidad,  empesó  á  oampHrae  el  oontMiio»  sin  otorgar  etori* 
tara,  prestándote  el  aervicio  deade  1886  haeta  1890  con  la  miaina  oondi: 
ción  de  interinidad,  habiendo  aacedido  á  D.  Oelestino  Párraga,  D.  Loit 
Hohr,  y  á  éste  el  recurrente,  7  habiéndote  ettableddo  un  afio  para  el  pre- 
vio ayito  á  la  terminación  del  contrato;  qoe  á  inttanelaa  de  D.  Boriqoe 
<jraadix  te  había  formalisado  el  otorgamiento  de  etcritura  en  14  de  Jiúio 
de  1890;  qne  á  lot  dot  díat  del  otorgamiento  de  la  eacritora,  D.  S  inardo 
Cbavarri  te  había  aliado  contra  el  acuerdo  de  contrato  del  tervido  de  qot 
viene  haciéndote  mérito,  y  el  Ayuntamiento  había  tomado  dot  aootrdot 
contradictoriot:  uno  en  29  de  Agotto  de  1890,  acordando  la  retcitión  del 
contrato,  previo  el  avito  eatablecido  en  la  etcritura,  y  otro  en  8  de  Sep- 
tiembre suprimiendo  el  tervlcio  en  lot  pretopuettot  por  economía;  que  ei 
recurrente  te  alzó  de  lot  referidot  acoerdot,  y  que  el  Gobernador  de  la 
provincia,  en  18  de  Marso  del  afio  petado,  hab^a  declarado  nulo  el  coa- 
trato  celebrado  entre  el  Ayuntamiento  y  D.  Serafín  Jordán  y  el  recorrea* 
te,  de  acuerdo  coa  la  Comiaión  provincial;  D.  Enriqoe  Goadix  alegaba  lot 
fundamentos  de  derecho  que  ettimaba  oportanoa,  y  aoompafiaba  tetUmo- 
nio  de  la  etcritura  del  contrato,  de  varice  acuerdos  del  Ayuntamieolo,  y 
ademát  el  acuerdo  del  Gobernador  declarando  nulo  el  referido  oontratOi 
ooncluyendo  la  demanda  con  la  tolicitnd  de  que  en  definitiva  se  dedaraia 
válido  y  tubtittente  el  contrato  celebrado  por  la  Manicipalidad  y  el  de- 
mandante y  D.  Serafín  Jordán,  para  que  en  tu  laboratorio  te  practicasea 
lot  análi^  químico  y  micrográfico  de  las  sustancias  alimenticisa,  y  tin 
efecto  las  resoluciones  del  Gobernador,  que  estimó  aqoél  nulas,  acorado 
^ue  sólo  puede  terminar  previo  el  aviso  por  plaios  de  nn  afio  que  Is  et 
critura  establece,  así  como  q^  se  indemniíara  del  tiempo  por  el  qoett 
han  soapendido  indebidamente  los  efectos  del  contrato,  con  la  correspon- 
diente condena  de  costas  á  la  Autoridad  que  ha  dictado  la  resolución  con- 
tra la  que  se  interpone  la  demanda: 

Que  el  Tribunal  acordó  qoe  se  emplazase  al  Preaidente  del  Ayonta- 
miento  de  Cádis  para  que  contestara  ta  demanda,  y  personado  el  Ayunta- 
miento, solicitó  que  se  dejara  sin  efecto  el  referido  emplaaamiento,  toda 
vea  qne  la  demanda  no  iba  dirigida  ni  contra  el  Alcalde  ni  ^ntra  la  Oor- 
poráción  municipal,  no  estando,  por  consiguiente,  obligados  á  conttt- 
tarla: 

Que  D.  Enrique  Guadiz  y  Ríot  manifestó  qne,  en  efecto,  el  juicio  no 
se  había  entablado  contra  el  Ayuntamiento;  qoe  no  era  el  recurrente  res- 
ponsable de  la  citación  que  á  la  Oorporación  municipal  ae  había  hecho,  y 
aolicitó  qne  te  emplazara  á  la  Autoridad  qne  había  dictado  la  resoludóa- 
reclamada,  ó  sea  el  Gobernador  de  la  provincia: 

Que  el  Tribunal  dictó  nn  auto  dejando  sin  efecto  la  providencia  en  qne 
«e  mandó  emplazar  al  Alcalde,  acordando  que  se  emplazara  al  Gobernador 
de  la  provincia,  el  cual,  después  de  firmar  ana  notificación,  dirigió  una 
<;omuDÍcación  al  Tribunal,  manifestándole  qoe  no  aceptaba  como  legal  y 
obligatorio  el  emplazamiento  qne  se  le  había  hecho  para  que  contestara  á 
la  demanda,  porque  coooo  Ctobernador  no  podía  ser  empUsado  ni  deman- 
dado en  el  territorio  de  su  mando,  puesto  que  de  sus  actot  podía  conocsr 
el  Tribunal  Supremo  ó  el  Ministerio  de  la  Gobernación,  alegando  ademát 
otras  consideraciones: 

Que  el  Gobernador  elevó  ona  consulta  á  la  Pnesidencia  del  Consejo  ds 
Ministros,  y  mientoaa  seguía  sus  tn&mites  hasta  ser  resuelta  en  los  térmi- 
nos que  más  adelante  se  expondrán,  el  Gobernador  consultó  á  la  Comi- 
aión provincial  si  debía  requerir  de  inhibición  al  Tribunal  Contencioso- 
«dminittrativo  de  la  provincia,  manifestando  á  éste,  en  vista  de  ona  nneva 
notificación  qne  se  le  había  hecho,  qne  no  la  había  firmado  ni  se  presea- 
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tñTÍM  Umpoco  á  firniAr  en  la  «ooefiTO  Im  demás  que  sobre  el  mismo  msunto 
se  le  hiderso,  puesto  que  se  eonfondls  so  carácter  de  represeotante  del 
Gobierno  con  el  de  representante  de  la  Administración  ante  el  Tríbonal, 
cargo  qne  no  ejercía  sinael  fandonario  qne  determina  el  art.  25  de  la  ley 
de  lo  Contencioso  administrativo,  y  olvidándose  qne  la  demanda  no  se 
habia  interpuesto  contra  el  Gobernador,  sino  contra  nna  providenda»  6 
0ea  contra  la  Adminiatradón ,  cayo  representante  es  ante  el  Tribunal  el 
Abogado  del  Estado,  afiadiendo  qne  se  hallaba  pendiente  la  resolodóii 
de  la  oonsalta  qne  había  devado: 

Que  el  Tribanal  acordó  en  16  de  Octobre,  qne  toda  ves  qne  el  Gober- 
nador designaba  en  primer  oficio  al  Abogado  del  Estado  para  qae  le  repre- 
sentara, sopliendo  así  la  omisión  qne  se  venía  advirtieodo,  se  diera  vista 
á  la  parte  actora  por  tres  días  de  las  comnnicaciones  del  Gobernador: 

Que  al  día  dgniente  dictó  nna  providencia  el  Tribanal  acordando  qne 
se  partidpase  al  Gobernador  el  recibo  de  sas  ofldos,  y  que  no  siendo  esa 
forma  la  procedente  para  comparecer  y  pedir  en  jaicio,  el  Tribanal  se  abs* 
ímkiñ  de  proveer  al  mismo,  sin  perjoicio  de  resolver  en  jnstida,  caando  se 
pidiera  con  arreglo  á  derecho: 

Qae  de  aoaerdo  con  d  informe  de  la  Oomidón  provincial,  el  Goberna- 
dor reqairió  de  inhibición  al  Tribanal,  fundándose:  en  que  en  d  pleito 
promovido  D.  Eoriqoe  Goadix  se  trata,  no  del  cumplimiento,  inteligencia, 
resdsión  ó  efectos  de  un  contrato  administrativo,  sino  de  la  nulidad  del 
mismo,  ó  mejor  dicho,  de  un  acuerdo  del  Ayuntamiento,  quisa  completa* 
mente  distinto,  y  que  no  cae  dentro  de  la  jurisdicción  del  art  6.^  de  la  ley 
de  lo  Contensioso;  en  qae  fundada  la  providencia  anulando  el  contrato  de 
que  viene  hadando  mérito,  en  haberse  infringido  los  artículos  4.o,  S6  y  87 
del  Real  decreto  de  4  de  Enero  de  1888  y  la  Beal  orden  de  38  de  Octubre 
de  1889,  es  evidente  qne  la  reclamación  presentada  al  Tribunal,  y  que  se 
apoya  en  resaltar  infringida  la  ley,  por  suponer  d  demandante  que  se  haa 
aplicado  erróneamente  dichos  preceptos,  no  debe  ser  resuelta  por  d  Tri- 
bunal por  carecer  de  competencia,  atendiendo  á  que  según  lo  dispuesto  en 
el  art.  20  de  la  ley  Pravincial,  los  Gobernadores  cuidarán  de  ejecutar  y  ha- 
eer  que  se  ejecuten  en  la  provincia  de  su  mando  las  órdenes  del  Gobierno, 
oorrespondióttdole,  según  d  art.  2S,  velar  muy  especialmente  por  el  exacto 
enmplimiento  de  las  leyes  sanitarias  ó  higiénicas;  en  que  conforme  al  ar- 
ticulo 148,  las  pcovidendas  de  los  (srobernadores  son  apdables  por  infrac- 
ción de  ley  aayie  d  Ministerio  de  la  GK>bernadóa,  debiendo  ser  resueltas 
por  el  Gobierno,  oído  el  Oonsejo  dé  Estado,  las  reclamaciones  que  se  sus- 
citen contra  dichas  providencias  por  incompetenda  ó  exceso  de  atribndo- 
nee;  en  qne  en  el  caso  de  qne  se  trata,  la  alzada  no  procede  ante  el  Tribu- 
nal de  lo  Contencioso  administrativo  provincial,  sino  ante  el  Ministerio  de 
la  Gobernadón:  en  d  dictamen  de  la  Comisión  provincid  se  hacían  tam- 
bién condderadones  acerca  dd  incidente  rdativo  al  emplasamiento  hecho 
mi  Gobernador,  pero  manifestándose  que  éste  era  un  incidente  pendiente 
de  la  resolución  del  Gobierno;  d  Gobernador  citaba  el  art.  25  de  la  ley  de 
18  de  Septiembre  de  1888,  los  artículos  61;  62  y  106  del  reglamento  para 
la  ejecudón  de  la  misma;  20,  23  y  143  de  la  ley  Provincial,  y  la  disposi- 
ción 6.»  de  las  transitorias  de  la  repetida  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888 
y  los  artículos  l.o  y  2.o  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887: 

Que  el  Tribnnd  dictó  providencia  suspendiendo  el  procedimiento,  y 
después  de  oir  por  escrito  al  Fiscd  de  la  Audiencia  y  á  D.  Enrique  Guadix, 
7  celebrada  la  vista  dd  incidente  el  día  2  de  Noviembre  dictó  auto  soste- 
teniendo  su  competencia,  alegando:  que  es  principio  reconocido  por  la  ja- 
dsprudencia  que  á  nadie  es  lídto  ir  contra  sos  propios  actos,  y  como  quie- 
ra que  en  el  caso  de  que  se  trata  la  Administración,  al  notificar  á  D.  Eari- 
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qne  Gaadfx  el  acuerdo  del  Gobernador  analando  el  contrato,  lo  biso  tá- 
virtiéndole  que,  á  tenor  de  lo  prevenido  en  el  art.  7.<>  de  la  ley  de  18  de  Sep- 
tiembre de  1888,  podía  recnrrir  por  ia  vía contendoaoadniiniatratiTS, ee 
de  toda  eyidencia  qne  la  Administración  no  poede  impugnar  liciumente  la 
-'-  contencioaa  á  qae  ba  acadido  el  intereeado,  ni  eoelener,  por  tanto,  qoe 
le  ba  aflatado  la  gabernatíva;  qne  el  Tribunal  no  inyadió  laa  atribocio- 
de  la  Presidencia  del  Oonspjo  de  Ministros,  al  no  suspender  el  proee- 
ientOy  por  el  mero  hecho  de  haber  elevado  el  Gobernador  ana  eonnl- 
3orqae  nada  tiene  qae  ver  ese  extremo  con  el  panto  qne  se  ventila;  qne 
mecido,  como  lo  tiene  la  Administración,  qne  la  providencia  qoe  mo* 
» la  demanda  de  Gaadix  nó  erü  soscepttble  de  recorso  en  vta  gobérná-  ^ 
,  está  fuera  de  toda  cueetíón  que  dicha  providencia  reúna  los  reqaiii- 
que  exige  el  art  1.^  de  la  citada  ley  para  que  pueda  interponerte  ei  le- 
K)  contencioso  adminiatrativo;' que  interpuesto  dicho  recurso  dentio 
plaso  señalado  en  el  art.  7.o,  el  Tribunal  provincial  de  lo  Oontencioao- 
linistrativo  es  el  llamado  á  conoeer  de  la  demanda  que  se  entable  cen- 
ias resoluciones  de  las  Autoridades  provincial  y  municipal  de  la  lei- 
tiva  provincia: 

Qae  en  2  del  referido  mes  de  l^oviembre  presentó  an«serito  el  Abogt* 
del  Estado  mostrAndose  parte  en  el  asunto,  solicitando  que  se  enten* 
ran  con  éi  laa  diligencias,  tanto  en  Is  cuestión  principal  como  en  el  in- 
inte  sobre  incompetencia  de  jartsdieción.  y  pidiendo  que  se  taviert  por 
ha  la  protesta  oportuna,  por  no  haber  sido  citado  para  la  celeb/adón 
la  vista  en  el  incidente  sobre  excepeión  dilatoria  de  incompetencia  de 
ísdifcción,  acordando  el  Tribunal,  al  dia  aiguiente,  que  se  tuviera  por 
sentado  el  escrito,  y  estando  en  suspenso  el  procedimiento,  luego  qot 
ioestión  de  competencia  suscitada  por  el  Gobernador  fuera  resoelta  ló- 
mente, se  proveería;  y  que  no  habióndose  propuesto  oomo  ezcepcióa 
ktoria  la  incompetencia  del  Tribunal,  ni  estando  admitido  como  parta 
/k bogado  del  Estado  con  anterioridad  á  la  suspensión  del  procedí* 
into,  no  había  lugar  á  proveer  respecto  al  otrosí  en  que  se  formulaba  la 
testa: 

Qae  el  mismo  día  8  de  Noviembre  se  recibió  en  el  Tribunal  proviodil 
lo  Contencioso  administrativo  la  Real  orden  resolviendo  laconsolta 
7ada  por  el  Gobernador  sobre  la  forma  de  haber  aido  emplazado,  re- 
riéndose,  de  acuerdo  oon  el  dictamen  del  Tribunal  de  lo  Gontencioio 
ainistrativo:  primero,  que  no  puede  el  Tribunal  provincial  de  lo  Con* 
cioso-adminiatrativo  mandar  que  ae  emnlace  á  loa  Gobernadores  de  pro- 
cia  en  los  litigios  que  ante  ellos  se  promuevan  por  rasón  de  laa  reaoln- 
Des  de  dichas  Autoridades,  debiendo  dirigirse  las  expresadas  diiigea- 
I  al  representante  do  la  Administración  qoe  para  cada  asunto  debe  de- 
Darse,  segón  el  art.  68  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888;  segando, 
í  no  procede  declarar  por  resolución  administrativa  la  nulidad  delof 
os  de  emplazamiento  al  Crobemador  de  Gádiz,  que,  según  la  oomnoica- 
a  de  dicha  Aatoridad,  ordenó  el  Tribunal  de  lo  Oontencioso-adminit* 
ÚYO  de  aquella  provincia,  en  contra  de  la  doctrina  que  se  sienta  en  I* 
iclusión  anterior,  pues  las  atribuciones  de  dichos  Trilmnales  sélo  pao* 
1  dejarse  sin  efecto  previa  la  reclamación  oportuna  aducida  por  el  ór- 
lo  y  por  el  procedimiento  que  la  mencionada  ley  determina: 
Qae  en  comunicación  que  el  Gobernador  dirigió  al  Tribunal  trasladan* 
e  la  referida  Real  orden,  le  manifeetaba  que,  con  la  misma  fecha  deja 
ciunicación,  ó  sea  del  día  3,  daba  instrucciones  al  Abogado  del  Estado 
icrito  al  Tribunal  para  la  defenaa  de  la  Adminiatradón  en  el  incidents 
itívo  al  conflicto  de  juriadioción  suscitado  entre  el  Tribunal  y  el  Oo- 
mo de  provincia: 
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Una  ves  dictada  la  aentencía  defloitíTa  en  aaanto  en  qve  el  Flietl  ha- 
bieae  preparado  el  reomreo  extraordinario  de  revielÓD,  lo  íormaKstrá  di^ 

* 'oDario  ai  lo  eatimaae  procedente,  deapoéa  de  recibir  inetracdoiief  del 

Brno,  en  término  de  treinta  diaa,  contadoe  deede  la  publicación  de  la 
ocia. 

iterpneeto  el  recnrao,  el  Tribnoal  paeará  loa  antoe  á  la  Preeidencia  del 
ejo  de  Miniatroe,  7  éata  propondrá  al  Ooneejo  de  Minietroa  el  examen 
olnción  del  asante,  limitándoee  á  decidir  en  el  término  de  trea  metet, 
kdoa  deade  la  notificación  de  la  aentencia,  ai  bobo  falta  de  oompetea- 
abnso  de  poder,  7  dictando  la  reeoloción  qne  en  eae  concepto  pro- 
pablid&ndoae  lo  acordado  en  la  Goeeto  dé  Madrid,  j  dando  cnenta  4 
ortea  en  to  primera  rennión. 

0  podrá  formaliaarae  el  recarao  extraordinario  de  reviaión  ai,haUende 
do  el  conflicto  dorante  la  anstanciadón  del  pleito  por  falta  de  eompe 
^  ó  abnao  de  poder,  bubleae  aido  7a  reatielto,  como  ae  previene  en  el 
alo  aigniente: 

iato  el  art.  104,  que  preceptúa  qne  loe  conflicto!  á  qne  ae  refieren  loe 
irtícnioa  anteriorea  ae  reaolyerán  por  el  Re7  en  la  misma  formayeoa 
es  trámites  qne  las  contiendaa  de  competencia  7  loa  recaraoa  de  queje 
buso  de  poder: 

ieto  el  art.  510  del  reglamento  de  29  de  Diciembre  de  1890,  qoe  dice: 
oez  ó  Tribanal  qne  eleve  al  Gobierno  nn  recarao  de  qaeja,  conforme 
lispnesto  en  el  art.  102  de  la  ley,  lo  pondrá  en  conocimiento  del  Tii- 

1  de  lo  Contencioso  qne  entienda  del  aaonto: 

isto  el  art.  511,  qoe  eatablece  qae  las  oompetmiciaa  de  jarísdiedte 

tadas  por  el  Tribanal  de  lo  Gontencioeo  administrativo  7  los  lecanoe 

leja  qne  contra  el  miamo  se  promuevan  ae  soataneiaráa  7  resolverás 

I  lo  dispuesto  en  el  art.  104  de  la  107,  con  arreglo  á  lo  eatablecido  por 

decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887  7  en  la  107  orgánica  del  Poder 

lat: 

Lsto  el  art.  512,  qne  preceptúa  qae  á  las  mismas  disposiciones  se  soo- 

rá  la  tramitación  de  las  competencias  qae  sosciten  los  Tribonalee 

ocíales  7  los  localea  de  lo  Oontencioeoadministrativo,  7  los  recmtos 

leja  por  abaao  de  poder  qae  contra  elloe  entablen: 

ODSÍderando: 

Qae  el  Tribanal  provincial  de  lo  Oontendoeo  administrativo  de  Cá- 
I  conocer  del  acuerdo  qne  ha  dado  lagar  á  la  demanda  promovida 
K  Enrique  Guadix,  lo  hace  en  oonoepto  de  Tribunal  de  aleada  de  la 
ridad  gubernativa: 

Qae  lo  mismo  la  le7  de  18  de  Septiembre  de  1888  que  el  regla* 

0  dictado  para  su  aplicación,  establecen  recureoe  á  fin  de  que  lesTii* 
lea  Contenciosoadminiatrativoa  no  Invadan  atribuoionei, 7a  de  la 
inistración  activa,  7a  de  los  Tribunales  de  Justida: 

Qae  la  Adminiatración  activa  tiene  medios,  con  arreglo  á  la  le7,  de 
dir  que  el  Tribunal  de  lo  Contencioao  administrativo  de  Gádis  dicte 
ncia  en  el  aaunto  de  que  trata,  pero  sin  apelar  á  on  recnrao  que  no 
lia  estableddo  en  la  le7. 

informándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en 
>,  etc.;  vengo  en  decidir  qne  no  ha  debido  ■uadtarse  eata  compe- 
I. 
uto  en  Palacio  á  28  de  Marao  de  1892.--.María  Criatina.— El  Presi- 

1  del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del  Castillo.— (Poblioada 
Qaetta  de  29  de  Mario  de  18é2.) 
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Oompetencia  (28  de  Marzo  de  ÍS9V),^CeM>raeián  de  nüitrinumioi.  De- 
kgaéUm  de  loe  Jueeeemumeipátee.—tí^  declare  que  no  he  debido  eaecitara» 
le  promoyide  entre  el  Gobernado^  civil  de  Córdoba  7  el  Jaez  de  inatrac- 
ción  de  Fuente  Ovejuna,  7  ae  eatablece: 

Oue  cuando  he  Alealdee'de  barrio  aeieien  como  detegadoe  del  Juez  muni- 
cipal á  la  celebración  de  un  matrimonio^  no  obran  como  Áutoridadee  adminie- 
iraUvae,  y  por  h  tanto,  al  Juez  corresponde  examinar  la  conducta  de  iu 
delegado. 

En  el  expediente  7  antee  de  competencia  promovida  entre  el  Goberna- 
dor civil  de  la  provincia  de  Córdoba  7  el  Jaez  de  inatracción  de  Faente 
Ovejona,  de  loe  cnalee  reanlta: 

Qoe  el  Jaez  mnnicipal  de  Bélmez  delegó  en  el  Alcalde  de  barrio  correa- 
pondiente  )a  aaüitencía  al  matrimonio  canónico  de  Agapito  Maea  Parejo  é 
laabel  Capilla,  qae  había  de  celebrarte  en  la  igleaia  de  Santa  Bárbara  del 
referido  pneblo  de  Bélmez: 

Qoe  el  Alcalde  de  barrio  de  Pueblo  Nuevo  jmrticipó  al  Juzgado  que 
■fondo  muchaa  Bue  ocupacionee  no  podía  aaiatir  al  matrimonio  de  que  ae 
trataba,  7  recibido  el  oficio  del  Alcalde,  acordó  el  Juzgado  que  bajo  nin- 
gón  concepto  dejara  aquél  de  concurrir  á  preaenriar  el  matrimonio  á  que 
viene  refiriéndoae  7  levantar  el  acta  correapondiente,  pueato  que  de  lo 
eontrario  incurría  en  la  penalidad  que  eatablece  el  párrafo  tercero  del  ar> 
tíralo  V!  del  Código  dvil  7  ademáa  en  la  deaobediencia  del  libro  2.0  del 
Código  penal: 

Que  el  Párroco  de  Pueblo  Nuevo  participó  al  Juzgado  municipal  de 
Bélmez  que  ae  había  celebrado  nn  matrimóDio  ain  la  aaiatencia  del  Dele- 
gado, porque  éate,  D.  Rafael  AHinda,  á  quien  ae  habla  aviaado  á  la  hora 
precisa  que  debía  concurrir,  había  mandado  al  Párroco  una  comunicación 
en  la  qae  manifeataba  que  había  devuelto  el  oficio  del  Juez,  no  aceptando 
Im  delegación  por  laa  muchaa  ocnpaeionea  que  tenía;  el  Párroco  ae  dirigió 
al  Juz^uio,  en  nombre  de  loa  contrayentea,  para  que  determinara  lo  que 
procediera,  á  fin  de  que  el  acta  de  caaamiento  no  quedara  ain  inacribirae 
en  el  Regiatro  civil: 

Que  teniendo  por  hecha  la  aolidtud  de  fnaeripción  7  reclamada  la  par- 
tida matrimonial  extendida  por  el  Párroco  am  la  aaiatencia  del.  Delegada 
del  Juzgado,  acordó  éate  que  ae  «exigiera  la  reaponaabilidad  que  determina 
el  párrafo  tercero  del  att.  77  del  Código  civil,  7  que  ae  celebrara  un  juicio 
verbal  contra  D,  Rafael  Aranda,  Alcalde  de  barrio  de  Pueblo  Nuevo;  7  ee^ 
lebrado  el  juicio,  dictó  el  Juzgado  aentencia  condenando  á  D.  Rafael  Aran- 
da á  una  multa  de  40  peaetaa,  indemnización  de  perjulcioa  á  loa  contra- 
7ente8  Agapito  Maaa  é  laabel  Capilla,  imponiéndole  ademáa  el  pago  de  la» 
eoataa  del  juicio;  fundándoae  en  que  al  delegar  el  Juzgado  en  D.  Rafael 
Aranda  ana  funcionea  para  la  aaiatencia  á  la  celebración  del  matrimonio 
canónico,  objeto  de  eate  expediente,  lo  hizo  con  eatricta  aujeción  á  lo  pre- 
Tenido  en  el  art.  7.®  de  la  inatracción  de  26  de  Abril  de  1889,  no  habién- 
dolo hecho  antea  en  el  Notario  del  diatrito  por  tener  juattficada  au  impo- 
aibilidad  material  para  aaiatir  á  eaoe  aetoa;  7  el  Juez  citaba,  como  funda* 
xnento  de  la  aentencia,  el  art.  7.*  de  la  referida  inatrucdón  7  el  inciao  S.o 
del  art.  77  del  Código  civU: 

Qoe  interpaeata  apeladite  por  D.  Rafael  Aranda  7  remitidaa  las  dili- 
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gencitB  al  Jasgado  de  instnicción  de  Fuente  OvejaD*,  cuando  ae  había  le- 

Halado  día  para  la  viata  del  juicio,  íaé  requerido  el  Juagado  de  inhiblcíéa 

por  el  Grobernador  civil  de  la  provincia  de  Córdoba,  de  acuerdo  con  la  Co- 

miaión  provincial  y  á  inatancia  del  Alcalde  de  Bélmea,  alegando  qoe  el 

Juzgado  municipal,  al  delegar  ana  funcione!  para  la  aaiatencia  á  la  cele- 

bración  del  matrimonio,  no  ae  habia  atemperado  al  t>rdea  que  fija  el  ar- 

ulo  7.0  de  la  inatrucdón  de  26  de  Abril  de  1889;  que  ballándoae  evideor 

y  legítimamente  excnaada  la  falta  de  aaiatencia  del  Alcalde  de  barrio, 

r  tener  que  atender  á  aauntoa  municii>alea  aoejoaA  au  cargo,  de  nlDgán 

mío  puede  conoeptuáraele  como  deaobediente  al  mandato  jodidaK  puesto 

a  obraba  en  cumplimiento  de  órdenea  recibidaa  del  Alcalde  de  Bélmei, 

itra  el  cual,  en  todo  caao,  podría  el  Jusgfido  haber  dirigido  el  procedí- 

ento,  pero  nunca  contra  un  funcionario  que  no  obraba  por  au  propia 

toridad;  que  aun  en  la  hipóteaia  de  exiatir  méritoa  para  la  celebración 

[  juicio  de  faltaai  ea  indudable  que  óate  no  ha  debido  inooarae  mientrM 

ae  hubiera  eaclarecido  por  completo  el  hecho  prelinünar,  nacido  da  la 

ación  oficial  entre  el  Alcalde  de  barrio  y  au  ¿Dmed^ato  Je^,  el  Preii> 

Eite  del  Ayuntamiento,  lo  cual  envuelve  la  exiatenda  de  una  cneatión 

»via  adminiatrativa,  y  en  tal  concepto  procede  la  competencia,  á  teaor 

lo  prevenido  en  el  art.  8.o  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887; 

>or  último,  que  loa  Alcaldea  de  barrio  no  aon  loa  llamadoa,  por  la  ÍAdo- 

de  au  cargo,  á  practicar  ninguna  de  laa  diligeodaB  ajOálogaa  á  ose  m 

ería  el  Juagado,  conforme  á  laa  leyea.de  ^jaioiamieato  dvil  ycii* 

nal: 

Que  auatanciado  el  incidente,  el  Juagado  dictó  auto  dadarándoae  com- 
ente, y  fundándoae  en  que  n%,  exiate  cueatión  previa  cuya  reaoloción 
reaponda  á  la  Adminiatración  Activa,  aun  concediendo  qae  baate  iafo* 
,  aunque  no  ae  cite,  el  fundamento  legal  que  exige  el  eaao  1.^  del  ai' 
lio  8.0  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  pueato  qua  aólo 
ta  queae  eatime  virtual  mente  la  exiatencia  de  eaa  cueatíón  pi^evia  p»n 
í  el  requerido  deba  inhibirae;  que  tampoco  exiate  ningún  otro  motíTO 
razón  legal  para  que  el  Juzgado  ae  declare  incompetente  en  el  oonod- 
mto  del  juicio  de  que  ae  trata: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  la  Gomiaión  provincial,  inaiatió  en 
requerimiento,  reaultando  de  lo  expueato  el  preaeate  conflicto,  que  ha 
uido  ana  trámitea. 

Viato  el  art  S.o  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  que  pro- 
e  á  loa  Gobernadorea  promover  contiendaa  de  competencii^.en  loa  jd- 
I  criminalea,  á  no  aer  que  el  caatigo  del  delito  ó  falta  haya  aido  reeer- 
ío  por  la  ley  4  loa  funcionarioa  de  la  Adminiatración,  ó  cuando  en  vir- 
de  la  miama  ley  deba  decidirae  por  la  Autoridad  adminiatrativa  algaoa 
atión  previa  de  1&  ooal  dependa  el  fallo  que  loa  Tríbonalea  ordinarios 
ipecialea  hayan  de  pronunciar: 

Viato  el  art.  77  del  Oódigo  civil,  aegún  el  ooal,  al  acto  de  la  celebración 
matrimonio  canónico  aaistirá  el  Juez  municipal  ú  otro  funcionario  del 
ado  con  el  aólo  ñu  de  verificar  la  inmediata  inacripción  en  el  Registro 
íl:  con  eate  objeto,  loa  contrayentea  eatán  obligadoa  á  poner  por  eacrito 
conocimiento  del  Juzgado  municipal  reapectivo,  con  veinticuatro  bo- 
de anticipación  por  lo  menoa,  el  día,  hora  y  aitio  en  que  deberá  cele- 
rae  el  matrimonio,  incurriendo,  ai  no  lo  hicieran,  en  ona  multa  de  6 
[)  peaetaa.  El  Juez  municipal  dará  recibo  del  aviao  de  loa  contrayentes; 
B  negara  á  darle,  incurrirá  en  una  multa,  que  no  bajará  de  20  peaetas 
ixcederá  de  100.  No  ae  procederá  á  la  celebración  del  matrimoqio  ca- 
licó ain  la  preaoutación  de  dicho  recibo  al  Cara  párroco.  Si  el  matrimo- 
ae  celebrara  ain  la  concurrencia  del  Juez  municipal  ó  aa  Delegado,  á 
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mya  ruolmción  depende  el  fallo  de  loe  2Vt5icfiaIef,  y  earre$ponde  á  h  IM- 
Mr  ación  reeolver  $obre  diekú  punta. 

Con  fecha  38  de  Jolio  de  1890,  Frsnciaeo  Arellano  Yicente,  ?edM 
le  la  villa  de  Oaadete,  dedojo  denancia  ante  el  Juagado  manidpil  da  di- 
lia  villa,  manifeatando  que  en  el  día  anterior,  «obre  laa  aeia  poco  mái  é 
neooB  de  en  tarde,  se  había  preamitado  á  la  puerta  del  poetizo  qaa  taii 
in  BU  caaa  y  que  daba  á  la  carretera  de  Fnente  la  Higuera  á  Yecla,  el  gur- 
la  mayor,  acompafiado  de  albafiilea,  que  procedieron  á  tapiar  la  exprendi 
«erta;  que  como  quiera  que  eate  actx)  conatitufaua  allanamiento  á  npro- 
dedad,  trató  de  impedir  el  que  continuaran  tapiando;  pero  el  guarda  nt 
or  hizo  preaente  que  cumplía  laa  órdenea  del  Alcalde,  al  que  iba  á  Ut- 
oar,  para  que  viendo  la  reaiatencia  pueata  por  el  denunciante,  procedioa 
,  lo  que  creyese  conveniente;  que  en  efecto,  al  poco  tiempo  le  penooó 
qnella  Autoridad,  acompañada  de  una  pareja  de  la  Guardia  civil,  y  al 
Qomento  mandó  que  continuaran  loa  albafiilea  tapiando  el  repetido  poi 
igo;  que  el  dicente,  eacudado  con  loa  derechoa  que  como  propietario  k 
aiatían,  ain  faltar  A  la  conaideración  y  reapeto  debidoa,  biso  préstate  ti 
Llcalde  que  no  podía  tolerar  el  que  ae  cumplieae  la  orden  de  la  Alctldh, 
>or  considerarla  improcedente  é  injnata;  que  el  Alcalde,  oreyéodote  oiéii 
[ido,  mandó  á  la  pareja  que  llevara  á  aquél  á  la  cárcel  pública,  é  intaaié 
ieapuóa  conducir  á  la  misma  á  su  eapoaa:  hecho  que  no  se  llevó  á  ctbo 
or  alegar  encontrarae  enferma;  que  todo  lo  expueato  conatitoíaun  reidi- 
iero  atropello  de  so  propiedad  y  de  su  peraona  por  parte  del  Alcalde,  por 

9  cual  lo  denunciaba  á  loa  efectoa  conaiguientea: 

Que  curaada  la  denuncia,  el  Juagado  de  inatrncción  de  Almaofli»  á 
uien  la  Audiencia  de  Albacete  ordenó  conodeae  del  asunto,  no  por  dele- 
:ación,  aino  en  nao  de  su  propia  jurisdicción,  admitió  aquélla,  deeretaado 
I  formación  del  oportuno  aumario,  y  mandó  unir  al  miamo  testimonio  di 
ieterminadas  diligenciaa  obrantes  en  la  cauaa  que  por  desobedieneii « 
egnía  en  dicho  Juagado  contra  Frandsoo  Arellano  Vicente  y  su  innjer,á 
auaa  de  denuncia  formulada  A  su  ves  contra  loa  miamos  por  el  Aloeldedi 
laúdete: 

Que  declarados  proceaados  en  el  sumario  el  denunciado  v  los  deaiáf 
/onoejalea  que  aaistieron  A  la  aeaión  en  que  ae  tomó  el  acuerdo  de  qM« 
la  hecho  mérito,  estando  el  Juzgado  recibiendo  laa  oportunas  indagito- 
las,  el  Gobernador  de  la  provincial  de  acuerdo  con  la  Oomisión  proviS' 
ial,  requirió  de  inhibición  al  Jues,  fundándose:  en  que  ea  de  la  exeloeivA 
om potencia  de  los  Ayuntamientos  todo  cuanto  ae  relacione  con  el  arre 

10  de  la  vía  pública  y  ornato  de  laa  poblacioner,  en  que  al  proceder  áre- 
iano  á  la  apertura  de  la  puerta  poatigo  ain  haber  obtenido  previamente  la 
ebida  licencia  de  la  Corporación  municipal,  faltó  terminantemente  á  toi 
receptos  de  la  ley  orgánica  y  á  loa  de  laa  Reales  órdenea  de  30  de  Abm 
e  1867  y  13  de  Marzo  de  1878,  y  el  Ayuntamiento  obró  dentro  del  cfreen 
e  sus  atribucionea  al  corregir  tal  aboso  por  medio  de  su  acuerdo  de  i  o» 
unió  de  1890;  en  que  contra  loa  acuerdoa  de  los  Ayuntamientos  en  mate- 
ia  de  competencia  sólo  cabe  el  recurso  gubernativo  que  preacríbe  el  ar- 
icólo 171  de  la  ley  Municipal,  en  armonía  con  el  Real  decreto  senteoda 
e  12  de  Octubre  y  Real  orden  de  28  de  Diciembre  de  1888,  y  en  qoe  no 
abiéndoae  decidido  por  la  Adminiatración  si  el  Ayuntamiento  deOaodete, 
n  el  asunto  de  que  ae  trataba,  abusó  ó  no  de  aus  atribucionea,  toda  ^^* 
ue  dentro  del  término  legal  no  ae  interpnao  recurso  de  alzada  contra  •( 
cuerdo  para  ante  la  Autoridad  superior,  era  evidente  que  ae  estaba  ea  v»o 
e  loa  doa  casos  en  que,  por  excepción,  pueden  loa  Gobernadores  >o*^ 
:>ntiendaa  de  competencia  en  laa  jnicioa  criminalea;  citaba  además  el  vo- 
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ipinoia  de  Henares  de  20  y  80  de  Septiembre  dé  1891,  de  los  eoaleí  ra- 
il ta  qae  la  Corporación  municipal  había  acordado  realisar  los  descobier- 
•  por  consumos,  canon  de  arrompidos  y  monioipales,  desde  1881*8t 
ista  1891  92,  previa  liquidación,  nombrando  agente  ejecutivo,  depoáta* 
o  y  recaudador,  y  suspender  el  procedimiento  ejecutivo  hasta  que  le^ 
solviera  una  consulta  hecha  al  Administrador  de  Hacienda  de  la  provio- 
a,  referente  d^la  realización  de  los  descubiertos  por  consumos  y  monici- 
des  de  los  afios  1881-82  y  1882-85: 

Que  hallándose  el  Jusgado  practicando  las  correspondientes  diligM- 
u  del  sumario,  fué  requerido  de  inhibición  por  el  Gobernador  deis  pro- 
ncia  de  Quadalajara,  á  instancia  del  Ayuntamiento  de  Espinosa  de  He- 
ures,  sin  que  la  Autoridad  requirente  oyera  á  la  Ck>misión  provincial: 

Que  sustanciado  el  incidente,  el  Ju^^o  sostuvo  su  jurísdiodóa,  y  el 
obernador,  de  acuerdo  con  la  Comisión  provincial,  insistió  en  su  reqoe- 
miento,  resultando  de  lo  expuesto  el  presente  conflicto. 

Visto  el  art.  6.o  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  segÚB  el 
lal,  los  Gobernadores,  oídas  las  Comisiones  provinciales,  harán  Im  re* 
lerimientos  de  inhibición  á  los  Jueces  ó  Tribunales  que  estén  oonoden' 
í  del  asunte: 

Considerando: 

l.o  Qae  en  el  presente  caso,  ei  Gobernador  de  Guadalajara  requirió  al 
lagado  de  instrucción  de  Brihuega  sin  llenar  los  requisitos  exigidos  por 
disposición  que  acaba  de  citarse,  puesto  que  no  oyó  á  la  Comisión  pMK 
Dcial  al  requerir,  y  sólo  lo  biso  al  insistir  en  el  requerimiento: 
a.o  Que  dicha  omisión  constituye  un  vicio  sustancial  en  el  prooedi- 
lento,  que  impide  resolver  por  ahora  la  presente  contienda  jorisdie* 
>nal. 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pie- 
»,  etc.;  vengo  en  declarar  mal  suscitada  esta  competencia,  que  no  ha  lo- 
r  á  depidirla^  y  lo  acordado. 

Dado  en  Palacio  á  18  de  Abril  de  1892.— María  Cristina. -El  Freii- 
nte  del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del  Castillo.— (Pablica» 
i  en  la  Gaceta  de  21  de  Abril  de  1892.) 
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Competencia  (18  de  Abril  de  1892).— Ficiot  8U$tanciale$  en  elprceeür 
[ento.— Se  declara  mal  formada  y  que  no  ha  lugar  á  decidir  la  promovida 
tre  el  Gobernador  civil  de  Lérida  y  el  Juez  de  instracdón  de  Sort,  y  M 
tablece: 

Que  una  vez  temrinado  el  fumarlo,  no  fuede  tramUaree  ni  9oeknene  fa 
npeteneia  por  el  Juez  inetructor,  por  haoer  comenzado  ya  la  eompeUs^ 
la  Audiencia. 

A  consecuencia  de  una  denuncia  presentada  por  la  Gkiardia  civil,  se  lo- 
6  por  el  Juzgado  de  Sort  el  correspondiente  sumario,  en  el  que  praetioa- 
s  las  diligencias  pertinentes,  se  declaró  procesado  á  Pablo  Arcalis,  y  w 
itó  por  el  Juez  en  17  de  Octubre  auto  de  terminación  del  sumario,  yan* 
I  de  que  se  remitiera  éste  á  la  Superioridad,  se  recibió  en  el  Juzgado  el 
ció  en  el  que  se  le  requería  de  inhibición  por  el  Gobernador  civil  de  la 
ovincia  de  Lérida,  á  instancia  del  Alcalde  de  Soriguera  y  de  acuerdo 
B  la  Comisión  provincial: 

Que  habiendo  sido  remitidos  el  sumario  y  el  ofldo  de  requerimiento  á 
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la  Andiend*  de  lo  criminal  de  1a  Seo  de  Urgel,  deepuée  de  eTeemiree  él 
traeledo  por  el  Fiscal,  la  Sala  dictó  providencia  mandando  ee  deToWieía 
la  caoaa  al  Jaei  Instmctor,  para  qoe  snatanciara  el  Incidente,  como  en 
efecto  lo  biso,  Boeteniendo  so  jurisdicción;  y  el  Gobernador,  de  acuerdo 
con  la  Oomisión  provincia],  insistió  en  su  requerimiento,  resultando  de  lo 
expuesto  el  presente  conflicto. 

Visto  el  art.  6.0  del  Beal  decreto  de  B  de  Septiembre  de  1887,  seir&n  el 
cual  «los  Gobernadores,  oídas  las  Comisiones  provinciales,  barán  los  re- 
querimientos de  inbibición  á  los  Jueces  ó  Tribunales  que  estén  conociendo 
del  asunto,  y  sólo  cuando  unos  ü  otros  procedan  por  delegación,  se  dirigi- 
rán aquéllos  al  Tribunal  delegante.  Por  tanto,  los  Jueces  de  instrucción 
deberán  sostener,  en  su  caso,  las  cuestiones  de  competencia  que  promue- 
Tan  los  Gobernadores,  mientras  los  procesos  se  encuentren  en  el  periodo 
úe  sumario»: 

Considerando: 

1.^  Que  la  disposición  que  acaba  de  citarse,  sobre  todo  en  su  segunda 
parte,  tiene  por  objeto  establecer  que  las  cuestiones  de  competencia  que 
promuevan  los  Gobernadores  sean  sostenidas  por  la  Autoridad  judicial 
que  esté  conociendo  del  asunto: 

3.*  Qoe  recibido  el  oficio  de  requerimiento  por  el  Jues  de  instrucción 
de  Sort,  después  de  baber  dictado  auto  de  terminación  del  sumario  qoe 
ha  dado  oriiren  al  presente  conflicto,  ya  no  tenia  el  referido  Jues  jnrisdio- 
eión  en  el  proceso,  y,  por  lo  tanto,  no  podia  ni  tramitar  el  incidente,  ni 
sostener  la  contienda,  por  haber  empesado  ya  la  competencia  de  la  Au- 
diencia de  lo  criminal  de  la  Seo  de  ürgel  en  el  asunto: 

8.*  Que,  por  lo  tanto,  á  dicho  Tribunal  correspondia  haber  sostenido 
la  contienda,  y  no  ha  debido  devolver  la  cansa  al  inferior,  para  qu»  sus- 
tanciara el  incidente,  dando  con  ello  lugar  á  que  no  pueda  resolverse  por 
ahora  la  presente  contienda  jurisdiccional  por  existir  vicio  sustancial  en 
el  procedimiento. 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  declarar  mal  formada  esta  competencia,  que  no  ha  logar 
á  aeddirla,  y  lo  acordado. 

Dado  en  Palacio  á  18  de  Abril  de  1892.--Maria  Cristina.— El  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del  Castillo.— (Pobli- 
4íñá%  en  la  Gaceta  de  32  de  AhxÚ  de  1892). 
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Competencia  (18  de  Abril  de  lS%t).^OolegÍ4>9  e¡eetarale$.  Antoridad  de 
tm  Flre$idmU$.^8e  resuelve  á  favor  de  la  Autoridad  judicial  la  promovida 
entre  el  Gobernador  civil  de  Madrid  y  la  Audiencia  de  lo  criminal  de  Al- 
calá de  Henares,  y  se  establece: 

Qm  ¡a  ámUmdad  de  km  FremdmUei  de  la»  Me$a»,  dentro  de  lo$  OoUgiae 
eieetoralee,  es  exdutiva  y  no  depende  del  Qchemador,v  nopuede^  por  le 
tonto,  la  Adminieíraeián  resolver  tí  el  Freeidente  de  una  Meea  obró  ó  no  den- 
tro del  circulo  de  eue  atribucionee,  ó  $i  cometió  el  delito  de  eoaeeián  dedoral; 
_ywneián  ^ue  comptie  á  la  Autoridad  judicial. 

En  9  de  Febrero  del  afio  1891,  D.  Eduardo  Charles,  D.  Cayetano  Hes- 
«andes  Box  y  D.  José  Hemándes  Martines,  vecinos  de  Torrejón  de  Ardos, 
presentaron  denunda  ante  el  Juagado  de  instrucción  de  Alcalá  de  Henares 
«onftra  el  Alcalde  de  la  expresada  villft,  por  suponer  habia  cometido, 
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(O  á  los  denunciaiiiet,  el  delito  de  detención  arbitraria,  y  alegando:  <iiieba>- 
endo  údo  indebidamente  excluidos  por  el  Ayuntamieáto  de  Torrejón 
I  las  listas  de  electores  para  Oompromisarios  de  Senadores,  reclamaiOB 
kte  la  Diputación  provincial,  la  cual  acordó  incluirlos  en  las  listas  de 
^ntribnyentes  para  la  referida  elección  de  Compromisarior,  que  en  el  dia 
iteríor  al  de  la  denuncia,  y  á  la  hora  sefialada  para  la  votación,  faeron  á? 
eroer  su  derecho  á  la  Oasa  Consistorial  de  la  expresada  villa  de  Torre 
n,  y  el  Alcalde,  que  presidió  el  acto,  se  opuso  á  que  votaran,  pretextando 
ae  no  estaban  comprendidos  en  las  listas  y  mandó  que  todos  los  tjne  no 
ivieran  derecho  á  tomar  parte  en  la  elección  se  retiraran  del  local,  orden 
ne  no  obedecieron  los  denunciantes,  por  creer  que  no  les  compreadií,^ 
lesto  que  tenían  derecho  á  emitir  su  voto,  según  lo  resuelto  por  laDipn- 
«ion  provincial  y  de  cuya  resolución  tenia  conocimiento  el  Alcalde,  por 
aberse  dado  momentos  antes  lectura  del  documento  que  lo  acredit¿a; 
le  repetida  la  intimación  por  la  referida  Autoridad,  sin  que  nadie  aaliera 
el  local,  designó  el  Alcalde  por  sus  nombres  á  los  tres  denunciados,  man- 
ando al  Alguacil  que  los  condujera  á  la  cárcel  pública,  y  en  donde  esta- 
ieron  detenidos  hasta  las  dies  de  la  noche:  con  la  denuncia  presentaron 
os  actas  notariales  justificativas  de  los  hechos  denunciados: 

Que  instruida  la  correspondiente  cansa,  fué  declarado  procesado  üon 
CMé  Rodríguez,  Alcalde  de  Torrejón  de  Ardos,  y  practicadas  las  demáa^ 
Uigencias  que  se  consideraron  oportunas,  fué  remitido,  concluso  el  ao- 
lario,  á  la  Audiencia  de  lo  criminal  de  Alcalá  de  Henares,  siendo  dicho 
ribunal  requerit|o  de  inhibición  por  el  Gobernador  civil  de  la  proTiocia 
e  Madrid,  á  instancia  del  precitado  Alcalde,  contra  ouien  se  seguía  el 
rooedimiento,  y  de  acuerdo  con  la  Comisión  provincial,  fondándoee  la 
.Qtoridad  administrativa  en  que  se  estaba  en  el  caso  en  que,  por  exeep- 
lón,  pueden  los  Gobernadores  suscitar  contiendas  de  competencia  en  k» 
licios  criminales,  según  el  art.  4.<>  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre 
e  1887,  porque  el  fallo  que  hubiesen  de  dictar  los  Tribunales  de  jmtícia 
abría  de  depender  de  la  declaración  previa  correspondiente,  sobre  ai  el 
Mmrrente,  como  Alcalde,  obró  como  exigen  las  circunstancias  y  conforme 
instrucciones  recibidas,  alegando  como  fundamento  del  hecho  lo  dia 
sesto  en  el  art.  6.0,  especialmente  los  números  !*•  y  2.o  del  art  99  de  ii 
¥f  de  26  de  Junio  de  1890;  que  el  Alcalde  deTorr^jóü  de  Ardoi  cumplió 
rdenes  del  mismo  Gobernador,  y  en  este  concepto  obró  en  virtud  deobe^ 
iencia  debida,  siendo  evidente  que  el  conocimiento  y  resolución  de  eite 
innto  era  gubernativo. 

Sostenida  por  ambas  autoridades  su  competencia,  se  dictó  el  Beal  de- 
reto,  que  en  su  parte  dispositiva  dide  asi* 

Viato  el  art.  8.0  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  qne  pro* 
ibe  á  los  Gobemadoree  suscitar  contiendas  de  competencia  en  los  joidof 
riminales,  á  no  ser  que  el  castigo  del  delito  ó  falta  haya  sido  reservado 
or  la  ley  á  los  funcionarios  de  la  Administración,  ó  coando  en  virtaddr 
I  misma  ley  deba  decidirse  por  la  Autoridad  adaoinistrativa  alguna  eoee- 
i6n  previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los  Tribunales  orinarlos  hi- 
an  de  pronuncian 

Visto  el  art.  68  de  la  ley  Electoral  de  26  de  Junio  de  1890,  según  el 
nal,  el  Presidente  de  la  Mesa  tendrá  dentro  del  Colegio  electoral  aaton* 
ad  exclusiva  para  conservar  el  orden,  asegurar  la  libertad  de  los  electo- 
es  y  mantener  la  observancia  de  esta  ley.  Las  Autoridades  localee  pres- 
wáo,  dentro  y  fuera  del  Colegio,  al  Presidente  los  auxilios  que  ^'^^ 
ida  y  no  otros.  Sólo  tendrán  entrada  en  los  Colegios  electorales  ló*^' 
»res  ds  la  Seodóo,  fos  candidatos  proclamados  por  la  Junta  provino»» 
js  Notarios  para  dar  leda  cualquier  acto  xilaeionado  coa  laeleeeióBT 
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Sne  no  «6  oponga  al  feoreto  de  la  votación,  y  loi  dependientes  de  la  Anto- 
dad  que  el  Presidente  requiera: 
Visto  el  art.  99  de  la  misma  ley,  qne  dice:  t Serán  correfi:fdos  además, 
como  ordena  el  articulo  anterior:  primero,  los  concurrentes  á  los  actos 
electorales  que  de  un  modo  que  no  constituya  delito  perturben  el  orden  ó 
falten  al  respeto  debido;  segundo,  los  que  no  teniendo  derecho  de  entrar 
en  los  Oolegios  electorales,  á  tenor  del  art.  68,  ó  en  las  Juntas  de  escrnti- 
BÍo,  conforme  al  art  68,  no  abandonaren  el  local  á  la  primera  intimación 
del  Presidente»: 

▼isto  el  art  6.0  dé  los  adicionales  i  dicha  ley,  que  dice:  t Que  las  dis- 
posiciones d^  art.  6.0  de  esta  ley  se  aplicarán  á  los  actos  ú  omisiones  que 
pvedan  tener  lugar  con  motivo  de  las  elecciones  de  Senadores,  y  en  rela- 
ción con  las  disposiciones  de  la  ley  que  las  regula»: 

Visto  el  art  210  del  Código  penal,  que  sefiala  las  penas  en  qne  incurre 
éí  faaeionarío  público  que  detuviere  á  un  ciudadano,  á  no  ser  por  razón  de 
delito,  no  estando  en  suspenso  las  garantías  constitucionales,  segón  la  de- 
tención no  hubiera  excedido  de  tres  días  ó  hubiere  pasado  de  este  plaso: 
Visto  el  art  212,  que  determina  las  penas  en  que  incurre  el  funciona* 
vio  pAblico  que  no  siendo  Autoridad  Judicial,  y  no  estando  en  suspenso  las 
garantías  constitucionales,  detuviera  á  un  ciudadano  por  ratón  de  delito 
j  no  lo  pusiera  á  disposición  de  la  Autoridad  judicial  en  las  veinticuatro 
BonM  siguientes  á  la  qne  se  hubiera  hecho  la  detención: 
Considerando: 

!.•  Que  la  causa  qne  ha  dado  origen  al  presente  conflicto  jurisdiedo- 
Bal  versa  sobre  el  hecho  de  haber  «ido  detenidos  tres  vecinos  de  Torrejón 
de  Ardos  por  orden  del  Alcalde  de  la  misma  villa,  qne  presidía  la  elección 
de  Compromisarios  para  la  de  Senadores,  á  consecuencia  de  haberse  ne- 
Ssdo  aquéllos  á  abandonar  el  local  del  Colegio  á  que  fueron  intimados  por 
d  Presidente  de  la  Mesa,  alegando  que  tenían  derecho  como  electores  á 
pennanecer  en  él: 

1.9  Que  la  detención  duró  hasta  las  diei  de  la  noche  del  mismo  día  en 
qne  se  llevó  á  cabo,  siendo  puestos  los  detenidos  á  disposición  de  la  Au- 
toridad judicial: 

t.o  Que,  en  efecto,  según  aparece  de  una  certificación  del  Secretario  de 
la  Diputación  provincial  de  Biadrid,  dichos  vecinos  habían  sido  declara* 
dos  electores  por  acuerdo  de  la  Conüsión  provincial,  y  en  virtud  de  reda- 
asaeióa  de  los  mismos: 

4.0  Qae  según  el  art  66  de  la  ley  Electoral,  la  autoridad  del  Presidento 
de  la  Mesa  dentro  del  Cole^  es  exclusiva,  y  no  dq^ende  de  la  del  Gtober- 
Midov  de  la  provincia  para  conservar  el  orden,  asegurar  la  libertad  de  Ids 
deetores  y  mantener  la  obsrvanda  de  la  ley,  y  t|ue,  según  el  art  99,  sólo 
pasden  ser  exdnídos  de  los  Colegios  los  que  no  tengan  reconocido  d  de* 
leclio  de  electores: 

6.0  Qiie  no  existo  en  d  presento  caso  cuestión  dguna  previa  que  deba 
ser  resuelto  por  la  Administradón,  porque  no  es  de  las  lacultodes  de  ésta 
detarminar  n  el  Preddento  de  la  Mesa  doctoral  de  Torrejón  de  Ardos 
obró  dentro  del  círculo  de  sus  atribuciones,  ó  d  cometió  el  delito  de  ecac- 
.dón  electoral,  por  cuya  rasón  no  es  aplicable  á  esta  eompetonda  lo  dis- 
puesto  en  el  art.  8.0  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887. 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  ole- 
no»  eto.;  vengo  en  deddir  esto  eompetonda  á  favor  de  la  Antoridad  judi- 


Dado  en  Palado  á  18de  Abril  de  1892.— Maria  Cristina.— El  Pred- 
I  dd  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  dd  Castillo.— (Publicada 
m  la  Omceta  de  28  de  Abril  de  1892.) 
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OompetoneU  (18  de  Abril  de  1893).— JiMptieifo  de  eotiftimot.  IMitot  eo- 
«MMiM.— Se  declara  qae  no  ha  debido  soaoitarae  la  promovida  eotre  el  Go- 
bernador civil  de  Pontevedra  y  el  Joei  de  primera  inatanoia  de  Oambadcf, 
y  ae  eetablece: 

i¡ué  ü  «moeiimkvito  de  lo$  kechói  quep%»edan  eoneHMr  deliUm  twrmptm' 
dea  ¡a$  Auioridadee  judidaUe,  y  $6lo  en  el  eaeo  de  esnatír  wm  eneitién 
previa  de  cuya  reeolución  pueda  depender  el  fallOy  e$  cuando  pueden  ente- 
Maree  compeieneiae. 

Ante  el  Jnes  manicipal  de  Villagareia  ae  preaentó  el  día  28  de  Abril 
del  afio  próximo  paaado  Joaquina  Alvares»  enaangrentada,  con  nna  lesión 
en  la  cara,  á  conaecneneia  de  arafiaaoa,  y  procediéndoee  á  inatmir  lai  opor* 
tonas  diligencias,  declaró  la  Joaquina  Alvares  qne  en  la  mafiana  de  dicho 
día  habia  aalido  de  Villajaán  con  on  carro  conduciendo  dos  oestoa  de  ji- 
bias  para  la  eatadón  del  ferrocarril  de  Pontevedra,  y  al  llegar  á  la  ettaeióii 
de  Vista  Alegre,  se  le  presentó  ana  mujer,  llamada  Doloree  Abalo,  exigién- 
dole 76  céntimos  de  peseta,  como  derecho  del  impuesto  de  oont omoi;  y 
como  la  declarante  manifestara  que  iba  de  tránsito  y  no  eataba  obligt<Uá 
pagar,  la  Dolores  Abalo  empezó  á  insultarla;  que  vio  que  por  la  plaza  ve 
nía  un  Fiel,  que,  aegún  ae  dice,  se  llama  Francisco  Da  Silva,  had^idole 
sefias  con  un  palo  para  que  se  detuviese;  que  la  declarante  dguió,  y  en  la 
carretera  el  Francisco  la  dijo  que  fuera  al  fielato;  que  en  aquel  acto  llegó 
el  arrendatario  D.  Bamón  Padín,  amenasándola  con  darla  de  golpea,  te- 
vastando  dos  veces  el  beatón  para  hacerlo;  pero  por  mediación  de  dot 
mujeres  que  allí  había  se  detuvo  Padín,  pidiendo  á  la  Joaquina  Alvarea 
75  céntimos  de  peseta;  que  la  declarante  le  pidió  recibo»  y  Padín  la  hiso 
bajar  del  carro  y  que  fuese  á  bascar  el  recibo  al  fielato,  encargando  á  loa 
dependientes  que  detuviesen  el  carro  aunque  fuese  todo  el  día;  que  la  de- 
clarante siguió  á  D.  Ramón  Padín,  llegó  al  fielato,  y  allí  la  exigió  Lnis 
Gnervo  que  pagase  8  reales;  que  la  declarante  contestó  que  no  sólo  pagaría 
esa  cantidad,  sino  cualquiera  otra,  con  tal  que  se  la  diera  recibo  pm  po- 
der cobrarlo  de  la  persona  para  quien  era  la  mercancía;  que  á  esto  se  can- 
teató  que  á  loa  qne  iban  de  tránsito  se  les  cobraba,  pero  no  ae  les  daba  led- 
bo;  que  Hegó  D.  Bamón  Padín,  y  diciendo:  <á  ésta  no  hay  mejer  que  airan 
earle  la  lengua»,  echó  mano  á  la  declarante  á  la  cara,  apretándola  inerte- 
mente hasta  el  extremo  de  lesionarla,  dándola  al  mismo  tiempo  dos  golpea 
en  el  pecho  y  varias  patadaa  en  el  vientre;  qne  la  declarante  dio  vocea, 
acudiendo  entoncea  un  municipal,  que  la  condujo  derramando  saagie  al 
Ayuntamiento,  donde  la  vio  un  Médico  y  la  llevó  ala  botica,  en  donde  ae 
la  hiso  la  primera  cora:  declaró  asimismo  Joaquina  Alvares  cuál  era  el 
precio  del  carro,  de  la  caballería  que  le  conducía,  del  género  que  llevaba, 
y  manifestó  qne  toda  había  quedado  á  disposición  de  Francisco  Da  Silva 
por  orden  de  Padín: 

Practicándose  las  diligencias  sumarialea,  el  €k>bemador  requirió  de 
inhibición  al  Juagado,  fundándoee  en  que,  al  contratar  D.  Ramón  Padín 
con  la  Administración,  lo  ha  hecho  sujetándose  á  nn  pliego  de  condicio- 
nes, que  es  la  ley  del  contrato:  que  el  impuesto  fué  establ^do  con  laao- 
torisación  y  por  el  medio  legal  que  para  tales  caaos  tiene  prevenidos  la 
ley  Municipal  en  sus  artículos  186  y  187,  cuya  regla  d  •  aotorita  el  e^- 
bledmiento  del  arbitrio  sobre  puestos  pdblicos;  que  el  hecho  denunciado 
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-^M  rednoido  á  «aber  ri  el  «rrendatario  y  tns  dependiente  ee  excedieron 
^  exigir  y  oobrar,  ó  lo  liideron  en  forma  distinta  de  aqnella  para  qne  ee* 
iaban  antoriíadoe;  qne  para  reeolVer  sobre  talea  particnlaree  ee  neeeaarift 
exuninar  é  interfúretar  las  oondidones  qne  sirvieron  de  base  al  impnesto^ 
.  lo  qne  inenmbe  decidir  á  la  Administración  aetiya,  como  cnesUte  de  la 
qne  depende  el  fallo  qne  los  Tribonales  pnedan  diotar  en  el  asunto,  en  el 
caso  qne  la  Administración  estime  oportuno  remitirles  el  correspondieote 
tanto  de  colpa;  el  Gobernador  citaba  además  el  art  l.o  del  Beal  decreto  de 
6  de  Septiembre  de  1887  y  varias  decisiones  de  competencia. 

fiortenida  por  ambas  AntiDridades  sn  competencia^  se  dictó  el  Beal  de» 
sreto,  qne  en  en  parte  dispositiTa  dice  asi: 

Visto  el  art.  8.0  ddi  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887»  qne  prohi- 
be á  los  Gobernadores  sosdtar  contiendas  de  competencia  en  los  jnidos 
•criminales,  ó  no  s«r  qne  el  castigo  del  delito  ó  falta  haya  sido  reserrado 
por  la  ley  á  los  fnndonarios  de  la  Administración,  ó  cnando  en  virtud  ám 
la  inisma  ley  deba  deddirse  por  la.  Antorídad  administrativa  alguna  cues- 
tión previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los  Tribunales  ordinarios  ó  es- 
peeiales  hayan  de  pronundar: 

Ckmsiderando: 

1.^  Que  los  hechos  que  han  dado  lugar  á  la  contienda  jnrisdicelonal 
de  qne  se  trata  consisten  en  haberse  denunciado  por  Joaquina  Alvares 
liaber  sido  maltratada  de  palabra  y  de  obra  con  motivo  de  exigirsele  el 
pago  de  un  arbitrio: 

3.0  Qa9  los  referidos  hechos  pueden  hallarse  comprendidos  en  las  d<s- 
aposiciones  del  Código  penal^  y  la  averiguadón  y  castigo  de  los  mismos,  «tt 
-su  caso»  oorrespondíe  á  los  Tribuniües  ordinarios: 

8.<>  Que  la  Administradón  no  tiene  qne  resolver  cuestión  alguna  pre> 
via,  poesto  que,  cualesquiera  que  sean  las  condidones  del  arbitrio,  son 
independientes  de  los  delitos  c^miunes  qne  en  sn  exacdón  pnedan  eonae- 
iene: 

4.«  Que  no  se  trata  para  nada  en  d  presente  caso  de  interpretar  el  con- 
trato cdebrado  por  D.  Bamón  Padln  con  el  Ayuntamiento  de  Villagarda, 
id  se  pone  en  duda  d  derecho  que  d  arrendatario  tenga  para  recaudar  el 
arbitrio,  sino  de  averiguar  si  los  actos  realisados  por  el  arrendatariooona  - 
tteyen  ó  no  hechos  comprendidos  en  el  Código  pena): 

&fi  Que  no  se  está,  por  tanto,  en.  ninguno  de  los  dos  casos  en  que,  por 
exoepdón,  pueden  los  Gobernadores  promover  contiendas  de  competencia 
>%a  los  juicios  criminales. 

Conformándome  con  lo  consoltado  por  el  Conseio  de  Estado  m  pl*- 
no.  etc.;  v&kgo  en  decidir  que  no  ha  ^bido  suscitarse  esta  compelsads. 

Dado  en  Palacio  á  18  de  Abril  de  1893.-Maria  Cristina.— El  Presideii- 
te^éd  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del  Castillo.^Publicadft 
en  la  boceto  de  24  de  Abril  de  1892.) 
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Oompelenda  (18  de  Abril  de  1893).— Oofíinsist.-- Se  resuelve  á  favor 
-do  la  Administradón  la  suscitada  entre  d  Gobernador  civil  de  Pontevo- 
dr»  y  d  Juás  de  Cambados»  y  se  eelableoe: 

itne  á  ¡a  AémiMrtitíán  e^rreiponde  interpretar  ke  oofUratoe  entre  toe 
^€mrendatetriQ$yloeAywntímientúe,ifdeGÍdir^per  tanto,  ei  exiete  ó  n4^  elde- 
-r^eke  perm  eoSifur  wn  arbUrio.    .. 
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Bo  ^  ezpcdieoto  y  MifaMi  de  eompeiencüi  promofid»  entre  el  Gobflnuh 
dor  civil  de  la  provÍDCiA  de  Pontevedni  y  el  Jaes  de  pilmerm  iiMUada  de 
Oemhedoe»  de  loe  camlee  remito: 

Qoe  eo  9  de  Febrero  del  efio  prósámo  peeedo  ee  preeontó  en  el  Jugtde 
aMinieipel  de  Villesercia  na  eeorito  en  qoe  D.  Daniel  Poyan  denoneiebe 
el  heelio  de  que  el  día  4  de  dicho  mee  doe  dependientee  del  arrendatario 
de  eoneomoe,  de  orden  de  éeto,  ee  hablan  apoderado  Tiotentomente  de  dce 
▼aet^  que  contenían  aeie  titvoa  de  leche  de  yacaa  qoe  para  el  conmoK^ 
del  denunciante,  dneio  del  café  universal  de  dicha  población,  introda- 
eian  Roea  Pórtelo  y  Peregrina  Betenaoe  Moralea,  habiendo  ddo  dapodte- 
dae  las  vasijas  en  el  fielato  central: 

Qae  instrnído  el  ccnrrespondiento  somario,  ie  practicaron  varlM  dili< 
pendas,  trayéndose  á  los  aatoe  doe  eertiflcacioiiee  del  Ayontamiento  de- 
Villagarcia,  haeiendo  constar:  prisuro,  qne  el  arriendo  del  arbitrio  sobie- 
pnestoe  públicos  loé  adjudicado  á  I>.  Ramón  Padim  «egondo,  qae  tanto- 
la  ledie  de  vacas  como  cualquiera  otro  artícolo  qoe  se  introdosca  en  lapo^ 
blación  con  deetino  á  la  vento  pública,  ya  se  verifique  ésto  llevando  el  gé- 
nero á  domicilio,  ya  pregonándolo  por  las  calles,  ó  ya  estobledendo  pem- 
los  en  las  placas  ó  avenidas  del  pueblo  dentro  del  radio  limitado  al  efecto,. 
anf  rirá  él  arbitrio  sobre  puestos  públicos,  consistente  en  10  céntimoc  d¿ 
peeeto  por  cada  ceeto  ó  vasija  de  dimensiones  ordinarias,  pagando  Isecat- 
toe  ó  vasijas  de  dimensionee  pequellas  dnoo  céntimos,  aplicándose  la  ta- 
rifa por  analogía  cuando  se  presenten  eepecies  no  dtodaa  expresamente 
en  aqnélla;  pero  ningún  artícñilo  en  absoluto  devenga  el  referido  impoeett^ 
coando  viene  directamente  para  casas  particulares,  estoblddmieatoe  pé- 
bHeos  ó  quienquiera  que  sea,  siempre  qoe  la  espede  no  vaya  destinede  i 
la  vento  en  cualquiera  de  las  formas  antes  dtadas: 

Que  después  de  haber  sido  declaradoe  procesados  el  arrendatario  Don 
Ramón  Padín  y  sus  dependientes  Francisco  Da  Silva  y  José  Benito  LOpes,. 
el  Gobernador  de  la  provincia  de  Pontevedra,  á  instancia  de  Padín,  y  de 
acoerdo  con  la  Comisión  provindal,  requirió  de  inlübidón  al  Joxgedo,. 
fnndándoee  en  que  al  celebrar  Padfn  un  contrato  con  la  administmcién 
monidpal,  lo  ha  hecho  sojetándoee  á  un  pliego  de  condídones,  qoe  es  la 
ley  del  referido  contrato;  en  que  el  impoesto  fué  estableddo  con  la  anta- 
risadón  y  por  los  medios  legales  que  preceptúan  los  artículos  1S6  y  18T 
de  la  ley  Munidpal;  en  que  á  la  Administración  activa  corresponde  en- 
arinar  é  interprétor  Jas  condidones  que  drvieron  de  baie  á  la  subasta  del 
impuesto;  existiendo,  por  tanto,  una  cuestión  previa,  cuya  resolodón  no- 
poede  menos  de  influir  en  el  fallo  que  en  eu  día  hnbieranile  dictar  loe 
Tribonales,  incombiendo  á  la  Administración  deddir  dicha  coestíón  pie> 
▼ia.  y  remitir  en  so  caso  d  oportuno  tanto  de  culpa  al  Tribonal;  el  Gober- 
nador dtoba  además  d  caso  l.o  dd  art  S«o  dd  Real  decreto  de  »  de  Sep^ 
tiembre  de  1887  y  varias  dedsiones  de  competeodai 

Que  tramitado  el  inddente,  d  Juagado  aoetovo  su  jurisdicdón,  ale- 
gando: que  según  lo  preceptuado  en  los  artículos  10  y  14  de  la  ley  de  £o- 
juidamiento  criminal,  correeponde  ^  la  jurisdicdón  ordinaria  el  conoei- 
miento  de  las  causas  y  juidos  criminales,  con  excepdón  de  los  casca  re- 
servados por  la  ley  al  Senado,  á  loe  Tribunales  de  Gkierra  y  Marina  y  á 
las  Autoridades  administrativas  y  de  policía;  que  no  se  esto  en  ningODO 
de  los  dos  casos  que  estoblece  el  ttt  S.o  del  Real  decreto  de  8  de  Septiem- 
bre de  1887,  porque  el  sumwrio  no  Hene  por  objeto  averiguar  d  d  arbitiio 
sobre  poestos  públicos  se  conetitoyó  6  no  legalmente,  y  tampoco  se  (sata 
de  d  el  arrendatario  tiene  derecho  á  exigir  y  cobrar  deiechos  sobre  k» 
aitícolos  destinados  á  la  vento  pública,  sioo  qoe  partiendo  de  *to  legdidad 
dd  impoesto  y  de  la  íacoltad  del  arrendatario  para  lecaodar  d  arbitaiO' 
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i>or  el  hecho  dKaiente:  que  «n  aquel  día,  al  ir  el  qnefellaale  á  la 
del  Ayontamieato  del  expreaado  pueblo,  con  objeto  de  aaiatir  á  Ja  Malta 
pública  que  la  Corporación  miiDidpal  celebraba,  le  fnéTlolentamentepto- 
üibida  la  entrada  en  la  dicha  oaaa  municipal  por  el  meoeionado  üapata% 
quien  cogiendo  al  dicente  por  la  solapa  de  la  chaqueta,  le  manifeató  cqa# 
le  prohibía  la  entrada,  de  orden  anperior;  qne  no  tenia  por  qué  sa&ife» 
tarle  la  raión,  y  qne  delante  á%  quien  oorreapondieee  le  diría  poiqué  a» 
le  dejaba  penetrar  en  el  Ayuntamieotot;  qne  el  querellante  reclamó  el  tes- 
timonio de  loa  allí  preaentes  y  cuyos  nombres  cita;  qne  tal  hecho  era  eans- 
titntivo  de  un  delito  previsto  y  penado  en  ^  art.  ^510  del  Código  penal  tí- 
gente,  y  con  objeto  de  que  por  la  Autoridad  se  procediera  á  la  lormasita 
de  las  oportunas  diligencias,  conforme  á  lo  preceptuado  en  el  arl.  tit  d» 
la  ley  de  Eajuidamiento  criminal  y  preria  la  ratificación  qne  estaba  dfa- 
puesto  á  hacer,  terminaba  sapUcando  se  procediera  á  tomar  dedaraeite  A 
los  testigos  nombrados,  pues,  s^n  noticias,  algunos  de  ellos  pensab— 
ausentarse  al  extranjero. 

En  escrito  de  10  de  Septiembre  del  propio  afio,  el  mismo  D.  Abelardo 
Oómes  Caoello  toWíó  á  querellarse  de  otro  hecho  igual  al  qne  queda  «s- 
puesto,  ejecutado  en  el  expresado  día  y  por  la  misma  persona. 

Seguidos  los  oportunos  procedimientos  criminales,  el  Alciúde  de  VIUii- 
garcía  acudió  al  Gobernador  para  que  suscitara  al  Juagado  la  Cfportmuí 
competencia,  como  asi  lo  hiio%  de  acuerdo  con  la  Comiaión  proyindaL  Iob- 
dándoaeen  que  la  cuestión  que  había  dado  motivo  á  la  querella  derivaba 
de  actos  del  querellante,  que  tendían  á  alterar  el  orden  y  compostara  que 
debía  reinar  en  las  sesiones  de  aquel  Ayuntamiento,  mÍL  por  parte  de  loa 
individuos  de  la  Corporación  mnnidpal  como  por  el  público  aaiatsote  á 
las  mismas;  en  que  en  todo  caso,  la  medida  tomada  por  d  Alcalde  de  ^• 
llagarcía,  de  impedir  á  D.  Abelardo  Oómei  la  entrada  en  la  sala«de  sesio- 
nes en  un  momento  dado,  aun  en  el  caso  de  no  hallarse  de  todo  punía 
justificada,  constituiría,  á  lo  sumo,  una  falta-de  las  que,  según  el  art  19  do 
la  ley  de  Gobierno  y  Administración  de  laa  provincias,  de  99  de  Agosto 
de  1882,  corresponde  á  los  Gobemadorea  reprimir  en  laa  faltas  de  obo 
diencia  ó  de  respeto  á  su  autoridad,  y  laa  que  en  el  ejerdelo  de  ano  car> 
gos  cometan  los  funcionarios  y  Corporadones  dependientes  de  la  aídsma; 
y  citaba  ademáa  el  Gobernador  los  artíenloa  118  y  189  de  la  vigento  lef 
Municipal. 

Soatenida  por  ambaa  Antoridadea  su  competencia,  ae  dictó  el  Real  do* 
creto,  que  en  su  parte  dispositiva  dice  así: 

Visto  el  núm.  l.o,  art.  8.o  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887, 
que  prohibe  á  los  Gobernadores  susdtar  contiendas  de  competencia  en  loo 
juicios  criminales,  á  no  ser  que  el  caatígo  del  delito  ó  falta  haya  sido  ro- 
servado  á  los  funcionarios  de  la  Administradón,  ó  cuando  en  virtud  de  lo 
misma  ley  deba  decidirse  por  la  Autoridad  administrativa  alguna  éneo- 
iión  |>revia  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los  Tribonales  ordiníuloa  d  eo- 
pedales  hayan  de  pronnndan 

Visto  el  art.  22  de  la  ley  Provincial  vigente,  que  estableoe,  refirióodo- 
se  á  los  Gobernadores,  que  también  deberá  reprimir  loa  actos  eoolcsrioo 
á  la  moral  ó  á  la  deoenda  pública,  las  faltas  de  obediencia  ó  do  respeto  á 
su  autoridad,  y  las  que  en  el  ejercido  de  sus  cargos  cometan  lea  fondo» 
narioa  y  Corporadones  dependientes  de  laa  mismas,  podiendo  isaponer 
con  este  motivo  multas  qne  no  excedan  de  600  pesetas,  á  oo  ' 
zado  para  mayor  suma  por  leyea  eapedalea: 

Condderando: 

1.0    Que  el  presente  oon¿ioto  se  ha  anadtado  con  mottro  do  lo  ^ 
-criminal  seguida  á  instanda  de  D.  Abelardo  O^mea  CoeUOi'POV  ' 
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de  culpa  á  1%  Aadiendft  de  lo  criminal  de  JáÜTs,  remitíéndole  eertlAttcite 
literal  de  todo  el  expediente  qne  motivó  la  anapenaión,  y  apreciando  al 
Tribnnal  qne  de  todoa  toa  hedioa  denandadoa  en  el  expedienta  podían 
conatitoir  delito,  el  relativo  á  anponer  pagada  á  D.  Vioei^  Boa,  aa  aon- 
cepto  de  alquiler  de  la  caaa  eacoela,  la  cantidad  de  281  peaeftaa  20  cénttooa; 
con  remisión  de  laa  diligencias,  antoriaó  al  Jnes  de  inatmodón  del  partida 
para  la  incoación  del  oportuno  anmario  aobre  dicho  haoho^  deolayándiwa 
deapnéa  aqoól  conctnso  por  no  aparecer  indicioa  de  criminalidad  emlrs 
determinada  persona;  dictando  la  Audiencia  él  auto  de  aobreaeimiMila 
provisional,  fundándose  en  el  núm.  2.o  del  art  641  de  la  ley  de  Enjofeía* 
miento  criminal,  y  mandando  que  ae  aachivaratt  laa  diligenciae: 

8.0  Qne  por  Real  orden  de  25  de  Marco  de  1891,  pnblicada  att  la  €hMé^ 
del  6,  ae  acordó  confirmar  la  auspenaión  del  Ayuntamiento  de  Qandia,  de- 
cretada por  el  Gk)bernador  de  Valencia,  aai  como  el  paae  de  antasedaatsa 
A  loa  Tribunalea  de  juaticia: 

4.0  Que  habiendo  durado  máa  de  cincuenta  díaa  la  aoapenaióa  gvbaff- 
nativa  de  loa  Concejalea  elegidoa  por  sufragio,  y  habiendo  recaído  «I  anta 
de  aobreaeimiento  mencionado,  18  de  loa  Concejalea  auapanaoa  reqviiia- 
ron  ante  Notario,  en  16  del  mes  qne  acaba  de  finaiiaar,  á  D.  Joaé  Boaet  Cá- 
tala, Alcalde  Preaidente  del  Ayuntamiento  interino,  para  que  él  y  los  Cas- 
«ejalea  que  presidía  cesaran  en  el  ejercicio  de  sus  fondonea  en  virtud  da 
haber  tranacurrido  el  plazo  legal  máximo  de  la  auspensión  y  haber  recaída 
«uto  de  concluaión  de  sumario  y  sobreseimiento,  cuyo  testimonio  ae  en- 
tregó al  requerido  en  la  causa  que  se  instruyó  por  modón  del  Gobernador 
de  la  provincia;  fundando  loa  suspensos  ese  requerimiento  y  el  reintegra 
«n  el  ejercicio  de  sus  cargos  en  lo  dispuesto  en  loa  artículoa  194  y  190  da 
ley  Municipal,  y  en  lo  terminantemente  prevenido  en  la  Real  orden  eircn 
lar  de  20  de  Julio  de  1888,  publicada  en  la  Gaoeta  de  21  del  miamo  insa. 

6.0  Qne  ademáa  de  requerir  loa  Concejalea  auapenaoa  al  Ayonftamianla 
interino  en  la  peñona  de  su  Presidente,  á  quien  pidieron  lo  pusiera  anea- 
nodmiento  de  sus  compafieros  en  eonaiatorio,  requirieron  tunbién  anta 
Notario,  individualmente  y  en  diveraoa  díaa,  á  loa  Concejalea  interinoa Dan 
Miguel  Ferrer  Pdro,  D.  Joaé  Ramón  Icardo  Herrero,  D.  Andrea  Mazia  A- 
«rer  Maqueata,  D.  Pedro  Paator  y  D.  Pedro  Berra,  no  tiabiendo  po^ttda 
requerir  también  individualmente  á  loa  demáa  Concejalea  interinoa  ^oa^ 
marón  posesión  de  sus  cargoa  por  máa  geationea  qne  hideron  para  aonaa 
guirlo: 

6.0  Qne  al  ordenar  telegráficamente  el  Gobernador  dvil  de  la  provin- 
cia al  Alcalde  suspenso  dieciséis  díaa  antea  de  aparecer  en  la  Qtutia  la 
Real  orden  confirmando  la  auspensión,  qne  diera  poaeaión  al  Ayuntamienla 
interino,  dicha  superior  Autoridad  le  manifeató  que  el  Ayuntamianto  ana 
pensó  ae  encontraba  en  el  caso  del  último  párrafo  del  art  191  de  la  ley  Mu- 
nicipal, y  al  trasladar  á  loa  Concejalea  suspensos  la  Real  ordmi  da  €  de 
Mano,  confirmatoria  de  la  suspensión  y  del  paae  de  loa  anteeedentaa  áloa 
Tribunalea,  lea  previno  qne  no  podrían  volver  á  ocupar  ana  cargoa  haata 
que  recayera  aentenda  absolutoria  definitiva  y  ejecutoriada,  de  cuya  pra- 
tensión  protestaron  los  interesadoi,  reaervándoae  cnantoa  dereohoa  laaoa- 
rreapondieran  para  hacer  nao  de  elloa  ante  loa  Tribnnalaa  y  Antoridadea 
•competentes. 

Y  7.0  Que  practicadoa  loa  reqtterimientoa  de  que  ae  haeia  mérifeo  en 
loa  hechoa  anteriorea,  el  Gobernador  mandó  un  aegnndo  Delegado  pam 
4iue  giraae  una  visita  de  inapecdón  á  la  Adminiatradón  del  Manidplc^ 
formando  el  diclio  Delegado  el  oportnno  expedi«ite  por  laa  fallaa  que,  a 
au  parecer,  había  notado,  recayendo  en  el  miamo  reaolndón  gnberoativaí 
por  la  que  se  ordenó  paaar  loa  nuevos  anteoedantea  á  loa  Tribnnalaa  da 
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^«•tteia;  iMoladón  que  fué  notíflcadft  á  alganoa  de  loi  Ooneejales  wampen- 
•00,  qoieoM  protestaron  del  expediente  formado,  porqoe  no  te  lee  habla 
-«Hado  ni  oído,  como  de  nna  manera*  terminante  ae  previene  en  el  art  4t 
del  reglamento  provieional  para  la  ejeeoción  de  la  ley  de  19  de  Oetohr» 
de  1689,  relativa  al  procedimiento  adminiatratiyo  que  ha  de  regir  en  la* 
-ofldnaa  depesdientea  del  Minieterio  de  la  Qobemaeión,  aprobado  por 
Beal  decreto  de  33  de  Abril  de  1800;  y  porqoe  muchas  de  las  faltas  denoa- 
dadas  atafiian  á  anteriores  Ayantamientos,  y  otras,  ó  esUbaa  Tlsiblo- 
aente  abultadas  y  desfigoradas,  ó  estaban  comprendidas  en  las  qoe  eoop- 
iabaa  en  el  prisser  ezpadlente  qae  motiyó  la  saspensión,.  y  al  mismo 
tiempo  protestaron  de  qoe  la  expresada  sospensión  se  prolongara,  por  en* 
tender  qoe  tenían  indiscutible  derecho  á  ser  respnestos  en  sus  cargos: 

Que  continuado  por  el  Joes  instructor  de  Gandía  el  curso  de  las  düi- 
fISBsias,  se  personó  en  las  mismas  el  Procurador  Sancho  Perello,  en  noaa- 
twe  del  Concejal  D.  Andrés  Escriba,  y  admitida  que  fué  so  repreeentadóii 
é  interesada  por  el  mismo  la  práctlM  de  determinadas  diligendss,  por 
auto  de  7  de  Agosto  úttimo  fneron  declarados  procesados  D.  José  Bonei 
Cátala,  D.  Miguel  Ferrar,  D.  Joeé  Bamón  Icardo,  D.  Andrés  Ferrar,  J>.  Pe- 
dro Pastor  y  D.  Pedro  Serra,  proceaamiento  que  se  biso  extendyo  por  otro 
.«nto  de  la  Audiencia  de  Játiva,  dictado  en  grado  de  apelación,  á  los  sev- 
4Midos  D.  Andrés  Llovet,  D.  Jaime  Floxia,  D.  Oipriano  Oltra,  D.  Joaquín 
Forrat  y  D.  Andrés  Ferrer  Ohayeli: 

Que  antes  de  decretarse  por  el  Jues  delegado  el  proceeamlento  de  ev- 
ites últimos,  acordado  por  la  Aodienda,  el  Gobernador,  á  quien  D.  Joaé 
Bonet  y  Oatalá  había  acudido  aolicitando  de  su  autoridad  requiriese  <Ie 
inhibidón  á  la  Audiencia,  lo  hito  así,  en  desacuerdo  con  el  dictamen  de  \m 
Oomisión  provincial,  fundándose  en  que  después  de  dictado  por  la  Audiea> 
-eia  de  Játiva  el  auto  de  sobreseimiento  providonal  sobre  el  hecho  únívo 
de  suposición  de  psgo,  se  mandó  por  Real  orden  de  6  de  Mano  paear 
todos  los  antecedentes  á  los  Tribunales  para  que  sobre  dios  entendieran, 
j  ad  se  efectuó;  y  una  vea  publicada  esta  Real  resolución,  los  Begidorea 
«uspensos  no  po^Uan  volver  al  ejercicio  de  sus  cargos  hasta  que  recayera 
«entenda  absolutoria  definitiva  y  ejecutoriada,  lo  cual  no  había  sueedicto 
«n  el  presente  caso,  pues  no  podía  darse  al  citado  auto  de  sobresdmienti 
provisional  ftiersa  suficiente  que  entrafiase  la  singular  y  absoluta  eficacia 
-de  anular  la  acción  del  Gk^ierno  para  resolver  con  arreglo  á  las  dispod- 
^eiones  dd  art  191  de  la  ley  Monicipd  sobre  todas  las  demás  caneas  gra- 
ves que  motivaron  la  formadóu  dd  expediente  de  sospendón,  y  quedaría 
julemás  sin  cnmpUr  la  Real  orden  de  6  de  Marso,  diotada  con  poateriod- 
dad  al  dtado  auto  de  sobreseimiento. 

Sostenida  por  ambas  Autoridades  su  competencia,  se  dictó  el  Real  de- 
preco, que  en  su  parte  dispositiva  dice  así: 

Visto  el  art.  191  de  la  ley  Municipal,  que  dice:  cSi  el  Gobierno  entien- 
•de  que  la  suspensión  de  los  Regidores  no  es  procedente,  revocará  por  si» 
7  dentro  de  quince  días,  el  acuerdo  del  Gobernador;  en  caso  contrario, 
l>asará  el  expediente  d  Consejo  de  Estado,  oído  el  cual,  y  en  un  plaso  qna 
«o  exceda  de  cuarenta  días^  dictorála  resoludón  definitiva.  Declarada  im> 
procedente  la  suspensión,  serán  los  Regidores  inmediatamente  repueatos 
^n  sus  cargos.  Si  hubiere  lugar  á  deatitudón,  el  Gobierno  mandará  pasar 
los  antecedentes  al  Juagado  ó  Tribunal  competente.  Este,  previas  las  ac* 
ioadones  en  derecho  neceearias,  decretará  la  destitudón,  sin  perjuicio  da 
laa  demáe  penas  á  que  hubiese  lugar,  cuando  aparedese  que  loa  Regidora 
«e  han  hecho  culpables  de  dgnuas  de  laa  infracdonea  determinadas  en  el 
«rt.  189.  En  uno  y  otro  caso,  el  decreto  del  Gobierno  será  publicado  en  la 
•Gaceta  de  Madrid  y  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia,  con  inserción  dn 
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lo«  dietámenea  del  Ck>nte]o  de  Bitodo.  Ünm  vei  publieado  él  deerato  i 
dando  paear  loe  antecedentea  á  loa  Jríbtmalea  de  juiiidaí  loa  Begidora»» 
auepaneoe  no  Tolverán  al  ejerciólo  de  ana  eatgoe  en  tanto  qoe  no  recaiga 
aanlencia  abeolntoria,  definitiya  y  ejeeotoriada»: 

Viato  el  art.  8.0  del  Beal  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  aegán  el 
cual  podrán  loa  Oobemadorea  inacitar  eontiendaa  de  competencia  en  loe 
joicioa  c?iminalea  coando  el  caatígo  del  delito  ó  falta  haya  eido  reaerrado 
por  la  ley  A  loa  foncionarioa  de  la  Adminiatraoión,  ó  cuando  en  virtad  de 
la  miama  ley  deba  deddirae  por  la  Aotoridad  adminiatratlTa  algana  coee- 
tión  previa  de  la  caal  dependa  el  fallo  que  loa  Tribonalea  ordinarioa  ó  ea- 
peeialea  hayan  de  pronunciar: 
Oonaiderando: 

1  .•  Qae  la  preaente  contienda  jariadicdoaal  ae  ha  anaeitado  cpn  moti- 
TO  de  la  querella  entablada  por  loa  Ck>ncejalea  anapenaoa  del  Ayontamian- 
to  de  la  dodad  de  Gandía  contra  loa  Interinoa  nombradoa  por  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Valencia,  como  preaontoa  colpabiee  del  delHo  da 
vaorpadón  de  atribndonea: 

2.0  Qae  publicado  el  decreto  á  que  el  art.  101  de  la  ley  Hunidpal  ee 
refiere,  ea  Indudable  que  loa  Regidorea  auapenaoa  no  pueden  volver  al- 
eferddo  de  ana  cargoa  haata  que  recaiga  aentenda  abaolutoria  definitiTa 
y  ^ecutoriada,  lo  cual  no  ha  aoeedido  aún  en  el  preaente  eaao: 

i.o  Que  el  auto  de  aobreaeimiento  dictado  por  la  Audiencia  de  Játiva^ 
eohunente  recayó  aobre  uno  de  loa  hechoa  que  en  el  expediente  gubéma- 
tívo  figura,  ain  que  la  Audiencia  r^erida  haya  hecho  dedaradón  algana 
reapeeto  de  loa  demáa: 

4.0  Que  en  tal  aupueato,  mientraa  dicha  dedaradón  no  ae  haga  por  loa 
Tribonalea  ordinarioa,  no  puede  la  Adminiatradón  haoer  laa  relativaaá  la 
reintegración  en  ana  cargoa  de  loa  Ooncejalea  auapenaoa,  y  eato  conatitaye 
ana  cueattón  previa  adminiatrativa,  de  cuya  reaoludón,  en  au  día,  hito4 
de  depender  el  fallo  que  dicten  aquélloa  en  la  querella  dedudda: 

4.0  Qae  ae  eatá,  por  tanto,  en  uno  de  loa  caaoa  en  que  por  ezcepdón 
poeden  loa  Gobemadorea  promover  eontiendaa  de  competenda  en  loa  jal- 
doa  crlminalea,  con  arreglo  á  lo  diapueato  en  el  art  S.o  citado  del  Real- 
decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887. 

Conformándome  con  lo  conaaltado  por  d  Gonaejo  de  Eatado  en  pie- 

aOy  etc.;  vengo  en  deddir  eata  competenda  á  favor  de  la  Adminiatradón^ 

Dado  en  el  Real  Sitio  de  Aranjues  á  9t  de  Mayo  de  1892.— Maria  Oria- 

tina.--El  Preddente  del  Gonaejo  de  Miniatroa,  Antonio  Gánovaa  dd  Cae- 

tillo.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  U  de  Mayo  de  1893.) 
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Becnrao  de  queja  (32  de  Mayo  de  1893).— ¿e^efidda  de  muido  á  la$  cía- 
eee  de  iropa.^Be  declara  que  no  ha  debido  auadtarae  d  promovido  por  la 
Audiencia  de  Burgoa  contra  d  Gomandante  Jefe  de  GarabUieroa  de  la  pro- 
riacia  de  Santander,  y  ae  eatablece: 

Úue  el  precito  termiMmtemetUe  eontígnado  ea  d  ari,  530  del  Oódigo^ 
de  Juiticia  militar  vigente,  impide  la  retención  de  loe  haberes  á  la$  elaeee  d» 
trepa,  aun  cuando  afuélla  hava  eido  decretada  por  loe  T^riimnalee  ordmm^ 
rioe,  sin  que  la  ley  haya  estabíeeido  contra  dicha  egcpHdta  ditposioián,  i 
£i4m  de  mnyún  género. 
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Bq  el  reearao  de  qaejB  promovido  por  la  Aadienoia  de  Burgos  coutn 
^l  Oootiandmite  Jefe  de  Oarabineros  de  la  provincia  de  Santander,  de  loa 
-anales  reaalta: 

Qoe  con  fecha  30  de  Mano  de  1891,  el  Procttrador  D.  Roncan  Man 
fttéro  Arée,  en  nombre  y  con  poder  de  Dofia  María  Blanco  Gntiérres,  ve 
ciiáa  de  Santander,  dednjo  demanda  en  jaldo  verbal  ante  el  Jnei  mnnici- 
pal  de  aqoella  capital  contra  Bernabé  Gonzalo,  carabinero  de  la  eeganda 
eompafila,  reaidente  en  la  expreaada  cindad,  aobre  pago  de  1S6  pesetas, 
qoe  era  en  deber  á  la  parte  qae  representaba,  de  cantidades  facilitadas  en 
varias  ocasiones: 

Qae  admitida  la  demanda  y  convocadas  las  partes  á  jnicio  verbal,  y 
allanándose  á  aqaélla  en  dicho  acto  la  demandada,  el  Jnes  dictó  sentencia 
en  38  del  propio  mes  y  afio,  condenando  á  Bernabé  Gonsalo  á  qne,  dentro 
de  tercero  día  despnés  de  ser  firme  el  fallo,  pairara  á  la  parte  demandante 
la  cantidad  expresada  y  además  las  costas  del  jnicio: 

Qae  firme  la  referida  sentencia,  se  interesó  por  la  parte  actora,  en  pe 
ríodo  de  ejecución  de  aquélla,  se  procediese  al  embargo  de  los  bienes  del 
dendor,  ó  en  otro  caso  se  oficiara  al  Comandante  Jefe  de  Carabineros  de 
la  provineia,  para  qne  ordenase  la  retención  de  la  coarta  parte  del  sueldo 
ó  haber  que  disfrutara  el  demandado,  hasta  cubrir  las  cantidades  á  qne 
había  sido  condenado: 

Qae  decretado  así  por  el  Juez,  se  pasó  al  Comandante  Jefe  la  coman! - 
eadón  interesada,  á  la  cual  contestó  dicha  Autoridad  militar  en  oficio  de 
9  de  AbrU  siguiente,  manifestando  no  le  era  posible  ordenar  la  retencióo 
susodicha,  por  vedárselo  la  Beal  orden-circular  de  20  de  Diciembre  de  1888, 
liablicada  por  el  Ministerio  de  la  Guerra,  la  caal  hizo  extensiva  á  todas  If  s 
clases  de  tropa  del  Ejército  la  de  6  de  Febrero  de  1888  del  de  Marina,  qns 
declaró  no  embargables  los  haberes  de  dichas  clases,  una  vez  que  sólo  átt- 
terminan  las  leyes  lo  sean  los  sueldos  ó  pensiones,  carácter  que  no  tienen 
los  haberea  de  tropa; 

Qae  dada  vista  del  anterior  oficio  á  la  parte  actora,  ésta  insistió  en  qoe 
se  paaara  neeva  comunicación  á  la  citada  Autoridad  militar,  á  lo  cual  ac 
cedió  el  Juez  en  auto  fundado  de  11  de  Abril  último,  insistiendo  á  su  vea 
el  Comandante  Jefe  en  su  primera  negativa;  pero  manifestando  en  su  oficio 
de  contestación  que  si  el  Juzgado  lo  creía  oportuno,  acudiese  en  demanda 
de  su  pretensión  al  Capitán  general  del  distrito  para  que,  como  Aotoridati 
superior  judicial  militar  del  comunicante,  resolviera  lo  que  estimaae  pro- 
cedente: 

Qae  en  su  vista,  el  Procurador  demandante  solicitó  del  Juzgado  tu- 
viese por  preparado  á  sa  instancia  el  oportuno  recurso  de  queja,  qne  an- 
torizaba  el  art.  1.®  de  la  ley  do  Enjuiciamiento  civil,  y  acordado  así  por  el 
Jnsgado,  por  estimar  que  la  negativa  del  Comandante  Jefe  repetido  cons 
titoía  una  verdadera  invasión  de  lak  atribuciones  judiciales,  se  dio  tras- 
lado del  juicio  original  en  que  constan  los  hechos  motivos  del  recurso  al 
Juez  de  primera  instancia  de  la  capital,  quien  creyendo  á  vez  procedente 
el  preparado  recurso,  puesto  qne  las  Reales  órdenes  citadas  por  la  Antori 
dad  militar  no  pueden  derogar  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sejíún  ter- 
minantemente se  declaró  en  el  Beal  decreto  de  6  de  Mayo  de  1890,  y  se 
reconoció  también  por  el  Ministerio  de  la  Gaerra  en  Real  orden  del  dia 
sil^iente  7,  elevó  los  antecedentes  á  la  Sala  de  gobierno  de  la  Aadiencia 
del  territorio,  para  que  ésta  resolviera  conforme  á  derecho: 

Que  la  Aadiencia,  aceptando  en  concepto  de  exposición  motivada  el 

dictamen  fiscal,  elevó  el  recurso  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  dando 

dicho  Cao  ero  traslado  del  mismo  á  la  Presidencia  de  mi  Consejo  de  Minis 

tros,  fundándose  aquélla  en  que  el  Juzgado  municipal  de  Santander  obró 
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correctameote,  apojando  tu  reaolndón  para  decretar  el  embargo  en  laa^ 
dispoaicioDea  de  la  lev  de  Enjuiciamiento  civil;  en  que  el  art.  76  de  la 
Gonstitoción  del  Estado  consigna  expresamente  qae  á  los  Tribonalea  y 
Juagados  pertenecen  exclnstvamente  la  poteatad  de  aplicar  las  ieyea  eo  lo» 
inicios  civiles  y  criminales,  y  la  de  juagar  y  hacer  qoe  se  ejecute  lo  jni- 
gadu;  prei*epto  consignado  asimismo  en  el  art.  S.o  de  la  ley  or¿Uiica  del  Po- 
der judicial,  en  consonancia  con  los  principios  qne  informan  la  potestad 
y  alcance  de  la  jorisdicción  ordinaria,  sin  más  limitaciones  ó  excepcione»' 
respecto  á  la  jorisdicción  de  Qaerra  qoe  las  establecidaapor  modo  expreso 
en  materia  civil  en  el  art.  11  del  Código  de  Justicia  militar;  en  qoe  todo 
lo  one  sea  contrariar  prescripciones  tan  f  andamentales  oon#titoye  no  abaso- 
y  una  verdadera  extralimitación  de  atribuciones;  en  que  las  Reales  órde- 
nes incoadas  por  el  Comandante  Jefe  de  Carabiníeros,  sobre  no  haber  sido 
comunicadas  ai  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  no  pueden  alHrogar  ni  de- 
rogar la  ley  de  Eojolclamiento  civil;  en  que  existe  con  posterioridad  á  di- 
chaa  Reales  órdenes  la  de  7  de  Mayo  de  1890,  expedida  por  el  Ministerio- 
de  la  Guerra,  la  cual,  respetando  como  no  podía  menos  )a  ley  de  fuero  co- 
mún, establece  las  reglas  á  qoe  han  de  ajustarse  las  Autoridades  militarea 
en  materia  de  retención  de  sueldos  que  puedan  aer  acordadas  gubernati- 
vamente ó  por  consecuencia  de  proveído  judicial,  refiriéndose  á  todol  los 
militares,  sin  distinción  de  clases,  que  perciben  sos  sueldos  con  cargo  á 
los  presupuestos  de  la  Nación,  sin  que  pueda  admitirse  la  distinción  entre 
haberea  dttl  Ejército  y  sueldos,  porque  esta  distinción  no  afecta  al  concepto 
Buatancial  en  que  se  baila  inspirada  la  referida  Real  orden;  y  en  qne  dr 
todo  lo  expuesto  se  deducía  que  había  habido  en  el  presente  caso  per  parte 
de  la  Autoridad  militar  una  invasión  de  atribuciones,  oponiéndose  á  iaa- 
providenciss  dictadas  por  el  Juagado  municipal  en  el  ejercicio  legítimo  do 
sus  facultades  y  atribodones: 

Que  oído  el  Ministerio  de  la  Guerra,  éste  manifestó  qoe  era  improce- 
dente el  embargo  de  que  se  trataba,  una  vez  que  á  ello  se  oponía  el  ar- 
tículo 680  del  Código  de  Justicia  militar  vigente  deade  1.^  de  Noviembre 
de  1890,  y  esto  sin  perjuicio  de  que  el  Jues  municipal  de  Santander  debiá 
dirigirse  al  Capitán  general  de  Burgos,  qne  ejerce  la  jurisdicción  militar 
en  aquel  distrito,  para  el  cumplimiento  de  su  providencia^  resultando  de  lo 
expuesto  el  presente  conflicto,  que  ha  seguido  sus  trámites. 

Visto  el  párrafo  segundo  del  art  6-10  del  Código  de  Justicia  militar  vi- 
gente, el  cual  dice:  cA  los  individuos  de  la  clase  de  tropa  no  se  les  reten* 
drán  sos  haberes  ni  aun  por  disposición  de  los  Tribunales  ordinarios.  Sólo 
podrán  ser  objeto  de  embargo  sus  créditos  y  alcances,  loa  premios  de  en- 
ganches y  reenganches  y  los  bienes  propios»: 
Considerando: 

l,^  Que  eate  recorso  de  queja  se  ha  suscitado  con  motivo  de  la  nega- 
tiva de  la  Autoridad  militar  á  retener  la  cuarta  parte  del  haber  del  carabi- 
nero Bernabé  Gonsalo,  cuya  retención  había  decretado  el  Juagado  muni- 
cipal de  Santander  en  período  de  ejecución  de  la  sentencia  dictada  en  jui- 
cio verbal  ordinario,  por  la  qne  ae  condenó  á  aquél  al  pago  de  deteroünada 
cantidad,  procedente  de  deudas  contraídas  por  el  mismo  interesado: 

2.^  Que  el  precepto  terminantemente  consignado  en  el  art.  630  citado 
del  Código  de  Justicia  militar  vigente  impide  la  retención  de  los  haberes- 
á  las  clases  de  tropa,  aun  cuando  aquélla  haya  sido  decretada,  como  su- 
cede en  el  presente  caao,  por  los  Tribunales  ordinarios,  sin  que  ¿ley  haya 
eatablecido  contra  dicha  explícita  disposición  excepción  de  ningún  géoero. 
Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  declarar  que  no  ha  debido  suscitaras  el  presente  recurso- 
de  queja. 
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Dado  en  Aranjaes  á  82  de  Mayo  de  1892.— María  CriatlDa.— El  Preai- 
dente  del  OoDeejo  de  Mioiatroa,  Antonio  Gánovaa  del  Oaatillo.— (Publi- 
cado en  la  Qae^a  de  11  de  Jonio  de  1892.) 
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Ckmipetencia  (22  de  Mayo  de  1892).— Ifoit^s.  8u$iraeeián  de  leña$.  Al- 
teradán  de  hitos,—  Se  declara  qae  no  ba  debido  soacitarae  la  promovida  en- 
tre el  Gobernador  civil  de  León  y  el  Jaex  de  dlcba  capital,  y  ae  establece: 

Que  la  alteracián  de  hUos  y  sustracción  de  Uñas  de  un  monte  público  pue- 
den ser  constitutivos  de  un  deUto  con  arreglo  al  Código  penal,  cuyo  conocimien- 
to está  reservado  á  los  Tribunales  de  justicia,  y  no  teniendo  la  Administración 
g[ue  resolver  tampoco  cuestión  alguna  previa  que  pueda  influir  en  el  fallo  que  en 
su  dia  dicten  dichos  Tribunales,  es  indudable  que  no  encastrándose  el  presente 
caso  comprendido  en  ninguno  de  los  dos  en  que^  por  excepciány  pueden  los  Gober- 
nadores suscitar  contiendas  de  competencia  en  los  juicios  criminales,  no  ha  po- 
dido suscitarse  este  conflicto. 

Que  en^  oficio  de  26  de  Afroato  de  1891  el  Ingeniero  Jefe  del  distrito 
fbreatal  de  León  dennnció  al  Jaez  de  instmcción  de  aqnella  capital  el  si- 
gniente  hecbo:  qae  el  Capataz  de  cnltivoa  de  la  primera  comarca  babia 
practicado  en  loa  díaa  19  y  21  de  aquel  mea  un  leconocimiento  en  el  monte 
Búm.  186  del  Catálogo  de  loa  exceptuadoa,  perteneciente  al  pueblo  de 
Manaaneda,  acompañado  de  la  Junta  administrativa  del  expresado  pue- 
blo, de  cuyo  reconocimiento  reaultó  que  loa  aujetos  vecinos  del  mistno, 
que  ae  dtaban  en  la  relación  que  remitía  adjunta,  bebían  roturado  y  arran- 
eado laa  lefiaa  que  á  cada  cual  ae  le  consignaba  en  aquélla  con  sus  correa- 
pondientea  tasacionea,  debiendo  significar  que  el  bito  nóm.  53,  que  estaba 
en  el  límite  de  la  tierra  de  Dioniaio  Femándes,  babía  aido  derribado  y  ha- 
bla deaaparecido,  como  igualmente  el  66,  que  eataba  limitando  con  la  finca 
de  Miguel  Flores,  cuyos  bechos  denunció  el  Capataz  de  cultivoa  ante  el 
Alcalde  de  Cbirrafe;  comprendíase  en  la  relación  que  á  la  denuncia  acom- 
pafiaba  á  Jenaro  Diez  y  otros  19  individuoa  más: 

Que  á  la  vez  que  laa  oportunaa  diligenciaa  criminales  se  instruyó  ex- 
pediente gubeAativo  por  el  Alcalde  de  -Garrafe,  el  cual  fué  remitido  al 
Gobernador,  y  éate,  de  acuerdo  con  lo  informado  por  el  Ingeniero  Jefe  de 
Montes,  lo  remitió  al  Juzgado,  por  correaponderle  el  conocimiento  del 
asunto: 

Que  Domingo  Fernández  y  otroa  de  loa  comprendidoa  en  la  relación 
de  la  denuncia  que  dio  origen  al  proceao  acudieron  al  referido  Gobernador 
para  que  suscitara  al  Juzgado  la  oportuna  competencia,  como  asi  lo  hizo 
de  acuerdo  con  la  Comisión  provincial,  fundándose:  en  que  con  arreglo  á 
lo  diapueato  en  el  art.  82  del  Real  decreto  de  8  de  Mayo  de  1884,  cuando 
loa  puebloa  á  quienea  correaponde  el  uso  gratuito  de  loa  productos  de  loa 
montes  procediesen  á  ejecutarlo  ain  la  autorización  del  Jefe  del  distrito, 
abonarán  como  contraventorea  á  eae  precepto,  y  por  razón  de  multa,  el 
valor  de  los  productos  aprovechados,  y  era  claro  que  donde  la  ley  decía 
pueblos  había  de  entenderae  los  vecinos  de  loa  mismos,  porque  eran  loa 
Uamadoa  á  aprovechar  loa  productoa  correspondientes  á  sus  respectivas 
locali'^adea;  en  que  eran  Autoridadea  competentea  para  conocer  de  las  de- 
nonciaa,  iinpoaición  y  exacción  de  laa  multaa  y  demáa  responsabilidadea 
prescritaa  en  loa  artícutoa  haata  el  40  del  Real  decreto  expresado,  loa  Go- 
bernadorea  civilea  de  laa  provinciaa  y  loa  Alcaldea  con  aujeción  á  laa  re- 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


816  JüBISPJtUDJUOIA  ADlOHISTlIAnTA 

glM  eonsignmdas  da  el  mismo,  f  por  eonelgiiieiite.  ti  ea  el  ouo  de  que  te 
trataba  habo  eorta,  roturación,  Tenta  ó  benefleio  de  aproTeehamientofl  fo- 
restales, sin  la  antorisaoión  competente,  á  la  Administración  oerrespon- 
día  decidir  lo  qne  procediera,  previa  la  formación  del  oportuno  expedien- 
te, toda  yez  qne  los  dafios  cansados  en  el  monte  no  llegaban  á  2.600  pe- 
setas. 

Sostenida  por  ambas  Autoridades  sn  competencia,  se  dictó  el  Real  de- 
creto, qne  en  sn  parte  dispositiva  dice  así: 

Visto  el  art.  8.0  del  Real  decreto  de  8  de  Mayo  de  1884,  que  dispone 
que  el  qne  alterase  hitos,  iQoJones  ó  cnalqniera  otra  clase  de  sefiales  desti- 
nadas á  fijsr  los  límites  de  montes  públicos,  será  entregado  á  los  Tribuna- 
les ordinarios  para  el  castigo  correspondiente,  con  arreglo  al  Código  penal: 

Vista  la  regla  1.*  del  art.  40  del  mismo  Real  decreto,  que  establece  qne 
las  maltas  y  demás  responsabilidades  relativas  á  la  roturación,  corta,  venta 
ó  beneficio  de  aprovechamientos  forestales,  sin  autorización  competente 
al  modo  ó  tiempo  de  efectuar  dichas  operaciones,  y  á  las  infracciones  que 
se  cometan  de  las  reglas  establecidas  para  la  celebración  de  las  subastas, 
serán  impuestas  por  los  Gobernadores: 

Vista  la  regla  4.*  del  propio  artículo  y  Real  decreto,  qne  determina  que 
cuando  la  infracción  de  un  precepto  de  las  leyes  y  disposiciones  vigentes 
que  tengan  penalidad  sefialada,  haya  sido  el  medio  de  perpetrar  nn  delits 
definido  en  el  Código  penal,  se  reservará  sn  castigo  álos  Tribunales: 

visto  el  núm.  l.o  del  Real  deereto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  que 
prohibe  á  los  Gobernadores  suscitar  contiendas  de  competemcia  en  los 
juicios  criminales,  á  no  ser  que  el  castigo  del  delito  ó  falta  haya  sido  tesar 
vado  por  la  ley  á  los  funcionarios  de  la  Administración,  ó  cuando  en  vir- 
tud de  la  misma  ley  deba  decidirse  por  la  Autoridad  administmliva  alguna 
cuestión  previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los  Triboniües  ordinarios 
ó  especiales  hayan  de  pronunciar: 

Considerando: 

1.0  Que  el  presente  coofiicto  se  ha  suscitado  con  motivo  de  la  eaosa 
crimim^l  seguida  á  consecuencia  de  una  denuncia  hecha  por  el  Ingeniero 
Jefe  de  Montes  y  Capatas^de  cultivos  de  la  primera  comarca  de  la  provin- 
cia de  León: 

%.^  Que  tal  denuncia  comprende  tres  extremos,  relativos  el  primero  á 
la  roturación  arbitraria  de  terrenos,  el  segundo  á  la  alteración  de  hitos,  y 
el  último  á  la  sustracción  de  leñas,  raíces  y  brosa  en  un  monte  público: 

8.0  Qne  respecto  de  la  roturación  arbitraria,  habiéndose  declarado  in- 
competente el  Juez  para  conocer  de  ella  y  reconocido  las  facultades  y  atri- 
buciones que  á  la  Administración  confieren  las  disposiciones  vigentes» 
quedó  por  tal  razón  resuelta  la  competencia  suscitada,  sin  que  sea  di^le 
hacer  declaración  alguna  sobre  ella: 

4.0  Qne  limitada  y  circunscrita  la  presente  contienda  á  sólo  los  extre- 
mos que  en  la  denuncia  hacen  relación  á  la  alteración  de  hitos  en  un  mon- 
te público  y  á  la  sustracción  del  mismo  de  lefias,  raíces  y  brozas,  á  esto 
debe  también  limitarse  la  resolución  que  se  dicte: 

6.0  Que  tales  hechos  pueden  ser  constitutivos  de  un  delito  con  arregle 
al  Código  penal,  cuyo  conocimiento  está  reservado  á  los  Tribunales  de 
justicia,  y  no  teniendo  la  Administración  que  resolver  tampoco  cuestión 
alguna  previa  que  ptieda  influir  en  el  fallo  que  en  su  día  dicten  dichos 
Tribunales,  es  indudable  qne  no  encontrándose  el  presente  caso  compren- 
dido en  ninguno  de  los  dos  en  que,  por  excepción,  pueden  los  Gobernado 
res  suscitar  contiendas  9e  competencia  en  los  juicios  criminales,  no'ha 
podido  suscitarse  este  conflicto. 
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nación  el  único  encargado  de  ejercer  la  alta  inapecdón  para  impedir  ^ne 
aean  infringidaa  la  Oonaiitoelón  y  laa  leyea. 

Sostenida  por  ambas  Antoridades  su  competencia»  se  dictó  el  Real  de- 
creto,  qne  en  sn  parte  dispositiva  dice  así: 

Visto  el  art.  9.o  del  Real  decreto  de  20  de  Abril  de  1876,  qne  dispon» 
qne  das  rifas  qne  se  celebren  contraviniendo  i  las  disposiciones  estable- 
cidas en  los  articolos  anteriores  constltayen  el  delito  de  defraudación,  qne 
se  ca«tígará  administrativamente  con  una  multa  del  cnádmplo  del  derecho 
defrandado: 

Visto  el  art.  8.o  del  Real  decreto  de  8  de  Septlembfe  de  1887,  qne  pro- 
hibe á  los  Gobernadores  snscit«r  contiendas  de  competencia  en  los  jni- 
eios  criminales,  á  no  ser  qne  el  castigo  del  delito  ó  falta  liaya  sido  resw- 
vado  por  la  ley  á  los  fancionarios  de  la  Administración,  ó  cuando  en  vir- 
tud de  la  misma  ley  deba  decidirse  por  la  Autoridad  administrativa  algona 
cuestión  previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  loa  Tribunales  ordinarios 
ó  especiales  hayan  de  pronuncian 

Considerando: 

1,^  Que  la  presente  contienda  de  competimcia  se  ha  suscitado  eon  mo- 
tivo del  proceso  que  tenía  por  objeto  averiguar  si  constituía  delito  de  de- 
fraudación el  hecho  de  haber  sido  rifado  un  cerdo  por  acuerdo  de  la  Di- 
putación provincial  de  Zaragoaa  para  allegar  recursos  4  los  asilos  de  Be- 
neficencia de  la  provincia,  y  por  suponerse  que  la  mencionada  rifa  se  lia- 
bía  llevado  4  cabo  sin  cumplirse  los  requisitos  exigidos  por  la  ley: 

2.0  Qne  el  conocimiento  y  castigo  del  hecho  por  qne  se  procede  está 
reservado  expresamente  por  la  disposición  legal  anteriormente  citada  á 
los  fancionarios  de  la  Administración: 

8.*  Que  se  halla,  por  tanto,  el  preeente  conflicto  comprendido  en  ono 
de  los  dos  caaos  en  que,  por  excepción,  pueden  los  Gobernadores  suscitar 
contiendas  de  competencia  en  los  juicios  criminales,  á  tenor  de  lo  dispues- 
to en  el  núm.  l.o  del  art.  8.®  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887. 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administración. 

Dado  en  Aranjaes  4  22  de  Mayo  de  1892.— María  Cristíoa.—EI  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del  Castillo.— (Publi- 
cada en  la  Chiceta  de  28  de  Mayo  de  1892.) 
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Competencia  (6  de  Junio  de  1892).^iS^m(ÍMiti5r«0.-— 8e  resuelve  4  fa- 
vor de  la  Autoridad  judicial  la  suscitada  entre  el  Gobernador  civil  de  (H- 
roña  y  el  Juez  de  Paigcerd4,  y  se  establece. 

i  o  Que  á  loa  TribunaUi  ardinarioB  carreiponde  la  deelaradán  de  loi^  de- 
rechas civilte; 

Y  ;9.o  Que  la  circunstaneia  de  acudir  loe  intere$ado$  tu  recurso  de  altada 
ante  la  AuUfridad  guhemaHtfa^  no  excluye  el  derecho  de  los  mismos  á  interpo- 
ner demanda  ante  los  Tribunales^  ¡/aporque  ésta  hi  de  entablarse  en  el  plago 
de  treinta  dias^  á  contar  desde  la  notificación  de  los  acuerdos  ó  de  la  oomuni- 
cacián  de  la  suspensión  de  los  mismos,  ya  también  porque,  según  lo  depuesto 
en  la  ley  Municipal^  la  detnanda  puede  interponerse  aun  cuando  el  acuerdo 
haya  stdo  suspendido  gubematioamentCy  lo  cual  prueba  qne  un  recurso  no  ex- 
cluye al  otro. 

En  12  de  Marzo  de  1878,  y  con  objeto  de  evitar  qne  ciertas  obras 
que  estaba  construyendo  D.  José  Graells,  propietario  y  vecino  de  RipoJl, 


mt. 
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LQtoridades  jadiciales  y  lat  adminisiratívaí,  tino  qae  las  osas  debéis 
lir  la  competencia  de  las  otras  de  ana  manera  absoluta  7  completa, 
ostenida  por  apibas  Autoridades  sa  competencU»  se  dictó  el  Keal  de* 
S  que  en  su  parte  dispositiva  dice  asi: 

^isto  el  art.  170  de  la  ley  Municipal,  según  el  cual,  el  Alcalde  sospen- 
la  ejecución  de  los  acuerdos  á  que  se  cefi^re  el  párrafo  primero  del 
ulo.  anterior,  quando  de  aquél  hubiese  de  resultar  perjuicio  en  los  dé- 
os civiles  de  un  tercero:  la  suspensión  en  este  caso  sé  acordará  sola- 
te  cuando  los  interesados  lo  solicitaren,  reclamando  al  mismo  tiempo 
ra  el  acuerdo:  ^ 

lato  el  art.  171  de  la  misma  ley,  con  arralo  á  cuyas  disposiciones  do 
le  ser  suspendida  la  ejecución  de  los  acuerdos  dictados  en  asuntos  de 
m  potencia  del  Ayuntamiento,  aun  cuando  por  eUos  y  en  su  forma  le 
ojau  algunas  de  las  disposiciones  de  esta  ley  ú  otras  especiales,  salvo 
spuesto  en  el  último  párrafo  del  art.  169.  £n  este  caso  se  concede  re< 
;>  de  alzada  á  cualquiejia,  sea  ó  no  residente  en  el  pueblo,  que  se  crea 
idicado  por  la  ejecución  de  los  acuerdos.  Los  recursos  de  alzada  que 
risa  este  artículo  procederán  ante  el  Gobernador,  oída  la  CJomisión 
incial,  debiendo  ser  interpuestos  en  el  término  de  treinta  días,  óon* 
I  desde  la  notificación  administrativa,  ó  en  su  defecto,  desde  la  pabli- 
^n  de  los  acuerdos.  Este  recurso  será  entablado  con  arreglo  á  lo  qoe 
[>ne  el  art.  140: 

^isto  el  art.  172  de  la  ley  que  viene  citándose,  que  dice:  cLos  que  le 
Q  perjudicados  en  sus  derechos  civiles  por  los  acuerdos  de  los  Ayon- 
entos,  haya  sido  ó  no  suspendida  su  ejecución  en  virtud  de  lo  dis- 
to en  los  artículos  anteriores,  pueden  reclamar  ^ntia  ellos,  mediante 
uida,  ante  el  Juez  ó  Tribunal  competente,  según  lo  que,  acudida  la 
raleza  del  asunto,  dispongan  las  leyes.  £1  Juez  ó  Tribunal  que  sa- 
la en  el  asunto  puede  suspender  por  primera  piovidencia,  á  peticiéD 
nteresado,  la  ejecución  de  los  acuerdos  apelados,  si  ya  no  lo  hubiere 
,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  170,  cuando  á  su  juicio  proceda  y  con- 
:a,  á  fin  de  evitar  un  perjuicio  grave  é  irreparable.  Para  interponer 
demanda  se  concede  un  plazo  de  treinta  días,  después  de  notiflcadot 
cuerdos,  ó  comunicada  la  suspensión  en  su  caso,  pasado  el  cual  sin 
irse  verificado,  queda  esta  suspensión  levantada  de  derecho  y  conseo- 
I  los  acuerdos»: 
lonsiderando: 

^  Que  la  demaüda  interpuesta  por  D.  Mariano  Sana  y  Dofla  Antonia 
ills  tiene  por  objeto  la  declaración  de  un  derecho  que  reviste  carácter 
,  como  es  el  reconocimiento  de  una  servidumbre,  y  á  los  Tribunales  co- 
londe  apreciar  la  existencia  de  ese  derecho  y  la  declaración  del  mismo: 
*  Que  la  circunstancia  de  acudir  los  interesados  en  recurso  de  alzada 
la  Autoridad  gubernativa  no  excluye  el  derecho  de  los  mismos  á  in- 
mer  demanda  ante  los  Tribunales,  ya  porque  ésta  ha  de  entablarse  en 
azo  de  treinta  días,  á  contar  desde  la  notificación  de  los  acuerdos  ó  de 
municacíón  de  la  suspensión  de  los  mismos,  ya  también  porque,  se* 
lo  dispuesto  en  la  ley  Municipal  en  los  artículos  citados,  la  demanda 
e  interponerse,  aun  cuando  el  acuerdo  haya  sido  suspendido  guber- 
amenté,  lo  cual  prueba  que  un  recurso  no  excluye  al  otro, 
onformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  píe- 
te.; vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Autoridad  jo- 

ado  en  Aranjuez  á  6  de  Junio  de  1892.— María  Cristína.— El  Presi- 
3  del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del  Castillo. — Publicada 
Gaceta  de  10  de  Junio  de  1892.) 
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.  GcMDpelencto  (6  de  Janio  de  1898).— Jfon^M  eomunale$.  De$trwícién  de^ 
eereoi.— Se  declara  qoe  na  ha  debido  saacitarae  la  entablada  entre  el  Go> 
b^mador  ciyil  de  hngo  y  el  Joea  de  dicha  capital,  y  ee  establece: 

i.^  Q^e  H  Iri^  á  la  Adminúiracián  corresponde  sottener  el  estado  poseso- 
rio ocios  montes  eomumi^0  f/  reivindicar  aquellas  %iSurpaciones  en  las  cuales^ 
concurra  alguna  do  las  dos  circunstancias  de  ser  reciente  ó  de  fácil  con^o- 
hadan,  es. lo  derfú  ^ue  en  el  presente  caso,  deducida  ante  un  Ayuntamiento 
¡a  oportuna  denuncw  de  tales,  cerramientos  en  los  numtes  deque  se  trata,  fué 
ifsestimada  la  pretensión  que  se  hizo  por  la  Comisión  provincial  en  alzada, 
sin  OHe  aparezca  que  contra  tal  resolución  se  dedujera  recurso  alguno,  qtie- 
dflndo,  por  tanto  y  en  tal  fonna,  resuelta  la  cuestión  previa  de  que  á  la  Ad- 
wninistrafiión  corresponde  conocer; 

Y  2^0  Que  no  encontrándose  el  castigo  del  delito  ó  falta  porque  se  pro- 
cede reservado  por  l^  alguna  a  las  funcionarios  de  la  Administración,  y  na 
estando  comprendido,  por  lo  tanto,  el  caso  de  que  se  trata  en  ninguno  de  los 
dos  OH  que  por  eixc/^eián  pueden  los  Ovhemadores  suscitar  contiendas  de  oom- 
petencia  en  los  juiews  criminales,  es  indudable  que  no  ha  podido  suscitarse  et 
presente  oonJUcto, 

.  £o  el  expediente  y  aotoe  de  oompetenda  aoacitada  entre  el  Goberna- 
dor civil  de  la  provincia  de  Lago  y  el  Joei  de  inatrncci^n  de  aquella  capi- 
tal, de  loe  cnalee  reaolta: 

Qae  inetmldo  expediente  por  el  Alcalde  de  Lago,  á  conseeoencia  de 
danoncia  hecha  por  Domingo  Oabafiaa  Oras,  aobre  el  cerramiento  de  va- 
rios trosoe  del  monte  oomnnal  de  la  parroqaia  de  San  Jalián  de  Vilacha» 
deHeea,  llerado  á  efecto  por  Joaé  Montoato,  Narciao  Farifias  y  Domingo 
Ares,  previa  la  declaración  de  alganoa  teatigof ,  ae  dictó  por  el  referido  Al- 
ealde  providencia  en  12  de  Junio  de  1883«por  la  qae,  resultando  de  las  di- 
lige^Qcias  praoücadas  que  los  «presos  de  qae  se  trataba  habían  sido  hechos- 
hacSíamás  de  an  afio  y  an  día,  y  qae  conforme  A  los  Reales  decretos  de 
1.0  de  Marso  de  1872  y  l.o  de  Abril  de  1883,  la  posesión  material  de  las 
oosaSi  aanqae  se  las  considere  públicas,  no  pa¿de  ser  interrumpida  por 
providencia  gubernativa,^  si  sólo  por  las  judiciales,  y  por  consiguiente^ 
no  pgdia  entender  en  ellas  el  Ayuntamiento,  dispuso  se  hiciera  saber  al 
denunciante  acudiese  á  los  Tribunales  de  justicia,  si  le  convenía: 

Qae  en  otrasolicitnd  del  mismo  Cabafias,.de  9  de  Julio  de  1888,  se  vol- 
vió AsoUdtar  del  Ayuntamiento,  después  de  quejarse  de  la  informalidad 
con  que  se  había  procedido  con  au  anterior  instancia,  que  se  sirviera  man- 
dar proceder  al  examen  de  testigos,  al  reconocimiento  de  la  localidad,  4  la 
ratíflcadón  de  los  que  declararon  anteriormente,  y  que,  con  presencia  de 
todo«  se  acordase  lo  que  procediera  en  justicia: 

Qae  en  vista  de  esta  nueva  solicitud  y  de  la  gravedad  de  los  hechos  do 
ano  se  trataba,  se  recibió  información  testifical,  y,  previo  informe  de  la 
Oomisión  de  Policía  rural,  el  Ayuntamiento,  en  sesión  de  27  de  Marzo  de 
1884^  acordó,  de  conformidad  con  dicha  Oomisión,  que  se  hiciera  saber  A 
José  Montouto,  Francisco  Farifias  y  Domingo  Ares,  que  en  el  preciso  tér- 
n^ino  de  tercer  día  procedieran  al  arrasamiento  de  los  apresos  que  habían 
verificado  en  el  monte  comunal  de  la  parroquia  de  Vilachas,  bajo  la  multa 
de  10  pesetas  cada  uno,  y  caso  de  no  hacerlo,  se  procediera  seguidament»^ 
al  dicho  arrasamiento  por  medio  de  operarios  á  su  costa: 
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Qae  apelado  el  acnerdo  anterior,  faé  revocado  por  laOomisIón  provin- 
cial eD  6  de  Septiembre  de  1889,  deitlarando  firme  y  anbaiateote  la  provi- 
dencia ya  mencionada  del  Alcaide,  de  fecha  18  de  Jalio  de  188S,  sin  qae 
«parezca  qne  eeta  reaolación  foeee  notificada  á  loe  Intereaadoa  ni  qae  con- 
tra la  misma  se  hnbiera  dedacido  recarao  alirano: 

Que  en  eacrito  de  17  de  Septiembre  de  1891  José  Farffiaa  y  Joan  de 
Pefia  denunciaron  al  Jasgado  de  instrncción  el  tigaiente  hecho:  qne  eran 
dnefíofl  de  anoa  trozoa  de  montee,  aitoa  en  la  parroqnia  de  Vílachaa,  lia- 
madoa'Cnriacada  y  Lagoa,  loa  cnalea  tenían  cercados  y  de  loa  qae  veníkn 
aprovechándose  qnieta  y  pacíficamente,  en  virtud  del  estado  posesorio  de 
más  de  dies  afios,  estado  qae  les  fué  reconocido  por  la  Dipatanión  provin- 
cial; qne  no  obstante  esto,  sos  convecinos  Mannel  Ares,  José  Núfies  y  va- 
rioa  otros  qae  se  expresaban  en  el  escrito  de  denancia,  ae  propasaron  á 
derribar  laa  carcas  en  el  monte  de  Ooriscada  en  la  noche  del  día  9  de  aqnel 
mes,  y  en  el  de  Sagoa  en  la  tarde  del  día  19,  también  de  aqnel  mes;  qae 
los  relacionados  hechos  constituían  nn  delito  de  dsfios,  cnya  caantía  aa 
candía  á  800  peaetas,  por  lo  qae  loa  dennnciaban  al  Juagado,  suplicándole 
ae  sirviera  acordar  la  formación  del  oportuno  somario,  recibiendo  declara- 
ción á  loa  teatigos  que  designaban,  y  practicando  laa  demás  diligendaa 
^ue  su  celo  é  ilustración  le  soglriera: 

Que  ratificada  la  anterior  denancia,  el  Jasgado,  en  providencia  da  19 
del  propio  mea  y  afio,  dispuso  que  toda  ves  que  los  derres  derribados  en 
los  montes  Cariscada  y  Lagoa  eran  de  peraonaa  distintaa,  y  ademáa,  aegán 
los  denunciantes,  los  derribos  en  distintos  díaa,  se  continuase  el  sumario 
por  lo  que  w^  referia  á  loa  dafioa  causados  en  la  primera  de  laa  citadaa  fin- 
caá  de  José  Farifiaa,  y  que  ae  dedujese  testimonio,  con  objeto  de  proceder 
separadamente  en  cuanto  al  míamo  hecho  cometido  en  la  de  Lagoa  de 
^uan  de  Pffia: 

Que  instruidas  diligenciaa  criminales  respecto  de  los  dafios  causados 
en  el  monte  Coriscada,  fueron  taaadoa  por  los  peritos  en  288  pesetas  60  cén- 
timos, y  por  auto  de  18  de  Octubre  de  1891  se  decretó  el  procesamiento  de 
Manuel  Ares,  José  Nófiez  y  otros  catorce  individuos  más: 

Qae  en  instancia  de  88  de  Octubre  próximo  paaado,  Mannel  Oaatro 
Yázquez  acudió  al  Gobernador  de  la  provincia  para  que  suscitara  al  Jpa- 
gado  la  oportuna  competencia,  como  así  lo  hizo  la  Autoridad  gubernativa, 
de  acuerdo  con  la  Oomlsión  provincial,  fundándoae:  en  que  era  atribocióa 
de  loa  AyuDtamientoa  cuidar  de  la  conaervación  de  laa  fincas,  bienes  y  de- 
rechos de  los  pueblos;  en  que  en  la  Alcaldía  de  aquella  capital  ae  instruía 
-expediente  gubernativo  para  juatificar  si  loa  montes  y  servidumbres  en 
cuestión  eran  de  propiedad  particular  ó  de  aprovechamiento  comunal;  en 
que  el  estado  posesorio  de  cualesquiera  bienea  del  común  debía  aostener- 
se  por  parte  de  la  Administración,  ínterin  no  ae  demostrase,  por  el  qae  ae 
denominara  duefio,  su  pleno  dominio,  ó  caando  menoa  la  posesión  de  más 
de  un  afio  y  un  día,  según  estaba  resuelto  por  Real  orden  de  10  de  Mayo 
de  1884;  en  qne  á  la  Administración  correspondía  conocer  de  laa  cuestiO' 
nes  que  se  suscitasen  sobre  aprovechamiento  de  montea  de  carácter  coma- 
nal;  en  que  á  loa  Aynntamientoa  tocaba  velar  por  la  conservación  de  laa 
aerridumbres  públicaa,  cuando  los  actos  atentatorios  á  su  integridad  fueran 
recientes  y  de  fácil  comprobación,  según  estaba  resuelto  por  Real  decreto 
de  6  de  Octubre  de  1884,  al  decidir  una  competencia  en  favor  de  la  Admi- 
nistración; en  que  los  6N>bemadore8  pueden  suscitar  contiendaa  de  com- 
petencia en  juicios  criminales,  cuando  en  virtud  de  la  ley  deba  decidirse 
por  la  Autoridad  adminiatrativa  alguna  cuestión  previa  de  la  cual  depen- 
da el  fallo  de  los  Tribunales  ordinarios,  aegún  disoone  en  su  art  8.<>  el 
Beai  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887;  en  que  era  evidente  qne  en  el 
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^no  de  qne  se  tratolMi  existía  qm  comUóq  preria,  qae  debía  diladdar«e 
adminifliratívameDte,  antea  de  qae  podiera  cootinnar  la  sosUnciaciÓD  del 
juicio  enmioal,  en  el  qne  podría,  en  an  caao,  semine  el  trámite  correapon- 
diente;  y  citaba  el  Gobernador  ademéa  el  art  78  de  la  ley  Mnoicipal: 

Qne  anetanciado  el  conflicto,  el  Jaes  dictó  auto  declarándose  compe- 
iente,  a1«>fi;ando  qne  con  arreglo  á  loa  decretoa  de  l.o  de  Marzo  de  1872  j 
1.0  de  Abril  de  1878,  la  posesión  material  de  las  cosaa,  anoque  se  Isa  con- 
aderase  públicas,  no  pueden  interrampirse  por  proyidencias  gabernativas, 
7  si  sólo  por  las  Judiciales,  fundamento  en  que  se  apoyó  la  Autoridad  lo- 
cal al  denegar  en  el  afio  de  1888  la  pretenaión  encaminada  á  la  demolición 
del  cierre  hecho  por  Francisco  Farífiaa,  en  el  monte  de  Goriacada;  que  con- 
tinuando el  Francisco  Farlfias,  y  después  de  su  fallecimiento  au  hijo  Josa, 
hasta  el  9  de  Septiembre  último  en  que  fué  interrumpido  en  la  posesión 
del  monte  de  qne  se  trataba,  tan  prolongado  estado  posesorio  había  creado 
derechos  que  sólo  podían  ser  Tentilados  ante  loa  Tribunales  ordinarios; 
<)ue  no  existiendo,  por  lo  tanto,  cuestión  previa  determinante  de  culpabi- 
lidad, cuya  reaolnción  eatuviese  atribuida  á  los  funcionarios  de  la  Admi- 
niatración,  y  no  oorreanondiendo,  por  otra  parte,  á  la  misma  entender  en 
el  asunto,  era  claro  que  el  Juzgado  no  ae  hallaba  en  el  caso  de  deferir  á  la 
inhibición  pretendida: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  la  Comiaión  provincial,  inaiatió  ea 
su  requerimiento,  resaltando  de  lo  expuesto  el  presente  conflicto,  qne  ha 
seguido  sus  trámites. 

Visto  el  núm.  l.o  del  art.  8.o  del  Beal  decreto  de  8  de  Septiembre  de 
1887,  que  prohibe  á  los  Gobernadorea  auscitar  oontiendaa  de  competenda 
en  los  juicios  criminales,  á  no  ser  que  el  castigo  del  delito  ó  falta  haya 
sido  reservado  por  la  ley  á  los  funcionarios  de  la  Administración,  ó  cuan- 
do en  virtud  de  la  niama  ley  deba  decidirse  por  la  Autoridad  administra- 
tiva  alguna  cuestión  previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los  Tribanales 
ordinarios  ó  especiales  hayan  de  pronunciar 

Visto  el  núm.  6.o  del  art.  78  de  la  vigente  ley  Munidoal,  que  impone 
como  obligación  á  loa  Ayuntamientoa  la  administración,  custodia  y  con- 
«ervadón  de  todaa  las  fincas,  bienes  y  derechos  del  poeblo: 
Considerando: 

1.0  Qae  la  presente  contienda  de  competencia  se  ha  suscitado  con  mo- 
tivo de  la  cauaa  criminal  incoada  á  consecnencia  de  denuncia  hecha  por 
la  destrucción  de  mures  que  cerraban  varios  troios  de  monte  que,  según 
los  denunciantes,  les  pertenecían,  por  venir  en  quieta  y  pacífica  posesión 
de  los  mismos,  los  cuales,  según  los  denunciados,  correspondían  al  monte 
comunal  de  la  parroquia  de  San  Julián  de  Vilachas  de  Mesa,  Ayunta- 
miento de  Lugo: 

8.0  Qae  si  bien  á  la  Administración  corresponde  sostener  el  estado  po- 
sesorio de  los  montes  comunales,  y  reivindicar  aquellas  usurpaciones  en 
las  cuales  concurra  algnna  de  las  dos  circunstanciaa  de  ser  reciente  ó  de 
fácil  comprobación,  es  lo  cierto  qne  en  el  presente  caso,  deducida  ante  el 
Ayuntamiento  de  Lugo  la  oportuna  denuncia  de  tales  cerramientos  en  los 
montes  de  que  se  trata,  fué  desestimada  la  pretensión  qne  se  hizo  por  la 
Comiaión  provincial  en  alzada,  sin  que  aparezca  que  contra  tal  resola- 
don  se  dedulera  recurso  alguno,  quedando,  por  tanto  y  en  tal  forma,  re- 
suelta la  cuestión  previa  de  que  á  la  Administracióií  corresponde  conocer: 

8.0  Qae  no  encontrándose  el  castigo  del  delito  ó  falta  porque  se  pro- 
cede reservado  por  ley  alguna  á  los  funcionarios  de  la  Administración,  y 
no  estando  comprendido,  por  lo  tanto,  el  caso  de  que  se  trata  ea  ningauo 
de  los  dos  en  que  por  excepción  pueden  los  Gobernadores  suscitar  con- 
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tiendM  de  competencia  en  loe  jnieioe  ctiminAlee,  es  indndaUe  que  no  Imi 
podido  enecitaree  el  preeente  conflicto. 

Conformándome  con  lo  coneolUdo  por  el  Conaejo  de  Eetedo  en  ple- 
no, etc.;  yengo  en  declarar  que  no  ba  d¿»ido  anaeitítiee  eata  compeleÍMBÍa. 

Dado  en  Aranjaex  á  6  de  Jonio  de  1892.-^Maria  Criatina.» £1  Presi- 
dente del  Consejo  de  Minittroa,  Antonio  Cánoyaa  del  CaatiUo.— (Pablica- 
da  en  la  Qaceta  de  11  de  Jnnio  de  1S91) 


60 

Competencia  (6  de  Janío  de  lS92),^Cr¿düo$  contra  lo»  AywUamientoB^ 
~  Se  decide  á  favor  de  lá  Autoridad  judicial  la  auacitada  entre  el  Gober- 
nador civil  de  Madrid  y  la  Sala  de  lo  dvil  de  la  Audiencia  de  eata  corte^ 
j  ae  eatablecer. 

1,^  Que  por  haber  iido  el  pago  de  uno$  intere»e$  objeto  de  di$cu$ián  «» 
el  juicio  suitandadOj  y  e$to  en  relación  con  el  hecho  3.o  ayuntado  en  la  de- 
manda, aun  cuando  no  lo  fuera  el  de  $u  liquidación,  cuya  wcidenda  $ólo  cm- 
bia  dilucidar f  como  ahora  $e  dilucida  en  d  corret^nmdiente  periodo^  Mo  á  Im 
jurisdicción  que  fué  competente  para  pronunciar  el  falla  recaído  toca  conocer 
de  la  miimay  en  consonancia  con  lo  dtepuesto  en  el  art  56  de  la  ley  de  Enjuir 
eiamicnto  eivÜ: 

2P  Que  fenecido  en  tal  supuesto  por  sentencia  firme  él  juicio  prine^^, 
objeto  de  los  autos,  y  pendiente  de  sustanciación  el  periodo  de  eiecucián  de 
aquélla  en  todos  sus  diversos  extremos,  á  Im  jmisdioeián  que  la  dictó  corre»- 
pande  llevarlos  á  cumplido  efecto  y  medir  d  alcance  de  sius  propias  reeahudú- 
nes  en  la  forma  per  las  leyes  estMeeida: 

3,o  Que  es,  en  su  consecuencia,  in^^roeedeníe  ahora  d  examen  de  ningún 
otro  punto  ó  aspedo  de  la  cuedión  que  se  débate,  fue  no  sea  el  relativo  al 
modo  ó  forma  como  haya  de  verilearse  el  pago  por  ka  Corporación  mmife^pal. 
Mía  ves  ultimada  la  Uquidaeión  pendiente,  y  por  lo  que  á  este  respecto  sé  re- 
fiere^  no  consta  que  se  nayan  infringido  hada  d  présente  por  parte  de  lajm- 
risdicdón  ordinaria  los  preceptos  establecidos  en  üs  arOeulos  143  y  144  de  la 
vigente  ley  Municipal,  los  cuales  contienen  la  imica  excepción  legal  que  á  fa- 
vor de  la  Ádmiinistraoión  podria  alegarse  para  apoyar  su  competencia  en  d 
actual  estado  de  los  autos; 

Y  4,^  Que  n  u  debe  prescindir,  ñor  no  consentirlo  el  eetado  legal  dd 
asunto,  de  la  discusión  relativa  al  carácter  de  deuda  munieipaliresencialmenie 
administrativa,  peculiar  de  los  créditos  de  sisas  establecidos  contra  d  Ayunta- 
miento de  Madrid,  base  fundamental  en  que  d  Gobernador  qpo$/a  su  requeri 
miento,  y  como  consecuencia  de  ello  pudieran  invocarse  consideraciones  de 
orden  publico  que  abonaran  la  competencia  de  la  Admifmtración,  tempoco 
ede  otro  aspecto  de  la  cuestión  puede  hacer  fuerta  en  d  caso  concreto  de  que 
u  trata^  toda  vez  que  garantidos  mtbeisten  los  intereses  dd  Municipio  desde 
el  momento  en  q%te  la  propia  sentencia  recaída  le  deja  á  salvo  todos  sus  dere- 
chos para  ejercitarlos  contra  quien  y  en  la  forma  que  viere  convenirle  ¡for 
los  perjuicios  que  el  estrido  cumplimiento  de  dicha  ejecutoria  haya  de  origi- 
narle. 

En  el  expediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Goberna- 
dor de  la  provincia  de  Madrid  y  la  Sala  de  lo  dvil  de  la  Audiencia  de 
eata  corte,  de  los  coales  resulta: 

Que  con  fecha  20  de  Octubre  de  1886,  el  Procurador  D.  Ludo  Alvares, 
á  nombre  de  D.  Bafaei  del  Rosal  y  Benitei»  como  Adminiatrador  judidal 
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de  io«  bienet  <|tae  oomtíloyeii  las  memorimt  fundadas  por  D.  Jaan  de  Yar- 
gaa  Méjia,  dedajo  deoianda  en  ja4c}o  declarativo  de  mayor  coantía  ante  el 
Jnsgado  del  antigoo  distrito  del  Hoepieio  de  esta  eorte,  en  la  q\ie  ezpnao 
loa  aigntentee  hechoe: 

l.o  Qae  D.  Jaan  de  Vargas  MeJia,  Embajador  qne  fné  de  Eepafla  en  le 
«orte  de  Francia  por  la  época  de  Garlos  V  y  Felipe  U,  falleció  bajo  distin- 
tas disposiciones  testamentarias,  consistentes  en  nn  testamento  cerrado, 
qne  otorgó  en  18  de  Ootnbre  de  1577,  qne  hubo  de  revocar  por  otro  de  18 
de  Noviembre  de  ignal  afio,  el  qne  admismo  invalidó  por  el  de  ia  dndad 
de  Parla  de  34  de  Jnnio  de  1880,  confirmado,  en  parte,  por  on  codidlo  del 
«goiente  afio  1681: 

8.0  Qne  por  la  cláasnla  11  del  testamento  de  24  de  Janfo  de  1580  ha- 
bía dispnesto;  cqoe  falleciendo  sin  hijos  legítimos,  pagadas  qne  fneran 
sus  desdas,  «ra  sn  voluntad  qne  con  sns  bienes,  derechos  y  acciones  qne 
le  pertenecieran  ó  podieran  pertenecer,  se  iostitnyera  ó  comprara  ana 
renta,  ia  más  firme  y  útil,  la  qne  con  intervención  y  parecer  de  los  Priores 
de  San  Jerónimo  de  Madrid,  de  Nnestra  Sefiora  de  Atocha,  del  Rector  de 
la  Oompafiía  de  Je«&s  y  del  Patrono  ó  Patronos  qne  faeran  nombrados,  se 
rigiese  y  gobernase,  dando  fianaa  snficiente  de  cnenta  y  rasón  de  ella  á 
loa  dichos  seflores  Priores,  y,  pasados  dies  afios  de  sn  fallecimiento,  oo 
meosase  la  distribución  perpetua  entre  los  hombres  más  virtuosos  y  po- 
bres de  sn  linaje  de  Vargas  y  de  sn  padre  D.  Antonio  de  Vargas,  dando  á 
cada  uno  80.000  maravedís,  en  cada  nn  afio,  para  sus  estudios  y  término 
de  doce  afioe;  que,  en  defecto  de  tales  parientes,  fueran  preferidos  los  hi- 
jos legítimos  de  D.  Pedro  Rivera  de  Vargas  y  de  Dofia  Ana  de  Vargas,  su 
hermana  mayor,  y  los  de  Qonsalo  Maldonado  de  Soria  y  Dofia  Amifla  de 
Vargas,  su  hermana  menor;  á  falta  de  éstos,  los  descendientes  de  D.  Joan 
de  Vargas,  su  tío;  con  posterioridad  los  de  Jerónimo  de  Vargas,  hijo  nato- 
taral  de  Juan  de  Vargas,  su  hermano;  y,  por  último,  á  la  Obra  Pía  y  Ck>te- 
gio  que,  por  sn  encargo,  habla  de  fundarse  en  Salamanca»: 

8.0  Que  como  consecuencia  de  la  voluntad  del  fundador  D.  Juan  de 
Vargaa  Mejía,  era  indudable  ae  constituyó  con  los  bienes  de  su  pertenen- 
cia la  vinculación  referida,  empleándolos  en  otros  que  dieran  renta  perpe- 
tua y  segura,  al  objeto  de  cumplir  los  fines  del  testador,  y  entre  cuyos 
bienes  figuraban  los  créditos  que  signen:  primero,  una  obligación  contra 
la  villa  de  Bfadrid,  Steas  y  quiebras  de  millones  por  18.650  reales  de  prin- 
cipal con  réditos  de  6  por  100  al  afio,  reconocida  á  favor  de  las  Memorias 
de  D.  Juan  db  Vargas  Mejía  por  escritura  de  10  de  Septiembre  de  168S» 
otorgada  ante  el  Escribano  D.  José  García  Renón;  aegundo,  otra  obliga- 
dón  contra  la  villa  de  Madrid  sobre  la  renta  de  tabacos,  por  68.500  reales 
de  principal,  oon  interés  de  nn  8  por  100  al  afio,  constituida  á  favor  de  las 
Memorias,  eff  eacritura  de  9  de  Didembre  de  1678  ante  el  propio  Escri- 
bano; tercero,  otra  obligadón  contra  la  villa  de  Madrid,  por  50.000  reales 
de  prindpal  con  intereses  al  6  por  100  sobre  la  Sisa  de  cuarta  blanca  de 
earbón,  que  procedente  del  comercio  de  D.  Carlos  Cardelina,  fué  adjudi- 
cada judicialmente  á  las  Memorias  de  Vargas  en  1.*  de  Febrero  de  1781; 
cuarto,  otra  obligación  contra  la  villa  de  Madrid  de  62.500  realea  de  capital, 
con  on  interés  de  8  por  100  al  afio  sobre  la  renta  del  tabaco,  por  escritora 
otorgada  ante  el  Escribano  García  Renón  en  8  de  Agosto  de  1674,  y  quin- 
to, otra  obligadón  contra  la  villa  de  Madrid  de  80.000  reales  de  capital, 
con  interés  de  8  por  100  anual  sobre  la  Sisa  cuarta  blanca  del  carbón,  á 
favor  de  las  Memorias,  por  escritura  de  12  de  Septiembre  de  1675,  ante  el 
propio  García  Renón: 

4.0  Qae  en  atendón  al  influjo  qne  sobre  toda  clase  de  funciones  ejer- 
cieron las  leyes  desvinculadoraspor  el  afio  de  1846,  y  á  instancia  del  Pro- 
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eorador  D.  Felipe  Oomijo  y  Diégoez,  en  nombre  de  Dofie  liarla  del  Rota* 
rio  de  Zayaa  Pérea  de  Vargaa,  Condeaa  viuda  de  Atarea  j  Alba  Real,  j 
etroa  iniereaadoa,  ae  promoyieron  nnoa  aatoe  eivilea  en  aolidtod  de  que 
loa  bienea  del  patronato  de  D.  Juan  de  Vargaa  Mejin  ae  diatribayeran  aa 
concepto  dé  librea  entre  laa  peraonaa  qoe  tuvieran  derecho,  conforme  á  It 
ley  de  1 1  de  Octubre  de  1820,  reatablecida  por  el  Real  decreto  de  80  de 
Agoato  de  1886;  que  á  eata  pretenaión  ae  opuao  el  Biarqnéa  de  Fuente  Pe- 
layo,  como  apoderado  de  ao  hijo  político  D.  Fernando  Palacio  de  Alafia^ 
Conde  de  Montea  Glaroa,  apoyándoae  en  deíectoa  de  forma,  pero  reeooo- 
dendo  que  dado  el  influjo  de  laa  leyea  deavincnladoraa,  loa  bieoea  de  U 
fundación  de  Vargaa  había  que  cooaiderarloa  con  el  carácter  de  librei. 
diatriboyéodoae  entre  loa  preceptorea  de  laa  rentaa  por  el  afio  de  1S86,  n 
bien  entendiéndoae  como  talea  loa  que  lo  íueaen  de  hecho  y  no  loa  que 
creyeaen  aer  de  derecho,  como  venía  á  deeprenderae  de  la  aolioitod  de  loa 
demandantea,  y  que  deapuéa  de  una  larga  contienda  aobre  el  particular, 
como  conaecuencia  de  declarar  el  Tribunal  Supremo  haber  lugar  á  uo  ra- 
curao  de  nulidad  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  eate  territorio, 
con  fecha  8  de  Enero  de  1872  ae  dictó  aentencia  declarando  cqne  loa  bio- 
nea  qoe  conatituían  la  vinculación  ó  Memoriaa  de  D.  Joan  Vargaa  Mf jít, 
en  ana  doa  últimaa  diapoaicionea  teatamentariaa,  deberían  adjudicaría 
4^mo  de  libre  dlapoaición,  en  la  forma  que  preecribe  el  art.  4.^  de  la  hf 
de  11  de  Octubre  de  1820,  reatablecida  por  Beal  decreto  de  80  de  Agoita 
de  1886;^: 

6.*  Que  habiendo  tenido  eata  aentencia  el  carácter  de  firme,  y  coa  el 
fin  de  llevarla  á  ejecución,  ae  efectuaron  diatintoa  llamamientoa  por  medio 
de  edictoa,  qne  ae  publicaron  en  Loa  periódieoa  ofidalee  de  eata  corte,  con- 
vocando á  laa  peraonaa  que  en  concepto  de  parientes  del  fundador  aeoe- 
yeaen  con  derecho  á  loa  bienes  deavinculadoa;  que  con  tal  motivo,  ae  pe^ 
aonaron  en  el  expediente  diveraaa  familiaa,  oatentando  el  carácter  de  pa- 
rentcaco,  y  cerrada  la  época  de  convocatoria  por  loa  trámitea  de  ejeeodón 
de  aentencia  que  preceptúa  la  Vicente  ley  proceaal,  ae  bobo  de  dictar  otra 
en  16  de  Abril  de  1882  adjudicando  loa  bienea  á  una  familia  determinada, 
cuyo  acuerdo  pendía  de  la  reeolución  que  ae  dictase  por  la  Sala  aegnoda 
de  lo  civil  de  eata  Audiencia,  por  virtud  del  recurso  de  apeladón  Ínter* 
pueato  y  admitido  libremente  á  varioa  intereaadoa: 

6.0  Qne  la  pertenencia  de  loa  cinco  títuloa  de  crédito  resefiadoa  en  el 
hecho  8.0,  con  reapecto  á  la  vinco ladón  de  Vargaa  de  Mejía,  conataba 
comprobada  en  laa  oficinas  del  Ayuntamiento  de  eata  capital,  como  ieoal* 
mente  que  an  dltimo  poaeedor  lo  era  D.  Femando  Palacio  de  Aiafia,  Oonde 
de  Montea  Olaroa,  deade  el  6  de  Junio  de  18S6,  en  que  le  fué  conferida 
la  adminiatración  del-patronato,  y  en  an  nombre,  y  como  au  tutor  y  cara- 
dor, á  D.  Joaé  María  Fernández  de  Córdoba  y  Gaacajares,  Conde  de  Revi- 
Uagigedo,  por  el  Doctor  Joaquín  de  Almaaán,  Jues  protector  de  laa  enon- 
ciadaa  Memorias,  en  providenda  de  28  de  Abril  y  l.o  de  Junio  de  1825: 

7.0  Qne  hada  el  afio  de  1885,  ae  habla  aatisfecho  por  laa  oficicaa  del 
Ayuntamiento  á  D.  Joaé  Pérea  del  Rivero,  como  apoderado  del  Conde  de 
Montea  Claroa,  la  última  media  anualidad  de  intereaes  de  loa  créditoa  de 
siaaa  ya  relacionadaa,  corre8pondient«*a  al  aegundo  aemeatre  de  1800: 

8.0  Que  en  eata  aituación  D.  Federico  Agudo  de  Aodrade  por  el  afio  de 
1862  reclamó  del  Ayuntamiento,  como  poaeedor  del  víncnlo,  la  converaión 
y  liquidación  de  loa  efectoa  ó  tituloa  de  créditoa  pertenedentea  á  laa  Me- 
morias de  Vargaa,  acompafiando  como  joatificantea  de  su  derecho  un  tei- 
timonio  expedido  por  el  Escribano  D.  Franciaco  Seco  de  Cácerea,  an  feeba 
18  de  Septiembre  de  1802,  compreoaivo  del  auto. en  viata  dictado  en  9  de 
igual  mea  y  afio  por  D.  Bafáel  Serrano,  Jues  de  primera  inatanda  del  dia- 
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trito  de  lo  VÍiíüIm  de  eata  eapital,  y  de  la  poeeeión  conferída  al  Agndo 
de  loa  bienea  de  la  dotación  en  12  del  propio  mea,  y  por  coyoa  docamen- 
toa  Tenía  á  comprobarae  que  el  Agodo  Andrade  poaela  á  títolo  de  herede* 
ro  ó  nanffrnctoario  loa  bienea  de  la  fundación: 

.  9.0  Qiie  la  oficina  eorreapondiente  del  Ayantamiento,  conaiderando 
baatantea  loa  docomentoa  preaentadoa  por  Agndo,  y  de  conformidad  con 
U  Real  orden  de  12  de  Agoato  de  1869,  había  ordenado  la  Uqoidación  de 
capitalea  é  intereaea,  ó  aea  por  nueyoa  titnloa  al  80  por  100  loa  primerea  y 
26  por  100,  qae  le  fueron  entregadoa,  previo  acoerdo  de  la  Oomisión  eape 
cial  de  efuctiataa  de  siaaa»  en  14  de  Noviembre  de  1862: 

10.  Qtie  en  eate  estado  el  aannto,  el  Conde  de  Montes  Claroa  acodió^ 
con  inatancía  en  l.o  de  Diciembre  de  1873,  al  Preaidente  del  Ayontamiénto 
de  Madrid,  aolicitando  á  sa  vez  la  liquidación  y  entrega  de  los  cinco  titnloa 
de  crédito  de  la  fundación  de  Vargaa  y  ana  intereaea  devengados  y  no  aa- 
tísfechcs,  por  nuevos  titnloa  ó  valorea,  en  armonía  con  el  convenio  cele- 
brado con  loa  acreedorea  efedlSstaa  de  siaas,  aprobado  por  la  citada  Real 
orden,  apoyando  au  pretensión  en  que,  como  poseedor  del  Patronato,  era 
el  ánico  repreaentante  legitimo  con  lerecho  á  que  le  fueran  entre^doa 
dichoa  bienea,  alendo,  por  tanto,  ineñcaa  la  que  ae  habia  hecho  A  D.  Fede- 
rico Agudo: 

11.  Que  una  inatanpia  se  mandó  pasar  con  loa  antecedentea  necesarioa 
á  la  Ckimisión  especial  de  efectistaa  de  aisaa,  previo  informe  de  la  Conta- 
duría, que  lo  evacuó  en  12  de  Enero  de  1874,  relatando  con  minuciosidad 
k)  ocurrido  en  la  conversión  y  entrega  de  valorea  hecha  á  Agudo,  y  por 
más  que  reconocía  la  cortesa  de  lo  asegurado  por  el  Conde  de  Montea  Cla- 
roa, de  que  loa  expreaadoa  créditoa  pertenecían  á  la  fundación  de  Vargaa, 
de  la  que  el  aolicitante  era  Patrono  de  aangre,  entendía,  ain  embargo,  que 
DO  debía  aocederae  á  au  pretenaión,  ain  perjuicio  del  derecho  del  Conde 
para  ejercitarlo  contra  el  que  cometiera  talea  hechoa: 

12.  Qne  pasado  el  expediente  con  loa  datoa  y  antecedentea  preciaoa  á 
informe  de  loa  Letradoa  conaiatoriales,  evacuaron  el  dictamen  en  tal  sen- 
tido, con  fecha  6  de  Octubre  de  1877,  D.  José  María  Fernández  de  la  Hoz, 
D.  Luis  Sil  vela  y  D.  Ramón  Gil  Osorio,  disintiendo  del  parecer  de  la  Con- 
taduría, pues  que  para  reaolver  lo  procedente  con  venia  pedir  noticlaa  al 
Juzgado  de  la  Latina,  antea  de  las  Vistillas,  á  fin  de  comprobar  la  legitimi- 
dad ó  ilegitimidad  de  loa  documentoa  preaentadoa  por  D.  Federico  Agudo;  y 
qne  comprobada  por  eate  medio  la  falsedad  de  los  mismos,  habían  vuelto 
á  emiiir  dictamen  dichoa  Letradoa,  en  el  qne,  aparte  de  la  responsabilidad 
criminal  que  en  au  aentir  debía  exigirae  á  Andrade,  opinaban,  con  respecta 
á  la  pretensión  del  Conde  de  Montes  Ciaroa,  que  el  documento  por  el  que 
intenuba  hacer  prevalecer  su  derecho,  ó  aea  la  toma  de  posesión  del  pa- 
tronato de  Vargas,  dada  en  au  repreaentación  á  au  madre  Dofia  Ramona 
Fernández  Zorrilla,  había  aido  en  concepto  de  adminiatradora  de  laa  Me- 
morias para  percibir  las  rentaa  de  las  mismas  y  para  reclamar  que  se  la 
contribuyera  con  las  cantidadea  vencidaa,  y  que  ae  adeudasen  por  razón 
de  rentaa,  y  por  lo  mismo  que  no  era  baatante  para  hacer  prevalecer  el 
derecho  de  que  el  Conde  ae  decía  estar  aaistido  hasta  que  justifícase  la  ad- 
judicación en  propiedad  de  los  bienes  de  las  Memoriaa  de  Vargas,  cuya 
administración  le  había  aido  conferida  por  auto  de  20  de  Octubre  de  1821, 
j  acompañase  la  oportuna  orden  del  Juzgado,  cuya  propiedad  se  le  decía- 
raae  para  que,  en  su  vista,  el  Ayuntamiento  pudiera  deferir  á  la  entrega  de 
valores  qne  se  solicitaba: 

18.  Que  de  conformidad  con  el  precedente  dictamen,  había  recaído  acuer- 
do, el  cual  fué  notificado  al  Conde,  y  que,  si  bien  éste  no  había  hecho  per- 
aonalmente  gestión  de  ninguna  naturaleza,  confirió  poder  en  22  de  Octubre 
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de  1877  á  D.  Joflé  Márí«  Soriano,  antorisándole  pan  greatíonar,  Uqtridar  y 
pereibir  loa  valorea  repreaentatí voa  eqafTalentea  á  loa  eféctoa  de  aiaaa  dec- 
<nritoa  é  Intereaea  yencÁdoa  j  no  aatlafecfaoa: 

14.  Qae  el  D.  Joaé  María  Borhmo  acudió  con  eafé  poder  j  con  nneTA 
inatancia  de  416  de  Diciembre  de  1877  á  iaa  ofleinaa  del  Ayuntamienio,  in- 
aiatiendo  en  qae  ae  llevara  á  cabo  la  liquidación  y  entrega  de  valorea  pre- 
tendida, acompafiando,  entre  otaroa  docnmentoa,  on  teatimonio  expedido 
por  el  Eacribano  de  Oámarm  D.  Joan  Frandaco  Femándea,  fecha  S8  de 
Enero  de  1878,  eomprenaivo  de  eata  aentencia  dictada  por  la  Sala  primera 
de  lo  dvil  de  eata  Andiencia  de  8  de  Enero  de  1871,  por  la  qne  ae  decía- 
Taba  cqne  loa  bienea  qne  conatitaían  la  vincnlación  ó  Memoriaa  de  D.  Jnaa 
de  Variraa  Mej(a,  en  ana  doa  Altimaa  diapoaieionea  teatamentariaa,  deberían 
«djndicarae,  como  de  libre  diapoaición,  en  hi  forma  preacrita  por  el  arl  4.^ 
de  la  ley  de  11  de  Octnbre  de  1890,  reatablecida  por  el  Real  decreto  de  SO 
de  Agoato  de  1886»:  ^ 

16.  Qoe  nnevamente  emitieron  dictamen  loa  Letradoa  conaiatorialea  el- 
tadoa  en  la  de  Marao  de  1878,  expreaando  otra  vea  qne  anbalatian  Iaa  mia- 
maa  dificoltadea  y  obatácnloa  de  qne  hicieron  mención  en  8  de  Diciembre 
de  1877,  por  cnanto  en  la  indicada  aentencia  no  ae  aefialaba  la  peraona  á 
<iaien  loa  bienea  de  Vargaa  ae  habieaen  adjudicado,  y  que  era  indlapenaa- 
ble  qne  el  Oonde  de  Montea  Olaroa  acreditaae  á  an  favor  dicha  adjudica- 
ción, reaolnción  qne  foé  tomada  por  ia  Oomiaión  eapedal  de  eféctlataa  de 
aiaaa  en  80  de  Marso  del  propio  afio,  y  qne  ae  hiao  aaber  á  Soriano: 

16.  Qoe  no  aatiafecho  éate  con  el  poco  éxito  de  ana  geationea,  y  bajo 
pretexto  de  hacer  conatar  en  el  expediente  de  aentencia  dictada  en  9  de 
Noviembre  de  1871  por  el  Josgado  de  la  üniveraidad,  rebabiliCande  al 
Oonde  de  Montea  Olaroa,  ao  poderdante,  en  todoa  loa  derecboa  de  qne  ca- 
taba privado  por  virtod  de  on  concorao,  y,  por  tanto,  en  loa  de  poeeaión 
y  propiedad  de  loa  bienea  qoe  conatitoyeron  el  patronato  de  D.  Joan  de 
Vargaa,  formalisó  otra  inatancia  en  8  de  Abril  de  1878,  reprodociendo  aoe 
anteriorea  pedimentoa,  la  cnal  ae  ordenó  paaaae  á  informe  ael  Letrado  con- 
eiftorial: 

17.  Qoe  en  18  de  Jolio  aigoiente  lo  evacoó  en  tal  concepto  D.  Babtel 
Serrano,  opinando  procedía  practicar  la  liqoldación  de  intereaea  y  ao  con- 
veraión,  con  arreglo  al  Oonvenio  de  1869,  entregando  al  Oonde  de  Montea 
Olaroa,  ó  á  ao  apoderado,  Iaa  láminaa  correapondientea.  para  lo  cnal  tente 
peraonalidad  con  la  coalidad  de  poaeedor  legítimo  del  patronato,  qoe  le 
cataba  reconocido  deade  1836;  y  qoe,  reapecto  á  loa  capitalea,  no  podía 

gracticarae  lo  miamo  ínterin  no  ae  joatlficaae  de  on  modo  conveniente  le 
abian  aido  adjodieadoa  en  propiedad  loa  bienea  en  coeatión  por  Aotori- 
dad  competente,  y  con  arreglo  á  la  repetida  ley  de  11  de  Oetobre  de  1810; 
qoe  no  obatante  haber  catado  el  Letrado  Serrano  en  eataa  concloaionea 
perfectamente  ajoatado  á  loa  prindpioa  de  derecho,  había  cometido  on 
grave  error  jorídico  en  loa  raionamientoa  adocidoa  para  apoyarlaa,  error 
^oe  era  la  caoaa  originaria  de  la  demanda  qne  ahora  ae  dedocía,  por 
caanto  qoe,  partiendo  del  aopneato  de  qoe  el  Oonde  de  Montea  Otaroa  era 
poaeedor  en  el  afio  1886  de  la  vincnlación  de  D.  Joan  de  Vargaa  Mejfa,  ha- 
DÍa  aupoeeto  que  no  tenía  máa  derecho  qne  á  la  mitad  de  ana  bienea,  y  4 
qoe  la  otra  mitad  había  de  reservarla  al  inmediato  anceaor,  debiendo  prac- 
ticarae  en  eate  caso  la  oportuna  división  y  adjudicación: 

18.  Que  la  Oomiaión  especial  de  eíectiviataa  da  aiaaa,  por  acuerdo' 
de  19  del  propio  mes  de  Julio,  conformándose  con  el  dictamen  del  Letrado 
consistorial,  dispuso,  por  unanimidad,  ae  procediera  por  la  Oontadnría  4 
practicar  la  liquidación  de  intereaea  de  los  cinco  efectos  de  aiaaa  que  ae  de- 
<;ían  correaponder  al  Oonde  de  Montea  Olaroa,  en  concepto  de  poaeedor  de 
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]••  HmnóriM  de  YargMii  eon  arreglo  á  los  tipoa  del  conyeoio  eelebrado 
con  loe  creedores,  j  «oipendiéndoae  la  respectiva  á  los  capltalee,  haaU 
qae  por  el  interesado  ó  sa  representante  se  acreditase  en  forma  haberle 
sido  adjudicados  por  Autoridad  competente: 

19.  Que  D.  José  María  Boriano,  como  apoderado  del  Conde  de  Montes 
GlaroSi  snseribió  en  28  de  Julio  de  1878  las  carpetas  de  liquidación  de  in- 
tereses, las  cuales  hablan  sido  regiatradas  en  el  especial  del  Negociado  á 
los  núms.  8.266  al  ZMQ^  j  que  efectuadas  las  respectiyas  liquidaciones  de 
cada  uno  de  los  einco  efectos^  basta  fin  de  Junio  del  mismo  afio,  se  entre- 
gaimí  al  solicitante  los  títulos  expedidos  y  residuos  4  metálico  hasta  com- 
pletar la  conversión: 

20.  Que  ssi  las  cosas  j  con  el  precedente  establecido  por  el  Letrado 
eonsfstorial  Serrano  en  su  dictamen  de  19  de  Julio,  y  al  objeto  sin  duda 
de  poder  obtener  la  conversión  y  entrega  de  tituios  con  respeoto  á  los  ca- 
pitales de  sisas,  compareció  D.  Antonio  Palacio  de  Asafia  y  Aguilera  en  28 
de  Octubre  de  1878,  ante  el  Notario  D.  Pablo  de  la  Lastra,  como  hijo  pri- 
mogénito de  D.  Femando  Palacio  de  Asafia,  poseedor  éste  del  vínculo-  ó 
patronato  fondado  por  D.  Juan  dé  Vargas  Mejía,  otorgando  la  correspon- 
diente escritura,  por  la  que,  en  uso  del  derecho  que  las  leyes  le  concedían, 
renunciaba  á  favor  de  so  padre  la  mitad  reservable  ó  derecho  que  son  tal 
flftotívo  tuviese  en  los  cinco  créditos  ó  efectos  de  sisas  que  existían  contra 
el  Ayuntamiento  de  Madrid: 

,  21.  Qae  A  su  ves,  D.  Fernando  Palado  de  Asafia,  en  2  de  Noviembre  si- 
gaiente,  y  ante  el  propio  Notario,  otorgó  escritura  en  la  que,  como  posee- 
dor que  manifestó  ser  de  todos  )os  derechos  y  bienes  que  constituían  el 
patronato  de  D.  Juan  de  Vargas,  y  entré  los  cuales  existían  las  cinco  obli- 
gaciones de  que  se  trata,  melante  á  la  renuncia  que  á  su  íavof  tenía  be- 
cha  MI  hijo  D.  Antonio,  cedió  y  traspasó  los  expresados  bienes,  según  te- 
nía ya  proyectado,  á  D.  José  María  Soriano,  en  pago  de  trabajos  y  gastos 
verificados  con  motivo  del  mismo  asunto  y^ademáa  por  precio  de  10.000 
pesetas,  que  el  Oonde  confesó  tener  recibidas,  renunciando,  con  tal  causa, 
á  cuantas  acciones  y  derechos  pudieran  corresponderle: 

22.  Qae  acompaílando  copias  simples  de  ambas  escrituras,  D.  José  Ma- 
ría Soriano,  como  duefio  que  expresó  ser  de  los  cinco  créditos  de  sisas» 
acudió  con  nuevas  solicitudes  al  Ayuntamiento  de  Madrid,  con  pretensión 
de  (^ae  se  practicara  la  liquidación,  conversión  y  entrega  de  valores  que  le 
había  sido  denegada,  y  qne,  comunicado  el  expediente  al  referido  Letrado 
consistorial  Serrano,  en  informe  de  6  de  Noviembre  de  1878,  fué  de  opi- 
nión qae  no  habría  inconvoniente  alguno  en  reconocer  á  D.  José  María 
Soriano  como  duefio  legítimo  de  los  dnoo  capitales  de  sisas  que  le  enaje- 
nara el  Conde  de  Montes  Claros,  con  consentimiento  de  su  inmediato  su- 
cesor, requisito  que  era  indispenliable  llenar  en  conformidad  con  la  ley  de 
Cortes  de  27  de  Septiembre  de  1820  y  declaración  de  19  de  Mayo  de  1821; 
y  que  practicada  la  liquidación  con  arreglo  al  Convenio  de  1869,  le  fueron 
exigidas  al  D.  José  María  Soriapo,  al  tiempo  de  expedirle  las  nuevas  lá- 
minas, las  escrituras  primordiales  que  deberían  obrar  en  su  poder  por  en- 
trega del  vendedor; 

Y  23.  Que  entregadas  que  éstas  fueron  por  Soriano  en  11  de  Noviem- 
bre, la  Comisión  especial  de  efectistas  de  sisas  manifestó,  por  unanimidad » 
en  6  de  Diciembre  siguiente,  estar  de  acuerdo  con  el  Letrado  consistorial» 
y  disposo  se  procediese  á  la  redamada  liquidadón,  la  cual,  practicada  que 
fué  por  la  oficina  correspondiente,  se  aprobó  por  la  dicha  Comisión  en  20 
del  mismo  mes,  entregándose  los  títulos  ai  portador  y  residuos  el  inme- 
diato día  21,  los  que  al  parecer  fueron  amortiaados  en  la  subasta  de  26  de 
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Enero  de  1S79,  á  loe  típoi  de  un  79, 90,  69  y  89  por  100  de  re  Ttlor  no- 

Qne,  á  viriod  de  loe  hechoe  ezpoeefeoe,  j  deepoée  de  edoeir  loe  íondi- 
mentoe  legelee  que  eetimó  pertínentee  en  apoyo  de  la  aedón  qne  «lerdli- 
ba,  el  Procarador  D.  Lnolo  AWaree  terminaba  en  eeerito  de  demandA  lo- 
pilcando  al  Joxgado  ee  efanrleee  tenerla  por  int«rpoeata  y  acordate  el  em- 
plasamiento  del  Alcalde  Preaidente  del  Ayantamiento  de  Madrid  al  Ooode 
de  Montee  (^aroi,  á  D.  Joeé  María  Soriano  y  D.  Antonio  Palacio  de  Anfli 
y  Aguilera;  y  en  en  día,  deepoée  de  la  enetaneiadón  eorreepondieate,  dio* 
taee  eentencla,  en  la  qne,  previa  deolanusión  de  nalidad  qne  ee  Ucieae  <Ie 
lae  eecritnrae  públicaa  de  28  de  Octubre  y  2  de  Noviembre  de  1878,  otor- 
gadae  ante  ol  Notario  D.  Pablo  de  la  La¿ra,  ee  dM^raae  también  la  nali- 
dad de  la  converaión  y  entrega  de  títoloe  y  reeidooe  en  metálico,  Uevadaí 
á  eabo  en  20  y  21  de  Diciembre  de  1878,  oorreapondienteeá  loe  capitaleí 
de  loe  cinco  créditoe  de  aieaa  relacionadee  en  el  beoho  tercero;  y  en  aa  ooo- 
eeooencia,  ee  oondenaee  al  Ayantamiento  de  Madrid  á  que  reoonoaca  la 
eziatencia  de  eeoe  créditoe  como  de  la  pertenencia  del  actoal  conjonto  de 
bienee  qne  han  oonetitoído  la  vincnladén  formada  por  D.  Joan  de  Vargn 
Mejía,  á  qne  abone  loe  intereeee  eetipoladoe  qne  no  ha  latif fecho  deade  la 
época  de  la  convereión,  reepondiendo,  ademáa,  de  loe  dafioe  y  perjuicios 
originadoa  y  á  reeerva  de  ene  derechoe,  qne  podré  ejercitar  contra  quien  j 
en  la  forma  qne  viere  convenirle: 

Que  admitida  la  demanda  anteriormente  extractada,  emplaiada  y  per- 
aonadala  Corporación  municipal  de  eata  corte,  y  eeguido  el  pleito  por 
todoB  ene  trámitee,  ee  dictó  eentencia  por  el  Juagado  en  25  de  Octubre 
de  1888,  por  la  que  ee  declaró  la  nulidad  de  lea  eecrituraa  públicaa  de  SS 
de  Octubre  y  2  de  Noviembre  de  1876,  como  igualmente  la  converaión  y 
entrega  de  tituloa  y  reaiduoa  á  metálico,  llevada  á  efecto  el  20  y  21  de  Di- 
ciembre de  1878,  correepondientee  á  loe  dnco  capitalee  ó  créditoe  de  aieaa 
relacionadoa  en  la  denumda,  y  ee  condenó  al  Ayuntamiento  de  eata  corte 
á  que  reoonocieee  la  exlatenda  de  loa  ezpree%doe  cinco  créditoe  como  de 
la  actual  pertenencia  y  propiedad  del  conjunto  de  bienee  que  habían  oodi- 
tituído  la  vinculación  ó  Memoriae  f undadaa  por  D.  Juan  de  Vargaa  Mejía, 
habiendo  de  aatiafacer  loe  intereeee  eetipuladoe  deede  que  ee  llevó  á  eabo 
la  converaión,  con  máa  laa  coetae  de  litigio,  todo  ello  á  reeerva  de  loa  de- 
rechoe de  que  la  Oorporación  ee  creyeee  aeiatida,  para  que  loe  ejercitase 
contra  quien  y  en  la  forma  que  viere  conveiürle: 

Qne  apelada  eeta  eentencia  por  el  Ayuntamiento  de  Madrid,  fué  con- 
firmada por  otra  de  la  Audiencia  de  eete  territorio,  fecha  18  de  Mayo  de 
1889,  menoe  en  el  extremo  relativo  á  laa  coetaa: 

Que  ooneentida  éeta,  devueltoe  que  fueron  loe  antoe  al  Juagado  de 
de  donde  procedían  para  en  ejecución,  y  eepirado  aeimiemo  el  plaao  de  na 
afio,  aefialado  por  la  ley  para  que  tuvieee  carácter  de  ejecutoria,  toda  vea 
que  la  eentencia  expreeada  fué  pronunciada  en  rebeldía  de  una  ue  laa  par- 
tee demaadadaa,  el  Procurador  repreeentante  de  la  Adminietraaión  judi- 
cial de  loe  bienee  de  la  vinculación  de  Vame,  tantea  vecee  repetida,  de- 
dujo eeerito  en  12  de  Junio  de  1890,  intereeando  del  Juzgado:  primero, 
que  en  cumplimiento  de  lo  que  en  la  eueodicha  eentencia  ee  determinaba, 
diapueieee  ee  hiciera  conatar  en  la  oficina  oorreepmidiente  del  Ayuntar 
miento  de  Madrid  la  nulidad  decretada  de  la  converaión  y  entrega  de  tí- 
tuloe  y  reeidnoe  á  metálico  que,  en  equivalencia  de  loa  cijico  créditoe  de 
aieaa  ya  referidoe,  ee  llevó  á  cabo  en  20  y  21  de  Diciembre  de  1878;  ee* 
gundo,  qne  aeimiemo  ee  ordenara  ee  hiciera  oonatar  en  dichaa  ofidnae  ia 
exietencia  de  loa  créditoe  de  eieaa  en  oneatión,  como  de  igual  modo  qaa 
correeponden  en  proj^edad  actoalmente  al  conjunto  de  loe  bienee  de  laa 
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ICemoiiM  ínitdmdM  por  D.  Joan  de  VargM  Mejte;  tercero,  que  ee  dispv- 
'  siere  también  que  Im  eeeritoree  originalee  de  diehoe  dnco  oréditoe  de  ei- 
^uw  qae  obran  en  el  Ayantamiento  ae  entreguen  á  D.  Joaé  Martines  Enrí- 
qnes,  aetnal  Administrador  Jadidai  de  loe  bienes  de  la  sesodioha  ínnda- 
eión;  y  coarto,  qoe  para  poder  fijar  cen  ezactitad  la  cantidad  qoe  por  in- 
'tereees  debe  pagar  el  Ayantamiento,  con  arreglo  á  la  sentencia  cnyo  cvm- 
plimiento  se  interesaba,  presentara  la  Corporación  en  aotoe,  dentro  del 
ormino  de  nn  mes.  la  Hqnidadón  de  los  mismos,  con  sajedón  á  las  bases 
en  el  fallo  establecidas: 

Qae  dictada  providencia  por  el  Jnigado,  de  conformidad  coa  lo  solici- 
tado en  el  anterior  escrito,  se  dirigió  oficio  al  Alcalde  Preeidente  del  Ayan- 
tamiento de  Madrid,  interesando  el  cnmplimiento  de  los  indicados  extre- 
mos, y  como  transcarriera  eon  exceeo  el  plaso  fijado  sin  qae  el  Ayanta 
miento  partidpase  haber  llevado  á  ejecndón  la  sentenda  en  los  tres  pri- 
meros extremos  transcritos,  ni  remitiera  tampoco  la  liqaidadón  de  inte- 
veees  á  qae  aludía  el  coarto,  la  parte  de  D.  Josó  Martines  Bnríqaes  pf9 
«ente  noevo  eecrito  pidiendo  se  tibrara  nnera  comonicadón  al  repetido 
Ayantamiento,  para  qae  con  toda  argenda  llevara  á  efecto  lo  acordado,  y 
por  nn  otrosí  qoe,  sin  perjaido  de  tal  oomanicadón,  se  reqairiera  al  Alcal- 
de Préndente  para  qae  en  el  término  de  qaince  días  preeentaae  la  liqaoi- 
^adón  de  intereses  en  qae  ei  Manidpio  luibía  ddo  condenado;  aperdbién- 
dolé  qae,  de  no  verificarlo,  había  de  estar  y  pasar  por  la  qae  so  poderdante 
practicase  en  todo  lo  qae  no  se  probara  sn  inexactítnd: 

Qae  á  este  eecrito  proveyó  d  Josgado  en  nn  todo  conforme  eon  los 
pedimentos  en  d  mismo  interesados,  hadéndose,  por  tanto,  el  reqoeri- 
^ento  al  Alcalde  por  medio  de  cédala  entregada  al  Secretario  de  la  Cor- 
poradón  mnnidpal: 

Qoe  pedida  por  d  representante  dd  Ayantamiento  prórroga  del  piase 
|Mura  efectoar  la  liqaidadón,  teniendo  en  cnenta  lo  delicado  de  la  opera- 
dón  de  qae  se  trataba,  ad  como  las  ocapadones  rdatívas  al  censo  electo- 
xal  qae  por  entonces  embargaban  á  la  Corporación,  se  declaró  por  el  Jua- 
gado no  haber  lugar  á  lo  pretendido: 

Qae  practicadas  otras  diligendas  sin  que  el  Ayuntamiento  presentara 
la  liquidadón  decretada,  el  representante  del  actor,  con  eecrito  de  26  de 
^Septiembre  de  1890,  preeentó  la  hecha  por  sn  parte,  en  los  siguientes  tér- 
minos: «Por  la  obligadón  contra  la  villa  de  Madrid,  sisas  y  quiebrae  de 
millones,  de  12.660  reales  de  prindpd,  con  intereees  de  6  por  100  al  afio, 
reconodda  á  favor  de  las  Memorias  fundadas  por  D.  Juan  de  Vargaa  en 
escritura  de  10  de  Septiembre  de  1862,  otorgada  ante  d  Escribano  García 
Benón,  durante  d  periodo  deede  21  de  Didembre  de  1878,  fecha  de  la 
converdón  anulada  á  21  de  Septiembre  de  1890 8.916  reales: 

Por  la  obligadón  contra  la  villa  de  Madrid  sobre  la  renta  de  tabacos 
por  62.500  reales  de  prindpd,  con  intereses  de  un  8  por  100  al  afto,  cons- 
tituida á  favor  de  las  dtadas  Memorias  por  escritura  de  6  de  Diciembre 

de  167S,  durante  igual  poríodo  que  la  anterior 58.750  reales  t  cén- 

timoe: 

Por  la  obligadón  sobre  la  sisa  cuarta  blanca  del  carbón,  50.000  reales 
de  prindpd  d  6  por  100  anud,  que  se  adjudicó  Judiddmente  á  las  repe- 
tidas Memorias  en  1  o  de  Febrero  de  1781,  durante  d  período  referido...... 

35.250  isalee: 

Por  la  obligadón  de  62.500  redes  de  prindpd,  con  interés  de  nn  8  por 
100  anud  sobre  la  renta  dd  tabaoo  á  favor  de  las  referidas  Memoriaa  por 
escritujEa  de  8  de  Agosto  de  1674,  durante  el  periodo  mendonado.....  58.750 
realce  8  céntimos; 

Y  por  la  obligadón  de  80.000  redes  de  capitd  coa  interés  de  8  por  100 


Digitized  by  VjOOQIC 


863  jujnsFftXTDwou  ADicnrmEAnTA 

ftl  afio,  también  aobre  la  coarta  blanca  del  calrbdD»  por  eacritnra  de  11  de^ 
Septiembre  de  1676,  en  el  mkmo  periodo  jra  eSLpoeato,  28.300  reales,  ó  tea. 
«n  total  de  189.866  reales  con  6  céntimoe»: 

Qae  en  dicho  escrito»  el  Procarador  de  1a  parte  actora,  despaés  de  re- 
cordar los  términos  en  qae  se  habla  planteado  la  demanda,  los  en  qae  §t 
había  (ormalado  la  contestacién,  qae  sólo  discrepaba  de  aqaétla  en  opo- 
nerse á  la  indemnlsadón  de  pe^oidos,  á  los  eaales  se  había  renandado 
en  la  réplica;  y  por  último,  lo  resoelto  en  la  sentencia,  afiadió  qae  debía 
ser  aprobada  la  anterior  liqaidación,  poesto  qae  se  había  lormal&ado  coa 
sojeoión  á  los  tipos  de  intereses  estipolados  para  cada  ana  de  las  obliga- 
ciones en  las  respectivas  escritaras,  qae  era  lo  acordado  en  el  fallo;  y  i 
partir  de  la  (echa  de  la  conTersión,^  qae  era  también  lo  resaelto  en  la 
dicha  ejecatoría;  y  finalmente,  interesó  qae  se  eonfirier»  traalado  por  leii 
días  al  Aynntamiento  de  Madrid  de  la  liqaidadón  referida: 

Qae  acordado  por  el  Jnes  el  expreaado  traslado,  se  presentó  á  sa  yei 
por  la  parte  del  Ayantamiento,  con  escrito  de  9  de  Octubre  sigoleite: 
primero,  nn  folleto  del  expediente  instruido  en  dicha  Oorporadón  sobie 
el  convenio  de  pago  á  los  efectistaa  de  alias  mnnldpales  del  capital  é  ia 
tsreses  de  sos  respectlTOS  créditos,  del  qae  apareoe  qae  el  AyontaaiieBlo 
convino  con  varios  acreedores  de  sisas  en  convertir  sos  créditos  al  tipo 
del  80  por  100  para  los  capitales,  y  de  2  y  i  por  100  para  los  intereeef;  y 
qne  eete  convenio  faé  aprobado  por  Real  orden  de  12  de  Agostó  de  1869, 
en  la  qae  se  biso  además  constar  qae,  no  habiéndose  acreditado  en  forma 
la  personalidad  de  los  qae  asistieron  á  la  rennlón  de  18  de  Febrero  de  18(8,. 
ni  tampoco  la  legitimidad  de  sas  títolos,  ni  la  facultad  de  tomar  acuerdo, 
no  podía  repatarse  más  que  como  an  convenio  fallo  de  las  debidas  solem- 
nidades, para  estimarlo  obligatorio  en  el  sentido  absoluto;  que  á  fio  de 
evitar  las  dificultades  é  inconvenientes  que  pudieran  nacer  de  esta  falta, 
se  exigiese  á  los  acreedores  efectistas  que  acreditaran  en  forma  sa  paito- 
nalidad  y  derecho,  á  medida  que  foesen  presentando  á  la  conversióD  lo» 
lítalos  respectivos;  que  el  hecho  de  la  presentadón  podía  oonstitoir  pord 
solo  la  formalidad  de  la  perfecdón  del  contrato,  para  lo  cual  deberla 
onandarse  en  estos  términos  al  tiempo  de  Uamar  á  la  conversión,  á  fin  de 
que  podieran  entenderlo  del  mismo  modo  los  efectistas,  y  evitaran  qoa 
loego  alegasen  ignorancia,  ó  por  caalqoier  otro  medio  pretendieran  reaer 
varee  acdón  ó  motivos  para  modificar  ó  no  aceptar  lo  convenido;  que  ai 
aprobar  el  proyecto  de  timnaacción  se  fijase,  despoés  de  oir  al  Ay  untamien- 
tOy  el  plaso  dentro  del  cual  hubiera  de  tener  lugar  la  presentación  á  coa- 
vertir  de  los  títulos  respectivos  para  ser  partícipes  de  losefectos  de  dicba 
Iransacdón,  en  la  inteligenda  de  que,  transcurrido  el  término,  los  que  bo- 
hieran  dejado  de  presentarse  á  convertir,  se  entendería  qae  renundaban 
á  ser  comprendidos  en  la  transacción,  quedándoles  á  salvo  todos  soa  dere- 
chos como  efectistas  de  la  Municipalidad  para  ejedtarlos  y  hacerlos  vaier 
en  la  forma  debida  y  con  independenda  de  lo  convalido  en  el  proyecto  de 
transacción  y  acoeidos  de  él  emanados:  el  segando  de  los  documentoa 
presentados  por  la  parte  del  Ajruntamiento  fué  una  liquidadón  de  intere- 
ses practicada  con  arreglo  al  relacionado  convenio,  ó  sea  al  tipo  de  30 
por  100  para  los  capitales,  y  del  2  y  i  por  100  para  los  intereses,  por  eati- 
mar  que  al  haber  dedarado  la  sentenda  la  nulidad  de  la  oonverdón  reaü- 
aada  en  21  de  Diciembre  de  1878,  había  que  atenerse  á  dicho  convenio, 
con  arreglo  al  cual  los  capitales  de  sisas  pertenecientes  á  las  Memoríaa  de 
Vargas  quedan  reduddos  á  8.996, 18.760, 18.790,  16.000  y  9.900  reales  lea 
pectivamente,  y  los  intereses  que  debían  abonarse  á  la  parte  aetora  a 
19.682  reales  64  céntimos,  teniendo  en  cuenta  qoe  el  período  de  tiempe 
comprendido  había  de  ser  el  de  once  afios  y  diea  meses: 
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Qae  en  el  eierito  oon  que  loe  doe  anterioreí  docomeotoe  faeron  pre- 
'«entsdoe,  el  represéntente  del  Ayuntamiento  eoetnvo  qne  U  liqnideción 
-iie  intereses  hAbia  de  eer  aprobada  en  la  forma  propoeata  por  an  parte,  j 
no  en  la  qne  intentaba  la  repreaentacidn  contraria,  pneetb  qne  ae  hallaba 
ajnatada  en  nn  todo  al  convenio  celebrado  por  la  Corporación  monicipal 
-con  loa  acreedores  de  aisas,  aprobado  por  la  Beal  orden  de  1869,  desde 
cuya  fecha  ninguno  de  aqaéUoa  había  reclamado  ni  cobrado  más  intereses 
qne  los  allí  eaUpnlados,  y  pgy  consiguiente,  era  obligatorio  para  todos; 
qne  era  indudable  que  al  condenarse  al  Municipio  á  reconocer  la  existen 
da  de  los  cinco  créditos  de  sisas,  cuya  oonverslón  y  entrega  de  los  nue- 
vos títulos  se  hacía  hecho,  y  fué  anulada,  no  podía  ser  ni  entenderse  en 
otra  forma  que  en  la  única  en  que  podían  exiatir,  ó  sea  para  ser  converti- 
dos al  tipo  del  80  por  100,  que  era  lo  aprobado  por  dicha  Real  orden;  y 
tanto  era  así,  que  en  la  conversión  que  anulaba  la  sentencia  los  títulos  que 
ae  entregaron  al  Conde  de  Montea  Claros,. en  equivalencia  de  los  ospitales, 
lo  fueron  por  el  importe  del  80  por  100  de  éstos,  que  era  lo  únioo  que  po- 
día entregársele;  así  como  era  indudable  que  los  intereses  no  podían  ser 
otros  que  los  del  2  y  i  por  100  del  nuevo  capital  á  que  se  redtijo  y  convir- 
>tió  el  antiguo,  y  á  contar  desde  la  fecha  en  que  se  pidiera  la  conversión, 
por  ser  esos  loi*  únicos  intereses  estipulados  Mitre  los  acreedores  y  el  deu- 
dor en  el  mencionado  convenio;  y  que  aunque  en  él  no  se  hubiese  cele- 
brado y  aprobado,  tampoco  podría  jamás  ser  aprobada  la  liquidación 
presentada  de  contrario,  puesto  que  por  repetidas  resoluciones  del  Real 

-  Consejo  de  Castilla,  as  redujeron  esos  intereses  hasta  quedar  fijados 
en  9  y  i  por  100  y  en  8,  según  su  origen,  al  afio,  y  por  lo  miamo  á  este 
tipo,  y  no  al  que  el  actor  fijaba,  se  tendría  que  haber  hecho  la  liquidación, 
caso  de  que  el  convenio  no  se  hubiera  celebrado  y  aprobado: 

Que  en  el  mismo  prsoedente  escrito  se  solicitó  por  nn  otrosí  el  recibi- 
miento del  incidente  á  prueba,  y  así  decretado  por  el  Jues,  unida  á  los 
«utos  la  practicada  y  presentada  por  las  partea  respectivas  y  después  de 
celebrada  la  comparecencia  prevenida  por  la  ley,  en  6  de  Eneio  último  el 

-  Jnsgado  dictó  auto  en  el  que  se*aprobó  cuanto  ha  lugar  en  derecho,  y  sin 
perjuicio,  la  liquidación  de  intereaes  practicada  por  la  representación  del 

-actor,  de  qne  se  ha  hecho  mérito,  condenando,  por  tanto,  al  Ayuntamiento 
de  Madrid  á  que  abonase  á  dicha  parte,  en  tal  concepto,  y  en  la  forma  y 

vjnanera  que  la  vigente  ley  municipal  preceptúa,  la  suma  de  189.868  reales 
con  6  céntimos,  á  que  ascendían  los  intereses  convenidos  de  los  cinco  cré- 
ditos de  sisas  reivindicados  hasta  el  día  36  de  Septiembre  del  afio  ante- 
rior, sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Que  interpuesta  apelación  contra  este  auto  por  el  Procurador  del  Ayun- 
tamiento, admitida  que  fué  en  ambos  efectos,  remitiéronse  los  autos  á  la 
Audiencia  de  este  territorio,  donde,  después  de  personadas  las  partea,  ins- 

-  truídas  las  mismas  y  recibido  de  nuevo  el  pleito  á  prueba  en  esta  segnnda 
.  instancia,  austanciado  qne  fué  el  incidente  y  unidaa  las  practicadas  á  los 

autos,  en  18  de  Agosto  próximo  pasado  dictó  la  Sala  providencia  man- 
dando traer  los  autos  á  la  vista,  con  citación  de  las  partes  para  sentencia, 
transcurrido  que  fuera  el  período  de  vacaciones: 

Que  en  tal  estado,  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Madrid,  á  quien 
^1  Alcalde  Presidente  del  Ayuntamiento,  había  elevado  expodción  solici- 
tando de  au  Autoridad  requiriese  de  inhibición  á  la  judicial,  lo  hiía  así, 
de  conformidad  con  el  informe  evacuado  por  la  Comisióipi  provincial,  que 
á  au  vea  lo  recabó  de  uno  de  loa  letrados  de  la  Beneficencia,  aceptando 
'^omo  dictamen  el  redactado  por  el  ausodicho  Letrado: 

Qne  el  Gobernador,  deapnéa  de  extenderse  al  comienso  del  oficio  en 
-tin  prolijo  y  minucioso  estudio  histórico  y  jurídico  acerca  dd  origen  de 
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Ift  Deoda  mniiidpftl,  conocida  con  el  nombre  de  sími,  iMura  dedndr  de  élW 
en  DetoraleBe  y  carácter,  t  deepuée  de  aneliser  aeimiimo  cnentoe  texU»  f 
dif  poeicioBei  legaleí  pndieren  iet  ■oiiceptfblee  de  aplicación  dentro  dd 
enerpo  de  nneetro  derecho  para  aostener  la  proyocada  competencia,  ainte- 
tita  y  renne  loa  fnndamentoa  del  requerimiento  en  loe  qne  á  continoadóQ 
ae  expreaan:  en  que  por  an  origen,  natnraleaa,  manera  de  deaarrollane,. 
vedncción  de  ana  intereaea  y  régimen  de  aa  amortiaación,  loa  contratoa  de 
préatamoa  hechoa  á  loa  Mnnidpioa,  con  la  gttPimtía  de  loa  aoprimidoa  «r- 
bitrioa  ó  rentaa  públicaa  denominadoa  aiaaa,  aon  exdodvamente  admlDli- 
trativaa;  en  qne  por  el  particnhur  origen,  natnraleaa,  modiflcadonea  y  ca- 
rácter de  loa  capitalea  qoe.  impneatoa  aobre  laa  daaa  de  Madrid  llamada» 
Siaaa  de  la  marta  hkmea  ¿el  earhén;  ottie  de  0fMrat  de  mUUmee  y  reiUai 
del  iabaoo,  pertenederon  y  pertenecen  al  eonjnnto  de  lee  bienea  de  la  fon- 
dadón  de  D.  Juan  Vai^aa  Mejla,  ni  pneden  ni  deben  condderane  iíbo 
come  préatamoa  ó  empréatitoa  á  la  Manidpalidad  de  Madrid,  oontraidot 
por  éata  en  aa  concepto  de  entidad  adminiatrativa  econ^niea  y  obrando 
por  expreao  Real  mandato;  en  qne*  loa  intereaea  eatípQla(k>a  en  laa  esciittt- 
raa  de  impodción  de  loa  capitalea  qne  hoy  poaee  la  dotadón  de  laa  Memo- 
riaa  inatítnidaa  por  Vargaa,  fueron,  como  laa  de  todoa  ana  dmilarea,  rada- 
cidaa  por  diyeraaa  diapoddonea  de  8.  M.,  dictadaa  á  coaanlta  del  Snpiemo 
Gonaejo  de  Oaatilla,  primero  al  6,  deapnéa  al  4  y  máa  tarde  al  t  por  W 
annal,  en  qne,  wezán  reanlta  acreditado,  d  tipo  de  interéa  máa  alto  qoe- 
deade  1  o  de  Enero  de  1706  ha  pagado  el  Ayuntamiento,  lo  miamo  á  la 
fandadón  de  Vargaa  por  loa  capitatea  que  aobre  aiaaa  la  pertenecían,  que 
á  todoe  aoB  demáa  acreedorea  por  eee  concepto,  ea  el  de  8  por  100  anoil;. 
en  que  no  conata  el  que  de  aemejantea  reduodonea,  ni  por  parte  de  )i 
auatitnción  de  laa  Meaeoriaa  auaodichaa,  ni  por  la  de  ningún  otro  de  loa* 
acreedorea  por  aiaaa  del  Ayuntamiento,  ae  hay*  proteatado  en  tiempo  al- 
guno; en  que  aparece  en  abaolnto  comprobado  que  la  nombrada  Admidí* 
tradón,  en  lo  qoe  reapecta  á  loa  créditoa  de  tímm  que  contra  el  Ayonta*^ 
miento  de  Madrid  la  pertenecían  y  pertMiecen,  no  aclámente  ae  coníonDÓ 
por  modo  tádto  con  laa  ezpreaadaa  auceaiyaa  reducciones  dd  tipo  de  in- 
tereaea por  aquólloa  exigiblea,  á  tenor  de  ana  eacrituras  de  impoaidóo,. 
aino  que  laa  ha  reconocido  ezpreeamente  por  buenaa  y  legltimaa,  tanto  en 
la  aolidtud  qne  en  27  de  Junio  de  1772  dirigió  la  Oomiaión  qoe  entendía. 
en  loa  aauntoa  de  aiaaa,  como  en  la  actualidad,  no  obatante  pedir  en  la 
e}ecudón  de  la  aentenda  que  en  definitiva  daba  motivo  al  requerimiento,., 
drva  de  regulador  de  loa  intereaea  deveagadoa  déede  31  de  Diciembre  de^ 
1878  por  ana  aludidoa  capitalea  de  aiaaa,  el  fijado  en  laa  primitívae  eeeri- 
tnraa  de  impoddón,  aceptan  dn  la  menor  reaenra  el  pago  de  todos  loean- 
teriorea  con  au  aquieaoenda  verificado  deade  1700  á  raión  del  mocho  m^ 
bajo  tanto  por  100  dtado  de  8  al  afio;  en  que  cumpliendo  lo  preveddo,- 
entre  otraa  diapoddonea^  por  el  Beal  decreto  de  13  de  Iftarao  de  1S47  y 
Real  orden  de  O  de  Julio  de  1861,  d  Ayuntamiento  de  Madrid  convocó  en 
1868  á  loa  duefloa,  poaeedorea  ó  tenedorea  por  cualquier  concepto  de  loa 
créditoa  de  daaa  contra  el  eziatente,  proponiéndolee,  entre  otroa  partieo- 
larea,  el  que  cual  ya  habí»  convenido  en  1772  con  algunoa  de  dloa,  íoere 
d  2  y  f  por  100  anual  ei  interéa;  que  una  vea  loa  capitalea  conveitidoe 
conforme  á  laa  baaea  conjuntamente  coa  éata  aométidaa  é  au  áceptadóo,. 
devengaran  loa  miamoa  en  acidante  y  á  oartir  de  la  fecha  de  la  aoUdtad 
de  an  convérdón;  ^ñ  que  aceptado  por  loa  afectiataa  del  Ayuntamiento  la 
rebaja  del  tanto  del  interéa  qOe  ae  lea  preponía,  y  llegados  á  un  acocado 
con  aquél  reapecto  á  la  liquidación  de  loa  atvaacia,  converdón  y  *>>^'^ 
don  de  loa  capitalea  que  repreaentaban,  d  convenio  ae  elevó  a  la  ^^J¡¡^ 
ción  del  Gobierno»  que  lapieirtó  en  Beal  orden  de  12  de  Agoato  de  1969» 
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ptevio  dioUoMn  favomble  del  Ck>iiae)o  de  EeUdo»  eosealUido  al  efeeto;  en 
que  deede  q«e  ee  dktó  Im  Beal  orden  «probatoria  del  eonvenio  de  1858,  el 
Mnnioipio  de  Madrid  no  ha  latiifecho  cantidad  algnna  por  capitaleí  y  ré- 
ditoa  en  loa  créditoe  de  toa  aiaaa,  tino  con  arreglo  á  laa  coodicionee  en  él 
eatipnladaa  y  precia  expreaa  adheeión  al  miamo  del  efeetieta  á  quien  ae 
otoñóte  el  pafo;  y»  finalmenta,  en  qoe  en  laa  redamadonea  formnladaa 
por  la  Adminiatración  judicial  de  lae  Memedaa  ante  el  Josgado  de  pri- 
mera inetanda  del  Norte,  deben  diatingorae  laa  qne  haata  el  pronanda- 
miento  de  la  leatenda  dfetada  por  la  Saía  primera  de  de  lo  dvil  de  la  An* 
dienda,  faeron  propoeatae.  diacotídaa  y  por  ella  reaoeltaa,  de  }•»  qne,  en 
an  cumplimiento,  se  han  dedacido;  consieten  las  primeras  en  la  nulidad 
de  laa  eaoritnraa  qae  á  nombre  de  la  ínndadóa  mendonada  presentó  al 
Ayoolamiento  de  Madrid  D.  Joaó  María  Boriano,  nulidad  de  la  liqnida- 
don,  conversión,  abono  de  residoos,  entrega  de  títolos  y  amortisadón 
que  de  los  ctéditos  de  dsaa  pertcnedentea  al  aludido  patronato,  merced  á 
aquellaa  obtuvo  au  representante  del  Munidpio;  subsístenda  dio  los  capi- 
tales, objeto  de  laa  operaciones  dichas:  en  slntéds»  en  la  dedaradón  de 
existencia  de  una  propiedad  rdadonada  con  otra  de  personalidad,  cues- 
tioaea  eminentemente  dviles^  de  la  competencia  de  la  jurisdicción  ordina- 
ria, Que  en  virtud  de  ella  ha  dictado  la  sentencia  de  18  de  Mayo  de  1889; 
maa  laa  segtoidaa  se  refieren  al  tanto  por  100  del  interéa  anual  que  en  los 
capitales  reoonoddoa  aubaiatentea  ea  ezigible  al  Ayuntamiento;  á  ai  deba 
éste  proceder  á  la  íormadón  de  un  preanpuesto  extraordinario^  caso  de  que 
d  ordinario  no  cuente  con  recursos  suficientes  para  verificar  d  pago  de  loa 
réditos  por  laa  expreaadaa  impoddones  deven^^idaa  y  no  satiafechas  deade 
21  de  Diciembre  de  1878  hasta  la  lecha;  4  la  interpretadón  de  los  contra- 
tos, conforme  á  los  que,  con  garuitia  de  las  aludidas  dsas,  se  efectuó  en 
esta  villa  y  corte  d  préatamo  de  los  capitales  indicados;  al  valor,  eficacia 
y  alcance  de  las  disposiciones  legalea,  reductcHras,  con  reiteradón  del  inte- 
rés en  un  prindpio  fijado  como  premio  de  dichoa^adelantos,  materiaa  todaa 
de  «vidente  carácter  administrativo,  en  las  qne  el  Municipio  ni  ha  enten- 
dido ni  entiende,  ni  ha  procedido  ni  procede  dno  en  su  concepto  de  Oor- 
poradón  ó  entidad  administrativa  económica,  y  en  las  que,  é  diferencia 
de  las  primeíaa  cneationes  apuntadaa  por  ministerio  de  la  ley,  interviene 
7  debe  intervenir  la  Adminiatradón,  siendo,  en  consecuenda»  á  su  cono- 
cimiento y  resoludón,  como  pretende  el  Munidpio  de  Madrid,  de  la  ex- 
dosiva  competencia  y  jurisdicdóa  de  aquélla;  se  dtaba,  ademáa,  por  el 
Gob«madory  entre  otras  varias  disposidones  legalea  apuntadaa  en  el  cuer- 
po dd  oficio,  las  siguientes.^  las  leyes  16  y  17  del  art  16,  libro  7.^  de  la 
xfovisima  Becopiladón;  el  art.  68  de  la  ley  Municipal  de  14  de  Junio  de 
1840;  el  núm.  9.o  del  81  de  la  de  Septiembre  de  1845;  el  párrafo  tercero 
del  85  de  la  vigente,  en  armonía  con  las  Reales  órdenes  de  10  de  Julio  de 
1870  y  7  de  Agosto  de  1880;  los  arta.  12  y  U  dd  BM  decreto  orgánico  de 
27  de  Febrero  de  1852;  loa  L«  y  28  del  Real  decreto  de  4  de  Enero  de  1888; 
los  183  y  186  de  la  ley  Munidpal  vigente  dtada,  en  consonanda  con  el 
1."^  do  la  ley  de  Octntabilidad  general  del  Eatado  de  25  de  Junio  de  1870; 
d  5.0  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  y  el  art.  2.o  del  Real  decreto 
de  8  de  Septiembre  de  1887; 

Que  aas^anciado  d  inddente  de  competencia^  la  Audiencia  sostuvo  su 
Jurisdicción,  degando:  que  por  hallarse  los  autos  en  trámites  de  ejecudón 
de  una  sentencia  dictada  por  la  mismas  en  virtud  de  la  «umidón  tácita  que 
á  su  jurisdiedón  se  prestó  por  laa  paites,  era  evidente  la  perfecta  aplica- 
don  al  caao  actual  de  ia  diapcisidón  contenida  en  d  art.  55  de  la  vigente 
ley  de  Enjuidamieato  dvil,  ea  que  se  establece  que  los  Jueces  y  Tribuna- 
les que  teogaa  competencia  paia  conocer  de  un  pldto  la  tendrán  tamlñéA 
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ptra  toémmm  fneldaiielM  j  piura  U  ejeeodón  del  Mío;  que  6l  ut.  S.«  del 
Beal  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887  corrobore  eeimlemo  eqoellt  di§- 
poeición  legal,  en  el  hecho  de  neger  á  loe  Qobemedoree  le  feeoltad  de  toi- 
elter  contíendee  de  eompetende,  eoando,  eomo  ea  el  ceeo  |Hreeeiite,  te  tnta 
dé  QB  Jaldo  feneddo  por  eenleorie  firme,  y  que  el  laarácter  de  ezcepekmftl 
qae  reviete  eete  precepto  hace  isBeoeiaria  la  dkcfMdón  eobre  ei  el  aranto 
hoj  á  la  reeoladOD  de  la  Sala  ee.  por  ee  natoralesa^de  la  esdod^a  compe* 
tenda  de  la  AdmhiiatradóB,  ó  el,  por  el  contrario,  cerreq;K>Dde  ao  conoci- 
miento á  loa  Trlbanalee  ordlnarioei  ee^dtaba  adémáa  por  la  Aüdienda  lot 
artfcaloa  9.o,  pirrafó  primero,  10,  11, 11  y  17  de  Beal  decreto  de  8  de  Sep^ 
tiembre  de  1887t 

Qne  d  Gobernador,  de  acoerdo  con  d  informe  emitido  por  le  Oomliióa 
proTindal,  inaiatió  en  ea  requerimiento,  reeoltando  de  todo  lo  ezpoeatoei 
preeente  oonflicto,  qae  ha  eegoido  enetrámitea. 

Yieto  el  ari  8.0  del  Beal  denoto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  eegúo  d 
caal,  cloB  Oobemadoree  no  podrán  eaedtar  eontiendae  de  oompeteaeU  en 
loe  jnidoe  feneddoe  por  eentenda  firme»: 

Yieto  el  art.  65  de  la  Iqf  de  Enjaidamiento  dyil  vigente,  qne  dce: 
cliOe  Jaeoee  y  Trlbanalee  qoe  tengan  competenda  para  conooer  de  un 
pldto,  la  tendrán  también  para  lee  ezeepdonea  qoe  en  d  ee  propoBgui, 
pera  la  reoonvendón  en  loe  caeoa  qae  ptoéeda,  para  todaa  "eoe  üiddeiidti, 
para  Uerar  á  eflBcto  laa  providendae  y  aotoe  qae  dictaren  y  para  la  «iec^i 
don  de  la  aentenda»: 

Yieto  d  ari  148  de  la  ley  Monidpal  vigente,  qoe  dioe:  cLae  deodarde 
loe  paebloé  qaé  no  eetavieren  aeegoradae  con  prenda  ó  hipoteca,  no  fleráo 
ezigidaa  á  loa  Ayantamientoa  por  loa  nrocedimientoa  de  apremio». 

fCaando  algdn  poeblo  foere  condenado  d  pago  de  ana  cantidad,  el 
Aynütamiento,  en  d  término  de  diea  díaa  deq>aée  de  ejecotoríada  U  een- 
tenda, procederá  á  fonnar  on  preeapaeete  extraordinario,  á  nó  aer  qoe  el 
acreedor  convenga  en  aplaaar  el  cobro  de  modo  qoe  poedan  condgnaree 
en  loe  preeopneetoe  ordinarioe  eocedvoe  laa  cantidadea  neceeariai  pan  al 
pago  del  capital  y  rédito  eetipolado»: 

Yieto  d  art  144  de  la  propia  ley,  eegdn  el  qae  cd  loe  recaraoa  de  que 
paede  dieponer  d  poeblo  no  raeaen  aafidentee  á  cubrir  eoe  deadat,éDO 
creyeee  el  Ayantamiento  podble  recargar  laa  caotaa  impaeetae  á  loe  Te- 
dnoe,  y  loe  acreedorea  no  ae  con'f ormaeen  oon  loa  medioe  qae  ee  lea  ofre- 
cen para  eolyentar  ana  deadaa,  ee  rwnitirá  d  expediente  á  la  Dipntadófl 
provlndal,  á  fin  de  qoe,  oyendo  á  loe  intereaadoe,  dieponga  lo  oonvedent* 
para  qae  tengan  efecto  loa  pagoe,  ein  perjaicio  de  la  competencia  de  lot 
Trlbanalee  y  Jaigadoa  ordinñrioe  para  reeolter  aoerca  de  la  legitiiiiidsd 
y  prdadón  de  créditoe»: 

Oondderando! 

1.0  Qae  la  preeente  'contienda  de  «ompetenda  ae  ha  aoedtado  coa  mo- 
tivo del  indcente  aobre  liqnidadón  de  intereeee  procedentea  de  cféditos 
por  daaa  contra  el  Ayantamiento  de  Madrid,  promovido  en  período  de 
éjecodón  de  la  aentenda  de  18  de  Mayo  de  1880,  dictada  por  la  8da  pri- 
mera de  lo  civil  de  la  Aadienda  de  eete  territorio,  por  vtrtad  de  la  cotí  ee 
condenó  á  aquella  Oorporadón  d  pago  de  loa  mLimoe,  previo  reconori- 
miento  de  la  aabdatenda  de  loa  cinco  créditoe  qae  faeron  objeto  de  rn 
vindicadón  en  la  demanda  origen  dd  pleito,  eegaklo  á  favor  dd  eonjinito 
de  bienea  de  laa  Memoríaa  fandadaa  por  D.  Joan  de  Yargaa  Mejía: 

8.0  Qae  por  haber  ddo  el  pago  de  diehoa  intereeee  objeto  de  diecoaióa 
en  d  jaldo  aaatandade,  y^  eeto  en  rdadón  con  d  hedió  8.^  apastado  ea 
la  demanda,  aan  caando  no  lo  faera  d  de  as  liqaidadén,  coya  indde&clt 
«61o  cabía  diiaddar,  como  ahoi»  ee  dfladde^n  el  corteapomtteiitepedodo, 
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^lo  á  U  Jofitdiodéii  que  fué  eompeteitte  para  pronondar  el  fallo  réeaid» 
'ioea  oonócar  de  la  miama  en  eonaonaiieia  oon  lo  diapaeato  en  el  art  M  ám 
la  ley  de  BoJiridaiBiealo  ehrik 

S.^  Qae  fenecido  en  tal  anpneato  por  aentenda  flrtne  el  Joido  princi^ 
paly  objeto  d»  loa  aatoa,  y  pendiente  deaoatandaeión  d  período  de  ejeca- 
¿i6n  de  aqaélla  en  todoa  ana  diyeraoa  extremoa,  i  la  joriadieeión  qne  la 
^otó  oorreapond»  Uerarloa  á  onmplido  efecto  y  medir  el  alcance  de  ana 
proplaa  reaolndonea  en  la  forma  por  laa  leyea  eatablecida: 
'  4A  Qne  ea  en  an  oonaeenenda  iatpfocedente  ahora  el  examen  da  nía- 
gán  otro  pnnlo  ó  aapecto  de  la  eneatíte  qne  ae  debate,  qne  no  aea  el  reía- 
dvo  1^  modo  6  forma  ^como  baya  de  Teriflearae  el  pago  por  la  Oorpoiadda 
BMOÜdpal,  nna  Tea  nhia^ada  la  liqnidaeiéa  pendiente,  y  por  lo  qne  á  eata 
leapeoto  ae  refiere,  no  conata  qne  ae  bayan  infringido  baata  el  preaenta 
por  parte  de  la  Jnnadioelón  ordinaria  loa  preoeptoa  eatablecidoa  en  loa  aa* 
<tiooloa  140  y  144  de  la  ▼igenle  ley  Mnnidpal,  loa  cnalea  contienen  la  énl- 
ea  excepción  lagal  qaaá  fiíTor  de  la  Adminiatradón  podría  alegarae  paca 
apoyar  an  competendaen  el  actnal  eatado  de  loe  antoa: 

6«^  Qoe  de  no  aoeptarae  la  expneata  doctrina,  ea  indudable  quedaría 
ineoiyttnientado  al  art  9.o  chado  del  Beal  decreto  de  8  de  BeptieaBbm 
^e  1887: 

8.^  Que  d  ae  debe  preadndir,  por  no  conaentirlo  el  eatado  legal  de! 
-arante,  de  la  diacndón  rdatÍTa  al  carácter  de  deuda  mnnidpal  eaendat- 
mente  adminiatrativa,  peculiar  de  loa  créditoa  de  aiaaa  eatableddoa  eontra 
•el  Ayuntamiento  de  Madrid,  baae  fundamental  en  que  d  GKybemador  apo- 
ya an  requerimiento,  y  como  oonaeenenda  de  dio  pudieran  inTOcaraa  con- 
'dderadonea  de  orden  público  que  abonaran  la  competencia  de  la  Admi- 
niatradótt,  tampoco  eate  otro  aapeclo  de  la  coeatión  puede  hacer  fueraa  e» 
<d  caao  concreto  de  que  ae  trata,  toda  yes  qne  garantidoa  anbaiaten  loa  in- 
tereaea  del  Mnnidpio  deade  el  momento  en  qne  la  propia  aentenda  raeaf  da 
le^deja  á  aalvo  todea  ana  dereehoa  para  ejerdtarloa  contra  quien  y  en  la 
-forma  qne  yknre  coaTenirle  por  loa.perjnicloa  que  el  eatricto  complimianto 
de  dicha  i0|eontoria  bata  da  originarle: 

7.^  Qne  en  yiitnd  de  loexpueato^  y  con  arreglo  al  texto  literal  y  eapf- 
ffftnde  laa  diapoaidonea  legalea  dladaa,  la  Autoridad  Judicial  ea  la  Anica 
ooBBpetente  para  conocer  del  caR>  concreto  que  motira  el  planteado  con- 
Ateto. 

Gonformáttdome  oon  iooonanltado  por  el  Oonaejo  de  Eatado  en  pla- 
no, etc.;  vengo  en  deddir  eata  competencia  i  favor  de  la  Autoridad  Jo- 
didal. 

Dado  en  Aranjues  á8de  Junio  de  1892.— María  Oriattna.— El  Pred- 
d^te  del  Gonaejo  de  Miniatroa,  Antonio  Oánovaa  del  Oaatillo.^Bnblica- 
da  en  la  Baceta  de  13  de  Junio  de  1892.) 
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Competencia  (8  de  Jvaia  de  1892).--7idoi  «mlafieiafet  em  dfroeedi- 
mJentp^Be  declara  md  formada,  y  qne  no  ha  lugar  á  deddir,  la  pronu>- 
vida  entre  el  Ooben»dor  de  Vdenda  y  el  Juei  de  Onteniente,  y  ae  oe- 
tablece. 

Qm  elnodmrtnúiadú  á  lnparte$,  y  dnddfarjiarafa  v<iteal^fr(Va<ia 
áaÉtIúdo,  oomiUm^ mt yfeta nuianeial m dprooeáimiento. 

A  oonaeenenda  de  una  denuncia  por  una  cotta  de  pinoe,  ae  i»co6  par 
^  Jnisftdo  un  anmario,  y  eatándoae  practicando  variaa  diligeadaa,  d  Oo- 
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*  de  U  proTiBoift,  i  qaton  4iáumniámáohábUwtnáiñomí!ñdk$oái^ 
ám  BU  AntofidAd  reqairieie  de  inhibleióa  el  Juegado,  lo  hiio  ed  deeeoer- 
do  con  el  informe  de  la  Oomieión  proyindel»  fanéiadnee  en  lee  mone» 
^pMeetiiDÓ  pertinentee: 

Que  el  Jnes  sastonció  el  Inddinie  ein  der  teeriedo  de  loe  sitftoe  al  Abo- 
llo del  Eetado,  ni  citarle  para  el  aelo  de  la  viata»  didaodo  aolo  por  el 
^•e  ae  declaró  competente,  apoyándoee  en  loe  fnndamentoe  que  enj^ 
oportanoa: 


lee,  latoreaando  la  práctica  de  diligendaa  anterioraiente  aeordadaa,  dando» 
fyi^um^^  coreo  y  proveyendo  en  eentído  negativo  eobie  ona  eomnnicaeiófr 
del  Gobernador,  en  qae  éete  eolicitabaee  levantara  ei embargo  de  loe  pío* 
dnctoe  dennndadoe»  qoe  biblia  eido  llevado  á  cabo  pee  el  Joigado  dorante 
el  coreo  del  lamario  y  antee  de  laTemieiéa  del  oficio  inbibitofio: 

Que  él  Gobernador»  de  acnerdo  con  lo  informado  por  la  Oomieión  pnK 
vindal,  ineiatid  en  en  requerimiento,  reeoltando  de  lo  expoealo  el  lágúut^ 
te  conflicto. 

Yletoel  art  10  del  Beal  decreto  de  S  de  fieptiembie  de  1887,  el  eiiaB 
dice:  c8in  pérdida  de  tiempo,  el  requerido  acoearé  redbo  del  ofldo  al  Go- 
bernador y  comonicará  el  aeonto  al  ICinieterio  fiecai  por  tree  diaa,  á  lo 
BBáe,  y  p<w  igoal  término  á  cada  nna  de  lea  parteen: 

Vielo  el  art.  11  del  propio  Beal  deereto,  eegún  el  coal,  inmoéfatameat» 
ee  dteráal  Minieterio  fiecai  y  á  lae  partee  para  la  vieta,  qoe  deberá  oele- 
braree  dentro  de  tercero  día.  Verificada  éeta,  el  requerido  dictará  asioea 
otro  plaao  ignah  deolaráadoee  competente  ó  inoonpetente: 

OiNMideranoo: 

l.o  Qoe  al  soetandarae  por  el  Joagado  de  Ontcntente  el  preeente  ooo^ 
flicto^  omitió  dar  traalado  de  loe  aatoe  y  citar  para  el-ado  de  la  vietara^ 
AboffMlo  del  Eetado,  el  coal  ee  babia  moetrado  parte  en  el  aomario: 

8.«  Qtto  dicba  oiniaión  por  parte  del  Joagado  implica  no  vicio  aoatan- 
dal  en  el  procedimiento,  aefialado  en  loe  artiunloe  10  y  11  del  Beal  decreto 
citado,  qae  impide,  por  abora,  la  reeolodón  de  la  competencia  proaeovidaw 

Conformándome  con  lo  coneoltado  por  el  Ooneejo  de  Batado  en  pie» 
no,  etc.;  vengo  en  declarar  mal  formada  eeta  competencia,  qne  no  ba  lo- 
gar á  decidirla,  y  lo  acordado. 

Dado  en  Aranjaez  á  6  de  Jonio  de  1803.~María  Orictina.— Bl  Preak 
dente  del  Ooneejo  doMinietroe,  Antonio  Oádovaa  del  OaatUlo.^Pnbtlcar 
da  en  la  (boceto  de  18  4i  Jonio  de  1888.) 
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Oompeteoda  \6  de  Jonio  de  1888).-- FMot  mémeiaím  m  éift^oM- 
mmáú,  8e  declara  mal  anaeitada,  y  qne  no  ba  logw  á  deddir,  la  promo^ 
vida  entre  el  Gobernador  dvil  de  Valencia  y  el  Joea  de  Albelda,  y  ee  ee* 
taUece: 

i.«  iilm  na  puede  mU4mdmr$etum^idú  elpreetpiú  Mmt€.^  M  Rmlde- 
creto  de  6  de  SefÜeikbre  de  1887,  caneUaruña  le^  é  rt§lmmmie^  emamiú^cm^ 
tienen  vúHae  dtepoeicUmeiy  ein  deUnmnar  eoneretamenie  la  que  atribuye  á  la 
Aétmimüéraoiám  el  eemúemknta  del  aeumioi 

B^    iiue  e9juriejfrudeuela:oe9Uiante  fue  me  haeta  wHfoear  eipreeq^  de^ 
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^trt.  8.^  iil Bud  iterdodeS  dé  S^^Hemlfre  de  188?^ pmra  pt$  m  eonmder^ 
am^idú  d  art  6.0  del  mmiu^  parque  dieha  ditpoekián  eélofaimtía  áioeOo- 
^nernaderee  para  from&Mr  euefiionee  de  eompeteneia  eñ  loejmeioB  crimmmlee^ 
€wmdo  la  ley  atnbuya  á  la  AdmMetrueián  la  reeoluteiá»  de  alauna  euediát^ 
prema^  ó  le  eneomkfide  d  ca$ti§e  del  delüo  áfaJáa^  para  lo  eaaí  e$  preeieo  eí- 
iar  «I  temió  legal  qm  le  oMímye  tai  eomoeimieaio; 

T3.0  Qaenooaeta  taa^foeo  mffoearBeake  deereéoe  deeidleado  eueetiih 
ne$  de  eta^ekHda,  toda  tftg  qm  adffieado  la  diepoekián  reglametUaria  ei^ 
toda  el  teado  eapreeo  de  diepoekián  legal,  ee  ha  reenelto  oon  repekiMa  fueno* 
pmede  eniénderee  emmpHdo  con  eóh  la  €Ua  de  reeolueumee  reeaidae  ea  oaeoe 
ooaeretoe» 

A  edÉMCMDoi»  d«  «idetftüco  eometído  por  el  Depodterio  de  fondo» 
ravddpÉlee  de  Adumete,  D.  Oeferino  Jimeno  Beüeeter,  y  previ*  qaerellm- 
del  Fieeal  de  la  Aadieneim  de  JátivA,  se  ÍBOodea^Mft  crimiaftl  y  D.  Oeferino- 
Jimeno  Balleiter  «cadió  «1  GobCNnuulor  de  )»  provincia  para  qae  eeta  An* 
loridad  eoecitara  A  la  jodidal  la  oportuna  eompeteneia,  oomo  aei  lo  hiso, 
de  acuerdo  con  la  Oomiaión  provincial;  f  andándole:  en  qne  á  la  Delega- 
eidn  de  Hacienda  no  competia  el  conocimiento  de  loa  hechoa  relacionadoa* 
con  la  geatión  de  loe  Depoaitarioa  de  fondea  manidpaleí,  por  lo  qae  au 
denoneia  bo  podfa  tener  máa  valor  qne  la  de  on  particalar,  en  qa0  la  ley 
M onicipal  mareaba  la  trgmttacién  que  procedía  aegair  reepecto  á  loa  Con* 
tadotea  de  loa  fondea  del  Monidpio,  y  loa  Bealee  decretoa  de  31  de  Agoa* 
to  de  1S70,  39  de  Mano  y  30  de  Abril  de  1881  previenen  qae  mientraa  laa 
cnentaa  nránicipalea  no  aeaa  eauuninadaa  por  la  Aoknridad  competente,  no 
cabe  exigir  reaponeabilidadeaqoe  prooedaa  de  laanaiamaa»  ni  peraegnir,  por 
tanto,  criminalmente  á  loa  qne  de  aqnéllaa  hayan  de  reiponder,  mientraa 
no  fecaiga  fallo  del  ooal  dependa  éí  qoa  en  aa  día  dictaren  loa  Tribonalea 
ordinario*;  en  qoe  laa  cnentaa  de  D.  Oeferino  Jimeno  aon  no  ee  habían 
preaentado,  y  por  tanto,  no  habían  aido  examinadaa,  reparadaa,  ni  falla* 
daa,  lo  coal  competía  hacer  á  la  Adminiatradón,  alendo  todo  procedimien- 
to qoe  éontra  el  coentadante  ae  aigniera  extemporáneo  y  falto  de  la  baee 
qoe  exigía  la  drconetancia  áqoe  ae  refiere  al  art.  tfi  del  Real  decMto  de  S 
de  Septiembre  de  1887: 

Qtíe  el  Joea  dictó  anto  deelarándoae  competeníte,  y  comanicado  al  6o- 
berMdor,  éete,  de  acnerdo  con  laOomiaiáii  provincial,  intiattó  en  aare> 
qoerinilento^  reaahando  de  lo  expoeato  al  preaente  confiioto. 

Yiato  el  art  8.0  del  Beal  decreto  de  8  de  BepUembre  de  1887,  qne  dia- 
iMaa  qne  dempre  qne  el  Gobernador  requiera  de  inhibición  á  on  Tribunal 
ó  Juagado  ordhMurio  ó  eepedal,  manifeatiurá  indiapenaablemente  laa  raso* 
nea  qne  le  aaictan.  y  el  texto  de  la  diapoaidón  legal  en  que  ae  apoyapanr- 
reelwnar  el  conodmienlo  del  negodo: 

Oonaidevando: 

1.0    Que  el  Gobernador,  al  requerir  de  inhibidón  al  Juagado,  ae  limitó- 
á  dtar  la  ley  Munidpal,  ain  dedngar  texto  alguno  expreao  de  la  miamai  y 
varioa  Bealee  decretoa  deddiendo  cueitíonee  de  competenda,  aaí  oonK>  el 
art  8.^  del  Beal  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887: 

tJ^    Que  no  pnede  entenderae  cumplido  d  precepto  del  art  8.^  del  Beal 
decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  con  citar  una  ley  ó  reglamento,  cuando- 
eonHanen  variaa  diapoaidoikec,  dn  determinar  concretamente  la  qoe  atri- 
buye á  la  Adminiatradón  el  conoeimiento  del  aaunte: 

8,0  Qoe  ea  imriapmdenda  conatante  qoe  no  baata  invocar  el  precepto 
del  art  8.0  dd  Beal  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  para  que  ae  con- 
aléera  cumplido  d  art  8.^  dd  miamo,  porqoe  dicha  diapoddón  aólo  la.* 
oilta  á  loa  Qobenadorea  para  proipover  coeeticmea  de  competencia  an  loa^ 
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fuidoB  oriminalM,  eoando  U  ley  tádbujtk  á  la  Adiiiiiiiataddií  hi  reiohi- 
eí6ñ  de  alguna  caeetión  preTia,  ó  leeneondende  el  caatigo  del  delite  é  fd- 
ta,  ipara  lo  coal  ea  preeiao  citar  el  texto  legal  qoe  le  a^lmye  tal  eeae* 
dmiento: 

4fi  Qae  no  baata  tampoco  invocar  Realce  decretoa  decidicBdo  coeMio- 
nea  de  competencia,  toda  ves  qne  exigiendo  la  diBpo8Íoión>  reglamoitaTia 
citada  el  texto  expreeo  de  di^peaición  legal,  ae  kA  reaaelto  coa  repetición 
que  no  pnede  entendeíae  cumplido  con  aólo  la  cha  de  reaolodonea  retti- 
daa  en  caaoa  concretoa. 

Oonformándome  con  lo  conanltado  por  el  Oonaejo  de  Eatado  en  ple- 
no, etc.;  Tengo  en  declarar  mal  aoadtada  eeta  competencia,  que  no  ha  la- 
gar á  decidirla,  y  lo  acordado. 

Dado  en  Aranjaea  á  6  de  Jnnio  de  ISM.^Maria  Oriatina.— 0  Preti- 
-dente  d^  Oonaejo  de  Miniatroa,  Antonio  Oánovaa  del  Oaatülo.— (PobUea 
da  en  la  Gaeeta  de  lé  da  Jnnio  de  1893.) 
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Competencia  (38  de  Jonio  de  1893).^i>0iMb»  nmdcipaki.  Aprmkr^ 
Se  reaael?e  á  favor  de  la  Adminiatradón  la  anaeitada  entre  el  aobenadit 
dril  de  la  Ck>nifla  y  el  Jaea  de  pñmera  fnatancia  de  Betanaoa,  y  ae  cita 
blece: 

Qae  lot  ¿aMto  «ifiNtetoalM  9iie  «o  ae  Mfe»  Q$ettwradaM  tion  pt'miá  ó  U- 
jpoieca,  no  pueden  <er  eooi^üUu  par  ^  proceéUmimUo  de  apremia» 

Por  aentenda  firme  íné  condenado  al  Ayuntamiento  de  Oampanar  al 
pago  de  derta  cantidad,  y  á  inatanda  de  la  parte  deoumdante,  d  Joigtdo 
acordó  el  embargo  de  loa  ingreaoa  dd  Ayontamiento  de  Oampanar,  émfo^ 
niendo  qne  d  efecto  foeae  reqoeiido  d  Depodtario  de  ki  Oerpoiadón.  á  fia 
de  qoe  retaviera  en  aa  po^»  á  di^poaidón  ddJoigado,  la  cantidad  qat 
existiera  en  caja  é  ingreaaaa  en  le  aneedTO  haata  cnbrir  d  importe  totil 
de  la  anma  á  coyo  pago  había  ddo  condenado  d  Ayuntamiento. 

El  Qobemador,  á  inatandaa  del  Ayuntamiento,  reqoirid  de  inhttilcióo 
d  Juagado,  fnndándoae  en  qne  laa  dendaa.de  loa  piáehloa  ^e  no  ettovlerta 
asegnradaa  con  prenda  óhipcvteca  no^poeden  exigiraepoa  la  vía  de  aprt- 
mio;  que  loa  Ayontamientoa  que  no  caentan  con  j»caraoa  anfidenlaa  ptn 
cubrir  atendonea  impreviataa,  aatíafacer  dgnna  denda  ó  para  endqatw 
otro  objeto  de  importancia  no  determinada  en  dpreanpoeato,  han  de  se- 
guir el  ]>rocedimiento  que  la  ley  Munidpd  determina;  que  loa  TriboBai«i 
-  de  juatida  aólo  tienen  competenda  para  reaolver  acerca  de  la  legitimi^ 
y  preladón  de  créditoa,  pero  no  para  hacerloa  efectiyoa,  lo  cual  ea^de  la 
exduaiva  competenda  de  la  Autoridad  adminiatratbra;  y  por  último,  qaa 
el  Juagado,  d  deeretar  el  embargo  de  loa  fondea  munidpalea  de  Oampasai^ 
invade  laa  atribndonea  de  orden  adminiatrativo,  creando  un  coaflioto  eco- 
nómico d  referido  pudilo. 

8oatenida.au  competencia  por  ambaa  Autoridadee,aereaolvióel^ooB* 
flicto  por  el  Beal  decreto,  que  en  ao  parle  diapodtiva  dice  aaí: 

Viato  d  art.  148  de  la  ley  Mnnidpal,  que  diapóne  que  daa  deudtfde 
loa  puebloa  que  no  eetuvieeen  aaeguradaa  con  prenda  ó  hipoteca  no  ama 
exigidaa  á  loa  Ayontamientoa  por  lea  precediadentoa  de  «premio.  Cuaade 
dgún  puelilo  iueie  condenado  d  pago  de  una  cantidad^  ti  Ayuntándote, 
-en  el  término  de  diea  díaa  deapnéa  de  ejecutoriada  la  aentenda,  proc^y^ 
Wifoimar  un  preaupueato  ecxtraordimzlo,  á  no  aer  que  d  acreedor  ooBveoga 
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•n  apláttr  «I  cobro,  de  modo  que  paedsn  conaigasrse  ea  los  proiopneatoo 
ordinAriot  taceBivof  Im  cantidmdei  necesMrim  para  el  pago  del  capital  y 
féditó  éitlpiiladoi: 

Vkto  el  art  144  de  la  propia  ley,  aegún  el  caal  €0i  loa  recaraoa  de  que 
puede  diaponer  ti  pueblo  no  íoeren  aüfieientea  A  cubrir  ana  deadaa,  ó  no 
cfoyeae  el  Ayuntamiento  posible  recargar  las  cuotaa  impuestas  á  los  ved- 
soa,  y  los  acreedores  no  se  conformaren  con  los  medios  que  se  les  ofrescan 
para  aolyentar  sos  deudas,  se  remitirá  el  expediente  á  la  Diputación  pro- 
viudal,  á  fin  de  que,  oyendo  á  los  interesados,  disponga  lo  conveniente 
para  que  tengan  efecto  loa  pagos,  dn  ^[^erjuicio  de  la  competenda  de  loa 
Tribunales  y  Jusgadoa  ordinMios  para  reaolver  acerca  de  la  legitimidad  y 
préladón  de  los  créditos»: 
Oondderando: 

1^  Que  la  deuda  cuya  reclamación  ha  dado  lugar  á  la  preaente  con- 
tienda jnriadicdonal  no  está  asegurada  con  prenda  ó  hipoteca,  y,  por  con- 
siguiente, las  atribuciones  de  los  Tribunales  ordinarioa  están  limitadaa  á 
deolarar  la  legitimidad  y  prdadón  de  los  créditos: 

3.«  Que  para  hacer  efectiya  la  deuda,  que  ea  d  objeto  de  que  al  pre- 
sente ae  trata,  ea  neceaario  aeguir  los  proosdimientos  administratiyos  que 
determinan  los  articuloa  de  la  ley  Municipal  que  quedan  copiados,  sin  que 
qoepa  el  procedimiento  de  apremio  contra  el  Ayuntamiento,  atendido  lo 
que  de  Una  manera  terminante  dispone  la  dtada  ley. 

Oonformándome  con  lo  consultado  por  el  Oonsejo  de  Estado  en  pie* 
ao,  etc.;  vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administradón. 
Dado  en  Aranjues  á  28  de  Junio  de  1892.— Jíaria  Cristina.  —  £1  Presi- 
dente dd  Oonsejo  da  Ministros,  Antonio  Oánovaa  dd  Castillo.— (Pobli- 
aada  en  la  €heeta  de  8  de  JuUo  de  1892.) 
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Competenda  (28  de  Junio  de  lB9f).'-'Oite9iione$  de  eompeteneia.  Juicios 
criminal^,  Malversaeián  def<mdú$  munlc^fes.— Se  resuelve  á  favor  de  kt 
Administradón  la  promovida  entre  el  Gobernador  dvil  de  la  Corufia  y 
la  Audiencia  de  lo  erimind  de  Santiago,  y  ae  eatablece: 

i  o  Q^e  ti  conocimiento  dd  delüo  de/auedad  corresponde  á  he  Triínma- 
lee  ordmarioe,  sin  que  la  Ádminiitracién  tenga  que  resolver  euestián  ningu- 
nmjpreviai 

x  fifi  Que  re^^to  á  la  nudversacián  de  fondos  municipales,  es  cuestión 
fue  depende  del  examen,  censura  y  aprobación  de  las  cuentas  corremondien- 
tes  al  ejercicio  en  que  se  supone  verificada,  y  mientras  esa  censura  ó  aproba- 
ción de  cuentas  no  tenga  lugar,  eseiste  una  cuestión  previa  eme  sólo  á  la  Ad- 
mimuh-adán  corresponde  reíolser,  y  de  la  cualpuede  depender  el  fallo  que  en 
su  día  dicten  los  Tribunales  del  fuero  común. 

Con  motivo  de  una  malversación  de  fondos  munidpales  que  se  snpu- 
deron  gastadoa  en  una  obra,  d  Ayuntamiento  de  Frades  acordó  dirigir 
certificación  de  lo  actuado  en  un  expediente  al  Juagado  de  ind;rucdón: 

Que  remitida  en  efecto  al  Juzgado  de  instrocci<in  certificación  del  ex- 
pediente antes  extractado,  con  ofido  del  Alcalde  de  Frades  de  24  de  Sep- 
tiembre de  1888,  se  procedió  á  la  práctica  de  las  oportunas  diligencias  cri- 
minales, y  por  auto  de  27  de  Marzo  de  1889  se  declaró  procesadoa  á  Anto- 
nio Qarsa  García,  Nicoláa  Garda  Betafla,  Antonio  VésI  Méndez  y  Andrés 
Conrd  fiotí^  dictándose  también  por  el  Juzgado,  en  28  de  Jmio  del  mis 
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mo  «fio,  «ato  por  ol  que  so  doeltró  ton^iüaado  ol  tomaflo,  ol  esid  fii6  olo- 
Tftdo  á  la  Andienda  de  loeiiiiiiasi  de Bentiago: 

Qoe  el  Gobernador,  á  inetasda  del  Alcalde  de  Fradea,  j  oída  la  Oool* 
aidn  pioTineialy  requirió  de  ishibieióii  á  la  Attdienda,  faadándoee:  ea  qvi9 
«1  heeho  rdaoionado  debía  eer  ofajeéo  de  eiauaen  y  neúloolón  por  la  Ad- 
«dniatraeióii  aetiva,  al  eenearár  laa  enentaa  nmnidpalea  del  ejefoftcio  e^ 
rreepondiente,  con  arreglo  á  lo  diepoealo  en  el  art  166  de  la  lef  Ifoniel- 
pal,  ó  en  virtnd  de  lai  redaaadoBei  inlerpueelM  y  que  ae  interpodetaa 
oportoaamente. 

Soetenida  por  ambaí  Aafeoridadee  aa  oompelenola,  ae  reeolTÍ6  el  oo«* 
flioto  por  el  Beal  deoreto,  qoe  en  ea  parte  diai»oeitíva  dice  aai: 

Vlato  el  núm.  1.»  art  8.o  del  Beal  decreto  de  8  de  Septieoibre  de  188T, 
qae  prohibe  á  loe  Qobemadoree  Boedtar  contiendas  de  eompelenda  ea  Um 
joidoe  eriminalea,  á  ao  eer  que  ekeaatigo  del  delito  6  faüa  baja  ddo  laetr* 
Tade  por  la  ley  á  loe  fandonarioe  de  la  Adminletradón,  ó  coaado  ea  vir- 
tad  de  la  miaoia  ley  deba  deddiree  por  la  Autoridad  admiahitratlTa  al» 
gana  coeetión  previa  de  la  coal  dependa  el  fallo  qae  loe  Tribonalea  ordl- 
narioe  ó  eepédalee  hayaa  de  pronaodar: 

Viato  el  art  166  de  la  ley  Moaidpal  yigeate,  aegúa*el  caal,  la  apiolMi^ 
«ion  de  laa  coentaa  manidpalee,  oaando  loa  gaatoa  no  excedan  de  ieo.00i 
peeetaa,  eorreapoade  al  Gtoberaador,  oída  la  Oomidóa  proviadal,  y  d  ex- 
oedieee  de  eaa  anma,  al  Triboaal  de  Coentaa  del  Beino,  proTio  infoimedel 
-Qobemador  y  de  la  Coaüdón  proTladalt 

Ooadderaado: 

1.*    Qoe  la  canea  criminal  origen  del  preeenle  conflicto  ee  ineoó  á  eoa- 
•eonenda  de  ana  aapaeeta  repaiadón  del  pnente  llamado  del  MoUaa  del 
Medio,  en  Paente  Oarreira,  distrito  manidpal  de  Frades.  y  dd  üoiialgaisa 
te  libramiento  y  pago,  acordado  por  el  Ayontamiento,  de  la  cantidad  qaa 
ae  saponia  gastada  en  la  reparación  exproMuia: 

2.^  Qae  td  hecho  poede  ser  eonstitatiyo  de  los  delitos  de  fdsedad  j 
mdrerMidón  de  los  fondos  manidpales,  sin  qae  á  la  Administradóa  com- 
peta, respecto  de  las  falsedades  que  hayaa  podido  cometerse,  reedfer 
eaeetión  dgona  previa,  ni  tampoco  respecto  de  td  delito  le  ei  ' 
aa  castigo  por  ley  dgana; 

0.O  Qoe  respecto  á  la  mdTersadón  de  fondee  manidpalea,  ea  i 
qae  depende  del  examen»  censara  y  aprobadón  de  las  coentaa  eoi 
4ientes  d  ejerddo  en  qae  ee  eopone  verificada,  y  mientras  esa  censara  4 
aprobadón  de  coentaa  no  tenga  lagar,  existe  ana  caestión  previa  qae  «61o 
á  la  Administración  corresponde  resolver,  y  de  la  caal  paede  depender  el 
fallo  qoe  ea  sa  día  dicten  los  Triboades  dd  faero  eomoa. 

Ckmformándome  con  lo  consaltado  por  d  Ck>BSSío  de  Botado  en  pie- 
ao,  etc.;  vengo  en  decidir  eeta  competencia  á  favor  de  la  Adndalotiadte 
respecto  de  la  mdversadóa  de  foodos  mnaieipalee;  sin  peijaido  de  laa  la- 
ealtadee  qae  corresponden  á  los  Tribandes  de  jastíeia  para  aegoir  eoaa- 
dendo  en  lo  qae  se  refiere  á  las  falsedades  qae  poedan  haberoe  oomatUa 
para  llevar  á  efecto  d  abono  de  la  cantidad  mdversada. 

Dado  en  Aranjaes  á  28  de  Janio  de  1892.— liaría  Gristina.-*BI  FrsBÍ> 
dente  del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  GAaovas  dd  Castillo.-<PoMiea- 
4a  ea  la  Qiueta  de  é  de  Jolio  de  1892.) 
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Oompeteada  (28  de  Joaio  de  1892).-^iiedJáa  j^raeio.  Jwkim  aisiína- 
Ii9.--Se  resodve  á  favor  de  la  Administradóa  la  promovida  eatre  d  Qo- 
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tMnador  oítA  da  León  j  «1  Jnm  de  inttraoefón  de  La  Vedlla»  y  se  e«t«> 
•bleeee 

Que  á  ¡a  Aáminittraeián  eorrtaponde  decidir  tí  una  oorla  de  árhoíec  e$iá 
J^eeka  dentro  de  la  Mana  expropiada,  y  por  tanto,  eeta  e$  una  oueetián  jm«- 
4WI  ^[ne  puede  it\/lnir  en  él  fallo  de  loe  Triímnake. 

En  el  expediente  y  «ntoe  de  competeneU  promovida  entre,  el  <3k)benMi- 
•der  dvil  de  ia  preyineia  de  LeóA  y  el  Jaés  de  inatrooción  de  La  VecilJi^ 
<de  lee  onalea  reenlta: 

Qae  D.  Valentín  Alonio  dennnció  ante  el  Jnsgudo  monicipal  de  Roblee 
«1  hecho  de  que  de  nn  prado  de  en  propiedad,  llamado  Valdaqnin,  hmbáatt 
eido  extraídoa  12  piea^e  chopo,  y  Uevadoa  por  varioa  hombrea  trabajado- 
caá  á  la  Tía  de  la  eataddn  de  fioblea,  á  loa  lavaderoe  de  laa  minaa  de  Jüa- 
iáUana: 

Qoe  inatmida  eaoaa  ea  el  Joagado  referido  á  oonaecnenda  de  la  expa»^ 
«ada  demineia,  ae  praoUcaron  ▼ariaa  diligeneiaadel  samarlo,  oonatando  em 
ia  miama  ana  certificación  del  acto  de  toma  de  poaeaión  de  Tariae  incas 
^  D.  Valentía  Aloneo,  vecino  de  Boblea,  á  favor  del  representante  de  la 
línea  férrea  de  Roblea  á  Valmaaeda;  certificación  de  la  qae  reaolta:  ^o<)  ea 
i  de  Agoato  de  ld91  el  Teniente  de  Alcalde  de  Boblea  dio  poaeaión  á  0oa 
Mifoel  de  Ortave,  repraaentanto  de  la  oompafiía  citada,  de  laa  fincaa  ex* 
pnH^adaa  á  D.  Valentín  Alonao,  en  dicho  término  manioipal,  para  la  egaa- 
ini¿dón  del  ferrocanil  hallero  de  la  Robla  á  Valmaaeda,  haciéndolo  á 
nombre  y  por  todoa  loa  demáa  en  la  íinca  denominada  la  Era  del  Oardabal: 

Qae  á  nombre  del  Ingeniero  de  Minaa,  repreeentaete  de  la  referida 
Oompafiía  hullera,  y  de  aenerdo  con  la  Oomiatón  provincial,  el  €K>bema 
4or  de  León  requirió  de  inhibición  al  Juagado,  f  andándoee:  en  que  per 
.  Yirtud  del  expediente  de  expropiación,  aeguido  y  aprobado  con  Mreglo  á 
ia  ley  y  reglamento  de  expropiación  forsoaa,  la  Oompafiía  cóncéaioiíaila 
4el  ferrocarril  halleio  de  la  Robla  á  Valmaaeda  ae  hi^ía  hecho  daefia  de 
la  finca  que  fué  propiedad  de  D.  Valentín  Alonao,  habiendo  entrado  ea  pa- 
aeaión  de  la  miama,  y  al  aer  duello  de  la  finca,  podía  diaponer  libremente 
4e  ella,  ain  obatáculoa  ni  entorpecimientoa  de  ningana  claae,  cortando  lea 
■arbolea  en  la  miama  exiatentea,  ain  que  por  ello  incurrieae  en  raapoaaabi- 
lidad  civil  ni  criminal  exigible  ante  loa  Tribonalea  ordinarioa;  qoe  aaa 
mpiNftiaiido  que  no  hubieae  aido  expropiada  toda  la  finca  de  D.  Valentín 
Amaao,  y  en  que  ea  eaa  parte  no  expropiada  ae  hallaaen  loa  arbolea  eor- 
ladoa  por  el  ropreaeatante  de  la  Ck>mpaltía,  ea  incompetente  el  Tribunal 
^Mrdinario  paia  conocer  del  hecho  de  que  ae  trata,  toda  vea  que  eaaado 
ana  finca  ha  aido  en  parte  objeto  de  expropiación,  y  laa  neceeidadea  de  la 
obra  pública  exigen  ocupar  mayor  extenaión  que  la  expropiada,  eeta  oen- 
pación,  ya  aea  temporal,  ya  aea  definitiva,  no  puede  parausar  laa  obran  al 
«er  objeto  de  interdicto,  puea  la  ley  eatablece  el  procedimiento  que  ae  ha 
4e  aegiiir  para  indemnisar  á  loa  propietarioa,  y  d  no  puede  aer  objeto  éa 
interdicto,  menoa  ha  de  aerlo  de  un  procedimiento  criminal,  aobro  todo  ta> 
aleado  ea  cueata  que  cuaataa  cueationeB  ae  auadten  por  caaoa  como  el 
preaente  caen  inmediatamenie  en.  la  eafera  de  la  Adminiatración;  qoe  ae 
«ata,  por  tanto,  ea  uno  de  loa  caaoa  en  que,  por  excepción,  pueden  aoaci- 
tarae  competenciaa  en  loa  joicioa  criminalea,  pacato  que  á  loa  f uncioaarioa 
4e  la  Admiaiatmcióa  oorreapoadería  caetigar  la  falta,  en  el  anpueato  qaa 
'exiatiera;  que  ai  eato  no  fueae  baatante,'hay  que  tener  preeente  que  extata 
ana  caealióa  previa  que  decidir,  que  eonaiate  en  determinar  ai  loa  arbolea 
ú  que  ae  refiere  la  denuncia  ae  hallaban  dentro  de  la  finca  expropiada  4 
D.  Valentín  Alonao»  y  ai  fueron  objeto  de  expropiación  é  indemnisacióa» 
lo  cual  oorrsaponde  depurar  jr  decidir  á  la  Adminiatración;  el  Qobernador 
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cHaba  loft  uUcnltm  4.o,  lé,  30  y  43  de  la  ier  de  SxtnropiAcióo  fonoM,  eT 
art  89  de^  U  ley  de  Obrat  públicae,  el  60  de  la  ley  eeUbleeiendo  la  daaUI-- 
caeión  genenü  de  loa  teirooarrilee  y  loe  ariíeoloa  3.<^  y  8.^  del  Beal  decreto 
te  8  de  Septlembie  de  1887: 

Qae  Boaianciado  el  inddenlef  el  Juagado  aoataTO  aa  joriadieeiÓB,  ftni- 
dándoee  en  que  la  certificación  de  la  toma  de  poaeeión  á  qae  se  ha  hecha 
veferenda  no  ezpreaa  la  hnerta  ó  pndo  de  Valdaqain,  en  el  qoe  ae  óorta- 
lon  y  de  la  qae  anatrajeron  loa  arbolea  d^  que  ae  trata;  en  que'  no  oonala 
que  el  repetido  prado  ó  huerta,  ni  parte  de  él,  hayan  iido  «zpropiadoa;  qae^ 
(ampóoo  reaalta  qoe  loe  arbolea  hnbieraa  dejado  de  pertenecer  al  d^on- 
ciante;  qoe  el  hecho  que  ae  peraigne  paede  conatitoirnn  delito,  cayo  cono- 
omtento  eorreepond^á  la  jariadledón  ordinaria;  el  Juagado  citaba  loa  ar- 
Ifenloa  %.^  y  14  de'  la  ley  de  EnJuiolaBDiiento  oAníinal  y  el  Real  decreto  d»- 
B  de  Septiembre  de  1887: 

<Íae  el  Gobernador,  de  acuerdo  oon  la  Oomiaióa  provincial,  laaiatió  ea 
en  requerimiento,  reanltando  de  lotepoeato  el  pveaente  conflicto  que  1». 
aegnido  ana  trámitea: 

Yiato  el  art.  8  o  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembiü  de  1887,  que^ 
prohibe  á  loa  Gobemadorea  promover  contiendaa  de  competencia  en  lo» 
jQldoa  criminalea,  á  no  ler  que  ti  castigo  del  delito  6  falta  haya  aido  re- 
aervado  por  la  ley  á  loa  íon¿onarioa  de  la  Adminiatradón,  6  cuando  eik 
Tirtnd  de  la  miama  ley  deba  decidirae  por  la  Autoridad  administialiva  al- 
cona cneatíón  previa  de  la  coal  dependa  el  fallo  qoe  loa  Tribunalea  ovdi- 
naiioa  6  eapecialee  liayan  de  pronuncian 

Oonaiderando: 

1.^  Qae  aegún  reaalta  de  loe  antecedentea  ae  ha  aegoido  el  expedienta 
de  expropiación  de  laa  fiocaa  del  denunciante,  luciendo  tomado  poae^ón 
de  ellaa  el  repreaentante  de  la  Sociedad  del  ferrocarril  holiero  de  Bobla  A 
Vahnaaeda: 

%9  Qae  en  tal  concepto,  á  la  Adminiatración  comaponde  decidir  ai  lo» 
Arbolea  coya  corta  ha  dado  logar  á  la  denuncia  cataban  ó  no  comprendí- 
dea  en  la  expropiación,  pudiendo  influir  esa  raaoloción  en  el  fallo  qo»  ea 
ao  día  hobienm  de  dictar  loa  Tribonalea: 

S.O  Que  se  eatá,  por  tanto,  en  ono  de  loe  caaoa  en  qoe  pueden  promo- 
vene  contiendas  de  competencia  en  loa  joidoa  criminalea. 

Conformándome  con  lo  conaoltado  por  el  Oonaejo  da  Estado  en  ple- 
My  etc.;  vengo  en  decidir  eata  competencia  á  favor  de  la  Adminiatración. 

Dado  mx  Aranjoes  á  38  de  Jonio  de  1893.— María  Oriatina.— El  Prén- 
dente del  Oonsejo  de  Hinistroa,  Antonio  Oánovaa  del  OastUlo.— <Pobli- 
cada  en  la  Gaceta  de  6  de  Jolio  de  1893.) 
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Oompetencia  (38  de  ionio  de  1893).-^C<m«iiNiof.  Iniérpmtaeión  M  wn- 
íteto  de  orrcndamtmfa.^Se  reaoeive  á  favor  de  la  Admiaiatración  la  pro- 
movida entre  el  Gobernador  dvil  de  Pontevedra  y  la  Aodienda  de  didia> 
capital,  y  se  establece: 

Om  la  áecuión  adménktraUüa  acerca  de  H^marrmdataiHo  faene  ónoáf^ 
rechupara  cobrar  un  arbitrio,  y  haoerh  en  ¡aformague  lo  hieo,  no  puede  W9o^ 
no$  de  énJltUr  en  el  fallo  ^[ueei^eudia  hubieran  de  diettír  loe  Tribuualee. 

Ante  el  Jotgado  de  Villagarefa  ae  nteaontó  una  denuncia  contra  el 
mrrendatario  del  impueato  dé  ccmaumoa  de  Pontevedra,  por  haber  intentar 
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>do  cobrar  anot  derechoa  que  el  dennnoiabte  consideraba  injattoa  7  no 
^baber  querido  dar  el  reegaardo  del  pago. 

loatraido  el  aamario,  procesado  el  denunciado  7  remitida  la  canta  á  la 
Audiencia,  fué  ésta  requerida  de  inhibición  por  el  Gobernador  civil,  fan- 
dáodoae  la  Autoridad  adminÍBtrati?a,  de  acuerdo  con  la  Gomiaión  provin- 
cial, en  que  el  arrendatario,  al  celebrar  un  contrato  con  la  Administra-, 
-  don  municipal,  lo  ha  hecbo  sujetándose  á  un  pliego  de  condiciones,  que 
es  la  le7  del  contrato,  con  la  antorisación  7  por  los  medios  legales  que 
para  tales  casos  tiene  preceptuado  la  ley  Municipal  en  sus  artículos  186  y 
187,  cuja  regla  2>  autoriza  el  establecimiento  de  arbitrio  sobre  puestos 
públicos;  en  que  el  hecho  denunciado  está  reducido  á  saber  si  el  citado 
arrendatario  se  excedió  en  el  cobro  del  impuesto,  ó  lo  biso  con  forma  dis- 
tinta de  aquélla  para  que  estaba  autorisado;  en  que  para  resolver  sobre 
tales  particulares  es  necesario  examinar  é  interpretar  las  condiciones  que 
sirvieron  de  base  á  la  subasta  del  impuesto,  lo  que  incumbe  decidir  á  la 
Administración  activa,  como  cuestión  previa,  de  la  cual  hade  depender  el 
conocimiento  del  Tribunal,  en  el  caso  de  que  la  Adminiatración  estime 
oportuno  remitirle  el  procedente  tanto  de  culpa. 

Sostenida  por  ambas  Autoridades  su  jurisdicción,  se  resolvió  el  con- 
victo por  el  Real  decreto,  que  en  su  parte  dispositiva  dice  asi: 

Visto  el  art  8.0  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  que  prohi- 
be á  los  Gobemadon^  promover  contiendas  de  competencia  en  los  juicios 
criminales,  á  no  ser  que  el  castigo  del  delito  ó  falta  baya  sido  reservado 
por  la  ley  á  los  funcionarios  de  la  Administración,  ó  cuando  en  virtud  de 
la  misma  ley  deba  decidirse  por  la  Administración  alguna  cuestión  previa 
•  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los  Tribunales  ordinarios  ó  especiales  ha 
yan  de  pronunciar: 
Considerando: 

1.0  Que  la  cuestión  que  ha  dado  lugar  á  la  presente  contienda  jurisdic 
cional  consiste  en  haberse  cobrado  por  los  dependientes  de  D.  Ramón  Pa- 
-din  el  arbitrio  de  que  aquél  es  arrendatario: 

2.0  Qoe  á  la  Adminiatración  corresponde  interpretar  el  contrato  .cele- 
brado por  el  arrendatario  7  el  Ayuntamiento  de  Villagarcia  para  la  exac- 
ción del  arbitrio  que  ha  motivado  la  denuncia  de  Poyan: 

9P  Que  la  decisión  administrativa  acerca  de  si  el  arrendatario  tiene  ó 
no  derecho  para  cobrar  el  arbitrio,  en  el  caso  de  que  se  trata,  y  hacerlo  en 
Iñ  forma  que  lo  biso,  no  puede  menos  de  influir  en  el  fallo  que  en  su  día 
hubieran  de  dictar  los  Tribunales: 

i  o  Qae  se  está,  por  tanto,  en  uno  de  los  casos  en  que  por  exoepdóp 
pueden  los  Gobernadores  promover  contiendas  de  competencia  en  los  jni- 
-<sios  criminales. 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pie 
no,  etc.;  vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administración. 
Dado  en  Aranjuea  á  28  de  Junio  de  1892.— María  Cristina.— Bl  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del  Castillo.— (Publi- 
-cada  en  la  Gaceta  de  6  de  Julio  de  1892.) 
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Competencia  (28  de  Junio  de  1^92).— Créditos  contra  lo$  A^utUamien- 
-ioM.  ProaedinüeiUo  para  su  eobro.—Se  resuelve  á  favor  de  la  Administración 
la  promovida  entre  el  Gobernador  civil  de  Valencia  y  el  Juez  del  distrito 
^del  Mar  de  dicha  capiul,  y  se  establece: 

Que  no  estando  aseguradas  las  deudas  de  ¡os  ÁjfuntaimetUos  con  prenda 
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ó  k^^aUea,  t«o  cabe  el  procedimiento  de  apremio,  quedando  reduddoM  la$  atri- 
hueume$  de  loo  TrtbunaUo  á  declarar  la  legitimidad  y  prelación  de  criditoo^ 

Contra  el  AyoDtamieiito  de  Oampanar  ee  pidió  el  embargo  de  loe  in- 
greeoe,  en  virtud  de  aoa  tentencia  firme  qoe  le  condenaba  al  pago  de  can- 
tidad líqnida. 

Bn  tal  estado,  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Valencia,  á  instan- 
cia del  Ayuntamiento  de  Oam penar,  j  de  acuerdo  con  la  Comieión  provin- 
cial, requirió  de  inhibición  al  Juagado,  alegando  que  las  deudae  de  lot^ 
pnebloe  qoe  no  estuvieran  aseguradas  con  prenda  ó  hipoteca  no  pueden 
exigirse  por  la  vía  de  apremio;  que  loe  Ajnntamientos  que  no  cuentan 
eon  recursos  suficientes  para  cubrir  atenciones  imprevistas,  satisfacer  al- 
guna deuda  ó  para  cualquier  otro  objeto  de  importancia  no  determinada 
en  el  presupuesto,  han  de  seguir  el  procedimifnito  que  la  ley  Municipal 
determina;  que  los  Tribunales  de  Justicia  sólo  tienen  competencia  para  re- 
solver acerca  de  la  leieitimidad  y  prelación  de  créditos,  pero  no  para  ba- 
eerloe  efectivos,  lo  cual  es  de  la  exclusiva  competencia  de  la  Autoridad 
administrativa;  y  por  último,  qoe  el  Juagado,  al  decretar  el  embargo  de 
loe  fondos  municipales  de  Campanar,  invade  las  atribucionee  de  orden 
administrativo,  creando  un  confiicto  económico  al  referido  pueblo. 

Sostenida  por  ambas  Autoridades  su  competencia,  se  resolvió  el  eon- 
flioto  por  el  Real  decreto,  que  en  su  parte  dispositiva  dice  asi: 

Visto  el  art.  148  de  la  ley  Municipal,  que  diapone  qne  cías  deodas  de 
los  pueblos  qoe  no  estuviesen  aseguradas  con  prenda  ó  hipoteca  no  serán 
exigidas  á  los  Ayuntamientos  por  los  procedimientos  de  apremio.  Goan- 
do  algún  pueblo  fuese  condenado  al  pago  de  una  cantidad,  el  Ayunta- 
miento, en  el  término  de  diez  días  después  de  ejecutoriada  la  sentencia^ 
procederá  á  formar  un  presupuesto  extraordinario,  á  no  ser  qne  el  acree- 
dor convenga  en  aplasar  el  cobro,  de  modo  que  puedan  consignarse  en  los 
presupuestos  ordinarios  sucesivos  las  cantidades  necesarias  para  el  pago 
del  capital  y  rédito  estipulado»: 

Visto  el  art.  144  de  la  propia  ley,  según  el  cual  cal  los  recursos  de  qoe 
puede  disponer  el  pueblo  no  fueren  suficientes  á  cubrir  sos  deudas,  ó  no 
creyese  el  Ayuntamiento  posible  recargar  las  cuotas  imnuestas  á  los  vad- 
nos, y  los  acreedores  no  se  confonnaren  con  loe  medios  que  se  les  ofres- 
can  para  solventar  sos  deudaa,  se  remitirá  el  expediente  á  la  Diputación 
provincial,  á  fin  de  qne,  oyendo  á  los  interesados,  disponga  lo  conveniente 
para  que  tengan  efecto  los  pagos,  sin  perjuicio  de  la  competencia  de  los 
Tribunales  y  Jozgados  ordinarios  para  resolver  acerca  de  la  iegitimidnd 
y  prelación  de  los  créditos»: 

Oonsiderando: 

1.0  Que  la  deuda  cuya  reclamación  ha  dado  lugar  á  la  presente  eon- 
tienda  jurisdiccional  no  eatá  asearorada  con  prenda  ó  hipoteca,  y,  por  con- 
siguiente, las  atribuciones  de  los  Tribunales  ordinarioa  están  limitadas  á 
declarar  la  legitimidad  y  prelación  de  los  créditos: 

2.0  Qae  para  hacer  efectiva  la  deuda,  que  es  el  objeto  de  que  al  pre- 
sente se  trata,  es  necesario  seguir  los  procedimientos  administrativos  qoe 
determinan  los  artículos  de  la  ley  Municipal  que  quedan  copiados,  sin  qoe 
quepa  el  procedimiento  de  apremio  contra  el  Ayuntamiento,  atendido  lo 
que  de  ana  manera  terminante  dispone  la  citada  ley. 

Oonformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  eo  ple- 
no, etc.;  vengo  en  decidir  esta  sompetencia  á  favor  de  la  Administradóo. 

Dado  en  Aran  jaez  á  38  de  Junio  de  1893. -María  Cristina. -~Bi  Presi- 
dente del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del  Castílio.— (Pablic»^ 
da  en  la  Gaceta  de  7  de  Julio  de  1892.) 
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Competencia  (2  de  Agosto  de  1893).— JuictM  criminales.  Fahedad,  Mal- 
wenacián  defondoi  ttmnicipaleB^—^Qe  resaelve  á  favor  de  la  Admioistración 
en  parte,  y  en  parte  á  favor  de  la  jadidal,  la  promovida  entre  el  Goberna- 
dor civil  de  Lérida  y  el  Jaez  de  Balagaer,  y  ee  establece: 

l.o  Que  la  eauia  origen  del  presente  conflicto  te  ha  incoado  con  moHvo  del 
ddiiode/ttltificación  cometido  en  documento  oficial  y  de  malversación  de  fon- 
dos municipales; 

Y  J9.0  Que  lo  referente  á  malversación  de  fondos  mmnicipales  se  haüa  su- 
bordinado al  examen,  aprobación  ó  censura  de  las  cuentas,  encomend€tdo  por 
¡a  ley  al  Gobernador  ó  Tribunal  de  Cuentas,  según  los  casos^  y  la  resolución 
que  en  dichas  cuentas  recaiga  puede  influir  en  el  fallo  de  los  Tribunales,  wns- 
tUuyendo  una  cuestión  previa. 

A  conaeenencia  de  la  inveraión  de  loa  fondos  de  nn  legado  hecho  á  fa- 
vor del  Hospital  de  Balagner  y  por  comunicación  del  Alcalde,  se  pasó  al 
Juzgado  de  instracción  los  antecedentes  relatados  para  qae,  administrando 
jostieia,  se  sirviera  proceder  á  la  averiguación  del  delito  qae  tales  hechos 
entrañaban,  para  exigir  en  sn  caso  la  consiguiente  responsabilidad: 

Que  instruidos  los  oportunos  procedimientos  criminales,  D.  José  Ber- 
trán y  D.  José  Vidal  acudieron  al  €robemador  de  la  provincia  para  que 
esta  Autoridad  suscitara  á  la  judicial  la  oportuna  competencia,  como  así 
lo  biso  la  Autoridad  gubernativa,  de  acuerdo  con  la  Comisión  provincial, 
fundándote:  en  que  la  existencia  de  los  delitos  de  que  se  trataba  no  podía 
ser  declarada  por  la  Autoridad  judicial,  sino  por  la  Administración,  única 
competente  para  el  examen  de  las  cuentas  municipalea,  de  las  que  debía 
resultar  en  su  caso,  y  solamente  después  de  pasar  el  Gobernador  el  tanto 
de  culpa  al  Tribunal  ordinario,  podrá  éste  proceder  por  el  delito  de  mal- 
versación de  fondos;  en  que  las  cuentas  del  Ayuntamiento  de  Balaguer 
correspondientes  á  los  afios  en  que  se  había  ingresado  el  importe  del  le- 
gado en  arcas  municipales,  se  encontraban  todavía  en  tramitación,  y  hasta 
tanto  que  se  declarasen  ultimadas  no  podía  resultar  la  existencia  del  de- 
lito que  se  perseguía,  y  en  que  existía,  por  tanto,  una  cuestión  previa  que 
debía  ser  resuelta  por  la  Administración. 

Sostenida  por  Ambas  autoridadea  su  competencia,  se  resolvió  el  con- 
flicto por  el  Real  decreto,  que  en  su  parte  dispositiva  dice  así: 

Visto  el  núm.  1.®,  art.  8.o  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887, 
que  prohibe  á  los  Gobernadores  suscitar  contiendas  de  competencia  en  loa 
juicios  criminales,  á  no  ser  que  el  castigo  del  delito  ó  falta  haya  sido  re- 
servado por  la  ley  á  los  funcionarios  de  la  Administración,  ó  cuando  en 
virtud  de  la  misma  ley,  deba  decidirse  por  la  Autoridad  administrativa 
alguna  cuestión  previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los  Tribunales  or- 
dinarios ó  eapedales  hayan  de  pronunciar: 

Visto  el  art  165  de  la  ley  Municipal,  según  el  cual,  la  aprobación  de 
las  cuentas,  cuando  los  gastos  no  excedan  de  100.000  pesetas,  corresponde 
al  Gobernador,  oída  la  Comisión  provincial;  y  si  excisdiese  de  esa  suma, 
al  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino,  previo  informe  del  Gobernador  y  de  la 
ComidÓD  provioeial: 

OoDsidenuido: 

!.•  Que  la  causa  origen  del  presente  conflicto  se  ha  incoado  con  motivo 
del  delito  de  falsiflcación  cometido  en  documento  ofieial  y  de  malversación 
de  fondee  municipales: 
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3.0  Qae  respecto  del  primero  de  loe  delitos  expreeadoe,  sa  castigo  está 
reservado  á  los  Tribonales  del  faero  común,  j  no  existiendo  tampoco  eoo 
relación  á  dicho  delito  coestión  algnna  previa  qae  deba  ser  resuelta  por  la 
Administración,  es  indndabie  que  no  ha  podido  respecto  á  él  soscitarMla 
competencia: 

8.0  Qae  en  lo  qne  se  relaciona  con  el  otro  delito  porqae  se  procede,  6 
sea  de  malversación  de  fondos  municipales  correspondiente  al  legado  he- 
cho al  hospital  de  la  ciadAd  de  Balaguer  por  Dofia  Francisca  Deao,  tal  ex- 
tremo está  subordinado  al  examen,  aprobación  ó  censara  de  las  coeotas 
municipales  de  dicho  pueblo;  y  encomendado  por  la  lej  tal  examen  al  Qo- 
bemador  ó  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino,  según  los  casos,  la  resolodón 
qne  en  dichas  cuentas  recaiga  puede  influir  en  el  fallo  que  en  tu  día  dic- 
ten los  Tribunales  del  fuero  común,  constituyendo,  por  lo  tanto,  ona  coes- 
tión previa  administrativa: 

4.0  Que  se  encuentra  este  extremo  de  la  cansa  comprendido  en  ano  ds 
los  dos  casos  en  que,  por  excepción,  pueden  los  €k>bemadores  soscitar 
contiendas  de  competencia  en  los  juicios  criminales. 

Conforman  dome  con  lo  oonsaltado  por  el  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  AdministradóB 
en  lo  que  se  refiere  al  delito  de  malversación  de  caudales,  v  á  favor  de  la 
Autoridad  judicial  en  cuanto  se  procede  en  la  causa  por  loa  hechos  qos 
pueden  constituir  el  delito  de  falsificación  en  documento  oficial. 

Dado  en  San  Sebastián  á  2  de  Agosto  de  1692.-  María  Cristina.-El 
Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del  Castillo.  (Ps* 
blicada  en  la  Chuseia  de  7  de  Agosto  de  1892.) 
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Competencia  (2  de  Agosto  de  1892).— J»tciot  eivUei,  Jiiferdteto.— Se  re- 
saelve  á  favor  de  la  Autoridad  judicial  la  promovida  entre  el  Gobernador 
de  Sevilla  y  el  Juea  de  Ecija,  y  se  establece: 

i.®  Que  para  declarar  la  improcedencia  del  interdicto  era  preeiio  ^m  k 
hubiera  ju$tificado  que  contrariaba  alguna  providencia  admini$trativa,y  h- 
joe  de  haberee  hecho  e§a  justificación^  aparece  q%tc  no  existe  providencia  si 
acto  alguno  de  ese  orden  que  se  refiera  á  lo  que  constituye  él  fondo  delads- 
manda,  la  que,  por  otra  parte^  no  afecta  en  nada  á  las  atribuciones  y  dere- 
chos que  corresponden  á  la  Administración  en  la  materia; 

Y  ^.0  Que  ejercitándose  derechos  civiles  y  no  tratándose  de  la  manera  ii 
Uevar  á  efecto  una  concesión  administrativa^  á  los  TrUmnales  eorresponds  M 
eonocimiento. 

A  nombre  de  la  Duquesa  de  Medinaceli  se  dedujo  demanda  de  intsr 
dicto  de  retener  y  recobrar  contra  el  Marqués  de  Montesión  y  D.  José  Go- 
baleda  y  Pino,  con  motivo  de  anas  obras  en  una  presa  del  rio  GenlL 

Dictada  sentencia  declarando  haber  logar  al  interdicto  y  en  el  período 
de  ejecución  de  ésta,  el  Gobernador  civil  de  la  provincia,  á  instancia  dt 
D.  José  Cobaleda,  y  de  acuerdo  con  la  Comisión  provincial,  requirió  de  ia- 
hibición  al  Jues  de  primera  instancia  de  Bcija,  fundándose  la  Autoridad 
administrativa  en  que  siendo  públicas  las  aguas  del  Genil,  corresposdia  á 
la  Administración  el  conocimiento  de  lae  cueationes  que  se  sasciteo  acerca 
de  BU  aprovechamiento,  y  la  construcción,  reconstrucción  y  oonservscióa 
da  las  presas,  azudes  ú  otras  obras  permanentes  que  se  hagan  para  toma^ 
les,  ya  se  funden  en  concesiones  administrativas,  ya  lo  sean  en  otros  tita- 
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Dado  en  San  SehMtIáD  á  2  de  Agoeto  de  189).— María  Orietina.— Bl 
Préndente  del  Gontejo  de  Minictrot,  Antonio  CinoTaa  del  Oaatillo.^(Pa- 
blicada  en  la  Gacela  de  8  de  Agoeto  de  1892.) 
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Competencia  (3  de  Agosto  de  IS^ty-^Acuerdoi  mwueipaUi.  Interdh- 
to§. — Se  reeaelve  á  favor  de  la  Administración  la  promovida  entre  éí  Go- 
bernador civil  de  Sevilla  j  el  Jaes  de  Lora  del  Rio,  y  se  establece: 

1.0  Q%^e  encomendada  par  laley  álo$  Ayuntamientoi  la  administraeiáñ, 
cuidado  y  con$ervación  de  todai  la$  finca$,  biene$  y  derechoi  del  pueblo,  tu- 
da la$  actos  qtte  dicha$  Corporaciones  Reculen  encaminadoi  á  tales  Jlnes  no 
pueden  menos  de  estimarse  como  adoptados  dentro  del  circulo  de  sus  oMbu- 
ciones¡ 

Y  2.0  Qu4  no  pueden  adfkitiru  interdictos  que  vayan  contra  los  acuer- 
dos de  los  Ayuntamientos^  tomados  en  uso  de  sus  atribuciones. 

Contra  varios  acoerdoa  del  Ayuntamiento  de  Paebla  de  los  lofantes, 
acerca  de  deslinde  y  conservación  de  bienes  del  pueblo,  el  Procurador  Don 
Manuel  Sara  y  Qarcla,  en  nombre  de  D.  José  Gonaáles  Prieto  y  García, 
dedujo  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  interdicto  de  retener  contra 
D.  Regino  de  Ayala  y  Figneras,  Alcalde  de  Paebla  de  los  Infantes,  ale- 
gando los  siguientes  becbos:  que  su  representado,  con  el  carácter  de  doefio 
ee  encontraba  en  la  posesión  legal  de  toda  la  suerte  de  260  fanegas  al  sitio 
de  Sauce  jo,  qce  formaba  parte  de  la  dehesa  llamada  boy  de  San  Agostía, 
desde  qae  compró  dicha  dehesa  á  D.  Marcelino  Pérez  Lozano  en  80  de 
Junio  de  1882;  que  D.  Regino  Ayala,  Alcalde  de  la  Paebla  de  los  Infantes, 
había  manifestado  ostensiblemente  su  deseo  de  perturbarle  en  esa  pose- 
sión tranquila  y  antigua,  y  el  acto  en  qne  lo  manifestó  había  sido  el  llamar 
á  unos  lefiadores,  que  por  orden  del  Sr.  Prieto  se  hallaban  trabajando  en 
terrenos  de  la  suerte  de  Saucejo,  prohibiéndoles  que  continuaran,  y  ame 
nasándoles  si  lo  verificaban  con  someterlos  á  los  Tribunales  de  justicia: 

Qae  en  virtud  de  comunicación  del  Alcalde  de  Paebla  de  los  Infantes, 
el  Gobernador,  de  acuerdo  con  la  Comisión  provincial,  requirió  de  inhibi 
ción  al  Juzgado,  fundándose  en  que  estuvieron  en  su  lugar,  tanto  el  acoe^ 
do  tomado  por  el  Ayuntamiento  de  la  Paebla  de  los  Infantes,  con  objeto 
de  deslindar  el  predio  de  la  Umbría,  por  pertenecer  á  común  de  vecinos 
oon  la  dehesa  inmediata,  como  la  providencia  del  Alcalde  mandando  sus- 
pender los  trabajos  de  desmonte  que  se  practioEiban,  por  disposición  del 
duefio  de  la  dehesa,  en  terrenos  de  dicho  predio;  en  que  asimismo  lo  es- 
tuvo el  acuerdo  del  Municipio  aprobando  la  diligencia  de  deslinde,  y  la 
Bospensión  de  los  referidos  trabajos,  toda  vez  que  de  ellos  resultaba  una 
ocupación  indebida  de.  terrenos  del  pueblo,  y  en  cuya  posesión  venía  éste, 
datando  los  actos  perturbadores  de  la  misma  de  poco  más  de  un  mes;  en 
que  era  improcedente  el  interdicto  entablado  por  Prieto,  puesto  que  ten- 
día á  contrariar  providencias  administrativas  de  la  Municipalidad,  dicta- 
das en  atonto  de  so  competencia,  por  hallarse  facultados  los  Ayuntamien- 
tos, en  virtud  de  dicha  lev,  para  deslindar  los  terrenos  comunales  y  reco- 
brar por  sí  los  que  resultasen  incorporados  á  otros  predios  cuando  la 
nsur pación  foera  reciente  y  manifiesta. 

Sostenida  su  competencia  por  ambas  Autoridades,  se  resolvió  el  con- 
nieto  por  Real  decreto,  que  en  su  parte  dispositiva  dice  así: 

Visto  el  núm.  8.o,  art.  72  de  la  ley  Municipal  vigente,  que  encomienda 
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flíooaria  del  ferrocarril  etieodicbo,  y  de  acuerdo  con  el  ioíorme  de  la  Oo>- 
mieióB  proTÍDCíal,  reqairió  de  inhibición  al  JasTado,  fandándoae  en  qoe^ 
según  te  deducía  del  escrito  de  demanda,  las  aguas  de  que  se  trataba  te- 
nían el  carácter  de  públicas,  y  la  cuestión  que  se  ventilaba  se  refería,  no*- 
al  dominio  de  aquéllas,  sino  á  la  posesión  de  las  mismas,  no  habiéndose 
cometido  el  despojo  denunciado,  toda  vei  que  el  mismo  demandante  con- 
fesaba existían  las  a^as  á  que  decía  tener  derecho,  aaí  como  la  acequia 
que  las  conducía,  habiéndose  Tariado,  si  acato,  únicamente  el  curso  de  laa 
primerea  y  la  condición  de  la  segunda,  con  perjuicio  quisa  del  aprorecha- 
miento  que  el  interesado  afirmaba  disfrutar  de  tiempo  inmemorial;  en  qae 
el  aboso  que  en  ese  caso  eotrafiarla  la  alteración  introducida  en  el  curso 
del  río  por  consecuencia  de  los  desperfectos  causados  en  la  preaa  y  en  laa 
condiciones  de  la  acequia  ó  canal,  debía  ser  corregido,  si  existía,  por  la  Au- 
toridad gubernativa,  á  la  que  correspondía  mantener  la  posesión  de  la»% 
agvas  públicas,  sin  perjuicio  del  derecho  de  propiedad,  que  no  se  discotia, 
impidiendo  todo  acto  que  tendiera  á  alterar  el  régimen  y  policía  estabieci' 
dos  en  el  disfrute  de  aquéllas,  con  arreglo  á  lo  depuesto  en  loa  artículoa 
de  la  ley  de  Aguas  vigente,  147,  186,  187  y  366. 

Sostenida  por  amlm  Aotoridadea  su  competencia,  se  resolvió  el  con- 
flicto por  el  Real  decreto,  que  en  su  parte  dispositiva  dice  asi: 

Visto  el  art.  256  de  la  ley  de  Aguas  de  18  de  Junio  de  1879,  según  el^ 
cual,  fcorresponde  también  á  los  Tribunales  de  justicia  el  conocimiento  da- 
las cuestiones  suscitadas  entre  particulares  aobre  preferencia  de  derecho 
de  aprovechamiento,  según  la  presente  ley: 

1.®    De  las  agoaa  pluviales. 

2.0  De  laa  demás  aguas  fuera  de  sus  cauces  naturales,  cuando  la  prele- 
renda  se  funde  en  títulos  de  derecho  civil»: 

Visto  el  art  4.o  de  la  ley  de  10  de  Eneró  de  1879,  coa  tfreglo  al  coalr 
cTodo  el  que  sea  urivado  de  su  propiedad  sin  que  se  hayan  llenado  los  re- 
quisitos expresados  en  el  artículo  anterior,  pcKlrá  ntílisar  los  interdiotoe« 
de  retener  y  recobrar,  para  que  loa  Jueces  amparen,  y  en  su  caso,  le  rein- 
tegren en  la  posesión  al  indebidamente  expropiado»: 
Oonsiderando: 

Ifi  Que  la  presente  contienda  de  competencia  se  ha  auscitado  con  mo- 
tivo del  interdicto  interpueato  por  D.  Pascual  Bamón  Franca,  como  refure- 
sentante  de  su  legítima  mujer,  contra  la  Empreaa  conceaionaria  del  fcurro* 
carril  de  Torralba  á  Soria: 

2.0  Que  del  expediente  y  autos  aparece  comprobado  que  la  referida 
Empresa,  de  una  parte,  ha  invadido  la  propiedad  particular  del  actor,  da 

Sne  conste  que  se  hayan  llenado  antes  los  requiaitos  exigidos  por  la  1^ 
e  Expropiación  forzosa  vigente;  y  de  otra,  ha  interrumpido  á  aquél  ea  ¿í 
disfrute  de  un  aprovechamiento  de  aguas,  con  el  desvio  de  la  acequia  que 
las  conducía  á  la  huerta  titulada  La  Lazarilla,  hecho  llevado  á  cabo  por  la 
Oompafiía  ferroviaria,  sin  conocimiento  ni  consentimiento  de  aquél: 

3.0  Que  bajo  cualquiera  de  los  dos  indicadoa  aapectoa  que  la  cuestión 
se  examine,  ea  evidente  que  su  conocimiento  compete  á  la  jurisdicción  or- 
dinaria, con  arreglo  á  los  artículoa  citados  de  la  ley  de  Expropiación  lor- 
soaa  y  de  la  de  Aguas,  toda  ves  que  por  lo  que  hace  al  primero  no  puede 
estar  más  justificada  la  procedencia  del  interdicto,  y  por  lo  que  al  aegun- 
do  ae  refiere,  trátase  únicamente  de  la  reclamación  que  un  particular  hace 
por  actos  ejecutados  por  otro  particular;  y  en  tal  concepto,  ejercitándose 
por  el  demandante  derechos  civiles,  y  no  ventilándose  la  manera  de  llevar 
á  efecto  una  conceaión  administrativa,  que  en  el  preaente  eaao  no  exiate» 
no  aon  competentes  para  entender  en  el  aaunto  laa  Autoridades  adminie- 
tralivaa. 


Digitized  by  VjOOQ  IC 


Digitized  by  VjOOQIC 


Digitized  by  VjOOQIC 


Digitized  by  VjOOQIC 


Digitized  by  VjOOQIC 


Digitized  by  VjOOQIC 


878  JUXnPmUDIHCIA  ADXDfXtnAllTA 

formaDdo  parte  de  la  iría  pública,  la  poaetión  de  loa  miamoe  teirenoa  ea 
indadable  que  corresponde  á  loa  referídoa  Manicipioa,  y  á  cada  odo,  en  lo 
que  á  aa  reapectiro  término  monicipal  ae  refiere,  correaponde  también  el 
cuidado  y  conaeryación  de  tal  vía  pública: 

S.^  Que  encomendado  á  an  ves  por  la  lej  á  loa  Aynntamientoa  todo  lo 
qne  ae  refiere  al  alcantarillado,  al  tomar  el  de  Oracia  el  acnerdo  de  12  de 
Septiembre  de  1890  antoriaando  á  loa  demandadoa  para  qne  podieran  cona- 
tmir  nn  albafial  con  deaagtte  á  la  alcantarilla  eziatente  en  la  calle  de  Pro- 
venaa,  la  citada  Corporación  tomó  dicho  acnerdo  dentro  del  circnlo  de  aoa 
atribucionea  y  aobre  terrenoa  también  cayo  cnidado  y  conaerración  le  en- 
comienda igualmente  la  ley: 

4.0  Q'ie  el  interdicto  promovido  por  Morroa  tiende  á  contrariar  loa 
acnerdoa  del  Ayuntamiento  de  Gracia,  tomadoa  dentro  de  ana  atribucionea; 
y  catando  prohibido  á  loa  Juecea  y  Tribunalea  admitir  interdictoa  en  talea 
caaoa,  ea  indadable  qae  no  ha  debido  darae  carao  al  incoado  por  el  expre- 
aado  Morroa. 

Conformándome  con  lo  conaultado  por  el  Conaejo  de  Eatado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  decidir  eata  competencia  á  favor  de  la  Adminiatración. 
Dado  en  el  Real  Alcásar  de  Sevilla  á  Al  de  Octubre  de  1893.— María 
Críetioa.— Bl  Preaidente  del  Conaejo  de  Miniatroa.  Antonio  Cinovaa  del 
CaatiUo.— (Publicada  en  la  Oaeeta  de  6  de  Noviembre  de  1892.) 
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Competencia  (SI  de  Octabre  de  IS^ty^Aeuerdoi  mnmieipaleB.  Exeeto 
de  a^rt6i«cíon«t.  — Se  reauelve  á  favor  de  la  Adminiatradón  la  anantada  en- 
tre el  Gobernador  civil  de  Cuenca  y  el  Jaea  de  inatrucción  de  Balmonte« 
y  ae  eatablece: 

Que  en  tanto  no  9e  decida  por  la  ÁdminÍ9Íraeiám  at  un  AyuntanUenio 
9e  eaooedió  ónoen$H$  atribuciones  al  adoptar  d  acnerdo  qne  motivó  la  denw^ 
cta,  e§  indudable  qne  cañete  una  cneetión  previa  de  la  cnal  pnede  depender  eí 
faüo  qne  en  en  día  hayan  de  dictar  los  Trümnales  dd  fnero  común. 

En  8  de  Febrero  del  preaente  afio,  el  guarda  particular  de  Sierm 
del  Golliino,  propiedad  de  D.  Manuel  Pando,  en  término  de  Osa  de  Is 
Vega,  denunció  ante  el  Juea  municipal  el  hecho  de  haber  aorprendido  él 
miamo  día  á  trea  hombrea  ooupadoa  en  dealodar  y  empedrar  nn  poao  aitum- 
do  dentro  de  aquella  propiedad,  operación  que  continuaron  por  orden  del 
Alcalde,  que  la  preaenciaba,  á  peaar  de  haberla  mandado  anapender  el  d- 
tado  guarda: 

Q<ie  practicadaa  laa  oportunaa  diligenoiaa,  ae  remitieron  por  el  Juagado 
municipal  al  de  Inatrucción  de  Belmonte,  ineoándoae  anmario  en  averl- 
guadón  del  hecho,  ana  circunatandaa  y  peraonaa  raaponaablea: 

Que  en  loa  autoa  aparece  una  comunieadón  del  Alcalde  de  Oaa  de  hi 
Vega,  en  la  que  manifieata  qne  por  acuerdo  del  Ayuntamiento  qne  preal* 
dia  ae  había  procedido  á  la  limpieaa  del  poao  referido,  que  ae  halla  en  él 
aitio  denominado  El  Gollisno,  ó  aea  camino  de  Hontanaya  á  Villamayor, 
y  que  el  poao  perteneda  al  Muñid  pió  como  de  utilidad  pública,  dn  qu* 
jamáa  nadie  hubiera  eatorbado  al  Ayuntamiento  en  aoa  legítimaa  fundo- 
nea  de  limpieaa  y  oonaervadón  del  poao  mencionado: 

Que  antea  de  darae  por  terminado  el  anmario,  fué  el  Juea  requerido  d» 
inhibición  por  el  Gobernador  civil  de  la  provinda  de  Goenoa,  á  inatanda 
del  Ayantamlento  de  Oaa  de  la  Veva,  y  de  aeoerdo  con  la  Oomidón  pro» 
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Tindml,  fandándoM  la  Aatoridad  adinini«tr«tiva  en  que  el  atnnto  que  en- 
tralUba  el  hecho,  origen  del  incidente,  era  paramente  adminíttrativo,  como 
de  policía  orbana  y  raral,  encomendado  eapecialmente  por  la  ley  Mnnid- 
pal  á  loa  Aynntamientoa;  y  en  tal  concepto,  á  la  AdmÍDÍatraci6n  activa 
competía  entender  de  él.  y  aun  tln  dar  lugar  á  reclamación  alguna  de  par- 
te del  Alcalde,  el  Jnagado  debiera  haberte  inhibido  del  conocimiento  del 
átmito,  por  no  aer  de  en  competencia;  qne  con  arreglo  al  art.  78  de  la  ley 
Mnnidpal,  loa  Aynntamientoe,  y  no  loe  Alcaldea,  aon  loa  encargados  de 
dictar  laa  medidas  encaminadas  á  impedir  las  nsarpaciones  qne  cometen 
ó  traten  de  cometer  los  particnjares  en  las  servidumbres  y  demás  objetos 
comunales,  segán  la  Real  orden  de  80  de  Octubre  de  1879;  y  haciendo  uso 
de  dichas  atribuciones  legales,  el  Ayuntamiento  de  Oaa  de  la  Vega  acordó- 
lo relativo  al  poso  de  que  se  trataba,  siendo  el  Alcalde  el  llamado  á  ejecu- 
tar lo  acordado  por  la  Corporación,  y  en  cuyo  concepto  dispuso  la  limpia^ 
monda  y  reparación  de  dicha  seryidumbre,  estimada  como  pública;  y  que 
si  se  atendía  al  derecho  que  al  parecer  trataban  de  alegar  los  denuncian- 
tes, eziatía  una  cuestión  previa  que  resolver,  cual  era  la  de  dealinde  del 
camino  con  la  fincado  D.  Manuel  Pando,  y  qne  correapondía  decidir  á  la 
Administración. 

8oatenida  por  ambas  Autoridades  su  competencia,  se  dictó  el  Real  de- 
enlo,  que  en  su  parte  dispositiva  dice  así: 

Visto  el  art  8.o  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  que  pro- 
hibe á  los  (Gobernadores  suscitar  cuestiones  de  competencia  en  los  juicio» 
eriminales,  á  no  ser  qne  el  castigo  del  delito  ó  falta  haya  sido  reservado 
por  la  ley  á  los  funcionarios  de  la  Administración,  ó  cuando  en  virtud  de 
la  misma  ley  deba  decidirse  por  la  Autoridad  administrativa  alguna 
cuestión  previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los  Tribunales  especíale» 
hayan  de  pronunciar. 

Considerando: 

l.o  Que  la  presente  contienda  de  competencia  se  ha  suscitado  con  mo- 
tivo de  la  denuncia  hecha  por  D.  Manuel  Pando  sobre  obraa  de  reparación 
en  el  poso  El  Gollisno,  llevadas  á  cabo  por  acuerdo  del  Ayuntamiento  de 
Osa  de  la  Vega,  quien  ha  afirmado  y  tratado  de  probar  que  dicho  poso  e» 
de  utilidad  ptiblica  y  ae  halla  situado  en  un  camino  público,  mientra» 
aquél  sostiene  que  está  dentro  de  una  finca  de  au  propiedad. 

2.0  Qae  en  tanto  no  se  decida  por  la  Administración  si  el  citado  Ayun- 
tamiento se  excedió  ó  no  en  sus  atribuciones  al  adoptor  el  acuerdo  que 
motivó  la  denuncia,  es  indudable  que  existe  una  cuestión  previa  de  la 
cual  puede  depender  el  fallo  que  en  au  día  hayan  de  dictar  loa  Tribunales 
del  fuero  común. 

8.0  Que  se  está,  por  tanto,  en  uno  de  los  casos  en  que,  por  excepción, 
pueden  los  Gobernadores  suscitar  contiendaa  de  competencia  en  loa  jui- 
eio»  criminale». 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  pie- 
iiOy  etc.;  vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administración. 

Dado  en  el  Real  Alcásar  de  Sevilla  á  81  de  Octubre  de  1892— María 
Cristina.— El  Preaidente  del  Consejo  de  Miniatros,  Antonio  Cánovas  del 
Castillo.— (Publicada  en  la  Oaeeta  de  6  de  Noviembre  de  1892.) 
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Competencia  (81  de  Octubre  de  1892).— Fteios  iu$tanciale$  enelpn>€e' 
élmmtQ.  OeUbraeiáti  de  vitía.—Se  declara  mal  formada,  y  que  no  ha  lugar 
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á  resolver,  la  promovida  entre  el  Gobernador  civil  de  Hnelva  y  el  Jn«  de 
Mogoer,  y  ae  establece: 

Q^e  elno  oir  al  Miniiterio  fimsal  y  él  no  edehrar  vkta  del  ¡ndáoiUt 
constituye  un  vicio  aencial  en  el  procedimiento. 

£1  Gobernador  civil  de  Haelva  requirió  de  inhibición  al  Joes  ds  Mo- 
gner,  y  éste,  sin  camplir  niogano  de  los  requisitos  establecidos  por  ei  Retí 
decreto  de  8  de  Septiembre  de  1888,  dictó  auto  soateaieodo  aa  jarisdie- 
ción,  y  mandando  que  ae  pusiera  en  conocimiento  de  la  Sata  de  gobierso 
•de  la  Audiencia,  á  la  que  ae  remitieron  originales  el  aumario  con  el  infor- 
me, para  que  formulara,  si  lo  estimaba  procedente,  el  reeorao  de  queja. 

Que  la  8ala  de  gobierno  de  la  Audiencia  de  Sevilla  dejó  sin  efecto  el 
4tato  del  Juzgado  y  mandó  que  ae  le  volviera  el  aumario,  para  qoe  pioet- 
diera  con  arreglo  á  derecho: 

Que  ei  Gobernador,  á  quien  el  Juagado  habla  dirigido  testimonio  dsl 
auto  en  que  aoatenía  au  competencia,  oyó  á  la  Comiaión  provincial,  y  da 
4icuerdo  con  la  misma,  inaistió  en  au  requerimiento,  remitiendo  lo  actuado 
á  la  Presidencia  del  Conaejo  de  Miniatroa,  y  dirigiendo  el  oportuno  ofido 
al  Juzgado: 

Que  el  Juzgado  acordó  que  por  el  actuario  ae  aaeaae  el  oportuno inti- 
monio  y  se  dirigiese  al  Fiscal  de  la  Audiencia  de  lo  criminal  del  distrito, 
inaertando  el  oficio  del  requerimiento;  verificado  lo  cual,  el  Fiscal  de  la 
J^udiencia  de  Huelva  manifestó  por  escrito  al  Juagado  que  declarando  re- 
trotraer el  expediente  ai  eatado  que  tenía  al  recibir  el  oficio  de  requeri- 
miento, mandaae  entregar  el  sumario  al  Ministerio  fiscal  por  trea  diai: 

Que  entregada  la  cauaa  al  Miníaterio  fiacal,  y  aefialado  día  para  la  vis 
ta,  ae  celebró  ésta,  dictando  el  Juzgado  auto  sosteniendo  su  jurisdicción, 
.mandando  que  se  dirigiera  el  oportuno  oficio  al  Gobernador: 

Que  en  tal  eatado,  por  la  Presidencia  del  Gonaejo  de  Ministros  as  re- 
<:lamaron  del  Juzgado  loa  autoa,  por  haber  remitido  bacía  ya  mucho  tiem- 
po el  expediente  ei  Gx>bernador  de  la  provincia  de  Huelva,  sin  que  eidi* 
tieran  ya  antecedentes  en  el  Gobierno  civil  de  aquella  provincia: 

Que  el  Juzgado  remitió,  en  efecto,  el  aumario,  reaultando  de  lo  expaca 
to  el  presente  conflicto. 

Visto  el  art.  10  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  según  el 
cual,  el  Tribunal  ó  Juzgado  requerido  de  inhibición  acnaará  recibo  del  ofi- 
cio al  Grobernador  y  comunicará  el  asunto  al  Miniaterip  fiaeal  por  tres  diüi 
Á  lo  más,  y  por  igual  término,  á  cada  una  de  laa  partea: 

Viato  el  art.  11,  que  dispone  que  inmediatamente  ae  citará  al  Mioiate- 
rio  fiscal  y  á  laa  partea  para  la  viata,  que  deberá  celebrarae  dentro  del  te^ 
cer  día,  y  verificada  ésta,  el  requerido  dictará  auto  en  plaso  igual»  deda 
rándoae  competente  ó  incompetente: 

Visto  el  art.  16  del  propio  Real  decreto,  en  virtud  de  cuyaa  disposido* 
nes,  cuando  el  requerido  se  declare  competente  por  auto  firme,  oficiará  in- 
mediatamente al  Gobernador  para  que  deje  expedita  an  jnria^iiccíóo,  ó  de 
lo  contrario  tenga  por  formulada  la  competencia,  acompafiando  al  ofido 
loa  dictámenea  emitidoa  por  el  Miniaterio  fiaeal  en  cada  inatancia,  y  al 
•auto  con  que  en  cada  una  ae  haya  terminado  el  articulo: 

Gonaiderando: 

1.0  Que  el  Juzgado  de  Moguer,  al  recibir  el  oficio  de  requerimiento^ 
dejó  de  cumplir  laa  diapoaiciones  de  los  artículoa  cikadoa  del  Real  decreto 
de  8  de  Septiembre  de  1887,  pueato  que  ni  oyó  por  eacrito  al  MioieteHo 
fiaeal,  ni  celebró  la  vista  del  incidente,  ni  remitió  el  oficio  al  Gobernador, 
«ino  que  ae  dirigió  á  la  Sala  de  gobierno  de  la  Aadienoia  tarritorlal  en  loa 
«términoa  que  quedan  expreaadoa. 
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hacía  depender  de  la  nulidad  del  procedimiento  de  apremio,  nulidad 
9-pedian  loa  demandantea  ae  declarara  en  primer  término  por  la  Ante- 
ad judicial;  en  qae  era  incompetente  para  hacerlo,  por  aer  ae  atribodte 
jluaiva  de  la  Adminiatración  activa,  doctrina  aaatentada  en  el  Real  de- 
to  aentencia  de  24  de  Octubre  de  1888;  en  que  hallándose  la  Adminíi 
ción  anjeta  á  la  evicción,  y,  en  au  caso,  al  saneamiento,  y  no  pudieado 
M  acoionea  ejercitarae  por  el  comprador  aino  deapoéa  de  haber  apurado 
i^ía  gubernativa,  era  indudable  que  la  Adminiatración  debia  conocer  de 
sueatión,  por  aer  de  au  competencia;  debiendo,  en  an  virtud,  loa  deman- 
ites,  antea  de  promover  au  reclamación  judicial,  solicitar  de  aqnélla  la 
idad  del  procedimiento  de  apremio,  caao  de  exiatir  defectos  qne  lo  in 
¡darán. 

Soatenida  por  ambaa  Autoridades  la  competencia,  ae  reaoWió  el  con- 
tó por  el  Real  decreto  que  en  au  parte  dispoaitiva  dice  así: 
Visto  el  art.  2.o  de  la  ley  Orgánica  del  Poder  judicial,  aegán  el  cual,  «la 
estad  de  aplicar  laa  leyes  en  los  juicios  civiles  y  criminales,  jateando 
adeudo  ejecutar  lo  juagado,  correaponderá  excluaivamente  á  los  Jaeeei 
Cribunalea»: 
Conaiderando: 

.0  Que  la  preaente  contienda  de  competencia  jnriadiccional  ae  ha  sni 
do  con  motivo  de  la  demanda  entablada  ante  el  Juagado  de  primerA 
tanda  de  Puebla  de  Trivea  por  Rosa  Vásquea  Escuadro  y  otros  coatn 
i  pe  Gomes  Alvares. 

.0  Que  dicho  litigio  versa  acerca  de  la  validea  del  título  de4>ropi6dad 
la  finca  de  Garcaballo,  la  cual  fué  adjudicada  en  pública  subasta  por  It 
miniatradón  á  Felipe  Gómea  Alvares; 

.0  Que  en  la  demanda  origen  del  conflicto  no  ae  ha  interesado  la  na- 
iá  del  procedimiento  administrativo,  y  una  vez  éste  concluso,  tratan- 
e/como  se  trata  de  una  cuestión  esendalmente  civil^  es  evidente  qnaá 
uriadicción  ordinaria  corresponde  su  conocimiento,  con  arreglo  á  lo 
pueato  en  el  art.  2.®  citado  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial. 
Conformándome  con  lo  conaultado  por  el  OcuMejo  de  Estado  en  píf- 
ete.; vengo  en  deddir  eata  competencia  á  favor  de  la  Autoridad  jodi- 

Dado  en  el  Real  Alcázar  de  Sevilla  á  Si  de  Oetnbrede  1892.— María 
itina.— £1  Presidente  del  Oonaejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  dsl 
tillo.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  7  de  Noviembre  de  1892.) 
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Oompetenda  fSl  de  Octubre  de  iS9%), -^ApuntawneiUoi,  Servieioimm- 
(íes.— Se  reanelve  á  favor  de  la  Adminiatradón  la  snacitada  entre  d 
>emador  civil  de  Sevilla  y  el  Jnes  de  Marchena,  y  se  establece: 
Que  lo$  AyutUamientoi^  m  lo$  iervidoi  y  eoiUraía$  admmighraUvoi,  m 
m  como  personas  juriduxUy  sino  como  entidades  administraüvas^  oorrts- 
iiendo  á  las  Autoridades  de  este  orden  oonoeer  de  estos  atunias. 

Clon  fecha  12  de  Diciembre  de  1891,  D.  José  Salvado  (xareía,  vedno  da 
illa  de  Marchena,  dedujo  demanda  en  juido  verbal  ante  el  Jnsgfi<io 
iicipal  de  la  miama  contra  D.  Eduardo  Fernandos  Arenas,  Inspector 
¡amea  en  el  Matadero  público  de  la  repetida  villa,  interesando  le  abo- 
i  éate  la  cantidad  en  que  por  peritos  fuera  tasada  una  vaca  de  su  prl^ 
lad,  qne  previo  registro  que  tenía  hecho  en  el  Aynntamiento,  dejó  de 
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'McriftcAne  en  el  expresado  Matadero,  eatando  en  eondioionea  reglamen- 
tarias, el  día  9  de  aquel  oves,  por  prohibición  expresa  del  demandado, 
como  tal  Inspector,  cansándole  con  Ul  determinación  la  pérdida  del  valor 
^e  las  carnes  de  diciía  res,  coya  caración  por  la  lesión  que  padecía  se  ba- 
cía imposible,  reclamando  ademáalos  gastos  y  perjuicios  que  se  le  habían 
ocasionado,  cnyo  importe  total  consideraba  no  exceder  de  250  pesetas,  ra- 
són  por  la  que  sometía  el  asunto  á  la  jurisdicción  de  aquel  Juigado: 

Que  admitida  )a  demanda  y  convocadas  las  partes  para  la  celebración 
del  juicio  solicitado,  sin  haberse  éste  terminado,  el  Gobernador  de  la  pro< 
vinda,  á  quien  el  Alcalde  de  Marchena,  previa  instancia  del  Inspector  su- 
sodicho, había  acudido  solicitando  de  sa  Autoridad  requiriese  de  inhibi- 
ción al  Jusgado,  lo  biso  así,  de  acuerdo  con  lo  informado  por  la  Comisión 
provincial,  fundándose  en  que  el  juicio  promovido  por  D.  José  Salvago 
versaba  sobre  un  asunto  meramente  administrativo  y  de  la  competencia 
•exclusiva  de  las  Autoridades  de  este  orden.  Citaba  el  Gobernador  el  ar- 
tículo 72  de  la  ley  Municipal  y  el  S.o  del  reglamento  de  Mataderos  de  Te- 
ses, aprobado  por  Real  orden  de  25  de  Febrero  de  1859. 

Sostenida  por  ambas  Autoridades  su  competencia,  se  dictó  el  Eeal  de- 
cieto,  que  en  su  parte  dispositiva  dice  así: 

Visto  el  art.  72  de  la  ley  Municipal,  que  dice:  cEs  de  la  exclusiva  com- 
petencia de  los  Ayuntamientos  el  gobierno  y  dirección  de  los  intereses 
peculiares  de  los  pueblos,  con  arreglo  al  núm.  l.o  del  art  84  de  la  Consti- 
tución, y  en  particular  en  cuanto  tenga  relación  con  los  objetos  siguien- 
tes: ...  t.^  Policía  urbana  y  rural,  ó  sea  cuanto  tenga  relación  con  el  bnen 
orden  y  vigilancia  de  los  servicios  municipales  establecidos,  cuidado  de 
la  vía  pública  en  general,  y  limpieza,  higiene  y  salubridad  del  vecindario»: 

Considerando  que,  si  bien  en  la  demanda  que  ha  motivado  el  presente 
conflicto  sólo  se  interesa  una  mera  indemnisación  de  dafios  y  perjuicios, 
es  indudable  que  ésta,  caso  de  haber  iu«ar  á  ella,  se  derivaría  del  cumpli- 
miento de  un  contrato  ó  servicio  esencialmente  administrativo,  que  can 
por  su  índole  de  lleno  bajo  las  prescripciones  del  art.  72  de  la  ley  Munici- 
pal, y  en  los  que  las  Corporaciones  municipales  no^  obran  como  personas 
jurídicas,  sino  como  entidades  administrativas;  siendo,  por  tanto,  de  I» 
competencia  de  las  Autoridades  de  este  orden  el  conocimiento  en  ambas 
vías,  gubernativa  y  contenciosa,  del  asunto  de  que  se  trata,  así  como  del 
de  todos  aquellos  que  de  un  modo  ú  otro  gnarden  relación  con  alguno  ó/b 
los  objetos  en  el  referido  artículo  señalados. 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administración. 

Dado  en  el  Real  Alcázar  de  Sevilla  á  81  de  Octubre  de  1892.--Maria 
Oristina.— £1  Presidente  del  Conseio  de  Ministros.  Antonio  Cánovas  del 
•Castillo.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  8  de  Noviembre  de  1892.) 
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Competencia  (31  de  Octubre  de  1892).— Oueifiones  de  competencia,  Jui- 
eioi  crimnales.^Sd  declara  que  no  ha  debido  suscitarse  la  promovida  entre 
el  Gobernador  de  Teruel  y  la  Audiencia  de  dicha  capital,  v  se  estajilecs: 

(^i$e  pudiendo  el  hecho  porqtie  $e  procede  eonttUutr  un  delito  definido  y 
^íOftigado  en  el  Código  ]^nal,  y  no  estando  reservado  por  ley  alguna  $u  conoct 
mienio  á  lo$  funcionarios  de  la  Administración,  el  presente  caso  no  está  com- 
prendido  en  ninguno  de  los  dos  en  que  por  excepción  pueden  los  Gobernadores 
suscitar  contiendas  de  competencia  en  tos  juicios  criminales,  y  no  ha  debido, 
jpor  tanto,  suscitam  d  presente  cot^icto. 
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CoDtrft  on  Agento  e^ecatívo  «e  presentó  denoncU  criminal,  por  enten- 
der qae  habla  obrado  abusivamente  y  qne  retenía  en  sa  poder  parte  de  lo 
embargado; 

Que  el  Fiscal  pasó  la  antorior  denuncia  al  Juigado  de  instmcción  de 
Albarracin,  el  cual  procedió  á  instruir  las  oportunas  diligencias  crímioalet^. 
declarando  procesado  al  Agente  ejecutivo  Jorge  Lázaro  Lozano: 

Que  entablados  los  oportunos  recursos  de  alzada  contra  los  proé»di- 
inientos  de  apremio  seguidos  contra  D.  José  María  Soto  por  descubiertos 
en  el  pago  de  las  cuotas  de  alfarda  por  riegos  en  el  pueblo  de  Santa  Ea* 
lalla,  se  dictó  por  el  Ministerio  de  Fomento,  en  5  de  Junio  de  1891,  Beal 
orden  declarando  la  nulidad  del  expresado  apremio: 

Que  contra  esta  Real  orden  D.  Jorge  Lázaro  Lozano,  en  escrito  de  14  de 
Octubre  de  1891,  inició  el  recurso  contencioso  administrativo,  sin  qae  apa- 
resea  si  fué  ó  no  desestimada  la  demanda  por  medio  de  artículo  de  prerio 
y  especial  pronunciamiento: 

Que  seguidos  los  procedimientos  criminales  y  terminado  el  sumario,  >e 
elevaron  las  actuaciones  á  la  Audiencia  de  lo  criminal,  acudiendo  al  Go- 
bernador civil  de  la  provincia  D.  Jorge  Lázaro  Lozano,  como  Agente  eje- 
cutivo de  la  Junta  de  regantes  de  Santa  Eulalia,  para  que  suscitara  á  dicho 
Tribunal  la  oportuna  competencia,  como  así  lo  hizo  la  Autoridad  admioii^ 
trativa,  de  acuerdo  con  la  Comisión  provincial,  fundándose:  en  que,  aegáo 
lo  prevenido  en  la  instrucción  de  12  de  Mayo  de  1888,  los  procedimientos 
contra  contribuyentes  y  otros  responsables  para  la  cobranza  de  los  deeeo- 
biertos  líquidos  á  fayor  de  la  Hacienda,  son  puramente  administratiroi  y 
se  seguirán  por  la  vía  de  apremio,  siendo,  por  tanto,  de  la  exclusiva  com- 
petencia de  la  Administración  entender  y  resolver  todas  las  inddendtt 
de  apremio,  sin  que  los  Tribunales  ordinarios  puedan  admitir  demanda 
alguna,  á  menos  que  se  justificara  beberse  agotado  la  vía  gubernativa;  eo 
que,  en  corroboración  de  la  doctrina  legal  antoriormente  eetablecida,  ee 
dictaron  las  Reales  órdenes  de  9  de  Abril  de  1892  y  6  de  Febrero  de  1890; 
en  que  no  habiéndose  dictado  por  el  Tribunal  de  lo  Contencioso  resolncióQ 
alguna,  era  incuestionable  que  la  Administración,  en  una  de  sus  formaBy 
dentro  de  su  esfera  de  acción,  estaba  entendiendo  en  un  asunto  que  era 
privativo  de  sus  funciones;  en  que,  en  el  caao  de  que  se  trateba,  exiaiia 
una  cuestión  previa  que  resolver,  como  lo  era  el  recurso  de  D.  Jorge  Lá* 
aaro  contra  la  Real  orden  de  5  de  Junio  de  1891,  de  cuya  resolución  de- 
pendía el  fallo  que  loa  Tribunales  ordinarioa  hubieran  de  pronunciar. 

Sostenida  su  competencia  por  ambas  Autoridades,  se  dictó  el  Real  de- 
ereto,  que  en  su  parte  dispositiva  dice  así: 

Visto  el  núm.  l.o,  art.  8.o  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887, 
que  prohibe  á  los  Gobernadores  susciter  contiendas  de  competencia  en  loe 
juicios  criminales,  á  no  ser  que  el  castigo  del  delito  ó  falto  haya  sido  reeer- 
vado  por  la  ley  á  los  funcionarios  de  la  Administración,  ó  cuando  en  virtud 
de  la  misma  ley,  deba  decidirse  por  la  Autoridad  administrativa  algana 
cuestión  previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los  Tribunales  ordinarioa  6 
especiales  hayan  de  pronunciar: 

Considerando: 

l.o  Que  la  presento  contienda  de  competencia  se  ha  suscitodo  con  mo- 
tivo de  las  irregularidades  cometidas  por  ei  Agento  ejecutivo  D.  Jorge  Lá- 
zaro Lozano  en  expediente  de  apremio  seguido  para  hacer  efectiva  la  cuota 
qne  adeudaba  D.  José  María  Soto  impuesto  por  la  Junto  de  regantes  de 
Santa  Eulalia  por  la  contribución  de  alfarda: 

2.0  Que  apurada  la  vía  gubernativa  con  la  Real  orden  de  5  de  Junio  de 
1891,  que  anuló  el  expresado  apremio,  quedó  en  ella  resuelto  la  cueetión 
previa  administrativa,  sin  que  el  recurso  contoncioso-administratívo  inten- 
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tado  por  D.  Jorge  Láxaro  Loiano  contra  la  expresada  Real  orden  impida  la 
ejecución  de  ésta,  mientras  expresamente  no  ee  acuerde  lo  contrario  por 
el  Tribunal  ante  el  cual  se  imponga  la  resolución  referida: 

3.0  Qae  pudiendo  el  hecho  porque  se  procede  constituir  un  delito  de 
finido  7  castigado  en  el  Código  penal,  y  no  estando  reservado  por  ley  al- 
guna su  conocimiento  á  los  funcionarios  de  la  Administración,  el  presente 
caso  no  está  comprendido  en  ninguno  de  los  dos  en  que  por  excepción 
pueden  los  Gobernadores  suscitar  contiendas  de  competencia  en  los  juicios 
criminales,  y  no  ha  debido,  por  tanto,  suscitarse  el  presente  conflicto. 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  declarar  que  no  ha  debido  suscitarse  esta  competencia, 
7  lo  acordado. 

Dado  en  el  Real  Alcázar  de  Sevilla  á  31  de  Octubre  de  1892.— María 
Cristina.— £1  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del 
■  Castillo.— (Publicada  en  la  Oactta  de  10  de  Noviembre  de  1892.) 

81 

Competencia  (81  de  Octubre  de  IS^2). ^OtteiHoneB  de  címpeUneia,  Cuei 
Hone$  previaB.-^Be  resuelve  á  favor  de  la  Administración  la  suscitada  entre 
el  Gobernador  civil  de  Almería  y  el  Juez  de  Purchena,  y  se  establece: 

i^  con  arreglo  al  arL  155  delaleif  Municipal,  la$  cuentai  de  loi  Ayun- 
tamtento$  han  de  $er  cen$Hrada§  á  qprobadae  por  la$  Autoridadee  adminii 
trativaSyV  mientrai  e$£a  cueaUón  previa  no  $e  rentelva,  no  pueden  conocer  de 
ella  loe  TrihunáUe  de  justicial, 

A  consecuencia  de  un  expediente  que  se  desglosó  de  una  causa  por 
malversación  de  fondos  en  el  Ayilntamiento  de  Purchena,  entendiendo 
éste  que  de  aquél  resultaban  hechos  que  pudieran  ser  constitutivos  de  de- 
lito, dio  cuenta  del  expediente  al  Juagado  de  Purchena,  quien  ordenó  in 
coar  el  oportuno  sumario: 

Que  estándose  practicando  por  el  Juez  las  diligencias  acordadas,  el  Go- 
bernador de  la  provincia,  á  quien  el  ex  Depositario  Fernández  Carrera 
%abía  acudido  en  solicitud  de  que  requiriese  de  inhibición  á  la  Autoridad 
judicial,  lo  hizo  así  de  acuerdo  con  la  Comisión  provincial,  fundándose: 
en  que  los  hechos  cuya  investigación  se  proponía  el  Juzgado^  se  referiau 
á  determinar  la  legitimidad  de  pagos,  ordenados  y  satisfechos  de  fondos 
municipales,  cuyos  libramientos  habían  de  formar  parte  de  la  cuenta  del 
«jerdcio  de  1890  á  91,  á  que  se  contraían  los  gastos,  y  cuyo  período  de 
formación  había  terminado  después  de  haberse  incoado  el  proceso;  en  que 
dicha  cuenta  tenía  que  ser  examinada  y  censurada  en  primer  término  por 
el  Ayuntamiento  y  Junta  municipal,  y  en  sei^undo  por  aquel  Gobierno  de 
provincia,  toda  vez  que  su  importe  no  excedía  de  100.000  pesetas;  y  en 
<)ue  mientras  la  Autoridad  administrativa  no  dictase  resolución  con  moti- 
vo del  examen  de  las  cuentas  de  que  se  trataba,  no  podía  el  Juzgado  sus- 
tanciar proceso  alguno  respecto  á  los  pagos  realizados,  ni  á  los  demás  ex- 
tremos relacionados  con  la  misma  cuenta. 

Sostenida  por  ambas  Autoridades  su  competencia,  se  resolvió  el  eon- 
flicto  por  el  Real  decreto,  que  en  su  parte  dispositiva  dice  aaí: 

Visto  el  art.  166  de  la  vigente  ley  Municipal,  que  dice:  «La  aprobación 
•de  las  mismas  (se  reñere  á  las  cuentas  municipales)  cuando  los  gastos  no 
«xcedan  de  100.000  pesetas,  corresponde  al  Gobernador,  oída  la  Comisión 
provincial;  y  si  excediese  de  esa  snms,  al  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino» 
previo  informe  del  Gobernador  y  d^  la  Comisión  provincial»: 
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Visto  el  art.  8.0  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre,  según  el  qae  «lor 
Gobernadores  do  podrán  snscitar  contiendas  de  competencia  en  los  jaicios  > 
criminales,  á  no  ser  qae  el  castigo  del  delito  ó  falta  baya  sido  reser?tdo 
por  la  ley  á  los  fancionarios  de  la  Administración,  ó  cuando  en  virtad  de 
la  misma  ley  deba  decidirse  por  la  Autoridad  administrativa  alguna  enes 
tión  previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  qne  lea  Tribanales  ordinarios  ó  es- 
peciales bayan  de  pronnndar»: 
Considerando: 

1.0  Qae  relacionados  los  hechos  perseguidos  en  el  sumario  qae  ha  dada- 
origen  al  presente  conflicto  con  la  legitimidad  ó  ilegalidad  de  las  cuentas 
del  Ayuntamiento  de  Pardiena,  correspondientes  al  ejercicio  económico  de 
1890  91,  es  evidente  que  en  tanto  aquéllas  no  sean  censuradas  y  aproba- 
das por  la  Autoridad  administrativa  á  quien  corresponda,  con  arreglo  al 
art  166  de  la  ley  Municipal,  existe  por  resolver  una  cuestión  previa,  déla, 
cual  podrá  depender  el  fallo  que  en  su  día  dicten  los  Tríbonales  de  la  ja- 
risdicción  ordinaria; 

2.0  Que  se  está,  por  tanto,  en  uno  de  los  dos  casos  en  que,  por  excep- 
ción, pueden  los  Gobernadores  suscitar  contiendas  de  competencia  en  loa 
juicios  criminales,  con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  art.  8.0  del  Real  decre- 
to de  8  de  Septiembre  de  1887. 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administracióo- 
Dado  en  el  Real  Alcázar  de  Sevilla  á  81  de  Octubre  de  1892.— Blaria 
Cristina.— £1  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  de^* 
Castillo.— (Publicada  en  la  Gaceta  de  11  de  Noviembre  de  1893.) 
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Competencia  (81  de  Octubre  de  1892). — Ciie$íkme$  de  eanqfeiencia.  M- 
cioi  criminales.— Se  resuelve  á  favor  de  la  Autoridad  judicial  la  suscitada 
entre  el  Gobernador  civil  de  Almerfá  y  el  Jues  de  dicha  capital,  y  se  esta- 
blece: 

(¿ue  el  conocimiento  de  loi  delitoe  corresponde  á  los  Tribunales  oréma^ 
rioSy  y  sólo  en  el  caso  en  que  existtm  cuestiop^  previas  de  cuya  resolución  de- 
penda el  Mió  de  los  Trwunales,  es  cuando  pueden  suscitarse  eompetendas 
por  las  Autoridades  administrativas, 

A  consecuencia  de  una  denuncia  presentada  por  el  Delegado  de  Haden- 
da  de  Almería  al  Fiscal  y  por  éste  al  Joes,  se  incoó  sumario  por  falsedad 
y  defraudación  en  nn  reparto  de  la  contri budón  territorial.    . 

El  Juez,  á  petición  del  Abogado  del  Estado,  por  auto  de  16  de  Febrero 
i)Himo,  declaró  procesado  á  D.  Miguel  Ibáfies  Domínguez  y  D.  Francisco 
Rodrigues  Agüera: 

Que  á  solidtud  del  Ibáfiez  Domínguez,  el  Gobernador,  de  acuerdo  con 
la  Comisión  provincial,  volvió  á  requerir  de  inhibición  al  Juzgado,  fon- 
dándose  en  que,  según  el  reglamento  general  para  el  repartimiento  y  admi- 
nistración de  las  contribuciones  de  inmuebles,  cultivo  y  ganadería,  de  80  - 
de  Septiembre  de  1886,  corresponde  á  la  Administradón  entender  sobre 
las  faltas  ú  omisiones  que  se  cometan  en  los  repartimientos  de  la  contri- 
budón  territorial,  con  arrearlo  á  las  dispodciones  expresadas  en  los  ártico- 
los  74,  76,  76,  77  y  78,  determinándose  la  penidldad  respectiva  en  el  81,  y 
en  tal  sentido,  mientras  por  dicha  Administradón  y  en  el  oportuno  expe- 
diente no  se  depurase  el  hecho  que  motiva  el  proceso  de  referencia,  existía 
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una  eaeitíón  previa  cnyo  conocimiento  atribuyen  lae  diepoeicionea  citadas 
á  la  Adminietración. 

Soatenida  por  ambas  Antoridades  en  competencia,  te  dictó  el  Real  de- 
cretó, qne  en  sn  parte  ditpositira  dice  así: 

Visto  el  núm.  l.o,  art.  8.0  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887, 
une  prohibe  á  los  Gobernadores  suscitar  contiendas  de  competencia  en  los 
Jnieios  criminales,  á  no  ser  qne  el  castigo  del  delito  ,ó  falta  haya  sido  re- 
serrado  por  la  ley  á  los  faneionarios  de  la  Administración  ó  cuando  en 
▼irtnd  de  la  misma  ley  deba  decidirse  por  la  Autoridad  administrativa  al- 
cona eoestión  previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los  Tribunales  ordi- 
narios ó  especiales  hayan  de  pronunciar: 

Ooosiderando: 

1.0  Que  la  Causa  criminal  origen  del  presente  conflicto  se  incoó  á  con- 
secuencia de  la  denuncia  hecha  por  la  Delegación  de  Hacienda  de  la  pro- 
vincia de  Almería  al  Fiscal  de  la  Audiencia  de  lo  criminal  de  aquella  ca- 
pital, de  haberse  intercalado  en  el  repartimiento  de  la  contribución  terri- 
torial del  Municipio  de  Almería  á  un  contribuyente,  sin  que  la  cuota  á 
éste  asignada  figurase  en  la  suma  parcial  de  la  hoja  del  repartimiento  en 
donde  se  había  intereslado,  ni  en  la  sumaiotal  del  expresado  reparto,  y 
dn  que  tal  contribuyente  figurase  en  las  listas  cobratorías  ni  en  los  reci- 
bos talonarios: 

9.0  Qne  tales  hechos  pueden  ser  constitutivos  de  los  delitos  de  false- 
dad y  defraudación,  sin  que  respecto  del  primero  tenga  la  Administración 
que  resolver  cuestión  alguna  previa  ni  el  castigo  del  mismo  esté  tampoco 
«eservade  por  ley  alguna  á  las  Autoridades  administrativas: 

i.^  Qne  en  lo  que  se  refiere  á  la  defraudación,  el  conocimiento  y  cas- 
tigo de  tal  hecho  está  también  reservado  por  la  ley  á  los  Tribunales  del 
filero  comÓD,  y  pasado  á  ^stos  por  la  Delegación  de  Hacienda  de  la  pro- 
vincia el  tanto  de  culpa,  previa  la  instrucción  del  oportuno  expediente  gu- 
benativo,  es  indudable  que  las  cuestiones  que  la  Administración  debía 
ffsolver,  y  que  podían  iiáuir  en  el  fallo  que  en  su  día  dicten  los  Tribuna- 
les dé  Justicia,  lo  foüxm  ya  en  el  referido  expediente  y  en  el  hecho  de  ha- 
eerse  la  denuncia  con  que  dio  principio  el  recorso. 

Oonformándome  con  lo  consoltlkio  por  el  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no, etc;;  vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Autoridad  ju- 
dicial. 

Dado  en  el  Real  Alcásar  de  Sevilla  á  81  de  Octubre  de  1892.— María 
Oflstina.— £1  Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del 
OMtíUo.— (Publicada  en  la  Qaeeta  de  11  de  Noviembre  de  1892.) 
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Competencia  (81  de  Octubre  de  1892).  -  Jiitciof  eriminale$.  CueBtianes 
previa; — Se  resuelve  á  favor  de  la  Administración  la  suscitada  entre  et 
Gobernador  civil  de  Murcia  y  la  Audiencia  de  lo  criminal  de  Cartagena,  y 
•s  establece; 

(¡He  á  ¡a  Admiíiis^aoÁón  corresponde  determinar  ti  un  Alcalde  y  swt 

r\te$  $e  extralimitaron  ó  no  en  $H$facuUade$yeon9tituyendo  esto  una  cues- 
previa  que  puede  influir  en  el  fallo  de  loe  Tnbunaleñ, 

En  el  periódico  titulado  MI  Palenque,  que  se  publica  en  La  Unión,  co- 
rrespondiente al  úía'Z  de  Abril  de  1891,  se  insertó  un  artículo  denuncian- 
dQ  el  hecho  de  que,  por  disposición  del  Alcalde  de  dicha  villa,  habían  sido 
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l!ámad(Mi  anoa  indlvidaoi  y  eondncidos  otros  al  Ayaniamiento;  que  alK 
habían  sido  apaleados  y  maltratados  algunos  de  ellos,  cortándoles  á  todos 
»lo,  lo  coal,  según  el  dicho  periódico,  constitaia  ona  extraümkación  y 
boso  de  antoridad  qne  debían  ser  castígadoa. 

SI  Fiscal  poso  el  hecho  en  conocimiento  del  Jasgado,  y  practicadas  las 
^encías  pedidas  por  él,  resaltando  méritos  para  proceder  contra  el  Alf 
d  de  La  üniite  pgr  hechos  cometidos  en  el  ejercicio  de  sos  fonstonea, 
tes  instructor,  por  auto  de  l.^'  de  Septiembre  de  ISdi,  se  inhibió  del 
»cimiento  del  sumario  en  favor  de  la  Audiencia  de  la  circunseripeióii, 
se  en  26  del  propio  mes  y  afio  se  declaró  competente  para  conocer  ^e 
insa,  y  dio  comisión  al  Juez  de  La  Unión  para  continuar  el  sumario  y 
srar  procesado,  con  todas  sus  consecuencias,  al  Alcalde  áéí  expresado 
)lo. 

Sn  su  virtud,  el  Jues,  por  auto  de  12  de  Octubre  del  mismo  afio,  de- 
^  procesados  á  D.  Jacinto  Oonesa  Garda  y  Juan  Tovar  Hemándes, 
mitidas  las  actuaciones  á  la  Superioridad  para  la  sostancladón  de 
»a  recursos  de  apeladón,  el  Gobernador,  á  instanda  del  Alcalde  de 
Jnión  y  de  acuerdo  con  la  Gomidón  provincial,  requirió  de  inhibidón 
Audienda,  fundándose  en  que  d  Alcalde  manifestaba  que  ninguna 
rvendón  tuvo  en  el  hecho  de  autos;  pero  aun  cuando  la  hubiere  teot- 
liempre  resultaría  que  había  obrado  dentro  del  círculo  d«  sus  atribo- 
es,  dadas  laa  cirounstancias  de  lo»  detenidos,  y  que  lo  habían  ddo  i 
pecuenda  de  haber  promovido  un  fuerte  escándalo  en  la  vía  pública; 
al  ser  conduddos  los  detenidos  al  depósito  mnnidpal,  los  agentes,  ea 
^rvanda  de  las  nrescripdones  legales  sobre  higiene,  los  invitaron  para 
se  dejaran  asear  y  cortar  el  pelo,  á  lo  qne  accedieron  desde  luego 
oposidón  alguna;  en  que  las  leyes  de  U  y  21  de  Octubre  de  1869,  es- 
edendo  bases  para  la  retema  de  las  cárcetos  y  preddios,  eomprenden, 
e  otros,  los  depódtos  municipales,  y  dictan  diapoddones  encamina 
al  mejoiamiento  de  las  condidones  higiénicas  y  de  salubridad  de  las 
mai;  en  que  el  estado  en  que  se  presentaron  los  dicboa  detenidos,  ae- 
mauifestaba  el  Alcalde,  era  verdsderamente  peligroso  para  los  deinás 
IOS,  por  lo  que  se  imponía  la  necesidad  del  acto  de  que  se  trata,  eoo  k» 
i  cumplieron  los  agentes  con  las'  diipeddones  legales  referidas  y  con 
de  los  deberes  que  pesaki  sobre  los  Ayuntamientoa,  cual  es  d  de  velar 
la  salubridad  é  higiene  del  pueblo  y  comodidad  de  sus  administrados; 
[ue  si  en  la  ejeoudón  de  eate  servido  hubo  ó  no  'eztralimitación  de  fa- 
ades,  «ra  materia  que^  entrafiabs  una  cuestión  previa  de  carácter  pma 
ite  administrativo,  y  mientras  ésta  no  se  deddiera,ttO  podía  calxtoarse 
lelito  el  hecho  de  referencia,  ni  existe  tampoco  competenda  en  la  Aii 
ida  para  conocer  del  asunto. 

^ista  la  base  1.&  de  la  ley  de  21  de  Octubre  de  1869.  según  la  cual,  los 
iSsitos  municipales  se  encuentran  entre  loa  establecimientos  penales  á 
se  refiere  esta  ley: 

^ista  la  base  2.*  de  la  propia  ley,  que  dispone  ese  procederá  desde  loe 
i  la  rqforma  y  mejora  de  todas  laa  cárceles  de  partido  y  de  Audienda 
I  darles  las  condidones  de  capacidad,  higiene,  comodidad  y  seguridad 
ispensablea  para  que  los  detenidos  estén  debidamente  separados  pí«r 
pos  ó  clases,  según  su  sexo  y  edad  y  la  gravedad  de  los  delitos  pc»r 
fueren  procesadt>s;  para  que  puedan  diafrutar  en  la  defendí,  á  ser 
le  y  conveniente,  de  las  mismas  condiciones  que  en  sus  moradas  pro- 
i;  para  qne  puedan  dedicarse  en  lo  posible,  durante  la  detención,  al 
ddo  de  su  profesión,  arte  ú  ofido;  pam  que  la  detendón,  aalvo  sus 
rtos  inevitables,  no  pueda  influir  deafavoná>lsmsnte  en  la  sslud  de  los 
midos;  para  que  haya  el  mayor  aseo,  orden  y  moralidad,  y  para  qas 
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VMo  el  art.  11  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  que  d!^ 
pone  qae  inmediatamente  se  citará  al  Ministerio  fiscal  y  á  las  partes  para 
w  vista,  que  deberá  celebrarse  dentro  del  tercero  día.  Verificada  ésta,  éh 
leqberido  dictará  aato  en  otro  plaso  ignal  declarándose  competente  ó  inr 
eoBopetente: 

UoBsiderando: 

1.^  Que  en  la  sostandación  de  esta  competencia,  el  Jaes  dejó  á»  citar 
al  Ministerio  fiscal  y  á  las  partea  con  sefialamiento  de  día  para  la  vista  del 
incidente,  y  sin  qne  taviera  lugar  este  trámite  dictó  el  anto  qae  estimó^ 
pertinente: 

9.0  Qae  la  omisión  de  tal  reqnerimiento  oonstitaye  on  vicio  en  la  tra- 
mitación de  la  oompetencia,  qae  impide  por  ahora  la  resolución  del  ooo- 
flicto. 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  declarar  mal  formada  esta  competencia,  que  no  ha  lo^s*!^ 
á  deddirla,  y  lo  acordado. 

Dado  en  Palacio  á  30  de  Noviembre  de  18^3.— Ifaria  Cristína.— El  Fra- 
údente del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del  Castillo. — (Publi- 
cada en  la  Oaeeta  de  28  de  Noviembre  de  1892.) 
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Competencia  (20  de  Noviembre  de  1892).— €Wet(tofi€t  de  ampeUMcia^ 
CuegÜén  jpret^M.— Se  resuelve  á  favor  de  la  Administración  la  suscitada  en- 
tre el  Gobernador  civil  de  Almería  y  el  Jues  de  Sorbas,  y  se  estableoe: 

Que  hallándoee  pendiente  de  re$olucián  un  reeurio  odmnMraHvo  cugit 
reMudán  puede  influir  tn  el  fallo  que  entu  did  pueden  dictar  loe  TW&naa- 
les,  exkie  una  cueetián  pretia  que  la  AdminiBÍraeíínddfereeoher, 

Por  la  Administración  subalterna  de  Sorbas  se  denunciaron  al  Tlacal  de- 
Almería  varios  hechos  que  resultaban  de  nn  expediente  de  apremio  y  qoe- 
pudieran  ser  constitutivos  de  delitos.  El  Fiscal  pasó  la  denuncia  al  Jues  de 
instrucción  de  Sorbas,  quien  procedió  á  la  formación  del  correspondiente 
anmarío. 

Declarado  procesado  D.  Francisco  García,  y  García,  y  estando  piacti- 
cándese  por  el  Juagado  las  demás  diligencias  acordadas,  el  Gobernador,, 
á  qaien  el  Alcalde  de  Níjar  había  acudido  solicitando  de  su  autoridad  re- 
quiriese de  inhibición  al  Juagado,  lo  biso  así,  de  acuerdo  con  lo  informado 
por  la  Comiaión  provincial,  fundándose:  en  que  para  determinar  la  eíds- 
iencia  de  la  malversación  de  fondos,  había  que  examinar  antes  y  censurar 
la  cnenta  municipal  á  que  dicha  malversación  se  refería,  y  deducir  de  este 
examen  administrativo  el  oportuno  tanto  de  culpa,  si  se  comprobsse  la 
comisión  de  aquel  delito  ó  de  algún  otro  que  mereciera  ser  castigado  y  co- 
rregido; en  que  habiéndose  opuesto  el  Ayuntamiento  de  Níjar  al  «nbargo 
practicado,  por  alegar  tener  aatiefecha  la  suma  qué  se  le  reclamaba  en  la^ 
Delegación  de  Hacienda  de  la  provincia,  el  fallo  que  por  didia  Autoridad 
se  dictare  era  necesario  tenerlo  en  cuenta  para  depurar  ai  existía  ó  no 
responsabilidad  criminal;  y  en  que  en  uno  ú  otro  caso  resultaba  una  coes- 
iióa  previa  administrativa,  cujra  resolución  había  de  influir  poderosa  y  ne- 
cesariamente en  el  fallo  de  los  Tribunalea. 

Soatenida  por  ambas  Autoridades  su  competencia,  se  dictó  el  Beal  de- 
creto, que  en  su  parte  dispositiva  dice  así: 

Visto  el  art.  8.o  del  Beal  decreto  de  8  de  SepUembre  de  1887,  aegdn  el. 
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qve  lot  GtoberoftdorM  no  podrán  tntcitar  contiendas  de  competencia  en  lo»^ 
joickM  €rÍDiinalee«  á  no  aer  qoe  el  oaatígo  del  delito  ó  falta  haya  ai  do  re* 
aerrado  por  la  ley  á  loa  íancionarioa  de  la  Administración,  ó  cuando  e& 
▼irtnd  de  la  misma  ley  deba  decidirse  por  la  Autoridad  administrativa  al- 
guna cosatíón  previa  déla  eoal  dependa  el  fallo  qoe  los  Tribunales  ordina- 
fioa  ó  eapecialea  bayan  de  pronnneiar. 

Considerando: 

l/^  Qae  la  presente  contienda  de  competencia  se  ha  suscitado  con  mo- 
tivo de  la  dennncia  formulada  por  la  Administración  subalterna  de  Hacien« 
da  de  Sorbas  contra  D.  Frandaeo  García  y  consortes  por  el  supuesto  delito 
de  maiveraactón  de  caudales: 

9.0  Qae  pendiente  de  resolución  el  recurso  administrativo  por  el  que  el- 
Ayuntamiento  de  Kíjar  se  opuso  al  embargo  practicado  por  el  Agente  eje- 
cutivo de  aquella  sona  en  los  bienes  de  su  pertenencia,  es  indudable  que 
en  tanto  no  recaiga  resolución  en  el  mismo,  existe  una  cueatión  previa 
que  ha  de  resolver  la  Administración,  y  de  la  cual  podrá  depender  el  falk^- 
que  dicten  en  su  día  los  Tribunales  del  fuero  común: 

S  o  Que  se  está,  por  tanto,  en  uno  de  los  casos  en  que,  por  excepción» 
pueden  los  Gobernadores  provocar  oompetenciae  en  loa  juicioa  criminales, 
según  lo  dispuesto  en  el  art  8.^  citado  del  Real  decreto  de  8  de  Agoato  de 
1087. 

Oottformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  ple- 
BOy  ele.;  vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administración*. 

Dado  en  Balado  á  20  de  Noviembre  de  1802.— María  Cristina.— El  Pre- 
Bidente  del  Conaejo  de  Miniatros,  Antonio  Cánovas  del  Castillo.--(Publiea- 
da  en  la  Oaeeta  de  24  de  Koviembre  de  1892.) 
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Competencia  (20  de  Noviembre  de  1892).— In^er/ltcios.— 8e  resuelve  á> 
favor  de  la  Administración  la  susdtada  entre  el  Gobernador  ci? il  de  Ciu^ 
dad  Beal  y  el  Juei  de  Alcásar,  y  se  establece: 

Que  no  proceden  lo$  interdietoe  contra  ¡a$  providencias  de  caráeier  admi- 
MtsIraNso,  ni  eontra  el  eUado  poeeeorio  de  la  Adminietradán. 

Contra  una  providencia  administrativa  en  materia  de  aguas  interpuso 
en  l.o  de  Septieinbre  de  1888  el  Procurador  D.  Juan  Comas  y  Roca,  como 
apoderado  del  liquidador  de  la  Sociedad  de  Riegoa  del  Valle  del  Guadiana 
ante  el  Juagado  de  primera  instanda  de  Alcásar  de  San  Joan,  interdicto 
de  recobrar  la  poeedón  en  que  había  aido  perturbado  por  D.  Vicente  Vi- 
llalta  de  las  márgenes  del  canal  de  su  propiedad,  correapondientea  al  mo^ 
liao  iSanta  María»,  por  el  hecho  de  haber  roto  dichaa  márgenes  en  el  si- 
tio llamado  el  Zurriere,  negándose  á  recomponerlas,  á  pesar  de  haber  ddo 
tcqnerído  ante  Notario  en  22  de  Junio  anterior: 

Que  admitido  el  interdicto  y  auatandado  por  todos  sus  trámites,  el 
Juea  dictó  sentencia  en  27  de  Octubre  siguiente,  declarando  haber  lugar 
al  interdicto  y  mandando  reponer  á  la  Sociedad  demandante  en  la  pose- 
dótt  de  qoe  loé  despojada: 

Que  interpuesta  apeladón  por  parte  de  I>.  Vicente  Villalta,  en  tal  ca- 
lado, el  €k>bemador  de  la  provincia  de  Ciudad  Real,  accediendo  á  instan- 
cia del  apelante,  y  de  acuerdo  con  lo  informado  por  la  Comisión  provin- 
cial, requirió  de  inlübición  al  Juagado,  fundándose  en  que,  contra  laa  pro- 
videndaa  dictadas  por  la  Administración  dentro  dd  círculo  de  ana  atribu- 
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cionet  en  materia  de  aguaa,  no  poede  admitirte  interdietoe;  en  que  el 
ünico  j  legitimo  daefio  del  canal  ea  el  Eatado,  aegún  se  ba  dedarado  en 
varias  ocationee,  eapecialmente  en  la  Real  orden  de  8  de  Enero  de  1880, 
y  en  que  ai  la  Sociedad  demandante  ereyó  leaionadoa  ana  derechos,  podo 
reolamar  ante  loe  Tribanalea  correapondientea,  con  arreglo  á  la  ley  de 
Agnat,  haciendo  nao  de  las  acciones  qne  la  conrinieren,  pero  nanea  ptm 
la  vía  del  interdicto. 

Sostenida  por  ambas  Autoridades  sn  ooapetencia,  se  reaolfió  el  eon- 
flieto  por  el  Beal  decreto,  qne  en  ao  parte  dispositiva  dice  asi: 

Vista  la  Real  orden  de  SO  de  Octubre  de  1886,  qoe  dispaso  se  eediese 
al  Mioisterio  de  Fomento  el  canal  del  Gran  Prior  de  la  orden  de  8aa  Jmmm 
de  Jemsalén,  en  la  provinoia  de  Oindad  Real,  significándole  qne  dehia  te- 
ner preaente  loa  derechos  adquiridos  á  que  pudieran  adquirir  los  eempr»- 
dorea  de  fincaa  de  aquella  procedencia: 

Visto  el  art  62  de  la  vigente  ley  de  Agoaa,  que  dedara  qne  eontra  las 
providencias  dictadaa  por  la  Administración  dentro  del  cireulo  de  aes 
atribociones  en  materia  de  aguas,  no  se  admitirán  interdictos  por  los  Tri- 
bnnalea  de  juaticia: 
Considerando: 

1.0  Que  la  presente  contienda  se  ha  suscitado  con  motivo  del  intss 
dicto  interpuesto  por  la  Sociedad  de  Riegos  del  Valle  del  Guadiana  cae- 
tra  D.  Vicente  ViUalta  en  l.o  de  Septiembre  de  1888,  para  recobrar  la  po- 
seaión  de  las  márgenes  del  canal  del  Gran  Prior,  en  el  troso  oorreapoe- 
diente  al  molino  de  '<San\a  María»,  en  la  cual  lial^  aido  perturbado  por 
el  demandado  con  el  estableoindento  de  un  molino  en  el  aitío  deMOminado 
el  Zurriero: 

so  Qae  absuelto  el  Estado  de  la  demanda  reivindicatoría  del  predtado 
canal,  deducida  en  4  de  Abril  de  1885  por  el  representante  de  la  Sociedad 
referida,  según  se  desprende  del  testimonio  unido  al  expediente  y  los  au- 
tos de  la  sentencia  pronunciada  en  3i  de  Diciembre  último  por  el  Tribu- 
nal Supremo,  que  desestimó  el  recurso  de  caaación  interpuesto  por  aqnéUa 
contra  la  que  anteriormente  dictara  en  el  indicado  sentido  la  Andtoncia 
de  eata  corte,  resulta  de  todo  punto  evidente  la  legitimidad  de  los  tÜmUm 
con  qae  el  Eatado  viene  poaeyendo  el  tantea  veces  repetido  oanal,  eotí  sos 
aguas  y  márgenes  correspondientes: 

S.**  Qae  atendida  la  natoralesa  esencial  y  jorídice,  asfoomo  loa  eses  á 
que  el  referido  canal  está  dedicado  y  el  centro  ministerial  que  lo  adminis- 
tra, ea  indudable  qae  el  dicho  canal  no  es. una  finca  de  la  prepieded  par 
ticnlar  del  Estado,  y  si  lo  es  del  dominio  público: 

4.0  Qae,  eo  tel  supuesto,  las  providencias  que  se  adopten  por  el  Miele 
terio  de  Fomento,  relativas  á  la'admiuislraoióed  el  canal,  aon  resolu^onrs 
dictadaa  por  ésta  en  concepto  de  poder  público^  y  no  eomo  perscMie  jari 
dica,  y  obra,  por  tanto,  dentro  del  círenlo  de  ana  atribuoioaes: 

6.0  Que  por  ser  la  providencia  impugnada  de  earácter  administeatívo, 
y  probado  en  el  expediento  y  los  autos  el  estado  posesorio  á  favor  de  la 
Administración  pública,  no  ha  debido  admitirse  el  interdicto  que  metiva 
el  presento  conflicto,  con  sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  art  62  de  la  ley  de 
Aguas. 

Gonformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  esi  pie 
no,  ete.;  vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  ta  Admkdatrecióe 
Dado  en  Palacio  á  30  de  Noviembre  de  1892.— María  Cristina.— El  Pre- 
sidente del  Consejo  de  Ministros^  Antonio  Oánovaa  d^  OMtUlo.— <Pebii- 
cada  en  la  Gaceta  de  26  de  Noviembre  de  1892.) 
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Competencia  (30  de  Noviembre  de  1892).-- Aprovechamientos  forestales, 
— fie  resuelve  á  favor  de  la  Adminiatración  la  tascítada  entre  el  Goberna- 
dor eivil  de  Haelva  j  el  Jaez  de  Mogaer,  j  ee  establece: 

Que  á  la  Administración  corresponde  conocer  de  los  abusos  cometidos  en 
¡09  wumtes  con  motivo  de  un  aprovechamiento  forestal^  con  arreglo  al  art,  40 
del  Beal  decreto  de  8  de  Mayo  de  1884. 

A  consecuencia  de  an  testimonio  mandado  sacar  de  nna  cansa  crtmi- 
oal,  en  el  qne  constaban  varios  hechos  referentes  á  corta  y  sustracción  de 
lenas,  que  pudieran  constituir  delito,  se  procedió  á  la  formación  del  opor- 
tuno sumario  por  el  Juez  de  Moguer,  y  estando  practicándose  las  ditigen* 
das,  el  Gobernador  civil  de  Huelva,  á  quien  el  Alcalde  de  Moguer  había 
seadido  solicitando  requiriese  de  inhibición  al  Juzgado,  aquella  Autoridad 
lo  hizo  así,  de  acuerdo  con  lo  informado  por  la  Comisión  provincial,  fun- 
dándose: en  que  con  arreglo  á  las  Ordenanzas  generales  del  ramo,  regla  l.\ 
mrt  61  del  reglamento  de  17  de  Mayo  de  1865,  y  1.»  del  40  del  Real  de- 
creto de  8  de  Mayo  de  1884,  los  Gobernadores  y  los  Alcaldes  son  las  úni- 
cas Autoridades  competentes  para  conocer  de  las  responsabilidades  quo 
emanan  del  derecho  de  aprovechamiento,  cuyo  extremo  era  el  que  se  ven- 
tilaba, según  afirmaba  el  Alcalde  de  Moguer;  en  que  esta  doctrina  se  co- 
Tn>boraba  por  la  jurisprudencia  vigente  en  la  materia,  que  definen  Ion- 
Reales  decretos  de  27  de  Noviembre  de  1880,  3  de  Enero  de  1882,  18  de 
AMl  de  1885  y  otros  posteriores,  y  en  qne  era  evidente,  por  lo  tanto, 
que  á  la  Administración  competía  resolver  los  incidentes  qne  tuvieran  re- 
lación coa  los  mencionados  aprovechamientos,  encontrándose  el  caso  com- 
prendido entre  los  que,  por  excepción,  pneden  los  Gobernadores  suscitar 
competencias,  conforme  al  art.  8.o  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre 
de  1887: 

Sostenida  por  ambas  Autoridades  su  competencia,  se  dictó  el  Real  de- 
creto, que  en  su  parte  dispositiva  dice  así: 

Visto  el  art.  40  del  Real  decreto  de  8  de  Mayo  de  1884,  que  dice:  «Son 
Autoridades  competentes  para  conocer  de  las  denuncias,  imposición  y 
exacción  de  las  multas  y  demás  responsabilidades  prescritas  en  los  ar- 
tículos anteriores,  los  Gobernadores  civiles  de  las  provincias  y  los  Alcal- 
des, con  sujeción  á  las  reglas  siguientes:  Primera.  Las  multas  y  demás  res- 
ponsabilidades relativas  á  la  roturación,  corta,  venta  ó  beneficio  de  apro- 
▼echamientos  forestales,  sin  la  autorización  competente,  al  modo  ó  tiempo 
4Íe  efeotnar  dichas  operaciones,  y  á  las  infracciones  que  se  cometan  de  las 
reglas  establecidas  para  la  celebración  de  las  subastas  por  los  Gobernado- 
rea.  ...  Tercera.  De  los  daños  causados  en  los  montes  públicos,  cuyo  im* 
porte  exceda  de  2.500  pesetas,  conocerán  los  Tribunales  de  Justicia  coa 
arreglo  á  las  prescripciones  del  Código  penal»: 

Visto  el  art.  8.o  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  según  el 
cnal,  «los  Gk>bemadores  no  podrán  suscitar  contiendas  de  competencia 
en  loe  juicios  criminales,  á  no  ser  que  el  castigo  del  delito  ó  falta  haya  sida 
reservado  por  la  ley  á  los  funcionarios  de  la  Administración,  ó  cuando  en 
virtud  de  Ja  misma  ley  deba  decidirse  por  la  Autoridad  administrativa  al- 
guna cuestión  previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  qne  los  Tribunales  ordi- 
narios ó  especiales  hayan  de  pronunciar»: 

Considerando: 
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l.o  Qae  la  presente  contienda  de  competencia  ae  ha  sascitado  con  mo* 
tiro  del  anmirio  ae^aido  ante  el  Jugado  de  inttracción  de  Mogaer  por 
abusoa  cometidos  en  los  montes  de  Propios  del  expresado  paeblo: 

2.^  Qae  dichos  abaaos  se  practicaron  con  ocasión  de  an  aprorecba- 
miento  forestal,  según  se  deduce  del  expediente  y  los  aatos,  sin  qne  da 
^tos  resulte  qoe  loa  dafioi  ocasionados  excedieran  de  S60  pesetas: 

S.o  Qae  esto  snpnesto,  sólo  á  la  Administración  compete  el  conoci- 
miento de  tales  incidencias,  con  arreglo  á  lo  preceptuado  en  el  art  40  ci- 
tado del  Real  decreto  de  8  de  Mayo  de  1884: 

4.0  Qae  se  está,  por  tanto,  en  uno  de  loa  casos  en  que,  por  exoepeióa, 
pneden  los  Gobernadores  civiles  provocar  competencias  en  ios  joicioa  cri> 
mínales,  con  snjeción  á  lo  dispuesto  en  el  art.  S.o,  también  citado,  del  Real 
decreto  de  8  de  Septiunbre  de  1887. 

Oonformándome  con  lo  consultado  por  el  Oons^o  de  Estado  en 
pleno,  etc.;  vengo  en  decidir  eata  competencia  á  favor  de  la  Admiiiia- 
tración. 

Dado  en  Palacio  á  20  de  Noviembre  de  1892. —María  Gríatlna.— El 
Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  d^  Castillo. — (F«- 
bUcada  en  la  Gaceta  de  26  de  Noviembre  de  1892.) 
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Competencia  (20  de  Noviembre  de  lS92).^C<mtríbuoume$.  ProeMmm 
4o  de  apremh.^Se  resuelve  á  favor  de  la  Administración  laaosoitada  eatro 
el  Gk>bernador  civil  de  León  y  la  Audiencia  de  lo  criminal  de  Ponfienadt, 
y  se  establece: 

Que  á  la  Admim$traeián  está  eneomendado  el  re$ol9er  toda§  lá$  redama- 
cúmee  é  inctdenciaB  que  ñatean  con  motivo  del  procedimiento  de  apremhpm^ 
hacer  efectivas  las  contribuciones,  y  por  tanto,  esto  constituye  una  euMém 
previa  que  puede  influir  en  elfaüo  de  los  TriAnnales. 

Por  el  Registrador  de  la  propiedad  de  Villafranca  se  puso  en  conod- 
miento  del  Juagado  que  se  hablan  embargado  fincaa  qne  no  eran  de  loa 
ejecutados  ó  deudores,  y  qne  este  hecho  podia  conatitair  el  delito  de  per- 
turbación de  posesión  y  aun  el  de  prevaricación. 

Instruidas  las  oportunaa  diligenciaa  criminalea,  por  auto  de  12  da 
Enero  del  preaente  afio  ae  declaró  procesado  á  Serafín  Alvares  Gomá^ 
lea,  y  por  otro  de  1.®  de  Febrero  siguiente  se  declaró  terminado  el  soasa- 
rio,  elevándoae  laa  actuadonea  á  la  Audiencia  de  lo  criminal  de  Poule- 
rrada: 

El  Ctobemador  de  la*  provincia,  á  inatancia  de  Alvarea  GKmaálea  y 
•de  acuerdo  con  la  Comisión  provineial^  requirió  de  inhibieión  á  la  Aadien- 
cia,  fundándose  en  que,  de  conformidad  á  lo  diapueato  en  el  art  L<^  de  la 
inatrucción  de  12  de  Mayo  de  1888,  competía  exduaivamente  á  la  Adoai- 
niatración  conocer  de  los  procedimientos  que  tienen  por  objeto  haoer  efae- 
tivos  los  descubiertos  líquidos  á  favor  de  la  Hacienda  pública  ó  de  las  es-  • 
tidades  subrrogadas  en  sus  derechos,  como  también  entender  y  reaolver 
sobre  todaa  las  incidencias  del  apremio,  para  lo  cual  el  art  S.^  determina 
<iué  Autoridades  son  competentes  para  eatoa  efectos,  ain  qae  los  Tcibona- 
les  ordinarios  puedan  admitir  demanda  alguna,  á  menoa  qne  ae  jnatifiqae 
haberae  agotado  la  vía  gubernativa,  y  que  la  Adminiatración  ha  reaervado 
el  conocimiento  del  aannto  á  la  juríadicclón  ordinaria. 

Sostenida  por  ambas  Autoridades  su  cempeteneia,  ae  dictó  el  Real  de- 
creto, que  en  su  parte  dispositiva  dice  así: 
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Vitto  el  art.  l.o  de  la  inttracción  para  el  procedimiento  contra  los  dea- 
•dores  á  la  Hacienda  pública,  de  12  de  Mayo  de  1880,  que  dice:  cLos  pEoee- 
dlmientos  contra  contríbayentes  y  otros  responsables  para  la  cobranxa  de 
los  descubiertos  líquidos  á  favor  de  la  Hacienda  pública,  ó  entidad  á  )a 
que  nn  contrato  especial  pudiera  subrrogar  en  sus  derechos,  son  puramen- 
te administrativos  y  se  seguirán  por  la  vía  de  apremio,  siendo,  por  tanto, 
privativa  la  competencia  de  la  Administración  para  entender  y  resolver 
•obre  todas  las  incidencias  de  apremio,  sin  que  los  Tribunales  ordinarioa 
puedan  admitir  demanda  alguna,  á  menos  que  se  justifique  haberse  ago- 
lado la  vía  gubernativa,  y  que  la  Administración  ha  reservado  el  conocí- 
miento  del  asunto  A  la  jurisdicción  ordinaria: 

Visto  el  núm.  l.o,  art  8.0  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887, 
•qae  prohibe  á  los  Gobernadores  suscitar  contiendas  de  competencia  en  los 
juicios  criminales,  á  no  ser  que  el  castigo  del  delito  ó  falta  haya  sido  re- 
servado por  la  ley  á  los  funcionarios  de  la  Administración,  ó  cuando,  en 
virtud  de  la  misma  ley,  deba  decidirse  por  la  Autoridad  administrativa  al- 
guna cuestión  previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los  Tribunales  ordi> 
nanos  ó  especiales  hayan  de  pronunciar: 
Ck>nsiderando: 

1.0  Que  el  presente  conflicto  se  ha  suscitado  con  motivo  de  la  cauta 
-criminal  seguida  contra  el  Agente  ejecutor  para  la  cobranza  de  las  contri 
bnciones,  nombrado  por  el  Ayuntamiento  de  Vega  de  Valcarce,  por  haber 
•embargado  fincas  que  pertenecían  á  personas  dktintas  de  los  deudores  á 
la  Hacienda: 

2.*^  Que  á  la  Administración  está  encomendado  el  resolver  todas  laa 
reclamaciones  é  incidencias  que  nazcan  con  motivo  del  procedimiento  de 
4^;>remio  para  hacer  efectivas  las  contribuciones,  y  por  tanto,  tratándons 
en  el  presente  caso  de  nn  incidente  nacido  en  el  expediente  para  hacer 
afectivas  las  cuotas  de  ciertos  contribuyentes,  á  la  Administración  correa 
ponde  resolver,  con  vista  de  las  reclamaciones  que  se  le  hagan,  lo  que  es- 
time procedente  con  arreglo  á  las  leyes: 

8.*  Que  existe,  por  lo  tanto,  una  cuestión  previa  administrativa  qns 
pnede  influir  en  el  fallo  que  en  su  día  dicten  los  Tribunales  del  fuero  00- 
jnún,  y  se  está  en  uno  de  los  dos  casos  en  que,  por  excepción,  pueden  lo« 
Gobernadores  suscitar  contiendas  de  competencia  en  los  juicios  crimi- 
jiales. 

Gonformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Administra' -ion. 
Dado  en  Palacio  á  20  de  Noviembre  de  1892.— María  Cristina.— El  Pre- 
«idente  del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del  Castillo.— (Publi- 
cada en  la  Oaceta  de  26  de  Noviembre  de  1892.) 
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Competencia  (20  de  Noviembre  de  1892).— (7t«e«(i(me8  de  eompetenda, 
^meioi  cnminale$,^8e  declara  que  no  ha  debido  suscitarse  la  competencia 
promovida  entre  la  Sala  de  lo  criminal  de  la  Audiencia  de  Madrid  y  el  Go- 
bernador civil  de  la  misma  provincia,  y  se  establece: 

Qne  la  per$eeución  y  coittgo  del  delito  de  it^uriai  9Ólo  e$tá  ene^mendad^ 
por  laleyáloi  TrUmruüei  deL  fuero  común,  á  trntancia  de  laparte  ofendida,. 
^$inquela  Administrcu^n  tenaa  que  reiolver  cuestión  alguna  previa  en  ta- 
les COBOS,  toda  vesquenolees  licito  decidir  cosa  alguna  que  se  relacione  eom, 
la  honra  de  los  ciudadanos  y  que  puede  influir  en  el  fallo  que  sobre  taJa 
4i8uníos  puedan  en  su  día  dictar  los  Tribunales  de  justicia. 
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B.  Jote  Uro0a,  en  escrito  de  80  de  Koyiembre  de  1891,  dedo  jo  qae- 
réilñ  contra  el  Alcalde  y  Ooncejalee  qne  acordaron  aa  destitación,  por 
eetímar  qne  oonatitnía  injaría  grave  para  el  qaerellante  la  fraae  empleada 
de  no  merecer  la  conflansa  de  la  mayoría  de  los  Concejales: 

Sostanciada  la  cansa  y  elevada  á  la  Audiencia  territorial  de  Ma- 
drid, el  Gobernador  de  la  provincia,  á  instancia  de  los  querellados  y  de 
acuerdo  con  la  Comisión  provincial,  requirió  de  inhibición  á  la  Sala  res- 
pectiva de  dicha  Audiencia,  fundándose  en  qne  el  asunto  sobre  que  ver- 
saba la  querella  era  de  índole  administrativa  y  atribución  exclusiva  del 
Ayuntamiento,  según  el  Real  decreto  decidiendo  una  competencia  de  10 
de  Septiembre  de  1890;  en  que  la  sentencia  de  18  de  Febrero  de  1881,  del 
Tribunal  Supremo,  declara  que  los  informes  de  las  Autoridades  en  el  ejer- 
cido de  sus  cargos  no  pueden  considerarse  como  injuriosos,  ni  están  suje- 
tos á  sanición  penal;  y  que  aun  en  el  supuesto  de  que  el  hecho  de  que  so 
trataba  constituyera  delito,  había  una  cuestión  previa  qne  resolver,  cuyo 
conocimiento  competía  á  la  Administración. 

Sostenida  por  ambas  Autoridades  su  competencia,  se  resolvió  el  con- 
flicto por  el  1¿etL\  decreto,  que  en  su  parte  dispositiva  dice  así: 

Visto  el  núm.  l.o,  art.  8.o  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887,. 
que  prohibe  á  los  (Gobernadores  suscitar  contiendas  de  competencia  en  los 
juicios  criminales,  á  no  ser  qon  el  castigo  del  delito  ó  falta  haya  sido  re- 
servado por  la  ley  á  los  funcionarios  de  la  Administración,  ó  cuando,  en 
virtud  de  la  misma  ley,  deba  decidirse  por  la  Autoridad  administrativa  al> 
gana  cuestión  previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los  Tribunales  ordi- 
narios ó  especiales  hayan  de  pronunciar: 

Considerando: 

l.<>  Que  la  presente  contienda  de  competencia  se  ha  suscitado  con  mo- 
tiro  de  la  querella  criminal  por  injurias,  promovida  por  D.  José  Urosa  con- 
tra el  Alcalde  y  Concejales  del  Ayuntamiento  de  Carabanchel  Alto,  por  las 
Frases  empleadas  por  dicha  Corporación  al  acordar  la  destitución  del  car> 
go  de  Secretario  de  aquel  Ayuntamiento  que  desempeñaba  el  referido 
Urosa: 

3.0  Que  la  persecución  y  castigo  de  tales  delitos  sólo  está  encomenda- 
do por  la  ley  á  los  Tribunales  del  fuero  común,  á  instancia  de  la  parte 
ofendida,  y  sin  que  la  Administración  tenga  que  resolver  cuestión  alguna 
previa  en  tales  casos,  toda  vez  que  no  le  es  lícito  decidir  cosa  alguna  que 
86  relacione  con  la  honra  de  los  ciudadanos  y  que  puede  influir  en  el  fallo 
Que  sobre  tales  asuntos  puedan  en  su  día  dictar  los  Tribunales  de  justicia: 
8.<>  Que  no  se  encuentra,  por  lo  tanto,  el  presente  caso  comprendido  en 
ninguno  de  los  dos  en  que,  por  excepción,  pueden  los  Gobernadores  sos- 
citar  contiendas  de  competencia  en  los  juicios  criminales. 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  declarar  que  no  ha  debido  suscitarse  esta  competencia. 

Dado  en  Palacio  á  20  de  Noviembre  de  1892.— María  Cri8tina.~El 
Presidente  del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del  Castillo. — (Pu> 
blicada  en  la  Gaceta  de  28  de  Noviembre  de  1892.) 
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Competencia  (20  de  Noviembre  de  lS92y— Acuerdos  municipales.  Ii^ 
tfréUctos.—Se  resuelve  á  favor  de  la  Autoridad  judicial  la  promovida  entre 
el  Gobernador  civil  de  Tarragona  y  el  Jues  de  Tortosa,  y  se  establece: 

Que  contra  los  acuerdos  municipales,  tomados  fuera  del  círculo  de  sus  atri- 
buciones y  que  vulneran  derechos  de  carácter  civil^  procede  d  interdicto. 
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l.o    Que  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  de  Ben i fallet  tiende  á  privar  á. 
Dofia  Magdalena  de  Graq  y  Graa  de  nn  derecho  de  carácter  civil,  en  cnja 
posesión  quieta  y  pacifica  viene  desde  hace  machos  afios: 

2.0    Que  en  tal  concepto  la  Corporación  municipal  no  ha  obrado  dentro  , 
del  ciroQio  de  sas  atribuciones,  pudiendo,  por  consiguiente,  ser  su  reaolo- 
don-  contrariada  por  cualquiera  de  los  recursos  que  tienen  los  particula- 
res para  conseguir  la  declaración  de  sus  derechos,  siendo  el  Interdicto  uno  • 
de  dichos  recursos. 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Estado  en  ple- 
no, etc.;  vengo  en  decidir  esta  competencia  á  favor  de  la  Autoridad  ja- 
dicial. 

Dado  en  Palacio  á  20  de  Noviembre  de  1892.— María  Cristina.— El  Pre- 
sidente del  Consf  jo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del  Casdlio. — (Publi- 
cada en  la  Gaceta  de  29  de  Noviembre  de  1892.) 
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Competencia  (20  de  Noviembre  de  1892).— JWtcios  criminaleB,  FroUmga— 
dan  de  funciones.— 8e  declara  que  no  ha  debido  suscitarse  la  promovida 
entre  el  Gobernador  civil  de  Madrid  y  la  Audiencia  de  Alcalá  de  Henares, 
y  se  establece: 

Que  el  conocimiento  de  Ion  delitos  de  aniieipo,  prolongación  y  abatídono  de 
funciones  corresponde  á  los  Tribunales  de  justicia. 

Contra  el  Alcalde  y  Secretario  de  Alcalá  de  Henares  se  presentó  que* 
relia  por  prolongación  de  funciones. 

Admitida  la  querella  de  que  queda  hecha  mención,  se  instruyó  el  oo^ 
rrespondiente  sumario,  practicándose  las  diligencias  que  se  estimaron  per^ 
tinentes,  declarándose  procesados  á  D.  Ensebio  Llórente  y  D.  Emilio  Jn' 
lian,  y  una  ves  terminado  aquél,  se  remitió  á  la  Superioridad. 

Practicadas  en  la  Audiencia  de  lo  criminal  de  Alcalá  de  Henares  las 
diligencias  preliminares  del  juicio  oral  y  sefialado  día  para  la  vista,  faé^ 
dicho  Tribunal  requerido  de  inhibición  por  el  Gobernador  civil  de  la  pro- 
vincia de  Madrid,  á  instancia  de  D.  Emilio  Julián  y  de  acuerdo  con  la  Co- 
misión provincial,  fundándose  la  Autoridad  administrativa:  en  que  el  ca- 
pítulo 2.0  de  la  ley  Electoral  de  1870  establece  sandón  penal  para  actos 
distintos  de  los  que  motivaban  la  cansa;  que  aquéllos  no  se  realizaron  eon 
motivo  de  la  elección,  sino  después  de  verificada  por  causas  no  imputables 
al  que  reclama,  y  que  en  todo  caso  no  correspondía  su  conocimiento  á  la 
justicia  ordinaria,  porque  versaba  sobre  cumplimiento  de  la  ley  MunicipaJv 
en  lo  que  se  refiere  á  constitución  de  los  Ayuntamientos;  que  la  observan- 
cia de  esta  ley  puede  imponerla  el  Gobernador  como  superior  del  Ayunta- 
miento en  el  orden  político  y  administrativo,  deduciéndose  que,  si  hubo- 
falta,  fué  administrativa;  que  el  cargo  de  Secretario  que  desempefiaba  Ja- 
lian  le  ponía  á  cubierto  de  cuanto  al  particular  pudiera  referirse,  pues  el 
art  126  de  la  ley  Municipal  fija  los  deberes  de  estos  funcionaricís,  y  de^ 
ellos  no  se  deduce  que  tengan  participación  alguna  en  la  materia  electoral, 
sino  en  cuanto  coadyuvan  á  los  actos  del  Ayuntamiento,  certificando  ellos 
para  darles  valides;  y  así  que  sirviendo  á  las  órdenes  del  Alcalde,  lo  máa 
que  pudo  cometer  sería  una  falta  administrativa,  que  á  dicha  Autoridad  ó 
al  Gobierno  tocaba  corregir. 

Sostenida  por  ambas  Autoridades  su  competencia,  se  dictó  el  Real  de- 
creto, que  en  su  parte  dispositiva  dice  anü 
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Viito  el  art.  172  de  la  ley  Electoral  de  20  de  Agosto  de  18' 
pone  qae  ctoda  falta  de  campli miento  de  las  obligacioaes  im| 
esta  ley  á  los  faacioDarios  públicos  en  las  elecciones  de  cnalq 
qae  en  la  misma  se  expresan,  será  castigada  con  la  pena  de  arr< 
malta  «de  260  á  2.600  pesetas  é  inhabilitación  temporal  para  d( 
liticoB»: 

Visto  el  art.  173  de  la  misma  ley,  qae  en  sa  caso  16  dice  < 
esta  falta  cel  Alcalde  ó  fancionario  público,  de  caalqaier  categ 
negare  ó  retardase  á  admitir  ó  dar  corso  á  reclamaciones  ele 
onalqnier  índole  ó  qae  rehusare  proveer  en  el  acto  al  qae  pre( 
damación  de  an  recibo  expresivo  de  sa  entrega,  annqae  no  lo 

Visto  el  cap.  6.o,  tít.  7.o,  libro  2.o  del  Código  penal,  que  d< 
tiga  los  delitos  de  anticipación,  prolongación  y  abandono  de  f  a 
blicas: 

Visto  el  art.  8. o  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  c 
prohibe  á  los  Gobernadores  suscitar  contiendas  de  competencl 
dos  criminales,  á  no  ser  qae  el  castigo  del  delito  ó  falta  haya 
vado  por  la  ley  á  los  fancionarios  de  la  Administración  ó  oai 
tad  de  la  misma  ley  deba  decidirse  por  la  Autoridad  admin 
gana  caestión  previa  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los  Tribi 
narios  ó  especiales  hayan  de  dictar: 
Considerando: 

!.<> .  Que  la  presente  contienda  jurisdiccional  se  ha  suscita 
tivo  de  la  causa  seguida  á  D.  Ensebio  Llórente  y  D.  Emilio 
calde  el  primero  y  Secretario  el  segundo  del  Aynntamienlo  d< 
Madrid,  por  haberse  ausentado,  sin  justificado  motivo,  de  la 
villa  durante  el  plazo  que  la  ley  Electoral  vigente  á  la  sazi! 
para  que  pudieran  hacerse  las  reclamaciones  contra  el  resultac 
don  municipal  que  se  habla  verificado  días  antes,  impidiend< 
secuencia,  el  ejercicio  de  tal  derecho  por  los  interesados,  y  ai 
haber  desempeñado  el  cargo  mayor  tiempo  que  el  legal: 

2.0  Que  los  referidos  hechos  pueden  constituir  delitos  defi 
disposiciones  legales  anteriormente  citadas,  y  cuyo  conocim 
ligo  corresponde  á  los  Tribunales  ordinarios: 

8.0  Que  no  existe  cuestión  alguna  previa  que  deba  ser  res 
Administración,  y  de  la  cual  dependa  el  fallo  que  los  Tribuna 
pronunciar,  no  siendo,  por  tanto,  éste  ano  de  los  casos  en  que 
don,  pueden  los  Gobernadores  promover  contiendas  de  con 
los  j nidos  criminales. 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Consejo  de  Ei 

no,  etc.;  vengo  en  declarar  que  no  ha  debido  suscitarse  esta  < 

Dado  en  Palacio  á  20  de  Noviembre  de  1892.  -María  Cristi 

sidente  del  Consejo  de  Ministros,  Antonio  Cánovas  del  Casti 

cada  en  la  Gaceta  de  80  de  Noviembre  de  1892.) 
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do  Díaz  Merrj,  D.  Luis  María  Lorente  y  D.  Luía  de  Urqnio- 
la,  relativa  á  derecho  de  excedencia  como  Oficiales  del  Con- 
sejo de  Estado.  14 

7  Sentencia  (15  de  Enero  de  lS92).'^Baneo  de  S$paña.  Beeau- 
dación  de  eontribueiones.—SB  absnelve  á  la  Administración  de 
la  demanda  interpuesta  á  nombre  del  Banco  de  Espafia  con- 
tra la  Real  orden  de  9  de  Jalio  de  1887,  relativa  á  la  prescrip- 
don  de  débitos  por  contribaciones  de  varios  pueblos  de  la 
provincia  de  Gaadalajara.  16 

8  Sentencia  (16  de  Enero  de  1 892  ).-~C[m<ra¿iftot  de  obroi 
púbUcas.  Abono  de  intere$e8  por  el  Estado,—8e  absuelve  á  la 
Administración  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Antonio 
Fernándes  y  Fernández  contra  la  Beal  orden  de  l.o  de  Di- 
ciembre de  1888,  relativa  al  abono  de  intereses  por  demora 
en  el  pago  de  obras  ejecutadas  en  el  lazareto  sudo  de  Lm 
Pedrosa  (Santander).  18 

9  Sentencia  (16  de  Enero  de  1B92),—Crédii08  contra  el  Eitado. 
Caducidad  de  crédito$,^Be  absuelve  á  la  Administración  de 
la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Antonio  Mercader 
7  otros  contra  la  Real  orden  de  22  de  Octubre  de  1884,  rela« 
tiva  á  la  caducidad  de  un  crédito.  20 

10  Benteneia  (16  de  Enero  de  1892), — Exeepcián  perentoria  dt 
ifUíompetencia  de  juritdicdán.  Facultades  regladas  de  hi  Admi* 
nistraMn.  Destino»  müitares.'-Qe  declara  improcedente  la  ex- 
cepción perentoria  de  incompetencia  de  jurisdicción,  y  se  re 
voca  la  Real  orden  de  27  de  Ma3ro  de  1887,  impugnada  por 
D.  Enrique  Enciso  de  la  Joya,  y  que  dispuso  el  regreso  del 
demandante  á  la  Península,  rdevándole  dd  cargo  de  Auditor 

de  Guerra  de  Filipinas.  21 

11  Sentencia  (18  de  Enero  de  1802). — Suspensián  de  un  Seere- 
torio  de  Ayuntamiento.  Abono  de  sueldos  durante  la  suspen- 
i«^.— Se  absuelve  á  la  Administradón  de  la  demanda  inter< 
puesta  á  nombre  de  D.  Garlos  Flores  Rollan  eontra  la  Beal 
orden  de  24  de  Abril  de  1889,  relativa  á  abono  4e  sueldos  y 
perjuicios  al  interesado  durante  su  destitadón  y  suspenslóii 

del  cargo  de  Secretario  dd  Ayuntamiento  de  Alm6néraleja.i    24 

12  Sentencia  (18  de  Enero  de  1892).— ^tfCNrao  de  atsada.  Im- 
puesto de  derechos  reales,^Be  revoca  la  Beal  orden  de  12  de 
Septiembre  de  1889,  impugnada  por  D.  José  María  Abad 
y  Jimeno,  relativa  á  la  improeedenda  de  un  recurso  de  sisada 
en  expediente  sobre  liquidadón  dd  impuesto  de  derechos 
reales.  26 

13  Sentencia  (19  de  Enero  de  1892).— Bten^  desawunrttMoéos. 
Nulidad  de  ífenta,—Be  contUma  la  Beal  («den  de  16  de  Oc- 
tubre de  1886,  impugnada  por  D.  Begino  Sanabria  y  Fuentes, 
relativa  á  la  nulidad  de  la  subasta  de  una  finca  desamorti- 
sada.  27 

14  Sentenda  (19  de  Enero  de  1992). ^Eaccspciones  de  la  des- 
amortitadón, — Se  confirma  la  Beal  orden  de  13  de  Abril  de 
1886,  impugnada  por  el  Ayuntamiento  de  Villalba  de  los  Ba- 
rros relativa  á  la  exoepdón  de  venta  del  monte  titulado  El 
Encinar.  28 

16    Sentenda  (20  de  Enero  de  1892).— ¿bM^spctonsf  perentorim^ 
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Desistimiento.  Canal  de  Isabel  II.  Indemnigación  de  perjuicios. 
—Be  revoca  la  Real  orden  de  2  de  Junio  de  ]8v0,  impugnada 
por  D.  Eustaquio  de  la  Cmz,  y  relativa  á  indi^mniziieión  de 
dafioa  causados  en  una  finca  de  la  propiedad  de  aquél  por  la 
rotara  de  una  cafiería  del  Canal  de  Isabel  U.  SO 

16  Sentencia  (20  de  Enero  de  IS92),— Deudas  de  los  pu^losu 
Compensación.  Resolución  previa  gubematira,--  Se  revoca,  en 
parte,  la  Real  orden  de  26  de  Enero  de  1889,  impugnada  por 
el  Ayuntamiento  de  El  Molar  y  referente  al  pago  de  débitos 
anteriores  á  1886-86.  81 

'  17  Sentencia  (20  de  Enero  de  1892).—  Cuerpo  pericial  de  Adua- 
nas. Posesión  de  idiomas.Se  confirma  la  Rea,]  orden  de  18 
de  Abril  de  1888,  impugnada  por  D.  Arturo  Galán  Moreno,  y 
por  la  cual  se  negó  valides  á  los  efectos  del  ascenso  por  con- 
curso en  el  Cuerpo  de  Aduanas  á  los  ezámnes  de  fianrés  é 
inglés  sufridos  por  el  interesado  en  el  Instituto  provincial 
de  Málaga.  88 

18  Sentencia  (21  de  Enero  de  IS92).— Aprovechamientos  de  pas- 
tos. Redención  de  aprovechamientos.— Be  revoca  la  Real  orden 
de  12  de  Enero  de  1886,  impugnada  por  D.  Eloy  Dcmínguex 
y  relativa  á  los  aprovechamientos  de  la  dehesa  Millar  del 
Moral  en  Badajoz.  84 

19  Sentencia  (21  de  Enero  de  1S92).— Excepción  de  venta.  Ca- 
pellanias  familiares  colativas.— Be  confirma  la  Real  orden  de 
17  de  Septiembre  de  1887,  impugnada  por  Dofia  María  Lato- 
rre-Pastor  y  otros,  relativa  á  la  excepción  de  venta  de  los  bie- 
nes de  cierta  capellanía.  86 

20  Sentencia  (21  de  Enero  de  IB9^).— Derecho  á  pensión.  Fa- 
llecimiento en  función  de  guerra. — Se  confirma  la  Real  orden 
de  22  de  Mayo  de  1889  impugnada  por  Dofia  Concepción 
Arana  y  relativa  á  derecho  á  pensión.  39 

21  Sentencia  (21  de  Enero  de  ÍS9'¿).— Renta  de  Aduanas.— 8e 
confirma  la  Real  orden  de  26  de  Septiembre  de  1888,  impug- 
nada por  D.  Juan  ^alncada  y  relativa  al  pago  de  derecho* 

de  Aduanas.  41 

^22  Sentencia  (21  de  Enero  de  Í69i).— Segregación  de  término» 
municipales.— Be  confirma  la  Real  orden  de  16  de  Septiem- 
bre de  1876  impugnada  por  el  Ayuntamiento  de  R^ocín.  42 

S8  Sentencia  (22  de  Enero  de  1892).  —  Aproverhomientos  de 
aguas.  Plago  para  acudir  álavia  contenciosa.  Nulidad  de  las 
actuaciones.—  Be  declara  nnla,  á  instancia  de  la  Administra- 
ción y  de  D.  Pedro  Ezcárraga  en  autos  con  el  Ayuntamiento 
de  Barbadillo  del  Mercado,  la  sentencia  dictada  por  la  Comi- 
sión provincial  de  Burgos  en  21  de  Julio  de  1886,  que  dejó 
sin  efecto  cierta  concesión  de  aguas  hecha  por  ef  Gobernador 
á  favor  de  dicho  Ezcárraga.  42 

114  Auto  (14  de  Febrero  de  1892). — Recurso  d£  aclaración.  Cos- 
tas.—Be  declara  no  haber  lugar  al  recurso  de  aclaración  inter- 
puesto á  nombre  de  D.  Pedro  Ezcárraga  contra  la  anterior 
sentencia  de  22  de  Enero  de  1892.  44 

36  Sentencia  (22  de  Enero  de  lS\i2).— Arrendatarios  de  con- 
$umos. — Se  confirma  la  sentencia  dictada  por  la  Comisión 
Itfovincial  de  Sevilla  en  27  de  Junio  de  1888,  en  autos  pro- 
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movidoi  por  D.  Migael  Jiménez  Mnríel,  arrendatario  del 
impneato  de  contamoa  de  Herrera,  sobre  liquidación  de 
onentaa  de  dicho  impuesto.  45 

26  Sentencia  (22  de  Enero  de  lS9%).Seale$  ordene*  que  cau- 
9an  e$tado. — Se  revoca  la  Real  orden  de  18  de  Septiembre  de 
1884  impugnada  por  D.  Pedro  Oasciaro  Lobato  y  relativa  á 
concesiones  de  terrenos  ganados  al  mar  en  el  puerto  de  Car- 
tagena. 49 

27  Sentencia  (22  de  Enero  de  1892).— Derec/io  á  pensión.  Pen- 
tianes  de  MotUq^.  Pensionei  del  Tesoro.— Se  confirma  la  Real 
orden  de  12  de  Octubre  de  1889,  impugnada  por  Doña  Je- 
susa Pulido  y  Alvares  sobre  derecho  á  pensión.  50 

28  Sentencia  (25  de  Enero  de  1892). — ClaseB  pasivas.  Revisión 
de  eacpedientes.—Se  declara  nula  la  Real  orden  de  21  de  Mar- 
zo de  1890,  impugnada  por  D.  José  María  Alonso  Navarro 
y  recaída  en  virtud  de  revisión  hecha  en  su  expediente  de 
jubilación.  52- 

29  Sentencia  (25  de  Enero  de  1892). — Contratos  públicos.  Pos- 
tores. Pérdida  de  la  fiansa.^Be  confirma  la  Real  orden  de 
27  de  Octubre  de  1882,  impugnada  por  D.  Antonio  del  Río 
y  Arango,  y  después  por  sus  herederos,  relativa  á  una  su- 
basta de  papel  cinta  para  el  ramo  de  Telégrafos.  53 

30  Auto  (25  de  Enero  de  lS92),'^Exeepciones  dilatorias.  Incom- 
petencia de  jurisdicción.  Resoluciones  de  carácter  general.  Po- 
testad discrecional  de  la  Administración.— Be  declara  proce- 
dente la  exepcción  dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdic- 
ción alegada  por  el  Fiscal,  en  pleito  promovido  por  D.  Ri- 
cardo Rodríguez  Alonso,  contra  Real  orden  del  Ministerio 
de  Fomento  de  28  de  Marzo  de  1891,  que  le  declaró  cesante 

en  el  cargo  de  Inspector  especial  de  ferrocarriles.  55^ 

31  Auto  (25  de  Enero  de  1892).— Excepciones  dilatorias.  Incom- 
petencia de  JHrisdiceión.  Defecto  legal  en  el  modo  de  proponer 
la  demanda.  Falta  de  derecho  vulnerado.— Se  declara  proce- 
dente la  excepción  dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción 
alegada  por  el  Fiscal,  en  pleito  promovido  por  D.  Gríspulo 
López  contra  Real  orden  de  21  de  Agosto  de  1889,  que  le  se* 
paró  del  cargo  de  Oficial  de  cuarta  clase  de  la  Administra- 
ción de  Propiedades  é  Loapuestos  de  Sevilla.  58 

82  Sentencia  (25  de  Enero  de  1992).-^ Maestros  de  escuela.  Sus- 
titución. Jubilación.—Se  confirma  la  Real  orden  de  17  de  Fe- 
brero de  1890  impugnada  por  D.  Francisco  Bonet  y  Esposa, 
que  le  declaró  jubilado  en  su  cargo  de  Maestro  de  escuela.      59 

33  Auto  (25  de  Enero  de  1892).^ Eau^pciones  dilatorias.  Incom- 
petencia de  Jurisdicción.  Resoluciones  confirmatorias  de  acuer- 
dos consentidos.—  Se  declara  procedente  la  excepción  dilato- 
ria de  incompetencia  de  jurisdicción  alegada  por  el  Fiscal,  en 
pleito  promovido  por  D.  Nicanor  Santo  Domingo  sobre  revo- 
cación de  la  Real  orden  del  Ministerio  de  la  Gobernación  de 
3  de  Abril  de  1891,  que  le  declaró  obligado  á  la  devolución 

de  ciertas  cantidades  al  Ayuntamiento  de  Ontoria  del  Pinar.      50 

34  Sentencia  (26  de  Enero  de  IS92).— Retracto  de  fincas  vendi- 
das por  débitos  de  contribuciones.— 8e  confirma  la  Real  orden 
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1890  impugnada  por  D.  Jorge  Montaner  y  Pod^  relativa  á  la 
devolución  de  las  2.000  peaetaa  con  que  aquel  redimió  ana 
interesea  del  aervicio  militar.  7§ 

[6  Sentencia  (80  de  Enero  de  1892).— Participes  legoi  en  diñt- 
moa.  Demandas  deducidas  fuera  de  plazo,— Qe  declara  la  in- 
competencia del  Tribunal  para  conocer  de  la  demanda  de- 
ducida á  nombre  de  Dofia  Salomó  García  y  García  aobre  re- 
vocación de  la  Real  orden  de  2  de  Mayo  de  1889,  relativa  á 
indemnisación  por  diezmoa.  71 

16  Sentencia  {30  de  Enero  de  1892).— Ssrmcto  müUar.  Beden- 
eión  á  metálieo.—Qtí  confirma  la  Real  orden  de  7  de  Junio  de 
18V0  impugnada  por  D.  Antonio  Tomáa  illberti,  relativa  á 
la  devolución  de  laa  2.000  peaetaa  con  qne  redimió  á  aa  hijo 
del  servicio  militar.  71 

i7  Sentencia  (30  de  Enero  de  1892). — Arhiirioe  mwíie^les, — 
Se  confirma  la  sentencia  diciada  por  el  Tribunal  provincial 
de  Navarra  en  pleito  promovido  por  D.  Euaebio  Migneloa 
contra  el  acuerdo  de  la  Diputación  provincial  de  aquella 
capital  de  16  de  Enero  de  1886,  qne  aprobó  el  impneato  es- 
tablecido por  el  Ayuntamiento  de  Gorella  de  una  peaeta  por 
cada  carga  de  uva  que  se  introdujera  en  esta  cindíad  proce- 
dente de  otra  joriadicción  municipal.  77 

18  Sentencia  (80  de  Enero  de  1892).— Sar^en^os  de  Infatiteria 
de  Marina.  Reales  órdenes  que  causan  estado,-— 8e  revoca  la 
Real  orden  de  17  de  Junio  de  1890  impugnada  por  D.  José 
Dnarie  y  otros  Sargentos  de  Infantería  de  Marina,  relativa 

á  su  ascenso  á  Oficiales.  78 

19  Sentencia  (30  de  Enero  de  1892).— Banco  de  Espolia.  Reemh 
dadores  de  contribuciones.  Apremios.— Se  confirma  la  Real  or- 
den de  10  de  Enero  de  1889,  relativa  al  apremio  seguido  con- 
tra varios  recaudadores  de  contribuciones  en  la  provincia  de 
Albacete.  80 

K)  Sentencia  (80  de  Enero  de  IS92).— -Secretarios  de  Ayunta- 
miento. Jubüaeiones.'-8e  revoca  la  Real  orden  de  4  de  Abril 
de  1889  impugnada  por  D.  Gil  Gallego  y  relativa  á  deredio  á 
jubilación  de  este  interesado  como  Secretario  del  Ayunta» 
miento  de  Castrobesa.  81 

>1  Sentencia  (80  de  Enero  de  1892).— T«¿^ono9.  Interpretacián 
de  los  contratos. — Se  confirma  la  Real  orden  de  7  de  Febrero 
de  1887,  relativa  á  la  inteligencia  del  contrato  de  arriendo 
de  la  red  telefónica  de  Barcelona,  é  impugnada  por  la  Socie- 
dad Espafiola  de  Electricidad.  88 

^2  Sentencia  (80  de  Enero  de  1892).  — Te/^^ofios.  Condiciones 
impuestas  á  los  abonados,— Se  confirma  la  Real  orden  de  8  de 
Septiembre  de  1890  impugnada  por  la  Sociedad  general  de 
Teléfonos  de  Madrid  y  relativa  á  la  duración  de  los  contra- 
tos de  los  abonados.  88 

^8  Sentencia  (l.o  de  Febrero  de  1892).— Closet  panvas.  Pensio- 
nes de  Montepío. — Se  confirma  la  Real  orden  de  6  de  Junio  de 
1886,  impugnada  por  Doíia  Benita  Ferreiro  y  por  la  que  se 
declaró  á  esta  interesada  sin  derecho  á  pensión  de  Monte- 
pío. »7 

S4    Sentencia  (4  de  Febrera  de  1892).— jBeso^ucúmet  que  < 
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€9tado.  DemandoB  dedueida$  fuera  de  plazo, — 8e  declara  nula 
la  tenteneia  diotada  por  la  Comiaión  proviDcial  de  Almería 
en  29  de  Octubre  de  1886,  apelada  por  el  Ayantamiento  de 
Laajar,  en  antoa  con  D.  Icaacio  Martines  Gotiérres.  8S 

66  Sentencia  (6  de  Febrero  de  189t). — Eoceepcione§  perentoria». 
Falta  de  per$onalidad,^8e  declara  procedente  la  excepción  de 
falta  de  peraonalidad  propneata  por  el  Flical  al  contestar  la 
demanda  dedoclda  por  la  Oompafiia  de  los  ferrocarriles  de 
Madrid  á  Oáceres  y  Portngal,  sobre  revocación  de  la  £eal  or- 
den de  26  de  Agosto  de  1890,  relativa  al  pago  de  derechos 
reales.  90 

■66  Sentencia  (6  da  Febrero  de  1892).— i^^eurtot  de  aleada. 
Acuerdee  de  las  Diputaeionei  provineiale».  Nombramiento  y  te- 
paraeión  de  loe  empleados  provineialeB.^Qe  revoca,  como  dio- 
tada con  incompetencia,  la  Real  orden  expedida  por  el  Mi- 
niaterio  de  la  Gobernación  en  14  de  Agosto  de  1890,  qne  dejó 
sin  efecto  el  acuerdo  de  la  Diputación  provincial  de  Zarago- 
la,  separando  del  sargo  de  Secretario  contador  de  los  esta* 
blécimientos  de  beneficencia  á  D.  Juan  lanardo,  é  impugna- 
da por  aquella  Oorporaoión.  91 

^7  Sentencia  (6  de  Febrero  de  1892). — Provisián  de  cátedra». 
Oatedrático»  de  Ultramar.— -Be  revoca  la  Real  orden  de  16  de 
Abril  de  1891,  qne  declaró  deaierto  el  concurso  para  la  provi- 
sión de  la  cátedra  de  Historia  critica  de  la  Medicina,  de  Ma- 
drid, imougnada  por  D.  ndefonso  Rodríguez.  98 

4íñ  Sentencia  (6  de  Febrero  de  1892).— Parcekt  sobrante»  de  la 
via  pública.  Acuerdo»  de  lo»  Ayuntamiento».  Becur»o»  de  aha* 
da.  jProvidencia»  de  lo»  Oobemadare».—8e  declara  nula  la  Real 
orden  de  13  de  Enero  de  1890  impugnada  por  D.  Manuel 
Alvares,  que  confirmó  un  acuerdo  del  Gobernador  de  Pon- 
tevedra revocatorio  de  unos  acuerdos  del  Ayuntamiento  de 
Salvatierra,  referentes  á  la  venta  de  una  parcela  sobrante  de 
la  via  pública.  M 

4S9  Sentencia  (8  de  Febrero  de  l992).^De»taeamento»  de  África. 
JMeetad  di»creeionaL  Indemnieaoián  de  perjuicio».  Oueetione» 
de  competenoia.^8e  absuelve  á  la  Administración  de  la  de- 
manda interpuesta  por  D.  Joaquín  Acufia  y  Gomes,  contra 
las  Reales  órdenes  del  Ministerio  de  la  Guerra  de  26  de  Fe- 
brero, 8  de  Abril  y  20  de  Julio  de  1887,  relativas  al  relevo 
de  las  guarniciones  de  África.  96 

^0  Auto  (9  de  Febrero  de  lS92).—Excepciane»  dilatoria».  Inoom- 
peteneia  de  fwiedieción.  Conngnación  en  arca»  del  TVaoro.— Se 
declara  procedente  la  excepción  dilatoria  de  incoippetencia 
de  jurisdicción  alegada  por  el  Fiscal,  en  pleito  promovido  por 
D.  Joaquín  de  Cárcer,  Marqués  de  Castellbell,  sobre  revoca- 
ción de  la  Real  orden  de  24  de  Julio  de  1891,  qne  le  obligó  á 
contribuir  á  cierto  reparto  vecinal,  acordado  por  el  Ayunta- 
miento de  San  Esteban.  *& 

61  Sentencia  (9  de  Febrero  de  1S92). —Médico»  titulare».  Ex- 
cepcione»  perentoria».  Betolnckme»  confirmatoria»  de  acuerdo» 
cotMcn^íiof.— Se  declara  procedente  la  «excepción  de  incomN 
potencia  de  jurisdicción  alegada  por  el  Fiscal  en  pleito  pro- 
movido por  D.  Vicente  Oasareá  y  Gonsález  y  otros,  sobre  re- 
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Tocación  de  la  Real  orden  de  18  de  Febrero  de  1885,  relati- 
va á  la  retponaabilidad  al  pago  de  loe  haberes  devengadoi 
por  el  Módico  titalar  de  Viana  del  Bollo,  D.  Olodio  Avila.         9» 

•2  Aato  (10  de  Febrero  de  1892). — Eoxepcione$  diiataria».  In- 
competencia de  jwrMieeián,  Betohtcimei  cw^írmiúoriaM  de 
otrae  onímoref .— Se  declara  proeedente  la  excepción  dilato- 
ria de  incompetencia  de  Joriadicción  alegada  por  el  Fiscal, 
en  pleito  promovido  por  D.  Antonio  Gnillón  Flores  sobre  re* 
vocación  de  la  Beal  orden  de  7  de  Diciembre  de  1890,  relati- 
va á  indemniaaoión  por  el  oficio  de  medidor  de  liqaidoe  de 
Sevilla.  100 

88  Sentencia  (10  de  Febrero  de  1892).~09nln5t«ctdfi  indiaMáL 
—Se  revoca  la  Real  orden  de  14  de  Noviembre  de  1884,  im- 
pugnada por  D.  Manael  Casanova  y  Agnilar,  relativa  al  pago 
de  la  contribución  industrial.  101 

84  Sentencia  (11  de  Febrero  de  l^^iy-^En^leadoe  de  la  Diree- 
eián  de  Penalee.  Besolucúmee  que  cauean  estado, — Se  revoca  la 
Real  orden  de  29  de  Agosto  de  1890,  impugnada  por  Don 
León  Teruel,  y  relativa  al  puesto  que  éste  debía  ocupar  en 

el  escalafón  del  Ouerpo  de  la  DirecÍHón  de  Penales.  103 

85  Sentencia  (11  de  Febrero  de  1892).-*.FWfulacion«t  de  ben^ 
eencia.  Bendición  de  cueniae.—Be  absuelve  á  la  Administra- 
ción de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Juan  Alviac 
7  Al  verá,  Rector  de  ia  parroquia  de  Maella,  sobre  revo- 
cación de  ia  Real  orden  de  20  de  Febrero  de  1890,  que  obli- 
gó á  dicho  interesado  á  rendir  cuentas  como  patrono  de  der 

ta  fundación.  104 

86  Sentencia  (12  de  Febrero  de  1892).— l^ecor^os  munmpak» 
Ccmtribucián  indmtrial  QoMtoe  de  co&rafisa.^6e  revoca  la 
Real  orden  de  28  de  Marso  de  1890,  impugnada  por  el  Banco 
Hipotecario  de  Espafia,  relativa  al  pago  de  recargos  sobre  la 
contribución  industrial  para  atenciones  monicipales  y  gastoi 
decobransa.  IOS 

87  Sentencia  ( 12  de  Febrero  de  1892).  ^dmtnbucián  indusMel 
-^Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  interpuei 
ta  por  D.  Ildefonso  Gonaáles  sobre  revocación  de  la  Real  or- 
den de  15  de  Diciembre  de  1886,  referente  al  pago  de  la  con- 
tribución industrial.  109 

68  Sentencia  (12  de  Febrero  de  1892).— -¿eítrof.— Se  absuelve 
á  la  Administración  de  la  demanda  deducida  por  D.  FrMíds- 
co  Tirado  Peres,  contra  la  Real  orden  del  Ministerio  de  la 
Guerra  de  19  de  Diciembre  de  1890,  por  la  que  se  concedió 

el  retiro  á  dicho  interesado.  ^^0 

69  Auto  (11  de  Marzo  de  1892).— ¿eetirM  de  ocfamcidn.— Se 
declara  no  haber  lugar  á  la  aclaración  de  la  anterior  senten- 
cia solicitada  por  el  representante  del  actor.  ^^ 

70  Sentencia  (12  de  Febrero  de  1892\— Tmjmflffo  de  dereckoe 
reales.  Fundaciones  benéficas, — Se  absuelve  á  la  Administra- 
ción de  la  demanda  interpuesta  por  la  Junta  de  compatro 
nos  del  Hospicio-asilo  de  la  Caridad  de  Rute,  sobre  revoca- 
sión  de  la  Real  orden  de  12  de  Julio  de  1881,  relativa  al  pago 
del  impuesto  de  dereclios  reales.  ^^ 

71  Sentencia  (18  de  Febrero  de  1892).— CWfiK»  periml  de 
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U  Real  orden  de  26  de  Abril  de  1891,  qae  negó  á  D.  Juan  de 
Iraola  y  Rivero  el  abono  de  loa  ocho  afloi  de  carrera.  ld(V 

80  Sentencia  (18  de  Febrero  de  1892).— Fen^u  de  bienes  naeio- 
nalee.  Abono  de  mejor om.  Nulidad  de  venia, — Se  revoca  la  Real 
orden  de  23  de  Ja  lio  de  1887  impognada  por  D.  Rosendo  Ro- 
drígaos, relativa  al  abono  de  mejoras  realisadas  en  ana  finca 
que  adquirió  del  Estado,  coya  venta  fnó  anulada.  IB^ 

81  Sentencia  (18  de  Febrero  de  l%92),^ Ferrocarriles.  Fianza» 
— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  deducida 
por  la  Compañía  denominada  del  Castillo  de  loa  Goardss 
contra  la  Real  orden  de  18  de  Julio  de  1888,  relativa  á  la  sus- 
pensión de  plaso  para  constituir  una  fiansa.  ÍZi 

82  Sentencia  (18  de  Febrero  de  1892).— ¿7eMfOS  desamorHzables. 
Prescripcián,  Denuncias  de  biefíes  del  Estado, — Se  revoca,  en 
parte,  á  instancia  del  Ayuntamiento  de  Madrid,  la  Real  or- 
den de  28  de  Mayo  de  1886,  relativa  á  la  denuncia  de  un 
censo.  lt$ 

88  Sentencia  19  de  Febrero  de  1892).— B^nto  de  Aduanas.  D& 
lito  de  defraudación.Se  confirma  la  Real  orden  de  18  de 
Mayo  de  1888,  relativa  al  pago  de  derechos  de  Aduans,  é 
impugnada  por  la  Compafiía  de  los  Ferrocarriles  del  Norte 
de  Espafia.  IS^ 

84  Sentencia  (20  de  Febrero  de  IS^^),— Incompatibilidad  de 
haberes.  Catedráticos.  Sustitutos  personales.— Se  revoca,  á  ins- 
tancia de  D.  Gregorio  Bernabé  Pedrazuela,  la  Real  orden  de 
7  de  Diciembre  de  1890,  relativa  á  compatibilidad  de  ha- 
beres. 141 

86  Sentencia  (22  de  Febrero  de  1893).— A&otio  de  sueldos.  Toma 
de  posesión.  Preconización.  Consagración.—Q^  absuelve  á  la 
Administración  de  la  demanda  deducida  por  D.  Valeriano 
Meaéades  Conde,  Obispo  auxiliar  del  Arzobispado  de  Tole- 
do, contra  Real  orden  de  6  de  Agosto  de  1889,  relativa  al  abo- 
no de  sueldos.  144 

88  Sentencia  (23  de  Febrero  de  1892).— ^«^rrocnmíet.— Se  ab- 
suelve á  la  Administración  general  del  Estado  de  la  demaa- 
da  deducida  por  la  Compafiía  de  los  ferrocarriles  de  Puerto 
Rico  contra  la  Real  orden  de  8  de  Febrero  de  1890,  relativa 
al  replanteo  de  un  trozo  de  dichos  ferrocarriles.  145 

87  Sentencia  (23  de  Febrero  de  1892).— Imptietto  de  derechos 
reales.  Recursos  deducidos  fuera  del  plaso  legal.  Alzadas.  ^Be 
absuelve  á  la  Administración  general  de  la  demanda  deduci- 
da por  el  Ayuntamiento  de  Madrid  sobre  pago  del  impuesto 

de  derechos  reales.  143 

88  Sentencia  (23  de  Febrero  de  1892).— OoiUra^os  de  servidos 
y  obras  públicas.  Aumento  de  precio  en  los  contratos.  Predas 
contradiclorios.—8Q  absuelve  á  la  Administración  de  la  de- 
manda interpuesta  por  D.  José  Arregni  y  Guerra  contra  la 
RtMÜ  orden  de  18  de  Febrero  de  1886,  relativa  á  la  fijación 

de  precio  contradictorio  para  ciertas  obras.  1^^ 

89  Sentencia  (23  de  Febrero  de  1892). — Contratos  de  servicios  y 
obras  públicas.  Pliegos  de  condiciones. — Se  revoca,  en  parte,  la 
Real  orden  de  l.o  de  Didembie  de  1886  impugnada  por  los 
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cedonaiioa  de  D.  Juan  Bantista  Laraerre,  relativa  á  la  reaci- 
aión  de  DO  contrato.  150 

90  Sentencia  (35  de  Febrero  de  1892). — Excepciones  perento- 
ria». Incompetencia  de  jurisdicción,  Orattficaciones  á  los  fun- 
cionarios públicos.  Servicios  especiales.  ^80  declara  la  incom- 
petencia del  Tribuna]  para  conocer  de  la  demanda  deducida 
á  nombre  de  D.  Manuel  Aneó  y  Arenas  contra  la  Real  orden 
de  31  de  Marzo  de  1886,  relativa  al  abono  de  bonorarioa  de- 
vengados por  aquél  en  cierta  comisión.  153- 

91  Sentencia  (25  de  Febrero  de  lS92),^Cr¿difos  contra  el  Es- 
tado, Caducidad  de  créditos  contra  el  Estado.  Bienes  defunda- 
cicnet  piadosas.  Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  de- 
manda deducida  á  nombre  de  D.  Juan  Siloniz,  Ministro  de 
la  Venerable  Orden  Tercera  de  Penitencia  de  San  Francisco 
«ontra  Real  orden  de  36  de  Diciembre  de  1882,  relativa  á  la 
Gonvei^eión  de  una  lámina.  154 

92  Sentencia  (26  de  Febrero  de  IS92). —Excepciones  perento- 
rias. Incompetencia  de  jurisdicción.  Resoluciones  que  causan 
estado.  Acuerdos  de  los  Ayuntamientos.— 8e  revoca  la  sen  ten- 
éis dictada  por  el  Tribunal  provincial  de  Madrid  en  19  de 
Mayo  de  1890,  declarando  en  su  lugar  la  incompetencia  de  la 
jurisdicción  contencioso -administrativa  para  conocer  del 
asunto,  en  autos  seguidos  por  la  Compañía  Madrileña  de 
Alumbrado  y  Calefacción  por  Gas  y  el  Ayuntamiento  de  Ma- 
drid, sobre  revocación  de  acuerdos  de  la  Corpcnración  mu- 
nicipal, relativos  al  tendido  de  cables  para  la  lúa  eléctrica.     15T 

93  'Sentencia  (26  de  Febrero  de  IS92).— Aprovechamieníos  comu- 
nales, ñ^flendón  de  aprovechamientos.  Dominio  útil.  Dominio 
directo.  Derecho  de  tanteo.— Qe  absuelve  á  la  Administración 
de  la  demanda  deducida  por  el  Ayuntamiento  de  Buñuel  con* 
ira  Real  orden  expedida  en  28  de  Diciembre  de  1888,  relativa 

á  la  redención  de  ciertos  aprovechamientos.  158 

94  Sentencia  (26  de  Febrero  de  IS92)— Contratos  de  servicios  y 
obras  publicas  municipales. — Se  confirma  la  sentencia  dictada 
en  10  de  Diciembre  de  1889  por  el  Tribunal  provincial  de 
Ciudad  Real,  en  autos  entre  el  Ayuntamiento  de  aquella  ciu- 
dad y  D.  Ángel  Chacón,  sobre  revocación  del  acuerdo  del  €ro- 
beraador  de  la  provincia  de  26  de  Octubre  de  1888,  que  dejó 
•in  efecto  otros  de  la  Corporación  municipal  referentes  al 
eontrato  de  construcción  de  casetas  que  habían  de  instalarse 

•n  la  plaza  pública  con  motivo  de  la  feria.  160 

95  Sentencia  {2(i  de  Febrero  de  IB92). —Excepciones  perentorias. 
Incompetencia  de  jurisdicción.  Reales  órdenes  confirmatoria»  de 
otra»  anteriores.  Empleados  de  Aduanas.  Sobreseimvmtos,  Abo- 
llo de  sueldos,  durante  la  oesantia.-^8e  revoca  la  Real  orden  de 
24  de  Junio  de  1889,  impugnada  por  D.  Eugenio  Cordero  Paz 
7  relativa  A  reposición  en  el  destino  que  el  interesado  des- 
empeñaba en  el  cuerpo  de  Aduanas.  164 

96  Sentencia  (27  de  Febrero  de  IS92),— Ferrocarriles.  Subvendo 
me», — Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  inter- 
puesta por  la  Compañía  del  ferrocarril  de  Salamanca  á  la 
la  frontera  portuguesa  contra  Real  orden  de  2  de  Junio  de 
1888,  que  redujo  la  subvención  oonoedida  á  dicha  linea.  166- 
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Sentencia  (20  de  Febrero  de  1892).— Crédito  contra  él  Ettaio. 
Convenían  de  eréditoi  contra  el  Éutado.  Abono  de  tnlerese».-* 
Se  abenelye  á  la  Administración  de  la  demanda  interpaeeta 
por  D.  Gonzalo  Sbarbi  v  Osnna,  contra  la  Beal  orden  de  27 
de  Marco  de  1882,  relativa  á  la  conversión  de  varios  créditos.  168 
)8  Sentencia  (29  de  Febrero  de  IS92), -^Contrümeión  indMttriaL 
Defraudactán  de  la  eontrtbncián  induitrú^-  Baolucián  previa 

"la  deman- 


Uva.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  deman- 
da interpuesta  por  D.  José  María  Conté  contra  ia  Beal  orden 
de  29  de  Febrero  de  1888,  relativa  al  pago  de  la  contribndón 
industrial.  170 

)9  Sentencia  (29  de  Febrero  de  IB92).— Servicio  miUiar.  Reden- 
ción á  metálico,— Be  absuelve  á  la  Administración  de  la  de- 
manda interpuesta  por  D.  Arnaldo  Munal  contra  la  Beal  or- 
den de  1.0  de  Mayo  de  1890,  relativa  á  la  devolación  de  las 
2.000  pesetas  con  que  se  redimió  del  servicio  militar,  hacién- 
dose iguales  declaraciones  á  las  oon tenidas  en  la  sentencia 
núm.  43,  inserta  en  la  pág.  78,  por  resultar  de  los  hechos  que 
Arnaldo  Munar  solicitó  en  81  de  Octubre  de  1890  que  se  le 
devolvieran  las  2.000  pesetas  que  habla  consignado  en  25  de 
Abril  de  1878  para  redimirse  del  servicio  militar  por  haber 
quedado  excedente  de  cupo  en  1879,  pretensión  que  fué  ne- 
gada por  Beal  orden  de  l.o  de  Mayo  de  1890.  ITI 

K)  Sentencia  (29  de  Febrero  de  1892).— 5emeio  nMtar.  Beden- 
cián  á  metalico.-^Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  de- 
manda interpuesta  por  Ángel  Argachal  contra  la  Beal  orden 
de  3  de  Junio  de  1890,  relativa  á  la  devolución  de  las  2.000 
pesetas  con  que  se  redimió  del  servicio  militar  y  se  hacen 
iguales  declaraciones  que  en  la  anterior  y  en  la  núm.  48  por 
resultar,  asimismo,  de  los  hechos  que  Ángel  Argachal  solicitó 
en  20  de  Febrero  de  1889  que  se  le  devolvieran  las  2.000 
pesetas  que  había  consignado  en  23  de  Junio  de  1877  para 
redimirse  del  servicio  militar,  en  atención  á  haber  quedado 
excedente  de  cupo  y  pasado  A  situación  de  recluta  disponi- 
ble en  8  de  Mayo  de  1879,  siéndole  negada  la  devolación 
por  la  Beal  orden  de  8  de  Junio  de  1890.  172 

1  Sentencia  (29  de  Febrero  de  1892).— iS^t^ióta  militar.  Be- 
dención  á  metálusc—Se  absuelve  á  la  Administración  de  la 
demanda  deducida  por  Evaristo  Orons,  contra  la  Beal  orden 
de  15  de  Noviembre  de  1890,  relativa  á  la  devolución  de  las 
2.000  pesetas  con  que  se  redimió  del  servicio  militar,  y  se 
hacen  las  mismas  declaraciones  que  en  las  dos  anteriores  y 
en  la  núm.  48  por  aparecer  asimismo  de  los  hechos  que 
Evaristo  Orons  solicitó  en  19  de  Febrero  de  1890  que  se  le 
devolvieran  las  2.000  pesetas  que  había  consignado  en  1879 
psra  redimirse  del  servicio  militar,  en  atención  á  haber  que- 
dado excedente  de  cupo  y  pasado  á  situación  de  recluta  dis- 
ponible en  21  de  Abril  de  1884,  pretensión  queje  fué  negada 
por  Beal  orden  de  16  de  Noviembre  de  1890.  172 

2  Sentencia  (29  de  Febrero  de  IB92). -^Ingenieros  de  Oaminoe^ 
Canales  y  Fuertos,  Supemumerarioa.  Suepeneián  de  empleo  y 
eneldo,  Comsob  criminales, — Oon  imposición  de  las  costas  al 
actor,  se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  deda- 
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dda  por  D.  Agustín  García  Oarmona  contra  la  Real  orden 
de  12  de  Oetobre  1889,  por  la  que  te  le  declara  sapemome- 
rario.  173 

103  Sentencia  (l.o  de  Biarso  de  lB92),^Ádmi$ión  de  la  demanda. 
Exeepoionei  perentorioM,  Incompetencia  dejuriidicción.  Cuerpo 
diplomúHeo.  AlquUere$  de  las  easoB-Legaísionea,  Se  declara 
improcedente  la  excepción  perentoria  de  incompetencia  de 
joriadicción,  y  ae  revoca  la  Real  orden  de  31  de  Agosto  de 
1886  impngnada  por  D  Manael  Pastor  y  Bedoya,  qne  le  negó 
el  abono  del  alquiler  de  la  casa  ocnpada  por  la  Legación  de 
España  en  el  Japón.  174 

104  Sentencia  (3  de  Marso  de  1893).— Mnot.  Conceiiones  mine- 
ras, Bectiftcaeión  de  pertenencias. ^8e  absuelve  á  la  Admi- 
nistración de  la  demanda  por  D.  Ángel  Fernández  Zamora 
contra  la  Real  orden  de  8  de  Abril  de  1889,  relativa  á  la 
demarcadón  de  la  mina  Vicenta^  en  término  de  Lorca,  pro- 
vincia de  Murcia.  11 1 

105  Sentencia  (3  de  Manso  de  IS92).^  JShícepciones  perentorias. 
Incompetencia  de  jurisdicción.  Éeales  órdenes  reproducción  de 
otras  anteriores.  Créditos  contra  el  Estado.  Caducidad  de  cré- 
ditos,—8e  declara  la  incompetencia  del  Tribunal  para  cono- 
cer de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Faustino 
Bias  de  Velasco  contra  la  Real  orden  de  31  de  Marzo  de  1890, 
relativa  á  la  caducidad  dé  una  certificación  de  Deuda  con 
solidada.  177 

106  Sentencia  (3  de  Marso  de  ÍB9T).— Excepciones  perentorias. 
Incompetencia  de  jurisdicción.  Reales  órdenes  reproducción  de 
otras  anteriores,Se  declara  la  incompetencia  del  Tribunal 
para  conocer  de  la  demanda  promovida  á  nombre  del  Banco 
de  España  contra  la  Real  orden  de  33  de  Agosto  «le  1889,  de- 
negatoria del  procedimiento  de  apremio  contra  un  recauda- 
dorde  Contribuciones.  178 

107  Sentencia  (3  de  Marzo  de  IB92). -- Catedráticos.  Provisión 
de  Cátedras.—Qe  revoca,  á  instancia  de  D.  Arturo  de  Redon- 
do, la  Real  orden  de  19  de  Febrero  de  1891,  por  la  que  se 
nombró  Catedrático  de  Patología  médica  de  la  Universidad 
Central  á  D.  Amallo  Jimeno.  179 

108  Sentencia  (8  de  Marzo  de  1893).^  Contribución  de  consu- 
mos. Defraudación  de  la  contribución  de  consumos, — Se  absuel- 
ve á  la  Administración  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Il- 
defonso Ortega  contra  la  orden  de  la  Dirección  de  Contri- 
buciones indirectas  de  11  de  Marso  de  1890,  relativa  á  la  de- 
fraudación del  impuesto  de  consumos.  181 

109  Sentencia  (4  de  Marzo  de  1893). — Excepciones  perentorias. 
Incompetencia  deiurisdiodón.  Insi/^ciencia  de  poder.  Recursos 
deducidos  fuera  de  plazo  legal.  —Se  declara  procedente  la  ex- 
cepción de  incompetencia  de  jurisdicción,  alegada  como  pe* 
rentoria  por  el  Fiscal  en  pleito  promovido  por  D.  Manuel 
Baillo,  gerente  de  la  sociedad  salineri^de  Pinilla,  contra  la 
Real  orden  de  l.o  de  Enero  de  1889,  relativa  á  la  concesión 

de  la  mina  Santa  Marta,  en  la  provincia  de  Albacete.  183 

110  Sentencia  (4  de  Marzo  de  lB92),-^Contribución  de  consumos. 
Arrendamiento  de  los  consumos.-^&e  absuelve  á  la  Adminis 
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tación  de  la  demanda  dedacida  á  nombre  de  D.  Mariano  Co- 
lubi,  contra  la  Beal  orden  de  16  de  Octabrede  1869,  relativa 
al  arrendamiento  del  impuesto  de  cousamoa  en  Badajos.  184 

111  Sentencia  (4  de  Marzo  de  1892).— (7rttf  de  San  Femando. 
Abonos  por  Uu  Cajas  de  Ultramar.  Aumento  de  peso  fuerte  por 
escudo.— Bq  absaelve  á  la  Admíniatración  de  la  demanda  de- 
ducida por  D.  Eugenio  Aguilar  y  Qalindo  contra  la  Beal  or- 
den de  81  de  Ag08to.de  1888|  por  la  que  ae  diapoao  que  ae 
abonase  al  recurrente  sin  aumento  alguno  la  penaión  anual 
de  2.600  peaetaa  que  le  correspondía  por  hallarse  en  posesión 

de  la  cruz  de  segunda  claae  de  San  Fernando.  187 

112  Sentencia  (8  de  Marzo  de  l^^T^.-^NuUdad  de  venta  de  bienes 
nacionales.  Derechos  de  carácter  civi/.— Se  revoca  la  Beal  or- 
den de  28  de  Mayo  de  1885  impugnada  por  Dofia  Candína 
Arguelles  y  otros,  relativa  á  la  nulidad  de  una  venta.  188 

118  Sentencia  (8  de  Marzo  de  \%W)*— Asuntos  de  la  exeluekfa 
competencia  de  los  Ayuntamientos.  Acuerdos  de  los  Ayunta- 
mientos, Resoluciones  que  eausan  estado.— 8e  absaelve  á  la 
Administración  general  del  Estado  de  la  demanda  inter- 
puesta por  el  Ayuntamiento  de  Málaga  contra  la  Beal  orden 
de  17  de  Diciembre  de  1887,  que  declaró  extemporáneo  cierto 
recurso  de  alzada.  190 

114  Sentencia  (8  de  Marzo  de  ÍS9^).— Excepciones  perentorias 
Incompetencia  de  jurisdicción.  FormaUeacián  de  la  demanda, — 
Se  declara  la  incompetencia  del  Tribunal  para  conocer  de  la 
demanda  interpuesta  por  el  Cabildo  Catedral  de  Cuenca  con- 
tra laBeal  orden  de  8  de  Julio  de  1885^  relativa  al  abono  de 
los  intereses  de  unas  láminas.  191 

116  Sentencia  (8  de  Marzo  de  1892).— JBento  de  Aduanas,  Cerúlea- 
dos  de  origen.— 8e  absuelve  á  la  Administración  de  la  deman* 
manda  interpuesta  á  nombre  de  la  Sociedad  A.  Conrad  y 
Compafiia,  de  Bilbao,  contra  la  Beal  orden  de  9  de  Mayo  de 
1890,  relativa  al  aforo  de  ana  partida  de  cacao.  198 

116  Sentencia  (10  de  Marzo  de  IS92). -^Intereses,  Abono  de  in- 
tereses por  el  Estado.— Se  abaoelve  á  la  Administración  de 
la  demanda  deducida  por  D.  Eugenio  Bomillo  contra  la  Beal 
orden  de  17  de  Marzo  de  1887,  por  la  cual  se  desestimó  la 
reclamación  de  intereses  por  el  capital  de  mejoras  que  íaó 
reconocido  al  demandante  como  consecuencia  de  la  naUdad 

de  venta  de  cierta  finca  comprada  al  Estado.  194 

117  Sentencia  (10  de  Marzo  de  1892).— Iti^eiiierof  de  Oammos, 
Canales  y  Puertos.  Correcciones  disciplinarias.  Potestad  Os- 
crecional—Se  declara  la  incompetencia  del  Tibunal  para  la 
de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Enrique  Lagasca  como 
heredero  de  D.  Francisco  Lagasca,  Inspector  general  del 
Cuerpo  de  Ingenieros  de  Caminos  contra  la  Beal  orden  de  9 
de  Diciembre  de  1884,  por  la  que  se  disposo  la  saspensión 
de  empleo  y  sueldo  de  dicho  Inspector  por  el  tiempo  de  seis 
meses.  195 

118  Sentencia  (11  de  Mafzo  de  1892). — Escalqfón  de  la  carrera 
judicial,— 8e  absuelve  á  la  Administración  de  las  demandas 
interpuestas  por  D.  Segismundo  Carrasco  y  D.  Tomás  Gú- 

dal,  contra  el  Beal  decreto  de  20  de  Octabrede  1890.  19ft 
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119  Sentencia  (11  de  Mano  de  1892).— Oftroa  públicat  (ferro- 
carriles), — 8e  declara  improcedente  la  excepción  perentoria 
de  falta  de  personalidad  legada  por  el  Fiacal,  y  se  revoca  la 
Real  orden  de  8  de  Octubre  de  1890,  impugnada  por  la  So- 
ciedad Manila  Bailway  Gompany  Limited.  199 

120  Sentencia  (U  de  Marzo  -de  IS92).^ Cuerpo  Juridico-müitar. 
—Se  absaeWe  á  la  Adminiítración  de  la  demanda  interpues. 
ta  por  D.  Jnan  Morera  contra  la  Beal  orden  de  20  de  Noviem- 
bre de  1890.  200 

121  Sentencia  (15  de  Marzo  de  1892).— Cbn«Mtnos  (adeudos), — 
Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  interpaeeta 
por  D.  Nicandro  Fariña  contra  la  Beal  orden  de  2S  de  Jnnio 

de  1890.  202 

122  Sentencia  (16  deMarzo  de  1892).— Consumas  (arrendamMn- 
to^.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  inter- 
puesta por  D.  Doroteo  Manteóla  contra  la  Beal  orden  de  18 

de  Septiembre  de  1889.  203 

128  Sentencia  (16  de  Marzo  de  l%^2).— Aduana»  (defraudación)^ 
— Se  revocan  dos  Beales  órdenes  de  12  de  Febrero  de  1890. 
impugnadas  por  la  Compañía  de  ferrocarriles  de  Madrid  á 
Zaragoza  y  Alicante.  205 

124  Sentencia  (16  de  Marzo  de  1892).— jBtettfs  de  propios.  Nuli- 
dad de  venta,— &e  confirma,  en  parte,  la  Beal  orden  de  2  de 
Jnnio  de  1886,  impugnada  por  D.  José  Fuentes.  2^07 

.126  Sentencia  (16  de  Marzo  de  lS92),Sxcepcione8  perentorias. 
Falta  de  pirsonaUdad. — Se  declara  procedente  la  propuesta 
por  el  Fiscal  en  el  pleito  promovido  por  D.  Basilio  del  Ca- 
mino y  Hermanos  contra  la  Beal  orden  de  21  de  Marzo  de 
1890.  207 

126  Auto  ^16  de  Marzo  de  lS92).—Excqmones  dilatorias.  Incom- 
petencia de  jurisdicción,— &e  declara  procedente .  la  opuesta 
por  el  Fiscal  á  la  demanda  del  Marqués  de  Bedmar  contra 

la  Beal  orden  de  24  de  Enero  de  1891.  209 

127  Auto  (17  de  Marzo  de  lS92).Sxeepciones  dilatorias,  Inoom 
petencta  de  jurisdicción.Se  declara  procedente  la  opuesta 
por  el  Fiscal  á  la  demanda  de  D.  Narciso  XJllastres  y  otro 
contra  el  Beal  decreto  de  20  de  Marzo  de  1891.  210 

128  Sentencia  (17  de  Marzo  de  1S92).— Aduanas  (dtfraudación), 
—Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  interpues- 
ta por  D.  Bernardo  Soubré  contra  la  Beal  orden  de  28  de 
Abril  de  1887.  211 

129  Sentencia  (17  de  Marzo  de  1892).— Ifareas  de  fábrica  (ims 
ert>cidn>.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda 
interpuesta  por  D.  Francisco  Sánebes  Galnares  contra  la  Beal 
orden  de  23  de  Agosto  de  1890.  213 

180  Sentencia  (17  de  Marzo  de  1892).— j^niacíones  henificas, 
Betfersián  de  bienes.—Se  revoca,  en  parte,  la  Beal  orden  de 
17  de  Marzo  de  1888,  impugnada  por  el  Duque  de  Fernán 
Núfiez.  214 

181  Auto  (17  de  Marzo  de  1892).— jSvoepcúmet  dilatorias.  Incom- 
petencia de  furisdiedón.'^Se  declara  procedente  la  opuesta 
por  el  Fiscal  á  la  demanda  de  D.  Manuel  Julbe  contra  la  Beal 
orden  de  6  de  Julio  de  1891.  216 
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1S3  Aato  (17  de  Mano  de  1892).— JBasoirpeione»  cltZatoriot.  Jfieom- 
jpefeMcia  de  jurindicción^—Qe  declara  procedente  la  alegada 
por  el  Fiscal  en  la  demanda  de  la  Oondeaa  de  TorrécaéUar 
contra  la  Real  orden  de  27  de  Mayo  de  1891.  216^ 

188  Sentencia  (18  de  Marzo  de  1892).— Btaief  exceptmdos  de  la 
de$amartíMaeión.  Ckq>ellan{a$,  —  Ser  declara  incompetente  el 
Tri banal  contencioso  para  conocer  de  la  demanda  de  Dofia 
Mercedes  Molina,  contra  la  Real  orden  de  10  de  Marco  de 
1888.  318 

184  Sentencia  (18  de  Mano  de  ÍS9%), --Expropiación  forsoea.^ 
Se  revócala  Real  orden  de  81  de  Diciembre  de  1886  impug- 
nada por  D.  Jorge  Loring.  31^ 

1S6  Sentencia  (18  de  Manso  de  1892).— Cop^Jtofíios.  Suspenmán 
de  Fatrono.—Se  revoca  la  Real  orden  de  8C  de  Janio  de  1890, 
impugnada  por  D.  Felipe  Galbán.  330 

186  Sentencia  (18  de  Mano  de  1892).— i^^tm^mi^n^os  (etrntra 
ios).— Se  revoca  la  sentencia  de  la  Comisión  provincial  de 
Pontevedra  apelada  por  el  Ayuntamiento  de  Vigo  y  por  Don 
Francisco  Saunier.  333 

187  Sentencia  (18  de  Mano  de  1892).  <  CUuei  pasivoi.  Pendan 
del  TeBoro.—Qe  revoca  la  Real  orden  de  8  de  Mayo  de  1890 
impugnada  por  Dofia  Aurora  Blanco  y  Trigueros.  33t 

188  Sentencia  (18  de  Marzo  de  1892).  — Jb^Cé^ciones  perento- 
rias. Incompetencia  de  juri$diicción, — Se  declara  procedente  la 
opuesta  por  el  Fiscal  á  la  demanda  de  D.  Francisco  Ramón 
Bau  contra  la  Real  orden  de  19  de  Febrero  de  1890.  33i 

189  Sentencia  (2r  de  Marzo  de  lB92),'—EoDcepcione$  perentoria. 
Incompetencia  de  juriedicción,  —  Se  declara  procedente  la 
opuesta  por  el  Fiscal  en  la  demanda  de  D.  Toribio  Sánchei 
contra  la  Real  orden  de  18  de  Agosto  de  1888.  335 

140  Sentencia  (22  de  Mano  de  lS9%).Sxoepcione8  perentoriai. 
Incompetencia  de  juriidiecián,  —  Se  declara  procedente  la 
opuesta  por  el  Fiscal  á  la  demanda  de  D.  Julián  Rafols,  con- 
tra la  Real  orden  de  14  de  Julio  de  1890.  33^ 

141  Sentencia  (22  de  Mano  de  1892).— JETa^t^tioios  dd  l^ército. 
Devolueián  de  cantidad,— 8e  absuelve  á  la  Administración  de 
la  demanda  de  D.  Camilo  Paradela  contra  la  Real  orden  de 

8  de  Jnnio  de  1887.  335 

142  Sentencia  (23  de  Marzo  de  1892).— 2\m&re  del  Aftzdo.-'-Se 
revoca,  en  parte,  la  Real  orden  de  14  de  Julio  de  1887,  im- 
pugnada por  la  Compañía  de  los  Caminos  de  hierro  del 
Norte.  338 

148  Sentencia  (28  de  Mano  de  1892).— ilduanat  ((tf oros), -Se 
absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  la  Compafiía 
de  los  ferrocarriles  del  Norte  contra  la  Real  orden  de  10  de 
Enero  de  1884.  230 

144  Sentencia  (24  de  Mano  de  1892).— Censos  (redenciM.Se 
absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Cecilio 
Francisco  Aiea  contra  la  Real  orden  de  4  de  Agosto  de  1887.    380^ 

145  Auto  (24  de  Mano  de  1892).— jE^MX^potones  dilatorias.  Incmn- 
petencia  de  jurisdicción, — Se  declara  improcedente  la  opuesta 
por  el  Fiscal  á  la  demanda  de  D.  Camilo  García,  contra  la 
Real  orden  de  19  de  Octubre  de  1891.  281 
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146  Aoto  (34  de  Mano  de  lS92).—Eoceep€Ume$  diUdarias.  Ineami 
peiencia  de  juri$diceián,'-8e  declara  improcedente  la  opaealá 
por  el  Fiscal  á  la  demanda  del  Ayuntamiento  de  Santos  de 

la  Hamoea  contra  la  Real  orden  de  24  de  Abril  de  1891.  2S9 

147  Anto  (24  de  Mano  de  IB^iy—Eoocfj^cianes  dUatorias.  Ineam- 
petenda  de  jurisdieeián, — Se  declara  procedente  la  opneata 
por  el  Fiscal  á  la  demandado  D.  Garlea  Lópea  Bolafioa  con- 
tra la  Beal  orden  de  26  de  Septiembre  de  1891.  28 1 

148  Sentencia  (24  de  Mario  de  ÍS^^y-^Apelaeión  de  acuerdo  gu- 
hemativo.'-Qe  revoca  la  Beal  orden  de  1.^  de  Octabre  de 
1889  impugnada  por  D.  Santos  García.  2S4 

149  Sentencia  (24  de  Marso  de  1892). — Ckue$  pasipoM  (derecho  á 
peH9Íán),—Qe  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda 
de  Dofia  Jo4qoina  Sans  j  otras,  contra  la  Real  orden  de  18 

de  Diciembre  de  1892.  Stt 

160  Anto  (24  de  Mano  de  1892).— jSbM^cton^t  düatorioi.  Dtfeo- 
to  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda, — Se  declan  pro- 
cedente la  opnesta  por  el  Fiscal  á  la  demanda  de  D.  Rafael 
Benvennty  contn  la  Real  orden  de  27  de  Bnero  de  1891.  288 

161  Sentencia  (26  de  Mano  de  1992),^Contribueionei.  Expedi- 
ción de  reeUfCB  duplicadoe^Se  absuelve  á  la  AdministraÍBÍ6n 
de  la  demanda  del  Banco  de  Espafia  contn  la  Real  orden  de 

12  de  Julio  de  1887.  289 

162  Sentencia  (26  de  Mano  de  1892).  — JPVfunonaWos  púhlieoc. 
Abono  de  haheree  y  tiempo  de  iervido^—Qe  absuelve  á  la  Ad- 
ministración de  la  demanda  de  D.  Andrés  Eduardo  Blasoo 
contn  la  Beal  orden  de  9  de  Marzo  de  1888.  240 

168  Sentencia  (26  de  Mano  de  1892).  —  Deeamortigaeián,  Per- 
nmtación  de  bienec-Se  absuelve  á  la  Administración  de  la 
demanda  del  Capítulo  Eclesiástico  de  Oraus  contn  la  Real 
orden  de  21  de  Julio  de  1890.  241 

164  Sentencia  (29  de  Marzo  de  1692).-- Propiedad  induitriai. 
Marca  de  fábrica.—So  absuelve  á  la  Administración  de  la 
demanda  de  la  razón  social  Menóndes  Villar  y  Oompafiía 
.    contra  la  Beal  orden  de  16  de  Noviembre  de  1889.  242 

166  Sentencia  (29  de  Marso  de  IS92), ^OJMale$  de  Marina.  Mo- 
jara de  retiro.— Qe  absuelve  á  la  Administración  de  la  de- 
manda deD.  Melchor  Gastón,  D.  Joaquín  Gamlda,  D.  Eduar- 
do Garay  y  D.  Francisco  Carrasco  contn  las  Beales  órdenes 
de  2  de  Abril  y  28  de  Mayo  de  1889.  248 

166  Sentencia  (80  de  Mano  de  1892).— Ciases  pacivai,  JMla- 
ción.—Se  revoca  la  Beal  orden  de  4  de  Agosto  de  1891,  im- 
pugnada por  D.  Pedro  Moreno.  246 

167  Sentencia  (80  de  Marso  de  1892).— Jm|mes<o  de  dereohoo  reor 
lee  (premio  de  denuncia).^8e  revoca  la  Beal  orden  de  28  de 
Diciembre  de  1890  impugnada  por  la  Diputación  del  Hospi- 
tal de  la  Santisima  Trinidad  de  Salamanea.  247 

168  Sentencia  (81  de  Marzo  de  1892).— DesamoHtfiícidn.  Exc^ 
don  de  v«tito.— Se  revoca  la  Beal  orden  de  27  de  Septiembre 

de  1886,  impugnada  por  el  Ayuntamiento  de  Velada.  249 

169  Sentencia  (81  de  Marso  de  1892).— jBÍ0fi«f  del  Eetado,  NuH- 
dad  de  vmto.— Se  revoca  la  Beal  orden  de  17  de  Septiembre 

de  1887,  impugnada  por  D.  Antonio  Montagut.  260 
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160  Sentencia  (di  de  Marzo  de  IS92). —De$amortigación  (excep- 
ción de  venta). — Se  revoca  la  Real  orden  de  8  de  Agosto  de 
1887  impugnada  por  D.  Mannel  Rivera.  361 

1  Sentencia  (1.^  de  Abril  de  l^^^y-^-Exeepaoncs  perentoriau. 
Falta  de  personalidad, — Se  declara  procedente  la  opuesta  por 
el  Fiscal  á  la  demanda  de  la  Compañía  de  los  Ferrocarriles  de 
Madrid  á  Cáceres  y  Portogal,  contra  la  Real  orden  de  22  de 
JaUo  de  1890.  263 

2  Sentencia  (l.o  de  Abril  de  1892).— .fibceepcionct  perentorias. 
Incompetencia  de  jurisdicción.  —-  Se  declara  la  del  Tribunal 
ontencioso  para  conocerde  U  demanda  de  D.  Joaquín  de  Car- 

cer  contra  la  Real  orden  de  22  de  Octubre  de  1890.  36S 

3  Auto  (6  de  Abril  de  1892).— .E^epctone»  dilatorias.  Incompe- 
tencia de  jurisdicción. — Se  declara  improeedente  la  opuesta 
por  el  Fiscal  á  la  demanda  del  Ayuntamiento  de  Ciceres  con- 
tra la  Real  orden  de  28  de  Abril  de  1890.  354 

4  Sentencia  (6  de  Abril  de  1S92).— Consumos  (adcudo).-'B9 
absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Ignacio 
Anguiano  contra  la  Real  orden  de  16  de  Marzo  de  1888.  355 

;6  Auto  (6  de  Abril  de  lS92).-'Ex€epciones  dilatorias.  Inoompe- 
tonda  de  jurisdicción. — Se  declara  procedente  la  opuesta  por 
el  Fiscal  á  la  demanda  de  la  Sociedad  El  Crédito  Espafiol 
contra  la  Real  orden  de  6  de  Septiembre  de  1890.  '^^ 

»6  Auto  (6  de  Abril  de  lS92).'-'Bxcepcionos  dilatorias.  Incom 
potencia  de  jurisdicción. — Se  confirma,  en  parte,  un  auto  del 
Tribunal  provincial  de  Barcelona,  apelado  por  D.  José  Vila- 
seca  y  otro  en  pleito  contra  la  Diputación  provincial  de  aque* 
lia  capital,  sobre  indemnización  de  dafios  y  perjuicios.  3^' 

\7  Sentencia  (6  de  Abril  de  1892).— Ji«ro«  (caducidad).-^  Se  ab- 
.  suelve  á  la  Administración  de  la  demanda  del  Ayunta- 
miento de  Alcaraz  contra  la  Real  orden  de  19  de  Noviembre 
de  1880.  .    ^^^ 

\S  Sentencia  (6  de  Abril  de  1 892). -vCbnttimot  (adeudo).^S^ 
revoca  la  Real  orden  de  8  de  Abril  de  1886  impugnada  por 
D.  José  López  y  otros.  ^^" 

>9  Sentencia  (7  de  Abril  de  IS^^).— Aprovechamiento  forestal 
(redención).'^Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  deman- 
da de  D.  Manuel  López  contra  la  Real  orden  de  25  de  Junio 
de  1887.  263 

JO  Sentencia  (7  de  Abril  de  1892).—  Oontrihuciones.  Partidas 
faUidas.'Se  revoca  la  Real  orden  de  28  de  Febrero  de  1889, 
impugnada  por  el  Banco  de  Espafia.  ^^^ 

1\  Sentencia  (7  de  Abril  de  \^^2).^ Desamortización  (nulidad 
deventay^Se  revoca,  en  parte,  la  Real  orden  de  19  de  Agoito 
de  1886,  impugnada  por  D.  Joan  Soldevilla,  como  apoderado 
de  Dofia  Francisca  García  y  Don  Juan  Villalón.  .    ^^ 

r2  Sentencia  (7  de  Abril  de  1892).— jBifn^s  de  propios.  If^ 
dad  de  venta.-^8e  revoca,  en  parte,  la  Real  orden  de  16  de 
JuHo  de  1889  impugnada  por  D.  Francisco  Domínguez.  ^^^ 

rs  Auto  (7  de  Abril  de  1892). — Excepciones  dilatorias.  Inem- 
potencia  de  jurisdioción.'^ée  declara  procedente  la  opuesta 
por  el  Fiscal  á  la  damanda  de  E.  Carlos  Félix  de  Losa  contri 
la  Real  orden  de  21  de  Abril  de  1891. 


36T 
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174  Aato  (7  de  Abril  de  1892),— Excepciones  dilatorias.  Incom- 
petencia de  4urÍ9diceión.Se  declara  procedente  la  opaeata 
por  el  Fiacaf  á  la  demanda  de  D.  Antonio  Senderos  contra  la 
Beal  orden  de  2  de  Diciembre  de  1890.  268 

175  Sentencia  (8  de  Abril  de  IS92). —Oréditoi  contra  el  Estadé 
($umim8tro$).—Be  absuelve  á  la  Administración  de  la  deman- 
da de  D.  Manuel  Trollenque  contra  la  Real  orden  de  29  de 
Enero  de  1891.  268 

176  Sentencia  (8  de  Abril  de  1892).—' Aduanas  (crforOs).—Be  áb- 
snelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  la  Sociedad 
Calandre  y  Lizana  contra  la  Real  orden  de  7  de  Janio  de 
1886.       /  269 

177  Sentencia  (8  de  Abril  de  IS92).  — Excepciones  perentorias, 
Imeompetencia  de  jurisdiecián, — Se  declara  la  de  la  jariisdicción 
contenciosoadministrativa  para  conocer  de  la  demanda  de 
la  Gompafifa  de  los  Caminos  de  bierro  del  Norte  contra  la 
Real  orden  de  24  de  Noviembre  de  1890.  271 

178  Sentencia  (8  de  Abril  de  1S92).— Clases  pasivas.  Derecho  á 
pensión.— Be  absnelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de 
Dofia  Antonia  Mirasol  de  la  Cámara  y  otras  contra  la  Real 
orden  de  29  de  Octubre  de  1890.  272 

179  Sentencia  (8  de  Abril  de  1892).— Montepío  militar.  Derecho 
á pensión.— Be  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda 
de  Dofia  Emilia  Herrero  contra  la  Real  orden  de  4  de  Julio 

de  1891.  274 

180  Sentencia  (9  de  Abril  de  1892).  —  Excepciones  perentorias. 
Incompetencia  de  jurisdicción.— 8e  declara  la  del  Tribunal  de 
de  lo  Contencioso  administrativo  para  conocer  de  la  deman- 
da de  Dofla  Elvira  Snárez  contra  la  Real  orden  de  27  de  No- 
viembre de  1889.  277 

181  Sentencia  (11  de  Abril  de  1892).  •  Excepciones  perentorias. 
Ineompeteneia  de  jurisdicción.  — Se  declara  la  del  Tribunal 
para  conocer  de  la  demanda  de  D.  Juan  Fábregas  contra  la 
Real  orden  de  8  de  Mayo  de  1889.  278 

182  Sentencia  (12  de  Abril  de  1S92).— Ferrocarriles  (obras).'^Se 
absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  la  Compafiía 
de  los  ferrocarriles  de  Puerto  Rico  contra  la  Real  orden  de 

20  de  Abril  de  1890.  279 

188  Sentencia  (12  de  Abril  de  1892).— O^ros  públicas.  Indemni- 
sadón  de  dafos.—Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  de- 
manda de  D.  Antonio  Zayas  contra  la  Real  orden  de  1.**  de 
Diciembre  de  1890.  280 

184  Sentencia  (12  de  Abril  de  1892).— O^ro»  públicas,  Oumpli- 
miento  de  contrato. — Se  confirma  la  sentencia  de  la  Sección 
de  lo  contencioso  del  Consejo  de  Administración  de  la  isla 
de  Cuba,  de  11  de  Mayo  de  1886,  apelada  por  la  razón  social 
Soari,  Mázqdiz  y  Compafiía.  282 

186  Sentencia  (12  de  Abril  de  1S92),— Defraudación.  Premio  por 
denuncia, — Se  absuelve  á  D.  Antonio  Puebla  y  otros  de  la  de- 
manda interpuesta  por  la  Administración  contra  la  Real  or- 
den de  16  de  Septiembre  de  1888.  288 

186  Auto  (12  de  Abril  dé  1892).— JEbcce/M^onet  dilatorias  (falta  de 
personalidad),^-8e  declara  procedente  la  opuesta  por  el  Fis 
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cal  á  la  demanda  de  la  Ck>mpafiía  de  loa  ferrocarrilea  del 
KoTte  contra  la  Real  orden  de  25  de  Febrero  de  1891.  284 

187  Auto  (16  de  Abril  de  1892).— JSscc^^cúmet  düatarioi  (incom- 
petencia),—8e  revoca  el  auto  dictado  por  el  Tribunal  proyin- 
cial  de  Madrid^  denegatorio  de  dicha  excepción,  opueata  por 
el  Ayuntamiento  de  Madrid  á  la  demanda  de  la  Oompaftia 
Madrilefia  de  Alumbrado  contra  un  acuerdo  del  primero.       285 

188  Sentencia  (18  de  Abril  de  169^). --Médico  de  la  Armada  ((Ao- 
no  de  $ervicio$).^89  abtuelye  á  la  Adminiatradón  de  la  de- 
manda de  D.  Alfredo  Péreí  contra  la  Beal  orden  de  18  de 
Mayo  de  1888.  28« 

189  Sentencia  (18  de  Abril  de  1892).— C7(ape¿/an«0  catirentes  (abo- 
no de  retiro),— S^  abauelve  á  la  Administración  de  la  deman- 
da de  D.  Pío  Pinto  contra  la  Real  orden  de  81  de  Mayo  de 
1888.  287 

190  Auto  (16  de  Abril  de  IS92). --Exo^^eionet  dUatoria$.  Incom- 
petencia de  juriediccián.'-Se  confirma  el  auto  del  Tribunal 
local  de  Puerto  Rico  denegatorio  de  dicha  excepción  opuerta 
por  el  Fiscal  á  la  demanda  de  D.  Aunsto  Duckivita  contra  un 
acuerdo  del  Gobernador  general.  288 

191  Sentencia  (16  de  Abril  de  lS92),-'De9amorUxaoián.  Nulidad 
de  venta.— Be  revoca  la  Real  orden  de  8  de  Mayo  de  1887  im- 
pugnada por  O.  Marcos  Riasa  y  otros.  280 

192  Sentencia  (18  de  Abril  de  1892).— C/otet  pa$iva$  (derecho  á 
pensión),— &e  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda 
de  Dofia  Antonia  de  los  Santos  contra  la  Real  orden  de  26 

de  Marso  de  1889.  291 

198  Sentencia  (19  de  Abril  dé  IS92). -^Nulidad  de  actnaeionei.— 
Se  declara  la  de  las  practicadas  en  el  pleito  sostenido  ante  el 
Tribunal  provincial  de  Madrid,  por  la  Compafila  Madrilefia 
de  Alumbrado  contra  varios  acuerdos  del  Ayuntamieato.  202 

194  Sentencia  (19  de  Abril  de  lS9f),— Servidumbre  pecuaria.— 
Se  declara  la  nulidad  de  la  Real  orden  de  11  de  Abril  de 
1881,  impugnada  por  D:  Exequiel  Llagnno.  298 

196  Sentencia  (19  de  Abril  de  lB92).—  Contribucionei  (reparti- 
miento).—8e  confirma  la  sentencia  déla  Sección  de  lo  Gon- 
tenciosodel  Consejo  de  Administración  de  Ooba,. apelada 
por  el  Fiscal,  en  autos  con  D.  Diego  Peres  y  otros.  294 

196  Sentencia  (21  de  Abril  de  1892).>-(7eftsos.  Indemnizadán.— 
Se  revoca  la  Real  orden  de  15  de  Noviembre  de  1882,  im- 
pugnada por  el  Real  Patronato  de  Atocha.  291 

197  Sentencia  (21  de  Abril  de  1892).— Gtr^os  de  fUitieia.-^So 
absuelve  á  la  Adniinistración  de  la  demanda  de  D.  Miguel 
Olmedilla  y  otros  contra  la  Real  orden  de  21  de  Septiembre 

de  1887.  298 

198  Sentencia  (21  de  Abril  de  1892).  —  Jbsc^cúmet  perentoriat 
Incompetencia  de  jurisdicción,  — Se  declara  procedente  la 
opuesta  por  el  Fiscal  á  la  demanda  de  D.  Anastasio  García  y 
otros  contra  la  Real  orden  de  18  de  Septiembre  de  1890.  W 

199  Sentencia  (22  de'  Abril  de  IS92),— Clases  pasivas.  Abono  de 
servicios.— Be  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda 
de  D.  Celestino  Fernández  contra  la  Real  orden  de  27  de  Di* 
4áembre  de  1890.  WO 
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SOO    SeDtenda  (28  de  Abril  de  1893).— C7¿(lf0t  poiivaa.  Fén$iát^    . 
de  Montepio.^Se  absaelTe  á  la  Adminiatraoión  de  la  deman- 
da de  Dofia  Inés  D'Olaberríagae  contra  la  Beal  orden  de  7  de 
Enero  de  1884.  801 

201  Sentencia  (23  de  Abril  de  1892).— PeritM  del  Estado  (honé^ 
rortoa;.— Se  absaelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de 
D.  Manuel  Ohápali  contra  la  Real  orden  de  28  de  Febrero  de 
1884.  802 

202  Sentencia  (28  de  Abril  de  1^9^).-^ Adwmaa  (material  de  fe- 
rroearriU$),'-'Se  confirman  las  Reales  órdenes  de  16  de  Fe- 
brero de  1882  7  7  de  Marso  de  1888,  y  se  revocan  las  de  14 
de  Marzo  de  1884,  2  de  Marzo  de  1886  y  4  de  Marzo  de  1887, 
y  12  de  Eoero  y  18  de  Diciembre  de  1888,  impagnadas  por 
la  Compafiia  concesionuia  del  ferrocarril  de  la  Orconera  á 
Lncbana.  802 

208  Sentencia  (23  de  Abril  de  IS^^y^DeeamarUgación.  Nutídad 
de  venta.-^B^  revoca  la  Real  orden  de  29  de  Febrero  de  1884, 
impagnada  por  D.  Calixto  Paz.  804 

^^04  Sentencia  (23  de  Abril  de  IS92), ^Aduana»  (pago  de  dere- 
eho$),-8e  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  la 
Compafiia  de  los  Ferrocarriles  de  Medina  del  Campo  á  2Samo- 
ra  contra  la  Real  orden  de  18  de  Jnlio  de  1881.  80« 

1106    Aato  (28  de  Abril  de  1^9^). —Nulidad  de  aetuacimeB.Sñ 
declara,  en  parte,  la  de  las  practicadas  por  el  Tribanal  pro-  % 
vincial  de  Sevilla,  en  el  pleito  de  Dofia  Dolores  Daza  y  otras 
contra  an  acuerdo  del  Gobernador,  y  se  revoca  el  anto  dicta- 
do por  aqael  Tribunal  en  6  de  Diciembre  de  1890.  807 

:206  Sentencia  (26  de  Abril  de  lS92).—Aeto9  de  la  Administra- 
ción.—8q  revoca,  en  parte,  la  Real  orden  de  10  de  Diciembre 
de  1889  impugnada  por  la  Comisión  de  propietarios  de  Salo- 
brefia.  808 

207  Sentencia  (26  de  Abril  de  1892).— (Twardioa  municipales  (re- 
quisitos para  desempeñar  estos  cargos), Se  absuelve  á  la  Ad- 
minfdtración  de  la  demanda  del  Ayuntamiento  de  Madrid 
con  toa  la  Real  orden  de  21  de  Febrero  de  1891.  810 

J08  Auto  (26  de  Abril  de  1892).— Acepcúmet  düaiorias,  Ineom- 
petenda  de  jurisdieeián, — Se  declara  procedente  la  opuesta 
por  el  Fiscal  á  la  demanda  de  D.  Enrique  Baena  contra  la 
Real  orden  de  24  de  Marso  de  1891.  811 

209  Sentencia  (26  de  Abril  de  lB9t), ^Impuesto  de  dere<^s  rea- 
les.—Be  absuelve  á  D.  Enrique  Gosálvez  y  otros  de  la  deman^ 

da  del  Fiscal  contra  la  Real  orden  de  12  de  Julio  de  1888.         812 

210  Sentencia  (26  de  Abril  de  lS92).-Sxcep€Íones  perentorias. 
Incompetencia  de  jurisdicción  y  falta  de  personalidad  en  el  ao- 
tor.^-Se  declaran  procedentes  las  opuestas  por  el  Fiscal  á 
la  demanda  de  Dofia  Maria  García  Delgado  contra  la  Real 
orden  de  20  de  Marso  de  1891.  S14 

211  Sentencia  (26  de  Abril  de  1892).— (Ttocs  pasiwu  (mejora  de 
reHro).— Se  declara  la  incompetencia  de  la  jurisdicción  con- 
tencioso administrativa  para  conocer  de  la  demanda  de  Don 
Gregorio  Izquierdo  contra  la  Real  orden  de  8  de  Mayo  da 
1890.  «16 

^12    Sentencia  (28  de  Abril  de  lS92y— Ferrocarril  Iw^^uestm 
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.  mmiiieipale$,''Be  absaelve  á  la  Administración  de  la  deman- 
da del  Ayuntamiento  de  la  Habana  contra  la  Real  orden  de 
18  de  Noviembre  de  1884.  11^ 

213  Sentencia  (28  de  Abril  de  1892).— ^^tro  müitar.^Se  ab- 
suelve á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Tomás  Oas- 

«         tro  contra  la  Real  orden  de  20  de  Enero  de  1887.  SIT 

214  Sentencia  (28  de  Abril  de  IS^^).-^ Aduanas  (afor<a).'~^Se 
confirma  la  sentencia  dictada  por  el  Tribunal  local  de  la  isla 
de  Coba  en  1.^  de  Marzo  de  1890,  apelada  por  el  Fiscal  en  el 
pleito  promovido  por  D.  Francisco  Volta  contra  una  resoln- 
eión  de  la  Intendencia  general  de  Hacienda.  818 

216  Sentencia  (29  de  Abril  de  IS92). -^  Ferrocarri¡e$.  Recargo 
municipal.^&e  absnelve  á  la  Administración  de  la  demanda 
del  Ayantamiento  de  Madrid  contra  la  Real  orden  de  18  de 
Agosto  de  1886.  M 

215  SMtencía  (80  de  Abril  de  1892).— J^c«peiofiet  perentorioi, 
Ineon^etetusia  de  jurisdicción,— Be  declara  la  del  Tribunal  de 
lo  Oontencioso  para  conocer  de  la  demanda  del  Ayanta- 
miento de  Esparraguera  contra  la  Real  orden  de  10  de  Mayo 

de  1890.  8Sa 

217  Sentencia  (80  de  Abril  de  IS92).— 8u$tUucián  miUtar.Se 
absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  León 
Lafn  contra-la  Real  orden  de  14  de  Abril  de  1890.  SU 

218  Sentencia  (80  de  Abril  de  1892).— ¿7¿afe8  pasivas.  Pensión  de 
Mimtepio  y  del  Tesorc^Be  absuelve  á  la  Administración  de 
la  demanda  de  Doña  María  Várela  contra  la  Real  orden  de 

14  de  AbrU  de  1890.  W 

219  Sentencia  (3  de  Mayo  de  1892).— Cb^¿a<— Se  revoca  la  Real 
orden  de  5  de  Marzo  de  1888  impugnada  por  D.  Gabriel  God- 
sales.  885^ 

220  Auto  (4  de  Mayo  de  l^92).—Excepekmes  dilatorias.  Incom- 
petencia de  jurtsdieción.^Be  declara  procedente  la  opuesta 
por  el  Fiscal  á  la  demanda  del  Auntamiento  de  Burgos  con- 
tra a  Real  orden  de  7  de  Enero  de  1891.  826 

221  Sentencia  (6  de  Mayo  de  IS92).  —  Excepciones  perentorias. 
Incompetencia  de  jurisdicción. --Ofi  declara  la  del  Tribunal 
para  entender  en  la  demanda  de  D.  Juan  Mornja  contra  las 
resoluciones  de  la  Dirección  de  Contabilidad  del  Ministerio 

de  Marina,  de  9f  de  Agosto  y  19  de  Noviembre  de  1888.        82T 

222  Sentencia  (5  de  Mayo  de  IB92). ---Nulidad  de  venta.  Devoluf 
ct^  (2«/ruto«. *-6e  absuelve  á  la  Administración  de  la  de- 
msiida  de  D.  Andrés  Dayesten  contra  la  Real  orden  de  11  de 
Octubre  de  1886.  828 

223  Sentencia  (6  de  Mayo  de  1892).  —  Eoceepdones  perentorias. 
Incompetencia  de  jurisdicción,  *—  Se  declara  procedente  la 
opuesta  por  el  Fiscal  á  la  demanda  del  Aynntamieúto  de 
Madrid  contra  la  Real  orden  de  26  de  Enero  de  1888.  880 

224  Sentencia  (6  de  Mayo  de  1892).- Contribución  industrial 

-^430  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  León 
litsfoDsse  contra  la  Real  orden  de  14  de  Mayo  de  1885.  880- 

226  Sentencia  (6  de  Mayo  de  1892).— Bienes  del  Estado.  Bescu 
ñán  de  permüta.—Qe  absuelve  á  la  Administración  de  la  de- 
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NAm«ros.  PAgiaM. 

Antb  (12  de  Majo  de  1892).— JEbseepcionet  düatorioi.  Jficom- 
jpe^encía  de  juriidiccián  y  f  alia  depenanalidad  en  el  actor,— 
8e  declaran  improceden  tea  laa  opaeataa  por  D.  Federico  Gar- 
da Patón,  coadyuvante  de  ]a  Administración,  á  la  demanda 
de  D.  Joaé  Monteatmqne  y  otros  contra  la  Real  orden  de  7 
de  Mayo  de  1891.  M 

I  Sentencia  (12  de  Mayo  de  1802).— Ocmstfmot  (reeaudaeián), 
—Se  revoca  la  Real  orden  de  9  de  Mayo  de  1890,  reclamada 
por  D.  Ramón  Femándei.  248 

Anto  (12  de  Mayo  de  1802). — Incompetencia  de  jurUdieelán, 
—Se  confirma  el  anto  del  Tríbanal  provincial  de  Navarra, 
fecha  13  de  Septiembre  de  1800,  en  el  recorto  promovido 
por  el  Aynntamiento  de  Villatnerta.  S42 

I  Anto  (12  de  Mayo  de  1802).— jE^rc^pcionet  dUatarioi.  Inetmh 
ptUnouí  de  juri$dieeián.—8e  declara  improcedente  la  opoeata 
por  el  Fiacal  á  la  demanda  del  Ayuntamiento  de  Barcelona 
contra  ana  Real  orden  de  8  de  Jalio  de  1801.  3M 

\  Sentencia  (13  de  Mayo  de  lS92).—ConiribucioneB.  Patuda» 
faüidoM. — Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  del 
Banco  de  Espafia  contr»  la  Real  orden  de  26  de  Jallo  de 
1887.  MI 

:  Sentencia  (13  de  Mayo  de  lS9t),—De$amortizaeián  (exen- 
ción).^Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de 
D.  Pedro  Rodrigues  contra  la  Real  orden  de  9  de  Julio  de 
1887.  851 

i  Sentencia  (14  de  Mayo  de  1892).— ¿7/<itef  pasivas.  Años  ds 
t^metos.— Se  revoca  la  Real  orden  de  29  dé  Octubre  de  1890, 
reclamada  por  D.  Martin  del  Castillo.  M 

\  Sentencia  (14  de  Mayo  de  1892).  —  Clases  pasivas  (añas  de  ser^ 
vicios). — Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de 
D.  Miguel  Martines  de  Campos.  SSf 

r  Sentencia  (16  de  Mayo  de  lS9i)^Aduanas  (defraudaeiánl 
—Se  revoca  la  Real  orden  de  80  de  Junio  de  1800  reclamada 
por  D.  Ricardo  Mestre.  M 

\    Sentencia  (16  de  Mayo  de  1802).— Jn^eiiierof  agrónomos 

S ascensos). — Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  deman-. 
la  de  D.  Fabriciano  Lopes  contra  las  Realca  órdenes  de  12 
de  Febrero  y  12  de  Junio  de  1888.  SS8 

í  Sentencia  (16  de  Mayo  de  1802).— Jítnas  (conoesiones^S^ 
absuelve  á  )a  Administración  de  la  demanda  de  la  Sociedad 
Doce  Apóstoles  contra  la  Real  orden  de  2  de  Septiembre  de 
1886.  M 

)  Sentencia  (17  de  Mayo  de  IS92).— Excepciones  perentoria». 
Incompetencia  de  jurisdicción,  —  Se  declara  procedente  la 
opuesta  por  el  Fiscal  á  la  demanda  de  D.  Esteban  y  Dofia 
María  Serondo  contra  la  Real  orden  de  17  de  Mario  de  1888.    M^ 

I  Sentencia  (10  de  Mayo  de  1802).— ^iyuntamientos  (re»ei»iáñ 
de  contrato). -^Se  confirma  la  sentencia  de  la  Comisión  pro- 
vincial de  Valencia,  íecba  2  de  Enero  de  1884,  apelada  por 
el  Ayantamiento  de  aquella  capital  en  pleito  con  D.  Joaé 
Oorbí.  -H  1-  F  ^j 

I  Sentencia  (10  de  Mayo  de  18O2).^CZase0  paoiva»  (derecho  é 
jMnstdiO.— Se  abauelve  á  la  Adminiatracidn  de  la  demaada 
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manda  de  la  Oompafiía  de  los  Oaminoa  de  hierro  del  Norte 
contra  la  Real  orden  de  21  de  Abril  de  1887.  882 

267  Sentenoia  (27  de  Mayo  de  1892).— Oíoaes  panva»  ídereekó  á 
pen$ión).^B^  abenelye  á  la  Adminiatración  de  la  demanda 
de  Dofia  Carolina  Marín.  382 

288  Sentencia  (27  de  Mayo  de  1892).— P/dfoa  de  toroi.--Se  ab- 
anelve  á  la  Adminiatración  de  la  demanda  de  la  Jnnta  de  la 
Oasa  de  Beneficencia  de  VaUadolid  contra  la  Real  orden  de 
81  de  Mayo  de  1890.  884 

269  Sentencia  (27  de  Mayo  de  1892). — Oontribueumei.^^Qe  revoca 
la  aentencia  del  Tribunal  local  de  Pnerto  Rico  de  21  de  Di 
dembre  de  1889,  apelada  por  el  Fiacal,  en  pleito  con  D.  Jnan 
Pona  y  otro.  88S 

270  Sentencia  (27  de  Mayo  de  1892).— Conmmof  (arrendamimta). 
—Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  del  Ayun- 
tamiento de  Zamora  contra  la  Real  orden  de  5  de  Bnero 

de  1886.  888 

271  Auto  (27  de  Mayo  de  IS92). --^ExeepoioneM  dilatorias.  Inoom- 
peteneia  de  jurisdicción  y  faUa  de  personalidad. — Se  dedaraa 
procedentes  las  opuestas  por  el  Fiscal  y  el  coadyuvante  de  la 
Administración  á  la  demanda  de  D.  Magín  Oampmany  oontfs 

la  Real  orden  de  4  de  Diciembre  de  1890.  888 

272  Auto  (27  de  Mayo  de  1S92),^ Excepciones  diUUorias.  Ineom- 
peteneia  de  jurisdicción,— Be  declara  procedente  la  opuesta 
por  el  Fiscal  á  la  demanda  del  Banco  de  Bspaí&a  oozrtra  la 
Real  orden  de  21  de  Agosto  de  1891.  890 

278  Auto  (27  de  Mayo  de  1892).— .^aM^ctanet  dilatorias.  FaUa 
de  personalidad.'-Qe  declara  prqcedente  la  opuesta  por  el  Fis- 
cal á  la  demanda  de  D.  Antonio  Arenas  contra  la  R^  orden 
de  22  de  Octubre  de  1891.  890 

^74  Sentencia  (28  de  Mayo  de  ÍS92).-^jEoeoqi>eiones  perenéorias. 
Incompetencia  de  jurisdicción.— Se  revoca  la  sentencia  del  Tri- 
bunal provincial  de  Albacete^  de  26  de  Noviembre  de  1890, 
laclada  por  la  representación  del  Estado  en  pleito  con  Don 
Siantos  Rodrigues.  811 

^76  Sentencia  (28  de  Mayo  de  1892).— Ifonfe^  militar.  Msjsfra 
de  pensión. — Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda 
de  Dofia  María  Josefa  García  Gómea  contra  la  Real  orden  de 
1.0  de  Junio  de  1887.  881 

^76  Sentencia  (80  de  Mayo  de  l^^T^.—Expropiaeión.  Justiprecio 
de  Jlncas.—Se  revoca,  en  parte,  la  Real  orden  de  18  de  Sep- 
tiembre de  1890,  impugnada  por  D.  Antonio  Aguirre.  804 

^77  Sentencia  (80  de  Mayo  de  1892).  -^DesamortisaMn.  Bienes  ew- 
oeptuados  como  de  aprovechamiento  eomún.-~8e  revoca,  en  par 
te,  la  Real  orden  de  18  de  Diciembre  de  1888,  impugnada  por 
D.  Antonio  Bellver.  808 

278  Auto  (81  de  Mayo  de  1892).— Dimana  contenciosa.  Dscmmm 
tos  adjuñtos.—Be  revooa  el  auto  dictado  por  el  Tribunal  loeal 
de  Filipinas  en  20  de  Julio  de  1889,  apelado  por  D.  Antonio 
Váiquei,  en  pleito  con  la  Administración  sobre  derecho  á  ana 
multa  como  Ck>ntador  de  la  Aduana  de  Manila.  800 

^79    Sentencia  (81  de  Mayo  de  1892).— OZatstpativaf.  Abono  de  ser- 
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jpetiftdn.— Se  «bsoelTe  á  1a  Adminiítración  de  la  demanda  de 
Dofia  Dolores  Ventara  oontra  la  Real  orden  de  16  de  Jnlio 
de  1891.  .     41» 

S9S  Sentencia  (8  de  Jonio  de  IWiy-^ContrUmcwneB.  Sttttraeeiám 
iefan'Um.'-'&e  abeaelve  á  la  Administración  de  la  demanda 
del  Banco  de  Espafla  oontra  la  Real  orden  de  9  de  Marxo 
de  1888.  416^ 

295  Sentencia  (3  de  Jonio  de  1892).— 3íon^{»ú»  militar,  Dereekó  á 
pen$ión.-''8e  absaelve  á  la  Adminiatraeión  de  la  demanda  de 
Dofia  Paecnala  Agniluó  contra  la  Real  orden  de  16  de  Jolio 

de  1891.  4ir 

294  Sentencia  <8  de  Jnnio  de  1892).— iíofO^  HviL  Derecho  á 
jMHtH^.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de 
Dofia  Juana  del  Busto  contra  la  Real  orden  de  6  de  Junio 
de  1886.  421 

395  Sentencia  (6  de  Jnnio  de  1892).— líe^trof.  ñí^ora  depentiát^. 
—Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Ma- 
riano Omedes  contraías  Reales  órdenes  de  27  de  Febrero  y  17 
de  Noviembre  de  1890.  421 

296  Sentencia  (6  de  Jnnio  de  1892).— JEbocjpctone»  perentoria». 
Falta  de  peroonalidad  en  el  actor.— Se  declara  procedente  1» 
opuesta  por  el  Fiscal  á  la  demanda  de  la  Venerable  Orden 
Tercera  de  Bervitas  de  Oádis  contra  la  Real  orden  de  6  de 
Mayo  de  1890.  422^ 

297  Sentencia  (6  de  Junio  de  1892).— Clases  jMMtMif.  Abono  de  ier- 
vic^íof.— Se  absuelve  á  D.  Nicolás  Grustán  de  la  demanda  in- 
terpuesta por  la  representación  del  Estado  oontra  el  acuerdo 

de  la  Junta  de  Glasés  pasivas  de  6  de  Enero  de  1887.  424 

298  Sentencia  (8  de  Jnnio  de  1892).— ¿becepctone»  düatoriae,  Jn- 
eompetencia  de  iuriBdieeián.—Se  estima  la  opuesta  por  el  Fiscal 
á  la  demanda  de  loa  hijos  de  D.  Juan  Agnado  contra  las  Rea- 
lee  órdenes  de  28  de  Junio  y  8  de  Octubre  de  1888  sobre 
arrendamiento  de  una  casa  para  la  Imprenta  Nacional.  42T 

399  Auto  ( 10  de  Jaaio  de  1892).— Cofi^Hdtidofies.  Aumento  de  cupo. 
— Se  confirma  el  «uto  dictado  por  el  Tribunal  provincial  de 
Navarra  en  17  de  Octubre  de  1890,  apelado  por  D.  Luis  Urda- 
pilleta  como  Gerente  de  la  Sociedad  La  Navarra.  42^ 

300  Sentencia  (10  de  Jnnio  de  1892).— iVWidad  de  aetuaeione$,'-Qe 
declara  la  de  las  practicadas  por  el  Tribunal  provincial  de  Va- 

-  lladolid,  en  pl^to  promovido  por  la  Oompafiía  Madrilefia  de 
Alumbrado  y  Oalefaeoióa  por  Ghts,  oontra  él  acuerdo  del  Go- 
bernador de  4  de  Diciembre  de  1889  sofave  instalación  en  la 
vía  pública  del  alumbrado  eléctrico.  421 

301  Sentencia  (10  de  Junio  de  1892).— iVWtdoil  de  aetuaekmeo.-^ 
Se  declara  la  de  las  practicadas  por  el  Tribunal  provincial  de 
Valladolid,  en  pleito  promovido  por  D.  Doroteo  Estóbanei 
contra  un  acuerdo  del  GU>bemador  que  antorisó  las  obras  de 
construcción  que  D.  Onofre  Monsalve  estaba  realizando  en 

una  casa  de  su  propiedad.  4Mt 

302  Auto  (10  de  Junio  de  1892).— iVoee«ltmÍM»to  eontencioio  adm^ 
niétrativo.  Smpen^án  de  oefuaetonef .— Se  confirma  el  anto  di^ 
tado  por  el  Tribunal  provincial  de  Madrid  en  80  de  Junio  de- 
1891,  apelado  por  la  representación  del  Estado,  en  pleito  con 
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Húmeros.  FifinA 

atraBQB.—Be  reyooa,  en  parte,  la  Beal  orden  de  S  de  Abril  de 
1891,  impugnada  por  Doffa  María  Beigia.  447 

316  Sentencia  (22  de  Jonio  de  1892).— jEbc^cúmes  perentorioi. 
Defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  dema$ida,—S9  declara 
improcedente  la  opneeta  por  el  Fiecal  á  la  demanda  del  Ayan- 
tamiento  de  )a  anteigleaía  de  Mnngnía  contra  la  Real  orden 
de  6  de  Noviembre  de  1886,  eobre  conducción  de  agua*.  449 

S17  Sentencia  (28  de  Junio  de  1802).— Desande.  Términoe  m»mi- 
cipalee.^Se  revoca  la  dictada  por  el  Tribunal  provincial  de 
Oviedo  en  17  de  Abril  de  1890,  apelada  por  el  Ayontamiento 
de  Oaatrillón.  .  4M 

8^8  Sentencia  (24  de  Junio  de  1892).— Cbpe&aiiiaf.  Caducidad  de 
WM  lámina  de  la  Deuda.— B^  abauelve  á  la  Adminiatraoión 
de  la  demanda  de  Dofia  Ooncepción  Paya  y  otroe  contra  la 
Real  orden  de  4  de  Febrero  de  1883.  451 

319  Sentencia  (24  de  Junio  de  \S2i),-^Bieneinaeionale$,  Incidei^ 
cia$,  —Se  revoca  la  Real  orden  de  9  de  Marzo  de  1888,  impog* 
nada  por  D.  Sotero  Catado.  Ui 

320  Sentencia  (24  de  Junio  de  1892). — MemorioM  y  maycragga. 
Convergían  de  créditoi. — Se  abenelve  á  la  Adminiatración  de 
la  demanda  de  la  Marquesa  viuda  de  San  Felicea  contra  la 
Real  orden  de  19  de  Noviembre  de  1886.  464 

321  Sentencia  (27  de  Junio  de  1892).— ^iaiea  de  Fropioe.  Nulidad 
de  venta,  —Se  absuelve  á  la  Adminiatraoión  de  la  demanda 
de  D.  Martín  Ortis  y  otros  contra  la  Real  orden  de  14  de  Julio 

de  1887.  454 

322  Auto  (27  de  Jonio  de  IS92).— Caducidad  de  la  demanda,  Smm- 
nietro  de  papel  «el/ado.— Se  revoca  el  auto  dictado  por  el  Tri 
bunal  provincial  de  Sevilla  en  30  de  Julio  de  1891»  apelado 
por  el  Ayuntamiento  de  Rinconada.  4&S 

323  Auto  (27  de  Junio  de  1S92),— Procedimiento  contendoeo  adMU- 
niitrativo,  Suepemión  de  ac^uacione».— Se  confirma  el  auto  dic- 
tado por  el  Tribunal  provincial  de  Madrid  en  6  de  Jonio  de 
1891,  apelado  por  la  representación  del  Estado  en  pleito  con 

el  Ayuntamiento  de  Madrid.  467 

324  Auto  (27  de  Junio  de  1892).— iVoceitfutmto  contendaeo-admi- 
nietrativo.  Apelación, — Se  revoca  el  auto  dictado  por  él  Tribu- 
nal local  de  Filipinas  en  18  de  Septiembre  de  1890,  apelado 
por  )a  rasón  social  Inchausty  y  Oompafiia,  sobre  falta  de  per- 
sonalidad. 468 

326  Sentencia  (28  de  Janio  de  1892). — Oontumoi,  Señalamiento  de 
CHpo.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de 
D.  Ramón  Pardo,  arrendatario  del  impuesto  de  Oonsumos  de 
Mondofiedo,  contra  la  Real  orden  de  27  de  Julio  de  1889.         ^ 

326  Sentencia  (30  de  Junio  de  lS92),—Aduanai,  Excedentee  dd 
Cuerpo. "  Se  absaelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de 
D.  Francisco  ütrilla  contra  la  Real  orden  de  22  de  Enero 

de  1889.  4«0 

327  Sentencia  (30  de  Junio  de  1892).— I>dr«c^  realce.  Liquida- 
ción del  tm/metto.— Se  confirma,  en  parte,  la  R«al  orden  de  11 

de  Febrero  de  1891  impugnada  por  Don  Joaquín  Bafión.         461 

328  Sentencia  (80  de  Junio  de  1892).— jBecMrto  conteneioeo  adm- 
HiitraHvo,  Nulidad  de  aeíuaeione$.-^&9  declaran  nulas  la  Real 
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orden  de  8  de  Diciembre  de  1881,  y  las  actoaciones  practiei 
daa  en  la  vía  K^bernativa,  con  motivo  del  recurso  de  alzad 
del  Ayuntamiento  de  Murchante  contra  el  acuerdo  del  Gobei 
nador  de  Navarra  de  6  de  Septiembre  de  1881. 

829  Sentencia  (80  de  Junio  de  1892). — Contribuciones,  Stistracciá 
¿«/on(i09.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demandi 
del  Banco  de  España  contra  la  Real  orden  de  20  de  Febrer 
de  1883. 

8S0  Sentencia  (l.o  de  Julio  de  1892). — Capellanías.  Suspensión  á 
una  subasta  de  bienes.— Be  absuelve  á  Ja  Administración  de  1 
demanda  de  D.  Manuel  Jiménez  contra  la  Real  orden  de  9  d 
Octubre  de  1884. 

331  Sentencia  (2  de  Julio  de  lS92),--Obras pias.  Cargas  de  just 
cia.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  Do 
Faustino  Díaz  Bello  contra  la  Real  orden  de  19  de  Jnli 
de  1882. 

382  Sentencia  (2  de  Jnlio  de  1892).— Derec^s  reales.  Fago  del  t» 
puesto.Se  absuelve  á  la  Administración  de  las  demanda 
acumuladas  del  Banco  de  Espafia  contra  las  Reales  órdenes  d 
14  de  Agosto  de  1886  y  2  de  Abril  de  1887. 

333  Sentencia  (2  de  Julio  de  lS92).^Aguas.  Abastecimiento, — S 
absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  de  D.  Eugeni 
Salamier  contra  la  Real  orden  de  l.o  de  Febrero  de  1888. 

384  Sentencia  (4  de  Julio  de  1S92).'-' Montepío  militar.  Derecho  < 
pensión.— 8e  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  d 
Dofía  Eugenia  Jiménez  y  Baya  contra  las  Reales  órdenes  d 
13  y  29  de  Julio  de  1891. 

835  Sentencia  (4  de  Julio  de  1892).— lfina«.  Concesión  de  una  di 
maUa. — Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  d 
D.  Celestino  Arambnzabala  contra  la  Real  orden  de  l.o  d 
Abril  de  1889. 

836  Sentencia  (4  de  Julio  de  1892).— Iftnos.  Bectificación  de  I 
mites. — Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  d 
D.  José  Pérez  contra  la  Real  orden  de  15  de  Septiembí 
de  1884. 

837  Sentencia  (4  de  Julio  de  1892). — Clases  pasivas.  Derecho 
pennón.—Qe  revoca  la  Real  orden  de  29  de  Junio  de  1890  in 
pugnada  por  Dofia  Josefa  Solórzano. 

388  Sentencia  (4  de  Julio  de  1892). — Clases  pasivas.  Derecho 
pensión.—  Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  d 
Dofia  Carmen  Alarcón  contra  la  Real  orden  de  80  de  Jan! 
de  4891. 

889  Sentencia  (5  de  Julio  de  lS92).—Aguas.  Alumbramiento,— S 
absuelve  á  la  Administración  de  las  demandas  de  D.  Frai 
dsco  Perellada  y  otros  contra  la  Real  orden  de  23  de  Dicien 
bre  de  1886. 

340  Sentencia  (6  de  Julio  de  1S92),— Guardas  jurados.  Destitución 
—Se  confirma  la  Real  orden  de  4  de  Abril  de  1889,  reclamad 
por  D.  Pedro  Ballester. 

341  Auto  (7  de  Julio  de  1892).— ¿brcepctones  dilatorias.  Falta  ¿ 
personalidad  é  incompetencia  de  jurisdicción,— 8e  declaran  in 
procedentes  las  opuestas  por  el  Fiscal  á  la  demanda  de  la  8< 
ciedad  T.  Gil  contra  la  Real  orden  de  26  de  Febrero  de  189j 
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341  Sentanoift  (7  de  Jallo  de  lS92),^De9amorHgaciÓH,  Exc^xsióm 
de  venta, — Se  revoca  la  Real  orden  de  21  de  Manso  de  1890, 
impugnada  por  D.  Manael  Biorán.  484 

848  SenteDcia  (8  de  Julio  de  lB92),^Biene$  de  aprwechamiemto 
ooMrófi.  Excepción  de  venta,^8e  abauelye  á  la  Adminietración 
de  la  demanda  Interpaetta  por  el  Aynntamiento  de  JomiUa 
eontra  la  Real  orden  de  80  de  Mano  de  1889.  486 

844  Sentencia  (8  de  Jnlio  de  1892).  -  Contribueiane$,  Aprobaeián 
de  cHcntae  del  Banco  de  Eepaña.-^Se  revoca  la  Real  orden  de 

8  de  Noviembre  de  1886,  impugnada  por  el  Banco  de  Espafia.    488 

845  Sentencia  (8  de  Julio  de  l99t).—Ferrocarrüe$,  Contratoi.—Be 
revoca  la  Real  orden  de  l.^'  de  Febrero  de  1887,  impugnada 

por  Dofia  Julia  Navarro.  488 

846  Sentencia  (8  de  Julio  de  1892).— (TZatet  poiiwu,  Peneián  de 
Mont^^.—Be  revoca  la  Real  orden  de  21  de  Mano  de  1890, 
impugnada  por  Dofia  Antonia  García.  489 

847  Sentencia  (8  de  Jnlio  de  1 892).— Btenet  de  Propioe.  Nulidad  de 
venta.—Se  deja  ein  efecto  la  Real  orden  de  24  de  Marco  de 
1887,  impugnada  por  D.  Francisco  Cortee.  49& 

848  Sentencia  (8  de  Jallo  de  IS^2).^ FerrocarrUee.  Subvención.-- 
Se  revoca  la  Real  orden  de  9  de  Septiembre  de  1891,  impug- 
nada por  la  Compafiía  de  loe  ferrocarrilee  Andaluces.  491 

849  Sentencia  (8  de  Julio  de  1B92).^  Contribuciones,  Computación 
de  turnas  satisfechas. — Se  absuelve  á  la  Administración  de  la 
demanda  de  la  Compañía  general  de  Tabacos  de  Filipinas  con- 
tra la  Real  orden  de  17  de  Enero  de  1891.  498- 

860  Sentencia  (9  de  Julio  de  lb92).^Montes  pubUcos.  Deslinde.^ 
Se  confirma,  en  parte.  la  Real  orden  de  19  de  Abril  de  1887, 
impugnada  por  D.  Manuel  EscamiHa.  495 

851  Sentencia  (9  de  Julio  de  1S92).— Contribuciones,  Exención  de 
pago.—8e  absuelve  á  la  Adminietración  de  ia  demanda  del 
Banco  de  Espafia  contra  la  Real  orden  de  6  de  Enero  de  1887.    497 

862  Sentencia  (9  de  Julio  de  \S92).^Contríbuciones,  Sustracción 
de  fondos.— 8e  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda 
del  Banco  de  Espafia  contra  la  Real  orden  de  8  de  Noviem- 
bre de  1886.  498 

868  Sentencia  (9  de  Julio  de  1B92),'^ Excepciones  perentorias.  ím- 
eompetencia  de  jurisdicción,^Be  declara  la  del  Tribnnal  de  lo 
Contencioso  para  conocer  de  la  demanda  del  Banco  de  Espa- 
fia contra  la  Real  orden  de  9  de  Julio  de  1887  sobre  apremio 
de  contribuciones.  499 

864  Sentencia  (U  de  Julio  de  1892).^lftiuis.  jSí^^tM.— Se  con- 
firman las  Reales  órdenes  de  20  de  Agosto  y  2  de  Octubre  de 
1889,  impugnadas  por  D.  Fidel  de  Oleaga.  601 

366  Sentencia  (11  de  Julio  de  lB92).—Ayuntamientos.  Arbitrios 
municipales,— 'Se  declara  nula,  como  dictada  con  incompeten*^ 
cia,  la  Real  orden  de  16  de  Noviembre  de  1890,  impugnada 
por  el  Ayuntamiento  de  Pontevedra.  608 

866  Sentencia  (12  de  Julio  de  1B92).'— Bienes  de  Propios,  Intereses 
de  una  lámina. — Se  revoca  la  Real  orden  de  7  de  Janio  de 
1883,  impugnada  por  D.  Pedro  Arlanzón  y  otros.  505 

867  Sentencia  (12  de  Julio  de  IS92).— Contribuciones.  Exención  de 
pagos.—Qe  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  in- 
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terpaesta  por  la  Sociedad  Hijos  de  M.  Larioe  contra  la  Real 
orden  de  29  de  Febrero  de  1388.  606 

858  Sentencia  (18  de  Jalio  de  1692).— C/^Mf  |Mintw9.  Abono  de 
añó§  de  earrera.—Be  revoca  la  Real  orden  de  22  de  Agosto  de 
1891,  impugnada  por  D.  Félix  Manin.  608 

869  Sentencia  (18  de  Jalio  de  1892).— (7¿a«ei  paeivat.  Abatw  de 
ffrvtctof.— Se  revoca  el  acuerdo  de  la  Junta  de  Clases  pasi- 
vas en  el  expediente  de  D.  Basilio  Lopes.  610 

860  Sentencia  (14  de  Julio  de  1892).— ^^iMf.  Intereeee  de  mora. 
-»8e  confirma  la  Real  orden  de  26  de  Marzo  de  1884,  impug- 
nada por  la  Junta  del  Canal  de  la  Infanta  Dofia  Luisa  Carlota.    6 1 1 

861  Sentencia  (14  de  Julio  de  lS92).^I>iputacione8  provindalei. 
Nombramiento  de  Obntodor.— Se  absuelve  á  la  Administra- 

^  ción  de  la  demanda  interpuesta  por  la  Diputación  provincial 
de  Córdoba,  contra  la  Real  orden  de  16  de  Febrero  de  1886.    612 

862  Sentencia  (14  de  Julio  de  lS92).^Aduana$.  Defraudación.^ 
Se  revoca,  en  parte,  la  Real  orden  de  20  de  Febrero  de  1882, 
impugnada  por  la  Real  Compañía  de  Canalisación  del  Ebro.    618 

868  Sentencia  ri4  de  Julio  de  IS92),^ Contribución  induetrial,  Li 
quidaeión  de  utilidade$,^8e  absuelve  á  la  Administración  de 
la  demanda  interpuesta  por  la  Compafiía  Transatlántica  con- 
tra la  Real  orden  de  22  de  Enero  de  1886.  616 

864  Sentencia  (14  de  Julio  de  1892).  ~  Clasee  paeivae.  Abono  de  ger- 
vicios. — Se  revoca  el  acuerdo  de  la  Junta  de  Clases  pasivas  en 
el  expediente  de  jubilación  de  D.  José  María  Ibarguren.  618 

866  Sentencia  (14  de  Julio  de  1892).--  Contribudonee.  Deecubiertoe. 
—Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  interpues- 
ta por  el  Banco  de  España  contra  las  Reales  órdenes  de  21  de 
Agosto  7  29  de  Octubre  de  1886.  619 

-  866    Sentencia  (14  de  Julio  de  lS92),—Aduana$,  Beimportación  de 

tñnoe  y  envaaet.— Se  revoca  la  Real  orden  de  17  de  Abril  de 
1887,  impugnada  por  D.  Pablo  Ferrer.  620 

867  Sentencia  (14  de  Julio  de  \S92).—Ay untamientos.  Ordenan- 
toe  municipal.— Re  confirma  la  sentencia  dictada  por  el  Tri- 
bunal provincial  de  Jaén  en  pleito  seguido  con  la  Administra- 
ción por  D,  Jerónimo  Liquierdo.  622 

868  Sentencia  (14  de  Julio  de  1892).— J.(ímtnts¿ractdn  diocesana. 
Abono  de  haberes,— B^  deja  sin  efecto  la  Real  orden  de  10  de 
I9oviembre  de  1891,  impugnada  por  D.  Eugenio  Netter.  628 

869  Sentencia  (14  de  Julio  de  l^^T^.—Ouerpo  consular.  Abono  de 
sueldos  y  mítico.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  de. 
manda  de  D.  Miguel  G^Undo  contra  la  Real  orden  de  4  de 
Noviembre  de  1882.  ^^ 

370  Sentencia  (14  de  Julio  de  1B92).— Contribuciones.  Premio  de 
recaudación.—Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  deman 
dadel  Banco  de  Espafia  contra  la  Real  orden  de  26  de  Abril 

de  1884.  626 

371  Sentencia  (14  de  Julio  de  ÍS92).— Clases  pasivas,  M^ora  de 
pensión.— Be  confirma,  en  parte,  el  acuerdo  de  la  Junta  de 
pensiones  civiles  de  6  de  Noviembre  de  1880,  impugnado  por 

la  representación  del  Estado.  637 

-  372    Sentencia  (14  de  Julio  de  IB9%).— Excepciones  perentorias.  In 

competencia  dejurisdkción.^-Be  declara  procedente  la  opuesta 


Digitized  by  VjOOQ  le 


914  JUBI8PBÜDXNCIA  ADMISIfiTRATITA 

irionarot.  Pi^iiiu». 


por  el  Fiscal  á  la  demanda  del  Banco  de  Eapafia  contra  la 
Real  orden  de  30  de  Diciembre  de  1886.  £39 

73  Auto  (16  de  Septiembre  de  ÍS92).—jBxcepcume$  dilatoriai.  In- 
competeneia  dejuri$dicción,^8e  declara  procedente  la  opnesta 
por  la  represen tación  del  Eatado  á  la  demanda  de  D.  Alfoneo 
y  D.  Emilio  Ck)rron8  contra  los  decretos  del  Gobernador  de 
Valencia  de  26  de  Abril  de  1880  y  20  de  Septiembre  de  1886.    590 

74  Auto  (16  de  Septiembre  de  lS92).—'Apelación,  Suspensión  de 
un  acuerdo  gubernativo. ^Qe  confirma  el  auto  dictado  por  el 
Tribunal  local  de  la  isla  de  Cuba  en  14  de  Septiembre  de  1889 
apelado  por  D.  Pascual  Goicoecbea.  6S1 

76  Auto  (20  de  Septiembre  de  1892).— JE^cepcíon«9  dilatorias.  In- 
competencia de  jurisdicción.  Defecto  legal  en  el  modo  de  propo- 
ner la  demanda.  Falta  de  personalidad.^Be  declara  proceden- 
te la  primera  de  las  mencionadas,  opuesta  por  el  Fiscal  á  la 
demanda  del  Ayuntamiento  de  Barrios  de  Colina  contra  la 
Real  orden  de  10  de  Diciembre  de  1891.  6S3 

76  Sentencia  (22  de  Septiembre  de  1892). — Quintas.  Bedención 
del  servicio  militáronse  absuelve  ala  Administración  de  Ii 
demanda  de  D.  Pedro  Pascuet  contra  la  Real  orden  de  14  de 
Enero  de  1888.  631- 

77  Sentencia  (27  de  Septiembre  de  1892).—in^/rucoi(^n  pública. 
Aumento  de  sueldo  por  quwquenio.—Se  absuelve  á  la  Adminia 
tradón  de  la  demanda  de  D.  Santiago  Guerrero  contra  la  Real 
orden  de  25  de  Enero  de  1888.  6)^ 

78  Sentencia  (27  de  Septiembre  de  IS^^y^Excepciones  peren 
torios.  Incompetencia  de  jurisdictión,'-'Qe  declara  procedente 
la  opuesta  por  el  Fiscal  á  la  demanda  de  la  Diputación  pro- 
vincial de  León  contra  la  Real  orden  de  1 7  de  Enero  de  1884.    &S( 

79  Sentencia  (27  de  Septiembre  de  ÍS92),— Funcionarios  públicos. 
Separación, — Se  revoca,  en  parte,  la  Real  orden  de  4  de  Sep- 
tiembre de  1884,  impugnada  por  D.  Manuel  Hidalgo.  536 

80  Sentencia  (27  de  Septiembre  de  lS92).'-Contmbando,  Apre- 
hensión de  tabacc^Se  revoca  el  fallo  de  la  Delegación  de  Ha 
clenda  de  Oádís^  en  el  expediente  contra  D.  E.  Olcaeta.  597 

181  Sentencia  (80  de  Septiembre  de  1892). — Oficios  enajenados. 
Reversión  al  Estado,  ^Be  absuelve  á  la  Administración  de  la 
demanda  de  D.  Joaquín  Gossifier  contra  la  Real  orden  de  24 
de  Septiembre  de  1885.  588 

S2  Sentencia  (30  de  Septiembre  de  1892).— DeiMia  p{íbUca,  Id- 
g[uidación  de  intereses. — Se  absuelve  á  la  Administración  de  la 
demanda  del  Cabildo  Catedral  de  Córdoba  contra  la  Real  or- 
den de  25  de  Octubre  de  1887.  ^ 

\St  Sentencia  (30  de  Septiembre  de  IS^^).-- Contribuciones.  Re- 
cargos municipales.— Be  absuelve  á  la  Administración  de  la 
demanda  del  Banco  de  España  contra  la  Real  orden  de  31  de 
Agosto  de  1887.  ^^^ 

184  Sentencia  (30  de  Septiembre  de  1S92).-^ Desamortización,  In- 
demnización,—-Be  revoca,  en  parte,  la  Real  orden  dé  25  de  Di- 
ciembre de  1886,  impugnada  por  la  Comunidad  de  Religio- 
sas Agnstinaa  de  Cbiclana. 

(86  Sentencia  (30  de  Septiembre  de  1892).— CbnH6ttcúmM.  Expe- 
diente de  qpreifito.'-Se  absuelve  ala  Administración  de  la  de- 
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de  Jqdío,  1.^  de  Julio,  8  de  Agoeio,  10  j  13  de  Septiembre  de 
1886,  22  j  81  de  Enero  j  9  de  Febrero  de  1887  y  6  de  Julio 
de  1888.  554 

898  Aoto  (10  de  Ootobre  de  IS91).^  Bxeq^eiane$  dUaUrioi,  Falta 
de  perionalidad  en  el  oc^or.— Se  deelarm  proeedente  U  opaeeta 
por  el  Fiícal  á  la  demanda  de  D.  Ángel  Friaa  contra  la  Real 
orden  de  4  de  Noviembre  de  1891.  567 

899  Sentencia  (11  de  Octnbre  de  IS^^y^lnstrucoiónyúbUca.  Fro- 
vieión  de  una  cátedra,^8e  revocan  lae  Bealee  órdenea  de  38 
de  Enero  y  21  de  Febrero  de  1887,  impagnadaa  por  D.  Fidel 
Rabio  7  D.  Vicente  Vera.  66S 

400  Sentencia  (18  de  Octobre  de  1892).— Ifortna.  Pa$e  á  la  e§ottla 
de  re$erva,—Qe  absuelve  á  la  Adminielración  de  la  demanda 
de  D.  Antonio  Cifaentee  contra  la  Real  orden  de  21  de  Jolio 

de  1886.  569 

401  Sentencia  (18  de  Octubre  de  1892).— Cbtfoüa  de  pagarés. 
Premio  de  comtttd».— Se  abeaelve  á  la  Administración  de  la 
demanda  del  Banco  de  Caatilla  contra  la  Real  orden  de  6  de 
Julio  de  1886.  570 

402  Sentencia  (18  de  Octnbre  de  1892).— l^tMiet  extranjeroi. 
Fago  de  eriditoi  por  kaheree  deven^aiot.— Se  revoca  la  Real 
orden  de  11  de  Noviembre  de  1890  impugnada  por  D.  Oatloi 
Eduardo  Lardet.  571 

408  Sentencia  (18  de  Octubre  de  lS92).—Clase§  paeivae.  Abono  de 
eertficioi.Se  confirma  e)  acuerdo  de  la  Junta  de  Pensiones 
civiles  de  9  de  Enero  de  1876,  impugnado  por  la  representa- 
ción del  Estado,  sobre  derecho  de  D.  Mariano  Aman  al  abono 
en  au  claaiñcación  de  cierto  tiempo  de  servicios.  57t 

404  Sentencia  (14  de  Octubre  de  IS^ty^EacoepdoHeeper^entoriae. 
Incompetencia  de  juriedieci^^So  declara  prdbedente  la 
opuesta  por  el  Fiscal  á  la  demanda  de  D.  Eduardo  Onichot 
contra  la  Real  orden  de  6  de  Agosto  de  1890.  574 

406  Sentencia  (16  de  Octnbre  de  1892).— Omaustos.  D^ra%ukuián. 
—Se  revoca  la  orden  de  10  de  Abril  de  1890,  expedida  por  la 
Dirección  general  de  Contribucionea  indirectas,  impugnada 
por  D.  Salustiano  AgOí.  575 

406  Sentencia  (18  de  Octubre  de  1892).— Omsiiiiics.  IneüenoiaM  de 
un  contrato  de  arriendo. — Se  revoca,  en  parte,  la  Real  orden 
de  10  de  Diciembre  de  1889,  impugnada  por  D.  Florentino 
Moran.  575 

407  Sentencia  (19  de  Octubre  de  1892).— £^6túito  indue^rioL  De- 
fraudaei4n.'^&e  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda 
de  D.  Juan  Torrededia  contra  la  Real  orden  de  80  de  Noviem- 
bre de  1887.  619 

408  Sentencia  (21  de  Octnbre  de  1892).— JEbset^pe^oaet  perentoricn. 
Incompetencia  de  juriodiccián, — Se  declara  procedente  la 
opuesta  por  el  Fiscal  á  la  demanda  de  la  Sociedad  de  Teléfo- 
nos de  Madrid,,  contra  la  Real  oi;den  de  2  de  Septiembre 

de  1890,  681 

409  Auto  (21  de  Octobre  de  lS91).^Excq>eione$  éUatoriao.  Ineom- 
petenoui  cle/MrMtoctdn.— Se  revoca  el  auto  dictado  por  el  Tri- 
bunal provincial  de  Madiid  en  26  de  Junio  de  1890,  denegan- 
do dicha  exospción  propuesta  por  el  Ayuntamiento  de  la  ca- 
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Ck>iide  de  Castrillo  y  Orgaz  contra  la  Beal  orden  de  Id  de  No- 
viembre de  1881.  601 

424  Sentencia  (29  de  Octubre  de  lS92).'-JBhccepcione$ perentorioi. 
FaUa  de  perionalidad  é  inc<>mpeíencia  de  juri8dieeián.^Be  de- 
claran procedentes  laa  opneataa  por  el  Fiacal  á  la  demanda 
de  D.  Joan  Melendes  contra  la  Real  orden  de  18  de  Agoeto 
de  1887.  60» 

426  Sentencia  (29  de  Octubre  de  ISW).— Derecho  ápentiÓn,  Alono 
de  atrai08,—8e  confirma,  en  parte,  la  Real  orden  de  24  de 
Agoeto  de  1887,  impugnada  por  Dofia  Francisca  Manso.  604 

42tS  Sentencia  (8  de  Noviembre  de  1 892).— Cbnsumoe,  Beclamaeián 
de  agratfio8.—8e  absuelve  á  la  AdministrAción  de  la  demanda 
de  D.  Francisco  Puignau  j  otra  conba  la  Real  orden  de  8  de 
JuUo  de  1889.  605^ 

4t7  Sentencia  (6  de  Noviembre  de  lB9t).—Excepcione$  perento- 
riae.  Incompetencia  de  juriedicción. — Se  declara  procedente 
como  excepción  dilatoria  la  opuesta  por  el  Fiscal  á  la  deman- 
da de  D.  Fidel  Joan  Balmes  contra  la  Real  orden  de  14  de 
Agosto  de  1886.  60^ 

428  Sentencia  (7  de  Noviembre  de  tS9^),— Arrendamiento  del  kn- 
pmeeto  de  eoneumos,  Liqnidaeián.—Be  desestima  la  demanda 
interpuesta  contra  la  Real  orden  de  8  de  Noviembre  de  1888.    607 

429  Sentencia  (7  de  Noviembre  de  1892).— Ferrocarrifes.  Mercan- 
ciof.— Se  absuelve  á  la  Administración.  608 

430  Sentencia  (7  de  Noviembre  de  lf^92),  —  Apelaeión.  Allana- 
miento á  la  demanda, — Se  confirma  la  sentencia  recurrida  de 

8  de  Octubre  de  1891,  imponiendo  á  la  parte  apelante  laa  cos- 
tas de  la  segunda  instancia.  '  60^ 

481  Sentencia  (7  de  Noviembre  de  lñ9V).^8argentoe.  PeneUmes. 
Maegtroe  de  cometas.^&e  revoca  la  Real  orden  de  9  de  Jallo 
de  1891  en  la  que  se  negó  mi  sargento  de  cornetas  D.  Juan  Es- 
tanislao de  la  Iglesia  derecho  al  retiro  con  todos  los  beneficios 
qne  á  la  clase  de  sargentos  concede  el  art.  6.<>  de  la  ley  de  19 
de  Jolio  de  1889,  y  los  artículos  80  y  46  del  Real  decreto  de 

9  de  Octubre  del  mismo  aflo.  610- 

482  Sentencia  (6  de  Noviembre  de  IB9^),— Ocupación  militar.  In- 
demnixacúhi  de  daños  y  perjuicios.^ Se  confirma  la  Real  orden 
de  18  de  Octubre  de  1888,  declarando  no  haber  lugar  á  la  in- 
demnisación  de  dafios  y  perjuicios  solicitada  por  los  herede- 
roa  de  Dofia  Josefa  Gregoria  Sagastnnce.  61^ 

488  Sentencia  (8  de  Noviembre  de  1892).— Odrat  públieae.  Mate- 
riaUi  del  Éátado.—Se  confirma  la  Real  orden  de  12  de  Agostó 
de  1890,  impugnada  porD.  Juan  Carrascosa  y  Sánchez,  en  la 
qne  se  dispone  se  deduzca  del  precio  de  una  obra  los  materia- 
It'S  extraídos  de  la  misma.  6^8- 

484    Sentencia  ($  de  Noviembre  de  1^92). Si^cepción  perentoria. 
Incompetencia  de  jurisdicción.  Abono  y  reintegro  de  kaheiret, 
— Se  declara  procedente  la  excepción  perentoria  de  incompe 
tencia  de  {arisdicción  alegada  pot  él  Fiscal,  en  pleito  promo-' 
^:  vido  por  D.  Rafael  Hernández  Oiulón  contra  la  Real  orden 

H  de  8  de  Abrtl  de  1890.  614 

486    Sentencia  (10  de  Noviembre  de  1892).     Cansinos  ffednaUi.  Ex 
¡r^  propiacián.  !SombramÍento  de  periiog.-^tíe  'confirma  la  Real  or- 
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dio  Planas,  Director  de  la  Oompafiía  de  loa  ferrocanrilea  de 
Tarragona  á  Barcelona  y  Francia,  aofore  revocación  de  cma 
orden  del  Poder  EjctfmÜvo  de  la  Rfi|»ública,  relativa  á  la  fran- 
qoicia  de  Adnaoaa  qne  tonia  concedida  dicha  Empreaa.  6S9 

445  Sentencia  (1 7  de  Noviembre  de  IB^^).— C¡arga$  dejuitíaa.  Ex- 
cepeián  perentoria.  Falta  de  permmalidad.—8e  declara  proce- 
dente la  excepción  perentoria  de  falte  de  personalidad  en  el 
represéntente  de  la  parte  acUMra,  alegada  por  el  Fiscal  en  el 
recorso  promovido  á  nombre  del  Real  Patronato  de  la  Basílica 
de  Atocha,  sobre  revocación  de  una  Beal  orden  relatfva  á 
ona  carga  de  justicia.  680 

446  Sentencia  (17  de  Noviembre  de  1892).— A^ono  de  Oen^  de 
•ertnctot.—Se  revoca  la  Real  orden  de  10  de  Marso  de  18ML 
impugnada  á  nombre  de  D.  José  Nandó  Atiensa,  relativa  a 
abono  de  tiempo  de  servicios.  Otl 

447  Sentencia  (18  de  Noviembre  de  IB92).—M<mte$.  Preeiú  de 
remate,  Ingreeo.Se  confirma  la  dictada  por  el  Tribunal  pro 
vincial  de  Caenca,  en  el  pleito  en  grado  de  apelación  entre  la 
Administración  pública  y  D.  José  Solera,  sobre  malte  impoes 
te  á  éste,  como  remátente  de  dertos  pinos  en  la  dehesa  del 
Hospitel  de  Fuentes.  6^ 

448  Sentencia  (18  de  Noviembre  de  IS92).— Defraudarán,  Gm- 
tribucián  ind%utrial,—8B  confirma  la  dictada  por  el  Tribonal 
local  de  Puerto  Rico  en  el  pleito  en  grado  de  apelación  entre 
la  Administración  general  del  Estado  y  D.  Antonio  Ooofila  y 
otros,  sobre  defraudación.  6t4 

449  Séntencia.(18  de  Noviembre  de  1892).— (tutumos.  Cbuasrlot 
gremiaUe  de  Uquidoi.^-^  confirma  la  Real  orden  de  14  de 
Jolio  de  1890,  absolviendo  á  la  Administración  de  la  de* 
manda  interpueste  por  D.  Modesto  Lleó  Ubach,  relativa  á  la 
inclusión  del  interesado  en  el  conderto  gremial  de  líquidos 

del  pueblo  de  San  Martín  de  Barroca.  6S6 

46Ó  Sentenda  (19  de  Noviembre  de  1892).— JlítfUM.  ¿>0fiiaHcit.— Se 
revocan  las  Reales  órdenes  de  8  y  16  de  Didembre  de  1890, 
impugnadas  á  nombre  de  D.  Ricardo  de  Arrobe,  sobre  dema- 
sía de  unas  minas  en  la  provincia  de  Vizcaya.  6S6 

461  Sentenda  (19  de  Noviembre  de  1S9%). ^Compañía  Tra$atíót^ 
tiea.  Tarifas.— tie  revoca  la  Real  orden  de  21  de  Julio  de  1891 
en  la  parte  que  ha  sido  reclamada  por  la  Oompafiía  Trasatlán- 
tica, sobre  precios  en  las  terifas  generales.  6M 

452  Sentencia  (21  de  Noviembre  de  lS92).'-~Exoepeión perentoria. 
Falta  depereonalidad.^-Sé  declara  procedente  la  ezoepdón  d» 
falte  de  peraooalidad  en  el  represéntente  del  actor,  alegada 
como  perentoria  por  el  Fiscal  en  el  recurso  interpuesto  á 
nombre  de  Dofia  Mariana  Daura  y  Roura  sobre  deredio  á 
pendón,  689 

468  Sentencia  (21  de  Noviembre  de  1892).— iidifonai.  Jforo  de 
aleoJuileB. — Se  revoca  la  Real  orden  impugnada  á  pombre  de 
D.  Nicanor  Balbontín,  relativa  al  aforo  de  una  partida  de  al- 
cohol. ■  ,        •*« 

464  Sentenda  (21  Noviembre  de  1892).— (Jonsusiat.  NuUded  d^ 
coneiertoB  y  oprcmiof .— Se  revoca  la  Real  orden  de  29  de  Ene- 
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de  PoertolUno,  Mettansa  é  Hinojoca,  sobre  revocaeión  é» 
doa  Reales  órdenes  relativas  á  la  conoesión  á  la  Ooanpafií* 
francesa  de  minas  y  fundiciones  de  Escombreras  de  an  ferro- 
carril desde  la  mina  A$drúbal  á  la  estación  de  Poertollaoo.       ñS% 

454  Sentencia  (28  de  Noviembre  de  IB92). -^  ManeomwMod  de 
oostot.— Se  revoca  la  dictada  por  el  Tríbanal  provincial  de 
León»  apelada,  y  se  deja  sin  efecto  la  resol  ación  del  Goberna- 
dor de  la  misma  provincia  qae  motivó  la  demanda  interpaea- 
ta  por  el  Fiscal  contra  D.  Felipe  Ingneros  Rodrígnes  y^roa, 
■obre  malta  impaesta  á  éstos  por  haber  introdaoido  aas  ga- 
nados á  pastar  en  el  monte  de  Garfín.  664 

-466  Sentencia  (28  de  Noviembre  de  1892).*-ifoiieia.  Ifítrodmedén 
de  plata  mfjioan4i,^8%  confirma  la  dictada  por  el  Tribunal  lo 
cal  de  Puerto  Rico,  objeto  del  reoarso  interpoesto  á  nombre 
de  D.  José  María  Escribano  y  Oalvo  y  otros,  sobre  intiodac- 
don  de  plata  mejicana.  6ÍC 

466  Auto  (28  de  Noviembre  de  1B92\ -^AutetUicidad  de  domma^' 
los.— Se  confirma  el  dictado  por  el  Tribunal  provincial  de 
Marola,  en  el  recorao  en  grado  de  apelación  entre  D.  José 
Oánovaa  Martínez  y  el  Ayantamiento  de  Maaarrón  aobra 
arriendo  de  consamos.  668 

467  Sentencia  (29  de  Noviembre  de  1892).— íímos.  8alina$,-^ 
absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  interpoesta  á 
nombre  de  D.  Dionisio  Yáfiea  Marruenda,  sobre  revocación 

de  ana  Real  orden  relativa  á  la  cesión  de  ana  mina.  669 

468  Sentencia  (29  de  Noviembre  de  1892).— Paerlos.  Coneeeión  ie 
un  embarcadero.  Oaducidad.^8e  absuelve  á  la  AdminiaUseióo 
de  la  demanda  interpoesta  á  nombre  de  la  Sociedad  de  Obran 
públicas  y  la  Oompsfiía  de  Val  de  Zaf4n  á  San  Oarloa  de  la 
Rápita,  sobre  revocación  de  ana  Real  orden  del  Miniatorio  de 
Fomento,  relativa  á  la  caducidad  de  una  conceaión  para  oona- 
troir  nn  embarcadero  en  este  último  ponto.  661 

469  Aato  (80  de  Noviembre  de  1892),— Jj^eioeidii.— Se  declara  qoo 
el  Tribunal  provincial  de  Barcelona  no  pudo  admitir  el  ro- 
eorso  interpuesto  á  nombre  de  D.  José  Xiró  y  qae  no  ha  logar 

á  reaolver  sobre  dicha  apelación.  6tt 

470  Sentencia  (80  de  Noviembre  de  1892).— íI^nos.  Obrae  de  dé' 
fen§a.  Incompetencia  de  jnri$diecián,'-8e  declara  prooedento 
la  excepción  de  incompetencia  de  jurisdicción  propoeata  per 
el  Fiscal  en  demanda  deducida  por  D.  Ramón  Lopes  Salgado 
contra  la  Real  orden  de  Fomento,  de  l.o  de  Mayo  de  1889,  so- 
bre construcción  de  un  maro  de  desviación  del  río  Ohanea.    662 

471  Sentencia  (l.o  de  Diciembre  de  1892).  -  De$amariiMaciám.  Se- 
iodo  potesorio.Se  revoca  la  Real  orden  dictada  por  Fomento 
en  26  de  Agosto  de  1886,  declarando  que  las  finesa  objeto  de 
aquélla  no  eatán  incluidas  en  la  desamortisación  por  pertene- 
cer al  demandante.  666 

472  Sentencia  (2  de  Diciembre  de  1892).— il^uaf .  ilpreveetomai- 
io.— Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  inter- 
poesta á  nombre  de  D.  Ricardo  Martell  contra  la  Real  orden 
de  Fomento,  sobre  aprovechamiento  de  agoas  del  Qnadal- 
qnivir.  t66 

478    Sentencia  (2  de  Diciembre  de  1892).^J.^iiaf .  jBú^^.--Se  ro- 
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da  de  Aduana$.'^8e  absuelve  á  U  Administración  de  la  de- 
manda interpaesta  por  )a  Gompafiía  del  ferrocarril  de  Galda- 
mea  á  Seatao  contra  la  Real  orden  de  9  de  Agoato  de  1890.    677 

S  Sentencia  (7  de  Diciembre  de  1892}.*-Z>ef ¿tnde  de  términoi  mu- 
mdpíUee. — Se  confirma  la  de  la  Comisión  provincial  de  Gna- 
dalajara,  de  10  de  Febrero  de  1885,  sobre  deslindes  de  los 
términos  municipales  de  Miralrío  y  Membrillera.  67» 

S  Sentencia  (7  de  Diciembre  de  1892). — Colonia»  agrícola».— Se 
confirma  la  dictada  por  la  Ck>misión  provincial  de  Barcelona 
en  16  de  Jalio  de  1884  concediendo  beneficio  de  colonia  agrí- 
cola á  ana  finca  de  D.  Mignel  Oasanova.  682 

J  Sentencia  (9  de  Diciembre  de  lB92).^Expropiaeión  forgoea, 
—Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  interpues- 
ta á  nombre  de  Doña  Ana  Sola  y  Tomó  y  otros  contra  la  Real 
orden  de  Guerra  de  l.o  de  Octubre  de  1887,  relativa  á  valora- 
ción de  terrenos  en  la  falda  de  Monjnich.  684- 

)  Sentencia  (9  de  Diciembre  de  lB92),^Ayuntamiento».  Bepre- 
•0fi<aei5n.— Se  revoca  la  dictada  por  la  Comisión  provincial 
de  Zaragoaa,  en  6  de  Abril  de  1886,  sobre  deslinde  de  los  tér- 
minos municipales  de  Zaragoza  y  Torres  de  Berrelléu.  685^ 

»  Sentencia  (10  de  Diciembre  de  1892).— iSe^tro».  Cuerpo  de 
Oficina»  mMt¿are«.~Se  absuelve  á  la  Administración  de  la 
demanda  interpuesta  por  D.  Juan  Almenara  Padilla  contra  la 
Real  orden  de  Guerra  de  9  de  Julio  de  1891.  686^ 

)  Sentencia  (10  de  Diciembre  de  1892).— ilr6t^rto0  muniripale». 
— Se  revoca  la  Real  orden  de  29  de  Septiembre  de  1888,  dicta- 
da por  Gobernación,  relativa  al  pago  de  arbitrios  sobre  terre- 
nos del  común  de  Egea  de  los  Caballeros.  688 

I  Sentencia  (10  de  Diciembre  de  1%^2).—Cla»e» pa»iwi».  Cuerpo 
de  Oficina»  müüare»,Se  absuelve  á  la  Administración  de  U 
demanda  interpuesta  por  D.  Miguel  Bíansanete  Galveí  contra 
la  Real  orden  de  Guerrs,  de  9  de  Julio  de  1891.  69a 

I  Sentencia  (10  de  Diciembre  de  1892).— Pro/áores  de  escuela» 
militare».  Eeoompen»a».—8e  revoca  la  Real  orden  de  Guerra 
de  26  de  Noviembre  de  1890,  declarando  que  D.  Fernando  de 
Aranas  é  Isaguirre  tiene  derecho  al  grado  de  Comandante,  en 
lugar  de  la  Crus  de  primera  clase  del  Mérito  militar  con  dis- 
tintivo blanco.  692 

1  Sentencia  (10  de  Diciembre  de  IS92). ^Cla»e»  pa»iva».  Abono 
de  »ervicio», — Se  revoca  la  Real  orden  de  Hacienda  de  81  de 
Agosto  de  1891,  sobre  concesión  de  abono  de  servicios  á  Don 
Antonio  Fernández  del  Castillo,  Magistrado  de  la  Audiencia 
territorial  de  Bargos.  69& 

'.  Sentencia  (10  de  Diciembre  de  lS92).—8ervicion  municipale», 
Me»ci»ián  de  contrato,Se  revoca  la  de  la  Comisión  provincial 
de  Álava  de  80  de  Octubre  de  1886,  declarando  firme  el  acuer- 
do de  la  misma  de  10  de  Noviembre  de  1885,  denegando  la 
rescisión  de  un  contrato  entre  el  Ayuntamiento  de  Lesa  y 
D.  M.  María  Moños.  696 

Sentencia  (12  de  Diciembre  de  lB92).—Coniribucione».  Có- 
bradore».  Fianzat.—Se  confirma  la  dictada  por  el  Tribunal  lo- 
cal de  la  isla  de  Cuba  en  2  de  Marso  de  1891,  sobre  aplicación 
de  una  fianza  á  cubrir  sumaa  defraudadas.  697 
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496  Sentencia  (12  de  Diciembre  de  lB92),^Shocepción  perentoria. 
Incompetencia  de  jurUdicción^-^Se  declara  procedente  la  ex- 
cepción de  incompetencia  de  jarisdicción  alegada  por  el  Fis- 
cal al  conteatar  la  demanda  interpneata  á  nombre  de  D.  Fran- 
cisco Martínez,  contra  la  Real  orden  de  5  de  Enero  de  1891, 
sobre  comisos.  698 

497  Sentencia  (13  de  Diciembre  de  1892).— Gm«o«.— Se  absuelve 
á  la  Administración  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Cecilio 
Francisco  Aysa  contra  la  Real  orden  de  80  de  Agosto  de  1890, 
sobre  censos.  700 

498  Sentencia  (14  de  Diciembre  de  lS92),^Montepío  Militar,  VÍ9- 
dedadea. — Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  in- 
terpuesta á  nombre  de  Doña  Dolores  de  la  Riega  y  Castillo 
contra  la  Real  orden  de  Guerra  de  17  de  Agosto  de  1891,  sobre 
pensión  de  viudedades.  700 

499  Sentencia  (14  de  Diciembre  de  1S92). —Excepción  perentoria. 
Incompetencia  de  jurisdicción, — Se  declara  incompetente  el  Tri- 
bunal para  conocer  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Nicolás 
Cleriés  y  otro,  contra  la  orden  de  la  Dirección  general  de  la' 
Deuda  de  13  de  Febrero  de  1889,  sobre  indemnización  de 
diezmos.  708 

500  Sentencia  (17  de  Diciembre  de  1892).— Afaes^ros.  Oposicio- 
n^.  — Se  revoca  la  Real  orden  de  Fomento  de  14  de  Mayo  de 
1890,  sobre  el  derecho  de  D.  Francisco  Carrasco  Espinóla  á  la 
Escuela  elemental  de  nifios  del  Hospicio  de  Sevilla.  704 

-601  Sentencia  (17  de  Diciembre  de  1S92),-^  Contribución  territo- 
rial, Exeneione8,^8Q  revoca  la  orden  de  la  Dirección  general 
de  Contribuciones  dire<^tas  de  9  de  Junio  de  1891,  sobre  exen- 
eión  de  con*^ribuciones.  706 

4^2  Sentencia  (19  de  Diciembre  de  1892).— ^xc0pcf(^n  dilatoria. 
Incompetencia  de  jurisdicción.^Se  declara  procedente  la  ex- 
cepción propuesta  por  el  Fiscal  al  contestar  á  la  demanda 
contra  la  Real  orden  de  4  de  Febrero  de  1891,  sobre  demar- 
cación de  una  demasía.  708 

603  Sentencia  (19  de  Diciembre  de  1S92).— Exección  dilatoria. 
Incompetencia  de  jurisdicción, — Se  declara  procedente  la  ex- 
cepción dilatoria  de  incompetencia  de  jurisdicción  contra  la 
Real  orden  de  Hacienda  de  2  de  Marzo  de  1868,  sobre  indem- 
nización de  diezmos.  708 

604  Auto  (19  de  Diciembre  de  \S92).— Excepción  dilatoria.  Defec- 
to legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda.— Sq  declara  proce- 
dente la  excepción  alegada  por  el  Fiscal,  en  demanda  con- 
tra la  Real  orden  de  8  de  Enero  de  1892.  710 

606  Auto  (19  de  Diciembre  de  1892). — Excepción  dilatoria,— In- 
competencia de  jurisdicción,  -  Se  declara  procedente  la  alegada 
por  el  Fiscal  en  demanda  contra  las  Reales  órdenes  de  l.o  de 
Julio  de  1892,  declarando  varias  cesantías.  710 

-606  Auto  (19  de  Diciembre  de  IS92),— Excepciones  dilatorias.  In- 
competencia de  jurisdieción.—SQ  declara  improcedente  la  pro- 
puesta por  el  Fiscal,  para  no  contestar  á  la  demanda  inter- 
puesta por  D.  Joaquín  Machorro  y  Almenabar  contra  )a  Real 
ord^n  de  19  de  Enero  de  1892,  sobre  permuta  de  un  empleo 
doble.  711 
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Anto  (10  de  Diciembre  de  1892).— ^bf^y^cidn  dt/a¿ona.  FaUa 
(le  personalidad,— 8e  declara  improcedente  la  alegada  por  el 
Fiscal,  para  no  contestar  á  la  demanda  interpuesta  por  D.  Ma- 
riano Martines  de  A  sagra  contra  la  disposición  de  Goberna- 
ción, corannica'la  en  8  de  Enero  de  1891.  t  713 
£08  Aato  (20  de  Diciembre  de  IS^2).— Excepción  dilatoria,  Incoff^ 
petencia  de  JHrigdicción.^Be  declara  no  haber  lugar  á  la  pro* 
puesta  por  el  Fiscal  en  la  demanda  interpuesta  por  el  Ayunta- 
miento de  Murcia  contra  la  Real  orden  de  4  de  Diciembre  de 
189 1,  sobre  indemnisación  á  un  arrendatario  de  consumos.       7U 

609  Sentencia  (21  de  Diciembre  de  1692),—Servici(*8  postales.  Re- 
mesa de  fondos,— 'Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  de- 
manda interpuesta  á  nombre  de  la  Compañía  Trasatlántica 
contra  la  Keal  orden  de  26  de  Septiembre  de  1891,  sobre  re- 
mesa de  fondos.  714 

610  Sentencia  (21  de  Diciembre  de  1892).->Jlf(mfrpio  de  la  Seal 
Casa.  Pensiones.— Be  absuelve  á  la  Administración  de  la  de- 
manda interpuesta  á  nombre  de  Dofia  Brígida  Páramo  contra 

la  Real  orden  de  26  de  Julio  de  1890,  relativa  á  pensión.  716^ 

611  Sentencia  (2 1  de  Diciembre  de  1892).— If^^ora  de  pennón.—Be 
absuelve  á  ia  Administración  de  la  demanda  deducida  á  nom- 
bre de  Dofia  Teresa  Maglietta  contra  la  Real  orden  de  21  de 
Octubre  de  1 890,  relativa  á  mejora  de  pensión.  716 

612  Sentencia  (21  de  Diciembre  de  1892).— Ifiíuif.  Caducidad  de 
regi$tros.—tíe  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda  in- 
terpuesta á  nombre  de  la  Sociedad  P.  Menchaca  y  Compañía 
contra  la  Real  orden  de  16  de  Enero  de  1887  sobre  minas.       717 

618  Sentencia  (22  de  Diciembre  de  IB92).— Servidumbres. — Se  re- 
voca la  Real  orden  de  Fomento  de  14  de  Marso  de  1891, 
■obre  prolongación  á  los  muelles  de  mercancías  de  ia  estación 
de  Badajos  del  tranvía  de  D.  José  Lopes.  71S 

614  Sentencia  (22  de  Diciembre  de  1892). — Clases  pasivas.  Trans- 
misión de  peniiiones,—&e  revoca  la  Real  orden  de  Hacienda  de 
17  de  Agosto  de  1890,  que  deniega  á  Dofia  María  Gertrudis 
CDaly  y  Peres  cierta  pensión.  71» 

616  Sentencia  (22  de  Diciembre  de  1892).— ^xcfpcúfnpereHforía.     ' 
Incompetencia  de  jurisdicción.— Be  declara  incompetente  el 
Tribunal  para  conocer  de  la  demanda  interpuesta  por  Dofia 
Adela  Labros  contra  ia  Real  orden  de  16  de  Noviembre  de 
1887,  relativa  al  pago  de  varias  multas.  721 

610  Sentencia  (28  de  Diciembre  de  1892). — Canongías.  Nulidad  de 
oposiciones.  ~Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  demanda 
interpuesta  por  D.  José  Felicó  y  Serra  contra  la  Real  orden 
de  14  de  Agosto  de  1890,  sobre  nulidad  de  unas  oposiciones 
á  Canongías.  7S> 

617  Sentenria  (23  de  Diciembre  de  \S9Ú).— Arrendamiento  de  Con- 
$umos.  Indemnización, — Se  revoca  la  Real  orden  de  6  de  Mayo 
de  1891,  declarando  que  D.  Joan  Roba  Carrique  tiene  derecho 

á  una  indemnisación.  721 

618  Sentencia  (24  de  Diciembre  de  1892).—  Clases  pasivas.  Orfan- 
dades.—Bía  revoca  el  acuerdo  de  Ja  Junta  de  Clases  pasivts  de 
14  de  Marso  de  1888,  declarando  que  Dofia  Consuelo  Codeddo 
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no  tiene  derecho  á  pensión  del  Tesoro,  y  qoe  no  está  obligada 

á  reintegrar  las  cantides  que  haya  percibido.  7aS 

il9  Sentencia  (24  de  Diciembre  de  lS92).—Atra80$,  Bonifioaeión, 
— 8e  absaelve  á  la  Administración  de  la  demanda  interpuesta 
por  la  Di  potación  provincial  de  Guipúzcoa  contra  la  Real  or- 
den de  4  de  Marso  de  1889,  sobre  denegación  de  beneficios.    726 

£20  Sentencia  (24  de  Diciembre  de  1892). — Cantribtuíiones.  Mul- 
tai.—8e  revoca  la  Real  orden  de  2  de  Marzo  de  1891,  y  se  de- 
clara debe  reponerse  el  expediente  al  ser  y  estado  que  tenía 
cuando  Dofia  María  Pérez  Picó  interpuso  recurso  de  alzada 
contra  el  fallo  de  la  Delegación  de  Hacienda.  728 

621  Auto  (27  de  Diciembre  de  1892). — Excepción  dilatoria.  In- 
competencia de  jurigdicción.SQ  ordena  que  el  Fiscal  conteste 
la  demanda  interpuesta  por  el  Ayuntamiento  de  Ciudad  Real 
contra  la  Real  orden  de  22  de  Septiembre  de  1891,  sobre  su- 
basta de  solares  dentro  de  murallas.  729 

622  Auto  (27  de  Diciembre  de  1892). — AforoB, — Se  declara  sin 
enrso  la  demanda  interpuesta  por  D.  Ramón  Alvares  y  Alva- 
res contra  la  Real  orden  de  6  de  Marzo  de  1892,  sobre  aforos.     780 

628  Auto  (27  de  Diciembre  de  1892).— JSlrcepcidn  dilatoria.  Incom- 
petencia de  jiériidicción.—'Só  declara  sin  curso  la  demanda  in- 
terpuesta pur  Dofia  Eariqueta  Cifuentes  contra  la  Real  orden 
de  9  de  Octubre  de  18v2,  sobre  pensión.  780 

624  Sentencia  (27  de  Diciembre  de  lB92).—CofUribución  indus- 
trial, Defraudadón.^^ó  revoca  la  del  Tribunal  local  de  ia  isla 
de  Cuba,  fecha  4  de  Octubre  de  1890,  sobre  contribuciones.      731 

626  Sentencia  (27  de  Diciembre  de  1892).  —Aguas,  Aprovecha- 
mientos.— Se  confirma  la  dictada  por  el  Tribunal  provincial  de 
Gerona  en  26  de  Mayo  de  1891,  sobre  concesión  de  aguas  á 
D.  Eduardo  Pérez.  782 

626  Sentencia  (29  de  Diciembre  de  1892).— /^competencia  de  ju- 
risdicdón.^Se  declara  incompetente  el  Tribunal  para  conocer 
de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Pedro  Pablo  Rujas  contra 

ia  Real  orden  de  Hacienda,  relativa  á  comiso  de  tabaco.  796 

627  Sentencia  (30  de  Diciembre  de  1892), —Expropiación  forzosa. 
Nombramiento  de  perito  tercero.— Sq  absuelve  á  la  Adminis- 
tración de  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  D.  Fermín 
González  y  otros  contra  la  Real  orden  de  Fomento  de  9  de  Ju- 
lio de  1887,  sobre  expropiación  de  terrenos.  736 

628  Sentencia  (31  de  Diciembre  de  i% •^2).— Pensiones,  Atrasos.-^ 
Se  revoca  la  Real  orden  de  Gobernación,  fecha  16  de  Junio  de 
1891,  declarando  á  D.  Florencio  Sánchez  García  con  derecho 

al  abono  de  una  pensión.  737 

629  Sentencia  (31  de  Diciembre  de  1892). — Prescripción,  Créditos 
contra  el  Eétado.^Se  absuelve  á  la  Administración  de  la  de- 
manda interpuesta  á  nombre  de  D.  Tomás  Mercadat  y  Florid 
oontra  la  Real  orden  de  16  de  Noviembre  de  1890,  sobre  devo- 
lución de  cantidad.  739 

630  Sentencia  (31  de  Diciembre  de  VS92).'-'Bbscepción  perentoria. 
Incompetencia  dejurisdiGción.-'Se  estima  ia  propuesta  por  el 
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Fiscal,  como  perentoria,  al  contetUr  á  la  demanda  interpaev* 
ta  á  nombre  de  la  Oorapafiía  de  loi  ferrocarrílea  del  Norte 
contra  la  Real  orden  de  14  de  Agosto  de  1891.  740 

6S1  Sentencia  (31  de  Diciembre  de  1892).— Cíasea  paiivas.^Fm- 
iiones.^&e  revoca  la  Keai  orden  de  Gnerra  de  18  de  Noviem- 
bre de  1889,  sobre  pensión  concedida  á  Dofia  Emilia  Lásaro.    741 


SECCaON  2,* 

I^ecisioiies  sobre  competencias. 
Números.  Páciai* 


Competencia  (8  de  Enero  de  1892). — Aprovechamiento  de  le- 
ñoM,  Cue$tione$  prevú».— Real  decreto  decidiendo  á  favor  de  la 
Administración  ana  competencia  suscitada  entre  la  Andien- 
cía  de  lo  criminal  de  Ponferrada  y  el  Gobernador  dvil  de 
León.  74S 

Competencia  (8  de  Enero  de  1892). — Vicios  íustanciales  en  ti 
procedimiento.  —Se  declara  mal  suscitada,  y  qne  no  ha  ingar  á 
decidir,  la  promovida  entre  el  Jaes  de  iustracción  de  Lérida 
y  el  GK>beroador  civil  de  aqaella  provincia.  744 

Competencia  (8  de  Eoero  de  1892).— Jffiírío  de  leñae.  Usurpa- 
ción de  atribuciones, — Se  resuelve  en  parte  á  favor  de  la  Admi- 
nistración, y  en  parte  á  favor  de  la  Autoridad  judicial,  nna 
competencia  suscitada  entre  el  Gobernador  civil  de  Burgos  y 
la  Audiencia  de  lo  criminal  de  Lerma.  745 

Competencia  (8  de  Enero  de  lS92).'-'Ayuntamienios.  FoUcia 
urbana, — Se  resuelve  á  favor  de  la  Administración  la  promo- 
vida entre  el  Gh>bernador  civil  de  la  provincia  de  Málaga  y  el 
Juez  de  instrucción  de  Marbella.  746 

Competencia  (8  de  Enero  de  1893). — Desobediencia  á  la  Au- 
toridad.^Qe  decide  á  favor  de  la  Autoridad  judicial  la  com- 
petencia promovida  entre  el  Gobernador  civil  de  Cuenca  y  la 
Audiencia  de  lo  criminal  de  la  misma  capital.  747 

Competencia  (8  de  Enero  de  1893).— J?Mrto  de  leñas,— Qe  se- 
suelve  «fue  no  ha  debido  suscitarse  una  competencia  promo- 
vida entre  el  Gobernador  civil  de  Burgos  y  la  Audiencia  de  lo 
criminal  de  Lerma.  747 

Competencia  (8  de  Enero  de  1892). — Aguas.  Dominio  y  pose- 
sión,—8e  decide  á  favor  de  la  Autoridad  judicial  la  promovi- 
da entre  el  Gobernador  civil  de  Barcelona  y  la  Audiencia  de 
la  misma  capital.  748 

Competencia  (17  de  Enero  de  1893).— 7i6Ío<  sustanciales  en 
el  procedimiento,  Se  declara  mal  suscitada  y  formada,  y  que 
no  ha  Ingar  á  decidir,  la  promovida  entre  el  Gobernador  civil 
de  Almería  y  el  Juez  de  instrucción  de  dicha  capital.  750 

Competencia  (17  de  Enero  áe  1892).  Ayuntamientos.  Apode 
rados.Se  resuelve  á  favor  de  la  Autoridad  judicial  la  snsei- 
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tada  entre  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valladolid  y 

el  Gobernador  de  aqnella  provincia.  761 

10  Competencia  (17  de  Enero  de  lS^2).--AUanamiento  de  mora- 
do.— Se  decide  á  favor  de  la  Autoridad  judicial  la  promovida 
entre  el  Gobernador  civil  de  Miilaga  y  el  Juez  de  instrucción 

de  Eatepona.  7  61 

1 1  Competencia  (17  de  Enero  de  1892).—  Vicios  gustanciaUi  en  el 
procedimiento.  CeUhradán  de  vi$ta,— Se  áec\ATA  iübI  formada 
la  promovida  entre  el  Gobernador  civil  de  Valencia  y  el  Juea 

de  primera  inatancia  del  distrito  del  Mar  de  dicha  población.    75S 

12  Competencia  (17  de  Enero  de  1892).— Afontes.  Aprovechamien- 
to de  Mas.— Se  decide  á  favor  de  la  Administración  la  susci- 
tada entre  el  Gobernador  de  Valencia  y  el  Juea  de  ViUar  del 
Arzobispo.  76S 

18  Competencia  (20  de  Enero  de  1892). —Junia  municipal  del 
Oemo.—Qe  declara  que  no  ha  debido  suscitarse  la  promovida 
entre  el  Gobernador  civil  de  Zaragoza  y  el  Juzgado  instructor 
de  Egea  de  los  Caballeros.  764 

14  Competencia  (21  de  Enero  de  1892).— Jutctot  civilee..  Servi- 
dumbre$.Se  resuelve  á  favor  de  la  Autoridad  judicial  la  pro- 
movida entre  el  Gobernador  civil  de  Barcelona  y  el  Juzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  del  Parque  de  aquella  ca- 
pital. 766 

16  Competencia  (21  de  Enero  de  1892.)— jD^^^tn^I^  de\término$ 
municipale8,—8e  resuelve  á  favor  de  la  Autoridad  judicial  la 
suscitada  entre  el  Gobernador  civil  de  Huelva  y  el  Juzgado 
de  instrucción  de  Aracena.  766 

16  Competencia  (21  de  Enero  de  1892).— Perecea  civiles.  Acuer- 
dos de  los  Ayuntamientos.—Se  resuelveí  á  favor  de  la  Autori- 
dad judicial  la  promovida  entre  el  Gobernador  civil  de  San- 
tander y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Laredo.  769 

17  Competencia  (29  de  Enero  de  ISd^).-- Concejales  suspensos. 
Prolongación  defunciones. — Se  resuelve  á  favor  de  la  Autori- 
dad judicial  la  suscitada  entre  el  Gobernador  civil  de  Burgos 

y  la  Audiencia  de  lo  criminal  de  Lerma.  761 

18  Competencia  (29  de  Enero  de  1892). — Procedimiento  de  apre- 
mios. Atribuciones  de  los  Alcaldes. — Se  resuelve  á  favor  de  la 
Administración  la  suscitada  entre  el  Gobernador  civil  de  Ba- 
dajos y  el  Juzgado  de  instrucción  de  Almendralejo.  762 

19  Competencia  (29  de  Enero  de  1S92),— Interdictos,  Posesión  de 
eaHes.-Se  resuelve  á  favor  de  la  Administración  la  suscitada 
entre  el  Gobernador  civil  de  Alicante  y  el  Juez  de  Novelda.    764 

20  Competencia  (29  de  Enero  de  1892.). —  Vicios  sustanciales  en 
elprocedimionto. — Se  declara  mal  suscitada  y  que  no  ha  lugar 
á  decidir  la  promovida  entre  el  Gobernador  civil  de  Zamora  y 

el  Juez  de  Villalpando.  766 

21  Competencia  (16  de  Febrero  de  1892).— J^'ecuoú^  de  senten- 
esas.  Créditos  contra  los  Ayuntamientos,— Be  decide  á  favor  de 
la  Administración  la  suscitada  entre  el  Gobernador  civil  de 
Alicante  y  el  Jues  de  Viltajoyosa.  767 

22  Competencia  (16  de  Febrero  de  1892).— Dominio.  Acuerdos  de 
¡09  Comisiones  provineiales,^&e  resuelve  á  favor  de  la  Auto- 
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ridad  jodicial  U  ■nscitada  entre  el  Gobernador  civil  de  Alme- 
ría y  ei  Jaes  de  la  misma  capital.  7M 

IS  Competencia  (16  de  Febrero  de  IB^^y-^ConBumoB,  Begwhro9 
de  damicilid. — 8e  decide  á  favor  de  la  Adminiatración  la  ana- 
citada  entre  el  Gobernador  civil  de  Almería  y  el  Jnes  de  ina- 
trncción  de  Vera.  7«f 

14  Competencia  (16  de  Febrero  de  169t). ^Beunúmet  públieag. 
—Se  reanelve  á  favor  de  la  Administración  la  anací tada  en- 
tre el  Jnei  de  Herrera  del  Dnqne  y  el  Gobernador  oivil  de 
Badajoz.  770 

26  Competencia  (16  de  Febrero  de  1892). — Deudas  de  lo$  Áym^- 
tamientúB.  Procedimiento  para  $u  cobro.— 8e  reanelve  á  favor 
de  la  Adminiatración  la  anacitada  entre  el  Gh>bemador  civil 
de  Barcelona  y  el  Jnes  de  San  Feliá  de  Llobregat.  771 

26  Competencia  (16  de  Febrero  de  1892).—  Vteioa  9U9taneiale$  en 
el  procedimiento. — Se  declara  no  haber  logar  á  decidir  la  ana- 
citada entre  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Cáoerea  y  el 
Gobernador  civil  de  dicha  provincia.  77S 

27  Competencia  (16  de  Febrero  de  1892). — Montes.  Corta  y  mu- 
traecián  de  leñas,  Ouestianes  previas.Se  reanelve  á  favor  de 
la  Adminiatración  la  anacitada  entre  el  Gk>bernador  civil  de 
León  y  la  Audiencia  de  lo  criminal  de  dicha  población.  776 

28  Competencia  (27  de  Febrero  de  1892).—  Vicio  sustancial  en  al 
procedimiento. — Se  declara  mal  formada,  y  qne  no  ha  lugar  á 
decidir,  la  promovida  entre  el  (Gobernador  civil  de  Alicante 

y  la  Audiencia  de  la  misma  población.  777 

29  Competencia  (27  de  Febrero  de  ISQ2).— Montes.  Acuerdos  de 
los  Ayuntamiento8.Se  resuelve  á  favor  de  la  Adminiatración 
la  anacitada  entre  el  Gobernador  civil  de  Badajos  y  el  Jnes 

de  Herrera  del  Duque.  777 

20  Competencia  (27  de  Febrero  de  1892).— JEbpproptoctrfn/orfsoao. 
Interdictos.— 8e  reanelve  á  favor  de  la  Autoridad  judicial  la 
suscitada  entre  el  Gobernador  civil  de  Ciudad  Real  y  el  Jues 

de  Almodovar  del  Campo.  781 

21  Competencia  (27  de  Febrero  de  1892).— Afonlet.  Aprovecha- 
mientos forestales.— 9e  reanelve  á  favor  de  la  Adminiatración 
la  anacitada  entre  el  Gobernador  civil  de  Burgos  y  el  Juea  de 
Salaa  de  los  Inf antea.  784 

22  Competencia  (27  de  Febrero  de  1892). — Aguas.  Dominio  y 
posesián. — Se  resnelve  á  favor  de  la  Autoridad  jodicial  la  ana- 
citada entre  el  Gobernador  civil  de  Oviedo  y  el  Jnes  de  Ca»- 
tropol.  786 

28  Competencia  (27  de  Febrero  de  IB92). —Expropiación  forMOsa. 
Interdictos.— 8e  resuelve  á  favor  de  la  Autoridad  judicial  la 
anacitada  entre  el  Gobernador  civil  de  Valencia  y  el  Jnes  del 
distrito  del  Mar  de  dicha  capiUl.  787 

24  Competencia  (27  de  Febrero  de  lB92).—Beemplazos.  Jmeios 
criminales.'-Se  reanelve  á  favor  de  la  Autoridad  jodidai  la 
promovida  entre  el  Gobernador  civil  de  Orenae  y  el  Juei  de 
Viana.  T88 

26  Competencia  (28  de  Febrero  de  1892). — Cuestiones  de  oompe 
tencia.  Concejales  suspensos.  Prolongación  defunciones. — Se  de- 
clara que  no  ha  debido  anacitarae  la  promovida  entre  el  €k>- 
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á  decidir,  la  promovida  entre  el  Gobernador  civil  de  Qaada-     - 
lajara  y  el  Juez  de  instrocción  de  Bribuega.  819- 

Competencia  (18  de  Abril  de  1892).— Ftctos  tu$taneiale$  en  d 
procedimiento,— Se  declara  mal  formada  y  qae  no  ba  lagar  á 
decidir  la  promovida  entre  el  Gobernador  civü  de  Lérida  y  el 
Jaez  de  instrncción  de  Sort  820- 

Competencia  (18  de  Abril  de  1692),— Colegioa  electorales.  Auto- 
ridad de  8u$  Presidente». "Se  resaelve  á  favor  de  la  Autoridad 
judicial  la  promovida  entre  el  (Gobernador  civil  de  Madrid  y 
la  Aadiencia  de  lo  criminal  de  Alcalá  de  Henares.  821 

Competencia  (18  de  Abril  de  IS92),— Impuesto  de  consumos. 
Delitos  comunes.Se  declara  qoe  no  ba  debido  anecitarae  la 
promovida  entre  el  Crobemador  civil  de  Pontevedra  y  el  Jaea 
de  primera  instancia  de  Cambados.  824 

Competencia  (18  de  Abril  de  1892). — Consumos. — Se  resaelve 
á  favor  de  la  Administración  la  sascitada  entre  el  Goberna- 
dor civil  de  Pontevedra  y  el  Jaez  de  Cambados.  826 
Competencia  (18  de  Abril  de  IS92),— Ayuntamientos.  Faculta- 
des de  los  Frestdentes.—8e  resaelve  á  favor  de  la  Administra- 
ción la  suscitada  entre  el  Gobernador  civil  de  Pontevedra  y 
el  Jaez  de  Cambados.  827 
Competencia  (22  de  Mayo  de  1S92).— Conejales  suspensos.  So- 
breseimientos,— Se  resaelve  á  favor  de  la  Administración  la 
sascitada  entre  el  Gobernador  civil  de  Valencia  y  la  Aadien- 
cia de  lo  crimina]  de  Játiva.  829 
Becnrso  de  qaeja  (22  de  Mayo  de  lS92).—Betencién  de  sueldo 
á  las  clases  de  tropa,— Qe  declara  que  no  ha  debido  suscitarse 
el  promovido  por  la  Audiencia  de  Bargos  contra  el  Coman- 
dante Jefe  de  Carabineros  de  la  provincia  de  Santander.           881 
Competencia  ([22  de  Mayo  de  1892).— ifon^et.  Sustraceián  de 
leñas.  Alteración  de  hitos,^8e  declara  qoe  no  ha  debido  sasci- 
tarse  la  promovida  entre  el  Gobernador  civil  de  León  y  el 
Jaez  de  dicha  capital.  886 
Competencia  (22  de  Mayo  de  1892).— JBt/as.  Defraudaeián. — 
Se  resaelve  á  favor  de  la  Administración  la  sascitada  entro 
el  Gobernador  dvil  de  Zaragoza  y  el  Jaez  de  San  Pablo  de 
dicha  capiUl.  887 
Competencia  (6  de  Jnnio  de  1892).— iSem(2um&r«s.— Se  re- 
suelve á  favor  de  la  Autoridad  jodicial  la  sascitada  entre  el 
Gobernador  civil  de  Gerona  y  el  Juez  de  Paigcerdá.  888 
Competencia  (6  de  Junio  de  1892).— IfofUes  comunales.  Des- 
trucción de  cercas.— 8e  declara  que  no  ha  debido  suscitarse  la 
anublada  entre  el  Gobernador  civil  de  Logo  y  el  Juez  de  di- 
cha capital.  841 
Competencia  (6  de  Junio  de  1892).— CV^í^ot  contra  los  Ayun- 
tamientos,—Be  decide  á  favor  de  la  Autoridad  Judicial  la  sus- 
citada entre  el  Gobernador  civil  de  Madrid  y  lía  Sala  de  lo  ci- 
vil de  la  Audiencia  de  esta  corte.  844 
Competencia  (6  de  Jnnio  de  1892).— Ttctos  sustanciales  en  d 
procedimiento,— 8e  declara  mal  formada,  y  que  no  ha  lugar  á 
decidir,  la  promovida  entre  el  Crobemador  de  Valencia  y  el 
Juez  de  Onteniente.                          -*                                         667 
Competencia  ^6  de  Junio  de  1892).— Fictos  sustanciales  en  d 
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ómpetencia  (SI  de  Octubre  de  IS^T).— Acuerdos  municipales. 
nterdictos.^8e  resuelve  á  favor  de  la  AdmiDÍstradón  la  pro- 
lovida  entre  el  Gobernador  civil  de  Barcelona  y  el  Joea  del 
[ospítal  de  dicha  ciudad.  877 

iompetencia  (31  de  Octubre  de  1892).— iicti^(2ot  muniHpa- 
!f.  Exceuo  de  atribuciones,—  8e  resuelve  á  favor  de  la  Admi* 
istraciÓD  la  suscitada  entre  el  Oobemador' civil  de  Cuenca  j 
I  Jues  de  instracción  de  Belmonte.  878 

iompetencia  (Si  de  Octubre  de  IS^t).-^  Vicios  sustanciales  en 
I  procedimietito.  Oelebración  de  vista. — 8e  declara  mal  forma* 
a,  y  que  no  ha  luvar  á  resolver,  la  promovida  entre  el  Go* 
ernador  civil  He  Huelva  y  el  Juez  de  Mogner.  879 

lompetencia  (SI  de  Octubre  de  1892).— CWf fione»  de  compe 
mcia.  Juicios  civiles, — Se  resuelve  á  favor  de  la  Autoridad 
idicial  la  suscitada  entre  el  Gobernador  civil  de  Orense  y  el 
uez  de  Puebla  de  Trives.  881 

k>mpetencia  (81  de  Octubre  de  IS9%).— Ayuntamientos.  Servi- 
les municipales, — 8^  resuelve  á  favor  de  la  Administración 
i  suscitada  entre  el  Gobernador  civil  de  Sevilla  y  el  Jues  de 
larchena.  881 

lompetencia  (81  de  Octubre  de  1892). — Cuestiones  de  compe- 
mcia.  Juicios  crtmtna^f.— Se  declara  que  no  ha  debido  ausei- 
irse  la  promovida  entre  el  Gobernador  de  Teruel  y  la  Aa- 
iencia  de  dicha  capital.  88S 

ompetencia  (SI  de  Octubre  de  1892).— CNev^ion^s  de  compe- 
mcia.  Cuestiones  previas, — Se  resuelve  á  favor  de  la  Adminii- 
-ación  la  suscitada  entre  el  GK>bernador  civil  de  Almería  y  el 
uez  de  Purchena.  886 

Competencia  (SI  de  Octubre  de  1892). — Cuestiones  de  compe- 
mcia.  Juicios  criminales. — Se  resuelve  á  favor  de  la  Antori- 
ad  judicial  la  suscitada  entre  el  Gobernador  civil  de  Almería 
el  Jues  de  dicha  capit-al.  886 

¡ompetencia  (31  de  Octubre  de  1892).-JMteia9  erimina¡e$. 
Cuestiones  previas.^Qe  resuelve  á  favor  de  la  ^Administra- 
ion  )a  suscitada  entre  el  Gobernador  civil  de  Murcia  y  la 
.udiencia  de  lo  criminal  de  Cartagena.  887 

lompetencia  (20  de  Noviembre  de  1892).— Fieiof  sustamóa- 
«  del  procedimiento.  Celebración  de  vista.---GB  declara  mal  fer- 
iada la  suscitada  entre  el  Gobernador  civil  de  Albacete  y  el 
uez  de  Yeste.  889 

lompetencia  (20  de  Noviembre  de  1B^2), —Cuestiones  de  com- 
etencia.  Cuestión  previa.— 8e  resuelve  á  favor  de  la  Adminia- 
ración  la  suscitada  entre  el  Gobernador  ciril  de  Almería  y  el 
uez  de  Sorbas.  890 

lompetencia  (20  de  Noviembre  de  1892).— In¿«rifc(o9.— Se 
»uelve  á  favor  de  la  Administración  la  suscitada  entre  el 
Gobernador  civil  de  Ciudad  Real  y  el  Juez  de  Alcázar.  891 

lompetencia  (20  de  Noviembre  de  1SQ2).— Aprovechamientos 
orestales.  —Se  resuelve  á  favor  de  la  Administración  la  susci- 
ida  entre  el  Gobernador  civil  de  Huelva  y  el  Juei  de 
foguer.  ••* 

lompetencia  (20  de  Noviembre  de  1892).  —  ^on^rt^ucionet. 
Procedimiento  de  apremio. —Be  resuelve  á  favor  de  la  Adminsi- 
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No  ei  permitido  á  los  Gobernadorea  modificar  ni  revocar 

■as  resolaciones  casado  éstas  soa  declaratorias  de  derecho  (Sen- 
teocia,  aúcn.  416.— 26  de  Octabre  de  1892).  69(V 

Administración  diocesana.— En  la  cantidad  asignada  en  los  pre- 
sapaestos  para  los  Arsobispos  y  Obispos,  y  en  sostitoción  de  los 
antigaos  rendimientos  y  ¿ratos  de  las  mitras,  se  comprende  y  en- 
globa, tanto  el  haber  personal  correspondiente  á  aqaellos  altos 
cargos,  caanto  lo  necesario  para  atender  á  los  gastos  y  material 
de  U  administración  Diocesana,  pnesto  qae  ni  figara  en  presa- 
paestos,  ni  se  abona,  ni  consta  qae  se  haya  abonado,  consigna» 
ción  algnna  especial  con  el  referido  ñn. 

Por  lo  expuesto,  es  de  evidencia  qae  cnando  el  Arsobiapo  á 
Obispo  nombrado  y  aceptado  no  pasa  á  tomar  posesión  de  sn  car- 
go, carece  de  derecho  para  percibir  la  total  asignación  consigna- 
da enVrovopQMto  desde  el  móndente  qae  con  parte  de  ella  es  ne- 
cesario atender  á  los  gastos  de  la  administración  Diocesana. 

El  referido  principio  está  confirmado  por  la  legislación  de  lu- 
dias y  singularmente  en  la  ley  41,  tít  7.o,  libro  l.o  de  la  Recopi- 
lación de  esas  leyes,  qae  establecía  la  carencia  de  derecho  á  per- 
cibir los  frutos  de  la  mitra  del  Prelado  qae  en  la  primera  ocasión 
después  del  fiat  no  se  traslada  al  punto  de  su  legal  residencia. 

La  Real  orden  de  l,^  de  Mayo  de  1884,  única  legislación  mo- 
derna, dispuso  en  su  art  8.<>  que  los  Muy  Reverendos  Arsobispos 
y  Obispos  disfrutasen  en  sus  viajes  á  itoma  los  mismos  haberes 
que  eo  su  diócesis,  y  en  los  demás  casos  4.000  pesos  los  primeros 
y  3.000  los  segundos,  quedando  de  esta  suerte  marcado  y  defini- 
do qué  parte  constituye  el  haber  personal  de  los  referidos  Arzo- 
bispos y  Obispos,  y  cuál  la  destinada  á  los  gastos  de  la  Adminis- 
tración Diocesana. 

Aparte  de  que  los  términos  de  la  dta^  disposición  son  gene- 
rales, pues  que  dice  c»  los  demág  cosos,  es  lo  cierto  qoe  no  existe 
razón  alguna  para  establecer  una  diferencia  entre  el  caso  en  que 
el  Arzobispo  ú  Obispo  se  encuentre  en  uso  de  licenda  y  el  de  que 
no  se  haya  posesionado  aún  de  sa  cargo,  pues  lo  esencial  para 
este  objeto  es  la  ausencia  de  la  diócesis,  y  la  imposibilidad,  por 
tanto,  de  desempefiar  por  sí  la  administración  Diocesana,  circuns- 
tancia común  á  ambos  casos  (Sent.,  núm.  868. — 14  de  JaUo  de 
1892).  621 
Arquitectos.— Los  Arquitectos  del  Estado  tienen  derecho  al  pago 
de  honorarios  por  los  servicios  qae  se  les  encomienden  (Senten- 
cia, núm.  265.-27  de  Mayo  de  1892).  381 
Aguas.— Por  una  Real  orden  no  ha  podido  interrumpirse  el  lapso 
del  plazo  fijado  por  el  art  261,  párrafo  2.o  de  la  ley  de  Aguas, 
de  13  de  Junio  de  1870  á  la  sazón  vigente,  que  fijaba  el  término 
de  un  mes  para  reclamar  en  vía  contenciosa  contra  las  providen- 
cias de  ios  (Gobernadores  en  materia  de  agnas  y  que  había  trans- 
currido con  exceso  cuando  la  Real  orden  se  dictó  (Sent.,  núm.  23. 
—22  de  Euero  de  1892).  42 
No  procede  la  revocación  de  la  Real  orden,  por  la  qae  se  au- 
toriza á  un  particular  para  alumbrar  aguas  subálveas  de  un  río, 
cuando  por  la  misma  se  adoptan  las  precauciones  necesarias  psra 
dejar  á  salvo  los  derechos  preexistentes,  se  reconoce  el  estado 
posesorio  de  los  usuarios,  y  se  establece  el  plazo  para  ejecutar 
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loB  caettionet.roUtivM  al  dominio  de  1m  pIatm,  ályeos  ó  caocei 
de  los  ríos  y  al  dominio  y  posesión  de  las  riberas  (Oomp^  nú- 
mero 37.— 10  de  Mano  de  1893).  791 
Aynntamientos  (aloaldis). — Tratándose  de  aoaerdos  tomados 
por  los  Alcaldes  en  asuntos  que  caen  dentro  de  las  disposiciones 
de  la  ley  Municipal,  á  la  Admioistradón  rorresponde  resolver 
si  aquéllos  escán  ó  no  comprendidos  dentro  de  la  mencionada  ley, 
y  por  tanto,  está  bien  susdtada  la  competeoda  por  parte  de  la 
Autoridad  administratiTa  (Oomp.,  núm.  4.  -  8  de  finero  de  1892).    74C 

Para  conocer  si  se  ha  cometido  ó  no  exceso  en  las  atribn* 

clones  que  corresponden  á  los  Alcaldes  como  Presidentes  de  las 
Gorporadones  municipales  y  por  los  actos  ejecutados  para  con- 
servar el  orden  y  dirigir  las  discusiooes,  es  Autoridad  compe- 
tente el  Gobernador  de  la  provincia  (Oomp.,  núm.  6S.~18  de 
Abril  de  1892).  827 

-~  (aoubüdos  munioipalbs).— Habiendo  recaído  el  acuerdo  de 
un  Ayuntami«)nto  en  asunto  de  su  exclusiva  competencia,  puesto 
que  se  refería  á  materia  de  policía  urbana  y  especialmente  á  la 
alineadón  de  calles,  siendo,  por  tanto,  inmediatamente  ejecuto- 
río, salvo  los  f ocursos  que  determinan  las  leyes,  establedendo  el 
de  apelación  por  el  particular  perjudicado  y  resuelto  por  el  Go» 
beruador  de  la  provincia,  la  providencia  de  esta  Autoridad  puso  * 
término  á  la  vía  gubernativa  y  solamente  era  reclamable  por  la 
contenciosa,  según  lo  preceptuado  en  la  ley  Provindal  (Sent.  nú- 
mero 1 18.-8  de  Marso  de  1893).  190 

Sí  bien  los  acuerdos  tomados  por  un  Ayuntamiento  pujdioran 

estar  dentro  del  círculo  de  las  atribuciones  que  las  leyes  le  con- 
fieran, cuando  con  ellos  se  lesionara  un  derecho  civil,  puede  el 
que  se  crea  perjudicado  deducir  su  acción  ó  su  demanda  ante  el 
Juez  ó  Tribunal  competente,  según  lo  que,  atendida  la  naturalesa 
del  asunto,  dispongan  las  leyes. 

Los  derechos  que  el  demandante  invoca  para  entablar  su  ac- 
dón  ante  los  Tribunales  del  fuero  común  son  derechos  de  pro- 
piedad y  dominio,  y  versando  sobre  este  particular  el  pleito  que 
•e  sigue  ante  la  jurisdicción  ordinaria,  á  la  misma  corresponde 
conocer  de  ella  con  arreglo  á  las  leyes  (Oomp.,  núm.  16. — 21  de 
Enero  de  1892).  U% 

Ouando  hay  que  decidir  si  un  Ayuntamiento  se  ha  excedido 

en  sus  atribuciones  al  tomar  y  ejecutar  un  acuerdo,  existe  una 
cuestión  previa,  de  cuya  resolución  depende  el  fallo  de  los  Tri- 
bunales, y  corresponde  á  la  Administradón  resolver  sobre  dicho 
punto  (Oomp.,  núm.  37.-27  de  Febrero  de  1892).  777 
ídem  id.— Oomp.,  núm.  47.— 18  de  Abril  id.                                       817 
ídem  id.— Oomp.,  núm.  72. — ^3  de  Atrosto  id                                      87S 
ídem,  id.— Oomp.,  núm.  76. — 81  de  Octubre  id.                                  878 
Oontra  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos,  tomados  den- 
tro del  círculo  de  sus  atribuciones,  no  pueden  entablarse  inter- 
dictos (Oomp.,  núm.  70.^2  de  Agosto  de  1892).                                870 
ídem  id.— Oomp.,  núm.  78.-2  de  Agosto  id.                                     874 
ídem  id.— Oomp.,  núm.  76,-81  de  Octubre  id.                                  877 
ídem  id.— Oomp.,  núm.  90.— 20  de  Noviembre  id.                             896 

(ADMunsTBAOióN  MaNiciPAL). — A  touor  de  lo  prescrito  en 

ia  Real  orden  de  26  de  Mayo  de  1880,  los  acuerdos  de  loa  Ayvn- 
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tamieotcMi  que  ae  «oponga  iMtImen  derechos  de  loe  particalareí 
no  caoMo  eetado,  y  ton  reclamablee  ante  el  Gobernador  de  la 
proyincia  reepeetiva. 

Tratándote  de  los  efectos  de  nn  contrato  celebrado  por  un  Mu- 
nicipio para  la  oobransa  del  impaesto  de  Consamos  por  raxón  de 
la  materia,  la  repetida  Autoridad  es  la  competente  para  conocer 
de  la  aleada  (8ent,  núm.  411.-3:1  de  Octubre  de  1892).  ''^  584 
Tratándose  de  la  responsabilidad  exigida  á  un  Ayuntamien- 
to por  la  administración  municipal,  el  cumplimiento  de  las  dis- 
posiciones legales  por  una  parte,  j  el  debido  respeto  á  los  princi- 
pios de  justicia  y  de  equidad  por  otra,  aconsejan  que  se  Deven  á  ^ 
efecto  las  diligencias  que  puedan  aclarar  la  existencia  y  cuantfa 
de  la  responsabilidad,  pues  sólo  cuando  se  practiquen  podrá  for- 
marse juicio  exacto  de  las  cuentas  municipales  en  el  periodo  que 
duró  aquella  administración,  y  determinarse  la  cuantía  y  grado 
de  dicha  responsabilidad,  asi  como  las  personas  á  quienes  ésta 
afecte. 

En  el  propio  caso  no  se  comprende  que  se  ordene  la  práctica 
de  las  diligencias  que  puedan  aclarar  la  existencia  y  cuantía  de 
una  responsabilidad,  y  al  propio  tiempo  se  mande  exigir  el  rein- 
tegro de  una  cantidad  determinada,  dando  por  supuesto  que  exis- 
ten en  el  expediente  datos  bastantes  para  fijar  el  saldo  contra  el 
Ayuntamiento  responsable  (8ent,  núm.  417.-^27  de  Octubre 
de  1892).  698 

(abbitbios  MUNI0IPAIJD9).-— En  asuntos  administrativos,  la 

provincia  de  Navarra  se  rige  por  su  legislación  especial,  con  arre- 
glo á  la  ley  de  16  de  Agosto  de  1841  sobre  nK>dificación  de 
Fueros. 

Las  leyes  privativas  de  Navarra  autorizan  desde  tiempo  inme- 
morial á  los  Ayuntamientos  de  la  misma  provincia  para  estable- 
cer expedientes  ó  arbitrios  y  atender  con  sus  productos  á  cubrir 
las  necesidades  de  los  pueblos,  pero  sometiendo  en  aprobación  á 
la  Autoridad  superior  administrativa  de  la  provincia. 

Habiendo  sustituido  la  Diputación  provincial  al  Consejo  Real 
de  Navarra  en  las  atribuciones  administrativas  que  desempefiaba, 
según  se  dispone  en  la  citada  ley  de  Modificación  de  f  aeros,  á  la 
misma  comprende  la  facultad  de  autorisar  á  los  pueblos  para  es- 
tablecer arbitrios. 

Obtenida  por  un  Ayuntamiento  autorisación  de  la  Diputación 
provincial  para  establecer  un  arbitrio,  es  indudable  que  éste  es 
legal  y  puede  y  debe  cobrarlo  el  Ayuntamiento  (Sent.,  núm.  47. 
—80  de  Enero  de  1892).  "  77 

En  las  cuestiones  sobre  contratos  celebrados  por  la  Admi 

nistración  municipal  para  un  servicio  público,  según  tiene  decla- 
rado la  jorisprudeneia  constante  del  Tribunal  Contencioso,  con 
arreglo  á  lo  prescrito  en  el  art.  84  de  la  ley  de  21  de  Septiembre 
de  1868  y  en  la  Beal  orden  de  26  de  Mayo  de  1880,  causa  estado 
la  providencia  del  Gobernador,  y  conforme  al  art.  143  de  la  ley 
Provincial,  sólo  es  reclamable  en  via  contenciosa  ante  el  Tribu- 
nal provincial  (Sent,  núm.  865.— 11  de  Julio  de  1892).  60a 

El  impuesto  sobre  carruajes  de  lujo  fué  creado  por  la  ley 

de  Presupuestos  de  29  de  Junio  de  1869,  y  suprimido  después  y 

convertido  en  arbitrio  municipal  por  virtud  del  precepto  contení- 
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do  en  el  art  96  de  la  ley  de  Preenpaeetoe  de  11  de  Jalio  de  1877. 

EeUblecido  por  mi  AyanUmiento»  en  yirtnd  de  dicha  antorisa- 
dón,  aqoel  arbitrio,  exclayendo  de  él  á  loa  qae  ae  hallen  dedica- 
doa  á  la  indoatria  de  alquiler  de  carmajea  y  joatifiqaen  eatar 
oomprendidoa  en  la  mairicala  correapondlente  del  anbaidio  indna- 
fcrial;  habiendo  acreditado  nn  particular  qoe  reone  eatoa  reqniai* 
toa,  procede  declararle  excluido  del  pago  de  aqnel  arbiMo  munici- 
pal (8ent,  núm.  410.— 21  de  Octubre  de  1892).  sas 

Conforme  á  lo  preyenido  en  el  art  88  de  la  ley  de  25  de 

Septiembre  da  1868,  la  deciaión  y  fallo  de  eataa  cueatíonea  correa- 
pondeá  loa  Oonaejoa  provincialea,  deapuéa  Oomiaionea,  como 
Tribunalea  Gontencioao  adminiatraúvoa  en  primera  inatancia. 

Loe  acuerdoa  de  loa  Ayuntamientoa  en  laa  materiaa  á  que  ae 
refiere  el  art.  88  antea  citado,  aon  reclamablea  ante  el  Goberna- 
dor de  la  provincia,  y  contra  la  reaolución  de  éate  procede  la  vía 
Oontencioao-adminiatrativa  ante  la  Oomiaión  provincial,  aegún,  á 
mayor  abundamiento,  diapone  la  Beal  orden  de  26  de  Mayo  de 
1880,  acordada  en  Oonaejo  de  Miniatroa  (Sent,  núm.  490.— 10  de 
Diciembre  de  1892).  •« 

i^BUBNsa  DB  PBOPioa).— Para  que  pueda  deereftarae  legal- 

mente  por  la  Adminiatradón  general,  con  arreglo  á  la  Real  orden 
de  11  de  Noviembre  de  1868,  la  nulidad  de  venta  de  una  ñnca 
rústica  por  exceao  en  la  cabida,  ea  requiaito  eaencial  que  ae  juali- 
fique  de  an  modo  indudable  la  diferenda  de  extensión  entre  la 
enajenada  por  el  Estado  y  la  que  realmente  poaea  el  comprador. 

Mientraa  no  se  acredite  de  un  modo  indubitado  la  exiatenda 
del  exceao,  no  hay  rasón  legal  baatante  para  decretar  la  nulidad 
de  la  venU  de  que  ae  trate,  no  obatante  lo  cual  el  Estado  tiene 
aiempre  expedito  au  derecho  á  fin  de  proceder  á  la  medidóo  y 
dealinde  de  la  finca  reclamada,  para  deapuéa  de  comprobada  la 
existencia  del  exceao  de  cabida,  adoptar  la  reaolndón  que  proce- 
da, según  laa  dispodciones  vigentes  en  la  materia. 

No  cabe  estimar  cumplido  dicho  requiaito  cuando  no  ae  de* 
mueatra  de  un  modo  fehadente  el  aupueato  exceao  de  cabida, 
porque  la  nueva  medidón  se  realisó  ain  aaistenda  de  loa  peritoa 

Sue  hideron  la  taaadén  para  la  subaata,  y  ain  tener  en  cuenta  loa 
atoa  que  sirvieron  de  base  á  la  miama,  y  no  reaulta  tampooo  cla- 
ramente que  en  dicha  medidón  ae  eliminaaen  todaa  laa  propieda- 
dea  particularea  comprendidaa  dentro  del  perímetro  dd  predio 
objeto  dd  pleito  (8ent.,  núm.  172.— 7  de  AbrU  de  1892).  2tt 

——  Vendida  una  finca  en  pública  aubaata,  y  demoatiándoae 
poateriormente  formar  aquélla  parte  de  un  solo  inmueble,  excep- 
tuado de  la  deaamortisación,  procede,  como  de  Propioa,  anular 
dicha  venU  (Sent.,  núm.  821.— 27  de  Junio  de  1892).  4U 

Bn  el  art  l.o  dd  Beal  decreto  de  28  de  Agoato  de  1868,  ae 

previene  que  los  Ayuntamientos  podrán  solidtar  la  ooncedón  de 
deheaaa  boyales  ó  de  terrenos  de  aprovechamiento  común  dentro 
dd  plaao  de  cuatro  meaea,  contados  desde  la  publicadón  de  dicho 
decreto  en  el  BoleHn  q/lcial. 

Se  ajusta  á  los  preceptos  legalea  vigentea  una  Beal  orden  die- 
tada  en  1889,  por  la  que  se  declara  extemporánea,  con  arreglo  á 
la  legislación  anterior,  la  aolicitud  dedudda  por  un  Ayuntamistt* 
(o  de  1860  para  Ja  exoepdón  de  venta  de  dertos  bienea  como  da 
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TM,  Ift  Oorporación  m  reintegró  de  sos  (ácaltades  para  acordar 
el  metilo  qae  estimase  más  conveniente. 

Aun  en  el  caso  de  no  tener  aplicación  los  artícalos  73  y  187, 
reffla  8.*,  de  la  ley  Manicipal,  en  cuanto  á  la  competencia  de  la 
Corporación  municipal  en  el  asnnto,  y  aanqne  padiera  sascitarse 
algnna  dada  sobre  sa  alcance,  significación  ó  inteligencia,  ésta 
dMaparecería  con  sólo  tener  en  cuenta  las  prescriciones  del  Real 
decreto  de  4  de  Enero  de  1883,  que  es  la  ley  vigente  en  la  mate- 
ria, pnesto  que  regaló  el  procedimiento  que  debía  segairse  en 
toda  clase  de  contratos  sobre  servicios  páblicos. 

Dado  el  espíritu  que  informa  el  Real  decreto  de  4  de  Enero  de 
1883,  que  no  es  otro  qae  el  de  dar  facultades  á  ios  municipios  en 
todo  lo  referente  á  los  contratos  que  celebran,  con  ari^glo  á  loa 
principios  descentralizadores  que  el  Gobierno  profesa,  es  in- 
cuestionable que  sus  acuerdos  sobre  esta  materia  no  tienen  otra 
norma  á  que  atenerse  sino  la  que  les  marca  esta  disposición  le- 
ISal  (Sent.,  núm.  94.-26  de  Febrero  de  1893).  160' 

Hallándose  ligada  una  Corporación  municipal,  en  virtud 

de  escritura  pública,  al  cumplimiento  de  un  contrato,  la  inda- 
^ón  en  presupuesto  de  parte  de  la  cantidad  contratada,  y  el  pago 
de  esta  parte  al  acreedor,  no  puede  menos  de  establecer,  con  res- 
pecto á  los  contratantos,  un  estado  legal  que  no  es  lícito  innovar 
por  la  voluntad  de  una  sola  de  las  partes. 

La  inclusión  en  unos  presupuestos  municipales  del  crédito  ne- 
cesario para  una  obligación,  supone  necesariamente  la  existencia 
de  on  acuerdo  previo  del  Ayuntamiento  reconociendo  la  proce- 
dencia de  aquel  pago,  y  sea  cual  fuese  la  forma  que  en  este  caso 
empleara  el  Ayuntamiento  para  adopter  el  acuerdo,  como  creó 
dei^cho,  no  siendo  reclamado,  no  puede  aquél  invalidarlo  por 
medio  de  otro  acuerdo  posterior. 

Esto  no  obsta  ni  se  opone  á  que  si  la  Corporación  municipal 
estima  que  produce  lesión  á  sus  intereses  el  cumplimiento  de  lo 
estipalado,  pueda  ejercitar  ante  la  Autoridad  competente  los  re- 
cursos que  para  tales  casos  establecen  las  leyes  (Sent.,  núm.  136. 
--18  de  Marso  de  1892).  222* 
La  ley  concede  á  los  Ayuntamientos  los  derechos  que  pue- 
dan ejercitarse  contra  los  que  recaudan  fondos  municipales,  y 
siendo  esos  derechos  en  el  presente  caso  los  que  nacen  del  con- 
trato de  mandato  entre  mandatario  y  poderdante,  tal  contrato  y 
las  obligaciones  que  del  mismo  emanan  son  de  índole  esencial- 
mente civil  (Oomp.,  núm.  9.— 17  de  Enero  de  1892).  ,  751 
—  Los  Ayuntamientos,  en  los  servicios  y  contratos  adminis- 
trativos, no  obran  como  personas  jurídicas,  sino  como  entidades 
administrativas,  correspondiendo  á  las  Autoridades  de  este  orden 
conocer  de  estos  asuntos  (Oomp.,  núm.  79.— 31  de  Octubre  de 
1892).  882 
(débitos  HiTKiciPAL«s).-*En  vía  contenciosa  no  puede  dic- 
tarse resolución  algnna  respecto  á  una  compensación  de  deudas 
«ntre  un  Ayuntamiento  y  la  Hacienda,  cuando  la  Administración 
aotiva  nada  ha  resuelto  acerca  de  este  extremo  (Sent,  núm.  16. — 
SO  de  Enero  de  1892).  81 

Es  un  principio  fundamental  de  derecho  administrativo, 

consignado  en  el  núm.  2.o  del  art.  27  del  Real  decreto  de  4  de 
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Por  haber  sido  el  iMiffo  de  anos  intereeet  objeto  de  diaca- 

•ion  en  el  jaldo  ■oeUndado,  y  eato  en  reladón  con  el  hecho  S  o 
•pnntado  en  la  demanda,  ann  cuándo  no  lo  faera  el  de  an  liqnl- 
dadtoy  cuya  inddenda  adío  cabía  dllacidar,  como  ahora  ae  diln- 
dda,  en  el  correapondimito  periodo,  aólo  á  la  Joriadicdón  qne  f  aé 
competente  para  pronandar  el  fallo  recaído  toca  conocer  de  la 
mlama,  en  coneooanda  con  lo  diapneato  en  el  art.  65  de  U  ley  de 
EDJniciamiento  dvll. 

Feneddo  en  tal  aapneato  por  aentenda  firme  el  jnido  prind- 
pal,  objeto  de  loa  antoa,  y  pendiente  de  aaatanciadón,  el  período 
de  ejecodón  de  aqoélla  en  todoa  aoa  diyeraoa  eztremoa,  á  la  ja- 
riadiodón  qae  la  dictó  correepcnde  llevarloa  á  camplido  efecto  y 
medir  el  alcance  de  aoa  propias  reaolndonea  en  la  forma  por  la» 
leyea  eatabledda. 

£a  improcedente  ahora  el  examen  de  ningún  otro  ponto  ó  aa 
pecio  de  la  coeatión  qoe  ae  debate,  qoe  no  aea  el  relativo  al  modo 
6  forma  como  haya  de  verificarae  el  pago  por  la  Oorporadón  ma- 
nidpal,  Qoa  ves  nltimada  la  liqaidadón  pendiente,  y  por  lo  qae 
á  eate  reapecto  ae  refiere,  so  conata  qoe  ae  hayan  infringido  haata 
el  preaente  por  parte  de  la  joriadicdón  ordinaria  loa  prereptoa 
eatableddoa  en  loa  artícoloa  148  y  144  de  la  vigente  ley  Monid- 
val,  loa  coalea  contienen  la  única  excepción  legal  qoe  á  favor  de 
la  Admfniatradón  podría  alegarse  para  apoyar  ao  competencia 
en  el  actoal  eatado  de  loa  aotoa. 

81  se  debe  prescindir,  por  no  consentirlo  el  estado  legal  del 
asttnto,  de  la  diacodón  relativa  al  carácter  de  deoda  manicipal, 
esencialmente  adminiatrativa,  pecoliar  de  loa  créditoa  de  aiaaa 
estableddoa  contra  el  Ayontamiento  de  Madrid,  baae  fondamen- 
tal  en  qoe  el  Gobernador  apoya  so  reqoerimfento,  y  como  conae- 
cnenda  de  ello  padieran  invocarse  conaideradonea  de  orden  pú- 
blico qoe  abonaran  la  competencia,  de  ta^  Adminiatración,  tam< 
poeo  eate  otro  aspecto  de  la  coeatión  poede  hacer  foersa  en  el 
caso  concreto  de  qoe  se  trata,  toda  vea  qoe  garantidos  sobnsten 
los  intereses  del  Monicipio  desde  el  momento  en  qoe  la  propia 
sentencia  recaída  le  deja  á  aalvo  todoa  ana  derechoa  para  ejerd- 
tarlos  contra  qoien  y  en  la  forma  qne  viere  convenirle  por  loa 
perjoicioa  qoe  el  eatricto  complimiento  de  dicha  ejecotoria  haya 
de  originarle  (Oomp.,  núm.  60.^5  de  Junio  de  1892).  844^ 
—  Laa  deodas  monidpales  qoe  no  se  hallen  asegoradas  con 
prenda  ó  hipoteca,  no  poeden  ser  exigidas  por  el  procedimiento 
da  apremio  (Oomp.,  núm.  68.^28  de  Jonio  de  1892).  88(^ 
~«—  No  estando  aseguradas  las  deodaa  de  loa  Ayootamientoa 
con  prenda  ó  hipoteca,  no  cabe  el  procedimiento  de  apremio, 
quedando  redocidas  laa  atribodonea  de  loa  Tribonales  á  declarar 
la  legitimidad  y  preladón  de  créditoa  (Oomp.,  núm.  67.-28  de 
Junto  de  1892).  SIS* 
(dkbumdb  d8  TÉBMIT08  HUinoiPALBs). — ^Poít  ooa  mera  re- 
solución gobernativa  no  ae  poeden  cancelar  derechoa  legítima- 
mente  creadoa  en  virtod  de  acoerdoa  monicipalea  qoe,  por  no  ha- 
ber sido  reclamados,  adqoirieron  el  carácter  de  resolodones  fioa- 
les  de  la  Admioistradón  (Sent.,  núm.  817.— 28  de  Jonio  de  1892).    460 

Es  on  principio  indodable  de  derecho  administrativo,  qoe 

á  laa  Autoridades  gobernativas  corresponde  conocer,  entre  otras 
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presente»  siendo,  p(Mr  lo  tentó,  nno  de  los  mi  que,  por  excepción, 
paeden  los  €k>beroadoree  promoyer  contiendas  de  eompetende  en 
ios  juicios  criminales  (Oomp.,  núm.  74.— 31  de  Octubre  de  1898).     876 

(síndicos). — El  art.  66  de  la  ley  de  Aynntamientoe  de  8  de 

Octnbre  de  1877,  establece  clara  y  terminantemente  qne  sólo  á  loe 
Procuradores  Síndicos  corresponde  representar  á  dicbae  Corpora- 
ciones en  todos  los  juicios  que  deben  eoetener,  y  no  puede  tener 
íuersa  legal  la  repreeentadón  concedida  por  un  Alcalde  (Sent,  nú- 
mero 488.-9  de  Diciembre  de  1892).  686 

(susPxirsióN  OB  SBOBrrABioe).— La  reclamación  del  abono 

de  sueldos  durante  el  tiempo  en  que  un  intereeado  ee  halla  sns- 
penso  de  un  cargo  y  de  abono  de  perjuicios  en  el  mismo  concep- 
to,  es  improcedente,  porque  la  suspensión  de  su  cargo,  sitnaci4¿i 
en  que  legalmente  se  ha  encontrado,  llevaba  aneja  la  del  seeldo 
mientras  estuvieee  en  suspenso  en  sus  fundones. 

La  reclamación  referente  al  abono  de  sueldo  durante  el  tiempo 
en  que  se  halló  destituido  ilegalmente  y  al  de  perjuicios  en  el 
mismo  concepto,  no  es  de  estimar  tampoco,  si  el  no  haber  ejer- 
cido el  cargo  el  interesado  y  el  no  haber  percibido  su  sueldo,  en 
coneecuencia,  en  todo  el  tiempo  indicado,  no  dependió  propia- 
mente de  la  destitución  declarada  ilegal,  sino  de  la  prolongación 
de  la  suspensión  en  el  cargo,  que,  aunque  fuera  indebida,  fué 
consentidla  por  el  interesado,  que  no  la  reclamó  en  término  hábil 
y  por  medio  de  loe  recursos  legales  (Sent,  núm.  1 1.— 18  de  Enero 
de  1892).  24 

(VÍAS  públicas).— Oon  arreglo  al  párrafo  primero  del  art  86 

de  la  ley  Municipal,  los  Ayuntamientos  tienen  facultad  para  eni^^ 
nar  y  permutar  los  terrenos  sobrantes  de  la  vía  pública,  carácter 
que  únicamente  puede  atribuirse  á  las  parcelas  que  no  constituyen 
solar  edificable,  según  tiene  declarado  la  jurisprudencia  adminis- 
trativa«  entre  otras  resoluciones,  en  las  de  18  de  Septiembre  de 
1878  y  9  de  Mayo  de  1881. 

Para  la  enajenación  de  dichos  terrenos,  los  Ayuntamientos  de- 
ben obsevar  las  formalidades  prevenidas  en  el  Real  decreto  de  28 
de  Septiembre  de  1849  y  en  la  Real  orden  de  2  de  Agosto  de  1861, 
de  modo  que  la  enajenación  verificada  sin  OAtos  requisitos  debe 
reputarse  viciosa  é  ilegal  (Sent,  núm.  68.-6  de  Febrero  de  1892).  94 
Las  resoluciones  que  los  Ayuntamientos  dicten  sobre  cues- 
tiones de  posesión,  son  reclamables  ante  el  Crobernador  de  la  pro- 
vincia, á  tenor  de  lo  que  dispone  la  Real  orden  de  26  de  Mayo  de 
1880,  que  fijó  la  inteligencia  que  debe  darse  á  los  artículos  171  y 
172  de  la  ley  Municipal. 

Las  resoluciones  dictadas  con  arreglo  á  la  Real  orden  anterior, 
causan  estado  y  sólo  cabe  contra  ellas  el  recurso  contencioso  ad- 
ministrativo. 

Es  jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado  y  del  Tribunal  de  lo 
Contencioso,  cuando  en  un  expediente  se  nota  error  esencial  en  la 
administración  ó  vicio  en  el  procedimiento,  corregir  el  uno  y  sub- 
sanar el  otro,  reponiendo  las  cosas  al  estado  en  que  se  hallaban 
cuando  se  cometió  el  error  (Sent,  núuL  476.-8  de  Diciembre 
de  1892).  668 

V.  Contratoi  adminÍ9trativo$,  Cue$tioHe$  de  eompetmda.  Con- 

$Hmo$,  2nierdícto$,  Mantei  públioai,  y  8eirvid9$mbre$. 
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con  mm  agentet,  1m  imettíoDM  qne  taijan  relativas  á  dodaa  ó 
anona  en  dicbaa  Hqnidacionea  ó  tengan  origen  en  el  contrato  de 
fiama  qoe  tienen  celebrado,  aon  de  la  competencia  de  loa  Tribo- 
nalea  ordinarioa  (Sent,  núm.  49.— SO  de  Enero  de  1892).-  M 

£1  art.  9.0  de  la  Heal  orden  de  8  de  Enero  de  1886  concedió 

ao  ao  regla  1.*  á  la  Recandación  de  Oontribodonea,  entoncea  á 
cargo  del  Banco  de  Eapafia,  y  á  ana  agentea,  ona  prórroga  de  trea 
meaea  para  preaentar  á  la  Adminiatradón  de  Contribocionea  y 
Bentaa  loa  expedientea  ejecotivoa  y  de  fallidoa,  por  todoa  concep- 
tea, ópocaa  é  impneatoa,  qne  obraaen  en  an  podwr,  afiadiendo  que 
laa  aomaa  correapondientea  á  loa  qne  no  ae  preaeotaran  dentro  de 
dicho  plaao  aerían  definitivamente  de  cuenta  del  Banco  (Beut,  nú- 
mero S4S.— 18  de  Mayo  de  1898).  851 
Según  la  diapoaidón  i.»  de  la  Beal  orden  de  81  de  Diciem- 
bre de  1872,  deade  el  momento  en  qne  fneae  inminente  la  invaaión 
de  laa  foeraaa  enemigaa,  el  fondonario  qne  tuviera  á  an  cargo  va- 
lorea del  Ea|ado  debía  impetrar  de  la  Autoridad  local  el  nombra- 
miento de  un  delegado  de  an  autoridad  que  paaara  á  oertl/flicar  la 
entrega  de  loa  valorea  cuando  ae  veríflcaae,  y  A  intervenir  laa 
operadonea. 

No  iuatiflcándoae  aufldentemente  la  prexiatenda  de  loa  fondo» 
procedentea  de  la  recaudación  de  contrlbndonea  que  ae  auponen 
anatraidoa,  no  procede  declarar  reaponaable  al  Recaudador,  por- 
que falta  uno  de  loa  requiaitoa  que  para  ello  exige  la  baae  17  del 
convenio  de  19  de  Diciembre  de  1887,  cdebrado  con  el  Banco  de 
Eapafia  (8ent.,  núm.  292.-4  de  Junio  de  1892).  418^ 

ídem  id.— 8ent.,  núm.  829.— ídem  id.  464 

Ea  príndpio  general  de  derecho,  en  el  cual  ae  inapiran  loa 

preceptoa  de  loa  ariiculoa  80  y  87  del  Reglamento  de  procedi- 
miento económicoadminiatrativo  de  1881  y  el  87  del  orgánico  de 
la  Dirección  de  Contabilidad  de  1871,  qne  nadie  puede  aer  conde- 
nado ain  aer  oído  previamente. 

Según  juriaprudenda  conatante,  la  falta  de  audiencia  del  inte- 
retado  en  eatoa  caaoa  conatítuye  un  vicio  anatandai  qne  anula  el 
procedimiento  deade  que  en  él  ae  incurrió  (Sent,  núm.  844. — 8  de 
Julio  de  1892).  488 

Seguido  á  un  deudor,  por  la  recaudación,  de  contribudonea 

encomendada  al  Banco  de  Eapafia,  el  oorreapondiente  expedieiite 
do  apremio  por  dóbito  de  aquéUaa,  habiendo  dejado  tranacnrrir 
•i  plaio  de  doa  afioa  para  reclamar  y  hacer  efectivaa  laa  cuotaa, 
deben  éataa  reputarae  preacritaa  (Sent.,  núm.  851.— 9  de  Julio 
de  1892).  497 

Si  bien  la  baae  17  del  convenio  aprobado  por  la  Real  orden 

de  19  de  Diciembre  de  1868  exima  de  reaponaabilidad  al  Banco 
de  Eapafia  cuando  por  íueraa  mayor  fueaen  extraídoa  loa  fondea 
de  la  recaudadón  de  loa  puntea  ó  arcaa  en  que  loa  cuatodian  laa 
dependendaa  de  dicho  eatablecimiento,  ea  neceaario,  para  otor- 
gar la  exención,  que  ae  jnatifiquen  la  violenda  ejercida  y  la  pre- 
exiatenda  de  loa  fondea,  quedando  la  apreciación  de  eata  prueba 
aometida  al  criterio  del  jusgador,  inapirado  en  laa  reglaa  de  la 
crítica  radonal. 

Aunque  eatuvieae  acreditada  la  violencia,  aeria  el  Banco  rer 
ponaable  d  nn  agente  recaudador  no  cumplió  el  precepto  de  la 
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b«M  17,  aniet  Invocada,  costodiando  loa  fondea  en  pantoa  ó  ar 
cas  con  laa  precancionea  neceaariaa  (Sent,  núm.  862.-9  de  Julk 
de  1892). 

Tratándoae  de  expedientea  de  apremio  en  loa  qne  reaalti 

que  nnmeroaaa  diligenciaa  aparecen  practicadaa  en  una  miami 
ffcf'ha,  qne  eatán  anplidaa  laa  firmaa  de  loa  dendorea  por  onoi 
nnlamoa  teatigoa,  qne  en  Tariaa  ocaaionea  auacriben  diligenciaa  en 
blanco,  y  qne  laa  fincaa  embargadaa  no  padleron  inacriblrae  poi 
catar  ya  ad  jadicadaa  á  la  Hacienda,  demaeatran  eatoa  hechoa  que 
loa  expedientea  ae  inatroyeron  con  infracción  de  loa  preceptoi 
rtrglamentarioa. 

8i  bien  loa  comiaionadoa  y  ejecatorea  no  deaignan  laa  flncaí 
contra  laa  qne  ha  de  procederae,  no  ea  eate  motivo  aoflcientc 
para  eximir  al  Banco  de  an  reaponaabilidad  por  laa  fincaa  ante 
nórmente  adjodicadaa  á  la  Hacienda,  porque  con  arreglo  á  li 
Inatmcción,  dicboa  comiaionadoa  ae  nombran  á  propoeata  aaya, 
y  ea  evidente  qne  de  haber  éatoa  librado  en  la  forma  debida  loi 
mandamientoa  de  embargo  de  laa  fincaa  referidaa,  ae  hubiera 
puesto  en  evidencia  qne  eran  ya  de  la  Hacienda,  dándoae  logai 
á  que  ae  deaignaran  otraa  en  auatitución. 

La  regla  10  del  art.  2.o  de  la  Beal  orden  de  8  de  Enero  de  188£ 
no  pvede  aer  aplicable  al  caao  referido,  porque  el  fin  á  que  tiende 
aqnélla  ea  lograr  que  la  Hacienda  ae  incante  de  laa  fincaa  embar 
gadaa  por  débitoa  de  loa  contribuyentes,  á  cuyo  efecto  otorga  ui 
plaao  á  la  recaudación  para  áubaanar  loa  defectoa  que  impidan  U 
incautación,  y  éata  no  puede  tener  lugar  cuando  laa  fincaa  han 
sido  ya  adjudicadaa  á  la  Hacienda  con  anterioridad  (Sent.,  nú 
mero  366.— 14  de  Julio  de  1892). 

£1  Banco  de  Eepafia,  al  aceptar  el  encargo  de  entregar  di< 

reciamente  á  loa  Ayuntamientoa,  y  bajo  au  responsabilidad,  el 
importe  de  ana  recargoa,  aegún  lo  diapoeato  en  laa  Reales  órde 
B€S  de  19  de  Enero  y  26  de  Julio  de  1876,  cuando  aquélloa  lo  eo 
Ikitaaen,  y  previa  orden  de  la  Administración,  aceptó  del  propic 
aaodo  la  variante  introducida  en  laa  baaea  10  y  11  del  convenic 
cntoncea  vigente  para  la  recaudación,  no  le  era  ya  dable  dea 
entenderse  del  cumplimiento  del  compromíao  contraído. 

Gorreaponde  al  Banco  de  Eapafia,  y  no  á  la  Administración,  If 
acción  para  la  reatitución  de  lo  pagado  indebidamente  por  loi 
Agentea  del  primero  á  loa  Ayuntamientos  en  concepto  de  recar 
gos  municipalea,  porque  la  legislación  vigente  aólo  autoriza  el 
procedimiento  de  apremio  para  hacer  efectivoa  loa  débitoa  en  fa 
vor  de  la  Hacienda  pública  (Sent,  núm.  883.— SO  de  Septiembre 
de  1892). 

Con  arreglo  al  art.  8.o  del  Reglamento  de  31  de  Diciembre 

de  1881,  todas  laa  inetanciaa  y  documentos  deben  preaentarae  ei 
el  papel  sellado  correapondiente. 

£1  art  17  del  miemo  Reglamento  diapone  qne  en  cada  instan 
eia  que  ae  preaente  no  ae  pueda  formaliaar  máa  que  una  sola  re 
clamación  (Sent.,  núm.  386.— SO  de  Septiembre  de  1892). 

La  Adminietración  gozaba  ain  limitación  de  tiempo  de  li 

lacoltad  de  dejar  ain  efecto  loa  acnerdoa  de  loa  Centroa  y  depen 
denciaa  del  Miniaterio  de  Hacienda  que  eatuvieran  baaadoa  ei 
hechos  inexactos,  haata  que  por  la  ley  de  81  de  Diciembre  de 
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1881  le  fijó  el  plazo  de  dies  afioe  para  poder  ejercitar  la  aedón 
de  •DQlidad. 

La  base  5.*  de  dicha  ley  ea  aplicable  á  loa  ezpedientea  tenni- 
nadoa  antee  de  eo  pablicación  (Sent,  núm.  487.— 11  de  Noviem- 
bre de  1892).  818 

Según  el  art  4.o  del  contrato  celebrado  en  81  de  Enero  de 

1872  entre  el  Miniaterio  de  Hacienda  y  loa  repreaentantea  de  loa 
Bancoe  de  Paríe  y  de  Caetilla,  loa  pafraróa  depoaitadoa  conetitoían 
una  garantía  en  favor  de)  Banco  de  Caatiila,  qaien  tenía  el  dere- 
•cbo  de  realizarloa,  pero  también  el  deber  correlativo  de  aatlefacer 
al  Banco  de  Eepafia  ona  comisión  por  depóaito  ó  derecho  de  coa- 
todia  de  los  qoe  retirase,  debiendo  hacer  el  pago  el  Banco  de- 
mandante directamente  y  por  su  cnenta,  según  la  regla  4.*  del 
art  4.0  del  convenio  de  81  de  Enero  de  1872. 

Sabsiste  en  el  Banco  de  Castilla  la  obligación  de  satisfacer  al 
de  Espafia  el  derecho  de  cnatodia,  en  primer  Ingar,  porque  el  de- 
pósito se  debió  á  la  volnntad  de  los  acreedores,  qae  eran  loa  Ban- 
cos de  París  y  de  Oastilla,  y  además  por  la  obliiración  de  óate  de 
retirar  loa  pagarés  sobrantes  y  devolverlos  al  Tesoro»  con  liqui- 
dación y  cuenta  jostificada,  nna  vez  realizada  la  amortización  de 
los  bonos  (Sent,  núm.  401.— 18  de  Octubre  de  1802).  678 

Banooa  y  aooiedadea.— V.  Qmtrilmeión,  ExeepeUmet  é  ImpmeB- 
to$  de  Aduanas. 

JBtenes  nacionalea  (abono  ds  mcjobas).— Las  mejoras  necesaria* 
y  útiles  son  abonables  al  poseedor  de  buena  fé,  según  lo  dis- 
puesto en  la  ley  44,  tít  28,  Partida  8.»  (Sent,  núm.  80.— 18  de 
Febrero  de  1892).  188 
(censos). — La  cuestión  de  derecho,  relativa  á  ai  ha  ó  no  lu- 
gar á  la  prescripción  por  lo  que  respecta  al  capital  de  un  censo, 
ea  por  su  índole  esencialmente  civil,  y  por  tanto,  de  la  competen 
da  de  los  Tribunales  ordinarios,  lo  cual  no  implica  jque  la  Admi 
nistración  deba  comparecer  ante  éstos  como  demandante,  privada 
de  atribuciones  propias  para  proceder  por  sí,  previos  determina- 
dos trámites,  al  recobro  de  una  propiedad  que  estime  usurpada. 

Esas  atribuciones,  aunque  excepcionalea  y  derogatorias  del  de- 
recho común,  86  fundan  evidentemente  en  las  disposicionea  dic- 
tadaa  para  la  ejecución  de  la  ley  de  l.o  de  Mayo  de  1865  y  demás 
leyes  posteriores  relativas  á  la  deaamortisación,  y  sefialadamente 
en  el  art.  81  de  la  Instrución  de  81  de  dicho  mes  y  afto,  y  en  el 
18  de  la  Real  orden  de  10  de  Junio  de  1866,  y  han  aido  confirma 
daa  eaas  atribuciones  por  la  jurisprudencia  casi  constantemente 
formada  sobre  este  punto,  y  de  nuevo  han  sido  declaradaa  en  la 
^>rden  de  27  de  Agosto  de  1869,  que  en  conformidad  á  estos  prin- 
cipios y  á  las  consultas  emitidas  por  las  Secciones  de  Estado  y 
Oracia  y  Justicia  del  Consejo  de  Estado,  eatableció  la  proceden- 
cia de  la  incautación  administrativa,  sin  perjuicio  de  que  los  oen- 
aatarios  interesados  pudieran  hacer  valer  ante  los  Tribunalea  la 
preacripción  que  alegaban. 

La  existencia  y  ejercicio  de  esa  prerrogativa  por  parte  de  la 
Administración  pública,  no  suponen  necesariamente  ocnltadótA 
punible  ni  mala  fe  en  la  detentación  á  que  medianía  su  incanta- 
«ion  la  misma  pone  término. 
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faeron  ezoeptiudot  por  la  ley  de  IS  de  Majo  del  propio  affo 
do  1866. 

Eo  oorroboradón  de  eate  oonoepto  de  inallenablüdad  fárora- 
ble  á  los  bienee  de  qae  fe  traU,  eziate  el  precepto  del  art.  4.o 
de  la  miema  ley  de  Jaolo  del  76.  en  qae  ae  declara  qae  para  loa 
Patronoa  de  la  Corona,  eaameradoa  en  el  art.  2.<»,  regirán  laa  mis 
maa  diapoaidonea  legales  y  adminiatrativaa  adoptadas  por  regla 
general  para  loa  Patronatoa  particalarea,  radicando  el  Protectora- 
do en  la  Beal  Casa. 

Por  lo  ezpaeeto,  procede  qoe  la  Hacienda  indemnice  al  R«a! 
Patrimonio  del  capital  representado  por  laa  enajenaciones  qae 
aquélla  hubiere  hecho  de  dichoa  bienea,  aai  como  de  loa  intere- 
ses correspondientes  desde  el  día  en  qae  las  mismaa  se  verifica 
ron  hasta  el  en  qae  se  haga  completo  pago  del  mendonado  capí- 
Ul  (Sent,  núm.  190.— 11  de  Abril  de  1892).  ?9« 

Perteneciendo  el  censo  de  qae  se  trata  á  ana  Comunidad  de 

beaefldadoa  de  la  antigua  Corona  de  Aragón»  y  no  habiéodoae 
reriflcado  aún  en  la  Dióceaia  de  Barcelona  la  preaentadón  esta- 
bleddo  en  el  Convenio  ley  de  21  de  Julio  de  1867,  es  eridente 
que  la  Administradón  no  podía  ceder  una  propiedad  que  aun  no 
tiene  TSent,  núm.  497.— 18  de  Diciembre  de  1892).  706 

(dbvünoiab  dx  BisMsa).— 81  yaríoa  rednos  de  un  término 

municipal  adquirieron  de  un  particular  el  dominio  útíl  de  unas 
fincas,  y  lo  transmitieron  por  título  universal  ó  singular  á  sus  be> 
rederos  y  sucesores,  la  drconatanda  puramente  accidental  y  vo- 
lantaria  de  tenerlo  y  diafrotarlo  prainditn90  no  puede  alterar  el 
concepto  de  propiedad  particular,  y  menos  convertirle  en  bienes 
de  Propios,  una  vea  que  el  canon  ó  pendón  que  á  éstos,  como  á 
los  demás,  afecte,  lo  vengan  satisfadendo  puntualmente  loa  due- 
fios  útilea  al  aefior  dd  dominio  directo. 

Demandada  en  vía  oontendosa  la  dedaraeióii  de  ser  ilegal  é  im- 
procedente  la  denunda  de  unas  fincas  eoma  bisaes  da  Pkopéaa, 
j  habiéndoae  demoatrado  aar  laa  mismaa  de  propiedad  pmrtiem- 
lar,  dicha  dedaradón  ea  de  índole  a^miniatrativa,  y  es  improce- 
dente en  eate  caao  la  excepción  de  incompetencia  de  juriadicdte 
<8eot,  núm.  S07.—14  de  Junio  de  1892).  4» 

Al  Estado  corresponde  la  incautación  y  venta  de  loa  bleoea 

de  laa  fundacionea  benéficaa  comprendidoa  en  laa  leyea  deaamor- 
tisadoraa,  debiendo  invertirae  el  producto  íntegro  de  la  venta  en 
títuloB  intransferiblea  de  la  Deuda  pública  á  favor  de  loa  patro- 
noa (Seot.,  núm.  889.-6  de  Octubre  de  1892).  $46 
(bxospcionbs  ds  TBIITA8).— Según  el  art  4.o  dd  Beal  de- 
creto de  12  de  Agoato  de  1871,  loa  que  se  crean  con  derecho  á  loa 
bienea  de  Capellaníaa  familiares  ó  de  sangre  y  memoríaa  piado- 
sas, deberán  acompafiar  á  la  aolidtud  de  ezeepción  laa  partidas 
aacramentalea  que  joatiflquen  el  entronque  con  el  fundador  y  la 
deacendencia  de  laa  líneaa  llamadaa  al  goce  de  los  patronatoa  ac- 
tivo y  paaivo,  no  siendo  posible  legalmente  admitir  otro  asedio 
de  prueba. 

Deaeatimar  la  solicitud  de  exoepdón  no  implica  la  incautadón 
de  los  bienee  dotalea  de  una  capdlanía,  lo  cual  aólo  aerfa  opor 
tuno  cuando  reunidoa  por  la  inveatigación  loa  documentoa  que 
para  acreditar  el  carácter  de  la  f  andación  requiere  d  Beal  decreto 
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citado»  TMaltate  de  lo«  mltinos  qae  la  de  que  se  tratara  no  había 
aido  nonoa  familiar,  ó  qae,  habiéndolo  sido  en  nn  origen,  había 
perdido  dicho  carácter,  con  arreglo  á  lat  dieposicionea  del  dere- 
cha canónico,  úoicoa  caaoa  en  qne  tienen  ó  adquieren  loa  bienea 
de  eata  claae  el  concepto  legal  de  ecleaiAaticoe,  que  ee  el  qne  loa 
aujeta  á  la  deaamortizaoión,  legún  laa  leyea  eiyilea  y  laa  ooncor- 
dadaa  con  la  Santa  Sede  qne  regalan  eata  materia  (Sent,  Báme 
ro  19.— 21  de  Enero  de  1893). 

Laa  cneationea  qne  Tersan  aobre  dominio  de  bienea  com- 

prendidoa  en  laa  dispoeicionea  deaamortisadorae  ó  caaleeqniera 
otroa  derechoa  aobre  loa  mitmoa,  qne  ae  funden  en  títnloa  ante 
Tiorea  j  poateriorea  á  la  anbaata  ó  aean  independientea  de  ella, 
eatán  atribuidas  al  conocimiento  de  loa  Juzjiradoe  y  Trihnnalea 
^el  fuero  ordinario  por  el  art  l,^  del  Real  decreto  de  20  de  Sep 
tiembre  de  1852;  doctrina  sancionada  por  el  núm.  i.^  de  la  ley 
de  18  de  Septiembre  de  1888,  al  ezclair  de  las  sometldaa  á  loa 
Tribunales  de  lo  Oontencioao-administratiyo  laa  de  índole  civil, 
entendiendo  por  tales  aquel  laa  en  que  el  derecho  vulnerado  tenga 
dicho  carácter  TSent,  núm.  133.— 18  Marao  de  1892). 

Por  el  art.  7.o  de  la  ley  de  8  de  Mayo  de  1888,  ae  mandó  exa> 

minar  de  nuevo  laa  excepciones  de  bienes  de  aprovechamiento 
oomúo,  negadaa  por  extemporáneas  ó  iniustificadas,  con  tal  qne 
laa  fincas  no  hobiesen  sido  vendidaa  y  loa  poebloa  aolicitasen  la 
revisión  en  el  plaso  de  trea  meaes,  y  la  acreditasen  debidamente 
(Sent.,  núm.  168.-31  de  Marao  de  1892). 

Constando  en  la  eacritura  de  poder,  por  declaración  de  loa 

teatigoa  presentes  á  su  otorgamiento,  el  cargo  en  cuya  virtnd  li- 
tiga el  poderdante,  ae  acredita  el  carácter  con  que  éste  se  presenta 
en  juicio  sin  necesidad  de  ningún  otro  documento. 

Loa  huertoa  y  campea  anexoa  á  laa  caaaa  rectorales,  conocidos 
eon  los  nombres  de  iglesiarioa,  manaoa  ú  otroa  por  laa  leyea  con- 
-oordadaa,  eatán  exceptuadoa  de  la  deaamortización. 

No  pierden  tal  cualidad  por  no  haber  aido  solicitada  su  excep- 
ción en  el  término  que  prescribe  la  circular  de  19  de  Enero 
de  1837,  puesto  que  una  circular  no  tiene  virtualidad  baatante 
para  anular  loa  derechos  fundadoa  en  laa  leyes. 

En  todo  caao  dicha  circnlar  no  preacribe  la  pena  de  eadacidad 
d^  derecho  á  aer  exceptuadoa  de  la  deaamortisación  loa  mencio 
nadoa  bienes  cuando  no  se  haya  pedido  au  excepción  en  el  plaio 
de  aesenta  díaa,  sefialado  en  la  misma  (Sent,  núm.  160.— 81  de 
Mano  de  1892). 

Procede  deseatimar  por  extemporánea  la  solicitud  de  que  se 

declaren  exceptuadoa  de  la  deaamortiaación  loa  bienea  dotalea  de 
nna  capellanía,  si  se  presentó  fuera  del  plazo  de  aeia  meaea  que  ai 
efecto  marca  el  art  l.o  del  Real  decreto  de  12  de  Agoato  de  1871, 
anceaivamente  prorrogado  por  loa  de  13  de  Febrero  y  27  de 
Agosto  de  1872  hasta  el  31  de  Diciembre  del  propio  afio. 

La  existencia  de  un  pleito  sobre  loa  expresadoa  bienea,  pen- 
diente ante  loa  Trihnnalea  ordinarios,  no  pudo  ser  obstáculo  para 
pedir  en  tiempo  oportuno  la  excepción,  si  aquél  empeaó  en  1878, 
•ó  aea  en  el  cuarto  afio  deapnés  de  terminado  el  plazo  paca  soliei- 
tarU  (Sent,  núm.  2«4.~13  de  Mayo  de  1892). 
Si  bien  el  art  2.»  del  decíalo  de  12  de  Agosto  de  1871,  pro- 
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16  qae  á  las  loUcitadM  de  excepción  ee  «oompafiarán,  entre 
•  docnmeutof,  el  lítalo  de  colación  del  reclamaote,  ee  justo  j 
itativo  eaapeader  la  reaolacióo  del  expediente  haata  qae  dee- 
reaca  la  caasa  qae  impida  el  camplimiento  de  aqael  reqaiaito^ 
ita  fuese  la  existencia  de  un  pleito  acerca  del  mejor  derecho 
iisfrute  j  obtención  de  la  capellanía  de  qae  se  trate,  y  en  el 
i  foese  parte  el  recarrente. 

-  £1  art.  7.0  del  citado  decreto  no  es  aplicable  al  caso  referido^ 
i  Tes  que  séllala  an  plaso  improrrogable  de  treinta  días  para 
lentar  datos  ó  comprobantes  de  titalos  de  colación  que  de- 
sstren  la  sobsiatencia  del  beneficio  por  conservarse  el  patro- 
I  pasivo  en  las  líneas  llamadas  á  sa  obtención,  pero  no  se  re- 
)  á  la  presentación  del  mismo  títolo  de  colación  de  las  cape* 

(a  (Sent,  nám.  268.— 21  de  Mayo  de  1892).  ZVt 

-  Demostrada  la  quieta  y  pacífica  posesión  y  propiedad  en  qae 
particalar  se  haUa  de  unos  bienes,  es  eyidente  que  no  puede 
rarse  el  estado  posesorio  por  la  Administración  activa,  que, 
el  contrario,  debe  respetarlo. 

as  acciones  oportunas  para  obtener  la  declaración  de  propio- 
sobre  unos  bienes,  sólo  cabe  ejercitarlas  ante  los  Tribunales 
a  jarisdicción  ordinaria,  promoviendo  al  efecto  la  demanda 
-espondiente  (Sent.,  núm.  277.— 80  de  Mayo  de  1892).  89a 

-  Los  huertos  y  campos  anejos  á  las  casas  rectorales,  conocí- 
con  loa  nombres  de  iglesiarios,  mansos  ú  otros,  están  exeep- 
los  de  la  desamortisación,  en  virtud  de  las  leyes  concordadas, 

0  puede  entenderse  que  lo  mandado  en  la  circular  de  19  de 
tro  de  1867  y  en  la  Real  orden  de  12  de  Abril  de  1871  tenga 
ualidad  bastante  para  anular  dichos  derechos,  fundados  en 
ellas  leyes,  según  ha  reconocido  la  jurisprudencia  administra- 
i,  y  especialmente  el  Real  decreto-sentencia  de  24  de  Agosto 
1888,  así  como  la  sentencia  del  Tribunal  Ck>ntencioao  de  81  de 
10  de  1892. 

in  tanto  que  la  Administración  activa  no  haya  declarado  si  un 
rto  es  rectoral,  y  en  tal  concepto  se  haya  comprendido  en  la 
opción,  es  necesario  que  sobre  este  extremo  recaiga  resolución 
parte  del  Ministerio  de  Hacienda  antes  de  deqlarar  la  nulidad 
a  venU  de  aquél  (Sent ,  núm.  842.-7  de  Julio  de  1892).  484 

-  El  conocimiento  de  las  cuestiones  sobre  inteligencia  y  apli- 
ón  de  las  leyes  desamortisadoras,  en  lo  que  se  refiere  á  la  de- 
ación de  los  bienes  comprendidos  en  ellas  y  de  los  que  están 
Bptuados  de  la  venta,  corresponde  á  la  Administración  activa, 

1  au  caso,  á  la  contenciosa,  según  las  prescripciones  de  dicha* 
is  y  la  jurisprudencia  constante  del  Consejo  de  Estado  y  del 
mnal  Supremo. 

1  art  8.0  de  la  ley  de  11  de  Julio  de  1868  declaró  comprendí- 
entre  los  bienes  del  Clero  y  mandó  enajenar  por  el  Estado 
w  los  pertenecientes  ó  que  se  hallaren  disfrutando  los  Indivi- 
■  ó  Corporaciones  eciesiásticas,  bajo  cualquier  nombre,  origen 
stitución,  á  excepción  de  las  Capellanías  familiaree  de  sangre 
itronatos  de  igual  natnralesa. 

n  virtud  de  este  precepto,  se  hallan  sujetos  á  desamortisación 
i>ienes  de  Capellanías  en  las  que  no  hay  derecho  familiar  di* 
o,  activo  ni  pasivo,  y  este  carácter  es  precisamente  el  de  la 
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Capellanía  sobre  la  caal  ae  litiga,  por  cnanto  loa  f andadores  en- 
comendaron el  patronato  aotiyo  al  Vicario,  Jaatioia  y  Joradoa  de 
Seatrica,  y  el  patronato  pasivo  á  los  vecinos  del  Condado  de 
Aranda  (Sent.,  núm.  460. — ^34  de  Noviembre  de  1893).  649 
(iNcíDSKoiAS  DX  YSNTAs).— Con  arreglo  al  art.  166  del  Re- 
glamento de  81  de  Diciembre  de  1881  sobre  el  procedimiento  en 
las  reclamaciones  económicoadministrativaa,  laa  providencias  de 
primera  instancia  son  apelables  para  ante  el  Ministerio  dentro  del 
plaso  de  quince  días  improrrogables,  á  contar  desde  el  signiente 
al  de  la  notificación  (Se^t,  núm.  266.-23  de  Mayo  de  1892).  S71 

No  procede  estimar  la  excepción  de  defecto  legal  en  el  modo 

de  proponer  la  demanda,  cnando  versando  ésta  sobre  el  campli- 
miento  de  un  Beal  decreto-sentencia,  que  se  supone  incumplido 
por  una  Real  orden  posterior  reclamada  por  el  demandante,  alega 
éste  laa  reglas  jurídicas  y  leyes  que  á  su  juicio  resultan  infringí 
das  por  esta  última  resolución,  lesionando  con  ello  sus  derechos. 

Vendida  por  la  Hacienda  á  un  particular  una  determinada  por- 
ción de  terreno,  y  habiéndose  mandado  con  posterioridad,  por 
Real  decreto  sentencia,  que  se  complete  al  interesado  dicha  can 
tídad,  ai  ya  no  lo  estuviese,  es  preciso  que  se  cumpla  este  fallo 
ejecotivo  en  la  misma  forma  que  en  él  se  establesca. 

En  el  propio  caso  no  procede  la  reclamación  de  dafios  y  per- 
juicios, cuando  no  han  sido  ocasionados  por  culpa  imputable  á  la 
Administración  (Sent,  núm.  319.— 24  de  Junio  de  1892).  462 
Tratándose  de  una  finca  poseída  por  una  Comunidad  reli- 
giosa y  cuyos  productos  se  destinan  á  la  instrucción  pública,  lán 
ingresar  en  las  Cajas  del  Tesoro,  debe  estimarse  comprendida  en- 
tre loa  bienes  desamortizables  de  Corporaciones  civiles,  según  la 
enumeración  que  de  dichos  bienes  hace  el  art.  10  de  la  ley  de  11 
de  Julio  de  1866;  y  así  está  reconocido  por  la  misma  Administra 
«ion,  tanto  en  la  vía  gubernativa  como  en  la  contenciosa. 

El  propósito  de  las  leyes  desamortizadoras  en  lo  relativo  á  loa 
bienes  de  Corporaciones  ciyiles,  fué  tan  sólo  cambiar  la  forma  de 
la  propiedad  por  motivos  de  utilidad  general,  pero  conservando  á 
los  poseedores  el  capital  y  la  rento,  como  expresamente  se  decía 
ra  en  el  dictamen  emitido  por  la  Comisión  díe  las  Cortes  sobre  el 
proyecto  que  después  fué  ley  de  l.o  de  Mayo  de  1865. 

Este  pensamiento  tiene  forma  concreta  y  preceptiva  en  el  ar 
tícnlo  20  de  la  ley  citada  de  l.o  de  Mayo  de  1865,  según  el  cual  el 
producto  íntegro  de  la  venta  de  los  bienes  de  Beneficencia  y  de 
Instrucción  pública,  si  las  Corporaciones  competentes  no  hubie- 
sen solicitado  y  obtenido  otra  inversión,  se  destinará  á  comprar 
títulos  de  la  Deuda  consolidada  al  3  por  100  para  convertirlos  en 
inscripciones  intransferibles  á  favor  de  los  referidos  establecí 
mientos,  á  los  cuales  se  asegura  desde  laego  la  renta  líquida  que 
produce  sus  fincas. 

Este  precepto  ha  sido  reiterado  por  las  leyes  desamortizadoras 
aucesivas,  y  singularmente  por  (a  de  21  de  Julio  de  1876,  cuyo  ar- 
tículo 6.0  expresa  que  las  ventas  de  bienes  desamortizados  de 
Corporaciones  civiles  se  verificarán  en  lo  sucesivo  á  pagar  en  me 
tálioo,  y  sus  productos  se  emplearán  necesariamente  en  la  compra 
de  Deuda  al  3  por  100  por  cuenta  y  á  favor  de  las  respectivas 
Corporaciones. 
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Se  Talneran  las  dispoticionet  citadas,  acordándose  la  entrega  á 
la  Com anidad  poseedora  del  capital  necesario  para  producir  la 
renta  qae  le  fné  asignada  en  la  tasación  pericial,  pero  sin  com- 
prender el  producto  integro  de  la  venta  (Sent.,  núm.  884.  -  80  de 
Septiembre  de  1893) 

Por  recaer  la  cuestión  litigiosa  sobre  si  ciertos  terrenos  son 

de  propios,  y  por  tanto,  desamortisables,  debe  desestimarse  la  ex- 
cepción pert^ntoría  de  incompetencia  alegada  por  el  FiscaL 

Jastificada  la  qnieta  y  pacífica  posesión  desde  tiempo  inmemo- 
rial, la  A'lministaración  no  pnede  alterar  ese  estado  posesorio 
(Sent,  núm.  471.-1.0  de  Diciembre  de  1892). 

Tuda  investigación  de  bienes  desamortisables  sopone  qne 

sean  des<K>nocidos  á  aqnellos  á  qne  se  refiere,  y  como  en  el  re- 
parto de  la  contribación  territorial  del  afio  económico  de  1879  á 
1880  figuren  varios  terrenos  de  diversas  calidades  con  el  nombre 
genérico  de  común  de  vecinos,  las  Oficinas  provinciales  debieron 
atiliaar  este  dato  para  comprobar  si  entre  los  mismos  se  hallaba 
comprendida  la  finca  objeto  de  la  denuncia,  puesto  que,  de  es- 
tarlo, era  necesariamente  conocida  de  la  Administración  la  pose- 
sión por  el  pueblo  y  resultaba  improcedente  la  investigactón. 

Al  exoluir  de  la  venta  943  hectáreas  que  dentro  de  la  finca  se 
decía  cultivaban  los  particulares,  quedaron  lesionados  gravemente 
los  intert^ses  de  la  Hacienda,  porque  esta  clase  de  declaraciones 
no  pueden  hacerse  sino  en  vista  de  documentos  que  justifiquen 
el  dominio  legal,  requisito  que  nó  se  cumplió  en  el  expediente 

Tanto  por  esta  circunstancia,  cuanto  por  la  de  designar  un  pre- 
mio superior  al  qne  está  reconocido  á  las  investigaciones  de  finesa 
cuyos  productos  figuran  en  los  presupuestos  y  cuentas  municipa- 
les, las  providencias  reclamadas  infringen  la  Real  orden  de  10 
de  Junio  de  1866,  y  deben  ser  anuladas,  como  el  Fiscal  solicila 
(Sent.,  núm.  483.— 7  de  Diciembre  de  1893). 

(nuudad  ds  VBMTA8).^>>nfiada  á  la  Administración  ae- 

tira  la  eJ4M;ución  de  las  leyes  desamortisadoras,  corresponde  á  las 
íaculudes  de  aquélla  resolver  las  incidencias  de  las  ventas  de  bie- 
nes nacionales,  y  en  su  caso  la  nulidad  de  las  subastas  verificadas 
oon  vicios  esenciales  que  las  invaliden. 

Enajenada  una  finca,  perdió  el  Estado  la  propiedad  de  la  mis- 
ma, que  pasó  al  comprador,  y  por  consecuencia,  la  segunda  su- 
basta adoleció  de  un  error  esencial  que  la  invalida  y  que  hiso  in- 
dispensable la  declaración  de  nulidad,  no  siendo  bastante  á  im- 
pedir esa  declaración  la  circunstancia  de  haber  inscrito  el  segundo 
comprador  en  el  Registro  de  la  propiedad  la  escritura  de  compra 
otorgada  á  su  favor,  porque,  según  reiterada  jurisprudencia  del 
Gonsejo  de  Estado  y  del  Tribunal  Contencioso^  las  disposiciones 
de  la  ley  Hipotecaria,  en  virtud  de  las  cuales  las  acciones  resdso- 
rias  y  resolutorias  no  se  dan  contra  tercero  que  haya  inscrito  los 
títulos  de  sus  respectivos  derechos,  no  afectan  á  las  facultades  que 
á  la  Administración  conceden  las  leyes  desamortisadoras  para  de- 
cidir todas  las  cuestiones  de  incidencias  de  ventas,  por  la  rasón 
de  qne  si  una  de  estas  ventas  es  nula  de  derecho,  la  nueva  ins- 
cripción no  la  invalida,  y  así  lo  reconoce  la  misma  ley  Hipoteca- 
ria en  su  art.  88  (Sent,  núm.  13.-19  de  Enero  de  1893). 
Concedido  á  unos  particulares  llevadores  de  unas  fincas,  por 
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aeoerdos  de  la  Janta  Superior  de  Ventas  y  de  la  Dirección  gene- 
ral de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado,  el  derecho  á  redimir  el 
dominio  directo  de  esas  mismas  fincas,  quedando  asi  consolidada 
sn  propiedad,  y  vendidas,  no  obstante,  esas  mismas  fincas  por  el 
Estado  á  otros  particulares,  los  expresados  títnlos  han  prodacido 
en  una  y  otra  parte  derechos  de  carácter  civil,  originando  á  la  vez 
nn  conflicto  que  afecta  á  los  duefios  de  aquellos  derechos,  pero  no 
á  los  intereses  generales  cuya  defensa  se  halla  confiada  á  la  Ad- 
ministración como  poder  del  Estado,  y  en  su  virtud,  la  Adminis- 
tración activa,  al  anular  la  venta  de  las  fincas,  ha  obrado  como  po- 
der social  y  no  como  persona  jurídica,  en  cuyo  concepto  no  ten- 
dría ni  tiene  mayores  facultades  ni  derechos  que  los  que  puedan 
ejercitar  los  demás  ciudadanos,  siendo  de  la  competencia  del  Tri- 
bunal conocer  únicamente  de  la  cuestión  originada  por  el  acto  ad- 
ministrativo llevado  á  efecto  con  aquel  carácter  para  restablecer 
el  estado  posesorio  y  jurídico  de  las  partes  al  que  tenían  antea  de 
de  declararse  la  nulidad  de  la  venta,  pero  no  para  entender  en  las 
que,  teniendo  carácter  civil,  puedan  suscitarse  después  entre  los 
particulares  entre  sí  ó  con  la  Administración,  como  persona  jurí- 
dica capaz  de  derechos  y  obligaciones  (Sent,  núm.  112.— 8  de 
Marzo  de  1892). 

El  exceso  en  más  de  ana  quinta  parte  de  la  cabida  de  ana 

finca,  prodoce  la  nulidad  de  la  subasta,  con  arreglo  á  la  Real  or- 
den de  11  de  Noviembre  de  1863  y  á  la  orden  del  Poder  Ejecu- 
tivo de  7  de  Abril  de  1869. 

En  tal  caso  el  rematante  sólo  debe  responder,  en  cuanto  á  la 
devolución  de  rentas,  de  las  producidas  por  la  finca  (Sent.,  nú- 
mero 124.  —15  de  Marzo  de  1892). 

No  puede  obligar  para  con  la  Hacienda  á  terceras  personas, 

quien  no  acredita  la  representación  de  aquéllas. 

Procede  estimar  como  productos  de  una  finca  los  que  deba 
producir,  según  el  uso  y  destino  natural  de  la  misma,  y  no  los 
que  de  hecho  perciba  el  dueño,  quien  no  puede  alegar  que  no  ha 
producido  mientras  la  haya  utilizado  directamente. 

No  puede  ser  objeto  de  decisión  en  vía  contenciosa  lo  que  no 
se  ha  discutido  ni  tramitado  debidamente  en  la  s^ubernativa. 

£1  interés  anual  á  que  se  refiere  el  art.  26  de  la  ley  xie  Conta- 
bilidad de  26  de  Junio  de  1870,  sólo  es  debido  por  el  importe  de 
los  alcances,  malversaciones  y  desfalcos  de  los  fondos  de  la  Ha- 
cienda, y  no  es  aplicable  á  quien  posee  de  buena  fe  una  cantidad 
que  indebidamente  le  entregó  aquélla  én  virtud  de  una  liquida- 
ción hecha  por  la  misma  (Sent.,  núm.  169.— 31  de  Marzo  de  1892). 
Aun  cuando  el  poder  del  demandante  contenga  algún  de- 
fecto acerca  de  las  facultades  al  mismo  conferidas  por  sus  repre- 
sentados, subsanadas  aquellas  deficiencias  por  un  nuevo  poder 
exhibido  antes  de  la  admisión  de  la  demanda,  y  por  el  cual  fué 
el  primero  ratificado,  no  existe  en  tal  concepto  la  falta  de  per- 
sonalidad del  actor. 

No  discutiéndose  en  el  pleito  un  derecho  de  propiedad  ya  de- 
clarado por  los  Tribunales  ordinarios,  sino  la  forma  de  hacer  la 
liquidación  de  unas  fincas  indebidamente  enajenadas  por  el  Es- 
tibo y  el  abono  á  los  daefios  de  ellas,  tales  cuestiones,  de  ca- 
hUster  administrativo  desde  éí  momento  en  qne  han  sido  resael* 
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tM  por  la  Administración  aetira»  ion  de  la  competenela  del  Tri- 
bunal eontencioeo. 

Según  la  jnrispmdencia  tiene  eatableeido,  declarada  la  proce- 
dencia de  la  vía  oontencioaa  respecto  á  ano  de  loa  extremoe  re- 
■neltofl  por  la  Real  orden  impugnada,  á  óete  qaeda  únicamente 
redaddo  el  panto  litigioso. 

Reconocida  por  Real'  orden  la  obligación  qae  tiene  el  Eatado 
de  indemnizar  á  loa  dnefioa  de  nnaa  fincaa  por  aquél  indebida- 
mente enajenadaa,  para  cumplir  eeta  obligación,  debe  entregar- 
■elea  loa  mismos  valorea  recibidos  por  aquél,  si  existen,  j  cuando 
no,  los  que  se  bajan  emitido  ó  deban  emitirse  en  su  equiviJeneia, 
con  arreglo  á  las  leyes  de  conversión  de  la  Deuda  pública. 

Es  improcedente  aplicar  la  ley  de  8  de  Agosto  de  1861,  cuando 
no  se  trata  de  débitos  representados  por  libranaas,  cartas  de 
pago  ú  otros  documentos  expedidos  por  cuenta  y  cargo  del  Te- 
soro, ni  de  los  demás  conceptos  enumerados  en  el  art  ifi  de  di- 
cha ley,  sino  pura  y  simplemente  de  entregar  á  los  legítimos 
dnefios  de  fincas  que  indebidamente  vendió,  los  valores  recibi- 
dos como  precio  de  los  contratos  celebrados  oon  los  particulares 
que  las  compraron. 

Privados  dichos  duefios  de  la  propiedad  de  las  fincas  y  de  sus 
frutos  y  rentas,  tienen  derecho  á  que  el  Estado  les  indemnice, 
no  sólo  del  precio  en  que  se  vendieron,  sino  de  los  intereses  que 
éste  hubiera  podido  producir  desde  el  día  de  la  venta  hasta  el  en 
que  se  les  haya  entregado  la  efectiva  del  mismo. 

En  el  propio  caso,  limitándose  la  Real  orden  impugnada  á  re- 
conocer en  principio  que  es  justa  la  indemnización  que  se  pre- 
tenda por  la  venta  indebida  de  nn  inmueble,  pero  que  debe  jus- 
tificarse previamente  que  el  Estado  estuvo  en  posesión  de  él,  no 
tiene  condiciones  la  cuestión  para  ser  resuelta  por  el  Tribanal 
contencioso  (Sent.,  núm.  171.^7  de  Abril  de  1892).  268 

Vendiendo  la  Hacienda  una  finca  en  concepto  de  libre  de 

toda  carga,  está  obligada  á  indemnizar  al  comprador  de  las  que 
resulten  y  aquél  haya  reconocido  por  sentencia  de  los  Tribunales 
ordinarios. 

Esta  obligación  se  encuentra  terminantemente  consignada  en 
el  art.  171  de*  la  Instrucción  de  81  de  Mayo  de  1855,  y  es  exigible 
cuando  el  comprador  cumple  todos  los  requisitos  que  prescribe  el 
art.  178. 

Según  el  art.  174  de  la  mencionada  Instrucción,  si  después  de 
verificada  la  venta  de  cualquier  finca  como  libre  de  toda  carga  se 
descubriese  la  existencia  de  algún  gravamen  legítimamente  im- 
puesto con  anterioridad,  y  el  comprador  se  allana  á  reconocerlo 
á  condición  de  ser  indemnizado,  tiene  derecho  á  la  indemniza- 
ción. 

Según  tiene  declarado  la  jurisprudencia  en  el  Real  decreto  sen- 
tencia de  20  de  Junio  de  1881,  el  Estado  no  puede  decidirse  por 
la  nulidad  de  la  venta,  sino  por  motivos  fundados,  y  cuando  sea 
imposible  aplicar  el  principio  de  la  indemnización  (Sent,  núme 
ro  191.— 16  de  Abril  de  1892).  889 

Según  orden  del  Ministerio  de  Hacienda  de  10  de  Mayo  de 

1879,  cuando  por  causas  independientes  de  la  voluntad  de  los 
compradores  transcurra  más  de  un  afio  desde  la  subasta  á  la  ad- 
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y  18  del  citado  Real  decreto  (8eot.,  núm.  153.— 26  de  Mano 
de  1893).  241 
(BB8CI8IÓ1C  DE  PERMUTA).— Tratándote  de  concesión  gracio- 
sa de  terrenoa  para  un  objelo  eapecial,  si  éste  no  ae  realiaa,  son 
de  perfecta  aplicación  al  caao  los  preceptos  del  Real  decreto  de  31 
de  Marzo  de  1871,  según  los  caales  procede  la  íncantación  inme- 
diata de  los  predios  cedidos  (Sent.,  nóm.  236. —6  de  Mayo  de 
1893).  SSl 

c 

Clases  pasivas  (abono  ds  a^os  db  cabbkba).— No  podiendo  atri- 
bnirse  el  carácter  de  fancionario  de  la  carrera  Jadicial  y  fiscal  al 
qne  únicamente  ha  desempefiado  el  cargo  de  Joea  interino^  no  se 
le  paede  reconocer  derecho  al  abono  de  los  ocho  afios  de  carrera 
(Sent.,  núm.  74.— 16  de  Febrero  de  1893).  130 

Aonqne  en  el  art.  l.^'  del  decreto-ley  de  32  de  Octubre  de 

1868,  informado  en  nn  espirita  restrictiyo,  se  incaica  la  escrapa- 
losa  obserrancia  de  las  leyes  generales  vigentes  en  materia  de  cla- 
sificación, con  ezclasión  de  las  Reales  órdenes  dictadas  para  ca- 
sos especiales  y  de  la  Jorispradenata  establecida  qae  estuvieren 
en  oposición  con  el  texto  y  letra  de  dichas  leyes,  es  lo  cierto  qae 
por  la  regla  9.*  de  sa  art  6.o  se  manda  hacer  el  abono  de  los  ocho 
afios  de  carrera  qae  concedieron  las  leyes  de  1886  y  1862  á  los 
Jaeces  y  Ministros  de  los  Tribnnales  y  á  los  fancionarios  del  Mi- 
nisterio fiscal,  siempre  qoe  habieron  desempefiado  en  propiedad 
sns  empleos,  siendo  éstos  de  planta  reglamentaria,  con  aneldo  se- 
fialado  en  los  presapaestos  generales  del  Estado  y  con  nombra- 
miento Real  de  las  Cortes,  de  la  Regencia  del  Reino  ó  del  (Go- 
bierno provisional,  y  despaés  de  camplida  la  edad  de  dieciséis 
afios  (Sent.,  núm.  79.— 17  de  Febrero  de  1892.  ISO 

ídem  id.— Sent,  núm.  166.-80  de  Marzo  id.  346 

ídem  id.— Sent,  núm.  246.— 14  de  Mayo  de  id.  3*1 

ídem  id.  -Sent.,  núm.  397.-6  de  Junio  de  id.  434 

ídem  id.— Sent.,  núm.  868.— 18  de  Julio  de  id.  60S 

ídem  id.— Sent,  núm.  412.— 22  de  Octubre  de  id.  686 

ídem  id. — Seot,  núm.  443. — 10  de  Noviembre  de  id.  637 

Aun  admitido  el  hecho  de  qoe  las  leyes  de  1866  y  1867,  que 

limitaron  el  abono  de  los  ocho  afios  de  carrera  á  los  Jaeces,  Ma 
gistrados  y  Fiscales  nombrados  antes  de  1866,  contuvieron  una 
derogación  tácita  de  laa  leyes  anteriores,  en  el  punto  concreto  á 
que  este  litigio  se  refiere,  siempre  habrá  qne  estimar  los  precep- 
tos de  ésta  como  nuevamente  puestos  en  vigor  por  voluntad  ex 
presa  del  legislador,  claramente  manifiesta  en  la  referida  regla  9.* 
del  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868  (Sent,  núm.  79.— 17  de 
Febrero  de  1892).  150 

ídem  id.— Sent»  núm.  166.— 80  de  Marzo  de  id.  246 

ídem  id.— Sent,  núm.  246.-14  de  Mayo  de  id.  853 

ídem  id.— Sent,  núm.  297.-6  de  Junio  de  id.  424 

ídem  id.— Sent.,  núm.  868.— 13  de  Julio  de  id.  608 

ídem  id.— Sent,  núm.  412.— 22  de  Octubre  de  id.  686 

ídem  id.— Sent.,  núm.  443.— 16  de  Noviembre  de  id.  637 
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Siendo  é0te  el  eetado  de  derecho  al  promnlgarte  ln  ley  Pro- 

Tiaional  sobre  organización  del  Poder  judicial  de  15  de  Septiem- 
bre de  1870,  á  él  tenia  qne  referirse  necesariamente  la  prescrip- 
don  contenida  en  el  art  241,  al  establecer  qne  á  los  Jneces  j 
Magistrados  se  les  compute  en  sos  clasificaciones  el  aumento  de 
tiempo  que  por  raatón  de  carrera  les  corresponda  (Sent,  núm.  79. 
—17  de  Febrero  de  1892).  180 

ídem  id.— Sent.,  núm.  166.— SO  de  Marzo  de  id.  S46 

ídem  id.— Sent,  núm.  246.— 14  de  Mayo  de  id.  858 

ídem  id.— Sent,  núm.  297.-6  de  Junio  de  id.  484 

ídem  id.— Sent,  núm.  868.-13  de  Julio  de  id.  608 

ídem  id.— Sent.,  núm.  412.— 22  de  Octubre  de  id.  586 

ídem  id.— Sent.,  núm.  443.— 16  de  Noviembre  de  id.  687 

Recientemente  ha  reconocido  el  legislador  la  eficacia  y  yir 

tualidad  del  decreto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868  y  de  las  leyes 
de  1886  y  1862,  á  que  aquél  se  refiere,  al  conceder  por  el  art  14 
de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  el  derecho  al  abono  de  los 
afios  de  carrera  de  Abogado  á  los  Ministros,  Fiscales  y  Secreta- 
rios de  este  Tribunal,  por  la  analogía  de  las  funciones  propias  de 
aquellos  cargos  con  los  de  la  carrera  judicial  y  fiscal,  precepto 
que  no  tendría  justificación  ni  podría  explicarse,  dada  la  vague- 
dad con  que  aparece  redactado,  si  no  estuviesen  subsistentes  las 
disposiciones  á  qne  indudablemente  alude,  las  cuales  determinan 
que  son  ocho  los  afios  de  servicio  que  por  rasón  de  carrera  deben 
abonarse  (Sent.,  núm.  79.  - 17  de  Febrero  de  1892).  180 

ídem  id.— Sent.,  núm.  166.— 80  de  Marzo  de  id.  245 

ídem  id.— Sent.,  núm.  246.— 14  de  Mayo  de  id.  858 

ídem  id.— Sent,  núm.  297.-6  de  Junio  de  id.  434 

ídem  id.— Sent,  núm.  868.— 18  de  Julio  de  id.  508 

ídem  id —Sent,  4i2.— 22  de  Octubre  de  id.  586 

ídem  id.— Sent,  núm.  443.-16  de  Noviembre  de  id.  627 

Por  lo  que  se  refiere  á  la  Real  orden  de  22  de  Marzo  de  1889, 

sobre  no  haberse  publicado  en  la  Gaceta  de  Madrid,  no  tiene 
más  alcance  qne  el  de  una  instrucción  dada  por  el  Ministerio  de 
Hacienda  á  la  Junta  de  Clases  pasivas  como  aclaración  al  Real 
decreto  de  29  de  £nero  anterior,  que  ninguna  disposición  con- 
tiene respecto  de  esta  materia,  sino  la  de  no  comprender  ^1  abo- 
no de  los  ocho  afios  á  los  Catedráticos  de  Institutos,  á  más  de  que, 
como  disposición  interpretativa,  no  puede  prevalecer  contra  la 
letra  y  espíritu  de  los  preceptos  legales  á  que  se  refiere  (Sent, 
núm.  79.-17  de  Febrero  de  1892).  180 

ídem  id.— Sent,  núm.  156.-30  de  Marzo  de  id.  245 

ídem  id.— Sent,  núm.  246.— 14  de  Mayo  de  id.  863 

ídem  id.— Sent,  núm.  297.-6  de  Junio  de  id.  424 

ídem  id.~8ent.,  núm.  358.-13  de  Julio  de  id.  608 

ídem  id.    Sent.,  núm.  412.-22  de  Octubre  de  id.  686 

ídem  id.— Sent,  núm.  443.— 16  de  Noviembre  de  id.  627 

£1  art.  42  del  Reglamento  de  12  de  Octubre  de  1868,  que  es 

el  que  dispone  el  abono  de  cinco  afios  por  razón  de  estudios  á  los 
Capellanes  castrenses  que  no  hubiesen  ingresado  en  el  Cuerpo 
por  oposición,  exige  que  para  que  proceda  dicho  abono  es  preciso 
qne  acrediten  previamente  qne  los  estudios  para  la  carrera  ecle- 
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Utica  lot  ba  aprobado  en  üniyersidad,  Seminario  conciliar  ú 
ro  cnalqnier  establecimiento  público  aprobado  por  el  €K>bierno. 
Loa  eatndios  de  aegandaensefianza,  neceearioa  para  cnalqniera 
irrera  profesional,  no  constituyen  los  de  la  eclesiástica,  qae  son 
s  que  exige  el  mencionado  art.  42. 

La  situación  de  retirado  es  definitiva  y  no  paede  volTerse  so- 
re  ella  (Sent..  nám.  189.— 16  de  Abril  de  1892).  28T 

—  En  la  regía  22  de  la  ley  de  Presnppestos  de  26  de  Mayo  de  1886 
í  dice:  «Los  Secretarios  del  Despacho  y  Consejeros  de  Estado 
ae  hayan  desempefiado  estos  destinos  en  propiedad,  se  lea  abo* 
irá  el  saeldo  de  80.000  reales  sin  sujeción  á  afios  de  servicio», 
lyas  palabras,  ni  gramatical,  ni  lógica  ni  legalmente  pueden  apil- 
arse á  otros  Consejeros  que  á  los  que  hablan  pertenecido  al  Con- 
ejo de  Estado,  que  se  declaró  en  suspenso  por  el  art  l.^  del  Real 
Msreto  de  24  de  Mano  de  1884. 

La  palabra  tueldo  y  no  eesantia^  consignada  en  la  ley,  correa- 
[»nde  á  la  situación  especial  de  aquellos  Consejeros,  partea  com- 
onentes  de  un  Consejo  en  suspenso,  en  cuyo  caso  no  ae  encuen- 
a  quien  cesa  en  aquel  cargo,  no  por  suspensión  del  Consejo^ 
no  por  Resl  decreto  de  cesantía. 

Según  lo  dispuesto  en  la  ley  18,  tit.  l.o.  Partida  1.*,  contender 
3  deben  las  leyes  bien  e  derechamente,  parando  siempre  míen- 
os á  la  más  sana  parte  ó  más  provechosa»;  y  en  verdad  que  no 
9  entendería  la  citada  ley  de  26  de  Mayo  de  1886  bien  e  dere- 
\amente  suponiendo  que  había  sido  hecha  para  un  Conaejo  de 
Istado  que  se  creara  veinticinco  afioa  después,  ni  se  pararia 
\iente8  en  el  verdadero  entendimiento  á  ¡a  parte  má$  provecho$a  si 
3  accediera  á  la  demanda,  pues  en  provecho  de  la  sociedad  ser 
&cen  las  leyes,  y  no  en  exclusivo  beneficio  de  los  intereses  par- 
culares. 

Délo  expuesto  se  deduce  que  no  hay  tales  pretensos  derechos > 
e  cesantía  creados  para  los  Consejeros  de  Estado  en  la  mendo^ 
ada  ley  de  26  de  Mayo  de- 1885;  pero,  aunque  loa  hubiera,  no 
erían  valederos  hoy,  porque  el  art.  8.o  de  la  ley  de  Presupues* 
)s  de  22  de  Mayo  de  1846  acabó  con  las  cesantíaa  para  los  em* 
leados  que  ingresaran  en  el  servicio  después  de  aquella  fecha, 
)da  vez  que  en  dicho  art.  3.o  dispuso  que,  á  partir  de  su  pnblica- 
íón,  ningún  empleado  de  nueva  entrada  tendría  derecho  al  goce, 
e  sueldo  por  ceaantía,  y  que  ningún  aacenao  de  los  actuales  em- 
leados  ó  de  les  cesantes  daría  derecho  al  aumento  del  haber  de 
esantía  si  el  nuevo  empleo  se  servía  menos  de  dos  afioa. 

No  puede  aceptarse  la  afirmación  de  que  los  Consejeros  de  Es- 
ado  no  son  empleados  públicos,  y  que  por  ello  no  están  compren* 
lidos  en  el  art.  8.o  de  la  citada  ley  de  22  de  Mayo  de  1846,  por- 
ue  en  la  misma  ley  que  airve  de  fundamento  á  la  demanda,  se 
iice:  cA  los  Consejeros  de  Estado  que  hayan  de$empeñadú  etot 
^>e9tino$  en  propiedad  >;  y^á  los  que  desempefian  deatinoa,  emplea- 
ios  y  no  otra  cosa  se  les  llama  en  el  lenguaje  corriente  en  que  se 
scriben  y  deben  escribirse  las  leyes  para  que  todos  las  en^ 
leudan. 

Además,  sobre  no  haber  razón  alguna  para  dejar  de  considerar 
mpleado  á  todo  funcionario  público  dependiente  del  Poder  ^e- 
utivo,  la  ley  de  80  de  Abril  de  1866,  al  declarar  que  el  cargo  de 
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Miniairo  de  la  Corona  ea  el  empleo  público  de  máa  importancia 
en  el  Gobierno  de  la  Nación,  da  á  entender  de  manera  clara  qae 
no  hay  íancionario  algono  del  Estado,  por  elevada  que  sea  aa  ca- 
tegoría y  el  ramo  de  la  Administración  pública  en  qne  preste  sos 
servicios  qne  pueda  considerarse  exceptuado  de  aquella  denomi- 
nación. 

Una  ley  de  Presupuestos,  cualesquiera  que  sean  los  preceptos 
en  ella  contenidos,  puede  derogarse  por  otra  de  igual  índole  y  na- 
turaleza, sin  que  en  la  de  36  de  Mayo  de  1886  haya  nada  especial 
ni  de  privilegio  que  necesite  derogación  especial  y  expresa,  y  que 
deba  quedar  subsistente  después  de  publicada  la  de  22  de  Mayo 
de  1846. 

Aun  prescindiendo  de  la  doctrina  antes  expuesta,  se  demues- 
tra plenamente  que  la  ley  de  Presupuestos  de  1846  derogó  la  re- 
gla 22  de  la  de  1886,  por  el  hecho  de  que  para  convalidar  la  ce 
santía  de  los  Ministros  de  la  Corona  fué  preciso  dictar  la  ley  de  80 
de  Abril  de  1866,  en  cuyo  art.  2.o  se  establece  que  las  condicio- 
nes exigidas  en  el  párrafo  primero  para  el  derecho  á  cesantía, 
comprendían,  no  sólo  á  los  que  en  lo  sucesivo  fueren  Consejeros 
de  la  Corona,  sino  también  á  los  que  habían  sido  desde  que  se 
declararon  extinguidas  las  cesantías  de  todos  los  empleados  pú- 
blicos, con  lo  cual  claramente  se  expresa  que  desde  la  publica- 
ción de  la  ley  de  1846  no  estaba  en  vigor  la  disposición  de  1% 
de  1886,  que  concedía  en  absoluto  sueldo  á  los  Secretarios  dell 
Despacho  y  á  los  Consejeros  de  Estado  que  hayan  desempeñado 
estos  destinos  en  propiedad. 

Las  leyes  de  26  de  Julio  de  1866  y  de  22  de  Octubre  de  1868 
ampliaron  á  las  jubilaciones  y  pensiones  de  Montepío  el  precepto 
establecido  ya  para  las  cesantías  en  el  párrafo  segundo  del  ar- 
tículo 3.0  de  la  ley  de  1846,  de  que  ningún  sueldo  sirviese  de  re- 
gulador si  no  se  había  disfrutado  dos  afios,  de  donde  se  infiere 
que  si  este  párrafo  ha  podido  derogar  ó  modificar  la  regla  22  de 
la  ley  de  1886,  que  no  exigía  semejante  requisito  para  el  disfrute 
del  haber  que  señalaba,  del  propio  modo  debe  entenderse  que  el 
párrafo  primero  de  dicho  artículo  pudo  también  derogar  la  men- 
cionada regla  22,  extinguiendo  para  lo  sucesivo  los  derechos  pa- 
sivos de  cesantía  qne  la  misma  señalaba  en  favor  de  los  Secreta- 
rios del  Despacho  y  Consejeros  de  Estado. 

La  sentencia  de  este  Tribunal  de  21  de  Febrero  de  1890,  que 
declaró  al  recurrente  sin  derecho  á  haber  paaivo  de  cesantía, 
como  Consejero  de  Estado,  por  no  haber  servido  el  cargo  du- 
rante dos  afios,  confirma  la  doctrina  anteriormente  expuesta,  por- 
que si  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Contencioso  tiene  ya  reco- 
nocido que  la  ley  de  1886  está  modificada  por  las  leyes  de  1866 
y  1878,  que  reproducen  lo  consignado  en  la  ley  de  1846,  la  cual 
preceptúa  que  se  ha  de  disfrutar  un  sueldo  durante  dos  afios  para 
que  sirva  de  resulador  del  haber  de  cesantía,  es  lógico  establecer 
que  la  misma  ley  de  1846  ha  tenido  eficacia  y  virtualidad  para 
derogar  la  regla  22  de  la  ley  de  1846,  extinguiendo  el  haber  que 
que  ésta  señalaba  en  favor  de  los  Secretarios  del  Despacho  y  Con* 
sejo  de  Estado,  por  la  disnosición  contenida  en  aquélla,  según  la 
cual,  desde  la  publicación  de  la  miama  ningún  empleado  de 
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lya  entrada  teodrá  derecho  al  goce  de  aneldo  por  cesaDtí* 

Qt,  DÚm.  246.^14  de  Mayo  de  1802).  SM 

-  Los  ocho  afios  de  servicioa  por  rasón  de  eaiadioe  se  conoe* 
i  tan  sólo  para  completar  los  veinte  de  jahilación  y  «oceviToe; 

0  no  pueden  ampliarse  á  laa  pensione*  de  viadedad  y  orfaa- 

:  (Sent.,  núm.  458.-28  de  Noviembre  de  1892).  648 

-  (abono  db  ATBA808).— Según  el  Real  decreto  de  6  de  Mayo 
1887,  que  interpreta  las  disposiciones  de  loa  articnlos  6.o  da 
By  de  8  de  Jalio  de  1860  y  62  del  proyecto  de  ley  de  20  de 
jro  de  1862,  los  padres  y  madres  viadas  de  los  individaos  del 
rcito,  sólo  pneden  obtener  las  pensiones  concedidas  por  aqne- 

1  preceptos  legales  en  el  caso  de  que  jastifiqnen  sa  cualidad 
pobreza  (Sent,  núm.  815.— il8  de  Jonio  de  1892).  447 
m  id.— 8ent.,  núm.  425.-29  de  Octubre  de  id.  604 
m  id.— Sent.,  núm.  528.— 31  de  Diciembre  de  id.  7S7 

-  No  es  aplicable  á  estas  pensiones  lo  dispuesto  en  la  Real 
en  de  16  de  Octubre  de  1860,  qne  fijó  el  sentido  del  art.  18  de 
By  de  Oontabiiidad  de  1850,  concordado  con  el  19  de  la  de  26 
Janio  de  1870,  en  cnanto  al  abono  de  los  atrasos  de  pensión 

Qt,  núm.  815.-18  de  Janio  de  1892).  447 

m  id.-  Sent.,  núm.  426.  --29  de  Octubre  de  id.  604 

m  íd.--8ent.,  núm.  528.— 81  de  Diciembre  de  id.  7S7 

-  Estas  aclaraciones  son  acertadas,  porque  la  pobreza  es  nna 
unstancia  accidental  de  la  vida«  que  cambia  con  frecuencia, 
lo  qne  puede  sostenerse  racionalmente  que  el  interesado  que 
e  derecho  á  una  pensión,  mediante  la  Justificación  de  su  po- 
sa, deja  transcarrír  los  años  sin  practicar  la  prueba  indis 
sable,  da  á  entender  que  su  carencia  de  recursos  ha  comen* 

0  en  la  época  en  que  solicita  justificarla,  y  no  antes  (Sent,  nú- 

ro  815.-18  de  Junio  de  1892).  447 

m  id.— Sent.,  núm.  425. — 29  de  Octubre  de  id.  604 

m  id. — Sent.,  uúm.  528.— 81  de  Diciembre  id.  787 

-  (abono  de  SBBVioioa).— La  jurisprudencia  tiene  repetída- 
üte  declarado  que  el  abono  de  moviliaación  acordado  por  la 
ley  de  80  de  Mayo  de  1886  exige  base  de  carrera,  ó  sea  el 
empeño  con  anterioridad  de  un  cargo  al  que  vaya  anejo  el 
B  ó  percepción  de  haberes  pasivos. 

'ambién  tiene  establecido  con  repetición  la  jurisprudencia  ad- 
listrativa  que,  con  arreglo  á  la  regla  5.*  de  la  disposición  26  de 
ley  de  26  de  Mayo  de  1885,  sólo  son  abonables  los  servicios 

1  reúnan  la  condición  precisa  é  ineludible  de  haberse  prestado 
destino  en  nropiedad,  lo  cual  excluye  el  abono  de  loe  en  co- 
llón, carácter  qne  tienen  los  Jueces  interinos  (Sent,  núm.  74. 

6  de  Febrero  de  1892).  126 

-  No  pueden  apreciarse  como  de  abono  los  servicios  prestados 
\  Administración  provincial  y  no  á  la  general  del  Estado,  qne 
o  que  debe  tenerse  en  cuenta  para  otorgar  pensión  que  pague 
tesoro  público. 

'ampoco  son  computables  al  propio  efecto  los  servicios  no  com 
hados. 

!s  condición  indispensable,  para  que  los  servicios  sean  de  abo- 
que se  desempeñen  en  propiedad  y  con  Real  nombramiento. 
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Según  lo  que  dispone  terminantemente  la  regla  8.^  del  ari  6  o 
del  decreto  ley  de  22  de  Octnbre  de  1868,  no  pneden  reconocerse 
loe  aervicioB  prestados  en  el  campo  carlista  por  qnien  no  se  acó 
gió  al  Convenio  de  Vergara,  annqne  lo  verificó  á  consecnencia  del 
Beal  decreto  de  amnistía  de  19  de  Abril  de  1848. 

No  dan  derecho  á  pensión  del  Montepío  militar  los  empleos  no 
militares,  según  se  resolvió,  de  acaerdo  con  el  Tribunal  Snpremo 
de  Gaerra  y  Marina,  por  Real  orden  del  Ministerio  de  la  Guerra 
de  26  de  Abril  de  1888. 

Tampoco  dan.  derecho  á  pensión  del  Montepío  civil,  ni  de  Mi- 
nisterios, los  servicios  prestados  á  ana  provincia  snjeta,  como  la 
de  Navarra,  á  nn  régimen  especial  y  qae  no  gozaban  de  los  bene- 
ficios de  aquellos  establecimientos. 

Tratándose  de  servicios  prestados  antes  de  la  ley  de  Presupues- 
tos de  26  de  Junio  de  1864,  no  son  computables,  al  efecto  de  la 
pensión,  los  que  no  llegan  á  quince  afios,  mínimo  de  tiempo  para 
obtenerla,  conforme  á  la  citada  ley  (Sent.,  núm.  149.— 24  de  Mar- 
zo de  1892).  286 
ídem,  id.— (Sent.,  núm.  468.-28  de  Noviembre  de  1892).  648 

Con  arreglo  á  los  preceptos  de  la  ley  de  2  de  Julio  de  1866, 

sólo  tienen  derecho  al  abono  de  los  afios  por  razón  de  estudios 
los  individuos  que  á  la  publicación  de  dicha  ley  formaban  parte 
de  los  Cuerpos  jurídicos  de  Sanidad  y  de  Capellanes  del  Ejército 
y  Armada,  pero  no  los  que  ingresaren  en  lo  sucesivo. 

£1  hecho  de  que  el  demandante,  del  Cuerpo  de  Sanidad  de  la 
Armada,  obtuviera  en  18t)3  una  plaza  de  alumno  pensionado  por 
el  Ministerio  de  Marina,  no  implica  el  qué  desde  aquel  momento 
iormase  parte  de  dicho  Cneroo  para  ingresar  en  el  que  era  preci- 
so tener  un  titulo  de  que  aquél  carecía. 

El  derecho  al  abono  de  los  afios  de  estudio  sólo  lo  han  tenido 
ios  indiriduos  que  antes  del  2  de  Julio  de  18b6  formaban  pane 
del  Cuerpo  de  Sanidad  de  la  Armada,  y  los  alumnos  pensiona- 
dos ni  pertenecían  á  dicho  Cuerpo  ni  siquiera  tenían  la  consi- 
deración de  militares  al  servicio  de  la  Marina,  consideración  que 
no  adquirían  hasta  que,  una  vez  obtenido  el  título  profesional, 
eran  nombrados  segundos  Ayudantes,  última  de  las  catefl:orías  de 
dicho  Cuerpo  (Sent.,  núm.  188.— 16  de  Abril  de  1892).  286 

Conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  l.o  del  Real  decreto  de 

18  de  Junio  de  1862,  los  subalternos  no  tienen  el  carácter  defun 
^áonarios  públicos. 

En  virtud  de  lo  que  dispone  el  art.  6.<*  del  mismo  Real  decreto, 
los  subalternos  no  tienen  opción  á  sueldo  de  cesantía  y  jubila 
don,  ni,  por  tanto,  procede  el  abono  del  tiempo  servido  con  ese 
earácter,  supuesto  que  dicho  artículo  concede  únicamente  tal  abo- 
no á  los  empleados  de  la  quinta  categoría,  á  quienes  también 
niega  derecho  á  sueldo  de  cesantía  y  jubilación  (Sent,  núm.  279. 
—81  de  Mayo  de  1892).  400 

ídem  id.— Sent,  núm.  199.-22  de  Abril  de  id.  800 

ídem  id.— Sent,  núm.  869.-18  de  Julio  de  id.  610 

Según  lo  preceptuado  en  el  art  12  del  Real  decreto  de  7  de 

Febrero  de  1827  y  en  la  Real  orden  de  11  de  Octubre  de  1888,  los 
escribientes  de  Hacienda  no  adquirían  la  consideración  de  em- 
pleados ni  el  derecho  á  haber  de  cesantía. 
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)aando  el  haber  de  cesantía  ha  sido  declarado  por  Aatoridad 

Dpetente,  no  pnede  negarte  al  intereeado  el  carácter  de  poaee 

'  de  boena  fe. 

'a  joriapradencia  adminiatrativa  tiene  reconocido  qae  no  ea 

>ido  el  reintegro  de  loa  haberee  paaivoa  por  an  calidad  de  pea- 

Dea  alimenticias  (Sent,  núm.  288.— l.o  de  Jnnio  de  1892).  404 

tm  id.— Sent,  núm.  864.— 14  de  J<iUo  de  1893.  618 

—  A  tenor  de  lo  prevenido  en  la  diapoaición  26  de  las  genera- 
de  la  ley  de  Presapneatoa  de  26  de  Mayo  de  1886,  y  regla  l.«, 
.  6.0  del  decreto-ley  de  22  de  Octabre  de  1868,  no  es  posible 
»atar  como  continnación  de  los  necesarios  para  la  jnbilación 

servicios  prestados  en  ona  comisión  para  el  examen  de  caen- 

atrasadas,  si  ann  acordado  el  nombramiento  por  Real  orden 

consta  que  el  mismo  fuera  de  planta  y  con  aneldo  detallado 

presapnestos. 

Por  la  misma  razón  tampoco  procede  compntar  dichos  serví- 

fl  para  el  correspondiente  haber  pasivo  (Sent.,  núm.  864. — 14 

Jnlio  de  1892).  618 

—  Qon  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  12  del  Real  decreto  de 
le  Abril  de  1828,  los  servicios  prestados  como  meritorio  en  pla- 
reglamentaria  dan  al  interesado  el  carácter  de  empleado  pu- 
co y  el  derecho  á  qne  se  le  computen  aquéllos  en  tal  concepto 
ra  su  jubilación. 

Según  la  jurisprudencia  establecida,  entre  otros,  en  el  Real  de- 
>to-sentencia  de  26  de  Febrero  de  1864,  la  Real  orden  de  11  de 
viembre  de  1888,  que  privó  á  los  escribientes  y  auxiliares  de 
icienda  del  carácter  de  empleados,  exceptuó,  no  obstante,  á  los 
tiguos,  ó  sea  á  los  que  ya  lo  tenían  al  tiempo  de  su  publica- 
»n  (Sent.,  núm.  408.— 18  de  Octubre  de  1892).  678 

—  El  tiempo  servido  como  Oficial  mayor  de  la  Eacribanía  de 
Juzgado  de  Guerra  de  una  Capitanía  general,  con  anterioridad 
1868,  es  de  abono  en  la  clasificación  para  derechos  pasivos,  por 
itaise  de  un  destino  desen^pefiado  por  nombramiento  de  Auto- 

lad  delegada  rSent,  núm.  446.— 17  de  Noviembre  de  1892).  681 

El  mififmtim  de  afios  de  servicios  efectivos,  para  dejar  derecho 
[>en8Íones  del  Tesoro,  es  el  de  quince,  con  arreglo  aJ  art.  49  del 
oyecto  de  ley  de  20  ae  Mayo  de  1862,  puesto  en  vigor  por  el 
k.  16  de  la  ley  de  Preaupnestos  de  26  de  Junio  de  1864. 
Los  cargos  desempeñados  con  posterioridad  al  22  de  Octubre 
1868,  no  pueden  dar  lugar  ai  derecho  á  pensiones  del  Tesoro 
But,  núm.  468.-28  de  Noviembre  de  1892).  648 

—  La  apreciación  de  aervicios,  para  los  efectos  de  derechos 
sivos,  debe  hacerse  en  todo  caao,  y  en  .primer  término,  por  la 
nta  de  Clases  pasivas,  conforme  á  lo  establecido  en  el  art.  1.® 
I  decreto  de  10  de  Mayo  de  1878,  qne  la  confiere  semejantes 
ribuciones. 

La  competencia  del  Ministerio  de  Hacienda  se  halla  limitada, 
gún  el  mismo  decreto  y  otras  disposiciones,  á  resolver  los  re- 
rsos  de  alzada  que  contra  los  acuerdos  de  la  Junta  se  interpon- 
en, y  decidir  los  expedientes  que  se  le  remitan  en  consulta  por 
misma  Junta  (Sent.,  núm.  498.— 10  de  Diciembre  de  1892).         696 

—  (dbbbcho  k  PJBN8IÓN).— Los  reglamentos  v  dsmás  disposi- 
ones  que  regulan  las  pensiones  conceden  este  derecho  á  las  vin* 
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das,  7  en  la  acepción  legal,  lo  miamo  qne  en  la  común,  sólo  ae 
entiende  por  vioda  la  majer  cnyo  marido  ha  maerto  natnralmen- 
te,  7  por  lo  tanto,  no  puede  eatimarae  tal,  para  el  diafrate  de  la 
peniión  del  Teaoro,  ain  violentar  el  texto  de  laa  dlapoaicionea  le- 
tsalea,  á  nna  intoreaada,  i>or  el  aolo  fundamento  qne  acogió  la 
Junta  de  Penaionea  civilee  del  auto  de  un  Juzgado  de  primera 
inatanda,  que  reconoció  au  catado  de  yiudes  ain  otra  justificación 
que  el  dicho  de  varioa  teatigoa,  que  no  ateatiguaron  aobre  el  ía- 
Aedmiento  de  au  marido,  aino  aobre  au  ausencia  é  ignorado  pa- 
radero. 

La  intoreaada  no  eatá  obligadk  á  la  devolución  de  laa  cantída 
dea  percibidaa  mientras  el  acuerdo  de  la  Junta  que  la  declaró  con 
derecho  á  pensión  ha7a  catado  en  vigor,  porque  debe  ser  consi- 
derada, según  ha  declarado  7a  la  iuriaprudencia,  como  poseedora 
de  buena  fe,  7  por  toner  ademáa  la  pensión  el  carácter  de  alimen- 
ticia (Auto,  núm  é.— 11  de  Enero  de  1892).  11 
ídem  id.— Sent,  núm.  871.— 14  de  Julio  de  1892.  627 
ídem  id.— Sent,  núm.  518.— 24  de  Octubre  de  id.                              726 

Constando  en  el  expediento  que  la  muerto  del  causante,  si 

bien  ocurrió  á  mano  airada  7  en  época  en  que  se  encontraba,  du- 
rante la  guerra  de  Ouba,  de  servicio  de  campaña  con  au  batallón 
en  el  poblado  de  Maniabán,  no  aucedió  aiquiera  en  actoa  del  ser- 
vido, sino  en  ocasión  de  ausentarae  del  poblado  sin  orden  ni  au 
torixadón  competente,  no  es  posible  estimar  que  dicha  muerte, 
aun  causada  por  los  enemigos,  ocurriera  en  función  de  guerra, 
como  taxativamente  exige  la  107  de  8  de  Julio  de  1860,  para  que 
ae  originasen  los  derechos  á  pensión  que  por  la  misma  ae  esta- 
blecen. 

La  Real  orden  de  26  de  Julio  de  1884  se  dirige  á  consignar,  en 
favor  de  las  viudas  7  huérfanos  de  los  militares  desaparecidoa  en 
fundón  de  guerra,  el  beneficio  de  auponerles  fallecidos  para  el 
«fecto  del  goce  de  la  pensión  eorreapondiento,  determinando  aai- 
miamo,  como  requisito  para  loa  derechoa  que  concede,  que  la  des- 
aparición ocurra,  no  simplemento  en  tiempo  de  campaña,  sino  en 
fundón  de  guerra  TSent,  núm.  20.— 21  de  Enero  de  1892).  89 
El  art.  21  de  la  Instrucción  de  26  de  Diciembre  de  1881  de- 
clara caducado  el  derecho  de  aquellas  huérfanas  que  sólo  fueron 
ooparticipes  de  la  pensión  con  la  viuda  ó  hermanos  al  tiempo  de 
tomar  catado  de  matrimonio  (Sent.,  núm.  27.-22  de  Enero  de 
1892).                                                                              /  60 
ídem  id.— Sent.,  núm.  58.— 1. o  de  Febrero  de  id.         '  8T 
ídem  id.— Sent,  núm.  200.— 28  de  Abril  de  id.                                 301 
ídem  id.— Sent,  núm.  288.-2  de  Junio  de  id.                                   409 
ídem  id.— Sent,  núm.  294.-8  id.  id.                                                    421 
ídem  id.— Sent,  núm.  888.-4  de  Julio  de  id.                                  .  478 
ídem  id.— Sent,  núm.  481. — 6  de  Diciembre  de  id.                        •   674 

Si  bien  la  Real  orden  de  14  de  Ma70  de  1840,  espeoíalmento, 

contradice  la  disposición  antes  citada,  al  declarar  que  las  viudaa 

L huérfanos  del  Montepío  de  Correos  qne  se  casaran  después  de 
iber  poseído  las  pensiones  que  les  correspondieran,  podrían,  en 
caso  de  viudez,  gozar  del  derecho  de  retroacción  en  las  pensio- 
nes, este  derecho  vino  á  quedar  derogado  por  el  decretole7  de  22 
de  Octubre  de  1868,  por  el  art.  10  de  la  107  de  Presupuestos  de 
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de  Febrero  de  1878  7  por  la  regla  1.*  del  art.  l.o  del  Betf  de- 
»to  de  29  de  Enero  de  1889,  tegún  ha  declarado  ya  la  jarispm- 
Qcia  repetidamente  (8ent.  núm.  27.-22  de  Enero  de  1892).  60 

Bm  id.— 8ent.,  núm.  53.— l.o  de  Febrero  de  1892.  87 

Bm  id.— 8ent.,  núm.  200.— 28  de  Abril  de  id.  801 

Bm  id.— Sent.,  núm.  288.-2  de  Jonlo  de  id.  409 

Bm  id. — Sent.y  núm.  294.-3  de  Junio  de  id.  421 

Bm  id.— Sent.,  núm.  388.-4  de  Julio  de  id.  478 

Bm  id.— Sent.  núm.  481.— 6  de  Diciembre  de  id.  674 

—  Con  arreglo  á  lo  ditpuesto  en  el  art  69  del  proyecto  de  ley 
20  de  Mayo  de  1862,  las  viudas  y  huérfanos  cuyos  cansantes 

ibiesen  fallecido  antes  de  hallarse  en  vigor  dicho  proyecto, 
icamente  adquieren  derecho  á  las  pensiones  del  Tesoro  por  no 
liarse  incorporados  ó  incluidos  en  alguno  de  loa  Montepios,  cir- 
nstancias  que  no  concurren  en  quien,  habiendo  tenido  derecho 
wta  última  clase  de  pensión,  lo  ha  perdido  con  arreglo  á  las 
iposiciones  por  las  que  la  misma  se  regula  (Sent,  núm.  27. — 22 
Enero  de  1892).  50 

em  id.— Sent,  núm.  58.— l.o  de  Febrero  de  1892.  87 

em  id.— Sent,  núm.  200.— 28  de  Abril  de  id.  801 

em  id.— Sent,  núm.  288.-2  de  Junio  de  id.  409 

em  id. — Sent,  núm.  294.-8  de  Junio  de  id.  421 

em  id.— Sent,  núm.  888.-4  de  Julio  de  id.  478 

em  id.— Sent,  núm.  481. — 6  de  Diciembre  de  id.  674 

—  El  hecho  de  otorgarse  por  el  Estado  á  una  persona  los  ho- 
res  y  preeminencias  de  determinado  cargo,  no  implica  el  reco- 
cimiento por  aquél  de  derechos  pasivos,  los  cuale»  no  se  con- 
len  implícitamente  con  los  honores. 

El  Real  decreto  de  19  de  Diciembre  de  1867  tuvo  por  objeto, 
mo  se  expresa  en  su  preámbulo,  fijar  reglas  para  proveer  las 
izas  de  la  judicatura,  de  la  Magistratura  y  del  Ministerio  fiscal, 
ieterminar  los  distintos  grados  que  forman  la  jerarquía  de  es- 
I  carreras;  y  sólo  á  este  propósito,  d^pués  de  enumerar  en  el 
b.  1.0  los  grados  de  jerarquía  judicial^  determina  en  el  2.o  qnié- 
s  por  asimilación  habían  de  considerarse  comprendidos  en 
os,  figurando  en  el  séptimo  grado  los  Relatores  del  Tribunal 
premo  y  de  las  Audiencias,  y  afiade,  en  su  párrafo  final,  que 
I  funcionarios  comprendidos  en  dicho  art  2.o  tendrán  tadn  ¡0$ 
recho$  declarado»  á  su»  re^^tivo»  grados, 
Bstas  últimas  palabras  muestran  claramente  que  el  objeto  del 
«1  decreto  era  conceder  á  los  individuos  que  por  asimilación 
mprendía,  no  todos  los  derechos  de  los  funcionarios,  sino  los 
iierentes  á  su  respectivo  grado  en  orden  al  ascenso  dentro  de 
carrera,  siendo  de  ello  buena  prueba  que  en  los  restantes  ar- 
ulos,  y  al  tratar  de  la  provisión  de  las  diferentes  plazas  de  la 
ñcera  judicial,  dispone  que  para  las  vacantes  que  ocurran  en  to- 
s  los  grados,  excepción  hecha  del  Tribunal  Supremo,  se  pro- 
ngan  personas  que  hubiesen  desempeñado  por  dos  afios  plaxas 
1  grado  inferior,  ó  por  cuatro  ó  seis  de  los  siguientes  á  éste. 
A.un  cuando  el  referido  Real  decreto  hubiese  tenido  el  propó- 
o  de  incorporar  los  Relatores  al  Montepío,  concediéndoles  asi 
rechos  pasivos,  hubiera  sido  en  este  punto  completamente  in- 
cas, porque  desde  la  publicación  del  art.  16  de  la  ley  de  Pxesn- 
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pnetloa  de  26  de  Julio  de  1864,  toda  declaración  de  derechos  pa- 
■ivoa  á  cualquiera  claae  de  íunoionarioa  del  Estado,  y  toda  alte- 
radón  en  loe  que  cada  claae  disfrute  por  la  legislación  vigente, 
deberán  ser  objeto  de  ley. 

Oon  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art  12  del  decreto-ley  de  22  de 
Octubre  de  1868,  que  en  esta  parte  no  hace  otra  cosa  que  repro- 
ducir el  precepto  que  acaba  de  citarse,  si  se  hubiera  verificado  la 
incofrpoiación  á  Montepío  de  un  Relator,  con  la  consideración  de 
Jues  de  término,  por  el  Beal  decreto  de  1867  habría  quedado  sin 
efecto,  en  razón  á  no  haber  sido  objeto  de  ley,  supuesto  que  la 
de  16  de  Abril  de  1866,  incorporó  á  los  Jueces  de  primera  instan- 
cia y  á  los  Promotores  fiscales,  pero  no  á  los  Relatores. 

De  lo  expuesto  se  deduce  con  toda  evidencia,  que  por  no  ha- 
llarse el  cargo  de  Relator  incorporado  á  Montepío,  ni  menos  por 
disposición  alguna  que  tenga  carácter  de  ley,  carecen  los  huérfa- 
nos de  los  que  desempeñaron  aquel  cargo  de  derecho  á  la  pen- 
sión de  que  se  trata. 

Si  bien  la  jurisprudencia  en  diferentes  resoluciones  ha  conce- 
dido pensiones  de  Montepío  á  viudas  ó  huérfanos  de  Relatores, 
tal  jurisprudencia  no  puede  fundarse,  como  queda  demostrado, 
en  el  estricto  derecho,  sino  en  consideraciones  de  equidad,  como 
lo  demuestra  el  Real  decreto  sentencia  de  20  de  Jallo  de  1881  al 
otorgar  una  pensión,  no  por  hallarse  el  caso  taxativamente  com- 
prendido en  el  Reglamento  de  Montepío,  sino  porque  la  jurispru- 
dencia viene  mitígando  el  rigor  de  una  legislación  que  se  consi- 
dera incompleta  hasta  que  se  apruebe  una  ley  general  de  Olases 
pasivas  (Sent.,  núm.  178.— 8  de  Abril  de  1892).  272 

Estableciéndose  por  la  la  ley  especial  de  concesión  de  una 

pensión  el  derecho  al  disfrute  de  ésta  en  favor  de  los  sucesores 
de  la  pensionista  hasta  que  tomasen  estado,  llegado  este  caso  cesa 
definitivamente  tal  derecho,  aun  cuando  vengan  aquéllos  al  es- 
tado de  viudez,  con  arreglo  á  dicha  ley,  al  art.  21  de  la  Instruc- 
ción de  26  de  Diciembre  de  1881,  á  la  de  Sanidad  de  28  de  No- 
viembre de  1866  y  al  Reglamento  para  su  ejecución  de  15  de  Ju- 
nio de  1860,  disposiciones  estas  dos  últimas  aplicables  si  fuese  la 
pensionista  viuda  de  un  Médico  muerto  en  tiempo  de  epidemia 
(Sent.,  núm.  192.— 18  de  AbrU  de  1892).  291 
El  art.  2.0  del  capítulo  8.o  del  Reglamento  de  Contramaes- 
tres, de  20  de  Enero  de  1886,  establece  que  las  viudas,  huérfanos 
y  madres  viudas  de  Oficiales  y  Ministros  políticos  inclusos  en  el 
Montepío  tendrán  derecho  á  pensión  cuando  éstos  hayan  contraí- 
do matrimonio,  teniendo  á  lo  menos  el  grado  de  Capitán  ó  el  suel- 
do de  40  escudos  de  vellón  al  mes  en  las  demás  clases  políticas. 

En  el  supuesto  de  que  el  art.  66  del  Reglamento  del  Observa- 
torio Astronómico  y  el  148  de  Reglamento  de  Contramaestres 
establecieran  una  verdadera  incorporación  en  favor  de  los  depen- 
dientes del  Observatorio  y  de  los  Contramaestres  al  Montepío 
militar,  y  aun  el  supuesto  también  de  que  dicha  incorporación 
tenga  eficacia  legal,  es  lo  cierto  que  en  todo  caso  la  viuda  de  un 
Oontramaestre  y  dependiente  del  Observatorio  de  San  Fernando, 
sólo  tendría  opción  á  los  beneficios  del  expresado  Montepío,  si 
reuniese  las  condiciones  exigidas  por  el  Reglamento  de  l.<^  de 
Enero  de  1796  (Sent,  núm.  266.-21  de  Mayo  de  1892).  870 
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-  Laa  Yiadaa  de  lo«  empleadoe  que  no  detempefiaron  detftiiio 
ano  con  anterioridad  al  22  de  Octubre  de  1868,  eareoen  de  dere- 

I  á  pentión  del  Teaoro,  toda  vei  que  por  virtud  del  decretolej 
[goal  fecha  quedaron  en  anspenao  loa  preceptoa  del  proyecto 
ley  de  1862,  en  oue  ae  eatablecían  aqnellaa  penaionea. 

k>n  arreglo  á  la  ley  de  26  de  Mayo  de  1886,  decreto  ley  de  1868 

sy  de  Preaupueatoa  de  28  de  Febrero  de  1878,  ea  reqniaito  in- 

penaable  para  tranamitir  derecho  á  penaión  que  loa  deatinoa 

n  de  nombramiento  Real  ó  de  laa  Oortea. 

iOa  empleadoa  del  Minlaterío  de  Fomento  no  ae  hallan  ineor- 

adoa  por  virtud  de  una  diapoaición  de  carácter  legal  al  Mon- 

(o  de  Oñcinaa  (Seut,  núm.  267.^27  de  Mayo  de  1892).  882 

-  Segán  la  eacala  contenida  en  el  art  47  del  Proyecto  de  ley 
elaaea  paaivaa  de  20  de  Mayo  de  1862,  pueato  en  vigor  por  el 
de  la  de  Preaupueatoa  de  25  de  Junio  de  1864,  á  loa  once  afioa, 
¡e  meaea  y  díaa  de  aervicioa,  correaponde  tan  aólo  una  penaión 
iporal  por  eapacio  de  dies  afioa. 

Sn  el  propio  caao,  ai  bien  el  derecho  á  penaión  de  la  viuda 
¡e  al  día  aiguiente  del  fallecimiento  de  ao  caneante,  tratindoae 
una  penaión  temporal,  lo  tiene  al  del  percibo  de  dichoa  diea 
m  completoa  (Sent,  núm.  871.— 14  de  Julio  de  1892).  687 

-  La  ley  1.»,  tít.  18,  Partida  4.^  define  claramente  el  eatado 

II  del  hijo  natural  legitimado  por  tubiiguiente  matrimonio, 
ibleciendo  en  favor  de  éate  la  ficción  le¿U,  en  virtud  de  la 

1  debe  aer  coniiderado  como  ai  al  nacer  hubieran  eatado 
adoe  ana  padres,  con  todoi  loa  derechoa  correapondientea  á  loa 
;idoa  de  legítimo  matrimonio. 

Su  eate  caao,  celebrado  el  matrimonio  de  loa  padrea  bajo  el  im- 
lo  de  dicha  ley,  y  adquirido  por  el  hijo  natural  de  aquélloa  on 
ido  civil  que  debía  retrotraerae  á  la  fecha  de  an  nacimiento,  no 
^e  aer  privado  de  él  por  otra  ley  poaterior,  y  no  le  ea  aplicar 
,  por  tanto,  el  art.  128  del  Código  civil,  pueato  que  dicho  06- 
o  empezó  á  regir  en  l.o  de  Mayo  de  1889,  y  el  ciudo  precepto 
tiene  efecto  retroactivo. 

Sn  el  propio  caao,  ocurrido  el  fallecimiento  del  padre,  no  ne- 
ldo en  absoluto  una  reaolución  adminiatrativa  el  derecho  á 
Lsión  del  hijo,  sino  sólo  durante  la  vida  de  la  madre,  y  no  te- 
ndo  ésta  derecho  á  la  penaión  de  viudedad,  no  exiate  rasón 
al  para  privar  á  aquél  de  la  orfandad  que  le  correaponde  direc- 
lente  por  derecho  propio  y  no  derivado  del  de  la  madre  viuda, 
o  en  el  caao  de  que  óata  cobre  la  penaión  (Sent,  ñúm.  418. — 
de  Octabre  de  1892).  688 

-  Por  el  cap.  2.o  del  Reglamento  de  Montepío  de  Miniaterioa 
8  de  Septiembre  de  1768  se  declaró  comprendidos  en  el  miamo 
>a  Oficiales  de  laa  Secretariaa  ddl  deapacho  de  Guerra,  Gracia 
usticia,  Indias,  Marina  y  Hacienda,  únicas  exiatentea  en  aqne- 
época. 

)reada  poateriormente  por  Real  decreto  de  6  de  Noviembre  de 

2  la  de  Fomento  general  del  Reino,  cuyos  servicios  se  hallaban 
eminadoa  en  laa  demás  Secretarías,  dicha  disposición  tiene 
rza  y  carácter  de  ley,  y  aaimilados  sus  Oflcialea  á  loa  de  laa 
eis  Secretarías  del  Despacho  antes  citadaa,  por  la  identidad 
situación  y  f nncionea,  é  igualmente  atribuídaa  eataa  fundonea 
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— •  Con  arreglo  á  U  jarispradencia  establecida  en  repelidas 
lenteneias  del  THbanal,  en  armonía  con  el  precepto  oontenido  en 
bI  art  69  del  proyecto  de  ley  de  20  de  Mayo  de  186),  declarado 
BO  vigor  por  la  ley  de  Preenpneetoe  de  26  ile  Jalio  de  1861,  las 
viodM  y  hoérfanoe  cayoa  caoeantea  hubieren  fallecido  antee  de 
Beta  última  fecha,  únicamente  adquieren  derecho  á  lae  penaioñea 
por  el  miamo  creadae,  cuando  carecieren  de  derecho  á  la  pensión 
de  Montepío,  por  no  hallarse  incluidos  ó  incorporados  á  ali^uno 
de  ellos  ios  destinos  servidos  por  los  respectivoe  causantes  (Sen- 
tencia, núm.  618.  -  24  de  Diciembre  de  1892).  726 
[dem  Id. — Sent.,  núm.  6H1.^81  de  Diciembre  de  1892).  741 

(mi K>BA  DE  OLaairiQAOidH).— Los  servldoe  prestados  como 

de  la  clase  de  subalternos,  no  son  de  abono  al  interesado  para  la 
clasificación  de  los  mismos,  conforme  á  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tícolos  l.o,  6.0  y  9.0  del  Real  decreto  de  18  de  Jnnio  de  1862. 

Si  bien  es  cierto  que  el  art.  l.o  del  Eteal  decreto  de  21  de  Di- 
ciembre de  1857  reconoce  como  de  abono  los  destinos  dados  en 
virtud  de  Real  delegación  qne  ha  llegado  á  los  Jefes  superiores 
de  los  ramos  respectivos,  ó  sea  á  los  Directores  generales,  no 
puede  hacerse  extensiva  á  otros  Jefes. 

La  Junta  de  Pensiones  civiles  sólo  tiene  atribooiones  para  ha- 
cer clasificaciones  de  cesantes  y  jubilados,  pero  no  de  empleados 
en  activo  servicio  (Sent,  núm.  418. — 27  de  Octnbre  de  1892).  696 

(MBJOBA   DB  PBN81ÓK).— V.  iímUepiOi, 

(MONrspio  CIVIL).— Para  adquirir  el  derecho  á  pensión  de 

Montepío  las  hijas  de  los  empleadoe  en  los  Bancos  de  San  Garlos, 
de  San  Fernando  y  Espafia,  seria  menester  que  hubieran  sufrido 
los  descuentoe  correspondientes  en  la  forma  prescrita  por  el  sr- 
tícnlo  6.0  de  la  Instrncelón  de  26  de  Diciembre  de  1881,  que  im- 
pone á  loe  f  uncionarioe  qne  no  sirven  en  oficinas  dependientes 
del  Bstado  la  obligación,  para  conservar  en  las  familias  el  dere- 
cho á  pensión  qne  pudieran  tener  adquirido,  de  oontinnar  entre- 
gando en  las  Tesorerías  de  provincia  cada  s<^s  meses  el  importe 
de  los  descuentoe  qne  se  lee  hiciesen. 

Esta  obligación  no  pnede  estimarse  cumplida  por  los  descnea- 
tos  que  voluntariamente  se  impusiera  el  cansante. 

El  art.  S.o  del  cap.  2.*  del  Reglamento  del  Montepío  de  Ofi- 
cinas, que  dice:  das  vindss  y  huérfanos  de  los  que  al  tiempo 
de  su  mnerte  quedasen  á  deber  alguna  cantidad  de  Monte,  no  per- 
cibirán sino  la  mitad  hasta  qne  queden  reintegradoe  sus  fondos 
por  este  medio  ó  por  otro»,  y  que  el  que  la  demandante  invoca  os 
sn  favor  qnedó  derogado  por  el  expresado  art  6.o  de  la  Instrae- 
eión  de  1881,  deede  cuya  fecha  la  única  manera  de  conservar  el 
derecho  era  satisfaciendo  pontoalmente  los  descnentos  en  les  Ts> 
sorerías  de  provincias. 

81  bien  el  art  76  del  proyecto  de  ley  de  20  de  Mayo  de  18fi2 
concedió  derecho  á  dicha  clase  de  pensión  á  las  viudas  y  hnérí^ 
nos  de  los  antiguos  empleados  del  Banco  Espafiol  de  San  Garlos, 
esta  concesión  debe  entenderse  subordinada  á  las  condiciones 
qne,  reepecto  de  los  empleados  del  Bstado  á  quienes  comprendo, 
exige  el  mendonade  proyecto  de  ley  (Sent,  núm.  218. — 86  de 
Abril  de  1892).  M 
£1  Real  decreto  de  18  de  Diciembre  de  1867  toyo  por  objo- 
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to,  eomo  »e  expren  en  tu  pveámbolo,  fijar  reglM  para  proraer 
plasaa  de  la  Jodicatora,  de  la  Magietratora  y  del  Ministerio  flaeal, 
j  determinar  loa  diatintoa  irados  que  forman  la  jerarquía  de  ea 
taa  carreras,  y  sólo  á  este  propósito,  después  de  enumerar  en 
el  art.  \fi  los  grados  de  la  jerarquía  judicial,  determina  en  el  f  .e 
quiénes  por  asimilación  habían  de  considerarse  comprendidos  en 
ellos,  figurando  en  el  séptimo  grado  los  Relatores  del  Tribunal 
Supremo  y  de  las  Audiencias,  y  afiade  en  su  párrafo  final  que  los 
funcionarios  comprendidos  en  dicho  art.  2.o  tendrán  todos  loa  de- 
lechos  declarados  en  sus  respectivos  grados. 

Eataa  últimas  palabrea  demuestran  claramente  que  el  objeto 
4el  Real  decreto  era  conceder  á  los  individuos  que  por  asimila- 
ción comprendía,  no  todos  loa  derechos  de  los  funcionarioa,  aino 
loa  inherentes  á  su  respectivo  grado  en  orden  al  ascenso  dentro 
de  la  carrera,  siendo  de  ello  buena  prueba  oue  en  loa  reatantes 
artículos,  y  al  tratar  de  la  proviaión  de  laa  diferentea  plasaa  de 
la  carrera  judicial,  dispone  que  para  laa  vacantea  que  ocurran  en 
todoa  loa  gradoa,  excepción  hecha  del  Tribunal  Supremo,  ae  pro- 
pongan personas  que  hubiesen  desemnefiado  por  doa  afios  plasaa 
4el  grado  inferior,  ó  por  cuatro  ó  aeia  de  loa  aiguientea  á  éate. 

Aun  cuando  el  referido  Real  decreto  hobieae  tenido  el  propó- 
aito  de  incorporar  loa  Relatorea  al  Montepío,  conoediéndolea  así 
derechoa  pasivos,  hubiera  aido  en  eate  punto  completamente  in- 
eficas,  porque  deade  la  publicación  del  art.  15  de  la  ley  de  Preso- 
pueatoa  de  26  de  Junio  de  1864,  toda  declaración  de  derechoa  pa- 
aivoa  á  cualquiera  clase  de  funcionarioa  del  Estado  y  toda  altera- 
ron en  loa  que  cada  daae  disfrute  por  la  legislación  vigente,  de- 
berán ser  objeto  de  ley. 

Con  arreglo  á  lo  diapuesto  en  el  art  12  del  decreto  ley  de  21  de 
Octubre  de  1868,  que  en  esta  parte  no  hace  otra  coaa  que  repio- 
daeir  el  precepto  que, acaba  de  dtarae,  ai  la  incorporación  á  Mon- 
tepío aa  hubiera  verificado,  como  ae  pretende  por  el  Real  decrato 
de  18fi7,  había  quedado  ain  efecto,  en  rasón  á  no  haber  aido  ob- 
jeto de  ley,  aopueeto  que  la  de  16  de  Abril  de  1866,  que  la  deman- 
dante invoca,  incorporó  á  loa  Jueoea  de  primera  inatanoia  y  á  loa 
Promotorea  Fiacales,  pero  no  á  los  Relatores. 

De  lo  ezpueato  ae  deduce  que  por  no  haHarae^el  cargo  de  Reía- 
tor  incorporado  al  Montepío,  ni  menoa  por  diapoaielóo  idgana 
ana  tenga  carácter  de  ley,  carece  de  derecho  á  penaión  la  viuda 
de  quien  deaempefió  aquel  cargo,  con  categoría  y  conaidefación 
4e  Jues  de  primera  inatanda. 

81  bien  aparece  en  algunas  reaolodonea  baberae  concedido  pen- 
aionea  de  Montepío  á  viudas  ó  hoérfanaa  de  Relatores,  tal  jnria- 
prudencia  no  puede  fundarae,  como  queda  demoatrado,  en  el  ea 
trioto  derecho,  único  vigente  en  el  día,  aino  en  eoadidonea  de 
equidad,  como  lo  demueatra  el  Real  decreto-aenteoda  de  20  de 
JTulio  de  1881,  mitigando  el  rigor  de  nnm  iegialaeión  qoa  ae  eonsi- 
deraba  incompleta  haata  que  ee  aprobara  una  ley  general  de  Ola 
aea  padvaa  (Sent.,  núm.  262.— 19  de  Mayo  de  1892). 

Por  la  Real  orden  de  S  de  Marso  de  1826,  ae  diapooe  que 

loa  Oftdalea  de  loa  Archivoa  de  laa  Secretarías  de  Retado  y  del 
Deapadio,  y  loa  porteroa  de  laa  miamaa,  quedan  inoorporadoa  al 
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Montepío  de  Hinieierioe»  haciéndolee  loe  deecaentos  que,  eefún 
sa  Reglemento,  lee  oorreeponde. 

La  dtada  Beel  orden  tiene  íoerse  de  ley  por  haber  ddo  dictada 
eo  época  en  qoe  exietía  en  Eepafia  el  régimen  abeointo,  y  por 
lanto^  enbelete  y  debe  aplicarte  con  arreglo  al  art  11  del  decretó- 
la de  12  de  Octubre  de  1868. 

Bl  Mküeterio  de  la  Gobernación  tiene  á  en  cargo  importanftee 
eeryicioe  qoe  ae  hallaban  en  lo  entigao  eacomendadoe  á  lee  8e- 
cretaráae  del  Deapacho,  por  lo  coal  ea  ana  continnadén  neoeearia 
de  éataa,  de  donde  ee  infiere  qne  loe  Oficialee  de  ene  Archivoe  y. 
loe  porteroe  de  dicho  Miniaterio  tienen  derecho  á  gosar  de  loe  be- 
neficioe  concedidos  en  la  mencionada  Real  orden  $ent  núm,  S46. 
8deJaliodel803).  48^ 

~«-  (moktxpIo  de  la  bbal  casa).— El  acaerdo  de  la  Janta  de 
Peneionea  civilee  de  28  de  Septiembre  de  1878  denegó  á  la  de- 
mandante la  penaión  de  Montepío,  y  eete  acaerdo  qnedó  firme 
por  no  haber  otiliíado  la  intereeada  recnrao  algnno,  á  peear  de 
que  le  loé  oportonamente  notificado,  como  lo  pmeban  la  comu- 
nicación que  ae  dirigió  al  efecto  al  Gobernador  de  la  provincia  en 
la  miama  fecha  28  de  Septiembre,  y  la  propia  inatancia  de  la  in- 
tereeada de  1.0  de  Septiembre  de  1880. 

£1  destino  de  tronquista,  aenrido  por  el  cáoaante  de  la  intere* 
eada,  es  sin  duda  alguna  de  loe  comprendidos  con  la  denomina- 
ción de  subaltemoe  en  el  art  9.<»  del  Real  decreto  de  18  de  Junio 
de  1862,  en  atención  á  que  con  él  sólo  se  presta  un  aenrido  ma- 
tOTial;  y  por  consiguiente,  aun  cuando  la  Real  orden  de  14  de 
Enero  de  1871  declara  que  los  seryicios  prestados  á  la  Real  Gasa 
desde  que  su  administradón  se  separó  de  la  del  Estado  se  oond- 
deren  prestadoa  á  éste,  no  produce  derecho  A  sueldo  de  ceeantía 
ó  jobiladón,  ni  tampoco  pendón  para  la  familia  de  quien  deeem- 
pefió  d  cargo,  en  virtud  de  lo  prevenido  en  el  arC.  6.o  dd  dtado 
Beal  decreto  (Sent.,  núm.  610—21  de  Diciembre  de  1802).  716^ 
(MONTxrlo  MiUTAB).— Para  reeolver  d  la  viuda  de  un  mili- 
tar tiene  derecho  á  pendón  de  eete  Montepío,  ee  hace  necesario 
aplicar  con  eetricto  rigor  las  dispoeidones  del  Montepío  militar 
aprobado  por  Real  cédala  de  1.^  de  Enero  de  1796,  como  de  ona 
manera  terminante  dispone  d  art  12  del  decreto  ley  de  22  deOe- 
bre  de  1868  (Sent,  núm.  179.-8  de  Abril  de  1892).                          274 
ídem  id.--Seat.,  núm.  291.— 8  de  Junio  de  1892.                              418 
ídem  id.— Sent,  núm.  298.— Id.  id.  id.                                              417 
ídem  id.— Sent,  núm.  884.-4  de  Jolio  de  id.                                   471 
ídem  id.- Sent,  núm.  498.— 14  de  Diciembre  de  id.                         706 

Si  bien  aleladamente  examinado  el  art  2.®  del  cap.  8.^  dd  re- 
ferido Reglamento,  pudiera  entenderse  por  sos  palabra»  que  la 
•ola  poeedón  del  grado  de  Gapitén  al  contraer  matrimonio  por 
parte  de  loe  Gflddea,  ea  bastante  para  que  éstos  legaen  á  sos  la> 
millas  derecho  á  pensión,  un  estudio  atento  y  detenido  de  laa  de- 
asáe  diapoddenes  de  dicho  Reglamento,  con  laa  cuales,  la  que  se 
d^a  dtada  no  puede  haUaree  en  contradicdón,  porque  necesaria- 
. mente,  y  tratándosele  on  miamo  cuerpo  legal  ha  de  haber  pred* 
dido  en  todas  el  mismo  i«piritu,  pereoade  de  un  modo  evidenle 
de  qoe  la  palabra  grado  ae  nsa  eo  eqoivdenda  y  como  dnónima 
4el»de  empleo,  y  que»  por  eonsigniente,  lo  qne  d  dtado  artíqnlo 
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-exige  ee  la  poeeeión  del  empleo  de  Oapitán  al  contraer  matrimo- 
oio,  7  no  la  del  grado  (Sent,  núm.  179.— 8  de  Abril  de  1892).  f  T4 

ídem  íd.--6ent,  núm.  291.— S  de  Janio  de  1892.  4IS 

ídem  id.^8ent,  núm.  298.— Id.  id.  id.  417 

ídem  id.^8ent,  núm.  SS4.— 4  de  Julio  de  id.  471 

ídem  id.— 43ent,  núm.  498.— 14  de  Diciembre  de  id.  700 

Si  el  hedió  de  haber  contraido  matrimonio  teniendo  loa  can* 

aantea  tan  aólo  el  grado  de  Capitán  íoera  anfieiente  para  qne  ana 
▼iadaa  y  haérfanaa  tuvieran  derecho  á  la  penaión  de  Montepío 
militar,  no  ae  comprendiera  con  relación  á  elloa  la  diapoeidón 
del  art  6.o  del  cap.  8.o,  dada  la  generalidad  con  qne  eatá  redaa- 
tada,  que  por  excepdún  concede  derecho  á  penaión  á  laa  Tiadae» 
hoérfanoa  y  madrea  vindaB  de  loa  Ofldalea  qoe  falleacan  en  fon- 
eión  de  gnerra,  annqoe  ae  hayan  caaado  de  aobaltemoa,  pnee  en 
la  deoomioación  genérica  de  »ubaltemo8  yan  comprendidoe  lo 
miamo  loa  Alíórecea  y  Tenientea  aencilloa  qne  loa  gradoadoa  de 
Capitán,  y  no  ae  explicaría  ni  aería  neceaario  qne  la  excepción 
alcansaae  á  éatoa,  como  visiblemente  lea  alcansa,  ai  en  todo  caao 
legaaen  á  ana  familias  derecho  á  pensión  por  el  art  2.<>  del  mia- 
mo capitulo  (Seot.,  núm.  179.— 8  de  Abril  de  1892).  274 
ídem  id.— Sent,  núm.  291.— 8  de  Jnnio  de  1892.  411 
ídem  id.— Sent,  núm.  %93.— Id.  id.  id.                                               417 
ídem  id.    Sent,  núm.  834.-4  de  Jolio  de  id.                                    471 
ídem  id.— Sent,  núm.  498.— 14  de  Diciembre  de  id.                         700 

Dedaciéndoae  con  toda  evidencia  del  con  jan  to  de  laa  dispo- 

aicionea  del  Reglamento  de  Montepio  militar  qoe  la  palabra  grado 
eatá  siempre  nsadji  en  el  sentido  de  la  de  empleo,  ea  asimiamo 
indadable  qae  el  Real  decreto  de  80  de  Octobre  de  1865,  aon 
cuando  expreae  qoe  ea  derogatorio  del  art  2.o  del  cap.  %/>  de 
■aquél,  no  ea  en  realidad,  ni  en  su  esencia,  aino  aclaratorio,  poeato 
que  ai  diaponer  qne  no  tienen  opción  á  los  beneficios  del  Monte- 
pío loa  graduados  de  Capitán,  no  hace  aino  acomodarae  estricta- 
mente á  lo  preceptuado  en  el  Reglamento,  por  lo  cual  es  de  todo 
punto  ocioso  el  resolver  si  dicho  Real  decreto  ha  sido  ó  no  dero- 
gado por  el  decreto-ley  de  1868  (Sent,  núm.  179.— 8  de  Abril 
de  1892).  274 

ídem  id.-  Sent,  núm.  291.-8  de  Junio  de  1892.  411 

ídem  id.  -Sent,  núm.  298.— Id.  id.  id.  417 

ídem  id.— Sent,  núm.  884.-4  de  Julio  de  id.  471 

ídem  id.— Sent,  núm.  498.— 14  de  Diciembre  de  id.  700 

£1  Reglamento  de  Montepío  militar  de  1796  concede,  á  laa 

viudaa  y  huérfanos  que  se  encuentren  en  las  circunstancias  que 
determina,  pensiones  para  el  día  que  ocurra  el  fallecimiento  de 
ana  cansantes,  y  eataa  penaionea  no  aon  idénticaa  para  todaa  laa 
peraonaa  á  qnienea  ae  reconoce  eate  derecho,  sino  que  se  regulan 
en  la  tarifa  unida  al  mismo  Reglamento,  con  arreglo  ai  último 
empleo  diafrutado  en  vida  por  dicho  caneante. 

El  Reglamento  de  Montepío  militar  exige  la  poaealóndel  em- 
pleo que  no  ae  tiene  desde  el  día  en  qoe  nace  el  derecho  á  él,  y 
aólo  existe  cuando  ae  obtiene  el  Real  Deapaeho,  en  virtud  del  q«a 
únicamente  pueden  ejecutarae  actoa  propios  de  tal  empleo. 

En  las  tarifas  unidas  á  dicho  Reglamento,  a!  determinar  laa 
penaionea  que  eorreaponden  á  laa  vtndatf  y  hnérfanoa  de  loa  ml- 
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liteM  7  denominar  ]o«  empleos  de  loe  ceoeantee,  afiede  1*  freee 
ceon  ejereido»  (8ent.,  núm.  276.-28  de  Mayo  de  1892).  198 

— »—  8i  bien  la  Real  orden  de  19  de  Abril  de  1882  eetableee  en 
wm  regla  11  qoe  la  campefia  de  Ooba  en  el  eegnndo  periodo  ee  ea- 
time  empelada  para  lae  Comandaneiaa  geneíalee  de  lae  Villae  en 
9  de  Noviembre  de  1879  y  terminada  en  11  de  Noviembre  de 
1880,  ladiepoeición  12  de  la  citada  Real  orden  exige,  eomo  eoa- 
dieión  indiapeneable  para  el  abono  de  eervicioe  de  oampafia,  qoe 
el  militar  haya  conenrrido  á  doe  accionee  de  gnerra  6  haya  gnar- 
neeido  plasaa  atacadae  por  el  enemigo  (8ent,  núm.  296.-^0  de 
Janiodel892).  421 

—  8i  bien  por  la  Real  orden  de  24  de  Enero  de  1890  ee  hicie- 
ron ezteneiyoe  al  Oaerpo  anziliar  de  Oflcinaa  militaree  los  bene- 
fidoe  otorgadoa  á  loe  sargentos  en  el  Real  decreto  de  9  de  Octo- 
bre  anterior,  sin  hacer  aplicables  á  los  empleados  del  mismo  los 
preceptos  contenidoe  en  el  art.  6.s  de  la  ley  de  19  de  Jtilio  de 
1889,  es  indudable  qae  aquella  extensión  debe  interpretarse  en  el 
eeotido  de  qne,  conforme  al  art  29  de  dicho  Real  decreto,  loe  Es- 
cribientee  militares  pneden  optar  á  las  ventajas  qne  en  ponto  á 
derechos  pasivos  reconoce  á  los  sargentos  qne  pasan  á  ocnpar 
destinos  civiles,  toda  ves  que  loe  mendonados  Escribientes  tienen 
por  so  reglamento  opdón  á  esta  clase  de  destinos;  pero  no  cabe 
admitir  que  por  aqnella  Real  orden  se  crearan  á  favor  del  Goerpo 
de  Ofldoas  militares  los  derechos  de  retiro  qne  en  el  referido 
Real  decreto,  por  el  art.  80,  se  otorgan  á  los  sargentee,  de  acoer- 
do  con  el  citado  art.  6.o  de  la  ley  de  1889. 

ínterin  por  nna  ley  no  se  modiflqoen  los  derechos  padvoa  in* 
dicados  qne  les  correspondan,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  Re- 
glamento orgánico  de  26  de  Jonio  de  1889,  no  es  posible  legal- 
mente  establecerlos  contra  el  precepto  absoluto  de  la  ley  de  Pre- 
sopoestos  de  1804. 

£1  Cuerpo  aoxiliar  de  Oficinas  militares  tiene  el  carácter  de  po- 
lítico-militar, en  cuyos  empleos  se  asciende  en  la  forma  en  que 
•e  verifica  en  todos  los  de  escala  cerrada,  deede  el  de  Escribimite 
baatsi  el  de  Archivero  de  primera,  y  la  asimiladón  de  que  los  £•• 
cribientee  gosan  á  sargentos  primeros  del  ^érdto,  es  sólo  para 
los  fines  y  efectoe  personales  qoe  en  ¿1  dicho  Reglamento  se  pre- 
viene,  sin  que  la  procedencia indifpensable  de  la  dase  de  sargen- 
tos piimeros  dgnifique  otra  cosa  que  la  condición  para  el  ingreso, 
ni  implique  la  conservación  de  los  derechos  que  como  sargentos 
tuvieran  con  anterioridad  y  que  permutan  al  entrar  por  los  que 
en  el  Cuerpo  les  están  reconoddos  (Sent,  núm.  489.-10  de  Di- 
efembre  de  1892).  686^ 

ídem  id.-  Sent.,  núm.  491.— 10  de  Didembre  de  id.  <^ 

(PEVBI0VB8  DKL  TSBOBo).— *A  partir  del  decreto  sentencia  de 

22  de  Agosto  de  1886,  ei  Tribunal  de  lo  Contencioso  tiene  repe- 
tidamente declarado  que,  si  bien  las  prescrípdones  del  proyecto 
de  ley  de  20  de  Mayo  de  1862,  quedaron  en  suspenso  en  virtud 
del  desreto-ley  de  22  de  Ootobre  de  1868,  la  disposidón  conteni- 
da en  éste  no  puede  tener  efecto  retroactivo  respecto  á  ios  dere- 
chos Inndados  en  leyes  anteriores,  con  arreglo  á  lo  preceptuado 
eaeiacklOdelaiey  deFaesofoestosde  28  de  Febcero  de  1862. 
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Ajaitándose  á  €tta  deolaradón»  la  jariiprndeDcia  ha  venido 
vacoBociendo  como  regalador  de  laa  penaionea  del  Teaoro  el  ma- 
yor qae  aa  hay»  diafmtado  dorante  dea  afioa,  ann  deapnéa  de 
1868. 

Fijadoa  por  la  jorlaprodenda  el  verdadero  aentido  y  alcance 
del  art  18  del  decreto  ley  de  33  de  Octobre  de  1868,  en  relación 
eon  el  art.  10  de  la  ley  de  Preaopaeatoa  de  1878,  amboa  preceptoa 
legialativoa  aólo  pueden  qnedar  am  efecto  en  yirtad  de  diapoaí- 
etoiea  contenidaa  en  nna  ley,  aegún  ae  ha  dfeclarado  ya  en  variaa 
aentenciaa  del  Tribunal  de  lo  Oontencioao  (8ent.,  núm.  187.— 18 
deMarsode  1893).  938 

A  partir  del  Real  decreto-aentencia  de  83  de  Agoato  de 

1886,  declarado  poateriormente  medida  de  carácter  general  en 
Beal  orden  de  13  de  Junio  de  1888,  la  Sala  de  lo  Oontencioao  del 
Conaejo  de  Eatado,  y  eete  Tribunal  deapoéa,  han  reconocido  repe- 
tidamente, que  ai  bien  laa  preacripcionea  del  proyecto-ley  de  30 
de  Mayo  ae  1863  quedaron  en  anapeneo  en  virtud  de  lo  eatable- 
ddo  en  el  art.  18  del  decreto  ley  de  1868  la  diapoaición  contenida 
en  óate,  no  puede  tener  efecto  retroactivo  reapecto  á  loa  derechoa 
fondadoa  en  leyea  anteriorea,  con  arreglo  á  lo  preceptuado  en  el 
ait.  10  de  )a  ley  de  Presupiieatoa  de  38  de  Febrero  de  1878. 

AJuatindoae  á  eata  declaración,  la  juriaprudencia  ha  venido 
leoonociendo  como  aneldo  regulador  para  laa  penaionea  del  Teao- 
lo  el  mayor  que  ae  baya  diafrutado  por  capado  de  doa  afioa,  aun 
deapuéa  de  1868. 

fijadoa  por  la  Juriaprudencia  el  verdadero  aentido  y  alcance 
del  art  18  del  decreto  ley  de  33  de  Octubre  de  1868,  en  relación 
eon  el  10  de  la  ley  de  Preaupueato  le  1878,  amboa  preceptoa  le- 
gialativoa  únicamente  pueden  quedar  ain  efecto  en  virtud  de  dia- 
poddonea  contenidaa  en  una  ley,  aegún  ae  ha  declarado  ya  en 
variaa  aentenciaa  del  Tribunal  de  lo  Oontencioao  (Sent.,  núm.  887. 
—4  de  Julio  de  1899).  477 
(bbtibob).— La  de  retiro  ea  una  aituación  legal  para  loa  Je- 
tea y  Oficiaiea,  en  loa  caaoa  que  ae  eatablecen  en  el  art.  83  de  la 
ley  conatitutiva  del  Ejérdto,  entre  loa  cnalea  ae  halla  el  en  que 
loa  intereaadoa  piden  por  voluntad  propia  au  retiro  (Sent,  nú 
mero  68.— 13  de  Febrero  de  1893).  110 

Oonforme  á  lo  prevenido  en  el  núm.  8.<>,  art  i.^  de  la  ley 

de  18  de  Septiembre  de  1888,  la  juriadicdón  contendoao-adminia- 
tiativa  carece  de  competencia  para  conocer  de  laa  demandaa  for- 
mnladaa  oontra  Realea  órdenea  que  aean  reproducción  de  otraa, 
no  radamadaa  en  tiempo  y  forma  (Sent,  núm.  311.— 36  de  Abril 
de  1893).  8K^ 
Solidtada  por  ob  militar  la  pañalón  de  inutilizado  en  cam- 
pana, y  denegada  por  Realea  órdenea  en  vktud  de  informea  tóc- 
aleoa  y  legalea,  dichaa  aoberanaa  diapoaidonea  no  pueden  menea 
de  producir  ana  natnralca  efectoa,  y  mucho  máa  ai  han  ddo  con- 
aentidav  por  el  interéaado,  por  no  haber  dednddo  oontra  ellaa  el 
lecnrao  procedente. 

£n  el  propio  caao,  y  reconoddo  el  derecho  del  aolidtante  por 
virtud  de  nuevo  expediente  y  reeonedmieoto,  el  aleanee  de  la 
Beal  orden  que  le  conceda  la  penaióa  no  pnede  retcotraerae  á 
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época  anterior  á  1a  en  qae  eem^ante  derecho  quedó  joetifioedo 
(Sent,  Búm.  213.-28  de  Abríl  de  189S).  IIT 

(BEYísióir  DE  xxpu>i«iiTB8).— El  Art  9.^  del  Real  decreto 

de  19  de  Enero  de  1889  dicpone  qae  le  Jonta  de  Claeee  pasivas 
continoará  con  toda  acti? idad  la  rerialón  ^neral  de  cspedientee 
decretada  en  %%  de  Octobre  de  18tt8,  de  donde  lógicamente  ae  li- 
gne  qne  la  Jonla  no  detyla  comensar  ana  naera  revisión,  sino  qae 
había  de  oontinoar  la  deeretada  en  la  citada  fecha. 

El  art.  l.o  del  decreto-ley  de  22  de  Octobre  de  1868  ordenó  la 
fOTisióa  general  de  los  expedientes  de  los  individaos  qoe  en 
aquella  fecha  pertenecían  á  Glasés  pasivas,  no  de  los  que  en  lo 
sncesivo  pertenecieran. 

Esta  misma  doctrina  se  halla  establecida  en  la  Real  orden  qae 
de  conformidad  con  el  Consejo  de  Estado  en  pleno  expidió  el 
Ministerio  de  Hacienda  en  7  de  Octubre  de  1890.  declarando  qae 
en  la  esfera  gobernativa  no  cabe  revocar  ni  moaificsj  á  títolo  de 
revisión  general  las  clasificaciones  j  declaraciones  de  derechos 
pasivos  posteriores  al  22  de  Octobre  de  1868  (Sent^  núm.  28.— 
26  de  Enero  de  1892).  M 

~-      (BBCBBT^BIoa  DI  ATUHTAlUSirTO.  JUBILACIÓN. — SegÓn  el 

texto  expreso  del  art  2.o  del  Real  decreto  de  2  de  Mayo  de  1858, 
los  empleados  mnnid  pales  qae  reanieran  ciertas  condiciones,  te- 
nían derecho  á  la  jabilación  y  á  la  pensión  consigaiente  determi- 
nada en  el  mismo  decreto. 

Habiéndose  dictado  éste  como  complemento  del  párrafo  19 
del  art.  81  de  la  ley  Municipal  de  1846,  es  indudable  qne  deroga 
da  esta  ley  por  las  de  1870  y  1877  no  pueden  estimarse  subsisten- 
tes los  preceptos  de  aquél,  sino  en  cuanto  no  coartan  la  libre  fa- 
cultad que  sesún  las  últimas  tienen  los  Ayuntamientos  para  el 
gobierno  y  dirección  de  los  intereses  peculiares  de  los  pueblos. 

P6r  consiguiente,  desde  la  publicación  de  dichas  leyes,  y  en 
onanto  no  perjudiquen  los  derechos  adquiridos,  los  Áyuntamieo- 
tos  pueden  conceder  ó  negar  pensiones  á  sus  empleados,  si  bien 
en  el  caso  de  otorgarlas  han  de  atenerse  á  las  prescripciones  del 
Real  decreto  de  2  de  Mayo  de  1858. 

Esta  doctrina  se  halla  consignada  en  diferentes  resoluciones  de 
la  Administración  activa,  y  especialmente  en  la  Real  orden  de 
carácter  general  de  l.o  de  Junio  de  1886,  que  armonisa  las  dispo- 
siciones del  decreto  de  1868  con  las  de  las  leyes  de  1870  y  1877. 

No  obetante  lo  expuesto,  debe  reconocerse  que  los  empleados 
municipales  que  empezaron  á  prestar  servicios  antes  de  la  pro- 
mulgación de  la  ley  de  1877,  tienen  derecho  á  la  pensión  de  Jubi- 
Isdón  establecida  en  el  Real  decreto  de  1868,  siempreqoe  reunaa 
las  condiciones  determinadas  en  el  mismo,  pues  de  otro  modo  se 
daría  á  aquella  ley  efecto  retroactivo  y  se  viánerarían  los  dsre- 
chos  adquiridos  con  arreglo  á  las  prescripciones  de  aqnel  decreta 

Esta  doctrina  guarda  perfecta  analogía  con  la  que  se  aplica  á 
las  pensionss  del  Tesoro,  en  la  cnal  se  respetan  los  derechos  ad- 
quiridos antes  del  decreto  de  22  de  Octubre  de  1868,  que  declaró 
en  suspenso  las  disposiciones  qoe  establecieron  y  regularen 
aquellas  pensiones. 

Reoniendo  el  reolamante  las  eondicioaes  establecidas  en  el  si- 
tado Real  decreto  de  2  de  Mayo  de  1968,  por  contar  más  de  se> 
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«entaafios  de  edad  7  reinle  deaerrloiot,  gosa  de  iodifcntible 
derecho  á  qae  ee  le  ooncedft  por  ^  Ayootuniento  Im  jabilaeián 
que  le  correepoDdft  (Seai»  aúm.  60.— 80  de  Enero  de  19M).  81 

(eosLDo  BieuL^Dom).— Hftbieodo  eido  el  eaueeiite  de  la  is- 

tereeedft  empleado  anterior  al  Reglamento  orgénioo  de  8  de  Jna  lo 
de  186((,  con  enjedón  al  párrafo  2.o  del  art  118  de  eate  Regla- 
mento» deben  reepetorae  ene  dereohoe  «dqniridoe.  ann  cnando  ae 
trato  de  atcenaoa  poetoríorea  al  miamo,  atondléndoee  á  la  eatogo- 
ría  7  elaee  7  atoniéndoae  á  loe  eoeldoi  atfialadot  en  el  preenpnea- 
to  de  1866  06  7  en  el  decreto  de  16  de  Jnaio  de  1868. 

Etto  decreto  ezclo7e  de  ana  preacripdonee  al  Proleeorado,  qoa 
ee  rige  por  diepoaidonea  eepecialea,  7  por  ooneigaieoto,  el  tipo 
regulador  para  penaión  de  Montepto  ha  debido  fijarae  é  tonor  del 
art  118  del  Reglamento  antoa  citado. 

81  bien  peatoriormento  ee  a^gaó  á  loa  Oatedráticoa  de  término 
de  la  Universidad  de  la  Habana,  por  el  plan  de  eetndioe  de  7  de 
Diciembre  de  1880,  el  aneldo  de  8.600  peeoe,  debe  toaerae  ea 
cuenta  qne  eato  aneldo  no  ea  personal  7  qne  lo  conetit07en  el 
aneldo  7  eobreaaeldo  englobadoa,  7  qne  el  $Heldo  no  debe  compo- 
tarse para  la  regnlaclón  de  derechoa  pasivos,  según  está  tormi- 
9antemento  prevenido  (Seni,  núm.  42.-29  de  Enero  de  1802).  72 

(transmisión  d«  pensiovks).— La  107  de  26  de  Ma70  de 

1886.  al  disponer  que  en  lo  aacesivo  ningona  pensión  sería  trana^ 
miaiole,  lo  hiso  respetando  los  derechoe  adqoiridoa. 

Eato  criterio  de  interpretación  vino  á  ser  sancionado  por  el 
acaerdo  de  la  Jnnta  de  Ciases  pasivas  de  20  de  Noviembre  de 
1860,  relativo  á  otra  demanda,  7  no  contradicho  en  el  Real  de- 
creto aeotencia  de  21  de  Diciembre  de  1863,  que  á  consulta  del 
Consejo  de  EtUdo  declaró  la  cantidad  á  qne  debía  ascender  la  re- 
ferida pensión  (Sent,  núm.  614.— 22  de  Diciembre  de  1892).  7lf 
Colonias  agrícola  a.— La  le7  de  8  de  Junio  de  1868,  lo  que  ha 
querido  7  dispuesto  es  que  las  colonias  agrícolas  no  pagasen  máa 
contribución  directa  que  la  que  antes  de  otorgárseles  los  benefi- 
cios que  en  ella  se  dispensan,  ma7orea  ó  menorea  los  desarroUoa 
de  la  producción,  de  las  edificaciones  ó  de  las  mejoras;  pero  no 
que,  obtenida  la  oportuna  declaración,  contribu7esen  con  canti- 
dad menor  á  la  que  con  anterioridad  vinieran  oontribn7endo 
<8ent,  núm.  867.— 12  de  Julio  de  1802).  iO« 

Para  obtener  los  beneficios  sefialados  por  el  art  1.^  de  la 

107  de  8  de  Junto  de  1868,  es  requisito  indtopensable  que  ae  ha- 
7an  eonatmído  una  6  más  casaa  en  el  campo,  ó  ae  ha7an  hecho 
otras  edificacionea  con  destino  á  la  agricaltnra  ú  otra  industria, 
dedudéadose  qne  las  edificacionea  han  de  ser  en  despoblado  7 
no  aiBi^liadón  de  otraa  eziatantea. 

Loa  artfottloa  4.o,  6««  7  6.^  de  la  misma  107,  ae  refieren  evidente- 
mento  á  loa  propietariea  beneficiados  por  el  art  1.^,  de  anorto  que 
vienen  á  oonstilair  un  simple  desarroUo  ó  ampliación  de  loa  pri- 
Tilegtoa  en  éete  mencionados. 

Laa  exencionea  del  art.  7.®  saponen  que  el  saneamiento  7  deae- 
cacián  de  loa  terrenoa  ha  de  ser  por  cuenta  del  propietario,  en7a 
solieítnd  ae  trata  de  estinralar. 

Según  et  art  8.«  para  que  paedan  aplicarse  sus  beneficios,  ea 
preciso  qne  ssan  rotuados  ó  cnltifados  de  nuevo  tercenoaque. 
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ú  ómAé  tiempo  isiseiiiorial  habiam  €«tedo  sin  eoHlTsr,  ó  que 

wb  hobicie  iDtemimpido  el  cultivo  dnn&te  loe  qniíioe  AlUnioe 

loe  (Seiit,  iiúa.  486.-7  de  Dieiembre  de  18M).  Mt 

solee  (ouBBPO  db)— No  pueden  eeréditaree  bebeiee  por  el  dee- 

upeAo  de  on  deetino  qoe  no  ee  he  eerrido  dnnnte  el  tiempo  á 

le  lee  reolemadoe  ee  refiefen. 

Por  heberee  deelaredo  en  eoepeneo  le  obeerreneie  de  la  ley  y 
Bglemento  orgánicoe  de  le  cerrerm  Oonenler,  por  rirtod  del  fieel 
»cieto  de  7  de  Enero  de  1876,  deeeperederon  lee  ebonoe  de  yiá- 
we  qoe  pere  loe  Cóneolee  ee  cetebleefee  en  eeee  diepocidonee, 
como  ni  en  le  leglelaeión  enterior  á  1870.  qoe  Tolvie  á  qneder 
gente  el  pablieeree  el  mendonedo  Beel  decreto  de  1876,  ni  en 
■  diepoeicionee  poeterioree  á  éete  ee  enenentra  nlngone  qoe 
orgne  á  loe  Cónenlee  el  derecho  á  viático,  reenlte  evidentemente 
le  el  demándente  no  tiene  opción  el  qne  rédeme  (8ent,  número 
».— U  de  Jnlio  de  1893).  6)6 

itratoe  adminietratiTOs.— El  ecto  de  preeentar  nne  propod- 
ón por  medio  de  pliegoe  cerrados  pere  hacer  nn  cérvido  pábli- 
»,  produce  obligedonee  y  derehoe  redprocoe,  por  virtud  de  loe 
le,  ni  le  Adminietredón  puede  recheier  el  pliego,  d  éete  eetá 
recado  á  lee  condidooee  eetableddee,  ni  el  poetor  retirarlo,  y 
itee  obligedonee  y  derechoe  eólo  por  el  coneentimiento  de  emba» 
urtea  pueden  extínguirse. 

Para  admitirse  la  idea  del  error  ó  le  equivocadón  en  la  de- 
gnedón  de  la  cantidad,  por  la  que  ee  compromete  un  poetor  á 
nificar  el  cérvido  qne  se  eobaete,  ee  neceeario  que  tal  drcnne- 
ncie,  no  eólo  eparefsca  como  evidente,  sino  que  ee  manifieste  de 
na  manera  clara  en  el  acto  de  la  subasta,  tan  pronto  como  el  poe 
»r  ee  aperciba  de  eu  error  (8ent.,  núm.  29. — 1 6  de  Enero  de  189S).      6S 

—  81  bien  lee  partee  oontratantee  tienen  derecho  para  pedir 
■e  ee  reepeten  loe  derechoe  eetipnladoe  á  su  favor  en  los  contra- 
ía, no  lo  tienen  á  exigir  máe  de  aquellos  que  fueron  reconoddoe, 
i  á  limitar  lee  facultades  de  la  otra  parte  en  todo  lo  que  no  ee 
alie  limitado  expreeamente  en  el  contrato  (8ent.,  núm.  888.-3 
BJuUodel892).  469 

—  y.  Obrai  públioai. 

itribnelonea.  Habiendo  deeapareddo  por  fuersa  mayor  dd 
omidlio  de  un  Delegado  del  Banco  de  Eepafia  loe  reciboe  de  le 
weodadón  de  conUibadonee,  eetando  ya  cad  realisado  en  en 
>telidad  el  cobro  de  a'gnnoe  trimeetree,  ee  improcedente  expe- 
irloa  nuevce  por  lee  cuotae  ya  eetíefechae. 
Ee  prindpio  general  de  derecho,  en  el  cual  ee  inepiran  loe  ar- 
(colce  80  y  87  dd  Reglamento  de  procedinüenloeconómioo^asl- 
ietraUvo  de  1881,  que  nedie  pnede  dn  eer  condenado  aer  oido 
leviamente  (Sent,  núm.  170.— 7  de  AbrU  de  1893).  368 

—  Tratándoee  de  un  expediente  de  epremio  promovido  cuando 
I  finca  deudora  se  hallaba  en  poder  de  un  ecreedor  faipotecario, 

habla  tranecnrrido  el  tiempo  oportuno  parareelinr  el  cobio  del 
eecabierto,  con  aneglo  al  párrafo  eeguado  del  ari.  318  de  la  ley 
Upoteceria,  adolece  el  procedimiento  de  un  vido  dennlidad,  por 
I  qoe  d  fueae  impotable  á  negligencia  de  le  Beeandadón  de  Oob- 
ribodoaea»  habria  ésta  inenirido  en  la  leepeneabüidad  eobaidSa- 
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ria  d«  qoe  lutbla  el  art  51  de  1a  lDitnicci<Vn  de  S  de  Diciembre  de 
1M9  (Sent,  Dúm.  361.— 24  de  Mayo  de  1893).  877 

£1  art  6.0  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  preeeribe 

qoñ  no  ee  podrá  intentar  la  vía  contenoioeo-adminietratiTa  en  loe 
aanntoa  sobre  cobransa  de  oontribacionee  y  demás  rentas  públi- 
cas ó  créditos  definitivamente  liquidados  en  favor  de  la  Hacienda, 
mientras  no  se  realice  el  pago  de  la  cantidad  reclamada^  ezcep- 
loando  tan  sólo  á  los  recurrentes  qoe  al  interponer  demanda  ■oli- 
dtea  declaración  de  pobreaa;  pero  qoe  si  ésta  les  íoese  denegada 
6  ai  no  ee  verificase  el  pago  dentro  del  término  de  an  mes»  á  con- 
tar desde  la  notificación  del  aoto  denegatorio  de  la  pobresa,  no  ee 
dará  ulterior  tramitación  al  reearso,  y  se  le  tendrá  por  caducado 
deofldo. 

Oon  arreglo  al  art.  262  del  Beglamento  de  29  de  Diciembre  de 
1890,  el  documento  original  justificativo  del  pago  debe  necesaria- 
mente acompafiar  al  recurso,  y  la  falta  en  acreditar  este  extremo 
produce  la  caducidad  de  la  demanda. 

La  jurisprudencia  administrativa  tiene  declarado  que  el  requi- 
sito de  la  previa  conaígnación  alcansa  igualmente  á  los  créditos 
á  favor  de  los  Ayuntamientos,  y  la  frase  de  demás  renta$  públicag 
qoe  emplea  el  art.  6.o  citado,  demuestra  que  es  de  aplicar  cuando 
de  la  Hacienda  municipal  ó  provincial  ae  trate  (Auto,  núm.  299.— 
10  de  Junio  de  18(«2).  429 
Al  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino  corresponde  el  conoci- 
miento de  loa  expedientes  de  reintegro.en  los  casos  de  alcances  ó 
desfalcos  de  fondos  públicos  descubiertos  fuera  del  juicio  de 
coeatas;  esto  ha  de  entenderse  sólo  cuando  los  responsables  por 
raaón  de  su  empleo,  ó  concesión  que  se  les  haya  conferido,  hu- 
blorea  intervenido  en  el  manejo  de  dichos  caudales,  siendo  en 
otros  cssos  de  la  competencia  de  los  Tribunales  Contencloso-ad- 
ministrativos. 

Los  frutos  forman  parte  de  la  prenda,  y  aumentan  oor  una  ac- 
cesión natural  la  garantía  dada  al  acreedor,  bien  con  la  limitación 
de  que  no  pertenece  á  tercero  (Sent,  núm.  496.— 12  de  Diciembre 
do  1892).  69r 

— -—  Solicitada  la  relevación  del  pego  de  una  multa,  al  interponer 
el  rocurso  de  apelación  se  utiliza  un  derecho  concedido  por  el  ar- 
tfcolo  89  del  Reglamento  de  16  de  Abril  de  1890,  y  no  procede  de 
negar  la  apelación  so  pretexto  de  qne  no  se  ha  hecho  el  Ingreso 
qne  determina  el  art.  87  (Sent.,  núm.  620.-^24  de  Diciembre  do 
1892).  728 

A  la  Administración  está  encomendado  el  resolver  todas  las 

reelamacionea  é  incidencias  que  nascan  con  motivo  del  procedí- 
miesto  de  apremio  para  hacer  efectivas  las  contribuciones,  y  por 
tsnto,  esto  constituye  una  cuestión  previa  que  puede  influir  en  el 
fallo  do  los  Tribunales  (Comp.,  núm.  88.—  20  de  Noviembre  de 
1891).  894 

C^ontrllmcáóii  IndnotriaL — ^No  ha  podido  variarse  ni  modificarse 
por  ona  Real  orden  la  resolución  de  un  Delegado  de  Hacienda  en 
los  extremos  en  los  cuales  quedó  firme  por  falta  de  apelación 
(Sent.,  núm.  63.— 10  de  Sobrero  de  1892).  101 

8i  bien  ol  art.  2.o  de  la  ley  de  18  de  Junio  de  1886  faculta 

al  Qobioino  para  redactar  de  nuevo  las  tarifas  de  la  oontribudón 
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indatfcrial  y  de  comercio,  y  par»  ello,  y  en  la  forma  qne  fosgne 
convenieote,  le  aatoriza  eatre  otraa  coaaa  en  ol  núm.  6 .•  para  lie- 
-"^r  á  la  tarifa  3>  á  contribuir  por  laa  ntilidadea  la«  indnatríaa  en 
e  aqaéllaa  paedan  ter  conocidas  de  nn  modo  fehaciente  y  ofl- 
il,  en  párrafo  distinto  de  eae  mimo  número,  sin  eatar  grama- 
ai  mente  regido  por  el  fntnro  c  podrá»,  qne  rige  loa  anterforea^ 
ndica  la  facultad  poteatativa,  eatablece  de  nn  modo  terminante 
e  laa  Sociedadee  y  Compafifaa  mercantilea  comprendidas  en  la 
rifa  9>,  conHnnarán  computando  como  parte  del  impneeto  qoe 
ban  pagar  sol>re  ene  dividendoa  la  contribución  territorial  que 
ibieeen  eatiafecfao  por  loa  inmneblea  de  en  propiedad;  loa  re- 
rgoa  ae  exijan  sobre  la  cuarta  parte  de  la  cuota  del  Tesoro 
le  corresponda  satisfacer  á  la  Sociedadee  y  Gompafiías  meneio- 
das,  por  el  concepto  de  la  expresada  tarifa;  y  el  de  eofurtm- 
se  limUará  al  tanto  por  ciento  que  perciba  como  premio  el  ea- 
i>lecimiento  que  tanga  contratado  el  aervicio  de  la  recaudación. 
Asi  el  tenor  literal  de  laa  palabras  qse  ae  dejan  subrrayadaa 
mo  el  sentido  lógico  y  gramatical  del  núm.  5.o  del  art  9*  de 
referida  ley,  persuaden  de  nn  modo  eyidente  que  la  autorisa 
^n  que  por  el  miamo  ae  concedía  al  Gobierno  estaba  limitada 
ra  y  simplemente  á  poder  llevar  á  la  tarifa  2>  á  contribuir  por 
\  utilidades  laa  industrias  en  que  aquéllas  pudiesen  ser  eonoci 
a  de  un  modo  fehaciente  y  oficial,  constituyendo  en  lo  demás 

0  precepto  legal  un  mandato  imperativo  y  categórico  indepen- 
ente  del  uso  que  se  hiciera  de  aquella  facultad,  y  ya  se  Ueicarm 
no  á  hacer  nao  de  la  misma. 

Esta  misma  distinción  entre  lo  que  era  potestatiro  y  precepU- 
í  en  la  ley  de  18  de  Junio  de  1885,  ha  sido  reconocida  por  el  Mi* 
sterio  de  Hacienda  en  el  preámbulo  del  Real  decreto  de  9i  de 
obrero  de  1886,  puesto  que  al  enumerar  y  reproducir  los  eztre- 
os  que  comprendía  la  autorización  concedida  por  aquella  ley,  y 
cuyo  uso  renunciaba,  inepta,  respecto  del  núm.  6.®  del  arácn- 
).o,  únicamente  el  párrafo  primero,  haciendo  inferir  con  la  omi- 
6n  de  los  demás  que  dicpo  número  comprende  qne  no  entraban 

1  los  límites  de  dicha  autorización,  aino  que  conatituían  nn  pra- 
ipto  legal  de  forzoso  y  necesario  cumplimiento. 

No  cabe  sostener  que  del  articulado  de  dicho  Real  decreto  re- 
lite  la  derogación,  qoe  en  todo  caao  aería  Tlrtoal  y  tácita,  y  nnn- 
i  expreaa,  del  precepto  de  que  ae  trata,  pnea  aparte  de  que  no 
)be  suponerse  que  haya  contradicción  entre  el  pensamiento  ex- 
retfado  en  el  preámbulo  y  au  deaarrollo  en  la  parte  diapoaitiTa, 
•  artículos  1  o  y  3.^  del  Real  decreto  ae  limitan  á  llevar  al  Be> 
lamento  de  18  de  Julio  de  1883  loa  artículoa  l.«  al  9.®,  con  ex- 
naión  del  segundo  de  la  ley  de  1886,  alendo  éste  el  únioo  y  ex- 
nsivo  objeto  de  sus  disposiciones. 

Tampoco  puede  deducirae  semejante  derogación  derari  S.^del 
llamo  Real  decreto,  pneato  que  la  disposición  de  éste  de  qne,  ín- 
trin  por  medio  de  una  ley  no  ae  diapooga  otra  cosa,  eonlinúan 
1  todo  su  vigor  las  tarifas  unidas  al  Reglamento  de  18  de  Jolio 
»  1889,  no  implica  contradicción  alguna  con  el  precepto  en  enea- 
ón,  pnea  éate  ae  refiere  concretamente  á  loa  recargoa  para  aten- 
ionea  municipalea  y  gsstoa  de  cobranza,  y  laa  tarifaa  cuyo  vigor 
I  reapeta  no  comprenden  más,  aegún  éí  art  S.o  del  RegiaaMBKs 
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ejercen,  ñateo  omo  en  qae  eería  proeedeate  que  ee  lee  eoncedieni 
eólo  an  TOto  en  1m  operacionee  de  eqnél,  y  apereeiendo,  por  el 
contrario,  qoe  caeleeqaiere  qne  eeen  loe  conveoioe  perticnUree 
^ne  Mifcre  el  hayan  celebrado  para  la  venta  máe  Ineraliva  de  ene 
prodnetoe,  conservan  cada  nno  en  pereonalidad  indnetriaf,  propia 
é  independiente  de  )ae  de  loe  demáe,  no  ee  lícito  privártee  de 
ningnno  de  loe  derechoe  inherentee  á  en  condición. 

£tt  el  propio  caeo,  ei  el  repartimiento  fremial  adolece  de  algún 
Tido  ó  defecto  lega),  la  misma  ley  da  medfoe  de  corregirlo,  ein 
privar  á  loe  contri  boyen  tee  de  ninguno  de  loe  dereclioe  que  ella 
lee  otorga  (8ent,  núm.  195.— 19  de  Abril  de  1S9S)  fH 

fil  art.  76  del  Reglamento  para  la  impoaicióa,  adminiatm- 

ción  y  cobranea  de  la  contribnción  indnetrial,  aprobado  por  Real 
decreto  de  18  de  Jnlio  de  1882,  preecríbe  de  nn  modo  termhuuite 
que  todo  el  que  hnbieee  de  dar  principio  al  ejercicio  de  nna  in- 
dnatria  de  las  comprendidas  en  las  tarite,  está  obligado  á  pre- 
sentar previamente  nna  relación  dnplicada  y  espreeiva  á  la  Aa- 
toridad  qne  forme  la  matricula. 

El  art  109  del  propio  Reglamento  declara  qne  son  defrandado- 
res  de  la  eontribncii^  industrial  las  personas  qne  ejersaa  enal- 
quiera  industria  de  las  snjetae  á  la  miema,  sin  haber  presentado 
previamente  la  declaración  duplicada  de  alta. 

No  baeta  á  librar  de  esta  reeponsabilidad  la  obligación  que  ei 
art.  30  del  Reglamento  impone  á  las  Antoridadee  de  todos  loe  óv> 
denes  de  dar  parte  á  lae  Administraoionee  respectivas  de  los  con- 
tratos qne  celebren  y  eetén  eujetos  al  pago  de  la  contribnciÓQ, 
porque  el  mismo  artículo  afiade  que  este  deber  no  eximirá  el  in- 
dustrial reepectivo  de  preeentar  á  su  debido  tiempo  la  deeiare- 
dón  que  previene  el  art.  76  (Sent.,  núm.  808.— 11  de  Junio  de 
1898).  4U 

£1  art.  81  del  Reglamento  de  18  de  Junio  de  1883  dispone 

que  si  un  industrial  ejerce  dos  ó  más  industrias  comprendidas  en 
en  las  tarifas  3.^  8.»,  4.*  y  6\  deben  pagar  las  cuotas  corrsspott- 
dientes  á  cada  una,  aunque  perteneican  á  nna  misma  tarüa  y  lee 
ajenan  en  el  mismo  local. 

Las  industrias  de  almacenistss  de  carbones  y  carro  para  sa 
transporte  no  se  encuentran  comprendidas  dentro  de  las  ezendo> 
nee  qoe  coneignan  dichas  tarifas. 

£1  precepto  y  la  doctrina  precedentes  son  aplicables  á  nna  8o- 
dedad  anónima  para  la  fabricadón  de  gas  y  exploladón  de 
carbón. 

Eeta  última  industria  no  se  halla  comprendida  en  le  tarifa  8.e, 
y,  por  lo  tanto,  debe  contribuir  con  independenda  del  núm.  4.* 
<de  la  8.%  por  los  epígrafee  63  y  118  de  la  misma  tarifia.  qne  cosa- 
prende  industrias  completamente  distintas  de  la  de  fabricadón 
4el  gas. 

El  art.  83  del  Reglamento  solamente  permite  á  los  fabrieenlee 
ÚB  gas  la  venta  del  cok  procedente  de  su  tebricadón,  dn  qne  por 
esta  Industria  satisfagan  otra  cuota  que  la  sdlaiada  en  el  nú- 
mero 147  de  la  tarifa  8.%  pero  no  les  antorisa  pare  etmaeenar  f 
vender  combustibles  de  todas  claees.  (Sent,  núm.  334.— •  de 
Mayo  de  1893).  888 

— -  Los  Bancos  de  Emidón  y  Descuento,  así  como  las  Sodede- 
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Impiigiuurge  1m  refoladonet,  sin  atíliiM  dentro  de  elles  loe  re- 
ennoe  que  lae  leyee  eeUblecea,  quedMi  aquéllM  firmee,  sin  qae 
pttedao  modificaree  en  niogooo  de  ene  extremas  (Sent,  núm.  624. 
«-37  de  Diciembre  de  1892).  191 

<:oiitribael6n  territorial.— El  art  l.o  de  le  lej  de  80  de  Jolio 
de  1808  otorga  el  derecho  de  retracto,  dentro  del  primer  período 
de  tree  meaea,  á  loa  contriboyentee  deadorea»  i  los  qoe  pertene- 
cían laa  fiacaa  ó  á  ana  herederoa,  entendiéndoee  por  tal  y  con* 
forme  á  lo  prevenido  en  la  legialación  dvil,  loa  qne  por  el  aolo 
liedlo  del  fallecimiento  saceden  á  la  persona  del  dendoren  to- 
dos mm  derechoa  y  obligaciones  (8ent|  núm.  84.-26  de  finero 
de  1893).  6t 

Según  el  art  6.o  de  la  ley  de  lo  Contencioso,  y  conforme  á 

lo  diapaeato  en  el  art  41  dd  Reglamento  para  la  impoddén  ad- 
miniatrativa  y  oobransa  de  la  oontribodón  territorial  de  eeta  isla, 
de  10  de  Janlo  de  1881,  continuarán  atriboidaa  á  la  Jariadicdón 
eootendoao-adminiatrativa  aqndlas  cnestionea  respecto  de  laa  que 
se  otorgue  el  recnrao,  eapedalmente  en  nna  ley  ó  Reglamento,  d 
BO  eatovleaen  comprendidaa  en  laa  exoepdonea  del  art  4.o  de  di- 
cha ley,  que  no  lo  eatán  en  d  presente  cmo  (Auto  núm.  190. — 16 
de  Abrü  de  1892).  388 
Si  bien  la  obligación  d  pago  de  los  impoeatoa  repartidos  so- 
bre todos  los  predios  rúaticoa,  aai  como  las  fincaa  nrbanaa,  afeo- 
tan  para  en  cobro,  en  primer  logar, áloe  fratoe  qoe  prodnacao^es 
lo  cierto  que  á  defecto  de  eatoa  frutos  existe  conatitolda  hipoteca 
legd  en  d  vdor  de  la  finca,  ó  aea  aobre  d  capital  qne  la  misma 
representa,  y  en  td  concepto,  tanto  la  Hacienda  pública  como  la 
provincial  6  munidpal  tienen  perfecto  derecho  i  hacer  efectivos 
los  deacobiertoa  qne  por  el  referido  concepto  reaulten  aobre  d 
▼dor  que  d  inmueble  afecto  d  pago  represente  ^Sent,  núm.  369. 
—37  de  Mayo  de  1892).                                                                       9U 

Si  bien  el  caso  l.o  del  art  1.®  del  Reglamente  para  la  ejeon- 

don  de  la  le?  de  18  de  Julio  de  1886,  ae  habla  de  contribuciones 
directaa  en  los  2.o,  8.^  y  4.0  de  contribndón  de  inmoeblea,  y  en 
los  5.0  y  6.0  de  la  induatríal,  hay  que  tener  en  cuenta  que  en 
aquélloa  ae  ha  tomado  la  de  inmuebles  como  einónima  de  directa» 
y  que  la  diferencia  en  loa  casos  que  mendona  la  ley  de  8  de  Ju- 
nio de  1868,  no  conaiate  en  la  diatinu  contribución,  aino  en  la 
doración  de  la  exención. 

La  prueba  de  que  la  contribución  territorid  directa  ea  igud  que 
la  de  inmueblea,  y  que  en  éata  van  oomprendidoa  d  cdtivo  y  la 
ganadería,  la  dan  loa  artículos  3.o  y  4.®  del  Reglaa^nto  de  80  de 
Septiembre  de  1885  (Sent,  núm.  867.-12  de  Junio  de  1893).  666 

Conforme  al  art  8.»  del  Real  decreto  de  33  de  Mayo  de  1846, 

7  el  art  6.»,  núm.  l.o  del  Reglamento  de  80  de  Septiembre  de  1886, 
diafrutan  exención  abaoluta  y  permanente  de  eontribodón  directa, 
los  templos,  cementerios  y  casas  ocupadas  por  Oomnnidades  reli* 
giosaa,  mientraa  éatas  existan  con  loa  edifidoa,  huertoa  y  Jardines 
adyacentea,  deatinadoa  d  servido  de  aquéllos  ó  á  la  habitadón  y 
recreo  de  loe  Párrocoa  ú  otrpa  Miniatros  de  la  Iglesia. 

Reapecto  á  la  época  en  que  debió  empesar  á  regir  dicha  ex«i- 
don,  las  solicitudes  de  baja  en  la  eontribodón  producen  aus 
afectos  por  trimestres  i^mpletos,  á  contar  desde  d  iamediatosl- 
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gnlenteal  en  qne  m  dedacen,  por  lo  caal,  y  mediante  la  debida 
aplicación  de  este  precepto  al  caao,  debe  entenderte  que  la  exen- 
ción se  produjo  al  adquirir  la  finca  la  Oomnnidad  «*d  el  primer 
trimeatre  del  afio  económico  de  1887  á  88,  y  anrtir  todoa  ana 
efectoa  deade  el  aegnndo  trimeatre  de  aquel  afio  (Sent.,  núm.  60  J. 
—  17  de  Diciembre  de  1892).  706 

<:ofl|ita8.— Deducida  una  demanda  con  notoria  temeridad,  deben 
imponerte  laa  coataa  al  actor  (Sent.,  núm.  102.^29  de  Febrero 
del8»2).  J71 

Auto  DUm.  280.^31  de  Mayo  de  id.  401 

Ea  improcedente  la  condenación  en  coataa  de  qne  trata  el 

art  93  de  la  ley  de  lo  Contencioao,  cuando  ae  trata  de  litigioa  in 
coadoB  anteadela  publicación  de  óata(Sent,  núm.  164.— 6  de 
Abril  de  1892).  266 

Tratándote  del  cumplimiento  por  la  Adminittración  de  ana 

sentencia  dictada  por  loa  Tribunales  ordinariot,  y  en  cuya  virtud 
se  impuaieron  las  coataa  á  la  repreaentación  del  Estado  en  autos 
civiles  seguidos  coa  un  particular,  el  aannto  es  esencialmente  de 
carácter  administrativo,  toda  ves  que^  con  arreglo  á  la  ley  de 
Coutabiliilad,  toca  á  loa  Agentea  de  la  Adminiatración  la  ejecu- 
oión  de  las  sentencias  en  que  por  la  jurladicción  ordinaria  ae  de- 
claren los  derechos  de  los  particulares  al  cobio  de  alguna  can- 
tidad. 

Condenada  la  Administración  en  sentencia  firme  y  consentida 
al  pago  de  coatas,  es  indudable  qne  debe  procederae  por  ella  á  la 
ejecución  de  dicha  aentencia  en  la  forma  que  previene  el  art.  16 
de  la  ley  de  Contabilidad. 

No  ea  obstáculo  para  qne  se  haya  ejecutado  la  sentencia  referi- 
da el  hecho  de  que  el  Ministerio  fiscal  no  consultase  á  la  Admi- 
nistración general  de  lo  Contencioso  anteado  interponer  la  apela- 
ción contra  la  del  inferior,  ni  ea  óbice,  por  tanto,  dí  exime  á  la 
Hacienda  del  pago  de  laa  coetas  á  que  ha  sido  condenada  por  aen- 
tencia que  ha  conaentido  (Sent.,  núm.  219.—  3  de  Mayo  de  1892).  826 
OSréditos  contra  el  Estado.— Los  preceptos  del  Real  decreto  de  16 
de  Febrero  de  183C  son  terminantea  y  claroa,  y  que,  según  los  ar- 
tículos 6.<^  y  7.0,  no  puede  prosperar  reclamación  de  crédito  alguno 
contra  la  Nación  ai  la  aolicitud  juatificada  no  ae  preaenfaba  en  las 
ofitnnaa  liquidadoras  dentro  del  plazo  que  como  fatal  aefialó  dicho 
Real  deoreto,  y  que  concluyó  en  31  de  Diciembre  del  mismo 
sfio  1836. 

Las  disposiciones  del  precitado  Real  decreto,  lejos  de  estar  de 
rogadaa,  han  sido  robustecidaa  y  estimadaa  como  de  ioelodible 
cumplimiento  en  el  art.  7.o  de  la  ley  de  l.^*  de  Agosto  de  1851,  en 
el  35  del  Reglamento  de  17  de  Octubre  siguiente,  en  el  l.<>  de  la 
ley  de  19  de  Agosto  de  1889,  en  el  4.^  de  la  Instrucción  de  8  de 
Diciembre  del  mismo  afio,  y  en  el  19  de  la  ley  de  Contabilidad, 
que  no  conaienten  ae  abra  plazo  alguno  que  eatuvieae  anterior- 
mente finado. 

El  art.  9.0  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1869  hace  referencia  á  los 
créditos  por  depósitos  en  que  hnbiese  mediado  reclamación 
(Sent,  núin.  9.-15  de  Enero  de  1892).  20 

— —  Transcurrido  el  plazo  que,  como  improrrogable,  señaló  el 
art.  7.""  de  la  ley  de  21  de  Julio  de  1876,  sin  que  ae  presentara  do- 
TOMO  46  64 
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camenio  «Ignno  á  conversión,  ni  «an  siquiera  se  toHcitars  ni  se 
acreditase  cun  la  presentación  de  las  escritoras  fundacionales  el 
derecho  qae  al  reclamante  podiera  asistir  al  patronato,  ni  el  ca- 
rácter de  la  íandaoión,  la  cadacidad  se  ajasta  estrictamente  «I 
precepto  legal  citado. 

Es  jari«prad<>ncia  constante  qoe  la  Administración  tiene  com- 
petencia para  establecer  reglas  á  qae  ba  de  sujetarse  la  conver- 
sión  de  los  créditos  comprendidos  en  el  Concordato  con  la  Santa 
6ede  y  para  castigar  sn  infracción  con  la  pena  de  caducidad,  sin 
que  le  s<>a  necesario  recurrir  á  noevos  convenios  (8ent,  núoL  41. 
~29  de  Eoero  de  1893).  71 

La  Real  orden  do  2S  de  Octubre  de  1879  no  tiene  aplicación 

á  créditos  convertidos  con  anterioridad,  puesto  que  al  ordenar  en 
sn  parte  dispositiva  que  el  Estado  haga  de  oficio  las  conversio- 
nes correspondientes,  consigna  claramente  que  esta  obligación 
será  para  lo  9Hce$ivo. 

Hecha  la  conversión  conforme  en  nn  todo  á  lo  prescrito  en  el 
art.  S.^  de  la  ley  de  1.*  de  Agosto  de  1861,  y  al  70  del  Reglamen- 
to de  17  de  Octubre  del  mismo  afio,  interpreta  acertadamente  di- 
chas disposiciones  la  Real  orden  que  declara  que  para  adquirir 
derecho  á  los  intereses  desde  l.o  de  Julio  de  1861,  debió  solici- 
tarse la  conversión  dentro  de  dicho  afio,  y  que  la  conversión  no 
se  hacia  de  oficio,  como  lo  demueatra  el  mismo  art.  70  del  men- 
cionado reirlamento  (Seni,  nám.  97.-29  de  Febrero  de  1892).  168 

Tratándose  de  un  certificado  comprensivo  de  nn  crédito 

contra  el  Eatado,  por  suministros  dnrante  la  guerra  de  la  lude- 
pendencia,  y  expedido  por  las  oficinas  provinciales,  las  circuns- 
tancias de  no  haber  dado  éstas  parte  de  sn  expedición  á  la  Comi- 
sión central,  ni  haber  sido  reoristrado  ni  enviado  á  la  toma  de  ra- 
sen, son  defectos  que  demuestran  que  el  citado  documento  tiene 
nn  carácter  interino  y  es  insaficiente  para  el  reconocimiento  de 
aquél' crédito. 

Los  créditos  contra  el  Estado  pertenecientes  al  Clero  secular, 
deben  reputarse  canceladoa  y  amortizados  desde  que  el  Gobierno 
se  incautó  ,  con  arreglo  á  las  leyes,  de  los  bienes,  derechos  y  ac- 
ciones correspondientes  al  segundo  (Sent.,  núm.  176. — 8  de  Abril 
de  1892).  268 
El  art.  1.*  de  la  ley  de  7  de  Jnlio  de  1882  preceptúa  se  abo- 
nen en  títulos  de  la  Deuda  amortisable  todos  los  créditos  contra 
el  Tesoro  por  personal  y  material,  contraídos  antes  del  l.o  de  Jn- 
lio de  1878,  estimándose  á  la  par  los  exigibles  en  metálico,  y  al 
60  por  loo  los  qne  hubieran  de  abonarse  en  billetes  del  Banco 
Espafioi  (Sent,  núm.  4'il.— 29  de  Octubre  de  1892).                           600 

Tratándose  de  créditos  liquidados,  en  las  resnonsabilidades 

solidarias  debe  acreditarse  el  ingreso  en  las  Cajas  del  Tesoro  pú- 
blico del  total  de  la  cantidad  líquida. 

Declarado  el  demandante  responsable  solidariamente  al  pago 
de  una  cantidad,  esta  era  la  anma  líquida  cuyo  ingreso  debía 
acreditarse. 

Por  faltar  una  de  las  condiciones  esenciales  en  la  interposición 
de  estos  recursos,  el  Tribunal  Contencioso  carece  de  competencia 
para  entender  del  actual  (Sent,  núm.  440.— 12  de  Noviembre 
de  1892).  6» 
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GiMStiones  de  eompetenola  (ciTAOióif  t  oej.vbbaoión  db  vis- 
ta),— Ai  iramilar  el  incidente,  el  Jast^edo  otuitió  la  celebración 
de  la  vista,  lo  qne  también  constituve  otro  defecto  esencial  en  la 
tramitación  de  primera  instancia  (Comp.,  núm.  8.— 17  de  Enero 
de  1892).  760 
ídem  id.— Comp.,  Dúm«  11. — 17  de  Enero  de  id.                               768 
ídem  id. — Comp.,  núm.  61.  —6  de  Junio  de  id.                                   867 
ídem  id.— Comp.,  núm.  77. — 81  de  Octnbre  de  id.  879 
ídem  id.— Comp.,  núm.  84.— *iO  de  Noviembre  de  id.  889 
(OiTAfl  DE  DispoeíoioiiBS  LBUAUcs). — Sogúo  constanto  doc- 
trina, no  se  entiende  complido  el  texto  del  art.  8.o  del  Real  de- 
creto de  8  de  Septiembre  de  1887  con  sólo  citar  preceptos  del 
mismo,  ó  hacerlo  en  globo  de  leyes,  reglamentos  ó  cualquier  otro 
género  de  disposiciones  compuestas  de  varios  artículos,  sin  fijar 
precisamente  aquel  en  que  la  Autoridad  reqnirente  se  apoye  para 
reclamar  el  conocimiento  del  negocio  (Comp.,  núm.  3. — 8  de  Ene- 
ro de  1892).  744 
ídem  id.— Comp.,  núm.  8.— 17  de  id.  id.  760 
ídem  id. — Comp.,  núm.  62.-6  de  Junio  de  id.  868 

(dkfkctoB  db  si  stamoiaoión).— Con  arreglo  al  art  6.o  del 

Beal  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  el  Oobtírnador,  antes  de 
requerir  de  inhibición,  debe  oír  á  la  Comisión  provincial,  censti- 
tuyendo  un  vicio  esencial  el  no  hacerlo  asi  (Comp.,  núm.  20.— 29 
de  Enero  de  1892).  766 

ídem  id  —Comp.,  núm.  28.-27  de  Febrero  de  id.  777 

ídem  id. — Comp.,  núm.  41.— 16  de  Marzo  de  id.  797 

ídem  id.— Comp.,  núm.  48.— 18  de  Abril  de  id.  819 

— —  Hecho  en  forma  legal  el  requerimiento  por  parte  del  Go- 
bernador, la  Audiencia  debió  inmediatamente,  después  de  cele- 
brar la  vista  del  incidente  y  dentro  del  plazo  prescrito  en  el  ar- 
ticulo 11  citado  del  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  dic- 
tar el  auto  á  que  el  mismo  se  contrae,  declarándose  competente  ó 
incompetente. 

Toda  otra  providencia  por  parte  de  la  Sala  implica  una  infrac- 
ción del  expresado  texto  legal,  y  en  tal  concepto  el  auto  primero 
dictado  por  la  misma  es  el  qne  debe  tenerse  en  cuenta  para  los 
efectos  del  incidente. 

A  mis  de  los  vicios  de  sastandación  cometidos  por  la  Audien- 
cia, tampoco  el  Gobernador  cumplió  por  su  parte  lo  preceptuado 
en  el  art  17  del  Real  decreto  mencionado,  toda  vez  que  no  insis- 
tió dentro  del  plazo  reglamentario  en  estimarse  competente,  pre- 
via audiencia  de  la  Comisión  provincial,  pues  nulo  lodo  lo  actua- 
do con  posterioridad  al  auto  repetidas  veces  citado  de  la  Sala,  no 
puede  estimarse  llenado  tal  requisito  con  el  oficio  comunicado 
después  del  segundo  auto  acordado  por  aquélla  (Comp.,  núm.  26. 
—16  de  Febrero  de  1892).  778 
Una  vez  terminado  el  smnarto,  no  puede  tramitarse  ni  sos- 
tenerse la  competencia  por  el  Juez  instructor,  i>or  haber  comen- 
zado ya  la  competencia  de  la  Audiencia  (Comp.,  núm.  49.-18  de 
Abril  de  1892).                                                                                       820 

Caegtlones  previas.— Por  haberse  alzado  el  interesado  de  Im  re- 
solución adoptada  por  la  Dirección  general  de  Contribuciones  in- 
directas, el  cumplimiento  de  la  cJial  ha  originado  los  hechos  ob- 
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jeto  de  la  denuncUy  pendiente  «nn  de  «cnerdo  deflnitlTO  la  ex- 
presada ahada,  et  iodadable  qae  ae  halla  ein  aparar  la  TÍa  admi- 
nietrativa,  y  exiate,  por  tanto,  la  cuestión  previa  á  que  el  art.  S.« 
del  Real  decreto  de  8  deSeptíembre  de  1887  se  contrae. 

8e  está,  por  contigniente,  en  ano  de  los  dos  casos  en  qne  por 
excepción  pneden  ios  Gobernadores,  con  arreglo  al  citado  artícn- 
ICL  promover  contiendas  de  competencia  en  los  jnicios  criminales 
(Oomp.,  núm.  18.— 39  de  Enero  de  189S).  1%% 

—  Respecto  á  la  malversación  de  fondos  mnnli)! pales,  es  enes- 
tión  qne  depende  del  examen,  censura  j  aprobación  de  las  cnen 
tas  correspondientes  al  ejercido  en  qae  se  sapone  yerificada,  y 
mientras  esa  censara  ó  aprobación  de  cuentas  no  tenga  logar, 
existe  una  caestión  previa  qne  sólo  á  la  Administración  corres- 
ponde resolver,  7  de  la  cual  puede  depender  el  fallo  qne  en  so  dfa 
dicten  los  Tribunales  del  fuero  común  (Oomp.,  núm.  64.— 38  de 
Jnnio  de  1893).  861 
-^ —  A  la  Administración  corresponde  decidir  si  una  corta  de  ár- 
boles está  hecha  dentro  de  la  zona  expropiada,  y  por  tanto,  esta 

es  una  caestión  previa  qne  puede  inflair  en  el  fallo  de  los  Tribu- 
nales (Gomp.,  núm.  66.-38  de  Junio  de  1893.  863 

Lo  referente  á  malversación  de  fondos  municipales  se  halla 

subordinado  al  examen,  aprobación  ó  censara  de  las  cuentas,  en 
enmendado  por  la  ley  al  €k>bemador  ó  Tribunal  de  Gnentas,  se 
gán  los  casos,  y  la  resolución  qae  en  dichas  caentas  recaiga  pnede 
Influir  en  el  fallo  de  los  Tribunales,  constituyendo  nna  cneatión 
previa  (Oomp.,  núm.  68.-3  de  Agosto  de  1893).  867 
ídem  id.— Oomp.,  núm.  81.— 81  de  Octubre  de  id.                             881 
A  la  Administración  corresponde  determinar  si  un  Alcalde 

y  aus  agentes  se  extralimitaron  ó  no  en  sus  facultades,  constitu- 
yendo esto  ana  cuestión  previa  qne  pnede  influir  en  el  fallo  de 
los  Tribunales  (Oomp ,  núm.  83.— SI  de  Octubre  de  1892).  887 

Hallándose  pendiente  de  resolución  un  recurso  administra 

tivo,  cuya  resolución  puede  inflair  en  el  fallo  que  en  su  dia  pueden 
dictar  los  Tribunales,  existe  una  cuestión  previa  que  la  Adminis 
tración  debe  r^olver  (Oomp.,  núm.  86.-30  de  Noviembre  de 
1893).  890 

(jtTioios  orviLKs).- Tratándose  de  una  cuestión  esencial 

mente  civil,  corresponde  so  conocimiento  á  la  jarisdioción  ordi- 
naria (Oomp.,  núm.  78.— 81  de  Octubre  de  1892).  881 
(JUICIOS  OBiMiNALMs).— De  los  delitos  de  hurto  de  lefias  co- 
rresponde su  conocimiento  á  los  Tribunales  ordinarios  (Oomp., 
núm.  8.-8  de  Euero  de  1892).  746 
ídem  id.— Oomp.,  núm.  6.^8  de  Ídem  id.                                          747 
ídem  id.— Oomp.,  núm.  66.-32  de  Mayo  de  id.                                  866 

Por  lo  qne  hace  al  delito  de  usarpación  de  atribiiclones,  es, 

por  el  contrario,  innegable  qne  existe  por  resolver  la  cuestión  pre- 
via de  si  un  Alcalde  se  excedió  ó  no  en  sosa  tribuciones  al  incoar 
éí  expediente  gubernativo  objeto  del  delito  que  se  supone,  y  com- 
pitiendo esto  decidirlo  á  la  Administración,  se  está,  en  cnanto  á 
este  s^lo  extremo,  en  nno  de  los  casos  en  qne,  por  excepción,  pue- 
den  los  Gobernadores  provocar  contiendas  de  competencia  en  los  - 
juicios  criminales,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  S.®  del 


Digitized  by  VjOOQIC 


BXPKBTOBIO  ALPABÉncO 


1019 


Páginat. 


Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887  (Gomp.,  núm.  8.^8  de 
Enero  de  1809). 

— —  £i  conocimieoto  de  loe  deHtoe  correepoode  á  loe  Tribonalee 
ordinftrioe,  y  eóto  pneden  eaeciuree  competeDciee  cuando  exista 
algana  coeetión  previa  de  coya  reeolación  dependa  el  fallo  de 
aquéllos  (Oomp.,  núm.  6.  -  8  de  Enero  de  189S). 
Liem  íd.^Comp.,  núm.  10.— 17  de  ídem  id. 
ídem  id. — Gomp.,  núm.  18.— 20  de  ídem  id. 
Iilem  id.— Oomp.,  núm.  17.— 29  de  Ídem  id. 
ídem  id.— Oomp.,  núm.  85.-28  de  Febrero  de  id. 
ídem  id. — Gomp.,  núm.  40.— 10  de  Marao  de  id. 
ídem  id. — Gomp.,  núm.  42.— 16  de  idem  id. 
ídem  id.— Gomp.,  núm.  51.— 18  de  Abril  de  id. 
ídem  id.— Gomp.,  núm.  64.-28  de  Junio  de  id. 
•ídem  id.— Gomp.,  núm.  80.— 81  de  Octubre  de  id. 
ídem  id.— Gomp.,  núm.  82.— Liem  id.  id. 
ídem  id.— Gomp.,  núm.  89.— 20  de  Noviembre  de  id. 
ídem  id. — Gomp.,  núm.  91.— ídem  id.  id. 
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I>6Ík>aiidaciÓB.-V.  Cmirümcián. 

Desaittortisacl'ii.— y.  Bienn  nati(maU$, 

Detención  ilegal.— V.  AíprnUmUnUm  (akaldei)  j  Ou^tHanei  d$ 
eompeteneia, 

Oeada  piU>liea  (caducidad). — Instruido  nn  expediente  aobre  ca- 
ducidad de  una  lámina  de  la  Deuda,  no  habiendo  presentado  loa 
Interesados  los  documentos  que  Josgue  indispensables  el  Fisral 
de  la  Deuda,  ni  dentro  de  los  seis  meses  que  para  verificarlo  fijó 
como  improrrogable,  y  bajo  pena  de  cadncidad,  el  art.  7.^  de  la 
ley  de  21  de  Julio  de  1876,  ni  aun  después  de  espirado  éste,  ha. 
lugar  á  estimar  Justa  y  procedente  la  declaración  de  la  menciona 
da  caducidad  (Sent,  núm.  818.— 24  dé  Junio  de  1892).  451 

El  art.  7.0  de  la  ley  de  21  de  Julio  de  1876  establece  la  ca 

ducidad  de  los  créditos  pendientes  de  conversión,  si  ésta  no  se  so- 
licitase en  el  término  de  seis  meses,  á  contar  desde  el  dia  de  la 
promulgación  de  esta  ley,  ó  durante  el  mismo  plaxo  no  se  hicie- 
sen las  Justificaciones  de  personalidad  establecidas  por  las  dis 
posiciones  vigentes  (Sent,  núm.  820.— 24  de  Junio  de  1892).  454 

—  (OABOA0  DB  JusnoiA).— 8i  Is  obligación  de  abonar  á  los  Ga- 
pellanes  camplidores  de  ana  fundación  cierta  cantidad,  no  trae 
origen  de  nn  contrato  fundado  en  titulo  oneroso,  y  por  oonsecnen- 
da  del  cual  ingresase  en  las  arcas  del  Tesoro,  directa  ni  indirec- 
tamente, cantidad  alguna,  falta  el  requisito  esencial  para  que 
exista  carga  de  justicia,  sin  el  coal  en  ningún  caso  procede  el  re- 
conocimiento. 

Esto  no  supone  el  incumplimiento  de  la  voluntad  det  funda- 
dor, si  en  la  Real  orden,  dictada  de  conformidad  con  la  anterior 
doctrina,  se  establece  el  medio  de  que  sigan  levantándose  las  car- 
gas de  la  institución  con  arreglo  á  loa  preceptos  legales  aplicables 
al  caso  (Sent,  núm.  197.— 21  de  AbrU  de  1892).  298 
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Lft  1«y  de  22  de  Junio  de  1880  deelaró,  en  wa  art  4:^,  que 

•erían  cadacadaa  laa  cargas  de  jaeticia  no  comprendidas  en  los 
Presn puestos  generales  del  Estado,  cayos  dnefios  no  presentasen 
dentro  del  pUso  de  on  afio  en  la  Dirección  de  la  Deoda  los  docu- 
mentos Jnstt&cativos  de  su  derecho,  especificados  por  la  Real  or- 
den de  80  de  Mayo  de  18IMS. 

Esta  Real  orden  exige  á  los  partícipes  en  cargas  de  justicia,  por 
oficios  y  derechos  enajenados  de  la  Oorona,  la  presentación,  entre 
otros  justificantes,  de  la  cédula  de  confirmación  del  último  reina- 
do en  que  la  hayan  obtenido,  eon  declaración  de  no  haber  alean 
sado  otra  posterior. 

Sf^n  está  de  larado  ya  en  anteriores  decisiones  de  pleitos 
conteocioso  admioistratif os,  esta  cédula  es  Indispensable,  y  no 
puede  suplirse  con  ningún  otro  documento  (Sent.,  núm.  881.-2 
de  Julio  de  1892).  484 

La  ley  de  29  de  Abril  de  1886  mandó  liacer  nn  nuevo  reoo 

nocimiento  y  liquidación  de  las  cargas  de  justicia,  y  el  art  l.o  de 
la  Real  orden  de  80  de  Mayo  siguiente  exigió  ene  para  este  reoo- 
nocimiento  presentasen  los  po^Mdores  el  título  primitivo  de  egre- 
sión, el  de  confirmación  del  último  reinado  en  que  la  hubiesen 
obtenido,  con  declaración  de  no  haber  adquirido  otra  posterior,  y 
ana  certificación  de  la  Dirección  general  de  la  Denda,  en  que  se 
hiciera  constar  que  no  se  había  satisfecho  en  este  siglo  ni  el  ca 
pitai  ni  los  réditos  (Sent,  núm.  428.-29  de  Octubre  de  1892).  602 
(nrTKRKflEs). — La  Real  orden  de  29  de  6eptiembve  de  1876 

{^reviene  en  su  disposición  9.^^  con  carácter  general,  que  los  títu- 
os  de  la  Denda  del  8  por  100  que  se  entreguen  á  los  interesados 
en  equivalencia  de  créditos  pendientes  de  liquidación,  deben  lie- 
var  el^upón  corriente  dentro  del  semestre  en  que  se  declare  por 
la  Junta  de  la  Denda  so  liquidación  y  abono. 

La  fuersa  y  la  santidad  de  la  cosa  juagada  se  oponen  á  la  esti- 
mación de  una  demanda,  que  es  reproducdón  de  otra  fallada  en 
nn  pleito  anterior  (Sent,  núm.  882. — 80  de  Septiembre  de  1892).    689 

Es  improcedente  el  recurso  interpnesto,  pasado  el  plano  de 

on  mes.  que  fijan  el  art.  16,  párrafo  primero  del  Real  decreto  de 
1.0  de  Noviembre  de  1861,  y  el  26  de  la  Instrucción  de  81  de  Di- 
ciembre siguiente,  confirmados  por  otras  disposiciones  posterio- 
res, entre  ellas  la  ley  de  81  de  Diciembre  de  1881  (Sent,  núm.  894. 
— 8'de  Octubre  de  1892).  662 

(jubos).— Los  créditos  que  en  derecho  se  califican  de  jnro^, 

no  son  únicamente  los  qne  suponen  nn  préstamo  hecho  al  Eetadu, 
sino  una  especie  de  pensión  perpetua  concedida  aobre  las  rentas 
públicas,  ya  sean  por  merced  graciosa,  ya  por  recompensa  de  ser- 
vicios, ó  ya  por  vía  de  réditos  de  on  capital  repibido,  como  te 
afirma  en  la  Real  orden  de  2  de  Junio  de  1870. 

No  habiéndose  solicitado  el  reconocimiento  y  liquidación  de  nn 
juro  dentro  del  plaso  que  sefiala  el  art.  89  del  Reglamento  de  17 
de  Octubre  de  1861,  procedf»  su  caducidad,  á tenor  délo  dispuesto 
en  el  art.  1.®  de  la  ley  de  19  de  Julio  de  1869. 

Aun  en  el  supuesto  de  que  se  trate  de  un  crédito  contra  el  Es 
tado  de  otra  natoralesa,  se  considerará  caducado  en  virtud  del  ar- 
tículo 86  del  Reglamento  citado,  coando  el  que  solicite  so  liqui- 
dación y  conversión  no  cumpla  lo  preeeptoado  en  el  Real  dscieta 
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de  16  de  Febrero  de  1836,  que  fijó  como  término  perentorio  j  fa- 
tal para  )a  preseotacióo  de  lot  docamentot  de  crédito  el  81  de 
Diciembre  de  aquel  año,  y  conforme  á  la  ley  de  26  de  Janio  de 
18S7,  en  cayo  art.  l.oge  consignó  que  no  te  concedía  más  prórroga 
para  la  admiaión  á  liquidación  de  créditos  contra  el  Estado. 

La  expresión  cargaB  de  j%uHcia  es  una  denominarión  genérica 
con  que  se  califican  squetlos  créditos,  á  que  el  Estado  se  ba  reco- 
nocido obligado  por  baber  egredido  de  él  á  titulo  oneroso,  como 
premio  de  grandes  servicios  ó  por  otras  causas  (Sent,  núm.  167. 
—6  de  Abril  de  1802).  26$ 

J>ipatacione8  provinoiales  (contadobvs).— 6¡  bien  el  art.  104 
de  la  ley  Provmciai  faculta  á  las  Diputacionea  provinciales  para 
nombrar  y  separar  á  sus  empleados,  esta  facultad  debe  entenderse 
■in  perjuicio  de  los  derechos  adquiridoa  para  el  nombramiento  de 
Secretarios  y  de  Contadores. 

Estos  derechos,  adquiridos  según  dispone  la  Rea¡\  orden  de  ca- 
rácter general  de  ].<>  de  Diciembre  de  1882,  se  refit-ren  á  los  opo- 
sitores que,  en  virtud  de  sus  ejercicios,  obtuvieron  titulo  de  apti- 
tud para  desempeñar  plasas  de  Secretarios  y  Contadores,  conforma 
á  lo  establecido  en  la  ley  y  Reglamento  de  20  de  Septiembre 
de  1866  (Sent,  núm.  861.— 14  de  Julio  de  1892).  6lS 


E 


JDeccioaes. — Si  bien  el  cargo  de  Concejal  es  obligatorio,  tienen 
loa  elegidos,  con  arreglo  al  art  43  de  la  ley  Municipal,  el  dere- 
cho de  excusarse  de  aceptarlo  coando  en  ellos  concurre  alguna 
de  las  causea  legitimas  de  excusa  que  dicho  articulo  expresa,  ó 
cuando  ejercen  un  cargo  que,  con  arreglo  al  mismo  artículo,  es 
incompatible  con  el  de  Concejal  ó  los  incapacita  para  su  desem- 
peño. 

Por  ser  los  Ayuntamientos,  según  el  art.  71  de  la  misma  ley, 
corporaciones  económico  administrativas,  aquel  derecho,  como 
otros  que  la  misma  ley  regula,  tienen  un  carácter  esencialmente 
administrativo,  por  lo  cual,  aegún  se  ha  declarado  en  Real  decreto- 
sentencia  dé  20  de  Mayo  de  1882,  las  Reales  órdenes  en  que  el 
Gobierno  confirme  ó  revoque  los  acuerdos  de  las  Comisiones  pro- 
vinciales y  que  se  refieran  á  incapacidades,  pueden  lastimar  dere-  , 
chos  individuales,  y  en  este  concepto  son  revisables  en  la  vía 
contenciosa  (Auto,  núm.  1 46.-24  de  Marso  de  1892). 
T  ■■"  La  posesión  de  los  Cancejales  y  los  incidentes  que  sobre 
la  misma  pueden  surgir,  se  regalan  por  leyes  y  disposiciones  ad* 
miniatrativas,  y  por  lo  tanto,  á  la  Admioistracióu  corresponde 
determinar  previamente  si  un  Alcalde,  al  obrar  en  los  tórmjnos 
eo  que  lo  hizo,  se  ajustó  ó  no  á  los  preceptos  legales  que  rigen 
■obre  la  materia  (Comp.,  núm.  89.^10  de  Marzo  de  1892). 

La  autoridad  de  loa  Presidentes  de  las  Mesas,  dentro  de 

loa  Colegios  electorales,  es  exclusiva  y  no  depende  del  Goberna- 
dorj  y  no  puede,  por  lo  tanto,  la  Administración  resolver  si  el 
Presidente  de  una  Mesa  obró  ó  no  dentro  del  circulo  de  sus  atri- 
l>acioxiea,  ó  ai  cometió  el  disUto  de  coacción  electoral»  función  que 
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oompeté  á  Im  Aatoridad  judicial  (Comp.,  núm.  60.— 18  de  Abril 
de  1891).  831 

Estable timientOB  penales. —La  base  de  18,50  por  100  para  gas- 
toa  de  la  cArc«-l  de  Audiencia,  adoptada  eo  li^a  preaoptiestos  de 
1880  81  y  1881-82,  en  virtud  del  convenio  hecho  por  loa  repre- 
sentantes de  las  Diputaciones  catalanas  7  el  Ajnotamiento  de 
Barcelona,  en  cnmplimiento  de  la  Real  orden  de  18  de  Diciembre 
de  1880,  lio  puede  ser  aplicada  á  loa  preso pueatos  anteriores, 
pnetto  qne  para  el  loa  venia  rigiendo  la  de  62  66  por  100  desde  el 
pretupuftto  de  1875  76,  sin  opotición  de  la  Di  potación  de  dicha 
provincia  (8<>nt...  núm.  808.— 14  de  Junio  de  1893).  441. 

Bzcepelones  dilatorias  y  perentorias  (depkct«>  ligal  bv  wl 
MODOB*  PROPON  BK  LA  dbmanda).— S^gún  lo  preveoldo  en  el 
párrafo  4.^  del  art  86  de  la  ley,  que  regula  la  jurisdicción  con* 
tencioaoadminiatrativa,  á  las  demandaa  interpuestas  por  los 
Ayuntamientos  debe  acompafiarae  documento  qne  acredite  ha- 
berse cumplido  por  la  Corporación  municipal  la  formalidad  que 
queda  mencionada 

La  omisión  de  esta  requisito  constituye  notoriamente  q1  de- 
fecto legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda  á  que  se  refiere 
la  excepción  8.^  del  art  46  de  la  citada  ley  (Auto,  núm.  1. — 4  de 
Enero  de  1892).  S- 

Son  vicioa  auntanciales  que  no  pueden  menos  de  producir 

la  nulidad  de  todo  lo  actuado  el  qoe  un  Ayuntamiento  no  Juatiñ- 
que  haber  tomado  el  acuerdo  para  litigar,  previo  el  dictamen  de 
letradoe,  ni  qne  obtuviera  para  ello  permiao  de  la  Di  potados 
provincial  ó  acreditase  qne  no  lo  necesitaba,  y  el  que  no  conato 
que  esta  Corporación  emitiera  la  necesaria  consulta  que  habia  de 
preceder  á  la  autorisación  de  la  vía  contencioaa  otorgada  por  los 
Gobemadorea,  requiaitoa  que  el  Tribunal  de  primera  inatanda 
debió  exigir  y  comprobar  con  anterioridad  á  la  prosecución  del 
litigio,  y  por  cuya  omisión  no  puede  subsistir  la  sentenda  dio- 
tada (Sent,  núm.  28.-23  de  Enero  de  1898).  4r 

El  art.  42  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  exige  de 

una  manera  preceptiva  que  en  el  eacrito  de  fonnalisadón  de  la 
demanda  se  consignen  laa  alegaciones  relativaa  á  la  competenda 
del  Tribunal,  á  la  condicionea  de  la  reaoludón  reclamada,  á  la 
personalidad  del  demandante  y  al  tiempo  en  que  el  recurso  se 
interponga. 

Con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art  46  de  la  ley  citada  y  en 
el  818  del  Reglamento,  existe  defecto  legal  cuando  la  demanda 
se  hubiere  formalizado  sin  los  requisfitos  de  U  ley,  omitiendo  to- 
das ó  algonaa  de  laa  referidas  alegaciones  (Anto,  núm.  160.-34 
de  Mano  de  1893).  388 

ídem  íd.--Auto,  núm.  482.»  7  de  Diciembre  de  id.  676 

ídem  id.— Anto,  núm.  604.~Idem  id.  710 

El  art.  86  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  exige  en 

el  núm.  3.o  qne  con  el  eacrito  interponiendo  el  recurao  se  presente 
el  documento  ó  documentos  que  acrediten  el  carácter  con  qne  el 
actor  ae  presente  en  juicio,  en  el  caao  de  tener  representadón 
legal  de  alguna  persona  ó  Corporadón. 

No  se  cnmple  este  requisito  acompallando  dichos  documentos 
con  el  escrito  de  ioimaüsadón  de  la  demanda 
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Oonforme  á  )o  preveoido  en  el  art.  SI  8  del  Reglameoto  de  29 
de  Diciembre  de  1890,  exiete  defecto  legal  en  el  mudo  de  propo- 
ner la  demanda  cuando  el  recnrio  no  se  hubiera  ÍDt«*rpaeeto  con 
laa  formaiidadee  prevenida!  en  el  art.  86  de  la  ley  (tíent.,  núme 
ro  388.-10  de  Hayo  de  1898).  889 

-~  B\  art  6.0  del  Real  decreto  de  88  de  Noviembre  de  1888 
diapone  que  no  ae  podrá  intentar  la  vía  contencioso  administra- 
tiva en  loe  aanntos  sobre  cobrania  de  contribocioot-a  y  demás 
lentaa  públicaa  ó  cróditoa  definitivamente  liquidados  en  favor  de 
la  Hacienda,  mientraa  no  ae  realice  el  pago  en  laa  Cajas  del  Te- 
soro, salvo  si  al  interponer  la  demanda  solicitare  el  reeorrente  la 
declaración  de  pobreaa,  y  ai  le  fuere  denegada,  no  tendrá  el  re- 
curso ulterior  tramitación,  así  como  si  no  se  acreditara  el  ingreao 
de  la  cantidad  dentro  del  término  dé  un  mes,  á  cootar  desde  la 
notiflcadén  del  auto  denegatorio  de  la  pobreaa,  se  tendrá  por  ca- 
ducado de  oficio  el  recurso  contencioso  admianitrativo  (Sent.,  nú- 
mero 812.- 16  de  Junio  de  1892).  446 

Begán  el  art.  6.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  no 

puede  intontarae  válidamente  la  vía  contenciosa  en  asuntos  rela^ 
tivos  á  eráditos  dt-finitivamente  liquidados  en  favor  de  la  Hacien- 
da pública,  ain  ingresar  en  las  Cajaa  del  Tetforo  el  importe  de  lo 
liquidado. 

Conforme  al  precepto  del  art.  862  del  Reglamento  de  29  de 
Diciembre  de  1890,  con  el  escrito  interponiendo  el  recurso  deberá 
presentarse  el  documento  original  que  acredite  el  cumplimiento 
del  art  fi.t'  de  la  ley  antes  citada  (Auto,  núm.  476.-6  de  Diciem- 
bre de  1892).  669 
—  (palta  dx  personalidad).— Según  el  art.  64  de  laa  Orde- 
nansaa  de  Aduanaa  de  19  de  Noviembre  de  1884,  una  ves  admiti- 
da la  ronaignaeióu,  el  consignatario  ea  directamente  responsable 
á  la  Hacienda  de  los  derecbos  y  multas  que  baya  de  pagar  el  bu- 
que 6  el  cargamento  de  que  lo  sea,  y  ai  ae  sirve  de  agente  para 
el  despaclK),  éste  tendrá  sólo  la  reaponsabilidad  aubsidiaria  res- 
pecto de  cualquier  pago  que  aquél  no  baga  efectivo,  á  menos  que 
gestione  el  despacbo  con  documento  firmado  por  loa  conaignata- 
rios,  en  cuyo  caso  contraerá  la  reaponsabilidad  de  éatos. 

Como  d^^ste  precepto  legal  ae  deduce,  las  multaa  impuestas  á 
los  coaaigoaurios  no  pueden  alcansar  al  agente  mientras  no  lle- 
gue el  caso  de  bacer  efectiva  su  responsabilidad  aubsidiaria,  y  si 
los  interesadoa  no  ban  concedido  poder  ni  antorisación  de  nin- 
gún género  al  agente  para  reclamar  en  vía  contenciosa,  aun  cuan- 
do baya  podido  repreaentarlea  por  su  carácter  de  agente  en  la 
vía  gubernativa,  carece  de  personalidad  en  el  pleito,  toda  ves 
que  el  indicado  carácter  en  ninguna  manera  autorisa  para  enta- 
blar litigioe  de  este  orden  (Sent,  núm.  87.-27  de  Enero  de  1892).      55 

Pur  más  que  en  el  poder  presentado  en  vía  contenciosa  por  el 

repreeentante  de  la  Sociedad  demandante  ae  acrediten  laa  faculta- 
dea  que  al  Director  de  la  Sociedad  competen  para  repreaentarla 
en  jnído,  no  consignándose  que  al  otorgante  correspondiera  el 
carácter  de  Director  que  se  atribuía,  la  jostifiraci^Vn  de  este  parti- 
cular ea  reqniaito  impreacindible  para  qne  pueda  estimarse  jnstí- 
ficada  la  p«'rsonalidad  del  demandante  (Sent.,  núm.  66. — 6  de  Fe 
brero  de  1892).  90 
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ídem  fd.^Beoi,  oúro.  161.— l.o  de  Abril  de  Id.  tit 

£1  hecho  de  haber  sido  admitida  por  la  Adminlatradéii  ea 

la  vía  trabernativa  la  pf^raonalidad  del  poderdante,  oo  ea  motivo 
anficieote  para  qne  ae  admita  en  la  vía  eontendoaa  de^paéa  do 
publicada  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888^  qoe  modificó  eaen- 
cial mente  en  eate  ponto  la  lefcialación  anterior  j  la  jariapraden- 
ola  de  la  8ala  de  lo  contendoao  del  Gonaejo  de  Eatado  (Smil.,  nú- 
mero 66.-6  de  Febrero  de  1893).  M 
ídem  id.— 8ent,  núm.  161.— l.o  de  Abril  de  id.                                 163 

Procede  la  excepción  de  falta  de  peíaonalidad  en  el  actor 

cuando  no  reaalta  comprobada  la  delegadón  á  ao  favor,  por 
parte  de  la  peraona  en  coyo  nombre  comparece,  de  laa  facalta- 
dea  para  repreaentarla  en  jaldo  (Bcot.,  núm.  186.— 13  de  Abril 
de  1893).  384 

£1  poder  otorgado  para  Impugnar  una  Real  orden,  no  poeda 

entenderae  ampliado  para  r<H*l8mar  contra  otra  anterior  (Sent» 
núm.  310.— 36  de  Abril  de  1893).  814 

ídem  id.— Seot.,  núm.  463.— 31  de  Noviembre  de  id.  686 

Según  el  art  60  del  Reglamento  de  80  de  Diciembre  de 

1846,  el  defeoaor,  tutor,  albaoea,  heredero,  adminiatrador  y 
cualquier  otro  que  comparessca  en  juicio  como  parte  en  repreaen 
ción  ajena,  inetiflcará  documentalmente  la  peraonalidad  que  ao 
atribuya,  no  dándoae  curto  á  ninguna  aolidtnd  qoecareaoada 
eate  requiaito,  bajo  pena  de  nulidad. 

£iita  miama  justificación  documental  exige,  como  requiaito 
indiepenaahle  para  que  puedan  tramitarae  loa  recuraoa,  el  art.  86 
<]e  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  (Auto,  núm.  368.— 38  da 
Mayo  de  1893).  8T4 

Conforme  á  lo  prevenido  en  el  art.  91  de  la  ley  de  18  da 

Septiembre  de  1888,  tanto  el  eacrito  interponiendo  el  reenrao 
como  todos  loa  demáa  que  ae  preaenten,  aeran  firmadoa  por  as 
Abof^ado  que  ejersa  la  profeaión. 

Conforme  al  art  360  del  Reglamento,  aólo  tienen  el  earie- 
ter  de  asnntoa  propioa  loa  dd  miamo  litigante,  loa  de  ao  mojer 
por  loa  bienea  cuya  administradón  ooirreaponde  al  marido,  loe 
de  los  hijos  no  emandpadoa  y  loa  de  loa  pupiloo. 

Si  un  Letrado  intentó  hacer  nao  del  derecho  qne  el  art  876  de 
la  ley  orgánica  del  Poder  judicial  concede  á  loa  Abogadee  qoe 
no  ejercen,  para  defender  loa  derechoa  de  ana  parientea  dentro^ 
del  coarto  grado  de  consanguinidad,  debió  presentar  dentro  de 
plaso,  con  e!  primer  escrito,  la  habilitación  concedida  por  el  De- 
cano, que  exige  dicho  ariiculo  (Auto,  núm.  378.-87  de  Mayo  de 
1892).  8ti 

No  puede  decirse  que  una  parte  carece  de  pereonalidad 

para  interponer  una  demanda,  porque  no  ae  la  haya  caneado  le- 
alón  en  sus  derechos,  cuando  precisamente  eate  extremo  ba  4e 
determinarse  al  resolver  el  aaontoen  el  fondo  (Auto,  núm.  389^— 
3  de  Junio  de  1893).  s  411 
Si  en  el  poder  adjunto  al  escrito  en  que  un  Procnrador  in- 
terpuso el  recurso  contencioso  otorgado  por  el  Gerente  de  naa 
Sociedad,  se  hace  constar  de  una  manera  explídta  por  el  Notario 
autorizante  que  aquél  tenía  el  carácter  de  tal  Gerente  á  virtod 
de  una  cláusula  de  la  escritura  aodal,  la  drcanatanda  deM>  te- 
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Dictado  an  Real  decreto,  en  virtod  de  laa  facoHadea  diaere- 

dona  lea  propiaa  de  la  poteatad  reglamentaria  qae  correaponde  al 
Qob¡«rno,  de  eae  carácter  participa,  ain  dada  algona,  ona  Beal 
'^rden  qne  aignifica  el  eatricto  cnmplimiento  de  aqnaUa  aoberana 
íaoloción. 

£1  carácter  de  enaayo  qoe  rcTiate  nna  Ordenania  de  riego  apro- 
ada por  la  Real  orden  qne  ae  impugna  en  el  pleito,  impide  aa 
iecnaión  en  vía  contencioaa,  por  no  concnrrír  el  reqoiaito  eaen- 
ial  de  canear  catado,  ó  aea  poner  término  á  la  vía  gobematíva, 
la  coal  pueden  acudir  todoa  loa  intoreaadoa  exponiendo  laa  ob 
erva^ionea  qne  eatimen  oportunaa  á  la  mayor  gaimntía  de  toa 
ereohoa,  y  qae  podrán  aer  tenidaa  en  cuenta  al  redactar  la  Orde- 
anaa  defioitiya,  tranacarrido  el  tiempo  fijado  para  ao  enaayo 
iuto.  Dúm.  8.-^8  de  Enero  de  1893).  l^ 

-  El  art.  61  de  la  ley  general  de  Ferrocarrilea  de  38  de  No- 
iembre  de  1877,  declara  qoe  ae  ejercerá  por  el  Miniaterio  de  Fo- 
lento  la  vigilancia  que  aobre  la  conaervadón  y  explotación  de 
)a  ferrocarrilea  competo  al  Gobierno,  reaervando  al  Reglamento 

á  laa  inalrucdonea  eapecialea  qoe  ae  dioten  para  el  cnmpHmien- 
)  de  dicha  ley,  el  determinar  la  organlaación  del  peraonal  deati- 
ado  á  eate  aer  vicio,  ana  condidonea  de  aptitud  y  laa  fundooea 
ue  habrá  de  deaempefiar;  pero  no  eatoblece  baaea  qne  debieran 
er  deaenvueltaa  por  loa  regtamentoa  al  orgaoiaar  el  aervido,  ni 
letermlna  tampoco  ai  ambaa  inapecdonea  adminiatrativa  y  tée* 
ica  habían  de  ejercerae  con  aeparadón  ó  por  nnoa  miamos  fon- 
ionaríoa. 

En  virtud  de  la  facultad  qne  el  dtodo  art  61  le  confiere,  el  Pe- 
er Ejecutivo  organizo  el  aervicio  y  reguló  laa  condidonea  para  d 
Dgreao  y  permanencia  de  la  loepecdón  adminiatrativa,  no  aólo  en 
I  Reglamento  de  24  de  Mayo  de  1878,  dno  en  loa  RMlea  deere 
oa  de  7  de  Enero  de  1887  y  18  de  Jolio  de  1889,  loa  oualea,  en  nao 
le  la  miema  poteetad,  pudo  el  Gobierno  modificar  ó  revocar  por 
il  de  20  de  Marao  de  1891,  dn  qoe  por  ello  pueda  entenderae  en 
aanera  alguna  infringido  el  referido  art  61  de  la  ley  de  Ferroca> 
rilea. 

En  conaecnenda,  el  repetido  Real  decreto  de  20  de  Mario  de 
891  conatituye  un  acto  de  gobierno  propio  de  la  poteata<iL diacre- 
íonal,  y  del  cual  no  pueden  conocer  loeTribunalea  de  lo  Gonton- 
lioao-admioietrativo,  aegún  terminantemente  preacribe  el  núme- 
o  1.0,  art.  4.0  de  la  mencionada  ley  de  18  de  Beptíembre  de  1888 
Auto,  núm.  80.— 26  de  Enero  de  1892).  6B 

No  invocando  el  actor  en  apoyo  de  au  pretendido  derecho 

li  ley  ni  dispoddón  alguna  de  carácter  general,  que  eetableica 
a  inamovilidad  abaolate  ó  relativa  de  loa  fundonaríoa  dependien- 
ea  del  Miniaterio  de  Hacienda,  y  no  habléndoae  por  lo  tanto  vol- 
lerado  ni  podido  vulnerar  ningún  derecho  preexiatente  del  actor 
d  deatítnirle  del  cargo  que  ejercía,  la  Real  orden  impngnada  car 
"ece  del  requiaito  exigido  por  el  art  l.o,  núm.  8.^  de  la  ley  de  18 
le  Septiembre  de  1888  para  que  pudiera  aer  reviaada  en  vía  con- 
tención (Auto,  núm.  81.— 26  de  Enero  de  1892).  ^ 

No  correaponde  á  loa  Tribonalea  de  lo  Contondoao-admi* 

Qietrativo  el  conocimiento  de  laa  reaolnoionea  eonfirmatoríaa  de 
ftcnerdoa  conaentidoa  por  no  haber  a&do  apeladoa  en  tiempo  y 
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íomoM,  á  t«nor  de  lo  dispaetto  en  el  núm.  S.o  del  art  4.*  de  la  ley 
de  18  de  Septiembre  de  1888  (Aato,  núm.  88.— 2C  de  Enero 

de  1892).  60 

ídem  id. — Sent.,  núm.  61.— 9  de  Febrero  de  id.  99 

ídem  id.— Aato,  núm.  62«— 10  de  idem  id.  100 

ídem  id.— Sent.,  núm.  105.— 2  de  Marzo  de  id.  177 

ídem  id.— Sent.,  núm.  106.-2  de  idem  id.  178 

ídem  id.— Sent.,  núm.  189.— 21  de  idem  id.  295 

ídem  id.— AatOy  núm.  147.— 24  de  idem  id.  238 

ídem  id.— Anto,  núm.  208.— 26  de  Abril  de  id.  811 

ídem  id. — Aoto,  núm.  220.-4  de  Mayo  de  id.  826 

ídem  id.— Sent.,  núm.  821.-5  de  idem  id.  S27 

ídem  id.— Aato,  núm.  238.— 12  de  idem  id.  845 

ídem  id.— Aoto,  núm.  268.-25  de  idem  id.  879 

ídem  id.— Anto,  núm.  271.-27  de  idem  id.  888 

ídem  id.— Aato,  núm,  272.-27  de  idem  id.  890 

ídem  id.— Auto,  núm.  284.-2  de  Junio  de  id.  405 

ídem  id.— Sent,  núm.  404.— 14  de  Octabre  de  id.  674 

ídem  id.— Sent.,  núm.  427.-5  de  Febrero  de  id.  606 

Con  arreglo  al  art.  7.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888, 

«1  plazo  para  acudir  á  la  via  contenciosa  es  de  trea  meees,  á  con- 
tar deade  la  fecha  de  la  notificación  de  la  reeoladón  reclamada, 
y  eee  plazo  debe  compatarze  en  la  forma  eatablecida  e/t  el  art  94 
^e  la  misma  ley,  ó  eea  por  meses  enteros,  sin  tomar  6n  cuenta  el 
número  de  dias  de  que  se  compongan,  ni  los  feriados,  y  enten- 
diéndose loa  meses  de  treinta  dias  (Sent.,  núm.  86.-26  de  Enero 

de  1892).  64 

ídem  id.— Sent.,  núm.  109. — 4  de  Marzo  de  id.  182 

ídem  id. — Sent,  núm.  114.— 8  de  idem  id.  191 

ídem  id.— Aoto^  núm.  181.— 17  de  idem  id.  215 

ídem  id.— Si*nt,  núm.  165.-6  de  Abril  de  id.  256 

ídem  id.— Auto,  núm.  173.-7  de  Abril  de  id.  267 

ídem  id.— Sent,  núm.  813.— 17  de  Juoio  de  id,  446 

ídem  id.— Sent,  núm.  363.-9  de  Julio  de  id.  499 

ídem  id.— Auto,  núm.  896.-8  de  Octubre  de  id.  668 

ídem  id.— Auto,  núm.  469.-23  de  Noviembre  de  id.  649 

ídem  id. — Auto,  núm.  470.  -  30  de  Noviembre  de  id.  662 

ídem  id.— Sent,  núm.  235.-11  de  Mayo  de  id.  842 

ídem  id.— Auto,  núm.  236.— ídem  id.  id.  843 

ídem  id.— Anto,  núm.  337.-12  de  idem  id.  844 

ídem  id?*- Auto,  núm.  237.— Ilem  id.  id.  850 

ídem  id.— Sent,  núm.  250.— 17  de  idem  id.  860 

ídem  id.— Auto,  núm.  280.— l.o  de  idem  id.  401 

ídem  id.— Anto,  núm.  623.-27  de  Octubre  de  id.  780 

ídem  id.— Sent.,  núm.  526.-29  de  idem  id.  785 

ídem  id.— Sent,  núm.  630— 31  de  idem  id.  740 

Coiiforme  á  lo  prevenido  en  el  núm.  2.o  del  art  86  de  la  ley 

de  Minas,  reformada  en  4  de  Marzo  de  1868,  sólo  cabe  recurso 
contencioso  en  mineria  contra  las  Reales  órdenes  por  las  que  se 
confirman  ó  se  desestiman  las  providencias  dictadas  por  los  Go- 
bernadores, concediendo  ó  negando  la  propiedad  minera. 

Tratándose  de  una  resolución  administrativat^presamente  ex- 
cluida por  la  ley  de  Minas  de  la  via  contenciosa,  es  procedente 
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la  excepción  dilatoria  de  incompetencia,  fundada  en  el  núm.  4.® 
del  art.  4.o  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  (Anto,  núm.  38. 
—27  de  Enero  de  1892).  67 

Ed  eete  sentido  y  tratándose  de  nna  acción  civil,  á  la  joris- 

dicción  ordinaria  compete  estimar  la  procedencia  ó  im proceden- 
cia de  la  declaración  contenida  en  la  resolnción  mencionada,  y 
por  consiguiente  se  halla  fuera  del  alcance  de  la  vía  contenciosa, 
á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  l.o  del  art.  4.o  de  la  ley 
de  18  de  Septiembre  de  1888  (Anto,  núm.  8^.-28  de  Enero 
de  1892).  $8 

No  pnede  intentarse  la  vía  contenciosa  en  los  asuntos  sobre 

cobran sa  de  contribuciones,  mientras  no  se  realice  el  pago  en  las 
Oajas  del  Tesoro  público,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art  C*  de 
la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  y  9,^  de  la  ley  de  GonUbili- 
dad,  y  las  disposiciones  de  esta  última  son  aplicables  á  los  cré- 
ditos reclamados  por  los  Ayuntamientos,  según  lo  establecido 
en  el  art.  182  de  la  ley  Municipal,  sin  que  el  haber  consignado  la 
cantidad  reclamada  en  el  Banco  de  Espafia,  aunque  se  haya  hecho 
dentro  de  plazo,  pueda  equivaler  al  ingreso  en  arcas  municipales, 
que  es  lo  qne  las  referidas  leyes  exigen  (Auto,  núm.  60. — 9  de 
Ftíbrero  de  1892).  98 
ídem  id.— Sent.,  núm.  188.— 18  de  Marso  de  id.                                  224 
ídem  fd.-Sent.,  núm.  140.— 22  de  id.,  id.                                           226 
ídem  id.— 8ent.,  núm.  162.— 1. o  de  Abril  de  id.                                  218 
I  iem  i  i.— 8«nt.,  núm.  V64.— 27  de  Mayo  de  id.                                  880 
ídem  id.— 8<^nt.,  núm.  872.— 14  de  Julio  de  id.                                   629 
ídem  id.— Sent,  núm.  484.-8  de  Noviembre  de  id.                          614 
ídem  id.— Sent.,  núcn.  496.— 12  de  Diciembre  de  id.                          698 
La  Real  orden  que  declara  nulo  todo  lo  actuado  en  el  expe- 
diente que  motiva  el  pleito,  por  reputar  el  asunto  propio  del  co- 
nocimiento de  los  Tribunales  del  orden  civil  con  arreglo  al  Códi- 
go de  Comercio,  á  la  ves  que  pone  término  á  la  via  gubernativa 
como  previa  á  la  judicial,  no  vulnera  ningún  derecho  del  deman- 
dante, preestablecido  en  disposiciones  de  carácter  administrativo 
á  su  favor,  por  lo  cual  la  resolución  impugnada  carece  de  ana  de 
las  condiciones  exigidas  en  el  tit.  l.o  de  la  ley  de  18  de  Septiem- 
bre de  1888  para  poder  ser  impugnada  en  via  contenciosa  (Sen- 
tencia nÚHD.  76.— 1 6  de  Febrero  de  1892).                                            122 

£a  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art  12  del  Real  decreto  de 

19  de  Octubre  de  1860  y  nota  aclaratoria  al  párrafo  tercero  del 
art.  86  del  Reglamento  de  80  de  Diciembre  de  1846,  la  excepción 
de  incompetencia  no  puede  proponerse  en  las  demandas  qne  el 
Gobierno  hubiere  declarado  procedentes  (Sent,  núm.  76. — 16  de 
Febrero  de  1892).  124 

Es  condición  indispensable  para  la  procedencia  del  reearso 

contencioso,  que  la  resolución  reclamada  emane  de  la  Adminis- 
tración en  el  ejercicio  de  sus  facultades  regladas  y  qne  se  estime 
lesionado  un  derecho  preexistente  amparado  por  un  precepto  le- 
gal expreso  y  categórico,  á  que. la  Autoridad  gubernativa  hubie- 
ra debido  ajostar  sus  actos  (Sent,  núm.  90.— 26  de  Febrero  de 
1892).  158 

ídem  id.— Auto,  núm.  126.— 16  de  Mano  de  id.  209 

ídem  id —Auto,  núm.  127.— 17  de  id.,  id.  210 
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iineñ  de  la  incaoUción  y  de  Im  TenU  (Aafto,  núm.  ISS.— 17  de 
Mano  de  18)*2).  ai« 

Trasladada  por  an  Delegado  de  Hacienda  á  ira  Ayoiila- 

miento  de  la  provincia  ana  Real  orden  contra  la  que  éste  trate  de 
interponer  recarfo  contencioeo,  la  fecha  para  computar  el  placo  . 
^e  interpotición  no  se  cuenta  desde  el  díia  en  qae,  según  el  Re- 
gistro correspondiente,  salió  aqaella  Beal  orden  de  la  Delega- 
-elón,  sino  desde  el  en  qae  ingN«é  en  las  Oficinas  de  la  Oorpura 
don  mnnicipal,  si  ésta  no  hubiera  tenido  antes  conocimiento  de 
dicha  disposición  (ánto  núm.  168.-6  de  Abril  de  1893).  tU 

Conforme  á  lo  orevenido  en  el  núm.  l.o  art.  á.^  de  la  ley  de 

18  de  Septiembre  de  1888,  no  corresponden  al  conocimiento  de 
los  Tribanales  de  lo  Oontencloso-administrBtiyo  las  cnestionee 
resueltas  por  la  Administración,  en  aso  de  sn  p<Mfcestad  discredO' 
nal,  y  en  sa  consecuencia,  procede  en  estos  caeos  la  excepddn 
perentoria  de  incompetencia  (Sent,  núm.  177.  —  8  de  Abril 
de  1893).  371 

Según  repetidamente  tiene  consignado  el  Tribunal,  las  re- 

soludones  ministeriales  qoe  declaran  fenecido  y  sin  curso  legal 
un  ezoediente  minero,  no  resuelven  ni  deciden  sobre  la  conce- 
sión de  propiedad,  por  lo  cual,  y  conforme  á  lo  dispuesto  en  el 
número  3.®,  art.  89  de  la  ley  de  Minas,  no  causan  estado  y  care- 
cen de  uno  de  los  requisitos  exigidos  por  el  art  l.<^  de  la  ley  de 
18  de  Septiembre  de  1888  para  que  pueda  interponerse  contra  Uui 
mismas  el  recurso  contendoso-administratiro  (Sent^  núm*  ISO^*^^ 
9  de  Abril  de  1893).  377 
Según  ha  declarado  repetidamente  la  jurisprudencia,  es  pa- 
ramente discrecional  en  la  Administración  el  admitir  ó  desesti- 
mar, con  arreglo  á  los  datos  que  suministren  los  expedientes  gu- 
bernativos, las  denuncias  que  ante  la  misma  se  formulen  refe- 
rentes á  bienes  nacionales  ó  de  Beneficencia,  y  sólo  en  el  cato 
de  que  dichas  denuncias  sean  estimadas,  adquieren  los  den  un- 
dadores  ó  investigadores  derecho  al  premio  que  las  disposi- 
ciones vigentes  les  reconocen  (Sent,  núm.  181.— 11  de  Abril 
de  1893).  S7S 

£o  virtud  de  lo  dispuesto  en  dicha  Real  orden,  son  recia- 

mables  ante  los  Gobernadores  de  las  provindas  los  acuerdos  de 
los  Ayuntamientos  que  se  supongan  lemvos  de  los  derechos  pi»> 
viamente  eoostituldos  (Auto,  núm.  187.— 16  de  Abril  de  1893).  386 
Según  tiene  declarado  la  jurisprudencia  del  Tribunal  con- 
tencioso, la  Real  orden  de  36  de  Mayo  de  1880  fijando  los  <  a«os 
en  que  los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos  son  redamables  ante 
el  Gobernador  de  la  provincia,  está  en  vigor  mientras  que  no  re- 
salten concieta  y  expresamente  derogadas  algunas  de  sus  reso- 
luciones (Auto,  núm.  187.— 16  de  Abril  de  1893).  387 

Tratáudose  de  una  demanda  contra  el  acuerdo  gubernativo 

que  confirmó  el  de  un  Ayuntamiento,  denegatorio  de  la  reclama- 
ción de  un  particular  por  excoio  en  la  imposición  de  contribn- 
cienes,  fundándose  la  negativa  en  el  hecho  de  haberse  presentado 
la  reclamadón  fuera  del  término  que  sefiala  el  Reglamento,  si  el 
recurso  contendoso  se  interpndere  dentro  del  plaso  legal,  no 
cabe  fundar  la  exnepdón  de  incompetencia  en  aquel  hecho  por 
constituir  precisamente  la  cuestión  de  fondo  de  la  demanda» 
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contado  desde  la  fecha  de  la  eomanieación  al  inteTeeado  del  Go- 
bernador de  la  provincia,  para  qae  la  Adminiatraeión  pueda  im- 
pufrnar  en  vía  contencioia  dicha  reaolndón. 

No  es  aplicable  el  precepto  del  art  7.^  de  la  ley  de  IS  de  Sep- 
tiembre de  1888,  de  qae  el  placo  para  qne  la  Administración,  en 
cnalqaiera  de  ana  gradoa,  utilice  el  recnrao  contencioso,  ampieaa 
á  contarse  desde  el  día  siguiente  al  en  que  por  quien  proceda  se 
declare  lesiva  nara  los  intereses  de  aquélla  la  resolución  im- 
pugnada, cuando  la  Administración  tuvo  seftalado  el  término 
dentro  del  cual  pudo  ejercitar  su  derecho  j  no  lo  biso. 

No  pudiendo  la  Administración  litigar  con  sns  delegados  en  los 

Sleitos  que  promueva  coptra  resoluciones  de  dichos  delegados  ó 
e  la  Administración  misma  que  cansan  estedo,  la  defensa  de  ta- 
les acuerdos  incumbe  á  los  particulares  por  ellos  favorecidoa,  se- 
Sún  claramente  expresa  el  art  45  de  la  ley  de  18  de  Septiembre 
e  1S88  (Sent.,  núm.  274.-38  de  Mayo  de  1892)«  n\ 

—  Con  arreglo  al  art.  6.o  del  Reglamento  de  20  de  Diciembre 
de  1890,  no  pueden  ser  reclamadas  en  vía  contenciosa  Us  resola- 
dones  administrstívas  por  los  particulares,  cuando  obren  por  de- 
legación ó  como  meros  agentes  ó  mandaterios  de  la  Administra- 
ríos  (Ante,  núm.  285.^2  de  Junio  de  1892).  4Di 

Los  contratos  para  la  ejecución  de  los  servicios  públicos» 

con  arreglo  al  art  5.o  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888  y  da 
la  jurisprudencia  oonsUnt^  están  atribuidos,  en  cuanto  á  laa  in- 
cidencias á  que  puedan  dar  lugar,  á  los  Tribunales  de  lo  GontaQ- 
doso  administrativo  (Auto,  núm.  287.-2  de  Junio  de  1892).  406 

No  puede  estimarse  reproducción  de  otra  anterior,  la  Real 

orden  relativa  á  expedientes  y  cosas  distintas  de  las  qne  fueron 
objeto  de  aquélla  (Auto,  núm.  289.-8  de  Junio  de  1892).  411 

Los  contratos  en  que  la  Adminiatradón  intervenga,  y  qoa 

no  versen  de  una  manera  directo  é  inmediato  sobre  la  ejecución 
de  una  obra  ó  servido  público,  no  tienen  carácter  adminiatratívo, 
y  en  su  consecnenda,  obrando  en  ellos  la  Administración  como 
persona  jurídica,  el  conodmiento  de  las  cuestiones  á  qne  den  lu- 
gar corresponde  á  la  jurisdicción  ordinaria,  según  tiene  declarado 
con  repetídón  la  jurisprudencia  (Sent,  núm.  298. — 8  de  Junto  de 
1892).  427 

-~  La  resolndón  que  no  vulnera  derecho  alguno  de  carácter 
puramente  adminístratífo,  estoblecido  anteriormente  en  favor  dd 
redamante  por  una  ley,  reglamento  ú  otro  precepto  administra- 
tivo, carece  de  las  conaiciones  necesarias  para  que  pueda  ser  re- 
visada en  vía  contondosa,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art  Ifi  de 
la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  (Auto,  núm.  811.— 16  de  Junio 
de  1892).  144 

No  corresponden  al  conodmiento  de  los  Tribonales  de  lo 

Oontendoso-administrativo  Us  cuestiones  que  por  la  naturalen 
de  los  actos  de  los  cuales  procedan  ó  de  la  materia  sobre  que  ver- 
sen, se  refieren  á  la  potestad  discradonal  (Auto,  núm.  814.— 18 
de  Junio  de  1892).  417 

Fuere  del  plaso  que  pare  incoar  el  recurso  Qja  la  ley  da 

Aguas  de  1868,  es  Improcedente  la  demanda  centre  una  conceídóa 
otorgada  con  arreglo  á  dicha  ley  (Auto,  núm.  878.— 16  de  Sep- 
tiembre de  1892).  5lt 
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Procede  la  excepción  dilatoria  de  iooompetencia  de  Jnriadic- 

•^ón  caando  por  la  índole  de  la  reeolnctón  reclamada  no  ee  com- 
prende dentro  de  la  naturaleza  j  condicionee  del  recnreo  conten* 
-cioeo  admioietraüvo  (Anto»  núm.  S75.— 20  de  Septiembre  de  1 892).    6St 

Oon  arreglo  al  ar|.  46  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888» 

ee  incompetente  el  Tribunal  Contencioso  para  conocer  de  loa  re- 
cnreoe  contra  Realce  órdenes  qne  carecen  del  indispensable  reqoi- 
-sito  de  lesionar  derechos  de  carácter  administrativo  de  los  deman- 
dantes (Sent.,  núm.  886.->80  de  Septiembre  de  1892).  ié4 

Según  tiene  declarado  la  jari»  prudencia  constante,  loe  arreii- 

-datarios  y  administradores  del  impuesto  de  Consumos,  sea  cual- 
quiera el  coacepto  ea  cuya  virtud  ejersan  el  cargo,  carecen  de 
jMrsonalidad  para  reclamar  ea  via  contenciosa  las  resoluciones  de 
la  Administración  sobre  la  exacción  de  dicho  impuesto,  no  sólo 
porque  como  agentes  y  delegados  que  son  de  aquéllas  no  pueden 
ir  contra  las  decisiones  adoptadas  por  las  Autoridades  de  quienes 
dependen,  sino  también  porque  no  pueden  alegar  en  su  favor  de- 
recho alguno  perfecto  qne  agravien  las  expresadas  resoluciones. 

Esta  doctrina  de  la  jurisprudencia  ha  sido  convertida  en  pre- 
cepto legal  en  el  Reglamento  vigente  de  lo  contencioso,  coyo  ar- 
ticulo 6.<>  dice  que  no  podrán  ser  reclamabas  las  resoluciones  ad- 
ministrativas por  los  particulares,  cuando  obren  por  delegadóB  6 
•como  meros  agentes  ó  mandatarios  de  la  Administración  (Sent^ 
núm.  892.-7  de  Octubre  de  1892).  «49 
Es  susceptible  una  Real  orden  de  recurso  contencioso  admi- 
nistrativo, cuando,  lejos  de  reproducir  Reales  órdenes  anteriores^ 
resuelve  una  cuestión  completamente  noeva. 

Cuando  en  una  sentencia  se  confirmen  ó  desestimen  las  pio- 
Tidendas  dictadas  por  los  €K>bemadores  concediendo  ó  negando 
la  propiedad  de  minas,  escoriales,  terrenos  y  galerías  generales, 
procede  contra  ella  el  recurso  contendoso-administrativo,  según 
«1  art.  89  de  la  ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de  1869  (Auto,  núm.  489. 
— U  de  Noviembre  de  1892).  «II 

No  puede  alegarse  la  incompetenda  de  jurisdicción,  fon 

^ada  en  que  de  dos  Reales  órdenes  la  última  es  reproducdóo 
de  la  primera,  cuando  en  aquélla  se  contiene  ona  dispoddón 
nueva  y  de  mayor  alcance  en  el  asoAto  (Aoto,  núm.  477. — 5  de 
Didembre  de  1892).  670 

Por  el  art.  éfi  de  la  ley  que  regula  el  ejerddo  de  esta  jori^  • 

diedón,  se  dispone  qne  no  corresponden  al  conocimiento  de  la 
misma  las  resoludoaes  que  se  refieran  á  reeompensas  de  Jefes  y 
Oficiales  del  Ejérdto  y  Armada  por  meredmientoa  oontraídos  en 
«ampafia  y  hechos  de  armas,  y  que,  aun  cuando  en  esta  preeerip 
«ion  no  se  dtan  expresamente  las  Reales  órdenes  que  tengan  por 
objeto  igual  recompensa  á  las  dasss  de  tropa,  es  evidente  qne  «n 
•el  espíritu  de  aquel  precepto  están  incluidas  por  el  legislador,  y 
así  debe  estimarse,  porque  donde  hay  igual  rasón  debe  haber  Ja 
misma  dispoddón  de  derecho,  y  porque  en  otro  caso  se  supondría 
ain  fnndamsnto  establedda  nna  diferenda  incomprendble  entre 
soldados  y  Ofidales,  para  el  efecto  de  qne  las  recompensas  de  loa 
nnos  podierui  ssr  disentidas  y  las  de  los  otros  no  pudieran  serto 
en  vía  contenciosa  (Anto,  núm.  478.^-6  de  Diciembre  de  1892).  671 
— ~  El  Tribunal  de  lo  Contendoso  caiece  de  competencia  para 


ti 
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«Dtender  de  arantof  coya  mAtortm  m  poramenta  civil,  y  cayo  eo- 
Bocimiento  compete  á  loe  Triboiuüee  ordinerioe  (Aato,  núaL  480. 
6  de  Diciembre  de  1892).  671 

La  eoepeneióD  de  la  Real  orden  impag^nada,  que  también  ae 

pretende  en  la  súplica  de  la  demanda,  tiene  marcados  trámites 
especiales  por  la  ley  y  Reglamento  de  lo  Contencioeo  administra- 
IIto,  y  si  bien  bnbiera  podido  dar  lagar  en  ese  caso  á  una  peti- 
ción incidental,  qne  no  se  lia  formnlado,  no  pnede  ser  objeto  del 
fallo  qne  en  la  sentencia  se  proannde  (8ent.,  núm.  502. — 19  de 
Diciembre  de  1892).  708 

-—  Dedocida  esta  demanda  ante  la  saprimida  Sección  de  lo 
Oontencioso  del  Consejo  de  Estado  en  18  de  Mayo  de  1884,  es  in- 
dudable la  incompetencia  de  este  Tribanal  para  entender  de  on 
asonto  cnyo  conocimiento  estaba  atríbaido  por  el  art  84  de  la 
ley  de  26  de  Septiembre  de  1868  á  las  Comisiones  provinciales, 
eomo  Tríbaoales  de  lo  contencioso,  porque  ante  éstas  debió  el 
actor  deducir  en  tiempo  su  demanda  (Sent.,  núm.  608.— 19  de  Di- 
ciembre de  1 892) .  706 
—  Si  la  concesión  de  la  permuta  eolidtada  no  corresponde  á 
las  facultades  regladas  de  la  Administración,  el  declarar  nulo  un 
empleo  legitimamente  adquirido  tampoco  paede  estimarse  de  la 
faeultad  discrecional  (Auto,  núm.  506.— 19  de  Diciembre  de  1892).    711 

El  conocimiento  y  resolución  de  las  cuestiones  que  emanan 

de  un  contrato  celebrado  con  la  Administración  para  la  cobransa 
del  impuesto  de  consumos,  corresponde  al  Tribanal  de  lo  Conten- 
cioso, el  que  tiene  declarada  para  el  caso  su  competencia  por  ^ 
ail  5.«  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  (Auto,  núm.  508.— 
20  de  Diciembre  de  1892).  718 
La  Real  orden  que  envuelve  la  decisión  de  una  competen- 
cia y  sefiala  los  límites  de  las  atribuciones  de  las  diversas  Auto- 
ridades, no  es  ni  paede  considerarse  como  resolución  adminis- 
trativa, sino  como  acto  de  gobierno,  que  no  puede,  por  consi- 
guiente, ser  sometido  A  la  jurisdicción  oontendosa  por  baberse 
dictado  en  uso  de  la  potestad  discrecional  (Sent,  núm.  515.— 22 
de  Didembre  de  1892).                                                                        721 

Tratándose  de  cuestiones  posesorias,  no  puede  negársela 

competenda  del  Tribunal  de  lo  Oontendoso  para  resolver  (Auto, 
número  521. — 27  de  Diciembre  de  1892).  729 

Szpoaleiones.  Con  arreglo  al  Reglamento  por  que  se  rigió  la  Ex- 
posidón  de  Vfena,  era  obligación  de  la  Comisión  general  dedg- 
nada  por  el  Gobierno,  la  devoludón  y  entrega  á  los  ezpodtores, 
ana  ves  terminado  el  certamen,  de  los  objetos  por  ellos  ex- 
puestos. 

Los  actos  ejecutados  por  la  Comisarla  de  la  Exposidón  de  Vie- 
na  obligan  al  Gobierno  de  que  era  mandatario,  según  lo  onfonan 
las  leyes  que  regulan  el  contrato  de  mandato  (Sent.,  núm.  419.— 
27  de  Octubre  de  1892).  598 

expropiación  fbrsosa.— Es  muy  conforme  al  espíritu  que  predo- 
mina en  la  ley  de  Expropiación  forsosa  atender  y  respeítar  con 
preferencia  á  las  gestiones  de  la  acdón  administrativa,  los  conve- 
nios ó  contratos  que  bagan  entre  sí  el  expropiante  y  el  expropia- 
do, liasta  el  punto  de  prevenir  qne  antes  de  acudir  á  los  trámites 
j  formalidades  oficiales  y  contradictorias  para  el  justipredo  de 
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Im  fincas,  int^Dten  loa  Intereaadoa  la  arenencia  privada;  y  ai  éata 
ae  coQaigae,  la  Adminiatración  da  por  terminadaa  aot  geationea. 

De  eate  espirita  ó  criterio  de  la  ley  ae  dedace  ain  violencia  ni 
exageración  que  de  la  misma  manera  qoe  previene  la  intellgenda 
de  los  interesados  cuando  la  crea  posible,  como  sucede  en  el  jos*, 
üprecio,  la  hubiera  preceptuado  al  tratar  del  depósito  en  loa  ca- 
«08  de  ocupación  previa,  si  hubiese  podido  suponer  respecto  da 
«ate  punto  la  avenencia  entre  el  expropiante  y  el  expropiado. 

Exiatiendo  eata  avenencia,  la  Adminiatración  obra  lógicamente 
otorgando  la  eficacia,  porque  se  halla  dentro  del  eapiritn  de  la  ley 
y  dentro  también  de  loa  principioa  generalea  del  derecho,  con  arre- 
jflo  á  loa  cnalea  cuando  las  partea  convienen  acerca  de  nn  ponto 
Qtigioao,  la  Antorídad  que  de  él  entendía  ó  debía  entender  ana- 
pende  80  aodón  tan  luego  como  aquel  convenio  lo  ea  oficialmen- 
te conocido. 

Admitido,  á  loa  efectos  de  la  indemnización,  el  valor  de  nnoa 
recibos  presentadoa  por  el  expropiante,  y  expresivos  de  haber 
el  mismo  entregado  en  depósito,  previamente  á  la  constitución 
-del  oficial,  una  cantidad  que  resultó  ser  igual  á  la  deapoéa  fijada 
como  importe  de  la  indemnisación,  ea  notorio  que  se  da  efi<»cia 
al  depóaito  privado  con  preferencia  al  depóaito  oficial,  y  por  lo 
tanto,  la  lógica  exige  qoe  coando  se  trata  del  pago  de  intereses 
ae  tenga  en  cuenta  eata  preferencia,  y  ae  interpreta  recta  y  eqoi- 
tativamente  la  ley  ordenando  el  pago  de  loa  intereses  del  depósi 
to  privado  en  vea  de  loa  de  la  cantidad  del  depóaito  oficial  (Sent, 
súm.  1S4.--18  de  Manso  de  1893).  21% 

La  ley  de  Expropiación  foraoaa,  en  so  art.  66,  derogó  todaa 

leyea,  decretos,  4eglamento8  ú  órdenea  contrarias  á  la  miama,  á 
-•coyo  precepto  derogatorio  hay  qoe  aometer,  por  tanto,  en  primer 
término,  no  sólo  las  disposiciones  que  se  la  opongan  del  cap.  5.^ 
del  Reglamento  de  IS  de  Junio  de  1879,  aino  también  laa  de  la 
ley  de  32  de  Diciembre  de  1876  y  au  Reglamento  de  19  de  Febre- 
ro de  1877  (Sent,  nóm.  376.^80  de  Mayo  de  1893).  8M 

Según  lo  diapueato  en  el  art  81  de  la  ley  de  10  de  Enero  de 

1879,  coando  no  existe  acuerdo  entre  los  peritos  nombradoa  por 
las  partea,  el  Jnes  del  distrito,  de^ro  de  los  ocho  díaa  de  haber 
recibido  la  comunicación  del  Gobernador  y  bajo  so  responsabili- 
dad, deaignará  de  oficio  el  perito  tercero,  consignará  su  acepta- 
don  y  la  participará  al  Gobernador,  sin  admitir  ni  oonaentir  re- 
clamación de  ninguna  claae  (Sent,  núm.  390.-*  8  de  Jonioda 
1893).  411 

ídem  íd.^Sent.,  núm.  4S5. — 10  de  Noviembre  de  id.  BIS 

ídem  id.  -  Sent.,  núm.  438.— 1 1  de  Noviembre  de  id.  630 

ídem  íd.—Sent,  núm.  ^37.^80  de  Diciembre  da  id.  7M 

— —  La  ley  no  determina  qoe  el  Gobernador  ni  el  Miniaterio 
tengan  qoe  aceptar  neoeaanamente  ningona  valoración,  ni  aon 
#iqoiera  qoe  hayan  de  encerrarae  dentro  del  importe  fijado  por 
el  perito  tercero;  antea  bien  permite  apreciar  libremente  el  con- 
Jonto  4e  loa  datoa  aportaidos  al  expediente  para  fijar  el  josto  pra- 
do (Sent,  núm.  390.-8  de  Jonio  de  1893).  411 
ídem  id.— Sent,  núm.  485.-^-^10  de  Noviembre  de  id.  616 
ídem  jíd.— Sent,  núm.  4S8.«^1 1  de  Noviembre  de  id.  630 
ídem  id.— Sent,  núm.  637.— 80  de  Diciembre  de  id.  1U 
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>— —  Conforme  á  loi  articnlot  21  de  1»  ley  de  Ezpropiadón  for- 
aoea  y  82  del  Beglamento  de  18  de  Janlo  de  1879,  loe  perítoe 
agrónomoe  poteen  cepacidiid  para  la  práctica  de  las  operadonea 
delermioadaa  por  la  ley  en  lo  relativo  á  fiocaa  rúatícaa. 

SI  art.  28  de  la  miama  ley  preacribe  qne  laa  hojaa  de  taaación 
han  de  comprender  loe  fondamentoa  de  la  valoración  de  laa  fin- 
caá  por  rasón  de  an  claae. 

No  hay  derecho  á  la  Indemniíación  de  perjoleioe  no  probadoa, 
«n  yirtnd  de  ana  aervidombre  coya  eziatencia  no  aparece  acredi- 
tada (Sent.,  núm.  420.-20  de  Octubre  de  1892).  69» 
No  ezlatlendo  vido  anatancial  en  loa  trámitea  de  un  expe- 
diente, ni  leaión  probada  en  la  apreciación  de  nn  terreno  expro- 
piado, únicaa  caoaw  qne  la  ley  de  10  de  Enero  de  1879  fi]a  para 
aoalandarla  vfa  eontendoaa,  no  poede  prosperar  la  demanda 
(Bent,  núm.  487.-9  de  Didembre  de  1892).  88t 


F 

Ferrocarriles.~La  obligadón  impneata  á  la  primitiva  Oompafite 
del  ferrocarril  de  Alar  á  Santander  por  la  Real  orden  de  2  de  Ja- 
aio  de  1854,  de  conatmir  nn  ramal  deade  la  eatadón  de  Torrela- 
gnna  á  la  ría  de  la  Reqnejada,  eatá  hoy  viva  y  anbaiatente,  y  es 
exigible  á  la  Oompaflía  de  Gaminoa  de  hierro  del  Norte,  ceaiona- 
tia  de  aquélla,  porque  dicha  Real  orden  forma  parte  integrante 
de  laa  condicionea  de  la  conceaión,  modificó  en  parte  el  primitivo 
traaado  y  anchura  de  la  vía,  y  lejoa  de  eludirae  au  obeervanda. 
por  la  Gompafiía  á  quien  favorecía,  ae  cumplió  por  la  miama  ain 
proteata  ni  reclamación  alguna. 

Por  la  ley  de  9  de  Marso  de  1856  aólo  ae  derogaron  loa  Reale» 
decretoa  de  19  de  Didembre  de  1861,  28  de  Abril  de  1862  y  8  de 
Febrero  de  1864,  pero  no  la  Real  orden  de  2  de  Junio  de  1864,  la 
coal  quedó  en  vigor  y  ae  cumplió  en  ana  cuatro  primerea  diapoei* 
cionea,  no  alendo  argumento  baatante  á  probar  que  eata  Real  or- 
den había  quedado  aln  eficacia,  el  iacumpHmieoto  de  an  diapoai- 
don  6.*  y  el  que  la  referida  ley,  al  hablar  en  an  art.  9.®  de  loa 
plaaoa  en  que  debía  terminarae  el  camino,  no  mendonaae  el  ra- 
mal de  que  ae  trata,  porque  no  deaoribióndoae  en  ella  el  traaado, 
ae  refería,  dn  género  alguno  de  duda,  á  lo  qne  oonataba  en  loa 
proyectoa  modlflcadoa  por  la  repetida  Real  orden  de  Junio 
de  1864. 

La  preacripdón  eatabledda  por  el  derecho  común  no  ea  aplica- 
ble á  laa  obligadonea  y  derechoa  que  tienen  an  <ffigen  en  leyea 
adminiatraUvaa,  y  no  paede,  por  tanto,  objetarae  contra  loa  acner- 
doa  de  eata  índole,  eualeaqniera  que  aean  loa  alloa  tranacnnidoa 
(Sent,  núm.  76.-->16  de  Febrero  de  1892).  12# 

— ^  8efialado  en  una  ley  de  una  manera  terminante,  no  aólo  el 
plaao  dentro  dd  caal  ae  había  de  conatitnir  la  flansa  por  la  Oom- 

Kía  concedonaria  de  un  ferrocarril,  dno  también  el  día  qne  ha- 
de aervir  de  punto  de  partida  para  eontar  eae  plaao,  la  Admi* 
aiatradón  activa  tiene  el  deber  de  enmpKr  d  precepto  eatableddo^ 
pueato  que  carece  de  atribndoaea  pava  anapender  piaioa  taxati- 
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T»mente  marcado*  en  laa  leyei  (8ent.,  núm.  18.— 18  de  Febrero 

de  1892).  184 

Habiendo  quedado  aojeta  nna  Compafiía  de  íerrocarrilea, 

con  arreglo  á  laa  cx>ndidone8  genérale*  qoe  airvieron  de  baae  á  la 
•nbaata,  entre  otraa  díapoaidonea,  á  laa  de  carácter  general  qne 
en  lo  anceaivo  ae  dictaran  para  eata  claae  de  Empresaa;  y  no  pa- 
diendo  ponerae  en  duda  el  carácter  general  del  Reglamento  para 
la  ejecnción  de  la  ley  de  Ferrocarrilea  en  la  iala  de  Poerto  Rico, 
de  14  de  Diciembre  de  1887,  ao  aplicación  á  la  Compafiía  era  in- 
eludible, con  arreglo  á  loa  términoa  miamoa  de  la  conceaión 
(Sent,  núm.  86.-38  de  Febrero  de  1892).  145 

—  Según  el  art.  19  de  la  ley  de  Ferrocarrilea  de  23  de  Noviem- 
bre de  1877,  cuando  por  conaecnencia  de  laa  variacionea  del  pro- 
yecto ae  diaminaya  el  coate  de  laa  obraa,  deben  rebajarae  propor- 
donalmente  á  eata  diaminución  laa  aabvencionea  directaa. 

Aun  cuando  en  el  pliego  de  eondicionea  particnlarea,  con  arre  , 
glo  al  cual  ae  hiio  la  conceaión,  ae  declaraae  que  la  cantidad  en 
que  eonaiatia  la  aubvención  aeria  ain  reducción  alguna,  eato  no 
implica  contradicción  con  el  art  19  de  la  ley  de  Ferrocarrilea» 
porque  aquella  diapoaición  tenia  neeeaariamenta  que  reíerirae  á 
que  la  aubvención  no  pudiera  aer  gravada  con  deacuentoa,  im- 
pueatoa  ni  tributoa  de  ninguna  especie,  pero  en  modo  alguno  al 
caao  de  que  ae  obtuviera  economía  en  la  realización  de  laa  obraa. 

En  nada  ae  opone  á  laa  anteriorea  declaracionea  la  circunatan- 
da  de  que  la  ley  de  Ferrocarrilea  aea  poaterior  á  la  que  autoriaó 
al  Gobierno  para  otorgar  la  conceaión,  ai  resulta  que  loa  pliegoa 
de  condidonea  no  ae  aprobaron  basta  que  ya  eataba  vigente 
aquella  ley,  y  que,  por  condguiente,  pudieron  aer  tenidaa  en 
cuenta  ana  diapoaicionea  (8ent..  núm.  96.-27  de  Febrero  de  1892).  166 
Tratándoae  de  obraa  públicas,  procede  cumplir  laa  eondicio- 
nea del  contrato  en  loa  términoa  y  caaoa  previstoa  en  aua  cláuau- 
laa  (Sent.,  núm.  119.— 11  de  Marao  de  1892).  199 

El  convenio  por  el  cual  una  Compafiía  ferroviaria  adquiere 

todaa  laa  conceaionea  y  uauíructoa  pertenedentea  á  otra,  obligan- 
doae  en  cambio  á  aatiafacer  en  jnetálico  laa  obligadonea  de  la  ae- 
gnnda,  conatituye  un  verdadero  contrato  de  compraventa,  á  loa 
efectos  de  la  liquidación  del  impueato. 

Loa  intereaee  y  amortíaadón  de  dichaa  obligadonea  son  canti- 
dadea  fljaa  exigiblea  en  día  derto  y  determinado,  y  eomprmidi- 
daa.  por  lo  tanto,  en  el  núm.  l.<^,  art.  18  de  la  ley  del  Timbre. 

Cualquiera  otra  carga,  no  conaiatente  en  cantidad  derta  y  ezi* 
gible,  no  puede  aer  tomada  en  cuenta  para  determinar  el  predo 
del  contrato,  al  menos  mientras  no  llegue  á  haoerae  efectiva  (8en* 
tenda,  núm.  142.^98  de  Maneo  de  1892).  228 

En  laa  obraa  de  laa  líneaa  fórreaa,  laa  Compafiíaa  oonatruc- 

toraa  deben  aometerae,  no  solamente  á  laa  dáusulaa  dd  pliego  de 
eondidones  facultativas,  sino  á  los  aeuerdoa  de  la  Adminiatra- 
dón  que  hubieran  consentido  (Sent,  núm.  182.— 12  de  Abril,  de 
1892).  279 

En  loa  contratoa  bilaterales  oelebrados  por  la  Administra- 

don  no  puede  una  de  las  partes  alterar  las  condidonea  de  k»  mis- 
mos sin  d  consentimiento  de  la  otra. 
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En  Ul  eato  «e  encaentr»  1»  concetión  de  oda  linea  íénrea  otor- 
gada por  el  Estado. 

El  art.  18S  de  U  ley  Manicioal  de  Oaba  de  SI  de  Junio  de  1878» 
eólo  aotorixe  el  establecimiento  de  árbitroa  aobre  aqaellaa  obraa 
ó  eervlcioe  coateadoe  oon  fondoa  municipalea,  en  jo  aprOTecba- 
miento  no  ae  efectúe  por  el  común  de  vednoa,  aino  por  peraoDaa 
ó  elaaea  determinadaa,  aiempre  que  loa  intereaadoa  no  le  bayan 
adquirido  anteriormente  por  título  oneroao  (8ent,  núm.  31).-— S8 
de  Abril  de  1892).  ^  81C 

Al  eatablecer  el  art.  9.e  de  la  ley  de  Preaupueatoa  de  91  de 

Julio  de  1878,  que  laa  Oompafiíaa  de  ferrocarrilea  aatiafarían  por 
impueato  induttrial  el  5  por  100  de  loa  beneficioa  líqaidoa  que  re< 
partieaen  á  aoa  accloniátaa,  declaró  que  eate  impueato  no  podía 
aer  gravado  con  recargo  alguno. 

Diebo  precepto  legialativo  no  fué  derogado  por  la  ley  de  baaea 
de  81  de  Diciembre  de  1881.  ni  por  el  Reglamento  de  igual  fecha 
para  la  adminiatración  y  cooranza  de  la  contribución  indnatrisl, 
porque  el  art  l.o  de  la  ley  aólo  autorisó  al  Gobierno  para  refor 
mar  el  Reglamento  y  laa  tarifaa  entoncea  vigentea,  y  el  art.  2.» 
de  la  miama,  al  autoriaar  á  loa  Ayuntamientoa  para  recargar  laa 
cuotaÉ  en  un  18  por  100,  no  puede  referirae  á  otraa  cuotaa  que  á 
laa  que  legalmente  venían  recargándoae  para  atencionea  munici 
palea,  ain  extender  )a  impoaición  del  recargo  á  laa  que  por  la  ley 
eataban  exceptuadaa. 

8i  la  repetida  ley  no  autoriaó  al  Qobierno  para  derogar  el  ar- 
tículo 9.0  de  la  ley  de  Preaupueatoa  de  1878,  no  ea  poaible  que  lo 
derogara  el  Reglamento  de  1884,  ni  el  de  188S,  pueato  que  amboa 
ae  derivan  de  aquella  autoriíadón  (8ent.,  núm.  215.  —29  de  Abril  ' 
de  1892).  81f 

_^  Oon  arreglo  al  art.  17  del  pliego  dé  eondicionea  generalea 
para  la  conceaión  de  loa  ferrocarrilea  de  aervicio  arenera!,  ea  obli 
gadón  de  laa  Empreaaa  reatablecer  y  aaegurar  el  curao  de  laa  aguaa 
que  ae  auapenda  ó  modifique  por  trabajoa  que  de  ellaa  dependan. 

El  término  de  veinte  díaa  que  aefiala  el  Real  decreto  de  14  de 
Junio  de  1854,  en  au  art.  8.o  ae  refiere  al  expediente  general,  pero 
no  impide  au  tranacurao  el  que  loa  intereaadoa  puedan  hacer  por 
aeparado  laa  redamadonea  que  ealimen  convénientea  en  uao  de 
au  derecho. 

El  art  9.0  de  la  ley  de  19  de  Diciembre  de  1879  no  exime  á  laa 
Oompafiíaa  fenroviariaa  de  la  obligación  de  reatablecm  el  curao  de 
laa  aguaa,  «uapendido  ó  modificado  por  loa  trabajoa  que  de  dlaa 
dependan. 

Ouando  la  personalidad  de  un  litigante  ba  aido  reconodda  y 
aceptada  ain  proteata  en  la  vía  gubernativa,  no  puede  aer  objeto 
de  impugnación  en  la  contendoaa  (Sent,  núm.  286.-2  de  Junio 
de  1892).  40T 
Ftjadoa  por  Real  orden  que  causó  eatado  loa  respectivos  de- 
rechos de  un  paitieular  y  de  una  Oompafiía  de  ferrocarrilea  acerca 
dd  nao  de  un  apartadero  para  el  aervicio  dd  primero,  no  puede 
imponerae  al  miamo  por  la  Oompafiía  la  aceptadón  de  eondido- 
nea  que  ateoien  á  la  subsistencia  de  su  derecho. 

La  posesiéüd  da  largo  tiempo  en  que  vinieae  dicho  particular, 
oonatituiría  un  título  que  no  podría  ser  atropellado,  sino,  en  ua 


Digitized  by  VjOOQIC 


BEFneroBio  ALVAiiánoo  loss 


««■o  discatido  por  los  Tríbanalet,  careciendo  entre  tanto  la  Admi- 
Diatraci^n  de  facultad  para  alterar  el  estado  poeeaorio  (Senten- 
cia, núm.  U5.— 8  de  Jallo  de  189)).  488 

No  procede  eetimar  anbaiatente  la  renonda  de  la  aübren- 

ción  para  la  oonatrooclón  de  ona  linea  Mrrea,  ai  ona  ley  poeterior 
declaró  la  nulidad  de  aquélla,  y  faltó  ademáa  la  cauaa  de  la  miama 
OSent,  núm.  848.-8  de  Julio  de  1893).  49t 

El  Gobierno,  en  nao  de  laa  lacultadea  de  alta  inap«cción, 

puede  ordenar  que  loe  trenca  de  «na  Oompafiia,  al  paaar  por  una 
Eatación  de  otra  Empreia,  tomen  y  dejen  mercanciaa,  aún  cuan- 
do la  última  ee  oponga  (Sent,  número  429.— 7  de  Noviembre 
de  1892).  eot 
Loa  beneficios  de  la  ley  de  11  de  Julio  de  1877  para  la  im- 
portación de  material  con  deatino  á  vías  férreas,  se  refiere  á  las 
Empresas  que  hubiesen  disfrutado  de  franquicia  durante  la  eon* 
cesión  y  dos  primeros  afios  de  su  explotación,  y  á  laa  que  no  go- 
sarán  de  ella  ni  de  anticipo  ó  subvención;  pero  no  á  las  que  tuvie* 
ron  franquicia  solamente  durante  la  construcción  (Sent,  número 
484.-7  de  Diciembre  de  1892.)  877 
funcionarlos  públlcos.^Los  Oficiales  del  Consejo  de  Estado 
disfrutan,  con  arreglo  á  lo  est|ibleoido  por  el  art  10  de  la  ley  de 
Presupuestos  de  21  de  Julio  díe  1876,  los  mismos  derechos  que  á 
los  Catedráticos  conceden  los  artículos  177  y  178  de  la  ley  de  Ins- 
trucción pública  de  9  de  Septiembre  de  1867,  ó  sean  los  de  poder 
aer  nombrados  de  nuevo  cuando,  deapués  de  haber  aervido  en 
propiedad  sus  plazas  oor  eapacio  de  dies  afios,  las  hayan  dejado 
para  pasar  á  otros  destinos  púbKcos,  y  el  de  poder  volver  á  sus 
«argos  y  percibir,  sin  sujeción  á  afios  de  servicios,  las  dos  terce- 
nas partes  del  sueldo  que  disfrutaran,  hasta  tanto  que  vuelvan  4 
«er  colocados  en  el  Profesorado,  cuando,  por  supresión  ó  reforaMi 
•quedan  sin  colocación  en  el  mismo. 

Por  lo  que  se  refiere  á  este  último  derecho,  los  requisitos  eid- 
^dos  por  el  art  178  de  la  ley  de  lostmeción  pública,  para  qms 
imeda  hacerse  efectivo,  son:  l.o,  que  los  interesados  queden  sin 
•oolocación  en  el  Profesorado;  y  2.^,  que  su  cesantía  sea  decretada 
por  supresión  ó  reforma  de  las  piases  que  desempefiaban. 

En  nada  puede  perjudicar  al  derecho  de  excedencia  á  que  se 
'refiere  el  art  178  de  la  ley  de  Instrucción  pública,  la  drounstan- 
-eia  de  desempefiar  otro  destino,  cualesquiera  que  sean  sus  con- 
diciones y  ventajea,  pues  aquella  circunstancia  en  lo  único  que 
puede  influir  ea  en  que  no  se  abonen  á  los  interesados  laa  dos  ter- 
ceras partes  de  su  sueldo  de  exoedentes  á  que,  en  caso  de  no  te- 
ner otra  colocación  distinta,  tendrían  también  derecho,  por  impe- 
dirlo el  art  l,^  de  la  ley  de  9  de  Junio  de  1866,  que  prohibe  la  ri- 
multaneidad  de  dos  ó  más  destinos,  sueldos,  comisiones  y  cua- 
lesquiera otros  emolumentos  en  todss  las  dependencias  del  Es- 
tados y  que  se  paguen  con  fondos  generalea,  provinciales  ó  mu- 
nicipales (Sent,  núoL  6.— 14  de  Enero  de  1892).  Ü 

Según  el  art.  6.0  de  la  Real  orden  de  81  de  Julio  de  1886, 

no  es  suficiente  haber  obtenido  la  aprobación  de  los  idiomas 
francés  é  inglés  en  nn  establecimiento  del  Oobiemo  en  que  se 
«nsefian  oficialmei|te|  sino  que  es  indispensable  haberloe  cursado 
también  en  él  para  acreditar  que  se  poseen  á  Iqs  léelos  del  de- 
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recho  á  atcender  en  loa  ooocnraoc  del  Cuerpo  pericial  de  Adiia 
naa,  habiendo  podido  exigir  dicha  coBdición  el  Miolaterio  de  Ha- 
eiendA  para  otorgar  el  derecho  al  aaceneo  por  ooncorao  á  loe  em- 
pleadoB  de  dicho  Cuerpo,  dn  eojetarae  á  lae  diepodcionea  de 
iDetmedóii  pública,  porqoe  eólo  qoieo,  ea  neo  de  ene  atríbado- 
nee,  eoneeder  cierUe  veotajae  mediante  delerminadoe  reqoieitoe 
IBent,  núm.  17.^20  de  Enero  de  1892).  » 

ídem,  id.— 8ent,  núm.  71.— 18  de  Febrero  de  id.  114 

Al  exigir  el  haber  careado  loe  idiomae  no  hlso  de  mejor 

oondidéii  á  loe  empleadoe  de  Adoanaa  que  tavieraa  eoa  deetinoe 
en  poblaoionea  donde  hubiera  eetabJecimientoe  ofidalee  de  enee 
"lanBa  de  loe  mismoe,  qae  á  loe  qae  reeidieron  donde  no  loe  ha- 
Weee,  porque  para  todoe  dejaba  expedito  el  medio  de  acreditar  la 
poeeeión  de  diohoe  idiomae  por  examen  eepecial  ante  la  Direc- 
elón  (Seot,  búm.  17.— 20  de  JSnero  de  1892).  W 

ídem  id.— Bent,  nunu  71.-18  de  Febrero  de  id.  114 

Conforme  á  lae  reglae  2.^^  j  $.a  de  la  Real  orden  de  22  de 

Septiembre  de  1887,  pudo  el  intereaado  eolidUr  eu  vuelta  al  eer- 
▼ieio  antee  del  81  de  Diciembre  de  aquel  alto  en  que  terminaba 
el  plaso  fatal  é  improrrogable  eefialado  en  aquella  diepodelón 
para  que  loe  Maeetroa  y  Maeetrae  euetltnidoe  dedujeaen  eemejan- 
te  pretenaión;  j  habiendo  dejado  traneeurrir  el  e^qweeado  tér- 
mino eln  pedir  colocación  alguna  en  el  Magieterio,  conforme  á 
Jo  prevenido  en  la  eitada  regla  8.%  debió  oonelderáreele  jubilado 
deede  l.o  de  £nero  de  1888  (Sent,  uúm.  82.-28  de  Enero 
4e  1891).  8» 

Be  definitlTa,  cansé  estado  y  determinó  derecho,  la  Be^or-  > 

deo  de  6  de  Diciembre  de  1889,  por  la  cual  ee  aprobó  el  eecalafón 
eepecial  de  loe  funcionarioe  de  la  Direedón  general  de'Batabled' 
mlentoe  peaalee,  mandado  formar  por  el  art.  8.*  del  Beal  decreto 
de  28  de  Octubre  del  miemo  afio. 

Por  aer  permanente  el  eecalafón  reepeeto  de  loe  fundonarloa  en 
di  eomprendidoe,  ee  indudable  que,  colocado  uno  en  lugar  prefe- 
lente,  no  pudo  legalmente  eer  poepueeto  4  oteo  en  rasón  á  la  ma- 
yor antigüedad  de  éste  en  la  categoría  dentro  del  Cuerpo  eapedal 
de  que  ee  trata,  porque  con  arreglo  al  art.  7.^  del  Beal  decreto  de 
18  de  Octubre  de  1889,  la  antigüedad,  dentro  de  cada  una  de  lae 
eategoriae  que  comprende  el  eecalafón,  determina  la  prefeeenda 
pam  el  aeceoeo  (Sent,  núm.  84.— 1 1  de  Febrero  de  1892).  10» 

Siendo  requieito  indiepeneable,  según  In  eouTocatorla  Ofi- 

leen  de  un  oonoureo,  para  tomar  parte  en  el  miemo  presentar  con 
la  solldtud  el  titulo  de  Ingeniero  agrónomo,  fué  ptocedenle,  por 
carecer  de  aquel  documento,  la  exduaión  de  un  intereeado,  quien 
carece  de  acción  para  impugnar  loe  nombramientoa  heehoe  como 
eoneeooenci»  dd  concurso  (Sent,  núm.  77.— 18  de  Febrero  de 
1892).  12» 

Para  que  la  compatibUidad  entre  doe  suddos  ó  haberes 

exista,  se  hace  neceeario  que  el  caao  úo  se  halle  comprendido  en 
el  art  l.«  de  la  ley  de  9  de  Junio  de  1886,  que  de  una  manera  ge- 
neral y  abeoluta  prohibe  la  simultaneidad  de  doe  ó  máa  deetinoe, 
Buddoe,  eomieiones  y  cualesquiera  otros  emolumentos,  sean  coa- 
ka  fueren, eu  todas  las  dependencias dd  Eetadoy  que  se  paguen 
•con  fbados  generales,  provinciales  ó  municipales. 
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Ei  oa  derteho  reeonocido  A  lo»  Ortedrátiooa.  con  «rreglo  »1  ar- 
tíealo  i4  del  Beg lameoto  dm  16  de  Saero  de  1870,  el  de  que  coeii* 
do  por  impedimento  fteico  ó  inteleetoal  qoe  les  iohebilite  pera  la 
eneefiaaia  pidan  en  jabíladón  j  no  tengan  derecho  á  haber  pa- 
BiTO,  hayan  aido  nombradoa  letalmente  y  lleven  quince  afioa  de 
aerTieioa  en  el  Proíeaorado»  ae  lea  nombre  on  enatitiito  qae,  eaao 
de  aer  deaignado  por  elloa,  habrá  de  aer  nombrado  deade  Inego 
ala  otro  reqoiaito  qne  la  aprobación  del  Olaoatro  correapondiente 
y  del  Beetor  del  diatrito,  y  cayo  anatitato  ha  de  aer  retribnido 
eon  la  mitad  del  aneldo  aaignado  á  la  cátedra,  conservando  el 
anatitoído  el  reato  del  que  dMnite. 

Da  loa  términoa  de  eata  diapoaidón  ae  dednce  qne  en  loa  nom- 
bfamiantoa  heohoa  ra  eata  forma  no  time  el  Eatado  otra  interven- 
eióo  que  la  indiapenaable  al  efecto  de  qne  recaigan  en  peraonaa 
qoe  tengan  laa  oondidonea  neceaariaa  para  la  enaenansa,  pero  ain 
qne  loa  nombradoa  adquieran  verdadero  carácter  de  fnncionarioa 
péblleoa  en  el  aentido  legal  de  la  palabra,  pacato  qoe  ni  figuran 
en  piaanpnaatoa  ni  para  au  pago  ae  conaigna  en  éatoa  crédito  al- 

rko,  ni  el  tiempo  qoe  deaempefian  au  cargo  ae  lea  cuenta  eomo 
aervicioa,  ni  adquieren  otro  derecho  que  el  de  percibir  la  mi- 
tad del  sueldo  del  Catedrático  propietario,  ain  que  por  ello  se  con- 
aídere  legalmente  vacante  la  cátedra. 

En  tal  sentido,  los  sustitutos  personales  de  los  Catedráticoa  no 
perciben  en  realidad  sueldo,  gratificación  ni  emolumento  alguno 
del  Eatado,  aino  del  Catedrático  aostituído,  cuya  consigDacióu  si- 
gue figurando  en  presupuestos  y  á  quien  impone  esta  obligación 
el  art.  64  del  Reglamento  de  16  de  Enero  de  1870,  como  compon- 
aaddn  al  derecho  de  no  deaempefiar  personalmente  so  cátedra, 
de  percibir  el  reato  del  aneldo  y  de  nombrar  sostituto,  y  que,  por 
eonaiguieote,  dicho  cargo  no  puede  eetimarae  comprendido  en  la 
letra  ni  en  el  espíritu  düñl  art.  1.®  de  la  ley  de  9  de  Junio  de  1866, 
al  efecto  de  aer  su  desempefio  incompatible  con  el  de  otro  deatino 
público. 

Por  otra  parte,  en  el  sistema  de  nuestra  legislación,  se  ha  con- 
siderado aiempre  compatible  el  cargo  de  Catedrático  sustituto, 
aoxJHar  y  aupernumerarío  con  todo  otro  destino  de)  Estado,  y  al 
catableoerae  la  incompatibilidad  por  el  Real  decreto  de  28  de 
Agoato  de  1888,  se  ha  limitado  en  el  art.  3.*  de  esta  disposición  á 
loa  Profeaorea  ao^iliarea  de  número,  en  cuyo  concepto  no  pueden 
eatar  oomprendidoa  loa  sustitutos  personalea  nombradoa  con  arre- 
do  al  Reglamento  de  1870  (8ent.,  ^úm.  84.--S0  de  Febrero  de 
189S).  141 
Aonqoe  ae  eatimen  aplicables  al  Oaerpo  pericial  de  Adua- 
nan qoe  ae  rige  por  un  Reglamento  orgánico  de  fecha  posterior, 
en  el  eoal  ae  eatablece  la  garantía  de  la  inamovilidad,  laa  prea- 
cripeiones  del  Real  decreto  de  4  de  Enero  de  1876,  es  indudable 
qne  la  separación  de  loa  fondonarioa  á  que  el  art.  1.®  de  este  Keal 
daoielo  ae  refiere,  debe  entenderae  anbotdlnada  á  lo  que  preceptúa 
el  art  4S  del  miamo  Reglamento,  y  por  tanto,  la  ceaación  en  el 
dealino  no  debe  implicar  la  aeparadón  del  Ooerpo,  aino  ooando 
data  reaolte  |oatifieada  en  virtod  de  expediente  formado,  con  aw- 
jedóa  á  lo  prevenido  en  el  art  44. 

En  an  virtod,  no  habiaiido  dejado  el  intaiaaado  de  pertenecer 
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al  Oaer]M>  periei*l  de  Adaaiu»,  y  no  hallándote  iaxatiTemeiile 
comprendido  en  loe  caeoe  de  ezeedenda  tnercedoe  en  el  BefElt' 
mentó  eo  eitaación,  deepnée  de  heber  «ido  ebeoelto  por  loe  Trí* 
banalee,  y  eanqoe  heye  incorrido  en  nva  felU  grave  ,  qoe  podía 
en  «o  caso  enrtir  loe  efectoe  qne  correepondan,  con  arreglo  al  d-  . 
tado  ari.  44,  no  paede  eer  otra  legalmente  qne  la  de  reingreeo  «n 
el  eerricio  activo,  retrotrayendo  laa  coeae  al  eer  y  estado  q«e  te- 
nían cuando  fué  declarado  ceeante. 

Es  consecuencia  de  la  analadón  de  loe  efectos  de  la  cesantía, 
no  sólo  la  reposición  del  interesado,  sino  asimismo  el  abono  del 
tiempo  qoe  haya  permanecido  sin  cansa  fundada  en  dicha  eStoa> 
ción,  y  el  reconocimiento  de  todos  los  asceneos  que  hayan  podido 
eorresponderle  durante  su  cesantía,  indoeo  loe  de  clase  á  elsse^ 
porque  es  dM'ivación  natural  de  la  invalidación  de  que  queda  he> 
cho  mérito  el  subsanar  los  perfoloioe  que  el  intereeado  haya  su* 
frido  eo  su  carrera,  no  militando  la  misma  rasón  en  favor  del 
abono  de  loe  sueldoe  qne  hubiera  devengado,  porque  óstoe  mm 
recompensa  del  servicio  y  no  existe  derecho  i  percibirlos  osando 
no  se  preeta  (8ent,  núm.  96.«-96  de  Febrero  de  1892).  Ig4 

Suspendido  un  Ingeniero  de  Caminos  de  empleo  y  eneldo 

por  una  Real  orden  firme  y  consentida,  es  incuestionable  que 
mientras  safra  esa  corrección  disciplinaria,  y  sin  perjaicio  de  que 
loe  Tribanales  puedan  reeolver,  existe  la  imposibilidad  de  que 
deeempefie  eervicio  y  cobre  sueldo  ó  emolumento  del  Estado,  oon 
arreglo  á  lo  qne  prescriben  los  artículos  26  y  82  del  Reglamento 
orgánico  del  Cuerpo. 

Si  bien  el  Real  decreto  de  25  de  Marso  de  1881  viene  á  declarar 
supernumerario  á  todo  Ingeniero  qne,  á  petición  propia,  ceee  tem- 
poralmente en  el  servicio  del  Estado,  no  habiendo  ceeado  el  inte- 
resado en  dicho  eervicio  á  petición  eoya,  sino  en  virtud  de  faltas 
calificadas  como  iniciadores  de  delito,  qoe  han  venido  á  colocarle 
en  situación  de  no  poder  prestar  al  Eatado  los  servicioe  t^ropioe 
úe  su  instituto,  debe  entenderse  comprendido  el  caso  en  el  art  8.^ 
del  mencionado  Real  decreto,  que  determina,  eutre  otros  partica- 
lares,  qoe  los  logenieros  que  por  cualquier  motivo  ceeen  tempo- 
ralmente en  el  servicio  de  Obras  públicas  á  cargo  del  Estado,  se- 
rán declarados  sapero umerarios  en  la  escala  del  Cuerpo,  y  produ- 
cirán una  vacante,  qne  será  cubierta  con  arreglo  á  lo  que  d ¡oponen 
loe  Reglamentos  (Sent.,  núm.  102.-29  de  Febrero  de  1892).  172 

—  Impuesta  á  un  Inspector  del  Cuerpo  de  Caminos,  en  virtud 
4e  las  facultades  que  determina  el  art  88  del  Reglamento  orgá- 
nico del  Cuerpo,  de  28  de  Octubre  de  1888,  una  corrección  diséi 
plinaria  que  no  implica  la  separación;  y  correepondiendo  la  ioA- 
tKMÓción  de  tales  correcdonea  á  la  potestad  d'scredonal«  tal  reso- 
ludón,  por  rasón  de  la  materia,  no  es  susceptible  de  recurso  en 
vía  contenciosa,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  núoi.  l.«  del  ar-, 
Üculo  4.0  de  la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888. 

Ests  doctrina  se  halla  conroborada  por  el  precepto  del  ^r 
iícnlo  6.0  del  Reglamento  de  29  de  Diciembre  de  1890,  según  el 
eual  no  son  materia  del  recurso  oontendoso>admlnistrativo  las 
oorrecdones  disciplinarias  impuestas  á  hM  funcionarios  públicoe 
dviles  y  militares,  excepto  las  que  implican  separadóndíel  ( 
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de  emplMikM  incBM>TÍblet  ■egún  la  ley  (Sent.,  núm.  117.— 10  de 
Mano  de  1892).  195 
Por  no  halM^r  precisado  el  art.  144  de  la  ley  orgánica  áéí  Po- 
der jndieial  de  16  de  Septíembre  de  1870,  cómo  había  de  compo- 
tarae  la  mayor  antigüedad  de  loa  Magiatiadoe  para  an  promoción 
al  Tribnnal  Supremo,  la  joriapradencia,  teniendo  en  cnenta  laa 
diapoeiciooei  del  fieal  decreto  de  18  de  Septiembre  de  1867  y  el 
art  196  de  la  misma  ley  orgánica,  declaró  en  repetidos  casos  qoe 
debía  contarse,  no  desde  qoe  los  Magistrados  comensaron  á  ad- 
■dnistrar  justicia  en  la  Andiencia  de  fiíadrid,  sino  desde  qne  Uh 
marón  posesión  de  empleos  de  la  misma  clase  ó  categoría,  siem- 
pre bajo  el  supuesto  dé  qne  eran  Magistrados  de  Madrid  al  oco- 
irir  laa  vacanter,  pero  publicada  la  ley  adicional  de  14  de  Octubre 
de  1889,  no  puede  caber  dada  alguna  en  presencia  del  párrafo  se- 
Inundo  de  so  art.  60,  en  cnanto  á  qne  la  antigüedad  de  qne  se 
trata  corresponde  á  quien  por  mayor  número  de  afios  haya  ejer- 
cido el  cargo  de  Magíatrado  de  dicha  Andiencia,  y  no  al  que  por 
Berrido  cargoé  de  la  misma  categoría  haya  adquirido  ésta  con  an- 
terioridad, precepto  que  corrobora  el  art.  2.o  del  Real  decreto 
de  26  de  Diciembre  de  1886,  al  expresar  que  el  derecho  del  Ma- 
gistrado más  antiguo  de  la  Audiencia  de  Madrid  para  ascender 
al  Tribunal  Supremo,  corresponde  únicamente  al  que  ejerea  por 
mayor  numero  de  afios  placa  efectiva  en  dicha  Audiencia. 

La  jurisprudencia  tiene  declarado  qne  dicho  art.  60  no  puede 
tener  efecto  retroactivo  con  agravio  de  los  derechos  adquiridos  al 
amparo  de  leyes  anteriores 

E\  mencionado  art  144  exige  dos  condiciones:  primera,  ser  Ma- 
gistrado de  la  Audiencia  de  Madrid;  segunda,  ser  i^l  más  antiguo, 
de  tal  suerte,  que  el  fuDcionario  qne  contara  en  la  categoría  anti- 
güedad mayor  qoe  Cuantos  desempefiaran  las  piases  de  Magistra- 
dos de  Madrid,  evidentemente  no  podía  ser  promovido  al  Tribu- 
nal Supremo,  á  virtud  de  la  aptitud  de  que  se  trata  si  no  llegaba 
á  ocnpar  real  y  efectivamente  el  cargo  de  Magistrado  de  dicha 
Audiencia,  de  donde  se  sigue  que  sólo  coando  se  reunían  ambas 
oondiciones  resultaba  adquirido  el  derecho  á  la  aptitud  en  cues- 
tión, conforme  al  citado  precepto  legal  (Sent,  núm.  118.— 11  de 
Mano  de  1892).  19& 

A  partir  de  la  organisación  dada  al  Cuerpo  Jurídico-militar 

por  el  Real  decreto  de  19  de  Octubre  de  1866,  el  ingreso  en  el 
mismo  había  de  tener  logar  por  las  plazaa  de  Fiscal  de  tercera 
clase  y  previa  oposición. 

En  el  art.  10  del  mismo  decreto  se  estableció,  en  justo  respee^ 
to  á  los  derechos  adquiridos,  que  mientras  existiesen  personaa 
qoe  tuvieran  concedido  derecho  al  ingreso  en  el  Cuerpo,  se  pro- 
veerían en  ellas  una  de  cada  dos  vacantes  de  entrada,  otorgán- 
dose la  otra  á  la  oposición. 

El  propio  artículo  prohibió  tenninantemente  que  se  otorgara 
eoncesión  alguna  en  virtnd  de  la  que  pudiera  pedirse  el  ingreso 
en  el  citado  Coerpo. 

Con  el  exclusivo  ol^eto  de  lespetar  los  derechos  adquiridos  á 
la  lecha  del  mencionado  decreto,  se  ordenó  la  formación  del  Es- 
ealafón,  en  el  cual  habiao  de  comprenderse  los  individuos  que 
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tartesMi  ya  reconocido  ra  defecho  al  ingreao  (Seat,  nAm.  IMi— 

14  de  Mano  de  189:1).  IQÍ 

El  art  4.0  del  Real  decreto  de  SO  de  ICar«o  de  1881.  no  ia- 

friage  ley  algaoa  eo  la  onal  ee  haya  podido  originar  on  derecho 
para  loe  Bobreetootee  de  Obraa  públicae,  toda  rea  qae  eete  Oner- 

g o  no  ha  sido  organísado  por  ona  ley,  aino  que  lo  fué  por  el  Qo- 
iemo  en  el  Real  decreto  de  12  de  Abril  de  1864»  y  por  oonai- 
gaiente.  el  Mloiatro  de  Fomento,  en  neo  de  la  miema  facultad  oon 
qoe  dicho  decreto  fué  dictado,  podo  modificarlo  ó  revocarlo  y  reor- 
ganiaar  el  Gaerpo,  oomo  lo  reorganisó  por  dicho  Beal  decmlo 
de  1801. 

Por  otra  parte,  aatorisado  el  Gobierno  por  el  art  86  de  la  ley 
de  Preeopoeetoa  de  30  de  Jnnio  de  1800  para  introdacir  en  el 
preaapoeeto  de  gaatoa  laa  economlae  que  eeao  compatiblee  con  el 
mantenimiento  de  loa  aerndoe  públicoa,  el  Real  decreto  de  qoe 
qoe  ee  trata  reeolta  dictado  en  yirtod  de  eata  aatoríaación,  pveeto 
que  del  conjunto  de  ana  diapoeicionee,  6  eea  de  la  aapreeióa  de 
loa  lospectorea  Joíee,  laapectorea  eepecialee,  Oomiaarioa  y  VIgi- 
lantea  de  laa  diviaionaa,  y  de  la  reorganisación  del  Onerpo  de  8o- 
breatantea  de  Obraa  públicaa  que  en  el  miemo  ae  decretan»  recolta, 
eegún  ae  ezpreaa  en  el  preámbulo,  nna  economía  para  el  Eetado 
de  183.000  peaetaa. 

En  conaecoencia  de  todo  lo  dicho,'por  no  aer  el  repetido  Real 
decreto  contrario  al  texto  expreao  de  ninguna  ley,  y  por  apare- 
cer, ademáa,  dictado  en  nao  de  la  amplia  antoriaación  eonce^da 
mi  Gobierno  ]>or  la  referida  ley  de  Preanpaeatoa,  oonatltnye  on 
«cto  de  gobierno  propio  de  la  poteatad  diacnoMoional  y  del  coal  no 
pneden  oonocer  loo  Tribnnalea  de  lo  Oontencioao  adminiatrativQ, 
«egún  terminaotemifnte  preocribe  el  núm.  1.®,  art.  4.o  de  la  ley  de 
13  de  Septiembre  de  1888  (Aato,  núm.  127.-17  de  Mano  de  1802).    91t 

£1  aneldo  del  empleado  activo  ea  remuneración  del  oervicio 

-que  preata,  y  aea  cualquiera  la  caoaa  que  impida  preatar  loa  aer- 
yicioa  por  eee  concepto,  no  ea  procedente  abonar  aneldoa  por  aer* 
▼icioa  no  preatadoe. 

Esta  doctrina  eetá  conaignada  en  el  art.  85  del  Real  deereto  de 
18  de  Junio  de  1862,  aegán  el  cual,  el  derecho  á  percibir  loa  anel- 
doe  de  un  deatino  se  adquiere  con  la  toma  de  poeeeión. 

Según  la  regla  1.*  del  art  6.<>  del  Real  decreto  de  22  de  Octubre 
de  1868,  úoioamente  aon  abonablea  loo  aervicioa  preetadoa  en  laa 
oarreras  del  Estado  en  deetinoe  en  propiedad  de  planta  reglaaien- 
taria  (Sent,  núm.  162.— 26  de  Mano  de  1809).  24» 

El  Reglamento  de  O  de  Diciembre  de  1887,  que  creó  la  claae 

de  Ingenieros  Jefes  del  Ouerpo  de  Agrónomos,  prescribe  en  a« 
art  7.0  que  ningún  logenfero  podrá  obtener  aacenao  sin  hdber 
cnmpHdo  un  afio  por  lo  meuoa  en  la  daae  á  Que  corresponda. 

El  tiempo  servido  en  la  Junta  Superior  Inspectora,  creada  por 
Beal  decreto  de  14  de  Febrero  de  1870,  no  otorga  aptitud  para  el 
aacenao  por  ser  el  cargo  de  Vocal  de  la  misma  gratuito  y  hono 
tífico,  aegún  la  base  4.*  del  citado  Real  decreto. 

El  art.  88  del  Reglamento  orgánico  de  14  da  Agoeto  de  1809, 
ozige.  pan  formar  parte  de  dicha  Jonta,  el  deaempeOo  del  caigo 
oficial  con  reaidenda  en  Madrid. 

Si  bien  el  mencionado  Reglamento  declara  en  aarvielo  aeliv» 
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por  SQ  «rt  9.0  á  lo«  Ingenieros  que  deeempeften  el  eerrielo  «gfo- 
aómico  en  U  Junta  CoasoltiTg,  eeta  diepoeioión,  dietada  oon  eo- 
«oeimiento  de  loe  reqnieitoe  qae  prescribe  el  art  83,  no  poede 
«pUearae  á  hechoa  anteriorea,  en  Tlrtad  del  principio  general  de 
la  no  retroacti7idad  de  laa  leyea,  j  ai  oon  mayor  motivo  cnando 
laa  condiciones  eran  distintas  por  no  ir  anejo  á  cargo  oficial  el  de 
•indlvidno  de  la  Janta  Soperior  (Sent.,  núm.  348.— 16  de  Mayo 
de  1892).  «5t 

^-—  Declarado  cesante  de  sa  cargo  an  empleado  del  Oaei  po  de 
Adnanas,  y  adoptada  esa  resolación  en  virtnd  de  las  facaltades 
•eoncedidas  por  el  último  párrafo  del  art.  49  del  Reglamento  de 
•80  de  Septiembre  de  1884,  es  evidente  que  no  por  ese  hecho  dejó 
de  pertenecer  ai  Onerpo,  alno,  por  el  contrario,  qoedó  anjeta  la 
«esolneión  de  este  extremo  al  resultado  del  expediente  adminis 
4ratiYo  qse  háblese  de  instmirse. 

Eo  el  propio  caao,  no  habiendo  resoltado  del  expediente  mé- 
ritos baatantes  para  expolsar  del  Ooerpo  al  interesado,  ae  hace 
jiecesario  determinar  cuál  era  sa  sitoadón  como  empleado  ds 
Adnanas. 

El  art  46  del  fieglaments  de  80  de  Septiembre  de  1884,  esta- 
blece ios  derechos  de  los  deolaradoa  excedentes  por  enfermedad 
ú  otra  cansa  cnalqniera,  entre  laa  cnales  no  pnede  ihenos  de  en- 
tenderse comprendida  la  excedencia  en  qne  necesariamente  queda 
-el  empleado  de  Adaanaa  declarado  cesante  por  las  facoltades  qos 
«I  Ministerio  confiere  el  art.  49,  y  qne,  ain  embarco,  á  petar  de 
•dicha  cesantía,  no  tía  dejado  de  perteneoer  al  Ooerpo. 

El  derecho  á  la  primera  rasante  que  ocurra  sin  perdet  antigfle- 
dad,  eo  cnanto  á  los  efectos  del  Escalafón,  sólo  lo  concede  el  ar- 
tículo 47  á  los  declarados  excedentes  por  supresión  ó  reforma 
<Senl.^  núm.  896.^80  de  Junio  de  1899).  46# 

— —  £1  hecho  de  haber  ingreaado  un  empleado  en  su  cargo  por 
▼irtod  de  oposidón,  le  da  garantías  de  seguridad  y  de  preferen- 
•eia  sobre  los  demás  de  su  dase  que  no  hubiesen  obtenido  el  des- 
uno por  aqud  medio,  al  efecto  de  su  oonssryación,  en  el  caso  de 
«opresión  de  pissas. 

Según  tiene  declarado  la  jurispmdenda  del  Tribunal  Oontea- 
^oao,  no  pueden  abonarae  dos  sueldos  por  nn  mismo  cargo,  ni 
Üene  derecho  á  ellos  el  que  ao  sirve  os  destino  (Sent.,  núm.  879. 
—97  de  Septiembre  de  1 899).  88« 

— —  Para  reaolver  esta  cuestión  ss  preciso  tener  en  cuenta  el  pro> 
«epto  del  art  61  del  Reglamento  de  dioho  Cuerpo,  de  80  de  Abril 
4e  1886,  en  el  onal  se  consigna  qoe  están  neoesariamente  obliga- 
•dos  á  hacer  valer  sos  derechos  á  la  jobiladón  los  Inapectorss  ge- 
nerales á  los  sesenta  y  dnco  afios  de  edad. 

De  eete  precepto  se  deduce  la  obligación  que  se  imponed 
los  Inspectores  generales  que  han  cumplido  esta  edad  de  dejar  el 
servido  activo,  y  al  airona  duda  existiera,  quedaría  en  abeoloto 
deavanecida  por  el  último  párrafo  de  dicho  artículo,  en  el  coa!  se 
establece  qne  podrá,  no  obatante,  ser  sostenido  en  actividad  el 
Presidente  de  la  Jonta  Soperior  facultativa»  coalqoiera  qoe  sea  so 
odad. 

Del  texto  explídto  del  referido  artíeolo  se  infiere  qoe  el  Go- 
bierno tiene  el  deber  inelodiblé  de  no  mantener  en  servido  ae- 
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ÜYO  á  Um  lotpectorei  geaemlé*  del  expresado  Oaerpo  en  eaanio 
llegan  á  loe  eeeenU  y  cinco  lAoe  (Sent,  núm.  474.—$  de  Diciem 
bie  de  1802).  66» 

Bl  Beel  decreto  de  l.o  de  Mayo  de  1875,  relativo  á  recom. 

peneaa  del  Profesorado  en  lae  Academias  militares,  faé  aclarado 
por  la  Beal  orden  de  los  mismos  mes  y  afio,  en  las  qae  se  ordena 
qae,  los  qae  poseyendo  el  grado  del  empleo  inmediato  hayan  ob- 
tenido la  primera  recompensa  por  el  Profesorado,  ó  sea  la  croa» 
y  asciendan  al  mismo  empleo  inmediato  antee  del  segando  plaso» 
•o  lee  concederá,  como  segonda  recompensa,  el  grado  del  em- 
pleo superior., 

Annqae  el  citado  Real  decreto  faé  derogado  por  el  de  28  de 
Jonlo  de  1886,  esta  derogación  sólo  sarta  efecto  desde  la  fecha  do 
este  dlümo  decreto,  conforme  se  establece  en  sas  arta,  l.o  y  i.'* 

El  expreeado  decreto  de  28de.  Janio  de  1886  no  m  hiso  ex- 
teneivo  á  loe  EJórcitos  de  Ultnunar  hasta  qae  se  expidió  la  Bímí 
orden  de  28  de  Agoeto  de  1888,  y,  por  tanto,  hMta  esta  fecha  no 
podían  ser  aplicables  los  preceptos  de  aqaél  al  denumdante,  qoe^ 
serria  en  dicho  Ejército,  conforme  á  la  Beal  orden  de  22  de  Mar> 
so  de  1887,  en  la  qae  se  previene  qof  las  diaposieiooes  del  M inis- 
terío  de  la  Gaerra  no  son  aplicablee^  los  Ejércitos  de  Ultramar 
basta  qae  aai  se  determina  en  virtad  de  otra  disporidón  pos- 
terior. 

£1  art  8.0  de  la  ley  de  19  de  JaUo  de  1880,  adidonaláta 
eonsUtntiva  del  Ejército,  no  es  aplicable  al  caso  actoal,  porqae 
los  derechos  del  recarrentaá  la  recompensa  por  el  segando  po^ 
riodo  del  Profesorado  estaban  perfectamente  adquiridos  y  con- 
solidados antes  de  la  pablicaeión  de  dicha  ley,  y  si  se  ta  viesen 
en  caenta  los  preceptos  de  ésta  se  la  daría  efecto  retroactivo,  in^ 
fringién4ose  loe  más  elementales  principios  de  derecho^  y  en  es- 
pecial lo  dispnesto  en  el  art  8.o  del  Código  dvil;  y  por  la  missa 
rasón  no  poede  hacerse  aplicacióa  al  caso  de  la  Beal  orden  de  26 
de  Octnbre  de  1888,  tanto  más,  cnanto  qae,  segón  qoeda  dicho, 
U  Beal  orden  de  18  de  Diciembre  de  1888^  mandó  qae  se  respe* 
tasen  Ws  derechos  adqniridos  con  anterioridad  (Sent,  núm.  422. 
^10deIHeiembredel81^2).  692 

Por  Beal  decreto  de6  de  Diciembre d«  1888  se  limitó  la  re- 
galía de  la  Corona,  en  la  provisión  de  beneficios  eclesiástioos,  con 
arreglo  á  las  disposiciones  concordadas  qae  en  él  se  contienen. 

En  el  art  16  del  referido  Beal  decreto  se  establece  qae  todas 
tas  dadas  qae  sobre  sa  ejecación  se  sosdten,  serán  resaeltas,  de 
común  a«aerdo,  por  el  Ministerio  dq  Grada  y  Jastlda  y  el  May 
Eeverendo  Noncio  de  6a  Santidad  (Sent,  núm.  616.-^28  de  IM- 
dembre  de  1892).  722 

Fu  daciones  benéBoas.— Con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  artíea- 
lo  7.0  de  latlostracción  de  Beneficencia  de  27  de  Abril  de  1876, 
oorreeponde  al  Gobierno  el  protectorado  de  todas  las  instítado- 
nes  benéficas  qae  afecten  á  colectividades  indeterminadas,  y  se- 
gún se  preceptúa  en  el  art  8.o,  se  exceptúan  del  deber  de  presen- 
tar sas  caentas  al  protectorado  las  institadones  en  qae  el  funda- 
dor haya  relevado  de  esto  deber  á  los  patronos,  y  aqaellas,  cayo 
«am  plimiento,  por  dispoddón  explídta  dd  institaidor,  qoedsse 
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á  1»  í»  y  concieiidA  de  loe  patrooot  7  adminirtnidoreí  (8eot|  nú- 
mero 66.— 11  de  Febrero  de  1893).  104 

£1  art  S.o  de  le  lej  de  2  de  Septiembre  de  1841  declaró  na- 

dionalee  loe  bienee,  dereeboe  y  acoiooee  de  enalqoier  modo  oo* 
netpondientea  á  Oofradiae,  y  la  orden  de  28  de  Enero  de  1869 
ordenó  la  cancelación  y  amortísacióii  de  loe  crédüoede  diehae 
fnndadonee»  cayoa  prodnctoe  eeinrieaen  aplicados  al  coito  (Sen- 
tencia, núm.  91.— 26  de  Febrero  de  1892).  164 

Beclarándoee  por  eentenda  firme  de  loe  Tribnnaleeordiaa- 

rioa  qae  el  Eetado  viene  obligado  á  entregar  al  particalar,  en 
ooyo  fiíTor  declaró  aqoélla  la  reyereión  de  ciertoa  bienea,  loe  Ta- 
lorea  en  qae  éetoi  hubiesen  eido  rematados,  procede,  para  com» 
plir  este  fallo,  que  el  Estado  entregae  loe  miamos  valores,  si 
existen^  y  coando  no,  los  qoe  se  hayan  emitido  ó  deban  emitirse 
en  equivalencia  de  aquéllos,  con.  arreglo  á  las  leyes  de  conversión 
de  la  Deuda  nública. 

Es  improcedente  aplicar  d  propio  caso  el  art  4.o  de  la  ley  de  8 
de  Agosto  de  1861,  cuando  no  se  trata  de  un  crédito  representado 
por  libranaas,  cartas  de  pago  ú  otros  documentoe  expedidos  por 
cuenta  ó  cargo  del  Tesoro,  ó  que  conste  en  las  cuentas  oorrientes 
de  las  dependencias  del  Gobierno,  sino  pura  y  sencillamente  de 
la  obligación  impuesta  á  la  Hacienda  de  desprenderse  en  favor 
de  un  particular  de  dertos  valores  que  había  redbido  como  pre« 
ció  de  uno  ó  varios  contratos  celebrados  con  otros  particulares 
(Sent,  núm.  180.— 17  de  Marao  de  1892).  214 

—  Aunque  el  Ministerio  de  la  Gobernación  pueda  acordar  la 
BuspenalÓD  en  sus  cargos  de  los  Patronos  de  las  fundaciones 
benéficas,  es  preciso  para  ello  que  previamente  se  instruya  expe- 
diente al  efecto,  en  el  cual  sean  aquéllos  oídos  y  conste  alguna  de 
las  causas  expresadas  en  el  art.  88  de  la  Instruoeión  de  27  de 
Abril  de  1876  (Sent.,  núm.  186.— 18  de  Mano  de  1892).  220 

A  las  Autoridades  administrativas  corresponde  examinar  7 

aprobar  Jas  cuentea  y  presupuestos  de  laa  Juntas  provinciales  v 
municipales  de  Benefioeacia,  de  laa  de  Patronos  y  de  loe  Admi- 
nistradores provtndalee,  mnnidpales  y  particulares  (Oomp.,  nú- 
mero 86.— 10  de  Marao  de  1892).  790 

Corresponde  al  Gobierno  el  proteotorado  de  todas  las  insti- 

tudones  de  Beneficenda  que  afecten  á  colectividades  indetermi' 
nadas,  y  que  por  esto  neoedten  de  tai  representador 

La  acdón  del  Gobierno  en  este  protectorado  ne  tiene  otras  li- 
mitadonee  que  las  impuestas  por  las  leyes. 

£1  protectorado  corresponde  al  Ministerio  de  la  Gobemadón, 
quien  lo  desempefia,  bien  por  si,  bien  por  la  Dirección  general  de 
Beneficencia,  Sanidad  y  Establecimientos  penales  y  por  los  Go- 
bernadores de  provinda  (Gomp.,  núm.  44.-28  de  Mareo  de  1892).    801 

Q 

Oobernadoves.— V.  ApuiUamimtm.  (hé9iionm  de  comprenda  y 

Multag. 
Guardia  civil.— Según  el  precepto  del  avt¿.  12  del  Reglamento  de   . 

1866,  debía  proveerse  en  Ofidaies  del  ^érdto  lacuarta  parte  de  . 
TOMO  46  65 
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1m  ▼«eantat  oonetpondia^tet  al  torno  ém  Meenio  del  On«rpo  d« 
la  GaardU  civil  en  loe  empleoa  de  Aifére!,  Teniente»  Capitán  y 
Teniente  Ooronel,  habléodoee  limitado  deepoét  eete  tnrno  á  1m 
Tacantee  de  Teniente  y  Capitán  por  loe  articnloe  19  y  30  del  Be- 
glamento  de  la  Ooardia  dvit  de  1.^  de  Majo  de  1871. 

Para  decidir  ai  eobeieten  eetoe  preceptoa,  ei  preoiao  atender 
principalmente  al  eepÉrita  j  letra  de  la  ley  de  10  de  Jolio  de  1889, 
«D  la  cual  ae  determina  el  carácter  y  finen  del  Ejérdto,  la  organi- 
sadón  de  ene  armaa,  Cnerpoe  é  inatitotoe,  y  el  modo  de  i&graaar 
y  aacender  en.eJIoe. 

Según  el  art  6.^  de  eata  ley,  ai  bien  todaa  laa  faenas  militarea  de 
ia  Nación  eonetitayen  nn  aólo  E^jéreito,  cada  Arma,  Cuerpo  ó  Int- 
titoto  tiene  aa  eacalafón  particnlar»  obteniendo  loe  aacenaoa  eon 
arreglo  á  él,  de  donde  ee  infiere  qae  únicamente  loa  Individoot 
qoe  fignran  en  el  eacalafón  eepecial  y  peealiar  de  cada  Cuerpo 
tíenen  derecho  á  cubrir  laa  Tacantee  anteríorea  que  en  el  mienu) 
ocurran^  y  á  obtener  en  ao  caao  loa  atoeneoa  correepondientaa. 

Atendido  tan  terminante  precepto,  deben  eetimarte  derogada! 
de  una  manera  ezpreaa  laa  diapoeiclonea  anteriorea  que  otorga- 
ban el  paee  en  calidad  de  aaceneo  y  en  laa  cuartea  Tacantes  de 
Capitán  y  Teniente  de  la  Guardia  cítíI  y  Carabineroe.  á  loa  Ofi- 
dalea  de  laa  otraa  armaa»  no  sólo  porque  de  esto  modo  ingresa- 
rían en  el  eecalafón  de  aquelloe  Cuerpos  personas  que  no  ^¡^ra- 
ban  en  é),  sino  porque  se  priTaría  del  ascenso  inmediato  á  los 
Oficiales  que  por  hallarse  en  loe  primeros  lugaree  de  las  clsses 
inmediatamento  anperiores,  tuvieran  derecho  inconcuso  á  obte- 
nerlo. 

El  principio  indicado  de  qoe  los  aaceoaos  que  todaa  las  Taean- 
tea  prodoscan  ae  otorguen  exchiaiTamento  á  los  indÍTÍduos  de  1  as 
armaa  reepeotiTas,  se  halla  ratificado  ezpticiftamentoen  el  art  8.<^ 
de  la  citada  ley,  en  el  cual,  deapués  de  establecerse  que  no  se 
concederá  aaceneo  alguno  sin  Tacante  que  lo  motiTe,  se  expresa 
que  loe  Oficialea  particulares  de  todas  las  armaa,  Cuerpee  ó  loa 
titutoa  del  Ejército  ascenderán  en  tiempo  de  pas,  hasta  el  em- 
pleo de  Coronel  induslTe,  por  rigurosa  antigüedad,  dn  defectos. 

Por  ser  contrarios  al  objeto  y  fines  de  la  ley  adicional  á  la  oons- 
titutlTa  del  Ejército  de  19  de  Julio  de  1889,  los  preeeptoe  del  ar- 
tículo 13  del  Reglamento  de  81  de  Agosto  de  1886,  y  de  loe  articn- 
loe 19  y  20  del  Reglamento  de  la  Guardia  cítíI  de  Ko  de  Mayo 
de  1871,  están  Tírtaalmente  derogadoe,  toda  tos  que  el  art  18  de 
la  miama  ley  únicamente  deja  subsistsntes  las  disposiciones  de 
la  ConatitntiTa  del  Ejército,  de  29  de  NoTiembrede  1878,  y  de 
cualquiera  otra  en  la  actualidad  Tigente,  aalTO  en  aqoelloe  puntos 
qoe  expresamente  resultaban  derogados  ó  modifioadee  por  la  re- 
petida ley  adicional. 

El  precepto  de  loe  artículoa  19  y  20  del  Reglamento  de  la  Ghiar- 
dia  cítíI  de  1.*  de  Mayo  de  1871,  que  modificó  esencialmente  el 
del  art.  12  del  decreto  de  81  de  Agoato  de  1888,  no  puede  eati- 
maree  que  tenga  carácter  legialatiTo,  ni,  por  conaigniente,  com- 
prendido entre  los  textos  legaleé  que  el  art  88  de  la  ley  adicio- 
nal declara  Tigentes. 

La  doctrina  expueeta  se  halla  también  establecida  en  los  ar- 
éícnlos  %fi  y  8.o  del  Reglamento  de  29  de  Octubre  de  1890,  en  los 
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«oalat  fe  oofuignan  lo»  priooipios  de  que  no  ee  eonoederá  i 
«1«:anoeÍB  yac«Dte  que  lo  motive,  y  qae  tedoe  los  deeÜDoe  de 
l>lantilla  prodadrán  vacmntae,  ettiiiiáiidoee  como  Ulee  las  oavea- 
dM  por  baja  defioitiva  6  por  asoenao,  así  coniQ  por  loa  paaea  á  la 
«itaación  de  aa perno merarioe  aln  aneldo  ó  á  la  de  empleado  con 
deatíno  eztraflo  á  la  carrera  militar. 

Aaimiamo  lo  corrobora  el  precepto  del  art  5.^  del  miamo  Be- 
^lamento,  paeeto  qoe  al  determinar  qae  el  aacenao  en  todoa  loa 
empleoa  ae  la  carrera  militar,  deade  el  de  aegando  Teniente  haala 
o]  de  Coronel  inclasive  y  ana  aaimiladoa,  aera  por  antigüedad, 
•in  defectoa,  dentro  de  la  eacala  de  cada  arma,  Caerpo  é  Inatíto- 
to,  ha  prohibido  loa  paaea  de  anaa  armaa  á  otraa,  preacribiendo 
qae  aólo  paeden  obtener  colocación  y  aacenao  en  loa  destinoa  de 
na  Oaerpo  loa  qae  figaren  en  au  eacalafón, 

Aaí  lo  entendió  también  el  Poder  ejecativo  al  dictar  la  Beal  or- 
den de  28  de  Marso  de  1890,  concerniente  al  Beal  Caerpo  de  Ala- 
barderoe  (Sent.,  núm.  72.-18  de  Febrero  de  1892).  lU 

Ouardiaa  mnniolpalea.—Laa  plazas  de  Gaardiaa  mnnici palea  es- 
tán comprendidas  en  loa  preceptos  contenidos  en  el  art  8.o  de  la 
ley  de  10  de  Janio  de  1886,  y  en  la  primera  de  laa  categoríaa  de 
destinos  qae  establece  el  Beglamento  de  10  de  Octabre  de  dicho 
afio,  toda  ves  qae  las  disposiciones  de  la  ley  preacriben  qae  han 
de  continaar  reaervados  á  loa  licenciadoa  de  la  claae  de  tropa,  á 
menos  qae  lo  solicitaae  algúo  sargento,  qae  aera  preferido,  loa  dea- 
tinoa  cayo  aneldo  no  llegae  á  1.000  pesetea,  y  qae,  aegúa  el  ar- 
tícnlo  l.o  del  Beglamento  mencionado  para  aos  efectos  y  loa  de 
la  ley  en  la  primera  categoría  de  deatinoa,  cnya  proviaión  ha  da 
verificarse  con  aplicación  de  la  ley  miama,  ae  indayen  loa  empleoa 
scceaiblea  con  examen  ó  con  sólo  condiciones  de  moralidad,  boe- 
noa  aervidoa  y  aaber  leer  y  eacribir,  como  loa  de  vigilanda,  goar- 
deria,  mozos  de  oficios,  estancoa  y  otroa  análogoa. 

Por  conaigaiente,  á  eataa  terminantea  preacripcionea  debe  ate- 
nerse el  Alcalde  Presidente  del  Ayantamiento  de  Madrid  para  al 
nombramiento  de  Gaardiaa  manicipalea,  ain  qae  paeda  exigirlea 
otroa  reqaisitos  de  instrooeión,  talla  y  edad  qoe  noae  encaentran 
ezigidoa  por  aqnélloa. 

Esto,  no  obstante,  dicha  Antoridad  tiene  expedito  el  proeedi- 
miento  abierto  por  la  Beal  orden  de  28  de  Septíembre  de  180 1,  ai 
entendiera  qae  debe  exigir  determinadaa  eondicionea  de  aptitad 
en  el  deaempefio  de  laa  plazaa  de  Qaardiaa  de  polida  arbana 
para  obtener  ana  declaradón  aaperior  en  tal  aentido,  qne  no  pne- 
den  hacer  por  ai  miamo  ni  el  Alcalde  ni  el  Ayuntamiento  (Sent, 
núm.  207.— 26  de  Abril  de  1892).  SM 

Onerra. — A  peaar  de  eatablecer  el  art.  80  de  la  ley  conatltntiva  del 
SJérdto,  qae  del  deatíno,  comisión  ó  cargo  de  loa  militarea  poede 
libremente  diaponer  el  Gobierno,  eato  no  obata  para  qae  haya 
podido  obaervar  lo  eatableddo  en  laa  Inatmcdonea  aprobadaa  en 
12  de  Enero  de  1884,  qae  reglamentaron  el  paae»  pemanenaia  y 
regreao  de  loa  Jefea  y  Ofidalea  de  loa  Coerpoa  de  eacala  cerrada 
ú  loa  Ejércitos  de  ultramar. 

Según  el  últímo  párrafo  del  art  28  4e  diehaa  InatmoeknMa, 
para  ordenar  el  regreao  á  la  Peninaola  de  nn  militar  debe  inatmir- 
ae  previamente  expediente  Joatíficativo,  no  teniendo  aplicación 
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«I  eaao  el  «rt  19  d«  1m  mUniM  IcwtnieoionM  enando  no  le  d«- 
maestra  lo  oxcepcionsl  del  mkmo  pwrm  tomar  le  naedide  por  eoo- 
▼«üeneie  del  eerrleio  (Seat  nám.  10.-16  de  Baero  de  1892).  SS 

Les  divpoeicionee  dictadas  por  el  Mioiaterio  de  la  Goerra 

para  el  relego  de  loe  deetacamentoe  de  laa  plaaaa  de  África,  aon 
pfopiamente  de  régimen  y  gobierno,  y  corresponden  por  an  na* 
toralesa  á  la  potestad  discredoDal,  y  enando  tales  disposicloaes 
ocasionan  dafios  y  perjaicios  á  alga  na  persona,  la  indemnisacióo 
qae  ésta  crea  procedente  debe  pedirla  en  tiempo  oportuno  y  en 
la  Tía  gnbematiya. 

Beflriéndose  las  Reales  órdenes  impugnadas  á  materia  de  la  fa- 
cultad discrecional  de  la  Administración,  el  Tribunal  carece  de 
competencia  para  entender  y  conocer  en  el  asnnto;  y  las  coeetlo. 
nsi  de  competencia  de  jurisdicción,  por  ser  de  orden  público, 
pueden  plantearse  de  ofldo  ó  á  instancia  de  parte,  y  deben  divi- 
dirse en  cualquier  estado  del  pleito,  según  la  Jurisprudencia  cons- 
tante (Sent.  núm.  69.-8  de  Febrero  de  1893),  M 

Tratándose  de  cantidades  sustraídas  á  un  Habilitado  del 

Ejército,  sin  responsabilidad  del  mismo,  no  le  son  de  abono  por 
el  Estado  fas  correspondientes  á  particulares  á  quienes  las  bobfese 
aatísfecho  sin  obligación  (Sent,  núm.  Ul.— 22  de  fifarso  de  1892).    IM 

£1  expediente  pidiendo  la  indemnisación  de  dafios  y  perjui- 

cioe,  debe  Incoarse  dentro  de  los  pisaos  sefialados  en  las  Reales 
•ófdenee  de  80  de  Junio  y  l.e  de  Marso  de  1881. 

Aun  en  la  bipóteeis  de  beberse  solicitado  la  indemnisación  en 
forma  legal  de  las  mencionadas  fecbas,  tampoco  procedería  acce- 
der á  ia  preteneión  que  la  demanda  contiene,  porque  no  se  ha 
ncveditado  la  ezietencia  de  la  orden  eecrita  de  Autoridad  militar, 
que  debió  preceder  á  la  ocupación  de  la  finca,  ni  el  juatiprecio  de 
eo  Talor  con  anterioridad  á  loa  dafioe  y  perjuidoe  que  se  suponen 
caoeadoe,  requisitos  todos  exigidos  para  expedientes  de  esta  dase 
en  el  Reglamento  de  13  de  Julio  de  1868  (Sent.  núm.  483.-8  de 
NoTiembrede  1892).  612 

— >—  V.  Cfoses  padwu  y  ^«ncionariof  púbtíeoB, 

(ültbamab).— No  hay  disposición  alguna  legal  que  conceda 

la  pensldn  remuneratoria  de  la  crua  de  San  Fernando  con  el  au- 
mento de  moneda,  enando  el  Interesado  ssside  en  la  Peninsnia 
(Sent,  núm.  1 11.^4  de  Marao  de  1892).  18T 

di  loa  deusndantee,  sargentos  en  el  Ejército  de  Ultramar, 

amparadoe  por  las  preseripeiDnes  del  Real  decreto  de  20  de  Julio 
de  1886,  cumplieron  con  las  oondidones  á  que  aquéllaa  lea  obli- 
gaban mucho  tiempo  antea  de  que  fueran  alteradas  por  el  Real 
decreto  de  27  de  Octubre  de  1886,  hecho  extensivo  á  los  Ejército» 
de  Ultramar  por  Real  orden  de  24>de  Enero  de  1888,  una  ves  na- 
cido el  dereclio  á  aqnélles  por  la  eflcada  de  loa  preceptos  del  re- 
ferido Real  decreto,  y  por  Tktnd  del  cumplimiento  de  la  condidón 
que  al  mismo  imponía  para  el  ascenso,  no  podía  quedar  la  exis- 
tencia de  SQ  devsefao  á  meioed  del  tíemoo  en  que  se  hidera  la 
propneata  reglamentaria. 

Ajustada  ésta  á  lo  ^ue  preseribe  el  Real  deomlo  de  20  de  Juli<> 
de  1886  y  á  lo  diepnesb»  por  el  art  i6  del  Reglamento  aprobado 
por  Real  orden  de  l.o  de  Marso  de  1867»  debe  ser  la  misma  oon- 
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Hrmada  y  reeoDOcido  el  dereeho  da  loa  demsoduitMi  para  obtener 
el  aaceuBo  al  empleo  de  aegrondoa  Tenientea  de  la  eaoala  aetíTa» 

Por  el  art.  16  del  miamo  Reglamento  ae  diapone  ooe  laantigtte* 
-dad  de  loa  aacenaoa  oomienee  á  cootarae  deade  el  primer  d(a  del 
mea  en  que  ae  hiciere  la  propoeeta  (8eot.)  núm.  9M.--26  de  MagFO 
de  18M). 
— —  Vf  ServieiomUUar. 


I 


:faipaesto  de  Adnanaa  (áfobob).— El  art  16  del  apéndioe  IS  ám 
laa  OrdenanBaa  dé  Adoanaa,  de  S8  de  Julio  de  1878,  deapoéa  de 
determinar  la  forma  en  qne  debe  aelficítarae  el  beneficio  oonoe- 
dido  por  laa  leyea  de  21  de  Jallo  de  1676  y  11  de  Jolio  de  1887, 
preacribe  que  la  falta  de  obaertancia  de  laa  f ormalidadea  eatable- 
cidaa  para  el  deaparho  de  material  de  fenrocarrilea,  implica  la  per- 
dida  de  loa  benefleioa  otorgmdoa  y  deja  aajeto  el  caao  á  laa  prca- 
cripcIeDea  de  la  legialación  común. 

El  art.  17  del  miamo  apéndice  prohibe  el  deapacho  con  frao- 
qnida^  ai  no  ae  tiene  á  la  Tiata  la  relacién  aprobada  ó  la  antori- 
sacióB  proviaional  de  qoe  trata  el  art  10  (8ent.  ilúm.  148.— 28  de 
Mano  de  1892). 

Por  Real  decreto  de  6  de  Octabre  de  1884,  en  ao  art.  2.^,  ae 

diapnao  que  loa  aiúearea  de  Oaba  y  Paerto  Rico,  condacidna  dir 
rectamente  á  la  Penínaola  é  ialaa  Balearea  en  bandera  nacional, 
qnedaaen  ezentoa  del  derecho  arancelario  que,  con  arreftlo  á  la  ley 
de  80  de  Junio  de  1882,  debían  aatiaíacer  beata  1.^  de  Jolio 
^e  1802. 

Begún  el  art  tfi  de  dicho  Real  decreto,  loa  aaúcarea  de  Ooba 
y  Paerto  Rico  importadoa  en  la  Peninaola  é  ialaa  Balearee  ea 
'bandera  extranjera,  habían  de  pagar  deede  la  mlania  feeba  por 
•cada  100  kilogramoa  el  derecho  de  8  peeetaa  76  oéntimoa  coaádo 
^o  exoedieae  del  núm.  14  de  la  claaiflcación  holaadeea,  y  17.|ie- 
••etaa  60  céntfanoa  enando  fneran  aoperíorea  al  ezpreeado  núsero. 

Por  el  artículo  único  de  la  ley  de  7  de  Jallo  de  1886  ae  Üi- 
«eieron  eztenairaa  á  loa  aaúcarea  qce  foeran  prodocto  y  prooedie 
«en  de  FHipinaa,  laa  diapoeicionea  qne  para  loa  deCnba  y  Poarto 
Rico  eatableció  el  Real  decreto  de  5  dé  Octabre  de  1884. 

Aon  cuando  loa  prodoctoa  de  Filipinaa,  aegún  ladiapoaieiéo 
ondéeima  del  Arancel  de  1882,  conaervaban  loa  benefioioe  de  pro- 
«edenciaa  directaa,  no  obatante  qoe  hubierao  aofrido  traabordo 
en  el  viaje,  ee  indiapenaable  qoe  el  baqoe  receptor  íaeae  también 
eapafiol,  aegún  diapon»  el  art  164  de  laa  Ordcnanaaa  de  AdoA' 
Baa  de  1884,  para  que  aqnelloa  prodoctoa  obtengan  diehoa  beoe- 
flcloa  (8ent,  núm.  176.-^  de  Abril  de  1892). 

'  Begún  reeoludóB  de  la  Intendeaoia  general  de  Hacienda» 

dictada  en  81  de  Diciembre  de  1886,  de  écúevdo  con  el  piMreeer.. 
de  Im  Jonta  de  Anméelea,  aometida  á  deciaién  del  Gobierno  8a- 
premo  y  publicada  luego  en  el  número  de  la  Oúeeia  de  la  Hab«o8» 
^eorfcapoudienteal  día  7  de  Enero  de  1886,  laatiíaade  percal  bor- 
dadaaq«a&apoaeiide22liUoa,debeiA&eer^€Vádaapor  lAper- 
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tidft  ML  del  primer  gmpo  del  Areacel»  oob  recargo  del  SO  por  100, 
qae  ee  determine  ea  le  pertide  898,  del  tercer  gmpo. 

Apffobede  dicbe  reeoludón  por  la  Beal  orden  de  It  de  Fo- 
breto  de  1880,  qne  con  el  cúmpleee  del  Oobiemo  general  loé  p«- 
blieada  en  Ja  boceto  de  eela  ekidad,  oorreepondiente  al  11  do 
Abril  del  propio  afio,  no  cabe  declarar  que  lee  preecripdonee  de 
eea  eoberana  diepoeición  obligan  á  todaa  lee  doeea  del  Bitado, 
deede  la  fecha  de  en  poblicadón. 

Vigente  como  ae  encnentra  la  citada  Beal  orden,  loe  pre- 
oeptoe  en  ella  contenidoa  eon  de  eetrícta  aplicadón  para  el  aforo 
de  tejidoe  qoe,  no  petando  de  22  hiloe,  ae  encnentren  comprendí- 
doe  en  la  partida  del  primer  gmpo  del  Arancel  (8ent.,  núm.  114. 
—88  de  AbrU  de  1808).  818^ 

—  •  Oonforme  á  lo  prcTeoido  en  el  ari  S.o  del  Beal  decreto  de 
fé  de  Diciembre  de  1890,  correeponde  aplicar  el  Arancel  de  1888 
para  el  adeudo  de  una  mercanda  que  hubiere  calido  del  puerto 
de  última  procedencia  antee  del  87  éb  Diciembre  del  citado 
afio  1800. 

Coa  arieglo  á  lo  prevenido  en  el  núm.  l.o,-  diepoeición  11  de 
lee  generalee  para  la  aplicación  del  Arancel,  lea  meroandae  coa- 
aerraa  el  beneficio  de  procedencia  cuando  loe  boquee  conducto- 
wf  entven  en  puertee  eztranjeroe  para  recibir  órdenee  en  hueca 
de  mercado  j  ain  hacer  operadonee  de  carga  ó  deacarga  (Bent., 
ndm.  839.^9  de  Majo  de  1892).  888> 

—^  Con  arreglo  ai  art  348  del  Begkmonto  del  impueeto  de  con- 
euBM)*,  de  81  de  Junio  de  1889,  para  el  análieie  de  loe  aieoholee 
ee  OBiplearán  el  alcohómetro  centeeimal  de  Gaj  Loaeac  y  éí  alam* 
bique  de  Salieren. 

Bntre  doe  aforoe  dietintoe,  debe  otorgarae  máa  eficacia  y  valor 
qoe  al  del  Viata  de  una  Aduana,  al  practicado  por  un  Ingeniero 
Induetrial  con  loo  reouiaitoa  aefialadoeon  el  núm.  1.^ 

Hl  recurrente  conejo  en  an  declaración  que  preeentaba  alcohol 
ó  aguardiente  amilico  ó  metílico  para  oeo  isdoatrial,  y  ai  iMen  re- 
eultú  eer  etílico  imporo,  eomo  laa  apUcadonee  de  eeioe  aleohoiea 
eon  to  miamae,  porque  no  pueden  deetinaiae  al  conenmo  perao- 
nal.  y  eélo  ee  utiliaan  oomo  prodncCoe  químicoe,  ee  evidente  ^oo 
el  demandante  no  tuvo  intención  de  defraudar  loe  intereeea  de  la 
Haeietada. 

La  partida  del  Arancel  de  Aduanaa  aplicable  al  alcohol  impor- 
tado, ee  la  núm.  98,  en  la  cual  ae  comprenden  loe  prodnctee  quí- 
micee  no  ezprecadoe  en  loe  númwoa  anterioree,  y  deningtbi  modo 
poede  eerlo  la  partida  núm.  889,  en  que  ei^  ae  induje  el  agaar- 
dieato  potable,  como  lo«evela  hallarae  dicha  partida  en  el  quinto 
grupo  fAcdtee  y  bebidae  de  la  claee  18»,  titulada  cSoetandaa 
aUmenticiM  (Sent,  núm.  488.— 81  de  Noviembre  de  1892).  040 

— ^^  (eBBTiFiOAOoe  DI  obnisk).— La  regla  1.*  de  la  diepoei- 
ción 18  del  Arancel,  exige  qoe  el  certificado  de  origen  eea  expe- 
dido por  el  productor  ó*  fabricanto  ó  pereona  aotoiiaada  por  él 
ante  la  Autoridad  local  del  punto  do  producdón  ó  de  depóeito, 
deque  lee  mercandaa  ú  que  ee  refiera  el  certfcflcado  eon  de  en  lú* 
briea  ú  pvMudo  de  au  iaduetria« 

Ho  reuniendo  catee  requiaitca  el  certificado,  ee  nulo,  oonlomie 
A  la  regla  T^ileÚieiíadiipoBieióo,  y  procede  exi|^  loe  denohoa 
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de  1m  iimek>É60  no  conyenidM,  iegúo  te  ba  declarado  en  aentiii- 

da  de  12  de  Abril  de  1889  (8ent»  núm.  1 16.— 8  de  Mario  del89S).    198 

(nmurDAOióii).— Incurre  OTidentemente  en  la  falta  qne 

castiga  el  párrafo  quinto  del  art  849  de  laa  Ordenansaa  de  Adoa- 
naa,  el  consignatario,  toando  en  el  nianiQcato  ce  declara  qoe  loe 
bnltoe  ó  cargamentoc  contienen  ana  mercancía  qoe  reanlu  dea- 
pnéa  ser  distinta  de  la  expresada  en  dicbo  manifiesto,  además  de 
qae  si  en  éste  se  cometió  error  pudieron  los  interesaaos  pedir  so 
rectificadón,  observaiido  laa  formalidades  prevenidas  en  el  ar- 
lícnlo  48  de  laa  mismas  Ordenansaa  (8eiit.,  núm.  81.— 21  de  Enero 
de  1892).  41 

£1  hecho  de  introdadr  en  territorio  espafiol  géneros  eztraii- 

íeros  sin  pagar  los  derechos  correspondientes,  constitoye  el  de- 
lito de  defraudación. 

8egAn  el  art  208  de  las  Ordenansaa  de  AdnanaS)  de  16  de  Julio 
de  1870,  los  delitos  se  castigaban  administrativamente  con  una 
multa  igual  al  valor  oficial  del  género  j  sus  derechos  de  Arañad 
(Seni,  núm.  78.— 18  de  Febrero  de  1892).  129 

—  SI  hecho  de  ded^ar  unos  tejidos  oomo  quincdla,  fácturán- 
doloa  á  nombre  de  un  remitente  siftmesto,  demuestra  el  evidente 
propóaito  de  eludir  d  pago  de  loa  derechos  correspondientes, 
constituyendo,  por  cendguiente,  no  una  fdta,  aino  un  ddito  de 
defraudadón,  comprendido  en  d  caso  S.o  del  art.  19  del  Real  de- 
creto de  20  de  Junio  de  1862,  j  penado  en  el  art  240  de  las  Or^ 
denansaa  de  19  de  Novi^nbre  de  1884. 

£1  abandono  de  los  género»  aprehendidos  no  ezduye  la  respon- 
sabilidad, toda  ves  que  no  puede  tener  más  dcance,  con  arreglo 
d  art  222,  párrafo  segundo  de  las  Ordenansas,  que  el  de  eorinrir  . 
dd  pago  de  Ips  derechos;  pero  no  de  las  multas  y  recargos  en  que 
los  interesadoa  bajan  incurrido,  d  dedoddos  los  derechos  y  gas- 
tos, el  remanente  á%l  producto  en  venta  de  la  mercanda  no  al- 
cansase  á  cubrir  aqudlaa  penas  (8ent  núm^  88.— 19  de  Febrero 
de  1892).  189 

No  puede  derivarse  responsabilidad  alguna  directa  para  el 

dneflo  de  mercanda  embarcada  fraudulentamente,  si- se  acredita 
que  aquella  fué  sustrdda  d  mismo  y  realisaron  d  embarque  ter- 
ceras personas. 

Tampoco  puede  ezigírsde  responsabiiidbid  subsidiaria  d  la  in- 
tervendón  de  sus  dependientes  aparece  limitada  d  ddito  de  hur- 
to, á  más  de  no  poder  sostenerse  que  aquéllos  obraran  en  el  des- 
empefio  de  sus  obUgadoBea  á  servido,  como  en  todo  caao  seria 
necesario  para  la  ezistenda  de  la  leaponsabilidad  subsidiaria, 
con  arreglo  á  lo  estableddo  en  el  art  21  dd  Código  penal  (Sent, 
núm.  128.— 16  de  Marso  de  1892).  206 

Lea  raspaduras  y  enmiendas  contenidaa  en  una  papdeta 

comprendva  de  la  dedaradón  de  los  géneroe  presentadoa  en  una 
Aduana,  sin  aparecer  sdvadaa  oportunamente  por  peraonaa  auto* 
riía^M  para  ello,  y  Ja  circunstanda  de  exigiree  al  condgnatario 
los  derechos  corresDondientss  á  cueros  secos  cuando  habis  aatis- 
fecho  en  la  Aduana  los  de  loa  cueros  húmedos,  inferioree  á  aqué- 
lloa,  es  prueba  pdmariade  que  tdea  modificaoionea  tuvieron  per 
objero  defraudar  la  renta  de  Aduanas. 

8i  bien  d  núm.  2.o  dd  art  28  de  laa  Ordenansaa  de  1878  vino  A 
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derofir  el  núm.  t.o  del  «rt.  19  del  Bael  decreto  de  90  de  Jaoio  de 
185a,  oncry  otro  precepto  iob  inaplicablec,  cegúa  ce  declaró  por 
Beal  orden  de  11  de  Septiembre  de  1888,  ceaado  por  ezietit  de- 
frendeción  y  comÜTende  con  foacioiieriofl  púbücoe  ee  halle  el 
acto  compreodido  también  en  loa  articoloa  ^ue  de  ealoa  caaoa 
tratan. 

Al  hecho  anteriormente  maniíeatado,  realisado  enconnireoeia 
con  loa  empleadoa  de  la  reapeotiva  Adaana,  ea  aplicable  el  núme- 
ro 11  del  ciUdo  ari  19  del  Beal  decretóle  18U,  el  enal  oaetiga 
como  delito  de  deíraadadón  toda  riolación  de  lea  rei^  admi 
nlatrativaa  qae  tenga  tendencia  manifleata  y  directa  á  eludir  ó 
diaminair  el  paga  de  lo  qne  legítioMunente  debe  aatielÉoer  por 
ratón  de  naa  contribución  directa  ó  indirecta. 

No  poede  alterar  acta  calificación  j  la  penalidad,  conforme  con 
la  miMna,  la  circonatancia  de  haber  aido  el  deCraadador  abanetlo 
por  la  jaríadicción  ordinaria,  por  cnanto,  con  f^rtegio  á  loa  artícn- 
loa  5i  y  61  del  Beal  decreto  de  1852  y  al  387  de  laa  Ordenaasaa 
de  Adoanaa  de  19  de  Noviembre  de  1884,  loa  procedimienloa  ad* 
miniatrativoe  y  jadidalea  para  peraegoir  loa  deiitoa  de  eonM- 
bando  y  defrandaeión  deben  tratfiitarae  y  deddifee  con  abaolnta 
independencia,  laeoal  demneatra  que  no  poeden  ni  deboi  infloir 
en  vno  de  eatoa  órdenea  laa  reaolocionea  dietadaa  en  el  oteo 
(Seni,  ném.  188.-^17  de  Marso  de  1898).  iU 

^—  Con  arreglo  al  art  18  de  laa  Ordeoanaaa  de  Adoanaa,  e§  na 
derecho  de  todoa  loa  aprehenaorea  de  tabaooe,c«alqoi^aqi>aaea 
la  daae  á  qae  perteoeican,  el  qoe  ae  lea  aefiale  participación  en 
el  importe  de  laa  mnhaa,  en  la  proporción  qne-reapectiTamente 
lea  eorreaponda,  con  arreglo  á  lo  diapoeato  en  el  apéndice  <l.^  y 
á  en  Tea  el  art.  5.e  determina  qae  cnando  1^  aprehenaión  ae  haya 
hecho  con  reo  ó  reoa,  laa  moitaa  qne  ae  impongan  eonreaponden 
íntegmmente  á  loa  apreheneoiea,  ain  mea  dedadén  qoe  loa  gaatoa 
de  qne  tratan  loa  artícnloa  7.^  y  8^0  de  eale  iHíiéiidiee. 

Del  texto  de  eataa  dispoaicionee  no  ee  deaprenden  en  modo  al- 
guno que  laa  jnultaa  á  que  laa  niiamaa  ae  reAerea  aean  laa  Im* 
pueataa  en  el  procedimieoto  adminiatrati?o,  y  no  laa  qoe  impon* 
gan  á  loa  reoa  loa  Tribunalea  ordinarioa  en  el  prooedimiento  ae- 
guido  con  arreglo  al  Beal  decreto  de  20  de  Junio  de  1852,  pneate 
qoe  en  la  palabára  genérica  muíéai  van  comprendidaa  lo  minno 
laa  unaa  qne  laa  otraa,  y  no  exiate  ningún  otro  precepto  que  ni 
directa  ni  indirectamente  autorice  á  eatableoer  eaa  diatineión. 

81  bien  en  principio  puede  reaoltar  Impropie  qoe  laa  mnltaa 
impueataa  por  loa  Tribonalee  en  la  repreeión  úb  un  deHto  redsa* 
den  en  benefido  de  tercerea  peraooaa  y  no  del  JSetado,  eata  eon- 
aideración  no  puede  en  modo  alguno  aer  baatante  á  eataUecar 
diatindonea  donde  loa  preceptoa  Tigentea,  que  dd>afc  eec  eatric- 
tamento  aplioadoa,  no  laa  hacen  ni  laa  antoikaB<8eBt,  núok  185. 
— 12deAbHlde  1892).  28t 

«-— ^  La  reaponcabüidad  qae  ae  atribuya  por  conaaoveadade-oa 
delito  de  deCrandadón  á  un  Viata,  i  la  aaaón  dado  debaja^y  qne 
no  iaterrine  como  empleado  .peridal  en  loa  bedioa  determinan- 
tea  de  aquélla,  debe  eerle  etif^da  por  loa  Tribnaalea  pMtfnaHoa  y 
no  por  la  Direcdón  del  ramo  (8ent,  núm.  847.-— 16  de  liay<^ 
de  1892).  857 


Jg¿a^.,  Digitizedby  VjOOQIC 


mao  AMFiaáiii»  Ii4» 


— —  Al  ditponerto  por  Beftl  orden  qu»  nn  partieiilar  tM  responsa- 
ble eiibsLdi«rí«mente  de  loe  edeodoe  y  petuüidedes  impoeeloe  á 
otro  eomo  defreadedor  de  le  rente  de  Adaenae,  eobre  le  baee  de  nn 
«oneentímiento  que  no  reenlte  beber  exietido»  le  eenee  el  primero 
nn  verdadero  egrevio  de  dereeho  (Senl.  nAm.  80».— 16  de  Jnnio 
de  1893).  4n 

8egdn  pveeepto  terminante  del  art.  807  de  lee  Ordeneime  de 

Aduanas,  ee  reqoiiito  in^Uepeneable  para  que  lee  infraeoionee 
ten)[;an  earáoter  de  delitoe.  que  loe  aetoe  qne  lee  eonetitoyen  en 
bailen  claeifloadoa  j  penadoe  eomo  telee  en  la  legrltlftción  eetablO' 
eida  al  efecto,  qne  lo  ee  el  Real  deereto  de  80  de  Jonio  de  1888 
(Sent,  núm.  803.    14  de  JoHo  de  1892).  Slt 

(FBAiKiüiotAfl  on  DBUOHoe).*— No  oabo  ooneiderar  leelrae 

de  loe  intereeee  del  Teeovo  lee  Bealee  órdeoee  aprobetoriae  de  lee 
Telaokmee  de  iliaterial  introducido  por  la  Oompefifa  concesionaria 
4e  nna  línea  férrea^  oon  la  faanqnida  otonrida  á  le  miema,  si 
eqoAlee  fneion  di«la<b»  dnmnte  el  plaio,  originariamente  y  por 
«neeeivae  prórrogas,  sellalado  para  la  eonstraodón  á  Jos  eféotoe  de 
dicba  firanqoieia. 

Según  la  ley  de  11  de  Jnlio  de  1877,  nos  beneteios  se  reférfen 
é  la  fimpreee  qee  hablera  diefmtado  franqnicia  dorante  la  eoue- 
tmedón  y  dies  primeroe  eftos  de  ezplotedón,  y  á  les  qne  no  go- 
maron de  ella  ni  de  antldpo  6  sobvMición,  pero  no  á  lee  qne  lorie 
ron  franqnicia  dorante  la  oonstraoeión  solamente,  interpretación 
confirmada  por  la  Real  orden  de:  1.^  de  Abril  de  1878,  dlcteda  de 
aonerdo  con  el  parecer  del  Ooneejo  de  Estado  en  pleno  (Bent,  nú* 
mero  808^38  de  Abril  de  1808).  809 

— ~»  £1  art  18  del  aptodlce  18  de  laeOrdenansae  de  Adnanas^d» 
88  de  JqUo  de  1878,  deipnés  de  determiner  la  forma  en  qne  debe 
eoliciteieo  el  beneficio  concedido  por  lee  leyes  de  31  de  Jnllo  de 
1876  y  II  de  Jnlio  de  18T7,  preecdbe  qne*  la  falta  de  obsenrencia 
de  las  formalidadee  eetableddae  para  el  deepacbo  de  material  de 
íerrecsiiillee,  implica  la  pórdida  de  loebeneficioe^torgadoe  y  d^ 
snjeto  el  caso  i  lee  preecripdoneede  In  legieiedón  común. 

Poeeto  en  armonía  dicbo  artíonlo  con  el  17  del  miemoapéndice« 
•qne  prebibe  el  doepnebo  con  franqnicia,  si  no  se  tiene  á  la  vHul 
la  relación  aprobada  ó  la  aatorlaacién  proAfisional  de  qne  trata  el 
sxt  10,  se  demoeetra  la  improcedenda  de  la  demanda  formnlade 
contsa  loe  derecboe  de  Adnanas  Impnestoeml  material  de  ferroce- 
rrilee  de  nna  comnafiía  ierroriaria  qne  no  cnmpUó  aqnelloe  requi- 
sitos (Sent,  núm.  80A-38  de  AbrU  de  1893).  «Ot 

IVatándoer  de  nn  privilegio-,  coal  ee  la  exención  del  deber 

de  trlbntar,  qne  ee  general  á  todoe,  debe  interpretarse  de  nn  smkIo 
limitado  é  kñ  términos  de  la  concesión,  sin  qne  proceda  en  eete 
oaso  ampAiar  dicbo  ponto  á  lo  qne  no  eparesca  clava  y  expresa- 
mente de  loe  términos  del  privilegio  concedido. 

Según  ee  bine  constar  en  eentencia  de  31  de  Jnniode  1888,  en» 
mny  dislintos  loe  beneficios  concedidos  á  lee  coloniae  agricdas 
de  loe  qne  se  otorgan  á  las  industrias  minores,  y  reepecto  de  estas 
últimas  no  caben  ni  proceden  otrae  concésionee  qne  las  consigna- 
das exprceemeote  en  la  legislación  eepecialdel  ramo,  sin  qnís  se 
pneda,  por  tanto,  aqpirar  á  otrae  (Sent,  núm.  466.-48  deKovieai- 
bredel898).  .648 
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(WDifPOBTAOiáH).— Lft  éiapMkiáo  7.*  de  lo«  Ai«BcelM  de 

Adwttee,  eprobedoe  por  Beel  decreto  de  S8  de  Jnlio  de  1889,  de- 
daré  libreede  dereehoe  loe  tíboo  y  eoTeeee  ntdooelee,  previo  el 
eomi^imleDto  de  lee  leglee  eelableeidee  eo  lee  Ordenansee. 

S^iún  el  mrt  180  de  lee  Ordeneiisee  de  19  de  Movleesfaie 
de  1884)  loe  intereeadoe  que  importen  Tinoe  y  envaeee  neeioiuh 
lee  devneHoe  del  eztreiijeco,  deberán  deelerer  el  número  y  etee 
de  ettTeee  y  le  een  tided  y  eoTeee  de  k»  linoe,  eei  eomo  la  Adoeae 
eq;>efiola  de  aalida  y  el  námero  y  fecha  de  lae  factotae  de  ezpor 
tadÓB« 

Ckm  arreglo  i  lae  OrdMuauae,  no  ee  reqnieito  neceeario  el  deta- 
llar la  marca  de  loe  envaeee. 

No  impide  la  reimportációtt  coa  fraaqnicia  el  r^«ro  de  no  eer 
el  miemo  el  peeo  medkv  de  cada  barril,  ai  por  no  cc»etar  que  loe 
esportadoe  tavieeen  todoela  miema  cabida,  yee  bobieoen  lle- 
nado por  completo  y  de  nna  manera  igoal,  reeoltare  la  impoeibill- 
dad  de  exigir  qne  loe  importadoe  tnyieran  Méntieo  peeo-medio 
«oe  aqnéUoe  (8ent,  núm.  86e.---14  de  Jafio  de  18M).  i8<K 

(BSCTuriOAoióN  DS  MAKIFIS8T0).— El  núm.  11  del  ari.  88  de 

ke  Ordenaoaae  de  Adoanae  no  admite  otra  interpretadón,  id  con- 
ceder lacoltadee  á  la  Intendencia  para  acordar  la  rectÚoacidn 
áeH  manifleato,  qne  la  de  proceder  á  la  reotificaddn  cuando  por 
parte  del  Capitán  ó  en  lepreaentaeión  ee  joetifiqae  qne  la  eqoÍTO- 
caddn  del  manifleeto  no  procede  de  dolo  ó  mallda,  eino  por  efan- 
pie  error  ó  oaasaa  ajenae  a  en  yolnatad,  y  qne  no  irroga^  perjuicio 
alguno  á  la  Hacienda,  y  ello  aden)áe  aiempre  qne  el  bnqne  no 
taya  tocado  en  un  puerto  de  la  isla,  lo  qne  ee  tiene  que  entender 
en  poerto  diíAinto  del  de  deelino,  pn«i  e61o  en  el  de  deetino  loe 
ooiwignatarioe  poedeti  tener  eoaodmlento  de  qne  el  manilleito 
qneeondoce  el  Capitán  contiene  error,  drcnnetancia  á  qne  ee  te- 
llwe  el  núm.  10  del  miemo  artieiilo  f9ent.,  búm.  488.---10  de  No- 
.  Tiembmdel893).  818 
Jaapaenfeo  de  cenammen.^^Oenleeqoiera  qne  eean  loe  reqoieltoe 
formalee  de  qne  careacan  loe  libroe^de  interrendón  de  nn  Ayun- 
tamiento, cobre  eer  loe  úniooe  docnmentoe  legdee  de^comproba^ 
dún  de  loe  ingreeoe  y  pagoe,  no  cabe  recuearlúeein  probar  en  di- 
ferencia y  acreditar  debidamente  la  omleión  de  aeientoe  ó  en  in* 
ezaetttnd  <8ent,  núm.  86.— 31  de  Enero  de  1898).  48 
A  tenor  de  lo  diepoeete  en  el  art.  880,  caeo  7.e  dd  Regla- 
mento para  la  impoeidón,  adminietredún  y  cobranaa  del  impace- 
te  de  coneomoe  de  21  de  Junio  de  1889,  eon  ctmtraventonee  á  la 
1^  y  Béglamento  del  impneeto  loa  que  hayan  introdnddo  eepe- 
dee  frandnlentamente  cuando  éetae  Éean  aprelnndidae  deepoée 
de  en  introdnedón^  reeultande  la  muha  impueeta  á  dlcboe  contra- 
▼aitotee,  ajuatada  á  lo  diapueeto  en  el  art  804  dd  miamo  Bei^ 
mentó. 

Aan  en  el  cato  de  habeiee  omitido  el  advertí  al  Inléreeado  d 
deredio  qne  tenia  de  aaietir  á  la  Junta  adadnietniftiTa,  acompa^ 
fiado  de  un  yedno,  no  linbiera  conatitnido  td  omidún  nn  vicio 
de  nulidad  en  el  procedimiento,  por  no  exigir  el  Beglamento  de 
nna  manera  preceptiva  eu  cumplimiento  y^  por  no  podir  aerrir  de 
-exenea  la  ignorancia  de  lardiapeeideneB  vigenten. 

Al  deeignar  la  Junta  adminietratiya  d  Vocd  que  ha  derepre- 
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Motar  ftl  dMiiiieUuio  eaando  éste  no  lo  hace,  te  «jatU  eatoicU- 
■Moto  i  lo  prevenido  «n  el  art.  303  del  dtado  Reglamento  (8ent, 
aúm.  108.-S  de  Mano  de  1892).  181 

Gonfonnei  lo  prevenido  en  loa  aritenloa  17  y  18  del  Be- 

glaaento  de  16  de  Jnnio  de  1886,  al  ceaar  en  el  arriendo  toda  ad* 
miniateaeión  de  eooanmoa,  ban;,de  practicaxee  aforos  á  fin  de  qoe 
el  mrrendatario  saliente  abone  al  entrante  loe  derechos  correspon- 
dientes á  las  espades  qoe,  habiéndolos  satiafecho,  no  hayan  sido 
eoBsasoldas,  dn  que»  conforme  al  art  18,  obate  á  la  práctica  de 
tales  aforos  qoe  el  arrendatario  saliente  háblese  renaneiado  á  los 
qoe  debieron  veriñcarse  á  so  entrada  (Sent,  núm.  110.-^4  de 
Mano  de  1892).  184 

— -^  Al  derogar  la  lej  de  29  de  Jnnio  de  1889  la  diciada  en  26  de 
Jonlo  de  1888,  estableció  en  so  art.  l.o  nn  impuesto  espedal  de 
26  pesetas  per  hectolitro  á  los  alcoholes  y  aguardientes  qoe  ae 
importaran  del  extranjero  y  de  Ultramar,  y  además  en  el  art  6.o 
reatableeió  en  todo  su  vigor  le  ley  de  16  de  Junio  de  1886  en  lo 
relativo  al  impuesto  de  consumos  sobre  los  alcoholes,  aguardien- 
tes y  licores  destinados  al  consumo  penonal. 

Habiendo  satisfecho  una  partida  de  aguardiente  de  cafia  el  im- 
poeeto  espedal  de  1888,  se  hallaría  exenta  del  también  especial 
de  1889,  qoe  era  aa  equivalente,  pero  no  del  de  consumo  al  ser 
destinado  al  uso  personal,  después  de  la  publicación  de  la  ley  de 
1689,  qoe  terminantemente  restablece  en  su  art.  6.o  las  prescrip- 
ciones de  la  de  1886  en  lo  relativo  á  esta  materia  (,8ent.,  núm.  121. 
—16  de  Mano  de  1892).  W% 

— -  Tratándose  de  determinar  en  qué  forma  ha  debido  aumen- 
tañe  el  precio  del  arriendo  de  consumos  en  un»  capital  de  pro- 
vincia, nna  ves  estableddo  por  la  \»f  de  21  de  Junio  de  1889  el 
impoesto  sobre  loa  alcoholea,  aguardientes  y  licores  que  había 
«do  soprimido  por  la  ley  de  26  de  Junio  del  afio  anterior,  proce^ 
de  tener  en  cuenta  que  por  ser  obligatoria  para  los  arrendatarios 
Ja  continuación  de  los  arriendos  despuéa  de  publicada  la  primera 
de  leo  expresadas  leyes,  según  soba  declarado  por  las  seatenciae 
del  Tribunal  Supremo  de  10  de  Julio  de  1890  y  7  de  Octubre  de 
1891,  recaídas  en  pleitos  promovidos  por  loe  arrendatarios  de  Oá- 
eersi  y  Alicante,  es  indudable  que  esa  obligadón  lleva  implidta- 
mente  consigo  la  del  arriendo  del  cupo  que  previene  el  art  7.o 
de  la  referida  ley,  puesto  qoe  la  oontinuadón  del  contrato  única- 
mente podía  tener  efecto  con  arreglo  á  le  legalidad  nuevamente 
establedda,  y  no  con  sujeción  á  la  que  habU  quedado  expresa- 
mente denotada. 

Sn  tal  caso  no  cabe  invocar  las  cláusulas  del  pliego  de  condi 
dones  lelativaa  á  la  alteración  en  alsa  de  un  artículo  sujeto  air 
impossto  de  consumos,  porque  se  trata  máa  bien  de  nn  nuevo  im 
puesto  eieado  por  el  art  6.*  de  la  ley  de  1889,  y  que  debe  regó* 
laraepor  éata. 

Por  igual  rasón  no  es  aplicable  tampoco  la  dispoaición  trand- 
toriadel  art  10  del  Reglamento  de  26  de  Junio  de  1888.  toda  vec 
qoe  ee  nfiero  á  las  alteraciones  qoe  en  los  cupos  de  consumos  nu^ 
dieran  Issnltar  como  consecuencia  de  las  disposidones  que  sobre 
el  gravaoMn  individual  se  contenían  en  laa  reglas  procedente» 
del  misno  artículo. 
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£1  prineipio  de  i«  oo  alteniclóii  en  loi  oontfBtos  qii«  dleha  dti 
posición  tanoiona^  pago»  mMertamento  con  el  de  la  propoiiñoiMi« 
Udad  qoe  pretenda  kacer  valer  el  arrendatario^  y  ea  tnapiicahle 
coando  no  puede  fljarae  de  on  modo  concreto  la  expresadla  pío* 
pordooalidad,  por  no  kaberee  conformado  aquél  con  la  cantidad 
rebi4*^  ^^  predo  del  arriendo  al  eoptimlrae  el  Impoeate  aebre 
loa  alcoholea,  y  no  exiaiir,  por  tanto,  tipo  fijo  de  coniparaeMí 
para  hacer  el  atmie&to  al  reatablecerae  dicho  impneato. 

La  ley  de  1889  no  aotoriaa  la  distinción  entre  el  radio  y  el  ex- 
irarradio  (Bent..  núm.  ISt.-— 16  de  Marte  de  1899).  108 

No  procede  la  reTocadón  de  una  Real  orden  arreglada  é  k> 

pactado  por  las  partes  (Bent.,  nám.  64.-6  de  Abril  de  1898).  SiS 

El  Reglamento  de  Oonsnmos  vigente,  en  sn  art  8.^,  sapone 

destinadaa  al  eontiime  immediato  las  espedes  qne  satIsfiAceo  loa   . 
derechos  de  tarifa  al  llegar  al  casco  6  radio  de  las  pobtedoass» 
«ilvo  las  qne  van  de  tránaito  ó  á  depósito  constHoldo. 

Oon  arreglo  á  dicho  articulo,  laa  espedes  adqnlrldaa  por  los 
dnefios  de  establecimientos  pdblicos  ooM  destino  á  la  venta,  de- 
ben eatimarse  consumidas,  para  los  efectos  dd  impuesto,  d  hu- 
bieren pagado  los  derechos  ásn  entrada  en  la  p^^adóa. 

Las  ezistendaa  qoe  resolten  en  los  referidos  establedmieiitoa 
al  cambiarse  les  tarifas,  estin  ezentaa  del  pago  de  la  dffereoda 
de  gravamen  -de  onas  á  otras,  pnea  de  entenderse  le  contrario, 
«parte  de  q«e  se  daria  á  la  ley  nn  efecto  retroactivo  qoe  no  tfsne, 
se  impondría  á  la  Haciéndala  obtigadón  de  reintegrar  aso  "vea  4 
los  interesados  las  diferencias  toando  las  tarifas  foesen  menores, 
lo  coal  ocadonaría  perjoicios  al  Tesoro. 

Con  arreglo  al  art»  17  dd  citado  Reglamento,  ttJes  aforos  MI» 
poeden  efectoarseen  d  caso  de  cesar  nna  Adminlstradón  para  el 
«zdodvo  objeto  de  abonar  á  la  qoe  le  sooeda  las  cantidades  qwm 
haya  percibido  por  los  derechos  y  recargos  de  Isa  eapedea  gcaim- 
^s  qoe  deje  exísteote  en  elloá,  ó  de  persegoir  algooa  IstrodM- 
edófl  fraodolenta  (Sent,  nóm.  168.-^  de  Abril  de  1898).  §88 

»  Oon  arreglo  al  párrafo  primero  dd  art.  187  dpi  RefplamsMla 

^e  Ck)nsQmos  de  21  de  Junio  de  1889,  que  reprodoce  textoalman- 
te  el  mismo  párrafo  del  art  17  del  anterior  Reglamento»  toda  Ad 
miniatradón  de  Consomos,  al  cesar,  está  oblli^a  4  abonar  é  ím 
<qoe  lé  soeeda  les  cantidades  qoe  haya  perdMdo  por  deredMS  y 
recargos  de  las  espedes  gravadas  qoe  de]e  «ristentes  en  los  sata* 
bledinientos  públicos  de  vents. 

Pava  los  efectos  de  esta  disposidán,  no  pueden  menos  de  estl- 
maree  como  establedmlentos  de  ventas,  no  sólo  aqodloa  mm  qaa 
^Btaa  se  realif an,  dno  también  los  almaeeaea  en  qoe  loa  indos* 
tríalas  llenen  depodtadaa  las  especies  sojetaa  al  impaesto,  pósalo 
<]oe  dichos  almacenea  forman  parte  integrante  de^  loa  mismos  es- 
tabledmlentos y  no  poeden  de}ar  de  tenerse  en  coenta  para  al 
•eómpoto  de  las  existencias  y  para  so  aforo,  en  el  caao  e*  qoa  !•* 
galmente  hayan  de  praelicarae. 

£1  «"t.  80  del  Reglamento  de  la  Oootritad^  indostrial  da  It 
de  Joaio  de  1888,  al  disponer  qoe  ningún  indostrial  pagará  sacia 
«aparada  por  d  local  qoe  tenga  deatlnado  exelodvamence  4  depé« 
dto  de  loa  géaeroeóaMfcoloaproploa  de  so  comardo,  dsmpi» 
'qoe  éstos  sólo  le  sirvan  para  d  sortido  de  so  simasen  4  tlsiia^  y 
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^qne  el  depéeüo  «e  halle  dioedo  en  la  nieinm  pobYaeión  y  eeté 
compleleneiite  oerrmdo  al  públieOí  á  máe  de  referirle  oonorele* 
mente  á  le  oooftribadón  indaetríel,  corrobore  le  doctrine  ezpoee- 
te  en  lee  enterioree  coneiderendoe,  pneeto  que  el  no  exigir  qne 
loe  indoelrialee  paguen  oootribocidn  por  loe  looalea  que  tengan 
deetínedee  á  depóeitoe  6  aleíacenee»  ee  por  le  reaón  de  qoe  4eloe 
formen  perte  de  loe  eeteblecimientoe  públicoe  de  vente,  no  idea* 
do,  por  eoneigoiente,  procedente  el  aetíeleoer  nne  doble  cuota  por 
na  miemo  concepto  (8ent.,  núm.  340.— 12  de  Majo  de  1892).  SéS 

ídem  id.^Sent.,  núm.  870.— 27  de  ídem  fd.  38e 

Yeridcedo  un  erriendo  de  coneqmoe  con  la  condición  de  eu. 

jeteree  en  la  cobrante  el  contratiete  á  la  tarila  y  á  lee  reglae  ee- 
teblecidee  en  la  loetrncdón  de  el  de  Diciembre  de  1881»  el  hecho 
de  haber  entregado  le  AdmWiietracióa  Económica  al  arrendatario 
tariíae  dedileveate  olaee  que  lee  eeftidadae  eegún  aqaella  diepo- 
eidóo,  no  ee  eoflciente  para  modificar  el  contenido  del  eontrelou 

En  el  propio  caeo,  lee  enmae  recaudadae  de  máe  por  el  contra- 
lieU  deben  ingreear  en  el  Teeoro  páblico  (Sent,  núm.  804.— 11 
deJnaloéeient).  4Se 

Joetificadae  por  la  Adminiatración  activa  lee  eepeoiee  gra- 

▼adae  oen  ^  impoeeto  de  Ooneumoe  qoe  exietan  en  el  extrarn^io  . 
de  nne  población,  ein  que  el  arrendatario  de  dicho  impeeetoheye 
pcobedo  lo  contrario  por  loe  medioe  legalee,  el  fijer  ei  Ayunta- 
miento el  cupo  d«l  ciuulo  extrartadio  eoo  arreglo  á  aquelloe  da- 
toe,  ee  ajuata  á  lae  pretoripoionee  del  Reglemento  de  18  de  Junio 
de  1886  (Auto,  núm.  826.-28  de  Junio  de  1892).  469 

Ee  improcedente  la  revocación  de  una  Real  orden  qne  al 

deeretar  la  reecieión  de  un  contmto  con  pérdida  de  la  fiansa,  ee 
límite  á  complir  la  ley  del  contrato  miemo  (Sent,  núm*  888.— 8 
de  Octubre  de  1892).  646 

Bi  núm.  8  o  del  art  290  del  Reglamento  de  Ooneumoe  de 

SI  de  Junio  de  1889,  cooaídera  contraveatoree  á  loe  que  no  pre- 
eenten  lae  eepeciee  en  loa  fielatoe  y  á  loe  que  al  verificar  introduc- 
doñee  de  lae  eepedee  gravadae  lae  eeultan  artificioeamente,  con 
objeto  evidente  de  librarlae  del  adeudo  (8ent.,  núm.  406.-*16  de 
Octubre  de  1892).  675 

La  regla  1.*  del  art.  278  del  Reglamento  de  10  de  Junio  de 

1886,  eétablere  qoe  el  arrendatario  queda  eubrrogado  en  loe  de- 
rechoe  y  aodonee  de  la  Hacienda  en  loe  ramoi  qne  comprende  el 
eontratoi 

La  aupreaióa  y  el  reetablecimiente  del  impueeto  de  loe  conau- 
moe  eobre  loe  agoardientee,  alcoholee  y  licoree,  no  coneUtoyen 
novación  del  eoorraU)  de  arriendo,  eegún  previene  la  regla  11  del 
Beglamento  de  10  de  Junio  de  1886. 

El  arfe.  12  del  Reglamento  citado  prohibe  la  celebración  de 
«tendamientoe  eepedalee  (Sent.,  número  400.-18  de  Octobie 
de  1892).  670 

Según  el  texte  expreeo  del  art.  266  del  Reglamento  de  10  de 

Junio  de  1886,  no  eóK>  ha  de  atenderee  para  la  daaifioación  á  Ipe 
demáe  aigooe  de  tributación»  eino  oue  en  primer  término  ha  de 
apredaneel  eoneumo  probado  en  relación  á  la  manera  de  vivir 
de  cada  vecino  (Seiit.,  núm.  426.-3  de  Noviembre  de  1892)^  .         606 
'—  Onando  ae  arrienda  ei  Impoeeto  eatipnlando  que  ae  verifi- 


Digitized  by  VjOOQIC 


10*4  JvmtBnantmoUi  abmimimbaxita 


earán  doi  ftf*ro0,  uno  de  enCtmda  f  oiro  deMlidft,  «1  eapsiir  j 
termiDftr  el  arriendo  de  lee  eepeeiee  ezieleatee  en  depMloe  y  el- 
mecenee,  j  poeteriormente  ee  deoler»  no  eeUr  eajele  el  edrado 
une  de  lee  eepedee  comprendidee  en  el  eforo  de  enlrede,  le  Mqni- 
dación  debe  haoeree  relajando  de  eeie  último  aforo  lee  eantida- 
dee  cebtadae  por  el  Ajmntemiento  y  doToeltee  por  el  arrendata- 
rio, mié  no  lee  qee  fueron  cobradae  por  éete  eobre  dicha  eepecis^ 
en|Ia  época  del  arriendo  (8ent,  núm.  4f8. — 7  de  No^leeibr» 
de  1892).  ttí 

Con  arreglo  al  art  6S  del  Reglamento  proTlelonal  pi|ra  la 

impoeioión,  admlnietración  j  eobrania  del  Impneeto  de  cenen- 
moe,  de  31  de  Janio  de  1889,  en  el  ceeoo  y  radio  de  lee  poblado- 
nea  deben  eer  oomprendidoe  en  loe  encabesamientoe  genecalee  la 
totalidad  de  loe  Individnoe  qoe  en  grande  ó  peqaefia  eecele  co- 
aechen,  fabriquen,  expendan  6  trafiquen  con  la  capéete  ó  eepedee 
objeto  del  contrato,  j  qae,  por  coneigniente,  beeta  la  calidad  de 
coeechero  qne  en  el  demandante  cononrre  para  qne  ee  lialle  obit- 
gado  al  pago  del  impneeto,  aun  dn  eer  Tcdno  dd  po«blo  en  que 
el  reparto  ee  ha  yeríflcado  (Sent,  núm.  449.--18deNoTÍeaíibre 
de  1899).  €8f 

SI  arl  184  del  Beglamento  pira  la  admlnletradón  y  eobran- 

sa  del  impoeete  de  conenmoe,  de  18  de  Junio  de  1885,  eetableee 
de  un  medo  claro  y  terminante  qne  loe  dueftoe  de  caeae  de  labor 
eetán  obligadoe  á  conoertarae  por  lee  eepedee  qoe  yendan  para 
el  ooneumo  de  la  miama  sona,  y  á  encabesaree  por  eu  propio 
coneumo  y  el  de  lae  famillae  y  dependientes  qne  vivan  con  elloa. 

Para  fijar  el  importe  de  eete  encabeaamiento  debe  procedefee 
en  la  fornuí  qoe  ordena  el  art  187  dd  dtado  Reglamento,  6  eea 
apllcándoee  lae  diepoddonee  relativae  á  la  manera  de  determi- 
nar lae  cuotae  de  loa  repartimientoe,  y  eometiéndoee  la  aproba- 
don  de  loe  encabesamientoe  á  la  Administración  proyinetal  de 
fitdenda,  dn  cuyo  reqnidto  no  pnede  exigirse  eu  importe  (Sen- 
tencia, núm.  464.^21  de  Noviembre  de  1892).  84t 

Loe  duefioe  de  loe  eetabledmfentoe  balnearloe  pueden  eer 

-comprendidee  en  el  reparto  del  impueeto  de  coneumee  por  el  qne 
devenguen  los  concurrentes  á  ene  eetabledmientoe,  eegún  lo  die* 
pueeto  en  el  párrafo  tercero  del  art.  264  del  Reglamento  á  la  ea- 
aón  vigente. 

Si  bien  el  precepto  indicado  ee  refiere  á  los  repartoe  generalee, 
debe  con  mayor  rasón  aplicarae  á  loe  del  extrarradio,  tode  vea 
<iue  el  medio  reglamentario  para  exigir  el  impneeto  en  eeta  última 
sona  ee  dempre  el  repartimiento,  mientraa  que  en  el  eaeco  y  ra- 
dio de  la  pobladón  eólo  puede  aplicaree  cuando  ae  hayan  inten- 
tado inútilmente  loe  medioe  de  administración,  arriendo  y  demáe 
que  en  el  Reglamento  se  mendooan  (Sent,  núm.  482.-*28  de  No- 
viembre de  1892).  88t 

Eetando  un  arrendatario  privado  ilegalmente  de  la  recen- 

dadón  del  impueeto  de  Ooneumoe,  ala  que  la  Adminkitradón  ge- 
neral del  Estado  preetaia  al  contratante  al  auxilio  completo  y  eA- 
cas  á  que  venía  obHgada  por  d  Reglamenlo  de  18  de  Junio  da  • 
1886,  procede  ee  le  indemnicen  dafioe  y  perjuidoe  (Sent,  núOM- 
ro  517.--28  de  DIdembre  de  1892).  72S 
Cerresponde  á  la  Autoridad  administrativa  deddir  aoerea 
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-de  ai,  al  pr«ctic«r  on  r«gi«tro,  te  han  excedido  ó  no  en  siui  etri- 
bneioaes  loa  arrendatarioa  deloaeeDaaaioe(Oomp.,  núin.2I.— 16 
de  Fabffero  de  ia92).  tat 

A  la  Administración  corresponde  interpretar  los  contratos 

entre  loa  arruidatarioa  y  loa  Aynntamtentoa,  j  decidir,  por  tij^, 
ai  eziate  ó  no  el  derecho  para  eobrar  un  arbitrio  (Oomp.,  núme- 
lo  62.-^28  de  Abril  de  ISas).  81g 

La  decidóa  adminiatrativa  acerca  de  ai  «n  arrendatario  tfe* 

ne  ó  no  derecho  para  cobrar  nn  arbitrio,  j  hacerlo  en  la  forma 
qae  lo  biso,  no  palien  menoa  de  inflair  en  el  fallo  qne  en  aa  d(a 
hubieran  de  dictar  loa  Tribanalea  (Ck>aarp.,  núati.  66.-28  de  Jnnio 
de  1892).  864 

Impaeato  de  derechos  reatos.— Tratándoae  de  ana  reclamaeidn 
en  la  coal  ae  pide  la  devolución  de  la  cantidad  que  el  actor  en- 
tiende aatiafecfaa  de  mAa,  á  oanaa  de  habénele  aplicado  en  la  ti • 
qnidadón  nn  concepto  distinto  del  que  cree  correaponderle,  se 
halla  eate  caao  comprendido  en  loa  pveeeptoa  del  art  144  del  Re- 
l^lamento  de  81  de  Diciembre  de  1881,  y  enea  consecnenda,  ha- 
biendo el  intereaado  reclamado  contra  la  liquidación  antee  del 
término  de  un  afio  fijado  en  dicho  artículo,  qne  ha  de  eontaiss, 
con  arreglo  al  art.  4.0  del  mlamo,  desde  ^a  fecha  en  que  ae  efec- 
tde  el  pago,  debe  entenderae  que  dicha  reclamación  ae  verificó  en 
tiempo  hábil  para  que  aurtiera  efeetoa  legales  (Sent.,  núm.  It. 
—18  de  Boero  de  1822).  26 

No  teniendo  una  fundación^  aunque  de  carácter  eaendái- 

mente  benéfico,  la  naturalesa  propia  de  las  hiatitncionea  de  Ins- 
trucción pública,  no  puede  disfrutar  de  la  ezendón  del  Impueato 
de  derechoa  realea  y  transmiaión  de  bienea,  otorgada  en  el  nd- 
mero  8.<>,  art  28  del  Reglamento  de  14  de  Eueio  de  1876  (Seat, 
núm.  70.— 12  de  Febrero  de  1892).  112 
Preaentado  un  documento  en  la  oficina  liquidadora,  la  liqui- 
dación debe  girarae  dentro  del  plaao  de  ocho  díaa,  aegun  el  ar- 
ticulo 66  del  Reglamento  de  14  de  Eoero  de  1878,  vigente  cuando 
se  inició  el  expediente,  y  el  pago  ha  de  verificarae  precisamente 
eon  arreglo  al  art.  87,  en  el  plaao  de  dieciaéia  días,  contadoa  en 
uno  y  otro  caao  deade  el  de  la  preaentaoióa. 

Fijadoa  de  eate  modo  laa  operaciones  y  ana  ttonlnoa  reapecH- 
Toa,  no  cabe  alegar  ignorancia  de  los  miamoa,  por  tratarae  de  pre- 
eeptoa  legalea,  cuyo  conocimiento  es  obligatorio  para  todoa,  es- 
pecialmente para  las  Ck>rporacionea  de  carácter  público  (Sent, 
núm.  ^7.  -26  de  Febrero  de  1892).  148 

Conforme  á  lo  diapueato  en  el  art  117,  párrafo  cuarto,  del 

Reglamento  del  impueato  de  Derechos  realea  y  transmisión  de 
bienea  de  31  de  Diciembre  de  1881,  debe  deaeatimaree  toda  de- 
nuncia que  ae  refiera  á  actoa  y  contratoa  oonoeidoa  previamente 
por  la  Adminiatradón  (8ent,  núm.  i67.— 60  de  Marso  de  1892).  267 
-—  Atribuido  por  la  ley  civil  carácter  de  hijoa  legítimoa  á  los 
adoptivos,  sin  duda  alguna,  ae  hallan  comprendidos,  para  los  efee- 
tos  del  impueato,  en  el  concepto  de  caacendientea  y  deacendioites 
legítimos»,  y  por  tanto,  deben  contribuir  por  la  herencia  del  pa- 
dre adoptante  ai  tipo  de  1  por  100  que  la  ley  eatableoe  (Sent,  nú- 
mero 209.— 26  de  Abril  de  1892).  S12 
Las  liquidaciones  gbadaa  por  laa  ofieinasliqaidad(Mraa,< 
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títajeo,  •eff4o  ^  «it  141  átü  BegiMtiMito  del  impnetto  de  Bero- 
chos  miüe«y  mctoa  «dminittraUTOS  eontr»  k»  que  «Mo  procede  re- 
■kiimrirtn  ante  el  Delegado  de  Hacienda  en  tórndno  de  quince 


No  iMiede  afirmaree,  coando  «e  diacota  ú  el  acto  ó  contrato  de- 
venga d  no  impoeeto,  qoe  el  término  para  tai  redamación  sea  el 
áe  on  afio  qoe  concede  el  art  144,  en  rasón  á  qae  eete  articnlo  ae 
refiere  tan  aólo  á  de?oiecióa  de  caotidadea  aatiefeohae  de  mái, 
siendo  de  ello  boena  prueba  qoe  el  miasM  precepto  proliibe  In 
derolocián  de  lo  qoe  se  crea  págftdo  de  máSi  i  virtad  de  ona  ii- 
qoidacién  ó  acoerdo  consentido. 

En  el  propio  caso,  no  paede  inyocame  Tálidamente  que  median* 
do  ona  condición  suspensiva,  liaste  qoe  ésta  ae  eompia,  eea  posl-  . 
ble  legalmentíB  apelar  de  la  líqoidafliótt,  porqoe  tratándose  de  din* 
eotir  ¿  concepto,  si  la  liquidación  no  ee  apela  en  término  de 
qoinee  días,  qoeda  coesenUda,  prodocieodo  aquella  condición^ 
conforme  ai  art,  68  del  JEtoglamento,  el  único  efecto  de  qoe  hasta, 
•o  complimiento  no  se  ka¿i  efectiTO  el  impncelo. 

Conforme  al  art  74  del  Reglamento,  debe  estimame  como  car- 
ga redncible  de  en  crédito  t4^  cantidad  qae  venga  á  dieminoir 
realmente  ei  capital  de  aquél  (8ent.,  ném.  ÍS7.— 80  de  Jonio  de 
I3M).  4ti 

• EJecotoriamente  establecida,  por  Beal  orden  declarada  fir- 

»een  vía  contenciosa,  la  obligación  por  parte  de  un  estableci- 
miento financiero  de  satisfacer  el  impoceto  de  Derechos  reales, 
laicamente  puede  ya  discotinie  si  las  Uquidacionsa  giradas  por  la 
Hacienda  para  qae  se  haga  efectiva  dicha,  obligaoióo  son  ó  no 
njostadas  á  los  preceptos  qne  rigen  esta  maleríik 

Oon  arreglo  4  la  base  2.\  apéndice  letra  C  de  la  lef  de  Preso- 
puestos  de  26  de  Diciembre  de  187t,  y  el  art  16,  párrafo  primero 
del  Reglamento  de  14  de  Enere  de  U78,  loe  bienes  de  coalqaler 
género  y  los  Derechos  reales  aportados  á  la  conatitoción  de  toda 
ciase  de  Sociedades,  excepto  la  conyugal,  debían  pagar  el  0,60 
céntimoe  por  100  de  su  valor* 

El  párrafo  tercero  del  art  16  del  Reglamento  de  14  de  Enera 
de  1878,  ee  refiere  á  la  adjudioadén  de  bienes  inmuebles  6  Dere* 
choe  reales»  carácter  que  no  tienen  las  apeieiies  dei  Banco  de  Es- 


Según  decUraeión  del  Tribunal  Contencioso,  el  fondo  de  reser- 
va del  Banco  de  Eepafta  se  halla  aoieto  al  impuesto  de  Derechos 
tealea,  por  constitair  una  aportación  qoe  el  Banco  puede  destinar 
4  operaciones  corrientee,  con  arreglo  al  art  20  de  sus  Estatutos. 

Según  el  art  207  del  Reglamento  de  14  de  Enero  de  1878,  Ion 
contríbuyentee  qtie  incnrrieaen  en  multa  por  falta  de  presenta- 
ción de  documentos  ó  de  pago  del  impueeto  de  Derechos  reales, 
dentro  de  los  piases  sefialados,  aun  cuando  sean  relevados  de  di* 
fbñ  pena,  aboaar4n  en  todo^  loe  casos  el  interés  de  6  por  100 
anual,  4  contar  desde  el  día  aigntenteincloaive  á  la  fecha  en  qoe 
ee  haya  incorrido  en  ia  multa  condonada  (Sent,  núm.  888.  —8  de 
Julio  de  1892).  46T 

Si  bien  el  art  62  de  la  ley  de  Exprepiacióa  de  10  de  Enero 

de  1879  concede  la  exención  al  otorgane  poc  Ice  ▲yuntamientos 
iaó  ventajaa  de  loe  nuevos  solares  regnUriandoe  qne  leittiten  por 
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rasón  de  1m  flncM  expropiadas  para  el  eneaoohe^  tal  precepto  no 
puede  menofl  de  entenderae  derogado  por  el  art  5.o  de  la  ley  de 
81  de  Dicienbre  de  1881,  paeato  qoe»  legún  eata  disposición,  sólo 
al  Estado  corresponde  la  exención  por  las  adquisiciones  que  se 
verifiquen  á  sn  favor,  siendo  de  notar  que  si  esta  última  ley  hu- 
biera querido  conservar  la  exención  concedida  por  la  primera,  lo 
habría  expresado  terminantemente,  como  lo  hiso  en  el  mismo  ar- 
tículo 6.0  respecto  á  los  edificios  construidos  en  la  sona  de  ensan- 
che, que  continuaran  devengando  la  mitad  de  los  derechos  (Sen- 
tencia, núm.  416. —27  de  Octubre  de  1892).  691 

Indemnisación  de  daflos  y  peijaicios.  --Reconocido  por  una 
Beal-  orden  el  derecho  del  interesado  á  ser  indemnizado  por  los 
perjui  cios  causados  en  una  casa  de  su  propiedad,  á  consecuencia 
de  la  rotura  de  una  cafiería  del  Oanal  de.  Isabel  II,  es  indispen- 
sable, para  el  debido  cumplimiento  de  aquella  resolodón,  practi- 
car una  peritación,  á  fin  de  que  los  peritos  nombrados,  uno  por  el 
prooietario  y  otro  por  el  Estado,  y  tercero  en  caso  de  discordia, 
fijen  la  verdadera  cantidad  indemnisable  (Sent.,  núm.  16. — 20  de 
Enero  de  1892).  30 

Inatracción  pública.— Según  el  Beal  decreto  de  9  de  Abril 
de  1871,  ios  Profesores  de  la  isla  de  Ouba  quchayan  obtenido  sus 
cátedras,  con  éujedón  á  lo  dispuesto  para  el  caso  por  el  plan  de 
estudios  de  16  de  Julio  de  1868  y  el  Reglamento  de  7  de  Julio 
de  1867,  tienen  derecho  á  optar  por  concurso  á  las  vacantes  que 
se  provean  por  este  medio  en  la  Península  (Sent,  núm.  67.-6  de 
Febrero  de  1892).  9» 

Reuniendo  uno  de  los  aspirantes  á  una  Cátedra,  anunciada 

á  tumo  de  traslación,  el  requisito  exigido  como  esencial  de  haber 
desempeñado  Oátedra  de  igual  asignatura,  la  circunstancia  de  ser 
Catedrático  de  Universidad  de  provincia  no  le  privaba  de  apti- 
tud para  ser  trasladado  á  la  Central  por  rasón  de  la  diferencia  de 
sueldos  que  existe  entre  las  Cátedras  de  esta  Universidad  y 
las  de  distrito,  puesto  que  las  1.000  pesetas  que  disfrutan  los  Ca- 
tedráticos de  Facultad  de  Madrid,  según  el  art  286  de  la  ley  de 
Instrucción  pública,  constituyen  un  aumento  sobre  el  tueldo  por 
rasón  de  los  mayores  gastos  de  residencia  y  no  una  variación  de 
haber,  que  es  el  mismo  para  todas  las  Cátedras  de  Universidades, 
•in  más  distinción  que  la  que  corresponde  á  las  categorías  de  en- 
trada, ascenso  y  término  que  la  repetida  ley  establece. 

De  aceptar  otro  criterio,  vendría  á  sancionarse  injustamente  y 
contra  el  espíritu  y  letra  de  las  disposiciones  vigentes  en  la  ma- 
teria, que  en  ningún  caso  fuese  posible  la  traslación  á  la  Univer- 
sidad Central  de  los  Catedráticos  de  Universidades  de  distrito, 
puesto  que  ninguna  de  las  de  esta  clase  disfruta  del  aumento  de 
sueldo  menciomulo  (Sent,  núm.,  107.— 2  de  Marso  de  1892).  179 

A  los  premios  por  quinquenios  únicamente  tienen  derecho 

los  Profesores  numerarios,  tanto  de  Facultad  como  de  Escuelas 
espedales,  que  desempefien  su  cátedra  en  propiedad. 

No  obsta  el  que  á  los  Catedráticos  auxiliares  de  Facultad  se  les 
otorgue  y  reconosca  aptitud  para  ser  nombrados  numerarios,  por- 
que esta  aptitud  no  tiene  relación  ni  da  derecho  á  la  obtención 
de  los  premios  quinqueniales,  que  sólo  se  otorgan,  según  el  texto 
tegumentario,  á  los  Profesores  numerarios. 

XOMO  46  67 
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L«  Real  orden  de  18  de  Janio  de  1877  sólo  concede  derecho  al 
«amento  por  quinqnenio  á  loe  Profeeoree  de  lae  Eecnelae  Norma- 
lee,  pero  teniendo  como  talec  á  loe  namerariot,  mae  de  ningún 
modo  á  loe  AnziHaree,  como  son  loe  Bclesiástlcos  encargados  de 
dar  la  enseftania  de  Religión  y  Moral  (Sent,  núm.  877.^37  de 
Septiembre  de  1893).  6t4 

— ~  Las  leyes  qne  restringen  derechos  concedidos  por  virtad  de 
disposiciones  anteriores,  no  tienen  efecto  retroactivo  (Sent,  nú 
mero  890.<-6  de  Octnbre  de  1893).  54T 

Ocurrida  la  vacante  de  una  cátedra  por  defonción  del  qne 

liydeeempefiaba,  coando  se  hallaba  vigente  el  Real  decreto  de  34 
de  Octubre  de  1884,  sn  provisión  debió  verificarse  con  arreglo  á 
los  tnrnos  que  en  el  mismo  se  establecen,  toda  ves  qne,  según 
tiene  declarado  el  Real  decreto  sentencia  de  8  de  Marzo  de  1888, 
debe  aplicarse,  para  la  provisión  de  las  vacantes,  la  legislación  vi 
gente  al  tiempo  de  producirse  éstas,  pero  no  la  en  vigor  al  proce- 
derse  á  sn  provisión,  porque  esto  sería  dar  á  las  leyes  un  efecto 
retroactivo,  con  perjuicio  de  los  derechos  creados  y  nacidos  al 
«mparo  de  disposiciones  anteriores. 

£n  el  propio  caso,  la  determinación  del  tumo  á  que  corresponda 
la  vacante  de  una  cátedra  debe  hacerla  el  Ministerio  de  Fomento, 
pero  ateniéndose  para  hacer  esa  designación  á  los  tumos  que  es- 
tablece el  Real  decreto  de  34  de  Octnbre  de  1894  (Sent,  núm.  899. 
—11  de  Octubre  de  1893).  568 
Del  expediente  gubernativo  resulta  comprobado,  por  confe- 
sión de  la  misma  interesada,  que  la  recurrente  estuvo  ausente  de 
su  escuela  desde  Enero  á  Marso  de  1886,  sin  la  debida  antorisa- 
ción,  y  por  tanto,  que  está  comprendida  en  lo  que  previene  el  ar- 
tículo 171  de  la  ley  de  Instrucción  pública,  al  efecto  de  entender 
qne  renunció  sn  destino. 

No  existe  contradicción  alguna  en  declarar  á  la  demandante 
comprendida  en  el  art  171  de  la  citada  ley,  y  admitir  al  mismo 
tiempo  la  renuncia  que  expresamente  presentó  (Sent,  núm.  456. 
^33  de  Noviembre  de  1893).  644 

Con  arreglo  al  art.  16  del  Reglamento  de  7  de  Diciembre  de 

1888,  cuando  en  la  primera  votación  de  un  Tribunal  de  oposicio- 
nes, en  el  que  tomaron  parte  siete  Jueces,  ningún  opositor  re- 
uniera la  mayoría  absoluta,  ó  sea  la  mitad  más  uno,  debe  proce- 
derse  á  segunda  votación  entre  los  dos  que  mayor  número  hnbie 
ran  obtenido. 

Además  de  encontrarse  claramente  comprendido  así  el  caso  de 
qne  se  trata  en  el  precepto  que  contiene  la  última  parte  del  ar- 
tículo expresado,  éste  por  todo  su  contexto  demuestra  que  su  es 
píritu  no  admite  la  existencia  del  empate  dirimible  por  el  voto 
de  calidad  del  Presidente,  sino  en  el  supuesto  que  sólo  puede 
presentarse  siendo  par  el  número  de  Jueces  y  dos  los  opositores 
votados  por  mitad,  de  que  no  sea  posible  llegar  á  reunir  para  un 
sólo  candidato  la  mayoría  absolnta  en  una  segunda  votación,  ni 
aun  mediante  el  precepto  de  que  en  ella  los  Jueces  todos  voten  á 
uno  de  los  dos  individuos  elegidos  á  este  fin,  toda  ves  que  el  ar- 
tículo previene  en  sus  disposiciones  la  repetición  del  acto  en 
todoe  los  demás  casos  qne  pueden  ocurrir  (Srat.,  núm.  600.— 17 
de  Diciembre  de  1893).  704 
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étta  con  \ñ  mifloui  Adminitiradón  (Sent,  nám.  840.-6  de  JaUo 

de  1893).  481 

Lft  ezieleociA  ó  inexietonoU  de  aervidambree,  como  basadei 

qae  eetán  en  titaloe  de  natonUen  eeendalmente  civil,  eólo  com- 
pete declenurle  á  loe  Tríbonmlee  del  fuero  común,  con  arreglo  á  lo 
diapneato  en  el  art.  2fi  de  la  lej  orgánica  del  Poder  jadicial  (Oom- 
petenoia,  nám.  14.-21  de  Enero  de  1892).  75S 

Tratándoae  de  una  caeatíón  de  dominio  y  de  allanar  ciertaa 

formalidadea  extemaa  para  hacer  eonatar  on  contrato  de  compra- 
venta, talea  caeationea  aon  de  índole  cítíI,  y  loa  acnerdoe  de 
la  Oomiaión  provincial  qne  puedan  leaionar  derecboa  de  eata  daae 
eon  reclamablea  ante  loa  Tribonalea  del  fnero  coman  (Oomp.,  nú- 
mero 22.— 16  de  Febrero  de  1892).  768- 

El  caatigo  de  loa  delitoa  de  fiUaedad  y  cohecho  no  ae  encnen- 

tra  reaerrado  por  ley  algnna  á  loa  foncionarioa  de  la  Adminiatra- 
don,  aino  qne,  antea  al  contrario,  aaí  la  ley  de  Reemplaaoa  vigen- 
te como  el  Oódigo  penal,  encomiendan  la  peraecndón  y  caatigo  de 
loa  miamoa  á  loa  Tribonalea  dd  fuero  común  (Oomp.,  núm.  84. — 
27  de  Febrero  de  1892).  788^ 

Guando  loa  Alcaldea  de  barrio  editen  como  delegadoa  dd 

Joei  municipal  á  la  cdebradón  de  un  matrimonio,  no  obran  como 
Autoridadea  adminiatrativaa,  y  por  lo  tanto,  d  Juei  correaponde 
examinar  la  conducta  de  au  delegado  (Oomp.,  núm.  46.-28  de 
Mano  de  1892).  818^ 

A  loa  Tribunalea  ordinaríoa  correaponde  la  declaradón  de 

loa  derechoa  dvilea. 

La  circunatancia  de  acudir  loa  intereeadoa  en  recurao  de  alsada 
ante  la  Autoridad  gubernativa,  no  excluye  el  derecho  de  loa  mia- 
moa á  interponer  demanda  ante  loa  Tribunalea,  ya  porque  éata  ha 
de  entablarae  en  d  plaao  de  treinta  díaa,  á  contar  deade  la  notifi- 
cadón  de  loa  acnerdoa  ó  de  la  comunicación  de  la  auapendón  de 
loa  miamoa,  ya  también  porque,  aegúu  lo  diapueato  en  la  ley  Mn- 
nidpd,  la  demanda  puede  interponerae  aun  cuando  el  acuerdo 
haya  ddo  auapendido  gubernativamente,  lo  cud  prueba  qne  un 
recurao  no  excluye  d  otro  (Oomp.,  núm.  88. — <r  de  Juido  de 
1892).  m 

M 


ICalTeraación  de  fóndoa.— V.  ÁytmtamigHtoi  y  Cueitione$  de  eom- 
peteneia. 

Maroaa  de  f&brloa.  -Laa  marcea  de  fábrica  aon  aignoa  que  loe  co- 
merciiMitea  de  buena  fe  emplean  para  diaUnguir  en  el  mercado  loa 
productoa  de  ana  eatablecimientoa  y  evitar  que  ae  confundan  con 
loa  de  otroa  comerciantea  ó  induatridea,  y  que,  con  arreglo  á  eate 
principio,  se  eatablece  en  el  párrafo  aezto  del  art.  6.o  del  Red  de- 
creto de  21  de  Agoato  de  1884,  que  ae  negará  la  inacripdón  de 
una  marca  de  fábrica  coando  ya  exiata  regiatrada  otra  con  la  cual 
pueda  confundirae  la  que  ae  pretende  regiatrar,  induciendo  á  errar 
á  loa  eonaumidorea  (8ent«  núm.  129.— 17  de  Mano  de  1892).  218 
Tknto  d  núm.  6.®  dd  art.  6.o  dd  Red  decr^o  de  21  de 
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Agotta  de  1894,  como  el  DÚm.  4.^  del  art  12  del  propio  Be«l  de- 
creto, el  ezceptamr  de  loe  dietintiToe  qae  para  marcea  de  fábrica 
pueden  adoptarae  loe  qae  tengan  parecido  con  otroe  ya  otorgadoei 
7  al  aotorizar  la  opoeidón  á  conceeionee  de  marcee  igaalee  ó  pe* 
reddae  á  otrae  regietradaa  ya,  ezpreeamente  ae  refieren  á  lae  Be> 
m^aniaa  qce  poedan  indndr  á  confaeión  ó  error  en  loe  compra- 
doree  de  loe  prodoctoe  (Sent,  núm.  164.— 26  de  Mario  de  1892).  242 
ilMarlna.— Declarado  por  nna  Beal  orden  que  el  art  48  del  fiegla- 
mento  de  la  Academia  seneral  central  de  Infantería  de  Marina  j 
la  Beal  orden  de  6  de  OÑstnbre  de  1887,  no  perjodicaban  á  loa  aar- 
gentoe  no  procedentee  de  dicha  Academia  por  tener  reaeryadae 
laa  coartaa  yacantee,  y  qae  éetoe  deben  contar  tree  afioe  de  anti- 
gttedad  en  en  empleo  para  aecender  á  Alféreeee,  mientraa  que  á 
loe  procedentee  de  la  Academia  baetaban  eeia  meeea  para  optar  a! 
qointo  paeeto  de  laa  vacantee  de  Oficial,  eeta  Beal  orden,  firme  y 
ejecotoria  y  dictada  por  la  Adminiatradón  en  el  neo  de  ana  faonl- 
tadee  regladae,  entre  otraa  diapoaidonea,  por  el  Beglamento  d- 
tado,  no  paede  aer  dejada  dn  ejecto  por  el  miamo  Miniaterio  de 
Marina  en  vía  gabemativa,  aapaeato  qae,  como  declaratoria  de 
dereohoa,  aólo  podía  aer  reclamada  en  ría  contondoaa  por  la  Ad- 
miniatradón general  en  el  caao  de  aer  ledva  á  loe  f ntereeee  del 
JSatado  (Sent,  núm.  48.— 80  de  Enero  de  1802).  7» 

La  drcanatanda  de  encontrarae  pendiente  de  acaerdo  dd 

Oonaejo  de  Miniatroa  la  aplicadón  de  loe  benefldoe  de  ana  ley  á 
ana  determinada  daae  de  fnndonarioe,  no  poede  impedir  qoe  el 
Tribanal  contendoao  entienda  en  la  confirmadón  ó  revocación, 
aegún  ae  hallen  ó  no  dictadaa  de  conformidad  con  la  legialadón 
vigente,  de  laa  Bealee  órdenee  recaídaa  en  la  materia  ó  impugna- 
daa  en  vía  contendoaa  por  algnnoe  de  aqaélloe. 

Laa  yentajaa  ó  benefidoe  en  el  retiro  eetableddaa  por  la  ley 
trandtoría  de  O  de  Enero  de  1887,  eatán  concedidaa,  por  regla  ge- 
neral, á  laa  daaea  activaa  del  Ejército,  ain  máa  excepción  qae  la 
>qae  ezpreaa  ao  artículo  adicional,  en  cayo  texto  no  flgoran,  ni 
expreaa  ni  implídtamente«  laa  daaea  de  la  Armada,  y  con  inde- 
pendenda  de  qae  el  eepírita  de  aquella  diapoddón,  ¿ivorable  al 
propódto  de  deacargar  la  eacala  activa  dd  Ejérdto,  tenga  ó  no 
aplicadón  en  la  Marina,  ea  lo  derto  que  el  contenido  literal  y  ana- 
tendal  del  art.  6.^  no  permite  dudar  que  loa  expreeadoa  benefidoe 
^eon  extendvoa  á  loe  Jefee  y  Ofidalee  y  aaimiladoe  de  laa  daaea 
de  la  Armada  análogaa  á  laa  activaa  del  Ejérdto,  analogía  que 
•aólo  exiate  con  laa  daaea  activaa  de  aquélla,  pero  no  con  la  eecala 
de  reeerva,  porque  edemaa  de  la  correepondenda  de  denomina- 
ción que  ae  refiere  el  concepto  común  del  activo  aervicio  en  la 
mendonada  eacala  de  reeerva  de  la  Armada,  ae  preetan  awrvidoe 
^ue  no  tienen  el  carácter  peculiar  dd  aervicio  activo  propio  de  la 
Marina  (Sent,  núm.  166.— 20  de  Mano  de  1802).  tiS 

La  ley  de  28  de  Abril  de  1868  y  otraa  diapoddonea  poete- 

rioree  determinaron  el  importe  de  loe  premioe  de  conatanda  que 
habtuí  de  abonarae  á  loa  aargentoe  del  Ejérdto  y  Armada,  como  á 
ialea  aargentoe,  á  loe  Oondeetablee  d  derecho  á  ocupar  el  quinto 
de  laa  vacantea  de  Subteniente  de  Infantería  de  Marina,  y  d  op- 
4aaen  por  la  perpetuadón  en  el  aervido,  ae  lea  darían  dertaa  ves- 
áajaa  en  cambio  de  au  renuncia  al 
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Lm  preacrlpdonei  del  Reglamoíto  de  la  Brigada  de  Artíllería 
j  Gaerpo  de  Oondeatablea  de  la  Armada,  de  20  de  £naro  de  1886, 
en  lo  coBoerDÍeDte  á  la  taprealóii  de  loe  premioe  de  oontiancia, 
aólo  ton  aplicable!  á  loa  qae  en  aquella  fecha  no  tenían  derecho 
á  elloe  7  4  loa  que  oon  poatorioridad  ingreaaaen  en  dicho  Cuerpo, 
pero  no  áloe  que  tenían  ya  adquirido  el  derecho  por  Tirtod  de 
«na  ley  (Sent,  núm,  S81.— 81  de  Mayo  de  1892).  401. 

Tratándoae  del  paae  á  la  reaerya  de  nn  Oficial  de  Marina,  el 

padecimiento  de  excentrieidadea  revela  nn  catado  anormal  de  aa* 
Ind,  pndiendo  conaiderarae  en  eate  caao  al  intereaado  comprendi- 
do en  el  caao  3  o  del  art.  24  de  la  ley  de  80  de  Jallo  de  1878 
(Sent,  núm.  400.— 18  de  Octubre  de  1898;.  669^ 

Médicos  titnlares.— A  tenor  de  lo  prescrito  en  el  art  6.^  de  la  ley 
de  18  de  Septiembre  de  1888,  ea  indudable  la  competencia  de  la 
juriadicción  contencioao  adminiatrativa  para  conocer  de  loa  efec- 
toa  de  nn  contrato  para  servicio  público,  celebrado  por  un  Ayun- 
tamiento con  un  particular  (Sent  núm.  810.— 16  de  Junio  de  1892).    448^ 

Minas. — Anulada  por  una  Real  orden  confirmada  por  un  Beal  de- 
creto-aenienoia  la  conceaiún  de  una  mina,  tan  aólo  en  la  parte  en 
que  ee  aoperponía  á  otra,  la  oonoeaión  de  aquélla  quedó  firme  y 
aubaiatente  en  todo  lo  demás,  y  es  válida  y  legal  la  rectificación 
de  laa  pertenenciaa  que  en  tal  concepto  debían  conatituirla  (Sent, 
núm.  104.— 3  de  Mario  de  1892).  176^ 

No  procede  la  revocación  de  laa  lleales  órdenes  por  laa  que 

no  ae  agravian  derechoa  preexiatentes  (Sent,  núm.  228.-7  de 
Mayo  de  1898).  88(h 
Oon  arreglo  al  art.  20  del  decreto  de  baaes  de  89  de  Diciem- 
bre de  1868,  cuando  en  un  terreno  existen  auatanciaa  de  la  ae- 
gunda  y  de  la  tercera  Sección  y  ae  explotan  aólo  laa  de  aegonda 
por  ser  impoaible  extraer  á  la  vea  laa  de  ambaa,  neceaita  el  inte- 
reaado una  conceaión  nueva  para  explotar  cualquiera  de  laa  de  la 
tercera  (Sent,  núm.  249.^16  de  Mayo  de  1892).  860^ 

Conforme  aeeatablece  en  el  art.  18  del  decreto- ley  de  Ba- 

aea  de  29  de  Diciembre  de  1868,  no  puede  concederse  un  eapacio 
irregular  que  aea  menor  de  cuatro  hectáreaa  ó  que  no  ae  preateá 
la  dividón  por  pertenencias,  sin  que  haya  aido  |penanciado  por 
loa  duefioa  de  la  mina  que  tenga  línea  de  contacto  con  aquél,  ain 
que  á  eato  ae  oponga  lo  preceptuado  en  el  art  22  del  citado  Be- 
glamento,  porque  no  puede  conceptuarae  como  renuncia  la  no  ad- 
judicación de  la  demaaia  en  el  térmico  que  dicho  artículo  aefiala 
(Sent,  núm.  269.-24  de  Mayo  de  1892).  87»- 

Laa  conceaiones  mineras  deapuéa  de  otorgadaa,  impiden  al 

QobimDo  reviaarlaa,  y  menea  anularlaa  ó  caducarlaa  por  otro 
motivo  que  no  aea  por  falta  del  pago  del  canon  correapondiente. 
Para  otorgar  la  demasía  á  una  mina,  no  ea  neceaario  que  el  te- 
rreno eaté  del  todo  cerrado:  en  primer  lugar,  porque  eate  reqniaito 
no  lo  exige  el  art  18  del  decreto  ley  de  baaefi  y  en  segundo  lugar, 
porque  la  excluye  expreaamente  la  Beal  orden  de  Marao  de  1877, 
dictada  para  la  inteligencia  y  aplicaeióñ  de  dicho  artículo. 

En  eata  Real  orden  citada  ae  previene  que  cualquier  espado 
franco  comprendido  entre  dos  ó  más  minaa  que  no  reúna  la  me- 
dida legal  para  oonatrnir  propiedad  minera,  hálleae  ó  no  eomple- 
tamente  cerrada,  deberá  otorgarae  como  demaaia  á  aquel  de  lo^ 
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dnefiov  qae  primero  lo  0olieiten  (Sent,  núm.  886. — i  de  JaUo 

de  1892).  474 

Le  fiílta  de  pago  del  canon  por  parte  del  conceeionario  de 

ona  mina,  ee  la  única  cansa  qne  produce  la  caducidad  de  la  mis- 
ma, según  el  decreto-bases  de  29  de  Diciembre  de  1868  (Sent.,  nú- 
mero 880.— 4  de  Julio  de  1892).  476 

Tratándose  de  expedientes  de  minas,  si  bien  es  cierto  qne,         / 

conforme  al  art  89  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1869,  y  á  la  juris- 
prudencia, no  procede  la  vía  contenciosa  contra  las  resoluciones 
que  no  conceden  ni  niegan  el  derecho  de  propiedad  minera,  no 
tiene  aplicación  esta  doctrina  enando  se  trate  de  Boales  órdenes 
queestablesean  una  determinada  condición,  disponiendo  para  el 
caso  contrario  la  nulidad  de  los  registros  mineros  y  la  declaración 
de  fenecimiento  de  los  expedientes,  lo  cual  implica  una  resolu 
ción,  aunque  indirecta,  definitiva,  de  los  expedientes  mismos,  y 
aunque  mediata  y  condicional,  una  denegación  terminante  en  su 
caso  de  la  propiedad  de  las  minas  registradas. 

Siendo  los  escoriales  y  terrenos  metalíferos  resultantes  de  be- 
nefldos  anteriores,  sustancias  comprendidas  en  la  segunda  see- 
ción,  según  el  art.  8.o  del  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de  1868, 
á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art.  8.o^  tales  sustancias  no  pueden 
ser  explotadas  si  se  encuentran  en  terrenos  de  particulares,  más 
qué  en  el  caso  de  no  explotarlas  por  si  mismos  los  duefios  de  la 
superficie  (Sent,  núm.  864.— 11  de  Julio  de  1892).  601 

Los  expedientes  que  se  instruyan  para  obtener  concesiones 

en  minería,  son  puramente  gubernativos,  y  se  sustancian  y  ter- 
minan por  el  Gobernador;  entendiéndose  que  es  ante  el  Gober- 
nador de  la  provincia  en  que  esté  situada  la  mina. 

La  Real  orden  de  12  de  Julio  de  1867  se  halla  derogada  por  la 
ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de  1869,  y  por  lo  tanto,  el  Gobernador 
de  una  provincia  no  tiene  atribuciones  para  conceder  pertenencias 
fuera  de  ella. 

Los  concesionarios  de  minas  no  adquieren  derecho  alguno  á  las 
concesiones  que  fueren  hechas  por  un  Gobernador  distinto  al  de 
la  provincia  en  que  radiquen  las  minas  (Sent.,  núm.  442.-16  de 
Noviembre  de  1892).  624 
La  verdadera  concesión  de  una  mina  es  el  título  de  propie- 
dad, no  podiendo  entenderse  concedida  mientras  no  se  ha  expe- 
dido dicho  título  (Sent.,  núm.  460.— 19  de  Noviembre  de  1892).       636 

La  propiedad  del  Estado  sobre  una  laguna  no  ha  sido  pues 

ta  en  duda  ni  en  la  vía  gubernativa  ni  en  la  contenciosa,  y  la  ex- 
plotación de  dicho  estanque  en  concepto  de  salina  se  halla  com- 
probada por  el  hecho  de  tener  la  Hacienda  cuatro  guardias  nom- 
brados para  su  custodia,  y  por  la  existencia  de  6.704  quintales  de 
sal  que  acusa  la  cuenta  de  fabricación  de  Diciembre  de  1867  (Sen 
tencia,  núm.  467.-29  de  Noviembre  de  1892).  669 
Para  toda  concesión  minera  es  requisito  esencial  y  necesa- 
rio la  existencia  de  terreno  franco,  según  lo  dispuesto  en  el  ártica* 
lo  16  de  la  ley  de  Bases,  y  el  terreno^qne  ocupa  una  mina  no  pue- 
de conceptuarse  como  franco,  ínterin  no  sea  declarado  registra- 
ble,  previo  cumplimiento  de  todos  los  requisitos  que  se  citan  en 
el  art  28  dala  mencionada  ley  de  Bases,  oatre  los  que  figura,  coma 
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eMncfaüfoimo,  el  de  las  tres  eobaftae  eoneecatíTaa  (Sent,  aúméiro 
611— 31  de  Diciembre  de  18(^).  tl7 

Moneda  (ihtbodüooióv  db  plata  mxjicaha).— Oosfonne  á  lo  dío- 
paeeto  «i  el  art.  186,  núm.  l.o,  de  1m  Ordenansee  de  Adiuoiae, 
•e  ineorre  en  el  delito  de  contrabando  administraÜTO,  entre  otroe 
caaoe,  por  la  introdacdón  en  el  territorio  de  la  isla  de  los  efectos 
de  cnalqnier  especie,  cnjra  importación  esté  prohibida  por  leyes» 
re|^amentos  ú  órdenes  vigentes. 

El  decreto  del  Qobimrno  general,  de  18  de  Noviembre  de  1886, 
vigente  en  la  materia,  dispaso  de  un  modo  claro  y  terminante 
qoe  todas  las  monedas  de  plata  mejicana  se  marcaran  á  sn  intro- 
ducción por  las  Adnanasi  las  cnales  no  serían  admitidas  «n  las 
cajas  del  Tesoro  ni  tmidrian  corso  legal,  lo  coal  indica  de  nna 
manera  evidente  la  prohibición  de  la  introdacdón  sin  el  reqai- 
sito  de  presentarlas  en  la  Aduana  para  ser  marcadas,  á  fin  de  dar 
á  \\  moneda  el  valor  de  mercancía,  y  no  el  legal  de  moneda,  qoe 
es  el  que  los  introdoctores  se  proponían  darle,  y  con  el  cual  se 
prohibía  la  introducción. 

£1  delito  de  contrabando  en  desecho  administrativo  se  pena 
con  multa  igual  al  valor  oficial  de  los  efectos  y  derechos  de  Aran- 
cel, según  lo  dispone  el  art  118  de  las  Ordenanias,  cuya  aplica- 
ción es  la  que  ha  hecho  la  Intendoicia  en  la  solicitud  objeto  del 
debate  (Sent,  núm.  465.-  28  de  Noviembre  de  1893).  6M 

Montas.— £1  art  7.o  de  la  ley  de  16  de  Junio  de  1866  no  es  aplica- 
ble al  caso  de  la  redención  del  arbolado  de  una  finca,  pretendida 
por  quien  sólo  acredita  ser  duefio  del  suelo. 

£n  tal  supuesto,  tiene  aplicación  el  art.  9.o  que  concede  al  con- 
duefio  el  derecho  de  tanteo  cuando  el  £stado  enajena  la  parte 
que  le  corresponde  de  la  finca  cuyo  dominio  se  halle  dividido. 

Si  bien  el  duefio  del  terreno  puede  solicitar  la  redención  de 
pastes  y  hierbas  fundándose  en  dicho  art  7.<>.  debe  coneedérsele 
únicamento  en  la  parte  á  qoe  alcance  su  dominio  (Sent,  número 
IdS.--?  de  Abril  de  1892).  262 

— —  Tratándose  de  montes  públicos,  el  Beal  decreto  de  17  de 
Mayo  de  1866  no  fija  el  término  para  apelar  de  las  resoludones 
gubernativas  sobre  sefialamiento  de  zonas  dudosas» 

No  es  dado  á  los  Tribunales  contenciosos  apreciar  la  proceden 
eia  del  recurso  interpuesto  contra  aquellas  resoluciones,  cuyo  ex- 
tremo corresponde  á  la  exclusiva  competencia  de  la  Administra- 
ción activa. 

Sefialadas  las  sonas  dudosas  de  unos  montes  de  propiedad  par 
tieular,  y  decretado  por  Real  orden  el  deslinde  de  los  mismo», 
manteniendo  dichas  sonas  dudosas  mientras  que  aquel  se  realice, 
se  ha  alterado  el  estado  posesorio  de  los  interesados,  siendo  lo 
eludible  su  resteblecimiento;  y  en  tal  concepto  tiene  aquella  Real 
orden  el  carácter  de  definitiva,  reuniendo  los  requintos  necesa- 
rios para  ser  impugnada  en  vía  contencioss. 

£n  el  mismo  caso,  alterado  el  estado  posesorio  de  los  interesa- 
dos, sin  que  sus  montes  linden  con  otros  públicos,  requisito  ia 
dispensable  para  fijar  las  sonas  dudosas,  se  les  priva  á  aquéllos 
de  un  dereeho  tan  respetable  y  sagrado  oomo  el  que  se  deriva  del 
estado  posesoria 

Las  emstiones  que  no  hayan  sido  objeto  de  impugnación  ante 
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1a  Administradón  actívA,  no  "paeden  serlo  en  vía  'contenolom. 
La  Adminiatración  actiya  tiene  facultad  incoeationable  para 
mandar  ae  proceda  al  dealinde  de  loa  montea  públicos  y  de  fijar 
las  aoaaa  dadoaaa  en  loa  que  linden  con  elloa  (Sent,  núm.  860.— 
«deJaHodel893}. 

Ingresado  el  precio  del  remate  con  snjedón  é  laa  condicfo 

nea  qae  airyieron  de  baae  á  la  subasta,  el  rematante  esti  mi  Ins 
condiciones  legalea  para  que  ae  le  dé  la  licencia  neceaaria  para 
el  aprovechamiento. 

una  vez  hecho  el  ingreso  con  arreglo  á  las  condiciones  de  la 
•ubaata,  ai  el  Gobernador  modificara  las  condiciones  referentes 
■al  ingreao  del  precio  del  remate,  no  puede  hacerse  responsable 
al  rematante  de  no  haber  ingresado  el  precio  en  la  Caja  que  el 
«Oobemador  designare. 

Siendo  requisito  indispensable  para  el  aprovechamiento  la  li- 
cencia del  diatrito  foreatal,  no  puede  ser  responsable  el  rematante 
de  que  transcurra  el  término  del  aprovechamiento,  si  éste  no  ho- 
1>iera  podido  tener  lugar  por  no  obtener,  á  pesar  de  reclamarla;  la 
correapondiente  licencia  (Sent,  núm.  447.— 18  de  Noviembre  de 
188S). 

En  tanto  no  se  determine  de  una  manera  concreta  y  evi- 
dente ai  un  aprovechamiento  de  lefias  se  biso  con  sujeción  á  los 
requisitos  exigidos  por  laa  disposiciones  vigentes  en  materia  de 
montes^  ó  se  verificó  por  el  denunciado  sin  tener  derecho  alguno 
para  ello,  es  indudable  que,  atendido  el  texto  del  art.  40  del  Real 
decreto  de  8  de  Mayo  de  1884,  existe  por  resolver  una  cuestión 
previa,  de  la  exclusiva  competencia  de  las  Autoridades  adminis- 
trativas (Gomp.,  núm.  1.— 8  de  Enero  de  1892). 

Hecha  la  concesión  del  aprovechamiento  por  la  Adminia 

tradón,  corresponde  á  ésta  determinar  si  el  rematante  ha  verifi 
«ado  el  aprovechamiento  en  el  aitio  y  forma  en  que  tiene  derecho 
y  hacerlo,  ó  si,  por  el  contrario,  ha  faltado  á  loa  términos  en  que 
«quél  le  fué  otorgado  (Comp.,  núm.  12.~17  de  Enero  de  1892). 

Habiendo  neceaidad  de  practicar  un  dealinde  para  ver  si  la 

corta  7  sustracción  se  verificó  en  propiedad  privada  ó  en  un 
monte  público,  exiate  una  cuestión  previa  que  corresponde  resol- 
rer  á  la  Adminiatración  (Oomp.,  núm.  27.— 18  de  Febrero  de 
1892). 

En  los  aprovechamientoa  forestalea,  á  la  Administración 

oorresponde  examinar  el  modo  cómo  ae  ha  efectuado  el  aprore 
chamiento,  y  corregir,  «n  aii  caao,  loa  abuaos  que  con  ocaaión  del 
mismo  hayan  podido  cometerse,  ó  remitir  el  tanto  de  culpa  á  los 
Tribunales,  si  entendiese  que  los  hechos  ejecutados  conatituyen 
-delito  (Oomp.,  núm.  81.— 27  de  Febrero  de  1892). 

8i  bien  á  la  Administración  corresponde  sostener  el  estado 

posesorio  de  los  montes  comunalea,  y  reivindicar  aquellaa  usurpa- 
^ones  en  laa  coalea  concurra  alguna  de  las  dos  circunstanciaa  da 
ser  reeioite  ó  de  fácil  comprobación,  ea  lo  cierto  que  en  el  presente 
^saso,  deducida  ante  un  Ayuntamiento  la  oportuna  denuncia  de 
talea  cerramientoa  en  loa  montes  de  que  ae  trata,  fué  desestimada 
la  pretenaión  que  se  biso  por  la  Oomisión  provincial  en  aliada, 
idn  que  aparesca  que  contra  tal  resolución  se  dedujera  recurso 
4Ügnno,  quedando,  por  tanto  y  en  tal  forma,  resuelta  la  cueatióii 
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preyU  de  qae  á  ]a  Administración  corresponde  conocer  (Ck>mp., 
ném.  «9.-6  de  Jonio  de  1892).  841 
A  la  Adminittraddn  corresponde  conocer  de  los  aboses  co- 
metidos en  ios  montes  con  motivo  de  nn  aprovechamiento  fores- 
to]» con  arreglo  al  art.  40  del  Real  decrete  de  8  de  Mayo  de  1884 
(Oomp.,  núm.  87.— 20  de  Noviembre  de  1892).  898 
y.  AfftmUmienk^  y  Ou€9iiotuid0  oompúmcia. 


N 

Koblema  (títulos  dk).~  Surgiendo  un  coaflicto  de  jnrisdiodón  y 
atribociones  entre  dos  Ministerios,  debe  ser  resaeito  en  la  forma, 
prevenida  por  el  Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887,  care- 
ciendo, por  tanto,  la  jarisdicción  oontencioso-administrativa  de 
competencia  para  entender  en  el  asonto,  paesto  qae  la  resolodón 
corresponde  á  la  Presidencia  del  Ck>Bsejo  de  Ministros,  previo 
dictamen  del  Consejo  de  Estado  en  pleno  (Sent,  núm.  281,^9  de 
Mayo  de  1892).  888 

La  enajenación,  mediante  precio  eatípolado,  de  nn  titnlo, 

exdnye  de  todo  derecho  á  la  familia  del  enajenante. 

Fenecido  on  titolo,  por  sn  transformación  en  otro,  hay  la  impo- 
aiUUdad  legal  de  conceder  lo  que  no  exiate  (Sent,  núm.  467.  —22 
de  Noviembre  de  1892).  64T 

Notarios. «-Los  llamamientos  hechos  por  el  art  8.o  del  Real  decre- 
to de  2  de  Jonio  de  1889,  para  la  provisión  de  Notarlas,  son  por 
clases,  y  sólo  á  falta  de  aspirantes  de  ana  clase,  son  llamados  los 
de  la  inmediaU  (Sent,  441.*-16  de  Noviembre  de  1892).  828^ 


O 


Obispos.— Es  principio  fandamental  en  nnestro  moderno  derecho 
administratifo,  aal  en  lo  civil  como  en  lo  canónico,  qae  los  cargos 
no  se  retribuyen  eino  desde  que  empieaan  á  ser  servidos,  y  sin 
perjoicio  de  lo  qae  en  lo  antiguo  se  observara  en  orden  á  la  per- 
cepción de  frutos  anejos  á  la  dignidad  episcopal,  es  lo  cierto  qne 
el  derecho  á  la  dotación  qne  se  satisface  á  los  Prelados  del  presa- 
pnesto  de  coito  y  clero,  sigue  la  regla  general  de  todos  los  eneldos 
qne  paga  el  Estado,  los  cuales  no  se  devengan  sino  desde  que  se 
toma  posesión  del  empleo: 

£1  precepto  del  Oonoilio  de  Trento,  seeión  28,  capitulo  2.o.  en 
qne  se  manda  que  el  Obispo  que  no  se  haya  consagrado  á  tiem- 
po, devuelva  los  frutos  qne  anteriormente  hubiese  percibido,  de- 
muestra, qoe,  ni  según  el  referido  Concilio,  podía  cistímarse  pro- 
cedente la  percepción  de  frutos  sin  la  consagración  (Sent,  nüme» 
ro  85.-22  de  Febrero  de  1892).  144 

Obras  pilblioaa  (cumpumikmto  dk  coht&^to).— Según  el  art  47 
del  plif  go  de  condiciones  generales  para  las  contratas  de  Obraa 
públicas  de  10  de  Julio  de  1,86),  es  requisito  indispensable,  para 
qne  proceda  fijar  el  precie  especial,  que  se  trate  de  emplear  ma* 
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teriales  ó  ejecutar  obrae  qne  no  fignren  en  el  preeapoeeto  de  la 
eontrfttR  (Sent.,  núm.  88.-28  de  Febrero  de  1892).  14^ 

— — >  £n  loe  coDtratoe  adminiítrativoe,  el  pliego  de  condicionee 
preTiamente  aceptadat  por  las  partea,  ee  ley  ó  norma  con  arre- . 
glo  á  la  eoal  deben  reaolverae  las  diferendaa  qne  entre  aqnélloa 
ocanen  (Sent.,  núm.  89.-28  de  Febrero  de  1892).  15a 

No  procede  reconocer  á  loa  contratiataa  de  Obras  públicas 

otros  derechos  qne  los  pactadoa  en  el  pliego  de  condiciones 
(Sent,  núm.  184.— 12  de  Abril  de  1892).  282 

(iNDSHNiZAcióH  DI  DAÍ^os).— Para  ser  eflcts  y  producir 

efeetos  legales  la  instancia  de  an  contratista  de  carreteras  sobre 
indemnisadón  de  dafios  por  caso  de  ínersa  mayor,  seria  menes- 
ter qne,  con  arreglo  al  art  8.o  dd  Reglamento  de  17  de  Jalio  de 
1808,  se  hubiera  deducido  dentro  del  improrrogable  plazo  de  dies 
días,  contados  desde  la  fecha  del  acontecimiento,  y  expreaando 
en  ella  las  causas  que  hubieren  producido  la  avería,  desastre  ó 
perjuicio,  y  el  lugar  ó  sitios  en  que  hubiere  ocurrido,  los  medios 
que  el  contratista  hubiere  empleado  para  evitarlo,  y  la  naturalesa 
y  entidad  ó  importe  aproximado  de  los  dafios  sufridos. 

Igualmente  seria  preciso  determinar  el  caso  ó  casos  del  articu- 
lo !•<>  en  que  los  dafios  ó  per  juidos  ocurridos  se  consideraban 
eomprendidos  por  el  reciamente,  y  dedguar  con  precisión  y  ezac- 
litnd  los  pontos  á  que  alcansaron  los  efectos  del  siniestro. 

La  audiencia  del  Oonsejo  de  Estado  se  exige  por  el  art.  5.®  de 
dicho  Reglamento  para  la  declaradón  y  abono  de  los  perjaicios  ó 
para  el  caso  en  que  por  estar  bien  inatrnido  el  expediente  se  haga 
necesario  resolver  sobre  el  fondo  de  la  reclamación,  concediendo 
ó  negando  la  indemnisadón  solicitada,  pero  no  para  declarar  la 
nulidad  del  expediente  por  defectos  ó  vicios  esenciales  cometi- 
doa  en  su  tramitación  y  que  alcanxan  á  la  misma  reclamación  del 
inteiesado  (Sent,  núm.  188.-12  de  Abril  de  1892).  28a 

(uirKBKSBS,  ABONO  Dx).— Eu  Us  coutratas  realisadas  por  el 

Bslado  no  es  procedente  el  abono  de  intereses  más  que  en  los  ca- 
sos prevenidos  por  laa  diaposiciones  legales,  ó  en  aquellos  en  que 
se  establecen  y  pactan  expresamente. 

SI  art  89  del  pliego  de  condiciones  generales  se  halla  modifi- 
cado por  la  Real  orden  de  80  de  Septiembre  de  1865,  conforme  á 
cayos  preceptos  el  abono  de  intereaes  sólo  procede  desde  el  mes 
siguiente  á  la  aprobación  final  de  laa  liquidaciones  de  las  obras, 
antes  de  lo  cual,  conforme  ha  decidido  la  jurisprudencia,  no  hay 
más  que  situadones  provisionales  y  no  saldos  deflnitívos  que 
devenguen  intereses  por  la  demora  en  el  pago  (Sent.,  núm.  8.— 
15  de  Enero  de  1892).  IS 

(matsbialxs  del  X8TAD0).— Los  indicados  materiales,  pro- 

oedentes  del  desecho  de  las  obras,  constituyen,  sin  señero  de 
duda«  una  propiedad  del  Estado,  y  por  lo  tanto,  están  compren- 
didos en  la  dispoddón  del  art.  4d  del  pliego  de  condiciones  ge- 
nerales, según  se  consigna  en  la  Real  orden  impugnada  (Sent, 
núm.  488.-8  de  Noviembre  de  1892).  6 1 S 

(BBcsFCiÓN  Y  PAOO). — ^No  procedo  la  revocación  de  una 

Real  orden  qne  en  punto  á  recepción  y  pago  de  obraa  públicaa 
se  aliene  á  lo  consignado  en  laa  cláusulas  del  contrato  (8ent,  nú- 
mero 267.-28  de  Mayo  de  1892).  872 
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fiKBScisióK  T  oadücidad).— Ya  m  entienda  cmdaeadA  ó  yn 

«nnlmaa  U  concesión  de  nna  obra  pública,  correaponde  al  Eftado 
la  flanea  depositada  por  el  conceaionario  (8ent,  núm.  S87.— S  de 
Octubre  de  1892V  54S 

^-^  Et  incampumiento  de  laa  clánanlaa  del  contrato  de  nn  aer- 
▼icio  público  prodace  la  reaciaión  del  miamo,  y  la  pérdida  de  la 
'  cantidad  depoeitada  para  la  licitación  (8ent,  núm.  896.-8  de  Oc- 
tubre de  1893).  Mt 

En  aanntoa  de  obras  públicas  j  concorrlendo  las  cireons- 

das  de  hacerse  necesario  el  aso  de  materialea  no  comprendidos 
en^la  contrata,  de  no  conseguirse  ayenenda  en  la  fijación  de  pre- 
'  dos,  y  de  no  poderse  snbdiTidir  la  obra,  dispone  el  precepto  le- 
gal qne  se  releve  al  contratista  de  la  obra  de  que  se  trate,  sin  de- 
redio  á  indemnizadón  de  ningona  dase. 

Tratándose  de  obras  públicas,  demostrada  la  legalidad  de  una 
Beal  orden,  que  relevó  á  la  Sodedad  contratista  de  parte  de  laa 
obras,  no  pueden  causar  ledón  alguna  á  los  intereses  de  didia 
Sodedad  las  resoludones  complementarias  de  aouélla,  dictadas 
para  su  ejecución  j  para  la  constmcdón  de  las  obras  no  com- 
prendidas ya  en  la  contrata. 

Tratándose  de  obras  públicas,  no  es  rasonable  estimar  neoesa- 
ria  una  rescidón  total,  cuando  ésta  existe  evidentemente,  j  ha 
«stado  en  la  facultad  del  contratista  obtenerla  d  la  hubiera  pe- 
dido en  causa  legal. 

Sólo  devengan  intereses  los  capitales  ciertos,  pero  no  los  dere 
dios  inciertos  y  pendientes  de  liquidadón  hasta  que  sea  conodda 
su  cuantía  (8ent,  núm.  897.^10  de  Octubre  de  1892).  6M 
La  falta  de  cumplimiento  por  piarte  de  una  Sociedad  cons- 
tructora, de  una  de  laa  condidones  que  drvieron  de  base  á  la 
conceden,  lleva  consigo  la  pena  de  caduddad  (Sent,  núm.  488. — 
29  de  Noviembre  de  1892).  661 
Oflcioa  enajenadoa.— Procede  exigir  la  responsabilidad  en  que 
incurren  los  Escribanos  que  no  ae  preaentan  á  deaempellar  ana 
cargos  por  d,  ó  por  medio  de  servidor,  en  el  plaso  que  sefialan 
los  Tribunales  ó  las  dispoddones  vigentes. 

Tratándose  de  Escrlbaniaa  de  ultramar,  tal  responsabilidad  no 

Suede  menos  de  ser  la  que  establece  el  art.  238  de  la  Beal  cédala 
a  80  de  Enero  de  1866,  al  sefialar  la  obligación  que  tiene  d  pro- 
pietario de  un  oficio,  cuyo  servidor  sea  separado  (Sent.,  núm.  861. 
—80  de  Septiembre  de  1892).  686 


P»stoa.--Las  redondones  de  aprovechamientos  que  implicaa  una 
infracdón  de  lo  que  al  efecto  disponen  los  artículoa  7.«  y  9^  &• 
la  ley  de  16  de  Junio  de  1866,  no  pueden  eatí^narae  eficaeesy  va- 
lederaa,  y  los  derechos  y  acdonea  de  que  los  redimentes  se  ereaii 
adatidoa,  en  virtud  de  esta  dadaradón  de  ineficacia,  pueden  ha* 
cerloa  valer  donde  correaponda  y  en  la  torma  que  proceda  (Smü., 
núm.  18.^21  de  Enero  de  1892). 
— —  La  mancomunidad  da  paatoa  no  puede  eatimarse  probada 
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tando  reg^M  apropiadas  á  la  íodole  eapeclal  de  1a«  corridas  de 
toros  y  referentes  á  la  mayor  segaridad  de  las  personas  qne  á 
ellas  eoncnrren,  á  las  condiciones  de  la  localidad  en  qne  se  cele- 
bren j  á  la  necesidad  de  evitar  desgracias. 

Por  lo  expuesto,  así  como  por  ser  nn  derecho  innegable  en  los 
propietarios  el  de  poder  destinar  sns  fincas  á  los  fines  qne  tengan 
por  conveniente,  siempre  qne  al  hacerlo  se  sometan  á  la  legisla- 
ción vigente,  carece  de  fundamento  y  es  contraria  al  espirita  y 
ann  á  la  letra  de  los  preceptos  que  rigen  en  la  materia  la  recla- 
maeidn  contra  el  acuerdo  municipal,  autorizando  la  constmcdón 
de  nna  plaza  de  toros. 

El  mismo  propósito,  y  tratándose  de  ana  industria  hoy  libre, 
no  es  posible  conceder  fuerza  para  desvirtuar  los  anteriores  razo- 
namientos á  su  antiguo  privilegio  local,  prohibiendo  dicha  oons- 
tmcdón  (Sent,  núm.  2f)8.— 37  de  Mayo  de  1892).  S84 

Prescripciones  de  créditos  contra  el  Bstado. — Oon  arreglo  al 
art  19  de  la  ley  de  Oontabilidad,  queda  prescrito  todo  crédito 
contra  el  Estado  qne  no  haya  sido  reclamado  por  el  acreedor  den- 
tro de  los  cinco  años  sis^uientes  á  la  terminación  del  servido  qae 
proceda  (Sent,  nóm.  620.— SI  de  Diciembre  de  1892).  7S9 

Proce^Umiento  contencioso  administrativo  (oADUcn>AD  dkl 
PLxrro). — El  apercibimiento  de  que  habla  el  art  271  del  Regla- 
mento de  29  de  Diciembre  de  1890,  tiene  por  objeto  inculpar  á  la 
parte  de  la  detención  del  pleito,  y  fijar  de  modo  cierto  en  tal  caso 
la  fecha,  á  partir  de  la  que  ha  de  contarse  el  afio  á  que  se  refiere 
el  art.  96  de  la  ley  de  lo  Contencioso  (Auto,  núm.  S22.— 27  de  Ju- 
nio de  1892).  46é 
(dkmanda).— Oon  arreglo  al  art  7.o  de  la  ley  de  18  de  Sep- 
tiembre de  1888,  el  plazo  para  acudir  á  la  vía  contenciosa  es  el  de 
tres  meses,  á  contar  desde  la  fecha  de  la  notificación  de  la  reso 
Indón  reclamada,  y  este  plazo  debe  computarse  en  la  forma  esta- 
blecida en  el  art.  94  de  la  misma  ley,  ó  sea  por  meses  enteros,  sin 
tomar  en  cuenta  el  número  de  días  de  que  se  compongan,  ni  loa 
feriados,  y  entendiéndose  los  meses  de  treinta  días. 

Oomoutado  en  esa  forma  el  plazo,  y  notificada  la  Real  orden  al 
demandante  el  día  8  de  Junio,  es  indudable  qne  el  plazo  de  tres 
meses  de  treinta  días  se  hallaba  ya  vencido  cuando  en  2  de  Sep 
iiembre  siguiente  se  inició  en  forma  legal  y  con  los  documentos 
jastificativos  de  personalidad  el  recurso  contencioso-administrati- 
TO  (Sent,  núm.  46.— 80  de  Enero  de  1892).  7i 

A  tenor  de  lo  prescrito  en  las  leyes  que  rigen  el  ejercido  de 

la  jurisdicdón  contencioso-administrativa,  es  indispensable  qne 
la  resolución  contra  la  cual  se  dirija  el  recurso  haya  cansado  es- 
tado y  que  pueda  suponerse  qne  lastima  derechos  que  el  recurren- 
le  invoque,  en  ninguno  de  cuyos  casos  se  encuentra  nn  acuerdo 
4e  nn  Ayuntamiento,  porque  ni  cansa  estado,  alendo  como  es  re- 
clamable  ante  la  autoridad  del  Gobernador  de  la  provincia,  ni 
«ansa  agravios  de  derechos  al  limitarse  á  declarar  la  incompeten- 
-da  de  la  Oorporadón  municipal  para  resolver  el  asunto. 

Una  alzada  deducida  ante  autoridad  incompetente,  no  poede 
interrumpir  el  lapso  del  término  para  acudir  á  la  vía  contendosa 
<Sent«  núm.  64.-4  de  Febrero  de  1892).  M 
Comunicada  al  Ministerio  de  Estado  la  consulta  ds  la  See- 
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no  cabe,  uoa  vei  foruuüisada  la  demanda,  j  fandándoM  en  la 
falta  de  penonalidad  del  actor,  qae  aquél  voelva  aobre  sa  acoer- 
do  declarando  no  haber  lagar  á  la  demanda,  ain  qae  preiriamente 
■ea  promovido  y  aoatanciado  el  incidente  de  excepción,  en  el 
eaal  padiera  recaer  aqaella  reaoladón  (Anto,  núm.  824.-27  de 
Junio  de  1892).  Í5S4 

Deeestimada  ana  excepción  dilatoria,  no  paede  legalmente 

•er  reprodacida  como  perentoria,  porqae  cd  art  48  de  la  ley  de  18 
de  Septiembre  de  1888  aólo  aotorisa  para  alegar  con  este  carác- 
aer  laa  excepcionea  qae  no  ee  propnaieron  en  tiemno  y  forma. 

Oonforaae  ai  art  811  del  Reglamento  de  lo  Gontendoao,  lólo 
«adate  la  faUa  de  peraonalidad  en  el  actor  caando  éate  caiedeae 
de  las  caalidadea  neceeariaa  para  comparecer  ante  el  Tribunal,  ó 
cuando  no  acreditase  el  carácter  con  que  reclama  (Sent,  número 
S56.— 11  de  Julio  de  1892).  60r- 

Sólo  dentro  del  plaao  fijado  en  el  art  7.o  de  la  ley  de  18  de 

Septiembre  de  1888,  puede  interponerse  el  recurso  contendoso- 
administrativo. 

Bn  la  época  que  se  dio  la  orden  que  se  impugna  no  se  concedía 
«1  recurso  contencioso  administrativo  contra  las  resoludones  de 
la  Administración  en  asuntos  de  Aduanas,  siendo  ¡incompetente, 
por  lo  tanto,  el  Tribunal  (Sent.,  núm.  444.— 17  de  Noviembre 
de  1892).  92^ 

Las  cuestiones  que  se  refieren  á  la  potestad  discrecional  de 

la  Administración  no  correeponden  al  conocimiento  de  los  Triba- 
les de  lo  Oontencioso-administrativo,  según  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 4.0,  núm.  l.o  de  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888  (Sent., 
núm.  488.-26  de  Noviembre  de  1892).  86  S 

(nulioad  di  AOTUACioinB).- Según  se  ba  declarado  con 

lepetición  en  casos  análogos4los  acuerdos  de  los  Ayuntamientos 
que  se  suponga  cauíen  agravio  á  los  derecbos  de  que  un  partico* 
lar  se  crea  asistido,  son  reclamables  por  el  mismo  particular  anie 
la  Autoridad  del  Gíobernador  de  la  provincia,  á  tenor  de  lo  decía* 
tado  en  la  Real  orden  de  26  de  Mayo  de  1880,  que  no  está  dero- 
gada en  el  día. 

No  habiéndose  apurado  debida  y  previamente  la  vía  guberna- 
tiva para  aeodir  á  la  contencioaa,  adolece  el  procedimiento  de  un 
▼ido  de  nulidad,  que  no  puede  menos  de  invalidar  la  sentencia 
que  se  hubiese  diotado  en  primera  instancia  (Sent.,  núm.  198.— 
19  de  AbrU  de  1892).  292 

A  tenor  de  las  disposidones  vigentes  con  anterioridad  á  la 

ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  el  trámite  previo  de  admidóo 
de  las  demandas  tenía  el  concepto  de  expediente  ambemativo,  y 
en  su  virtud,  la  reaolndón  de  un  Gobernador  declarando  la  im- 
procedencia de  una  demanda  contencioaa  de  fecha  antorior  á  la 
de  aqaélla  ley,  no  puede  estimarse  como  auto,  y  mucho  menos 
cuando  contra  la  misma  resolndón  se  habida  presentado  d  re- 
curso qae  autorizaba  el  art  94  de  la  ley  de  26  de  Septiembre  de 
1868,  qae  hacía  no  fuera  su  resolndón  ñnal  en  el  orden  guberna- 
tivo; por  lo  que,  concediéndola  un  carácter  que  no  tenía,  y  suje- 
tándola al  recurso  de  apelación,  se  infringen  los  preceptos  de  la 
ley  de  18  de  Septiembre  de  1888,  que  £jan  los  casos  en  que  pro^ 
cede  aqud  recurso. 
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Según  la  dispofición  1.»  transitoria  de  la  ley,  laa  demandas  an- 
teriores á  la  misma,  pendientes  de  admisión,  han  de  estimarse 
como  recurso  iniciando  el  procedimiento  contencioso  administra- 
tivo (Aoto,  núm.  205.— 23  de  Abril  de  1892).  807 
A  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  art  9.o  de  la  ley  de  26  de  Ju- 
nio de  1870,  es  requisito  indispensable  para  intentar  la  vía  con- 
tencioso administrativa,  en  asuntos  que  se  refieren  á  cantidades 
definitivamente  liquidadas  en  favor  de  la  Hacienda,  la  previa  con- 
signación ó  pago  en  las  Oajas  del  Tesoro  público  de  la  cantidad 
reclamada,  y  la  entrega  del  6  por  100  de  la  misma  cantidad,  no 
satisfacen  ni  pueden  dar  por  cumplido  el  indicado  precepto  (Sent, 
núm.  260.-- 24  de  Mayo  de  1892).  876 
Según  la  Real  orden  de  26  de  Mayo  de  1880,  en  las  cuestio- 
nes que  susciten  los  particulares  con  motivo  de  acuerdes  de  loa 
Ayuntamientos  en  materia  de  sus  exclusivas  atribuciones,  queso 
supongan  lesivos,  la  resolución  del  Gobernador  causa  estado,  ul- 
tima la  vía  gubernativa  y  es  la  que  puede  motivar  el  recurso  en 
vía  contenciosa. 

En  el  propio  caso,  estableciendo  la  ley  de  13  de  Septiembre  de 
1888  el  orden  que  se  ha  de  observar  en  la  snstanoiación  de  los 
pleitos  administrativos,  y  disponiendo  el  art.  25  de  la  misma  ley 
que  representarán  á  la  Administración  en  los  Tribunales  provin- 
ciales los  Abogados  del  Estado,  al  emplazar  dichos  Tribunales, 
para  contestar  la  demanda,  á  los  Ayuntamientos,  infringen  el  pre 
cepto  del  citado  art.  25. 

El  art.  94  de  la  ley  orgánica  de  la  jurisdicción  contenciosa  con- 
signa que  los  Tribunales  no  podrán  reducir  ni  ampliar  los  térmi- 
nos fijados  en  la  ley,  sino  en  los  casos  en  que  se  les  conceda  ex- 
presamente la  facultad  de  hacerlo. 

En  ninguno  de  los  artículos  de  dicha  ley  se  faculta  la  suspen- 
sión del  procedimiento  para  recibir  instrucciones  de  las  Autorida- 
des administrativas  (Sent,  núm.  800.— 10  de  Junio  de  1892).  481 

Fijando  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888  el  orden  que  se 

ha  de  observar  en  la  sustanciacion-  de  los  pleitos  administrati- 
vos, recurrido  en  vía  contenciosa  el  acuerdo  de  un  Gobernador, 
el  Tribunal,  en  observancia  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  25  y 
45  de  dicha  ley,  debe  emplasar  para  contestar  la  demanda  al  Abo- 
bado del  Estado,  y  de  no  estimarlo  así^  infringe  los  prenotados 
preceptos  y  hace  que  el  procedimiento  incurra  desde  luego  en  un 
vicio  que  no  puede  menos  de  producir  la  nulidad  de  todas  las 
actuaciones  ulteriores. 

La  ley  orgánica  de  la  jurisdicción  contenciosa  no  autoriza  la 
suspensión  del  procedimiento,  y  por  el  contrario,  el  art  94  de  la 
misma  ley  previene  que  los  términos  fijados  en  ella  no  podrán 
reducirse  ni  ampliarse  si  no  en  los  casos  en  que  se  conceda  ex- 
presamente al  Tribunal  la  facultad  de  hacerlo  (Sent.  núm.  SOL- 
IO de  Junio  de  1892).  488 
Fijada  por  la  Real  orden  de  26  de  Mayo  de  1880  la  inteli- 
gencia que  debe  darse  á  los  artículos  de  la  ley  Municipal  que  se 
refieren  ár  los  recursos  que  cabe  utilizar  contra  los  acuerdos  de  las 
Corporaciones  municipales,  hay  que  atenerse  á  ella,  sin  que  sea 
licito  aceptar  otras  interpretaciones,  según  así  se  halla  declarado 
^repetidamente  en  varias  sentencias. 

TOMO  45  88 
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Redamado  ante  el  Gobernador  el  acaerdo  de  on  Ayuntamiento 
como  leaivo  de  loa  derechoa  de  un  particular  contra  la  reaolnción 
diotada  por  dicha  Autoridad  gubernativa,  no  puede  ntílisarae  otro 
recurso  que  el  contencioso  adminiatrativo  ante  el  Tribunal  pro- 
vincial. 

£n  el  propio  caao,  interpueato  recurso  de  alzada  contra  la  reso- 
lución del  Gobernador,  al  resolver  el  Ministerio  por  Real  orden 
aquel  recurso,  lo  hace  con  notoria  incompetencia  con  motivo  de 
una  alxada  que  es  de  todo  punto  improcedente. 

Según  la  jurisprudencia  establecida,  siempre  que  en  un  expe- 
diente se  nota  error  esencial  en  el  procedimiento,  procede  decla- 
rar unías  las  actuaciones  practicadas  con  posterioridad  á  la  última 
disposición  ajnatada  á  derecho  (Sent,  núm.  828.-80  de  Junio 
de  1892).  4«S 

(bcoubso  di  AOL abaoión)^— -Conforme  á  lo  prevenido  en 

el  art  458  del  Reglamento,  el  recarso  de  aclaración  procederá 
coando  los  autos  ó  sentenoiaa  ofrezcan  ambigüedad  ú  oscuridad 
en  su  parte  dispositiva. 

No  solicitando  que  se  aclare  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia, 
sino  que  se  adicione  el  fallo  con  la  declaración  de  á  qaién  corres- 
ponde el  pago  de  cottaa,  es  doctrina  corriente  en  loa  Tribunales 
la  de  qae  cuando  en  la  sentencia  no  se  hace  expresa  condenación 
en  coatas,  cada  parte  satisface  las  que  respectivamente  le  corres- 
ponden (Auto,  núm.  24  — 14  de  Febrero  de  1892).  44^ 
Limitado  el  fallo  á  absolver  de  la  demanda  á  la  Administra- 
ción general  del  Estado,  decidiendo  que  qneda  firme  la  Real  or- 
den impugnada,  la  claridad  de  eatas  resolaciones  es  evidente  y  el 
fallo  no  ofrece  en  su  contenido  oscuridad  ni  ambigüedad  alguna 
que  dificulte  su  comprensión  y  cumplimiento  (Auto,  núm.  69.— 
11  de  Mario  de  1892).                                                                           llt 

(B80UB80  DI  alzada). — Sogúu  lo  proveuido  en  el  art.  87  de 

la  ley  Provincial  de  29  de  Agosto  de  1882,  el  recurso  de  sisada 
contra  los  acuerdos  de  isa  Diputaciones  sólo  procede  en  los  caaos 
previstos  en  el  art.  79,  ó  sea  cuando  recaiga  en  asuntos  que  no 
sean  de  la  exclusiva  competencia  de  la  Diputación,  cuando  se  in- 
frinjan manifiestamente  las  leyes  con  perjuicio  de  los  intneaes 
generales  del  Estado  ó  de  otra  provincia,  y  cuando  se  liaya  incu- 
rrido en  delincuencia. 

El  nombramiento  y  separación  de  los  empleados  provinciales 
corresponde  de  una  manera  peculiar  y  privativa  á  las  Dipnadonea 
provinciales,  y  es,  por  tanto,  materia  de  su  exclusiva  competen- 
cia, limitada  tan  sólo  por  lo  dispuesto  en  las  leyes,  reglamentos  y 
disposiciones  generales  en  cuanto  á  determinados  funcionarioa, 
según  lo  establecido  en  los  articules  74  ó  104  de  la  misma  ley. 

Si  bien  la  Administración  Oentral  puede  conocer  de  los  recursos 
que  se  utilicen  contra  los  acuerdos  de  las  Diputaciones  que  han 
recaído  en  aanntos  de  sus  atribucionea,  cuando  en  ellos  se  han 
infringido  las  disposiciones  legales  vigentes  que  determinan  y  li- 
mitan la  competencia  de  aquellas  Corporaciones,  no  invocando  el 
recurrente  precepto  alguno  de  carácter  general  que  favoresca  sus 
pretensiones,  la  Real  orden  que  reyoca  el  acuerdo  recurrido  se 
halla  dictada  con  incompetencia  y  abuso  de  poder  (Sent,  núm.  66. 
—6  de  Febrero  de  1892).  91 
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Lo  miimo  la  ley  de  13  de  Septiembre  de  1888,  que  el  Regla- 
mento dictado  para  so  aplicación,  establecen  recursos  á  fin  de  qae 
los  Tribunales  Contencioso  administrativos  no  invadan  atribado- 
nes,  ya  de  la  Administración  activa,  y^  de  los  Tribunales  de  jns- 
tieia. 

La  Administración  activa  tiene  medios,  con  arreglo  á  la  ley,  de 
impedir  que  el  Tribunal  de  lo  Oontenciosoadministrativo  dicte 
sentencia  en  el  asunto  de  que  se  trata,  pero  sin  apelar  á  un  re- 
curso que  no  se  halla  establecido  en  la  ley  (Ck)mp.,  núm.  46.— 
28  de  Marso  de  1892).  869 

(rboübso  de  apxlaoií^n).— -Tratándose  de  determinar  si 

debe  ó  no  ser  admitida  la  aleada  interpuesta  por  un  Concejal  á 
quien  en  este  concepto  se  le  declaró  por  acuerdo  gubernativo 
suma  responsable  de  cierta  suma  procedente  de  la  venta  de  Pro- 
pios del  Municipio,  no  es  de  estimar  la  excepción  dilatoria  de  in- 
competencia de  jurisdicción,  fundada  en  ser  el  caso  del  conoci- 
miento del  Tribunal  de  Cuentas,  porque  tal  excepción  sólo  podría 
ser  discutida  y  resuelta  tratándose  del  fondo  del  asunto. 

Interpuesto  un  recurso  de  alzada  contra  el  acuerdo  de  un  Go- 
bernador, sin  hacer  la  previa  consignación  de  la  cantidad  por  éste 
reclamada,  y  solicitada  por  el  recurrente  del  respectivo  departa- 
mento ministerial  dentro  del  plazo  lesal  de  la  apelación,  sin  que 
la  providencia  recurrida  se  haya  hecho  firme,  la  relevación  del 
previo  pago,  en  uso  del  derecho  que  le  concede  el  art.  89  del  Re- 
glamento de  24  de  Junio  de  1886,  debe  quedar  en  suspenso  dicho 
recurso  hasta  que  recaiga  y  se  comunique  el  acuerdo  ministerial 
concediendo  ó  denegando  esa  relevación,  según  dispone  el  mismo 
art  89,  y  por  consiguiente,  hasta  entonces  la  Autoridad  que  dictó 
aquella  providencia  carece  de  facultades  para  dictar  resolución 
alguna  respecto  de  la  procedencia  de  la  alzada. 

£1  defecto  de  no  presentarse  ante  el  Gobernador  la  solicitud  de 
relevación  de  pago,  quedaría  subsanada  en  el  hecho  de  haberla  re 
mitido  el  Ministerio  á  informe  de  aquella  Autoridad. 

Por  la  misma  razón  y  una  vez  emitido  el  informe  por  el  Gober- 
nador, el  Ministerio  debió  limitarse,  en  uso  de  las  facultades  dis- 
crecionales que  el  art.  88  del  Reglamento  le  confiere,  á  conceder 
ó  denegar  la  relevación  de  pago  solicitada,  sin  perjuicio  de  lo  que 
en  definitiva  hubiera  de  resolverse  sobre  el  fondo  de  la  cuestión, 
y  no  á  declarar  improcedente  una  alzada  deducida  dentro  del 
plazo  legal  (S«it.,  núm.  148.— 24  de  Marzo  de  1892).  284 

Si  bien  el  art.  187  del  Reglamento  de  29  de  Diciembre 

de  1890,  declara  que  contra  las  resoluciones  de  los  Tribunales  de- 
negando la  suspensión  de  los  efectos  de  la  resolución  reclamada 
no  se  da  recurso  alguno,  basta  fijarse  en  el  contexto  del  art.  109 
del  Real  decreto  de  28  de  Noviembre  de  1888,  para  convencerse 
de  que  tal  precepto  se  hallaba  implícitamente  establecido  en  el 
mismo  articulo,  puesto  que  al  consignar  oue  los  dichos  Tribuna- 
les pueden  acordar  la  suspensión  de  las  resoluciones  reclamadas» 
previos  los  trámites  :)ue  al  indicado  fin  establece,  inviste  á  estos 
Tribunales  de  una  facultad  que  somete  á  su  criterio  especial,  por 
lo  que  su  ejercicio  no  puede  lastimar  derecho  alguno  preestablecido 
en  favor  de  las  partes  que  litigan,  y  motivar  por  tanto  la  alzada 
ante  el  Superior  jerárquico  (Auto,  núm.  874.— 16  de  Julio  de  1892).    681 
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Admitido  por  el  Tríbonal  proyindal  6l  aUanAmiento  del  Fia- 
cal  á  U  demanda,  y  abateniéndoae  de  aa  parte  en  el  litigio  el  re 
preaentante  de  la  Adminiítracióo,  el  coadyavante  de  éeta  no 
pado,  ain  notoria  temeridad,  interponer  recarao  de  apelación 
(Sent.,  núm.  480.— 7  de  Noviembre  de  1893).  609 
— ^—  Contra  laa  proyidenciaa  de  mero  trámite  no  cabe  máa  re- 
curao  que  el  de  repoaieión,  alendo  inapelable,  aegán  el  art.  64  de 
la  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  (Auto,  núm.  469.— 80  de  No- 
yiembre  de  1892).  66t 
(8U8PKNB1ÓN  DB  ACTUAoioNis).— La  ley  de  18  de  Septiem- 
bre de  1888  eatablece  el  procedimiento  que  se  ha  de  observar  en 
la  Boatanciación  de  los  pleitoa  adminiatrativoa,  y  al  fijar  en  aa  ar- 
tículo 45,  para  contestar  las  demandas,  el  plexo  de  veinte  diaa 
para  cada  ana  de  las  partes,  asi  como  al  declarar  en  el  art  94  qae 
loa  términoa  fijadoa  por  la  ley  no  aon  prorrogablea  por  el  Tribu- 
nal más  qne  coando  expresamente  se  le  faculta  para  ello,  y  por 
último,  al  encargar  en  el  art.  26  á  los  Abogadea  del  Estado  que 
repreaenten  á  la  Administración  ante  los  Tríbanales  provinciales, 
recibiendo  las  instrocciones  de  la  autoridad  de  la  cual  emana  la 
resolución  impugnada  en  vía  oontendoaa,  ó  del  Fiscal  en  su  caso, 
según  los  artículos  68  y  64  del  Beglamento  de  29  de  Diciembre 
de  1890,  se  demuestra  de  modo  incontrovertible  que  para  esta 
clase  de  litigios  no  rige  el  precepto  del  art  14  del  Beal  decreto 
de  16  de  Marzo  de  1886,  y  como  á  la  buena  administración  inte- 
resa la  celeridad  en  estos  procedimientos,  no  es  dado  autorizar 
moratorias  que,  si  son  de  admitir  para  ante  los  Tribunales  de  la 
juriadieción  ordinaria  por  la  índole  de  las  cuestiones  que  en  ellos 
se  ventilan,  no  alcanza  igual  procedencia  á  las  que  se  someten  á 
los  del  orden  administrativo,  en  que  ae  trata  de  revisar  los  fun- 
damentos sobre  los  cualea  descansa  la  denegación  ó  concesión  de 
un  derecho  que  se  supone  existía,  y  en  que  para  la  defensa  del 
acto  de  la  Administración  suministra  el  ezpedienle  por  lo  gene- 
ral cuantos  datos  y  razonamientos  son  apeteeiblea  por  el  deman- 
dado, sin  más  ampliacionea  que  laa  que  se  puedan  obtener  de  la 
autoridad  que  adoptó  la  resolución  respecto  á  las  canaaa  ocasio- 
nales que  la  movieron  á  dictarla  (Auto,  núm.  802.«*10  de  Junio 
de  1892).                                                                                                484 
La  ley  de  18  de  Septiembre  de  1888  eatablece  el  procedi- 
miento qne  se  ha  de  observar  en  la  austandación  de  los  pleitos 
administrativos,  y  al  fijar  en  su  art.  45,  para  contestar  las  deman- 
daa,  el  plazo  de  veinte  días  á  cada  una  de  las  partea,  así  oomo  al 
declarar  en  el  art.  94  que  loa  términos  fijados  por  la  ley  no  son 
prorrogablea  por  el  Tribunal  máa  que  cuando  expresamente  se  le 
faculta  para  ello,  y  por  último,  al  encargar  en  el  art.  25  á  loa  Abo- 
gados del  Estado  que  representen  á  la  Administración  ante  los 
Tribunalea  provinciales,  redbiendo  laa  inatruccionea  de  la  Auto- 
ridad de  la  cual  emana  la  resolución  impugnada  en  vía  oonten- 
doaa, ó  del  Fiscal  en  su  caso,  según  los  artículos  68  y  94  del  Sí9- 
glamento  de  29  de  Diciembre  de  1890,  se  demuestra  de  modo  in- 
controvertible que  para  eata  clase  de  litigios  no  rige  el  precepto 
del  art.  14  del  Real  decreto  de  16  de  Marzo  de  1886,  y  que  como 
á  la  buena  administración  interesa  la  celeridad  en  estos  procedi- 
mientos, no  es  dado  autorizar  moratoriaa,  que  ai  son  de  admitir 
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nenüefl  de  todos  los  qae  revisteo  aquel  carácter,  y,  por  conei- 
gniente,  le  ee  aplicable  el  art.  19  de  la  lej  de  Contabilidad,  te- 
gún  el  caal  qaeda  prescrito  todo  crédito  contra  el  Estado  qae  no 
haya  sido  reclamado  por  el  acreedor  dentro  de  los  cinco  afios  ai- 
gaientes  á  la  terminación  del  servicio  de  qne  proceda  (Sent,  nú- 
mero 48.— 80  de  Enero  de  1892).  78 
ídem  id.— Sent,  núm.  44.— 80  de  ídem  id.  7S 
ídem  id.— Sent.,  núm.  46. — ídem  id.  id.  76 
ídem  id.— Sent,  núm.  99.-29  de  Febrero  id.                                     171 
ídem  id.^Sent,  núm.  100.— ídem  id.                                                 172 
ídem  id —Sent,  núm.  101.— ídem  id.                                                 172 
ídem  id.— Sent.,  núm.  876.-26  de  Septiembre  de  id.                        58S 

Tratándose  de  la  deyolación  de  ana  cantidad  ingresada  en 

el  Tesoro  público  por  redención  del  servicio  militar,  pero  no  de 
impagnar  el  acto  administrativo  qae  declaró  soldado  al  recorren- 
te,  la  Real  orden  deuegatoria  de  la  pretensión  de  éste  en  aqael 
extremo,  y  dictada  con  aplicación  é  interpretación  de  disposicio- 
nes  de  carácter  administrativo,  es  susceptible  de  revisión  en  vía 
contenciosa,  y  competente  el  Tribanal  para  conocer  del  asanto  y 
decidir  si  tales  preceptos  han  sido  ó  no  bien  aplicados. 

En  el  propio  caso  es  improcedente  la  excepción  de  falta  de  per- 
sonalidad en  el  actor  si  se  halla  reconocida  en  el  expediente  ad- 
ministrativo, toda  vez  qae  se  extendió  á  sa  nombre  la  carta  de 
pago  de  la  cantidad  importe  de  sa  redención  del  servicio  militar, 
y  si  no  se  justifica  qae  faese  mayor  de  edad  en  la  época  en  que 
su  padre  entabló  la  reclamación  en  la  vía  gobernativa  y  en  la  vía 
contencioso  administrativa  ante  el  Consejo  de  Estado. 

Según  las  Reales  órdenes  del  Ministerio  de  la  Guerra  de  19  y  28 
de  Marzo  de  1876,  los  mo^sos  de  la  reserva  extraordinaria  de 
125.000  hombres  fueron  llamados  para  prestar  el  servicio  de  guar- 
niciones y  demás  análogos  en  sus  respectivas  provincias  durante 
el  tiempo  de  la  guerra  civil  y  seis  meses  más  si  el  Gobierno  con- 
sideraba necesaria  esta  prórroga,  y  obtuvieron  todos  su  licencia 
absoluta  después  de  pasada  la  revista  de  Abril  de  1876. 

Solicitada  dicha  devolución  por  el  interesado  por  haber  sido 
dado  de  baja  como  excedente  de  cupo  cuando  ya  había  terminado 
el  servicio  de  la  mencionada  reserva,  y  habían  obtenido  todos  los 
en  ella  comprendidos  su  licencia  absoluta,  la  redención  verificada 
por  el  mismo,  produjo  en  su  favor  todos  los  efectos  legales,  pues- 
to que  no  orestó  el  servicio  al  que  sin  la  redención  venía  obli- 
gado, y  no  son,  por  tanto,  aplicables  al  caso  las  prescripciones 
del  art.  168  de  la  ley  de  80  de  Enero  de  1856,  por  cuanto  su  plasa 
no  llegó  á  ser  cubierta  por  otro  (Sent,  núm  217. — 80  de  Abril 
de  1892).  823 
Servicios  postales.— El  Gobernador  general  de  Cuba  no  podía 
detener  la  salida  de  los  vapores  correos  más  que  por  veinticua- 
tro horas  sin  indemnitación,  y  esto  en  casos  argentes  y  extraor- 
dinarios, de  conformidad  con  lo  establecido  en  el  art.  7. o  ^el 
pliego  de  condiciones  para  la  contrata  del  servicio  de  vapores  co- 
rreos espafioles  entre  las  islas  de  Ouba  y  Puerto  Rico  y  el  golfb 
de  Méjico  y  mar  de  las  Antillas  (Sent,  núm.  40.— 29  de  Enero 
de  1892).  ^9 
Conforme  á  lo  establecido  en  el  art.  44  del  contrato  de  9U- 
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viciof  postales  marítimos,  la  Oompafiía  Trasatlántica  está  obliga- 
da á  transportar,  sin  más  abono  que  el  de  la  subvención  de  la  lí- 
nea, cándales,  valores  ó  pastas  para  la  acnfiación  de  moneda  y 
especies  metálicas  pertenecientes  al  Estado. 

En  el  art.  45  del  contrato  se  establece  qne  los  Oapitanes  de  los 
baques  han  de  recoger  por  sí  mismos  la  correspondencia  en  las 
Administraciones  respectivas  de  Correos,  y  la  custodiarán  en  la 
forma  que  la  reciban,  y  si  bien  nada  se  prescribe  expresamente 
en  cnanto  á  los  valores,  caudales  ó  pastas  para  la  acnfiación  de 
la  moneda,  es  lógico  suponer,  atendido  el  espirito  del  mismo  con- 
trato, qne  la  Oompafiía  se  halla  obligada  á  recogerlos  de  la  ofi- 
cina del  Estado  y  á  custodiarlos  en  el  mismo  estado  en  qne  los 
reciba  (Sent.,  núm.  509.— 21  de  Diciembre  de  1892).  714 

cServidambres. — Los  gravámenes  ó  servidumbres  que  limiten  los 
derechos  qne  correspondan  á  las  Empresas  de  ferrocarriles,  han 
de  ajustarse  á  los  límites  de  la  concesión  y  á  las  generales  de  la 
legislación  de  ferrocarriles,  por  lo  cual  esta  materia  no  cae  den- 
tro de  las  facultades  discrecionales  de  la  Administración  activa 
(Sent,  núm.  518.— 22  de  Diciembre  de  1892).  718 

T 

'Tabacos  (apbbhensión). — Oon  arreglo  á  lo  preceptuado  en  el  ar- 
tículo 276  del  Reglamento  de  procedimiento  económico-adminis- 
trativo de  81  de  Diciembre  de  1881,  el  Estado  puede  someter  á 
revisión  en  la  vía  contencioso  administrativa  las  providencias 
de  primera  instancia  que  por  orden  ministerial  se  declaren  lesi- 
vas de  los  intereses  del  Tesoro,  y  según  lo  que  dispone  el  ar- 
tículo 280  del  mismo  Reglamento,  el  plaso  qne  la  Administra 
don  tenía  para  acudir  á  la  vía  contenciosa  era  el  de  seis  meses, 
á  contar  desde  el  día  en  qne  la  declaración  se  hiciese. 

Para  la  libre  circulación  de  nna  partida  de  tabaco  encontrada 
á  bordo  en  1884  eran  precisas  la  certificación  á  que  se  refiere  el 
párrafo  último  del  art.  5.o  del  Apéndice  29  de  las  Ordenansas  vi- 
gentes en  aquella  época,  ó  la  inclusión  del  género  en  la  certifica 
ción  de  provisiones  que,  visada  por  el  Gónsul,  previenen  las  mis- 
mas Ordenanzas. 

Si  bien  por  hacer  el  barco  nn  viaje  exportando  carga  para  el 
extranjero  no  le  sería  aplicable  la  prescripción  contenida  en  el 
número  4.o  del  art.  9.*  de  dicho  Apéndice,  es  indudable  qne  ha 
bría  incurrido  el  Oapitán  en  la  penalidad  que  marca  el  art  10 
del  mismo  (Sent,  núm.  880.— 27  de  Septiembre  de  1892).  678 

(compañía  obnbbal  de  tabacos  db  filipiwas).— Si  bien, 

con  arreglo  á  la  adición  á  los  números  4.o  y  5.^  de  la  tarifa  se 
gnnda  del  Reglamento  de  la  Oontribnción  industrial  y  de  comer- 
do,  las  Sociedades  por  acciones  tienen  derecho  á  qne  se  les  com- 
pute en  la  cuota  de  la  contribución  industrial  lo  satisfecho  por  te- 
rritorial, por  los  inmuebles  de  su  propiedad,  no  hay  razón  algu- 
na por  la  qne  pueda  estimarse  que  el  impuesto  de  exportación  de 
tabaco,  satisfecho  en  Filipinas  por  la  Oompafiía  general  de  Taba- 
-«os,  sea  equivalente  al  de  la  contribución  territorial,  como  lo  de- 
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maestra  U  existencia  de  ésta,  al  par  qae  de  aqaól,  en  la  Penínen- 
la,  Coba  y  Puerto  Bico. 

Por  no  tener  el  carácter  de  contribadón  territorial,  ó  tea  sobre 
los  inmuebles,  las  cantidades  pagadas  en  FilipiDas  por  la  Oompa- 
fiía  de  Tabacos,  resulta  demostrado  que  semejantes  snmas  no 
pueden  imputarse  en  pago  de  la  contribución  industrial,  que  tiene 
que  satisfacer  en  la  Península,  como  Sociedad  mercantil  que  tie- 
ne sn  domicilio  en  Barcelona,  y  que  es  anónima  y  por  acciones 
(Sent,  núm.  849.  -  8  de  Julio  de  1892).  498. 

Tanteo  (dskeí  ho  ds).— El  art.  9.^  de  la  ley  de  16  de  Junio  de  1866 
determina  que  en  ios  casos  en  que  se  enajena  la  parte  que  corres- 
ponda al  Eetado  en  fincas,  cuyo  dominio  se  halle  dividido,  ten- 
drá el  derecho  de  tanteo  el  conduefio  (Sent,  núm.  98.-  26  de  Fe- 
brero de  1 892).  .  158^ 
Teléfonos— Con  arreglo  á  la  base  9.^,  art  l.'o  del  Real  decreto  de 
18  de  Junio  de  1886,  las  estaciones  telefónicas  se  clasifican,  para 
los  efectos  de  la  cuota  de  abonó,  en  tres  categorías,  á  saber:  pri- 
mera, estaciones  particulares  dentro  del  término  mnnidpal  en 
qne  se  halle  establecida  la  central  de  la  red;  segunda,  estaciones 
para  fincas  urbanas  ocupadas  por  varios  inquilinos,  pudiendo 
hacer  todos  ellos  uso  del  teléfono;  y  tercera,  estaciones  para  casi- 
nos, circuios,  sociedades  de  recreo,  fondas,  cafés,  teatros,  estacio- 
nes de  ferrocarriles,  etc.,  etc.,  en  que  puedan  hacer  uso  del  telé- 
fono los  socios  ó  el  público. 

La  clasificación  referida  tiene  por  base  el  uso  más  ó  menos  fre- 
onente  que  de  la  red  telefónica  puede  hacerse,  no  pudiendo  admi- 
tirse el  criterio  del  cual  resalte  que  estaciones  puestas  al  servicio 
de  considerable  número  de  personas,  satisfagan  una  cuota  muy 
inferior  á'la  qae  pagan  otras  que  sólo  pueden  utilisar  los  inqnili- 
nos  dé  una  misma  casa  (Sent,  núm.  6. — 11  de  Enero  de  1892).  1^ 

En  los  contratos  administrativos,  como  en  todo  contrato,  es 

ley  fundamental  para  resolver  las  dudas  qae  puedan  ofrecerse  en 
sn  aplicación  la  voluntad  de  los  contrayentes  formulada  en  las 
clánsulas  del  mismo  contrato  sin  que  pueda  extenderse  acasos  y 
cosas  no  comprendidos  en  los  términos  de  la  estipulación,  ni  ad- 
mitirse excepción  alguna  á  las  reglas  generales  en  aquéllas  esta- 
blecidas, como  se  halle  clara  y  explícitamente  determinada. 

Tratándose  de  un  contrato  de  arriendo  de  ana  red  telefónica, 
hay  que  tener  en  coenta,  no  sólo  lo  que  dispone  la  regla  1.*  de  la 
base  10  del  art.  l.o  del  Real  decreto  de  18  de  Junio  de  1886,  sino 
lo  que  preceptúa  la  base  9.^  del  mismo  art  !.<>,  en  la  que,  además 
de  fijar  la  tarifa  de  abono  anaal  al  que  corresponde  á  cada  esta- 
ción particular  dentro  del  término  municipal  en  que  se  halla  es- 
tablecida y  la  red  telefónica  y  la  qne  corresponde  á  cada  estación 
para  fincas  urbanas  ó  para  casinos,  circuios  de  recreo,  etc.,  qoe 
están  situados  dentro  del  mismo  término  municipal,  se  flja  tam- 
bién un  suplemento  por  cada  100  metros  de  líoea  ó  fra<¿ión  de 
ellos  que  pase  del  término  municipal,  suplemento  qne  cede  en 
beneficio  del  concesionario  y  que  tiene  derecho  á  cobrarlo. 

De  esto  se  deduce  qne  las  460  pesetas  de  que  habla  la  regla  1.^ 
de  la  base  10,  no  se  refieren  más  que  á  cada  nna  de  las  estacio- 
nes de  abonados  si  toadas  dentro  del  término  municipal;  y  si  bien 
^ta  base  no  habla  de  las  lineas  qoe  salgan  f  aera  del  radio,  qne, 
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bonifictdón  en  6l  p«go  de  loe  atraeoe  por  contríbadoiiee  7  reo- 
tee,  implícitamente  ee  eomprendió  en  eet»  denominación  la  con 
tribnción  territorial,  y  eeto  snpneato,  ni  ee  halla  antoríiado  por 
loe  términoe  expreeoe  del  referido  artícolo,  ni  por  la  índole  eepe 
cial  de  dicha  contríbación,  ni  menoe  por  la  enumeración  que  de 
loe  origenea  de  atraeoe  á  qne  el  heneado  podía  aplicaree  hiso  el 
art.  1.^  de  la  Inetmcción  de  l.o  de  Noviembre  de  1887,  en  la  enal 
no  ee  incluye  la  contribudón  territorial,  ni,  eobre  todo,  tiene  fun- 
damento tal  enpneeto  en  el  eepírítu  de  la  citada  ley,  qne  ee  pro- 
mulgó en  época  en  que.  por  el  contrato  del  Eetado  con  el  Baoco 
de  Eepafia,  el  detema  de  recaudadón  que  ee  hallaba  en  Tigor  im- 
pedía la  poeihilidad  de  que  las  Gorporadonee  proyindalea  apare- 
deeen  con  deecubiertos  por  el  concepto  mendonado,  y  en  euyoe 
pagoa  pudiera  recaer  el  benefido  de  dicfaaa  boniflcadonee  (Beiit, 
núm.  619.— 24  de  Diciembre  de  1892).  726 

Tia  contencioea.— V.  Aeuerdo$  definiHvoi,  Cla$e$  pa$iwu,  Exeep 
eíone$  dilatoria$,  Juri$diccián  ordinaria  y  FríteeaimieiUo  conten- 
eio80  admmiitrativo. 

Tía  i^nbematiTa.— y.  Adminiitraeián  aeUva,  Exeejfeimei,  Jiirtt- 
dii^n  ordinaria  y  Proeedimiento  eontenoio$o  adminutrativo. 

Via  pública.— Son  de  la  excloeiva  oompetenda  de  loe  Ayunta- 
mientoe  loe  aenntoa  de  policía  urbana,  y  eepedalmente  loe  de 
alineadón  de  callee;  y  por  tanto,  lae  reeoludonee  dictadae  en  ellos 
por  dichas  Gorporadonee,  son  inmediatamente  ejeoutiYas,  saliro 
los  recursos  qne  determinan  las  leyes. 

En  talee  caeos,  los  recureoe  de  apeladón  ante  el  Gobernador, 
y  por  éete  deeeetímados,  ponen  término  á  la  vía  gubematiTa,  y 
solamente  eon  reclamables  por  la  contenciosa,  s^dn  lo  precep- 
tuado en  la  ley  Provindal  vigente. 

Esta  doctrina  se  halla  sancionada  por  la  Real  orden  de  36  de 
Mayo  de  1880,  dictada  de  acuerdo  con  lo  consultado  por  el  Con- 
sejo de  Estado  en  pleno  y  por  repetidas  dedeionee  de  este  misnio 
Tribunal  (Sent.,  núm.  806.— 11  de  Junio  de  189S).  487 
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Beneficencia. 

Reales  órdenes  de  80  de  Septíembre  de  1848  y  20  de  Janio  de  1849.^ 

V.  Ettablecimientof  benóficoe. 
Instrncción  aprobada  por  Real  orden  de  37  de  Abril  de  1876.— Y.  Be- 

DefíceDcia,  Abono  de  honorarios  y  Glasifícación  de  Establecimientos 

benéficos. 
Real  decreto  de  17  de  Abril  de  1886.— Y.  Beneficencia. 

Bienes  nacionales. 

Leyes  85  y  86,  tlt.  6.o,  Partida  5.*,  y  ley  17,  tít.  84,  Partida  7.»— V.  Bie- 
nes nacionales  é  Incidencias  de  yentas. 

Ley  de  2  Septiembre  de  1841.  Concordato  de  1861.  latmcdón  de  ti  de 
Mayo  de  1866.  ídem  de  2  de  Enero  de  1866.  Real  orden  de  10  de 
Jnnio  de  id.— Y.  Bienes  eclesiásticos,  Excepciones  y  Premio  de  de- 
nuncias. 

Ley  de  11  de  Jnlio  de  1866.— Y.  Bienes  nacionales  y  Rebaja  de  cargas. 

Instrncción  de  I  o  de  Jnlio  de  1869.— Y.  Excepciones  de  ventas  y  Des 
amortización. 

Oiroular  de  18  de  Diciembre  de  1869.— Y.  ídem  id. 

Ley  de  4  de  Abril  de  1860.— Y.  ídem  id. 

Real  orden  de  26  de  Mayo  de  1861.— Y.  ídem  id. 

Real  decreto  de  10  de  Jnlio  de  1866.— Y.  ídem  é  Incidencias  de  yentsa 

Circnlar  de  19  de  Enero  de  1867.— Y.  ídem  y  Excepciones  de  ventaa 

Ley  de  9  de  Jnnio  de  1869.— Y.  ídem  y  Censos. 

Ley  de  16  de  Junio  de  1869.— Y.  Bienes  del  Estado. 

Real  orden  de  12  de  Abril  de  1871.— Y.  Bienes  nacionales  y  Exeep* 
dones. 

Real  decreto  de  12  de  Agosto  de  1871. — V.  Fundaciones  piadosaa 

Ley  de  Presupuestos  de  26  de  Didembre  de  1872.— Y  Bienes  nado- 
nales  é  Intereses  de  demora. 

Real  decreto  de  20  de  Julio  de  1877.— Y.  ídem  id. 

Ley  de  21  de  Jnlio  de  1878.— Y.  ídem  y  Excepciones  de  ventas. 

Ley  de  26  de  Julio  de  1878.— Y.  Desamortisadón  y  Establecimientos 
piadosos.  • 

Ley  de  8  de  Mayo  de  1888.— Y.  ídem  y  Bienes  exceptuados. 

Real  decreto  de  6  de  Febrero  de  1889. — Y.  ídem  id. 


c 

Clases  pasiTas. 

Reglamento  de  Montepío  de  Ministerios  de  8  de  Septiembre  de  1768.-» 

Y.  Abono  de  servicios. 
Real  Cédula  de  l.o  de  Enero  de  1796.— Y.  Montepio  militar. 
Decreto  de  las  Cortes  de  28  de  Octubre  de  1811.— Y.  Individuos  dd 

Ejórdto  y  Pendones. 
Real  decreto  de  7  de  Febrero  de  1827.— Y.  Abono  de  servidos. 
Instrucción  de  26  de  Diciembre  de  1886.— Y.  Rehabilitadón  de  poidón. 
Ley  de  1886.— Y.  ídem.  Abono  de  carrera  y  Mejorada  pendón. 
Real  orden  de  29  de  Abril  de  1886.— Y.  ídem  id. 
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Contratos  adminlstratlTos. 

Real  orden  de  27  de  Febrero  de  1862. — Y.  Obrai  públicas  j  Expropia- 

cióo. 
Inatracción  de  16  de  Septiembre  de  1862. 

Contribadón  industrial. 

Reglamento  de  20  de  Mayo  de  1878.— Y.  Oontribadones. 

Ley  de  Preiapaeatoi  de  26  de  Jallo  de  1878.— Y.  ídem. 

Ley  de  29  de  Janio  de  1887.— Y.  ídem. 

Reglamento  orgánico  de  la  Dirección  de  Contabilidad  de  1871.— Yéase^ 

Banco  de  Eapafia. 
Reglamento  de  18  de  Jallo  de  1882.— Y.  ídem  y  Deírandadón. 
Reglamento  de  procedimiento  económico-adoünistratlYO  de  1881.— 

Y.  ídem. 
Real  orden  de  24  de  Mayo  de  1884. — Y.  ídem  y  Dendas  manidpalea. 
Real  orden  de  t  de  Enero  de  1886.— Y.  ídem  y  Defrandadón. 
Ley  de  12  de  £nero  de  1886.— Y.  ídem  id. 
Real  decreto  de  28  de  Febrero  de  1886.— Y.  ídem  id. 
Reglamento  de  28  de  Febrero  de  1887.— Y.  ídem  id. 
Real  orden  de  19  de  Diciembre  de  1868.— Y.  Banco  de  Espafia 

Contril)aclón  territorial. 

Ley  de  28  de  Mayo  de  1846.— Y.  Arbitrios  monidpales. 
Reglamento  de  la  Ck>ntribación  de  inmuebles»  enltiyo  y  ganadería  de 
80  de  Septiembre  de  1886.— Y.  ídem  id. 

Gnestiones  de  competencia. 

Reglamento  de  gobierno  y  administración  de  las  proyindas  de  26  de 

^ptiembre  de  1868. — Y.  Oaeationes  de  competencia. 
Real  decreto  de  8  de  Septiembre  de  1887. — Y.  ídem. 

CSostas. 

Ley  de  18  de  Septiembre  de  1888.— Y.  Oostaa 

Créditos  contra  el  Bstado. 

Real  decreto  de  16  de  Febrero  de  1886.— Y.  Oróditos  eontia  el  Estado. 
Ley  de  1.^  de  Agosto  de  1861. — Y.  ídem. 
Ley  de  21  de  Jalie  de  1876.— Y.  ídem. 


D 


Deuda  pública. 

Ley  8.a,  tít.  6.o,  Ubro  11,  Noyísima  Recopiladón.— Y.  Deada  pública  y 

Cadacidad. 
Real  decreto  de  16  de  Febrero  de  1880.— Y.  ídem  id. 
Ley  de  28  de  Janio  de  1887.— Y.  ídem  id. 
Ley  de  l.o  de  Agosto  de  1861.— Y.  ídem  id. 
Real  decreto  de  l.o  de  Noviembre  de  1861.— ídem  id. 
Ley  de  20  de  Febrero  de  1863.— Y.  ídem  id. 
Real  orden  de  80  de  Mayo  de  1866.— Y.  ídem  y  Cargas  de  jastida. 
Ley  de  11  de  JaUo  de  186/.— Y.  ídem  id. 
Ley  de  18  de  Abril  de  1868.— Y.  ídem  id. 
Ley  de  10  de  Jalio  de  1869.— Y.  ídem  y  Joros. 
Real  orden  de  2  de  Janio  de  1870.— Y.  ídem  id. 
Ley  de  Ck>ntabilidad  de  26  de  Janio  de  1870.— Y.  ídem  id. 
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Real  decreto  de  33  de  Agosto  de  1888.— V.  Foneionarioe  páblieos. 
Ley  de  Preeapnestoe  de  29  de  Janio  de  1891.  ídem  Reglamento  de  14 
de  Agoato  de  1892.— V.  ídem. 

Pondaciones  benéficas. 

Ley  de  3  de  Septiembre  de  1841. — Y.  Fondacionea. 
Ley  de  8  de  Agosto  de  1851.— V.  ídem. 
Orden  de  28  de  Enero  de  1869.— V.  ídem. 
Inatnicción  de  27  de  Abril  de  1875.— V.  ídem. 

G 

Oaardi^  civil. 

Reglamento  de  31  de  Agoeto  de  1866.— Y.  Gaardia  cítíL 
Reglamento  de  l.o  de  Mayo  de  1871. — Y.  ídem. 
Ley  de  19  de  Jolio  de  1889.— Y.  ídem. 
Reglamento  de  29  de  Octabre  de  1890.— Y.  ídem. 


Hacienda. 

Ley  de  Oontabilidad  de  25  de  Junio  de  1870.— Y.  Procedimiento  ooo- 
tencio80-ad  mi  D  iatrati  vo. 

Reglamento  de  18  de  Febrero  de  1881. — ^Y.  Oontribuclones. 

Reglamento  de  la  Inspección  general  de  14  de  Junio  de  1882. — Y  Fuá- 
cionarios  públicos. 

Instrucción  de  20  de  Mayo  de  1884. — Y.  Contribuciones  (apremios). 

Circular  de  5  de  Enero  de  1885.— Y.  ídem,  Derecbos  reales,  Deuda  pú- 
blica, Impuesto  de  consumos  y  alcoboles  y  Minas. 


impuesto  de  alcoholes. 

Ley  de  26  de  Junio  de  1888.— Y.  Oontribución  y  Consumos. 
Real  orden  de  22  de  Junio  de  1888.— Y.  ídem. 
Ley  de  21  de  Junio  de  1889.— Y.  ídem. 

Impuesto  de  Consumos. 

Instrucción  de  24  de  Julio  de  1876.— Y.  Consamos. 
Instrucción  de  81  de  Diciembre  de  1881. — Y.  Ídem. 
Real  orden  de  28  de  Febrero  de  1883.— Y.  ídem. 
Reglamento  de  16  de  Junio  de  1888.— Y.  ídem. 
Ley  de  26  de  Junio  de  1888. — Y.  ídem. 
Reglamento  de  21  de  Junio  de  1889.  -Y.  ídem. 
Ley  de  29  de  Junio  de  1889.— Y.  ídem. 
Real  orden  de  9  de  Octubre  de  1891.— Y.  ídem. 

Impuesto  de  derechos  reales. 

Real  decreto  de  9  de  Marzo  de  1851. — Y.  Derechos  reales. 
Real  decreto  de  6  de  Junio  de  1856.— Y.  ídem. 
Reglamento  de  14  de  Enero  de  1878. — Y.  ídem. 
Ley  de  Presupuestos  de  26  de  Diciembre  de  1872.— Y.  ídem. 
Reglamento  de  81  de  Diciembre  de  1881.— Y.  ídem. 
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Instrncoión  pública. 

Ley  de  Inatrucción  pública  de  9  de  Septiembre  de  1857. — V.  Instruc- 
ción pública,  Ayuntamientos,  Fancionarios  públicoi  y  Clases  pa- 
sivas. 

Plan  de  estudios  de  16  de  Julio  de  1863.— V.  Instrucción  pública. 

Reglamento  de  7  de  Julio  de  1867. — Y.  ídem. 

Real  decreto  de  6  de  Mayo  de  1871. — V.  ídem. 

Real  decreto  de  18  de  Junio  de  1877.— V.  ídem  y  Funcionarios  pú- 
blicos. 

Real  decreto  de  l.o  de  Febrero  de  1884.— V.  ídem  id. 

Real  decreto  de  24  Octubre  de  1884.— V.  ídem  (d. 

Real  orden  de  18  de  Marzo  de  1885.— V.  ídem  id. 

Real  decreto  de  80  de  Septiembre  de  1887.— V.  ídem  id. 

Real  decreto  sentencia  de  8  de  Marso  de  1888. — V.  ídem  id. 

Reglamento  de  7  de  Diciembre  de  1888.— V.  ídem  id. 


M 

Marina. 

Ley  de  28  de  Abril  de  1856.— V.  Marina. 

Ley  de  80  de  Julio  de  1878.— Y.  ídem. 

Reglamento  de  Condestables  de  la  Armada  de  20  de  Enero  de  1886. 

V.  ídem. 
Ley  de  9  de  Enero  de  1887.— V.  ídem.. 
Real  orden  de  6  de  Octubre  de  1887.— Y.  ídem. 

Minas. 

Real  orden  de  12  de  Julio  de  1857.— V.  Minas. 

Ley  de  Minas  de  6  de  Julio  de  1859. — Y.  ídem. 

Ley  de  Bases  de  29  de  Diciembre  de  1868. — Y.  ídem. 
^  Real  orden  de  25  de  Junio  de  1871.— Y.  ídem. 
'  Real  orden  de  26  de  Mayo  de  1877.— Y.  ídem. 

Real  orden  de  27  de  Diciembre  de  1881.— Y.  ídem. 

Ley  de  Minas  reformada  en  4  de  Marzo  de  1888.— Y.  ídem. 

Montes  públicos. 

Ordenanzas  de  Montes  de  22  de  Diciembre  de  1888.- Y.  Montes. 

Real  decreto  de  17  de  Mayo  de  1865.— Y.  ídem. 

Ley  de  15  de  Juniq^de  1866.— Y.  ídem. 

Real  orden  de  17  de  Mayo  de  1867. — Y.  ídem. 

Real  decreto  de  8  de  Mayo  de  1884.— Y.  ídem. 

Reglamento  de  17  de  Mayo  de  1886.— Y.  ídem. 


N 


Notarios. 

Real  decreto  de  2  de  Junio  de  1889.— Y.  Notarios. 
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O 

Obispos.—OoDcilio  de  Trento,  seción  28,  cap.  2.o— V.  Obispos. 

Obras  públicas. 

Pliego  de  condiciones  generales  para  las  contratas  de  obras  públicas 

de  10  de  Julio  de  1861.— V.  Obras  públicas. 
Real  orden  de  80  de  Septiembre  de  1866.— V.  ídem. 
Real  orden  de  26  de  Noviembre  de  1865.— Y.  ídem. 
Reglamento  de  17  de  Jalio  de  1868. — V.  ídem. 
Reglamento  de  14  de  Janio  de  1878.— V.  ídem. 

Oficios  enajenados. 

Ley  6.^,  tit.  19,  libro  6.o  de  la  Novísima  Recopilación  de  Indias. — 

V.  Oficios  enajenados. 
Real  cédala  de  21  de  Mayo  de  1881.— V.  ídem. 
Real  cédala  de  80  de  Enero  de  1866.— V.  ídem. 
Real  decreto  de  l.o  de  Abril  de  1874.— V.  ídem. 


Pagos  indebidos. 

Ley  de  Contabilidad  de  26  de  Janio  de  1870.— V.  Ayantamientos  j 

Gompeiencias. 
Reglamento  de  24  de  Janio  de  1886.— V.  ídem. 

Procedimientos  administrativos. 

Reglamento  orgánico  de  la  Dirección  de  Oontribaciones  de  1871. — 
V.  Oontribaciones  y  Recurso  de  alzada. 

Reglamento  de  procedimiento  económico  administrativo  de  SI  de  Di- 
ciembre de  1881.— V.  ídem. 

Ley  sobre  procedimiento  económico  administrativo  4®  24  de  Janio 
de  U86. — ^V.  Clases  pasivas  y  Excepciones. 

Reglamento  para  la  ejecución  de  la  anterior,  de  igual  fecha.- Y.  ídem. 

Procedimiento  conten cioso-administrativo . 

Reglamento  de  80  de  Diciembre  de  1846.— V.  Procedimiento  contencio- 
so administrativo. 

Ley  orgánica  del  Consejo  de  Estado  de  17  de  Agosto  de  1860. — Véase 
ídem. 

Ley  de  gobierno  y  administración  de  las  orovincias  de  26  de  8ep> 
tiembre  de  1868.— V.  ídem. 

Ley  de  26  de  Junio  de  1870.— Y.  ídem  y  Excepciones. 

Ley  Municipal  de  2  de  Octubre  de  1877.— Y.  ídem. 

Real  orden  de  26  de  Mayo  de  1880.— Y.  ídem. 

Ley  de  18  de  Septiembre  de  1888.— Y.  ídem. 

Real  decreto  de  23  de  Noviembre  de  1888.— Y.  I(}em.  ^ 

Real  orden  de  8  de  Julio  de  1890.— Y.  ídem. 

Reglamento  de  29  de  Diciembre  de  1890.  -Y.  ídem. 

Propiedad  industrial. 

Real  decreto  de  21  de  Agosto  de  1881  sobre  marcas  de  fábrica. 
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S 

rSerrieio  militar. 

Bealeí  órdenei  de  19  y  28  de  Mano  de  187d.^V.  Servicio  militar. 


Teléfonos . 

Beal  decreto  de  11  de  Agoito  de  1884.— V.  Tdófonoa. 
Reglamento  de  12  de  Agoeto  de  1884.— V.  ídem. 
Real  decreto  de  18  de  Janio  de  1886.— V.  ídem. 

Transportes  marítimos. 

Real  orden  de  6  de  Diciembre  de  1887.— V.  Transportes  marítimos. 


Vascongadas . 

Ley  de  l.o  de  Agosto  de  1887.— Y.  Vascongadas. 
Instrncción  de  l.<>  de  Noyiembre  de  1887.— Y.  ídem. 

Via  contenciosa. 

Y.  Procedimiento  contencioso  administratiro. 
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